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Apéüdíce  5.^  <  Uoo  I  del  Diccionario  de  idmiiislracioD. 


ADVERTENCIA. 

Con  el  cuarto  apéndice  al  Dicciína- 
%\o  DE  Administración  que  corresponde 
al  finado  año  <865,  pensábamod  dar 
por  terminada  nuestra  tarea,  que  no 
tenemos  interés  en  alargar;  pero  invi- 
tados por  gran  námero  de  nuestros 
constanles  favorecedores  para  que  con- 
liouemos  los  apéndices  anuales  sin  orai- 
lir  las  imporlanlisiraas  secciones  de  Ju- 
risprudencia  civil  y  administrativa, 
nos  ha  sido  forzoso  conaplacerles  y  de- 
sistir del  propósito  que  habiamos  for- 
mado para  atender  principalmente  al 
restablecimiento  de  nuestra  quebran- 
tada salud. 

El  apéndice  cuarto  correspondiente 
á  t865  !e  daremos  bien  pronto  termi- 
nado, tenieiKlo  ya  servida  á  los  seño- 
res suscrilort's  toda  la  Parle  legislali- 
»o  de  dicho  año,  inclusa  la  publicíWa 
tü  las  Gacetas  del  mes  de  enero  del 
corriente,  l.as  secciones  de  Jurispru- 
dencia del  mismo  anuario  formarán 
una  especie  de  Diccionario  de  los  pun- 
tos resuellos. 

Conliamos  así  en  que  el  DiccidNARio 
•E  AbüiMSTaAcioN,  tan  bien  acogido 
desde  los  primeros  momentos  que  se 
anunció ,  como  no  lo  ha  sido  en  Espa- 
ña ninguna  olra  obra  de  este  género, 
«fgnirá  ocupando  provechosamente  y 
<i\í  deca<T  de  su  utilidad,  los  eslanles 
de  los  señores  letrados  y  los  de  las  cor- 
poraciones y  dependencias  de  la  Aámi- 
ni¿íraciün  pública.  Y  no  queremos  con 


esto  hacer  elogios  de  la  manera  con 
que  desempeñamos  nuestro  trabajo, 
sino  únicameate  de  su  utilidad  que  no 
se  puede  poner  eu  duda. 
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it9jmm^  dieeretofl,  reale*  órúenem  y  clrctt* 
lares  die       eentroa  dllrectivoa. 

1.  BSTADO  DE  SITIO  — R.  O.  do  8  de 
enero  declarándole  en  el  distrito  de  Madrid. 

(GuRiiRA.)  ((H?ice  tiempo  que  el  Gobier- 
no do  S.  M.  tiene  noticiüíi  ciertas  de  que  se 
conspira  para  alterar  el  órden  público,  es- 
perando quebrantar  la  lealtad  del  ejército. 
El  Golíiertio  ebrará,  sin  embargo,  come  rí 
estuviese  en  ¿poca  tranquila^  enccrrán  dose 
denlru  del  círculo  legal,  y  conñando  en  la 
•easatpz  del  pueblo  español,  que  siente  la 
necesidad  de  la  paz  para  salvar  sus  intere- 
ses interiores  y  exteriores.  Pero  habiéndose 
sublevado  en  el  pueblo  de  Aranjucz  los  re- 
gimientos de  caballería  de  Bailéti  y  Calatra- 
va,  abandonando  sus  oficiales  y  capitaneados 
por  un  comandante,  en  lleg'ado  el  caso  de 
adoptar  las  medidas  extraordinarias  que  ca» 
ben  dentro  de  las  leyes  á  íin  de  evilar  que 
Hlucinados  con  aqufl  suceso  intenten  apro- 
vecharse los  enemigos  del  órden  para  cau- 
sar mayores  y  mas  importantes  perlurbacio» 
nos.  Fundándose  en  esla^  consideraciones, 
croe  eJ  C&>nsejo  de  Ministros  que  8<*ria  con- 
veme'íte  que  V.  E. ,  en  uso  de  sus  faculta- 
des, declare  en  estado  silio  á  Madrid  y 
su  distrito.  Por  ese  medio  se  volvem  la  trau  - 
qnilídad  al  ánimo  de  los  hombres  honrados, 
y  será  mas  fácil  impedir  la  r«'ai¡zacion  de 
cualquier  proyecto  revolucionario,  amino- 
rando la  efusión  de  sangre  y  oirás  desgra- 
cias que  son  consecuencia  di*l  n«*o  de  la  fuer- 
za. Resuello  el  Gobierno  á  empinarla  liasl.i 
donde  sea  necesario  para  maniMier  el  res- 
|>cUi  á  ftis  leyes  ,  espera  quií  V.  R. ,  revesli- 
do  con  estas  facuílades  exh  aordinarias  y 
legales  ,  proceda  con  toda  energía  y  sin  com- 
l>'nip!acion  á  tomar  cuantas  disposiciones 
juzgue  e(»nvenienl«'8  para  reprimir  á  los  ene- 
migos de  la  Consliluciou  del  Estado. 
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Lo  que  comunico  á  V.  E.  para  su  conocí- 
miento  y  eucarg^ándole  se  ponga  de  acuerdo 
con  las  autoridades  civiles  de  Ias  provincias 
de  este  distrito,  á  quienes  se coinuirutan  por  | 
el  Minifteno  de  la  GoberiMict*)n  las  órd^n^s  - 
opoi'tuuas.  Dios  guarde  á  V.  G.  mucJins  año»,  i 
Madrid  3  de  enero  de  1866.— O^donñell.  | 
(Gmc.  4  enero.)  I 

a.  ABOOlAOlbNESUiIOITAS.-BLO.de 
5  de  enero,  mandando  disolver  las  asooiaoio-  < 
nes  politioaa  denominadas  comités,  círculos, 
tertulias  etc.  ^ 

(GoB.)    «El  Gobierno  de  S.  M.  ha  . tolera-  ' 
do  hasta  ahora  asociaciones  pofíticas  orga- 
nizadas en  Madrid  y  en  las  demás  proviti>  i 
cías,  aunque  las  leyes  no  las  permiten  sin  j 
previa  autorización.  Pero  viendo  por  una  < 
dolorosa  experiencia  que  en  lugar  de  ser  es- 
tas asociaciones  instrumentos  de  ñnes  legi-  i 
timos,  son  agentes  constantes  de  perturba- 
oion  en  ios  ánimos  y  un  medio  que  puede  | 
emplearse  para  alterar  la  paz  pública,  por  i 
la  que  V.  S.  tiene  obligación  de  vetar  muy  ' 
especialmente;  vista  la  R.  O.  de  9  de  julio  ! 
de  186t  (t),  y  vistos  también  los  arts.  4.^  I 
207,208,  209,210,211,  212,  y  los  con-  I 


(1)   La  /?.  O.  de  9  de  julio  de  1861  que  i 
86  cita  rué  dictada  con  motivo  de  las  ocur- 
rencias de  Loja ,  y  en  ella  se  hacían  varias  | 
observaciones  á  los  Gobernadores ,  para  que  ... 

adoptasen  medidas  respecto  á  ia  imprenta  y  •  santo  de  la  industria  y  el  comercio  y  los 
a  las  asociaciones  públicas.  Los  arts.  11  al   progr«^sos  evidentes  de  ia  ap^ricuitura  dis- 


tenidos en  el  libra  J,*,  til.  3.**,  capítulo  2.* 
del  Código  penal ,  S.  M,  se  ha  servido  man  - 
dar  lo  siguiente: 

1.  *  En  cumplimiento  del  arl.  12  de  la 
rwri-^rden  citada  de  9  de  julio  de  1861,  prn* 
cederá  V.  S.  á  disolver  todas  tas  asociacio* 
nes  políticas  que  con  el  nombre  de  comités, 
cfrculos,  tertulias  ó  cualquier  otro  existan 
en  los  pueblos  de  li  provincia  de  su  mando. 

2.  *  Si  V.  S.  lo  creyere  conveniente  para 
la  averiguación  de  algún  delito,  mandara 
intervenir  todas  las  actas ,  documentos  y  pa- 
pel<*s  eor respondientes  á  dichas  asociaciones 

3.  **  En  el  caso  de  resisJirse  ó  de  evadir- 
se frau'lulentamente  el  cumplimiento  de  las 
órdenes  de  V.  S. ,  disportdrá'el  arresto  df 

ca  ó  de  mero  entretenimiento,  que  no  tenida 
por  objeto  encubierto  la  perturbacian  del  6r» 
den  público;  mas  no  cumplirla  V.  S.  con  sha 
deberes  permitiendo  asociaciones  disfraza- 
das que  con  esXe  ó  el  otro  nombre  engañoso 
se  hiciesen  centros  permanentes  de  malévo- 
las y  peligrosas  maquinaciones.  El  hecho 
solo  de  comppnerse  una  sociedad  de  indivi- 
duos pertenecientes  todos  á  un  solo  partido 
político,  sea  cnalquir'ra  su  denominación, 
demostrará  á  V.  S.  que  no  es  de  las  quí? 
pueden  sor  consentidas  por  el  Gobierno ,  ni 
de  las  que  amparan  las  leyes. 

13.  El  desarrollo  extraordinario  de  los 
trabajos  públicos,  él  acrecentamiento  ince- 


15  son  Jos  relativos  á  las  asociaciones  y  di 
cen  asi: 

((Art.  11.  Otro  medio  de  propaganda  re- 
volucionaria tan  importante  como  la  ini« 
prenta  es  la  creación  de  sociedades  públi- 
cas, que  con  diversos  pretestos  plausibléa 
suelen  tener  un  nalévolo  fin  político.  Sobre 
estas  asociaciones  y  sobre  las  sociedades  se- 
cretas llamo  también  muy  especialmente  la 
atención  de  V.  S. 

12.  Respecto  de  las  asociaciones  que 
aparentan  un  objeto  lícito ,  bastará  que  V.  S. 
haga  observar  rigorosamente  la  prevención 
contenida  en  el  art.  212  del  Código  penal, 
onlregaudo* inflexiblemente  los  contravento- 
res á  los  Tribunales  de  Justicia.  Y  siendo 
enteramente  |>otestativo  en  V.  S*  el  conce- 
der ó  negar  pt*rmiso  para  toda  ciase  de  reu- 
niones, y  lio  podiendo  existir  ninguna  orga- 
nizada sin  su  consentimiento,  procederá 
además  á  revocar  sin  demora  el  que  hayan 
obtenido  con  anterieridad  las  que  por  cual- 
quier motivo  no  merezcan  ya  su  confianza. 
Ll  Gobierno  desea  que  se  muestre  V.  S.  to- 
lerantC'COQ  toda  asociación  literoria,  beuéU 


culpan  menos  cada  dia  el  delito  de  vagancia 
comprendido  eu  el  tít.  6.**,  libro  2.*  delCó- 
di^  penal,  y  la  autoridad  de  V.  S.  djspone 
de  medios  especíales  para  descubrir  esta  cla- 
se de  delincuentes  y  entregarlos  á  los  tri- 
bunales. 

14.  No  es  de  los  medios  menos  frecuen- 
tes de  que  se  valen  ahora  los  enemigos  de 
la  paz  pública,  prevalidos  del  exceso  mismo 
de  ocupación  y  trabajo  que  hay  en  todas  las 
provincias  del  Reino,  el  de  excitar  al  au- 
mento ó  dísminuciou  del  valor  de  los  jorna- 
les por  medio  de  coligaciones  entre  los  ca- 
pitalistas ó  entre  los  jornaleros.  Es  deber  de 
V.  S.  mantener  la  libertad  de  unos  y  otros; 
pero  evitando  las  coligaciones  y  denuncián- 
dolas á  los  trihunales,  conforme  á  los  artícu- 
los 461  y  462  del  Código  penal. 

15.  En  cuanto  á  las  asociaciones  defini- 
das en  el  art.  207  del  Código  penal,  como  sa- 
ciedades secretas ,  V.  S.  deberá  perseguir- 
las sin  descajiso,  en  uso  de  sus  atribuciones, 
entregando  los  afiliados  que  caigan  en  suh 
manos,  en  cualquier  número  que  sean,  á 
los  Tribunales  de  Justicia.» 
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Im  eslpahlas^  y  loe  enlr«g«ré»  dentro  del 
lérmlno  le^ai  ,  á  I09  tribunales  compelea- 
let  coo  las  diligencias  practicadas. 

4  *  Lo  mismo  resolverá  V  si  tuviese 
■otivo  para  areer  que  eran  cómplices  ó  au- 
xiliadores de  la  rolx^lion,  ó  que  se  hallan 
comprendidos  en  los  artículos  del  Itbro  2.*, 
lil.  3.*.  capítulo  2.*  dfl  Código  penal.  De 
rsal  orden  ele.  Madrid  5  de  enero  de  1866. 
—Posada  Herrera.  (Gae.  6  enero,) 

t.  SSaiSTRADOBiCa  DB  IiA  PBO- 
PrBDAl>.-&  O.  de  12  de  en«ro,deolan^nd> 
nulos  los  nombramientos  de  varios  Begis- 
tradores. 

(Gra^c.  t  Just  )  Consultado  por  R.  O  de 
27  de  octubre  úllímo  para  que  informase  lo 
^ae  se  le  ofreciese  y  pareciese  acerca  de  la 
li  lima  provisión  de  los  Registros  de  la  Pro- 
piedad de  Haro,  Avila  y  Carrion  de  los  Con 
des,  el  Concejo  de  Estado  en  pleno  informó 
en  6  de  dicit^nibre  último  lo  sigaienle: 

oEiicmo.  Sr  :  De  real  órden,  comunicada 
por  el  Ministerior  del  digno  car^o  de  V.  E. 
en  27  de  octubre  próximo  pasado  y  con  mo* 
thro  de  las  circunstancias  con  que  se  verifi* 
có  la  provisión  délos  Registros  de  la  Propie- 
dad de  Carrion  de  los  Condes,  Haro  y  Avi- 
la, se  manda  á  este  Consejo  que  consulte 
cuanto  se  le  ofrezca  y  parezca  sobre  los  dos 
extremos  siguientes: 

1.^  Si  deben  reputarse  ilegales  los  nom- 
bramientos de  Registradores  eo  los  citados 
puntos  de  Carrion  de  los  Condes ,  Harp  y 
Avila,  declarándolos  nulos  y  dejándolos  sin 
efecto. 

Y  2.^  Si  en  el  caso  de  declaraV  nulos  y 
dejar  sin  efecto  los  nombramientos  de  que 
se  trata,  deberá  la  direccio;i  del  ramo  limi- 
tarse  á  formalizar  su  propuesta  de  entre  los 
aspirantes  de  mejor  derecho  que  optaran  en 
tiempo  oportuno  á  las  vacantes  anunciadas, 
6  pablicar  estas  por  segunda  vez  para  la 
instruceion  de  nuevos  expedientes. 

Las  circunstancias  que  según  expfesa  la 
real  érden  y  coafirma  el  exámen  del  expe- 
diente que  la  acompaña,  han  llamado  la 
atención  de  ese  Mmisterio,  consiste:  res- 
pecto al  Registro  de  Carrion  de  los  Condes, 
eo  que  habiendo  vacado  por  jubvla'sion  del 
qoe  lo  desejopeñal>a ,  se  presentaron  varios 
aspiraotes  con  derecho  preferente  á  lus  pro* 
puestos  en  ia  terna  que  la  diretusion  formó 
en  10  de  oayo  próximo  pasado,  y  al  nom- 
brado por  S.  M.,  infringiéndose  de  este  mo- 
do ¿os  arla.  277  ,  278  y  280  del  reglamento 
g^oeni  para  la  ejecución  de  la  ley  bipoteea- 
ría.  Aaipeelo  al  li«g¡«tro  de  Haro ,  que  ha- 
hieoóo  vacado  por  fallecimiento  del  que  lo 
MeoíMf  filé  ñ^aúmúo  propoealo  por  la  di- 


rección y  nombrado  en  10  de  junio  próximo 
pasado  un  aspirante  que  no  era  Registrador 
ni  había  desempeiíado  funciones  judiciales, 
ó  fiscales  ó  ejercido  la  abogacía  cuatro  arios 
por  lo  meiios,  postergando  á  oíros  que  á  la 
sazón  ocupaban  Registros  de  la  misma  clase 
ó  de  la  inferior  inmediata,  y  á  varios  Jueces 
y  abogados  de  mas  años  de  servicio,  contra 
ladispuesio  en  los  arls.  298  de  la  ley  hipa- 
lecaria,  277.  278  Jr  28t  del  reglamenlo  gene* 
ral  y  circular  de  l.«  de  julio  de  18í51  ;  por 
úllimo,  en  cuanV)  al  Registro  de  Avila,  que 
con  la  misma  fecha  de  junio  úllimo  se  pro- 
veyó en  un  aspirante  que  tampoco  justificaba 
los  cuatro  años  en  el  desempeño  de  funcio- 
nes judiciales  ó  fiscales,  ni  en  el  ejercicio  da 
i  a  abogacía. 

El  Consejo,  en  vista  de  los  hechos  referi- 
dos, y  encoiilrando  comprobada  en  el  expe- 
difenl^j  la  certeza  de  las  irregularidades  con 
que  resulta  haberse  procedido  en  la  provi- 
sión de  los  Registros  mf?ncionados,  no  puede 
menos  de  considerar  notoriamente  ilegales 
los  nombramientos  en  cuestión. 

Diferentes  disposiciones,  legales  unas  y 
reglamentarias  las  otras,  aparecen  manifies- 
tamente infringidas  en  daño  del  mejor  ser- 
vicio público,  y  en  perjuicio  también  de  de- 
recha» (eg  ¡timos  creados  por  aquellas  mismas 
disposiciones. 

Por  otra  parte,  nada  seria  mas  opuesto  al 
espíritu  de  la  ley  hipotecaria  que  reconocer 
á  los  que  con  tales  circunstancias  han  oble- 
nido  sus  cargos  las  garantías  de  estabilidad 
y  demás  ventajas  que  la  misma  ley  solo  ha 
concedido  en  compensación  de  requisitos  y 
cualidades  que  ha  considerado  indispensa- 
bles para  optar  al  cargo  del  Registrador,  ha- 
biendo lugar  por  lo  tanto  á  deducir  lógica- 
mente que  existen  fundamentos  bastantes 
para  declarar  la  nulidad  de  aquellos  nom - 
bramitnlos  efectuados  fuera  de  las  condicio- 
nes expresamente  exigidas  por  el  legislador. 

En  cuanto  al  segundo  extremo  de  la  con- 
sulta ,  el  Cons«»jo  entiende  que  una  vez  de- 
clarada la  nulidad  de  la  provisión  de  los 
Registros  mencionados,  laí  consecuencia 
forzosa  de  semejante  delerminacioo  no  po- 
dría ser  otra  que  retrotraer  las  cosas  al  es- 
tado en  que  se  hallaban  anles  de  perpetrarse 
las  infracciones  que  niolivaron  la  nulidad. 

En  este  concepto,  como  quiera  que  las 
calificaciones  de  aspirantes  hech^is  por  las 
audiencias  para  formar  las  listas  remitidas 
á  la  dirección,  crearon  derechos  que  no 
pueden  ser  desatendidos  (dado  que  aquellas 
calificaciones  fueran  conformes  á  las  praa- 
cripciooes  de  la  ley  y  del  reglamenlo) ,  la 
justicia  exige  que  eoo  loa  miamoa  aapirtutea 
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'  ^ue  en  tiempo  oportuno  acudieron  en  uso 
^     de  su  derecho  se  formen  ahora  nievas  ler- 
nas por  la  diraccion,  ajustándose  á  (as  regalas 
prefijadas. 

Conviene  sin  embargpo  hacer  una  impor- 
tante salvedad  para  prevenir  un  g^ran  incon- 
veniente con  que  podría  lrop«^zarse ,  si  se 
aceptara  «in  reserva  alguna  ia  determinación 
^uc  se  deja  indicada. 

En  el  supuesto  de  que  los  aspirantes  fue- 
ran colocados  en  la  lista  formada  por  cada 
audiencia  en  el  orden  numérico,  y  con  la 
preferencia  que  los  méritos  de  cada  uno  de- 
terminan ,  conforme  al  precepto  legal,  las 
ternas  de  la  Dirección  d»»bieron  formarse  con 
los  tres  que  figuraban  al  frenie  década  una  de 
las  tislas.  Podría  suced'  r  que  por  efecto  de 
la  püsiergacion  sufrida,  los  aspirantes  que 
«n  mayo  ó  junio  ocupaban  los  tres  primeros 
lugares  de  la  lista  no  quisieran  ó  no  pudie- 
ran reivindicar  hoy  su  derecho,  bien  por 
haber  obtenido  otra  colocación,  h¡en  por  ha- 
ber fallecido  ó  haber  quedado  inhabilitados, 
«n  cuyo  caso  resultaría  que  en  defecto  de  los 
tres  números  que  encabezaban  cada  lista 
intentarían  los  inmediatamente  inferiores 
«cupar  su  lugar  sucesivamente,  pretendien- 
do así  utilizar  derechos  que  no  tenían  al 
tiempo  en  que  la  provisión  debió  verificar- 
se, y  que  por  nacer  de  una  eventualidad 
imprevista  no  podrían  ser  atendidos  en  tér- 
minos de  justicia.  Para  obviar  esta  diScuU 
tad  estima  el  Consejo  que  solo  t»n  el  caso 
de  quepersístíescn  hoy  en  sus  aspiraciones 
ks  mismos  individuos  con  los  cuales  se  de- 
bió formar  las  ternas  cuando  se  elevaron  las 
listas  por  las  audiencias,  deberá  la  dirección^ 
con  presencia  de  esas  mismas  listas,  subsa- 
nar las  ilegalidades  antes  cometidas  forman- 
do de  nuevo  las  lernas  correspondientes, 
pero  si  resultara  que  no  subsisten  ni  la  vo- 
luntad ni  el  derecho  de  alguno  de  los  aspi- 
rantes primitivos,  cuya  preferencia  fué  in- 
debidamente preferida  á  su  tiempo ,  enton- 
ces procedería  instruir  nuevos  expedientes 
publicando  las  vacantes  en  la  ferma  ordi- 
naria. 

Fundado  en  las  consideraciones  expues- 
tas, el  Consejo  es  de  dictámen: 

1.  *  Que  deben  declararse  nulos  y  dejar- 
se sin  efec((»  los  nombramientos  para  los 
Registros  de  Carríon  de  los  Condes,  Haro  y 
Avila,  hechos  en  favor  de  los  que  aclual- 
uienle  los  desempeñan. 

2.  *   Que  para  la  provisión  de  los  Regis- 
tros qnese  mencionan  deben  fonnarse  nuevas 
lernas  por  la  dirección ,  teniendo  presente  * 
las  4:aliticBcícines  de  preferencia  que  las  an- 
dienciai  hicieron  al  formar  las  listM  de 


aspirante!,  siempre  que  aquellas  caliOcacíe- 
nes  resulten  conformes  con  las  prescrípcio* 
nes  de  ta  ley  y  del  reglamento ;  pero  que  si 
por  eventualidades  posteriores  de  alguno  de 
los  primitivos  aspirantes  que  tenían  derecho 
á  componer  las  lernas  según  lai  listas,  no 
quisiere  ó  no  pudiere  ya  optar  al  cargo  que 
pretendió  ,  deberán  publicarse  las  vacantes 
por  «segunda  vez,  instruyendo  nuevos  expe- 
dientes. 

3  *  Que  mientras  se  verifica  la  provisión 
en  debida  forma,  podrán  continuar  los  ac- 
tuales servidores  de  los  Regísiros  en  calidad 
de  interinos,  á  fin  de  que  po  se  interrumpa 
el  servicio  público. 

4.*  Que  si  resultare  haberse  verificado 
algún  otro  nombramiento  de  Registrador  de 
la  Propiedad  con  condicrones  íl»^gales  como 
las  que  aparecen  en  los  que  han  dado  motivo 
á  este  expediente,  procedería  adoptar  desde 
luego  una  resolución  idéntica  á  la  que  el 
Consejo  deja  (iropuesta  para  el  caso  actual. 
V.  E. ,  sin  embargo,  acordará  con  S.  M.  lo 
que  eslime  mas  acertado.» 

En  su  vírtu'J,  S.  M.  se  ha  dignado  resolver 
de  conformidad  en  un  todo  con  las  conclu- 
siones del  dictámen  preinserto,  determinan- 
do que  los  actuales  Registradores  de  Haro, 
Avila  y  Carrion  de  los  Condes  continúen 
desempeñando  interinamente  estos  Regis- 
tros, si  no  hubiere  para  los  mismos  Regis- 
tradores interinos ,  conforme  á  lo  dispuesto 
en  circular  de  esa  dirección  de  2Sde  febrero 
de  1864,  y  que  si  resultase  haberse  verifi- 
cado en  cualquier  ticmpp  algún  otro  nom- 
bramiento de  Registrador  de  la  Propiedad 
con  condiciones  lan  ilegales  como  las  que 
han  dado  motivo  á  la  anterior  consulla ,  se 
proceda  á  formar  el  oportuno  expediente 
para  dictar  respecto  de  él,  previa  audiencia 
del  Consejo ,  una  resolución  idéntica.  De 
real  órden  etc.  Madrid  12  de  enero  de  1866. 
—Calderón  y  Collanles.  (Gac.  15  id.) 

4.  FABMAOOPEA.— B.  O.  de  2  de  ene- 
ro, mandando  qae  rija  la  nueva  en  toda  la 
monarquía  oon  ol  Petitorio  y  la  tarifa  ofl- 
cial. 

(GoB.)  Publicada  ya  la  Farmacopea ,  el 
Petitorio  y  la  tarifa  oficiales,  con  arreglo  á 
lo  terminado  en  el  R.  D.  de  18  de  abril  de 
18€0,  la  Reina  (Q.  D.  G  )  ka  tenido  á  bien 
mandar  ,  de  acuerdo  con  lo  prevenido  en  la 
R.  O  de  26  de  marzo  de  1864  y  en  el  ar- 
ticulo 41  del  cilado  real  decrclo  que  la  ex- 
presada Farmacopea  rija  en  toda  la  extensión 
de  la  monarquia,  y  que  se  considere  obliga- 
toria para  lodos  los  farmacéuticos  con  kolt- 
oa  abierta  la  «dquisioioo  del  citado  Códif^  y 
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M  U  tarifa  y  Pelilorío  ofíciaiet.  De  órden  de 
S.  M.  io  digo  á  V.  S.  para  su  conocimiento, 
reeooiendándole  la  ¡nderclon  de  esta  real 
arden  en  el  Boletín  oficial  de  esa  provincia 
7  encargando  al  propio  tiempo  á  los  subde- 
l^ados  de  farmacia  que  cuiden  escrupulo- 
•amenle  en  la  parle  que  les  correspande  de 
M  comprimit-nio.  Dios  guarde  i  V.  S.  mu- 
cboa  añae.  Madrid  2  de  enero  de  1866. —Po- 
sada Herrera.  (Gao.  id.) 

6.  I>IPirFAOION:ÉS  PBOTmCtAliBS. 
—Real  decreto,  disponiendo  la  primera  reu- 
■ion  del  oorrlenta  afio. 

(GoB.)  Con  arréelo  á  lo  dispuesto  en  el 
arl.  32  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1863 
para  el  gobierno  y  administración  de  las 
provincias ,  Vengo  en  convocar  á  las  Dipu- 
ucioiies  provinciales  parala  primera  reunión 
ordinaria  del  corriente  año,  la  cual  deberá 
principiar  el  día  l.**de  febrero  próximo  en 
la  Península  á  Islas  Baleares,  y  el  15  del  mis- 
ino en  Canarias.  Dado  en  Palacio  ¿  17  de  ene- 
ro de  1866. — Está  i  ubricado  de  la  real, mano. 
— El  Ministro  de  la  Gobernación,  José  de 
Posada  Herrera.  (Gac.  18  id.) 

e.  AGUAS  PXrBI-ICAS.-B.  o.  de  14  de 
esero,  dispomeado  i\ie  en  los  diotimenes 
gue  emitan  los  fnnoionarios  ad^ninistrativoa 
M  loa  expedieotes  sobre  su  aproreohamien* 
So »  conaienen  su  opinión  aobre  las  opoai- 
eionea  presentadas. 

(FoH.)  limo.  Sr.:  Al  emitir  diclámen  en 
ios  expedientes  promovidos  sobre  aprove* 
cfaamienlo  de  aguas  públicas,  manifiestan 
algunas  corporaciones  y  funcio^iaríos  no  ser 
de  »u  incumbencia  examinar  las  reclama- 
tjones  de  índole  meramente  privada  que  se 
presentan  contra  los  proyectos;  suponiendo 
que  no  se  debe  mezclar  en  ellas  la  adminis- 
tración, y  que  las  ha  de  reservar  integras  á 
las  gestiones  extraoficiales  de  los  inleresa- 
doa«  ó  á  la  decisión  de  los  Ti  ibunales  de 
Josticia.  Mas  comoquiera  que  la  Adminis- 
tración no  puede  autorizar  ningún  aprove- 
thamiento  de  aquellos  en  que  no  procede  la 
expropiación  á  que  so  refiere  la  ley  de  17 
de  julio  de  1836,  cuando  los  daños  son  ma- 
aiieslosé  iíj(iu<iab(es,  y  cuando  para  llevar 
a  cabo  un  proyecto  se  han  de  causar  veja- 
ciones y  perjuicios  ó  LisUmar  el  derecho  de 
propiedad.  Como  quiera  que  al  resolver  un 
expediente  de  esta  cta^t*  necesita  el  Gr.'iier- 
Do  conocer  iO'!:t  «.-xaclilud  la  ra/.on  y 
naturaleza  li'^  i  i.^if'it  s^^í*  que  afecta  y  la 
«»pinionde  'o.s  (  ii**rpoí»  y  fuíicionarios  llafua- 
dosáinlerv^*  -.-^Miciai.tes  a8uni<-.,y  te- 

niendo pre  '  'A  í^rnmlii  de  salvo  si 

derecho  de  ¡  r  v  -¡yer juicio  de  ler^ 
«tro,  usada         '      ^  i-;iiet>  autor- iciO"» 


nes,  st  encamina á  borraj*  hasta  las  ¿Itimas 
timbras  de  lesión  y  daño»  y  á  manlfeitac 
que  la  concesión  descansa  haberse  ám«^ 
pitamente  justificado  lo  beneficioso  i  inofen- 
sivo del  proyecto;  la  Reina  (Q.  D.  6.)  se  ha 
servido  resolver,  de  cor>formidad  con  lo  pro* 
puesto  por  esa  dirección  general,  se  preven^ 
ga  á  los  Gobernadores,  Consejos,  juntas  da 
AjB^ricultura,  Industria  y  Comercio  é  inge- 
nieras jefes  de  las  provincias,  que  al  emitir 
dictámen  en  los  expedientes  de  aprovecha « 
miento  de  aguas  publicas,  no  se  limiten,  co- 
mo suelen  hacerlo,  á  ^jiaminar  si  en  la  ins- 
trucción de  ellos  se  han  llenado  los  trámites 
que  prescribe  la  legislación  actual,  y  á  ma- 
nifestar que  juzgan  útiles  los  proyectos  en 
cuanto  no  afectan  al  régimen  de  los  rios  ó  á 
otra  clase  de  intereses  públicos;  sino  qua 
también  han  de  tener  en  cuenta  y  han  da 
consignar  clara  y  minuciosamente  su  opi^ 
nion  respecto  de  las  oposiciones  presentadas 
por  loa  particulares,  y  sobre  los  fundamentos 
que  encuentren  en  ellas,  procurando  ilustrar 
con  su  razonado  voto  el  juicio  de  esa  Direc* 
cion  y  de  las  altas  corporaciones  del  Estada 
que  acaso  tengan  que  informar  en  los  mis> 
mes  expedientes,  á  íin  de  que  siempre  sa 
pueda  proponer  á  S.  M.  la  resolución  mas 
acertada.  De  real  orden  etc.  Madrid  14  de 
enero  de  1866.— Vega  do  Armijo.  [Gac.  lí 
Ídem.) 

BA.d-AJSB.~B.  O.  de  3  de  enero .  re 
aolTiendo  sobre  los  que  se  deben  íaoilifea 
4  los  Guardias  oiTiles  y  sus  f  amillae. 

(GoB.)  Por  el  Ministerio  de  G  uerra  se  dice 
al  de  la  Gobernación  en  15  de  noviembre  út* 
limo  lo  siguiente: 

ttExcmo.  Sr.:  He  dado  cuenta  i  la  Reina 
(O*  D.  G.)  de  un  escrito  que  en  18  de  enere 
de  1864  elevó  á  este  Ministerio  el  Capitán 
general  de  Galicia  manifestando  la  conve- 
niencia de  que  se  declare  si  las  diferentes 
clases  del  cuerpo  de  Guardias  civiles  y  sus 
familias  tienen  los  mismos  derechos  respecto 
á  la  exacción  de  bagajes  que  las  demás  del 
ejército,  puesto  qne  siendo  la  creación  de 
aquel  instituto  posterior  á  la  legislación  qua 
rige  sobre  dicho  servicio  y  ad ñutiéndose  en 
él  ipdivi  iuos  casados,  es  tanto  mas  necesa- 
ria la  referida  d^ciurieion,  cuanto  que  con 
sus  escasos  haberes  lu  pueden  las  clases  de 
tropa  costear  la  iradiacion  de  sus  familias. 
Eulera  -e  S.  M.  de  la  mencionada  consulla, 
como  ashnismo  de  lo  que  acerca  de  ella  in- 
formó en  16  de  marzo  siguiente  el  D;r^^clor 
general  del  propio  cuerpo;  y  oido  e!  el'  tá- 
mcn  d'-  la  junta  consulliva  de  Guerra ,  y  de 
'  las  ieccioaes  reunidas  de  Guerra  y  Marina 
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de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de 
slado,  ha  tenido  á  bien  resolver,  de  con- 
formidad con  el  randado  y  unánime  parecer 
de  ambas  corporaciones,  que  se  considere 
al  cuerpo  de  Guardias  civiles,  con  iguales 
derechos  que  los  demás  del  ejército  respecto 
del  auxilio  de  bagajes  para  las  dífereples 
clases  y  sus  ramillas,  siempre  que  por  con- 
venir al  servicio  ó  por  causas  dependientes 
de  sus  reglamenlts  tengan  que  trasladarse 
de  un  panto  á  otro/ pero  con  la  restricción 
de  que  por  ningún  concepto  tendrán  opción 
á  este  beneficio  cuando  lo  verifiquen  por 
conveniencia  propia  y  á  solicitud  de  los  ín* 
teresados ,  con  cuyo  objeto  deberá  hacerse 
constar  esta  circunstancia  en  la  drden  que  se 
dé  al  efecto;  y  que  en  el  caso  de  reconcen- 
tración de  puestos  y  líiiieas  para  op^^rar, 
quede  igualmente  sujeto  dicho  cuerpo  á  las 
prevenciones  generales  |wra  el  ejército ^  y 
reales  órdenes  y  disposiciones  que  eslén  vi- 
gentes ó  que  en  lo  sucesiva  se  &ctaren^ 

Es,  por  último,  la  voluntad  de  S.  M.  se 
recomiende  muv  efícazmenle  á  los  jefes  y 
oficiales  del  referido  instituto  celen  con  el 
mayor  cuidado  é  interés  que  no  se  abuse  de 
esta  concesión,  exigiéndoles  la  responsabili- 
dad en  caso  contrario.»  De  real  orden,  co- 
municada por  el  Sr.  Ministro  de  la  Goberna- 
eion,  la  traslado  á  ¥.  S.  para  los  efectos  cor- 
respondientes. Dios  guarde  á  V.  S.  muchos 
años.  Madrid  3  de  enero  de  1866.-rEI  Sub- 
secretario, Estanislao  Suarez  lucían.  (Gac#- 
ta  14  id.) 

8.  FQUOIAXmBAKils.-B.  O.  do  10  de 
•ñero,  deolarando  que  Uw  providencias  de 
los  Oobemadores  que  reconoscan  derechos 
solo  son  revocables  por  la  vía  oontencioia. 
Alineaciones  etc. 

(GoB.)  El  Ministro  de  la  Gobernación 
dice  al  Gobernador  de  Gerona  en  real  dr- 
den de  esta  fecha  lo  que  sigue: 

((Hemitido  á  informe  de  la  sección  de  Go* 
bernacion  y  Fomento  del  Consejo  de  Esta- 
do el  expediente  instruido  sobre  derribo  y 
reconstrucción  de  un  muro  ruinoso  de  la 
casa  que  en  la  calle  áíi  Munt  de  la  villa  de 
Palamós  posee  D.  láime  Yilar,  ha  emitido 
el  dictámen  siguiente: 

«Excmo^  Sr.:  Esta  sección  ha  examina» 
do  en  virtud  de  fi.  0.  de  26  de  marzu  di  li- 
nio el  expediente  inslruido  sobre  derribo  y 
reediticacion  de  una  pared  de  la  casa  que 
en  la  calle  de  Muni  de  la  villa  de  Pelamos 
posee  D.  Jáime  Vilar^ 

Resulta  del  expediente  que  liabiendo  or- 
denado el  Ayuntamiento  del  pueblo  la  de- 
molición de  la  citada  pared  |)or  hallarse  en 
oUdo  de  ruina  y  ofrecer  ininineuic  ^eli^ro 


á  los  transesnfes,  no  te  conformó  Vi  lar  coa 
esta  providencia,  le  cual  se  puso  en  conoci- 
miento del  Gobernador;  y  reconocida  la  pa« 
red  de  nuevo  por  el  arquitecto  provincial, 
opiné  en  24  de  setiembre  de  1864  que  de- 
bía demolerse  á  pesar  de  las  obras  de  repa- 
ración que  estaba  haciendo  el  propietario. 
Añadió  el  arquitecto  que  la  resistencia  de 
este  era  hija,  sin  dada,  de  suponer  que  si 
demolía  la  pared  le  ob|jgaría  el  Ayunta- 
miento á  remeterla  para  ensanchar  Ut  calle, 
que  é&  muy  estrecha  en  aquel  sitio.  Goqia 
el  interesado  soticitara  en  27  de  setiembre 
que  se  le  permitiese  reforzar  la  pared  en 
los  términos  que  había  propuesto  un  maes- 
tro alarife  de  la  población ,  el  arquitecto 
provincial  informó  de  nuevo  en  10  de  octu- 
bre que  si  bien  seria  de  desear  se  demolie- 
sen los  poutos  que  designaba  de  la  fachada 
de  la  calle  de  Munl,  y  aun  parte  de  la  de  I  a 
calle  de  Molins,  podría  sin  embargo  quedar 
asegurada  la  tinca  solo  con  la  reparación 
que  se  solicitaba.  Autorizada  en  efecto  esta 
por  el  Gobernador  de  Gerona  en  12  de  oc- 
tubre, el  Ayuntamiento  le  hizo  varias  ob- 
servaciones encaminadas  á  probar  la  cen- 
veniencia  de  ensanchar  la  calle  de  Munt, 
que  por  aquella  parte  no  tiene  mas  que 
peímos  y  ires  cuartas,  é  impide  el  tránsito 
de  caiTuajes ;  y  como  ni  aun  asi  obtuviera 
la  revocación  de  la  mencionada  providen- 
cia, la  corporacbn  municipal  en  4  de  ene- 
ro de  1865  acoi'dó  instruir  el  oportuno  ex- 
pediente de  expropiación  forzosa  por  cau- 
sa de  utilidad  pdblica  para  ensanchar  la  ca- 
lle ,  caso  de  que  no  produjera  efecto  alguno 
el  recurso  de  alzada  que  elevaba  al  propio 
tiempo  al  Ministerio  de  la  Gobernación. 

La  sección  se  ha  enterado  de  estos  ante- 
cedentes, que  pruet>an  una  vez  mas  la  falta 
de conocimienlo  que  existe  del  nuevo  as- 
pecto dado  á  las  cuestiones  de  policía  urba- 
na por  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1863>, 
Calta  que  ya  ha  indicado  á  V.  E.  con  moti- 
vo de  los  excedientes  análogos  de  Barcelo- 
na q^ue  en  la  de  noviembre  próximo  pasa- 
dadevolvió  informados  á  ese  Ministerio. 

Al  declarar  sus  arts.  12  y  14  no  revoca- 
bles las  providencias  de  los  Gobernadores 
que  reconozean  derechos,  y  al  atriboir  su 
conocimiento  á  los  Consejos  provinciales 
en  vía  contenciosa  por  los  arts.  83  y  84, 
concedió  á  las  corporaciones  y  á  los  parti- 
culares que  se  hAllea  en  estos  casos  una  ga« 
raniia  mucho  mas  sólida  y  estimable  que  el 
recurso  de  alzada  establecido  en  «la  R.  O.  de 
l&de  setiembre  de  1859  (1).  

(I)   Debe  Mr  la  de  13  de  leUcmbre  de  t$&|  ^  iarert% 
ta  el  Komo  i.*,  pi^.  40a. 
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Asi,  pues,  el  Ayutilamienlo  de  Palamót, 
qiM  indudablemente  obraba  en  el  círciiio  de 
\m  atribuciones  que  le  coacede  la  R.  O.  de . 
9  de  febrero  de  1863,  oponiéndose  a  que 
ana  pared  ruinosa  se  reedifique  sin  entrar 
anta  nueva  alineación  de  ia  calle,  ha  podi- 
do, sin  recurrir  á  los  onerosos  y  coniplioa- 
dos  trámites  de  la  ley  de  17  de  julio  de 
1836,  obtener  la  revocación  de  la  providen- 
cia gubernativa  de  12  de  octubre  de  1864, 
que  considera  perjudicial  á  lus  iuleresea  de 
ü  pobáacioQ. 

Kn  este  concepto,  la  sección  opina  ^ue 
debe  devolverse  este  expediente  al  Gober- 
■ador  de  Gerona  para  que  el  Ayuntamiento 
de  Patamós,  si  lo  eslima  oporluuo,  use  áe\ 
derecho  que  le.  concede  el  art.  8^  de  la 
laeneionada  ley  de  %  de  setiembre ;  y  seria 
de  desear  al  mismo  tienvpo  qne  por  el 
msterio  del  digno  carf^o  de  V.  E.  se  diese 
loda  ta  pobücidad  posible  á  las  obsorvacio* 
aes  qoe  deja  la  sección  indicadas  sobre  ese 
mismo  derecho  última  y  solenuiemente  coa- 
eedido  á  los  que  por  providencias  guberna- 
tivas crean  lastimados  sus  intereses  en 
cuestiones  de  esta  índole  y  otras  muchas 
anáforas.» 

Y  habi^doae  dignado  S.  M.  la  Reina 
(Q.  D.  6  >  resolver  de  conformidad  con  lo 
ooQsaltado  por  la  rererida  sección  de  dicho 
alto  cuerpo,  de  real  órden  lo  comunico  á 
V.  S.  para  su  inteligencia  y  efectos  consi- 
fuieotes.»  Lo  que  del  propio  acuerdo, 
comonicado  por  el  expresado  Sr.  Ministro, 
Iraanito  á  V.  S.  para  tos  fines  oportunos. 
Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  Madrid 
16  de  enero  de  1866. — Bl  Subsecretario, 
Esl;uiÍ8tao  Soarez  laclan.  {Gao.  29  inere.) 

9.  EJEBCITO  — B.  D.  de  2Si  áp  enero, 
CKlliisiiiando  dos  raimientos. 

(GoBAaA.)  Tomando  en  consideración  lo 
qoe  me  ha  expuesto  el  Ministro  de  laGuer* 
ra,  y  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Conse- 
jo de  Ministros,  Vengo  en  decretar  lo  si- 
foieote: 

Articulo  único.  Quedan  extinguidos  los 
regimientos  de  caballería  de  Calatrava  y  de 
fiaiién,  2.^  y  4.*  deilúsares.  Dado  en  (Ala- 
cio á  22  de  enero  de  1866.~Está  rubricado 
de  la  real  mano. — El  Miaislro  de  la  Guerra, 
Leopoldo  a*doaoell.  (Gac,  23  id.) 

10.  CXSAHTJia.— B.  O.  de  18  de  enero, 
proroi^ando  por  dos  meses  el  plaao  para  la 
pgeaenUflkm  de  iLojaa  de  servido. 

(GoB.)  La  Reina  (O*  I>.  G.)  se  ha  digna, 
do  prorogar  por  dos  meses  los  términos  se- 
iialados  en  la  R.  O.  de  20  de  noviembre  úl- 
tuoo  para  que  ioa  empleados  coaantes  de- 


pendientes de  este  Ministerio  presenten  sua 
hojas  de  servicios.  De  real  órden  etc.  Ma- 
drid 18  de  enero  de  1866.— Posada  Herrera. 
(Gae.  20  id,) 

11.  OAMOAB  DQ  J173TIOIA.-B.  O.  de 
10  de  enero,  deolarando  caducads  la  que 
peroibiaa  los  duefies  del  Jardín  Betánloa 
ds  Baroelona. 

(Hac.)  limo  Sr.:  He  dado  cuenta  á  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  instruido 
por  esa  Direceion ,  en  cumplimiento  de  la  ley 
de  29  de  abril  de  1855,  para  llevar  á  efecto 
la  revisidn  de  la  carga  de  justicia  de  89  es- 
cudos 30O  milésiman  que  tigura  en  el  presu- 
puesto de  gastos  vigente  bajo  el  núm.  15, 
art.  3.",  capítulo  1.®,  sección  cuarta,  á  fa- 
vor de  los  dueños  ídel  dominio  directo  del 
Jardin  B^itánico^de  Barcelona. 
En  su  consecuencia*. 

Vista  la  copia  legalizada  de  la  escritura 
otorgada  en  dicha  ciudad  á  10  de  junio  de 
1854  ante  el  escribano  D.  Ramón  de  Mique- 
lerena,  de  ta  cual  aparece  que  D.  Antonio 
de  Meca  y  Cardona,  Marqués  de  Ciutadilla, 
fundó  en  16  de  febrero  de  1784  el  Jardin  Bo* 
tánico  de  aquella  capital,  y  lo  cedió  con 
ciertas  condiciones  al  colegio  de  cirujia^ 
quedando  este  obligado  al  cumplimiento  de 
sus  cargas;  que  por  R.  O.  de  10  de  marzo 
de  1854,  recaída  en  el  expediente  promovi- 
do por  el  comisario  ré^io  de  agricultu- 
ra sobre  traslación  del  jardín  Botánico  á 
otro  punto  en  que  pudiera  además  estable- 
cerse una  Granja-modelo ,  se  autorizó  al  Go- 
bernador de  Barcelona  para  que  á  nombre 
del  Estado  admitiera  la  subrogación  propues- 
ta por  el  Marqués  de  Sentmeiiat  y  Ciutadi-r 
lia  del  iudicado  terreno  por  olro  de  su  pro- 
piedad, silo  en  las  afueras  de  la  población, 
bajo  las  con<)iciones  que  se  expresan ,  cele  • 
brando  la  oportuna  escritura  con  asistencia 
del  comisario  régio  y  de  una  comisión  de 
la  junta  de  agricultura:  y  que  en  su  virtud  fué 
otorgada  la  que  viene  relacionándose,  por 
la  cual  se  aceptó  la 'subrogación ,  q<iedando 
obligado  el  Estado  á  responder  de  los  gra- 
vámenes que  pesaban  sobre  el  nuevo  terre- 
no que  debia  destinarse  á  Granja-modelo  y 
Jardin  Botánico,  y  el  Marqoá  á  los  que 
afectaban  al  antiguno  terreno  que  ocupaba 
este  último,  entendiéndose  ambas  obligacio- 
nes desde  la  fecha  de  este  contrato: 

Vista  la  ley  de  29  de  abril  de  1865  y  el 
art.  9.*  de  ia  de  presupuestos  de  1859,  de- 
terminando la  revisión  de  las  cargas  de  jus- 
ticia y  la  forma  en  que  debe  llevarse  á 
erecto: 

Considerando  que  el  Marqués  de  Sentme- 
oat ,  poE  consecuencia  de  la  expresada  sul>- 
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rog*acion  y  de  lo  pactado  en  la  escritura  en 
<1U6  esla  se  formaliza ,  ha  heeho  suya  desde 
el  año  de  1854  )a  obiig^acion  de  satisfacer 
\  Jes  réditos  de  los  censos  de  que  procede  la 
earf^a  de  justicia  de  quQ  se  trata: 

Considerando ^ue  el  Estado  cesó  desde  la 
misma  época  en  la  oblig^acion  de  abonarlos, 
y  que  la  suspensión  del  pti^o  coincide  con  la 
lecha  en  que  debió  empezar  á  satisfacerlos 
el  Marqués  de  Sentmenal: 

Y  coHbiderand*  que  los  acreedores  cen- 
sualistas tienen  su  derecho  expedito  para 
reclamar  dichos  réditos  del  expresado  Mar- 
qués ,  como  dueño  del  terreno  gravado ,  se- 
f  un  parece  lo  viene  practicando  desde  el  re- 
ferido año; 

S.  M.,  conformándose  con  los  dictámenee 
que  sobre  el  particular  han  emitido  la  sec- 
ción de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado,  esa 
Dirección  y  la  asesoría  (general  «de  este  Mi- 
nisterio, se  ha  servido  confirmar  el  acuerdo 
4e  la  junta  de  revisión  y  reconocimiento  de 
carg^as  de  justicia,  por  el  que  se  declara  ca- 
ducada la  que  motiva  este  expediente.  De 
real  orden  ele.  Madrid  19  de  enero  de  IS66. 
— Alonso  Martínez,  (Gac,  5  febrero,) 

13.  ACADBMIAS.-B.  D.  de  10  de  ene- 
ro, sobre  elección  de  presidente  de  la  de 
Ciencias  morales  y  políticas. 

(FoM.)  Conformándome  con  lo  propuest» 
por  mi  Minisiro  de  Fomento ,  Vengo  decre- 
tar lo  siguiente: 

Artículo  1.®  La  Real  Academia  de  Cien- 
cias morales  y  políticas  elegirá  presidente  de 
•ntre  sus  individuos  de  número,  con  arre- 
glo al  art,  15  de  sus  estatutos. 

Arl.  2.®  Queda  derogado  el  segundo 
párrafo  del  arl.  4.*  del  R.  D.  de  30  de  se- 
tiembre de  1857.  Dado  en  Palacio  á  JO  de 
enero  de  1866. —Está  rubricado  de  la  real 
mano. — El  Minisiro  de  Fomento,  Antonio 
Aguilár  y  Correa.  (Gao.  18  enero.) 

P18.  PBOCBDIMISNTO  PSNAL  (m  Ul- 
Mi*HAii).'-B.  D.  da  23  de  enero,  mandando 

Sromulgar  eu  las  provincias  de  América  j 
'ilipinas  la  ley  de  17  de  abril  de  1821. 

(Ultramar.)  Exposición  á  S.  M. — Se- 
ñora:— Las  partidas  de  malhechores  que 
de  algún  tiempo  á  esta  parle  han  venido  pre- 
senlándose  en  las  mas  importantes  provin- 
cias del  archipiélago  filipino ,  uerlurbando 
profundamenle  la  IranquiUdaa  del  país, 
provistas  d^  armas  morlíferas  y  hasta  de 
pequeñas  piezas  de  ai  Uilería,  y  sosteniendo 
cen  las  fue^i^ft  militares  verdaderos  comba- 
tet»  que  \^aa  yvcíjucido  abundante  efusión  de 
sangre,  obligaron  al  Gobernador  superior 
eivil  á  adoptar  9  de  acuerde  con  la  junta  de 


autoridades,  medidas  represivas,  y  á  toiHe* 
(er  á  Consejos  de  guerra  extraordinarios  ef 
juicio  y  castigo  de  aquellos  enemigos  de  la 
fortuna  y  del  órden  público. 
'  Al  aprobar  recientemente  el  Gobierno  de 
V.  M.  eslas  disposiciones,  impulsado  por  la 
necesidad  de  aplicar  á  tan  grave  mal  el  re- 
medio que  reclama  con  urgencia  ,  no  fué  se 
ánimo  atribuirles  un  carácter  detinilivo,  si- 
no el  de  dar  á  los  efectos  que  hubieran  po- 
dido producir  dichas  trascendentales  medi^ 
das  la  sanción  del  poder  supremo,  en  tanto 
que  una  resolución  general  no  venia  á  lle- 
nar el  vacío  que  en  esta  parte  ofrece  la  le- 
gislación vigente ,  así  en  Filipinas  como  en 
las  provincias  de  América.  No  es  esta  la  vez 
primera  en  que  por  virtud  d^  circunstancias 
excepcionales  se  ha  conferido  á  Consejos  de 
guerra  exlraoi*dinarios  la  facullad  de  cono- 
cer de  los  prace«jos  por  sedición  ,  tumulto  é 
robo  en  cuadrilla),  y  para  éste  ñn  subsislié 
por  muchos  años  en  la  isla  de  Cuba  la  comi- 
sión militar  permanente  que  fué  suprimida 
á  la  publicación  de  la  real  cédula  de  30  de 
enero  de  1855. 

Así  han  permanecido  las  cosas,  sin  adop* 
larse  disposiciones  preventivas  y  especiales 
contra  aquellos  excesos,  cuando  los  hechos 
qne  han  tenido  lugar  en  las  islas  Filipinas,  y 
otros  análogos  que  ocurren  con  frecuencia 
en  las  de  Cuba  y  Puerto-Rico,  vienen  á  de« 
mostrar  claramente  la  oportunidad  de  esta- 
blecer un  nuevo  punto  de  contacto  y  de  asi* 
milacion  entre  las  instituciones  de  las  pro- 
vincias de  Ultrannar  y  las  que  imperan  en 
el  resto  de  la  Monarquía. 

Si  la  naturaleza  de  los  mencionados  deli- 
tos requiere  en  algunos  casos  que  sean  juz- 
gados y  castigados  por  tribunales  extraordi- 
narios ,  siempre  con  brevedad  sumarisima  y 
sin  los  entorpecimientos  que  el  fuero  y  las 
competencias  suelen  producir  en  los  proce- 
sos comunes,  nada  mas  natural,  oportuno 
y  justo  que  someterlos  en  Üllramar ,  de  la 
misma  manera  que  lo  están  en  la  Península, 
á  la  ley  de  procedimiento^  de  17  de  abril  de 
1821 ,  cuya  eficacia  jamas  se  ha  puesto  en 
duda  por  lo  relativo  al  menos  á  la  represión 
de  tas  cuadrillas  de  los  salteadores  en  ios 
campos  y  en  las  ciudades,  y  cuyos  princi- 
pios han  servido  de  base  lo  mismo  á  Iss 
acuerdos  de  las  autoridades  y  (ft*l  Gobierno, 
qurt  á  las  aspiraciones  actuales  de  la  opinión 
pública  en  dichas  previncias.  Fundado  en 
eslas  razones,  el  Ministro  de  Ultramar  con- 
sidera necesaria  y  urgente  la  adopción  de 
nied'os  represives  al  par  que  legales,  bas- 
tante enérgicos  para  eslirpar  la  lunesla  ten- 
dencia que  ailt  se  observa  tiácia  aquella  da« 
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M  ^  erímenea,  sapitendo  de  enie  modo  á  la 
loeficacia  de  los  recurso»  ordioarios;  y  e»- 
tiende  que  puede  aicanaa rae  este  btaéúoo 
rcsulUdo  sm  abrogarse  facultades  legisJali- 
\**r.^'i^"^  injentaen  ningún  caso  ejercitar 
ti  brtjbierno  de  que  forma  parte,  promul- 
Cr^^f "  íf»  mencionadas  provincias  la  ley 
fe  17  de  abril  de  1821 'que  rige  en  la  P¿ 

Mas  para  que  la  aplicación  de  esta  ley 
produzca  los  resultados  á  que  se  aspira.  ¿ 
mdispensable  ponerla  en  armonía  con  las 
disposiciones  que  determinan  las  facultades 
<te  las  reales  Audiencias  de  diclias  provin- 
t4as,  respetándolas  como  un  adelanto  que 
too  en  la  senda  de  las  reformas  útiles,  y  ha- 
ciendolas  servir  á  la  mas  rápida  ejecución 
ée  la  ley  misma;  lal  es  la  fuerza  y  eficacia 
de  los  buenos  principios.  Compitiendo  á  las 
aadjeocias  de  üiiramar  la  decisión  de  las 
coesiiones  de  competencia  que  pueden  sus- 
atarse  entre  todos  los  tribunales  y  Jueces 
de  su  respectivo  territorio ,  sin  excepción  de 
fuero  alguno,  y  siendo  el  carácter  distintivo 
de  ia  ley  de  1821  dar  á  la  suslanciacion  de 
tas  cansas  a  que  se  aplica  toda  la  rapidez 
eompatibiecon  la  justicia,  resultaría  incon- 
veoiefile ,  bajo  uno  y  otro  concepto ,  que  las 
OMstion^  de  que  queda  hecho  mérito  y  que 
soto  pueden  ofrecerse  en  este  caso  entre  ta 
jurisdicción  militar  y  la  ordinaria,  fuesen 
jometidaa  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
«mo  dispone  el  art.  14  de  la  ley  referida, 
fcsta  dilación ,  contraria  á  lá  índole  d-l  pro- 
cedimiento que  ella  establece,  vendwa  en 
nachos  easos  á  hacerla  ilusoria  ó  inoportu* 
na,  y  no  habría,  por  otra  parle,  razón  bas- 
taolc  para  conservar  en  el  Tribuna!  Supre- 
mo una  faeullad  que  las  leyes  de  Ultramar 
ainboyen,  asi  en  lo  criminal  com6  en  lo  ci- 
vil, a  Jas  audiencias  de  cada  provincia  ,  con 
fraudes  y  reconocidas  ventajas  para  el  buen 
•errício. 

Lo  oiíamo  puede  decirse,  y  por  ^nside- 
ra«onc8  análogas ,  respecto  á  la  remisión  al 
fnbanal  Supremo  He  Guerra  y  Marina  de 
Jas  eaoaaii  que  se  instruyan  con  arreglo  á  la 
ley  de  17  de  abril  para  que  las  sentencie  y 
tíeiermíne,  cuando  el  capitán  general,  co^i 
acuerdo  de  so  auditor,  no  se  conformare 
coa  el  falto  de  los  Consejos  de  euerra.  Esto 
M  lo  que  ordena  el  art.  la  de  la  ley;  pero 
llanaada  hoy  la  sata  primera  de  cada  au- 
átencta  á  conocer  de  las  apelaciones  que  se 
etiabídcea  contra  las  sentencias  de  los  tri- 
booales  miliiares ,  en  la  forma  que  tiene  es- 
uyeeida  la  real  eédola  de  30  de  enero  de 
1^6,  á  ellas  parece  oportuno  atribuir  ta  fa- 
taUad  de  diriaiir  «ía  o(ra  Buevik  tape^ia  da 


conflicto  entre  los  diversos  pareceres  del  ca« 
pilan  general  ^  su  auditor  y  el  Con* ajo  da 
guerra  respectivo,  evitándose  también  así 
tas  dilaciones  é  inconvenientes  antes  refe- 
ridos. 

Conviene ,  además,  consignar  que  las  fuer- 
zas militares  que  se  mencionan  en  la  ley  da 
17  de  abril  son,  en  Ultramar,  todos  los  cuer- 
pos armados,  scla  cualquiera  su  denomina* 
cion  y  peculiar  instituto;  y  hechas  estas 
aclaraciones  que  no  afectan  sino  de  una  ma« 
ñera  accidental  al  mecanismo  de  ia  ley  y  no 
á  su  tendencia  y  espíritu,  su  ejecución  an 
aquellas  provincias  no  podrá  provocar  nin- 
gún género  de  diñcultades  ni  de  peligros. 
En  virtud  de  sus  terminantes  prescripcio- 
nes ,  la  jurisdicción  ordinaria  será,  por  regla 
general ,  la  competente  para  conocer  de  los 
alentados  contra  el  óraen  público ,  y  solo 
por  excepción^  en  tas  graves  y  extraordina- 
rias circunstancias  en  (^ue  atacada  ó  resisti- 
da con  armas  la  autoridad  deba  repeler  la 
fuerza  con  la  fuerza  y  en  los  demás  casos 
taxativamente  marcados  en  la  ley ,  corres- 
ponderá á  la  jurisdicción  militar  el  juicio  da 
los  culpables,  volviendo  después  cada  ana 
á  sus  funciones  normales,  cuando  la  situa- 
ción de  violencia  haya  desaparecido.  De  es-  * 
te  modo,  y  sin  necesidad  de  recurrir  nunca 
á  medios  extraordinarios,  quedará  estable- 
cido en  las  provincias  de  üiiramar  un  siste- 
ma de  represión  permanente  y  legítimo  con- 
tra aquellos  crímeaes,  baslanle  enérgico  y 
definido  y  exento  además  de  las  contrarie- 
dades y  censuras  que  siempre  suscitan  las 
medidas  arbitrarias  y  excepcionales,  por 
mas  que  se  encaminen  á  una  urgente  defen- 
sa de  los  intereses  públicos. 

Fundado,  pues,  en  las  consideraciones  ex* 
puestas,  y  da  acuerdo  con  el  parecer  dtl 
Consejo  de  Ministros,  el  de  Ultramar  tiene 
la  honra  de  someter  á  la  aprobación  da 
V.  M.  el  proyecto  de  real  decreto  «jue  ei  ad- 
junto. Madrid  23  de  enero  1S66.  —Seño- 
ra;—A.  L.  R.  P.  de  V.  M.— Antonio  Cáno- 
vas del  Castillo. 

REAL  DECRETO. 

Conformáidomc  con  lo  que  me  ha  pre- 
puesto el  Ministro  de  Ultramar,  de  acuerda 
con  el  Consejo  de  Ministros, 
Vengo  en  deeretar  lo  siguiente: 
Artículo  1  .**  £1  Ministro  de  U  tramar  ha- 
rá promulgar  en  las  provincias  de  América 
y  de  Filipinas  la  ley  de  procedimientos  da 
1 7  de  abril  de  IS21  ( I )  q ue  r ige  en  la Peniusul & 
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para  las  cautas  que  se  inslruyau  por  los  de- 
nlos tu  la  misma  ley  referidos. 

Art.  2.^  Lan  fuerzas  militares  que  en 
dicha  ley  se  mencionan  8e  entenderá  que 
son  en  las  provincias  de  Ultramar  lodos  los 
'cusrpos  armados,  sea  cualquiera  su  denomi- 
nación ó  especial  instituto. 

Arl.  3.®  Cuando  en  el  caso  previsto  por 
el  arl.  10  de  la  ley  de  17  de  abril  de  1821 
los  capitanes  geueraies  no  se  confurmaren 
con  los  fallos  dictados  por  los  Consejos  de 
g>uerra  ordinarios ,  remitirán  los  autos  ori-, 
finales  al  Regente  de|la  audiencia  respecti- 
va, á  fin  de  que  por  la  sala  primera  de  la 
misma  se  pronuncie  sentencia  en  el  término 
de  tercero  dia,  sin  otra  consulta  ni  ulterior 
recurso. 

Arl.  4.^  Las  competencias  á  que  puede 
haber  lugar,  con  sujeción  á  la  mencionada 
ley,  entre  la«  jurisdicciones  ordinaria  y  mi- 
litar, se  decidirán  por  la^t  reales  audiencias 
respectivas,  con  arreglo  á  lo  que  para  las 
que  se  susciten  enlrs  todo*)  los  Jueces  y  tri  - 
bunales  de  un  mismo  territorio,  sea  cual- 
quiera su  fuero,  está  determinado  por  la 
real  cédula  de  30  de  «ñero  de  185S. 

Arl.  5.*  (juedan  derogados  lodos  les 
acuerdos,  bandos  y  demás  disposiciones  que 
sean  contrarias  á  las  contenidas  en  la  ley  de 
17  de  abi-il  de  1S21  y  á  las  declaraciones  de 
este  decreto.  Dado  en  Palacio  á  23  de  enero 
de  1866. — Está  rubricado  de  la  real  mano. 
— El  Ministro  de  Ultramar,  Antonio  Cánovas 
del  Castillo.  (Gao.  6  febrero.} 


mmmmk  ciTii. 

•MSettelM  AleS&daa  por  el  TH banal 
•■preme  en  reenrao*  de  eaeaelOM^ 
■all4ed  é  InJaeSlelA  Molerle. 

ACTOSDBOONOILIAOION.  Aun- 
que contra  lo  convenido  en  ellos  n$  pro- 
cede en  m  ca$o  otro  recurso  que  el  de 
nulidad...^  debe  esta  entenderse  sin  per* 
juicio  de  las  acciones  qw  por  otrb  con- 
ceplo  procedan  legalmente. 

Costas:  Es  propio  del  Tribunal  ó  sala 
sentenciadora  apreciar  para  la  imoosi- 
cion  de  aquellas  si  ha  hoHda  buena  o  im- 
lafé. 

Stnlescia  ée  4  de  enero  de  <SS(« 

Pleito  seguido  eo  el  Juzgado  de  prí- 
ñera  instaocia  de  la  Latina  de  esta  córte 
y  ta  la  sala  primera  de  la  Audiencia  de 


la  misma  por  dona  Laura  Yedra  cou  don 
Antooit)  DeodarrieDa,  sobre  rescisión  de 
contrato  celebrado  en  acto  de  conciliación. 
I    Impugnada  la  demanda  y  seguido  por 
i  sus  trámites  se  dictó  sentencia  declaran- 
I  do  rescindido  el  contrato,  I4  cual  fué  con- 
'  firmada  por  la  Audiencia ,  con  Jas  costas 
al  demandado. 

Interpuesto  el  recurso  de  casación  fun- 
dado eo  lo  que  expresan  tos  mismos  con- 
siderandos que  vamos  á  insertar,  se  de- 
claró no  haber  lugar  á  él: 

«Considerando  que  al  prescribir  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  en  su  arl.  217,  que 
contra  lo  convenido  en  ios  actos  de  concilia- 
ción Siüo  se  admita  la  dem.'fnda  de  nulidad 
dentro  del  térmiue  que  preñj»,  no  t>a  pro* 
hÜMdo  que  puedan  «'itírcitarse  las  accioiie«i 
^ue  por  otro  concepto  procedan  le^aliiieiile: 
Considerando  que  dona  Laura  Yedra  fun- 
dando la  que  dedujo  en  estos  autos  en  que 
por  no  baber  cumpüdo  el  demandado  la 
obligación  que  se  impuso  de  gestionar  para 
la  reabilitacion  de  su  crédito ,  según  lo  con- 
venido, tampoco  podia  exigírsele  que  diera 
lo  ofrecido  por  su  parle,  siendo  mutuos  y 
correlativos  los  del>eres  ;^  y  pidiendo  en  su 
consecuencia  la  rescisión  del  contrato  cele- 
brado ,  ejercUó  la  acción  que  legalmente  na- 
ce del  innominado  do  ut  facían: 

Considerando  que  formulada  en  estos  lér- 
n»inos  la  demanda  y  apreciada  de  tal  mane- 
ra la  cuestión  y  el  resultado  de  los  ^elos  de 
conciliación  por  la  sala  juzgadora  según  el 
mérito  y  valor  de  las  pruebas  practicad  a  e 
en  su  raxon  y  para  su  esclarecimiento,  apa- 
rece, que  ni  la  demanda  se  propuso  ,  ni  la 
sentencia  se  ha  dictado  contra  lo  convenido 
en  dicbos  aclos,  siendo  por  lo  lanío  inapli- 
cable al  casa  presente  la  disposición  conte- 
nida en  el  expresado  art.  217  de  la  ley  de 
Enjuicíattiento  euya  infracción  se  invoca  en 
el  primer  motivo  del  recurso;  no  habiéndo- 
se tampoco  inlruigido  la  28,  til.  11  de  la  Par- 
tida b.^,  que  por  igual  concepto  se  cita  en 
el  4.*: 

Considerando,  encuaolo  al  segundo  y  la 
infracción  que  también  se  alega  del  art.  33^ 
de  dicha  ley  de  Enjuiciamiento ,  que  por  re- 
ferirse lo  que  en  él  se  dispone  á  la  Iraai ila- 
ción y  órden  del  procediai4«nla,  no  ha  po- 
dido citarse  útilmente  para  fujidar  un  recur* 
to  en  al  fondo: 

Considerando  respecto  al  3.®  y      ,  que- 
no  puede  decirse  que  se  ha  infringido  el 
principio  legal  actore  non  probante  rtus  est 
ab9oU9$nduM  coaado  te  han  praoticado  ij^ru*** 
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bas  7  estas  se  han  aprteiadSl  pot*  la  snla;  ni 
^ue  con  U  apreciación  hficha  se  Ka  y  a  tam- 
üoeo  infrin^Kla  ia  ley  32,  til.  16,  PartMa 
3.^,  y  el  arl.  317  de  la  de  EujuieiarniaiKo. 
porque  lo  di^iiueslo  en  la  i.*  se  halla  a^n* 
dalmenle  uiJditícado  por  esta  según  repe- 
tidamente lo  ha  dt^ciarado  este  Supremo 
Tribunal  ,  y  porque  habiendo  sido  las  pruo* 
tes  de  testíg^os  y  documental ,  apreciándose 
en  conjunto  su  resultado,  no  es  exacto  como 
ae  supone  quo  se  haya  dado  crédito  solo  á 
testigos  singulares ,  contraviniendo  á  las  re* 
gias  de  la  sana  crítica  ^  y  menos  ha  podido 
por  ello  inrringirse  la  ley  119,  til.  lode  ia 
partida  3.*,  en  la  que  se  funda  el  enuoci;^ 
4o  5.**,  moiivo  de!  recurso: 

Y  considerando  por  lo  relativo  al  6.*  que 
es  también  propio  de  la  sala  sentenciadora  y 
de  sos  atribuciones  apreciar  si  un  litigante  ha 
procedido  con  buena  ó  mala  fe  ó  con  teme- 
ridad ,  sjn  que  por  esta  apreciación  y  ta  itn 
po«icion  de  costas  en  su  caso  pueda  alegar- 
se la  infracción  de  lo  dispuesto  en  la  ley  8.*, 
lit.  22  (le  Ja  Partida  3.*  que  par  último  se 
cita,»  (Cae.  12  enero.) 

TESTAMENTOS  BN  CATALUSa. 

La  intervención  de  testigos  que  se  exije 
para  su  validez,  ha  de  ser  con  ctmoci- 
miait0  del  contefiido. 

Sealeocii  k  i  ét  eiere  de  {S66. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  prime- 
inera  iostaucia  de  Berga  y  eu  la  sala  ^ 
guoda  de  la  Audiencia  de  Barcelooa,  por 
AqIoqío  t  Ramón  Ganáis  con  sulberroano 
Benito,  sobre  nulidad  de  testamento  y 
entrega  de  los  bienes  que  quedaron  al 
{ailecimieato  de  sn  padrea  fundándose  eo 
que  los  testigos  no  fueron  llamados  ni  ro- 
ldas ,  Bí  vieron  al  testador  ni  oyeron  las 
disposiciones  del  testamento. 

Dictada  sentencia  por  la  sala  declaran- 
<k>  que  el  padre  de  los  litigantes ,  falleció 
iatestado  etc. ,  se  interpuso  por  Benito  re- 
carso  de  casación ,  y  se  declara  no  haber 
lu§ar  á  el: 

«Coosíderando  qne  los  testamentos ,  que  a 
Taita  de  escribano  pueden  recibir  en  Cataluña 
tos  car^s ,  rectores  ó  sus  tenientes ,  cada  uno 
en  su  di&lríto,  territorio  ó  feligresía,  no  lie», 
ncn  valor  alguno  sin  la  intervención  de  dos 
testigos: 

Considerando  qne  en  el  caiio  de  autos  no 
ha  tenido  lugar  aquella  intervención,  pues 
aooqu^eitetlamento  traído  á  ellos  designa 


dos  testigos ,  examinados  esto^  y  el  párroco 
durante  el  termina  de  prueba,  med  ant< 
presentación  de  ambas  paites  y  apreciadas 
sus  declaraciones  por  la  sa  a  setitettci^dora, 
sin  que  contra  esta  apreciación  st*  haya  invo- 
cado ley  ni  doctrina  legal  infringida,  apa- 
rece: que  Valentín  Canals  no  manifestó  de- 
lante de  dichos  testigos  el  lodo  ni  parle  de 
te  eonlenlflo  en  aquel  testamento;  que  sslo 
el  uno  vi6  á  Canals  entregar  al  párroco  un 
papel  con  la  expresión  de  ser  comprensivo 
de  au  última  voluntad ;  y  que  sobre  la  iden- 
tidad de  este  papel  con  el  testamento  de 
autos  ,  y  por  consiguiente  sobre  si  lo  conl»»- 
tenido  en  el  testamento  es  ó  no  lo  que  real- 
nente  dispuso  Canals ,  no  hay  mas  prueba 
ni  apoyo  qu.*  el  simple  dicho  del  párroco. 

Y  considerando ,  por  lin  ,  que  en  virind 
de  lo  expuesto  no  es  dado  admitir  que  la 
ejecutoria  haya  infringido  ninguna  doctrina 
U'gal  vigente  en  Cataluña  sobre  testamen- 
tos otorgados  por  ante  Jos  párrocos;  y  quf* 
tampoco  ha  infringido  ni  podido  infringir  el 
capitulo  de  las  decretales  ni  las  otras  dispo- 
siciones que  se  alegan  ,  puesto  qus  ni  enim 
ni  aquel  son  concernientes  a  la  falla  do  los 
testigos.»  (Gac.  12  enero,) 

Véase  también  en  el  tomo  8.*,  {Boletín 
de  1864) ,  págs.  333  y  618  las  scDieocias 
de!  Tribunal  Supremo  de  18  de  marzo  y 
18  de  junio  del  mismo  ano,  en  que  se 
consigna  importantísima  doctrina  sobre 
los  testamantos  sacramentales  de  Cata* 
luna. 

TJUólOBBIA  BB  DOMOIIO.  La 

eesion  hecha  por  una  persona  de  los  bie- 
nes y  derechos  que  la  correspondan  de 
una  herencia  pendiente  de  partición ,  uo  , 
trasmite  verdadero  dominio  hasta  tauf 
que  se  realice  la  división  de  aquella  y  la 
correspondiente  adjudicación  de  bienes  á 
cada  uno  de  ms  participes ,  y  mas  si  hay 
pendientes  reclamaciones  contra  el  ce- 
dente  que  induzca  fraude  en  perjuicio  de 
tercero. 

iMtiicia  de  9  de  enero  de  I86t. 

Demanda  de  tercería  de  dominio  segui- 
da en  el  Juzgado  de  S.  Beltran  de  Barce- 
lona y  en  la  sala  tercera  de  su  Audien- 
cia, por  dona  MariadelosDolcresAoiIreu, 
coQ  ü.  Domingo  Codina  y  D.  Antonio  Re- 
i|iiesens ,  en  oposición  al  cmbar^ío  lie»  lio 
^in^U^^  los  derechas 
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iodetermioados  que  al  detidof  Codiaa  le 
compkieseD  eo  la  herencia  de  un  herma- 
no. Alegó  la  doña  Marfa  ^ue  estos  bienes  y 
derechos  correspondian  en  virtud  de 
cesión  hecha  por  su  marido  Codina,  por 
escritura  de  iO  de  julio  de  1859.  Impug- 
nada por  Requeseos  esta  demanda  alegan- 
do entre  otras  cosas  susreclamacíones'peo- 
dientes  cuando  se  hizo  la  cesión  en  fraude 
suyo,  y  seguido  el  pleito  por  sus  trámi- 
tes %9i  dictó  sentencia  en  26  de  febrero  de 
iS6S  que  confirmó  corj  las  costas  la  sala, 
declarando  no  haber  lugar  á  la  tercería; 
é  interpuesto  por  doña  María  el  recurso  de 
casación  se  declaró  no  haber  lugar  á  él: 


pra-ve«iji ,  no  son  aplicables  á  la  cu^jstíoii 
d«(>aUda  en  estos  autos:  y  aunque  lo  hu- 
biesen sido,  deberían  <|uedar  subordinadas  á 
lasque  establecen  la  rescisión  de  las  enaje- 
lueieríes  hechas  en  fraude  de  acreedores,  y 
que  han  servido  de  base  á  ia  scnl6iie¡a  eje- 
j  culoria.»  {Gac.  t2  enero.) 

\     SJSNTENCIA  DEFINITIVA.  No 

lo  es  para  los  efectos  de  los  arls.  í.diQy 
i  Mí  déla  ley  de  Eujukiamimlo  civíi 
la  que,  en  autos  sobre  concurso  volunta- 

,  rio,  declaró  yue  un  litigante  es  comer- 
ciante, y  esta  sujeto  á  las  disposiciones 

;  del  Código  mercantil. 

Semencia  de  10  de  eoero  de  1866. 


«Considerando  qne,  deducida  por  doña  Do  • 
¡•res  Andreu  nna  tercería  pura  y  simple- 
mente de  dominio ,  ora  oblif^acion  suya  acre- 
ditar  efsle  derecho  sobre  los  bienes  á  qne  se  i 
rer^ria:  I 

Censiderando  que  la  cesión  hecha  á  su  fa- 
vor por  su  marido  D.  Dominero  Codina  en 
escritora  de  iO  de  julio  de  1859,  de  los  bie- 
nes y  derechos  qní»  |e  corr*»spondie8<!n,  jun 
jámenle  con  oíros  interesadas  en  la  herencia 
inleslada  de  su  b'Tmano  D  Cayetano,  pen- 
diente aun  de  partición,  en  cnanto  alcanza- 
«<*n  á  reiniegrrarla  de  sus  créditos,  no  pudo 
trasmitirla  vprdad(*ro  dominio  sobre  los  de- 
rechos indeterminados  ^iie  han  sido  objeto 
de  la  ampliación  de  embarg-o  y  de  la  pre- 
«^ole  tercería,  hasla  tanto  que  se  realizase  la 
división  de  aquolla  herencia  y  la  corrres- 
liondienlr  adjudicación  de  bienes  á  cada  uno 
de  sus  parfícipes; 

Considerando ,  sobre  todo ,  que  habiendo 
teaido  lug-ar  dicha  cesión  de  d<>rechos,  úni- 
co fundamento  de  la  demqmda  de  doña  Dolo- 
res, con  mucha  post<»rior¡dad  ,  no  solamen- 
te a  la  conslilucion  del  crédito  de  D.  Auto 
nio  Rpquí»sensy  de  los  de  otros  Yarios  acree- 
dores de  D.  Dominico  Codina,  sino  también 
a  la  incoación  de  las  diligencias  judiciales 
promovidas  para  su  cobro  ,  y  cuando  aun  se  ! 
hallaban  pendientes  estas  diligencias  apare- 
ce hecha  aquella  cesión  en  fraude  y  en  per- 
jnicj.)  de  estos  acreedores ,  con  pleno  cono- 
cimiento de  serlo,  tanto  por  parle  del  cuí- 
denle D.  Domingo,  como  de  su  esposa  doña 
Dolores  ,  según  apreciación  de  la  sata  sen-^ 
i^nciadora  ,  contra  la  cual  no  se  ha  alegado 
infracción  de  ley  ni  de  doctrina  legal  nin- 
guna; 

Y  consid.Tando  que  las  dispORÍoiones  lé- 
pales invocadas  por  la  parte  rccñrrenle,  re- 
ialivas  lodas  al  contrato  perfecto  de  com- 


Se  confirma  con  cosías  un  fallo  de  la 
sala  primera  de  la  Audiencia  de  Serilla 
que  denegó  h  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  contra  su  sentencia 
de  7  de  julio  de  i86i>,  en  autos  sobre 
coocurso  vofuDtario: 

((Considerando  que  la  sentencia  de  7  de 
julio  úhimo  n*  es  definiliva  ni  de  aquellas 
que,  r»»cayendo  sobre  un  artículo,  ponen 
lérmtno  al  juicio  y  hacen  imposible  su  con- 
tinuación; y  por  consiguiente  que  no  se  da 
contra  ella  recurso  de  casación  según  los 
arls.  l.OlO  y  I.OU  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil: 

Y  cíínsiderando  además  qne  diclia  senten- 
cia no  es  en  rigor  otra  co«ía  que  la  decisión 
de  un  pynto  relativo  á  la  comp»?t€*iic¡a  de 
jurisdicción,  sobre  la  cual  tampoco  procedí' 
nunca  el  recurso  fundado  en  el  arl.  1.012" 
de  ia  citada  ley.»  (Gac.  13  enero.) 

BECURSO  DE  CASACION.  Para 
que  proceda  en  cuestiones  de  compe- 
tencia, es  necesario  que  se  entable  en 
forma  legal. 

Sentencia  de  10  de  enero  de  1861. 

Demanda  ejecutiva  entablada  ra  uno 
de  los  Juzgados  de  Cádiz  y  en  la  Audien- 
cia de  Sevilla,  á  instancia  de  D.  AoU- 
nio  Vinenl  y  Vites  con  D.  Rafaél  Sánchez 
Mendoza.  'Seguidos  los  procedimientos 
ejecutivos  contra  Sánchez  Miuidoza ,  se 
opuiio  á  la  ejecución  y  expuso  qiic  no  ha- 
hia  cantidad  líquida,  cierta  y  conocida;  y 
que  mediaba  un  compromiso  serio  y  fot-'* 
mal,  obligatorio  para  las  parles,  ob  vir- 
tud del  quC;  existiendo  dcsuvcücaoía  eu« 
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tre  tos  interesados  sobre  la  iotetigencia  y 
cnmplimieDlo  de  lo  cooTenido,  solo  po« 
diao  ooQOGer  de  ello  los  amigables  com- 
ponedores; 7  dictada  senteocia  por  el 
Jnes ,  fué  revocada  por  la  que  dictó  la  pre- 
«lada  sala  primera  de  la  Audiencia  en  23 
it  janio  de  1865,  mandando  seguir  la  eje* 
cycion  adelante,  bacer  trance,  Yenta  y  re* 
mate  de  loá  bienes  embargados,  y  con  su 
Talor  entero  y  cumplido  pago  al  ador  de 
Ja  cantidad  porque  se  despachó  la  ejecu- 
ción ,  y  de  las  costas  causadas  y  que  se 
causen  basta  su  real  reintegro  y  efectivo 
pago  á  qne  se  condenaba  á  Sancnez  Men- 
doza. 

Interpuso  Saocbez  Mendoza  recurso  de 
casación,  y  denegada  su  admisión  por  la 
sala  apeló  de  esta  providencia  que  conür* 
na  el  Tribuna]  Supremo: 

oContidertndo  que  la  cu<>slion  de  compe- 
tencia no  se  enlabié  en  la  rumia  Ipg^al  por 
SaDcli^z  Mendoza  en  ninguna  de  las'inslan- 
eias  del  pleito: 

Considerando  por  tanto,  qut*  el  recurso  en 
ese  ponto,  único  procedente  ante  e^la  sala, 
carece  de  la  reparacioa  que  como  requisito 
tadispeusable  prescribe  el  art.  1  019  de  ia 
ley  de  Eojuicíamienlo  civil.»  (Gao.  14 
mera.) 

HACIEEfBA  PXTBLICA.  Incom* 
petenda:  El  Ministerio  público  en  re- 
vre$eniacim  ie  la  Hacienda,  no  tiene  en 
hs  lUigios  otro  rarácter  que  el  de  una  de 
hu partes,  y  parainterponer  el  recurso  de 
Mulidad  por  alguna  ie  las  causas  que  dan 
lugar  á  ella  debe  prepararle  con  arreáis 
ü  art.  5.^  delR,  D.  de  4  de  noviembre 
ieí83S. 

Seileieia  de  1  i  de  enero  de  i8M. 

Pleito  seguido  en  uno  de  los  Juzgados 
de  Barcelona,  y  en  la  sala  segunda  <le  la 
Aadiencia  de  la  misma  ciudad,  porelMinis* 
terío  fiscal  y  el  cabildo  de  canónigos  de  la 
iglesia  catedral,  con  D.  Ramón  Botlaplata 
T  D.  Bamon  Milans,  sobre  reconocimiento 
¿e  UD  censo  y  pago  del  laudémio  y  derechos 
d#aiioÍ€ales.  Condenado  el  demandado  en 
primera  instancia  fué  absuelio  en  la  se- 
gunda y  tercera  y  el  Ministerio  fiscal  in- 
terpuso" recurso  de  nulidad  fundado  en 
4|ae  fa  jurisdicción  ordinaria  babia  enten- 
dida de  un  Hegocíoadminislrativt  que  com- 


petía á  la  junta  superior  de  rentas  de  iNe 
nes  desmortizados.  Pero  denegada  la  ad- 
misión de  este  recurso  por  la  sala ,  apelé 
el  referido  Ministerio  y  el  Tribunal  Supri- 
mo contiirma  la  negativa: 

aContiderando  que  en  las  tres  ínstanciat 
de  este  pleito  intervino  el  Ministerio  fiscal  á 
nombre  de  la  Hacienda ,  interesada  en  loé 
miamos  derechos  que  litigaba  el  cabildo  ca- 
tedral de  Barcelona: 

Considerando  que  la  instancia  de  súplic» 
se  siguió  únicamente  con  el  Miniaterio  fiscal 
por  separación  del  cabildo,  sin  que  la  repre- 
sen tacion  de  la  Hacienda  se  opusiese  á  la  com- 
petencia de  ta  jurisdicción  ordinaria  ante  la 
cual  litigaba: 

Y  considerando  que  el  Mtnislerro  piblic» 
en  cueaiíones  de  la  naturaleza  del  presente 
pleito  no  es  mas  que  una  parte ,  y  que  como 
tal  debió  preparar  el  recurso  con  arreglo  a 
lo  preacrilo  en  el  art.  5.*  del  R.  D.  de  4  de 
noviembre  de  iS3S,  lo  cual  no  variticó.» 
(Gac.  llenero  ) 

El  art.  ^^'del  B.  I>.  de  4  de  noviembre 
de  i 838,  es  relativamente  á  su  art.  4/ 
que  determinó  las  causas  de  nulidad  por 
infracción  de  las  leyes  del  enjuiciamiento; 
lo  que  hoy  es  el  i. 019  de  la  lev -de  Enjui- 
ciamiento civil  relativamente  al  1.Ú13.  Es 
por  lo  mismo  aplicable  la  doctrina  del  an  - 
terior  fallo  al  enjuicíami(>nto  vigente,  como 
repetidamente  lo  tiene  declarado  el  Triba- 
nal  Supremo. 

JUEZ   OOMFSTENTE.    Lo  es 

respecto  de  la  acción  personal  el  del  tu- 
garen que  debe  cumplirse  la  obligación, 
entendiéndose  aunque  no  se  haya  pactado, 
aquel  en  que  ha  empezado  á  cumplirse. 

Senteocia  de  i  i  de  eiero  de  i 866. 

Demandados  en  el  Juzgado  de  prime^ 
ra  instancia  de  Biírgos  D.  Gerónimo  Her^ 
reruelo  y  D.  Manuel  Irgllero,  vecino  de 
R'Moosa,  sobr^  pago  de  cantidad  que  adeu- 
daban á  D.  Félix  Herrera  de  la  Kiva  y 
otros,  fué  citado  y  emplazado  Herreruelcv 
en  la  misma  ciudad  de  Bórgos  hallándosi^ 
en  ella  accidenlaIraeDle.  Los  diMunmiados. 
acudieron  después  al  Juzgado  de  Reinpsii 
proponiendo  la  inhibitoria,  y  dicho  Juzga- 
do declaró  haber  lugar  á  ella  y  mandó 
oficiar  al  Juest  tle  Búfíxos  para  qtie  le  re- 
rcmiliera  los  autos.  Librado  con  efocid  el 
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•correspondiente  oTioio  y  leslímonio  al  Juez 
de  primera  ioslaocia  de  Burgos,  esle,  de 
x'onforHiidad  coo  lo.propiiefilo^iorks  deman- 
dan íes,  declafó  no  acceder  á  la  inhilncíon 
\  que  era  él  competente  para  conocer  de 
ia  demanda;  teniendo  cii  consideración 
para  ello  las  resoluciones  de  esle  Tribunal 
Supremo  de  il  de  octubre  de  i8o6,  14 
de  octubre  de  186á  y  14  de  febrero  de 
1863;  lo  dispuesto  en  el  párrafo  tercero 
del  art.  o/  de  ia  ley  de  Enjaíciamienlo 
•  oivif ,  y  lo  eslahiccido  en  sentencia  de  es- 
te iribunal  de  5  de  junio  de  1858,  toda 
*vez  que  en  Bürgos  había  sido  citado  y 
emplazado  üerreruelo,  primero  de  los  des- 
mandado.*; que  este  v  suscompañeros  em* 
pczaron  á  cumplir  Ta  obligación  allí  con 
el  pago  de  la  cantidad  de  oO.lOO  rs¿ 

Habiendo  insistido  en  su  reclamación  el 
íuez  de  Reineta,  y  remkido  ambos  sus 
¡ictuariones  á  la  Audiencia  del  lerrtorio, 
Ih  Síla  terrera  por  semencia  de  i.®  de 
marzo  de  1865,  aceptándolos  fundamen- 
tos de  la  dictada  por  el  Juez  de  Biirgos, 
declaró  que  el  conocimiento  de  estos  au- 
tos correspondia  al  mismo,  á  quien  se  re- 
mitieron todas  las  actuaciones  para  su 
^continuación  con  arreglo  á  derecho.  Inter^ 
puesto  y  admitido  el  recurso  de  casación 
por  la  causa  sétima  del  art.  1.013  de  la 
ley  de  Enjuioiamienlo  civil,  se  declara  no 
haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que ,  según  reconocen  las 
partes,  la  acción  que  se  ejercita  en  estos  au- 
tos es  personal ,  y  que  eomo  tal  es  en  primer 
término  Juez  com peten tt  el  del  ^ugar  en  que 
deba  cumplirse  la  obligación^  según  !•  dis- 
puesto en  el  párrafo  tercero  del  art.  5.*  de  la 
Jey  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  los  demandados  en  este 
litigio  se  encuentran  obligados  á  cumplir  su 
obligación  en  Burgos;  pues  que  si  bien  no 
«e  pació  así  expresamente,  aparece  que  lal 
fué  la  voluntad  de  los  contrayentes,  y  lo 
eomprueba  el  hecho  de  haber  autorizado  los 
vendedores  persona  que  recibiese  en  Burgos 
til  precio  de  los  árboles,  y  el  de  haber  prin- 
cipiado los  compradores  a  hacer  el  pago  en 
<*]  mismo  putUo  entregando  la  cantidad  de 
3Q.000  rs.  vu.: 

Y  coasiderando  que,  por  lo  tanto,  no  exis- 
ta ta  ineompet«*ncia  de  jurisdicción  que  se 
»iipone  en  el  Juez  de  primera  instancia  de 
U jrgos.»  (Gac.  16  enero.) 


FBOOBDimSNTO  CITIL:  Sen- 
tencia. Es  viciosa  la  sentencia  y  produ- 
ce nulidad ,  cuando  en  ella  se  da  ya  al 
demandante,  ya  al  deinandado  ,  mas  de 
lo  que  respectivamente  hubiesen  pedida^ 

SeateDcia  de  12  de  enero  de  1868. 

Pleito  seguido  en  el  Juzí^ado  de  Garba* 
niilo  y  en  la  saia  segunda  de  la  Audiencia 
de  la  Coruna  por  Hipólito  Pereira  con  Ma- 
nuel Fernandez  sobre  reivindicación  de  un 
CastaSal.  Fernandez  se  opuso  á  la  deman- 
da alegando  que  poseía  la  finca  por  ha- 
berla comprado  á  Pereira,  v  que  además 
habian  trascurrido  los  iO  años  necesarios 
entre  [íresen tes  para  prescribir  el  dominio, 
mu  buena  fé  y  justo  título,  y  pidió  se  lo 
al)solvieáe  en  la  demanda.  f?l  Juez  lo  es- 
limó aííí  declarando  que  no  había  lugar  á 
la  demanda  interpuesta  y  que  el  castañal 
en  cu'ístion  pertenecía  en  propiedad  á  su 
actual  poseedor  Manuel  Fernandez. 

Entablado  el  recurso  de  casación  se  dc^ 
clara  haber  lugar  k  él: 

«Considerando  que  las  sentencias  ,  ya  se 
dicten  en  favor  de  la  demanda,  ya  en  favor 
de  las  excepciones  propuestas  contra  ella, 
nunca  deben  dar  al  demandante  ni  al  de- 
mandado mas  de  aquello  que  respectivamen- 
te hubiesan  pedido: 

Considerando  que  en  el  caso  de  autos  se 
ha  prescindido  de  esta  doctrina,  pues  ha- 
biendo el  demandante  ejercitado  la  acción 
reivindicatoría  de  un  sólo  castañal ,  y  ht« 
bíendo  el  demandado  pretendido  únicamen- 
te que  se  declarase  no  haber  lugar  á  la  de* 
manda,  y  qi^e  en  su  consecuencia  se  le  ab- 
solviese de  ella,  es  evidente  que  la  ejecuto- 
ria ,  al  declarar  no  solamente  que  no  había 
lugar  á  la  demanda,  sino  también  que  dicho 
solo  pertenecía  en  propiedad  al  demandado, 
ha  concedido  á  esle  mas  de  lo  pedido: 

Y  considerando  que  este  vicio  )>roduce 
nulidad ,  según  la  ley  16 ,  tít.  22 ,  Partida 
3.*,  cuya  infracción  se  ha  invocado  como 
primer  fundamento  del  actual  recurso.»  {Gq* 
cela  16  enero.) 


M.  M. 


AicüBiLiA,  Director  propietaria 
y  Editor  responsable. 


MADRID.'-Imp.  i«  B]  Consultor  4  «aro  ^ 
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MMfen^  deereiMf  reales  érdenes  y  elrev- 
l«ree  de  loa  eeaCres  dIrecIlTos. 

14.  ABOGADOS.— B.  O.  do  11  de  enero; 
ove  perm  el  efecto  del  turno  en  deíenM  de 
oficio,  ee  reputen  obligados  loa  que  ejerzan 
U  profesión  en  cada  partido,  aunque  no  resi- 
dan en  él. 

(Real  Atjvibiicia  db  A^lbacbtb.)  Secreta- 
rid.— Por  el  Excmo.  Sr.  Subsecretario  del  Mi- 
nisterio de  Gracia  y  Jutlicia  con  fecha  1 1  de 
eoero  próximo  pasado ,  se  comunica  al  Sr. 
Regente  de  esta  Audiencia  la  real  órden  si- 
luiente: 

«El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  dice 
con  esta  fecha  ai  Ref^ente  de  la  Audiencia 
de  Barcelona  lo  que  sigue: 

He  dado  cuenta  á  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de 
la  consulta  elevada  por  la  sata  de  Gobierno 
deesa  Audiencia,  manifestando  la  situación 
excepcional  en  que  se  encuentra  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  San  Peliu,  en  donde 
por  no  kaber  suñciente  número  de  abogados 
avecindados,  y  negarse  los  del  colegio  de 
Barcelona  que  ejercen  en  él  la  profesión  á  le« 
vantar  las  cargas  de  oñcio,  hubiera  llegado  el 
easo  de  quedar  los  pobres  sin  defensa,  si  lasa- 
la  provisionalmente  no  hubiera  dispuesto  eblí- 
^les  por  turno  riguroso  á  encargarse  de 
Its  defensas  de  pobres;  concluyendo  con  ro- 
gar que  se  adopte  una  resolución  general  qiif> 
evite  tales  conflictos  para  en  adelante.  En 
«u  vista  y  de  conformidad  con  el  dictámen 
de  la  sección  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia 
del  Consejo  de  Estado,  se  ha  servido  S.  M. 
aprobar  la  medida  provisional  acordada  por 
esa  sala  de  Gobierno ,  disponiendo  como  re- 
gla general  en  lo  sucesivo  que  para  efecto 
del  tamo  en  defensa  de  ofício  ,  á  que  los  le- 
trados están  obligados ,  se  repulen  residenlcR 
en  cada  partido  judicial  todos  los  que  en  él 
ejercieren  sii  profesión  ,  sin  que  les  sirva  de 
escusa  la  circunstancia  de  levantar  la  misma 
carga  en  el  punto  de  su  residencia.  Lo  que 
de  real  orden  comunicada  por  el  expresado 
Sr.  Ministro  traslado  á  V.  S.  para  su  cono- 
cimiento, y  A  fín  de  que  sirva  de  regla  <>n 
ius  casos  análogos  que  puedan  ocurrir  en  el 
lerrilorío  de  esa  Audiencia.»  Lo  que  por 
acuerdo  de  la  snla  de  Gobierno  Irasoribo  á 

TOXO  X  D£L  DlQC. 


I  V.  para  su  inteligencia  y  cumplimiento  ,  acu 
I  sando  V.  el  recibo  de  la  pí-esente.  Diosguar- 
de  á  V.  machos  años.  Albacete  5  de  febrer  » 
i  de  1866. — El  Vic<»secrelario,  José  Maréí. 
I  (Bol.  of.  de  Ciudad'Ráal  de  19  4e  febrtro, 
'  mím.  103.) 


15.  MINISTSBIO  FISCAIi.— B.  O.  de 
21-26  de'  enero,  disponiendo  que  en  los 
asuntos  del  tervioio  te  entiendan  oon  los  lli  - 
cales  las  autoridades  gubernatíTas,  

(GoB.)  Por  el  Ministerio  de  laGobernacioFi 
con  fecha  26  de  enero  próximo  pasado  s»? 
me  ha  común  cado  la  real  órden  q<ie  sigup: 

Por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  »« 
ha  comunicado  á  este  de  la  Gobernación  con 
fecha  21  del  actual  la  real  órden  siguiente: 

uLa  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  dispo- 
ner diga  á  V.  E.  quo  todas  las  autoridades 
depeuilienles  del  Ministerio  du  su  dii^no  car- 
go se  dirijan  y  entiendan  direclamenle  en  los 
asuntos  del  servicio  con  los  liscales ,  como 
representantes  del  poder  supremo  del  Estado 
sin  perjuicio  de  hacerlo  también  con  el  Re- 
gente de  la  Audiencia,  como  jefe  del  órden 
judicial  en  su  respeclivo  territorio.»  De  ór- 
den de  S.  M. ,  comauicada  por  el  Sr.  Minis- 
tro de  la  Gobernación,  lo  digo  á  V.  S.  para  sn 
conocimiento  y  efectos  correspondientes.  Lo 
que  he  dispuesto  se  publique  en  este  perió- 
dico oficial  para  inteligencia  y  puntual  ob- 
servancia por  parle  de  las  autoridades  á 
quienes  se  reliere  la  preinserta  real  di<ipos¡- 
cioti.  Huesca  6  de  febrero  de  1866. — Cons- 
tancio Gambel.  (Bol.  of.  de  Huefca  de  7  de  fe- 
brero núm.  10  L) 

16.  PBBSUPtrESTOS  DEIi  ESTADO 
B.D.  de9  de  febrero  autorizando  al  señor 
Ministro  de  Hacienda  para  presentar  ¿  las 
Córtes  loB  correspondientes  ¿  1866-67  que 
se  oopian  á  oontinuacion. 

(Hac.)  De  acuerdo  con  mi  Consejo  de 
Ministro!), 

Vengo  en  autorizar  al  de  Hacienda  para 
que  someta  á  la  deliberación  de  las  Córtes 
los  presupuestos  generales  del  Eslado  coi- 
respondientes  al  próximo  año  económico  de 
186G  á  1807.  D  ido  en  Palacio  á  9  febrero  de 
1866.  Esta  rubricado  de  la  Real  mano.— El 
Ministro  de  Hacienda,  Manuel  Alonso  Mar- 
iin*?z. 

•      A  L  \S  30RTES. 
Al  cumplir  el  Gobierno,  con  autorización 
de  S,  M. ,  el  deber  que  la  Conalilucion  de  la 
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Monarquía  le  impone  de  presentar  á  las  Cor- 
tes los  presupuesto^  geñeraiea  del  Estado 
para  el  próximo  año  ecoj^ómico  de  1866-67, 
creo  llenar  otro  deber  importanliVimo  expo- 
niendo leai  y  siottaramenle  Ja  siluacioA  de  la 
Hacienda  y  del  Tesoro. 

A  pesar  de  no  haberse,  realizado  todavía 
la  liquidación  definitiva  de  los  presupuestos 
de  1864-65,  cuyo  ejercicio  terminó  en  31 
de  diciembre  último,  soa  conocidos  ya  sus 
resullador,  y  pueden  servir  de  ba^ie  para 
apreciar  debidamente  los  presupuestos  que 
hoy  se  someten  á  la  deliberación  de  las  Cor- 
te». 

Por  cuenta  de  los  recursos  ordinarios  de 
1864-65  se  han  h<;cl\o  efectivas  las  suatas 

siguieule^: 

Escudos. 


PAfttI  LCGlSmiVA. 

822.831M30 


7.769^35*323 
893.031*470 
5.961.004626 
1.068.487M09 
202.284.997'673 


54.192.109*466   de  contribuciones  direc- 
tas; 

47.236.773*150  de  impuestos  indirectos 
_^  y  recursos  eventuales; 

8^663.756*529  del  sello  del  Eslado  y 
servicios  explotados  por 
la  administración; 
de  propiedades  y  dere- 
chos del  Eslado; 
de  sobrantes  de  Üílra- 
mnr; 

dp  recursos  especiales  del 
Tesoro,  y 

de  ros  unas  de  ejercicios 
cerrados, 
en  junto. 

La  ley  de  25  de  junio 
de  1864  valuó  los  ingre- 
?fos  ordiciftrios  del  ejerci- 
cio en  2.134  3G9  000  rea- 
les; y  aumentando  á  esta 
suma  la  de  10.684,871 
reales  9  céntimos  ,  oble- 
nida  por  resullas  de 
anteriores  presupuestos, 
aparece  un  total  en  escu 
dos  de 

cuya  comparación  con 
los  valores  realizados 
prerseiita  una  diferen- 
cia  de 

por  monos  reiíaudacion 

,   ha^bia  sido  cal- 

culada. 

Examin«ndo  e!  doiRll^  de  Inn  importanle 
™«ja,  se.  ve  qm-  procede  principalmenle: 

4.988  343*353   de  la  renta  de  aduanas; 
1.689.763*643  d»  !  rmpui'slo  sobre  los 
consumos: 


214  505.307*109, 


12.220.389*43í 


del  derecho  y  registro  át 

hipóleo^s; 
955.0S3'860   de  la  renta  de  pólvora; 
510.776*365  del  impuesto  de  viajeros 
por  iot  ferco^fiarriles»  y 
3.202  968 '530   de  sobrantes  de  Ultra- 
mar-Filipinas. 
La  prolongación  de  la  ccísis  metálica  que 
tan  profundamente  se  Im  dejado  sentir  en 
nuestras  plazas  mercan  Ules,  y  el  /constante 
desnivel  de  ios  cambios  aobre  Paris  y  Lón- 
dres  han  contribuido,  con  otras  causas  gene- 
rales bien  conocidas,  á  la  paralización  del 
comercio  y  á  la  baja  consiguiente  en  Ia$ 
aduanas. 

La  conclusión  de  las  obras  en  varias  Ifnea^ 
generales  de  ferro-carriles;  la  paralización 
de  otras  obras  pábtiéas ,  la  crisis  fabril  a^o- 
donéra;  el  eslatioamienio  de- los  frutos;  el 
(éinor  de  perftui*baciones  m tenores ,  y  por 
consecuencia  de  todo  ello  la  falta  de  bienes- 
tar general ,  que  influye  naturalmente  en  la 
disminución  de  los  consumos,  fueron  causa, 
sin  duda  ,  de  que  la  reforma  llevada  á  cabo 
en  las  tarifas  no  haya  producido  La  suma 
calculada. 

Lai  diíicaUades  con  que  ha  tropezado  el 
ptanleamienlo  de  la  ley  hipotecaria  y  las  que 
encuentra  la  exacción  de  derechos  sobre  loa 
bienes  muebles,  no  han  permitido  que  se 
realicen  los  valorea  fijados  por  dereclios  y 
registro  de  Jiipo lecas. 

La  minoración  de  las  obras  públicas  y  el 
desestanco  explican  la  baja  en  los  productos 
de  pólvora. 

£1  nuevo  impuesto  sobre  el  movimiento 
de  viajeros  por  lo§  ferro-carriles  fué  evalua- 
do, por  un  cálculo  prudencial ,  en  16  millo- 
nes de  reales  y  solo  ha  producido  10.892.236 
reales  y  35  céntimos. 

|ül  incendio  íortttilo  en  almacenes  de  mas 
de -80.000 quintales  de  tabaco;  y  las  necesi- 
dades extraordinarias  que  produjeron  á  las 
Oijas  de  Filipinas  las  consecuencias  del  ter- 
remoto de  Manila,  han  imposibilitado  la  re- 
metía á  las  fábricas  de  la  Península  del  taba'io 
comprendido  en  presupuestos  cuyo  importe 
habría  figurado  como  ingresos  procedentes 
de  las  cajas  de  Ultramar,  contribuyendo  su 
falta  á  aumentar  la  baja  con  la  considerable 
suma  de  mas  de  32  millones  d«  reales. 

Algunos  otros  ramos  han  ofrecido  también 
bajas  de  cierta  iin(x>rtancia,  y  entre  ellos 
las  minas  del  Eslado  por  la  paralización  de 
iai  ventas  de  azog^ne  en  el  mercado  de  Lon- 
dres ,  y  las  renta»  de  los  bienes  del  clero  por 
el  numor,  valor  de  los  frutos  y  la  sucesiva 
eiifljenacion  de  fincas. 

£1  impuesto  sobre  grandezas  y  títulos*  U 
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reoU  de  la  «al ,  las  easaa  de  moneda  y  co- 
nfería, el  giro  mutuo  del  Tesoro,  los  recur- 
sos especiales  del  mismo  y  la  renta  de  lote- 
rías principalmente,  produjeron  á  su  vez 
mayores  valores  que  los  que  estabtn  calcu- 
lados. 

Analisados ,  pues,  los  recursos  ordinarios 
del  Estado  en  el  ejercicio  de  1864-65,  ve- 
mos que,  aparte  de  la  falla  de  remesas  de 
iabaco  filipino,  causas  generales  é  inevita- 
bles, á  las  que  tiay  que  agregar  la  epidemia 
colertea  sufrida  también  antes  de  terminar 
dícbo  ejercicio,  han  paralizado  la  progresión 
que  de  años  atrás  venian  las  rentas  pú- 
blicas, hacieado  descender  notablemente  al* 
gana  de  ellas,  como  sucede  á  la  de  adua- 
nas. 

Tal  estado  de  cosas  oo  puede  considerar- 
te, sinemliargo,  normal  y  permanenio.'  El 
país  ha  atravesado  una  crisis  cuya  iiiflaen- 
cía  no  ha  cesado  aun;  mas  aunque  Uviavía 
se  prolongue ,  no  puede  dej^r  de  ^er  Iransi- 
loria,  y  al  cabo  lienen  que  producir  sus  na- 
to ralea  frutos  cinco  mil  kilómetros  de  vias 
férreas  y  diez  y  siete  mil  de  carreteras  abier- 
tos á  la  explotación  ,  la  red  telegráfica ,  el 
alumbrado  de  nuestras  costas  y  taulos  otros 
elementos  de  prosperidad  y  riqueza  jicsar- 
rüllados  en  poco«  años.  S^ria  absurdo  supo- 
ner que  después  de  realizar  tales  adelantos 
2a  Nación  babia  de  retrogrndar,  disminuyén- 
dose sus  medios  coulribulivos.  Podrá  dete- 
ner au  movimiento  progresivo  por  causas 
excepcionales  y  por  hallarse  acaso  en  el  pe- 
ríodo de  postración  que  sigue  á  otro  de 

? grande  actividad ,  en  que  tal  vez  hiciera  es* 
aerzos  superiores  á  &u  pr>si  bilí  dad  y  natu- 
rales recursos;  pero  es  indudable  que  la  de- 
tención solo  puede  ser  momentánea,  y  que 
al  emprender  de  nuevo  su  camino  lo  hará 
sobre  mas  ancha  base ,  y  por  consiguiente 
eoo  mayores  ventajas. 

Volviendo  al  examen  de  los  presupuestos 
de  1S64  65,  los  pagos  realizados  durante  el 
ejercicio  ascendieron  á  escudos: 

217.955.2I8'641,  é  importando  los  gastos 
autorizados  por  ta  ley  de 
25  de  junio  de  1864,  tan 
solo , 

212.116.957;  resulta  un  exceso  de  pa- 
gos de 

5.0aS.26r64l    sobre  las  previsiones  del 
presupuesto. 

Los  suplementos  de  crédito  y  créditos  ex* 
iraordinarios  que  par  leyes  especiales  y  rea- 
íea  decretos  han  sido  concecidos  al  mismo 
fM-eaupaeclo  se  elevan  á  6  293.947400  es- 
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cudos.  Pero  siguiendo  la  comparación  de  los 
pagos  realizados  con  los  créditos  primitivas 
á  fin  de  conocer  las  causas  que  han  influido 
en  el  acrecentajhienlo  de  los  gastos,  resulla 
de  ella  que  e!  exceso  de  5  038.261*641  es  la 
diferencia  entre  2  917.062*631  á  que  ascien. 
den  los  remanentes  que  han  quedado  en  ca- 
si todos  los  servicios  d©  los  diversos  minis- 
terios ,  cuya  suma  será  anulada  en  la  cuenta 
definitiva,  y  7.855.324'272  que  hay  de  ex- 
ceso de  pagos  en  otros  servicios. 
Los  remanentes  proceden: 

74.380*370   de  cargas  de  justicia. 
180.825*512   de   la   presidencia  del 

Consejo  de  Ministros; 
326.578*067   del  Ministerio  de  Estado; 
148.587*135   del  de  Gracia  y  Justicia. 
505.01  P446   del  de  Marina; 
795.751*307   del  de  la  Gobernación; 
í>85.490*459   del  de  Pom«nto,  y 
438*305   del  de  Ultramar. 


2.917.062*631   en  junto. 


Los  excesos  do  pagos  aparecen: 

1.417*900  en  cuerpos  colegislado- 
rcs ,  seguí»  los  presu- 
puestos que  los  mismos 
cuerpos  han  aprobado. 

3.434.831*157    en  deuda  pública,  por  e! 

cupón  de  30  de  junio  de 
1865  con  qu«»  fu** ron  emi- 
tidos los  143  936.000  es- 
cudos  nominales  de  deu- 
da con'»oliclada  interior, 
adjudicados  <mi  la  biibas- 
la  de  3  del  mismo  junio, 
gasto  para  el  que  sf  olor» 
gó  el  oportuno  suple- 
mento; y  t)<)r  intereses 
de  la  deuda  flotante,  cu- 
yo crédito  se  disminuyó 
contando  con  que  se  ha- 
bría h*»cho  un  uso  breve 
y  completo  de  los  recur- 
sos extraordinarios  con- 
cedidos por  la  I<^y  de  20 
de  junio  de  1864. 
905.032*523  en  clases  pasiv;.s,  por 
el  mayor  importe  de  los 
haberes  reconocidos,  cu 
yo  pago  aulorizalia  el 
mismo  prosupopslo. 

1.880.736*823  en  el  Ministerio  de  la 
Guerra,  por  el  aumento 
de  10  rs.  mensuales  á 
los  haberes  de  las  clases 
de  tropa ,  y  par  no  ha- 
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1.733.305  869 


7.955.324*273 


berse  ret tizado  en  letali- 
dad las  bajas  alzadas  que 
se  hicieron  en  el  presu- 
puesto. Los  saplementos 
concedidos  á  este  mi ni<)te- 
rio  ascienden  á  1.887.852 
escudos. 

en  el  Ministerio  de  Ha« 
cienda  por  mayor  gasto 
de  adquisición  de  taba 
eos  á  causa  de  la  falta 
del  filipino,  y  poraumen- 
to  en  las  ganancias  de 
jugadores  de  lotería,  pro* 
porcional  á  los  ingresos 
obtenidos,  y  cuye  pago 
autorizaba  el  presupues* 
to. 


223.800.354*283 


202.284.997*673 


Además  los  pagos  por 
resullas  de  ejercicios  cer- 
rados se  elevaron  duran- 
te el  de  1864-65  á  escu^ 
dos  5.845.035  642.  De 
manera  que  ascendió  á 
escudos 

la  totalidad  de  los  pagos 
realizados  por  cuenta  del 
presupuesto  ordinario;  é 
importando  los  ingresos 
resulta  un  déficit  contra 
el  Tesoro  de  escudos. 


21.515.256*610 

El  presupuesto  extraordinario  de  1864- 
65 ,  tal  pual  fué  aprobado  por  la  ley  de  25 
de  junio  de  1864,  comprendió  la  suma  de 
385.360,270  rs.  como  producto  de  ventas 
sucesivas  de  bienes  desamortizados  á  que 
las  leyes  no  hubieran  dado  otra  aplicación 
especial.  Era  este  un  recurso  que  nabia  de 
obtenerse  del  crédito  sobre  valores  futuros 
de  la  desamortización;  y  no  habiéndolo  rea- 
lizado ,  el  Tesoio  ha  suplido  su  falta  con  los 
medios  de  que  disponía  á  consecuencia  de 
las  negociaciones  autorizadas  por  la  ley  de 
26  de  junio  de  1864.  Es  natural  por  consi- 
guiente, y  no  debe  causar  estrañeza,  que 
la  liquidación  del  presupueslo  extraordina- 
rio de  1864-65  ofrezca  un  considerable  des- 
cubierto. 

Los  pagos  han  importado: 


Escudos. 


32.937.161407 


por  gastos  del  material 
extraordinario  compren- 
dido en  las  leyes  de  1.® 


12.523.75e'698 

631.688*550 
1.068.632 
8.328.830*202 

55.499.068*557 
20.052.853'39S 


de  abril  da  1859  ,  7  if* 
abril  de  1861  y  25  de 
mayo  de  1863; 
por  estiidios  y  subven- 
ciones de  ferro-carrili'íi 
é  indemnización  de  dere« 
chos  de  aduanas  á  la.^ 
empresas  constructoras; 
por  amortización  de  deu- 
da consolidada  y  dife- 
rida: 

por  intereses  y  amorti- 
zación de  acciones  del 
Canal  de  Isabel  II ,  y 
por  gastos  de  ventáis, 
minoración  de  ingreso?^ 
é  intereses  de  las  suni»<i 
que  tiene  suplidas  el  To« 
soro  á  los  presupuestos 
extraordinarioe. 
en  totalidad. 

Y  ascendiendo  los  in- 
gresos del  ejercicio  á 
resulta  un  desoobierto  de 


35.437.215'  159  suplido  por  el  Tesoro. 


Seria  aventurado  pretender  hoy  anticipar 
los  resultados  definitivos  que  han  de  ofrect«r 
los  presupuestos  para  1865*66  aprobados 
por  la  lev  de  15  de  julio  último.  Los  ele- 
mentos del  ordinario  son  los  mismos  -qun 
componían  el  de  1864-65.  Algunas  rentas 
han  ofrecido  bajasen  los  meses  que  van  tras* 
currídos;  siendo  la  mas  notable  la  de  loterías, 
que  se  eleva  á  escudos  2.010.664'433.  L\ 
reducción  de  esta  renta  es,  sin  embargo,  U 
que  menos  afecta  al  Tesoro;  pues  á  propor- 
ción que  disminuyen  sus  ingresos,  disminu- 
yen también  las  ganancias  que  se  satisfacen 
a  los  jugadores.  El  azote  del  cólera ,  que  latí 
duramente  ha  afligido  á  varias  provincias  áñ 
la  Monarquia  en  los  primeros  meses  del  ac- 
tual ejercicio ,  ha  sido  causa  bastante  para 
cierta  disminución  de  valores. 

El  Ministro  que  suscribe  ,  que  sigue  paao  á 
paso  el  movimiento  de  las  rentas ,  y  que  res- 
pecto de  algunas  ha  adoplado  y  van  á  plan- 
tearse medidas  eficaces  para  mejorar  su  ad- 
ministración, cree  poder  asegurar  á  las  Cor- 
tes que  á  la  terminación  del  año  económico 
-no  será  inferior  la  recaudación  á  la  obleuida 
en  el  de  1864-65. 

Por  otra  parte  el  presupuesto  extraordina- 
rio, además  de  contar  con  mayores  recursos 
de  la  desamortización  realizables  durante  r\ 
ejercicio,  tiene  aplicados  11. 772.000 escudos 
de  billetes  hipotecarios.  No  es,  pups ,  de  te- 
mer un  descubierto  tan  considcrablé  eom^ 
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el  qoe  resalta  en  et  anterior  año  eeonómico, 
fliendo  de  esperar  que ,  reunido  el  déficit  del 
presupiiesto  ordinario  á  lo  que  tenga  que  su- 
plir et  Tesoro  ai  extraordinario,  no  aparece- 
rá una  suma  mayor  de  80  millones  de  es- 
cudos. 

Al  redaetar  tos  de  1866-67  se  ha  reducido 
el  cálculo  de  los  ingresos  de  las  rentas  á  las 
fumas  que  se  consideran  realizables »  y  á  la 
fes  se  han  hecho  importantes  economías  en 
muchos  servicios  ,  cuyo  total  puede  conside- 
rarse que  asciende ,  segan  se  demostrará ,  á 
mas  de  160  millones  de  reales. 

£a  los  gastos  ordinarias ,  comparados  con 
los  del  actual  ejercicio ,  la  baja  realizada  im- 
porta  6.436.126  escudos,  que  procede: 

d50.600  de  la  casa  real,  por  la 
asignación  que  disfruta- 
ba el  Serme.  Sr.  Infbnte 
D   Francisco  de  Paula 
Antonio; 
92.474   de  la  presideneia  del 
Consejo  de  Ministros,  es 
tadislicay  por  supresión 
de  las  direcciones  de  ope- 
raciones  especiales  y  lo- 
pográfíco-calaslrales; 
51.912   del  Minislerio  de  Estado, 
por  baja  en  el  cuerpo  di- 
plomático y  consular  y 
en  oíros  servicios; 
103. 183   de  Gracia  y  Justicia,  por 
supresión  de  .plazas  de 
Magistrados  supernume- 
rarios y  menor  importe 
de  obligaciones  de  ejer- 
cicios cerrados; 
15.669   de  obligaciones  eclesiás- 
licas  pur  las  defunciones 
naturales  de  religiosas 
en  clausura; 
935.694   de  guerra ,  servicio  ge- 
neral ,  por  supresión  de 
las  comisiones  perma- 
nentes de  revistas  y  las 
de  ajustes ,  por  reduc- 
ción de  fuerza  en  las  ar** 
mas  de  infantería,  arti- 
llería, y  caballería  y  en 
Ifts  milicias  de  Canarias, 
y  por  economías  ;hecha8 
•en  subnislencias,  utensi* 
líos,  vestuario,  hospita- 
les y  otros  servicios; 
46.01 1    de  éuardia  civil,  por  su- 
presión de  las  planas  ma- 
yores de  las  brigadas  y 
redacciones  en  otros  ser- 
vicios; 


100.000 


145.207 

25.298 

1.523.53L 

256.1d# 

148  016 
# 

151.365 
48.967 
350.100 

27.935 
69.500 


1.96L2S5 
32.147 
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de  cumplidos  del  ejérci- 
to, por  el  menor  nume- 
re de  individuos ,  á  quie- 
nes corresponderá  el  be« 
ntficio  de  los  200  escudos 
concedidos  por  la  ley  de 
30  de  enero  de  1856; 
de  ejercicios  cerrados, 

f)or  el  menor  importe  de 
as  obligaciones  recono- 
cidas por  el  Ministerio 
de  la  Guerra; 
de  obligaciones  atrasa- 
das, crédito  comprendi- 
do por  una  sola  vez  en 
el  presupuesto  de  1865- 
66; 

de  Marina ,  por  bajas  en 
el  material  de  buques  y 
arsenales  y  otros  ser- 
vicios; 

de  Gobernación,  que  pro- 
cede del  material  de  be- 
neticencía  y  estableci- 
mientos penales; 
de  los  gastos  de  los  ra« 
mos  productivos  del  mis- 
mo Ministerio,  por  baja 
en  el  material  de  correóse 
de  ejercicios  cerrados, 
por  eJ  menor  importe  de 
las  obligaciones  recono- 
cidas; 

de  Fomento ,  instrucción 
pública ,  por  reformas  en 
la  enseñanza  superior  y 
proíesional; 

de  los  gastos  de  los  ra- 
mos productivos  del  mis- 
mo Ministerio,  por supre- 
sión de  los  portazgos  y 
pontazgos; 

de  ejercicios  cerrados, 
por  menor  importe  de  las 
obligaciones  reconocidas, 
de  Hacienda  ,  servicio 
general ,  después  de  ha- 
ber compensado  un  au- 
mento de  90.000  escudos 
en  ios  gastos  de  movi- 
miento de  fondos  y  los 
sueldos  de  los  inspecto- 
res de  sociedades  ae  eré» 
dito; 

de  minoración  de  ingre- 
sos, por  baja  en  las  ga«» 
nancias  de  lotería; 
de  ejercicios  cerrados^ 
por  la  menor  turna  á» 
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1.702 


6.436.126 


obligaciones  reconoci- 
das; y 

del  Minislerio  de  Ullra* 
mar,  por  reformas  he- 
chas. 

sama  total  de  economías 


en  el  presupuesto  ordinario. 

No  luce ,  sin  embargo ,  como  l)aja  loda  esa 
cifra,  porque  ha  sido  forzoso  ¡nc^rporar  á 
los  gastos  el  importe  de  varios  servicios  á 

8.323  en  cuerpos  colegislado- 
res,  según  los  últimos 
presupuestos  que  han 
aprobado; 
1.577.097  en  deuda  pública,  por 
mayor  importe  de  los  in- 
tereses de  la  consolidada 
y  por  ínsufíciencia  del 
crédito  actual  paPa  los 
d«  la  deuda  flotante; 
47.230  en  cargas  de  justicia, 
porque  si  bien  han  cadu- 
cado algunas,  vienen  á 
figurar  en  esta  sección 
las  asignaciones  de  los 
hijos  del  SíTmo,  Sr.  In- 
fante D.  Francisco  de 
Paula  Antonio ,  habidos 
en  su  matrimonio  con  la 
Infanta  doña  Luisa  Car- 
lota; 

2S9.I04  en  clases  pasivas ,  por  el 
mayor  importe  de  los  ha- 
beres, reconocidos; 
34.700  en  presidencia  del  Con- 
sejo de  Mmislros  por  re- 
forma hecha  en  la  se- 
cretaria, compensada  con 
mayor  baja  en  estadís- 
tica; 

1.1 09  en  el  Consejo  de  Estado 
para  aumento  del  sueldo 
de  los  ugíeres; 
18  000  en  Fomento ,  servicio  ge- 
neral, por  el  crédito  para 
las  secciones  del  ramo 
que  autorizó  la  ley  de  15 
de  julio  último; 
224-.030  en  agricultura,  industria 
y  comercio,  por  la  nece- 
sidad de  establecer  gran"* 
jas-escuelas,  de  obtener 
edificios  para  la  enseñan- 
za agrícola ,  de  construir 
sequeríaSj  de  instalar  la 
escuela  de  capataces  en 
Cartajena ,  y  de  atender 


á  loi  gastos  que  se  orí* 
ginen  con  motivo  de  la 
exposición  universal  d« 
París; 

113  068  en  obras  públicas,  por 
gastos  generales,  por  los 
de  conservación  de  las 
obras  de  navegación  del 
Tajo,  por  los  de  cinco  nue- 
vos faros  y  por  los  del  ma* 
terial  de  barcajes. 

965  746  en  gastos  de  las  contri- 
buciones y  rentas  públi- 
cas ,  que  corresponden  al 
material  de  fabricación 
y  administración  de  ta- 
bacos, después  de  absor- 
ver  las  economías  hechas 
en  otros  ramos. 


3.278.898  sima  de  los  aumentos. 


Como  se  ve ,  los  mas  importantes  son  los 
destinados  á  deuda  pública  y  clases  pasivas, 
cuyas  obligaciones  no  está  en  mano  del  Go- 
bií'rno  impedir  que  vengan  á  acrecentar  el 
presupuesto  de  gastos,  como  tío  le  es  dado 
tampoco  dejar  de  reclamar  un  exceso  dt 
1.318.652  escudos  para  adquisición  de  pri- 
meras materias  y  premios  de  expendicion  ds 
tabacos  si  esta  renta  ha  de  producir  los  ingre- 
sos calculados. 

Solo  estas  tres  partidas  suman  3.185.353 
escudos;  de  manera  que  sin  este  aumen- 
to inevitable  de  gastos  las  economías  en 
el  presupuesto  ordinario  excederían  dt 
64.000.000  de  rs.  en  lugar  de  3. 157.228.  es- 
cudos, que  es  el  menor  importe  líquido  de 
los  créditos  que  se  reclaman  para  el  ejerci- 
cio de  1866-67,  los  cuales  ascienden  en  to- 
talidad á  215.338  313  escudos. 

Los  ingresos  ordinarios  en  su  comparación 
con  los  de  18C5-66  presentan  un  aumento 
de  3.254.428  escudos ,  á  pesar  de  las  bajas 
considerables  hechas  en  la  evaluación  de  lat 
diversas  rentas  y  contribuciones  con  el  íin 
de  reducirlas  á  las  cifras  que  se  consideran 
realizables. 

Hé  aquí  el  pormenor  de  estas  bajas: 


E9cudot, 


400.000 
135.909 
1.728.692 


en  el  derecho  y  registro 
de  hipotecas; 
en  et  impuesto  sobre  Its 
Consumos ; 

en  portazgos  y  pontaz- 
gos, por  la  supresión  do 
ttlc  gravamen; 
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^^300   «n  pabIicacion68  oficia- 
les; 

200.000   en  el  impuesto  sobre  el 
movimiento  de  viajeros 
pior  los  ferro-carriles; 
871  #00   en  sello  del  Estado; 
i -400  000  enUbaco»; 
^    270.000   en  pólvoras  (toda  la  su- 
ma que  fiffura  en  el  pre* 
supuesto  de  1865-66); 
2^000.000   en  loterías; 

40.000   en  establecimientos  pe- 
nales; 
65.800    en  correos; 
772.947    en  minas  del  Estado; 
88.000   en  equivalencias  en  me- 
tálico de  ventas  antiguas 
hechas  á  papel  de  la 
deuda; 

1. 980.600   en  productos  en  admi- 
nistración de  los  bienes 
del  clero^ 
146.900   en  diferentes  derechos 
del  Estado; 
18.000   en  «traaos  de  propieda* 
des  y  derechos  del  Esta- 
do hasU  fin  de  1849,  y 
258.120   «n  ingresos  procedentes 
de  las  Islas  Filipinas»  por 
valor  de  los  tabacos  que 
han  de  remesar  á  las  fár 

~-   bricas  de  la  Península. 

10.378.259   escudos  en  Jflnlo. 

A  la  vez,  y  según  los  resultados  da  la  re- 
«aadacioif,  se  óalculan  los  siguientes  aú- 
nenlos: 

32.500  en  el  impuesto  dé  minas;* 
60.870   en  10  por  100  de  adnii- 

nislracion  de  partícipes; 
50.900   eu  derechos  obvenciona' 

les  de  los  consulados; 
628.000   en  la  renta  dé,  la  sal; 
59.547   en  casas  de  moneda  y 

cobrería; 
14.000   en  giro  mútuo  del  Teso^ 

ro; 

6.170  en  la  Imprenta  Nacio- 
nal, y 

62.700  en  productos  en  admi- 
nistración de  las  ñncas  y 
rentas  del  Estado. 


984.687 


Tao  exiguos  aumentos  no  compensaban 
sino  en  muy  pequeña  parle  las  bajas  anles 
expresadas,  que  exceden  de  100  millones 
ém  reiiies,  y  era  por  eonsiguiente  indispen- 
•ftblt  boictr  naevoa  recursos  que  las  cubrie* 


sen  y  que  trajeran  un  excedente  positivo  al 
preaupuesCo  eon  que  atender  á  su  nivela^ 
cíon. 

los  nuevos  recursos  son: 
Mtcudo$, 


2.600.000  en  la  contribución  indus- 
trial y  de  comercio ,  por 
reforma  de  alguna  de  las 
bastas  en  qne  se  funda  su 
exacción ,  y  por  el  au- 
mento de  cuota  ó  nueva 
imposición  á  determina- 
das clases  que  hoy  satis- 
fácen  los  derechos  de 
portazgos  y  pontazgos 
que  quedan  suprimidos. 
Es  tan  módica  la  cuota 
que  se  propone  para  los 
carruajes  y  caballerías, 
que  no  puede  ofrecer  di- 
ficultad alguna  su  impo- 
sición y  cobro. 

1.818.Q00   en  la  reñía  de  aduanas. 

Siguiendo  la  regla  gene- 
ral adoptada  para  la  re- 
dacción del  presupuesto 
de  ingresos ,  los  de  esta 
renta  debieran  presentar 
*  una  baja  considerable.  Se 

ha  tenido  en  cuen'a ,  sin 
embargo ,  que  han  cesa- 
do ya  ó  van  desapars' 
ciendo  algunas  de  las 
causas  que  mas  han  ín« 
fluido  en  la  disminución 
de  los  valores  de  adua- 
nas, y  que  estos  han  de 
acrecer:  primero,  por  las 
medidas  adoptadas  para 
hacer  eñcaz  la  represión 
del  ñ-audc  y  mejorar  la 
Administración:  segun- 
do, por  la  introducción 
de  pólvoras  en  el  reino, 
efecto  del  desestanco;  y 
tercero,  y  principalmen- 
te, por  la  admisión  de 
granos  y  harinas  extran- 
jeros. El  Gobierno  ha 
meditado  mucho  sobre 
este  punto ,  origen  da 
gravísimas  cuestiones  á 
que  es  preciso  poner  tér- 
mino; y  después  de  exa- 
minar con  imparcial  jui- 
cio fos  diversos  intereses 
á  qué  afecta ,  ha  creída 
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que  piiedee.concilkrse 
todos  con  e\  señalamien- 
to de  los  derechos  que 
delalla  Ja  lariAji.  ^om 
prendida  en  el  arl.  8.® 
del  proyecto  de  ley  de 
presupuesios.*  - 

Hay ,  pues,  razón  pa- 
ra conñar  en  que  los  va 
lórea  de  aduai^as  alcan^ 
zarán  en  el  próximo  ejer 
eicio  la  suma  que  se  pre- 
supone, mucho  mas  cuan 
do  dentro  del  mismo  po- 
drán llegar  á  plantearse 
las  importantes  reformas 
arancelarias  que  hoy  es- 
tán en  estudio. 
S.SOO  000  «^n  ingresos  procedentes 
de  Ultramar ,  isla  de  Cu- 
ba. El  cálculo  formado 
por  el  Ministerio  del  ra- 
mo sobre  la  base  de  la 
recaudación  obtenida  du- 
rante el  úllioio  año  eco- 
nómico ,  y  las  considera- 
bles economías  acorda- 
das por  el  Gobierno  en 
los|;aslos  que  han  de  fi- 
gurar en  el  presupuesto 
de  1866-67 ,  aseguran  en 
la  Isla  de  Cuba  un  exce- 
dente de  ingresos  muy 
superior  á  los  8  800.000 
escudos  mencionados; 
consistiendo  la  diferencia 
en  la  cantidad  que  ha  de 
destinarse  por  aquellas 
cajas  á  amortizar  una 
parle  de  la  deuda  con- 
traída para  atender  ios 
gastos  extraordinarios 
que  produjo  la  guerra 
de  Santo  Domingo. 

Permitiendo  la  forma 
en  qu<'  se  ha  becho  uso 
del  crédito  en  Cuba  el 
pagó  gradual  de  la  deu- 
da por  medio  de  renova- 
ciones que  evitea  consu- 
mir ios  excedentes  del 
próxima  año  económico^ 
y  toda  vez  que  en  la  1^- 
nínsula  ha  tiabido  que 
hacer  tamtúea  uso  del 
crédito  para  el  sosten  i- 
miento  de  las  cargas  pú- 
blicas, entre  las  cuales 
hay  much^«  ^oe^  ua 


obstante  hallarse  centra^ 
I izado  su  pago,  deben^ 
'  ser  proporcionalmento 
cubiertas  por  todas  las 
pr«»vinc¡as  de  la  Monar- 
quía, es  natural  y  legíti«^ 
mo  que  una  parte  del 
excedente  de  ingresos  en 
la  de  Cuba  venga  á  íígu* 
rar  entre  los  d.  l  presu- 
puesto general  del  Es- 
tado. 

~~      Se  eleva ,  pues ,  á 
12.648j0#0   escudos ,  la  suma  de  los 
nuevos    recursos  para 
1866-67,  y  uniendo  á 
ella  los 

984.687   de  aumento  calculado  en 
varios  ramos  por  mayor 
,   recaudación ,  aparece  un 

13.632.687  escudos;  del  que  dedu- 
cidos 

10.378.259  á  que  ascienden  las  ba- 
jas hechas»  según  queda 
expresado ,  en  la  evalua- 
ción de  algunas  rentas, 

  resulta  el  aumento  líqui- 

"   do  de 

3.254.428  escudos  en  los  ingresos 
.........^.«^  de  1866-67. 


Aun  seria  mayor  el  aumento  si  se  hubiera 
apreciado  en  el  presupuesto  el  que  ha  de 
producir  la  contribución  de  inmuebles,  cuU 
tivo  y  ganadería ,  según  las  bases  cuya  apro^ 
bacion  se  propone;  las  cuales,  haciendo 
Igual  ^1  gravámen  para  todos  los  contribu- 
yentes como  es  justo,  y  sin  que  en  ningún 
caso  pueda  disminuirse  el  cupo  fijado  de  ca- 
da pueblo,  permitirán  á  la  administración 
realizar  en  beneficio  del  Tesoro ,  asi  la  par- 
te de  contribución  que  corresponda  á  la  ri- 
queza hoy  oculia,  como  la  diferencia  que 
exista  entre  lo  que  pagan  algunos  contribu- 
yentes y  lo  que  en  realidad  deban  satisfacer 
dentro  del  tipo  actual  de  imposición. 

No  es  dudoso  que  de  esta  suerte ,  y  con- 
tando con  el  celo  de  la  administración,  des- 
aparecerán desigualdades  injustificables,  y 
se  áumentarán  con  una  cifra,  tal  vez  impor- 
tante, los  recursos  j)ermaneutea  del  Estado, 
evitando  nuevos  déficits  para  el  porvenir. 

Apreciadas  ya  anteriormente  los  ingreso» 
y  gastos  ordinarios  para  el  próximo  año 
económico ,  véanse  los  resultados  genérale» 
que  ofrece  el  presupuesto; 
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221,952  7«1 
•215  338.3Í3 


6614448 


tmporte  Iota!  áe  los  in- 
gresos. 

ídem  de  los  gastos; 

excedente  é  sobranirf'  <fe 
in^esos.  • 

Al  ocuparse  el  Ministro  qoe  suscribe  del 
presupuesto  extraordinario,  conteniai'á de- 
clarando qne  algunos  de  sus  gastos  corres- 
ponden al  ordinario.  No  desconoce  ,  sin  em- 
bargo ,  la^  razoues  que  aconsejaron  la  clasi- 
ieaeton  que  viene  establecida;  y  como  al 
fin  y  at  cal)o  toda^  son  obfif^aciones  dol  Es- 
lado  á  que  es  forzoso  atender,  sin  que  Ceñ- 
irá oirá  importancia  la  subdivisión  del  pre- 
topaealo  que  ^a  de  presentar  á  un  golpe  de 
rtsta  los  ¿asios  ineludibles  y  aquellos  que 
solo  son  conreni^ntes  y  pueden  aplazarse 
en  caso  necesario ,  no  ha  creido  deber  ha- 
cer alteración  alguna  de  forma  en  el  presu- 
paeslo  de  1866-67.  Otra  razón  lo  justifica. 
En  el  próximo  ejercicio  termina  el  período 
<le  ocho  años  concedido  para  la  inversión  de 
k»  créditos  extraordinarios  que  abrieron  lat 
leyes  de  I.®  de  abril  de  1859,  7  de  igual 
»es  de  186t  y  25  de  mayo  de  1863.  Estos 
créditos,  conforme  á  la^jrimera  de  dichas 
Iryet,  ge  han  considerado  pernrMnenies  du- 
rable el  el4ado  periodo, íy  tienen  que  serlo 
fc««U  la  terminación  dfel  mismo.  Por  conse* 
esencia  vienen  á  conetítuir,  digámoslo  así, 
m  solo  y  ánico  preaupu^to  los  de  los  ocho 
años,  y  hubiera  sido  ahora  inoportuno  in- 
^odoeír  alteración  algorfa  en  su  forma. 

Loa  ingresos  procedentes  de  la  desamor- 
tzzaeion,  rcaliiables'deniro  del  ejercicio  de 
1866^7  importan:  • 

Escudos^  . 


22.838  por  obligaciones  á  metá- 
lico de  ventas  anteriores 
á  1.®  de  mayo  de  1855; 
4.258.313  por  vencimiento  de  pa- 
garés procedentes  de 
Ventas  y  redenciones  an- 
terkires  al  2  de  octubre 
de  1858; 

34.474. 000  por  plazos  al  contado  y 
v^anejmiento  de  pagares 
procedentes  de  ventas  y 
redenciones  posteriores 
«12  de  octjubre  de  1858; 
261.180  por  conceptos  extraor- 
dinarios de  ingresos  por 
ventas  y  redenciones; 


k660.000 
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35.000  por  reintegros  de  ejerci- 
cios cerrados ,  y 
por  el  75  por  100  de  pía 
zos  al  contado  y  venci- 
miento de  pagarés  por 
venta  de  bienes  y  reden- 
ciones de  censos  del  pa« 
tríraonio  real,  cedido  por 
S.  M.  la  Beina. 
en  junto. 


Los  gastos  comprendidos  en  el  presupu«^s«> 
•o  extraordinario  para  el  próximo  año  eco- 
nómico son: 


Escktdos. 


424.218 


3.796.000 


20.230.000 


207.500 


700.000 


13.492.765 
100.000 
8,407.056 


997.096 


speciales  d<^ 
de  ejercicio» 


48.354.635 


Gastos  • 
ventas  y 
cerrados; 
Tercera  parle  del  80  por 
lOOde  propios  que  ha  de 
ingresar  en  la  Caja  de 
depósitos  á  disposición 
de  ios  pueblos; 
Intereses  y  amortización 
de  billetes  hipotecario*» 
y  comiaton  al  Banco  de 
España; 

Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia.— Obras  extraor- 
dinarias; 

de  Guerra.— -Material  ex 
traordinario  de  artillería 
y  de  ingeníeres; 
de  Fomento; 
de  Hacienda; 
Ferro— carriles.     Esl  u  - 
dios  é  intereses  y  amor- 
tización de  obligaciones; 
Canal  de  Isabel  U.— In- 
tereses y  amortización 
de  acciones; 
en  totalidad. 


Estos  créditos,  con  relación  á  los  del  año 
económico  precedente ,  ofrecen  una  bala  6 
economía  de  7.883.061  escudos. 

La  comparación  entre  los  ingresos  y  gas- 
tos del  presupuesto  extraordinario  es  la  si- 
guiente: 

40.101.331   stHna  de  los  Ingresos; 
48.354.635  ídem  de  (os  gastos; 

8.253.394  Descubierto  que  habrá 
■    de  suplir  el  Tesoro. 


A  este  desoubierte  ae  atenderá  con  la  par- 
te del  remanente  de  ingreaoa  del  presupuea- 
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to  ordinario,  Sgnrada  ya  en  el  e|traordina- 
ri«,  que  asoiende  á  6.400.000  escudos ,  y 
eoa  ei  mayor  remanente  que  remltará  por 
consecuencia  de  las  economías  que  ha  de 
hacer  el  Gobierno  si  las  Cói  les  le  otorgan 
la  autorización  que  para  ello  pide. 
Deduciendo,  ptiea,  de  los 

8.253.304  escudos  á  que  asciende 
el  descubierto  det  prestí* 
puesto  extraordinario  los 
6.400*000   que  se  le  aplican  del  re-, 

^   manéate  del  ordinario, 

queda  aquel  reducido  á 
1.853.304  escudos. 


En  realidad  este  descucierto  carece  de 
i  mporlancia,  y  tal  vez  desaparezca  por  el 
mayor  remanente  que  resulte  en  presupues- 
to ordinario,  todA  vez  que  los  ingresos  que 
se  obtengan  excederán  probablemente  de  ta 
suma  calcufíida,  y  los  gastos  que  se  satisfa- 
gan serán  inferiores  á  los  créditos  que  se  pi- 
den á  consecuencia  de  las  economías  que 
•I  Gobierno  esiá  firmemente  decidido  á  ir 
realizando  conforme  lo  permita  el  estudio 
siempre  necesario  de  todos  los  servicios  pú* 
blícos. 

Que^a  demostrado  anleriormente  que  las 
•conomias  hinchas  ya  por  el  Gobierno,  as- 
tienden  á  6.436.126  esctidos  len  el  presu- 
puesto ordinario ,  y  á  7.883.061  en  el  ex- 
traordinario. Sí  á  estas  partidas  se  une  la 
^  que  representan  las  economias  hechas  tam- 
bién en  los  presupuestos  de  Ultramar,  que 
permiten  traer  8.800.000  escudos  á  los  in- 
,gre808  del  general  del  £stado,  tendremos 
que  el  total  de  los  que  se  han  llevado  á  ca- 
bo se  eleva  á  mas  de  160  millones  de  reales. 

Volviendo  á  los  presupuestos  extraordi- 
narios, ya  se  ha  (ncho,  que,  en  virtud  de 
ta  ley  de  i.^  de  abril  de  1859,  forman  un 
tonjunto  los  de  todo  el  periodo  señalado  pa- 
ra la  inversión  de  ios  créditos.  Conviene 
examinar  por  consiguiente  los  resultados 
totales  que  han  ofrecfdo  desde  1859  hasta' 
fin  del  ejercicio  de  1864^65.  Hétosaqui  rea- 
sumidos: 


Eicudoi. 


INGRESOS. 


151.557.979*946   por  productos  de  la  des- 

amoriizajcion; 
39.329.800  168   por  producto  líquido  de 

la  emisión  de  billeies  del 

Tesoro; 

446.148*773   por  ingresos  especiales 

para  carreleraj»; 
50.618' ld(^  por  id.  para  aubveilcío- 
Q*»  de  ferro-cirrliei; 


24.668.532*668 


3.094>959*3a0 
219.148  038*985 


212.373.577*064 


7.731.315*186 
2.403.860  353 

43.190.913*627 

24.668  532  668 
18.824.762*387 

1.06«.632 

30.151  686*467 


por  derechM  de  aúaa- 
nas  del  material  que  han 
imparlado  las  empresas 
de  obras  públicas,  y 
por  sustitutsion  del  ttr- 
vicio  mistar  (1859). 
suma  de  los  ingresos. 

PAGOS. 

por  gastos  del  material 
extraordinario  compren- 
dido en  las   leyes  dt 
de  abril  de  1859,  1 
de  abril  de  1861  y  25  dt 
mayo  de  1863.  La  apli- 
cación de  dicha  suma  por 
Ministerios  ha  sido: 
6.29l.727*293áG.y  J. 
26.978. 162*790  áG«er  4 
55.996.496'569  á  Mar.; 
1.718  004'805  áGob., 
120.044  928*365 áFom.  y 
1.344.257  242  á  Hac. 


212  373  577*064 

por  amortización  de  deu* 
da  consolidada  y  dife- 
rida^ 

por  amortización  de  bi- 
lletes del  anticipo  de  230 
milJoDes  y  del  decretada 
en  19  de  mayo  de  1854, 
por  intereses  y  a^orti-> 
Baeion  total  de  los  biíl#^ 
tes  creados  i  virtud  <!• 
ley  de  1.°  de  abril  d« 
1859;  . 

por  indemnización  ú% 
derechos  de  aduanas  del 
material  de  obras  publi- 
cas; 

por  estudios  de  ferro  car- 
riles, subveuoiones  di- 
rectas á  metálico  c  inte- 
reses y  amortización  d« 
obligaciones  emitidas  por 
el  Estado; 

p«r  intereses  y  amortiza- 
ción de  acciones  del  Ca- 
nal de  Isabel  II  (hasta 
1863-64  figuró  esta  obli- 
gricion  entre  las  del  Mi- 
nisterio de  Fomento),  j 
por  gastos  especiales  de 
ventas ,  descuento  de  pa* 

Sirái  de  compradores  d« 
<iQ«8  nacioaalei  f  oblt« 


Digitized  by 


rim  iKituTin. 


n 


gacjones  de  ejereieUi 
"  cerradoft 
?40  421  779*752   suma  de  los  pa^os; 
219.148.03S'985   ídem  de  los  ingresos 

121.273.740*767   descubierto  soplido  por 
el  Tesoro. 

Mas  como  se  hao  he- 
eho  efectivos  escodos 
7a.424.0S9<391  por  produelo  de  negocia- 
ción de  billetes  hipoteca- 
rios del  Banco  de  España 
é  intereses  de  los  mismos 
billetes  durante  el  tiempo 
que  han  estado  en  poder 
del  Tesoro,  resulta  que 
en  31  de  diciembre  úlli- 
mo  ascendia  §olo  á 
47.849.651*376  lo  que  tenia  suplido  el 
Tesoro  por  cuenta  de  los 
presupuestos  extraordi- 
narios hasta  la  termina- 
ción del  ejercicio  de  1864  - 
65. 

^ara  cubrir  esta  suma  y  atender  á  los  gas- 
tes extraordinarios  que  convenga  realizar  en 
ti  porvenir»  contamos  aun  con  recursos  de 
Mcha  valia  procedentes  de  la  desamortiza* 


dedicado  el  que  suscribe,  desde  el  mo* 
mato  en  que  se  encargó  del  Ministerio  de 
beienda,  á  remover  los  obstáculos  que  im- 
pedían el  llevar  á  feliz  término  la  desamor- 
lincion  eclesiástica,  tiene  la  satisfacción  de 
ananeíar  á  las  Córtes  que  debe  considerarse 
allimada ,  puesto  que  solamente  ditícuttades 
Materiales  de  liquidación  tienen  detenidas 
9m  Jas  cesiones  de  corto  número  de  dióee* 
•ís,  coyos  Reverendos  Prelados  no  ceden 
por  eierlo  en  celo  y  buen  deseo  á  los  que  se 
apresuraron  á  cumplir ,  en  bien  de  la  Iglesia 

Ldel  Estado,  lo  convenido  con  la  Santa 
de. 

CoQlando,  pues,  con  la  totalidad  de  los 
bienes  eclesiásticos ,  hé  aquí  la  masa  de  re- 
canoa qae  aun  ofrece  la  desamortización: 

Escuda. 


169.4^1.406   importe  de  los  pagarés 

de  compradores  de  bie- 
nes nacionales,  existen- 
tes en  31  de  diciembre 
de  1865; 

2.325.446    importe  en  subasta  de 
bienes  enajenados ,  pen- 
dientes de  adjudicación 
ed  la  misma  fecha; 
Í39JX.964    r^t  en  tasación  é  capi« 


Ullzaeion  de  !••  bienta 
que  resta  enajenar; 
106.S01.3I5  ochtnU  por  ciento  de  au- 
mento que  se  calcula  ten- 
drán en  las  SQbtttas.  Des  - 
de  I.*"  de  julio  de  1865 
hasta  fin  de  enero  último 
se  han  vendido  bieoea 
taaadosen  12.595.517  es- 
cudos ,  habiendo  sido  re- 
matados en  24  313.420^ 
con  un  aumento  da 
11.717.903  escudos  aue 
representan  93*03  por  100 
sobre  el  precio  de  tasa- 
ción. 

37.800.000   bienes  de  que  se  ha  de 
incautar  el  Estado,  según 
cálculo  de  la  administra* 
cion,  contándose  entre 
ellos  los  de  las  encomien- 
das que  usufructuaba  el 
Sermo.  Sr.  Infánte  dan 
Francisco. 
30.000.000   valor  á  que  se  cree  as- 
cenderá el  75  por  lOO 
•  correspondietíte  al  Estar 
do  de  los  bienes  del  pa- 
trimonio real ,  cedidos 
 ' —   por  S.  M.  la  Reina; 

478.784.831  eniunto. 

Y  aunque  de  esta  suma 
se  deduzi!a,  como  debe 
deducirse,  la  de 

101.78t.000  por  importe  de  pagarés 
entregados  y  que  se  es- 
tán entregando  al  Banca 
de  España,  con  desti- 
no desde  l.*  de  enerof 
de  este  año  á  inte- 
reses y  á  la  completa 
amortización  de  los  bille- 
tes hipotecarios  emitidos 
por  el  mismo  estableci- 
miento, aparecerá  que 
aun  ascienden  á  la  can- 
■  tidad  de 

377.002.831  escudos  los  recursos  dis- 
peniblesde  la  desamor- 
tización. 

De  estos  recursos  se  han  de  aplicar ,  según 
otro  proyecto  de  ley  ya  presentado  á  las 
Córtes,  110  millones  de  escudos  á  la  Caja  de 
depósitos  para  extinguir  igual  suma  de  deu- 
da flotante ,  y  saldar  así  lo  soplido  á  los  pre* 
supuestos  extraordinarios  y  los  déficits  de 
los  ordinarios  hasta  fin  del  ejercicio  de  1864- 
65.  8t  ese  proyecto  de  ley  mereciera  la  apro- 
bación de  las  Cartea ,  los  recursos  dlsponi* 
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bles  de  ta  dedamorUzacíon ,  después  de  en- 
tregar los  110  fntllooes  de  escudos  á  la  Caja 
de  depósitos,  serian  267.002  831  esoudos, 
cantidad  bastante  imporUnte  aun  para  aten- 
der al  neoesario  7  convenieole  desarrollo  de 
Jas  obras  públicas. 

Decidido  el  Gobierno  á  que  sea  una  ver- 
dad la  positiva  nivelación  de  los  presupues- 
tos ,  satisfociendo  así  el  mas  vivo  deseo  de 
las  Córtes;  asegurada  como  está  la  extinción 
de  los  anteriores  descubiertos,  y  existiendo 
recursos  extraordinarios  bastantes  para  aten- 
der á  Iw  obras  de  forneulo  y  mejora  que  el 
país  reclama,  la  situación  de  la  Hacienda 
publica  dencansa  sobre  sólidas  bases,  y  no 
debe  ser  motivo  de  recelos  ni  deseo n lianzas. 

Entrando  ahora  á  examinar  la  situación 
del  Tesoro,  no  será  menos  explícito  el  Mi- 
nistro que  suscribe,  y  al  hacerlo  demostra- 
rá á  las  Córtes  la  inversión  que  se  ha  dado  á 
los  recursos  concedidos  por  ley  de  26  de  -ju 
n¡odel864. 

£0  31  de  diciembre  del  mismo  año  de  1864 
la  situación  del  Tesoro  era  la  siguiente: 


Beales  velion. 
1.495.895.201* 

69  564  803 
184.912.417 

84.195.439 
370.000.000 


74.633.835 
34.500.000 

20.600.000 
2.334.301.445 


PASIVO  EXIGIBLB 

saldo  á  favor  de  la  Caja 
general  de  depósitos  por 
suplemeiUos  hechos  al 
Tesoro; 

saldo  á  favor  de  los  par- 
ticipes de  las  rentas; 
pagarés -del  Tesoro  pen- 
dientes de  cancelación; 
giros  del  Tesoro  peivdien- 
tes  de  pago; 

cuenta  con  el  Banco  de 
España,  saldada  en  31  de 
diciembre  con  billelesr  hi- 
potecarios á  la  par.  He- 
cha omisión  de  130  mi- 
llones que  quedaron  de- 
positados en  las  cajas  del 
¿anco  con  destino  á  in- 
terés y  amortización  de 
los  mi&mos  billetes, 
préstamos  y  fondos  reci- 
bidos de  varios; 
ídem  de  lacasa  Rotschild 
por  adquisición  de  barras 
de  oro,  á  reembolsar 
en  francos  en  París; 
Ídem  del  crédito  moví- 
liarlo  español ,  á  reembol- 
sar también  en  París; 
suma,  á  la  cual  debea 
aumeatarae; 


215.152.56$ 


354.372.151 


2.903.826.162 


1.047.391.380 

858.365.262 

129.622.760 
81.148.465 

119  916.696 
19.888.130 

77.9e8.752 


por  obligaciones  á  satis- 
facer del  presupuesto  or- 
dinario de  18^4-65 ,  sin 
que  hubiera  recursos  en 
el  mismo  con  que  cubrir- 
las. Délicil  que  ha  resul- 
tado á  la  terminación  del 
ejercicio. 

por  id.  id.  del  presupues- 
to extraordinario* 
total  del  pasivo  y  de  las 
obligaciones  en  descu- 
bierto que  era  forzoso 
satisfacer. 

La  suma  del  pasivo 
provenia: 

déticits  de  los  presupues- 
tos ordinarios  hasta  fíu 
del  ejercicio  de  1863-64; 
suplido  á  los  presupues- 
tos exiraordinarios  hasta 
fin  del  mismo  ejercicit; 
nagos  en  suspenso  á  io&t 
Ministerios; 

pagos  hechos  en  el  ex- 
tranjero pendientes  de 
formalizacion; 
anticipaciones  hechas  4 
las  cajas  de  (Jllramar; 
Ídem  á  las  corporaciones 
civiles ,  á  cuenta  de  inte  • 
reses  de  las  inscripcionea 
á  que  tienen  derecho; 
existencias  efectivas  ^n 
caja. 


2.334.301.445  suma. 


1.300.000*000 
COO.000.000 
1.900.000.000 


Para  atender  en  parle 
á  los  déficits  de  presu- 
puestos ordinarios ,  á  lo 
suplido  á  los  extraordi-- 
narios  y  á  los  gastos  que 
se  ocasionasen  en  Ultra- 
mar, concedió  [a  ley  de 
26  de  junio  de  1864  los 
siguientes  recunos:  ^ 
por  emisión  de  billetes 
hipotecarios  que  debían 
ser  negociados  á  la  par,  y 
por  producto  líquido  de 
emisión  de  deuda  conso- 
lidada, 
en  junto* 

La  ley  de  7  de  abril 
de  1865  limitó  á  mil  mi- 
llones de  reales  la  emi- 
A&o»  4e  billetes  hipoteca- 
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SW:000.000 


ríos ,  y  por  eonsecuencia 
disminuyó  en 
la  cifra  primitiva ,  redu 
eiendo  a 


t  600  OOO.oeO   loa  recursos  concedidos. 


130.000.000 


S5.0 12.000 


117.720,000 


282.732.000 
1.600.000.000 

L317.268.000 


249.000  000 
20  000.000 
20.000.000 
200.000 
SO  000.000 
82.900.000 
180.000 
116.350.558 
376.137.706 
168.689.419 
110.577.186 
93.203.131 

1.317.26S-000 


Son  además  á  dedu 
cir  de  la  aplicación  pri 
mitiva. 

del  producto  de  los  bi^ 
Hetes  hipotecarios  que 
se  destinaron  á  intereses 
y  amortización  de  los 
mismos  para  igualar  su 
pago  con  las  vencí  míen-» 
tos  disponibles  de  paga- 
res de  bienes  nacionales, 
por  diferencia  entre  la 
par  y  el  tipo  de  88'33 
por  100,  término  medio 
á  que  se  negociaron  300 
mrillones  de  billetes  hipo  - 
lecarios,  cohforme  á  la 
ley  de  7  de  abril  de  1865. 
importe  de  billetes  hipo- 
tecarios que  la  ley  de  15 
de  julio  último  ha  aplica- 
do al  presupuesto  extra* 
ordinario  de  1865  66. 
suma;  y  siendó 
los  recursos,  quedaron 
realmente  reducidos  á 
reales;  coya  cantidad  fué 
realizada  en  los  meses 
siguientes: 
en  julio  de  1^; 
en  agosto; 
en  setiembre; 
en  octubre; 
en  noviembre; 
en  diciembre; 
en  febrero  de  1865; 
en  mayo; 
en  junio; 
en  julio; 
en  agosto ,  y 
en  setiembre. 


Esta  suma  efectiva,  realizada  por  el  Te- 
soro en  Jas  épocas  que  quedan  mencionadas, 
íovo  ia  siguiente  aplicación: 

ReaUt  veüm. 


ríO.OOÚ.OOO 


Á  saldar  la  cuenta  del 
Tesoro  coa  el  Banco  de 


82.280.000 
94  906.543 

184.912.417 

76.056  554 
34.500  000 

20.600,000 

454.012.486 


Bspaña  en  31  de  diciem- 
bre de  1864; 

á  oanjeartmposíciones  d<» 
la  Caja  de  depósitos  por 
billetes  hipotecarios; 
á  reembolsar  en  efectivo 
imposiciones  de  la  mis- 
ma Caja; 

á  cancelar  pagarés  del 
Tesoro; 

á  pagar  giros  del  Tesoro; 
á  reembolsar  á  la  casa 
Rotschid; 

á  id.  al  erudita  movilia- 
rio  español; 

á  cubrir  obligaciones  de 
los  presupuestas  de  1864- 
65.  Parte  del  déficit  d<»i 
ordinario  y  de  lo  suplido 
«1  extraordinario. 


1.317.268,000 


La  siluacitn  del  T'^soro  en  1.**  de  enero 
de  1866  era  la  siguiente: 

Escudos, 


140.089.865*817 


7.49 1.767<  169 
8.000  000 


813.893*547 


156.895  526*533 


66.254.384'050 
47.849.651*376 

10.603.778*911 
4.033.624*255 

9013.714*181 
4.272.622*613 


PASIVO  IXlOIBLg. 

saldo  á  favor  de  la  Caja 
de  depésitos  por  suplí*- 
mentos  hechos  al  Tesoro; 
saldo  á  favor  de  los  par- 
tícipes de  las  rentas; 
cuenta  del  Banco  por  ne- 
gociación de  pagarés  de 
bienes  nacionales, 
giros  pendientes  de  pago. 

total. 

Este  pasivo  provieitt: 
de  déficits  de  presopu**»- 
los  ordinarios  hasta  t)n 
de  1864-65; 

de  lo  suplido  ó  los  pre- 
supuestos extraordina- 
rios hasta  fin  del  mismo 
ejercicio; 

de  anticipaciones  á  las 
cajas  de  ultramar; 
de  pagos  hechos  en  el 
extranjero  pendientes  d» 
formalizacíon ,  inclusos 
los  de  la  escuadra  <le) 
pac  I  tico; 

de  pagos  en  suspenso  á 
los  Mtíiífterios; 
de  anticipaciones  á  cor- 
poraciones civiles»  por 
cuenta  de  intereses  d^ 
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á  que 


14  3S7.7B1447 


156.395.526'5?« 


las  inscripciones 
tienen  derecho; 
de  existencias  efectivas 
en  las  cajas. 

suma  igual  ála  del  p^- 
•  sivo. 

Las  anteriores  demostraciones  evidencian 
cuán  diversa  síluacion  presentaba  el  Teso- 
ro en  1  de  enero  del  corriente  año  que  la 
que  tenia  en  31  de  diciembre  de  1864,  y 
prueban  lambien  que  las  emisiones  realiza- 
das le  han  descargado  de  una  inmensa  suma 
de  credilos  pasivos,  cuya  renovación  ó  apla- 
aamienlo  sucesivo  se  hacia  ya  imposible. 

Hoy  puede  decirse  que  el  pasivo  del  Te- 
soro eslá  casi  limitado  al  saldo  de  suple- 
mentos de  la  Gaja  de  depósitos,  el  cual  no 
debe  producirle  embarazos  en  el  porvenir, 
toda  vez  que  el  reembolso  de  la  parle  proce- 
dente de  depósitos  voluntarios  va  á  qiiedar 
asegurado  con  valores  de  la  desamorti- 
zación. 

Pero  aunque  su  situación  actual  sea  prós- 
pera ,  comparada  con  la  que  tuvo  en  épocas 
anteriores ,  el  Tesoro  encuentra  hoy ,  para  el 
«nlretenimienlo  de  aquella  |>arle  de  deuda 
flotante  que  exige  el  déficit  del  ejercicio  cor- 
riente y  el  servicio  de  Tesorería,  las  difi- 
.  cultades  consiguientes  al  estado  del  mercado, 
á  la  crisis  metálica  y  al  profundo  desnivel 
de  ios  cambios. 

Cuestiones  son  estas  de  la  mayor  impor- 
tancia y  trascendencia  para  el  país.  El  Minis- 
tro,  que  suscribe,  las  ha  examinado  en  to- 
das sus  fases  con  vivísimo  deseo  de  hallar 
medios  en  la  esfera  del  Gobierno  para  dis- 
minuir sus  funestos  efectos;  pera  sin  que 
niegue  la  iiifluéneia  que  en  la  situación  eco» 
nómica  ejercen  la  clausura  do  alguuos  mer- 
cados extranjeros  y  el  desfavorable  eslado 
de  determinadas  compañías;  cree  que  es  ma- 
yor la  de  otras  causas  generales  que  al  Go- 
bierno no  le  es  (lado  remediar  por  un  acto 
exclusivo  de  su  voluntad ,  si  bien  ayudando 
las  circunstancias,  cooperando  noblemente 
todos  y  contando  con  el  concurso  del  poder 
legislativo,  esas  causas,  que  son  de  suyo 
transitorias  y  podrían  desaparecer  en  breve, 
como  puede  y  debe  desaparecer  desde  luc- 
illo la  profunda  y  poco  justificada  descon- 
iianza  de  los  capitales,  que  tanto  contribuye 
también  á  agravar  la  situación  económica. 
El  Gobierno  de  S.  M.  propondrá  en  su  dia 
cuantas  soluciones  considere  convenientes  al 
crédito  del  Estado,  y  no  duda  de  que  serán 
perfeccionadas  por  It  sabiduría  de  las  Corles. 

Expuesta  aaleriormenie»  quizás  con  inu» 


sitada  franqueza  y  superabundancia  de  da* 
tos,  la  verdadera  situación  de  la  Hacienda  y 
del  Tesoro ,  que  afortunadamente  no  entra- 
ña los  peligros  que  una  preocupación  gene- 
ral habia  hecho  concebir,  réstale  ocuparse 
al  que  suscribe  de  las  disposiciones  contení-^ 
das  en  el  proyecto  de  ley  con  que  se  pre- 
sentan á  la  aprobación  de  las  Cértes  los  pre- 
supuestos generales  del  Eslado  para  el 
próximo  año  económico. 

Después  de  fijar  los  ingresos  y  gastos  así 
ordinarios  como  extraordinarios,  el  Gobier- 
no pide  autorización  ,  como  ya  ha  indicado, 
para  realizar  las  economías  que  considere 
convenientes  en  los  diversos  se* vicios ,  aun 
cuando  estén  organizados  por  leyes  especia- 
les. Firmísimo  es  su  propósito  en  esta  parle, 
y  si  la  autorización  se  concede,  espera  que 
podrá  llegarse  á  la  positiva  nivelación  de 
los  presupuestos. 

No  se  ha  hecho  novedad  alguna  en  la 
disposición  vigente  respecto  al  importe  de 
la  deuda  flotante,  la  cual  eslá  limitada  por 
la  suma  de  los  descubiertos  del  Tesoro,  que- 
dando el  saldo  de  suplemenlos  que  proceda 
de  depósitos  necesarios  para  el  entreteni- 
miento del  servicio  corriente  de  la  Tesorería. 

Al  hablar  de  los  nuevos  recursos  con  que 
se  dota  al  presupuesto  ordinario,  quedan 
indicadas  las  principales  razones  en  que  se 
apoyan  las  bases  para  exigir  la  contribución 
de  inmuebles,  cultivo  y  ganadería,  y  las  re- 
ferentes á  la  industrial  y  de  comercio,  cuya 
aprobación  se  pide  por  los  arts.  6.**  y  7  °  del 
proyecto  de  ley,  así  como  las  que  justifican 
la  tarifa  de  derechos  de  importucion  de  gra- 
nos y  harinas  que  el  art.  8.**  detalla.  Esta 
tarifa  se  ha  formado  bajo  la  base  de  que,  au- 
mentando el  importe  de  los  derechos  y  el 
valor  de  los  fletes  al  precio  mínimo  de  los 
granos  en  los  mercados  extranjeros,  resulte 
una  suma  superior  al  precio  medio  de  los 
del  país;  de  manera  que  estos  no  pueden 
sentir ,  y  ni  aun  temer  siquiera  los  efectos 
de  una  concurrencia  desventajosa  que  per- 
judicase á  la  producción  nacional. 

Acercándose  la  época  de  que  algunas  em- 
presas de  ferro -car riles  tengan  necesidad  de 
renovor  el  material  de  explotación ,  y  sien- 
do de  la  mayor  importancia  conseguir  que 
el  nuevo  material  se  construya  dentro  del 
reino,  confia  el  Gobierno  en  que  las  refor- 
mas que  hoy  estudia  la  comisión  especial 
arancelaria,  creada  bajo  la  presidei>cia  del 
Ministro  que  suscribe,  contribuirán  á  abara- 
lar  las  primeras  materias ,  y  á  impulsar  por 
consecuencia  la  construcción  en  el  país  de 
máquinas  de  vapor  de  todas  clases,  y  de 
leaders ,  wagones  y  coches  para  las  rías 
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Krreas;  pero  enfre  tanto  cree  qae  ha  de  . 
conlribuir  al  mismo  fin  la  medida  que  pro-  I 
pone  de  que  puedan  destinarse  al  conau- 
mo  el  hierro  inuii'izado  en  las  vias  explola- 
dM  y  ta  carbonilla ,  mediante  él  pag^o  de  un 
módico  derecho. 

Para  el  MiuÍ8tro  que  tsuseribe  es  induda* 
kk  que  el  mejor  media  de  combatir  la  crisis 
metálica,  causa  primordial  de  !as  diBculta- 
des  que  envuelve  nuestra  situación  econó- 
mica, es  promover  efícazmeiile  el  acrecen- 
tamiento  en  grande  escala  de  la  industria, 
y  por  consecuencia  de  la  producción  na- 
tionaL 

Aig^unos  pueblos  oponen  tales  obstáculos 
i  las  subastas  para  el  arri*;ndo  de  los  dere- 
chos de  consumos  por  cueiila  de  la  Hacien- 
da ,  que  hacen  imposibJe  la  lioilacion;  y  co- 
mo seria  demasiado  costoso  administrarlos 
directamente,  y  ellos  rechazan  ci  encabeza- 
miento, viene  al  cabo  á  quedar  perjudicado 
el  Tesoro.  A  evitarlo  y  dar  fuerza  á  la  Ad- 
ministración contra  el  dolo  y  la  mala  fe  se 
dírig'en  las  medidas  que  respecto  á  los  meiw 
eionados  arriendos  se  proponen. 

Pa^an  hoy  la  sal  los  fomentadores  á  806 
milésimas  quintal ,  cuando,  unido  al  gasto 
de  fabricación  el  precio  de  conducción  marí 
tima,  le  cuesta  á  la  H'icienda  un  escudo. 
&»te  es,  por  consigui«*nl.» ,  f\  precio  natural 
y  justo  á  que  debe  carj^árseles,  disponién- 
dote que  han  de  (tacarlo  dentro  de  un  plazo 
de  seis  meses ,  contado  desde  la  fecha  que 
reciban  la  sai ;  pues  ya  que  se  les  entrega  á 
coate  y  costas,  sería  puco . equitativo  que, 
adcmái  drt  sufrir  el  Tesoro  el  quebranto  na- 
tural de  la  ant  cipacion,  fuese  indetinida  la 
época  del  reemb  olso. 

Gravísimos  iiiconvt>nient»>s  ha  producido 
en  algunos  puntos  el  limitar  la  venta  de  la 
tai  á  los  estancos,  y  á  tin  de  evitarlos  se  pide 
•ulorizaciod  puraque  pueda  verificarse  tam- 
bién en  expendedurías  particulares,  según 
exijan  la»  condiciones  de  cada  localidad. 

Consumidos  ya  en  construcción  y  repara» 
cion  de  carreteras  de  pricn^*ro,  segundo  y  ter- 
cer orden ,  así  el  crédito  de  l.OüO  millone- 
de  reales  que  abrieron  las  leyes  de  1."  de 
attfil  de  1859  y  25  de  mayo  de  1863,  como 
el  de  40  mi  Iones  que  fué  Irasferido  á  di- 
cho servicio  del  de  navegación  marítima  en 
el  presupueMto  de  1864-65,  y  deseando  el 
ífobierno  de  S.  M.  que  de  modo  alguno  su- 
fran paralización  las  obras  públicas,  propone 
que  se  abraeon  el  mismo  Un  otro  nuevo  cré- 
dito de  8.212.779  escudos,  el  cual  figurará 
ftü  el  presupuesto  extraordinario  para  ser 
iJiv»»rlido  durante  el  ejercicio  de  1866-67. 

Univerá^lin^ntc  sentida  la  necesidad  de 


I  una  ley  de  empleados,  las  de  presupuestos 
I  de  1864-65  y  1865-66  dictaron  reglas  para 
el  ingreso  y  ascenso ,  que  eran  las  mas  ur- 
gentes y  esenciales.  Desarrollándolas  el  Go^ 
bierno,  ha  redactado  un  reglamento  orgáni- 
co de  las  carreras  civiles  de  la  Administrar* 
eion ,  sobre  el  cual  ha  oido  ya  el  diclámen 
del  Consejo  de  Estado  en  pleno;  y  como 
habrá  de  publicarse  en  breve ,  dándose  cuen- 
ta á  las  Cortes,  se  pro{)one  bajo  este  sa- 
pneslo  el  que  se  declare  que  no  podrán  ser 
modttícadas  sus  disposiciones  sino  en  virtud 
de  una  ley.  De  este  modo  el  reglamento  al  - 
canzará en  labilidad  y  fíjeza ,  y  se  logrará 
dárselas  á  ia  Administración  pública  con 
gran  provecho  del  servicio  del  Estado.  Con 
etio  no  se  perjudicará  siquiera  á  los  funcio- 
narios qur»  se  encuentran  ho^  en  situación 
pasiva  ,  porque  correspondiendo! es  necesa- 
ri.imenle  enlónees  un  número  determinado 
de  las  vacan  tes  que  ocurran,  no  ha  de  pasar 
largo  tiempo  sin  que  todos  entren  á  ocupar 
los  pn«*slos  á  que  tengan  derecho  por  sus 
merecimientos  y  servicios,  desapareciendo 
por  completo  la  clase  de  cesantes,  hija  de 
nupstras  disensiones  políticas ,  que  no  debió 
existir  jamás. 

La  edad  establecida  para  la  jubilatfion^  de 
los  empleados  civiles  es  hoy  la  de  60  año»». 
El  Gobierno  cree  que  debe  elevarse  á  65,  en 
lo  cual  ganará  el  Tesoro  porque  disminuirá 
el  iJÚm'*ro  de  jubilados,  y  nada  perderá  el 
servicio,  toda  vez  que  la  menor  aptitud  fí- 
sica de  los  funcionarios  d'-sde  los  60  a  los  65 
años  se  c(Mnp<»nsará  ventajosamente  con  su 
mayor  cxi)eriencia  y  práctica  de  los  nego- 
cios. 

Las  funcione»  que  desempeñan  los  presi- 
dentas de  las  comisiones  de  evaluación  de  la 
rigUHza  y  repartimiento  de  la  coniribncion 
territorial  son  muy  importantes ,  y  han  de 
serlo  mas  en  lo  sucesivo  Parece  justo  ,  por 
lo  lanía ,  que  se  les  declare  der»*cho  hI  abo- 
no del  tiempo  que  sirvan  como  tales  presi- 
dtMiles  .  aunque  sus  sueldos,  por  ser  cobra- 
dos del  fondo  8Upletorio.de  dicha  contribu- 
ción, no  tiguren  en  presupuestos. 

Por  la  ley  de  25  do  jumo  de  1864  tiener^ 
derecho  á  pensión  d<!l  Estado  las  viudas  y 
huérfanos  de  los  empleados  civiles  que  con- 
traigan matrimonio  después  de  servir  dos 
años  con  el  sueldo  d«  8. 000  rs.  Para  que 
exista  la  conveniente  ¡snaidad  entre  las  di- 
versas carreras  del  Estado  es  neeesario 
conceder  los  mismos  derechos  á  las  viudas 
y  huérfanos  de  los  tenientt's  del  ejército  y 
de  los  funcionarios  de  las  demás  clases  mi- 
litares de  idéntica  graduación  que  se  lujbie-» 
rcn  casado  después  de  contar  dos  uuui  da 
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efectividad  en  su  empleo.  Y  es  justo  además 
el  concederles  hoy  esle  derecho,  porque 
proponiéndose  en  proyecto  de  ley  ■separa-" 
do  la  creación  de  un  fondo  especial  para  el 
pago  de  clases  pasivas,  han  de  sufrir  el 
gravamen  que  con  tal  destino  ee  establece. 

El  ari:  22  de  la  ley  de  15  de  julio  úUimo 
prohibió  la  concesión  de  nuevos  haberes  no 
comprendidos  en  presupuesto,  sin  que  pré- 
viaraenle  se  otorgase  el  oporluno  sup'^men* 
to  de  crédito  ó  crédito  extraordinario.  El 
Gobierno  cree  que  la  restricción  debe  lle- 
varse hasta  prohibir  la  concesión  de  suple- 
mentos y  créditos  extraordinarios  aplica- 
bles á  aumento  de  haberes  ó  á  reformas  en 
4a  organización  de  las  carreras  del  Estado. 

El  máximun  actual  de  los  recargos  sobre 
4as  contribuciones  y  rentas  públicas,  consi- 
dera el  Gobierno  que  debe  sostenerse  para 
«1  ejercicio  de  1866-67,  con  la  limitación  es» 
^ablecida  en  el  presupuesto  de 

Indicadas  ya  todas  las  disposiciones  que 
contiene  el  proyeclo.de  ley  de  presupuestos, 
terminará  el  que  suscribe  exponiendo  su- 
mariamente las  aspiraciones  y  deseos  que 
han  guiado  a)  Gobierno  de  S.  M.  en  la  re- 
dacción de  los  presupuestos  y  en  las  medi- 
das económicas  que  ha  sometido  á  la  deiibe 
ración  de  las  Cortes. 

Realizar  toda  clase  de  economías  compati- 
bles con  el  buen  servicio  público,  así  en  la 
Península  como  en  Jas  provincias  de  Ultra- 
mar ;  acrecentar ,  sin  nuevos  gravámenes 
para  ios  pueblos,  los  recursos  permanentes 
del  Estado ,  mejorando  la  administración  de 
las  rentas  y  preparando  en  los  impuestos 
cuantas  reformas  aconsejen  los  buenos  prin- 
cipios sin  traspasar  los  términos  de  la  mas 
exquisita  prudencia;  reducir  las  evaluacio- 
nes de  los  ingresos  á  lo  que  deba  realizarse 
y  fijar  los  gas  tos  en  su  natural  importancia 
para  que  sea  una  verdad  el  presupuesto  y 
í*e  llegue ,  con  plena  conciencia,  á  su  posi- 
tiva nivelación;  encerrar  los  gastos  extraor- 
dinarios dentro  del  límite  de  los  recurso» 
realizables  en  cada  ejercicio;  minorar  la 
deuda  flotante  y  extinguir  anteriores  des- 
cubiertos á  las  fechas  de  cobro  de  una  parte 
de  los  cuantiosos  valores  con  que  cuenta  el 
Tesoro ,  evitando  así  nuevas  emisionea  que 
ahogarían  nuestrx)  ya  abatido  mercado; cer- 
rar el  período  liquidador  de  la  deuda  pú- 
blica, base  esencial  para  que  en  su  dia  pue« 
da  ser  unificada  ,  si  la  unificación  fuese  fac- 
tible y  conveniente;  y  preparar,  en  fin,  las 
soluciones  que  reclama  nuestro  estado  eco- 
nómico, con  obje  to  de  restablecer  la  con- 
fianza, mejorar  i  a  circulación  monetaria  y 
^•vantar  el  crédi  to  del  Estado.  Madrid  10 


de  febrero  de  1866.— El  Ministre  de  Hadea"^ 
da,  Manuel  A\pnso  Martínez. 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.°'  Los  gastos  ordinarios  d**! 
servicio  del  Estado  durante  el  año  económi- 
co de  1.**  de  julio  de  1866  á  fin  de  junio  de 
4867  se  presuponen  en  la  cantidad  de 
215.338  31-3  escudos ,  distribuidos  por  capí- 
tulos y  artículos,  según  el  adjunto  estado 
letrá  A. 

Art,  2.®  Los  ingresos  ordinarios  del  Es- 
tado* para  el  expresado  año  econiSmico  se 
calculan  en  la  cantidad  de  221.952.761  es- 
cudos, según  el  estado  letra  B. 

Alt.  3.^  Los  gastos  afectos  al  producto 
de  las  ventas  de  bienes  del  Estado  y  otra^ 
procedencias,  inclusa  la  tercera  parle  del 
80  por  100  de  1o.h  de  propios  enajenados 
d(*spues  det  2  de  octubre  de  1858,  que  con 
arreglo  á  ta  ley  de  1.^  de  abril  de  1859  ha 
de  constit^iirse  en  depósito  á  disposición  de 
los  pueblos:  la  parte  que  debe  aplicarse  á  la ' 
amortización  de  deuda  consolidada  y  di- 
ferida; al  pago  del  capital  c  intereses  de  los 
b¡llet*»s  hipotecarios  y  demás  obligaciones 
nacidas  de  la  ley  de  26  de  junio  de  1864;  la^ 
obras  públicas  extraordinarias;  el  material 
extraordinario  de  Gracia  y  Justicia ,  Guerra 
y  Hacienda,  y  las  sumas  que  deben  inver- 
tirse en  estudios  de  ferro-carriles,  y  en  la 
amortización  é  intereses  de  las  obligaciones 
del  Estado  emitidas  para  pago  de  subven- 
ciones y  de  las  acciones  del'Canal  de  Isabel 
H,  se  fijan  en  la  cantidad  de  48  354.635  es- 
cudos, conforme  al  estado  letra  €, 

Se  aplican  ai  pago  de  esta  suma  los  valo- 
res de  la  desamortización  civil  y  eclesiásti- 
ca ,  conforme  á  las  leyes  de  1.®  de  abril  de 
1859  y  7  de  igual  mes  de  1861 ;  los  proce- 
denie*  de  la  de  22  de  mayo  de  1859,  y  los 
sobrantes  del  presupuesto  ordinario  y  demát 
recursos  que  el  mismo  estado  comprende. 

Arl.  4.®  Se  autoriza  al  GobieiAo  para 
realizar  las  bajas  ó  economías  que  considere 
convenientes  en  los  diversos  servicios,  aua 
cuando  estén  organizados  por  leyes  especia- 
les, á  fin  de  atender  con  el  remanente  de 
ingresos  que  produzcan  al  descubierto  del 
presupuesto  extraordinario. 

{Se  conlinuarJL) 

■III  I  i:  '  .'i    '■  ■   1  -i     '  ■       '   '     1 1  1 1  I 

M.  M.  AtcnmLLA,  Director  propietario, 
y  Editor  responsable. 


MA»[11D.--I«p.  »!•  M  Consultor  á  car(;o  d« 
la  Ríya,  Funicnio  SU.--A4HiiiiKsU'tcUii,  J«ita  «. 
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C<»^«ijce  al  proyecto  de  ley  de  presupues- 
tos presentado  las  Córtes ,  qut  íq.  publi- 
ca oon  el     J).  de  8  de  febrero. 

Arl-  5.*  El  Tesoro  públieo  poflrá  lí'ner 
MI  circulación  duranle  el  ejercicio  de  1866- 
•7  la  deuda  flolanle  equivalíanle:  primero, 
iJ  ímporlfí  que  después  de  lomado  en  cuen- 
U  el  saido  por  suplementos  déla  Caja  de 
<le^>ilos  proccderiies  de  ituposicioues  vo- 
lomarías,  represenlen  los  deliciis  no  exlin- 
gpidos  de  ios  presupuestos  ordinaries  y 
traordmarios  liquida' los,  y  las  anlicipacio- 
lies  pendienles  d«  reembolso  binchas  á  la« 
tajas  de  Uítramar;  y  segundo,  á  la  diferen- 
cia entre  el  saldo  de  los  dt^pósilos  necesarios 
lUi  U  pro^a  Caja  ,  y  el  que  resulle  enlr©  los 
rpcunMjt  realizados  y  las  obligaciones  ven- 
cidas del  presupieslo  ordinario  y  eXlraor- 
d'mario  de  1866-S7  5  imputándose  á  esle  ÚU 
fiaw  los  intereses  de  los  íondos  que ,  de 
eoaíqnieni  procedencia  quí»aean,  se  suplan 
para  el  ^go  de  sus  obligaciones. 

AtI.  €r;*  Se  aprueban  las  bases  para  exi- 
fir  Ja  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y 
Caaadería  que  acompañan  ,  señaladas  con 
la  letra  A. 

Arl.  7.<*  Se  aprueban  las  basea  para  la 
rectificación  de  las  tariXaff  de  Ja  pontribucion 
ioduslrial  y  de  comercio  que  son  adjuntas, 
Koaiadas  con  la  letra  B.. 

Ari.  8      Será  permitida  la  imporlaciou 
«  la  Península  é  islas  Balearías  de  los  grr^- 
nos,  harinas,  gállela' y  |f)ásla  para  sopa,  I 
cwve!  pa^  de  los  derechos  de  aduanas  si-  ' 
f  ttie  files: 

Escudos. 


Av^a ,  los  100  kilogramos.  O'  5^ 

Cebada   V^íi- 

Centeno  ^   120 

Maíz    ' 

Trigo   .2  30 

Harinas,  gállela  y  paslas...  3-50 

^Jvtfdo   O- 50 

JilUS,''  £\  material  importado  con  liber- 

Toxo  X  BEL  Dice. 


Ilad  de  derechos  prir  las  com^Muiias  de  £erro« 
canriles  y  demás  <U>ra«  p¿bKeas  >  qae  «e  d^- 
ckre  ioÚLtU  doepuea  de  haber  eervtdo^en  Ja.^ 
rqiSiDlis.  y  Ja- carb«Rilia  <)'<lea(>erdicío«  (kL^ 
coMbuaiible  que  aquelUa  hubiesen  euppkido- 
eal.  liK  cot^airtfocion  y  esLpiolaciou  ,  podfiáa' 
destinarse  al  consumo  p^gandof  10  por  IDO. 
sobre  ia  otilad,  del  velor  qye  Kayi^  lervUlo 
de  baee  en  el  arancel  de  unporlaiHoa  para  et 
señalamiento  de  derechos  á  los  nrU'cul^^s  eu. 
bruto  de  que  se  componga  el  mati^rial ,  6  al 
carbón.  Con  igual  gravámen  pedrárt'  deaü- 
liarse  a(  eoi^sumo  el  material  y  ia  carbonillu 
ialroducídos  conforme  al  art.  18  dt*  la  iey  de 
presupuestos  de  25  de  jumo  delB64,  s^m- 
pre  qtte  las  embreaas  hubieren  «ido  reinte- 
grabas de.  los  idereehof  '^n  la  forma  que  di* 
cho  artículo  previene.  » 

Arl.  ÍO^.   Cuando  no  se  .preeenten  licila- 
dores  que  eubrau  el  tipo  eil  las  subastas  de 
arrieiKloi  de  j(»s  ííerechoa  de  consumos  por' 
cuenta  de  la  Hacieoda,  se  autoriza  ai  Go- 
bierno para  arrendarlos  fuera  de  subasta  á 
los  que  lo  solifcilen ,  siempr^f^riie  extíedan  del 
tipo  que  haya  férvido  de  base  para  h^  lici- 
taciorl.  Se  autoriza  también  al  Gobierno  pa- 
ra arrendar,  sin  necesidad  de  súbanla,  loa 
derechos  <le  aoa^umos  de  aquellas  pobiacio^ 
nee  que,  ii^viladaa  á  e4i:abez«rse  \w  una 
cantidad  determinada,  se  hubieren  negade 
á  Verificarlo,  siempre  que  el  arrienda  no  ba- 
je de  la  cantidad  rechazada  por  el  AyunU- 
mtento.  Esta  clase  de  arriendos  estarán  su- 
¡jetos  á  ias  mismas  reglas,  garantías  y  con- 
dicionea  que  lOs  que  se, adjudican  en  pública 
subasta,  debiendo  preeeder  á  su  conoesiou 
et  inisaM»  depósito  previo  <}ue  para  aquello» 
»e  í^ige. 

Arl.  II.  La  sal  que  se  facilite  á  los  em- 
presarios ^  armadoiMís  y  fomentadores  d* 
í)etea  y  salazón  se  pagará  por  estos  ,  al  pre- 
cio de  un  es'Uido  cada  quintal ,  en  el  plaxi^ 
de  ios  seis  mesog  porque  la  reciben  al  hadu» 
Begun  las  i u>»tr ucoiones  .de  esle  servrcio. 
,  Ari.  12.  Se  aüloüiJW  al  Mmislrode  Ha- 
cienda para.<^nft,.tififiéndoee«*pendiea(to  Ja 
jBai:<k8  la  mannra  qfUíí  hí*^  se  v«rilicü..paeílíi 
'reali3arsi»iitfiutbte<*,v8egan  las  cbndi9M^)es' 
ide  cada  lofcaiída4  exijarv.  pi)r  «popeededg.- .i 
riaa  parlio«lar«s,CíWJi  Jo»  recargo»  qu^i  e*iu, 
vieron  vigentes  hasta  3d  d«4  joi^ift  lí^bii:. 
Isobre  el  precio  común  de  cada  quintal  d*i 
«al ;  debiendo  oaUblecerae  alfolíes  para  l.i 
fexpendicion  al  por  mayor  en  todas  las  Ai- 
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Arl.  13.  Se  abre  un,jgj;édijp  <J^«;2t^y79, 
escudos  aplicable  durante  el  ejercicio  de 

r3teras  de  prtmfero,  segfundo  y  tercei*órttekty 
cuyo  crédito  seráf  íMimento  ai  de  1.000  mi- 
Hones  de  reales  concedido  por  laft  leyp»  rfé 
1.^  de  abril  de  1850  y  25  de  mayo*  dt*  48&3, 
y  al  de  40  mit Iones  tr»íiféndo  al  misrno  ser- 
vicio d'el  de  navp^íicion  marílirua  por  Ita^  de 
26  de  junio  de  1804.  ' 

Arlv  14.  No  podrán  ser  modificadas  sino 
en  viriqd  de  una- ley 'las  disposioione»  del 
reg:lam«nlo  orgánico  para  lí^s*  carreras  ci  vi - 
|ei  de  b  Admiiiistrdüion  pública.  * 

Arl.  15.  Los-  empleados  de  las  diveraw 
carreras  civiles  dé  {ti  Administración  pública 
no  obtendrán  jubilación  en  caso  aíguno  6i  no 
cnenlan  65  años  de  edad  cumplidos. 

Arlí  16.  Los  presidíanles  de  las  oomisio* 
nes  especiales  de  evatuaeion  de  la  riquexa 
lerrilorial,  que  ya  estaban  creadas,  y  los  de 
las  que  se  hayan  establecido  á  virlüd  de  las 
btisfs  adjnnins  á  )a  ley"  de'25de  junio  de 
1864  ,  tendrán  derecho  al  abono ,  comoliem-* 
jro  de  servicio,  del  que  empleen  en  dichos 
cargos.  .  . 

Arl.  17.-  Tei|»drán  derecho  á  pensión  del 
Esiado  ,  eon  sujeción  á  las  disposiciones  ad- 
jmilas  á  la  ley  de  25  de  junio  de  1864,  las 
viudas  y  huéríVinós  de  los  qno  falleciesen 
habiendo  contraído  matrimonio,  legfilimoy 
cor>  r<^l  licencia,  despues^de  la  publicación 
de  ia  présenle  ley  ,  y  de  contar  dos  años  al 
menos  deservicio  eftíclivo  en  el  empleo  de 
lenienle  'de  cualquiera  de  las  armas  del  ejér- 
cito ,  de  alférez  de  navio  ó  de  clase  polílico- 
mililar  asimilada  á  di<iha' graduación.  • 

Art.  18.  No  podrán  conpederse  en  lo  su- 
cesivo, por  reales  decretos,  suplementos  dt; 
crédila  ni  créditos  eKlraordinartos  con  des- 
lino á  aumotilo  de  haberes  ni  á  reformas  en 
la  orf^anizacibn  de  ninguna  dte '¡as.  carreras 
del  E«tndo,  a<;í  militóres  como  civiles. 

Arl.'  19.  Duranle  el  año  econónirco  de 
1866-67 ,  loí^  recargos  sobre  las  eoniríbuéio., 
lu's  y  rentas  públicas  no  podrán  exceder  del 
máxi/nun  autorizado  por  las  leyes  y  dispo- 
siciones vigentes,  con  arreglo  al  presupues- 
to del  ítño  económico  de  1864-65. 

Arl.  20.    Constituyen  parte  integrante  de 
la  presente  ley  |»s  ftispos  icio  oes  que  contie- 
nan los  estados       y  C.  Madrid  10  de  fo 
i»r.Mí>  tl/í  1666.  — tír  Ministro  de  Hacienda^ 
Munuel  Alonso  Marlinoz.  ' 


.BS&ai^:J)£rUD&'^sup(jESTos 

;  ^^^GfNEH|LE9  ^E^  E,$J4I>0  PARA  1866  67. 
ORDIHAains. 


Obligaciones  genérale^  tUl  Es  - 

todo.  ** 
Sección  t.»  Casa  Reaf.   .  ' . 

2.*  Cuerpos  cojegislado- 
res.    .    .    .    .  . 

_^  3.*  Deuda  púlilioa.  .  . 

 4.*  Cargas  de  justicia.  . 

 5/ Clases  pasivas.  ,  . 


Escudos. 

-T-Tf  r»" 

4.585.000 

l:  '^17.735' 
47.399.221 
1  552.387 
16.022.520 

69.876.863 


Obligaciones  de  los  dejmrlameñ^ 
íbí  ministeriales. 

Sección  l.*  Pre.sídencia  del  Con- 
sejo de  Ministros  . 

  2.'  Ministerio  de  Estado. 

 3.*  de  Gracia  y 

Justicia.  «  4 

^  ^  4.*  de  la  Guerra. 

 5.*  de  Marina^  . 

 ^  6.*  de  Gobei'na- 

cion.    .    .  . 

 7.*  ,  de  Fomento. . 

 8.*         <de  Hacienda.. 

 9.*  J  de  ÜMramar.*. 


;  988.615 
1  657,952. 

21.087.698 
401/792.795 
I0.149.42i 

10.187.180 
10.727.327 
49.708.926 
.  ,161.536 

145.461.450 


PRESUPUESTO  DE 

incAESOS  OROíSAftIOS. 
LETRA  B. 

Contribuciones  directas.    .    ,  58.355.000 

lun^ueslos  indirectos  y  recur- 
sos eventuales,    j,   .    .    .  55.326.878 

Sello  del  EslaÜo  y  servicios 
explotados  por  la  Adminis- 

cion.   86.656  913 

Promedades  y  derechos  del 

Estado,  i   7.737.720 

Insrresos  p?ocede.nlei  de  Ultra»  . 

inar...  12.276.250 

Recursos  t^pcciales  del  Te-, 

soro,  i   1  600.000 


221.952.761 


Digitized  by 


95 


Impofla  ei  4e  g}aMo$..r;.  215.338.313 
£xeed«hte  fie  í^refom  óQ«6N.44Sr.  ^ 
PRBSÜPÜE8a:Q:>KXTRA0ñWN>Rí0  DE 


llfGhB^OS  y  GAsToa. 
LÉTrtA  CÍ 

INGRESOS. 

Producías  de  veiitíts  de  bienes 
DadcHial«^s.  .    .    .    .  . 

Ingresos  e^p«<?iales  |>&ra  oar- 
rcleras  (MeiMtirin).  . 

Der^clms  de  aduaimjí^  |>or;fyK•\-^ 
lerial  do  obraj*  púhiioaa  (^Me- 
moria),  ......    .  í.  ¡ 

Seleota  y  cinco  por  cimlo  de 
plazos  al  cooiado  y  vencí-, 
míenlos  de  pagares  proce- 
dentes de  venlarf  d«  lincas 
y  jedencioneíí  de  ct  nsoá  ilel 
palrnnoiiia  renli,  cedidosipor 
S.  M.  la  Reina,    ...  ^ 

Parle  del  remanente  de  inóre- 
los deí  presupneslü  ordina-» 
rio  que  se  apiica  al  exlraor^- 
dinario.  .    «    .    .    «    w  . 


I^tcndos. 


6.400.<)00 


46  501.331 


4.220.218 


20.230.000 

■  1 


GASTOS. 

Obli^aciofieü  afectas  al  pro- 
ducto de  ias  ventas  de  bi«'- 
«e«  nac¡oi)Al»»s.   ".  . 

lilem  emanadas  de  ías  í^'yes  ^ 
de  I.**  dti  JUiiyo^JSIi^ 
dejuüo  de  1856  y  26  de  ju- 
nio de  1864.    .    .    .    .  . 

Gastos  innputables  á  los  credí— 
los  concedidos  por  las  leyes 
de  1.*  tíeahril  de  1^50  ,  7d» 
abril  de  1861  y  25  de  maV©  • 
de  1863   14  500  205 

Ferro-car riles.     .    .    i  *  k-    .  •  í*8^07*056 

CAnaldeL<ftí>eML    .    .    :    *  •  «97:096 

Indemnización  de  derechos  »de  ^      -     •  ' 
aduaiiís   por    iViaieiIftl  é0'  '     '  ' 
obras  públicas  (Mt^mofia).-  . 

Ejercicios  cerrado*  (Me mortá)i 


CQMrAaACIOIl. 


» 


Ingresoi. 


46.501,331 
48.354.635 


K853  304 


,  Desowbiepto  qfiie  habrá 
de  suplir  el  Tesoro,  . 

LETRA  A. 


BASES  PAHA  FXlGia  LA  CcNTUIBUCieN  DK 
AMUEBLES,  CULTIVO  Y  GAWAyEhIA. 

Primera. 

Se  declara  cupo  niiniino  fijo  de  la  contri- 
bución de  imnnebeH,  cnllivo  y  ganadería' 
el  de  43  fnillon<*K  d(*  escudos  otablt^cido  per 
la  ley  de  2^  de  junio  de  1864  ,  el  ciial  segui- 
rá reparlié.Jido-e  tMilre  las  proVi/icias  y  los 
niuui^jpioM  (NI  ijfual  forma  que  hasta  el  dia. 

Se  declara  la'nbitíu  tipo  permancnle  déla 
misma  coMiriljucion  el  J4,I0  por  100  del 
produelo  lí'jutdo  con  que  en  la  aclnalidad 
resulla  gravada  la  ri(jueza  imponible ,  sin 
quH  en  iiin^uii  caso  pueda  excotler  de  este 
limite  el  cupo  señalado  á  cada  pueldo. 

Los  pueblos  ó  coniribuyenles  cuyas  cuo* 
las  excedan  del  límite  señalado  á  esta  coi»- 
tribucion  reclamarán  de  agravio  en  la  íor- 
n>a  que  determinan  las  instrucciones  vigeo- 
tíís,  teniendo  derecho  á  la  indemnización 
que  laíi  mismas  conceden  dentro  de  los  dos 
años  hij^uienles  al  de  las  respectivas  recla- 
maciones. 

Los  pueblos  ó  contribuyentes  enya«  cuo- 
tas no  llefi^^uen  al  14,10  por  100  de  su  i¡- 
queza  imponible,  oficialmente  reconocida  y 
conlesada ,  pairarán  la  diferencia  que  re- 
sulte hasta  esíe  tiijo,  desde  el  año  ecouómi- 
co  de  1866-67,  como  ampliación  á  los  cu- 
pés fijados  en  el  reparlimienlo  general. 

Segunda. 

La  riqueza  imponible  que  por  viilud  de 
las  gestione!»  de  la  Adminislracitn  ó  de  las 
declaraciones  espontáneas  de  los  pueblos  y 
contribuyentes  se  acumule  á  la  aciuaimenle 
reconocida  y  confesada,  queda  someiida  al 
pago  del  tipo  señalado  en  la  baso  anterior, 
aumentándose  en  la  proporción  correspon- 
diente los  cupos  seña^dos  en  los  reparli- 
míenlos  primiliyps. 

Tercera. 

Quedan  relevados  d^  1^  penas  impuestas 
por  ias  disposiciones  vi^ojlieB  á  los  oculta- 
dores de  riqueza  imponible  „  Hos  pueblos  y 
conlribuyenles  que  dentro  de  uu  plazo  de 
tres  meses,  contado  desde,  la  promulgación 


Digitized  by 


36  rtm  lU 

de  esla  ley,  rep^rei^  íii  fílllái  anierionnf  li- 
le comelidás,  declarando  anle  loU  répf^seii- 
lantes  de  la  Hacienda  el  producto  Ifquid*  de 
fincas  y  peiienencias  sometidas  á  la  con- 
tribución de  Inmuebles,  cuHivo  y  g^antderia. 

Trascurrido  este  |>iazo la  Adíninisiracion 
procederá  ñ  investigar  la  riqueza  imponible 
de  los  pueblos  y  contríbuyeiies  para  los 
efectos  que  axpresa  la  base  segunda  ,  incur- 
riendo los  ocultadores  en  las. |>enaii  sefiala- 
d.ís  por  el  R.  D.  de  23  de  mayo  te  1845  y 
disposiciones  posteriores.  ErGobierno  podrá 
señalar  participación  en  el.  importe  de  las 
penas  pecuniarias  á  todas  las  personas  que 
aiuxilien  ,  fíícililen  ó  dirij;in  las  gestiones  de 
la  Administración  af  investigar  la  riqueza 
inponiblc 

Cuarta. 

Se  autoriza  al  Gobierno  para  adoptar  dis- 
posiciones reglamentarias  á  iin  de  que  la 
conlribiicibn  df  mnnu^bíes;  cnUivo  y  gana- 
dería ,  y  la  rnveslig.néion  de  la  riqueza  im- 
ponible, se  ajusten  a  lo  dispuesto  en  las  ba- 
tes anti^riores.  Madrid  10  de  febrero  de 
1860. — Alonso  Martínez.  ' 

B. 

BASES  PARA  LA  RECTIFiCACIOR  PE  LAS  TARIFAS 
BB  LA  CO.ITRlBUeiON  iriDÜSTaiA(.  Y  DE  COMKHCIO, 
Á  QUE  SE  REFIERE  EL  ARt.   7.*  DEL  PROYECTO 
I»E  LEY,  * 

!.■  Las  empresas  ó  parlicnlares  qne  pa- 
ra el  trasporte  de  «personas ,  .rnercancias  ó 
efectos  dé  cualquiera  oíase  emplean  carrua- 
jes y  cabalieria^,  ó  solamente  estas,  com- 
prendidos en  las  actual«'s  larilas  y  en  la  re- 
lación adjunta ,  pagaran  en  lo  sucesivo  las 
cuolas  que  en  esta  se  determinan,  asi  como 
los  demás  objetos  y  ganados  designados  en 
la  propia  relación,  que  no  se  hallan  inclui- 
das en  dichas  tarifas. 

2.  *  Los  Bancos  de  emisión  pagarán  el  3 
por  100  de  sus  utilidades  liquidas,  siempre 
quí*  este  3  por  100  complete  una  cuota  mi- 
niina  de  200  escudoW'pór  cada  100.000  de 
sn  capital  social  realízádo,  y  de  las  dos  ter- 
ceras-  parles  de  los  bílíeles  emitidos,  que  se-' 
rá  el  tipo  minimó  de  contribuciou  para  los 
Dañóos.  ,      "  ' 

3.  '  Las  sociedád-^íí' morcanliles  consti- 
tuidas ptr  acciones  con  arrl^glo  á  la  l<*y  de 
28  de  enero  de  184^)  y  lay  de  crédito  orga- 
nizadas en  virtud  de  la  ley  de  28<le  enero 
de  I85f?,  pa^arfthimnbíeW-epa'  por  100  de 
sus  utilidades  liqwVdí^s;  con  tal  de  queVstis 
formen  una  eíiota  líMídma  He  150  eácndbs 
por  cada  100.000  de  su  cAmtal  social  reáll- 
aado.     ..   .  ..... .    .'.i  r"- 1 


4  *   fc(»n  igiiki'^cáot't  cbnlVlBtMri'n  ^  sor- 
iciedadesno  compí'eíiíííáai  en  las  denominsí- 
;CionéW  tíe'la  baíje  anlerior,  ^qué» tengan  por 
(objelb  el  eéguroinuiluosobFe  la. vid  a,  sieni- 
pre  qtie  el  importe  de  las  imposiciones  d« 
líos  arsbciádbs,!  ó  uiia  paria  de  ellas,  «is  iem - 
,plee  en  cualquiera  ramo  de  especulación  ó 
de  iií3ustrTa,  siendo  esa  parle  de  capital  im- 
püestó  lá  que  únicamente  eálará  sujela.á  la 
contribución.  < 
I    5.*    Los  210  7^150  escudos  por  cada 
100.000  respeclivamenle   señalados  á  los 
Bancos'  y  sociedades  servirán  de  base  para 
la  imptsicion  y  exacción  de  las  cuolas  tri- 
mestrales; pero  en  vista  de  los  báiat1»ie» 
aíiüalbs  dé  cada  establecí mi^^nto  se  forma- 
rán las  correspondientes  ii^uidaciones,  y  se 
procederá  á  exigir  las  diferencia  ti  resalta 
ran  en  beneficio  deP Tesoro. 

6.'  Para  todos  los  e  feo  los  de  la  contri- 
bución industrial  y  de  comercio,  seconaida- 
¡ran  como  comerciantes capitalislas  y  sujelo» 
á  las  mismas  reglas  que  estos,  las  socieda- 
des comanditanas  y  las  regulare» coleeüva*. 

Con  el  fin  de  que  lenga  cumpMmien  - 
lo  lo  establecido  en  las  bases  anteriores,  se 
autoriza  al  Gobierno  para  hacer  en  las  la- 
rif^s  de  eáta  contribución  las  modifieaeiones 
necesarias,  incluyendo ^n' la  de  patentes  á 
los  industríale»,  que  deban  figurar  en  ellas 
por  lo  módico  de  las  cuolas  que  han  de  aa- 
Itsfacer.  Madrid  10  de  íebrero  de  1866. — 
Alonso  MarUnez. 

RCÉACION  que  se  cita  en  la  primera  de  las 
bases  liara  la  rectificación  de  tarifas  de  im 
'  contrwuctón  industrial^  de  oomercto. 


CARRUAJES  DR  ALQUllER  O  DESTINA- 
DOS Á  OTROS  VSOS  DB  ESPECULACION 


De  euaUfoTuedas.  .    .    .    .  . 

De  dos  ruedas. 

ItEM  DE  TRASPORTt  Y  COUDUCGIOM  DE 
•  VU^RROB. 

'  '        '  í 

Coches  úe' di- \  Eo  u^o  diario.  . 

ligeocias  |[  En  días  alternado» 

Mensajerias  y -gaúsrRa  .  .    ..  . 
Omnibus,  aun^jiue  sea  po<^  lempo- 

rada»(  .  . .  ..fí>  .  r  . 
Coches,  de  can(iM>p.:  •^.  l.  .  . 
Carjoa  de  dos  ruedas.  .    •    •  . 

Tartanas.  

Carteras  de  bueyes  

Cnlwni.   ,  . 
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17.  BEMBD^OS  SBOBETOS.— B.  O. 
j     SS^de  &nero,  pToKibiéAdónift  venta  del  >Bob 
depurativo  4e  Qandul»....  y  d^darau^o 
la  ley  de  aauida^      aJooUdo  los  privilaffioa 
antiérióres.         ,    ,  " 


,  penle.  . .  ,  ,,<,♦,. 
Cor)  dttí^Uiip  pí^r,^^- 
f  Teniporalmenle. 


eioajia£QMPfie;i OIDOS  br  i^s^.'^axicu 

I  -til  '!  ... 

De  coairo       V   par^i  c^nl^lbu- 
'  ^  Sin  dicho  gravaiTiep. 


Cairela* 


bueyes, . .  J. j  .^jn4j¿io¿wíineo.' 

ni«A  T  OTROS  41*9?  »E  ESpíCI/IjAgiO|Í 
Bt  COMPIIEIIDIDOS   EN  LOS  JiRTlCULbs 

©árala  cpi^irAbq- 
,«^Wí^,lp.ff:it9r|aV  . 

 í  Sin.^le  lippMP^lp,  ^ 

■A^nlV  ^'-  fc^Si,esi^,a/t?fUaiiadp..! 

y  ,  . . '  ^slí  .i^mlllara^Pv, 
T acuqo., ......  j .^jj^ :j|npuí;sl9.,, 

Cabalk»de  iujo  ^para    yisp  propíg 


.i: 


3 


5(^0 
500 

25*0 
500 


ÍSo 

Í50 

'500 
200 
?50 

,?o!o 

2jD 


[  (GoB>)  MSa¡}i4oL4-^^Seccton  2.*— ÍV«^a- 
etodo  3.**— Enterada  la  Rcíiaa  (Q  D.  G.)  de 
-una  ¡na4aiícia  de  D.  3peiiav,eiitura  Duran, 
solicitándose  «permita  la  Jit^re  inlroduc- 
ftifoft  de.  ,12  cajas  de  «Rí)b  depurativo  de 
rGflcidul  ,v  que  proc^deikles  ;dfl  ja  Habana 
-Q^fiisAen  en. la  aduana  de  , esta  capital,  y  le- 
Amfíd»  cuenta  que  dicho  uicdicamonlo 
(pertíí5€oe  á  la  cjase  de  Job  remedios  secre- 
los  por  igtv^rarse  su  composipion  ,  y  que  si 
tdicho  Sr.  Ourán  Icuia  al^^un  privilegio  para 
eJtpenderli»  .¡'dt/b^ifonividerí^rse  caducado  co- 
mo lodoí^con  la  pu^icaci^on  de  la  ley  de  sa- 
nidad, S  ,  d«  Qoaformidad  con  jo  inlor- 
rina^o  la  tleal  Academia  de  Medicina  y 
por  el  C(M»i><fjo  de  cuidad ,  Jia  tenido  á  bien 
d«BesUniar  .la  instancia  del  interesado  ,  y 
■prohibir  la  ^vp^i^la  dpLoilado  mudipanienlo, 
,coin,o  igualínenlfi  de  lodos  los  que  reúnan 
«iw  condiciones, .cooforme  á  lo  dispuesto  en 
♦  el  art.  84  M  Ja,  ^^ei^jpnada  ley  y  el  16  y  17 
de  las  ordeéiapzasidet  farmacia.  De  real  ór- 
vden  ele..>Ma4Jnd  -25  de  enero  de  18^6.  -*Po- 
sada  Herrera.p.  iftaa^S  /«(''•^'•o-)  .  . 
,  :^8.  INB1>aaCC?:0NPÜBIiICA--p.0.de 
Í8  do  e2Í«?ro.,, 

(FoM.)  Por  está  real  órden  se  adj\idica 
el  premio  de  600  escudos  ,  á  |a  obra  titula- 
da iklaciones  de , solemnidades  y  fiestas  pú* 
bltc<is  de  'Ésp(ina'¡  uiio  de 'los  trabajos  litera- 
rios prtsenlá<1<Í8  aíconcuho,  acordando  su 
^ípipresiori.  {Gac  ^  febrerú.)  >  ' 

aa.  liJJGUSIiAOXaN  hxpotecsabia..- 
B  o.  d^  61  do  enerp;  «obre  si  loa  notarios  tie- 
nen doreóho^  4  pedir  la  inscripdión  de  loa 
dbcuméiildá  qM*  aU}i*gvLQn  j  pTomofrer.  ex- 
-pedientesjoooitra  lA  «uapeasiop  <dtc, 

íGiiAcl  V  JüsT^)'  (iDiréccion  general  del 
'  npqiíiiro  dk  'la  Pfopíefiad.-^Sercxon 
Timo  Sr;:,Hf  dddoWenla  á  la  Rí»tna  (que 
píos'  guaide^  d^el^expediente  instruido  en 
'  vifiud  de'cón'súlta  rélaiVva  á  si  los  notarios, 
óórel  méró  hi-cfío  dfe  Haber  ániorizado  im 
inslrumeiUq  '  tienen  dec^écho  para  pédir  la 
i;?scrj>cipn*(í6l  ""mismo ,  y  promover  á  este 
fm  el  exDí^díente  giibnrnatiro  prescrita  por 
R,'  0.  de  IT'  de  marzo  de  1864.  cuando 
aquella  havíi'  Sido  súspeYidída  ó  dene>jfadu: 
en  su  vista,  S.  M.  se  ha  ^^érvido  d«claratí: 
1  tt^AC  é\  expedí^dte  gobernativo  que 
p'eriniíe'íítl.'O:  dé  17 'tfe  rríaneo  de  ♦8W 
sqlo 'tienen  derecho Ü  pi-otndVér lo  para  pedir 
7á  mcripóiQtí  los  íntétesa(}óá  "ert'  esta  6  bus 
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riós  que  hayan,  aulorízado  fos  ¡ns(run>^iil0«( 
por  este  mero  y  exclusivo  hecho. 

2.  ^  Que  cuandó  acudan  los  interesados j 
por  haberse  suspendido  la  inscripción  por 
defeclos  en  la  manera  de  haberse  extendido' 
ó  redactado  el*  dii^éttMiifo^'ílttJ^tH^  régifitm,! 
deberá  oírse  AéSédl^n^nt^áémaiá^^^^^^ 
gislrador,  al  noíarib' aiHérfiantei''  '  » * '^-^ 

3.  *,  Que  s.n  pérjüfbior^íé'  HiWpeiidiaiée-|i 


prftBcriflcWrJéii  iin^éWfes'^óbr^  U  Wrtilíír'ih'fVíír 
parjle  di  fo^  iPb^teharié^'efVefrrg'dtfos  de  apfi* 
car  en  mrimer  término  la  ley  hipotecaria; 
S.  ^. ,  pe  ponformidad  con  lo  proptléíilo  p6r 


la  Orreociorr  ^neral  dH  ramo^  ha  l^nido  á 
bleh  disponer  lo  siguiente: 

ij  ®   Bi  It^sfaf  el  cas^  dé  qúh'-SLf^^  r^Y9^ 
tro  carozea  de  libros  dé^laVecTcion  de  la  pro- 
piciad para  inscribir ,  no  pbslanie  haberlos 
menié'de  que  ios  interesados  pidan ,  si  quw^lt  pee  i|io  i  íóíA'réj^íínícs  cbfi  ! a  (lebida  anticipa- 
ren, la  inscripción  ,  acomodándose  á  lá  iO"!,'  cion;  m^^'"*^  6"  dicho  r<ígwtro' fth' Jitíro 

provisiónal  j  fbrmado  upr/  ó  varios  cua- 
dernos .dé  l^ííí'grt  enfpro ,  jr/del  número  ^e 
hoja?  que  el,  legislrador  consideré  néce*- 
sarias.  «¡        '  ■  ^    •  \  y  ■  , 


dicadá  real  orden  ,  lornotaHod  ,  en  los'iía'iCKsl 
de  susoension  ó  denegación  de  la  inscriiicion 
por  derectos  en  el  instrumenlo ,  pueden,  su» 
jetándose  á  los  trámites  de  la  luisiim  real 
órdep,  promover  ei  oporluuo  ex|>f'dipnt('  ga 
berhaiivo,  n*  para  pedir  ía  in.^t'npcion,  sino 
para  solicitar  que  se  declare  que  el  dficu- 
mentó  se  halla  exleiídido  con  arreglo  á  las 
forma lidad»:*s  y  prescripciones  leííali»H. 

Y' 4.*  Que  df'üiarándose  en  detiniliva  que 
el  instrumento  se  Imlía  bien  exlendtdft  ,  se 
declarará  asinjiifmd  qué^  ^*|M«ei'ttitbilt^^toon 
Jo  cual  el  intére^atfio^/^'irftéecldtfdl'dft^pto^ 
mover  nuevoekp^dien^^imd^á  obBetier  bnj 
tu  caso  la  iniéHpeidn;  lié  reai  óTdeni  etb.i 
Madrid  6  dé  eí\éiW»  éé  iStei-^ldéroii 'y 


i4f 


2.**  Ei  libro  que  liaya  de-  abrirse,  sej^un 
lo  dispuéslfi  pu  la  dl^}ln<ieío^'artterFo^,'^e  fd- 
liarjá:  en  sus  hoja  ¿i  se  di^jar:i  el  hi6r|;«n  don- 
veiiieiile  para'fns  íVolas  qiW^  pro(íWátí /«^ft  se- 
llarán con  el  de  rr'^i'^lro  y  sern%icarán  por 
el  reíais  Ir  ;idor  y  Jui'Z  j)i;mera  instaiieia, 
quienes  íirni;U*án  ademá'í  coi)  lirma  entera  la 
pi  imer^  hoja,  en  ta  cuaí ,  (jorthfo  etieíibeíá- 
.  i^üe^ to  j¡  del  li ííro » '  Üe bprá  (^praree  -inte^^ra 


Collantes.o  {GmUfe^ri^.) 

'  20.  liEGISJtiBfoíirf  B  _ 
B.  o.  de  14  de  febrero»  dispo: 
debe  hacerse,  en  el 
carezca  dé  libros  di 
dad  para  inscribir.  '>r?'»w.M 

{GüAq.  Y  Jüsr.)  «JEfe  dado  ouenla  á  lai 
Reina  xQ.  D.  G.)  del  expecííehle  instruido  I 
para  prevenir  el  caso  de  que  algún  registra-  j 
dor  lleg;ase  á  carecer  de  libr  o'í  de  inscri[)cion 
por  falta  de  exacto  cunipliniienío  de  los  con-  ' 
tratos  celebrados  para  la  fabricación  del  [)a-  j 
peí ,  impresión  y  encuademación  ,  encajona-  i 
miento  y  trasporte  de  aquellos,  ó  por  cual-  ' 
'quier  oUa  causa  superior  al  espeqialpicjado 
con  <jue  atienden  este  servicio  la  Dirección 


¿TAotl 


de)  digno  carggjdf  V.  I»,  y  Jos  Hegísnlps-  de, 
las  Audiencia;»i',Xc^suJtando  de,  |qs  esladps. 
de -dibtribücioü^y  .í¡ei|)i^j  d^Q^,o)3cíaÍp»  .flülej 
.a.pesar  de  W^'vftfiflft^^^ 
el  conlraMsla  d^rip^2^?^g(í^|  jbnci^dérnapi'm 
eu  las  épocas  coniieuiíJa's,  ^  de'rtp 
lerniiíiados  aun  en  numero  su^!e»le  tós  íi!-! 
broS'Sue  en  ^'u  iaá  de  la  rescisión    a  decr.¿-j 
lada  del  contrí»U>  deben  construirse  á  casual 
perjuijcio  de  aquel  ,  en  e¡  di.i  solo  de  la  clase! 
K5Of,r^p0iidiei^le  a  la  Stcrion  tU  la  propiédad 
he  oola,  escasez  eo  al^unoü  partidor;  para, 
«vitar  hasta  el  uuw  rciuoío  perjuicio  á  tos  in- 
tt5^:<es^c(os  ei^.  .el  resisti  ó  de  los  docuuienla\y  í 

kuio  momento  la  púulaal  sbyeVunlm^aé'IflAi 


íi/'Ii&i'dwovísfonal  se  verifi- 
¿iáíiárf  ltdas  las  ano^cfóro^.  ítt¿;rtV<^ohed  y"* 
^dl!a«í'i4^ri^'ñáíes  qUb^Mbfdhn  ,  de  los  titu- 
sd  T¡>résfebleh  ,  d^  fa  lU^sm^pfi^^eía 
I  y  cada  üna,-dte  sus  parlen  .y.  para 
¿féfetóá'q^é^tf'yé' 'hiciesen  en  los  li- 
registro;  pero  se  extenderán  unas 
á  cbnliíuá'ción'yíe  dtí»as  (5<^r  'rrf^(ir<S(80í«tdén 
de  feehpsV^ífi'delflfrhág^rfás  hi  blatiCOsírtler- 
inediosl^  ■".>/i:i''.  •    ■  '  ■•■•.u. t,/ 

4.^  t^as  ñolas  de  qtiedar  É^tado  ó  ins- 
crito el  ídocumento  que  ^e  ponen  al  pié  del 
título ,  spglin  lo|)r'-Vf'nid  í  ej  el  art.  244  de 
JaJey  liipóiecaria,  s**  exl^Miáerán  asiimsfpo 
cun  arréglo  á  dicha  dís^í^sicíon',  siii  oirá  di- 
re  renci  a  qüe  fa  desusliluir  ála  expresión  del 
lomo  y-folm*dfe1'frtfro'id^'r^str9,  l^|d|^/o>- 
lio  y  uúmtífítf  dy)^4trd^éii[>rtal. 
:  S.**'  [nWíéífflltelftlrflk  qj^ol  el  registrador 
¡i^eribá  fos  ÍÍI#tí^pb^é«^ía^dÍB  oíicib  y  con  la 
IhcraiWe  ai*lte#'fer«i^rí(is  form^id^d^ 
^¿alé^  á 'íf^^MSif  Wlaá#iimo8  de  Ta  ma- 
nena  ct  rresj)ondiente  las  anotaciones,  ins- 
erí ¿cior  t^'i  n%xi%^^muh\\^'\m3  jírtkfi^ 

sion^l,  íuya  traslación  se  reducirá  á  copiar 
ínt^gí-a  líente  jos*  asientos^ fetl  'lós  V^istnis 
parfícuiares  de.  cada  linca  ,  IttAf^én:  tie 
cada  asieíiio  di^  dicho  libro  provisional  que 
se  hubiere  ya  Irasladndo  se-^fiitfifArá  esta 
circunstancia  con  <'X[)reMon  del  l^mo  y  folio 
del  \\  br ft  He  r og  i s í ro .  v  \^  ■ 

G.^.  Nü.  se  veri  tica rán  inscripciones  eii 
%8  libt^'S  y#é-/egfkrb'áTti  qué  '«e*rtSyáh-  (íts- 
iKdiido  4i>das  iiis,dét*^¿4ie}^;.^>iíMttKQ 
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tiene  lugar  )a  traslación ,  conUnu^ráq  asen< 
lindóse  en  esle  úlliiQo  las  de  Jus  documen 
los  que  sé  vayan  presenUodo. 

7.*  Trasladados  todos  los  asientos,  c^l 
registrador  dará  parle  oficial  ai  Juei^  de  pri^ 
mera  instancia,  y  al  día  siguiente,  siendo 
hébil,  se  verificará  en  el  local  del  registro,  la 
dili^eocia  del  cierre,  previo  examen 
hái%  el  Juez  d^,  haberse  verificado  ^ebiJa^ 
jDente  las  traslaciones,  y  fl(  pie  del  ulliino 
asiento  del  libra  provisional  se  pondrá  una 
Ilota  expresiva  de  dicha  diligencia,  que  fir- 
marán IOS  nA4*ncÍQnado9  runcionari os,  que- 
dando aquel  archivado  en  el  registro  de  la 
propiedad. 

Y  8.**  Cuando  ocurrían  casos  en  que  l^- 
ga  que  aplicarse  esla  real  disposición ,  lo8 
registradores  podran  remitir  á  la  Dirección 
general  del  ramo,  por  conduelo  de  los 
líenles  d^  las  Audiencias ,  los  dalos  ^ue  aere- 
ditea  el  cusle  y  recargo  de  trabajo  que  es^js 
servicio  excepcional  i^s  baya  ocasionado, 
l*ara  hacerlo  constar  en  su  expedienta  á  lo^ 
efectos  que  se  esiiinf*!»  oporivnos.  De  re^l 
orden  lo  digo  etc.  Madrid  14  de  Obrero  d« 
IS66  —Calderón  y  Colta^lea.»  (Gác.  li  /«- 

81.  AOTTAB  FDBMDAB.— B.  O.  ée  7  da 
Htmríh  coflkMdiendo  autonaaoion  para  apro- 
vachamiento  de  a«uas  y  nesAiidoU  en  v^fí^ 
respecto  de  ciertos  •znanantialeB». 

(Fox.)  limo.  S.:  Gouíurmándose  la  fteinft 
(Q.  D.  G.)  con  lo  propuesto  por  esa  Direc 
<ioii  general  y  por  la  sección*  quinta  de  la 
Janta  coosuliiva  de  Caminos,  Canales  y 
P4*erto«,  se  ha  servido  autorizar  á  D.  Eslé- 
t*%íi  Yusl  y  Martí  para  que,  salvo  el  derecho 
de  prc'piedad  y  sin  perjuicio  de  lercero, 
aproveche  las  aguas  del  barranco  de  Tora 
e^mo  fuera^olriz  de  una  (iái;w;ica  de  papel 
qoe  proyeeta  establecer  en  termino  de  la  vi; 
iia  de  Alcira»  provincia  de  Valencia;  debiea- 
<k»  sajelarse  a  las  condtciiJ#es  siguientes: 

1/  El  caudal  de  agua  qne  ppdrá  utilizar 
el  concesionario  en  el  artefacto  será  dQ*600 
litros  por  segundo»  siemprQ  que  le  lleva  el 
barraneo  expresado. 

2*  La  presa  se  situará  en  el  punto  mar* 
eadaen  el  plano,  up  elevfándola  sobfe  el 
ehodet  barranco  mas  quQ  (dos  melro^,^  y  ae 
f*«t^eeerá  eo  ella  uiia  compuerta  de  uo  me** 
tro  de  lalitud  ,.que  porm^ao^rá  ,ab|erla  iCH 
épocas  de  avenidas ,  para  que  el  agua  sA^lgft 
directaaieoie  á.dieho  barranco.  ^ 

X*  £a  el  ponto  JT,  camino  de  Cabanas^ 
m  susliioirá  la  alCi*nlarjUa  actual  por  Af^, 
de  esmerada  eonatrucciwi  «on  aete  eenlim^ 
tros  mas  de  altura,  formando  un-ferraplen  de* 


I  (Camino  con  la  paaíwje  4«  íí»  eeo^Unaelro;  f 


á  fin  de  d'  jarj^  saneado^  se  eunslruiráii  ma- 
ros de  sostenimiento  del  lado  del  arroyé  áti' 
de  al  puniá  'X9\J,  losietialea  serán  de  mam- 
posterta  ordinaria  ton  mortéro,  debierldo  ta- 
ñer de  base  la  milad  de  su  altura. 

4/   Se'ejeeoiarán  Ja^  obras  con  «arreglo 
«  los  piauos  auioriaados  eil  eala  feelia  y  btf- 
ta>«igilaiicia  éel  iageníero  jefe  dé  la  pro^ 
vitiQta.- 

Al  fNrepio  Uf  mpe  ha  tenido  á  bien  dispo- 
ner S*  M.  aa  manifieste  al  Gobernador  de 
Vaienetaf  que'rta  ae  puede  resolvió*  d^ntií- 
vaoie»l<)  Mpeeéé  ai  aproveehatnieBla  que 
aolidla  D.  £sk¿ten  Yuat  da  .los  oaanaAltaJes 
señalados  en  el  p^aaoiooD  los  números  1  y 
2  4  mientras  no  se  aelare  si  son  de  domuiio 
póbtieo;  qaé  eaudalde  agua  producen;  si  s(í 
neeealla  lodo  d  solamente  una  parle  para  el 
uso  del  lavado  del  tpa^^U'  dénde  aeber^lfi 
verter  tas  agoas  después  de  presUr  estit 
-servicio;  y  en  casa  de  que  viertan  al  barran- 
co referido,  ipie  medios  pueden  emplearas 
parp  que  no  causen  perjaioios  dé  ningun  gé- 
nero. De  real  órdea  eto.  Madrid  7  de  febrero 
Kle  1866. ---Vega  de  Arntijo.  (Gaa  16  id.) 

2a.  JB^CtTElLAS.-^B.  O.  de  31  de  eoero 
autorisando  el  estable oimieóto  de  una  gra- 
tuita. 

(Fon.).  «La  Reina (Q.  D.j^.)  ha  tenido  á 
bieu  aui<»r¡xar  á  D.  Joan  Fernandea  Losada 
para  eslableeer  tina  eaouela  graUulla  de  ih** 
kos.ea  el  lug^  de  Qaijas,  valle  Heocin^ 
provinaia  da  Santander»  dotándola  á  sos  ex- 
pensas con  el  capital  de  160,00Q  rs.  vn.  ea 
títulos  de  la  deuda  del  3  por  100  consolida- 
do espaool,  q^e  se  convertirá  en  una  Ins- 
aripcion  inislrasTerible  nominativa  en  favor 
de  ta  fandaeieiK^disponiendo  al  propio  tiem* 
po  que  se  maniñeste  al  interesado  para  sv 
satisfáccion  y  que  se  haga. público  ¿or  m« 
d>o  de  la  Gdceta  de  Madrid,  que  S.  M.  bv 
vUlo  con  el  inayof  agrado  este  rasgo  de  ge^ 
nerosidad  y  celo  por  la  buena  ed'ícacion  de 
^  ¡2^  niñez,  De  real  orden  etc.  Madrid  31  dq 
¡  enfjrqi  de  Vega  de  A rmijo.»  (^ac,  18 

febrero.)     ,  .  . 

23.  EMPMABOSDBFOMBlTTa.— Ptt- 
bUaadion  de  loa  esoala^onss. 

(ípM.)  Se  publica  éri  primer  térchino  una 
8..  O,  ,de  Jl  de  agosto  de  1565,  dirigida 
oficial  ipayoi-  fjel  Ministerio,  mandando  pro- 
ceder á  la  formación  de  los  escalafones  de 
Ips  empleados  dependipntes  dét  mismo;  y  en 
cumplifuiento  de  lo  en  ella  dispuesto  se  pu- 
blica r>(  los  dsca/a/bnc5  de  los  empLehdos  de  la 
(tíít^in%strc^iQn  activa  dependientes  del  Mi- 
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'^iíl^tb'd¿  FD^én/ó;(Ofctipá^  foda  la'fib       frti¿rác¡<)íies  nee^éárias  poV'ófdtBH  de  29  de 


y  parte  dte  AUplinfertlo  del  19  de  febrero.) 

%in  PBIHSBA  flN0BSA3NKA.r-B.  Q.  de 
16  do  febrero»  dteolarando  úUl  par&lá  eia^e-  i 
fianza  un  encerado-pi¿arra. 

'    (Fdm:)    Ifmo.  8r.:  Habiendo  «oücilado  ' 

Manuel  de  Tolosa  que  se  inilice  en  la» 
«soidus  de  primera  enseñanza  on  encerado» 
pizarra  de  su  invención,  que  consiste  en  una  ¡ 
esfjecie  de  lonilla  recubierta  por  sus  dos  ca- 
ras de  una  fuerte  capa  de  bolun  mate  ó  sin 
lustre,  ligeramente  áspete  al: tacto;  y  resui- 
tando  de  his  pruebas  y  detenidos  ensayos 
becÍK>6  por  una  eomíbion  nombrada  al  efeo- 
4o>  que  es  de  mayor  peso ,  consistencia  y 
duración  que  los- ordinarios;  que  nraun  ga-  ¡ 
metido  á  una  eleTada  temperatura  &e  adhie* 
ren  sensiblemente  las  caras  que  están  en  . 
contacto,  ni  se  desprende  ni  agrieta -el  liar^ 
niz;  que  no  solo -se  escribe  en  él  con  yeao 
mejor  que  en  lo»  demñs,  sino  que  admi- 
te ci  pizarrillo  y  hasta  lám'mas,  varillas  y 
tapiceros  metálicos;  que  se  limpia  per- 
fectanftenle  con  una  esponja  húnieda,  que 
lo«  rasgos  trazados  en  el  mismo  son  mas 
visib.'ps  que  en  cualquier  otro;  que  puede 
éscribirse  aunque  esté  manchado  sustan- 
cias ciasas,  y  por  consiguiente  ique  es  sui^e 
rior  y  preferible  á  todos  por  su  calidad  y 
baraiur»;  lá  ft<»ina  (Q.  1).  G,)  ha' tfenido  á 
bien  disponer  q'üese  decUre  útil,  y  se  reco 
miende  dicho  encerado-pizarra  para  lases- 
duelas.  Dios  guafde  á  V.  i.  muchos  añoo. 
Madrid  Í6  de  febrero  de  I866t— Vega  de 
Armijb.  (Gác.  22  id.)' 

.  35.  NDTABXADQ.^R  de  21  de  íebra- 
ro  pniíendo  datos  sobre  archivos  ó  depósi- 
tos de  esoritui'as  púbUoaa  qu«  estistan  en  po^ 
der  de  particolarea,  7  aobr^.  su  0atarei;a  él 
9^biarnQ. ,  .^..r  • 

(Cjí  ac.  y  Jüst.)'  Dirección  ^neral  dei  /íe- 
fittrodela  Propiedad. — Seccton  4.*. — Nóld- 
riado!  La  ley  de  28  de  mayo  de  1862  disponé 
que  Jjjs  depósitos  de  escrjíu'ras  públicas  que 
boy  exisi«*n  en  poder  de  parlicüluri's pasen  ál 
ai^chivo  de  las  nolariás  que  el  Góbiérnó'  Vl^í- 
. signe,  previas  las  formalidades  deltásd'y 
la»  ui4ei«iu)«a<H^ftes-qtie  procesal).  Paracdar 
cumplimiento  á  este  4tfec6pla  lagisiativ^jM 
expidió  la  real  ócden  circular  de  .30, del  jniis* 
mo  uíf^s  y  afio  m^ndaildíó  á  Ibs  regnlites  qVie 
eñ  an  breve  plazo  diesen  noticia  á  la  DiVeiiciof} 
¿enér'at  del  registro  de  la  propiedad  dé  feíjue- 
lios  archivos  y  prolotítífds  ;  'y'' con  objelo  de 
lu'cilliai  ^slos  trabajos  y  hacér'  Uniforíftíí 
r(;sülla<fo  ,  se  remilieVón  á  los  Jneces  de  pri* 
mera  ii)slano¡a  ntndek'S  de' los  e*iadgá"que 
deHan  ilénar,  acoinpanátidbIba'4cr  tasex^ 


octubre  iiiguiehre.  Pét*ó  á  pesar  dé  habersé 
ejecutfido  puntaafmenté  por  los  funpioní^rtoi 
d»*peridipntes'de  este  Ministerio  lodo  lo  pre- 
venido en  tales  disposiciones  ,  no  figuran  eii 
las  relaciones  reinilidaí  á  esa  Direcion  kfgu- 
nos  archivos  d$  escrituras  pública»?  qti<i 
exislen  en  poder  de  corporaciones  y  partí  • 
ticulares.  Y  conr'pr^ndiendó  que  liada  Sf*r 
I  de  la  mayor  uliltdád  vio  mismo  pata  los  de- 
positarios de  los  archivos  que  pará  el  E^ii* 
I  do,  la  |iublicacion  de  un*  inventario  cortíple* 
lo  íe  aquellos  protocolos  para  acelerar 
formación,  y  al  propio  tiempo-  preparar  el 
establecimiento  de  los  archivos  generales  de 
las'  AndWncrris  é  instruir  el  expediente  rela- 
liva  á  las  indemnizaciones  que  procedan, 
S.  W.  lafteirraíQ.  D.  G.)  ha  tenido  á  bien 
disponer  lo  siguiente: 

1.  ®  Que  los  Ji^eces  de -primera  instancia 
rertiilan  desde  luego  á  esa  Dirección  todos 
lós  dalos  que  hayan  adquirido  con  poslerio- 
ridád  á  la  fdcha  de  ioi  enviados,  en  cumplí- 
mieuii»  de  la'  órden-  dé  29  de  ottubre  de 
1862.'  ■   •  ■ 

2. »*'  Que  *é  disponga  16  convetiiente  para 
estimular  el  celo  de  lo*  particulares  ó  cor- 
poracioív^s  en  cuyo  poder  s^  encuaiiLren,  ar- 
chivos de  protocolos,  de  los  cuales  110  hayan 
dádo  los  respectivos  Jaeces  in  relación  opor- 
lun?j,  haciendo  que  se  inserte  un  anuncio  en 
los  Botetines  oficiatesát  las  provincias,  con- 
cediéndoTés  para  hacerlo  un  nuevo  plazo 
que  terminara  el  81  de  marzo  próximo  para 
4nG  se  presenten  á  verificarlo,  af>ercitel^n'- 
tíoles  que  de  no  hacerlo  se  considerará  oa- 
"ducado  el  derecho  de  qi)6  habla  la  segunda 
<1é  las  disposiciones  transitorias  de  la  lev  d«4 
■ñoláriado.  •  • 
'  3.^  Que  dentro  de  los  10  dÉ^  siguientes 
á  la  términatMon  del  plazo  antes  señalado  se  ' 
remitan  asimismo  los  imevos  datos  referen- 
tes á'Iós  archivas  que  obren  en  poder  de 
jyaYtteU lares  6  corporaciones  que  se  presen- 
tare n. 

'4.*  Y  últimamertle,  que  los  indicados 
datos  se  manden  en  la  forma  establecida  eii 
Ist  mencionada  órd en  de  29  de  octubre 'd«d 
1862,  y  arreglados  á  loa  modelos  queso 
cn'cúlaron  én  aquella  fecha.  Ue  real  ór* 
den  etc.  Madrid  21  de  febrero  de  1866. 
Fernando  Calderón^  y  Collantea.  (Goe.  23 
Ídem.) 

ae.  OTOTICIP  MU.it AB,-K.  o.  de  2 
de  feíbx'ero,  declarando  q}ie  los  enganchados 
y  i!é>eng4noli6idOB  en  el  eaerpo  de  infantería 
da  Maviaa  ;ea^4n  obUoados  á  ou^m^U^  ^i^  ptm 
d^  su  cQjnjppppwao  

i' (tí«teiiA.}F  Por*  el  MiQMlerío  icle  Atoioá 
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■í  ííee  á  éi  WrXJti'erra  en  6  deSiidemi- 
^  próximo  paíHMÍé  fdsi^aiertte:        t' ' 

«He  dado  ctfenía  á  ía  Keirta  (Q:  D.  O.)  del 
wcrito  del  anléwsor  dé  V.  E.,  fecha  28  de 
lebrero  óí(r?n/>,  eii  el  qte  trascribió  tma  co- 
menicacioti  del  Consejo  de  Gobierno  y  Ad^ 
n'tnisl ración  del  f6ndo  de  rcdt^ilcion  y  en 
gaoehes  del  servicro  milH'ar  habiendo  pre- 
•enlc  la  coiweníericia  de  que  si  se  considera- 
ba Indavia  vig<»nle  en  el  cuerpo  de  infan  feria 
4t  Marina  la  venf«íja  de  abono  de  lit^mpo  á 
esfranchadoa  y  reenganchado^  de  ^ue  Ira  ta 
iaR.  O.  de  SI  de  diciembre  de  1862,  se 
anotarse  esta  en  la  parle  qoe  se  -opone  í>! 
art.  16  de  la  ley  de  26  de  <*ncro  ée  ÍSH  ffV, 
q4ie  reformó  la  de  29  de  novienríbre  de  1859, 
y  por  cofTsi^uieftle  á  W  perfecta  ipwaidad 
«ilre  todos  los  vofbfírários  d-íl  ejérdlo  y 
cuerpo  de  infantería  de  Marisa;  y  S.  M., 
(ooiando  en  consideración  lo  expuesto  por 
^  Ministerio  y  el  referido  Obíjsejo,  oido  el 
parecí^r  de  la  suprimida  coWj*ndancfa  g^e- 
n\  del  arma,  y  de  conformidád  con  lo  in- 
formado por  la  jonla  consaltiva  de  la  arma- 
éa,  se  ha  servido  determinar  que  en  virtud 
de  ío  dií»pu^8lo  en  la  citada  ley  (odo«^  los 
ei^ant-badoa  y  reeng-anctmdoa  en  eí  mencio- 
nado cuerpo  de  infantería  de  Marina  desdé 
25  de  enero  de  1^64  en  adelante  están  obli- 
gados á  cumplir  dia  porcia  et tiempo  de  st) 
compromiso,  á  ex  ce  pe  ion"  denlos  compren<ft- 
4m  en  et  art.  16  de  la  misma  ley ,  quedando 
existentes  las  demái^^cnlajas  que  no  se  opo- 
wni  ella,  concedidas  en  la  precitada  xeal 
órdeo  de  31  de  diciembre  de  1862.»  DA  real 
arden  ele.  Madrid  2  de  febrero  de  1866.— 
©•Donnell.  {Gae.  24  id.) 

S7.  SC^TBIMOIflOB  J>E  MUilTAABEk 
—EL  O.  de  3  de  fobrero;  RttAaf  an  quo  íooiu- 
rea  los  militares  que  se  oasan  sin  prévio  real 
permiso. 

(GirsaRA.)   cLa  Reina  {/Q.  D  G  ),  i  qvi«n 
he  éuúe  cuenta  nuevamanie  dei  expodrenfe 
imtraido  á  eonsecoenoia  de  histancta  promo- 
vida por  ei  teaienle  del  re^imi«nlo  inHintería 
deZmora^  núm.  8,  !>.  Frauoisco  Puente  y 
Blaoco,  en  solicitud  de  indalto  pof  hsrber 
eooiraido  matrimonio -sin  real  ücenciA  con 
doáa  Benita  fiodrig'utz^y  Gorrálea,  kob^e  lbi 
eoal  recayó  ia  R.  0>,dtt  31  de  octubre  de 
I     1865  negándole  diclia  gracia ,  se  ha  servido 
I     reaof ver,  éle- conformidad  con  ef'  paiM^éfr 
emitido  por  el  Tribunal  Siipremo  de  Guerra 
y  Marina  en  acordada  de  25  de  enero  prá-;- 
liiuo  pasado,  que  el  ofícial  de  que  sq  Uatá 
.  ■  '        ■  '  ','    '  * 
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sea' privado  de  su  empleo,  segnhio  eáfable- 
oido  én  el  arf.1.»,  capitulo TOdéf  reglamen- 
to de'Monli^^*í>¡fl*milílar,  y  eri  ta-ré^l  órden 
'circulad  dé*  16  de  agosto  del  reftrtdó  áho  de 
1865,  poesto  que,  además  de  la  falta  en  qu« 
incurrió  de  casarse  sin  previo  real  permiso, 
cometió  la  de  no  decir  verdad  suponiendo 
estar  ya  cá*íado  cuándo  en  3  de  febrero  an- 
terior pidió  induUo,  resultando  que  no  veri- 
ficó su  matrimonio  con  la  expresada  doña 
Benita  Rodríguez  hasta  el  23  de  marzo  si- 
guiente en  la  República  de  Andorra;  cuya 
disposición  se  publicará  en  la  órden  general 
"dfel  ejél-ciío,  á:  fin  de  que  sirva  de  nVíso  y 
"coníenga  á  los  otieialesque  por  inexperiencia 
ó  por  malicia  ttatan  de  casarse  sin  el  necesa- 
rio permiso,  y  conozcan  las  fallas  en  que  m- 
curren  y  el  castigo  á  que  se  exponen,  el  que  lea 
será  apireado;  haciéndose  la  misma  extensiva 
á  lodos  aquellos  subalternos  que  hayan  come* 
Tido  Igual  falta  desde  1.*»  de  setiembre  y  1.* 
de  octubre  del  citado  año  de  1865  para  la 
Península  y  las  Antillas  resp*»ctivamenle,  y 
el  1,*  de  énero  d^l  presente  año  para  las  Is- 
las Filipinas;  reservándose  S.  M.  resolver  en 
cáÜa  caso  particular  lo  que  estime  mas  aoaiv 
lado  con  aquellos  que  hubieren  incniTidoiMi 
1a  falta  de  conlra^r  malrimonio  sin  la  real 
licencia  duranie  el  tiempo  trascurrido  desda 
que  expiró  el  plazo  del  áltimo  real  decreto 
de  Indulto  de  20  de  diciembre  de  1864  hasta 
las  féchas  antes  expresadas.»  De  órden  da 
S.  M.  etc.  Madrid  3  de  O  brero  de  1866.— El 
Subsecretario,  Francisco  de  üzláriz.  iGa€$' 
(a24td.) 

aa..  JUOTA.  DE  AaBICin:iTX7BA.i-Beal 
'decreto  de  6  de  febrero  oreando  una'ei^  Ma- 
ttüa. 

/  *(U¿TRiAMAR.)  Por  este  real  decreto  sa 
crea  en  Manfla  uiia  iunta  que  se  denomina- 
rá Central  de  agricultura,  industria  y  co 
mvrcio,  pteaidida  por  ei  Gobernador  superior 
civil,  que  i)ombrará  d  vice- presideiUe, 
compuesta  de  12  vocales  nombrados  por  di- 
cho gobernador  entre  las  personas  mat 
acaudal  (jas;-  (Goc.  ^  febrero,) 

89.  MINEBIA.— O.  de  17  de  febrero, 
aclarando  el  art  85  de  la  ley  sobre  impues- 
tos á  los  productos  minerales:  exención  de 
4arecb.os  en  su  trauportQ  por  o&boti^e;  dero- 
choa  de  f&iTPS  y  fondeadero. 

-  (Has.)  •  He  dado  cuenta  á  la  Reina  (qua 
Dio»  g^uardé)  del  expediente i  instruido  en 
eea  Dirección  g^entral  acerca:de  la  iulerpre. 
tacion  del  art.  85  de  ia  ley  de  minería  de  6 
ée  juUo  de  1859»  en  lo  rdaUvo  á  derechos 
ée-puarlo  y  navegación,  coa  objeto  ú*s  po* 
mtiof  armoQÚi  Qou.üitiba  lay  Las  dispuaicici- 
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Neft  delas  ordenanzas  de  aduanas.  En  su 

virlqd,  Uniendo  présenle  qi^  eJ  párrafo  se- 
gundo á4  (Miado  ari.  85  dpl^rp^na  que  no 
e^^ija  derecho  ni  ¡mpüuesK^^ae  ninguna 
olea  clase  á.  la  circulación  délos  minerales 
«n  el  ¡nleriof*  del.reipo  ni  al  traspone  por 
cabotaje:  ,  ,  . 

Consid^r^dp  que  «a.  su  consecuencia 
procede  declarai;  á  Jos  minerales  en  el  co- 
mercio de  cabotaje  exenlps  del  pago  de  los 
d«re<}hos  de  carga  y  descarga  y  de  los  re- 
cargos locales  ei)(ablecído8  por  tal  conceplo 
para  obras  de  puerto;  ,, 

Considerando  que  si  bien  los  referidos 
impueslos  deben  dejar  de  cobrarse  por  lás 
4iduaoas. sobre  los  minerales  en  el  caso  indi^ 
ciM^o  arregladamente  á  la  expresada  ley,  no 
pu¿de  hacerse  exlensiva  Ja  exención  á  ios 
de  faros  y  fondeadero,  que  en  unión  de 
^aquellos  consliluyen  los  derechos  llamados 
•'de  pudrió  y  navegación ,  loda  vez  que  re- 
caen aobi'e  la  medida  de  capacidad  de  Icm 
buques,  miéuiras  que  ios  pj:imerps  se  exi- 
gua sirviejidp  de  base  para  el  cobro  el  peso 
de  ^os  cargamentos  que  conducen;  S.  M.,  de 
M^^erdo  con  el  dictamen  emilido  por  el  Gpii,- 
s«jo  de  Eslado  ,  ha  tenido  á  bien  resolver: 

{ Que  en  el  párrafo  tercero  del  articu- 
lo 552  4e  las  ordenanzas  de  Aduanas,  donde 
dkse  uUts  minerales  de  hierro  españoles  en 
trasparle  por  caboltOe,»  se  emienda  «los 
minerales  españoles  en  su*  Irasporle  por  ca*> 
bu  taje,» 

2."*  Que  los  minerales  y  melalt.vs  en  su 
circulación  por  cabotaje  no  están  exentos 
de  los  derechos  de  faros  y  fondeadero. 

¥^.**  Que  la  inteligencia  que  según 
queda  indicado  corresponde  dar  al  precita- 
do art.  552  y  la  exención  consiguiente  de 
los  impuestos  de  carga  y  descarga  sc  én*. 
tienda  que  ha  de  regir  únicamente  para  lo 
sucesivo  y  respecto  de  los  derechos  pen- 
dientes de  cobro.  De  real  órden  etc.  Madrid 
17  de  febrero  de  186S. — Alonso  Martínez. 
[Gac,  1.^  marzo.) 

30.  AYUNTAlffHlIÍTOS.-^B.a.de26dte 
fobrero  declarando  que  los  Conoejalesno 
pueden  ser  nombra^do•  Seeretariós  del  mu- 
nicipio en  que  desempeñan  su  oargo. 

(GoB  )  Enterada  la  Reina  (Q.  D  G.)  de 
las  comunicaciones  de  V.  S  de  20  de  juriio 
ftH  año  pl-óximo  pasado  y  23  de  enero  ülti- 
mo,  consultando  sí  punde  ser  nbmbrado  Se^ 
cretario  de  un  Ayuniam'retiio  un  RegídM' 
del  mismo;  y  vista  la  R  O  de  80  de  s^etiem-*- 
hre  de  1861 ,  comunicada  al  Gobernador  de 
Ja  provincia  de  Orense ,  /iioiada  á  coqse** 
oueuoia  (ie  un  expediente  igual  al  de  %ue  m 


trata,:  1^  cual  se  funda  en  la-  Inoomp^Vik^Ur 

dad  que  existe  entre  eJ  cargo  de  Conoejah<]r 
cnalq^inr  otro  retribuido  de  fondos  munici- 
pales; en  que  no  es  posibe  la  opción  por 
uno  ú  otro ,  puesto  que  el  de  Concejal  no  e$ 
renunciab!e;  y  en  que  el  reconocer  ¡a  po  \^ 
bilidad  de  que  lo*  Concejales  fuesen  nomr 
biados  para  cargos  retrijbaidofi  por  el  Ayuo*> 
tamienlo  conducirla  á  la  ilegali4ad ,  at«ndi* 
da  la  influencia  natural  quesería  dable  ejer- 
cer, S.  Al.  ba  tenido  á  bien  resolver  seami- 
le  el  nombramiento  de  Secreterio  de  Ayatt- 
tamienlo  de  Huerta,  origen  de  la  consulta 
de  V.  S.9  y  que  se  publique  la  citada  real 
orden  de  30  de  setiembre  de  L86I ,  para  que 
sirva  de  regla  general  en  Ío  sucesivo.  De 
real  orden  etc.  Madrid  26  de  febrero  de 
1866.  ^Posada  Herrera. 

fíeal  órden  que  se  cita, 

MiniSTBflIQ,P|E  LA  G0BBRaACI0JI.~Su6«dr 

creiaria.'^Nc^aciado  2.°.-— La  Rfina  (que 
Dios  guarde)  8e  ha  enterado  de  ja  comum- 
cacion  de  V.  S.  de  21  d<f  junio  próximo  pa- 
sado consultando  si  á  D.  Tonnás  Alvares, 
Regidor  Sindico  del  Ayuntamienl»  de  Car- 
ballino,  se  le  puede  admiitrcomo  aspirante  á 
la  Secretaria  vacante  de  dicha  corporación; 
y  vísta  la  incompatibilidad  que  existe  enire 
el  cargo  de  Concebí  y  cualquier  otro  retri- 
buido de  fondos  ^nicipales;  considerando 
que  no  puede  haber  opción  entre  ambas 
clases  de  cargos  por  cuanto  que  el  de  Coo» 
cejal  no  es  renuncíable  por  ser  oblígalorid 
i  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art.  6.*  de  la 
ley  municipal  vigente;  considerando  que  o« 
hay  paridad  entre  el  caso  presente  y  ti 
que  V.  S.  cita,  de  individuos  que  pertene- 
eiendó  a  una  corporación  municiparson 
agraciados  con  dífslioos  públicos  por  el  Go- 
bierno de  S.  M.;  considerando  por  úUioio, 
que  podría  conducirá  la  ilegalidad  la  influen- 
cia natural  de  que  goza  todo  individua  de 
Ayuntamiento  sise  reconociese  «a  erHos  4a 
^losibilídad  de  ser  aomt>rades  paracargoa 
retribuidos  por  la  ntisma  corperawion  á 
que  pertenecen;  S.  ha  tenido  á  tH«it  re- 
solver negativamente  Ir  consulla 'mencíooav 
da«  De- real  órden  ele.  Madrid  30  de  setiem** 
de  1861. -^Posada  Herrera.  (Gat,  2  marso^) 


leU«ea Ji#  la«ef4a«  ría  %m  Umm%%m* 

31.  FEBBO-OARKlIilCS.-ÍEl.  O.  de  20 
de  enero,  declarando  lo  que  debe  entender- 
me por  eqi^aje» 

(Foip.)  Sección  de  Fomento^ Negociado 
3f  -^ferrc^carr  ilBs  .^Sxploiatton.  —Por  «1 
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Miai9!eri«-dt  fb«bpttt6^#e'«itpld¡ó^n^eha 
20  de  csero  próximo  pasado  la'  rtal  ótúén 
^oe«¡jnie,  eoáiociioada  éh  mismo  tila  al 
lloM).  8rw  Director  de  obras  púliiiias. 

Visla  te  corfsufta  h«chá*  por  algum)s  Irts- 
peoiores  iidniiriittrftiivcii«  «otyre  lo  que  debe 
ftlandrrse  por >q«i>«J espora  éfóciós  de 
it  quiote  .de  ta«  'di8poéioiDi^|irert^ rateé  para 
la  percepción  de  los  dérWbos  é»  M»Hfc, 
aprobadas  por  ft  D.  del&de  febrei^  de 
1©6,  y  det  art.  103  del  reglamento  de  8  de 
julio  de  1859  (I );  pueMo  <jue  eierUs  cómpa- 
iiaa  de  lerro*c8rr¡les  han  exelttidodel  bene- 
Heio declarado  en  la  pí^imera  las  mercaneíaa 
V  objetos  de  comercio,  i¡mitáMfoly>  k  \w  batl- 
les,  arquillas  ó  cajones,  sacos  de  noche, 
somfaWteras  ¿dosaa  anáJogate  VWlo  loinfor- 
B»ado  póf  la  sec<5ii«r  <le  tíftbemaúiun  j  Fo-- 
metilo  áíii  Copsejo  de.íI^a^Ofc  y.  «la  atuierdo 
cüü  ella,  la  ft^íina  (Q.  D.  G.)  se  has^i  vi^o 
re^Iver; 

1.**  Qué  rá  fi^íinquicia  decíarada  por  ía 
mencionada  quinla  disposición  generAt  ffoin- 
prende  los  cabos,  bultos  .y  pbjelos  de  cual- 
quier clasef,  sean  ó  no  mercancías,  qae^ 
lifesenlen  los  viajer<>a  coaio^As«  equftlaje.i 
bien  sea  que  esién  contenidos  en  bapl^^^  ^ 
fres,  maJelas,  son^brereras,  sacos  de  nocil^, 
fcíforjas,  saquíílos  comunes,  alm9hada8,  j)a- 
6aei09,  ó  bien  que  vayan  á  la  visla  y  en 
-caalquier  ó(ra  forma.  ' 

t  •  Qúfí  las  W(np3iñi$i  qne  hayan  comti- 
meado  á  aus"  «Oislfe^flosc  y -dependíenlas 
UMlrueeiopea  ^oé^  no-esdiéjii  en  ahndnía  can| 
ia  antefior  d(ea!«racloii,  defeeq  jteirocia«ias 
lamedialanieMif,  dan^o  JL^  oonsi^uíeniea^l 
complimíenlo  del  présenle  ini^ndaló,'  bajó' 
!as  penas  qué  señala  eí  are.  Í2  ¿e  la  ley  Cte 
l^dc  noViémbre  Üe  íé5&.'  ' 

Lo  que  he  «fisptféslo  W»d  vrriod  sé  ahun-' 
«eal  páblico  por.'medM»  *é  este  bériódico 
«6c«4  para:mmhniíiin9tíMitf «»|fil|  lea  pérao- 
ñas  a  quienes  pueda  tnl^mar  :dich»  real' 
r^luc»on.^jG«adal«arífc.8íl  án  Moreno  de 
1S66.— gJ  Gxrf^rfRdor  aca^lpoí^l,  Joa^  deia 
y  Rof)les,  o/,  de  Gviqfialaj ar fi  de 
¿?áe  f§krero,)  _ 
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feileim  dii3  ^  eMro  4e  4866, 

pleito  aagui40  ea  el  Trihiaaal4«  Co* 
mefcio,  y  e»  ia  Sate^iwGera  de.la  Audieo- 
cia  de  Valladolid,  por  el  repre^entaaie  de 
^oa  wicdad  con  h  ranmiociaí  Viuda  de 
SigUr  ¿  hij0^  ^  se.  coaGma  la  Degati«a  de 
la  adfDisioo  del  recuríft  4e  iojtislieia  üo* 
loria: 

«Considerando  que  según  el  ar^  1,217  del 
Códigdde  comercio,  el  recurso  de  itijuslicia 
notoria  se  da  dq  la  sentencia  en  grado  de 
apekeión  cooftrmaloria  de  fa  de  primera 
ia^nchi  ó  de  la  de  revista  en  w casto,  pro- 
oéói^nilo  solanridnle  eaando  se  interponga 
da  sentencia  de&»il¡  va: 

Considerando, qu^  del  ospírilu  de  «ale  ar- 
tículo jr  deja  leira  del  445  í|e  'la  ley  .de  En- 
|gicianíienl^  mercanlíl,  que  disppne  qutí  lá 
ínlérposicion  dé  aquel  recurso  no  ¡uipida  s« 
llevé  á  efeírto  !a  eJf*cñlor¡a  del  iTribuuat  de 
apelación  fcAn'  las  cúndiciones  dué  Exprés*, 
ise  evidencia  qué^  Irf  sentencia  d^fiwíiVa  ha 
éft  «nr  dei  tas  qee  -pécíian  cansar  ejecutor  la, 
poniendo  lérmino  al  juido  é  impif  ientlo  'sa 
tooümijacio^v  ■  '     A  . 

Y  consi4eraodo  que  las  aaptenqias  4«*  ra- 
mal edíciadai  en  los  juicios  ejéculivos  no 
Corresponden  á  esla  clase,  pueslo  que  táci- 
tamente contienen  la  reserva  de  poderse  ínl- 
jjiar  ofrojuiei^,  sobre  lo  misnn) quaUa  sido 
objelo  de  ^Wn.»  {Gao,  16  enero^) 

,  ÍG^^AlTDSUSA&i.  Sobre  sucesión  en 
UHf^  de  E$paña.,  ,  , 

;*       SeoteBCTlr  de  18  de  etíero  de  1 866. 

'  Pleito  s^gi^'do  en  aoo  ios  Juzgados 
de  priraerá  fflslamcía  de  Madrid;  r  eo  ht 
Sala  segunda  de  la>udieoííia  de  su  teíri- 
lorio^  entre  D.  Peí-oando  Hibonde  Froheo, 
'eo  rjepresentacíoa  de  su  hijo  ¡0.  Eni^iqtje, 
Ff  J).  Micoláa  Braacaccio»  sobre  mejor  de- 
tedio  a  ta  aucestoD  en  k^Grandesaide  E»^ 

EiS»  €o«i*el  «íM<^de  Marqué  de*lran(;A9. 
^TríbuoaliSopwmo  decfM^  «o  haber 
Ttigaíf  al  fcciirsq  de  eá^aciotj  Iñleí-puesto 
*coiitf;á  la  sentencia  dé  ja  AüdJeíída,  en  la 
.qup  ¿e  a^icpe.á  la  fijiQdacioa.,  por  los  fua- 
dainebtos  que  se'expoaea  va  ci  ia(Ja^  ea 
^(miilioaiea^tfa«ioá.i(]eei>tí<M  que  pue- 
-daifijn^t  eotoo 'Nf^  Jtíe  jaci^rud^oia; 
\4iae^Aa  $n)ePOv)  '  r    "    "  ^ .  ,^  ^ 


Digitized  by 


£0  1.  ,  Iwro  10  de  la  Nov.  Recop.,  sola 
puede  i^^f^G^t^  <>pofííiiílam€ní^  tratán- 
done  de  demostrar  la  existencia  dejina 
' édli^eimi'Los -úorniHím im^ii  méritier^ 
$e  llancmente  y  bóktió  sueMn  f  Seguii  sis 
palábrasr. 

^  "AUMENTOS.  24  Ha  abligaóién  wik^ 
'  ro&a  kte  ú4imó'nt'0^  étvit^  sm  inüptiedbfes 

las  prescripcionm  porque  se  rigen  los  ali-. 

7nentos  naturales. 

/  Scq^ucjX de  Ifíilc  encaro  de  1806. 

.  PleiVa  RegüídjO  ea.jet  Jazgada  die.Borja 
y  Qi\  la  Süia.lercena  de  ¿a  Audiencia  de 

.  Zaragoza  á  ioslanoia  deiD*  JnftD  Cuijciri- 
llos  y  su  mujer  dona^  Jv-ána  Carcas;  ron 
D.  P^sciiürZalii'var,  hijV  de  e.siíi,  sdlue! 

"(jtie  DÓ  eslahan  oblif^aVlos  á'  rontiüuar 
prestando  aliméntoís  al  D.  Pasda^l., .  Vo! 

[  obslaoLe  ta  escritura  ,  de  áO  dlc  enera  ¿q\ 
/I8.48,  en  qué  se  compropiclirK  u  4  ejlo 
ImU  que  tomarse  eslado; ,  foxqv\e  si  bieo 

.  ino  se  l)a[)ja'icasad/o »  lenia ,  ya .  medóos  de' 

i  ifirrr  y  posición  «ídefíendiente  coh  ^o-ofi-, 
cío  de  poiario.  Ahsuelio  Zaldivar  de 

*tíérDdoda  ;  inlcTpusierd'n  ios  démandaíites 
recíijrso' de  6asacion,  y  declara  el  Tribili- 

"nal  Supremo  rio  habec  Jugar  á  él: 

«Gehsiderandó  que  la  ley  1.*,  lil.  1.*^, 
bro  10  de  la  Nov.  Recop.  no  puede  invocar- 
se oj)orlunanienle  en  es^e  pjeilo  ^-poríji^^  no 

•se  iralK  de  demoslrar  lu  exisU*ncra  una, 
obligación  por  8U  forma,  sino  que  la'^cO^é^! 
lion  ha  y^rhado  respeclO"  á  la  Uilelijí^encia, 
exlcnsiüii  O  limlies  .de  la  de'alim»  iilos  civi- 
k^djute  eooli^ajo  dpñ^  Juat>|i;Ctti'ea^i  .pd^  lat 

^escfijlura  de  20de  enero  <|e  184^;.,.,.  . 

Considerando  que.loa.conlralos  legílioiaj- 
nú;nie  eslableolíiüs  deben  enlpíi¡írej*se  ségu.h 

•siis'  (jalabra^  IJanamf^níe  y  tomó  ¿uenatl, 

tan  óblig:aci(Hie8  absurdas  ó  rttij^ósii^leA^  ^ 
én  dNarwo  de  éstos  a u toa-.  Ja  obtlg-ackAi  úis 
dac  ali^edios  á.sua  biios  hsíitQ  ,q^9  tomann 
-«cl^^o  que  <dp^a''^>ia<u^  r^e^'j^pui^U',  juq  spk) 
lui  pufc4^  fer^'ia^^etla  caJiAcacj^ni ^ 
«íe^jij  Wslimfir^e  co^p  objigapíon  onero^  de 
nli'melilos  civiles ,  y  de  coiisíguiei^lé  Inápíi- 
Vrfibies  rad  piescripcionek  ][)ofque  se  YÍ^n  los 

CbfMideramdo  que  l#inpiKftV4drítfpficabr«8 
laa^layes  25»  ül.  il,Paf1ida>6i^  y  2.%!tilFUi- 
la33,  Parlida  7.^,  que  ^e^^ci^M  '<0n^<)*Jiip 


rr.Íngid%B^:pori9^e>»ú>ia4í»di  0bB|Wfi6kftlilú- 

ga^<p^]i>q^JQ.deb«».ííumplif!l*a'J^  obtígftcíoo  de 

diticuil44  ó;iifi(;K)sib¡Udad<]d«:'tlim^irifi;  ly 
^up^  t^iindudai  .hubiese;  rabi.^iabieÉKU-tciílros 
jti4dú>a.de  in(erj>r^ar:<ai)tiella<eiv>ia9>opiMf- 
la$^Í9(qligeD^ij|t>,;^e.  taai  ^flee«j  debienaife- 
8olv^fi0  Qii  ;$un.lra-,del  <iibli^ad)i,>4onfprme 
á- ja  <;iUíla.leiy- 24^í.  '    '  .i-jt  -  i-^j  r.' 

>.  Y  c;c/n$idt*miiido'que)  loSjarlÍQuUméel'C^é- 
diííUíde,  <5o|>(er9K>;  cUadob.eii  bl  re6iirso<(Ú!Í7, 
248  y  ?4y)  ,:Oo  pued^ivtenei*  aplfciAi¿ou'á:uii 
pleito  civil  ofldinaiio',  que  ni-enmi  fdriMini 
^ii  >u  esencia  se  ha  caliticadodeinnordanliL» 
{Gac.  i^^ner9'¡)       -   .  i .  -  .   <•)  ,  • 

vü^iailacio^ies  destmatías  á  uw  obj\et<>'>&é' 
7iéfi€0  permanenlé  é  favor  d¿-l(í^)faríen^ 
tesfdd  fnnUkiihr  'mi's¿  eiillieiUlen  '  cúrri- 
vrendídas  en  la  ley  de  íí  d^e  pclub're  de 

líj^q."  • 

^^^^^  ^  ^  Sáteticia  k'^oh  eUcfo  de  (866,^  , 

•  i' Pleito  seguido  en  d  Juagado  de  |)rfrTrti- 
tá' infiláfiiéiíi  de  Viill^rloiid  y  eñ'  la'á  Sá'ías 
=  tirinierá  y  ^é¿uD(Ia'  de  fa  'Áú(1iéD0Ía  /  poy 
[os "pairónos  de'  úna  nieníoíia  pi.Hlosívfu.n- 
dada  por  Ó'.  José  ZorJ:iIla  d,e  Su^  .ItfarAiii 
y,aJ^uno6  paxij^ntfis  de.e$le,,ea laqueale- 
garooc  que  se^'iu)  el  iesUAieoio  y  nieitio»- 
ria  del  citado  D.  José  Z«rrilla  ifidef^eQ- 
dieirlenrenie'de  la  fntjdaciott' y  ía^r^^ariOD 
tjrfé  hizo  áMo^  hiavota¿ff©á  d'^  sus  ante- 
paéadoá ,  Bíilfiblcí'rt'  nVm  iiíen)6ria  píadó^ii 
■para  cbstéar"*ro&*eslud¡os'á,,sju^  parieui^^, 
J^,,qAije..  ri^ii^íí$i¿|U>!,,  *poí:í4^e  Mo'  ^ee  baljíil)* 
,(Cpfí^4)f(}n(ÍKÍa  oitíp  laiey  de. 49  (te  agosto 
á^  A^ii  (^UQSl«iqtt6iOD(¿fa  €apelliania^08^ 
íaiivav  ni  m  la  üe  de  ^tieiiibre  de 
482ft,  jy^^  nb  h;fl)er  en'»é14áf-^n  •pOí^ewtnt 
•qüfe  tirctei*a  f^uyá'  la  rtiltlid''yiyí^l6s  bicneá, 
ni'On  infTipdiaiVá^<luré?íT*reseJ-Tai'  ía  mh- 
tad;  y  pidieron  se^  mandara  ^  J):  Juaa 
Baulisla  Larrinága'^y  "'al  curador  de  las 
uienores  d<]3^  Qípme¿'(ip$;'¡d|^  Julia  y 
doña  Eniilia  iíorrílla.dc  San  Mariin  que 
formaran  y  rindieran  a  los  palro.nos  pn  1^ 
^ii3g4'íe7?n|f jD^^  Júsi!iícada« 
'íe  los  pr9íJüj:lvi§.4ftrJw^  í4^^  daJarjwe- 

'((m  áü'apco^urbji  ^t^Vu1Uuía§  pói^los^í^a^ 
tiguos  palrOBOS'/cbn  enlregá'á  fos  'acluá- 
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iodo§  ios  Bl«i*f ,  dwíiimfeifns'  ▼  píppi^s 
perlfeneciferitcs  i'teTiiptíaciba  V  [iatrdni- 
lo,  para  qué  i)qdicr¿ü'Ijefiar  fos  deberes 
del  cargo  que  teñían  aceptado  t  los  pa« 
neot^  estudiactei^  por  el  órdeñ  estable- 
cido ,  reclamar  3^  baccr  vaiec  sus  dere- 
chos: 

vln^pugnada  esta ^pcetensiofi  por  I09  *de- 
miQdadoir,  alegando  que  ya,  se  llarvase 
memoria  ú  obra  pia  para  dolacion  de.  los 
estudiantes  de  la  familia;  ya  se  le  dirra 
olro  nombrie,  la  fuadacion  era  vordade* 
nmeole  una  ^vinculación  y  la  ley  de  27 
de  setiembre  de  1$20,(1.1  'OCtubre)  había 
suprimido  los  mayora2£Qs,  üdeicomisos 
patronatos  y  cualquiera  otjra  especie  de- 
▼iDCuIacipués,  Sí'  dictó  s^nt^ocia  por  el 
Juez  que  se  confirmó  en  grado  de  revis- 
ta, eslijjiaDdo  los  eslrenios  do  la  de< 
manda.  ,  ,  ' 

Deducido  rccursé.de\nuUdQ(l  (jpor  ser 
^eilo  aaterior  a  la  ley  de  Enjujciafioienlo 
civil)  el  Tribuqal  Supremo  declara  m  har 
bcr  tugar  á  él: 

tConsiderándo  que  ia  única  ley  citada  co 
rao  infringida  en  el  presente  recurso  es  la  de 
II  de  octubre  de  1820: 

Con sid eran dt>  que  los  bici^jj^de  qíie  se 
«nía  como  «iestinados  á  mi  objeto  benéfico, 
[•ermanente  á  favor  de  los  pénenles  del  fvo* 
uádor,  no  se  eiUienden  comprendidos  eit  las 
disposiciones  de  la  indicada  Jey,  Ncguní  lo  híi 
<Iec¡arado  con  repetición  este  Sup^erno  Tri- 
bwial: 

Y  considerando  por  tanto  que  la  dicha  ley 
<1e  11  de  octubre  de  1820  no  ha  sido  infrin* 
péa.nL  ^Gac.  21  enéro.) 

PROCEDIMIENTO  OI VII*.  La 

Mtencia  que  condena  al  defnandddé  tn 
ma%  que  lo  que  es  ohjtto  de  la  demanda, 
Si  controfim  á  lo^  ky  id,  •  tit.  52,  de  la 

'    kttetda  <ie  \%  de  eiiro  de  4866. 

•flemsO' de  casación  interpuesto  por 
Jtíña  Mercedes  Llansá  contra  la  í^cnlen- 
cía  ^ue  en  15  dé  febrero  de  1865  dicló 
la  Sála  tercera  de  la  Audiencia  de.p^rce- 
l©íia;eo  pleito  ^egqidp  contra  doñít  Mer- 
cedes por  D.  f  r^isüo  Sa^acrai  H>bre  pa- 
¿Ok.de  roaies.  fii  Trijiuitai  Suptemo  decla- 


xasa  y  anula  áiétia  sé7ttÉnoía':^  -  >  a 
tConfslderaníjo  ijue  pedidas  por^  D.  ffan- 
crsco  Sagarfa  en  su  dcihatida  lás  periflf/nes 
vencidais  •e'n  7  de  noviembre  de  1863,  ó 
se'an  las  correspondientes  á  los  sefiifsirfs 
desde  l'.^dé  noviémbn?  de  18tó  á  ¡g:ual  día 
de  1863,  conf(*sandn  eXprtsameiile  en  la 
misma  demandá  qae  habia  cofrade'  las  tres 
pensiones  añierrores  desde  1.*^  de  mayo  dt 
1861  á  1.®  de  ítoviernbre  dé  1862;  ta  senlf  u- 
cia  mándahdoque  se  lepaprnen  Ids  pensio- 
nes desde' 1.**  desmayo  de  1S62,  ha  Conde- 
nado á  la  demandada  al  pag*  uñ  'semestre 
mas  de  Ib  (^ue  se  la  uidió  é  Ínfriní,Mdo  [tor 
consrgbt**nle  la  ley  lé,  til.  22 de  la  Partida 
3  *,  citada  en  primer  lérminb  como  run<ia- 
menlo  del  recurso.»  ((^ac.  21  enero.) 

MANDADO.  Para  que  se  entienda 
que  los  actos  del  niiindatario  no  le  obU- 
(jan  personalmente  y  si  al  mandante,  es 
indispensalfle  que  conste  la  existencia  del 
mandato. 

íentcBcia  de  18  de  cuero  de  1866. 

Pleito  seguido  en  uno  de  los  Juzgados 
de  priméra  instancia  de  Madrid  y  en  l;i 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  su  terri- 
torio, por  D.  Pedro  F,  de  Córdoba,  cou- 
Ira  dona  Maria  del  Cárioeu  Alvarez  y  Va- 
leozueia,  representada  por  su  csj)oso  don 
ADtojyio  Bucet,  subre  pago  de  5.1:20  rs. 
importe  del  depósito  de  un  secreter  qno 
la  dona  Carmen  le  dejó  en  custodia,  co- 
mo  fu  adadora  de  la  asociación  d»í  Hijas 
de  Santa  Paula,  mientras  se  rifaba,  oim- 
gándosp  á  abobar  el  1  por  -100  por  el  ú^- 
pósito. 

'La  deuianilada  rxcfpciouó  nue  baííia 
hecho  el  depósito  del  referido  mueble  cmho 
fundadora  del  asilo,  pero  que  habiéndose 
suprimido  do  real  iíirden,  hacióndoscka  sa- 
ber que  entregase  los  electos  correspon- 
dentes aJ  niisnno^  al  establecimiento  de 
beoeiiccncia  püblic^i ,  coino  lo  hflbia  veri  • 
tícado,  esta  se  habia^nhroírado  en  el  hi- 
gar  d(?r asiló,  V  eí^lnha  ^ijeta  por  tanto  a 
cumplir  Ms  pbligacióncs  contraidas  por 
aqpel;  cuya  'exccpcion  se  impugnó  por  el 
duniaudanic  jppr  no  babee  celebrado  con- 
trato qpi)  la  bftoelice^ia. 

Condenada  doia  Carmen  iiáerpinso.  re- 
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mo  declara  »p  Aaí><rü(flftr>á  eii  5 

«Coosidorando  que  las  doctrina?  Je^^s, 
de  que  el  .maiulaiai  io  ^  g^rpate  ó  represen-, 
lánle  de  ühit  sociedad,  rio  se  oWigí^peisonaí- 
menle  en,  jó¿ p^V"lraU>s  ceif*bin,  sino  lan 
solo  a|  fqp]t4aflte,'ó  4,1^  sociedad  enr  cuya 
vépres^ijflicípñ*.!^?^^  conlratado;  y  de  qoc;,  ^1 
one  so  fiábroira  en  lu^av  dp  nirn  Uaoé^  «hvoq 


q^ne  se  suproga  ^^n  íugar  de  olio  liace  $uyQ? 
lodos  sus  Üereelios  y  oblig^aciotves,  suponen 
siempre,  como  indíspensj^We  .^u'e  conste  el. 
hecho  de  Inexistencia  de)  maoifalo  ,.ó  cons- 
titución (eeal  de  la  Socirdad,  ó  la<lel  nuevo 
contrato  de  s'ubrog^acion:  '  ' 

Consíderaníio  qué  eu  el  ca$o  con.cr¿lo  ()e 
psu^  l»I.  ¡lo  no  resulla  que  la  asociación  de 
Hijas  de  Sania  Paula  tuviese  e^xislcncia  le- 
gal ,  iii  por  eonsiguienle  su  fundadora  el  ca- 
racíei  de  gcretitc  u  rt^presentante  de  una  so- 
ciedad-, ni  que  se  hubiese  celebradtx  ningún 
cónlrr.fo  de  subrogacio^i ,  sino  que  el  objeto 
deposila'do  quedó  á  ku  disposición  sin  que  la 
beneticencia  se  hubiese  incautado  del  mis- 
mo.» {Gac.  21  enero.) 

POBREZA  PARA  LITIGAR.  La 

fentencia  que  otorga  á  una  de  las  partes 
rl  beneficio  de  litigar  como  pobre,  no  es 
dcfinitiva..,.^ 

SejilíiKiia  de  j  8  de  €0«ro  de  1866. 
^  Reéurso  de  ra?arioD  deducido  por  do- 
na Salvadora  Modina,  contra  un  iallo  de 
la  Audiencia  de  Valencia  que  otorgó  á 
D.  Francisco  López  el  benehcio  de  litigar 
[m  pobre  fundándose  la  recurrente  en  la 
infracción  del  ari.  182  de  la  lev  de  En- 
juiciamieolo  civil,  porque  el  jornal  de  un 
i)racero  no  llega  en  Valencia  á  ocho  rea- 
les diarios .  y  el  López  tósmo'  confiesa 
p<^rcil)ir  de  un  legado' diarios.  El 
Iribuoal  Supremo  declara  no  haber  habi- 
do lugar  á  su  admisión: 

tConsiderartdoque  el  recurso  de  casación 
solo  tiene  lugar,  según  lo  dispuesto  en  los 
aris.  1.010  y  1.01 1  de  la  ley  de  Enjnlcia- 
mienlo  civil,  contra  las  sentencias  definili- 
VH8,  ó  en  las  que  habiendo  recaído  «obre  un 
ariiculo  pongan  lérmino  al  joicto  y  háean 
iMipdsible  su  contiguación;  . 

CoiiHiderando  qu^  Ja  «<^nleficía  que  otorga 
a  una  de  las  panes  el  beneficio  de  litigar 
cnnio  pobre  no  termina  el  juicio  principal,' 
III  impicjcsn  conünuacion,  ni  aun  prív.a  á 
aquL'lla  á  quien  agravia  que  pueda  obtener 
oira  declaración,  «i  la  contraria  vtniésé  á 


Consi^e^rvíp^^^ije^.  m^\9<^^^^\^M\ 
•recurso  de- ,cafMíj(>q  inl^rpii^la.^o^alf*  .Uj 
rdiclada  én  «sto^  auto^^no  ¿§  Brqoedenlé' 
conformp  á  la  íey.»  (Gac.  'íí  tód.)  *    '  '  ' 


PROCBDIMIElfTO  OV^.  Püra 
que  sea  admásibte  ebrkc^9§  dmamctotiJ 
por  alguna  de  las  causas  del  art,  \  M%  • 
debe  reclamarse-la  ^hsAiHtciomd^  la  fúl' 
ta  eíi  la  instancia  en  que  sea  ootmaij,:  '  ?í 

íeDlencia  de  i  6  de  eoef o  de  1 8é6.  . 

Autos  ejeculitos  seguidos  en  el  Juzga- 
do de  primera  instancia  de  Cátffí  t  en  la 
Sala  primera  de  la  Andipn{*ia  de  Sevilla 
por  dona  Manuela  HontaiiOn,  ^onió  adiar-- 
nisiradora  de  ciertas  fundric^ories ,  can  eH 
Cabildo  eclesíá^lfco  dé  la  Catedral  de  CA-'* 
diz,  sobre  p»gó"de  rédií^  de  ?m-  réilso- 
impuesto  en  bienes  tie  paíronato.  Dicha* 
Sala  por  sentencia  de  15  de  jumo  de  4865, 
revocando  varios^ autos  a[)etóaos,  declaró 
DO  haber  lugar  a  pronuoi:-íar  senteiicíá' 
d6  rematej  coAtra  cuyo  falló  iniérpuso 
la  Honlañon  recurso  de  easacioil  po> 
las  causas  2.*  y  7.*  del  art.  1.013  de 
la  ley  de  Enjuiciauíicolo  pivil;  porque;  el 
Cabildo  noij|bía  tenido  perBooaiidaid  pa*; 
ra  coDtÍDuiAi  litigio  de^de  que.el  •Go- 
bernador civu  de  ia  provincia ,  como  jefe 
superior  de  patronaloí.  le  previno  no  h- 
ligara;  porque  siendo  tres  la?;  providen- 
cias apeladas  y  admitida  la  primí'ra  en  nn 
efecto,  de^aí  apelación  solo  había  podi- 
do conocer  la  Sala  ^eoleopiadora  í;aso  de 
haberse  mejorado;  y  rpsultabf^  que  no  ha- . 
bia  sido  competente  para  couacfr  deí: 
recurso  porque  su  jurisdicción  nacía  de  la 
mesora  de  la  apetacioo. 

La  Saja  por  providencia  de  S  de  nibo 
dene^^ó  la  admisión  del  recurso ,  v  el  Tri- 
bunal Supremo  confirjna  la  dene^cion: 

^Considerando  que  según  lo  díspiresto  éa  ' 
el  art.  1.019  y  1.025  de  la  ley  d(í  Eujuicia- 
mieiito  civil,  para  <|ue  piíedaí  admitirse  los 
recursos  fundados  eu  las  causas  expresadas 
en  el  arl.  1. Ola  de  laciUida  ley,  es  necesa- 
rio  que  se  haya  reclamado  l|i  $ubsanacion  da 
la  falla,  en  la  ¡nslahcia  en  ^i^ue  ^o  jiubo  co-, 
molido,  y  en  la  siguiente  si  'ha  s'idg  en.  la' 
prime  ni : 

Considerando  que  lá  falta  d^  pei^onalidad 
á  que  se  refiere  ia  recurrente  -«n  'él  primer 
fundanienlo.del  recorso;,  no  'ha  std»  red)»*-, 


Digitized  by 


nMda  ni  Un  Ift  prímeia  ni«n  Ui-mgami  a  ins- 
tancia, con  arreglo-  á  ia»  fr0a«rípdiM»et  da 

loa  eilados  arlícolos: 

Con8Íderaodor^UB  Himpoéo  h^  sido  recla- 
mada oportunamente  con  arreglo  ^lus  aHi- 
cufel  cTfados  la  falta  de  jurisalccfón  atrlbui- 
da  i  I*  Audiencia  <íomo  secundo  Fiindamen- 
ta  del  recarao,  recóotícíátidóse  por  e\  con- 
Icario  por  la  racii/rent*»  la  compeleníw  de  la 
Audiencia  en  la»«  punda  instancia  eti  qoiá  se 
lesnl vieron  las  apeiaciontís  pendietiles: 

Y  cofisiüerando  que  por  Urs  razones 
paellas  no  ha  podiilo  admitirle  esle  recur- 
•o,  fondado  en  las  causas  2.*  y  7-*  del  ar- 
licolo  J.0I3  de  la  l**y  de  Enjuiciamiculo  ci- 
?jJ  ....!>  (^oc.  23  entfro,) 

AI.3ACEAS,  Sus  facultades  se  ea¡^ 
iiendai  no  solo  al  cumplimiento  de  Im 
mandas  piadosas ,  »ino  al  de  lodos  Im  en- 
awgos  que  les  emmútndan  los  testado- 
res, en  cuanto  se  ajusten  á  lo  dls¡,uesto 
p9r  estos. 

SeBleBcá  ét  íl  de  entro  de  1^68. 

Recurso  de  casíwrtoú  ¡nlerpüesto  pór 
doña  Josefa  Blanco  coulra  un  fallo  de  la 
ABdiencia  de  Zaragoza  en  píeilo  que  pro- 
BiOTió  contra  O.  Mateo  Sainz,  y  que  pof 
sndefuQcioQ  se  ba,  seguido  con  su5  hijOí^^ 
y  herederos,  sobre  nulidad  de  la  v^ota 
deán  olivar»  becha  por  los  albateas  de 
D.  Igoacio  M.  Villa,  y  qoe  vino  á  poseer 
el  referido  Sainz  después  de  varias  trasmi- 
siones. £1  Tribunal  Supremo  declara  no 
kaber  lugar  ai  recurso: 


cConsfderando  que  es  doclrina  kgal  ad- 
mitida por  los  tribunales  que  las  facultades 
de  los  aU>aceas  se  f'xífenden,  no  solo  al 
cQmpliaa.-ento  de  las  mandan  piadosas,  sino 
también  a)  de  los  dpmás  encargaos  que  les 
eneooiiendan  los  (esiadores  en  sus  úl limas 
voluntades ,  siendo  por  tanto  válidos  los  ac* 
tos  de  aquel  loe ,  en  cuanto  se  ajustan  á  lo 
di^uesto  por  estos: 

Considerando  que  el  p-e^bílero  Villa,  por 
SQ  l*»lamento  de  15  de  as^oi^lo  de  1830  y 
codícüo  de  8  de  diciembre  de  1835',  no  solo 
eofifírfó  ¿  sus  albaceas  las  facultades  ordi- 
narias, smo  que  añadió  «que  ^i  fiara  valorar 
mas  rsieera  necesario  couslíhiirjps  en  liere* 
deros ,  de*de  luego  íos  constituía',  encargan- 
do muy  prlicu  lar  me  ule  que  si  ocurria  ai 


jvttmiMTiaA  tíHBl  Si- 

sahet  su  modo  de  pensar^))  faeulfindolét  al 
propio  tiempo  para  etfraer  «1  dfnen)  á  los< 
finea  que  tenia  comorticados  á  I*  liiayor  par-* 
le  de  sus  ejecutores,  y  para , «eriiliff  todm 
sk$  bienes  al  ma$  dante*  ' 

ConsidpVando  que  la  venta  d(H  olivar  cu- 
y^  nuHdfcid  se  ha  deniandado  en  <*sie9  auto^ 
se  veHIicé  ed  !.•  de  junio  da  IWQ,  ó  s^a  id 
mes  y  oe!ib  dl«g  dé  la  muerte  del  presbilerii- 
Vfllá,  por  sus  cuatro  teífamentario^,  en  nfc© 
de  las  ámpílas  facultades  que  fes  haWa  con- 
f.írrdo,  brturtcíánd<»la  prévramente  eri  lo^ 
diarios  di»  Zaragoza,  con  ef  objeff)  de  que 
se  (í loriara  al  mas  dante  y  cumplir  asi  jo 
nlandíido  por  el  testador: 

Con«íidfM  fttido  por  lo  expuesto  qne  no  Ira 
sidOinVfin^ida  la  ley  <52,  til.  18,  Partida  3. 
l>nrque  si  bien  establece  el  principio  de  qu«* 
las  v«»nías  que  se  otort^uen  por  los  albaceas 
huyan  de  ter  en  almoneda ,  esto  solamenl» 
se  refiere  á  ios  casos  ordinarios  del  alba- 
ceazgo  y  no  á  aquellos  en  que  como  el  pre- 
serde  el  teslndor  los  autoriza  con  facuHadeH^ 
exlraordbiar'a*!  y  prescribe  la  manera  en 
que  d«'ben  vender  sus  bienes  para  el  cum 
pliuúeido  de  su  volnrilad  ,  úntcaf norma-  á 
que  deben  subordinar  torios  sus  actos: 

Considerando  que  pidién<1o'«c  en  la  de- 
mande que  se  declare  nnla  y  de  ningún  vaf^» 
lor  ni  ef'»cfo  la  venta  del  olivar  olorjifada  por 
los  testamentarios  del  presbítero  Villa,  In 
sentencia  que  ab<^aelv*»  á  sus  po8eedor»'s,  no 
solo  guarda  conformidad  cou  dicha  dex.^n- 
da,suióqne  resuelve  todas  las  cuestione^i 
suscitadas  en  el  pieito.  no  infringiendíy  poi* 
Unto  los  arts.  61  y  883  de  la  t^y  de  Eujui- 
ciamfeula  civií  ae^'un  ropelidaaaenle  lo^We-- 
lie  declarado  esle  Supremo  Tribunal:  . 

Considerandt)  que  !as  leyes  13,  Ul.  22^ 
Partida  3.*,  y  2.*,  til.  18,  libro  11  de  La  No 
visinia  Recopilación  ,  s¡  bieii  establecen  co- 
mo regla  general  que  no  valga  el  segundo 
juicio  siendo  contrario  á  otro  de  que  no 
hubiere  nizndo  ninguna  de  las  partes,  lo 
prescriben  b;»jo  el  expreso  supuesto  de  qn»* 
ambos  pililos  hayan  versado  entre  las  mis- 
mas personas,  sobre  la  misma  co1»a'y  en  la 
misma  manera: 

Considt^rando  que  en  el  caso  de  acluatidud 
no  han  concMrndo  dichas  circunstancias, 
toda  vez  ooe  el  auto  no  apelado  de  20  de 
enero  de  l8G2  por  el  que  se  declaró  herede- 
ra abinlestrilo  del  presbítero  Villa  y  bujo 
derlas  restricáoues  á  doña  J<»sefa  Blanco 
fué  dictado  en  el  juicio  voluntario  de  testa- 
mentaría promovido  3^  aust^ciado  por  la 


gana  fiada,  oyesen  al  presbítero  Marin  y  á   dona  Josefa,  y  en  el  qué  no  lo\'o  interven- 
.  José  Bordas,  dos  de  sor  MfilamentariOf^y   clon4^^na  D.  Maleo  Sainz, 


por  leneriea  oooiuaioadaa  f aríatf  ottaa ,  y 


rttJfon  for  la 

qae  bo'exisUendo  oontrariiedad  al^iik  eptra 


Digitized  by 


Google 


4» 


U^ej^cuioria  de  <3  d?  ociu^^  de  18fi4  y  el  ta  que  apare%ai  indieodo.  mm «fe  ite»^i»' 

rpfer  do  Aillo  de  20  Ha  ftíiArn  rfo  fftfiO    .w.  A  .1  - 


referido  aulo  de  20  de  euerp  de  !8¿2.,  uo 
han  $ido  ¡nfriflgidat  las  dos,Jeye8  an^eriwr 
ro^nle  eileda^: 

Considerando  queja  íey  1.*,  Ul.  18,  libro 
10  de  la  Nov.  Rccop.,  que  Uala  de  las  so- 
lemnidades de  (e«ti¿os  iieces^ios  eQ  el  Lf^" 
tamento  abierto  ó  niincup^iirq,  y  la  16, 
til*  18  de  la  Parlida  3,*,  que  determina, e4ÍDno 


CMige  que  sea4milado  expresamnte. 

\.      Becision  ile  i6  diéDero<lft4866.  J 

Cómi^éreiicia  entre  el  Juzgado  \ 
mtdL  ioétáócia  de  Vigí)  j  el  3e  la  AudiíWH 
ciá  de  esta  corte  sobre  CDnoc(mieDlo  d«la 
deftt^nda  propuesta  oor  O.  Fernando 


dewn /"azer  iaí  carias  de  la$  hvores  qm  el  j  quete¡ contra  Jo5a  María  de  )a  Morena: 
^fL'^JtTÍfl^^^^^^  el  paso  de  '-12.000  rs.  en 


xión  con  ninguno  de  los  puntos  deb^^tidos  en 
fstos  autos,  ni  por  consiguiente  que  Hayan 
sido  Infringidas: 

T  considerando  que  reducida  la  cuestión 
de  autos  á  sí  la  venia  del  olivar  se  hizo  ó  no 
^  la  forma  determinada  por  el  presbítero 
Villa  en  su  testamento,  no  tienen  aplicación 
alguna  las  observancias  citadas  también  po- 
mo infringidas  ante  el  Supremo  Tribunal.* 
(Gac.  23  enero.) 


CMiip«ienelA«deeldida«  poir  elTrltanai 
Supremo  de  Jusllela. 

DESAPOTSRO.  La  fuena  en  la  eo^ 
ta  es  circunslañcia  calificadora  del  delito 
de  robo,  y  habiéndola  no  puede  reputar^ 
se  hurlo. 

Decisión  de  15  de  enero  de  1866. 

Competencia  entre  el  Juzgado  pri- 
Talivo  de  ingenieros  de  Castilla  la  Nueva 
T  el  Juez  de  primera  instancia  de  Getafe, 
solrfe'el  conocimiento  de  la  causa  fonna- 
da  contra  Juan  García  Zaragoza,  por  sus* 
tracción  de  plomo  de  los  tejados  y  garitas 
del  cuartel  de  Leganés.  Se  decide  á  favor 
del  Juzgado  privativo  de  ingenieros: 

«Considerando  que  no  puede  graduar*»© 
de  liurlo  el  bocho  de  que  se  (rala,  porque 
ai  verificarse  hubo  necesariamente  fuerza 
€n  la  co5a.  circunstaucia  calificadora  del  de- 
lito de  robo: 

Y  considerando  que  lanío  el  art.  4.*,  lítu- 
lulo  3.^  tratado  8.®  de  las  ordenanzas  del 
nercilo,  como  el  art.  5.*  del  reglamento 
de'cimo  de  las  del  cuerpo  de  ingenieros,  es- 
tablecen terminantemente  el  desafuero  e\\ 
los  casos  de  robo  en  cuarteles  y  demás  edi- 
ücios  militares.»  {Gac,  2#  enero.) 

ACCIOJÍPEHSOIÍAL,  '  Pm'aa¡)rer 
éiar  la  ^cmpeíericia  del  Juc%  del  ¡f^ugar 
en  que  (kba(íumptímlaokligamn,'ba$.y 


cumplimiento  de  cierta  declaración  teí»tíi- 
meolaria  de  d|i  padre.  Se  ^ecide  á  favor 
del  Juzgado  de  Madrid:    -  .  ' 

,  «Considerando  que,  según  el  párrafo  ter^ 
cero,  art.  5.**  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
crVil ,  es  en  primer  irfrtiino  competente  pa- 
ra conocer  de  los  pleitos  en  que  se  ejercitan' 
accionas  personales,  como  lo  es  la  ejercita- 
da en  el.eciual  litigio,  el  Juez  del  lugar  en 
que  deba  cumplirse  la  olp^ligacion: 

Considerando  que  para  esto  basta  indiciar 
el  lugar  ,  porque  dicha  ley  no  exige  que  los' 
interesados  le  hayan.  sfñal^dO  expresa- 
mente:) 

Considerando  que  e»  la  cláiisula  11  del 
leslamenlo  de  D.  Gregorio  de  la  Morena  se 
da  á  entender  que  es  Madrid  el  lugar  en  que 
se  han  de  entregar  los  12.000  rs.'  á  que  la 
mencionada  cláusula  se  refiere,  porque 
Siendo  ios  testamentarios  los  encargados  de 
cumpKresa  obligación  por  el  testador,  es. 
natural  creer  que  esta  quiso  que  se  realiza'-' 
f  an  Us  entregas  en  el  lugar  en  que  se  prae- 
ticasen  las  operaciones  de  la  testamentaria, . 
la  cual  radicó  en  Madrid: 

Y  considerando  que  la  demandada  susli- 
luye  á  los  testamentarios,  porque  estos  al 
terminar  la  testamentaria  la  encargaron  pa- 
ra los  expresados  12.000  rs.,  y  no  aparece 
que  e.ila  rehusara  el  encargo  en  la  forma  qu« 
los  lestameutarios  debiau  desempeñarlo;»  . 
(Gac.  23  enero.) 


1  ADVERTENCIA. 

Repartimos  con  esta  entrega  hasta  ta  25 
déí  dño  anterior.  Las  sucesivas  contendrán 
la  Jurisprudencia  y  tos  índices, 

M.  M.  fttdcmiLLA,  Director  propietaria, 
y  iditor  responsable. 
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PARTE  LlfilSLATITi. 


Lcycfl,  Étoeretos,  reales  érdeaes  y  elrra- 
larea  4e       eeAtres  #lreetlTe«. 

32.  QUINTAS.— B.  O.  de  26  de  febrero, 
acordando  la  inclusión  de  un  mozo  en  el  alis- 
tamiento respeoti^o,  y  haciendo  responsa* 
bles  á  los  Ayuntamientos  que  dejen  de  in- 
c  uir  4  los  comprendidos  en  oualquiera  de 
ios  casos  del  art,  38  de  la  ley. 

(GoB.)  El  Sr.  M¡i)¡8lro  de  ta  Gobernación 
dice  con  psla  fecha  al  Gobernador  de  ta  pro- 
vincia de  Segovia  lo  que  sigue: 

aEnlerada  ia  Reina  (Q.  í)  G.)  del  expe- 
diente de  competencia  entre  los  Ayunta- 
mienlos  de  Villeguillo,  en  esa  provincia,  y 
Uano  de  Olmedo,  en  la  üe  Valladolid,  sobre 
H  atistamienlo  de  Florenliiio  Jiménez  y  Go- 
Eoez  para  !a  quinta  de  1864: 

Resuílando  que  alistado  este  en  Villegui- 
Ho,  el  Ayuntamiento  del  mismo  pueblo  pre- 
guntó ai  de  Llano  de  Olmedo  en  19  de  ene- 
r<)cle  1864  si  la  viuda  Basiiisa  Gómez,  madre 
del  expresado  mozo,  era  considerada  aIJi 
eofuo  vecina  y  si  su  hijo  había  sido  com- 
prendido en  el  alislamienlo,  á  lo  cual  en  el 
mismo  día  conlesió  negativamente  la  refe- 
rida municipalidad  de  Llano  de  Olmedo. 

Resultanao  que  la  de  Vilieguillo  en  26  del 
citado  mes  acordó  á  instancia  de  parle  la 
exclusión  de  dicho  quinto;  y  que  negando - 
tambos  Ayuntamientos  á  alistarle,  eleva* 
ron  sus  expedientes  á  los  respectivos  Con- 
sejos provinciales,  entre  quienes  no  hubo 
conformidad  acerca  del  particular: 

Vistos  los  artB.  13,  33,  55 ,  56  y  57  de  la 
ley  de  reemplazos ,  y  la  R.  0.  de  29  de  oc- 
lobre  de  1863: 

Considerando  que  Florentino  Jiménez 
únicamenl*»  fué  alistado  en  Vilieguillo  den- 
tro del  término  legal,  aunque  por  su  edad 
y  por  la  residencia  de  su  madre  debió  serlo 
también  en  Llano  de  Olmedo,  sin  perjuicio 
de  que  los  Ayuntamientos  de  ambos  pue- 
blos enlabiasen  después  la  oportuna  compe- 
tencia con  arreglo  al  arl.  57  citado: 

Considerando  que  el  plazo  de  la  rectifica- 
•ion  del  alistamiento  para  la  quinta  de  (j^qe 
se  Irala  terminó  en  23  deenero  del  mismo  ano, 
y  que  hasla  tres  dias  después  no  se  acordó 
U  exclusión  d^fl  referido  mozo  por  el  Ayun- 
'ainienlo  de  Villeeruillo:  «  I 

*  Tomo  X  del  Dice. 


Considerando  que  atendida  esta  circuns^ 
lancia  tiene  complela  aplicación  al  presente 
caso  lo  dispuesto  en  el  arl.  56  de  la  ley  da 
reemplazos; 

S.  M. ,  de  conformidad  con  el  diclámen 
de  la  sección  de  Gobernación  y  Fomento  d*» 
Consejo  de  Estado,  se  ha  servido  declarar 
ue  Florentino  Jiménez  y  Gómez  correspon  • 
e  al  alistamiento  formado  en  Vilieguillo 
para  la  quinta  de  1864,  y  mandar  en  su 
consecuencia  que  se  verifique  c^n  él  un 
sorteo  supletorio,  si  no  fué  incluido  en  el  ge- 
neral celebrado  en  dicho  pueblo,  respon- 
diendo de  la  suerte  que  le  alcance.  Al  pro- 
pio liempo  ha  tenido  á  bien  disponer  S.  M.: 

1.  ®  Que  V,  S.  aperciba  al  Ayuntamien- 
to del  mismo  pueblo  por  haber  acordado  la 
exclusión  del  quinto  de  quien  se  trata  dos 
dias  después  d«  verificado  el  sorteo,  fallan- 
do á  lo  expresamente  mandado  en  la  dispo- 
sición 6.*  de  la  real  orden  circular  de  29  de 
oclubre  antes  citada  y  en  el  arl.  ^33  de  la 
ley,  toda  vez  que  en  su  acuerdo  consig^nó 
dicha  cerporacion  que  la  viada  Basiiisa  Gó- 
mez residia  desde  diez  meses  antes  en  aquel 
pueblo. 

2.  ®  Que  esta  resolución  se  circule  para 
que  sirva^  de  regla  general  en  casos  de 
igual  naturaleza. 

Y  3  *  Que  los  Gobernadores  de  las  pro- 
vincias impongan  la  corrección  oportuna  á 
los  Ayunlamienlos  que  dejen  de  incluir  en 
el  alislamienlo  respectivo  á  algún  mozo 
comprendido  en  cualquiera  de  los  cuatro 
casos  del  arl.  38  citado,  sin  perjuicio  de 
cumplir  lo  dispuesto  en  el  arl.  57  de  la  mis- 
ma ley  cuando  un  individuo  resnile  alistado 
simulláneamenle  en  dos  ó  mas  pueblos.» 
De  real  órden  etc.  Madrid  26  de  febrero  d«í  * 
1866.— El  Subsecretario,  Estanislao  Suarez 
Inclán .  {Gac.  2  marzo,) 


83.  AYUDANTES  DEL  EJERCITO.- 
B.  O.  de  10  d©  lebrero,  uniformando  sus 
sueldos. 

(GüíRRA.)  «Siendo  muy  variados  lo-» 
sueldos  que  tienen  consignados  los  ayu- 
dantes de  los  cuerpos  ácA  ejérciio,  no  obs- 
tante tener  lodos  idénticas  t unciones  en  l.i 
actualidad,  y  á  fin  de  poner  lérmino  á  unas 
diferencias  que  no  so  hallan  justificadas  por 
ninguna  necesidad  ni  convenioncia  del  ser- 
vicio, ha  tenido  á  bien  mandar  la  Reina 
(Q.  D.  G.),  que  desde  1.**  de  unrzo  prójci- 
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mo  los  ayudantes  disfruten  la  gralifícacioii 
anual  de  120  escudos  sobre  el  sueldo  que 
eslá  asignado  á  ios  lenietites  de  su  reüpeo- 
tiva  arma  é  inslitulo.»  De  real  órden  ele. 
Madrid  10  de  febrero  de  i866.— O'Donnell. 
{Gae,  3  marsio,) 

34.  OBSíIBVACIOlSrES  METEOBOLO- 
OIOAS.— H.  O.  de  27  de  febrero,  orcranizan- 
üo  las  de  los  est^iones  provinoialea. 

(FoM.)  Instrucción  pública.  —  Ciencias. 
— A  fin  de  organizar  de  una  manera  uni- 
forme las  observaciones  meteorológicas  que 
se  ejecutan  en  las  estaciones  provinciales 
puestas  á  cargo  de  este  Ministerio  por  real 
decreto  de  15  de  julio  del  año  próximo  pa- 
sado, y  Con  objeto  de  que  el  movimiento 
del  personal  del  profesorado  público  de  los 
estabíecimienlos  de  enseñanza  que  atiende 
al  indicado  servicio  no  introduzca  en  el 
mismo  perturbación  alguna  que  pueda  oca- 
sionar  interrupciones,  la  Reina  (Q.  D.  G.) 
ha  tenido  á  bten  adoptar  las  disposiciones 
siguientes: 

1.  '  El  servicio  de  las  estaciones  meteoro- 
lógicas provinciales  estará  á  cargo  de  los 
catedráticos  de  física  y  química  de  los  ins- 
titutos de  segunda  enseñanza,  por  cuyo  co- 
meCido  percibirán  la  gratificación  anual  de 
200  escudos.  En  caso  de  vacante,  prestará 

servicio  y  disfrutará  la  gratificación  el 
sustituto  que  nombre  la  Dirección  general 
de  instrucción  pública  ó  el  rector  del  dis-* 
trilo  universitario  designe  para  desempe- 
ñar la  cátedra. 

2.  *  Nü  diislanle  lo  prevenido  en  la  dis- 
posición anterior  y  en  las  estaciones  me- 
teorológicas establecidas  en  localidad  donde 
exista  universidad  con  facultad  de  ciencias 
dirigirá  las  observaciones  con  la  gratifica- 
ción precitada  el  catedrático  de  ampliación 
de  la  íUica.  esperimenlal,  ó  el  que  le  susti- 
tuya en  caso  de  vacante. 

S.*  El  cargo  de  ayudante  de  las  esta- 
ciones meteorológicas,  retribuido  con  100 
escudos  anuales,  se  próveerá  en  lo  sucesivo 
por  el  comisario  regio  del  Real  Observato- 
rio astronómico  y  meteorológico  de  Madrid, 
á  propuesta  del  catedrático  jefe  de  la  esta- 
ción. l)e  real  órden  etc.  Madrid  27  de  fe 
brero  de  1866.— Vega  de  Armijo.  (Gac. 
ftiarso.) 

35.  ADÜAKAS.-R.  O.  de  17  do  febrero, 
moaificanao  el  art.  3o9  de  Xas  craenanzas  / 
aerogauao  otros. 

(H\c  .)  ....  S.  M  ,  de  acuerdo  coiTlo  infor- 
nuiüo  |'í«r  el  Consejí)  de  Estado  y  lo  pro- 
puesto pi  r  V.  i  ,  se  ha  dignado  mandar: 


PARTK  LCGlSLATlf  A* 

Que  se  modifique  el  art.  359  de  las 
ordenanzas  de  aduanas  en  los  términos  si- 
guientes: 

Art.  359.  «Las  mercancias  nacionales 
confundibles  con  las  exlfanjeras  que  no  lie* 
ven  impreso  el  signo  ó  marca  de  la  respec- 
tiva fábrica,  deben  ir  garantidas  en  su  cir- 
culación par  la  zona  fiscal  con  una  guia  que 
expedirá  la  administración  de  aduanas  ó  de 
rentas  del  punto  donde  se  halle  enclavado 
el  establecimiento  de  donde  procedan,  pré- 
vio  reconocimiento  del  cual  resulte  (a  iden- 
tidad de  aquella.  Las  conducidas  por  cabo- 
taje podrán  ir  á  lo  interior,  para  cuyo  efec- 
to las  administraciones  de  aduanas  respec- 
tivas expedirán  las  guias  de  que  antes  se 
hace  mérito  con  referencia  á  la  corrtspon- 
diente  factura  de  registro,  incurrirán  en  ta 
pena  de  comiso  las  mercancías  de  produc- 
ción nacional  que  circulen  por  la  zona  sin 
cualquiera  de  ios  requisitos  antes  expre* 
sados.» 

2.^  Queda  derogado  el  último  párrafo 
del  art.  230  de  las  ordenanzas,  y  los  ar- 
nVulo8  359  y  441.  De  real  órden  etc.  Madrid 
17  de  febrero  de  1S66. — Alonso  Martínez. 
{Qac,  7  marzo.) 


36.  EJBKOITODEULTRAMAB.-Bear 
órden  de  18  de  febrero,  sobre  certificados 
de  existencia  de  individuos  del  mismo. 

(Guerra.)   La  mayor  parle  de  las  solici- 
tudes que  se  reciben  en  este  Ministerio  re- 
clamando certificados  de  existencia  perte- 
necientes á  individuos  de  tropa  de  los  ejér- 
citos de  Ultramar  carecen  de  antecedentes 
para  practicar  las  averigaciones  necesarias, 
que  en  muchos  casos  podrían  los  ¡nt<M-esa- 
(ius  obtener  directa  y  mas  eficazmente;  en 
su  vista  la  Reina  (Q.  D.  G.),  deseando  no 
desatender  aquellas  que  tengan  por  origen 
algún  objeto  oficial  ó  la  falla  de  medios  para 
Verificar  las  averiguaciones,  ha  tenido  á 
bien  disponer  que  los  interesados  acudan 
directamente  á  esa  comandancia  central  de 
los  depósitos  de  bandera  para  que  si  en  ella 
no  constare  el  fallecimiento  ó  vicisitudes 
posteriores  al  embarque  de  los  comprendi- 
dos en  la  instancia,  las  trasmita  V.  S.  con 
relación  mensual  á'las  Capitanías  generales 
respectivas  de  aquellas  islas  para  los  efec- 
tos á  que  haya  lugar,  publicándose  esta  dis- 
pübiciun  en  la  Gaceta  á  fin  de  que  llegue  á 
conocimiento  de  los  que  se  hallen  «n  el  pre- 
citado caso.  De  real  órden  etc.  Madrid  18 
(1.;  febrero  de  18G6.— O^DonnelL— Sr.  Co- 
ronel jefe  de  los  depósitos  de  Ultramar. 
(6'ac^7  marzo.)  • 
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37.  CACAO  PBIN0IFJB.-B40.  dd  19  de 
fébrero  determinando  su  adeudo. 

(Hac.)  ....  La  Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenido 
i  bien  disponer  que  el  caeao  Principe,  pro- 
ducto y  procediendo  directamente  de  puntos 
extranjeros  de  la  costa  occidental  de  A  Trica, 
sdeade  y  se  comprenda  en  ia  partida  .91  del 
arancel  vigente,  debiendo  hacerse  la  boni- 
ficM.on  que  previene  la  regla  15  cuando 
proceda  directamente  en  buque  nacional  de 
la  isla  de  Fernando  Póo  y  sus  dependencias; 
eoleadiémlose  que  la  procedencia  de  Africa 
que  expresa  la  partida  92  se  refiere  sola^ 
mente  á  los  cacaos  de  producción  america- 
na, que  por  cualquier  causa  hayan  sido 
conducidos  á  dicha  parle  del  mundo.  De 
*reai  orden  etc.  Madríd  l&  de  febrero  de 
1866. — Alonso  Martínez*  (Gae,  9  marzo.) 

93,  PHESUPITESTOS  PHOVUTCIA- 
Ix£8.^B.  O.  de  28  de  fabrero,tdiBponiendo 
el  modo  de  «atúfaoer  ios  honorarios  de  los 
letrados  en  los  litigios  de  la  Administraolon, 
7  en  la  defensa  de  acuerdos  sobre  sefiala- 
laiento  de  servidumbres  pecuarias. 

(FoM.)  ....  En  vista  de  la  consulta  eleva- 
da áesle  Ministerid  por  el  Gobernador  de  la 
{^ovincia  de  Ciudad- ElesI  acerca  dej  modo 
de  satisfacer  loa»  honorarios  de  un  letrado  que 
haya  de  lúmar  parte  én  la  defensa  de  un 
acuerdo  sobre  señalamiento  de  ciertas  servi- 
dumbres pecuarias  en  los  quintos  llamados 
de  Guijarron  y  Valdemanco,  de  que  es  po- 
seedor don  Tomás  de  Velasco  y  Ripoll;  y 
de  conformidad  con  el  dictamen  emíMdo 
por  ias  secciones  de  Gobernación  y  Fomen- 
to y  Estada  y  Gracia  y  Justicia  del  Consejo 
de  Estado,  S.  M.  ta  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha 
lervido  disponer: 

1.*  Que  siempre  que  pueda  ser  aplica*» 
Ue  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segundo  dtl 
uU  92  de  la  ley  para  el  gobierno  y  admi^ 
cUtraeíon  de  ias  provincias ,  los  honorarios 
devengados  en  defensa  del^  A.dminislracion 
aole  ios  Consejos  provinciales  deberán  ser 
ioeloídos  en  los  respectivos  presiípucstos 
cono  deuda  lejilima,  ó  satisfacerse,  en  los 
casos  que  proceda,  de  las  partidas  de  im- 
previstos; facilitándose  así  el  medio  de  ha- 
iiar, letrado»  que  se  encarguen  de  las  dé- 
jenlas. 

Y  2.*  Qoe  no  podiendo  entenderse  de- 
rogado por  eJ  referido  articulo  de  la  men- 
dofiada  ¡ej  el  reg'iamenlo  de  la  Asociación 
^enerii  de  Ganaderos  cuando  se  trate  de 
'itíender  ios  derechos  ó  intereses  de  la  ga- 
üádeha  en  astuíU^H  de  servidumbres  pecua- 
íias,  cr>rrp»^>íKÍc  representarlos  al  presi- 
áeüle  de  la  aAOCÍaciou,  el  ciial  deberá  mo^ 


trarse  parte  á  nombre  de  la  misma,  de  cúvo 
cargo  serán  entonces  el  nombramiento  de 
los  letrados  y  el  pago  de  sus  honorarios.  De 
real  orden  etc.  Madríd  28  de  febrero,  do 
1866. — Vega  de  Armijo.  (Gae,  9  marzo.) 

Goisideramos  arreglada  la  anterior  dis- 
posicioo  del  MiDÍ8ierio  de  Fomento  á  lo 
qoe  se  ordena  en  los  arlícnloft  37,  párra- 
fo 2.*^;  56,  párrafo  9.%-  61  y  92  de  la  ley 
de  25  de  setiembre  de  4865  para  el  go- 
bierno y  admÍDistracíoQ  de  las  provincias; 
al  arl.  11.®,  párrafo  2 i  de  la  ley  de  presu- 
puestos y  contabilidad  provincial  de  20 
de  setiembre  de  4865,  y  al  art.  12  del 
reglamento  para  su  ejecución.  Pero  no  nos 
parece  inconducente  hacer  que  llegue  a 
nuestros  lectores  otra  R.  O.  de  H  de  se- 
tiembre ds  4858,  ao  inserta  en  la  Gacela 
Bí  en  la  Colección  legulatívat  la  cual  fué 
expedida  por  el  Mioislerio  de  la  Goberna- 
ción, ácuyo  ramo  corresponde  ésie  asun- 
to. Esta  real  órden  se  dictó  como  acla- 
ración del  art.  44  del  reglamento  de  4.* 
de  octubre  de  4845,  sobre  el  modo  de  pro- 
ceder los  Consejos  provinciales.  Dice  asi: 

39.  «MimSTERIODK  LA  GoBEnNAClOIl. — La 

Reina  (Q.  D.G  )  se  ha  sTvido  resolver,  oido 
el  Consejo  de  Eslado  y  como  aclaración  al  ar- 
tículo 44  del  reglamenlo  de  1.®  de  octubre 
de  1845,  acerca  del  modo  de  proceder  los 
consejos  provinciales: 

1.  **  Que  en  los  pleitos  que  versen  sobre 
asuntos  en  que  eslé  inmediatammile  inlcre- 
sada  la  Administración  central,  los  Gober- 
nadores encarguen  su  defensa  á  los  fiscales 
de  Hacienda  y  donde  no  los  hubiera  á  los 
promotores  fiscales  de  los  Juzgados. 

2.  °  Que  cuando  únicameiiie  estén  inte- 
resadas corporaciones  administrativas  pro- 
vinciales ó  municipales,  se  nombren  los  de- 
fensores en  sus  litigios  admini^lralivos  por 
los  Gobernadores  en  el  primer  caso  y  por 
los  Ayonlamieiitos  debidamente  autorizados 
en  el  segundo  abonándose  los  honorarios  de 
los  fondos  pertenecientes  á  la  respectiva 
corporación.  De  real  órden  etc.»  (Bol.  of.  d& 
Soria,  núm,  124.) 

40.  EMPLJBADOS  PUBIiICOS.-B.  D.  de 
'  4  demarzo,  ainrobaudo  el  reglamento  orgá- 
nico dd  las  oanr*a8  cinies  do  la  Admiaifl- 
olon  pública. 

(pRE^.  wh  C.  ws,  M.)  Exposición  á  S  M. 
'—Señora.— La  í^y  de  2j  de  junio  de 
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1864  (l)  rtiableció  regias  para  f  I  ¡tigrero  y 
ascetisu  en  las  carreras  eivilea  de  la  Admi- 
nislracion  púbiica,  qne  han  servido  de  ante- 
marjil  contra  impacientes  é  injirttíficadas 
ambieÍQnfS,  y  del>en  ser  cimieoto  e»  fue  se 
funde  ei  buen  órden  aduiinislralivo. 

Para  alcanzarlo  y  salisfacer  las  nnáiiimes 
manifestaciones  de  la  opinión  pública,  el 
Gobierno  de  V.  M.  ha  desarrollado  las  dis- 
posiciones legales  vigentes  en  el  adjunto  re- 
clámenlo orgánico  de  las  carreras  civiles,  y 
las  ha  complementado  de  una  manera  res- 
irlcliva,  cofifurme,  en  general,  con  la  opi- 
nión emitida  por  el  Consejo  de  Estado  en 
p!eno,  con  cuanto  ha  creido  eñcaz  para  que 
el  favor  ceda  de  una  vez  el  puesto  á  los  me- 
recimientos y  servicios;  para  que  sean  pre- 
ferentemente atendidos  los  cesantes  que 
disfruten  sueldo  del  Estado;  para  qjpe  el  In- 
greso en  la  Administración  solo  se  logre  con 
titulos  académicos  (|ue  supongan  conoci- 
mientos adquiridos  o  previo  examen  que 
acredite  suOciencia ;  y  para  dar  garantías  de 
estabilidad  á  los  funcionarios  que  hayan 
justificado  en  cierto  número  de  añas  de  ser 
vicios  su  celo ,  su  laboriosidad  y  su  honra- 
dez, dejando  sin  embargo  expedita  |la  ac- 
ción de  los  Ministros  respansables  en  las  ca- 
tegorías mas  elevadas,  cuyos  individuos 
deben  hallarse  siempre  ideniifícados  con  las 
miras  y  los  propósitos  del  Golyierno. 

Detállanse,  por  olra  parte,  las correccio- 
nes,di8cipíinales  que  podrán  imponerse  á  los 
empleados  civiles  ,  lo  cual  era  necesario, 
concecTiéndoles,  como  á  la  mayoría  se  les 
concede ,  la  iriamovilidad. 

Vuestro  Co/is«»Jo  de  Ministros  se  lisonjea, 
Señora,  de  que  la  estricta  observancia  del 
reglamento,  que  hoy  lien*»  la  h#nra  de  so- 
meter á  la  aprobación  de  V.  M.,  y  al  que 
aspira  á  dar  firmeza'de  ley,  llevará  el  ór- 
den, el  concierto  y  la  moralidad  á  la  Admi- 
nistración; evitar^  que  las  eventualidades 
políticas  perturben  en  adelanta  la  buena 
gestión  de  los  negocios;  engendrará  la  con- 
fianza de  los  funcionarios;  despertará  su 
celo  y  su  inierés  por  el  mejor  servicio;  ha- 
rá imposibles  exigencias  injustificadas,  y 
permitirá  contar  con  la  cooperación  inteli- 
gente de  un  buen  personal  administrativo; 
redundando  todo  ello  en  bien  y  provecho 
del  Estado.  Madrid  4  de  marzo  de  1866.— 
Señora.— A  L.  R.  P.  de  V.  M  —El  Piesi- 
denle  del  Consejo  de  Ministros,  Ministro  de 
la  Guerra,  Leopoldo  O'donuelL— El  Minis- 


W)  Es  la  ley  de  presupaeitos  para  el  año  eeonómito 
lie  1104.65 ,  in^eru  en  la  pñ^r.  33S  del  temo  8.0  ó-  Befoli» 
«le  1064,  cuyt  art.  1«  e&tablece  Ia«  reglas  de  qut  it  hace 
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tro  de  Estado,  Manuel  Bermudez  de  Castro. 
— El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  Fernán 
do  Calderón  y  Cortantes. — El  Miniatro  de 
Hacienda ,  Manuel  Alonso  Martínez.— El  Mi- 
nistro de  Marina ,  Juan  de  Zavala.— El  Mi- 
nistro de  la  Gobernación,  José  de  Posada 
Herrera. — El  Minislro  de  Fomento,  Antonio 
Aguilár  y  Correa. — El  Minislro  de  Ultra- 
mar, Antonio  Cánovas  del  Castillo. 

REAL  DECRETO. 

De  acuerdo  con  lo  que  me  ha  propuesto 
mi  Consejo  da  Ministros,  y  oído  ei  de  Es- 
tado, 

Vengo  en  aprobar  el  siguiente 

REGLAMENTO 

orgánico  de  las  carreras  civiles  de  la 
Admiipdstracion  pública. 

CAPITULÓ  PRIMERO. 

De  las  categorías  y  clases  de  los  empleadas  de 
la  Administración  civil . 

Artículo  1.®  Los  empleados  en  las  car- 
reras civiles  de  la  Administración  pública  se 
dividirán  en  las  categorías  siguientes: 

1.  "   Jefes  superiores. 

2.  *   Jefes  de  Administración. 
3  •   Jefes  de  Negociado. 

4.  *  Oficiales. 

5.  *   Aspirántes  á  oficiales. 

Habrá  además  la  clase  de  subalternos,  sin 
que  sus  individuos  tengan  carácter  de  ein- 
picados  públicos,  salvos  los  derechos  ad- 
quiridos. 

Art.  2.®  Los  empleados  de  la  primera 
calegoría  disfrutarán  ai  menos  de  5.00^  es- 
cudos de  sueldo. 

Les  de  la  segunda  estarán  subdivididos 
en  cuatro  clases,  con  los  sueldos  de  4.000, 
3.500,  3.000  y  2.600  escudos. 

Los  de  la  tercera  calegoría  se  subdividi- 
r*n  en  tres  clases,  con  2.401,  2.000  y  1.600 
escudos. 

Loa  de  la  cuarta  en  cinco,  con  1.400, 
1.200,  l.OOO,  80#  y  600  escudos. 

Y  los  de  quinta  en  tres,  con  600,  400  y 
300  escudos. 

Los  sueldos  de  los  subalternos  no  quedan 
sujetos  á  escala  determinada,  perteneciendo 
á  esta  clase  todos  los  que  presten  un  serví- 
c\f>  puramente  material,  cualquiera  q^ie  sea 
la  asignación  ó  premio  que  se  les  señale. 

Art.  3.*  Mientras  no  se  determino  olr.i 
cosa  por  una  leyj  lo  dispuesto  en  los  ariiiMi- 
los  anteriores,  y  en  los  que  siguen,  referen- 
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lit  al  nombramlanto.  ln|preio  y  atcenso  de 
k»  empleados  civflea,  no  comprende, 
for  razón  de  su^  func¡one«: 
k  los  Consejeros  de  Estado  y  demás  em« 
pkados  q«e  ejercen  alribociones  coosuU 
Uvas. 

Por  razón  de  su  organización  especial: 

1.  ^  Al  Tribunal  de  Cuentas  dei  Reino  y 
empleados  que  sirven  en  el  mismo. 

2.  **  Al  fiscal,  secretario  general,  oficia- 
les mayores,  tenientes  fiscales,  oficiales  y 
aspiranles  del  Consejo  de  Estado. 

Por  razón  de  su  especial  instituto: 

1.  °  A  los  tudividuos  de  Ja  carrera  diplo- 
mática y  de  la  consular. 

2.  "  A  los  ingenieros  de  los  tres  cuerpos 
civiles. 

3.  **   Al  cuerpo  de  telégrafos. 

4.  *    Al  profesorado. 

5.  ?  A  los  empleados  facultativos  del  ra- 
mo de  estadística ;  y 

6.  *  A  los  empleados  de  vigilancia,  de 
eárceles  y  de  presidios  que«  con  indepen* 
deacia  de  las  demás  carreras  del  Estado,  se 
regirán  por  un  reglamento  especial. 

Por  razón  del  orden  distinto  en  que  fun- 
cionan. 

1.  °  A  los  magistrados,  jueces  y  funcio- 
narios auxiliares  de  la  Administración  de 
justicia. 

2.  ^  Al  ministerio  fiscal. 

Los  individuos  de  los  cuerpos  é  institutos 
expresados  quedarán  sujetos,  por  su  carác- 
ter de  empleados  públiaos,  á  las  disposicio- 
nes del  presente  reglamento,  en  todo  cuanto 
no  esté  previsto  en  las  leyes  ó  reglamentos 
es)>eciales  porque  aquellos  cuerpos  ó  insli- 
tiítds  se  rijan. 

Art.  4.^  Cuando  cualquiera  de  los  indi- 
viduos á  que  se  contras  el  articulo  prece- 
dente pase  á  continuar  sus  servicios  en  la 
Administración  general,  no  podrá  optar  á 
mayor  ventaja  que  la  que  le  corresponda, 
reculando  la  categoría  ds  su  anleror  desli- 
m  por  la  que  en  la  carrera  de  la  Adminis- 
tración, propiamente  ^dicha ,  eslé  stnlalada 
ai  Jíueldo  que  en  aquella  hubiese  disfrutado. 

Lo  dispuesto  anleriormenie  no  comprende 
Á  ios  empleados  de  la  Administración  activa 
ó  consultiva  que  tengan  señalado  distinto 
orden  de  ingreso  y  asc<?nso  por  una  ley  es- 
pecial orgánica  del  cuerpo  ó  instituto  en  que 
sirvan. 

Cuando  estos  empleados  pasen  á  servir 
en  las  demás  carreras  del  Estado,  quedarán 
cometidos  á  las  prescripciones  gentrales  del 
presen Is  reglamento;  si  bien  no  podrá  obll- 
*  gárseles  á  aceptar  deslino  fuera  del  cuerpo 
s  instituto  en  que  ÍK)y  sirven. 


Art.  5.*  Están  eoroprendídos  en  las  ca- 
tegorías y  clases  que  establece  el  art.  2.*, 
según  sus  respectivos  sueldos,  los  auxiliares 

J escribientes  de  planta  de  las  secretarias 
el  despacho,  y  los  que,  con  la  misma  ó  di- 
versa denominación ,  sirvan  también  desti- 
nos de  planta  en  las  oficinas  centrales  ó 

Krovinciales  coa  nombramiento  Real  ó  de 
í%  jefes  superiores,  siempre  que  por  la  ín- 
dole de  SIS  funciones  no  deban  ser  conside- 
rados en  la  clase  de  subalternos. 

Art.  La  posesión  personal  es  la  que 
da  derecho  al  sueldo  y  consideraciones  ane- 
jas á  los  cargos  públicos  de  las  diversas  car- 
reras civiles  de  la  Administración. 

Art.  7.®  No  se  satisfará  haber  alguno 
por  razón  de  los  empleos  ó  cargos  públicos, 
ni  se  considerará. habilitado  para  el  uso  de 
honores  de  las  diferentes  carreras  de  la  Ad- 
ministración, al  que  no  esté  provisto  del 
Real  despacho  ó  título  correspondiente,  en 
el  que  se  le  haya  acreditado  el  dia  de  la  lo- 
ma de  posesión,  y  en  el  que  consten  la  cía-  * 
se,  sueldo  y  calegória  del  empleado ,  y  el 
destino  ú  honores  que  se  le  han  conferido, 
y  sin  que  se  hayan  cumplido  las  demás  for- 
malidades prev/enidas  en  los  Rs.  Ds.  de  28 
de  noviembre  de  1851  y  12  ide  setiembre 
de  1861. 

CAPITULO  n. 

De  los  honores  y  consideraeiones  de  los  em  - 
pleados  de  la  Administración  civil, 

ArL  8.®  Los  funcionarios  de  la  primer 
categoría  tendrán  el  Iratanjienlo  de  iluslrí- 
sima,  y  los  de  la  segunda  el  de  Soñoría,  sal- 
vo el  superior  que  por  otros  conceptos  pue- 
da corresponderles.  Sin  embargo,  el  funcio- 
nario de  tnayor  gerarquía  no  dará  al  infe-* 
rior  en  sus  relaciones  oficiales  tratamiento 
superior  al  que  él  mismo  tenga  por  razón  de 
sus  funciones  ó  por  otro  concepto. 

•Art.  9.®  Los  empleados  de  cada  catego- 
ría tendrán  los  mismos  lionores  y  conside- 
raciones, cualquiííra  que  sea  la  clase  á  que 
pertenezcan. 

Art.  10.  Solo  podrán  concederse  hono- 
res de  la  categoría  suptírior  inmediata,  al 
tiempo  de  la  jubilación,  como  recompensa 
de  los  buenos  servicios  y  morecimienlos  del 
jubilado,  ó  por  servicios  especiales  presta- 
dos en  casos  de  típide.n»a,  allcfacion  del  or- 
den público,  ú  otros  exlraordin  irios,  jprévio 
expediente  juslificalivo  y  audiencia  de  la 
sección  respectiva  del  Consejo  da  Esla()o. 
Estas  concesiíwies  se  harán  con  exención  del 
pago  de  los  derechos  que  correspondan.  En 
ningún  cuso  se  cou cederán  honores  de  jef^ 
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superior  ó  de  jefe  de  Admini^tráuron  á  los 
que  lio  pertenezcan  á  la  carrera  adininíslra- 
tiva. 

Art.  11.  Los  ennpleados  de'  la  primera 
categoría  asarán  el  uniforme  de  loe  Minis^ 
tros  del  extinguido  Consejo  de  Hacienda. 
Loa  de  la  segunda  e(  correspondiente  á  oñ- 
cíales  de  las  secretariaa  del  despacho  que 
eran  al  mismo  tiempo  secretarios  con  ejer^ 
cicio  de  decrélos.  Los  de  la  tercera  el  de 
meros  oíiciales  de  las  propias  secretarias 
del  despacho.  Los  de  la  cuarta  el  de  oficia- 
les del  archivo  de  los  Ministerios.  Los  de  la 
quinta  categoría  y  los  subalternos  no  usa- 
rán uniforme,  excepto  aquallos  que  por  ra- 
zón de  sn  servicio  lo  tengan  señalado. 

Art.  12.  Sin  embargo  de  (o  dispuesto  en 
el  artículo  anterior,  seguirán  usando  su  ac- 
tual uniforme  lodos  aquellos  funcionarios 
que  lo  tuvieren  especial,  y  podrá  designar* 
se  especial  también  á  los  que  cada  Ministe- 
rio considere  conveniente. 

CAPITULO  lll. 

Del  ingreso  de  los  empleados.  - 

Art.  13.  Los  que  no  hubieren  servido 
anteriormente  al  Estado  podrán  inirresar  en 
las  carreras  civiles  de  la  Administración 
pública  en  la  clase  de  subalternos,  y  en  las 
categorías  de  aspirantes  á  oficial  y  oficiales, 
reuniendo  las  condiciones  siguientes: 

Para  ingresar  en  la  clase  de  subalternos: 

1.  *   Ser  mayer  de  16  años. 

2.  *   Acreditar  buena  conduela  moral,  y 

3.  *   Tener  la  conveniente  aptitud. 

Para  ingresar  en  la  categoría  de  aspiran- 
tes á  oficial: 

1.  *   Ser  mayor  de  16  años. 

2.  *^   Acreditar  buena  conducta  moral ,  y 

3.  *  Demostrar  su  aptitud  para  el  respec- 
;  tivo  ramo  en  examen  públiao. 

En  igualdad  de  calificaciones  será  prefe- 
rido el  que  tenga  titulo  de  bachiller  ó  acre- 
dite estudios  especiales  superiores  ó  de  fa- 
cultad. 

Para  ingresar  en  la  categoría  de  oficial, 
*  que  es  la  cuarta  de  las  que  este  reglamento 
eslablece: 

1.  *   Ser  mayor  de  22  años. 

2.  *   Acreditar  buena  conducta  moral ,  y 

3.  *  Tener  grado  de  licenciado  ó  doctor 
en  derecho  civil  ó  administrativo  ,  ó  un  tí- 
tulo acad^ímico  que  acredite  haber  termina- 
do una  carrera  superior  ó  tspecial  faculta- 
tiva. 

Para  los  fines  de  este  artículo  se  conside- 
rarán únicamente  títulos  académicos,  ade- 
más de  ios  de  doctor  6  licenciado  en  cuaU 


quiera  de  laSf  seis  racal(ad.e5  que  eslah!ec#  ^\ 
art.  31  de  la  vigente  l«y  de  instrucción  pú- 
blica, ios  obtenidos  á  la  terminación  de  las 
carreras  siguientes: 

La  de  ingenieros  de  caminos,  canales  y 
Puertos. 

La  de  ingenieros  de  minas. 

La  de  ingenieros  de  montes. 

La  dc/ingenieros  agrónomos. 

La  de  ingenieros  industria^es. 

La  de  ingenieros  Mecánicos. 

La  de  bellas  artes. 

La  de  diplomática. 

La  del  notoríado*. 

La  de  profesores  mercantiles. 

Art.  14.  Asi  en  Madrid  como  en  provin- 
cias se  formarán  tribunales  de  exámen  para 
cada  ramo,  designándose  y  publicándose 
anticipadamente,  los  funcionarios,  catedrá- 
ticos ó  profesores  que  han  de  componerlos 
y  los  ejercicios  que  han  de  practicar  los 
examinandos. 

Art.  15.  Las  calificactones  serán:  sobre- 
saliente, bueno,  aprobado,  reprobado.  Las 
listas  de  los  examinandos  según  sus  .califi^ 
cacionss  y  los  expedientes  de  exámsn  se  re» 
mitirán  al  centro  ó  autoridad  á  que  corres- 
ponda hacer  el  nombramiento. 

Art.  16.  Además  de  las  circunstancias 
expresadas  y  del  es^ámen  según  los  casos, 
podrán  exigirse  á  los  que  ingresen  en  las 
carreras  civiles  otras  cualidades  y  requisi- 
tos, según  la  índole  especial  dé  las  funcio- 
nes de  cada  ramo. 

Art.  17.  Los  que  hayan  servido  ante- 
riormente al  Estado  y  tengan  la  necesaria 
a4>tilud  podrán  ingresar  de  nuevo  €n  la  mis- 
ma ó  equivalente  clase  á  la  en  que  cesaron, 
regulada  por  el  sueldo,  ó  en  la  inmediata 
superior  si  éontasen  en  aquella  dos  años  de 
servicio  efectivo,  siempre  que  los  destinos 
que  hubiesen  desempeñado  fuessn  de  planta 
y  los  hubiesen  servido  en- propiedad.  Aque- 
llos que  hubiesen  servido  destinos  que  de-^ 
ban  reputarse  cojnpr^didos  en  la  clase  de 
subalternos  solo  podran  ingresar  en  ella,  sea 
cualquiera  el  sueldo  que  disfrutaron. 

Art.  18.  Los  que  hubieren  prestado  ser- 
vicios en  el  ejército  y  la  armada  podrán  tam- 
bién tener  ingreso  en  las  carreras  civiles  de  la 
Administración  pública,  siendo  apios  para 
ellas,  bien  en  la  clase  de  subalternos  si  per- 
tenecieron á  la  de  tropa,  bien  en  cualquiera 
de  las  diversas  categorías,  habiendo  perte- 
necido á  las  de  oficiales  y  jefes  en  clase  ca- 
yo sueldo  sea  igual  ó  inferior  al  q^ue  disfru- 
taron en  activo  servicio. 

Art.  19.  Los  que  actualmente  sirven  al 
Estado  en  las  diversas  carreras  civiles  y  mi- 
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ItUm  podrán  ingresar  en  distinto  ramo, 
pero  en  ia  misma  clase,  ó  sea  con  sueldo 
Igual  al  qne  disfruten ,  supuesta  siempre  la 
necesaria  aptitud. 

Arl«  20.  Las  permutas  que  soHeiten  em- 
pleados del  mismo  ó  de  diverso  ramo  ó  Mi- 
ulsteris  solo  podrán  concederse  cuando  fue* 
ren  convenientes  al  servicio  y  los  inteiesa* 
dos  teoean  igual  sueldo. 

Art.  21.  Los  Secretarios  y  Depositarios 
ds  Ayuntamiento  y  ios  empleados  de  todas 
clases  cuyos  sueldos  se  paguen  de  los  fon- 
dos roanicipaies  ó  provinciales,  podrán  In- 
gresar en  las  carreras  de  la  Administración 
civil,  regulándose  so  categoría  por  el  sueldo 
que  disfruten,  siempre  que  reúnan  la  nece- 
uiria  aptitud,  y  que  por  servicios  anteriores 
en  la  Administración  pública  ó  por  la  forma 
de  ingreso  y  ascenso  en  ta  Administración 
provincial  ó  municipal  estén  dentro  de  las 
prescripciones  del  presente  reglamento. 

CAPITULO  IV. 
De  los  ascensos  en  las  carreras  civiles, ' 

Art.  22.  Las  vacantes  de  la  primera  ca- 
tegoría serán  de  litn*e  provisión;  pero  la 
elección  recaerá  precisamente  en  jefes  de 
Administración  de  primera  segunda  clase 
que  cuenten  en  ella  dos  anos  al  menos  de 
lotígüedad. 

Excepjúase  el  cargo  de  subsecretario,  al 
cual  podrán  optar  los  que  hayan  sido  ele- 
gidos J>iputados  en  tres  elecciones  gene- 
ralea. 

El  que  por  este  medio  obtenga  la  catego- 
ría de  Jefe  superior  de  Administración,  para 
conservarla  y  poder  optar  á  otros  destinos 
de  ia  misma  categoría  necesitará  cumplir 
dos  años  de  servicio  en  el  cargo  de  Subse- 
erelarío. 

Art.  23.  Las  vacantes  que  resulten  en 
cada  una  de  las  clases  de  la  segunda  cate- 
goría se  conferirán  p<»r  elección  entre  los 
empleados  de  la  clase  inferior  inmediata, 
activos  ó  cesantes  que  cuenten  en  ella  dos 
años  de  efectivo  servicio,  ó  entre  los  cesan- 
tes de  igual  clase  á  la  de  la  vacante.  La  ter- 
cera parte  de  las  vacantes  de  cada  clase  ha 
proveerse  mientras  los  haya,  en  cesarvtes 
^oe  disfruten  hat>er  por  clasificación  y  reú- 
nan las  expresadas  condiciones. 

Art.  24.  Será  de  libre  elección  el  cargo 
de  Gobernador  de  provincia ;  pero  el  nom- 
bramiento habrá  de  recaer  en  los  que  reú- 
nan aigmia  de  las  circunstancias  siguientes: 

Ser  Senador  ó  haber  sido  elegido  Dipula- 
do  en  dos  elecciones  generales. 

Tener  /a  aptilod  necesaria  para  ser  nom- 
brado Senador. 


Ser  jefe  superior  ó  jefe  de  Administra- 
ción efectivos. 

Ser  ó  haber  sido  Magistrado  ó  Fiscal  de 
Audiencia. 

Ser  mariscal  de  campo,  }ef«  de  escuadra, 
brigadier,  coronel  ó  capitán  de  navio  efec- 
tivos. 

Ser  ó  haber  sido  Presidente  de  Consejo  ó 
de  Diputación  provincial  dos  veces  ó  una 
de  la  de  Madrid. 

Ser  ó  haber  sido  Consejero  provincial  mas 
de  cuatro  años. 

Ser  ó  haber  sido  Alcalde  de  capital  de 
provincia  de  primera  clase  dos  veces. 

Ser  ó  haber  sido  Alcalde  de  capital  de 
provincia  de  segunda  y  tercera  clase  tres 
veces. 

Ser  ó  haber  sido  cajedráííco  de  término 
ó  . de  ascenso  con  dos  años  de  antigüedad  en 
esta  última  clase. 

Ser  ó  haber  sido  oficial  de  la  clase  de  pri- 
meros del  Consejo  de  Estado  con  Ires  año* 
de  antigüedad  en  la  misma. 

Ser  ó  haber  sido  auxiliar  mayor  de  un 
Ministerio,  jefe  ú  oficial  de  una  Dirección 
general  ó  de  cualquiera  o!ra  dependencia 
con  la  categoría  de  jefe  de  negociado  de 
primera  clase  durante  tres  años,  ó. Secreta- 
rio de  Gobierno  de  provincia  de  primeni 
clase,  Subgobernador  ó  Alcalde-Corregidor 
durante  el  mismo  tiempo. 

Ser  ó  haber  sido  contador  del  Tribunal 
de  Cuentas  del  Reino  de  primera  ó  de  se- 
gunda clase ,  con  tres  bños  de  antigü'ídad 
en  esta  última. 

Haber  sido  Juez  de  término  du/ante  los 
mismos  tres  años . 

Pagar  una  de  las  tres  mayores  cuotas  co- 
mo Abogado  en  Madrid;  las  dos  primeras 
cuotas  en  capital  de  provincia  de  primera 
clase,  y  la  mayor  en  las  capitales  de  segun- 
da y  tercera. 

Pagar  4,000  rs.  de  contribución  territo- 
rial habiendo  sido  dos  veces  diputado  pro- 
vincial ó  Alcalde. 

Art.  25  En  casos  extraordinarios  el  Go- 
bierno podrá  nombrar  Gobernador  de  pro- 
vincia a  quien  no  reúna  alguna  de  las  cir« 
cunstancias.  prescritas  en  el  artículo  ante- 
rior, por  solo  el  tiempo  que  duren  las  cir- 
cunstanoias  que  hagan  calificar  el  caso  de 
extraordinario. 

Art.  26.  Los  que  sin  ser  jefes  de  Admi- , 
nistracion  ó  hallarse  en  posesión  de  una  ca- 
tegoría equivalente,  regulada  por  el  sueldo 
sirvan  deslinos  de  Gobernadores  de  provin- 
cia durante  un  año,  se  considerará  que  irf* 
gresan  en  la  ciase  cuarta  de  la  segu  nda  d 
las  categorías  que  establece  este  reg  lamen 
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to;  á  los  dos  años  de  servicio  se  reputará 
que  ascienden  á  la  clase  tercera;  á  lOs  tres 
años  á  la  clase  segunda;  y  á  los  cinco,  á  la 
primera . 

Art.  27.  Las  vacantes  de  la  tercera  y 
cuarta  categoría  se  proveerán  mientras  exis* 
lan  cesantes  que  disrruleu  haber  por  cla%iñ- 
cacion:  una  vacante  en  los  cesantes  con 
«ueldo  y  otra  por  antigüedad  y  elección  al* 
ternalivamenle.  Y  extinguidos  los  cesantes 
con  sueldo,  la  primera  y  segunda  vacantes 
por  auligüedad  y  la  tercera  por  elección. 

Art.  28.  En  las  clases  de  la  quinta  cate- 
goría se  proveerá: 

La  primera  vacante  por  antigüedad  si 
existiesen  en  el  ramo  empleados  de  la  clase 
inmediata  inferior. 

Y  la  segunda  y  tercera,  ó  todas  sí  no  exis 
te  clase  inferior,  en  cesantes  dt*  igual  suel- 
do ,  ó  en  los  que  hulííeren  obtenido  mejores 
califícac/iones ,  y  llenado  las  demás  condi- 
cienes  dtí  ingreso. 

Arl.  29.  'En  todas  las  categorías  el  as- 
censo concedido  al  turno  de  antigüedad  re- 
caerá precisamente  en  el  empleado  que  ocu- 
pe el  primer  lugar  en  la  escala  de  la  clase 
inferior  inmediata,  sea  cualquiera  el  deslino 
que  desempeñe  y  el  punió  donde  resida. 

Cuaudo  existan  escalas  parciales  dentro 
de  un  Minislerio  en  las  que  no  haya  deslinos 
de  lodiu  las  categorías,  los  comprendidos  en 
laclase  mas  elevada  de  esas  escalas  parciales 
entrarán  en  concurrencia  para  ios  turnos  de 
antigüedad  con  los  de  la  escala  general  ó  ra- 
mo en  que  resulte  la  vacante  de  clase  su- 
perior. 

8i  algún  empleado  por  no  variar  de  resi- 
dencia ó  por  cualquier  olro  motivo  de  su 
parliculalr  interés  renunciase  al  ascenso  que 
le  correspondiese  por  antigüedad ,  se  le  con*» 
bervaiá  en  su  clase  y  se  dará  el  ascenso  al 
que  le  siga  en  la  escala,  y  así  sucesiva- 
mente. 

Es  poteslativo  en  el  Gobierno  atender  ó  no 
á  las  razones  que  se  expongan  por  los  em- 
pleados para  no  can>biar  de  residencia  aun 
reiiuticiando  al  ascenso. 

Alt.  30.  Las  vacantes  que  en  todas  las 
categorías  correspondan  ai  turno  de  elec- 
ción se  proveerán  de  cualquiera  de  los  mo- 
dos siguientes: 

1.  ^  En  los  empleados  de  la  clase  inferior 
inmediata  que  cuenten  en  ella  dos  años  de 
servicio  efectivo. 

2.  ^  Eu  cesantes  de  igual  ramo  y  clase,  ó 
do  ta  inferior  inmediata  contando  en  ella  dos 
años  de  servicio,  que  no  disfruten  haber  pof 
oiasiücucion» 


3.  ^  En  los  empleados  aotivot  de  Igdat 
clase  que  sirvan  en  diferentes  ramoa. 

4.  ^  En  cesantes  de  otros  ramoa  que  dis- 
fruten haber  por  claslticacion  y  hayan  —t* 
vido  en  dase  igual  á  ta  de  la  vacante. 

5.  ®  En  los  que  sin  haber  servido  ante- 
riormente al  Estado,  llenen  las  condiciones 
exigidas  para  el  ingreso  en  las  carreras  se- 
gún la  clase  á  que  corresponda  la  vacante 
que  ha  de  proveerse. 

En  los  casos  1.^  y  2  ^  de  este  articulo, 
cuando  el  empleado  ó  el  cesante  haya  ser* 
vido  solamente  una  parte  de  los  dos  años  en 
el  empleo  de  la  clase  inferior  inmediata,  y 
los  restantes  en  destinos  de  sueldo  superior, 
se  acumulará  el  tiempo  de  estos  últimos 
computánd(>lo  como  servido  en  el  primero. 

Arl.  di.  Para  hacer  compatible  lo  esta- 
blecido «n  la  ley  orgánica  del  Consejo  de 
Estado  respecto  á  las  vacantes  de  libre  elec- 
ción que  curran  en  el  mismo,  con  lo  dis- 
puesto en  la  ley  de  25  de  junio  de  1864,  la 
provisión  de  dichas  vacantes  se  subordina- 
rá á  lo  prevenido  en  este  reglamento.  En  su 
virtud,  para  ingresar  en  cualquiera  de  las 
plazas  que  correspondan  al  turno  de  elec- 
ción en  aquel  cuerpo,  será  preciso  haber  dia* 
frutado  durante  dos  años  en  plaza  efectiva 
el  sueldo  inmediato  inferior  al  de  la  catego- 
ría que  esté  en  correspondencia  con  la  que 
haya  de  obtenerse  en  el  Consejo. 

Art.  32.  Las  plazas  de  archiveros  que 
vaquen  en  cualquiera  de  los  ramos  de  la  Ad- 
ministración civil  y  económica  se  darán: 

Una  vacante  al  ascenso,  y  otra  por  elec- 
ción á  individuos  del  cuerpo  de  archiveros 
bibliotecarios  que  reúnan  lascondicionesque 
establece  este  reglamento  para  la  categoría 
y  sueldo  á  que  corresponda  la  vacante. 

Arl.  33.  Las  vacantes  que  correspondan 
á  la  elección  en  la  lerce)*a,  cuarta  y  qutnla 
categoría,  podrán  proveerse  por  oposición 
cuando  así  lo  eslime  el  Gobierno,  ó  lo  recla- 
me la  naturaleza  del  servicio  á  que  los  em- 
pleados se  destinen. 

También  podrán  proveerse  por  concurso 
entre  los  empleados  que  tuvieren  aptitud 
para  ser  nombrados  con  arreglo  á  lo  dispues* 
to  en  el  arl.  32. 

Arl.  34.  Los  cesantes  á  quienes  se  dé  co- 
locación con  sueldo  igual  al  mayor  que  dis- 
frutaron dentro  de  tas  clases  de  la  tercera, 
cuarta  y  quinta  categoría,  y  en  destinos  que 
no  sean  de  tianza,  perderán  si  no  lo  aceptan, 
el  derecho  á  couUnuar  percibiendo  el  hat>er 
de  cesanlia. 

No  habrá  lugar  á  esto  último  respecto  det 
cesante  que  justiii que  en  debida  forma  Ka- 
ilarse  fínicamente  imposibilitado  para  servir 
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temporal  ó  perpetuamente.  Bu  el  pcimer  ca-  j 
so  conCrae  el  cesante  la  obligación  de  justi- 
ficar 8u  inutilidad  lodos  los  meses  antes  de 
firmar  la  nómina  de  su  haber  pasivo.  Eu  el 
segando  será  iabilado,  si  pudiese  serlo,  con 
arreglo  á  las  disposiciones  videntes;  y  si  uo, 
se  le  excluirá  del  escalafón  sin  opción  á  ser 
colocado  en  lo  suceaivo,  aanque  con  derecho 
á  continuar  percibiendo  su  haber  de  ce- 
sante. 

£1  qae  no  disfrute  este  haber  será  mera- 
mente dado  de  baja  en  el  escalafón,  sin  per- 
joieio  de  que  pueda  oblener  su  jubilación  si 
Je  correspondiese  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones vigentes. 

CAPITULO  V. 

Dd  nombramimto  de  los  empleadoi  de  la  M\ 
minisiraeion  civil. 

Art.  35.  El  nombramiento  para  empleos 
de  las  dos  primeras  caleeorías  se  hará  por 
real  decreto,  y  para  los  de  las  restantes  per 
real  órdeo. 

Los  Ministros  podrán  delegar  el  nombra- 
miento de  empleos  de- la  quinta  categoría  en 
Jos  jefes  de  los  centros  tiíreclivos. 

La  circunstancia  de  ser  héchos  los  nom- 
bramientos de  dicha  quinta  categoría  por 
real  orden  ó  por  delegación  del  Ministro,  no 
atribuye  á  los  nombrados  derechos  pasivos 
de  que  hasta  aquí  no  han  disfrutado,  mién- 
tras  no  les  sean  declaradas  por  una  ley. 

Los  nombramientos  de  los  subalternos  se 
,  harán  por  Jos  jefes  de  los  centros  ó  depen- 
dencias respectivas. 

En  todos  los  nombramientos  se  expresa- 
rá» las  circunstancias  del  agraciado  y  el  sr- 
lícuJo  de  «ste  reglamento  en  que  se  le  con- 
sidere comprendido. 

Art.  36.  Los  ordenadores  y  los  interven- 
tores que  dispongan  ó  intervengan  el  pago 
de  liab^res  á  empleados  de  nuevo  ingreso, 
nombrados  sin  los  requisitos  legales,  o  á  los 
ascendidos  sin  reunir  las  circuiislanisias  ne- 
cesarias, serán  responsables  de  las  cantida- 
des que  en  tal  concepto  se  satisfagan.  Solo 
podrán  eximirse  de  esta  responsabilidad, 
fue  reeaará  en  su  caso  sobre  quien  corres- 
ponda, cuando  después  de  haber  hecho  por 
escrito  las  oportunas  observaciones  para  que 
se  subsanen  diclias  fallas  justifiquen  haber 
recibido  orden,  también  por  escrito,  de  'sus 
inmedialos  s4]periores  para  llevar  á  efeclo 
los  pagos  sin'U  debida  formalidad. 

Art.  37.  Si  en  la  ley  de  presupuestos  se 
disminuyese  el  sueldo  de  un  deslino,  no  por 
esto  ei  empleado  perderá  la  categorÍH  que 
hü^e«e  obieoido  por  su  nombramiento  an* 


i  tt^rior,  si  este  se  hubiese  ajustado  á  las  pres- 
cripciones legales,  entendiéndose  desde  en« 
tonces  que  sirve  en  comisión  el  destino  cuyo 
sueldo  haya  sido  objeto  de  reducción. 

Art.  38.  Cuando  por  el  contrario  resulte 
aumentado  en  la  ley  de  presupuestos  el  suel- 
do  de  un  destino  de  planta,  si  el  aumento 
solo  supone  para  el  que  lo  desempeñe  el  as- 
censo de  un  grado  deniro  de  la  categoría  en 
que  s[rva,  podrá  continuar  en  él  si|cuenta 
dos  años  de  antigüedad  en  so  clase;  pero  si 
el  aun>enlo  «equivale  á  mas  de  un  grado,  ó 
el  que  sirve  el  eni|>len  no  cuenta  dos  años 
de  antigüedad,  se  iioiubrará  á  otro  que  ten- 
ga la  aptilud  legal  necesaria,  confiriéndose 
las  resultas  de  este  al  que  con  menor  sueldo 
servia  el  deslino. 

Art.  39.  No  podrá  rebajarse  por  el  Go- 
bierno el  sueldo  señalado  á  un  destino  para 
conferirlo  á  quien  no  leuga  la  aptitud  legal 
necesaria. 

Art.  40.  En  casos  excepcionales  podrá 
el  Gobierno  nombrar  á  un  empleado  para 
que  desempeñe  en  comisión  un  desliao  de 
categoría  superior  á  la  suya,  pero  sin  con<« 
fsrirle  el  sueldo  señalado  á  esle  úilimo.  des- 
tino. 

Si  hubiere  de  salir  del  punió  de  su  resi- 
dencia, podrá  otorgarle  una  gratificación  á 
título  de  indemnización,  con  cargo  al  sueldo 
en  el  presupuesto  para  el  destino  superior 
quo  el  empleado  vayaá  desempeñar. 

Las  comisiones  á  que  se  contrae  esle  ar- 
tículo no  podrán  exceder  nunca  de  seis 
meses. 

Art.  41.  No  podrá  ser  nombrado  ni  ser- 
vir plaza  de  Jefe  ú  oficial  de  la  sección  de 
Fomento  de  una  provincia  ei  que  sea  natu- 
ral de  la  misma.  Esta  disposición  se  hará 
extensiva,  á  virtud  de  reale»  decretos  expe- 
didos por  los  respectivos  Ministerios,  á  los 
^empleados  de  otros  ramos  en  los  que  su 
aplicación  fu^^se  conveniente. 

Art.  42.  En  el  caso  de  que  el  Gobierno 
nombre  á  un  cesante  para  un  destino  iuferior 
á  su  categoría,  se  entenderá  hecho  el  nom- 
bramiento en  comisión,  aunque  no  se  ex- 
prese. 

Si  el  nombrado  para  un  destino  de  menor 
importancia  y  sueldo  fuere  un  empleado 
activo,  se  entenderá  hecho  el  nombramiento 
con  retención  de  la  plaza  que  desempeñe.' 

CAPITULO  VL 

Del  término  paft  tomar  posesión  de  los  em- 
pleos civiles. 

Art.  43.  No  podrá  exceder  de  un  m«»s  el 
término  que  se  bcñalc  á  ios  empleados  de  ia 
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Península  é  Islas  adyacente,  para  (ornar 

Kosesion  de  destinos,  ni  de  dos  meses  si 
ubieren  de  prestar  fianza. 
Sin  embarp^o  de  lo  díspueslo  en  el  párrafo 
anterior,  sera  obllg:atoria  para  los  empleados 
la  toma  de  posesión  dentro  de  cualquier  otr« 
término  menor  que  el  Gobierno  le  señale. 

Arl.  44.  Los  plazos  de  presentación  de 
Us  empicados  civiles  se  contarán  desde  la 
'  fecha  de  la  credencial  para  los  de  nuevo  in- 
greso y  para  los  que  se  encuentren  en  uso 
de  licencia;  y  desde  el  dia  siguiente  al  en 
que  cesen  en  su  anterior  deslino  respecto  de 
los  ascendidos  ó  trasladados. 

Solo  podrán  prorogarse  los  referidos  pía* 
zos  por  oiro  mes  en  virtud  de  causas  debi-r 
damente  juslifícadas  ajuicio  de  la  autoridad 
que  hubiere  hecho  el  nombramiento. 

Art.  45.  Quedará  sin  efecto  el  nombra- 
miento del  empleado  que  no  habiendo  oble- 
nido  lavpróroga  á  que  se  contrae  la  última 
parte  del  artículo  anterior,  deje  de  presen- 
tarse en  el  lérmiño  legal  á  tomar  posesión 
de  su  deslino.  En  el  caso  de  que  disfrute 
haber  como  cesanle,  perderá  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  ar¿.  34  su  derecho  á  él  y  el 
que  tenga  á  jubilación,  comunicándose  por 
«♦l  Ministerio  respectivo  la  orden  correspon- 
diente á  la  junta  de  clases  pasivas  á  fin  de 
que  se  suspenda  el  pago. 

El  interesado  podrá  reclamar  de  esta  de- 
terminación ante  el  Ministerio  de  que  proce- 
da la  orden,  en  el  plazo  de  un  mes,  contado 
desde  el  dia  en  que  se  le  haga  saber;  y  si 
justificare  las  causas  oue  le  impidieron  pre- 
sentarse á  servir  el  destino  para  que  fué 
nombrado,  podrá  ser  rehabilitado  en  el  goce 
del  haber  de  cesante,  y  en  el  derecho  á  ju- 
bilación, oyéndose  préviamente  á  la  seocion 
del  ramo  -del  Consejo  de  Estado. 

Cuando  se  desestimaren  las  razones  ex- 
puestas por  el  interesado ,  le  quedará  expe- 
dito su  derecho  para  reclamar  por  la  via 
contenciosa  ante  el  Consejo  de  Estado  en  el 
plazo  de  dos  meses,  contado  desde  el  dia  en 
qne  se  le  comunique  la  resolución  guberna» 
tiva. 

El  que  n5  goce  de  habf\r  de  cesantía  será 
dado  de  baja  en  el  escalafón  de  su  clase. 

Arl.46.  El  empleado  disfrutará  el  suel- 
do del  anterior  deslino  hasta  que  tome  pose* 
sion  del  nuevo,  mas  si  se  excediera  del  plazo 
señalado  ai  efecto,  perderá  lodo  derecho  á 
sueldo  de^e  que  cesó  en  el  primero,  aun 
cuando  obtenga  rehabilitación  para  lo  suce- 
sivo. 

Solo  en  el  caso  de  que  pruebe  plenamente 
la  imposibilidad  en  que  estuvo  de  presentar- 
se por  causas  no  imputables  á  su  voluntad, 


tendrá  derecho  al  abono  de  sueldo  por  el 
plazo  de  presentaeion  oue  le  fué  señalado, 
aun  cuando  haya  sido  declarado  cesanle. 

Arl.  47.  El  empleado  ascendido  ó  trasla- 
dado que  dentro  del  plazo  de  presentación 
pasare  á  situación  pasiva ,  perci oirá  el  suel- 
do del  deslino  anterior  hasta  la  fecha  en  que 
se  le  declare  cesante  ó  jubilado. 

Art.  48.  En  los  as'^ensos  de  los  emple^i- 
dos  dentro  de  las  dependencias  en  que  sir- 
van, se  entenderá  tomada  la  posesión  el  dia 
en  que  el  jefe  comunique  la  órden  al  intere- 
sado. 

Art.  49.  El  Gobierno  podrá  trasladar 
libremente  á  los  empleados  de  uno  á  otro 
punto  en  la  P^ínsula  é  Islas  adyacentes, 
siempre  que  no  desciendan  de  clase  ni  se  lea 
jexija  fianza. 

CAPITULO  VIL 

De  Ja  separación  de  los  empleados  déla  Ád- 
ministracim  civil. 

Art.  50.  El  Gobierno  podrá  separar  l¡* 
bremente  á  los  empleados  que,  sin  haber 
obtenido  sus  cargos  por  oposición,  no  hayan 
cumplido  seis  años  efectivos  de  servicio  en 
alguna  de  las  carreras  del  Estado  ó  de  la 
Administración  provincial  ó  municipal. 

Arl.  51.  Los  empleados  que  cuenten  de 
seis  á  15  años  de  servicio  podrán  ser  sepa- 
rados en  virtud  de  expediente  en  el  ^ue 
conste ,  por  informe  de  dos  de  sus  jefes  a  Ib 
menos,  que  no  reunei)  las  condiciones  de 
moralidad,  aptitud,  lealtad  y  aplicación  ne- 
cesarias para  el  buen  desempeño  de  sus  car» 
gos.  Si  las  fallas  que  se  les  atribuyan  no 
constituyen  delito^  podrán  ser  repuestos 
después  de  trascurrido  un  año  desde  la  fe- 
cha  de  su  separación. 

Art.  52.  Los  empleados  que  hayan  cum- 
plido 15  años  de  servicio  efectivo  solo  po- 
drán ser  separado^  por  causa  grave ,  con  su 
audien.:ia  y  prévio  informe  de  la  sección 
respectiva  del  Consejo  de  Estado.  En  este 
caso  solo  podrán  volver  á  ser  colocados  en 
virtud  de  nuevo  expediente  y  oido  el  Con- 
cejo de  Estado  en  pleno. 

Art.  53.  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  anteriores,  los  jefes  de  Ad- 
ministración. El  Gobierno  podrá  separarlos 
libremente  y  ellos  renunciar  sus  cargos  sin 
perder  los  derechos  pasivos  que  les  corres- 
pondan. 

CAPITULO  VIH. 

De  los  escalafones  y  hojas  de  servicios, 

Art.  64.-  Todos  los  empleados  en  las  di- 
versas carreras  civiles  de  la  Administración 
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públiea  6rurafán  por  claBüt  y  antigüedad 
eD  esealafooes  que  te  ptfbliearán  aaual- 
mente» 

Art.  55.  Lot  empleadoa  de  ta  primera  y 
segunda  categoría  figorarin  en  cada  Minif- 
terio  en  ana  sola  escala  general. 

Art.  56.  Los  de  las  demás  eategorías 
serán  cbmprendidos  en  escalafones  especia- 
les por  ramos,  según  la  clasificación  qué  ha- 
ea  cada  Ministerio ,  teniendo  en  cuenta  la. 
Indole  y  nataraleza  de  las  respectivas  fun- 
ciones y  la  analogía  que  haya  entre  los  dis- 
Untos  servicios. 

,  Eslo  no  obstante ,  desde  ta  elasf  superior 
de  cada  uno  de  los  escalafones  parciales 
podrá  pasarse  á  oiro  diverso  escalafón  del 
mismo  Ministerio  que  comprenda  categorías 
ó  clases  mas  elevadas ,  entrando  para  el  as- 
censo por  antigüedad  en  concurrencia  con 
los  qne  en  este  figuren. 

Art.  57.  Los  escalafones  se  formarán 
por  clases,  ó  sea  por  el  órden  de  suí^ldos, 
figurando  en  ellos  los  actuales  empleados|por 
la  aotiguedad  de  servicio  en  la  respectiva 
dase. 

Art.  58.  El  órden  de  preferencia  en  cada 
clase  se  regulará  por  el  tiempo  efectivo  de 
servicio  que  tenga  en  ella  el  empleado,  con- 
tado desde  el  día  de  la  posesión  y  deducido 
el  de  cesantía. 

Si  durante  esta  hubiere  tenido  el  emplea- 
do alguna  comisión  con  sueldo  ígnial  al  que 
disfrutó,  este  tiempo  se  le  contará  como  de 
servicio  en  su  clase.  También  será  tenido  en 
cuenta  el  que  el  empleado  haya  servido  con 
Igual  ó  mayor  sueldo  en  diverso  ramo  ó 
Ministerio. 

Art.  59.  Los  que  cuenten  igual  antigüe- 
dad en  una  misma  clase,  se  colocarán  en  la 
escala  por  el  órden  de  mayor  número  de 
anos  de  servicios ,  y  resultando  el  mismo 
tiempo,  por  edad. 

Art.  60.  Los  que  hubiesen  disfrutado 
mayer  sueldo  en  destino  de  planta  servido 
en  propiedad,  tendrán  derecho  de  preferen- 
cia entre  los  de  su  clase ,  figurando  á  la  ca- 
beza de  las  escalas  por  el  órden  de  los  suel- 
do» que. hubieren  disfrutado  y  por  el  tiempo 
de  servicio  que  conlaseñ  en  laclase  superior 
respectiva» 

Art.  61.  Publicados  tos  escalafones  en  la 
Gaeeia  ó  en  los  Boletines  oficiales  respecti- 
vos, los  empleados  que  ingresen  en  una 
clase  por  virtud  de  |>ermula>  ocuparán  el 
último  logar  en  ella,  sea  cualquiera  la  an- 
tigüedad de  sus  servicios  en  la  misma.  Los 
que  procediendo  de  otros  ramos  fueren  nom. 
t>rados  en  vacantes  de  elección,  ocuparán 
también  ei  último  Jugar  de  la  clase,  á  no  ser 


que  hubieren  servido  anteriormente  en  HIa 
en  el  propio  ramo  para  que  se  les  nombre. 

En  este  caso  se  les  computará  la  antigüe- 
dad eon  arreglo  al  tiempo  de  servicio  efec*- 
tíTo  que  cuenten  en  laclase,  salvo  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  segundo  del  art.  58. 
Tendrán  asimismo  la  colocación  qué  les  cor- 
responda en  las  escalas ,  conforme  á  lo  pre- 
venido en  los  artículos  desde  el  57  al  60,  los 
que  ascendieren  en  tumo  de  antigüedad  ha- 
l)iendo  disfrutado  anterjormen te  sueldo  igual 
ó  superior. 

Los  cesantes  que  ingresen  en  la  propia 
clase  y  ramo  en  que  cesaron  se  colocarán  en 
la  escala  con  arreglo  á  la  antigüedad  de  ser- 
vicio efectivo  en  su  clase. 

Los  cesantes  que  tuvieren  ingreso  en  su 
mismo  ramo  en  clase  inferior  á  la  en  que 
hubiesen  servido  en  propiedad  serán  coloca- 
dos en  la  escata  con  la  preferencia  que  de- 
termina el  art.  58. 

Art.  62.  En  los  escalafones  por  ramos  y 
separadamente,  pero  á  continuación  de  los 
empleados  activos  de  cada  clase ,  figurarán 
los  cesantes  de  la  misma  p(fv  el  órden  de 
preferencia  que  para  aquellos  determinan 
los  arts.  58  y  60 ,  y  haciéndose  constar  e  1 
sueldo  de  clasificación,  si  lo  disfrutan. 

Art.  63.  Los  que  hubiesen  cesado  en  ofi- 
cinas que  se  hayan  extinguido,  serán  com- 
prendidos en  los  escalafones  de  los  ram/.s 
que  corran  hoy  con  los  asuntos  ó  incidencias 
de  aqu'  llas. 

Art,  ()}.  El  empleado  que  se  considere 
perjudicado  por  el  puesto  que  se  le  designe 
en  el  escalafón  de  los  de  su  clase ,  ó  por  el 
que  á  otros  se  señale  con  perjuicio  suyo,  po- 
drá reclamar  por  la  via  gubernativa  ante  el 
Ministro  respectivo  en  el  plaae  de  un  mes, 
contado  desde  el  dia  en  que  se  hubiere  pu- 
blicade  oficialmente  el  escalafón,  y  de  la  re- 
solución que  aquel  dicte  podrá  alzarse  por 
la  via  contenciosa  ante  el  Consejo  de  Estado, 
dentro  de  los  dos  meses  siguientes  aLdia  en 
que  se  le  haga  saber  la  resolución  goberna- 
tiva. 

Art.  65.  No  es  obligatoria  la  formación 
y  publicación  de  los  escalafones  en  la  clase 
de  subalternos. 

Art.  66.  Eli  el  mes  de  diciembre  de  ca- 
da año  extenderán  los  jefes  de  todas  las  de- 
pendencias, y  remitirán  á  la  oficina  superior 
del  respectivo  ramo,  notas  de  concepto  de 
los  empleados  que  estén  á  sus  órdenes,  ca* 
liticativas  de  su  aptitud,  aplicación  y  pro- 
bidad, y  darán  cuenta  á  la  vez  de  los  traba- 
jos extraordinarios  que  hubiesen  desempeña- 
do, y  do  los  méritos  especiales  contraidos. 

L^s  hojas  de  servicios  se  formarán.y  conti- 
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Duarán  de  ofieio  por  los  respeetivos  eenlroe 
direcUvos. 

Si  et  empleado  variase  de  ramo,  la  efleina 
^  superior jde  que  dependa  pasará  oñciaJoien* 
te  su  hoja  de  servicios  y  notas  de  concepto 
á  la  del  ramo  en  que  ing^rese.  Si  fuese  de* 
clarado  cesante  ó  jubilado  ó  si  falleciese, 
pasará  la  hoja  de  servicios  á  Ja  jun(a  de  cla- 
ses pasivas. 

Art.  67.  Por  los  respectivos  Ministerios 
podrán  instruirse  expedientes  de  califícacion 
de  los  empleados  ceAaales  de  las  diversas 
carreras  de  la  Administración,  y  con  au- 
diencia de  la  sección  correspondiente  del 
Consejo  de  Estado  declararlos  inutilizados 
para  el  servicio. 

Los  que.  sean  declarados  en  tal  situación 
quedarán  excluidos  de  los  escalafones  y  6in 
derecho  á  ser  colocados;  pero  conservarán 
los  pasivos  que  por  las  leyes  les  corres{>on- 
dan.  » 

Gen  Ira  la  declaración  de  inutilizados  pa^ 
ra  el  servicio  podrán  los  interesados  acudir 
á  la  vía  conlcnciosa  ante  el  Consejo  de  Es- 
tado en  el  téraiino  de  dos  meses,  contados 
desde  la  f^cha  en  que  se  les  haga  saber  la 
resolución  gubernativa. 

Cesando  el  motivo  de  la  inutilidad  podrá 
el  interesado  votver  al  servicio,  instruyén- 
dose expediente  con  audiencia  de  la  sección 
correspondiente  del  Consejo ,  en  cuyo  caso 
será  colocado  en  el  escalafón  en  el  lugar 
que  ocupaba  á  su  salida. 

CAPITULO  IX. 
De  las  licencias. 

Art.  68.  Los  empleados  d^  las  diversas 
carreras  civiles  de  la  Adniinislracion  públi- 
ca podrán  disfrutar  licencias  temporales  pa- 
ra restablecer  su  salud  y  para  asuntos  pro- 
piorf. 

Art.  69.  No  sé  concederá  licencia  algu(\a 
sino  á^solicilud  del  empleado,  cursada  por 
su  inmediato  jefe.  Guando  se  fundare  en 
falta  de  salud,  habrá  de  justifícarse  debida- 
mente. Guando  fuere  para  asuntos  propios, 
el  jefe  inmediato  al  darle  curso  deberá  ex- 
poner si  de  la  concef<ion  se  sigue  algún  per- 
juicio al  servicio  ^.^úbiico. 

En  el  caso  de  que  el  jefe  inmediato  del 
empleado  no  se  comunique  di  recia  miente  con 
el  Gobierno,  su  informe  deberá  trasmitirse 
por  el  jefe  superior  de  la  dependencia. 

Art.  70.  El  término  máximo  de  las  li- 
cencias por  falta  de  salud  será  de  45  dja9 
en  su  primera  concesión,  si  se  hubieren  de 
usar  eu  la  Península  é  Lias  adyacentes.  Se 
podrán  otorgar  las  prórogas  inpíihpeusables, 


justificándose  su  neeesidad*  Para  asuntos 

propios  será  de  un  mes  el  máximun  de  las 
licencias,  prorogable  á  petición  de  los  inte- 
resados solamente  por  15  días,  siempre  que 
el  servicio  lo  permita. 

Art.  71.  Las  licencias  para  pasar  á  pat- 
aes  extranjeros,  cualquiera  que  sea  la  causa 
que  las  motive,  no  podrán  exceder  en  pri- 
miíra  concesión  de  dos  meses,  prorogables 
por  causas  juslifícadas  por  oiro  mas. 

Art.  72.  £1  empleado  que  usare,  licencia 
para  restablecer  su  salud  disfrutará  duran- 
te ella  sueldo  entero  y  la  mitad  en  las  pro- 
logas. Cuando  ra  usare  para  asuntos  propios,, 
disfrutará  medio  sueldo,  y  ninguno  en  las 
prórogas.  Las  prórogas  de  licencia  para  el 
extranjero  serán  siempre  sin  sueldo. 

Art.  73.  Guando  dentro  de  un  año  usare 
el  émpisado  de  mas  de.  dos  meses  de  licencia 
por  causa  de  enfermedad,  y  de  un  m&  para 
asuntos  propios,  no  se  contará  lo  que  exce- 
da de  tres  meses  por  tiempo  de  servicio,  ni 
para  sus  derechos  pasivos  ni  para  su  anti- 
güedad en  los  escalafones. 

Art.  74.  Caducarán  las  licencias  de  que 
no  se  hubiere  hecho  uso  al  mes  de  haber 
sido  comunicadas  á  los  inlere^dos ,  y  las 
concedidas  á  empleados  qae  obtengan  nuevo 
destino. 

Art.  75.  Las  licencias  y  prórogas  serán 
concedidas  por  reales  órdenes  ó  por  las  au- 
toridades y  jefes  de  que  procedieren  los 
nombramientos. 

Cuando  las  licencias  que  se  soliciten  no 
excedan  de  15  dias,  podrán  concederse  por 
los  jefes  superiores  de  las  d  pendencias, 
oyendo  siempre  ai  jefe  á  cuyas  inmediatas 
órdenes  sirvan  los  empleados. 

Art.  76.  Quedará  cesante  el  empleado 
que  se  ausentare  sin  licencia  ó  aulonznciton 
competente,  y  el  que  no  hubiere  regn^sado 
al  terminar  el  plazo  que  se  le  concediere, 
sin  perjuicio  de  lo  demás  áque  haya  l\igar, 
según  ios  casos  y  circunstancias,  con  arreglo 
á  lo  que  dispone  el  Código  penal. 

CAPITULO  X. 

De  las  correcciones  disciplinarias  que  pueden 
imjionerse  á  los  empleados  públicos, 

Art.  77.  Incurrirán  en  las  penas  disci- 
plínales que  establece  este  capítulo: 

1.  ®  Por  fallar  de  obra,  de  palabra  ó  por 
escrito  al  respetó  á  sus  superiores;  á  las 
consideraciones  debidas  á  sus  iguales,  ó  á 
ios  particulares  que  en  Ifts  oñcinas  promue- 
van sus  soliciludet»;  y  por  el  mal  trato  á  sus 
subordinados. 

2.  **   Por  falla  de  aplicación;  por  el  descui- 
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do  ó  aegligeneift  en  el  desempeño  de  los  de- 
beres anejos  á  su  cargo. 

3.*  Por  fallar  á  laí  reglas  de  órden  y 
diseiplma  interior  de  las  dependencias,  ó  á 
coaleM^uiera  oirás  establecidas  por  los  regla- 
nentoa  especiales  de  los  ramos  en  que  sir- 
Yan. 

4  *  Por  comprometer  el  decoro  del  em- 
pleó. 

5.®  Por  publicar  escritos  en  defensa  de 
ta  comportamiento  oQcial  ó  contra  el  de 
otros  sin  especial  permiso  del  Ministro  de 
que  dependan. 

Art.  78.  Las  correcciones  que  podrán  im* 
ponerse  por  la  vía  gubernativa  serán: 

1.  *   La  reprensión  privada. 

2.  *  La  reprensión  pública  ante  el  Conse- 
jo de  gobierno  ó  de  disciplina  que  establez- 
can los  reglamentos  particulares  de  4as  de- 
pendencias. ^ 

3.  *   La  suspensión  de  sffido. 

4.  *   La  suspensión  de  empleo  y  sueldo. 

5.  *   La  cesantía. 

6.  *   La  separación  motivada.  . . 

Art.  79.  Se  corregirán  con  reprensión 
privada  ó  en  su  caso  con  reprensión  pública, 
en  la  forma  que  determina  el  artículo  anle- 
rior,  las  faltas  leves  comprendidas  en  los 
Kúms.  2.** ,  y  4.*  del  art.  77,  que  no 
tengan  señalada  mayor  corrección  en  los  ar- 
iteuios  siguientes: 

Art.  80.  Se  castigarán  con  suspensiou 
de  sueldo  desde  10  dias  á  20: 

1.  ^   La  reincidencia  en  las  faltas  leves  á 
se  refiere  el  artículo  anterior. 

2.  ^  Las  faltas  de  respeto  á  los  superio- 
res» cuando  no  hayan  sido  de  trascendencia. 

3.  ^  Las  demás  fallas  comprendidas  en 
•os  números  1.^  2.*,  3.*  y  4.**  del  art.  77  de 
que  haya  resultado  perjuicio  al  servicio  pú- 
blico. . 

Art.  81.  Se  corregirán  con  suspensión 
He  empleo  y  sueldo  por  el  tiempo  de  20  días 
i  30: 

1.  ^  La  reincidencia  en  las  faltas  enume- 
radas en  el  artículo  anterior. 

2.  *  Las  faltas  á  que  se  refieren  los 
Bámeros  l.^  2.^,  3.*  y  4.»  del  art.  77  que 
hayan  producido  graves  perjuicios,  á  no  ser 
que  leisgan  señaladas  mayores  cerrecciooes 
en  los  n>gl9men los  especiales  de  los  ramos 
respectivos. 

3.  *  La  publicación  de  escritos  á  qne  se 
refiere  el  oúmero  5.'*  del  citado  art.  77. 

Art.  82.  Se  declarará  ceiante  al  que  rsin- 
dda  en  tas  faltas  que  se  hayan  corregid  j  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  artículo  an- 
terior. 

Art.  83.   La  separación  motivada  se  im- 


pondrá siempre  que  ta  falta  que  origine  la 
cesantía,  según  lo  prevenido  en  el  artículo 
anterior,  haya  producido  perjuicio  graveen 
los  intereses  públicos  ó  en  los  de  los  parti- 
culares. ^ 

Art.  84.  Las  penas  de  reprension^podrán 
imponerse  por  los  jefes  de  las  efícinas  res* 
peclivas,  cualquiera  que  sea  su  categoría. 
Las  de  suspensión  de  sueldo,  por  los  Gober- 
nadores de  provincia  cuando  se  trate  de  em- 
pleados dependientes  de  su  auleridad,  sin 
perjuicio  de  las  demás  facultades  que  les  cdn- 
ñere  la  ley  para  el  Gobierno  y  administra- 
ción de  las  provincias;  y  por  los  jefes  inme- 
diatos del  empleado  sujeto  a  la  corrección, 
que  tengan  al  menos  la  categoría  de  Jefes  de 
Administración. 

Las  de  cesantía  y  separación  motivada  se 
Impondrán  por  los  Ministros  y  jefes  superio- 
res á  quienes  corresponda  el  nombramiento 
de  tos  empleados  incursos  en  la  pena  admi- 
nistrativa. 

Art.  85.  La  pena  de  suspensión  se  im- 
pondrá siempre  por'escrito;  la  de  reprensión 
privada  se  impondrá  de  palabra,  pero  ano- 
tándose en  tfn  libro  que  deberán  llevar  los 
jefes  de  las  oficinas;  la  de  reprensión  pública 
se  impondrá  en  la  forma  que  determina  el 
art.  78,  y  se  anotará  en  el  mismo  libro. 

Art.  86.  Para  hacer  efectiva  la  respon- 
sabilidad administrativa  en  los  casos  á  que 
se  refieren  los  arts.  80  .  81 ,  82  y  83  se  ins- 
truirá expediente,  que  constará: 

1.  ^   Del  parte  oficial  del  jefe  del  emplea- 
.do  presunto  autor  de  la  falta. 

2.  ^   De  la  defensa  d«  este  por  escrito. 

3.  ^   De  todas  las  diligencias  necesarias 
para  el  esclarecimiento  de  los  hechos. 

4.  *  De  la  calificación  de  la  falla  relati- 
vamente á  la  graduación  establecida  en  los 
artículos  anteriores;  calificación  que  hará  el 
jefe  á  quien  corresponda  imponer  la  pena;  y 

5.  ^   De  la  resolución  funaada,  que  se  dic<« 
tará  en  vista  de  lo  que  resulte. 

Art.  87.  Cuando  los  jefes  que  hayan  de 
imponer  la  pena  no  sean  los  inmediatos  su* 
periores  de  los  empleados  autores  de  las  fal- 
las, podrán  delegar  en  quienes  tengan  este 
carácter  el  encargo  de  instruir  los  expedien- 
tes gubernativos  á  que  se  refiere  el  articulo  * 
anterior. 

Art.  88.  Los  expedientes  deberán  ter- 
minarse á  los  10  dias  de  tener  noíicia  de  la 
falla  el  jefe  á  quien  toque  la  resolución.  So- 
lo podrá  ampliarse  este  término  por  el  tiem-  * 
po  necesario,  no  excediendo  de  un  mes  en 
su  Utalidad,  caando  el  mencionado  jefe  no 
resiila  en  el  punto  donde  se  ha  instruido  el 
expediente. 
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Art.  89.  Quedarán  libros  de  reaponsabi- 
üdad  los  jefes  y  recaerá  toda  sobre  los  su- 
ba liemos,  siempre  que  aparezca  que  ia  falla 
procede  de  error,  descuido  ú  omisión  eu 
aquella  parle  del  servicio  á  que  los  jefes  no 
puedsn  aplicar  la  minuciosa  alcncioii  que  in- 
cumbe á  los  subailernos  en  el  desempeño 
del  encargu  que  les  eslá  confiado. 

Arl.  90.  Los  empleados  sujetos  a  pro- 
cedimienlo  criminal  anle  los  tribunales  de 
Juslicia  solo  podrán  disfrutar  hasta  que  re- 
•ca»f(a  sentencia  ejecutoria  la  náUd  de  su 
sueldo. 

Cuando  no  se  dicls  auto  de  prisión  cóntra 
el  empieavlo-,  ó  ^  •  alzare  el  que  hubiere  re- 
caído,  el  jefrt  á  quien  corresponda  su  no«- 
bramionlo,  teniendo  en  cuéntalos  «¡rcuns- 
lancias  de  cada  caso,  podrá  autorizarle  para 
que  continúe  en  el  desempeño  de  su  desli-^ 
no,  percibiendo  entonces  su  sueldo  por  en- 
tero. 

Las  disposiciones  de  este  articulo  no  se 
observarán  cuando  otra  cosa  determinen  los 
reglanienios  gen»»r,ales  de  la  administración 
respecto  a  los  procedimientos  mcoados  por 
alcances  ó  malversación  de  caudales  ó  efec- 
tos públicos. 

Art.  91.  Si  el  empleado  encausado  fuere 
aWsuelto  libremente,  tendrá  derecho  al  abo- 
no de  la  parla  de  sueldo  que  haya  dejado 
dtt.  percibir;  á  ser  repuesto  en  su  deslino,  si 
este  no  se  hubiere  provisto  ,  ó  en  otro  caso 
á  ser  comprendido  en  el  escalafón  entre  los 
cesantes  con  derecho  á  la  primera  vacante 
de  elección  que  ocurra  en  su  clase  y  ramo. 


de  los  Consejos  oon  los  Diputados  proTincia 
les  cuando  no  esté  presente  el  Oobeamador' 
(GoB.)  Remitida  al  Consejo  de  Estado  ía 
consulla  dirigida  á  este  Ministerio  por  el  Go- 
bernador de  la  provincia  de  la  Coruna  acer- 
ca de  la  persona  que  lia  de  presidir  las  reu- 
niones que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
arl.  36  de  la  ley  de  presupuestos  y  conlabi- 
lidad  pravitícial ,  para  hacer  la  distribución 
de  fondos,  celebren  los  Consejos  provincia- 
les con  los  Diputados  también  provinciales 
existentes  en  la  capital  cuando  la  Diputación 
no  este'  reunida  ni  presente  el  Gobernador 
propietario,  el  referido  Consejo  de  Estado  en 
pleno  ha  expuesto  !o  siguiente: 

üExcmo.  Sr.;  En  R.  O.  de  31  de  octubre 
próximo  anterior  se  ha  consullado  al  Conse- 
jo á  consecuencia  de  lo  manile.^lado  por  el 
Gobernador  de  la  Cornña  en  el  adjunto  ofi- 
cio acerca  de  la  persona  que  haVie  presidir 
las  reuniones  q\ie  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  3G  de  la  ley  de  presupuestos  y 
contabilidad  provincial,  y  á  fin  de  hacer  la 
distribución  provincial  de  fondos,  celebren 
los  Consejos  provinciales  con  los  Diputados 
también  provinciales  existentes  en  la  .capital 
cuando  la  Diputación  no  eslé  reunida  ni  pre- 
sente el  Gobernador  propielario.  Gomólos 
Consejos  y  ios  Dipulados  provinciales  que 
se  hallen  en  la  capilal  deben  reunirse  np  so- 
lo para  hacer  la  distribución  jx'ovincial  de 
fondos,  sino  también  en  los  casos  prescritos 
en  el  nÚM.  12,  arl.  77  de  ia  ley  para  el  go^ 
bierno  y  adminisiracion  de  las  provincias, 
parece  oportuno  que  la  resolución  que  se 
adopte,  ya  que  se  ha  promovido  esta  cues- 
tión establezca  de  una  maneja  g-eueral  lo 
que  en  todas  ocasiones  debe  practicarse;  y 
en  tal  concepto  expondrá  este  cuerpo  ^u 
dictamen. 

Anle  lodo  es  de  advertir  que  si  el  que 
sustituya  accidentalmente  al  Gobernador 
propielario  no  puede  presidir  la  Dipulaciou 
niel  Consejo  provincial,  esta  prohibición, 
establecida  por  la  ley  de  25  de  setiembre  de 
1863  en  el  nnal  de  su  arl.  9.**,  no  compren- 
de á  la  persona  que,  con  arreglo  al  mismo 
arliculo,  designe  el  Ministerio  de  la  Gober- 
nación para  reemplazar  interinamente  al  ri- 
ferido  propietario,  do  modo  que  el  que  sea 
Gsbernador  interino  ha  de  presidir  las  dos 
referidas  corporaciones,  y  de  consiguienle 
la  junta  ó  reunión  de  que  ahora  se  trata. 
En  cua'nto  á  ios.Qasos  en  que  no  se  hubiese 
designado  la  pers<>ia  que  intenMamente  ha 
ds  reemplazar  al  Gobernador  propietario 
j  ausente  ó  imposibilitado  para  desempeñar 


DISPOSICION  TR^WSITOBIA. 

Mientras  que  en  los  presupuestos  gene- 
rales no  se  iijusten  todas  las  dependencias 
de  la  Administración  pública  civil  á  las  da- 
bilicaciones  y  escalas  de  sueldos  que,  deter- 
•  mina  el  arl.  2.** ,  se  considerará  á  lodos  los 
que  tienen  sueldos  no  expresados  en  dichas 
escalas,  comprendidos,  por  lo  que  respecta 
su  categoría,  en  la  clase  correspondiente  al 
feueldo  superior  mas  aproximado  al  que  dis- 
fruten. 

DISPOSICION  FIIVAL. 

Quedan  derogadas  todas  las  deposiciones 
anteriores  que  se  opongan  al  presante  regla- 
nn  nio.  Daüo  en  Pal.icio  á  4  de  marzo  de 
iSliO.— Eslá  nibncado  de  la  real  mano. — 
E  Presidenle  dt-l  Conseje»  de  Alinislios,  Leo- 
pnUlo  O'dunnell.  íÜaG.  10  viarzo,) 

J»:v^.^?^^^^%^^I^^ÍJ¡S,?^oX:  \  ->  «rgo.  Pa-ece  que  correspondo  la  prcsi- 
^^arondo  quién  debe  presidir  las  reunioaos   dencia  del  Consejo  provincial  y  (os  Diputa- 
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dos  provinciales  exislenles  en  la  capital  que 
6e  asocien  á  esle  cüerpo,  al  presidente  del 
mismo  Consejo  ó  al  que  con  arre'gio  al  ar- 
tíeulo  66  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de 
18S3  debe  susütuirle.  En  efecto  ,  en  el  nú* 
mero  12  del  arl.  77  de  la  misma  se  dice  que 
los  Consejos  provinciales  «erán  consultados 
sobre  los  negocios  para  los  cuales  sea  Iegal« 
menle  necesario  el  voto  ó  informe  de  la  Di- 
putación provincial ,  siempre  que  por  la  ur- 
^ocia  ó  naturaleza  del  asunto  no  pueda 
esperarse  á  la  reunión  de  esta,  asislieiiilo  en 
tales  casos  los  Diputados  províuciaies  que 
be  hallen  en  la  capital  y  debiendo  la  Dipu- 
tación acordar  en  su  primera  rsunioti  lo  que 
estime  para  que  recaiga  en  el  expediente  la 
resolución  detinílíva.  Se  ve,  pues,  que  aquí 
el  consultado  es  el  Consejo  como  corpora- 
eioa,  y  que  los  Diputados  provinciales  asis- 
ta con  el  carácter  de  tales  si  y  pero  nn  for- 
mando cuerpo,  y  es  natura)  por  tanto  que 
la  presidencia  no  correspauda  á  niiij^uno  de 
estos  últimos.   Lo  mismo  puede  decirse 
coando  la  reunión  tenga  por  objeto  cumplir 
io  dispuesto  en  el  art.  36  de  la  ley  de  presu* 
puestos  y  contabilidad  provincial,  puesto 
qoe  según  este  la  distribución  de  fondos  de- 
he  hácerse  cuando  no  estuviese  jeunida  la 
Diputación  por  el  Consejo  provincial  en 
oaion  con  íos  Diputados  provinciales  que  se 
hallaren  en  la  capital. 
Opina  por  lanío  el  Consejo: 
1.**    Que  las  reuniones  que  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  núm.  12  del  arl«  77  de  la 
ley  de  25  de  setiembre  de  1863  y  en  el  ar- 
iicuío  36  de  la  de  presupuestos  y  contabili- 
dad provincial,  celebren  los  Consejos  pro- 
rineiaies  cotí  los  Diputados  existentes  en  las 
capitales,  deben  ser  presididas  por  los  Go^ 
üernadores  inlerinos  si  el  propietario  estu- 
Tíere  ausente  ó  imposibiliLarlo  para  desem- 
peñar su  carf^íy  y  «e  hubiere  hecho  \}or  el 
Ministerio  de  Ja  Gobernación  de  real  órdan 
la  tíesig-nacioii  de  que  habla  el  art.  9  *  de  la 
primera  de  dichas  leves. 

2.*  Qae  si  "o  se  hubiese  hecho  esta  de* 
si^acioi],  deberá  presidir  las  mismas  reu- 
Qíooes  en  el  expresado  caso  el  oresidente 
deJ  Consejo  provincial,  y  á  falla  de  esle,  el 
Consejero  que  ha  de  desempeñar  sus  fun- 
ciones con  arrollo  al  art.  66  de  la  ley  para 
el  gobierno  y  administración  de  las  provin- 
cias. V.  E-  sin  embargo  acordará  con  S.  M.. 
io  mas  ae«»rlatio.w'  j    o   »f  i 

Y  habiéndose  conformado  S.  M.  con  el 
nreinsefloriiciáinf",  de  su  real  óriJ.  n  lo  co 
inuníco  a  V.  S  como  rp^olncion  ^'on.'ral  pa- 
n  S.CJ  intei;ff»Miria  y  cuns.g.nj'Mle^ 
l»«  guarde  á  V.        muciios  au^js.  Madrid 


21  de  febrero  de  1866.— Posada  Herrera. 
(Qac.  12  marto.) 

42.  QUINTAS.-B.  O.  ds  23  de  Mrero, 
deolarando  quién  debe  pa^ar  las  estañólas  de^ 
quintos  declarados  inútiles  por  los  Ayunta* 
mientos  y  por  los  ConsaJos.... 

(GoB.)  Enterada  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de 
la  comunicación  que  dirigió  V.  S.  li  este 
Ministerio  en  9  de  febrero  del  año  préximo 
pasado,  consultando  si  lo  dispuesto  en  las 
Rs.  Ords.  de  18  de  marzo  de  1857  y  16  de 
agosto  de  1861  sobre  pago  de  estancias  de 
quintos  en  los  hospitales  ó  en  la  caja,  tiene 
aplicación  á  los  casos  en  que,  declarados 
aquellos  inútiles  por  los  Ayuntamientos,  se 
apela  de  su  fallo  y  merece  este  la  confirma- 
ción del  Csnsejo  provincial: 

Visto  el  art.  104  de  la  ley  de  reemplazos 
vifT^nle: 

Vistas  las  reales  órdenes  citadas: 

Considerando  que  si  bien  las  estancias  de 
que  se  traía  en  el  caso  consultado  son  pro- 
ducidas por  la  reclamación  de  los  interesa- 
dos en  la  excepción  de  otros  mozos,  no  por 
ello  parece  que  debe  imputarse  á  estos  el 
abono  de  las  mismas,  que  no  son  otra  cosa 
que  la  consecuencia  forzosa  de  una  instan- 
cia que  la  ley  les  concede  para  ejercitar  su 
derecho  de  reclamación  de  los  fallos  del 
Ayontamiento: 

Considerando  que  obligar  n  los  recla- 
mantes al  paf^o  de  dichas  eslancias  seria  tan- 
to como  dilicultar  el  uso  del  expresado  de- 
recho, y  aun  hacerlo  en  alg^unos  casos  im- 
practicaKle: 

Considerando  que  el  pueblo  á  que  los 
quintos  corresponden  eslá  obligado  al  abono 
de  las  estancias  ocasionadas  en  el  hospital 
por  los  que  ser  declaran  inútiles  para  el  ser- 
vicio, toda  vez  que  las  mismas  son  conse- 
cuencia del  acto  de  la  declaración  de  boi- 
dados: 

Considerando  que  nada  dicen  acorca  d*  ! 
particular  las  dos  reates  órdenes  antes  cita- 
das; 8.  M.,  de  conformidad  con  e!  diclámeii 
de  las  secciones  de  Guí'rra  y  Gobernación 
del  Consejo  de  Estado,  se  ha  servido  resol- 
ver que  sea  de  cargo  de  los  Ayuntamientos 
el  abono  de  fas  estancias  que  se  produzcan 
en  los  hospitales  |)or  la  observación  facul- 
tativa de  los  quintos  que  son  declarados  inú- 
tiles antes  de  sii  entrt^ga  en  la  cjvja  y  á  e- ii- 
secuencia  de  acuerdo  del  Ci>nseio  provin- 
cial. De  real  orden  etc.  Madrid  22  de  fel/re- 
ro  de  I8b6.— Posada  HL>rrora.  {Gac.  \2 
marzo.) 

_  4 
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4S.  ^ÜINTAS.— B.  O.  de  O  de  setiembre 
de  1864,  oirotÜAda  en  28  de  febrero  de  1866, 
daolarando:  que  el  hijo  soltero  de  madre 
casada  en  segundas  nupcias,  pertenece  al 
alistamiento  del  pueblo  de  la  residencia  de 
aquella  y  no  al  en  que  el  moso  la  tiene  hace 
muchos  años. 


(6oB.)  El  Excmp.  Sr.  Minictlro  de  la  Go- 
bernación, con  fecha  23  del  aclual,  me  co- 
munica la  real  órden  siguiente: 

«Por  este  Ministerio ,  se  dijo  al  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Toledo  en  9  de  se-* 
tiembre  de  1864  lo  que  aíg^ue;  ^ 

Pasado  á  informe  de  la  sección  de  Gober- 
nación y  Fomento  del  Consejo  de  Estado  el 
expediente  de  competencia  entre  el  Ayun- 
tamiento de  AInjoroz  en  esa  provincia,  y  El 
Prado  en  la  de  Madrid,  sobre  mejor  derecho 
á  la  inclusión  de  Juan  de  Mala  González  y 
Corral  en  sus  respectivos  alistamientos  para 
el  reemplazo  del  presente  año,  dicha  sección 
ha  emitido  sobre  este  asunto  el  siguiente 
dictámen.  Juan  de  Mata  González  y  Corral 
fue  iuclnido  para  1864  en  el  alistamiento  de 
El  Prado,  provincia  de  Madrid  y  Almoroz 
que  lo  es  de  la  de  Toledo  :  dicho  mozo,  na- 
tural eomo  sus  padres  de  la  primera  citada 
villa,  ha  vivido  y  vive  desde  su  infancia  en 
ella  en  compañía  de  su  tio  Martin  Rincón, 
que  ha  subvenido  á  todas  sus  necesidades, 
mas  la  madre  del  mismo  se  trasladó  hace  9 
años  á  Aimoroz  donde  contrajo  segundas 
nupcias  y  sigue  residiendo.  Este  pueblo  apo- 
ya su  derecho  en  el  art.  55rde  la  ley,  por 
residir  allí  la  madre,  y  el  de  El  Prado  ,  en 
la  R.  0^  de  30  de  abril  de  1858  sin  que  los 
respectivos  Consejos  provinciales  hayan  po- 
dido ponerse  de  acuerdo  por  lo  que  viene  el 
ex  pealen  te  á  la  resolución  del  Gobierno 
de  S.  M. 

En  atención  á  estos  antecedpntes: 

Visto  el  art.  55  de  la  ley  de  reemplazos 
vigente: 

"  de  30  de  abril  de  1868: 


fXKTt  LCGISLATITA. 

no  con  casa  abierta  en  el  pueblo  donde  re- 
sidía distinto  del  en  que  residía  la  madre: 

Considerando  que  en  el  moco  González 
Corral  no  concurre  tal  circunstancia,  pues  ni 
es  cabeza  de  casa  ni  por  mas  f^ie  desde  pe- 
queño haya  estado  con  su  tio  puede  este  ha- 
ber adquirido  derechos  que  destruyan  los 
de  la  madre.  La  sección  opina  que  debe  re- 
solverse la  competencia  en  favor  de  Almo- 
roz provincia  de  Toledo. 

Y  habiendo  tenido  á  bien  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  resolver  de  conformidad  con  lo 
propuesto  en  el  preinserto  dictámen,  de  real 
órden  lo  digo  a"  V.  S.  para  los  efectos  con- 
siguientes. De  la  propia  real  órden  lo  comu- 
nico á  V.  S.  para  que  sirva  de  regla  gene- 
ral en  casos  análogos.»  {Bol.  of.  de  Soria 
de  2  de  mar %o  núm.  27.) 


44.  QUINTAS.— B,  O.  de  21  de  febrero, 
disponiendo :  que  todos  los  moaos  que  se 
conducen  á  la  capital  sean  tallados  y  recono- 
cidos en  la  caja  y  después  en  sa  caso  ante 
el  Consejo. 

(Gob.)  Visto  el  expediente  promovido 
por  Valentin  Miñón  en  queja  del  fallo  por  el 
que  el  Consejo  provincial  de  Búrg^os  declaró 
suldado  á  Patricio  Carrera  y  Miñón,  quinto 
por  el  cupo  de  dicha  ciudad  en  el  reempla-^ 
zo  de  1864,  que  habiendo  sido  declarado 
excluido  del  servicio  como  inútil  por  el 
Ayuntamiento,  y  reclamado  este  fallo  para 
ante  el  Consejo  provincial,  fué  revocado 
por  el  mismo ,  sin  que  previamente  se  reco-- 
nociese  en^caja  al  expresado  mozo: 

Vistos  los  arts.  110,  128  y  131  de  la  ley 
vigente  de  reemplazos:  . 

Visla  la  real  órden  circular  de  29  de  ju- 
nio de  1857,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  confor- 
midad con  el  dictamen  de  la  sección  de  Go- 
bernación y  Fomento  del  Consejo  de  Estado, 
se  ha  servido  disponer  que  todos  los  quintos 
que  se  presenten  en  esa  capital ,  aun  los  que 
lo  hicieren  en  virtud  de  reclamación  ,  sean 
tallados  y  reconocidos  en  la  caja  con  arreglo 
al  art.  110  citado,  y  después  ante  el  Conse- 
 de  la 


Visla  la  R.  O.  de  30  de  abril  de  1868:  l  j'^  provínciaí  con  sújecroh  al  art.  131 
Considerando,  que  según  el  párrafo  l.**  del  [j^j*,j^j^lgy^  gj  se  insistiere  en  la  red 


art.  55  citado,  corresponderá  el  mozo  al 
pueblo  en  que  el  padre  ó  á  falta  de  este  la 
madre  haya  tenido  por  mas  tiempo  su  resi- 
dencia durante  los  dos  años  anteriores: 

Considerando,  que  la  madre  de  Juan  de 
Mata  Güí)zalez  y  Corral ,  la  ha  tenido ,  no 
aoio  en  los  indicados  dos  años  sino  aun  an- 
t»'s  en  Almoroz  donde  sigue  rosidiendo: 

Considerando,  que  la  real  órden  citada  no 
puede  lenci;  aplicación  al  caso  actual,  pues 
oí  mozo  de  que  en  ella  se  traía,  además  de 
haber  pasado  á  segundas  nupcias,  era  vcci- 


cion.  De  real  órden  ele.  Madrid  21  de  febre- 
ro de  1866  —Posada  Herrera.  (Bol,  of.  de 
Huesca  de  7  de  marzo  núm.  113.) 


M.  M.  Alcwbilla,  Director  propietario, 
y  Editor  responsabíe. 
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Jk5.  mDULTOS.-B.  O,  de  2,.«  mai»OF 
dispouiendo  que  lad  spUcitudes  impefcrándo 
por  el  Ministerio  de  lá  Onerra  «rraóíá  de  in- 
dslto,  ae  dirían  por  ooiaduoto  del  tzttMUMl 
Mntenciador. 

(GtfBRmA.)  Para  r#pnlafiEar  éii'  cuatiio 
i«  posible  la  ioslroceion  y  resol uoío'rr  dé 
los  expedienlefl  de  indoUo,  iniciados 
bteuencta  sin  (luodamento  por  lo«  kiteresti- 
dos  6  sus  familias,  e(  GoWerrí^  de  S.  M.,  |t>or 
aeoerdo  def  GoDsejo  deWirtislfos,  ha  resuel- 
to que  lodas  las  sDlIcihides  ímpelraftdo  di- 
cha ^neia  se  dirijan  precisamenle  á  este  Mí- 
««eno,  después  de  oido  ef  Iribtirtal  senlen^ 
«ador,  por  eonducCo  del  director  del  arma 
eorrespondiente  ó  del  capitán  ^eral  del 
«sirilo  en  que  se  haya  impuesto  la  péná ,  con 
«I  foíorme  de  la  expresada  autoridad  si  cotí- 
«wcraae  atendible  ta  g^racia  que  se  solicite; 
teniendo  presente  para  cursár  ó  no  dichas 
»«tancias  lo  prevenido  para  tales  casoa  en 
la  ordenanza  general  de  presidios  de  14  de 
*t>ril  de  1884,  esptfcialmenle  en  la  parle  4.*, 
litólos  1.*»  y  2.%  sección  3  •  (1)»  ó  condíclo- 
Ms  may  eapeciales  que  haya.en  favor  del  re- 
carreo  te.  De  real  órden  ele-  Madrid  l.«  4e 
mMno  de  lS66.--0*doniiell.  ((Jac  Hmaraa.) 

40.  CABOAS  DE  JirSTICIA..-B.  Ó.  de 
ijde  febrero  mandando  abonar  una,  y  los 
Mitos  qiie  no  hayan  presorito-  oon  airreslo 
áUlcy  de  oontAbilida^L.  .      ,  . 

For  cíla  real  órden  se  reconoce  como 
cw^a  de  justicia  uoa  renta  anual  de  i97 
«seidos  50  loiiéstfiias,  á  de  h  Con- 
desi  de  ibangraodc,  .en  equÍTalencia  de 
te  prodoelos  del  servicio  ordinario  y  ei* 
tmrdÍQario  y  15  al  millar  de  la  viíl»  de 
Piolo,  que  dio  á  sus  antecesores  en  em- 
peño de  jaro  aJ  auiiar  el  Rey  D.  Car- 
los II  y  eo  su  nombre  la  Reina  Gobernar 
dora  DoSa  Mariana  de  Austria  y  los  del 
Cosseje  j  Contaduría  mayor  de  flacienda, 
«  i.SloMS  maravedises  de  plata,  so- 
pón coosla  de  la  real  carta  de  privilegió, 

10  Véase  d  tomo  V ,  pig.  4*15  y  A|r«>««tet- 

Tomo  X  pju.  Dicc« 


La  referida  Condesa*  ha  aoredíiado  ei  el 
expedleoic  q«e  desde  el  44  de  enero  d« 
48S0  csU  eo  posesión  de  dicfio  tfiulo-qoe 
la  dá  lá  pferspnalidad,  y  que  desde  eoton* 
ees  vino  cobíando  dicha  renta  hasta  4845. 

Se.  ciiíiQ  en  la  resolución  Ia.  léy  de  2Í) 
de  abril  de  48o3,  la  R.  Q.  de^SO  de  raavo 
del  mknwiaoo»  <el  4irt.  40  de  la  ley  de 
presgpestos  de  4850,  v  el  9.**  de  la  de 
1^  pre^lbiendo  reírlas  para  la  revwioo, 
i'ecbnrocíftiienio  y  pa^ío  de  las  cargas  de 
justicia,  las  que  .hallarán  niiestros  lec- 
tores f  0,'su  lugar  del  lomo  2/*,  páginas 
7{}2  y  siguieutes,.  en  el  lomo  /.^  bajo  el 
nwa.  i4tlf  pág  404.  y  en  oíros  yarios  co- 
mo puede  verse  ipor  el  índice  alfabético  de 
dieho  tomo  y  del  8.'  Hé  aquí  el  cousi» 
derando  tiH^m6  con  la  TesoIncion: 

«Consideran  .^o  que  la  Condesa 'de  .  Iban - 
gra^ide  ha  justificado  chmpHdamente4u*ppr- 
«OMlidiad  como  poiéedOrn  los  raferídos 
mayerasgos,  y.  por  lo  lanío  irI' derecho  que 
te  adíate  al  cobro  4e  la  prolendida  renta  y  á 
las  que  por  razón  de  atrasos  no  bayan  pres- 
crito con  arreglo  á  ki  establecido  eo  el  ar- 
lículo  18  de  la  ley  de  conlabílidad  y  en  la 
R.  O.  de  25  de  febrero  de  1863;  S.  M.,  cbn- 
forniánífose  con  los  dictámenes  que  sobre  el 
parliiiulér  han  etnilido  la  secciívrt  de  Hacien- 
da del  Consejo  de  Estado,  esa  Dirección  y  la 
asetoria  general  de  este  Míoisterto ,  se  ha 
servido  eoiitiraaar  el  acuordu  de  laiu^tarevi* 
sora  de  cargas  de  justicia,  por  el  que  se  re- 
conoce como  tal  á  favor  de  la  Condesa  de 
íban^ra'nde  lá  renta  anual  de  Í97  escudos 
50  milésimas  qüe  tiene  derecho  á  percibir 
en  equivalencia  de  los  productos  del  servi- 
cio ordinai'io  y  exlraordmario  y  15  al  millar 
de  la  villa  de  Pinlo;  debiendo  incluirse  di- 
cha cantidad  con  las  que  correspondan  por 
atrasos  eii  et  presupuesto  de  obligaciones 
gm%erales  del  Ésíado ,  sin  procederee  á  su 
abono  hasta  que  te  obtenga  el  conipelcnt<^ 
erédtto  legislativo.  De  real  -órden  etp.  Jy4a- 
drid  :13  de  febrero  de  1866.^loDa^  Martí- 
nez, d  (úac.  14  marzo.) 

47.  COiyUSOS^-B.  O.  do  5  áé  marso  dis- 
poniendo la  distribución  qae  debe  haoerse 
tab«ooe  que  puedan  dars»  á  la  ▼onta. 

(Hac.)  He  dado'cuenla  á  la  Reina  (que 
Díols  guatrde)  del  expediente  instruido  en  esa 
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Dirección  generatá  coim^ouncia  de  uoa.re'- 
claroacion  del  tetMetHe  dél  «Oet'po  de  Cara-^ 
bi ñeros  D.  Ramón  Alvarez^  en  que  como  je- 
fe aprebensor  de  un  comiso  de  tabaco  haba- 
no, que  tiTvo  rugar  enla  estaeitm  ctetfeiTo* 
carril  del  Mediodía  de  esla  corle  en  el  raes 
de  seüembre  útlímo,  solicitaba  se  hiciese  la 
dislribucioo  del  expresado  comiso  con  arre* 
glo  á  lo  dispuesto  en  el  R.  D.  de  Í3  de  agos- 
to de  1852;  J  considerando  que  no  es  apH- 
cable  esta  disposición  al  caso  presente,  según 
se  ha  maní  Testado  por  esa  Dirección  y  la  ase- 
soría general  de  este  Mniisterro;  S.  M.,  de- 
seando que  las  fueraas  represoras  del  con* 
trabando  reciban  un  premio  que  reeompense 
las  fatigas  que  Ies  proporciona  una  constan*- 
te  vigilancia,  se  ha  servido  disponer  que 
siempre  que  ^e  aprehendao  tabajos  que  pue- 
dan darse  á  la  venta,  se  distribuya  su  im- 
porte ,  reservando  la  tercera  parle  integra 

Íiara  la  Hacienda  y  la$  dos  restantes  para 
os  aprehensores ,  lo  cual  tendrá  efecto  tanto 
en  este  caso  como  en  todos  los  que  ocurran 
de  igual  naturaleza.  De  r^al  orden  etc.  Ma- 
drid  5  de  marzo  de  1866.— Alonso  Martínez, 
\Gac.  H  marzQ.) 

£1  R.  D.  de  io  de  agosto  de  1852  que 
se  cita  DO  sa  halla  inserlo  ea  esta  obra, 
porqoe  el  autor  halló  corapreodida  su  dis- 
posición en  el  carpitulo  XI  de  las  opdeom- 
zas  generales  de  aduanas,  de  40  de  setiem- 
bre de  Í8S7,  sección  IV  de  la  distribución 
de  comisos,  y  te  pareció  inútil  hacer  mé- 
rito de  aquel  creyendo  que  $e  tendrían  mas 
presentes  las  dUpoiiqiooea  de  las  referidas 
ordenanzas. 

Tan  complicada  y  farragosa  ésta  sin  em^ 
barg;o  nuestra  legislación  económica  y  ad- 
ministrativa, que  á  cada  paso  estamos 
viendo  citar  la  mas  antigua  haciendo  caso 
omiso  de  la  mas  moderna, 

48.  SBOTICIO  MTTiTTAH.-^R.  O,  de  24 
de  febrero ,  «claraaido  U  de  91  de  enero  de 
1865  •  «obre  el  derecho  á  peroibir  loa  2.000 
reales  loe  soldados  licenciados  eto. 

(Guana A.)  He  dado  cuenta  á  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  de  tas  consultas  elevadas  á  este 
Ministerio  por  diferentes  autoridades  mi<» 
litares,  en  lás  que  con  motivo  de  la  inter*- 
pretaeion  dada  áia  K,  O.  de  21  de  enero  de 
1865 « en  virtud  de  la  cual  se  niega  el  dere- 
cho 2^1  percibo  de  la  gratificación  de  200  es- 
cudos de  que  trata  eJ  arl.  4*®  do  la  ley  vi* 
gente  de  reemplazos  á  todos  los  lieenciadoa 
y  reenganchados  ^ue  no  baa  cumplido  dia 
por  dÍA  los  ocho  anos  de  su  empeño,  solici- 


tan se  aclare  la  verdadera  ¡ntelig<'ncia  de 
dicha  soberana  disposiciani^specto  á  los  ^Ue 
que  antes  de  expedirse  aquella  han  obtenido 
sus  licencias  con  los  abonos  de  campaña  con- 
^cedidos  por  los  sucesos  del  año  1856  y  la 
guerra  de  Africa,  y  los  que  se  han  reengan- 
chado utilizando  la  condonación  de  seis 
meses  de  servicio,  con  arreglo  á  lo  estable- 
cido en  la  ley  de  29  de  noviembre  de  1859. 

Enterada  S.  M«  de  las  referidas  oooioil^»* 
como  asimismo  de  las  instancias  sobre  el 
particular  promovidas  por  varios  interesa- 
dos, y  conforme  sustancialmenle  con  el  d¡c« 
lamen  emitido  en  15  de  enero  último  por  el 
Consto  de  £stado  ep  pleno,  ha  tenido  á  bien 
resolver: 

i.^  Que  la  precitada  R»  O.  de  21  de  ene- 
ro de  1865  no  comprenda  á  los  Uceneiadoaó 
reenganchados  antes  de  su  publícaeioB«  ni  á 
los  que  posteriormente  lo  hayan  sido  sin  te* 
ner  conocimiento  de  ella. 
.  Y  2«^  Que  en  lo  sucesivo  se  baga  la 
oporlMna  advertencia,  que  deberá  hacerse 
constar  en  sus  filiaciones,  á  los  que  cumplan 
su  empeño  ó  se  reenganchen,  para  que  tww 
gan  entendido  necesitan  completar  dia  por 
dia  loa  ocho  años  de  servicio  si  aspiran  á 
percibir^ja  graiificacion  de  cumplidos.  De 
real  orden  etc.  Madrid  24  de  febrero  de  1866< 
— El  Subsecretario,  Francisco  de  Uztáriz. 
(Goc.  15  marzo*) 

49.  BSTADOS  BIS  SITIO.-B.  O.  de  16 
de  láarmo,  levantando  el  del  distrito  de  la 
Capitanía  general  ae  Castilla  la  Noeva. 

(GucRRA.)  «Habiendo cesado...  tas  eausas 
que  obligaron....  á  declarar  en  estado  de  ai» 
tío  al  distrito  de...  (Castilla  la  Nueva)...  Su 
Magestad...  se  ha  servido  mandar,  de  acuer- 
do con  el  Consejo  de  Ministros,  que  se  pro- 
ceda desde  luego  á  dar  las  órdenes  y  bandee 
convenientes  á  tin  de  que  las  autoridades  ct* 
viles  de  este  distrito  vuelvan  al  libre  ejercí-*- 
cio  de  sus  funciones  adminisiraiivas  y  ín>1í- 
ticas,» 

.  En  consecaencia  de  la  anterior  reaf  6r- 
den,  el  Excmo.  Sr.  Capitán  general  puhli<- 
c6  un  bando  cuyos  tres  artículos  dicea 
aai: 

«Artículo  1.*  Queda  desde  este  fecha  le- 
vantado el  estado  de  sitio  en  que  declaré  por 
mi  citado  bando  las  provincias  que  compren^ 
de -el  terrilerio     este  distrito  militar. 

Art.  2.^  Lo»  tribunales  y  las  autoridades 
civiles  volverán  á  desempeñar  sus  atribecio^ 
ues  ordinarias. 

Art.  3.^  Las  causas  pendientes  se  remi- 
tirán para  su  cputiauacion  á  los  tribunales 
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ll»Dad«t  ¿  conoeer  de  «lias  eo  asUdo  nor« 
mal.»  {Gac,  17  fnar%o.) 

Consúltese  el  aníciilo  Estados  dk  srrio, 
en  el  tomo  IV»  pág.  302. 

50.  CAJtBBTSBAS.-B.  O.  de  9  de  mar- 
so,  dietendo  T«9tas  A Qoelia  de  aguetaraa  la 
oonoeaiQzide  eatudios  de  oarretóraa  4  par- 
Ucolaree. 

(Fcx.)  En  vista  de  la  falla  de  unirormi- 
dad  que  ae  advierte  en  las  reaolactones  re^ 
lativas  á  la  eeaceatoo  de  esCudiaa  de  car  re  ^ 
leraa  á  parlioulares,  y  deseando  regularizar 
eate  aervicio  He  atodo  que  tu  ejeoneion 
ofrezca  laa  sufícienlea  garantiaa-  de  aeierio 
y  de  pro  vecbósa  inversión  de  loa  fondea  pú- 
blicos ,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenida  á  biea 
disponer  que  en  :1o  stieeaivo  no  seeonoeda 
aatorizaoiea  alguna  para  el  eatudio  de  «ar* 
leteras  que  no  ae  bailen  comprendidas  en  el 
plan  ^enerai  aprobado  por  R.  ^I>.  de  6  de 
ieüeaibre  de  1864,  y  que  la  resolución  de 
las  aotieitndes  qqe  ae  presenten  se  ajuste  á 
las  stguíenles  rerlas: 

1.  *  La  sociedad ,  Corporación  ó  partiea* 
lar  á  cayo  favor  se  baga  la  concesión  no  po» 
drá  aiegár  dereoéiealgnno. contra  el  Estado* 
fli  timtlar  las  faouilades  quc  et  Gobierno  lie* 
ae  para  dispensar  la  mienia  gracia  ál  que 
Mkitette  hacer  iguales  estudiosa 

2.  *  Estos  deberán  lleviirse  á  efecto  con 
arreglo  á  las  instrucciones  que  después  de 
praetieados  loa  primeros  reeonocimteiüos 
ercafi  oportuno  dictar  los  ingenieros,  jefes  de 
las  provjocias  respectivas  para  la  tijacion 
def  mejor  trazado  de  la  línea. 

S.*  Terminado  el  proyecto,  el  concesio-^ 
nano  lo  reoúltrá  por  duplicado  al  ingeniero 
j4e»  el  euai  se  reservará  un  ejemplar  para 
baeer  sotare  ei  terreno  la  coirespondtente 
coafrentacíoo  y  evacuar  aa  informe  faculta* 
tiro,  pasando  el  otro  al  Gobernador  de  lii 
provincia  para  que  instruya  el  exp«dieat«» 
de  que  traía  el  art.  de  la  ley^  de  22  de 
julio  de  1857. 

4  *  Examinado  el  proyecto  par  el  citado 
infiera  jefe ,  será  sometido  á  informe  da 
la  jaala  consultiva  de  caminos ,  canates  y 
paerlos;  pero  su  aprobación  no  podrá  tener 
deoto,  aunque  este  inibrme  sea  favorable^ 
iii4eriQ  Bo  ae  ullirae  y  apruebe  ,  oyendo  a 
»  ntiama  junta,  el  expediente  á  que  se  re- 
áere  la  regla  anterior. 

5.*   Eii  el  caso  de  que  por  tirtud  de 
<ko  expediente  sea  neoeaario  iatroducir  al« 
icnoa  variación  en  el  trazado  propuesto ,  el 
concesionario  estará^  obligado  a  modificar  el 
|iroyeef o  en  la  parta  que  eorreapanda. 

Aprobado  que  ata  el  mismo  pcrr  Ja 
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superioridad ,  se  podrá  pedir  la  coriesponr 
di<>nte  taaacion  del  proyecto. 

:  7/  Esta  se  verificará  por  dos  ingenieros 
del  cuerpo  de  camino»,  canales  y  puertos, 
nombrados  uno  por  la  Dilección  goneral  de 
Obraa  públicas  y  otro  por  el  concesionario, 
y  si  hubiere  discordia,  por  un  tercero  de  ta 
atase  de  inspectores  del  mi«mo  cuerpo  que 
la  dirección  designe. 

8  ^  Sobre  la  valoración  mencionada  in- 
formará Ja  junta  consultiva,  y  si  esta  opi- 
nase por  su. anulación  y  la  dirección  lo  es- 
limase asi»  se  prpaederá  á  una  nueva  l^asa- 
cion  en  la  forma  anleriormerue  indiisada;  - 

9.*  El  importe,  de  la  tasación  aprobada 
se  abonará  al  conccsionari<>  cuando  se  dis- 
ponga por  el  Gobierno  la  construcción  de  la 
earcDlera  á  que  los  es.'udips  «e  refieran «  De 
real  écden  etc.  Madrid  9  de  marzo  da  1S06. 
Vega  de  Armijo.  {6ae.  1$  marzo,) 

61*  OABOA^  BB  JUSTICIAS  z>ozt.a.- 
oxoxo^jsa  x%j&A.x«3D«.~B.  O.  de  14  de  febre- 

§o,  decUrando  cadupada  una  Que  por  vason 
le  alcabalas  peroibiá  la  Condesa  de  Mootijo 
oomo  procedente  de  (Mnoesion  graelosa  é 
de  para  merced «  sin  carácter  alguno  onaro- 
so.^IjOS  servicios  de  mayordomia  7  cama- 
reria  palaciega  no  bastan  á  justiflcar  dona- 
ciones 4  perpesnidad  da  reniaa  de  ta  Co- 
rana. 

(Hac)  He  dado  caenta  á  la  Reina  (qee 
filias  guarde)  del  expediente  instruido  por 
esa^  Dirección  en  cumplí  miento  de  la  ley  de 
29 de  abril  de  18^  para  llevar  á  efecto  la 
revisión  de  la  cárgade  justicia  de  992  «scü- 
dos  854  mitésimas  anuales  qae  por  razoi) 
de  las  alcabálas  de  Gasarrubios  del  Monte, 
Venta  de  la  Retamosa  y  Valmojados,  pro- 
vincia de  Tdedoy  p^cibe  la  Condesa  del 
Monlíjo,  y  forma  parte  de  la  de  5.181  es- 
eodbs  580  mltésimas  que  figura  al  número 
56d,iart.  1.^,  oapünla  l.^  sección  4.^delpre- 
sapiMsio  de  gaitlas  vigente. 
^  En  sa  eonsecueneiar' 

Visto  el  privilegio  otorgado  por  los  Re- 
yea  CatóHeosten;  22  de  enero  de  1474,  con 
loaaigaientes  quae^lán  lileralmente  ooosig- 
uadoa  en  ta  ejecutoria  del  Couaejo  de  Ha» 
aienda.de  feolia  16  de  diciembre  de  1^: 

Vista  la  exposición  y  reimikcia  firmada 
por  laPríncesa  á  25  de  febrero  de  1479/eu 
ta  que  acatando  los  muchos,  boeoos  y  dila- 
tadlos servicios  que  Gonzalo  Gbaeon,  su  ou* 
yordomo  y  contador  íLiiayor,  y  Clara  Albar* 
iiaea ,  su  camarera  mayor ,  le  habían  hecho 
y  hacian  cada  dta,  quería  renunciar  y  tras* 
pasar,  como  por  la  presente  renunciaba  y 
traspasaba  en  eilps  los  40.000  mrs.  que  por 
su  vida  tenia  situados  y  tasados  en  las  a'lca^ 
balas  de  Gasarrubios  y  su  tierra,  para  que 
tos  gozasen  ambos  ó  cada  uñada  ellos*  dea- 
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vidas  de  ellos  y  de  tífldh  nno  rtecHó» ,  de  \tí 
niiím%míitteru.  yc^n  ^pís  mismas  í'^cutiades 
cml*  cfíic  élta  tos  disñ'nln^  v  concluyendo  ^n 
•^u{>Htar  quo  la  morfced  d^  por  vida  -se  cdn- ; 
virtiérb  eiv  merced  netj^luh  y  por  juro  de 
heredada  •      •  ,       .  . 

VlAta  á  8u  continiracion  Ih  nftsóhféíon-  6e\ 
Rey  haciendo  saber  á  -sus  comadoTes 
yones  qyie  su  vdlufttád  era  qoé  los  40í000í 
ntofá-^edisesque  Gbnzalo  Ghacon*  y  su  muí- 
jer  Glafra  Arbarnac^  «dimilian  é  tienon  por 
"  htei^céd  én  eada'  un  año  para  erf  t^da»  sué  ; 
yidás\  qae  las  hayad    lenizan  dé  mí  poi- 
rnercrtd  ert  cada  un  añ»  por  juro  deí  heredad 
paraf'sieihprft  jamás  ;  pará  sí  y  áoí  socc-- 
'«ores.»        •  '  •  i»  ,    ,  ' 

•Vjslíi  fá  'ley  <)•,  til.  8.^,  Hbro  7.«  dé  la 
Kovl  R'ecop. ,  ^,n  qá^  ffe/CfWisíg'nw'í'f  pfimrt'i' 
p¡0  de  qáe  la  Oororia^¿5ía '  recuperar'  lüd<) 
ia  enajenado  de  la  misma  sintírnlay  efec- 
tivo pr^io:  •  ^  ■ 

Visias  varías  cláusuias  del  testaren to'cqi) 
qbalaUeoió  el  Sr.  D.  Cárlos  U: 

Tí$las  las  leyes  lOy  It  del  mismo  litulo 
y  líl^ro,  en  que  se  declaró  que  u)  lás  cédula^ 
da>ex<eacioa  ni  iacorpDraoioa,  ni  jas  confír** 
maciones  concedidas  ¿  lus  poseedores  de 
ofiplot  enajedados,  especial hneAle  dje  .aUa* 
i)aía8  i  daban  á  eatas  mas*  validez  que  la  qué 
ienian  en  virtud  de  lositiiulos  priniHtvós: 
• '  Visto  cf  real  decrAto  iaseiito  ^n  la){?aedlil 
de  17  de  marcó  de  1 862> decía rando,  á  con « 
0iilta  áei  Consejo  de  Estado,  caducada  la 
.eti^de  juslieia'qu&en  equivalencia  d9  las 
aJoabalas  del  pueblo  de.  Tafee  ¿obraba  la 
Condesa  del  Montijo  defdrt  H»3Q:    I  r 

Vista  la  ley  de  2^deisb|rU:de  4855: 

Visto  el  infornle  do  la  asesoría  general  <ie 
este  Alinitlerioi  y  cí  afeneréade.la-ju^la  re* 
visora,  conformes  en^ue-^tó-  dedáref  cadu^ 
cada  esta  carga  de  justwia;,  y-  los  razones 
en  i]U(f  se  fondan:'' 

ViétQ8  lo8jnrorme§.d^  Ja  mayoría  y  mt- 
norta  de  la  sección  de  Hacienda  del  iConse'* 
ja  de  Estado,  proponiendo  la  primera  la  ca** 
ducidad  de  dicha  carga,  y' la  segunda  <(iie 
•e  declare  siit»Í8tent(e:f 

Visto  lo  informado  portel  Consejo' ¡en  pie* 
no  opinando  de  eonformidad  con  la  aseso* 
da,  la  junta  revisora  y. la  mayoría  de  lasee^ 
cion  de  Hacienda  del  Consejo: 

Considerando  que  esta;Goiiee6ion  de  atoa* 
balas,  que  nose  presenta  orlginaly  era  en  sq 
orígeii  un  mere  juro  de  per  vida ,  sitaado  eq 
Casafrpbios  del  Monte,  el  qoe  posleriormen- 
le  y  á  instancia  de  la  Prinícesa  sd  mandé, 
i  estar  de  los  libros  de  mercadas  vi  talmias, 
y  situarlo  come  juro  perpéttto.«*^« 


>  Couftideraaéo  que  esta  -eoneeáioA.  li«a(^ 
cuando  ora  de  por  Tida>  ceiTib  deipues  de 
(perpetuada,, ^ra  jdc  piur^ ^nerc^d  y  graciosa, 
'sin  precio  algunó',  qiíé  la  hiciese  iii^eiííni- 
zable,  y  que  esa  mishfra  tsualidad  y  carácter 
conserva^  dtspues  de  la  ej^eiUoria: 

Considerando  que  esta,  que  ba  sido  ga- 
nada en  1^7,  no  puede  neirtraliaar  los 
efectos  de  la  ley  9.*,  tít.  8.*,  libro  7*  de  la 
^ovw  Recop.  k  dictada  > en  25-  de  snero  di' 
14)05,  por  ie>que  se  imandd  Téeuperar  para 
la  Corofia  todo  lio  onajenadosin^jasto  y  eftMi 
livoipreciov  Di  laa  prsscripoionettde  laados 
siguientes  publiqadas  en  1711  <  y  1742  para 
Jos  mismos «feelioa:  -  /  -  ri  > 
t.Consideraadfli  que  las  aleábalas- eran  un^ 
¿nnipuesló  y  «fenta'del  .Bst^Oy  el  que  cuando 
se  abolieren  se  subro^  eP  ua  eqpi «aleñan 
dÍAero  que  los  ínteresafdos . hablan «de  .cobrar 
oon  Jiombre  de  cafgad  dé  jusliaia^íplenn  no 
sé  resefvia  «obre  su^reibeorpocaiaton  á  laCo^ 
fona;  *  ...  -  ■•;  v  " 

i:  ConMd*rando«qi>e,  esta-  ppoeedo  aiemprp, 
con  solo  la  diferencia  deque  det]is;veriikar^ 
sasiti  Pflribucioiicjaandd  sineUa  >\á  coifce» 
díó  4a  Corona,  y  ntediante  una  justf  ind^* 
n¡£ack>n  cuando 'fueron  ladi^uiridas  por  pre<> 
cío  eíeciivo;  (fue  la  de  qaeee  itrata. aparece 
concedida  poc  mérkos  y  sesvictos  que  a\  'm 
expresan  ni  designany  y  cuya,  importancia 
y  utilldád  es 'hoy  por  lo  mismo  impdsible 
calificar:'  ^ 

Considerando  como  meramente  y  de  pura 
merced,  sin  carácter  átguno  oneroso,  todas 
aquellas  en  las  que  los  poseedores  no  apre* 
diteu  con  presentación  det  título  primitivo 
de  egresión  luiberjas  < obtenido  poü  justo  y 
eíecUvo  procio^y  que  en  ^te  easo  seiMÜlaa 
las  de  que  se  trata,  adquiridas  por  servieios 
domésticos,  sin  prebio  ntde^ikibolso  alguno* 
y  por  consiguiente  sin  circunstandas .  qu^ 
justifiquen  la  indenkaizaeion:  ,  , 

Considerando  que  el  Sr.  D,  Cárlos  II,.  si- 
guiéPdo>el  jmpoJso^dado  por  sus  anteceso- 
res á  la  reincorporación  á  la  Coroná  de  todo 
cuanto  de  ella  por  las  caiamidadeó.  de  3oa 
tiempos  se  habla  desmembrado,  consignó 
en  su  testamento  Jas  mas  itermiBaoies*.pres*» 
oripeioneé  al  efecto  j  revoqando  y  amiiand<» 
y  dando  por  de  ningún  valor  ai  efecto  \k  io- 
leranciai  cualquiera  cMshnulacioa,-  permiso 
ó  licencia, que  hubiese  eoncedido.  é  oenee** 
diere,  sin  que  pud¡eraaprovecl>ac  cualqnie'* 
ra  trascursP'de  tiempo,  aunque  faesa  tal  que 
no  liuiÑdreimemÓTia  de  iiombre  en  contra- 
río, y  siempre  quadafte  á  kaCorona  el  dere-» 
cho  claro  y  expedito,  y  pudieran  sus  suce- 
sores reíneorporar  á  la  misma  y  Patrimonio 
Real  l^t  aleábalas^  terpias,  pechos  y  dere* 
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ehos  como  quiera  á  él  pertenecientes  oomo 
lo-a  aneja  á  la  Coron»,  y  de  que  no  helii« ' 
pedrdo  ni  poéiajú  podria  apartarse  portos 
leraneia  alguns:  *  h 

Considerando  qae  estos  servleios  de  md- 
yordontía  y  camarería  palaciega^  noplmper^' 
tanles  y  úlitestque  se  les  8npohf^iit>'  nunoa 
lo  son  lanío  que  basten  a  insXifícai*  dbnaorc^ 
nfs  i  perpetuidad  de  rentas  de  la  CoronHy' 
pr>)ñhida«  siempre  en  la  de  Caslilla,  rocha-» 
zada^  por  ei  espíritu  del  siglo,  íñeompali-^' 
Mi  -  con  la  i<^giskiclon  aeltiM  y 'coh  1as<ié- 
rKlíos  de  la  naeiofv;    '  ».  .  r 

Considerando  qite  los^  tHQioisdé'eonfírfVfo^^ 
eion  y  las  exeneionée  de  incorp^M^ion, 
eoaiesqoiera  ijjue  seatt  sus  eláusulas,  no  alri-^ 
buyen  á  les  iMiseedoretf  mas  dereehol  que' 
iüs  qae  por  ios  prhnilivoa  le^  corresponden,  ' 
DÍ  diitcnirrayen  ni  rebajan  los»  que  al  fisco 
pcrte{ieeen  para  insistir  en  la'  incorporaeioH 
ó     la  eadaciáad  en  sa  caso;  '  ' 

S.  M.»  ooi^formándeae  «en  loa  dictámenes^ 
emllidos  sobre  el  particular'  por  la  'asíesorf* 
general  de  este  Ministerio  «  esa  Dirección  ,i.la 
mayoría  de  la  seceioiv  de  Hadienda  del  Con** 
s€]o  de  Estado  y  «I  mismo  Consejo  en  pteno, 
•eha  aervido  confirmar  el  acuerdó' de  la 
jaotade  reTíaioA  v>  redonoeiníienYaK  de  cap- 
fis  de  joatieia  de  z  de  jumo  de  186^,  por  el 
qae  se  declara  eadue^a-la  de  que  se  trata, 
y  que  por  lanío  se  elimine  del  pr^upuosto' 
del  Gstado.  De  real  órden  etc.  Madrid  14  de 
íehrero  de  1865. — Alonse  Martines^»  {Geieeta 
ífmoTio.) 

La  reaf  órden  (no  réal  djecreto)  de  2» 
de  eaero  de  1862,  que  se  insería  en  la 
Gaceta  de  i7  de  mar^  de  aquel  ^no,  de* 
dMAdo  caducada  Ja  carga  de  jQ^ticia  que 
pcrcifeia  la  Condesa  de  iloBlijo  iw  equi* 
valetcift  de  las  alcabalas  de  S.  P^dre  de 
Tarce,  está  fondada  «a  laskyes  8/  á  la 
H,  If!  8.*,  libro  7.**  de  >a  Nov.  Recop/,  en 
qoe  se  coosigna  el  princit)ió  qut  debe 
Tixu^d^r  la  C^.ooa.  lo.  ^iDajenado,  dé  la 
nñsu  sii^jVsto  y  'electivo  precio/ y  que 
las  eeafiraaaoíoAes  bo  Í4^A  los  po8be4ore». 
DW  dcfccboa  que  los  que  4uvieroa  pof  jos 
Üliiloa priatílíTos  de  egresión;  eo  el  de- 
creto de  las  Cortes  de  6  de  agosto  de 
1811,  declarando  ábcAIdds  los  señoríos  ju- 
risdiccíODaleSj  ▼  con  dererho  á  indemni- 
zación los  que  los  hubierap  adquirido  por 
titulo  ooeroa^  éá  la  ley  de  2$  de  abril  de 
1855  y  ea  dari.  0^^  de  la  de  presupuestos 
de  185». 

La  niif^ma  doctróiít  ao  bilia  corsigna- 


d{r  por  el  Consejó  de  Estado  en  los  rea- 
fe^  dccretos-sentenciajs  dti  17  de  marzo 
|y^4  tíe  abril  de  1804;  Teanse  ca  el  Dic- 
qqnario  ios  í^rtículos  (Jab^  de  jú^tícu 
y  SaÑoRtos;  y  estas  i^ísm^s  palabras,  en 
|lóa  índicea  lalfs^bélíoos'  úft  los-  ifimu^  de 
apéndice. 

52.  O.  de  21  ae^febS^ro:  Zoa 

censos  afeotos  á  bienes  vendidos  por  el  Sa- 
lado  6»  oonoepto  (delfbreA/en  laa  éipooam  an- 
ítoiAoros,soii  aaripii^doiusilOia.     '!     j  : 

I  '  (Bao.)  Se  reconoce  como  carga  jiis- 
líbia  la  rehia  anual  de  2^  escudos,  400  mi- 
iesimasy  correspoudientes  á  mi  censo  afecto  ' 
á  los  bienes  de  una  comían  i  tl  ad  (¡ue  se  veti^' 
dlecon  lener  presente  dicha  uga,  aiiíés 
de  la  publicación  de  la  ley  de  l.  '  'de  ujayo 
de  1855 „  y  se  establece  l  a  do.'tnna  di  que 
deben  repintarse  caricas  de  jij^t  i  ia  los  teníi^i^* 
aíeclo^  á  bienes  de  que  se  luc  ni  ó  y  véníli¿\ 
el  Estado  en  concepto  de  Itbre.s  ea 
dores  épocas.  [Gac.  20  marzo.)  .  '  ^'^ 

03.  n>BM.— B.  O.  de  8  d«  manso:  no  toa 
OMsas  de  )Mafl|oia  laa  pemlonea  ppr  s^irioxf  • 
personales. 

(Hac^)  Por  dtc^  leal  orden:  ae  declara 
eadueada  «na  pensioa  qae  peretbíádoim  Nl-- 
casia  Carao,. per  servieios  qne  prestó au  ma- 
rido en  la  recibid uria  de  ka  órden  deS.  Juan 
de  Jeruaalén;  porque  laa  obligaciones  de  es- 
ta nalnraleza»  easp  de  ser  te^ilimaa  y  efiea- 
ceaeonlra  el  Estado,  deberán  figorar  el 
liretupiiesto  de  clases,  pasivas..  {Gao,  20  de 
marxo.)  .  , 

64.  DjbBBOHO  BXtBCTOBAIj.—B*  O.  de 
24  de  febrero»  üecvlaraqdo  q>tai4  ouota  q.ue 
«e  paga  por  pertenenoiatf  mtneraé,  es  contri- 
buoiop.  direoba^  dá  derecho  eleotoral . 

(Goa,)  Por  esta  real  órden  sa  revoca  uti 
acuerdo  de  la  Diputación  provitioial  de  Te- 
ruel, por  el  qpe  'declaró  qu'í  D.  Jüan  Ciernen- 
le  no  tenia  aptitud  legal  para  desempeñar  el 
«argrf  de  Diputado  provincial  j)op  iibpagl»r 
la  euota^lejpal  de  cof>(ríbucin(ii  directa ,  y  ae 
manda  ^oe  para  lo  sucesivo  sirva  de  regia 
general  qua  dáaon  qae  pagan  Joa  mismos 
por  las  perleneikcias  de  minas  es  y  se  entieh- 
«te  contribución  direola  y  dá  dereicho  elécVb- 
ra>  ()0r  si  ó  acurnulada  á  lad  demás  direelns/ 
coatido  se  paga  4a  cuota  que  exige  ia  ley. 
{Qito.  áel  31.) 

55,  OQ]>01íIÍLaAaHTCOIiAS.-B.  O.  de 
21  dematzo  é  instrucción  oonoediendo  él 
planteomienco  de  dos.       «  ' 

(F«ii.)   Vi«íto  pI  í^xnodrítiM  instruido 
'ni«#l;wioa  lie  L>  J.>-,<''  B.^eiu  l^tíius,  veciuo  y 
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labrador' dft  Salonno,  i»njvin''i^  .de  Cácereo^ , 
en  soliciiuij  do  autorización  |>ara  establecer,., 
con  arieglo  á  la  ley  de  21  de  qovicmbre  de 
1355,  dos  colonias  af^dcotas  en  I6s  miliares 
dé  Ahumada  y  Cortegi^ndé',  enclavados  eii 
<Mi(li«éii^fllte4«lÉ  Píedrabaena, 
termino-  de  San  Vieento,  provincia'  dé 
Badajoz ,  entre  cuyos  documento»  conslao 
los  informes  ^vorables  del  Gobernador  y  de 
varias  corporaciones  de  fa  respectiva  pror 
vincia ,  así  como  los  valorea  reinteerabíeg 
con  que  Boyero  Penis ,  en  eoneepto  de  em« 
presario,  ha  de  auxiliar  á  Iqs  Rolónos;. la 
aceptación  por  estos  de  las  condiciones  esti- 
puladas; el  proyecto  de  división  dé  los  ter- 
renos colonizables;  los  planos  do  los  edificios 
que  han  de  cun^lruirse  ptjr  cuanta  de  aquel;, 
til  cánon  anual  que  por  el  teri  tMio  debe  sa- 
tisfacer al  Tesoro  púbüca,  y  \(i  fianza  que 
debe  prestar  por  el  arbolado  que  existe  en' 
dichos  millares;  de  conformidad  con  el  díc- 
támen  del  Consejo  de  Estado  y  el  de  la  jun- 
ta consultiva  dt^  caminos,  canatés  y  puertos, 
y  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  mi  Mi-^ 
nistro  de  Fomento, 

Venffo  tn  conceder  á  D.  José  Boyero 
Penis  la  autorización  provisional  á  que  se 
reñere  el  art.  12  dé  la  expresada  ley  f>ara 
que  con  arreglo  á  las  demás  preaeri perones 
de  la  misma  y  de  la  instrucción  adjunta  que 
he  tenido  á  bien  aprobar  con  esta  fecha,, 
proceda  á  la  ejecución  del  en^moiado  f>ro^ 

Íecto.  Qado  en  Palac'ro  i  21  de  marzo.de 
SeS.'-^Está  rubricado  de  la  real mano.-^fil 
Ministro  de  Fomenio ,  Aijlonio  Ag^ar  y . 
Correa.  . :  • 

INSTRUCCION  ; 

á  que  se  refiere  el  H.  D.  de  21  de 
marzo  de  1866,  reiátiVt)  á  liEt  aütori- 
zacion  provisional  en  £avof  de  don 
José  Boyero  Penis  para  el  plantea- 
nú^nto  de  dos  colonias  agricolf^  en^ 
loe  nuUares  de  Ahunui^a  y  Gorte^ 
grande,  término  de  éan  Vicente, 
proTíocia  de  Badajoz. 

Articulo  l.''  En  cada  uno  de  loa  dos  mi- 
llares de  Ahumada  y  Cortegrande  ae  esta- 
blecerán 12  colonos  según  se  designa  en  loa 
planos  de  distribución  del  terrena^  destináis- 
do  para  la  colonia  del  de  Ahumada  una  su- 
perticie  total  de  297  hectáreas  ,  99  áreas  y 
37  centiáreas,  y  para  la  del  de  Corlegrande 
otra  de  318  hectáreas,  78  áreas  y  Go  cen- 
tiáreas; comprendiendo  en  ambos  casos  la 
»exta  parte  corcespondiente  al  empresario,  * 


y  lo  que  con  arreglo  á  dichps^  planos  se  dea- 
tina  para  el  emplazamiento  de. 16$  .edificios, 
aprovechamienlos  comunes  y  dejuás  aervi; 
dumbres  públicas.  .  ,  .  . 

Art.  8.^  D.  José  Boyero  .Penis  aaUafará 
t)erpNétttamente  al  Tesorp  el  cáaqn  de  195. 
escudos  y  160  milésimas,  cpa  cuya  condi- 
ción le  han  aidp  cedidos  los  terrenos  con 
dealino  al  establecimiento  de  laa  dos  colo- 
nias, previa  real  concesión  expedida  por  e^ 
Ministerio  de  Hacienda. 

Art.  3.^  La  distribución  de  las  suertes 
de  tierra  entre  el  empresario  y  Jos, colonos, 
ae  hará  con  arreglo  á  los  planos  Toro^ad^s 
y  auseritos  en  Badajoz  el  18  de  agosto^  lilll-* 
mo'  por  el  ingeniero  de  Dionlea  O  Angél  Es- 
te vev  y  loa  edificios  con  arreglo  á  los  planos 
y.  eondicionea  facultativas  del  arquitecto 
provincial  de  Badajoz,  quien  cuidará  de  su 
exacto  cumplimiento. 

Art.  4.®  Boyero  Penis  hará  construir  ba- 
jo la  dirección  é  iuapeccion  de  -flicho  facul- 
tativo loiT  edificios  que  constan  «n  el  proyec* , 
to  y  facilUará  ¿  cada  uno  de  loa  24  coloooa 
que  han  aceptado  laa  bases  del  miamo  una 
casa  de  labor  oon  sujeción  á  dichos,  pl^noa, 
y  les  entregará  los  valore»  y. efectos  que  en 
ganados  y  en  granos  paca  la  sieinbra  y  ma- 
nutención del  primer  año  les  tiene  ofrecidos,.^ 
rousiegrándose  de  estos,  valores  en  los  plazos, 
y  en  .la  forma,  que  han  estipulado»  . 

Art.  Antes  de  dar  principip  á  hos 
trabólos  materiales  de  la  calonizacioa  depo-* 
sitará  el  mismo  Boyero  Penis  en  las.  pécir 
nas^  de|  Estado  la  fianza  suficiente ,  para 
garanlir  los  6.998  escudos  y  500  miléái- 
mas  en  que  están  justipreciados,  los  árboles 
dispersos  que  existen  en  ambos  millares; 
para  que  de  nO  llevarse  á  cabo  la  coloniza* 
cron.  en  alguno  de  dichos  puntos  y  desap»^ 
recieee  el  arbolado  6  sufriese  algún  idaño 
reintegre  lo  que  corresponda ,  á  tenor  del 
ari,  2.^  de  la  citada  ley,  reservándole  el 
dereehp  de  reclamar  perjuicios  en  este  con- 
ceplp  de  quien  proceda. 

A rt.  6>  ^  Atendida  la  cualidad  de  labra- 
d'ores  españoles  que  concurre  en  los  eolonoi 
de  quienes  se  trata,  no  se  prestará  la  garan» 
tra  que  previene  el  art.  17  de  la  mencionada 
ley,  según  lo  establece  para  tales  casos  el 
act.8.** 

Art.  7.*  La  coqcesion  definitiva  y  por 
consiguiente  |a  devolución  a)  empresario  de 
!la  auiedicha  fianza  tendrá  lugaí-  tan  pronto 
como  se  hayan  dividido  las  suertes ,  des- 
montado los  terrenos,  construido  los  edifi- 
cios  y  eatáblecidose  los  coloáPs  ^  no  exce-> 
diendo  de  cuatro  años  el  tiemoo  que  se  em- 
plee en  ellos ,  á  contar  deade  la  fecha  de  la 
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eekbracioo  de  «ste  conUsAo;  piiea  si  exce* 
diera  de  dicho  plazo  sin  haberte  camplido 
lodas  las  coodicloues ,  caducará  la  coocesion 
provisional ,  quedando  á  favor  del  Estado 
Im  terreóos ,  las  eonslruccioaes  v  las  obras 
enprendidas,  á  tenor  del  art.  12  de  la  re- 
ferida ley. 

Art.  8.**  Los  10  años  en  que  eon  arreglo 
al  art.  15  no  ha  de  satisfacer^  ninguna  cía- 
te de  contribución  directa  y  en  que  los  co' 
Iodos  han  de  estar  exentos  de  los  servicios 
y  cargas  que  además  se  expresan » comen -r 
zaráo  á  contarse  desde  la  fecha  en  que  se 
hsg»  la  primera  siembra  6  plantación  de  to- 
das ó  cada  una  de  las  suertes. 

Art.  9.^  Los  colonos  quedarán  obligados 
dorante  su  contrato  con  el  empresario  á 
mantener  la  casa  poblada  d  cultivar  la  tier- 
ra ,  i  conservar  sus  cercas  ó  zanjas  y  ¿  pro* 
curar  su  mejoramiento  constante  „  sin  ena- 
^sar  nada  de  ello  á  no  mediar  expreso  cqji* 
leotimiento  del  empresario;  en  iat^igencia 
que  de  no  cumplirlo  asi ,  el  Estado  se  in- 
cautará del  terreno  y  el  empresario  se  reia* 
legrará  de  los  valores  á  que  tenga  der^ho 
eon  loa  demás  bienea  del  colono. 

Art.  10.  Con  arreglo  al  art.  22  de  )a  ley. 
Jos  colonos  elegirán  la  persona  que  entre 
eHes  wnsideren  mas  apta  |>ara  el  ejercicio 
de  la  autoridad  interior  de  las  colonias  inte- 
na  no  puedan  constituir  Ayuntamiento  pro- 
pio, considerándose  elegthle  el  empresario 
y  sujetándose  en  lo  judicial  y  administrati- 
vo á  laa  autoridades  que  desempeñan  estas 
foDciofiea  en  el  territorio. 

Art.  11.  Sin  perjuicio  de  la  inspección 
dcullativa  eacomendada  al  arquitecto  pror 
▼ineiai  respecto  de  taa.coostracoionef,  vi- 
gilará inmediatamente  todos  los  triibajos  de 
las  eoloaias  y  protegerá  la  segaridad  iadi-<- 
ñdoal  y  de  las  propiedades  el  Alcalde  del 
término  en  que  radican  los  terrenos,  dando 
parte  cada  trimestre  del  impulso  que  reciba 
ta  ejecución  del  pensamiento  y  de  lo  demá9 
que  eatiaae  oportuno  basta  que  recaigil  la 
eoDoesion  definitiva  al  Gobernador  de  ia 
pcsvioeia,  para  que  este  lo  trasmita  á  la 
DirectioQ  general  de  Agricultura ,  Industria 
y  Cooiercio. 

ArU  12.  £1  Gobernador  de  la  provincia» 
en  conecto  de  delegado  del  Gobierno^  que* 
da  aatormdo  para  concurrir  al  atorgamicn* 
to  de  la  escritura  á  tenor  de  esta  instruc- 
eioo  ,  así  como  para  cumplir  y  hacer  que  se 
cumplan  las  formalidades  coasíguiHites,  dis- 
poniendo que  un  representante  del  ramp  de 
Baeieada  presencie  el  señalamiento  de  los 
terreóos  y  que  bajo  la  dirección  del  arqui- 
tecto provincial  se  trace  la  alineacitn  de  ios 
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edifieina  con  arreglo  á  loá  íadicadosi  planos 
y  condiclnnes  facultativas. 

Art.  13.  En  consíderaeion  al  servicio 
que  eJ  empresario  D,  Jo«^  Boyero  Penis  s« 
propone  prestar  á-la  agricultura  y  á  los  co- 
lonos fabradom  que  han  aceptado  las  bases 
de  su  laudable  pensamieoto,  se  le  reserva 
el  dereoho  de  «ignificar  Jva  nombres  con  que 
desee  ooe  se  distiagan  las  dos  eoloaias. 
Aprobado  por  S.  M..--^Madríd  21  de  marzo 
de  I866.r-Vegade  ArailjQ..(^<M.  24  marzo). 

7S6.  BSQÍÍ^TB^OSBIfiriAPBOPUIDAD. 
— B.  O.  de  16  de  marzo,  sobre  aspirantes. 

(Gbac.  y  Just.)   La  Reina       se  ha 

servido  resolver  que  las  solicitudes  renera- 
les,  por  las  que  se  pida  indeterminadamente  . 
i  un  Registro  de  la  Propiedad,  solo  sirvan  pa- 
I  ra  aquellos  registros  vacantes  ó  que  vaca- 
!  sea  en  el  término  de  un  año,  á  contar  desde 
I  el  dta  en  que  dichas  solicitudes  fuesen  pre- 
I  seoladas,  debiendo  reproducirse  b^o  las 
mismas  oondícioaei  para  loa  que  vacaren  en 
lo  sucesivo,  de  la  manera ,  prevista  en  los 
arta.  266  y  267  del>  reglamento  general  pa- 
ra la  ejecucion.  de  |ar  iey  hipoteearia,  y  en 
la  droular  de  esa  Dirosoian  de  15  de  diciem* 
bre  de  1863.  {Qaa,  24  mano.) 

67 .  JTTDIOATUJBUL— B.  O.  de  24,  do  mar- 
so,  sobre  cosantes  que  aspiren  a  ñet  oolo 
oadoB. 

(GaAC.  Y  Just.)  Con  el  fin  de  conocer  e 
num^  y  cirouaalaocia»  de  los  funcionarios 
det  orden  judicial  y  .ministerio  fiscal  que  se 
halien  cesantes  y  ;9n  aptitud. de  volver  ai 
servicio,  la  Reina  (Q.  JO,  G. ).  ha  tenido  á  . 
bien  disponer  que  los  Jueces  de  primera 
instancia,  Tedi<^te9^>  Abogados  y  Promo- 
tores ñ^les  en  dicha  situación  que  de- 
seen ser  colocados  en  sus  respectivas  car- 
reras, lo  soliciten  por  exposición  dirigida  á 
este  Ministefio^daotrodel  término  dedos  me- 
ses» á  contar  d^eicstivf^a;  entendiéndo* 
se  que  renuncia  el  derecho  que  tenga  á  ser 
colocado  el  que  dentro  de  dicho  pla^o  no  lo 
solicitare 

De  real  érd^  etc.  Madrid  24  de  marzo 
de  1866.— Calderón  y  Collantes.  (^oc.  25 
tdsm.) 

68.  BldTBÍtOSKn:irrABSS.-B.D.de 
3a  de  mái^BO,  supMmiextdo  el  de  Bárgos. 

(GnaBiuO 
goient^: 

Articulo  1.® 
tar  de  Burgos. 

ArL  2."^  La.  Capitanía  general  de  Casti- 
lla la  Vieja  oompranderá  ea  lo  sucesivo  todo 


Vengo^.  en  decretar  lo  sl- 
Se  suprime  el  distrito  míli- 
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t\  lerriloñü'qoe  en  la  aclualiéad  le  p«rleiie 
ce  y  el  que  componía  la  dé  Bérgot. 
^  Arl.  S.®  Er  CatíítaT»  gieneral  dé  Caatilla 
la  Vieja  tendrá  sú  PesiÜenéia  «n  V^ladolid 
y  d^peiidfieOté  d0  iU  aúfopfdad  ée  establece 
l  á'en  B<írf;ok  6rm  d^iéiort  at  mando  de  un 
Mariscad  de  CampW.  - 

Arl.  4 Por  el  míníslerio'  de  la  Guerra 
se  tíarán  las  órdenes  oor respondiei»l«  para 
que  se  lleve  &  SíeWdb  pfec*o  «ala  medida. 

Dado  en  Palacio  á  28  de  mavio  de  13^.  ~ 
Está  rubricafio  de  la  Beal  mauo.— El  Minis 
tro  de  la  Guerr^i  Leopoldo  O'Donnell.  (Ga^ 
eetQ  29  marzo.)  f      r  .  , 

59.  BlPirtI!La.OI(mSSPBOVINOlAIiJB84 
— B.  D.  de  28  die  mazf  o»  oonvocinctolaa  á  re« 

*imion  extraordiiíarift. 

(Goa.)  Debiendo  aprobar  laa  Btt>olacto^ 
nes  provUiclales^  con  arreg;:Io  al  art.  55  de  la 
ley  de  25^e  setiembre  de  1803  para  el  go- 
biemo  y  adniiiiistraoion<  de  las  provincias^  el 
repartimiento  que  per  el  cupo  ^  la  conlrí** 
bucjon  de  Inmuebles,  «hHívo  y  ganadería  ha 
de  exigirse  á  los  poebtos  en  el  año  econ^ 
mico  de  1866  á  1867»  sin  perjuieio  de  lo  que 
en  su  día  determinen  las  Górles  al  votar  los 
presupuestos  generales  del  Estado, 

Vengo  en  convocar  á  reunión  extraordi- 
naria pairír  el  ^¡a  10  de'abrrl  próximo  á  di- 
chas coi^poraciones  en  la  Península  é  islas 
Baleares^  y  para  el  día  20  del  mismo  en  las 
Canarias. 

Dado  en  Palacio  á28de  mano  da  186^. 
— Rstá  ra^ritedo'de  la  Real  mano.^Et  Mi- 
nialro  de  la  Gobernaeidn,  José  de  Posada 
Herréra.        20  i<í.)    ■  ; 

oomendabao  4  los  Gobernadores  lá  sdop* 
cion  de  medidas  enoasninadaa  4  preea/ver  r 
eViUr  loa  esfereces  del  edlexa  moibo  uatí' 
tioo, 

(GOB.)  Apenas  desvanecida  ladolorosa 
impresión  que  en  lodo  el'  territorio  de  la 
Monarquía  oa  causada  la  dltima  epidemia 
del  cólera  asiático ,  no  ea  de  extrañar  aae 
Jos  temores  de  su  reaparición  en  la  Penín- 
sula produzcan  la  Inquieiéd  y  originen  la 
alarma  que  hasta  ahora»  felíftmente  para 
nuestro  país»  no  tiene  otro  fundamento  qué 
Ja  existencia  fugaz  y  pass^era  de  la  eafer* 
médad  en  varías  pobíacionéa  del*  Imperio 
francés. 

A>  Qobíevno  dé  S.  M.  Incumbe  ht  vigfi^ 
lancia  que  intereses  tan  caros  como  los  de 
la  salud  públiea  le  imponen,  y  eii  susott« 
cilud  y  en  su  ardiente  deseo  át  protegerlos 
atloptarii  todas-aqttellas  mediUas  cuyaopor* 
tub%  u^>liaacioa  ea  La  (^adu  e^jidtioia  Uaa 


fúMt  LBOlSLlTin. 


contribuida  a  evitar  su  mayor  incremento, 
sin  desatender,  antes  bien  teniendo  en  cuenta 
las  observaciones  recogidas  y  que  constitu- 
yen la  triste  experiencia  de  los  hechos  y  el 
feli2  resultado  de  la  práctica. 

La  Di reccton  general  de  Sanidad  seguirá, 
como  liasla  aquí,  dando  á  conocer  á  V.  3. 
los  frutos  de  tan  dolorosa  enseñanza,  parti- 
cipándole'los  preceptos  que  deacueroo  con 
los  cuerpos  consultivos  de  Sanidad  crea 
oportuno  trasmitirle.  Este  propósito  que  el 
deber  recomienda  servirá  áV.  'S.' dé-regula- 
dor en  80  Conducta  res|)ecto  á  suii  adminia«« 
trados;  pero  al  propio  tiempo,  en  el  casé  ao 
probable  de  una  nueva  invasión  del  cólera 
asiático,  se  atendrá  V.  S.  á  lo  prevenido 
por  Reates  órdenes  de  9  de  agosto,' 2  dese^ 
tiembre  de  1865  y  circular  de  la  Direob^on 
general  de  Samdad  de  21  de  efiero  próxi* 
mo  pasado,  empleando  los  medios  mas  efi- 
caces que  su  circunspección  le  sruglera  para 
iranquilSaar  los  ánimos,  cuya  alarma  en  la 
actualidad  no  puede  dimanar  de  otra  causa 
sino  de  Aujéatiories  meticulosas  y  por  demáa 
¡njusH6cadas  que  el  Gobierno  de  S.  M.  de« 
plora^  y  los  pueblos  están  en  el  caso  de  re- 
cházar  con  animosa  serenidad  Cual  cumple 
á  una  nación  culta  v  cristiana. 

Peré  la  recomendación  de  la  tranquilidad 
moral  á  fa  vez  que  el  r^coerdo  de  las  reg-las 
hrgiéaicas,  verdadera  y  fírme  base  para  la 
adopción  de  las  precauciones  que  el  desar- 
rollo de  la  epidemia  reclamis  en  un  momen- 
la  dado,  no  relevanf  de  ningún  modo  á  V.  S. 
de  poner  en  conojsimienlo  de  este  Ministerio 
cualesquiera  accidentes,  por  insigntñcantea 
que  parezcan,  relativos  á  esta  enfermedad. 

Desea  el  Gobierno  de  8.  II .  que  el  públi- 
cé  conozca  los  menbres  detalles ,  todos  los 
hechos  mas  ó  menos  incidentales  referea-» 
tes  al  cólera  asiático  si  por  desgracia  apare* 
ciese  eH  esa  provincia. 

Inspirándose  en  un  noble  senlhmeftto  de 
humanidad,  algunas  autoridades  han  ocal  la- 
do átiles  de  ahora,  ó  la  existencia  epidémica, 
ó  su  (<rave  intensidad ;  pero  semejante  re- 
serva, por  muy  laudable  qae  haya  sido  el 
espirito  que  la  dictaba,  no  respondió,  por  la 
timidez  verdadera  de  algunos  ó  el  afectado 
terror  de  otros,  al  propósito  de  los  fuiMSio» 
narios  que  asi  procedieron,  atriboydndoee 
á  esta  omisión  desgracias  que  tal  vez  hubie^ 
ran  tenido  lugar  de  la  misma  suerte,  alquie« 
ra  el  desarrollo  del  azote  epidémico  sa  ao« 
nociese  por  el  pdblíco  con  anterioridad. 

fii  Gc^ierno  de  8.  M.  tío  puede  consemir 
que  pese  sobre  sus  delegados  tan  grava 
responsabilidad,  y  por  esta  razón  Insiste  eu 
rccoaieudar  á     S.  que  la  publicidad  da  tu- 
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dos  ío»  caso»  ip  QÓMPdt  AwKtr  roeorrir 
pudieran  en  esa  provincia,  aunq^e*por  áu. 
uúmero  y  la  benignidad  de  Ioa  síntomas 
con  que  ae  preaenl^nq,  mn^rf^ne 
como  epidemia,  sea  la  primera  medida  que 
y.  b.  >doR4e  en  bien  tíelMacnliici^'f  úMiei^iy 

pueda  detener,  a  V,  S.  cousid^rf^^í^n  alguna, 
respecto  á  otros  intereses  tnpXtf'ííipe^^^teÁ 
segaramenete,  pero  no' brerírfBres  á  los,ü^ 
la  salud  publica/' V:-á'"'cdfeiíretld^rt'«iii 
eiTuerzo  (oda  W  éXfé^ron  dél'  i'AíW^ííHó  ¿it 
yo  doemiseiio .  íé'  cOÉGá,i  y  ét •  GbbfeiW: 
deS.  W.  i»|iemqiia  «éM  l»flvalí-l(»(áiérsiU 
uQ  can  el  4ebiaaaeterio  y  un  preferente  esif» 
mero. 

De  real  órdon  ele.  Madrid  20  díí  marzo  de' 
1866.— Posada  Herrera.— Sr  Gobernadoip 
dé  la  provincia  de;....  (Caf '2S  mów^ 


61,  ABCinVO 
HAIi.— la.  D.  lie  2S  dó 


•u'dréaoioil. 


(Fon.)  Teniendo  en  coiisiderncion  I^s 
ra2Qne^  que  me  lia  expuesto  mi  Ministro  de 
Fomento ,  vengo  en  decretar  lo sig urente: 

Arlífulo  1.*^  En  couíarioida^. á  lo  di^. 
puMlo  en  mis  As.  Dsr  de  1,7  4c  'yiiw  de 
1858  y  8  de  ipayp  (1^  1859,  se  de^lafJ^  Wr! 
chivo  público  ^^neraid^l  r^iqo;,  b^jp  la  den. 
nomioacion  de  ^rckif^o  histórica  nacional^  al 
reunido  con  los  documentos  procedente^  4^ 
las  suprimidas  corporaciones. mo^ásücwpcMT 
la  Real  Aeadeo»ja  d^'  la  Hij»lQílai0n  esta  oor* 
le,  donde  en  adeUnt^  |i^rá  de  permanecer., 
ArU  2..    Bl  peifaón^l  qutiíu;tua(pienle  diC' 
ve  eo  eJ  qc^encíonado  ^mvf^iW^Wf^m^  ^ 
caerpo  facullalivo  de  aréníf  eff|áT(W|if4fM^- 
nos  ^  en  la  calegoria,  grij^i-y .  ill^gi|Q4a<i 
que  reapecltvaqiente  corresponda,  a  aus  ínr 
divUfiioa.,  previa  clasifica  a  toa  con  arrep^Io  i 
Ja  base  3. de)  Ji.  I).  dé  8  4tí  uayo:)cle  iSb% 
Arl,.3.®   Al/renle  del  arichiiyo  habrá,  uu 
eomlsario  r^lo.  ^le.- cargo. s^rá  b^rififto 
y  grá(ii^u>,  y  parade8eu(kp^í>arlQjse^aiu^a* 
rá  per  el  ^obieroQ  un  iodivi^luo  de  n^m^ro 
áela  Real  Apa4ení»iá  de  la  HiaUM'iat*. 

ArL  4.^  ,  Por  aní  Miu|slro  de  j^9menLo»  oe 
acuerdo  eop  el  de  üaoúenda ,  ,m  aaopLarán 
laa  disposiaionea  necesarias  á  fía  de  que  seap. 
trasladadoa  al  archivo  hbiónQp¡  naoipnaj  lo  ' 
dos  loe  dpcumeotoa  próced/^a^v^.laa  aupri» 
midaá  eoquiaidadea  monásljc^^s  que  ex^istap 
en  la«  Administraciones  de  Hacienda  públi- 
ca y  no  fueri^o  ífid^fieDaabi^«pafa.acred¡4ar 
d^rñobria  .de  propiedad.  Oyio^^t},  Palacio> 
28  de  uiarzp  de  1866.— ^ií^iá  |^4pbrtca4Q  dp¡ 
la  real  fnaao.-^£í  Ministro  d^Fou>e^tu,  AuT 
t(Njia  AgttUár  y  Correa*  (Qac.  Zi  mar;(Q.)  , 
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viapealelottea  na  luaertaa' 1*141  'I9  Cpieata*,] 

62^  BTIQXTETA.— B.  p.  de  8  .de  ma^^o; 
Bafudoii  i  )éí^8  militares,  por  'los'  oe^ádorés 
de  poiioia  ñrbana. 


(¡Gfób.)  La  8*»cc¡oti'de  Oóerra  y  Máí-ráa 
<])él  Cbnse/o  de  Gastado,  dijo  al  Min?steñWde 
/a  Guerra'  er\  17  de  noviembre. próXíftió  pa- ' 
dó  fo  qué  sigiieí  ,  •    '^'^  '  > 

,  uEicmp.  Sr.;Cori  R.  0^  de  e  dffsélié'mbrc 
del  lifib  pVóximó'  pasado,'  expedida 'por  el 
Mli^iaflei^io  del  dl^io  cai-g'o  'díi'y.  'E;  sé  f^ftW'^ 
i'tóÁ  ¡nlbrmé  de  las  secciones -réunid^S'de^ 
Gire rra' y  Marina  y  Gobehiaciórt  y  Fo turnio 
el  ex|íedie'nte;  Instruido  cotí,  mírtivo  d^  l^s 
éómurtictóoil^s  habidas  entre  el  Gobernador' 
de  la  provincia  de  Madrid,  el  Alcalde  corre^' 
igidórdé  esla  ciipital  y  eféhrónel  dei  regi-' 
míenle  de  la  Conslllucion  rtúm.  2fí  por  lia- 
foeVse  nejg^ado  á  saludar  á  este  último;  rált^rf- 
dofe  'al  respeto  debido  dqs  celadoihfcs  «dér 
policía  urbana.;  *  ' 
,  L^'"étítébf¡jéi  -c<in<(fr!^ran  aae  ef,  uso  de 
unjU^rmeyáMié  en  del^^rmitrátaos  eihpleados 
cíViiééi  kJú  día  á  lentos  tiafác^cr  algurlb  militar 
íy  (Jueehlaíconceplocléoronel  del  rejinilfenlo' 
de  la  Conslil  ucion  no  tenia  derécho  Ayxig^í  que 
los  celadores  líe  policía  urbana  le  sáítidasen, 
aun(|ue  flebieran  Hacerlo  por  óbií'slderacion 
y  cortesía:  que  en' tal  virtud  el  í^rfeslo  dét 
fefilador  Joíié  Rodrigteíz  fue  'fnddbido  y  po- 
dría constiiuir  un  caso  de  •d«'t'eMci¿u  áliltra- 
ría,  y  que  si  el  referí  dó  coronel  cr^y  ó  íjue 
jdicho  celador  lo  había*  faltAd'ó  p^dó  acUdir 
á'Stf  aaperior  gerárquico  para  <^ue  lé  impü- 
ftiéírfe';  prévia  ía  iíisrrucci'on  Cürl'es|)óhdlcnte. 
lá  cor  rece  ijon  qüc  therécia  j>cir  sil  fil  ta^  Tal 
ea' ai  juicio  qué  han  formado  faá.^cciohé8  ei) 
este  expediente.  Ma^  como  quiera  que  Ibs 
|ndividaoa  de  la-ek8e4l»;4f^»pEi  tienen  obli- 
gación de 'saludará  los  funcionarios  civiles 
eoando  viste»  unifoftie,  las  aeepidaes  juzgan 
asi  m¡snK>  qde  aunqué  rio  fuera  por  otra  co- 
isa  que  por  una  razón  de  reciprocidad  debie- 
ra encargarse^  Jas  celf^^rq9.4ej)oUcjja  ar- 
baa^i  q^e^cuiupUeraa  taiiibjeu  oou  kl  4eber 
tíe  cortesía,  saludando  á  ^^.i^e^,4  r)<^  í^^^ 
del  ejército. 

.Y  epnlarnián^ofe  la  Ekn^  (Q.  G.)  e^n 
el.pfcsánie  informe  t.ae/ha  servido  disponer 
lo  eóULuuiqiie  i  V-  S. ,  cocno  dé  .su  real  or- 
den lo  éjAculó',  par.1  los  ef-ectos  correspon- 
dientes. Dios  ¿uísrde'  á^V.  S.  m^MJhos  años. 
M^drW  8de  maríod^  T866.— Posada  Herré- 
fa.'r^-  of.  de  Oait^ttm  tf«  t4de  imirxoy 
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63.  SUMINISTRO S.-R.  O.  de  16  de  fe- 
brero, para  que  loy  recibos  de  raciones,  se. 
presenten  aeparadamento  de  los  que  corres- 
pondan á  los  auxilios  eu  metálico. 

(Hac)  La  DireccioajKfí)era)irfe  <}pnlri- 
líuciones  con  Techa  2o aéie^ei^^rM^^^  me 
dice  lo  que  sigue: 

Por  el  Ministerio  de  Haeienfla  se  ha  Irafi- 
ladado  á  esla  Dirección  general  con  fecha  IG. 
«leí  présenle  mes  la  re^t  órdeii  siguiente: — 
Excmo.  Sr.:  El  Sr.  Miníslro  de  Hacíend^  ^o-< 


^^i'^i  •KítíS«*  i*v..u^  w»fi#«.^  :*iH^  «w^.  pit^ioio 

p^fwo,,^!!  U  fiuaJ  manifiesta  la  ckmveoipn* 
(^a  d^;  qtie  se  4ispojn^a  que  a)  presenlar  los 
|iúf  biM  iiOfi  recifcíos  da  su^ifi)!lif;$^,?ii  ^¡i^- 
lúi^^l^  veríqtier^.  con  seM|f(^,j^lp8  que 
corr^poncíen  á  los  auxiltor^fi^  pjff^U^n  bi- 
chos pueblo^  en  meláíícoy  para  ,  mayor 
facilidad  en  su  liquidación  y  abono;  o-  M. 
se  ha  servido  resolver  de  acuerdo  con  lo  in- 
formado por  la  Dirección  ge  ti  eral  de  Con- 
Iribuciones,  que  se  lleve  á  cabo  la  presenta- 
ción de  los  itidicadns  docünienlos  en  la  for-r, 
ma  propuesta  por  V,  E,,  a  cuyo  efecto  sé' 
dictan  por  este  Ministerio  las  medidas  con-, 
venientes  para  su  cumplimiento.  De  real  ór- 
deo  IjO  ^igo  á  y.  E.  pa^rasu  jnteli^eDciá  j 

<UfiiwAff>»..)r  Pjara  que  por  esa  ütreecton  ge* 
n^ral  8^. pintea  ¡as  deposiciones  necesarias 
*^<B\íP,MWw  cí?ipplim\enlo.  j 
-imift^ñ  ÍQd4iwf^'^'^^^^^  periódico  ofícial;, 
P^l^i íf^M^lffl W*ft v^J?  Sres.  AlcaMes,  ^' 
demás  á  quienes  .interese^  Huesca  i.**  d^ 
rriarzo  de  ^S^jB.-^^penilo  G-  de  Longoria, 

DAtorla. 

OBUaACIONBS.  La  ley  i?*,  tiíu- 
ioíí'^i  libro  X  de  laNov.  Recop,,  tienépór 


con  otro  tereef  óiobrela  eosá' objeto  di  la 
obHQaciott*' 

Seatead»  it  t9  «ie  enero  de  4866. 

Pleito  flegoído  por  D.  Gerónimo  Eoci- 
60  y  otros,  contra  1).  Simón  Sánchez,  so- 
bre que  este 'les  otorgue  escritura  de  ce- 
sión de  cierto  baldío  que  había  enajenado 
el  Estado,  fundándose  lo$  demandantes 
en  UD  convenio  privado  que  hicieron  €0 
23  de  noviembre  de  i 8oü,  de  adquirirle: 
para  lodos.  Condenado  ei  deroaodaAo  que 
excepcionaba  prnieipalmente  que  Ia  finca 
la  . había  adquirido  para  sí,  no  del  Estado 
sitió  de  D.'láb^jó^Go'nzkl^z.  lé  jm- 
pnk^'^  já^ht^r^^  de  que 

io  ^Mera  ena^ehai'm  én  iuanera  alguna 
siÉPj|tt;^mttó  por  escrito,  dedujo  recurso 
jde  casacíóió,  j  el  Tribunal  Suprie^o  por 
sentencia  de  i9  d;e,j^aj^it)|'^:declaró  no  ba« 
ber  lugar  á  él: 

ttConsideraridd  quft  la  ley  1.*,  til.  1.®,  Vi* 
bto  10  de  bt  NÍov.  Recop.  tiene  por  áoico 
jobjeto  la  validez  de  las  bbH paciones ,  f  no 
|su  extensión  é  interpretación,^  que  tratán* 
dose  en  este  Itligfa  de  interpretar  y  de  ll«- 
Var  á  efecto  el  convenio  consignado  en  ef 
documento  privado  de  23  de  novíeTpbre.dé 
1859,  cuya  eficacia  legpal  há  sfdo  reconoci- 
da por  ámhas  partes  iiUgantes,  hqu^lla  ley 
no  ha  podioo  ser  ajplicádá,  ni  por  consi- 
jguiénté  infringid^;  en  et  fallo  ejecutorío: 

Considerando  iáué  )a  verdadera  ley  para 
la  decisión  de  la  cTufeslion  litigiosa  és  ef 
iado  isofiVeiliO  prIVadóy  ^  «que  babKnflose 
jobligadó  en' él  pura  y  simptemet^le'  todos 
los  eontoslaHles,  f  entre  ellos  el  den)ai>dá« 
id  O' DI  Simón  Sánchez,  por  si  y  &  noníbrie  de 
)sú8  heréttero^  y^sucestyres,  á  adquirir  él  bal- 
dio  qué  se  trata  con  objeto  de  dividirlo 
ehtré  dichos  inieresadob,  sin  qo^'Sancbei 
m^ifeslase  en  manera  alguna  qae  cph^ut- 
ría  at  contrato  en  represen tácion  de  sus  hi- 
jos, ni  menoé  »e  consignase  expresión  algii- 
na  que  demostrara  que  estélse  limitaba  al 
casó  de  adquirirse  del  Estado  él  menciona- 
da baldío,  la  Sala  sententiiadora  no  ha  ínflrin- 
gido  tampoco  dicho  convenio ,  antes  bren  le 
ha  interpretado  ñefmente,  al  declarar  á  San- 
thét  sometido  á'sus  priéscripciones: 

'Considéfando  adeniás  que  la  reíérída  Sala, 
á  virtud  de  1^  prueba  tesli^cal  suministra- 
da por  las  parlA.  ha  apreciado  como  reali- 
zada por  encargo  de  D.  Simón  Sánchez  la 
adquisición  hecha  al  Estado  por  D.  Antonio 
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González  de  la  finca  mencionadn,  sin  qae 
eoQlra  (al  aprei^íacion  se  haya  aleado 7»* 
írsecion  4e  ley  b\  <)oclniM  legal  algima: 

Considerando  que  no  tiene  aplicación  nin- 
runa  al  présenle  litigio  la  ley  9.*,  líl.  5,®  do 
la Partida  5.'»  que  exige  precio  cierto  en  el 
contrato  de  compra- venta,  n¡  Ih  escritura 
de  9  de  diciembre  de  1861,  por  la  que  Gon- 
zález vendió  á  Sánchez  dicho  baldío ,  pues% 
to  que  los  derechos  de  los  demandanles  se 
fundan  en  el  mencionado  convenio  privado, 
y  no  han  podido  ser  destruidos  por  los  pac- 
tos que,  sin  concurrencia  de  los  mistños, 
eoMignasen  posteriormente  los  expresados 
Sánchez  y  González: 

Cansiderando,  por  tanto,  tjue'el  pacto  im- 
puesto por  este  al  primero  en  dicha  escri- 
tora de  1861,  de  qué  no  pudiera  ceder  hi 
enajenar  la  finca  en  cuestión  sin  su  permiso 
Bi  lieenda  por  escrito ,  prescindí enao  de  la 
inCeneion  <|oe  revela,  á  juicio  de  la  Sala,  no 
puede  perjudicar  ni  coartar  la  acción  de  Ids 
demandantes,  y  que;  interesando  exclusiva- 
meóle  á  González  el  complirhiento  de  tal 
paeto,  tiene  este  salvo  su  derecho,  que,  á 
mayor  abundamíente ,  !e  h%  reservado  la 
misma  Sala,  para  hacer  sobre  éste  (juntó  las 
redamaciones  que  juzgue  procedentes.  (Ga- 
ceta 23  enero,) 

VUSCUliACiPlTES :  PBttlCBIP- 
ClOlf.  El  heredero  del  (¡ue  en 
poseía  un  patronato  de  UgóS  f,  perjudica 
su  derecho f  supuesto  este ,  si  m  ie  ejerd- 
ta  oportunamente  desde  el  i9  de  agosta 
de  1841.  Para  que  froeedael  feewm  de 
easaeiún  contra  tas  aj^reekiewnes  de^muM 
SíUa  sobre  los  irequisitos  de-  lá  pTescrip^ 
don,  se  debe  dtar  lá  tejr  iiifringída. 

feiiteick  de  19  de  eiieró  de  1866/ 

Pleito  segtifdo  en  la  AudírticÍJi  Ab  Ufe- 
dríd  entré  los  herederos  d&  p.  Fxancisco 
lopez  y  D.  Vioenl^  Pertierrat 

El  presbítero  D.  José  Antonio  López, 
pof  testameolo  otorgado  en  8  de  junio  de 
17S0,  fundó  on  patronato  real  de  legos, 
llamando  á  sa  goce  á  su  sobrino .  D.  Se- 
tastian  López  en  caso  de  qne  estudiara 
para  eclesiástico,  y  si  no,  á  otros  dos  so- 
brinos, con  preveñcioD  de  que  si  ninguno, 
de  eiios  estaba  en  actitud  de  ordenarse  de 
orden  sacra  á  la  edad  de  35  anos  entrara 
á  poseerlo  Angel  Martia  de  Diego,  y  al 
íaliecimieato  del  que  lo  obtuviese  suce- 


diera el  pariente  ^ne  fuese  mas  apto  para 
ordenarse  á  los  25  años: 

SijBodo  poseedor  (Je  este  vínculo  el  pres- 
bílerp  D.  Sebastian  López,  otorgó  testa- 
roen  to  én  li  de  febrero.de  1823,  bajo  del 
cual  falleció  en  i  9  del  mismo  mes,  y  eu 
él  instituyó  heredero  á  su  hermano  *don 
FraocisGO,  tanto  de  los  bienes  libros,  co-^ 
mo  del  patronato,  en  cuanto  lo  {)ermitíe- 
ran  las  leyes  y  decretos  de  las  Corles, 
enloñccs  vigentes: 

El  D.  Praociscp  ái^u^ió  en  el  mes  de 
abril  i  los  patronos  para  que  le  diesen,  la 
;posesíon  de  todos  Iqs  bienes  del  patrona* 
to  que  dijo  le  pertene<;ian;  pero  no  acce- 
dieron á  su  solicitud  acordando,  que  hasta 
la  presentación  del  q^e  ^e  nombrase  po« 
seedor  ftiese  depositario: 

Por  virtud  del  R.  D.  de  i.""  de  octúbre 
de  1893  y  real  cédula  de  11  de  mai^o 
de  i^H  (V.  ViNGULACioNis,  tomo  V), 
vnlvió  dicho  patrooaioJt^su  aniiguo  ser» 
sieo^  elegido  para  poseedor  en  o  de  no- 
víembre  de  48^7,  O.  Vicente  Pertierra: 

En  i%  deepecQ  de  1865  los  hijos  de 
D.  Francisco  López,  herederos  de  D.  Se- 
basUaQ,  entabla N»  .  demanda  para  cfue 
Pertierra  tes  entregara  la  mitad  de  ios 
bienes  del  patronato  y  las  rentas  oorrnsr-. 
^  opdienlies  desde  19  de  agostio  de  1841, 
i  avocando  el  iesiaaaento  de  dicho  D,  S6- 
bastififi!  y,  loditapueslo  en  la  ley  de  II  da 
octubre  46;  1830  y  en  et  decreta  de  I9.dei 
agfl?fto  4e'i84í:  ¡  I . 

Pidió  Pertierra  cpie  se  le' absolviera  de. 
la  demanda,, tanto  porque  aun  coDcedíen*^ 
d'ó  que  D.  Sebastian  López  hubiera  podi- 
do disponer  de  la  mitad  del  patroDRlo,; 
esteno  llegó  á  dividirse  ni  adjiulic^rse' 
parte  "álgona  de  él  at  padre  de  los  deman- 
dantes D.  Francisco  ántes  del  ¡luo  18á4, 
como  pórqúé  él  habia  adquirido  ios  bie^ 
nes  por  prescrípción,  en  atención  á  que 
en  1836  se  declararon  libres  y  no  se  le 
habian  reclamado  hasta  1863: 

Y  absueltQ  de  la  demanda,  é  interpues- 
to por  la  parte  demandante  recurso  de 
casación  por  haberse  iáfdb^idoey  so  con- 
cepto la  ley  1H,  ifi.  29,  Partida  y  la 
doctrina  establecida  por  este '  Tribnnaí  éo 
sentencias  de  IS  de  junio  y  30  de  setienli- 
bre  de  1863,  y  6  de  febrero,  i6  de  jumo 
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nal  Supremo  tío  haber  lagar  44li'    .  '  ^ 

(íCoñsidpra'níío  (qíié, apreciado  por  |á 
setileüciad¿ra  .q¿r¿' ¿briciíhreti  j).' Vii'ente 
Pertiéi'rt  Ifcfdos  loiijtíáuísflloaí «ecésartcjí^' pa'- 
rá'ia.pr«siéH|Míon  ^é  'ké  ^ieli0s*1íVI^l6so4i  á 
siibei':<el  jUBtofiítulav  ka  bo^na  iTe  y  póié« 
8Íon  (ie  mas  d«.'20'ar)Od  desde  el  i9<d»a^<ia- 
ta  4e  1 84 1 V  ^  <iiie  el  cequr  rQiit^  y  $u  ca  psaiiie . 
pudierop  ejercilar  au^  dereclio^rlipsi»;  q<uie 
se  interpuso  ia  demanda  eo  i2  ejaero  ile 
1863,  sin.^ue  eonJ^'a  o^slás  apfeci^cíoiied  sé 
alegue  aífi^lirra  Hl  dóclHíia  Íé¿a1  i,(iíVilígl- 
ñh;^^íí[  tjécüioHfe  íil>bsblVér  A"D.  Vrceiil^ 
P^Ué^ra  dd  la  demanidá  noíha  quebrantado 
ifi  ley  18,  lit.  29  deiu  ParUdft  a.*",  quedila^ 
W^ce!  lo»requi9Ílof«para  >^aoar  per  liempo 
las  cosas  raitíesi  nl.,ia:dbcU'i^a  consignada 
en  ías  sentencias  qi^^  nivosa»»  {i^ac,  23 
enero.)  ?    <  /¡ 

'  Las  sfínleddias  qne  9e  cK«in  de  43  de 
jjUDíio'y^  de  ^scitiembré  d^  4^65,' puédete 
«ODsuHarlliS'  Duedlros  lectores  eo  d  to- 
mo'YII  {BolBtin  tte  im%  pág9.  220  y 
415,  y  sé  refieren  indifídabíemeoteá  casos 
distimo*;  aüuqñe  bc^'-dejaúde  tenér  afffu- 
Da  ItoaJogíiT.        f  .  ' 

Lade  '6  dk.fefer3ro  de  486^/coBfsignó 
pespeoio  dérpartictfiar  la  docltrna,  de  qne 
coo  arregtó  'ái  la  ley  18,  rtt.  2l9;' Paróti- 
da 9/  paro'lte  pfesoricío&es  4>le  10  y  20 
aios.  vájeflnijs  'de<  la  pasesioo  tbo^taotéf, 
soB  iblí]rspe09hlile9'el<|(i9to  Htul*^  y*  la  1>ne- 
nn  íé.  ¥>  ^»  lavde  26  de  junio  y  d'de  oetii^ 
bre  del  mismo  año  no  eocúitramos  tain* 
poeo  la  fSMd  ide'  sn>cit$.  <  :    .  . 


rCüIiACIONES"    Para  poder 

ejercitar  útilmeiUe  la  íiecion  reivindica' 
toria  de  bienes  que  haUr  formado  Ifl  dota- 
cion  de  un  v\}ícm1o ^^¿^J^emial  requisito 

.  ^%¥mmVím^^]  ^^^^^^  mien/ras 
no;  ú ^^me^^g^lm^^^  qw. están  gra- 
vados  y  \QÍ]lerimnos  a  fue  el  gravamen 
seexíkndc. 

El  recaonocimienío  de  un  aniversario 
no  implica  reconocimiento  de  mayoraigo. 

SeBkDcii  de  1 9  áe  eaero  ie  1 866. 

Pleito  eatre  Eugenio  Herrero  y  Marcos 
Arrao^»  y  después  Florencio  Ruiz  Saoz, 


^oia  de  Riazay  eo.  ta. Audiencia  de  Mhdrid> 
soliíre  peivindicaacíoo  de  varifl»  finc^sf'en' 
ícooceplo^  de  víDColadas.»  Bl  TritnSÉíírl  Sti* 
.pftírtio  declara  eh  su  séniencia  de  19  de 
¡éoérd  de  i8é6;  húpér  iúgar  úl  reóuh'oáé 
;ca$Áci6n,  y  casa  y  anulu  ía  sentencia.que, 
éj\\,Í8  de  marzo' dé  i^Qo  diciÁ  la  Audieo^. 
cia  qa  e^la  cpr,le  coo^igaando  la  signieAte 
docirina:  . '     .  :  • 

,  '.^Con^ideramdQ  qiv^  .|)^ra(|»odier  (Cj^dUD 
úlil^i^^^nle  la  acc¡o)j  roiviqdicalot.'ia'de  \^aeat 
;jqu^  bati,,fiM'U)ad^'l^  d9,^t!Íon.dQ  m"  vjn.oulo,» 
al  que  se 'pretende  tener  iiKi'jor  d^ífeclM^» 
el  priH^era  y  «uncial  rpquisila  aprcidUiar  bu 
fttnaaciíjni  . 

Con^defando  que  el.  hab^r  cMveaidod 
c(cmand;id|(^  en  sus  esccjto^  ^oiUestfickon. 
^.dúp^<¿a.^n  Ja  99(i^tei\(;ia  da  Mih  }iiwt*kiQ  ó, 
auiversario  de  mIsaáyjiQ  tís..la  caurfOfiniidad. 
!en  ei.t)¡echp  álegudo  .^piicjta  y  cUnra;  ya 
porque  aaueUos  ua  soo  siu^niinoa  y,  puedea> 
e¡^Í8lir.ÍQaependienlei;iíei)(^  pno,  yiotra^  ri-*. 
gíeodose  el  respectivo!  gjraváaien  por  imty 
qiféffeqtes  realas ,  ya  ()orqtte  expresaipenia. 
s^  exc^pcioiu)  uque  tas  ley^s  y  dÍAposicj<oii^ 
sob^?.  vínculos  y  ra^yoraz^os  .aoja  pandeo 
tener  aplicación  jUsliticando  ia  ^x^%i¿aeia  y> 
condiciones  de  la  institución  que  es  objeto 
doHpí^Haí'í^    -         r   .  . 

CQÜsiderando  que  ]a,  circunstancia  de  ha- 
ber enájenado  vítalicl.-^menlé  el  ¿poseedor 
del  áhWerBario  los  bienes  (^iie  le  constituían, 
é  iguAlmenfe  la  canute  de Tlorencio  Rtíiz, 
lio  afecta  á  fa  natümten^  de  fbs  b¡iénés;  f 
que  fUHica  podrtá  indmr  n^a»  qué' una  con» 
jeiiira  á  error <  de  concepto  mw  piokir  la^ 
eiús^cíA.de  uo  vardad^o  yineulo^  coolra 
la  cual.prevfilece  1^  doctrina'  tncu(»#tionable 
de  qué  los  bienes  se  presumen  libres  mien- 
tras no  se  juslitique  legal  meo  le  el  gmámen 
y  los  térrnmos  á  que  este  se  extiende: 

¥  cQi^siderando  que  e^p  los  docqn^enlps 
del  recoriocinuenlo  déí  ¡aniversario^  atesla- 
dós  y  la  escritura  pública  dé  4  de  mayo  de 
1719,  aducidos  por  el  dettiándaíitey  se  prue- 
ba^ e4;gttiVanién  <le  los  bíéné>9  r&spéclo  de 
aqae^y  pero  no  la  fundación xie  an  verdade-, 
ro  vínolo  ó^nafyorazgo;:  y  qvo  no  habién- 
dose hecho  constar  eslp  en  los  .términos  es- 
lablecidos  en  Ja  ley  l.^^i  l'ii,  }Jy  libro  .10  do 
la  Nov.  Recop. ,  ni  siquiera  in ten tádoso  la 

Í)rueba  supletoria  consignada  en  la  misma, 
á  seíitcnbia  dando  por  probado  el  mayoraz- 
go ,  y  mandando  en  su  cotisecnetrcía  dejar  á 
di«))0»ioion  del  demaivdante  los  bienct  en 
cuestión,  Infringe  la  citada  ley  l.*  invocada 
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debe  eoiffwidine  /«•  faíta  4e  acción  eon 
lafaha'de  perstmálidntírlj^tií  Wño  óHi((f 
para  que  proceda  el  recurso  de  ciiiacidii 
por  esta  cama  debe  pre^í^Lvarnó  con  ar-^ 
reglo  á  la  ley,  .    . .  ,   .  V 

4clos  cjecutiTos  sqguiJo^'/ra  UOP  ¿iC  f¿^ 
Joz^a^Qs  de  Barc^o^tV  /eá^if  .AudJieQci^ 
temiorial.  Dictada  póf  la  Siria  tereer«:i 
scileiieia  niandwdO' seguir' la  qecwcíoji 
addanle,  iüteriKisiy  el  ejectítridó  reeur*»b 
de  casación  cfnndado  eti  la  daúsa  stf(uri* 
da  drf  art.  1.015 'de  lá  léy  de  Etyuici'ar 
míenlo  cijíí,  poj-íijue'l.á.iWracdóá.fJíítirf 
licuio  c965,  cas9  sf^tp^  jrQpbrLu,W  .m ña  94 - 
bdad  eo  el  proceaímieiilát;  jm»  qu«)>  p»n 
qoe  ettac^lor  iiubiera  ¡p«didO  'eiiipdzft^>*  el 
jaicMera  prccfwqueíftviese  pepsosatid^ 
cjecmira  <fe  la  -que  cafefela  pop  hafbet  te^ 
abido  lo  qucíechTnába.  '    '  '     '   "  ' 

DcDegádb  c|  Tectrrso;p6r  la"  Aüdifeéi¿iá'p 
seap^fó  alTribux\al  Süprpmp,  é|  queseo 
senieacia  30  .de  ^«éro  comfirm4  |^  Se- 
aegaciwi  cQiuo  proiQíHleiiie:     . .  .  n  . 

«Coosid erando  c^ue  .el  recurso  de  <iú^ 
traía  era  inadji^Lsíbie^  no  sofo  por  la  falla  4e 
preparación  de  qjue.,  conao  circunstancia  n«i- 
cesaria  |>ara  admitirlo,^  bablím  lu¿  arií  uiIcíb 
L0I9y  1.025  iU  la  i^y  de  Eiijuioiaiiiienló 
eir¡j,bluo  lambiei)  por.  ¡la  Cineraria  cotiftiT 
ivioaque,  para  darJe  «papencia  Ui^:^l ,  so  Ita 
ialeolado  iqlroducir  enlTje  ja  falta  d tí  accioii 
por  parle  del  demaudailie^  i»  es  .r«aU 
neole  alegado  por  el  reduijr^n^e.  y  la  .Wia 
de  personalidad  á  que  ^^.r^Rttre  lá  pa*i3«í.* 
de  dicha  ley. »  ((Jaq.  25. ffkfrorj     ^  '  , 

Pueden  coDsultar.#uefitroii  leclorcs  olro 
Wk)  análogo., er»  ti  Usmo  7.**  {BoUUin  de  . 


íí?^  (a  lttf-65  dé  Tora  y  en  la  legiúácioti 
for^l  de  ArqQon^   .  ;  i 

"  "    "Senlerfcía  ét  28  de  fncro  íc'tíBñ, 

Pleito  seguidoen  dluz^dotiftpriníeni 

iiKstannia  d(í  Benaharre  y  en  ia  S;i,la  pri- 
mera (le  la  Audiencia  (Je  ¿ára^rinza  por 
D.  Francisco  Paul  y  Gíí,  con  D.  Frandg* 
cp  Na\al,  sobre  per'lcucncialtíe  Incnt-s.  J 
Excef}cionó  eí  deinántúidíi,  eíare  otraí 
cnsi>,  (jnc  en  lodo  caso, el  cjeaiaadanie 
hahria  perdido  cl  dcr^jíli^  otó ^rfcía  asis- 
tirle [)or  [úÜÜÍ  Hi^^cjirrjllo  B^OJsce^o  los 


¡tíhnfbus 


nal  f^niireíno  no  haber  !ni;ar  á  él: 


crGoasid errado  4|.ike  ladaa  Ips .  aceioncs^ 
ora  sean  personales,  ora  realeo  ¿  raialaa,  ca- 
lan sujelas  ii  Ips  principios  y  reglas  genera- 
les de  Fa  prfesé^ipelon  ^siai)lec'fda  en  Ta  legis 

lé  ^n  la  Tey  5  •,  ffl.  . iJlbrli  lí^e'  la  Nu- 
Vísítria  R(5<¡fopiracron;  '      ;  • 

T  qt^fe  ^<ir  él  fapso  de  ésie  iiemípo  iquedó 
presorWa  <^:acék>nf  ^íédoeMíí,  ái?pun  la  refe- 
rida léy  :68  de  Toro,  ^-fn^ta  6>  De  pren- 
criplionihut  y  la  jurispiHideacia  adipitida 
por.  esie  Su-prenno  Tribunal,,u(.<?ac.  ^G.^niuo..) 

'  l^OBBE^A  PAtt A  LITIGAR.  La 
S^ttt  qu^  úpr^mdft  prtíeWis  da  tes- 
íirflfbs  deniejia'  éVhenéfirió  de  lUifjtir  por 
vobre,  ño  htfiin^e  los  ¿ri-fs:  ÍRáylSS  de 
la  ley  de  'Enjuiciarñieiitú  civiL 

SenleDcia  de'20  de  enera^dé 

^  Inci'diehje  en  pleito  pi^omovido  en  el 
Jnzgridp  qc  C  tbuernip'a  y  Audiencia  de 
Burgos  sohre  ílefen^a  l>or  j)obre. p^néí;a- 

 ^    , «^...^  cs^**^  y        '''^  i-' r^^'"^'^^  de  ca?acion^ 

«Í»rp¿gr596^^s^^^      Ctttí'la'wu  de  declara  el  Tfjbunal  íluprcmojio  haber .1^ 
persoiialidad  en  el  liliganle ,  consiste  -en 


la  incapacidad  para  compáreceren  jtticih, 
por  DO  estar  en  et  pleno  ejercicio  de  $tis 
derechos  civiles. 

PBESCBIPClOir.  7,a;)só  de  ^Mi: 
ta  aTm.Tudas^las  aQc(one»,  ora$ean  per- 
WJiales,  ora  realas  ú  viUla$,  eMán  sujetas 
ájos^rvmpios  i/  reglas  genefaiee  de  la 


.  (iQoiifiider¡a*ido,  que  la^  ^iiestlionei?  de  het^ 
cliQ,  cuya  decisión  dej)ende  do  1^  aprecia- 
ciori  ííé*  (as  pruebas  de  losíi^os  fju.njiiijslra- 
dns  por  lasparle*».  son  de  la  exclusiva  com- 
pelencia  ite  la»  Sala»  «enleíKyiadorfls  seg*un 
p{  ar*.  317  de  ia  ley  de  EnjuicianilenlA  ci- 
vil, toda  ve£  quo  uonlra  ella  no  se  haya  ei- 
lado  disposición. algiMW  l<>gal:  ^ 
•  Considénando  <fue  la  qnie  se  i^én^iM  'en 
estos  aulos  perienece  á  csla  ciase  y  *qa^  tí^^ 
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JlllUSrnüDENOIA  Oll^it. 


da  se  lia  dicho  qonlra  la  apr^ct^pon  hecto. 
por  la  SaU: 

Y  considerando  por  lo  tanto  que  no  han 
6Ído  infringidos  \o^  aris.  182  y  183  de  la 
ley  de  Enjbiciamier;lo  civil ,  que  se  citan  en 
el  i^urso.»  (Gftc.  26  wero,)  - 


Sentencias 

tieUtó:  Infrnimh  híi  í6,í  Mí,  ,22.  de  la 


curso,  que  no  §e  demandó  ni  tampoco  fue 
objeto  de  )a  cecoaVeitciori  la  vaUde2  ó  nati- 
dad  del  convenio  hecho  enlr^  los  liliganttsá 
sot)re  la  cesión  de  una  gaviU^a  y  la  cons«-. 
tracción  de  otra,  sino  únicamente,  qu^*  <íe- 
i  clarándose  oue  el  auto  reslilutorio  de  21  do- 
.  junio  de  1863  se  había  dictado  en  vkta  de  una 
PuiitOB  no^  deba- 1  justificación  omisa  de  la  verdad  de  los  he^ 
.    .     ^i^Q^^     condenase  al  demandado,  que  pro- 


'  (forrekpónde  á  %s  íniu" 

iiaírs  apreciar  ¡a  buena  ó  mala  fé  de  (o$ 
ÍUiiianle^  para  condenar  ó  no  encosia^t 
mi  arreglo  á.la  lejf  |<^,,^«(^„^,^^. 
Ma  ,  ^  ,  - 

Si  bien  por  regla  general,  revocánd 
la  sentencia  apelada  no      imponen  ihf 
Costas,  esto  no  debe  entenderse  si  la  revo- 
caeian  pet^udica  ó  íigrava  ta  ^tmdibion 
dd  apeiantCi  .  -  ' , 

Sentencia  dé  id  le.  ener^^  d^  186^- 

Pleito  promovido  ppr  D.  Juáin  José  Pa- 
lacios, ¿otitra  su  ctmado  D.  ^osé  de  la 
Torre,  que  habia  proojovido.  interdicto  y 
obleoido  auto  restitatorio  que.  no  fué 
apelado  para  la  demoticicude  una  tinada, 
en  que  pedia  se  declarase  que  el  auto 
restituíorio  habia  ^ido  dictado  en  vis- 
ta deAioa  ]ustiíkac40u  omisa  déla  ver* 
dad  de  ios  liochps,  y.  que  se  condenase  á 
la  Torre  á  que  devolviera  las  costas  de- 
vengadas eo  el  interdicto,  pa^ára  los  gas- 
tos de  destrucción  j  uuéva  editicapjoQ  de 
la  gavíliera,  los  danos  y  perjuicios  causa- 
dos j  las  costas. 


puso  el  interdicto,  á  que  devolviera  las  cos- 
tas en  él  devengadas,  pagando  los  gastos 
de  demol¡cit>íi  y  edificación  de  la  gaviitera 
con  los  daños  -  y  perjaícib^  y  las  rttte\^áfe 
cortas: 

T  considerando  que  la  a^nlenoia  rtcIftM- 

da,  declarando  legitimo  y  válido  expre- 
sado coiivonio  y  con  derecho  al  demaodautf 
su  consecuencia  [)ítra  construir  una  §f^^' 
U  ra  en  el  corral  grande.,  y  silio  con^enipn:- 
ti  ,  según  lo  pactado,  ha  inrringído  én  eátk 
|iarté'1k^^tn(ébéfóháda  ley  16;  til.  22  ^e  Ta 
Parlidá'9*,  '«teak'éíft  el  recurso:  /  ■ 
Considerando  mpeelo  al  4ereer .  niu>Üvo, 
pot  haberse;  dete^imado.  la  recooveaeioñ, 
i}iie  ^oo  inapticj^bles  y  no  pueden^  ion^tr^e 
en  cuenta  las  ínfraocioneé  qu,e  se.  alegan, 
porape  la  Sala,  juzgadora,  apreciando  los 
fiech 08  conforme  al  resultado  <Íe  las  prue- 
bas y  en  uso  desús  atribuciones,  eslimó 
que  el  denálamiehto  que  se  hizo  con  piedra 
suelta  en  el  soliar  común' del  corral  pequeño 
no  constituyó  una  formal  división  que  eon- 
firierá  dereclios  ni  afterara  los  estableci- 
dos, ni  tuvo  otra  iniportancia  ni  trascehdeii* 
Tila  que  el  impedir  que  se  mezclarán  los 
abonos  que  en, él  existían: 

Considerando  por  lo  relativo  al  cuarto, 
que  correspondiendo  también  á  la  misoiai 
Sala  apreciar  si  un  liligante  ha  procedida 
con  buena  ó  mala  fé,  calíñcando  los  hechos 
segtin  las  pruebas  practicadas,  no  pu¿d^  de- 
cirse que  ha  infringido  lo  dispuesto  eli  ta' 
ley  8.*,'  til.  22  de  la  Partida  3.*,  imponiendo 
las  costas  del  pleito  y  las  del  interdicto  af 


Seguido  el  pleitp  pop  $us  trámites  y 

dictada  seií^K¿m- eH  íip^^^^^  por  Ja  Sala                          ^  .„  „. 

priraeradtí  mAudiisnC  !  demandado,  sino  que  falló  con  arreglo  á  sus 

lérminos  <raé  pr-escripcioucs,  puesto  que  á  su  juicio'  y 

derandos,  aGí¿r^^  apreciación,  contraía  que  no  se  h«  citado 


sacion  piot^' vW¿él&í*ÍV;^*y  H'TOttóóal 
Supremo,  por  sentencia  de  19  de  enero 
ée  1866,  declara  haber  hrgar  a  él  eti  unos 
estremós  y  no  en  oíros,  eujós  térniiuos 
siguientes:  /  ' 

ttCoQsiderando  que  según  lo  dispuesto  en 
ley  16,  líl,  22  de  ia  Pariida  3.»  en  nuU)  el 
inicio  dado  por  el  judgador  ^  sobre  cosa  que 
non  fué  demandada  ante  él: 

C¿iiB¿derando.  en  el  caso  de  autos,  y  en 
cuanto  á  Jos  dos  primeros  motivos  dfil  ro-^ 


infracción  algiana de  ley  ni  de  doctrina,  ha 
sostenido  aquel  este  pleito,  é  interpuso  el 
interdicto  sin  derecho  >  ocultando  los  bechqa 
ó  presentándolos  con  inexactitud: 

Y  considerando  por  lo  expuesto  qu^  tam- 
poco se  han  infringido  las  demás  leyes  qué 
con  mas  ó  menos  oportunidad  se  invocan  á 
este  propósito,  rii  es  aplicable  ia  jurispru- 
dencia que  se  dice  sancionada  por  este  Su- 
premo Tr'^bunal  en  las  decisiones  que  se 
Citan,  porque  sí  bien  por  regia  general,  re*- 
voeándose  la  sentenoia  apelada  tio  se  impo» 
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Den  las  cosU»  al  «peíante^  QiAé  «•  y  •»  «n-< 

tiende  siempre  en  el  ftupue«io  de  que  le  biv- 
btese  alzado  cou  defecho  y  obtenida  pof  ellp 
alguna  variación  ó  declaración  favorable; 
pero  no  cuando  la  ejecutoria  le  perjudica  y 
agrava  aa  condición,  como  en  el  caso  pré- 
senle, eoQ&rmándoae  que  UNgaba  sin  dere-i 
cho  V  que  sin  él  tambieu. promovió  la  se-- 
gunda  instaacia; 

Fallamos  que  debemos  dedapat  y  daola- 
ramos  que  ha  lui^ar  al  rtf  arfo  de  pasacipn 
inlerpueslo  por  D.  José  de  ía  torra  eoiUra 
Ja  sentencia  dlclada  por  la  Sala  primera  áe 
la  Real  Audiencia  de  Albacete  en  19  de  oc- 
tabre  de  1864,  en  coanto  por  ella  sé  daclará 
Ugitimo  y  válido  el  convenio  hecho  entre 
ios  litigantes  lobr^  la  cesión  de  ta  ffawiUera 
deleortal  paqneoayla  oonstrocfiion  de  otra 
en  el  grande,  y  con  derecho  al  demandante 
pare  la  adifiaactún^  da  ei|a  en  titió  ciont^e- 
niente^  y  en  su  eooseoMrtcia'óasamoi  y  ana^ 
lamoa  la.expneaada  ienteneia  en  esta  parte, 
y  deelarama«asínManio  qoeno  ha  fugar  áj 
meoeiooado  nacorso  respecto  a  los'  démás 
extremos  que  dicha  sentencia  comprenda.» 
(Gac.  27  enero.) 

SBHTENdAS.  Deben  s€r  eangrumía 
con  el  punto  iUeutido^  y  ngpuede  ieckree 
que  se  infringe  la  teyi.*,  tit.  i.*,  Hbre 
Xdc  luIVov.  tiec§p.  en  un  pleito  sobré  di- 
nsionde  bienes. 

JUICIO  DB  IJWíAMBWTAJÍÍA, 
El  art.  406  de  la  le)/  ae  EnjuiciafnimlQ 
eiüil  dá  derecho  á  pedir  el  iukio^volmh 
táriocfilre  $irosalh$T§(Ure,peronú  al 
qtíe  presfune  serh. 

Sciijnciá  de  20  de  mr>  de  Í86&  ' 

Pleiu  seguido  en  e>  lozgado  de  Mánza- 
nares  y  «  la  Audieíitia  de  Albácctc,  por 
D.  Isidro  Fernandez  Pacheco,  con  dona 
Elvira  Fernandez  Luenf^o,  spbre  división 
de  bieoes.  Desestimada  la  demanda  en  los 
lérmiDos  que  se  propuso ,  reservando  al 
dei&aodante  el  derecho  que  correspondía 
a  sQ  moger  por  ana  escritura  otorgada  á 
sa  favor  en  i4  de  octubre  de  dedu- 
jo el  demandante  recurso  de  casación  ci* 
tando  como  íofringida  la  ley  i.*,  lít.  1.*,  li- 
bro X  de  la  Noy.  Recoíp"  y  d  arl.  406 
de  la  de  Enjuicia  miento-  civil.  Y  el  Tri- 
bnoa/ Sopremo  declara  por  sentencia  de 
20  de  enero  de  <866,  no  haber  lugar 
áel: 

uGoamáerunáo  que  para  aplicar  ía  ley 
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í.\  tíU  1.^,  libro  10  de  la  Nov.  Reoap.,  que 
1  traía  de  la  fueraa  de  las  obligaciones.,  es 
pre«iso4|ue  la  demanda  se  dirija  ai  cumplí* 
miento  de  algún  contrato,  pues  de  otro  mo«* 
do  el  fallo  no  guardarla  congruencia  con 
aqueMa  y  se  inírmgiria  la  ley  16,  lii.  22  de 
de  la  Partida  d.*c 

Considerando  quael  deaiandante  y  actual 
recurrente.se  limitó  á  sollcilar  que  se  decía* 
raéen  en  astado  de  nueva  división  los  bienes 
del  marido  y  padre  4ie  los  demandados»  par^ 
ra  lo  cual  se  abriera  un  nuevo  juicio  de  tes-* 
lamenlada,  sin  qae  hubiese  pedido  el  cufn- 
plimreiilo'  de  la  promasa  «de  institoeioa  de 
n«r6dara«  consia^qada  en  la  escritura  de  14 
da  oatullria  de  iSS^-;  punto  acerca  del  cual 
la  aeotenaia  ba  dejado  á  salvo  et  derecho 
quacrea  ieoer  Ia  inlerasaUa: 
X  «COaaiitoraddé  que  solo  ttoñ  pacte  legitima 
pana  pioiaaver  m  juicia  votuaterto  de  tea- 
laaientas ía*  entre  ios  demás  qoe  expresa  el 
arU  401  de  laJey  de.Anjuieiaipjentó  civil» 
iaa  hefederos. ó  cualquiera  de  ellos,  pero  no 
tl'jva/t  Se  crea  con  dereoAN)  á  serle: 

X  cooéiderando  por  consiguiente  que  n# 
san  apliaablas.  al  actual  recurso,  ni  se  haa 
iníriagido  ia  ley  recopilada  y  el  artículo  ei-* 
tedoa^a  (to.  28  enero,) 

.  telÍAJjaHAClO»  ITOLA.  -No'  es 
eficaz  contra  tercera  persom  la  enajena- 
aion  de  bienes^  heeha  por  aquel  á  qti¿ien 
u  ha  prohibido  venderlos  ó  gravarlos. 

;  S^BtMoi^  di  20  dt^rs  de  l  86S.  ' 

*'  íleilo  de  lencería  promovido  por  don 
fiar^eí  Gayoso  coaitá  ^1  embargo  ele  tn- 
ria?  Eneas  qne  le  tenia  vendidas  D.  Jo>é 
Cautelo ,  becito  á  ipsxa.ncía  de  D.  t^orenzo 
Vazquea*. .  Deaeslimada  esta  tercería  poi* 
la^údiaBcia  de  la  Corana,  mediante  á  que 
con  anterioridad  al  24  de  julio  de  48d8  en 
que  se  bizo  la  venta  á  Gayoso  se  había 
hébbo  saber  á  Cautelo  qno  se  abstuviera 
de  enajenar  sus  bieneí?  bajo  pena  de  nult»^ 
lidad ,  de  qué  se  tomo  razón  en  el  regis- 
tro de  hipotecas,  dedujo  Gayoso  recurso 
de  canción;  pera  el  tribtioal  Supremo 
declara  no  haber  lugar  á  él  por  su  seutea* 
cía  de  20»  de  eneró  de  4866: 

aConsiderando  que  la  escritura  o(org:ada 
con  infracción  mani fiesta  de  la  ley  10,  lítu- 
lulo  33 ,  Partida  7/ ,  que  lerminanlemente 
declara  qu4  aqu$l  á  guien  es  defendido  de 
non  enagenar  la  cósá,  que  la  non  puede  vcti- 
üer,  nin  camiaf-,  ni  sujetar' á  ^  avámen  ali^  u- 
no,  es  un  documento  qae  carece  de  eficacia 
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lf»^l  piatQ  fuird^r  una«hc6!on  de  te^cfida^é 
doiMmio,  jW)¥quo  k(  trdsrm&ioii  desale  dera» 
dio  al  coiiiprader  n(i^|)ucde  ^eriticarse  eu«««t 
(lo  el  véiidedor  tiene  . prohibición  judicial  de 
ivalianrla:  ■   i*  .  » 

Cowsidecaiido,  oon  mérito  á  lo  expu«^lo 
quH  (>i  fallo  que  desesliina' ta  delnianda  db 
Uíróeria  tied«ctcl«  én  esloa  aUtos, '  fond'áda 
en  iiiia  «surilur*  t[b  vérilh  qde  aéofei;e  do 
«tfiftíi  vicio  radical  ^  na  infringe  I»  ley  1 14  j 
U'u  18,  íParlida  S.^  q-oe-  ihVQC*  en  pwinw 
Jtffrftr  í'KfecurreriHe:    ...  •    i  f 

Qonbidefrando  que  por  haberse  itortiffdu  á 
BU  d^di<l<»  tiempo  razón  en  ta  conladnria  dq 
liipoleea^del  partido  •re8pGCtivo>  con  arre 4 
gfo  •  á  las  'tiUposiciones^vígenlea  á  ia  aaeoh 
«obro-la  m^berla,'  de  la  prnthibicioii  de  ionan 
jenar  impuesta  á  Drloró'Cabteto^én  «I  píoit* 
lo  qaa  4eni»  peodHonle^coq  O.  LoreUzo  Vüz 
qnoz  f<or)provid«noia  judiciai  cowenlídíavsj 
|K)r  it^  ianicY  con  ruorza'ejeeatorias  N'O'  lioncii 
apüoaeibn  á' «ate  casó,  ili  ban  padído<coaiftA 
terse.  ppi^HSoneiguienift  las  infraccionea 'qit^ 
se  alegan  ^reoiiu^o  de  las  4eye»  4.*i,2L^ 
f  3.4  doi  >tít.'  i^r  Libro  :  10  déla  NovisVkna 
Hetopi  I ación  ,  «i^de  la  jnrisprodeinola  tm-^ 
ceTiti^rUb  }á  la'!  i«utcHpcion  ^e  gi'aÍ9á«ffénlei¿ 
especiales  sobre  bienes  iornáebtes^y  ^aaliró 
siendp  el  hedxo  íle^que^^q  jsslp^  .a^tos  se 
ii*ai'a.  invoéa  ton  iguarinópoílutiraáoe'f  re- 
cord U>:  "  '  '      •  ■/  --^^^'V'""^ 

Y  C(Ms.idci-ando,  por  último,  qiíe  (iémfi>6cd 
tiene  aplicdi^ion  al  >  caso  de  '^^-isé  IfAlia  ta 
ley  7.*,  iLl.;  15.  Parliila  5.*^  que  se  refiere  á 
enajenaciones  hechas  en  ptírjaício  de  terce- 
ro por  gepsonas  que,  eslu\fiwnr,efi  el^pleno 
gbce.'y  ijbre  disposición  de  sus  dérochos  oo^ 
minicaltí.s,  de  los  qiie  cureCia  ielt).  Jos^  Cas- 
lelo^,  V'fl"^  por  i^uai  razón  es  Incoríclucénle 
la  cilá  de  ía  doctrina  quo  se  invoca  ásimis,^ 
mo  ért  el  trelcurso  sobre  •  reconocimíéríto  de 
nquolloi  derechos  en  el  adq airen t«:ii  ((?¿ce> 
ta  28  «ñero.)  ;  • 

PELE3CRIPCIOJI.  Gohtra  ía  f^pr^- 
ciocion  que  hace  un  Iribuml  lU  qua  se 
lia  prohfulo  ú  no  la  posesión  inmemoriati 
no  pv<^f^íh    recuno  de  cma(^ion:  . 

qojíPJBSiONJUPlctAi..  Napue, 
(le  4^1'*^^  ^'^  cojwi^encia  á  Lm 

wanifeslacionc^,  de  un  iilíga^le  en  sus  es- 

\SpíiícncM  di  26  de  cííw  de '1866. 

Recurso  (ie  casación'  dcdtjcido  pdr  los 
reciuos  (Je  Prada  contra  iia  fallo  de  la 
Audieucia  de  la  Coruua,  fttic  desestimó  la 


áemnmth  rfe  fóí  mismo*,  contra  B.  Ramorj 

Alvarez  Lislanco,  sobre  qiiL»  cegase  m 
te!  ii-o  (Í6  un  monte  que  este  decja.llevax 
hacia  unoí  doce  ancs  riuieta  v  paniíicar 
nicnle  por  concesión  que  ie  liabiaQ  Jiedió 
IX)s  vecinos  de  Esclavnud.  AJegar<wi .t-aw»* 
bien  los  de  Prada.  como  fundarn^nto  dfe 
S!i  (lenianda,  la  posesión  inrtremoriiij;  pe-^ 
ro  el  Inbiinal  Snpreírto  por  sqíltenciaVIé 
fia  de  ene^o:tiér'|g66*d¿Éfara  ;io  haber  \n  l 


L.fi4^««d#aiMkí),;que  la  cu<f<(i<iní  4(ie'a« 
K^tyM!>Q((^9llf^t(ap(a*ie8  )de  ploro  hecho,  » 
<'.*WtÓm:^«4fiinAi^ilteft  Miau  probado  \ñ 
9.99imfh  ¥¡immfisW  eaü  «yne  íundan  la  ac- 
ción ^fíi  vind4^|f»nia  qüe¿haft  dpd^oido  on  aa 
Oí^inand^í  .;,  i,-.  ,.ti;»  .j-íi>  uoa  ^  .  :...]. 
-  C9u^iderand9  fabSaüdaaiitoncradoi'», 
ef.  uso  de  las  faculladie«iiquaílaico»code  el 
av».  ai  7  de  ta  íey  de  £n}tiiimiiDÍ«nlo  isivil, 
ha  apre<nado  U-prjaeba-ds'  leslégoa'  ^oe- 
pfe  dicho  oxtreifto  atMtitm8tra<ion/%9i|yafto«v 
$10  qij(;  con  Ira  su  apreeiacinn  SO  haya'eilá^ 
do  disposición  alguna  legalrv      '    '    •  - 

Considerando  que  ^  el  ^üp.ue*to  .do  no 
üitlínfje  pix>tiaVíá^rj\j>S¡o  de  it  Salá  sénlen  - 
cM^ra  ia, posesión  ii^meoiorial,  solo  hacien- 
d9sppue»to  deja;cfi08lion,'  han  podido  ci- 
laf^se  como  infciasid.i^.  la  loy  .21,  til.  29, 
Partida  3.»  y  la  doctrina' adgiiüda  por  eslti 
Supremo  Tribunal  ea  s^  sen(en(^ra  4e  iq  de 
noviembre  de  186a  (I)  que  det¡erminaji  el 
Vator  de  la  posesión  de  30  nTio^  w  de  la  iii- 
m^rtiorial:         \  .   .  \t  ^  » ^ 

-Y  cohsifleranád*  finnli^enle  ^ué  á  FaíhVa- 
nifeslaciones  que  hag^a  •»«  Htigrartle  eu  sus 
escritos  no  puede  darse  el  valor  dq  conocen- 
cia ó  confesión  hecha  e'ri  juicio  y  ante  su 
cpn;end(vr,  y  que  ppi:  Iq  tanto,  auü^ike  fixe- 
ra  cierto  lo  (jue  sobre  este  parlicjuJar  ae^ha 
expiipslo  por  los  demandantes,  «¡í  podria 
c..M«<i(íi;rarse  ínfring^ida  la  ley  2,»,  ta.,  .Í3. 
^^rlida  3:*r)  (¿;ac.  29  éñefo.) 


í\)  íiehtí  ser,  Rirt  iluda,  flo'Í2  do  noviembre  de  18C0 
{QL.  p»^.  70íí)  «M  que  «e  eonci^nó  l/i  dcnrlrin*  d«  que  I» 
puhfMun  .ile  cerca  de  ty)  años  «&  Ululo  iaritiiiio  uar^ 
•fVlquírir  'bicne»ii6res;»é^uA  la  ley.2l,lítT  ÍO,  Parti- 
da,»* . 


M..M,  AicvaaLA,  Oirector  projjielario^ 
y  EdiUar  responsable.: 


MADKTO.— Imp.  do  £¡1  Consultor  á  car^o  du  £.d< 
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trmimm^  reales  éréesM  y  •Irea- 


Ü4.  BXP08ICI0N  DB  BBIiUUB  AB- 
TX8.~B.  O.  de  I.*"  de  Abril. 

(FoM.)  Se  dispone  que  el  din  15  del 
próximo  octubre  se  ¡naugure  ei»  Madrid  la 
exposición  nacional  de  Bellas  Artes  confor- 
me con  el  art.  l.^'del  R.  D.  de  28  de  di«. 
eitrobre  de  1853.  (Gae.  l.*  aWil,)^,  Expo- 
aiaoHKs  en  e]  tomo  IV. 

615.  SnBCITO«  ^  B  O.  de  20  do  mano» 
eotoe  Ipgmacion  en  grao  j>arada  todos  los 
doinjxigoB. 

(Güera A.)  Estando  dispaesto  «n  la  real 
rastruecioii  de  26  de  julio  de  1816  que  en  loe 
dias  de  g^ala  y  en  todoa  loa  domiugoa  del 
año  se  reúnan  y  formen  las  tropas  en  gran 
IMradat  Reina  íQ.  D.  G.)  be  na  di^^nado 
mandar  que  se  de  eumplimienlo  ¿  aquella 
soberana  disposición  en  dos  domingos  al 
menos  de  cada  mes  en  las  capitales 'de  los 
dislrílos  y  en  las  plazas  cuya  guarnición  sea 
de  dos  ó  mas  batallones,  sin  otra  excepción 
que  la  señalada  para  Iqs  ejercicios  doctrina* 
)^i^|K>r  el  rigor  de  las  estaciones.  {Gxic,  2 

06.  IBJBM  DB  UI.TBAMAB.-B.  O.  de 
27  demarso. 

(GüsnRA.)  Dispone  que  durante  los  me- 
ses de  mayo,  junio,  julio  y  agosto  queda  en 
suspenso  el  lr«s;)orte  para  América  de  je- 
f»^,  oficíales  é  individuos  de  tropa  que  por 
pninera  vez  fueren  destinados  á  aquellos 
ejércitos;  y  proiiibe  durante  estos  meses  la 
adfiúsioo  de  reclutas  para  Cuba  y  Puerto- 
Rico»  dejándose  por  esta  vez  de  explorar  la 
volaAlad  de  los  quintos  al  ser  admitidos  en 
eaja.»..  (Gac,  3  abriL) 

07.  OBBAS  PUBUCAS  EN  CTJBA.- 
B.  ]>.  de  27  de  mano. 

(ULTaAMAftO  Se  aprueba  un  reglamento 
r<*ofgantzaiido  el  servicio  de  obras  públicas 
•(«  la  Isla  de  Cuba  y  dictando  reglas  para  su 
c-iecueioo.  (Gac.  4  abrit.) 

Tomo  X  del  Dice. 


68.  EMFIiBADOSFirBLI0OS.-EO.de 
6  <ie  marso,  sobre  abono  de  tiempo  4  los 
qae  íuerpnnombrados  en  conérat  enclon  con 
las  leyes. 

(Pkks.  DCi  C.  DI  M.)  Habiéndose  dis- 
puesto que  el  Consejo  de  Estado  en  pleno 
üonsttilasc  con  arreglo  á  lo  |>revenido  en  el 
art.  6.^  del  R.  1>.  de  6  de  julio  último  (1),  lo 
que  juzgara  procedente  sobre  si  había  ó  no 
de  considerarse  como  de  legitimo  abono  el 
lie«kpo  servido  por  aquellos  eiypleados  que 
hubiesen  obtenido  sus  destinos  en  conlra- 
vencionveon  las  reglai«  eslabJecidas  en  la  ley 
de  preMipoeslos  de2á  de  junio  de  1864;  el 
Consejo  al  evacuar  su  coiisulla,  expone  con 
detenimiento  los  fundamentos  de  su  dicta- 
men y  á  sa  fínat  establece  eomo  teacÍiiito«- 
nes  del  mismo: 

«l .®  Que  es  de  abono  para  los  empleados 
el  tiempo  que  hubieran  servido  destinos  de* 
bidos  á  nombramientos  contrarios  á  las  re- 
glas establecidas  en  la  ley  de  25  de  junio 
de  1864.  . 

2.*  Que  no  debe  obligárseles  á  la  devo- 
lución del  sueldo  que  hubieren  disfrutado. 

Y  9.*  Que  así  |Hira  los  ascensos  sucesi- 
vos como  para  la  declaración  de  haber  pa- 
sivo, Sólo  debe  compülnrse  eí  sueldo  que 
correspondiera  al*enipleo  para  el  cual  tuvie- 
ran aptitud  legal  al  tiem^K»  del  nombra- 
miento. 

Y  habiéndose  diprnado  S.  M.,  de  acuerdo 
con  el  parecer  del  Consejo  de  Ministros,  re- 
solver conforme  con  lo  propuesto  por  d 
Consejo  de  Estado,  de  real  órden  lo  digo  á 
V.  E  para  su  conocimiento  y;efíclos  cor- 
respondientes. 

Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Ma- 
drid 6  de  marzo  de  1866. — Leopoldo  O'Don- 
nell. — Sr.  Ministro  de....to  (Gac,  5  abril,) 

69.  FBÓYBOTOS  DE  IiE Y.~Banco  Na- 
cional Español.— Bedenoion  de  censos. 

Se  faculta  por  R.  D.  de  3  de  abril  al  Mi- 
nistro de  Hacienda  para  que  someta  á  la  de- 
liberación de  las  Cortes  nn  proyecto  de  ley 
autoriz))ndo  la  creación  en  Madrid  de  un 
Banco  Nacional  Esf^ñol  de  emisión  y  des- 
cuento, con  el  capital  de  120.080,000  esca- 
dois  nominales.  (Gac.  5  abril,) 

Por  otro  decreto  se  autoriza  al  mismo  Mi- 

mo  IX  lU  1  DiíLi'  tHifio. 
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las  Cortes  un  proyecto  da  ley  referentt?  i  Ja 
redención  de  censos  que  gravan  los  bienes 
desamortizados  de  todas  procedencias  pu- 
diendo  hacerse  hasta  que  se  eiiajetiett  las 
lincas  {Gao,  5  id,) 

70.  BETIBOSMIXiITABBS.— Reálórdeti 
aclarando  el  art.  4.*  de  la  ley  de  retiros. 

(Guerra.)  «La  Beina  (Q.  D.  G.),  dé  con- 
formidad con  lo  expuesto  por  ei  Consejo  de 
Estado  en  pleno,  y  á  fin  de  evitar  coalquie* 
ra  duda  en  la  apiicacion  de  ta  ventaja  de 
que  trata  el  art.  4.®  de  la  vig enle.  ley  de  re- 
tiros de  2  de  julio  de  1865  (1),  ha  tenido  á 
bien  declarar  que  el  mencionado  beneficio 
de  fos  10  cénts.  de  aumento  corresponde 
única  y  exclusivamente  á  los  jefes  y  ofi-- 
cíales  que  obtienen  el  retiro  forzoso  por 
edad,  y  de  ningún  modo  á  los  que  lo  solici- 
ten volunlartamente. 

De  real  órden  etc.  Madrid  23  de  marzo  de 
1866.*-ODonnell.ii  (Gae.  5  abrii) 

71.  PB8A8  T  lOBDIDAS.-B.  O.  de  4  de 
abril,  sobre  oonatruooion  de  medidas  li- 
neales. 

(FoH.)  «No  habiendo  tenido  efecto  por  falta 
de  proposiciones  admisibles  las  dos  subastas 
verificadas  en  7  de  diciembre  y  10  de  fe- 
brero últimos  para  la  construcción  de  las  uie- 
didas  lineales  comprendidas  en  el  lote  nú- 
mero 1.*  da  las  colecciones  del  sistema  de^ 
cimal,  destinadas  por  real  órden  de  7  de 
agosto  anterior  á  pueblos  oo  cabezas  de  par- 
t  ido,  cuyo  presupuesto  llegue  á  4.000  escu^ 
dos  ó  á  2,000  almas  su  vecindario,  con  arre-' 
glo  á  la  excepción  8.*  del  arU  6.*  del  real 
decreto  de  27  de  febrero  de  1852,  y  de 
a^cuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  autorizar  á  la  comisión  perma- 
nente de  pesas  y  medidas  para  contratar  el 
expresado  lote  sin  los  requisitos  de  subasta 
pública,  bajo  el  misino  tipo  fijado  en  las  an- 
teriores.» (Gac,  6  abrii.) 

72.  BSTADISíPICADEIjCIíSJBO.— Real 
órden  de  23  de  marzo. 

(Grac.  y  Jüst.)   Artículo  1.*  Queda  su 
primido  el  negociado  de  Estadística  general 
del  Clero,  creado  en  el  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia  por  mi  R.  D.  de  24  de  octubre 
de  1856. 

Art,  2."  Los  trabajos  que  estaban  á  car- 
go del  suprimido  negociado  serán  desempe- 
ñados en  lo  sucesivo  por  otro  de  los  que 
comprende  la  sección  de  negocios  eclesiás- 
ticos del  propio  Ministerio.  {Gac,  7  abril ) 

(1)  loMrto  en  la  pá^.  174  del  BoUUa, 


78.  BSTADOS  DA  FAJiTAS.-B.  O.  de 

20  de  enero,  mandando  que  se  ai^torioen  por 
los  Promotores. 

(Audiencia  TBaaiToaiAL  pb  Granada.)  Por 
el  Excmo.  Subsecretario  dfl  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  se  ha  comunicado  al  se- 
ñor Regente  de  esta  Audiencia,  con  fecha  20 
de  enero  último, M  real  órden  que  sigue; 

«En  20  de  enero  del  año  próximo  paaadi» 
se  dispuso  por  real  órden  que  los  estados  de 
faltas  fuesen  autorizados  por  los  respectivos 
Promotores  Fiscales  y  que  obrasen  aquellos 
en  este  Ministerio  lo  mas  tarde  al  terminar 
el  mes  siguiente  á  aquel  á  que  correspondió^ 
ren.  Mas  habiéndose  observado  que  algunos, 
aunque  pocos,  de  los  expresados  funciona*- 
lios  han  dejado  de  cumplir  con  aquella  so* 
berana  Resolución,  la  Reitia  íQ.  B.  G.)  se  ha 
servido  disponer  manifieste  a  V.  E.  como  de 
real  órden  comunicada  por  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia  lo  ejecuto,  la  necesidad  de 
que  por  lodos  los  Promotores  ee  llene  debi- 
damente este  importante  servicio.» 

Y  en  BU  vista  etc.  Granada  6  de  febrero  de 
1866.-^EI  Vice-secretario^  Miguel  Víllasante. 
(Bol.  of.  de  Almena  de  14  de  febrero.) 

74.  SANTDAB.— Circular  de  la  Plreoeion 
general  de  sanidad,  de  21  de  enero  último,  re- 
comendando se  propiire  oorreffir  los  focos 
de  infécoion  que  existan  en  todas  las  pobU- 
oiones  y  puedan  perjudicar  a  la  salud  pu^ 
blioa. 

Por  la  Dirección  general  de  sanidad  se  di-» 
cí»  á  este  Gobierno  de  provincia  con  fcclia 

21  de  enero  último,  ío  siguiente: 

((El  espectáculo  que  ha  ofrecido  nuesTro 
país  desde  principios  del  verano  pasado, 
siendo  víctima  de  la  epidemia  mortífera  del 
cólera-morbo,  ha  inspirado  á  esta  Dircccio» 
general  el  deseo  de  dirigir  su  voz  á  todas 
las  provincias ,  consignando  sanos  consejos 
para  hacer  frente  á  la  funesta  actividad  de 
psie  azote,  si  por  desgracia  llegase  á  repro- 
ducirse. Sabido  es  por  todos  que  las  epide- 
mias residen  en  circunstancias  comunes  á 
muchos  individuos ,  como  en  el  aire .  en  los 
alimentos  etc.  y  que  se  desenvuelven,  au- 
mentan y  sosi leñen  muchas  veces  por  cau- 
sas puramente  locales:  probado  esta  también 
que  producen  generalmente  muchos  mas  es- 
tragos en  las  ciases  pobres  que  en  las  clases 
acomodadas  y  conocido  es  también  el  prin- 
cipio cientítico  de  higiene  que  declara  qut; 
las  enfermedades  mas  desastrosas  se  obser^ 
van  en  los  países  donde  mas  descuidada  es- 
tá la  higiene  pública*  Aleccionado  por  el  pá- 
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•«do  y  eon  objeto  de  llénar  ette  c<Hiltx>  di* 
mltvo  «I  átíbir  que  le  está  etieoinendado,  I 
respondiendo  á  Ja  «onGafiza  de  S.  M.  y  «ten*  | 
do  üet  miécprelo  de  los  8eiirunieiilos  del  Mi* 
nísterio  del  ramn^  se  dirtje  hoy  con  enla  cir 
ealar  á  lodas  las  provincinM  reoonieudando  á 
UM  Gtibertiedoret,  y  eticargaiKio  á  eaihA  au- 
loridades  que  |ior  medio  di;t  Boletin  oftaal 
ba^i  lo  inisitto  con  loe  Alcaldes,  aeado* 
mías,  jimias  de  sanidad,  subddegtidos  y  de- 
más fiMieioiiarios  á  iíii  de  que  se  saniijqi>en 
ka  disCialas  Idealidades  en  que  revideit*  Lo« 
infinitos  focos  de  iufeecion  originados  (mr 
depósitos  orgánicos' en  desooniposicion,  de* 
baii  desaparecer .  del  centro  de  ios  puvblos 
ssí  eoino  los  eliarsos  de  agua  inmunda  que 
en  laa  aldeas  se  «ocnenlrau  con  Crcaueneiaá 
la  misma  pueria  de  las  easas.  Uel  misfno  me* 
4o  ae  cuidará  de  abrir  en  laa  aitsmas  casas 
de  las  aldeas  que  son  las  mas  descmdadas, 
veoUnaa  para  que  circule  y  se  renueve  oons 
taalKttietile  aire  f^u  las  habitaeiouea.  Se  pro-> 
eorara  aaknisino  desecar  cualquier  pantano  y 
dar  eurao  á  (oda  clase  de  agoaa  estancadas; 
se  violará  especialinenie  sobre  eita»to  se  re^ 
üere  á  la  aJimeniaeion  con  objelo  de  que  los 
upreados  eaién  bien  anriidos^  y  de  que  los 
vivare»  sean  baratos;  se  re^inendará  eons* 
laolemente  la  mas  Cftquisita  I implexa;  se eui« 
dará  de  que  en  lodos  los  partidos  haya  su 
médico,  cirujano  y  boticario  á  fín  de  que 
sean  asistidos  los  enfei  mos  con  lodo  esmero 
y  de  este  modo,  las  epidemias  seá  cual  fuere 
su  causa  se  encontrarán  en  coadieiones  mu- 
cho meaos  favorables  para  su  homicida  de- 
sarrollo«  £1  Ministerio  de  la  Gobernación  ha 
subvencionado  y  maiKladoá  un  médico  dis- 
tioguido  á  tomar  parte  en  la  csnfer<?ncia  sa- 
aitaria  de  Constan t¿nopla  ,  la  cual  tiene  por 
objeio  preservar  á  tas  nacioEkea  de  Europa 
de  aquella  terrible  plaga  que  impodan  los 
peregrinos  mosulmanes  al  volver  de  la  Me- 
ca y  de  Djedhad  y  espera  que  del  mismo 
modo  qse  mirando  él  por  la  salud  general 
allende  al  servicio  de  esta  manera,  las  au- 
toridades y  los  pueblos  le  lyuden  con  la  per* 
feecioa  de  su  higiene,  y  eoo  la  precaución  en 
sus  relaciones  comerciales  en  el  litoral»  para 
evitar  que  se  nos  importe  cualquier  enferme- 
daéy  una  vez  imponada  que  se  desenvuelva 
en  coadieiones  favorables  así  como  también 
para  que  tos  particulares  que  por  su  t>o- 
fticioa  en  las  provincias  están  llamados  á  dar 
ejempte  de  desprendimiento  y  caridad ,  se- 
cttoden  los  deseot  del  Gobierno,  y  le  ayuden 
en  estos  esnfiictos.  También  esta  calorosa- 
mente recomendado  á  todos  nuestros  re* 
presenUmt*s  ea  eí  extrangero  que  vigilen 
cuídadoiametile  y  den  cuenta  á  nuestro  Qo* 


bierno  de  cualquier  alteración  que  sufra  la 
salud  pública  en  los  punios  donde  residan 
con  objeto  de  que  adquirida  la  menor  so$« 
pecha  se  haga  conocer  inmediatamente  á  tas 
proviiwias  marítimas  para  las  di'bidas  pre* 
cauciones  que  en  todo  liempo  son  oonv^« 
niiHitea  antes  de  dar  la  libre  piáLíca  á  tods 
procedencias» 

Todo  lo  que  he  creído  decir  á  V.  S.  lison- 
geáiidorae  de  encontrar  un  celoso  ooopera» 
dor  6iú  ñn  qnp  me  pro|)ongo.  Sírvnso  V.  S. 
avisar  el  recibo  de  esta  circular  y  en  térnii^ 
iHi  de  treinta  dias  desde  su  recibo  en  ese  Go  - 
Ifierno,  de  las  medidas  qu<»  haya  adoptado 
en  su  virtud  (Boi.  of*  de  Lugo  de  7  tnarzo.) 

76,  EBOUBIiAB.— Circular  de  7  da  febre* 
re,  de  la  Direocion  de  instruocion  pública, 
sobre  obras  subvencionadas. 

ILt  Ilnvi,  Sr.  Director  general  de  instruc- 
ción pública  con  lecha  7  de  febrcio  último* 
me  dice  lo  siguiente: 

«Eularada  esta  Dirección  general  de  las  c<** 
municaciones  dirigidas  á  ia  n)Í!<ina  por  *'t 
'uisj)ector  de  (irimera  enseííariza  de  esa  pro- 
vincia, dando  cuenta  do!  resultado  de  la  vi* 
sita  girada  á  los  pueblos  subvencionados 
con  fondos  del  Estado  para  atender  á  U 
consitruccion,  reparación  y  reforma  de  Us 
e^uelas;  aa  ha  servido  resolver  se  reco^ 
miende  a  V.  S.  ehcazmeale  ia  conveniencia 
de  que  se  activen  laa  obras  en  aquellas  que 
ya  las  hubiesen  comen2adOr  y  que  a^í  á  «"s^ 
tos,  como  á  los  que  no  hubieren  dado  prín 
cipio  á  ellas,  les  señale  V.  S.  por  última  vez 
uu  plazo  prudencial  dentro  d^^l  cual  hayan 
de  darlas  por  terminadas;  advirliéttdoles  que 
si  dentro  de  él  no  acreditan  lialjerlo  asi  ve- 
rificado, quedará  de  hecho  y  sin  nueva  con- 
minación, caducada  la  concesión»  ingiesan- 
do  su  importe  en  las  arcas  del  Tesoro,  bien 
se  hallen  los  fondos  en  la  Caja  de  Depósitos 
ó  en  poder  de  los  Ayuntamientos  agracia- 
dos.»  (BoL  of,  de  Huesca,) 

76.  SAOTDAD.— H.  O.  de  15  de  febrero 
dictando  varias  disposioiones  para  impedir 
la  propagaolon  y  efectos  del  tifus ,  desarro- 
llado en  el  ganado  vaouno  en  alsuoos  pun- 
tos. 

(FoM  )  «Las  Rs  Ords.  de  28  de  octubre 
y  I.®  de  noviembre  últimos  y  la  circular  de 
esia  Dirección  general,  ffclia  20  de  diciem- 
bre, dando  cuenta  de  que  se  habla  desarro- 
llado en  diversos  países  el  tifus  contagioso 
del  ganado  vacuno,  enfermedad  que  fácil- 
mente se  trasmite  á  otras  especie;»,  han  bas- 
tado sin  duda  para  que  los  Gobernadores 
auxiliados  por  las  dooíás  aiiloridades  y  cor- 
porack/ncs,  á  quioiies  incumbo  t)iinci|>ul- 
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metite  ale»>df*r  o«I«»  !i<»rv¡do,  oji'rznn  la  maí 
eitquisila  vif^ilancia,  á  i\n  ile  «viUr  su  iiii- 
porlaeion  eii  la  PtíriiostiU  y  es  seguro  que 
%\n  maí)  instruccioues  sobre  el  paiicuiar,  ha«i 
l>ria«  procedido  con  la  mayor  cnerfjía  para 
sofocar  en  un  principio  el  primer  síntoma  de 
aparición  que  se  hubiera  notado.  £sto  sin 
embargo,  y  por  mas  que  no  exista  ningún 
nuevo  motivo  de  alarma,  él  Gobierno  de 
S.  M.  no  debe  dejar  de  dirigir  sus  excitado^ 
ues  para  que,  ínterin  no  desaparezca  coan* 
pletameute  el  peligro,  se  mantenga  viva  la 
vigilancia  y  se  empieeii  can  la  debida  an(e<* 
lacion  las  medidas  que  aconseja  ia  experien* 
cia.  Fundada  en  estas  razones  y  oído  el  Mi- 
nisterio de  Hacienda  respecto  de  los  puntos 
que  son  de  su  competencia,  la  Reina  (que 
iJios  guarde)  á  reserva  de  revocarlo  cuando 
se  estime  oportuno  para  no  causar  vejacio- 
nes ál^  comercio  sin  causa  legítima,  se  lia 
servido  ordenar  lo  síguionte: 

1  .•  Queda  prohibida  (a  introducción  ert 
la  Península  de  los  cueros,  sebo  y  otrdS  des- 
|)ojos  frescoB  prbcedenles  de  reses  qoe  pro- 
cedan de  paisos  en  donde  exista  la  méncio* 
nada  enfermedad. 

2.*  Se  someterán  á  un  escfiiptiláso  exá- 
men  las  reses  que  tengan  igual ^)rocedencia, 
prohibiéndose  la  importación  de  los  animá*^ 
les  enfermos,  y  sujetando  á  Utia  observatiion 
de  diez  tiias  los  qué  aparezcan  sanos,  refeha*-' 
záudose  todos  ios  que  durante  éste  período 
presenten  algún  síntoma  de  alteración. 

•3.*  En  el  desgraciado  caso  de  que 
presente  la  enfermedad  en  los  ganados  de  la 
Península  se  iiicalcf^rá  en  el  animo  de  lo^ 
proptPtariosla  conveiiioncia  de  saUrificarlás 
priiimras  re«es atacadas  para  evitar  el  con- 
^'igio  de  las  demás  y  los  eX tragos  de  que 
itn  sido  víctima  ia  riqueza  pecuaria  de  otros 
paises  porteo  haber  aplicado  á  tiempo  esta 
medida. 

4.*  LoH  Gobernadores  cuidarán  de  la 
<'xacla  aplicación  de  estas  disposiciones  y  de 
que  st;  ejerza  Ja  conveniente  vigilancia  por 
parle  del  resguardo  de  mar  y  tierra,  dando 
-avisa  á  este  Ministerio  de  cualquier  novedad 
(|ue  ocurra  sobre  el  particular,  según  les  es- 
ta encargado  por  las  antedichas  disposicio- 
nes. Lo  traslado  á  V.  S.  etü.  Madrid  .15  de 
lebrero  de  1866.»  (Bol  of.  <U  Segovia  de  9 

77.  EXTRADICIOlSr.-R.  O.  de  6  de 
marzo,  mandando  que  siempre  que  los  tri- 
bumales  o  Jueoes  pidan  la  ctetencion  de  un 
roo  refugiado  en  Francia,  remitan  los  doou* 
mentes  para  que  inmediatamente  pueda  er- 
tablarse  la  demanda  de  extradición. 

(GftAC.  yJust.)   «Por  el  Ministerio  de  Es- 


tado se  Irascfihe  á  este  de  Graeiffy  J««ít¡«ia 
una  comunicaci<»n  del  embajador  «le  8.  M ; 
en  París,  refíriéndoae  á  otra  del  cónsul  da 
ElspaÁa  em  Perpíñan  ,  en  la  que  se  hace  pre« 
senté  qoe  por  indicación  de  las  autoridades 
administrativas  ó  judiciales  de  España,  sie 
procede  á  la  detención  provisional  de  reos 
refugiados  en  el  vecino  imperio  de  Prancia, 
trascurriendo  á  veces  mucho  tiempo  entro 
la  captura  de  aquellos  y  la  interposición  de 
la  demanda  de  extradición,  lo  cual  ocasiona 
gastos  de  estancia  y  manutención  de  los 
presos,  y  redunda  ademas  en  perjuicio  de 
ia  pronta  administración  de  justicia. 

En  su  virtud  ,  y  deseando  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  que  en  lo  sucesivo  se  eviten 
los  males  de  que  se  hace  mérito  «n  la  citada 
comunicación ,  se  ha  servido  mandar  que 
siempre  que  los  tribunales  y  Jueces  pSdan  é 
reclamen  la  detención  de  un  reo  refugiado 
en  Francia,  remitan  al  mismo  tiempo,  «i  e# 
posible  y  ó  en  el  término  mas  breve  y  periSQ- 
torio  á  este  Ministerio  los  documentos  cor-* 
respondientes  para  que  inmediatamente  pae^ 
da  enlaUarse  la  colnpetente  demanda  de 
extradición.  De  real  orden  etc^  Madrid  6  de 
marzo  de  1866.— El  Subsecretario,  Antonio 
Remero  Ortiz.  {Bol,  of,  de  Cáeerei  de  24 
de  mama*) 

7Q.  PÍBLBS  CONTRASTES.-B.  O.'  de 
7  de  marSo ,  Sobre  provisión  de  plazas  

(Foif.)   Al  Gobernador  de  Má4aga  digo 
con  esta  fecha  lo  siguiente: 

((Vista  la  comunicación  de  V.  S.  fecha 
26  de  eiwMro  último,  en  que  ^^topone. para  la 
plaza  da  iiel «con traste  marcador  de  oro»  y 
plata  de  esa  capital ,  que  desf^mpeña  D*  Joa- 
quín Prolongo  hace  mas  de  20  años  »  á  don 
Guillermo  Lombard  Fajilol ,  fondándose  en 
que  la  R.  O.  de  17  de  octubre  de  1825  dis- 
pone que  dichos  nombramientos  se  hagan - 
por  6  aííos. 

Considerando  que  «i  bien  las  leyes  reco- 
piladas en  los  tituios  10  y  11  del  iib.  9.^  y  la 
R.  O.  de  17  de  octubre  de  1825  atribuyen  á 
los  Ayuntamientos  el  nombramiento  de  es- 
tos funcionarios,  la  R.  O.  de  21  de  diciem* 
bre  de  1840 ,  sometió  este  al  m forme  de  loa 
jefes  {H>lí ticos  y  á  la  resolución  defínUiva 
del  Gobierno  (1). 

Considerando  que  fijadas  con  posteriori- 
dad las  atribuciones  de  los  Ayuntamientos 
y  reducidas  estas  corporaciones  á  la  sola  ^ 
ud mi nisl ración  de  ios  intereses  municipales, 
obrarían  fuera  de  stts  limites  naturales,  si 


(1)    V¿at€  el  artíeaío  CoJiTftA»Tt  en  el  lomo  5.*'del 
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eimlinaiuen  con  la  faealtad  de  nombrar  los 
fíeles  eonlrasles,  eaya  instiCncion  es  una  ga^ 
raniía  del  comercio  de  oro  y  piala. 

Considerando  que  por  «ata  causa  se  acor- 
dó en  9  de  octubre  de  1849^0  el  expediente 
de  tos  líeles-con trastes  de  Santander,  que 
el  nombramiento  de  dichos  funcionarlos  cor- 
respondía ai  Gobierno ,  como  un  acto  de  ad^ 
mínistraeion  general;  cuya  disposición,  si 
bien  no  se  comónicó  á  los  Gobernadores  de 
las  I  mvincias,  ha  servido  de  regla  cons* 
lantf»  para  el  despacho  de  los  expedientes 
de  e<*ta  naturaleza  que  sucesiTamente  se  han 
presentado. 

Considerando  qoe  desde  entonces  la  pro- 
TÍsion  de  las  plazas  indicadas  se  ha  verifi- 
cado mediante  anuncio  de  la  vacante  en  el 
Boletín  ofieiai  de  la  provincia ,  informe  del 
Ayuntamiento  y  propuesta  en  lerna  del  Go- 
bernador, cuando  se  ha  presentado  nútrn- 
ro  suficiente  de  aspirantes  con  el  título  de 
ensayador  de  metales,  necesario  para  el 
desempeño  de  este  cargo  y  sin  limitación  de 
tiempo;  la  Reina  (Q.  D.  G  )  ha  tenido  á  bien 
resolver  que  Ínterin  D.  Joaquín  Prolongo 
no  insista  en  la  renuncia  qoe  presentó  en 
17  de  octubre  de  1853  y  que  no  le  fué  acep- 
tada en  virtud  de  lo  manifestado  por  ese 
Gobierno  de  provincia,  no  puede  conside- 
rarse vacante  dicha  plaza. s  Lo  que  de  real 
orden  traslado  á  V.  S.  para  su  conocimien- 
to y  á  fin  de  que  mientras  se  fijen  por  una 
ley  las  condiciones  qiw!  hayan  de  exigirse 
pau-a  el  nombramiento  y  aptitud  de  los  fun- 
cionarios de  qoe  se  trata,  se  observen 
las  reglas  exp^e«tadas  en  la  preinserta  co- 
inanicacion.il  (Boi,  of.  de  Soria  de2de  abriLí 

79.  QUINTAS^B.  O.  de  9  de  marao. 
reeneanpuido  el  ezaoto  oompUmiento  del 
sfS.  81  de  la  ley. 

El  Excmo.  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación 
me  dtce  con  fecha  9  del  actual  lo  siguiente: 

«En  vista  del  expediente  promovido  por 
G<'rónímo  Menendez  Traviesas,  quinto  del 
reemplazo  de  1S54  por  el  cupo  de  Caso, 
provincia  de  Oviedo  en  solicitud  de  que  se 
ie  entreguen  loa  6.000  rs.  con  que  redimió 
la  soerte  de  Manuel  ijonzalez  Rivera,  quin- 
to de)  nónnero  anteríí^  por  los  propios  eupo 
y  reemplazóla  qmen  el  Ayuntamiento  de 
dicho  pueblo  no  declaró  soldado  ni  exeinído 
del  servicio  de  las  armas,  limitándose  á  con- 
sigtiar  la  circanstaTwia  de  hallarse  en  la$ 
posesiooes  de  Ultramar  sin  comprenderle 
en  el  estado  de  los  mozos  que  d^^bian  ingre- 
sar en  el  ejército  de  las  mismas  con  arreglo 
á  \n  h:j,  y  reclamándole  dos  años  después 
ecHBO  responsable  á  la  quinta  de  18^6 


si 

para  ta  organización  de  la  Milicia  provin* 
cial ,  cuya  plaza  redimió  por  medio  de  la 
entrega  de  la  expresada  cantidad;  la  R^'iiia 
(Q  D.  G.)  ha  tenido  á  hien  mandar  qut* 
V.  S.  recuerde  a  los  Ayuntamientos  de  esa 
provincia  el  cumplimiento  exacto  dei  articu- 
lo 81  de  la  ley  de  reemplazos  que  les  impo- 
ne el  deber  de  declarar  soldada  ó  eaoluidos 
á  4odos  los  mozos  á  quienes  se  llame  en  el 
aclo  de  la  declaración  de  soldados ,  sin  de- 
jar el  punto  á  la  decisión  del  Consejo  pro- 
vincial ,  que  soto  puede  entender  en  las  re- 
clamaciones de  los  fallos  de  los  Ayunta- 
mientos cuando  se  interpongan  en  el  tiempo 
y  forma  prescritos  por  el  art.  100  de  la  ley 
de  reemplazos  y  R.  O.  de  17  de  agosto  d»* 
1863,  sobre  lo  cual  deben  hacer  siempre  á 
los  interesados  la  advertencia  prevenida  en 
la  circular  de  11  de  junio  del  mismo  año, 
absteniéndose  de  consignar  en  sus  acuerdos 
la  inútil  salvedad  del  derecho  de  revisiou 
que  compete  al  expresado  Consejo,  por  ser 
causa  de  que  algunos  mozos  crean  necesa- 
ria dicha  revisión  aun  sin  mediar  reclama- 
ción de  parte  interesada,  y  procediendo 
respecto  á  los  asuntos  en  las  posesiones  de 
Ultramar  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  las 
circulares  de  30  de  junio  de  1856  y  28  do 
febrero  de  1861.  De  órden  de  S.  M.  lo  digu 
á  V.  S.  para  los  efectos  correspondientes. •> 
Lo  que  se  inserta  en  este  periódico  oficial 
para  su  debida  pablicidad  y  exacto  cumpli- 
miento por  parte  de  los  Alcaldes  y  Ayunta- 
mientos de  la  provincia.  Huesca  20  de  mar- 
zo de  1866— Constancio  Gambel.  (Boletín 
oficial  de  Huesea  de  21  de  marzo,) 

80.  SANIDAD.-Ciroulap  de  X2  de  mar - 
so,  previniendo  que  no  dejen  de  oumplirse 
laa  disposioiones  sobre  sanidad  

El  limo.  Sr.  Director  general  de  sanidad 
me  dice  eou  fecha  12  d«*.l  corriente  lo  que 
sigue: 

«Ha  llegado  á  conocimiento  de  esta  Di- 
rección general  que  en  algunos  puntos  no 
se  cumplen  de6idamenle  las  disposiciones 
sanitarias  vigentes ,  dando  tugar  á  abusos 
que  en  casos  dados  pueden  originar  males 
de  trascendencia  á  la  salud  pública  unas 
veces,  y  otras  perjuicios  al  comercio,  fal- 
seando semejante  conducta  la  ley  y  los  pro- 
pósitos del  Gobierno  de  S.  M.  y  de  esle 
centro  directivo  que  son  los  de  dar  proiee« 
cintr  decidida  é  ¡nii>ediala  á  todos  los  inte- 
reses legrtimos. 

La  Dirección  se  propone  corlar  de  ra'z 
loda  cla?»o  tle  abusos,  contando  con  el  ce!  » 
de  V.  S.,  el  de  tas  juntas  de  sanidad  marii- 
ma  que  lau  importantea  funciones  deseutpe- 
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naii ,  y  con  \h  laboriosidad  y  biiew  cl^eo  de 
que  deben  esinr  animados  ios  funcionarios 
del  l  amo  qui^  S.  M.  me  tiene  confiado.  Sin 
perjuicio  de.  las  indicaciones  y  advertencias 
que  etite  centro  directivo  pongra  á  su  debí* 
do  tiempo  en  conocimiento  de  V.  S.  se  Hmi- 
la  hoy  á  participarle  que  en  alg^uoos  puertos 
se  comete  la  Taita  de  no  recoger  las  patentes 
de  ios  buques  que  no  permanecen  anclados 
inas  de  24  horas,  teniendo  además  como  no 
entrados  los  que  salen  antes  de  dicho 
tiempo  ,  los  cuales  no  se  registran  en  los  li- 
bros ;  con  cuya  omisión  no  es  posible  hacer 
una  ebladUtica  exacta ;  ni  se  Itfs  refrendan 
las  patentes ;  usándose  la  misma  práctica 
abusiva  con  ios  buques  que  por  cualquier 
motivo  son  despedidos,  y  con  los  que  entran 
de  arribiáda  por  maic/s  temporales,  á  pesar 
de  haber  permanecido  alguno  de  aquellos 
fondeado  tres  ó  cuatro  dina,  perjudicando 
de  este  modo  los  inj^resos  por  derechos  sa- 
ni I arios,  con  iniracciun  manifiesta  de  las 
disposiciones  vigentes. 

La  visita  de  sanidad  debe  hacerse  de  sol 
á  soi ,  inmediatamente  de  fondear  los  bu- 
ques según  está  prevenido,  y  no  como  su- 
cede en  algunos  puertos  donde  no  se  verifi- 
ca sino  á  horas  determinadas ,  ó  cuando  hay 
varios  que  visitar,  lo  que  no  puede  tole- 
larse  en  modo  alguno  en  bien  de  k>s  inte- 
reses comerciales. 

Esta  Dirección  espera  que  V.  8.  dispon- 
drá cuanto  crea  mas  conveniente  ,  para  que 
todos  los  funcionarios  de-  sanidad  cumplan 
bien  y  exirictamenle  con  los  deberes  d«»  su 
cargo  ,  ajustándose  siempre  á  la  ley  y  de- 
más disposiciones  que  ri^eti.  sobre  tan  im- 
portante ramo  de  la  Administración  pú- 
blica.s 

Y  he  dispuesto  se  inserte  en  el  Boletín  oft- 
ctal  para  inteligencia  de  las  juntas  de  sani- 
dad marítimas  de  la  provincia,  quienes  se 
servirán  cuidar  con  el  mayor  celo  de  su 
puntual  cumplimiento.  Palma  23  de  marzo 
lie  1866.— Primitivo  Serifiá.  (Bol,  of.  de  las 
Baleares  de  20  de  marzo,) 

81.  JSSCtriniiAS.-  B.  o.  de  16  de  mar»o, 
sobre  intetigencia  de  la  de  16  de  febrero  de 
1860  acerca  ae  sus  gastos  

(GoB.)  oTomando  en  consideración  la 
Ueina  (Q.  D.  G.)  las  observaciones  expues- 
tas por  el  Ministerio  de  Fomento,  acerca  de 
la  inteligencia  que  deba  darse  á  la  R.  0.  de 
16  de  febrero  de  ISGO,  comunicada  ai  Go- 
l>.?riiador  de  la  provincia  de  Lérida  j  publi- 
cada en  la  Gaceta  del  día  24  de  dicho  mes  y 
ño,  por  afectar,  su  contenido  al  desarrollo 
du  la  instrucción  primaria  de  los  pueblos, 


se  ha  servida  S.  M.  disponer,  que  ooiuo 
aclaratoria  de  aq<ielia>  soberana  resolución^ 
se  comunique  á  V.  S.  la  de  22  de  diciembre 
de  1865,  que  se  ha  dk'igido  á  aquel  Ministe- 
rio y  es  como  sif^e: 

Excmo.  Sr.:  No  fue  ciertamente  áoinao 
de  S.  M.  al  dictar  la  R.  O.  de  16  de  febrero 
de  1860,  ordenar  á  los  pueblos  de  un  modo 
absoluto  é  incondicional,  que  castigasen  con 
preferencia  los  respectivos  presupuestos,  eíi 
el  ramo  de  instrucción  públicii,  para  cubrir 
el  déficit  que  en  ellos  puaiera  resultar,  des- 
pués de  agotados  tados  los  rec^rsos  ordina- 
rios y  extraordinarios  que  para  esle  fin  les 
conceden  las ^ leyes.  Aquella  soberana  dis- 
posición no  podía  estar  inspirada  en  esos 
propósitos,  porque  esto,  aunque  indirecta- 
mente, habría  sido  herir  de  muerte  á  la  ins- 
truiccion  primaria,  boy  mas  que  nunca  pre- 
cisa en  los  pueblos,  y  dejar  en  libertad  a  los 
Ayuntamientos  de  suprimir  gastos  y  obli- 
gaciones tan  sagradas. 

Las  observaciones  de  V.  E,,  estarian  pie* 
ñámente  justificadas,  si  tales  hubiesen  sido 
el  espíritu  y  la  tendencia  de  aquella  resolu» 
cion,  y  este  Ministerio  se  considerarla  hoy 
en  el  deber  de  revocar  ó  modificar  sus  con- 
clusiones en  el  sentido  que  V.  £.  reclama. 
Pero  no  es  así.  Los  gastos  de  la  instruc^- 
cion  pública  erai«  excesivos  en  la  provincia 
de  Lérida;  ios  pueblos  no  podian  suportar- 
los, como  se  dice  en  la  propia  real  orden; 
sus  Ayuntamientos  hablan  agolado  todos  los 
recursos  ordinarios  y  extraordinarios  para 
cubrir  el  déficit  en  que  multitud  de  ellos  se 
encontraban  á  la  sazón,  y  entonces  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  estimando  justas  y  equitativas  las 
solicitudes  de  esos  pueblos,  y  teniendo  ade- 
más en  cuenta  que  la  base  de  toda  buena 
Administración  municipal  estriba  en  que  no 
se  contraigan  mas  obligaciones  que  aquellas 
que  realmente  puedan  cubrirse  oon  los  re* 
cursos  probables  con  que  cuenten  los  pue^ 
bios;  dispuso,  que  los  que  se  encontrasen  en 
el  caso  de  los  de  la  povinoia  de  Lérida,  es 
decir,  aquellos  cuyos  gastos  de  iustruccion 
pública  fuesen  excesivos,  castigasen  este 
ramo  con  preferencia  á  todo  otro  servicio 
municipal. 

Para  ordenarlo  así  existia  al  mismo  tiem- 
po otra  consideración,  cuya  importancia  no 
puede  ocultarse  á  la  superior  ilustraciou  de 
V.  B.  La  ley  de  instrucción  pública  de  7  de 
setiembre  de  1857,  ha  dado  motivo  á  que 
sus  enemigos  exageren  los  gastos  y  sacrifi- 
cios enormes  que  con  ella  se  impone  á  los 
pueblos;  y  aunque  la  censura  no  sea  del  to> 
do  fundada,  menester  es  confesar  que  i  a 
práctica  y  Uto  desenvolvimiento  de  raucbato 
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de  f «M  preierípeionet  dió  JÜguaa  vez  fuerza 
y  valor  á  semejantes  quejas. 

Prevenirlas  en  su  caso,  atender  á  la  ne- 
cesidad de  servicio  laii  iinporlanle,  pero  en- 
cerrándolo en  los  líiniles  de  la  posibilidad 
{tara  los  pueblos,  esta  es  otra  de  las  miras 
(*levaéas  ¿  que  obedecía  ta  real  órden  de 
que  se  trata. 

Explicado  el  doble  pensamiento  á  que 
respondía,  lijado  de  un  modo  claro  y  explí- 
cito el  alcance  de  sus  disposiciones;  S.  M., 
de  conformidad  en  esla  parte  con  los  deseos 
de  V.  E.,  trasladará  esta  órden, á  los  Gober- 
nadores de  Barcelona  y  Málaga,  á  fírt  de 
que  en  tas  respectivas  provincias  de  su  man* 
do  se  eviten  las  dificultades  que  V.  £.  jus- 
lAment*  lamenta  en  su  comunioaclon  de  22 
iip  setiembre  último.  De  real  órden  etc.  Ma- 
drid 15  de  marzo  de  1866.— Posada  Herre- 
ra >  {BoL  of.  de  Burgos  de  29  marzo,) 

88.  QUnCTAS.—B.  O.  de  16  de  marvo, 
«niimiMio  por  este  aüo  las  operaoiosea  de  la 
quinta  posteriores  al  sorteo. 

(OoB.)  aba  Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á 
bien  mandar  que  después  de  verificado  el 
jMirleo  para  la  quinta  del  año  actual  se  sos- 
l>4*ndan  las  dt* más  operaciones  del  reemplazo 
hasta  nueva  órden.  De  la  de  S  M.  lo  di^o 
aV.  S.  para  que  dispong:a  su  cumplimiento  p 
{Bol.  of,  de  Huesca  de  19  de  marzo.) 

83.  OBBASFUBIilCAS.— B.O.  de  910 
de  marso»  encargando  que  no  se  llerea  4  oa- 
bo  ▼eríAeionea  ni  aomenios  de  obra  sin  au- 
torisaoion. 

El  limo.  Sr.  Director  g^eneral  de  Obras  pú- 
blicas, me  traslada,  con  fecha  10  de  marzo 
áilimo,  la  real  órd^n  siguiente  (t): 

«Los  ingenieros  que  tienen  á  su  cargo  el 
servicio  de  obras  públicnt  en  las  provincias, 
s«elen  introducir  en  los  proyectos  aproba- 
dos ,  variaciones  y  aumentos  de  gran  con- 
•ideraeion,  ocurrieinlo  á  veces  que  (ales  mo- 
diticaciones  están  ya  ejecutadas  y  no  pueden 
evitarse  cuando  llegan  á  conocimiento  de  la 
«Qperioridad.  La  junta  consultiva  del  ramo 
ba  pedido  en  diferentes  informes  que  se  re- 
cordase á  los  ingenieros  el  deber  imprescin- 
dibte  en  qoe  se  nallan  de  no  ejecutar  obra 
alguna  sin  prévia  autorización  superior.  Va- 
rias son  las  disposiciones  dictadas  á  este  fin» 
y  las  penas  con  que  se  conmina  á  los  con- 
traventores y  á  los  mismos  contratistas  por 
R.  O.  ée  de  octubre  de  1854,  prueban 
que  ya  en  aquella  época  eran  notables  las 


II)  e«U  real  érAn  •ef;ut»  hfOM  vitlo  detpaet  co  •(  I 
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faltas  cometidas.  Para  oo  tolerar  por  mas 

tiempo  su  repetición ,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se 
ha  servido  dictar  las  disposiciones  siguien* 
les: 

1.  *  Siempre  que  en  las  obras  ea  cons- 
trucción se  considere  necesario  algún  aumen- 
to'ó  variación,  ya  lengua  por  objeto  modifi- 
car el. proyecto  primitivo,  introducir  dife- 
rencias en  las  ciasitícaciones  de  terrenos ,  ó 
admitir  mayores  distancias  de  las  señaladas 
para  los  trasportes,  se  solicitará  autorización 
superior  para  formar  el  respectivo  proyecto 
adicional,  quedando  absolutamente  prohibi- 
do que  se  forme  este  sin  que  haya  sido  Con^ 
cedida  dicha  autorización. 

2.  *  Los  proyectos  y  presupuestos  refor- 
mados ó  adicionales  á  que  dén  lugar  las 
variaciones,  deberán  someterse  á  la  aproba* 
cion  de  la  superioridad  por  el  conducto  de* 
bido  y  dentro  del  improrogable  plazo  de  dos 
meses  contados  desde  la  fecha  de  la  corres- 
pondiente órden  de  autorización. 

3.  *  Además  de  la»*  disposiciones  que  se 
adopten  por  el  Gobierno,  según  la  gravedad 
del  caso,  los  ingenieros  jefes  de  las  provin- 
cias y  sus  subalternos  responderán  con  sus 
bienes  é  intereses  particulares  del  pago  de  los 
aumentos  de  obra  que  se  ejecuten  fuera  da 
las  condiciones  anteriormente  expresadas. 

4/  Los  contratistas  no  deberán  empren- 
der ni  continuar  los  mencionados  aumenloa 
de  obra  miantras  no  se  les  eomunique  por 
escrito  haberse  legalizado  la  situación  eco- 
nómica de  la  contrata  con  la  aprobación  del 
correspondiente  presupuesto  adicional ;  en 
el  bien  entendido  de  que  eualesqaiera  que 
jsean  los  motivos  que  aleguen ,  no  les  serán 
abonadas  por  el  Gobierno  las  cantidades  que 
no  se  hayan  invertido  en  obras  previamen- 
te autorizadas  y  aprobadas  por  la  superiori- 
dad, a 

Lo  que  se  inserta  en  el  Boletín  oficial  pa- 
ra que  llegue  á  conocimiento  de  todos  los 
contratistas  en  esta  provincia  y  no  puedan 
en  lo  sucesivo  aicKHr  ignorancia  de  las  dis- 
posiciones contenidas  en  la  preinserta  real 
órden.  Castellón  4  de  abril  de  1866.— Ramou 
Cuervo.  {Bol  of.  de  Castellón  deQ  de  abril.) 

84.  AGSNTBS  COKSXJIi ABSS.-Beal  ór- 
den de  17-26  de  marso,  retirando  elezaqua- 
tnr  4  los  ael  Perú  y  Chile. 

Con  fecha  25  del  actual,  por  el  limo,  se* 
ñor  Subsecretario  del  Ministerio  de  la  Go- 
bernación se  me  dice  lo  que  sigue: 

«A  e^te  Ministerio  se  comunica  por  el  de 
Estado,  con  fecha  17  del  actual,  la  real  ór- 
den siguiente: 

.  Excino.  Sr.:  Habiendo  debido  ceear  en  sus 
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funciones  los  agentes  consulares  de  las  re- 
públicas del  Perú  y  de  Chile  por  razón  dí»l 
estado  de  guerra  on  que  se  hallan  con  Es- 
paña y  conslaudo  al  Gobierno  de  S.  M.  que 
algunos  de  dichos  agentes  conlinúan  oslen- 
lando  en  la  puerla  exltrior  de  sus  moradas 
los  escudos  de  armas  de  las  mismas;  la  Rei- 
na {Q.  D.  G.)  ha  tenido  á  bien  dejar  sin  efec- 
to el  exequátur  concedido  á  los  referidos 
agentes,  quedando  estos,  por  lo  tanto,  pri- 
vados del  ejercicio  de  sus  funciones  y  de 
poder  ostentar  signo  alguno  exterior  de  su 
representación  oficial.  De  real  orden,  comu- 
nicada por  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación, 
lo  traslado  á  V.  S.  para  su  inteligencia  y 
cumplimiento,  y  á  fin  de  (jue  no  se  reconoz- 
ca carácter  alguno  oficial  a  los  citados  agen- 
tes, ni  se  les  permita  hacer  demostración 
alguna  de  su  representación.» 

Lo  que  he  acordado  se  inserte  en  este  pe* 
riódico  oficial  para  su  debida  publicidad  y 
exacto  cumplimiento  en  los  c$sos  que  ocur- 
rir pudieran.  Lérida  29  de  marzo  de  1866. — 
Valentín  Cabello.  (Bol.  of,  de  Lérida  de  30 
de  marso.) 

mmmmu  civil. 


Jvailela  notoria. 

PBESCEIPCION.  El  tenedor  de 
um  eosa  por  ii)  años,  ó  20  eíitre  .ausen- 
íeSy  la  gana  y  hace  suya  teniendo  bttena 
fé  y  justo  titulo,  no  debiendo  confundirse 
con  la  prescripción  de  acciones. 

Pleito  seguido  eo  el  Juzgado  de  prime^ 
ra  instancia  del  disirilo  de  Mar  de  ValeQ- 
Jeocia  y  eala  Sala  segunda  de  la  Audiencia 
de  dicha  ciudad  ^  por  D.  Rafaél  Villarrasa 
y  otros,  con  D.  Pascual  Mea'ader,  Marqués 
de  Malferil  y  otros,  pidiendo  los  primeros 
por  la  acción  de  petición  de  herencia,  fun- 
dándose en  tener  el  mismo  derecho  que 
los  demandados,  que  estos  les  entregaran 
la  porción  que  les  correspondía,  0  sea 
tres  quintas  partes  de  los  bienes  de  la 
herencia  intestada  de  dona  Josefa  Cátala, 
Duíjuesa  de  Almodóvar,  poseedora  que 
fué  del  vínculo  fundado  por  D.  Olger  Cá- 
tala, los  cuales  por  sentencia  de  43  de 
üctubre  de  1848,  se  declaró  que  perlene- 
cidu  en  calidad  de  Ibiea  á  D.  Pascual 


Mercader,  como  hijo  de  D.  José  Mercader, 
y  cuya  mitad  cedió  D.  Pascual  á  sus  pa- 
rientes, hijos  de  doña  Manuela  Mercader, 
por  escritura  de  5  de  marzo  de  1849,  me- 
diante asistirles  el  mismo  derecho. 

Impugnada  esta  demanda,  alegando 
principalmente  qt/e  caso  de  asistirá  ios 
demandantes  la  acción  que  inteotahan, 
estaha  prescrita  por  haber  dejado  pasar 
30  años  desde  i8\4  en  que  murió  la  D«- 
-quesa  de  Almodóvar;  v  que  aun  prescin- 
diendo  de  esto  habria  Mercader  adquirido 
el  dominio  por  la  prescripción  ordinaria 
de  10  anos  entre  presentes  y  20  entre  au- 
sentes, como  poseedor  ()ue  era  de  buena 
fé  desde  1848,  y  dictada  seoieaeia  abso' 
hitaría  por  la  Audiencia,  se  interpuso  por 
los  demandantes  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  infringidas  las  leyes  de  que 
se  hace  mérito  en  los  considerandos;  pero 
el  Tribunal  Supremo  por  su  sentencia  de 
24  de  enero  de  1866,  declara  no  haber 
lugar  á  él: 

«Considerando  que  la  sentencia  ejecutoria 
de  13  de  octubre  de  1848  al  declarar  que 
lodos  los  ^bienes  que  formaron  el  vínculo 
fundado  por  D.  Olger  Catalá,  correspondiaii 
en  calidad  de  libres  á  D.  Pascual  Mercader, 
Marqi^s  de  Malferit  y  demás  hijos  y  here- 
deros de  D.  José  Mercader,  que  lo  fué  abin* 
testato  del  D.  Otger,  atribuyó  un  título  jus- 
to para  adquirir  por  prescripción  á  favor  de 
los  mismos ,  extensivo  también  á  los  hijos  y 
herederos  de  doña  Manuela  Mercader  por 
virtud  de  la  cesión  ^ue  contiene  la  escritura 
de  5  de  marzo  de  1849. 

Considerando  que  á  consecuencia  de  las 
citadas  ejecutoria  y  escritura  obtuvieron  los 
demandados  la  posesión  de  los  indicados 
bienes,  en  laque  no  han  sido  inouíetados 
hasta,  la  interposición  de  la  demanda  origen 
de  este  pleito  en  21  de  junio  de  1861: 

Considerando  que  según  la  ley  18,  título 
29 ,  Partida  3.*  el  tenedor  de  una  cosa  por 
10  ó  20  años,  la  gana  y  hace  suya ,  teniendo 
buena  fé  y  justo  titu4o,  circunstancias  que 
en  el  caso  presente  han  concurrido  en  el 
Marqués  de  Malferit  y  consortes,  según  así 
lo  ha  estimado  la  Sala  sentenciadora,  apre- 
ciando en  uso  de  »us  facuUades  los  hechos 
y  el  resultado  de  las  pruebas  practicadas 
uontra  cuya  apreciación  nada  se  ha  objeta- 
do; y  por  lo  tanto,  ni  ha  sido  aquella  ley  in- 
fringida, ni  tampoco  la  6.*,  lít.  8.*,  lib.  II 
delaNov.  Recop.  que  se  citan  en  ^1  re- 
curso: 
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CoDsidmitdtt  qiM  \ít  sentencia  coy»  casa- 
cioa  se  preteode  no  ha  remeilo  que  ioi  du- 
mandanleft  carezcan  de  la  calidad  d^  bcre- 
deroe  de  D.  Olger  Calalá  en  Ja  reprcsenla- 
cion  de  loa  derechas  que  ostentan,  sino  que 
estimando  la  excepción  de  presoripcion 
opuesta  á  his  demandas  no  da  lug:ar  á  la  ac- 
ción de  petición  <te  herencia;  bajo  cuyo 
eooceplo  no  tienen  aplicación  en  este  pleito  al 
propósito  COR  ^ue  se  invocan  las  leyes  20, 
Ululo  5.^  libro  1.*»  de  la  Nov.  Becop.  en  su 
capítulo  13,  y  ia  22,  lü.  3..%  Partida  3/  (en 
eJ  supuesto  que  sea  la  de  igual  título  de  la 
Partida  6.*),  ni  la  doctrina  consignada  en  la 
sentencia  de  26  de  abril  de  1853,  cuando  no 
•e  ha  desconocido  el  derecho  que  en  su  caso 
y  oportmitdad  tenian  los  recurrentes: 

Cénsidemndo  que  igualmente  carece  de 
aplicación  la  cil»  de  la  ley  a\Ut.  2.%  li- 
bro 3.*  de  la  Nov.  Recop. ,  por  cuanto  limi- 
tadas las  del  ordeuanr>ieuto  de  Alcalá  y.la^ 
de  Toro,  que  asimismo  se  cilan^  á  establecer 
la  prescripcjon  de  las  acciones  que  detalla- 
damente señalan,  á  cuya  cfase  no  pertene- 
cen las  intentadas,  ha  áel'iáo  fundarse  el  fa- 
llo precisa  mente  en  la  de  Partida,  aplicabíe 
y  concreta  al  caso  de  autos: 

y  considerando,,  por  6ltimo  ,  que  loa  bie- 
nes que  formaron  ¿  fundación  vincular  de 
D.  Olger  Calalá  perdieron  este  carácter  al 
failecimienlo  de  su  di  limo  poseedor  ta  Du- 
quesa de  Almodóvar  ocurrido  en  8  de  febre- 
rede  1814  por  falta  absoluta  de  personas 
llamadas  á  sucedería  atendida  la  rncapaci- 
Ú9d  legal  de  la  obra  pía  y  Casa  de  Miseri- 
cordia de  ta  ciudad  de  Valencia ;  y  a^nqoe 
an  no  íueae ,  de  lodos  modaa  quedaron  en 
la  elaae  de  absolutamente  librea  dichos  bie- 
nes en  virtud  de  la  ley  de  11  de  octubre  de 
1820,  restablecida  porR.  D.  dé  30  de  agos- 
to de  1836,  por  lo  gue  no  es  de  modo  algu- 
lo  aplicable  al  caso  presente  la  jurispruden- 
cia establecida  en  la  sentencia  de  este  Su- 
premo Tribunal  de  2$  de  mayo  de  1B(>3, 
qoe  por  adición  se  cita  ooovo  .infringi- 
da (1).»  Gac.  28  enero,) 

TS8TAMBNTÓ9.  Debe  reputarte 
parvo  puesta  la  cotidicion  que  eitablete 
un  testador  de  haber  de  casarse  su  here- 
dero con  persona  de  famiHd  determi- 
nada. 

ASSOLTJCION   BE  I)£!B£AKDA: 

La  sentencia  que  absuelve  de  ta  deman- 

(U  £1  ronñJeraodo  4«  la  Mi»teft«U  ¡Je  *i3,  d«  roa|o 
4c  ISSS  wUMeee  mqae  la  |irc$crípciou  no  m  aplicable 
^im  A»iejM»q«e  f«ero«  vineutados  uiHsuIraa  o^naerTa- 
rom  #JC«  cváciM*»  «v^**  Uoclrina  masUdU  j«rifpru- 


da  decide  de  un  modo  cierto  g  terminan' 
te  las  cuestiones  del  litigio. 

SeBlencia  ét  20  de  entre  de  it66. 

Declara  el  Tribunal  Supremo,  en  eeo* 
cencía  de  20  de  enero  de  1866,  oo  haber 
lugar  á  los  dos  rerursos  de  casación  de- 
ducidos por  dona  Teresa  Alvarez  y  don 
Juan  Antonio  Quijauo,  contra  uq  fallo  de 
la  Sala  segunda  de  ia  Audiencia  de  esta 
corte  que  absolvió  de  la  demanda  inter- 
puesta por  los  mismos  á  doia  Felisa  Gon- 
zález Llanos,  en  pleito  sobre  mejor  dere- 
cho á  la  herencia  de  D.  Jo^é  Antonio Qiii- 
fano.  Se  citaron  como  infringidas  varias 
leyes  que  se  mencionan  en  los  conside- 
randos, y  además  el  testamentQ  de  dicho 
D.  José  Antonio,  en  que  hahia  exigido, 
para  que  doaa  Felisa  fuere  heredera,  la 
indispensable  condición  de  casarse  con 
algún  sobrino  del  testador  que  llevase  su 
apellido.  Pero  se  denegó  ia  casación: 

«C6nsiderándo  con  relación  al  primer  re- 
curso propu«^to  por  doña  Teresa  Alvarez, 
que  la  condición  exigida  por  un  testador  de 
hat>er  de  casarse  su  heredero  con  persona 
da  familia  determirfáda,  debe  reputarse  por 
no  poesía,  scgan  la  doclrina  de  jurispru- 
dencia consigrmdfi  por  este  Supremo  Tribu- 
nal, por  ser  contraria  en  general  á  las  boe> 
ñas  coslumbr&s  y  á  la  libertad  y  santos  ñnes 
del  matrí.^onio: 

Considerando  que  de  esta  clase  fué  la 
condición  impuesta  por  el  i<*stador  D.  José 
Antonia  Quijano  ,  af  ínsliluir  por  heredera 
á  la  hija  que  tuviera  su  sobrina  doña  Vícen»» 
ta  Qurjano,  esto  es^  á  doña  Felisa  González 
Llanos,  actual  demandada,  de  haber  de  ca- 
tai'id  con  tino  de  los  sobrinos  del  roisn>o 
testador  que  tuviese  el  apelHdoQuíjano;  ra- 
zón por  la  cual  debe  estimarse  par  no  pues- 
ta,,y  deducirse  que  la  sentencia  de  la  Sala 
segunda  de  la  Reat  Audiencia  de  esta  corle, 
que  absuelve  á  la  demandada,  no  ha  infrin- 
gido al  testamento  ni  la  memorra  testamen- 
taria de  que  se  trata,  ni  las  leyes  8.'  y  9.*, 
-  molo  4.**  de  la  Partida  6/: 

Gonsitlerando,  respecto  al  recurso  inter- 
poeato  por  D.  Juan  Antonio  Quijano  y  con- 
sorles,  que  la  sentencia  que  absuelve  de  la 
demanda  decide  de  un  modo  cierto  y  termi- 
nante todas  las  cuesliones  oporluiiamente 
suscitadas  en  el  liligio,  como  repelidamenle 
lo  tiene  declarado  esle  Supremo  Tribunal, 
mucho  íhas  cuando  resolviéndose,  como  se 
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\\H  resuelto  «&le  pleilo»  en  el  «enlido  de  no 
ser  obligatoria  la  condición  impuesta  por  el 
lf>slador,  carecen  de  importancia  todas  las 
demás  cuestiones ,  y  es  hasta  innecesaria  la 
declaración  de  validez  ó  nulidad  de  la  me- 
ino»a  testamentaría  de  que  se  trata,  por()ue 
en  cualquiera  de  estos  dos  conceptos  siem* 
pVe  seria  eficaz  el  nombramiento  de  here- 
dera en  favor  de  la  demandada;  de  lodo  lo 
«Mial  se  deduce  que  no  se  han  infringido  los 
nrticntos  61  y  62  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil: 

,Y  considerando,  por  último,  ^ue  bajo  et 
supuesto  consignado  al  principio,  no  son 
aplicables  á  la  cupstion  actual  ni  por  consi- 
t^uienle  se  han  infringido  las  leyes  de  Par- 
tida y  de  la  Nov.  Rpcop.,  ni  los  artículos 
de  la  de  EnjuÍ3Íamienlo  civil,  ni  las  doctri- 
nas legah's  que  también  se  han  citado  por 
jos  recurrentes.»  (Gao,  29  enero*) 

TESTAMENTOS  POR  COMISA. 
BIO.  Las  leyes  Si  y  3¿  de  Toro,  no  se 
oponen  á  que  el  comisario,  para  hacer 
testamento,  pueda  distribuir  en  legados 
los^  biei{es  del  poderdarUe,  si  el  poder  se 
exieiidió  á  disponer  de  los  bienes  

SeaUDC»  de  26  de  enero  de  1866. 

Pleilo  seguido  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  de  Cervera  del  rio  PíMierga  y 
ep  la  Áiidieocia  de  Yalladolid,  por  b.  Fran- 
cisco Porras^  con  D.  Esteban  González,  so- 
bre nulidad  de  un  lestan>eDto  hecho  por 
este  como  comisario  d^  D.  Valentín  Por- 
ras, hermano  del  D.  Francisco. 

Eo  13  de  junio  de  4863,  D.  Valenlin 
Porras,  otorgó  poder  para  testar  á  favor 
de  D.  Estéban  González,  á  quien  dijo  ha- 
hia  comi^nicado  su  voluntad,  facultándole 
ampliamente  y  sin  limitación  alguna  para 
que  en  su  nombre  otorgara  su  disposición 
testamentaria  del  modo  que  juzgase  con- 
veoieole,  hiciera  toda  clase  de  legados  y 
uu-joras,  inslituyera  herederos,  liquidare 
rumias  en  pro  y  en  contra  é  hiciera  y 
practicase  cnanto  él  podría  hacer  y  dispo- 
ner de  ms  bienes;  añadiendo  que  revoca- 
ba los  testamentos  anteriores,  y  que  solo 
ípieria  míe  valiese  el  que  ó  los  que  olor- 
"fT'íra  el  D.  Estéban  en  su  nombre  del  mo- 
do que  Ic  pnreciesp,  sin  que  quedara  obli- 
gado á  instituir  heredero,  pues  él  haria 
y  dtspondria  de  todos  los  bims,  d^re* 


chos  y  acciones  como  tuviese  piar  coa\^* 
nieute»  sin  mnguua  liniilacioii. 

Fallecido  el  D.  Valentín  en  22  de  aqttf^T 
mes,  el  comisario  González  otorgó  en  T 
de  octubre  el  testamento,  en  el  cual,  des- 
pués de  la  prole>tacion  dé  la  f¿  y  de  laá 
(iij^psiciones  relativas  ai  entierro  y  fune- 
ral de  su  poderdante,  á  las  cargas  de  ima 
capellanía  que  estaban  sin  cumplir  y  á  la 
condonación  de  deudas,  legó  30.000  rs.  á 
^ada  uno  de  los  sobrinos  del  dH'unto,  dou 
Valentiu,  D.  Jestís  y  D.  Manuel  Porras? 
con  la  condición  y  eñ  la  forma  que  expre- 
só unas  fincas  á  Brígida  Abad:  50,000  rs. 
á  dona  Andrea  i|ei  Olmo,  eiípofta  del  co- 
misario; 70,000  á  doña  Muria  González 
fiel  Olmo,  hija  del  mismo,  y  M^OOO  á 
D.  Francisco  Porras  de  la  Higuerra,  her- 
mano del  dicho  D.  Valeutin,  establecien- 
do que  cobraria  este  legado  en  seis  años  á 
razón  de  4,000  rs.  en  cada  imo,  y  ponién- 
do  la  condición  dé  que  si  promovía  cual- 
quier pleito  en  contra  de  k>  otorgad»  poir 
SQ  hermano  en  el  poder  para  testar  ó  por 
él  como  comisario  de  aquel  testamento , 
quedaría  ñola  esta  manda,  y  la  cantidad 
qué  deberla  entregársele  por  ella  sse  invir- 
tiera en  misas  ó  limosnas  á  pobres;  y  por 
último,  determinó  que  si  pagado  to'iio  to 
dicho  resultaba  algún  sobrante  de  la  he- 
rencia se  invirtiera  en  misas  por  el  alma 
del  testador  ó  en  limosnats  para  pobres,  y 
que  él  seria  el  albaeea  «niversaí  ooo  án^T- 

ÍHias  feculiades,  expresando  que  todo  esto 
ué  voluntad  del  D.  Válentin  y  lo  que  le 
había  comutílcado. 

D.  Francisco  Porras  enlabió  demanda 
para  que  se  declarase  nulo  el  indicado  tes- 
tamento, V  por  consecuencia  qué  su  her- 
mano D.  Valentín  había  muerto  abintes- 
tato;  y  por  no  baberdejado^H  descendien- 
tes ni  ascendientes  ^a  él  su  heredero  iegi« 
timo,  para  lo  cual  expuso  que,  siendo  ge- 
neral el  poder  para  testar  qu^  D.  Yalen- 
tin  otorgó  á  González,  este  debió  limitar- 
se, según  la  ley  oi  de  Toro,  ó  sea  1.*, 
tít.  ^9,  lib.  40  de  la  Nov.  Recop,,  á  des- 
cargar la  conciencia  del  testador,  pagar 
«US  deud^is  y  distribuir  el  quinto  de  los 
bienes  en  sufragios  por  sn  alma,  dejando 
el  remanente  para  los  parientes  á  quienes 
correspondiese  heredarle  ahintestato;  y 
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que  DO  liabiéBd^i)  herbó  así»  era  nulo  el 
ir>iaiBenlo,  coQir^riaodo  iaoibiea  á  la 
I.IV  S.*  de  dU^ho  Ululo  ;  libro».. 

OpiJso»e  González,  y  seguido  el  plálo 
]M>r  sus  trámites,  dictó  seot^ncia  el  Juez 
ae  primera  instancia  qae  coiiliniió  iH  Sala 
.M'gnoda  de  la  Audiencia»  abiui viendo  á 
(lonzalez  de  la  demanda  y  declarando 
•  xtinguido  el  legado  becbo  á  I>.  Francis- 
co Porras. 

Interpuso  este  recurso  de  oasacioo  por 
haberse  infringido  en  «su  ooncepto  li4  le** 
>es  51  V  32  de  Toro  (i/  y  tíu  i9, 
iiji.  iO  de laNov.  Recop.),  v  la 9.',  til.  9.'*, 
Partida  6A  y  el  Tribondl^upremodecla- 
m  por  su  ^enlencia  de  26  de  euero  de 
1866  no  haber  tugar  al  retur^so: , 

oConsiderando  que  la  fey  1.*,  til.  19,  li- 
bro 10  de  la  Nov.  Recop.,  que  ordena  «que 
el  eomisario  le«(amentario  no  pueda  hacer 
heredero  en  los  bienes  del  testador,  ni  me- 
joría del  tercio  ni  del  quinto,  ni  desheredará 
ninguno  de  los  hijos  del'  (eslador,  ni  les 
pueda  sustituir  vulgar,  ni  pupiiar,  ni  «^jem- 
plarmenie,  ni  facerles  substitución  alguna  de 
coalquier  calidad  que  sea,  ni  puoda  dar  tu* 
lAT  á  niti^ooo  de  I04  hijos  del  testador,  sal- 
vo SI  el  que  \k  dió  «*l  poder  para  fticer  testa«» 
meólo  tíe  lo  dió  enpecial  |>ara  facer  alguna 
d«  las  cosas  susodiciia$,]i  no  es  aplicable  la 
caes' ion  objeto  de  este  pleito,  porque  resul- 
lA  que  el  comisario  D.  fisléban  Gouzak'Z  Es- 
tébanez,  ni  instituyó  heredero,  ni  hizo  nin- 
fíüwk  de  las  cosas  expresadas  en  dicha  ley: 

Considerando  que  tampoco  tiene  aplica- 
ción al  caso  presente  fa  ley  2*  del  mismo 
titulo  y  libro,  que  determina  lo  qne  puede 
liaeer  el  eomisarío  que  solamente  recibió 
poder  para  Imcer  testamenlo,  purqve  el  co- 
misario González  fistébanez,  no  solo  estaba 
aaiorizado  para  otprgar  testan>enlo,  sino 
Uu)biefi  para  hacer  toda  clase  de  legados  y 
disponer  de  ios  bienes  como  tuviere  por  con- 
ven i  eu  le: 

Considerando  que  habiendo  hecho  el  co- 
nisarío,  en  uso  de  esta  autorización,  los  le- 
gados á  |>ersonas  üiei  las  y  determinadas,  no 
ae  ha  cuefitfonado  acerca  de  ta  identidad  de 
tas  núsmaSy  y  por  tanto  qne  es  inoportuna  la 
juvoeactoQ  de  la  ley  9.*,  lít.  9.^  de  la  Parti- 
da que  prescribe  «que  la  perssna  á  qumn 
es  rtrcha  la  manda  debe  ser  nombrada  cicr- 
lamente.»  (Gac.  30  euero.) 

PBITEBAS.  Aunque  según  las  leyes 
i*  jf  ±\  tu.  14,  Partida  5/,  los  mas 


mgadas  en  juicio,  no  incumbe  probai'las 
al  que  las  niega ,  e$to  vo  se  ciitietide 
cuando  la  negación  enmelve  hedm  afir- 
mativos, y  mas  si  obsta  á  la  posesión  en 
que  se  halla  la  otra  parle  qne  litiga .— iVo 
es  aplicable  en  este  cat^  la  U¡¡  7.*,  lít.  8.", 
lib.  XIile  la  Nov.  Rc^op.  $(>bre  pres- 
cripedon  del  derecho  de  oobrar  impo- 
úciones. 

Seiteioia  <l«  26  <e  eaert  de  d8G6.  : 

Pleito  promovido  ni  el  Jiiz/rndo  dé  Pa- 
drón por  D.  AndréH  Ferreiros  conti^  don 
Vicente  Méndez Quiró*»,  íóhre  exención  de 
pago  dtí  una  reula.  Ferreiros  en  su  de^ 
manda  expuso  lo  que  se  rriiere  en  el  ¡^.^ 
gundo  considerando,  pretendiendo  ?e  de- 
clarase no  estar  obligado  á  pagar  á  Qni- 
rós  la  renta  anual  que  le  exigta.  Este  se 
opuso  á  ia  demanda  alegando  que  desde 
liem[»o  inmemorial  la  venían  cobrando  él, 
su  padre  y  causantes  y  qne  la  posesión 
totnemorial  de  percibir  una  renta  era  ti- 
tulo suficiente  para  continuar  exigiéndola. 
Se  siguió  el  pleito  por  sus  tráoHtes  y  con- 
tra la  sentencia  absolutoria  de  la  4eman^ 
da  que  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audien- 
eia  de  la  Coruña,  interpuso  fel  demandan- 
te recurso  de  casación  al  que  el  Tribunibl 
Supremo  declara  no  haber  lugar: 

ícConsiderando  oue  si  bien  la  ley  1.*,  ti- 
tulo 14,  Partida  3.  .  que  impone  al  deman- 
dante la  oblii^acioA  de  probar  la  acción,  so- 
pana  de  darse  por  quito  al  demandado,  ex- 
eepl^a  las  cosas  negadas  enjuicio,  que  ni 
l^ueden  ni  deben  probarias  aquellos  que  las 
niegan,  á  no  ser  que  contengan  hechos  afir- 
mativos, en  cuyo  caso  corresponde  la  prue- 
ba al  que  ahrma;  según  se  expresa  ea  la 

'  ley  2.*  del  mismo  titulo  y  Partida: 

Considerando  que  habiendo  estado  el  de- 
mandado, por  confesión  del  misinb  deman- 
dante, en  la  posesión  de  cobrar  de  este  por 
espacio  de  mas  d-)  20  años  la  renta  que  des- 
pués se  ha  resistido  á  pagar  y  entablado  de« 
manda  al  efecto,  fundándola  en  que  nada 
poMcia  en  el  lugar  del  Rial,  en  que  no  era  He- 
vador  de  biei»ea  algunos  del  demandado,  y 
en  qne  otros  que  poseia  en  la  párroquia  de 
Leiro  no  tenían  el  gravamen  de  pagar  aquo- 
lia  rema;  siendo  estos  hachos  verdaderas 
atirmaoiones,  como  referentes  á  aclos  |)ro- 
pins,  corrtíspondia  al  demándenle  sn  prueba: 

^    Cansidcratido  que  no  habiendo  practicado 
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ninj^una,  la  sentcneia  4f»e,  i»tpMando  la.po^  | 
«esioii  en  que      lmlla|;)a  el  demandad^^  y 
fundada  en  la  di»pitsicion  de  ia«  leyes  1.*  y  _ 
2/  aiiles  ciUdas,  ha  absuello  ú  este  á^i  la 
demanda,  no  ha  infringido  dichas  dos  leyes 
invocadas  en  el  recurso: 

Y  considerando  que  tampoco  lo  ha  sido  la 
7.*  Ul.  8.*,  libro  11  de  la  Nov.  Recop  ,  que 
soto  hubiera  podido  serlo  eñ  «I  easo  dé  que^ 

f)robada  su  acción  por  el  demandaote,  no  lo 
iiibiese  hecho  el  demandado  de  la  excep- 
ción alegada.»  (Ooo. -30  cntfro.) 

-  PPSSSION.   Cuándo  el  demandante 
no  pmeba  su  accioii  debe  ser  ahsueltoi  ei 
tenedor  de  la  cosa^  aunque  la  tenga 
derecho. 

PRUEBAS.  El  cotejo  de  un  docu-* 
mentó  es  por, regla  general  necesario  si 
no  se  aviene  á  él  el  colitigante ;  y  no  se 
infringe  la  doctrbm  consignada  en  la  sen- 
tencia de  24  de  mayo  de  1860,  si  no  se  le 
da  mérito. 

SeiUend»  de  26  di  enero  de  \  8&6. 

Declara  el  TríbuDat  Supi^mo  ne  baber 
lugar  al  recurso  de  casacioo  bontra  un  fa« 
lio  de  la  Sak'  tercera  de  la  Audiencia  de 
Mdfdrk)  en  pleito  sobre  roiviodicaeion  de 
í>ienes  promofi<h)  por  O.  Domiogo  Espi- 
nosa contra  Dv  José  Aguirre,  eátablecien*- 
-do  la  siguiente  doctrina: 

<(Considerando  ^oe  sí  6l  demandnntQ  no 
prueba  su  acción,  debe  ser  absuello  el  tene- 
dor de  la  cdsa  demandada,  aunque  la  tenga 
^tn  dereeho,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  28, 
tit.  2.*>  de  la  Partida  3  »: 

Considerando,  por  no  haberse  dado  méri- 
to y  éfícacia  legal  al  testimonio  de  22  de  oo- 
tobre  de  1708  referente  al  pleito  que  se  dioe 
seguido  en  1702  por  José  Fernandez  con  don 
José  Pérez  Aguílar,  que  la  Sala,  apreciando 
este  documento  como  lo  hho,  y  atemperán- 
dose á  las  prescripciones  del  art.  281  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  por  no  haberse 
cotejado  con  su  original,  ni  prestado  so  asen** 
timíento  á  él  la  demandada,  srncuya  cilaciw 
se  libró  y  fué  traído  á  los  autos,  no  ha  in- 
fringido doctrina  alguna  legal,  ni  contraria- 
do tampoco  la  consignada  por  este  Supremo 
Tribunal  en  las  sentencias  qdé  se  citan  como 
inapl'rcable  á  la  cuestión  por  la  diversidad  de 
casos  y  de  cireunst^ciasu))(^ae.  31  enero.) 

Las  sentencias  á  que  se  retiere  el  lülti- 
nao  considerando,  citadas  al  interponer,  el 
recurso,  sou  de  1/  de  mayo  de  18^4  y  24 
de  mayo  de  18G0.  Nosotros  oo  betuos  ba- 


ilado sentencia  alguna  de  1/  dé  mayo  de 
1864,  ni  en  todo  aquel  año  otra  que  con- 
signe la  doctrina  que  se  cita;  pero  sí  la  de 
24  de  mayo  de  1860  en  que  se  establece: 
Que  según  el  espíritu  de  la  ley  2.',  tí- 
tulo -16,  lib.  10  de  la  Nov.  Hecop.,  en  el 
caso  de  haberse  perdido  los  protocolos  \ 
,  registros,  debe  darse  valor  y  plena  fé  á  la 
primera  copia  de  un  documento  publico, 
sacada  del  verdadero  original  por  el  mii»- 
mo  escribano  que  ta  nntorizó,  cuando  no 
se  le  opone  vicio  de  falsedad ,  ni  otro  de« 
recto  que  la  falta  de  comprobación  ó  co- 
tejo. • 

T  que  no  debe  declarse  ta  inefíeacía  de 
un  documento  piíblico  solo  por  la  falta  d<; 
cotejo,  cuando  es  notorio  el  eilravío  de 
los  protocolos;  pues  en  tal  cuso  deben 
apreciarle  los  demás  dalos  que  se  suminis- 
tren para  acredilat  su  autenticidad.  {CL. 
pág.  364.) 

BTBNfiS  GANAITCflALES.  Los 

bienes  que  han  marido  y  muger  son  de 
ambos  por  medio,  salvo  los  que  probare 
cada  uno  que  son  suyos  apartadamente, 
^gun  la  ley  4/,  tit.  4.^  lib.  X de  la  No- 
4)ístma  Becop%lacio%  que  ne  se  inftinge 
con  la  apreciación  que  haga  el  tribunal 
de  la  prueba  testifical  practicada,  si 
contra  esta  apreciación  no  se  cita  ley  ó 
doctrina  infringida. 

Seoteioia  de  26  é»  eoero  ile  4866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  SaU* 
manca  y  en  la  Audiencia  de  Yalladolid 
por  doña  Josefa  Brusí,  segunda  muger  de 
D.  Jüao  Estevez,  coa  doña  Felipa  y  dooa 
Ramona  Estcvea,  hijas  dd  aquel  y  de  m 
primera  muger  doña  Josefa  Crespo,  sobre 
división  de  bienes:  Seguido  por  sus  trá- 
mites, se  dictó  sentencia  declarando  que 
del  haber  relicto  por  D.  Juan  Estevez  son 
descontables  primereo  teniente  á  favor  de 
sus  bijas  68,592  rs.  que.  su  madre  doBa 
Josefa  aportó  al  matrimonio,  y  los  reslaa- 
tes  gaaafvdales  y  partíb^  entre  aquellas 
y  la  viuda.  Esta  interpuso  recnrso  de  ca- 
sación citando  como  infringida  la  ley  4/, 
tít.  4.%  lib.  X  de  la  Nov.  Recop.,  v  el 
Tribunal  Supremo  por  sentencia  de  26  de 
enero  de  1866  declara  no  haber.iugar  a  él: 
I    «Coosi  de  raudo  que.  los  bieacs  qu<  han 
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narido  y  mn^er  s^j^im  la  ley  4/,  líl.  4.*, 
•ibro  10  de  la  Nov.  Recop.  son  de.  ambos  I 
por  medio,  salvo  los  que  probare  cada  uno  | 
4ue  son  suyos  apnrladaineiilt*: 

i^onsidi* raudo  qie  «ioiido  esla  ¡uslificaciop 
an  hecho  sujelo  á  prueba,  y  habiendo  eili- 
mado  la  Sala  sentenciadora,  en  virtud  de 
(a  ai>reciacion  de  la  lesiifícal  practicada  por 
ambas  parles,  sin  que  conlra  dicha  aprecia* 
don  se  haya  citado  ley  al^óoia  iif  doctrir^a 
iarrínf^ida.  que  D.  Juan  GslQvez^al  conlraer^ 
ta  segundo  inalriinonio  con  doaa  Josef.-i  Dni- 
lí,  conservaba  las  dos  cantidades  ([uc  hah¡;t 
percibido  por  herencia  paierhá  y  maíenia" 
de  so  primera  mugppr  dnfia  Jbs&>ra  t3respo, 
la  sentencia  que  declama  que' del  KáÜer  deja-  i 
4o  por  Esteves  á  so  fallechniéiito  delie  de»^ 
eoolarse  la  saina  á  qoe  ksoiendeh.  iaq^ellat 
éos  parlídas,  y  que  solo  jo  ceslaole  seicoo:* 
üáefea  gananciales  parlibl^s  eolre  If  v^uda 
y  las  dos  hijas  del  priii^r.  malri^nio^  no 
ba  infringido  la  citada  ley  4  *  única  invo-^. 
cada  en  el  recurso.»  {Üac.  2  fetrero,)  " 

asSíoBios.  No  (UbóXQnfmflirf^^^l 

fttido  instructivo  establecida  por  las  le^ 
9a  que,  han  decretado  abolUfion  de  las 
juri¡diccio»ialef  y  feudales,  con  el  juicio 
de  pnfpiedád  que  deja  á^lvo  el  arL  2.^ 
de  la  ley  de  ^  de  agosto  de  Í437.  Este^ 
dde  suslanciarse  y  decidirse  por  las  re^ 
glas.  del  derecho  común,  y  el  instrnctim 
que  se  concedió  á  los  poseedores  de  se- 
narios por  las  especiales  de  dichas  le  - 
kcs;  no  siendo  por  lo  misino  aplicables  al 
propiedad  las  doctrinan  establecidas 
^especio  del  instructivo,  cuando  este  fia 
precedido  y  se  dictó  sentencia  que  fué 
msentida» 

SeateBcia    27  da  eNra  da  1866. 

PleíU)  seguido  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra mstaocia  de  ViMaviciosa  y  Sala  prinie- 
r.i  de  la  Audiencia  de  Oviedo  por  el  Alca!- 
*k,  pedáneo  del  hipar  de  Poreao,  y  61  Te- 
ñóos y  terratenientes  de  dicho  lugar,  cao 
D.  Vióei te  Fernandez  Castro,  como  iiiari-. 
'1(1  de  d<ma  JUaria  Ikvia  y  otros,  sohre 
«^tención  de  pago  de  prestaeioaes.  Hé 
^ui  ios  antecedentes  de  esle  pleiío  que 
^  exponen  en  los  resultandos  del  (alio 
jfM»  exaRiioanios: 

Por  Heal  ctdula  expedida  en  Olmedo  á 
i  de-  mayo  de  4398  el  Rey  I>.  Enri/juelll 
oofírnió  á  Miguel  Suarez  ile  Coluiiga  la  | 
inerced  que  D.  Eariqiie  II  había  hecho  á  ' 


»3 

su  criado  Pedro  Suarez  de  Colunpja,  por* 
I  loá  >ervícios  que  le  había  prestado,  de  la 
'  heredad  de  Poreño  y  Sorrrlws  ron  lodo 
derecho  de  pertenencia,  mero  y  misto  ini* 
perio,  y  con  toda  jurisdicciqu  civil  y  cri- 
mi[\al/püdíendo  dispon jer  de  ello  á  su  yo- 
luntad  cQjDo  co&a  propia;  (iooacion  que ba- 
l)ia  sido  igualmente  contírnKula  á  favor  del 
Miguel,  según  que  tocio,  esto  y  atrás  cosas 
se  <;onteníao  efi  cafta^jy  recaudos  ciertos 
que  ^1  dicbo  Mi^el  había  nvoisirado,  en 
que  parecia  que  era  asi,  los  cuales  se  había 
Ifevado  pj^ra  guarda  da  iJei:ecbo:  y  que 
,  Dv.  Juao  II  per  Real  cédula  espedida  en 
'  Va^cjohcl.á  á  de  marzo  de  i4áOtj  en  que 
sq  j'fls^riaB  b^  anteriorei^i  <rooliriBó  dicha 
me^rced  &  Diego  Mefeodeis  de  Valdés,  que 
babia  adquirido  la  l>«írfUad  d^  Poreño  ó 
S9rri|bas  Mtulo  de.coiDpra:  :  , 
•  D.  Rodrigo  de.flevia'vincoíó  por  escri'- 
Uira  de<8i  de  mayo  de  45S4  en  cabeza.de 
su  hija  Di:  Gúlierfe  de  Ileviav  ealre  otros 
!  bienes  los  trisseuartos  de  eolo  éo  Poreno^ 
con  taccasOt  hiHms  y  vedifidos,  oota  seno- 
rio,  vasallaje  y  jurísdíccioo  mero  y  imistd 
imperio,  y  con  heredades  rotas  y  po(  rom- 
pef|  montes,  férmioost  dereobo  de  amoo- 
ialgart  ftlcaDeNia,  fiuestos  de  falconés  y 
a^res  y  de  otrasia'ves  de  rapiña;  y  eon 
Codo  WAfbxáo  y  perteneciente  á  los  dichos 
irc^  cuartos  de  coto;. y  qtie  D.  Gutierre 
de  IIcTÍi^ ,  señor  de  él,"  pu  su  testamento 
de.d6n81)diecl8rn  bnber  hecho  un  trueque 
con  'Jeróoiuio  Váidas  y  su  madre  de  la  h4- 
cienda  que  estos  teoian  en  el  coto  de  Po- 
reñcu  poc  los  bienes  que  el  testador  poeeia 
en  ia  casería  del  Fresno: 

Dada  á  D.  Felipe  Hetia  en  10  de  enero 
(le  1809  posesión  del  coto  y  jurisdicción  de 
Poreño,  con  todas  las  regalías  que  le  cor- 
respondían, y  en  particular  de  nombrar 
Lodos. los  olicios  de  jiis4ic»a,  como  lo  hizo, 
entabló  pleito  en  e[;iño  de  1815  contra  los 
vecmots  de  dicho  pueblo  para  que  concur- 
riesen á  su  casa  á  liquidar  cuentas,  y  ti 
aclarar  por  este  medio  los  atrnsf)s  que  ca- 
da uno  le  adeuilase,  procedentes  de  las 
.rentas  .^ne  auualmente  le  debuin  haber  sa« 
li^^echo  por  razoii  de  la  llevanza  de  los 
bienes  situados  cu  los  límitcá  de  a(|uel  co* 
I  lo;  y  que  hubiendo  convenido  en  transí- 
'  girlo,  siempre  que  l).  Felipe  íes  mauifes* 
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tdse  los  (íiulós  de  propr^dad  llevaroo  á 
efecto  la  tntRsaor.ían  por  .escritora  de  17 
fie  jimio  do  1819  que  fué  nprobadá  por  U 
Sala  que  coi»ocía  dei  pleito. 

En  noviembre  de  i^l  acudió  D.  Feli- 
pe Uevíd  al  Juzgado  do.  jmmera  iuslancia 
presenlando,  ea  cunípltuiienlo  de  lo  dh- 
pneáio  eo  la  ley  de  Cortes  del  otes  ante- 
rior, las  cédwas- f xpélidas  por  D.  Eurr- 
f|ue  lU  y  D:  Juáo  II,  acrcdilabnii  le 
eorrespoDdía;  tí  seüoríodel  coto  de  Pgre- 
So  y  plena  propiedad  de  las  heredadés  y 
prédios  de  todas  closas  rornprendidns  en 
m  términos;  y  pnesto  testimonio  de 
ellas,  que  se  coti^jó  en  pres^DCtii  del  Xnez 
y  deJ  Promotor  Ftscal,  conferidd  trasícido 
a  los  vecinos,  siendo  notiíicadod  64,  üni- 
eos  que  coBi^urrierón  ate  citación  que  se 
les  hizo,  y  oue  dijeron  9at  lá  mapr  parte 
dei  vecindario,  errteráncloies  de  l06''lítiklo8 
y'  privilegios  exhibidos,  no  compareoie*' 
rou'  al  juicio;  y  oido  el  ProuiMofi  de 
acuerdo  con  m  dictamen,  sediició  senten- 
cia ea  Al>  de  febrero  de  18381,  que  fué  do^ 
liticada  á  8K  vecíooK,  y  consentida  y  pa-^ 
sada^ea  autoridad  de  cosa  jio^da,  decla- 
rando que  el  señorío  «ie  Poreno  corres- 
pondía á  la  chide  de  hw  territoriales, 
y  (fX9  \m  lo  lanío  dciHatí  consiflerarsc 
»tts  próiliüs  \v  olicinas  como  propiedad 
particubr  de  Felipe  Uovia  y  An- 
layo,  su  artital  poseedor,  wn  .  per jiiido 
do'los  derechos  que  compitieran  á  ta  na- 
€ÍuD  aceren  ite  la  incorporación  é  reversión 
úeáífhos  señoríos  territoriales: 

D.  ífM¡é  Orliz,  Alcalde  pedáneo  del  lu 
^'ar  de  Poreño,  y  otros  hasta  el  niíuK»ro 
de  61  viTirios  y  te  r  rale  ni  lU  les  de  dielio 
lugar,  eiiUblaroii  demanda  en  27  de  di 
4:iímbre  de  ÍHtii  contra  D.  Vicenle  Fer- 
nandez de  Castro  v  demás  n\  principio  re- 
feridos, suceanres  do  1).  Felipe  Nert  llevia, 
para  que  se  dtsciarase  que  el  séíiorío  ter- 
ritorial v  jurisdiceional  coneedrdo  por  el 
Hey  D«  Enrique  a  Pedro  Suarez  se  haHa* 
l)a  abolido,  y  por  consi «ámenle  qne  los  VC' 
cióos  de  Poreño  eslalwn  libres  y  exentos 
de -contribuir  con  pensión  -dlpim  en  gra- 
no por  nizon  de  vasallaje,  ni  aunque  se  le 
diera  el  nombre  de  renla,  y  por  lo  tanto 
que  toi  demandados  carecían  de  derecho 
para  exigírseia;  preleusioa  que  fundaron 


en  que  el  pago  anual  de  nna  hnnnpa  áft 
pan  que  se  exigia  por  enlcro  á  los  vecinos 
casados  y  por  mitad  á  los  viudos  no  trata 
origen  de  contrato  alguno  parlicular,  pues- 
to que  ninguno  habían  olorgado  los  seño- 
res con  los  vecioos,  mereciendo  el  nombre 
y  caliíicacion  de  terratg^,  que  era  de  los 
expresamente  abolidos,  asteomb  los  prir 
Ytlegíos  lfatHa<ios  exclusivos,  privativos  y 
prohibitivos  que  tuvieran  el  mismo  origen 
de  señorío;  en  que  el  concedido  á  Pedro 
Suarez  era  á  un  tiempo  lerrllorial  v  juris- 
diccional, y  no  independiente  aquel  dees.- 
te:  y  i  tener  ía  Corona  el  dominio  de  la 
heredad  donada  seria  revertible  á  la  mia^ 
ma  por  haber  salido  de  ella  por  un  títub 
lucrativo:  que  la  transacción  otorgada  en 
el  Año  <9  había  quedado  sin  efecto  por  to- 
dos ios  cóntrayentes,  y  nunca  seria  obli* 
gatoria  ál  vecindario,  y  metíos  á  los  qaé 
no  habían  sido  representados,  ni  podía  te- 
ner elicacia  ó  considerarse  válida  por  ver- 
sar en  este  caso  contra  fos  derechos  del 
Estado  si  la  propiedad  concedida  á  Pedro 
Suarez  perlienecia  á  la  nacioi),  pues  no  era 
de  los  (»)ntratos  á  que  aludían  las  leyes  de 
señoríos;  y  en  que  era  \m  acto  con  ten* 
dencíá  á  oscurecer  y  legitimar  los  títulos 
nulos  de  los  poseedores  de  la  casa  de  He- 
via,  convirliendo  el  señorío  eo  dominio  di- 
recto por  medro  de  contratos  de  foro: 

Impuguaron  la  demanda  losdemandados, 
alegando  que  así  de  las  Reales  cédulas  de 
donación  como  de  los  documentos  en  que 
había  intervenido  el  pueblo ,  se  deducía  que 
existía  propiedad  parlieular,  y  que  el  va- 
lor «le  aquella  había  sido  ya  apreciado  en 
el  juicio  wstriictivo,  no  siendo  en  ningún 
caso  procedente  la  demanda  entablada, 
toda  vez  que  Jos  tínicos  derechos  que  la 
ley  reservaba  después  de  dicho  juicio  eran 
los  de  propiedad,  y  no  era  reivindicatoría 
la  acción  deducida.  T  seguido  o!  pleito  por 
sus  trámites,  se  diaó  sentencia  en  prime- 
ra instancia  que  fué  couíírmnda  por  la  Sa- 
l*.i  primera  de  la  Audiencia  de  Oviedo  en 
ISdejtdiodc  4864,  en  cuanto  absolvía 
de  la  demanda  á  D.  Vicenle  Castro  y  con- 
sortes, denegando  la  pretensión  hecha  por 
el  Ministerio  público  en  la  segunda  instan  • 
oia  para  que  se  dejara  sin  efecto  lo  adun- 
do después  de  la  petición  ó  demanda  de 
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rewsioo  presen! tda  por  el  Prdniotor  Fis- 
cal, reservando  al  Estado  su  derecho  so- 
bre este  particular: 

Los  vecÍDos  de  Poreao  ¡dterpusicroo  re- 
cat:»o.4i&  casacioo  cUaudo  en  coDcqUo  d% 

■i."   Eiart.  4/ deJ  decreta  de  iMCér» 

tes  de  6  de  ajáoslo  de  18 1 1. 

2.*  Los  ans.  y  3.*  de  la  ley  de  9 
de  mayo  d^  i  82o. 

5.**  Los  arU.  1  y  S.*'  de  la  ley  de  26 
de  agosto  de  .1837 ,  que  inipooea  la  o1>1h 
opción  de  presentar  los  Utoios  de  adqui- 
sicioQ  ea  qae  firadea  su  propiedad  los  jíc* 
floces  territoriales  y  solariegos,  aquelips 
que  ejercierao  jurisdiccioa  ea  el  territorio 
ebjeto  del  litigio. 

4.**  La  doctriaa  establecida  por  este 
Sapremo  Tritmoal  ea  seatkaeia  de  21  de 
jwio  y  13  de  setiembre  de  1863»  en  que 
tt  cóuMigw  la  abolición  de  l^wlas  las  pre^^ 
tadoa«9  que  deban  su  origen  á  tttul»  ju^ 
rísdiecmial ,  y  cualesquiera  otras ,  do  pro* 
fauMio  los  poseedores  actuales  con  la  pie^ 
leotaeioo  de  los  Ututos  primordiales  de 
adquisición  qae  proceden  de  un  coa4rate 
bbre,  6  que  les  pertenecen  por  donÍM) 
porameiite  alodial «  y  los  deaiaodados  no 
liibiaa  presentado  titulo  algnao  particular 
o  iodepeodieote  del  seSerto  jurisdiccional. 

o.**  La  ley  4.%  tít.  ÍÉS,  Partida  o.\ 
qoe  es  la  que  colocaron  en  segundo  lugar 
en  dicho  rt*rurso,  alegando  que  era  evi- 
dente  su  iorraccion ,  toda  vet  que  la  sen*» 
laicia  dol  juicio  instructivo  no  podía  pro* 
(loor  tfeekfk  atgiioo  contca  los  que  no  ba* 
bao  sido  ciia<los  ni  em^ilasados  personal* 
amte,  porque  00  había  podido  seguirse 
ca  rebeldía  contra  un  pueblo  sié  represen* 
lanies  y  sin  que  ^e  le  hubiera  declarado 
rebelde;  hallándose  acordes  oon  dicha  ley 
la  jurisprudencia  de  este  TrilHisal  Supre^ 
mo,  establecida  ea  sentencia  de  26  de 
febrero  de  1839 ,  que  aulof iaa  la  apela- 
ción de  loa  que  no  fiiesea  citados»  ni  liti- 
^OQ ,  no  perjudicándoles  el  íaHo,  al  cual 
privafaAfi  por  consiguiente  del  carácter  de 
e|ecuU>rio;  00  habiéndole  ob^rvado  por 
otra  parte  ea  dicho  juicio  ia^  prescripción 
nes  ae  las  leyes  de  señoríos  por  haberse 
Ijcesciodido  de  la  falta  de  títulos  del  sola- 
riego CM  ifldepeodeacia  del  jurisdiccional. 


6. ^  Us^lfeyeslOyíMfl.  17.  Bb.  10 
de  »a  Nov.  Rt'cop... 

7.  *  Losaits.  I.*y  8.*^  del  precitado 
decreto  de  las  Córlerde  6  de  aiioslp  d»í 
1811. 

.  Los  arU.  ^.^4•'»  y  de  la  kv 
de  3  de  mavo  d^  1823... ' 

'  9.*»'  Los  arlü.  4.^  v  7.**  de  la  de  26  do 
agosto  de  1837. 

Y  10.  La  juri?prodencia  (*slablec¡d.n 
en  materias  de  señoríos  por  varias  sen- 
tencias de  este  Supremo  Tribunal,  soguii 
la  que  todas  las  prestaciones  proce<tent<'^ 
de  señorío  y  todos  los  señoríos  jurisdx' 
etonaled  han  sido  abolidos;  las  concordias 
eetebrada»  por  ios  señores  con  los  pue* 
blos  no  tienen  valor  algono.  ni  sirven  pa* 
ra  demostrar  el  dommio  índepeodieute  (h\\ 
Señorío;  la  propiedad  particular  debe  pro- 
barse por  los  que  se  titulan  propietarios 
cqu  títulos  de  a(k|Uisícioa  iodependiepies 
.del  título  de  señorío»  y  otras  doctría:i<i 
análogas  basadas  en  las  leves  de  181 U 
1843  y  1837.»  ^ 

Y  el  Tribunal  Supri^mo  declara  no  ha* 
h^r  lugar  al  recurso  pút  in  sentencia 
27  de  enero,  en  los  términos  &igniente>: 

aConalderaiido  que  pronunciada  se«i- 
leooia  en  el  jaicio  instruolivo^  e«tableeid«» 
pur  las  toyet  vigentes  sobre  abolician  de  a*^ 
ñoríoejurisdiccionaks  y  feudales  deelarandu 
qtjc  les  bienes  y  derechos,  en  cuya  posissioti 
hayan  aereditatio  UaHarse  los  antigaoa 
ñores  ó  sus  causa- habientes,  les  pertenecnn 
por  tHwlo  do  dnminio  particular  indep*»ii- 
díente  de  dicho  stfñorio»  es  bastante,  scgmi 
las  precitadas  leyes  y  la  jurisprudencia  a<i- 
intlida  por  este  Sopre*no  Tribunal,  pcu'aqutí 
lio  eesn  aquellos  perturbados  ni  privados  «if^ 

ffi^fnite,  mi<*nlnis  no  se  determine  lo  cutí* 
Irario  en  el  correspondiente  juicio  de  propio»» 
dad: 

Coiitidfflrando  que  por  la  misma  jurttprü- 
dertein  se  hsHa  terminanlemente  <1cclarafl<>' 
que  el  exprtHiado  juicio  plenario  de  pro|ñ^*  > 
dad,  que  deja  á  salvo  el  art«  3.^  de  la  ley 
de  26  de  agosto  de  !8^7,  debe  sustaneiariH) 
y  deeidirse  por  las  reglas  del  derecho  común: 

Con skjer. indo  que  consignada  de  un  modo 
exptioílo  y  terminante  dicha  jurisprudencia 
en  repetidos  fallos  dictados  sobre  rectKsos 
de  ivQlldad  y  casación  en  diversas  épocas,  y 
con  especialidad  en  los  pronunciados  en  2.') 
de  febrero  de  1854,  19  dé  octubre  de  1861  y 
9  de  enero  de  1864,  toa  completamente  \tu\^ 
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porlurms  las  ellas  de  oirás  seniéncias  qne  en 
f»!  recurso  se  hacen  para  aplicar  al  juicio 
propiedad  doclrinas  consignadas  con  re^a- 
ci^n  exclusivamente  al  juicio  inslryctivo; 

Considerando  que  al  actual  juicio  de  ,pror 
piedad,  entablado  por  lo^  recurrentes,  pire- 
cedió  el  referido  juicio  instructivo,  y  »e  sus- 
tanció en  rel>eldia  de  los  véc'mos  det  Njprar 
de  Poreño  con  intervención  del  Promolór  fis- 
cal, habiendo  sido  aquellos  emplazados  en 
an  mayor  númí^ro,  y  rr>cayó  sentencia  que 
quedó  censen lida  y  ejecii loriada,  declarando 
que  el  señorío  de  qup  se  Irala  corr^spondia 
á  In  chsi^  dp  (os  Iprritoriaips.  y  d'^bi''*'! 
prK?ppdoro*í  continuar  oii  disfrute  cou  láS 
snlvpdíidps  y  reservas  ordinarias: 

Considf  randn  qn^  por  no  haber  deducido 
los  vecinos  de  Poreño  en  tiempo  y  forma  los 
recMWsJüígftkSf  4«^«lisa4«*y  cJíHiéajqMe  pUfi 

#Í^WtettlepN^rhJ''íe>'|>roiiii-d«riV  >'^<*7 
porlunas  las  citas,  que  los  recin  rentes  ha- 
tea, áñ  Iryea  y  doiQUiiiias  legales  qile  au()o- 
nen  HifrioRÍdasjen  ^^uslanclacipo  de  diehp 
jnioio  insiruclivo,  qu^  np  pucd*  ser  objeto 
dpl  acinal  mcurso  de  casación: 

Considerando  que  ln^  dieposicióne»  de  las 
ÍAyes  d0'8fíí»rjo8y  qlie  citan  también  losr  re^ 
curren  tes,  así  como  la  jurisprudencia  que» 
ií?ual  propósilo  invocati,  no  pueden  tener 
íiplicacioíi  ai  presente  htigio/  porque- sep^un 
riMtpfad^amenle  ha  declarado  este  Supremo 
TritHmal,  cumplida  ha  oblii^ion  que  dichas 
|pyes  imponen  á  los.  que  han  <»jercido  el  so 
ñorío  jurisdiceiotial,  de  presentar  sus  lítalos, 
de  adquisición  en  el  juicio  instructivo  para 
acrediUir  au  propiedad,  independiente  del 
expresado  senoría,  y  obteniendo  fallo  favo» 
rabie,  eHos  y  sus  suoesíwefi  quedan  releva- 
-dos  da  hacer  nuevas  pruebas  sobre  lo  mismo 
en  el  juicio  de  propiedad,  siendo  de  carg^o 
de  los  demandantes  suministrar  las  que  k*s 
«ean  convenienlef»,  como  las  leyea  comuneá 
ordenan  para  todos  los  juicios  ordinarios: 

Y  considerando,  por  último,  que  deben 
estimarsc^ya  exlranaa  á  fesLe  lilip^io  las  coe-i- 
tifKie»  .reversión  é  incorporacioo,  porqüe 
habiéndose  declarado  inadmisible  la  demaiw 
dn  interpuesta  fuera  de  tiempo  por  el  Minjs- 
utío  público  con  reserva  del  derecho  que 
ptipda  teivpf  *>\  Estado  para  que  sus  repre- 
Kpnlanles  lo  ejercilen  en  el  juicio -correspon- 
diente sin  haber  dicho  fúncionario  Uiterpues^ 
lo  recurso  dti  casaetoft  «oaUa  eaie  exirema 


del .  fallOf  fav  compieiaiiieAle  ínop^rlniiaa 

las  citas  que  los  recurrentes  hacen  de  las  le- 
yes recopiladas,  relativas  á  dicha  reversión 
é  incorporación; 

FaTlamos  que  debeihos  d'eéíái-ar  y  d«cla- 
ratnos  no  habei'  lu^ar  al  recurso  det^asacion 
interpuesto  por  los  vecinos  de  Porefta,  de- 
Enandaiítet,  «te.»  (Gao,  ^jftbtwo,) 

l^in  roas  que  (¡jarse  en  ef  epígrafe  con 
que  encabezamos  e^te  fallo  del  Tribirnal 
Supremo ,  puede  comprenderse  fácílménte 
la  impórtame  doctrina  que  en  él  ^e  esta- 
blece. Sí  do  hiibiera  precedido  el  juicio 
in«lrticlivo,'é=?i  mando  este  >luvo  lugar, 
ios  vecinos  del  lugar  de  Pdreí?rt  hubífran 
salido  á  la  dcfenina  de  sus  derechos;  erfor*» 
zándose  «nlonces  como  lo  han  fccchó  lan 
inoportunamente  en  este  pleito,  para ob- 
teaer  una  sentenm'  arreglada  áilas  nue- 
vas leves  qoe  han  abolido  los  séñorioa  ju- 
risdiccionales y  feudales;,  acaso^  Inrhicra 
sMo  Dtro  su  rehallado.  H&Tpttee,'  habiendo 
consei^tido  el  fallo  que  se'ércté  en  el  jrii^ 
cío  ¡Bstruclivoj  no  potfran  apoyar  re- 
elarpaciane»  en  ías  leres  citadas,  ni  én  la 
jurisprudencia  con  arregló  á  las  mrsmas 
esiablecida  ;  y  sí  lioicamenle  en  el  d^re- 
choi  eouum  por  cuyak  reglad  >de4)^n  svís- 
íantiarse  f4ecidxr^\Q& pleilos  sebre  pro- 
piedad de  aquellos:  bienes,  rompitiendo 
aldemandainie  la  prueba  de  su  acciqn  ,  ise* 
gun  se  halla  establecido  por  regla  general. 

.  En  el  Bí>ií!tt/ide  iltoi,  (lomo  8.^),  pá- 
gina 15^  se  halla  inserta  la  iniporlaníte 
deniencia  d'C  d  de  enero  de  aquel  año  ciia- 
da  en  el  te»rcer  considerando  tan  conforme 
con  la -que,  acabamos  de  examinar,  domo 
lo  csiá  ig«Lalmente  con  los  de^S  de  fe- 
brero de  \HU  y  i9  de  octubre  de  1861 
que  tninbi^^'n  se'  citan ,  todas  las  cuales 
declarando  unas  haber  lugar  ala  cdsacion 
.v  otras  que  no-,  han  consignado  la  misma 
(hxurina  q«c  es  de  tenerse  muy  presente, 
para  m  exponerá  las  parles,  en  su<;a- 
so,  á  >lo8  .ctiaartioüos  gastos  de  un  litigio 
de  esta  naturaleza.  SKK<mtos  en  el  to- 
mo 5  *  y  Apéndi<^s. 

 r-.  ...  I  1     ■       '  '  ■  ■  I  -  -    -      ■-        -  -  -  11    B     '  -j 

M.      A.LCWIILLA,  Director  p^opielarúí, 
y  Edittfr  résponsable, 

MAi)inD.— linj».  »U  El  Consultor  á  c:in^  de 
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deereioa,  reales  érdeaen  y  eirev 
lares  «e  les  eealres  dlreetlres. 

85.  PBaJETBDAD  UTABABIA. -«-Beal 
órdan  de  24  de  marzo,  sobre  la  de  obras  mu- 
»celas  eon  texto  ó  sin  texto,  publioadas  en 
el  extreoJercK^.. 

(Fc«.)  «En  vista  de  la  soUeítiid  presen- 
tida per  D.  Antonio  Romeró,  y  de  acuerdo 
tmo  et  díetáinen  del  Real  Consejo  de  Instruc- 
ción pública,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  ser- 
vido disponer  ^ue  el  autor  ó  propietario  de 
Qoa  obra  musical  sin  texto  publíeada  por 
primera  vez  en  cualquiera  de  los  Estados 
coa  quienes  España  ha  celebrado  convenio, 
adquiera  el  derecho  de  propiedad  en  losdo- 
■ÚDioo  españoles,  entreg^ando  ó  depositando 
k»  ejemplares  que  en  dichos  convenios  se 
expresan,  y  en  la  forma  que  en  ellos  oe 
determina:  que  el  autor  ó  propietario  de 
na  obra  mosical  con  texto  en  idioma  ex- 
traojero,  pabhcada  por  primera  vez  en  di- 
eboe  Estados,  se  halla  en  Igual  caso,  pudien- 
do  además  reservarse  el  derecho  esclusivo 
de  tradnedon  por  término  de  cinco  años;  y 
que  el  aalor  ó  propietario  de  una  obra  mu- 
sical con  texto  español ,  publicada  por  pri- 
laera  vez  en  pafs  extranjero,  exisla  6  no 
exista  entre  su  Gobierno  y  el  de  España 
eoavenío  relativo  á  la  propiedad  literaria, 
Bo  puede  introducir  en  estos  dominios  ejem- 
plar alguno  sin  permiso  especial  del  Gobier- 
no, que  no  K>  dará  sino  por  5(M)  ejemplares 
á  lo  mas  ,  y  esto  con  sujeción  á  la  ley  de 
Mkaoas,  y  cuando  la  obra  fuera  de  utilidad 
é  importancia  conocida. 

De  real  órden  etc.  Madrid  24  de  marzo 
de  Vega  de  Armijo.»  (Gao.  8  abril.) 

se,  mPTJTAJDOB  PBOVINOIAIiBS.- 
Beal  órden  de  31  de  marso,  declarando  que 
los  Aleildes  tienen  incapacidad  para  ser 
«lerdos  diputaaos  provinciales.  Diferencia 
entre  ineompatibilidades,  incapacidades  j 
exeoeas. 

<GoB.)  «He  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dios  goarde)  del  expediente  instruido  á 
cooseeaencia  de  varias  reclamactooes  coa  , 
Tomo  X  dxl  Dicg. 


Ira  el  acuerdo  de  esa  Diputación  por  el  quo 
admitid  uomo  Diputado  provincial  por  el 
partido  de  Puigcerdá  á  D.  Ramón  Braadia: 
Resultando  que  este  s  u^elo  al  ser  definido 
para  dicho  cargo»  era  Alcalde  de  Cam- 
prodon: 

Considerando  que  el  art.  25  de  la  ley  de 
35  de  setiembre  de  1863  enumera  en  15  ca- 
sos distintos  las  personas  que  no  pueden  ser 
diputados  provinciales,  comprendiéndose  en 
el  número  9   á  les  Alcaides: 

Considerando  que  el  art.  25  de  Ja  referi- 
da ley  dice  lileralmeiUe:  tLos  individuos  de 
Ayuntamiento  que  fueren  elegidos  diputa- 
doís  provinciales  cesarán  en  aquellos  cargos 
en  el  dia  que  lomen  posesión  de  estos;*» 
siendo  de  advertir  que  ai  ñnal  del  artículo 
anterior  se  expresa  aque  en  cualquier  tiem- 
po en  que  se  probare  que  un  diputado  se 
halla  en  los  casos  que  señala,  omitiendo  el 
primero  que  habla  de  los  procesados  cootra 
quienes  hubiera  reoaido  auto  de  prisión,  y 
el  9«*  relativo  á  los  Alcaldes,  se  procederá 
á  la  declaración  de  su  incapacidad  legal,  y 
se  hará  nueva  elección  para  su  reemplazo:» 

Considerando  que  basta  hacerse  cargo  de« 
tenidamente  de  estas  disposiciones  para  in- 
terpretarlas en  el  sentido  de  que  ha  negado 
absolutamente  á  los  Alcaldes  la  capacidad 
para  ser  elegidos  Diputados,  puesto  que  to- 
dos los  casos  en  que  las  leyes  establecen  la 
imposibilidad  de  ejercer  cargos  se  subdivi- 
den  en  incompatibilidades,  incapacidades  y 
excusas: 

Considerando  que  las  incapacidades  son 

irrenuneiables;  de  las  excusas  puede  ó  no 
hacerse  uso  potestativamente;  aquellas  sig* 
niñean  una  prohibición;  y  las  segundas  uiik 
facultad;  y  por  lo  tanto  las  personas  á  quie- 
nes comprendan  las  condiciones  asignadas 
en  las  primeras  solo  por  tener  el  dia  de  la 
elección  el  carácter  que  la  ley  ha  señalado 
como  motivo  de  exclusión,  no  pueden  adqui- 
rir el  nuevo  carácter  ó  el  derecho  para  que 
han  sido  declarados  sin  aptitud  legal: 

(Considerando,  por  lo  mismo,  que  ninguna 
de  las  personas  «á  que  se  refíere  el  arl.  24 
tiene  aptitud  legal  para  ser  elegido  si  el  dia 
de  la  eiecion  podia  atribuírseles  alguna  de 
las  cualidades  qne  la  ley  marca: 

Considei^ando  que  la  circunstancia  de  com- 
prender el  art.  21  á  los  Alcaldes  y  no  á  los 
individuos  de  Ayuntamiento;  la  de  haberse 
hecho  para  ios  últimos  un  artículo  especia 
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en  que  se  determina  que  fuerce  alegjdoa 
diputados  cesarán  €n  el  cárg^o  de  Goncf«jale8 
demuestra  palmariamenle  que  ios  uaos  eslán 
en  un  caso  distinto  del  de  los  otros;  que  la 
incompatibilidad  se  ha  declarado  por  esta 
ley  para  ios  individuos  de  Ayuntamiento 
que  no  sean  Alcaldes,  y  que  respecto  de 
«stos  últimos  se  extiende  á  otra  cosa  que  no^ 
puede  ser  ma9  que  negarles  la  capacidad; 
pues  de  lo  contrario  seria  inútil  y  supera* 
túndanle  su  enumeración  en  el  arl.  24,  y 
vendría  á  resultar  que  á  uno  de  los  precep- 
tos de  la  ley  mas  significativos  se  le  neg^aba 
toda  aplicación  en  uno  de  los  casos  que 
comprendía,  resultando  asi  que  la  ley  ei-a 
delecluosa  hasta  un  (^rado  que  raya  en  lo 
inverosímil: 

Coiihiderando  que  si  en  efecto  el  último 
párrafe  del  referido  art;  24  omite  hablar  de 
los  Alcaldes  cuando  dís|H)ne  la  declaración 
délas  incapacidades,  ha  prevenido  el  caso 
de  que  naciesen  estas  para  los  que  ya  hu- 
biesen sido  nombrados  diputados,  y  iio  puer 
de  aplicarse  por  lo  mismo  á  las  cualidades 
de  ios  elegidos  en  el  día  de  la  elección: 

Considerando  que  no  pueden  ser  elegidos 
diputados  provincialeis  los  Alcaldes,  aunque 
sea  por  un  partido  ó  distrito  extraño  al  pun- 
ió en  que  ejerzan  jurisdicción,  y  que  lia  ra- 
zón de  los  legisladores  para  su  completa  ex- 
clusión fué  que  no  abandonasen  los  intere- 
ses del  municipio  con  la  responsabilidad  y 
la  grande  importancia  de  su  cargo  concejil, 
ni  sufriesen  perjuicios  los  pueblos  con  la 
movilidad  frecuente  de  los  administradores 
de  sus  bienes,  inevitable  en  otro  caso: 

Considerando  que,  teniendo  e(ji  cuenta  es- 
tas mismas  razones,  por  R.  0.  de  16  de 
marzo  de  1864  se  anuló  la  elección  de  dipu- 
tado provincial  verificada  en  Cebreios,  pro- 
vincia de  Avila^  por  resultar  que  era  Alcal- 
de de  Adrada,  y  poste riormen le  se  hau  re- 
suelto lo  mismo  otros  expedientes  análogos; 

S.  M.,  de  cont'o4*uiidad  con  lo  consultado 
por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  ha  tenido 
á  bien  resolver: 

1.  **  Que  se  revoque  el  acuerdo  de  la  Di 
pulacion  de  esa  provincia,  origen  de  este 
expedienlc,  y  declarar  nula  la  elección  ve- 
rificada en  el  partido  de  Puigcerdá,  en  don- 
de deberá  procederse  á  otra  nueva  con  arre- 
glo á  la  ley. 

2.  *  Que  con  el  fin  de  evitar  la  repetición 
de  casos  ¡guales,  se  publique  es(a  resolu- 
ción con  los  fundamentos  que,  lauto  aUoia 
como  en  el  citado  expediente  de  Cabreros  y 
oíros,  sirvieron  de  base  para  acordarla. 

De  real  orden  ele.  Madrid  31  de  marzo 
de  1866  —Posada  Herrera.»  (Gac.  12  at/nl.) 


87  HACIENDA  .PTJBí:jICA.-R.  O.  de  3 
abríL  Su  faerof para  haqrér  «fectíTa  la  cuo- 
ta de  contribución  que  -deba  un  ooncur» 
sado  debe  seguirse  el  procedimiento,  admi- 
nistrativo sin  tener  que  ir  á  la  masa  general 
de  acreedores.  I]xoepci9ii  .en  pl  c^„Q  de  terr 
ceria  de  dominio  y  doial. 

(Hac.)  «He  dado  cuenta  á  la  , Reina  (que 
Dios  guarde)  del  expediente'  inilruido  con 
motivo  de  haber  sosteftido  el  Juez  Comisa- 
rio de  la  quiebra  de  la  sociedad  denominada 
Crédito  Castellano  domiciliada  en  Vallado-, 
lid,  que  la  Adminisiracíon  de  Hacienda  pú- 
blica, para  el  cobro  de  l.i  cuula  que  por  la 
contribución  industrial  era  en  deber  la  socie- 
dad, debía  preseiílarse  en  el  Tribunal  de 
Comercio  como  cualquiera  otro  acreedor 
COK  el  objeto  de  acordar  la  adición  de  dichA 
cuota  al  pasivo;  y  vista  la  consulta  de  la 
asesoría  general  de  eale  Ministerio  redacta'» 
da  en  el  sentido, de  que  la  Hacienda  debe  ir 
á  la  masa  general  de  acreedores  paracobrár 
ea  su  día  y  lugar: 

Vista  la  propuesta  de  ^sa  Dirección  gene- 
ral rebatiendo  loa  principios  &usieniados>por 
la  asesoría  gener^j^  y  bosXeiweodjo  que  ñQ 
debe. ponerse  traba  al¿uua  á  ia  Admíuislfa'* 
cion  para  que  haga  efeciivo  por  la  via  gu- 
bernativa el  descubierto  por  eonlribucienes 
de  que  se  trata:  , 

Vista  la  ley  7.»,  til,  iO,.  lib.  6.<>  de  la  No- 
vísima Recopilación,  que  trascribiéndose 
los  capítulos  52,  53  y  57  de  la  ordenanza  d« 
corregidores  de  13  de  octubre  de  1749»  ae 
establece  que  l,os  intendentes  conocerán  cou 
inhibición  de  los  Consejos,  Chancilleriaa» 
Audiencias  y  Tribunales  de  las  causas  en 
que  tuviese  algún  interés  ó  perjuicio  la  real 
Üacieuda,  y  de  las  que  toquen  á  cualquier 
ramo  de  los  generales  y  particuiaret  y  de 
todos  los  demás  productos  pecteneoienles  al 
Erario,  asi  en  lo  respeciivo  ácoiwanwi  jeo- 
mo  en  todas  sus  incidencias,  anexidades  y 
conexidades,  sin  admitir  á  las  parles  recur- 
sos ni  apelación  sino  al.  Consejo  de  Ha- 
cienda: 

Vista  la  R.  O.  de  2  de  agosto  de  1819, 
circulada  el  15  de  setiembre  siguiente,  en  la 
que  se  establece  el  principio  de  que  no  hay 
privilegio  ni  fuero  que  impida  m  embarac* 
el  curso  de  las  diligencias  quo  sea  preciso 
practicar  para  el  cobro  de  las  conlribu— 
cion  es: 

Visto  el  decreto  de  las  Corles  de  12  de 
mayo  de  1821,  en  cuya  regla  segunda  S4á 
I  delermiua  que  los  inlendenles,  con  inhibi- 
ción de  las  Audiencias,  Jueces  y  demás  Ma* 
gislrados,  pu«dcn  llevar  á  efecto  los  apre- 
mios que  consideren  necesarios  [>ara  hacer 
efectivas  las  coutríbucioties: 
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Visla  la  iii«(rnecion  de  18  de  oclujbre  de 
1824,  en  cu]fo  arL  10  se  dispone  qae  la  ju- 
ritdiccíon  y  autoridad  para  expedir  las  eje- 
cuciones y  apremios  sobre  cobranza  de  con- 
tribuciones corresponde  privativamonle  á 
iot  iiilendenleH  de  provincia,  á  los  subdele- 
gados principales  en  lo  marítimo  y  á  los  de 
los  partidos,  cada  uno  eo  sus  respectivos 
distritos: 

Vista  la  R.  O.  de  27  de  mayo  de  1836, 
que  eonforine  á  las  de  (2  de  marzo  de  1828, 
de  27  de  octubre  de  1829  y  de  18  de  julio 
de  1S32,  dispone  que  se  ventilen  por  la  vía 
gubernativa  los  negocios  sobre  pa¿o  de  de- 
rechos y  contribuciones,  sus  ioctd encías  y 
hechos  conexos  en  que  tenga  interés  la  Ha- 
óenda  piíblica  ó  cualquier  contribuyente; 
sin  que  con  este  motivo  puedan  formarse 
pleitos  ni  admitirse  competencia  por  Juez  ni 
tribunal  alguno: 

Visto  el  a.  D.  de  23  de  mayo  de  1845  so- 
bre establecimiento  de  Ja  contribución  de 
inmuebles,  cultivo  y  ganadería,  en  cuyo 
arl.  63  se  reproduce  el  principio  de  que  son 
l^uberoativos  los  piroced i m lentos  .de  cobran- 
za, inclusas  las  medidas  coactivas  contra 
las  |)ersonas,  no  pudiendo  en  caso  alguno 
mezclarse  los  tribunales  ó  Juzgados  mien- 
tras se  trate  del  iulercs  directo  de  la  Ha- 
cienda: 

Visto  arl.  11  del  R.  D.  de  20  de  octu- 
bre de  1852  relativo  al  de  ía  coniribucion 
ifulustnai,  ordenando  que  su  cobranza  se 
haga  por  (riineslres  en  las  épocas  y  bajo  las 
reglas  establecidas  y  que  se  eslablecieren 
para  las  demás  contribu«'.iones  di  recias. 

Vistos  los  arls.  8.°  y  11  de  la  ley  de  con- 
tabilidad de  20  de  febrero  de  1850,  en  que 
se  previene  que  serán  administrativos  los 
procedimientos  para  la  cobranza  de  crédi- 
tos definitivamenre  liquidados  á  favor  de  la 
Hacienda  pública,  y  que  se  ventilen  por 
trámites  de  justicia  y  ante  los  tribunales 
competentes  las  demandas  interpuestas  por 
terceras  personas  que  ninguna  responsabi- 
lidad tengan  para  con  la  Hacienda  pública 
por  obli^cion  ó  gestión  propia  ó  trasmitida: 

Vista  la  R.  O.  de  7  de  mayo  del  expresa- 
do año  1850,  en  que  el  principio  consignado 
en  las  disposiciones  citadas  anterioi  mente 
ue  hace  extensivo  á  los  deudores  morosos 
por  el  ramo  de  fincas  del  Estado 

Tislo  el  art.  17  de  la  circular  de  la  Di- 
reccioB  general  de  contribuciones  de  26  úe 
junio  de  1856,  en  que  se  dispone  que  sien- 
do conocida  de  todos  los  contribuyentes  ta 
oblíi^acion  de  dar  parte  por  escrito  dupli- 
cado áia  Administración  ó  Alcalde  de  lia* 
t^ercevaÜQ  en  el  ejercicio  de  una  industria, 


no  se  admilirá  baja  alguna  por  el  concepto 
expresado  anterior  á  la  fecha  en  que  se  ma* 
nitiesle  la  cesación,  debiendo  aquellos  satis- 
facer la  cuota  hsstn  dicho  dia. 

Visto  el  arl.  1.015  del  Código  de  comer- 
cio, citado  por  la  asesoría  general,  que  pre- 
viene que  todo  procedimienlo  sí>bre  quiebra 
se  ha  de  fundar  sobre  obligaeioites  y  deudas 
contraídas  en  el  comercio,  cuyo  pago  no  se 
haya  hecho  ó  suspendido,  sin  perjuicio  de 
acumularse  á  él  las  deudas  que  en  dicho 
concepto  tenga  ta  quiebra. 

Visto  el  irt.  1.199  del  citado  Código,  en 
qMe  se  establece  que  la  jurisdicción  de  los 
tribunales  de  comercio  es  privativa  para  to- 
da contestación  sobre  obligacjones  y  dere- 
chos procedente»  de.  las  negociaciones,  con- 
tratos y  operaciones  mercanliles  que  van 
comprendidas  en  sus  disposiciones,  tenien- 
do los  caracteres  determinados  en  ellas  para 
que  sean  caUticados  de  actos  de  comercio: 

Considerando  que  si  el  Crédito  Castellano 
no  dió  los  partes  duplicados  de  q^ue  trata 
el  art.  17  de  la  circular  de  26  de  junio  de 
1856  de  haber  cesado  en  la  gestión  de  los 
negocios  á  que  se  dedicaba,  los  anuncios  de 
declaración  de  quiebra  publicados  en  la  Ga- 
ceta y  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia 
de  Valladolid  de  23  de  agosto  del  año  últi- 
mo pueden  surtir  los  mismos  efectos  que  las 
expresadas  notas,  toda  vez  que  la  Admi- 
nistración en  visla  de  ello  no  podía  alegar 
ignorancia  de  este  hecho: 

Considerando  que  siendo  prorateables  las 
cuotas  de  la  contribución  industrial  por  el 
tiempo  que  se  ejerza  la  industria;  y  habien 
do  cesado  el  Crédito  Castellano  «h;  hecho  y 
de  derecho  el  dia  en  que  fué  declarado  en 
quiebra,  hasta  entonces,  esto  es,  hasta  el  23 
de  agosto  solamente  viene  obligado  al  pago: 

Considerando  que  la  Administración  li:i 
tenido  siempre  una  via  de  apremio  especUI 
y  gubernativa  para  hac^r  efectivos  los  im- 
puestos, como  lo  demuestran  la  séiie  dedi^' 
posiciones  eilauas  que  alcanzan  al  13  de  oc- 
tubre de  ITiy,  en  que  se  dictó  la  ordenanza 
de  corregidores: 

Considerando  que  por  ello  no  puede  per- 
mitirse que  los  tribunales  |)onf,'an  estorbos  á 
la  acción  administrativa  con  la  provocación 
de  competencias,  porque  enUmc^-s  esa  mis- 
ma acción  seria  ineficaz  c  insuUciente  para 
llenar  los  altos  objetos  que  están  a  su  cuida, 
do,  pues  todos  estos  ex¡í?en  la  pronla  y 
oportuna  aplicación  de  medios  eticaces: 

Considerando  que  este  principio  de  inme- 
diata aplicación  á  todos  los  ramos  adinini«5- 
Iralivos  obra  mas  do  lleno  en  inr^leria  <íe 
contribuciones,  y  se  halla  exi)iiciUuucíiile 
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consignado  en  la»  Ra.  Ords.  citudaH  de  2  de  (es  de  JiHticia  anle  los  tribunales  compelen- 
agosto  de  1819  y  27  de  mayo  de  1836,  y  les: 

con  especialidad  esta  última,  que  para  ven*  |  Considerando  que  no  habiéndose  aun  tn- 
tilar  los  asuntos  de  esta  especie  señala  la  )  terpuesto  tercería  de  dominio  en  el  presente 
via  gubernativa»  excluye  pleitos  y  repele  !  caso  debe  quedar  expedita  la  acción  admi- 
tas competencias:  1  nístrativa  para  que  el  Tesoro  haga  efectivo 
Considerando  que  este  principio  es  tan  I  el  descubierto  por  contribuciones  en  que  eslu 


constante  y  absoluto  que  el  art.  63  del  real 
decreto  de  23  de,  mayo  de  1845  le»  hace  ex- 
tensivo á  los  procedimientos  que  llevan  con- 
sigo medidas  coactivas  contra  las  personas: 


el  Crédito  Castellano: 

Considerando  que  en  este  sentido  se  hati 
resuelto  todas  las  competencias  que  han  pro- 
movido los  Jueces  de  primera  instancia  qut> 


Considerando  que  aun  cuando  no  fueran  r  han  conecido  de  concurso  de  acreedores  eii 


tan  terminantes  en  este  punto  las  dispoficio 
nes  sobre  cobranza  de  los  impuestos,  existe 
el  art.  8.^  de  la  ley  de  20  de  febrero  de 

1850,  que  declara  puramente  adminislrati- 
V08  los  procedimientos  para  la  cobranza  de 
créditos  definitivamente  liquidados  á  favor 
de  ta  Hacienda,  á  los  que  seguramente  per- 
tenecen las  cuotas  de  la  contribución  indus- 
trial desde  el  momento  en  que  se  aprueban 
las  matrículas: 

Considerando  que  los  arts.  1.015  y  1.199 
del  C<>digo  de  comercio  que  cita  la  asesoría 
general  para  opinar  que  en  el  presente  caso 
debe  ta  Hacienda  sujetarse  al  juieio  de  quie* 
bra,  se  refieren  á  que  una  vez  declarado  el 
comerciante  en  este  estado  e|  procedimiento 
á  que  esla  declaración  da  lugar  atrae  ásí  to- 
dos los  demás  procedimientos  judiciales  que 
se  sigan  contra  el  quebrado;  pero  esla  doc- 
trina no  es  en  manera  alguna  aplicable  á  la 
vía  de  apremio  especial  y  gubernativa  que 
todas  las  disposiciones  antes  citadas  conce- 
den á  la  Administración  para  hacer  efectivo 
el  uago  de  las  contribuciones: 

.  Considerando  qne  aun  cuando  así  fuera, 
aunque  el  espirilu  que  presidiera  al  redac- 
tarse los  artículos  del  Códfjgo  de  comercio 
<:itados  fuese  el  que  la  Administración  tuvie- 
ra que  venir  á  formar  parte  de  la  masa  ge- 
neral de  acreedores  en  los  juicios  de  quie- 
bra, imposibilitándola  por  lo  tanto  de  que 
hiciera  uso  de  los  medios  especiales  que  la 
conceden  las  disposiciones  citadas,  estos  ar- 
tículos fueron  modificados  por  el  8.^  de  la 
iey  de  contabilidad,  oue  es  muy  posterior  á 
la  fecha  en  que  se  publicó  el  Código  de  co- 
mercio, y  en  cuya  disposición  legislativa  se 
consigna  el  principio  de  que  debe  suspen- 
derse el  procedimiento  administrativo  cuan- 
do se  interpongan  demandas  de  tercería,  ya 
por  acreedores  de  dominio  que  ninguna  res- 
ponsabilidad tengan  para  con  la  Hacienda 
por  obligación  ó  gestión  propia  ó  trasmitida, 
ya  por  la  mujer  en  reclamación  de  su  dote, 
entregada  y  revestida  de  todas  las  solemni- 
dades prescritas  por  el  derecho  común,  cu- 
yos incidentes  deben  ventilarse  por  trámi- 


que  los  concursados  eran  deudores  á  la 
Hacienda; 

S.  M.,  cbnformándose  con  la  propuesta  de 
esa  Dirección  y  el  dictámen  de  las  Seccio- 
nes de  Hacienda  y  de  Gracia  y  Justicia  del 
Consejo  de  Estado,  se  ha  dignado  declarar: 

1.  *  Que  la  cuota  exigible  al  Crédito  Cas- 
tellano es  la  que  á  prorata  corresponda  bas- 
ta el  día  23  de  agosto  del  año  próximo  pa- 
sado en  que  fué  declarado  en  quiebra. 

2.  *  Que  la  Administración  pública  está 
legalmente  facultada  para  exigir  por  los 
medios  y  trámites  establecidoN  en  las  ins- 
trucciones vigentes  la  indicada  cuota,  sin 
que  pueda  paralizarse  su  acción  mientras 
por  persona  legítima  no  se  interponga  algu- 
na reclamación  de  tercería  de  dominio»  cuya 
cuestión  deberá  ventilarse  ante  los  tribuna- 
les competentes. 

Y  3.^  Que  esta  resolupion  sirva  de  regla 
general  y  se  aplique  á  cualquiera  otra  so- 
ciedad ó  particular  contra  quien  se  proceda 
como  deudor  por  contribuciones,  y  sea  de- 
clarado en  estado  de  quiebra  ó  de  concurso. 
De  real  orden  etc.  Madrid  3  de  abril  de  1866.» 
— Alonso  Martínez.  (Gao.  13  abril.) 

88.  liAaUNAB.— B.  O.  de  20  de  mano, 
denegando  la  admlBion  de  demanda  conten- 
ciosa contra  dos  reales  órdenes  que  autorisa- 
ron  para  el  «desagtte  y  saneamiento  de  terre« 
nos  pantanosos  de  aprovechamiento  oomun,» 

(Fon.)  oEn  vista  de  la  demanda  presen- 
tada contra  las  Rs.  Ords.  de  14  d^  julio  y 
20  de  noviembre  del  año  último  ^  por  la  pri- 
mera de  las  cuales  se  autoriza  a  doña  Rosa 
Amat  y  Rodríguez  para  el  desagüe  y  sanea- 
miento de  terrenos  -pantanosos  del  término 
de  Albalai  de  la  Rivera,  en  la  provincia  de  ^ 
Valencia,  la  sección. de  lo  contencioso  del 
Consejo  de  £stado  ha  informado  lo  si- 
guiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  sección  de  lo  contencio* 
so  de  este  Consejo  ha  examinado  la  deman*- 
da  de  que  se  acompaña  copia,  presentada 
en  el  mismo  el  día  19  de  enero  último  por  el 
licenciado  D.  José  Cristóbal  Sorni^  en  nom* 
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bre  del  Ayuntamiento  de  Albaíat  de  Pardi- 
nés .  provincia  de  Valencia ,  contra  las  rea* 
1m  órdenes  expedidas  por  ese  Ministerio  en 
14  de  julio  y  20  de  noviembre  del  año  pi-ó- 
xímo  anterior,  comunicadas  respectivamen- 
te á  la  expresada  municipalidad  en  24  y  30 
de  los  propios  meses  de  julio  y  noviembre, 
sobre  la  concesión  otorgada  á  doiía  Rosa 
Amat  para  el  desa^^üe  y  saneamiento  de 
unos  terrenos  situados  en  el  término  del 
mencionado  pueblo. 

Resulla  de  los  antecedentes  que  adjuntos 
se  devuelven: 

Que  D.  Cárlos  Manzano ,  vecino  de  Ta- 
bemeji- Blanquea,  en  la  citada  provincia, 
reeun¡6  al  Gobernador  de  la  misma  en  4  de 
julio  de  1862  en  solicitud  de  aulorizacton 
para  desecar  unos  terrenos  pantanosos  que 
existían  en  la  partida  de  Cbovades,  término 
deí  pueblo  de  Albaiat  de  la  Rivera,  llamado 
también  de  Pard i nés ,  que  se  denominaban 
Cercado  de  la  Villa;  y  de  que,  saneados 
qoe  fuesen ,  se  declarase  en  su  favor  la  pro- 
piedad de  los  mismos ,  asf  como  la  de  varios 
maniantales  que  también  existían  en  los  re- 
feridos terrenos: 

Que  tnsiruido  en  su  virtud  el  oportuno 
expediente ,  y  anunciado  al  público  el  pro- 
yecto, se  opuso  el  Ayuntamiento  y  mayo- 
res contribuyen  les  de  Alliolatj  fundándose 
en  que  el  terreno  era  de  aprovechamiento 
eorouQ  de  sus  vecinos,  y  sus  pastos  necei^a- 
ríos  para  sus  ganados  en  las  temporadas 
lluviosas,  haciendo  mención  al  propio  tiempo 
del  amparo  que  en  1857  hablan  obtenido  del 
Gobernador  de  la  provincia,  que  dejó  sin 
efecfo  una  concesión  hecha  en  los  mismos 
terrenos  por  la  Bailía  del  Real  patrimonio, 
en  la  creencia  deque  tenia  en  ellos  dominio. 

También  se  opusieron  en  la  parte  relativa 
al  aprovechamiento  de  aguas  algunos  de  los 
regantes,  quienes  manifestaron  que,  si  bien 
no  tenían  iHuio  que  acreditase  su  derecho 
al  riego ,  veniati  de  inmemorial  utilizando 
las  aguas  que  nacían  en  los  terrenos  indi- 
cados. 

El  Ingeniero  jefe  de  la  provincia ,  en  vista 
del  expediente,  ¿rtyó  que  podia  hacerse  la 
eonee8Í(*n  de  los  terrenos  que  se  quiera  de- 
secar ,  pero  no  la  de  las  aguas;  y  la  sección 
de  agricultura  opinó  por  la  concesión  com- 
pila,  dictámen  que  siguió  también  el  Con- 
sejo provincial,  aunque  deseando  que  el  pe- 
ticionario pagase  una  cantidad  al  pueblo  ,  y 
que  se  hicieran  los  aforos  necesarios  para 
r*^crvar  á  los  regantes  el  caudal  de  aguas 
que  á  la  sazón  aprov<*chaban. 

Practicadas  estas  operaciones,  remitió  el 
Gobernador  ei  expediente  a  la  su|>erioridad, 


informando  favorablemente  á  la  concesión 
del^proyecto,  á  condición  de  que  el  conce- 
sionario dejase  percibir  cierta  cantidad  de 

I  agua  que  utilizaban  ios  referidos  regantes; 

'  y  después  de  oir  el  dictámen  de  la  sección 
cuarta  de  la  junta  consultiva  de  caminos, 

I  canales  y  puertos,  se  dictó  R.  O.  en  14  de 
julio  de  1865,  por  la  cual,  de  conformidad 

,  con  lo  propuesto  por  la  Dirección  general 
de  obras  públicas  y  de  la  citada  sección,  se 
autorizó  a  doña  Rosa  Amat  y  Rodríguez, 
por  la  que  habla  gestionado  D.  Cárlos  Man- 
zano, para  que,  salvo  el  derecho  de  propie- 
dad y  sin  perjuicio  de  tercero  ,  ejecute  las 
obras  de  desagüe  y  saneamiento  de  los  ter- 
renos ,  cediendo  á  la  misma  Amat  la  propie- 
dad de  los  corr^pond lentes  al  Estado  ó  del 
comuD  que  estuviesen  ocupados  por  las 
aguasal  tiempo  de  principiar  las  obras,  y 
limitando  el  aprovechamiento  al  agua  que 
resultase  sobrante,  deducida  la  cantidad  que 
se  exlaba  utilizando  por  los  expresados  re- 
gantes del  molino  y  de  la  Tancada. 

Comunicada  al  Ayuntamiento  de  Albaiat 
la  precedente  R.  O  en  24  del  expresado 
mes  de  julio,  recurrió  nuevamente  en  soli- 
citud de  que  se  dejara  la  misma  sin  efecto, 
recayendo  en  su  virtud  otra  R.  O.  de  20  de 
noviembre  siguiente ,  por  la  cual ,  de  con  - 
formidad  con  lo  propuesto  por  el  referido 
centro' direcli vo ,  fué  desestimada  la  nueva 
instancia  de  la  municipalidad ,  la  que  recur- 
re actualmeule  á  la  ,via  contenciosa  contra 
las  dos  reales  resoluciones  í^xpuestas: 

Visto  el  arl.  26  del  R.  D.  de  29  de  abril 
de  1860  sobre  aprovechamiento  de  aeuas: 

Visto  el  arl.  5$  de  la  ley  orgánica  del 
Consejo  de  Estado  de  17  de  agosto  de  1860, 
en  que  se  permite  reclamar  en  la  via  eon- 
tencioso-administraliva  ante  el  mismo  Con- 
sejo al  que  se  sintiese  agraviado  en  sus  de- 

«rechos  por  alguna  resolución  del  Gobierno  ó 
de  las  Direcciones  generales  que  cause  es- 
tado: 

Considerando  que  pira  el  desarrollo  y 
prosperidad  de  la  agricultura,  y  por  otras 
razones  de  utilidad  y  conveniencia  pública, 
está  la  Administración  en  el  caso  de  coope- 
rar eficazmente  á  la  realización  de  todo  es- 
tudio que  tenga  por  objetó  la  desecación  de 
las  lagunas  y  el  saneamiento  de  tierras  pan- 
tanosas ,  habiéndose  dispuesto  á  este  fin  por 
el  citado  arl.  26  que  autorizado  que  sea  el 
proyecto  se  entienden  cedidos  al  concesio- 
nario los  terrenos  del  Estado  ó  del  común 
que  resulten  defecados  ó  saneados: 

Considerando  que  en  la  aplicación  que  de 
la  expresada  disposición  hacen  las  reales 
órdenes  reclamadas  por  el  Ayuuiamiento  de 
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Albalal  no  pnpde  H  municipio  invocar  le- 
sión de  derecho  sohrc  terrenos  comunes, 
porque  eslos  7  lo»  del  Estado  son  precisa- 
mente los  á  que  se  refiere  el  citado  real  de- 
creto; y  de  admitirse  el  presente  recurso  en 
la  vía  contenciosa,  la  impugnación  que  se 
hiciese,  mas  bien  que  contra  las  referidas 
reales  órdenes,  vendría  á  recaer  contra  la 
disposición  aplicada  por  las  mismas,  que  es 
de  todo  punto  incontrovertible. 

Considerando  que  las  salvedades  que  ha- 
ce la  real  órden  de  concesión  á  favor  de  do- 
ña Rosa  Amat  permiten  al  expresado  Ayunta- 
miento el  ejercicio  de  las  accl<mes  civiles  que 
en  concepto  de  propietario  de  los  terrenos 
pudieran  corresponderle  ,  así  como  la  facul- 
tad de  acudir  al  medio  de  ta  expropiación 
por  causa  de  utilidad  pública  si  procediese; 

La  sección  opina  que  no  puede  admitirse 
la  demanda  de  que  se  trata.» 

Y  habiéndose  dig^nado  la  Reina  (Q.  D.  G.) 
resolver  de  acuerdo  con  el  preinserto  dicta- 
men ,  lo  comunico  de  órden  de  S.  M  á 
V.  í.  para  su  conocimiento  y  efectos  consi- 
guientes. Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. 
Madrid  26  de  marzo  de  1866.— Vega  de 
Armijo.))  (Gac.  14  abril.) 

89.  PORTAZGOS, PONTAZGOS  Y  BAR- 
CAGES.— B.  O.  de  9  de  abril.  A  la  Adminis- 
tración activa  corresponde  diotar  medidas 
quo  satisfagan  netesidades  públioas,  7  no 
son  susoepiibles  de  demanda  contenoiosa, 
pudiendo  intentarse  por  quien  se  considere 
agra-viado  la  reclamación  de  perjuicios  en  la 
forma  que  se  dice. 

(FoM.)  (frEn  vista  de  la  demanda  presen- 
tada contra  la  R.  O.  de  9  de  octubre  último 
mandando  establecer  una  barca  en  la  ría  de 
Trelo,  provincia  de  Santander,  la  sección  de 
lo  contencioso  del  Consejo  de  Estado  ha  in- 
formado lo  siguiente: 

,  «Esta  sección  ha  examinado  la  demanda 
<)e  que  se  acompaña  copia,  presentada  en  la 
S'  cretaría  general  del  Consejo  en  13  de  no- 
viembre último  por  el  licenciada  D.  Nicolás 
(3andalija,  en  nombr«  del  Duque  de  Noble- 
jas,  pidiendo  que  con  revocación  de  la  r^al 
órden  de  9  de  octubre  inmediato  anterior, 
expedida  por  el  M misterio  del  digno  cargo 
de  V.  E. ,  que  dispuso  el  establecimiento  de 
una  barca  para  el  paso  de  la  ria  de  Treto  en 
)a  carretera  de  segundo  orden  de  Solares  á 
Onlon,  provincia  de  Santander,  se  ampare 
y  mantenga  al  Duque  de  Nobiejas  en  el  do- 
ii^inio  y  p«8C8Íüu  del  pasaje  y  barca  de  la 
exprcfitida  ria,  como  se  acordó  en  R.  O.  de 
25  de  ootubre  de  1860  y  en  sentencia  ejecu- 
toria d«3  1747,  iin  permitir  construcción  de 
•Ira  barca  m  derechos  de  pasaje;  y  aceptan- 


do la  oferta  que  li^nc  hecha  de  prestar  el 
servicio  en  la  referida  carretera ,  se  fijeih  los 
diseños  para  los  buques  que  prometió  con«« 
truir  en  el  punto  de  su  establecimiento,  y  se 
señalen  los  derechos  que  han  de  cobrarse 
por  reforma  del  arancel,  como  viene  preten- 
diendo desde  1862;  y  cuando  no  hubiese  lu» 
gar  á  lo  expuesto,  que  se  le  indemnice  en 
los  términos  y  con  las  formalidades  preve- 
nidas-en  la  ley  de  17  de  julio  de  1836  de  los 
perjuicios  que  ha  sufrido  y  se  le  originen  y 
del  preció  correspondiente  á  la  indicada  pro- 
piedad en  justa  tasación. 

Resulta  do  los  antecedentes  que  adjuntos 
se  devuelven: 

Que  instruido  expediente  con  motivo  de 
la  construcción  de  una  barca  para  el  |iaso 
de  la  ria  de  Santoñaen  Treto,  carretera  de 
Solares  á  Onton,  y  oídos  los  informes  con- 
venientes, se  dispuso  en  la  real  órden  im- 
pugnada por  la  demanda  de  que  se  trata, 
de  conformidad  con  lo  propuesto  por  la  jun- 
ta consultiva  de  caminos ,  canales  y  puertos, 
el  establecimiento  de  la  indicada  barca  ,  que 
llevará  el  nombre  de  Treto ,  y  empezaría  á 
prestar  servicio  desde  luego  ,  recaudándose 
en  ella  los  derechos  de  pasaje  por  el  arancel 
aprobado  al  efecto,  y  determinándose  además 
el  personal  necesario  para  el  servicio  de  la 
misma; 

Que  antes  de  recaer  la  meneionad&  real 
órden,  y  en  vista  de  los  perjuicios  queso 
irrogarían  con  el  establecimiento  y  servicio 
por  cuenta  del  Estado  de  la  barca  en  cues- 
tión al  barcaje  que  en  el  mismo  sitio  poseía 
el  Duque  de  Nobiejas,  promovió  este  un  ex- 
pediente de  indemnización  ,  sin  que  á  la  fo- 
cha en  que  enlabió  la  presente  demanda  so 
haya  dictado  por  ese  Ministerio  resolución 
alguna  sobre  el  particular: 

La  sección  ,  en  virtud  de  los  antecedentes 
relacionados: 

Considerando  que  á  la  Administración 
activa  corresponde  dictar  todas  aquellas  me- 
didas, que  como  la  del  establecimiento  por 
cuenta  del  Estado  de  la  barca  de  que  se  trata 
vengan  á  satisfacer  una  necesidad  pública  ; 
sin  que  tales  medidas  tomadas  por  razones 
de  conveniencia  general ,  y  en  uso  de  faculta- 
des discrecionales ,  sean  susceptibles  de  re- 
visión  contenciosa: 

Con $íd<> raudo  que  si  por  efecto  de  senne- 
jante  providencia  resultasen  lastimados  los 
intereses  del  Duque  de  Nobiejas  ,  no  puede 
aspirará  que  bubordinándose  á  ellos  los  del 
público,  cuya  custodia  y  desenvolvimiento 
está  encomendada  á  la  Administración  acti- 
va ,  se  modiíique  lo  r«suelto  por  esta  en  ejer- 
cicio de  atribuciones  puramente  de  gobierno, 
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fine  qae  evando  in¿$  l€fKlriii<lorecUo  á  «er 
hideiiiDÍzado: 

Considerando  Que  hasta  ahora  no  se  ha 
preparado  y  decíaido  convenienlemcnle  en 
ia  esfera  gubernativa  tal  reclamación  de 
perjuicios  ,  y  por  \o  mismo  no  puede  abrirse 
bobre  el  partit^uiar  proeedimíenlo  alguno 
coolencioto,  corno  se  intenta  en  (a  prestnte 
demanda. 

La  afección  es  de  parecer  que  no  procede 
en  el  esUdo  actual  del  expediente  el  recurso 
de  la  vía  contenciosa  en  la  demanda  de  que 
se  trata.» 

Y  habiendo  resuelto  S.  M.  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  de  acuerdo  con  el  preinserto 
dictámen  ,  de  real  órden  lo  partksipo  á  V.  1. 
para  su  inteligeneio  y  efectos  consiguientes. 
Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid 
y  de  abril  ó*^  1866.— Vega  de  Armijo. 
[Gac,  ib  de  a6rti.) 

JIBISPRDDBXCU  ClflL. 


■  cjuagaga  d«  eMaeton,  uUtfjUI  é  lar* 

BOKAGIONES.  En  pláto  sobre  nu- 
lidad de  donación  no  pueden  alegarse  co- 
mo infringidas  las  leyes  27  y  2f5  de  la 
PartidaZ  *,  ni  ia7.',  15,  Partida  5.% 
contra  la  apreciación  de  lá  Sala  de  que 
fué  maUciosa.  Tampoco  puede  aleúarse 
ia  infracción  de  la  ley  1.*,  til.  I."*,  lio.  40 
de  la  Nov.  Recop.  si  no  se  justifica  que 
kubo  contrata. 

SdtfMCta  de  26  de  CMfO  de  1866. 

Declara  el  Tribuoal  Supremo  do  haber 
lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  doña  Plácida  y  dona  Damiaoa  Her- 
naez  contra  un  fallo  de  la  Audiencia  de 
Búrgos,  dictado  en  pleito  promovido  por 
D.  Bamon  Pérez  y  otros  sobre  nulidad  de 
La  donación  de  sus  bienes  que  hizo  D.  Ro- 
que Araaez  eo  perjuicio  de  sus  acreedores, 
y  que  cuodeoara  á  los  donatarios  á  dejar 
libres  los  bienes  donados  para  que  se  rea- 
lizara en  ellos  el  embargo  qne  estaba  de* 
cretado  contra  dicho  I>.  Roque.  Las  de- 
mandadas excepcionaron  que  la  donación 
00  era  tal  en  rigor  sino  en  realidad  una 


resiitucioa  de  los  bienes  que  no  pertenc- 
!  cian  al  donante  y  sí  á  los  padres  de  aque- 
i  Has,  en  cuyo  nombre  los  adquirió  por 
!  C04npra;  y  alegaron  al  interponer  el  recur- 
i  so  la  infracción  de  varias  leves  v  entre 
!  ellas  de  fa  27  v  28,  Partida  3.*,  7>,  títu- 
lo 18,  Partida  S.\  y  i .\  lít.  ^.^  lib.  40  de 
la  Nov.  Rccop.  Eflribunal  Supremo  por 
su  sentencia  de  26  de  enero  de  1866  no 
estima  el  recurso: 

((Consid<»rando  que  las  leyes  27  y  28,  ti- 
tulo 2.**,  Partida  3.*,  alegadas  en  el  recurso, 
referentes  la  una  á  delinir  la  propiedad,  la 
posesión,  qué  diferencia  hay  entre  ellos  y  có- 
mo se  deben  pedir,  y  la  otra  á  que  el  tenedor 
de  bienes ,  aunque  no  tenga  titulo,  si  alguno 
se  los  demandase  y  no  probase  que  le  per- 
tenecía su.  dominio,  siempre  conserva  su  te- 
nencia, no  tienen  aplicación  alguna  en  el 
presente  caso;  porque  no  se  trata  de  accio- 
nes que  debieran  deducirse,  y  fundándose 
los  deaiandados  para  la  tenencia  de  los  bie- 
nes en  el  título  de  donación ,  cabalmente  ha 
versado  este  litigio  acerca  de  la  validei  ó  nu- 
lidad de  esta,  y  deoídidose  por  sentencia  dic- 
tada en  juieio  competente: 

Considei'ando  que  la  cuestión  litigiosa  en 
este  pleito  jío  concreta  á  si  es  válida  ó  nula 
la  donación  hecha  á  los  demandados,  que 
también  excepcionaron,  fundándose  en  la  es- 
critura de  7  de  junio  de  185S,  haber  sido  una 
restitución;  y  que  la  Sala  sentenciadora  en 
vista  de  la  prueba  testifícai  y  demás  datos 
consignados  en  los  autos,  kl  apreciarla,  lo  ha 
verificado  igualmente  de  los  hechos  de  ha- 
berse otorgado  la  escritura  de  donación  en 
fraude  de  acreedores  legítimos,  y  de  no  ha- 
ber jusliñeado  las  demandadas  que  los  bienes 
litigiosos  pertenecían  á  sus  padres  y  que  por 
tanto  careciendo  aquellas  de  títulos  legíti- 
mos, los  citados  bienes  quedaron  en  el  estad* 
que  tenían  antes  de  la  donación  y  propíos  del 
deudor,  sin  que  por  consiguiente  haya  sido 
infringida  por  la  ejecutoría  la  ley  7.* ,  lítuJo 
15,  Partida  6.^,  invocada  por  las  recurrentes: 

Considerando  que  es  del  todo  impertinente 
la  cila  de  la  ley  l.\  lít.  l.^  lib.  10  de  la  No- 
vísima Recopilación,  porque  ningún  pacto  ni 
contrato  resulta  que  mediase  entre  los  cau- 
santes de  las  demandadas  y  su  tío,  y  mucho 
menos  que  por  falla  de  fórmulas,  á  que  se 
refiere  la  expresada  ley ,  dejasen  de  tener 
efecto.»  (6ac.  31  enero.) 

VINOüIiACIONBS.  En  la  sucesión 
de  mayorazgos,  la  ley  suprema  era  la  vo- 
luntad del  íundadoi\—No  puede  ser  re- 
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presentado  el  que  no  tiene  Uamamiento 
ó  sea  el  que  viviendo  al  tiempo  delava^ 
cante  carecía  de  derecho  para  suceder. 

BENXmtílA  DE  DERECHOS.  To- 
da renuncia  supone  derecho  en  d  que  la 
bace^  y  careciendo  de  él  no  produce 
efecto. 

POaEEDOB  DE  BUENA  FE.  Ha- 
ce suyos  los  frutos  de  la  cosa  aue  ha  po- 
seído hasta  la  contestación  de  ta  deman- 
da aunque  se  le  obligue  á  restituir  por 
sentencia. 

Smtmia  de  26  de  mre  de  1866. 

El  Tribanal  SupreiAo  declara  do  haber 
lugar  en  parle  y  en  parle  sí  al  recurso 
de  casación  contra  un  fallo  de  la  Sala  se- 
gunda  de  la  Audiencia  de  Cáceres ,  dicta- 
do en  pleito  sobre  propiedad  y  posesión 
de  la  mitad  reservable  de  un  vinculo  irre- 
gular, promovido  por  D.  Diego  Vara  como 
marido  de  doña  Manuela  Yaca,  hija  de 
D.  Mateo  Vaca  y  Barco,  y  nieta  de  doña 
Teresa  Barco,  contra  el  Marqués  de  Villa- 

Íianés  como  representante  de  dona  María 
e  la  Concepción  Exlrada,  su  hija,  en  I 
quien  renunció  sn  madre  dona  María  del 
Carmen  Vaca  en  4862  ios  derechos  que 
tuviera  ó  pudiera  tener  k  la  mitad  del  in« 
dicado  vínculo  de  que  estaba  en  posesión 
desde  el  10  de  octubre  de  1854,  por 
muerte  en  1883  de  su  ültima  poseedora 
doña  María  Antonia  del  Barco. 

Estimada  la  demanda  por  el  fallo  indi- 
cado ,  confirmatorio  del  de  primera  ins- 
tancia entendiéndose  condenado  al  Mar- 
qués de  Viiiapaoés  en  la  indicada  repre- 
sentación ,  á  la  devolución  de  los  bienes 
demandados  con  los  frutos  y  rentas  pro- 
ducidos ó  debidos  producir  desde  la  va- 
cante, interpuso  aquel  recurso  de  casa- 
ción, citando  como  infringidas: 
La  fundación. 

La  Iey2.\iiu  15,  Partida  2.* 
La  ley  5.Mít.  17,  lib.  10  déla 
Recop. 

La  doctrina  admitida  por  la  juris- 
prudencia de  los  tribunales,  en  cuya 
virtud  todo  mayorazgo  ha  de  reputarse 
regular  y  regirse  por  las  reglas  suceso- 
liud  do  eslos ,  en  todo  aquello  que  uo  es-  ¡ 


1.  " 

2.  ^ 

Nov. 
4.^ 


tuviese  diversamente  ortoiado  por  d 
fundador. 

5.  **  La  doctrina  por  la  cual  en  esta 
clase  de  sucesiones,  y  á  menos  qué  el 
fundador  nó  lo  prohiba,  ha  de  atenderse 
ante  todo  á  ta  linea  para  bMscar  dentro 
de  la  preferente  a  la  persona  llamada  á 
suceder. 

6.  '  La  que  declara  tal  carách  r  de 
preferencia  á  la  línea  del  primogéiui^i. 

7.  *»  La  ley  32 .  líl.  28 ,  Partida  5.* ,  v 
la  doctrina  conslanle  según  la  que  se  ex*- 
lima  poseedor  de  buena  fé  el  que  loes 
judicialmente,  á  menos  de  constar  de  un 
modo  evidente  lo  contrarío. 

8.  ^  Los  arts.  68  y  844  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 

Y  9.*»  Las  leyes  13  y  16,  til.  22  de 
la  Partida  3.* 

T  el  Tribunal  Supremo  dicta  su  fallo  en 
los  términos  siguientes: 

«Considerando  que  en  la  sucesión  de  los 
mayorazgos  la  ley  suprema  era  la  voluntad 
dét  fundador,  ouy«0  disposleiones,  m&ttéé 
lictlas  y  posibles,  debían  ser  cumplidas  reli- 
giosamenle ,  por  mas  que  se  desvifisen  del 
orden  eslablecido  por  las  leyes  del  reino  pa- 
ra la  sucesión  de  la  Corona: 

Considerando  que  el  Tundado  por  doña 
María  dtf  Vega  y  Arce,  en  su  teslamenlo 
de  5  de  agosto  de  1623  ,  fué  un  mayorazgo 
irregular  ,  puesto  que  á  su  obtención  llamó 
siempre  á  las  hembras  con  exolusion  de  los 
varones;  de  aquellas  en  igualdad  de  grado 
á  la  de  menor  edad;  prohibiendo  además  se 
juntase  con  otro  vinculo  ó  mayorazgo  ,  por 
ser  su  objeto  «remediar  con  M  que  fundalia 
á  una  hiia.» 

Considerando  que  al  tenor  de  estas  condi- 
ciones es  indudable  que  á  la  muerle  de  doña 
María  Antonia  del  Barco,  úiUma  ^seedora, 
ocurrida  en  1853  en  estado  de  soliera^  debe- 
rla haber  sucedido,  si  viviera,  en  ta  mitad 
reservable  su  hermana  doña  Teresa  del  Bar- 
co; y  que  á  esta  no  podían  representarla 
constituyendo  cabeza  de  linea  sus  hijos  don 
José  y  D.  Maleo  Vaca  y  Barco,  para  ser 
representados  á  su  vez  por  sus  respectivas 
hijas  doña  Carmen  y  doña  Manuela  Vaca, 
porque  estando  excluidos  los  varones  de  la 
sucesión  del  vínculo ,  no  puede  ser  represen- 
lado  el  que  no  tiene  liamamienlo, ó  lo  que 
es  lo  mismo,  aquel  que  viviendo  al  tiempo 
de  la  vacante  carecía  de  derecho  para  su- 
ceder: 

Considerando  que  la  renuncia  hecha  por 
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doña  Cármen  Vtea  en  favor  de  su  hij«  doña 
Haría  de  la  Cone^elon  Bsirada  y  Vaca  en 
30  de  octubre  de  1862,  ó  sea  después  de 
presentada  U  demanda  de  reiyindieaeioii, 
de  la  mitad  reservaUe  del  víaculo^  no  pue- 
de producir  efecto  alguno  legal ,  por  supo- 
ner toda  renuncia  derecho  en  el  renunciante, 
requisito  de  qoe  carecía  la  doña  CArmen, 
por  oías  que  judícialmenle  y  sin  perjuicio  de 
lereero  de  mejor  derecho  hubiera  sido  pues- 
ta en  posesión  de  eila: 

Conftidf^rando ,  por  lo  expuesto,  que  doña 
Mannela  Vaca  por  so  propio  derecho  y  por 
reunir  la  circunstancia  de  menor  edad  ex igi^ 
da  por  la  fundadora,  es  la  que  representan-* 
do  á  su  abuela  doña  Teresa  Vaca  ha  debido 
suceder  en  la  mitad  reservable  del  vinculo 
en  cuestión »  no  habiendo  por  tanto  infringi- 
do la  «ejecutoría  que  asi  lo  dedara  la  ley  de 
ta  fandaeion: 

Considerando  que  tanto  la  ley  2.*,  tít.  15, 
Partida  2.*  que  establece  la  sucesión  reirular 
de  la  Corona,  como  la  5.\  til.  17,  lib.  f  O  de 
la  Nov.  Recop.  que  determina  el  modo  de 
saceder  en  los  mayorazgos  los  ascendientes 
o  trasversales  del  poseedor,  no  son  aplica* 
bies  á  la  cuestión  presente ,  porque  sus  dts- 
posictonea  solo  tienen  lugar  cuando  los  fun* 
dadores  no  han  establecido  reglas  ó  llama- 
■líeokos  especiales ,  y  por  tanto  los  vínculos 
san  de  los  llamados  regulares,  circunstancia 
qae  no  se  verítica  en  el  caso  de  estos  autos, 
y  racen  por  ta  que  no  han  sido  infringidas 
las  citadas  leyes: 

CcMisiderando  que  tampoco  lo  han  sido  las 
doctrinas  enumeradas  en  eoai*to ,  quinto  y 
«exto  lugar  en  el  recurso,  tratándose  de  un 
iwyorasgode  triple  irregularidad,  y  enun- 
óéndose  vagamente,  sin  concretarlas  y 
aplicarías  á  la  cuestión  titigiosa  para  poder 
eanooer  en  lo  que  consista  la  infracción: 

T  considerando ,  en  cuanto  á  fos  frutos, 
qoe  la  ejecutoría  de  10  de  febrero  de  1865 
qae  condena  al  Marqués  de  Villapanés ,  en 
b  representación  con  que  litiga ,  a  la  resti- 
taeion  de  los  producidos  ó  debidos  producir 
por  loa  bienes  demandados  desde  que  se 
cansó  la  óitima  vacante ;  infrínge  la  ley  39, 
tíL  28,  Partida  3.* ,  toda  vez  que  la  acción 
dedockla  en  estos  antos  ha  stdo  la  reivindi- 
catoría,  para  obtener  unos  bienes  declara^ 
dos  ya  libres  por  la  ley  ,  y  que  la  parte  de- 
mandada poseia  en  virtud  de  decreto  judi- 
cial; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declara- 
BIOS  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  Marqnés  de  Villapanés  á 
sombre  de  su  hija  doña  María  de  la  Goncep* 
ckm  Estrada  y  Vaea ,  en  la  parte  en  que  se 


dec'ara  por  la  ejecutoria  de  10  de  fébrero  de 
18()5,  que  la  mitad  reservable  de  los  bienes 
i  de  la  dotación  del  vínculo  denominado  de 
Gallopito,  que  interinamente  y  sin  perjuicio 
de  tercero  nosee  á  virtud  de  la  que  le  fué 
dada  á  nombre  de  su  espesa ,  corresponden 
en  propiedad  y  posesión  á  doña  Manuela 
Vaca;  y  que  ha  lugar  al  recurso  en  cuanto 
se  le  condena  á  la  devolución  de  frutos  y 
rentas  desde  que  se  causó  la  última  vacante, 
en  cuyo  extremo  casamos  y  anulamos  la  ci- 
tada ejecutoria.  Así  por  esta  nuestra  senten- 
cia etc.  (Gae,  i.*  febrero.) 

8BNTSK CIA.  Conformidad  de  esta 
con  la$  pretensiones  de  las  partes. 

SHFIT£USIS«  Cuando  haya  duda 
sobre  si  un  contrato  es  enfitéusis  ó  arren^ 
damiento  debe  resolverse  en  el  sentido 
de  arrendamiento  como  contrato  mas  co- 
mún y  ordinario. 

iakmk  de  39  de  CMro  de  i866. 

Declara  el  Tribunal  Stipremo  do  haber 
In^ar  al  recurso  de  casación  interpuesto 

6or  doña  Josefa  Foot  de  Codina»  y  su  hjo 
I.  José,  en  pleito  con  D.  Martin  Sanglés 
y  «tros,  sobre  comptimiento  deuo  contra- 
to de  a|>rovecharnieoto  de  agtias.  Funda^ 
roo  el  recurso  doña  Josefa  é  hijo  en  ta  in- 
fracción de  las  leyes  que  citan  los  consi- 
dt^ntodos,  y  el  Tribunal  le  desestimó  por 
su  seotencia  de  29  de  enero: 

aConsiderando  en  orden  á  lo%  fundamen- 
tos alegados  como  primero  y  segundo  moti- 
vos de  casaeioa,  que  si  bien  los  deman- 
dantes solo  pidieron  que  los  Codina  cerraran 
ó  permitieran  que  ellos  cerrasen  las  bocas 
del  rio  á  la  orilla  de  la  acequia  del  molino 
donde  tomaban  el  agua  para  su  fábrica,  tam- 
bién es  cierto  que  los  demandados,  entre  las 
excepciones  de  que  se  valieron  para  impug- 
nar la  demanda,  fué  una  de  ellas  la  de  que 
Domingo  Feiner  concedió  á  Francisco  Pugel 
y  este  traspasó  á  los  Codina  el  uso  de  las 
aguas  por  24  años  según  la  escritura  de  26 
de  octubre  de  IHiO,  que  no  cumplían  hasta 
el  31  de  octubre  de  1864;  de  modo  que  la 
cuestión  litigiosa  versó  también  sobre  este 
extremo,  y  como  quiera  que  la  ejecutoria 
se  pronunció  en  5  de  diciembre  de  1864, 
cuando  ya  estaba  cumi)lido  aquel  plazo,  de- 
terminando que  los  Codinas  debian  cerrar 
las  bocas  del  rio,  no  ha  infringido  la  ley 
16,  tit.  22;  ia  45,  liU  2.'';  la  i4,  Ul.  li 
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de  las  Parlidas  3.^  y  5.\  ni  las  romanas  qae 
se  cilaii  «a  eJ  recurso:  / 

Y  considerando  en  cuanlo  á  los  motivos 
3.°  y  4.°,  que  el  corilralo  celebrado  enlr« 
Dominp:o  Feiuer  y  Francisco  Puget  en  26 
de  octubre  de  1840,  de  donde  derivan  sus 
derechos  respectivos  los  litigantes,  aun  cuan* 
do  ofreciera  dudas  sobre  su  naturaleza  de 
«^iitiléusis^  ó  arrendamiento,  estas  dudas  de- 
Iieriau  resolverse  en  el  sentido  de  arrenda- 
im<*nto  como  contrato  mas  común  y  ordina- 
rio, en  cuyo  concepto  lo  ha  caiitícaUo  lam* 
bien  la  Sala  sentenciadora;  y  por  tanto  la 
ojecutoria  no  ha  infringido  el  contrato  ni 
las  leyey*  y  doctrina  que  se  invocan.»  (É?a- 
ceta  2  febrero  ) 

PRUEBAS.  Cotejo  de  docomdn- 
tos:  Cuando  una  parte  indique  sospechas 
de  falsedad  de  un  documento  que  influya 
en  el  éxito  del  pleito,  y  pida  la  suspen- 
sión de  su  curso  mientras  se  formaliza  el 
juicio  criminal,  no  puede  alegar  la  infraC' 
cion  del  art.  291  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  sino  prueba  haberse  enta- 
hlado  la  acción  criminal. 

SeoteDcia  de  29  de  enero  de  1868. 

Pleito  seguido  eo  el  Juzgado  de  Arenys 
de  Mar  v  eo  la  Audiencia  de  Barcelona 
por  'D.  áalvio  Elias  coa  D.  Francisco  de 
Paula  Aromir  sobre  nulidad  de  una  venta 
por  haber  habido  en  ella  lesión  enormísi- 
ma. Opuesta  por  el  demandado  la  excep* 
cioQ  de  cosa  juzgada,  presentó  para  jus- 
tificarla una  certificación  dada  en  2  de  di- 
ciembre de  1807 ,  porD.  B.  Vidal,  Escri- 
bano de  Cámara  de  la  referida  Audiencia, 
sin  citación  contraria,  en  la  que  se  com- 
prenden dos  sentencias  de  d804  y  1807 
dictadas  sobre  la  misma  cuestión  que  se 
quiso  también  promover  bajo  otra  forma 
y  no  se  dió  lugar  á  ella  por  providencia 
«le  23  de  setiembre  de  4859,  confirmato- 
ría  de  un  auto  de  i 4  de  mayo  del  mismo 
afío.  Seguido  el  pleito  por  sus  trámites 
teniendo  lugar  el  cotejo  de  la  manera 
que  se  dice  en  los  considerandos ,  y  alv 
snelio  en  la  demanda  Aromir,  interpuso 
1 1  demandante  recurso  de  casación  por 
roncopluar  infringidos  el  párrafo  i.**  del 
ari.  28i ,  y  el  291  de  la  ley  de  Eojuicia- 
nucuto  civil,  toda  vez  que  se  daba  efica- 
cia a  la  certificación  de  unas  senleocías 
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no  cotejadas  cen  liis  orjginaleii  y  no  se 
babia  suspendido 'el  curso  del  pivtto  hasta 
que  en  una  caiisá  criminal  s(r  hubii^ra 
averrgua<ló  si  existia  falsedad.  Y  el  Tri- 
bunal  Suprémo' declara' no  haber  lugar  ai 
recurso: 

...  1 
«Consi'ior.'iiido  quft  según  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  primero  del  arl.  2Sl  4e  la  ley  de 
Enjuiciauii^nlp  civil ,  para  que  los  dooumen- 
tos  públicos  y  solemnes  traidos  al  pleito  sin 
cilacton,  sean  ofícacee  en  juicio,  deben  co- 
iejarse  con  sus  originales ,  previa  dicha  oila* 
cion;  y  según  lo  . prevenido  en  el  art.  291  de 
la  misma  ley ,  en  el  caso  de  que  sosteniendo 
una  de  ias  (larles  la  falsedad  de  un  doju* 
menlo  que  pueda  sei-  de  influencia  notoria 
en  el  pleito  enlabiara  la  acción  criminal  eii 
descubrimiento  d«íl  delito  y  de  sa  autor,  de- 
be suspenderse  el  pleito  en  el  estado  en  que 
se  halle  hasta  que  recaiga  ejecutoria  eu  la 
causa  criminal: 

Considerando  queja  certificación  expedí* 
da  por  el  Escribano  de  Cámara  de  la  Au- 
diencia de  Cataluña  D.  Buenaventura  Vidal, 
y  comprensiva  . de  las  sentencias  dictadas 
por  la  misma  Audiencia  en  los  años  de  1804 
y  |S07,  cuya  legitimidad  ha  sido  impugna- 
da» ó  al  menos  puesta  en  duda  por  la  parte 
demandante  y  recurrente,  fué  cotejada  opor<> 
tunamente,  previa  citación  de  la  misma 
parte  ^  con  el  registro  de  sentencias  de  aquel 
superior  tribunal,,  insultando  ser  conforme 
y  auténtica  según  apreciacioa  del  mismo, 
contra  la  cual  no  se  ha  alegado  inrraccion 
de  ley  ni  de  doctrina  legal  alguna: 

Considerando  que  Ja  legitimidad  y  vera- 
cidad de  la  expresada  certificación  se  bailan 
solemnemente  comprobadas  por  la  provi- 
dencia ejecutoria  de  ia  misma  Audiencia  de 
Barcelona  de  23  de  setiembre  de  1859,  con- 
ñrmatoria  de  la  de  14  de  mayo  anterior, 
contra  las  que  nada  se  ha  alegado  por  la 
parte  recurrente,  no  menos  que  por  la  ins- 
pección practicada  por  la  Sala  sentenciado- 
ra de  los  autos  originales  en  que  fueron  dic- 
tadas las  expresadas  sentencias  de  1804  y 
1807: 

Considerando  que  si  bien  la  parte  recur- 
rente mdicó  sos  sospechas  de  que  dichos 
autos  hubiesen  sido  mutilados,  ó  las  referi- 
das sentencias  intercaladas  en  los  reji^iatros 
de  la  Audiencia,  no  formalizó  acusación  al- 
guna sobre  ninguno  de  estos  extremos  ,  ni 
enlabió  la  acción  criminal  correspondiente 
en  descubrimiento  de  tal  delito  y  de  £u 
autor: 

Y  con^'iderando ,  por  tanto,  que  faltan  loa 
supuestos  necesarios  para  atribuir  $  corno  J^u 
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hace  el  recurrente ,  al  faik>  ejeeuiorio  Ja 
fraecion  de  las  expresadas  disposic'toiies  de 
¡a  ley  de  Énjuiciamienlo  c¡víl.)>  (Gac.  4  fe^ 
brero,)  ' 

PBUBBAS.  Contra  la  apreciación 
ftie  ha€e  wi  tribunal  de  las  practicadas 
mil»  pleiio  no  pueden  alegarse  come 
infringidas  la  ley  40,  ííí.  í>,  Partida 
5.\  ni  tos  arts.  224  y  2¿5  en  su  caso  \ 
ie  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  porque 
atas  disposiciones  se  refieren  á  las  for- 
tiaUdades  de  la  demanda,  pero  no  ásu 
calidad  intrínseca.— Fuerza  pHbaloria 
áe  las  partidas  de  bautismo  y  otros 
documentos, 

COSTAS.  Es  nula  la  sentencia  de 
aguada  instancia  revocatoria  de  la  de 
frimera ,  que  impone  las  costas  á  la  par- 
te apelada. 

loteida  de  30  de  eiere  de  1866. 

Declara  el  Tribunal  Supremo  haber  lu- 
gar eo  parte  y  eo  parte  no  al  recurso  de 
tasación  íoterpuesto  por  D.  Márcos  God- 
zalez,  eo  pleito  seguido  eo  ta  Audiencia 
deCáceres  con  D.  Antonio  Salgado  sobre 
propiedad  y  posesión  de  unos  bienes  que 
fufroQ  vioculados ,  contra  el  fallo  de  dicho 
tnboQal  que  apreciando  ios  resultados  del 
pleito  de  que  se  hace  mérito  en  los  consi- 
derandos ,  revocó  el  de  primera  instancia 
^e  había  apelado  el  demandado ,  y  ab- 
»iTio  de  la  demanda  imponiendo  á  la  vez 
i>s  costas  al  demandante.  Este  al  interpo* 
m  eJ  recurso  citó  como  infringidas  la  ley 
40,  üi.  2.**  de  la  Partida  3.*  y  los  ar- 
tkiilo5224  y  2^5  de  ialey  de  Enjuiciamien- 
to dvil ;  el  art.  280  en  sus  casos  3.*^  y  4.® 
y  las  reglas  1.'  y  4.*  del  arl.  281 ,  como 
tgnaimeote  la  jurisprudencia  establecida 
eo  seoteocia  del  Tribunal  Supremo  de  11 
de  setiembre  de  1847;  varias  otras  leyes, 
T  aiciaiamente  la  27,  tit.  23,  Partida 
5/,  y  tet  2.*,  til.  i9.  lib,  XI  de  la  No- 
Tóima  Recopilación.  El  Tribunal  Supre- 
010  declara  como  dejamos  indicado  no 
haber  lugar  en  el  fondo  y  si  eti  cuanto  á 
Ja  imposicioji  de  cosías  al  recurso  de  ca- 
c:oo  eo  los  lénuinos  siguientes: 

«Considerando  que  por  la  apreciación  de 
f^ot-bas  hecha  por  la  Sala  senleiiciadora 
vjzrfce:  primero  ,  que  el  recurrente  Quinla* 
^  babia  cedido  por  escritura  púl>lí<ra  de  14 


de  jufnio  de  1861 ,  á  favor  de  un  l<*rcero  y 
de  un  modo  irrevocable,  lodo»  los  derechos 
que  pudieran  cor  responderle  sobre  el  víoeu- 
lo  y  bienes  que  al  poco  tiempo  demandó 
como  suyos  en  estos  autos:  seg^ondo ,  que 
no  ha  probado  la  existencia  del  vinculo ,  en 
cuya  virtud  dice  tener  tales  derechos  ó  mas 
bien  dominio;  y  tercero,  que  tampoco  ha 
probado  su  entronqui*  con  Beatriz  Morena, 
que  es  la  cabeza  de  línea  de  donde  los  pre- 
tende derivar: 

Considerando  que  sin  d€|^virtuar  todas  es» 
tas  apreciaciones,  no  es  dado  impugnar 
útilmente  la  sentencia  en  la  parle  que  decla- 
ra no  haber  lugar  á  ia  demanda,  poraue 
versando  esla  sobre  dominio,  tan  imposible 
era  declarársele  á  quien  le  hubiese  perdido 
por  una  trasmisión  suya  voluntaria,  como 
al  que  no  acreditase  ja  exislencia  de  la  vin- 
cnlacion  invocada  como  titulo  de  la  adqui- 
sición ,  ó  al  que  no  jusliñcase  el  parentesco 
con  la  cabeza  de  su  pretendida  linea: 

Considerando  que  contra  dichas  aprecia* 
clones  ni  contra  la  enunciada  consecneocia, 
no  tienen  aplicación  alguna  la  ley  de  Partida 
ni  ios  artículos  de  la  de  Enjuiciamiento 
civil  que  se  citan  en  el  primer  fundamento 
del  recurso,  porqge  estas  disposiciones  se 
refieren  á  las  formalidades  de  la  demanda, 
pero  no  á  su  calidad  intrínseca  ó  justicia,  que 
es  lo  contenido  en  la  indicada  consecuencia, 
ó  sea  decisión  principal  de  la  ejecutoria: 

Considerando  que  las  disposiciones  y  doc- 
trina que  en  el  segundo  fundamento  del  re- 
curso se  citan  como  infringidas  por  la  se- 
gunda y  tercera  apreciación  de  las  pruebas, 
no  lo  han  sido  de  modo  alguno ,  pues  aun- 
que los  libros  de  catastros  y  partidas  de  bau- 
tismo tengan  por  dichas  disposiciones  el  ca- 
cáctcr  de  documentos  públicos  y  solemnes, 
esto  no  quiere  decir  que  los  primeros  hagan 
prueba  sobre  materias  ajenas  de  su  instiluto, 
como  la  calidad  vincular  de  lo«  bienes ,  ni 
que  los  segundos  acrediten  los  entronques 
cuando  las  partidas  no  expresan  el  nombre 
de  los  ascendientes,  que  es  lo  ocurrido  en 
el  caso  de  autos ,  caso  capitalmente  diverso 
del  contenido  en  la  sentencia  cuya  doctrina 
se  alega: 

Considerando ,  por  fin  y  respecto  del  5. 
y  úllimo  fundamento  del  recurso,  que  es- 
tando dispuesto  no  solamente  por  la  ley  27, 
lit.  23,  Partida  3.*  ,  sino  por  la  2  ■ ,  tít.  19, 
lib.  11  de  la  Nov.  Recop. ,  que  cuando  v\ 
fallo  de  sf'gunda  instancia  sea  revocatoria 
del  de  primera  nadie  dé  costas  de  dicha 
instancia  á  la  olra  parte,  es  indudable  que 
la  ejecutoria  ha  infringido  dicha  ley  recopi- 
lada al  imponer  á  Quintales  las  costas  de  se- 
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gnnda  insianciá  ^  debiendo  en  este  punto  ser 
estimado  el  recurso  propuesto; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decía-» 
ramos  haber  lugpar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Marcos  Quintales,  en 
cuanto  al  extremo  de  la  ejecutoria  por  el 
cual  se  le  condena  al  pag^o  de  las  costas  de 
la  segunda  instancia ;  y  en  su  consecuencia 
la  casamos  y  anulamos  respecto  á  dicho  ex- 
tremo.» (Gac.  4  febrero,) 

DEFENSA  POR  FOBBE.  Está 
bien  denegado  el  beneficio  de  pobreza 
para  litigar  al  que  paga  mas  de  ¿00  rs. 
de  contribución  industrial. 

SeoteBcia  de  31  de  eaero  de  i 866. 

Declara  el  TribuDal  Supremo  do  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  contra  un  fa- 
llo de  la  Audiencia  He  Barcelooa  que  ne^ 
gó  á  D.  Francisco  Borras  el  beoencio  de 
pobreza  para  litigar: 

«Considerando  que  los  tribunales  solo 
pueden  declarar  pobres  á  los  que  viviendo 
del  ejercicio  de  cualquiera  industria,  4  de 
los  productos  de  cualquier  comercio,  pag^uen 
de  contribución  una  suma  inferior  á  200  rs. 
en  las  capitales  de  provincia  de  primera  cla- 
se, con  arreglo  á  lo  que  se  prescribe  en  el 
párrafo  cuarto  del  art.  182  de  la  ley  de  En- 
juiciamieuto  civil: 

Considerando  que  Francisco  Borras  paga 
624  rs.  y  id  cents,  por  el  subsidio  de  la  in- 
dustria que  ejerce  en  Barcelona  de  cortar 
botas  y  zapatos,  que  excede  en  mas  del  tri- 
plo á  la  cuota  que  se  fija  en  dicho  párrafo 
cuarto: 

Y  considerando,  por  \p  expuesto,  que  la 
Sala  sentenciadora  no  ha  infringido  el  ar- 
ticulo 179  ni  el  párrafo  primero  del  art.  482 
que  cita  en  su  apoyo  el  recurrente.»  (Gae.S 
febrero .) 

PBUEBAS.  Apreciación  de  la  de 
testigos:  Es  exclusiva  esta  de  los  tribur 
nales  y  no  procede  recurso  de  casación 
contra  ella,  si  no  se  ha  itifringido  ley  ó 
doctrina  legal. 

Seoleocia  de  l.^'de  febrera  de  1866. 

El  Tribunal  Supremo  declara  que  no  há 
lugar  al  recurso  de  casacioo  interpuesto 
por  Joaquina  Pérez  y  Maria  del  Mar  Gar- 
cía contra  un  fallo  de  la  Audiencia,  de 
Graoada  dictado  en  pleito  sobre  p<'igo  de 


salarios,  en  que  se  practicó  tinicamente 
prueba  de  testigos: 

«Considerando  que  la  apreciación  de  las 
pruebas  de  testigos  corresponde  exclusiva* 
mente  al  tribunal  sentenciador;  y  que  el  re« 
curso  de  casación  no  procede  contra  esta 
apreciación  si  con  ella  no  se  ha  infringido 
alguna  ley  ó  (foctrina  legal. 

Y  considerando  que  no  habiéndose  citado 
infracción  alguna  en  este  sentido  contra  la 
apreciación  hecha  en  el  caso  de  autos  por  la 
Sala  juzgadora,  absolviendo  en  su  conse- 
cuencia al  demandado,  no  han  podido  tam- 
poco infringirse  las  leyes  y  doctrinas  que  se 
mvocan  en  apoyo  del  recurso;  las  que  por 
otra  parte  son  notoriamente  impertinentes  é 
inaplicables  á  la  cuestión,  fundándose  las  In- 
fracciones en  el  supuesto  voluntario  de  ha- 
ber prohado  su  acciou  los  deioandanles.» 
{Gac,  8  febrero,) 

SJSOUTOBIA.  Para  que  la  sen- 
tencia ejecutoria  dada  por  fakas  cartas 
ó  falsos  testigos  se  pueda  revocar  y  res- 
cindir ,  es  indispetisable  que  se  averigüe 
manifiestamente ,  y  se  pruebe  la  falsedad 
y  que  fue  dictada  en  virtud  de  ella  ,  y  no 
p$T  otras  razones  ni  pruebas. 

Seoteicii  de  i."*  de  febrero  de  1866. 

Pleito  seguido  en  uno  de  los  Juzgados 
de  primera  lOs^taocia  de  Barcelona  y  en  la 
Sala  primera  de  su  Real  Audíeocia  por  don 
Miguei  Botey  y  Maristaoy  contra  su  her- 
mano'Qiayor  D.  José  sobre  rescisión  de  la 
seoteocia  de  aquella  Sala  de  4  de  mayo 
de  1864,  coD6rinatoria  de  la  del  Jnzgailo 
de  primera  instancia  por  haberse  dicta- 
do en  virtud  de  pruebas  falsas,  para  coya 
inteligencia  reunimos  los  hechossigiiientes: 

Al  folleciroieoto  de  D.  José  Botey  y 
Soler,  que  por  testamento  de  26  de  marzo 
de  1845  había  legado  á  su  hijo  seguodo 
D.  Miguel  eo  pago  de  su  legitima  paterna 
y  materna,  y  todo  otro  derecho  ,  una  he- 
redad eu  término  de  Corrodevall,  é  insti- 
tuido heredero  universal  á  su  otro  hijo 
primogénito  D.  José,  aquel  tomó  posesión 
del  manso  Tapias  que  se  decia  en  la  es- 
critura de  adquisición  e^tar  situado  ea 
término  de  Corrodevall,  do  estándolo  ea 
realidad  y  si  en  el  de  Vilanova  de  laBoca^ 
Enlabiado  el  interdicto  posesorio  por  doa 
José»  fué  amparado  eu  la  posesión  doc^ 
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Miguel;  y  eolAblada  deroaoda  por  el  pri* 
mero  eo'  4851  para  que  se  le  adjudi- 
case el  manso  llamado, Tapias  de  Val- 
derio ,  como  heredero  univer:>al  ríe  su  di 
foQto  padre  ,  coodeoaodose  á  su  heriuaoo 
D.  Miguel  á  entregárselo  con  los  frutos 
desde  la  época  en  que  había  entrado  á 
inseerlo ,  porque  dicho  manso  no  era  la 
heredad  legada  por  el  testador,  pues  ra- 
dicaba en  ül  término  del  pu^fblo  de  Yila- 
BOTa  de  la  Roca ,  f  la  que  era  objeto  del 
legado  se  decía  en  el  testamento  estar  si- 
toada  en  término  de  Corrodevall.  Don 
Miguel  Boley ,  sostuvo  que  su  padre  no 
paaeia  otra  heredad  que  el  manso  Tapias» 
pMqoe  si  bien  este  se  hallaba  sitiiaoo  en 
térainode  ViJanova-de  la  Boca,  como  en 
d  territorio  de  Corrodevall  no  existia 
aÍBgiioa  finca  de  su  propiedad ,  necesarta- 
aiente  debia  referirse  en  sn  legado  al 
manso  Tapias,  y  solicitó  se  le  absolviera 
de  la  demanda  /declarándose  que  le  cor- 
r^poodía  el  mencionado  manso  con  sus 
tierras  y  pertenencias,  en  virtud  del  referi- 
do legado ,  condenando  a  su  hermano  don 
José  á  la  restitución  de  los  frutos  que  ha«> 
tAi  percibido  y  efectos  que  habia  extraido 
por  valor  de  '2.6oS  duros,  ii  rs.  y  1*7 
Biaravedíses.  Practicada  por  una  y  otra 
parte  prueba  lestifícar,  por  sentencia  de 
revL^ta  de  la  Audiencia  de  Barcelona  de 
tide  Jirienibre  de  1855  ,  supliendo  y  en- 
aeadaodo  la  de  vista,  se  declaró  Que  el 
epdo  ordenado  á  favor  de  Miguel 
fctey  por  su  f^adre  debia  entenderse  uni- 
QMDte  dr  la  heredad  situada  en  el  tér- 
úo  de  Corrodevall ,  con  sus  frutos  desde 
1>  Buerte  del  testador,  sin  extenderse  al 
■laaso  Tapias  ni  sus  tierras,  situadas 
'^aera  de  aquel  término,  cuyo  manso  y 
tkrras  se  adjudicaron  al  heredero  don 
JoséPotey  y  Jlaristany,  con  los  frutos 
percibidos  y  debidos  percibir  desde  la 
coolestaaoQ  de  la  demanda.  Interpuesto 
jar  D.  Miguel  Boley  recurso  de  nulidad 
alando  como  lofriBgída  la  voluntad  del 
:«ador  v  las  Ic\  es  1í¿y  21  Digesto  De  re- 
ndubiis,  se  declaró  no  haber  lugar  á  él 
wscnieocíadpl  Supremo  Tnbuoal.deoO 
:í  abrí/  de  i837. 

Promoviéronse  incidentes  para  que  se 
:eüBdara  la  coosisuoci^  de  la  heredad 


de  Onrrodevall  y  sobre  el  pago  de  los  fru* 
tQi¿  del  manso  Tupias,  dió  esto  lu^ar  a 
apelaciones,  usó  D.  Miguel  del  recurso  <ie 
resliturif.n  para  obtener  la  rescisión  del 
fallo  por  haberse  dictado  en  virtud  de 
pruebas  falsas  ,  fué  desestimado  dicho 
recurso  por  la  Audiencia,  como  había  tam- 
bién declarado  eu'cauM  de  denuncia  del 
mismo  D.  Miguel  contra  su  hermano,  no 
haber  lugar  á  esta.  Y  por  fin  el  D.  Mi- 
guel apoyado  en  las  mismas  razones 
alegadas  entabló  nueva  demanda  para  la 
rescisión  de  la  ejecutoria, <|ue  desestimada 
dió  motivo  al  recurso  de  casación.  El 
Tribunal  Supremo  declara  no  haber  lugar 
al  mismo: 

«Considerando  que  si  bien  la  senti^ncia 
ejecutoria  d^ida  por  falsas  carias  ó  falsos 
Ustigot  se  pu«de  revocar  y  rescindir ,  es  iii 
dispensable  que  se  averigüe  manifiesiamenfe 

y  se  pruebe  la  falsedad;  y  que  fué  dictada 
en  virtud  de  ella  y  no  por  otras  razones  ni 
pruebas,  con  arrep^lo  á  lo  que  se  prescribe 
en  las  leyps  l  y  2.»,  lít.  26 ,  Partida  3.* ,  d^ 
acuerdo  con  la^  romanas  33  Di^esto  ,  De  re 
judieaia;  3.^  y  4.*  Código ,  Si  ex  faísis  ins* 
irumenUs  vel  tesiimoniis^  judioatum  sit : 

Considerando  que  el  fundamento  principal 
de  esta  demanda  consiste  en  que  al  as«>nlar 
el  actor  que  su  padre  D.  José  Boley  y  Soler 
no  poseyó  heredad  alguna  en  el  término  df. 
Corrodevall ,  sino  únicamenle  el  manso  Ta- 
pian ,  sito  en  Vilanova  de  la  Roca  ,  parroquia 
de  Granollprs ,  de  diferente  distrito  municipal 
y  ¡urisdiccion  eclesiástica  de  aouei,  deduce 
que  los  testigos  de  su  hvrmano  D  José  de- 
clararon falsamente ,  induciendo  á  error  á  ios 
Jueces  que  pronunciaron  sentencia  de  22  úa 
diciembre  de  1855,  y  á  este  Tribunal  Supre- 
mo en  la  de  30  de  abril  de  1857 ,  que  üecl.i- 
ró  no  haber  lugar  al  recurso  de  nulidad  quo 
contra  aquella  se  habia  entablado  por  et  ac* 
tuül  demandante: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
apreciando  cumo  lo  ha  hecho ,  la  prueba 
testifical  que  se  practicó  á  instancia  del  don 
Miguel  en  estos  autos ,  de  la  falsedad  de 
declaraciones  de  los  tesligos  presentado** 
por  su  h'^rmano  D.  José  en  ei  primitivo  pleito, 
no  ha  infrini^ido  el  art.  317  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil: 

Considerando  que  además  de  la  prueba  d<; 
testigos  en  aquel  pleito  la  hubo  de  docu- 
mentos y  de  inspección  ocular  y  pericial, - 
contra  la  que  no  se  ha  opuesto  el  vicio  de 
falsedad  en  estos  autos  ^  y  que  en  su  vista  y 
de  lo  demás  alegado  y  probado  por  cnlram- 
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bof  conlendienlfs  se  dictaron  lan  r<*feridag 
te  titt^ncias  de  22  de  diciembre  de  1855  y  30 
de  abril  de  1857: 

V  considerando  por  toi1a«i  las  razones  que 
qutMian  expuestas  que  ia  Sala  juzg^adora  no 
I  ha  infringido  las  leyos  romanas  ni  las  de 
partida,  ni  la  jnrisprndenpia  admitida  por 
fute  Tribunal  Supremo  en  diversas  senten- 
ciase ,  que-  tan  difust  como  inoportunamente 
citó  en  tu  apoyo  el  recarreale.»  (Gac,  9 
brero.) 

SENTENCIA.  No  procede  el  recur- 
so de  caaacion  á  que  $e  refiere  el  articulo 
i.Ol'i  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
vohira  los  fallos  dictados  en  cuestiones  de 
tvwpetencia,  porque  no  ponen  termino  al 
jukto, 

I     Senteacia  de  S  de  febrere  de  1866. 

Pleito  seguido  eo  apelación  ante  la 
Audiencia  lie  Granada  por  D.  Fran- 
ci  %co  iU\  Paula  Sierra,  y  por  cesión 
de  rste  I).  Francisco  de  Cera  y  Sanciiez 
con  D.  Bernardo  Gómez  KomeVo,  dueño 
de  la  Escrihania  mayor  de  rentas  y  Adua- 
nas de  Granuda,  sobre  pago  de  pensiones 
de  un  censo  que  respondía  ia  misma  al 
mayorazgo  de  Pérez  Veoegas,  y  para  cu- 
yo cobro  después  de  dada  sentencia  de  re- 
inate  contra  el  deudor  se  habla  entrado 
en  la  vía  de.aproinio  cuando  quedaron  en 
^uspenso  tales  dili^íencias,  por  espacio  de 
ocho  meses.  Pedida  ia  continuación  y  re- 
chazada la  demanda  principal  por  Gómez 
Homero,  este  por  otro  escrito  á  seguida 
pidió  atendidas  las  condreioRes  de  ia  ven- 
ta de  la  Escribanía  se  citara  de  evicinion  á 
la  Hacienda;  lo  cual  hecho,  el  Juzgado  es^ 
pecial  de  Hacienda  á  petición  del  Promo- 
tor Fiscal  del  uiismo ,  reclamó  el  conoci- 
miento de  los  autos  requiriendo  de  inhi- 
bición al  Juez  ordinario,  que  se  inhibió  por 
auto  de  que  apeló  el  mismo  Gómez  Ro^ 
mero.  La  Audiencia  revocó  la  sentencia 
apelada,  declarando  corresponder  el  cono- 
(íimientoal  Juzg:ado  ordinario  contra  cuvo 
lallo  interpuso  recurso  de  casación  el  mis- 
mo Gómez  Romero;  y  declara  el  Tribunal 
Supremo  que  no  lia  debido  admitirse,  y 
que  no  ha  lugar  á  decidirle: 

«Considerando  que  la  sentencia  diclada 
por  la  Snla  torcera  de  la  Audiencia  de  Gra- 
nada en  5  de  noviembre  de  1864,  contra  la 
que  se  ha  interpuesto  el  presente  recurso  de 


casación,  no  es  definitiva,  ni  de  lasque 
aun  cuando  recaig^an  sobre  un  articulo,  po- 
nen término  al  juicio  y  hacen  imposible  su 
continuación: 

Considerando,  además,  que  diciia  sen- 
tencia ha  resuello  únicamente  la  cuestión  de 
eompetencia  de  jurisdicción  promovida  en 
primera  instancia  por  el  Promoior  ñscal  d« 
Hacienda  pública,  y  que  sob.re  las  cuestio- 
nes de  esta  clase  no  procede  el  recurso  da 
casación  á  que  se  refiere  el  arl.  1.012  de  ta 
ley  de  Enjuiciamiento  civil.»  (Gao.  10  fe- 
brero.) 

JCJEI8PBUDBN0IA  BE  IiOS  TEI- 
BUNALES.  No  se  considera  docttina 
admitida  por  ella^  la  opinión  de  los  9kVi' 
toTüs,ycomiguienteme4Ue  lade  los  prác- 
ticos catalanes  Fontanella  y  €aucer  sobn 
heredamientos  prelatinos^  para  el  efecto 
de  interponer  el  recurso  de  casación. 

Sentencia  de  3  de  febrero  de  1S66. 

Pleilo  en  el  Juzgado  de  Balaguer  v  Au- 
diencia de  Barcelona  entre  Antonio  Ésperl 
y  Brianio  y  Juan  Espert  y  Fontova  her- 
manos é  íiijos  de  distinto  lecho  de  Juan 
Espert  y  Puig  sobre  entrega  de  legados 
que  pedia  el  Antonio  á  su  hermano  here- 
deroinstituido,  poreldirunlo  padre  común. 
Este  se  había  impuesto  eo  las  capitula- 
ciones matrimoniales  con  su  primera  es- 
posa de^la  que  tuvo  á  su  hijo  Juan  la 
obligación  de  preferir  en  su  testamento  a 
los  hijos  de  esta,  caso  de  que  premuriendo 
ella  los  hubiese ,  "contrajere  segundas 
nupcias  su  esposo  y  hubiera  también  hijos 
del  segundo  lecho,  todo  lo  cual  tuvo  lugar: 
y  Juan  Espert  y  Puig  prefirió  en  efecto 
a  su  hijo  Juan  instituyéndole  heredero 
universal  después  de  legar  á  su  hijo  An- 
tonio una  casa  y  corral  en  la  calle  mayor 
deCastelié,  cuyo  dominio  directo  perte- 
nece al  Duque' de  Medinaceli,  y  alguna 
otra  cosa  á  un  sobrino:  y  como  eslo  cons- 
tituye casi  toda  la  herencia,  el  demanda- 
do  sostuvo  la  nulidad  délos  legados  como 
hechos  en  fraude  de  lo  pactado  con  su 
madre  al  contraerse  el  matrimonio.  El 
Juzgado  le  condenó  á  la  entrega  de  los 
legados;  la  Audiencia,  habiendo  apelado, 
conürmó  aquel  fallo,  y  contra  el  mismo 
interpuso  recurso  de  casación  el  demanda- 
do Juan  Esperl  por  haberse  infringido  eo 
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sneoDcepto  la  ley  única,  lib.  5.*,  (ít.  2.* 
de  las  Gonstrluciotfe<(  de  Catalana ,  y  la 
doctrina  de  los  prácticos  csitalaoes  Ponta- 
aella  y  Gaucer  de  Qiie  cloá  heredamientos 
prelatjyos  no  impiden  t|ue  los  padreé  pue- 
dan enajenar  sns  bienes  ó  diitpooer  de 
ellos  á  favor  de  cnalquiefa  que  no  sea  hi- 
jo de  segundo  matrimonio.  El  Tribunal 
Supremo  por  sentencia  de  3  de  febrero  de 
1866  declara  no  haber  lugar  al  recurso. 

tConsiderandd  que  además  dé  no  haberse 
atesado  oportunamente  como  excepción .  ni 
«do  objeto  de  drscuéíon  énr  el  pleito  lo  ais- 
piMstoea  ia  ley  única,  i»b.  9.^»  til.  2.^ de 
las  Conslituoiones  de  Cátaluóá ,  en  cuya  in« 
fracción  se  pretepde  fundar  el  priiaer  moti- 
vo de  casación »  dicha  ley ,  que  se  propuso 
eTÍtJir  los  fraudes  que  solian  cohieterse  por 
lo*  hijos  en  favor  de  sus  padres  6  por  olra 
persona  en  favor  de'euafqulera  otra,  otor- 
gando alguna  carta  ó  instrumento  en  dimi* 
nación ,  derogación  ó  perjuicio  del  hereda- 
Bienio  ó  donación  heclhi  (Tpara  hacer  por  los 
ptdres  ó  coalesquiera  otrot^n  tiempo  do  bo- 
dfttf  no  ea  aplicable  a  la  cuestión  promovida 
eo  este  Hlígio,  en  el  quesereoliima  la  entrega 
ée  los  legados  hechos  al  d«iiiarMlanie  por  el 
padre  oomun  en  el.  testmiiento  en  <\\it  \n»Ú* 
lo  JÓ  heredero  «ni  versal  al  reonrreoCe,  quien 
Bo  le  neg^ú  la  facuftajd  de  hacer  legados,  sino 
que  impugnó  U  demanda  por  la  excesiva 
coantia  ó  importancia  de  los  de  que^e  trata, 
alenéidoe  Ioh  iÑanes  de  la<  hersneia: 

Y  considerando  que  m>-  puede -neeplnrse 
amo  doeijina  admitida  por  la  jurispruden- 
cia de  los  IrÜMiiialea  la  que  se  invooa  en  se- 
rondo lagar,  para  que  la  infracción  de  ella 
poeda  servir  de  fundamento  de  casación, 
segon  lo  tiene  deolarado  este  Supremo  Tri- 
bwsal.o  (Gae.  iO  febnro.) 

SBWTBlíCIA.  No  procede  el  recur- 
so de  casactoii  en  el  fondo  contra  la  sen- 
tama  que  absuelve  de  la  demanda  en  la 
fí»ina  que  ha  sido  propu^to ,  porque  de- 
ja al  defnandanté  su  derecho  de  promo- 
per  de  nuevo  ta  misma  reclamación. 

faiteada  dt  3  de  khrm  d«  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  de  Gaodesa  y  eu  la  Sala  se- 
ronda de  la  Audiencia  de  Bnrcelona,  por 
D-  Francisco  Dorb,  como  marido  de  dona 
María  PeJ lisa,  condona  Magdalena  Pellisa, 
iobre  reiviodicacion  de  un  terreno. 

Había  recibido  doña  Maria  Pcllisa  de 


su  padre  D.  Juan,  en  abril  de  (856,  por 
sus  derechos  de  legítima  paterna  y  maier- 
na  y  en  concepto  de  donación  y  rennnci.r, 
entre  otras  cosas  la  casa  de  so  habitación. 
En  e^ta  y  en  las  contiguas,  que  por  lo  vi<^- 
to  eran  de  un  mismo  dueño,  existia  uu 
corral  de  que  se  servian  todas  menos  U 
principal  á  laque  en  parte  pertenecía,  por 
lo  que  D.  Francisco  Duch  hubo  de  citar 
á  su  cunada  Magdalena  á  juicio  de  conct* 
tiacion  para  que  procediéndose  á  la  divi- 
sión de  la  finca,  se  dejara  á  la  casa  de  su 
esposa  el  correspondiente  corral:  pero  re- 
sistióse doña  Magdalena  fundándose  en 
que  por  convenio  eulre  esta  y  sus  bermas- 
nos  José  y  Juan  se  habia  establecido  á  7 
de  marzo  de  4858 « la  división  entre  ellos 
de  aquel  corral,  y  ella  (H)r  tanto  era  due- 
ña legüima  de  la  parte  que  se  pedia  para 
doña  María.  No  podia  perjudicar  á  esta 
aquel  convenio  para  el  que  no  se  hahiu 
cootado  ni  con  ella  nicoo  su  esposo,  y  ale- 
gado así  por  este,  excepciooádoñaMa¿;da' 
lena,  que  si  bien  no  se  redujo  á  esciiiun 
aquel  convenio  hasta  la  fecha  expresada, 
hat^a.  tenido  lugar  con  anticipación  al 
matrimonio  de  la  doña  María  y  que  por 
tanto  la  donación  del  padre  á  ésta  com- 
prendía la  casa  sin  el  corral.  Practicad;» 
por  las  parles  prueba  de  testigos  se  dMHa 
senlcuCia  que  coDlirmó  la  Audiencia  cnl> 
solviendo  a  la  demandada  de  la  demanda 
en  fa  forma  en  que  había  sido  propuesta, 
mediante  á  que  para  que  esta  prasper.-i>r^ 
era  necesario  que  préviameoie  se  hubiere 
pedido  la  declaración  de  nulidad  del  con^ 
trato  de  7  de  marzo  de  1858.»  Interpuso 
el  demandante  recurso  de  casación  cilau 
do  como  infringidas: 

1.  ""  Las  leves  4.*  Digeslo  De  domtio^ 
nibus,  y  1.*,  iíl.  4•^  Partida  o.*: 

2.  *  El  principio  legal  admitido  por  la 
jurisprudencia  de  los  Tribunales  de  que 
los  contratos  no  obligan  á  los  que  en  ellos 
no  han  intervenido: 

3.  "^  La  regla  5.^  del  art.  533  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  establece 
que  en  los  considerandos  de  las  senten- 
cias se  citen  las  leyes  y  doctrinas  que 
consideren  aplicables: 

I  Y  4.^  La  doctrina  establecida  en  sen- 
I  tencia  de  26  de  abril  de  i86i,  que  exige 
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la  redamación  de  la  culidád  de  ud  acto  ü 
obligación  contó  prévia  de  una  demanda, 
SI  esia  se  funda  en  ella,  en  los  casos  en 
ipic  el  demandante  hiya  practicado  di* 
(bo  acto  ó  contraído  tal  obligación.» 
I  el  Tribunal  Suurenio  por  sentencia  de 

0  <le  febrero  de  1866  declara  oo  haber 
lugar  al  recurso: 

«Coiiitiderando  que  con  arreglo  al  artícu- 
lo t,014  de  ia  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
en  los  pleitos  q^e  después  de  suslanciailos 
puede  seguirse  olro  juicio  sobre  lo  mismo 
que  baya  sido  objeto  de  eJlos,no  es  admisi- 
ble el  recurso  de  casación  si  este  se  funda 
en  ser  las  sentencias  contrarias  á  ley  ó  á 
doctrina  legal: 

Y  considerando  que  absuella  la  demanda-» 
da  por  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia 
de  Barcelona  en  la  forma  en  que  la  deman-^ 
da  fué  propuesta,  queda  á  salvo  el  derecho 
dei  demandante  para  promoverla  de  nuevo 
sobre  la  misma  reclamación  que  ba  sido  ob- 
jelo  de  este  pleiloj 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos no  haber  habido  lugar  á  la  admixtión 
del  fire«entc  recurso,  y  lo  acordado,  (Gaoeta 

1  O  febrero.) 

La  cláusula  y  lo  acordado  qne  se  em- 
plea en  la  sentencia  anterior  se  traspá- 
lenla tanto,  qae  no  se  nos  puede  acusar 
de  temerarios  al  quererla  descifrar.  Cier- 
tamente en  los  juicios  de  la  clase  que  cita 
el  art.  1,014  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  no  procede  el  recurso  de  casación;  pero 
¿cuáles  y  cuántos  son  esos  juicios?  Cuan» 
(lo  una  sentencia  dá  lugar  á  un  segundo 
jiücio  sobre  una  misma  cosa  que  ha  sido 
discutida,  esa  sentencia  no  es  conforme  á 
derecho,  y  en  tal  concepto  sobre  injusta 
es  vejatoria;  v  obligando  á  litigar  segun- 
da vez  ocasiona  dobles  dijipendios,  doble 
disgusto,  y  doble  trabajo.  En  el  caso  de 
<|ne  hablamos,  ó  lo  entendemos  mal  ó 
absolver  de  la  demanda  en  la  forma  en 
<|ue  habia  sido  propuesta,  equivale  á  la 
infracción  de  las  le\es  2/  y  15,  til.  22 
de  la  Punida  5.*,  que  manda  dar  juicio 
acabado  y  valedero  absolviendo  ó  conde- 
nando al  demandado  y  á  la  16  del  mismo 
titulo  y  Partida  según  la  que  deben  ser 
las  sentencias  conformes  y  ajiistadas  no 
solo  á  la  cosa  sobre  que  contienden  las 
fmrtes  sino  también  á  la  manera  en  que 
lacen  la  demanda  y  al  averiguamiento  y 


proeb^  qne  es  ^cbosobr^  eHa.  (1)  Fun- 
damos esta  apreciación  nuestra  en  que 
no  habiendo  intervenido  la  demandaete, 
en  la  e^rítura  de  7  de  marzo  de  1858^  do 
parece  del  cüso  que  prév¡»niente  ^  con- 
sidere necesario  pedir  su  nuliidad,  y .  la 
doctriBa  del  fallo  que  se  cita  por  el  re*- 
cúrrente  habla  solo  como  lo  dice  el  mismo 
con  los  que  bayan  intervenido  eo  las  obli- 
gaciones. 

Esde  creer  sin  embargo,  que  la  cláusula 
y  lo  acordado,  se  refiera  á  no  haberse 
observado  en  ia  redacción  de  la. sentencia 
lo  dispuesto  en  la  regla  5/  del  art.  335 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  eivil  oomo  se 
expuso  en  el  tercer  fundamento  del  re- 
curso. 


(1)   S«iit«qeiaii  ilei  Tribiinftl  Sapr emo     5  d«  Jaai«  d« 

ISCOy  29  de  úOTÍembre  de  18G^,  ámbas  decía ratorUi 
de  cftMcioñ . 


ADVERTENCIAS. 

Remitimoi  hoy  juntos  varios  pliegos^  kae* 
taell.**,  y  débeme  advertir  qítenwiiroprú' 
pósito  es  regularizar  la  publioocion  á  gusto  de 
los  señores  suscritores.  üe  la  sección  legishtí* 
va  estamos  al  corriente;  de  las  de  jurispru^ 
dencia  lo  estaremos  bien  pronta^  y  habrán  ob" 
servado  que  además  de  las  disposiciones  ofi- 
ciales que  ven  la  luse  en  la  Gacela  rtcogemos 
con  d  posible  esmero  oírms  que  se  inserían  en 
los  Boletiaes  oficiales  stpiin  venimos  haciin" 
dolo  en  isUerés  dé  la  pubtioaeion. 

Del  pasado  año  de  1865  hemos  repartido 
únicamente  28  pliegos;  pero,  estamos  traba^ 
jan'lo  para  dar  pronto  terminado  el  tomo 
de  dicho  año.  » 

Los  señores  suscrit*9res  que  estén  adeudan- 
do  la  suscricion  se  servirán  abonarla,  púes 
en  lo  sucesivo  se  va  á  servir  únicamente  esia 
publicación  á  los  que  paguen  adelantado.  El 
precto  es  24  rr.  al  año  porsuscrieion,  y  fue- 
ra de  suscricion  costará  32  rs. 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietario, 
y  Editor  responsable. 


MADUn>.~lmp.  do  Xn  Contialtor  á  «artfo  de  R.ám 
lattira,  29  FtfMMito.  — 'AdmiuMlraeioii,  JuU7. 
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l^cyes^  decreios,  reales  órdeaes  y  eirea- 
larea  de  los  eeatres  dlreeiUo*. 

90.  BANCOS  — B.  D.  de  10  de  abril,  sobre 
ore«eion  del  «Banoo  español»  ae  Puerto 

(Ultramar.)  Por  este  dpcrelo  se  aulo- 
ri2a  la  constitución  de  un  Banco  de  emisión 
y  d^seuento  en  la  ciudad  de  S.  Juan  Bautis- 
ta de  Puerto  Rico,  con  el  capital  de  700.000 
e»eudos.  {Gac,  19  a6r«I.) 

9U  AUDUTETCIAS  PB  UIiTBAMAB.— 
B.  I>.  de  3  de  abril,  aprobando  laa  ordenan- 
sas  de  la  de  la  Habana. 

(Ultramar.)  «Vengo  en  aprobar  las  ad» 
jaulas  ordenanzas  para  el  régimen  y  gobier- 
no de  la  Real  Audiencia  de  la  Habana.  Da- 

ea  Palacio  á  3  de  abril  de  1866.»  (A  con- 
tinaaeion  d^  este  decreto  publica  la  Gaceta 
las  ordenanzas,  las  cuales  contienen  228  ar- 
licalos.)  (Gac.  20  abril.) 

92.  EXBBOITO.-B.  O.  de  5  de  abrU,  ao- 
sre  reriatas  de  inspección. 

(Guerra.)  Se  manda  por  esta  real  ór- 
que  los  capitanes  generales  pasen  pre- 
cisamente lodos  los  años,  y  además  siempre 
'«oe  lo  consideren  necesario,  revistas  de  ins- 
pección sin  necesidad  de  prévio  aviso,  á  los 
cuerpos  que  se  hallen  sirviendo  en  el  distri- 

de  sQ  mando.  (Gac,  20  a6n7.) 

93.  TABACOS.— B.D.  de  30  de  abril,  so- 
bre introducoion  j  venta  de  los  de  Cuba  y 
Poerto-Bioo. 

(Hac.)  icCxposieion  á  S.  M. — Señora: — 
Expiadas  de  macho  tiempo  atrás  por  la 
Admiaislracíon  pública,  con  leves  interrup- 
c;*jfies,  la  fabricación  y  venta  de  los  tabacos 
^'k  fodas  clases ,  continúan  hoy  sometidas  á 
ia4  darás  eondicioncs  de  un  monopolio  ne- 
'cftMTÍo  porque  constituye  uno  de  los  mas 
¡Hiipíes  reearsos  del  presupuesto  del  Estado. 

£^  eirídente  que  las  circunstancias  actua- 
>s  de  Iñ  Hacienda  no  permiten  llegar  de  una 
^íz  respeeío  del  estanco  á  la  solución  que  la 
^cía  económica  aconseja  y  la  opinión  pú- 
^reelMB.  Vn  paso  impremeditado  po- 
ixia  atraer  conflictos  al  Tesoro,  siendo  para 
Tomo  X  dkl  Dice. 


él  origen  de  nuevas  y  profundas  pert^ba- 
ciones. 

Existen,  ^in  embargo,  Jpnlro  del  sisicma 
vigente  medios  de  preparar  soluciones  defi- 
nitivas; pues  sin  alterarlo  en  el  fondo  y  sin 
privar  desde  luego  ai  Tesoro  público  de  los 
cuantiosos  lendimientos  que  le  proporciona 
el  eslan'^o,  pueden  facilitarse  la  introducción 
y  venta  de  los  tabacos  de  Cuba  y  Puerlo- 
Uico,  abriéndoles  de  esia  suerte  su  mas  na- 
tural mercado;  protegiendo  en  las  Antillas 
los  fhtereses  de  una  industria  privilegiada 
por  la  naturaleza;  contribuyendo  con  su  des- 
arrollo al  fomento  de  la  población  libre,  úni- 
ca que  casi  exclusivanu-nle  se  d*»dica  á  la 
producción  de  tan  preciada  como  rica  plan- 
ta, y  estrechando  mas  y  mas  el  comercio  di- 
recto y  los  lazos  que  deben  unir  á  aquellas 
fidelísimas  provincias  con  las  de  la  madre 
patria. 

La  Administración,  velando  siempre  por 
el  aumento  de  las  rentas  estancadas,  pro» 
hibió  la  venta  de  toda  clase  de  tabacos,  y 
evitó  su  introducción  con  un  crecido  derecho 
de  regalía.  Recientemente  ha  rebajaA  este 
derecho;  pero  subsistiendo  la  prohibición  de 
la  libre  venta,  todos  los  beneficios  de  esta 
medida  los  utilizan  clases  privilegiadas,  sian* 
do  ilusorios  para  el  público  en  general. 

Necesario  es  por  lo  tanto  alterar  esta  par*» 
le  de  la  legislación,  completándola  y  haciép. 
dola  eficaz  en  sus  resultados.  La  libre  intro- 
ducción por  las  principales  aduanas  del  rei- 
no de  los  tabacos  labrados,  cigarrillos  de  pa- 
pel y  picadura,  mediante  el  pago  del  dere- 
cho fiscal  ya  establecido;  ei  libre  comercio  y 
circulación  de  estos  productos  por  el  territo- 
rio de  la  Península  é  Islas  Baleares,  y  la 
venta  libre  de  los  mismos,  imponiendo  á  los 
expendedores  un  derecho  de  patente  y  una 
cuota  módica  de  subsidio  industrial,  son  los 
principios  fundamentales  de  una  reforma 
que  favoreciendo  la  producsíon  en  las  pro- 
vincias de  Ultramar,  y  dejando  á  salvo  los 
intereses  presentes  del  Tesoro,  puede  prepa- 
rar la  realización  de  otras  reformas  mas  im- 
portantes en  lo  porvenir. 

La  admisión  por  el  Estádo  de  una  compe- 
tencia que  puede  tener  gran  desarrollo,  le 
impone  el  aeber  de  adoptar  aquellas  garan- 
tías indispensables  para  que  no  se  realice 
fuera  de  la  ley.  La  defraudación  perjudicará 
en  lo  sucesivo  al  comercio  de  buena  f»» ,  y 
tratándose  de  productos  cuya  fiscalización 
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es  difícil,  cbnviene  establecer  reglas  un  lan- 
ío severas. 

Utilizará  la  Administración  en  esta  parte 
las  lecciones  de  la  experiencia  á  fin  de  riva- 
lizar mas  adelante  todsis  aquellas  alteracio- 
nes que  sin  dejar  abandona4os  los  intereses 
del  comercio  de  buena  fe  y  los  del  Trsoro, 
permitan  facilitar  la  acción  individual  cou 
beneficio  del  país. 

Las  grandes  reformas  tienen  probabilida- 
des de  éxito ,  cuando  una  Adminislrauion 
previsora  las  prepara  lentamente  el  camino; 
y  el  que  suscribe ,  que  desea  realizar  lodas 
las  que  la  opinión  pública  demainJa  y  los 
Vf  rdf^deros  intereses  del  país  aeoiiscjati,  tie- 
ne la  honra  de  someter  á  ¡a  rúbrica  de  Vues- 
Ira  Majestad,  de  acuerdo  con  el  Consejé  «le 
Ministros,  el  adjnnlo  proyecto  de  decreto. 
Madrid  20  de  abril  de  1866.— Señora:— A. 
L.  R.  P.  de  V.  M.— El  Ministro  d»i  Hacien- 
da, Manuel  Alonso  Martínez. 

REAL  OECIiETO. 

Conformándome  con  lo  que  me  ha  pro- 
puesto el  Ministro  de  Haci#»nd»,  di«  acuenlo 
Con  el  parecer  de  nii  Conbfjo  dr  Ministros,  y 
oido  el  de  Estado, 

Vensp  en  decretar  lo  siguiente: 

Artíoil»  1.*^  Los  tabacos  elaborados  de 
lodas  clases  y  marcas  incluyendo  los  cigar- 
rillos de  papel  y  la  picadura,  que  fuesf^n 
produelo  y  procedan  de  las  islas  de  Cuba  y 
Puerlo-Rico,  serán  objeto  de  libre  introduc- 
ción por  las  aduanas  marítimas  de  Alicanle, 
Barcelona,  Bilbao,  Cádiz,  Coruña,  Málai^a, 
Palma  de  Mallorca,  Santander,  San  Sebas- 
tian, Sevilla,  Valencia  y  Vigo,  prévio  el 
cumplimiento  de  las  formalidades  y  requisi^ 
*  tos  consignados  en  las  ordenanzas  generales 
de  ta  renta  de  a(|uanas  para  las  proceden- 
cias de  aquellas  islas,  y  el  pago  de  los  dere- 
chos siguientes:  2  escudos  400  milésimas  ca- 
da libra  de  cigarros  puros  á  granel:  un  es- 
cudo 800  milésimas  cada  libra  de  cigarros 
envasados,  incluyendo  el  peso  de  la  caja  hcn 
cilla  ó  sea  de  la  en  que  vengan  colocados  los 
tabacos:  3  oscudoft  400  milésimas  cada  libra 
de  cigarros  á  granel  que  toouen  en  puerto 
extranjero:  2  escudos  800  milésimas  cada  li- 
bra de  cigarros  envasados  incluyendo  el  pe- 
so del  envase,  cuando  toquen  en  puerto  ex- 
tranjero: jn  escudo  600  milésimas  cada  libra 
de  cajetillas  de  cigarros  de  papel  ó  picadu- 
ra: 2  escudos  600  milésimas  cada  libra  de 
cajetillas  de  cigarros  de  papel  ó  picadura, 
cuando  toquen  en  puerto  extranjero. 

La  falta  de  documentación,  las  diferencias 
entre  lo  comprendido  en  la  misma  y  lo  que 


resulte  del  reconocimiento  ,  y  las  omisiones 
en  el  cumplimiento  de  los  requisitos  exigi- 
dos |X)r  las  ordenanzas  generales, de  la  ren- 
ta de  aduanas,  serán  castigadas  con  las  pe- 
nas y  en  la  forma  que  las  mismas  establecen . 
.  ^Los  derechos  se  satisfarán  ai  contado  cuan- 
do el  adeudo  importe  menos  de  300  escudo*; 
y  desde  esla  suma  -ín  adelante  los  introdac* 
tores  podrán  otorgar  pagares  á  los  plazos  y 
con  las  garantías  que  señalan  las  orde- 
nanzas. 

El  adeudo  se  verificará  por  las  Adminis- 
traciones principales  de  Hacienda  pública  de 
las  respectivas  provincias,  ó  por  funcionarios 
especiales  donde  se  juzgue  conveniente  de- 
signarlos. 

Arl.  2.^   Los  tabacos  elaborados  de  todas 
clases  y  marcas,  los  cigarrillos  de  papel  y  la 
picadura  que  sean  producto  y  procedan  ds 
las  islas  de  Cuba  y  Puerto- Rico,  circularáti 
libremente  por  lodo  el  territorio  de  la  Penín- 
sula é  Islas  Baleares,  una  vez  satisfecho*  tos 
derechos  que  señala  el  articulo  anterior, 
siempre  que  contengan  el  precinto  d'^  la  Ha- 
cienda que  acredite  el  pago  de  \o%  referidos 
derechos  y  la  guia  expedida  por  la  Admi- 
nistración de  origen  ó  de  referencia,  incur- 
riendo en  el  eomiso  y  las  demás  penas  esta- 
blecidas por  la  ley  cuando  carezcan  de  esl* 
requisito.  El  precinto  se  impondrá  por  la» 
Administraciones  de  Hacienda  pública  al  ve- 
rificar el  adeudo  en  las  cajas  de  madera,  ho- 
ja de  lata,  cristal  ó  de  cualquiera  otra  maleria 
consistente  en  que  vengan  envasados  los  ta- 
bacos; y  cuando  se  conduzcan  á  granel,  los 
introductores  tendrán  obligación  de  preteii-* 
lar  en  tas  Administraciones  los  envasas  cor- 
respondientes para  colocarles  el  precinto. 
Quedan  exceptuados  de  estos  requisitos  los 
tabacos  elaborados  que  se  conduzcan  por  el 
interior  en  cantidades  menores  de  100  ci- 
garros p.uros,  24  cajetillas  de  cigarrillos  de 
papel  y  dos  libras  de  picadura,  siempre  qu* 
se  destinen  al  consumo  particular  del  via- 
jero. 

Art.  3.®  La  venta  de  los  tabacos  elabo- 
rados que  sean  producto  y  procedan  de  Isr 
referidas  islas  podrá  veriticarse  en  todas  las 
capitales  de  provincia,  puertos  habilitados 
y  poblaciones  donde  existan  Administracio- 
nes subalternas  de  aduanas  ó  de  rentas  es- 
tancadas ó  empleados  de  Hacienda  de  aná- 
loga categoría,  prévios  los  requisitos  si- 
guientes: 

t.^  Que  el  vendedor  se  provea  de  una 
patente  de  venta  expedida  por  la  Adminis- 
tración principal  de  Hacienda  pública  de  Ifi 
provincia,  cuya  patente  ha  de  renovar  cada 
año. 
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2.  *   Que  se  inscriba  en  la  matricula  de 
subsidio  industria)  y  de  comercio. 

3.  **  Qtie  la  veiila  se  veriHque  en  tienda 
abierta,  pudi*»ndo  visitarla  los  agentes  de  la 
Administración. 

Y  4.*  Que  se  consignen  en  un  \\\fro  dia- 
rio, follado  y  rubricado  por  los  agenlt^s  de 
la  Administración ,  la  entrada  de  tabacos  y 
!is  venias  realizadas  diariam**nte,  cuyo  li- 
bro, asi  como  las  guia>  de  las  Administra* 
eioties  de  origen  ó  de  referencia  con  que  ^e 
Uayaa  conducido  los  tabacos,  se  exhibirán 
i  ios  a^snles  de  la  Administración  cuando 
estos  lo  exijan. 

Art.  4.^  Incurren  en  el  comiso  les  taba- 
ess  elaborados  de  las  islas  de  Cuba  y  Puerto» 
Rico  que  circulen  por  todo  el  territorio  de  la 
Peainsala  é  islas  Baleares  cuando  carezcan 
del  precinto  y  guia ,  y  los  que  existan  en  las 
expendedurías  cuando  no  consten  anotados 
en  el  libro  diario  ó  no  resulte  justificada  su 
sxisieocía  por  los  asientos  del  mismo  libro  ó 
por  las  guias  correspondientes. 

Art.  5.^  Queda  prohibida  la  venta  am<* 
bolantín  y  fuera  de  los  locales  de  las  expen- 
deduría» autorizadas  al  efecto,  aun  cuando 
los  que  la  realizasen  estuviesen  provistos  de 
patentes  y  comprendidos  en  la  matricula  in- 
dustrial y  de  cotnercio. 

Art.  6.*^  Dispo.Mciones  especiales  ,  que  se 
adopten  á  propue^ila  de  las  Direcciones  ge- 
nerales de  rentas  estancadas  y  loterías  y  de 
coolribueiones ,  determinarán  el  sello  que 
ban  de  llevar  las  patentes  de  los  vendedores 
de  tabacos,  según  la  importancia  de  los  pun- 
ios de  expendicion ,  y  las  cuotas  c*m  que  han 
de  figrurar  en  las  matriculas  del  subsidio  de 
eocnercío,  asi  como  las  reglas  de  la  agremia- 
don  en  las  grandes  capitales. 

Art.  7.°  Los  cigarros  puros  de  todas  cla- 
ses y  marcas,  los  cigarrillos  de  papel  y  la  pi- 
cadura procedentes  de  las  islas  ae  Cuba  y 
Puerlo-Ilico  que  estén  elaborados  ó  conten- 
gao  en  el  todo  ó  en  parte  mezcla  de  tabacos 
de  otros  pontos ,  no  gozarán  de  ios  benefi- 
áos  concedidos  por  el  presente  decreto  ,  y 
sos  introductores ,  conductores  ó  expende- 
dores ,  incurrirán  en  las  penas  señaladas  por 
ta  legislación  vigente., 

AfU  8.^  No  están  comprendidos  en  las  dis- 
posíeíoiies  anteriores ,  los  tabacos  de  cual- 
quiera procedencia  que  traigan  los  pasage- 
ros  en  sos  equipajes  para  su  consumo  par- 
ticular, continuando  respecto  de  este  punlu 
especial  en  su  fuerza  y  vigor  lo  actualmente 
mandado. 

Art.  9.®  El  Ministro  de  Hacienda  adop- 
tará U«  difpoHicíoiieii  neceííarias  para  el  cum-  j 
píiuiieuto  del  presente  decielo.  Dado  en  Pa- 
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lacio  á  20  de  abril  de  1866. —Está  rubricado 
de  la  real  mano.— El  Ministro  de  Hacienda, 
Manuel  Alonso  Martincz.»  (Gac,  21  abril.) 

04.  BJBBOITO.-B.  O.  de  16  de  abril,  so- 
bra pase  4  proTinoi&les  los  IndiTiduos  de 
tropa  que  cumplan  en  1869  y  Tdnuacien  los 
2.000  rs. 

(GUCRR4.)  «La  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha 
servido  mandar  disponga  V.  E.  lo  cunveni^ni- 
te  para  que  los  individuos  de  la  clase  de  tro- 
pa del  arma  de  su  cargo  que  procedentesde  las 
quintas  cumplan  el  tiempo  de  su  empeño  en 
el  año  de  1869 ,  y  que  teniendo  derecho  á 
percibir  los  2.000  rs  ,  de  que  trata  el  art.  4  • 
de  la  ley  de  reemplazos  de  30  de  enero  de 
1856  deneen  pasar  á  extinguir  dicho  tiempo 
á  los  batallones  provinciales  renunciando  al 
percibo  de  la  rererida  cantidad ,  lo  verifiquen 
los  correfipondienles  a  las  armas  de  i-níante* 
ria  ,  artillería  de  á  pié  ,  ingenieros,  compa- 
ñías de  obreros  de  administración  militar  y 
de  las  de  sanidad  el  dia  2  de  junio  próximo 
venidero ,  después  de  pasada  la  revista  ad- 
ministrativa de  dicho  mes;  siendo  alta  en  el 
batallón  provincial  respectivo  del  punto  en 
que  les  convenga  residir  en  la  revista  dt^l 
siguiente  julio ,  facilitándoseles  como  auxili'» 
de  marcha  el  completo  de  haber  y  pan  del  mes 
de  junio;  y  los  correspondientes  al  arma  de 
caballería  y  de  artillería  montada  ^j^kaba* 
lio  el  dia  1.^  de  julio ,  raciliiándoseW  tam- 
bién el  completo  de  haber  y  pan  de  este 
mes ,  y  siendo  alta  en  el  provincial  respec- 
tivo en  el  inmediato  mes  de  agosto;  debien- 
do los  alcances  que  á  unos  y  á  otros  resul- 
ten en  su  fondo  de  masita  pasar  al  batallón 
provincial  en  (jue  tengan  ingreso ,  para  que 
puedan  percibirlos  cuando  obtengan  sus  li  - 
cencías  absolutas;  en  el  concepto  de  que  pa- 
ra llevar  á  cabo  esta  soberana  disposición 
es  la  real  voluntad  se  observen  las  reglas 
siguientes: 

1.  *  Los  jefes  de  los  cuerpos  pedirán  los 
pasaportes  para  el  pueblo  donde  vayan  á  fi- 
jar su  residencia  los  individuos  destinados 
al  provincial  á que  dicho  pueblo  pertenezca, 
según  el  nomenclátor  que  al  efecto  se  les 
tienen  remitidos. 

2.  *  Harán  entender  á  los  individuos  que 
en  virtud  de  esta  determinación  pasen  a  la 
reserva  que  es  de  su  indispensable  obliga- 
ción el  conservar  las  prendas  menores  de  s« 
masita,  y  que  de  no  hac«^rlo  así  se  les  im- 
pondrá un  severo  castigo  ,  dado  caso  de  que 
algún  día  se  pusieran  sobre  las  armas  los 
cuerpos  á  que  van  á  perletjecer  si  se  pre- 
seniasen  sin  ellas. 

3.  *   Se  suspendorá  el  pase  á  la  reserva 
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dfí  los  individuos  qne»  no  obslanle  osi.ir 
comprendidos  <  ii  esla  real  orden,  kc  halJiMi 
oA\  q\  dia  marcado  para  el  pase  con  un  al- 
cance en  su  masila  menor  de  los  100  rs.  que 
están  prevenidos;  pero  esto  no  les  privará 
de  que  se  verifique  su  pase  á  los  expresados 
l)alallones  provinciales  á  medida  que  vayan 
llenando  aquel  requisito: 

4.  *  La  renuncia  de  los  2.000  rs.  queque- 
dan  expresados  ha  de  hacerse  constar  en  las 
liliaciones  de  los  individuos,  en  la  misma 
Corma  que  se  verifica  con  los  que  acogiendo- 
üe  á  los  beneiicios  de  las  Rs.  Ords.  de  23  de 
diciembre  de  1858  y  1.^  de  marzo  de  1862 
«on  destinados  á  provinciales. 

5.  '  Se  comprenden  también  en  esla  real 
orden  los  que  se  hallen  sirviendo  en  el  con- 
cepto de  sustitutos  ó  por  cambio  de  número, 
y  los  voluntarios  sin  opción  á  premio  pecu- 
niario, con  tal  qu('  el  tiempo  de  su  empeño 
no  frea  menor  de  ocho  años. 

6.  *  Dará  V.  E.  cuenta  á  este  Ministerio 
con  la  brevedad  posible  del  número  de  indi- 
viduos que  como  resultado  de  esta  soberana 
disposición  hayan  sido  baja  en  el  arma  de 
su  cargo.  De  real  orden  etc.  Madrid  16  de 
abril  de  1866.— O'donnell.»  (Gac,  22  abril.) 

95 .  BECAS  DE  GRACIA.— B.  O.  de  17  de 
Abril,  proveyendo  una. 

(Fcj^  Por  esta  real  orden  se  agracia  á 
D.  Ue^ogenes  Martínez  con  una  beca  en  el 
colegio  agregado  al  instituto  de  Córdoba, 
con  arreglo  al  art.  U  del  R.  D.  de  6  de  no- 
viembre de  1861.  (Gac.  22  abriL) 

lilsp»eÍelone*      Inserías      la  Ctaeef a. 

96.  PAPEIi  SELLADO  — Circular  de  11 
de  abril,  declarando  que  hasta  los  tenderos 
ue  poca  iiüportancía  estáa  obligados  á  usar 
papel  sellado  en  sus  libros.  ^ 

(Adm  de  H.  P  de  la  pftov.  Ds  Cacbrbs.)  ! 
«(El  Sr.  Gobernador  de  esta  provincia  con  ' 
i<;cha  de  ayer ,  me  comunica  lu  orden  si- 
guiente: 

El  limo.  Sr.  Director  general  de  Rentas 
Estancadas  y  de  Loterías,  con  Techa  11  del 
actual  (abril)  me  dice  lo  siguiente: 

La  obligación  de  usar  papel  sellado  en  los 
libros  délos  comerciantes,  impuesta  por  el 
11.  D.  de  16  de  febrero  de  1824  ,  y  repro- 
ducida en  el  de  8  de  agosto  de  1851,  se  con- 
servó al  reformar  la  renta  por  el  de  12  de  se- 
tiembre de  1864,  que  constituye  la  legisla- 
ción vigeí.le,  y  para  que  no  quedase  duda 
alguna  respecto  del  pensamiento  del  legisla- 
dor, se  consignó  en  el  R.  D.  de  1851  y  se 
reprodujo  Icstualmeuve  en  el  de  1861 ,  que 
para  el  uso  del  papel  sellado  en  los  libros 


considerasen  comerciantes  á  los  que  se  d*»- 
dicasen  alcocnercio,  aunque  no  estuviesen 
inscritos  en  su  malricnia.  Ninguna  duda 
debió  pues  caber  sobre  el  particular,  pero  la 
Dirección  creyó  conveniente  consultar  al 
Ministerio,  con  el  objeto  de  que  se  sirviera 
ver  si  habia  medio  de  exceptuar  del  uso  de 
los  libros  á  los  mercaderes  ó  lenderoi  de  po- 
ca importancia ,  sin  que  hasta  la  fecha  na- 
ya dictado  providencia  alguna,  ni  es  pre- 
sumible lo  verifique  pronto,  pues  necesita 
ponerse  de  acuerdo  con  el  d«  Fomento ,  y 
alterar  el  Código  de  Comercio  que  tiene 
fuerza  de  ley. 

En  su  virtud ,  considerando  que  el  testo 
de  la  legislación  de  papel  sellado  no  admi- 
te duda;  c^ue  la  resolución  del  Ministerio  si 
alterase  dicha  legislación,  solo  podrá  apli- 
carse á  los  casos  que  ocurran  en  lo  sucesivo; 
que  respecto  á  los  industriales  de  esa  pro- 
vincia que  se  hallan  comprendidos  en  el  de 
que  se  traía ,  solo  podrán  á  lo  sumo  ,  conse- 
guir el  perdón  de  las  dos  terceras  partes  de 
i  las  multas  que  correspondan  á  la  Hacienda; 
pero  de  ningún  modela  del  visitador  que  ad- 
quirió su  derecho  al  amparo  de  la  ley;  y 
>  que  la  suspensión  del  cobro  solo  ha  podido 
I  disponerse  en  algún  caso  especial  y  como 
I  medida  interina,  cuyo  precedente  sise  pro- 
pagara ,  ocasionaría  el  descenso  de  los  valo* 
re^  que  ya  yiene  sufriendo  la  renta  del  sello 
del  Estado,  y  que  es  preciso  evitar  enérgi- 
camente ,  esta  Dirección  general  ha  tenido  á 
bien  disponer  se  exijan  inmediatamente  de 
los  interesados  responsables  de  dichas  faltas, 
la  3.^  parte  de  las  mullas  impuestas  que 
corresponden  al  visitador  ,iíonlinuando  úni- 
can)enle  aplazada  ia  cobranza  de  las  dos 
terceras  partes  restantes ,  hasta  que  la  iirec- 
cion  con  presencia  de  [o  que  se  resuelva  por 
el  Ministerio  para  en  adelante ,  sobre  el  ex- 
pediente general  consultado,  vea  si  es  con- 
veniente proponer  al  mismo  el  perdón  ó  el 
cobro  del  resto ,  y  quedar  en  su  consecuen- 
cia levantados  los  acuerdos  de  este  centro 
que  determinaros  la  suspensión  de  lodo 
procedimiento  en  favor  ae  los  que  habian 
producido  instancia ,  y  en  los  cuales  recayí 
la  citada  providencia. 

Sírvase  V.  S.  dar  traslado  de  esla  órden 
á  la  Administración  principal  de  Hacieada 
pública,  y  al  visitador  de  la  renta  del  papel 
sellado,  y  aviso  de  quedar  en  cumplir  lo  en 
ella  dispuesto.»  Lo  que  he  dispuesto  se  in- 
serte en  el  Boletín  etc.  Cáceres  18  de  abril 
de  1866.Í)  (Bol.  of.  del  19.) 

Ancho  campo  se  deja  por  la  anterior 
disposición  á  ios  visitadores  de  la  reoU 


Digitized  by 


PARTE  LEGISLATITA. 


del  papel  sellado,  y  han  de  ser  muchas  i 
lai  molestias  y  Yejaciones  que  causen  á  | 
los  que  hoy  tan  lalísimamente  se  califica 
como  comerciaQtes,  sin  potier  el  menor  lí- 
mite; de  modo  que  lo  son  para  el  efecto 
de  usar  papel  sellado  en  sus  libros ,  hasta 
Im  tenderos  de  poca  importancia ,  es  de- 
cir, lodo  ese  inmenso  número  de  vende- 
dores de  efectos  que  figuran  en  las  tarifas 
del  impuesto  industrial  y  muchos  que  no 
figuran ;  basta  los  tablajeros ,  los  carbo- 
neios,  los  taberneros,  los  buhoneros ,  los 
mauleros,  y  para  no  ser  tan  molestos  has' 
li  las  verduleras,  los  fosforeros  y  los 
vendedores  de  coplas.  No  hay  pues  ex- 
cepción alguna  en  la  letra  y  en  la  mente 
de  la  disposición  preinserta  que  justifica 
QB  inmenso  número  de  expedientes  de 
defraudación  instruidos  por  los  visitadores 
de  la  renta.  Una  pregunta  por  todo  co« 
mentarlo.  ¿En  dónde  está  la  disposición  de 
ta  ley  qae  les  obligue  h  llevar  linros?  Pues 
sQo  la  hay,  si  realmente  no  están  obliga- 
dos á  llevarlos  mas  que  los  comerciantes, 
L^*~aládos,  no  hay  por  que  imponer 
multas  á  los  que  no  usan  papel  sellado 
eo  sos  libros ,  porque  no  les  llevan;  y  no 
les  llevan  porque  son  libres  de  llevarlos 
ó  DO  llevarlos.  Llamamos  pues  la  atención 
del  Sr.  Ministro  de  Hacienda  sobre  este 
particular  y  también  la  del  Sr.  Ministro  de 
Pomeote ,  como  asunto  en  eHondo  de  su 
ramo  especial,  esperando  del  celo  de  uno  y 
otro  que  no  retardarán  la  adopción  de 
Dua  medida  justa  que  deje  sin  efecto  la 
de  la  Dirección  de  estascadas  y  loterías. 
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•cBtMclM  del  Trlliaaal  Sa^reBíi*  em 

UgTRAS  DE  CAMBIO.  Aunque 
las  Hbradas  y  aceptadas  por  personas  que 
n#  son  comerciantes  y  ho  proceden  de  una 
operación  mercatitilf  no  son  mas  que  pa- 
garés ó  promesas  de  pago ,  á  cuyo  cum- 
plimiento solo  se  puede  obligar  por  las 
nos  del  derecho  común,  como  por  la  for- 
ma del  documento  representan  un  crédi- 
to endosablCy  el  librador  viene  obligado 


al  pago  á  favor  de  un  tercer  poseedor 
cuando  se  protestan  por  no  liacerlas  efec- 
tivas la  persona  á  cuyo  caiyo  selibrárun. 

SfilcKii  átoét  febrero  de  4866. 

Pleito  seguido  en  uno  de  los  Juzgados 
de  esta  córte  y  Audiencia  de  ei>te  territo- 
rio por  D.  Casimiro  López,  con  D.  Fer- 
nando Fernandez  de  Córdova,  sobre  pap;o 
de  seis  letras  de  cambio  iinportaoies 
140.000  rs.,  á  cargo  de  D.  Maoupl  de  Mo- 
ra, en  AIgcciras,  que  lasacepló  v  no  papó, 
y  órden  de  D.  Miguel  Jiménez  fi<pejo  por 
endoso  del  cual  pasaron  á  dicho  L).  Casi* 
miro  López,  que  entabló  demanda  ordina- 
ria contra  dicho  librador.  Si',ííuido  esii» 
pleito  por  sus  trámites  con  renuncia  del  tér- 
mino ae  prueba  y  ronlirmada  á  su  tiempo 
con  costas  por  ía  Audiencia  la  semencia 
que  condenó  al  pago  de  las  letras  y  gastos 
al  demandado  este  interpuso  el  recurso  de 
casación  contra  este  fallo  citando  como 
infrmgidas: 

El  art.  434  del  Código  de  comer - 
ció,  y  la  doctrina  legal  d^qiie  u  los  plei- 
tos de  derecho  común  no  se  apliquen  las 
disposiciones  de  las  leyes  merrnntiles.» 

2.*  Las  leyes  1.*,  til.  i.\  lib.  10  de 
la  Nov.  Recop.,  y  14,  til.  li,  Partidas.' 

S.**  Las  leyes  15,  tít.  14,  Partida  5.% 
y  64,  tít.  18,  Partida  5.*,  y  la  doctrina 
que  de  ellas  se  deducia. 

4.*  El  principio  de  derecho  contenido 
en  el  aforismo  legal  nemo  plus  juris  ad 
aUum  transferre  potest  quan  ipse  habet. 

Y  5.*  La  doctrina  asignnila  en  senten- 
cia de  20  de  octubre  de  1857. 

El  principio  legal  coosigoado  en  el  ar- 
tículo 4.199  del  Código  de  comercio  y  en 
las  sentencias  de  t  de  dieieu^bre  de  1859 
y  14  de  noviembre  de  1862. 

La  12,  ift.  11,  Partida  5.*,  v  las  sen- 
tencias de  25  de  noviembre  de  Í858  y  21 
de  mayo  de  1864. 

La  doctrina  establecida  en  la  sentencia 
de  14  de  febrero  de  18b5. 

Y  la  lev  13,  lít.  53  de  la  Partida  7.*: 
El  Tribunal  Supremo  ha  (l.;clarado  no 

haber  lugar  al  recurso  por  seuicncia  de  3 
de  febrero  de  líáüo: 

üConsideranilo  que  si  bien  en  la  senlencit, 
eonlra  la  que  »e  lia  interpuesto  esle  recurso. 
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su  )ia  cilado  ol  arl.  434  M  Códiífo  de  cü- 
iii»»rc¡o,  ha  si«lo  pn»ci>aineiiltí  |>.<ra  que  en 
euinpliinienlo  de  iu  que  en  él  «e  dispone  fue* 
sen  juzgadas  las  pretensiones  de  los  que  liti* 
gan  en  este  pleito,  que  no  son  comerciantes, 
por  las  leyes  comunes: 

Considerando  que,  en  conformidad  á  lo 
dispuesto  en  las  mismas,  D.  Casimiro  López, 
tenedor  dn  las  helras ,  ejercitó  la  aceren  que 
le  competía  contra  el  reeurrenle  como  libra- 
dor de  ellas,  y  en  tal  concepto  constituido  en 
la  oblig^acion  de  satisfacer  su  importe  y  los 
gastos  causados  por  la  falla  de  paj^o,  sin  que 
para  nada  pudiesen  tomar!>e  en  cuenta  los 
pactos  privados  que  pxístiescn  entre  el  mis- 
ino recurrente  y  Jiménez  Espejo,  pr'wner  lo» 
mador  de  tas  mismas,  y  por  constituiente  que 
no  han  sido  infringidas  las  leyes  y  doctrinas 
que  á  este  propó^fo  se  citan: 

Considerando  que  la  parte  dispositiva  de 
la  ejecutoria  que  condena  á  D.  Fernando 
Fernandez  de  Córdova  á  que  pague  á  don 
Casimiro  López  el  importe  de  las  seis  /etras 
de  cambio,  con  ios  gastos  de  prolesios",  cuen- 
ta de  resaca  y  el  interés  anual  de  6  por  100, 
se  funda  en  la  disposición  de  la  ley  1.*,  ti- 
tulo r.*^,  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  y  en  la 
doctrina  consipiada  en  la  sentencia  de  este 
Supremo  Tribunal  de  20  de  octubre  de  1857, 
y  por  lo  tanto  que  no  se  han  infrmgido  los 
iirls.  434  y  1.1^9  del  Código  de  couit-rcio,  ni 
tampoco  la  doclnna  legal  de  que  en  los  plei- 
tos de  derecho  común  no  se  apliquen  las  dis- 
posiciones de  las  leyes  mercantiles: 

Considerando  que  la  ley  13,  lit.  33' de  la 
Partida  7.*,  que  sin  duda  es  la*regla  12,  tí- 
tulo 34  de  la  misma  Partida,  que  dice  uquo 
ningún  orne  non  puede  dar  mas  derecho  á 
oiro  en  alguna  cosa  de  aquello  que  ie  perte 
nece  en  ella,»  no  puede  invocarse  útil- 
mente en  este  pleito  porque  el  demandante, 
como  endosante  de  las  letras  de  cambio  que 
liabia  satisfecho  su  importe  con  los  aumen- 
tos consiguietiles  por  habf^r  sido  protesta* 
das,  tenia  por  la  ley  el  derecho  de  reclamar 
«•i  correspondiente  desembolso  de  los  endo- 
santes precedi-nles  ó  dri  librador  ,  sin  suje- 
ción á  ningún  pacto  reservado  heclu»  por  los 
que  le  habían  procedido  en  el  giro.»  ((/ace- 
ta 10  febrero.) 

PRESTAMO.  El  contrato  de  múluo 
que  supone  una  previa  convención  verbal 
se  influye  y  determina  por  esta,  debida- 
mente  probada,  cuando  dicho  contrato 
reviste  la  forma  de  cesión  de  un  crédito 
endoaabíe. 

CASACION.  No  procede  este  recifrso 


contra  tos  comiderandos:  apreciación  (U 
pruebas:  congruencia  de  la  sentencia  con 
h  demanda.  Cita  de  colecciones  no  o/i- 
cíales. 

SenteBeiade  5  de  febrero  de  i86S. 

Pleito  seguido  eo  el  Juzgado  de  Hr^reñ 

V  Audiencia  de  Cáceres  por  D.  Flore-cio 
Navarro  contra  dona  Isabel  y  doña  Mauri- 
cia  Navarro,  sobre  que  sé  le  devuelva 
por  estas  34.o00  rs.  que  les  había  prestado 
mediaute  eodoso  á  favor  de  la  segunda 
de  un  pagaré  que  tenia  contra  un  tercero 

V  que  hizo  aquella  erectivo,  por  haberse 
cumplido  el  plazo  y  haberse  ellas  obli^do 
mancomunadamente  y  cada  una  de  por  si 
á  la  devolución.  Las  demandadas  excep- 
cíonaron  por  separado.  Dona  Isabel  que 
nada  había  recibido  y  nada  debía,  y  dona 
Maurícia,  que  las  cantidades  recibidas  de 
aquel  no  habían  sido  préstamo  sino  dona- 
ción remuneratoria  y  estipulada  verbal- 
roente  por  renunciar  ambas  hermanas  á 
favor  de  D.  Florencio  Navarro  todos  sus 
derechos  á  la  herencia  intestada  de  doña 
María  de  la  O.  Navarro:  renuncia  que  el 
demandante  acreditó  durante  el  término 
probatorio  con  ia  escritura  en  que  había 
sido  consignada  y  en  la  que  nada  se  decía 
de  remuneración. 

La  sentencia  del  Juez  de  Hoyos  fué 
apelada  por  las  demandadas;  y  sustancia- 
do el  recurso ,  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  Cáceres  por  el  fallo  qjue  pro^ 
nuncíó  en  11  de  mayo  de  1863,  invocan- 
do las  leyes  1.*,  lít.  1.*,  lib.  10  de  la  No- 
visima  Recopilación;  2.*,  tit.  l.^  Partida 
5/;  lade  14de  marzo  de  18^6  y  el  arl. 517 
de  la  de  Enjuiciamiento  civil, condenóá  do- 
ña  Maurícia  y  doña  Isabel  Navarro  á  que 
eu  el  término  de  cuatro  días  paguen  ai  doa 
Florencio  los  54.o00  r».  que  por  razón, 
de  préstamo  le  adeudan ,  y  declaró  que  n% 
estaban  obligadas  al  abono  de  réditos  que 
también  se  demandaban;  en  cuyos  térmi- 
nos, contirmó  la  semencia  apelada;  iha- 
biéndose  expresado  en  uno  de  los  conside- 
randos» que  el  contrato  que  se  celebró 
entre  el  demandante  y  las  demandadas 
fué  no  contrato  censual ,  y  que  perreccio- 
nándose  los  de  esl.i  clase  por  el  solo  con- 
sentimiento  de  las  partes  era  obligatorio 


Digitized  by 


JÜEISraUDENCIA  CIVIL. 


419 


sucuitíplimieDtopor  más  que  Tuese  verbal. 

Las  demandadas  ioterpusieroa  recurso 
decasacioQ  citando  como  infriogidas  varias 
(loctrioas  de  jurisprudencia  porque  en  la 
demanda  se  ejercitó  la  acción  de  mútuo 
y  en  la  sentencia  se  babia  fallado  sobre  uq 
rontrato  consensual  etc.;  mas  el  Tribunal 
Supremo  úechtBínohaber  lugar  al  recurso 
por  su  sentencia  de  5  de  febrero  de  1866: 

«Considerando  que  además  de  no  proceder 
«!  recurso  de  casación  contra  la  ejecutoria 
por  la  mayor  ó  menor  exactitud  de  uno  de 
tas  considerandos  si  en  la  parte  resolutiva 
ajustada  á  las  prescripciones  legales ,  en 
t'l  caso  actual  no  cabe  suponer  que  la  Sala 
que  la  dictó  desconocía  la  naturaleza  de  los 
c  ontratos  ,  niño  que  únicamente  hubo  falta 
de  ex*c)resion  en  su  respectiva  nomenclatura; 
(M>rque  al  caracterizar  la  obligación  de  con- 
trato consensual,  se  infiere  natural  y  ra- 
eionalmente  que  se  refirió  al  pacto  verbal 
'«ne  precedió,  conviniendo  por  él  las  de* 
mandadas  en  recibir,  como  medio  para  la  en-, 
irega  de  la  cantidad  ,  el  endoso  del  pagaré 
contra  un  tercero  que  la  verificó,  y  en- 
tonces fué  cuando  tuvo  efecto  el  contrato  de 
|;réstamo  y  dió  or^en  á  la  acción  de  mutuo 
f'jerciíada  en  la  demanda: 

Considerando  que  en  el  indicado  pacto 
verbal  se  lijó  la  cantidad  que  habia  de  darse 
prestada  y  Jas  consiguientes  obligaciones 
r^pectivas,  y  que  por  lo  mismo  constan  ios 
limites,  extensión  de  aquel  ,  sin  que  por 
consiguiente  se  haya  infringido  por  la  sen- 
len.ña  laley  1.»,  tit.  lib.  10  de  la  No- 
vii^aia  Recopilación  ,  ni  tenga  aplicación  la 
(K>ctrina  establecida  por  este  Tribunal  Su- 
premo que  á  este  propósito  se  alega  en  el 
recurso: 

Considerando  que  según  la  apreciación 
It4*cha  por  la  Sala  sentenciadora  en  vista  de 
Ja  prueba  leslifical  corroborada  por  la  docu- 
mental, sin  que  contra  aquella  se  haya  cita- 
da determinadamente  ley  ni  doctrina  legal 
iitríngida,  se  contrajo  la  oblig^acion  por  las 
IOS  hermanas  demandadas  y  no  se  ha  jus- 
irlcado  la  excepción  de  que  el  préstamo  se 
rnlizó  en  compensación  dn  haber  cedido  al 
demandante  el  derecho  que  lenian  á  la  he 
rt^Büa  de  su  tía,  doña  Maria  de  la  O 

Oisiderando  que  cualesquiera  que  fuesen 
« :is  d^encias  preparatorias  del  demandante 
parasi^an  su  resultado  enlabiar  la.dema!ida, 
la  líjó^  la  pretensión  de  que  se  condenase 
a  las  hemanas  Navarro  al  pago  de  34.500  rs. 
4|U«  le  teblan  por  contrato  de  préstamo  ,  á 


los  intereses  y  c«stas,  y  habiéndose  estima- 
do r>or  la  sentencíala  entrega  de  la  cantidad 
reclamada,  y  héchose  el  pronunciamiento 
que  se  creyó  procedente  respecto  á  los  in- 
tereses, fué  decidida  toda  la  cuestión  litiiciosa 
f>egun  ha  sido  debatida  en  el  pleito,  contra- 
yéndose en  liwpeticion  contenida  en  la  de- 
manda ,  tanto  respecto  á  la  cosa  como  á  la  « 
manera  y  motivos  alegados ,  sin  separarte 
la  Sala  de  sus  facultades  en  la  aprecia- 
ción de  las  pruebas,  ni  apoyarse  en  motivos 
no  alegados ;  variando  la  situación  de  la 
cosa  litigiosa,  y  que  por  tanto  no  se  ha  in- 
fringido por  la  ejecutoria  la  ley  16,  tit  22, 
Partida  3  *  ni  contravenídose  á  las  doctrinas 
de  este  Tribunal  Supremo  á  este  intento  ale. 
gadas ,  prescindiendo  de  la  manera  irregular 
con  que  se/ citan,  refiriéndose  á  una  co- 
lección legislativa  que  ,  por  mas  apreciabla 
que  sea,  no  es  la  oficial.» (Gac.  11  febrero.) 

TESTAMENTOS.  La  apreciación  de 
las  pruebas  sobre  validez  ó  nulidad  de 
testamentos  debe  hacerse  según  las  reglas 
especiales  establecidas  por  las  leyes.  No 
puede  fundarse  su  nulidad  en  haber  sido 
otorgado  por  TSíot£LTio  de  reínoa  en  pue- 
blo ¿tt  que  no  habia  Escribano  numera- 
riOy  ni  se  infringe  la  ley  i\,  tit.  i.^,  Par*  ' 
Í¿ia6.*,  nombrándole  albacea.  La  vedn* 
dad  qu£  determina  la  R.  O.  de  20  de 
agosto  de  1849  no  es  la  aplicable  á  los 
testigos  en  los  testamentos. 

geoUicia  de  6  de  febrero  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Mondo- 
Dedo  y  en  la  Audiencia  de  la  Coruña  por 
dona  Antonia  Díaz  Agüera  con  D.  Ramón 
Vega  sobre  nulidad  de  testamento.  Doña 
Antonia  entabló  demanda  en  2:2  de  enero 
de  i863,  pidiendo  que  se  declarase  nulo, 
de  ningún  valor  ni  efecto  el  testamento 
que  aparecía  otorgado  por  D.  Juan  de  la 
Reguera  ante  el  Escribano  D.  Salvador 
Rodríguez  Villameitidn  y  se  condenara  á 
D.  Ramón  de  Vega  y  Valcarce  á  (entregar- 
le toda  la  herencia  fincable  del  D.  Juan, 
con  los  frutos  producidos  y  debidos  pro- 
ducir desde  el  raltecimiento  del  mismo,  y 
las  costas;  y  se  fundó: 

i.*  En  que  no  solo  Vega,  sino  tam- 
bién el  Escribano  D.  Salvador  estaban 
nombrados  albaceas  y  herederos  íidKcia- 
rios: 

En  que  dicho  Escribano  no  podía 
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(lar  fe  en  Cañedo  por  haber  Escribano  pú- 
blico en  el  dislrilo: 

Y  o,^  En  la  falla  de  solemnidad  de 
testigos,  pues  el  Escribano  Villameitide 
DO  pudo  serlo ,  y  de  los  ;seis  eran  cinco 
inhábiles,  como  legatarios  que  aparecían 
ser  en  atención  á  ser  colonos  del  testador 
y  pobres,  y  por  tanto  comprendidos  en  el 
perdón  que  el  D.  Juan  otorgaba  en  gene- 
ral á  estos  de  lo  que  le  debiesen  á  su 
muerte,  y  además  Juan  Fernandez  carecía 
de  la  cualidad  de  vecino  del  lugar  del  otor- 
gamiento. 

El  den:andado  se  opuso  á  la  demanda 
pretendiendo  además  por  via  de  reconven 
clon  que  se  declarase  á  la  parte  deman- 
dante privada  de  sus  legados  alegando  lo 
que  á  su  derecho  conducía.  Y  seguido  el 
pleito  por  sus  trámites,  después  de  varias 

Í)ruebas,  se  dictó  sentencia  absolutoria  de 
a  demanda  y  eslimando  la  reconvención; 
la  cual  fué  confirmada  por  la  Audiencia. 

Interpuso  la  demandante  recurso  de 
casación  citando  como  infringidos: 

Los  artículos  317  y  4.387  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  jurispru- 
dencia establecida  en  sentencia  de  2:2  de 
octubre  de  1864: 

2.  ^  Las  leyes  7/  y  8.*,  til.  23,  lib.  \0 
de  la  Nov.  Recop.;  las  disposiciones  de  la 
junta  de  gobierno  de  la  Audiencia  de  la 
Coruña  de  9  de  marzo  de  1846,  4  de  fe- 
brero y  20  de  julio  de  1850,  con  la  real 
orden  á  que  se  referían;  la  jurisprudencia 
admitida  y  sentada  por  este  tribunal  en 
Fentencias  de  31  de  octubre  de  1863  y  23 
de  abri!  y  27  de  junio  de  1864;  la  doclri- 
m  admilida  por  la  jurisprudencia  de  los 
tribunales,  de  que  cel  Escribano  nombra- 
do heredero  no  puede  válidamente  dar  fe 
del  teslamenio  in  ^que  el  nombramiento 
se  hace;»  y  las  leves  11 ,  tít.  1.**,  y  18, 
til.  16,  Partida  6.*: 

3.  *»  El  art.  2.'^  de  la  R.  O.  de  20  de 
agosto  de  1849: 

Y  4.*»  La  ley  1.*,  tít.  18,  lib.  10  de 
Ja  Nov.  Recop.  y  la  constante  jurispru- 
dencia del  Tribunal  Supremo  consigna- 
da en  las  sentencias  de  2G  do  seiiembrc 
^le  1862,  H  de  mayo  y  11  de  jumo 

\  el  iiíbiiual  Supremo  en  su  scutenciu 


de  6  de  febrero  declara  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación: 

uCoMsiderando  que  la  Sala ,  al  apreciar  las 
pruebas  y  eslimar  las  que  conciernen  á  la  so- 
lemnidad de  la  leslamenliraccion  ,  valiéndt- 
se  de  las  especiales  del  caso  como  lo  hizo, 
no  ha  infringido  los  arfs.  317  y  1.387  de  la 
ley  de  Enjuicimfenlo  «vil ,  ni  la  doctrina  d« 
I  la  sentencia  de  e^l«  Supremo  Tribunal  de 
22  de  oclubre  de  1864,  que  Iralan  de  la  ma- 
teria (l): 

Considerando  que,  siendo  el  Escribano 
Viilameilide  un  Notario  de  reinos  y  hallán- 
dose vacanle  la  Escribanía  numeral  del 
coló  de  Cañedo,  pudo  muy  bien  aulorizar 
aquel  documento,  y  haciéndolo  asi ,  no  han 
sido  infringidas  las  leyes  7.*  y  8.*,  lít.  29, 
Jib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  ni  la  doctrina  con 
signada  en  las  sentencias  de  esle  Supremo 
Tribunal  (2),  ni  las  disposiciones  de  la  Sala 
de  gobierno  de  la  Coruña  que  se  citan ,  aun 
cuando  estas  no  sean  motivos  suQcienles  de 
casación: 

Considerando  que,  no  habiendo  sido  nom- 
brado heredero  fiduciario  el  Escribano  auto- 
rizante del  testamento  sino  solo  albacea ,  no 
se  ha  Infringido  la  ley  11,  líl.  1.*»  de  la  Par- 
tida 6.*,  que  no  contiene  esa  prohibición ,  y 
que  está  mal  citada  la  otra  ley  18,  tít.  16  de 
la  misma  Partida: 

Considerando  que  la  vecindad  que  exige 
la  a.  O.  de  20  de  ^oslo  del  año  1849  es  pa- 
ra el  caso  que  esta  marca,  y  no  para  que  se 
considere  de  esta  clase  ta  vecindad  exigida 
por  las  leyes,  como  requisito  de  los  testigos 


(1)  Es  muy  importante  este  falto  qae  te  cita.  Segon 
él  «los  tribanales  no  pueden  en  cuanto  á  la  prueba  de  la 
•existencia  le^aldo  un  testamento  formar  tuconviecion 
•por  los  amplios  y  racionales  medios  que  para  los  h«> 
•chos  comunes  establece  el  «rl.  317  de  la  ley  de  Cnjai- 
•ciamiento  cítU  ,  sino  que  deben  necesariamente  ajaa- 
•tar  su  criterio  judicial  á  las  reglas  especíalas  qaa 
>para  la  comprobación  de  tales  actos  establece  el  dero- 
•cho  ,  así  en  cuanto  al  número  y  capacidad  de  los  tes- 
•li^  presenciales  como  á  las  demás  solemnidades  qu 
han  de  concurrir  en  el  testamento.»  {Swttncia  d«  2t  c 
oclubrt  de  1864.) 

(2)  Los  fallos  de  31  de  octubre  de  1S63  ,  23  de  aríl 
y  27  de  junio  d«  1864,  dos  dt  ellos  declarando  K*>cr 
Ing'ar  á  la  casación  ,  establecen  la  doctrinado  qu  los 
Escribanos  públicas  de  numero  son  los  únteos  com^tea- 
tes  seguu  las  leyes  7.'  y  8.*^,  U't.  23«  lib.  X  Nc^ima 
Kecopilaeioa  para  autorizar  los  contratos,  oblis^loMa 
y  testamentos  en  los  pueblos  en  qae  residas»  no^^cien- 
do  fé  ni  prueba  los  que  ante  otrus  Escribanos^  olor-  . 
guen,  á  no  ser  que  no  loa  haya  en  el  pueblo,  e^ív*li<^n~ 
do  á  no  haberlos  el  no  poder  actuar  por  halla*  fi»c^^*' 
wtntf  enfermos. 
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para  los  leslamenfo^,  y  por  eso  no  ae  ha  in- 
fringido ley  ninguna  admitiendo  como  testi- 
go á  Juan  Fernandez,  que  hacia  doa  años 
que  se  hallaba  establecido  en  el  pueblo: 

Considerando  que  Dominico  Díaz  y  Domin« 
go  Elomeo  no  son  pobres  de  solemnidad  ni 
viles,  sino  que  viven  de  su  oficio;  y  admi- 
tiéndolos como  lesligos  del  testamento',  no 
se  ha  infringido  ia  ley  til.  IS.  üb.  10 de 
la  Nov.  Recop.,  ni  la  doctrina  establecida  en 
ias  sentencias  citadas  en  el  cuarto  motivo  de 
'   casación  alegado: 

Considerando  que,  aun  cuando  hubiesen 
sido  excluidos  Fernandez  por  no  vecino,  y 
Ruizy  Romeo  por  pobres,  como  los  testigos 
eran  siete  con  el  Escribano,  no  hacían  ellos 
falta  para  «I  número  exigido  por  la  ley  para 
!a  validez  de  estos  instrumentos,  y  por  tan- 
to DO  se  ha  infringido  ley  ninguna  de  las 
alegadas: 

Y  considerando,  por  último,  que  no  pro- 
cede citar  como  infringidos  títulos  enteros 
de  los  cuerpos  del  derecho,  como  aquí  se  ha 
«lado  lodo  el  til.  1  .•  de  la  Partida  6.*»  (Ga- 
teta  11  febrero.) 

PERSONALIDAD.  Se  subsana  la 
falta  de  esta  en  el  actor  cuando  habiendo 
demandado  en  nombre  propio  alega  des^ 
pues  que  lo  hace  en  nombre  de  otro  cuyo 
poder  presenta  antes  de  la  sentencia. 

Snleida  éñ  8  k  febrin  it  1866. 

Pleito  seguido  eo  un  Juzgado  de  pri- 
mera ioslancia  v  Audiencia  de  Sevilla  por 
ia  casa  Noel,  Vasserot  y  compañía,  con 
D.  Julio  Beanchy  contra"  el  cual  procedió 
q^otívameote  para  el  cobro  de  li.083 
reales  importe  de  una  letra  de  cambio 
aceptada  por  este  y  pagada  por  dicha  ca- 
&a  iatervioieodo  eo  virtud  de  iodicacioo 
puesta  eo  la  letra  por  el  librador  D.  Julio 
Alejandre  en  París. 

Cuaudo  dicha  casa  Noel  entabló  esta 
ejecocioo  ya  se  había  reembolsado  de  la 
letra  y  gastos  eo  importe  de  11.205  rea- 
tes 60céots.  á  cargo  de  Veroes  y  compa- 
ñía de  París,  primer  cesionario  por  endo- 
so del  librador;  y  Beanchy  que  sabia  el 
hecho  le  hizo  constar  al"  formalizar  su 
oposición  por  medio  de  posiciones  que 
alh^lvió  anrniatívaniente  la  casa  actora, 
y  en  su  vista  ezcepciouó  la  no  personati* 
dad  de  qoíen  le  demandaba  lo  que  tenia 
cobrado*  Entonces  la  casa  Noel  manifestó 


que  obraba  por  encargo  y  en  interés  tUA 
librador  D.  Julio  Alejandre  quien  aprn 
bando  todo  lo  hecho  por  su  órden  remitió 
un  poder  á  dicha*  casa  para  que  en  su 
nombre  y  representación,  confírmase  lo 
hecho  y  continuara  el  juicio;  y  sustanciado 
por  sus  trámites,  reca\ó  sentencia  qu'^ 
conHrmó  la  Audiencia  mandando  seguir  I  * 
ejecución  adelante,  é  interpuesto  recurso 
de  casación  fundado  en  la  causa  seguud-i 
del  art.  1.013  de  la  ley  de  Enjuiciamieu- 
to  civil  ó  sea  en  la  falla  de  personalidad 
del  actor,  declara  el  Supremo  Tribuoüt 
no  haber  lugar  á  él  por  su  sentencia  do 
«de  febrero  de  i866: 

«Considerando  que  la  falta  que  supone  «>i 
recurrente  haberse  cometido  de  proponers.^ 
la  demanda  ejeculiva  con  poder  únicanieia«í 
de  la  c^sh  Noel,  Vasserot  y  compañía  que- 
dó subsanada  antes  de  que  se  diclara  )a  sen- 
tencia de  remate  con  la  presentación  que 
hizo  dicho  Procurador  de  la  sustitución 
olorgada  á  *u  favor  por  la  casa  NoeL  Vasse- 
rot y  compañía  del  poder  que  en  23  de  ft*^ 
brero  de  1864  confirió  á  la  misma  Alejan- 
dre, lo  cual  reconoció  Beanchy  con  no  ha- 
ber reclamado  sobre  la  indicada  falla  en  l.i 
secunda  instancia: 

Y  considerando,  por  lo  tanto,  que  id 
existe  la  falta  de  personalidad  en  el  actor  «n 
que  se  funda  este  recurso.»  (Gac.  12  />- 
brero.) 

VIUDAS  (en  Cat^uña.)   Los  dere- 
chos que  como  tales  les  corresponden  so 
bre  los  bienes  de  sus  difuntos  maridos  no 
pueden  tener  lugar  respecto  de  los  enaje^ 
nados.  Opinión  de  autor. 

ALIMENTOS.  El  art.  1.218  de  ki 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  ,se  opone 
á  que  en  el  exuedienle  de  alimoitos  pro- 
visionales se  aisciUa  á  su  tiempo  sobre 
cesación  de  dichos  alimentos  por  muer- 
te del  obligado  á  abonarlos. 

Seitencia  de  5  de  febrero  de  18CG. 

Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  Bar- 
celona y  su  Audiencia  terriiorial  por  don 
Benito  Ramis  con  doña  Josefa  Gurri  so- 
bre que  se  declarase  cancelada  una  pen- 
sión alimenticia  á  que  re^poodia  una  ca- 
sa que  este  había  couiprado  al  marido  df^ 
la  misma  D.  Antonio  Muiiño  de  quien  es- 
taba separada  log.ihncule. 
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llabia  Icoido  lugar  esta  compra  eo  17  voluniaria, 


dejaron  de  lener  eficacia  en 


de  iuliode  4857,  dos  días  después  que  !  c"*»!»  a  p-e«tíícion  deatimenlos  provisio- 
dona  Josefa  habia  pedido  el  embargo  pre-  I  ".^'«?  ej  fallecimienio  del  marido  y  con- 
v2Dlivo,  que  obtuvo  de  dicha  casa  para  <^'«^'"<^'^"       malnmon.o  d.  U 


íiguiente 

 ,  ^«   Giirri,  y  de  consiffuienle  al  declarar  la  Sala 

responder  a  la  <^anti(lad  de  450  hbras  de   g^nlenciadora  cancelada  la  pensión  aiimen- 

'  licta  señalada  n  la  misma  y  la  obligación 


la  dolé  y  esponsalicio  y  asegurar  los  ali 
méritos  que  iba  á  reclamar  y  reclamó, 
siendo  condenado  su  esposo  á  entregarla 
o  r?.  diarios  por  mensualidades  anticipa- 
das, y  embargándose  para  el  cobro  los  al- 
quileres de  la  misma  casa. 

Habiendo  nwierto  D.  Antonio  Muliño, 
solicitó  Ramis  en  4863  que  se  declarase 
canctílada  la  pensión  alimenticia  señalada 
á  doña  Josefa  Gurri  y  por  consecuencia 
lo(fa  responsabilidad  que  pesaba  sobre  él 
como  comprador  de  la  casa,  con  reserva 
á  la  misma  de  sus  derechos  dótales;  é 
impugnada  esta  pretensión  por  la  viuda 
por  ser  usufructuaria,  por  ministerio  de  la 
ley,  de  los  bienes  y  derechos  de  su  esno- 
so,  recayó  providencia  qué  contirmó  la  Sa- 
la deciafandu  cancelada  la  pensión  alimen- 
ticia. Interpuso  la  viuda  recurso  de  casa- 
ción, V  el  Tribunal  Supremo  por  sentencia 
de  5  de  febrero  de  4866,  declara  no  ha- 
ber lugar  á  él: 

oConsiderando  qne  así  el  Usatge  títu- 
lo 3  °,  lib.  5.**,  como  las  conbliluciones  I  * 
y  2  •  del  mismo  título  y  libro  del  Código 
municipal  de  Cataluña,  contrayéndose  á  los 
derechos  que  la  viuda  liene  sobre  los  bienes 
de  su  difunto  marido,  carecen  de  oportuni- 
dad al  presente  caso,  por  cuanto  vendida  la 
casa  á  D.  Vicente  Ramis  con  el  gravámen  ó 
dedoccion  de  la  dote  y  esponsalicio,  dicha 
finca  no  puede  estimarse  actualmente  como 
parle  de  los  bienes  dejados  por  aquel,  á  pe- 
sar  de  la  opo^icien  de  la  Gurri,  porque  sobre 
este  extremo  nada  se  ha  declarí)do,  tiene  es- 
la  asegurado  la  dote  y  esponsalicio,  y  ade 
más  se  la  reservan  oportunamente  sus  dere 
dios: 

Considerando  que  limitados  el  art.  4.218  y 
la  sentencia  de  este  8upremo  Tribunal  de  31 
de  di  iembre  de  1861  á  declarar  que  en  el 
í-xpedienle  de  alimentos  provisionales  no 
cabñ  discusión,  ni  sobre  el  derecho  á  petci 
birlos,  m  sobre  su  entidad,  tal  precepto  no 
ve»  retiere  á  las  pretensiones  que  len^ian  por 
i.i»jelo  la  cesación  de  dichos  alimentos  por 
iiinerte  del  obligado  á  abonarlos: 

Considerando  que  las  providencias  de  11 
ilt-  octubre  de  1859  y  24  de  marzo  de  1860, 
diuvada*  en  un  expediente  de  jurisdicción 


contraída  por  Ramis  no  ha  infringido  las  le- 
yes 207  del  Dip^esto  Da  regulis  juris,  y  la 
19,  lít.  22,  Partida  3.*: 

Y  considerando  que  á  las  opiniones  de 
los  tratadistas  y  jurisconsultos,  por  mas 
respetables  que  sean,  no  puede  dárseles  el 
carácter  de  doctrina  legal  para  fundamen- 
tar en  ellas  la  casación,  si  no  están  admiti- 
das en  tal  concepto  por  la  jurisprudencia  de 
los  tribunales  como  repetidamente  lo  tiene 
declarado  este  Supremo.»  (Cae.  13  febrero.) 

MAYORAZGOS.   Las  Reales  cédu- 
las de  concesión  de  las  mercedes  de  íftu- 
los  del  reino  como  recompensa  y  recuer- 
do perpétuo  de  eminentes  servicios  á  la 
patria,  constituyen  por  si  solas  los  dos 
primerosmedios  designados  por  ía 
m.  47,  lib.  40  de  la  Nov.  Recop.  (44  de 
Toro)  como  prueba  de  todo  Mayora%go, 
que  son  la  escritura  de  institución  y  la 
real  licencia,  debiéndose  considerar  vin- 
culados los  bienes  con  que  han  solido  do- 
tarse  por  la  real  munificencia  tales  mer- 
cedes. 

PSBSONEBOS.   Sobre  la  obligación 
que  tienen  de  dar  cuenta  de  sus  gest  iones 

gentencia  de  9  de  febrero  de  4866. 

El  Emperador  Carlos  V,  por  Real  cédu- 
la de  10  de  octubre  de  1537,  para  recona- 
pensar  los  servicios  prestados  por  Fran- 
cisco Pizarro  en  la  conquista  del  Perú,  le 
concedió  el  título  de  Marqués  y  20.000 
vasallos  en  aquella  tierra,  cuyo  seuala- 
miento  ño  llegó  a  veriücarse,  como  tam- 
poco de  una  manera  definitiva  las  conmu- 
taciones de  los  Monarcas  posteriores  hasta 
D.  Felipe  IV.  üliimamenle  y  hasla  1805 
cobraron  loé  Marqueses  sucesores  de  Pi- 
zarro por  dicho  concepto  de  Jas  cajas  de 
Lima  del  caudal  que  se  separaba  para  ve- 
nir á  estos  reinos  9.000  pesos  de  renta. 
Habiendo  pues  fallecido  en  i  i  de  febrero  de 
48S9  D.  Agustín  Orollana,  üliímo  Mar- 
qués de  la  conquista  y  padre  del  actual 
u.  Jacinto,  dióse  en  su  coosecueacta  á  es- 
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le  en  7  de  diciembre  de  <832  posesión  del 
lilulo  y  mayorazgo  de  la  Cooquista:  y  en 
\)  de  agoslo'de  48Stdoiia  Antonia  Orilla- 
na  otorgó  poder  á  su  favor,  para  que  ges- 
lionase  en  su  nombre  á  fio  de  conseguir 
la  liquidación,  reconocimiento  y  negocia- 
rion  de  las  rentas  corrientes  y  atrasadas 
y  para  que  arreglado  este  asunto  percibie* 
ra  y  cobrase  la  parte  que  á  la  otorgante 
correspondiera  en  el  concepto  de  heredera 
de  su  difunto  padre:  reconocida  al  Mar- 
qoés  como  carga  de  justicia  la  pensión  de 
9.001  ps.  anuales,  como  heredero  y  su- 
ce^or  del  conquistador,  cobrando  desde 
Í8o0,  lo5.5:2í)  rs.  H  mrs.  anuales,  con- 
tinuó gestionando  para  el  percibo  de  los 
atrasos,  mas  dona  Antonia  Orellana  enta- 
tdó  demanda  para  que  se  condenara  á  su 
hermano  á  rendir  cuentas  de  cuanto  hu- 
biese practicado  desde  la  aceptación  del 
poder  sobre  liquidación  v  abono  de  la  pen- 
>!on  llamada  del  Perú  y  de  los  atrasos  ven- 
cidos, abonándola  la  parte  que  de  una  y 
otros  la  correspondiesen,  y  el  Marqués  la 
impognó  alegando  que  lo  que  habia  per- 
cibido de  la  indicada  renta  desde  1850,  y 
de  lo  que  pudiera  percibir  por  atrasos  cor- 
respondientes á  los  años  desde      dt  fe- 
brero de  ibi9  basta  tín  de  1849,  si  se  le 
pagaban,  no  estaba  obligado  á  dar  cuen- 
ta Di  razón  alguna  á  su  hermana,  perte- 
neciéndole  cxclu.sivamente  desde  entonces 
romoposecdor  de  todas  las  vinculaciones 
etc.  I  seguido  el  pleito  por  sus  trámites, 
dictó  sentencia  el  Juez  que  confirmó  la 
Safa  primera  de  la  Audiencia  de  Cácere? 
en  19  de  abril  ríe  1865,  absolviendo  á  don 
Jacinto  Orellana  de  la  demanda,  declaran- 
do que  doña  Antonia  Orellana  solo  tiene 
accioo  y  derecho  á  percibir  en  la  propor- 
ción que  la  corresponda  por  li(|uídaciou  de 
ia  parte  de  atrasos  que  se  adjudiquen  á 
SQ  DerniaDo  D.  Jacinto  desde  el  año  de 
4806  basta  el  día  del  fallecimiento  del 
padre  comuo: 

Inlerpaso  la  demandante  recurso  de  ca- 
sación citando  como  infringidas  varias  le- 
yes deque  se  hac(»  mérito  en  los  con¿ii- 
dí^randos;  pero  el  Tribunal  Supremo  de- 
clara en  sentencia  (k  9  de  febrero  de  Í8()6 
no  habtr  lugar  al  recurso: 

«iCoas;iierat]doque  la  obligación  que  impo- 


ne la  ley  25,  líl.  5.^  de  la  Partida  3  •al  per- 
señero  o  procurador  que  es  dado  ^ara  teca  ^^ 
dar  algunas  cosas  fuera  de  juicio^  es  la  de 
ser  tenudo  de  dar  cuenta  deilas  á  aquel  cu- 
y  as  son: 

ConRÍderando  que  en  el  caso  eoncreto  de 
este  pleito  consta  que  el  apoderado  ha  he- 
cho cuantas  geslioties  estaban  á  su  alcance 
para  el  desempeño  de  su  encargo,  y  que  ha 
dado  á  su  comitente  cuanta  del  resultado: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  no  se 
ha  infringido  la  referida  ley ;  ni  es  aplicable 
la  26  del  mismo  tilulo  y  Parlida,  porque  ren 
fíriéodose  exclusivamente  al  personero  en 
juicio ,  el  demandado  no  ha  tenido  este  ca- 
rácter: 

Considerando  que  los  bienes  con  que  han 
solido  dotarse  por  la  real  muniñcencia  las 
mercedes  de  lilulos  del  r<*ino,  como  recom- 
pensa y  recuerdo  perpetuo  de  eminentes  ser* 
vicios  hechos  á  la  patria,  atendido  el  espíri* 
tu  de  estas  concesiones  y  la  época  en  que 
han  tenido  efecto,  han  formado,  así  como  los 
lítalos  á  que  van  unidos,  una  verdadera  fun<« 
dación  vincular: 

Considerando  que  las  Reales  cédulas  de 
coni:esion  de  estas  mercedes  constituyen  por 
sí  solas  los  dos  primeros  medios  designados 
por  la  ley  1.*,  tít.  17,  lib.  10  de  la  Novísima 
Recopilación  (41  de  Toro),  como  prueba  de 
la  existencia  de  todo  mayorazgo,  que  son  la 
escritura  <ic  institución  y  la  real  licencia  pa<- 
ra  efectuarla: 

Considi»rando  que  la  Real  cédala  expedi- 
da por  el  Emperador  D.  Carlos  V,  otorgando 
á  Franeiso  Pizarro,  conquistador  del  Perú, 
el  título  de  Marqués  y  20.000  vasallos  en 
aquella  tierra,  creó  desde  luego  una  vincu- 
lación en  su  familia,  como  premio  y  recuer- 
do del  hecho  glorioso  que  con  esta  merced 
quiso  el  Mimarca  perpetuar: 

Considerando  que  si  este  concepto  necesi'. 
lase  de  corroboración,  aparece  completa  en 
las  transacciones  celebradas  entre  el  Estado 
y  los  sucesores  del  Marqués  para  la  subro- 
gación de  la  dotación  primitiva  por  una  pen- 
sión determir^da^  previniéndose  en  las  Rea- 
les cédulas  en  que  se  consignan,  que  de  las 
sumas  devengadas  y  no  percibidas  se  depo- 
sitase una  parte  y  se  emplease  en  rentas  pa« 
ra  dotación  de  eslo  mismo  mayorazgo: 

Y  considerando,  por  consiguiente,  que  no 
pudiéndose  dudar  de  la  cualidad  vincular 
que  tuvo  esta  p*»ns¡on,  la  sentencia  que  ab- 
suelve al  Marqués  de  la  Conquista  de  la  de- 
manda que  le  ha  sido  interpunsla  Sdbie  li* 
quidacion  y  dación  de  cuentas  de  las  que  ha 
percibido  ó  deba  percibir  desde  1829  en  que 
entro  á  su  goce  y  posesión,  no  ha  infringido 
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la  ley  41  de  Toro,  cilada  en  e!  concepto  de 
que  no  exisUí  prueba  alguna  de  tal  vincula- 
ción, ni  las  demás  doclrinas  legalí»s  adniili- 
das  por  la  jurisprudencia  y  quf»  se  invocan 
con  ig^ual  propósito.  (Gao.  14  febrero.) 

LEGITIMAS.    No  son  colaci§imbles 

los  gastos  hechos  por  los  padres  con  sus 
hijos  para  darles  estudios  y  compra  de 
libros  etc.,  aunque  asi  lo  disponga  el  pa- 
dre  testador. 

SenliDcia  de  iO  de  febrero  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Bueoa- 
vista  y  eo  la  Sala  primera  de  la  Audien- 
cia de  esta  capria)  por  el  curador  ad  litem 
de  D.  Enrique  López,  con  D.  Policarpo, 
doña  Maria,  dona  Josefa,  doña  Jacoba  y 
doña  Matilde  López  sobre  reforma  de  la 
partición  de  bitoes  de  .-u  padre  D.  Cipria- 
no, quien  por  testamento  ae  23 de  octubre 
de  i859  declaró  que  había  gastado  con  su 
hijo  D.  Tomas  varias  cantidades  en  darle 
estudios  y  redimirle  del  servicio  militar, 
eo  su  casamiento  con  doña  Josefa  Prieto 
y  últimanjente  eo  la  penosa  y  larga  eo- 
fermedad,  de  que  falleció,  y  en  su  cnler- 
ramieuto,  las  cuales  ascendian  á  roas  de 
10.000  rs.;  y  para  evitar  que  fueran  per- 
judicados sus  otros  hijos,  quería  que  tra- 
nse á  colación  dichos  10.000  rs.  y  coa 
ios  bienes  de  la  herencia  se  igualara  á  to« 
dos,  encargando  en  este  punto  á  sus  tes- 
tamentar ios  la  mayor  legalidad;  y  en  otra 
cláusula  mejoró  en  el  tercio  y  qumto  á  su 
hijo  D.  Policarpo: 

Prévia  autorización  judicial,  procedie- 
ron los  albaceas  con  el  contador  D.  Her^ 
menegildo  García  Colorado  á  formar  la  li- 
quidación, cuenta  y  partición  de  los  bie^ 
nes  del  D.  Cipriano  López,  entre  sus  hijos 
D.  Policarpo,  doña  María,  doña  Josefa, 
doña  Jacoba  y  doña  Matilde  y  su  nieto 
D.  Enrique,  este  en  representación  de  su 
padre  D.  Tomás;  y  teniendo  presente  la 
declaración  del  testador,  consignó  el  con* 
tador  en  el  supuesto  tercero ,  que  era  in- 
dudable que  el  D.  Enrique  debía  traer  á 
colación  lo  que  su  padre  había  recibido, 
y  que  el  importe  de  esto  debia  fijarse  en 
ios  10.000  rs.  que  el  D.  Cipriano  decía, 
ya  porque  en  gran  parte  resultaba  de  do- 
cumeulos  y  notas  del  mismo,  ya  porque 


su  dicho  se  debia  considerar  exacto  mien- 
tras no  se  probase  lo  contrario;  v  que  si 
pudiera  dudarse  si  534  rs.  gaslaJos  en  el 
enterramiento  del  D.  Tomas  eran  enlacio- 
nables,  semejante  pequeña  cantidad  en 
nada  influía  en  la  operaciou,  porque  siem- 
pre resultaría  que  el  mismo  había  perci- 
bido un  haber  excesivamente  superior  v.\ 
que  le  í  fnespondiera,  y  nada  podía  per- 
cibir. IJahiéndose  formado  la  partición  ba- 
jo este  y  otros  supuestos,  fué  impugnada  por 
el  curador  de  D.  Enrique,  y  por  el  contra- 
rio defendida  por  los  (lemaudaiios  que  in- 
vocaron la  ley  5.*,  lít.  3.*",  lib.  X  de  la 
Noy.  Recop.  y  la  voluntad  exprcí^a  de  su 
padre.  El  Juez  dictó  sentencia  absoluto- 
ria que  cootirmó  la  Audiencia,  y  el  cura- 
dor de  D.  Enrique  interpuso  recurso  de 
casación  citando  como  infringidas: 

1.  **  Las  leyes  3.*,  lít.  22,  y  2.*  y  3.* 
líU  14,  Partida  3.',  toda  vez  que  ño  se 
había  probado  por  quien  debiera  hacerlo 
que  los  gastos  que  se  consideraban  cola- 
cionablesascendieraná  la  suma  de  10.000 
reales. 

2.  ^  Las  leves  2.',  lít.  19,  Partida  4.*, 
3.Mit.  4.\  Partida  5.%  y  5/.  lít.  15, 
Partida  6.',  y  el  principio  de  que  «el  criar, 
alimentar  y  educar  a  los  hijos  con  arreglo 
á  su  clase,*  es  la  obligación  natural  y  legí 
tima  consecuencia  de  la  patria  potestad. > 

Y  3.^  Las  leves  17  y  26  de  Toro,  o 
sean  l.*  y  10,  líu  6.%  Iib.  10  de  la  No- 
vísima Recopilación,  al  imuular  al  menor 
D.  Enrique  en  parte  de  su  legítima  los  re- 
feridos 10.000  rs.  cuando  eu  todo  caso 
serían  una  mejora  tácita  é  irrevocable,  y 
como  tal  imputable  en  el  tercio  y  quinto. 

En  su  vista  el  Supremo  Tribunal  de- 
clara haber  lugar  al  recurso  de  casación 
por  sentencia  dé  10  de  febrero  de  1866: 

«Considerando  que  la  suma  de  las  partí* 
das  designadas  por  el  padre  para  que  sirvie- 
se de  car^o  de  su  hijo  D.  Tomás  no  se  im- 
pugnó en  tiempo  oportuno ,  y  que  lejos  de 
ello  presló  su  asenlimicnlo  en  cierto  modo 
el  demandante  por  el  hecho  de  concretarse  a 
la  imputación  y  no  á  la  cuantía ,  por  lo  qu« 
no  son  aplicables  al  caso  las  leyes  3.*,  líluiu 
22.  y  2.*  y       til.  14  de  la  Partida  3.»: 

Considerando  que  una  de  las  pniiidas  ctm- 
prende  los  s"aslOH  hechos  con  el  liijo  en  dos 
añuM  de  estudios  y  eu  lu  compra  de  librts. 
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€uyaa  canlidades  no  son  coíacionabl.'s  scírun 
lo  lermmanlemeiite  ordenado  en  la  ley  3 
Ul.  4  *»,  Parlida  5.*,  y  ^n  la  5.»,  til.  15  de 
la  6  ,  y  |>or  consiífuií^nle  la  Sala  que  nbsol- 
VIO  de  \h  demanda,  declarando  con  «hU  ab- 
solución que  son,cülac¡onables  estos  gaslos 
ha  infrinjíido  las  dos  leyes  que  acaban  de  ci ' 
Ursc.»  (Gac.  14  ftbrero.) 

KNJOTCTAIUIOTTOMEBCANTIL. 

Solo  procede  el  recurso  de  wju$ticia  no- 
toria contra  sentencias  definitivas,  y  no 
tienen  este  carácter  las  dictadas  en  autos 
ejecutivos. 

Sentencia  de  10  de  febrero  de  iSSS. 
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Reroca  el  Tribimal  Supremo  una  pro- 
videncia de  la  sala  2/  de  la  audiencia  de 
>ailadol¡d  y  declara  procedeole  la  cues- 
imn  prévia  suscitada  por  la  razoo  social, 
«viada  de  Sigler  é  hijos» ,  y  consiguien- 
teiDcQle  que  la  Audiencia  de  Valladolid 
no  debió  adniilir  el  recurso  de  injusticia 
notoria  interpuesto  por  la  sucursal  en  Ha 
ro  de  la  sociedad  española  de  crédito  es- 
tablecida en  esta  córte,  contra  sentencia 
dictada  en  autos  ejecutivos,  que  absolvía 
a  la  citada  Viuda  de  la  acción  ejecutiva: 
«Considerando  que  al  disponerse  en  el 
»rí.  1.217  del  Código  de  comercio  que  de 
15 sentencia  en  grado  de  apelación,  conBr- 
inaloria  de  la  de  primera  instancia ,  ni  de  la 
•le  revÍHta  ,  no  se  dé  otro  recurso  que  el  de 
fíjusticia  ootoria,  y  que  eslo  solo  procede 
ítiando  se  interpone  de  sentencia  detíniliva 
T«l  interés  de  la  causa  exceda  de  50.000 
Izales  ,  es  evidente  que  se  refiere  á  las  sen- 
teiiciaj  definitivas  que  causan  ejecutoria,  y 
uj  á  las  que  carecen  de  este  carácter: 

Considerando  que  esta  inlefi^encia  se  ha- 
lía  corroborada  por  los  arls.  435  ,  437  y  445 
•i€  la  ley  de  Enjuiciamiento  niercanlil ,  en 
">s  cuales .  ai  señalar  el  término  para  la 
•aterposicion  de  dicho  recurso ,  determinar 
ii  suslaaciacion  que  debe  dársele  y  efectos 
que  produce,  no  habla  de  las  sentencias  de 
iuiftíYasen  general,  sino  tan  solamente  de 
ejecolorias: 
Considerando  que  la  sentencia,  por  la 
que  se  deeiará  no  haber  lugar  á  dictar  la  de 
remate,  aunque  definitiva  en  su  cías*!,  no 
•^ejeculoria,  puesto  que  deja  expedito  el 
fjercrcío  de  /a  acción  ordinaria,  en  cuyo 
ritcio  no  puede  oponerse  como  excepción 
'i»!  cosa  jo2^(ja,  efecto  que  produciría  si 
ittviera  e¡  carácter  de  ejecutoriar 


Cou'íiderando,  finalmente,  que  siendo 
extraordinarios  los  recursos  de  injuslicia 
notoria  y  de  casación ,  y  determinado  por 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  clara  y  ter- 
minantemente el  carácter  qne  deben  tener 
la»  sentencias  definitivas  para  qne  pueda 
enlabiarse  el  segundo,  es  indudable  que 
del  mismo  modo  deben  entenderse  el  Códi- 
go de  comercio  y  la  ley  de  Enjuiciamiento 
mercantil  por  concurrir  la  misma  razón  la- 
gaf.»  {Gac.  15  febrero.) 

TJBSTAMENTOS.  Cuando  la  cláu- 
sida  de  un  testamento  no  puede  tener 
mas  que  una  interpretación,  no  procede  el 
recurso  de  nulidad  contra  la  sentencia 
conforme  con  esa  interpretación. 

Seiteocia  de !  4  de  febrero  de  18S6. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Palmas 
y  Audiencia  de  Canarias  por  dona  Anto- 
nia Morrero,  contó  apoderada  de  su  ma- 
rido D.  Domingo  Ponce  Pérez,  ausente 
en  América  con  el  Ayuntamiento  de  Aru- 
cas,  sobre  restitución  de  dok  suertes,  con 
sus  casas  y  agua,  situadas  en  Trasmonta- 
na, las  cuales  conslituian  en  1844  la  do- 
tación de  aquella  escuela  de  primeras  le- 
tras, por  haberles  dado  ese  destino  en  su 
testamento  el  difunto  doctor  D.  Josi 
Abad,  como  albacea  del  canónigo  de  la 
catedral  de  Canarias  D.  Vicente  A.  de 
Armas  de  quien  la  habta  recibido  como 
en  legado  de  conKanza.  A  dicho  D.  Jo.^é 
Abad  se  las  habían  demandado  los  pa- 
rientes y  herederos  de  D.  Vicente  A.  Ar- 
mas, pero  fué  su  resultado  un  fallo  ejecu- 
toriado en  18i5  absolviéndote  de  la  de- 
manda. Deducida  en  1844  nueva  deman- 
da sobre  dichos  bienes  por  uno  de  los  he- 
rederos de  Armas,  se  alogó'por  el  Ayun- 
tamiento de  Articas  la  excepción  de  cosa 
juzgada,  y  seguido  el  pleito  por  sus  trá- 
mites fué  ahsuelto  de  la  demanda  por 
sentencia  de  revista  contra  la  que  dedujo 
la  parte  demandante  recurso  de  nulidad. 

el  Tribunal  Supremo  declara  por  su 
sentencia  de  i4  de  febrero  de  1866,  no 
haber  lugar  á  él: 

aConsiderando  que  la  cuestión  del  pre- 
sente pleito  consiste  como  consistió  en  la 
anterior  demanda  de  1824  ,  en  ia  inteligen- 
cia de  la  cláusula  testamenlaria  respecto  á 
las  fincas  de  que  se  trata. 
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Considerando  que  esa  cláusula  >  atendidos 
su  espírílu.  lelra  y  relación  con  lasanlerio- 
res  disposiciones  del  testador,  no  tenian 
^Ira  interpretación  literal  y  leg:al  que  la  de- 
clarada por  la  sala  sentenciadora: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  no 
se  ha  infringido  <'l  tentamento,  y  que  las 
demás  leyes  en  tal  concepto  alegadas  care- 
cen de  aplicación  al  caso  concreto  y  deter- 
minado á  que  se  reüero  el  recurso.»  (Gace* 
céla  18  febrero.) 

OBLIGACIONES  DS  BflCnGEBSS 
.  CASADAS.  La  ley  64  de  Toro  que 
prohibe  que  la  n\ujer  casada  se  obligue 
como  fiadora  del  marido,  no  invalida  bs 
obligaciones  que  ella  previa  licencia  de 
aqúti  contrae  por  si  sobre  sos  bieiies  y  en 
provecho  propio.  Inteligencia  de  la  citada 
ley  y  de  las  55,  56  y  59  del  mismo  Co- 
digo. 

Sentencia  do  16  de  febrero  de  1866. 

Pleito  si'puiido  ( n  el  Juzgado  de  Cnm» 
nillos  y  Audiencia  de  Granada  [m  don 
Manuel  y  D.  Feílerico  Jordán  cohío  ninri- 
dos  de  doña  Josefa  y  dona  Cárineo  Belve 
hijas  de  D.  Andrés  ya  dirouto,  contra 
Joaquina  Gil  Capote  sobre  pago  de  mará- 


sido  persuadida,  ni  intimidada  por  sii  ma- 
rido ó  por  otra  persona  para  el  otorga- 
miento de  aquella  escritura,  sino  que  lo 
hacia  dt;  su  libre  y  espontánea  voluntad, 
porque  %m  efectos  se  convertian  en  utili- 
dad suya,  é  hipotecando  especialmente 
dos  tierras  en  los  sitios  que  iudica  y  en 
general  todos  sus  bienes.  Entablada*  de- 
manda en  i 863  por  los  referidos  Jordán, 
en  el  concepto  indicado,  pidiendo  se  con- 
denase á  la  Joaquina  al  pago  de  los  4.5oÜ 
reales  esta  solo  se  allanó  al  pago  de  i. 655 
reales,  y  pidió  que  en  l<)  demás  se  la  <nb- 
solviera",  y  que  á  este  ün  se  declarase 
previamente  nula  ó  rescindida  la  escritu- 
ra de  1848.  para  lo  cual  reconvenia  en 
forma  á  los  demandantes,  alegando  que 
la  nmjer  casada  no  puede  ser  íiadora  de 
^  su  mando  ni  obligada  á  pagar  lo  que  este 
adeudáse  y  se  hubiese  gastado  en  las  co- 
¡  sas  que  era  deber  suyo  pn)[)orcionar  á  su 
esposa,  como  la  habitación,  vestido  y  ma- 
nutención. Seguido  el  pleito  por  sus  trá- 
mites se  condenó  á  la  Joaquina  al  pago  de 
,  los  4.530  rs.;  é  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación, citando  como  infringidas  las  leyes 
I  55,  56, 59  y  61  de  Toro  y  la  doctrina  con- 
signada en  sentencia  de^^iT  de  enero  de 


vedises.  En  1848,  la  Joaquiní  autorizada  '  .t^^  V.^^^^  nrJ.  n  «L  ZL? 

por  su  mari<lo  Francisco'campos  otorgó  I  J*?''/^^^^^^^^^^ 
na  escritura  públ.c..  en  la  quc^  dijo.  q?te  | 


hacia  mas  de  iVes  años  que  el  referido  su 
esposo,  de  oficio  zapatero,  tenia  cerrada 
la  tienda  [lor  falta  de  posibles,  y  que  en 
tal  estado  D.  Andrés  Belve,  le  había  en- 
tregado 2.000  rs.  ,  con  el  (¡n  de  que  -los 
empleara  en  materiales  y  abriendo  su 
tienda  pudiera  adquirir  para  salir  del  apu- 
ro en  que  vivia  su  familia:  que  esta  can- 
tidad la  habia  recibido  realmente,  y  no 
siendo  la  entrega  de  presente,  renunciaba 
la  excepción  de  ella  y  la  ley  del  caso;  y 
que  adeudando  al  D.  Andrés,  de  cuentas 
anteriores,  cuales  eran  el  alquiler  de  la 
casa  en  que  vivian,  propia  del  mismo, 
metálico,  granos  y  ropa,  2.550  rs.  según 
había  resultado  de  la  liquidación  que  ha« 
bian  practicado  en  aquel  día,  se  obligaba 


sentencia  de  16  de  febrero  de  1866,  no 
haber  lugar  á  él: 

«Considerando  que  la  ley  61  de  Toro  pro- 
hibe que  la  mujer  se  obligue  por  fiadora  de 
6u  marido,  aunque  se  alegue  que  la  deuda 
se  convirtió  en  su  propio  provecho,  dispo* 
niendo  al  mismo  tiempo  que  cuando  marido 
y  mujer  se  oldif^areii  á  mancomún  en  un 
contrato  ó  en  diversos,  la  mujer  no  quede  obli  - 
gada  á  cosa  alguna,  salvo  si  se  probare  que 
la  deuda  se  convirtió  en  provecho  dé  ella» 
no  comprendiéndose  bajo  este  concepto 
aquellas  cosas  que  el  marido  está  obligado 
á  darla  como  el  alimento,  vestido  y  otros 
objetos  igualmente  necesarios: 

Considerando  que  la  escritura  otorgada  en 
31  de  octubre  de  1848' por  Joaquina  Gil  Ca* 
pote,  previa  la  expresa  y  formal  licencia  de 
su  marido  Francisco  Campos,  no  constituye 


apagarle  las  dos  expresadas  cantidades  I  ^»a"2aá  favor  de  este,  pues 

íiue  a  una  suma  hacían  la  de  4.530  rs.  en  'í"^  garantiza  deuda  ninguna  del  mismo 
/Lo  r^]^»r.^  «««..«--^^  i  Q  An,  z^/,»..  smo  que  tiene  por  único  objeto  asegurar  c 
h  o  f  ^"'"''«r'an  «2  "''l»-   pago^le  las  que  ella  propia  habia  conlraido 

bre  de  1849  e  igual  día  de  1850,  jurando  ,  Ion  Andrés  Belve,  eslablecieado  al  efeclo 
que  no  babia  mediado  iatercá  ni  había  una  sola  y  directa  obligación: 
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Considerando  que  en  la  conlraccion  de  di- 
ehas  deudas,  lo  mismo  que  en  ia  adopción 
del  medio  consignado  para  satisfact^riaíi,  »o 
obligó  la  Joaquina  Gil  Capole  individual  y 
exclusivamente  y  no  ó  mancomún  con  &u 
ronrído: 

Cfinsiderando,  por  (anlo,  qu«  el  cnnlralo 
constituido  por  la  mencionada  escritura  dé 
SI  de  octubre  de  1848,  no  se  halla  compren- 
dido en  las  prohibiciones  establecidas  por  la 
ley  61  de  Toro,  y  que,  al  declararlo  vá- 
lido y  eficaz  la  Sala  sentenciadora  no  ha  iu- 
rringido  esta  ley  ni  la  jurisprudencia  qu«*, 
describiéndola  y  explicándola  con  motivo  de 
ana  obligación  mancomunada  óp.  marido  y 
mujer,  consignó  este  Supremo  Tribunal  eu 
sentencia  de  17  de  enero  de  1857  (I): 

Y  considerando  que  las  leyes  55,  56  y  59 
de  TorOf  citadas  también  como  infriiiKiiias 
por  la  parte  recurrente,  sancionan  por  el 
confrarío  la  validez  y  firmeza  df5  la  mencio- 
nada escritura  otorgada  por  Joaquina  Gil 
Capol«>,  puesto  que  procedió  á  t  ila  la  liceri- 
eia  formal  y  solemne  de  ru  marido,  con  ar- 
reglo á  lo  establecido  por  diclias  leyes.»  (Ga- 
ceia  20  febrero,) 

BEBNES  DOTALES.  Separados 
b^lmetite  los  cónyuges,  siquiera  liaya 
^0  el  matrimonio  rato  y  no  consumado, 
el  marido  que  está  obligado  á  dar  ali- 
mentos á  su  mujer  hace  suyos  los  frutos 
de  la  dote  desde  la  celebración  del  matri- 
monio. 

Seslfam  Je  i  7  de  febrero  de  1866. 

Pleito  segnido  eo  un  Juzgado  de  la 
dudad  de  Sevilla  y  su  Audiencia  territo- 
rial |>or  D.  Francisco  Gtilierrez  Diaz  con 
D.  Pablo  Sánchez  con  cuya  hija  dona 
liaría  del  Rósario  estaba  casado  sobre 
ealre^ra  de  dote  consistente  en  una  casa 
e^imada  en  55.000  rs.  oo  IdcIusos  los 
enseres  y  efectos  de  una  conliteria  que 
eiíslía  eó  ella.  Habla  »i(io  prometida  esta 
finca  en  capitulaciones  matrimoDiales  que 
^e  otorgaron  medio  ano  entes  de  la  cele- 
bracioQdel  matrimonio,  á  lo  cual  cum- 
pliendo por  oira  escritura  lo  pactado  en 


(t)  La  áoeirína  consifrnA^*  «n*  Ia  irnti^neia  d«>  17  de 
••ero  d«  18¿7  es:  Que  las  ohliicacíonM  maucomanadts  de 
MaTédo  y  ttiR^er  oo  kon  válidas  en  lo  que  afectan  á  etta 
■4  BA  M  pruebe  qee  redundan  en  «a  b^oefirio.—Que  la 
61  de  Toro,  oe  ee  renaneiai»le,  ni  aun  con  juranien. 
^  >"afir  cacada,  como  tío  lo  %on  per  regla  i^eoe. 

ral  '.as  ynkibitifUf  ein  i^ermiiíiou  expresa  it  la  Iry. 
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la  anterior,  se  entrcgáron  al  esposo  la  ri. 
,  lada  casa  y  su»  tíiulos  de  propiedad;  pe- 
ro los  cónyuges  se  separaron  a  luego  y  el 
padre  de  dona  Marfa  continuó  poseyemio 
la  finca  y  percibiendo  sus  frutos;  pero 
como  después  «u  hija  exij^icse  y  obtu- 
viese judicialmente  que  su  esposo  le  sn- 
ministrase  alimentos  provisionales,  don 
Francisco  Gutiérrez  Diaz  demandó  á  su 
suegro  (y  esto  fué  á  los  diez  años  de  nía- 
irimonio  y  separación)  para  que  se  entre» 
gase  la  finca  con  lodo  lo  que  habia  en  ella 
y  los  frutos  percibidos  desde  que  se  casó. 

En  el  cscrjto  de  contestación  propuso 
D.  Pablo  Sánchez  al  actor  que  retendría 
la  dote  y  satisfaria  en  cambio  á  su  hija  la 
cantidad  qucj)or  alimentos  provisionales 
la  hubiera  señalado  el  tribunal ;  y  para  el 
caso  de  que  no  se  aceptase  esta* proposi- 
ción, dijo  que  estaba  conforme  eu  cotrc 
gar  la  casa,  pero  no  la  confitería,  porqtjíí 
esta  no  se  comprendía  en  aquella  ni  era 
de  su  propiedad,  y  porque  habiendo  acop- 
lado Gutiérrez  sin  protesta  ni  rcsiírva  .•»!-. 
guna  la  escritura  dolal  en  que  va  se 
cluyó  dicho  establecimiento,  reconoció 
que  no  le  perleoecia ;  aiiadiendoqne  tam- 
poco se  allanaba  á  la  entrega  de  los  pn)- 
duelos  de  la  casa  desde  el  dia  en  qin^  m» 
celebró  el  matrimonio,  porque  el  D.  Fran- 
cisco no  habia  mantenido  a  su  esjtosa ;  y 
que  si  tal  entrega  se  mandase ,  seria  |w  o 
ciso  que  Gutiérrez  le  pagara  la  suma  ipii» 
él  habia  gastado  con  su  hija  en  alimenios 
y  viajes;  por  lo  cual  creía  que  él  mismo 
no  insistiría  en  este  punto,  pero  si  insis- 
tiese, le  reclamaba  por  su  parle  v  por  ría 
de  reconvención  ia  cantidad  que  por  his 
expresadas  causas  tenia  derecho  á  pedir, 
y  que  fijaría  entonces  con  toda  individua- 
lidad: 

Continuando  el  pleito  por  sus  trámites, 
Sánchez  apeló  del  tallo  de  primera  instan- 
cia adhiriéndose  Gutiérrez  á  la  alzada,  y 
después  interpuso  el  primero  recurso  de 
casación  contra  la  sentencia  de  la  Sala 
que  convenia  con  la  del  inferior  en  absol- 
ver á  Sánchez  de  la  entrega  de  confitería  v 
productos  de  esta  y  á  Gutiérrez  de  la  re- 
convención del  demandado,  y  en  conde- 
nar al  primero  á  entregar  á  su  yerno  la 
casa  y  rentas  percibidas:  diferenciándose 
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solo  cMi  cíilas  rentas  que  el  Juzgado  inan- 
ilaha  entregar  desde  que  empezaron  los 
alimentos,  y  la  Sala  desde  la  celebración 
<tet  niatrinionio.  El  demandado  citó  en  su 
icciir.<o  romo  infriogidas: 

d.^  La  ley  43,  til.  2.^  Parüda  3.*, 
pon{uc  el  actor  no  habla  sido  condenado 
ef)  las  costas  á  pesar  de  que  habla  pedido 
mas  de  lo  que  se  le  debía,  y  de  que  el 
recurrente  se  allanó  á  lodo  ló  justo: 

La  ley  25,  til.  ii.  Partida  4/, 
porque  se  concedían  al  demandante  los 
frutos  y  rentas  producidos  ó  debidos  pro- 
ducir por  la  casa  desde  el  dia  del  otorga- 
miento de  la  escritura  dotal,  sin  embargo 
de  que  no  atendió  desde  esta  fecha  á  las 
obligaciones  del  matrimonio,  para  sopor- 
tar las  cuales  eran  la  dote  y  sus  frutos: 

Y  3.®  Por  no  estar  conforme  la  senteo- 
cía  con  las  alegaciones  del  pleito  ni  cop  la 
<loctrina  admitida  y  lo  dispuesto  en  las  le- 
yes de  Partida,  toda  vez  que  se  absolvía 
a  Gutiérrez  de  la  reconvención  que  no  es- 
taba formulada  sino  anunciada,  y  que  por 
lo  mismo  no  había  sido  objeto  del  debate 
ni  del  fallo  en  primera  instancia:  y  el  Tri- 
na! Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  re- 
curso: 

fkConsiderando  que  habiéndose  allanado  el 
demandado  en  su  escrito  de  contestación  á 
entregar  al  demandante  la  dote  de  que  se 
trata,  en  los  términos  que  resultaba  de  la 
escritura  de  capitulaciones  matrimoniales  de 
25  de  noviembre  de  1850,  quedó  reducida  la 
cuestión  á  saber  sien  la  promesa  que  contiene 
dicha  escritura  se  halla  ó  no  comprendido  el 
«establecimiento  de  confitería  que  existia  en 
la  casa  de  la  calle  de  las  Sierpes,  prometida 
en  dote,  y  si  D.  Francisco Guiierrez  Diai 
debía  percibir  las  rentas  y  producios  de  esla 
desile  que  se  c<*lf  bró  su  matrimonio  con  do- 
ña Eloísa  Sánchez  ,  ó  tan  solo  desde  que  fué 
obligado  á  prestarla  alimentos  proviKÍonales: 

Considerando  que  la  ley  43  ,  tít.  2.<>  de  la 
Partida  S.*^  no  puede  tener  aplicación  al  pre- 
sente caso  en  el  concepto  en  que  se  invoca, 
porque  el  extremo  de  ta  demanda,  que  ha 
«ido  resuello  en  sentido  favorable  al  recur- 
rente ,  debe  estimarse  como  accesorio  de  la 
pretcusion  principal,  que  ni  contiene  para  el 
i  iinJo  de  dicha  ley  una  pluf  petición ,  ni  por 
cotisi'cuencia  de  él  tampoco  se  han  ocasiona- 
do á  aquel  mayores  costas  ó  mistiones  de 
que  debiera  ser  indemnizado:  ' 


Considerando  que  no  ha  sido  ittfrin^ida  la 
ley  25,  tít.  14,  Partida  4.*  por  Jjaberse  con- 
cedido al  demandante  los  frutos  y  rentas 
producidos  ó  debidos  producir  desde  el  dia 
del  otorgamiento  de  la  escritura  dotal ,  por- 
que la  ejecutoria  debia  atender,  como  lo  ha 
hecho,  para  la  resolución  do  este  punto  ,  á 
lo  estipulado  en  la  ya  referida  escritura  de 
capitulaciones  y  en  la  otorgada  en  I2de  ju- 
lio de  1851  después  de  verificado  el  matri- 
monio ,  aun  bajo  el  supuesto  de  que  pudiera 
hacerse  uf-o  por  el  recurrente  de  una  excep- 
ción que  únicamente  com|)et¡ria  en  su  caso  á 
la  muger ,  puesto  que  se  trata  de  los  frutos 
correspondientes  á  su  dote: 

Y  considerando  que  no  puede  tomarse  en 
cuenta  el  tercer  motivo  de  casación  por  la 
generalidad  con  que  se  invocan ,  sin  deter- 
minarlas la  doctrina  y  leyes  qne  se  dice  ha- 
ber sido  infringidas,  conforme  lo  tiene  esta- 
blecido en  repetidas  sentencias  este  Supre- 
mo Tribunal.»  (Gac.  22  febrero.) 

ADVERTENCIAS. 

Los  señores  suscrittires  que  estén  adeudan' 
do  la  snscricion  se  servirán  abonarla,  pues 
^  lo  sucesivo  se  va  á  servir  únicamente  esta 
publicación  á  los  que  paguen  adelantado.  El 
precio  es  ru.  al  año  por  suscricion,  y  fue- 
ra de  suscncion  costará  SM  rm. 

Con  la  reimpresión  de  36  pliegos  del  íom« 
l.®d«i  Diccionario  Acmof  podido  completar 
160  ejemplares  de  esta  obra,  y  sigue  ven- 
diéndosepor  ahora  á  los  precios  conocidos  que 
son  84  rfl.  cada  uno  de  los  cinco  tomos  pri^ 
meros;  el  6.^  tttra.  v  los  siguientes  M  rm. 
Estos  son  los  precios  de  áfaiirid.  En  pro  ^ 
viñetas  ¡)or  el  correo  francos  y  c^ertificados ^ 
M  rm,  cada  uno  de  hs  cinco  tomos  prime^ 
ros,  19  el  6  *  y      los  siguientes.  Los  pedi- 
dos han  de  hacerse  acompañando  el  importe 
en  libranza  ó  haciendo  el  pago  en  la  Aimi" 
nistracion,  calle  de  la  Justa,  núm.  7,  cuarto 
bajo.  No  se  sirven  pedidos  sin  previo  pago . 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietaria^ 
y  Editor  responsable. 


UADRII).— Iinp.  d«  SI  Consultor  ¿cari^  d«  t,á% 
la  lUra,  Fim«iU#,        AUmiiiiftlraci«M,  JatU7. 
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tmf^m^  AecretM)  reales  érdeaes  y  eires- 

07.  BÜOISTBADOHES  IiAPBOPlD- 
DAJ).— H.  O.  de  16  de  abril,  aclarando  los 
arta.  S77, 878  y  280  del  reglamento  general; 
traalanlonaa  de  nn  registro  4  otro,  prefeven* 
«teeto. 

(Crac,  t  Just.)  «Consultada  ta  sm'ion 
Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado 
acerca  de  varias  dudas  relativas  á  la  inter- 
pretación de  los  arta.  277,  278  ^  280  del 
reglamento  general  para  la  ejecución  de  la 
ley  hipotecaria «  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  Ka 
servido  resolver: 

1.  *  De  conformidad  con  la  sección,  que 
eotndo  en  virtud  de  la  preferencia  que  let 
concede  el  art.  278  del  reglamento  preten- 
éui  un  registro  registradores  de  la  misma 
dase  ó  de  la  inferior  inmediata.»  se  forme  la 
propuesta  solamente  con  el  registrador  ó 
jos  registradores  que  lo  soliciten^  aunque  no 
i^en  á  tres. 

2.  *  D¿  conformidad  con  la  misma  sec- 
doD,  Que  cuando  sean  mas  de  tres  los  re- 
gislradores  de  la  misma  ó  inferior  clase  que 
nfíeilen  su  traslación  á  otro  registro  en  vir* 
lod  de  la  preferencia  que  les  otorga  el  cita- 
do art.  278 ,  pueda  formarse  la  correspon- 
toite  terna  con  los  que  hayan  acreditado 
ñas  años  de  servicio  con  arreglo  al  art.  277, 
o  con  los  que  mejor  comportamiento  tengan 
demostrado  como  tales  registradores  á  libre 
jaieto  del  Gobierno. 

3.  *  Oída  aquella  sección,  que  en  la  pro- 
visión de  las  vacantes  en  que  no  tengan 
preferencia  los  registradores  se  les  compute 
fl  tiempo  que  llevan  desempeñando  este 
carcho  como  de  ejercicio  de  la  abogacía. 

Y  4.*  De  conformidad  con  dicha  sección, 
qoe  la  aeumolacion  prohibida  en  el  último 
párrafo  del  art.  277  se  refíere.solo  á  los  ser- 
vicios en  la  carrera  judicial  ó  fiscal  y  al 
«jereieio  de  la  abogacía  que  hayan  sido  s¡- 
maltáneot,  debiendo  computarse  los  que  ha* 
yao  sido  sucesivos  con  arreglo  al  art.  277. 
^e  real  orden  etc.  Madrid  16  de  abril  de 
l866.-43alderon  y  Collantes.»  (Gac,  25  de 
okriL) 

Ton»  X  DEL  Dice. 


08 .  BJBRCITO.-B  O.  de  6  de  abrU,  de- 
clarando que  los  soldados  que  ksoienden  4 
oficiales  no  tienen  derecho  a  los  200  escu- 
dos. ^ 

(GügKRá.)   «S.  M...  ha  tenido  á  bien 

resolver  para  que  sirva  de  regla  general  eu 
lo  sucesivo  que  los  individuos  de  tropa  que 
antes  de  cumplir  los  ocho  años  de  servicio, 
asciendan  á  ofíciales,  carecen  de  lodo  dere* 
cho  al  abono  de  la  gratiñcacion  ,  ni  á  parle 
alguna  proporcional  de  ios  200  escudos  de 

3ue  trata  el  art.  4.®  de  la  ley  de  reemplaxos 
e  30  de  enero  de  1856.»  (Gao.  25  abril.) 

90.  FISOAIi  DB  NOVlQIiAB.— B.  D.  d 
25  de  abril,  restableciendo  el  de  17  de  di 
dembre  de  1856. 

(GoD.)  «Artículo  1.*  Queda  derogado 
el  R.  D.  de  24  de  noviembre  de  1864,  por  el 
cual  se  dejó  sin  efecto  el  de  17  de  diciembre 
de  1856  que  creó  una  plaza  de  Fiscal  espe- 
cial para  el  examen  de  las  novelas. 

Art.  2.*  El  Fiscal  de  novelas  tendrá  el 
mismo  sueldo  que  esla  señalado  en  el  presu* 
puesto  vigente  para  el  cargo  de  oensor.  Da- 
do en  Palacio  á  28  de  abril  de  1806.»  (Gaei^ 
ta  27  abril.) 

El  R.  D.  de  17  de  diciembre  de  i85d 
que  se  restablece  dice  así: 

 cVengo  en  crear  en  Madrid  ana  plaza 

de  Fiscal  especial  para  el  exámen  de  las  no- 
velas que  se  publican  por  medio  de  la  pren* 
sa  periódica.  Este  funcionario  tendrá  el  mis- 
mo carácter  y  disfrutará  el  mismo  sueldo 
Que  el  Fiscal  de  imprenta.  Dailo  en  Palacio 
á  17  de  diciembre  de  1856.» 

100.  QUAm>WBaA  BXTBAIi.— Ley  de  27 
de  abril,  dando  el  aumento  necesario  al  cuer- 
po de  Q-uardias  civiles,  para  ^ue  pueda  des- 
empe&ar  por  completo  el  servioio  de  la  se- 
guridad y  polieia  rural  y  forestal. 

(FoH.)  «Doña  Isabel  II,  por  la  gracia  de 
Dios  y  la  Constitución ,  Reina  de  las  Espa- 
ñas.  A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y 
entendieren  ,  sabed:  qun  las  Corles  han  de- 
cretado y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

Articulo  1.*  El  cuerpo  de  Guardias  ci« 
viles,  creado  en  13  de  mayo  de  1844  con  el 
objeto  de  proveer  al  buen  orden ,  á  la  segu- 
ridad pública  y  á  la  protección  de  las  perso- 
nas y  de  las  propiedades  dentro  y  fuera  de 
las  poblaciones,  recibirá  el  aumento  necesa  < 
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rio  para  que  pueda  desempeñar  por  comple- 
to ei  servicio  de  seguridad  rural  y  forestal, 
y  de  policía  rural  en  todo  ei  reino. 

Arl.  2.®  El  aumento  del  cuerpo  de  Guar- 
dias civiles  será  anualmente  de  1.500  líom- 
bVes  por  lo  menos,  y  continuará  con  la  rapi- 
dez posible  hasta  completar  el  número  de 
20.000,  que  se  conservará  en  lo  sucesivo  si 
no  demuestra  la  experiencia  que  es  insufi- 
ciente, en  cuyo  caso  se  aumentará  hasta 
donde  lo  permita  el  crédito  legislativo  que 
se  conceda  para  tal  servicio  en  el  presupues> 
to  general  del  Estado. 

Art.  3  ^  Este  aumento  anOlil  se  irá  apli- 
cando á  satisfacer  por  completo  las  necesi- 
dades de  una  ó  mas  provincias;  y  para  ello 
seguirá  el  Gobierno  el  orden  de  preferencia 
que  aconseje  el  estado  de  la  seguridad  y  po» 
iicía  rural  y  forestal  eil  las  diversas  comar- 
cas. 

Arl.  4,®  Las  provincias  á  que  se  aplique 
dicho  aumento  de  fuerza  satisfarán  anual- 
mente  al  Tesoro  público  el  exceso  de  coste 
que  tenga  la  Guardia  civil  que  les  asigne  el 
Ministerio  de  Fomento,  según  lo  expresa  el 
articulo  siguiente.  Al  efecto  se  impondrán 
recargos  proporcionales  en  las  contribucio- 
nes de  inmuebles,  cultivo  y  ganadería,  in- 
dustrial y  de  comercio,  y  consumos,  cuyo 
importe  ingresará  directamente  en  las  Teso- 
rerías del  Estado  hasta  que,  extendido  á  to* 
do  el  reino  el  nuevo  servicio  de  seguridad  y, 
policía  rural  y  forestal,  se  refundan  estos  ro 
cargos  en  los  impuestos  generales. 

Arl.  5.®  Al  principio  de  cada  año  eco- 
nómico üjará  el  Ministerio  de  Fomento,  á 
propuesta  de  la  Dirección  de  la  Guardia  ci-- 
vil,  la  fuerza  que  ha  de  emplearse  en  el  ser- 
vicio rural  y  los  puntos  en  que  deba  situar- 
se, sin  que  se  la  pueda  dedicar  á  otras  aten- 
ciones. 

Art.  6.**  En  las  provincias  donde  no  sea 
posible  aumentar  desde  luego  la  Guardia  ci- 
vil continuará  haciéndose  el  servicio  de  se- 
guridad y  policía  rural  con  arree:lo  al  real 
decreto  de  8  de  noviembre  de  1849  y  demás 
disposiciones  que  se  hallaren  Vigentes. 

Art.  7."  Al  encargarse  la  Guardia  civil 
en  una  provincia  del  servicio  á  que  se  refie- 
re esta  ley,  cesarán  lodos  los  cuerpos  de 
guardería  rural ,  ya  sean  costeados  por  el 
Estado,  por  las  provincias  ó  por  los  pueblos. 
Exceptúanse  de  esta  disposición  los  guardas 
forestales  dependientes  solo  del  Ministerio 
de  Fomento,  los  cuales  subsistirán  en  la  for- 
ma mas  conveniente  para  ejercer  la  policía 
forestal  y  las  operaciones  de  cultivo  que  les 
están  encomendadas. 

Art.  8.®  El  Gobierno  presentará  á  las 


Cortes  á  la  mayor  brevedad  un  proyecto  de 
ley  señalando  tas  recompensas  y  premios  de 
reenganches  que  deban  disfrutar  los  indivi- 
duos de  este  instituto,  y  en  que  se  consig- 
nen las  coiiíTiciones  de  redntnmrento  que  «« 
conceptúen  indispensables  para  que  por  nin- 
guna circunlancia  deje  la  Guardia  civil  de 
tener  el  aumento  efectivo  prefijado  en  el  ar- 
tículo 2.» 

Art.  9.®  El  Gobierno  publicará  los  regla- 
mentos necesarios  para  la  ejecución  de  la 
presente  ley  y  ios  de  policía  rural  que  hayan 
de  observarse  en  todo  el  reino,  estableciendo 
en  ellos  las  relaciones  que  ha  de  haber  en- 
tre la  Guardia  civil  y  los  guardas  jurados 
que  los  particulares  tengan  en  sus  propie- 
dades, con  8ujec¡on*á  las  leyes  y  reglamen- 
tos vigentes. 

Por  tanto: 

Mandamos  á  todos  los  tribunales,  justi- 
cias, jefes,  Gobernadores  y  demás  aulorida- 
das,  así  civil<»scomo  militares  y  eclesiásti- 
cas de  cualquiera  clase  y  dignidad,  que 
guarden  y  hagan  guardar,  cumplir  y  ejecu- 
tar la  presente  ley  en  todas  kus  parles.  Ma« 
drid  27  de  abril  de  t866.-.Yo  la  Reina.— El 
Ministro  deFomento,  Antonio  Aguilár  y  Cor- 
rea.» (Gac.  28  abriL) 


101.  AaOQADOS.-B.  O.  de  7  de  abrü. 
deoiarando  que  los  Abogados  presos  puedem 
ejercer  sa  prot'esion  da  la  manera  que  aea 
compatible  con  la  prnion. 

(SBCaiTARta  DB  LA  AUDIENCIA  TRARITORIAL 

PB  Madrid.)  Por  el  limo.  Sr.  Subsecreta- 
rio del  Ministerio  de  Gracia  y  Juslicia  se  ha 
comunicado  al  Excmo.  Sr.  Recente  de  ea^a 
Audiencia  con  fecha  7  del  actual  la  siguien- 
te real  orden: 

«Excmo.  Sr.:  El  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia  dice  con  esta  fecha  al  Presidente 
del  Tribunal  Supremo  do  Juslicia  lo  que  si- 
gue:— He  dado  cuenta  á  la  Reina  (Q  D.  G.) 
del  expediente  instruido  en  este  Ministerio 
con  motivo  de  una  exposición  que  á  conse- 
cuencia de  haberse  abstenido  la  Sala  seg^un- 
'  da  de  la  Audiencia  de  Barcelona  de  dictar 
providencia  sobre  un  escrito  presentacK>  en 
defensa  de  un  reo  y  firmado  por  un  Aboba- 
do preso  tt  La  sazón  por  desacato,  ha  eleva— 
,  do  la  juula  de  Abogados  de  aquella  ciudad, 
I  en  solicitud  de  que  se  declare  que  no  puede 
I  privarse  total  ni  parcialmente  á  un  Abog^ado 
j  del  ejercicio  de  su  profesión,  sino  en  los  ea— 
i  sos  expresamente  prescritos  en  la  ley  y  en 
\  la  forma  prevenida  en  la  misma.  En  su  vir- 
tud, y  considerando  que  ninguna  dísposi- 
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cion  legal  establece  que  la  prisión  prevenli- 
vt,  cuyo  objeto  ca  el  de  aseg^urar  el  fallo  de 
la  jualicia,  aea  incompatible  con  el  ejercicio 
de  la  aboi^acía:  Considerando  que  el  preso 
no  puede  ser  privado  antes  de  que  recaijf a 
•enlencía  pj^culoria  de  los  derechos  que 
»ean  incompaíiblos  con  la  falla  de  libertad; 
S.  M.,  enterada  de  todo,  oído  el  parecer  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  de  confor- 
midad con  el  dictamen  del  Consejo  de  Esia- 
do  en  pleno,  lia  tenido  á  bien  resolver  que 
el  Abogado  preso  ó  detenido  puede  ejercer 
iQ  profesión  de  la  manera  que  sea  compati- 
ble con  la  prisión.» 

Lo  que  de  orden  de  la  Excma.  Sala  de 
Gobierno  de  esta  Audiencia  trascribo  á  usied 
para  su  conocimiento  y  efectos  oportunos, 
dando  parle  de  quedar  enterado.  Dios  guar- 
de á  V.  muchos  años,  Madrid  20  de  abril  de 
1866. — José  Leonardo  Roldan. — Sr.  Juez 

de  primera  instancia  del  partido  de  (Bo- 

UUn  oficial  de  Guadalajara  d$  25  de  abril.) 

103.  ABOGADOS.  -  otra  B.  O.  de  7  de 
mbrfl,  declaraiikdo  el  asiento  y  lu^ar  que  de- 
ben ocupar  en  los  tribunales  los  Abogados 
que  89  defienden  á  si  mismos  en  causas  cri- 
minales. 

(SkCSETARIA  DB  la  AUDIBRCIA  TEJRRITORIAL 

DE  Madrid.)  '  Por  el  limo.  Sr.^Subsecrelario 
del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  se  ha  co- 
municado al  Excmo.  Sr.  Regente  de  esta 
Audiencia  eon  fecha  7  del  actual  la  siguiente 
real  orden: 

«Excmo.  Sr.:  El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Juslicia  dice  con  esta  fecha  al  Presidente  del 
Trit>unal  Supremo  de  Justicia  lo  quo  siguí;: 
—He  dado  cuenta  á  la  Reina  (Q.  D.  G.)  del  j 
expediente  instruido  en  este  Minislorío  con 
motivo  de  la  solicitud  elevada  por  D.  Lo- 
renzo López  Morell,  Abogado  del  colegio  de 
Valencia,  quejándose  de  no  haberle  permi- 
tido aquel  tribunal  defenderse,  ocupando 
para  ello  en  el  acto  de  la  vista  de  una  causa 
seguida  contra  el  mismo,  e!  asiento  deslina- 
do  á  los  Abogados  y  vestir  la  toga. — En  su 
▼irtod:  considerando  que  es  incuestionable, 
poca  aai  lo  establece  la  ley  3.%  til.  e.<»  de  la 
Partida  3.^  y  el  arl.  189  de  las  ordenanzas 
para  todas  las  Audiencias  de  la  Península  é 
islas  adyacentes ,  el  derecho  que  asiste  al 
Abogado  encausado  de  defenderse  ásí  pro- 
pio ,  hablando  en  derecho:  considerando  que 
esto  no  obstante  y  por  mas  que  deba  supo* 
nerse  al  presunto  reo  en  el  goce  de  los  dere- 
chos, mientras  no  recaiga  la  sentencia  ejft- 
eutoría  correspondiente ,  no  le  autoriza  sin 
embargo  para  formular  su  defensa  desde  el 
mismo  ponió  de  honor  otorgado  en  loa  tri- 
bunales á  los  letradoa  defensores  por  ser  es- 


ta dif  tinción  una  gracia  concedida  á  los  defen- 
feitres  de  oíros  y  no  á  los  que  se  deñenden 
n  SI  mismos  en  causas  criminales:  conside- 
rando por  último  que  si'^ndo  diversas  las 
prácticas  que  en  este  pimío  se  advierten  en 
las  Audiencias,  es  conveniente  uniformarlas» 
S.  M.  enterada  de  todo ,  oído  el  parecer  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  y  de  confor- 
midad con  el  dictáinen  del  Consejo  de  Esta- 
do en  pleno,  ha  lenido  á  bien  resolver  que 
'los  Abogados  procesados  cuando  quieran 
utilizar  por  sí  mismos  el  derecho  de  defensa, 
si  bien  pueden  asistir  con  loga,  como  distin- 
tivo de  su  profesión  ,  deberán  ocupar  el  mis» 
mo  asiento  y  lugar  destinados  ordinaria- 
mente en  los  tribunales  á  los  dí»más  reos.» 

Lo  que  de  orden  de  la  Excma.  Sala  de 
Gobierno  de  esta  Audiencia  t  rascribo  á  usted 
para  su  conocimiento  y  efectos  oportunos, 
daudo  parte  de  quedar  enterado.  Dios  guar- 
de á  V.  muchos  años.  Madrid  20  de  abril  de 
1866. — José  Leonardo  Roldan. — Sr.  Juez  de 

primera  instancia  del  partido  de   (^oif- 

Un  oficial  de  Guadalajara  de  25  de  abril,) 
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•eiiSeaelAB  del  TrlbailAl  0nyreBi*  mm 
jMBilel»  ■•iarla. 

PRUEBAS.  Cuando  sobre  la  apre- 
ciación de  las  pruebas  no  se  ella  ley  ó 
doclrina  legal  infringida ,  no  procede  el 
recurso  de  casación  conlra  la  senlencia 
que  absuelve  ó  condena  en  virtud  de  di^ 
cha  apreciación. 

SeDteoeia  de  15  de  febrero  de  18J6. 

Declara  el  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  contra  la  sen- 
tencia de  la  Sala  5.*  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  dictada  en  pleito  seguido  por 
D.  Juan  Elias  Lacroix  y  D.  Serafín  La- 
my  con  D.  José  Loslalo  sofcre  pago  de 
cantidad  procedente  de  una  coujision  de 
objetos  de  óptica,  á  que  el  demandado  se 
opuso,  alegando  que  él  no  intervino  en  el 
asunto  sino  para  dar  á  conocer  al  verda- 
dero obligado  Ü.Francisco  Puig.  Practi- 
cada prueba  por  las  partes  como  se  dice 
en  los  considerando? ,  se  dictó  sentencia 
en  segunda  instancia  condenando  á  Los- 
lalo al  pago  de  la  canliduJ  demandada 
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coQ  los  intereses  á  razón  del  6  por  i 00 
desde  la  cooteslacioo,  reserváodole  su  de- 
recho para  ejercitar  contra  D.  Francisco 
Pu¡^  donde  y  en  la  forma  que  viere  con- 
TenirLe.  Interpuso  Lostaló  recurso  de  ca- 
sación» y  el  Tribunal  Supremo  declara  no 
haber  lugar  á  ól: 

«Considerando  que  tanto  la  ley  25  del 
Digeslo  Oa  o\i\gai\on\hm  ti  acixonihxkt^  co- 
in«  la  ti,  lít.  U,  Partida  5.^  que  se  citan 
como  infringidas,  no  pueden  tener  aplica- 
cion  al  présenle  recurso ,  sino  supuesta  la 
prueba  de  las  excepciones  alegadas  por  el 
demandado: 

Y  considerando  que  al  dictar  su  fallo  con<^ 
denalario  la  Sala  sentenciadora  lo  ha  ¡hecho 
en  el  supuesto  de  estar  justificado  el  funda- 
mento de  la  demanda,  y  no  estarlo  por 
consiguiente  las  excepciones,  ealiñcando.at 
efecto  las  pruebas  tanto  documental ,  como 
testitical  y  por  posiciones  hechas  respecti- 
vamente por  las  partes  sin  que  contra  sa 
calificación  y  apreciación  se  haya  citado  en 
el  recurso  ley  o  doctrina  legal  infringida.» 
{Gac,  21  febrero.) 

OBLIGACIONES.  (Legislación  fo- 
ral).  La  ley  1/  del  Digesto  De  condi** 
tione  sine  causa  no  u  opone  á  la  vali- 
dez de  los  comuromisos  cuya  causa  de 
obligar  es  manifiesta  en  eüos. 

Seoleicia  ¿e  15  de  fekreró  dt  1866. 

Pleito  seguido  por  D.  Luis  Poibret  con 
D.  Manuel  Nart  sobre  pertenencia  de  una 
acción  de  mina.  Contra  la  sentencia  ab* 
solutoría  dictada  en  apelación  por  la  Au- 
diencia de  Barcelona,  interpuso  el  deman- 
dante recurso  de  casación  citando  como 
infringida  la  ley  1.*  del  Digeslo  et)  el  sii- 

Sueslo  de  que  ño  se  habían  cumplido  por 
art  las  condiciones  de  un  contrato  de 
cesión  de  31  de  marzo  de  1862;  pero  co- 
mo en  16  de  junio  se  formó  una  sociedad 
cuya  escritura  invocó  el  demandante  en 
su  defensa,  porque  intervino  en  ella  en 
Yirtud  de  la  cesión  indicada,  el  Tribunal 
Supremo  declara  no  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación: 

oConsiderando  que  si  bien  con  arreglo  á 
la  ley  1.*  del  Digesto  Üe  condüione  iine 
causa  na  tiene  faerzi  la  promesa  ú  obliga- 
ción, cuando  no  consta  la  causa  ó  motivo 
porque  se  contrae,  tste  requisito  se  llena  en 
el  contrata  de  sociedadi  porque  reconocien- 


do recípracamente  los  socios  la  respectiva 
participación  de  cada  uno  da  ellos,  y  el  mo- 
tivo y  fin  con  que  se  asocian,  vienen  á  re- 
conocer igualmente  la  causa  porque  se  obli* 
gan: 

Considerando  qua  en  la  escritura  da  IS 
de  junio  de  1862,  al  darse  una  nueva  forma  á 
la  sociedad  que  ya  estaba  constituida  para 
la  explotación  de  la  mina  de  que  se  trata, 
los  socios  ea  el  hecho  de  reconocerse  por  ta- 
les, reconocieron  también  la  causa  ó  motiva 
porque  cada  cual  de  ellos  concurría  al  otor- 
gamiento del  contrato ,  mayormente  cuando 
por  su  expresa  voluntad  anularon  las  de- 
más escrituras  que  antes  ae  hablan  otargada 
respecto  á  la  explotación  de  la  misma  mina: 

Y  considerando,  por  lo  expuesto ,  que  no 
se  ha  infringido  por  la  Sala  primera  de  la 
Real  Audiencia  de  Barcelona  en  su  saaten- 
eia  de  3  de  noviembre  de  1864  la  citada  lay 
del  Digeslo.»  {Gao.  21  febrero.) 

VINCULACIONES.  Para  que  u 
tenga  por  fündada  una  tmicutadon  déb$ 
contener  ta  escritura  las  áreunsiancias 
esenciales  para  constituirla ,  y  no  se  efi-- 
tiende  tal  la  sucesión  establecida  por  ma$ 
de  una  generación  sin  caráctei  de  perpe- 
tuidad. 

FBUBBAS.  Cuando  una  Audiencim 
para  determinar  el  pleito  sometido  á  su 
fallo f  aprecia  una  escritura,  á  la  qué 
falta  su  primera  hoja,  y  las  demás  prue^ 
bas  ofrecidas  por  las  partes,  no  dande 
fuerza  contra  aquella  á  las  analogias  de 
otras ,  nidio  que  se  dice  prueba  inme- 
morial, no  pwde  sostenerse  que  la  scn^ 
tencia  infringe  las  leyes. 

Sentencia  de  19  de  febrere  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Brivics- 
ca  y  Audiencia  de  Burgos,  por  Bernardi- 
no  Ruiz  con  Pedro  y  Vicente  Gómez  y  coa 
Florencio  Val,  sobre  reclamación  del  do- 
minio útil  de  ciertos  bienes  en  concepto 
de  vinculados.  Los  demandados  pidieron 
que  se  les  absolviese  de  la  demanda,  ne- 
gando que  se  hubiese  vinculado  la  suce- 
sioB  de  los  bienes  arectos  al  censo.  Seguí « 
do  el  pleito  por  sus  trámites,  se  hizo  prue- 
ba de  testigos  por  ambas  partes;  por  el 
demandante  para  acreditar  que  las  Cocas 
constitutivas  del  censo,  ó  sea  ei  censo 
mismo,  se  habia  tenido  siempre  desde 
1815  por  vinculado;  y  por  el  demandado 
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sobre  otros  particulares  y  entre  ellos  so^ 
bre  el  titulo  con  que  poséia  el  ceoso,  ha- 
biendo preseotado  además  á  ÍDstaDi;ia  del 
ílemaodante  una  escritura  otorgada  en  22 
de  ntayo  de  4780,  á  la  que  falta  la  prime- 
ra hoja  y  que  no  ha  podido  certificarse  ín- 
tegra ai  cotejarse  con  su  original  por  no 
existir  protocolo  eu  la  Escribanía»  de  la 
qoe  resulta  lo  que  se  dice  en  los  consi- 
derandos. Dictadu  sentencia  por  el  Juez, 
que  confiroió  la  Audiencia,  absolviendo  á 
los  demandados  de  Ta  demanda,  interpu- 
so el  demandante  recurso  decasacion«  ci- 
taiKlo  como  infringidas  las  leyes  y  artícu- 
los de  la  de  Enjuiciamiento  civil  deque  se 
hace  mérito  en  los  considerandos.  Pero 
por  su  sentencia  de  19  de  febrero  de  i 866 
declara  el  Tribunal  Supremo  no  haber  lu- 
gar al  recurso: 

oConsiderando  que  no  se  acredita  la  fun- 
dación de  vinculo  del  censo  por  la  escritura 
de  22  de  mayo  de  1780  presentada  por  los 
demandadoe  á  instancia  del  demandante; 
porque  léjos  de  contener  las  circunstancias 
esenciales  paraeonstiluir  mayorazgo,  se  con- 
stgoan  en  ella  las  condiciones  generalmente 
a^icables  á  contratos  enGtéuticos,  que  no 
tienen  tal  cualidad: 

Considerando  que  no  tiene  importancia  la 
alegación  de  que  losllamamíenlos  constaban 
en  la  primera  hoja  de  la  escritura,  que  se 
supone  arrancada  maliciosamente  por  los  de- 
mandados, porque  la  parle  dispositiva  resis- 
te tal  aserción,  ya  popqae  la  facultad  confe- 
rida al  poseedor  de  vender  á  su  arbitrio,  con 
la  sola  limitación  de  no  poder  hacerlo  á  fa- 
vor de  manos  muertas,  es  contraria  á  la  na» 
turaleza  dei  vínculo,  ya  porque  en  una  de 
las  cláusulas  se  determinan  concretamente 
tas  personas  que  tienen  la  obligación  de  tras- 
raitir  «n  su  respectivo  caso  los  bienes ,  y 
es  hecho  apreciado  por  la  Sala  sentenciado- 
ra, sin  que  se  haya  alegado  en  contra  infrac- 
cíoQ  alguna,  haberse  jusViticado  por  los  de- 
mandados que  recibieron  la  citada  escritura 
en  la  (brma  presentada: 

Considerando  que  no  puede  invocarse  útil- 
aieole  como  prueba  que  otros  contratos  de 
censo  [impuestos  por  la  misma  persona  en 
aM|uel la  época  tienen  la  cualidad  vincular  y 
eo  la  primera  hoja  de  la  escritura  los  llama 
míenlos ;  pues  aunque  no  fuesen  como  son 
diferentes,  las  analogías  no  bastan  para  cons- 
tituir prueba  legal : 

Considerando  que  no  procede  la  inmemo- 
rial cuando  existe  como  en  el  presente  caso 
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la  escritura  de  fundación  del  censo,  á  cuy^ 
validez  eto  afecta  la  falla  de  la  primera  lio- 
ja,  pueslo  que  contiene  loda  la  parte  dispo- 
siliva  y  esta  revestida  de  todos  los  requisi- 
tos y  solemnidades  necesarias  para  set  cali- 
fícada  de  subsistente  y  eficaz,  ni  csnlra  ella 
se  ha  intentado  siquiera  prueba  de  falsedad; 
y  que  por  otra  parle  la  suministrada  por  el 
demandante  carece  de  las  especiales  circuns- 
tancias establecidas  por  la  ley  1.^,  tít.  17, 
lib.  10  de  la  Nov.  Recop.;  porque  los  testi- 
gos no  deponen  que  á  pesar  de  haber  mas 
hijos  nada  recibieron  en  equivalencia,  ni  hay 
lérminos  hábiles  para  lo  que  añrman  res|>ec- 
lo  á  sus  mayores,  por  no  haber  existido  an- 
teriores trasmisiones,  y  además  es  hecho 
apreciado  por  el  tribunal  sentenciador  ha- 
berse justiiicado  por  los  demandados  que 
habia  sido  legado  el  censo  al  Sebastian  Ruiz 
por  su  madre  facultada  al  efecto,  sin  que 
contra  esta  apreciación  se  haya  citado  nin- 
guna infracción ,  y  que  por  tanto  no  ha  sido 
infringida  por  la  sentencia  la  expresada  ley 
referente  á  los  modos  de  probar  el  mayo- 
razgo: 

Considerando  que  cualquiera  que  haya 
sido  la  calificación  hecha  por  la  Sala  senten- 
ciadora en  uno  de  sus  considerandos  respec- 
to á  la  referida- escritura  y  á  ta  Imposibilidad 
del  cotejo  oon  su  original  por  no  exishr  en 
la  Escribanía  el  protocolo  referente  á  aquel 
año,  ni  noticia  de  él,  la  base  y  fundamento 
principal  de  la  parte  dispositiva  de  la  sen- 
tencia consiste  en  tío  haber  probado  el  de- 
mandante la  existencia  del  vínculo;  y  que 
por  consiguiente  no  pueden  tener  aquí  apli- 
cación los  arts.  279,  280  y  281  invocados  en 
el  recurso: 

Considerando  que  no  tiene  fundamento 
legal  la  alegación  del  art.  317  en  concepto 
de  infringido  por  haberse  hecho  la  aprecia- 
ción de  prueba  testifical  sin  que  se  articula- 
se por  la  olra  parle  en  diverso  sentido;  por- 

3ue  la  Sala  aprecia  el  valor  de  la  presenta- 
a  y  los  dalos  resultantes  de  los  autos,  y  la 
apreciación  en  sus  resultados  afecta  tanto  á 
la  misma  parte  que  la  aduce  como  á  la  con- 
traria: 

Considerando,  por  último,  que  debiendo 
poseer  los  bienes  afectos  al  censo,  primera- 
mente los  cónyuges  y  luego  el  que  sobrevi- 
niese con  facultad  de  elegir  para  su  obten- 
ción al  hijo  que  tuviese  por  conveniente,  y 
no  haciéndolo  sucediese  en  olios  el  segundo- 
génito, por  la  escritura  de  la  fundación  del 
censo  la  trasmisión  es  señalada  y  se  concreta 
á  determinadas  personas;  y  que  tanto  por 
esta  razón  como  por  lo  ya  expuesto,  no  exis- 
te fundación  de  vínculo,  ni  por  cons'tguient* 
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ha  podiflo  sor  iofrinqitla  por  la  s«»nleiic¡a,  ni 
son  aplicables  llamado  principio  de  que 
Kcs  inhcrenle  á  la  perpetuidad  de  los  mayo- 
razg^os  que  agiotados  ios  llamamientos  suce- 
den los  demás  parientes  del  fundador ,  si  no 
dispusiese  otra  cosa  de  un  modo  t^xpreso,» 
la  doctrina  de  este  Tribunal  Supremo  ni  la 
ley  l.*,  lít.  24,  lib.  U  de  la  Nov  Recop.  ale- 
gados por  el  recurrente.»  (Gac.  24  fnbrero.) 

POSESION.  Si  el  que  posee  una  co- 
sa y  prueba  la  posesión,  na  puede  ser  pri- 
vado de  ella^  esto  no  se  entiende  cuando 
ejercitada  la  acción  reivindicatoría  se 
prueba  por  un  tercero  la  propiedad. 

FBUSBAS.  La  testifical  aun  acom- 
pañada de  circunstajicias  mas  ó  menos 
congruentes  nada  vale  en  contraposición 
de  la  que  consiste  en  documentos  públi- 
cos sin  tacha  ni  vicio  legal,  cotejados  con 
sus  originales;  y  se  infringe  La  ley  4  i  4.  ti- 
tulo 18,  si  se  prescinde  de  la  fuerza  pro- 
batoria d^  dichos  documentos. 

SenleDcia  de  20  ét  febrero  de  1866. 

Pleito  seguido  eo  uo  Juzgado  de  Ma- 
drid y  su  Audíeocia  territorial  por  D.  Ma* 
nnel  'Pando  Castañeda  y  por  su  falleci- 
niieoto  su  viuda  doña  Josefa  Cañedo,  por 
sí  y  como  lulora  y  cüradora  de  sus  hijos 
é  hijas  meoores,  con  D.  Ao Ionio  Ruüdo 
Cogolludo,  coDio  marido  de  doña  Bai»ilia 
Laocha,  sobre  propiedad  de  uta  tierra 
JUDIO  al  paseo  de  las  Delicias. 

Adquirida  esta  tierra  de  compra  escri- 
tarada  eo  26  de  marzo  de  1800,  y  tras- 
mitida en  sucesivas  disposiciones  testa- 
luentariaSj^perteDeciacn  1852  á  doña  Mi- 
caela y  doña  Teresa  Sánchez,  quienes  la 
trasmitieron  á  dicho  Pando  en  fuerza  de 
una  cesión  á  favor  de  aquel  de  los  dcre*> 
chos  de  ellas  á  la  herencia  de  su  difunta 
hermana  doña  Maria  del  Pilar  Sánchez: 
mas  detentábala  D.  Antonio  Cogulludo 
en  la  inteligencia  de  ser  propiedad  de  su 
esposa  doña  Basilia;  y  habiendo  pretendí* 
do  Pando  que  se  le  requiriese  para  el  pa- 
^0  de  las  reolas  no  haciéndolo  ni  proban- 
do la  excepción  Cogolludo  se  puso  á  Pan- 
do en  pose&ion  de  aquella  tierra.  Gogolli^ 
(!o  entabló  interdicto  para  recobrar  la  po- 
sesión y  fué  en  efecto  restituido. 

Pero  Pando  dedujo  su  demanda  de  pro- 


piedad, y  seguida  por  sus  trámites  recayó 
sentencia  del  Juzgado  favorable  á  Pan- 
d«  fundada  en  la  escritura  pi^bliea  de 
que  hacemns  mérito  al  principio;  roas  re« 
vocada  por  la  Sala  que  absolvió  á  Cogo- 
lludo de  la  demanda,  la  viuda  it  aquel 
dedujó  el  recurso  de  casación  alegando 
haberse  infringido: 

4.*  Las  leyes  4Í4,  tft.  iS;  y  23,  tíiii- 
lo  16  de  la  Partida  3.*,  y  los  arts.  278  y 
281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. civil: 

2.  ^   Laleyl.*,  tít.  44  de  la  Parti- 
da 3/ 

3.  ^   Las  leves  2/  y  3.\  lít.  3.',  Par- 
tida 3.* 

4.  *  Las  leves  43.  tít.  22,  y  1.*  y  2. ' 
tit.  26,  Partidas.' 

¥  el  Tribunal  Supremo  declaró  haber 
lugar  al  recurso  y  casó  y  anuló  la  sen- 
tencia de  la  Audiencia: 

((Considerando  que  la  ley.  114,  til.  18, 
Partida  3.^  da  fuerza  plena  probatoria  á  los 
documentos  públicos  sin  tacha  ni  vicio  le- 
gal, cotejados  con  sus  originales: 

Considerando  que  los  documentos  pre* 
sentados  en  autos  por  el  demandante,  s(m 
escrituras  públicas  cotejadas  con  sw?  origi- 
na es,  sin  ninguna  tacha  ni  vicio  iegai,  c(ni  las 
cuales  se  acredita  la  sucesiva  pr<jpiedad  de 
la  (ierra  que  se  reclama  desde  el  año  de 
1790  hasta  el  dia;  que  en  virtud  de  ellas  se 
le  dio  la  posesión  judicial  en  que  estuvo; 
que  expresan  su  cabida  y  linderos;  y  que 
con  arreglo  á  estos,  según  declaracioD  de 
los  peritos  nombrados^ por  la  Sala  senten- 
ciadora, se  baila  dentro  del  área  de  las  siete 
fanegas  de  terreno  proindiviso  en  que  ám- 
bas  partes  quieren  coloc^ar  la  que  cada  una 
dice  le  pertenece: 

Y  considerando  que  si  bien  con  arreglo  á 
la  ley  10,  lít.  14,  Partida  d.*"  ,  al  deinauda- 
do  le  basta  poseer,  y  el  demandante  está 
obligado  á  probar  la  acción  reivindicatoría, 
la  sentencia  de  la  Sala,  que  no  dando  fuerza 
plena  probatoria  á  aquellas  escrituras  para 
el  ol)jeto  con  que  han  sido  presentadas,  ab- 
suelve al  demandado,  ha  infringido  la  cita- 
da ley  114,  tu.  18,  Partida  3.*,  invocada  en 
el  recurso.»  (Gae.  26  febrero.) 

ACCION  REIVINDICATORIA,  /n- 

cumbe  la  prueba  al  que  la  ejercita. — La 
acción  que  por  la  ley  2«,  tit.  5.**,  Parti- 
da 5.*,  compete  respectivamente  al  com- 
prador y  vendedor  para  el  cumplimiento 
de  lo  convenido  en  el  contrato ,  €$  per$0- 


Digitized  by 


JlAlSPnlBBNCIA  CIVIL. 


nal,  y  cctm  tal  no  pue^e  utilizarse  como 
rtwiíHlicatoria,  que  siempre  se  da  contra 
ttíi  tercero. 

ScotCBda  de  20  de  febrert  dé  1866. 

Pleito  seguido  eo  uq  Juzgado  de  Ma- 
drid ▼  eo  su  Audiencia  por  la  universidad 
ceoiral  con  los  hermanos  Amoedo ,  sobre 
reiviodicacioQ  de  uo  terreno  en  el  cerrillo 
de  Saá  Blas. 

Desigoábase  con  este  nombre  á  median 
Jos  del  siglo  anterior  una  mayor  exten- 
sión de  terreno  que  la  que  hoy  parece,  y 
cuya  parte  oriental  perleoecia  al  convento 
de  Atocha  que  la  adquiriera  por  permuta 
del  Abad  de  SantaLeocadiade Toledo,  y  la 
parte  occidental  al  patronato  de  la  hermi- 
u  de  San  Blas.  Compró  S.  M.  parte  de 
dicho  cerro  cuando  se  estableció  el  actual 
Jardio  Botánico  para  engrandecerle  como 
be  hizo,  agregando  lo  restante  de  aquella 
compra  ai  Retiro.  El  convento  de  Atocha 
vendió  en  i814  á  D.  Antonio  Landaluce, 
este  después  á  D.  Mariano  Goya ,  este  á 
D.  Santiago  Gómez  Negrete  y  D.  Juan 
José  Fuentes,  de  quienes  compró  el  Con- 
de de  Yumuri;  y  el  patronato  de  Sao  Blas 
ba  venido  por  sucesión  legal  á  los  citados 
bermaoos  Amoedo.  La  univer^^idad  pre- 
tendía que  la  parle  inferior  del  cerro  ac- 
tual eo  doode  bay  una  eotrada  al  Retiro 
y  que  pertenece  i  los  Amodeo  estaba  com- 
prendida en  lo  comprado  en  1776  por  Su 
Uagestad;  pero  habiéndose  absuello  de  la 
oemaoda  á  aquellos  en  primera  y  segon^ 
<la  instancia,  el  Fiscal  de  la  Hacienda  pú- 
blica representando  á  la  uoiversidafl,  in- 
terpuso recurso  de  casación  diciendo  se  ha- 
bían infringido: 

La  ley  28,  tít.  5.\  Partida  5.*. 
que  dispone  que  el  vendedor  debe  entre- 
gar la  cosa  Tendida  con  todo  lo  pertene- 
ciente y  anejo  áella,  y  las  demás  leyes  del 
jiiísmo  título  y  Partida  que  tratan  de  los 
efectos  del  contrato  de  venta;  porque  el 
Eslado  adquirió  por  compra  los  terrenos 
que  redamaba,  según  se  inferia  deja  car- 
ude  pago  testimoniada  al  folio  o9ü,  y 
sin  embargo  no  se  le  daban  dichos  lerre^ 

Las  leyes  d.' y  i9,  tít.  29,  Par- 
bda  o*  y  las  demás  de  dicho  título  y 
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Partida  eo  <|ue  se  establecían  los  requjsí* 
tos  necesarios  para  la  prescripción,  y  la 
doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de 
los  Iribanales,  que  siempre  la  ha  consi- 
derado como  medio  de  adquirir  el  dominio; 
porque  eo  autos  estaba  probado queel  Esta- 
do habia  poseido  mas  de  6:2  años  con  jus- 
to título  el  terreno  en  cuestión,  y  se  le  pri- 
vaba del  mismo: 

El  Tribunal  Supremo  declara  no  haber 
lugar  al  recurso,  por  sentencia,  de  20  de 
febrero  de  1866: 

«Considerando  que  habiéndose  ejercitado 
por  la  parle  recurrente  la  acción  reivindica- 
toría para  que  se  le  declare  la  propiedad 
de  las  tierras  que  son  objeto  de  este  litigio, 
le  ÍBCumbia  probarla  lo  cual  no  ha  verifica- 
do según  la  apreciación  que  de  las  pruebas 
practicadas  ha  hecho  la  Sala  sentenciadora, 
sin  que  contra  eota  aprt'ciacion  se  haya  ci- 
tado ley  ni  doctrina  admitida  por  la  juris- 
prudencia de  los  tribunales: 

Considerando  adennás  que  seguido  este 
pleito  en  virlud  de  la  expresada  acción  rei- 
vindicaloria  no  puede  invocarse  útilmente 
como  fundamento  del  recurso  la  infracción 
de  la  ley  28,  til.  5.',  Partida  5.*,  porque  de 
ella  solamente  nace  la  acción  personal  que 
respectivamente  compele  al  comprador  y 
vendedor  para  el  cumplimiento  de  lo  conve- 
nido en  el  contrato: 

Y  considerando  que  faltando  ajuicio  de  la 
Sala  sentenciadora  el  justo  líiulo  indispen- 
sable para  adquirir  el  dominio  por  no  haber- 
lo acreditado  en  manera  alguna  el  recurren- 
te,  es  inoportuna  la  invocación  de  las  leyes 
i.»  y  19,  til.  29  de  la  Parlida  3.*,  relativas 
á  la  presciipcion.D  (Gac.  26  febrero.) 

EJECOTOBIAS.  Cuando  se  enta^ 
bla  un  juicio  para  usar  de  reserva  con- 
signada en  una  ejecutoria ,  no  procede  la 
excepción  de  cosa  juzgada  aunque  parez- 
ca uno  mismo  el  objeto  final  del  juicio. 

Seoteocia  de  22  de  febrero  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  de  Alicante  y  Audienc  ia  de 
Valencia  por  D.  Emilio  Belda  y  después 
sus  herederos  con  ü.  Juan  Blas  Lafor^i, 
sobre  pa*i0  de  maravedises.  Siendo  dicho 
D.  Emilio  Belda  comisionado  principal  de 
arbitrios  de  amortización  en  la  provincia 
de  Valencia,  fué  subalterno  suyo  en  Ali- 
cante y  Orihuela,  Lafora.  Ea  las  cucutas 
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()e  UDO  y  otro  á  la  Administración  pública 
apareció  nn  alcance  contrae!  ^e^undoque 
hubo  de  pagar  el  primero  de  29.398  reales 
T  32  maravedises,  por  cuya  cantidad  ins- 
ió  contra  su  subalterno  ejecución  que  no 
se  despachó,  y  sef^íiido  un  juicio  ordinario 
Lalbra  fué  absuelto  de  la  demanda  por 
sentencia  de  rerista,  reservando  á  Belda 
su  derecho  á  ser  reintegrado  por  Lafora 
del  importe  de  los  recibos  dados  por  este 
en  sus  dalas  que  hubiesen  sido  rechaza- 
dos por  la  Administración.  Sumaban  estos 
recibos  la  mitad  de  la  indicada  cantidad  ó 
sean  45.312  rs.,  y  esta  cantidad  mas  la 
de  puro  y  simple  alcance  contra  Lafora  de 
14.086  rs.,  fué  demandada  de  nuevo  por 
Belda  en  virtud  de  aquella  reserva.  Lafo« 
ra  excepcioQó  cosa  juzgada,  y  el  Juez 
senienció  que  este  pagase  á  los  herederos 
de  Belda  los  15.312rs.de  los  recibos  recha- 
zados, y  absolvióle  de  los  14.086  restan* 
tes.  La  Audiencia  coufirmó  y  Lafora  inter- 
puso recurso  de  casación  "porque  en  su 
couceplo  se  infringia  la  ley  19,  til.  22, 
Partida  3.*,  y  la  ley  1.',  tít.  14  de  la  mis- 
ma Partida:  y  el  Supremo  Tribunal  ha 
declarado  m  haber  lugar  al  recurso:  • 

((Considerando  que  la  canlidad  en  que  se 
condena  á  los  herederos  de  Lafora  es  distinta 
de  la  contenida  en  la  ejecutoria  en  que  fue- 
ron absuellos  de  la  demanda,  y  apoyada  en 
diferentes  fundamentos,  procediendo  de  la 
reserva  que  en  la  misma  sentencia  se  hizo 
en  favor  de  D.  Emilio  Belda,  y  por  tanto  no 
•e  liá  faltado  á  lo  mandado  en  dicha  ejecu<» 
toria,  ni  se  ha  infringido  por  lo  mismo  la  ley 
19,  líl.  22,  Partida  3.* 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
apreció  como  rechazados  defínitívamente 
p«r  las  oñcinas  superiores  de  contabilidad, 
requisito  de  la  reservR  de  la  ejecutoria ,  los 
documentos  por  los  que  justificó  la  parle  ac- 
tora  que  se  babian  devuelto  á  D.  Juan  Bau- 
tista Lafora,  unos  por  valor  de  6  184  rs.  y 
15  mrs.,  y  otros  que  dejaron  de  apreciarse 
por  las  olicinas  por  falla  de  la  intervención 
necesaria,  importantes  9  127  rs.  y  30  mará 
vedises  cuyas  cantidades  suman  los  15.312 
reales  y  11  maravedises  en  que  han  sido 
condenados  tos  Lafora,  f  que  por  esta  razón 
no  se  ha  infring^ido  la  ley  1.*,  líl.  14,  Partida 
3.»  (Gao.  i.'' mano.) 

MAYOHAZaOS.  Cuando  se  pre- 
tende tener  mejor  derecho  á  suceder  en 


ellos  que  la  persona  ^ue  los  posee ^  no  bas- 
ta examinar  si  en  esta  concurren  los  re- 
quisttos  del  fundador,  sino  también  si 
concurren  en  quien  demanda. 

Sentencia  de  32  de  febrero  de  1866. 

Pleito  seguido  f  n  el  Juzgado  de  Truji- 
llo  y  Audiencia  de  Cáceres  por  D.  Diego 
Carvajal  y  Pizarro  con  doña  María  del 
Desconsuelo  Ulloa  y  Obaodo,  sobre  mejor 

.  derecho  á  la  mitad  reservable  de  vanos 

i  mavorazgos* 

I  Habiao  fundado  estos  y  aumentado  con 
'  algunas  agregaciones  en  tiempos  antiguos 
D.  Ñuño  García  Chaves,  Juan  Hinojosa, 
otro  Nuno  García  Chaves,  el  mozo,  y  don 
Francisco  Hinojosa,  y  la  sucesión  en  ellos 
'  recayó  en  4813  por  muerte  de  D.  Fran- 
cisco Ulloa  en  su  primogénito  D.  Manuel, 
que  los  poseyó  hasta  que  murió  sin  hijos 
en^l852;  y  la  heredaron  sus  hermanas 
doña  María  del  Desconsuelo  y  dona  Juana 
Ulloa,  obteniéndola  primera  la  mitad  de  los 
bienes  vinculados  en  calidad  de  inmediata 
sucesora .  Mas  entabló  demanda  con  tr a  esta 
en  4864 D.  DiegoCarvajal  pretendiendo  ser 
él  y  no  doña  María  el  inmediato  sucesor,  en 
virtud  del  órden  de  suceder  establecido 
por  los  fundadores;  lo  contrario  sostuvo 
doña  María  y  decidiecon  las  seoiencias  de 

Brímera  y  segunda  instancia ;  por  lo  que 
>.  Diego  interpuso  el  recurso  de  casación 
jgorque  en  su  concepto,  al  absolver  á  do^ 
na  Maria  de  la  demanda,  se  habían  ínfrín- 
gído  la  ley  de  las  fundaciones ,  ó  sea  la 
voluntad  de  los  instituidores  de  los  mayo- 
razgos; la  doctrina  sancionada  por  este 
Supremo  Tribunal  en  varías  resoluciones, 
entre  ellas  las  de  14  de  noviembre  de 
1846,  26  de  junio  de  183i,  23  de  di- 
ciembre de  1859  y  12  del  mismo  mes  de 
1864,  de  que  das  reglas  establecidas  por 
el  fundador  son  la  ley  de  la  sucesión  ea 
el  vinculo;»  la  decisión  contenida  en  la 
sentencia  de  23  de  mayo  de  1855,  de  que 
la  mitad  reservada  á  los  sucesores  íorae- 
diatos  corresponde  á  los  que  debían  serlo 
sí  subsistiese  el  mayorazgo,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  la  voluntad  del  fundador,»  y  la 
ley  de  11  de  octubre  de  1820,  restableci- 
da en  30  de  agosto  de  1836  El  Tribunal 
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Sopremo  declaró  no  haber  lugar  al  re- 
curso: 

«Considerando  que  en  la  escritura  de  fun- 
dación de  8  de  noviembre  df»  1524,  y  espe- 
cialmente en  las  cláusulas  6.*  y  7.* ,  Nono 
García  de  Chaves  exigió  preferentemente  en 
kn  poseedores  la  cualidad  de  masculinidad, 
de  tal  manera  que  si  la  persona  que  legíti- 
mámenle  habia  de  heredar  por  línea  recta 
fiicse  hembra ,  y  hubiese  heredero  trasversal 
varón  ,  hijo  ó  nielo  del  que  fuere  ó  hubiese 
sido  señor  del  mayorazg^o  y  viniese  por  la 
línea  masculina,  era  su  voluntad  que  este 
heredase  y  fuese  preferido  á  aquella,  y  que 
el  recurrente  no  reúne  estas  circunstancias 
poeslo  que  no  es  hijo  ó  nieto  del  que  fuere 
ó  bebiese  sido  señor  del  mayorazgo,  ni  pro- 
cede linea  masculina: 

Considerando  que,  si  bien  Juan  de  Hiño- 
josa  en  los  primeros  llamamienlos  que  hizo 
para  la  obtención  del  mayorazi^o  que  fundó 
en  anión  con  su  mujer  doña  Teresa  Calde- 
roQ  en  25  de  mayo  de  1539  excluyó  expre- 
sameote  á  las  hembras ,  en  loa  segundos ,  ó 
sea  en  las  cláusulas  8/  y  9  * ,  las  dió  entra* 
da  para  el  caso  de  que  sus  hijos  y  deseen- 
^leales  varones  falleciesen  sin  dejar  varón, 
paes  queria  que  sucediese  su  hija  mayor,  y 
<^oes  el  hijo  mayor  varan  de  la  misma  y 
tus  deseendienl^  varones  legítimos  por  lí- 
nea recta  que  vinieran  de  varón,  observán- 
dose «si  sucesivamente  en  sus  olr^^s  hijas;  y 
^oe  si  aoaecia  que  el  mayorazgo  recayera 
en  hembra,  conforme  ¿  la  sucesión  en  él 
eonlenida,  y  á  la  sazón  hubiese  varón  que 
faese  fio  de  la  tai  hembra ,  her«ano  de  pa^ 
úre,  fuese  este  preferido  á  aquella,  lo  cual 
ao  puede  tener  lugar  en  el  caso  presente, 
poit|ue  el  recurrenle  no  es  lio  hermano  de 
padre  de  la  demandada. 

Considerando  que  la  inteligencia  que  en 
repelidos  fallos  dieron  los  tribvnales  á  las 
escrilaras  de  8  de  noviembre  de  1524  y  25 
de  mayo  de  1539  fué  la  misnui  que  la  dada 
para  la  ejecutoria  de  23  de  octubre  de  1807, 
en  la  que  se  declaró  que  tocaban  y  perlene- 
cáan  áD.  Francisco  Uiloa  Floros  los  mayo- 
razj?os  fondados  por  D.  JuanHinojosa  y  do- 
ña Teresa  Calderón ,  su  mujer ,  y  por  Ñuño 
García  Chaves  y  la  suya  doña  Francisca 
Orellaoa  con  sus  agregados: 

Considerando  que  á  la  muerte  de  D.  Fran- 
cisco Uüoa,  acaecida  en  26  de  noviembre 
áe  1SI3,  le  sucedió  en  la  posesión  délos 
referidos  mayorazgos  y  agregados  su  hijo 
D.  Manuel;  y  que  habiendo  fallecido  en  24 
de  marzo  de  1852  sin  sucesión ,  es  induda- 
ble el  preferente  derecho  que  tiene  doña 


Maria  del  Desconsuelo  ,  como  su  hermani% 
mayor,  para  disfrutarla  mitad  reservable 
de  dichas  vinculaciones  sobre  D.  Diego  Car- 
vajal, que  se  encuentra  en  la  línea  de  su  bi 
sabuela  doña  Violanle ,  segundogdnita  do 
D.  Malias  Flores  y  doña  Francisca  Calderón 
Chaves,  que  no  es  ni  ha  sido  la  posesoria: 
Considerando,  por  lo  expuesto,  que  lu 
sentencia  objeto  del  recurso  no  contraría  ni 
infringe  la  voluntad  clara  y  determinada 
de  los  fundadores,  ni  tampoco  la  ley  de  11 
de  octubre  de  1820  y  la  jurisprudencia  ale- 
gada.» {Gac.  !.•  marzo.) 

BETBACTO.  líOgislacion  foral  y , 
de  Castilla :  En  doíide  subsiste  vigente 
una  legislación  foral ,  para  que  proceda 
en  la  venta  de  una  finca  el  retracto  geii- 
tilicio,  es  preciso  que  se  verifiquen  las  cir  - 
cunstancias  exigidas  por  el  fuero.— -Se- 
gún las  leyes  generales  del  reino,  se  re- 
quiere que  las  fincas  sean  de  patrimonio 
o  abolengo  y  lo  mismo  el  retrayente. 

SfDtenaa  de  25  de  febrero  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzí^ado  de  Bilbao 
y  Audieocia  de  Burgos  por  D.  Manuel  kn- 
looío  de  Zuhiaga  coa  D.  Mariano  de  Ara- 
üai  sobre  retracto  de  la  casería  de  Ilurrie* 
ta,  que  á.este  bahía  vendido  con  todas 
las  ferniahdades  del  Fuero  de  Vizcaya  do- 
na Marta  del  Cármen  Cortioa,  apoderada 
de  D.  Gerardo  Zuhiaga,  dueño  de  aquella 
ÜQca,  por  precio  de  40  000  rs.  vn. 

D.  Manuel  Antonio  de  Znbiaga,  ausente 
en  la  Habana,  cuando  tuvo  noticia  de  es* 
ta  venta  quiso  usar  del  retracto  gentilicio» 
y  al  efecto  dedujo  debidamente  represen* 
tado  su  acción  que  im{)ugnó  Arana,  á 
qnien  se  absolvió  en  definitiva  de  aquella 
demanda,  confirmando  este  fallo  la.Ap- 
diencia  de  Burgos.  Zabiaga  entonces  in- 
terpuso recurso  de  casación  porque  en  su 
concepto  se  habían  infringido  las  leves  16, 
tít.  á0;24,  tít.  H.  y  19,  tít.  20  del 
Fuero  de  Vizcaya,  en  las  que  dice  estable- 
cerse que  la  raíz  comprada  es  de  la  misma 
condición  que  la  heredada;  que  en  los  ca- 
sos que  no  haya  ley  foral  se  guarden  las 
del  reino,  y  que  la  computación  canónica 
es  la  que  rige  en  negocios  de  troncalidad: 
el  art.  675  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil;  y  la  doctrina  admitida  por  la  Chan- 
cilleria  de  Valladolid  y  Tribunal  Supremo 
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en  seDlencias  de  i785  y  it62»  eo  qae  se 

declaraba  la  computación  canónica  como 
única  aceptable  en  la  aplicación  del  Fuero 
de  Vizcaya;  las  doctrinas  consignadas  en 
sentencias  de  2  de  marzo  de  1861  v  28 
de  junio  de  1862;  la  regla  36 ,  iíL  3*4  de 
la  Partida  IJ^,  combinada  con  la  senten* 
cia  referida  del  año  1862;  el  principio  de 
que  se  reputan  bienes  patrimoniales  los 
heredados  de  los  padres,  y  la  lev  1/, 
lít.  13,  libro  10  de  la  Noy.  Recop.  El 
Supremo  Tribunal  declaró  no  haber  lu- 
gar al  recurso: 

«Considerando  que  si  bien  la  demanda 
promovida  en  eHtos  autos  se  ba  interpueslo 
con  arreglo  á  las  disposiciones  que  para  el 
letrado  grenlüicio  prescribe  el  arl.  674  de 
Ja  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  el  recurrente 
funda  el  derecho  que  pretende  tener  para 
retraer  la  casería  de  Iturrieta  de  Zubiaga, 
tanto  en  lo  que  sobre  esta  materia  se  halla 
establecido  en  la  legislación  foral  de  Vizca- 
ya como  en  la  general  del  reino: 

Considerando  que  para  que  pueda  tener 
lugar,  según  dicha  legislación  especial,  el 
derecho  de  tanteo  que  la  misma  concede  á 
los  parientes  dentro  de  cierto  grado  para  ser 
preferidos  en  la  venta  de  bienes  raicea ,  es 
indispensable  no  solo  que  !a  fínca  que  se 
trate  de  vender  tenga  el  carácter  ó  cualidad 
de  troncal ,  smo  que  además  en  los  casos  en 
que ,  como  en  el  de  este  litigio ,  se  han  ob- 
servado las  formalidades  prevenidas  en  la 
ley  1.*,  lit.  17  del  Fuero,  na  de  presentarse 
el  pariente  durante  los  tres  llamamientos, 
de  que  se  habla ,  haciendo  oposición  y  ma- 
nifestando que  quiere  haber  aquella  fínca 
como  tal  pariente ,  pues  de  lo  contrario ,  el 
dueño  la  puede  vender  en  adelante  á  quien 
quisiere,  sin  que  ningún  pariente  la  pueda 
demandar  al  comprador  por  vía  ni  manera 
alguna,  conforme  dispone  la  ley  2.^  del 
mismo ,  lít.  17: 

Considerando  que  la  casería  de  Iturrieta 
de  Zubiaga  nunca  ha  pertenecido  al  tronco 
común  de  los  litigantes,  y  que  por  lo  tanto 
no  concurre  en  ella  el  requisito  de  la  Iron- 
calidad ,  que  seria  necesario  para  la  prefe- 
rencia que  el  recurrente  pretende,  y  que 
por  otra  parte ,  no  habiendo  cumplido  con 
lo  que  en  las  citadas  leyes  se  previene  ,  no 
t<;n(Jria  ya  derecho  para  demandar  la  finca 
al  comprador: 

Considerando  que  aun  cuando  por  falta 
de  disposición  foral  hubiera  de  acudirse  á 
las  que  respecto  á  esta  materia  se  hallan 
cons  onadas  en  las  leyes  gentralts  del  rei- 


no ,  et  necesario  para  que  proceda  el  relrae- 
to  génlilicio  que  la  heredad  ó  finca  sea  de 
patrimonio  ó  abolengo  del  vendedor  ,  y  que 
el  retrayenle  sea  también  d«  aquel  palrirao 
nio  6  abolengo,  según  lo  prescriben  las  le«> 
yes  1.»  y  2.*,  til.  13,  hb.  10  de  la  Novisi- 
ma  Recopilación,  cuya  última  circunstancia 
no  concurre  en  el  presente  caso  eu  el  re<;ur% 
rente: 

Y  considerando,  por  todo  lo  expuesto, 
que  la  ejecutoria  que  absuelve  á  D.  Maria- 
no Arana  de  la  demanda  promovida  por  don 
Manuel  Antonio  de  Zubi/iga,  no  ha  infrio- 
gido  la  ley  16 ,  til.  20  del  Fuero  de  Vizcaya, 
ni  la  1.»,  ta.il3,  lib.  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación, ya  referida,  y  que  las  demás 
citas  que  se  hacen  no  tienen  aplicacioa 
oportuna  á  la  cuestión ,  objeto  de  estos  au- 
tos.» {Gac.  l.^  marzo,) 

TESTAMENTÓ  mOnCIOSO.  Pa- 

ra  que  se  declare  tal  no  es  preciso  que 
aparezca  completamente  probada  la  cer- 
teza de  todos  los  hechos  que  se  imptUan 
al  ifistituido:  basta  que  resulte  ser  perm- 
nade  mala  vida  6  de  mala  reputación. 
Es  por  lo  tanto  contraria  á  la  ley  la  sen- 
tencia  que  declare  válido  un  testamento 
prescindiendo  de  dicha  doctrina. 

Sentencia  de  24  de  febrero^  1866. 

Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  SeTÍ* 
lia  y  en  la  Audiencia  de  aquel  territorio 
por  dona  M.  T.  con  doña  C.  F.,  repre- 
sentada por  sn  marido ,  sobre  nulidad  de 
institución  de  heredera. 

Babia  vivido  muchos  años  dicha  doña 
C.  sola  con  el  presbítero  Ü.  B.  T.;  habia 
tenido  cinco  ó  seis  hijos  y  no  se  le  codo- 
cia  marido.  Murió  el  presbítero  nombráu- 
dola  heredera  única  y  universal,  y  se  ca- 
só con  donE.  V.;  perodonJ.  T.,  hermano 
del  difunto,  cedió  á  su  hija  doña  M.  sus 
derechos  á  ser  declarado  heredero  abintes- 
tato  del  presbítero  su  hermano,  por  ser 
nulo  el  testamento  en  que  este  le  preU- 
riera  persona  torpe  en  lenguaje  jurídico. 
Entablada  la  demanda  por  donaM.  y  se- 
guido el  pleito  y  aducidas  por  una  y  otra 
parle  pruebas  documentales  y  de  testigos, 
el  Juzgado  sentenció  la  nulidad  del  testa- 
mento; mas  la  Audiencia  revocó  este  fa- 
llo y  absolvió  de  la  demanda  á  doña  C.  La 
demandante  interpuso  recurso  de  cu&acioti 
Citando  como  infringidas: 
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La  IcT  42,  til.  7/,  Pariida  6.*, 
por  hallarse  comprendida  dona  C.  F.  en 
i»  caliRcac¡on«>s  de  la  misma: 

5 La  ley  2.*,  líi.  8.*  de  la  raismaPar- 
lida  concordante  con  la  anterior: 

5.*  Los  preceptos  contenidos  sobre  la 
deteriDÍnacion  de  la  mala  reputación  y  y'í- 
da  de  una  persona  de  un  modo  general  en 
la  ley  i.*,  lít  6.*  de  la  Partida  7.',  y  de 
un  modo  concreto  v  referente  al  caso  de 
este  litigio,  en  la 37,  til  6.'  de  la  Parti- 
da 1.'; 

I  4.^  La  doctrina  sancionada  por  este 
Sopremo  Tribunal  en  sentencia  it  Zi  de 
mayo  <le  ,  en  que  se  establece,  que 
para  motivar  la  inoficiosidad  de  un  testa* 
mentó  no  es  necesario  acusar,  ni  acreditar 
al  heredero  un  delito  especial,  sino  que 
basta  que  existan  los  datos  para  formar 
idea  sobre  su  mala  vida  ó  reputación.  El 
Tribunal  Supremo  por  su  sentencia  de  21 
de  febrero  de  1866,  declaró  haber  lugar 
al  recurso  y  casó  y  anuló  la  de  la  Au- 
diencia: 

«Considerando  que  la  l«*y  12 ,  tít.  7.^ ,  Par- 
(ida  6.*  declara  terminantemente  que  la  libre 
faeiitiad  de  testar  y  disponer  de  tus  bienes 
en  favor  de  extraños,  que  tiene  todo  aquel 
que  al  morir  no  deja  ascendientes  ni  descen- 
dientes, pudiendo  en  tal  caso  preferir  ó 
desheredar  á  sus  hermanos ,  te  halla'limita- 
da  por  la  prohibición  de  establecer  por  he- 
redero á  tal  orne  que  fuete  de  mala  vida  ó 
mf amado  9  ca  estonce — prosigue  declarando 
dieba  ley — non  valdría  el  etlablecimiento  de 
tal  heredero ,  ante  dezimos  que  el  hermano 
Y^de  quebrantar  el  testamento  é  aver  la  he^ 
redad  de  su  hermano  probando  ante  etjudga" 
áor  asi  como  debe: 

Considerando  que  de  la  apreciación  de  los 
hechos  verificada  por  la  Sala  sentenciadora, 
«Q  necesidad  de  otros  datos ,  que  en  concep- 
to de  la  misma  Sala  no  aparecen  demostra- 
dos, es  consiguiente  caiiticar  la  conducta  de 
ta  demandada  eii  este  pleito  comprendida  en 
pI  caso  determinado  en  la  enunciada  ley;  y 
que  de  ella  se  deriva  la  nulidad  del  testa- 
mento en  que  fué  aquella  instituida  herede- 
ra/atendido  además  el  espíritu  y  letra  de 
las  Iey€^43,  tit,  6.°,  Partida  1.»;  4.*  y 
D.*,  tit.  26.  lib.  12  de  la  Nov.  Recop.,  y  de 
la  1.'  y  siguientes,  tit.  6*,  Partida 

Considerando  qoe  es  consecuencia  nece- 
saria de  la  expresada  nulidad  del  leslamenlo 
referido,  con  arreglo  á  ia  misma  ley  12,  titulo 


7 ,  Partida  6.*,  que  el  hermano  del  testador 
sea  el  que  adquiera  su  herencia  y  en  este 
derecho  se  funda  la  acción  deducida  por  la 
demandante: 

Y  considerando  por  último ,  qae  la  senten- 
cia en  que  se  decide  no  haber  lugar  á  inva- 
lidar la  expre^da  institución  de  heredero, 
teniendo  por  eficaz  y  subsistente  por  derecho 
dicho  testamento ,  desestimando  la  demanda 
con  la  consiguiente  absolución  á  la  deman- 
dada, infringe  la  precitada  ley  12,  til  7.*, 
Partidas.^,  invocada  como  principal  funda- 
mento del  recurso.»  {Gae,  4  marso.) 

OHLIOAOIONES  DB  MUJBHSS 
CA8ADAB.  La  fiau'üa  de  la  mujer  ca- 
sada  por  las  obligaciones  que  contrae  su 
marido,  supuesta  su  validez  en  casos  de- 
termmados,  nunca  puede  extenderse, 
aunque  no  se  cancele,  á  un  plazo  mayor 
que  el  expresado  en  la  escritura. 

SENTENCIAS.  Congmencia  enlre 
lo  litigado  y  el  fallo:  imposición  de  cos- 
tas. 

Senteocia  de  33  de  febrero  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  especial 
de  Hacienda  do  Orense  y  Audiencia  de  la 
Coruña  por  doua  Josefa  y  dona  Angela 
Cadóroiga,  con  D.  Ignacio  y  Ü.  Saturni- 
no Saenz  sobre  tercería  de  dominio  en  no 
expediente  de  apremio  contra  D.  Manuel 
González  Lovelie,  marido  de  la  primera. 

Encargados  los  Saenz  del  Gobierno  pa- 
ra recaudar  las  contribuciones  de  Orense 
correspondientes  al  ano  de  1857,  de- 
legaron para  los  del  distrito  de  Rifa- 
daviaá  dicho  Lovelie,  quien  se  obligó  á 
cuanto  se  podía  exigir  por  escritura  en  la 
que  se  obligaron  como  hadoras  y  con  la  hi- 
poteca especial  de  bienes  raices  su  esposa 
doña  Josefa  y  su  cunada  doña  Angela. 
Cumplió  Lovelte  en  los  cuatro  trimestres, 
y  con  carta  del  9  de  octubre  le  retiraron  el 
cargo  los  Saenz,  y  nombraron  en  su  lugar 
V  por  indicacion'del  mismo  á  D.  Gaspar 
Colon  y  á  un  hermano  de  Lovelie,  D.  Ma- 
tías. Pero  se  dice  si  estos  solo  dieron  el 
nombre  v  continuó  aquel  recaudando  en 
Itivadavía  en  el  año  1858.  En  18G0  los 
Saenz  libraron  cerliíicacion  deque  su  de- 
legado I).  Manuel  González  Lovelie  les  de- 
bía por  la  contribución  de  Riradavía  en  el 
cuarto  Iriraestre  de  1868, 18.497  rs.,  y  la 
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AdmiDÍslracioQ  de  realas  de  Oreóse  des 
pacho  apremio  contra  Lovelle,  lo  amplió 
luego  por  7.601  rs.  mas,  embargó  v  ven- 
dió bienes  de  los  hipotecados  y  adjudicó 
a  los  Saeoz  los  que  no  se  pudieron  ven 
der. 

Las  hermanas  Cadórniga  entablaron 
demanda  para  que  se  declarase  nula  la 
ejecución,  y  á  ellas  libres  de  respoosabili- 
dad  y  con  derecho  á  ser  reintesradas  en 
el  valor  íntegro  de  sus  bienes  sin  deduc- 
ción de  coalas,  y  fué  ultimado  aM'  por  sen- 
tencia de  la  Audiencia  modificando  el  fallo 
del  Juez  de  Hacienda.  Los  Saenz  interpu 
sieron  el  recurso  de  casaciou  citando  co 
nio  infringidas: 

1.  **  Las  leyes  42  y  16,  tít.  22,  Partí 
da  3.';  la  jurisprudencia  sentada  por  este 
Sunremo  Tribunal  en  5  de  junio  de  1860 
y  o  de  diciembre  de  1862,  y  los  arts.  61 , 
62,  266  y  S33  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  en  cuanto  el  fallo  ño  se  ajusta  en 
Sus  declaraciones  á  los  términos  precisos 
en  que  por  las  partes  se  había  ¿jado  el 
debate: 

2.  ^  Las  leyes  til.  15,  y  14,  título 
34,  Partida  7.*,  en  el  concepto  de  hacer- 
les  responsables  de  costas,  danos  y  perjui- 
cios de  una  ejecución,  cuya  validez  se 
había  respetado:  y  la  jurisprudencia  sen- 
tada en  el  mismo  sentido  por  este  Supre- 
mo Tribunal  en  24  de  abril  de  1863: 

Y  por  último,  las  leyes  8.*,  tílulo 
92,  Partida  3.*;  6.',  tít.  13,  lib.  2  del 
Fuero  Real  y  1.%  2/  y  5/,  til.  19,  libro 
11  de  laNov.  Recop.,  en  cuanto  se  les 
hacia  responsables  de  las  costas  causadas 
en  la  ejecución  que  el  fallo  respetaba.  El 
Supremo  Tribunal  declaró  no  haber  lugar 
al  recurso: 


«Considerando  que  la  acción  ejercitada  en 
esle  pleito  por  las  dos  hermanas  Cadórnig^a 
ha  versado  principalineiile  sobre  que  se  las 
declarase  irresponsables  de  la  fianza  de  don 
Manuel  Lovelle  en  lo  que  excediese  de  la 
obligación  conlraida  por  ellas  sobre  las.ope- 
raciones  y  cobro  de  las  conlribnciones  de 
Rivadavia  mienlras  aquel  fué  recaudador  en 
el  año  de  1857,  cuyas  cútanlas  aparecían 
ya  solventadas;  que  se  declarase  nula  la 
ejecución  que  contra  sus  bienes  se  despachó 
por  via  de  apremio  á  instancia  de  D.  Igna- 
cio y  D.  Saturnino  Saenz,  y  se  las  devol- 


viesen los  bienes  vendidos;  j  que  se  decla- 
rase por  fin  responsables  á  los  Saenz  de  lo- 
dos los  daños  y  perjuicios  que  á  ellas  se' les 
habían  seguido  por  dicha  ejecución: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
declara  en  su  rallo  á  doña  Josefa  y  á  doña 
Angela  Cadórniga  irrespoiisables  de  la  re- 
caudación de  las  contribuciones  del  pueblo 
dtí  Rivadavia  posteriores  al  19  de  octubre 
I  ^o7,  dia  en  que  Lovelle  fué  separado  de 
su  desuno;  y  que  en  su  consecuencia  con- 
denaban a  D.  Ignacio  y  á  D.  Saturnino 
Saenz  á  que  las  reintegrasen  é  indemniza- 
sen del  valor  de  los  bienes  que  les  habían 
vendido  y  de  todas  las  costas  y  perjuicios 
que  las  hablan  causado  por  el  apremio  que 
aquellos  instaron  contra  las  mismas,  cuyo 
fallo  es  conforme  con  la  demanda,  y  por 
tanto  no  se  han  infringido  las  leyes  12  y  16, 
til.  22  de  la  Partida  3.*,  ni  la  jurispruden- 
cia de  los  tribunales  sentada  en  las  senten- 
cias de  esle  Supremo  de  5  de  junio  de  1860 
y  de  6  de  diciembre  de  1862,  ni  los  arts.  61 , 
62,  256  y  333  de  la  l^y  de  Enjuiciamiento 
civil: 

Considerando  que  la  ley  3  »,  tít.  15,  y  la 
14,  lit.  34  de  la  Parlida  7.\  que  disponen; 
la  1.*,  que  debe  pechar  el  daño  aquel  que  lo 
fizo  á  aquel  que  lo  rescibíó;  y  la  2.*  que  no 
face  tuerto  á  otro  quien  usa  de  su  derecho, 
son  conlraproducentem;  por  cuanto  la  sen- 
tencia se  funda  en  ellas  para  la  condena  que 
á  los  recurrentes  impone  délas  costas, daños 
y  perjuicios  ocasionados  en  la  ejecución  que 
ellos  promovieron  y  cuya  validez  no  se  ha 
respetado  en  cuanto  afecta  á  los  conten-* 
dientes: 

Considerando  que  la  condenación  de  cos« 
las  que  se  ha  impuesto  á  los  hermanos 
Saenz  no  versa  sobre  las  del  presente  pleito, 
en  el  cual  no  la  ha  habido,  sino  sobre  las  del 
juicio  procedente  de  la  ejecución  ya  referida 
promovida  por  dichos  Saenz  contra  las  her- 
manas Cadorníga  y  como  indemnización  de 
perjuicios,  por  lo  qne  son  del  todo  inaplica- 
bles al  caso  las  disposiciones  de  las  leyes 
8/,  tít.  22,  Partida  3.%  la  6  *,  til.  13,  libro 
2.**  del  Fuero  Real  y  las  L»,  2.*  y  3.».  til.  19, 
Hb.  11  di*  la  Nov.  Hecop.»  {Gac,  5  marso,) 
EJECUTORIAS.    Cualquiera  sen- 
tencia  que  se  dicte  en  virtud  de  una  de- 
manda  que  tenga  por  objeto  el  cumpli- 
miento de  una  ejecutoria ^  no  puede  dis- 
crepar del  contesto  de  aquella  sin  infrin- 
gir la  ley  IJí,  tlt.  á2,  Partida  5/ 
Seotencia  4e  24  de  febrero  de  1866. 
Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Aréva- 
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lo  y  Audiencia  de  Madrid  por  dona  María 
Teresa  Sacz,  con  D.  Manuel  Saez  Gonza- 
Itt  y  los  herederos  de  este,  sobre  pago  de 
oaraTedises. 

K  la  muerte  de  los  padres  de  ambos  en 
i8l4  ó  45»  D.  Manuel,  curador  ad  litem 
de  su  hermana  que  Ciisó  en  1821  con  Fe- 
lipe García  demandó  á  Saez  González 
para  la  entrega  de  las  hijuelas  paterna 
7  materna  de  su  ninjer.  El  resultado  de 
éste  juicio  fué  la  sentencia  de  28  de  fe- 
brero de  i822,  que  consentida  por  las 
partes,  condenó  á  Manuel  Saez  al  pago 
de  v)2.230  rs.  i7  mrs.,  importe  de 
las  hijuelas,  teniendo  para  ello  en  cuenta 
bs  I5.4C7  rs.  que  resaltaban  estar  ya  en- 
tregados, y  cuando  no,  se  condenaba  al 
Maooel  á  la  entrega  de  igual  número  de 
efectos  semovientes  qce  recibió  con  todos 
MIS  productos,  utilidades  y  aumentos  que 
hubiesen  tenido,  deducidos  gastos,  é 
igaalmeote  que  al  pago  de  lodos  los  pro- 
ductos de  los  prédios  rústicos  y  urbanos. 
Mas  en  9  de  abril  de  1863  entabló  deman- 
da dooa  María  Teresa  Saez,  viuda  de  Fe* 
tee  García,  exponiendo:  que  sn  hermano 
Xinilel  babia  ofrecido  realizar  el  pago  á 
que  estaba  condenado  por  la  ejecutoria, 
pero  que  lo  habia  ido  dilatanao  porque 
habieudo  recibido  las  reses  lanares  por 
vdor  de  iOO  rs.  cada  una,  y  valiendo 
caaodo  la  devolvió  una  mitad,  quería  que 
se  le  considerara  cumplido,  siendo  asi  que 
ia  ejecutoria  mandaba  que  si  no  respon- 
&a  del  valor  hiciese  también  pago  de  los 
productos,  utilidades  y  aumentos:  y  el 
r^ulCado  de  este  otro  litigio  fué  la  sen- 
teacta  que  confirmó  la  Audiencia  en  14  de 
diciembre  de  1864,  condenando  á  los  de- 
oaodados  al  pago  de  los  16.723  rs.  en  el 
término  de  un  mes,  con  mas  los  productos 
Inuídos  de  las  lincas,  ganados  y  demás 
efectos,  á  justa  tasación  por  peritos  nom> 
brados  por  las  partes,  y  tercero,  caso  de 
díscord»,  coa  arreglo  á  la  ley ,  desde  el 
aio  en  que  su  causante  Manuel  Saez  se 
eikcargó  de  la  curaduría  y  hasta  que  veri- 
ficase la  total  eulrega,  tomándose  para 
dkha  cantidad  en  cuenta  lo  que  justifica- 
do por  documentos  ú  otra  prueba  haber- 
la eoíregido,  ó  á  su  esposo  Felipe  Garcia. 

D.  JCuioeí  Saez  González  y  consortes 


interpusieron  recorso  de  casación,  citando 
como  infringidas: 

La  ley  19,  lít.  22,  Partida  3.*;  la  re- 
gla 32,  tft.  34,  Partida  l.\  y  la  ejecuto- 
ria de  28  de  febrero  de  1822,  y  la  ley  5.*, 
lít.  8/,  lib.  11  de  la  Nov.  Recop.  El  Su- 
premo Tribunal  halló  en  efecto  infringida 
la  primera  de  dichas  leyes,  y  por  su  sen- 
tencia de  24  de  febrero,  casó  y  anuló  la 
sentencia: 

«Considerando  que  es  un  principio  de  de* 
recho  consignado  en  la  ley  19,  lít.  22  de  la 
Partida  3.'  que  toda  sentencia  ejecutoriada 
ó  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  ad- 
quiere fuerza  irrevocable  entre  los  litigantes, 
sus  herederos  y  causa-habientes: 

Considerando ,  en  tu  consecuencia ,  que 
cualquiera  otra  que  se  dicte,  en  virtud  dé 
nueva  demanda  dirigida  á  pedir  el  cumpli- 
miento de  lo  dispuesto  en  una  ejecutoria,  no 
puede  alterar  su  contexto  sin  infringir  la  rt- 
ferida  ley,  y  se  altera  esencialmente,  si 
conteniendo  un  precepto  alternativo ,  aa 
omite  uno  de  sus  extremos: 

Considerando  que  condenándosw  á  los  de- 
mandadoa  en  la  sentencia  contra  la  cual  se 
recurre  al  pago  de  una  cantidad  determina- 
da ,  pura  y  simplemente,  se  alteró  la  ejecu- 
toria de  1822  suprimiendo  el  segundo  extre* 
mo  de  la  disyuntiva  que  la  misma  contiene, 
ó  sea  que  en  defecto  de  pago,  eniregase  el 
causante  de  aquellos,  igual  número  de  efec- 
tos y  semovientes  á  los  que  había  recibido: 

Y  considerando ,  por  consiguiente ,  que 
con  tal  moditicacion  se  ha  quebrantado  el 
literal  contexto  de  la  ejecutoria  é  inrrin* 
gido  ta  ley  que  la  manda  respetar.»  (Gactta 
5  marzo,) 

TUTELA.  Contra  la  apreeiacian  que 
hace  una  Sala  de  las  pruebas  aducidas 
sobre  la  incapacidad  legal  para  la  tutela 
legitinui ,  no  puede  alegarse  como  infrin- 
gida la  ley  14,  tit.  iSdela  Partida  6.*, 
que  habla  de  los  motivos  de  la  incapaci- 
dad, y  si  solo  la  ley  ó  doctrina  que  se 
haya  infringido  eii  la  apreciación. 

SutiMia  ét  26  dt  febrero  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Monea- 
da y  Audiencia  de  Valencia,  per  Francis- 
ca Milla  con  Aurelio  Casteltó  para  que  se 
la  nombrase  tutora  de  sus  nietos  Elvira  y 
Francisco  Granell.  Otra  nieta,  Micaela, 
por  ser  mayor  de  12  anos  propuso  para 
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curador  suyo  á.su  ik),  dicho Gastelló,  que  | 
iu^pugDó'lá  solicitud  de  la  abuela  respec- 
to á  los  otros  doB  sobrinos,  por  ser  ya  de 
73  anos,  do  saber  escribir  y  haber  sido 
ruemi^a  de  los  padres  contra  (os  que  ha- 
bla seguido  varios  pleitos.  El  Juzf^ado 
nonihro  tutor  de  aquellos  menores  a  su 
lio  Castelió,  la  Audieocia  cooUrnió  este 
fiillo,  y  de  él  interpuso  recurí^o  de  casa- 
ción Francisca  Milla,  por  haberse  infrin- 
gido en  su  concepto: 

1.**  E!  arU  1.229  de  la  ley  de  Enjui* 
ciamienio  civil  que  uo  permite  al  Juez 
que  á  m  arbitrio  admita  ó  deseche  al  tu- 
tor Iffíllímo. 

i.**  La  ley  2.*,  lít.  16,  Partida  6.*,  se- 
f:uD  la  cual  solo  tiene  lugar  la  tutela  da- 
tifa  cuando  falts^  la  legítima,  y  las  leyes 
4.*  y  9/  (leí  mismo  título  y  Partida,  que 
excluyen  á  la  madre  y  abuela  de  la  pro- 
hibición que  tienen  eñ  general  las  muje- 
rcí*  de  ejercer  el  cargo  de  la  tutela. 

o.*'  La  ley  14  de  igual  título  y  Parti- 
da, que  expresa  los  motivos  de  incapaci- 
dad para  obtener  dicho  cargo,  ninguno  de 
los  cuales  concurria  en  la  recurrente. 

Y  4.*  La  ley  2/,  tít.  17,  Partida  6.% 
pues  aceptando  como  era  verdad  qne  te- 
nia mas  de  70  anos  y  que  no  era  literata, 
y  concediendo  á  pesar  de  no  ser  cierto 
que  careciese  de  bienes  y  que  hubiese  li- 
tigado con  sus  nietos  en'  pleito  granado; 
en  todo  esto  habria  motivos  de  excusa, 
pero  no  de  incapacidad. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación: 

(iConsiderandoqueal  estimar  la  S«la  sen- 
tenciadora que  la  recurrente  es  incapaz  para 
el  deseinpoño  de  la  tutela  do  sus  nietos,  no 
ha  infringido  las  leyes  2  *,  4.*  y  9.*,  titulo 
16,  Parlida  6.*  que  establecen;  la  primera, 
las  clases  de  tutela  que  reconoce  el  derecho; 
La  segunda,  la  incapacidad  en  general  de  las 
mujeres  para  este  cargo,  exceptuando  á  la 
madre  y  abuela  de  los  huérfanos,  y  la  ter- 
cera, la  preferencia  de  las  mismas  madre  y 
abuela  para  los  casos  comunes  de  la  tutela 
íegílima: 

Considerando  que  apreciadas  por  la  Sala 
las  pruebas  que  se  han  presentado  sobre  las 
especiales  circunstancias  que  concurren  en 
ia  abuela  Francisca  Milla  y  la  incapacitan 
para  encargarse  de  la  guarda  de  eus  nietos 
y  de  ia  administración  de  tus  bienes ,  sin 


que  contra  esta  apraciacion  se  alegue  ley  ó 
doctrina  legal  infringida ,  la  ejecutoria  no 
ha  podido  quebrantar  la  ley  14,  tít.  16  de  la 
6.*  Parlida; 

Considerando  que  por  las  razones  expues- 
tas la  ejecutoria  no  ha  determinado  el  nego- 
cio á  su  arbitrio,  ni  ha  podido  infringir  el 
art.  1.229  de  la  ley  de  Enjuiciamieiilo  civil: 

Considerando  que  los  últimos  motivos  que 
se  alegan  se  refieren  i  los  considerandos  de 
la  sentencia,  contra  los  cuales  no  procede 
el  recurso  de  casación,  como  lo  tiene  declarado 
repelidas  veces  este  tribunal,  y  que  además 
son  fundamentos  añadidos  é  innecesarios  en 
corroboración  de  la  incapacidad  de  la  recur- 
rente.» {Gac,  5  marzo.) 

EZCBPCIQNES.   Las  que  no  $e  kan 

opuesto  aportunamente  ni  sido  objeto  de 
discusión  en  el  pleito,  no  pueden  ser  fun- 
dametito  de  casación  porque  remiten  in- 
fringidas las  leyes  relativas  á  ellas. 

Senteacía  it  2  de  mam  de  1866. 

Pleito  seguido  en  uu  Juzgado  de  Bar^ 
celona  y  su  Audiencia  por  D.  Juau  Massó 
y  Juan  Pedret,  sobre  desahucio  de  una 
casa  de  propiedad  del  primero.  Requerid» 
Pedret  por  Notario  con  término  de  40  dias» 
trascurridos  estos,  dedujo  Massó  demanda 
de  desahucio,  porque  no  habia  desocupa- 
do la  casa,  y  reconoció  en  el  juicio  veroal 
los  hechos,  ¡imitándose  á  decir  queMassé 
le  tenia  prometido  no  subirle  el  alquiler. 
El  Juzgado  fliaodó  á  Pedret  desocupar 
dentro  de  ocho  dias  con  las  costas:  apeló 
este,  V  la  Audiencia  contirmó  con  costas. 
Contra  este  fallo  interpuso  Pedret  recurso 
de  casación  porque  decia  infringida  la  ley 
1/,lít.  lib.  iOde  laNüv.  Recop.; 
pero  el  Supremo  Tribunal  declara  no  ha- 
ber lugar  al  recurso ,  por  su  sentenda  de 
2  de  marzo  de  1866: 

«Considerando  que  las  excepciones  que  no 
se  han  opuesto  oportunamente ,  ni  sido  por 
lo  tanto  objeto  de  discusión  en  el  pleito,  no 
pueden  servir  para  fundar  en  la  infracción 
de  las  leyes  relativas  á  ellas  un  motivo  de 
casación,  y  que  en  este  caso  se  encuentra  la 
alegada  por  el  recurrente  al  interponer  este 
recurso,  por  lo  cual  no  ha  podido  ser  infrin- 
gida por  la  ejecutoria  la  ley  1.* ,  lít.  1  li- 
bro 10  de  la  Nov.  Recop.,  única  citada.»  ((?«• 
ceta  7  mano,) 
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V in  u  uijACIONBS.  La  déelaraeion 
dt  derechos  que  contiene  el  art.  2/  de  la 
ley  d€  14  de  octubre  de  1420,  no  exime 
al  que  los  deduzca  en  juicio  de  probar  el 
que  personalmente  le  asista. 

StaUieU  de  S  de  emo  de  1866. 

'  Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Par- 
ciieaa  y  Audiencia  de  Grasada  por  doo 
loiooio  GoQzalez  Martínez  y  D.  Juan 
GoQzalez  Borja,  con  doña  María  Josefa 
Pérez  Yiudes ,  D.  Luis  y  doña  Antooia 
Domeñé  García,  sobre  mejor  derecho  á 
los  bienes  de  nn  patronalo  de  legos  que 
fundara  en  1738  doña  Josefa  González 
YeJez, 

EsUblecia  la  fundación  que  después  de 
los  días  de  los  siete  patronos  que  con  otros 
liamaaiieotos  se  designaban  sucediese  el 
beneficiado  mas  antiguo  de  la  parroquia  de 
h  TíHa  de  Serón.  Llegado  este  caso  entró 
en  posesión  de  los  bienes  en  1816  el  pres- 
bítero D.  Melchor  Viudes  que  falleció  en 
1821,  nombrando  heredera  á  su  hermana 
dona  Catalina,  que  obtuvo  la  mitad  libre 
de  (os  bienes  del  patronato,  previa  divi- 
mú  con  el  sucesor  D.  Andrés  Miguel  Gas- 
qaez.  En  1841  en  virtud  del  restablecimien  - 
to  de  la  ley  de  18M,  la  misma  dona  Cata- 
lina reclamó  y  obtuvo  la  .expresada  mitad 
del  patronato  que  poseía  entonces  el  pres- 
bítero ü.  José  García  entrando  á  poseerla 
su  hija  doña  María  Josefa  Pérez  Viudes:  y 
anerlo  García  en  18o6  recayeron  sus  bie- 
Bes  en  dichos  Domeñé  García.  Mejor  de- 
leeho  que  los  Viudes  y  los  Garcías  pre* 
tendió  tener  en  demanda  que  contra  ellos 
ealabló  eo  i86i  D.  Antonio  González 
Martínez,  y  mejor  derecho  que  este  pre- 
tendió corresponderle  á  él  su  primo  her- 
mano D.  Juan  González  Borja.  El  Juzga- 
do falló  contra  los  González,  la  Audiencia 
confirmó  con  las  costas  por  mitad;  ellos 
ínterposieron  el  recurso  de  casación  que 
D-  Juan  dejó  desierto,  y  sostuvo  D.  An- 
tonio citando  como  infrigido  el  art.  S.*^  de 
la  citada  ley  de  1820  restablecida  en 
1836:  y  el  Supremo  Tribunal  por  senten- 
eia  de  3  de  marzo  de  1866  declara  no  ha- 
ber lugar  al  recurso: 
*Co¿jf/deran<Jo  q.ue  el  art.  2.*  de  la  ley 


U3 

de  ti  de  octubre  de  1820  contiene  solo  unn 
declaración  genérica  de  derechos ,  que  tic» 
exime  fti  que  los  deduzca  en  juicio  de  pro- 
bar et  que  personalmente  le  asista ,  ya  como 
poseedor ,  ya  como  inmediato  sucesor,  á  la 
vinculación  de  cuyos  bienes  se  trate: 

Considerando  que  discutida  y  apreciada 
en  este  pleito  por  la  Sala  sentenciadora 
falla  de  acción  del  recurrente  por  no  haber 
justificado  su  parentesco  c^n  Julián  Gonzá- 
lez Forguera,  llamado,  así  como  sus  hijos 
y  descendientes,  ai  patronato  activo,  no  s*i 
ha  opuesto  contra  esta  apreciación  ley  ó 
doctrina  legal  que  se  haya  infringido: 

Y  considerando ,  por  lo  expuesto  ,  que 
fallando  la  prueba  del  entronque ,  falla  la 
raion  de  pedir  los  bienes  que  pertenecieron 
al  patronato  en  cuestión,  no  habiendo  wda 
por  lo  tanlo  infringido  el  arl.  2.*  de  la  ley 
de  11  de  octubre  de  1820.1)  (Goc.  12  mar- 
so.) 


a—iTífMiTíTrini^'f'-r^'"  emita»»! 

mmpwemm  de  J»«lleUi. 

DE8AFUEBO.  La  expresión  de  la 
firme  resolución  de  defender  su  puesto 
militar  hecha  por  un  guardia  civil  para 
en  el  caso  de  verse  atropellado  por  una 
autoridad  del  árden  judicial  no  constitu- 
ye desacato. 

Decisión  de  6    febrero  de  1866. 

Competencia  entre  el  Juzgado  de  Guer- 
ra de  la  Capitanía  general  de  Cataluña  y 
el  de  primera  instancia  de  Falset  sobre 
el  conocimiento  de  la  causa  que  preten- 
día este  instruir  contra  Antonio  Monser- 
rat,  caho  comandante  del  puesto  de  h\ 
Guardia  civil  de  aquella  villa  por  desobe- 
diencia y  desacato,  á  causa  de  que  se  rn'.- 
gó  á  conducir  á  Barcelona  por  dispobiciou 
del  Juzgado  unas  cajas  selladas  y  pre- 
cintadas por  estarle  prohibido  á  la  Guar- 
dia aquel  servicio  y  haber  contestado  á 
dicho  Juez  que  si  so  le  iba  á  prender  en  et 
cuartel,  se  resistiría  á  tiros.  Se  decide  á 
favor  del  Juzgado  de  Guerra: 

«Considerando  que,  aun  cuando  en  lo  su- 
cesivo resultase  que  el  cabo  Antonio  Mtii- 
serral  hubiera  proferido  las  expresiones  que 
el  Jaez  de  Falset  le  atribuye,  nt  '•nvolvian 
estas  desobediancias  ni  desacaté  al  legítimo 
ejercicio  de  la  jurisdicción  ordinaria,  porque 
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f^stá  visto  qae  se  referían  solo  al  easo  hi- 
potético de  verse  atropellado  ¡legalmente 
dentro  del  cuartel,  lo  cual  no  es  delito  aue 
cause  desafuero  porque  se  limitaba  á  su  fir- 
me resolución  de  hacer  respetar  el  pues(« 
militar  que  á  su  cargo  tenía.»  {Gae,  It  f$- 
brero.) 

JUICIO  DE  PALTAS*  Losespeeiñ' 
les  que  se  cometeti  por  los  miniares  en  el 
ejercicio  de  suls  funciones  ó  que  afecten 
inmedialamente  al  desempeño  de  las  mis- 
mas  no  deben  confundirse  con  las  comu- 
nes comprendidas  en  el  libro  3.^  del  Có- 
digo  penal,  de  que  habla  la  ley  provisio- 
nal para  la  aplicación  de  dicho  Código 
en  sus  regloi  1/  y  56,  párrafo  2.* 

DeeisioB  de  8  it  febren  k  i866. 

Competencia  entre  el  Juzgado  it  guerra 

de  la  Capitanía  general  de  Valencia  y  el 
Alcalde  coostituciooal  déla  villa  de  AÍtura 
sobre  coDocimíento  de  la  falta  atribuida  á 
Cristóbal  Fernandez,  cabo  de  la  Guardia 
civil,  que  hallándose  encargado  del  sos- 
tenimiento' del  órden  con  motivo  dé  una 
función  causó  una  lesión  al  vecino  de  ella 
Manuel  Gil. 
Se  decide  i  favor  del  Juzgado  de  Guerra: 

«Considerando  que  las  fallas  especíales 
que  se  cometan  por  los  militares  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  ó  que  afecten  inme- 
diatamente al  desempeño  de  las  mismas,  no 
deben  confundirse  con  las  comunes  com- 
prendidas en  el  lib.  3.^  del  Código  penal: 

Considerando  que,  si  el  conocimiento  de 
jas  segundas  corresponde  exclusivamente  á 
los  Alcaldes  y  sus  Tenientes,  según  dispo- 
ne la  ley  provisional  para  la  aplicación  de 
dicho  Código  en  sus  reglas  y  56,  párra- 
fo segundo,  el  délas  primeras  es  también 
Privativo  de  la  jurisdicción  militar,  la  que 
habia  de  penarlas  con  arreglo  á  la  •rde- 
nanza  del  ramo: 

Y  considerando  que  la  falla  que  st  atri- 
buye al  cabo  Fernandez  seria  en  su  cm  un 
abuso  de  la  fuerza  pública  que  representaba 
y  ejercía  en  aquel  acto,  y  de  que  debe  res- 
ponder ante  la  autoridad  militar  competen- 
te, tenienda  presente  la  jurisprudencia  esta- 
blecida por  este  Supremo  Tribunal.»  (6acf(a 
n  febrero.) 


CIVIL. 


PÜBEO.  ElJuex  competente  para 
conocer  de  un  hecho  criminal  es  el  del  lu- 
gar donde  se  pagan  las  eontribuciones. 

leetsÍH  de  27  ds  febrero  de  4866. 

Competencia  entre  los  Jueceiide  prime- 
ra instancia  de  Alfaro  y  de  Tafalla,  acer- 
ca del  conocímienio  de  !a  causa  formada 
por  una  corta  y  sustracción  de  leñas  veri- 
ficada por  vecinos  de  la  villa  de  Rincón 
de  Soto  en  la  dehesa  titulada  de  San  Juan, 
sitio  de  las  lleras:  cuya  competencia  se 
decidió  por  el  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia en  estos  términos: 

«Considerando  que  la  dehesa  de  San  Juan , 
donde  ocurrió  el  suceso  de  que  se  trata,  está 
comprendida  en  el  catastro  como  pertene- 
eiente  i  dicha  villa  de  Milagro,  y  en  ella  ha 
pagado  y  paf^a  D.  Francisco  Sanéhez  Aseó 
tas  eontrilÑiciones: 

Considerando,  por  tanto,  que  el  fuero 
competente  para  conocer  del  hecho  de  autos 
es  del  lugar  donde  se  pagan  las  contribu- 
ciones, según  lo  tiene  delarado  este  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  en  senlencia  de  17  dt 
marzo  de  1865; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos que  el  conocimiento  de  esta  causa 
corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de 
Tafalla,  al  que  se  remitan  unas  y  otras  ac- 
tuaciones para  lo  que  proceda  con  arraglo  á 
derecho.»  (Goc.  5  marzo.) 


ADVERTENCIAS. 

Lof  señores  suseritores  que  estén  adeudan- 
do la  suscricion  se  servirán  abonarla,  pues 
en  lo  sucesivo  se  va  á  servir  únicanunU  esta 
publicación  á  los  que  paguen  adelantado,  MI 
ffrecio  es  M  rm.  al  año  por  suscrieton,  y  fue- 
ra de  suserteion  costará  SM  r«. 

Toda  la  eorresponieneia  deberé  dirigirse 
con  sobre  al  Sr.  D.  Marcelo  Martínez  Alcu- 
billa, calle  de  la  Justa,  num.  7,  MADRID. 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propielmrt'Of 
y  Editor  responsable. 


MADHII).— Imp.  <1«  SI  Consultor  á  c■^^«  d«  t.úm 
U  lUra,  f •«•■!•,  9f.— Ailaiiaisiraci«u.  Jasta*. 
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IOS,  FBI¡8X7PinG8TOX>SL  BSTADO^ 
Ley,  declarando  la  parte  que  oorresponde  k 
los  hijOM  del  Inflante  D.  Franoiaoo  en  la  asig« 
nación  de  eate. 

(Hac.)  Doña  Isabel  II ,  ete. 

c Artículo  único.  Se  declara  que  la  parle 
que  corresponde  á  cada  uno  de  los  hijos  de  Su 
Alteza  Real  eJ  Sermo.  Sr.  Infante  D.  Tran- 
ekco  de  Paula  Antonio,  habidos  en  su  matri- 
mmúo  con  la  Infanta  doña  Laisa  CaNota^  en 
la  asignación  coleetiva  que  comprende  el  ca- 
piloío  6.^  de  la  sección  1.*  de  eObljiraciones 
generales  del  Estado  para  el  corriente  año 
eeooómíoo ,»  es  la  que  sigue: 

Ai  Sermo.  Sr,  Infante  O.  Bnrique. .  24.000 
AlaSenDa.Sra.  Infanta  doña  Isabel.  24.000 
AlaSernia.  Sra.  Infanta  doña  Luisa.  24.000 
AlaSerma.  Sra.  Infanta  doña  Josefa.  24.000 
A  la  Serma.  Sra.  Infanta  doña  Cris- 
tina.   12.000 

A  la  Serma.  Sra.  Infanta  doña  Ama- 
lia  12.000 


Total.  .   .   .  120.000 


Por  tanlof  • 

Mandamos  etc.  Palacio  á  27  de  abril  de 
1866.— Yo  la  Reina.— El  Ministro  de  Hacien- 
da,  Marluel  Alonso  Martinez.»  {Gac.  l,^  de 
mayo.) 

104.  I>IFUTAOIO]rS8  PBOVINCXA- 
It£S.— B.  O.  de  30  de  abril,  declarando  que 
los  Oobemadores  están  obligados  4  dar  oo- 
ao^ámtanto  á  las  Dipotaeiones,  dentro  de  8# 
diaa»  <tae  lum  puesto  en  eJsouolon  los  acuer- 
dos ó  q[ae  los  nan  suspendido. 

(GoB.)  «He  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  de  la  instancia  que  por  conduc- 
to de  V.  S.  ha  dirigido  á  este  Ministerio  la 
Dipalacion  de  esa  provincia  pidiendo  se  se- 
ñale á  los  Gobernadores  un  plazo  dentro  del 
cual  parlieipen  á  aquella  corporación  sí  han 
ejecutado  ó  no  los  acuerdos  lomados  por  las 
mismas: 

Tona  X  0KL  Dice. 


Visto  el  art.  46  de  la  ley  de  25  de  seliem- 
bfle  de  18Bd  para  el  gobierno  y  administra- 
ción de  las  provincias,  que  declara  que  ta 
ejecución  de  los  acuerdos  de  las  Diputacio- 
nes provinciales  corresponderá  siempre  á  los 
Gobernadores,  que  no  podrán  alterarlos  ni 
variarlos,  y  sí  solo  suspenderlos  bajo  su  res- 
ponsabilidad, de  ofício  ó  á  instancia  de  par- 
le ,  cuando  con  ellos  se  infrinjan  las  leyes, 
reglamento^  ó  disposiciones  generales  para 
su  ejecución ,  dando  cuenta  inmediatamente 
al  Gobierno  para  que  este  resuelva  oyendo 
al  Consejo  de  Estado: 

Considerando  que  si  bien  dicho  artículo  no 
señala  el  término  en  que  el  Gobernador  ha 
de  ejecutar  ó  suspender  los  acuerdos ,  debe 
creerse  que  el  legislador  supuso  que  habría 
de  verificarse  lo  uno  ó  lo  otro  sin  tardanza, 
puesto  que  en  caso  de  suspensión  ha  de  dar- 
se cuenta  inmediatamente  á  la  superioridad: 

Considerando  que  en  el  art.  53  de  la 
misma  ley  se  fijan  plazos  fatales  para  el 
cumplimiento  de  determinados  acuei'dos  de 
las  expresadas  corporaciones ,  asi  como  en 
los  44  y  59  se  le  señalan  también  al  Gober- 
nador en  ciertos  casos: 

Considerando  que  no  solo  es  conveniente, 
sino  necesario  fijar  el  plazo  que  pretende  la 
Diputación  recurrente,  evitando  asi  que  las 
resoluciones  de  que  se  trata  queden  de  he- 
cho en  suspenso  de  una  manera  ileg^al,  ó  re- 
sulten incorrectamente  anuladas  en  determi- 
nadas ocasiones  por  quienes  no  tienen  facul- 
tad para  adoptar  medida  de  tal  importancia: 

Considerando  que  el  Gobierno  puede ,  en 
uso  de  las  facultades  reglamentarias  que 
corresponden  al  poder  ejecutivo^  adoptar  las 
medidas  que  considere  oporlun&s  para  impe- 
dir tal  entorpecimiento ,  á  fin  de  que  no  se 
coarte  la  libertad  de  acciop  de  las  referidas 
corporaciones  dentro  del  círculo  de  sus  atri- 
buciones: 

S.  M. ,  oido  el  parecer  del  Consejo  de  Es- 
tado en  pleno,  ha  tenido  á  bien  disponer  que 
los  Gobernadores  estén  obligados  á  dar  co- 
nocimiento á  las  Diputaciones  provinciales 
dentro  de  30  dias,  á  eontar  desde  aquel  en 
que  se  les  comuniquen  los  acuerdos  de  las 
mismas,  que  los  han  puesto  en  ejecución,  ó 
que  los  han  suspendido  en  uso  de  las  facul- 
tades que  les  concede  el  art.  46  ya  citado. 
De  real  orden  etc.  Madrid  30  de  abril  de 
1866.— Posada  Herrera.»  (Gac.  2  mayo  ) 
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_  105.  MEDICAMBNTOB  BXa?BAJ5JII- 
BOS.— B.  O.  de  27  de  febrero-X5  abril,  adi- 
cionando el  catáJofi^o  de  la  B.  Q.  de  11  de  abril 
de  1864,  sobre  requisitos  para  su  introduo- 
oion,  -  •■ 

(DiR.  GEN.  DE  ImP.  INDIRECTOS.)    aPof  él 

Ministerio  de  Hacietida  se  i^a  comunicado  á 
esta  Dirección  g-eneral  con  fecha  15  del  cor- 
rienle  raes  la  real  (SrdVn  siguieule: 

«limo.  Sr.:  Por  el  Minisferio  de  la  Gober- 
nación se  ha  comunicado  h  ps{e,fié  BAiimi' 
da  en  27  de  febrero  úllimo  la  r^ál 'prden  que 
sigue:— Excrao,  Sr.:  El  Sr.  Minislro  de  la 
Gobernación  dice  con  esla  fecha  al  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Barcelona  lo  siguien- 
te: E alorada  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  una  ins- 
tancia presotilada  por  I).  Juan  l3'>rrGll,  far- 
macüulicode  esa  capital /ioliiiilaiuio  la  in- 
troducción de  los  producios  siijuicnLes:  azii- 
írc  precipitado  ,  hermes  mineral ,  anlínionio 
diaforético  lavado  ,  ni  ira  lo  de  barita  ,  ac«Mte 
de  hile  vos,  sulfuro  de  carbono,  y  mal  a  lo  de 
hierro,  detenidos  en  t  sa  aduatia,  se  ha  ser- 
yido'resolver ,  de  acuerdo  con  üI  dictunvn 
del  Consejo  de  sanidad,  y  eii^visla,  de  los  ar- 
tículos IS  y  (31  de  las  ordenatijB.as  íat'íp^' 
cía,  quo  previo  el  pago'^^  |oíi  <Í)?(!e.Qbos  q 
4evengue(i  &e  devueiv^p  al  m^jq^at?§r.  Bur- 
rell  los  mencionados  prooüctp^  q^^iicos,  iti- 
cluyóndolos  en  eí  catálogo  aíjjunlóá'  lá  ¡real 
orden  de.  U  de  abril      1S64.,/^'.;  ' 

Do  la  de  S.  M.,  coimuiícada.pójr  éipfe- 
sado  Sr.  Minislro,  lo  traslado  a  V.  E.  para 
los  electos  correspondientes. 

De  la  propia  real  orden,  comunicada  por 
el  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  la  traslado  á 
V.  I.  para  los  fines  consiguientes.* 

Lo  traslado  á  V....  para  que  en  los  des- 
pachos que  puedan  ocurrir  en  Cba  aduana  so 
consideren  comprendidos  los  productos  á  que 
se  leGere  la  preinserta  real  ordenen  la  no- 
ta 71  del  arancel  como  sujetos  para  su  intro- 
ducción al  examen  del  inspector  farmacéuti- 
co. Dios  guarde  á  V.,,.  muchos  años.  Madrid 
24  de  abril  de  J866.— Romualdo  López  Ba- 
ilesleros. — Sr.  Administrador  de  la  aduana 
de  »  (Gac.  2  mayo,) 

Consulléose  ea  el' tomo  8.^  las  dos  rea- 
les órdenes  de  11  de  abril  con  el  catálogo, 
y  la  de  29  de  agosto,  págs.  241  y  532. 

106.  CBMBNTIIBIQ9.-E.  o.  do  21  de 
abril,  dictando  reglas  á  que  dQbe  sujetarse 
la  construcción  y  administración  de  los  ce- 
menterios en  la  isla  de  Cuba. 

(UtTAAjflAR.)  «Excm9,  Sr.;  Instruido  ex- 
pediente en  esle  Ministerio  acerca  de  Kis  re- 


^Ia$  á  que  d>bea  Bvklacs^  la  construcción  y 
admióistifaoióa  de  los  i^emenlerios  de  esa 
isla: 

Considerando  la  necesidad  que  existe  de 
esfftblecer  cufinta«flfe9'ei-érdm  y  tárela- 
ridad  en  el  ramo  de  que  se  (rata,  en  el  que  es 
altamente  indispensable  naaorg^anizacton  ef* 
lable,  acertada  y  capaz  de  poiier  término  á 
todas  las  cuestiones  que  son  resultado  de 
la  situación  poco  definida  en  que  se  encuen- 
tra y  de  «ervlr  de  base  al  désarrOllo  en 
la  constraccion  y  i>tf6iia  poücía  de  estos  tris- 
tes asilos,  cuya  propagación  y  buen  régi- 
men afVjQtan  esencialmente  á  la  salud  públi- 
I  ca  en  todas  parles,  pero  mas  aun  en  esa  isla, 
atendidas  sus  especiales  condiciones: 

Teniendo  presente  los  principios  de  dere- 
cho público ,  civil  y  eclesiástico  que  en  la 
materia  rigert ,  y  las  reglas  de  buéna  admi- 
nistración aplicables  al  caso: 

S.  M.  la  Reina  (O.  D.  G.)  se  ha  sért^ido 
dictar ,  de  conformidad  con  el  parecer  del 
Consejó  de  Estado,  las  disposiciones  ^siguien- 
tes: 

y  1.*  Las  autoridades  municipales  de  la 
Isla  de  Cuba,  por  conduelo  de  sus  superio- 
res respectivos  ,  darán  cuenta  en  él  lérmino 
dedos  meses  al  Gobernador  superior  civil 
de  los  pueblos  en  donde  haya  cementerios, 
de  su  estado,  asi  tomo  de  los  fondos  con  que 
se  hayan  construido  y  de  las  rentas  que. 
se  mantengan. 

2.  "  En  todos  los  pueblos  donde  no<ixis- 
tan,  las  mismas  autoridades  uiuaicipaieA, 
por  el  conduelo^ expresado,  propondrán  al 
Gobernador  superior  civil  la  .éoaslruccion  á 
costa  de  los  fondos  del  Ayuntamiento  ó  de 
los  propios  del  lugar. 

3.  ^  La  elección  del  sitio ,  designacioa  del 
terreno,  formación  del  plano  y  presupuestos, 
se  hará  por  el  Ayuntamiento  de  cada  pueblo 
con  informe  de  la  Junta  locai  de  Sanidad. 

4.  *,  También  formará  el  Ayunlamiciilo 
un  reglamento  para  el  régimen  del  cemente  - 
rio  ,  en  el  que  se  expresará  detaliadameiile 
la  extensión  y  condiciones  de  las  fosas  ó  ni- 
chos ,  la  duración  de  las  concesiones  y  re- 
quisitos con  que  deban  hacerse  las  tarifas  de 
ios  derechos  que  se  satisfagan  y  forma  de 
su  adminislracion ,  los  dependientes  del  es— 
lablecimienlo,  sus  funciones  y  sueldos  ,  los 
registros  de  enterramientos  y  exhumaciones, 
y  los  demás  particulares  que  conduzcan  al 
buen  régimen  del  cementerio  y  benelicio  del 
vecindario:  y  todo  esle  expediente  lo  eleva- 
rán por  conduelo  del  superior  respectivo  y 
con  informe  á  ese  Gobierno  superior,  para 
que  oyendo  á  la  junta  superior  de  sanidad 
y  á  la  autoridad  eclesiástica  y  demás  corpo- 
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raciones  que  tenga  por  conveniente,  conceda 
án'tt^úe  8U  aprobación.  ' 

5.  *  Cuando  los  Ayuntamientos  no  padie^ 
ran  allegar  fondos  para  la  eoastruccioii  ó  en- 
sanche de  los  cementerios  qtie  las  necevida* 
áts  de  las  poblaciones  exijan  y  la  autoridad 
pciesiástica  se  prestase  áoonslroirlos  con  ios 
recursos  de  respecliva  parroquia,  V,  E. 
concederá  su  venia  f)ara  ello  con  los  trámi- 
tes, requisitos  y  coadiciones  qué  quedan  es- 
tahipcidds. 

6.  *  Al  conceder  V.  E.  su  expresada  ve- 
nia dispondrá  lo  conveniente  para  que  tanlo 
ia  autoridad  eclesiástica 'conK>  ja  civil  ten- 
gan la  intervención  oportuna  eii  las  obras,  y 
para  que  no  se  desatiendan  ninguna  de  las 
candiciones  higiénicas  y  adminislralivas  que 
exijen  la  salubridad  publica  y  las  necesida- 
des de  hs  poblaciones. 

7.  *  En  estos  casos  el  reglamento  y  las 
tarifas  se  redactarán  de  común  acuerdo  por 
las  autoridades  eclesiásticas  y  municipales, 
someCiéndoloe  siempre  á  la  aprobacioo  de 
V.  E.  conio  Vice- Real  patrono. 

8.  ^  A  falta  de  todos  esos  fondos  las  au« 
toridades  monicipates ,  por  conducto  de  sus 
saperiorea  respeciivos»  pFooondrán  los  me- 
dios que  crea»  mas  adacuanos  para  , atender 
á  tan  importante  <»bjtíto ,  y  «ae  G(M>ierno, 
oyendo  i  la  autoridad  eclesiástioa»  adoptará 
las  n«dida¿>  nías  eic^ces  para  que  en  al  me- 
nor término  posible  se  construya ,  coando 
ménos  un  lugar  cercado  en  cuda  población 
con  deslina  á  cementerio ,  previa  la  aproba- 
ción det  p«'esupuesto  y  obras  que  ai  efecto 
te  propong-an  por  los  redi>ecttvos  Ayunta- 
mientos. 

9.  ^  Los  cementerios  que  se  hayan  ooiiS'- 
truido  ó  se  construyan  coo  fondos  munici- 
pales se  considerarán  como  propiedad  muni- 
cipal ,  y  lo  mismo  si  se  hubiesen  levantado 
por  repartimientos  ó  prestaciones  ptsrsonaies 
de  los  vecinos,  pues  estos  recursos  se  con- 
ceptúan conK>  supletorios  del  presupuesto 
manieipal. 

10.  La  administración  de  las  rentas  y 
obvenciones  de  los  cementerios  corresponde*» 
rán  en  tal  caso  á  los  Ayuntamientos .  siendo 
las  reparaciones  cargo  á  su  presupuesto  mu« 
nipal;  y  cada  quinquenio  remitirán  al  Go- 
bierno superior  y  al  del  departamento  on  ba- 
lance de  los  ingresos  y  gastos  del  cementerio 
para  que  las  tarifas  se  ajusten  siempre  á  los 
intereses  del  vecindario. 

1 1.  Los  cementerios  construidos  ó  que  se 
construyan  con  fondas  eelesiáslicOs  serán 
administrados  por  autoridades  de  su  orden, 
lujeiándoáe  á  la  misma  revisión  quinquenal 
délos  baiaaces  y  tanfatí. 


12.  En  los  que  se  levantaren  eón  fondos 
eclesiásticos  y  municipales,  un  reglamento 
especial  señalará  la  intervención  en  la  admi- 
nistración de  las  rentas  ^ue  á  cada  autori- 
dad corresponda. 

13.  Cualesquiera  que  sean  los  fondos  con 
que  s*í  construyan  los  cementerios,  las  au- 
toridades eclesiásticas  intervendrán  libre- 
mente en  todo  lo  conveniente  á  su  jurisdic- 
ción espiritual ,  bajo  la  vigilancia  y  protec- 
ción que  corresponden  á  V.  E.  como  Vice- 
Real  patrono;  entendiendo  ia  autoridad  ad- 
ministrativa en  todo  lo  relativo  á  la  policía  é 
higiene  de  esoa  lugares  ,  y  velando  cuida- 
dosamente ese  Gobierno  porque  bajo  ningu- 
na forma  ni  protesto  se  haga  de  sus  fondos 
un  objeto  de  especuJation  ó  de  lucro  con  da- 
tVo  del  vecindario  y  escándalo  de  la  moral 
)niblica. 

14.  Seguirán  concediéndose  cementerios 
rurales  á  las  fincas  por  ese  Gobierno  supe- 
rior, con  iíUervencion  é  informe  de  las  au- 
toridades looatea  y  eetesiislicas  y  junta  de 
sanidad,  y  con  conocimiento  de  las  causas 
que  lo  justifiquen. 

15.  En  todas  las  poblaciones  donde  la 
necesidad  lo  exija ,  se  jvirmilirá  construir 
cementerios  donde: sean  conducidos,  depo- 
sitados y  sepultados  con  el  respeto  debido  á 
ios  restos  humanos  los  cadáveres  de  los  que 
mueren  fuera  de  lacomunUJad  católica.  Don- 
de no  existan  esos  cementerios,  I.a.s  autori- 
dades locales  cuidarán  bajo  su  mas  eslroclia 
resi>onsabilidad  de  que  s^an  enterrados  con 
el  decoro  debido,  y  lomái»dose  las  precau- 
ciones convenientes  para  eviiar  toda  profa- 
nación ,  siempre  sujelundose  á  l.ts  leyes  y 
disposiciones  que  se  relacionen  con  estas 
materias. 

,16.  Luego  que  la  Dirección  y.  Adminis- 
tración haya  rcuiilido  los  dalos  sobre  el  es- 
tado de  los  cementerios  en  esa  isla,  según 
previene  la  regla  l.*,  circuiará  á  los  Ayun- 
tamientos y  autoridades  eclesiásticas  una 
instrucción  en  la  que  en  términos  breves  y 
sencillos  indique  las  principales  reglas  Admi- 
nialrativas  c  higiénicas  á  que  deberi  ajustarse 
la ibrutaoion  de  estos  expedientes  en  punto 
á  la  tramitación  de  los  mismas,  designaciou 
de  local  para  cementerio  ,  distancia  de  eslos 
de  las  poblaciones,  sistema  de  construcción 
y  enlerramienlo  mas  adecuado  á  las  necesi- 
dades del  país;  acompañando  lo<los  cuantos 
modelos  ,  dalos  ,  detalles  y  (irsenvolvimien- 
to  de  las  bases  generales  se  orean  oportunos, 
para  que  los  Ayuntamienlos.  conveniente- 
mente ¡hislrados  sobre  tan  tnjporlanle  mate- 
ria puedan  organizar  aqnel  servicio  público 
oón  la  regularidad  y  el  aci  .ilo  que  bu  iraa- 
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Condénela  exij>n.  £n  ia  expedición  de  estas 
instrucciones  deberá  ia  cUada  dirección  te«> 
iier  presente: 

1.  ^  Que  se  exprese  que  et  presupuesto  y 
planos  de  las  obras  de  ios  cementerios  se 
a(irobarán  por  la  autoridad  que  correspon- 
da, con  arreglo  al  capitulo  7."  dei  R.  D.  de 
27  de  marzo  último  sobre  la  organización  de 
las  obras  públicas  de  esa  isla ;  sin  per/uicio 
de  someterse  «lempre  á  ese  Gobierno  supe- 
rior la'^resolucion  concediendo  la  autoriza- 
cion'pal^a  erigirle. 

2.  ^  Que  la  intervención  <|ue  corresponda 
en  dichas  obras  á-  la  aatorKjad  civil  en  el 
caso  á  que  se  refiere  la  disposición  6/  de 
e&la  real  orden  ó  sea  cuando  los  cementerios 
8c' construyen  con  fondos  parroquiales  y  son 
])or  tanto  de  propiedad  eclesiástica ,  se  en- 
tienda en  el  concepto  de  que  á  los  jefes  de 
distrito  toca  fijar  en  el  expedíanle  las  condi- 
ciones de  salubridad  é  higiene  á  que  debe 
suj^larsela  construcción;  á  los  Ayuntamien- 
tos las  reglas  de  policía  manícipal  i  que  la 
obra  habrá  de  atenerte  con  arreglo  á  i  as  or- 
denanzas urbanas  ó  rurales;  y  al  ingeniero 
«leí  distrito  respectivo ,  las  que  afecten  á 
la  seguridad  de  la  edificación;  siendo  en  to-» 
«to  lo  demás  la  autoridad  ectesiástica  com- 
petente para  acordar  io  que  convenga  á  la 
situación,  extensión,  desarropo  y  demás 
condiciones  de  la  obra  así  como  á  la  manera 
de  administrarla. 

3.  ^  Que  estas  reglas  «e  consideren  apli- 
cables al  caso  de  que  los  mismos  cemente- 
rios  se  construyan  con  fondos  de  cofradías  ú 
otras  asociaciones  dependientes  déla  auto- 
ridad eclesiástica. 

4.  ^  Que  forme  parte  de  los  reglamentos 
de  los  cementerios  en  las  poblaciones  cabe- 
zas de  jurisdicción  la  creación  de  una  plaza 
de  médico  inspector ,  cuyas  funciones  se 
desempeñarán  por  el  médico  de  sanidad  en 
donde  lo  haya,  ó  en  su  defecto  por  et  médi- 
co del  Ayuntamiento,  salvo  en  esa  capital  y 
en  las  poblaciones  cuya  importancia  requie- 
ra la  existencia  de  un  facultativo  especial. 

5.  **  Que  en  las  reglas  á  que  ha  de  some- 
terse la  policía  de  los  cementerios  se  tengan 
muy  en  cu«nla  las  condiciones  especiales  de 
la  mortalidad,  del  clima  y  de  la  situación 
respectiva  de  los  cementerios,  á  fin  de  que 
lio  solo  la  salubridad  pública,  sino  el  decoro 
y  decencia  d<^  aquellos  asilos,  estén  cuida- 
dosamenle  garantidos. 

Todo  lo  que  de  real  órden  comunico  á 
V.  E.  para  los  efectos  correspondientes,  es- 
perando de  su  probado  celo  que  procederá 
sin  levantar  mano  á  la  ejecución  de  las  re- 
gias prevenidas,  dando  conocimiento  á  este 


I  Ministerio  da  kts  medidas  que  adopte  y  de 
los  resultados  que  obtenga,  y  proponiendo 
lo  que  corresponda  en  caso  de  que  se  susci- 
ten difieulladlef  cuya  resolucien  no  estuviere 
en  sus  atribuciones.  Dios  guarde  á  V.  C.  mu- 
chos años.  Madrid  28  de  abril  de  1866.— Ga- 
no vaa.)>  (Gac,  3  mayo.) 

Todo  lo  relativo  á  ceroeQterios  y  enter^ 
rami«Dtos  lo  hemos  tratadt  exteosaneale 
en  el  tomo  3."^  del  Diccionario,  pág.  27  y 
siguientes ,  padieodo  consultarse  tanbiea 
en  el  Apéndice  i."^  ó  tomo  6•^  el  articulo 
de  la  pág.  64. 

107.  QTTIirPAS.-R.  O.  de  19  de  abril, 
recordando  el  exacto  oumplimiento  del  ar- 
tioulo  131  de  la  lej»  sobre  que  se  deoid»  coa 
arreglo  al  misino  de  la  aptitud  flsioa  de  los 
quintos. 

(GoB.)  «En  vista  del  expediente  promo- 
vido por  D.  Manuel  Martínez  Costilla»  qum* 
todel  reemplazo  de  1663  por  el  cupo  de  An- 
dújar ,  reclamando  contra  el  acuerdo  por  el 
que  el  Consejo  provincial  de  Jaea  le  declaró 
soldado ,  en  méritos  de  un  reoonocimieoto 
facultativo  que  mandó  practicar  con  posterio- 
ridad al  prevenido  por  el  arl.  131  de  la  ley 
de  reemplazos: 

Considerando  que  en  el  mismo  artículo  ae 
determina  el  modo  de  proceder ,  cuando  ae 
suscite  duda  ó  se  reclame  aeerca  de  ia  apti- 
tud física  de  un  quinto  porque  padezca  en- 
fermedad ó  tenga  defecto  físico  que  no  sea 
el  de  falta  de  talla,  mandando  que  se  practi- 
que un  nuevo  reconocimiento  por  dos  facui* 
talivos  que  no  hayan  intervenido  en  el  pri- 
mero, y  que  serán  nombrados  uno  por  el 
Consejo  provincial  y  otro  por  la  autoridad 
militar  de  la  provincia,  y  en  caso  de  diseor* 
día  por  un  tercero  que  nombrará  dicha  cor- 
poración, la  cual,  en  vista  de  los  dietámenes 
de  los  dos  facultativos ,  ó  de  los  tres  si  hubo 
discordia ,  decidirá  acerca  de  la  aptitud  dei 
quinto,  arreglándose á  lo  que  se  determina 
sobre  el  particular  en  el  reglamealo  de  exea* 
ciones  físicas: 

Considerando  que  esta  terminante  dispo- 
sición prohibe  todo  ulterior  reconocimiento 
al  imponer  á  los  Consejos  provinciatea  el 
deber  de  fallar  acerca  de  ia  aptitud  física  de 
los  Quintos  en  vista  de  los  dictámenes  de  los 
facultativos  que  intervengan  en  el  practica- 
do con  arreglo  á  la  misma  y  al  reg^lamento 
citado: 

Considerando  que  si  bien  este  previene  en 
el  primer  párrafo  del  art.  6.^  el  modo  de 
proceder  en  los  casos  de  difícil  resolución  ó 
de  discordia  de  pareceres  ,  tal  disposición 
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fué  derogada  ea  R.  O.  de  .24  de  marzo  de 
13d6  por  w>  eetar  en  armpnía  coa  et  ei^pre- 
Bado  arl.  131  de  la  ley  de  reemplazos; 

La  Reina  (Q.  D.  G.)>  coDiormidad  con^ 
lo  propuesto  por  (as  secciones  de  Guerra  y 
Gobernación  del  Consejo  de  Estado ,  y  á  fin 
de  evitar  que  en  lo  sucesivo  se  repitan  casos 
de  igual  naturaleza,  se  ha  servido  mandar 
que  se  recuerde  á  los  Consejos  de  provincia 
el  eumpiimiento  exacto  de  diebo  acl.  Idi, 
eon  arreglo  al  cual  deberán  decidir  acerca 
de  Ía.apU(ud  física  de  los  quintos,  sin  mas 
irámiles  ni  reconoci míenlos  que  los  preveni- 
dos en  el  mismo.  De  real  órdon  etc.  Madrid 
19  de  abril  de  1866.— Posada  Herrera.»  (Ga- 
ceta 4  mayo.} 

106.  8 AX^— B.  O .  de  4  de  miy  o«  sobre  pa- 
go y  lÍQTiidaclon  dentro  del  plaro  que  se  di- 
ce da  1»  que  reoiben  al  fiado  ios  fomentado- 
res de  la  peso»  y  salaron. 

(Hac.)  «He  dado  cuenta  á  la  Reina  (qne 
Bíos  guarde)  del  expediente' instruidlo  en  esa 
Direectofl  general  con  motivo  de  las  recia - 
roacioQcs  que  diferentes  fomentadores  de  la 
pesca  y  salazón  han  elevado  á  este,  Ministe- 
rio contra  la  R.  0.  de  16  de  octubre  de  1865, 
por  la  que  se  dispone  que  la  inversión  de  la 
sal  que  se  les  entrega  al  fiado  se  ha  de  jus- 
üfi<air  en  'el  término  de  seis  meses  si  han  de 
dafrotar  del  beneficio  de  pagarla  á  precio  de 
gracia. 

Enterada  S.  M. ,  y  teniendo  presente  la 
necesidad  de  adoptar  una  medida  que  evite 
los  abusos  que  puedan  cometerse  á  la  som- 
bra del  beneHcio,  y  las  continuas  reclama- 

eiones  de  los  industriales        ha  tenido  á 

Men  disponer,  en  vista  de  lo  propuesto  por 
V.  I.,  y  oído  el  parecer  de  la  asesoría  gene- 
rai  de  este  Mtnislerío,  que  e|  pago  y  Tiqui- 
daesoa  de  la  sal  que  los  fomentadores  de  la 
pesca  y  saJason  reciban  al  Qado  y  al  mas 
l«jo  precio  que  el  de  estanco ,  se  ha  de  jus- 
tificar en  ei  preciso  término  de  un  año,  á 
contar  desde  ei  dia  que  se  les  entrega ,  para 
poder  disfrutar  del  beneficio  otorgado  á  las 
refefidas  industrias. t  (Gac,  5  moyo.) 

109.  ICATBIHONIOSBBHlliirrABXS. 
— R.  O.  de  12  de  abril,  deoUrando  que  incur- 
re Mi  la  pena  de  privaoion  de  empleo  el  mili- 
fiar  Q.ue  contrae  matrimonio  olondestino. 

(Gusaaa.)  «SI  Sr.  Ministro  de  la  Guerra 
diee  hoy  al  capitán  general  de  Aragón  lo 
siguiente: 

«He  dado  cuenta  á  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de 
la  comunicación  de  V.  E.  de  12  ele  diciembre 
del  año  último,  acompañando  el  expediente 
relativo  ai  matrimonio  ilegal  según  derecho 
ei7il  y  militar,  pero  válido  con  arreglo  á  las 


disposiciones  canónicas,  verifteado  en  30  de 
octubre  anterior  por  D.  Manuel  Moreno  y 
Reina,  subtHntente  del  regimiehlo  infantería 
de  Iberia,  núm.  90«  oon  doña  Amalia  Col- 
manares. 

Enterada  S.  M. ,  teniendo  presente  lo 
mandado  en  las  Rs.  Ords.  de  19  de  marzo 
de  1775,3t  deootubrade  1781,  2adeíebre* 
ro  de  1800;  árl.  capítulo  10  del  regla- 
mento del  Monte-plo  militar,  R.  D.  de  30 
de  octubre  de  1855,  y  la  n^mendaKion 
expresiva  y  apercibimiento  terminante  he- 
cho en  la  R.  O.  de  10  de  agosto  de  1865,  y 
considerando  que  el  referida  Qj|ciai«  aj  yeri- 
ücar  clandestinamente  djclio  matrimonio  sin 
cumplir  con  ninguna  d^  la'^  pri^crii|Cioiii's 
que  exiien  los  reales  preceptos  antes  citados, 
incurrió  por  espontánea  yo^iüilad  en  las  fal- 
tas que  (as  mismas  señ/rian ,  se  ha  servido 
aprobar,  de  conformidad  con  lo  informado 
por  el  Tribunal  Supremo  de  Querrá, y  Mari- 
na en  acordada  de  31  de  marzo  próximo 
pasado,  la  pena  de'privacioil  del  empleó  dü 
subteniente,  que  de  acticrdo  con  el  auditor 
ha  impuesto  V.  E.  at  individuo  de  que  se 
trata;  debiendo  por  lo  tanto  recogérseit?,  pa- 
ra su  cancelación,  el  real  didpacho  del  men- 
cionado empleo  que  ha4>erdidQ;  y  pubiicar* 
se  la  preeeote  resolución  en  la  órd^  general 
det  ejército  para  que  produzca  el  nosible 
escarmiento.»  De  real  orden  etc.  Madrid  12 
de  abril  de  1866.»  {Gac.  5  mayo.) 

110.  OONTBX3XraiON  UTOUSTBIAI.. 
-H.  O.  4  de  mayo,  adioioaaQdo  á  las  tarifas 
los  calmacenistas  y  las  expendedurías  de  ta- 
baooa  elaborados  de  las  islas  de  Cuba  y  Puer- 
to-Bico.» 

(Hac.)  «He  dado  cuenta  á  la  Reina  (qu^. 
Dios  guarde)  del  expédientc Instruido  en  esa 
Dirección  coft  objeto  de  fijar  la  cuota  que 
por  contribución  industrial  y  de  comercio 
deben  satis^ec  los  expendedores  de  labac(><i 
elaborados  procedentes  de  las  islas  de  Cuba 
y  Puerto-Rico ;  y  en  su  vista ,  de  conformi  • 
dad  can  lo  propuesto  por  ese  centro  directi- 
vo, S.  M.  se  ha  dignado  resolver  que  se  ha* 
gán  en  la  tarifa  general  vigente,  núm.  I.**, 
las  adiciones  siguientes:  A  la  clase  segunda 
«almacenistas  que  vendan  por  mayor  y  me  • 
ñor,  ó  en  el  primer  concepto  solamente ,  ta- 
bacos elaborados  de  todas  elasee  y  marcan, 
incluyendo  los  cigarnilosde  papel  y  las  pi- 
caduras, quesean  producto  de  las  islas  de 
Cuba  y. Puerto- Rico;  entendiéndose  oue  la 
cuota  que  corresponde  según  la  base  de  pu- 
blacion  es  especial  é  índepedienlc  de  la  que 
pueda  satisfacerse  por  cualquiera  otro  (»on- 
ceplo'.n*  Y  á  la  clase  sexta:  «expendedurías 
al  poradeHor  de  los  mismos  tabacos;  haciéu- 
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dose  igual  decUraclot)  resi)ecto  de  la  cspe* 
cialidad  dé  la  c^pla,  y:  la  de  qiie  se  conskle» 
ra  expendeduría  ni  por  menor  aquella  en  que 
ae  venda  por  oanlídades  qu^  no  excedan  de 
100  cigarros  puros  y  de  un  kilógramo  de 
cigarrillos  de  papel  ó  de  jiicadura.  De  real 
orden  etc.  Madrid  4  de  iniayo  de  1866.^ 
Alonso  Marlincz.»  {Gac.  ^mayo.) 


JClil!?PRCDEaiCIA  tlíl'l, 

reeor0«ft  de  eaMicl«ia ,  nttiltfad  é 
Jttfttlcla  notoria* 

DONACIOK£S  ENTBS  MARIDO 
Y  HUGEB.  Suhislmite  la  svaiedad 
conpigal,  son  nulas  las  (Ivíiaciontís  mire 
marido  y  muger  asi  sfiyun  la  leyislacion 
¡oral  de  Cataluña  eté. ,  tfimo  por  ta  ge- 
neral de  Castilla,  y  ha  lugar  4  la  casación 
de  la  setHenda  que  las  declara  válidas. 
Requisitos  de  las  donaciones  en  general* 

PATRIA  POT33STAD,  El  padre  co^^ 
mo  administrader  legal  de  la  persona  y 
bienes  del  hijo  que  e^tá  bajo  su  potestad 
tiene  el  derecho  y  facultad  [de  represen- 
tarle y  el  de  reclamar  y  pórcibir  cuanto 
se  le  adeude,  siendo  legítimos  los  pagos 
asi  hechos,  y  nula  la  sentencia  ^ueio  des- 
conozca. 

Sentencia  de  i    de  marzo  de  1 S 66.     -  ' 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  del  JleT* 
cado  de  Valencia  y  Sala  beguoda  de  su 
Audiencia  territorial,  por  D.  Luis  Frigoia 
y  Foxá,  COQ  sus  tíos  paterno  Ü,  Vicenie» 
ü.  Mariano  y  doña  Josefa  Frigoía,  ^o]»ra 
pap:o  de  cantidad,  ^ 

Con  motivo  del  malriíftonio  de  Ü.  C  ir- 
los Frigola  con  doña  María  Antonia  T 
padres  del  D.  Luis,  se  otorgó  escriiiira  lij 
capitulaciones  en  la  ciudad  de  Gerona,  en 
la  que  entre  otras  cosas,  Ü.  V/ceute  Fri*. 
gola,  padre  del  D.  Carlos  y  de  los  deruan- 
(Jados,  le  hizo  donación  en  pago  de  todos 
sus  derechos  paternos  y  materno?,  de 
875.000  rs.  con  los  intereses  vencidors  y 
que  vencieran  que  se  hallaban  deposiládos 
piira  tUuza  de  la  Te9orería  de  Cruzada  del 
IMucipado  que  desempeñaba  D.  ^Gárlos^, 
Coit:  otorgó  escritura  ea  10  de.  qdqco.  de 


1846,  por  la  qué  para  ascgmar  4  su  es- 
posa doiia  María  Antonia  de  Poxá  el  resar- 
cimiento  de  los  gravámenes  y  menguas 
que  habia;i  sufrido  sus  bienes  después  de 
su  reparación  del  destino  de  tesorero  ,  la 
subrogó,  cedió  y  consignó  3.047  p.-.  f?.  y 
18t3^.  .del  crédito  de  mavor  importe  qué 
tenia  contra  su  padre  D«  Vicente,  facultán- 
dola para  que  en  virtud  de  tal  subrogacioa 
y  cesión  dispusiera  libremente  de  dicha 
suma.  Dona  María  Antonia  dió  en  su  con- 
secuencia poder  áD.  Joaquín  Albert,  quien 
por  escritura  de  31  de  marzo  de  iS47, 
transigió  con  D.  Vicente  Frigola  fijando 
la  deuda  de  este  en  100.000  rs.  de  los 
cuales  entregó  25.000  en  el  acto  y  se  obii* 
gó  á  pagar  los  75.000  restantes  eu  ciuco 
plazos  que  vencerían  en  1852. 

Habiendo  muerto  dona  María  Antonia 
en  1851,  ins(iluy6  heredero  único  univer- 
sal á  su  hijó  D.  Luis;  y  el  padre  de  este 
D.  Carlos  por  escrituras  de  27  de  marzo 
de  1852  y  27  de  marzo  de  1858,  se  dió 
por  . pagado  del  resto  de  los  100.000  rea- 
les. Mas  su  hijo  D.  Lujs  en  19.dje  diciem- 
bre de  18G3,  hallándose  sin  emancipar,  ó 
sea  bajo  la  patria  potestad ,  eniabk)  de- 
manda reclamando  como  heredero  de  su 
madre,  de  D.  Vicente,  D.  Mariano  y  doña 
Josefá  Frigola  y  Mandia,  hijos  y  tliilcos 
herederos  del  difunto  D.  Viceulc  Frigola, 
pues  el  padre  del  demandante  había  re* 
nunciado  á  la  herencia  al  contraer  matri- 
monio, la  cantidad  de  50.000  rs.  corres- 
pondientes á  los  dos  plazos  que  habia  de* 
jado  de  satisfacer,  vencidos  en  24  de  ionio 
<Je  1851  y  1852  ?egun  la  escritura  de  31 
de  marzo  de  1847  y  al  dé  14.400  por  los  , 
réditos  etc. 

.  Los  demandados  impugnaron  la  demaa- 
da  alegando  entre  oU-as  cosas  que  la  cab- 
tidad  que  se  reclamaba  la  habia  abonado 
D.  Vicente  Frigola  á  su  hijo  1).  Carl^, 
que  era  el  verdadero  acreedor,  y  anadien- 
do  después  cd  la  réplica  como  fundamento 
de  derecho,  que  subsistente  él  la  sociedad 
conyugal  no  pudo  haber  pagm  de  crédi^ 
to^  y  cesiones  de  derechos  entre  marido  y 
muger.  Seguido  el  pleito  por  sus  trámites 
.dicló  sentencia  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencfa  revocando  la  de  primera  instancia 
V  cüQdenaudo  á  .los  demandados  á  saiisfa^ 
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cer  al  demandaDle  el  crédito  redamado  ,  ba  In  cesión  que  hizo  por  la  de  10  de  enero 
coo  los  iolereses  por  el  tiempo  y  en  la  for-  |  de  1816,  al  «enos  en  la  parle  no  satisfecha. 


roa  preleodida 

Los  demandados  interpusieron  contra 
dicha  sentencia  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  mfringiilas  las  leves  12  v  16, 
lít.  22,  Partida  S.';  fa  4.%  lít.  11,  tañi- 
da 4.*,y  1.',  3.*y  lít.  ^7  de  la  mis- 
ma Partida;  estas  últimas  en  cuanto  esta- 
blecen los  derechos  del  padtre  sobre  el  hi- 
jo no  emancipado,  derechos  que  no  dero- 
gaba la  kgislacioyi  foi'aí  de  Cataluña.  Y 
el  Tribunal  Supremo  por  su  sentencia  de 
4.**  de  marzo  de  1866  estima  el  recurso 
en  estos  términos: 

éConsíderando  que  por  la  fey  romana,  Di* 
g*»slo,  l.**Oc  donationihus  Ínter  virum  et 
uiTorem^  se  prohiben  las  donaciones  enlre 
marido  y  muger:  y  que  aun  en  las  que  ex- 
ceptúa de  la  prohibición  que  también  estable- 
ce la  ley  4  lít.  11  de  la  Partida  4.*,  se  re- 
quiere como  circunstancia  indispensable  pa* 
ra  6u  validez  y  subsistencia,  aue  nunca  el 
donador  las  desfiziesse  en  su  vida,  ni  las  re- 
vocase expresa  ó  tácitamente  y  por  sus  ac- 
tos, quedando  por  lo  tanto  sin  efecto  ni  efi- 
cacia legal  si  muriese  aquel  que  rescibiera  la 
dtmacion  ante  de  aquel  que  la  fizo: 

Considerando  que  en  el  caso  de  autos  la 
eesion  hecha  por  D  Cárlos  Frig^ola  y  Man- 
dia,  constante  el  matrimonio,  á  su  mu^er 
dona  María  Antonia  Foxá  del  crédito  que 
lenia  contra  su  padre  D.  Vicente,  por  la  es 
crilura  de  10  de  enero  de  1846,  subrogando 
la  en  su  lugar  y  facultándola  para  que  pu- 
diese cubrarlo  ya  directamente  por  sí  y  en 
so  propio  nombre  como  cesiowaria,  ó  ya  en 
fi\  de  su  marido  «orno  su  especial  apodera- 
da, aun  prescindiendo  de  este  último  con- 
cepto y  no  dando  significación  ni  ln^rtan-< 
cia  alguna  al  doble  carácter  con  que  fué  ih- 
vestida,  ni  á  las  gestiones  practicadas  de*" 
pues  por  el  modo  y  forma  con  que  se  prac- 
ticaron, quedaba  iioluriaínenie  comprendida 
dicha  cesión  en  las  disposiciones  de  la  men- 
cionada ley,  lio  habiéndose  justificado  poi- 
alguno  de  los  medios  legales  la  exislenciaíde 
otra  obligación,  ni  mediado  en  comprobación 
de  la  propuesta  en  la  escritura  mas  que  ei 
dicho  y  la  aseveración  del  marido: 

Considerando  que  viviendo  este  falleció 
su  mugar  dona  María  Antonia  Foxá  sin  ha- 
i»er  hecho  efectivo  en  6,u  totalidad  el  enun- 
ciado crédito,  y  que  habiéndolo  realizado 
después  el  D.  Carlos  Frigola,  detnostró  con 
e-^le  acto  y  el  otorgamiento  de  las  escrituras 
de  27  de  marzo  de  1852  y  1858  que  revoca* 


ó  bien  que  aolo  ^uísq  apoderar  á  au  mugei* 
para  demandar  a  su  padre: 

Considerando  oue  de  cualquier  modo  y 
en  cualquiera  dé  los  dos  conceptos  expresa- 
dos no  podía  estimarse  subsistente  el  dere- 
cho conferido  á  doíia  María  Antonia  Foxá 
contra  D.  Viceale  Frigola,  y  menos  que  se 
hubiese  trasipilido  al  hijo  y  heredero  de 
aquella  D.  Luis,  actual  demandante: 

Considerando  que  todavía  en  este  supues- 
to, y  en  el  de  que  íe  correspondiese  exclu- 
sivamente el  crédito  de  que  se  trata ,  siendo 
como  era  nienor  y  hallándose  bajo  la  patria 
potestad  ,  no  podía  negarse  á  su  padre  don 
Carlos  como  administrador  legal  de  su  per- 
sona y  bienes  ei  derecho  y  facultad  de  re- 
presentarle, ni  el  de  reclamar  y  percibir 
cuanto  se  le  adeudase,  siendo  también  legí- 
timos los  pagos  que  se  le  hicieran,  sin  que 
los  que  lo  verificasen  quedaran  por  ello  su- 
jetos á  responsabilidad. 

Y  considerando,  por  lo  expuesto,  que  era 
improcedente  la  demanda  deducida  contra 
los  hijos  y  herederos  de  0.  Vicente  Frigola; 
y  que  eslimámlola  la  sentencia  y  oondenán* 
doles  á  entregar  al  demandante  las  tres  cuar- 
tas partes  del  crédito  de  que  su  padre  se  dió 
por  satisfecho,  con  mas  los  intereses  por  el 
tiempo  y  en  la  forma  pretendida,  sin  tener 
en  cuenta  tampoco  los  ya  percibidos  por 
D.  Joaquín  Maria  Alberl,  como  apoderado 
de  dona  Maria  Antonia  Foxá,  según  consta 
del  recibo  que  reconoció  y  se  ha  presentado 
en  autos,  se  han  infringido  las  leyes  citadas 
en  el  re^m-so  y  en  este  Supremo  Tribunal, 
relativas  á  loa  derechos  de  la  patria  potestad 
y  á  las  donaciones  entre  marido  y  muger, 
ícuya  nulidad  §é  alegó  y  propuso  por  los  de- 
mandados corho  uno  de  los  fundamentos  de 
.dei-echo  en  su  escrito  de  répHca; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
a.ramoft  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Viciínle  Frigola  y  con- 
sortes, y  en  su  consecueiKiia  casamos  y 
anulamos  la  sentencia  que  en  6  de  mayo  de 
18U5  dieló  la  Sala  segunda  de  la  real  Au- 
diencia de  Valenvia.o  (Gac,  llmorso.) 

TESTAMENTOS.  Por  entraña  que 
pare%cft  ¡una  dispuaicion  Icsíainenlaria, 
nadie  puede  oponerse  á  ella  siendo  hones- 
ta, si  las  palabras  del  leúador  aparecen 
claras,  tspUcUas  y  tenninantes  sin  ofre- 
cer duda  en  su  significación. 

Sentencia  de  2  de  miirzo  de  18C6. 

Pleilo  seguido  eu  el  Juzgado  de  Alcira 
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y  Aadiencia  de  Valencia  por  D.  Joaquín 
y  do5a  Concepción  Tomás  y  Presencia  y 
su  primo  D.  Norberlo Tomás  y  Pérez,  con 
varias  personas  citadas  de  eviccion,  sobre 
reivindicación  de  fincas  que  vendiera  do* 
Sa  Clara  Sala  ya  difunta.  Esla  y  sus  her* 
manos  D.  José  y  D.  Aguslin  otorgaron 
en  1828  testamento  mancomunado  instí< 
luyéndose  recíprocamente  herederos  usu- 
fructuarios durante  su  vida,  fat;uítándose 
para  vender  cualesc|uiera  fincas  en  un  for- 
tuito caso  de  necesidad  sin  mas  jjustifica- 
cion  que  decir  bajo  de  su  sapo  juicio:  me 
hallo  m  necesidad.  Murió  primero  1).  Jo- 
sé y  despuesD.AgustiOyVenocasionesdis* 
tintas  doña  Clar^  dijo:  me  hallo  eti  fieee- 
sidad  y  vendió  algunas  fincas  que  habían 
sido  de  sus  hermanos.  Los  herederos  de 
doña  Rosalía,  hermana  de  los  testadores, 
que  fué  h  instituida  por  aquellos  para 
después  de  sus  días,  quisieron  se  anularan 
las  ventas  de  su  tía,  por  cuanto  habiendo 
dejado  á  su  fallecimiento  una  herencia 
pingUe,  era  evidente  no  haber  sido  eíerta 
ia  necesidad  en  que  dijo  hallarse.  El  Juz- 
gado absolvió  de  la  demanda   cuya  sen* 
teocia  confirmó  con  costas  la  Audiencia, 
y  los  demandantes  interpusieron  recurso 
de  casación ,  citando  como  infringidas  la 
ley  5.*,  tít.  33,  Partida  7.\  y  la  doctri- 
na consignada  por  este  Supremo  Tribunal 
en  sentencia  de  23  de  marzo  de  1860, 
porque  no  se  había  dado  á  la  cláusula  del 
testamento  de  los  hermanos  Sala  ia  ver- 
dadera significación  que  tenia,  entendidas 
sus  palabras  como  sonaban;  y  la  ley  37, 
til.  O.**,  Partida  6.*,  porque  no  se  les  en- 
tregaba la  cosa  legada  á  pesar  de  que  su 
t'oajenacion  Tué  nula.  El  Tribunal  Supre* 
1U0  declaró  en  sentencia  de  2  de  marzo  no 
haber  lugar  al  recurso: 

ciConsiderando  que  en  la  cláusula  del  tes- 
tamento que  ha  sido  el  fundamento  de  este 
pleito,  aparecen  claras,  explícitas  y  lernii' 
liantes  las  palabras  de  los  testadores,  sin  que 
alg^una  de  ellas  ofrezca  duda  acerca  de  su 
significación: 

Considerando  que  la  ejecutoria,  ajustán- 
dose á  lo  ordenado  por  D.  José  ,  D.  Agustín 
y  doña  Clara  Sala  y  España  en  la  expresa- 
da cláusula ,  y  decidiendo  la  cuestión  objeto 
(it^i  ílebale  en  conformidad  á  sus  prescripcio- 
u-i  y  á  las  palabras  de  que  usaron,  no  ha 


infringido  la  ley  ,  Üi.  8S,  Partida  7.^ ,  ni 
la  doctrina  conMÍgiia^a  an'  k  sentencia  de 

este  Supremo  Tribunal  de  23  de  marzo  de 
1860:      ;  • 

Considerando >  por  lo  expuesto,  que  es 
inoportuna  la  invocación  de  la  ley  37 ,  título 
9.^.  Partida  6.*,  que  prescribe  al  heredero 
el  deber  de  entregar  la  cosa  á  aquel  á  quien 
es  mandada.»' fGae.  12  marzo.) 

CASACIOlf  •  Para  que  se  eoruideren 
infringidas  las  leyes  y  la  jurisprudencia 
y  puedan  invocarse  oportunamente  en  re» 
curso'  de  casación,  es  preciso  que  sean 
realmerUe  aplicables  al  caso  concreto  del 
pleito,   

TESTAMBNTOS.  La  obUgaeion  que 
impone  im  testador  á  su  heredero  de  de- 
clarar á  favor  de  sus  parientes  ciertos  le- 
gados ó  mandas,  no  puede  confundirse 
con  la  sustitución  hereditaria  á  que  se 
contrae  la  ley  14,  tlt.  5.%  Partida  6.* 

SeateBcia  h  ,3  de  marzo  de  1866. 

Pleito  seguido  por  D.  Diego  Morales 
Gómez  como  marido  de  dona  Maria  Jose- 
fa de  Castro,  en  el  Juzgado  de  Huelma  y 
Audiencia  de  Granada»  con  D.  Juan,  don 
Salvador  y  doña  Maria  Martos,  sobre  nu^ 
lidad  de  un  testamento  y  reivindicacioa 
de  bienes^  de  D.  Benito  Coello  y  Rebollo. 
Babia  fallecido  este  bajo  testamento  en  que 
nombrara  su  heredera  universal  y  única 
albacea  á  doña  Ana  Maria  de  Martos ,  con 
encargo  de  hacer  durante  su  vida  la  decía* 
ración  de  varias  mandas  á  los  parientes 
del  testador,  que  este  le  habia  dado  á  co- 
ooceroomo  hechas  para  después  de  los  dias 
de  ella,  si  durante  su  vida  no  hubiese  empo- 
brecido y  vendido  por  ello  los  bienes  del 
testador  (][ue  se  fió  en  un  todo  á  la  concíea- 
cia  de  dona  Ana.  Esla  no  empobreció ,  sinó 
que  falleció  en  1833,  bajo  poderes  que 
había  atorgado  en  1852  á  sus  hermanos 
Maria  y  Juan  para  que  á  su  fallecímienU 
atoffgaran  su  testamento  con  arreglo  á  la 
instrucción  que  les  tenia  dada  bajo  su 
firma,  nombrando  herederos  á  sus  cuatro 
hermanos  y  haciendo  las  mandas  que  les 
tenia  prevenidas  o  les  previniese  en  lo 
sucesivo  bajo  su  firma.  Cumpliéronlo  todo 
Maria  y  Juan»  inclusa  la  repartición  do 
maudas  y  bienes  de  Coello  con  arreglo  ¿ 
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insiniccton,  qae  especiíicaroQ,  que  firmada 
de  sa  maoo  le»  dejara  dooa  Aaa.  Mas  don 
Diego  Morales  eo  repreae&tacioo  deeu 
esposa  eüiabló  demanda  ea  4863  para  que 
5e  dedarase  duIo  todo  lo  hecho  por  doña 
Varía  y  D.  Juao  Marios,  y  se  declarara 
íormar  los  bienes  de  Goello  un  fideicomi- 
so que  muerta  dooa  Aoa  debía  repartirse 
ealre  todos  los  herederos  de  aqCiei*  La 
seoleacia  de  la  AadieDcia  revecatoria  de 
b  del  Juzgado  de  Buclma  absolvió  á  los 
Ihrlos  de  la  demanda,  por  lo  que  Morales 
ioterposo  el  recurso  de  casación ,  citando 
como  infringidas: 

1.  ^   La  ley  14,  tít.  5.*  de  la  Partida 6.' 

2.  *  La  ley  i/,  tít,  18,  lib,  10  de  la 
Nov.  Recop. ,  en  el  caso  de  entenderse 
obligada  únicamente  doña  Ana  de  Martes 
i  distribuir  en  mandas  el  caudal  que  reci- 
biera, ó  determinada  parte  del  mismo; 
paesto  Que  las  personas  eran  conocidas  y 
Bo  resultaban  agraciadas: 

T  3/  La  doctrina  establecida  por  este 
Sapremo  Tribunal  en  sentencia  de  19  de 
octubre  de  1861  en  caso  análogo  al  discu- 
tido eo  este  pleito.  El  Tribunal  Supremo 
en  seoteucia  de  3  de  marzode  1866declaró 

haber  logar  el  recurso: 

«Considerando  quet  no  puede  fundarse  un 
reeorso  de  easacioa  en  leyes  y  jurjapruden- 
da,  inaplicables  al  cato  conereto  del  pleito, 
^má  solo  haciendo  supuesto  de  la  cuestión 
íui  podido  invocarse ,  según  repelidamente 
%eO)t  declarado  este  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  el  testamento  ,  base  de 
k demanda,  no  conliene  la sustituyton  Gdei- 
eomísaria  que  ha  supuesto  la  parte  adora, 
pa^  el  testador  no  ordenó  fuese  su  herencia 
tfíscríboida  entre  sus  parientes  en  ningún 
»o  y  solo  les  dejó  ciertos  legados  ó  man- 
das, ínsti  ta  yendo  á  su  heredera  universal 
»a  iimitaeíon  alguna  con  la  significativa 
déosuta  de  que  heredaría  sus  bienes,  y  los 
kabria  de  dis frutar  en  absoluta  propiedad: 

Considerando  que  la  sola  obligación,  que 
impuso  el  testador  á  su  heredera,  de  decla- 
rar ántes  de  su  fallecimiento  el  número  é 
importancia  de  dichos  legados  y  petsonas  en 
me  concepto  favorecidas,  según  las  ios<* 
iTQceioaes  ^ue  le  tenia  comunicadas,  sin  otra 
reápousabihdad  que  la  de  su  conciencia ,  no 
^ede  confondirse  con  la  sustitución  heredi- 
Uría  absolflla  á  que  se  contrae  la  ley  14,  (i- 
\qU>  5.^ ,  Partida  6.*,  que  siendo  inaplicable 
t;  eaao  no  ha  podido  ser  infringida: 


Considerando  que  por  la  mismá  razón  es 
también  inaplicable  la  ley  1/,  tít.  18,  lib.  10 
de  la  Nov.  Recop.  invocada  por  el  recurrente 
en  cuanto  se  refiere  á  sustituciones  fídeico- 
misarías: 

Y  considerando,  por  último ,  que  la  misma 
heredera  dejó  hecha  por  escrito ,  autorizado 
con  su  firma,  la  declaración  de  mandas  ó 
legados  ,  que  le  confió  el  testador ,  y  dis- 
puesto su  cumplimiento,  con  referencia  á 
ella,  en  su  ppder  para  testar  de  19  de  octu- 
bre de  1852;  no  habiendo  por  lo  tanto  sido 
infringida  la  doctrina  le^al  que  invoca  el 
recurrente.»  (Gao.  13  marzo.) 

TSfiTAMEIfTO&  Oondicionea: 
lagitimiMi  Siendo  m  principie  incon- 
cuso  qus  debe  respelurse  como  ley  la  vo- 
luntad del  testador,  ha  lugar  á  la  casa- 
ción de  ¡a  sentencia  que  pi^escinda  de  Uta 
condiciones  impuestas  á  los  Iterederos, 
con  tal  que  estas  no  se  opongan  d  la  ho- 
netíidad,  buenas  costumbres,  obras  de 
piedad  á  al  deredto  natural  *  y  en  caso 
de  traUtrse  de  herederos  forzosos  si  que- 
da en  todo  oaso  á  sálw  su  legitima,  aun- 
que se  les  gra»e  con  la  pérdida  de  lo  que 
gradosameníe  se  les  deja. 

Sealeocia  de  o  de  nano  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Rons 
V  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Jiian 
barri  con  su  hermana  Jacinta  Barri,  sobre 
Ikulidad  del  testamento  de  su  madre. 

D.  Bernardo  Barri  falleció  con  testa- 
mento en  que  nombró  usufructuaría  á  su 
consorte  doña  Micaela  Domenech  durante 
su  vida,  instituyéndola  heredera  de  con- 
fianza para  que  en  testamento  ó  entre  vi- 
vos, ó  cuando  h>  tuviera  por  conveniente, 
dispusiera  de  todos  sus  bienes  á  favor  de 
sus  hijos  Juan  y  Jacinta  conforme  á  su 
voluntad. 

Doña  Micaela  dispuso  en  tesumento  de 
17  setiembre  de  sus  bienes  y  de  los  de  su 
mando  como  tuvo  por  conveniente  á  favor 
de  sus  hijos;  y  en  i4  de  julio  de  1860, 
anuló  este  testamento  y  otorgó  otro ,  con 
cláusula  de  que  si  alguno  de  sus  hijos  no 
se  conformaba  con  él ,  solo  pudiese  perci- 
bir lo  que  le  correspondiese  por  derechos 
de  legítimas  y  perdiese  todo  lo  demás  que 
acreceria  al  otro. 

Fallecida  la  madre ,  el  hijo  entabló  de« 


Digitized  by 


JUaiSfaUDBNOIA  OITIL. 


154 

manda  ée  nulidad  del  último  teBtamento; 
y  oponiéndose  la  hija,  pidió  en  reconven- 
ción se  declarase  la  validez  del  segundo 
testamento,  é  incurso  á  su  hermano  en  la 
pena  que  contenía,  condenándoJe  á  la  de- 
volución de  lo  que  sobrara  después  de  (ija- 
da la  legítima  á  que  debía  quedar  reduci- 
do su  haber. 

Impugnada  por  el  ador  la  reconven- 
ción ,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera 
instancia  desestimando  la  demanda;  é  in- 
terpuesta apelación  por  el  demandante,  y 
por  la  demandada  en  cuanto  no  se  hacia 
declaración  alguna  respecto  á  la  recoo ven- 
ción, la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  en 
o  de  octubre  de  i864,  confirmó  la  apela- 
da y  absolvió  á  D.  Juan  Barrí  de  la  recoo- 
vención  propuesta  por  su  hermana. 

Interpuso  doña  Jacinta  contra  esta  sen- 
tencia recurso  de  casación,  citando  como 
infringidas  varías  leves  del  Digesto,  la 
J.*,  S.*  j  7/,  lít.  4>,  Partida  t)/,  y  la 
jurisprudencia  establecida  en  sentencia  de 
i 3  de  agosto  de  1839  y  15  de  diciembre 
de  1860,  por  las  que  se  declaró  aue  la  pe« 
na  de  perder  aquello  con  que  se  haya  me^* 
jorado  á  los  hijos  en  el  caso  de  que  falten 
á  lo  prevenido  por  el  testador  constituye 
una  condición  lícita  que  debe  guardarse; 
no  estando  por  lo  tanto  comprendida  en* 
tre  las  reprobadas  por  la  ley  3.*,  tit.  4,^ 
de  la  Partida  6.^  £1  Tribunal  Supremo  por 
sentencia  de  3  de  marzo  de  1866  estima 
el  recurso  en  estos  términos: 

oConsiderando  que  es  un  principio  incon- 
cuso de  derecho  que  ta  voluntad  del  testador 
debe  respetarse  y  cumplirse  como  ley  en* 
tre  loa  interesados;  siendo  además  doctrina 
admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  tribu- 
nales ,  que  del  mismo  modo  deben  respetarse 
y  cumplirse  las  condiciones  impuestas  á  los 
herederos  iegilimos  en  tas  cláusulas  tesla- 
mentarlas,  aunque  se  les  grave  con  ia  pér- 
dida de  lo  que  graciosamente  se  les  deje  si 
no  las  cumplen  ,  siempre  que  dichas  condi- 
ciones, asi  como  las  que  se  hayan  puesto  á 
la  institución  no  se  opongan  á  la  hones- 
tidad, buenas  costumbres^  obras  de  piedad 
ó  al  derecho  natural ,  que  son  las  que  por  la 
ley  3.*,  til.  4.**,  Partida  6.*,  se  esliman 
contrarias  a  derecho: 

Considerando  que  en  el  presente  pleito 
la  condición  impuesta  por  la  testadora  á  sus  I 
hijos  de  que  ti  alguno  de  ellos  uo  se  confor-  ■ 


maba  con  sti  disposición  testamentaria  y  re- 
clamaba contra  ella  judicialmente  ó  de  otra 
manera ,  solo  putiiera  percibir  id  que  le  oor- 
responcúera  por  legítima  paterna  y  muler-^ 
na,  no  pertenece  a  ninguna  de  las  clases  á 
que  aquella  ley  se  refiere;  puesto  que,  lejos 
de  ser  contraria  á  derecho ,  se  funda  en  el 
que  por  la  ley  tiene  todo  testador  para  dis- 
poner libremente  de  sus  bienes  en  lo  que 
excedan  <Je  la  legítima: 

Considerando  que  habiéndose  sostenido  en 
este  pieilo  por  D.  Juan  Barrí,  hijo  y  herede- 
ra de  la  testadora,  que  la  segunda  disposi- 
cion  de  su  madre  no  babia  pedido  modiñetr 
la  primera ;  pidiendo  por  conclusión  se  con- 
denase á  su  hermana  doña  Jacinta  é  dejar 
expedita  la  heredad  Mas  Gatell  que  la  ma- 
dre legraba  á  esta  en  se^^undo  te8tamt*nto,  es 
evidente  que  no  solo  tío  se  conCormó  con  di- 
cha disposición  ,  sino  que  la  impug^nó  judi- 
cialmente ,  e  incurrió  por  ello  on  la  pena  tm* 
puesta  en  la  cláusula  testamentaria; 

Y  considerando  que  la  sentencia  dts  la  Sa- 
la; que  ha  absuello  al  demandante  de  la  re- 
convención, en  que  be  pidió  por  la  deman- 
dada el  cumplimiento  ae  aquella  cláusula, 
ha  infringido  la  voluntad  de  la  testadora  y 
la  doctrina  de  que  se  ha  hecho  mérito;  in- 
fracciones ambas  invocadas  en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declara- 
mos haber  lugar  al  de  casación  interpuesto 
por  doña  Jacinta  Barrí,  y  en  su  conKecuen* 
cia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en 
3  de  octubre  de  1864  dictó  la  Sala  segunda 
de  la  Real  Aadiencia  de  Barcelona  en  el  ex« 
tremo  á  que  dfcho  recurso  se  contrae.»  {Ga» 
ceta  13  marzo.) 

PACTOS  COMISORIO  Y  BB  BB- 
THOVENT4.  Para  que  se  consideren 
infringidas  las  leyes  que  reglan  cada  con  - 
trato,  es  preciso  que  los  términos^  de  este 
k  constituyan  de  la  naturaleí^a  á  que  se 
refieren  aquellas^  No  medió  en  el  caso  en 
cue$tion  pacto  comisorio  y  si  pacto  de 
retro;  y  aun  habiendo  sido  el  primero  no 
habría  lugar  'al  recurso ,  por  no  haberse 
excepcionado  en  tiempo. 

SeDleacia  de  S  de  marzo  de  1866. 

Pfeito  seguido  en  el  Juzgado  de  Incíi 
V  Audiencia  de  Mallorca,  por  D.  Antonio 
Janer  con  D.  Miguel  Capó,  sobre  cnlre^^ 
de  unas  (incas.  Siendo  deudor  Capó  á  don 
Anioaio  Jaoer  de  2.085  lihras,  moneda 
mallorquina,  por  el  principal  é  intereses 
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demios  présiamos  consigoados  eo  es- 
crituras públicas,  se  libró  ejecacion  contra 
el  mismo;  y  en  tal  estado,  para  evitarse 
costas  y  disgustos,  convino  en  otorgar  y 
otorgó  una  escritura  en  25  de  agosto  de 
itSi  cediendo  á  Jaoer  ^en  pago  de  la  ex- 
presada suma  cuatro  tincas  sitas  en  térmi* 
DodeBnger,  coo  la  condición  de  qt^e  si 
áefOro  de  un  año  le  entregaba  las  2,085 
libras  y  los  gastos  del  expediente  ejecutivo 
ü  ios  que  ocasionase  aquel  traspaso,  recu- 
peraría el  dominio  de  las  mismas,  que* 
dando  rescindida  y  sin  efecto  la  cesión: 
qae  las  usufructuaría  durante  dicho  plazo, 
y  podría  venderlas  á  cualquiera  perjK>aa, 
siempre  que  pagara  á  Jaoer  su  crédito  y 
soplemeatos  antes  de  formalizar  la  enaje-* 
nación;  y  por  último,  que  pasado  el  año 
sin  haberlas  rescatado,  tendria  obligación 
de  Girmar  nuevo  traspaso  si  el  D.  Antonio 
k»  exigia: 

Eo  7  de  mayo  de  1864  Janer  entabló 
demanda  para  que  se  condenara  á  Capó  á 
entrarle  y  dejarle  expeditas  dichas  cua- 
tro fincas,  V  al  pago  de  los  frutos  que  hu- 
hieran  producido  y  podido  producir  desde 
el26deaeosto  de  1865,  y  Jas  costas, 
porque  se  habia  cumplido  el  ano  lijado  en 
la  escritura,  y  dentro  de  él  no  habia  sa- 
tisfecho lo  que  adeudaba ,  en  cuya  virtud 
fa  cesiof}  habia  quedado  firme  é  irreroea- 
ble.  Capó  contestó  á  esta  demanda  pidien- 
do que  se  le  absolviera  de  eila,  y  alegó 
que  babia  pagado  á  Jaoer  la  cantidad  que 
le  debía;  añadiendo  en  la  duplica  que  en 
la  fócrítura  de  25  de  agosto  de  1862  se 
habían  puesto  demás  583  libras  por  inte- 
reseb,  siendo  así  que  los  préstamos  ante<* 
ríores  fueron  gratuitos  y  no  los  hablan 
deTCDgado.  Seo:uido  por  sus  trámites  en 
las  dos  instancias  la  Audiencia  condenó  á 
Capó  á  dejar,  dentro  de  tres  dias ,  libres 
y  expeditos  y  entregar  á  Janer  las  fincas 
objeto  de  la  demanda  de  este  con  los  fru- 
tos desde  la  lilis  contestación. 

Capó  interpuso  recurso  de  casación  ci- 
tando como  infringida  la  ley  12,  tít.  15, 
Partida  5.',  toda  vez  que  siendo  ta  escri- 
tura de  25  de  agosto  de  1865  de  préstamo 
coo  pacto  comisorio  era  nula,  y  el  Tribu- 
nal  Supremo  por  sentencia  de  3  de  marzo 
de  18&S  declaró  no  haber  luyar  á  el: 


«Considerando  que  la  cesión  qae  en  «escri- 
tura de  25  de  agosto  de  1862  hizo  D.  Miguel 
Capó  á  favor  de  D.  Antonio  Janer  de  las. 
cuatro  fíncas  que  en  la  misma  se  expresaron 
fué  en  pago  y  solvencia  de  la  suma  de  2.063 
libras  que  le  era  en  deber,  cuya  cai>lida4 
aparece  cierta  y  líquida  en  otros  dociimen- 
tos  públicos,  y  por  haberse  librado  manda- 
miento de  ejecución  por  su  importe: 

Considerando  que  lejos  de  contener  dicha 
escritura  el  contrato  de  préstamo  con  pacto 
comisorio  reprobado  por  derecho,  únicam«n* 
tese  consigna  el  de  compra- venta  con, el 
pació  de  retro ,  puesto  que  se  estableció'  de. 
un  modo  explícito  que  si  en  eí  término  de 
un  año  el  cedente  Ca^rá  ó  sus  sucesores  en- 
tregaban et  precio  6  canUdad  de  las  2.085 
libras,  recuperarían  el  dominio  de  las  indica* 
das  fincas,  io  cual  además  demuestra  la 
trasmisión  de  este  al  cesionario  por  dicha 
escritura,  y  en  su  virlnd  se  ha  ejercitado 
en  la  demanda  la  acdion  reivindicatoría: 

Considerando  que  la  naturaleza  de  contra- 
to de  préstamo  con  pacto  comisorio  y  su  con* 
siguiente  nulidad  que  por  el  recurrente  ahora 
se  atribuye  al  que  condene  la  escritura  cita- 
da ,  no  fué  objeto  de  sus  excepciones,  ni  ha 
sido  punto  debalido  en  el  pleito,  y  de  consi« 
guíente,  aun  procediendo,  no  podría  esti- 
marse en  la  actualidad: 

Y  considerando,  por  lodo  lo  expuesto, 
que  la  sent(>ncia  que  condena  á  Capó  á  ta 
entrega  de  hs  fincas  cedidas,  no  ha  podido 
infringir  la  l^y  12,  til.  13,  Partida  5.*,  cita- 
da en  el  recurso.»  (Gao,  14  marzo.) 

El  pacto  llamado  comisorio  le  prohibe 
la  ley,  el  de  retroventa  es  lícito.  El  pri- 
mero tiene  lugar  en  eí  préstamo  con  pren- 
da ó  hipoteca,  y  consiste  en  la  convención 
de  que  no  pagando  el  deudor  al  tiempo 
estipulado  se  quede  el  acreedor  con  (aco- 
sa empeñada  eo  pago  de  su  crédito.  El 
pacto  de  retroventa  consiste  eo  la  reserva 
que  hace  el  vendedor  de  poder  rescatar 
la  cosa  vendida  dentro  del  plazo  estable^ 
cido.  Son  pues  muy  diferentes  estos  dos 
pactos  aunque  pueden  confundirse,  no  í¡- 
jándose  en  su  distinta  naturaleza. 

I  SBIÍOBIOS.  Cuando  con  arreglo  á 
la  ley  que  declaró  abolidos  los  senarios 
jurisdiccionales  y  Las  prestaciones  de  ellos 
dimanantes  se  ha  declarado  que  un  seño- 
río determinado  fué  territorial  if  juris- 
diccional á  la  vez  en  juicio  vtsíructivo 
con  la  debida  intervine  ion,  los  bienes  y 
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rentas  que  i  dieho  señoría  territorial  per- 
tenecen ,  quedan  de  propiedad  partkuiar 
y  como  provenientes  de  contratos  libres: 
ánoser  que  se  aduzca  en  contra  una  prue- 
ba tan  completa  que  invalide  la  que  deci- 
dió antes  la  cuestión  en  el  juicio  instruc- 
tivo. 

SeolfDcía  de  Z  de  mino  de  1866. 

Pleito  seguido  eo  el  Juzgado  de  la  Al- 
rauBia  y  Audiencia  de  Zaragoza  por  el 
Ayuntamiento  de  Alcalá  de  Ebro  y  ej 
Ministerio  iiscal  con  et  Duque  de  Yiliaher- 
inosa,  sobre  abolición  de  prestaciones  y 
derechos  señoriales  y  entrega  de  ciertas 
lÍBcas. 

Eran  estas  fincas  una  Mejana  llamada 
la  Matilla  y  un  heredamiento  titulado  la 
Cuadrina  en  término  de  dicho  pueblo ,  y 
que  con  otros  derechos  y  prestaciones 
correspondientes  á  su  señorío  territorial 
pertenecen  al  actual  Duque  de  Villahermo- 
sa.  Fundaba  el  Ayuntamiento  su  deman- 
da en  que  el  título  de  egresión  á  fa?or  de 
los  causa-habientes  del  Duque  era  apócri- 
fo é  inválido  y  en  que  el  señorío  sobre  la 
Villa  de  Alcalá'^era  jurisdiccional.  Sobre  es- 
to último  hicieron  sus  probanzas  ambas 

{artes  y  respecto  del  Utulo,  á  la  donación 
echa  por  D.  Fernando  I  de  Aragón  á  don 
Pedro  Jiménez  de  Durrea  del  castillo  lla- 
mado de  Alcalá  sito  en  Aragón,  oponía  el 
Ayuntamiento  la  donación  hecha  per  el 
hijo  de  aquel  monarca  D.  Alonso  Y  á  don 
Pedro  Quesada  de  el  lugar  de  Alcalá,  mas 
á  esto  oponía  el  Duque  la  prueba  de  que 
es  también  habiente-causa  de  Quesada  co- 
mo Durrea. 

£1  Juzgado  y  la  Audiencia  conformes 
en  sus  sentencias  absolvieron  al  Duaue  de 
la  demanda,  declarando  pertenecerie  las 
antedichas  fincas  y  el  derecho  á  las  ptes^ 
laciones  cuestionadas:  el  Ayuntamiento 
interpuso  recurso  de  casación  por  haberse 
infringido  las  muchas  leyes  y  jurispruden- 
cias que  menciona  á  continuación  el  Su- 
premo, y  este  declaró  no  haber  lugar  al  re- 
curso: 

oConsiderando  que  por  el  decreto  de  las 
Córles  de  6  de  agosto  de  18 U  y  sus  aclara- 
torias de  3  de  mayo  de  1823  y  2(5  de  agosto 
de  1837 ,  se  incorporaron  desde  luego  á  la 


nación  los  señoríos  jurisdípeionalet,  y  se 
abolieron  todas  las  preslapiones  reales  ¿  per- 
sonales que  denotasen  vasallaje ,  ó  debiesen 
su  origen  á  la  jurisdicción;  pero  los  territorios 
concedidos  con  esta  ó  sin  ella  rueron  respe - 
lados  siempre  que  no  fuesen  reversibles  por 
su  naturaleza,  ó  nose  hubiesen  cumplido  Iah 
condiciones  con  que  se  habían  concedido,  lo 
cual  debería  resultar  de  los  títulos  mismos  de 
e^res  on  y  del  juicio  instructivo  establecido 
eti       referidas  leyes: 

Considerando  que  en  los  señoríos  ál  mis- 
mo tiempo  territoriales  y  jurisdiccionales  ó 
feudales  despojados ,  como  lo  fueron  ,  de  la 
jurisdicción ,  del  vasallaje  y  de  (odatf  las  pres- 
taciones que  á  la  jurisdicción  debiei'an  su  ori- 
gen, quedó  la  cuestión  reducida  únicamente 
a  si  los  terrilonales  eran  ó  no  de  los  incorpo- 
rabies  ó  se  habian  cumplido  las  condiciones 
de  su  concesión;  y  qué  el  de  Aicalá  de  Ebro 
consignado  en  la  carta  real  de  1415,  sufrido 
ya  el  juicio  instructivo  con  la  oportuna  inter- 
vención, sin  quede  él  resultase  que  fuera 
incorporable  ni  que  existiesen  en  el  referido 
título  eondíotones  no  cumplidas ,  quedó  re- 
ducido á  propiedad  particular  y  como  pro- 
cedentes de  contrato  libre  sus  rentas  ó  pen- 
siones: 

Considerando  que  el  título  de  donación  de 
Alfonso  V  de  1416  acompañado  por  el  Ayun- 
tamiento de  Alcalá  con  la  demanda,  no  afectJi 
al  primitivo  exhibido  ni  á  los  hecbos  consu- 
maídos  en  virtud  de  la  sentencia  diolada  en 
el  juicio  instructivo^  independiente  del  ac* 
tual,  sustanciado  en  la  forma  y  con  la  inter- 
vención establecida  por  la  ley  en  el  cual  fué 
ya  aquel  calificado;  tanto  mas,  que  acepta- 
lado  dicho  segundo  titulo  por  et  demandado, 
sin  dejar  de  insistir  en  la  aulealicídad  del  prí  - 
mitivo,  está  en  su  derecho  para  valerse  de 
ámbos  en  este  por  su  naturaleza  y  en  todas 
sus  condiciones  ordinario,  puesto  que  ade- 
más de  existir  en  el  pleito  datos  para  no  te'» 
nerse  por  incompatibles  uno  y  otro  instru* 
mentó,  ha  justificado  el  Duque  de  Villaher- 
mosasin  contradicción  ser  también  derecho- 
habiente  del  donatario  D.  Pedro  de  Quesada;  y 
que  por  consiguiente  no  han  sido  infringidas 
por  la  ejecutoria  las  leyes  54,  111  y  114,  tí* 
lulo  18,  la     ,  tit  16 ,  Partida  3/;  la  3  * ,  ti- 
tulo 9,  lib.  2.''  del  Fupfo  Real;  los  de  Ara- 
gón délos  años  1528,  1446  y  1678  del  Ululo 
forma  para  testificar  para  los  Notarios;  la 
ley  6     til.  23,  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  tMii 
que  deb»n  tomarse  en  cuenta  las  demás  á 
este  propósito  invocadas  por  ta  getieraltdad 
y  vaguedad  con  que  se  alegan ,  ni  tampoco 
lo  han  sido  los  arls.  5.®,  7.<*  y  8.®  de  la  ley 
de  20  de  agosto  de  1837,  4.''  del  decreto  de 
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CdeagrosU  de  181!,  I.**  de  la  de  3 de  mayo 
de  1823,  ni  coniravenidose  á  la  doctrina  con- 
signada en  sentencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  5  de  julio  de  1851,  citada  por  el 
recurrente  equivocad  ámenle  como  de  8  de 
iolio: 

Considerando  que  en  el  supuesto  no  pro- 
hado de  que  en  la  época  de  la  concesión  fue- 
sen sioóntinos  el  alodio  y  el  feudo ,  segpuido 
elioicio  inslrudivo  y  terminado  por  senten- 
cia declarando  como  de  propiedad  parlica- 
Urel  lernlorio  de  Alcalá,  las  prestaciones 
qoe  han  quedado  se  coosidoran  como  ema- 
nadas de  contratos  libres,  y  en  corrobora- 
ción de  esto  constan  en  los  autos  las  conoe* 
ftiones ,  pactos  y  escrituras  públicas  eo  que 
el  dueño  y  los  colonos  han  establecido  como 
de  particular  á  particular  las  convenciones, 
aprovechamientos,  disfrutes  y  rentas  que 
han  ereide  convenientes  á  sus  mutuos  inte- 
reses, á  cuyos  pactos  deben  su  origen  in- 
mediato las  pensiones  que  hoy  se  pagan  por 
ios  vecinos  y  no  á  la  jurisdicción  ni  al  feu- 
do, ni  entre  estas  prestaciones  las  hay  de 
abolidas  especíñcamenle  por  las  leyes  de 
i%  materia;  v  que  por  tanto,  tampoco  han  sí- 
i\o  infringidos  por  la  sentencia  los  citados 
arti.  4.®  del  decrelo  de  6  de  agosto  de  1811, 
ni  el  I.""  de  la  ley  de  23  de  mayo  de  1823 
alegados  en  el  recurso; 

Considerando ,  por  último ,  que  es  un  he- 
cho apreciado  por  la  Sala  sentenciadora,  ha- 
ciéndolo de  la  prueba  lesliGcal,  no  estar 
amalgamada  la  prestación  decimal  con  otras 
que  hoy  percibe  el  demandado,  sin  que  con- 
tra esta  apreciación  se  hayan  citado  deler- 
mioadamcnle  como  infringidas  ley  ni  juris- 
prudencia admitida  por  los  tribunales,  y  que 
respecto  á  tales  prestaciones  decimales  ni 
se  hace  por  la  sentencia  ni  correspondía  ha- 
cer en  este  juicio  declaración  alguaa,*pueslo 
que  la  ley  de  31  de  agosto  de  1S41  con  to- 
<tas  las  demás  declaraciones  legislativas  re- 
ferentes á  la  extinción  y  reintegro  de  diez- 
mos nada  tienen  de  eomun  con  lo  de  seño- 
nos  jurisdiccionales  ó  feudales;  sin  que  por 
consiguiente  tenga  oportunidad  en  este  caso 
la  alegación  de  la  citada  ley  en  concepto  de 
infringida.»  (Gac.  14  marzo.) 

AGUAS.  En  múteria  de  aprevecba- 
miento  de  aguas,  antes  que  las  reglas  ge- 
nerales «o»  los  pactos  expresos,  y  los  de- 
rechos  creados  por  el  uso  debidamente 
justificados. 

SenleBcii  de  3  de  mano  ds  1866. 

Pleito  scgüido  en  A  Juzgado  de  San- 


tander y  Andíencia  de  Biirgos,  por  don 
Luis  de  la  Puente,  como  mando  de  doña 
Basilia  González  de  la  Torre  y  apoderado 
de  los  seis  hermanos  de  esta^  con  D.  Juan 
Sollet,  sobre  aprovechamiento  de  aguas  y 
demolición  de  un  puente. 

La  circunstancia  de  hallarse  lindantes 
en  la  Mies  del  Valle  las  fincas  de  unos  y 
otros,  y  de  ser  utilizables  por  ambos  las 
aguas  pluTíales  y  de  manantial  c|ue  des- 
cendían de  la  parte  alta,  dró  motivo  á  va- 
rias cuestiones,  despojos  é  interdictos  de 
amparo  de  posesión;  y  per  último,  á  la 
demanda  de  D.  Luis  de  la  Puente  para  que 
se  declarase  la  preferencia  de  los  suyos  á 
aqueflas  aguas,  de  que  solo  después  oue 
ellos  se  podía  aprovechar  Sollet  y  que  les 
indemnizase  de  las  costas  de  un  improca-^ 
dente  interdicto.  Al  oponerse  Sollet  á  es- 
ta demanda  fondado  principaimenle  en  el 
aso  que  de  dichas  aguas  venia  haciendo, 
pidió  por  reconvención  que  se  obligara  á 
aquellos  á  demoler  un  puente,  á  indemni- 
zarle de  las  costas  de  otro  anterior  impro- 
cedente interdicto  y  á  alguna  otra  cosa. 
La  sentencia  diel  Juzgado ,  que  fué  confir- 
mada por  la  Audiencia,  absolvió  á  Sollet, 
y  contra  este  fallo  interpuso  recurso  de 
casación  la  Puente  porque  se  habían  en  su 
concepto  infringido: 

1.*»  Lasleyes15y  16,  tít.  31,  Parti- 
da 3.*;  la  18,  tít.  29  de  la  misma  Partida, 
v  la  jurisprudencia  establecida  por  este 
Supremo  Tribunal  en  sentencias  de  30  de 
junio  y  12  de  octubre  de  1860,  de  que, 
en  materia  de  aguas  debe  respetarse  el  es- 
lado  posesorio,  especialmente  cuando  des* 
canica  sobre  la  posesión  inmemorial. 

T  2  •   La  lev  18,  til.  29,  Partida  3.' 

El  Tribunal  áupremo  declaró  uo  haber 
lugar  al  recurso: 

((Considerando  que  cuando  se  cuestiona 
sobre  el  aprovechamienlo  de  ag^uas,  antes 
que  las  reglas  generales,  deben  estimarse  los 
pactos  expresos  ó  ios  derechos  creados  por 
el  uso,  según  el  resultado  de  las  pruebas  con 
que  se  jnsliSquent 

Considerando  que  habiéndose  apreciado 
por  el  tribunal  sentenciador,  como  lo  ha 
hecho,  el  mérito  y  valor  legal  de  las  escrilu* 
ras  presentadas  y  el  de  U  prueba  testifical 
y  pericial ,  sin  que  contra  esla  apreciación 
se  cite  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  ad- 
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niitida  por  la  jurispradencta  de  los  tribuna*- 
les ,  al  absolver  la  ejeciiLoria  á  Sollet  de  la  ¡ 
demanda  no  ha  podido  infringir  las  leyes  15  . 
y  16,  Ul.  31,  Partida  3    circunscritas  á  es-  | 
tablecerel  tiempo,  modo  y  condiciones  nc-  i 
cesarías  para  fifanar  ó  perder  por  prescrip-  , 
clon  las  servidumbres,  ni  la  jurisprudencia 
coniifínada  en  las  sentencias  de  «ite  Supre- 
mo Tribunal  de  30  de  junio  y  13  de  ootubre 
de  1860,  toda  vez  que  ni  se  altera  el  eaiado 
jio^esorio acreditado,  ni  se  deleiminael  apro- 
veciianiieiilo  de  las  aguas  por  las  reglas  adr 
mltidas  según  la  nituacion  relativa  de  los  ter- 
renos: 

Y  considerando,  por  último «  que  n«  sien- 
do objeto  del  presente  litigio  la  adquisición 
por  prescripción  de  las  cosas  rayses  4  tncor- 
poralrs,  es  inoportuna  la  ciia  de  la  ley  18, 
til.  29,  Partida  3.S  {Gac.  14  marzo.) 

AGRAVIOS  KN  CUENTAS.  Se 

dedara  que  no  ha  lugar  á  la  casacim  por 
no  resultar  infringidas  en  el  fallo  de  la 
Audiencia  las  leyes  que  se  citauy  y  qíie  la 
úiíUruceionr  sobre  conlribíicion  industrial 
no  pr(Mbe  que  los  Uiradoe  que  no  pagan 
contribución  perciban  honorarios  por  sus 
trabajos  que  no  cúmisten  en  abogar. 

Sentencia  de  5  de  Bumde  (816. 

Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  Ma- 
drid y  su  Audiencia  territorial,  por  D.  Lo- 
renzo" Ursó,  como  marido  de  dona  Joaqui- 
na Llórenle  y  apoderado  de  la  hermana 
de  esta  dona  Josefa,  con  los  herederos  de 
D.  Justo  Javier  Asiain,  sobre  a^^ravios  eo 
las  cuentas  que  estos  presentaron  de  la 
cnraduria  de  aquellas  que  ejerciera  don 
Justo.  Discutidos  individualmente  estos 
agravios  y  desechados  unos  sí  y  otros  no 
por  el  tribuna!,  interpuso  Urso  recurso  de 
casación  por  creer  infringidas  en  el  fallo  las 
leyes  y  jurisprudencia  que  se  reproducen 
en  los  considerandos  que  siguen,  y  el  Su- 
premo Tribunal  declaró  no  haber  lugar  al 
recurso: 

aConbiderando  que  la  ley  3.*,  tít.  4/, 
lib.  del  Fuero  Juzgo ,  que  señala  la  can- 
tidad que  el  padre  dcb«  dar  por  la  crianza 


de  un  hijo,  cuando  la  encomendare  á  oira 
persona ,  no  es  aplieable  á  ninguna  út  las 
cuestiones  debatidas  en  este  litigio: 

Considerando  que  en  el  fallo  ejecutorio  no 
ha  sido  infringido  el  párrafo  segundo  del 
art.  1.2G1  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
que  impone  al  Juez  el  deber  de  señalar  el 
tanto  por  ciento  que  haya  de  abonarse  por 
la  administración  de  la  tutela  y  curadoría, 
en  el  cas*  de  no  declararse  que  se  entienda 
el  desempeño  de  estos  careos  fruto  por  pen- 
sión, puesto  que  es  un  hecho  reconocido  pi>r 
Uf  partes  que  en  el  auto  de  24  de  noviembre 
i\e  1856,  por  el  que  fueron  disoernidos  á  don 
Justo  Javier  Asiain  los  do  tutor  y  curador 
I  de  doña  Joaquirm  y  doña  Josefa  Llórente, 
se  le  señaló  el  10  por  100  de  los^ productos 
del  caudal  de  estaa^enores: 

Considerando  que  el  agravio  formulado 
por  D.  Lorenzo  Orso  á  las  cuentas  presenta- 
das por  la  testamentaria  de  Asiain  en  lo  re- 
lativo á  las  lanas  y  leñas  de  Jadraque  y  al 
alcance  de  la  época  anterior  á  la  administra- 
ción de  este  último,  no  eÁik  reconocido  por 
la  expresada  testamentaria,  y  mucho  menos 
demostrado  por  ninguna  cías»*  de  documen- 
tos, no  habiéndose  ,  por  tanto  contravenido 
en  la  ejecutoria  á  lo  establecido  por  las  ley<*s 
2/,  lít.  13,  y  114,  lit.  18  de  la  Partida  3.*, 
relativas  á  la  fuerza  probatoria  de  la  conos- 
cencia ^  de  las  Cartas: 

Considerando  que  el  art.  49,  no  del  real 
decreto  de  20  de  julio  de  1850  que  con  »»qiú- 
vacion  cita  el  recurienle,  y  que  solamente 
contiene  28  artículos,  si  no  de  la  instrucción 
de  l.^de  aquel  mes  y  año,  comprensiva  dé  las 
disposiciones  concernientes  á  la  formación 
de  matriculas  y  repartos  de  la  contribución 
industrial ,  á  que  indudablemente  se  refiere, 
no  coiiíprende  entre  sus  prohibiciones  la  re- 
clamación hecha  por  la  testamentaría  de 
Asiain  respecto  de  los  honorarios  devenga- 
dos por  este  en  los  inventarios  y  particiones 
de  los  bienes  dejados  por  los  padres  de  di- 
chas menores ;  por  cuya  razón  la  Sala  sen- 
tenciadora, al  declarar  de  legítimo  abono  la 
partida  que  sobre  este  particular  se  consig- 
na en  las  cuentas  de  dicna  testamentaria,  no 
ha  quebrantado  el  mencionado  artículo: 

Considerando  que  tampoco  se  ha  conlra- 
ríado  por  el  fallq  ejecutorio  el  art.  80  de  la 
citada  ley  de  Enjuiciamienlo.civil,  que  esta- 
blece los  trámites  para  practicarse,  en  caso 
de  impugnación  la  regulación  de  los  hono- 
rarios de  los  letrados,  ni  el  principio  legal 
de  qae  la  sentencia  debe  ser  ¿oitgruente  con 
la  demanda  y  limitarse  á  resolverlas  pretcn- 
siones formuladas  oportunamente  por  los  li- 
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ligantes,  paes  que  con  la  meneionadjei  decia- 
ración  relaliva  á  los  honorarios  de  Asiain  se 
ha  resuelto  únicamente  la  cuestión  suscita- 
da sobre  este  punto  por  D.  Lorenzo  Urso  y 
redoclda  á  negar  en  absoluto  á  la  tcstainen- 
tária  el  derecho  de  percibir  tales  honorarloí> 
por  suponer,  contra  Jo  que  posterior  meni^^ 
se  ha  probado ,  que  Asiaic  no  se  hallaba  in- 
corporado en  el  colegio  de  los  de  esta  cofte 
ni  había  satisfecho  la  contribución  de  subsi" 
dio  industrial: 

Considerando ,  por  último ,  que  la  ley 
et.  3.®,  lib.  4.**  del  Fuero  JuEgo,  citada 
i^aJmenle  como  infringida  por  el  fallo  eje- 
cotorio  en  cuanto  á  que  este  no  oondchia  á 
los  herederos  de  Asiahfi  al  abono  de  (os  per- 
joicios  que  el  recurrente  supone  inforidos  á 
doña  Joaquina  y  doña  Josefa  Llórente  en  el 
record  conleneioso-admlnlstralivo  y  en  la 
tercería  de  dominio  que  menciona  ,  nunca 
podría  aer  aplicable  á  esU  cuestión  i  porque 
Drso  no  ha  probado  ni  aun  intentado  probar 
la  realidad  e  importancia  de  taléis  perjuicios, 
y  mucho  menos  que  hubieren  phoccdido  de 
Begtigeneia  por  parte  de  Asfcairi,  mientrasque 
los  heredero»  de  este,  para  reallíár  tales 
aserciones.  Han  practicado  pruebas  que  han 
sido  apreciadas  por  la  Sala  sentenciadora 
sin  impugnación  alguna  de  «onlrario^.  (Cá- 
cete 1:6  marso.) 

COITTBATOS.  Si  por  alguno  de  les 
medios  estableúidos  en  derecho  se  prueba 
que  los  interesados  en  un  contrato  con- 
siguado  en  escritura  pública  bfin  convc* 
Hidó  de  hecho  en  una  modifieacim  de 
aquel,  esta  puede  producir  efectos  legal- 
mente obligatorios,— lyOCTBJN A  AID- 
MITID^  ~iVb  basta  para  la  casación 
citar  vagamente  como  infringida  una  ley 
ó  doctrina  admitida  por  la  iui  ispruden* 
da  nii  demostrar  el  concepto  en  que  se 
apoua  la  w/rarcfon.— PBUBDA  INDI* 
CIAJL. — La  apreciación  de  algunos  he^ 
chas  ó  actos  que  tengan  mas  ó  menos  im- 
portancia jurídica  como  inductivos  de  un 
rotwenio  na  es  aplicar  á  un  jidcio  civil  el 
de  presunciones  9  á  que  se  refiere  para 
otro  órden  de  procedimiento,  la  ley  8.*, 
íff.  44,  Partida  3/ 

CAUSACION.   No  pueden  eslimarse 
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ea  este  recurso  pwitos  que  no  han  sido 
fijados  oportunamente  en  el  juicio  ni  dit- 
cutidos  ni  estimados  en  el  fallo. 

Sentencia  de  S  de  mn»  de  1866. 

Pleito  seguido  en  qq  Juzgado  v  Ka- 
dieocia  de  Madrid  por  D.  Ignacio  tíguc- 
roai  como  presidente  de  ta  sociedad  mine- 
ra  titiitada:  Meneses,  Figueroa  y  compa^ 
íúa,  con  D.  Eduardo  BonaplatA,  sobrede- 
votocioB  de  una  mina  y  pérdida  de  hipo- 
ttícas.  ' 

Véndié  Figueroa  autorizado  por  la  so  * 
ciedad  á  Bonaplata  en  junio  de  i86i  las 
minas  La  Virgen,  El  Sol,  Los  tres  ami- 
gos y  La  Esperanza,  con  ciertos  pactos  y 
i^Midtcíofics,  una  de  las  cuates  fué  qne  él 
precio  de  aquella  venia  se  satisfaría  en  es- 
4a  forma:  una  quinta  parte  el  15  de  agos^- 
to  inmediato,  y  el  resto  ei  tres  plazos 
iguales  á  seis  meses  de  distancia  y  el  pri- 
mera en  30  de  diciembre  de  aquel  año  6f . 
Hipotecó  Bonaplata  á  Ja  seguridad  dol 
coRtreto  cuatro  oHvares  y  aceptó  tarahif  n 
la  eoBdjcioB  de  que  en  caso  de  íncumpU> 
miento  eo  el  pago  de  cualquiera  de  Un 
plazos  perdería  Tas  hipotecas  y  di  volvt-- 
ría  a  la  sociedad  libre  de  toda  responsiou 
ía  mina  La  Virgen:  y  según  fueron  ven* 
ciendo  los  plazos  los  fué  pagando  Bona- 
plata por  los  niedios  corrientes  en  el  co- 
mercio,  uno  de  ellos  el  giro  á  favor  de 
Figueroa  de  letras  de  cambio  siempre  aii- 
mitidas  por  aquel  y  siempre  crcctiva>. 
Demoróse  el  pago  del  último  plazo  como 
ini  mes  y  roeaio<  durante  el  cual  manifes- 
tó amistosamente  á  Bonaplata  Fignero.i 
qué  no  se  apurase  por  el  pa^o  pues  era  él 
único  interesado  ;  mas  hostigado  por  un 
acuerdo  de  la  sociedad  reunida  en  junta 
solicitó  en  9  de  febrero  de  1865  que  se 
uotiticase  á  Bonaplata  que  bajo  aperéis 
bimiento  de  quedar  la  sociedad  en  liber- 
tad de  ejercer  sus  derechos  pagase 
2:29.148  rs.  57  céots.  por  resto  del  pre- 
cio de  las  minas,  y  11.119  rs.  20  cénti- 
mos por  réditos,  dentro  del  dia  de  la  noti- 
ficación; mas  antes  que  se  verificase  esin 
recibió  66.428  es.  en  letras  á  favor  de  la 
sQxjicdad  ;  por  lo  que  redujo  á  180.21t> 
realessu  solicitud. 
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Eq  45  de  marzo  demandó  Figueroa 
*á  Booapíata.  Este,  el  16  dei  mismo  mes 
y  antes  de  ser  emplazado  había  solicita- 
do se  entregasen  á  Figueroa  168.934  rea- 
les 57  cénts.  consignados  en  la  Caja  de 
Depósitos  V  girado  á  favor  del  mismo  por 
el  resto  de" la  deuda;  mas  Figueroa  se  ne- 
gó á  recibir  este  último  pago,  diciendo 

3ue  va  no  podía  admitir  letras  i  ocho 
ias  vista,  sino  metálico  y  en  el  acto;  por 
consiguiente  había  incurrido  Bonaplata  en 
las  penas  de  la  escritura,  y  debía  devol- 
ver la  mina  La  Virgen  en  los  términos 
pactados  y  perder  ios  olivares,  estando 
pronta  la  sociedad  á  devolverle  prévia  li- 
quidación de  frutos  las  cantidades  que 
tenía  entregadas  á  cuenta. 

Probado  todo  lo  dicho,  la  Audíeocia  re- 
vocando el  fallo  del  Juzgado  inferior,  ab- 
solvió á  Bonaplata  de  la  demanda,  salvo  á 
la  sociedad  lodo  derecho  para  hacer  efec- 
tivo el  pago  hasta  el  último  maravedí. 
Fíguerpa  citando  como  infringidas  varias 
leyes  y  doctrinas,  interpuso  contra  este 
fallo  recurso  de  casación  á  que  el  Supre- 
mo Tribunal  dijo  no  haber  lugar  por  sen- 
tencia de  5  de  marzo  de  1866: 

oConsiderando  que  si  bien  es  un  principio 
do  derecho  consignado  en  la  ley  SS^tít.  O.*, 
partida  5.*,  que  son  obligalorias  todas  las 
condiciones  estipuladas  en  los  contratos  de 
compra- venta,  sino  son  contraria*  á  las  le- 
yes ó  á  las  buenas  costumbres,  y  lícito  el 
pacto  de  que  la  venta  quede  deshecha  en 
caso  deque  el  comprador  no  pague  el  pre- 
cio de  lo  vendido  ó  su  mayor  parle  el  día 
señalado^  también  io  es,  con  arreglo  al  de 
la  eüeacia  en  general  de  toda  obligación  vá- 
lida y  legaimeitle  contraída,  que  lo  conve- 
nido y  consignado  en  una  escritura  pública 
puede  ser  modiGcado  posteriormente,  y  los 
efectos  de  esta  modificación  legalmente 
obligatorios,  si  por  algún  medio  de  los  esta- 
blecidos en  slerecho,  se  prueba  su  exis- 
tencia: 

Considerando  que  aunque  en  el  caso  con- 
creto de  este  pleito  se  pactó  expresamente 
la  devolución  de  la  mina  á  la  sociedad  ven- 
dedora por  falta  de  pago  del  precio  estipula- 
do ó  de  cualquiera  de  sus  plazos,  hubo  sin 
embargo  posteriormente  una  concesión 
aceptada  que  modificó  dicho  pacto ,  según 
la  prueba  test/fical  producida  por  el  deman- 
dado, y  el  acuerdo  de  la  junta  de  accionis. 


tas  de  12  de  febrero  de  186S,  de  cuyos  da- 
tos resulta,  á  juicio  de  la  Sala,  que  el  de- 
mandado pudo  hacer  el  pago  con  mayor 
desahogo  que  el  escriturado: 

Considerando  por  consiguiente  que  bajo 
este  concepto  la  ley  de  Partida,  la  Recopila- 
da y  la  del  contrato,  así  como  ias  doctrinas 
admitidas  por  la  jurisprudencia,  y  que  se 
invocan  á  propósito  de  la  eficacia  de  las 
obligaciones,  no  se  han  infringido  en  l¿r  sen- 
tencia contra  la  cual  se  recurre: 

Considerando  que  el  juicio  apreciativo 
del  hecho  anteriormente  mencionado  no  se 
ha  calificado  de  novación,  segun  la  Jey  15, 
tiU  14,  Partida  b.\  y  que  por  tanto  no  ha- 
biendo sido  esta  la  razón  legal  dei  fallo,  no 
se  ha  infringido  ai  dietario  ei  precepto*  que 
la  determina: 

Considerando  que  no  pudiendo  apreciar^* 
se  en  casación  fundamentos  de  derecho  que 
no  se  hayan  fijado  oportunamente  en  el  jut* 
cío,  ni  discutidos,  ni  estimados  por  consi- 
guiente en  ia  sentencia,  se  citan  laoportuua 
y  aun  conlradicloriaoiente  las  leyes  rólatt- 
vas  al  man(lato  y  á  io  que  es  lícito  hacer  al 
niandatario  según  ellas,  así  como  el  prínci^ 
pió  ref  Ínter  aiias  acia  aliis  non  nQcet: 

Considerando  que  no  basta  citar  vaga- 
mente como  infringida  una  ley  ó  doctrina 
admitida  por  la  jurisprudencia  sin  demos- 
trar el  concepto  en  que  ^e  apoya  la  infrac- 
ción, y  que  por  consecuencia  lo  ha  sido  inú- 
tilmente ei  art.  320  de  ia  ley  de  Enjutcia- 
miento  y  la  sentencia  de  este  Supremo  Tá- 
bunal  respecto  á  ia  prueba  testifica);  así  co- 
mo la  ley  40,  tít.  i6  de  la  Partida  3.\  que 
como  otras  de  su  propia  índole,  se  halla 
modificada  esencialmente  por  el  art.  817  de 
la  referida  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Y  considerando  que  la  apreciación  de  cler> 
tos  hechos  ó  actos  que  tengan  mas  ó  menos 
importancia  jurídica  como  inductivos  de  un 
convenio,  no  es  aplicar  á  un  juicio  civil  el 
indicial  ó  de  presunciones  á  que  se  refiere 
la  ley  8.*,  tít.  14,  Partida  3  dictada  para 
otro  orden  de  procedimiento,  siendo  por  lo 
tanto  inoportuna  su  invocación.»  (Gac.  17 
mar  so.) 


M.  M.  Alcubilla^  Director  propietario^ 

y  Editor  responscéle. 
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teyes,  dieeretM,  reales  étécmwty  clM«* 
Ijures  ite       centres  directivos.  • 

111.  TABACOS.— Instruocion  de  4*5  de 
majo  para  llevar  á  efecto  el  decreto  de  20 
de  abrU. 

(Oír.  6KH.  DB  Rentas  Estahc.  t  Loterías.) 
niBTBUCCION 

fu%  U  obMrvancU  del  real  derroto  expedido  en  20  de 
»kril  del  eorrieote  año,  mandando  qae  los  tabacos  ela- 
boradoe  de  todas  clases  y  narcas,  inelu yendo  los  cigar- 
rillo* de  P«pel  7  1«  picadora  que  faeten  producto  y 
l«t>c«dan  de  las  islas  de  Coba  y  Pat^rto-Rico  sean  obje« 
to  de  Ubre  comercio  en  toda  la  Penínsnla  é  islas  Ba- 
leares. 

Artículo  1.®  Serán  objeto  de  la  libre 
venta  que  autorica  el  reai  decrélo  citado  los 
tabacos  que  se  adeuden  con  este  propósito 
y  también  los  que  con  anterioridad  á  la  pu- 
hlicacioQ  de  estas  disposiciones  hayan  sido 
importados  en  la  Península  para  el  consumo 
particular  del  introductor. 

Art.  2.^  Para  que  unos  y  otros  tabacos 
puedan  disFratar  de  este  beneficio,  serán 
precintados  los  envases  ó  cajas  que  los  con- 
ten^n  con  una  precinta  especial  que  deter- 
minará el  objeto  á  que  se  aplican. 

Art.  3.®  Pap  que  los  tabacos  ímporta«- 
dos  con  destino  al  consumo  particular  del 
i&troductor  puedan  destinarse  á  la  venta^ 
los  interesados  acudirán  á  la  Administración 
príncípai  de  Hacienda  pública  á  que  corres- 
ponda et  punto  ééíéáe  aquella  deba  tener  lu- 
kar  con  cxtK>st6Ípn'ra£onada  justificando  el 
))A  ^Tabacos  ^  que  pairaron  los 
'éorreápcródlentes  derechos  á  la  Hacienda. 
Eo  hi  misma  exposición  expresarán  también 
el  número^  clases,  peso  y  calidad  del  conté* 
nido  de  cada  caja  ai  tuvieran  esta  coloca- 
ción, ó  del  todo  de  la  partida  si  fuesen  á 
granel.  La  expresada  oficina  reunirá  los  da- 
tos necesarios  para  averiguar  si  la  preten- 
sión es  admisible  según  el  precepto  legal 
que  autoriza  la  venta,  y  con  su  informe  lo 
remitirá  todo  á  la  Dirección  general  de  Ren- 
tas estancadas  y  Loterias  para  la  resolución 
que  corresponda. 

Art.  4.®  Los  tabacos  importados  para  el 
eonsamo  particular  del  introductor  que  se 
TOHt  X  DEL  Dice. 


destinen  á  la  venta,  no  podrán  disfrutar  de 
este  beneficio  sin  que  previamente  se  fije  á 
las  cajas  que  los  contengan,  una  precinta 
que  lo  autorice  además  de  la  que  se  les  hubie- 
ra puesto  cuando  fueron  adeudados.  Si  estos 
tabacos  estuvieran  á  granel  se  les  dará  co- 
locación en  cajas  para  el  mismo  efecto  con- 
forme á  lo  prevenido  en  el  art.  2.^  del  real 
decreto  citado. 

Art»  5.^  Los  que  hubieran  sido  adeuda- 
dos en  cajas  no  podrán  habilitarse  para  la 
venta  como  aqueflas  no  tengan  inalterable 
la  precinta  que  acredite  el  pago  de  los  dere- 
chos, pues  sin  este  requisito  será  negada  la 
autorizacioa  y  el  articulo  considerado  como 
objeto  de  contrabando,  sujeto  á  las  penas 
establecidas  en  la  legislación  vigente. 

Art.  6.®  La  facultad  de  solicitar  permi- 
sos para  dedicar  á  la  venta  tabacos  impor- 
tados para  el  consumo  particular  del  intro* 
ductor  caducará  el  dia  30  de  junio  del  cor- 
riente año,  y  serán  por  lo  tanto  desestima- 
das cuantas  reclamaciones  se  entablen  des- 
pués con  este  objeto. 

Art.  7.^  Para  la  expedición  de  la  licen- 
cia con  que  se  ha  de  ejercer  la  venta  de  los 
tabacos  introducidos  para  el  consumo  par- 
ticular y  para  los  que  con  este  objeto  se 
adeuden  por  las  aduanas  habilitadas  en  ei 
art.  1.^  del  real  decreto,  acudirán  los  inte- 
resados á  la  Administración  principal  de  Ha* 
cienda  pública  de  la  provincia  correspon- 
diente al  punto  en  que  se  propongan  usar 
de  este  beneficio  con  exposición  razonada 

3 ue  justifique  to  prevenido  en  el  art.  3.^  de 
icho  real  decreto.  La  expresada  oficina 
completará  esta  justificación  con  los  datos 
que  se  requieran,  y  ^s  remitirá  originales 
a  la  Dirección  general  de  Rentas  estancadas 
y  Loterias  para  que  acuerde  la  expedición 
de  la  licencia  si  lo  estímase  conforme  al  es- 
píritu del  precepto  legal  que  autoriza  la 
venta. 

Art.  8.^  Las  licencias  nó  podrán  de  nin- 
gún modo  utilizarse  mas  que  en  el  punto  y 
por  ta  persona  que  las  mismas  designen. 

Art.  9.®  Las  licencias  se  renovarán  to- 
dos los  años  con  arreglo  á  lo  establecido  en 
el  párrafo  primero  del  art.  3.**  del  real  de- 
creto, y  los  vendedores  solicitarán  oportu- 
namente su  renovación  presentándolas  a4 
efecto  á  la  Administración  principal  de  Ha- 
cienda pública  de  la  provincia,  en  cuya  ofi- 
cina quedarán  archivadas. 

11 
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Art.  10.  Las  licencias  phra  la  venia  al 
por  mayor  ó  menor  se  expedirán  en  papel 
del  sello  3.®  para  los  que  ejerzan  la  indus- 
tria en  Madrid ;  del  sello  4."  para  las  capita- 
les de  provincia ,  y  del  sello  5.**  para  los  de- 
más puntos  cuyo  importe,  asi  como  el  de  la 
impresión  se  reinlegrará  á  la  Hacienda  pú- 
blica por  los  interesados.  £1  año  de  duración 
de  la  licencia  se  contará  desde  la  fecha  en 
que  se  haya  expedido. 

Art.  11.  La  licencia  no  tendrá  valor  algu- 
no mientras  kts  que  las  obtengan  no  se  inscri- 
ban en  la  malrícula  del  subsidio  industrial 
y  de  comercio  ,  siéndoles  obligatorio  tijar  en 
la  parle  exterior  del  local  destinado  á  la  ex- 
pendicion,  muestra  que  indique  la  venta  del 
tabaco. 

Art.  12.  Los  almacenistas  y  expendedo- 
res de  tabacos  satisfarán  por  contribución 
industrial  y  de  comercio  las  coolas  que  cor- 
responda ,  conforme  á  lo  dispuesto  eu  real 
orden  de  esta  fecha. 

Art.  13.  Los  particulares  autorizados  pa- 
ra ejercer  la  venta  de  las  clases  de  tabaco 
dr  que  se  traía  lo  conservarán  en  las  mismas 
cajas  con  que  se  hubieran  adeudado,  y  estas 
con  sus  precintas  inalterables  sin  poder  te- 
ner abiertas  para  el  consumo  al  por  menor, 
mas  que  de  una  á  (res  cajas  de  cada  clase  y 
precio  de  cigarros  puros,  cigarrillos  de  papel 
y  picadura. 

Art.  14.  De  conformidad  á  lo  preceptúa- 
do  en  el  párrafo  cuarto,  art.  3.®  del  real  de- 
creto, practicarán  los  agentes  de  la  Adminis. 
tracion  visitas  y  aforos  á  las  expendedurías 
dos  veces  al  mes  cuando  menos,  y  todas  las 
demás  que  juzguen  necesarias  cuando  crean 
que  existe  en  ellas  y  se  vende  tabaco  que  no 
hubiera  pagado  sus  derechos  á  la  Hacienda. 

Art.  15.  Siempre  que  los  expendedores 
den  ingreso  en  los  locales  donde  ejerzan  la 
venta  ó  en  sus  almacenes  á  una  partida  de 
tabaco  dedicada  al  ejé^cicio  de  la  industria 
que  por  el  real  decreto  se  autoriza,  les  será 
obligatorio  dar  conocimiento  al  Administra- 
dor principal  de  Hacienda  pública,  subalter^ 
no  de  rentas  estancadas  ó  de  aduanas  ó  ai 
empleado  de  Hacienda  de  análoga  categoría, 
cuyas  funciones  estén  domiciliadas  en  el  punto 
respectivo,  para  que  intervenga  la  introduc- 
ción que  no  será  permitida  como  no  se  justi- 
fique préviamente  el  pago  de  los  derechos  á 
la  Hacienda,  y  no  vaya  acompañada  de  guia 
de  adeudo  ó  de  referencia  y  en  esto  segundo 
caso  del  Vendí  del  introductor. 

£slos  documentos  los  recogerá  el  admi- 
nistrador ó  funcionario  que  haya  presencia- 
do el  recibo  de  los  tabacos  para  la  expedi- 
ción de  otras  guias  de  referencia  que  ocurran 


ó  para  ser  devueltos  ana  vez  ^cumplidos-  al 
punto  de  su  origen. 

Art.  16.  Los  tabacos  que  hayan  de  ven- 
derse en  el  mismo  punto  donde  exista  la 
aduana  habilitada  para  su  introduocioa,  no 
necesitan  mas  que  la  precinta  que  acredite 
haber  pagado  á  la  Hacienda  los  derechos 
correspondientes. 

Af  t.  17.  Los  tabacos  que  hayan  de  ven- 
derse en  distinto  punto  de  aquel  en  que  se 
verifique  el  adeudo  del  derecho  irán  acom- 
pañados de  la  correspondiente  guia  expedida 
por  la  Administración  principal  de  Hacienda 
pública  ó  por  la  respectiva  oficina. 

Art,  48.  Los  tabacos  cuyo  adeudo  se  hi- 
ciera para  ejercer  la  venta  en  el  mismo  pun- 
to en  que  exisla  la  aduana  habilitada  para  su 
introducción  y  que  por  convenienteia  del  in- 
teresado los  enajene  á  otro  expendedor  do- 
miciliado en  distinta  localidad  tendrán  que 
ir  acompañados  de  certificados  de  referencia 
expedidos  por  la  misma  Administración,  con 
presencia  del  Vendí  correspondiente., 

Art.  19.  Los  mismos  certificados  de  re- 
ferencia podrán  expedir  en  todo  caso  los  ad- 
ministradores principales,  subalternos  de 
rentas  estancadas  y  de  aduanas  ó  funciona- 
rios de  análoga  categoría  para  todos  los  ta- 
bacos que  los  expendedores  vendan  ó  dirijaa 
para  su  expendicion  en  otros  puntos,  siempre 
que  conste  el  pago  de  sus  derechos  al  in- 
troducirlos en  la  Península  y  conserven  en 
su  poder  la  que  diera  origen  á  su  ingreso  en 
el  focal  de  la  venta  ó  en  los  almacenes  del 
expendedor. 

Art.  20.  Los  libros  en  que  han  de  anotar 
los  expendedores  las  entradas  y  ventas  dia- 
rias del  tabaco ,  de  conformidad  á  lo  preve- 
nido en  el  párrafo  cuarta,  art.  3.°  del  citado 
real  decreto,  deberán  estar  sellados  con  el 
de  comercio,  no  pudiendo  contet^r  enmien- 
das ni  raspaduras  para  que  los  encargados 
de  las  visitas  y  aforos,  á  quienes  los  pre- 
sentarán tan  pronto  como  lo  soliciten ,  pue- 
dan con  ellos ,  las  guías  y  los  Vendís ,  que 
obrarán  en  su  poder,  comprobar  las  verda- 
deras existencias  y  hacer  cualquiera  otra  ío- 
vestigacion  encaminada  á  impedir  se  defrau- 
den los  derechos  de  la  Hacienda.  Las  equi- 
vocaciones en  estos  libros  se  salvarán  por 
notas. 

Art.  21.  Además  de  los  tabacos  que  in- 
currirán en  comiso  según  el  art.  4.^  de  dicho 
real  decreto,  incurrirán  también  por  analogía 
en  la  misma  pena  los  que  tengan  rolo  ó  al- 
terado el  precinto,  y  los  que  aparezcan  suel- 
tos en  mas  de  tres  cajas  de  cada  ciase  y 
precio  de  labaco  que  le  está  permitido  tener 
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abiertas  al  expendedor  paradla  venia  al  me 
nudeo. 

ArU  22.  Los  contraventores  á  cualquiera 
de  los  preceptos  reglamentarios  de  la  pre- 
sente instrucción,  en  los  casos  que  no  proce 
da  comiso ,  sufrirán  por  primera  vez  una 
multa  de  50  á  200  escudos ,  y  en  caso  de 
reincidencia  la  multa  será  doble  á  la  según 
üa  falta,  y  á  la  teicera  serán  además  de  la 
mulla  privados  de  la  licencia  é  iohabiJítados 
para  volver  al  ejercicio  de  esta  industria.  La 
«uposicion  de  las  multas  corresponde  al  Ad- 
mmistrador  de  Hacienda  pública,  subalter- 
nos de  rentas  estancadas  o  de  aduanas,  ó  al 
empleado  de  Hacienda  que  ejerza  análogas 
funciones  en  el  punto  docde  estuviere  domi- 
ciliado el  que  haya  de  satisracerla ,  conce- 
diéndoles el  recurso  de  apelación  exponiendo 
DO  haber  lugar  á  la  multa  que  se  les  exige 
con  las  raiones  de  su  fundamento  ante  el 
Gobernador  de  la  provincia ,  quien  remitirá 
original  el  expediente  á  la  Dirección  gene- 
ral de  Rentas  estancadas.  Para  ser  admitido 
este  recurso  es  necesario  que  preceda  el  pa- 
go de  la  multa,  que  le  será  devuelta  sino 
hubiera  razones  bastantes  para  imponerla. 

Art.  23.  Cuando  proceda  la  recogida  de 
la  licencia,  ae  ocuparán  al  expendedor  con 
inventario,  que  firmarán  el  interesado  y  el 
representante  de  la  Hacienda,  Jas  existencias 
Dtra  ser  vendidas  en  pública  subasta  con  el 
no  de  hacer  efectiva  la  multa,  y  el  sobrante 
Je  será  entregado  al  interesado  á  menos  de 
qoe  deba  quedar  afecto  á  cualquiera  otra 
responsabilidad. 

Art.  24.  Los  aenunciadores  á  la  Hacien- 
da de  tabaco  que  deba  ser  declarado  de  co- 
miso ,  con  arreglo  al  R.  D.  de  20  do  abril 
áltiroo,  tendrán  opción  á  los  beneficios  conce- 
didos á  las  fuerzas  represoras  del  contra- 
bando. 

Art.  25.  Las  Administraciones  principa- 
les de  Hacienda  pública  darán  curso  desde 
ia  put>lic*acion  de  esta  instrucción  á  todas  las 
solicitudes  que  se  Ies  presenten  en  demanda 
de  li«5encia  para  dedicarse  á  la  venta  del  taba- 
co, produelo  y  procedencia  de  las  islas  de  Cuba 
y  Fuerto-Rico  ,  ó  sea  de  origen  y  fabricado 
en  las  mismas  islas.  Madrid  4  de  mayo  de 
1866.— Esléban  Martínez.  Madrid  5  de  mayo 
de  1866.— S.  M.  aprueba  la  presente  instruc- 
ción.—Alonso  Martínez.»  (Gac,  7  id,)  . 

lia.  MINAS.— B.  O.  de  28  de  abrü,  decía- 
raaa.do  no  admisible  una  demanda  por  no  ha- 
Uarse  en  los  casos  de  la  ley. 

(Fon.)  En  vista  de  la  ley  de  minas  de  6 
de  julio  de  1859  y  del  reglamento  de  25  de  J 
febrero  de  IS63»  se  resuelve,  á  consulta  de 
¡M  ieccioa  de  lo  contencioso  del  Consejo  de 


Estado,  que  no  es  admisible  la  demanda 
presentada  contra  una  real  orden  confírtua- 
loria  del  decreto  del  Gobernador  de  Murcia 
en  que  se  declaró  nulo  el  registro  de  la  mi- 
na nombrada  Segunda  Caridad: 

«Considerando  que  si  cabe  recurso  con- 
tencioso-administrativo  contra  las  reales  ór- 
denes en  materia  de  mineria  es  en  los  úni- 
cos casos  en  que  expresamente  se  halla  de- 
terminado por  la  ley  y  reglamento: 

Considerando  que  la  demanda  propuesta  á 
nombre  de  D.  Alfonso  López  Soler  contra  Ja 
R.  O.  de  19  de  agosto  de  1865,  en  que  se 
declaró  nulo  su  registro,  no  se  encuentra 
entre  los  taxativamente  señalados  en  las  ci- 
tadas disposiciones.»  (Gac,  7  mayo.) 

118.  CAJA  DE  DEPOSITOS.-R.  O.  de 
7  de  mayo,  aumentando  el  interés  álas  impo- 
aioionea. 

(Hac.)  ((Teniendo  en  cuenta  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  el  alza  progresiva  del  interés  del 
dinero  en  el  mercado  por  efecto  de  la  pro- 
longación de  la  crisis  metálica  y  del  estado 
económico  del  país;  y  considerando  pruden- 
te y  equitativo  que,  por  ahora  al  menos  y 
mientras  pierden  su  gravedad  los  acotiteci- 
mientos  que  se  temen  en  Europa,  el  interés 
máximo  de  las  imposiciones  en  la  Caja  de 
Depósitos  sea  igual  siquiera  al  descuento  del 
Banco  de  España,  ha  tenido  á  bien  disponer: 

1.  ^  Las  imposiciones  que  desde  esta  fe- 
cha se  hagan  en  la  Caja  general  de  Depósi» 
tos  y  sus  sucursales  devengarán  el  siguien- 
te interés;  7  por  100  los  depósitos  con  aviso 
de  90  días  y  á  plazo  fíjo  desde  cuatro  hasta 
nueve  meses;  8  por  100  los  depósitos  á  pla- 
zo fí¡o  desde  nueve  meses  en  adelante  sin 
llegar  á  un  año,  y  9  por  100  los  depósitos  á 
plazo  fijo  de  un  año. 

2.  ^  Las  cuentas  corrientes  y  depósitos 
de  todas  clases  no  mencionados  en  la  regla 
precedente  seguirán  devengando  el  tanto  de 
interés  que  fijó  la  R.  O.  de  21  de  febrero  de 
1865. 

Y  3."  El  31  de  julio  próximo  cesarán  los 
efectos  de  la  presente  disposición,  resolvién- 
dose oportunamente  el  interés  que  haya  de 
abonarse  á  las  imposiciones /]ue  tengan  lu- 
gar en  la  Caja  de  Depósitos  desde  1.^  de 
agosio  siguiente.  De  real  órden  etc.  Madrid 
7  de  mayo  de  1866. — Alonso  Martínez.»  (Ga- 
ceta  8  mayo,) 

^114.  MEDICOS  DIBECTOBES  DE  BA- 
NOS.— K.  O.  de  1/  de  mayo,  declarando  in- 
compatible este  cargo  con  otros  públicos  re- 
tribuidos: vacantes:  opción  entre  uno  y  oíto 
oargo. 

(Goi.)  <iEn  vista  de  que  no  se  cumple 
en  todas  sus  partes  lo  dispuesto  en  reales 
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ótíIhiios  de  3  (ie  junio  de  lS4r.  y  10  d**  julio 
di»  1858  sobre  ¡nconi|mii!»¡  idad  d**!  cargo  de 
incdico-direclor  do  baños  y  aguas  minerales 
con  cualquier  olro  deslino  ó  cargo  público, 
S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  dis- 
poner que  al  presentarse  á  tomar  posesión 
Jos  expresados  funcionarios  declaren  bajo 
6u  firma  anle  el  Gobernador  de  la  provincia, 
cuyo  documento  se  remitirá  á  esa  Dirección 
general,  que  no  desempeñan  destino  ni  otro 
cargo  alguno  siquiera  sea  honorífico,  ni  per- 
ciben sueldo  como  activos  ó  en  situación  pa- 
siva de  fondos  del  Estado,  provinciales  ó 
municipales;  siendo  la  voluntad  de  S.  M.  se 
declaren  desde  luego  vacantes  las  direccio- 
nes que  en  la  actualidad  eslén  desempeña- 
das por  funcionarios  que  se  encuentren  en 
cualquiera  de  los  casos  indicado^;  Quedando 
sin  efecto  los  nombramientos  hechos  á  su 
favor  en  contravención  de  las  reales  órdenes 
citadas,  y  concediendo  á  l^s  directores  en 
propiedad  por  oposición  el  plazo  improroga- 
ble  de  20  dias,  á  contar  desde  la  fecha ,  pa- 
ra que  opten  entre  uno-  ó  otro  cargo.  De 
real  orden  ele.  Madrid  l.^de  mayo  de  1866. 
— Posada  Herrera.»  {Gac,  9  mayo.) 

115.  IiEG-ISIi ACION  HIPOTBOABIA.— 
B.  O.  de  4  de  mayo,  resolviendo  con  vista  de 
la  ley  que  ^1  marido  uo  está  obligado  &  hipo- 
tecar bienes  propios  &  la  seguridad  de  la  do- 
te inestimada  consistente  en  inmuebles. 

(Grao,  y  Jüst.)  «He  dado  cuenta  a  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  instruido 
con  motivo  de  consulta  del  registrador  de 
Casas  Ibañez,  sobre  si  debe  hipotecar  e!  ma- 
rido bienes  propios  á  la  seguridad  de  la  do- 
te inestimada  en  inmuebles,  Atendidas  las 
prescrif)ciones  de  los  arls.  169  de  la  ley  hi- 
potecaria, y  127  y  129  del  reglamento  para 
su  ejecución: 

Y  considerando  <)ue  existe  conformidad 
entre  los  citados  artículos: 

Que  el  segundo  de  estos  convence  de  que 
lejos  de  contradecir  al  169  de  la  ley  solo  se 
dirige  á  aclararlo,  estableciendo  la  manera 
con  que  los  bienes  inmuebles  de  la  dote  de 
iu  mujer  se  han  de  inscribir,  si  no  lo  estu- 
viesen á  favor  de  la  misma,  que  es  precisa- 
mente lo  que  sb  dispone  en  uno  de  los  pár- 
rafos del  citado  articulo: 

Que  el  art.  127  del  reglamento  únicamen- 
te dispone  que  cuando  el  marido  reciba  en 
dote  inestimada  bienes  muebles  é  inmuebles, 
l.t  inscripción  se  haga  por  separado;  pero 
que  esto  no  siguitica  que  en  ambos  casos 
tenga  aquel  la  obligación  de  hipotecar  los 
suyos  propios,  diño  que  demuestra  que  no 
tiene  semejante  obligación,  porque  en  este 
caso  bastaría  una  inscripción: 


Que  para  la  seguridad  d»;  los  miicl)l.»s  <»s  ^ 
prt'ciso  <|Ue  el  niaiido  hipoteque  sus  hiiMies, 
según  el  art.  169  de  la  ley,  párrafo  tercero, 
á  lo  cual  no  está  obligado  con  relación  á  los 
inmuebles,  según  el  mismo  artículo,  párrafo 
secundo: 

Y  de  conformidad  con  el  Consejo  de  Esta- 
do en  pleno,  S.  M.  ha  tenido  á  bien  resolver 
para  que  sirva  de  regla  general  que  el  ma* 
rido  no  está  obligado  á  hipotecar  bienes  pro- 
pios á  la  segundad  de  la  dote  inestimada 
consistente  en  inmuebles.  De  real  órden  etc. 
Madrid  4  de  mayo  de  1866.— Calderón  y 
Collantes.»  (Gac  9  mayo.) 


¡ímmmm  «til. 


MsienelMi  del  TrIbaMi  «uprait  mí 
reevrMü  de  eAsaelea ,  Mlldad  é  Im* 
jMttela  notoria. 

AGUMOLACION.  No  infringe  ley 
ni  doctrina  legal  la  sentencia  que  declara 
haber  lugar  al  articulo  de  inceniestaeion 
á  una  demanda  efi  que  se  acumulan  ac^ 
dones  procedentes  de  distintas  causas. 

S^DteBcia  de  5  de  mm  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Ecija  y 
Audiencia  de  Sevilla ,  por  D.  Manuel  Ca- 
bella en  cierta  representación  con  yarios 
interesados,  sobre  nulidad  del  inventario, 
tasación,  cuenta  y  partición  de  los  bienes 
de  D.  José  Conde  y  Pérez  de  cierta  escri- 
tura de  convenio.  Dicho  Conde  y  Pérez 
habia  nombrado  en  su  testaneoto  por  sus 
albaceas  á  su  hermano  D.  Cristóbal,  á  sa 
sobrino  D.  Manuel  y  al  cnra  mas  antiguo 
autorizándoles  para  arreglar  su  testameo- 
taría  amigablemente  con  prohibición  de 
lodo  acto  judicial  y  pérdida  de  sus  dere- 
chos al  que  lo  provocase ,  é  instituyendo 

Sor  herederos  á  sus  hermanos  D.  C!risi6- 
al  y  doña  Carmen ,  á  siete  entre  sobri- 
nos y  nietas  y  ¿su  mujer,  y  haciendo 
tan^bien  algunos  legados.  Después  de  esto 
y  antes  que  el  testador  murió  su  hermana 
doña  Carmen,  y  después  de  este  falleci- 
miento otorgó  el  mismo  Conde  y  Pérez 
un  codicilo  y  no  hizo  mención  ninguna  de 
á  quién  hubiera  de  acrecerse  la  porción 
de  dicha  doña  Carmen.  Fallecido  Cende  y 
j  Pérez,  su  viuda  provocó  el  juicio  de  tes« 
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tanentaria  y  celebró  con  los  dichos  alba- 
ceas  un  coQYenio  acerca  de  que  los  hijos 
de  la  difaola  doña  CármeD  coocurririan 
eo  estirpe  y  en  representacíoa  de  su 
madre  á  participar  de  la  hereDcia.  Hecho 
todo»  D.  Manuel  Cabella,  uno  de  los  here- 
deros, pero  en  concepto  de  curador  ai 
litem  de  D.  Juan  Ruano,  marido  de  dona 
Josefa  García,  otra  de  las  sobrinas  herede- 
ras, entabló  la  demanda  de  que  se  hace 
mérilo  en  los  considerandos,  y  propuesto 
artículo  de  incontestacron  de  que  también 
se  hace  mérito,  se  declaró  en  primera  y  se- 
gunda instancia  haber  lugar  al  articulo  de 
jncontestacion  y  se  condenó  en  las  costas 
al  demandante  que  interpaso  recurso  de 
casación.  El  Tribunal  Supremo  por  su  sen- 
tencia de  5  de  marzo  declara  iio  haber  lu- 
foráek 

«Considerando  que  D.  Manuel  Cabella, 
como  cumdor  ad  iüem  del  menor  D.  Juan 
Roano,  entabló  demanda  contra  varios  suje- 
tos, entre  los  cuales  se  hallaba  él  mismo  co- 
mo  albacea,  y  como  otorgante  de  una  escri- 
tara ;  impuguando  el  menor  los  actos  ejecu- 
tados por  eJios  y  por  su  curador  en  los'  dos 
sentidos,  la  Sala,  al  estimar  el  artículo  de 
inconteslacion  propuesto  por  doña  Josefa 
Caro ,  fundado  en  la  falla  de  personalidad 
deGabella  por  aparecer  al  mismo  tiempo 
demandante  y  demandado,  no  ha  infringido 
el  arl.  237  de  la  My  de  Enjuiciamiento  civil 
en  sos  reglas  2.*  y  4.*: 

Considerando  que  la  demanda  versa  sobre 
tres  cosas  procedentes  de  diferentes  causas: 
la  ana  sobre  defectos  de  unas  cuenlas  y  par*> 
liciones;  otra  sobre  nulidad  de  una  escritura, 
y  otra  sobre  que  se  declare  que  un  heredero 
ha  perdido  su  herencia  por  suponer  haber 
faltado  á  una  condición ,  y  contra  persontis 
difereotes;  por  lo  que  no  son  aeumulables  de 
ningún  modo,  y  por  consiguiente  la  ^ala, 
deelarando  haber  lugar  al  articulo  de  incon. 
testación  por  este  defecto  de  la  demanda, 
no  ha  iofringido  el  art.  157  en  su  regla  5.*, 
ni  el  t5S  en  las  4.*  y  6.*  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamieoto  civil.))  {Gac.  16  marzo.) 

TESTAMENTO.  Para  que  el  pri- 
mero no  quede  desatado  por  otro  que 
faeee  fecho  áespaes  eumplidament« 

no  bastan  presunciones  contra  este  sino 
que  se  ha  de  probar  su  falsedad. 

5ealcBCÍa  de  5  de  marzo  de  1866. 

Pleito  seguido  en      Jszgado  de  Gra- 


nada y  su  Audiencia  territorial,  por  Se- 
bastian Flor  V  Muñoz,  contra  los  herede* 
ros  de  D.  Mariano  Bernardo  de  Quiros, 
causa  habientes  de  doña  Geróninia  Mu- 
ñoz, sobre  nulidad  de  un  testamento. 

Dichos  D.  Mariano  y  doña  Geróoima 
contrajeron  mairimonio  en  30  de  julio  de 
1820,  y  eq  7  de  marzo  de  4823  presenta- 
ron á  visita  en  la  Iglesia  colegial  del  Sal- 
vador de  Granada  un  testamento-  dcf 
difunto  canónigo  de  la  misma  D.  Antonio 
Muñoz  Palón,  primo  de  doña  Gerónima, 
otorgado  en  Grauada  á  8  de  agosto  do 
1818  del  que  dijeron  no  haber  tenido 
noticia  hasta tiespues  de  casados,  7  en  el 
que  se  instituia  heredera  á  doña  (jeréni- 
nía  para  en  el  caso  tan  solo  de  que  casa* 
se  con  el  D.  Mariano,  y  se  disponían  otras 
cosas,  y  para  en  el  caso  del  no  casamien- 
to se  hiciera  lo  que  tenia  dispuesto  en  su 
anterior  testamento:  y  como  resultase  vi- 
sitado con  fecha  4  de  julio  de  1818  un 
testamento  del  mismo  otorgado  en  aquel 
dia  en  la  institución  de  doña  Gerónima 
era  solo  como  usufructuaria,  se  negó  Ja 
visita  del  segundo  hasta  que  se  probase 
haberse  anulado  por  autoridad  competen- 
te el  primer  testamento,  que  no  era  cono- 
cido en  totalidad  porque  todos  los  proloco  - 
los  del  Escribano  autorizante  se  destruye- 
ron en  un  incendio  de  la  Alcaiceria  y  no 
existir  copia  de  él. 

Doña  Gerónima  falleció  en  1858;  su 
viudo  y  heredero  Quirós  obtuvo  la  pose- 
sión dé  la  herencia;  la  autoridad  eclesiás- 
tica \e  reclamó  cierta  linca  en  cumpli- 
miento de  la  cláusula  del  primer  testa- 
mento que  se  habia  registrado  en  su  visi- 
ta, y  negándose  Quirós  fundado  en  el  se- 
gundo testamento,  el  fiscal  eclesiástico 
procuró  demostrar  ia  falsedad  de  este,  lo 
que  no  consiguió  sobreseyéndose,  con  ro- 
serfa  á  las  partes  de  su  acción  para  pro- 
bar con  nuevos  méritos  ia  Falsedad.  Esta 
acción  dedujo  utilizando  esa  reserva  Se- 
bastian de  Jrlor  y  en  su  dia  la  sentencia 
del  Juez  de  primera  instancia  que  contir** 
mó  la  Audiencia,  absolvió  á  los  demanda- 
dos, é  interponiendo  recurso  de  c«iisacion 
el  demandante  por  suponer  infringidas 
varias  leyes  que  citó  íI«í  pnrlida  y  de  l.i 
Nov.  Recop.  y  lanibicu  la  de  Enjuicia - 
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«ienlo  civil  en  varios  arlículos,  el  Tribu- 
nal Supremo  estimó  por  sentencia  de  5  de 
marzo  de  18o6  no  haber  lugar  al  re- 
curso: 

oConsiderando  que  se  halla  establecido  en 
«ucslra  legislación,  y  especialmente  en  la 
ley  21,  til.  Partida  6.*,  que  el  primero 
iestamemo  se  puede  desatar  por  otro  que  fue* 
i^e  fecho  después  cumplidMtnente: 

Considerando  que  en  el  otorgado  por  don 
Antonio  Muñoz  Palón  en  8  de  agosto  de 
1818^  á  leslimonio  del  Escribano  D.  Manuel 
Hurtado  de  Mendoza,  asegura  este  ;que  el 
testigo  D.  Francisco  Ruiz  Bacas  era '  vecino 
<le  Granada,  donde  se  otorgó  dando  fé  de  su 
vecindad  y  conocimiento  y  de  los  otros  dos 
testigos  instrumentales  y  del  leslador,  ase- 
veración que  solo  podria  destruirse  por  una 
prueba  completa  en  contrario,  que  no  se  ha 
*!ado:  y  que  la  matriz  de  aquel  fué  hallada 
dentro  del  protocolo  en  pliegos  enteros,  se- 
fjun  previene  la  ley;  no  siendo,  por  consi- 
guiente, de  aplicación  oportuna  la  8."  y  la 
0.*,  til.  19,  Partida  3.%  la  Glosa  de  Grego- 
rio López  á  la  55.  til.  18  de  la  misma  Partí- 
da,  ni  las  1.*,  2.*  y  3.*,  til.  23,  líb.  10  déla 
Nov.  Recop,,  citadas  en  apoyo  del  re- 
curso: 

Considerando  que  no  pueden  obstar  á  la 
validez  y  eficacia  de  dicho  teslamenlo,  que 
reúne  las  solemnidades  y  requisitos  que 
prescriben  las  leyes  1.*  y  2.*,  til.  18,  libro 
10  de  la  Nov.  Recop.,  ni  lo  que  resolvió  en 
fl  expediente  de  visita  el  Tribunal  eclesiás- 
tico de  la  diócesis  de  Granada,  por  hallarse 
limitada  su  jurisdicción  meramenle  á  Ja 
parte  piadosa,  ni  la  causa  que, sobre  su  fal- 
sedad se  instruyó  por  el  Jue^  deí  distrito 
d.»l  Sagrario  de  la  misma  capital,  en  que 
dictó  auto  de  sobreseimiento,  que  fué  apro- 
bado por  la  Audiencia  del  territorio: 

Considerando  que,  siendo  válido  el  enun- 
ciado testamento,  y  posterior  al  que  se  dice 
tUorgado  en  2  del  mismo  mes,  aun  cuando 
se  jusliticase  completamente  su  existencia, 
Iribria  quedado  revocado  y  sin  valor  ni 
« feclo  alguno,  con  arreglo  á  las  leyes,  sin 
(pie  fuvra  necesaria  para  ello  declaración 
«le  los  Tribunales  de  Justicia;  y  de  aquí  la 
inoportunidad  de  las  citas  de  la  ley  10,  tílu- 
io  10,  Partida  7.*,  y  de  los  casos  3.<»  y  5.*» 
dei  art.  280  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil: 

Considerando  que  habiendo  po9e¡do  quie- 
ta y  pacíficamente  todos  los  bienes  relictos 
al  lallecimienlo  del  testador,  sus  herederos 
doña  Jeróuima  Muñoz  Palón  y  su  marido 
D.  Mariano  Quirós  y  hasta  hoy  los  deman- 


dados, como  herederos  de  este;  y  jamás  p! 
demandante  ni  su  madre  dona  Cayetana  Mu- 
ñoz Palón  ni  podido  adquirir  derecho  alguno 
por  el  testamento  revocado  del  2  de  agosto, 
base  principal  de  su  demanda,  y  de  que  se  di- 
ce haber  hecho  caso  omiso  en  la  sentencia, 
carece  de  título  para  reclamar  la  prescripción 
de  cosas  ni  de  acciones  que  ahora  invoca, 
como  uno  de  los  motivos  principales  de  ca- 
sación, apoyado  en  la  ley  7.*,  til.  14,  Par- 
tida 6.^,  y  en  la  sentencia  de  este  Supremo 
Tribunal  de  4  de  octubre  de  1862,  no  apli- 
cables á  la  cuestión  actual: 

Y  considerando  por  todas  las  razones  de 
que  queda  hecho  mérito,  que  la  Sala  sen- 
tenciadora al  absolver  á  los  demandados, 
no  ha  infringido  las  leyes  y  jurisprudencia 
admitida  por  este  Tribunal  Supremo ,  cUa- 
das  por  el  recurrente.»  (Gao.  17  marzo.) 

COSA  JUZGADA.  La  restitacion 
in  integrum  no  tiene  lugar  en  cuestítnes 

decididas  por  ejecutoria  si  concurre  iden- 
tidad de  personas ,  cosas  y  acciones.  El 
principio gemral  de  la  ley  20,  (tt.  33,  Par- 
tida  3.^  de  que  el  juicio  dado  contra  algu^ 
n$  iw  perjudica  á  otro  que  n0  haya  litiga- 
do, no  tiene  lugar  respecto  á  las  cuestio- 
nes del  estado  civil  y  demás  C9sas  señala- 
das en  dicha  ley. 

S«Dtencia  de  5  de  marzo  dft  1866. 

Pleito  seguido  en  na  Jazgado  de  Palma 
V  Audiencia  de  Mallorca,  por  doña  Juaaa 
María  FraDcisca,  c«q  D.  Miguel  ▼  doia 
Margarita  Trias,  sobre  restilucion  m  inte^ 
grum. 

En  22  de  oclubre  de  1836  D.  Malía* 
Saball  r  como  padrej  lepjítimo  adminislra- 
dor  de  la  menor  dona  María  Antonia ,  en- 
tabló demanda,  exponiendo  que  dicha  so 
hija  había  tenido  relaciones^con  D.  Pablo 
José  Trias,  de  las  que  resultó  el  na- 
cimiento de  una  niña  que  habia  sido  bau^^ 
tizada  con  el  nombre  de  Juana  Maria  Fran- 
cisca: que  el  D.  Pablo  falleció  repentina- 
mente, por  lo  cual  no  pvdo  casarse  con  la 
doña  Maria  Antonia  y  legitimar  con  el 
matrimonio  el  fruto  de  su  amor ,  si  bícD 
con  actos  públicos  habia  reconocido  str 
padre  de  ia  Juana:  que  esta  y  su  madre  do- 
naMaria  Antonia  tenían  derecho  á  la  sexta 

Sarte  de  los  bienes  del  D.  Pablo,  qne  no 
abia  hecho  teslamentt);  y  que  en  su  vir- 
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procedía  y  suplicaba  que  se  condenase 
áD.  José  Miguel  Trias,  que  los  detentaba, 
a  que  prévia  partición,  que  se  ejecularia 
con  iniervencioQ  de  D.  Rafael  y  dona  Mar- 
ItarHa  Trias,  interesados  también  eo  la  be- 
reocia,  entregara  á  la  deia  María  y  doña 
Jornala  sexta  parte  de  los  bienes  del  don 
Pablo,  con  los  frulosdesJesuTallecimienlo: 

Seguido  aguel  juicio  por  sus  tramites, 
dluez  de  primera  instancia  dictó  senten- 
cia en  16  de  mayo  de  1855,  que  fué  con- 
firmada por  la  de  vista  de  18  de  febrero 
de  1856,  y  esta  con  las  costas  por  la  de 
revista  de" 2  de  julio  del  mismo  año,  ab- 
solviendo á  los  hermanos  Trias  de  la  de- 
manda  propuesta  por  D.  Matías  Savait ,  en 
ei  concepto  con  que  habia  comparecido  en 
aquellos  autos: 

En  5  de  agosto  del863,  doña  Juana,  que 
según  partida  de  bautismo  había  nacido  en 
fl  de  agosto  de  1834,  entabló. demanda 
solicitando  que  se  la  concediese  la  restito- 
doE  in  integrum  contra  el  tiempo  trascur- 
rido dorante  su  menor  edad ,  á  Gn  de  que 
Bo  se  contara  para  la  prescripción  de  la 
acción  que  intentaba  deducir  con  el  objeto 
de  que  se  la  declarase  hija  natural  del  di- 
fanto  D.  Pablo  José  Trias,  y  obtuviera  las 
consecuencias  de  esta  Cliacioo.  Opusiéron- 
se los  demandados  fundados  en  la  eje- 
cutoría obtenida  por  ellos  contra  la  cual 
no  cabía  ningiiñ  recurso;  y  seguido  el  pleito 
por  sus  trámites,  recayó  sentencia  que 
confirmó  la  Sala  absolviéndoles  de  la  de- 
Baada. 

Contra  este  fallo  interpuso  la  deinan* 
dandante  recurso  de  casación,  diciendo 
que  se  ha  infringido  la  jurisprudencia  esta- 
blecida por  el  Supremo  Tribunal  en  sen- 
tencia deo  de  junio  de  18S9 ,  de  que  «para 
qoe segan  lalev  5.',  lít.  23,  y  2/,  til.  18, 
hb.  11  de  la  "Nov.  Recop.  no  proceda  el 
recurso  de  restitución  en  cuestiones  deci^ 
didas  por  ejecutoria ,  es  preciso  que  entre 
d  pleito  fenecido  y  ejecutoriado  y  el  nuevo 
que  se  promaeva  haya  identidad  de  per- 
sonas, cosas  y  acción;»  por  cuanto  se 
desestimaba  su  demanda  admitiendo  la 
excepcioB  de  cosa  juzgada  que  opusieron 
los  demandados,  fundada  en  e)  pleito  se- 
friudoporD.  Matías  Soball ,  su  abuelo  ma- 
terno, sin  embargo  de  que  ella  no  habia 
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litigado  en  dicho  pleito,  ni  se  habia  U:*ado 
de  la  acción  aHora  ejercitada:  y  que  tam- 
bién se  ha  infringido  la  lev  20,  tít.  22,  Par- 
tida  3.*,  y  el  principio  Res  inter  altos  ac- 
ta alteri  ledere  non  potest:  el  Tribunal 
Supremo  por  sentencia  de  5  de  marzo  de- 
claró no  haber  lugar  á  casación: 

aConsiderando  que  hay  conocida  diversi  - 
dad  entre  el  caso  resuello  por  este  Supremo 
Tribunal  en  la  8*ínlencia  de  3  de  junio  de 
1859,  cuya  doctrina  se  alega  como  infringi- 
da,  y  el  que  es  objelo  del  presente  recurso, 
pues  que  en  aquel  pleito  no  se  habia  recla- 
mado el  beneficio  de  la  restitución  t'n  integrum 
contra  ningpuna  sentencia ,  sino  contra  una 
enajenación  hecha  en  pública  subasta ,  mién- 
tras  que  en  ei  presente  se  pide  en  realidad , 
como^en  el  mismo' recurso  ha  venido  á  reco- 
nocerse ,  contra  la  sentencia  ejecutoria  de  3 
de  julio  -de  1856,  pronunciada  por  la  Au- 
diencia de  Mallorca  en  grado  de  revista  y 
confirmando  ías  de  vista  y  de  primera  ins- 
tancia en  el  pleito  promovido  por  D.  Matías 
Saball,  abuelo  materno  de  la  actual  deman- 
dante, contra  D.  José  Miguel  y  doña  Marga- 
rita Trias: 

Considerando  que  la  diversidad  y  aun  opo- 
sición entre  uno  y  otro  caso  ,  aparecen  mas 
de  llano ,  si  se  atiende  á  que  en  la  indicada 
sentencia  de  3  de  junio  de  1859  se  declaraba 
que  entre  el  pleito  por  ella  resuelto  y  el  que 
anteriormente  se  habia  seguido  sobre  nulidad 
de  la  subasta  mencionada,  no  concurriaii 
las  tres  identidades  indispensables  para  que 
el  fallo  ejecutorio  de  este  produjese  en  el  pri- 
mero excepción  de  cosajuzgada,  al  paso  que 
entre  el  a<!lual  litigio  promovido  por  doña 
Juana  Maria  Francisca  contra  D.  José  Miguel 
y  doña  Margarita  Trias ,  y  el  ya  expresado 
que ,  con  estos  mismos ,  siguió  D.  Malias  Sa- 
ball, es  evidente  la  concurrencia  de  dichas 
tres  identidades,  por  cuanto  en  este  último 
se  reclamaron  ,  como  en  el  presente ,  los  efec- 
tos jurídicos  de  la  filiación  natural,  siendo 
parte  en  «l  la  actual  demandante  por  medio 
de  "SU  abuelo  materno ,  legítimo  y  natural 
representante  suyo,  atendida  la  menor  edad 
en  que  se  encontraba  su  madre  doña  María 
Antonia ,  y  alegándose  entonces  ,  igualmente 
que  ahora ,  como  causa  legal  ó  fundamento 
ae  dicha  reclamación  el  hecho  de  que  la  do- 
ña Juana  Maria  Francisca  es  realmente  hija 
natural  del  difunto  D.  Pablo  José  Trias. 

Considerando ,  por  tanto ,  que  Ja  aentenci  a 
de  la  Audiencia  de  Mallorca ,  contra  la  cui  l 
se  ha  interpuesto  el  presente  refiurso ,  esli  - 
mando  la  excepción  de  cosajuzgada  propue  s- 
la  por  los  demandados,  y  declarando  que  en 
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virtud  de  lo  dispuesto  en  las  leyes  5.*,  títu- 
lo 13»  y  2.*,  líL  18 del  lib.  II  de  la  Novísi- 
ma Recopilación ,  no  procede  el  remedio  de 
la  restitución  tn  iníegrum  contra  la  ejecutoria 
de  3  de  julio  de  1856 ,  léjos  de  haber  infrin- 
gido la  jurisprudencia  consignada  en  el  refe- 
rido fallo  d'í  este  Supremo  Tribunal  de  3  de 
junio  de  1859,  se  arregla  á  ella  y  lares- 
pela: 

Considerando,  finalmente,  que  nó  presta 
mayor  fundamento  á  este  recurso  la  cita  de 
la  ley  20,  lít.  22,  Partida  3.*,  en  que  se 
consigna  el  principio  general  deque  el  juicio 
dado  contra  alguno  no  perjudica  á  otro  que 
no  hubiere  litigado  puesto  que  no  se  encuen- 
tra en  esto  caso  la  doña  María  Juana  Fran« 
cisca,  quien 9  como  se  ha  indicado  liügó  y 
fué  parte  en  ei  fallado  ejecutoriamente  por  la 
expresada  sentencia  de  revista ;  y  que  aun 
suponiendo  que  no  hubiese  tenido  en  él  in- 
tervención alguna,  ta  perjudicaría  aquella 
ejecutoria  por  hallarse  comprendida  en  la 
excepción  que  la  misma  ley  establece  res- 
pecto á  las  cuestiones  del  estado  civil.»  (Ga- 
ceta 18  marso,) 

PBUBBA  TESTIFICAL.  Cuando 
en  cuestiones  puramente  de  iiecho  no  se 
dice  infringida  ley  alguna  en  la  aprecia- 
ción de  las  pruebas,  no  cabe  contra  esta 
apreciación  el  recurso  de  casación. 

Sentencia  de  6  de  marzo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  Bar- 
celcoa  y  su  -Audieucia,  por  D,  Francisco 
Rfig,  con  D.  Mariano  Bohigas,  sobre  otor- 
ganíiento  de  uúa  escritura  de  arreoda- 
míeoto. 

Extendida  en  el  protocolo  del  Escribano 
la  CHcrilura, convenida  por  estos  litigantes, 
Bohigas  se  negó  á  íirniarla  por  no  haber 
cumplido  Roig  lo  que  préviameute  se  ha- 
bla pactado;  y  deoiandado  Bohigas  para 
que  se  lo  obligase  á  lirmar,  y  seguido  por 
sus  trámites  el  juicio,  la  Audiencia  con- 
firmó con  costas  la  sentencia  del  inferior 
que  absolviera  de  la  demanda  á  Bohigas; 
por  lo  que  interpuso  Roig  el  recurso  de 
casación  citando  como  infringida  la  lev  I." 
Digeslo  De  paclis,  y  la  1.*,  lít.  i.\  libro 
10  de  la  Ndv.  Recop,;  y  el  Supremo  Tri. 
bunal  desestima  el  recurso: 

«Considerando  quo  apreciada  por  la  Sala 
senlenoiadora  la  prueba  de  testigos  ofrecida 
por  las  partes,  y  estimando  que  no*  tuvo  efec- 


to la  liquidación  y  aprobación  de  euenlas 
que  debió  preceder  al  otorgamiento  de  la  es- 
critura de  subarriendo,  por  lo  cual  quedó 
extendido  en  el  protocolo  aquel  proyecto  de 
contrato  sin  que  lo  autorizasen  los  interesa^ 
dos  y  el  Notario ,  contra  cuya  apreciación 
no  se  cita  en  el  recurso  el  quebrantanniento 
de  ley  ni  doctrina  legal  admitida  por  la  ju- 
risprudencia de  los  tribunales ,  la  ejecutoria 
al  absolver  de  la  demanda  á  D.  Mariano  Bo- 
higas, no  ha  infringido  las  leyes  1.*  Digesto 
De  pactis,  ni  la  1.*,  lít.  I.*»,  lib.  10  de  la  No- 
vísima Recopilación.»  (Gac.  IS  marzo.) 

Igual  fallo  fondado  en  igual  jari^u-» 
dcncia  recayó  en  otro  litigio  seguido 
en  el  Juzgado  de  Puigcerdá  y  Audiencia 
de  Barcelona  por  D.  Luis  Pigran  con  io^ 
Jüan  Franquesa,  sobre  caaplimiento  de 
estipulación.  Véase  en  la  pág.  170. 

vmoOIiACIONES.  En  la  sucesión 
se  ha  de  guardar  el  órden  regular,  y  se 
ha  de  atender  al  deredio  de  repre^ 
sentaeion,  salvo  el  caso  de  que  el  funda- 
dor hubiese  dispuesto  clara  y  literalmen'- 
te  lo  contrariOf  sin  que  basten  presuncia- 
nes  ó  conjeturas  por  precisas  y  evidentes 
que  sean. 

Senteocia  de  7  de  marzo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Hijar  y 
Audiencia  de  Zaragoza ,  por  D.  Francisco 
Boira,  con  D.  Juan  Ramón  Burillo,  sobre 
mejor  derecno  á  unos  bienes,  que  compo- 
nen la  mitad  reservable  de  una  capellanía 
laical  fundada  en  1758  por  D.  Diega 
Alonso  del  Castillo. 

Poseia  en  1850  esta  capeUanía  D.  Ro- 
que Alfonso,  nielo  del  anterior  poseedor 
1).  José  Antonio  Carceller  que  solo  dejara 
tres  hijas,  Isabel,  madre  de  este  D.  Roque 
que  era  la  mayor ,  María  Ana  y  Josefa;  é 
ignorando  quien  fuera  el  inmediato  sace- 
sor,  hizo  publicar  edictos  convocando  al 
que  se  creyera  con  mejor  derecho  a  tia  de 

foder  hacer  la  partición.  Se  personó  doa 
uan  Ramón  Burillo  hijo  de  ia  Doña  Jose- 
fa, y  fié  declarado  inmediato  sucesor 
sin  perjuicio  de  otro  que  tuviese  igual 
ó  mejor  derecho.  Falleció  D.  Roque  ea 
1855;  diése  á  Burillo  posesítn  dé  la  mitad 
reservada  de  los  bienes  de  la  capellanía,  y 
en  4860  fué  demandado  por  D,  Francisco 
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Boira,  hijo  de  la  Dona  María  Ana,  segun- 
da hija  de  D.  José  Anlonio  Carceller, 
quien  pretendió  tener  mejor  derecho.  Si^ 
pniose  el  litigio  y  el  fallo  de  fwimera  íns- 
taocia,  que  confirmó  la  Audiencia;  fué 
hTorable  á  Boira  condenando  á  Burillo  á 
la  restitución  de  los  bienes  con  los  frutos 
percibidos  y  podidos  percibir  desde  el 
jaicio  de  conciliación.  Burillo  interpuso 
recurso  de  casación  que  desestimó  el  Tri- 
boaal  Supremo: 

«Considerando  que  en  la  sucesión  de  los 
vínculos  se  ha  de  guardar  siempre  el  órdcn 
recular  y  se  ha  de  ^tender  al  derecho  de 
representación,  exceptuando  la  ley  única- 
mente el  caso  en  que  el  fundador  hubiese 
dispuesto  clara  y  literalmente  lo  eontrarto, 
un  bastar  para  suponerlo  presunciones  o 
eomXtiras  por  precisas  y  evidenieB  que  stan: 
Considerando  que  el  fundador  de  la  ca- 
peilania  laical,  origen  de  esle  pleito,  llamo 
a  su  disfrute  expresamente  á  las  hembras, 
en  falla  de  varones,  con  la  preferencia  de 
mayor  á  menor;  y  estableció  por  consi- 
Ifuienle  el  orden  regular  de  suceder,  con- 
forme con  el  consignado  eii  la  ley  2.',  título 

15,  Partida  2.':  ^:  u    .  ... 

Considerando  ademas  que  dicha  inslitu 
cion  no  contiene  cláusula  alguna  poria  que 
se  determine,  cual  la  ley  requiere,  en /¿r mi- 
nos ciaros  y  expresos,  la  irregularidad  que 
el  recurrente  supone: 

Considerando  que  ambos  litigantes  den 
van  su  respectivo  derecho  de  representa- 
ción de  hembras  en  igual  grado,  y  corres- 
ponde por  lo  tanto  la  preferencia  de  la  ma 
yor  edad  al  de  mejor  linca,  que  es  el  de- 
mandante: 

y  considerando,  por  consiguiente,  que  la 
JSala  juzgadora  no  ha  infringido  la  funda 
cion,  ley  en  la  materia,  ni  la  jurispruden 
da  que  en  el  recurso  se  invoca.»  (uac.  10 
moTso.) 

TTIlsrcULACIONBS.  La  leg  que  es 
táblece  los  medios  es¡>eciales  de  probar  la 
fundación  ó  existencia  de  los  mayorazgos 
lio  exige  la  misma  espeeialidad  parajus 
tifkar  los  bieties  que  los  constituyen,  bas 
tando  los  comunes  de  prueba,  cuya  apre 
dación  corresponde  al  tribunal  senlen 
dador. 


Uik¥k  de  7  de  nane  de  4866. 
Pleito  seguido  ca  el  Juzgado  de  Medina 
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del  Campo  y  Audiencia  de  Valladolid,  por 
).  Juan  Sanchexde  la  Peña,  con  su  herma- 
na doña  Francisca  Paula ,  sobre  exclusión 
de  bienes  de  un  inventario. 

A  instancia  de  doña  Francisca  y  á  pesar 
de  la  oposición  de  su  hernmoo,  por  senten- 
cia de  dicha  Audiencia  se  mandó  continuar 
el  juicio  de  testamentaría  é  inventario  de 
bienes  poseidos  por  D.  Juan,  que  su  her- 
mana pretendía  ser  procedentes  de  la  ma- 
dre común  y  pertenecientes  á  ciertas  vin- 
culaciones que  poseyó  esta  y  debian  par- 
tirse. Sostuvo  D.  Juan  que  ningunos 
bienes  babia  dejado  su  madre  y  que  no 
eran  vinculados  los  que  poseía,  y  después 
de  la  probanzan  hecha  por  ambas  partes, 
la  Audiencia  revocando  el  fallo  inferior, 
declaró  sin  efecto  el  invcnUrio  de  Ules 
bienes.  Doña  Francisca  Paula  interpuso 
recurso  de  casación  citando  como  infrin- 
gidas la  ley  1.*,  tít.  47,  lib.  10  de  la 
Nov.  Recop.,  V  la  doctrina  esublecida  por 
sentencia  de  áO  de  diciembre  de  i860:  y 
el  Supremo  Tribunal  declara  no  haber  tu- 
gar al  recargo: 

aCoDsiderando  que  al  establecer  la  ley 
1.*,  til.  17,  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.  los 
medios  especiales  de  probar  la  fundación  ó 
existencia  de  los  mayorazgos,  no  exige  la 
misma  especialidad  para  justificar  que  de- 
terminados bienes  corresponden  á  una  vin- 
culación que  no  se  ha  puesto  en  duda;  he- 
cho íjue  por  consiguiente  está  sometido  á 
los  medios  comuiiesále  prueba: 

Considerando  que  la  doctrina  consignada 
en  sentencia  de  esle  Supremo  Tribunal  de 
20  de  diciembre  de  1860,  de  que  no  basta  la 
fundación  de  un  mayorazgo,  si  no  resulta 
que  esle  llegara  á  constituirse  ^  que  á  la 
muerte  del  fundador  quedaron  bienes  deter- 
minados para  su  dotación,  supone  que  hado 
haber  prueba  sobre  estos  hechos  y  que  ha 
de  ser  apreciada  por  la  Sala  juzgadora: 

Considerando  que  lo  mismo  sucede  res- 
pecto á  la  doctrina  de  jurisprudencia  de 
que  todos  loa  bienes  se  reputan  libres, 
mientras  no  se  pruebe  hallarse  afectos  á 
alguna  vinculación  ó  gravamen,  pues  su 
aplicación  concreta  depende  de  la  prueba 
que  de  este  hecho  se  haga: 

Considerando  que  la  apreciación  de  la 
Sala  sentenciádora  de  todo  el  conjunto  de 
la  prueba  testilical  y  documental  no  ha  ver- 
sado sobre  la  fundación  y  existencia  de  los 
mayorazgos  de  queso  trata,  punto  que  co- 
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no 

mo  se  ha  dicho  no  ha  srdo  cuestionadcs 
sino  sobre  la  calidad  de  ios  bienes  inven (a* 
Tíados  niAichos  años  después  de  la  muerle 
de  la  madre  de  los  migantes;  y  que  seg-un 
dicha  apreciación  ni  aquella  ni  su  padre 
dejaron  mas  bienes  que  los  vinculaaos,  y 
ambos  murieron  en  concur^so,  sin  que  here-» 
dasen  otros  libres;  constando  además  que 
el  hermano  de  la  recurreme  adquirió  des- 
pués de  la  muerle  de  su  madre  los  restantes 
bienes  inventariados: 

Considerando,  por  consecuencia  de  lo  ex- 
puesto, que  es  inexacta  la  aseveración  con- 
signada en  el  recurso,  de  que  no  existe 
prueba  que  reúna  los  requisitos  exigidos 
por  dicha  ley  recopilada;  y  por  lo  tanlo  no 
se  han  inñringido  eála  ni  las  mencionadas 
doctrinas: 

Y  considerando,  finalmente,  que  si  bien 
es  innegable  que  el  fallo  dtbe  ser  congruen- 
te con  la  cuestión  litigiosa,  como  previene 
la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3.*,  lo  es  asimis- 
mo, que  habiéndose  cuestionado  sobre  si 
determinados  bienes  deben  excluirse  ó  no 
de  un  inventario,  la  declaración  de  quedar 
este  sin  efecto  equivale  á  mandarse  su  ex- 
clusión, y  por  lo  tanto  dicha  ley  no  ha  sido 
tampoco  infringida.»  {Gac.  19  marzo,) 

OBLIGACIONES.  No  es  lo  mismo 
ni  pueden  producir  iguales  efectos  lega- 
les, un  proyecto  de  contrato  que  se  ha  de 
perfeccionar  por  la  escritura  pública, 
que  un  contrato  perfecto  que  se  ha  de  es- 
criturar. Apreciación  de  pruebas. 

SenteDcia  de  9  de  mvzo  de  1866. 

Pleito  seguido  eo  el  Juzgado  de  Puig- 
cerdá  y  Audiencia  de  Barcelona,  por  don 
Luis  Pigrao,  con  D.  Juao  Franquesa,  so- 
bre  cumplimiento  de  una  cstipulacioo  ó 
indemnización  de  daños  y  perjuicios.  Pre* 
tendía  Pigran  qae  convenido  Franquesa 
en  venderle  una  tierra  por  cierto  precio, 
dos  veces  le  había  este  citado  para  otor- 
gar la  escritursi,  y  las  dos  veces  se  había 
•  luego  apartado  y  "rehusado  á  otorgarla;  y 
sostenía  Franquesa  que  se  había  tratado 
sobre  su  venta  algunas  reces,  pero  que  no 
habia  acuerdo  ó  conformidad  eo  el  precio, 
ni  atin  designación  líquida  de  este.  Ségui- 
do  por  todos  sus  trámites  el  litigio,  el 
Juzgado  y  la  Audiencia  conformas,  absol- 
vieron de  la  demanda  á  Franqiesa ,  con 
luá  costas  áPigran,  que  interpuso  recurso 


de  casación  citando  como  infringidas  ana 
ley  de  la  Nov.  Recop.,  otra  del  Digesío  v 
otra  del  Código;  y  el  Supremo  TribuBa"! 
declara  no  haber  Jugar  al  recurso: 

«Considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
apreciando  los  datos  consignados  en  el  pro* 
ceso  y  la  prueba  testifical ,  lo  ha  verificado 
del  hecho  de  no  existir  mas  que  un  proyecto 
tle  contrato,  que  para  su  perfección  habia 
de  reducirse Á  escritura,  sin  que  contra  esta 
apreciación  se  haya  citado  ley  ni  jurispru- 
dencia admitida  por  los  tribunales:  y 

Considerando  que,  según  lo  expuesto,  no 
tienen  aplicación  en  este  caso  las  leyes  ale- 
gadas tít.  l.^  lib.  10  de  la  Novísima 
Recopilación  acerca  de  la  eficacia  de  lo9 
pactos;  6  párrafo  1.*,  Dig.  Depre$eripU$ 
verbis;  6.*,  Cod.  her.  veiack;  referentes, 
entre  otras  cosas,  á  la  indemnigacion  de  per- 
juicios en  su  caso,  que  en  el  actual  sobro 
ellos  no  se  ha  intentado  prueba,  ni  la  doc- 
trina establecida  en  sentencia  de  este  Tribu- 
nal Supremo  de  27  de  mayo  de  1856,  que  se 
contrae  al  derecho  del  comprador  para  obli- 
gar al  vendedor  á  que  se  extienda  la  escri- 
tura en  virtud  de  un  contrato  perfecto  de 
compra-venta.»  (Gac.  21  mar%o.) 

POBREZA  PARA  UTIGAE,  Ln 

declaración  de  pobreza  no  procede  con 
sujeción  estricta  al  art.  \9/ide  la  ley  d^ 
Enjuiciamiento  civil  ^  sino  en  combim" 
don  con  lo  que  dispone  el  i«4.  El  ar- 
ticulo 191,  solo  es  awlicable  á  cuando  se 
intenta  gozar  del  veneficio  en  segunda 
instancia. 

SeDteicia  de  10  de  mano  di  1866. 

Pleito  seguido  eo  un  Juzgado  de  Ma» 
drid  y  su  Audiencia,  por  Dona  María  Mila- 
gro del  Rincón,  en  representación  de  sus 
nietas,  y  después  el  curador  de  estas  don 
Manuel  Sorbin,  con  D.  Julián  Serrano 
Huertas,  como  marido  de  Doña  Concep- 
ción Gómez  y  curador  de  su  hermaoo  don 
Francisco  Gómez  y  con  el  ministerio  lis- 
cal,  sobre  derensa  per  pobre,  en  las  autos 
de  la  testamentaria  de  D.  Cristóbal  Gó- 
mez Magaña. 

Fundábanse  los  demandantes  en  que 
los  productos  de  la  testamentaría  no  al- 
canzaban á  sus  alimentos  de  10  rs.  diurios 
que  les  (estaban  señalados  y  l»s  carga5  de 
la  misma,  y  oponía  Serrano  Huertas  que 
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las  mismas  se  defendían  tn  otro  pleito 
<^iQO  ricas.  £1  JiM^ado  las  declaró  po- 
bres para  litigar  en  concepto  de  por  aho- 
ra, pero  apelando  Serrano  |)re$en¿6  en  se- 
gunda instancia  testimonio  de  que  en 
olía  pieza  de  autos  se  les  había  denega- 
rlo el  beneficio;  la  Audiencia  declaró  no 
Uber  lagar  á  la  defensa  por  pobre.  In- 
lerpoesto  conira  este  fallo  recurso  de  ca- 
520100,  declaró  el  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  á  éb 

tConsiderando  que  las  prescripciones  del. 
art.  182  de  la  ley  de  Enjaictamienlo  civil 
deben  combinarse  con  lo  que  dispone  el  i 84, 
coa  arreglo  al  cual,  cuando  se  infrere  á  juicio 
del  Juez  por  cualesqnier  signos  exteriores 
que  los  comprendidos  en  los  casos  del  pri- 
aero  de  dichos  arliculos  tienen  medios  su- 
periores al  jornal  doble  de  un  bracero  en  ca- 
da localidad,  no  se  les  otorgará  la  defensa 
por  pobre: 

Considerando  que  al  apreciar  fa  Sala  sen- 
tenciadora ,  del  modo  que  lo  ha  hecho ,  las 
(*roebas  practicadas,  lo  verificó  en  virtud  de 
ta  facultad  que  la  concede  el  referido  arlicu- 
io  184 ,  8!D  tiaber  infringido  disposición  al- 
guna legal: 

Cooatderando  que  habiéndose  solicitado 
por  la  parte  recucrenle  en  la  primera  instan*» 
eia  qoe  se  la  defendiese  por  pobre,  no  tiene 
cplicaeion  al  presente  caso  el  art.  191 ,  por- 
que sos  disposiciones  son  referentes  á  cuan- 
do se  pretende  gozar  de  este  beneficio  en  la 
segondaD  (Gac.  22  marzo.) 

FBUSBAS.  Para  que  proce  da  el  re- 
amo  de  casación  por  suponer  infringida 
en  la  apreciación  de  las  pruebas  alguna 
ley ,  es  preciso  que  esta  sea  perfectamente 
fcngrvtnte.  En  lo  relativo  a  la  prueba  de 
la  constitución  del  enfiteusis  es  con- 
gruente ta  üy  28,  tit.  8/,  Partida  5.* 

Setteocia  de  12  de  mirao  de  1866. 

Pleito  seguido  en  ft\  Juzgado  de  Loja  y 
Aadienóa  de  Granada,  por  el  apoderado 
del  Conde  de  Loque,  con  D.  Joaquín  Lisbo- 
na,  «obre  reconocimiento  de  uo  censo 
pa^o  de  peDsiooes. 

Dícbo  Li»boi)a  compró  en  1839  en  con- 
replo  de  libre  uo  huerto  peaucño  con  al- 
liuaos  árboles  frutales  á  tí.  Juan  de  Lara 
que  lo  adquiriera  de  doña  María  del  Arco,, 
y  eu  i861 ,  el  dicho  apoderado  demandó 
á  D.  Joaquio  Lisbooa  para  que  reco 


nociese  el   censo  que  gravitaba  sobre 
aquel  huerto  como  parle  de  27  fanegas  y 
media  de  tierra,  en  que  aparecía  impuesto 
por  escritura  fehaciente  y  le  pagase  809  • 
reales  24  maravedises  por  réditos  vencidos. 
Opúsóse  Lisbooa  por  cuanto  en  la  escritu- 
ra de  adquisición  se  decía  que  estaba  aquel 
íuerto  libre  de  todo  gravamen,  y  el  Juez 
de  Loja,  absolvió  de  la  demanda  á  Lisbo- 
oa no  estimando  suGciente  probanza  la 
del  actor.  Apeló  este,  y  practicada  su 
nueva  probanza  en  la  segunda  instancia, 
a  Sala  revocó  la  del  inferior  y  condenó  al 
demandado  á  reconocer  el  censo  y  pagar 
29  pensiones.  Interpuso  Lisbooa  recurso 
de  casación  porque  en  su  concepto  se  ha- 
bian  infringido: 
4.*^  La  lev  3/,  tít.  14,  Partida  1.* 
2.^   La  ley  28 ,  til.  16,  Partida  3.* 
Y  3.*  La  ley  1.*.  tít.  14,  Partida  3.*, 
porque  se  estimaba  la  demanda,  á  pesar 
de  no  haber  justificado  el  actor  que  sobre 
el  huerio  existiera  el  censo,  por  el  cual  se 
debieran  abonar  de  réditos  27  rs.  y  10  ma- 
ravedises en  cada  año. 

El  Supremo  Tribunal  declara  no  haber 
lugar  al  recurso: 

ftConsiderando  que  la  ley  3.*,  til.  14,  Par- 
lida  3.*,  que  en  primer  lugar  se  alega  como 
motivo  del  recurso  en  el  concepto  de  no  ha- 
ber probado  el  demandante  la  existencia  dí*l 
censo  enfiléutico  por  medio  de  documenlo 
público,  al  referirse  á  las  cosas  de  la  Eglesia, 
es  evidente  la  incongruencia  de  esta  cita  al 
presente  pleito: 

Considerando  que  aun  en  el  supuesto  de 
ser  congruente  ó  de  haberse  alegado  la  úni- 
ca que  en  todo  caso  tendría  oportunidad,  la 
28,  lit.  8.^,  Partida  5.*,  sobre  no  citarse  esta 
en  el  recurso,  tampoco  hubiera  sido  infrin- 
gida por  la  ejecutoria  en  el  sentido  de  no 
haberse  probado  la  constitución  del  enfitéu- 
sis  por  escrito  ó  documenlo  público,  piiesto 
que  consta  de  la  escritura  de  de  diciem- 
bre de  1622: 

Considerando  que  reduQÍda  la  cuestión  de- 
batida en  este  litigio  á  si  el  huerto  que  ad- 
quirió D.  Joaquín  Lisbona  se  halla  ó  no  com- 
prendido en  el  perímetro  que  formaban  las 
27  y  media  fanegas  de  tierra  de  que  se  ha- 
bla en  dicha  escritura  de  1622  como  cuestión 
de  puro  hecho,  la  prueba  referente  al  mismo 
ha  sido  apreciada  por  la  Sala  sentenciadora, 
sin  que  conira  esta  apreciación  se  haya  ci- 
tado con  fundamento  como  infringida  ley 
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ó  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de 
los  tribunales: 

Considerando  que  no  puede  surtir  dicho 
efecto  la  cita  que  se  hace  de  la  ley  28,  titu- 
lo 16,  Partida  3.*,  porque  aparte  de  referir- 
Rfi  al  examen  de  los  testigües  y  no  ser  por 
consiguiente  extensiva  á  tos  peritos,  ha  sido 
moditicada  por  el  art.  317  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil: 

Y  considerando,  por  último,  que  la  ley  1 
til.  14,  Partida  3.*,  que  como  tercer  motivo 
sé  aleg'a  en  el  recurso,  siendo  una  deduc- 
ción de  los  dos  que  le  preceden  ,  carece 
por  lo  expuesto  de  fundamento,  toda  vez 
que  el  tribunal  sentenciador  declaró  que  el 
nelor  fia  probado  que  el  huerto  formaba  par- 
t«>  de  las  27  y  media  fanegas,  acensuadas.» 
(Gac.  22  marzo.) 

PATERNIDAD.  Ál  reconocimiento 
y  declaración  de  hijo  natural,  lo  mmio 
¡ic  puede  obligar  con  arreglo  á  derecho, 
que  exista  el  hijo  ó  que  haya  muerto. 

Seotencia  de  12  de  mam  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Avilés 
y  Audiei)cia  de  Oviedo,  por  doña  Antonia 
Feroandez  del  Pozo,  con  D.  Cáslor  Vicen- 
te Alvarez,  sobre  reconocimiento  de  prole. 
En  17  de  octubre  de  1862  D.  Ramón  Al- 
varez Noriega ,  nombrado  curador  de  la 
Diña  Castora  Vicenta,  hija  natural  de  doña 
Antonia  Fernandez  del  Pozo,  enlabió  de- 
manda contra  D.  Castor  Aivarez  para  que 
se  le  condenase  á. reconocer  como  hija  á 
dicha  niña  y  la  contribuyera  con  ios  ali- 
mentos correspondientes*^  á  su  clase.  Con- 
ferido traslado  de  esta  demanda,  fué  em- 
plazado el  D.  Castor  en  18  del  propio  mes 
y  año ;  y  en  el  mismo  día  falleció  la  niña 
Castora  Vicenta.  En  13  de  noviembre  si- 
guiente doña  Antonia  presentó  nueva  de* 
manda  pidiendo  que  se  declarase  padre 
natural  de  sn  referida  hija  á  D.  Castor 
Alvarez,  condenándole  á  que  la  reconocie- 
ra por  tal  y  se  hiciera  constar  así  ed  la 
partida  de  bautismo ,  fundándose  en  que 
estuvo  en  relaciones  por  mas  de  tres  años 
con  Alvarez,  de  las  que  había  resultado  la 
niña  Castora ,  y  en  que  estaba  en  el  caso 
de  ejercitar  los  derechos  que  como  ma- 
dre la  competían  á  fin  de  que  su  honor 
quedase  legalmente  á  cubierto. 

O.  Cá$tof  solicitó  que  se  le  absolviese 


de  la  demanda  porqae  ni  habia  tenido  re- 
laciones amorosas  con  doña  Antonia  Fer- 
nandez y  ni  era  suya  la  hija  giie  la  misma 
dió  á  luz,  y  porque  muerU  esta  no  se  po«^ 
dia  ejercitar  por  nadie  acción  alguna  para 
el  reconocimiento.  Recibido  el  pleito  á 
prueba ,  practicaron  las  partes  por  testi- 
gos y  posiciones  las  que  creyeron  conve- 
nirles; y  en  11  de  setiembre  de  18l>4et 
Juez  de  Avilés  dictó  sentencia ,  que  con- 
firmó la  Audiencia  de  Oviedo,  en  cuanto 
por  ella  se  declaraba  á  D.  Castor  padre 
natural  de  la  niña  Castora,  y  se  mandaba 
que  se  hiciera  constar  asi  en  la  partida 
bautismal  de  la  misma  dentro  de  sexto 
dia,  bajo  apercibimiento  de  verificarlo  en 
oiro  caso  de  oficio.  Contra  este  fallo  in- 
terpuso D.  Cástor  recurso  de  casación, 

I)orque  en  su  concepto  ha  infringido  la 
ey  11  de  Toro,  pues  su  disposición  supo^ 
ne  la  existencia  de  prole «  que  en  el  pre- 
sente caso  no  hay  por  haber  raliecido  la 
niña  Castora  antes  que  su^  madre  entabla^ 
ra  la  demanda:  mas  el  Tribunal  Supremo 
declara  no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  la  ley  11  de  Toro,  at 
determinar  cuáles  deben  reputarse  por  hijo» 
naturales  y  las  condiciones  necesarias  par« 
6U  reconocimiento  y  declaración,  nada  dice 
sobre  la  existencia  ó  inexislencia  actual  de 
la  prole,  cuyo  reconocimiento  y  dcciaraeioc» 
de  hijo  natural  se  pretenda: 

Y  considerando  que,  tanto  por  lo  expues- 
to, cuanto  por  haber  apreciado  la  Sala  sen- 
tenciadora las  pruebas  producidas  en  el  sen* 
tido  de  que  la  niña  Castora  Vicenta  era»  hija 
natural  de  D.  Castor  Vicente  Alvarez,  con- 
tra cuya  apreciación  nada  8ealeea,no8e 
ha  infrinp:ido  en  la  ejcutoria  !a  citada  ley  de 
Toro.»  {Gac.  22  marzo.) 

VINCULACIONES.  Para  fijar  el 
derecho  de  suceder  en  los  víticulos  se  ha 
de  atender  ante  todo  á  la  voluntad  del 
fundador.  La  exclusiofi  de  las  hembras 
con  arreglo  á  la  ley  8/,  tü.  i  7,  lib.  !• 
de  la  Nov.  Recop,,  solo  tiene  lugar  cuan- 
do el  mayorazgo  según  los  Uamamientos^ 
es  de  agnación  rigorosa,  en  absoluto,  ó 
hasta  donde  d^ce  el  fundador, 

TITULOS  NOBILlABIoa.  La  cua- 
lidad vincular  con  que  se  han  otorgado 
sietnpre  los  títulos  de  Marqués  y  otran 
mercedes  de  esta  clase  no  implica  su  inse-^ 
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parabilldad  de  las  vinculaciones  aulerior- 
mente  po$eid£is  por  el  agi  acittdo.  En  la 
mesion  de  títulos  de  Castilla  debe  estar- 

'  uálüs  realas  generales  establecidas  para 
la  de  vinculaciones  regulares  cuando  ex- 

I     yrmmente  no  se  determine  otra  cosa. 

SeateBcn  de  13  de  Binode  1866. 

Pleito  seguido  eo  an  Juzgado  de  Sevi- 
Ha  y  sa  Andiencisk  territorial,  por  D.  Fran- 
cisco Maooel  Céspedes  y  Torrootegai»  y 
por  su  fallecimieoto,  sns  hijos,  con  doña 
Carlota  de  Céspedes  y  Orosco ,  sobre  me- 
jor derecho  á  la  mitad  reservable  de  un 
mayorazgo  y  á  uq  título.  D.  Alofiso  de 
Cé^)edes  y  dooa  Juiiua  de  Cárdeoas  su 
mujer  fandaroo  eo  1537  uo  mayorazgo 
de  rigurosa  agnación  aue  poseia  eo  1679 
D.  Pedro  Manuel  de  Céspedes  á  quien  don 
Carlos  II  hizo  merced  del  títolo  de  Mar- 
I  qoés  de  Yillafranca.  Poseyeron  el  ma- 
¡  yorazgo  y  el  titulo  sus  sucesores  varones 
!  fiasta  que  falleció  en  1856  D.  Manuel  Ma- 
ría de  Céspedes  y  dejando  solo  dos  hijas  y 
pasando  la  posesión  á  la  mayor  doña  Car- 
lota, demandada  por  el  citado  Céspedes  y 
I  Torrootegui,  pretendiendo  mejor  derecho 
y  aue  se  te  declarase  inmediato  sucesor  del 
diniDlo  en  la  mitad  del  mayorazgo  y  en 
cítalo  de  Marqués  de  Yillafranca.  Seguido 
d  pleito  por  todos  sus  trámites»  la  senten- 
iencia  del  Jüzg^o,  que  confirmó  la  Au^ 
dieaeia,  absolvió  á  doña  Carlota  de  la 
demanda  eo  cuanto  al  titulo  de  Marqués, 
mandando  entregar  á  Torront^ui  la  mi- 
tad del  mayorazgo  en  que  se  te  declaró 
bú  mejor  derecho.  Ambas  partes  interpu- 
sieron recurso  de  casación.  A  saber: 
Doña  Carlota  citó  como  infringidas: 
1  La  doctrina  jurídica  unánimemen- 
te proclamada  por  todos  los  civilistas  y 
recoaocida  por  los  tribunaleii  v  especial- 
meote  por  este  Supremo  en  tocfas  sus  eje- 
cQCorias,  según  la  cual»  los  mayorazgos 
de  agnación  rigorosa  ó  ficta  y  los  de  mas- 
cttlínidad  son  aquellos  en  que  no  solo  se 
llama  á  varones,  sino  que  conjuntamente 
se  manda  que  no  sucedan  las  hembras »  ó 
agaetlos  eo  que  este  expreso  mandato  está 
signitícadopor  el  llamamiento  absoluto  de 
k  los  varooes  y  el  silencio  absoluto  y  gene- 
I    íbI  respecto  á  las  hembras»  sin  darles  en« 


iracJa  jamás  en  ninguna  parto  de  la  fun- 
dacion,  con  la  marcada  idea  de  conservar 
siempre  la  agnación  6  la  masculinidad. 

2.  ^  La  Pragmática  de  D.  Felipe  III 
de  15  de  abril  de  1615,  ley  8,\  lít.  17, 
lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  que  declaró  no 
ser  bastante  para  estimarse  excluidas  las 
hembras  de  las  sucesiones  vinculares 
cuando  estuviesen  en  mejor  línea  y  ^rado 

?|ue  los  varones  mas  remotos ,  el  que  los 
undadores  llamasen  solo  á  los  varooes 
de  varones,  sino  que  además  era  necesa- 
rio que  la  fundación  contuviera  el  manda- 
to expreso  y  literal  de  que  las  hembras 
no  sucediesen. 

3.  *  La  ley  13,  til.  lA  Partida  1.*, 
que  reconoce  el  priocipio  scire  leges  non 
est  earum  verba  tenere  sed  earum  vim  ae 
potestatem,  por  lo  cual  infringía  dicha  ley 
la  Pragmática  de  1615,  quien,  atendida 
su  historia,  su  contesto  y  su  espíritu  no 
veia  en  ella,  siguiendo  las  reglas  de  la  in- 
terpretacioo  doctrinal  comprensiva  la  re- 
solución de  la  cuestión  que  la  motivara, 
agitada  desde  mas  de  dos  siglos  antes  de 
su  fecha  y  aplicable  por  tanto  así  á  las 
fundaciooes  anteriores  como  á  las  poste- 
riores á  dicha  pragmática. 

4.  ^  La  doctrina  jurídica  uniforme  de 
todos  los  mayorazguistas,  aceptada  por 
todos  los  tribunales ,  y  por  este  Supremo 
en  todos  los  casos  que  habia  resuello,  y 
especialmente  en  las  ejecutorías  de  6  de 
octubre  de  1857 ,  26  de  enero  de  1859  y 
13  de  mayo  de  186^»  que  consideraron 
que  cuando  al  llamamiento  de  varones 
iba  unido  el  expreso  mandato  de  que  las 
hembras  no  sucediesen ,  la  ley  de  la  fun- 
dación determinaba  su  carácter  de  agoa- 
ticio;  pero  cuando  solo  habia  llamamiento 
de  varones  y  el  silencio  respecto  á  las 
hembras  que  de  ellos  nacieran  ,.entónces 
distinguían  y  calificaban  de  agnalício  el 
vínculo,  si  en  ninguna  parte  de  la  funda- 
ción se  llamaba  hembras,  considerándose 
así  la  agnación  ó  la  masculinidad;  pero  si 
se  las  llamaba  en  cualquiera  pnrte  de  la 
fundación,  faltándose  por  tanto  al  objeto 
de  conservar  la  masculinidad  ó  la  agna- 
ción, negaban  al  vínculo  el  carácter  de 
agnaticio  y  le  declaraban  regular. 

5.  '  Y  por  último,  la  ley  2.%  tít.  15, 
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Partida  2/ ,  por  ser  necesario  para  que 
dejase  de  ser  aplicada  que  e!  fuodador  la 
derogase  por  medio  de  la  lev  de  su  fuu- 
dacioo ,  esiabiecieudo  uo  mandato  expre- 
so y  literal  para  que  las  hembras  no  suce- 
diesen, lo  cual  no  se  babia  verificado  en 
este  caso: 

Y  D.  Emilio  de  Céspedes,  hijo  primo- 
génito de  D.  Francisco  Céspedes  y  Tor- 

^  rontegui ,  que  falleció  durante  la  sustan- 
*  ciacion  del  pleito,  fundó  el  recurso  de  ca- 
sación en  uo  haber  hecho  respecto  al  título 
de  Marqués  igual  declaración  que  en 
cuanto  al  mayorazgo,  citando  como  in- 
fringidas: 

4.**  La  real  cédula  de  concesión  del 
titulo,  porque  sus  palabras  indicaban  que 
la  merced  hecha  a  D.  Pedro  Manuel  de 
Céspedes  había  sido  en  el  concepto  de  que 
había  de  ir  unida  á  la  vinculación  que  po- 
seía, puesto  que  no  solo  se  habia  propues- 
to honrar  su  persona,  sino  su  casa,  ha- 
ciendo extensiva  la  gracia  á  sus  suceso- 
res, que  eran  ios  que  habian  de  tener  en 
lo  sucesivo  la  representación  de*  aquella: 

±^  La  ley  41  de  Toro,  i.\  lít.  i7, 
lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  con  arreglo  á 
la  cual  la  existencia  de  un  vinculo  se  de- 
muestra cumplidamente  por  la  costumbre 
inmemorial,  y  el  título  de  Marqués  habia 
sido  siempre  tenido  como  innerente  al 
mayorazgo  de  Céspedes; 

3.  ^  La  eiecutoria  de  este  Supremo 
Tribunal  de  29  de  abril  de  1888,  en  la 
que  se  dice  que  la  posesión  de  una  cosa 
por  mas  de  lO  años  en  concepto  de  vía* 
culada  basta  para  estimarla  tal  sin  la  me- 
nor duda: 

4.  ^  La  doctrina  legal ,  que  de  acuerdo 
con  los  precedentes  históricos  v  el  espíri- 
tu de  las  leyes  20,  22,  23  y  28.  til.  l.^ 
lib.  6.**  de  la  Nov.  Recop. ,  no  ha  permi- 
tido nudca  separar  los  títulos  de  Castilla 
de  las  vinculaciones  á  que  se  asociaban: 

Y  8.®  La  ley  que  prohibe  resolver  los 
pleitos  estableciendo  supuestos  no  acredi- 
tados en  ellos,  no  estándolo  el  que  se 
sentaba  en  la  sentencia  de  que  la  posesión 
simultánea  del  lítulo  y  del  mayorazgo  ha- 
bia coincidido  con  la"^  circunstancia  espe* 
cial  de  haber  sido  en  lodos  los  casos  una 
misma  la  persona  representante  de  una 


sucesión  regular  v  de  la  extraordinaria  es- 
tablecida en  los  llamamientos  hechos  para 
el  goce  del  mayorazgo,  pues  muy  léjos  de 
ello  era  indudahle  que  en  el  órden  de  las 
sucesiones  habia  tenido  lugar  repetidas 
veces  la  traslíneacíon. 

El  Tribunal  Supremo  declara  no  haber 
lugar  á  los  recursos  de  casación: 

«Cortsifderando  en  cuanto  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  doña  Carlota  de' 
Céspedes ,  que  para  fifar  el  derecho  de  su- 
cesión en  los  vínculos  se  ha  de  atender  ante 
todo  á  la  voluntad  del  fundador,  guardan^ 
dose  los  llamamientos  y  reglas  que  haya 
establecido,  como  lo  declara  la  Fey  5.%  tí- 
tulo i7,  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.: 

Considerando  que  en  nada  altera  ni  con- 
traria la  disposición  de  esta  ley  la  conteni- 
da en  la  8.*  del  mismo  título,  ltt>ro  y  Códi- 
go ,  que  únicamente  prohibe  la  exclusión 
de  las  hembras  en  la  sucesión  de  \os  mayo- 
razgos cuando  no  se  mandara  expresamen- 
te por  los  fundadores ,  y  esto  para  evitar 
los  pleitos  largos  y  costosos  que  por  sus  pa- 
labras  dudosas  y  no  haber  manifestado  cla- 
ramente su  voluntad  se  habian  promovido 
hasta  entonces: 

Considerando  que  es  inaplicable  al  pre- 
sente la  citada  ley  8.*,  porque  habiendo 
llamado  primero  los  fundadores  á  sus  dos 
hijos  varones  por  el  orden  de  mayor  á  me- 
nor y  á  sus  respectivos  descendientes  va- 
rones por  linea  derecha  de  masculinidadt 
constituyeron  dos  h'neas  de  agnación  rigo- 
rosa; y  estableciendo  después ,  para  cuando 
se  extinguiesen  por  falta  de  varones,  otras 
en  cabida  de  las  hembras,  es  incuestiona- 
ble que  estas  quedaron  excluidas  de  la  su- 
cesión hasta  que  llegase  el  caso  previsto, 
como  se  entiende  y  ha  entendido  siempre 
que  lo  están  en  la  agnación  rigorosa: 

Considerando  que  siendo  esta  la  doctrina 
verdadera  y  legal  consignada  repetidamen- 
te en  las  decisiones  de  este  Supremo  Tri- 
bunal ,  no  es  ni  puede  estimarse  en  tat  con- 
cepto,  en  tos  términos  que  80  propone,  la 
que  sirve  de  fundamento  al  recurso  en  su 
primer  motivo,  ni  la  que  después  también  se 
alega  en  apoyo  del  cuarto,  suponiendo  con 
niHicada  y  notoria  inexactitud  ser  esta  la  ju- 
risprudencia admitida  en  las  sentencias  que 
se  citan  de  6  de  octubre  de  1857,  26  de 
enero  de  1859  y  13  de  mayo  de  1862: 

Y  consideranüo,  por  lo  que  respecta  á  loa 
motivos  tercero  y  quinto  del  recurso,  que 
las  leyes  13,  tit.  1.*»  de  la  Partida  1.%  y 
2.*,  til.  15  de  la  2.*,  que  se  dicen  ia- 
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fr'mgtdas,  no  contienen  disposición  algu- 
na preceptiva  en  concreto,  y  que  tanpoco 
son  sus  oiáximas  aplicables  á  la  cuestión,  á 
DO  suponer ,  cotno  volontaríamenle  se  sapo* 
ue,  que  se  han  enlendido  mal  las  leyes,  y 
que  los  fundadores  del  vinculo  no  hicieron 
llamamienlos  especiales,  ni  fíjaron  realas 
que  determinaran  su  voluntad: 

Considerando  con  re'acion  al  recurso  tam* 
bien  interpuesto  por  D.  Emilio  de  Céspedes 
sobre  la  sucesión  del  titulo  de  Marques  de 
Villafranca ,  que  no  habiéndose  negado  que 
este  se  vinculara ,  como  lo  quedan  siempre 
las  mercedes  de  esta  clase  concediéndose  al 
agraciado  y  á  sos  sucesores ,  síno  que  se 
agregara  y  uniera  á  la  fundación  que  ha  ai- 
do  objeto  del  pleko ,  se  citan  inoportunamen* 
le,  como  inaplicables  á  la  cuestión ,  ^n  los 
motivoa  segundo  y  tercero  del  recurso,  la 
ley  1.»,  lit.  17,  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.  y 
la  ejecutoria  de  este  Supremo  Tribunal  de 
27de  abril  de  1858: 

Considerando  que  en  Ja  sucesión  de  los 
Ululoa  de  Castilla  debe  estarse  á  las  reglas 
generales  establecidas  para  la  de  las  vinco- 
ladoaes  regulares  cuando  expresamente  no 
se  prevenga  ó  determine  olra  cosa;  que  el 
R.  D.  de  8  de  octubre  de  1679  se  limitó  á 
conceder  la  gracia  mencionada  á  D.  Pedro 
Manuel  de  Céspedes  y  á  sus  sucesores ,  sin 
que  contuviera  otra  disposioion  especial;  y 
que  oo  habiéndose  declarado  tampoco  que 
fuese  anida  á  vinculación  alguna  de  las  que 
poseía  el  referido  D.  Pedro ,  no  puede  supo- 
oerse ,  como  se  pretende  por  el  recurrente, 
que  se  agregara  precisamente  á  la  que  era 
irregxilar ,  oí  que  por  lo  tanto  se  hayan  in- 
fringido la  real  concesión  y  la  doctrina  en 
que  se  apoyan  los  motivos  primero  y  cuar- 
to del  recurso: 

T  considerando,  por  lo  relativo  al  quinto 
y  úUioio ,  que  cualquiera  que  sea  ta  exacU- 
tod  del  supuesto  en  que  se  funda,  tampoco 
puede  estimarse »  porque  no  se  fija  ni  deler- 
mioa  cuál  sea  la  ley  que  se  dice  infringida, 
como  era  preciso  que  se  hiciese ,  para  que 
te  apreeiarala  infracción.»  (Goc,  23  marzo.) 

laAUBSMIOS.  El  derecho  á  perci- 
bir el  laudemio  en  las  ventas  de  las  fin- 
cas sobre  las  que  compete  á  cmlquiera  el 
dominis  directo^  siquiera  sean  todas  las 
del  término  de  una  población,  no  ha  %ido 
alHfUdoporlas  modernas  leyes  de  señorios, 
por  cuanto  proviene  de  un  contrato  parti- 
culat  por  mas  que  haya  sido  celebrado 
entre  el  señor  y  sus  vasallos.— El  i  por 
100  fijado,  como  cuota  del  laudemio  en 


los  enfitéusis  de  seTwrío  que  deban  sub- 
sistir, no  se  entiende  cuando  el  domimo 
en  virtud  del  cual  se  cobra  sea  alodial, 

PUNTOS  NO  DEBATIDOS.  Las 
excepciones  que  no  han  sido  objeto  de 
discusión  en  el  pleito  no  pueden  servir  de 
fundamento  al  recurso  de  casación. 
Senteocia  de  7  de  msno  áf  i866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Cerre- 
ra y  Audiencia  de  Barcelona  por  el  Duque 
de  Hijar,  Conde  de  Gnimerá,  con  D.  José 
G^9q\,  sobre  reconocimiento  del  dominio 
directo  y  pago  de  laudemio  en  la  venta  de 
una  finca. 

Señor  alodial  y  campal  el  Duque  de 
Hijar  del  Castillo  de  Guimerá  y  su  térmi- 
no, entabló  demanda  para  que  dicho  Ga- 
sul  le  pagase  por  laudemio  eHO  por  100 
del  precio  de  una  pieza  de  tierra  de  seis 
jornales  en  la  partida  de  Yailsaota  y  otra 
de  dos  jornales  y  un  cuarto  en  la  de  La 
Coma  Julianct,  que  le  habían  vendido  Jo* 
sé  y  Juan  Boleda  padre  é  hijo  aue  las  ha- 
bían adquirido  por  compra  de  Martia  Bo- 
nel  y  de  José.  M ioguell ,  y  las  coales  es- 
taban tenidas  al  dominio  mayor  y  directo 
de  dicho  Duque.  Opiisose  Gasul  por  muí- 
tittid  de  razones  que  fueron  rebatidas  por 
el  demandante,  y  á  su  tiempo  y  después 
de  las  probanzas  de  una  y  otra  parte,  el 
Juez  de  Cervera  condenó  á  Gasul  á  reco- 
nocer el  dominio  directo  del  Duque  y  á 
pagar  el  laudemio  de  las  compras  citada^ 
á  razón  de  2  por  100  de  su  precio,  absol- 
viéndole de  lo  demás.  Ambas  partes 
apelaron  y  la  Audiencia  de  Barcelona  con- 
firmó la  sentencia  del  inferior  excepto  en 
cuanto  á  la  cuota  del  laudemio  que  lijó 
en  el  10  por  i 00.  Ipterpuso  Gasul  recurso 
de  casación  y  citó  como  infringidos: 

1.*  El  art.  61  de  la  ley  de  Enjuicia- 
mieuto  civil. 

S.""  £1  principio  legal  en  virtud  del 
que  se  consideraa  libres  por  su  naturaleza 
todos  los  prédios,  y  pleno  y  absolutoel  do^ 
minio,  á  no  ser  que  el  que  pretende  tener 
constituido  á  su  favor  algún  gravámen  le 
justifique,  según  así  también  se  deduce 
de  las  leves  8.*  y  9.*,  lit.  34,  lib.  3.^  Có- 
digo De  Sevitutibus,  y  la  doctrina  admi- 
tida por  este  Supremo  Tribunal  en  seti- 
teacia  de  lo  de  setiembre  ,de  1863,  que 
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establéele  que  por  la  legislacioD  \ig**nte 
sobre  señoríos  quedaron  abolidas  todas  tas 
prestaciones  que  debieran  su  origen  á  tí- 
tulo jurisdiccional. 

Z."*  La  jarisprudenciá  establecida  en 
ia  de  9  de  marzo  de  i86o,  s<^n  la  cual 
no  es  doctrina  admitida  por  la  jurispruden- 
cia de  los  tribunales  la  que  consigna  la 
imprescríptibilidad  de  los  censos. 

4.  ^  La  doctrina  consignada  también 
por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencias 
de  48  de  diciembre  de  4861  y  10  de  di- 
ciembre de  4858,  según  la  que  para  que 
un  dominio  se  califique  de  alodial,  es  ne- 
lesarioque  esta  circunstancia  resulte  de 
la  escritura  de  concesión  é  establecimiento 
\  que  aparezca  de  un  contrato  eofitéulico. 

5.  "  El  arl.  284  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  la  Pragmática  de  4768  é  ins- 
trucción publicada  con  la  Real  cédula  de  40 
(lemarzo  de  4778;  la  doctrinaadmitidapor 
este  Supremo  Tribunal  en  la  ya  citada  sen*^ 
tencia  de  45  de  setiembre  de  4862,  y  las 
disposiciones  de  la  ley  de  3  de  mayo  de 
4823,  restablecida  en  26  de  agosto  de 
4837,  en  sus  arts.  4.^  y  8.*  y  44  y  12  de 
)a  segunda. 

¥  6.*  El  arl.  7,*  de  la  propia  ley  de  3 
de  mayo  de  4823,  en  virtud  del  cual,  en 
los  enbtéusis  de  señorío  que  hayan  de  sub- 
sistir^  la  cuota  que  con  el  nombre  de  lau« 
demiOy  luismo  ú  otro  equivalente,  se  debe 
pagar  al  señor  del  dominio  directo  de  la 
tinca  enfeudada,  no  debe  exceder  del  %  por 
400  del  valor  líquido  de,  la  misma  finca, 
cualesquiera  que  sean  los  usos  y  estable^ 
cimientos  en  contrario. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  sentencia 
de  7  de  marzo  de  4866: 

{(Considerando  que  por  el  decreto  de  las 
Córtes  de  6  de  agoslo  de  1811  y  leyes  acla- 
ratorias de  3  de  mayo  de  1823  y  26  de  agos- 
to de  1837,  solo  han  quedado  abolidas  las 
prestaciones  reales  y  persoitaies  que  deban 
su  origen  á  título  jurisdiccional  ó  feudal ,  y 
también  lasque,  partiendo  del  mismo  oripn, 
han  sido  subrogadas  por  oirás  en  virtud  de 
concordias  posteriores,  pueslo  que  la  con- 
versión no  altera  en  manera  alguna  la  esen- 
cia del  tributo,  que  consistía  en  ser  prestado 
en  reconocimiento  de  vasallaje: 

Considerando  que  habiéndose  declarado 


por  sentencia  de  25  de  octubre  de  1855 ,  en 
ci  juicio  instracttvo ,  promovido  á  instancia 
del  Duque ,  que  el  señorío  de  Guimerá ,  no 
es  de  los  incorporables  á  la  Corona ,  y  que 
debe-considerarse  como  territorial  y  solarie- 
go, y  de  propiedad  particular  para  todos  los 
efectos  prevenidos  por  las  leyes  vigentes  de 
señoríos,  y  probádose  por  los  documentos 
que  obran  en  autos,  que  el  derecho  de  lau- 
demio  que  reclama  le  corresponde  como  se- 
ñor cUuaial  y  campal ,  y  que  por  lo  tanto  la 
sentencia  que  condena  al  reconocimiento  de 
dicho  dominio  y  al  pago  del  laudemio  no 
infringe  las  leyes  antes  citadas: 

Considerando  que  las  concordias  celebra- 
da» en  1606  y  1788  no  tuvieron  por  objeto 
subrogar  una  prestación  de  origen  feudal  en 
una  cantidad  tija  por  razón  de  laudemio,. en 
cuyo  cado  estaria  comprendida  en  la  aboli- 
ción que  contienen  las  dichas  Teyes  de  seño* 
ríos,  y  si  solo  transigir  los  pleitos  que  tenían 
pendientes  y  rebajar  el  tanto  que  por  dicho 
laudemio  venían  satisfaciendo  los  vecinos  de 
Guimerá  en  las  enajenaciones  y  trasferen* 
cías ,  tanto  por  titulo  oneroso  como  por  lu- 
crativo, y  que  en  este  supuesto  no  puede 
citarse  útilmente  en  apoyo  de  recurso  el  ar- 
tículo 8   de  la  de  3  de  mayo  de  1823: 

Considerando  á  mayor  abundamiento  que 
el  derecho  á  percibir  el  laudemio  nunca  ha 
denotado  señorío  jurisdiceional  y  vasallaje, 
sino  que  pertenece  al  perceptor  el  dominio 
directo  de  la  finca  vendida,  dominio  que  las 
leyes  de  señoríos  han  dejado  subsistente,  eo* 
mo  no  podía  menos  de  dejar,  cuando  se  apo- 
ya en  un  contrato  particular ,  por  mas  que 
este  baya  sido  celebrado  entre  el  señor  y  sus 
vasallos: 

Considerando  que  sí  bien  el  art.  7.^  de  la 
citada  ley  de  3  de  mayo  de  1823  fija  la  cuo- 
ta del  laudemio  en  los  enfitéusis  de  seoorio 
que  deban  subsistir,  en  el  2  por  100  del  va- 
lor de  la  finca  vendida,  por  el  8.°  se  respe- 
tan los  contratos  existentes,  con  tal  que  et 
dominio  en  virtud  del  cual  se  cobra  sea  pu- 
ramente alodial,  que  es  el  caso  de  la  cueslioa 
presente,  y  que  en  su  consecuencia  no  ha  si- 
do infrinf^ido  este  artículo: 

Considerando,  finalmente,  que  la  exeep- 
cion  de  prescripción  que  hoy  se  alega  en 
apoyo  del  recurso  no  ha  sido  propuesta  en 
tiempo  oportuno,  no  pudiendo  pur  lo  mismo 
utilizarse  ante  este  Supremo  Tribunal.»  (Ga- 
ceta 18  mor;50.) 

M.  M.  Alcubilla,  Director  propietario^ 
 y  Editor  responsable.  

MADRID.— Imp.  d«  £1  Consultor  a  car^o  O*  fi.4« 
Iti  lUTat  FytociiU.  29.--A(luiiutttr«ei«u.  Jusial. 
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«cstoMlM  «el  Trlbonal  flopreoie  c» 

raUTOS.  Para  que  el  poseedor 
de  buena  té  haga  suyos  los  frutos  hasta 
la  contestación  á  la  demanda  que  se  enta- 
ble en  contra  suya,  no  basta  que  estuvie- 
se declarado  á  su  favor  el  derecho  á  po- 
seer; es  preciso  que  posea  de  hecho  y  ten- 
ga los  ftutos  percibidos. 

Sentencia  de  9  de  mano  de  1866. 

Pleito  segoido  en  el  Juzgado  del  Cam- 
pillo de  GfaDada  y  su  Audiencia,  por  el 
Duque  de  Rivas,  coo  el  Marqués  de  Dona- 
dió,  sobre  mejor  derecho  á  la  mitad  reseK 
Tabie  de  ud  viocqIo  fundado  por  doña  Ma« 
ría  Teresa  Zapata,  que  disfrutó  hasta  su 
falh^imienlo  D.  Francisco  de  Paula  Mora 
Gutiérrez  de  los  Ríos.  En  i858  entabló 
demanda  el  Marqués  de  Donadío  para  que 
.^e  le  declarase  sucesor  en  dicho  vínculo 
y  se  le  entregase  la  mitad  reservable. 
OpüsAí^  pretendiendo  mejor  derecho  don 
J¿é  Mald^nado  y  Rosales,  pero  fué  ven- 
cido en  ambas  instancias  y  quedó  ejecu- 
toriada la  sentencia.  .Murió  en  tanto  la 
viuda  de  Mora,  Marquesa  de  Bogaraya,  y 
cuando  Donadío  pedia  la  posesión  del  ma- 
Torazgo  de  aquel  nombre  y  del  vínculo 
antedicho,  entabló  demanda  D.  Angel 
Saavedra,  Duque  de  Rivas,  para  qne  se  le 
declarase  sucesor  en  aquellos  vínculos,  y 
se  obligase  á  Donadío  á  reconocerle  como 
tal  y  á  que  le  dejase  percibir  los  frutos 
desde  la  muerte  de  su  antecesor  el  suso- 
dicbo  Hora  Gutiérrez  de  los  Rios.  Llega- 
do el  caso,  eJ  Juez  del  Campillo  falló  á 
favor  del  Duque  de  Rwas,  pero  con  dere- 
cho á  los  frutos  solo  de¿de  la  contestación 
de  la  demanda  por  Donadío*  apelaron  am- 
bos j  la  Audiencia  confirmó  la  sentencia 
del  inferior,  pero  con  los  frutos  desde  el 
Tomo  X  í^^^  Dicg. 


fallecimiento  del  antecesor.  Entonces  in- 
terpuso Donadío  contra  este  fallo  el  recur- 
so de  casación  por  haberse  en  su  'concep- 
to infringido: 

1.  ^  Las  leyes  6.*  y  7.»,  tít.  16,  libro 
11  de  la  Nov.  Recop.,  porque  habiéndose 
ejercitado  por  el  Duque  una  acción  real 
para  obtener  la  mitad  reservable  de  los 
vínculos  de  la  casa  de  Bogaraya.  derecho 
que  radicaba  en  el  Marqués  por  una  eje- 
cutoria, habia  debido  mandarse  la  entre- 
ga de  la  cosa  litigiosa,  con  los  frutos  des- 
de la  contestación  á  la  demanda. 

2.  "*  La  jurisprudencia  admitida  por 
los  tribunales,  según  la  que,  uno  de  los 
efectos  de  la  contestación  de  la  demanda 
es  el  de  constituir  al  demandado  en  el 
deber  de  restituir  los  frutos  deja  cosa  li- 
tigiosa desde  aquella  si  fuese  vencido. 

3.  "*  La  jurisprudencia  de  este  Supre- 
mo Tribunal  consignada  en  la  sentencia 
de  6  de  febrero  de  1862  en  que  se  decla- 
ró que  al  poseedor  de  buevtf  fé  no  debe 
privársele  <Je  los  frutos  que  haya  percibi- 
do hasta  la  litis  contestación. 

4.  *^  La  sentencia  de  este  mismo  Su- 
premo Tribunal  de  18  de  diciembre  del 
citado  ano  en  que  se  establece,  que  no  es 
jurisprudencia  admitida  que  siempre  que 
se  mande  la  devoludon  de  fincas  haya  de 
hacerse  coo  restitución  de  frutos,  sino 
que  los  tribunales  aprecien  en  uso  de 
sus  facultades  si  se  han  retenido  con  hie- 
na fé  hasta  que  se  haya  interrumpido  por 
la  conlestac  on  de  la  demanda. 

T  3.°  La  ley  39,  tít.  28,  Partida  3.\ 
y  el  fallo  de  30  de  junio  de  1864  que  la 
considera  infringida  cuando  condena  al 
poseedor  de  buena  fé  á  la  devolución  de 
frutos. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación: 

«Considerando  que  si  bien  en  la  léy  39, 
tít  2S,  Partida  3.*,  asi  como  en  la  doctrina 
admitida  como  jurisprudencia  por  este  Su- 
premo Tribunal  se  eslablece,  aue  el  posee- 
dor de  una  cosa  de  buena  fe,  vencido  en 
juicio,  hace  «u  y  os  los  frutos  percibidos  hasta 


Digitized  by 


178 


JiniSPRUDENCIA  C:\i  \l, 


la  conleslacion  á  la  demanda;  es  evidente 
que  tanto  dicha  ley,  como  la  doctrina  supo- 
nen que  al  evacuarse  diclio  trámite  se  ha  de 
estar  en  la  posesión  material  de  aquella  cosa, 
á  cuyos  frutos  se  concede  derecho: 

Considerando  que  aunque  el  Marqué»*  de 
Donad ío^espues  de  obtenida  la  ejecutoria  á 
su  favor  en  el  pleito  que  sostuvo  con  D.  José 
Maldonado  y  Rosales,  pidió  en  el  año  de 
1863  la  posesión  de  los  bienes  cuyos  frutos 
dice  le  corresponden  hasta  que  contestó  á  la 
demanda  que  presentó  el  Duque  de  Rivas, 
lio  habiéndole  sido  concedida  dicha  pose- 
sión por  el  Juzgado,  nunca  llegó  á  entrar 
en  la  de  dichos  bienes,  que  por  sentencia 
consentida  por  el  mismo  Marqués  han  sido 
declarados  del  Duque  de  Rivas,  como  con 
mejor  derecho  á  ellos: 

Considerandc»  en  consecuencia  que  la  sen- 
tencia'de  la  Sala  que  declara  se  restituyan 
al  l'uque  de  Rivas  por  quien  corresponda, 
con  arreglo  á  lo  pedido  en  su  demanda,  los 
frutos  devengados  desde  la  muerte  de  don 
Francisco  de  Paula  Mora  y  Gutiérrez  de  los 
Ríos ,  por  lo  tocante  al  mayorazgo  de  la 
Marquesa  de  Catiipo  T'^ar.  no  ha  infrijjgido 
]a  citada  ley  39,  lít.  28,  Partida  3.%  ni  la 
doctrina  consignada  en  las  sentencias  invo- 
cadas en  este  concepto  en  el  recurso: 

'Y  considerando  que  las  leyes  O.*  y  7.*, 
til.  16,  lib.  ILde  la  Nov.  Recop. ,  así  como 
la  19.  tít.  22,Tartida  3.%  y  la  5.%  til.  8.*», 
lib.  il  de  la  Nov.  Recop.,  no  son  aplicables 
al  presente  caso  por  referirse  á  puntos  aje- 
nos al  discutido  en  este  pleito.»  (Gae.  23  de 
marzo,) 


C^mpeienclas  decidida*  p«r  el  Tribual 
«apreme  de  Justicia* 

JUEZ  COMPETENTE.  El  vende- 
dor citado  de  eviccion  por  el  comprador 
de  una  oosa  que  la  demanda  en  concepto 
de  dueño  un  tercero,  no  puede  atraer  el 
conocimiento  al  Juzgado  de  su  domicilio. 

Decisión  de  6  de  marzo  de  4866. 

Competencia  entre  el  Juez  de  primera 
instancia  de  Soria  y  el  de  Sigüenza,  sobre 
conocimiento  en  la  demanda  de  D.  José 
Monicagudo,  contra  D.  Víctor  Rodríguez, 
para  la  entrega  de  un  carro  y  cinco  caba- 
llerías que  siendo  suyas  habia  vendido  á 
este,  vecino  de  SigUenza,  Francisco  Ji- 
ménez que  lo  era  de  Soria,  ó  en  defeclo 
íie  esto  5.000  rs«  £1  Tribunal  Supremo  de- 


cidió la  competencia  suscitada  á  instancia 
de  Jiménez  á  Tavor  del  Jazgado  de  Si- 
gttenza: 

«Considerando  que  el  comprador  del  carro 

y  de  las  caballt^rias  á  que  se  reBere  la  de- 
manda, demandado  por  el  que  se  dice  due- 
ño de  ellos,  no  es  el  que  ha  suscitado  la  pre- 
sente cuestión  de  competencia  ,  sino  el  ven- 
dedor, que  fué  avisado  en  forma  legal  del 
pleito  que  se  promovía  á  instancia  de  aquel 
por  conservar  el  derecho  á  la  eviccion  que 
pudiera  corresponderle  en  su  caso: 

Considerando  que  si  bien  en  virtud  de  la 
citación,  D.  Francisco  Jiménez  puede  defen- 
der al  comprador  en  lo  que  le  vendió,  este 
ha  de  entenderse  y  se  enti'^nde  á  calidad  <le 
hacerse  la  defensa  en  el  fuero  del  compra- 
dor, porque  si  quisiera  encargarse  de  ella, 
no  siendo  el  demandado  ,  solo  pudiera  ges- 
tionar en  el  pleito  como  defensor  ó  procura- 
dor en  cosa  suya: 

Considerando  que  el  lugar  en  que , apare- 
ce  estaban  los  bienes,  mueble  uno  y  semo* 
vienles  los  oíros,  que  reclama  el  demandan- 
te en  concepto  de  dueño,  y  en  que  tiene  su 
domicilio  el  comprador,  ó  sea  el  demandado, 
es.  la  ciudad  de  Sigüenza,  por  lo  cual  es  com- 
petente para  conocer  de  la  deir>anda  actual, 
aunque  no  se  atienda  mas  que  á  la  última  de 
las  circunstancias  expresadas,  el  Juesde  pri- 
mera instancia  de  dicho  punto  con  arireglo 
á  lo  prevenido^ por  el  párrafo  segundo,  ar- 
tículo 5.®  de  la  ley  de  Enjuiciamienlo  civil.» 
(Gac,  17  marzo.) 

FUERO.  El  juez  competente  para 
conocer  en  un  hecho  criminal  cometido 
en  el  término  y  lindes  de  dos  juzgados  Lo 
es  el  del  distrito  en  que  hace  efectiva  la 
contribución  territorial. 

Decisioo  de  9  de  marzo  de  1866* 

Competencia  entre  el  Juzgado  de  Pon- 
ferrada  y  el  de  Barco  de  Valdeorras  acerca 
del  conocimiento  de  la  causa  formada  con- 
tra varios  vecinos  de  Puente  de  Domingo 
Flores,  por  desacato  y  lesiones  al  Alcalde 
de  Carvalleda,  en  el  concepto  uno  y  otro 
de  haber  tenido  lugar  el  hecho  en  terreno 
de  su  respectiva  jurisdicción.  Se  decide  á 
favor  del  Juzgado  de  Valdeorras: 

«Considerando  que ,  partiendo  en  eala 
competencia  los  Jueces  de  Valdeorras  y 
Ponlerrada  del  supuesto  de  corresponder  el 
lugar  del  detito  á  sus  respectivos  partido» 
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judiciales,  !a  cuestión  e9  de  hecho;  y  que  en 
tal  conceplo  debe  resolverse  leniéndose  pre- 
sente el  pueblo  en  que  se  paga  la  coulribu- 
clon  lerrilorial  por  el  campo  ó  sitio  en  que 
ocurriese  el  suceso  que  motiva  la  formación 
de  causa,  según  lo  ha  decid/do  este  Tribu- 
na! áopremo  de  Justicia  en  repelidas  sen- 
tencias.» (Gac.  22  marzo,) 

Véase  la  decisioo  de  27  de  febrero  de 
este  año  inserta  en  ia  pág.  144. 

MECBE^CU  ADMiaiSTB-niTA. 

«•Ate«ielos*-adniiliilstra$lvo«. 

REVISION.  Para  que  con  arreglo 
dart.  Sol  del  reglamefU  '  de  lo  conten- 
cioso, proceda  la  revisión  de  una  senten- 
da  detinitiva,  no  basta  la  adquisición  pos- 
terior de  documentos,  aunque  fueran  de- 
mivos  y  pertinentes  si  no  se  prueba  la 
fuerza  mayor  que  impidió  adquirirlos 
antes. 

I.  D.-S.  de  5  de  febrero  de  1866. 

Pleito  seguido  eo  el  Consejo  de  Estado 
por  dona  Micaela  de  Casanovas  coa  la 
Administración  general  en  representación 
de  la  sociedad  de  los  ferro-carriles  de  Tar- 
n^ona  á  Martorell  y  Barcelona,  sobre  re- 
visión de  un  real  decreto-sentencia  que 
dejó  sin  efecto  una  real  orden  aprobatoria 
de  ia  tasación  hecha  por  peritos  de  un 
terreno  propio  de  la  expresada  doña  Mi- 
raeJa.  Fundó  esta  su  recurso  de  revisión 
eo  los  casos  1.^  y  4.^  del  reglamento  de 
27  de  julio  de  1853 ;  y  á  consulla  del  Con- 
sejo de  £stado,  por  R.  D.-S.  de  3  de 
febrero,  se  declara  que  no  ha  lugar  al 
recarso,  estableciendo  en  los  consideran- 
dos la  doctrina  que  dejamos  consignada 
en  el  epígrafe.  (Gac.  20  febrero.) 

I>SSAMOBTIZAOION.  No  deben 
ectisiderarse  comprendidos  en  la  ley  des- 
amorti%adora,  los  bienes  que,  aunque  es- 
tén ílestinados  i  un  objeto  de  beneficen^ 
da ,  son  y  han  sido  siempre  de  Itbre 
ai^posieion. 

I.  D.-S.  de  3  de  febrero  de  1866. 
Pleito  seguido  eo  el  Consejo  de  Estado 
por  el  Fiscal  de  S.  M.  en  nombre  de  la 
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Administración  general  con  la  Orden  Ter- 
cera de  San  Francisco,  de  Mridrid,  sobre 
revocación  dtt  una  real  orden  que  declaró 
exceptuados  de  la  desamortización  los  bie- 
nes pertenecientes  á  la  referida  órden^  me- 
diante ácjue  si  bien  se  deHícabao  sus  pro- 
ductos á  hoes  benéficos,  debían  considerar- 
se, según  sus  estatutos,  como  propios  de. 
una  asociación  de  socorros  mutuos  entre  los 
individuos  que  la  componen,  y  además 
por  ser  los  mencionados  bienes  de  libre 
disposición  y  no  pertenecer  á  la  beneficen- 
cia general,*^  provincial  oí  municipal,  sino 
á  la  particular»  obrando  libre  y  exclusiva- 
mente la  junta  de  Gobierno  de  la  herman- 
dad sobre  su  propiedad  y  sobre  la  admi- 
nistración y  aplicación  de  sus  rentas.  Vis- 
tos el  R.  D.-S.  de  10  de  noviembre  de 
1865,  en  el  pleito  promovido  por  una  fo- 
fradia  establecida  en  el  lugar  de  Arre,  so- 
bre excepción  de  bienes  de  aquel  estable- 
cimiento, y  la  ley  de  1."  do  mavo  de 
1855,  por  R.  D.-S.  de  3  de  febrero,  se 
absuelve  á  la  Orejen  Tercera  de  la  deman- 
da que  confirma  la  real  órdeo  reclamada: 

«Considerando  que  tienen  perfecta  aplica* 
cion  ^1  présenle  liligio  ,  como  á  un  caso  en- 
leramenle  í^ual  las  consideraciones  en  que 
se  fundó  la  citada  sentencia  de  16  de  no- 
viembre próximo  pasado,  dictada  en  sentido 
contrario  á  ía  demanda  de  estos  autos: 

Considerando  ademán  que  ia  subrogación 
de  inscripciones  inlrasferibles,  consignada 
en  la  referida  ley  en  lugar  de  los  bienes  que 
por  ella  se  mandan  vender,  no  seria  justa  res- 
pecto á  los  de  que  se  trata,  porque  de  estos 
ha  podido  disponer  siempre  la  Venerable  Or- 
den Tercera  de  San  Francisco  de  esta  corlea 
su  libre  voluntad  ,  y  no  le  seria  posible  hacer 
otro  tanto  con  las  expresadas  inscripciones 
inlrasferibles,  como  lo  dice  esta  denomina- 
ción, siendo  por  ello  evidente  que  el  dominio 
pleno  de  aquella  quedaría  menoscabado  con 
este  cambio  sin  ninguna  compensación: 

Considerando  que  esto  seria  notoriamente 
injusto,  y  lo  injusto  no  puede  atribuirse  á 
Ins  leyes  mientras  haya  una  razón  fundada 
para  preservar  de  esta  mala  nota  á  sus  dis* 
posiciones,  como  lo  es  en  el  presente  caso 
la  de  que  no  quiso  la  desamortizadora  citada 
comprender  en  la  venia  de  bienes  que  orde- 
nó los  pertenecientes  á  la  clase  de  los  de  es- 
le  litigio: 

Considerando  que  esta  razón  no  puede 
combatirse,  puesto  que  siempre  estos  bin.nes 
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Iiaii  podido  enajenarse  libroinenle  por  la  di- 
clia  V«nera1)ie  OrdeH,  y  los  bienes  libreinen- 
le  enajenables  nunca  se  pueden  confundir 
con  los  amortizados ,  que  no  pudiendo  de 
suyo  enajenarse  de  esle  modo . admiten  en 
justa  equivalencia  las  mencionadas  inscrip- 
ciones.» (Gflc.  24  febrero,) 

COWTBATISTAS.  Cuando  incurre 
en  responsabilidad  civil  y  criminal  un 
contratista  con  la  real  Hacienda  por  mal 
cumplimiento  de  un  contrato,  es  aquel 
justiciable  por  los  tribunales  respectivos  á 
cada  una  de  aquellas  responsabilidades. 

B.  D.-S.  de  6  de  febrero  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  D.  Gabriel  Amenabar,  asenlisla  de  jar- 
cias para  el  apostadero  de  la  llábana^  con 
la  Admioisiracioo  general ,  sobre  revoca- 
ción de  una  real  órden  que  tuvo  por  obje- 
lo  reintegrar  a  la  Hacienda  Je  las  canti- 
dades entregadas  de  mas  por  jarcias  en 
\iriud  de  cierto  contrato. 

Cumpliendo  mal  su  coptrato  Amenabar, 
se  mstruyó  el  competente  sumario,  y  en 
su  virtud  se  mandaron  retener  las  ulterio- 
res entregas  ó  libramientos  al  mismo,  y 
se  instruyeron  dos  procesos  contra  efmis- 
mo;  uno  criminal  en  que  la  Audiencia  pre- 
torial de  la  Habana  revocando.el  falle  del 
inferior,  absolvió  de  la  instancia  á  Ame- 
nabar,  y  mandó  devolverle  las  cantidades 
embargadas;  y  olro  gubernativo  que  en 
suspenso  durante  la  sustanciacíoo  del  cri- 
minal, debió  continuar  en  tuerza  de  la  real 
orden  cuya  revocación  pidió  Amenabar. 

A  consulla  del  Consejo  de  Estado,  por 
R.  D.-S.  de  6  de  febrero,  se  confirma  la 
real  órden  objeto  del  litigio:. 

«Considerando  que  la  sentencia  de  la  Au- 
diencia pretorial  de  la  Habana  de  4  de  mayo 
do  1861 ,  ai  disponer  que  se  devolviesen  al 
íiemandanle  las  cantidades  embargadas,  so- 
lo pudo  referirse  á  las  que  lo  hubiesen  sido 
por  consecuencia  del  procedimiento  criminal 
n  qi]e  puso  término;  pero  nó  á  las  que  la  Ad« 
luiriistracion  habia  mandado  retener  antes  y 
mientras  en  un  expediente  gubernativo  se 
«apuraban  los  perjuicios  inferidos  al  Estado 
I  01  la  infracción  de  las  condiciones  del  con- 
u  aio  de  un  servicio  público; 

Considerando  que  aquel  expediente,  dis- 
l  nio  absolulamente  del  procedimiento  cri- 
III mal,  y  paralizado  mientras  se  siguió  y  falló 


el  si'gundo,  no  se  habia  resuelto  al  diclAr«(» 
la  real  órden  reclamada,  ni  consta  que  se  ba- 
ya terminado: 

Y  considerando  que  limiiados  los  efecto* 
de  dicha  real  óxden  á  la  responsabilidad  ci- 
vil y  administrativa  del  demandante,  no  al- 
tera ni  suspende  lo  preceptuado  acerca  de 
la  responsabilidad  criminal.»  {Gac,  28  fe- 
brero,) 

CONTRATOS  CON  LA  ADMOTIS- 
TB ACION.  Establecida  en  favor  de  la 
Administración  la  jurisdicción  adminis- 
trativa, es  nula  cualquiera  renuncia  di* 
recta  ó  indirecta  que  de  ella  se  haga. 

B.  D.-S.  de  6  de  febrero  ifi  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  D.  Pedro  de  las  Cuevas  y  Llamas,  con- 
tratista de  calzado  de  los  depósitos  de  ban- 
dera de  Ultramar,  con  la  Administracíoa 
general,  sobre  revocación  de  una  real  órden 
que  declaró  rescindido  dicho  contrato.  Se 
I  bahía  puesto  en  la  escritura  además  de  to- 
!  das  las  condiciones  del  pliego,  una  que 
decía: 

cDe  las  causas  y  recursos  que  puedan 
promoverse  y  sean  peculiares  de  este  asun- 
to ha  de  conocer  precisamente  el  Juzgado 
de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la  Nue- 
va,  y  en  las  apelaciones  correspondiente» 
el  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina:» 
Cuevas  no  cumplió  dentro *de  los  plazos 
:  estipulados,  y  en  consecuencia  se  declaró 
I  rescindido  el  contrato  por  una  real  órden 
I  cuya  revocación  pide  Cuevas  fundándose 
I  que  se  prescinde  por  ella  de  la  antedicha 
cláusula  de  la  escritura. 
I    T  á  consulta  del  Consejo  de  Estado, 
I  por  R.  D.-S.  de  6  de  febrero,  se  absuelve 
á  la  Administración  de  la  demanda  y  se 
conKrma  la  real  órden  reclamada: 

¡    aConsiderando  que  establecida  á  favor  de 
;  la  Administración  exclusivamente  la  juris- 
:  dicción  administrativa,  es  ñola  toda  reiiun- 
'  cía  de  ella,  directa  ó  indirecta,  hecha  como 
aquí  se  hizo  al  contratar  un  servicio  público: 
Considerando  que  el  contratista  faltó  á  la 
'  condición  de  presentar  el  todo  de  los  efectos 
contratados  dentro  de  los  cinco  meses,  a 
contar  desde  la  fecha  de  la  aprobación  real 
de  la  subasta ,  como  él  mismo  viene  á  reco- 
nocerlo en  el  hecho  de  pretender  j  contra 
expresa  y  terminantemente  estipulado  ,  que 
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e]  punto  de  parüda  para  esle  término  debe  |  alli,  Comiguieutemente  rigiendo  'en  Fi- 
ser  la  fecha  de  la  escritura  del  conlralo:  |  Upinas  la  Uy  8**,  tit.  10,  Ub.  X  de  la  No- 
Y  considerando  que  consignado  eu  una  de   f)[¡ii^a  liecovilücion  SObre  inquilinatos 


fiO»»  condiciones  no  poderse  pedir  ni  conceder 
próroga  de  eale  lermino,  ia  obii^^acion  de 
presentar  en  él  los  referidos  erectos  se  ha 
hecho  imposible  de  realizar  por  culpa  del 
contralista ,  no  pudiendu  por  ello  subsiilir  el 
contrato.»  (Gac.  l.®  marzo.) 

PENSIONES.  Las  mejoras  de  pew- 
sion  en  virtud  de  la  ley  de  presupuestos 
de  1864  no  tienen  lugar  con  respecto  á 
los  haberes  atrasados. 

R.  D.-S.  de  6  de  fekcro  de  1866. 

Pleito  seguido  eo  el  Consejo  de  Estado 
por  doña  Josefa  Monleoegro  coq  la  Adnii- 
nistracioQ  pública,  sobre  abono  de  ha- 
beres. 

Por  fallec¡mient6  de  doña  Maria  Anto- 
nia Aguijar  se  trasmitió  á  sqs  dos  hijas 
dona  Josefa  y  doña  Maria  del  Pilar  Mon- 
tenegro la  viudedad  de  5.500  rs.  inensua* 
les  que  disfrutaba.  Ca?ó  doña  Josefa  con 
un  capitán  de  inf^ioleria,  y  quedó  la  pen- 
sión iotegra  á  dona  Pilar.  Enviudó  doña 
Josefa  y  se  le  señaló  la  viudedad  de  2.500 
reales;  pero  murió  doña  Pilar,  y  doña  Jo- 
sefa pidió  ia  viudedad  de  su  madre  de 
O.500  rs.  eo  vez  de  la  suya  de  ^.500;  lo 
que  pudo  ser  y  se  le  concedió  en  efecto 
por  R.  O.  de  11  de  noviembre  de  1861  v 
en  virtud  de  la  ley  de  presupuestos  de  í 
de  junio  de  dicho  año;  pero  pretendió  do- 
ña Josefa  que  esto  se  entendiese  desde  el 
día  siguiente  al  fallecimiento  de  su  her 
mana  á  20  de  diciembre  de  1859,  y  á  con 
sulu  del  Consejo  de  Estado,  por  real  de- 
creio-scnlcficia  de  6  de  febrero,  se  coníir 
ma  la  real  orden  reclamada: 

aCoosiderando  que» la  reclamante  no  tuvo 
derecho  á  la  peusion  que  hoy  disfruta  hasta 
que  se  le  aph'caron  los  efectos  de  la  ley  de 
presapuéslofl  de  25  de  junio  de  1864,  y  que 
constituyendo  esla  una  Jegislacion  nueva  y 
distÍDla  de  la  que  regia  en  1859,  no  es  posi- 
ble retrotraerla  á  aquella  época.»  (Gac.  4 
marso.) 

IiBGISLACIOK  DE  INDIAS.  Las 
leyes  vigentes  en  Ultramar,  por  su  cali- 
dad de  especiales,  no  pueden  revocarse  si- 
no por  leyes  especiales,  ó  que  se  comuni- 
quen  de  un  modo  eí^peciat  para  que  rijan 


debe  estarse  á  ella  y  no  á  la  de  9  de  abril 
de  iSiQ. 

R.  D.-S.  d(f  8  de  febrero  de  1866. 
Pleito  seguido  eo  el  Consejo  de  Eslatjo 
por  D.  Juan  Bautista  Arrcrhca,  vecino  y 
del  comercio  de  Panp:a«^inan,  en  Filipina?, 
con  la  Hacienda  pública,  sobre  aumonlo 
de  alquileres  de  la  casa  que  arrendó  aquel 
para  Administración  de  Estancadas*  de 
aquella  provincia. 

Pretendía  dicho  Arrechea  que  se  derla- 
rase  hal)er  lugar  á  la  admisión  de  sus  re- 
cursos simultáneamente  interpuestos  dft 
nulidad  y  de  apelación  de  una  sentencia 
dictada  por  la  sección  de  lo  contencioso 
del  Consejo  de  Administración  de  Manila, 
que  confirmó  un  decreto  de  la  superinten- 
dencia delegada  de  Dacienda  aprobatorio 
de  una  providencia  dictada  por  la  inten- 
dencia general  de  Luzun  dej^eslimando  el 
aumento  de  alquileres  soHcilado  por  r.l 
apelante;  v  á  con.-ulta  del  Concejo  de  Es- 
tado, por  R.  D.-S.  de  8  de  febrero,  s«i 
confirma  la  sentencia  expresada  con  visiji 
de  las  reglas  3,*  v  10  de  la  lev  8.*.  título 
10,  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.;  del  art.  SO 
de  la  Coustitucion,  y  del  6o  del  regla- 
mento de  procedimientos  en  los  negocios 
contenciosos  de  Ultramar: 

«Considerando  que  declarada  apelable  por 
esla  disposición  (art.  65  citado)  la  provid»  ii- 
cia  en  que  se  desestima  el  recurso  de  nuli- 
dad coulra  las  sentencias  definitivas  de  los 
Consejos  referidos  de  Adminislracion,  ''s 
visto  que  si  no  se  apela  de  elía,  que  es  lo 
que  ha  sucedido  en  el  présenle  litigio,  que- 
da ejecutoriada  la  desestimación,  y  no  pu<'  - 
de  tratarse  de  este  punto  en  la  segunda  iu4- 
lancia: 

Considerando  quo  el  hecho  do  ropr  en  Fi- 
lipinas la  ley  8.*,  lil.  10,  lib.  10  de  la  Noví- 
sima Recopilación  resulla  comprobado  «mi 
los  autos,  ya  porque  los  funcionarios  le(rn- 
dos  que  han  intervenido  en  la  via  guberna- 
tiva, y  en  primera  inslancia  en  el  negocio, 
parlen  de  esle  supuesto  sin  género  de  duda 
en  sus  dictámenes  y  escritos,  ya  por  lo  que 
manirestó  lerminantemenie  y  propuso  acer- 
ca de  ello  en  su  iníoime  l.i  sercion  de  Ha- 
cienda de  aquel  Consejo  de  Admioislracicu, 
ya  también  porque  el  fallo  apelado  lo  e&liuia 
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inconcuso  en  el  líocho  de  limitarse  á  aplicar 
)a  citada  ley  al  caso  del  pleito,  ya  en  íin  y 
principalmente  por  el  testimonio  afirmativo 
que  de  ello  dió  el  mismo  demandante  y  que 
ahora  no  puede  recusar: 

Considerando  que  las  jeyes  vigentes  en 
las  provincias  de  Ultramar  tienen  todas  el 
carácter  de  especiales,  y  no  pueden  dero- 
Karse  sino  por  otras,  especiales  también,  ó 
que  no  siéndolo  se  comuniquen  para  que 
allí  rijan: 

Considerando  que  en  la  ley  de  9  de  abril 
de  1842,  sobre  inquilinatos,  no  concurren 
ninguna  de  estas  dos  circunstancias,  y.  no 
puede  por  ello  estimarse  derogatoria  de  la 
reft^rida,  como  lo  pretende  el  apelante: 

Considerando  que  según  la  regla  3.*^  de  la 
misma  no  pudo  este  exigir  aumento  de  al- 
quiler, como  le  exigió,  a  los  do«  años  de  ce- 
lebrado el  contrato,  sino  á  los  10,  por  no  ha- 
berse determinado  su  duración  al  celebrarle- 
Considerando  que  invoca  sin  derecho  el 
apelante  la  regla  10  de  la  misma  ley,  por- 
que ni  insistió  en  el  desahucio  para  habitar 
por  sí  mismo  la  casa,  ni  le  pretendió  en  de- 
bida Turma,  pues  omitió  la  caución  prescrita 
por  aquella:  y 

Considerando,  en  fin,  que  la  sentencia  ape- 
lada se  ajustó  á  estos  principios.»  {Gac.  8 
marso,) 

BIENES  DE  APROVECHAMIEN- 
TO COMUN.  (Desamortización.)  ¿05 
bienes  arbitrados  ó  que  dán  renta  que 
(kba  €^er  metida  en  el  procomunal», 
aunque  en  su  origen ,  ó  por  su  adquisi- 
ción hubiesen  sido  de  aprovechamiento  ro- 
inun ,  están  sujetos  á  la  condición  de  los 
de  propios  y  por  tanto  á  la  ley  desamor- 
lizadora  de  4.*  de  mayo  de  i «55. 

R.  D.-S.  de  6  de  febrero  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  los  Ayuntamientos  de  Pozo  bianco, 
Torre-milano  y  demás  de  las  siete  villas 
<ie  los  Pedroches  de  Córdoba  con  la  Admi- 
lílslracion,  sobre  revocacioo  de  una  real 
orden  de  i4  de  diciembre  de  1862  que 
mandó  proceder  desde  luego  á  la  enajena- 
ción de  las  dehesas  tituladas  Jara  Rutees  y 
Navas  del  Emperador.  Fundaban  su  de^ 
manda  estos  Ayuntamientos  en  ser  dichas 
dehesas  del  dominio  particular  de  ios  veci- 
uos  por  compra  que  sus  antepasados  hicie- 
ron á  la  Corona;  pero  como  porcerlilicacion 
del  Secretario  del  Gobierno  de  la  piovincia 
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con  referencia  á  las  cuentas  fiiunicipale^, 
resulta  que  las  dehesas  fueron  arbitradas, 
aunque  con  la  expresión  de  que  eran  pro- 
pias y  privativas  del  dominio  particular 
de  los  vecinos  y  que  se  traían  al  presu- 
puesto para  cubrir  el  déficit  por  no  ser 
bastantes  ios  valores  de  propios,  el  Con- 
sejo de  Estado,  vistas  la  ley  de  1.®  de 
mayo  de  1853,  la  instrucción  de  51  del 
mismo  mes,  la  B.  O.  de  23  de  abril  de 
1858,  en  que  se  declaró  que  estaban  su* 
jetas  al  20  por  100  de  propios  aquellas 
fincas  rústicas  de  propiedad  de  los  pue- 
blos, cualquiera  que  hubiese  sido  su  ori- 
gen y  denominación,  que  se  hallasen  ar- 
bitradas por  ios  Ayuntamientos  para 
obtener  alguna  utilidad  ó  recurso  aplica- 
ble á  los  gastos  municipales,  y  cuyo  dis- 
frute y  aprovechamiento  no  fuese  común 
v  enteramente  gratuito  (1),  v  las  leves 
9.*  y  10,  lít.  28  de  la  Partida  3.*,  con- 
sulta  la  coDÍirmacion  de  la  real  órden  re- 
clamada y  asi  &e  estiiua  por  R.  D.-S.  de 
6  de  lebrero: 

((Considerando  que  la  declaración  que  se 
dice  hecha  acerca  de  las  dehesas  de  Jara^ 
Ruices  y  Navas  del  Emperador  en  la  clasi- 
licacion  general  de  montes,  si  produce  dere* 
chos  favorables  á  los  Ayuntamientos,  po* 
drán  usar  de  ellos  como  corresponda,  pero 
no  puede  ser  apreciada  en  este  pleito,  redu- 
cido á  saber  si  las  tales  dehesas  están  ex— 
ccpludas  de  la  venta  en  el  concepto  de  bienes 
lie  aprovechamiento  común,  con  ^arreglo  á 
la  ley  de  1.®  de  mayo  de  1855: 

Considerando  sobre  este  punto,  que  dicha 
ley  no  exceptúa  de  la  venta  de  los  bienes 
de  aprovechamiento  común,  atendido  su 
origen,  sino  aquellos  que  se  aprovechasen 
en  común  al  tiempo  de  su  promulgación: 

Considerando  que  la  R.  O.  de  23  de  abril 
de  185S  declaró  que  solo  los  bienes  cuyo 
disfrute  fuese  común  y  enteramente  graluí^ 
to,  estaban  exceptuados  del  pago  4c\  20  por 
100  de  propios,  quedando  sujetos  á  él  los  que  , 
siendo  de  aprovechamiento  común,  se  h^tla-- 
ban  arbitrados  para  obtener  alguna  uiilidad 
ó  recurso  aplicable  á  los  gastos  municipales: 

Considerando  que  en  virtud  de  dicha  de  — 
claracion  vino  á  quedar  consignado,  en  con  - 
formidad  al  principo  establecido  en  la  ley  de 
Partida,  que  los  bienes  arbitradoüó  que  da  — 
ban  renta,  que  debía  ser  «metida  en  el  pra- 


(1)  Insfrta  tn  el  trlíeulo  Piiopios,  tumo  5.",  ¡á;  53$. 
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fomunaU  quedaban  sujetos  á  la  condición 
de  ios  bienes  de  propios,  aunque  en  su  ori- 
lleen, ó  por  los  títulos  de  su  adquisición,  hu- 
biesen sido  de  comuQ  aprovechamiento: 

Y  considerando  que  según  los  dalos  reu* 
nidos  en  el  expediente,  y  aun  los  aducidos 
por  ios  demanaantesen  la  vía  contenciosa,  las 
dehesas  áe  Jara*Ruices  y  Navas  del  Empera- 
dor» á  la  Techa  de  la  ley  de  1 .®  de  mayo  de  1855, 
y  mucho  tiempo  antes,  no  se  disfrutaban  en 
sus  aprovechamicnlos  en  común  y  gratuita- 
mente, sino  mediante  una  renta,  mayor  ó 
menor,  aplicada  á  cubrir  las  necesidades  de 
los  municipios,  y  que  por  lo  nusmo  no  están 
comprendidos  en  la  excepción  del  núoi.  9.® 
del  art.  2."»  (Gac.  S  marzo.) 

CONTBATOS  CON  LA  ADMINIS- 
TEACION.  Cuando  un  contrato  bilate- 
ral y  d€  los  llamados  en  el  derecho  de  bue- 
na fé  ofrece  alguna  duda,  debe  interpre- 
tarse ¿egun  los  principio»  de  la  equidad. 
Si  no  se  reclama  dentro  del  término  de  seis 
meses  contra  las  resoluciones  del  Gobierno 
que  causan  estado^  no  pueden  reformarse 
enlavia  contenciosa. 

R.  B.-S.  de  8  de  feker»  de  1866. 

Pleito  seguido  eo  el  Consejo  de  Estado 
por  la  coiDpañía  del  ferro  carril  de  Tude- 
U  á  Bilbao  con  la  Adniioislracíon  geoeral 
del  Estado,  sohre  revocación  de  una  real 
órdeo  que  denegó  un  aumento  de  subven- 
don.  Este  aumento  que  solicitaba  la  com- 
pañía se  fijaba  en  la  sulwencion  cuantitati* 
va  correspoodteote  á  3  kilómetros  464 
metros  que  se  calcularon  de  menos  por 
error  material  en  los  planos  primitivos; 
T  la  correspondiente  á  3  Ulómelros  551 
metros  en  míe  resultó  prolongada  la  línea 
por  un  camnio  de  trazado*,  aprobado  debi- 
damente: y  á  consulta  del  Cansejo  de  Es- 
tado, por  Ú.  D.-S.  de  8  de  febrero,  se  de- 
ciara  que  se  debe  abonar  á  la  compañía  el 
aamento  qoe  solicita  por  el  primer  con- 
cepto, V  no  el  segundo,  coofirmando  la 
real  órjen  reclamada  eo  lo  que  con  esta 
sentencia  sea  conforme  y  dejándola  sin 
efecto  en  lo  que  no  lo  sea.  (Gac.  ií 
mar%o.) 

TEICBBIDAD  £N  LTriGAB.  No 

se  puede  apreciar  con  seguridad  la  teme- 
ridad de  un  litigante  que  desiste  desuac- 
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cion  antes  que  se  examine  el  negocio  para 
fallar  en  definitiva,  al  efecto  de  cumie- 
varíe  á  satisfacer  daños  y  perjuicios, 

R.  D.-S.  de  8  de  Mrers  di  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 

tor  la  empresa  del  ferro-carril  de  Isabel 
I  de  Alar  del  Bey  á  Santander,  con  la 
Administración  general,  coadyuvada  por  la 
Sociedad  general  de  Crédito  Moviliario 
Español,  sobre  revocación  de  una  real  órden 
que  aprobó  la  subasta  de  la  concesión  del 
ferro  carril  de  Quíntanilla  de  las  Torres 
á  Orbó. 

En  dicha  subasta  se  adjudicó  la  conce- 
sión de  este  camino ,  después  de  desecha- 
da otra  pro|)Osic¡on  de  la  empresa  del 
ferro-carril  del  Norte,  á  D.  José  Oliva  y 
Estrany  para  ceder  á  la  Sociedad  general 
de  Crédito  Moviliario  Español  á  la  cual 
quedó  definitivamente  adjudicada  por  una 
real  órden  que  aprobó  la  subasta.  Mas  la 
empresa  del  ferro-carril  de  Alar  del  Rey  á 
Santander  presentó  demanda  ante  el  CoU": 
sejo  de  Estado  para  que  revocándose  la 
indicada  real  órden ,  se  declarase  mas 
beneKciosa  su  proposición,  y  de  no,  que  se 
verificase  nueva  subasta.  Impugnó  esta 
demanda  el  Fiscal  de  S.  M.  eo  represen- 
tación de  la  Administración  y  también  la 
sociedad  concesionaria;  y  entonces  la  eni» 
presa  demandante  se  separó  de  su  deman- 
da ,  accediendo  á  su  desistimiento  el  Fís« 
cal  de  S.  M.  y  la  sociedad  concesionaria, 
pero  pidiendo  se  declarase  firme  y  con- 
sentida la  real  órden  de  11  de  mayo  de 
1863»  y  se  aplicase  al  demandante  él  ar- 
tículo 275,  párrafo  cuarto  del  reglamento 
de  lo  contencioso  del  Consejo  de  Estado 
de  SO  de  diciembre  de  1846,  según  el 
cual  debe  ser  condenada  á  satisfacer  daños  t  . 
y  perjuicios  la  parte  cuya  apelación  se  es* 
limase  temeraria.  Por*  R.  D.-S.  de  8  de 
febrero: 

«Considerando  que  los  citados  párrafo  y 
articulo  no  tienen  aplicación  en  el  presente 
caso,  porque  no  habiéndose  de  examinar  el 
negocio  en  el  Tondo  para  fallarle  en  definiti- 
va,  no  se  puede  con  sefi^uridad  apreciar  la 
temeridad  del  demandante.» 

Se  tuvo  por  desistida  del  presente  pleito 
á  la  empresa  del  ferro-carril  de  Isabel  II 
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de  Alar  del  Rey  á  Santander,  que  le  pro- 
movió, y  por  firme  la  real  órden  recla- 
mada. (Gac.  i4  mcfrzo.) 

HABEEES  PASIVOS.   Pará  la  da- 

s^ificacion  de  estos  hay  que  atender  siem- 
pre  á  las  leyes  de  presupuestos  anteriores 
á  los  servicios  prestados. 

R.  D.-S.  de  10  de  febrero  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  D.  Máximo  Marcos,  contralor  cesante 
por  reforma  dol  hospital  militar  de  Santia- 
gode  Cuba,  con  la  Administración  pública, 
sobre  mejora  de  clasificación.  En  la  que 
hiciera  de  los  servicios  del  demandante  la 
jimta  de  clases  pasivas  le  dedujo  tres 
anos,  dos  meses  y  ocho  dias  que  había 
servido  de  escribiente  de  planta  en  las  Di- 
recciones generales  de  contribuciones  indi- 
rectas y  de  aduanas;  y  Marcos  acudió 
para  que  se  le  abonasen* al  Ministerio  del 
ramo,  siendo  el  resultado  una  real  órden 
que  aprobó  la  clasificación  de  la  expresada 
junta.  No  desistió  aqiiel  sino  que  reprodu- 
jo su  demanda  ante  el  Consejo  de  Estado, 
invocando  el  precedente  de  haber  rerono- 
cido  la  junta  de  clases  pasivas  á  D.  Rafael 
Llano  y  flevia  todo  el  tiempo  que  habrá 
servido  en  las  carreras  militar  y  de  Hacien- 
da; y  por  R.  D.-S.  de  10  de  febrero,  á 
consulta  del  Consejo  de  Estado  v  en  visita 
de  las  leyes  de  presupuestos  de  26  de  mat 
To  de  1835  y  3  de  mavo  de  1845 ,  v  el 
R.  D.  de  18  de  junio  de'l852,  se  absol  vió 
<le  la  demanda  á  la  Administración  confir* 
mando  la  reclamada  reai  órden; 

«Considerando  que  los  tres  riños,  dos  me- 
ses y  ocho  dias  que  el  demándame  sirvió  el 
destino  de  escribiente  de.  las  Direcciones  de 
indirectas  y  aduanas  no  le  son  abonables,  ni 
pueden  por  lo  lanto  aceptarse  como  básele 
su  carrera  para  la  situación  pasiva,  porque 
la  citada  ley  d(í  presupuestos  de  1845  lo  pro- 
hibe de  una  manera  explícita  y  terminante; 

Considerando  que  tampoco  pueden  servir- 
le de  base^ara  el  efecto  indicado  los  servi- 
cios prestados  en  el  ejército  en  la  clase  de 
tropa,  porque  lo  resisten  las  leyes  anterior- 
«ente  citadas  y  el  R.  D.  de  18  de  junio  de 
1 852: 

Considerando  que  entre  los  casos  á  que 
D.  Máximo  Marcos  se  refiere  eñ  su  demanda, 
y  el  en  que  el  mismo  se  encuentra,  no  hay 
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paridad  de  circunstancias,  puesto  que  en  los 
primeros  sp»  trataba  de  la  clasiftcaclon  de  me- 
plorios  y  de  servicios  prestados  antes  del 
año  1845.»  (Gac.  14  marzo.) 

MINAS.  Procede  la  nulidad  de  los 
expedientes  de  registro  par  falta  de  habi- 
litación de  labor  legal  con  arreglo  á  dis- 
posiciones expresas  de  la  ley  y  regla- 
mento. 

R.  D.-S.  de  10  de  febftro  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  D.  Joaquin  de  Biírgos,  gerente  de  la 
sociedad  minera  La  Bélica  y  registradora 
de  ta  mina  llamada  La  Molina,  en  término 
de  Espiel,  con  la  Administración  pública. 
Instruido  el  expediente  del)idamenie  y  no 
resultando  del  segundo  reconocimiento  del 
ingeniero  de  la  proviucia  las  circunstancias 
de  reglameiHo,  el  Gobernador  dejó  sin 
efecto  el  expediente:  apeló  el  interesado 
de  esta  resolución,  y  fué  confirmada  por 
R.  O.  de  4  de  noviembre  de  1863.  Dedujo 
su  demanda  ante  el  Consejo  de  Estado,  y 
á  consulta  de  este,  por  R.  D.-S-  de  10  de 
febrero,  se  absolvió  de  la  demanda  á  la 
Administrat^ion  y  se  confirmó  la  expresada 
real  órden,  eu  vista  de  ios  arts.  SO,  54  y 
58  del. reglamento  para  la  ejecucioa^  de  la 
tey  de  minas  de  <849,  y  Ja  R-  O.  de  19 
dé  febrero  de  1852: 

(iConsiderando  que  pasados  con  mucho 
exceso  los  cuatro  meses  fijados  en  el  regla- 
mento parala  habilitación  de  la  labor  legal,  no 
lo  estaba  según  en  dicho  reglamento  se  dis- 
pone«  pues  que,  como  se  desprende  de  lo 
<iei*lifícado  por  el  ingeniero,  en  el  a.¿lo  dei  re- 
conocimiento solo  babia  un  pozo  de  ocho  va- 
ras y  media  de  profundidad: 

Considerando  que  contra  esta  manifesta- 
ción, consignada  en  el  acta,  no  se  hizo  pro- 
testa ni  reclama«í¡on  alguna  por  el  represen- 
tante de  la  sociedad  que  asistía  á  la  diligen- 
cia, y  aparece  además  comprobada  1a  verdad 
de  no  estar  hecha  toda  la  labor  que  la  ie>^ 
exige»  de  lo  expuesto  con  posterioridad  al 
Gobernador  por  el  apoderado  de  la  aociedad 
misma.»  (Gac.  14  marzo,) 

Idéntica  resolución  recayó  ea  vista  de 
los  citados  artículos  del  reglamento  para 
la  ejecución  de  ta  ley  de  mi  Das  de  i849 
y  por  los  mismos  moi\\(y^j  considerandos, 
en  otras  tres  demandas  deducidas  aoi^ 
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expresado  Consejo  por  el  mismo  D.  Joa- 
quio  de  Burgos,  como  representante  en  el 
uno  de  la  sociedad  minera  La  Vi%caim, 
registradora  de  la  mina  denominada  El 
Angel;  en  el  otro  en  nombre  de  la  sociedad 
minera  La  Manchega  registradora  de  la 
iBioa  EL  CabeUo;  y  en  la  áltima  como 
apoderado  de  la  misma  sociedad  registra- 
dora  de  la  mina  El  Lagarto,  todas  tres 
eo  término  de  Espiel:  cuyas  tres  senten- 
cias, son  de  10  de  febrero  de  i866  y  se 
pueden  ver  en  la  Gac.  Oí  marzo.) 

TERRO'  O ARBILES.  La  coñeemn 
de  una  via  férrea  llene  iodo  el  carácter 
de  un  contrato  bilateral  entre  la  Admi-- 
nistracion  pública  y  el  conce^onario ,  y 
cuando  por  este  se  solicita  una  innovación 

la  Administración  la  concede  bajo  una 
condición  expresa,  no  puede  utilizarse  la 
wia  sm  la  otra. 

R.  D.'S.  de  13  de  febrero  de  18^6. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  D.  Juan  Nennioger,  como  presidente 
de  la  primera  compañía  de  vaporei»  de  la 
bahta  de^  la  Habana  qne  adquiriera  por 
compra  im  ferro -carril  denominado  La 
Prueba,  con  la  Administración  'general, 
sobre  revocación  de  la  sentencia  del  Con* 
sejo  de  Administración  de  la  isla  de  Cuba 
confirmatoria  de  una  providencia  del  Go- 
bernador superior  civil  de  la  misma  rela- 
tiva á  varias  reformas  intentadas  por  la 
expresada  sociedad  en  aquel  ferro*carril. 
Tenía  este  por  objeto  explotar  la  mina  de 
carbón  de  piedra  denominada  La  Prospe- 
ridad y  la  concesión  se  hizo  primeramen<< 
te  á  la  sociedad  anónima  establecida  pa- 
ra la  explotación  de  esta  mina  con  facul- 
tad de  conducir  frutos,  efectos  y  pasaje- 
íds  7  de  atravesar  las  poblaciones  de 
Guaoabacoa  y  Regla.  Declarada  depnes 
esta  sociedad  en  quiebra  adquirió  aque- 
llos derechas  D.  Miguel  Nin  y  Pons,  quien 
obtuvo  autorización  para  explotar  el  ca« 
iiitno  con  naotor  de  sangre  por  vía  de  en- 
sayo. Harió.Nin  y  sus  herederos  enage- 
Dam  el  camino  á  la  sociedad  demandante, 
la  cual  solicitó  la  construcción  de  .ona 
doble  via,  varias  reformas  en  lo  existente 
▼  ei  uso  de  tres  locomotoras  de  vapor,  en 
vez  de  la  fuerza  animal^  y  despocs  en 
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distinto  expediente  la  proloogacion  de  la 
linea  hasta  el  muelle  de  Rrgia.  Todas  es- 
tas pretensiones  fueron  resueltas  por  el 
Gobierno  de  la  isla,  en  providencias  de 
15  de  noviembre*  de  1838,  30  de  marzo 
de  1859  y  30  de  julio  de  1860,  permi- 
tiendo  llevar  á  cabo  el  proyecto  de  la  do- 
ble via  en  los  términos  solicitados,  pero 
expresándose  en  la  última  de  las  indica* 
das.  resoluciones  qne  se  prohibía  hacer 
uso  del  vapor  como  fuerza  motriz  de  los 
trenes  dentro  de  las  poblaciones. 

Paralizada  la  explotación  del  camina 
y  empezadas  las  obras  para  llevar  á 
efecto  las  reformas,  acudió  el  presiden- 
te de  la  empresa  á  la  referida  autoridad, 
acompañando  los  pianos  y  presupuestos 
de  nuevas  reform.is  con  el  empleo  de  má- 
quinas de  vapor,  y  el  Gobernador  supe- 
rior civil  decretó  que  no  era  admisible  el 
proyecto  presentado,  porque  perjudicaba 
notablemente  á  Jas  poblaciones  de  Regla 
y  Guanabacoa,  y  que  si  la  empresa  que- 
ría adoptar  el  sistema  misto  de  sangre  y 
de  vapor  para  dentro  y  ftiera  de  las  pobla- 
ciones debería  formar  y  presentar  el  cor- 
respondiente provecto,  con  arreglo  al 
R.  D.  de  <0  de  diciembre  de  1838.  ó  que 
si  quena  continuar  explotando  toda  la  li- 
nea con  fuerza  animal,  presentara  igual* 
mente  el  proyecto  sobre  mejora  de  la 
misma  lÍBca  y  material  móvil. 

El  presidente  de  la  empresa  presentó 
los  estudios  modificados  de  las  obras  da 
reparación  y  reforma,  manifestando  las 
razones  por  que  creía  que  el  uso  del  vapor 
no  exponía  a  riesgo  á  las  poblaciones  por 
donde  pasaba;  v  el  Gobernador  de  la  isla 
resolvió  eo  31  de  marzo  de  186:^,  que  se 
previniese  á  la  citada  empresa  que  pre- 
sentase un  estudio  con  sujeción  á  las  pres- 
cripciones del  R.  D.  de  10  de  diciembre 
de  18%8  y  de  la  providencia  dictada  en  12 
de  cíiciembre  de  1861. 

Contra  aquella  providencia  presentó 
demanda  la  sociedad  de  vapores  de  la 
Habana  ante  la  sección  de  lo  coaten(;ioso 
del  Consejo  de  Administración  de  la  isla 
de  Cuba,  que  dictó  sentencia,  confirman- 
do la  providencia  gubernativa  impugnada: 
y  apelando  de  este  fallo  Nennioger  pi- 
diendo su  revocación,  es  confirmada  por 
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U.  D.-S,  de  13  de  febrero,  en  estos  lér- 
luioos: 

«Considerando  que  en  el  supuesto  de  que 
la  concesión  primiliva  conluviese  el  permiso 
para  explotar  el  camino  *por  medio  de  loco- 
motoras ,  aun  dentro  de  tas  poblaciones, 
propuesta  por  la  sociedad  una  modiñcacion 
a  la  concesión  expresada  por  el  estableci- 
miento de  doble  via  y  prolongación  del  tra- 
yecto, lo  cual  constituía  una  nueva  gracia, 
estuvo  en  su  derecho  la  Administración  exi- 
giendo otra  niodificacion  por  su  parle,  cual 
fué  que  dentro  de  las  poblaciones  no  se  hicie- 
se uso  del  vapor  como  fuerza  motriz: 

Considerando  que  de  .este  modo  se  resta- 
blecía recíprocamente  una  innovación,  que 
pudo  ser  rehusada  por  la  sociedad  mante- 
niendo en  su  vigor  la  concesión  primera  y 
desistiendo  de  la  modifícacion  que  propuso: 

Considerando  que  otorgada  esta  por  la 
Administración,  y  aceptada  por  la  sociedad 
porque  le  era  provechosa,  debe  entenderse 
aceptada  la  que  la  Administración  exigía, 
porque  no  es  lícito  suponer  que  la  modifíca- 
cion de  ÍJi  concesión  primitiva  hubiera  de 
hacerse  solo  en  beneício  de  una  de  las  par- 
les, cuando  no  resulla  así  convenido: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la 
sala  de  lo  contencioso  del  Consejo  de  Esta* 
do  etc.,  vengo  en  confírmar  la  sentencia  del 
Consejo  de  Administración  de  la  isla  de  Cu- 
ba en  su  parte  resolutiva  y  lo  acordado.»  (Ga- 
ceta 16  marzo.) 

BEBECHOS  PASIVOS  DB  EM« 
FLEADOS.  El  sueldo  regulador  de  las 
cesantías ,  jubilaciones  y  Monte-Pio  es  el 
del  empleo  aue  se  haya  desempeñado  en 
propiedad  dos  años  estando  dentro  de  los 
presupuestos  respectivos. 

R.  D.-S.  de  10  de  fibrero  de  1866. 

Pleito  seguido  eo  el  Consejo  de  Estado 
por  D.  José  María  de  Azúa  con  la  Admi- 
nistración general,  sobre  mejora  de  clasi- 
ficación. 

Habla  servido  Aziia  varios  empleos  y 
entre  ellos  el  de  contador  de  Valencia  que 
permutara  por  el  de  contador  del  Tribu- 
nal de  Cuentas  del  Reino:  la  junta  de 
clases  pasivas  le  reconoció  28  años  de 
servicio  tomando  como  sueldo  refculador 
í'l  de  !20.000  rs.';  pretendió  Azúa  se  toma- 
se el  de  contador  de  Valencia  que  era  de 
^4.000;  negó  á  este  el  derecho  á  esta 
mejora  una  R.  O.  de  22  de  agdsto  di 


1864:  interpuso  él  recurso  para  sa  rero- 
'  cacion,  y  á  consulta  del  Consejo  de  Esta- 
do, vistas  las  leyes  de  presupuestos  de  26 
de  mavo  de  i 835,  2o  del  mismo  mes  de 
:  1845/arl.  14  de  la  de  25  de  julio  de 
1853,  y  la  disposición  segunda  de  tas  de* 
signadas  en  el  apéndice  letra  C  de  la  mis- 
^  ma,  por  R.  D.-S.  de  10  de  febrero,  se  ab- 
I  suelve  de  la  demanda  á  la  Adminislracioa 
¡  y  se  conGrma  la  real  órden  reclamada: 

«Considerando  que  con  arreglo  al  espíritu 
y  aun  á  la  letra  de  las  leyes  mencionadas ,  y 
particularmente  del  art.  14  de  la  última,  el 
sueldo  que  haya  de  servir  de  regulador  de 
I  las  declaraciones  de  cesantía,  jubilación  y 
I  Monte-pio  será  el  del  empleo  que  se  haya 
I  desempeñado  en  propiedad  por  espacio  de 
dos  años  estando  dentro  de  los  presupuestos 
respectivos: 

Considerando  que  el  mayor  sueldo  que  el 
demandante  ha  disfrutado  por  espacio  de 
dos  años  en  sus  diversos  empleos  es  el  de 
20.000  rs.  vn.,  haciendo  la  acumulación  de 
'  tiempo  ordenada  en  el  mencionado  apéndice 
de  la  ley  de  25  de  julio  de  1855: . 

Considerando  que  las  circunstancias  hono- 
ríficas ó  de  categoría  no  pueden  influir  en  el 
señalamiento  ó  clasificación  de  los  derechos 
pasivos,  los  cuales  están  subordinados  á  re- 
glas precisas,  fundadas  sobre  la  base  de  los 
bueidos  percibidos  y  del  tiempo  de  servicio.» 
(Gac,  23  marzo.) 

ABSOLUCION.  Cuando  efii  senUn^ 
cia  definitiva  se  absuelve  do  la  deman- 
da, es  y  se  entiende  de  la  demanda^  no 
de  una  parte  de  eUa  si  no  se  expresa. 

R.  D.-S.  de  24  de  marzo  de  4866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  D.  Rafael  de  Ledesma,  vecino  de  Gra- 
nada, con  la  AdmÍDiütrncioo  general,  so^ 
bre  revisión  de  sentencia,  que  confirmó 
una  real  órden  anulatoria  de  la  venta  «he- 
cha al  mismo  Ledesma  del  edificio  pesca- 
dería de  Granada.  Fundó  Ledesma  su  peti- 
ción en  que  la  sentencia  no  resolvió  el 
punto  relativo  á  la  compra  del  solar  con- 
tiguo á  la  pescadería;  v  á  consulta  del 
Consejo  de  Estado,  por  Ú.  D.-S.  de  24  de 
marzo  se  declara  improcedente  el  recurso 
de  revisión: 

«Considerando  que  absuella  la  Administra  - 
clon  de  la  demanda  un  términos  g»Miera  es  y 
absolutos,  es  evidente  que  esta  reboluciuu 
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asi  se  refería  á  la  parle  de  dicha  demanda 
en  ({üe  se  pedia  la  revocación  de  la  real  or- 
den y  la  declaración  de  validez  de  la  venia, 
como  á  la  en  que  se  solicilaba  la  indemnisa- 

cioo: 

Considerando  que  e«la  inteligencia  del  fa- 
llo definilivo  se  ve  plenainenle  confirmada 
•por  los  fundamentos  del  mismo,  pues  que 
en  los  primeros  se  examinó  la  cuestión  de 
validez  de  la  venia ,  y  se  dedicó  el  último  á 
la  de  indemnización,  manifeslánjlose  en  é\ 
lio  ser  posible  en  el  juicio  contencioso  fijar 
ios  límites  de  dicha  indemnización ,  que  era 
lo  á  que  virlualmente  se  aspiraba,  y  dedu- 
ciéndose de  aquí  claramente  la  necesidad  de 
absolver  á  la  Hacienda  de  una  reclamación 
qae  no  estaba  suficienlemenle  preparada  con 
de&ámen  y  decisión  gubernativa: 

Considerando  y  por  tanto  que  ámbos  pun» 
tos  fueron  objeto  de  la  resolución  contenida 
en  el  expresado  fallo ,  y  que  quedaron  deci- 
didos del modoque  podía  hacerse  por  las  di- 
versas razones  que  á  cada  uno  de  ello&eran 
aplicables,  no  teniendo  por  lo  mismo  funda- 
mento legal  el  recurso  de  revisión.»  {Gae.  8 
abrU.) 

DERECHOS  PASIVOS.  Para  ob- 
tenerlas f  es  preciso  que  los  empleos  servi- 
dos lo  hayan  sido  por  nombramiento  Real 
ó  de  las  Córtes  en  propiedad ,  y  pertene-^ 
cienies  á  planta  comprendida  en  la  ley 
de  presupuestos. 

R.  D.-S.  de  24  de  uno  de  i866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  D.  José  Galban  y  Muríllo,  capitán  del 
^apor  Buenaventura,  con  la  Admioistra- 
rioQ,  sobre  señalamiento  de  haber  pasivo. 
Estovo  aquel  vapor  destinado  durante  los 
dos  años,  nneve  meses  v  veinte  días  que 
!o  mandó  Galban  con  ilOOO  rs«  de  suel* 
do  anual,  al  remolque  de  las  dragas  que 
bab  an  de  emplearse  en  la  liiílpia  del  puer- 
to de  Barcelona,  y  declarado  ce.<antc,  la 
janla  de  clases  pasivas  acordó  que  no  le- 
nta derecho  al  abono  de  hal)er  corre>poo- 
diente  áese  tiempo,  contra  cuyo  acuerdo 
reclamó  al  Hioisterio  y  obteniendo  la  real 
óniea  contraria,  para  cuya  revocación  plei- 
tea. A  coDsolta  del  Consejo  de  Estado,  y 
en  vista  de  la  lev  de  presupuestos  de  26 
'le  niavo  de  1855  v  del  art.  74  de  la  de 
35  de  julio  de  ,  por  H.  D.-S.  de  24 
de  marzo  se  atisuelve  de  la  demanda  &  - 
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Administración  confirmando  la  real  orden 
reclamada: 

((Considerando  que  así  por  el  espíritu  como 
or  la  Inrra  de  las  leyes  y  disposiciones  qiní 
an  fijado  los  derechos  pasivos  de  los  em- 
pleados,  y  también  por  la  jurisprudencia  es- 
tablecida ,  es  necesario  para  obtener  los  pri- 
meros que  los  empleos  servidos  \q  hayan  si- 
do por  nombramiento  Real  ó  de  las  Córtes, 
en  propiedad,  y  formando  parte  de  la  plan- 
la  de  una  oficina  ó  dependencia  comprendi- 
da en  la  ley  de  presupuestos: 

Considerando  que  D.  José  Galban ,  si  bien 
fué  nombrado  capitán  del  vapor  Buenaven- 
tura  por  una  real  orden ,  no  sirvió  en  ese 
deslino  un  empleo  de  planta  ,  porque  no  es- 
taba previamente  organizada ,  ni  figuraba  su 
personal  en  ningún  presupuesto,  sino  que  se 
satisfizo  la  asignación  hecha  de  uno  extraor- 
dinario destinado  al  material;  circunstancia 
que  unida,  á  la  naturaleza  del  servicio  daba 
al  empleo  el  carácter  de  una  mera  comisión 
temporal:  y 

Considerando  que  según  estos  anteceden- 
tes no  puede  calificarle  al  demandanle  de 
empleado  civil  para  el  efecto  de  ser  clasifica- 
do.» ((/oc.  8  a6n7.) 

PBOCEDIMIENTO  OONTBNCIO* 
SO-ADMrniSTBATIVO.  Los  días 
feriados  no  se  cuentan  en  los  plazos  de 
dias,  pero  si  eii  los  de  meses.  La  aprecia- 
ción de  un  documento  presentado  para 
probar  un  hecho  no  constituye  un  capttu* 
lo  de  la  demanda,  si  no  se  pide  expresa- 
mente  su  calificación.  La  declaración  de 
no  haber  lugar  á  la  demanda  resiíclve  la- 
dos los  puntos  ó  capítulos  de  la  misma. 

R.  D.-S.  de  24  de  marzo  de  i86C. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Ef^tado 
por  D.  Miguel  Eiubil,  vecino  de  la  Ilaha- 
na,  bobre  revisión  de  un  real  decreto-sen- 
téocia  confirmatorio  de  la  apelada  senten- 
cia definitiva  dictada  por  el  Consejo  de 
Administración  de  la  isla  de  Cuba,  sección 
de  lo  contencioso,  desestimando  la  opo*^ 
sicion  de  dicho  Embil,  á  que  pasase  la 
calzada  del  nuevo  barrio  de  Coocha  por 
una  estancia  de  su  propiedad  llamada 
Chico  Toribio.  Procuró  fundar  en  algo 
Embil  su  recurso  para  la  de  revisión,  y  á 
consulta  del  Consejo  de  Estado  y  en  vis- 
la  de  los  arlá.  255,  269,  y  el  niím.  3.** 
-  del  art.  228  del  reglamento  de  lo  conten- 
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cioso,  por  R.  D.-S.  de  24  de  marzo  se 
declara  improcedente  el  recurso: 

((Considerando  que  el  arl.  269  del  regpla- 
menlo  de  lo  contencioso ,  al  disponer  que  no 
sf»  cuenten  los  dias  feriados  é  inúlües  en  los 
plazos  señalados  por  dias,  resuelve  indi- 
recta pero  virlualnienle  que  esta  regla  no  es 
aplicable  á  los  términos  que  se  cuentan  por 
meses,  de  Jos  cuales  nunca  se  han  desconta- 
do ni  aun  los  dias  festivos: 

Considerando  que  noliOcado  al  recurrente 
mi  R.  D.-S.  de  1.**  de  mayo  de  t865  en  7 
de  junio'siguieníe,  no  se  presentó  el  recurso 
de  revisión  hasta  el  día  6  de  setiembre,  ó  lo 
que  es  igual,  á  los  tres  meses  menos  un  dia, 
de  la  iioüticacion  de  aquel: 

Considerando  que  aun  en  la  hipótesis  de 
que  el  recurso  no  fuese  extemporáneo,  el 
H.  D.-S.  de  de  mayo  de  1865  confirmó 
explícitamente  la  sentencia  dictada  por  el 
Consejo  áa  Administración  de  la  isla  de  Cu- 
ba en  9  de  febrero  de  1863,  por  lo  cúal  se 
declaró  terminantemente  no  haber  lugar  á 
la  demanda: 

Considerando  que  una  sentencia  que  con- 
tiene declaración  lan  absoluta  ,  resuelve  in- 
dudablemente lodos  los  objetos  ó  capítulos 
que  la  demanda,  comprende ,  sin  que  por  lo 
mismo  pu.eda  sostenerse,  ni  aun  aparente- 
men<e,  que  se  ha  omitido  ninguno: 

Coiisiderando  que  la  apreciación  de  un 
documento  presentado  para  probar  un  hecho 
no  constituye  un  capítulo  de  la  demanda  si 
no  se  pide  expresamente  sti  calificación,  y 
que  a^n  j>edida,  queda  resueUa  con  la  de- 
claración de  no  haber  lugar  á  la  demanda: 

Considerando  además  que  en  el  real  decre- 
to-sentencia se  hizo  mención  de  la  escritura  de 
5  de  julio  de  1856,  indicando  en  la  parle 
fundamental  los  efectos  que  podría  producir 
^  en  8U  caso  y  lugar  con  lo  cual  se  decidió 
*  acerca  de  su  valor  para  aquel  juicio:  y 

Considerando ,  por  consecuencia,  que  el 
recurso  de  revisión  carece  de  legitimo  fun- 
damento.» (Gac.  10  abril,) 


«•oipetevclAA  entre  U  AdmInUtraoloA 
7  U«  Vribmaleii  deeldlila«  ácoii«ulta 
diel  CoüAcJe  de  EsUido. 

OAMIKOS  DE  SBRVIDUMBBB 
PABTICÜLAR.  Las  cuestiones  que  se 
suscitari  sobre  esto$,  como  siempre  que  se 
trata  de  intereses  y  derechos  puramente 
privados,  son  de  la  competencia  de  la  ju- 
risdicción ordinaria. 

Decisión  de  23  de  enero  de  1866. 

Compeieacía  suscitada  por  el  Goberna- 


dor de  Zaragoza  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Daroca,  para  que  se  abstuviera 
de  llevar  á  efecto  el  interdicto  reslitutorio 
á  Juan  Antonio  Ruesca  de  cierto  terreno 
en  que  pretendía  disfrutar  Pascual  Liso 
una  servidumbre  de  camino.  Vistos  el  ar- 
tículo 74,  núms.  2.°  y  5.%  él  «O,  v 
niím.  5.**  de  la  ley  de  8  de  enero  de  4845, 
la  R.  O.  de  8  de  mavo  de  1859,  á  con- 
sulta del  Consejo  de  ISstado,  por  R.  D.  de 
23  de  enero  se  decide  la  competencia  á 
favor  de  la  autoridad  judicial: 
((Considerando: 

1.  **  Que  una  vez  declarado  por  la  Admi- 
nistración que  el  camino  sobre  que  versa  la 
cuestión  no  podrá  considerarse  público,  sino 
de  servidumbre  particular,  ni  á  titulo  de  ac- 
to conservatorio  de  él,  ni  á  titulo  de  deslin- 
de de  una  tierra  enajenada  por  el  municipio, 
pudo  reclamar  la  misma  Administración  el 
conocimiento  del  asunto: 

2.  *  Que  los  derechos  fundados  en  ta  ena- 
jenación hecha  por  el  Ayuntamiento  en  el 
año  de  1800,  como  puramente  privados  y 
reales,  no  están  bajo  el  amparo  ni  al  cuida- 
do de  la»  autoridades  administrativas,  sino 
de  los  TrH)unales  de  Justicia: 

3.  ®  Que  la  cuestión  suscitada,  prinoero 
en  la  esfera  administrativa  y  después  en  la 
jadicíal,  solo  versa  sobre  intereses  y  de- 
rechos privados,  por  lo  cual  ninguna  provi- 
dencia legitima  debió  recaer  sobre  ella  que 
pueda  eslimarse  contrariada  por  el  interdic- 
to.» (Gac,  \b  febrero.) 

MATEBIA  ADMIKI8TBATIVA. 

No  son  revocables  por  la  autoridad  judi^ 
cial  por  la  via  swnarisima  del  interdicto^ 
sino  en  su  caso  en  juicio  plenario  de  po- 
sesión ó  de  propiedad,  las  providencias  y 
acuerdos  administrativos  que  están  dei^- 
Iro  de  las  alribucUmes  de  la  auU)ridad  qw 
las  dicld. 

Decisión  de  23  de  enero  de  1866. 

Competencia  suscitada  por  el  Goberna  • 
dor  de  Zaragoza  al  Juez  de  Borja,  para 
que  se  abstuviera  de  conocer  sobre  extrac- 
ción de  tierra  tlel  Saso  para  componer  los 
cuellos  de  algunas  acequias.  Por  R.  D.  de 
23  de  enero,  conforme  con  io  consultado 
por  el  Consejo  de  Estado,  y  vistos  el  ar— 
líenlo  74  de  la  ley  de  8  de  enero  de  184fS 
en  su  niím.  2."*,  y  el  art.  80  en  su  niime  - 
ro  2.^  la  R.  O  de  17  de  mayo  de  1838  ea 
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sn  disposición  5.* ,  y  la  de  8  de  mayo  de 
1839,  se  decide  esta  competencia  á  favor 
(¡c  la  Administración: 
«Considerando: 

1.  ^  Que  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de 
Luc**ni  mandando  componer  los  cuellos  de 
tas  acequias  está  dentro  de  sus  legítimas  atri 
bncione«,  y  si  se  excedió  en  el  uso  de  ellas, 
al  designar  el  sitio  de  que  habia  de  tomarse 
ia  tierra  y  cascajo  para  este  servicio  publico, 
hí  superior  gerárquíco  en  el  orden  adminis- 
trativo toca  corregir  este  abuso: 

2.  *^  Que  las  providencias  administrativas 
non  revocables  por  las  autoridades  de  este 
orden  y  no  por  las  judiciales  en  ta  vía  suma* 
nsima  del  iuterdicto,  sin  perjuicio  de  que 
fMipdan  osar  de  su  derecho  los  que  se  crean 
i«xraviado8  en  el  correspondiente  juicio  pie- 
iijirio  de  posesión  ó  propiedad.»  (Gac,  16  fe* 
brero.) 

MATERIA  ADMnfXSTBATiyA. 

Contra  las  providencias  que  emanan  de 
autoridades  de  este  órden  si  no  obraii 
dentro  de  suf  atribuciones  legitimas,  pro- 
cede interdieto. — Las  facultades  déla  Ad- 
ministración no  alcanzan  al  estableci- 
miento de  nuevas  servidumbres  sobre  la 
propiedad  privada. 

DccisioD  de  23  de  eoero  de  1866. 

Competencia  suscitada  por  el  Goberoa- 
dar  de  Búrgos  al  Jaez  de  Briviesca  que 
<*üDociade  un  interdicto  á  instancia  de 
D.  Santiago  Corral,  contra  Gabriel  Saez, 
que  en  terreno  de  aquel  habia  abierto  pa* 
90  para  su  ganado.  Vistas  la  misma  ley 
▼  reales  órdenes  citadas  en  la  anteceden- 
te  competencia,  á  consulta  del  Consejo  de 
Ei$udo,  por  real  decreto  de  igual  fecha  se 
decide  á  Tavor  de  la  autoridad  judicial: 

cConsiderando: 

1.**  Que  si  bien  el  despojante  obró  en 
viriud  de  lo  mandado  por  la  autoridad  ad- 
ministrativa, y  por  consiguiente  el  inter- 
dicto se  dirige  á  dejar  sin  efecto  una 
deposición  de  este  orden;  como  la  pro- 
videncia del  Teniente  de  Alcalde  mandando 
hacf^r  paso  para  los  ganados  por  el  terreno 
propio  del  demandante  imponia  una  servi- 
dumbre, que  no  cónsla  existiese  con  ante- 
rioridad, Qo  puede  estimarse  legítima  esta 
disposición,  ni  dictada  en  materia  de  poli- 
cía rorai; 

2:^  Que  las  facultades  de  la  Administra- 
ción no  alcanzan  ai  eslablecimienlo  de  nue- 
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vas  servidumbres  sobre  la  propiedad  priva- 
da, sino  únicamente  á  la  conservación  de 
las  antiguas,  cuando  existe  una  usurpación 
reciente  y  fácil  de  comprobar; 

3,"*  Que  la  prohibición  de  la  R.  O.  de  8 
de  mayo  de  1839»  aun  siendo  extensiva  á 
las  providencias  de  todas  las  autoridades 
administrativas,  exige  que  oslas  obren  en 
virtud  de  sus  legítimas  atribuciones.»  (Gace- 
ta 16  febrero.) 

CONTIEliDAS  DE  COMPETEN- 
CIA. Se  reputan  mal  foi  mada$  cuando 
no  se  cita  texto  legal  como  fwidamento 
del  requerimiento  de  inhibición. 

Decisión  de  25  de  enero  de  1866. 

El  Gobernadoir  de  Guadalajara  de  acuer- 
do con  el  Consejo  provincial,  suscitó  com- 
petencia sobre  conocimiento  de  la  extrac- 
ción de  piedra  de  cierta  cantera  >i  Juez 
de  Pastrana,  que  rechazó  el  requerimiento 
fundándose  principalmente  en  que  este 
carecía  de  los  requisitos  légala^.  Visto 
el  art.  57  del  reglamento  de  25  de  setiem- 
bre de  1863,  se  declara  por  R.  D.  de  23 
de  enero  mal  formada  la  competencia  y 
no  haber  lugar  á  decidirla: 

((Considerando  qu«'  ia  Taita  de  cita  del  testo 
legal  y  la  omisión  de  las  razones  en  que 
fundar  el  requerimiento  de  inhibición,  es  un 
vicio  sustancial  en  la  provocación  del  con- 
flicto ,  y  que  la  citada  disposición  tiene  por 
objeto  que  no  se  turbe  ni  paralice  inmotiva- 
damente la  acción  de  la  justicia,  y  que  las 
autoridades  c(>nlendientes  procedan  con  et 
mas  cabal  conocimiento  del  asunto,  á  fin 
de  evitar  en  lo  posible  esta  clase  de  cuestio- 
nes.» {Gac.  18  febrero.) 

COITTIENDAS  DE  COMPETEN- 
CIA. Cuando  después  de  dictado  en  un 
interdicto  el  auto  restitutorio,  tiene  lugar 
la  inhibición  del  Juez  por  sentencia  firme, 
la  restitución  primitivamente  acordada  no 
podrá  llevarse  á  efecto  sin  un  nuevo  re- 
curso aunque  la  Administración  reconoz- 
ca después  su  incompetencia  en  cuajito  á 
alguno  de  los  extremos  de  la  contienda. 

Decisión  de  23  de  enero  de  i  886. 

El  Gobernador  de  la  Corima  suscitó 
competencia  al  Juzgado  de  Corcubion,  so- 
bre una  cuestión  referente  á  ciertos  trozos 
de  un  monte,  y  sustanciado  el  expediente. 
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el  Juzgado  se  iobíhió,  los  ÍQtere.*'a(Io.<;  ¿pe- 
laron v  la  Audiencia  confirmó  el  auto  de 
ioliihicion.  Se  decidió  después  en  el  ex- 
pediente administrativo  que  el  monte  ea 
cuestión  era  de  propiedad  particular,  y  el 
Juzgado  á  petición  de  los  interésadosVe* 
clamó  la  devolución  de  los  autos  al  Gober- 
nador, que  los  devolvió;  pero  después  á 
instancia  de  parle  requirió  de  inhibición 
al  Juzgado,  y  se  formó  nueva  compelen» 
cia,  que  por  *R.  D.  de  ¿3  de  enero,  a  con- 
sulta del  Consejo  de  Estado  v  vistas  las 
Rs.  Ords.  de  il  de  mayo  de  1838,  y  8  de 
ina\o  de  1839,  se  decide  á  favor  ^de  la 
Administración: 

c(Consid(»rando: 

1°  Que  el  ¡tUerdiclo  sobre  qne  versa  la 
ciieslinn  comprende  dos  exiremos:  «no  rela- 
tivo ai  uso  de  servidiiiubres  públicas  de  pa- 
so, y  airo  al  apruvechamienio  de  unos 
montes : 

2.  *'  Que  habiéndose  inhibido  la  autoridad 
judicial  en  absoluto  y  por  sentencia  firmé 
del  conocimienlo  del  inlerdiclo,  ninguna  va- 
lidez tiene  la  roslilucion  ac^rdí<da,  por  mas 
que  la  Administración  haya  reconocido  des- 
pués su  íncomi)elencia  en  cuanto  al  segundo 
extremo  de  la  cuestión: 

3.  ^  Que  habiendo  declarado  la  Adminis* 
tracion  ajeno  a  su  autoridad  el  aprovecha* 
miento  de  los  montes  de  que  se  trata  por  su 
carácter  privado,  los  que  se  consider  an  despo- 
jados pueden  usar  de  su  derecho  entablando 
los  oportunos  recursos  ante  la  autoridad  ju- 
dicial; pero  no  hacer  prevalecer  una  restitu- 
ción acordada  con  incompetencia,  como  está 
declarado  por  una  ejecutoria.»  {Gac.  18  /ie- 
hrero.) 


BeelfiloB«<i  é  eonsolUi  úel  Consejo  de 
■¿Miado   sobro   ««torlsocloneo  pmrm 

proeoMir. 

ABBEI7DATABIOS  DE  CONSU- 
MOS. 1^0  se  comideran  empleados  ad^ 
ministvativos  ni  por  tanto  se  necesita  au- 
torización para  procesarles;  pero  en  todo 
caso  no  sería  necesaria  por  tratarse  de 
exacción  ilegal. 

Decisión  de  18  de  enero  de  1866. 

El  Juez  de  Dacieuda  de  la  Coruna  soli- 
cito con  dictamen  del  Promotor  Fi!«cal  aii- 
lorizacioD  para  proceder  criminalmeDte 
contra  Manuel  Tarrio  y  consortes,  arren- 
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datarlos  del  ramo  de  consumos  por  estafa 
y  defraudación;  y  denegada  por  el  Gober- 
¡  nador  de  acuerdo  con  el  Consejo  provin- 
•  cial,  á  consulta  del  de  Estado,  por  real 
decreto  de  18  de  enero  de  1866,  se  decla- 
i  ra  innecesaria  la  autorización  en  vista  del 
párrafo  8.^  art.  10  de  la  ley  de  25  de  se- 
tiembre de  1863: 
í(C«'».«i'1erando: 

l  One  por  ser  Manuel  Tarrio  y  consor- 
tes arrendatarios  del  ramo  de  consumo»  no 
cabe  reputarlos  empleados  adminislralivos, 
y  que  bajo  este  concepto  no  les  alcanza  la 
f^aranlía  de  la  autorización  previa  de  que 
habla  el  artículo  antes  citado  de  la  ley  de 
Gobiernos  de  provincia: 

2°  Que  aun  suponiendo  que  pretendiera 
darse  tal  carácter  á  dichos  arrendatarios,  el 
mismo  artículo  de  la  ley  referida  los  exclu- 
ye de  la  garantía  de  la  aulorizacion  previa, 
por  ser  la  exacción  ileg^al  uno  de  los  delilos 
expresamente  exceptuados  de  tal  requisito.» 
(Gac.  13  febrero.) 

AIiCALbES.  Aprobadas  sus  dispo- 
siciones  por  el  Gobernador  de  la  provin- 
cia, en  aswítos  administrativos  ^  quedan 
exentos  de  responsabilidad. 

Decisión  de  20  de  enero  de  1866. 

El  Juez  de  Aracena,  con  dictámen  del 
Promotor  Fiscal,  pidió  autorización  para 
procesar  al  Alcalde  de  Fueoteheridos  por 
supuesto  abuso  de  autoridad  al  imponer 
una  multa  de  100  is.  á  un  vecino  que  le 
desobedeció  el  mandato  de  relirai'  cierta 
porción  de  tierra  del  sitio  eo  que  la  tenia. 
Denegada  por  el  Gobernador  de  Htielva 
conforme  con  el  Consejo  provincial,  y  ele- 
vado al  de  Estado  el  expediente,  á  con- 
sulta del  mismo,  se  declara  por  R.  D.  de 
20  de  enero  que  no  procede  la  autoriza- 
ción, en  vista  del  núm.  7.*"  del  art.  83  de 
la  ley  de  25  de  setiembre  de  1865: 

((Considerando  que  la  aprobación  que  el 
Gobernador  de  la  provincia  dio  á  las  dispo- 
slciories  adoptadas  por  el  Atcalde'de  ta  villa 
de  Fuenleheridos  dentro  del  circulo  de  sus 
atribuciones  gubernativas  destruye  en  efec- 
to, como  expresa  en  su  informe  el  Consejo 
provincial,  la  responsabilidad  que  pudiera 
caberle  por  tales  hechos;  pueslo  que  está 
fuera  de  duda,  y  así  lo  reconoce  el  mismo 
Juzgado,  que  la  materia  de  este  expediente 
era  de  índole  administrativa  sin  carácter  al- 
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gtiiio  judien^il,  y  siijela  por  lauto  al  conoci- 
miento de  la  autoridad  gubernativa: 

Considerando  que,  aun  admitido  el  sapues^ 
lo  de  que  el  Alcalde  expresado  hubiera  po- 
dido abusar  por  las  fornins  de  la  ejecución 
desús  providencias,  os  también  obvio  y  le- 
gal que  80I0  á  su  superior  g^erárquico  incum- 
be aprobar  ó  desaprobar  aquellas,  quedán- 
dole el  medio  de  remitir  el  tanlo.de  culpa  al 
Juz«;adoy  si  restiUara  que  el  Alcalde  se  hu- 
biebe  exlralimilado  del  término  de  su  juris- 
dicción.» {Gac.  lo  febrero.) 

TENIEI7TES  BB  ALCALDE.  Cuan- 
do en  sus  funciones  como  Jueces  dan  lu- 
gar á  formación  de  causa,  no  es  necesaria 
la  autorización  para.procesarles. 

DedsioB  de  20  de  enero  de  \H6. 

El  Juez  de  (tiesas,  con  díctámen  del 
Promotor  Fiscal,  pidió  autorizacioD  para 
procesar  al  Teoiente  Alcalde  de  Cobeja 
y  denegada  por  el  Gobernador  de  To- 
ledo de  acuerdo  con  el  Consejo  provin- 
cial, y  elevado  al  de  Estado  e'  expediente, 
I  consulta  de  este  y  por  R.  D.  de  20  de 
enero,  se  declara  iñoece^aria  la  autoriza- 
ción eo  vista  del  art.  55  del  reglamento 
provisional  para  la  administración  de  jus- 
ticia de  21  de  setiembre  de  1835: 

«Considerando  que  si  bien  por  lo  actuado 
en  este  expediente  parece  jusitilicarse  plena- 
inenle  la  conducta  del  Teniente  Alcald"*  de 
Cobeja,  en  el  caso  presente  delfe  atenderse 
y  estarse  á-ío  terminantemente  dispuesto  en 
el  articulo  antes  citado  del  reglamento  pro- 
visional ,  que  comete  á  los  Alcaldes  y  Te- 
nientes de  Alcalde  el  deber  de  prevenir  las 
primeras  dijigencias  en  los  juicios  crin«inales: 

Y  considt'rando  que  en  tal  concepto  el  ex- 
presado TenierUe  Alcalde  de  Cobeja,  pudo 
deskie  luego  y  por  su  propia  autoridad  ins- 
Iroir  el  correspondiente  sumario  contra  el 
asesor;  por  cuya  razón  su  conducta  debe 
•er  apreciada  libremente  por  el  Juzgado  res- 
pectivo.» {GoQ.  15  febrero.) 

AXaCALDES.  Cuando  no  existe  pre* 
tuncion  de  su  pariieipacion  en  un  hecho, 
no  se  debe  dar  autorización  para  proce- 
sarle. 

BecisieB  de  25  de  enero  de  Í866. 

El  Juez  de  Torrente  pidió  autorización 
para  procesar  al  Alcalde  del  lugar  nuevo 
ia  Corona,  por  cierta  herida  de  un  ve- 
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ciño,  por  si  en  el  curso  del  procedimieiiti) 
aparecian  méritos  para  estimarle  autor 
del  deiito  de  lesiones.  El  Gobernador  de 
Valencia  la  denegó  conforme  con  el  Con- 
sejo provincial ;  y  á  consolta  del  de  Esta- 
do, por  R.  D.  de"  23  de  enero  se  confirma 
la  negativa: 

«Considerando  que  por  lo  acluado  en  este 
expedií^nte  no  solo  no  aparece  comprobado 
el  aserto  de  la  mujer  del  herido,  sino  que 
esto  calegóiicainente  desmentido  por  los 
testigos  del  suceso  á  que  se  refiere;  puesto 
que  no  existe  uno  solo  que  exprese  que  fué 
el  Alcalde  el  que  causó  las  lesiones: 

Considerando  que  es  mas  racional,  por 
el  contrario,  presumir  que  tales  heridas  de- 
bieron ser  ocasionadas  en  la  lucha  personal 
que  Carlos  Puestes  y  su  contendiente  tuvie- 
ron al  salir  de  la  tienda  de  vinos  ebrios  y 
desafiados.»  (Gac,  ib  febrero.) 

Esta  misma  jurisprudencia  se  establece 
por  otro  real  decreto  de  igual  fecha  con- 
sultado en  iguales  términos  por  e)  Consejo 
de  Estado  con  motivo  de  oiro  expediente 
de  autorización  pedida  por  el  Juz*:ado  de 
Aoiz  y  negada  por  el  Gobernador  de  Na- 
varra. 

ALCALDES.  Cuando  obran  como 
Jueces  710  les  alcanza  la  garanlía  de  la 
prévia  autorización  para  ser  procesados. 
— No  pueden  aplicar  gubernativamente  la 
pena  de  ari^sto. 

Deeisien  de  23  de  edén»  de  1866. 

El  Juez  de  primera  instancia  de  la  Mo- 
tilla  del  Palancar,  de  conformidad  con  lo 
expuesto  por  el  Promotor  liscal,  pidió  au- 
torización para  procesar  á  D.  Angel  An- 
guix,  Alcalde  de  Villarta,  por  detención 
ilegal  de  ciertos  vecinos:  y  negada  por  el 
Gobernador  de  Cuenca  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincial, -á  consulta  del  de  Es- 
tado, por  H.  D.  de  23  de  enero  se  declara 
no  ser  necesaria  la  autorización ,  en  vista 
del  número  1.**,  art.  295  del  Código  penal, 
la  regla  29  de  la  ley  provisional  reforma- 
da para  la  aplicación  de  las  disposiciones 
del  mismo  Código,  el  niim.  3.**  de  su  ar- 
tículo 494  y  la  regla  1.*  de  dicha  ley: 

«Considí-rando  qmí  los  Alcaldes  no  pueden 
aplicar  gubernalivamenle  la  p  'na  de  arresto, 
pues  para  ello  debe  preceder  el  correspon- 
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dienlejoicio  de  fallas,  al  tenor  de  lo  dis- 
pneslo  en  los  artículos  citados  del  Código  I 
penal:  I 

Considerando  que,  según  aparece  de  este 
expediente,  el  Alcalde  de  Villarla  mandó 
detenidos  por  48  horas  á  los  cuatro  vecinos 
querellantes  sin  forma  alguna  de  juicio,  y 
faltando  á  los  deberes  que  como  Jueces  cor- 
responde á  los  Alcaldes,  por  cuya  razón 
no  puede  alcanzarle  en  este  caso  la  garaniía 
de  la  previa  autorización.»  (írac.  15  febrero.) 

ABUSO  DE  AUTOBIDAD.    No  U 

hny  cuando  un  Alcalde  impone  una  mulla 
por  desobediencia  á  su  autoridad ,  en  los 
caaos  á  que  se  refiere  el  art.  494  del  Có- 
digo periaí.— La  obediencia  debidaexi- 
me  de  responsabilidad. 

BecisioB  de  23  de  febrero  de  ld66. 

Para  proceder  á  instancia  de  parle  con-» 
Ira  el  Alcalde,  primer  Teniente  y  alguaci- 
les de  Valmaseda  por  haber  de  órden  del 
primero  embargado  los  ¿Itimos  y  vendido 
á  pública  subasta  en  60  r?.  un  pedazo  de 
janioo  de  Josefa  Lízarralde,  tendera  de 
aquel  pueblo  que  se  negó  decididamente  á 
admitir  en  alojamiento  a  un  sargento  con 
8U  asistente  al  paso  de  cierta  fuerza  de  in« 
fantería,  el  Jur z  de  aquel  partido  que  con- 
*ceptuó  el  hecho  abuso  de  autoridad,  pidió 
autorización  ^1  Gobernador  de  Vizcaya, 
quien  la  negó  de  acuerdo  con  lo  informa- 
do por  el  Consejo  provincial,  fundándose 
en  que  con  arreglo  á  las  leyes  recopiladas 
y  várias  disposiciones  posteriores,  es  una 
carga  vecinal  el  alojamiento  de  las  tropas 
nacionales  y  que  de  ella  solo  pueden  es- 
cusarse  las  personas  que  señalan  expresa- 
mente dichas  disposiciones,  entre  las  que 
no  se  hallaba  comprendida  la  Lizarralde. 
Por  R.  D.  de  23  de  febrero  á  consulta  del 
Consejo  de  Estado  se  confirma  la  negativa 
<lel  Gobernador,  con  vista  del  art.  494, 
caso  tercero  del  Código  penal: 

«Considerando  que  al  negarse  Josefa  Li- 
zarralde á  cumplir  la  órden  que  la  dió  el 
Alcalde  referente  al  alojamiento,  incurrió 
pvideptemenle  en  la  pena  señalada  en  el  ar- 
tículo del  Código  que  se  acaba  de  citar;  por 
cuya  razón  es  óbvio  que  el  referido  Alcalde 
ohiuvo  dentro  de  sus  atribuciones  exigiendo 
á  la  vecina  desobediente  que  pagase  el  gas- 
to verificado  por  el  sargento  y*  su  asistente: 

Considerando  que  en  tal  concepto  y  sien- 


do muy  aceptable  la  doctrina  sentada  por  el 
Consejo  provincial  de  Vizcaya  con  respecto 
á  la  carga  vecinal  rehusada  por  la  Josefa 
Lizarralae,  no  puede  decirse  que  el  Alcalde 
abusó  de  su  autoridad  al  cumplir  con  su  de- 
ber de  dar  alojamiento  á  la  tropa,  como  au- 
toridad administrativa  á  quien  correspondia 
este  servicio: 

Considerando,  por  último,  que  el  Tenien- 
te y  alguaciles  á  quienes  también  se  intenta 
procesar  están  exentos  de  responsabilidad 
criminal  por  haber  obrado  en  virtud  de  obe- 
diencia debida.»  (Gac.  10  marzo,) 

XMFBUDBNOIA  TEBIERABIA. 

La  prudencia  desmedida  no  debe  cotí* 
fundirse  con  la  imprudencia  temeraria  de 
que  habla  el  arL  4ísO  del  Código  penal. 

Decisión  de  20  de  febrero  de  1866. 

El  Juzgado  de  Búrgos^  revocado  por  la 
Audiencia  el  sobreseimiento  en  las  diligen- 
cias instruidas  con  motivo  de  haberse 
ahogado  en  el  rio  una  niS^,  pidió  autori- 
zación al  Gobernador  de  ta  provincia  para 
procesar  á  dos  municipales»  á  quienes  se 
imputaba  haber  estado  poco  eficaces  ea 
prestar  su  auxilio.  Negada  por  el  Gober- 
nador de  acuerdo  con  el  Consejo  provi[i«^ 
cial,  por  11.  D.  de  20  de  febrero  y  á  con- 
sulla del  Consejo  de  Estado,  se  confirma 
la  negativa: 

aConsidei^ndo  que  está  plenamente  pro- 
bado en  el  sumario  que  la  muerte  de  la  niña 
María  Prieto  fué  un  acontecimiento  casual  é 
inevitable ,  que  por  lo  mismo  á  nadie  puede 
imputarse: 

Considerando  que  no  tiene  aplicación  al 
caso  presente  el  artículo  antes  citado  del  Gó<* 
digo^  porque  no  hubo  imprudencia  temera- 
ria ni  malicia  en  que  los  municipales  se  opu  - 
sieran  á  que  se  sacase  del  rio  á  la  niña 
cuando  ya  era  cadáver ;  oposición  que  podrá 
ser  rechazada  por  un  sentimiento  de  huma- 
nidad, pero  que  no  constituye  delito ,  y  mas 
sí  se  tiene  en  cuenta  que  aquellos  empleados 
obraban  de  tal  manera  por  estar  en  el  error 
de  que  no  debían  ser  ellos  sino  los  dependien- 
tes del  Juzgado  los  que  extrajeran  el  cadá- 
ver.» {Gac,  10  mano.) 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietaria  ^ 
y  Editor  responsable. 


MADKin.— Imp.  ao  SI  ConHUltor  á  caripv  IL.úm 
U  Uiva,  F«uiouto,  ¿V.- •AJuiiuiklraciuu,  Justa  7. 
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L«yes«  é«cre*M,  reales  érémmmm  y  elren- 
Isree  ée  lee  ee«Cree  illt^etltM. 


lie.  CABGAS  DE  JUSTICIA.^: 
oRTi»CTo»x.  B.  O.  de  2 í  de  abril  declaran- 
do  la  caducidad  de  un  censo,  por  haber  pres- 
crito la  acción  "Dora  reclamar  el  capital  y  r^ 
diios  con  arreiflo  á  la  ley  63  de  Toro  y  A  la 
jaríapmdencia  establecida  por  el  Tribunal 
Supremo. 

(HAr.)  Expedienta  ínMrmdn  f»n  !«  T)írec- 
píon  del  Tesoro  por  D.  Bernnrdino,  D.  Rft* 
nmn  y  doña  dolores  Saenz  izquierdo,  para 
que  se  reconozca  como  carera  de  jnsllcfa  «n 
ranttal  de  cerca  de  15,000  ducados  de  plata 
doble,  aobre  bienes  de  un  convento  de  la  pro* 
vincía  de  Lo^oño  y  se  satisfaí^ran  anualm^n- 
ip  sos  réditos  con  las  pensiones  atrasadas. 
Snlicilaron  los  Izquierdos  conn o  herederos  del 
ri'fimo  poseedor  de  un  vínculo  fundado  en 
1673  formando  parte  de  él  dicho  censo,  y 
probaban  la  constitución  de  e«le  en  1668  con 
nna  escritora  secunda  copia.  La  junta  de  re* 
visión  y  reconocimiento  de  carfE^as  de  justi- 
cia, acordó  la  caducidad  de)  d^rpcho  alcapí- 
y  réditos  y  por  R.  O  de  23  de  abril  se 
confirma  este  acu«^rdo  en  estos  términos: 

ciV¡«fa  la  ley  de  29  de  abril  de  1655.  la 
R.  O.  de  30  de  mayo  si^ruiente,  v  el  arl.  9.*> 
de  la  ley  de  presupuestos  de  tS59,  d<ter- 
minando  la  revisión  y  r«»conocí miento  de  las 
careras  de  justicia  y  forma  de  verificar- 
le (1). 

Vistas  las  leyes  1.*,  2.*,  3.*  y  4  tít.  16. 
libro  10  de  ta  Ñov.  Rec. ,  previniendo  como 
indispiftóable  requisito  la  toma  de  razón  en 
el  ofício^de  hipotecas  de  las  escrituras  de 
tmrvHÍciones  de  censos  (2). 

Vista  la  63  de  Toro.  6  sea  la  5.*,  titu- 
lo 8.®,  lib.  11  de  la  Nov.  Rec. ,  disponiendo 
prescriba  á  los  30  años  ia  acción  real  hipo- 
tecaria. 

I  Visldii  las  sentenciaí  del  Triburfal  Supre- 
I  mo  de  Jutlícia  de  24  de  en^ro  y  '9  de  mar- 
I  de  1863,  publicadas  en  las  Gacetas  de  30 

i      y  14  del  respectivo  mes,  desestimaxido  la 


1»    Tomní.o,  pá^.  l.i^,  y        PÍir.  101. 
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imprescriptibilidad  de  los  capitales  de  ech- 
aos (l). 

Vista  la  R.  O.  de  25  de  febrero  de  1863. 
recaída  en  el  expediente  promovido  por  el 
conde  del  Valle  de  San  Juan,  y  consulla  á 
que  dio  raárgr^'n  sobre  inteligencia  del  ar- 
ticulo 18  de  la  ley  de  contabilidad ,  resol- 
viendo que  las  cuestiones  de  prescripción  d^ 
los  capitales  de  las  carcas  de  justicia  se  de- 
cidieran con  arreglo  a  la  legislación  co- 
mún (2). 

«Considerando  que  del  censo  de  que 
se  trata  no  consta  se  tomase  razón  en  la 
contaduría  de  hipotecas,  y  que  esia  falta 
por  mas  que  se  estime  subsanable,  hac«  pre- 
sumir que  debió  ser  redimido,  demosirán- 
dnlu  también  así  el  hecho  de  no  resultar  se 
hubieran  pagado  ó  reclamado  sus  redi  los 
con  anterioridad  á  la  época  en  que  fué  in- 
coado este  expediente: 

))Considerandoqiíe  de  los  documentos  traí- 
dos al  mismo  no  aparece  que  el  referido  cen- 
•o  conslUiiy^i's  P^rte  de  los  bienes  asigna- 
dos por  los  contadores  de  la  testamentaría 
del  general  D.  Pedro  Saenz  ^Izquierdo  al 
mayorazgo  fundado  por  el  mismo ;  y  por 
consiguiente  que  tampoco  resulta  esclareci- 
do el  derecho  que  solicitan  los  interej$ados 
en  este  expediente  como  herederos  del  úl- 
timo poseedor  de  dicho  vínculo: 

nConsiderando  que  por  parle  de  esiLos  ó 
de  sus  causantes  no  resulta  que  hayan  per- 
cibido los  réditos  del  expresado  censo,  ni 
deducido  redamación  alguna  duraH.leel  lar- 
go período  de  mas  de  30  años,  y  por  lo  tan- 
to que  ha  trascurrido  con  exceso  el  plazo 
marcado  por  la  ley  para  estimar  prescrita 
la  acción  ó  derecho  que  en  lodo  caso  pudie- 
ra asistirlos: 

»>Y  considerando  que  la  prese rípli1>ilídad 
de  los  capitales  de  censo,  fundada  en  las  ci- 
tadas disposiciomes  légalas,  se  halla  eu  la 
actualidad  reconocida  por  dichas  senlencia« 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  otras 
que  forman  jurisprudencia; 

wS.  M.,  conformándose  con  los  dictáme- 
nes sobre  el  particular  emitidos  por  la  sec- 
ción de  Hacioada  del  Consejo  de  Estado,  esa 
dirección  y  la  asesoría  general  de  este  Mi- 
nisterio, se  ha  servido  confirmar  el  acuerdu 


(1)   Tdiiio  1  •,  pásT».  y 
{•i)   Tufuo       psi^.  15:). 
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de  la  junla  de  revisión  y  reconocimiento  de 
cargas  dejuslicia,  por  el  que  se  declara  que 
no  exislen  mérilos  para  el  reconocimiento 
del  repetido  censo  como  carga  de.  justicia, 
y  que  procede  la  caducidad  del  derecho  de 
Jos  interesados  al  capital  y  réditos  del 
mismo.  De  real  orden,  ele.  Madrid  23  de 
abril  de  1866.— Alonso  Marlinez.»— (Goc.  10 
mayo) 

117.  PEESUPITESTOS  DB  UIiTRA- 
MAB.— B-  B.  de  1.°  de  mayo,  sobre  aplica- 
cien  do  los  rendimientos  de  las  contribucio- 
nes y  rentas  del  Bstado  y  creación  de  im- 
puestos y  arbitrios. 

(Ultramar.)  Por  este  decreto  que  consta 
,de  15  artículos,  se  prohibe  alterar  la  apli- 
cación que  en  los  presupuestos  de  Ultramar 
tuviesen  los  rendimientos  de  las  contribu- 
ciones y  crear  arbitrios,  derechos  é  impues- 
tos nuevos;  se  establecen  nuevos  requisitos 
para  los  pagos  y  libramientos,  y  se  señalan 
correcciones  y  penas  á  los  contraventores. 
(Gac.  12  de  mayo.) 

118.  CONSEJO  DE  ADMINISTBACION 
DB  CUBA,— R.  D.  de  1.°  de  mayo  sobre  pre- 
sidencia do  su  sección  de  Q>obiemo. 

(Ultramar.)  «Vengo  en  mandar  que  ía 
sección  de  Gobierno  del  Consejo  de  adminis- 
tración de  la  isla  de  Cuba  sea  presidida  por 
el  director  de  administración  del  Gobierno 
superior  civil  de  la  misma;  quedando  modi- 
ficado en  este  sentido  el  art.  3.**  del  real  de- 
creto orgánico  de  4  de  julio  de  1861.»  (Ga- 
cela  12  de  mayo,) 

119.  OONSEJEBOSDBADMINISTBA- 
CION.— B.  O.  de  28  de  abril  sobre  exclusión 
del  conocimiento  en  asuntos  oontenoioaos 
de  los  que  tengan  interés  en  ellos. 

(Ultramar.)  Se  resuelve:  Que  para 
el  cómputo  á  que  se  refieren  los  arts.  19  y 
20  del  real  decreto  orgánico  de  los  Consejos 
de  administración  en  Ultramar  (de  4  de  ju- 
lio de  1861),  se  excluyan  aquellos  conseje- 
ros que  ejerzan  algún  cargo  en  empresas 
mercantiles  ó  industriales  cuando  se  Iraie 
de  asuntos  en  que  tengan  interés. 

2.^  Que  esta  exclusión  no  se  entienda 
aplicable  á  los  consejeros  que  tengan  lUn 
mero  interés  en  dichas  empresas  en  el  con- 
cepto de  accionistas  ó  en  otra  forma  de  par- 
ticipación. (Gac.  12  de  mayo.) 

120.  AIiCAIjDBS  (en  Caba).-'B.  O.  de  28 

de  abril. 

(Ultra^mar.)  Dispone  que  los  Alcaldes 
que  sean  presidentes  de  los  Ayuntamientos 
pueden  comunicarse^  directamente  con  el 
Gobierno  superior  civil  de  la  isla  y  Gober- 


nador del  departamento  respectivo  en  fors 
asuntos  privativos  de  dichas  corporaciones. 
(Gac.  12  de  mayo,) 

121.  BSTADISTIOA  TEHBITOBIAL.- 
B.  O.  de  12  dd  mayo,  sobre  levantamiento  de 
planos  del  perímetro  de  los  términos  muni- 
cipales. 

(PfiEs.  DEL  C.  DE  M.)   «Bnterada  S.  M.  ta 
Reina  (Q.  0.  G.)  del  acuerdo  tomado  por  la 
junta  de  estadística,  á  propuesta  de  la  Direc* 
cion  general  de  su  cargo ,  sobre  la  conve- 
niencia de  formar  en  breve  plazo  on  avance 
topográfico  verificado  por  medio  del  levan- 
tamiento de  los  planos  de  los  perímetros  de 
los  diversos  términos  municipales  de  todo  el 
territorio  de  la  Península,  fundado  en  que, 
según  la  comparación  hecha  entre  los  dalos 
que  arrojan  las  operaciones  catastrales  ve- 
rificadas hasta  el  dia  en  133  términos  de  la 
provincia  de  Madrid  y  tos  que  ofrecen  los 
amülaramientos  de  los  mismos,  se  observa 
una  ocultación  media  del  54  por  100  en  la 
superficie  total  ,  la  cual  pasa  oe  «ste  tipo  y 
llega  al  de  56  si  se  examinan  solamente  lo4 
terrenos  destinados  á  cultivos  de  mas  pro- 
ducto, aun  sin  contar  con  la  circunstancia  de 
que  en  la  misma  zona  existen  24  localidades 
faltas  de  amillaramiento ,  que  comprenden 
próximamente  el  22  por  100  de  la  extensión 
verdadera  de  ella:  teniendo  en  cuenta  que 
estas  nrúsmas  divergencias  se  ot>servan  en  el 
total  de  nuestro  territorio,  porque  según  los 
datos  reunidos  por  la  Hacienda  la  superficie 
de  45  de  sus  provincias,  es  decir,  de  todas 
ellas,  exceptuando  las  tres  Vascongadas  y 
Navarra,  solo  Ilefca  á  representar  en  losami- 
.llaramientos  27.967.042  hectáreas,  al  paso 

3ue  debe  ser  de  48.935.360  con  arreglo  á 
atos  geográficos  dignos  de  bástanle  con- 
fianza, lo  cual  supone  una  ocultación  gene- 
ral de  un  75  por  100:  atendiendo  además  á 
que  estas  diferencias  no  son  uniformes ,  y  si 
bien  en  algunos  términos  de  la  provincia  de 
Madrid  solo  llegan  al  1  por  100  ,  en  otros  se 
elevan  hasta  el  500;  y  considerando,  por 
último,  que  mientras  se  llevan  á  cabo  las 
operaciones  parcelarias  detalladas  de  mas 
larga  duración  el  conocimiento  de  la  superfi- 
cie verdadera  de  cada  Ayunlanrúenlo,  y  de 
la  forma  de  su  perímetro ,  puede  ser  de  uti- 
lidad suma  para  auxiliar  á  la  Hacienda  en  la 
mas  equitativa  repartición  del  impuesto,  y 
tendrá  gran 'importancia  para  la  mejora  de 
nuestra  división  territorial;  S.  M.,  en  vista 
de  todo,  se  ha  servido  resolver: 

1.^  Que  por  la  Dirección  general  de  ope- 
raciones geográficas  se  emprendan  los  tra- 
bajos del  levantamiento  de  los  planos  de  pe- 
rímetros de  todos  los  Ayunlamientoa  de  U 
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Península,  delallando  taml/ien ,  siempre  que 
séa  posible  y  conveniente,  los  de  lérmluos^ 
parciales  que  constituyen  cada  municipa- 
lidad. 

2.  ^  Que  al  efectuarlo  se  reconozcan  los 
Ihniles  naturales  que  ofrezca  el  terreno  y 
puedan  servir  de  dalos  para  el  mejoramiento 
de  la  actual  división  territorial. 

3.  ®  Que  para  ejecutar  estas  operaciones 
se  prescinda  de  algunos  Irámiles  que  el  re- 
glamento general  de  las  topográfico- catastra- 
les señala ,  tales  como  la  reunión  de  las  junlao 
catastrales  y  otros  análogos,  que  á  juicio  de 
la  dirección  no  sean  absolutamente  precisos 
para  la  exactitud  de  los  trabajos ,  puesto  que 
el  levantamiento  de  estos  perímetros  se  ha 
de  hacer  como  un  sencillo  avance  topográfi- 
co, y  sin  periucio  de  continuar  verificando 
todas  las  operaciones  parcelarias  con  el  de- 
talle señalado  por  la  ley  de  medición  del  ter- 
ritorio y  por  el  reglamento  referido.  ^ 

Y  4.'*  Que  á  este  trabajo  se  desíiñe  todo 
el  personal,  tanto  de  ayudantes  de  opera- 
ciones geográficas ,  como  el  subalterno  cor- 
respondiente que  pueda  distraerse  de  los 
otros  servicios  a  que  atiende,  permanecien- 
do en  ellos  sin  emb^o  aquel  que  se  ocupe 
an  los  que  sean  igualmonte  preferentes.  De 
real  orden  etc.  Aranju^z  12  de  mayo  de  1866. 
'*0*Donpell.»  (Gac.  16  mayo,) 

122.  lMPR£NTA.~Le7  dd  16  de  mayo 
modlflcande  algunos  artículos  de  la  ley  vi« 
sentó. 

(GoB.)  «Dona  Isabel  H,  por  la  gracia  de 
Dios  y  la  Constitución  ele  ,  sabed  que  las 
Cortes  han  decretado  y  nos  sancionado  lo 
siguiente: 

Artículo  1.®  Los  editores  responsables 
de  que  traía  el  art.  14  de  la  ley  de  imprenta 
Vigente  no  podrán  continuar  siéndolo  desde 
el  momento  en  que  contra^llos  se  dicte  auto 
de  prisión  por  alguno  de  los  delitos  contra  La 
Religión,  el  Rey  ó  la  Real  familia,  com- 
prendidos en  los  núms.  1.^  y  2.^  del  art.  24 
y  en  et  art.  27  de  la  misma  ley. 

Art  2.^  El  que  injuriare  gravemente  por 
medio  de  la  imprenta  á  cualquiera  de  los 
cuerpos  coiegisladores ,  ó  á  alguna  de  sus 
conusiones  ó  cNlidades  colectivas  ,  será  cas- 
tigado con  las  penas  de  prisión  correccional 
en  so  grado  medio  á  prisión  menor  en  igual 
grado  y  multa  de  20  á  200  duros,  y  podrá 
ser  perseguido  de  oücio  ante  los  tr  ib'unales 
ordlnários . 

No  se  comete  delito  de  injuria  examinando 
ó  censarando  los  actos  y  acuerdos  do  los 
cuerpos  colegisladores  y  los  de  sus  comisio- 
nes y  entidades  colectivas. 

Arl.  3.*  El  que  injurie  gr^vemen^  ó  ca- 
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Inmnie  á  un  senador  ó  diputado  por  las 
opiniones  manifestadas  en  el  Sanado  ó  en  ei 
Congreso ,  ó  á  los  Ministros  de  la  Corona  ú 
otra  autoridad  con  motivo  del  ejercicio  de 
sus  cargos,  puede  ser  perseguido  de  oficio 
ante  los  tribunales  ordinarios ,  y  será  casti- 
gado por  el  delito  de  calumnia  oon  las  penas 
establecidas  en  el  art.  376  del  Código  penal» 
y  por  el  de  injuria  con  las  señaladas  en  pI 
párrafo  1.**  del  art.  381  del  mismo  Có- 
digo. 

Las  injurias  á  que  se  refiere  el  secundo 
párrafo  del  art.  381  se  castigarán  con  la  pe- 
na comprendida  en  el  mis'mo,  y  solo  podrán 
perseguirse  á  instancia  de  parte. 

Son  aplicables  á  los  delitos  de  que  traía 
este  artículo  las  disposiciones  consignadas 
en  los  arts.  378  y  383  del  Código  penal. 

Art.  4.**  Igualmente  se  perseguirán  co- 
mo delitos  comunes  los  que  se  cometan  en 
escritos  que  tiendan  manifieslamenie  á  rela- 
jar la  fidelidad  y  disciplina  de  la  fuerza  ar- 
mada, de  algún  modo  que  no  este  previsto 
en  las  leyes  militares,  y  serán  castillado** 
con  la  multa  comprendida  en  el  art.  33  de  ia 
ley  de  imprenta. 

Art.  5.**  El  arl.  10,  párrafo  primero  de 
la  ley  de  imprenta,  se  entenderá  redactado 
en  los  términos  siguientes:  Todo  periódico 
deberá  tener  un  editor  del  estado  seglar  ,  quo 
estampará  su  firma  al  píe  de  cada  número, 
y  que  será  siempre  responsable  de  cuanto  en 
él  se  publique,  lo  mismo  ante  los  frihunales 
ordinarios  que  ante  el  jurado.  El  autor  será 
también  responsable  cuando  aparezca  su  fir- 
ma al  pié  del  artículo  impreso. 

Art.  6.'*  Queda  suprimido  el  art.  19  de 
la  ley  de  imprenta. 

Art.  7.*  El  Gobierno  dará  cuenta  á  la^í 
Cortes  de  los  efectos  de  esta  ley  en  la  próxi- 
ma legislatura,  y  propondrá  has  reformas  que 
la  experiencia  haya  necho  necesarias. 

Por  tanto: 

Mandamos  ele  Aranjue2  á  16  de  mayo 
de  1866.— Yo  la  Reina.—El  Ministro  de  la 
Gobernación,  José  de  Posada  Herrera.))  (Ga- 
ceta 17  mayo.) 

128.  QUINTAS. -R.  O.  de  1.*  de  mayo 
sobre  responsabilidad  pos  deserción  de  los 
sustitutos  en  el  ojéroito.  Competenoia  para 
determinarla. 

(GoB.)  «Pasado  á  informe  de  las  seccio- 
nes de  guerra  y  gobernación  del  Consejo  de 
Estado  el  expediente  promovido  por  el  Ca- 
pitán general  de  Catuluña  en  reclamación 
del  ingreso  en  caja  de  Miguel  Romá  y 
Bessá,  quinto  por  el  cupo  de  Barcelona  en 
el  reemplazo  de  1856,  con  motivo  de  haber 
desertado  su  sustituto  Francisco  Palau ,  di- 
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chas  secciones  han  omiüdo  el  diclúineii  si- 

Exorno.  Sr.:  Estas  secciones  han  exami- 
nado el  expediente  promovido  é^i  virtud  de 
consulta  del  Gobernador  de  la  provincia  so- 
bre  la  reclamación  que  le  hizo  el  Capitán 
general  de  Cataluña  en  19  de  enero  de  1865 
para  que  ingresase  en  caja  el  quinto  por  el 
cupo  de  Barcelonapara  el  reemplazo  de  1856 
Miguel  Romá  y  Bessá ,  con  motivo  de  haber 
desertado  su  sustituto  en  24  de  setiembre 
de  dicho  año  á  los  ocho  diasdc  su  admisión 
y  haberse  hecho  la  sustitución  presentando 
documentos  falsos: 

En  atención  á  lo  que  del  mismo  expe- 
diente resulta: 

Vista  la  real  orden  circular  de  20  de  mayo 
(U  1858,  dictada  con  el  objeto  de  evitar  las 
lalsiiícaciones  y  fraudes  que  pudieran  come- 
terse para  que  fuesen  admitidos  como  sus- 
titutos los  que  no  tuvieran  las  circunstan- 
cias exigidas  por  la  ley  ,  y  previniendo  las  ¡ 
rornialidades  que  debian  observarse  por  los 
Consejos  provinciales  para  la  ¡Jislruccion  de 
los  expedientes  de  sustitución;  métndando 
por  último  que  sin  perjuicio  de  admitirse  en 
caja  el  sustituto,  siguiera  su  curso  el  expe- 
diente para  la  comprobación  de  los  docu- 
mentos presentados,  y  si  terminada  su  ins- 
trucción resultase  que  el  *uslilutono  reunia 
los  requisitos  necesarios ,  se  declarase  nula 
la  sustitución,  llamando  al  sustituido  para 
que  cubra  su  plaza  y  pasando  los  anleceden- 
l»'S  al  Juzgado  de  primera  instancia  que  cor- 
responda, para  que  proceda  á  lo  que  hubie- 
re lugar  en  justicia: 

Vista  la  real  orden  circular  de  14  de  no- 
viembre de  1862,  por  la  que  se  mandó,  que 
en  caso  de  deserción  de  un  sustituto,  que- 
dara sin  cubrir  y  condonada  la  plaza  en  c\ 
ejército,  cuando  el  sustituido  corresponda  á 
uu  sorteo  del  que  hayan  pasado  los  tres  años 
«le  responsabilidad  que  tija  la  ley  al  ser  lla- 
mado al  servicio: 

Considerando  que  si  bien  la  autoridad  mi- 
litar estuvo  en  «u  lugar  al  conocer  y  senten- 
ciar en  Consejo  de  Guerra  al  sustiluio  de  que 
.se  trata  por  el  delito  de  deserción,  no  estaba 
en  sus  atribuciones  el  comprender  en  dicha 
hcnlencia  la  nulidad  de  la  sustitución,  pues- 
to que  el  único  competen  le  para  resolver  sobre 
este  particular  era  el  Consejo  provincial,  se- 
gún lo  dispuesto  en  la  citada  real  órdeu  cir- 
cular de  20  de  mayo  de  1858: 

Considerando  que  siendo  incompetente  el 
Consejo  de  Guerra  para  declarar  la  nulidad 
lie  dicha  sustitución,  no  puede  apoyarse  en 
su  sentencia  para  reclamar  el  i%'reso  en  oa- 
u  del  sustituido  por  el  solo  hecho  d^  haber 


declarado  en  la  misma  la  nulidad  de  la  sus- 
titución: 

Considerando  que  af  citado  Miguel  Romá 
y  Bessá  locd  la  suerte  de  soldado  en  el  sor- 
leo  celebrado  en  Barcelona  para  el  reemplazo 
de  1856,  y  que  para  cubrir  su  plaza  presen- 
tó un  sustituto,  quien  admitido  en  caja  de- 
sertó en  24  de  setiembre  del  mismo  año,  no 
habiéndose  llamado  al  sustituido  para  que 
sirviese  dicha  plaza  hasta  el  19  de  enero  de 
1865,  según  comunicación  dirigida  por  el 
capitán  general  de  Cataluña  al  Consejo  pro- 
vincial, trascurriendo  por  lanto  mas  de  nue- 
ve años  desde  que  tuvo  efecto  la  deserción 
de  su  sustilulo: 

La  secciou  opina  que  el  caso  que  motiva 
esta  consulta  se  halla  comprendido  en  la 
citada  real  orden  circular  de  14  de  noviem- 
bre de  1862,  y  que  por  lanto  debe  quedar  sin 
cubrirse  en  el  ejército  la  plaza  de  que  se  tra- 
ta, deelarando  que  el  citado  Miguel  Romá  y 
Bessá  está  exenio  <le  re.-sponsabilídad  por  el 
solo  hecho  de  la  de<iercion  de  su  sustituto, 
y  mandando  que  se  remita  el  expediente  al 
Cons«*jo  provincial  para  que  resuelva  sobre 
la  nulidad  de  la  sustitución  y  pase  los  ante- 
cedentes á  los  tribunales  de  justicia  para  la. 
responsabilidad  á  que  haya  lugar.» 

Y  habiendo  tenido  á  bien  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  resolver  de  conformidad  cou 
lo  propuesto  en  el  prninserto  diclámen ,  y 
mandar  que  esta  resolución  sirva  de  regla 
general  en  casos  análogos,  de  real  orden  etc. 
MaJrid  1.*»  de  mayo  de  1866.— Posada  Her- 
rera.» (Gac.  17  mayo.) 

124:.  CONSULES.  — Convenio  ratifloado 
en  10  de  abril  sobre  la  admisión  de  oónsules 
en  las  poseaiones  de  Ultramar. 

(EsTADQ.)  Por  este  convenio  hecho  en 
el  Haya  el  3  de  febrero  (ratificado  en  10  de 
abril),  entre  el  Gobierno  español  y  el  de  los 
Paisas  Bajos  se  establece  lo  siguiente: 

«Artículo  1.°  Los  cónsules  genérale?,  » 
cónsules,  vice-cónsules  y  agentes  consula- 
res españoles,  serán  admitidos  bajo  el  mis- 
mo pié  que  los  de  la  nación  mas  favorecida 
en  los  puertos  de  las  posesiones  de  Uilramar 
ó  colunias  de  los  Países  Bajos  doíide  residen 
ó  residieren  agentes  de  la  mi^tnti  cariegOFÍa 
de  cualquiera  otra  nación  extranjera. 

Recí{)rocamente  los  cónsules  generales, 
eóu&iiles,  Vice-cónsules  y  agentes  consula- 
res de  los  Países  Bajos,  serán  admilidos  bajo 
el  mismo  que  los  de  la  nación  mas  favo- 
recida en  los  puertos  de  las  posesiones  de 
I  Ullrantar  ó  colonias  españolas  donde  rei-i- 
(len  ó  remidiereis  agentes  de  la  n»isma  cate- 
goría de  cualquiera  otra  tiacion  extranjera. 

Arl.  2."   El  presente  convenio  empezará 
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á  re^ir  á  conlar  desde  el  canje' de  la^  raiifi  • 
CJiciones,  el  cual  lendrá  liig:ar  lau  proiilo 
conio  sea  |)o*;H»1p.  Permanecerá  en  vigor 
hasta  pasador;  12  meses  después  qtie  una  de 
las  dos  Altas  Partes  contratantes  haya  de- 
clarado su  inleutnon  de  hacer  cesar  su-s  efec- 
tos.» En  fé  de  lo  cual,  ele.  (Gac.  17  mayo.) 

125.  VTA  CONTENCIOSA.-R.  O.  de  26 
de  abril,  deolarando  improcedente  una  de- 
manda por  presentarte  después  de  p^^ado  el 
término. 

(Ultiiamár.)  Por  esta  real  orden  dictada 
de  conformidad  con  lo  consultado  por  lasec- 
ciofi  de  lo  contencioso  del  Consejo  de  Estado, 
se  declara  improcedente  una  demanda  pre- 
sentada ante  el  mismo  Consejo  por  D.  kidro 
Autran,  pidiendo  la  revocación  de  una  real 
orden  sobre  su  jubilación,  siendo  sus  funda- 
mentos: 

uQue  por  no  versar  la  reclamación  actual 
sobre  asunto  en  que  esté  señalado  un  ter- 
mino especial  para  acudir  á  la  vía  conten- 
ciosdi  debe  sujetarse  á  la  regala  general  en  la 
materia  que  establece  el  art.  3.^  del  R.  D.de 
jti  de  mayo  de  1853;  que  desde  la  fecha  en 
que  fué  instruido  el  interesado  de  la  real  or- 
den contra  la  que  recurre  ha  trascurrido  con 
nmcho  exceso  el  plazo  concedido  por  el  ci- 
tado art.  3.*  para  reclamar  en  la  via  con- 
tenciosa contra  una  resolución  del  Gobierno. 

S.  M  ,  courormándose  coa  lo  consultado 
por  la  sección  de  lo  contencioso  del  expre- 
sado cuer{)o,  ha  tenido  á  bien  declarar  im- 
procedente dicha  demanda.»  (Gac,  17  de 
mayo.) 

126.  VIA  CONTENCIOSA. -R.  O,  de  5 
de  mayo  sobre  que  procede  el  recurso  por 
la  Tía  conteneiosa-admiQístrativa ,  para  que 
se  declaren  sujetos  ó  no  ¿  ua  impuesto  mu- 
nicipal determinadas  fincas. 

(lÍLTaAMAíi.)  Por  esta  real  orden  «e  deja 
sin  efecto  una  resolución  del  tíobierno  su- 
perior civil  de  la  isla  de  Cub?»,  y  «e  declara 
procedente  una  demanda  de  la  compañía  del 
ferro-carril  de  Sa^'ua,  coji  vista  del  art.  3 
de  la  R.  O.  de  20  de  setiembre  de  1S52, 
que  declara  privativo  de  la  administración  ! 
activa  el  conocimiento  de  las  reclamacio- 
nes que  versen  sobre  apreciación  y  clasiti-  I 
cacioQ  de  la  riqueza  imponible  en  lualeria 
deimpaestos  directos,  considerando  que  la 
cuestión  de  la  demanda  no  versa  sobre  la  apre- 
ciación y  clasificación  de  la  riqtjezaiinponible, 
en  cayo  concepto  no  cabria  la  via  conleiiciosa 
con  arreglo  ^1  art.  3.®  citado  ,  ni  tampoco 
sobre  si  una  especie  dada  de  fincas  debe  ó 
no  pagar  contribución  con  arreglo  á  las  dis- 
pos¡cion|»s  que  la  establecen,  pues  esto  equi- 
vaidriaá  una  declaración  con  el  carácter  de  ' 


resolución  fí^eneral  qn(^  solo  compele  á  la 
a'in)ini«lracion  activa,  previos  los  trámíl^s 
al  efecto  eslablocidos,  sino  acerca  de  si  d«^- 
terniinadas  lincas  d*»  la  propiedad  del  lili- 
ganle,  que  la  autoridad  correspondiente  de- 
claró f^ravadas  con  un  impuesto  municipal 
aplicando  el  rejrlamento  que  regula  su  im- 
po*.¡ci«)n,  están  ó  no  con  arreglo  á  sus  dispo- 
siciones sujetas  á  aquel;  ó  lo  que  es  lo  mis- 
mo, si  dichas  disposiciones  han  sido  recta  ó 
desacertadamente  aplicadas,  cuya  cuestión 
es  por  su  naturaleza  susceptible  de  la  viu 
contenciosa.»  (Gac,  17  mayo.) 

127.  POI*ICIAURBANA.-R.O.del7de 
niayo,  sobre  que  los  dueños  de  huertas  y  tin- 
cas rústicas  enclaradaa  en  las  calles  tde  las 
poblaciones  estén  exentos,  por  ahora,  de 
oostear  aceras. 

(GoB.)  «La  legislación  recopilada  del  ra- 
mo de  propios  de  i803  y  otras  disposiciones 
posteriores  imponen  á  los  propietarios  d»* 
casas  y  edificio^  la  obligación  de  costear 
(0,84m)  tres  piás  de  acera  al  frente  de  sus 
respectivas  fachadas;  fundándose,  entre  otras 
varias  razones,  en  la  ventaja  que  á  las  pro- 
piedades resulta  de  verse  preservadas  por 
este  medio  de  las  humedades  qne  las  cana- 
les y  vertientes  de  las  calles  habían  de  in- 
troducir en  sus  cimientos  con  notable  dañí» 
de  los  mismos;  pero  existiendo  en  muchas 
poblacion»*s  de  España  otras  lincas  enclava- 
das en  calles,  las  cuales  no  puedan  alcanzar 
tales  vt^nlajas  por  su  diferente  naturaleza,  la 
Ilí*ina  (0.  D.  G.)  ha  tenido  á  bien  disponer 
qne  los  dueños  de  huertas  y  fincas  rústicas 
enclavadas  en  las  calles  de  las  pr)lMr*cÍoni^s 
queden  exentos  del  gravámpii  de  c'»^ií»ar  U»** 
tres  pies  de  acera  al  frente  de  'as  cercas  ó 
fachadas  de  dichas  fincas,  ínterin  se  resumí- 
ve  la  proporción  en  qne  deben  contribuir,  h  * 
real  orden  •'le.  Madrid  17  de  mayo  de  18G'>. 
— Posada  H-rrera.»  (Gac.  18  mayo.) 

128.  GOBIERNO  J^OLITICO  Y  ADMI- 
NISTRATIVO (de  la  Habana).— R.  D.  de  30 
de  enero,  aprobando  un  reglamento. 

(Ultuamaíi.)  Este  n»(;lainenlo  espo.V^n! 
es  rHativí)  al  ej^M'cicio  de  las  faonllades  í| ii" 
corresponden  al  Gobenia<l(»r  político  de  la 
Habana,  eu  su  doble  caráclíT  de  autoridad 
del  Gobierno  y  Presidcnle  del  Ayunlamípnlo 
de  dicha  capital,  y  al  modo  de  funcionar 
esta  corporación  en  el  despacho  de  los  asnil- 
los que  le  son  propios.  (Gac,  19  marzo.) 

129.  Q,UINTAS.-R.  O.  de  3  de  mayo  so- 
bre que  el  reconocimiento  de  los  quintos 
ante  los  Consejos  provinciales  es  obligatorio 
para  los  profesores  de  Ja  ciencia  de  curar. 

(GoB.)  Pasado  á  informe  de  las  seceií.- 
ues  de  Guerra  y  .Marina,  Goberi^aciun  y 
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Fomento  del  Consejo  de  Eslado  el  expedien- 
te instruido  á  consecuencia  de'lá  instancia 
en  que  varios  facultativos  de  beneficencia 
y  sanidad  de  esta  corte  solicitan  por  si  y  á 
nombre  de  los  demás  de  igual  clase  que  se 
declare  no  serles  obligatorio  la  asistencia 
al  reconocimiento  de  quintos  ante  el  Consejo 
provincial,  y  que  debe  avisárseles  con  sufi- 
ciente anticipación  cuando  hayan  de  prestar 
este  servicio,  dichas  secciones  han  emitido 
sobre  el  asunto  en  13  de  marzo  último  un 
extenso  dictámen,  estableciendo  en  étcomo 
conclusiones: 

((1.**  Que  el  reconocimicnlode  los  quintos 
ante  los  Consejos  provinciales  en  y  debe  ser 
obligatorio  para  todos  los  profesores  de  la 
ciencia  de  curar,  y  muy  particularmente 
para  aquellos  que  perciben  sueldo  de  los 
fondos  provinciales  y  generales,  según  de- 
be terminantemente  declararse. 

2.*  Que  debe  desestimarse  la  pretensión 
de  los  reclamanies  respecto  á  que  se  les- avi- 
se con  un  dia  de  anticipación  para  asistir  á 
dicho  reconocimiento,  si  bien  habrá  de  te- 
nerse presente  que  la  ley  no  marca  el  tiem- 
po precis*  en  que  esto  deba  hacerse,  dejan- 
do así  á  los  Consejos  provinciales,  única 
.-lutoridad  competente  para  ello,  el  arbitrio 
de  apreciar  en  cada  caso  y  según  las  cir- 
«'.unslancias  cuál  es  la  menor  anticipación 
<Mn  quo  dichos  facultativos  deban  ser  lla- 
mados. 

Y  habiéndose  dignado  3«  M.  resolver  de 
conformidad  eon  lo  propuesto  en  el  prein- 
wfrto  dictámen,  de  real  órden  lo  digo  á 
V.  S.  para  su  conocimienlo  y  éfectos  cor- 
respondientes. Dios  etc.  Madrid  3  de  mayo 
de  Í866.--Posada  Herrera.»  {Gac.  19  mayo,) 

130.  EMPLEADOS.— i«3ro3i^»i*.Aj^isN- 
-roa. .  B.  O.  de  19  de  mayo,  sobre  reotifica- 
cioadé  esoalafones  de  los  empleados  de  Ha- 
cienda, turnds  para  provisión  de  vacantes 
y  traslaciones. 

(Hac.)  (ílímo.  Sr.:  Habiendo  tenido  efecto 
la  publicación  de  los  escalafones  de  los  fun- 
oionarios  de  los  diversos  ramos  dependientes 
de  este  Ministerio,  de  conformidad  á  !o  dis- 
puesto en  el  reglamento  orgánico  de  las  car- 
reras civiles  de  4  de  marzo  último;  próxima 
ya  la  terminación  de  la  época  mareada  para 
la  rectificación  de  lo«  mismos  escalafónes,  y 
cumpliendo  en  el  dia  de  hoy  el  plazo  fijsrdo 
para  que  los  empleados  cesantes  presenta- 
sen sus  hojas  de  servicios  documentadas,  la 
Ueina  (Q.  D.  G.),  con  el  deseo  de  que  no  se 
ílemoie  por  mas  tiempo  cuanto  se  refiere  á 
tan  importante  servicio,  y  con  el  fí«  de  que 
pueda  llenarse  uno  de  los  mas  preferentes 
objetos  del  reglamento  orgánico,  cual  es  la 


i  colocación  de  lodos  los  cesantes  que  disfru- 
tan haber  pasivo,  con  notable  economía  pa- 
ra el  Tesoro,  ha  tenido  á  bien  dictar  Jas  re- 
glas siguientes: 

1.  *  Ultimada  que  sea  con  toda  brevedad 
la  rectificación  de  los  escalafones  de  los  di- 
versos ramos  dependientes  d*í  este  Ministe- 
rio ,  se  publicarán  nuevamente  en  el  Boletín 
oficial  del  mismo,  formando  un  número  ex- 
traordinario que  ha  de  encuadernarse  en 
volumen  especial. 

2.  *  Según  autoriza  el  art.  35  del  regla- 
mento orgánico,  queda  delegada  en  los  jefes 
superiores  de  los  respectivos  ramos  la  facul- 
tad de  nombrar,  separar  y  trasladar  á  los 
empleados  de  la  quinta  categoría,  con  ex- 
tricla  sujeción  á  las  disposiciones  del  citado 
reglamento. 

3.  *  Los  jefes  superiores  de  los  ramos 
cuidarán  de  elevar  á  este  Ministerio  en  fin 
de  cada  mes  nota  detallada  de  todos  los 
acuerdos  referentes  á  personal  que  hubieren 
tomado  durante  el  mismo  por  efecto  de  la 
delegación  que  se  les  otorga  en  la  regla  an- 
terior, con  el  fio  de  que  se  comprendan  en 
la  relación  general  que  ha  de  publicarse  en 
la  Gaceta. 

4.  *  Los  turnos  para  provisión  de  vacan- 
tes se  entenderán  dentro  de  cada  clase  del 
respectivo  escalafón,  y  mientras  existan  ce- 
santes con  sueldo  serán  cuatro,  á  saber: 

1  A  cesante  f.on  sueldo  de  clasificación. 

2  ^   A  la  antigüedad. 

3.°   A  cesantes  también  con  sueldo. 
.4.**    A  U  elección. 

Y  5.^  Podran  ser  trasladados,  conforme 
el  art.  49  del  reglamento  orgánico ,  emplea* 
dos  de  igual  clase  y  sueldo  de  diverso  ramo 
á  vacantes  ocurridas  y  que  deban  proveerse 
en  cesantes  eon  suelao  cuando  no  existan 
de  la  misma  clase  en  ei  escalafón  especial  en 
que  haya  ocurrido  la  vacante ,  ó  cuando  sea 
menor  en  él  el  número  de  cesantes  que  en 
el  del  ramo  de  donde  proceda  el  empleado 
que  se  traslade ;  no  debiendo  considerarse 
extinguidos  los  cesantes  con  sueldo,  para 
los  efectos  del  art.  27  del  reglamento,  mien- 
tras haya  alguno  de  la  misma  clase  en  oual- 
quiera  de  los  escalafones  parciales  de  los 
diversos  ramos  de  Hacienda.  De  real  ór- 
den etc.  Madrid  19  de  mayo  de  1866. — 
Alonso  Martínez.»  {Gac,  20  mayo.) 

131.  SANIDAD.— R.  O.  de  11  de  mayo, 
sobre  derechos  de  sanidad  que  pa^an  los  va- 
pores mer«imtes,  y  los  de  trasportes, 

(GoB.)  «Visto  el  expediente  promovido 
por  los  empleados  de  sanidad  marítima  del 
Carril,  y  de  las  diferentes  consultas  que  han 
elevado  á  este  Ministerio,  tanto  las  juntas 
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tíe  «anidad  como  los  consígnaloTiM  de  bu- 
ques, en  solicitud  de  que  se  deckre  definí- 
livamenle  los  derechos  que  deben  pagar, 
asi  <n  los  viajes  redondos  como  periódicos; 
y  considerando  que  deben  entenderse  por 
redondea  los  que  verifica  un  buque  desde 
el  paerlo  de  salida  al  d«  su  deslino,  y  de  es-- 
le  al  de  su  salidasin  locar  en  otro  intermedio; 
y  periódicos  los  que  exigen  la  constante  regu- 
laridad en  emprenderlos. én  día  fijo,  previa- 
mente anunciados  al  público,  la  Reina  <que 
¿ios  guarde) ,  de  conformidad  con  lo  infor- 
inado  por  el  Consejo  de  sanidad  del  Reino, 
se  ha  servido  mandar: 

Que  los  vapores  mercantes  deben 
pagar  en  el  primer  puerto  á  que  arriben  un 
real  por  tonelada  «lil  si  proceden  de  Amé- 
rica; 5e  cénls.  si  de  cualquier  otro  punto  de 
Europa,  y  25  por  tonelada  de  pago  en  cada 
uno  de  dichos  puertos  en  que  entren,  siem- 
pre que  se  hagan  en  él  operaciones  de  car- 
ga y  descarga. 

Y  2.**  Que  los  buques  de  vapor  que  ha- 
gan con  toda  regularidad  viajes  periódicos 
previamente  anunciados  con  dia  fijo,  solo 
satisfarán  25  cents,  de  real  por  tonelada 
en  el  primer  puerto  á  que  arriben,  y  en 
todos  los  del  tránsito  en  que  lomen  pasaje- 
ros ó  aerifiquen  operaciones  de  carga  y 
dewarga.  De  real  orden  í»tc.  Madrid  11  de 
mayo  de  1866.— Posada  Herrera.»  [Gac,  20 
mayo.) 


132.  QTnNTAS.-Iieyde20denw2tll» 
mando  al  servicio  da  !•«  30.000  hom- 

bre del  alistamiento  y  Borteo  de  1800.  -a.u- 
toriaacion  al  Gobierno  para  que  el  reparto 
del  onpo  se  haga  por  loe  mozos  sorteados  en 
el  año. 

(GoB.)  «Doña  Isabel  II,  etc.  sabed:  que 
las  Córtes  han  dccretíido  y  Nos  sancionado 
lo  siguiente:  .  .  , 

Articulo  1.®  Se  llaman  al  servicio  de  las 
armas  para  el  reemplazo  del  ejército  y  de 
la  reserva  30.000  hombrea  del  alistamiento 
y  sorteo  de  1866. 

Arl.  2/*  Las  provincias  del  reino  con- 
tribuirán á  este  ree.nplaío  con  el  copo  de 
hombres  que  se  designa  á  cada  una  en  el  es- 
tado adjunto  á  esta  ley. 

Arl.  8.<*  De  la  fuerza  expresada  en  el 
arl.  1.®  se  sacarán  en  primer  lugar  los  sol- 
dados que  se  consideren  necesarios ,  así  para 
la  armada  como  para  que  estén  constante- 
mente completas  las  armas  especiales,  caba- 
llería y  batallones  de  infantería  de  marina, 
escogiendo  para  este  servicio  preferente  los 
hombres  mas  apios  por  su  talla  y  demás  con- 
cisiones físicas.  Dicha  elección  se  hará  entre 
Jos  mozos  que  en  30  de  abril  del  presente 
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año  tengan  20  cumplidos  de  edad  sin  llegar 

á  los  21.  ^   .   ,  Al 

Arl.  4.®  El  resto  de  la  fuerza  de  los 
30.000  hombres,  después  de  elegida  la  de 
que  trata  el  arliculo  anterior,  ingresará  en 
los  cuerpos  de  la  reserva,  destinando  cada 
soldado  al  batallón  provincial  respeclivo,  se* 
ffun  el  cupo  y  pueblo  á  que|  corresponda , 
pero  con  la  obligación  de  pasar  al  ejercito 
permanente  cuando  el  Gobierno  lo  considere 
necesario.  ,      .  _ 

Arl.  5.**  Las  operaciones  de  este  reem- 
plazó oue  no  puedan  ejecutarse  en  las  épo- 
cas-fijadas  por  la  ley  de  30  de  enero  de 
1856,  se  practicarán  en  los  términos  que 
acordare  el  Gobierno,  ateniéndose  en  lo  po- 
sible á  las  disposiciones  de  la  misma  ley. 

Arl.  6.**  Se  autoriza  al  Ministro  de  la 
Gobernación  para  que  en  el  llamamiento  de 
la  quinla  al  servicio  de  las  armas  en  el  ano 
próximo  venidero,  se  haga  el  reparto  del 
cupo  de  cada  provincia  con  arreglo  al  nu- 
mero de  mozos  sorteados  en  el  misnrio  ano , 
tomándose  por  dicho  Ministerio  con  la  anli- 
cipacion  debida  todas  las  medidas  y  precau- 
Clones  necesarias  para  la  justicia  y  acierto 
de  aquella  operación. 
Por.tanlo: 

Mandamos  á  lod6s  los  tribunales,  justicias, 
jefes.  Gobernadores  y  demá»  autoridades, 
asi  civiles  como  militares  y  eclesiásticas, 
de  cualquiera  cUse  y  dignidad  que  sean , 
que  guarden  y  hagan  guardar,  cumplir  y 
ejecutar  la  presente  ley  en  todas  sus  parles. 

Dado  en  Aranjuez  á  20  de  mayo  de  1866. 
—Yo  la  Reina.— El  Ministro  de  la  Goberna- 
ción ,  José  de  Posada  Herrera.» 

Estado  general  formado  con  (arreglo  á  lo 
dispuesto  en  los  artículos  18  y  19  de  la  ley 
de  reemplazos,  en  el  que  se  designa  el 
contingente  con  que  cada  provincia  aei 
reino  ha  de  contribuir  para  la  qumta  de 
30.000  hombres  correspondiente  al  año 
actual. 


PROVINCIAS. 


Alava.  . 
Albacete. 
Alicante. 
Almería. 
Avila.  . 
Badajoz.. 
Baleares. 


N  Amero 
de  mozos 
sorteados  en 
abr  il  (le 
1865. 


954 
2.149 
3.820 
3.661 
1.797 
3.943 
2  506 


Capes. 


191 
431 
767 
735 
361 
791 
503 
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PAUTK 

1  6.474 

1  l.3í»0 

1  3.135 

629 

2.952 

593 

Cádiz  

3.672 

737 

2.553 

512 

Clu(ind-Real.  .    .  . 

2.497 

501 

3  680 

739 

5.265 

1.057 

Cuenca  

2  248 

451 

2.859 

574 

Granada  

4.533 

UlO 

Guadalajara.  .    .  . 

2.003 

402 

Guipúzcoa  

I.5S4 

3ÍS 

1.939 

3S9 

2.663 

535 

3.888 

780 

León.  ..... 

3.457 

6U4 

Lérida.  .    .    ^    .  . 

3.156 

633 

J^ogrouü,  .... 

1.673 

336 

Lugo  

4.334 

870 

3.378 

678 

4.885 

981 

JMurcia  

3,917 

786 

Navarra  

2.905 

583 

3.470 

697 

5.424 

1.089 

1.727 

347 

Pontevedra.    .    .  . 

3.744 

752 

íSalamanea  

2.536 

509 

2.022 

406 

t.337 

268 

Sevilla  

4.842 

972 

1.519 

305 

'J'arragona  

3  102 

635 

2385 

479 

Toledo.  ...... 

3.1S9 

640 

Valencia  - 

:;.533 

l.lll 

457 

Valladülid  

2.275 

1.ÍÍ13 

330 

Zamora  

2.491 

500 

y.  n  TA  (yf\ '/  n 

O.UO  I 

1 

149.446 

30.000 

[Gacela  21  mayo,) 


133.  QUINTAS.-Real  órden 'de  21  de 
mayo  diotaudo  disposiciones  para  llevar  á 
efecto  la  de  30.ÜÜ0  hombre». 

(GoB.)  ((Para  que  pueda  lenor  efecto  lo 
dispuesto  en  la  ley  de  fecha  de  ayer  por  la 
que  se  llaman  ai  servicio  de  las  armas 
30.000  hombres  del  alistamiento  y  sarleo 
del  año  actual ,  y  conforme  á  lo  prevenido 
et\  ^ei  arl.  5.**  de  la  misma  ley ,  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  ha  tenido  á  bien  mandar  que  se 
observen  las  reglas  siguientes: 


1.  ^   Las  Diputacicmes  provineíales  harár> 
el  reparto  dei  cupo  de  cada  provincia  entrt» 
los  pueblos  de  la  misma,  y  el  sorteo  de  dé- 
cimas en  los  dias  desde  el  28  del  actual 
hasta  el  4  de  junio  próximo, 

2.  *^  £1  resultado  de  las  operaciones  ú 
%ue  se  refiere  la  re^la  anterior  se  imprimirá 
y  circulará  en  el  Boletín  oficial  ^el  5  del 
mismo  junio ,  ó  antes  si  fuere  posible. 

3.  ^  Las  reclamaciones  de  que  trata  el 
arU  53  de  la  ley  de  30  de  enero  de  185G 
podrán  interponerse  antes  del  dia  25  del  ex« 
presado  i\ies  de  junio. 

4.  *  En  los  dias  5  y  6  de  eske  harán  los 
Ayuntamientos  las  citaciones  personales  y 
por  edictos  exigidas  en  los  artículos  71  y  7^ 
de  la  ley  vigente  de  reemplaxos. 

5.  *  El  acto  del  llamamiento  y  declara- 
ción de  soldados  empezará  en  todos  los  pue- 
blos el  domingo  10  de  junio ,  y  continuará 
sin  itUerrupcion  en  los  dias  siguientes  Que 
fueren  precisos  ,  terminando  antes  del  de- 
signa^ para  ponerse  en  nureha  los  quintos 
con  dirección  á  la  capital  de  la  provincia. 

6.  ^  Las  circunstancias  que  deben  con-r 
currir  en  los  mozos  para  disfrutar  excepcioa 
del  servicio  y  la;:  demás  á  que  se  retiere  ía 
regla  7.*  del  art.  77  de  la  citada  ley  de  reenv 
plazos  se  considerariín  con  relación  al  dja 
10  de  junio,  queso  señala  en  la  regla  prece- 
dente para  el  ¡laman>iento  y  declaración  de 
soldados. 

7.  *  La  talla  mínima  de  este  reemplaza 
será  la  de. un  metro  y  560  milímetros,  se-^ 
gun  dispone  el  art.  3.^  de  la  ley  de  15  de 
diciembre  de  1860. 

8.  ^  Los  Ayuntamientos  remitintu  con  el 
expediente  de  declaración  de  soldados  una 
lista  eii  que  consten  ¡por  metros  y  miljme- 
tros  las  tallas  de  los  quintos  y  suplentes  ea 
su  respectivo  cupo,  inclusos  los  declarados 
sin  la  de  un  melro  y  560  milítnelros ,  y  los. 
que  hubieren  quedado  libres  por  cualquier 
otro  concepto  legal.  Estas  listas  se  rcclitica- 
rán  por  los  talladores  de  la  capital  en  vista 
del  reconociniienlo  que  practiquen  respecta 
de  todos  los  mozos,  desde  el  primero  hasta  el 
último  de  ios  llamados  para  llenar  el  cupo  , 
y  aun  de  los  exentos  y  excluidos ,  menos^ 
aquellos  que  con  arreglo  á  la  ley  no  tuvie- 
ren obligación  de  presentarse  en  la  capital. 

9.  ^  Cuidarán  los  Ayuntamientos  de  re- 
mitir por  duplicado  con  las  actas  de  la  de- 
claración de  soldados  una  relación  de  todo» 
l<>s  quintos  y  suplentes  que  deban  ir  á  la  ca- 
pital ,  expresándose  á continuación  del  nom- 
bre de  cada  uno  sus  apellidos  paterno  y  ma- 
terno, el  número  que  le  tocó  en  suerte,  la 
fecha  de  su  nacimiento»  y  tos  años,  me^e^ 
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ydias  de  la  edad  que  hayan  cumplido  en 
30  de  abril  próxiqio  pasado.  Estas  relacto- 
ues  se  roriuarán  con  presencia  de  los  libros 
parroquiales  é  irán  firmadas  por  los  Curat» 
párrocos  ó  quienes  los  susUluyan ,  y  por  los 
Concejales  y  Secrelario  del  Ayuntamiento 
respectivo. 

10.  La  entr^i^a  de  los  qninlos  en  Caja 
principiará  el  25  de  junio  próxinvi  y  termi- 
nará lo  mas  tarde  el  10  de  julio  siguiente: 

11.  Los  Gobernadores,  oyendo  a  los  Con*  I 
spjos  provincial e»  ,  señalarán  antici[>ada- 
mente,  según  previene  el  arl.  107  de  la  ley 
vigente  de  reemplazos,  el  dia  ó  días  en  que 
C9da  partido  ó  pueblo  ba  de  hacer  la  entre- 
ga de  sus  respectivos  contingentes. 

12.  Al  empezar  la  de  cada  cupo  darán 
los  Consejos  provinciales  al  Comandante  de 
la  Caja  una  de  las  dos  relaciones  que  deben 
formar  los  Párrocos  y  Ayuntamientos»  con- 
forme á  Ja  prevención  9.*,  á  tin  de  que  las 
autoridades  militares  puedan  cumplir  lo 
dispuesto  en  el  art.  3.**  de  la  ley  de  20  del 
actual. 

13.  La  cantidad  para  redimir  elücrvicio 
militar  eu  este  reemplazo  será  la  de  800  es- 
cudos, señalada  en  ei  arl.  4.^  de  la  ley  de 
29  de  noviembre  de  1850  sobre  redención  y 
engaudies. 

14.  Los  Gobernadores  cuidarán  de  la  in- 
mediata publicación  de  ia  ley  de  Techa  de  ayer 
y  de  la  presente  real  orden,  dando  cuenta 
al  Mmislerio  de  mi  cargo  de  haberío  verifi- 
cado, y  participando  oportunamente  asi  el 
dia  en  que  tenga  principio  la  entrega  de  los 
(juíntos  en  Caja  couio  el  resultado  de  esta 
operación,  cuii  arreglo  á  io  mandado  (>or 
r^ai  órden  circular  de  10  de  febrero  de 
lb61. 

í>e  la  de  S.  M.  lo  digo  á  V.  S.  para  su  eo- 
nociiníenlo  y  el  de  la  Diputación  y  Consejo 
de  esa  provincia ,  y  demás  efectos  consi- 
í^oienles.  Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años. 
.Madrid  21  de  mayo  de  I806.--Posada  Her- 
rera.» (Gao,  21  mayo.) 

134.  SOCIEDADES  MBRCANTUjBS.- 
B.  D.  de  20  de  mayo  autcrrlBando  &  la  sooio- 
aad  «XiS  EapaSa  industrial*  para  prorogar 
su  «KiBtencia  j  rec^irae  por  aua  nueyoa  eutA- 
tuto*. 

(FoM.)  Por  este  decreto  se  aulori«a  á  la 
sociedad  establecida  con  el  titulo  de  La  Es^ 
paña  industrial  para  que  pueda  prorogar 
»u  existencia  por  30  años,  y  regirse  por  los 
estatutos  y  reglamento  cunsig:nados  en  la 
escritura  públic'a  de  24  del  mes  próximo 
pasado.  {Gac,  22  mayo.) 


135    SOCIEDADES  MERCAWTIIiES  — 
Real  decreto  autorizando  la  constitución 
la  «Sociodad  anónima  para  el  alumbrado  por 
el  gas  de  Sevilla.* 

(FoM.)  «Visto  el  expediente  de  caülicr.- 
cion  instruido  por  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Sevilla  para  el  establecimiento  dt* 
una  compañía  que,  con  el  título  de  socir^ 
dad  anónima  para  el  alumbrado  por  el  gas 
I  de  Sevilla^  se  propone  por  objeto  de  suh 
operaciones  el  cumplimiento  del  céntralo 
celebrado  con  la  Banca  general  8ui2a  por  el 
Ayuntamient*  de  aquella  capital  para  el 
alumbrado  por  gas  de  la  misma: 

Visla  la  real  orden  expedida  en  27  de 
mario  del  año  próximo  pasado  por  el  M¡^ 
nitterio  de  la  Gobernación  participando  al 
de  Fomenlo  la  aprobación  de  dicbo  oontra> 
to  tal  como  fue  celebrado  en  de  abril 
de  1864: 

Vistos  los  documentos  presentados  por 
los  representantes  provisionales  de  la  com* 
pañía  para  acreditar  el  justiprecio  de  los 
edificios  y  objetos  aportados  a  la  mieima: 

Vista  la  R.  O.  de  7  de  marao  uilímo,  por 
la  que  se  aprueban  los  estatutos  de  esta 
compañía  en  los  términos  consignados  en 
la  escritura  de  18  de  setiembre  aailerior; 
entendiéndose  que  el  plazo  para  1^  convo* 
cacioo  de  las  juntas  8:enerales  de  accionis- 
tas ha  de  ser  el  de  30  días,  y  en  la  que  se 
ordena  al  Gobernador  de  la  provincia  se  cer- 
ciore de  si  está  cubierta  la  suscricion  de  las 
6.000  acciones  en  que  se  halla  dividido  el 
capital,  asi  como  si  se  ha  realizado  su  im- 
porte en  la  caja  social: 

Considerando  que  de  los  documentos  re- 
mitidos por  el  Gobernador  d«'  la  provincia 
mencionada  en  23  de  abril  último  resulla 
acreditada  la  colocación  total  de  las  accio- 
nes, y  la  realización  de  su  importe  en  me- 
tálico ó  en  pago  de  los  eíoclos  aportados  á 
la  compañía: 

Considerando  que  la  valoración  dada  á 
los  editicios,  gasómetros,  hornos ,  canaliza - 
cion,  nyileriales  y  enseres  adouiridos  por 
la  compañía  ha  sido  comprol>aaa  por  el  ai- 
quitectü  de  la  provincia  y  por  el  director 
de  la  escuela  industrial  de  Sevilla,  y  apro- 
bada por  el  Gobernador: 

Considerando  que  Ciii  ta  instrucción  de 
este  expediente  se  han  cnmpüdo  las  pres- 
cripciones legales; 

De  conformidad  con  lo  propuesto  por  el 
Consejo  de  Estado  en  pleno. 

Vengo  en  aolorizar  la  constitución  de  la 
compañía  mencionada  con  el  título  de  .'^o- 
ciedad  anónima  para  el  alumbrado  por  el 
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<fas  de  Sevilla,  y  el  capHal  de  1.140.000  es- 
cudos, señalándole  el  plazo  de  60  dias  para 
que  dé  principio  á  sus  operaciones.  9ado  en 
Aranjuez  á  20  de  mayo  de  1866. — Eslá  ru- 
bricado de  la  real  mano. — El  Ministro  de 
Fomento,  Antonio  Agoilar  y  Correa.»  (Gace- 
ta 22  mayo.) 

136.  INSTBUCCION  PlJBIiICA.-Real 
órden  estableciendo  reglas  para  que  se  en- 
señe en  las  escuelas  elementales  el  dibujo 
por  el  método  Hendrech. 

(FoM.)  dimo.  Sr.;  Solicilo  el  Gobierno 
j=)or  difundir  ios  conocimientos  de  utilidad 
^^eral,  facilitando  las  enseñanzas  mas  con- 
ducentes á  adquirirlos,  ha  fijado  su  atención 
en  el  -dibujo  en  sus  diferentes  ramos  y  nu- 
merosas aplicaciones  como  preparación  y 
base  de  los  oficios  y  arles  industriales.  El 
dibujo  lineal,  introducido  en  las  escuelas 
Hormales  y  superiores  de  primera  enseñan- 
za, y  el  de  adorno,  para  el  ^ue  se  han  abier- 
to clases  muy  concurridas  de  artesanos  y 
obreros  en  la  capital  y  en  otras  poblaciones 
del  reino,  han  producido  ya  excelentes  re- 
sultados, y  los  han  de  producir  mayores  en 
lo  sucesivo.  Pero  la  marcha  seguida  en  la 
propagación  de  una  enseñanza  de  tan  gran 
liascendencia  para  perfeccionar  los  produc- 
tos de  \d  industria  es  demasiado  lenta,  y 
necesita  nuevo  impulso  para  hacerla  acce- 
sible al  mas  humilde  artesano.  Solo  lleván- 
dola á  las  escuelas  elementales  y  á  las  de 
adultos,  donde  se  educa  la  gran  masa  del 
pueblo,  es  como  se  logrará  inculcar  á  este 
al  buen  gusto  y  fomentar  su  inclinación  á 
nobles  y  puros  goces,  proporcionándole  re- 
«ursos  para  perfeccionar  y  hacer  mas  bene- 
ticioso  el  trabajo. 

Estudio  de  lujo  en  otros  tiempos,  se  ha 
hecho  ya  vulgar,  merced  á  los  nuevos  mé- 
todos, el  conocimiento  de  un  arte  necesario, 
ó  al  menos  útil  para  todos.  Entre  dichos 
métodos,  el  de  Hendrech  particularmente, 
simplificando  los  procedimientos,  prescin- 
diendo de  medios  auxiliares  costosos,  y 
graduando  metódicamente  los  ejercicios,  ha 
facilitado  el  estudio  del  dibujo,  aeomodán* 
dolo  al  régimen  y  marcha  de  las  escuelas 
de  Ja  niñez.  Así  lo  demuestran  repetidos 
ensayos,  y  con  especialidad  el  que  acaba 
de  verificarse  en  Madrid  bajo  la  inspección 
de  una  junta  de  personas  competentes,  cu- 
yo favorable  informe  ha  sido  cootirmado 
por  la  Real  Academia  de  nobles  artes  de 
San  Fernando. 

En  su  virtud,  la  Reina  (Q.  D.  G.),  de  con- 
formidad con  el  dictamen  del  Real  Consejo 
de  instrucción  pública,  ha  tenido  á  bien  dic- 
iar las  disposiciones  siguientes*. 


1.  *  Formarán  psrte  del  programa  de  la 
enseñanza  elemental  las  nociones  de  dibujo, 

2.  *  Para  inslroir  á  los  aspirantes  al  ma- 
gisterio y  á  los  maestros  en  ejercicio  se  en- 
señará el  dibujo  por  el  método  Hendrech  en 
la  escuela  normal  central  de  maestros  desde 
el  próximo  curso  de  estudios  de  1S66  á 
1867. 

3.  *  Serán  admitidos  grattittamen le  á  \n, 
expresada  enseñanza  de  dibujo  los  maestros 
que  lo  solicitaren. 

4.  *  Quedan  autorizados  los  maestros  en 
ejercicio  para  asistir  á  las  lecciones,  dejando 
encomendadas  sus  respectivas  escuelas  á 
otroi  maestros  titulares  con  aprobación  Je 
las  autoridades  locales  y  del  rector  del  dis- 
trito universitario,  y  siendo  de  su  cuenta  el 
pago  de  los  suplentes. 

5.  *  Concurrirá  precisamente  á  las  lec- 
ciones en  el  curso  próximo  venidero  ua 
maestro  de  cada  una  de  las  escuelas  norma- 
les de  provincia,  y  uno  por  lo  menos  de  la 
central. 

6.  *  Los  rectores  designarán  los  maestros 
de  las  escuelas  normales  que  hayan  de  asis- 
tir á  las  lecciones  de  dibujo,  teniendo  en 
consideración  las  disposiciones  y  circuns- 
tancias de  cada  uno,  y  dispondrán  la  mane- 
ra de  suplirlos  en  las  respectivas  escuelas 
durante  su  ausencia. 

A  los  maestros  designados  por  los 
rectores  para  instruirse  en  el  dibujo  se  les 
abonará  por  una  sola  vez  como  indemniza- 
ción de  gastos,  además  del  sueldo  que  dis- 
fruten, la  suma  de  500  escudos. 

8.  *  A  estos  maestros  los  suplirán  doran- 
te su  ausencia  los  demás  de  las  respectivas 
escuelas  en  cuanto  sea  posible,  ú  otras  per- 
sonas competentes,  retribuyéndose  estos 
trabajos  extraordinarios,  á  cuyo  fin  se  des- 
tinan 300  escudos. 

9.  *  Para  llevar  á  efecto  lo  prevenido  en 
las  dos  disposiciones  anteriores  7.*  y  8.*, 
cuidarán  los  Gobernadores  de  que  en  el 
presupuesto  adicional  de  las  provincias  res- 
peeUvas  para  el  año  económico  de  186S-G7 
se  incluya  la  suma  de  800  escudos. 

10.  Los  rectores  manifestarán  á  la  Di- 
rección general  de  instrucción  pública»  antes 
de  terminar  el  mes  de  junio  próximo  ,  quié- 
nes son  los  maestros  de  escuela  normal  de- 
signados para  instruirse  en  el  dibujo,  y  tas 
disposiciones  adoptadas  para  suplirles  du- 
rante su  ausencia  de  las  escuelas  respecti  v.ns. 
De  real  órden  etc.  M'^^drid  5  de  mayo  de 
1866  — Vega  de  Armijo.»  (Gac.  22  mayo.) 
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C«HifeieMlM  decididas  pmr  el  Tritamal 
Maipreme  de  JmilleUi* 

JUICIOS  DE  PALTAS.  Cuando 
un  hecho  constituya  um  doble  delincuen- 
cia po}'  estar  comprendido  en  el  libro  3.** 
del  Código  penal  y  envolver  á  la  vez  una 
falta  puramente  militar ,  conocerá  de 
la  primera  el  Alcalde ,  y  de  la  segunda  la 
jurisdicción  especial. 

BedsioB  4e  24  4e  mne  de  1866. 

lotos  de  competencia  ieotre  el  Teoien- 
le  Alcalde  de  Carril  y  el  Juzgado  de  Ma- 
nea de  la  Comandancia  de  Yillagarcia 
¿cerca  de)  conocimiento  de  las  diligencias 
contra  los  matriculados  José  Ramón  Cas- 
iromao  y  Angel  Mmguez  por  los  excesos 
(i>metirios  á  la  puerta  de  ía  iglesia,  que 
(íicho  Teniente  de  Alcalde  no  consideraba 
deliio  sino  simple  falta,  por  cuantt  si  ha- 
bían desacatado  al  ayudante  del  puerto 
qiie  les  reprendió,  no  fué  como  á  tal  sino 
como  particular  mientras  que  este  soste- 
aia  no  poderse  calificar  la  gravedad  del 
^cfao  hasta  que  se  conociera  la  resultan^ 
ctade  las  diligencias.  £1  Tribunal  Supre* 
eo  decide  esta  competencia  en  los  térmi- 
M«  siguientes: 

cConsid erando  que  de  lo9  parles  del  ayu^ 
ime  de  marina  que  obran  á  los  folios  1.®  y 
^.'^de  las  acluactones  del  Jozgado  del  ramo, 
j  ton  los  únicos  dalos  por  los  cuales  puede 
"^timarse  el  hecho  de  la  irreverencia  en  el 
^fnpio  y  á  la  puerta  del  mismo  que  se  atri- 
iKiye  á  los  mairicutados  ,  se  infiere  que  fué 
^iB  fállala  que  estos  cometieron,  puesto 
jde  dictio  ayudante  no  da  á  ia  irreverencia 
proporciones  de  haber  imp#fdido  ó  lurba- 
<ío  el  ejercicio  dei  culto  público ,  circunstan- 
etas  necesarias  para  constituir  el  delito  pena- 
da en  el  arl.  135  del  Código: 

Considerando  que  la  vaguedad  con  que  se 
relaciona  la  falla  de  respeto  de  los  mismps 
•ixairicu lados  al  ayudante  del  puerto,  que 
•ra  so  j^fe,  tampoco  permite  qae  la  indicá- 
is t  insubordinación  »ea  caracterizada  por 
uii>ra  como  delito: 

Y  cotisnierando  que  entre  ambas  faltas 
ex^le  la  notable  diferencia  de  que  la  irreve- 


rencia en  el  templo  es  común  ,  de  las  com* 
prendidas  en  el  lib.  3.®  del  Código  penal  ,  y 
la  insubordinación  és  falla  puraments  mili- 
lar,  nacida  exclusivamente  de  las  relaciones 
de  dependencia  que  mediaban  entre  los  ma- 
triculados y  su  jefe  el  ayudante  del  puerto: 
Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos que  el  conocimiento  de  las  irreveren- 
cias cometidas  por  los  expresados  matricu- 
lados en  el  templo  de  Carril  corresponde  al 
Alcalde  de  este  pueblo ,  y  que  de  ia  insubor- 
dinación de  los  mismos  para  con  su  jefe  el 
ayudante  del  puerto,  ya  constituya  una  fal- 
la ó  ya  pueda  pasar  á  la  esfera  de  delito, 
conozca  el  Juzgado  de  Marina  de  la  Coman- 
dancia de  Villagarcia;  y  devuélvanse  á 
ámbos  Juzgados  sus  respectivas  actuacio- 
nes.» {Gac.  7  abril } 

FUEBO.  En  las  causas  criminales 
el  mas  procedente  es  el  del  lugar  de  la 
perpetración  del  delito, 

Decisíoa  de  24  de  marzo  di  1866. 

Autos  de  competencia  entre  los  juzga- 
dos de  primera  instancia  de  Málaga  y 
Huelva  acerca  de  conocer  en  cierta  causa 
de  adulterio  y  usurpación  de  derecho  ci- 
vil. Dona  J.  M.  O.,  esposa  de  D.  L.  M., 
vecino  de  Málaga,  se  ausentó  sin  su  mari- 
do de  esta  ciudad  en  1860  y  después  de 
estar  en  varios  puntos  se  domicilió  con 
D.  A.  G.  de  C.  en  Huelva,  donde  díó  á 
luz  en  1864  un  hijo  que  fué  bautizado  co- 
mo legítimo  del  marido.  Este.se  querelló 
al  Juzpdo  de  Málaga  quien  exhortó  para 
la  prisión  de  ios  delincuentes  al  Juzgado 
de  Huelva  donde  retenido  el  recordato- 
rió  se  requirió  de  inhibición  al  Juez 
de  Málaga  que  se  inhibió  en  efecto; 
mas  la  Audiencia  de  Granada  con  re- 
vocación de  aquel  proveído,  declaró  que 
dicho  Juez  era  competente  para  cono- 
cer de  la  querella  deducida  por  D.  L.  M., 
porque  no  apareciendo  de  una  manera 
cierta  dónde  se  cometiera  por  primera  vez 
el  adulterio,  según  los  principios  de  dere- 
cho y  decisiones  de  este  Tribunal  Supre- 
mo, cuando  es  dudoso  el  lugar  donde  el 
delito  se  ha  ejecutado,  el*  fuero  cómpren- 
le para  conocer  del  mismo  es  el  domicilio 
del  acusado;  que  la  mujer  do  tiene  otro 
domicilio  que  el  del  mando,  y  que  en  el 
caso  actual  el  marido  ofendido  reside  en 
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Málaga,  y  en  la  misma  ciudad  debe  tener 
lugar  la  reparación  oportuna.  Ambos  Juz- 
gados remitieron  al  Tribunal  Supremo  sus 
respectivas  ariuaciones:  y  este  decidió  a 
favor  del  de  Iluelva: 

«Considerando  que  la  ley  15»  líl.  1.*,  Par- 
tida 7^^  y  las  leyes  1.*  y  2.%  til.  36,  lib.  12 
de  la  Nov.  K«»cop.,  establecen  el  principio  de 
her  en  Ins  caUsas  criminales  el  fuero  mas 
preferente  de  todos  el  que  procede  del  lugar 
en  donde  se  cometió  el  detilo  de  que  se 
Ira  la: 

Considerando  ^ue  en  el  escrito  de  15  de 
mayo  de  1865  una  casa  de  Iluelva  está  de- 
signada por  el  ncusador  como  lugar  en  que 

cometieron  hechos  constitutivos  del  delito 
de  adnileno  de  que  se  queja,  y  que  no  se 
ba  cuestionado  que  en  el  mismo  pueblo  se 
cometió  la  usurpación  del  estado  civil  ^si  es 
cierta  la  existencia  de  ese  delito,  que  lam- 
ij¡cn  os  objeto  del  procedimiento  actual. 
[Gac.  7  abril.) 

DBSAPUEBO.  El  desacato  á  la  jus- 
ticia y  ateutado  contra  la  autoi  idad  cn- 
ntftidos  por  carabineros  causan  des^ 
afuero,  y  corresponde  su  conocimiento  d 
la  jurisdicción  ordinaria;  pero  si  á  la  vez 
son  culpables  de  abandjono  de  servicio  ú 
otro  delitn  militar  de  este  conocerá  la  ju- 
risdiccionr  especial. 

Decisioa  de  27  de  aarzi  de  1866. 

Autos  de  competencia  entre  el  Juzgado 
de  primera  ¡nslaiicia  de  Seo  de  ürgel  y  el 
de  la  capilahia  general  de  Cataluña  acer- 
ca del  conocimiento  de  la  causa  instruida 
a  unos  caiabineros. 

En  la  noche  del  :20  de  agosto  último  los 
carabineros  Guilarl  y  Trigo,  que  se  halla- 
ban de  servicio,  «e  dirigieron  al  mesón  d.e 
Pallerols;  cenaron  y  después  de  babers<i 
dispuesto  por  el  Alcalde  se  cerrara  el  e^- 
lablecimiento,  trataron  de  abrir  la  puerta 
á  viva  fuerza,  disparando  tiros  bácia  ella 
y  contra  un  guarda  que  acompaiíaba  y 
auxiliaba  al  Alcalde,  intentando  posterior- 
mente acometer  al  mismo  y  á  !os  vecinos 
que  llamó  para  detenerles^  Instruidas  di- 
ligencias en  averiguación  de  aquel  os  su- 
cesos en  la  comandancia  de  carabinero:^ 
de  Lérida,  el  Juez  de  primera  instancia 
propuM  iubibicion;  y  en  su  virlud,  y  des- 
pués de  practicadas  ciertas  diligencias,  el 


Juzgado  militar  se  declaró  competente  pa- 
ra conocer  de  los  delitos  de  abandono  del 
servicio,  atentado  contra*  los  agentes  de 
la  autoridad  y  disparo  de  armas  dentro  de 
población,  respecto  de  los  que  debian  ser 
juzgados  los  procesados  en  el  cuerpo  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  reglamento 
del  instituto  y  en  la  ordenanza  general 
del  ejército;  y  dejó  expedita  la  jurisdic- 
ción ordinaria*  para  conocer  del  delito  de 
desacato  á  la  justicia,  representadar  por  el 
Alcalde  de  Pallerols,  con  arreglo  á  las  le- 
yes 15,  tít.  4.%  lib.  6/;  d.\  tít.  i.\  li- 
nro  i2  de  la  Nov .  Recop.,  v  R.  O.  de  8  de 
abril  de  1831. 

El  Juez  de  primera  instancia  alegó  en 
estos  autos  que  constituyendo  desafuero 
el  atentado,  resistencia  y  desobediencia  á 
la  autoridad,  desde  el  ntbniento  en  que  le 
cometieron  los  carabineros  quedaron  suje- 
tos á  la  jurisdicción  ordinaria  con  arreglo 
a  las  leyes  15^  tít.  4.",  lib.  6.^  y  9/,  ti- 
tulo      lib.  ii  de  la  Nov.  Recop.;  real 
órden  de  8  de  akil  de  i 851 ,  y  decisiones 
de  cííte  Tribunal  Supremo  de  50  de  no- 
viembre y  5  de  diciembre  de  i8o8 ,  4  de 
mayo  de  185l>,  il  de  mayo  de  1861  y 
otras:  que  no  puede  distinguirse  entre  los 
delitos  que  comeiierou  los  carabineros  sin 
dividir  la  continencia  de  h  causa ,  y  que 
siendo  el  hecho  principal  y  mas  grave  el 
de  atentado  contra  la  autoridad  local,  de- 
bia  conocer  de  todo  la  jurisdicción  ordina- 
ria, á  quien  corraspondia  hacerlo  de  di- 
chos  delitos  de  atentado  y  desacato con 
exclusión  d<i  cualqtiier  otro  fuero: 

Elevadas  las  actuaciones  al  Tribunal 
Supremo  de  Justicia»  por  sentencia  de  27 
de  marzo  decide  la  competencia  en  estos 
términos: 

(iCousidermido  que  el  abandono  del  servi- 
cio que  dí^bieron  prestar  los  carabin^fros* 
Guilarl  y  Trigo  es  un  delito  indepeiidient»í 
de  los  otros  excesos  que  comeiierou  ,  qiu* 
pi>{»de  iiizgnrse  con  separador!,  y  que  es 
purauíenle  militar  por  el  carácU;r  que  Íes  da 
su  reglamento: 

Considerando  que  los  hechos  posteriores 
de  querer  penetrar  violentamente  en  el  me- 
són contra  la  orden  del  Alcalilc  y  de  liacei 
fuego  á  la  puerta  y  jjuardia  qu^i  auxiliaba  al 
Alcalde,  de  injnriar,  de  amenazar  despn^>. 
de  palabra  y  de  obra  á  dicha  auloriUuil 
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comprenden  on  dclüo  de  alenlado  conira  ia 
;iu(r>ridad,  y  que  por  lo  tanto  son  de  la  com- 
peieiicia  de  la  real  jurisdicción  ordinaria, 
que  ei  minino  Jnzgado  de  Guerra  reconoce 
•-xci'usiva  pnra  el  d<*lilo  menor  de  desacato; 
if'ui^'ndo  presente  el  R.  D.  de  6  de  diciembre 

IS42  y  reglanienlo  militar  de  carabine- 
r>sde25  de  diciembre  de  1856,  las  leyes 
15,  til.  4.«,  lib.  6.%  y  9.»,  til.  10,  lib.  12  de 
iaNov.  Recop  ,  y  la  constante  jurispruden- 
cia de  esle  Supremo  Tribunal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos que  á  la  jurisdicción  de  guerra  cor- 
r>>s|)onde  conocer  del  delito  de  abandono  del 
^.>rTicio  que  cometieron  los  carabineros 
<iu¡tart  y  Trigo,  y  que  de  los  demás  exce- 
ií>s  atribuidos  á  los  mismos  debe  conocer  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Seo  de  Ur- 
devuélvanse  á  cada  Juzgado  su  respec- 
tivo ramo  de  autos  para  lo  que  proceda  con 
arrn^io  á  deredio:  se  advierte  al  expresado 
Juez  de  primera  instancia  de  la  Seo  de  Ur- 
::el  que  en  lo  sucesivo  en  asuntos  crimina* 
H  cumpla  estrictamente  con  lo  prevenido 
la  instrucción  de  19  de  abril  de  1813, 
ííindo  lug:ar  á  la  debida  discusión  y  evitan- 
do dilaciones.  1)  {Gac,  7  abril.)  - 

JUZGADOS  DE  PAZ.  Para  cono- 
ttr  de  la  acción  personal  es  competeíite  el 
tfel  lugar  en  que  debe  tener  cumplimiento 
la  oHigacion. 

Decisión  de  11  de  abril  d^  1866. 

Competencia  entre  los  Jueces  de  pax 
Berlaof^a  de  Duero  y  Villarroya  de  la 
Serra  acerca  del  coDOcimieolo  de  la  de- 
oiafida  propuesta  por  D.  Braulio  García 
ron  D.  Manuel  Carazo,  sobre  pago  de 
¿40  rs.  que  le  debía  por  unas  pipas  que 
había  comprado.  El  Jueade  paz  deBer- 
bn^a,  domicilio  del  demandado,  fundaba 
competerrcia  en  que  en  aquella  villa  se 
tiabiaú  (te  entregar  las  pipas  al  comprador, 
T  el  de  Villarroya  de  la  Sierra  en  que  en 
se  había  celebrado  el  contrato,  esta- 
\mn  las  pipas  y  se  hallaba  la  persona  que 
de  luaoo  de  Carazo  recibió  la  seual  de 
essiar  perfecto  el  contrato:  y  el  Tribunal 
Supremo  decidió  á  favor  del  Juez  de  Ber- 
laoga: 

«Considerando  que  en  este  contrato  se  con- 
ríno  en  que  las  pipas  se  entregarían  al  com- 
prador Carazo  en  Berlanga;  quedando,  por 
io  tanto,  designada  en  esta  villa  como  lugar 
eo  que  debía  cumplirse  la  obligación: 


Y  considerando  que  la  acción  que  se  ejer- 
cita es  personal,  y  que  las  de  esta  clase,  se- 
gún el  párrafo  tercero  del  arl.  5.®  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil ,  es  Juez  competente 
el  del  lugar  en  que  deba  tener  cumplimiento 
la  obligación.»  (Gac.  20  abril.) 


JI]IIISPRCDL1C1AJI_D\IISISTRATIV1. 

Reales  deerel*«- sen  teñe       mu  plellM 
e«iiieiicl*«o-«diiilnliilrailvo«. 

AGUAS.  Cuando  el  derecho  que  se 
invoca  en  una  demanda  se  funda  en  per- 
juicios  que  se  enuncian ,  es  indv^penmble 
probar  la  realidad  de  estos. 

R.  D.-S.  df  U  de  marzo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  la  junta  de  gobierno  de  la  acequia  de 
Enova,  t;on  la  ¡unta  de  regantes  de  la  par- 
tida de  Foyes- Noves,  sobre  revocación  ó 
subsistencia  de  un  fallo  dictado  por  el  Con- 
sejo provincial  de  Valencia  que  absolvió 
á  Foyes-Noves  de  la  demanda  de  Enova, 
por  Ia  que  se  pedia  se  declarase  no  tener 
derecho  los  de  nquella  partida  á  practicar 
en  sus  tie^^a^  chtios  hoyos  que  les  procu* 
raban  alivio  en  su  escasez  de  riego,  y  esto 
por  dos  motivos:  porque  se  lo  impedia  una 
escritura  de  concesión  de  riegos  de  1803, 
y  porque  causaban  perjuicio  á  la  comuni- 
dad de  regantes  de  la  acequia  de  Enova. 
Apelado  aquel  fallo;  por  K.  D.-S.  de  34 
de  marzo,  á  consulta  del  Consejo  de  Es- 
tado se  conlirma  la  sentencia  apelada: 

aConsiderando  que  es  un  hecho  recono- 
cido por  la  parte  árpela n le  que  el  pozo  ó  ex- 
cavación abierta  por  los  interesados  en  !a 
•acequia  de  Foyes-Noves  lo  ha  sido  en  terre- 
no de  su  propiedad  ,  adquirido  muchos  años 
después  del  otorgamiento  de  la  escritura  de 
transacción  de  6  de  junio  de  1803:  y 

Considerando  que  no  se  ha  probado  por 
los  denKindantes,  como  era  de  su  deber,  que 
aquella  obra  perjudique  al  riego  de  sus  cam- 
pos, disminuyendo  el  caudal  de  agua  que  les 
.  pertenece.»  [Gac.  15  abril,) 

POLICIA  UBBANA.  El  j)ropi9la'> 
rio  de  un  solar  que  quiere  coustmir  edi- 
ficio xobre  tapias,  tiene  que  someirrse  á 
la  alineación  aprobada,  sin  deiecho  á 
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Otra  indemnización  que  la  del  terreno  que 
pierda.  La  via  contenciosa  nú  procede 
cuando  para  ser  estimada  la  reclamación 
haya  de  quedar  sin  efecto  una  disposición 
de  carácter  general, 

R.  D.-S.  de  24  de  marzo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Esta- 
do por  D.  Juan  Antonio  Rábago,  vecino  de 
Valladolid,  con  la  Administración  ge- 
neral. 

D.  Juan  Antonio  Rábago,  dueño  de  un 
terreno  en  la  calle  del  Obispo,  de  Yalla- 
dolid,  conocido  con  el  nombre  de  Conven- 
to de  los  Menores,  solicitó  del  Ayunla- 
mienlo  en  el  año  dti  1849,  y  se  le  conce- 
dió, prévia  la  conformidad  del  Goberna- 
dor de  aquella  provincia,  licencia  para 
construir  varias  casas,  edificando  en  toda 
su  linca  sobre  una  tapia  que  ya  exisiia: 

Que  veriíicado  así  en  parte  sin  el  mft- 
nor  obstáculo,  con  motivo  de  la  nueva 
alineación  de  la  calle  aprobada  por  la  su- 
perioridad, se  le  prohibió  en  mayo  de  1862 
continuar  la  ediíicacion  sobre  la  pared  que 
ya  se  hallaba  levantada,  y  como  por  esta 
prohibición  se  le  obligaba  á  destruir  el 
cimiento  y  cinco  piés  de  sillería,  acudió  al 
Ayuntamiento  con  instancia  de  il  de  ju- 
nio en  solicitud  de  que  se  le  autorizase 
para  edificar  sobre  la  línea  que  formaban 
sus  tapias,  ó  en  otro  caso  se  le  indemni- 
zase de  los  perjuicios  que  se  le  irroga- 
rían. 

,  El  Ayuhtamiento,  después  de  haber  in- 
formado la  comisión  de  obras,  denegó  la 
autorización,  fnndado  en  que  la  nueva  ali- 
neación resultaba  aprobada  de  real  órden, 
y  acordó  al  propio  tiempo  que  se  proce- 
diera solamente  á  la  tasación  del  terreno 

aue  perdía  el  solar,  sin  comprender  los 
años  y  perjuicios  consiguiente^  al  derri- 
bo de  las  tapias: 

En  t)ueja  del  indicado  acuerdo  acudió 
Rábago  al  Gobernador  de  la  provincia 
eon  instancia  de  24  de  julio,  y  esta  auto- 
ridad resolvió  en  29  de  agosto,  con  au- 
diencia del  Consejo  nrovincial,  que  el  in- 
teresado'tenia  derecho,  no  solo  al  abono 
del  solar  de  que  se  le  expropiaba,  sino 
también  á  la  indemnización  de  perjuicios; 
pero  üo  conformándose  el  Ayuntamiento 


ADainiSTRATlVA. 

con  esta  resolución,  se  elevó  el  expedien- 
!  te  al  Ministerio  de  la  Goternacion ,  expi- 
diéndose en  su  consecuencia,  y  de  con- 
formidad con  lo  informado  por  la  junta 
consultiva  de  policía  nrbana  y  edíGcios 
públicos,  una  R.  O.  en  20  de  julio  de 
1865,  por  la  cual  se  declaró  que  no  debia 
permiiii>eá  D.  Juan  Antonio  Rábago  edi- 
ficar sobre  la  fábrica  que  constituye  el 
zócalo  existente  en  el  terreno  en  cuestión, 
y  que  habría  de  sujetarse  á  la  alineación 
aprobada,  sin  que  procediera  abonarle 
I  otra  indemnización  que  el  justo  valer  del 
I  terreno  que  perdiese. 
I    Deducida  contra  esta  real  ótden  de- 
!  manda  contenciosa  ante  el  Consejo  de  Es- 
I  tado  este  alto  cuerpo,  por  R.  D.-S.  de  24 
!  de  marzo  confirma  la  real  órden  reclama- 
da, y  absuelve  de  la  demanda  á  la  Admi- 
nistración: 

((Considerando  que  la  pretensión  del  do- 
mandante  se  dirige  á  que  se  le  abonen  eJ  va- 

;  Jor  de  unas  tapias  de  su  propiedad  y  los  da- 
ños y  perjuicios  que  por  su  demolición  se 

I  originen: 

Considerando  quo  el  Ayuntamiento  de 
Valladolid  no  ha  expropiado  al  demandante 
de  dichas  tapias,  ni  le  ha  obligado  á  su  de- 
molición, limitándose  únicamente  á  prohi- 
birle que  sobre  ellas  levante  la  fachada  de 
una  casa  nueva:  y 

Considerando  que  esta  prohibición  es  con-, 
secuencia  necesaria  de  la  alineación  de  una 
de  las  callea  de  aquella  ciudad,  aprobada 
por  una  real  órden,  cuyo  cumplimiento  por 
su  carácter  de  disposieiou  ^neral  no  puede 
impugnarse  en  la  via  contenciosa.»  (Gacela 
22  abril.) 


CompeteseUiA  entre  le  Adoilnletreel 
y  les  VrUiamileii  deelditee  4eeneml««e 
del  CenseJ*  de  Bstede. 


DEUDAS  DE  AYUNTAMISK7*OB. 

Ejecutorias.  Siempre  la  ejecución  e  in- 
terpretacion  de  las  sentencias  correspott^ 
de  al  tribunal  que  las  ha  diciado.—Sobr^ 
irresponsabilidad  persoml  de  los  Conce- 
jales atUorizadospara  litigar. 

Decisión  de  4  d«  mano  de  1866« 

Corapelencia  suscitada  por  el  Goberos^- 
dor  de  Granada  i  la  Audiencia  de  id^in 
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para  que  absluvkra  de  proceder  coolra 
cienos  indrviduos  del  Ayuotamieiilo  de 
Aldeire.  Vencido  esie  Ayuntamieoto  ea 
juicio  ordioario  y  co&denado  eo  primera  y 
segunda  iostaocía  á  iodemnizaciofl  de  da- 
ños (^,915  rs.)  y  ea  táseoslas  (22,406), 
se  formaron  dos  ramos,  cuya  acumulación 
solicitó  el  AyuQlamieulo:  se  denegó,  ape- 
ló, y  se  confirmó  la  negativa,  y  se  pro- 
cedió al  embargo  de  bienes  del  'Álcalde  y 
Concejales.  Estos  pidieron  se  hiciera  res- 
ponsable al  AjuDtamiento  y  no  á  ios  in- 
dividuos del  mismo;  no  hubo  lugar,  ape- 
laron, se  contirmó  la  negativa;  interpues- 
to el  recurso,  tampoco  hubo  lugar  á  casa- 
ción. Entre  tanto  pasaba  el  tiempo;  el 
Ayuntamiento  se  renovó;  el  Procurador 
causídico  del  Alcalde  saliente,  cesó  en  la 
representación  de  este;  el  entrante  alegó 
que  nada  tenia  que  ver  en  et  asunto,  que 
ias  actuaciones  se  entendieran  con  los  an- 
tecesores ó  se  suspendieran  hasta  que  en 
expediente  instruido' se  resolviera  por  el 
Gobernador  de  la  provincia.  Este  requirió 
de  inhibición  fundándose  en  el  R.  ])•  de 
ii  de  marzo  de  1847;  la  Audiencia  se  de- 
claró competente  hasta  e?^clarecer  la  deu- 
da líquida  del  Ayuntamiento  de  Aldeire; 
y  el  Gobernador  dejando,  respecto  á  esta 
evaluación,  expedita  la  jurisdicción  ordi- 
naria,  insistió  respecto  á  la  exacción  en  la 
competencia,  que,  á  consulta  del  Consejo 
de  Estado,  y  en  vista  del  real  decreto  ci- 
tado y  de  los  arts.  58  y  66  del  reglamen- 
to de  35  de  setiembre  de  1863,  se  decide 
por  R.  D.  de  4  de  marzo  á  favor  de  la 
autoridad  judicial,  y  lo  acordado: 

«Considerando: 

Que  entre  lo^  inciden  (as  que  se  han 
pronoovido  en  la  ejecución  de  la  sentencia  de 
qae  se  trata,  uno  versa  sobre  la  indemnizar 
ei«n  de  daños  y  perjuicios  al  demandante, 
y  respecto  á  este  el  (gobernador  ha  dejado 
expedita  ia  jurisdicción  de  la  Audiencia;  por 
no  estár  aun  determinada  la  cantidad  liquida 
en  que  ha  de  consistir  la  indemnización: 

S.*  Que  otro  de  los  incidentes  que  se  han 
suscitado  versa  sobre  el  pago  de  una  canti- 
dad determinada  por  costas  del  pleito ,  la 
cuai  se  exige  por  la  vía  de  apremio  á  los  in* 
dividuos  que  formaron  la  corporación  muni- 
cipal durante  el  litigio: 

3.^  Que  en  la  pieza  separada  sobre  in- 
demnizaeion  de  daños  y  perjuisios  se  ha 


promovido  uu  tercer  incidente ,  para  qu(*  ^ 
declare  quiénes  son  los  rospon^ables 
pago  de  costaá  é  indemnización  en  que  hi 
ejecutoria  condenó  á  la  parte  demandada: 

4.  *^  Que  sin  embargo  de  haber  seguido 
el  pleito  el  pueblo  legítimamente  represen- 
tado y  debidamente  autorrzado ,  los  procedí* 
míenlos  de  apremio  se  dirigen  contra  las 
personas  de  los  Concejales ,  y  no  contra  \os 
fondos  municipales,  que  es  lo  que  trató  de 
evitar  el  R.  D.  de  12  de  marzo  de  1847: 

5.  ®  Que  la  ejecución  é  interpretación  de 
las  sentencias  corresponde  al  tribunal  qua 
las  dicta ,  y  en  tal  concepto  compele  á  la 
autoridad  judicial  y  en  ningún  caso  á  ia 
administrativa  decidir  sobre  la  personalidad 
de  los  litigantes.»  (Gac.  Í2  Tnarzo.) 

DEUDAS  DE  AYUNTAMIENTOS. 

Cuando  no  $c  trata  del  cumplimiento  de 
un  contrato  relativo  á  un  servicio  público, 
sim  de  apróciar  la  legitimidad  de  usi 
crédito  C07itraun  Ai^untainiento  e&com^ 
pétente  la  autoridad  judicial. 

Uecition  de  4  de  mino  de  i 866. 

Competencia  suscitada  por  el  Goberna- 
dor de  Vizcaya  al  Juez  de  Guernica  para 
que  se  inhibiese  de  conocer  en  una  de- 
manda de  menor  cuantía.  Gandarias  bahía 
demandado  en  acto  conciliatorio  ante  e4 
Juez  de  paz  de  Bermeo  al  Ayuntamiento 
de  esta  villa,  para  el  pago  de  i. 268  rs. 
i26  mrs.  procedentes  ae  la  cuota  que  á  ia 
misma  villa  correspondió  en  el  dividemlo 
de  &.908  rs.,  distribuidos  entre  los  20 

Sueblos  que  componían  el  distrito  de. 
ruernica  durante  la  última  guerra  civil, 
destinados  al  pago  de  las  dietas  devenga- 
das por  Gandarias,  como  contador  del 
distrito,  y  de  los  gastos  de  un  juicio  se- 

Suido  por  el  mismo  con  los  comisionados 
el  distrito  sobre  la  cobranza  de  sus  die- 
tas. El  Ayuntamiento  contestó  con  lo  pre- 
venido ea  el  R.  D.  de  12  de  marzo  de 
1847,  añadiendo  que  Is^  deuda  no  se  hn>  ^ 
liaba  declarada  por  una  ejecutoria,  ni  te-  * 
nia  noticia  de  ella  el  Ayuntamiento,  ni 
podia  considerarla  legítima  por  el  tiempt» 
trascurrido,  por  la  persona  que  la  recla- 
maba y  por  lu  procedencia  que  se  expre- 
saba» pues  la  Villa  tenia  satisfechos  todus 
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los  (livideados  legítimamente  impuestos 
por  el  distrito. 

Acudió  después  Gaodarias  al  inismo 
Ayunlamieoto  por  los  trámites  del  real 
decreto  de  12  de  marzo  de  1847  y  dene- 
gada por  dicha  corporación  y  después  por 
el  Gobernador  con  autorización  á  la  misma 
para  comparecer  en  juicio,  dedujo  en- 
tonces el  reclamante  la  indicada  demanda 
de  menor  cuantía.  El  Gobernador  á  exci» 
laoion  del  Ayuntamiento  y  de  acuerdo  con 
v\  Co.nsejo  provincial  requirió  al  Juez  de 
inhibición,  fundándose  en  el  núm. 
ííri._84  de  la  ley  de  2o  de  setiembre  de 
dNOr",  y  considerando  que  se  trataba  de 
un  contrato  concerniente  á  un  servicio 
I  úblico;  pero  el  Consejo  de  Estado  esti» 
mando  mas  sólidas  las  razones  de  com- 
])Clencia  en  que  se  fundaba  el  Juzgado,  de- 
ciiie  la  competencia  á  su  favor  por  R.  D.  de 
4  do  marzo,  con  vista  de  las  disposiciones 
que  quedan  citadas: 

«(Considerando  que  en  el  presente  cíího  no 
se  Irala  del.  eumprimierito  de  un  contrato 
r«^lal¡To  á  nti  servicio  púbjico  ,  sino  de  apre* 
cmr  la  legilimidad  de  un  crédito  contra  el 
Ayuntamieido  de  Bermeo.»  {Gac,  4  mano.) 

MATBBIA  PENAL.  Se  '  declara 
mal  formada  la  compelencia  en  un  juicio 
criminal  4e  faltas,  por  daños  de  gana^ 
(loSy  mediante  no  estar  reservado  su  cas* 
tkjo  á  los  funcionarios  de  la  Administra- 
eion;  ni  poder  considerarse  esta  cuestión 
como  incidencia,  de  ventas  de  bienes  na- 
cionales por  tratarse  simplemente  del  caS' 
ligo  de  um  falta. 

DecísioD  de  20  de  marzo  de  1866. 

Cbmpclenna  suscitada  por  el  Goberna- 
dor al  Juez  de  primera  instancia  de  Bur- 
gos, sobre  conocimiento  de  la  falta  impu« 
tada  á  onos  pastores ,  que  apacentaron 
sus  ganados  en  término  de  Atapuerca.  Los 
pastores  eran  vecinos  de  Ages,  el  Atcakl» 
(ie  Atapuerca  le.«  demandó  á  juicio  verbal . 
de  falcas  ante  el  Alcalde  de  los  Barrios  de 
Colina  quien  les  condenó  en  siv  fallo  por- 
(|ue  no  probaron  su  excepción  de  que  el 
sitro  en  que  estaba  el  ganado  era  de  los 


dueños  de  este.  Apelaron  para  ante  el  Go- 
bernador de  la  provincia,  pero  el  Alcalde 
remitió  las  diligencias  al  Juzgado  ordina-^ 
rio  á  quien  requirió  de  inhibición  la  auto- 
ridad gubernativa  fundándose  en  que  la 
cuestión  de  pastos  de  que  se  trataba  era 
una  incidencia  de  ventas  de  bienes  nacio- 
nales, de  que  estaba  tramitándose  un  ex- 
pediente. Pero  en  vista  del  art.  488  del 
Código  penal,  dí'l  175  de  la  instrucción  de 
51  de  mayo  de  1855,  y  del  54  del  regla- 
mento de  25  de  setiembre  de  i863,-por 
II.  D.  de  !20  de  marzo «  se  declara  mal 
formada  esta  competencia  y  uo  haber  lu- 
gar á  decidirla: 

«Considerando:  1.*'  Que  en  la  presente 
cuestión  no  se  versan  tos  derechos  que  el 
comprador  de  la  finca  enclavada  en  el  tér- 
mino jurisdiccional  de  la  villa  d<>  Atapuerca 
tenia  sobre  su?  pastos,  sino  el  daño  causado 
por  los  ganados  que  pastaban  fuera  de 
aquella  finca  y  en  terrenos  pertenecientes  á 
los  propios  del  citado  pueblo,  con  el  cukt 
los  vecinos  de  Ages  no  lenian  mautomuni'' 
dad  de  pastos: 

2.®  Que  en  tal  concepto,  y  tratándose 
simplemente  del  castigo  de  una  falla  pre- 
vista y  penada  en  el  Código  penal,  es  ¡no- 
portunn  la  calificación  de  incidencia  de  ven- 
ta de  bienes  nacionales  hecha  por  la  auto- 
ridad gubernativa: 

3*°  Que  tampoco  son  aplicables,  al  pre- 
sente caso  la«  excepciones  eonteoidas  en  el 
art.  54  del  reg^lamenlo  de  25  de  setiembre 
de  1863,  tanto  porque  el  castigo  de  ia  falta 
no  corresponde  á  la  Admitiislraciun,  como 
por  no  existir  cuestión  previa  alguna  de  la 
que  dependa  el  fallo  del  tribunal  ordinario: 

4.**  Que  la  raíou  alegada  también  por  el 
Gobernador  en  apoyo  de  su  competencia,  re- 
ferente á  que  el  Alcalde  de  Barrios  de  Coli- 
na careeia  de  ella  para  conocer  en  el  juicio 
de  faltas,  podrá  ser  en  su  caso  ba)o  la  apre- 
ciación del  Juez  de  alzada  un  motivo  de  nu- 
lidad de  lo  actuado  ante  su  autoridad ,  pero 
no  un  fundamento  de  competencia  para  la 
autoridad  administrativa.»)  {Gac  19  dhriU) 


M.  M.  Alcubillá,  Director  propietariu, 
y  Editor  reéponsable. 


MAimiíX.— Imp.  .lo  Kl  Consultor  4  carji»  Ur  F..a« 
Ui  Uiva,  ItftiiLMiks        AtluiÍHittriÉcruH.  Josut. 
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Leye«,  «eerei^fi,  reales  éMemesy  elre«- 
lares  de  lee  eeairee  Alreetivee. 

187.  FUEKZAS  NAVALES -Iiey  de  20 
de  mayo,  fijando  Usfuersas  navales  al  eer- 
ñcioael  Setado  en  laa  affuaa  de  la  Feninaula. 

(Maeiha.^   «Doña  Isabel  H,  etc. 

Artículo  í.^  Las  fuerzas  navales  para  el 
fUTvicío  del  Estado  en  las  aguas  de  la  Pe- 
m'nsula  y  en  las  escuadras  y  estaciones  que 
no  dependan  de  los  apostaderos  de  Ultra^ 
mar,  serán  las  que  siguen: 

Buques  blindados. 

Seis  fragatas  con  200  cañones  y  5.400  ca* 
bailos. 

BuqtAes  de  hélice. 

Siete  fragatas  con  330  cañones  y  4.060 
tshaJIos. 

Ocho  goletas  con  18  cañones  y  840  caba- 

iiOS. 

Tres  trasportes  con  510  caballos  y  2.700 
toneladas. 

Buques  de  rueda. 

Ocho  Vapores  con  30  cañones  y  1.610  ca- 
ballos. 

Buques  de  vela. 

Un  navio  con  84  cañones. 

Una  fragata  de  42  id. 

Tres  corbetas  con  76  id. 

Tres  trasportes  con  1.760  toneladas. 

Once  faluclios  con  11  cañones. 

Setenta  y  tres  escampavías. 

Seis  lanchaSk 

Un  pontón. 

Art.  2.*  Para  la  dotación  de  los  buques 
expresados  y  el  servicio  de  los  deparlamen* 
tos  y  arsenales  de  la  Península  se  tija  la  fuer* 
£a  siguiente: 

Cinco  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro 
marineros. 

Tres  mil  ochocientos  cincuenta  y  siete 
soldados  para  la  infantería  de  marina. 

Quinientos  sesenta  y  seis  soldados  para 
los  guardias  de  arsenales. 

Por  tanto:  Mandamos  etc.  Aranjuez  á  20 
de  mayo  de  1866.— Yo  la  Reina.—EI  Mi- 
nistro de  Marina,  Juan  de  Zavála.»  (Gac.  26 
mayo.) 

Tomo  X  dkl  Digc. 


138.  SANIDAD.— ]>7  de  24  de  mayo,  re 
formando  algunos  artieuios  y  prescripciones 
de  la  vigente  ley. 

(GoB.)  «Doña  Isabel  11,  etc.  sabed:  que 
las  Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado 
lo  siguiente: 

Los  arU.  26  y  27  del  capítulo  VII  de  la 
ley  vigente  de  sanidad  se  redactarán: 

Art.  26.  Los  lazaretos  se  dividen  en  su- 
cios y  de  observación;  en  los  primeros  ha- 
rén cuarentena  los  buques  de  patente  sucia 
de  peste  levantina,  fiebre  amarilla  y  cólera- 
morbo  asiático,  y  los  que  por  sus  malas 
condiciones  higiénicas  ú  otros  motivos  ha- 
yan sido  sujetos  al  trato  de  patente  sucia. 
En  los  segundos  se  hará  la  onservacíon  en 
todos  los  casos  que  se  señalarán  y  conforme 
determinen  los  reglamentos  especíales. 

Art.  27.  El  Gobierno  designará  los  puer- 
tos ó  puntos  del  litoral  é  islas  adyacentes 
en  que  atendiendo  á  la  conveniencia  del  co- 
mercio y  aislados  de  toda  población,  pre'vios 
los  reconocimientos  marítimos  y  facultati- 
vos, y  oyendo  al  Consejo  de  sanidad  del 
Reino,  hayan  de  situarse  los  lazaremos  sucios 
y  de  observación;  debiendo  establecerse  por 
lo  menos  cinco  lazaretos  sucios  en  el  litoral 
de  la  Península  é  islas  adyacentes,  de  los 
cuales  uno  lo  será  en  las  Canarias. 

El  art.  35  del  capítulo  VIII  de  la  misma 
ley  se  redactará: 

Art.  35.  La  patente  sucia  de  cólera-mor- 
bo asiático  obligará  á  una  cuarentena  igual 
á  la  que  se  exija  para  la  fiebre  amarilla. 

El  arl.  40  del  mismo  capítulo  se  redac- 
tará: 

Art.  40.  Los  buques  procedentes  de  puer- 
tos en  que  se  ha  sufrido  la  peste,  fiebre  ama- 
rilla ó  el  cólera-morbo  asiático  seguirán  su- 
jetos á  las  respectivas  cuarentenas  algún 
tiempo  déspues  de  declararse  oficialmente 
su  cesación;  y  este  tiempo  será  de  30  dias 
en  los  casos  ordinarios  para  la  peste,  y  de 
20  para  la  fiebre  amarilla  y  cólera-morbo 
asiático. 

El  art.  101  de  la  misma  ley  se  redactará: 

Art.  101.  Se  autoriza  al  Ministro  de  la 
Gobernación  para  invertir  el  sobrante  de  los 
inp^resos  por  derechos  sanitarios  en  la  cons- 
trucción de  los  lazaretos  que  en  virtud  de 

la  preso:.' le  refoi  nu:  iiar»  ííf!  aunieriarse»  .'ou- 
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signándose  en  el  presupuesto  de  1867  v  1868 
)as  cantidades  necesarias  al  expresado  ob- 
jeto. 

Por  tanto:  Mandamos  etc.  Dado  en  Aran- 
juez  á  24  de  mayo  de  1866.— Yo  la  Reina. 
— El  Ministro  de  la  Gobernación,  José  de  Po- 
sada Herrera.»  {Gac.  26  mayo.) 

139.  SERVICIOS  PUBLICOS.-B.  D.  de 
20  de  mayo,  autorisando  laa  obras  necesa- 
rias sobre  un  cielo  raso  del  Ministerio  de  la 
Gobernación  en  los  términos  que  expresa. 

(Grao,  y  Jüst.)  «No  excediendo  de  la 
cantidad  de  3.000  escudos  el  presupuesto  de 
Jas  obras  necesarias  del  solado  que  ha  de 
construirse  sobre  el  cielo  raso  del  seg^undo 
piso  del  ediñcio  que  ocupa  el  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia,  «¡n  la  parte  en  que  se  ha- 
llan establecidas  ¡as  oGcinas  de  la  ordena- 
ción general  de  pagos  del  mismo, 

Vengo,  de  conformidad  con  el  parecer  de 
mi  Consejo  de  Ministros,  en  autorizar  al  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia  para  que  dispon- 
ga se  hagan  por  administración  las  referi- 
das obras  y  sin  la  solemnidad  del  remate  pú- 
blico, con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  pár- 
rafo l.<»del  art.  6.*»  del  R.  D.  de  27  de  fe- 
brero de  1852.  Dado  en  Aranjuez  á  20  de 
mayo  de  1866.»  (Gac.  26  mayo.) 

140.  BSCUEIjAS  INDUSTRIAIiBS.— 
Beal  orden  declarando  obra  de  texto  un  tra- 
tado de  economía  politioa. 

(FoM.)  «La  Reina  (Q.  D.  G.),  conformán- 
dose eon  el  dictámen  del  Real  Consejo  de 
itisiruccion  pública,  se  ha  servido  declarar 
de  texto  para  la  enseñanza  de  economía  y 
legislación  industrial  en  las  escuelas  indus- 
triales del  Reino  el  Tratado  didáctico  de 
economía  política ,  publicado  por  D.  Maria- 
no Carreras  y  González.  De  real  órden  etc. 
Madrid  19  de  mayo  de  1866.— Vega  de  Ar- 
mijo.))  (Gac.  27  mayo.) 

141.  EJERCITO.— R.  O.  de  5  de  mayo: 
revistas:  guardias  de  prevención:  kabilita- 
dos. 

(G  uBRRA.)  Por  Rs.  Ords.  de  5  de  mayo  se 
fija  el  deber  de  revistar  lois  capitanes  gene- 
rales los  cuerpos  de  guarnición  en  el  distri- 
to de  su  mandt);  y  por  otras  dos  de  14  de 
mayo ,  el  mando  de  las  guardias  de  preven- 
ción, y  las  retribuciones  de  los  habilitados. 
{Gac.  27  mayo.) 

142.  MINISTROS  DE  IiA  CORONA.— 
B-  D.  de  2d  de  mayo:  dimisión  del  de  Ha- 

cionda. 

Por  decreto  de  23  de  mayo  se  admite  la 
dimisión  presentada  por  D.  Manuel  Alonso 
M  uiinez  del  cargo  de  Ministro  de  Hacienda, 
l^jr  oUü  se  dispone  que  Ü.  Antonio  Cánovas 


del  Castillo,  Ministro  de  Ultramar,  se  encar- 
gue inlerinamenle  del  de  Hacienda.  (Gac.  30 
mayo.) 

143.  CABQAB  DE  JUSTICIA. -B.  O.  de 
14  de  mayo,  deoíarando  caducada  una  pro- 
cedente de  alcabalas  por  haberse  adquirido 
á  titulo  gracioso.  Señoríos.  Mercedes  enri- 
queñas.  Beversion  á  la  Corona. 

(Hac.)  Por  esta  real  órden  se  declara 
caducada  una  carga  de  justicia  de  2188  es- 
cudos 289  milésimas  á  favor  del  Duque  de 
Escalona,  Duquesa  de  Uceda  y  Duque  de 
Frias  por  el  equivalente  de  las  álcabalas 
consignadas  en  la  villa  de  Escalona  y  luga- 
res de  sn  tierra  que  han  disfrutado  los  su- 
cesores desde  el  reinado  de  doña  Isabel  I,  de 
D.  Diego  López  Pacheco,  Marqués  de  Ville- 
na.  Hé  aquí  los  términos  en  que  está  conce- 
bida la  resolución: 

«Vistas  las  leyes  8.*,  9.»,  10  y  11,  tít.  8.^, 
libro  7.®  de  la  Nov.  Recop. ,  por  las  que  se 
establece  el  principio  de  ^ue  la  Corona  de- 
bía recuperar  todo  lo  enajenado  de  la  misma 
sin  justo  y  efectivo  precio,  y  se  declara 
además  que  las  excepciones  de  incorpora- 
ción y  las  cédulas  de  confirmación  f  espe- 
cialmente de  alcabalas  y  mercedes  enrique- 
ñas ,  no  dan  á  sus  poseedores  mas  dereoho 
que  el  que  tengan  en  virtud  de  los  títulos 
primitivos,  ni  suplen  los  defectos  de  que 
puedan  adolecer  los  mismos: 

Visto  el  decreto  de  las  Córtes  de  6  de 
agosto  de  1811,  y  la  ley  de  B  de  mayo  de 
1823,  restablecidos  en  2  de  febrero  de  1837, 
como  así  bien  la  ley  de  26  de  agosto  de 
este  último  año,  determinando  la  abolí— 
cion  de  los  señoríos  jurisdiccionales,  las  pres- 
taciones reales  y  personales  inherentes  á  los 
mismos,  y  los  privilegios  de  igual  origen, 
como  también  la  indemnización  de  los  que 
hubieran  sido  adquiridos  por  titulo  onerosa 
ó  en  recompensa  de  grandes  servicios  reco- 
nocidos. 

Visto  el  R.  D.  de  30  de  mayo  de  1817  y 
la  ley  de  presupuestos  de  23  de  mayo  dti 
1845,  convirtiendo  las  alcabalas  en  renta  á 
dinero,  consignando  su  importe  en  la  contri- 
bución de  consumos,  y  mandando  abonar  á 
los  dueños  de  las  enajenadas  de  la  Hacienda 
pública  la  cantidad  que  resultase  haberles 
correspondido  en  el  año  común  del  último 
quinquenio: 

Vista  la  ley  de  29  de  abril  de  1855,  las 
Rs.  Ords.  de  30  de  mayo  y  2  de  junio  del 
mismo  año,  y  las  leye^  de  presupuestos  de 
1856  y  1859,  prescribiendo  la  revisión  de  las 
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cargas  de  jusUcia  ,  la  forma  en  que  ha  de 
verificarse  y  los  documentos  que  haa  de 
pr<»seular  los  interesados; 

Considerando  que  las  alcabalas  de  la  villa 
de  Escalona  y  lugares  de  su  lierra  no  cons- 
ta fueran  adquiridas  á  titula  oneroso  ó  en 
rpcompensa  de  grandes  servicios  por  el 
Marqués  de  Villena»  causante  del  actual 
partícipe,  sino  por  merced  ó  gracia  del  So- 
berano, según  se  infiere  de  la  Concordia  de 
que  queda  hecho  mérito,  celebrada  con  los 
Reyes  Católicos,  por  la  cual  fué  confirmado 
el  Marqués  en  los  derechos  y  rentas  perte- 
necientes al  señorío  de  la  expresaila  villa, 
del  cual  había  gozado  antes: 

Considerando  que  ni  la  referida  concordia 
ni  la  cédula  de  confirmación  del  Sr.  D.  Fe- 
lipe V  han  podido  conferir  al  partícipe  mas 
derechí)  que  el  que  tuviera  en  virtud  del 
primilivo  líiulo  de 'egresión;  y  que  no  ha- 
biéndose presentado  este,  no  hay  términos 
hábiles  de  que  pueda  reconocérsele  ni  aun 
como  acreedor  legitimo  de  dichas  alcabalas 
por  título  gracioso: 

Considerando  que  tampoco  se  ha  presen- 
tado el  original  de  la  concordia,  sino  un  tes- 
timonio simple  de  la  misma;  y  que  si  bien 
aparece  de  su  contexto  que  las  alcabalas  de 
E^aiona  quedaban  del  Marqués  de  Vilicna, 
no  consta  que  este  pudiera  hacer  suyos  sus 
productos,  por  cuanto  la  mayor  parte  de 
eitos  se  la  reservó  la  Corona ,  con  el  derecho 
de  descontar  su  importe  de  la  suma  que 
«ieberia  percibir  el  Marqués  en  equivalencia 
ú*  los  que  disfrutaba  en  la  villla  de  Chinchi- 
lla que  habia  cedido  á  aquellos  monarcas: 

Considerando  que  la  parte  de  dichos  pro- 
ductos, reservada  ai  Marqués  de  Villena 
con  las  demás  rentas  perienecienles  á  la 
villa  de  Escalona  para  el  caso  de  la  renun- 
cia de  la  misma,  no  puede  estimarse  mas 
que  como  uíia  concesión  graciu«»a  y  depen- 
diente además  del  sefiorio  de  la  expresada 
Villa,  en  el  cual,  como  queda  dicho,  fué 
confirmado  el  Marqués  por  la  anlecilada 
concordia: 

Considerando,  por  último,  que  al  abolirse 
los  señoríos  jurisdiccionales  y  los  privile- 
gios de  origen  idéntico  solo  se  reconocieron 
iiidemn'.zabíes  los  derechos  ó  egresiones  de 
la  Corona  efectuadas  á  titulo  oneroso  ó  re- 
niuaeralorit  de  grandes  servicios  recono- 
cidos; 

S.  M.,  conformándose  con  lo  en  su  razón 
expuesto  por  la  sección  de  Hacienda  del 
Consejo  de  Eslado  ,  esa  Dirección  y  la  ase- 
5<jría  general  de  este  Ministerio ,  ha  tenido 
a  bien  confirmar  el  acuerdo  de  la  junta  de 
revisión  y  reconocimicnlo  de  cargas  de  jiis- 
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licia,  por  el  que  'se  declara  caducada  la  de 
que  viene  haciéndose  referencia.  De  r^al 
orden  etc.  Madrid  14  de  mayo  de  1866.» 
(Gac.  30  mayo.) 

144.  FUEKZA.DIII1  EJERCITO. —Iiey  de 
8ft  de  mayo  fijando  U  fuena  del  edército  per- 
manente. 

(GuRnRA.)   «Doña  Isabel  l\ .  etc. 
Articulo  único.    La   fuerza  del  ejércilo 
permanente  para  el  año  económico  de  1866 
á  1867  será  la  de  85.000  hombres. 

Portante:  Mandamos  etc.  Dado  en  Aran- 
juez  á25de  mayo  de  1866.— Yo  la  Reina. 
—El  Ministro  de  la  Guerra»  Leopoldo  O'don- 
nell.»  (Gac.  2  junio.) 

146.  PRAC»nOANTBS.-H.  O.  de  87  de 
abril-as  de  mayo ,  sobre  cualidades  que  hati 
cíe  concurrir  en  los  praotioantes  de  número 
de  los  hosDitalea . 

(GoB.)  «Por  el  Ministerio  de  Fomento  se 
ha  comunicado  á  este  de  la  Gobernación  en 
27  de  abril  último  la  real  orden  siguiente: 

«Importando  que  la  práctica  exigida  por  la 
R.  O.  de  22  de  enero  del  año  próximo  pasa- 
do (1)  á  los  que  aspiren  al  título  de  practi- 
cante se  haga  en  la  forma  allí  establecida,  y 
no  estando  ios  hospitales  en  que  debe  tener 
lugar  bajo  la  dependencia  de  este  Ministeri<) 
la  Reina  (Q  D.  G.)  se  ha  servido  mmdar 
sijgnifíque  a  V.  E. ,  como  de  su  real  órden  lo 
ejecuto,  la  necesidad  de  que  por  el  Ministe- 
rio de  su  cargo  se  adopten  las  medidas  opor- 
tunas á  fin  de  que  no  se  admita  en  los  hos- 
pitales en  calidad  de  practicantes  de  número 
sino  á  los  que  estén  cursando  ó  hayan  con- 
cluido los  estudios  necesarios  para  obtener 
titulo  de  tal  practicante  »  De  real  órden  «"(c. 
Madrid  28  de  mayo  de  1860.— Posada  Her- 
rera.» (Gac.  2  junio.) 

146.  MATRICUI1A.8  DE  MA.H.-Real  ór- 
deu  ciroular  sobre  número  de  marineros  y 
pajes  que  han  de  componer  las  tripulaciones 
de  los  buques  mercantes. 

(Marisa.)  «Excmo.  Sr.- Determinado  quo 
en  los  vapores  mercantes,  á  mas  de  su  tri- 
pulación pueden  embarcarse  los  maquinistas 
y  fogoneros  necesarios  españoles  ó  ejclranj-"- 
ros  amique  no  pertenezcan  á  la  clase  de  ma- 
triculados ,  é  igualmente  en  lodos  los  bu  qut^s 
del  comercio  el  número  prudencial  de  cama- 
r*»ros,  mayordomos  y  cocineros;  la  Reiim 
(Q.  l).  G.) ,  para  evitar  en  lo  sucesivo  las  du- 
das que  á  veces  suelen  suscitarse  en  cuanto 
á  !a  parle  exclusiva  de  las  tripulaciones,  s  • 


(I)  Inserta 
de  1899. 


en  la  páj.  IOS   del  lomo  del  BuUt.n 
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lia  diíriiado  doclarar  que  con  arreglo  al  arli- 
,:alo24,  lil.  Xde  la  ordenanza  de  malriculaa, 
los  capitanes  ó  patrones  de  los  refrridos  bu- 
ques gozan  de  la  entera  libertad  de  señalar 
el  número  de  marineros  y  pajes  que  deban 
componer  sus  respectivas  tripulaciones,  con 
el  único  requisito  de  que  los  individuos  sean 
matriculados,  y  observándose  lo  dispuesto 
en  el  art.  639  del  Código  de  Comercio.  De 
real  orden  etc.  Madrid  1.®  de  junio  de  1866. 
— Zavála.»  {Gac.  2  junio.) 


JDRISPKOfiENCU  ClflL, 

Muprem*  en  reeumos  de  e«0«elen, 
«ttlldad  é  InJasUelA  tteiori*. 

PBOCBDIMIBNTO  CIVIL.  Con- 
tra ías  sentencias  detinitivas  de  las  Aa^ 
diencias  no  concede  la  ley  de  Enjuicia- 
miento  civil  otro  recurso  que  el  de  casa- 
ción, y  no  procede  el  de  nulidad  enta- 
blado ante  la  propia  Sata,  aunque  se  ftin- 
de  en  falsas  pruebas. 

Sentencia  de  22  de  mareo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Tole- 
do y  Audiencia  de  Madrid  por  D.  Rai- 
mundo del  Cerro  con  dona  Estéfaoa  Pan- 
(oja.  Condenada  esta  por  sentencia  de  la 
Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  esta  cor- 
te, contirmatoria  con  las  costas  de  la  de 
primera  instancia  á  entregar  á  D.  Rai- 
mundo del  Cerro  la  tierra  que  este  la  de- 
mandó, con  los  frutos  desde  que  se  le  ha- 
bia  privado  de  su  posesión,  presentó  doña 
Esiéfana  un  escrito  á  la  Audiencia,  en  el 
que,  tratando  de  demostrar  la  falsedad 
de  las  escrituras,  fundamento  de  la  sen- 
tencia, suplicó  que  por  tal  motivo  se  tu- 
viera por  interpuesto  contra  ella  el  recur- 
so de  nulidad  que  las  leyes  de  Partida 
concedían.  Denegada  con  las  costas  esta 
pretensión  por  la  Sala  tercera,  interpuso 
doña  Estéfana  Pantoja  recurso  de  casa- 
ción, y  negada  asimismo  su  admisión, 
;it)elO  de  esta  negativa  doña  Estéfana.  El 
Inbunal  Supremo  confirma  la  providen- 
<  ia  apelada,  por  la  suya  de  22  de  marzo: 

«Considerando  que  conlra  las  sentencias 
detinitivas  de  tas  Audiencias  no  concede  ia 


ley  de  Enjuiciamiento  civil  otro  recurso  que 
f^l  de  casación: 

Considerando  que  este  medio  legul  solo 
es  procedente  cuando  la  sentencia  sea  de 
aquella  clase,  ó  que  habiendo  sido  dictada 
sobre  un  artículo  ponga  término  ai  juicio  y 
hagra  imposible  su  continuación: 

Considerando,  por  consiguiente ,  que  un 
recurso  de  nulidad  entablado  para  ante  la 
propia  Sala,  y  conlra  una  sentencia  ojecu- 
loria  dictada  por  la  misma,  es  desconocidí» 
en  la  ley  vigente  de  Enjuiciamiento,  y  ha 
sido  interpuesto  con  notoria  ímprocede,ncia: 

Y  considerando  además  que  dejando  ex- 
pedito, ia  providencia  que  lo  deniega ,  *M 
derecho  que  pueda  tener  la  parle  apelante, 
no  es  de  las  que  ponen  término  al  juicio  y 
hacen  imposible  su  continuación.»  (Gac.  25 
mar  so.) 

INSCRIPCION  DBPOSESIOlf.  La 

hecha  con  arreglo  al  art.  397  de  la  ley 
hipotecaria  no  perjudica  á  un  tercero  que 
tenga  y  pruebe  mejor  dei^echo  á  la  pro- 
piedad de  la  finca. 

Seoteoeia  de  16  de  marzo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Si- 
gUeuza  y  Audiencia  de  Madrid  por  Am- 
brosio Ruy  López,  con  eí  ministerio  Fis- 
cal, en  representación  de  ia  Hacienda,  so- 
bre propiedad  de  una  casa  conocida  por 
de  Jesús  aue  habitaba  el  primero  en 
aquella  ciudad  y  fué  denunciada  como  de 
bien<ts  mostrencos,  en  10  de  diciembre  de 
1849.  Rarificados  los  denunciadores  se 
convocó  por  edictos ,  con  arreglo  á  la  ley 
de  i 6  de  mayo  de  1835,  á  los  que  se  cre- 
yesen con  derecho  á  dicha  casa,  compa- 
reciendo en  tal  concepto  el  expresado  Lo* 
pez  y  Luis  Blanco,  quienes  nada  proba- 
ron durante  el  término  de  prueba  á  pesar 
de  pretender  el  primero  que  la  habia  com- 
prado, y  el  segundo  que  la  había  hereda- 
do su  mujer  Cuslaquia  Ganso  de  un  her- 
mano; y  el  Juzgado  declaró  por  su  sen- 
tencia  ser  dicha  casa  de  la  capellanía  de 
Jesús,  cuya  palabra  aparecia  inscrita  eu 
su  fachada,  y  como  tal  de  la  Hacienda, 
cuyo  fallo  coniirmó  ia  Audiencia.  Mas  la 
viuda  é  hijo  de  Ambrosio  Buy  López' que 
habian  sostenido  su  acción  en  la  segunda 
instancia  interpusieron  contra  este  fallo 
recurso  de  casación  por  haberse  infriogido 
eu  su  concepto,  el  axioma  legal  meliar  csl 
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coHítítio  possidentis,  la  ley  o.*,  líl.  8.*, 
lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  que  admite 
corno  siifkiente  la  posesíoo  de  ana  y  dia 
para  ser  amparado  eu  el  disfrute  de  una 
cosa  con  prelarion  á  otro  quo.  no  sea  su 
verdadero  dueño;  y  el  art.  397  de  la  ley 
hipotecaria  que  saociona  el  principio  de 
que  la  posesión  aun  sin  titulo  pu^de  lle- 
gar á  inscribirse  y  á  fundar  un  dereeho 
perpétno  por  medio  de  la  ínscrípcitn.  Gl 
tribanal  desestimó  el  recurso  y  declaró 
DO  haber  lugar  á  él  por  sentencia  de  16 
de  marzo: 

«Considerando  que  habiéndose  solícílado 
en  la  demanda  propuesta  por  el  recurrente 
qae  se  declarase  le  correspondía  la  propie- 
dad de  la  casa,  objeto  de  este  lítifrio,  no 
puede  invocarse  útilmente  la  ley  3.* ,  títu- 
lo 8.*,  citada  equivocadamente  eomo  del  li- 
bro tO,  y  que  sin  duda  es  del  ti  de  la  No- 
visiaui  Recopilación,  porqae  sus  prescrip- 
ciones se  con  traen  á  determinar  la  obligación 
del  poseedor  de  la  cosa  por  año  y  dia  á  res> 
ponder  de  ella  en  la  posesión  no  teniendo  tí- 
tulo y  buena  fé: 

Considerando  además  que  la  Sala  senten- 
ciadora ha  declarado  én  vista  de  los  datos 
del  proeeso  que  dicho  recurrente  no  ha  pre- 
sentado título  alguno  de  propiedad,  ni  jus- 
tificado por  otra  prueba  supletoria  la  com- 
pra de  la  casa,  y  que  por  el  contraria,  re- 
salla que  en  184o  la  habitaba  como  inquilino, 
y  en  tal  concepto  se  le  imponía  y  pagaba  la 
contribución: 

Considerando  que  aun  cuando  se  hubiese 
hecho  la  inscripción  de  posesión  en  los  tér- 
miaea  qae  prescribe  el  art.  997  de  la  ley  hi- 
potecaria, esta  inscripción  no  perjudicaría 
en  ningan  caso  al  qae  tuviese  mejor  ders- 
cho  á  la  propieiad  del  inmueble,  no  obstan- 
te de  qne  su  lílulo  no  hubiese  «ido  inscrito, 
según  lo  dispuesto  en  el  art.  409  de  dicha 
ley.»  (Gac,  26  marzo.) 


juRisrntDEmA  CIVIL.  2i:^ 

her  estado  incorporados  sus  maridos  eu 
el  Monte-pío. 

R.  D.-S.  de  24  de  mano  de  1866. 


JBIISriDDKÜCU  ADIISISTRATlfA. 


es  áecreS— ''•eaS— clan  «■  i^lelSos 
e«aSe«elMi*-a4ailttlsSr«Slv«0« 


VIUDBDAjdsS.  No  puede  invocar- 
te  el  baufido  que  concede  el  art.  i  i  de 
la  real  instrucción  de  26  de  diciembre 
de  1831,  por  las  viudas  y  huérfanos  á 
quienes  se  aplica  el  art.  1 4  por  no  lia- 


Pleito  8cp;uido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  doña  Josefa  Benita  Boao,  viuda  de  un 
administrador  de  rentas  de  Sobrado,  con 
la  Administracios  general,  sobre  mejora 
de  pensión  de  viudedad. 

La  junta  de  clases  pasivas  señaló  á  la* 
demandante  la  viudedad  de  "/BO  rs.  cor- 
respondiente  al  sueldo  de  3.000  rs.,  que 
disfrutó  el  difunto;  pidió  ella  mejora,  y  la 
expresada  junta  la  denegó;  acudió  al  Go- 
hteroo,  y  una  real  orden  denegó  también 
la  mejora  de  conformidad  con  la  asesoría 
general  del  Ministerio  de  Hacienda.  No 
mas  afortunada  en  la  via  contenpiosa, 
por  R.  D.  de  24  do  marzo,  á  consulta  del 
Consejo  de  Estado  y  en  vista  de  la  ins- 
trucción de  26  de  diciembre  de  1831 ,  se 
absuelve  de  la  demanda  á  la  Administra- 
ción y  86  conGrma  la  real  órden  recla- 
mada: 

«Considerando  que  la  demandante  hac*> 
consistir  el  agravio  que  supone  haberle  cau- 
sado la  real  orden  objeto  d»;  su  demanda,  m 
no  haber  aplicado  el  arl.  1 1 ,  y  sí  el  14  de  I  a 
citada  instrucción: 

Con^derando  que  el  mencionado  art.  11 
de  la  misma  no  tiene  aplicación  al  caso  d<> 
este  pleito,  porque  se  contrae  expiesamentí* 
en  lo  que  dispone  á  las  viudas  y  huérfano» 
de  los  empleados  que  hallándose  incorpora- 
dos en  el  Monle-pio,  hubiesen  sido  clasitica- 
dos  con  sueldo  menor  que  el  que  tenían;  y  ia 
demandante  no  ha  acreditado  estar  en  esle 
caso  »  ((íac.  22  abrü.) 

CO^NCOBDIAS.  A  la  Administra- 
ción compete  la  protección  de  los  derecho:; 
de  manoomimidad  de  pastos,  funda- 
lios  en  antigua  concordia  y  en  la  constan  - 
le  posesión,  pero  cuando  la  cuestión  vehi* 
aobre  legalidad  ó  subsistencia  de  los  titu  - 
los  en  que  se  funden  los  derechos,  toca  m 
conocimiento  á  los  tribunales  de  jus- 
ticia. 

D.-S.  de  24  de  nano  de  4866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  el  Avuolamienlo  de  flornillos  contra 
los  de  Munilla  y  Zarzosa,  sobre  aprov^** 
chamiento  común  de  los  pastos  y  moaies 
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<le  algunos  lérraioos  de  sus  jurisdicciones. 
Se  regían  respecio  á  esto  dichos  pueblos 
por  ciertas  concordias  de  los  siglos  XV, 
XVII  y  XVIII.  hasta  que  en  1835,  el  Ayun- 
tamiento de  Hornillos  pidió  su  anulación 
por  incompatibilidad  con  las  nuevas  orde- 
nanzas de  montes.  El  Gobernador  de  Lo- 
¿zrouo  mandó  en  S  de  abril  del  mismo 
nao,  que  aquellos  pueblos  procediesen  á 
nueva  concordia  dentro  del  término  de  15 
(lias,  lo  que  no  se  hizo,  y  el  Gobernador 
resolvió  en  providencias  de  2o  de  octu- 
bre y  16  de  noviembre  de  Í860,  de  con- 
formidad con  el  Consejo  provincial,  que 
se  respetaran  las  antiguas  concordias  en 
todo  lo  que  no  se  hubiese  alterado  Dor  la 
nueva  legislación  de  montes.  El  Ayunta- 
miento de  Bornillos,  propuso  demanda  liniQ 
cl  Consejo  provincial  de  Logroño  para  que 
se  dejaran  sin  efecto  estas  últimds  provi- 
dencias; impugnaron  la  demanda  las  vi- 
llas de  Munilla  y  Zarzosa  ,  y  el  Censejo, 
por  su  sentencia  definitiva,  desestimó  la 
pretensión  de  Hornillos,  y  declaró  subsis- 
tentes las  citadas  providencias,  salvos  los 
derechos  de  los  Ayuntamientos  y  dueños 
particulares.  El  Ayuntamiento  de  Horni- 
llos apeló,  y  por  R.  D.-S.  de  24  de  mar- 
zo, á  consulta  del  Consejo  de  Estado,  se 
confirma  la  sentencia  del  Consejo  provin-» 
cial  de  Logroño: 

(.Considerantío  que  es  un  supuesto  del 
pleito,  reconocido  como  tal  por  las  parles 
ooiilcndientes,  que  desde  que  se  olorg^aron 
aquellas  concordias,  los  vecinos  de  ambos 
pueblos  han  venido  aprovechándose  mau- 
comnnadamenle  de  los  pastos  y  leñas  de  los 
montes  que  fueron  objeto  del  contrato,  hasta 
ol  año  de  1835,  en  (¡ue  el  pueblo  demandan- 
te, á  preleslo  de  que  por  virtud  de  las  nue- 
vas disposiciones  sobre  el  ramo  de  montes 
no  podía  sostenerse  por  mas  tiempo  el  co- 
•nnn  aprovechamiento,  compareció  ante  el 
ííobernador  de  la  provincia  reclamándola 
caducidad  de  las  precitadas  concordias: 

Oon«í¡derando  que  si  bien  por  razón  de  la 
maleriay  en  fuerza  de  la  conslanle  pose- 
sión en  que  los  dos  pueblos  estaban  de  apro- 
vechar las  yerbas  y  leñas  de  !os  menciona- 
dos montes,  es  indudable  la  competencia  de 
la  Administración  para  conocer  de  este 
asunto,  en  cuanto  no  afecte  á  la  legalidad 
de  los  títulos  en  que  los  pueblos  apoyen 
sus  respectivos  derechos,  «o  le  es  dado  sin 


AD.MlNíSTnATlVA. 

embargo  conocer  y  juzg^ar  sobre  este  último 
extremo,  sin  traspasarla  línea «livisoria  que 
la  separa  de  la  jurisdicción  de  ios  tribunales 
ordinarios: 

Y  considerando  que  tanto  las  providen- 
cias dictadas  por  el  Gobernador  civil  de  Lo- 
groño en  23  de  octubre  y  16  de  noviembrtf 
de  1860,  como  la  sentencia  apelada  que  las 
confirmó,  están  en  perfeola  armonía  con  los 
principios  expuestos;  y  todas  ellas  reservan 
á  las  partes  el  derecho  que  por  las  concor- 
dias y  ejecutorias  adquirieron  y  sean  com- 
patibles con  l^s  nuevas  disposiciones,  para 
que  lo  deduzcan  y  ventilen  ante  quien  cor- 
responda.» {Gac,  25  abril.) 

VIA  COIíTEKCIOSA.   Las  detnan^ 

das  ante  bs  Cornejos  provinciales  deben 
proponerse  oí  el  término  improrogable 
de  óii  dios  desde  que  se  hizo  la  notifica- 
ción adminisírattm  de  la  providencia 
que  cause  átado;  y  no  debe  dejarse  pasar 
ni  aun  á  preteslo  de  reclamar  de  nuevo 
en  la  Via  gubernativa. 

K.  D.-S.  de  24  de  marzo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estada 
por  I).  Bartolomé  Bosch  y  Pazzi  con  el 
Ayuntamiento  de  Sarria,  sobre  revoca- 
ción de  un  acuerdo  de  dicho  Ayuntamien- 
to. Bosch,  poseía  en  el  pueblo 'de  San  Vi- 
cente de  Sarriá  y  su  callo  de  Barcelona, 
una  casa  esquina  á  la  de  la  Cruz,  y  ea 
esia,  otra  casa  enfrente  de  aquella  con  la 
que  se  comunicaba  por  debajo  de  la  calle 
por  una  cueva  subterránea,  y  el  Ayunta- 
miento le  mandó  destruir  v  rellenar  la 
cueva.  Bosch  reclamó  de  esta  providencia 
al  Gobernador  de  Barcélolfe ,  el  cual  la 
confirmó  en  2  de  octubre  de  1863.  sien- 
do notificado  el  interesado  en  il  del  laís- 
mo mes.  Bosch  acudió  de  nuevo  al^Go- 
bernador  pidiendo  se  le  permitiera  jusliü- 
car  su  derecho,  y  como  en  11  de  diciem- 
bre resolvió  aquella  autoridad  mantenerlo 
dispuesto  en  2  de  octubre,  propuso  eo  8 
de  enero  su  demanda  ante  el  Consejo  pro^ 
vincial,  á  la  que  se  opuso  el  Ayuntamien- 
to pidiendo  la  absolución  de  la  demanda,  v 
así  se  eslimó  por  la  definitiva.  El  deman- 
dante apeló,  y  con  audiencia  del  Fiscal  de 
S.  M-  en  nombre  del  Ayuntamiento  que 
pretendió  la  confirmación  de  la  .sentencia, 
el  Consejo  de  Estado  por  la  suya  de  24 
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de  marzo,  la  conGnna  en  su  parle  resolu*^ 

liva  (1): 

«Considerando  que  la  resolución  guber- 
naliva  de  11  de  diciembre,  conlra  la  cual  se. 
enlabió  la  demanda,  estuvo  reducida  á  con- 
firmar la  de  2  de  octubre,  que  quedó  ejecu- 
toriada por  no  haberse  interpuesto  conlra 
ella  recurso  legal  en  tiempo: 

Considerando,  por  lo  mismo,  qne  la  cita- 
da resolución  gutiHernativa  de  11  de  diciem- 
bre no  podría  ser  revocada  ó  confirmada  sin 
que  lo  fuese  la  anterior  de  2  de  octubre,  pa- 
ra lo  cual  no  hay  términos  hábiles,  porque, 
como  queda  expuesto,  está  legalmente  con- 
sentida (2).n  (Gflc.  25  abril.) 


del  CM0<J«  de  Estad* • 

CUESTION  PBBVIA.  El  no  ha- 
berse pedido  autorización  para  procesar 
á  un  agente  administrativo  puede  produ- 
cir en  m  caso  y  íiígar  la  nulidad  deljui- 
rto,  pero  la  apreciaáon  ó  examen  de-  la 
conducía  de  aquel  pura  dar  ó  negar  la 
autorización  pedida  no  es  cuestión  previa 
délas  que  depende  el  fallo  judicial.  No 
pueden  invocarse  en  las  contiendas  de 
competencia  disposiciones  posteriores  al 
hecho  que  motiva  los  procedimientos  á  no 
darlas  efecto  retroactívo. 

DedsioB  de  7  de  marzo  de  1866. 

Competencia  ¿uscilada  por  el  Goberna- 
dor de  Burgos  al  Juez  de  Miranda  de 
£t)ro  sobre  procesamiento  del  Alcalde  pe- 
dáneo de  Yalverde  por  malversación  de 
caodales  públicos  y  usurpación  de  atribu- 
ciones, en  los  hechos  que  se  denunciaron 
de  haber  cortado  sin  autorización  60  cho- 
pos y  2  olmos  y  haber  exigido  medio  duro 
á  cada  vecino  por  la  leña  que  les  habia 
tocado  en  otra  corta  debidamente  autori- 
zada. Por  real  decreto  de  7  de  marzo ,  á 


(t)  rio  resolta  de  Ic»  vistos  y  considerando*  de  este 
real  detrelo-seoteoeia  qae  «5  excepclona«e  por  el  Ayan- 
tatniento  en  primera  instancia  ni  por  *1  Fiscal  de  S  M. 
rm  el  Coasejo  fie  Estado,  lo  que  ha  »ervido  de  Tandamen- 
l«  ai  fallo,  y  er«einos  qu©  debiera  establecerse  respecto 
de  este  particolar  la  misfna  jarispradcncia  qne  ri¿e  en 
\o*  Mantos eívi le»:  que  ti  fallo  te  arregle  d  lo  que  ha  $ido 
oé^t»  Ae  ÚUtnuon  en  el  pleii». 

{i)  ?íi  en  los  oíslos  ni  en  los  considerando»  se  cita  el 
art.  93  de  la  loy  de  2o  i}e  s.eliembiií  de  1863  en  que  sin 
iatla  alf«aa  m  Tanda  esta  doctrina. 
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,  consulla  del  Consejo  de  Estado  y  en  vista 
de  los  arts.  421  en  su  regla  1/  y  1á4  del 
'  reff lamento  de  i  7  de  mayo  de  1865,  y  los 
J  arts.  54  en  su  núm.  1/  y  60  del  regla- 
I  mentó  de  23  de  setiembre  de  4803,  se 
declara  mal  formada  la  competencia ,  no 
haber  lugar  á  decidirla  y  lo  acordado; 

«Considerando: 

1.  *»  Qtje  las  disposiciones  invocadas  por 
el  Gobernador  para  reclamar  el  eonocimien- 

j  lo  del  asunto  están  promukadas  con  posle- 
I  rioridad  al  hecho  que  motiva  loa  procedi- 
mientos, y  aun  al  principio  de  las  actuacio- 
nes, por  lo  que  no  pueden  tener  aplicación 
en  esle  caso  á  no  darles  fuerza  retroactiva. 

2.  ®  Que  la  cuestión  previa  relativa  al 
exámen  de  la  conducta  del  funcionario 

'  público  es  Ja  de  autorizncion  para  procesar- 
le, de  la  cual  no  depende  el  fallo  judicial, 
y  por  consiguiente  no  basta  para  fuudar  \i\ 
competencia  de  la  Administración,  por  mas 
que  en  su  caso  y  lugar  pueda  ser  causa  de 
'  nulidad,  la  falla  de  semejante  requisito. 
I     3.*>    Que  no  pudiendo  aplicarse  ai  présen- 
le caso  lo  dispuesto  en  el  reglamento  de  17 
'  de  mayo  de  1865,  tampoco  tiene  cabida  la 
I  cuestión  previa  relativa  á  la  importancia  de 
'  la  exlralimitacion  del  Alcalde  pedáneo,  pues- 
i  lo  que  ,  sea  mayor  ó  menor  el  daño,  no  cor- 
]  responde  su  castigo  á  la  autoridad  adminis- 
'  traiiva. 

i.^  Que  no  exisle  por  lanío  ninguna  de 
las  dos  excepciones  del  rilado  núui.  l.^del 
artículo  54  del  reglamento  de  2j  de  setiem- 
bre de  1863.»  (Gac.  27  abril.) 


CONTIENDAS  DE  COBIPETEN- 
CIA.  La  falla  de  cita  legal  en  que  fun- 
dar el  requerimienlo  de  inhibición  cons- 
tituye un  vicio  sustancial.  Solo  deben 
suscitarse  en  virtud  de  disposición  expre- 
sa que  atribuya  á  la  Administración  el 
conocimiento  del  asunto. 

Decisión  de  15  de  marzo  de  1866. 

Demandado  en  juicio  de  conciliación  el 
recaudador  de  contribuciones  del  pueblo 
de  Ferreira  por  varios  individuos  de  su 
Ayuntamiento  para  que  les  abonase 
43.025  rs.  por  ciertos  perjuicios  que  de- 
cian  haberles  causado  cuando  tuvo  la  co- 
branza y  habían  ellos  satisfecho ,  contes- 
tó dicho  recaudador  pidiendo  á  los  citan- 
tes por  reconvención  48.ool  rs.  vn.  qne 
decia  acreditar,  y  con  la  cerliíicacion  de 
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csle  juicio  co  que  no  hubo  coociliarion 
acudió  cMira  eJIos  al  Juzgado  de.  Giia- 
dix.  Hallándose  recibido  el  pleito  á  prueba 
el  Gobernador  de  Granada  requirió  de  in- 
hibición ,  sin  citar  ley  alguna  en  su  apovo. 
íundándose  en  que  no  pedia  seguirse  la 
demanda  mientras  no  se  resolviese  el  ex- 
pediente gubernativo  pendiente  sobre  las 
cuentas  de  la  recaudación,  v  el  Juez  sos- 
luyo  80  competencia  en  razón  á  que  el 
objeto  de  la  demanda  no  era  la  rendición 
de  cuentas  sino  el  pago  de  una  cantidad, 
ejercitando  una  acción  persona/.  En  vista 
del  art.  53  del  reglamento  de  25  de  se- 
tiembre de  4865,  por  B.  D.  de  lo  de 
marzo,  se  declara  mal  formada  esta  com» 
petcncia  y  no  haber  lugar  á  decidirla: 
((Considerando: 

1  Que  la  falta  de  cita  de  texto  legal,  en 
que  se  apoye  el  requerimiento  de  inhibición, 
constituye  un  vicio  sustancial  en  la  provoca- 
ción de  la  contienda  de  competencia: 
.  .V"®  disposición  del  citado  arlícu- 
lo  53  hene  por  objeto  impedir  la  infundada 
provocación  de  esta  clase  de  conflictos,  que 
solo  deben  suscitarse  en  virlud  de  disposi- 
ción expresa,  que  atribuye  á  la  Adminislr;»- 
cion  el  conocimiento  del  asunto.»  (Gac.  27 
abnl.) 

AGUAS  PRIVADAS.  Las  faculta^ 
des  de  la  Administración  en  materia  de 
aguas,  no  alcanzan  á  las  de  propiedad 
particular;  y  aun  mediando  acuerdo  de 
un  Ayuntamiento,  puede  utilizarse  a/ in- 
terdicto, que  es  procedente  cuando  no 
se  contraría  providencia  legitima  de  la 
Administración,  ni  recae  sobre  materia 
administrativa. 

Occisión  de  2á  do  marzo  de  1866. 

Competencia  suscitada  entre  la  Sala  ter- 
cera de  la  Audiencia  de  Granada  y  el  Go- 
bernador de  la  misma  provincia,  sobre 
conocimiento  en  una  cuestión  de  asuas 
alumbradas  por  un  particular,  y  llevadas 
por  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Baza  á 
un  curso  que  conceptuaba  de  aprovecha- 
miento  común  para  el  término  llamado  de 
Balsahonda.  El  Gobernador  fundó  su  re- 
querimiento de  inhibición  en  la  ley  de  8 
de  enero  de  4845  v  en  el  R.  D.  de  29  de 
abril  de  1860,  y 'la  Sala  déla  Audien- 


iCRISPRÜDENCIA  ADMINfSTRATITA. 

cta  sostuvo  SU  conipetencia  apovándoi^e 
en  que  el  querellante  usó  de  su  derechr» 
alambrando  y  aprovechando  aguas  en  ler-- 
renos  de  su  dominio  particular,  según  la 
R.  O.  d«  ál  de  aí^osto  de  1849  y  la  lev 
19,  lít.  32  de  la  Partida  S/;  en  que  las 
aguas  sobre  que  versaba  el  interdicto  no 
eran  públicas  ni  de  aprovechamiento  co- 
roun,  ni  tampoco  se  habia  justiGcado  le* 
galmenle  que  tuviesen  este  carácter  la« 
que  aprovechaban  los  terratenientes  de 
Balsahonda,  por  lo  cual  se  habia  extrali- 
mitado de  sus  atribuciones  el  Ayunta- 
miento al  adoptar  los  referidos  acuerdoí^; 
y  por  último,  en  que  no  tenia  aplicacioa 
al  caso  ta  B.  O.  de  8  de  mayo  de  1839. 

Visto  el  núm.  í.*  del  arl.  80  de  la  lev 
de  8  de  enero  de  1845,  los  arts.  1.*  y  2¿ 
de!  R.  D.  de  29  de  abril  de  1880.  las  rea- 
les órdenes  de  14  de  marzo  de  1846,  21 
de  agosto  de  1849,  4  de  diciembre  de 
1859  y  8  de  mayo  de  Í859,  así  como  ia 
ley  de  partida  citada,  se  decide  esta  com^ 
petencia  á  favor  de  la  autoridad  judicial 
por  R.  D.  de  22  de  marzo: 

«Considerando:  I.«  Qae  el  interdicto  6e 
dirig^e  á  mantener  el  estado  posesorio  de 
aguas  de  carácter  privado,  como  ilumínadaf* 
por  un  particular  en  terrenos  de  su  propíe* 
dad:  2.®  Que  las  faculudes  de  la  Admin¡«« 
tracion  en  mataría  de  aguas,  en  cuanto  al 
disfrute  y  al  mantenimiento  del  estado  pose^ 
sorio ,  se  limitan  á  las  que  son  públicas  6 
de  común  aprovechamiento,  y  no  alcanzan 
á  las  de  propiedad  particular,  respecto  i  las 
cuales  solo  corresponde  á  la  Administración 
dictar  las  medidas  que  crea  necesarias  para 
evitar  los  perjuicio»  que  por  estanoamiento» 
ó  filtraciones  pudieran  ocasionarse  á  la  sa- 
lud pública:  3,"^  Que  si  el  Ayuntamiento  de 
Baza  pudo  acordar  lo  que  estimara  oportuno 
sobre  las  aguas  de  Balsahonda,  suponiendo 
que  sean  de  común  aprovechamiento  ,  no 
pudo  hacerlo  respecto  á  las  iluminadas  eu 
sus  terrenos  por  el  querellante,  privándole 
de  ellas  ó  distrayéndolas  de  su  curso,  pueslo 
que  son  de  propiedad  particular:  y  4.*  Que 
el  interdicto  de  que  se  trata  no  contraría  por 
consiguiente  providencia  legítima  de  la  Ad- 
ministración, ni  versa  sobre  materia  admi* 
nisiraliva.»  (Gac.  l*mayo.) 

AGUAS.  A  la  Administración  solo 
corresponde  la  conservación  de  fos  apro- 
vechamientos óomunea  cuando  lausur^ 
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pación  €$  reeierUe  y  de  tdcü  eomproba- 
don. 

Dedsiei  kUi%mm  k  1866. 

Compeleocta  susduda  al  Jaez  de  Mu- 
rías de  Paredes  por  el  Gobernador  de  León , 
sobreusoyaproTOcbafnieBtode  lasque  ba- 
jaban por  medio  del  pueblo  de  Canales 
perteneciente  á  la  municípafidad  de  Soto  y 
Amio»  con  que  regaba  anas  haertas  D.  lo- 
sé Alrarez  Castro  v  de  l?is  que  le  despoja- 
ra D.  Juan  Faego  Casuñoo.  En  vista  del 
núm.  2/  del  art.  74  y  del  oüm.  2.*  del  ar- 
tícnlo  80  de  la  lev  de* 8  de  enero  de  IMS» 
viconsolta  del  *^ Consejo  de  Estado»  se 
(hcide  esta  eompeteocia  á  favor  de  la  a«« 
tórtdad  jadicial,  por  R.  D.  de  96  de 
marzo: 

«Considerando:  1.*  Que  el  initrdioto  se 
dirí^  ¿  la  eonservaeion  del  arlado  poseso* 
río  en  qne  se  ballsn  aguas,  que  no  aparecen 
ser  de  eomon  sproveobMuiento  i  eorhn^iendo 
el  despojo  de  un  parüeoUr  en  los  dereohos 
privados  de  otro:  2.*  One  á  la  Administra- 
«ion  solo  oorresponde  la  conservación  de 
los  tproveehamientos  comunes  cuando  l« 
nsnrpacíon  es  reetents  y  fácil  de  comprobar, 
y  arref^  al  disfrute  de  los  mismos  aprove- 
chamientos» reservándose  á  la  autoridad 
judicial  eJ  conocimiento  de  los  derechos  en 
qoe  el  aprovechamiento  se  funde.»  (Gae.  i.^ 
mayo.) 

orTBBDICTOS.  El  proveído  qtie 
recae  en  un  interdicto  no  puede  estimar- 
se ejecutoria  para  el  efecto  de  impedir 
que  $e  mscite  ruestion  de  competencia. 

ikcisisa  de  4  de  mino  de  1866. 

Do  vecino  de  Palma  de  Mallorca  pidió 
y  obtuvo  licencia  para  avanzar  una  ca- 
sa basta  la  línea  de  la  carretera  de  An- 
draix;  empezadas  las  obras,  por  un  inter- 
dicto amparó  el  Juzgado  á  uoa  vecina  de 
aquel  en  la  servidumbre  de  paso  que  dijo 
tenia  y  de  que  se  la  privaba:  y  presentan- 
do como  título  uoa  licencia  para  abrír  una 
paerta  en  cierta  pared  concedida  en 
i854  per  el  Alcalde  de  Palma,  ei  Juzga- 
do acordó  la  restitución  y  reposición,  y 
ei  Gobernador  de  la  provincia  á  instancia 
del  Alcalde  y  de  acuerdo  coa  el  Consejo 
reoairió  de  íobibicíoo,  fundándose  en  las 
ordenanzas  y  reglamentos  vigentes,  al 


Juez,  qoe  sedeclaró  competente » alegsnda 
qoe  ei  interdicto  se  limitaba  á  amparar 
en  la  posesión  de  ana  servidumbre  privada 
y  en  que  la  sentencia  estaba  ejecutoriada. 
Mas,  en  vista  de  la  R.  O.  de  8  de  maya 
de  1859,  del  art.  19^  del  reglamento  de 
8  de  abril  de  1848,  que  es  el  33  de  las 
ordenanzas  de  14  de  setiembre  de  184¿» 
y  del  art.  196,  que  es  el  34  de  las  citadas 
ordenanzas,  á  consalta  del  Consejo  de 
Estado,  se  decide  por  R.  D.  de  4  de  mar- 
zo esta  competencia  á  favor  de  la  Admi- 
Distracioo: 

«Considerando: 

l  .•  Que  el  proveído  que  recae  en  el  inter- 
dicto no  puede  estimarse  sentencia  ejecutoria 
para  el  efecto  de  impedir  que  se  suscite 
cuestión  de  competencia,  puesto  que  se  li- 
mita á  amparar  la  posesión  interinamente 
sin  hacer  declaración  de  derechos. 

2.  *  One  la  providencia  de  la  autoridad 
administrativa  concediendo  licencia  para 
edificar  en  terrenos  i  mediatos  á  una  carre- 
tera está  en  las  atribuciones  legítimas  de  es- 
tas autoridades,  y  el  derecho  que-se  consi- 
dera lastimado  por  esta  providencia  se  funda 
en  una  concesión  precaria  revocable  por  la 
misma  Administración: 

3.  *  Qoe  el  hecho  que  motiva  el  presente 
interdicto  ha  sido  autorizado  por  una  pro  vi* 
dencia  legítima  de  la  Administración,  y  en 
tal  concepto,  el  auto  restilutorio  deja  sin 
efecto  aquella  providencia:  y 

4.  ^  Que  los  actos  administrativos  son 
revocables  por  las  autoridades  de  este  órd^n , 
y  no  por  las  jodiciales  en  el  juicio  sumarí- 
simo  de  interdicto,  ya  en  la  vía  gubernativa, 
ya  en  la  contenciosa  en  su  caso  y  lugar.» 
(Gae.  12  marzo.) 

CONTIENDAS  DB  OOMPBTBN- 
CflA.  Cuando  los  Gobernadores  depro- 
vincia desisten  de  una  de  competencia,  ya 
no  pueden  ni  conocer  en  aquel  asunto,  ni 
suscitarla  de  nuevo. 

DecisioQ  de  7  ds  mim  de  1S66. 

A  nombre  del  Marqués  de  Castektr  se 
presentó  en  el  Juzgado  de  Loja  un  inter- 
dicto de  recobrar  contra  la  empresa  coiis- 
troctora  de  la  via  férrea deGranadaáCam- 
pillos,  por  haber  invadido  con  las  obras 
terreóos  del  querellante  sin  que  precedie- 
ra expropiación  ni  indemnización»  y  sepa- 
rándose del  trazado  aprobado  por  el  Go- 
bierno. Recibida  información  sobre  ei 
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hecho ,  y  ánles  dt  celebrarse  el  juicio  ver- 
bal ,  el  GoberDador  deüraüada  á  íostaDcia 
déla  empresa,  requirió  de  inhibicioo  al 
Juzgado,  comuDicándole  lo  expuesto  por 
aquella.  Sustanciado  el  incidente,  sostu- 
vo su  competencia  el  Juzgado ;  y  el  Go- 
bernador, de  acuerdo  con  el  dictámen  del 
Consejo  provincial»  dejó  expedita  la  ac- 
ción del  Joez.  Con  posterioridad,  de 
acuerdo  también  con  otro  dictémeo  det 
mismo  Consejo  provincial ,  volvió  á  re- 
querir al  Juzgado  para  que  se  inhibiese 
(leí  conociniieúto  del  propio  asualo:  y  á 
consulla  del  Consejo  de  Estado  por  real  de- 
creto de  7  de  marzo  se  declara  mal  forma- 
da esta  compentencia,  visto  el  art.  65 
del  reglamento  de  25  de  setiembre  de 
4865  y 

((Considerando  que ,  según  la  citada  dispo- 
sición desde  que  et  Gobernador  desiste  de  su 
competencia  respecto  á  un  asunto  no  hay 
términos  hábiles  para  volverlo  á  reclamar, 
quedando  expedita  la  jurisdicción  del  reque- 
rido para  seguir  conociendo  del  negocio.» 
{Gac.  20  abril.) 

MATERIA  PENAL.  Soíoá  los  tri" 
'tunales  de  juslicia  corresponde  conocer 
en  la  indagación  de  hcclws  que  pueden 
consUíulr  delito,  cuando  no  existe  pen- 
diente cuestión  alguna  administrativa  de 
la  cual  dependa  el  fallo  que  se  haya  de 
profiunoiar. 

IkáÚQñ  éñ  7  de.  marzo  de  1866. 

Competencia  suscitada  por  el  Goberna- 
<lor  de  Pontevedra!  al  Juez  de  Hacienda 
(le  la  misma,  sobre  autorización  ó  nó»  para 
proceder  contra  un  arrendatario  de  las 
reolas  del  clero  secular  y  regular  del  par- 
tido de  Tabeiros  y  su  dador  por  exaccio- 
nes ilegales.  El  Gobernador /sosteniendo 
que  para  dar  ó  negar  la  autorización  ne- 
cesitábase primero  resolver  la  cuestión  de 
sí  el  arrendatario  se  habia  conducido  bien 
ó  mal,  requirió  de  inhibición  al  Juzgado 
que  se  inhibió,  pero  consultó  sti  auto  á  la 
Audiencia  que  le  mandó  sostener  su  com- 
petencia; y  por  R.  D.  de  7  de  marzo,  se 
declara,  á  consulta  det  Consejo  de  Estado, 
mal  formada  la  competencia  y  no  haber 
lugar  á  decidirla,  con  vista  derart.54del 
reglamento  de^2o  de  setiembre  de  i865: 


ADMimSTRATlVA* 

«Gonsiderando:  1.^  Que  tratándose  de  la 
indagación  de  unos  hechos  que  pueden  cons- 
tituir delitos,  solo  á  los  tribunales  de  justi- 
cia corresponde  conocer  de  ellos  en  juicio 
criminal. 

2.°  Que  del  expediente  de  corapelencia 
remitido  por  el  Gobernador  y  de  las  actua- 
ciones seguidas  en  ei  Juzgado  ^  no  aparece 
que  haya  pendiente  cuestión  previa  admi- 
nistrativa alguna  de  la  cual  dependa  ei  fallo 
que  se  haya  de  pronunciar,  á  no  ser  la  de 
autorización  para  procesar  al  arrendatario 
Caramés. 

Que  en  tal  concepto  lo  procedente  y  lo  le- 
gal en  el  presente  conflicto  habría  sido  re- 
solver en  los  términos  señalados  en  la  ley  y 
reglamento  de  25  de  setiembre  de  1863  di^ 
cha.cuest¡on  de  autorización,  únioa  que  po- 
dría existir  en  este  expediente,  smose  trata- 
se del  delito  de  exacciones  ilegales,  que  está 
expresamente  exceptuado  de  la  garantía 

)  mencionada  en  virtud  de  lo  dispaesto  en  el 
párrafo  octavo,  art.  10  de  la  ley  de  Gobier- 

1  nos  de  provincia.  »  (Gac.  26  de  abriL) 

I     DAÑOS  EN  MONTES  PUBLICOS. 

A  la  AdmiJiistracion  corresponde  el  cas- 
tigo de  los  danos  causados  en  montes  pú- 
blicos  cuando  no  exceda  su  cuantía  de 
1000  escudos;  pero  cuando  un  Juzgado 
ó  tribunal  conozca  de  un  asunto  de  esta 
índole,  mie^Hras  no  esté  apreciado  el 
daño  no  puede  suscitarse  competencia 
atendida  la  prohibición  de  hacerlo  en  las 
causas  criminales,  d  no  ser  que  taxati- 
vamente esté  encarqado  á  la  Adminis- 
tracion  el  castigo  del  delito  ó  falta,  ó  haya 
que  rosolver  alguna  cuestión  prévia. 

Decisión  de  28  de  marzo  di  1866. 

Competencia  suscitada  por  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Murcia  al  Juez  de 
Tecla,  que  conocia  en  juicio  criminal  sobre 
el  daño  causado  en  los  montes  de  aquel 
termino  por  un  rematante  de  esparto  que 
cogió  todo  el  rematado  á  su  favor  y  el 
que  no  lo  estaba.  Aparece  del  sumario 
Que  el  hecbo  tuvo  lugar  en  ios  primeros 
dias  de  octubre  de  1865;  y  antes  de  que 
hubiera  llegado  á  apreciarse  la  cuantía  del 
daño,  el  Gobernador  requirió  al  Juez  de 
inhibición  fundándose  en  los  arts.  121  y 
124  del  reglamento  de  17  de  mayo  de 
1865;  pero  el  Juez,  suspendiendo  los 
procedimientos  y  sustanciado  el  conflicto 
se  declaró  competente,  en  atención  á  que 


Digitized  by 


JUmgrRUDBRCIA  ABWmSTaATIVA. 


219 


no  estaba  determinada  la  cuantía  del  da- 
So  y  era  presumible  que  eicediera}  de 
1.0ÓO  escudos,  cuyo  proveído  fué  coóGr- 
inado  por  la  Audiencia.  Insistieodo  el  Go- 
heroanor  en  su  requerimiento  de  acuerdo 
ron  el  Consejo  provincial,  resultó  este 
coafiicto  que  ha  sido  decidido  en  los  tér- 
minos siguientes: 

«Vislo  el  ai-t.  54  del  reglamento  de  25  de 
seliemtH'ede  1863,  en  «u  núm.  1:®  

Visto  el  art.  121  del  reglamento  de  17  de 
inayo  de  1S65,  cuya  regia  1.*  establece  que 
lat  muJlas  y  demás  responsabilidades  pecu- 
niarias relativas  á  la  corta,  venta  ó  beneficio 
de  aprovechamientos  forestaies  sin  la  a«to- 
rizacien  competente ,  al  modo  ó  tiempo  de 
efectuar  d4chas  operaciones,  y  á  las  inCrac- 
ciooesque  se  cometan  de  las  reglas  estable- 
cidas para  Ja  celebración  de  las  subastas, 
6cráti  impuestas  por  los  Gobernadores  de 
provincia  en  méritos  de  lo  que  resulte  en 
cada  caso  del  expediente  que  se  instruya, 
%alvo  lo  que  se  dispone  en  el  art.  124: 

Vislo  el  art.  124  del  mismo  reglamento, 
$egaii  el  cual  de  los  daños  causados  en  los 
montes  públicos,  cuy^)  importe  exceda  de 
l.OOO  escudos,  conocerán  los  tribunales  de 
juMicia  con  arreglo  á  las  prescripciones  del 
tódigo  penal: 

Considerando: 

1.  ®  Que  por  regla  general  está  prohibido 
á  ios  Gobernadores  suscitar  contienda  de 
competencia  en  materia  criminal ,  y  solo 
cuando  taxativamente  haya  encargado  la 
Jey  á  los  funcionarios  de  la  Administración 
el  castigo  del  delito  ó  falta,  ó  cuando  haya 
alguna  cuestión  previa  administrativa  sin  la 
cual  no  puede  fallarse  el  juicio  criminal ,  po- 
drán fundadamente  suscitarla: 

2.  ®  Que  solo  está  encargado  á  la  Admi- 
nistración el  castigo  de  los  daños  causados 
eii  montes  públicos  cuando  no  exceda  bU 
euaníta  de  1.000  escudos,  siguiéndose  en 
Iodo  otro  caso  la  regla  general  de  que  á  los 
tribunales  de  justicia  corresponde  el  castigo 
de  los  delitos  y  faltas: 

3.  **  Que  si  alguna  cuestión  prévia  pudie- 
ra haber  en  el  presente  caso ,  seria  la  del 
aprecio  del  daño  causado ,  y  esta  no  es  de 
Ju  exclusiva  competencia  de  la  Administra- 
ción ,  y  debe  decidirla  el  que  esté  conocien- 
do del  detilo  ó  falta ,  sin  perjuicio  de  que  se 
inhiba  ti  resultase  no  corresponderle  el  co- 
iifici miento  del  asunto  por  la  cnanlía  del  da- 
ño conformándome  con  lo  consultado  por 
*'\  Consejo  de  Estado  en  pleno,  vensi^o  en 
declarar  esta  cempetencia  mal  formada,  y 


que  no  há  lugar  é  decidirla.  Dado  en  Palacf'fi 
á  28  de  marto  de  1866.»  {Gae.  I.""  mayo,) 

MATERIA  PENAL.  La  averigua- 
ción del  grado  de  cvlpabilidad  de  los  fun- 
cionarios^ corporaciones  é  individuos 
que  intervienen  en  la  declaración  de  sol- 
dado á  un  quinto  que  es  inútil,  puede 
conducir  á  la  calificacio^i  de  wi  delito 
compretidido  en  el  Código  penal  y  de  la 
competencia  exclusiva  de  la  jurisdicción 
ordinaria, 

itmm  de  7  de  abril  de  1866. 

Ene!  reemplazo  de  1863  se  admitió 
como  sustituto  de  uo  quinto  de  Beariz  á 
uo  jnozo  que  sorteado  en  el  de  1855  eo  Ceo- 
lle  babia  sido  declarado  iniítil.  Destinado 
al  ejército  activo,  fué  reconocido  inútil 
por  los  profesores  castrenses,  y  por  una 
real  órden  se  mandó  proceder  á  averiguar 
la  culpabilidad  del  Coosejo  proviocial  j 
de  los  facnltativos  que  intervioieron  en  el 
becho.  ¥  de  este  conocimiento  pretendió 
el  Gobernador  de  Orense  qoe  se  inhibiera 
el  Juez  de  aquella  capital,  que  se  inhibió, 
pero  á  quien*mandó  la  Audiencia  sostener 
su  jurisdicción;  y  por  R.  D.  de  7  de  abril 
á  consulta  del  Coosejo  de  Estado  y  en 
vista  del  art.  270  del  Código  penal,  del 
i62  de  la  lev  de  reemplazos  de  SO  de 
enero  de  1856  y  del  art.  54  del  regla- 
mento de  25  de  setiembre  de  1863,  se 
declara  mal  formada  esta  competencia  y 
no  haber  lugar  á  decidirla: 

«Considerando: 

1.  ^  Que  en  el  caso  á  que  se  refiere  este 
expediente  se  trata  de  la  averiguación  y 
castigo  de  un  delito  que  puede  estar  com- 
prendido en  el  Código  penal,  cuyo  conoci- 
miento corresponde,  según  el  art.  162  de  la 
ley  de  reemplazos,  al  Jtizgado  ordinario, 
con  exclusión  de  lodo  fuero: 

2.  °  Que  no  concurre  en  él  alguna  de  las 
excepciones  contenidas  en  el  art.  54  del  ro- 
f^^l amento  citado  de  25  de  setiembre  de 
1863,  por  lo  cual  está  fuera  de  duda  que  la 
autoridad  administrativa  carecía  de  funda- 
mento legal  para  suscitar  el  conflicto.»  (Ga- 
ceta 2  mayo.) 

DAfIFos  EN  MONTES.  Encargada 
la  Administración  de  la  policia  de  los 
mmUes  públicos,  puede  requeiir  de  inhi- 
bición al  Jungado  ó  tribunal  que  cono:íca 
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de  un  juicio  criminal  sobre  daím  si  se 
suscita  como  cuestión  prévia  la  existen* 
cia  de  una  costumbre  recinali  cuya  le- 
gitimidad toca  depurar  á  la  Administra- 
cion. 

Decísioi  de  13  de  abril  de  1866. 

Competencia  suscitada  al  Juez  de  Ri- 
vadavia  por  el  Gobernador  de  Orense,  en 
causa  criminal  sobre  corta  y  extracción 
de  pinos  en  monte  comunal. 

Hallándose  la  causa  en  sumario,  acu- 
dieron los  procesados  al  Gobernador  ex- 
poniendo los  hechos,  alegando  que  les 
pertenecían  los  pinos  cortador»  y  extraí- 
dos, y  solicitando  que  se  sobreseyesen  los 
procedimientos  criminales,*  castigando  en 
juicio  verbal  de  faltas  la  que  babiaii  co- 
metido por  no  baber  obtenido  la  debida 
autorización  para  la  corta  y  saca.  Pasada 
la  instancia  al  Ayuntamiento  de  Rivtda- 
Tia,  al  ingeniero  de  montes  j  al  Consejo 
provincial,  informaron  aquefla  y  esta  coi  * 
poracioaque  era  costumbre  antigua  en 
Galicia  y  en  los  montes  de  qoe  se  trataba 
sembrar  pinos  los  particulares  para  apro- 
vechar después  sus  esquilmos,  leñas  v 
maderas  indíviduatmeote,  y  que  en  su 
consecuencia  ningún  daño  se  había  cau* 
sado,  pnes  ni  quedaban  despoblados  las 
montes,  ni  se  había  perjudicado  á  tercero 
con  la  extracción  que  motivaba  los  infor- 
mes* 

El  Gobernador  requirió  de  inhibición  al 
Juzgado,  fundándose  en  los  arts.  y  30 
de  la  R.  O.  de  1.^  de  setiembre  de  1860. 
y  en  el  núm.  2.*  del  art.  80  de  la  ley  de 
8  de  enero  de  1845;  pero  el  Juez  se  de* 
claró  competente  después  de  sustanciado  ^ 
el  artículo,  apoyándose  en  que  se  trataba 
de  un  delito  cuyo  conocimiento  estaba  re- 
servado á  los  iribunaies  de  justicia,  y  co- 
municándolo al  Gobernador  en  6  de  fébre- 
brero  de  1865,  quien  pasó  el  expediente  á 
informe  del  Consejo  provincial,  sin  que  es- 
ta corporación  lo  despachara  hasta  29  de 
diciembre  último,  á  pesar  de  las  repetidas 
excitaciones  del  mismo  Gobernador,  pri- 
mero  ¿  instancia  del  Juez,  y  mas  tarde  de 
real  órden  comunicada  por  los  Ministerios 
de  Gracia  y  Justicia  y  Gobernación.  De- 
clarándose competente  el  Gobernador  re- 
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sultó  el  presente  conflicto  que  ha  sido  de- 
cidido en  los  términos  siguientes: 

«Visto  el  art.  19  de  la  R.  O.  de  !.•  de  se- 
tiembre de  1860,  éegun  o.l  cual  se  respeta* 
ráii  los  usos  y  costumbres  antiguas  que  de- 
ban subsistir  con  arreglo  á  los  arls.  119  y 
siguienles  y  233  de  las  ordenanzas  de  mon- 
tes; pero  entendiéndose  que  pueden  referir- 
se á  que  los  aprovechamientos  se  hagan  en 
común  ó  por  repartos  entre  los  vecinos ,  ó 
de  cualquiera  otra  forma  distinta  de  la  ven- 
ta en  pública  subasta;  pero  de  nin^n  mo- 
do, y  en  ningrun  caso,  a  que  se  corlen  ó  ex- 
traig^an  del  monte  mayores  productos  que 
los  que  el  interés  de  su  buena  eonservacioti 
oonnenta,  según  así  minino  está  tambied  de- 
terminado en  el  arl.  120  de  las  ordenanzas: 
Visto  el  art.  20  de  la  misma  real  órden^ 
el  cual  previene  que  sin  perturbar  á  los  ve- 
cinos en  la  posesión  de  los  aprovechamien- 
tos, usos  y  costumbres  anlig^uas  debidamen- 
te acreditadas  se  adoptarán  todos  los  medios 
necesarios  para  reg^ularizarlos ,  reducirlos  á 
lo  absolutamente  preciso  y  evitar  los  abusos 
de  cualquier  clase: 

Visto  el  núm.  2.*  del  arl.  80  de  la  ley  de 
o  de  enero  de  1845,  que  encarga  á  los 
Ayuntamientos  arreglar  por  medio  de  acuer- 
dos el  disfrute  de  los  pastos ,  aguas  y  demás 
aprovechamientos  comunes  en  donde  no  ha- 
ya un  régimen  especial  autorizado  compe- 
tentemente: 

Visto  el  art.  54  del  reglamento  de  25  do 
setiembre  de  1863,  que  en  su  núm.  1.**  pro-» 
hibe  á  los  Gobernadores  suscitar  contienda 
de  competencia  en  los  juicios  criminales ,  á 
no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falla  haya 
sido  reservado  por  la  ley  á  los  funcionario» 
de  la  Administración ,  ó  cuando  en  virtud  de 
la  misma  Uy  deba  decidirse  por  la  autoridad 
administrativa  alguna  cuestión  prévia  de  la 
cual  dependa  el  fallo  que  los  tribunales  or- 
dinarios ó  especiales  hayan  de  pronunciar: 
Visto  el  arl,  64  del  propio  leglamenlo,  el 
cual  dispone  que  el  Gobernador,  oido  el 
Consejo  provincial,  dirigirá  dentro  de  los  ire« 
dias  de  haber  recibido  el  exhorto  del  Juez 
declarándose  competente,  nueva  comunica- 
ción al  requerido  insistiendo  ó  no  en  su  com- 
petencia: 
Considerando: 

1.  ^  Que  el  motivo  de  la  presente  cues- 
tión es  la  corla  y  extracción  de  pinos  en 
monte  comunal  sin  la  debida  autorizaoioii 
pero  en  virtud  del  derecho  fundado  en  cos- 
tumbre antigua  de  plantar  pinos  en  tierra 
del  común  para  utilizarlos  á  su  tiempo; 

2.  *  Que  mientras  no  se  depure  por  la  Ad- 
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fnmiatrftcion ,  encardada  de  la  polieia  áñ  \tn 
montes  públicos ,  la  legiUmidad  de  la  antí- 
fona costumbre  de  hacer  plantaciones  los  ve- 
rtaos en  los  montes  del  pueblo,  no  puede 
decirse  que  el  aprovechamiento  de  tales  plan- 
tuiones  constituya  delito: 

3.*  Que  por  consií2:iiif»nle  hay  en  el  pre- 
w»nte  caso  una  cuestión  previa  administrati- 
va de  cuya  resolución  depende  el  fallo  del 
joicio  criminal; 

Conformándome  con  lo  eon<iultado  por  el 
Consejo  de  Estado  en  pleno,  vengo  en  deci- 
dir esta  competencia  á  favor  de  la  Adminis- 
tración y  lo  acordado  (í).  Dado  en  Palacio  ( 
:i  13  de  abril  de  i866.»  (Gao.  2  mayo,) 

JXnciOS  DE  FAJEiTAS.  Lo$  easti- 
go$  abusivos  que  impongan  los  maestros 
de  primera  enseflansa  á  sus  disclpU' 
bs^  estando  comprendidos  en  el  libro  3.* 
del  Código  penal,  y  mereciendo  pena  de 
arreslo  aeben  ser  corregidos  en  juicio  ^  lo 
mismo  que  todas  las  fallas  que  tengan  se* 
üalada  diclia  pena. 

DecisioD  de  15  de  nano  de  1866. 

Competencia  suscitada  por  el  Goberna- 
dor de  Paleocia  al  Juez  de  Asludillo  para 
que  se  inhibiera  del  coaocimieoto  en  un 
juicio  de  faltas  que  eo  apelacioo  pendía 
ante  él  contra  el  maestro  de  iostruccioa 
primaria  de  Villanediana»  que  había  cau- 
sado coQ  un  palo  á  un  oifio  en  su  escueta 
varias  lesiones  para  cuya  curación,  habia 
necesitado  de  asistencia  facultativa  duran- 
te caatro  dias,  y  habia  maltrado  en  ptibli- 
co  al  padre  del  niño  con  palabras  grose- 
ras y  obscenas.  El  juicio  se  había  seguido 
ante  el  Alcalde  en  rebeldía  del  maestro, 
que  del  fallo  de  este  apeló  al  Juez  de  pri- 
mera instancia 9  dirigiéndose  después  al 
Gobernador,  que  requirió  de  inhibición  al 
Juzgado.  Fundó  su  requerimiento  el  Go- 
bernador en  el  párrafo  de  la  R.  O.  de 
18  de  jnoio  de  1848;  y  el  Juez  su  compe- 
tencia en  las  regUs  1.*  y  56  de  la  ley  pro- 
visional para  la  aplicación  del  Código  pe- 
nal. El  Consejo  de  EsUdo  declara  mal 
formada  la  competencia  y  que  no  ha  lu* 
gar  á  decidirla  en  los  términos  siguientes: 

«Visto  el  párrafo  i.^  de  la  R.  O.  de  18  de 

(1)  A  el  último  vislo  y  á  lo  que  retulta  d«  Us  anttce- 
«•le»  M  rtlkf»  sin  datU  «lo  ftcordAüe.» 


junio  de  18^ ,  según  el  cual  compete  á  las 
comisiones  profinciales  de  instrucción  pri- 
maria conocer  y  acordar  las  providencias 
convenientes  para  reprimir  los  abusos  en 
que  por  imprudencia  incurran  los  maestros 
en  los  castigos  corporales  que  inñijan.  á  sus 
discípulos,  siempre  que  no  causen  lesión  que 
por  su  gravedad  sea  considerada  como  de- 
lito: 

Vistos  losarls.  482,  núm.  1.^,  y  el  484, 
núm.  4.®,  del  Código  pennl  

Vistas  las  reglas  I.*  y  56  de  la  ley  provi- 
sional reformada  para  la  aplicación  de  las 
disposiciones  del  Código  

Vista  la  regla  1.'  d<*l  R.  D.  de  18  de  ma- 
yo de  1853,  en  la  que  se  dispone  que  las 
faltas  que,  según  el  Código  penal  ó  las  or- 
denanzas y  reglamentos  administrativos, 
merezcan  pena  de  arreslo,  deberán  ser  cas- 
tigadas siempre  enjuicio  verbal,  con  arreglo 
á  lo  difspueslo  en  la  ley  para  la  ejecución  de 
dicho  Código: 

Visto  el  arl.  54  del  reglamento  de  25  de 
setiembre  de  1863  

•Considerando  aue,  según  lo  prevenido  en 
la  regla  1.*  del  R.  D.  de  18  de  mayo  de 
1S53,  las  faltas  cometidas  por  el  maestro  de 
Villamediana  debieron  ser  castigadas  en  jui- 
cio verbal,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la 
ley  para  la  ejecución  de  dicho  Código,  puts- 
to  que  dichas  faltas  están  previstas  y  pena- 
das en  los  arts.  482  y  484  del  mismo,  y  no 
son  de  las  comprendidas  en  la  R.  O.  de  18 
de  junio  de  1848,  invocadas  por  el  Gober- 
nador para  fundar  su  competencia: 

Considerando  que  en  tat  concepto,  y  te- 
niendo en  cuenta  que  la  pena  de  arreslo 
correspondiente  á  las  faltas  imputadas  at 
profesor  no  puede  en  ningún  caso  imponer- 
se gubernativamente,  es  indudable  que  tan- 
to el  Alcaide  en  el  juicio  verbal,  como  el 
Jues  de  primera  instancia  en  la  apelación 
interpuesta,  eran  los  únicos  competentes  pa- 
ra conocer  del  asunto,  y  no  la  autoridad  ad- 
ministrativa: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  et 
Consejo  de  Estado  en  pleno ,  vengo  en  de- 
clarar esta  competencia  mal  formada,  y  que 
ne  há  lugar  á  decidirla. 

Dado  en  Palacio  á  15  de  marzo  de  1866.» 
(Gae.  8  mayo.) 

CAMINOS  VECINALES.  Incum- 
be á  los  Alcaldes  todo  b  relativo  á  poli- 
eia urbam  y  rural,  y  el  cuidado  y  con- 
servación de  los  camiuxos  y  veredas  veci- 
nales, y  por  tanto  las  providencias  que 
dicten  dentro  del  limite  de  sus  facultades 
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tío  pueden  combatirá  por  la  via  sumarl" 
sima  de  interdicto.  £(#  providencian 
dictadas  en  estos  juicios  no  son  de  las  eje^ 
cutorias  de  que  habla  la  ley  

Decisión  de  23  de  abril  de  i 866. 

Competeocia  suscitada  por  el  Goberna-» 
dor  de  Lugo  al  Juzgado  de  primera  ios-' 
taucia  de  la  capital  sobre  cooocimiento 
cü  el  arreglo  de  unos  cierres  reconstrui- 
dos á  orillas  del  camioo  llamado  Calz'ida 
de  Francos  en  la  parroquia  de  Santa  Ma- 
ria  de  Ameís:í(le  en  el  Ayuntamiento  de 
Castro  del  Rev.  El  Alcalde  de  este  mandó 
á  Francisco  feña  (que  al  reconstruir  el 
cierre  de  una  Gnca  dejó  embarazo  el  trán- 
sito del  camino)  que  repusiera  tas  cosas 
en  el  estado  anterior,  y  este  en  vez  de 
obedecer  el  mandato  entabló  contra  An- 
drés Rodríguez  interdicto  de  rocol>rar  el 
derecho  de  pasar  con  sus  bueyes  por  un 
campo  de  enfrente,  tal  vez  para  que  el 
dueño  de  él  tnficse  que  derribar  su  cier- 
re también  recientemente  reconstruido 

Kero  sin  perjudicar  al  tránsito  del  camino, 
[odríguez  acudió  al  Gobernador  quien 
requirió  al  Juez  de  inhibición  fundado 
principalmente  en  el  testo  expreso  de  va- 
rios artículos  de  la  ley  de  8  de  enero  dtt 
i845,  del  real  decreto  v  reglamento  de  7 
y  8  de  abril  de  Í8t8,  en  ta  R.  O.  de  8  de 
ínayo  de  1839  y  la  ley^y  reglamento  de 
2o 'de  setiembre  de  1863.  Pero  sostenien- 
do su  competencia  el  Juez  apoyado  en 
que  el  interdicto  versaba  únicamente  so- 
bre asunto  de  interés  privado,  y  en  que 
estaba  ya  dictada  ejecutoriamente  su  pro- 
videaciá,  á  consulta  del  Consejo  de  Estado, 
se  decide  á  favor  de  la  Administraci^^n 
por  R.  D.  de  22  de  abril,  en  los  términos 
siguientes: 

«Visla  la  a.  O.  de  8  de  mayo  de  1839.'.. 

Vislo  el  arl.  74.  párrafo  5.®  de  la  ley  de 
8  de  eneró  de  Í845... 

Vislo  el  arl.  80,  párrafo  3.^  de  la  propia 
Jey...  . 

Vislo  el  arl.  180  del  rp^lainenlo  dado  pa- 
ra la  ejecución  del  R.  D.  de  i  de  abril  de 
1848  sobre  conservncioti  y  inojora  los  ca- 
minos vecinales,  se^uii  el  cuni  los  Alcaides 
cuidarán  en  sus  repeclivos  lérminos  juris- 
diccionales que  el  camino  y  sus  márgenes 
eslcu  Ubres  y  desembarazados,  sin  peimilir 


ADVIIfiSTRATlTA* 

eslorbo  alguno  que  obstruya  el  tránsito  pú« 

btico: 

Vislo  el  art.  54,  núm.  3.^,  del  reglamealo 
de  25  de  setiembre  de  1863^,  qu^  prohibe  a 
los  (lobeniadores  suscilar  conlienda  decom- 
peleitc  a  en  los  pleilos  fenecidos  por  senten- 
cia pagada  en  autoridad  de  coaa  juzgada: 

Considerando  que  el  lerrein)  que  separa 
las  dos  tincas  limítrofes  de  ambos  liliganles, 
y  cuyos  muros  se  reclíQcaron  útlimamenle, 
está  deslrnado  pata  via  pública,  /cuoslilu- 
ye  un  camino  vecinal  sujeto  al  cuidado  y  vi- 
gilancia del  Alcalde  de  Caslro  del  Rey,  pueb- 
lo que  á  eslos  funcionarios  y  corporacione:^ 
municipales  incumbe  todo  lu  relalivo  a  po- 
licía urbana  y  rural,  y  el  cuidado  y  consei- 
vaeion  de  los  caminojs  y  veredas  vecinales, 
ai  tenor  de  las  di8i)osiciones  anles  citadas: 

Considerando  que,  según  resulla  del  in- 
forme del  expresado  Alcalde  y  de  los  docu- 
mentos unidos  á  la  instancia  del  vecino  An- 
drés Rodríguez,  aquella  autoridad  dentro 
del  limite  de  sus  facultades,  dictó  acerca  de 
la  caeation  que  se  ventilaba  la  providencia 
que  tuvo  por  conveniente,  la  cual  no  fué 
cumplimentada,  como  debia,  por  su  conve- 
cino Francisco  Perra,  que  trató  luego  de 
anularla  por  medio  del  iuierdictoy  propues- 
to contra  lo  ex  (desámenle  'mandado  en  la 
tí.  O.  de  8  de  majo  de  1839: 

Considerando,  por  último,  que  aun  cuan- 
do no  8^  apelase  de  la  sentencia  dictada  en 
el  repelido  interdicto,  no  es  aplicable  at 
cáso  actual  la  diapoaicion  del  arl.  51  del 
reglamento  dictado  para  la  ejecución  de  la 
ley  de  gobiernos  de  provincia,  comoelJuez 
pretende,  puesto  que  ae  ba  declarado  repe- 
tidamente que  el  proveído  que  recae  en  el 
interdicto  no  puede  estimarse  sentencia  eje- 
cutoria para  el  efecto  de  impedir  que  sus- 
cite cuestión  de  competencia,  poique  se  li- 
mita á  amparar  la  posesión  interinamente, 
sm  hacer  declaración  de  derechos; 

Conrormándome  etc.,  vengo  en  decidir 
esta  competencia  á  favor  de  la  Administra- 
ción.» (Gac.  9  mayo.) 

IHNEBIA.  Las  disposiciones  de  la 
ley  de  minas  relativas  á  servidombres 
en  terrenos  de  particulares  para  ¿a 
industria  minera  no  están  en  oposición; 
antes  deben  armonizarse  en  determina- 
dos  casos  con  las  de  la  ley  de  expropia- 
ción forzosa  y  especialmente  con  el  ar^ 
licuío  i.**  de  la  de  17  de  julio  de  18oü. 

CONTIENDAS  DE  COMPETEN^ 
CIA.   Desde  el  momento  en  que  seveiü- 
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fica  el  requerimienlo  dó  mhibieion,  la 
úutoridad  judicial  lo  mismo  que  la  ad- 
mimírativa  deben  suspefider  todo  proce- 
dimiento  en  el  asunlo.  No  puede  enten- 
dene  contrariada  una  promdeneia  ad- 
ministrativa por  el  interdicto  cuando 
aqi^lla  no  es  legal,  y  aun  siéndolo  si  es 
posterior  i  la  demanda  de  despojo. 

Decisioo  de  24  de  abril  de  1866. 

Competeocia  suscitada  por  el  Goberna- 
dor de  Córdoba  al  Juez  de  Fuente  Oveju- 
na con  motivo  de  un  interdicto  de  este 
amparando  á  D.  Basilio  Manso  en  la  po- 
sesión de  un  campo  de  su  propiedad  lia- 
niado  de  la  Noria,  cerrado  y  c*n  riego,  si- 
to en  los  ruedos  y  término  de  E«picl.  En 
este  campo  entraron  el  dia  8  de  marzo  los 
trabajadores  de  una  sociedad  minera  La 
Araucana,  y  se  pusieron  durante  aquel 
dia  V  el  siguiente  9  á  abrir  un  pozo.  El 
dia  fl  acudió  Manso  pidiendo  amparo  de 
pose<ioD  al  Juez,  y  el  día  ii  acudió  La 
Araucana  al  Gobernador  pidiendo  la  for- 
macioo  de  expediente  para  la  expropia- 
ción; y  mientras  se  proveia  al  amparo  de 
posesión,  Manso  á  la  vez  que  por  un  escri- 
to pedia  al  Gobernador  que  se  reconocie- 
se la  mina  y  se  negara  la  expropiación, 
exponiendo  que  no  se  le  había  pedido  la 
conformidad  para  abrir  el  pozo,  que  su 
Onca  estaba  cerrada  y  era  de  regadío, 
que  no  estaba  demostrada  la  necesidad  de 
abrir  el  pozo  en  su  finca,  y  que  no  sien- 
do minero  no  estaba  obligado  á  dar  venti- 
lación á  la  mina  Luz;  por  otro  de  la  mis* 
ma  fecha  apeló  al  Ministerio  de  Fomento 
de  la  providencia  por  la  que  se  otorgó 
permiso  para  abrir  el  pozo,  sin  que  desde 
el  30  de  marzo  de  1865  en  que  se  pre- 
sentó al  Gobernador  se  le  haya  dado  cur- 
so. Esta  autoridad  requirió  al  Juez  de  in- 
hibicioQ  en  3  de  abril,  fundándose  en  el 
párrafo  2.**  del  art.  94  de  la  ley  de  minas 
de  6  de  julio  de  1859;  y  el  Juez  contestó 
eco  fecha  del  14  que  estaba  ejecutada  ya 
la  providencia  definitiva,  sin  suspender 
I6s  procedimientos  hasta  14  de  novieín- 
bre,  en  que  el  Gobernador  repitió  su  re^ 
querímíenlo,  de  acuerdo  con  el  Consejo 
proviüciai,  suspendiendo  también  el  cur^ 
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so  del  expediente  que  hasta  eatónces  ha- 
bía seguido. 

Declaróse  el  Juez  competente,  sin  ce* 
lebrar  vista  del  artículo,  apoyándose  prin- 
cipalmente en  que  el  despojante  no  hubia 
obrado  en  virtud  de  una  disposición  ad- 
ministrativa, y  en  que  la  sentencia  del 
interdicto  estaba  ejecutoriada;  c  insistien- 
do el  Gobernador  en  su  requerimiento, 
conforme  con  el  Consejo  provincial,  re- 
sultó el  presente  conflicto  que,  vistos  ios 
arts.  94,  55  y  56  de  la  ley  de  minas  de  6 
de^juliode  1859,  el  t.**  de  la  de  expro- 
piación forzosa  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica de  17  de  julio  de  1858,  la  R.  O.  de 
8  de  mayo  de  1859  y  los  arts.  58  y  60 
del  reglamento  de  2*5  de  setiembre  do 
1855,se  decide  en  los  términos  si¿uienteí5: 

(«Considerando: 

Que  el  art.  55  de  la  ley  de  minas  no 
es  aplicable  al  présenle  caso,  por(|ue  se  re- 
fiere á  las  serviduiubres  que  muluainenl<i 
deben  prestarse  los  mineros,  y  no  siéndol*> 
el  querellante  no  está  obligado  á  sufrirla  en 
su  propiedad: 

2.  ®   Quo  la  disposición  del  citado  art.  56 
la  propia  ley,  relativa  á  servidumbres  <mi 

terrenos  de  particulares  necesarias  para  ta 
industria  minera ,  es  aplicable  por  anaiogía 
a  este  caso  y  se  refiere  á  la  ley  de  expro- 
piación forzosa,  según  la  cual  es  indispensa- 
ble que  precedan  los  requisitos  que  determi- 
na el  art.  1.^  de  la  de  17  de  julio  de  Ifób: 

3.  *  Que  la  providencia  del  Gobernad(»r 
permitiendo  abrir  el  pozo  de  ventilación  en 
una  linca  de  propiedad  privada,  sin  que  pr«?- 
cediera  una  expropiación  formal ,  no  pued»? 
estimarse  dictada  en  uso  de  sus  atribuciones 
legitimas: 

4.  °  Que  tampoco  puede  tenerse  por  con- 
trariada la  providencia  administrativa,  aun 
siendo  legal ,  por  medio  del  interdicto,  y  sí 
este  por  aquella,  puesto  que  el  aclo  del  Go« 
bernador  es  posterior  á  la  demanda  de  des- 
pojo, y  con  el  se  pretendió  convalidar  la 
perturbación  del  estado  posesorio: 

5.  ^  Que  ninguna  de  las  autoridades  con- 
lendienles  ha  cumplido  con  lo  que  previene» 
el  art.  58  citado  del  reglamento  de  25  de  se- 
liembra  de  18G3,  cuyo  precepto  de  suspen- 
der lodo  procedimiento  en  el  apunto  se  re- 
tiere  igualmente  á  la  autoridad  administra- 
tiva que  á  la  judicial,  y  reconoce  por  prin- 
cipio que  peíídienle  el  conflicto  nada  debe 
innovarse,  porque  desde  el  momento  en  que 
se  pone  en  duda  la  competencia  ainguua  de 
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las  autoridades  contendientes  la  tiene  para 
entender  del  negocio; 

Conformándome  etc.,  vengfo  en  decidir  es- 
ta competencia  á  favor  de  la  autoridad  judi* 
cía!  y  lo  acordado  (1).  Dado  en  Palacio  á  24 
de  abril  de  1866.»  (Gác.  9  mayo.) 


üecUlones  á  consiilia  del  Consejo  do 
Kiiiado   sobre  aiiiorlm«elOBOO  para 

proeeiMir. 

BESPONSABILIDAD  CBmm  AL. 

Está  exento  de  ella  el  que  obra  en  defen*^ 
na  propia  y  en  cumplimiento  y  dentro  de 
^us  debel  es  legítimos. 

Decisión  de  25  de  febrera  is  1866. 

El  Juez  de  la  Rambla,  instruidas  dili- 
geocias  sobre  el  hecho,  y  para  procesar  á 
(in  guardia  mun^eipal  por  lesiones  á  un  ve- 
ciDO,  pidió  autorización  al  Gobernador  de 
Córdooa,  y  negada  por  este  de  acuerdo 
(on  el  Consajo  provincial;  á  consulla  del 
(ie  Estado  y  en  vista  de  los  casos  cuarto 
y  uadécimo  del  art.  8.^  del  Código  penal, 
por  R.  D.  de  23  de  febrero,  se  condriqji 
ia  negativa: 

<(Conslderando  que  de  lo  actuado  en  este 
expediente  se  desprenden  fundamentos  bas- 
tantes para  eslimar  exento  de  responsabili- 
dad al  guardia  municipal  ó  quien  se  intenta 
procesar,  puesto  que  está  probado  en  el  su- 
mario que  solo  hizo  usó  del  bastón  ó  palo 
(|ue  llevaba  cuando  se  vió  acometido  por  el 
paisano,  y  gravemente  desobedecido;  por  lo 
cual  está  dentro  de  los  casos  de  excepción  á 
que  se  refiere  el  art.  8.*  del  Código  penal.» 
(Gac,  10  marzo.) 

FEOOESAMIBNTO.  Cuando  la  ne* 
gligencia  en  que  incurre  un  agente  admi- 
nistrativo no  prodme  mal  ni  perjuicio 
alguno,  iw  ha  lugar  á  procesar  al  negli'^ 
gente. 

Decisión  de  29  de  nano  de  1866. 
Un  Regidor  de  Chíclana  en  funciones  de 


{V  Este  «acordado»  se  refiere  d  lo  que  porece  a)  he- 
etio  <(■•  resulta  de  no  haber  curtad«  el  Guberaad«r  la 
wUcitud  de  apclaciuii  al  Ministerio;  6  al  de  haber  con- 
tmuado  á  urocedimieHto  arabas  ^Autoridades  eonteit. 
«lenttt  •  i  lars  do»  co^a». 


Alcalde  ofició  á  la  junta  sindical  de  los 
gremios  de  coosumos  que  el  Ayuntamien^ 
to  habia  acordado  se  satisfaciera  el  5  por 
i  00  de  los  derechos  para  gastos  de  Adrni^ 
nistracion ,  sin  reparar  al  ftirmar  el  oficio 
la  equivocación  del  escribiente,  pues  lo 
acordado  habia  sido  el  5  por  iOO.  Otro 
dia  el  Alcalde  ofició  á  la  misma  junta  que 
se  habia  dejado  á  su  precedente  arbitrio 
arreglar  lo  preciso  para  dichos  gastos.  Lle^ 
gó  el  dia  del  cobro  y  se  exigió  el  5  por 
iOO:  y  hecha  pesquisa  en  las  actas  de 
acuerdos  apareció  el  primero  y  en  él  5  por 
100.  ¿Habia  en  todo  esto  delito  de  false- 
dad? El  Juzgado  quiso  averiguarlo  encau- 
sando al  Alcalde  y  al  Regidor;  pidió  auto- 
rización al  Gobernador  de  Cádiz  que  la 
ucgóf  y  por  R.  D.  de  29  de  marzo,  a  con- 
sulta del  Consejo  de  Estado  se  confirma 
la  negativa: 

«Considerando ,  respecto  al  Alcalde  (don 
Juan  Galindo)  que  solo  tuvo  falla  en  la  for<^ 
ma  consignando  de  oñcio  los  primeros  pasoi 
de  un  arreglo ,  que  solo  tendría  aquel  carác- 
ter después  de  terminado,  como  lo  fué  al 
aceptarse  el  acuerdo  del  Ayuutamiento;  y 
respecto  al  Regidor  que  puede  ser  acusado 
de  negligencia,  sin  que  su  misión  conslitu'^ 
ya  deiiio  porque  no  hubo  intención  maiiciO'- 
sa  ni  daño  causado: 

Considerando  que  las  presunciones  desfa- 
vorablef  al  Alcalde  y  al  Regidor  que  pudie- 
ran deducirse  de  ciertos  datos  del  expediente 
quedan  completamente  desvanecidas  con 
otros  que  del  mismo  aparecen  y  con  las  ex- 
plicaciones de  los  interesados  debidamente 
justiticadas,  las  cuales  reducen  los  hechos  á 
la  categoría  de  fallas  ó  inroxmalidades  que 
toca  corregir  á  la  Administración: 

Y  considerando  que  siendo  en  su  fondo  el 
negocio  de  que  se  trata  una  incidencia  del 
encabezamiento  de  consumos  deChictauay 
debe  resolverse  por  la  Administración  como 
cuestión  previa  y  sin  perjuicio.»  (Gac« '  2U 
abril.) 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietario  ^ 
y  Editor  responsable. 


MADKID.—Imp.  .lo  El  ConauUor  á  c^r^        K.  a, 
la  IKvA,  Ftfintutu,        <A<luiíiiistrtciou,  J«sta7. 
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Layes,  AeeretM,  rcalea  éntonesy  elré^- 
tovM  de  lee  eeelree  dlreeilvee. 

147.  PBOPrBDAD  BUBAli.-B.  O.  de 
17  de  41>rU  y  17  de  meyo,  negamdo  la  pr^ro- 
f»del  plaao  de  seis  meses  para  pedir  el  reoo- 
no^imiento  de  la  de  suertes  de  propios  y 
terrenos  roturados. 

(Uac.)  ((El  Excmo.  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
beroacion  del  Reino ,  con  fecha  17  del  actual, 
me  dice  lo  que  si^e: 

Por  el  Ministerio  de  Hacienda  se  dice  á  es- 
te de  la  6ot>ernacion  en  17  de  abril  último  lo 
sifoiente: — Excmo.  Sr.:  He  dado  cuenta  á  la 
Reina  (Q.  D.  G.).de  la  consulta  que,  fundada 
ff)  las  de  varios  Gobernadores  de  provincia, 
áiñpá  V.  S.  á  este  Ministerio ,  sobre  lacón- 
véoieocia  de  ampliar,  por  otro  p{a2o  definiti'> 
vamenle  improrogable ,  la  admisión  por  los 
Ayuntamientos  délas  solicitudes* para  ob^ 
i^er  el  título  adm'mistralívo  los  poseedores 
de  terrenos  con  las  condiciones  expresadas 
en  ta  ley  de  6  de  mayo  de  1855^  atendiendo 
á  la  irregularidad  con  que  ha  venido  ó  ter- 
minar el  plazo  de  seis  meses  señalado  en  el 
R.  D.  de  10  de  julio  último;  á  la  multitud  de 
expedientas  presentados ;  á  encontrarse  in- 
teresada en  los  beneficios  de  la  ley  la  clase 
menos  acomodada  de  las  poblaciones  rurales, 
^  que  ignora  en  su  mayor  parte  las  '^-'^posi- 
cttHies  que  la  favorecen;  y  por  íin ,  .  las  di- 
fíáles  y  penosas  circonstancias  que  atravesó 
ft  país  con  motivo  de  la  epidemia  colérica. 
En  so  vista ,  y  considerando  que  el  R.  D.  de 
10  de  julio  último,  expedido  con  el  acuerdo 
del  Consejo  de  Ministros ,  señaló  ya  como 
ptsxo  improrogable  el  de  seis  meses  desde  su 
pubrieaeion ,  y  que  al  circularlo  la  Dirección 
general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Esta- 
do á  los  Gobernadores  del  Reino ,  lo  hizo  con 
la  advertencia  de  que  ese  plazo  debia  con- 
Urse  páralos  vecinos  de  las  capitales  de  pro- 
vincia ,  desde  la  inserción  del  real  decreto 
en  los  Boletines  oficiales  de  las  mismas ,  y 
decde  cuatro  dias  después  para  los  de  los  pue* 
bh>9  de  cada  una ,  spgun  previene  la  ley  de 
3  de  noviembre  de  1837;  y  aun  se  indicó  la 
oporlanidad  y  conveniencia  de  que  por  los 
respectivos  Alcaldes  se  diera  á  conocer  á 
sus  administrados ,  por  medio  de  edictos  y 
pregones ,  comodebe  suponerse  que  lo  hiele- 
Tomo  X  del  Dice. 


ran  :  Considerando  que  sin  violentar  en  su 
aplicación  el  mas  recio  sentido  del  art.  6.*  del 
enunciado  real  decreto ,  ha  debido  entender- 
se, y  sin  duda  se  ha  entendido,  que  durante 
el  plazo  de  los  seib  meses  señalado  por  el 
mismo  podían  los  interesados ,  no  ya  obtener 
la  titulación  de  sus  terrenos  al  amparo  de  la 
ley  de  6  de  mayo  de  1855 ,  sino  intentar  su 
reclamación  para  conseguirlo ,  ó  sea  presen- 
lar  las  oportunaa  solicitudes:  Considerando 
que  por  la  R.  O.  de 21  de  setiembre  del  año 
próximo  pasado,  expedida  por  ese  Ministe- 
rio ,  y  circulada  á  los  Gobernadores ,  se  esta- 
blecieron cuantas  reglas  y  diaposiciones  pu- 
dieran apetecerse  en  pro  de  los  poseedores 
de  loe  terrenos  de  que  se  trata,  para  facili- 
tarles los  beneficios  de  la  ley  y  real  decreto 
ciiados,  teniendo  muy  presente  la  clase  pro- 
letaria tan  interesada  en  legitimar  su  propie- 
dad en  esa  parle,  y  digna  por  cierto  de  la 
atención  del  Uobierno :  Considerando  que  por 
mas  aflictivas  y  penosas  que  desgraciada- 
mente hayan  sido  las  circunstancias  de  de- 
terminados pueblos  é  individuos,  con  moti- 
vo de  la  epidemia  reinante,  en  época  no  le- 
jana; felizmente,  por  otra  parle,  ni  todas 
ellas  alcanzaron  á  la  mayoría  del  pais,  ni 
en  los  pueblos  que  sufrieron  tan  cruelmente 
dejaron  de  ceder  aquellas  hasta  el  punto  de 
que  no  pudieran  siquiera  presentar  sus  recla- 
maciones,  después  de  los  medios  que  tan  fá- 
cil las  hacia  según  la  expresada  R.  O.  de  21 
de  setiembre :  Considerando  que  con  las  dis- 
posiciones de  que  se  ha  hecho  mérito,  y  con 
la  recta  interprelacion  del  art.  6.^ del  referido 
decreto,  ha  facilitado  el  Gobierno  á  todos  los 
interesados,  dentro  del  respectivo  plazo 
igualmente  legal  para  todos ,  los  medios  mas 
eticaces ,  regulares  y  económicos  para  ejer- 
citar susderechos  y  obtener  la  titulación  cor- 
respondiente; S.  M.  se  ha  servido  resolver 
que  no  procede  prorogar  de  nuevo  el  plazo 
de  los  seis  meses  señalado  como  improroga- 
ble  por  el  R.  D.  de  10  de  julio  úliimo ,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros ;  de- 
biendo los  Gobernadores  y  Alcaldes  ajustar 
su  conduela  en  este  asunto  á  las  disposicio- 
nes comunicadas,  aplicándolas  en  su  mas 
recto  sentido,  sobre  todo  respecto  á  la  termi- 
nación del  plazo  para  admitir  las  solicitudes 
promovidas  ó  que  se  promuevan  ,  conciiiáo- 
dose  así  el  derecho  de  los  pueblos  y  parti- 
culares con  el  respelo  que  debe  prestarse  á 
»  los  preceptos  del  Gobierno  ,  no  dilatando  por 
i5 
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mas  tiempo,  á  pretexto  de  reclamaciones 
mas  ó  menos  atendibles  p  el  entregar  á  la 
desamortización  lo  que  legítimamente  debe 
ser  objeto  de  ella ,  y  que  sin  duda  alguna  ha 
de  contribuir  á  mejorar  la  condición  de  la 
misma  clase  proletaria ,  tan  digna  en  verdad 
de  la  consideración  del  Gobierno  de  S.  M.,  en 
cuanto  sea  dable. — De  real  órden  lo  digo  a 
V.  G.  para  su  conocimiento  y  fines  opor- 
tunos. 

Lo  que  de  la  misma  real  órden  transcribo 
á  V.  S.  para  que  se  inserte  inmediatamente 
en  el  Boletin  oficial  con  las  siguientes  pre- 
venciones: 

1.  ^  Que  no  se  dé  curso  á  los  expedientes 
de  legitimación  de  terrenos,  cuyas  solicitu- 
des ó  peticiones  no  hayan  sido  registradas  y 
relacionadas ,  de  conformidad  con  las  reglas 
establecidas  por  la  R.  O.  de  21  de  setiembre* 
de  1865,  citándose  el  numero  que  haya  to- 
mado cada  expediente  al  remitirse  á  este 
Ministerio. 

2.  ^  Que  con  el  fin  de  comprobar  la  exac- 
titud del  registro  de  estos  expedientes  con 
las  relaciones  remitidas  á  este  Ministerio ,  en 
euuiplimienlo  de  la  regla  5  ^  de  (a  precitada 
real  órden,  enviará  V.  S.  un  resumen  del 
número  de  solicitudes  presentadas  en  cada 
pueblo  de  su  provincia,  y  certificado  del  dia 
en  que  se  cerraron  los  libros  de  registro  en 
ese  Gobierno  de  provincia  y  en  las  Alcaldías 
según  las  reglas  2.^  y  4.* 

Y  3.*  Que  cuide  V.  S.  muy  especialmente 
se  estudie  ia  tramitación  de  estos  expedien- 
tes por  el  Consejo  provincial  y  por  todos  los 
funcionarios  que  en  ellos  intervienen ,  ántes 
de  elevarlos  á  ja  superior  aprobación ,  para 
que  sean  corregidas  las  faltas  de  instrucción, 
de  documentos  y  datos  precisos  é  indispen- 
sables, según  están  prescritos  por  las  reales 
órdenes  de  4  de  novieníil>re  de  1862  y  21  de 
setiembre  último. 

Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  Madrid 
17  de  mayo  de  1866.— Posada  Herrera.— Se- 
ñor Gob<  rnador  de  la  provincia  de  Burgos. 
{Boielin  oficial  d§  ía  provirkciade  Búrgos  nú- 
mero 86.) 

148.  ESCUBIiAS  SSPSOIAIiES.-Beal 
órden  de  26  de  mayo  sobre  ex&men  para  el 
ia£;reso  en  la  escuela  especial  da  operaoio- 
nea  geogriñoas. 

(Pres.  del  C.  db  M.)  «Enterada  S.  M.  la 
Reirna  (Q.  D.  G.)  de  las  razones  expuestas 
por  esa  Dirección  general  de  su  cargo,  y  te- 
niendo presente  lo  prevenido  eu  el  tí.  O.  de 
13  do  noviembre  de  1859,  eUrl.  3.*^  del  de  2 
do  juiio  de  1861  y  el  U.^  dbl  de  15  de  ju- 
lio do  IS65|  bc  Ua  servido  dispotier  que  se 


convoque  á  exámen  para  proveer,  como 
número  máximo,  el  de  20  plazas  de  alum- 
nos de  la  escuela  especial  de  operaciones 
geográficas,  con  sujeción  á  las  reglas  que  se 
extabie^can  en  la  instrucción  que  deberé 
publicarse  por  la  expresada  dirección.  De 
real  órden,  etc. — Aranjuez  26  de  mayo 
de  1866.» 

Publica  á  continuación  la  Gacela  una  ins- . 
truccion  para  h$  aipirantes  á  ingresar  en  la 
escuela  especial  de  operaciones  geográficas, 
con  21  artículos;  y  un  programa  detallado 
de  las  materias  de  que  han  de  examinarse 
los  que  pretendan  ingresar  en  dicha  escue- 
la. (Gac.  5  de  junio). 

149.  NAVEGACION.  — B.  O.  de  28  de^ 
mayo  sobre  reglamentos  para  la  navegación 
y  transporta  de  trabajadores  asiáticos  4  loa 
AntiUas. 

(Ultramar.)  «Vista  la  carta  de  V.  E., 
núm.  1,423,  fectia  14  de  setiembre  del  año 
próximo  pasado,  en  que  consuUa  sobre  la 
luteligencia  y  aplicación  en  su  caso  del  ar- 
tículo 11  del  reglamento  de  asiáticos,  v  so- 
bre la  subsistencia  de  la  regla  3.^  del  12  del 
mismo  reglamento,  después  de  la  publica- 
ción de  la  B.  O.  de  27  de  enero  de  1862: 

Visto  el  expresado  arl.  11 ,  que  dispone 
cque  los  imporladores  de  trabay adores  no 
embarcarán  en  cada  buque  mas  que  una 
persona  por  cada  dos  toneladas,  entendién- 
dose que  este  espacio  ó  capacidad  debe  ser 
en  el  ámbito  total  que  queda  para  aloja- 
miento después  de  la  earga  ó  estiva  prio- 
cipal  del  buque:» 

Vista  la  regla  3.*  del  arl.  12,  que  previe- 
ne: ((Llevar  médico  y  botiquín  á  bordo 
cuando  pase  de  40  el  número  de  personas 
embarcadas:» 

Vista  la  R.  O.  de  27  de  enero  de  1862» 
que  determinó  que  el  número  de  pasajeros 
que  desde  su  fecha  se  permitirla  embarcar 
para  las  Antillas  y  América  del  Oeste  sería 
uno  por  cada  tonelada  del  espacio  vacío  de 
sus  tMKkgas,  y  para  los  puertos  de  Asia  y 
América  del  Sur  uno  por  cada  tonelada  y 
media  de  las  mismas  condiciones: 
Considerando: 

1.^  Que  tratándose  de  la  asistencia  de 
asiáticos,  los  médicos  chinos  han  de  ofrecer 
por  lo  menos  iguales  garantías  que  los  de 
otros  países,  por  el  conocimiento  práctico 
de  las  enfermedades  propias  de  la  raza,  de 
su  naturaleza  y  sistemas  de  curación,  y  q«e 
en  general  inspiran  mas  conñanza  á  los  co- 
lonos, idea  que  conUrma  V.  £.  diciendo  que 
de  las  comparaciones  hechas  aparece  (j^ue 


Digitized  by 


PARTE  LEGISLATIVA. 


227 


fn  e«log  casos  producen  mejores  resallados 
los  médicos  chinos  que  los  europeos: 

2.  *  Que  la  admisión  de  dichos  médicos 
obfiaria  la  g^ran  difieollad  que  loa  inirodue- 
lores  de  colonos  encuentran  para  cumplir 
la  re^la  expresada  por  la  escasez  de  raedi- 
eot  europeos  en  los  puertos  de  embarque: 

3.  *  Que  la  R.  O.  de  27  de  enero  de 
1862  que  establece  el  cómpulo  de  un  pasa* 
jero  por  cada  tonelada  ó  lonetada  y  meaia  de 
cabida  del  buque  que  sirva  de  Irasporie,  se- 
^n  su  caso,  te  refiere  ¿  la  conducción  de 
pasajeros  en  general,  y  que  por  lanío  no  ha 
deroipido  las  reglas  que  para  un  servicio  es- 
pecial como  es  el  de  conducción  de  colonos, 
y  tratándose  de  viajes  desde  los  puertos  de 
Asia  á  la  isla  de  Cuba,  estaban  lijadas  por 
el  reglamento  de  inmigración  de  asiáticos: 

4.  "  Que  la  especialidad  con  que  ha  sido 
considerada  la  introducción  de  dichos  co- 
lonos en  esa  isla ,  y  por  tanto  las  regias  de 
su  embarque,  lo  comprueba  el  hecho  de  ha- 
berse exigido  por  el  reglamento  expresado 
h  proporción  de  un  pasajero  por  cada  dos 
toneladas,  siendo  asi  que  á  la  fecha  de  sü 
expedición  regía  la  R.  O.  de  6  de  mayo  de 
1856  que  fijaba  para  el  trHSt)orte  de  pasa- 
jeros en  general  una  proporción  distinta. 

La  Reina  (Q.  D.  G.).  de  conformidad  con 
el  dictámen  del  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, ha  tenido  á  bien  declarar: 

1.®  Que  los  buques  que  conducen  colo- 
nos asiátioos  y  llevan  á  bordo  un  médico 
cliíno  campten  con  la  condición  3.^  del  ar- 
tícalo  12  del  reglamento  de  6  de  julio  de 
1860,  siempre  que  el  Cdnsal  del  puerto  de 
saüda  certifique  que  la  persona  que  se  em- 
barca como  médico  ejerce  en  realidad  esta 
profesión. 

Y  2.®  Que  para  regular  el  número  de 
personas  que  según  su  cabida  puedan  con- 
doeir  los  baques  destinados  á  este  objeto, 
d^)e  estarse  á  la  prescripción  del  art.  11 
del  mismo  reglamento.  De  r^al  órden,  etc. 
—Madrid  28  de  mayo  de  1866.— Cánovas.» 
{Gqc.%  junio.) 

150.  Tin:i]:aBAF08.~B.  D.  ¿te  2  da  Ju- 
nio, aprobando  mi  nuevo  reglamento  org¿- 
nioo  del  ouarpo  y  ■•rrioio  de  tielégrafoB. 

(GoB.)  cBn  atención  á  las  razones  que 
ée  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros  nie 
ha  expuesto  el  de  la  Gobernación ;  oído ,  en 
cumplimiento  del  art.  45  de  la  ley  de  17  de 
agosto  de  1860,  el  parecer  del  Consejo  de 
Estado  en  pleno. 

Vengo  en  aprobar  el  adjunto  reglamento 
orgánico  del  cuerpo  y  servicro  de  lelégraros. 

Dado  en  Aranjuez  á  3  de  junio  de  1866. 


— Está  rubricado  de  la  real  mano.— El  Mi- 

Iiiislro  de  la  Gobernación,  José  de  Posada 
Herrera.»  (Gac.  7  junio.) 

Inserta  dicha  Gaceta  este  reglamento  com- 
prensivo ae  59*  artículos  en  tres  títulos  que 
tratan;  el  primero:  De  la  red  lelegráfica 
en  general  y  clasificación  de  los  funcionarios 
del  cuerpo;  el  segundo:  De  las  atribuciones 
y  deberes  del  personal;  y  el  tercero:  De  va* 
rias  disposiciones  generales. 

161.  SOCIEDADES  ANONIMAS.-itis- 
c3tos.-H.  D.  de  4  de  iunio ,  autorizando  la 
constituoion  eu  Españadeuna  Sociedad  anó- 
nima íni^esa  eoik  ei  título  de  «Compañía  Ibé- 
rica de  rieffoi.» 

(FoH.)  «Visto  el  expediente  instruido  por 
el  Gobernador  de  esta  provincia  para  el  es- 
tablecimiento de  una  Sociedad  anónima  con 
el  capital  de  3  800.000  escudtn,  dividido  en 
40.000  acciones  de  á  95  escudos  cada  una, 
y  el  títuk)  de  Compañía  Ibérica  de  riegos, 
en  la  cual  traía  de  refundirse  la  constituida 
'  en  Londres  con  la  denominación  de  íberian 
Irrigalion  Company  Limited ,  que  tiene  por 
objeto  do  sus  operaciones  la  conslrncciori  y 
explotación  de  los  canales  del  Príncipe  dt¿ 
Asturias,  en  las  provincias  de  León  y  Za- 
mora; el  de  Henares,  en  las  de  Guadalajara 
y  Madrid,  y  los  demás  que  pueda  adquirir. 

Vistos  los  documentos  presentados  para 
demostrar  el  estado  de  la  Compañía  inglesa 
en  dt  de  marzo  último,  de  los  cuales  resul- 
ta que  de  las  30.000  acciones  de  á  10  libra*< 
esterlinas  cada  una  de  que  se  compone  su 
capital  social ,  tenia  emitidas  y  en  circula- 
ción 16.328: 

Visla  la  relación  presentada  por  los  re- 
presentantes provisionales  de  la  anónima 
españora  para  acreditar  la  suscricion  d^ 
4.844  acciones  suscritas  por  varios  Ayunln- 
mienlos  de  los  pueblos  de  la  provincia  d« 
Guadalajara,  autorizados  competenlemeniu 
al  efeclo: 

Vistas  las  Rs.  Ords.  de  10  y  30  de  mayo 
próximo  pasado,  aprobando  la  primera  los 
estatutos  de  esta  Compañía  tal  como  apare- 
cen consignados- en  la  escritura  de  15  ae  oi*- 
tubre  de  1865  y  su  adicional  de  12  de  abril 
sigrurenle,  y  fijando  la  secunda  en  20  por 
too  el  dividendo  que  han  de  realizar  las  ac- 
ciones nuevamente  suscritas  para  completar 
con  las  ya  emitidas  el  50  por  100  del  capi- 
tal con  que  trata  de  conslituirMe ,  en  virlud 
de  lo  que  dispone  la  ley  de  11  de  julio  de 
1860: 

Vista  la  certificación  librada  por  la  con- 
taduría de  Hacienda  pública  de  la  provin- 
cia de  Guadalajara  de  las  cantidades  que  los 
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pueblos  mencionados  tienen  acreditadas  on 
MUS  cuentas  por  inf^resos  en  aquella  sucur- 
sal de  la  Caja  de  Depósitos,  producto  de  la 
tercera  parle  de  sus  bienea  de  propios  ena- 
jenados con  deslino  á  la  suscricion  de  accio- 
nes de  la  proyectada  Compañía,  y  cuyo  to- 
tal importe  excede  del  25  por  100  del  ca- 
pital: 

Vista  la  comunicación  del  Gobernador  de 
esta  provincia  remitiendo  dicho  certificado 
y  manifeslaudo  que  si  bien  no  existe  la  in- 
dicada cantidad  en  la  Caja  social,  in^i^resará 
en  ella  tan  lueg^o  como  la  compañía  esté 
eons  ti  luida  y  pueda  reclamarla  de  la  Caja 
de  Depósitos,  donde  actualmente  está  con- 
signada, por  cuya  razón  da  por  comproba- 
da su  existencia  con  arreglo  á  lo  prevenido 
eu  el  reglamento  de  17  de  febrero  de  1848: 

Considerando  que  en  la  instrucción  do 
este  expediente  se  han  cumplido  las  pres- 
tripciones  legales; 

De  conformidad  con  lo  propuesto  por  el 
Consejo  de  Estado  en  pleno,  y  de  acuerdo 
ton  el  de  Ministros, 

Vengo  en  autorizar,  con  el  objeto  y  capi- 
tal expresados,  la  constitución  de  la  socie- 
dad anónima  titulada  Compañía  Ibérica  de 
riegos,  quedando  en  ella  refundida  la  esta- 
blecida en  Lóndres  con  la  denominación  de 
Iberian  Irrigation  Company  Limiied ;  seña- 
lándole el  término  de  60  dias  para  que  dé 
principio  á  sus  operaciones. 

Dado  en  Aranjuez  á  4  de  junio  de  1866. 
— Está  rubricado  de  la  real  mano. — El  Mi- 
nistro de  Fomento,  Antonio  Aguilar  y 
Correa.»  (Gac.  7  junio.) 

162.  TBATADOS.-Iiey  de  13  de  Julio 
autorisando  al  Gobieluo  para  ratificar  el  tra- 
tado de  límites  con  Portugal...  y  tratado  ra- 
tificado, ~P  asan  al  TBftftiTOftio  Bsrikftoi.  tres  pue- 
blos promiscuos,  y  otros  tres  á  Portugal. 
Prendamientos  de  ganados  en  los  pueblos 
fronterisos. 

(Estado.)  Duna  Isabel  II.  etc- 
Articulo  único.  Se  autoriza  al  Gobierno 
de  S.  M.  para  ratiñcar  el  tratado  ajustado 
entre  España  y  Portugal  con  el  objeto  de  li- 
jar los  límites  de  ambas  naciones  en  la  por- 
ción de  frontera  correspondiente  á  las  pro- 
vincias de  Pontevedra,  Orense,  Zamora, 
Salamanca,  Cáceres  y  parle  de  la  de  Bada- 
joz, firmado  en  Lisboa  por  los  Plenipoten- 
ciarios respectivos  el  día  29  de  setiembre 
de  1864. 

Por  tanto:  Mandamos  etc.  Palacio  de  San 
lldefonsoá  13  de  julio  de  1865.—  Yola  Reina. 
—El  Ministro  de  Estado,  Manuel  Bermudez 
de  Castro. 


TEATADO. 

«S.  M.  la  Reina  de  las  Españas  y  S.  M.  el 

Rey  de  Portugal  y  de  los  Algarbes ,  habien^ 
do  tomado  en  consideración  el  estado  de  in^ 
quietud  en  que  se  encuentran  muchos  pue- 
blos situados  en  los  confines  de  ámbos  reinos 
por  no  existir  una  delimitación  precisa 
del  territorio  ni  tratado  alguno  internacional 
que  la  señale ;  y  deseando  poner  término  dt 
una  vez  para  siempre  á  los  desagradables 
altercados  que  con  aquel  motivo  se  suscitan 
en  varios  pantos  de  la  raya  y  establecer  y 
consolidar  la  paz  y  armonía  entre  las  pobla* 
cienes  limítrofes;  y  finalmente,  reconocien- 
do la  necesidad  de  hacer  desaparecer  ta  anó- 
mala situación  en  que  á  la  sombra  de  antiguas 
tradiciones  feudales  han  permanecido  hasta 
aquí  algunos  pueblos  inmediatos  á  la  linea 
divisoria  de  ámbos  Estados ,  con  notable  y 
común  perjuicio  de  estos,  han  convenido  eu 
celebrar  un  tratado  especial  que  determine 
iclara  y  precisamente ,  asi  los  derechos  res- 
pectivos de  los  pueblos  confinantes,  como 
los  límites  territoriales  de  ámbas  soberanías 
en  el  trayecto  de  frontera  que  se  extienda 
desde  la  desembocadura  del  Miño  hasta  la 
unión  del  rio  Caya  con  el  Guadiana. 

Con  este  objeto  han  nombrado  por  •«§ 
Plenipotenciarios ,  á  saber :  etc. 


Los  cuales ,  después  de  eonnunicarse  sus 
plenos  poderes  que  fueron  hallados  en  bue- 
na y  debida  forma,  habiendo  examinado 
prolija  y  detenidamente  varios  y  numerosos 
documentos,  así  antiguos  conno  modernos, 
aducidos  por  ámbas  partes  en  apoyo  de  sus 
derechos  y  pretensiones,  y  habiendo  ade- 
más tenido  á  la  vista  los  estudios  y  trabajos 
de  la  comisión  mista  de  limites  que  en  los 
últimos  años  recorrió  la  línea  fronteriza ,  han 
convenidoen  los  artículos  siguietiles: 

Artículo  1.^   La  lineado  separación  en- 
tre la  soberanía  del  reino  de  España  y  la  del 
reino  de  Portugal  á  partir  desde  la  deaembo-. 
cadura  del  rio  Miño,  entre  la  provincia  es- 
pañola de  Pontevedra  y  el  distrito  portugués 
de  Vianna  do  Castello,  se  dirigirá  por  el  cen- 
tro de  la  corriente  principal  del  Mmo  h%sVa 
la  confluencia  del  rio  Barjas  ó  Troacoso. 

La  isla  Canosa ,  situada  cerca  de  la  deaeai- 
bocadura  del  Miño,  la  denominada  Cancela, 
la  Insula  Grande,  que  se  halla  en  el  g^rupo 
de  las  islas  de  Verdoejo,  entre  el  pueblo  es- 
pañol Caldelas  y  el  portugués  Verdoejo,  y 
el  islote  Filia  Boa,  situado  cerca  de  Salvai- 
tierra,  pertenecerán  á  España. 

Las  islas  llamadas  Canguedo  y  Raña  Ga- 
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*  ^^e  Torman  parte  del  citado  ^rupo  de 
Verdoeio,  pertenecerán  á  Portus:al. 

Art.  2.*  Di»8de  la  confluencia  del  rio  Mi- 
ño con  el  Barjas  ó  Troncoso^  la  linea  inter- 
nacional 8ubirá  por  el  curso  de  este  último 
rio  hasta  Porto  de  ios  Cabal le¡ ros,  y  conti- 
nuará desde  aquí  por  la  Sierra  de  Laborrei- 
ro,  pasando  sucesivamente  por  los  altos  de 
Guntin  y  de  Laborreiron  y  por  el  marco  d^ 
las  Rozadas  y  la  Pórtela  del  Palo. 

Bi  terreno  comprendido  entre  una  línea 
recta  desde  el  marco  de  las  Rozadas  á  la  Por 
tela  del  Palo  y  otra  línea  que  pase  por  Cbáo 
de  las  Pasaras  y  la  altura  de  la  Basteira,  y 
que  ha  sido  cuestionado  por  Gorg;oa  y  Adu- 
íeíra,  será  dividido  en  dos  parles  ig^uales. 

ArL  3.*  Desde  la  Pórtela  del  Palo  segui- 
rá la  raya  por  la  expresada  Sierra  de  Labor- 
retro  tocando  en  el  cerrp  llamado  Oleiro  de 
Ferro  y  Cabezo  de  Meda ,  y  pasando  des- 
pués por  el  marco  de  Antela,  alto  llamado 
Coto  de  los  Cravos,  Penedode  Home  y  Pe- 
nedo  Redondo,  bajará  á  ganar  el  curso  del 
río  de  Castro  300  metros  mas  abajo  del  punto 
que  en  dicho  rio  se  denominaba  Porto  de 
Pontea. 

El  terreno  cuestionado  por  Pereira  y  Me- 
joeira,  y  situado  entre  el  Penedo  Redondo 
y  el  rio  de  Castro,  pertenecerá  á  Portugal. 

Art.  4.®  La  línea  divisoria  partiendo  del 
•ilio  señalado  en  el  rio  de  Castro  continuará 
por  el  eurflo  de  este  y  después  por  el  del 
Barcias  ó  Tivo  basta  su  unión  con  el  Limia, 
por  cuya  corriente  remontará  hasta  un  pun* 
lo  equidistante  entre  la  confluencia  del  rio 
Cabril  y  la  p\eára  de  Bocelos.  Desde  dicho 
punto  subirá  al  pico  de  rocas  de  la  sierra  de 
Jures  llamado  Cruz  de  ios  Touros. 

El  terreno  cuestionado  entre  los  pueblos 
españoles  de  la  feligresía  de  Manín  y  los 
portugueses  de  Lindoso  quedará  dividido 
por  la  linea  fronteriza  en  dos  partes  iguales. 

Art.  b.^  De  la  Cruz  de  los  Touros  el  li- 
mite internacional,  torciendo  su  dirección 
general  háciaelN.  E., correrá  por  las  cum- 
bres de  las  sierras  de  Jures  y  de  Pisco ,  pa- 
pesando  por  la  Pórtela  de  Home,  alio  de 
Amoreira,  Pico  de  la  Nevosa ,  Pórtela  de 
Cerdeíriña,  Alto  de  la  Orel  la  del  Cabal  i  ño. 
Picos  de  Fuente  Fría,  Piedra  de  Pisco  en  la 
Pórtela  de  Pilos  y  marco  de  Pi^4Co, 

El  terreno  situado  entre  los  dos  últimos 
puntos  citados  y  pretendido  por  Guntemil  y 
Pitos,  será  dividido  por  la  raya  en  dos  par- 
tes iguales. 

Arl.  6.®  A  partir  del  marco  de  tisco  la 
l/nea  fronteriza  seguirá  por  la  demarcación 
«eiual,  locando  en  la  Buraca  del  Foxo¿  y 
alraresando  el  rio  Salas,  continuará  por  el 


marco  de  la  Fuente  Fría  hasta  el  marco  lla- 
mado de  Laxa  de  la  Orella.  Desde  aquí  irá 
por  el  marco  de  Calveira  hasta  la  capilla  por- 
tuguesa de  San  Lorenzo ;  y  corlando  segun- 
da vez  el  rio  Salas,  en  el  sitio  llamado  la 
Fraga,  seguirá  por  las  Peñas  déla  Rapozei- 
ra  y  la  Fuente  de  la  Devesa,  y  después  por 
el  arroyo  de  Barjas  que  corre  próximo  á 
dicha  Fuente  hasta  el  marco  del  Zapateiro, 
situado  en  la  cui\()bre  de  laSierra'de  Pisco. 
Desde  aquí  se  encaminará  hacia  el  E.  por 
la  divisoria  de  aguas  de  la  sierra  de  Petía 
hasta  las  Piedras  d(\  Mairatndin ,  pasando 
por  la  Cabeza  de  Romano,  Oleiro  de  Borra- 
cho ,  Cabezo  de  Sabuguciro  y  Pórtela  del 
Grito. 

El  terreno  que  se  halla  á  la  derecha  del 
arroyo  Barjas  áiites  mencionado  y  que  pre- 
tenden Vilariño  y  Torey  pertenecerá  á  Es- 
paíía.  El  terreno  de  dominio  dudoso  entre 
Vitar  y  Sabucedo  quedará  delimitado  por 
aguas  vertientes. 

Art.  Desde  las  piedras  de  Malrandin 
se  dirigirá  la  raya  hácia  el  N.  por  la  actual 
línea  de  separación  entre  el  Cotomixto  y  el 
lérmino  de  Vilar  hasta  el  punto  en  que  la 
corle  un  alineamiento  recto  lirado  desde  el 
Caslille  de  la  Picona  hasta  el  Pico  de  Montr- 
agudo ,  desde  cuyo  punto  de  encuentro  vol- 
viendo hácia  el  E.  continuará  por  olro  ali- 
neamiento recto  hasta  el  Porto  de  Bancelos. 

Portugal  renuncia  en  favor  de  España  á 
todos  los  derechos  que  pueda  tener  sobre  el 
terreno  del  Cotomixto  y  sobre  los  pueblos 
situados  en  el  mismo,  que  en  virtud  de  la 
división  determinada  por  la  línea  descrita 
quedan  en  territorio  español. 

Art.  8.**  Desde  el  Porto  de  Bancelos  la 
línea  fronteriza  entre  ámbas  naciones  se  di- 
rigirá porel  Penedo  de  las  Cruces,  Cabezo 
de  la  Excusa,  sitio  llamado  Capilla  de  San 
Filorio,  Penedo  de  los  Bastos,  ruinas  del 
castillo  portugués  de  Pórtelo  ó  de  Sandin  , 
Piedra  Laxa  y  Marco  de  Rousiá ,  subirá  des- 

¡  pues  á  la  Sierra  de  Larouco  que  atravesara 
por  las  peñas  de  la  Cascalleira,  Penedo 

i  Airoso,  ó  Fraga  de  Eiroca  y  Bidoueiro  d»^l 
Extremo,  y  continuará  á  media  distancia 

,  entre  los*  arroyas  del  Inñerno  y  Cabana  has- 
ta  la  Cruz  de  Qrou.  De  la  Cruz  seguirá  por 

;  el  Regueiro  de  Rega  hasia  un  punto  conve- 
niente, aue  debe  fijarse  y  desde  este  mar- 
chará en  línea  recta  hasta  el  Oleiro  de  Ma- 
na Sacra. 

I  Los  terrenos  existentes  entre  Bidoueiro 
del  Extremo  y  Cruz  de  Gron  y  entre  Cruz 
de  Grou  y  el  Oleiro  de  María  Sacra ,  cues- 
tionados por  la  Gironda  y  Sanio  André  %  se- 
rán divididos  en  partes  iguales. 
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Al  t.  9/*  Dc^ñe  el  Oleiro  de  María  Sacra 
irá  la  raya  por  Madonio  de  las  tierras  hasta 
Adég^a  de  los  Palomares  ,  y  de  aquí  en  línea 
recta  al  Penedo  Grande  de  Madorno.  Conti- 
nuará después  por  la  fuente  de  la  Codeceira, 
Piedras  de  Esliveira,.  Porto  Covil  ó  de  las 
Bestias  y  entrando  en  el  rio  Porto  de  Rey 
bajará  con  sus  aguas  hasta  un  punto  qne  se 
halle  próximamente  á  150  metros  del  Pun- 
lillon  de  Porto  de  Rey.  Desde  dicho  punto 
irá  rectamente  á  las  cruises  de  Marco  de 
.  Porto  de  Rey  entrando  en  el  rio  Azurei- 
ra,  cuyo  curso  remontará  hasta  e!  puente 
de  Azureira. 

Por  consecuencia  de  la  demarcación  con- 
.<<ig^nada  en  este  artículo,  el  camino  directo 
de  San  Millan  á  Vidiferre  quedará  todo  en 
territorio  español. 

Art.  10.    Desde  el  puente  de  Azureira  la 
línea  de  separación  entre  las  dos  Monarquías 
se  encaminará  por  los  marcos  actualmente 
existenles  hasta  las  inmediaciones  del  pue-  ' 
hlo  promiscuo  de  Souleliño,  y  pasando  por 
los  pimtos  que  se  demarcarán  cerca  de  dicho  ' 
pueblo,  que  quedara  en  territorio  portugués, 
volviera  á  encontrar  el  límite  actual  fronte-  ' 
rizo  y  continuará  por  él ,  tocando  en  la  Cruz  : 
de  la  Fuente  del  Asno,  Porto-Caballo  de  ar- 
riba y  de  abajo,  Piedra  de  las  Machadas  y 
marco  de  la  Fecha ,  siguiendo  luego  por  el  i 
arroyo  de  Cambedo  hasta  su  confluencia  con  | 
el  de  Valdeladera. 

El  pu(^b>o  promiscuo  de  Sout«liño  perte-  ' 
necerá  á  Portugal,  demarcándosele  en  ter- 
ritorio de  España  una  zona  de  90  á  100  j 
metros  de  ancho  contigua  á  la  pobla- 
cion. 

Art.  11.  La  raya  partiendo  del  Regalo 
de  Valdeladera  seguirá  su  cáuce  y  contt-  ' 
nuará  por  el  límite  del  término  municipal  ' 
español  de  Csmbedo  hasta  la  Pórtela  de 
Vamba  para  dirigirse  á  la  Peña  ó  Fraga  de 
la  Raya.  Desde  este  punto  irá  atravesando 
el  valle  del  rio  Támega  por  los  marcos  que 
hoy  determinan  la  frontera ,  tocará  en  el 
Pontón  de  Lama ,  y  luego  pasando  próxima 
á  los  pueblos  portugueses  de  Vilarello  y  Vi- 
lariño,  entrará  en  el  rio  Támega  por  la 
Fraga  de  Bigode  ó  sea  Porto  de  Vílariño. 
Desde  aquí  seguirá  por  la  corriente  princi- 
pal del^  Támega  hasta  la  confluencia  del  rio 
Pequeño  ó  de  Feces  ,  por  cuyas  agtias  re- 
montará hasta  la  Fraga  de  María  Alog,  conti- 
nuando después  por  el  límite  del  término 
municipal  español  de  Lama  de  Arcos  hasta 
el  Oleiro  de-Castelo  ancho. 

Los  dos  pueblos  promiscuos  Cambedo  y 
Lamadarcos  con  sus  actuales  términos  per- 
tenecerán á  Portugal. 


Art.  12.  Desde  el  Oteiro  de  Castelo  an- 
cho irá  la  raya  atravesando  la  sierra  de 
Mairosó  Peñas  Libres  por  el  Otero  de  Te- 
xojeira,  la  Piedra  Lastra  y  la  Fuente  Fría, 
y  bajará  por  el  arroyo  de  Pajeros  basta  la 
Fraga  de  Maceira  y  Laga  de  Frade.  Conti- 
nuará después  por  el  amojonamiento  prac- 
ticado en  1857  hasta  la  Fuente  de  Gamoal  ó 
de  Tallebftles,  de  la  cual  irá  al  marco  de 
Val  de  Gargalo,  y  dirigiéndose  por  un  ar- 
royo que  tiene  su  origen  cerca  de  dicho  mar- 
co hasta  su  unión  con  el  río  de  Valdeiuadei- 
ros ,  descenderá  con  las  aguas  de  este  rio 
hasta  un  punto  próximo  al  primer  arroyo 
que  se  le  une  por  la  izquierda  y  continuará 
desde  aquí  en  líneas  recias  inmediatas  al  ca- 
mino de  San  Vicente  á  Sigirey ,  que  debe 
quedar  lodo  en  territorio  portugués  hasta  el 
marco  del  camino  de  Soulochao. 

Desde  este  marco  seguirá  la  raya  invaria- 
blemente el  amojonamiento  hecho  en  1857 
hasta  ta  Piedra  Negra,  desde  donde  se  en- 
caminará á  un  punto  equidistante  entre  el 
marco  de  Cabeza  de  Pfeíxe  y  el  sitio  deno- 
minado con  igual  nombre  por  los  portu- 
gueses. 

Ari.  13.  Desde  el  punto  de  Cabeza  de 
Peixe  la  linea  divisoria  irá  por  la  demarca- 
ción existente,  pasando  por  la  iglesiña  de 
Mo^teiron  á  la  confluencia  de  los  rios  Arzua 
y  Mente;  y  subiendo  por  el  curso  de  este 
hasla  el  arroyo  de  los  Cabroes  seguirá  por 
didio  arroyu  hasta  cerca  de  su  origen ,  de- 
jándolo para  pasar  entre  los  dos  sitios  lla- 
mados por  españoles  y  portugueses  Cruz  de 
Carapaiño  y  llegar  á  la  confluencia  del  ar- 
royo Val  de  Souto  con  el  rio  Diabredo  o 
Moas.  Desde  aquí  seguirá  por  dicho  rio  uii 
corto  espacio  subiendo  luego  por  el  Coban- 
co  del  Diabredo  y  dirigiéndose  después  al 
Penedo  de  Pé  de  Meda ,  desde  donde  atra- 
vesando las  Antas  de  Piñeiro  correrá  por 
aguas  vertientes  hasta  el  Pórtelo  del  Cern» 
de  Esculqueira. 

Los  terrenos  de  pertenencia  dudosa  entre 
Barja  y  Cisterna  y  etitre  Esculqueira  y  Pi- 
ñeiro Novo  y  Vello  quedarán  divididos  se- 
gún lo  determina  la  linea  fronteriza  descri- 
ta en  el  presente  artículo. 

Art.  14.  Desde  el  Pórtelo  del  cerro  de 
Esculqueira  irá  la  raya  por  las  cumbres  dc^ 
este  hasta  el  peñasco  mas  elevado  de  los  de 
dicho  cerro ,  situado  casi  á  la  mitad  del  des- 
canso del  mismo  y  enfrente  del  monte  de 
Castro  y  desde  donde  se  dirigirá  siguiendo 
un  alineamiento  recto,  á  tocar  en  el  primer 
arroyo  que  confluye  con  el  rio  Azureira, 
mas  abajo  del  Porto  de  Vi  ño  y  en  un  punto 
distante  450  metros  de  dicho  rio.  Désela 


Digitized  by 


PARTE  LEGISLATIVA. 


231 


«qui  irá  la  raya  sig^aieado  una  línea  recta, 
hasla  terminar  en  el  punto  en  que  el  rio 
Azureira  cambia  su  dirección  de  Sur  á  Oes* 
te,  poco  mas  arriba  del  pontón  de  Cerdedo. 
Desde  dicho  punto,  ó  sea  desde  el  recodo 
del  rio  Azureira,  subirá  la  raya  por  este 
basta  un  punto  equidislaule  entre  la  unión 
del  arroyo  Carballas  y  el  sitio  llamado  Coba 
de  Azureira,  yendo  desdn  aquí  rectamente 
á  terminar  en  la  Gabanea  de  los  Ferreiros 
junto  al  camino  de  Monzalvos  á  Tuxelo.  Cn 
seguida  continuará  por  el  marco  de  las  Car- 
bailas  ó  Pedra  de  Vista  y  por  la  vereda  lla- 
mada Verea  Velta  hasta  el  Penedo  de  los 
fres  Reinos  dondo  termina  la  provincia  de 
Orense: 

Los  terrenos  enettíonados  respectiva- 
mente entre  Chaguazoso  y  Piñeiro  Vello, 
Vilariño  de  las  Toucas  y  Cerdedo  y  entre 
Manzalvos  y  Casares  y  Carballas  quedarán 
divididoa  segan  lo  determitka  la  linea  fron- 
teriza descrita  en  el  presente  articulo. 

Art.  15.  Desde  el  Penedo  de  los  tres 
Reinos  irá  la  raya  á  la  Piedra  Carvailoiia, 
atravesará  después  el  rio  Tuela  en  el  púer- 
to  de  Barreíra,  y  subiendo  hasta  un  punto 
róximo  al  Horno  de  la  Cal  y  volviendo 
ácia  el  Este  pasará  por  los  sitios  llamados 
Escuzaña  y  Va  de  Carballas  y  por  marco  de 
Rol  y  Piedra  Estante  ó  Piedra  de  los  tres 
Obispos,  en  la  sierra  de  Gamoneda,  y  con- 
tinuará por  la  Fuente  Grande,  Piedra  Negra 
y  Pena  de  la  Hormiga. 

El  terreno  cuestionado  por  Castromil  y 
Moimenta,  situado  entre  el  Penedo  de  los 
tres  Reinos,  Penedo  de  Mozo  y  Fraga  ó  Pie- 
dra Carvallosi,  será  dividido  en  dos  partes 
iguales. 

Art.  16.  Desde  la  Peña  de  la  Hormiga 
continuará  la  linea  iniernacional  por  el  va- 
lle de  las  Porfíaíi  hasta  atravesar  el  rio  de 
Calabor.  De  aquí  marchará  por  el  marco  de 
laCampiza  y  lue^o  en  alineamientos  rectos 
por  el  Cabezo  ó  Cerro  de  Pedra  Pousadeira, 
niaroo  de  la  Trapilla  ó  de  Ervancede  ó 
marco  de  rio  Onor  y  subirá  por  el  arroyo 
que  corre  entre  Rionor  de  Arriba  y  Rionor 
de  AtMjo.  Pasando  después  por  el  marco*  de 
Seixo  y  por  el  de  Ripas  en  la  sierra  de  Bar- 
reras Blancas,  irá  á  encontrar  cerca  del 
pueblo  español  de  Santa  Cruz  al  rio  Manza- 
nasy  cuyo  curso  seguirá  hasta  el  marco  si- 
tuado mas  abajo  del  molino  de  la  Ribeira 
grande. 

Desde  aqoi  se  encaminará  al  marco  de 
Candena  ó  de  Picón  y  torciendo  hácia  el  Es- 
te volverá  á  encontrar  otra  vez  en  la  Peña 
Funda  al  rio  Manzanas,  cuya  corriente 


marcará  la  frontera  hasta  la  piedra  d  pozo 
de  la  Olla. 

Art.  17.  Desde  la  piedra  ó  pozo  de  la  Olla 
subirá  la  línea  fronteriza  al  castillo  de  Mal- 
vecino  y  corriendo  por  la  cumbre  de  la  sierra 
de  Rompe-Barcas  marchará  locando  sucesi- 
vamente en  el  alto  de  la  Manchona,  alto  de  la 
Urieta  del  cerro  ó  do  la  Lemeira,  marco  del 
Val  de  Frades,  marco  de  Val  de  Madeiros 
y  mareo  de  la  Cazica  en  la  sierra  de  este 
nombre  y  molino  de  la  Raya  en  el  arroyo 
Avelanoso  y  sierra  de  Cerdeira  hasta  el  si- 
lio  de  las  Trex  Marras. 

Art.  18.  Desde  el  sitio  de  las  Tres  Mar- 
ras irá  la  línea  por  la  divisoria  de  a^uas  de 
la  sierra  áe  Bouzas  al  molino  de  la  Raya  en 
el  rio  de  Alcañices ,  subirá  de  aquí  al  alto 
del  Cañizo  en  la  sierra  de  San  Adrián ,  y 
pasando  después  por  la  pirámide  geodésica, 
marcos  de  Nuestra  Señora  de  la  Lnz,  de  la 
Aparición,  de  Prado  Pegado  ó  puente  del 
Palo,  de  la  Platera  y  de  la  Noguera,  entra- 
rá en  el  rio  Duero  cerca  de  la  confluencia 
del  arroyo  Castro.  De  esle  punto  la  línea  in- 
ternacional irá  por  el  centro  de  la  corriente 
principal  del  Duero  hasta  su  confluencia  con 
el  Agueda  por  cuyas  aguas  remontará  has- 
ta su  unión  con  el  Turones ,  que  á  su  vez 
demarcará  la  frontera  hasta  un  punto  pró- 
ximo al  molino  de  Nave-Cerdeira. 

Art.  19.  Desde  el  punto  indicado  pró- 
ximo al  molino  de  Nave-Cerdeira  continua- 
rá (a  raya  por  el  Valle  de  Amedias  para 
snbir  al  alto  de  las  viñas  de  la  Alameda, 
desde  donde  se  dirigirá  por  la  derecha  del 
camino  español  que  desde  Aldea  del  Obispo 
conduce  á  Fuentes  de  Oñoro,  á  encotiirar  el 
valle  de  Golpina  ó  de  Provejo.  Pasando  des- 
pués por  cerca  de  la  Cruz  de  la  Raya  y  mas 
adelante  por  la  pared  de  la  Tapada  de  la 
huerta  de  la  Calzada,  irá  por  la  ermita  del 
Espíritu  Sanio  al  AHo  ó  Tex<^  de  la  Polida, 
atravesará  el  arroyo  del  Campo  y  torciendo 
al  Sur  se  encaminará  por  el  monte  de  Ca- 
beza de  Caballo  al  alto  de  los  Campanarios. 
Desde  aquí  irá  á  entrar  en  el  camino  que 
conduce  de  Nave  de  Aver  á  Alamedilla,  por 
el  que  continuará  hasta  Alto  Redondo,  mar- 
chando después  por  el  Cabezo  de  la  Atala- 
ya^ Cruz  de  la  Raya,  Monte  Guardado ,  á  la 
peña  de  las  Golondrinas. 

£1  terreno  de  pertenencia  dudosa  situado 
entre  el  Monte  Guardado  y  la  Peña  de  las 
Golondrinas  será  dividido  cn  dos  partes 
iguales  entre  ambos  países. 

Art.  20.  Desde  la  Peña  de  las  Golondri- 
nas la  línea  divisoria,  pasando  por  la  pared 
Rule  de  la  Tapada  del  Manso  y  torciendo 
luego  por  la  del  Sufi  seguirá  varias  peñas 
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•eñaladat  con  cruces  antiguas  hasta  el  pun- 
to llamado  por  los  portugueses  Canchal  de 
)a  Raya.  Desde  aquí  se  dirigirá  por  junto  á 
la  Tapada  de  Pión  de  Oro,  y  atravesando  el 
arroyo  Lagioza  y  el  Cancha)  de  Freixo,  se- 
guirá por  la  corriente  del  arroyo  Coriosal, 
locando  después  en  el  Cabezo  de  las  Barre- 
ras ó  Vermello»  desde  donde  se  encaminará 
á  la  Peña  de  Navas  Molladas,  situada  en  ta 
sierra  de  las  Mesas.  Continuando  por  las 
cumbres  de  esta  sierra,  que  aquí  separa  las 
aguas  de  tos  ríos  Duero  y  Tajo ,  y  pasando 
por  el  Alto  de  Clérigo  correrá  también  por 
ias  aguas  vertientes  de  la  sierra  de  la  Mar- 
vana  y  descenderá  á  enconlrar  el  rio  Tuer- 
to ó  Eibeira  Grande  en  el  sitio  de  la  Ginjei- 
ra  ^  Corral  de  las  Colmenas. 

Art.  21.  Desde  el  expresado  sitio  de  la 
Ginjeii%  la  linea  internacional  seguirá  bajan- 
do con  las  aguas  del  rio  Tuerto  hasta  su 
reunión  con  el  Basabiga ,  el  cual  Tormará  la 
frotitera  hasta  su  confluencia  con  el  Érjas, 
que  á  su  vez  la  demarcará  hasta  su  desem- 
bocadura en  el  Tajo.  Seguirá  después  la  ra- 
ya por  el  centro  de  la  corriente  principal 
del  rio  Tajo,  abandonándolo  donde  recibe 
las  aguas  del  Sever,  por  coya  corriente  prin- 
cipal remontará  hasta  la  presa  del  molino  de 
)a  Negra,  en  el  sitio  llamado  Pego  de  la 
Negra. 

Art.  22.  Deide  Pego  de  la  Negra  Irá  la 
raya  al  Canchal  de  la  Guerencia  y  por  aguas 
vertientes  al  de  la  Cueva  del  Oro,  de  donde 
se  encaminará  por  las  Peñas  d«  la  Limpia  á 
recorrer  las  cumbres  de  la  siorra  Fria.  Se- 
guirá luego  por  la  sierra  de  la  Paja  pasando 
por  Cerro  Mallon  y  Pórtela  de  Jola,  y  des- 
cenderá des()ues  á  corlar  el  rio  Gébora  en 
Pego  de  la  Raya,  continuando  por  el  cabfzo 
de  Valdemouro  y  el  de  los  Tres  Términos 
hasta  entrar  en  el  arroyo  Abrilongo. 

Después  de  seguir  cierto  trecho  el  cáuce 
de  este  arroyo ,  lo  abandonará  para  atrave- 
sar la  Reyerta  de  Arronches,  cuyo  terreno 
dividirá  quedando  la  tercera  parte  en  Por- 
tugal y  continuará  por  el  limite  que  separa 
de  España  á  la  primera  Reyerta  de  Ongue- 
tla  basta  el  molino  de  Rosiña  sobre  el  rio 
Gébora.  Desde  aquí  seguirá  por  el  Alto  de 
la  Dehesiña  y  por  ias  mugas  existentes  has- 
ta el  marco  de  la  Garrota,  y  pasando  por  el 
limite  que  separa  de  Portugal  la  segunda 
Reyerta  de  Onguella  ó  sea  la  de  Abajo  irá 
á  locar  en  el  primer  marco  del  término  de 
Badajoz. 

El  terreno  que  comprenden  las  reyertas 
y  que  disfrutan  en  común  el  pueblo  eRpañul 
de  Alburquerque  y  los  porlugneses  de  Ar- 
ronches y  Onguella  será  dividido  por  partes 
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iguales  enlre  ambos  Estados  eo  esta  formar 
la  segunda  Reyerta  de  Onguella,  ó  sea  la  de 
abajo,  pertenecerá  íntegramente  á  España. 
La  primera  Reyerta  de  Onguella ,  ó  sea  Ni 
de  arriba,  pertenecerá  íntegramente  á  Por- 
tufi^al.  La  Reyerta  de  Arronches  será  divi- 
dida, quedando  para  Portugal  la  tercera  par- 
te del  terreno  contifruo  á  la  primera  de  On- 
guella y  pura  España  las  dos  terceras  parles 
restantes. 

Art.  23.  Desde  el  primer  marco  de  Bada- 
joz iteguirá  la  raya  la  demarcación  existen- 
te, cortando  á  su  paso  el  Gébora  y  dirigién- 
dose á  entrar  en  el  Rio  Caya,  con  cuya 
corriente  principal  marchará  hasta  su  des- 
embocadura en  el  rio  Guadiana  entre  i« 
provincia  de  Badajoz  y  el  distrito  portugués 
de  Portalegre. 

En  la  desembocadura  del  Caya  en  el  Gua- 
diana termina  ta  frontera  internacional,  cuya 
delimitación  haaido  objeto  del  presente  tra- 
tado. 

Art.  24.  Para  fijar  con  precisión  y  de 
manera  que  no  dé  lugar  á  dudas  la  línea  di- 
visoria internacional  cuyos  puntos  principa- 
les quedan  mencienados  en  ios  precedentes 
artículos,  convienen  ámbas  partes  contratan- 
tes en  qu'^  se  verifique  lo  antes  posible  el 
amojonamiento  de  la  misma ,  precediéndose 
á  la  colocación  de  las  mugas  necesarias  y  á 
su  descripción  geométrica.  Para  llevar  á 
efecto  estas  operaciones  nombrarán  ambos 
Gobiernos  los  comisionados  competentes. 
Además  asistirán  al  acto  del  amojonamiento 
delegados  de  las  respectivas  municipalida- 
des españolas  y  portuguesas  interesadas  eu 
cada  porción  de  frontera. 

A  fin  de  que  la  colocación  de  las  mugas 
en  los  puntos  de  la  línea  divisoria  no  men- 
cionados en  este  tratado  se  verifique  j usía  y 
debidamente ,  serán  consultadas  en  caso  d« 
divergencia  las  actas  de  la  comisión  mista 
de  limites. 

El  acia  de  amojonamiento  y  descripción 
geométrica  hecha  en  duplicado  y  debidamen-' 
te  legalizada  se  unirá  al  presente  tratado,  y 
sus  disposiciones  tendrán  la  misma  fuerza  y 
vigor  que  si  se  hubiesen  insertado  en  %[  li- 
teralmente. 

Art.  25.  Con  el  objeto  de  asegurar  la 
permanencia  de  las  mugas  ó  marcos  que  se- 
ñalen la  línea  internacional,  se  conviene  ea 
que  las  municipalidades  limítrofes  de  ambos 
reinos  puedan  adoptar  en  la  parte  que  les 
concierna,  y  de  acuerdo  con  las  autoridades 
competentes,  las  providencias  que  eslimei\ 
necesarias  para  la  conservación  de  las  mu-» 
gas  colocadas,  la  reposición  de  las  destrui- 
das, y  el  castigo  de  los  delincuentes.  A 
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fin  lodos  los  años  en  el  mes  de  agosto  te  re- 

riüi:ará  uu  reconocimiento  de  li  línea  por 
<]el<'gado8  municipales  de  los  paeblos  colín* 
lindantes,  con  asisleneia  de  los  Alcaldes  es- 
pañoles y  de  loe  admtnistraderes  de  concejo 
portogaeses»  De  dicho  recononimienlo  se  ie- 
▼aolará  auto,  remitiendo  copia  á  las  autori- 
dades su  periorea  adminislralivas,  á  fin  de 
qae  estas  puedan  hallarae  enteradas  del  es- 
lado  de  la  frontera,  y  proceder  según  lo  exi- 
jan las  circunstancias. 

Art.  26.  Los  pueblos  do  ambos  países 
que  de  tiempo  airas  vienen  disfrutando  «I 
d<»recho  de  extraer  yerbas  mancomunada- 
mente  de  la  isla  Canosa,  situada  en  el  Mi- 
ño, eoniinuaráii  como  hasta  aquí  y  en  con- 
formidad á  sus  reglamentos  municipales  en 
el  goce  común  de  aquel  aprovechamiento: 

Considerando  los  perjuicios  que  experi- 
mentan varios  pueblos  situados  en  las  már- 
genes de  algunos  ríos  limítrofes,  y  señala- 
damente en  Jas  del  Miño,  asi  como  los  em- 
barazos creados  á  la  navegación  por  efecto 
de  obras  construidas  en  las  orillas  de  dichos 
ños  y  de  la  alteración  consiguiente  del  cur- 
so de  sus  aguas,  y  deseando  poner  correc- 
tivo á  los  abusos  y  regularizar  el  ejercicio 
de  los  legítimos  derechos,  convienen  ambas 
partes  oontratanlee  en  que,  prévios  los  eslu- 
dios necesarios,  se  forme  un  reglamento  es- 
pecial ,  que  teniendo  en  debida  cuenta  los 
daños  producidos  en  lo  pasado  establezca  y 
fije  ^ara  lo  futura  las  reglas  convenientes 
respecto  á  la  coitslruecion  de  obras  de  cual- 
quiera clase  en  ías  orillas  de  los  rios  fron- 
terizos y'parlicularmeiiie  en  las  del  Mino  y 
de  sus  islas. 

Art.  27.  Habiendo  pasado  íntegramente 
al  dominio  y  soberanía  de  Portugal  en  vir- 
tud de  los  arts.  10  y  11  los  tres  pueblos  pro- 
miscuos denominados  Souteliño,  Cambedo 
y  Lamadarcos,  y  quedando  á  »u  vez  bajo  el 
dominio  y  soberanía  de  España  en  virtud 
del  art.  7.®  los  tres  pueblos  del  Colomixto, 
llamados  Santa  María  de  Rubias,  Santiago 
V  Meaus,  convienen  ambas  parles  en  que  así 
los  habitantes  de  lo»  pueblos  promiscuos  que 
«ean  realmente  subditos  españoles,  como  los 
habitantes  de  los  pueblos  del  Cotomixto  que 
sean  realmente  subditos  portugueses,  pue- 
dan couservar  su  nacionalidad,  si  así  les 
conviniese.  Ai  efeclo,  lanío  los  unos  como 
los  otros,  declararán  su  decisión  ante  las  au- 
toridades locales  en  el  término  de  un  año, 
contando  desde  el  dia  en  que  se  ponga  en 
ejecución  el  présenle  tratado. 

Art.  28.  En  atención  á  que  la  línea  inter- 
nacional sigue  en  varias  partes  el  curso  de 
his  aguas  y  la  dirección  de  los  cumiaos  y  lo* 


ca  en  algunas  fuentes,  se  conviene  en  que 
¡  Us  aguas,  caminos  y  fuenles  que  se  hallen 
I  en  aquel  caso  sean  de  oso  común  para  lo» 
I  pueblos  de  ambos  reinos.  Los  puentes  cons- 
'  truidos  sobre  los  rios  que  delimitan  la  fron«- 
I  tera  pertenecerán  por  mitsd  á  los  dos  Esla- 
!  dos,  salva  la  justa  indemnización  que  pro- 
I  ceda  entre  ambos  Gobiernos  por  los  gastos 
hechos  en  la  construcción  de  dichos  puentes. 

An.  29.  A  fin  de  evitar  en  lo  posible  los 
daños  que  puedan  ocasionarse  a  los  pueblos 
fronterizos  con  motivo  de  prendamientos  de 
ganados  y  para  mantener  la  mejor  armboíii 
entre  Ior  mismos  pueblos,  so  conviene: 

1.  *  Que  por  el  l\echo  de  enlrar  ganados 
i  pastar  indebidamente  en  territorio  de  otra 
nación  no  se  imponga»  sino  penas  pecunia- 
rias. 

2.  ^  Que  para  responder  de  las  perras  y 
de  los  gastos  que  se  originen  no  pueda  re 
tenerse  mas  que  una  res  por  cada  10  de  la« 
aprehendidas. 

3.  ^  Que  solo  se  consideren  legales  las 
aprehensiones  verificadas  por  los  guardas 
de  los  pueblos  ó  por  la  Tuerza  pdblica,  de- 
biendo siempre  entregarse  los  ganados  apr<s 
hendidos  á  las  autoridades  en  cuyo  término 
jurisdiooional  se  hayan  encontrado. 

Para  poner  en  práctica  las  bases  que  que« 
dan  establecidas,  adoptarán  ambos  Comer- 
nos de  común  acuerdo  las  medidas  que  es-' 
limen  necesarias. 

Arl.  30.  Todos  los  convenios,  sentencias 
arbitrales  y  cualesquiera  oíros  acuerdos  qn»^ 
existan  relativos  á  !a  demarcación  de  la  fron- 
lera  desde  la  desembocadura  del  Miño  en  el 
mar  hasta  la  del  Caya  en  el  Guadiana*  se  de- 
clararán nulos  de  .Sccho  y  de  derecho  en  cuan-* 
lo  se  opongan  á  lo  estipulado  en  los  arlícu- 
los  del  presente  tratado,  desde  el  dia  en  que 
se  hallen  en  ejecución. 

Arl.  31.  El'  presente  tratado  será  ratifi- 
cado en  el  mas  breve  plazo  posible  por  Su 
Mageslnd  la  Reina  de  las  Españas  y  S.  M. 
el  liey  de  Portugal ,  y  las  ratificaciones  se- 
rán canjeadas  en  Lisboa  un  mes  después. 

En  fe  de  lo  cual  los  infrascritos  plenipo- 
tenciarios respectivos  han  firmado  el  pre- 
sente tratado  por  duplicado,  y  lo  han  sella  • 
do  con  el  sello  de  sus  armas  en  Lisboa  á  29 
de  setiembre  de  1864.  (E^lá  firmado). 

Este  tratado  ha  sido  debidamente  ralifw 
cado  y  las  ratificaciones  canjeadas  en  Lisboa 
el  19  de  mayo  úllimo.»  (Gac.  8  j^nio  ) 
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•entenelM  dictadas  par  el  TrlIniaAl 
«oprenio  en  recursos  de  easaeten, 
BoUdad  é  InJiMtlela  nolorla. 

PBUEBA  DE  LA  DEMANDA.  Con 

urreglo  á  lo  dúpuesío  en  las  leyes  i  .'y  2.*, 
tíL  \i,  Partida  3,%  al  demandante  in- 
cumbe probar  SH  acción,  de  tal  suerte  que 
no  haciéndolo  debe  ser  ab suelto  el  deman- 
dado. Cuando  se  desestima  una  demanda 
por  falta  de  prueba,  no  procede  al  inter- 
poner el  recurso  de  casación  citar  como 
infringidas  las  tei/rís  sobre  el  fondo  sino 
en  m  caso  las  que  se  hayan  infringido  en 
la  apredadon  de  la  prueba.  Detmmda 
de  lefiion  en  la  legitima. 

Seitencia  4e  13  de  mano  dt  1866. 

Recurso  de  casación  en  pleito  seguido 
eo  el  Juzgado  de  Granollers  y  Audieocia 
<ie  BarceloDa  por  D.  Ramón  Bondoy  y 
y  Anieda,  con^su  hermano  D.  Ambrosio 
7  su  madre  doña  Antonia,  sobre  suplemen- 
to de  legítima.  Absueltos  los  demanda- 
dos, poroohaber  justificado  el  demandan- 
te la  lesión  en  aue  apoyaba  la  demanda 
é  interpuesto  dicho  recurso  contra  el  fallo 
de  la  Audiencia,  declara  el  Tribunal  Su- 
premo DO  haber  lugar  á  él: 

^(Considerando  que  con  arreg^lo  á  lo  dis- 
puesto en  las  leyes  1  y  2.*,  líl.  14,  Parti- 
da 3.*,  al  demandante  incumbe  probar  su 
acción,  de  tal  suerte ,  que  no  haciendo  debe 
,  ser  absuelfo  el  demandado: 

Considerando  que  el  demandante,  por  sí 
y  como  cesionario  de  sus  dos  hermanos,  en- 
labió contra  el  demandado  y  su  madre  ac- 
ción de  suplemento  de  legitimas  por  la  lesión 
enorme  y  enormísima  que  suponía  haber 
sufrido  en  la  percepción  de  lo  que  en  pago 
de  ellas  les  habia  entregado,  dándose  por 
satisfechos  de  cuantos  derechos  pudieran 
corresponderles,  que  renunciaron  en  su  fa- 
vor con  promesa  bajo  juramento  de  nada 
mas  pedir;  . Y  q"e  la  Sala  sentenciadora,  en 
uso  de  las  facultades  que  la  concede  el  ar- 
tículo 317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
ha  eslimado  que  el  actor  no  justificó  esta  le- 
gión, base  de  su  demanda,  contra  cuya  apre- 
ciación no  ha  citado  ley  ni  doctrina  alguna 
legal: 

V  considerando  que  la  NoveU  18,  capítu- 


lo i .°;  la  ley  23  Digesto  De  inofficiosfí  tm^ 
tamento;  la  2  •,,  til.  2.**,  volumen  1.®  de  las 
Constituciones  de  Cataluña;  la  5.*,  til.  8.^ 
Partida  6.* ,  y  la  doctrina  que  se  desprende 
de  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de 
9  de  noviembre  de  1863,  que  se  invocan  en 
el  recurso,  no  son  aplicables  al  presente  ca- 
so, porque  no  se  refieren  al  de  no  haberse 
ticredilado  la  le9Ío« ,  y  que  los  herederos  se 
hubiesen  dado,  como  aquí  ha  sucedido,  por 
satisfechos  de  sus  legíUmas;  y  que  por  lo 
mismo  la  Sala  sentenciadora ,  ai  absolver  ú 
los  demandados,  no  ha  infringido  dichas  le- 
yes.i)  {Gae,  27  mar%o.) 

CASACION.  Los  puntos  Me  no  han 
sido  objeto  de  discusión  en  el  pleito  fio 
pueden  tomarse  ett  ^cuenta  para  resolver 
un  recurso  de  cosadon. 

TESTAMEHTOS.  No  etíá  admitida 
por  los  tribunales  la  doctrina  que  se  dice 
infringida  contraria  á  la  institución  d€ 
heredero  fiduciario.  La  obligación  del 
heredero  fiduciario  es  cumplir  exacta- 
mente  la  voluntad  dd  testador. 

Seateicia  de  14  4%  mu»  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  B«n:i- 
vente  y  Audiencia  de  Villadolid  por  do- 
ña Eustaquta  María  Domínguez  con  los 
herederos  de  D.  Juan  Saiaverrí  sobre  nu- 
lidad de  testamento  y  petición  de  he- 
rencia. 

El  presbítero  D.  Vicente  García  raileció 
en  1858  bajo  testamento  cerrado  que 
otorgó  en  1883  nombrado  su  heredero  fi- 
deicomisario general  con  las  mas  amplias 
facultades,  muy  terminantemente  expre*- 
sadas  para  disponer  de  todos  sus  bieaes  y 
darles  la  aplicación  que  le  tenia  confiden  - 
cialmenle  prevenido  y  con  arreglo  á  aquel 
ó  á  otro  testamento  que  dice  estar  con  - 
feccionando,  pues  para  ello  le  tenia  cuan- 
tas instrucciones  eran  necesarías.  Hallá- 
base Saiaverrí  en  Madrid  cuando  supo  e| 
fallecimiento  de  Garda,  é  ínmedialamea  • 
te  por  ante  Escribano  consignó  con  inser- 
ción literal  las  notas  instructivas  que  fir- 
madas por  aquel  poseía  y  díó  cumplimiei^  - 
to  á  cuanto  en  ellas  se  le  prevenía  y 
verbalmente  le  tenia  encargado  el  difunto 
Pero  en  1865,  la  dicha  dona  Euttaqui«^^ 
sobrina  carnal  de  García,  demandó  á  lo^ 
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heredaros  de  Salaverrí,  sostenieodo  (|ue 
el  citado  testamento  er^  nuk),  pora  que 
se  le  entregasen  todos  los  bienes  de  su 
tio  como  heredera  ahiotestato;  y  fi^ndó  la 
nulidad  en  qae  aqaci  iestameoto  se  refe- 
ría á  otro  posterior  que  no  se  hizo,  pues 
no  aparecía;  y  por  lo  mismo  era  evidente 
fl  abintestato.  Impugnado  lodo  por  las 
demandadas  viuda  é  bija  de  Saíaverri, 
practicadas  praebas  y  dado  el  fallo  en 
primera  instancia  que  revocó  la  Aodien- 
cía,  absolviendo  á  estas  de  la  demanda; 
doña  Eostaqnia  tnterpMiso  recurso  de  ca- 
sacien,  citando  como  infringidas: 

1. ^  Las  leyes  14,  tít.  5.**,  y  5.%  lílu- 
fo  i9  de  la  Partida  6/,  segoa  las  cnales 
los  herederos  (ideícomisarios  y  los  alba- 
ceas  -é  cumplidores  universales  deben  dis- 
tribuir y  entregar  sus  bienes  sujetándose 
en  m  ^o  á  lo  dispuesto  por  el  testador: 

2.  *  La  ley  5.\  líl.  35,  Partida  l.\ 
>l  darte  al  testamento  otra  interpretación 
que  Ja  de  que  Salaverri  no  era  mas  que 
HQ  heredero  fiduciario,  á  quien  enoomea- 
Mn  el  testador  la  distríbucioa  de  sus 
bienes  con  sujeción  al  testamento  que  d/o* 
cía  estaba  formando: 

3.  *  La  doctrina  sancionada  por  amti- 
^nas  ejecutorias  de  los  tribunales,  y  re- 
dbida  en  la  jurisprudencia  contra  las  ce- 
muñicMtaif  eneubiertoi  bajo  las  formas  de 
fidetconiso: 

4.  *  La  ley  de  este  litigio,  é  sea  el 
testamento  cerrado  otorgado  en  30  de  di- 
cieoibre  de  i853  porel  presbítero  García, 
T  abierto  en  50  de  junio  de  1838,  según 
él  eaal  el  Bombramienio  de  fideicomisario 
en  favor  de  D.  Juan  Salaverri  no  se  ex-, 
tendía  ñas  ^oe  á  las  funciones  de  albacea 
testamentario  y  fideicomiaario,  cuya  nii- 
siOD  estaba  reducida  al  cumplimiento  de 
lo  piadoso: 

5.  *  La  ley  til.  18,  lib.  iO  de 
kNov.  Recop.: 

e.""  Los  aris.  1.398,  i.399  y  1.400 
4e  la  ley  de  EojuicianBÚento  civil,  que  tra- 
tan del  modo  de  elevar  á  escritura  ptibli- 
ra  las  memorias  testamentarias,  única 
<:lase  en  que  podían  ser  consideradas  las 
aoias  firmadas  y  rubricadas  por  el  testa - 
fior,  á  que  aJudla  su  albacea  eo  la  escri- 
lari  de  ¿O  de  joüo  tie  1858: 


Y  7.*»  La  ley  8/.  til.  13  de  la  Partí- 
da  6.^ ,  al  privar  de  los  bienes  de  García 
á  sus  bereaeros  legítimos  colaterales. 

El  Tribunal  Supremo  declara  no  haber 
lugar  al  recurso: 

((Considerantio  que  los  punto»  que  no  han 
sido  objeto  de  dincusion  enjuicio  no  pueden 
lomarse  en  cuenta  para  resolver  un  recurso 
de  casación,  como  tan  repetidamente  )o  tie- 
ne declarado  este  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  no  se  ha  discutido  en 
este  pleito  la  nulidad  de  la  rnslilucion  de 
heredero  fídnciano,en  el  concepto  de  ser 
eontraria  á  la  doctrina  que  se  supone  admi-* 
tida  por  la  jurisprudencia: 

Considerando,  sin  embargo,  que  cuales- 
quiera que  sean  las  opiniones  sobre  la  lega- 
lidad de  dicha  clase  de  institución,  la  doc- 
trina que  le  es  contraria  no  está  admiti- 
da por  la  jurisprudencia  de  los  tríbuuales: 

Considerando  que  la  obligación  del  here- 
dero ñduciario  es  con  arreglo  á  la  ley  14, 
tit.  5.®,  Partida  6.*,  cumplir  exactamente  la 
voluntad  del  testador: 

Considerando  que  el  mismo  deber  impone 
á  los  testamentarios  la  ley  3.*,  tit.  10,  Par- 
tida 6.\  para  cuyo  cumplimiento  deben  en- 
tenderse las  palabras  del  testador  «llana- 
mente así  como  ellas  suenan,»  según  el  pre- 
cepto de  I»  ley  5/,  til.  33,  Partida  7.* 

Considerando  que  habiendo  el  testador 
fiado  á  su  heredero  el  cumplimiento  de  su 
voluntad ,  según  sus  literales  palabras,  es 
necesario  estar  á  la  declaración  hecha  por 
este  respecto  á  las  instrucciones  que  aquel 
le  tenia  comu«iicadas  para  la  distribución  de 
•US  bienes,  sin  que  su  cumplimiento  depen- 
diese del  otro  testamento  que  dijo  estaba 
formando  y  no  se  ha  encontrado ,  pues  no 
puso  semejante  limitación,  de  todo  lo  cual 
se  deduce  que  no  se  han  infringido  dichas 
leyes  de  Partida: 

Considerando  que  la  escritura  otorgada 
por  el  heredero  fiduciario  en  20  de  julio  de 
18i>3  no  fué  un  testamento,  sino  una  mera 
declaración  de  las  facultades  reservadas  que 
el  testador  le  habia  contiado;  ni  en  el  testa- 
mento cerrado  se  limitaron  aquellas  al  cum- 
plimiento de  la  parte  piadosa,  por  lo  cual 
tampoco  se  han  infringido  la  voluntad  del 
testador,  ni  la  ley  1.*,  tit.  18,  lib.  10  de  la 
Nov.  Recop.  relativa  á  las  solemnidades  de 
ios  testamentos  abiertos: 

Considerando  que  según  las  palabras  del 
testador  y  el  contenido  de  la  citada  escritu- 
ra, no  se  hizo  depender  el  cumplimiento  de 
la  voluntad  de  aquel  de  ninguna  memoria 
testamentaria;  siendo  por  consiguiente  ino- 
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uorluna  par»  apoyar  e«le  recurso  la  cita  de 
tos  arls.  1.398,  1.399  y  1.400  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 

Y  considerando,  como  consecuencia  de 
lo^o  lo  expuesto,  que  siendo  válida  la  dis- 
posición testamentaria  de  que  se  traía,  y  no 
teniendo  derecho  i  suceder  al  testador  sus 
parientes  colaterales,  tampoco  es  aplicable 
al  actual  litigio  la  ley  5.%  (ít.  13,  PartidaG/» 
(Gac.  27  marzo») 

CASACION.  En  lado  recurso  de 
casación  se  ha  de  citar  la  ley  infringida 
y  la  omisión  ó  falta  cometida  en  su  caso; 
requisito  indispensable ,  según  el  arífctt- 
lo  1.024  de  la  ley  de  bnjuiciamienlo 
civil. 

Utím\¿  de  15  de  mane  de  1866. 

Pleito  seíTiiido  en  nn  Juzgado  t  An- 
diennia  de  Barcelona  por  D.  Agustín  Ma- 
ría Baró  con  D.  Buenaventura  Vidal  so- 
bre pago  de  maravedises.  lolerpiieslo  el 
recurso  de  casación  por  Vidal,  y  denega- 
da la  admisión  por  la  Sala,  el  Tribiibal 
Snpremo  á  donde  se  apeló,  confirmó  la 
Regativa: 

<íConsi(!erando  que  el  arl.  1.024  de  la  ley 
de  Enjuiciamipnlo  civil  exigp,  como  requi- 
sito índispenanble  para  la  admisión  de  los 
recurso*»  de  casación  que  en  los  escrilos 
donde  se  interponj^an  se  cite  la  ley  <S  ía 
doctrina  infriníridas  en  la  senfencía,  cuan- 
do se  fundan  en  alf^rnna  dp  #»cfns  causan,  y 
que  se  exprese  la  omisión  ó  faifa  que  Fe  hn- 
hiere  cometido  cuando  se  fundan  en  nienna 
de  tas  oansas  expresadas  en  el  art.  1.0!3  » 
{Gac.  27  marzo.) 

CASACION.  No  procede  el  recurso 
por  motivos  que  tw  hayan  sido  objeto  de 
discusión  en  el  pleito  ni  (je  resolución  en 
su  fallo  ejecutorio, -—Bienes  raices  de 
menores.  Para  fwidar  la  casación  de 
un  fallo  en  haberf^e  prescindido  de  las 
formalidades  legales  para  la  adjudica- 
ción de  bienes  raices  á  un  acreedor  de 
herencia  cotrespondiente  á  menor  de 
edad,  debe  haber  girado  la  discusión  so* 
bre  esle  punto. 

Seateneia  de  16  de  nane  de  4866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  efe  Si- 
gUenza  y  Audiencia  de  Madrid  por  la  viu- 


da é  hijo  de  D«  Cámílo  Pérez,  sobre  agra- 
vios á  ía  partición  de  los  bienes  de  este, 
con  D.  AoIodío  Martínez,  acreedor  del  di- 
funto. 

£1  interés  de  Martínez  tan  encontrado 
con  los  de  los  herederos  de  Pérez  dió  lu- 
gar á  dicho  pleito  que  fallaron  confirmes 
los  dichos  tribunales  de  primera  y  segunda 
instancia,  contra  cuyo  fallo  interpusieron 
la  viuda  é  hijo  de  Pérez  el  recurso  de  ca- 
sación, citando  como  infringidas  las  leves 
60,.tít.  18,  Partida  8/;  la  iB.  lít.  Í6, 
Partida  6.*,  con  los  arts.  1.401  y  si- 
guientes de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil V  las  resoluciones  del  Tribunal  Supre- 
mo "de  22  de  octubre  de  1857,  i9  id.  de 
1889,  2  de  diciembre  de  1862,  28  de  no- 
viembre de  1863,  y  17  de  octubre  de 
1864.  El  mismo  tribunal  declaró  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  por  sentencia  de  16 
de  marzo: 

«Considerando  que  no  procede  el  recnrw* 
de  casación  por  motivos  que  no  ha3fan  sido 
objeto  de  discusión  en  el  pleito  ni  de  resolu- 
ción en  su  fallo  ejeco torio: 

Considerando  que  eu  este  caso  se  encuen- 
tran todos  los  alegados  en  el  presente  re- 
curso relativamente  á  la  faifa  de  solemnida- 
des leg-ales  y  consiguiente  nulidad  que  se 
atribuye  á  la  adiudicacion      bienes  perte- 
necientes al  caudal  hereditario  de  D.  Cami- 
lo Pérez ,  hecha  á  favor  de  D.  Anlocito  Mar- 
tínez en  pagfo  de  los  créditos  que  cowVra 
aquel  tenia,  atendida  la  menor  edad  de 
D.  Francisco  Pérez,  hijo  y  heredero  d«l  don 
Camilo,  puesto  que  no  se  hizo  oportuna- 
mente la  menor  reclanncion  ni  observación 
sobre  tal  causa  de  nulidad,  habiéndose  limi- 
tado ta  discusión  en  todo  el  curso  del  plei- 
to á  los  agravios  concretos,  y  de  muy  dis- 
tinta natoralcM  que  fueron  objeCo^  de  ja  de* 
manda: 

Considerando,  por  tanto,  que  no  pued<* 
admitirse  como  fundamento  de  osle  recurso 
la  infracción  de  las  leyes  y  doctrinas  que 
se  citan,  relativas  á  las  formalidades  y  re- 
quisitos que  deben  precederá  la  enaiena- 
cion  de  los  bienes  de  menores  é  incapacita- 
dos: y 

Considerando  que  no  se  ha  quebrantado 
el  lestamenlo  de  D.  Camilo  Pérez  ni  priva- 
do A  su  viuda  del  ejercicio  del  carg^o  de  le<- 
lamenlaria  que  la  confirió  en  unton  do  doTi 
Andrés  Rodrigalvarez  y  D.  Faustino  Anscei 
Marlinez,  ai  resolver  la  Sala  sentenciadora 
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ffM  tt  praclíque  oyendo  á  los  inlereéndosi 
inieTa  liquidación  y  adjudicación  del  cau- 
ún\  iovenlariado  por  el  indicado  contador 
I).  Faustino  An^^el  Martínez,  con  objeto  de 
ti«»jar  todo  motivo  de  sospecha  por  parte  de 
U  fiuda  y  de  Rodrigalvarez,  Abogado  de- 
fensor de  Martínez ,  porque  esta  resolución 
tm  afecta  al  ejercicio  del  verdadero  cargo 
d«  testamentario,  y  porque,  puesta  en  liti- 
la  leealídad  de  la  tasación  y  adjudics- 
fioo  de  dicho  caudal ,  y  teniendo  la  viuda 
ffi  esta  contienda  el  carácter  de  parle  liti'* 
finteé  mteresada,  era  forzoso  que  el  tri- 
bunal sentenciador  asegurase  la  imparciali- 
dad y  justicia  de  dichas  operaciones  por  los 
medios  prevenidos  en  el  derecho.»  (Gaceta 
27  mafso.) 

OBUQACIONIS  DE  MEI70BB8 
BB  EDAD.  Aunque  según  ta  Uy  il, 
m.  46,  Partida  6.*,  el  menor  no  puede 
hacer  contrato  en  que  obtigue  alguna  co- 
uidesue  bienes ,  sin  otorgamiento  de  su 
fiardadorj  bajo  pem  de  íiulidad  si  lo 
hiciere  en  daño  suyOj  esta  ley  no  es  apíi- 
tíüfle  cuajido  el  menor  se  obliga  como 
epoderado  de  otro. 


terptiso  el  recurso  de  Casación ,  citando 
como  infringidas  las  leves  17,  tít.  16» 
Partida  6.*,  y  4/,  tít.  Í9,  lib.  4 <  de  la 
Nov.  Becop. ,  y  los  arts.  224  y  2!26  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  toda  vez  que 
se  estimaba  la  demanda  y  se  la  imponían 
las  costas»  sin  embargo  de  que  se  apoya* 
ba  aquella  en  una  obligación  nula,  como 
otorgada  por  un  menor  de  edad  que  no 
podía  obligarse  sin  la  autoridad  de  su 
curador  y  de  que  no  se  había  presentado 
el  vendi  autorizado  por  la  aduana  para  el 
tránsito  de  los  cerdos  v  las  facturas  de  su 

teso,  por  todo  lo  cual  había  tenido  razón 
astante  para  oponerse  á  dicha  demanda. 
El  Tribunal  Supremo  por  sentencia  de  17 
de  marzo  declara  no  haber  lugar  al  re- 
curso: 


«Considerando  que  d  punto  discutido  en 
estos  autos  es  una  cuestión  de  mero  'hecho, 
reducida  á  si  D.  Pedro  Gómez,  marido  de  íá 
recurrente,  celebró,  ya  fuese  por  si  ó  por 
otro  en  su  nombre  y  con  su  autorización,  el 
contrato  que  sirve  de  fundamento  á  la  de- 
manda; y  que  sobre  ella  se  ha  practicado 
prueba  lestiQcal  que  ha  apreciado  la  Sala 
sentenciadora,  sin  que  contra  esta  aprecia- 
,  cion  se  haya  citado  ley  ni  doctrina  alguna 
Pleito  segoido  en  el  Juzgado  de  Val  verde  j  legal  infringida: 
del  Camino  v  Audiencia  de  Sevilla  por  la  j  Considerando  que  aun  cuando  se  hubiera 
víoda  de  D.  Nicolás  Pulido  con  la  viuda  opuesto  oportunamente  la  excepción  que 

hijos  de  este  sobre  pago  de  maravedises.  ,  ^^j^^lece  que  el  menor  no  puede  hacer  con- 


iMlsiói  de  17  &  Bans  &  1866. 


Dicho  Gómez  compró  en  1860  á  Puüdo, 
vecino  del  Barranco,  en  Portu<i;al,  110 
puercos  carnosos;  pesaron  1.316  arrobas 
V  de  este  peso,  se  entregaron  al  vendedor 
iaciiiras  para  liquidar,  autorizadas  por  el 
hijo  de  Gómez,  Francisco.  A  los  25  dias 


trato  en  que  obligue  alguna  cosa  desús  bie- 
nes sin  otorgamiento  de  su  guardador,  bajo 
pena  de  nulidad  si  lo  hiciere  en  daño  suvo, 
no  habría  podido  ser  infringida  dicha  ley 
por  no  tener  aplicación  al  caso  que  ha  sido 
objeto  del  debate,  puesto  que  U  interven- 


J^ílecíóGomez  intesUdo,  y  á  losdos  mese.  ;  Í^^^'J^Z  l^lLo^^^^^^^^^ 
lirroó  Francisco  un  documento  privado  concepto  de  apoderado  de  su  padre,  y  no 
reconociendo  la  compra  y  el  peso,  y  la  li-  nombre  propio,  ni  obligando  por  tanto 
qaidacion  de  lo  que  debía  por  este  con-  bienes  al  cumplimiento  del  mismo: 
cepto  la  testamentaría  de  su  padre  en  '  Considerando  que  si  bien  la  ley  4.*,  titu- 
49.S01  rs.  Entablada  demanda  para  su  !  lo  19,  lib.  11  de  la  Nov.  Recop.  dispone 
cobro,  y  reconocida  la  deuda  por  los  me-  que  jurando  el  demandado  á  petición  del 
ñores  de  Gómez  y  por  su  curador ,  la  vía-  ,  ««lor  que  no  le  debe  cosa  alguna,  no  pague 
da  la  impugnó  ne»o  el  hecho,  y  que  ^Jlt^Z^^^^^ 
los  cerdos  hubiesen  entrado  en  su  casa,  y  i  ^^^^  ,^  dtmanda,  pague  el  dJman^ 

que  sean  validos  los  conl/alos  otorgados  l  ^j^J^V  derechos  y  cosías,  habiendo  lugar 
por  menores,  sin  asistencia  de  su  curador:  |  derecho  de  tas  pagar,  y  por  consiguiente 
ffCro  le  fué  contrario  el  fallo  del  Juzgado  que  la  ejecutoria  no  ha  infringido  la  referi- 
que  confirmó  coa  costas  la  Audiencia.  In-  da  ley  por  haber  condenado  en  costas  a  la 
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recurrente;  pues  aunque  negó  en  la  conles- 
lacion  ios  hechos  expueslo<i  en  ia  demanda, 
y  al  absolver  dcitpues  posiciones  retalivas 
á  los  mismos  declaró  bajo  df*  juramento  que 
ignoraba  su  conlenido;  recibido  el  pleilo  á 
prueba,  justificaron  su  pretensión  l-is  acto- 
res á  juicio  del  tribunal  sentenciador,  que 
calificó  además  de  temeraria  ia  oposición 
de  la  recurrente: 

Y  considerando  que  los  arts.  224  y  226 
de  la  ley  de  Eiijuiciamicnlo  civil ,  como  re- 
ferentes al  órd-ín  de  proceder,  no  pueden 
servir  para  fundar  en  ellos  un  motivo  de 
casación,  aun  cuando  hubieran  sido  infrin- 
gidos.» {Gac.  27  marzo,) 

EJECUCION  DE  SENTENCIAS. 

El  condenado  personalmente  á  hacer  al- 
guna cosa  solo  se  entiende  que  opta  por 
el  resarcimiento  de  perjuicios  y  cuando 
uo  cumple  con  lo  aue  se  le  ordena  dentro 
del  plazo  que  el  Juez  le  señale  al  efecio. 
^Conformidad  de  la  sentencia  con  la 
demanda:  cita  de  doctrinas  sin  concretar- 
las á  la  cuestión. 

SeDleneia  de  17  de  mano  de  1866. 

Pleito  seíTuido  en  apelación  en  la  Au- 
dieocia  de  Madrid  por  D.  Ramón  Méndez 
cou  D^José  Galserá  sobre  iodemaizacioo 
de  daños  y  pejuicios. 

Gaiserá  despidió  de  su  servicio  á  Mén- 
dez» cochero  de  plaza,  expresando  en  su 
eartilla  que  le  despedía  por  mal  recauda- 
dor: Méndez  le  demandó  en  8  de  julio  de 
1862  por  injuria  y  calumnia;  y  Gaiserá, 
que  se  habia  equivocado^  estuvo  pronto 
á  variar  la  cartilla,  á  admitirle  de  nuevo 
á  su  servicio  y  abonarle  por  perjuicios 
SOO  rs. ,  con  lo  que  se  conformó  Méndez; 
pero  alegando  este  que  no  pudo  conseguir 
hasta  c\  mes  de  setiembre  que  le  derol- 
viese  la  cartilla  con  la  nota  convenida ,  y 
como  con  nota  y  lodo  le  perjudicaba  por  | 
DO  estar  registrada  en  el  corregimiento  y 
nadie  le  quería  admitir  cochero,  en  24  de 
abril  de  1863  demandó  de  nuevo  que  ¿ 
Gaiserá  se  lijase  un  plazo  para  registrar 
la  cartilla  ó  proporcionarle  uua  nueva,  y 
de  no  hacerlo  que  entendiese  optaba 
por  el  resarcimiento  de  danos  y  perjui- 
cios, y  qtie  además  le  abonase  4.000 
reales  |^r  los  ocasionados  hasta  enton- 
ces. Se  requirió  á  Gaiserá:  este  entregó 
la  cartilla  sin  dilación ,  desestimándose  la 


solicitud  de  Méndez  paraqueseentendie^ 
se  haber  optado  Gaiserá  por  la  indemni- 
zación de  perjuicios.  Y  Méndez  entablo 
demanda  para  que  se  condenase  á  Gaiserá 
al  pago  de  3.500  rs.  por  perjuicios;,  y  ab- 
suelto  el  demandado  por  sentencia  revo- 
catoria de  la  Sala,  é  interpuesto  por  aquel 
recurso  de  casación  citando  como  infrin- 
gidos: l.^^el  art.896  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil;  2.*"  la  hiy  13,  til.  11  de  la 
Partidas.*;  S.""  la  doctrina  legal  saicio- 
nada  por  este  Supremo  Tribunal  que  es- 
tablece la  nulidad  de  la  sentencia  que  no 
guarda  conformidad  con  la  demanda;  y 
4.^  La  doctrina  asimismo  legal ,  de  que 
el  que  por  culpa  de  otro  sufre  daño 
sin  razón,  tiene  el  incuestionable  derecho 
de  ser  completamente  indemnizado  por  el 
que  le  causó.  El  Tribunal  Supremo  decla- 
ró no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  aegun  prescribe  el  ar- 
tículo 896  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
el  condenado  personalmente  á  hacer  alguna 
cosa,  solo  se  entiende  que  opta  por  el  resar- 
cimiento de  perjuicios  cuando  no  cumple  cou 
lo  que  se  le  ordena  para  la  ejecución  de  la 
sentencia  dentro  del  plazo  que  el  Juez  le  se- 
ñale al  efecto: 

Considerando  que  asignado  el  plazo  de  I O 
dias  al  demandado  para  que  presentase  la 
cartilla  ya  habilitada,  devuelta  que  fué  por 
corregimicnlo  en  esta  forma,  se  mandó  por 
el  Juzgado  entregar  al  demandante,  y  que 
no  obstante  haberse  solicitado  con  posterior 
ridad  por  el  mismo  se  declarara  que  el  de- 
mandado había  optado  por  la  indemniza- 
ción de  perjuicios,  ae  mandó  estar  á  lo  pro  - 
veido: 

Considerando  que  ambas  providencias, 
por  las  que  implícitamente  se  tenia  por  cuoi- 
piído  al  demandado  fueron  consentidas  por 
el  demandante,  y  que  por  tal  razón  no  han 
sido  infringidos  ni  el  art.  896  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  ni  la  ley  13,  tít.  11, 
Partida  5.*,  que  determina  afasta  caénCo 
tiempo  debe  ser  coniplida  la  promission:» 

Considerando  que  la  sentencia  que  absuel- 
ve de  la  demanda ,  como  resolutoria  de  Ih 
cuestión  que  ha  sido  objeto  del  pleito,  guar- 
da con  aquella  entera  conformidad,  y  por 
lo  tanto  no  infringe  la  doctrina  que  a  esle 
objeto  se  cita  en  el  recurso: 

Y  considerando  que  no  es  suñciente  para 
motivar  un  recurso  de  casación  la  enuncia.* 
cion  indeterminada  de  doctrinas  que  se  su^ 
ponen  infringidas,  sino  que  es  preciao  co;»  ^ 
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cret&rlas  á  la  cuestión  objeto  ^el  litigio , 
j^un  repetidamente  tiene  con^iignado  esle 
Supremo  Tribunal,  y  por  c«iya  razón  no  se 
ha  infringido  tampoco  la  doclrioa  legal  ci- 
tada en  úliimo  lugar  en  el  recurso.»  (Goce* 
ta  27  marso.) 

SOLUCION  O  PAGA.  Para  que 
pueda  invocar  la  casación  fundado  en  la 
UyoQy  HL  14,  Partida  el  que  pagó 
indebidamente,  es  preciso  que  lo  haya  he- 
cho por  error ,  y  que  se  pruebe  este.  So- 
bre  las  reglas  de  derecho  tel  que  calla 
non  confiesa  nin  tampoco  es  visto  negar* 
y  ten  un  documento  en  que  se  consigna  un 
contrato  7io  puede  rechazarse  lo  perjudi- 
cial si  se  acepta  lo  favorable.* 

SeoleDcia  de  20  de  marzo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  üti  Jtregnflo  de  Madrid 
T  en  su  Audieocia  por  D.  Francisco  Be- 
reogaer  con  D.  ioi^é  Murga,  sobre  devolu^ 
cioa  de  cierta  caolidad  que  se  bizo  pagar 
a  este  por  la  vía  ejecutiva  en  concepto  de 
anieodos  vencidos  de  uo  molino  de  la 
propiedad  de  D.  Joaquin  Murga.  Había 
i&ediado  alguna  promesa  por  parte  del 
dueño  de  hacer  ciertas  obras  en  el  molino 
y  fondado  en  ello  Berenguer  demandó 
dos  aSos  después  á  D.  José  Murga ,  como 
beredero  de  D.  Joaquin,  paraque  ledevol- 
I   >}ese  lo  qoe  decía  baber  pagado  iodebida- 
i&ente.  Ambas  sentencias,  la  del  Juzgado 
V  la  de  la  Sala  absolvieron  de  la  demanda 
á  Marga,  por  lo  que  Berenguer  ioierpuso 
recurso  de  casación  citando  como  infringi- 
das:     La  ley       lít.  \.\  lib.  40  de  la 
Nov,  Berop.  y  ei  párrafo  que  en  la  ley 
ÜL  Sí  de  la  Partida  7.*  empieza  con 
)a5  palabras  cOtrosí  dijeron  que  aquel  que 
calla,  etc.»  2."  El  párrafo  primero  del  ar- 
iícu»o  279  y  el  quiqlo  del  280  de  la  ley 
(íe  Efljuicianiienio  civil,  y  la  ley  30,  títu- 
lo 14,  Partida  3/,  en  el  caso  de  conside- 
rarse como  indebüi  solutio  la  acción  de- 
dadda:  3.^  La  doctrina  legal  en  virtud  de 
ia  caal  los  contrayentes  que  han  hecho 
ISO  del  documento  en  que  se  consigna  un 
contrato  para  lo  que  les  era  favorable,  no 
laeden  rechazarle  en  lo  perjudicial:  Y  4.*" 
1  respecto  á  la  apreciación  de  la  prueba 
ííTsUlicaf  •  el  art.  517  de  la  ley  de  Enjui- 
oamieato  civil,  que  manda  se  tengan 
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presentes  las  reglas  de  la  sana  crítica  y 
según  las  cuales  el  recurrente  babia  pro- 
bado lo  que  debía  probar.  Y  el  Supremo 
Tribunal  declaró  no  baber  lugar  al  re- 
curso: 

«Considerando  que  cuando  no  resulta  de- 
bidamente probado  la  existencia  de  las  obli- 
gaciones que  se  dicen  conlraidas,  no  puedo 
reputarse  infringida  la  ley  1.*,  til.  1.®,  li- 
bro 10  de  la  Nov.  Recop.: 

Gonsideraado  que  en  este  caso  se  halla, 
á  juicio  de  la  Sala  que  ha  dictado  la  ejecuto- 
ria, la  certeza  del  pacto  condicional  que  sir- 
ve de  fundamento  á  la  demanda,  ni  que  cu 
tal  hipótesis  hubiera  dejado  de  cumplirse: 

Considerando  que  el  que  confiesa  una  den  • 
da  en  juicio  y  manifiesta  la  causa  de  deber, 
y  aun  añade  haber  satisfecho  por  tal  concí  p- 
lo",  parte  de  su  importe,  seg^un  lo  ha  verilic.»- 
do  explícitamente  el  recurrente ,  no  puede 
invocar  en  casación  y  contra  su  nropio  acio 
y  sin  prueba  de  su  error  la  ley  30,  tít.  14, 
Partida  5.',  que  establece  que  el  que  pague 
deuda  dudosa  y  después  pruebe  no  deberla 
ha  de  serle  restituida;  por  lo  cual  la  citadn 
ley  y  la  regla  de  derecho  de  que  el  que  ca- 
lla nQn  confiesa  nin  tampoco  es  visto  negar , 
no  han  sido  infringidas: 

Considerando  que  despachada  ejecucioti 
contra  ei  recurrente  en  virtud  en  obiigacio»i 
y  deuda  por  el  misnrw  confesada ,  y  no  p<»r 
documento  alguno  que  la  trajese  aparejad.! , 
se  <;itacou  inoportunidad  y  no  ha  podido  pnr 
consiguiente  ser  infringida  la  doctrina  le^a» 
de  que  ten  un  documento  e.i  que  se  consig- 
na un  contrato  no  puede  rechazarse  lo 
perjudicial  si  se  acepta  lo  favorable,»  a-í 
como  lauipoco  y  por  la  misma  razón  ,  los 
arts.  279  y  280  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil ,  que  expresan  y  deterniiuan  la  clase  de 
documentos  de  que  puede  hacerse  uso  en 
juicio  como  medios  de  prueba: 

Y  considerando,  en  cuanto  á  la  infracción 
alegada  del  art.  3*7  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  que  no  se  demuestra  el  con- 
cepto en  que  se  invoca,  ni  menos  aparece 
que  en  la  apreciación  que  ha  hecho  la  8ala 
de  la  fuerza  probatoria  de  las  deolaracione* 
de  los  testigos  haya  faltado  á  las  reglas  de 
sana  crítica  á  que  debe  sujetar  sujuicio.»  (Ga- 
cela 29  mano.) 

PBOOBDIMIEWTO  CIVlIi.  Para 
que  proceda  [a  admisión  del  recurso  do 
casación  y  puedan  apreciarse  en  este  las 
faltas  de  que  habla  el  art.  4.013,  es  nece- 
sario reclamar  su  subsanacion  en  la  ins- 
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tancla  en  fUe  $c  haya  cometido,  y  también 
€n  la  siguiente  $i  lo  ha  $ido  en  la  primera, 

Siitncía  de  31  di  Bini  di  1868. 

Pleito  seguido  ea  uq  Juzgado  de  Bar- 
eelona  y  su  Audiencia  por  D.  Ramoo  Gi- 
roña  y  Mató  con  sus  hermanas  dona  Ma- 
nuela, doia  Cristina  y  doña  Dolores,  sobre 
adquirir  la  posesión  de  los  bienes  pa- 
ternos. 

Fallecido  el  padre  de  estos,  D.  ttamoo 
Girona  y  Marti,  el  dicho  su  hijo  pidió  la ' 
posesión  de  sus  bienes,  la  que  después 
(ie  las  oportunas  diligencias  se  declarase 
(l«  finitiva.  Mediante  la  correspondiente 
inlormacioo  se  le  confirió,  y  publicada 
en  Ids  términos  convenientes,  sus  herma- 
nas, representadas  por  sus  maridos,  com- 
))arecieron  solicitando  se  convocara  á  jui- 
no  verbal  á  los  interesados,  y  que  deian- 
(in  á  su  tiempo  sin  efecto  la  posesión  dada 
I  xclusivamente  al  D.  Ramón,  se  confiriera 
u\  mismo  y  á  ios  reclamantes'  mancomu- 
lindamente  ó  proindiviso  la  de  la  herencia 
«!hí  padre  común.  D.  Ramón  Girona  y 
Mató  contradijo  aquella  pretensión,  fun- 
liado  en  que  á  D.  Vicente  Oliver,  D.  Ma- 
riano Grangell  y  D.  Francisco  Busquel,  ma- 
ridos de  aquellas,  les  obstaba  la  excepción 
ílefaltade  personalidad,  porquenoacredita- 
han  que  tuvieran  la  administr:)cion  de  los 
bienes  de  sus  exposas  y  podía  acontecer 
«lue  los  que  las  correspondiesen  sobre  la 
herencia  de  su  padre  fuesen  parafernales, 
<U*  los  que  en  tal  caso  ellas  serian  únicas 
administradoras  y  no  sus  maridos;  y  cele- 
brado el  juicio  verbal,  el  Juez  de  primera 
instancia  dictó  sentencia  amparando  al 
D.  Ramón  en  la  posesión  conferida  respec- 
to á  las  bienes  existentes  en  el  principado 
y  en  cuanto  á  los  radicados  en  el  antiguo 
reino  de  Valencia,  decjaró  corresponder 
en  común  y  proindiviso,  hasta  que  se  ve- 
rificara la  liquidación  y  partición  entre  to- 
dos los  hijos  de  D.  Ramón  Girona  y  Mar- 
ti, cuyo  fallo  confirmó  la  Audiencia;  mas 
Girona  fundándose  en  el  art.  1.015  de  la 
líV  de  Eojuiciamienlo  civil  interpuso  re- 
curso de  casación  cuya  admisión  fué  de- 
negada por  la  Audiencia.  Girona  apeló,  y 
el  Supremo  Tribunal  confirmó  con  las 
costas  el  auto  apelado: 


tConsjddrando  que  ti  bien  Girona  y  Maté 
en  la  primera  instancia  opuso  á  tui  cuñndot 
falta  de  personalidad  porque  no  acredUabaa 
tener  la  administración  de  los  bienes  de  sos 
respectivas  consones,  pudiendo  acontecer 
que  los  que  correspondiesen  á  las  roismas 
en  la  herencia  de  su  padre  fueran  parafer- 
nales,  no  aparece  de  autos  que  el  expresa- 
do Girona  en  la  segunda  instancia  reproda- 
jesf  dicha  reclamación: 

Y  considerando  que  según  el  art.  1.02S 
de  la  ley  do  Enjuiciamiento  civil  para  qua 
puedan  ser  admitidos  los  recursos  de  casa** 
cion  que  se  funden  en  las  causas  del  art.  1.013, 
es  indispensable  qae  se  haya  reclamado  la 
subsanacion  de  la  falla  en  la  instancia  so 
que  se  haya  cometido;  y  también  en  la  si- 
guiente si  ha  sido  en  la  primera»  lo  cual  en 
el  caso  actual  no  se  ha  verificado.»  (Gas.  3t 
mar%o,) 


ÁDfEñTENClAS. 

En  lo$  númeroi  8  y  9,  págs,  128  y  144, 
indicamos  nueHro  propósito  de  no  sarvir  en 
lo  sucesivo  la  suscrieion  á  este  Boletín  á  los 
^ue  no  hayan  abonado  su  importe  anticipa- 
do i  y  dispuestos  á  cumplirlo ,  para  evitar-» 
nos  perjuicios  y  complicaciones ,  invitamos 
á  los  pocos  que  se  hallan  en  dicho  caso  qus 
se  sirúan  renovar  la  suscrieion ,  pues  este  es 
el  último  número  que  le  remitimos.  La  sui- 
cricion  por  todo  el  año  es  9 A  r* y  fuera 
de  suscrieion  costará  el  anMrio  M9  mm. 


Apreciando  los  sentimientos  que  no«  mani- 
fiestan  muchos  de  nuestros  apreciados  sus- 
critoreSf  y  deseando  corresponder  á  tu  favor  y 
hemos  resuelto  que  el  Diccionario  de  ios  pun- 
tos resueltos  por  la  jurisprudencia  en  18d6. 
comprenda  también  los  mas  principatt$  qus 
en  añjs  anteriores  se  contienen  en  loe  fot  los 
del  Consejo  de  Éstado  y  del  Tribunal  Svpre- 
mo  de  Justicia»  Olrp  dia  dtremos  como  nos 
proponemos  desempeñar  este  trabajo. 


Toda  la  correspondencia  deberá  dirigiru 
con  sobre  al  Sr.  D.  Marcelo  Marlinez  Alcy- 
billa,  Director  del  Bolelin  Juridico.—MA^ 
DRID. 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietario^ 
y  Editor  responsable. 


MAUKli).->|inp.  «lo  El  Consultor  á  carino  Uc  £.  ü 
la  Uiva,  Foiiiouto,      — Ailuiiuistracioa,  Jttftta'i. 
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PARTB  lECISUTiVi. 


L«7M^  éttret^m^  r«*reii  érdeaeay  el  reo- 

153.  BANIDAB.— R.  O.  de  S  de  junio»  so- 
bre deaisnacion  de  laa^retoa. 

(GoB.)  «En  conformidad  con  lo  d istmeño 
el  arl.  27  de  la  ley  de  aaiiidad  vigíenle ,  y 
mientras  se  hacen  los  estudios  necesarios 
p:ira  conripietar  el  número  de  lós  lazaretos 
que  la  ley  mencionada  desig^na ,  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  ha  tenido  á  bien  mandar  que  se 
consideren  como  sucios,  y  por  ahora  de ob- 
fiervacion  ,  los  de  las  islas  Baleares  y  los  de 
Vigo  y  Tambo,  en  la  provincia  de  Ponteve- 
dra ;  y  como  de  observación  únicamente,  y 
too  el  mismo  carácter  de  interinidad,  los 
poertoa  de  Cádiz,  Santander  y  Cartagena. 
l>e  real  orden ,  etc.  Madrid  8  de  julio  de 
1366. — Posada  Herrera.»  (Gac.  9 junto.) 

164.  QUINTAS.— Beal  órden  circular  de 
14  de  mayo,  sobre  el  derecho  á  la  ffratifioa* 
eionde  1^  2.000  rs.  los  indultados  ae  deser- 

(GoRRRA.)  <(He  dado  cuenta  á  la  Reina 
(Q-  D.  G.)  de  Jos  expedientes  promovidos 
por  el  obrero  de  Adnaitiistracion  militar  Félix 
Lasema  Cortado  y  el  soldado  licenciado  Ma- 
nuel Garcia  Escudero ,  deserlofes  indultados, 
en  solicitud  de  la  gratificación  de  200  es* 
cadosde  que  tratan  ios  arls..  4.^  y  5.^  de  la 
lej  de  reemplazos  de  30  de  enero  de  1856» 
a^i  como  de  las  dos  consultas  de  los  directo- 
res generales  de  infantería  y  Administración 
militar,  sobre  el  derecho  de  ios  soldados  del 
raimiento  Fijo  de  Ceuta  Luis  Pascual  y  Pa- 
tricio Moreno  Barron  á  la  indicada  gratifi- 
cación ;  de  otras  dos  del  capitán  general  de 
la  isla  de  Cuba  acerca  de  si  los  individuos 
que  cometen  el  delito  de  conato  de  deser- 
ción ,  y  los  prófugos  recargados  con  tiempo 
de  servicio,  tienen  derecho,  una  vei  indul- 
tados y  á  la  gratificación  expresada ,  y  de 
ana  instancia  del  soldado  licenciado  Julián 
Martínez  Vivanco  solicitando  la  misma  gra- 
úlicacion. 

Enterada  de  todo  S.  M. ;  teniendo  por 
una  parte  en  cuenta  que  ni  en  el  art.  4/ de 
la  expresada  ley  que  estableció  á  favor  de 
Uts  cumplidos  del  ejército  la  gratificación  de 
que  se  trata ,  ni  en  ningún  otro  de  ella  se 
Tomo  X  del  Dicg. 


excluye  á  los  que  se  hubien^n  desertado  del 
derecho  á  esa  gratificación ;  y  considerando, 
por  otra,  que  si  bien  las  Ks,  Ords.  de  8  de 
julio  y  16  de  diciembre  de  1863  determina- 
ron respectivamente  que  los  individuos  que 
por  desertores  fuesen  destinados  á  servir  á 
UUramar,  y  ios  qt4e  allí  cometan  este  delito 
carecen  de  derecho  á  la  gratificación  mt^n^ 
cionada  una  vez  concedido  indulto  de  él  á 
ios  que  le  hubieren  cometido^  vienen  á  que- 
dar en  igual  situación  que  ántes  de  come- 
terle; cuya  doctrina  es  tanto  mas  fundada, 
cuanto  que  ,  según  la  R.  O.  de  19  de  julio 
de  1864 ,  no  es  obstáculo  para  alcanzar  la 
gratifi'^acion  referida  el  haber  sido  destina- 
do un  individuo  al  regimiento  Fijo  de  Ceuta 
por  consecuencia  de  una  falta  militar  y  «a 
virtud  de  sentencia  dictada  al  efecto ;  y  con- 
forme en  un  todo  con  el  dictámen  emitido 
en  21  de  marzo  último  por  el  Consejo  de  Es- 
tado en  pleno  ,  ha  tenido  á  bien  resolver: 

1.  ^  Que  tanto  tos  mencionados  Félix  La- 
serna  Cortado  y  Manuel  García  Escudero, 
como  Julián  Martínez  Vivanco ,  desertores 
todos  indultados,  tienen  derecho  á  la  grati« 
ficacion  referida,  sin  que  respecto  al  García 
Escudero  y  Martinez  Vivanco  sea  para  ello 
un  óbice  la  prescripción  seeunda  de  la  real 
órden  de  8  de  julio  de  1863  por  habérseles 
indultado,  así  del  delito  de  deserción  como 
de  los  recargos  para  Ultramar  que  por  él  les 
fueron  impuestos./ 

2.  ^  Que  tiene  asi  mismo  derecho  Patricio 
Moreno  Barron  á  esa  gratificación  j;>or  haber 
cumplido  en  el  servicio  los  ocho  anos  que  la 
ley  establece  y  reunir  las  circunstancias  que 
el  art      de  la  misma  determina. 

3.  ^  Que  reconscido  á  los  desertores  in- 
dultados el  derecho  á  la  gratificación  de  200 
escudos,  no  es  posible  negársela  á  aquellos 
que  solo  cometen  el  delito  de  conato  de  dt- 
sercion  cuando  hayan  sido  indultados. 

4.  ^  Que  los  prófugos  declarados  solda- 
dos ó  suplentes,  una  vez  aprehendidos  y  en- 
tregados como  quintos  que  cubren  la  plaza 
^ue  les  locó  en  suerte*  tienen  igual  derecho 
a  dicha  gratificación ,  hayan  ó  no  sido  indul- 
tados de  ese  delito  y  del  recargo  correspon- 
diente, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 125  de  la  ley  de  reemplazos. 

Y  5.^   Que  el  soldado  del  regimiento  Fijo 
de  Ceuta  Luis  Pascual  no  tiene  derecho  á  la 
gratificación  en  cuestión  por  oponerse  ter- 
miuantemeate  á  ello  el  art.  160  de  la  citada 
i6 
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ley  ,  sepun  el  cual  queda  privado  de  las  re- 
tribuciones que  los  arls.  4.^  y  5.®  de  la  mis- 
ma conceden  al  mozo  que  se  mutile  ó  inuli* 
Jice  pará  evadirse  del  servicio.  De  real  or- 
den efe.  Madrid  14  de  mayo  de  1866.— El 
Subsecretario,  Francisco  de  Uzlaríz.o  {Ga* 
ceta  9  junio.)  . 


165.  IiICSNCIAS  SEMBSTRATiBS.  — 
Beal  órden  circular  de  19  de  mayo,  sobre  abo- 
no de  haber  y  pan  &  loa  que  pasan  i  la  re- 
serva. 

(Guerra.)   «Enterada  la  Reina  (que  Dios 
guarde)  de  un  oficio  del  Director  general  de 
infantería,  en  que  consulta  si  á  los  individuos 
que  se  encuentran  disfrutando  licencia  se 
mestral  y  deben  pasar  á  la  reserva,  con  ar 
reglo  á  lo  dispuesto  en  R.  O.  de  16  de  abril 
último,  ha  de  abonárseles  el  haber  y  pan  del 
mes  de  junio  como  á  los  demás  comprendí 
dos  en  dicha  real  órden,  no  obstante  de  su  no 
incorporación  en  los  cuerpos  de  (jue  proce 
den ,  se  ha  servido  disponer  Que  a  los  indi- 
viduos de  que  se  trata  nd  se  les  abone  mas 
haber  y  pan  que  hasta  el  dia  2  de  junio 
próximo  venidero.  Dft  real  órden  etc.  Ma- 
drid 19  de  mayo  de  1866.— El  Subsecrela 
río,  Francisco  de  üzlariz.»  {Gac.  9  junio. 

156.  DBSAMOBTIZAOION.-Iiey  de  15 
de  junio  declarando  redimibles  hasta  el  acto 
de  la  subasta  los  cenaos  y  demás  cargas  per- 
manentes que  gravan  los  bienes  desamorii- 
aados.  Tipo  para  las  redenciones.  Oondona- 
oion  de  atrasos.  Venta  de  oenaoa  y  oargas. 
Aprovechamientos  de  pastos  

(Hac.)   «Doña  Isabel  II  etc. 

Articulo  1.^  El  derecho  de  redimir  los 
censos  y  demás  cargas  permanentes  que 
correspondan  al  caudal  de  bienes  declara- 
dos en  estado  de  venta  por  las  leyes  de 
desamortización  y  gravan  la  propiedad  in- 
mueble, podrá  reclamarse  hasta  el  acto  de 
la  subasta ,  debiendo  suspenderse  el  remate 
si  el  censatario  solioitare  A  redención  antes 
de  haberse  terminado. 

Árl.  2.^  Los  tipos  de  capitalización  para 
las  redenciones  serán  los  señalados  en  la 
ley  de  11  de  marzo  de  1659. 

Arl.  3."  Si  ai  solicitar  la  redención 
acompañase  el  censatario  carta  de  pago  de 
hallarse  dv»posilado  el  importe  del  capital 
integro  ó  del  primer  plazo,  y  los  réditos 
Caidos,  la  redención  se  entenderá  retrolraida 
para  los  efectos  legales  ú  la  Techa  de  la  so- 
licitud, sin  perjuicio  de  la  liquidación  de- 
finitiva. 

Arl.  4.^  No  se  comprenden  en  las  dis- 
posiciones que  anteceden  las  ventas  proce- 
dentes de  los  arrendamientos  constituidos 
antea  del  año  de  1800,  cayo  plazo  de  reden* 


cion  concluyó  en  27  de  agosta  de  1856,  se- 
gún lo  dispuesto  en  la  ley  de  27  de  febrero 
del  mismo  año. 

Arl.  5.»  Se  condonan  los  atrasos  que 
hasla  la  promulgación  de  esta  ley  adeuden 
al  Estado  los  censatarios  qae,  para  gozar 
de  los  beneficios  que  concede,  se  confiesen 
deudores  de  capitales  ó  réditos  de  censos 
desconócidos  ó  dudosos  para  la  Administra- 
ción ,  entendiéndose  como  tales  los  que  has» 
la  la  minma  fecha  no  hayan  sido  recla- 
mados. 

Arl.  6.«  Cuatro  meses  después  de  pu- 
blicada la  presente  ley,  la  Administración 
procederá  a  la  venta  de  los  censos  y  car- 
gas que  expresa  el  arl.  1.0  Estos  censos  y 
cargas,  de  cualquiera  clase  que  sean,  se 
venderán  con  el  carácter  de  redimibles, 
y  'o,  en  iodo  tiempo  al  Upo  de  3 
por  100.  ^ 

Art,  7.®  .  Los  poseedores  de  fincas  gra- 
vadas con  aprovechamiento  de  pastos  ó  de 
cualquiera  otra  naturaleza  que  no  partici- 
pen del  carácter  censual,  constituidos  á  fa- 
vor de  pueblos  ó  corporaciones  cuyos  bienes 
estén  comprendidos  en  las  leyes  vigentes 
de  desamortización,  podrán  solicitar  la  re- 
dención de  dichos  aprovechamientos  en  las 
nriismos  términos  prescritos  para  los  censos, 
siempre  que  no  se  hayan  declarado  por  el 
Gobierno  ó  se  declaren  en  virtud  %e  peti- 
ción hecha  en  el  término  de  un  año  de  uso 
general  y  gratuito. 

Art.  8  •  El  tipo  para  estas  redenciones 
será  la  capitalización  de  los  aprovecha- 
niientos  al  \  por  100  de  su  importe,  dedu* 
cido  el  10  por  100  de  administración,  y  pré- 
via  tasación  en  venta  hecha  por  tres  peritos 
en  representaciott  del  Estado,  del  pueblo  6 
carporacion  que  disfrutaba  el  aprovecha- 
miento y  del  propietario  del  predio  grava - 
d  .  El  pago  de  los  mismos  se  hará  en  10 
plazos  Iguales  y  término  de  nueve  años, 
gozando  fos  redtmenles  el  descuento  del  5 
por  lOd  sobre  e)  importe  de  los  plazos  que 
anticipen  en  la  forma  establecida  por  el  ar- 
ticulo 6.*  de  la  ley  de  de  mayo  de  1855 
y  disposiciones  posteriores  que  se  aclaran. 

Art.  9.®  .  Eln  las  enajenaciones  que  veri- 
fique el  Estado  de  la  parle  que  le  corres- 
ponda en  fincas  cuyo  dominio  se  halle  di- 
vidido tendrá  el  derecho  de  tanteo  el  con- 
dueño; y  si  fueren  varios,  el  que  lo  sea  de 
mayor  porción,  pasando  en  caso  de  no  ejer- 
citarlo al  inínediato  porcionero.  Este  dere- 
cho se  reclamará  dentro  de  los  nueve  (iia<« 
siguientes  al  acto  del  remate  ante  cualquie- 
ra de  los  Juzgados  que  haya  intervenido 
ta  la  subasta. 
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Arl.  10.  Los  capitales  de  censos  que 
mrespoodan  á  parliciilares  ó  corpora- 
eionea  exceptuadas  de  la  desamortización, 
y  graviten  sobre  ñncas  sujetas  á  esta,  son  y 
seguirán  siendo  respetados  con  arreglo  al 
derecho  común  y  á  las  escrituras  de  impo- 
sición. 

Art.  11.  El  Ministro  de  Hacienda  adop- 
tara las  disposiciones  necesarias  para  el 
cumplimiento  de  la  presente  ley. 

Por  tanto:  Mandamos  ♦•le.  Palacio  á  15 
de  junio  de  1866.— Yo  la  Reina.— El  Minis- 
tro ipterino  de  Hacienda,  Antonio  Cánovas 
de  Castillo.»  {Gao.  i7  junio,) 

157 .  CXmNT  AS  DBIi  BSTADO—Iiej  de 
15  de  Junio  aprobando  las  cuentas  genera- 
les del  presupuesto  de  1853  y  la*  diaposioío- 
Bes  que  sirvieron  de  fundamento. 

(Hac.)  ttDoña  Isabel  II  etc. 
Articulo  1.^  Se  aprueban  tos  presu- 
puestos ¿generales  de  ingresos  y  glastos  del 
Estado  que  rigieron  en  1853»  y  el  R.  D.  de 
2  de  diciembre  de  1852,  por  el  cual  fueron 
establecidos. 

Ar(«  2.^  Se  aprueban  las  autorizaciones 
eoDcedidas  por  los  arla.  5.®  y  6.®  del  pro- 
faclo  de  ley  de  la  propia  fecha  2  de  diciem- 
bre de  1852,  que  se  acompañó  al  real  de- 
ereto  expresado  en  el  precedente  articulo. 

Art.  Se  aprueban  las  modificaciones 
hechas  en  dichos  presupuestos  y  en  la  ad- 
iBíaisCracioii  y  contabilidad  en  virtud  del 
arL  7.®  del  R.  D.  de  18  de  diciembre  de 
1851,  V  de  los  expedidos  en  1.®  de  octubre 
de  1852;  22  de  abril,  12  y  21  de  mayo;  8, 
15,  26  y  29  de  julio  de  1853 ,  y  de  las  rea- 
les órdenes  de  9,  10  v  16  de  setiembre  del 
mismo  año,  y  de  19  de  febrero  de  1854:  asi- 
mismo se  aprueban  las  dispuestas  en  22  de 
abril,  12  de  mayo,  1  y  29  de  julio  y  19 
de  agosto  del  propio  año  de  1853. 

Art.  4,^  Se  aprueban  los  suplementos 
de  crédito  y  créditos  extraordinarios  que  so- 
bre el  presupuesto  de  gastos  del  referido 
•DO  1853  fueron  concedidos  por  Rs.  Ds.  de 

15  de  noviembre  de  1852;  1>,  10,  18,  23  y 
26 de  febrero;  9  de  marzo;  12  y  19  de  ma- 
yo; 7,  9,  10,  17  y  28  de  junio;  1.**  de  julio; 
31  de  agosto ;  5  y  28  de  setiembre;  14 ,  19 
y  28  de  octubre;  4,9,11,15,16  y  29  de 
noviembre;  4  y  6  de  diciembre  de  1853; 

16  y  18  de  enero;  22  de  marzo;  12  y  19  de 
mayo  y  9  de  ionio  de  1854;  cuyos  suple- 
mentos de  ere  di  lo  y  crédiios  extraordina* 
ríos  importaron  á  una  suma  68.378.551  rs. 
20  cénts. 

Art.  5.^  Se  aprueban  las  bajas  dispues- 
tas ea  el  mencionado  presupuesto  de  gastos 
por  ios  mismos  reales  decretos  citados  en 
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el  articulo   anterior^  y  que  importaron 

,  16  495.863  rs.  72  cents. 

I  Art.  0.®  Se  aprueban  las  cuentas  gene- 
rales del  Estado  correspondientes  al  presu- 
puesto de  1853,  cuyas  bases  quedan  lega- 

I  lizadaá  por  los  precedentes  artículos.  Estas 

!  cuentas,  redactadas  por  la  Dirección  gene- 
ral de  contabilidad  de  Hacienda  pública,  y 
examinadas  y  comprobadas  por  el  Tribunal 
de  Cuentas  del  Reino,  presentan  los  resulta- 
dos que  se  consignan  en  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  7.®  Los  derechos  liquidados  á  fa- 
vor del  Tesoro  por  los  recursos  del  presu- 
puesto de  1853  durante  so  ejercicio,  y  por 
el  concepto  de  resultas  de  presupuestos  an- 
teriores se  (ijan  defínitivamente: 
Por  el  presupuesto  de 

1853   1.401.203  639,24 

Por  ios  que  rigieron  has- 
ta fin  de  1849. .    .    .  147.922,976,70 
Por  el  de  1850.    .    .    .  3.728.196,21 
Por  el  de  1851.    .    .    .        6.893  477.67 
Por  el  de  1852.   .   .    .  9.838.487,21 


Fueron  recaudados  en 
los  18  meses  del  ejerci- 
cio: 

Por  el  presupuesto  de 

I  1853  

Por  los  que  rÍRrieron  has< 

ta  ñn  de  1849.  .  . 
Por  el  de  1850.  .  . 
Por  el  de  1851.  •  . 
Por  el  de  1852.    .  . 


1.569  586.777,03 


1.392.700.714,53 

5  552.442.50 
939.429,78 
2.872  054.3<> 
6.735.353.88 

1.408  799.995~ 


Quedaron  pendientes 
de  cobro,  pasando  al 
presupuesto  de  1854  en 
concepto  de  resultas  de 
presupuestos  cerrados, 
con  arreglo  á  la  ley  de  > 
contabilidad: 
Por  el  presupuesto  de 

1853   8.502.924,70 

Por  los  que  rigieron  lias- 

ta  fin  de  1849.  .   .    .  142.370.534,21 

Por  el  de  1850   2.788.766,46 

Por  el  de  1851.    .    .    .  4.021.423,33 

Por  el  de  1852.    .    .    .  3.103.133.33 


160.786.7S2.0:{ 
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Art.  S.®  Los  gastos  liquidados  y  los  de- 
rechos reconocidos  á  favor  de  los  acreedores 
del  Estado  duranle  el  ejercicio  de  1853  se 
fijan  defínitivamente  en  esta  Torma: 

Por  el  presupuesto  de 

1853   1.443.692.980,38 

Por  los  que  rigieron  has- 
ta fin  de  1849.  .    .    .  2.299  856,73 
Por  el  de  1850.    .    .    .  10.876  401,27 
Por  el  de  1851.    .    .    .  20.637.996,62 
Por  el  de  1852.    ,   .    .  21.404.449,12 


1.498.911.684,12 

Fueron  satisfechos  en 
los  18  meses  del  ejerci- 
cio: 

Por  el  presupuesto  de 

1853   1.410.777.524,55 

Por  los  que  rigieron  has- 
ta fin  de  1849.  .   .   .  1.938.243,33 
Por  el  de  1850.    .    .    .  3.358.509,15 
Por  el  de  1851.    .    .    .  7.909.103.06 
Por  el  de  1852.    .    .    .  6.792.977,12 


1.430.776.357,21 


Y  quedaron  pendien- 
tes de  pago,  pasando  al 
presupuesto  de  1854  en 
concepto  de  rosiiltas  de 
ejercicios  cerrados,  con 
arreglo  á  la  ley  de  con- 
tabilidad: 

Por  el  presupuesto  de 
1853.  

Por  los  que  rigieron  has* 
ta  fin  de  1849,  .'  . 

Por  el  de  1850.   .  . 

Por  el  de  1851.    .  . 

Por  el  de  1852.   .  . 


,32.915.455,83 

361.613,42 
7.517.892,12 
12.728.893,56 
14.611.472 

68.135.326,93 


Art.  9.®  La  liquidación  definitiva  del* 
presupuesto  de  1853,  con  inclusión  de  las 
resultas  de  presupuestos  anteriores  y  de  las 
que  al  cerrarse  este  ejercicio  pasaron  al  de 
1854,  es  la  que  sigue: 

Derechos    liquidados  á 

favor  del  Estado^.  .  .  1.569.586.777,03 
Obligaciones  reconocidas 

y  liquidadas.  .  .  .  1.498.911.684,12 
Sííbranle  en  los  recursos 

del  presopuesto ,  con 


inclusión  de  las  resul- 
tas de  ejercicios  cer- 
rados  


76.675.092,91 


Art.  10.  Importando  tos  recursos  reali- 
zados por  el  Tesoro  en  los  18  meses  de  la 
duración  del  ejercicio  de  1853  en  virtud  del 
mismo  presupuesto  y  de  las  resultas  de  los 

anteriores   1.408.799.995 

Y  las  obligaciones  paga* 

das   1.430.776.357.21 

Resultó  un  déficit  á.la  ' 
terminación  del  ejer- 
cicio que  se  imputó 
provisionalmente  á  la 
dpuda  flotante  del  Te-  — — 
soro  por  la  suma  de..  21.976.362,21 


Art.  11.  Se  aprueban  los  gastos  recono- 
cidos y  liquidados  en  varios  capítulos  con 
exceso  á  los  créditos  concedidos  por  la  su- 
ma total  de  45.972.711  rs.  56  cents. 

Art.  12.  Se  aprueba  asimismo  la  anula- 
ción definitiva  de  74,686.481  rs.  42  cénti- 
mos por  créditos  que  resultaron  sobrantes 
en  varios  capítulos  después  de  cubiertos  los 
servicios  á  que  fueron  destinados. 

Art.  13.  También  se  aprueba  la  -anula- 
ción en  el  presupuesto  de  1853  y  la  trasfe- 
rencia  al  de  1854  de  los  9.387.615  rs.  42 
céntimos,  importe  de  los  créditos  que  por 
diferentes  capítulos  del  propio  presupuesto 
de  1853  fueron  declarados  permanentes;  y 
asimismo  la  de  los  3.600.000  rs.  qtie  tam- 
bién fueron  declarados  permanentes  por  va- 
rios capítulos  de  presupuestos  anteriores. 

Art.  14.  La  aprobación  que  por  esta  ley 
se  concede  á  las  cuentas  generales  del  pre* 
supuesto  de  1853  y  á  las  disposiciones  que 
les  sirvieron  de  fundamento,  no  habiendo 
existido  ley  de  presupuestos ,  se  entiende 
sin  perjuicio  de  lo  que  se  proponga  y  re-> 
suelva  en  su  día  acerca  de  las  observacio- 
nes que  se  llevan  al  expediente  general  que 
se  instruye  en  la  sección  de  contabilidad  le- 
gislativa del  Congreso. 

Por  tanto:  Mandamos  etc.  Palacio  á  15 
de  junio  de  1866.»  {Gac.  17 /unto.) 

168.  OBBAS  PUBIiIOAB.-B.  O.  de  SO 
de  mayo,  dictando  reglas  para  evitar  retra- 
sos en  las  liquidaciones  de  obras  ejeoutadam 
ei^ias  «carreteras»  al  terminar  las  oonstrue- 
cienes  por  contrata..-.. 

(FoM.)  aLa  Reina  (Q.  D.  G.),  deseando 
evitar  ios  retrasos  con  que  en  el  servicio 
de  carreteras  se  forman  y  ultiman  las  liquí— 


Digitized  by 


Google 


flKXt  UGISLATITA. 


daciones  de  obras  ejeeuladas»  ha  lenido  á 
bien  disponer: 

t.*  Al  terminar  las  contruccio^ies  por 
eontrala  procederán  ios  in^^enieros  áveriQ- 
car  las  mediciones  y  reunir  lo»  demás  da- 
tos necesarios  para  las  üquid.icloñes,  con  el 
ña  de  que  dentro  de  la  mitad  del  plazo  de 
^rantía  queden  estas  ultimadas  y  remili- 
das  á  la  Dirección  general  de  obras  pú- 
blicas. 

2 Durante  la  segunda  mitad  de  dicho 
plazo  de  garantía  las  liquidaciones  deberán 
corror  todos  sus  lrámite.<),  para  que  a  la 
época  de  la  recepción  definitiva  seencaen- 
Iren  completamenie  aprobadas. 

3.  *  Si  por  hallarse  pendiente  de  re'sol'i- 
cion  superior  cualquier  redamación  de  los 
contratistas  ocurriese  duda  sobre  algún  aho- 
no  especia!  que  hubiese  de  hacerse  á  los 
mismos,  8^  prescindirá  de  él  al  liquidar  to- 
do lo  deu)ás,  y  sí  la  superioridad  accediese 
4  la  reclamación  pendiente,  ius  Uigeníeros 
formarán  y  remitirán  por  separado  una  li- 
quidación adicional á  la  primera,  comoron- 
sivade  los  aumentos  que  se  hubiesen  decla- 
rado de  abono. 

4.  **  Cuando  según  lo  estipulado  deba 
abonarse  á  ios  conlratistas  el  importe  de  las 
obras  áe  conservación  durante  pfazo  de 
garantía  ,  estas  obras  darán  también  lugar  á 
tiquid ación  adicional ,  cuyo  documento  de- 
berá acompariar  precisamente  al  acta  de 
recepeioQ  definitiva ,  con  arreglo  á  lo  que 
prescribe  el  arl.  68  del  pliego  de  condicio- 
nes generales  de  10  de  julio  de  1861. 

5.  ^  En  el  caso  de  rescisión  de  alguna 
contrata,  los  ingenieros  procederán  sin  pér- 
dida de  (lempo  á  la  medición  y  liquidación 
de  lo  ejecutado  y  materiales  acopiados  por 
el  contralista  que  cesa ,  remitiendo  á  la  su- 
perioridad la  indicada  liuuidacion  con  los 
comprobantes  necesarios  aentro  del  impro- 
rogable  plazo  de  cuatro  meses,  pinpez>idos 
á  contar  desde  la  Techa  de  la  orden  de  res- 
cisión. 

6.  ^  Las  liquidaciones  de  acopios  de  con- 
servación por  contrata  deberán  formarlas 
los  ingenieros,  y. remitirlas  sin  falla  alguna 
á  didia  Dirección  general  en  el  mes  siguien- 
le  al  de  la  fecha  de  la  recepción.  De  real  ór- 
dep  ele.  Madrid  20  de  majfo  de  1866.— Ve- 
ga de  A  rmí  jo.»  {Gae,  M  junio.) 


169.  BirSATADOB  DB  MOTAIiSS.- 
B.  O.  de  l.'-30  de  majo,  disponiendo  loa 
eonooimientoa  que  han'  de  reunir  los  que 
Mpiren  al  título  de  ensayador. 

(fiiB^»ta.  »t  A«aic.,  Imp.  t  Con,)  «El 


Excmo.  Sr.  Ministro  de  Fomento  me  comu« 
nica  con  fecha  l.^.del  actual  la  real  órdea 
siguiente: 

almo.  Sr.:  Vista  la  comanicacion  del  en- 
sayador y  marcador  mayor  del  Reino,  ma- 
nifestando la  conveniencia  de  exigir  á  los 
aspirantes  al  título  d<5  ensayador  de  metales 
mas  conocimientos  cientíBcos  que  los  re- 
queridos hasta  ahora:  ' 
Visto  e'  proyecto  de  reglamento  formu- 
{  lado  con  este  objeto  por  el  citado  funcio- 
j  na  rio: 

Visto  el  infornoe  emitido  por  el  verifica- 
dor general  de  platería,  conviniendo  con 
aquel  en  cuanto  á  la  necesidad  de  mayores 
conocimientos  para  el  ejercicio  de  dicha 
profesión,  y  proponiendo  algunas  adiciones 
al  indicado  reglamento,  la  Reina (Q.  D.  G.) 
se  ha  servido  dictar  las  disposiciones  si- 
guientes: 

1.  *  Los  aspirantes  si  título  de  ensaya- 
dores de  oro  y  plata  y  sus  aleaciones  mas 
usuales  en  el  comercio  .  presentarán  en  este 
Ministerio  sus  solicitudes  documentadas  en 
papel  del.  sello  9.^: 

2.  *  El  interesado  acreditará:  ser  espa- 
ñol ,  mayor  de  edad  ,  de  buena  conducta  y 
carecer  de  todo  defecto  físico  qne  pueda 
alterar  la  visión  perfecta:  haber  estudiado 
la  primera  ensefianza  elemei»lal  completa 
y  el  sistema  métrico  decimal  en  toda  su  ex- 
tensión,  nociones  de  física  y  química  y  de 
mineralogía  en  general ,  en  establecimiento 
público  aprobado  por  el  Gobierno;  haber 
adquirido  con  un  ensayador  con  real  titulo 
y  por  espacio  de  seis  m<»ses  consecutivos 
por  lo  menos  los  conocimientos  teóricos  y 
prácticos  de  los  ensayes  de  oro  ,  plata  y  sus 
aleaciones  mas  usuales  en  el  comercio,  em- 
pleando el  sistema  de  copelación,  y  el  de  la 
via  húmeda:  halver  igualmente'  adquirido 
conocimientos  prácticos  de  la  construcción, 
armado  y  soldura  de  los  artefactos  de  pla- 
tería en  los  diferentes  ramos  que  abraza 
esta  induHtria ;  y  pj^seer  también  conoci- 
mientos extensos  en  la  legislación  y'díspo- 
siciones  oficiales  coneernientps  á  los  fieles 
contrastes  marcadoras,  y  á  las  pesas  y  mo- 
nedaSf  tanto  antiguas  como  modernas  qn* 
tengan  uso  legal  y  corriente  en  el  comercio: 

3.  *  Los  aspirantes  aeompaiíarán  á  sus 
soliciludes:  partida  de  bautismo  debida- 
mente autorizada  y  legalizada;  certificado 
de  buena  conducta  exp^^dido  por  el  Alcalde 
y  cura  párroco  de  su  domicilio;  certifica- 
ción de  tres  facultativos  que  com  pruebe  qne 
no  tienen  defecto  alguno  en  la  vista  ;  certi- 
ficados expedidos  por  los  establecimientos 
públicos  donde  hayan  cursado  los  estudios 
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requeridos;  cerlificacíones  de  ensayadores , 
con  real  Ululo  y  plateros  acreditados,  para 
justificar  que  reúnen  los  conocimientos 
prácticos  enumerados ;  y  carta  de  pago  que 
acredite  la  consignación  de  30  escudos ,  que 
el  interesado  entregará  en  metálico  en  la 
depositaría  de  este  Ministerio ,  cuya  depen* 
<leneia  conservará  dicha  cantidad  á  disposi- 
ción de  los  examinadores,  á  quienes  se 
destina  á  razón  de  10  escudos  cada  uno: 

4.*  Las  solicitudes  documentadas  se  re- 
mitirán al  ensayador  mayor ,  á  fin  deque 
se  proceda  al  exámen  del  aspirante: 

5/  El  exámen  se  verificará  ante  un 
tribunal  compuesto  del  ensayador  y  marca- 
dor mayor  del  reino ,  como  presidente;  de 
dos  profesores  de  física  y  química  de  la  es- 
cuela de  minas  ó  del  real  instituto  industrial; 
del  primer  ensayador  de  la  casa  de  moneda 
de  esta  corle  y  del  verificador  general  de 
platería  del  remo,  con  funciones  de  Secre- 
tario: 

6.  *  El  exámen  constará  de  dos  actos, 
oral  el  uno  y  el  otro  práctico.  El  primero 
durará  una  hora  cuando  menos  y  versará 
acerca  de  todos  los  conocimientos  teóri- 
cos que  se  exigen  al  aspirante.  Bl  segundo 
consistirá:  IJ*  en  el  ensaye  aproxímalivo 
por  medio  de  la  piedra  de  loque  de  una 
pastado  oro  y  olra  do  plata,  declarando 
MUS  respectivas  leyes;  2."  en  ejecutar  nn 
ensaye  de  oro  y  otro  de  plata  por  medio  de 
la  copelación ;  3.^  en  otro  de  aleación  de 
piala  por  el  sistema  de  la  via  húmeda,  pré- 
via  la  formación  y  rectificación  del  licor 
normal  y  décimos  de  plata  y  sal;  4.**  en  el 
exámen  de  algunas  piezas  de  platería,  cons- 
trucción, armado  y  soldadura;  y  5.^  en  el 
reconocimiento  de  monedas  de  uso  corriente, 
conocimiento  de  su  ley,  talla  y  tipo: 

7.  *  El  ensayador  mayor  remitirá  á  este 
Ministerio  el  acta  del  exámen,  en  cuya  vifita 
se  procederá  á  la  expedición  ó  negaliva  del 
título: 

8.  *  En  el  caso  de  haber  obtenido  el  as- 
pirante aprobación  en  sus  ejercicios,  acom- 
pañará el  aéta  de  exámen  papel  de  reinte- 
gro por  la  suma  de  35  escudos  200  milésimas 
por  derechos  de  expedición  y  timbre  del 
titulo;  y 

9.  *  Este  se  expedirá  por  la  Dirección 
general  de  agricullura,  industria  v  comercio. 
Lo  que  traslado  etc.  Madrid  20  de  mayo  de 
1866.— El  Director  general,  Félix  Garcia 
Gómez.»  {Bol.  of,  <U  Ciudad-R^al  de  11  de 
juniOftiúm.  161.) 

160.  IMFUBBTOHIFOTSCABIO.— Boa! 
orden  de  30  de  abril,  oomunioada  por  la  di. 
recoion  de  oontribuoionea  en  11  de  mayo. 


declarando  que  el  ploio  de  oinoo  aEot  que  es- 
tablece el  art.  24  de  la  lej  de  1.^  de  mayo  de 
1855  debe  contarse  desde  el  día  de  la  adju- 
dicación descontando  el  tiempo  que  duró 
la  Buspension  de  las  ventas  que  se  hallen 
en  este  caso. 

(Hac.)  «He  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  del  expediente  instruido  en  esa 
Dirección  general,  con  motivo  de  la  consulla 
elevada  por  la  Administración  de  Hacien- 
da pública  de  Sevilla  sobre  si  la  exención  de 
derechos  de  hipotecas  acordada  por  el  ar- 
ticulo 24  de  la  ley  de  1.^  de  mayo  de  1855 
en  las  ventas  y  reventas,  durante  cinco  años 
de  las  fincas  procedentes  del  Estado,  es  ex- 
tensiva á  los  bienes,  cuya  enajenación  se 
suspendió  por  R.  D.  de  14  de  octubre  de 
1856:  y  resultando  que  son  muchas  las  fin* 
cas  que,  después  de  haber  sido  adjudicadas 
por  la  junta  superior  de  ventas,  quedaron 
comprendidas  en  dicha  suspensión. 

Considerando  oue  el  tiempo  que  ésta  duró 
no  puede  reoutarse  trascurrido  en  contra  d*^ 
los  compraaores  de  bienes  nacionales,  ya 
porque  en  ese  período  no  pudieron  los  in- 
teresados disfrutai'  de  la  exención  que  les 
concedía  la  ley ,  pues  no  siendo  suyas  las 
fincas  no  tuvieron  derecho  para  enajenarlas 
viniendo  á  ser  para  ellos  ilusorio  el  benefi- 
cio establecido;  ya  también  porque  no  sién- 
doles imputable  la  suspensión  decretada  por 
la  autoridad ,  no  debe  perjudicarles  con  la 
pérdida  de  una  exención  que  tuvieron  en 
cuenta  al  remalar  las  fincas  del  Estado; 
S.  M.  conformándose  con  lo  propuesto  por 
ese  ceniro  directivo,  de  acuerdo  con  la  ase- 
soría de  este  Ministerio ,  se  ha  servido  de- 
clarar como  regla  general  que  el  plazo  de 
cinco  años  para  disfrutar  la  exención  de 
derechos  de  hipotecas  que  establece  el  ar- 
ticulo 24  do  la  ley  de  1.®  de  mayo  de  1S55, 
«Itíbe  contarse  desde  el  dia  de  la  adjudi- 
cación de  la  finca;  como  en  el  se  previe- 
ne, pero  descontando,  en  las  que  fueron 
adjudicadas  antes  del  real  decreto  de  sus- 
pensión de  ventas  de  bienes  del  Estado 
de  14  de  octubre  de  1856  ,  y  que  se  com- 
prendieron en  sus  efectos  ^  lodo  el  tiempo 
que  I especio  á  la  venta  de  estas  fincas  du- 
rara aquella  suspensión,  desde  que  esta  tu- 
vo lugar,  hasta  que  fuese  alzada,  en  cada 
caso ,  por  orden  de  la  dirección  del  ramo. 
De  real  órden  lo  digo  á  V.  S.  para  su  cono- 
cimiento y  efectos  consigui^^nles.  Lo  que 
traslado  á  V.  S.  ele*»  (Bot.  of,  de  Almeria.) 

lei.  HOSPXTAIiUS.— B.  o.  de  11  dem»- 
yo,  declarando  de  distrito  un  hospital  muni- 
cipal. 

(GoO)BltlCO  PB  LA  PAOV.  PK  HuiSCA.)    f  El 
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Exemo.  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  con 
fecha  11  del  actual,  me  dice  lo  que  sigue: 

«Remilido  al  Consejo  de  Estado  el  expe- 
diente promovido  por  el  Ayuntamiento  de 
Barbaslro  en  solicitud  de  que  se  declare  de 
distrito  el  hospital  municipal  de  dicha  ciu- 
dad ,  la  sección  de  Gobernación  y  Fomento 
de  dicho  alto  cuerpo,  eo  su^  informe  de  18 
de  abril  último,  ha  consultado  lo  siguiente: 
Excmo.  Sr. — En  cumplimiento  de  la  real 
orden  de  17  de  febrero  último,  ha  examina» 
do  la  sección  el  adjunto  expediente  promo- 
vido  por  el  Ayuntamiento  de  Barbastro,  pro- 
viacia  de  Huesca»  en  solicitud  de  que  se  de- 
clare de  distrito  el  hospital  municipal  de 
aquella  ciudad. — Todos  los  antecedentes  que 
obran  en  el  asunto  son  favorables  á  la  peti- 
ción, por  lo  cual  han  informado  en  el  senti- 
do de  la  conveniencia  y  aun  de  la  urgente 
necesidad  de  la  reforma,  no  solo  la  junta 
municipal  de  beneficencia,  que  secunda  los 
deseos  del  Ayuntamiento,  sino  la  provin- 
cial; la  de  igual  clase  de  sanidad,  la  Diputa- 
ción de  la  provincia ,  el  Gobernadar  ae  la 
misma  y  por  último,  la  junta  geiteral  del 
ramo. — Esta  unanimidad  de  opiniones  pro* 
cede  de  los  fundamentos  de  la  solicitud.  La 
capacidad,  buen  esiado  y  situación  topográ- 
fica del  edificio  que  se  halla  colocado  á  con- 
veniente distancia  de  la  población,  y  en  lu- 
gar sano  y  ventilado;  la  posibilidad  de  en- 
sancharlo ,  si  fuese  necesario ,  á  poco  coste, 
porque  puede  disponerse  de  terreno  de  su 
pertenencia ;  y  sobre  todo  la  circunstancia 
de  qae  el  hospital  municipal  es  de  hecho  de 
distrito,  porque  obedeciéndose  á  un  senti- 
miento de  caridad,  se  reciben  en  él  enfer- 
mos que  no  podrían  llegar  sin  grave  peligro 
al  hospital  provincial  en  atención  á  la  larga 
distancia  y  á  las  difíciles  oomunicaciones 
del  país ,  son  (odas  raxones  que  aconsejan 
la  mejora  pretendida.  Por  otra  parte  •  en  el 
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por  los  pueblos  que  pueden  formar  el  dis- 
irilo  y  por  su  posición  respecto  de  la  capí- 
taldeMi  provincia.  Acerca  de  lodos  estos 
pormenores  infonna  razonadamenie  la  cita- 
da iunla  general  de  beneficencia  y  para  no 
repetir  sus  consideraciones,  la  sección  ad- 
hiriéndose  al  parecer  de  la  |- 
re  á  lo  que  manifiesta  en  su  dicUmen  de  2» 
de  enero  último.  Por  lodo  lo  expuesto;  la 
sección  opina  que  se  puede  acceder  a  la  so- 
licitud  del  Ayuntamiento  do  Barbaslro,  de- 
clarándose ál  distrito  el  hospital  municipal 

de  esta  ciudad.         ,  .  «  .  /^.»« 

Y  habiéndose  dignado  la  Rema  (qf  I>'^ 
guarde)  resolver  de  conformidad  con  el  an^ 
lerior  inserto  lo  comunico  a  V;.S.  de  orden 
de  S.  M.  para  los  efectos  consiguientes  » 

Lo  que  se  inserta  en  e«le  periódico  oficial 
para  la  debida  publicidad.  Huesca  15  ^e  ma- 
YO  de  lB66.-Conslancio  Gambel.»  (BoUtin 
o/lcí«í  de  Huesea  de  28  moyo,  num.  lou.) 


párrafo  3.^  <kl  art.  e.""  del  R..  D.  de  14  de 
mayo  de  18%,  se  determina  lo  siguiente: 
aSe  procarará  que  haya  asimismo  en  cada 
provincia  un  hospital  de  enfermos  que  se 
deoominará  de  distrito.  En  la  situación  de 
estos  hospitales  subalternos  se  procurará 
que  medie  una  distancia  proporcionada  en- 
tre unos  y  otros,  considerando  las  circuns-* 
tanetas  ventajosas  de  las  poblaciones  que  al. 
efecto  se  designen,  y  el  aprovechamiento  de 
edificios,  fundaciones  y  estableeimienlos 
existentes.»  Pues  bien ,  según  aparece  en  la 
instancia  del  Ayuntamiento  y  en  los  demás 
antecedentes  todas  las  circunstancias  que 
enocarren  en  el  caso  actual  hacen.aplicables 
las  preteripcionea  mencionadas,  tanto  por 
ios  extreoos  que  quedaa  apresados,  como 


JORlSPRMCIHim. 

mm  úUtmémm  pmr  el  »rlfc««al 
.,,,_ai«  en  receraa*  «e  eaaaala«, 
MlMa4  é  laJaaSleUi  Miarla. 

ALIMENTOS.  La  obligación  de 
criar  ¡f  educará  los  hijos  del  cónyuge 
premuerto ,  que  impone  el  Fuero  de  Na- 
varra al  cónyuge  sobre^ioienU  como  usu- 
fructuario, no  se  contrae  á  solo  los  oíúiww- 
tos  naturales;  ni  obliga  á  vivir  con  dicho 
usufructuario  i  los  nijos  del  difunto  y 
menos  sí  tienen  justa  causa  para  reusarlo. 
^Derecho  de  cobrar  en  su  caso  los  gas- 
tos que  hacen  madre  y  abuela  que  tienen 
los  bienes  de  los  menores... 


Sfotenda  de  20  de  marzo  de  1866. 

Pleito  scgnido  en  el  Juzírado  y  Audien- 
cia de  Pamplona  por  doña  Gregoria  y  don 
Vicente  Palacios  con  dona  Micaela  de  Izu 
sobre  asigaacion  y  pago  de  alimeolos  ci- 
viles* 

Siendo  fundadamente- desagradable  á 
D.  Vicente  y  ápm  Gregoríí^  virir  con  su 
madrastra  doña  Micaela,  se  apartaron  de 
su  morada  y  la  demandaron  para  que  se  la 
obligase  á  pasarles,  mientras  usufructua- 
ra su  herencia  paterna  alimentos  propor- 
cionados á  la  cuanlia  de  esta,  en  calidad 
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de  provisionales.  Opúsose  doña  Micaela  j  obligracion  y  menor  la  privación  en  eleoce 

DOr    cuanto    la    eiimía.    Atenía       At^  nctn     Ha  Ioa  hÍAnna        ama /ÜorK.wA   


por  cuanto  la  eximia,  decía,  de  esta 
obligación  el  haber  dejado  los  demandan- 
tes 6U  morada  sin  necesidad ,  y  el  ser 
l)ersonas  que  podian  bien  ganarse  la  sub- 
sistencia con  su  trabajo:  mas  tan  de  otro 
modo  apreció  el  caso  la  Audiencia,  í|ue 
revocando  el  fallo  de  primera  instancia 
donde  se  habian  suministrado  por  una  v 
otra  parle  las  probanzas  oportunas,  con- 
denó á  la  demadada  á  entregar  12  reales 
diarios  á  sus  entenados.  8  para  doña  Gre- 
goria  y  4  para  D.  Vicente,  desde  la  con- 
testación de  la  demanda  hasta  que  mejo- 
rasen las  condiciones  en  que  se  bailaban. 
Mas  doua  Micaela ,  habiéndose  infringido 
en  su  concepto  el  capítulo  3.**,  lít.  2.^ 
lib.  4.**  de  los  Fueros  de  Navarra:  las  le- 
yes 56  y  57.  tít.  12,  Partida  S.*,  y  la 
doctrina  corriente  de  que  los  padres  ó  los 
que  ocupan  su  lugar  alimenten  á  los  hijos 
dentro  y  no  fuera  de  la  casa;  la  lev  á.*  v 
fl  otrosí  de  la  6.*,  lit.  i  9,  Partida  4.*,  y 
las  resoluciones  de  este  Supremo  Tribu- 
nal de  16  de  abril  de  18o9  v  25  de  febre- 
ro de  1860;  toda  vez  que  se  eslimaba  la 
prestación  de  alimentos,  sin  embargo  de 
hallarse  los  hijos  fuera  de  la  casa  y  de 
tener  por  sí  con  que  mantenerse,  y  se 
cercenaba  así  el  usufructo  foral  que  la 
correspondía;  interpuso  recurso  de  ca^d- 
cion  que  desestimó  el  Tribunal  Supremo: 

«Considerando  que  «n  el  mismo  hecho 
de  concederse  por  el  Fuero  de  Navarra  al 
cónyuje  sobreviviente  el  usufructo  de  los 
bienes  que  á  su  fallecimiento  dejase  el  pre- 
muerlo  con  la  precisa  obligación  de  criar  y 
«ducar  á  sus  hijos ,  se  entiende  con  arreglo 
á  los  buenos  principios  y  dotlrina  consigna- 
da en  las  leyes ,  que  no  se  contrae  el  gravá- 
men  impuesto  al  usufructuario  á  los  alimen- 
tos naturales  ni  á  edad  determinada,  sino 
quQ  se  refiere  á  los  civiles  regulados  en  el 
ca»o  de  cuestión  por  el  juzgador ,  atendidas 
las  copdiciones  del  que  ha  de  darlos  y  del 
que  ha  de  percibirlos: 

Considerando  que  no  hay  ley  alguna  ni 
jurisprudencia  que  subordiné  el  expresado 
gravameín  impuesto  al  usufructuario  á  la 
condición  de  que  los  que  un  dia  han  de  ser 
propietarios  de  los  bienes  hayan  de  vivir  en 
ja  casa  y  compañía  de  aquel ;  y  que  aun  en 
la  hipótesis  de  que  hubiese  la  jurispruden- 
cia alegada  para  hacer  menos  gravosa  la 


de  los  bienes  de  que  disfrutó  durante  el  ma- 
trimonio,  aun  así  cesaria  tal  circunstan- 
cia habiendo  un  justo  motivo  de  separa* 
cion: 

Considerando  que  las  leyes  y  jurispruden- 
cia invocadas  por  la  recurrente,  suponiendo 
que  establecen  la  .doctriná  de  que  cesa  el 
deber  de  dar  alimentos,  si  los  que  habian 
de  percibirlos  abandonan  la  casa  del  usu- 
fructuario, tienen  bienes  ú  oficio  para  proveer 
á  su  subsistencia  ,  ni  contienen  tal  cfisposi- 
cion,  ni  su  doctrina  tiene  aplicación  en  ♦»! 
presente  caso ,  porque  las  leyes  36  y  37, 
tít.  12,  Partida  5.*,  se  refieren  al  derecho  de 
cobrar  en  su  caso  los  gastos  que' hiciesen  la 
madre  y  abuela  que  tuviesen  los  bienes  de 
los  menores  y  el  padrastro  6  un  extraño 
que  cuidasen  de  los  mismos;  la  2.*,  Uf.  19, 
Partida  4.*,  á  la  obligación  de  dar  alimentos 
los  padres  á  los  hijos,  y  estos  á  aquellos;  ta 
6.*  en  su  otrosí  d^l  mismo  título  y  Partida, 
como  ipTualmente  la  sentencia  de  este  Tri- 
bunal Supremo  de  25  de  febrero  de  1860, 
al  padre  respecto  al  hijo  que  tiene  bienes 
propios  ó  un  oficio  que  le  provea  de  lo  ne- 
cesario, y  la  de  16  de  abril  de  1859  á  que 
los  hijos  hayan  de  mantener  á  los  padres 
únicamente  cuando  estos  carezcan  de  me- 
dios de  subsistencra: 

Considerando,  por  último,  que  la  Sala 
sentenciadora,  apreciando  los  datos  consig- 
nados en  estos  autos  y  la  prueba  testifical, 
lo  ha  verificado  igualmente  de  los  hecho» 
de  que  los  bienes  de  que  están  en  posesfori 
los  demandantes  y  su  oficio  ú  ocupación  no 
son  suficientes  sí*gun  su  estado  para  la  cor- 
respondiente subsistencia,  regulando  lo» 
alimentos  civiles  que  han  de  prestarse, 
atendido  el  valor  délo  recibido  y  el  pro- 
duolo  de  los  biénes  usufructuados,  y  dé 
que  han  tenido  justa  causa  para  separarse 
de  la  casa  de  su  madrastra ,  jsii  que  contra 
la  apreciación  hecha  se  haya  citado  deler-- 
minadamenle  ley  ni  jurisprudencia  de  los 
tribunales cortio  infringida,  y  que  por  to 
tanlto  tampoco  lo  han  sido  por  la  sentencia 
el  capítulo  3.«,  tít.  2.*,  lib.  4.**  de  los  Fueros 
de  Navan'a,  ni  las  citadas  leyes  y  jurisprii- 
dencia  alegadas  por  la  recurrente.»  (Gac  .  SO 
marzo.) 

DAjSfOS  Y  pmjUICIOS.  Cuando 
se  demandmi  d  consecuencia  de  reserva 
hecha  en  una  sentencia  y  no  se  prueban^ 
en  apreciación  del  tribunal,  procede  la 
absolución  de  la  demanda.  La  reserr% 
general  de  derechos,  sin  que  e^to& 
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existan  ó  se  declaren  ó  determinen ,  nada 
decide  definitivamente. 

Senteocíi  de  22  de  mino  de  1866. 

Pleito  seguido  eo  el  Juzgado  de  Seda- 
no  y  Audiencia  de  Búrgos  por  D.  Jo>é 
Fernandez  Gato  con  D.  Ranioo  Diez  Ga- 
llo, sobre  iodemoizacíon  de  perjuicios. 
Fernandez  habia  citado  á  Gallo  en  Esca- 
JaiJa  á  juicio  de  conciliación;  aquel  no 
quiso  fírmar  la  citación  porque  dijo  tenia 
su  domicilio  en  Madrid  y  se  marchó  á  Al- 
seda,  absteniéndose  el  Juez  de  paz  de 
conocer  en  el  negocio.  Fernandez  acudió 
en  queja  al  Juzgado  del  partido  quien 
mandó  al  Juez  de  paz  de  Escalada  0.  Ra- 
món Diez  procediera  iumedialaniente  á 
celebrar  el  juicio  de  conciliación,  aperci^ 
biéodole  y  multándole  en  40  rs.  y  al 
Secretario  también,  y  reservando  á  Fer- 
nandez el  derecho  que  pudiera  tener  pa- 

pedir  daños  y  perjuicios.  Nadie  recia* 
mó  de  esta  providencia  que  se  dictó  á  14 
de  agosto  de  1865;  y  en  marzo  de  1864, 
Fernandez  deniandó  á  Diez  para  que  le 
pagase  S.oOO  rs.  de  perjuicios.  Diez  dijo 
que  ni  debia  nada  porque  no  procedió 
con  mala  fé,  ni  los  perjuicios  podian  pa- 
sar de  4  ó  o  duros.  La  Audiencia  hubo 
de  revocar  el  fallo  de  primera  instancia 
y  absolvió  á  Diez  de  la  demanda.  Gato 
interpuso  recurso  de  casación  por  haberse 
infringido  en  su  concepto: 

1.*"  La  doctrina  legal  resjudicata  pro 
verilale  habetur,  porque  al  ser  corregido 
disciplinaría  mente  el  D.  Ramón  en  el  auto 
de  14  de  agosto  de  1863,  quedó  ejeculo- 
rijido  que  incurrió  en  falla,  y  la  ^senten- 
cia que  eslablecia  que  no  poíia  exigirse- 
Ic  responsabilidad  era  contraría  a  dicho 
auto: 

El  principio  de  que  cel  ijue  yer- 
ra por  ignorancia,  cuando  tiene  obliga- 
ríoQ  de  saber,  responde  de  las  conse- 
rueocias  de  su  yerro;»  la  iey  24,  tít.  22, 
Partida  3.*,  acorde  con  este  principio,  y 
la  doctrína  de  que  ctodos  debea  reparar 
el  daño  que  causaren:  i 
-  Laleyie,  tít.  22,  Partidas.', 

j  %l  principio  de  que  «la  sentencia  debe 
ser  ctoforme  con  la  demanda.» 


El  Supremo  Tribuna!  declaró  no  haber 
lugar  al  recurso: 

aConstderando  que  la  doctrina  legal  que 
sirve.de  primer  fundamento  al  recurso  no 
tiene  aplicación  al  caso  actual,  porque  la 
ejecutoria  al  absolver  á  D.  Uainon  Diez  de  . 
la  demanda  de  perjuicio  interpuesta  por 
D.  José  Fernandez  Galo  en  nada  contraría 
el  auto  de  14  de  agosto  de  1863.  limitado  á 
corregir  disciplinariamente  á  aquel  en  «u 
carácter  de  Juez  de  paz: 

Considerando  que  en  este  concepto ,  y  é 
pesar  de  la  reserva  que  contiene  el  citado 
auto,  quedó  extinguida  con  la  ejecución  y 
cumplinriienlo  de  la  corrección  disciplinaria 
toda  otra  responsabilidad  de  dicho  funcio- 
nario,  nacida  del  propio  motivo  y  no  decla- 
rada en  aquel,  y  por  consiguiente  carece  de 
oportunidad  la  cita  de  la  ley  24,  lít.  22, 
Partida  3.*,  así  como  el  principio  y  doctri- 
na que  se  alega  en  el  segundo  motivo  del 
recurso: 

Considerando  que  una  reserva  general  y 
vaga  de  derechos,  sin  que  estos  existan  é 
se  declaren  ó  determinen,  nada  decide  de- 
finitivamente, como  io  tiene  declarado  esto 
Supremo  Tribunal: 

Y  considerando,  por  último,  que  reduci- 
do el  fallo  de  la  Sala  en  su  (#arle  dispositi- 
va á  la  absolución  de  la  demanda,  esta  re- 
solución conforme  con  el  art.  61  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  lejos  de  ser  ajena  a 
lo  demandado  y  excepcíonado,  determina 
todas  las  cuestiones  debatidas  en  el  pleito, 
según  asi  lo  tiene  declarado  e«le  Tribunal 
Supremo,  sin  que  tampoco  en  este  sentido 
la  ejecutoria  haya  infringido  la  ley  16,  tíiu-^ 
lo  22,  Partida  3.*  cualesquiera  que  sean  lo» 
fundamentos  que  contenga.»  (Gao.  30 
marzo.) 

BEOtJBSO  DB  NULIDAD.  Con- 
fornie  al  R.  D.  de  4  de  noviembre  de 
i8oS ,  cuando  una  sente^icia  de  revista 
{en  pleitos  seguidos  por  el  procedimiento 
anterior  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  cí- 
riT)  es  conforme  de  toda  conformidad 
con  la  de  vuta,  no  se  da  recurso  de  nu- 
lidad. 

Esta  es  la  doctrina  que  repite  el  Tribu- 
nal Supremo  en  sentencia  de  22  marzo  de 
de  4866,  coafirmaodo  una  seoteocia  de- 
negatoria de  la  admisión  del  recurso  de 
nulidad,  dictada  por  la  Sala  5.*  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona.  (Gao.  l.^afrril.)  J 
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TESTAMEHTOS.  Legialacion  fo- 
ral.— Para  que  sea  válido  en  Aragón  el 
testamento  otorgado  ante  el  cura  y  dos 
testigos  en  los  casos  prescritos  por  los 
fueros  del  pais,  es  preciso  que  sea  adve- 
rado en  los  términos  que  prescriben  los 
mismos  fueros  como  solemnidad  del  mis- 
mo. 

SeiHeicia  de  20  de  marzo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juz;^ado  de  Cala- 
tnocha  y  Audiencia  de  Zaragoza  por  Ma- 
«uela  Lorenle  cÓD  María  Herrero,  repre- 
sentada por  Clemente  Castillo,  su  mando, 
sobre  nulidad  del  testamento  át  su  otro 
primer  marido  de  aquella. 

Los  padres  de  Maria,  al  casar  esta  en 
1834  con  Gaspar  Balduque,  pactaron  que 
el  yerno  aportaba  al  matrimonio  todos 
sus  bienes  habidos  y  por  haber  y  su  hija 
todos  los  de  sus  padres,  la  mitad  de  es- 
tos de  presente,  y  la  otra  mitad  al  falle- 
<;imiento  de  ellos;  y  que  si  moría  alguno 
de  los  dos  sin  hijos  de  aquel  matrimonio 
K)s  bienes  aportados  por  él  volviesen  á 
los  mandantes  ó  á  sus  habientes  causa, 
ron  mitad  de  aumentos  ó  pérdidas;  Bal- 
duque enfermó  en  1854  en  Cucalón  y  no 
habiendo  allí  escribano  otorgó  testamento 
anie^el  cura  y  dos  testigos  instituyendo  á 
su  muí€r  heredera  universal.  No  murió 
entonces  Balduque  sino  en  abril  de  1861, 
y  no  volvió  á  hacer  testamento,  ni  á 
fatíGcar  el  que  hiciera  en  1854;  por  lo 
que  la  viuda  pidió  se  elevase  á  escritura 
pública  y  se  protocolizase  el  testamento 
de  su  esposo,, como  se  acordó  y  se  hizo, 
oídos  y  coorojrn>es  el  cura  y  los  dos  testi- 
gos: y  la  Maria  se  volvió  á  casar. 

En  mayo  de  1862,  Manuela  Lorente  de- 
mandó á  (Clemente  Castillo,  segundo  mari- 
do de  la  Maria ,  para  que,  declarándose 
nulo  el  testamento  de  Balduque  por  no 
haberle  ratificado,  teniendo  como  tuvo  es- 

Eacio  para  ello,  se  le  mandase  dejar  li- 
res  los  bienes  de  Balduque  que  le  cor- 
respondían por  ser  su  pariente  mas  cer* 
cano,  con  los  frutos  desde  la  ceiebraeioo 
del  matrimonio,  pues  eon  él  habia  perdis 
do  la  María  el  usafmcl»  foral.  Castillo 
negó  que  la  Lorente  fuese  el  heredero  de 
Balduque  y  sostuvo  que  la  adveración 


hecha  á  la  muerte  de  este  era  la  que  exi- 
gían ios  fueros,  no  la  ratificación.  El  Juz- 
gado en  sentencia  que  confirmó  la  Au- 
diencia declaró  de  la  Lorente  la  mitad  de 
los  bienes  inventariados,  todos  los  raices 
meóos  las  tres  fincas  que  determinó ,  y 
los  frutos  desde  que  concluyó  la  viudez 
de  la  María. 

Castillo  interpuso  el  recurso  de  casa- 
ción por  haberse  infringido  en  su  concepto 
¡osarts.  1.380  al  1.389  inclusive,  y  1.208 
de  la  lev  de  Enjuiciamiento  civil;  *el 
acuerdo  de  la  Sala  de  Gobierno  de  aque- 
lla Audiencia  de  7  de  mayo  de  1857,  con- 
testando al  Juez  del  distrito  de  San  Pa- 
blo, que  cuna  vez  practicadas  las  diligen- 
cias necesarias  para  acreditar  la  verdad 
del  testamento  de  palabra,  debía  remitir- 
se á  un  Notario  conforme  á  los  arls.  i  .388 
y  1 .389  para  que  lo  elevase  á  escritura 
púbhca  y  el  Notario  remitiera  al  Juzgado 
un  testimonio  del  día  en  que  hubiese  te- 
nido lugar  tal  acto  y  folio  que  ocupaba  en 
el  protocolo;»  y  la  jurisprudencia  senta- 
da por  el  Supremo  Tribunal  en  sentencia 
de  ti}  de  octubre  de  1858,  por  cuanto  se. 
desestimaban  las  diligencias  de  protoco- 
lización del  testamento  de  Gaspar  Baldu- 
que elevado  á  escritura  pública  en  14  de 
mayo  de  1861,  y  se  declaraba  su  nulidad, 
por  no  haberse  adverado  con  arreglo  al 
uso  afitiguo  del  fuéro  de  Aragón,  siendo 
así  que  este  no  puede  considerarse  sub- 
sistente  después  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil. 

T  en  el  Supremo  Tribunal  ha  expues- 
to Castillo  que  también  se  han  -  infrin- 
gido el  art.  1.415  de  la  referida  ley  de 
Enjuiciamiento  civil;  la  sentencia  de 
este  Tribunal  de  8  de  agosto  de  1859  y 
la  doctrina  sancionada  por  la  de  11  de 
junio  de  1861,  de  que  cno  deja  de  ser 
testamento  otorgado  de  palabra  aquel 
que  se  ordena  por  cédula:»  Mas  el  Tribu- 
nal Supremo  declara  no  Jiaber  lugar  al 
recurso  por  sentencia  de  20  de  marzo: 

«Considerando  que  aunque  los  fueros  de 
Aragón  permiten  en  algunos  casos  el  olor-> 
gamiento  del  testamento  ante  el  cura  pár- 
roco y  dos  testigos  vecinos  del  pueblo,  exi- 
gen también,  como  solemnidad  indispensa- 
ble para  la  validez  y  firmeza  de  la  última 
disposición  en  aqaeHa  manera  expresada^ 
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que  sea  dei^es  adverado  dicho  (estamento 
en  ios  términos  y  con  las  formalidades  que 
para  evitar  la  suplantActon  de  la  verdadera 
volaotad  de  los  testadores  han  creído  con- 
veniente establecer: 

Considerando  por  tanto  qoe  la  ejecutoria 
que  declara  nulo  y  de  ningún  valor  el  tes- 
tamento otorgado  por  Gaspar  Balduque  en 
17  de  julio  de  1854  ante  el  párroco  y  dos 
testigos  por  no  haberse  observado  en  su  ad* 
veracion  lo  prevenido  terminantemente  en 
los  fueros  1.^  de  tuioribus  l.^  2  y  3.*»  de 
tettameniUf  como  solemnidad  para  la  vali- 
dez de  esta  clase  de  testamentos,  no  ha  in- 
frinirído  ni  podia  infringir  los  arls.  1.380  al 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
puesto  que  además  de  ser  de  mera  rituali- 
dad ó  referentes  al  órden  del  procedimien- 
to, tratándose  en  ellos  del  modo  de  elevar  á 
tritura  pública  el  testamento  hecho  de  pa- 
fabra^  no  pueden  tener  aplicación  sus  dispo- 
siciones á  la  presente  cuestión,  que  ha  ver- 
sado sobre  la  nulidad  ó  validez  del  testa* 
nenio  de  que  se  ha  hecho  mérito: 

Considerando  que  la  cuestión  litigiosa  no 
podia  por  su  naturaleza  ventilarse  en  un 
(>xpedíente  de  jurisdicción  voluntaria,  sino 
qoe  debia  discutirse  en  el  juicio  ordinario 
por  los  trámites  prescritos  por  las  ley<^8,  y 
que  por  lo  mismo  no  ha  podido  ser  infrin- 
gido el  art.  1.208  de  dicha  ley  de  Enjuicia- 
miento, en  el  que  solo  se  consignan  las  re- 
glas á  que  fian  de  acomodarse  los  actos  de 
jarttdlceion  voluntaria,  de  que  en  ella  no  se 
hace  especial  mención. 

Considerando  que  habiendo  tenido  por 
objeto  este  pleito,  como  ya  se  ha  expuesto, 
Ja  resolución  de  un  punto  de  derecho  civil 
de  Aragón ,  cual  era  si  debia  declararse  nu- 
lo é  ineficaz  ó  válido  y  subsistente  el  testa- 
mento de  que  se  trata ,  no  adverado  con  las 
rormalidades  de  los  fueros,  la  sentencia, 
eootra  la  que  se  ha  interpuesto  el  recurso, 
decidiéndole  como  ha  eslimado  justo,  no  ha 
contrariado  la  doctrina  establecida  en  Ja  de 
^e  Supremo  Tribunal  de  20  de  octubre  de 
1858,  relativa  á  la  índole  y  carácter  de  las 
disposiciones  contenidas  en  la  referida  ley 
de  Enjaiei amiento  y  á  su  observancia  como 
foroialarias  6  de  procedimientos  en  todas 
tas  provincias  del  Reine  ni  infringido  tam- 
poeo  lo  prescrito  en  el  arU  1.415  de  la  mis- 
ma, que  deroga  todas  las  demás  leyes,  rea- 
les decretos ,  reglamentos ,  órdenes  y  fue- 
ros ea  que  se  hayan  dictado  regias  para  el 
Eajaieiamiento  civil: 

Considerando  que  es  inoportuna  para  la 
eaestion  del  presente  pleito  la  cita  de  la 
doctrina  coos^^inda  en  tas  senteneias  de  es- 
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le  nVi^mo  Supremo  Tribunal  de  8  de  agosto 
de  1859  y  11  de  junio  de  1864,  pues  la  pri- 
mera tuvo  únicamente  por  objeto  la  deci- 
sión de  una  competencia  entre  la  jurisdic- 
ción ordinaria  y  la  militar  sobre  la  protoco- 
lización de  un  testamento,  y  en  la  segunda 
se  trataba  de  un  caso  que  nmguna  analogía 
tiene  con  el  oonlrovertido  en  este  litigio: 

Y  considerando,  por  állimo,  que  el 
acuerdo  de  la  Sala  de  Gobierno  dfi  la  Au- 
diencia de  Zaragoza  de  7  de  mayo  de  1857, 
aun  cuando  se  hubiera  probado,  no  podría, 
porque  se  hubiere  fallado  á  su  observancia, 
servir  por  sí  solo  de  motivo  para  un  recurso 
de  casación,  el  cual  únicamente  puede  fun- 
darse, con  arreglo  al  art.  1.012  del  Enjui- 
ciamiento civil ,  en  ser  la  sentencia  contra 
ley  ó  contra  doctrina  admitida  por  la  juris- 
prudencia de  los  tribunales.»  (Gae.  2  abril.) 

YINCXTLACIONi».  Cuando  en 
eUa%  se  exige  que  los  poseedores  hayan  de 
pertenecer  á  estado  ó  clase  deiermimdat 
ó  ejercer  algún  cargo  ó  ministerio^  todos 
los  incapacitados  para  este  están  excluidos 
de  la  sucesión.  La  ley  de  49  de  agosto  de 
1841  no  es  aplicable  á  las  caiMUaniaa 
laicales. 

Seitenda  de  ii  de  Dareo  de  1866. 

Pleito  seguido  eo  un  Juzgado  de  Zara- 
fi^ozdL  V  su  Audiencia  territorial  por  don 
Pedro  tbañez,  como  marido  de  dona  Bran- 
lia  Florentín,  con  D.  Antonio  Casanova  y 
Olona,  sobre  mejor  derecho  á  la  mitad  de 
los  hieoes  de  una  capellanía  fundada  eo 
1711  en  virtud  de  disposición  testameo- 
taría  de  D.  José  Calvete. 

Se  previno  eo  la  Tundacion  que  mieo- 
tras  hubiese  eo  las  líneas  desceodieutes 
de  D.  Francisco  Luis  Alegre,  ejecutor,  y 
(le  D.  Juan  Cuello  que  quisieseo  ser  de 
iglesia  habían  de  alternar  en  el  obtento 
de  los  bienes  componentes  aquella  cape- 
llanía laical:  y  en  1863  habiéndose  divi- 
dido aquellos  bienes  con  arreglo  á  la  res-; 
tablecida  ley  de  18^0 ,  solicitaron  D.  Pe** 
dro  Ihañez  y  su  mujer  Braúlia  Florentin 
que  se  declarase  pertenecer  á  esta  la  mi- 
tad de  los  bienes  de  la  citada  cape* 
llania,  que  le  correspondía  como  hija  legí- 
tima de  Gregorio  Florentín  y  Alejandra 
Soriano,  que  habla  sido  poseedora. 

Publicados  edictos  llamando  &  lo$  que 
se  creyesen  con  derecho  á  los  cílados 
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bienes,  comparecieron  D.  Mariano  Casa- 
nova  y  doña  Juliana  Olana  en  represen- 
ucion  (le  su  hijo  Antonio,  nielo  de  Ale- 
jandra Soriano  y  Mariano  Olona,  alegan- 
do su  mejor  derecho  á  los  bienes,  en 
atención  á  que  de  las  disposiciones  de  la 
fundación  que  analizó,  se  deducía  que 
únicamente  podian  obtenerla  los  varones. 
Mas  D.  Pedro  Ibañez  sostuvo  que  noha- 
iúan  sido  excluidas  las  hembras,  y  la  Au- 
diencia revocando  el  fallo  de  primera  ins- 
tancia declaró  que  la  mitad  de  los  tiienes 
en  cuestión  corresponden  á  Antonio  Ca- 
sanova  y  Olona,  con  los  frutos  y  rentas 
desde  el  fallecimiento  del  ülinno  po- 
seedor. Interpuso  D.  Pedro  Ibañez  recur- 
so de  casación ,  citando  en  concepto  de 
infringidas: 

1.  °  La  ley  8.%  lít.  17,  lib.  iO  de  la 
Nov.  Recop. ,  que  previ(»ne  que 'para  que 
las  hembras  sean  excluidas  de  una  funda- 
ción es  preciso  que  conste  expresa  y  lite- 
ralmente. 

2.  "  La  misma  ley  recopilada  y  la 
doctrina  admitida  de  que  las  iMMubras  de 
mejor  línea  y  grado  deben  preferirse  áJos 
varones  de  otras  mas  remotas. 

Y  5.^  Elart.  i^de  la  ley  de  19  de 
agosto  de  4,841.— Y  el  Tribunal  Supremo 
declaró  no  haber  lugar  al  recurso: 

((Considerando  que  mandándose  en  una 
institución  vincular  que  sus  poseedores  ha- 
yan de  pertenecer  á  estado  ó  clase  determi- 
nada, ó  que  desempeñen  algún  cargo  espe- 
cial, se  entiende  que  los  que  por  incapaci- 
dad notoria  y  legal  estén  imposibilitados  de 
ejercerlo  ó  de  tener  la  cualidad  exigida,  se 
hallan  también  expresamente  excluidos  de 
la  sucesión: 

Considerando  que  habiéndose  prevenido 
fn  la  fundación  de  la  capellanía  laical  de 
que  se  trata  que  fuesen  racioneros,  jl^eneñ- 
ctados  ó  capellanes  de  ella  alternativamen- 
te los  hijos  y  descendientes  de  D.  Francisco 
Luís  Alegre  y  de  D.  Juan  Cuello  que  quiste^ 
sen  $er  de  iglesia,  con  obligación  de  decir 
euatro  misas  semanales,  fué  clara  y  termi- 
nante la  excluftion  de  las  hembras  en  el  pa- 
tronato pasivo,  porque  no  podian  ser  racío* 
ñeros  9  beneficiados  ó  capeílaneS|  ni  de  igle- 
sia en  el  sentido  de  tener  en  ella  cargo  ú 
oficio  eclesiástico;  corroborando  este  cón- 
oepto  la  cláusula  de  que  si  enía  linea  del 
uno  no  hubiese  descendiente  para  poder  ser 


presentado  al  tiempo  de  la  vacante  se  nom* 
brase  capellán  de  la  otra  descendencia: 

Y  considerando  por  lo  expuesto  que 
inaplicable  al  caso  presente  la  disposición 
contenida  en  la  ley  8. lít.  17,  lib.  10  de 
la  Nov.  Rf^cop.  citada  en  el  recurso  y  que 
también  se  invoca  en  él  como  doctrina: 
'  Considerando,  por  último,  que  asimismo 
es  notoriamente  inaplicable,  citándose  con 
marcada  inoportunidad  la  ley  de  19  de 
agosto  de  1841,  que  únicamente  se  refiere 
á  tas  capellanías  colativas.»  (Gac.  2  abril,) 

POBREZA  PABA  LITIGAR.  La 

apreciación  del  tnbunal  acerca  de  los  re- 
cursos que  disfruta  el  que  pretende  se  U 
declare  pobre  para  litigar,  es  la  que  de^ 
termina  los  efectos  del  art.  I82  com- 
binado  con  el  184  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civiL 

Seotencias  de  :23  j  24  de  mano  de  1866. 

Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  Ma- 
drid y  su  Audiencia  territorial  por  don 
José  Antonio  Rivas  con  D.  Gaspar  Ira- 
buró  y  el  Ministerio  íiscal  sobre  que  se 
detienda  por  pobre  en  el  juicio  de  testa- 
mentaria de  D.  José  Garcia  Várela  en 

Jue  comparecía  como  cesionario  de  don 
osé  García  Juarranz,  hijo  natural  de 
aquel:  cuya  pretensión  vistas  las  proban- 
zas denegaron  conformes  el  Juzgado  y  la 
Audiencia;  por  lo  que  interpuso  Rivas  el 
recurso  de  casación  al  que  declaró  el  Su- 
premo Tribtinal  no  haber  lugar  por  sen- 
tencia de  23  de  n\arzo: 

«Considerando  que  la  Sala  sentenciadora^ 
en  vista  de  lo  dispuesto  en  el  art.  182,  com- 
binado con  el  181  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  de  lof*  datos  consigpnados  en  et  ex* 
pediente  y  de  la  prueba  testifical  aducida  por 
las  parles,  la  ha  apreciado  en  uso  de  las 
facultades  conreridas  en  el  art.  317  de  la 
misma,  declarando  no  haber  justificado  el 
derecho  para  ^ozar  del  benefíoio  de  la  de- 
fensa por  pobre  ,  sin  que  contra  esta  apre- 
ciación se  haya  citado  delerminadaoteat» 
ley  ni  jurisprudencia  admitida  por  loa  tribu- 
nales como  infrin^idaii;  y  que  por  lo  tanlo 
no  66  ha  contravenido  por  la  sentencia  al 
art.  182  en  su  párrafo  primero  de  la  citada 
ley  de  Enjuiciamiento  ,  ni  a  la  llamada 
risprudencia  alegrada.»  {Gao.  7  abril,} 

Pleito  segttido  eo  un  Juzgado  de  Bar^ 


Digitized  by 


2S3 


celooa  y  su  Aadíencia  territorial  por  Pe- 
dro Cervera  con  Ramón  Castaia  y  el 
Hioisterio  tiscaK  sobre  defensa  por  pobre 
lue  solicitó  el  primero  v  que  suminístra- 
las pruebas  otorgó  el  Xuzgado  y  cooíir- 
roó  la  Audiencia.  Contra  este  Tnlio  inter- 
puso Castaña  recurso  de  casación  poruue 
en  su  concepto  se  había  infringido  la  ais- 
posición  comprendida  en  los  casos  pri- 
mero j  segundo  del  art.  i  82  de  dicha  ley 
de  Enjuiciamiento,  toda  vez  que  se  había 
tenido  por  suficiente  la  justificación  dada 
por  Cervera,  á  pesar  de  que  no  probaba 
el  jornal  que  ganaba ,  ni  si  era  ó  no  even- 
tual, y  á  cuanto  ascendía;  mas  el  Tribunal 
Supremo  declara  por  sentencia  de  24  de 
marzo  no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando que  ía prueba  suministrada 
en  este  incidente  ha  sido  apreciada  por  la 
SaJa  sentenciadora  con  arreglo  á  lo  egtable« 
eido  en  el  arl.  3t7  de  la  ley  de  EU)juicia- 
miento  civil ,  declarando  en  su  consecuencia 
al  Cervf»ra  el  beneficio  de  la  defensa  por  po- 
bre, 6Ín  que  contra  la  apreciación  hecha  se 
baya  citado  ley  ni  jurisprudencia  admitida 
por  los  tribunales  infringidas,  porque  los 
casos  primero  y  segundo  del  arl.  182  de  la 
ley  de  Enjaiciamienlo  alegados  á  este  pro- 
pósito, por  los  términos  en  que  se  invo- 
can,  no  se  referirian  á  la  apreciación  verifi- 
cada, sino  á  lo  que  ha  sido  objeto  de  Ja 
misma  en  vista  de  Jo  alegado  y  justificado 
a  joicio  de  la  Sala  dentro  de  sus  atribucio- 
nes; y  que  por  tanto  no  s^  ha  contraveñido 
á  elJos  por  la  sentencia.))  {Gac,  7  abril,) 

ACCIQK  BSIVmDICATOBIA.  El 

que  ejercita  esta  acción  que  nace  del  do* 
minio f  debe  acreditar  indispensablemente 
que  por  dicho  titulo  le  pertenece  la  cosa 
que  demanda. 

SeiteBcía  de  27  it  nano  de  1866. 

Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  Bar- 
celona y  su  Audiencia  territorial  por  don 
José  Antonio  Roygé  con  su  primo  D.  Jo- 
sé Roygé  y  Uestre,  sobre  entrega  de  unos 
docameotos. 

£q  i863  entabló  demanda  D.  José 
Boygé  j  Mestre  exponiendo  qu^  había 
cQiregado  ea  depósito  á  su  primo  D.  José 
ihlOQio  Roygé  oí  documentos  referentes 
a  ma  causa  pía,  de  la  cual  eran  propieta- 


rios los  Sres.  Dalmau  de  Baguer,  y  que 
habiéndoselos  reclamado  se  había  negado 
á  devolvérselos,  y  usurpándole  su  perso* 
nalidad  había  conseguido  se  otorgasen  á 
su  favor  unos  poderes  para  cobrar  lo  re- 
lativo á  la  expresada  causa  {)ía,  partiendo 
sus  otorgantes  del  equivocado  concepto 
de  que  los  daban  al  demandante,  sucesor 
directo  de  los  antiguos  apoderados;  pi- 
diendo en  virtud  de  la  arción  reivindica- 
toría y  de  la  conditio  ex  lege  que  se  con- 
denase á  D.  José  Antonio  itoygé  á  la  res^ 
titucion  de  los  referidos  documentos,  al 
resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  y  al 
pago  de  las  costas. 

El  demandado  contestó  que  no  existió 
tal  depósito,  ni  tal  usurpación,  que  su 
primo  desfiguraba  las  cosas  según  conve- 
nia á  su  intento  y  que  si  bien  tenia  en  su 
poder  documentos  que  antes  obraban  en 
el  del  demandante ,  además  de  no  perlo 
necerle  sino  á  D.  Ignacio  Dalmau,  habían 
pasado  al  demandado  de  un  modo  legí- 
timo. Practicada  prueba  por  las  partes  el 
Juzgado  y  la  Audiencia  conformes  conde- 
naron al  demandado  á  devolver  rn  el  tér- 
mino de  ocho  días  ios  documentos  recla- 
mados, y  absolviéndole  de  la  demanda 
respecto  á  los  daños  y  perjuicios  solici- 
tados: y  D.  José  Antonio  Roygé  in- 
terpuso "recurso  de  capación  citando  co- 
mo infriní^idas  entre  otras  leves  la  I/, 
tíU  ^.^  líb.  Xde  la  Nov,  Recop.,  la  2/. 
lít.  13,  Partida  3.',  y  la  doctrina  estableci- 
da en  sentencia  de  5  de  febrero  de  1863. 
El  Tribunal  Supremo  declara  Aa^er  íu^ar 
al  recurso  t  por  sentencia  de  27  de  marzo, 
eo  estos  términos: 

«Considerando  que  el  que  ejercita  la  ac- 
ción reivindicatoria ,  que  nace  del  dominio, 
debe  acreditar  indispensablemente  que  por 
dicho  titulo  le  pertenece  la  cosa  que  deman 
da,  como  tiene  declarado  con  reiteración 
este  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  el  actof  en  el  presente 
pleito  ha  reconocido  en  sus  escritos  y  ade- 
más  ha  confesado  en  declaración  jurada 
que  ios  documentos  que  demanda  no  son 
de  su  pertenencia^  ni  lo  fueron  en  tiempo 
alguno: 

Considerando  que  el  mismo  demandante 
designa  el  dueño  de  los  mencionados  docu- 
mentos, expresándole  consta  que  ha  con- 
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Terido  pocler  especial  al  demandado  que  tos 
.  rellene  con  dicha  autorización ;  y  además 
que  ha  pretendido  le  revocara ,  y  se  ha  ex- 
cusado aquel  de  hacerlo  hasta  la  termina- 
ción de  este  pleito: 

Considerando  que  ambos  litigantes  reco- 
nocen también  como  cierto  el  hecho  de  haber 
tenido  efecto  la  entrega  de  dichos  documen- 
tos por ei  demandante  a!  demandado  para  que 
este  averiguara  quién  fuese  su  dueño,  esti- 
pulando que  dividirían  entre  sí  la  recompen* 
sa  que  por  este  servicio  les  concediera,  y  de 
consiguiente  no  celebraron  el  contrato  de 
depósito  que  el  recurrente  supone: 

Y  consiaerandoy  tinalmenle,  que  la  sen- 
tencia que  bajo  dicho  equivocado  supuesto, 
y  en  el  de  pertenecer  al  demandante  tos  do- 
cumentos que  reclama,  condena  al  deman- 
dado á  su  entrega,  infringe  la  ley  1/,  títu- 
lo 1.°,  lib.  10  de  la  Nov.  Recop. ,  y  la  2-', 
tit.  13,  Partida  3/,  invocadas  por  el  recur- 
rente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos haber  lugar  a!  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  José  Antonio  Roygé;  y 
en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la 
sentencia  que  en  15  de  febrero  de  1866 
pronunció  la  Sala  tercera  de  la  Andiencia 
de  Barcelona.»  (Gao.  7  abrií,) 

TESTAMENTOS.  La  institución 
de  heredero,  U)  mimo  que  la  suslitU" 
ciotif  á  dia  cierto,  ó  que  ciertamefite  ha 
de  venir  aunque  se  ignore  cuando,  crea 
desde  la  muerte  del  testador  derechos 
perfectamente  trasmisiblesá  los  herederos 
de  ios  tiis¿i¿ttidos.— CONDICIONES.— 
iVo  se  debm  confundir  las  suspensorias  de 
indispensable  pero  incierto  cumplimiento, 
con  las  puramente  dilatorias  pero  que 
indudablemente  han  de  venir. 

Sentsicia  de  4  de  akil  de  1866. 

Pleito  seguido  en  uno  de  los  Juzgados 
de  Madrid  y  su  Audiencia  territ(jrial  por 
doña  Cristina  Romaguera,  como  tutora  y 
.curadora  de  su  bija  dona  Elena  Fraile  y 
*  Romaguera,  con  D.  Antonio  Herrero,  como 
heredero  teslamcutario  de  D.  Francisco 
Fraile  O'Suliibuo,  sobre  uulidad  de  una 
iuslitucioo. 

.Doña  JuanaFraile  O'Sulliban  tralleció 
eii  ^6  de  agosto  de  1857  coo  testamento 


otorgado  en  17  de  julio  de  1856.  en  el 
que  dejó  los  fondos  del  5  por  100  conso- 
lidado que  la  pertenecían  en  Inglaterra  y 
Francia,  y  los  que  pudieran  pertenecería 
en  dichos  países  ó  en  cualquiera  otro  a 
sus  dos  hermanos  D.  Vicente  y  D.  Fran- 
cisco Fraile  OSuHiban  y  á  sus  dos  sobri- 
nos D.  Manuel  y  ü.  José  Fraile  y  Apari- 
ci,  hijos  de  su  Hennaoo  D.  Manuel,  divi- 
diéndolos en  cuatro  partes  iguales;  dejó  a 
sií  hermano  mayor  D.  Vicente  la  hacien- 
da que  poseía  en  la  villa  de  Valtíerra  y 
Arquedas,  y  el  cuarto  bajo  con  su  buhar- 
dilla de  la  casa  sita  en  la  calle  de  Ato- 
cha, núm.  68,  que  habitaba  la  otorgante; 
entendiéndose  bajo  ta  precisa  coudicioQ 
de  que  si  falleciese  sin  tener  sucesión  le- 
gítima, tanto  dicho  cuarta  bajo  y  su 
bubardíHa  como  la  referida  hacienda  y 
fondos  extranjeros,  pasarían  á  los  dos  so- 
brinos de  la  testadora  D.  Manuel  y  don 
José  Flaile  y  Aparíci,  exceptuando  única- 
mente 10.000  duros  efectivos  procedentes 
de  dichos  fondos ,  de  que  podría  disponer 
su  citado  hermano  según  mejor  le  pare- 
ciera; y  ()or  último,  nombró  heredero 
único  y  universal  á  su  mencionado  her- 
mano b.  Francisco  Fraile ,  con  la  precisa 
condición  de  qne  si  falleciera  sin  sucesión 
legítima  pasarían  á  sus  dos  citados  sobri- 
nos D.  Manuel  y  D.  José  Fraile  y  Aparici 
las  fincas,  que  eran  el  cuarto  principal  y 
demás  dependencias  de  la  casa  calle  de 
Atocha,  núm.  68,  de  que  no  había  dis- 
puesto, y  la  hacienda  de  Villareje  de  SaU 
yanés,  con  todas  sus  pertenencias,  asi 
como  lo  que  le  correspondiera  en  los  Toa- 
dos del  o  por  100  de  Inglaterra  y  Fraa- 
cia  pudiendo  disponer  de  ellos  hasta  la 
cantidad  de  10.000  duros  metálicos ,  y 
nada  mas.» 

Contra  el  cálculo  de  doña  Juana,  mu- 
rieron sus  sobrinos  después  que  ella,  pero 
antes  que  sus  hermanos;  á  saber:  D.  José 
falleció  intestado  y  sin  sucesión  el  día  9 
de  enero  de  1858,  y  I).  Manuel,  también 
sin  testamento  el  16  de  setiembre  de 
i8M  y  dejando  una  hija  de  menor  edad, 
llamada  «lona  Elena ,  de  la  cual  se  nombró 
tutora  y  curadora  á  su  madre  doña  Cris- 
tina Romaguera.  Los  tíos  de  doña  Elena» 
D.  Vicente  y  D.  Francisco,  con  motivo 
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de  la  muerte  de  los  dos  sobrinos  D.  José 
V  D.  Maouei  eatablaroo  demanda  preten- 
diendo se  declarase  que  por  la  muerte  de 
sus  sobrmos  quedaban  propietarios  de  los 
bienes  que  poseían  de  su  difunta  berma^ 
oa  y  se  obligase  á  dona  Elena  á  reccno- 
cerks  exentos  de  re<ttiluir.  Impugnó  do- 
na Cristina  esta  demanda  que  en  deíiniii- 
va  desestimé  el  Juzgado  por  el  tiempo  en 
que  se  proponía^ sin  baber  llegado  el  ca- 
so fijado  por  la  testadora,  cuyo  fallo  se 
ooiitirmó  en  segunda  intancia  durante  la 
cual  habia  muerto  ü.  Francisco  y  tenido* 
^  por  fHic,  ea  su  nombre,  al  heredero 
D.  Antonio  Herrero.  Doña  Cristina  en 
nombre  de  su  hija  doña  Elena  entabló 
después  del  anterior  fallo,  demanda  para 
<fiie  se  declarase  nula  la  institución  de 
beredero  hecha  por  D.  Francisco  Fraile 
á  fiifor  de  D.  Antonio  Herrero,  respecto 
^  ios  bienes  que  le  dejó  su  hermana  do- 
ña Juana  y  que  eran  de  su  citada  hija  en 
virtud  del  testamento  de  doña  Juana, 
eofideoáfidose  á  Herrero  á  su  entrega  con 
ios  frutos  y  rentas  que  hubiesen  produci- 
do. Impugnóla  Herrero  soi^teníendo  que 
ei  Uainiaimiento  hecho  á  D.  Manuel  y 
D.  José  había  sido  puramente  perso- 
aai,  etc.;  pero  estimada  por  sentencia  que 
pronunció  el  Juzgado  y  que  coofirmó  la 
Sala,  interpuso  el  mismo  recurso  de  ca- 
sacioo  citando  como  infringidas  el  testa- 
mento de  doña  Juana,  las  leyes  5.',  títu- 
lo SS,  Partida  7/;  8/  y  10,  lit.  4^  y 
54,  til.  9.%  Partida  6/;  y  la  doctrina 
consignada  por  el  Tribunal  Supremo  en 
seoteocias  de  i6  de  mayo  de  1863  y  24 
de  marzo  de  1857.  Pero  dicho  Supremo 
TribuDal  por  sentencia  de  4  de  abril  de- 
claradlo haber  lugar  al  recurso; 

«Considerando  que  tanto  las  instituciones 
de  herederos  como  las  sastiluciones  á  día 
eíerlo  ó  que  indudablemente  ha  de  venir, 
I  por  mas  que  se  ignore  cuándo,  son  legales, 
I  ie  equiparan  á  las  puras,  y  crean  derechos 
irastnisibtes  á  los  herederos  de  los  ínslitui- 
4o«,  y  á  los  de  los  suslilulos,  desde  el  falle- 
dmíenlo  de  los  testadores: 

Considerando  .que  la  in<ililucton  de  here- 
dero hecha  por  doña  Juana  Fraile  0*Su!i¡- 
baoensu  hermano  1>.  Francisco  contiene 
«na  sustitución  tácita  modal  en  favor  de 
*m  sobrinos  D.  Manuel  y  D.  José  para  el 
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caso  de  fallecer  aquel  sin  sucesión  legitima : 
Considerando  que  en  el  caso  concreto  do 
estos  au  tos,  refiriéndose ,  como  se  refien^ 
la  testadora ,  á  un  dia  cuya  existencia  es 
cierta,  cual  es  el  del  fallecimiento  de  su 
hermano,  su  disposición  no  tiene  fuerza 
condicional  ó  suspensiva,  y  sisólo  dilatoria, 
que  por  lo  tanto  el  sustituto  adquirió  un 
erecho  desde  la  muerte  de  aquella,  que 
trasmitió  á  sus  herederos: 

Considerando  que  aun  cuando  la  locución 
de  la  testadora  de  en  el  caso  de  morir  sin 
sucesión  legitima ,  pudiera  calificarse  condi- 
cional, esta  no  se  relie  re  á  la  sustitución, 
que  quedó  perfecta  en  cuanto  á  sns  efectos 
legales  desde  el  fallecimiento  de  aquella, 
sino  á  los  derechos  que  de  su  cumplimiento 
nacían  en  favor  de  los  hijos  del  D.  Francis- 
co, no  habiéndolos  este  dejado  debe  consi- 
derarse como  no  puesta: 

Considerando  que  en  este  supuesto,  no 
ha  sido  infringida  ta  ley  34»  lít.  9.^,  Parti- 
da 6.*^»  que  se  reüere  á  la  eüeacia  ó  inefica- 
cia de  los  legados  en  virtud  de  cuya  dispo- 
sición legal  se  trasmite  á  los  herederos  dt^l 
legatario  el  derecho  á  percibirlos  cuando 
son  incondicionales  ó  á  dia  cierto: 

Considerando  que  tampoco  lo  ha  sido  la 
voluntad  de  la  testadora,  ni  la  ley  5/,  litu* 
lo  33,  Partida  6.*,  porque  en  su  disposición 
testamentaria  predomina  la  idea  de  que  sus 
bienes  no  salgan  de  la  familia,  y  ta  de  fa- 
vorecer, en  cuanto  el  cariño  fraternal  la 
permitiera,  á  sus  sobrinos  carnales: 

Considerando  que  la  doctrina  asentada  en 
la  sentencia  ds  este  Supremo  Tribunal  á**. 
24  de  marso  de  1857  no  tiene  aplicación  al 
presente  pleito  por  referirse  á  un  legado  en 
propiedad  y  para  siempre ,  circunstancias 
de  que ,  aun  en  el  supuesto  de  que  las  sus- 
tituciones pudieran  re^^irse  por  las  mismas 
regatas  que  los  legados,  carece  el  que  ac- 
tualmente se  dispula,  sej^un  tiene  reconoci- 
do el  causante  del  demandado  ai  pedir  la 
consolidación  del  dominio  directo  con  el 
útil  que  disfulaba  como  heredero  usufruc* 
tvario  de  su  difunta  hermana:  y 

Considerando,  finalmente,  que  las  leyes 
citadas  con  mas  ó  menos  oportunidad  en  la 
parte  expositiva  de  las  sentencias  no  pueden 
servir  de  fundamento  para  un  recurso  de 
casación  ,  como  lo  tiene  declarado  este  Su- 
premo Tribunal,  y  que  en  este  supuesto  no 
es  atendible  la  de  la  ley  10,  tít.  4.^,  Partida 
6.*»(Gac.  10  abril.) 
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€«aipete«elAii  decididas  por  elTrlboMl 
•upremo  de  dasllela. 

ACCION  PEBSONAL.  Cuando  en 
un  contrate  ó  escritura  de  sociedad  no 
se  expresa  el  lugar  en  que  deban  cum- 
plirse  las  obligaciones,  es  el  Juez  compe- 
tente para  conocer  de  las  acciones  que 
emanan  del  mismo  contrato  el  del  domi- 
cilio de  la  sociedad. 

Decisión  de  15  de  marzo  di  1836. 

Así  lo  eslablece  el  Tribunal  Supremo 
(le  justicia  decidiendo  á  favor  del  Juzga- 
do (!e  Pantpiona,  domicilio  de  la  sociedad 
minera  La  Victoria,  la  competencia  sus- 
ntada  por  ei  Juzgado  de  Almodovar  del 
Campo  donde  radican  las  pertenencias  mi- 
neras de  aquella,  y  á  instancia  de  D.  Juan 
Inza  en  pleito  sobre  nulidad  del  acuerdo 
tomado  en  una  junta  general  y  subsi- 
guiente proyecto  de  venta : 

«Considerando  que  siendo  puramwile 
pr^rsonal  la  acción  que  se  ejercita  como  de- 
rivada del  primitivo  contrato  de  sociedad,  y 
no  habiénd«e  designado  en  el  contrato  el 
lugar  en  que  debieran  cumplirse  las  obliga* 
ciones,  es  el  domicilio  del  demandado  el 
que  determina  la  competencia  del  Juez  que 
<1obe  conocer  de  los  autos  de  que  se  traca, 
de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  pár- 
lufo  tercero  del  art.  5.<*  de  la  ley  de  Enjui- 
cií^inionlo  civil: 

Y  considerando  que  la  sociedad  deman- 
dada ¿a  Victoria  tiene  su  domicilio  en  Pam* 
piona,  según  la  escritura  de  su  reorganiza* 
Clon,  y  reglamento  de  su  gobierno  y  direc- 
ción.» (Gao.  27  marzo,) 


mmm%[i_m\mmm. 

•ecUlonea  é  eansalia  del  Ceaseje  de 
■•iMtado  eebre  auterlsAelenee  para 

preeeear* 

BSTEIICION  ARBITBARIA.  No 

es  necesaria  en  este  caso  autorización  pa- 
ra  proceder  contra  un  Alcalde,  porque 
administrativamente  no  puede  imponerse 
ta  pena  de  detención. 

DecisioD  de  20  de  nano  de  1866. 

El  Alcalde  de  Romanos  en  1861 ,  puso 


arrestado  y  detuvo  durante  ocho  días  i 
un  vecino  llamado  Jorge  Obeoza  por  una 
disputa  que  promovió  con  otro  sujeto  del 
pueblo  estando  ambos  en  una  fragua.  Ins-* 
truidas  diligencias  por  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Daroca  en  virtud  del 
hecho  expresado,  que  denunció  el  deteni- 
do Obénza,  apareció  que  la  detención  ha- 
bla sido  impuesta  como  pena  personal  sin 
forma  alguna  de  juicio,  y  sin  extender 
tampoco  acta  gubernativa;  por  lo  cual  el 
Juez,  de  conformidad  con  lo  expuesto  por 
el  Promotor  Fiscal,  estimando  que  el  ar-* 
bitrario  arresto  indicado  excluiqt.^  Alcal- 
de de  la  garantía  de  la  prévia  autoriza^ 
cion,  participó  al  Oobemador  que  estaba 
procediendo  contra  el  mismo.  Esle  requi^ 
rió  al  Juzgado  para  que ,  con  suspensión 
de  todo  procedimiento,  solicitase  aquel  re" 
quisito,  indispensable  á  juicio  del  Conse- 
jo provincial  para  continuar  la  causa  ptr 
creer  que  solo  administrativamente  pudo 
dicho  Alcalde  imponer  la  referida  pena  de 
arresto.  Confirmó  la  Audiencia  territorial 
el  auto  en  que  el  Jaez  declaró  no  ser  ne- 
cesaria la  prévia  autorización,  é  insistió 
también  él  Gobernador  en  su  opinión  con- 
traria;  pero  á  consulta  del  Consejo  de  Es- 
tado se  decide  por  R.  D.  de  20  de  marzo 
no  ser  necesaria  la  autorización^  con  vista 
del  art  10,  párrafo  S.""  de  Ja  ley  de  25  de 
setiembre  de  1863: 

«Considerando  que  está  probado  en  este 
expediente  que  el  Alcalde  de  Romanos  don 
Jerónimo  Forcé  detuvo  por  espacio  de  ocho 
dias  al  vecino  Jorge  Obcnza,  y  que  esto  lo 
veriticó  sin  instruir  diligencia  alguna ,  y  siti 
que  tampoco  concurriese  la  éxcepciou  con- 
tenida en  el  artículo  citado  de  la  ley  de  Go- 
biernos de  provincia.»  (Gac.  18  abril,) 


Toda  la  corre.^ondencia  deberá  dirigirse 
con  sobre  al  Sr.  D.  Marcelo  Marlinez  Alcu- 
.billa,  Director  del  Boletín  /urtUtco.— MA- 
DRID. 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietario, 
y  Editor  responsable. 


MAÜKID.— Imp.       £1  CoilBUltor  á  cu-ifo  dr  K.  de 
U  UiT;á,  FviHCuUi,  ¿9.— Adtiiiiiiftlracivii,  JiUta*. 
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162.  POSITOS.— R.  O.  de  25  de  abHlir 
memoria  «obre  el  movimiento  deeumfondos 

en  1863. 

(GoB,)  S.  M.  la  Reina  (Q  D^.  6.)  ha  vis* 
tocón  satisfacción  ios  resaltados  obtenidos 
por  y.  I.  en  el  importante  ramo  de  los  pósi- 
tos qae  le  está  cometido ;  y  al  mandar  qae 
se  den  á  V.  I.  las  gracias ,  como  de  real  or- 
den lo  ejecuto,  por  su  laboriosidad  é  inleli» 
i^encia,  asi  como  al  oñcial  de  Secretaría 
D.  José  Gracia  Cantaiapiedra ,  por  su  ilus* 
Irada  cooperación ,  ha  dispuesto  que  se  im- 
priman en  la  Gaceta,  y  por  separado,  la 
tnemoria  y  estados  que  la  acompañan, 
aprobando  tas  reformas  que  V.  (.  propone; 
%ie  cuyo  planteamiento  espera  S.  M.  resul- 
tados tan  ventajosos  para  el  país ,  como  los 
T)blenidos  desde  que  se  inició  la  restauración 
d«  lo^  póVitos  del  reino.  De  real  orden  etc.  Ma- 
drid 25  do  abril  de  1866.— Posada  Herrera. 

MEfifOBIA 

pre— nUd»  al  Exemo.  Sr.  Minittro  de  U  6<Sb«rQ<ieion 
for  rl  Director  general  de  AdininÍBlracÍon  local  sobre 
H  moTÍmiento de  fondof  qae  realizaron  lof  pósitos  d«t 
T«ÍAo  «B  t863,  propcaiendo  los  pantoa  de  ntormu  qae 
redaman  la  administracioa  y  eontabilidad  de  «s|e  im« 
ptfrtaote  ramo,  aprobada  por  R.  O.  de  25  de  abril  de 

Excmo.  Sr.:  La  Dirección  general  de  Ad* 
ministracion  local ,  en  camplimienlo  del  de* 
ber  que  se  le  impuso  por  real  órden  circular 
de  9  de  febrero  de  1861,  reorganizando  la 
ínsliloeioa  de  los  pósitos,  ofrece  á  V.  E.  el 
resumen  general  por  provincias  de  los  datos 
estadísticos  sobre  el  movimiento  de  fondos 
que  realiasaroa  aquellos  establecí  míenlo»  en 
1863;  y  al  mismo  tiempo,  somete  y  propo* 
f»e  á  la  elevada  consideración  de  V.  E.  una 
breve  reseña  de  las  mejoras  y  adelantamien- 
tos obtenidos  en  dicho  año ,  comparados  con 
los  del  anterior ,  con  la  indicación  de  algu« 
lias  reformas  qae,  en  sentir  da  este  centre 
füreclivo,  podrían  y  deberían  hacerse  en 
tan  interesante  ramo ;  lodo  con  el  objeto  de 
que  si  V.  £.  eslima  de  algún  valer  y  ju2ga 
digno  de  su  aprobación  este  trabajo,  reciba 
ia  publicidad  qup  eslá  prevenida,  sirvi^endd 
Toxo  X  DEL  Dice. 


de  instrucción  á  los  Gobernadores  en  las 
dudas  consultadas  á  esta  Dirección. 

Conocidos  son  los  datos  estadislieos  refe- 
rentes á  1861  que  se  publicaron  en  la  (va- 
c€ta  de  26  de  junio  de  1862.  En  18  de  abríl 
de  1864  insertáronse  también  en  el  periódi- 
co oficial  loH  relativos  á  1862  con  la  Memo* 
ría  y  e$lados  que  ponen  de  manifiesto  los 
resultados  verdaderamente  portentosos  con» 
seguidos  en  aquel  año,  con  gran  ventaja 
sobre  los  alcanzados  en  1861,  primero  de 
la  reslauraciun  de  los  pósitos,  iniciada  por 
V.  E.  en  la  ya  citada  R.  O.  do  9  de  febrero. 

Según  aquella  Memoria ,  redactada  con 
presencia  de  los  dalos  reunidos  al  efecto  en 
esta  Dirección,  ofrecieron  los  piadosos  esta- 
blecimientos de  que  se  trata  en  1862  una 
riqueza  positifa  y  asegurada  en  créditos 
realizables  de  116.200.789  rs.,  con  cuya 
cuarta  parle  fueron  socorrídos  141.175  la- 
bradores pobres  ó  necesitados ,  que  acu- 
dieron al  benéfico  anticipo  de  sus  respecti- 
vos pósitos;  es  decir,  que  salió  por  término 
medio  un  socorro  individual  de  274  rs.  para 
aquella  labor,  la  mas  importante  de  todas, 
por  encerrarse  en  ella  la  esperanza  de  la 
recolección.  Además,  quedó  abierto  el  de- 
recho á  recibir  en  los  primeros  meses  de 
1863  otro  tanto  aproximadamente  para  las 
labora  sucesivas  de  escarda  y  barbechera. 

No  menos  lisonjero  ei  el  resultado  que 
arrojan  los  datos  coleccionados  de  1863, 
según  el  estado  que,  formado  por  provin- 
cias, áesia  Memoria  acompaña.  Preséntanos 
el  capilal  de  pósitos  valorado  en  una  suma 
de  189.697.026  rs.,oon  el  numero  de  150.306 
labradores  pobres  que  fueron  socorridos  en 
la  sementera  de  aquel  año. 

Cifras  son  estas.  Exorno  Sr.,  que  dicen 
mucho  á  favor  de  los  progresos  realizados 
en  la  administración  y  fomento  de  los  pósi- 
tos del  reino.  La  dirección,  por  tanto,  se  li- 
mita á  consignar  las  diferencias  que  las  par- 
tidas de  1863  presentan  en  comparación  con 
las  de  1862,  al  tenor  de  los  conceptos  que 
comprende  el  encasillado  en  el  adjunto  resú- 
nien:  el  caudal  en  granos  que  durante  el 
año  de  1863  se  ha  pueslo  ya  en  movimiento 
rfeproduclivo  de  creces,  por  existencias  efec- 
tivas y  deudas  pendientes  y  aplazadas,  ha 
superado  al  de  1862  en  850,078  fanegas  y 
IS  cuartillos;  el  dedineroen  10.363.196  rea- 
les 68  cé<iUnios,  con  cuya  cantidad  Kan  po- 
lUÜ9  socorrerse  en  dicho  uño  9.131  labra- 
17 
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dores  mas  que  eti^el  an(«f4oi;«  El  eapUal  efee* 
livo  recobrado  'en  melálico  ha  aventajado 
también  en  3.645.712 rs.  21  cénls.,  y  el  ase- 
gurado por  deudas  y  moratorias  ofrece 
igualmente  un  considerable  aumento. 

El  Estado  general  que  ahora  se  publica, 
bajo  el  mismo  sistema  de  encasillado  que 
sirvió  para  el  de  1862,  habrá  de  ser  el  úliimo, 
según  las  prescri|>ciones legales,  toda  vez  que, 
hasta  que  termine  el  período  económico  de 
1865-66  en  fin  de  junio  próximo  venidero,  no 
seria  posible  establecer  una  comparación  de 
períodos  económicos ,  redondos  y  análogos. 
Píira  entrar  de  llenoen  esta  variación  introdu- 
cida en  la  contabilidad  de  ios  pósitos  por  la 
instrucción  aprobada  en  R.  O.  de  31  de  ma- 
yo de  1864  ha  sido  indispensable  formar  del 
primer  semestre  del  precitado  1864  una 
feola  cuenta  que  abraza  las  operaciones  desde 
1.®  de  en(»ro  al  30  de  junio;  y  como  precisa- 
mente en  esta  época  no  llega  á  ser  conocida 
la  recaudación  de  lo  repartido  en  octubre  y 
noviembre  de  1863 ,  puede  asegurarse  que 
los  datos  sobre  entradas  y  salidas  son  casi 
negativos,  dificultándose  por  consiguiente, 
en  gran  manera ,  los  términos  de  una  com- 
paración acertada  y  provechosa  entre  el  año 
natural  de  1863  y  los  seis  primeros  meses  de 
1864.  Razón  es  la  precedente  que  ha  impe- 
dido á  esta  Dirección  coleccionar ,  como  se 
fiizo  en  anteriores  Memorias^  el  resumen 
por  provincias  de  los  estados  de  rendición, 
cxámen  y  ultimación  de  cuentas  de  los  pó- 
sitos ;  siendo  también  parte  á  excusarla  de 
publicar  los  dalos  pertenecientes  á  los  seis 
meses  primeros  de  1864,  si  bien  se  compla- 
ce en  comunicar  á  V.  E.  que  los  ha  recibido 
de  casi  todas  las  provincias:  este  y  aquel 
trabajo  se  llevan  al  corriente,  y  se  publica- 
rán cuando  pueda  compararse  la  contabili- 
dad del  período  económico  de  1864-65,  ya 
oerrado ,  con  e4  de  1865-66,  que  esta  vi- 
gen  le\ 

Aquí  termina  la  parte  que  pudiéramos 
llamar  histórica  y  estadística  del  presente 
trabajo  ,  para  dar  principio  á  aquellas  obser- 
vaciones que  dicta  la  razón  y  la  esperiencia 
confirma,  en  interés  de  los  |>ósitos  y  su  ma- 
yor prosperidad. 

La  organización  actual  de  los  pósiloa  es 
viciosa,  Excmo.  Sr.,  y  se  presta  y  convida 
á  los  mayores  abusos;  la  legislación  del  ra- 
mo |>eca  de  confusa,  tocando  en  lo  contra- 
dictorio, y  las  reformas  por  tanto  son  de 
grnnde  utilidad  y  necesidad  absoluta. 

Hallándose  en  todo  su  vigor  y  fuena  el  re- 
glamento de  pósitos  aprobado  por  el  señor 
don  Carlos  IV  en  real  cédula  de  2  de  julio  de  I 
1792,  lú  ha  sido  posit)le  ajuslar  á  su  espíritu  ^ 


y  teiuienoias  las  áísposiciones  novísimas,  ni 
se  aviene  con  «us  preceptos  la  forma  que  se 
ha  dado  por  nuestras  leyes  orgánicas  á  la 
Administración  municipal.  De  aquí  han  sur- 

fido  dudas  sin  cuento,  que  ha  sido  preciso 
esvanecer  con  otras  tantas  reales  órdenes, 
cuyo  valor  actual  ó  cireunslancial  no  puede 
ocultarse  á  nadie  ,4)ero  cuyo  resultado  esen  • 
cial  y  positivo  es  problemático,  cuando 
menos. 

Sabidos  son,  además,  los  grandes  naufra- 
gios que  ha  corrido  la  institución  de  los  pó- 
sitos en  lo  que  va  de  siglo :  la  gloriosa  lucha 
de  la  Independencia  y  la  infausta  guerra  ci- 
vil, si  bien  nos  aseguraron  ,  por  el  valor  de 
nuestros  mayores,  la  integridad  nacional  y 
las  libertades  públicas,  agolaron  nuestros 
recursos  hasta  dojar  vacias  las  Cajas  de  la 
nación.  Mezquino  precio  en  verdad  para  tan 
altos  dones;  pero  tantos  sacrificios  no  bas- 
taban, y  se  hubo  de  apelará  los  caudales 
de  {>Ó8Íto8,  separándolos  de  su  primitivo  y 
verdadero  origen  para  atender  á  otros  fines 
no  menos  dignos  y  elevados;  lo  mismo  acon- 
teció en  el  año  de  1834 ,  cuando  España  su- 
frió la  primera  terrible  invasión  colérica. 
.  De  este  modo  los  bienes  de  los  pósitos  han 
servido  al  palriolisnio  y  la  caridad  en  to- 
das sus  empresas,  mereciendo  mas  y  mas  la 
gratitud  del  pueblo  y  el  favor  de  los  gober- 
nantes. 

También  han  sufrido  los  pósitos  la  multi- 
tud de  males  que  llevan  en  pos  de  sí  las 
revoluciones  políticas  y  las  frecuentes  mu- 
danzas en  el  Gobierno  y  la  Administración 
pública  de  los  países. 

Iniciado  ácada  cambio  político  un  sistema 
que  nunca  llega  á  implantarse  por  el  adve- 
nimiento de  otro;  mirado  con  desvio,  si  n(í 
con  odio,  por  unos  partidos  lodo  loque  per- 
tenece á  sus  contrarios;  aplazadas  las  solucto* 
nes  administrativas  y  económicas  para  dar 
paso  á  los  asuntos  políticos,  en  que  se  libran 
¡as  grandes  batallas  de  principios;  abandona- 
da la  gestión  de  los  negocios  locales  al  caoí  - 
quismo  electoral,  injusto  y  vengativo  siem- 
pre: mal  vistos  los  pósitos  ¿  la  luz  de  teorías 
económicas,  mas  brillantes  que  seguras;  y 
rechazados  hasta  por  los  pueblos  ,  que  con- 
funden y  toman  los  abusos  de  una  instituí  ton 
por  su  ser  y  fundamento,  habían  llegado  los 
pósitos  á  nuestros  dias  sin  fondos  con  que 
llenar  su  objeto,  con  grandes  sumas  en  erc- 
ditos  irrealizables ,  desacreditados  en  la  opi- 
nión y  entregados  al  favoritismo  y  al  rao- 
nopolio* 

Gloria  ha  sido  de  V*  E. ,  auxiliado  eficas 
mente  por  un  dignísimo  antecesor  del  qud 
suscribe^  hoy  Ministro  de  la  Corona»  la  rea- 
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Uiiracion  aan  no  cumplida  de  un  insütuto 
que  lautos  y  tan  eminentes  servicias  lia 
prestado  á  la  patria  dentro  y  fuera  de  su 
drbila  natural ;  el  solo  intento  de  esta  idea 
nobilísima  es  acreedor  al  mayor  elogio. 

Muflho  se  ha  conseguido  ciertamente  en 
la  reforma  de  los  pósitos,  ó  en  término  pro* 
pío,  se  ha  conseguido  lo  principal,  como  di- 
ce el  estado  adjunto,  puesto  que  se  han 
descubierto  algunos  pósitos  de  que  no  se 
lenta  la  menor  noticia,  y  se  ha  adelantado  no 
jioco  en  la  investigación  de  bienes  y  realiza- 
ción de  créditos;  pero  no  hay  para  que  ocultar 
que,  al  ladodeesios  progresos,  sigue  la  confu- 
sión legislativa,  las  simulaciones  de  repartos 
y  reiiilegrus,  ta  injusticia  y  desigualdad  de 
los  mismos,  enormidad  de  hipotecas  exigi- 
das cuando  los  que  solicitan  grano  no  gozan 
de  favor  en  el  Ayuntamiento ,  monopolio  del 
pósito  por  los  Concejales,  esperas  que  no  se 
Juslitican,  fallidos  sin  razón  alguna,  cuentas 
que  no  se  rinden ,  responsabilidades  que  se 
burlau,  capitales  que  desaparecen,  pósitos 
que  no  tienen  creces,  y  otros  que  no  las 
quieren  tener,  por  no  tomarse  el  trabajo  de 
repartir  los  Ayuntamientos. 

Ni  es  de  maravillar  tan  mal  estado,  dadas 
las  condiciones  y  conocidas  las  circunstan- 
cias de  tiempo  y  forma  en  que  se  ha  legisla- 
do sobre  la  materia  ;  antes  sorprende  y  ad- 
mira que  bajo  tan  tristes  auspicios  se  haya 
inaugurado  y  seguido  con  perseverancia  uh 
camino  por  el  cual ,  sino  se  ha  llegado  á  un 
término  completamente  dichoso,  se  bandado 
grandes  pasos  para  poner  en  breve  próspero 
remate  á  la  obra  comenzada  por  V.  E. 

Mas  difícil  es  regenerar  una  institución 
cualquiera,  viciada  por  la  malicia  de  los 
tiempos  y  de  los  hombres,  que  plantearla  de 
nuevo  y  primer  impulso;  en  este  caso  cabe 
ia  uniforinidad  de  medios:  no  asi  en  el  otro, 
donde  nue  vas  necesidades  ex'gen  y  recla- 
man nuevos  auxilios:  consultas  de  cada  mo- 
mento dan  lugar  á  decisiones  parciales,  y 
abosos  que  86  descubren  originan  responsa- 
bilidades antes  desconocidas ,  dando  asi  na- 
cimiento á  una  legislación  casuística,  embro- 
llada y  falta  de  armonía,  nada  conforme  á 
la  adopción  un  depensamiento  fijo  y  de  un 
sistema  completo  en  la  materia,  objeto  ¡de 
tantas  y  tan  diversas  disposiciones. 

Ya  en  la  Memoria  comprensiva  de  1862 
feóaló  esta  dirección  ciertas  reformas  que, 
en  su  opinar ,  eran  de  resolución  urgente,  y 
los  punios  en  que  era  fácil  plantearlas  desde 
luego;  dedicóle  entonces  á  preparar  los 
trabajos  reglamentarios  que  cousideraba  in- 
dispeosablea ,  presentándolos  á  la  aproba- 
etOQ  de  V.  £. ;  y  en  el  dia  de  boy  ttene  la 


SISLATITA.  S39 

satisfacción  de  recordar  que  dentro  del  año 
fueron  cumplimentadas  todas  las  promesas 
administrativas  que  se  habian  hecho  en  tan 
breves  páginas. 

Fruto  de  aquella  iniciativa  y  realización 
cumplida  de  tales  ofrecimientos  fueron ,  en 
primer  término,  la  R.  0.  de  31  de  mayo  de 
'IS64  aprobando  la  instrucción  para  la  con- 
tabilidad de  los  pósitos,  y  estableciendo  el 

f)ase  del  año  civil  al  económico:  mas  tarde, 
a  R.  O.  de  24  de  julio  del  mismo  año,  apro- 
batoria de  la  instrucción  para  practicar  en 
los  pósitos  visitas  periódicas  de  inspección, 
por  medio  de  los  subdelegados  especiales; 
posteriormente,  la  real  órden  circular  de  20 
de  junio  d^  1865  prohibiendo  adjudicar  á 
los  pósitos  en  pago  de  sus  deudas  fincas  que, 
una  vez  subastadas ,  no  cubriesen  el  precio 
de  adjudicación ,  y  mandando  que  en  las 
subastas  de  lincas  ó  censos  á  pagar  en  plazos 
no  excedan  estos  de  10  años,  abonando  el 
rematante  el  interés  del  6  por  100  anual,  por 
el  capital  que  retenga;  y  por  último,  la  in- 
clusión en  los  presupuestos  generales  de  es- 
te Ministerio,  vigentes  por  la  ley  de  24  de 
julio  próximo  pasado,  de  una  sección  de  es- 
tadística y  liquidación  de  créditos  que,  con- 
tra el  Estado,  tienen  á  su  favor  los  pósitos. 

No  cabe  todavía,  Ecxmo.  Sr.  r  hacer  una 
crítica  justa,  completa  y  acertada  de  estas 
disposiciones,  apreciando  todo  el  valor  y  al* 
cauce  de  las  mejoras  con  ellas  intentadas. 

En  cuanto  á  las  dos  últimas,  el  escaso 
tiempo  que  ha  corrido  desde  que  se  adopta- 
ron veda  formular  un  juicio,  que  seria  teme- 
rario, no  fundándose  en  hechos  de  una  es- 
periencia  positiva  que  le  autorizasen  á  pos- 
teriori;  fuera  do  esto  y  en  los  cálculos  de  N» 
probable,  la  dirección  entiende  que  han  de 
producir  resultados  benefíciosos,  contribu- 
yendo á  la  mayor  moralidad  en  el  manejo 
de  los  caudales,  facilitando  la  conversión 
de  los  fondos  á  metálico,  y  sirviendo  de  ba- 
se á  una  reforma  fundamental  y  verdadera, 
que  devuelva  á  los  pósitos  su  esplendor 
antiguo  y  les  haga  servir  derechamente  á  los 
siempre  laudables  ñnes  de  au  piadoso  insti- 
tuto. 

La  que  ae  refiere  á  la  nueva  forma  de 
contabilidad  prescrita  á  los  Alcaldes,  come» 
administradores  de  los  pósitos ,  tampoco 
puede  ser  bien  apreciada  en  sus  efectos  por 
idéntico  motivo.  No  obstante,  siempre  podrá 
asignarse  á  la  R.  O.  de  31  de  mayo  de 
1864  la  ventaja  de  haber  unificado  la  ren- 
dición de  cuentas  de  aquellos  cstablecimieji- 
tos,  equiparándola  á  la  de  los  fondos  muni- 
cipales y  encerrándola  en  un  mismo  período; 
aunque  tal  vez  loe  muchos  libros  que  ha  de 
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llevar  la  inlcrvencton,  junto  con  ias  relacio- 
nes, inventarios,  resúmenes  y  memorias  que 
se  exigen,  embaracen  y  ditículten  dema- 
siado una  operación  sencilla,  en  vez  de  sim- 
plifícarla  en  interés  del  método,  y  sin  per- 
juicio de  la  exactitud  y  claridad  debidas. 
Quizá  una  autoridad  celosa  y  entendida, 
dispuesta  á  sacriñcarse  por  el  bien  público, 
te  desalienta  ante  dificultades  prácticas  y 
enojosas  nimiedades;  y  por  otra  parte ,  en 
asuntos  de  cuentas  no  suelen  los  amaños 
andar  muy  lejos  de  las  complicaciones.  En 
el  principio  de  una  severa  responsabilidad 
efectiva  y  jamás  burlada,  antes  que  en  la 
aglomeración  estéril  de  preceptos  exagera- 
dos, debe  buscarse^  al  parecer  de  esta  di- 
rección, cl  buen  manejo  y  la  inversión 
equitativa  de  caudales  pertenecientes  á  los 
pósitos. 

De  alguna  mas  trascendencia  es  la  refor- 
ma á  cuya  necesidad  respondió  la  instruc- 
ción sobre  visitas,  y  mayores  las  esperan- 
zas que  en  su  ejecución  y  planteamiento  se 
fundaron.  Ya  la  real  óiden  circular  de  9  de 
febrero  de  1861,  que  dió  nueva  vida  y  con- 
diciones á  los  pósitos  del  reino,  inaugurando 
la  senda  de  progresos  reales  y  tangibles  por- 
que han  de  llegar  estos  Bancos  de  los  pobres 
al  mayor  grado  de  prosperidad  y  desarrollo, 
hizo  permanentes  tas  comisiones  de  cuentas 
de  los  Gobiernos  de  provincia,  formadas  en 
1847,  y  aumentando  un  funcionario  en  di- 
chas comisiones  por  cada  50  pósitos  que 
hubiese  en  las  provincias ,  autorizó  á  los 
Gobernadores  para  que  de  entre  aquellos 
empleados  eligieran  los  que  con  el  carácter 
de  subdelegados  especiales  del  ramo  hablan 
de  visitar  é  inspeccionar  los  establecimien- 
tos de  pósitos  que  ellos  mismos  les  desig- 
naran. 

Esta  visita  especial,  no  obligatoria  y  poco 
definida  en  sus  extremos  y  consecuencias, 
que  tanto  dejaba  á  la  iniciativa  de  los  Go- 
b«rnadores  y  á  la  inteligencia  y  buen  acuer- 
do de  los  subdelegados;  que  podia  hacerse 
indistintamente  en  cualquier  época  del  año, 
y  que  no  estaba  sujeta  á  uil  sistema  dedo- 
cumentacion  preciso,  vínose  haciendo  aes- 
de  aquella  fecha  en  algunos  pósitos  de  im- 
portancia, y  cierto,  con  excelente  resultado 
algunas  veces ,  pero  sin  que  sus  efectos  ge- 
nerales hayan  correspondido  de  todo  en  to- 
do ,  ni  mucho  menos  ,  á  las  ventajas  que  se 
antevieron  en  un  principio. 

Para  convertir  en  universal  y  absoluto  lo 
<{ue  había  sido  parcial  y  limitado,  es  decir, 
para  generalizar  y  hacer  sentir  á  todos  los 
pósiios  de  España  cl  provecho  que  de  tales 
visitas  Uabian  recabado  algunos,  se  publicó 


en  24  de  julio  de  1864  una  real  orden  apro« 
bando  la  instrucción  ya  mencionada  para 
practicar  las  visitas  oe  inspección  de  una 
manera  uniforme. 

Conservando  la  denominación  de  subdele- 
gados especiales  á  los  individuos  de  la  co** 
misión  de  cuentas  que  las  sobrellevaban ,  la 
instrucción  señala  el  período  que  mejdia  des* 
de  el  15  de  agosto  al  15  de  noviembre  co- 
mo el  mas  útil  y  adecuado  para  girar  la  vi- 
sita, con  el  fin  de  que  esta  vigile  las  opera- 
ciones mas  importantes  que  se  realizan  con 
el  caudal  de  los  pósitos,  y  que  consisten  en 
la  justa  distribución  de  sus  fondos  para  la  se- 
mentera y  eficaz  recaudación  en  la  cosecha 
de  los  préstamos  verificados.  Acompaña  la 
instrucción  un  modelo  del  acta  que  han  de 
levantar  los  subdelegados  sobre  el  estado  en 
que  se  encuentra  la  administración  y  conta* 
bilidad  del  pósito  que  inspeccionan,  para 
hacer  que  la  uniformidad  de  estos  trabajos 
facilite  su  desempeño,  y  presida  á  la  com- 
paración y  resúmen  de  los  datos,  mejoras  y 
defectos. 

A  estas  horas,  Excmo.  Sr. ,  la  instrucción 
aprobada  en  24  de  julio  de  1864  espera  la 
sanción  de  la  práctica.  Coincidiendo  el  perío- 
do que  allí  se  marca  para  la  visita  cen  el  fi- 
jado á  las  operaciones  electorales  para  la 
reunión  de  nuevas  Córtes,  en  1864,  no  pudo 
aquella  verificarse  entonces  por  exigencias 
de  la  política.  Quiso  la  dirección  llenar  el 
vacío  déla  visita  periódica,  promoviendo 
una  extraordinaria  en  febrero  y  marzo  de 
1865;  pero  la  estación  no  era  ya  oportuna 
en  muchas  localidades»  y  quedaron  parali- 
zadas las  operaciones  de  inspección ,  sin  que 
en  algunas  provincias  llegara  á  ensayarse  el 
nuevo  método.  Era  el  anteVior  el  primer  año 
en  que  debia  aplicarse  definitivamente  la 
instrucción  sobre  visitas;  pero  otra  vez  las 
combinaciones  de  la  política  han  impedido 
quilatar  el  valor  de  la  reforma  en  la  piedra 
de  toque  déla  esperiencia,  teniendo  que 
aplazar  hasta  agosto  y  noviembre  de  1066 
el  conocimiento  exacto  de  los  resultados  que 
produzca.  Tiene  por  indudable  el  que  sus- 
cribe que  el  temperamento  de  las  visitas  de 
inspección  aplicado  cen  tino,  regularidad  y 
buen  orden  contribuiría  grandemente  á  pu- 
rificar la  gestión  administrativa  de  los  pósi- 
tos, ya  estirpando  los  envejecidos  abusos 
de  un  repartimiento  desigual  y  caprichoso, 
ya  también  impidiendo  las  reintegraciones 
simuladas  de  graiHís  y  dinero,  ya  final  mente 
examinando  la  calidad  y  cantidad  de  la  espe- 
cie en  que  se  retribuyen  los  préstamos.  Sea  le 
permitido,  á  pesar  de  esto,  poner  á  la  vísla 
de  V.  £.  los  graves  incouvementes  que  ^ 
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8U  juicio,  entrañan  iat  visitas  ordioariat  y 
periódicas  y  según  la  R.  O.  de  24  de  julio 
de  1864. 

Aui&  todo,  no  parece  ilusorio  el  recelo  de 
que  las  circunstancias  políticas  que  se  han 
opuesto  á  que  se  haya  llevado  á  remate  la 
operación  de  visitar  los  pósitos  en  los  dos 
últimos  años,  pueda  repetirse  y  se  repita 
con  efecto  en  otras  ocasiones,  ya  que  el  pe« 
ríodo  de  preparar  los  trabajos  de  la  contienda 
electoral  suele  ser  el  mitimo,  con  muy  poca 
diferencia ,  que  el  señalado  á  la  práctica  de 
las  visitas,  eo  cuyo  caso  la  Administración  se 
ve  en  el  doloroso  conflicto  de  optar  entre  los 
dos  extremos  de  este  angustioso  dilema :  ó 
abandonar  y  diferir  la  visita  contra  el  man- 
dato legal,  ó  verificarla  y  concluirla  contra 
las  manifestaciones  de  la  opinión  pública  y 
la  protesta  de  los  partidos.  La  impotencia 
por  un  lado  y  la  maledicencia  por  otro:  hé 
aquí  los  escollos  en  que  tropezarán  siempre 
la  mas  decidida  voluntad  y  el  ánimo  mas 
resuelto. 

Hay  otra  consideración  de  gran  valía  que 
confirma  la  opinión  ántes  apuntada.  Come- 
tido el  encargo  de  visitar  los  pósitos  á  ofi- 
ciales de  la  comisión  de  cuentas,  de  corto 
sueldo  y  poca  ó  ninguna  seguridad  en  s  us 
destinos ,  y  á  quienes  no  se  exige  prueba  ni 
grandes  condiciones  para  entrar  á  desempe- 
ñarlos, fuerza  es  convenir  en  q^ue  no  ofre- 
cen todas  las  garantías  que  requieren  tan  de- 
licada materia  y  oficio  tan  ocasionado  á  to- 
do género  de  fraudes  y  ocultaciones.  No  es 
esto  decir  que  la  dirección  ponga  en  duda  la 
moralidad  y  buen  nombre  de  una  clase  de 
funcionarios  cuyos  servicios  se  complace  en 
reconocer  y  elogiar  como  merecen ;  pero  es 
lo  cierto  desgraciadamente  oue  no  reúnen  en 
so  carácter  oficial  la  autoridad  <}ue  se  impo- 
ne, el  respeto  que  subyuga  y  la  independen- 
eta  que  hace  morir  en  la  cuna  la  menor  som- 
bra de  sospecha. 

Las  visitas  periódicas  deben,  pues,  sus* 
tituírse ,  en  concepto  de  esta  dirección  ,  por 
otras  de  carácter  extraordinario,  giradas  á 
propuesta  de  los  Gobernadores,  en  expe- 
diente formado  con  ese  objeto  y  encomenda- 
das á  funcionarios  de  mayor  categoria  y 
condiciones  de  independencia. 

La  contabüidiid  los  pósitos  en  la  forma 
prescrita  por  la  R.  O.  de  3t  de  mayo  de 
1864  también  es  susceptible  de  nl^una  mo- 
dificación. Nada  dirá  el  que  suscribe  del 
cambio  de  años  naturales  en  períodos  econó- 
micos; es  un  progreso  evidente  y  digno  del 
mayor  aplauso,  por  haber  encerrado  la 
cuenta  de  aquellos  establecimientos  munici- 
pales en  las  reglas  y  condiciones  de  la  ad- 
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ministraeion  pública  del  país.  Por  lo  demás' 
bien  puede  calificarse  de  complicado  el  sis- 
tema de  contabilidad  que  hoy  rige.  Culpa  es, 
y  condición  precisa  de  la  naturaleza  de  las 
cosas,  que  todas  las  reacciones ,  aun  las  mas 
necesarias,  han  de  ser  un  tanto  exageradas: 
por  eso,  cuando  se  quiere  evitar  un  peligro, 
nay  el  riesgo  de  dar  en  el  contrario  ;  tal 
acontece  en  Ta  cuestión  que  nos  ocupa;  á  nn 
total  abandono  en  las  cuentas  de  pósitos  ha 
sucedido  una  suspicaz  vigilancia ,  y  un  cui- 
dado estrecho  y  nimio. 

Tres  libros  de  administración  y  cuatro  dia- 
rios de  contabilidad  para  entradas  y  sali- 
das de  paneras  y  del  arca ,  llevan  actualmen- 
te ios  Alcaldes  en  concepto  de  directores  y 
ordenadores  natos  de  los  pósitos ,  bajo  la  ad- 
ministración de  los  Ayuntamientos,  con  mas 
\3í  Memoria  y  estado  comparativo  sobre  el 
movimiento  de  fondos ,  que  deben  repetir 
todos  los  años. 

Desde  luego,  la  Memoria  pudiera  muy  bien 
suprimirse,  dejando  únicamente  el  estado 
para  mayor  facilidad  en  la  formación  de  los 
resúmenes  generales;  y  en  cuanto  á  libros, 
cree  esta  dirección  que  oon  uno  de  registro 
y  otro  de  actas  de  sesiones  para  la  adminis- 
tración ,  en  papel  sellado ,  y  los  de  interven- 
ción é  inventario  en  papel  simple ,  por  lo  que 
concierne  á  la  contabilidad  propiamente  di- 
cha, era  muy  suficiente  la  confianza  que 
podia  abrigarse  en  la  claridad  y  pureza  de 
las  cuenlas. 

No  hay  que  olvidar ,  Excnio.  Sr. ,  en  el 
caso  presente,  quiénes  son  los  encargados 
de  administrar  y  dirigir  las  operaciones  de 
los  pósitos.  Confiados  á  los  Alcaldes ,  funcio- 
narios electivos  y  temporales,  que  desem- 
peñan gratuitamente  su  cargo  y  solo  por  es- 
pacio de  dos  anos,  no  pueden  hallarse  me- 
jor asegurados  los  intereses  municipales  que 
en  manos  donde  han  sido  colocados  por  el 
municipio.  La  responsabilidad  que  por  abu- 
sos en  el  manejo  del  caudal  de  pósitos ,  va 
aneja  á  las  funciones  de  Alcaide  y  Regidor 
no  es  el  consejero  mas  propio  para  que  de- 
frauden los  bienes  comunales ,  junto  con  el 
honor  y  el  provecho  aunados,  que  les  man- 
da no  perder  en  un  instante  la  confianza  de 
sus  comitentes  y  mandatarios;  cuando  aw 
no  fuera,  todavía  la  obligación  de  rendir 
cuentas  en  la  forma  y  con  los  libros  «que 
quedan  referidos  será  un  valladar  fortísimo 
á  los  malos  manejos  y  á  la  inmoralidad  ad- 
ministrativa, sin  dar  pretexto  á  la  incuria, 
como  sucede  en  la  instrucción  de  31  de  ma- 
yo de  1864. 

£1  capítulo  de  moratorias  concedidas  á  los 
deudores  de,  los  pósitos,  y  la  declaración  de 
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deudas,  fallidas»  también  es  merecedor  de  al* 
gun  exámen  y  susceptible  de  reforma. 

Perdonados  fueron  por  R.  O.  de  9  de  ju- 
nio de  1833  todos  los  débitos  en  favor  de  los 
pósitos  del  reino  cuyo  oríf^^n  fuese  anterior 
al  dia  1.®  de  junio  de  1814,  exceptuándose 
de  esta  medida  ios  alcances  que  resultaron 
eontra  los  depositarios  ó  individuos  del 
Ayuntamiento  que  hubieren  manejado  sus 
caudales.  Respecto  á  las  deudas  que  no  se 
declararon  extinguidas ,  por  ser  posteriores 
á  aquella  fecha,  la  real  orden  circular  de  29 
de  junio  de  1861  estableció  las  siguientes, 
eomo  principales  reglas:  primera,  la  declara 
eion  de  deuda  fallida  se  hará  siempre  con  la 
cláusula  de  por  ahora  y  sin  perjuicio  de  la 
mejor  fortuna  del  deudor,  previa  la  formación 
del  expediente  en  que  resulte  la  imposibili- 
dad legal  de  reintegrarse  el  pósito  por  insol- 
vencia del  deudor,  del  ñador  ó  del  Ayunta- 
miento que  acordó  el  préstamo,  según  el 
orden  de  responsabilidad  marcado  en  la  ley 
6.»,  liU  20,  lib.  7.«  de  la  Nov.  Recop.:  se- 
gunda, las  moratorias  ó  esperas  que  se  con- 
cederán á  instancia  de  parte,  no  excederán 
de  dos  años,  cuando  la  resuelva  el  Ayunta- 
miento, ni  de  cuatro,  si  proceden  del  Go- 
l^ernador  de  la  provincia ,  estando  reserva- 
das \as  de  un  plazo  mas  largo  al  ministerio 
de  la  Gobernación ;  tercera ,  corresponde 
lambjen  á  este  ministerio,  según  las  faculta- 
des que  concedió  al  Gobierno  la  ley  de  4  de 
marzo  de  1850,  el  perdón  de  las  deudas  á 
pósilos  que  no  exceden  de  10,000  rs.  ó  250 
fanigas  en  grano,  siendo  objeto  de  una  ley 
el  de  créditos  superiores  á  dichas  sumas. 

Todas  eslas  disposiciones  se  han  adoptado 
oportunamente,  con  el  6n  de  que  no  se  ha- 
ga interminable  la  comenzada  liquidación  de 
londos  pertenecientes  á  los  pósitos,  y  para 
lio  hacer  responsables  á  deudores  pobres  del 
abandono  con  que  han  sido  mirados  tan  úti- 
les establecimientos  en  casi  todo  lo  que  va  de 
siglo,  mas  bien  4 causa  de  las  revueltas  po« 
lílicas  que  han  trabajado  á  nuestra  patria, 
que  por  falla  de  celo  en  la  pública  Adminis- 
tración; pero  existe  una  real  órden  circular 
expedida  por  V.  E.  en  30  de  octubre  de 
1861,  menos  equitativa  oue  Justa,  y  que  ha 
dificultado  en  cierto  modo  la  inmediata  rea« 
lizacion  de  créditos  á  pósitos,  con  el  rigoro- 
so precepto  de  imputar  y  acumular  las  cre- 
ces vupilares  á  todas  las  deudas  conlraidas 
desde  el  1.^  de  junio  de  1814. 

Esta  real  órden  ha  aumentado  considera- 
blemente las  cantidades  que  debían  salisfa- 
cos  los  deudores  con  la  agregación  de  las 
creces,  que  pueden  sumar  una  cantidad  muy 
respetable  cuando  las  deudas  son  antiguas, 


y  retraer  á  muchos  de  veriñear  un  pago  que  ' 
los  conduclria  ála  ruina.  Para  conciliar  unos 
y  otros  intereses  ,  cerrando  cuanto  antes  e  I 
período  de  liquidación,  para  entrar  de  lleno 
en  las  vias  de  una  reforma  completa  y  posi- 
tiva, piensa  la  dirección  que  no  seria  des- 
acertado formular  una  medida  que,  distin- 
guiendo prudencial  mente  los  créditos  anti- 
guos de  los  modernos,  y  aplicándoles  diver< 
sas  reglas,  según  el  tiempo  de  que  datan» 
condonase  ya  el  capital,  ya  los  intereses  de 
ciertas  deudas,  y  rebajara  en  otros  casos  a!- 
gunas  cantidades  al  principal  y  réditos,  sin 
permitir  en  ninguno  la  acumulación  de  crf- 
ces,  ó  sea  la  cobranza  de  los  atrasos ,  según 
el  cálculo  del  interés  compuesto. 

Tampoco  seria  inútil  la  declaración  d# 
que  lodas  las  deudas  atrasadas  se  hiciesen 
efectivas  en  dinero,  computándose  las  con- 
traidas en  especie  por  el  precio  mínimo  d^ 
esta,  en  el  lugar  y  tiempo  mas  próximos  al 
reintegro.  Contra  estos  principios  ,  que  la 
equidad  aconseja,  no  tiene  fuerza  la  obj^ 
clon  de  que  saldrán  perjudicados  los  Tondos 
de  los  pósitos,  siendo  de  mejor  condición  el 
deudor  moroso  que  el  que  ha  satisfecho  re- 
ligiosamente sus  créditos.  Los  que  han  pa- 
gado han  podido  hacerlo  y  no  deben  arre- 
perillrse  de  haber  cumplido  una  oblíg^acion 
de  justicia.  Respecto  á  las  deudas  pendien- 
tes, siempre  será  preferible  realizar  algunas 
á  perderlas  lodas;  y  en  todo  caso,  la  urgen- 
te reforma  de  los  pósitos,  $»u  constitución 
definitiva  sobre  firmes  bases,  bien  merecs 
que  se  habrá  un  poco  la  mano  á  la  indul- 
gencia, con  quienes  no  tienen  por  punto  ge- 
neral mas  culpa  que  el  abandono,  favoreci- 
do las  mas  veces  por  la  confusión  adminis^ 
trativa,  que  han  prolongado  tos  frecuentes 
cambios  en  nuestro  sistema  de  Gobierno. 

Todos  los  medios  de  reforma  que  referi- 
dos quedan  en  el  curso  de  esta  memoria^ 
no  tanto  se  recomiendan  por  los  efectos  a'rs- 
lados,  privativos,  que  en  sí  mismos  infor- 
man, como  por  ser  una  preparación  y  anun- 
cio del  progreso  radical  á  que  se  ha  aludido 
tantas  veces,  esto  es,  la  conversión  á  metá- 
lico de  todos  los  bienes  y  derechos  pertene- 
cientes á  los  pósitos. 

Considera  la  dirección'  ésta  idea  como 
fundamental  y  primaria  en  todo  lo  que  toca 
ó  dice  relación  al  porvenir  de  aquellos  esta- 
blecimientos; mejora  trascendental  y  vasta, 
que  funde,  condensa  y  sintetiza  toda  suerte 
de  adelantamientos;  y  cuyo  alcance  no  Toé 
desconocido  en  los  primeros  días  del  arre-s 
glo  de  los  pósitos.  La  R.  O.  de  9  de  junio 
de  1833  mandó  proceder  á  la  venta  de  las 
lincas  rústicas  y  urbanas  de  la  propiedad  d% 
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póátot«  COA  «xeilisioii  de  bt  edifieiot 
nados  A  paneras  y  á  las  oGcioas  del  ramo. 
Otra  R.  O.  de  17  de  setiembre  de  1861  hizo 
extensiva  Ja  enajenación  á  lodos  los  censos 
y  pape4  del  Ealado;  pero  siempre  Quedaba 
el  pánio  en  liberlad  de  poseer  caudales  ea 
especie  y  edificios  donde  conservsrlos. 

La  dirección  opina  que  coaviene  des- 
aoiorüzar  y  reducir  á  metálico  el  contingen- 
te en  granos  de  tales  inslilutos,  vendiendo 
por  coosiguienle  Iss  paneras. 

Con  efeclOy  Bxcmo.  Sr.  Los  pósitos  no  ab- 
solutamente desconocidos  de  los  romanosí 
nacidos  en  nuesira  patria  á  impulsos  de  ta 
caridad  cristiana  y  de  las  prácticas  comuna- 
les;  protegidos  por  la  piedad  y  devoción  de 
nuestros  mayores;  orgauizaüo<t  por  Feli-» 
pe  U  y  reformadus  por  Carlos  IV,  llegando 
á  noeotros  con  el  oarácter  de  una  asociación 
benéfica,  pueden  considerarse,  durante  el 
periodo  de  su  historia,  en  el  dobjtí  concepta 
de  un  fondo  de  reserva  para .  las  ¿pocas  de 
escasez  y  de  un  anticipo  cómodo  á  tos  la- 
bradores necesitados. 

En  el  primer  sentido,  puede  asegurarse, 
sin  iemor  de  sor  desmentidos  por  los  he- 
chos, que  los  pósitos  han  dejado  de  existir. 
Los  couíLctos  de  subsistencia,  frecuentes  y 
terribles  en  tiempos  de  despoblación  y  aira* 
80  en  la  agricultura,  apenas  se  conocen  ea 
el  estado  actual  de  Europa.  El  comercio» 
que  es  la  idea  civilizadora  por  exceloncia, 
dificultando  las  guerras,  hacienda  mas  rá- 
pidas las  comunicaciones  y  corriendo  en 
pos  de  la  ganancia,  se  encarga  de  surUr  a  , 
los  diversos  países  de  aquello  que  necesi- 
tin,  y  de  nivelar  los  precios  en  tojos  los 
mercados  del  mundo.  Cuando  todas  ó  casi 
todas  las  naciones  tienden  á  rebajar  los  de- 
rechos protectores  y  caminan  hácia  la  libre 
i  nportacion  de  cereales»  seria  por  todo  ex- 
irenno  ridiculo  prepararse  por  el  medio  em- 
pírico de  los  graneros,  á  las  consecuencias 
de  una  eventualidad  remota  y  liasta  cierto 
ponto  imaginaria. 

Mirados  los  pósitos  bajo  el  segundo  asnée- 
lo, ea  su  calidad  de  establecimientos  pubíi- 
eos  de  beneficencia ,  destinados  á  adelantai; 
á  los  laiH'adores  pobres  lo  necesario  para  las 
opcraeiones  agricolas,  tampoco  deben  rete-r 
ner  en  granos  parte  alguna  de  su  caudal» 
Lo«  repartimieoios  y  reintegraciones  en  es- 
pecie aso  hjgar  á  una  porción  de  prácticas 
'  abusivas  en  la  clase  y  medida  de  los,  gra- 
nos que  se  prestan  y  reciben:  la  variedad  4e 
las  semillas,  por  una  parle,  hacen  que  unos 
lahradores  las  lleven  medianas  y  otros  ex- 
celentes, según  el  distinto  favor  que  disfru- 
^  coa  los  admini^adores ;  por  otra , 


inediciones  mas  ó  menos  escrupulosas  y  la 

diversa  apreciación  de  los  granos  de  recibo, 
al  tiempo  de  reintegrarse,  siembran  una  des- 
igualdad irritante  y  funesta,  sin  favorecer 
poco,  ni  mucho  los  progresos  de  la  agricul- 
tura en  una  localidad  que  sufre  el  yugo  de 
unas  mismas  semillas  y  de  los  mismos  mé- 
todos. 

flaciéndose  \m  prestaciones  en  metálico, 
con  la  facilidad  de  trasporte  que  hoy  tiene 
la  Península,  pueden  los  interesados  pro- 
porcionarse el  grano  que  necesitan  en  ven- 
tajosas condiciones  de  clase  y  precio,  sin 
verse  en  el  trance  de  admitir  una  medida 
incompleta  y  recibir  mala  semilla.  El  labo- 
reo de  la  tierra  mejorará  considerablementft 
á  impulso  del  interés  privado,  y  el  noble 
trabajo  dol  agricultor  necesitado  no  gemirá 
en  las  prisiones  del  favoritismo  y  de  la  in- 
justicia. 

Sobre  esta  inmensa  ventaja  que  propor- 
ciona á  los  pobres  la  reducción  á  metálico 
d^l  fondo  en  especie  de  los  pósitos  hay 
otra,  no  menos  señalada,  que  consiste  en  la 
economía  relativa  del  interés  del  dinero  so- 
bre el  que  grava  los  préstamos  en  granos. 
Por  estos  debe  pagarse  á  razón  de  dos  cuar- 
tillos en  fanpga  de  48,  sea  cualquiera  el 
tiempo  porque  se  hayan  recibido  y  sin  te- 
ner en  cuenta  la  época  de  la  saca  ni  del  pa- 
go, de  modo  que  siendo  la  llamada  eres  pa- 
pilar indivisible  por  naturaleza,  el  mismo 
rédito  se  impone á  quien  utilice  el  capital  un 
año  que  al  que  le  devuelve  al  cabo  de  tres 
meses.  Muy  de  otra  suerte  pasa  con  el  di- 
nero: ganando  este  un  interés  de  6  por  100 
anual,  ó  sea  medio  por  100  al  m^s  sobre  el 
total  retenido,  es  susceptible  de  división  y 
cálculo,  y  nunca  se  cobra  sino  el  que  cor- 
responde á  la  duración  del  préstamo,  si  bien 
los  meses  de  la  entrega  y  retribución  se  re- 
putan concluidos,  aunque  solamente  hayan 
sido  comenzados,  según  está  prevenido  en 
la  real  órden  circular  de  30  de  obtubre  de 
L8GI,  para  evitar  las  complicaciones  del 
prorateo  por  dias. 

Dicho  está  que  con  la  cesación  del  fondo 
de  previsión  ó  reserva,  y  de  las  existencias 
actuales  de  los  pósitos  en  especie,  los  edifi- 
cios paneras  pierden  su  aplicación,  y  por 
tánto^  queda  fuera  de  toda  duda  la  conve- 
niencia de  convertirlos  á  metálico  para  au- 
mentar el  capital  de  los  mismos  estableci- 
mientos, evitando  de  paso  los  continuos  gas- 
tos que  á  prelesto  de  reparación  se  hacen 
por  ios  municipios  en  los  citados  edificios. 

La  contabilidad  de  los  pósitos  se  simplifi- 
ca en  giari  manera  con  la  desamortización 
que  este  centro  aconseja;  las  visitas  de  ins- 
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peccíon  carecen  de  su  principaí  moliro,  y 
dejaran  de  ser  grravosas  á  los  pueblos;  la 
responsabilidad  de  los  Ayunlamienlos  dis- 
minuye en  pormenores  y  se  hace  mas  llevá- 
dera;  las  mejoras  se  facililan,  y  en  ana  pa- 
labra,  Excmo.  Sr.,  los  pósilos  Renacen  á 
nueva  y  mas  preciada  vida,  viniendo  á  ser, 
bajo  el  amparo  y  superior  lulela  de  la  Ad- 
minislracion  del  Eslado.  asociaciones  libras 
y  benéficas  en  provecho  del  pobre  honrado, 
y  en  mteres  de  la  agricultura  palria  y  del 
trabajo  nacional.  *^  ^ 

Olro  de  los  puntos  que  han  llamado  jus- 
lamente  la  atención  del  que  suscribe  ha  sido 
el  referente  al  número  de  pósitos  que  bay 
en  cada  provincia,  pues  mientras  en  Guada- 
lajara,  por  ^emplo,  funcionan  301  institutos 
de  esta  clase,  en  otras,  como  Santander, 
«olo  se  conocen  dos.  Cierto  es  que  esta  dife- 
rtncia  se  explica  fácilmente  atendidas  las  di- 
versas condiciones  de  unas  y  otras  provin- 
cías,  que  constituyen  á  estas  en  esencial- 
rnenlc  agrícolas,  y  á  aquellas  en  industria- 
les  ó  mercantiles;  pero  también  es  verdad 
que  en  todas  son  de  grande  importancia  los 
trabajos  del  campo,  y  de  todus  modos,  no 
deja  de  ser  anómalo  que  en  ciertás  localida- 
des el  numero  de  pósilos  supere  al  de  mu- 
nicipios, y  en  otras  no  llegue  con  mucho  al 
de  parlidosjudiciales. 

La  dificultad  de  establecer  una  recia  fijn 
en  este  particular,  y  sobre  todo  la  imposibi- 
lidad absoluta  de  crear  pósitos  allí  donde 
no  los  haya,  sin  el  eticaz  concurso  de  los 
pueblos,  lian  conlenido  á  esta  dirección  on 
bu  deseo  de  indicar  algún  pensamiento  diii- 
gidoa  la  constitución  de  nuevos  pósitos  y 
refundición  de  los  antiguos,  hasta  llegar  a 
una  pauta  determinada  y  uniforme  en  toda 
Ja  nación. 

El  tipo  de  los  Ayunlamienlos,  aplicado  á 
la  división  de  establecimientos  de  pósilos.  si 
bien  muy  conforme  á  ciertas  provin.tias 
como  Udiz,  parecíale  sobradamente  peque- 
no  para  otras  como  Soria,  donde  la  des- 
igualdad del  terreno  hace  que  casi  todos  los 
pueblos  constituyan  una  municipalidad  dis- 
tinta; hallaba  el  lérmino  de  una  provincia 
excesivamente  grande,  para  hacerle  tipo  de 
separación ;  y  ñjándose  por  último  en  el  de 
partidos  judiciales,  hubiera  preconizado  la 
institución  de  los  pósitos  en  las  capitales  de 
estos,  a  no  hecerla  desisUr  de  su  propósito 
las  consideraciones  arriba  expuestas,  dejan- 
do al  cuidado  del  tiempo  una  reforma  que 
considera  útil  y  necesaria. 

Por  ahora,  y  recordando  la  real  órden  cir- 
cular  de  8  de  julio  de  1863,  se  limitará  á 
aconsejar  a  los  Ayuntamientos  ía  pronta  re- 
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fundieron  en  «no  solo  de  lódós  \ot  pósilos 
que  éxistan  eii  su  distrito  municipal;  lam« 
bien  recordará,  por  lo  que  hace  A  la  funda- 
ción de  nuevos  establecimientos^  el  arl.  5** 
de  la  instrucción  aprobada  en  24  de  jolio 
de  1^4  aulorizandb  á  las  corporaciones 
municipales  para  hacer  con  ese  objeto  re- 

Íiarlos  vecinales  de  granos  y  dinero,  para 
nrcluir  eri  los  presupuestos  una  partida  anUa 
con  deslino  á  subvención  del  pósHo,  á 
para  aplicar  al  mismo  fin  una  parle  del  80 
por  100  que  corresponde  á  tos  pueblos  da 
sus  bienes  de  propios  desamortizados. 

No  quiere  dejar  de  advertir  esta  dirección 
para  conocimiento  de  los  pueblos,  que  no 
tiene  el  juicio  mas  favorable  sobre  la  sc^i- 
lucion  de  los  pósitos  por  bancos  agrícolas  ó 
establecimientos  de  crédito  territorial;  antes 
por  el  contrario,  defiende  y  defenderá  siem- 
pre ra  conservación  de  aquellos  ínslilutos  en 
la  forma  y  bajo  las  condiciones  antedichas. 

Los  Bancos  agrícolas  reconocen  por  in- 
medialo  objeto  prestar  con  interés  variable, 
y  en  observancia  de  las  leyes  económicas, 
á  los  labradores  ricos  ó  acomodados,  vícli- 
mas  de  la  usura ,  cuando  se  presenta  utm 
cosecha  pobre;  los  que  están  fundados  en  el 
crédito  territorial ,  como  su  nombre  indica, 
sirven  para  anticipar  dinero  á  los  propieta- 
rios, con  la  hipoteca  de  sus  fincas  y  á  un 
rédito  convencional;  los  pósilos,  mas  que 
^  esiablecí míenlos  de  crédito  lo  son  de  bene- 
ficencia, destinados  al  socorro  de  los  pobres, 
sin  mas  fianza  por  regla  general  que  su  Ira- 
bajo  y  á  un  interés  siempre  fijo.  Véase  por 
Qué  manera  estos  pueden  exislir  indepen- 
dientemente y  no  deben  trasformarse  ni  re- 
fundirse en  aquellos  otros. 

A  mayor  abundamiento ,  los  pósitos  tie- 
nen una  historia  brillantísima,  son  de  carác- 
ter eminentemente  nacional;  y  no  es  propia 
de  una  buena  política,  ni  de  una  adminislni. 
cion  acertada,  renunciar  á  las  ventajas  de 
una  tradición  gloriosa  que  se  puede  herma- 
nar dichosamente  con  los  principios  Aioder- 
nos,  por  el  afón  poco  meditado  de  introdu- 
cir novedades  y  copiar  precipitadamente  ins- 
tituciones extrañas,  que  tampoco  han  dado 
en  otros  países  frutos  de  grande  estima. 

La  dirección  se  promete,  Excmo.  Sr.,  que 
todás  las  mejoras  de  que  se  ha  hecho  niérito» 
naas  ó  menos  útiles,  no  han  de  quedar  re- 
ducidas á  letra  muerU  ni  á  un  capítulo  de 
vanas  especulaciones  teóricas,  dado  que 
V.  E.  les  preste  su  poderoso  apoyo;  para 
traducirlas  en  la  práctica  y  convertirlas  «a 
realidades  la  dirección  estudia  y  medita  ut\ 
pjróyeclo  de  ley  sobre  el  arreglo  de  los  p<i- 
sitús,  con  un  ref^lameoto  para  su  gobierno  y 
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idmínktraeioii  que  tonielerá  á  V.  E.  por  si, 
sprobado  por  S.  M. ,  se  digna  proponerle  á 
la  deliberación  de  las  Corles ,  con  el  ániino 
puesto  siendpre  en  secundar  los  nobles  y  ele- 
vadas proposites  de  V.  bien  manifiestos 
en  la  real  orden  circular  de  9  de  Teivero  de 
1861  y  disposiciones  posteriores «  y  con  la 
mira  de  contribuir  en  algún  tanto  á  la  rt%^ 
taaracíon  completa  de  tan  útiles  conio  anti- 
gaos  establecimientos. 

Este  proyecto ,  Excmo.  Sr. ,  cuyos  traba- 
jos preparatorios  tiene  casi  concluidos  e^^Ie 
centro  directivo ,  respeta  ios  pasitos,  y  no 
eambia  su  naturaleza,  ni  los  convierte  en 
Bancos  agrícolas,  propiamente  dichos,  como 
ha  podido  comprenderse  en  las  indicaciones 
liechas  hasta  ahora. 

Partiendo  de  lo  existente  y  sobre  todo  del 
conocimiento  á  que  se  ha  llegado  en  lo  rela- 
tivo á  loe  bienes  de  los  pósitos ,  la  ley  para 
el  arreglo  de  esta  institución  prevista  ya  en 
el  art.  126  del  proyecto  de  ley  sobra  orga- 
nización y  atribuciones  de  los  Ayuntamien- 
tos, últimamente  sometido  al  Congreso,  abra-^ 
xa  tres  puntos  culminantes: 

1.  **  Conversión  á  metálico  de  los  granos 
de  los  pósitos,  v.euta  de  inmuebles ,  liqui- 
dación inmediata  de  créditos  y  condonación 
de  atrasos,  según  los  períodos  de  que  pro- 
cedan. 

2.  ^  Disminución  del  interés  que  deven- 
gan ios  préstamos  de  los  pósitos. 

3.  ^  Seguridad  para  Jos  reintegros,  sim- 
pÜfieacion  de  la  contabilidad,  adminixlracion 
gratuita  y  rendición  de  cuentas  en  ta  forma 
establecida,  ó  que  en  adelante  se  establecie- 
re para  las  de  los  fondos  municipales. 

La  reforma  que  se  anuncia,  difícil  hasta 
el  presente  por  no  ser  bien  conocida  la  for- 
tuna de  loa  pósitos,  ha  venido  á  ser  hacede- 
ra en  la  actualidad,  gracias  á  las  disposicio- 
nes adoptadas  por  V.  E.  para  la  averigua- 
ción de  aquel  extremo.  Con  ella  pueden  y 
deben  ir  las  mejoras  que  se  dejan  indicadas', 
si  no  en  ios  mibmos  términos  someramente 
expuestos,  en  otros  semejantes  ó  análogos, 
coQformes  al  fin  capital  de  la  ley,  adecua- 
dos á  la  situación  de  los  pésilos  y  favorables 
al  psogreso  de  una  insUlucion  que  está  lla- 
mada á  ser  el  apoyo  de  nuestra  abatida  agri% 
cultura. 

Otros  Gobiernos ,  otras  Administraciones 
podrán  seguir  esta  senda;  dejémosla  expedí 
la  y  llana,  para  qne  no  hallando  los  obslá- 
caios  que  á  nosotros  nos  impiden  caminar 
demasiado  aprisa,  puedan  los  que  nos  suoe-^ 
dan  trabajar  con  fruto  sobre  lo  ya  descubier^ 
lo  y  terminar  una  organización  que  sirva 
de  fe/íz  coronamlenlo  al  ediücio  cimentado 


^  y.  E.  t  ó #staMeeer  con  los  recursos  do 
os  pósitos  un  instituto  agrícola  y  eoouótm- 
co,  mas  en  armonía  con  las  exigencias  de  ta 
época  y  las  necesidades  del  trabajo  de  la 
tierra. 

Entretanto,  y  mientras  esto  se  verifica,  ter- 
minará esta  Memofia  con  las  siguientes  ad- 
vertencias o  reglas,  todas  conformes  á  la  ac* 
toal  legislaeion  de  pósitos;  las  cuales ,  apro- 
badas por  V.  B. ,  p«ed«n  ser  dirigidas  á  los 
Gobernadores,  para  que  las  cumplan  y  ha- 
gan cumplir  en  provincias. 

1/  Cuidarán  los  Gobernadores  de  que 
las  visitas  de  inspección,  suspendidas  du- 
rante el  periodo  electoral,  se  practiquen  con 
arreglo  á  la  instrucción  de  24  de  julio  de 
1864,  desde  el  l&de  julio  al  I.""  de  octubre, 
según  lo  permita  la  estación  y  aconsejen  las 
circunstancias  de  localidad;  quedando  retra- 
sada para  el  15i  de  noviembre  la  reunión  d#i 
los  datos  que  se  piden  por  los  arts.  31  y  32 
de  la  cila<£i  instrucción. 

3.*  No  servirá  de  excusa  á  los  Goberna- 
dores para  dejar  de  enviar,  como  subdele- 
gados de  pósitos,  oficiales  de  la  comisión  de 
ciientas,  la  circunstancia  de  tener  esta  pocoM 
eáipleadoa  de  real  nombramiento,  pues  ade- 
más de  ser  esto  un  servicio  preferente  en 
dichas  comisiones,  se  ha  aumentado  en  ellas 
un  funcionario  por  cada  50  pósitos,  y  están 
facultados  para  nombrar,  en  último  caso,  á 
los  que  tengan  sueldo  menor  de  6.000  rea- 
les. Tampoco  dejará  de  efestuarse  la  visita 
porqa^' hayan  salido  comisionados  y  plan- 
tones ó  delegados  temporales  con  cualquit*- 
ra  objeto,  despachados  en  virtud  del  art.  11 
de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1863. 

3.  ^  Los  oficiales  de  la  comisión  de  cuen- 
tas encargados  de  practicar  la  visita ,  como 
subdelegados  de  pósitos,  desempeñarán  sn 
cometido,  ateniéndose  estrictamente  á  la 
instrucción  de  24  de  julio  de  1864,  en  cuan- 
to se  re  Sera  al  examen  de  libros  y  cuentas, 
á  la  responsabilidad  de  los  Administradores, 
á  la  inspeccio/1  de  la  calidad  y  medida  de 
las  especies,  y  al  acta  cuyo  modelo  va  ad- 
junto á  la  instrucción  citada. 

4.  *^  La  visita  se  extenderá  á  los  pósitos, 
que  hoy  funcionan  y  á  los  cerrados  desdt» 
1836,  proponiendo  los  subdelegados  los  me- 
dios de  hacerles  prosperar. 

5  ^  Los  subdelegados  cuidarán  de  exa- 
minar el  expediente  general  de  reintegra- 
ciohes  y  de  nacer  que  se  activen  por  los  Al- 
caldes las  ejecuciones  contra  los  deodor«'s 
morosos.  Se  informarán  escrupulosamenttv 
de  la  manera  con  que  se  verihcan  los  rc-> 
partimientos,  y  asegurarán  por  todos  lo&. 
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medios  potidles  la  reaUitelM  ¿ñ  lu  obliga* 

ciones  06  -reintegro. 

Cuidarán  asimismo  ^e  <)ue  el  fondo  en 
forano  se  reduzca  á  metálico,  y  aconsejarán 
to  que  estimen  por  oportuno  con  este  objeto. 

6.  ^  Las  comisiones  de  caentas  prepara- 
rán con  la  anticipación  debida  el  expedien- 
te de  que  trata  el  arl.  6.®  de  la  instr«oeion 
«obre  visitas ,  á  fin  de  reunir  los  datos  de 
inspección  que  arrojen  las  cuentas  presenta- 
das y  ias  que  faltan  por  rendir  del  año  eco- 
nómico de  1864-65  y  del  de  1865-66,  que 
se  liará  ejecutivo  en  1."  de  agosto  próximo. 

7.  ®  Las  inismas  comisiones  cuidarán  de 
tener  reunidas  para  el  15  de  noviembre  pró- 
ximo las  actas  de  visitas  de  cada  pósito  y  el 
«'jemplar  completo  de  la  cuenta  del  Alcalde, 
respectiva  al  periodo  de  1865-66,  con  el  fin 
de  ordenar  estos  dalos  en  resúihen  general, 
Neguu  expresa  el  encasillado  del  modelo  ad- 
jauto. 

8.  ®  Esla  dirección  verá  con  sentimiento 


que  en  alguna  ó  varias  provindat  dejen 
practicarse  las  visitas  á  pósitos  por  indolen- 
cia ó  parcialidad  de  los  Gobernadores. 

Aquí  pondría  fin  á  sti  trabajo  el  que  sus- 
cribe, si  no  tuviera  que  llenar  un  deber  (ta 
conciencia,  haciendo  pública  mención  de  los 
méritos  relevantes  que  en  el  despacho  del 
negociado  de  pósitos  sigue  contrayendo  el 
oficial  de  esta  secretaría  D.  Joséíiracía  Gao- 
talapiedra  desde  que  se  puso  á  su  cargo  es- 
te servicio  en  1861 . 

Por  mi  parla  solé  aspire  á  que  V.  E.  se 
sirva  aprobar  esla  Memoria  como  ¡ntrodue- 
cion  á  una  serie  de  reformas  y  trabajos  que 
han  de  acreditar,  así  lo  espero,  ya  que  no 
extensos  y  profundos  conocimientos  admi- 
nistrativos, un  celo  ardiente  y  eficaz  en  pro 
del  ramo  de  pósitos,  que  V.  E.  distingue 
con  tan  justa  como  inteligente  predilección. 

Madrid  20  de  abril  de  1866.— Excelentísi- 
mo señor. — Francisco  Barca. 


Rb&umen  del  estado  gcDeral  que  acompaña  á  la  precedente  Memoria  del  movimiento 
de  los  fondos  de  los  5,418  pósitos  de  España  to  el  año  de  i86S,  por  los  conceptos 
que  se  detallan  (1). 


CONCEPTOS. 


Total  de  reintegraciones  y  de  existencias 
en  paneras  y  en  arcas  que  constituían  el 
tondoen  1.*  de  octubre  de  1863.   ,   .  . 

Deudas  que  quedaron  pendientes  en  cur- 
so de  ejecución  el  1.*  de  diciembre  de 
1863  ,  

IMPORTE    DE  LOS    CREDITOS   APLAZADOS  EN 
MORATORIAS  CONCEDIDAS. 

Por  los  Ayun- 
tamientos. 

Por  los  Gober- 
nadores. .  . 

Por  el  Mioiste 
rio  


GRANOS, 


1.152,127 


1.188,281 


304,25» 

33 

1.810,070 

89 

20,073 

27 

210,275 

1 

9,S0O 

19 

77,103 

58 

335,829 


Total  caudal  de  lot  pósitos. .  . 

Reparlimieolos  de  sementera  hechos  hasta 
1."  de  diciembre  de  1863.  .    .   .   .  . 

Existencias  en  reserva  que  quedaron  el  1.* 
(le  diciembre  de  1863  para  distribuir  has- 
ta la  cosecha  próxima  de  18d4  


2.684,237 


654,878 
479.082 


Número  de  labradores  socorridos  ea  186o. 


Cllot 


33 
56 

31 


42 
13 
21 


METALICO, 


9.561,792 
18.322,877 

2.097,449 


29.785,118 


CónU. 


11 

33 
18 


62* 


4.334,888  14 


4.989,135  89 


180,306. 


( 1)  Omitimoc  copiarlo  intepo  por  provincias  cefutt  cct&,  por  va  maehA  •xtrnclón,  y  «a  rtaon  á  qv*  p*r  tsl» 
:«»M)ieo  M  Jan  i  :onoccr  sttñeUnUuMaU  lo*  rttalUdtos  4«  fé^ñ  \m  p¿ftilot  en  co<«Jaalu. 
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JDRISPRMU  Cnii. 


•Mil«MlM  dll«ta4M  pmr  el  VrllHUiai 
•váreme  cu  recarse*  de  eeseclea, 
■elltedi  é  Inlmatlele  nelerle. 

POBBBZA  PAB A  LITIOAB.  No 

imedeti  go%ar  de  este  beneficio  em  arre^ 
glo  al  art.  i8i  de  la  ley  de  Enjuieiamien- 
ta  ewil  los  que  viveit  de  rentas  é  cuUivo 
de  tierras  ó  cria  de  sus  ganados ,  cuyos 
productos  se  graduen  en  una  suma  ma* 
yor  (í  equivalente  al  jornal  de  dos  brace^ 
ros  en  la  localidad  respectiva;  ni  á  los 
que  vivan  del  ejereieio  de  cualquiera  in- 
dustria por  la  cual  pagueti  una  contribur 
don  de  mas  de  rs.  en  los  piieblos  que 
no  son  cabezas  de  partido* 

SeotencU  de  26  de  uno  de  1866. 

Pleito  seguido  cd  el  Juzgado  de  Orde- 
nes y  Audiencia  de  la  Coruna  por  doo 
Pedro  Aller,  labrador,  con  su  hermano  el 
presbítero  D.  Juan  Manuel  Aller  y  el  Mi- 
oisterio  fiscal,  sobre  defensa  por  pobre. 

Qaeria  Pedro  disfrutar  de  este  nenefício 
f  la  Audiencia  confirmó  el  fallo  de  prime- 
ra instancia  que  en  vista  de  las  pruebas 
«  la  ttenegó.  Pedro  interpuso  recurso  de 
casación,  porque  creyó  infringido  el 
art.  182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ciyil 
7  el  Supremo  Tribunal  declaré  no  haber 
lagar  al  recurso,  consignando  en  su  fallo 
ia  doctrina  del  epígrafe.  (Gac.  3  abril) 

PBSSTAMO.  La  escritura  de  prés- 
tamo, por  sí  sola  no  prueba  de  quién  es 
el  dinero  que  se  presta,  cuando  en  ella 
no  se  expresa  y  hay  documentos  privados 
que  apreciados  como  prueba  bastante  de^ 
ierminan  aquel  punto. 

Seilenm  de  27  de  nno  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Mana- 
ror  y  Audiencia  de  Mallorca  por  D.  Mi- 
fEuel  Adrorer  con  D.  Juan  Maymó  y  Adro* 
va-,  sobré  pertenencia  de  varios  créditos. 

Haymó  que  no  sabia  escribir,  prestó 
por  escrituras  públicas  á  interés  de  6  por 
MO  á  tres  distintos  sugetos  y  en  diferen- 
^feciias  4.000  libras^  y  a  la  muerta 


de  su  tío  el  presbítero  D.  Juan  Adrover 
que  nombró  heredero  usufructuario  á  su 
hermano  D.  Miguel ,  este  en  virtud  de  do- 
cumentos privados  que  presentó  en  autos 
pidió  se  declarase  que  las  4.000  libras 
prestadas  por  su  sobrino  Maymó  pertene- 
cian  al  difunto  su  hermano  y  también  100 
Irbras  que  de  Cosme  García'  habia  cobra* 
do  Adrover.  En  cada  uno  de  aquellos  do- 
cumentos se  decía  que  la  cantidad  presta- 
da en  tal  fecha  por  Maymó  á  Fulano  ó  Zu- 
tano era  del  presbítero  su  tio ,  y  que  para 
que  constase  se  hacia  aquel  papel  que  por 
no  saber  Maymó  firmaban  los  testigos  tal  y 
tal,  resultando  completa  concordancia  de 
fechas,  cantidades  y  nombres  entre  las 
escrituras  y  los  expresados  documentos. 
Maymó  negó  la  certeza  de  tales  docu- 
mentos; pero  los  testigos  eran  personas 
de  buena  fama ;  declararon  en  uo  todo 
conformes,  y  cotejadas  las  firmas  de  dos 
fallecidos  con  las  de  otros  documentos  los 
peritos  las  hallaron  iguales:  el  juicio  de 
tachas  que  provocó  Maymó  fué  apreciado 
sin  diida  desfavorablemente  para  Maymó 
y  la  Audiencia  confirmando  en  parte  la . 
sentencia  del  Juzgado  le  condeuó  a  lo  que 
p  dia  su  tio  don  Miguel;  contra  este  fallo 
interpuso  Maynoó  recurso  de  casación  ci- 
tando como  infringidas  la  ley  417,  lít.  18, 
Partida  3.*,  y  la  de  Enjuiciamiento  civil 
en  el  caso  7.'"*  del  art.  279,  y  el  Tribunal 
Supremo  declaró  no  haber 'lugar  al  re- 
curso: 

ftContíderando  que  los  tres  con  Ira  tos  pri- 
vados de  que  se  hace  mérito  no  destruyen 
ni  s6  oponen  á  lo  pactado  en  las  tres  escri- 
turas públicas  citadas  que  les  precedieron, 
sitio  que  son  una  explicación  oe  quién  era 
el  dueño  del  dinero  prestado  en  ellas  por 
D.  Juan  Maymó ,  y  una  cesión  de  acciones 
de  este  para  que  aquel  cobrase,  por  lo  que 
no  es  aplicable  al  caso  m  ésente  la  ley  .^2, 
tit.  16  ae  la  Partida  3.^,  puesto  que  no  se 
trata  de  quitamiento  di  debda  $obre  que 
fuete  fecha  carta  de  Escribano  público  ,  ni 
teitatnentOf  únicos  casos  en  que  la  citada  ley 
requiere  mas  número  de  testigos  qqe.los 
presentados  por  Adrover: 

Considerando  que  por  la  misma  razón  da 
no  oponerse  los  contratos  privados  ya  refe- 
ridos á  las  escrituras  mencionadas,  al  decla^ 
rarlea  validez,  la  Sala  SfUtencÍHdora  no  ha 
íníringido  ia  ley  1 17,  til.  18  de  la  Partida 
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que  dice  por  coál  mzon  no  puede  ser  creída 
la  caria  publica;  puesto  que  aquí  ao  se  niega 
la  validez  de  ninguna: 

Codsiderando  que  tampoco  ha  sido  infrín* 
gido  el  art.  320  de  la  fey  de  Enjuiciamiento 
civil,  porque  la  tacha  puesta  á  los  testigos 
de  ser  Hmigod  inUmos  de  Adrover  fué  (eni-*- 
da  en  cuenta  por  la  Sala  sentenciadora  de* 
clarando  que  no  se  había  probado  que  fue- 
se la  intimidad  xequerida  por  la  ley ,  para 
que  su  tiislimonio  no  valga  en  juicio ,  puesto 
que  no  se  mencionó  hecho  alguno  que  lo 
jusUficara;  y  contra  cuya  apreciación  de 
prueba  no  se  ha  aducido  ley  ni  doctrina  le- 
gal infringida: 

Y  considerando ,  por  último,  que  no  se 
ha  infringido  el  art.  279  en  su  caso  7.^  de 
la  citada  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque 
la  Sala  no  ha  desconocido  que  los  tosli¿os 
son  uno  de  los  medios  legales  de  prueba, 
puesto  que  ha  admitido  la  prueba  tesliñcal, 
y  ha  sentenciado  por  sus  resultados.»  (Ga- 
ceta  3  abril.) 

BBSTITITOIOW  IN  INTBaBUM. 

Cuando  en  una  demanda  $e  invoca  clara 
y  explícitamente  el  remedio  de  la  resti- 
tución in  integrum  no  obsta  para  que 
$e  declare  la  reposición  del  acto  que  lo 
motiva  la  impropiedad  de  los  términos 
con  que  haya  sido  solicitado  ni  la  mayor 
ó  menor  importancia  del  daño.  La  plus 
petición  solo  puede  nroducir  efecios  le^ 
gales  en  el  estado  ael  juicio  en  que  se 
fijan  definitivamente  los  puntos  de  hecho 
y  de  derecho  objeto  del  debate. 

Sentencia  de  6  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  eo  uno  de  los  Juzgados 
de  Madrid  y  su  Audiencia  territorial,  en- 
tre los  herederos  de  doña  Victoria  Gonzá- 
lez, viuda  de  D.  Rafael  del  Rio,  sobre  nu- 
lidad de  un  inventario,  tasación  y  parti- 
ción de  bienes. 

Nombró  dicha  doña  Victoria  por  sus 
herederos  á  sus  cinco  hijos  D.  Luis,  doña 
Cristina,  doña  A<juilíoa,  doña  María  de  la 
Concepción  y  dona  María  de  la  Candela- 
ría,  mejorando  á  las  dos  liltimasen  el  ter- 
cio y  remanente  del  quinto:  los  testamen- 
tarios y  herederos,  representando  á  las 
menores  su  curador  ad  litem^  hicieron  los 
inventarios,  división  y  adjudicación  del 
caudal ,  lo  cual  fué  aprobado  judicialmen- 
te; y  siete  años  después  los  maridos  de 


dichas  dos  menores,  entablaron  demanda 
para  que  se  cjeclanise  nulas  aquellas  ope- 
raciones en  que  habían  sido  perjudicadas 
sus  actuales  consortes  4  quienes  se  habían 
adjudicado  cómo  tierras  valiosas  de  labor 
unos  terrenos  comprendidos  en  la  zona  de 
ensanche  de  Madrid,  y  18.000  de  los 
83.000  rs.  en  que  se  hábia  justipreciado 
un  oficio  de  Regidor  perpétuo  que  nada 
valia:  aunque  de  esta  última  pretensión 
se  apartaron  luego  reconociendo  (]ue  se 
había  adjudicado  aquel  oficio  por  iguales 
partes  entre  lodos  los  herederos.  Los  de- 
mandados QÜlízaroB  primero  la  excepción 
de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda  y  después  además  de  esta  la 
de  plus  petición ,  y  la  Audiencia  revocan- 
do en  su  forma  la  sentencia  del  Juzgado, 
falló  según  la  pretensión  de  los  demandan- 
tes, declarando  la  nulidad  y  reposición 
por  restitución;  y  no  haber  lugar  a  las  ex- 
presadas excepciones.  Los  demandados 
interpusieron  recurso  de  casación  citando 
como  infringidas: 

1.  "  Las  leves  39 ,  tft.  2.*  de  la  Partf- 
da  3.*;  2/  y  6.\  tít.  19,  Partida  6.*;  ct 
ntím.  S.""  del  art.  279  de  la  de  Enjuicia- 
miento civil:  las  2.»  y  4.»,  tít.  1.*,  lib.  10 
de  la  Nov.  Recop.  y  la  Sb',  tit.  S.""  de  la 
Partida  5/;  porque  la  sentencia  conside^ 
raba  como  un  hecho  probado  que  las  me- 
nores sufrieron  daño  en  la  tasación  de  las 
tierras,  sjeodo  asi  que  los  demandados  ne- 
gaban este  hecho  y  ac|uelk>s  no  babiaa 
aducido  la  prueba  pericial  que  exigían  pa- 
ra apreciarlo  asi  las  últimas  de  las  dispo- 
siciones legales  citadas,  y  de  cu  va  r;8^ta 
había  debido  ser  una  censecuencm  nece- 
saria la  absolución  de  la  demanda,  con- 
forme á  las  tres  leyes  de  Partida  prime- 
ramente invocadas. 

2.  ^  Las  sentencias  de  este  Supremo 
Tribunal  de  30  de  enero  y  2  de  junio  de 
1864  y  27  de  marzo  de  1865  y  el  artícu- 
lo 317  de  la  ley  de  EnjuíciamieDto  civil. 
porque  trat^ndosedeunademanda  fuadada 
en  la  lesión  causada  en  la  división  de  cier- 
tas tierras,  para  estimar  que  la  adjudica- 
ción no  había  sido  hecha  en  proporcíoo  k 
los  derechos  de  cada  interesado  en  la  he- 
rencia, se  había  prescindido  de  los  princi- 
pios de  la  ciencia  que  exigen  se  sigia  pré- 
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viamente  el  joicio  de  los  peritos,  sio  el 
mal  Talla  la  relación  entre  la  afirmación 
de  los  demandantes  y  la  negativa  de  los 
demandados,  y  la  apreciación  de  la  proe- 
ttt  se  convertía  por  consiguiente  en  un  ac- 
to arhiilrano. 

3.  ^  La  ley  1.*,  til.  25  de  la  Partida 
3.%  puesto  que  utilizando  los  demandan- 
tes el  beneficio  de  la  restitución  in  inte- 
grum  para  pedir  la  nulidad  de  las  parti* 
cienes  que  consideraban  procedente,  aun- 
que los  perjudicados  fueran  mavores  de 
¿lad ,  dispone  que  lo  que  es  nulo  no  es 
menester  desatarlo  por  restitución,  pues 
lo  hecho  asi  no  valia  nada,  como  si  desde 
el  principio  no  fuere  hecha  ninguna  cosa, 
doctrina  consignada  también  en  la  senten- 
cia de  este  Supremo  Tribunal  de  i4  de 
enero  de  1864. 

4.  ^  Las  sentencias  de  42  de  junio  de 
186S  y  28  de  mayo  de  1864,  de  las  que 
se  deduce  el  principio  de  que  en  el  caso 
de  autos,  la  rescisión  y  no  la  nulidad,  se- 
rta ío  que  procediese  caso  de  aparecer  jus- 
ifficado  el  daño,  y  por  consiguiente  la  eje- 
cutoria, al  estimar  como  rescisión  la  nuli- 
dad pedida,  siendo  así  que  los  demandan- 
tes babian  protestado  que  no  pedían  tal 
rescisión,  infringia  también  la  doctrina 
consignada  en  la  sentencia  de  14  de  febre- 
ro de  i  860 ,  que  concuerda  con  las  reglas 
5/  y  22,  til.  34.  Parüda7/,  y  la  ley  2/, 
ta.  14,  Partida  3/ 

1 5.*»  La  ley  43,  tít.  2.«  de  la  Parti- 
da 3.*,  por  cuanto  se  declaraba  no  haber 
lugar  ¿  la  plus  petición  alegada  por  los 
deioaodados.  porque  se  habia  desistido  en 
la  réplica  de  lo  pedido  respeeto  á  la  adju- 
dicación del  valor  del  ohcio  de  Regiaor 
perpétuo,  siendo  así  que  al  alegar  de  bien 
probado  se  habia  vuelto  á  insistir  en  esta 
pretensioe,  reproduciendo  la  de  la  deman- 
da, dándose  además  la  circunstancia  de 
que  00  obstaba  para  la  imposición  de  cos- 
tas que  previene  la  ley  citada  y  la  4/,  tí- 
tulo 19,  lib.  11  de  la  Nov.  Recop»,  el  su- 
puesto desistimiento.  £1  Supremo  Triba- 
ual  declaró  no  baber  lugar  al  recurso^por 
su  sentencia  de  6  de  abril: 

«Considerando  que  cuando  en  la  petición 
foriDulada  de  una  deoianda  se  invoca  clara 
y  ezpiícítamenie  «1  beneücto  legal  de  la  res- 


titución in  inUgrum,  j  á  cuyo  retkfted4o,  es 
consieuiente  con  arreglo  á  ta  ley»  la  reposi- 
ción del  acto  perjudicial .  que  lo  mdtifa,  no 
obsta  para  esto  declaración  la  impropiedad 
de  tos  términos  con  que  se  haya  solicitado, 
porgue  admitido  el  principio  forzoso  es  de« 
ducir  su  consecuencia  legal: 

Considerando  en  tal  supuesto  que  Tas  le- 
yes y  doctrinas,  que  con  respecto  á  esle  ex* 
tremo  se  citan  en  el  recurso  bejo  los  núfne- 
ros  3.^  y  4.*,  no  han  sido  inflingidas: 

Considerando  que  el  beneficio  de  ia  resii- 
tucioft  concedido  á  los  menores  de  edad  es 
procedente,  según  las  leyes  1.*  y  2.* ,  tilu- 
k>  19,  Partida  6.*,  siempre  que  se  pruebe 
que  han  sufrido  perjuicio,  sin  que  sea  nece- 
sario determinar  su  importancia;  y  que  para 
probarlo  no  es  laxativo  por  ninguna  ley  el 
joicio  pericial: 

Considerando  que  en  efele  pleito  se  han 
practicado  diversas  clases  de  pruebas ,  que 
apreciadas  y  oaliftcadas  por  la  Sala  juzga- 
dora demuestran  de  consuno  y  según  su  cri- 
terio, que  se  ha  causado  un  daño  conocido 
á  las  menores  en  el  avalúo  y  división  del 
haber  hereditario;  sin  que  por  cons'ícoencia 
de  lo  expuesto  y  de  la  calificación  de  la  prue- 
ba resulte  infracción  alguna  de  las  leyes  y 
doctrinas  invocadas  con  los  núme  1.**  y  2*** 
del  recurso: 

Y  considerando  que  la  plus  petición  solo 
puede  producir  efectos  legales  en  el  estado 
del  juicio  en  que  se  fijan  definitivamente  tos 
puntos  de  hecho  y  de  derecho  objeto  del  de- 
bale,  y  que  habiéndose  eliminado  por  los 
actores  en  su  escrito  de  réplica  el  particular 
reintivo  al  oficio  de  Begidor  perpétao  que 
contenia  la  demanda ,  cualquiera  olra  pre- 
lension  que  hayan  podido  producir  después 
carece  de  efecto  alguno;  y  que  por  lo  tanto 
las  leyes  que  á  este  propósito,  y  en  5.^  y 
último  término  se  invocan,  tampoco  han  si- 
do infringidas  por  la  sentencia  contra  la  cual 
se  recurre.»  {Gae.  12  abril.) 

EXFEOPIACION.  Correspondien- 
do á  la  Administración  pública  el  conoci- 
miento en  ld$  cuestiones  de  expropiación 
por  cansa  de  utilidad  pública,  cualquiera 
acción,  siquiera  nazca  del  dominio  de  la 
cosa  expropiada  ó  á  expropiar,  no  puede 
legalmente  deducirse  Interin  no  se  haya 
resuelto  en  un  sentido  definitivo  por  la 
Administración  la  primordial. 

Semencia  de  7  de  abril  de  186& 

Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  Bar- 
celona y  su  Audiencia  territorial  por  do- 
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fia  Micaela  de  Casanova^  con  la  empre- 
sa dd  ferrocarril  de  Tarragona  á  Marto- 
rell  y  Barcelona,  sobre  inhibición  en  el 
conocimiento  de  cierta  demanda  de  in- 
demnización del  valor  de  on  terreno. 

Due&a  doña  Micaela  de  un  terreno  en 
que  aquella  empresa  necesitaba  construir 
una  estación ,  y  suscitándose  entre  ellos 
cuestión  sobre  el  jusl i-precio  y  pactos  de 
la  cesión  de  aquel  terreno ,  como  quiera 
que  sin  llegar  á  común  acuerdo,  la  em- 
presa ocupase  aquel  campo  acudió  su 
dueña  al  Gobernador  de  la  proviocia  para 
que  sin  perjuicio  de  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  se  obligase  á  aquella 
empresa  á  aejar  libre  el  terreno  mencio- 
nado. Ei^ta  autoridad  decidió  la  cuestión 
de  tasación  en  términos  que  aprobó  una 
R.  O.  de  30  de  octubre  de  1889,  pero 
que  no  convenían  á  doña  Micaela^  por  lo 
Que  acudió  esta  con  demanda  al  Consejo 
de  Estado  cuya  Sala  de  lo  contencioso 
consultó  á  S.  Mm  como  se  mandó,  que- 
dase sin  efecto  la  citada  real  órden  y  se 
procediese  á  nueva  tasación  con  sujeción 
á  la  kv  de  il  de  julio  de  Í836  y  27  de 
julio  de  mZ. 

Trascurrieron  diez  meses  sin  que  nada 
de  esto  se  realizase,  y  dona  Micaela  en- 
tabló demanda  ante  el  Juz^-ulo  ordinario 
en  29  de  noviembre  de  1863  para  que  se 
declarase  corresponderle  el  aumento  ó 
disminución  del  valor  del  indicado  ter- 
reno hasta  el  dia  en  que  tuviese  logar  el 
traspaso  definitivo.  La  empresa  no  con- 
testó; el  Gobernador  civil  requirió  de  in- 
hibición: la  Audiencia  revocando  el  fallo 
de  primera  instancia  estimó  ia  inhibi- 
ción; la  demandante  interpuso  recurso 
de  casación  citando  como  infringidas: 

1.  "  La  ley  para  el  Gobierno  de  pro- 
vincias de  25  de  setiembre  de  1863  que 
al  íijar  la  competencia  de  los  tribunales 
administrativos  no  establece  procedimien- 
tos que  se  dirijan  a  determinar  el  dominio 
de  las  cosas  de  particulares. 

2.  *"  Las  leyes  del  Digesto  10  De  re- 
gulisjuris  ,  y  7.*  Depericulo  el  commo- 
do  rei  vendilcd,  que  sancionan  el  derecho 
del  dueño  al  aumento  de  la  cosa  de  su 
pertenencia  hasta  que  la  haya  vendido  y 
perfecciouádose  el  contrato. 


Y  3.*  Losares.  4.%  8/ y  de  la 
ley  de  enajenación  forzosa  de  17  de  julio 
de  1836,  que  marcan  la  Unea  de  separa- 
ción entre  las  atribuciones  judiciales  y 

fubernativas  en  materia  de  expropiacioa. 
el  Tribunal  Supremo  declaró  no  babcr 
lugar  al  recurso: 

«Considerando  qcre  el  eonocímrento  ée 
las  cuestione»  sobre  expropiación  por  eausa 
de  ulilidad  pública,  y  por  consiguiente  el 
de  las  relativas  á  la  indemnización  ,  vaio^ 
ración  y  aprecio  délas  cosas  que  se  hayan  de 
expropiar,  corresponde  á  la  Administración: 

Considerando  que  así  lo  ha  reconocido  la 
recurrente  en  el  caso  de  autos ,  porque  ha^ 
biéndose  suscitado  diferencias  sobre  la  ta- 
sación dei  terreno  que  ya  habia  ocupado  la 
empresa  del  ferro-carril  de  Tarragona  á 
Martorell  y  Barcelona ,  acudió  con  sus  re- 
clamaciones al  Gobernador  civil  de  la  pro^ 
vincia  y  después  al  Concejo  de  Estado ,  re- 
cayendo por  último  sobre  ellas  el  real  de- 
crelo-sentencra  de  22  de  enero  de  1862: 

Considerando  que  pendiente  la  ejecución 
de  lo  resuelto  se  produjo  la  demanda  que 
motiva  el  recurso,  y  que  pretendiéndose 
por  ella  establecer  la  base  que  ha  de  servir 
para  valorar  el  terreno,  versa  sobre  un 
puuto  de  que  está  conociendo  la  Adminis* 
Iracion,  por  mas  que  se  haya  calificado  de 
dominio,  pues  en  todo  caso  seria  una  con- 
secuencia de  él ,  y  no  puede  darse  por  su- 
puesto ínterin  no  se  decida  lo  que  corres- 
ponda  sobre  ta  expropiación: 

Y  considerando ,  por  lo  expuesto  ,  que  la 
expresada  demanda  era  en  tales  circunstan- 
cias improcedente,  y  que  «iéndolo  no  han 
podido  infringirse  por  la  sentencia  las  leyes 
que  se  citan  en  apoyo  del  recurso.»  (Gace- 
ta 14  abril.) 

CENSOS.  Si  bien  es  doctrina  legal 
inceneusa  que  el  censo  impuesto  sobre 
una  finca  se  extingue  dimitiéndola  y  esta 
dimisión  ha  de  hacerse  en  favor  del  cen- 
sualista. —  OBIJO-ACION  MTJIiA.— 
Cuando  las  acciones  se  fundan  en  la 
nulidad  de  un  acto  ú  obligación  lo  pri- 
mero que  debe  solicitarse  es  la  declara- 
ción cíe  nulidad  y  como  consecuencia  la 
de  los  demás  derechos  á  que  dé  origen. 
—PRBSCBDPOION.— Con  arreglo  á  la 
ley  t)3  de  Toro  las  acciones  reales  ó  mis- 
tas no  se  f  rescriben  hasta  los  30  orlos 
contados  desde  que  empieza  él  derecho 
para  poder  ejercitarlas:  requisitos  para 
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la  ordinaria  y  estraordimria  de  domi 
nio, — Los  puntos  que  uo  han  sido  objeto 
de  discusión  en  un  pleito  no  pueden  serlo 
de  casación. 

SestoKia  de  6  de  abril  de  i866. 
Pleito  sf^iido  en  el  Juzgado  del  Puer 
lo  de  Santa  María  y  Audiencia  de  Sevilla 
por  D.  José  Pérez  con  D.  José  García  del 
Palacjo,  pobre  reconociniiento  de  uo  censo. 

Doña  Crislobalina  de  Sotomayor  otorgó 
testamento  en  la  ciudad  de  Cádiz  á  23  de 
julio  de  i806  nombrando  heredera  uni- 
versal á  su  ahijada  dona  Josefa  Rosado, 
con  la  condición  de  que  si. al  tiempo  del 
fallecimiento  de  esta  existiese  sobre  cierta 
casa  que  babia  sido  de  la  propiedad  de  la 
otorgante,  el  censo  redimible  de  i  17.515 
reales  con  que  la  habia  gravado  al  ven- 
derla á  D.  Juaa  Pedro  Lacome,  y  cuyos 
réditos  pagaban  los  herederos  de  este,  se 
dividiera  por  mitad,  llevando  la  una  la 
sobrina  de  la  testadora  dona  Manuela  Al- 
▼arez  de  Sotomayor,  ó  sus  hijos  ó  descen- 
dientes si  hubiese  íallecido,  y  la  otra  rai- 
Ud  se  invertiría  en  sufragios  por  el  alma 
de  la  otorgante,  haciéndose  lo  mismo  de 
la  renta  ínterin  no  se  redimiera  el  capital; 
siendo  prevención  que  si  durante  los  días 
de  su  heredera  se  verificase  en  el  todo  ó 
parle  dicha  redención,  la  cantidad  que 
así  se  redimiese  la  llevaria  para  sí  en  pro- 
piedad, sin  obligación  alguna, como  tal  su 
única  Jieredera. 

Doña  Josefa  Rosado,  á  7  de  mayo  de 
4827,  cedió  y  traspasó  el  ex  presad  o*^  cen- 
so eo  posesión  y  propiedad  á  D.  Francis- 
co Aróstegui,  con  la  condición  de  que  él 
y  sus  herederos  habían  de  contribuir  á  la 
otorgante  durante  su  vida  con  20  rs.  dia- 
rios, libres  de  todo  gravamen,  entregán- 
dola por  una  vez  2.000  rs.,  y  que  con  la 
▼ida  de  doña  Josefa,  aunque  falleciese  á 
muy  corto  tiempo,  habia  de  extinguirse 
la  ciuda  obligacien:  y  fallecida  dona  Jo- 
sefa Bosado  en  4837,  y  doña  Manuela  Al- 
Tarez  Sotomayor  en  diciembre  de  1862, 
coD  testamento  en  que  nombró  heredero 
á  m  hijo  tínico  D.  Antonio  José  Pérez, 
eaiabló  este  demanda  en  marzo  de  1864, 
para  que  se  condenase  á  D.  José  García 
del  Palacio,  dueño  de  la  casa  censida,  al 
recoaocimiento  de!  censo  en  favor  de  don 


Antonio  José  Pérez,  y  al  pago  de  sys  ré- 
ditos ó  á  dimitir  la  hipoteca: 

D.  José  García  del  Palacio  impugnó  la 
demanda  fundado  en  la  escritura  de  ena- 
jenación en  cuva  virtud  al  fallecimiento 
de  doña  Josefa  ttosado  no  la  correspondía 
el  citado  censo,  del  cual  habia  podido  dis- 
poner en  vida  por  so  carácter  de  herede- 
ra universal;  y  en  aue  en  todo  caso,  obs- 
taría á  la  demanda  la  excepción  de  pres- 
cripción ,  pues  el  trascurso  de  37  años  des 
de  la  adquisición  por  D.  Francisco  Aróste- 
gui del  capital  ',del  ce6so  por  título  one- 
roso habia  subsanado  cualquier  defecto: 

La  Audiencia  dictó  sentencia  revocando 
la  de  primera  instancia  y  condenando  a 
D.  José  García  del  Palacio ,  poseedor 
la  casa  censida,  al  reconocimiento  del  cen- 
so y  pa^o  de  sus  réditos  ó  eoí  su  defecto 
á  dimitir  la  hipoteca  á  favor  del  mismo 
Pérez,  pero  entendiéndose  este  obligado 
á  entregar  al  obispo  de  la  diócesis,  no  so« 
lo  la  mitad  de  lo  que  recibiera  como  im- 
porte de  tos  réditos  vencidos  y  que  ven< 
cieran,  sino  también  la  mitad  del  capital, 
si  se  redimiese,  y  todo  sin  perjuicio  di; 
que,  si  llegase  a  hacer  la  dimisión  de  la 
hipoteca,  se  entendiera  igualmente  por 
mitad.  D.  José  García  del  Palacio  ínter* 
puso  recurso  de  casación,  citando  como 
infringidas: 

1.  ^  La  doctrina  legal  inconcusa  y  la 
sentencia  de  este  Supremo  Tríbuoal  de 
20  de  enero  de  1859,  que  estima  extin- 
guido el  censo  cuando  el  censualista  di- 
mite la  (inca  gravada,  y  la  ley  8.*,  títu- 
lo 45,  lib.  iO  de  la  NüV.  Recop.,  que  con- 
firma esta  teoría: 

2.  ''  La  ejecutoria  de  este  Supremo  Tri- 
bunal de  26  de  abril  de  1861,  y  la  ley  5.% 
tít.  8.*,  lib.  ii  de^la  Nov.  Recop.,  tras- 
cursos mas  de  20  años  desde  que  se  habia 
celebrado  el  acto  á  que  se  referia: 

3.  "*  El  testamento  de  doña  Cristobali- 
na  Sotomayor,  ley  en  la  materia,  v  con 
arreglo  al  cual  habia  podido  doña  íosefa 
Rosado  disponer  legítimameate  del  censo: 

4.  *^  Las  leyes  18  y  19,  tít.  29,  de  la 
Partida  3.*,  porque  á  la  fecha  de  la  de^ 
manda  habia  sido  prescrito  el  censo  con 
arreglo  á  las  mismas: 

Y  5/  La1/y3.%  tít.  i6,  lib.lOdc 
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h  Nov.  tlecof)* ,  y  la  faipolecaria  vigente 
en  sus  arls.  97.  9'9,  114,  418  y  117,  por- 
t]ue  cuando  el  reairrente  habiá  adquirido 
la  fiDca  el  registro  de  la  propiedad  no  ha*  j 
cía  mérito  para  nada  del  censo  en  cuestión,  i 
y  por  lo  tanto  habia  comprado  la  casa  en 
VoDcepto  de  libre:  y  el  Supremo  Tribu^^ 
nal  declaró  no  haber  lugar  al  recurso: 

^Considerando  que  si  bien  es  doctrina  le» 
gal  inconcusa ,  que  el  censo  Impuesto  sobre 
una  6ñca,  se  extingue  dimitiendota,  esta 
dimisión  ha  de  hacerse  en  favor  del  censúa-  ' 

li.sta: 

Considerando  que  no  lo  era  doña  Josefa 
Aróstegui,  de  quien  el  demandado  deriva 
nu  derecho,  cuando  en  i 851  se  le  adjudicó 
l:t  casa  acensuada  en  pago  de  réditos  atra- 
sados, conforme  á  la  última  disposición  de 
la  testadora;  y  que  por  consiguiente  no  es 
aplicable  al  presente  recurso  la  ley  8.%  tí- 
tulo 15.  Itb.  10  de  la  Nov.  Recop.,  ni  la 
doctrina  y  scntercía  de  este  Supremo  Tri- 
bunal de  20  de  enero  de  1859:  , 

Considerando  que,  aunque  en  la  de  26 
de  abril  de  1861  se  determina  que  cuando 
la»  acciones  se  fundan  en  la  nulidad  de  un 
acto  ú  obligación  ,  lo  primero  que  debe  so*> 
licitarse  es  la  declaración  de  nulidad ,  y  co- 
mo consecuencia  la  de  los  demás  derechos 
á  que  dé  origen,  la  actual  demanda  no  se 
apoyó  en  la  nulidad  de  la  donación  que 
otorgó  doña  Josefa  Rosado  á  D.  Francisco 
Aróslegui,  sino  en  el  testamento  de  doña 
Crislobatina  Sotomayor ;  y  no  habiéndose 
propuesto  además  ni  alegado  como  excep- 
ción, no  puede  ser  objeto  de  casación,  ni  de 
aplicación  oportuna  á  este  recurso  la  referi- 
da sentencia: 

Considerando  que  tampoco  lo  es  la  ley 
5.*,  tíU  8^,  lib.  11  de  la  Nov.  Recop.;  63 
de  Toro,  porque  con  arreglo  á  ella  las  ac- 
ciones reales  ó  mistas  no sepreteriben  hasta 
lo$  30  año» i  á  contar  desde  que  empieza  él 
derecho  para  poder  ejercitarlas;  y  siendo 
reí  vindicatoria  la  actual  en  virtud  del  enuu« 
ciado  testamento,  y  no  habiendo  podido  ha- 
cer uso  de  etia  el  demandante  ni  su  madre 
hasta  que  muerta  la  heredera ,  llegó  el  caso 
de  corresponderle  la  mitad  del  capital  del 
cense,  por  no  haberse  redimido  durante  su 
v^da,  no  ha  trascurrido  el  término  de  los  30 
anos: 

Considerando  que  siendo  ley  eii  materia 
de  ultimas  voluntades  la  del  testador  es  in« 
dudable  que  al  paso  quo  doña  Crislobalina 
Soiomayor  instituyó  heredera  universal  á 
doña  Josefa  Rosado,  le  impuso  la  condición 


expresa  de  que ,  si  á  tu  muerte  ex Utiase  im» 
puesto  el  capital  del  censo,  se  dividirla  por 
mitad  llevando  la  una- la  madre  del  deman- 
dante, sus  hijos  legítimos  ó  descendienles, 
y  habiendo  fallecido  aquella  sin  haberse  ve* 
rihcado  la  redención,  pasi)  dicha  mitad  á  U 
legataria,  y  hoy  á  su  hijo  d  demandante, 
sin  que  pueda  obstarles  la  donación  de  la 
heredera  á  Aróstegui,  porque  no  podía  tras» 
mitir  á  este  lo  que  sabian  no  era  suyo  ni  le 
pertenecía: 

Considerando  que  para  que  proceda  la 
prescripción  ordinaria  de  dominio  exige  la 
ley  18,  tít.  29,  Partida  3.*,  citada  por  el 
recurrente,  buena  fé  y  justo  titulo,  que 
aquí  no  ha  habido,  porque  tanto  la  donante 
como  el  donatario  estaban  bien  enterados 
de  que  no  era  dueña  del  capital  del  censo, 
y  que  no  podía  disponer  de  él ,  sin  contra^ 
venir  á  la  explícita  voluntad  de  la  testa- 
dora: 

Considerando  por  lo  mismo  que  no  puede 
aprovechar  al  demandado  el  lapso  tiel  tíem* 
po  señalado  por  esta  ley,  nt  aun  el  de  los  30 
años  que  para  la  prescripción  extraordina- 
ria establece  la  siguiente  19  del  mismo  Ulu- 
lo y  Partida,  contando  como  se  debe,  desde 
la  muerte  de  la  heredera: 

Considerando  que  aun  suponiendo  buena 
fe  y  justo  título  en  el  demandado,  cuando 
compró  la  casa  acensuada  en  1859,  hasta  la 
fecha  en  que  se  entabló  esta  demanda,  en  7 
de  marso  de  1864,  no  han  trascurrido  los  10 
años  que  para  la  prescripción  entre  presen- 
tes requiere  la  mencionada  ley  18,  til.  29, 
Partida  3.*: 

Considerando  que  es  jurisprudencia  admi- 
tida por  este  Tribunal  Supremo,  que  los 
puntos  que  no  han  sido  objeto  de  discusión 
en  juicio  no  pueden  serlo  tampoco  de  casa- 
ción, y  que  en  este  pleito  no  se  ha  discutido 
acerca  de  si  en  el  registro  de  la  propiedad 
se  hacia  ó  no  mérito  d^l  censo  en  cuesiioo, 
por  haberse  cancelado,  cuando  el  demanda^ 
do  adquirió  la  finca,  no  invocando  á  este 
propósito  las  leyes  1.*  y  3.*,  til*  16,  lib.  10 
de  la  Nov.  Recop. ,  ni  los  arls.  97,  99, 115 
y  117  de  la  ley  hipotecaria  vigente,  hasta 
la  interposición  del  presente  recurso; 

Y  considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que 
la  Sala  sentenciadora  no  ha  iDfi-ingid«i  las 
leyes  y  jurisprudencia  citadas  por  el  recur- 
rente.» {Gac,  16  a6r<7.) 

■  ri  •   I '  I    II      r    I      1 1  •  -  I       II      I  I    ■  ■  '•^ — •^■-=^ 

M.  M.  AlcuuijuLa,  Director  propíettfrto, 
y  Editor  responsable. 


MAURIO.—lnip.  «lo        ConmUtor  á  ear^  de  S-^« 
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ree«rfi«»  de  «ammI^m  ,  ■■lld«4  é  tai- 

INT£B£S  DEL  CAPITAL.  Es 
doctrina  Irgal  adtnHida  por  la  jurispru- 
dencia que  los  interesfs  se  deben  única- 
fílenle  por  la  convonciott  ó  por  la  mora, 
y  existe  esta  cuando  no  se  entrega  la  co- 
sa en  la  sazón  que  debia.'-Conformidad 
de  la  sentencia  con  la  demanda.— Impo* 
sicion  de  costas. 

SeBtencía  de  7  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  es  el  Juzgado  de  Bür*  , 
^os  y  Audiencia  de  so  territorio  por  doña 
Cristloa  de  Paz  coo  D.  Manuel  Sao  Mari- 
no, sobre  pago  de  qpntidad. 

Entre  los  bienes  de  D.  Juan  José  de 
Paz  que  se  inventariaron  á  su  falleciniien  •  | 
to  ocurritio  en  18ri6,  figuraron  dos  paga*-  : 
rés  á  su  órden  de  40.000  rs.  á  plazo  iijo,  ¡ 
suscritos  por  D.  Fulgencio  de  Paz»  don  | 
Manuel  San  Martin  y  D.  Antonio  Buiz,  : 
cu>o  inif>orie  y  el  de  sus  intereses  qu^| 
ascendía  todo  á  82,i80  rs.,  79  cénls.,  sé 
distribuyó  entre  la  viuda  y  los  cuatro  hi- 
jos y  herederos,  adjudicáiidose  á  uno  de 
ellos  doña  Cristina  Paz  13,487  rs.  40 
céntimos.  Resulta  de  autos  que  los  roen- 
eíosados  sugelos  babiao  rehusado  aquel 
préstamo  por  ciienta  de  la  sociedad  Paz 
y  compañía  de  que  formaban  parte;  que 
ál  fallecimiento  de  D.  Joan  se  nizo  cargo 
fie  aquella  deuda  (que  la  sociedad  pasé  á 
MI  ciKftta  oorrieote),  D.  Manuel  San  Mar« 
lia,  et  cual  fué  pagando  á  los  herederos 
citados  segBD  sus  reclamaciones,  y  la 
QDÍca  que  nlUfaa  cobrar  era  dicha  doña 
Cristina;  la  cual,  vista  la  ineficacia  del 
juicio  de  conciliación  á  que  citó  á  San  ! 
Martin,  le  demandó  en  1859  ejecutiva- 1 
nienlepor  los  13,487  rs.  que  le  habian  sido 
adjudicados  y  por  4,046  rs.  que  ^porta- 
b^n  l§s  intereses  á  5  por  100  desoC  1855, 
Tomo  X  dkl  Dice. 


San  Martin  rechazó  la  demanda  fundado 
en  que  ounra  había  rehusado  el  pago, 
que,  iolo  hahia  siempre  exigido  que  doña 
Cristina  acredítase  hallarle  autorizada 
por  su  marido  para  demandar  y  cobrar: 
que  si  00  estaba  aquella  pagada,  no  era 
culpa  suya,  ni  estaba  por  tanto  obligado 
á  abonar  ioiercses.  El  Juzgado  condenó 
á  San  Martin  á  pagar  el  capital  y  reservé 
á  la  demandante  su  derecho  para  pedir 
los  intereses  á  quien  hubiere  lugar:  mas 
la  Audi(encia  condenó  también  á  aquel  á 
pagar  los  intereses  desde  1.^  de  enero 
de  1859.  San  Martin  interpuso  el  recurso 
de  casación  citando  como  infringidas  las 
leyes  y  doctrinas  de  que  se  hace  mérito 
en  los  considerandos,  y  el  Tribunal  Su- 
premo en  sentencia  Be  7  de  abril  de 
186*6,  declara  no  haber  lugar  á  él: 

{(Considerando  que  disponiendo  la  ley  16, 
Mi.  22,  Partida  3.*,  «que  non  debe  valer  el 
juicio  que  da  el  judgador  sobre  cosa  que 
non  fue  demandadaanteéU,  esta  prescripción 
supone  que  la  conformidad  de  la  sentencia 
con  la  demanda  ha  de  ser  respecto  á  las  co- 
sas litigiosas;  bastando  por  consiguiente  de- 
terminar con  claridad  en  la  demanda  lo  que 
se  pide,  ó  ia  clase  de  acción  que  se  ejercita, 
sin  necesidad  de  designar  esta  por  su  nom- 
bre propio: 

Considerando  que  habiendo  sido  el  objeto 
de  ta  demanda  la  reclamación  de  interés,  y 
ejercitándose  por  la  demandante  la  acción 
personal,  la  sentencia  que  ha  condenado  al 
demandado  al  pago  de  dichos  intereses  es 
consiguiente  con  la  demanda,  y  no  ha  infrin- 
Kido  por  lo  tanto  la  ley  16,  lít.  22,  Partida 
S.*,  invocada  en  el  recurso;  ni  tampoco  la 
25,  tít.  2.®  de  la  misma  Partida,  que  dispo» 
ne  deba  señalar  el  demanda^lor  lo  que  de- 
manda con  señales  cterlas;  citada  al  mismo 
propósito  que  la  anterior: 

Considerando  que  si  bien  et  doctrina  le- 
gal admitida  como  iurisprudencia  por  los 
tribunales,  de  acuerdo  con  lo  que  dispone  la 
ley  10,  tít.  1.^  Partida  5.*  quo  los  intereses 
se  deben  únicamente  por  la  convención  ó 
por  la  m.ora;  lo  es  igualmente,  que  el  deu- 
dor se  constituye  en  mora,  cuando  no  eu« 
ircga  la  cosa  en  ta  sason  que  debia: 
18 
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Considerando  que  desdeque  e)  demandado  j 
se  hizo  cargo  vor  orden  de  la  sociedad  de 
pagar  á  la  «demandatile  ó  á  su  marido  la 
cantidad  de  13.847  rs«  40  cents. ,  y  le  fué 
abonada  en  su  cuenta ,  quedé  deudor  res- 
ponsable en  subrogación  de  dicha  socie- 
dad; y  como  en  lugar  de  efectuar  el  pago 
ínmedialamente  que  era  la  sazón  en  que 
debia  hacerlo,  se  resistió  á  verificarlo  hasta 
que  se  dictó  sentencia  de  remate  en  el  jui- 
cio ejecutivo  que  se  le  siguió  es  evidente 
que  se  constituyó  en  mora  desde  aquel  mo- 
mento: 

Considerando  que  no  pudo  servirle  de  ex- 
cusa la  excepción  alegada  de  que  siempre 
estuvo  dispuesto  á  pagar  á  la  demandante 
á  condición  de  que  acreditase  estar  habilita- 
da para  cobrar  por  su  marido,  porque  lejos 
de  ser  esto  exacto,  no  solo  no  consta  que 
después  de  recibida  la  órden  de  la  sociedad 
practicase  diligencia  alguna  con  aquel  obje- 
to, sino  que  por  el  contrario  ,  en  el  acto  de 
conciliacioti  que  precedió  al  juicio  ejecutivo 
negó  que  tuviese  que  entregar  cosa  alguna 
á  la  demandante,  y  aun  después  de  habilita- 
da esta,  todavía  no  verificó  el  pago: 

Considerando,  en  vista  de  lo  expuesto, 
que  la  sentencia  que  ha  condenado  a\  de- 
mandado al  pago  de  intereses,  no  ha  inrrin- 
gido  la  citada  ley  10,  lit.  Partida  5.*, 
ni  la  doctrina  en  armonía  con  ella,  ni  tam- 
poco la  consignada  en  la  sentencia  de  30  de 
setiembre  de  1864,  de  que  igualmente  se  ha 
hecho  mérito;  en  que  se  establece  que  nadie 
puede  ser  demandado  sino  en  virtud  de  obli- 
gación que  aparezca  haber  contraído: 

Considerando  que  no  pudiéndose  estimar 
como  motivos  de  casación  las  cuestiones  de 
hecho  y  de  deiecho  no  alegadas  ni  discuti- 
das oportunamente  en  el  pleito,  según  repe* 
tidamente  tiene  consignado  este  Supremo 
Tribunal ,  se  cita  coii  iiK)portunidad  la  ley 
21 ,  tit.  12,  Partida  5/,  que  determina  de 
<|uién  debe  ser  la  responsabilidad  cuando  la 
cosa  la  manda  hacer  alguno  aá  pró  de  otro 
tercero  solamente;  ó  á  pró  de  sí  el  de  otro;» 
porque  este  punto  no  ha  sido  objeto  de  dis- 
cusión en  el  pleito: 


CIVIL. 


•  Y  considerando,  por  último,  que  corres- 
pondiendo á  la  Sala  sentenciadora  la  apre- 
ciación de  la  bjLiena  ó  mala  fe  con  que  haya 
procedido  un  litigante,  no  puede  conside- 
rarse infringida  la  ley  8.*,  til.  22,  Partida 
3.*,  por  lu  condenación  de  costas  en  la  for- 
ma en  que  se  ha  verificado,  por  haberlo  he- 
cho dicha  Sala  conforme  ¿  sus  facultades.» 
(Gac.  16  abrU.) 


CAPELLAÍriAS  COLATIVAS.  El 

plazo  de  cuatro  años  que  concede  el  ar- 
tículo 4  de  la  ley  de  iS  de  jumo  de  1856 
para  pedir  las  capellanías  adjudicadas 
sin  perjuicio  de  tercero,  debe  contarse 
desde  el  dia  de  la  adjudicación  según  la 
jurisprudencia  establecida  por  el  Tribus 
nal  Supremo;  y  pasado  aquel  prescribe 
la  acción. 

Senlencia  de  7  de  abril  de  1866. 

Pleilo  seguido  en  el  Juzgado  de  Santa 
Colóma  de /Pames  v  Audiencia  de  Barce- 
lona por  D.  Félix  y  D.  Saturnino  Ferrer 
y  Tusell  con  su  hermano  D.  José  Ferrer 
y  Tusell,  sobre  reclamación  de  bienes  de 
una  capellaBÍa  colativa  familiar  fundada 
en  18o6.  Estando  en  posesión  de  esta  ca- 
pellanía en  i8S6  D.  Manuel  Ferrer,  soli- 
citó la  adjudicación  de  la  propiedad  don 
José  Ferrer  sin  perjuicio  del  usufruclo  que 
correspondía  al  poseedor,  que  á  la  muer- 
te recaeria  en  el  D.  José ;  y  prévios  los 
correspondientes  edictos,  así  se  eslimó 
por  seóléncia  de  i2  de  juljo  de  1856. 
Cuando  en  4860  murié  el  poseedor  don 
Manuel,  sus  sobrinos  D.  Félix  y  D.Sa- 
turnino acudieron  al  Juzgado  alegando 
que  eran  hermanos  del  D.  José,  v  que  de 
consiguiente,  como  de  igual  línea  y  gra- 
do, les  correspondían  dos  seslas  partes  de 
los  bienes  y  frutos  de  aquel  beneficio  ó 
capellanía,  pretendiendo  que  se  condena- 
se á  su  devolución  á  D.  José.  El  Juzgado 
y  la  Audiencia  absolvieron  á  este;  aque- 
llos interpusieron  recurso  de  casación,  ch 
lando  como  infringidos  varios  artículos  de 
la  ley  de  19  de  agosto  de  i841  y  el  4."* 
de  la  de  15  de  junio  de  1856 ,  eo  razón  á 
que  el  término  de  la  prescripción  de  cua- 
tro años,  debia  empezar  á  contarse,  do 
desde  la  adjudicación  que  tuvo  lugar  en 
1856,  sino  desde  la  ejecución  de  la  adju- 
dicación hecha  sin  |>erjuicio  de  tercero, 
que  tuvo  efecto  efn  20  de  enero  de  1860. 

El  Tribunal  Sunremo,  no  estimando 
como  sólida  esta  doctrina  por  sentencia 
de  7  de  abril,  declara  no  haber  lugar  al 
recurso: 

«CAsíderando  que  por  e)  arl.  4.®  de  la 
ley  de  15  de  junio  de  1856,  se  dispone  qu« 
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Im  adjudicaciones  de  bienes  de  capellanías 
colativas  SI»  en Irenden  sin  perjuicio  de  ter- 
cero de  mejor  derecho,  C|Ue  tolo  podrá  ejer- 
citar dentro  de  cuatro  años,  á  contar  desde 
el  dia  de  la  ejecncíon: 

Considerando  que  seg^nn  la  juríspruden- 
eía  admitida  por  este  Tribunal  Supremo 
aquel  término  debe  empezar  á  correr  desde 
la  fecha  de  la  adjudicación: 

Considerando  que  esta  tuvo  efecto  por 
«nio  de  12  de  julio  de  1856,  y  no  habléndo- 
Ke  entablado  la  presente  demanda  hasta  el 
14  de  octubre  de  1862  y  trascurrido  mas 
de  los  cuatro  añoM  que  señala  di<ho  artícu- 
lo, quedó  prescrita  la  acción  y  sin  derecho 
alfruno  los  demandantes  para  ejercitarla: 

Y  considerando,  por  lo  mismo,  oue  la  Sa- 
la sentenciadora  .''absol viendo  al  demanda- 
do, no  ha  infring-ido  ninguna  de  las  leyes 
citadas  por  el  recurrente,  que  por  otra  par- 
le, supuesta  la  pretcrípeion ,  no  son  aplica- 
bles al  caso  actual.»  {Gae,  17  abril.) 

CASACION.  En  casos  que  se 
expresan  en  el  art.  1.015  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  es  preciso,  para  que 
proceda  el  recurso,  que  se  haya  reclamado 
la  suhsanacion  de  la  falta  con  arreglo  á 
los  arts.  4.019,  y  1.025  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento ríviL 

ScBteDda  á$  7  it  abril  de  1866. 

Rccoríío  de  casación  interpuesto  por 
D.  Camilo  Alonso  García,  fundado  en  las 
causas  4.'.  5.'^  y  6.'  del  arl.  1.013  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Denegada  su 
admisión  por  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  apeló  Alonso  para  ante 
el  Tribunal  Subremo  quien  por  sentencia 
de  7  de  abril  confirma  la  sentencia  ape- 
lada: 

«Considerando  que  para  que  puedan  ser 
admitidos  los  recursos  de  casación,  cuando 
eslos  se  fundan  en  alguna  de  las  causas  ex- 
presadas en  el  art.  1.013  de  la  ley  de  En' 
juiciamiento  civil,  ha  de  concurrir  indispen 
sablemente  la  circunstancia  de  haberse  re- 
clamado la  suhsanacion  de  la  falta,  según  lo 
di^ipuesloen  los  arU.  1,019  y  1,025  déla 
misma  ley: 

Considerando  que  carece  de  esa  prepara- 
ción el  presente  recurso  fundado  en  las  can 
sas  4.*,  5.*  y  6/  de  que  se  habla  en  «I  cíla 
do  arl.  1.013,  porque  la  protesta  y  los  re» 
cursos  relativos  al  no  examen  de  los  testi- 
gos quedaron  abandonados  en  el  hecho  de 
haber  consentido  el  apelante  la  providencia 


en  que  la  Sala  sentenciadora  declaró  que  no 
habia  higar  n  tener  por  ¡mpiie^tas  tales  re- 
clamaciones ]>  {Gac,  17  ii6ri7.) 

BBTBOVBNTA.  La  acción  que  cor  • 
responde  al  vendedor  con  pacto  de  retro 
en  fuerza  de  laley  til.  5.**,  Partida 
5.*,  personal,  y  por  lo  tanto  debe  pres- 
cribirse con  arreglo  á  la  ley  65  de  Toro. 
Basta  para  la  prescripción  de  accio- 
néa  el  trascurso  del  tiempo,  sin  qüe  sean 
necesarios  los  demás  requisitos  que  exi- 
gen las  leyes  para  prescribir  las  cosas 
raices. 

Sentenf  ia  de  7  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Cara- 
vaca  y  Audiencia  de  Albacete,  por  doña 
Andrea  Ruiz  Corhalán,  representada  por 
su  marido,  con  D.  José  Moreno  Mérida, 
sobre  retrovenla  de  varias  fanecas  do, 
tierra  y  reclamación  de  las  agregadas  a 
ellas  por  la  fuerza  del  río. 

Dona  Manuela  Martínez  de  Beovo  ven- 
dió en  1805  y  1806  á  D.  José  Antonio 
Hidalgo  y  ídespues  de  la  muerte  de  este 
á  su  heredera  doña  Maria  Hidalgo)  en 
1811  y  1815,  varias  piezas  de  tierra  re- 
servándose el  derecho  de  poderlas  reco- 
brar ella  é  sus  sucesores^  mediante  la  do- 
volucioo  del  precio,  coñiprendidas  las  tier- 
ras que  pudiese  agregar  el  rjo  en  sus  ave- 
nidas. Fallecida  esta  señora  en  1815,  suf; 
hijos  y  nietos  vendieron  con  Igual  pacto  a 
la  misma  Hidalgo  en  1815  y  en  1818  ni 
hijo  de  esta  D.  José  Oliver,*^  otras  pieza.s 
de  tierra;  de  modo  que  entre  todas  fueron 
42  fanegas  y  dos  celemines.  Estas  piezas 
de  tierra  sufrieron  otras  trasmisiones  por 
enajenaciones,  y  volvieron  á  reunirse  en 
la  propiedad  de  D.  José  Moreno  Mérida  ii 
quien  fueron  vendidas  por  diferentes  per- 
sonas y  en  distintas  épocas  por  otras  tan- 
tas escriturasen  que  no  se  nizo«mencion 
alguna  del  pacto  dé  retro,  mas  que  en  la 
venta  de  ciertas  tres  fanegas  y  media:  to- 
do lo  cual  tuvo  lugar  antes  de  1835;  y  en 
1863,  D.  Joaquin  Miñano  Pay,  represen- 
tando á  su  esposa  dicha  doña  Maria  An- 
drea, demandó  se  le  declarase  con  dere- 
cho á  ejercitar  el  de  retro  vendendo,  res- 
pecto á  todas 'las  tierras  que  fueron  de 
doña  Manuela  Martínez  de  Rcoyo,  en  vir- 
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lud  de  la  cesión  de  e?e  derecho  que  hieie- 
rao  á  su  favor  los  herederos  de  aquella 
por  escrituras  de  29  de  octubre  de  1861 
y     de  seliémbre  de  1863. 

Kechazada  la  demanda  por  Moreno,  que 
era  tercer  adquirente  porque  no  le  alcan- 
zaba aquella  acción  como  personal  h  es 
que  uo  había  prepcrito  después  de  30  años, 
la  Audiencia  le  absolvió  do  la  demanda 
contirniando  en  parte  la  sentencia  del 
Juz^rado;  y  Miñano  Pay  interpuso  recur- 
curso  de  casación  citando  como  infringi- 
das en  su  concepto: 

1.*  La  doctrina  reconocida  y  procla- 
mada por  Cí^ie  Supremo  Tribunal  en  sen- 
tencia de  á8  de  diciembre  de  1864,  de 
que  cIh  consignación  del  precio  ó  la  fian- 
za de  entregarlo  que  requieren  las  leves 
70.  71 ,  72,  73,  74  V  75  de  Toro,  ó  sean 
4.%  5.%  6.*,  7/,  8>  y  9/,  til.  13,  libro 
10  de  la  Nov.  Recop. ,  y  el  arl.  674  de  la 


Srcmo  en  sentencia  de  20  de  enero  de 
865,  según  la  cual  cpara  tener  derecho 
á  retraer  una  finca  vendida  á  carta  degra^ 
cia  basta  que  conste  la  exíslCDcia  del  con- 
trato y  sus  circunaanciaS)  y  la  trasmisión 
de  ese  derecho  desde  el  primitivo  vende- 
dor basta  el  que  demande  ejercitando  Uü 
derechoi: 

6.**  La  ley  26,  lít.  28,  Partida  5.*  

7/  La  ex{)resada  ley  42.  tíL  5.%  Par- 
tida 5/,  y  la  jurisprudencia  admitida  por 
este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  3 
de  diciembre  de  1864,  con  arreglo  á  las 
cuales  la  acción  para  retraer  dura  siempre 
cuando  quier  que  se  ejercite,  y  solo  es 
prescriptible  cuando  expresa  ó  tácitamen- 
te se  ha  pactado  asi  

8."*  La  ley  63  de  Toro,  pues  las  accio- 
nes personales,  de  cuya  prescrípcioQ  tra- 
ta la  misma,  son.  las  que^  tiene  el  acree- 
dor para  exigir  á  su  deudor  el  pago  de 


de  Enjuiciamieríto  civil,  no  son  aplicables  !  una  deuda;  y  sentándose  que  según  esta 


al  pacto  de  retro  ven  ta,  porque  se  absol 
via  ai  demandado  de  la  demanda  dicién- 
dose que  para  entablar  la  acción  de  retro 
era  necesario  hacer  dicha  consignación  ó 
lianza: 

2.*^  La  !i  y  42,  tít.  5.%  Partida  8.*, 
porque  se  sentaba  que  era  personal  la  ac- 
ción ejercitada  en  esios  autos  como  naci- 
da del  pacto  de  retro  celebrado  á  la  vez 
que  las  ventas  expresadas,  y  por  ello  se 
desestimaba  la  demanda,  siendo  así  que 
según  dicha  ley  es  real,  como  que  nace 
del  dominio: 

S.^  La  regla  12.  tít.  34,  ParliJa  7.*, 
y  la  otra  regla,  según  la  cual  cno  debe 
uno  ser  de  mejor  condición  que  aquel  de 
quien  deriva  el  derecho  que  tiene  sobre 
una  cosa:i 

4.*  La  citada  ley  42,  til.  8.%  Parti- 
da 5.%  y  la  1.*,  tit.  l.^  lib.  lOdelaNo- 
visima  Recopilación,  en  cuanto  la  sen- 
tCHcia  no  admitía  la  retroventa  de  las  tres 
fanegas  y  media  que  D.  José  Oliver  ven- 
dió a  Moreno  Mérida  por  escritura  de  11 
de  junio  de  1826,  en  la  que  expresameu- 
te  se  dijo  que  los  herederos  de  doña  Ma- 
nuela Martínez  Reoyo  tenian  el  derecho 
de  retraer: 

8.^  La  doctrina  admitida  por  la  juris* 
prudencia  de  los  tribunales  y  por  este  Su- 


ley  está  prescrita  la  acción  deducida  en 
¡  la  demanda  para  retraer  las  fincas»  aun- 
que se  concediera  que  era  personal,  se  la 
daria  mayor  extensión  que  la  que  tiene: 
I    9.°   La  doctrina  admitida  por  la  juris- 
'  prudencia  de  los  tribunales  y  por  varios 
;  fallos  de  este  Supremo,  de  gue  cno  pue- 
den recaer  las  sentencias  ni  decidir  oías 
que  sobre  la  acción  ejercitada  en  la  de- 
manda ,  y  sobre  las  excepciones  propues- 
.  tas  precisamente  y  de  una  manera  clara 
^  en  la  contestación,  siendo  nulas  las  sen- 
'  tencias  en  que  sobre  otras  acciones  ó  ex-  ' 
'  cepciones  se  resucivai: 

10.   La  18,  tit.  29,  Partida  3/  si  se 
estimaba  aue  el  actor  había  perdido  su 
acción  por  la  prescripcioo  ordioaria  de  10 
V  20  afios;  y  las  leves  9.*,  tít.  19,  ParVi- 
3a  6.\  y  8.',  lít.  29,  Partida  3.*,  cpn  la 
doctrina  admitida  por  los  tribunates  con- 
forme á  las  mismas)  si  se  consideraba  que 
dicha  acción  habia  prescrito  por  %\  tras- 
curso de  30  anos;  é  igualmente  la  ley  2f , 
tít.  29,  Partida  3.*,  y  la  jurisprudeDcia 
admitida  por  los  tribunales  y  este  Supre- 
mo en  sentencia  de  16  de  octubre  de 
1888,  toda  vez  que  no  cabia  prescripcioo 
fallando,  como  faltaba,  la  buena  fe  en  Mo- 
reno Mérida  v  en  los  que  le  vendieron  las 
.  fincas,  y  no  babieado  trascurrido  los  30 
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años  eoDtra  mayores  de  i4  desde  que  de- 
da  Moreno  que  poseía  lus  tierras  coqio  li- 
bres: 

4i.  La  doctrina  admitida  por  los  tri- 
bunales de  que  esobre  el  derecho  de  re- 
traer no  cabe  posesión  ó  cuasi  posesión 
para  prescribir,  sino  mediante  ¡nlerpela- 
cion  del  tenedor  de  la  finca  al  vendedor 
píira  que  ejercite  aquel  derecho,  y  que 
desde  esla  interpelación  se  ronlana  el 
tiempo,  dado  caso  de  que  fuera  posible 
que  tal  derecho  se  perdiera  por  la  pres- 
cripción: 

T  ii.  Las  leyes  iS,  49  y  21 ,  til.  29, 
-Partida  o.*,  porque  la  prescripción  no  se 
concibe  sin  la  posesión  6  cuasi  posesión 
que  exigen  las  leyes,  y  Moreno  l^érida  no 
habia  practicado  acto  alguno  de  posesión 
é  cnasi  posesión  del  derecho  de  retraer. 

El  Tribunal  Supremo  por  sentencia  de 
7  de  abril  declara  no  haber  lugar  al  re- 
curse: 

«iConsíderando  que  según  la  ley  42,  título 
5.**,  Partida  5.*,  cuando  uno  vpnde  á  otro 
a'fTuna  cosa  poniendo  tal  pleito  que  cuando 
qoíer  que  el  vendedor  ó  sus  herederos  lor- 
íien  el  precio  al  comprador  ó  los  suyos,  fue- 
sen obligados  á  tornar  la  cosa  en  todas  gui- 
sas, si  es  en  su  poder  ;  é  si  eii  su  poder  non 
es,  debe  pechar  al  vendedor  todos  los  daños 
t  menoscabos  que  le  vinieron  porque  non 
tornd  la  cosa,»  io  cual  demuestra  que  la  ac- 
ción del  vendedor  es  personal,  puesto  que  se 
dá  á  este  y  sus  herederos  conlra  el  comprador 
y  los  suyos,  y  no  contra  terceros: 

Considerando  que  si  bien  dicha  ley  expre- 
sa que  en  cualquier  tiempo  pu'fda  ejercitar- 
ne  esta  acción,  sobre  este  punto  no  puede  ni 
debe  estarse  á  lo  que  dispone  la  ley  citada, 
sino  Á  lo  establecido  en  la  63  de  Toro,  que 
fijó  20  años  para  la  prescripción  de  las  ac- 
ciones personales;  de  modo  que  tratándose 
de  enajenaciones  verificadas  con  el  pacto  de 
retro  por  tiempo  indefinido  desde  el  año  de 
1805  al  de  1818,  ha  prescrito  hace  muíflio 
tiempo  la  acción  del  demandante,  y  la  eje- 
cutoria af  absolver  al  demandado  no  ha  in- 
fringido dicha  ley  42,  lít.  5  Partida  5 
ni  la  63  de  Toro,  alegadas  como  2.%  7.^  8.** 
y  9.^  motivos  de  casación: 

Considerando  que  tampoco  ha  inrrin^ido 
la  mencionada  ley  42,  ni  la  1/,  líl.  l.*',  lihro 
10  de  la  Nov.  Recop.  con  respecto  á  las  lr«>s 
y  media  fanegas  d«*  tierra  adquiridas  por  el 
demandado  en  1826 ,  aunque  se  obligase 
^raoaalmente  en  etta  escritura  á  cumplir 
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el  pacto  de  retro ,  porque  estas  tierras  no 
están  comprendidas  en  la  demanda  ,  ni  sobre 
ellas  ha  versado  la  discusión  en  el  pleito: 

Considerando  que  no  son  oportunas  tas 
citas  de  las  regias  del  derectio,  tít.  34,  Par- 
tida 7,*,  porque  fuesen  las  que  se  quisieran 
las  obligaciones  del  primer  comprador  de 
las  fincas,  el  demandado  es  un  tercero  con- 
tra quien  nunca  procederra  la  acción,  y  ade- 
más esta  ha  prescrito  como  se  ha  demostra- 
do anteriormente: 

Considerando  que  por  ¡guales  razones  no 
puede  favorecer  al  recurrente  la  doctrina 
de  ta  sentencia  de  20  de  enero  de  1865,  ni 
importa  por  lo  mismo  para  cosa  alguna  qu«* 
conste  la  existencia  del  pacto  y  sus  circuns- 
tancias y  la  trasmisión  del  derecho  á  la  re- 
currente, puesto  que  carece  de  acción  que 
ejercitar  en  la  actualidad: 

Considerando  que  declarada  improceden  - 
le  la  demanda  y  la  devolución  de  las  tierras, 
es  consecuencia  necesaria  que  tampoco  se 
restituyan  las  agregadas  por  la  fuerza  del 
rio,  por  lo  cual  no  tía  podido  infringirse  la 
ley  ¿6,  tit.  28,  Partida  3.*: 

Considerando,  en  cuanto  á  los  motivos 
undécimo  y  duodécimo ,  que  tratándose  de 
la  prescripción  de  acciones  basta  eltrascurs(» 
del  tiempo  para  que  se  verifique  sin  qu<^ 
sean  necesarios  los  requisitos  que  exig»^i» 
las  leyes  18,  19  y  21 ,  til.  29,  Partida  3.*, 
para  prescribir  el  dominio  de  las  cosas  raí- 
ces ,  cuyas  leyes  no  ha  quebrantado  la  eje- 
cutoria; ni  la  supuesta  doctrina  de  quesobnt 
el  derecho  de  retraer  no  cabe  posesión  " 
cuasi  posesión,  sino  mediante  inierpelacion 
del  poseedor  de  latinea  al  vendedor  paru 
que  ejercite  aquel  derecho,  y  que  desda 
esta  interpelación  ha  de  contarse  el  tiempo, 
dado  caso  de  que  tal  derecho  se  perdiese 
por  la  prescripción: 

Y  considerando ,  respecto  á  los  motivos 
expuestos  en  segundo  y  décimo  lugar,  que 
está  forgíiulado  el  segundo  bajo  hipótesis 
diversas,  unas  inadmisibles  y  otras  rcfuló- 
das  en  los  anteriores  considerandos,  y  el 

f)rimero  se  dirige  contra  los  de  la  sentencia, 
o  cual  no  puede  ser  motivo  para  el  recurs.» 
de  casación,  según  lo  ha  declarado  repetidas 
veces  este  tribunal.»  {Gac,  18  abril.) 

VINCULACIONES.  La  mitad  re- 
servable  que  se  adquiere  como  mmedialo 
sucesor  y  no  como  heredero,  no  responde 
según  el  arL  2.*  de  la  ley  deíl  de  octu- 
bre de;  1820  de  las  deudas  del  antecesor. 

Seatiicia  de  7  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Macli- 
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lia  y  Audiencia  de  Sevilla  por  doiiaMaria 
de  las  Nieves  Guzman  con  D.  ADionio 
Guarnan  el  Bueno  y  con  doSa  Luisa  Her- 
rera y  Venero  y  por  muerte  de  esta  con  do- 
na Luisa  Herrera  v  Buena,  sobre  pago  de 
Ü.OOO  rs.  *  ^ 

D.  Francisco  Javier  Guzman  fundó  en 
1763  un  mayorazgo  para  su  hijo  D.  Cár- 
los  y  sucesores  con  una  cláusula  entre 
otras  que  decia  t el  sucesor  en  este  mayo- 
VAZ^Q  teniendo  hermanas  legítimas  las 
l'Oiiga  en  estado,  dotándolas  como  les  pa- 
reciere, del  usufructo  y  rentas,  y  no  de  la 
propiedad.  1  En  julio  íle  1860  poseía  este 
mayoraziro  ei  primer  nieto  del  testador 
1).  José  María,  y  pendia  un  pleito  de  fi- 
liación de  doña  Alaria  de  las  Nieves  que 
desde  1850  estaba  casada  en  calidad  de 
espósiia  con  D.  Manuel  Gómez,  también 
ospósilo,  y  á  quien  una  ejecutoria  declaro 
hermana  natural  de  dicho  D.  José  Maria 
y  miindó  á  osle  reconocerla  como  á  tal, 
pero  fué  esto  á  o  de  julio  de  1863,  v  don 
José  hahia  fallecido  dos  dias  antes,  *norn- 
l)rando  hcreíiera  usufructuaria  á  su  espo- 
sa ^loiia  Luisa  y  propietaria  á  su  sobrina 
iloíia  Luisa;  y  siendo  su  inmediato  suce- 
sor cu  la  mitad  vinculada  del  mavorazgo 
su  citado  hijo  D?  Antonio.  Contra*^  ambos 
pues,  hereílera  y  sucesor,  dirigió  su  de- 
manda doria  Mafia  de  las  Nieves  para  que 
como  á  hermana  legítima  ia  dotara  el  di- 
funin.  Los  demandados  excepcionaron,  á 
su  tiempo  el  Juzgado  v  la  Audiencia  les 
absolvieron  de  la  demanda.  Doña  Nieves 
interpuso  recurso  de  casación  siempre  re- 
presentada por  su  marido;  citó  como  in- 
fringidas la  fundacioB  del  mayorazgo  y  la 
ley  de  27  de  setiembre  de  1820;  v  el 
Supremo  Tribunal  declaró  no  haber  lugar 
al  recurso: 

«Considdiando  que  en  la  cláusula  de  la 
pscnlura  pública  de  15  de  marzo  de  1763, 
<jU'*  ha  sido  el  fundamento  de  este  pleito, 
•  slableció  D.  Francisco  Javier  de  Guzman 
que  el  sucesor  en  el  mayorazgo ,  teniendo 
hermanas  legitimas,  las  pon^a  en  estado, 
dolándolas  cumo  le  pareciere  det  usufructo 
y  rentas  y  no  de  la  propiedad ,  y  que  ia  re- 
currente cuando  confrajo  su  mairimonio  en 
y  de  diciembre  de  1830  no  era  ht-rmana  le- 
fíiiiniH  de  D.  José  de  Guzmau,  poseedor  del 
mayorazgo,  puesto  que  lo  verilicó,  según  tie- 
ne reconocido  en  el  concepto  de  expósita: 


Considerando  que  la  oblígncion  impuesta 
por  la*  expresada  cláusula  debía  cumplirla 
el  que  poseyese  el  mayorazffo  y  tuviera 
hermanas  legitimas,  porque  él  únicaroenie 
era  quien  podía  dotarías  como  le  pareciere 
del  usufructo  y  rentas,  y  no  de  la  propiedad 
de  los  bienes  ,  que  debian  pa8%r  íulegro«  al 
que  sucediera  en  aquel: 

Considerando  que  al  fallecimiento  de  don 
José  de  Guzman  pasó  la  mitad  de  los  b¡e* 
nes  en  que  consistió  la  vinculación  á  su 
hermano  D.  Antonio  como  sucesor  inmedia- 
lo,  y  no  como  heredero,  y  que  dicha  mitad 
no  es  nunca  responsable  á  las  deudas  con- 
ti aidas  por  el  poseedor  anterior,  según  lo 
dispuesto  en  el  arl.  2.''  de  la  ley  de  11  de 
octubre  de  1820.»  {Gac.  19  abril.) 

ARRENDAMIENTOS.  La  falta  de 
ctimpíimiento  de  las  condiciones  por  par- 
te del  arrendatario  ha  de  apreciarse  para 
el  desahucio  t  según  las  pruebas  que  se 
aduzcan  de  los  hechos,  y  no  á  satisface 
cion  del  arrendador. 

Sealcncia  de  7  de  abril  de  18G6. 


Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  Palma 
vAudienciadeMailorca  porD.  Juan  de  Su- 
reda  con  D.  Pedro  Juan  Jüan,  sobre  des- 
ahucio de  ciertas  fincas.  Eran  estas  el  pré* 
dio  llamado  Son  Veri  y  el  titulado  la  Co- 
ma,  ambos  del  Sureda,  que  los  arrendó  por 
seis  años  al  Juan  Juan  con  varios  pactos 
sobre  cierta  parte  de  frutos,  y  particular- 
mrute  aceite,  que  debía  entregar  cadíi 
año  y  cierta  recomposición  de  la  pared  ó 
tapia  de /a  Coma,  con  facultad  para  el 
dueño  de  despedir  al  arrendatario  caso 
de  incumplimiento,  lo  que  intentó  eu 
efecto  después  del  segundo  año,  por  de- 
manda que  fundó  en  el  modo  de  elaborar 
el  aceite  y  de  atender  á  la  reparación  dtí 
la  tapia  de  la  Coma.  Rechazada  la  de- 
manda por  Juan  Juan  y  veriiicadas  prue- 
bas testitical  y  de  i)osiciones  é  inspección 
pericial,  la  Audiencia  revocando  ta  seo- 
lencia  del  Juzgado  ab«olvió  de  la  deman- 
da; y  por  esto  interpuso  Sureda,  citando' 
coiiio  infringida  la  ley  de  8  de  junio  de 
i815  en  su  art.  5.*  y  alguna  doctrina  le- 
gal, recurso  de  casación  al  que  declaró 
uo  haber  lugar  el  Supremo  Tribunal: 

tiConsiderando  que  iiinilada  la  cuefilton 
del  pleito  á  averijj^uar  el  hecho  de  si  ei  colono 
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D.  Pedro  Juan  ha  cumplido  ó  no  las  condi- 
tioDfs  estipuladas  en  las  escrituras  de  los 
arrendamieal 06 ,  hecho  sobrr.  el  cual  se  han 
praclicado  pruebas  por  ambas  partes ,  que 
na  apreciado  la  Sala  sentenciadora  en  el 
concepto  det)ue  el  colono  hi^  cumplido  aque- 
llas condiciones,  sin  que  contra  esla  apre- 
ciación se  alegue  ley  alguna  ó  doctrina  le- 
gal  infringida;  la  ejecutoria  que  ha  absuelto 
de  la  demanda  al  D.  Pedro  Juan  no  ha  in- 
friogido  los  pactos  de  dichas  escrituras,  oí 
el  arl.  5.^  del  decreto  de  las  Corles  de  8  de 
julio  de  1813,  que  determinan  que  losar-  I 
riendos  de  predios  rústicos  hechos  por  tiem- 
po determinado  fenezcan  con  este  sin  nece- 
sidad de  mijluo  desahucio,  y  que  solo  po- 
drá el  dueño  despedir  ai  arrendatario  cuan* 
dono  pague  la  renta,  trate  mal  la  finca  ó 
no  cumpla  las  condiciones  estipuladas ;  sien- 
do además  inoportuna  la  citada  doctrina 
contenida  en  la  sentencia  de  14  do  diciem- 
t>re  de  185S,  que  se  refiere  á  un  contrato  de 
arrendamiento  por  tiempo  indeterminado.» 
(Gac.  22  abrü.) 

TiffTWAS.  Obligados  los  mineros  á 
indemmzar  daños  y  menoscabos  que 
de  cualquiera  modo  resulten  á  intereses 
ageiwSf  proviniendo  de  actos  voluntarios, 
no  vale  la  excepción  dt  que  no  existe  do- 
lo ni  culpa  y  j^tcaso  fortuito,  porqu€, 
aunque  el  hombre  puede  hacer  en  io  su- 
yo lo  que  quisiere,  débelo  facer  de  mane 
ra  que  non  faga  daño  nin  tuerto  á  otro, 

8EHTBNCIAS.  Si  son  nulas  las  que 
dan  mas  de  lo  que  $e  demanda ,  eHo  no 
se  etitiendCt  cuando  eii  caso  de  no  confor- 
midad sobH  el  tanto,  se  somete  esto  á  la 
apreciación  pericial. — PBUEBAS.— Lo 
dispuesto  en  el  art.  276  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  no  es  aplicable  á  las  di^ 
Itgencias  que  se  mandan  practicar  por 
autos  para  mejor  proveer.  | 

SeotenciA  de  9  de  aliril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Yalver- 
de  del  Camino  y  Audiencia  de  Sevilla  por 
i>.  Rodrigo  Pérez  de  Rebollo,  y  por  su 
moerte,  sus  herederos  con  la  "empresa 
minera  llamada  Tharsis,  sobre  indemni- 
zación de  perjuicios.  Eran  estos  ocasiona- 
dos á  la  dehesa  de  la  Tiesa,  propiedad  de 
Pérez  Rebollo,  por  los  humos  de  las  teleras 
de  calcinacioo  del  mineral,  y  por  el  infició- 
namieoto  que  ocasionaban  los  desagües 
de  taa  niioas  en  un  arrovo  donde  se  abre* 


vaha  el  ganado;  y  Rebollo  demandó  le 
abonase  la  empresa  5S,000  rs.  por  in- 
demnización, ó  si  no  se  conformaba  lo 
que  tasasen  peritos.  La  empresa  sostuvo 
su  no  obligación  de  indemnizar  alegando 
para  ello  varias  razones,  que  rebatió  el 
demandante,  y  como  eslo  inducia  la  no 
coorormidad  con  la  cantidad  expresada, 
hubo  lugar  á  estimación  pericial  que,  con 
incidentes  varios,  fué  fijada  en  70.000 
reales:  y  después  de  probanzas  varias  y 
alegaciones  oportunas,  ambas  sentencias, 
la  del  Juzgado  y  la  de  la  Audiencia,  con- 
formes condenaron  á  la  empresa  Tharsis 
á  pagar  70.000  rs.  por  indemnización  de 
daños.  La  empresa  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  infringido  en  su  con- 
cepto: 

1.  "  En  cuanto  se  le  consideraba  res- 
poi^able  y  se  la  condenaba  al  abono  de 
daños  y  perjuicios,  por  estimarla  culpa- 
ble, haciendo  consistir  esta  culpa  en  que 
pudo  evitar  los  daños  dejando  de  benefi- 
ciar los  minerales,  to'Jas  las  doctrinas 
legales  que  rechazan  que  se  dé  semejante 
extensión  á  la  culpa,  y  entre  ellas,  la  ley 
11,  tít.  oo,  Partida  7>,  la  jurisprudencia 
establecida  por  este  Supremo  Tribunal  cu 
sentencia  de  4  de  diciembre  de  KSo8 ,  y 
el  art.  5o  de  la  ley  de  miuas  de  6  de  ju- 
lio de  1859: 

2.  ^  En  cuanto  se  eslimaba  con  dere- 
cho á  Rehollo  á  reclamar  danos  y  pt»rjni- 
cios,  la  doctrina  admitida  por  los*^lribuna- 
los  (Je  acuerdo  con  la  opinión  de  Gregorio 
López  en  la  glosa  á  la  ley  22,  lll.  8.*, 
Partidas.*,  donde,  haciéndose  cargo  de 
que  el  arrendatario  no  estaba  obligado  á 
pagar  la  renta  en  el  caso  de  hueste  ó 
guerra  que  sobreveoia  y  le  privaba  de  los 
frutos,  señalalKi  como"  excepción  el  de 
que  la  guerra  hubiera  empezado  antes  del 
contrato  de  arriendo;  las  reglas  del  derecho 
22  y  25,  til.  34.  Partida  7.":  y  la  juris- 
prudencia establecida  en  sentencia  de  este 
Supremo  Tribunal  de  12  de  octubre  de 
1860: 

3.  *  La  ley  43,  til.  2.^  Partida  Z,\  y 
la  ri*gla  peocral  de  derecho  de  que  «solo  el 
perjudicado  en  un  asunto  el  que  líene 
acción  para  reclamar  el  perjoicioi  admi- 
tida por  los  tribunales  y  sancionada  por 
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jtnisrnuDENcu  mit. 


pero  develo  facer  de  numera  ^tie  non  faga 
daño ,  nin  tuerto  á  otro ,  principio  consigna- 


este  Supremo  en  sentencia  de  30  de  juoío 

de  4864;  por  cuanto  no  se  rechazó  la  plus  -  — ,  ,    ,o  .  ,  oo  d       o  •  ^ 
neticion  q^eontenia^l^^^^^^^^^  ■  ^J^^^^^^^^^ 

Hirse  los  perjuicios  ocasionados  antes  que  ;  dispowciones  contenidas  en  varias  leyes  de 
Rebollo  comprara  las  parles  de  dehesa:  ^  ■  ^^J^^  ^lulo  y  en  oirás  del  mismo  Código. 

4.**   La  ley        líl.  22,  Paríida  o.  ,  I    Cijnsíderando,  porconsíguienle,qaea(en- 
T  la  jnrisprudencía  cons'anle  q^ie  dedara  ;  didos  los  rundamenios  expuestos ,  no  son 
nulas  las  sentencias  en  que  se  da  al  actor  aplicables  al  punió  conirovertido  la  ley  11, 
•      *  til.  33  de  la  Parlida  7:*,  que  define  lo  que 

es  dolo,  culpa  y  caso  Tortuito ,  ni  las  demás 
'  que  se  cilan  relativas  á  la  diferente  clase  de 
culpa  que  debe  prestarse  en  alg^unos  contrs- 


mas  de  lo  que  pide ,  sancionada  por  este 
Supremo  Tribunal  en  las  de  10  de  ociu- 
bre  de  1867,  47  y  28  de  mayo  de  1858, 
18  de  marzo,  20  de  junio  y  12  de  octu- 
bre de  1859,  26  de  marzo  y  22  de  di- 
ciembre de  1860,  5  de  marzo  de  1861, 
29  de  oetuhre  de  1862,  y  oirás: 
'  1 5.*»  El  art.  276  y  el  303,  reglas  2.* 
y  8.*  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cíyíI, 
por  cuanto  se  apreciaba  el  testimonio  de 
peritos  sin  título  

£1  Tribunal  Supremo  declara  no  haber 
lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  las  partes  han  concre- 
tado la  cuestión ,  objeto  del  debate,  á  saber 
si  se  han  causado  en  la  dehesa  del  deman- 
dante los  daños  y  menoscabos  que  dice  ha- 
berle originado  la  emprf  sa  minera  Tharsis 
con  motivo  de  las  operaciones  de  su  indus- 
tria, y  el  importe  ó  cuantía  de  ellos,  y  si 
en  el  caso  de  ser  ciertos,  pesa  sobre  la  refe- 
rida empresa  la  responsabilidad  de  su  in- 
demnización con  arreglo  álo  establecido  por 
las  le^es  comunes: 

Considerando  que  siendo  el  primer  ox^ 
tremo  de  la  cuestión  de  mero  hecho,  y  ha- 
biéndose practicado  acerca  de  él  prueba  les- 
lifícal  y  pericial ,  la  ha  apreciado  la  Sala 
sentenciadora  como  ha  eslimado  justo ,  sin 
que  contra  dicha  apreciación  se  haya  citado 
infracción  de  ley  ó  doctrina  legal ,  que  pue- 
da ser  atendible: 

Considerando ,  en  cuanto  al  segundo  ex- 
tremo ,  ó  sea  si  la  empresa  está  obligada  á 
indemnizar  al  demandante  Jos  daños  que  ha 
suTrido  en  la  dehesa  de  sú  propiedad,  que 
proviniendo  estos,  no  de  caso  fortuito,  co- 
mo aquella  pretende ,  sino  de  actos  volunta- 
rios practicados  por  la  misma  en  utilidad 
y  beneficio  suyo,  puesto  que  son  el  resulta- 
do producido  por  el  humo  de  las  teleras  de 
calcinación  del  mineral  y  del  derrame  de  los 
pilones  y  ñl  i  raciones  de  la  mina  en  el  arro- 
yo que  servia  de  abrevadero  al  ganado ,  se 
halla  la  empresa  mencionada  constituida  en 
la  obligación  de  resarcir  los  perjuicios  y 
menoscabos  causados ,  pues  aunque  el  hom- 
bre pueda  hacer  en  lo  sayo  lo  que  quisiere, 


tos,  pues  aquí  no  se  trata  de  una  obligación 
qoe  reconozca  semejante  origen;  y  que  no 
se  ha  infringido  por  la  ejecutoria  la  regla 
14,  tít.  34  de  dicha  Partida,  á  la  que  no 
puede  darse  la  inteligencia  que  se  pretende, 
porque  no  autoriza  que  se  causen  perjui- 
cios á  otro  por  el  uso  que  haga  uno  de  su 
derecho,  lo  cual  debe  entenderse  con  las  li- 
mitaciones que  en  su  ejercicio  prescriben 
otras  disposiciones  legales;  que  tampoco  ha 

f)odido  serlo  el  art.  55  de  la  ley  de  6  dé  ju- 
lo de  1859  ya  citado  ,  en  el  que  se  consig- 
na terminantemente  la  obligación  de  indem- 
nizar con  arreglo  al  derecho  común  los  me- 
noscabos que  ocasione  la  explolacion  de  las 
minas;  y  que  no  se  ha  contrariado  la  doc- 
trina establecida  en  la  sentencia  de  este  Su- 
premo Tribunal  de  4  de  diciembre  de  1858, 
referente  á  una  cuestión  de  diversa  natura- 
leza que  la  presente,  y  que  debia  resolver- 
se conforme  á  las  circunstancias  del  casa 
que  fué  objeto  del  pleito: 

Considerando  que  aun  siendo  cierta  la 
doctrina  que  se  dice  admitida  por  los  tri- 
bunales sobre  la  inteligencia  de  la  ley  22, 
til.  8.**,  Partida  5.*,  no  seria  aplicable  al 
punto  debatido,  porque  por  mas  que  el  de- 
mandante adquiriera  algunas  partes  de  la 
dehesa  cuando  se  ejecutaban  ya  las  calcina- 
ciones ocasionales  del  daño,  no  por  eso  pue- 
de ni  debe  suponerse  que  lo  verificaba  con 
ánimo  de  consentir  los  perjuicios  que  se  la 
irrogasen,  renunciando  el  derecho  de  recla- 
marlos, y  que  carecen  igualmente  de  apli- 
cación las  reglas  22  y  25,  tít.  34  de  la  Par- 
tida 7/,  como  asimismo  la  doctrina  que  en 
conformidad  á  la  1/  de  dicha  regla  se  con- 
signa en  la  sentencia  de  este  Supremo  Trt- 
bunál  de  12  de  octubre  de  1860: 

Considerando  que  no  puede  servir  de 
fundamento  para  un  recurso  de  casación  ta 
pretendida  infracción  de  leyes  y  doctrinas 
referentes  á  excepciones  que  no  se  han  pro- 
puesjto  oportunamente  ni  sido  por  fo  (anic» 
objeto  de  discusión  en  el  pleito,  no  podiendo 
por  lo  mismo  tomarse  en  cuenta  las  que  se 
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%\eptn  por  no  hAb«*i'se  desestiiimdo  |>or  la 
«  jecatorla  la  plua  pel'ic'ton  que  iuexaolaman* 
te  se  dice  eonlenia  Ja  demanda,  limilada  á 
la  indemnización  de  los  daños  y  menosca- 
bos orígfinados  al  demandante  en  la  dehesa 
de  ta  Tiesa: 

Considerando  que  aunque  este  pidió  en 
primeí'  término  la  cantidad  de  55.000  rs. 
eomo  indemnización  do  loe  expresados  da- 
ños, reclamó  también  Ja  suma  qu^en  defec 
lo  de  conformidad  de  las  parles  señalasen 
peritos  nombrados  con  arreglo  á  las  leyes, 
y  que  no  habiendo  habido  aquella  conformi- 
dad y  sometidose  el  punto  sobre  la  existen- 
cia y  cuantía  de  los  aaoos  al  juicio  pericial, 
la  semencia  que  ,  conformándose  con  estn, 
condena  á  la  empresa  recurrente  á  la  canti- 
dad apreciada  no  infringe  la  ley  t6 ,  tít.  22, 
Partida  3.^,  ni  la  jurisprudencia  sancionada 
en  las  de  este  Supremo  Tribunal ,  de  acuer- 
do con  la  raferida  ley  que  á  este  propósito 
se  citan: 

Y  considerando  que  lo  dispuesto  en  el 
art.  276  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
no  es  ni  puede  ser  aplicable  á  las  diligencias 
aue  con  arreglo  al  48  de  la  misma  se  man* 
dan  practicar  por  auto  para  mejor  proveer, 
y  que  además  ni  la  infra(fcion  de  aquel  ar- 
tículo ni  la  del  303,  que  establece  las  reglas 
con  sujeción  á  las  cuales  ha  de  verificarse 
el  juicio  de  peritos,  podrían  servir  de  moti- 
vo para  un  recurso  de  casación  de  la  índole 
del  presente,  biendo  por  lo  tanto  inoportuna, 
en  el  concepto  en  que  se  alega,  la  cita  de  la 
doctrina  contenida  en  las  sentencias  que  en 
último  lugar  se  enumeran.»  {Gao.  22  abril.) 

BSGISTBO  DE  LA  PROPIEDAD. 

La  inscripción  en  el  registro  de  la  pro^ 
piedad  no  es  un  modo  de  adquirir  el  do- 
minio, ni  la  falta  de  inscripción  de  la  de- 
claración que  hace  un  comprador  de  que 
compró  para  olra  determinada  persona 
obsta  á  esta  para  ejercitar  sus  derechos 
de  dominio. 

SMtMcia  di  9  de  úñ\  de  1866. 

Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  Bar» 
cdttNHi  y  su  Audiencia  territorial  por  don 
José  Fout  de  Ámat  coa  D.  Cloy  Col!,  so-* 
bre  d&^haucio. 

D.  Juau  Font  de  Araal  compró  judi- 
cialmente una  casa  de  D.  Eloy  Coll  á 
quiea  requirió  eo  e)  acto  de  dársele  la  po- 
Msioo  para  que  la  desocupara ;  y  á  los 
ocbo  dias  nianifestó  el  mismo  Font  que 


hat)»a  comprado  por  eoenla  de  su  hermn- 
00  D.  José  y  para  este,  y  por  lo  ixiimuq 
cedía  á  dicho  su  hermano  todos  los  dere- 
chos adquiridos  con  el  de  propiedad ;  cu- 
ya cesión  fué  admitida  por  ñuto  de  20  de 
agosto  de  aquel  ano  1863.  En  29  do  se- 
tiembre D.  josé  Font  demandó  á  Coli  pa- 
ra Que  desocupase  la  casa ,  diciendo  ejer- 
eilaba  la  acjciou  de  dominio,  á  lo  que  se 
opuso  Goll  desconociendo  eo  él  esta  cua- 
lidad, por  cuanto  la  venta  no  se  babia  he- 
cho á  é\f  sino  á  su  hermano,  y  ta  cesión 
ée  este  no  se  habia  inscrito  en  el  registro 
de  la  propiedad.  El  Juzgado  condenó  tí 
Coll  á  desocupar  deniro  de  15  dias  y  en 
las  costas;  la  Audiencia  coníirmó;'Coll 
apeló  á  la  casación  citando  como  infrin- 
gidas 1^8  leyes  i.',  2.\  3.*,  4/,  5/  v 
7/,  tít.  16,  lib.  40  de  la  Nov.  Recop.  y 
la  ley  hipotecaria;  y  el  Supremo  Tribunal 
declaró  no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  hecho  f  I  remate  de  la 
cata  en  cuestión  por  D.  Juan  Font ,  y  paga- 
do 8U  importe,  al  declarar  que  lo  habia  ve- 
rificado para  su  hermano  D.  José,  diciendu 

2ue  se  extendiera  la  escrilura  en  nombr*; 
e  este ,  no  hizo  una  traslación  de  dominio, 
sino  una  declaración  de  que  habia  obrado 
en  representación  de  D.  José,  para  cuyo  ac- 
to no  se  requiere  la  inscripción  en  el  regis- 
tro de  la  propiedad: 

Considerando  que  una  vez  posesionado 
de  la  casa  D.  José,  pudo  deducir  la  aécio'i 
de  desahucio,  como  lo  hizo  contra  el  enton- 
ces inquilino  D.  Eloy  Coll ,  norque  desdo 
aquel'  momento  era  ya  verdadero  dueño 
propietario  de  la  finca  vendida  en  público 
remate: 

Considerando  q\m  las  leyes  citadas  1.*. 
2.»,  3.»,  4.*,  5.**  y  del  líl.  16,  li- 
bro 10  de  la  Nov.  Recop. ,  las  cuatro  pri- 
meras tratan  del  estlablecimieiUo  de  las  an- 
tiguas contadurías  de  hipotecas  para  que 
constasen  los  gravámenes  de  las  lincas  ,  de 
lo  que  aquí  no  se  trata,  y  que  además  han 
caducado  ya  con  la  nueva  ley  hipolecari.*.; 
y  que  las  otras  dos ,  5.*  y  7.*,  no  existen 
porque  el  titulo  á  que  se  contraen  no  tieni> 
mas  que  las  cuatro  ya  explicadas,  no  sion^ 
do  por  tanto  aplicadas  al  caso  presente  nin- 
guna de  las  seis  leyes  que  se  citan. 

Considerando  que  también  se  supone  in- 
fringida la  vigente  ley  hipotecarla,  sin  qn«> 
se  señala  ninguno  de  los  muchos  articu  oh 
de  que  se  compone  ,  cuya  vaguedad  en  «^1 
modo  de  citar  l.eyes  no  os  admisible,  seguñ 
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lo  tiene  declarado  repetidas  veces  este  Su- 
premo Tríboiul ;  no  siendo  por  otra  parlA  U 
inscripción  en  el  registro  de  la  propiedad 
un  modo  de  adquirir  el  dominio  de  las  cosas, 
ni  necesaria  para  que  el  propieliMrio  de  una 
(íasa  ejercite  la  acción  de  desahucio  contra 
im  inquilino,  como  aquí  lo  ha  hecho  O,  José 
Fonl.»  (Gac,  22  abril.) 

INCIDENTES.   El  auto  para  me» 

jor  proveer  no  es  un  incidente  de  los 
reconocidos  como  íales  por  la  ley  de  En- 
juiciamiento  civil,  y  las  partes  no  iietíen 
en  ellos  otra  intervención  que  la  que  to* 
xativamente  les  señale  el  mismo  auto. 

Sí^ntencia  de  9  de  abrilde  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  dQ  Gero- 
na y  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  entre  Pascual  Arti|as  y  su 
mujer  María  Ventura  Piferrer,  con* don 
José  Aurich,  sobre  retrovenla  del  manso 
Piferrer  y  abono  de  deiperfectos.  Conde- 
uado  Aurich  en  primera  instancia  á  di* 
niitir  la  casa  manso  Piferrer,  en  el  térmi- 
no de  diez  dias,  apeló  este,  y  sustancia- 
(io  el  pleito  en  segunda  inslaucia  se  man- 
dó por  auto  para  mejor  proveer  practicar 
cierto  reconocimienloquesedió  porlermi- 
nado  sin  que  las  partes  reclamasen,  aun- 
(juc  después  pretendieron  Artigas  y  su 
mujer  que  continuase  para  hacer  constar 
vanos  extremos  á  lo  que  se  declaró  no 
haber  lugar,  y  «e  falló  en  el  mismo  dia 
sobre  lo  principal,  confirmando  lu  senten- 
cia con  cierta  modificación.  Suplicaron 
Artigas  y  su  esposa  y  denegada  la  súpli- 
ca, suplicaron  de  esta  denegación,  que 
tampoco  hubo  lugar;  interpusieron  des- 
pués recurso  de  casación  contra  el  fallo 
dellnitivo,  citando  como  infringidas  varias 
leyes  y  los  arts.  66  y  890  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil ;"y  el  TribunarSu- 
premo  por  su  sentencia*  de  9  de  abril  de- 
clara DO  haber  lugar  á  él: 

((Considerando  que  el  auto  de  para  mejor 
proveer  no  es  un  incidente  de  los  reconoci- 
dos como  tales  por  la  ley  de  Eojuictamiento 
civiK  ni  en  ellos  se  da  otra  inlerveticion  á 
las  partes  que  la  que  el  mismo  auto  taxati- 
vamente les  señala,  y  que  por  tanto  la  Sala, 
al  neg^ar  á  Artigas  las  pretensiones  que  qui- 
so introducir  sobre  lo  practicado  en  virtud 
d«l  ^uto  que  dio  la  niisma»  no  ha  infringido 


los  arts.  66  y  890  de  dicha  ley  i  porque  es- 
tos tratan  solo  de  ios  incidentes  propiamen- 
te dichos.D  {Gac,  26  abril.) 

PRUEBAS.  Para  interponer  re- 
curso de  casación  por  infrcuxion  de 
ley  sohre  el  fondo  de  la  cuestión  del  plei' 
to ,  debe  atenderse  álave%isi  dicha  tn- 
fraction  deja  de  serlo  por  la  apreciación 
que  haxjájtecho  el  tribunal  de  las  pruebas 
suministradas ;  y  si  se  interpone  por  esti 
motivo  debe  citarse  también  la  ley  que  se 
iufraige  con  la  apreciación. 

Senleic  a  de  12  de  abril  de  i  S  66. 

Pleito  seguido  en  uno  de  ios  Jtizgados 
de  Madrid  y  su  Audiencia  territorial  por 
D.  José  Gómez  Alonso,  y  por  su  muerte 
sus  hijos  y  herederos,  contra  doña  Ber- 
nardina y  D.Juan  Muño?  Serrano,  y  por 
muerte  de  este  sus  hijos»  sobre  desahucio 
de  una  tierra.  Estaba  está  situada  á  ¡a 
salida  de  la  puerta  de  Alcalá  en  Madrid, 
á  )a  derecha,  y  la  habla  adquirido  Gómez 
por  permuta  coQ  U.  Juan  de  las  Muelas, 
el  cual  había  anteriormente  litigado  por 
ella  con  doña  Ana  Serrano,  causante  de 
los  demandados,  que  la  poseía  como  anle9 
su  madre,  en  concepto  del  (ieinandante  y 
antes  de  Muelas  como  simples  colonos  o 
arrendatarios,  pero  sin  que  tales  quisie- 
ran coocepluafse.  Demandados  de  de- 
sahucio los  Muñoz,  opusieroti  la  falta  de 
personalidad  ó  derecho  de  Goaiez  y  de  su 
causante  Muelas  negando  referirse  los  tí- 
tulos en  que  se  apoyaban  á  las  tierras  que 
sé  demandaban  á  pesar  de  los  lindes  que 
se  alegaban ;  y  en  efecto  atendidos  los  an- 
tecedentes que  omitimos  por  difusos  y 
poco  dirccXos,  había  lugar  á  dudar  mucho 
sobre  la  identidad  de  la  (inca.  Seguido  el 
litigio  por  todos  sus  trámites,  la  Atidien- 
ciá,  revocando  el  fallo  del  inferior,  decía* 
ró  procedente  el  desahucio  y  condenó  á 
los  demandados  á  que  dejasen  libre  la 
tierra  á  los  actores,  reservando  á  estos 
cualesquiera  acciones  que  como  á  dueños 
les  compitieren.  Contra  este  fallo  interpu- 
sieron aquellos  recurso  de  casación  ,  por 
haberle  en  su  concepto  infringido  la  ler 
59,  tít.  2.*,  Partida  3.*,  con  la  regla  Í!í  del 
derecho;  las  leyes  45,  tít.  7.*;  36  y  37^ 
tít.  18,  y  el  primer  otrosí  de  la  <o/tíiu- 
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lo 22,  Partida  3/;  las  leyes  48,  til.  5.* 
por  analogia  y  28  v  57 ,  til.  44,  Partida 
5/;  la  lev  28.  tít/2  %  Partida  5.*;  las 
^8, 19  v'21 ,  tfl.  29  de  la  misma;  y  la 
ley29.Ut.  2:%  Partidas/. 

El  Tribunal  Supremo  fallé  no  haber  lu- 
gar al  recurso: 

«Considerando  que  apreciadas  las  pruebas 
por  la  Sala  sentenciadora^  y  habiendo  esU- 
tuadn  que  los  demandantes  estin  en  lugar  de 
dueños  de  la  tierra  de  la  oiiesiion  por  virtud  de 
la  permuta  celebrada  en  1846,  y  los  deman- 
dados en  la  clase  de  colonos  de  ella;  sin  que 
contra  estas  apreciaciones  se  alegue  infrac- 
cioQ  de  ley  alguna  ó  doctrina  legal  admitida 
por  Ja  jurisprudencia  de  los  tribunales  ,  la 
ejecutoria  declarando  haber  lugar  al  desahu  • 
eio  y  condenando  á  los  recurrentes  á  que 
dejen  la  tierra  deslindada  en  la  demanda  li- 
bre y  desembarazada  á  disposición  de  los 
demandantes,  á  quienes  reserva  su  derecho 
^re  otras  acciones  que  les  compelan ,  no 
ha  infringido  la  ley  39,  tít.  2.^,  Partida  3.*, 
<^ue  entre  otras  cosas  manda  se  condene  en 
costas  al  demandante  que  no  prueba  su  ac- 
ción, ni  la  regla  12  del  derecho ,  ni  las  leyes 
15.  lít.  7.^  36  y  37,  til.  18,  y  13,  til.  32 
de  la  misma  Partida  3.^: 

Considerando  que  tampoco  ha  Infringido 
las  leyes  7.»,  16  y  22,  til.  22  de  dicha  Par- 
tída ,  que  tratan  de  los  pleitos  que  pueden 
librarse  llanamente  por  sentencia,  deque  no 
vale  el  juicio  sobre  cosa  que  no  fué  deman- 
liada  y  de  cuáles  mandamientos  no  tienen 
fuHfza  de  juicio;  porque  la  sentencia  no  ha 
fallado  actualmente  sobre  la  propiedad  de  la 
linca  de  que  se  trata,  sino  que  na  conside- 
rado el  contenido  del  expediente  de  mos- 
trencos como  una  prueba  mas  del  arrenda- 
luierito  celebrado  por  la  madre  de  los  recur- 
reotes:  ^ 

Considerando  oue  no  habiendo  estimado 
la  Sala  sentenciadora  la  excepción  de  la  po- 
sesión alegada  por  los  demandados,  puesto 
que  les  considera  colonos  que  poseen  a 
nombre  del  dueño,  la  ejecutoria  no  ha  podi- 
do infringir  la  ley  28,  til.  2.®,  Partida  3.', 
que  traía  del  pro  que  viene  de  la  posesión 
de  las  cosas: 

Considerando  que  es  inoportuna  la  cita  de 
las  leyes  18,  19  y  21 ,  lít.  29  de  la  misma 
Partida ,  que  hablan  de  la  prescripción  del 
dominio  por  uiedio  de  la  posesión,  porque 
t-éia  excepción  se  alega  ahora  y  no  ha  sido 
o^eto  del  débale  durante  el  pleito: 

Y  considerando  que  eslimada  por  la  Sala 
•a  identidad  d&la  fíuca  según  los  méritos  de 


lo4  autos,  sin  que  contra  esta  apreciación  se 
alegue  tampoco  infracción  de  ley  alguna  ó 
doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  ,  no 
puede  decirse  que  la  ejecutoria  infringíanse 
Iry  que  ordena  que  la  demanda  debe  diri- 
girse contra  el  tenedor  de  la  cosa  litigiosa.» 
(Gac.  26  abril.) 

mmmíik^mimmu. 

••«S«nelos«  «dmliiliitratlv»*. 

PBOCBDIMIENTO  CONTENCIO- 
SO-ADMINI8TBATIVO.  En  to^p/efi 
tos  de  mayor  cuantía  ó  de  cuanlia  in- 
apreciable no  puede  admitirse  ni  sustan- 
ciarse el  recurso  de  nulidad,  sino  se  ka 
interpuesto  conjuntamente  ó  ála  par  el 
de  apslacion. 

B.  D.-S.de24demaTzi  de  1866. 

Pleilo  seguido  en  el  Consejo  do  Estado 
por  D.  Ramón  Martínez  con  la  Hacicmhi 
pública  en  apelación  de  una  seoleucia  del 
Consejo  provÍDcial  de  Oviedo  que  dejó  sin 
efecto  por  este^npcránea  cierta  demanda 
del  mismo.  El  presbítero  D.  José  Jovc, 
cura  párroco  de  Santa  Maria  de  Bayo, 
acudió  en  agosto  de  186i  al  Gobernador 
de  Oviedo  solicitando  se  le  concediera  el 
arrendamiento  que  siempre  tuvieron  sus 
antecesores  de  la  tierra  llamada  de  Las 
Traviesas,  en  la  cual  se  había  inlrur^ado 
D.  Ramón  Martínez  desde  el  rallecimiento 
del  ültimo  arrendador.  Ei  Gobernador 
prévio  informe  que  pidió  á  la  Administra- 
ción principal  de  propiedades  y  derechos 
del  Estado  y  á  pesar  de  la  oposición  do 
Martínez,  accedió  á  la  petición  de  Jovo 
en  providencia  de  24  de  noviembre  du 
1864.  Notificado  Martínez  presentó  una 
después  de  otra  diferentes  exposiciones  al 
Gobernador  sin  otro  resultado  que  el  de 
que  el  Gobernador  sostuviera  su  providen- 
cia por  otra  de  6  de  marzo  de  4865:  y  en 
5  de  abril  acudió  de  nuevo  Martínez  pi- 
diendo al  Gobernador  la  remisión  de  los 
antecedentes  al  Consejo  provincial  par.i 
que  este  decidiera  en  juicio  contencioso- 
administrativo,  como  decidió  en  efecto, 
seguido  el  pleito  por  todos  sirs  trámites, 
declarando  sin  efecto  la  interposición  de 
la  demanda  por  no  haberse  presentado  tu 
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tiempo,  Martínez  interpuso  recurso  de 
nulidad,  y  admitido,  á  consulta  del  Con- 
sejo  de  Estado  y  en  vista  del  art.  75  del 
reglamento  de  Consejos  provinciales  de- 
clara  no  haber  lnp:ar  al  recurso: 


«Considerando  que  la  importancia  de  este 
negocio  es  inapreciable  por  tratarse  en  éJ 
del  derecho  preferente  al  arriendo  de  ciertas 
tierras,  y  que  en  tal  concepto  debe  calificar- 
se de  mayor  euanlia: 

Considerando  que  en  los  pleitos  de  esta 
clase  no  puede  ejercitarse  el  recurso  de  nu- 
lidad sin  que  á  fa  vez  se  interponga  también 
el  de  apelación ,  según  lo  prescrito  en  el  ar- 
flculo  75  del  reglamento  de  los  Consejos 
provinciales: 

Y  considerando,  por  consecuencia,  que 
por  el  hecho  de  haberse  prescindido  de  tan 
terminante  disposición  utilizando  únicamen- 
te el  recurso  de  nulidad,  no  debió  este  ad- 
mitirse por  el  Consejo  provincial ,  ni  puede 
tampoco  progresar.  (Gac,  29  a6rt/.) 

OONTBIBUCIONES  INDIREC- 
TAS. Las  cuestiones  que  $e  refieren  á 
esta  clase  de  contribudottes ,  incltm  la 
de  aduanaSf  en  twigun  caso  son  de  la 
competencia  de  la  Administración  conten- 
ciosa,  por  mas  que  á  la  Administración 
competa  aplicar  las  leyes ,  é  imponer  pe- 
na$,  para  la  exacción  de  esas  mismas 
contribuciones. 

R.  D.-S.  deSide  mmo  de  i866. 

Pleito  sei^uido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  la  Hacienda  pública  con  D.  Pelayo 
Cabeza  de  Vaca,  vecino  de  Valladolíd, 
cosechero  de  vino,  en  apelación  de  una 
sentencia  de  aquel  Consejo  provincial,  dic- 
tada en  pleito  sohre  pago  de  derechos  de 
consumo.  Dicho  D.  relavo,  solicitó  del 
Gobernador  que  en  vista  de  que  el  vino 
de  su  cosecha  que  babia  introducido  ha- 
bia  degenerado  en  vinagre,  se  trasladara 
á  esta  última  especie  el  cargo  que  le  re- 
sultara de  la  primera  y  se  le  declarase  li- 
bre del  pago  de  rs.  43  cénts.  que 
por  la  Administración  de  Hacienda  pública 
se  le  exigía.  El  Gobernador  dió  providen- 
cia en  contrario,  y  el  interesado  acudió  al 
Consejo  provincial,  quien  falló  que  pagase 
aquel  caldo  con  arreglo  á  la  última  tarifa 
y  no  conforme  á  la  que  regia  en  1862,  y 
que  no  se  diera  por  consumido,  para  que 
pagase  como  tal  vino  cuando  se  convirtió 


en  vinagre.  La  parte  de  la  Hacienda  pú- 
blica apeló  y  pidió  la  nulidad  de  las  ac- 
tuaciones del  Consejo  provincial  por  ser 
incompetente  en  la  materia:  y  á  consulta 
del  de  Estado,  por  R.  D.-S.  de  24  de 
marzo,  se  declaran  ambos  extremos  en  ios 
términos  siguientes: 
«Visto  el  expediente  gubernativo....: 
Visto  el  art.  4.®  de  la  R.  O.  de  20  de  se- 
tiembre de  !852 ,  que  dispone  siga  la  Admi- 
nistración activa  entendiendo,  como  has'a 
ahora,  de  las  cuestiones  sobre  la  aplicacmu 
de  las  leyes  que  regulan  los  impuestos  in- 
directos: 

Vistos  los  párrafos  primero  y  segundo  d« 
los  consagrados  en  el  preámbulo  de  esta  real 
orden  á  la<<  contribuciones  indirectas  aM  con- 
cebidos: «Para  hacer  efectivas  las  contribu- 
ciones indirectas,  comprendidas  las  de  adua- 
nas, corresponde  también  á  la  Adminisirn- 
cion  activa  la  inmediata  aplicación  de  la 
ley ,  y  por  su  exacción  y  la  imposición  de 
recargos  ó  multas  en  calidad  de  medios 
coercitivos  de  acción  que  facilitan  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones. 

Pero  laH  reclamaciones  de  loa  particulares 
á  que  dé  lugar  la  exacción  de  estos  impues- 
tos, nunca  podrán  tener  el  carácter  de  con^ 
tencioso-administratívas,» 

Considerando  que  aquí  se  trata  de  una 
contribución  indirecia,  y  las  cuestiones  que 
á  estas  contribuciones  se  refíer-en  en  ningún 
easo  pueden  tener  el  carácter  conlenctoso- 
administrativo,  según  la  citada  real  érden 
y  su  preámbulo: 

Conformándome  ele,  vengo  .en  declarar 
incompetente  á  la  Administración  conlencii>- 
sa  en  este  asunto ,  y  nulo  en  consecuencia 
el  fallo  apelado  con  todas  las  actuaciones  de 
la  primera  instancia,  reservando  al  ape\ado 
el  derecbo  que  entienda  tener  para  que  use 
de  él  donde  como  corresponde.»  (Gao.  2 
mayo.) 

DSHE8ASBOYALBS.  Siendo  in- 
cuestUmable  la  facultad  que  reside  en  el 
•  Gobierno  para  designar  La  finca  que  ha- 
'  ya  de  destinarse  de  entre  las  que  fueran 
propias  de  un  pueblo  á  los  ganados  de 
labor,  es  indubitable  que  pro] e fie  la  anu- 
lación de  la  venta,  con  indemnización,  áz 
la  elegida  por  un  pueblo  cuando  la  elec- 
ción hedía  antes  merece  su  aprobación. 

fi.D.-S.  de  24  it  narx<»  de  1866. 

Pleito  seguido  ante  el  Cctns<»jo  de  Esia- 
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do  por  D.  Benito  Osnia  con  la  Admini?- 
iracion  general,  sobre  revocación  ó  subsis- 
tencia de  una  real  orden  qne  dtn'larando 
nula  la  venta  de  la  dehesa  Encinal  proce- 
dente de  ios  Propios  de  Aliseda  en  la  pro- 
vincia de  CtTceres  mandó  indemnizar  al 
comprador  Osma.  Este  ha  pretendido  se 
anule  la  real  órden  y  se  deje  subsistente 
la  venta  á  su  favor  y  con  vista  de  la  ley 
instrucción  de  W  de  julio  de  1856,  se 
decide  ío  contrarío,  á  consulta  del  Canse- 
jo  de  Estado  porR.  D.-S.  de  24  de  marzo: 

aConsideraiido  que  el  Ayuntamiento  de 
Aliseda  solicitó  para  dehesa  boyal  en  no* 
viembre  de  1858,  np  solo  la  llamada  de  En- 
citial,  sino  también  la  que  se  denominaba 
Citíreleru ,  cuando  no  estaba  anunciada  la 
v<»Qla  de  ninguna  de  ellas,  habiendo  limita- 
do á  la  primera  el  Gobernador  de  Cáceres 
la  peticioo  por  creer  excesiva  la  de  ambas: 

Consideramlo  que  sin  decidirse  aquella 
rectamacíoQ  se  anunció  la  venta  del  Encinal, 
lo  que  díó  ocasión  á  nueva  instancia  del 
Ayuntamiento,  que  reiteró  cuando,  sin  em- 
bargo de  ella,  se  realizó  la  enajenación: 

Considerando  que  los  Ayuntamientos  pue- 
den pedir  que  se  exceptúen  de  la  venta  las 
lineas  que  según  ta  ley  deben  exceptuarse, 
ñempre  que  aquella  no  se  haya  verificado; 
y  que  al  obrar  así  el  de  Aliseda,  usó  de  su 
drrecho  sin  lastimar  ningún  otro,  porque  no 
existia: 

Considerando'que  la  preferencia  dada  al 
expediente  de  enajenación  de  la  dehesa  el 
Encinal  sobre  el  anterior  de  su  excepción  no 
podía  perjudicar  al  derecho  det  Ayunta- 
miento, ni  ser  un  obstáculo  para  el  cumpli- 
niieiilo  de  la  ley,  que  no  puede  ser  eludida 
\rar  tales  medios. 

Considerando  que  en  el  caso  recordado 
l>or  el  den>andante  y  decidido  por  mi  real 
dvfcrelo-senlencia  de  ^  de  marzo  de  1864 
hiparte  de  otras  diferencias  esenciales,  con- 
ciirrina  la  de  no  haberse  pedido  ,  la  excep 
c:ofi  de  la  tinca  reclamada  nasla  mucho  des< 
pues  que  se  realizó  la  venta,  lo  cual  produ- 
ce una  absoluta  disparidad  enlre  este 
aquel: 

'  Considerando  que  el  Gobierno  tiene  facol 
lad  para  designar  la  finca  que  haya  de  des- 
hilarse á     ganados  de  labor,  y  para  anu< 
lar  su  venta  cuando  se  h^ya  enajenado  sin 
respetar  los  derechos  de  los  pueblos; 

Conformándome  etc.,  vengo  en  confirmar 
la  real  orden  reclamada,  ab<«olviendo  de  la 
demanda  á  la  AdminUtracion »  {Gao,  4 
wutyo.) 


DBS  AlfOBTIZ  ACION.  Cuando  en 
a  subasta  de  bienes  nacionales  sSfija  cuan" 
titativameuteel  terreno  enajenado  el  com- 
pradorno  tiene  derecho  á  mas  terreno  qm 
el  prefijado;  ni  la  Administración  puede 
cederlo  sin  preceder  subasta. 

t.  D.-S.  de7deabnNei866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  D.  Ramón  Martínez  y  Fernandez  con 
a  Administración  general  coadyuvada  con 
otros,  sobre  revocación  ó  subsistencia  de 
una  real  órden  relativa  á  la.venu  del  ex* 
convento  de  Jesiís  en  la  villa  de  Ante- 
quera: 

A  los  doce  anos  de  poseer  Martinez  ese' 
edíKcio  que  se  enajenara  en  estado  rui- 
noso como  midiendo  1551  varas  de  super- 
ficie, y  con  exclusión  cde  la  iglesia,  coro, 
sacristía,  entradas,  servidumbres  y  sali- 
das de  ella,»  se  suscitó  cuestión ,  con 
motivo  de  pretender  este  que  le  perjudi- 
caban las  obras  que  el  cura  párroco  en- 
cargado de  la  iglesia  y  cierta  cofradía  pro- 
yectaban, sobre  si  se  comprendieron  eu 
ía  subasta  la  escalera  y  corredor  que  cod^ 
ducian  a  hi  tribuna  como  sostenía  Martí- 
nez y  negaban  los  dichos  ioteresados.  Se- 
guida la  contención  en  su  día  y  practicada 
la  medición  de  la  tinca ,  recayó  en  12  de 
noviembre  de  1862  una  resolución  de  la 
junta  provincial  de  rentas  para  cuyo  cum- 
pltmiuQto  se  practicaron  uuevas  medicio- 
nes y  resultando  divergencia,  se  procedió 
á  la  inspección  ocular  y  pericial  por  ante 
el  Juez  de  primera  instancia,  de  la  que  re- 
sultó entre  otras  cosas  exceder  todavía  la 
superficie  que  restaba  después  de  todas 
las  esclusionesa  la  determinada  en  la  su^ 
basta,  y  en  vista  de  todo  una  R.  O.  de 
23  de  febrero  de  1864,  declaró  que  en  la 
subasta  no  se  habían  comprendido  las  en  • 
tradas  y  servidumbres  de  la  iglesia,  coro 
y  sacristía,  y  que  Martinez  debía  abonar 
el  valor  del  terreno  que  disfrutaba  con  ex* 
ceso  á  la  medida  consignada  en  la  subasta. 
Contra  esta  real  órden  acudió  el  intere- 
sado al  Consejo  de  Estado,  y  á  consulta 
de  este  .después  de  seguido  el  pleito  por 
sus  trámites,  y  por  K.  D.*S.  de  7  de 
abril  se  confirma  en  parte  aquella  real 
órden  en  los  términos  siguientes: 
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«Considerando  que  ía  parle  del  convenio 
de  Je8Ú9  8e  Anlequera ,  comprada  por  el 
demandante  en  noviembre  de  1848,  com- 
prendía una  extensión  determinada  de  super- 
ficie, fijada  en  1.551  varas: 

Considprando  que  los  reconocimientos  y 
declaraciones  periciales  que  existen  en  este 
expediente  acreditan  plenamente  que  Martí- 
nez posee  desde  el  mibmo  año ,  no  solo  aque- 
lla extensión  de  terreno  y  toda  la  parte  de 
)a  finca  que  subastó ,  sino  también  algunas 
varas  mas  de  las  expresadas  en  ios  anun- 
cios: 

Considerando  que  al  valor  de  aquellas 
pruebas  se  agregan  el  silencio  del  compra- 
dor por  espacio  de  12  años  y  el  hecho  de  ha- 
ber aislado  su  propiedad  por  medio  de  una 
pared  ó  tabique,  poco  tiempo  después  de 
haberla  adquirido: 

Considerando  que  no  habiendo  comprado 
ni  pagado  mas  terreno  que  el  que  se  expre-* 
t«ó  en  ta  subasta ,  carece  de  título  para  rete- 
ner el  que  excede  de  las  1.551  varas  en  ella 
comprendidas: 

Considerando  que  la  adjudicación  del  ter- 
reno excedente  hecha  al  demandante  por  la 
real  orden  reclamada ,  mediante  el  pago  de 
8U  valor,  equivale  á  una  enajenación  sin  su- 
basta, qtie  no  está  en  las  faoutlades  de  la 
Administración;         '  ' 

Conformándome  etc.,  vengo  en  confirmar 
la  real  orden  origen  de  la  demanda ,  en  cuan- 
to por  ella  se  revocó  el  acuerdo  de  la  junta 
superior  de  ventas  dtí  bienes  d*-!  listado  de  12 
de  noviembre  de  1862,  decluruiido  que  en  la 
enajenación  del  ediñcio-convento  ya  indicado 
no  se  comprendieron  las  localidades  que  sir- 
ven de  entrada  y  salida,  y  en  que  tien»n  lugar 
las  servidumbres  de  la  iglesia  ,  coro  y  sacris- 
tia ,  las  cuales  |>erleuecen  á  la  misma  iglesia; 
y  en  dejarla  sin  efeclo  en  su  segunda  parte 
disponiendo  que,  previo  el  deslinde  del  ter- 
reno que  el  demandante  posee,  además  de 
las  1.551  varas  compradas  ,  proceda  la  Ad- 
ministración con  arreglo  á  las  leyes.»  (Gace- 
ta 10  mayo.) 

Conviene  consultar  las  Ra,  Ords.  de  21  de 
abril  de  1861  y  24  de  diciembre  de  1862  en 
el  tomo 6.*»,  págs.  94  y  106,  y  el  R.  D.-S.  de 
27  de  enero  de  1863  en  el  tomo  7.^  pág.  67. 

BIENES  DE  APROVECHAMIEN- 
TO COMUN.  Los  aprovechamientos 
que  disfrutan  en  tomun  los  pueblos  ó  sus 
vecinoSt  siquiera  su  propiedad  ó  dominio 
directo  s^an  de  particulares,  y  su  apro- 
vechamiento se  funde  en  contratos  con 


carácter  de  perpetuidad ,  son  de  la  íns- 
peccion  de  ta  autoridad  admiiHstrativd 
en  la  forma  establecida  por  la  ley. 

B.  D.-S.  de  7  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 

for  la  Administración  con  los  vecinos  de 
uenles  de  Oñoro,  sobre  revocación  de 
una  sentencia  del  Cousejo  provincial  d(^. 
Salamanca  en  la  parte  que  declara  estar* 
exentos  de  toda  iaspeccipn  de  la  autori- 
dad administrativa,  los  terrenos  de  labor 
y  monte  y  pasto  de  su  término  jurisdic- 
cional. Son  estos  terrenos^  según  se  infie- 
re, de  las  casas  de  Castclar  y  Salcedo,  que 
le  dieron  sus  aprovechamientos  al  común 
de  vecinos  medíante  la  prestación  de  un 
canon,  aunque  no  se  conservan  en  el  ar- 
chivo del  Ayuntamiento  los  comprobantes 
de  la  cesión  por  haber  desaparecido  eo 
la  guerra  de  la  indepeBdeocia  hasta  los 
registros  parroquiales;  pero  el  pueblo  no 
ha  desconocido  nunca  el  expresado  domi- 
nio directo,  ni  á  él  se  opone  ni  pooe  en 
duda  ningún  vecino,  mientras  el  derecho 
de  estos  á  sus  aprovechamientos  se  había 
hecho  Crme  á  su  favor  en  contra  y  res- 
pecto á  otros  pueblos  colindantes  por  usa 
ejecutoria  de  16  de  marzo  de  4841:  mas 
en  octubre  de  1843  la  Diputación  provin- 
cial, que  entendía  existir  en  Fuentes  de 
Oñoro  terrenos  y  pastos  cwmines  con  Ciu- 
dad-Rodrigo, conminó  al  Alcalde  para  que 
los  dejase  clasificar  y  valorar.  El  Alcalde 
acudió  con  la  citada  ejecutoria  al  Juzga- 
do ,  y  apesar  de  las  intimaciones  de  este, 
el  Gobernador  mandó  proceder  á  la  tasa- 
ción, el  pueblo  acudió  al  Ministerio  de  Fo- 
mento para  la  revocación  del  decreto  del 
Gobernador,  y  de  real  órdea  se  mandó  de- 
volver su  exposición  á  los  querellantes 
para  que  usaran  de  su  derecho  ante  el 
Consejo  provincial.  Lo  hicieroo  y  el  Con- 
sejo en  su  día  falló,  no  haber  lup^ar  á  co- 
nocer sobre  la  cuestión  de  propiedad,  estar 
los  vecinos  de  Fuentes  de  Onoro  en  la  po- 
sesión desde  antiguo  del  dominio  tílil,  y 
los  terrenos  exentos  de  la  inspección  de 
la  Administración.  De  este  fallo  apeló  el 
Promotor  Fiscal  de  Hacienda  ó  sea  la  Ad- 
ministración; y  en  vista  de  todo  lo  aletea- 
do, de  las  ordenauzas  de  luoutc;»  de  2¿  de 
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diciembre  de  < 835,  y  de  la  ley  de  Ayun- 
inmienlos  de  8  de  enero  de"  1845/ por 
R.  D.-S.  de  7  de  abril  de  1866,  á  consul- 
ta del  Consejo  de  Estado,  se  con6rma  en 
parte  el  fallo  apelado  en  estos  términos: 

«Considerando  que  ni  la  providencia  del 
Gobernador  de  Salamanca,  ni  la  cuestión  de- 
batida en  este  pleito  han  tenido  por  objeto 
interpretar  el  contrato  otorgado  entre  los 
dueños  directos  de  los  terrenos  ((pl  pueblo  de 
Fuentes  de  Oñoro  y  sus  vecinos ,  ni  decidir 
acerca  de  sus  respectivos  dereckos;  sino  úni- 
camente examinar,  desde  el  punto  de  vista 
de  809  relaciones  con  la  Administración,  el 
carácter  del  aprovechamiento  qué  los  úlli- 
mo8  tienen  en  dichos  terrenos: 

Considerando  que  este  disfrute,  por  mas 

2ue  dimane  de  un  contrato  privado,  no  pue- 
e  menos  de  reputarse  con  carácter  comu- 
nal, supuesto  que  solo  el  título  de  vecino,  y 
no  otro  alguno,  da  derecho  á  él,  y  que  todos 
loe  vecinos  le  tienen  igual,  hasta  el  punto  de 
•er  necesario  que  se  haga  anualmente  su  re- 
cuento: 

Considerando  que  estas  circunstancias 
constituyen  en  un  interés  colectivo  el  citado 
aprovechamiento;  y  que  compeliendo  por 
esta  razón  su  arreglo  al  Ayuntami>>nto,  con* 
formándose  á  las  condiciones  del  contrato, 
«4  incuestionable  que  aquel  está  sujeto  á  la 
inspección  de  la  Administración,  spgun  lo 
dispuesto  en  el  arl.  80  de  la  ley  de  8  de  ene- 
ro de  1845: 

Conformándome  etc.,  vengo  en  confirmar 
la  sentencia  apelada  en  cuanto  por  ella  se 
abstuvo  el  Consejo  provincial  de  Salamanca 
de  decidir  acerca  de  la  propiedad  de  los  ter- 
renos objeto  de  este  expediente,  y  amparó 
á  ios  vecinos  de  Fuentes  de  Ofioro  en  la  po- 
sesión en  que  se  hallan;  y  en  revocarla  en  el 
último  extremo,  declarando  que  respecto  de 
sa  aprovechamiento  están  sujetos  a  la  ins- 
pección de  la  Administración  en  la  forma 
que  disponen  las  leyes.»  (Gao.  13  mayo.) 

SUMrmSTEOS.  En  los  contratos 
con  la  Administración  no  se  han  de 
entender  las  condiciones  de  un  modo  in- 
compatible con  las  circunstdticias  y  natu- 
raleza de  las  localidades  y  con  otras  con- 
dieioJies  de  los  mismos  contratos. 

B.  D.-S.de7  deab:ilde1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  D.  Guillermo  Nicolás  de  Mallos  con 
la  Aduiiaíblracioo  general,  sobre  revoca- 


ción ó  8ub6ÍsieDC¡a  de  una  real  órdeo  qne 
declaró  sin  derecho  á  Mallos  á  la  indem- 
nización de  perjuicios  que  reclaniaba ,  á 
causa  de  los  gastos  que  se  le  habían  ori- 
ginado de  no  poder  atracar  los  buques  en 
los  muelles ,  cual  entendía  que  debía  ve- 
rificarse en  virtud  de  una  condición  del 
contrato  que  para  suministro  de  carbón 
de  piedra  en  los  puerlos  del  N.  de  la  isla 
de  cuba  tenia  celebrado.  Por  R.  D.-S.  d»í 
7  de  abril  en  vista  de  las  Rs.  Ords.  de  21 
de  febrero,  2  de  junio  y  15  de  julio  d»í 
1862  y  de  las  condiciones  del  contrato,  á 
consulta  del  Consejo  de  Estado,  se  absuel- 
ve de  la  demanda  á  la  Administración  y 
se  confirma  la  rea!  órden  reclamada: 

«Considerando  que  si  bien  la  Administra- 
ción se  comprometió  por  la  condición  3  *  a 
proporcionar  al  contratista  en  los  puntos  en 
que  habían  de  hacerse  los  depósitos  locales 
para  establecerlos  en  sitios  convenientes  pa- 
ra la  facilidad  y  prontitud  de  los  embarcos, 
no  puede  por  ello  entenderse  obligada,  sino 
con  relación  á  su  ppsibiüdad,  á  que  dichos 
sitios  habian  de  ser  tales  que  pudiesen 
atracar  á  ellos  los  buques  para  la  carga  y 
descarga  del  carbón: 

Considerando  c^ue  si  la  obligación  contraí- 
da en  dicha  condición  3.*  hubiese  sido  conn» 
el  eontralisla  la  entiende ,  no  se  habría  pac- 
tado, según  se  hizu  en  la  21 ,  la  conducción 
del  carbón  en  lanchas  de  su  cuenta  y 
riesgo,  la  coal  supone  que  los  sitios  de  los 
depósitos  podían  ser  tales  que  los  buques  no 
pudiesen  atracar  á  ellos  para  el  embarque, 
y  así  claramente  lo  exprefta  el  último  pár- 
rafo de  dicha  condición  24: 

Considerando  que  las  reales  órdenes  eii 
que  el  contralisla  apoya  su  intención ,  si 
bien  maniñeslan  el  deseo  del  Gobierno  de 
que  el  lugar  destinado  para  los  depósitos 
tuviese  las  mejores  condiciones,  no  suponen 
una  obligación  que  no  estaba  en  los  térmi- 
nos del  contrato,  ni  por  consiguiente  atribu- 
yen derecho: 

Considerando  oue  el  contratista  no  ha 
probado  que  pudiendo  la  Administración 
disponer  de  locales  en  que  se  hiciesen  los 
embarques  con  mayor  facilidad  y  prontitud, 
haya  dejado  de  proporcionárselos,  ni  que  á 
esta  circunstancia  sean  debidos  los  perjui- 
cios que  alega.»  (Gac.  17  mayo.) 

MINAS.  Su  propiedad  se  halla  en 
lodo  caso  ¡sujeta  á  las  prescripciones  de  la 
legislación  respecto  á  incurrir  en  cadu- 
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cidad,  si  dejan  de  cumplirae  los  requisi- 
tos legales. 

B.  D..S.  deUde  abrHde  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado- 
por  D.  Segundo  Martínez  Rivas  con  la 
AdmiDistracion  y  D.  Bernardo  Poich  y 
olro,  sobre  caducidad  de  anas  minas  de 
hierro  en  término  de  Gracia,  provincia  de 
Barcelona.  Se  habian  concedido  estas  mi* 
iiH«  á  Folch  y  su  consocio  eo  d8i8  me- 
díanle un  canon  enfitéutico;  pero  como 
(iu  4861  las  tuviesen  completamente 
abandonadas  solicitó  su  regis  tro  Rivas. 
Citados  aquellos  se  opusieron  y  el  Gober- 
nador de  Barcelona,  prévio  reconocimien- 
to del  ingeniero  de  la  proVmcia  y  de 
acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  declaró 
caducado  el  derecho  de  los  oponentes  y 
admitió  el  registro  de  Rivas.  Contra  este 
decreto  entablaron  demanda  los  agravia- 
dos ante  el  Consejo  que  en  definitiva  falló 
contra  Rivas,  el  cual  apeló,  mejoró  su 
apelación  y  acusó  la  rebeldía  á  su  adver- 
iiario  en  este  litigio ;  y  por  R.  D.-S.  de 
13  de  abril  á  consuita'del  Consejo  de  Es* 
tado  y  en  vista  las  leyes  y  reglamen- 
tos de  1825,  49  y  59,  se  revoca  la  sen- 
tencia apelada,  y  se  confirma  el  anterior 
decreto  del.G9bernador: 

«Considerando  que  sean  cuales  fueren  los 
d'-rechos  que  ios  demandantes  puedan  ate* 
fT^r  por  razón  del  estabtecimienlo  enfileú^ 
tico  de  1818,  su  condición  actual  para  los 
efectos  de  este  pleito  no  es  otra  que  la  de 
registradores  y  concesionarios  de  las  minas 
de  hierro  tituladas  Segunda  y  Tercera,  y 
como  tales  sujetos  á  las  prescripciones  de  las 
citadas  leyes: 

Considerando  que  por  todas  ellas,  y  espe- 
cialmente en  los  arts.  50  y  65  de  la  de  6  de 
julio  de  1859;  se  previene:  «que  caduca  el 
derecho  á  la  propiedad  de  una  mina  cuando 
después  de  la  posesión  no  se  hacen  en  ella 
las  labores  formales  que  el  reglamento  dis- 
pune, y  se  sostienen  con  cuatro  operarios 
al  mepos  en  cada  una  de  las  pertenencias 
durante  la  mitad  del  año.» 

Considerando  que  los  sucesores  represen- 
tantes de  Juan  Folch,  no  solamente  han  de- 
jado de  cumplir  con  este  deber  indeclinable, 
vino  que  al*  denunciarse  sus  minas  por  cadu- 
cidad, hacia  ya  tres  años  que  las  habian 
abandonado,  basta  el  punto  de  que  los  pri- 


mitivos trabajos  hechos  en  ellas  se  hablan 
arruinado^  segttn  declame  on  del  ingeniero 
que  las  reconoció  y  de  los  muchos  testigo» 
que  en  el  período  de  prueba  sé  han  exami- 
nado al  tenor  de  los  interrogatorios  de  tas 
dos  parles  contendientes.»  (Gac.  1^  mayo.) 


BeeUloneM  A  eoiuinlt»  del  Cobm|«  de 
Eaiado  sobre  MlorlMeleneM  pmrm 
l^receaar. 

• 

]5X ACCIONES  ILSG ALES.  Cuan- 
do de  las  circunstancias  que  constan  ofi- 
cialmente aparece  con  evidencia  oue  tío 
hay  en  un  hecho  delito  ni  cosa  penable ,  no 
procede  procesar  al  ejecutor  de  aquel 
hecho. 

DecisioB  de  22  de  auno  de  1866. 

üo  estanquero  de  Arcos  cuando  veQ4ia 
la  sal  á  cinco  cuartos  y  maravedí  cobraba 
cinco  cuartos  y  medio :  el  Juez  de  Haciea  • 
da  creyendo  coitiprendido  á  este  estan- 
quero en  el  arl.  SI 3  del  Código  penal ,  pi- 
dió autorización  para  procesarle,  que  ne- 
gó el  Gobernador  de  Orense  y  cuya 
negativa  se  confirma ,  á  consulta  del  Con- 
sejo de  Estado,  por  R.  D.  de  22  de 
marzo: 

«Considerando  que  está  probado  en  c^te 
expediente  que  careciendo  el  estanquero 
González  do  tarifas  á  que  atenerse  para  ven* 
der  la  sal  cuando  se  impuso  el  arbitrio  de  3 
reales  en  quintal  para  fondos  n provinciales, 
por  no  haberlas  circulado  la  Administración 
principal,  manifestó  al  Administrador  de 
Ginzo  de  Limia,  del  que  depeodia,  que  no 
le  era  posible  vender  aquel  artículo  al  precio 
que  corresponde  al  Tesoro  y  participes,  ca- 
I  rectendo  como  carecía  aquella  provincia  de 
moneda  decimaU  ppr  cuya  razón  el  expre- 
sado Administrador  le  autorizó  para  que  co- 
brase 5  y  medio  cuartos  en  libra  cnaodo  los 
consumidores  llevasen  tolo  una: 

Considerando  que  no  existe  por  tanto  de  - 
lito  ni  hecho  penable  con  arreglo  al  Códigro 
eo  la  expendicion  de  la  sal  que  el  estanque- 
ro de  Piñeira  verificaba.»  {Gac.  19  abril.) 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propittario^ 
y  Editor  responsable. 


MAURin  — fm|>,  lie  Bl  ConstUtor  •  rarifo  C 

U  aw»,  Barquillo  U.-'.VtfmiaiU.  F«uiMit«,  i  trirlie. 
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IpMíce  5.^  i  (oBO  I  del  Diccionario  de  AdnÍBistracion. 


PABTB  LEGISLiTlTi. 


Vf^m^  4eereeo0,  reales  éré^mmmy  eliw 
lAffes  4e  !•«  cealrea  élreetlree. 

199.  ICNAS.— B.  O.  dé  11  de  meyo  de 
1806,  denegando  la  vía  contenoioeo-admi- 
nistratiTa  por  interponerse  fuera  de  loa  80 
dial  qae  ooncedé  el  arl.  01  de  la  ley..».. 

(FeM .)  Se  declara  coo  vista  del  art.  91 
de  la  ley  de  minas  de  6  de  junio  de  1859,  y 
del  art.  12,  capitulo  adicional  al  reglamento 
del  Consejo  de  Estado  de  19  de  octabre  de 
1860  qne  no  procede  la  admisión  de  una 
demanda  inlerpiiesta  ante  el  Consejo  de  Es* 
tado  contra  una  real  orden  de  1.^  de  mayo 
de  1865,  por  la  que  se  declaró  no  haber  lu« 
gar  á  dejar  sin  efecto  otra  de  Í4  de  setiem- 
bre de  1863  que  anuló  el  expediente  de  la 
mina  Pepita,  mandando  8e§;uir  el  de  la  litu* 
iada  Jiuticia: 

«Considerando  qué  la  demanda  propuesta 
contra  la  expresada  R.  1).  de  l .®  de  mayo 
de  1865,  si  se  mira  como  reclamación  contra 
la  concesión  definitiva  de  una  propiedad 
minera,  es  inadmisible  como  estemporánea, 
puesto  que  et  interesado  se  instruyó  da 
aqiMa  real  resolución,  hasta  la  en  (jue  pre- 
sentó el  actual  recurso,  han  trascurrido  con 
exceso  los  30  dias  que  concede  para  interpo- 
nerle el  citado  art.  91: 

Considerando  que  es  además  inadmisible 
en  cualquier  otro  sentido,  porque  eonte- 
níendo  en  rigor  la  expresada  R,  O.  de  l.® 
de  mayo  de  1865  una  ratificación  de  lo  dis- 
puesto en  la  anterior  de  14  de  setiembre  do 
1863 ,  cualquiera  impugnación  que  se  admi- 
tiese respecto  á  la  última,  su  fecha  no  podría 
ménos  de  comprender  á  la  primera  que  es 
ya  firme  é  irrevocable  hasta  en  la  via  con- 
tenciosa, á  consecuencia  de  la  declaración 
de  improcedencia  que  de  este  recorso  inten- 
tado entonces  por  el  interesado  hizo  la  real 
orden  de  18  de  jnnio  de  1864,  revocable  con 
arreglo  al  art.  12  también  citado.o  (Gac,  27 
mayo,) 

164.  AGUAS  PUBLICAS.— B.  O.  de  18 
demayo»  denegando  ei  recurso  contenoio- 

t  Tono  X  OKL  Dice. 


«cadmintatrafeivo  mediante  á  que  la  oonoe- 
•ion  del  uso  y  apreveohamlento  de  aruae 
públicas  corresponde  ezolusivamentea  la 
Administración  activa  por  ^deberse  fundar 
su  resolución  en  motivos  de  utilidad  pábU- 
oa  de  que  solo  es  apreciador  el  Ghobieme 
supremo,  concillando  los  intereses  generales 
con  loe  particulares. 

(FoM.)  Extracto.-^J).  Juan  Michalon  so- 
licitó del  Gobierno  la  autorización  necesaria 
para  el  eslablecimienlo  de  una  fábrica  de 
harinas  en  la  márgen  derecha  del  rio  Júcar, 
término  de  la  villa  de  Fuensanta,  y  cons- 
tracción  de  un  puente  sobre  el  mismo  rio, 
destinado  á  su  uso  particular,  acompañando 
las  memorias  y  planos  correspondientes. 
Publicado  este  proyecto  en  el  Boletín  oficial 
de  la  provincia,  se  presentaron  varias  opo- 
siciones por  los  perjuicios  que  los  interesa- 
dos en  ellas  podrían  experímenlar;  y  ha- 
biendo dado  aiclámen  en  el  asanto  el  inge- 
niero jefe  de  la  provincia,  y  reformado  el 
proyecto  el  empresario,  volvió  á  infor- 
mar el  expresado  facultativo  que  las  obras 
de  la  presa  que  habia  de  construirse  no 
perjudicaban  á  nadie  mas  aue  á  tos  terrenos 
de  D.  Modesto  Gosalvez,  de  quien  debería 
obtenerse  el  consentimiento,  y  proseguía 
fijando  á  continuación  las  condiciones  bajo 
que  podría  hacerse  la  concesión.  Remitido 
el  expediente  á  la  superioridad  con  el  pare- 
cer favorable  al  proyecto  del  Gobernador, 

Ksó  á  informe  de  la  sección  quinta  de  la 
nta  consultiva  de  caminos,  canales  y 
puertos ,  y  de  conformidad  con  su  dictámen 
y  con  lo  expuesto  por  la  Dirección  general 
del  ramo  se  dictó  real  órden  por  la  cual,  te- 
niendo presente  que  no  podía  concederse  el 
aprovechamiento  de  las  aguas  de  que  se  trata 
sin  causar  perjuicio  á  una  propiedad  de  don 
Modesto  Gosalvez ,  se  desestimó  la  instancia 
de  O.  Juan  Michalon. 

Contra  esta  real  órden  presentó  Michalon 
demanda  ante  el  Consejo  de  Estado,  y  á 
consulta  de  la  sección  de  lo  contencioso  y 
con  vista  del  R.  D.  de  29  de  abríl  de  1860, 
se  declara  que  no  procede  su  admisión, 
consignando  como  fundamento  la  d^clrin.i 
del  epígrafe.  {R.  O.  de  18  de  mayo.  GaceU 
det27.) 

160.  I«nai8Ij ACION  HIPOTSOABIA. 
^B.  O.  de  7  de  Junio,  sobre  insoripoion  dst 
dominio  directo,  cuando  no  lo  eñtk  el  útil  

(Ghac.  t  Just  )  «He  dado  cüenta  á  la 
19 
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Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  inslruido  en 
e«a  Dirección  general  coa  motivo  de  la  ex-* 
posición  del  Marqués  de  Monislrol,  Conde 
de  Sáslago,  para  que  se  declare  que  puede 
inscribtrae  ei  domimo  dtreete  de  tma  fifiea 
aunque  no  se  halle  inscrito  el  dominio  úlil, 
ó  en  olro  caso  que  se  adopte  un  ntedio  uara 
que  los  dueños  directos  de  la  lolalidaa  de 
im  término  ó  de  una  graa  parte  del  mismo, 
que  se  hallan  en  el  caso  de  reclamar  jodi- 
oialmenlb  sus  derechos,  puedan  anotar  pre- 
ventivamente sus  títulos  á  fín  de  presentar- 
los en  los  tribunales  de  justicia. 

Considerando  que  la  inscripción  del  domi- 
nio directo  debe  verificarse  á  continuación  de 
la  del  útil,  y  no  existiendo  esto  ha  debido  et 
dueiío  del  primero  proceder  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  los  arts.  318,  319  y  320  del 
reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  hipo- 
tecaria: 

Considerando  que  no  pudiendo  extenderse 
la  anotación  preventiva  establecida  en  el  pár^ 
rafo  primero  del  citado  art.  3t8  á  continua- 
ción de  la  inscripción  del  dominio  útil  toda 
vez  que  falta  esta,  es  preciso  verificaría 
abriéndose  un  nuevo  registro  en  hoja  sepa- 
rada: 

Considerando  que  cuando  un  título  com- 
prenda todo  un  término  municipal  ó  una  par- 
te del  mismo,  aunque  sean  muchas  las  frac- 
ciones en  que  esté  dividido  el  dominio  Ut¡l> 
no  hay  inconveniente  en  que  lodo  el  domi- 
nio directo  se  comj^renda  en  una  sola  anota- 
ción, con  arreglo  a  lo  prescrito  en  los  aritcu* 
los  321  y  322  del  rcférido  reglamento:  ' 

Considerando  que  en  cualquier  tiempo  que 
desaparezca  el  inconveniente  que  impide  (a 
inscripción  del  referido  dominio  directo  ha 
de  convertirse  la  anotación  en  inscripción,  y 
que  entonces  deberá  verificarse  esto,  hacián^ 
dose  los  oportunos  asientos  en  cada  uno  de 
los  registros  de  las  fincas  cuyo  dominio  úli! 
se  haya  concedido,  obligándose  á  que  inscri- 
ban los  que  no  lo  hubieran  verificado, 

S.  M.,  de  conformidad  con  lo  propuesto 
por  esa  Direecion  general,  se  ha  servido  re- 
solver que  los  dueños  directos  que  no  han 
podido  inscribir  sus  títulos  porqfoe  no  lo  ha» 
yan  verificado  los  dueños  útiles  de  las  fWicas 
podrán  presentar  sus  títulos  en  los  respecti- 
vos registros  de  la  propiedad  para  que  se 
tome  la  anotación  preventiva  establecida  en 
el  art.  318  del  reglamento  para  la  ejecocio» 
de  la  ley  hipotecaria ,  y  se  comprenderá  en 
un  solo  asiento  todo  el  terreno  que  pertenez- 
ca k  un  mismo  término  municipal:  que  la  re- 
ferida anotación  preventiva  se  convertirá  en 
inscripción  en  cualquier  tiempo  que  desapa- 
rezca el  motivo  que  ha  impedido  cata,  y  en- 


tonces se  verificará  la  conversión,  haciéndo- 
se los  oportunos  asicotoe  *db  dicho  domini* 
directo  en  cada  uno  de  los  registros  particu- 
lares de  las  fincas  en  que  recae  si  son  varios 
per  perteneecff  el  4«iiMaio  ¿lU.á  4M.á  nua 
personas.  De  real  orden  etc.  Aranjuez  7  de 
junio  de  1866.— Calderón  y  Collantea.v  {Ga- 
ceta ib  junio.) 

166,  AGUAB.-H.  O.  de  9  de  abrU,  decía- 
ramdo  improeedeaie  la  via  co&tenoio8Q-ad<* 
Tninifttyativa  ooiijb^;%  laa  reales  órdenes  que 
autoríBan  para  el  aprovechamiento  de  a^uaa 
aunque  sean  de  propiedad  partioular,  cuan- 
do la  oonoesion  ea  solo  para  laa  sobrantes  y 
con  otra»  limitaciones. 

(Fou  )  «En  vista  de  la  demanda  presen- 
isiáa  contra  la  real  orden  expedida  por  este 
Ministerio  con  fecha  5  de  noviembre  de 
1S64,  la  sección  de  lo  contencioso  del  Con- 
sejo de  Estado  lia  eoútido  en  20  de  marzo 
último  el  siguiente  dictámen: 

«Excmo.  Sr.:  Esta  sección  ha  examinado 
la  demanda,  de  que  se  acompaña  copia,  pre- 
sentada ante  el  Consejo  de  Estado  en  5  de 
mayo  de  1865  por  el  licenciado  D.  Valeriano 
Casan ue va,  á  nombre  de  la  Marquesa  viuda 
del  Salar*  por  sí  y  como  madre  y*  curadom 
de  doña  Carmen  Pérez  del  Pulgar,  en  solici  • 
tud  de  que  se  revoque  la  R.  O.  de  5  de  no- 
viembre de  1864,  publicada  en  la  Gaceta  de 
11  del  mismo  mes,  por  la  cual  se  autorizá 
al  Conde  de  Miravalle  para  que  aproveche 
parte  de  las  aguas  del  arroyo  denominado 
del  SaJar. 

Resulta  de  los  antecedentes,  que  adjuntos 
I  se  devuelven,  que  en  sentencia  de  30  de  jii- 
!  lie  de  1846,  ejecutoriada  en  13  de  agosto  si- 
guiente, se  declaré  que  la  plena  posesio|}  y 
propiedad  de  las  aguas  del  arroyo  del  3atar 
correspondían  al  Marqués  de  este  nombre,  y 
á  los  demás  propietariojs  de  las  huertas  y 
partido  del  Baaán,  sus  coasortes;  enlendiéii  - 
dose  que  estos  tenían  derecho  desde  tiempo 
iniAemorÍBl  á  usar  de  ellas  los  jueves  y  vier- 
nes de  cada  semana,  y  ios  cíuco  días  restan 
tea  el  Marqués;  coinstando  as^  bien  que  la 
Marfueta  viuda  y  su  h  ja  habían  sucedido 
en  parte  de  las  fínicas  de  regadío  en  el  ex- 
presado término  del  Salar: 

Que  habiéndose  instruido  expediente  á 
iastaocia  del  Conde  de  Miravalle  en  reclama- 
ción de  que  aa  le  autorizara  para  aprovechar 
laa  aguas a<4icaates  del  citado  arroyo  del  Sa- 
lar, la  cilftda  Marquesa  viuda  y  su  hija  se 
upusíeroQ  deede  lut^go,  fundándose: 

1.®  En  que  las  aguas  pertenecían,  lo  mh- 
mo  las  que  se  aprovechaban  que  las  que  se 
llamaban  sobrantes,  á  los  sucesores  del  Mar- 
qués, sin  mas  gravámen  que  ei  derecho  %vm 
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tenían  al  riego  los  propi<stario«  de  las  (ier- 
ras del  partido  de  Bazán. 

2.®  Eo  que  su  propiedad  reconocía  por 
títulos  la  primiliva  adquisición  del  Salar, 
hecha'  en  tiempo  de  los  Reyes  Calólicos  por 
Heinando  Pérez  del  Pulgar,  ta  posesión  in- 
memorial nunca  interrumpida  desde  en  ton - 
*  e«{,  y  el  hecho  de  nacer  las  fuentes  que  for- 
i'un  el  fiuce  de  aguas  de  que  se  (rala  en 
lincas  períenecieutes  al  Marque's  del  Salar. 

Y  3.**  En  la  sentencia  ejecutoriada  de  30 
de  julio  de  1846. 

El  ingeniero,  en  5  de  julio  de  1864,  infor- 
mó que  las  aguas  que  corren  por  la  acequia 
Hel  pago  de  las  Huertas,  después  de  regar- 
ais y  de  fertilizar  el  terreno  del  Bazan,  se 
iucorporan  con  las  que  por  otra  acequia,  de- 
rivada también  del  arroyo,  riegan  este  últi- 
mo pago,  y  las  sobrantes  desaguan  en  el  rio 
Genil;  y  que  estando  los  terrenos  de  las 
Huertas  y  bazán  por  bajo  de  la  propledat^ 
del  Marqués,  ningún  perjuicio  le  resulla- 
ha  el  que  tas  aguas  soorantes  de  estos  dos 
pagos  fueran  aprovechadas  por  cualquiera, 
porque  sin  volver  á  entrar  en  el  arroyo  iban 
i  incorporarse  al  rio  Genil. 

Bn  virtud  de  esle  informe  recayó  real  or- 
den en  5  de  noviembre  de  1864,  por  la  que 
te  autorizó  al  Conde  de  Miravalle  para  (^ue 
sa/vo  el  derecho  de  propiedad  y  sin  pequí*- 
eiode  tercero,  aprovechara  el  sobrante  de 
las  aguas  que  después  de  satisfechos  ios  ser- 
vicios  exiatenles  coi  rieran  por  la  acequia 
del  pago  de  tas  Huertas,  lomadas  del  men- 
cionado arroyo. 

Contra  es  la  resolución  se  ha  propuesto  la 
demanda  in  voeaodo  los  arts.  l/,  19  y  28  del 
It  D.  de  27  de  abril  de  1860,  que  limitan 
las  conceaionea  de  aguas  á  las  que  tengan  la 
eondieíoo  de  públicas,  sin  baoerhis  exteosí 
vas  á  las  a^uas  de  dominio  particular. 
Visla  I»  R.  O.  de  L4  de  marzo  de  1846: 
Vislo  el  art.  56  de  la  ley  orgánica  del 
Consejo  de  Estado  de  17  de  agosto  de  1860. 

Considerando  que  la  concesión  relativa  al 
tproveehamiento  de  aguas  reconoce  por  ba- 
te el  interés  público  que  el  Gobieroo,  al  le- 
0^  en  euenta  los  informes  facullivos  y  de- 
más datos  que  resulten  del  expediente  Ins- 
truido al  efecto  aprecia  discrecionalmenle, 
partiendo  para  sa  resolución  de  la  ulilida«i 
«(eoeral,  que  debe  ser  regla  eoiutanle  y  úni- 
ea  guía  en  la  materia: 

ubnsid^rando  que  este  acto  es  propio  y 
exclusivo  de  la  Admíoistraoioo  activa,  y  de- 
ja siempre  á  salvo  el  derecho  de  propiedi^, 
ttorgando  la  autorización  sin  perjuécio  de 
tercero;  por  lo  que  todas  las  reclamaciones 
qoe  después  se  promuevan  vienen  á  resol- 
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ver»e  en  cuestiones  de  interés  privado,  pro- 
pia de  los  tribunales  ordinarios; 

La  sección  opina  que  no  es  procedente  la 
actual  demanda.» 

Enterada  la  Reina  (Q.  D,  G.)  del  preinser- 
to dictamen ,  y  teniendo  en  consideración 
que  por  la  real  orden  reclamada  sola  y  ex- 
clusivamente se  auloriza  al  Conde  de  Mira- 
valle  para  el  mero  aprovechamiento  de  las 
f^ü?'  ^*y*  sobrantes  que  no  utilice 

la  Marquesa  del  Salar  ni  olro  ninguno  de  lo» 
propietarios  reganles,  y  por  lo  lanío  hubie- 
ran  de  ir  al  rio  sin  beneficio  de  nadie;  que 
aquella  concesión  se  hizo  d^jando  á  salvo  el 
derecho  de  propiedad  y  con  la  declaración 
expresa  de  que  habia  de  ser  sin  perjuicio  de 
tercero;  y  por  último,  que  en  ningún  tiem- 
po el  concesionario  habrá  de  tener  derecha 
para  reclamar  aguas  cuando  los  propietarios 
las  consuman  todas;  S.  M.,  conformándose 
con  lo  propuesto  por  la  referida  sección .  8« 
na  servido  declarar  improcedente  la  deman- 
da  mencionada.  De  real  órden  ele.  Madrid  9 
de  abril  de  1866.— Vega.de  Armijo.D  ((íact;- 
ta  15;ttmo.) 

167.  BBaiSTBOS  DE  LA  PKOPIB- 
pAD.-H.  O.  de  18  de  junio,  sobre  remisión 
a  los  jueoes  de  primera  instancia,  de  los  li- 
bros en  blanco  para  rubricarlos,  sellarlos  y 
oertifioarlos. 


(Grao,  y Jost.)  «limo.  Sr.:  He  dadocuen- 
la  á  la  Reina  (Q.  D.  G.)  dej  expediente  ins- 
Iruido  en  esa  Dirección  general  con  motivo 
de  la  consulla  del  regente  de  Albacete  sobre 
st  los  registradores  deben  remitir  los  libro»* 
en  blanco  al  Juez  de  primera  instancia  para 
que  los  rubrique,  ó  si  el  Juez  debe  ir  á  la 
oticina  del  Registrador  á  practicar  la  indica 
da  diligencia. 

Considerando  que  según  el  art.  198  del 
reglamento,  el  regente  ha  de  remitir  los  li- 
bros al  registrador  por  conducto  del  Juez 
de  primera  instancia ,  quien  antes  de  en- 
tregarlot  al  registrador  puede  foliarlos,  se- 
llarlos ,  rubricarlos  y  certificarlos,  con  arre- 
glo á  los  arts.  159  y  162  del  mismo  reglamen 
to;  sin  que  para  estas  operaciones  haya  necp- 
sidad  de  que  se  constituya  en  la  oficina  d^l 
registrador,  ni  esleen  el  despacho  del  Juez: 
Conaiderando  que  la  remisión  direela  qu<» 
se  hace  de  los  libros  á  ios  registradores  por 
razones  administrativas  no  altera  en  nada 
los  derechos  y  obligaciones  respectivas  de 
ambos  funcionarios: 

Considerando  que  no  hay  necesidad  de 
que  el  acto  de  foliar,  rubricar,  sellar  y  cer- 
tificar las  hojas  de  loa  libros,  sea  un  acto  so- 
lemna  con  prévia  citación  y  asistencia  pre- 
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cita  de  ambos  funcionarios,  ni  hay  incon ve- 
niente en  que  los  Jueces  lo  veríñqupn  en 
cualquier  horn,  aprovechando  aquellas  que 
sKB  perenloria»  ocupaciones  les  permilan: 

Considerando  que  cumplidas  por  el  Juez 
las  formalidades  que  garantiza  la  autentici- 
dad de  los  libros  del  registro,  á  los  registra- 
dores y  no  al  luez  inleresa  recoger  los  li- 
bros, á  fin  de  que  no  se  entorpezca  por  falla 
de  estos  el  servicio  público  á  ellos  confiado: 

Considerando  que  la  prohibición  consigna- 
da en  el  arl.  225  de  la  ley  ,  de  sacar  los  li- 
bros de  la  oficina  del  registrador,  ha  de  en- 
tenderse limilada  á  cuando  ya  se  hayan  ex- 
tendido algunos  asientos  en  ellos. 

S.  M. ,  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por 
esa  Dirección  general ,  se  ha  servido  resol- 
.▼er  que  los  registradores  remitan  los  libros 
mi  blanco  á  los  Jueces,  y  con  aviso  de  eslos 
se  presenten  en  su  despacho  para  recibirlos 
de  su  mano  foliados,  rubricados,  sellados  y 
certificados ,  y  que ,  previo  su  examen  .  es- 
criban á  seguida  la  ñola  de  conformidad 
prevenida  en  el  arl.  162  del  reglamento.  De 
real  orden  ele.  Madrid  15  de  junio  de  1866. 
—Calderón  y  Collanles.»  (Gac.  18  junio.) 

168.  IDEM.— B.  o.  de  16  de  junio  exi- 
giendo ciertas  formalidades  para  solicitar 
registros:  mandando  atender  opormnamen- 
te  &  los  que ;  desempeñen  registros  cuyos 
productos  no  lleguen  á  1000  escudes. 

(Gbac.  t  Just.)  ((limo.  Sr.:  El  art.  267 
del  reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley 
hipolecaria  exime  á  los  aspirantes  á  registro 
que  deseen  obtener  cualquiera  de  las  vacan- 
tes de  señalar  el  territorio  de  la  Audiencia 
en  que  lo  prefieran;  y  los  aspirantes  que 
elevan  sus  instancias  en  la  forma  antedicha 
obtienen  registro  cuando  á  ello  les  dan  de- 
recho sus  nierecimenlos  debidamente  com- 
probados. Pero  ha  sucedido  repelidas  veces 
que  alguno  de  estos  aspirantes  apenas  nom 
brado  registrador,  y  aun  antes  de  tomar 
posesión  de  su  cargo,  ha  entablado  nueva 
instancia  á  fin  de  conseguir  otro  registro 
que  sea  de  mas  rendimientos  ó  qne  por  su 
situación  ó  circunstancias  particulares  le 
ofrezca  mayores  ventajas.  Semejante  proce- 
der perturba  la  marcha  del  servicio  y  per- 
judica á  los  pretendientes  que  no  han  sido 
agraciados  todavía.  Y  deseosa  S.  M.  de  po- 
ner remedio  á  tal  inconveniente,  ha  tenido  á 
bien  mandar  que  los  aspirantes  de  esta  cla- 
se, sin  perjuicio  de  ejercitar  el  derecho  que 
les  reconoce  el  articulo  citado  del  reglamen 
lo,  procuren  indicar  en  sus  solicitudes  ya  el 
territorio  de  Audiencias  ó  provincias  en  que 
haya  de  bailarse  situado  el  registro  que  pre 


leudan,  ya  la  cifra  i  que  cuando  menos  ha* 
yan  de  haber  ascendi(io  en  el  anterior  sus 
honorarios,  ya  cualquiera  olra  circunstan- 
cia especial  y  determinada:  debiendo' tener 
entendido  que  en  adelante  el  (}ue  haya  sido 
nombrado  para  uno  de  los  registros  que  hu- 
biese solicitado,  no  podrá  ser  promovido  i 
otro  Registro  dentro  del  plazo  marcado  en 
ta  R.  O.  de  16  de  marzo  último  (1)  hasta 
tanto  que  haya  tomado  posesión  del  mismo 
y  llenado  todos  los  requisitos  que  previene 
el  art.  288  y  demás  disposiciones  vigenle» 
sobre  la  materia. 

Al  propio  tiempo  S.  M.  se  ha  dignado 
conceder  á  aquellos  aspirantes  cuyas  instan  • 
cias  obran  ya  en  la  Dirección  el  plazo  de 
quince  diaSj  contados  desde  la  publicacioti 
(ie  esta  reni  orden  en  la  Gaceta  de  JIfadrid, 
para  que  las  adicionen  ó  modifiquen  en  et 
sentido  que  la  misma  expresa  si  lo  tienen 
por  conveniente. 

Por  último ,  es  la  voluntad  de  S.  M.  que 
los  aspirantes  que  acepten  un  registro  cuyos 
honorarios  no  lleguen  á  1.000  escudos,  sí 
formalizan  debidamente  los  servicios  que 
Ies  están  encomendados,  sean  alendidc»  ee^ 
pecialmente  cuando  soliciten  su  traslación  á 
otros  de  la  misma  ó  superior  clase,  en  cuya 
provisión  tengan  preferencia  los  registrado- 
res con  arreglo  al  arU  278  del  reglamento. 
De  real  orden  etc.  Madrid  16  de  junio  <!• 
1866.— Calderón  y  Collanles.»  {Gac.  iSju- 
nto.) 

169.  INOBNISROB  DB  MINAS.— Reía 
órden  de  25  de  mayo,  declarando  inadmisi- 
ble la  demanda  contra  una  real  órden  sobre 
antepoBioion  en  el  escalafón  del  ouerpo  por 
no  haberse  interpuesto  dentro  del  plaso  <!• 
•eia  meses. 

(FoM.)  Exlrwto,  — Habiendo  solicitado 
D.  Anselmo  Tirado,  ingeniero  de  minas,  que 
se  le  antepusiese  en  el  escalafón  de  1849  á 
otro  ingeniero,  se  declaró  no  haber  lug^ar 
por  R.  O.  de  21  de  febrero  último.  Inter- 
puesta demanda  por  la  via  contenciosa 
contra  esta  real  órden,  se  declara,  á  uonsulla 
de  la  sección  de  lo  contencioso  del  Consejo 
de  Estado  que  no  puede  admitirse  la  indica-» 
da  demanda,  en  los  lérminos  síguienlea: 

eVisto  el  art.  64  del  reglamento  de  em- 
pleados civiles  de  4  de  marzo  úlllmo^  ea 
que  se  señala  un  plazo  dentro  del  cual  pue- 
den elevar  sus  quejas  eii  la  via  gubernativa 
y  en  la  conlencioso-admiuislraliva  los  em- 
pleados que  se  crean  perjudicadas  por  loa 


(t)   S«  iMllt  ioMrU     U  pif.  11. 
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escuIafoDet  que  áé  lot  mismos  se  formen 
tnntilnienle: 

Viftlo  el  art.  3?  del  R.  O.  de  2(  de  mayo 
de  1853,  que  prefija  el  plazo  improrogable 
de  seia  meses  para  recurrir  á  la  vía  conlen- 
oiosa  contra  las  resolucion<>8  finales  en  el 
ramo  de  Hacienda,  que  deberá  contarse, 
respecto  de  los  negocios  Tenecidos,  cuando 
se  expidió  esta  disposición  desde  la  fecha  en 
que  empexó  á  regir  el  referido  reat  decreto: 

Visto  el  arl  14  del  real  decreto  de  20  de 
junio  de  1858,  que  hizo  extensivas  para  lo- 
dos los  Ministerios  las  disposiciones  adopta- 
das por  el  de  Hacienda  eu  el  real  decreto 
anterior: 

Considerando  que  la  cuestión  aclua!  no  se 
ha  provocado  ni  gubernativa  ni  contencio- 
samente por  consecuencia  de  los  escalafones 
d^  empleados  á  que  se  refiere  el  citado  re- 
glamento: 

Considerando  que  la  R.  O.  de  22  de  ene- 
ro, que  por  la  presente  demanda  se  impug- 
na, al  declarar  que  no  cabe  adoptar  resolu- 
ción alguna  gubernativa  sobre  las  gestiones 
de  D.  Anselmo  Tirado  en  quí'ja  de  agravios 
que  se  le  causaron  en  el  escalafón  general 
del  cuerpo  de  ingenieros  de  minas  formado 
en  1849  por  la  junta  superior  facultativa  del 
mismo,  viene  á  confirmar  y  rep/odueir 
esencialmente  la  R  0.  de  14  de  octubre  del 
mismo  año,  que  aprobó  el  referido  escala 
fon:  y 

Considerando  que  el  propio  D.  Anselmo 
Tirado  ha  expuf^sto  que  tuvo  noticia  en  el 
citado  año  de  1849  del  agravio  que  !e  cau 
«aba  el  referido  escalafón,  y  que  por  consi< 
guíenle  ha  dejado  de  trascurrir  muchos  años 
desde  que  los  expresados  reales  decretos 
concedieron  el  término  de  seis  meses  para 
acudir  á  la  via  contenciosa  sin  haberlo  veri- 
ficado, v  (/?.  O.  de  25  de  mayo.  Gac,  18  ju- 
nio.) 

170.  SJIBBCITO,— B.  O.  de  26  de  mayo, 
sobre  dereoho  de  los  coroneles  ¿  la  guardia 
de  honor  y  seguridad  de  loa  oaudaies  de  los 
ouarpos. 

(GcBRRA.)  «En  consecuencia  de  lo  con- 
saltado á  este  Ministerio  por  el  Director  ge- 
neral de  Adminislracion  militar  en  comuni- 
cación de  16  de  selieuibre  del  año  próxi;no 
pasado,  y  de  confurinidad  con  lo  informado 
|ior  la  junta  consuliiva  de  Guerra,  la  Reina 
(Q.  D.  G  )  ha  leuidt)  á  bien  declarar  lo  si- 
(^uienle: 

Los  coroneles  conservan  el  dereoho 
á  la  guardia  de  honor  de  un  cabo  y  cuatro 
soldados  que  la  ordenanza  concede  á  su  em- 
pleo, y  que  podrán  situar  en  sus  casas-alo- 


jamientos siempre  que  lo  deseeii  y  lo  permi- 
tan las  circunslancias  del  servicio. 

2.®  No  tienen  derecho  á  guardia  de  nin- 
guna clase  los  tenientes  coroneles ,  aunque  se 
hallen  mandando  cuerpo.  ,  ,  , 

Y  3.®  Para  lá  debida  segundad  délos 
caudales  de  las  cajas  de  los  cuerpos  se  de- 
positarán estas  en  los  cuartos  de  bandera  o 
de  estandarte,  bRjo  la  custodia  de  la  K"a^dia 
de  prevención.  De  real  órden  etc.  Madrid 
26  de  mayo  de  1866.— O'donnell.»  (Goc.  20 
junio.) 

171.  CONBITMOS.-B,  O.  de  10  d?  «layo 
modiflcando  la  redacción  del  art.  155  da  ift 
inatrucoion  del  ramo. 

(Hac  )  aVislo  el  expediente  inslruidó  en 
esL^  Dirección  general  acerca  de  la  conve- 
niencia de  modiGcar  la  redacción  del  articu- 
lo 155  de  la  mstruccion  vigente  de  consu- 

Considerando  necesario  aclarar  el  derecho 
que  en  apelación  á  la  superioridad  pueda 
asistir  á  los  particulares  y  representantes  de 
la  Administración,  cuando  unos  ú  otros  no 
se  conformen  con  los  fallos  dictados  por  las 
juntas  administrativas  en  los  casos  penables 
por  los  arU.  146,  147  y  148;  y  con  el  objeto 
de  asimilar  el  ejercicio  de  este  derecho  de 
apelación  por  comisos  y  mullas  del  impues- 
to de  consumos  á  lo  que  está  prevenido  pa- 
ra la  penalidad  do  semejante»  casos  en  el  d« 
aduanas,  según  la  R.  O.  de  21  de  agosto 
próximo  pasado,  si  bien  con  la  diferencia  en 
cantidades  que  la  índole  de  cada  uno  de  los 
dos  impuestos  exige: 

S.  M. ,  de  conformidad  con  lo  propuesto 
por  V.  I. ,  ha  tenido  á  bien  mandar,  que  el 
indicado  párrafo  ciento  cincuenta  y  cinco 
se  entienda  redactado  en  lo  sucesivo  en  los 
términos  siguientes: 

«Del  fallo  de  las  juntas  pueden  apelar  los 
aprehendidos  y  los  aprehensores  dentro  del 
término  de  ocho  días,  contados  desde  el  de 
la  nolilicacion.  Si  el  valor  de  la  especie  co- 
misada y  mullas  que  se  iui|)ongan  no  excede 
de  I.OÜO  ra.,  el  recurso  de  alzada  se  inter- 
pondrá ante  el  Gobernador  de  la  provincia, 
a  cuya  autoridad  corresponde  resolver;  pero 
si  las  especies  comisadas,  ó  que  se  tralc  de 
comisar,  y  las  multas  impuestas  exceden 
de  dicha  cantidad ,  la  apelación  del  fallo  d«* 
la  junta  se  hará  ante  la  Dirección  general 
por  conduelo  de  las  Administraciones  de. 
Hacienda  pública,  que  remitirán  con  toda 
urgencia  el  expediente  y  recurso  de  alzada. 
De  los  fallos  del  Gobernador  y  Dirección  ge- 
neral, según  los  casos,  podrán  alzarse  lo:i 
interesados  para  ante  el  Ministerio  de  Hu- 
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cienda  en  el  mismo  plazo  de  ocho  días  9  con- 
fados desde  el  en  que  oficialmente  se  les  no- 
tifique la  resolución  de  la  primer^  apelación. 
La«  apelaciones  por  parte  de  los  aprehendió 
«4os  no  serán  cursadas  sin  que  antes  hayan 
{garantizado  el  valor  de  las  especies  y  el  im- 
porte de  las  multas.))  De  real  orden  etc.  Ma- 
drid 10  de  mayo  de  1866.— Alonso  Marti- 
iisz.»  (Gac,  20  junio,) 

172.  ÜIiTR A  M  A.TI.-- Varias  diapoaioionefl 
relativas  á  Ultramar. 

(Idem.)  R.  D.  de  3  de  junio,  aprobando 
♦•I  reglamento  orgánico  de  las  carreras  civi- 
les de  la  Administración  pública  de  Ultra- 
mar. {Gac.  8  de  junio.) 

(ÍDEM.)  R.  D.  de  21  de  abril ,  aprobando 
el  presupuesto  de  gastos  é  ingresos  del  ser- 
vicio del  Estado  en  las  islas  Filipinas  para 
el  año  económico  de  1866-1867.  (Gac.  10 
junio.) 

(Idem  )  R.  O.  de  28  de  mayo:  declara 
que  los  cesantes  de  Ultramar  que  se  clasifi- 
quen como  comprendidos  en  la  disposición 
tercera  de  la  R.  O.  de  11  de  febrero  de 
1863  aclaratoria  del  R.  D.  de  30  de  julio  de 
1860,  tienen  opción  á  los  derechos  fijados 
en  esle,  desde  la  fecha  del  mismo,  y  no  des- 
da la  expresada  real  orden.  (Gac.  12  junio  ) 

(Idem.)  R.  0.  de  10  de  junio:  se  dictan 
varias  disposiciones  para  los  ulteriores  pro- 
cedimientos judiciales  para  el  castigo  del 
delito  de  defraudación  cometido  en  los  fon- 
dos de  lolehas  de  la  isla  de  Cuba.  (Gac.  13 
junio.) 

(Idem.)  R.  D  de  1.°  de  mayo;  se  crea 
en  el  Gobierno  superior  civil  de  las  islas  Fi- 
lipinas una  inspección  general  de  obras  pú- 
blicas, y  se  marcan  sus  atribuciones  y  orga- 
nización. (Gac.  14  junio.) 

(Idem.)  R.  O.  de  6  de  junio:  se  manda 
observar  en  lo  sucesivo  en  los  expedientes 
sobre  obras  públicas  en  las  islas  Filipinas, 
aun  cuando  se  paguen  de  fondos  locales  lo 
prescrito  en  todos  conceptos  por  el  R.  D.  de 
l.°de  mayo  último.  {Gac.  H  junio,) 

173.  CARGAS  DE  JUSTICIA —B.  O.  de 
5  de  junio,  deolarando  la  caducidad  de  una 
que  percibía  el  Conde  de  Miranda  en  concep- 
to de  participe  de  alcabalas  por  no  haberse 
presentado  el  titiüo  primiÜYo  de  egresión. 

(Hac.)  He  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  del  expediente  instruido  por  esa 
Dirección,  en  cumplimiento  de  la  ley  de  29 
de  abril  de  1855,  para  llevar  á  efecto  la  re- 
visión de  la  carga  de  justicia  de  1.458  escu- 


dos 939  milésimas  que  percibe  la  Condesa 
del  Montijo,  y  figura  en  el  presupuesto  d« 
gastos  vigente  al  núm.  466  ,  arl.  1.® ,  capi- 
tulo 1.®,  sección  4." ,  á  nombre  de!  Conde  de 
Miranda,  bajo  el  concepto  de  partícipe  dt 
alcabalas. 
En  su  consecuencia: 

Vista  la  sentencia  dictada  y  pronunciada 
por  los  Reyes  Cnlólicos  en  Martin  Muñoz 
de  las  Posadas  á  6  de  febrero  de  1487  ant« 
su  Secretario  D.  Fernando  Alvarez,  por  la 
que,  con  presencia  de  los  documentos  pi'e- 
sentados  y  alegaciones  hechas  de  una  parte 
por  D.  Garcia  Alvarez  de  Toledo ,  Duque  de 
Alva,  y  de  la  otra  por  D.  Pedro  de  Zúñisr?», 
Conde  de  Miranda ,  sin  pleito  ni  forma  de 
proceso,  se  declaró  pertenecer  á  este  y  se  le 
adjudicó  la  villa  de  Miranda ,  con  sn  forta- 
leza, tierra,  señorío,  jurisdicción  civil  y  cri- 
minal alta  y  baja,  mero  y  misto  imperio ,  y 
con  todas  sus  rentas,  pechos  y  derechos, 
para  sí  y  sus  herederos  ó  sucesores,  impo- 
niéndose al  Duque  de  Alva  perpetuo  silencio 
para  que  en  ningún  tiempo  pudiera  de- 
mandar dicha  villa  ni  los  demás  derecho» 
expresados;  cuyo  documento  resulta  ser 
original  y  aparece  escrito  en  una  hoja  suelta 
de  papel  común: 

Vista  la  real  cédula  de  cdft'ñrmacion  ex- 
pedida en  San  Lorenzo  á  15  de  octubre  de 
1752  por  el  Rey  D.  Femado  VI,  comprensi- 
va de  otra  librada  en  22  de  noviembre  de 
1709  por  el  Rey  D.  Felipe  V,  en  la  que  se 
hace  mérito  de  varios  privilegios  otorgados 
á  los  antecesores  del  Conde  de  Miranda,  y 
de  la  referida  sentencia  ó.  carta  ejecutoria, 
por  la  cual  se  dice  le  fué  reconocido  su  de- 
recho á  la  enunciada  villa,  los  lugares  de  su 
tierra,  alcabalas,  tercias  y  demás  rentas  per- 
tenecientes á  la  misma,  de  todo  lo  quf>  se  le 
dió  posesión  en  17  de  febrero  de  1487;  re- 
sultando que  en  vista  de  los  servicios  que 
habia  acreditado  el  Conde  respeclivamenle 
á  la  concesión  de  la  Villa  de  Iscar,  y  en  con- 
sideración á  los  documentos  presentados  por 
el  mismo;  á  que  todos  los  indicados  privile- 
gios se  le  hablan  concedido  por  los  singula- 
res y  grandes  servicios  que  su  casa  había 
hecho,  y  especialmente  á  la  circunstancia  de 
no  haberse  cansado  novedad  en  etios  á  con* 
secuencia  de  las  declnralorias  promulgadas 
en  las  Córles  de  Toledo  por  los  Reyes  Cató- 
licos en  1480 ,  fué  confirmado  en  el  goce  d« 
los  enunciados  derechos,  los  cuales  se  decla- 
raron preservados  del  decreto  de  incorpora- 
ciou: 

Vistas  las  leyes  8.*,  9.\  10  y  U  ,  lit.  S.\ 
lib.  7.**  de  laNov.  Recop.,  presoribiendo  q«« 
demandaran  los  Fiscales  todo  lu  enajenado 
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de  la  Cftfcmt  sin  jcNto  y  efectivo  precio;  y 
que  por  Us  cédulas  de  confirmación ,  espe- 
eitimenle  de  alcabalas  y  mercedes  enri^ue- 
ña«,  00  se  entendiese  que  habían  adquirido 
sus  poeeodores  mas  derecho  que  el  que  te- 
nían en  virtud  de  loa  títulos  primitivos: 

Visto  el  decreto  de  las  Cortes  de  6  de 
aeoslo  de  1811,  y  la  ley  de  3  de  mayo  de 
1823 ,  restablecidos  en  2  de  febrero  de  1837, 
y  ia  ley  de  26  de  agosto  de  este  último  año, 
declarando  abolidos  los  señoríos  jurisdiccio- 
nales, las  prestaciones  anejas  á  los  mismos 
y  los  privilegios  de  igual  origen ,  y  con  de- 
recho á  ser  indemnizados  los  que  hubiesen 
adquirido  á  título  oneroso  ó  en  recompensa 
de  grandes  servicios  reconocidos: 

Vista  la  ley  de  presupuestos  de  23  de 
mayo  de  1845  refundiendo  las  alcabalas  y 
denrás  rentas  provinciales  en  la  contribución 
de  consumos,  y  disponiendo  que  de  los  pro- 
ducios de  esta  se  abone  á  los  dueños  de  las 
•o^enadas  de  la  Hacienda  pública  ta  cantidad 
que  resulte  haberles  correspondido  en  el  año 
común  del  último  quinquenio: 

VisUs  las  leyes  de  29  de  abril  de  1855  y 
de  presupuestos  de  1859  determinando  la 
revisión  de  las  cargas  de  justicia,  y  la  forma 
en  que  ha  de  verincarse: 

Vista  la  R.  O.  de  30  de  mayo  de  1855,  fi- 
jando  el  plazo  de  3  meses  para  que  los  due- 
ños de  oficios  y  derechos  enajenados  de  la 
Corona  presentaran  los  títulos  originales  y 
primitivos  de  adquisición  y  las  cédulas  de 
confirmación  del  último  reinado: 

Vista  la  R.  O.  de  28  de  febrero  de  1862, 
publicada  en  la  Gaceta  de  17  de  marzo  del 
mismo  año,  por  la  que  se  declaró  caducada 
Ja  carga  de  juslicía  referente  á  l^s  alcabalas 
de  San  Pedro  de  la  Tarce: 

Considerando  que  la  carta  ejecutoria  ob- 
tenida por  el  Conde  de  Miranda  en  el  año 
de  1487,  si  bien  acrodita  en  cierto  modo  su 
derecho  ai  señorío  de  U  villa  del  nombre  de 
SG  titulo,  no  así  el  q^e  pueda  oorresponderle 
á  las  alcabalas  de  la  misma,  porque  ni  de 
ellas  se  hace  mérito  en  el  expresado  docu- 
mento, ni  de  so  contexto  se  infiere  que  con 
las  demáa  rentas  de!  señorío  se  le  hubiesen 
adjudicado  aquellas,  que  no  deben  estimar- 
se eomo  anejas  ó  inherentes  al  mismo: 

Considerando  que  las  referencias  quede 
dicbas  alcabalas  se  hacen  en  las  cédulas  de 
I  confirmacioQ  al  relacionarte  ia  expresada 
I  ejecatoría,á  mas  de  no  hallarse  eonlormcs 
con  esta,  no  pueden  ser  debidamente  apre- 
ciadas por  no  haberse  presentado  el  título 
prímiUvo  de  egresión: 

Considerando  que  la  falta  de  este  docu- 
mento no  puede  estimarse  suplida  con  las 


indicadas  cédulas,  porque  no  confiriendo 
estas  al  Conde  mas  derecho  que  el  que  tu- 
viese en  virtud  del  titulo  primitivo,  con  arr 
reglo  á  lo  determinado  en  las  citadas  leyes 
de  la  Nov.  Recop. ,  no  es  posible  decidir 
cual  sea  el  que  le  corresponda  üín  tener  á  la 
vista  el  expresado  dato,  y  mas  cuando  de  él 
se  hace  caso  omiso  en  las  referidas  cédulas: 
Considerando  que  las  indicaciones  de  está 
respecto  á  los  grandes  servicios  prestados 
por  la  casa  del  Conde  para  obtener  los  de- 
rechos ó  privilegios  en  cuyo  goce  fué  con- 
firmado, no  son  bastantes  para  que,  prescin- 
diendo del  título  de  egresión,  se  eslimen  co- 
mo reconocidos  y  aplicables  á  la  concesión 
de  las  alcabalas  de  que  se  trata  cuando  solo 
resultan  detallados  los  hechos  referentes  á 
otra  de  las  mercedes  que  le  fueron  olor* 
gadas: 

Considerando  que  no  habiéndose  acredita* 
do  en  debida  forma  la  adquisición  de  las  re- 
feridas alcabalas  á  título  oneroso  ó  remune<* 
ratorío  de  grandes  servicios  reconocidos  no 
procede  su  indemnización,  en  conformidad 
á  lo  dispuesto  en  las  enunciadas  leyes  sobre 
señoríos  y  en  la  de  presupuestos  de  1845: 

Y  considerando  que  por  razones  un  tanto 
análogas  á  las  expresadas  foé  declarada 
insubsistente  la  carga  de  justicia  que  por  las 
alcabalas  de  San  Pedro  de  la  Tarce  percibía 
la  misma  participe  interesada  en  las  que 
motivan  este  expediente ,  según  aparece  de 
la  citada  R.  O.  de  28  de  febrero  de  1862: 

S.  M. ,  conformándose  con  los  dictámenes 
que  sobre  el  particular  han  emitido  la  sec- 
ción de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado,  esa 
Dirección  y  la  asesoría  general  de  este  Mi- 
nisterio, se  ha  servido  confirmar  el  acuerdo 
de  la  junta  de  revisión  y  reconocimiento  dt* 
cargas  de  justicia,  por  el  que  se  declara  ca"- 
ducada  la  de  que  se  trata.  De  real  or- 
den etc.  Madrid  5  de  junio  de  1866. — Cáno- 
vas. Sr.  Director  general  del  Tesoro  públi* 
co.»  {Gao.  21  yunto.) 

174.  CABaAS  DE  JUSTICIA. -B.  O.  do 
5  de  Junio,  declarando  subsistente  una  que 
perciben  los  propios  de  Villameriei  por  el 
oonoepto  de  alcabalas  por  haber  sido  segre- 
gadas de  la  corona  á  título  oneroso ,  y  np 
laber  sido  reintegrado  dicho  pueblo  del 
precio  de  egresión. 

(Hac.)  «limo.  Sr.:  He  dado  cuenta  á  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  instruido 
3or  esa  dirección,  en  cumplimiento  de  la 
ey  de  29  de  abril  de  1855,  para  llevar  a 
erecto  la  revisión  de  la  carga  de  justicia  de 
43  escudos  562  milésimas  que  por  el  con- 
cepto de  atoábalas  figura  en  el  presupuesto 
de  gastos  vigente  al  núm.  451,  art.  1.^  ca* 
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pílalo  1.*,  sección  4.*,  á  nombre  de  tos 
propios  del  pueblo  de  Villameriel,  provin- 
cia de  Falencia. 
En  su  consecuencia: 

Visla  la  real  carta  de  privilegio  expedida 
por  D.  Felipe  III  y  los  de  su  Consejo  y  con- 
laduria  mayor  de  Hacienda  en  26  de  enrro 
de  1611  aprobando  la  de  venta  otorgada  por 
dicho  monarca  en  7  de  diciembre  de  1610 
en  favor  del  Concejo,  justicia  y  regimiento 
del  lugar  de  Villameriel  de  las  alcabalas  y 
tercia^  del  mismo  en  precio  de  377.580  ma- 
ravedises que  fueron  entregados  en  la  teso- 
rería general,  y  con  cargo  de  abonar  en  ca- 
da año  21.315  mrs.  por  razón  de  las  alca- 
balas, y  10.150  por  las  tercias  ínterin  no  se 
redimiesen  estos  situados: 

Vista  la  real  cédula  librada  por  D.  Feli- 
|>e  V  en  8  de  junio  de  1709  confirmando  la 
venta  de  los  mencionados  derechos,  y  decla- 
rándolos preservados  del  decreto  de  incor- 
poración á  la  Corona: 

Vistos  los  demás  resultados  de  este  expe- 
diente, del  que  aparece  que  la  renta  que 
corresponde  al  referido  partícipe  es  la  mis- 
ma que  viene  percibiendo  y  figura  en  el 
presupuesto  vigente: 

Vista  la  ley  de  presupuestos  de  23  de 
mayo  de  i 845  refundiendo  en  la  contribu- 
ción de  consumos  las  alcabalas  y  demás 
rentas  llamadas  provinciales,  y  mandando 
abonar  á  los  dueños  de  las  mismas  la  renta 
equivalente  á  la  que  hubieran  percibido  en 
el  año  común  del  úKimo  quinquenio: 

Viftla  la  ley  de  29  de  abril  de  1855  y  la 
de  presupuestos  de  185tf  disponiendo  la  re- 
visión de  las  cargas  de  justicia  y  la  forma 
en  que  debe  practicarse: 

Considerando  que  las  alcabalas  que  dan 
motivo  á  este  expediente  fueron  segregadas 
de  la  Corona  á  titulo  oneroso: 

Considerando  que  la  municipalidad  de 
Villameriel  no  ha  sido  reintegrada  en  todo 
ó  en  parte  del  precio  de  egresión,  ni  indem- 
nizada en  otra  forma: 

Y  considerando  que  el  Estado  se  halla  en 
la  obligación  de  satisfacértela  renta  que  vie- 
ne percibiendo  y  le  corresponde  con  arre- 
glo á  las  citadas  disposiciones: 

S.  M.,  conformándose  con  los  dictámenes 
que  bobie  el  pariicular  han  emitido  la  sec- 
e  on  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado,  esa 
Dirección  y  la  asesoría  general  de  este  Mi- 
nist  rio,  se  ha  servido  confirmar  el  acuerdo 
de  la  junta  de  revisión  y  reconocimiento  de 
cargas  de  justicia,  por  el  que  se  declara 
subsistente  la  de  que  se  trata.  De  real  ór- 
dea  etc.  iMadrid  5  de  junio  de  1866.— Cánu- 


▼as.— Sr.  Director  ganeml  delTesoro.J»  (Gñ" 
ceta  21  junto.) 

176.  SERVICIO  MIIilTAJtDi:  JjJL  AB- 
R.  D.  de  20  de  junio,  abonando '4o- 
ble  tiempo  de  servicio  á  los  individuos  de 
¡a  armada  en  las  agiiat  del  FacSfloo. 

(Marira.)  ((Para  dar  á  la  marina  militar 
un  solemne  testimonio  de  lo  gratos  que  rm 
han  sido  sus  relevantes  servicios  en  lafi 
aguas  del  Pacíñco,  de  acuerdo  coa  mi  Con- 
sejo de  Ministros  y  á  propuesta  del  de  Ma- 
rina, vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.®  £1  tiempo  servido  en  la  es* 
cuadra  del  Pacifico  por  todos  los  individuos 
de  los  diferentes  cuerpos  y  clases  de  la  ar- 
mada, y  que  además  nayan  asistido  á  cual- 
quiera de  los  combal<*s  ocurridos  en  aquellas 
aguas  dentro  del  período  que  media  desd» 
el  14  de  abril  de  1864  hasta  el  dia  que  ar- 
riben á  puertos  españoles  ó  neutrales,  se 
contará  doble  para  todos  loa  derechos  esta- 
blecidos en  el  R.  D.  de  20  de  abril  de  1815. 
A  los  que  sin  haber  asistido  á  algunos  d« 
los  combates  hayan  no  obstante  permaneci- 
do en  la  escuadra  seis  meses  por  lo  menos 
dentro  del  indicado  período,  les  será  de  abo- 
no la  mitad  del  tiempo  servido  para  los  de- 
rechos á  que  se  refiere  el  precitado  real 
decreto. 

Arl.  2.^  Las  clases  de  tropa  y  los  quin- 
tos marineros  podrán  optar  á  los  referido» 
abonos  con  aplicación  á  los  premios  de  cons- 
tancia, ó  bien  para  estinguir  el  tiempo  de 
su  empeño.  A  las  de  marinería  le  servirán 
dichos  abonos  para  su  segunda  campaña; 
quedando  exentos  del  returno  los  que  al- 
cancen cuatro  años  de  servicio  efectivo. 

Dado  en  Palacio  á  20  de  junio  de  I8&6.11 
(Goc.  22  junio.) 

176.  ADMINISTRACION  MILITAH.— 
U.O.  de  l.«de  janio din'diendo  encuatado 
seooiones  las  dependencias  de  la  direooion: 
•US  funoionei. -Intendentes  militares:  nuM 
funoiones.— Comisarios  de  itruerra:  su  depon*- 
denota  y  fonciones. 

(Guerra.)  «Excmo.  Sr.:  ELSr.  Minisiro 
de  la  Guerra  dice  hoy  al  Director  general  cits 
Administración  mililai*  lo  que  sigue: 

He  dado  cuenta  á  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de 
la  comunicación  que  en  23  de  enero  úlUmo 
dirigió  V.  £.  áeste  Mmislerio  remitiendo  el 
proyecto  de  una  nueva  organización  para 
las  dependencias  centrales  y  de  distrito  del 
cuerpo  de  su  mando,  que  tiene  por  objeto 
reconcentrar  la  acción  administrativa  y  abr«^ 
viar  la  dilatada  tramitación  de  los  asuntos  á 
su  cargo  encomendados. 

£ulerada  S.  M.,  considerando  gue  la  iuno-» 
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vieion  propoesU  por  V.  E  ,  sin  all(*rar  en 
nada  los  preceptos  de  Ja  real  iustmccíon  de 
25  de  enero  de  1850,  de  Ja  Jey  de  eontabili- 
dad  de  20  de  febrero  del  mismo  año ,  la  or- 
fintca  del  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino  de 
25  de  agosto  de  1851  ni  Jas  demás  disposj- 
deaes  vigentes  en  la  materia ,  ha  de  simpü- 
iear  notablemente  el  curso  de  les  negocios 
con  Tentaja  notable  del  servicio ,  y  de  acuer* 
do  con  el  parecer  de  Jas  secciones  de  guerra 
y  narina  y  de  hacienda  del  Consejo  dejEs"» 
tado,  ha  tenido  á  bien  aprobar  la  reforma  de 
las  expresadas  dependencias  bajo  las  reglas 
siguientes: 

La  Dirección  general  de  Administra- 
ción militar  se  dividirá  en  cuatro  seccionest 
primera,  la  de  gobierno;  segunda,  la  de 
examen  y  liquidación ;  tercera ,  la  de  ajustes 
atrasados;  y  cuarta,  la  teneduría:  en  cuya^ 
secciones  se  refundirán  la  intervención  gene- 
,  ral  militar  y  la  Secretaría  de  la  Dirección  ge- 
neral que  quedan  suprimidas. 

2.  *  Cada  udk  de  dichas  cuatro  secciones 
estará  á  cargo  de  un  intendente  de  división, 
con  un  subintendente,  segundo  jefe. 

3.  *  ün  intendente  de  ejército  será  el  jefe 
inmediato  de  las  secciones  2.*,  3  *  y  4.*.  Ex- 
tenderá é  intervendrá  ios  libramientos  que 
expida  el  Director  general ,  ejerciendo  asi- 
mismo la  parte  de  intervención  en  los  casos 
que  la  requieran ,  y  con  arreglo  á  lo  preve- 
nido en  ej  art.  91  del  capítulo  6.*  de  la  real 
insíroccion  de  25  de  enero  de  1850:  dicho  in- 
tendente de  ejército ,  como  jefe  central  de  la 
contabilidad ,  rendirá  las  cuentas  de  gastos 
públicos  y  de  presupuestos  y  las  remitirá 
por  conducto  del  Director  general  al  Tribunal 
de  lan  del  Reino. 

4.  *  El  expresado  intendente  de  ejército 
será  responsable  ante  el  Tribunal  de  Cuen- 
tas del  Reino  de  los  abonos  que  se  acrediten 
sin  hallarse  autorizados  portas  leyes,  regla- 
mentos ú  órdenes  vigentes,  á  menos  que 
aquellos  sf*  verifiquen  contra  su  diclámen, 
en  virtud  de  mandato  del  Director  general, 
en  cuyo  caso  este  será  el  responsable  ante 
dicho  tribunal. 

5  *    Las  atribuciones  y  deberes  de  la  Di- 
rección general  se  dividirán  en  funciones  de 
g'obierno,  de  administración  y  de  exámen  y 
prodoccton  de  cuentas  al  Tribunal  de  las  del 
Reino.  Corresponden  las  primeras  solo  a!  Di- 
rector general  y  las  demás  al  mismo  con  las 
#eccionesde  su  dirección,  á  las  intendencias 
militares  y  al  comisario  de  guerra.  Son  fun- 
eionea  de  gobierno  las  comunicaciones  con 
eJ  Ministerio  de  la  Guerra,  Tribunales  Supre- 
mos, Direcciones  y  Capitanias  generales  é 
intetideucias  militares;  propuestas  para  as- 
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censos  y  las  de  nombramientos  ó  separación 
de  los  empleados  ;  la  reunión  de  los  proyec- 
tos de  presupuestos ,  aprobación  de  las  dís- 
tribueiones  mensuales  de  fondos;  ordenación 
de  pagos,  la  alta  inspección  y  dirección  del 
sistema  y  de  la  gestión  general;  la  consulta 
sobre  reglamentos  al  Gobierno,  y  Jos  demás 
asuntos  que  considere  conveniente  someter  á 
su  resolución  en  bien  del  servicio. 

6  *  Los  jefes  de  sección  instruirán  en  sus 
oficinas  los  expedientes  á  que  dé  lugar  la 
gestión  de  Jos  negocios  que  tengan  á  su  car- 
go, acordando  el  de  la  primera  con  el  Direc* 
lor  general  y  los  de  las  segunda,  tercera  y 
cuarta  con  el  intendente  de  ejército,  el  cual 
á  su  vez  someterá  el  acuerdo  de  aquel  jefe 
seperior  las  resoluciones  definitivas  y  las  de 
instrucción.  Sien  determinado  caso  el  Direc- 
tor general  dispusiera  algún  pago  contravi- 
niendo á  lo  prescrito  en  las  leyes ^ reglamen- 
tos ú  órdenes  vieentes  ,  y  contra  el  diclámeu 
del  intendente  de  ejército,  y  asi  se  consig-^ 
nase  por  el  Tribunal  de  Cuentas  al  determi- 
nar la  responsabilidad  que  resulte  de  las  qua 
se  le  remitan  para  su  exámen  y  censura,  la 
reasumirá  toda  el  indicado  jefe  superior,  al 
cual  le  será  exigida  por  dicho  tribunal  á  lof 
efectos  consignados  en  el  art.  19  de  su  ley 
orgánica. 

7.  *  Las  relaciones  del  Director  general 
para  con  el  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino 
serán  las  que  previenen  las  leyes  ,  regla- 
mentos y  ordenanzas  de  esta  y  demás  dispo? 
sicíones  que  están  vigentes. 

8.  *  Las  órdenes  de  tramitación  de  expe- 
dientes á  las  intendencias  militares ,  las  re- 
damaciones de  documentos  ó  noticias  (}t> 
instrucción,  los  traslados  de  las  reales  órde- 
nes del  personal  del  ejército  y  las  certifica- 
ciones se  comunicarán  y  darán  por  el  inten- 
dente de  ejército  y  el  jefe  de  la  sección  de 
gobierno  por  lo  que  corresponda  á  su  com- 
petencia. 

\  9.*  En  las  vacantes,  enfermedades  ó  au- 
sencias del  Director  general  le  sustituirá  el 
intendente  de  ejército  en  calidad  de  subdi- 
rector, y  en  su  defecto  el  de  división  man 
antiguo  de  la  Dirección  general,  si  no  hay 
para  este  caso  disposición  especial  del  Gi  - 
bierno. 

10.  Habrá  una  junta  consultiva  del  Diree- 
lor  general,  compuesta  de  lodos  los  i u leu* 
denles  que  tengan  su  residencia  oficial  ca 
Madrid ,  pudiendo  concurrir  cualquier  olr(» 
que  se  crea  conveniente  para  ilustrar  nl^uu 
asunto.  Un  jefe  ú  oficial  de  la  plantilla  de  la 
Dirección  será  el  secreta r.o  sin  voto  y  tendni 
á  su  cargo  el  libro  de  actas.  El  Diroclor  ga-> 
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ncral  reunirá  y  consuICará  á  esta  junta  en  los 
casos  que  crea  conveniente. 

11.  Las  inlendencias  de  los  distritos  se 
diTidirán  en  dos  secciones  ,  una  de  gobierno 
y  otra  de  contabilidad,  á  car^^o  esta  del 
subintendente,  quedando  suprimidas  las  in- 
tervenciones militares  y  las  secretarías. 

12.  Los  jefes  de  las  secciones  de  las  in- 
tendencias militares  instruirán  en  sus  ofici- 
nas los  expedientes  á  que  dé  lug^r  la  g;es- 
tion  de  los  neg^ocios  que  teñirán  á  su  cargo, 
y  presentarán  pprsonalmento  al  despacho 
del  intendente  militar  todas  las  resoluciones 
y  acuerdos.  La  parle  interventora,  cuando 
proceda,  será  ejercida  por  el  subintendente. 

,  13.  Guando  el  jefe  de  sección  considere 
que  el  intendente  al  resolver  contra  su  díc- 
támen  ha  interpretado  la  ley  equivocada- 
mente acreditando  derechos  ó  abonos  dudo- 
sos, se  lo  expondrá  así  por  escrito  para  so- 
meterlo á  nuevo  acuerdo  y  el  que  recaiga 
entonces  debe  ejecutarse  si  la  urgencia  del 
servicio  no  diese  tiempo  para  consultarlo  á 
la  superioridad.  De  lodos  modos  si  en  defi- 
nitiva no  hay  conformidad  ,  menos  en  los 
asuntos  de  Gobierno,  el  intendente  dará 
cuenta  á  la  Dirección  remitiendo  los  datos 
necesarios  para  resolver  con  mas  acierto. 

14.  El  Comisariato  de  guerra  dependerá, 
como  hasta  aquí,  de  los  intendentes  milita- 
res ,  y  por  este  conduelo  recibirá  cuantas  ór- 
denes é  instrucciones  se  lo  dirijan  para  la 
geslion  y  contabilidad  ;  pero  si  en  casos  ex- 
cepcionales se  le  comunicaran  algunas  di- 
rectamente cuya  ejecución  no  dé  Tiempo  á 
consultas ,  si  ocasionan  gastos  no  determina- 
dos, reclamará  sean  escritas  para  cubrir  su 
responsabilidad,  y  si  no  las  obtuviera  asi, 
dará  cuenta  detallada  inmediatamente. 

15.  Los  Comisarios  de  guerra,  penetrán- 
dose de  su  importante  cometido  y  de  la  res- 
ponsabilidad que  impone  el  art.  29  del  capi- 
tulo 2.^  de  la  ley  de  contabilidad  de  20  de 
febrero  de  1850, 'ejercerán  la  mas  escrupu- 
losa acción  fiscal  é  interventora  en  todos  los 
servicios  de  su  inspección.  Conociendo  los 
efectos  y  caudales,  los  seguirá  vigilando 
hasta  que  se  consuman ,  fiscalizando  é  in- 
terviniendo todas  las  operaciones  de  la  ges- 
tión y  de  la  contabilidad  que  produzcan  los 
servicios  que  les  estén  encomendados. 

16.  Dichos  jefes  cuidarán  bajo  su  res- 
ponsabilidad de  que  se  cumpla  cuanto  man* 
daren  los  intendentes  militares  y  la  Direc- 
ción general  del  cuerpo  con  respecto  á  las 
compras  y  ventas  y  á  cuanto  perteneciere  á 
la  inversión  de  caudales  ó  consumo  de  efec- 
ins;  y  como  interventores  propondrán  á 
aquellos  ¡otes  las  mejoras  ó  variaeiones  que 


crean  convenientes  en  sus  cometidos,  razo- 
nando sus  informes. 

17.  Seráil  responsables  á  los  referidos 
intendentes,  al  Director  general  del  cnerp« 
y  al  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino  de  la 
morosidad  de  sos  subordinados  en  ta  pre« 
sentacion  de  cuentas,  siempre  que  no  prue- 
ben haber  tomado  providencias  operlunas 
para  evitar  el  atraso  y  las  faltas  y  dado  de 
ello  conocimiento  á  las  intendencias  milita- 
res, después  de  providenciar  segon  sus  fa- 
cultades. 

18.  En  las  épocas  fijadas  remesarán  los 

Comisarios  de  guerra  á  las  intendencias  mi- 
litares y  á  la  Dirección  general  las  cuentas, 
estados  y  documentos  procedentes  de  su  a 
respectivos  servicios,  interviniéndolas  y  es- 
tampando su  confbrmidad  ó  reparos. 

19.  Continuarán  en  observancia  las  ins- 
trucciones referentes  á  la  cuenta  y  razón  de 
la  Administración  militar  y  cuantas  disposi- 
ciones tengan  relación  con  la  importante  mi* 
sion  del  comisariato  de  gueVra,  en  cuanto 
no  se  opongan  á  lo  que  se  previene  en  las 
antecedentes  reglas. 

Y  20.  El  Director  general  propondrá  las 
plantillas  del  personal  de  que  aeban  constar 
tanto  la  Dirección  general  como  las  intenden- 
cias de  los  distritos,  y  dictará  la  oportuna 
instrucción  para  el  régimen  interior  de  la» 
expresadas  dependencias  en  su  nueva  orga- 
nización. 

Es,  por  último,  la  voluntad  de  S.  M.  que 
el  intendente  de  ejército  jefe  central  de  la 
contabilidad  y  que  como  tal  reasume  lodos 
tos  deberes  y  responsabilidades  del  actual 
cargo  de  interventor  general,  continúe  dis- 
frutando, según  V.  E.  propone,  el  mismo 
sueldo  asignado  hoy  á  esle  último  y  los  de- 
rechos consignados  en  el  art.  9.®  de  la  ley 
de  25  de  agosto  de  1861.  De  realórden,  ele* 
Madrid  1.**  de  junio  de  1866.»  (Gac.  24^^- 
nto.) 

177.  CiLBQAS  DE  JUSTICIA. -R.  O.  da 
13  de  junio  declarando  que  no  prooede  re- 
conocer como  carga  de  justicia  la  que  per- 
cibía la  villa  da  Qijon  procedente  de  arbi- 
trios para  la  oonservaeion  del  muelle  por 
proceder  de  un  acto  sraoiabla  de  la  Corona 
y  haber  hecho  suya  el  Estado  la  obligación 
de  conservar  todos  loa  puertos. 

(Hac.)  i?a5lrac/o.— Por  real  caria  librada 
por  S.  M.  y  los  de  su  Consejo  en  27  de  ene- 
ro de  1774  se  concedió  á  la  villa  de  Gijon  la 
facultad  de  cobrar  ciertos  derechos  de  deter- 
minados artículos,  aplicando  su  importe  á  la 
conservación  y  aumento  del  puerto  y  mue- 
lle de  la  misma,  y  cometiendo  á  una  junta 
laadminlstraciou,  recaudación  é  inversión  d« 
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iqttellos  arbitrios.  Publicado  el  R.  D.  de  17 
de  dieíembre  de  1851  por  el  que  se  mandó 
que  la  administración  y  servicio  de  los  puer- 
tos de  la  Península  é  islas  adyacentes  cor- 
riesen á  cargo  de)  Ministerio  de  Fomento, 
reduciendo  á  los  dos  impuestos  denominados 
de  fondeadero  y  de  carga  y  de*icarga  todos 
los  arbitrios  establecidos  en  dichos  puertos, 
y  dictando  reglas  para  su  exacción:  y  publi- 
cado el  reglamento  de  30  de  enero  para  su 
ejecacioR  (tomo  5.^  p.  542)  se  ha  considerado 
caducada  esta  asignación  y  asi  se  declara 
por  R.  O.  de  13  de  junio: 

oConsiderando  que  los  arbitrios  concedi- 
dos á  la  junta  conservadora  del  muelle  de 
Gijon,  y  la  asignación  anual  de  12.000  rea- 
les que  en  su  equivalencia  le  fué  otorgada 
posteriormente,  no  reconocen  por  fundamen- 
to ningún  título  oneroso,  sino  un  acto  gra- 
ciable de  la  Corona,  motivado  en  la  necesi- 
dad de  las  obras  á  que  debían  destinarse 
aquellos  fondos: 

Considerando  que  el  Estado  ha  hecho  su- 
ya la  obligación  de  conservar  todos  los  puer- 
tos del  remo,  disponiendo  que  la  adminis- 
iraeíofi  y  servicio  de  los  inifimos  corra  á  car- 
go del  Ministerio  de  Fomento;  y  que  hallán- 
dose consignada  en  tos  presupuestos  de  este 
úiiimo  la  cantidad  indispensable  para  sufra- 
pr  los  gastos  de  construcción  y  reparación 
de  aqaeltos,  no  es  posible  legalmente  la  apli- 
cación de  otros  fondos  á  dicho  objeto,  ni 
laenoa  la  inclusión  de  estos  en  los  presupues- 
tos de  diverso  Ministerio: 

Y  considerando  que  determinadas  espe- 
dalmeale  las  obras  del  puerto  de  Gijon  y  las 
cantidades  con  que  el  Estado  habia  de  con- 
tribuir á  las  mismas,  no  hay  razón  alguna 
que  legitime  el  pago  de  la  asignación  de  que 
se  trata  como  carga  de  justicia.»  (Gao»  27 
jumo.) 

178.  UCPOBSTO  HIPOTECARIO— Boal 
orden  de  18  do  junio,  declarando  que  la  re- 
dención de  censos  del  real  patrimonio  y  la 
«iuijenaeiox&  de  los  mismos  están  exentas  de 
dicho  impuesto  conforme  ¿  las  leyes  de  des- 
amortisaoiozi. 

(Hac.)  oHe  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dios  i^uarde)  del  expediente  instruido  en  esa 
Dirección  g-eneral  á  inslancia  de  doña  Josefa 
Cifoentes  y  Ramos  y  otros  dueños  de  casas 
sitas  en  esla  corte  y  edificadas  en  terrenos 
rendidos  á  censo  por  el  Real  Patrimonio,  so- 
Itcttando  la  exención  del  impuesto  de  hipo- 
tecas por  las  escrituras  de  redención  de  cen- 
olorgadas  á  su  favor  con  arreglo  á  lo 
•líspoesto  en  la  ley  de  12  de  mayo  del  año 
¿limo.  Enterada  S.  M.,  y  considerando  que 
k»  censos  impuestos  sobre  bienes  inmuebles 


son  derechos  reales  sujelos  á  las  mismas  re- 
glas generales  de  la  propiedad,  debiendo  se- 
guir sus  redenciones,  en  cuanto  les  sean 
aplicables,  las  disposiciones  establecidas  pa- 
ra las  ventas  de  dichos  bienes:  considerando 
que  tanto  la  citada  ley  de  12  de  mayo  como 
el  reglamento  dictado  para  sü  ejecución  se 
refieren  á  las  leyes  generales  que  rigen  para 
ta  desamortización  de  los  bienes  del  Estado 
en  todos  aquellos  puntos  sobre  los  cuales  no 
consignan  disposicionesdeterminádas;  y  con- 
siderando,  en  fin,  el  principio  económico  á 
que  obedece  la  expresada  ley,  en  virtud  de 
la  cual  se  declararon  en  estado  de  venta  los 
bienes  pertenecientes  al  Real  Patrimonio  que 
no  estuviesen  enumerados  en  los  arls.  y 
2.**  de  la  misma,  se  ha  servido  resolver  co- 
mo regla  general,  de  conformidad  con  lo 
propuesto  por  esc  centro  direcHvo  y  lo  in- 
formado por  la  asesoría  general  do  este  Mi- 
nisterio, que  ta  redención  de  censos  del  Real 
Patrimonio  debe  inscribirse  en  el  registro  de 
la  propiedad  libre  de  derechos  de  hipotecas, 
asi  como  que  las  enajenaciones  de  los  cen- 
sos de  igual  procedencia,  cuando  llegue  á 
efectuarse  dentro  de  los  cinco  años  contados 
desde  el  día  de  su  adjudicación,  queden 
también  exentas  del  pago  del  impuesto,  se- 
gún lo  disponen  para  esla  clase  de  derechos, 
cuando  son  propios  del  Estado,  el  art.  24  de 
la  ley  de  1.**  de  mayo  de  1855  y  la  R  0.  de 
16  de  marzo  do  1850.  De  la  de  S.  M.  etc. 
Madrid  18  de  junio  de  1866.— Cánovas.» 
(Gae.  27  >unto.) 

179.  CARGAS  DT5  JUSTICIA.— B.  O.  de 
13  de  junio:  se  declara  subsistente  la  carga 
dejusUcia  de  82  escudos,  138  milésimas, 
por  réditos  del  capital  de  un  censo  impues- 
to sobre  las  averias  ordinarias  y  extraordina- 
rias del  consulado  de  Bilbao. 

Como  fundamento  de  la  resolución  á  que 
se  refiere  el  epígrafe  se  dice: 

((Que  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  el  ar* 
líenlo  11  de  la  ley  de  aduanas,  y  el  21  de  i 
R.  D.  de  7  de  octubre  de  1847,  por  conse* 
cuencia  de  la  supresión  de  los  consulados  f 
refundición  de  ios  arbitrios  que  servían  d4 
hipoteca  á  los  contratos  celebrados  por  lot 
niismos  en  otros  derechos  que  en  su  equiva- 
lencia percibe  el  Estado,  este  se  subrog(> 
desde  luego  en  las  obligaciones  todas  que 
pesaban  sobre  aquellos: 

Que  se  ha  demostrado  legal  y  cumplida- 
mente el  carácter  esencialmente  oneroso  de 
la  carga  objeto  de  este  expediente,  como  así 
bien  el  legitimo  importe  (te  la  misma,  y  la 
personalidad  del  referido  D.  José  Allende 
Sal  azar  para  continuar  pcruibicndola  como 
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tdioiB  strador  )ef^al  do  los  hienet  de  su  e^- 
|)Ofía  ta  señora  dona  María  Rita  Gacitúa: 

Y  que  no  habiendo  sido  redimid»  por  el 
consulado  ni  por  la  junta  de  comercio  de 
Bilbao  el  capital  de  censo  de  que  se  traía,  ni 
dé  otra  manera  indemnizado  su  poseedor 
por  el  Estado,  el  contrato  está  subsistente  y 
por  tanto  la  obligación  por  parle  de  este  úl- 
timo de  satisfacer  los  réditos  mientras  la  in- 
demnización tiene  erecto.»  (Gae.  2S  junio.) 

180.  QinNTAS.'R.  O.  de  20  de  Junio, 
resolviendo  quA  el  reoonocimioDto  de  los 
padrea,  abuelos  y  hermanos  de  los  quintos, 
como  que  el  ejéroito  no  tiene  interés,  pueda 
hacerse  por  facultativos  civiles  de  la  con- 
flania  de  los  Consejos. 

(GoB.)  «El  Excmo.  Sr.  Ministro  de  la 
Gobernación  dice  con  esta  fecha  al  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Cádiz  lo  que  sigue : 

«(Enterada  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  la  con- 
salta del  Conspjade  esa  provincia,  dirigida 
por  V.  S.  á  este  Ministerio  en  29  de  enero 
última,  respecto  á  si  los  reconocí  míenlos  de 
los  padres,  abuelos^  hermanos  de  los  quin- 
tos deben  ser  practicados  por  un  facultativo 
civil  y  otro  castrense,  ó  pueden  hacerlos  dos 
facultativos  civiles  que  designe  la  expresada 
corporación;  y  si  en  el  primer  caso  y  cuan- 
do ¡08  interesados  que  hayan  de  ser  recono- 
cidos se  hallen  ausentes  de  la  capital,  putde 
liacérseles  obligatorio  el  efectuar  dichos  re- 
conocimientos en  el  punto  donde  los  últimos 
residan  ,  siendo  cargo  para  el  presupuesto 
provincial  los  gastos  que  por  tal  concepto 
se  originen: 

Vistos  la  ley  de  reemplazos  y  el  regla- 
mento de  exenciones  físicas  vigente; 

Considerando  que  en  ninguno  de  los  ar- 
tículos que  dichas  disposiciones  comprende 
se  halla  establecido  el  reconocimiento  de 
que  se  Irala,  siendo  este  simplemente  un 
medio  de  que  en  casos  dados  pueden  valer- 
se los  Consejos  provinciales  para  fallar  con 
mejor  acierto: 

Considerando  que  los  facultativos  castren- 
ses que  reconocen  á  los  quintos  lo  hacen  en 
representación  del  ejército  por  el  interés 
que  este  tiene  en  no  recibir  otros  mozos  que 
aquellos  que  reúnan  la  suficiente  salud  y 
robustez,  interés  que  desaparece  cuando  se 
traía  de  otra  persona,  por  mas  qué  la  utili- 
dad ó  inutilidad  de  esta  pueda  influir  en 
que  se  declare  ó  no  soldado  á  un  quinto; 
pues  al  ejército  le  es  indiferente  rgcibir  en 
kus  illas  á  un  mozo  6  á  otro  con  tal  de  llenar 
el  cupo,  y  de  que  aquel  tenga  las  necesarias 
condiciones  físicas: 

Considerando,  por  otra  parte,  que  el 
coligará  los  expresados  facultativos  cas* 


trenses  al  reeoooeimiento  de  los  padres, 
abuelas  y  hermanos  de  los  quintos,  aun  en 
el  caso  de  hallarse  estos  ausentes,  sería  dis- 
traerlos de  los  principales*  deberes  de  su 
cargo; 

S.  M. ,  de  conformidad  con  lo  propuesto 
sobre  este  asunlo  por  las  secciones  de  Guer- 
ra y  Gobernación  del  Consejo  de  Estado,  se 
ha  servido  resolver  que  cuando  deba  prac- 
ticarse el  reconocimiento  de  algunas  perso- 
nas que  no  sean  los  mismos  quintos,  pueda 
hacerse  por  los  dos  profesores  que  merezcan 
la  conñanza  del  Consejo  provincial,  y.  que 
el  mismo  designe  ó  comisione  al  efeclo.» 
De  real  orden  etc.  Madrid  20  de  junio  de 
1866.t  (Gao.  28  junio.) 

181.  EJSRCITO.-B.  D.  de  28  de  Junio, 
disolviendo  algunos  regimientos. 

(GuBBR4.)  Artículo  1.^  Quedan  disueU 
tos  el  quinto  regimiento  de  artillería  á  pie, 
el  segundo  batallón  del  sexto»  el  regimiento 
á  caballo  de  la  misma  arma  y  el  de  infante- 
ría de  Bailen,  núm.  24. 

Art.  2.**  El  Ministro  de  la  Guerra  queda 
autorizado  para  introducir  las  variaciones 
de  reorganización  á  que  dé  lugar  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  anterior.»  {Gae,  29 
junio,) 

182.  PBSSUPITBSTOS  DEIi  SBTAI>0> 
— Iieyde  30  de  junio,  autorisando  al  Gobier- 
no para  cobrar  é  invertir  las  conuribucionea» 
impuestos  y  rentas  públicas;  modiñoar  la 
ley  de  deuda  pú|>lioa  de  1.'  de  agosto  da 
1851,  emitir  títulos  del  3  por  100  7  adoptar 
otras  medidas  que  puedan  exigir  laa  eir- 
cunstanoias. 

(Prbs.  del  C.  i>b  M.)   aDoña  Isabel  11, 
por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución  etc. 
Artículo  J.^   Se  autoriza  al  Gobierno: 

1.  ®  Para  cobrar  é  invertir  las  contribu-^ 
clones,  impueslos  y  rentas  públicas  con  ar- 
reglo al  dictamen  de  la  comisión  de  presu- 
puestos y  á  las  modificaciones  que  se  intro- 
duzcan en  la  discusión  de  los  mismos  por  loa 
cuerpos  colegisladorés  sino  estuviesen  defi- 
nitivamente votados  para  el  30  de  junio. 

2.  ®  Para  imponer  á  las  asignaciones  y 
sueldos  de  las  clases  que  cobran  del  Tesoro 
un  descuerno  gradual,  cuyo  máximun  no 
excederá  del  que  se  impuso  por  la  Jey  de 
25  de  julio  de  1855,  exceptuando  los  habe- 
res de  los  cuerpos  armados  d»»l  ejército  y 
armada,  Guardia  civil  y  Carabineros,  hasla 
el  empleo  de  coronel  inclusive,  las  dotacio- 
nes del  clero  y  todos  los  haberes  y  dotacio- 
nes que  no  excedan  de  600  escudos  anuales. 

3.  ^  Para  hacer  todas  las  econoialaa  po- 
'  slbles  en  los  servicios  públicos,  aunque  se-^a 
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de  los  esUbleeidOf  por  leyes  especiales, 
hasla  eonseguir  la  mvelaci^a  efeciiva  del 
presupuesto. 

4.  *  Para  llevar  á  cabo  un  arref^lo  de  las 
reclamaciones  promovidas  por  consecuencia 
del  caso  lercero  del  art.  2.^  de  la  ley  de  1.® 
de  agosto  de  1851  no  excediendo  lo  que  por 
este  concepto  se  salisfag^a  del  25  por  100 
del  importe  de  la  mitad  no  convertida ,  pa- 
leado en  deuda  del  Bstado ,  sirvípndo  para 
fsle  erecto  de  tipo  mínimo  el  df  40  por  100 
para  el  3^ por  100  consolidado  interior,  y  el 
(le  45  por  10  para  el  exterior,  y  debien  io  re- 
aunciar  los  interesados  á  toda  reclamación 
tn  lo  sucesivo. 

5.  ^  Para  elevar  la  suma  que  anualmente 
se  destina  á  la  amortización  de  las  deudas 
iiamadas  amortizables  ó  deuda  pasiva,  sin 
que  pueda  exceder  la  totalidad  de  dicha 
suma  de  tres  millones  de  escudos.  El  au- 
mento del  fondo  de  amortización  no  se  lle- 
vará á  efecto  sino  en  el  caso  de  que  los 
acreedores  renuncien  á  toda  reclamación 
ulterior. 

6.  ®  Para  emitir  deuda  consolidada  inte* 
rior  ó  exterior  en  cantidad  bastante  á  pro- 
ducir efectivos  120  millones  de  escudos. 
Los  títulos  que  en  virtud  de  esta  emisión 
se  creen  se  podrán  enajenar  ó  dar  en  |^a- 
rantía  según  las  circunstancias  lo  aconsejed. 
La  deuda  interior  servirá  preferentemente 
como  garantía^  de  ios  préstamos  que  le- 
vante el  Tesoro,  y  se  negociará  en  licita- 
áon  por  pliegos  cerrados  ó  suscricion  pú- 
blica. La  deuda  exterior  se  negociará  en 
Madrid  en  licitación  pública  ó  abriendo  sus- 
cricion ,  pública  también ,  en  los  mercados 
extranjeros;  en  ambos  casos  una  y  otra 
dentro  del  tipo  que  fije  préviamentc  el 
Consejo  de  Ministros.  Los  títulos  de  la  deu- 
da interior  ó  exterior  que  sirvan  de  garan- 
tía de  préstamo  solo  podrán  consignarse  en 
la  C%ja  de  depósitos  o  en  los  Ban<:os  públi- 
eos  de  dentro  y  fuera  del  reino. 

Los  productos  que  por  cualquiera  de  di- 
chos medios  se  obtengan  se  destinarán  á 
extinguir  la  deuda  flotante  procedente  de 
los  descubiertos  de  anteriores  presupuestos 
de  la  Península  y  de  Ultramar,  y  a  saldar 
el  déficit  que  resulte  en  el  ejercicio  corrien- 
te. Solo  podrá  distraerse  de  esta  aplicación 
la  parle  que  hiciese  indispensable  el  au- 
mento eventual  del  ejército  y  armada,  sin 
que  en  ningún  caso  pueda  destinarse  canti- 
dad alguna  procedente  de  esta  emisión  á  las 
obitgaeiones  de  los  presupuestos  ordinarios 
ni  extraordinarios  posteriores  al  ejercicio 
arríente. 

Pe  los  expresados  120  millones  de  escu- 


dos efectivos  se  destinarán  60  millones  dt 
escudos  efectivos,  ó  sea  su  equivalente  en 
títulos,  á  la  Caja  general  de  depósitos  para 
que  sirvan  de  garantía  á  sus  imponentes ,  ó 
%ñ  negocien  por  los  medios  arriba  establs- 
cidos,  y  solo  en  la  proporción  indispensable, 
para  saldar  las  diferencias  qne  pueda  haber 
entre  las  nuevas  imposiciones  y  los  depósi* 
tos  que  se  recojan,  y  20  millones  de  escudos 
efectivos  para^mortizar  la  deuda  flotan ts 
de  las  Tesorerías  de  Ultramar,  obteniéndo- 
los por  la  negociación  en  aquellas  provin- 
cias ó  el  extranjero ,  de  los  títulos  necesa- 
rios con  arreglo  también  á  las  prescripcio- 
nes de  esta  ley.  Los  títulos  destinados  á  la 
Caja  de  depósitos  no  se  podrán  en  ningún 
caso  consagrar  á  otros  objetos,  y  los  produs- 
tos  de  los  pagarés  de  compradores  de  bienes 
nacionales  que  puedan  aplicarse  á  la  misma 
Caja  se  destinarán  mensualmente  á  la  amor- 
tización de  deuda  consolidada  hasta  una 
cantidad  igual  á  la  que  por  efecto  de  est^ 
ley  haya  recibido  dioho  establecimiento. 

7.®  Para  aumentar  en  caso  necesario  las 
fuerzas  del  ejército  y  armada. 

Art.  2.^  Esta  autorización  durará  por  el 
tiempo  que  medie  hasta  la  próxima  legisla- 
tura, en  la  cual  dará  el  Gobierno  cuenta  á 
las  Cortes  del  uso  que  hiciere  de  la  misma 
autorización. 

Por  tanto  mandamos  etc.  Palacio  á  30  de 
junio  de  1866.— Yo  la  Reina.— El  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros ,  Leopoldo 
0*donnell.»  {Gao.  !.•  julio,) 

183.  IBSOTJElIiiLS  DS  PABVULOS.- 
B.  O.  de  31  ae  marzo,  declarando  aue  no 
rigen  para  estas  las  reglas  que  respecto  ¿1» 
enseñanza  moral  se  han  establecido  para  las 
elementales. 

(Justa  ob  Irst.  pública  db  l4  prov.  dc 
Lérida.)  «El  Sr.  Elector  de  la  universidad 
literaria  de  Barcelona  en  comunicación  de 
23  de  mayo  próximo  pasado  dice  á  esta 
corporación  lo  que  sigue: 

sEl  Excmo.  Sr.  Ministro  de  Fomento  con 
fecha  31  de  marzo  último,  me  comunica  la 
real  órdsn  siguiente: — En  vista  de  lacomu-- 
nicacion  que  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justici  a 
dirige  á  este  de  mi  cargo,  trascribiendo  otro 
del  vicario  capitular  de  Vich,  en  solicitud  da 
que  rijan  en  las  escuelas  de  párvulos  las 
disposiciones  establecidas  para  las  elemen- 
tales en  materia  de  enseñanza  religiosa ,  la 
Reina  (Q.  D.  6  )  oido  el  Real  Consejo  de 
instrucción  pública  se  ha  servido  resolver, 
qué  si  no  es  posible  dictar  para  las  escuelas  de 
párvulos  por  su  índole  especial,  las  reglas 
que  respecto  á  la  enseñanza  moral  se  han 
establecido  para  las  elemtíulales;  los  maes- 
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tros  están  en  el  deber  de  inculcar  eu  el  áui* 
ino  de  los  párvulos  el  senlitnienlo  moral  y 
religioso,  y  los  párrocos  puedan  visilar  sus 
escuelas  y  de  acuerdo  con  los  profesores 
examinar  la  instrucción  moral  y  reli^^iosa 
que  reciben  teniendo  siempre  en  cuenta  la 
Corta  edad  y  capacidad  de  los  alumnos.  De 
real  órden  lo  d\go  á  V.  S.  para  su  conoci- 
miento y  efectos  consiguientes.))  Lo  que  esta 
corporación  etc.  Lérida  12  de  junio  de 
]S66.»(^o/.  of.  de  Lérida  ábiS  de  junio, 
núm,  74.) 


JOBlSPRDDBSCIAJpilNISTHATIYá. 

eooteneloao  -  admlnUIralIvos* 

FEOCEDIMIKNTO  CONTENCIO- 
SO—ADIONISTBATIVO.  Debe  de- 
clararse desierta  toda  apelación  que  no 
ha  sido  mejorada  por  el  interesado  den- 
tro del  plazo  de  dos  meses  señalado  por 
el  art.  z52  del  reglamento  de  30  de  di- 
ciembre de  1846. 

'  tt.  D.«S.  de  7  de  ibril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Es- 
'  tado  por  la  conipaSía  huí  lera*  ferril  de 
Caslilla  y  Navarra,  con  la  Sociedad  espe- 
cial minera  Vasco-Riojatia.  Declarada  la 
caducidad  de  uoa  mina  por  provideocia 
gubernativa  que  confirmó  una  seoteocia 
del  Consejo  províocial  de  Logroño,  apeló 
la  citada  compañía  en  junio  de  1865;  pe- 
ro como  en  23  de  noviembre  no  hubiese 
mejorado  su  apelación  la  sociedad  expre- 
sada acusó  su  rebeldía;  y  en  vista  de  los 
árts.  252  y  254  del  reglamento  de  30  de 
diciembre  de  1846.  á  consulta  del  Conse- 
jo de  Estado,  por  R.  D.-S.  de  7  de  abril, 
se  declaró  desierta  la  apelación ,  y  ta  sen- 
tencia pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada: 

«Considerando  que  el  apelante  ha  dejado 
trascurrir  sin  raejorar  el  recurso  el  plazo  de 
los  dos  meses  concedido  al  efecto  por  el  ar- 
ticulo 252;  y  que  acusada  la  rebeldía  por  el 
apelado,  se  está  en  el  caso  de  lo  dispuesto  en 
el  art.  254.»  [Gac.  13  mayo.) 

MINAS.  La  propiedad  de  las  perte- 
nencias mineras  caduca  y  se  pierde  con 
el  abandono  de  estas,  por  el  cual  se  en- 


tiende el  no  laboreo  que  anualmente  exi- 
ge como  mmimu/in  la  ley  de  minas. 

B.D.-S.  deitdeabrUde  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  da  Estado 
por  la  sociedad  especial  minera  Corntlan- 
cia  de  D,  Juan  con  la  AdmÍDÍstracioQ  g(*- 
neral,  coadyuvada  por  el  registrador  de 
la  mina  Lola,  de  mineral  plomizo,  qu(^ 
descubrió  en  las  labores  de  una  roma 
abandonada  llamada  la  Vizcaitm,  en  ter- 
reno inculto,  de  propiedad  particular,  di'l 
término  de  Cartagena,  y  cuyo  registra  so- 
licitó. Opiísose  á  su  coacesioo  la  dicha  so- 
ciedad concesionaria  de  la  Vizcaina ,  y 
prévios  los  trámites  debidos  y  de  ley,  el 
Gobernador  de  la  provincia  declaró  la  ca- 
ducidad de  la  Vizcaina  y  disuelta  la  socie- 
dad formada  para  su  explotacioa.  Est.i 
llevó  su  demanda  al  Consejo  provincial, 
que  á  su  tiempo  falló  confirmando  la  pro- 
videncia del  Gobernador.  Apeló  la  socie- 
dad; y  por  R.  D.-S.  de  13  de  abril  á  con- 
sulla del  Consejo  de  Estado  y  en  vista  de 
los  arts.  60,  51,  52,  53,  6Íi  y  70  de  la 
ley  de  minas,  se  confirma  la  sentencia  del 
Consejo  provincial  de  Murcia: 

«Considerándo  que  los  informes  facultat'- 
vos  de  los  folios  39  y  45  del  expediente  gu  - 
bernalivo,  y  la  declaración  prestada  por  el 
ingeniero  D.  Francisco  Viadera  en  el  seguí  - 
do  ante  el  Condejo  provincial,  responden  de^ 
un  modo  decisivo  del  abandono  de  la  mina 
Vizcaína  por  roas  tiempo  del  que  la  ley  per- 
mite; 

Considerando  que  la  sociedad  apelante  no 
ha  destruido  con  otra  prueba  la  eficacia  de 
aquellos  informes,  ni  ha  acreditado  la  eje- 
cución de  las  labores  exigidas  por  la  ley , 
pues  la  hiformacion  testifical  reolbida  en  la 
instancia  ó  expediente  gubernativo,  además 
de  haberlo  sido  sin  citación  contraria,  rata 
contradicha  por  la  que  con  igual  defecto  díú 
el  registrador  de  la  mina  Lola,  con  la  cir* 
cunstancia  deque  si  á  alguna  de  ellas  pudie- 
ra darse  valor ,  deberia  ser  á  la  segund  a 
por  el  mayor  número  de  testigos  de  que  8« 
eompone.»  ((roc.  25  mayo.) 

VIA  OONTENOIOSá..  Las  medi- 
das de  poUcia  urbana  cuando  no  que- 
brantan ordemnza,  ni  reglamento  esta- 
blecido, ni  ofenden  un  derecho  perfecto, 
son  irreclamables  en  la  via  contenciosa; 
tetiiendo  expedito  su  derecho  el  ofendido 
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para  mar  de  él  ante  el  stiperior  coires- 
pondienie.  ^ 

l.  D.*S.  delodeúrilde  1^. 

Pleito  seguido  en  el  Ck)nsejo  de  Estado 
por  doña  María  Grau  con  el  AyuDtamien- 
it  de  Plá  de  Cabra,  provincia  de  Tarrago- 
na, sobre  revocación  de  una  sentencia  del 
Consejo  provincial,  rccaida  á  sn  reclama- 
ciea  de  apertura  de  una  cáiie  que  hubo 
junto  á  una  casa  de  su  propiedad.  Esta 
calle  empexaba  en  la  Mayor  y  salia  afue- 
ra del  pueblo;  en  ella  no  tenían  puerta 
mas  que  la  expresada  Grau  y  el  vecino 
de  la  otra  esquina:  su  salida  se  tapió  pa- 
ra  segiirídad  del  pueblo  durante  la  guer- 
ra civil  y  en  sa  entrada  se  colocó  una 
puerta  por  el  dicbo  vecino,  que  ensanchó 
su  huerto  sobre  terreno  de  la  calle  cerra- 
da. Ei  Ayuntamiento  consideró  el  asunto 
de  interés  privado,  y  que  por  lo  mismo 
DO  era  de  su  competencia;  el  Gobernador 
acordó  esto  mismo;  y  el  Consejo  provin- 
cial de  Tarragona,  al  que  acudió  dona 
María  Grau,  declaró  ei  asunto  de  compe- 
tencia de  la  Administración,  condenando 
al  Ayuntamiento,  que  apeló;  y  por  R.  D. 
de  iú  de  abril,  á  consulta  del  Consejo  de 
Estado»  y  en  vista  la  ley  de  Ayuntamien- 
tos de  8  degenero  de  18*45,  y  las  de  i  de 
abril  del  mismo  áSo,  y  S5  de  setiembre 
de  1863  sobre  atribuciones  de  los  Conse- 
jos provinciales,  se  declara  nulo  todo  lo 
artaado  por  incompetencia  de  jurisdicción: 

«Considerando  que  el  cerramiento  del  ter- 
reno llamado  de  las  Volias,  con  aquíetcen- 
eia  por  muchos  años  del  Ayuntamiento ,  y 
aun  con  su  consenliraienlo  por  conveniencia 
pública  según  ha  manifeslado ,  tiene  el  carác- 
ter de  medida  de  policía  urbana  de  las  que 
están  dentro  de  sus  atribuciones ,  y  son  irre- 
eJamables  en  la  via  contenciosa  cuando  no 
quebrantan  ordenanza  xú  reglamento  estable- 
cido ,  y  cuando  no  ofenden  un  derecho  per- 
leeio  eomo  en  el  presente  caso,  pues  aoña 
María  Grao ,  según  su  propia  oonfesion  ,  tie- 
ne ona  llave  de  la  puerta  que  cíe  rra  dicho 
terreno  para  comunicarse  con  la  via  pó* 
Míe  a  z 

Considerando ,  además,  que  el  derecho  de 
reclamar  la  osurpacion  que  se  supone  hecha 
ai  vecindario  del  (erreno  cerrado  es  de  la  ex- 
dosi va  atribución  del  Ayuntamiento ,  repre- 
sentado por  el  Alcalde;  competiendo  cuando 


mas  á  doña  Marra  Grau,  como  á  eu.ilquier 
vecino,  exciUr  al  mismo  Alcalde  para  qns 
reclamase  contra  dicha  usurpación ,  y  por  m 
omisión  ó  negativa  recurír  en  queja  al  su- 
perior inmediato,  y  en  su  caso  al  Ministro: 
Considerando,  en  consecuencia,  que  la  víh 
contenciosa  fué  improcedente,  tanto  por  ra- 
zón de  la  materia  como  por  la  persona  que 
la  entablaba.»  {Gae.  25  mayo.) 

MINAS.  Para  dispensar  el  Gobier- 
no délos  efectos  que  produzca  la  can- 
celación de  los  expedientes  de  minas,  de- 
be oírse  á  la  sección  de  Goberíiacion  u 
Fomento  del  Consejo  de  Estado,  siendo 
su  omisioíi  un  vicio  sustancial. 

R.  ft.  S.del.'^  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
per  la  sociedad  á  que  pertenece  usa  mina 
llamada  Madrileñita  con  la  Administra- 
ción general,  coadyuvada  por  las  socieda- 
!  des  á  que  perteneden  otras  múks  conti- 
I  guas,  sobre  revocación  de  una  R.  O.  de 
9  de  mayo  de  1864  que  mandó  rehabili- 
tar nn  eipediente  caducado  de  demasUt, 
y  que  se  expidieran  los  títulos  á  todas  la.^ 
minas  colindantes.  Pretendió  la  Madrile- 
ñita que  subsistiera  la  caducidad,  se  ad- 
judicase á  ella  sola  la  demasía  y  se  decla- 
rase á  las  otras  minas  deraidas  de  su  d(*- 
recho.  El  Fiscal  pidió  también  la  revoca- 
ción de  la  Real  órden,  y  que  se  repusiera 
e\  expediente  á  su  estado  anterior:  y  el 
Consejo  de  Estado  así  lo  estima  por  su 
R.  D.  S.  de  i3  de  abril ,  en  los  términos 
siguientes: 

«Vitkta  la  disposición  decimotercia  de  las 
generales  del  reglamento  de  25  do  febrero 
de  1863,  que  dice:  «Solo  el  Gobierno  podrá 
dispensar  de  los  defectos  que  p /eduzcan  la 
cancelación  de  los  expedientes  de  minería, 

e revio  informe  de  la  sección  respectiva  del 
OQsejo  de  Estado,  y  cuando  no  se  cause 
perjuicio  á  tercero:i> 

»Considerando  qne  según  el  testo  expre- 
sado del  reglamento  antes  citado  para  dis- 
pensar los  defectos  de  los  expedientes  de  las 
minas  Madrileñita ,  Catacumbas,  Tábano  y 
Constancia,  según  se  hace  en  la  real  órden 
contra  la  cual  se  ha  intentado  la  demanda, 
debió  ser  oída  la  sección  de  Gobernación  y 
Fomento,  y  que  de  este  requisito  reglamen- 
tario se  prescindió  al  expedir  dicha  real  or- 
den: 

Conrormándome  etc. ,  vengo  en  dejar  sin 
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«feclo  !a  R.  9.  de  9  de  mnyo  de  1864,  y  en 
mandar  se  devuelva  el  expedieate  para  que 
la  sección  de  Gobernación  y  Fomento  infor- 
ine  y  se  resuelva  después  lo  que  proceda.» 
{Qae,  29  mayo.) 

DESAHOBTIZACION.  Cuando  no 
$e  acredita  que  los  bienes  que  ha  poseído 
un  Ayuntamiento  ó  común  de  vecinos  han 
sido  de  aprovechamietito  libre  y  gratuito 
para  todos,  durante  los  últimos  20  años, 
no  procede  la  exención  de  la  venta. 
B.  D.-S.  de  13  de  ibril  1866. 

Pleito  seguido  ep  el  Consejo  de  Estado 
por  el  Ayuntamiento  de  Belmez,  |)roTín- 
cia  de  Córdoba,  con  la  Administración  ge- 
neral ,  sobre  revocación  de  una  real  óraen 
que  desestimó  la  exención  de  la  venta  de 
la  dehesa  Cortijo  Viejo,  que  era  según  tí- 
tulo primordial  de  aprovechamiento  co- 
mún, y  los  únicos  terrenos,  (por  haberse 
enajenado  los  demás)  que  poseia  Belmez 

f»ara  el  mantenimiento  de  los  ganados  de 
abor  de  sus  vecinos.  Por  R.  D.-S.  de  13 
de  abril  se  absuelve  de  la  demanda  á  la 
Administración  en  estos  términos: 

«Visto  el  art.  1.®  de  la  ley  de  1.^  de  ma- 
yo de  1855,  que  declaró  en  estado  de  ven- 
ta, entre  otros  bienes,  todos  los  prédios  rús- 
ticos y  urbanos,  censos  y  foros  perlenecien'- 
tes  á  los  propios  y  comunes  de  los  pueblos: 
Visto  el  art.  2  ®  de  la. misma  ley,  que  ex- 
ceptuó los  terrenos  de  los  puebles  que  á  su 
fecha  eran  de  aprovechamiento  común,  pré- 
vía  declaración  de  serlo,  hecha  por  mi  6o- 
bieroo ,  oyendo  al  Ayuntamiento  y  Diputa- 
ción provincial  respectivos: 

Visto  el  art.  53  de  Ja  instrucción  de  31  de 
mayo  de  1855,  que  para  estimar  de  aprove^ 
chamiento  común  un  prédio  exig^e  que  se 
haya  aprovechado  durante  los  20  años  an- 
teriores á  su  fecha  por  el  común  de  vecinos: 
Visto  el  art.  4.®  de  mi  R.  D.  de  10  de  ju- 
lio de  1865,  que  pone  por  condición  indis- 
pensable para  conceder  la  excepción  por  ser 
los  terrenos  de  aprovechamiento  común,  que 
el  Ayuntamiento  acredite  «que  el  aprove- 
chamiento de  terrenos  ha  sido  libre  y  gra- 
tuito para  todos  los  vecinos  en  los  20  años 
anteriores  á  la  ley  de  1.°  de  mayo  de  1855, 
y  hasta  el  dia  de  la  petición  sin  interrup- 
ción alguna:» 

Visto  el  art.  10  de  mi  citado  real  decreto, 
^ue  previene  que  tas  incidencias  de  ventas 
pendientes  de  resolución  se  decidan  con  ar- 
reglo á  lo  dispuesto,  en  ios  anteriores  artí- 
culos: 


Considerando  que  la  dehesa  en  cuestión 
no  se  halla  comprendida  &x  la  excepción  da 
venta  mencionada,  porífm  resulta  plena- 
mente acreditado  que  ha  sido  arbitrada  di- 
ferentes años  dentro  de  los  20  anteriores  á 
la  referida  ley  de  l.^  de  mayo  de  1855: 

Conformándome  etc. ,  vengo  en  absolver 
á  la  Administración  de  la  demanda,  j  an 
confirmar  la  real  orden  reclamada  por  ella.» 
{Gae.  30  mayo.j 

DESBBCI ON  DB  A^ELACIOK. 

Cuando  el  apelante  deja  pasar  dos  meses 
sin  mejorar  la  avélacion ,  contados  de^di 
el  trascurso  de  los  diez  dios  coficedidoi 
para  interponerla,  y  es  acusada  la  rebel^ 
dia ,  se  declara  aquella  desiá'ta. 

R.  D.-S.  de  15  de  ibríl  de  18S6. 

•  Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  la  compaSia  hullera-ferril  de  Castilla  v 
Navarra  con  la  sociedad  especial  minera 
denominada  Vasco  Riojana,  sobre  caduci- 
dad de  la  mina  de  carbón  de  piedra  lia-» 
mada  Aquilina.  Una  providencia  guberna^ 
tíva  deeíaró  caducada  dicha  mina;  los  io^ 
teresados  acudieron  al  Consejo  provincial 
de  Logroño  que  cooñrmó  la  caducidad ;  la 
compaSia  hullera,  apeló,  pero  como  de- 
jare trascurrir  el  plazo  legal  para  mejorar 
la  apelación ,  y  la  sociedad  especial  mÍD#- 
ra  le  acusase  ra  rebeldía,  por  R.  D.  de  15 
de  abril,  á  consulta  del  Consejo  de  Estado 
y  en  vista  de  los  arts.  252  y  254  del  re- 
glamento de  23  de  noviembre  de  1865,  se 
declara  desierta  la  apelación  y  consentida 
y  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  la 
sentencia  dictada  en  este  pleito  por  el  Coa- 
sejo  provincial  estableciendo  la  doctrina 
del  epígrafe.  {Gac.  9  junio.) 


ADVERTENCIA. 

La  Administración  del  Boletín  Jurídico^ 
independiente  de  la  de  E\  Consultor,  se  ha 
trasladado  á  la  calle  de  Fomento,  núm.  1.*, 
triplicado,  cuarto  2.^, — Tjda  la  corree  pon^ 
dencia  se  dirigirá  á  Ü.  Marcelo  MarUne^ 
Alcubilla. 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietaria, 
y  Editor  responsable. 

MADRID —lui|>.  J«  B\  Consultor  á  car^  a« 

la  Kiva,  Btrqttillo        AdmiaUt.  Fuui«u(u,  t  *tlñ|4i«w 
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Leyc0,  decretos^  realeii  érdenesy  elrea- 
Uires  de  lom  eentvm  dlreetlTM. 

184.  DISTRITOS  MTLITARBS.  —2  de 
julio  :  suprimiendo  el  de  EJxtremadura  y 
uniendo  lo»  de  Navarra  y  Provínola*  Vas- 
congadas. 

(GuERKA.)  Son  dos  Rs.  Ds.  de  2  de  ju- 
lio; por  el  uno  se  suprime  el  distrito  mili- 
lar  de  Extremadura,  y  su  territorio  le  com- 
prenderá en  lo  sucesivo  la  Capitanía  gene- 
ral de  Andalucía.  Por  el  otro  se  dispone  que 
«los  territorios  de  las  Capitanías  generales 
de  Navarra  y  provincias  Vascongadas  for- 
marán en  lo  sucesivo  un  solo  distrito  mili- 
lar.»  {Gac.  3  julio.)  • 

185.  PBtSStrPXTESTOS  DBIj  ESTADO. 
—Ley  de  1.®  de  julio  autorisando  al  Gobier- 
no para  invertir  ciertos  sobrantes  en  nuevos 
conductores  de  lineas  telegráficas. 

(GoB.)   «Doña  Isabel  II  ele. 

Artículo  único.  Se  autoriza  al  Ministro 
de  la  Gobernación  para  invertir  el  sobrante 
que  resulte  en  el  presupuesto  extraordina* 
rio  para  cables  y  líneas  telegráficas ,  y  lo 
consignado  en  el  mi'ímo  para  el  cable  de 
Ceuta  y  para  la  linea  de  Alcolea  á  Valencia, 
así  como  también  lo  que  resulte  sobrante  del 
crédito  de  cinco  y  medio  millones  de  reales, 
votados  por  ambas  Cámaras  para  el  esta- 
blecunieiilo  de  la  comunicación  submarina 
á  las  islas  Baleares ,  en  satisfacer  los  gastos 
originados  por  el  establecimiento  de  los  nue- 
vos conductores  colocados  entre  el  Escorial 
é  Irún,  Madrid  y  Falencia,  y  Calatayud  y 
Zaragoza,  como  igualmente  en  los  que  se 
eoQtraigaa  por  lodos  conceptos  en  la  trasla- 
ción de  las  líneas  tel.'grálicas  que  se  crea 
conveniente  á  tos  ferro-carriles  próximos  á 
las  mismas,  y  construcción  de  las  líneas  si- 
guientes :  una  de  Madrid  á  Burgos  por  Aran* 
da :  otra  de  Pamplona  á  Irún :  otra  de  Bena- 
veiileá  Astorga:  otra  de  Madrid  á  Sevilla 
por  Ciudad- Real  y  Mérida:  otra  de  Cuenca 
á  Valencia:  otra  de  Bilbao á  San  Sebastian: 
otra  de  Guadalajara  á  Soria  y  Tudela :  otra 
de  Lérida  á  Puigcerdá:  otra  de  Madrid  á 
VaJIadolid  por  Aranda:  otra  de  Teruel  á  Al- 
Toaio  X  DEL  Dice. 


cañiz:  otra  de  Cuenca- á  Alcázar:  otra  de 
Alicante  á  Jávea,  y  otra  de  Ciudad-Real  á 
Mérida.  ^ 
Por  tanto:  Mandamos  etc.  Palacio  á  1.^  ae 
jnlio  de  1866.— Yo  la  Reina.— El  Ministro 
de  la  Gobernación  ,  José  de  Posada  Herre- 
ra.» {Gac,  i  julio.) 

186.  CAJA  DE  DEPOSITOS.— R.  O.  de 
l.*de  julio  mandando  emitir  á  favor  de  la 
caja  una  inacripoion  intrasforible  de  deuda 
consolidada  por  valornominal  de  150  mi- 
llonea. ^ 

(Hac.)  «El  párrafo  6.^  del  art.  I.^  de  la 
ley  de  30  de  junio  último  autoriza  al  Gobier- 
no para  deslinar  60  millones  de  escudos 
efectivos^  ó  sea  su  equivalente  en  tftulos  de 
la  deuda  consolidada,  á  la  Caja  general  de 
Depósitos  con  el  ñn  de  que  sirvan  de  garan; 
lía  á  sus  imponentes.  En  su  consecuencia, 
y  considerando  que ,  restablecida  ya  la  con- 
tianza  hasta  el  punto  de  que  de  dgunos 
días  á  esta  parte  excedan  las  rénovaciones 
y  nuevas  imposiciones  á  las  samas  cuya  de- 
volución se  solicita,  está  aun  lejano  el  dia 
en  que  pudiera  haber  necesidad  de  hacer 
uso  de  dicha  garantía ,  careciendo  por  tanto 
de  objeto  el  entregar  títulos  al  portador  des- 
de ahpra  á  la  Caja  de  Depósitos;  y  consideran- 
do también  que  por  efecto  de  esa  misma  con- 
fíanzí^  y  de  la  que  inspira  la  solvencia  del 
Tesoro  público ,  del»e  fundadamente  esperar- 
se la  progresiva  elevación  del  crédulo  del 
}  Estado  y  que,  aunque  pueda  convenir  en  lo 
futuro  el  reembolso  siempre  á  metálico  del 
lodo  ó  parle  del  capital  depositado ,  no  se 
hará  uso  de  modo  alguno  de  la  mencionada 
garantía  áhtes  de  que  la  deuda  consolidada 
8e  cotice  á  precios  mucho  mas  altos  que  los 
actuales;  la  Reina  (Q.  D.  G.)t,  de  acuerdo 
con  el  parecer  del  Consejo  de  Ministros,  ha 
tenido  a  bien  mandar  que  se  emita  de^da  lue- 
go á  favor  de  la  Caja  general  de  Depósitos 
una  inscripción  inlrasferible  de  deuda  con- 
solidada interior  al  3  por  100  valor  nominal 
de  150  millones  de  escudos  que  es  lo  que  re- 
presentan, computados  al  tipo  de  40  por  100 
los  60  millones  de  escudos  efectivos  consig» 
nados  á  la  Caja  d&  Depósitos  por  la  referi- 
da ley. 

De  real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  su  co- 
nocimiento y  efectos  correspondientes;  en 
la  inteligensia  de  que  emitida  que  sea  dicha 
20 
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Inscripción  intrasferible ,  debe  pasarse  al 
Tesoro  para  que  este  veríGquo  su  entrega  á 
)a  Caja  general  de  Depósitos.  Dios  guarde  á 
V.  1.  muchos  años.  Madrid  1.®  de  julio 
de  1866.— Cánovas.'^Sr.  Director  general 
Presidente  de  junta  de  ia  Deuda  pública.» 
(Gác.  4  julio.) 

#187 .  MAOISTBATUBA.— lioy  de  39  de 
junio  deolarando  vigento  una  ley-  reoopiktda 
para  que  los  pleitos  de  los  Magistrados  y 
allegados  no  se  sigan  en  sus  Salas. 

(Grao,  y  Just.)  Doña  Isabel  II  etc. 

oArlículo  1.^  Se  declara  vigente  la  se- 
gunda parle  de  la  ley  ^ ,  tít.  l,^ ,  lib.  S."*  de 
ia  Nov.  Recop.y  que  dice:  uY  asimismo 
mandamos  que  los  pleitos  propios  de 
nuestros  oidores ,  ni  de  sus  hijos  y  yernos  no 
se  sigan  ni  pidan  en  la  Sala  ó  Salas  de  los 
iales  oidores;»  debiendo  por  consiguiente 
pasar  su  conocimiento  á  otra  Sata  del  mismo 
tribunal. 

Art.  2.®  Cuando  las  circunslancias  del 
caso  aconsejen  la  traslación  á  otra  Audien- 
cia del  Magistrado  que  tenga  pleito  en  aque- 
lla donde  esluviei^  sirviendo,  ó  que  lo  ten- 
gan las  personas  que  señala  el  artículo  an- 
terior, podrá  acordarla  el  Gobierno  á  plaza 
de  magislralura  de  igu&í  sueldo,  previo 
expediente  instructivo  en  que  se  oiga  á  la 
Sala  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo  y 
ai  interesado. 

Por  tanto :  Mandamos  á  todos  los  tribuna- 
les, justicias  ,  etc.  Dado  en  Palacio  á  29  de 
junio  de  1866.— Yo  la  R.eina.—EI  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  Fernando  Calderón  y 
Collantes.»  [Gac,  b  julio.) 

188.  JTOTADE  CLASES  PASIVAS .- 
B  .P*  de  SO  de  junio  determinando  la  manera 
de  someter  al  acuerdo  de  lajunta  las  olasifi- 
caoiones  de  empleados  en  u  Itramar  

(Ultramar.)  «Conformándome  con  lo 
que  me  ha  propuesto  el  Ministerio  de  Ultra- 
mar ,  de  acuerdo  con  ei  parecer  del  Consejo 
de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Arti:u!9  Los  servicios  de  loaemplea- 
dos  dependientes  del  Ministro  de  Ultramar, 
prestados  en  aquellas  regiones  y.  provincias, 
se  clasificarán ,  como  hasta  ahora  ,  por  la 
junta  cuya  reorganización  determina  el  de- 
creto de  esla  fecha ,  expedido  por  el  Minis- 
terio de  Hacienda.  La  misma  junta  declarará 
los  abonos  de  tiempo  y  ios  derechos  al  per- 
cibo de  haberes  que  a  dichos  empleados  cor- 
respondan en  situación  pasiva,  segua  las 
leyes  y  reglamentos  vigentes. 

Art.  2."  Con  sujeción  á  las  disposiciones 
M^catlas.  ca  el  arUcuXo  aiLlcnor dcclaracó^ 


también  la  junta  de  clases  pasivas  lo  que  cTe"^ 
ba  satisfacerse  á  las  viudas,  madres  y  huér- 
fanos de  los  individuos  de  todas  las  carre- 
ras del  Bstado  á  consecuencia  de  servicios 
prestados  por  los  mismos  en  Ultramar 

Art.  3.^  Las  declaraciones  de  la  junta 
serán  ejecutorias  y  firmes  mientras  no  se 
revoquen  ó  modifiquen  oon  arreglo  á  las 
prescripciones  del  decreto  de  28  de  Dicieni- 
ore  de  1849  y  de  las  instrucciones  de  10  de 
febrero  de  1S50  y  18  de  diciembre  de  1852. 

Art.  4.^  Formarán  parte  de  lajunta  de 
elases  pasivas  como  vocales  de  la  misma  los 
Directores  generales  de  Gracia  y  Justicia  y 
negocios  eclesiásticos  y  de  Hacienda  de! 
Ministerio  de  Ultramar. 

Art.  5.®  Serán  de  la  competencia  del 
propio  Ministerio  el  conocimiento  y  decisión 
de  los  recursos  que  con  arreglo  á  la  legisla- 
ción vigente  se  interpongan  contra  los  acuer- 
dos de  la  junta  de  clases  pasivas  en  queja 
de  la  apreciación  de  servicios  prestados  y 
de  la  declaración  de  derechos  adquiridos  eii 
las  provincias  de  Ultramar,  cualquiera  que 
sea  ^  ramo  á  que  corresponda  el  empleo  y 
destino  que  sirva  de  base  á  la  clasificación. 
Bl  Ministerio  de  Hacienda  conocerá ,  como 
de  su  competencia,  de  las  reclamaciones  in- 
tentadas contra  aquella  parte  de  los  acuer- 
dos de  la  junta  que  se  refiera  á  servicios 
prestados  y  á  derechos  adquiridos  en  la  pe- 
nínsula é  islas  adyacentes ,  aun  cuando  del 
Ministerio  de  Ultramar  dependiere  el  empleo 
y  destino  que  sirva  de  base  á  la  clasítioa- 
cion. 

ArL  6.^  Al  Minisleria  de  Ultramar  cor- 
responderá proponer  y  expedir  los  decretos, 
reglamentos  é  instrucciones  relativas  á  Ins 
clases  pasivas  de  aquella  procedencia,  y  Ion 
comunicará  directamente  para  su  cumpli- 
miento á  la  junla  creada  en  esla  fecha  ,  en 
los  propios  términos  y  en  la  forma  que  lo 
haga  el  Ministerio  de  Hacienda  por  lo  que 
concierna  á  las  clases  pasivas  de  la  penín- 
sula. 

Arl.  7.®  Lajunta.de  clases  pasivas  que- 
dará constituida  con  relación  al  Ministerio 
de  Ultramar,  por  lo  que  corresponda  á  las 
que  de  él  dependan ,  en  las  mismas  obliga- 
ciones que  respecto  al  Ministerio  de  Hacien  • 
da  la  impone  el  decreto  de  28  de  diciembre 
de  1849. 

Art  8.^  Los  pagos  de  haberes  consigna- 
dos sobre  tas  Cajas  de  Ultramar,  correspon- 
dientes á  las  ciases  pasivas,  se  ordenaran 
únicame^ite  por  el  Minislerio.de  Uliramar^ 
á  cuyo  efecto  las  declaraciones  que  haga 
junla  se  comunicarán  por  su  presidente  al 
Üicecloj:  g'^U'^raJ  do  H«ci(Mida  de  diciio  Níl- 
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nisterio,  quien  en  su  vista  las  (rasmilirá  des- 
de luego  á  ios  ¡nlendentcs  de  las  respectivas 
provincias  para  lo  que  corresponda,  sin  per- 
juicio de  la  revisión  y  alteración  ó  anula- 
ción de  dichas  declaraciones  cuando  fueren 
procedentes,  ya  á  instancia  de  parte,  ya  á 
petición  de  cualquiera  de  los  vocales  de  la 
junta,  ya  por  iniciativa  del  mismo  Ministe- 
rio, en  los  plazos  y  en  la  forma  establecidos 
por  las  leyes  y  reglamentos  vigentes.  A  la 
revocación  ó  modiñcacion  de  los  acuerdos 
de  la  junta,  relativos  á  servicios  prestados 
y  á  derechos  adquiridos  en  Ultramar,  cual- 
quiera que  sea  su  origen  y  fundamento,  pre- 
cederá  siempre  el  dictámeu  de  las  secciones 
reunidas  de  Ultramar  y  Hacienda  del  Con* 
tejo  de  Estado. 

Art.  9.°  El  ordenador  de  pagos  del  Mi- 
nisterio de  Ultramar  será  responsable  per- 
sonalmente de  los  pagos  indebidos  que  por 
orden  suya  puedan  hacerse  contraviniendo 
a  las  declaraciones  de  la  junta  de  clases  pa- 
. tivas,  64i  las  disposiciones  especiales  y  le- 
gítimas que  las  alteren  ó  revoquen.  Igual 
responsabilidad  alcanzará  mancomunada- 
mente  á  los  ordenadores  de  pagos ,  inter- 
ventores y  pagadores  de  las  provincias  de 
Ultramar  que  dispongan,  intervengan  y  sa- 
tisfagan los  haberes  de  las  clases  pasivas 
sin  sujeción  á  las  declaracioi^s  de  la  junta, 
éá  los  mandatos  del  ordenador  general, 
cuando  aqueltas  declaraciones  sean  refor- 
madas por  el  Ministerio  de  Ultramar,  y  tam- 
bién cuando  se  hagnn  los  aoonos  sin  prece- 
der las  justificaciones  de  revista  y  existen- 
cia que  se  hallan  establecidas  ó  en  lo  suce- 
sivo se  establezcan. 

'Árt.  10.  Quedan  derogadas  todas  las 
disposiciones  que  se  opongan  á  las  del  pre- 
sente decrplo.  Dado  en  Palacio  &  30  de  ju- 
nio de  1866. — E^tá  rubrica/lo  de  la  real  ma- 
no.'-El  Mmistro  de  Ultramar,  Antonio  Cá- 
novas del  Castillo.»  {Gac,  5  julio.) 

189.  DfSSCITJBNTO  OUAI>IJAB.-ReaI 
decreto  de  4  de  julio  señalando  la  cantidad 
con  que  han  de  gravarse  las  asignaciones  y 
sueldos  de  los  empleados  con  arreglo  á  la 
ley  de  80  de  junio  y  demás  clases  del  lis- 
tado. 

(País.  DKL  C.  PE  M.)  aDe  aenerdo  con  lo 
que  me  ha  propuesto  mi  Cons^yo  de  Minis- 
tros, y  usando  de  la  autorización  que  con- 
cede al  Gobierno  el  párrafo  segundo,  art.  1  ^ 
de  la  ley  de  30  de  junio  último. 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Artículo  1.®  Todas  las  asignaciones  y 
sueldos  que  se  devenguen  desde  1.^  de  julio 
actual  y  deban  satisfacerse  por  el  Tesoro 
piWico.á  exjjr'pcion  de  los  habares  tl>^  Ujn 


,  cuerpos  armados  del  ejército  y  armada, 
i  Guardia  civil  y  Carabineros,  hasta  el  em- 
pleo de  coronel  inclusive ,  las  dotaciones  del 
clero,  y  los  haberes  y  dotaciones  que  no  ex- 
cedan de  600  escudos  anuales,  quedan  gra- 
vados con  un  descuento  gradual  al  tenor  d«) 
la  siguiente  escala:  desde  601  escudos  á 
1.200  el  12  por  100:  áesde  1.201  á  2  000  el 
14  por  100;  desde  2.001  á  3.000  el  16  por 
100;  desde  3.001  á  4.000  el  18  por  100; 
desde  4  001  á  5.000  el  20  por  100 ;  d^'sde 
5  001  á  8.000  el  22  por  100;  desde  8.001  en 
adelante  el  25  por  100. 

Art.  2.'  El  Gobierno  dará  oportuna  cncn  - 
ta  á  las  Córtes  del  presente  decreto.  Dado  en 
Palacio  á  4  de  julio  de  1866.— Está  rubrica- 
do de  la  real  mano. — El  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros,  Leopoldo  O'donnell.w  (Ga- 
ceta 6  julio.) 

100.  DUSCITENTO  GRADU AIi.  —  Beal 
órden  de  4  de  julio  diotando  düipoBiciones 
para  el  cumplimiento  del  decreto  ante- 
rior. 

(Hac.)  «Para  que  tenga  cumplido  efecto 
cnanto  dispone  el  real  decreto  de  esta  fecha 
sobre  imposición  del  descuento  gradual  en 
los  sueldos  y  asignaciones  de  las  diversas 
clases  del  Estado  que  en  el  mismo  se  desig- 
nan ,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  l)a  servido  man- 
dar se  observen  las  siguientes  reglas : 

1.  *  Las  nóminas  de  las  clases  activas  y 
pasivas  sujetas  al  descuento,  se  formarán 
desde  el  presente  mes  expresando  en  ellas 
por  medio  de  columnas  ,  además  del  haber 
integro  correspondiente  á  cada  individuo ,  el 
importe  del  descuento  que  le  corresponda 
con  arreglo  á  la  escala  establecida  por  el  ci- 
tado real  decreto,  y  la  diferencia  entre  un.i 
y  otra  partida  ó  sea  el  líquido  que  materia'- 
mente  deba  percibir  cada  interesado. 

2.  "  Los  libramientos  sobre  el  Tesoro  pú  - 
blico  se  expedirán  sin  embargo  por  el  im- 
porte de  los  haberes  íntegros ,  y  al  inlerve  - 

^  nirlos  ó  tomar  razón  de  ellos  las  Contadu- 
rías de  Hacienda  pública  exp<?dirán  carera - 
remes  por  el  va'or  á  que  ascrnda  el  d'»8- 
cuento  correspondiente,  con  aplicación  al 
presupuesto  ordinario  y  concepto  de  areeur- 
sos  especiales  del  Tesoro,  oescuento  gra- 
dual ae  sueldos;»  expresando  también  á 
continoacion  de  dicho  epígraf*i  el  Ministerio 
ó  sección  deJ  presupuesto  á  que  pertenezca 
la  clase  de  que  proceda  el  ingreso.  Los  en- 
cargados de  la  distribución  de  haberes  sus- 
cribirán recibi  en  estos  librami  »ntos,  y  reci- 
birán á  su  vez  carta  de  pago  por  el  importe 
del  descuento. 

3.  *   E  l  el  caso  de  sntisrv:crsc  !)a'5e."cs  li 
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funcionarios  no  comprendiílos  en  nómina, 
se  expedirán  los  libramientos  por  la  suma 
integra  á  que  se  eleven  aquellos,  y  se  es- 
tampará al  dorso  la  liquidación  del  descucn* 
tQ  que  deban  snírir,  se^un  su  clase,  para 
que  se  formalice  al  mismo  tiempo  el  ingre- 
so en  los  (érminos  fijados  en  la  re^la  ante* 
rior,  con  relación  á  los  comprendidos  en 
nóminas. 

Y  4.*  Todos  los  funcionarios  que  inter- 
vengan ó  tengan  pariicipacion  en  la  distri- 
bución de  haberes  serán  responsables  de  los 
pagos  que  se  verifiquen ,  si  no  consta  forma- 
lizado simullaneamenle  el  ingreso  del  des- 
cuento que  corresponda  á  los  mismos.  De 
real  órdon  etc.  Madrid  4  de  julio  de  1866.» 
[Gac,  Q  julio.) 

191.  DIPUTADOS  PROVINCIAIjIJS.— 
H.  O.  de  28  de  junio  desti¿uyendo  auno  por 
falta  de  asistencia  injustiñcada  &  las  sesio- 
nes. 

(GoB.)  Administración  local, — Negocia- 
do 5.® — «He  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dios  guaidt»)  del  expe<lienle  rffuiifdo  por 
V.  S.  en  15  de  febrero  último ,  relativo  á  la 
falta  de  asistencia  á  las  sesiones  de  la  Dipu- 
tación de  esa  provincia  de  D.  José  Luciano 
Pérez,  Dipuiado  por  el  partido  de  No- 
ve Id  a. 

Vista  la  cr  municacion  de  V.  S.  de  27  de 
abril ,  acompañando  la  dirigida  á  su  auiori- 
dad  por  el  referido  Dinuiado  provincial ,  ex- 
cusándose también  de  asistir  á  la  reunión 
última  de  dicha  corporación ,  fundándose 
en  las  mismas  razones  al^^gadas  para  discul- 
par sus  anteriores  fallas  de  asisiencia. 

Visto  el  arl.  39  de  la  ley  de  25  de  setiem- 
bre de  1863  para  el  gobierno  y  administra- 
ción de  las  provincia'*: 

Considerando  que  el  expediente  se  halla 
instruido  con  entera  sujeción  á  lo  dispuesto 
en  el  citado  artículo. 

Considerando  que  la  Diputación  de  esa 
provincia  calificó  de  injusiificada  é  impro- 
.  edenle  la  causa  ale,ífada  porD.  José  Luciano 
Terez  para  no  concurrir  a  las  sesiones  de  la 
.  orporacion,  después  de  los  requerimientos 
.,ae  se  hicieron  con  tal  objeto: 

Considerando  que  el  repetido  D.  José  Lu- 
(  ano  Pérez  insistió  de  nuevo,  para  excusar 
-a  falta  de  asisrencia  á  la  última  reunión  de 
la  Diputación,  en  las  mismas  razones  ya  ca- 
lificadas por  aquella: 

Considerando  que  por  este  motivo  se  en- 
eiienlra  hace  lienjpo  el  partido  de  Novelda 
^in  representación  en  la  Diputación  de  la 
provincia,  puesto  que  el  Diputado  por  el 
mismo  se  ha  colocado  en  la  posición  espe- 
ctüt  de  que  va  hecho  mérito,  lo  cual  nu  es 


justo  ni  conveniente  que  conlinúe  consin- 
tiéndone; 

S.  M  ,  de  conformidad'  con  lo  prevenido  ' 
en  el  citado  arl.  39  de  la  ley  vigente  parad 
gobierno  y  administración  de  las  provincia», 
ha  tenido  á  bien  disponer  que  el  referido  don 
José  Luciano  Pérez  sea  destituido  de  su 
cargo. 

De  real  órd  -n  lo  comunico  á  V.  S.  para 
los  efectos  correspondientes  y  á  fin  de  que 
se  publiquo  esta  resolución  en  el  Boletin  ofi- 
cial de  esa  provincia.  Di"8  guarde  d  V.  S. 
muchos  años.  Madrid  2S  de  junio  de  1866. 
— P«sada  Herrera.»  (Gac.  Q  julio  ) 

192.  IMPITESTO  HIPOTECAJEIIO.- 
B.  O.  de  18  de  junio,  declarando  q.ue  no  es- 
tán sujetas  á  este  impue:sto  las  cantidades  en 
metálioo  dejadas  en  testamento  para  limp»* 
ñas  á  los  pobres. 

(Hac.)   «limo.  Sr.:  EnleVada  la  Reina 
{Q.  D.  G.)  del  expediente  instruido  en  esa 
Dirección  general  con  motivo  de  la  consu»la 
elevada  por  la  Adminisiracion  de  Hacienda 
pública  de  Cádiz,  relativa  á  si  están  ó  no 
sujeias  al  pago  del  impuesto  hipotecario  la» 
cantidades  en  metálico  dejadas  en  testamen- 
to para  lismosnas  á  los  pobres;  y  con«íide- 
rando  que  las  limosnas  que  los  tesladore» 
d-'jan  sobre  sus  bienes  son  una  carga  con  que 
los  herederos  reciben  la  herencia,  la  cual 
debe  rebajarse  para  lá  liquidación  del  diT^- 
cho  fiscal,  pues  de  lo  contrario,  además  de 
no  cumplirse  la  voluntad  del  finado,  porque 
tos  pobres  no  recibiriaii  íntegra  la  canlíüad 
que  se  les  designaba,  se  estabkceria  un  im- 
puesto sobre  la  caridad,  el  cual  pesaria  «o- 
bre  laclase  proletaria  que,  según  la  legis- 
lación general,  no  solo  está  relevada  de  lodo 
género  de  cargas,  sino  que  merece  la  mayor 
protección  y  amparo  de  parle  de  los  Go- 
biernos, se  ha  servido  declarar  como  inedl» 
da  general,  y  de  conformidad  con  la  mayo- 
ría de  las  secciones  de  Hacienda  y  Gracia 
y  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  la  ex**ncioii 
del  impuesto  de  hipotecas  por  las  cantidades 
en  metálico  dejadas  en  testamento  por  via 
de  limosnas  á  los  pobres,  ya  lo  seaa  g^ené- 
ricamente  para  que  se  distribuyan  entre 
los  mismos,  ya  se  verifique  designando  las 
personas  y  el  tanto  que  ha  de  enireg-arse  á 
cada  una  de  ellas.  De  real  orden  ele.  Ma- 
drid 18  de  junio  de  1866. — Cánovas. — Se» 
ñor  Director  g'iueral  de  conU ibuciones.» 
{Gac.  7  julio.) 

103.  EJÉRCITO.— Reenganches.  R.D  de 
7  de  julio  do  clarando  que  ei  reensranohe  de 
cabod  y  sar^oatos  después  de  Uoenciad.ns 
BoJo  sea  admitido  oa  clase  de  solcla<lo3  y  «o- 
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bro  HcenoiAmiento  de  estoi  en  loi  casos  que 
t«  dice. 

(Guehra  )  «De  conformidad  con  lo  pro- 
puesto por  'íl  Ministro  de  Ja  Guerra ,  de 
acuerdo  con  el  parecer  de  mi  Consejo  de 
Ministros, 

Vengo  en  decrelar  ío  siguiente: 

Articulo  1.^  Los  sarf^enlos  y  cabos  del 
ejército  y  batallones  de  infantería  de  Marina 
que  después  de  haber  obtenido  sus  licencias 
absolutas,  y  los  que  de  las  mismas  clases 
hayan  pasado  á  la  reserva  para  extinguir 
el  tiempo  de  su  empeño,  si  clesearen  volver 
al  servicio  de  las  armas  por  medio  del 
reenganche,  solo  les  será  admitido  en  la  clase 
de  soldado  y  precisamente  en  los  mismos 
cuerpos  ó  institutos  donde  cumplieron  su 
empeño  anterior,  sea  cualquiera  el  tiempo 
trascurrido  desde  que  tomaron  sus  licencias 
absolutas  ó  pasaron  á  la  situación  de  reserva 
hasta  el  acto  de  reengancharse. 

Art.  2.°  Se  autoriza  ai  Gobierno  para 
que  en  los  casos  de  reducción  de  la  fuerza 
armada,  alteraciones  en  la  organización  del 
ejército  ú  otro*  de  conveniencia  para  el 
servicio,  pueda  expedir  sus  licencias  abso- 
lutas á  los  sargentos  y  cabos  reenganchados, 
satisfaciéndoseles  siempre  los  premios  que 
tengan  devengados  hasta  el  dia  de  su  li- 
cenciamieiilo. 

Ari-  S.**  Mi  Gobierno  dará  cuenta  á  las 
Cortes  oportunamente  de  las  disposiciones 
contenidas  en  esl<*  decreto.  Dado  en  Palacio 
á  7  de  julio  de  1866. — Está  rul»rÍcado  de  la 
real  mano. — El  Ministro  de  la  Guerra,  Leo- 
poldo O'donnell.»  {Gac.  Sjuíio.) 

194.  JEtEOISTROS  DE  IiA  PBOPIB- 
DAD. — S.  D.  de  6  de  Julio,  mandando  que 
ioa  refiiB Aradores  reintegren  al  Astado  el 
coste  de  Jos  libros  formados  con  arreglo  al 
art.  223  de  la  ley  bipoteoaria. 

(GlíAC.  Y  JosT.)   «En  atención  á  las  razo 
nes  expuestas  por  el  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  usando  de  la  autorización  conce- 
dida.por  el  párrafo  tercero,  art.  1.**  de  la 
Jey  de  30  de  junio  de  este  año, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Artículo   1.^   Los  registradores  de  la 
propiedad  reintegrarán  al  Estado  el  coste 
total  de  la  fabricación  de  papel,  impresión, 
encoadernacron ,  empaque  y  trasporte  de 
los  libros  formados  con  sujeción  al  art.  223 
de  la  ley  hii>otecaria  que  reciban  desde 
este  dia. 

Arí.  2-*  Quedan  exceptuados  por  ahora 
del  reintegro  á  que  se  refiere  la  disposición 
anterior  Jos  registradores  cuyos  honorarios 
no  hayan  ascendido  durante  el  año  de  1865 
i  1.000  escudos. 
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Art.  3.®  La  Dirección  general  del  regis- 
tro de  la  propiedad  dictará  las  órdenes  ne- 
cesarias para  dar  cumplimiento  á  lo  man- 
dado por  este  mi  real  decreto.  Dado  en 
Palacio  á  6  de  julio  de  1866.— Está  rubri- 
cado de  la  real  mano. — El  Ministro  de  Gra- 
cia y  Justicia,  Fernando  Calderón  y  Collan- 
tes.»  (Gac.  8  julio,) 

195.  rDEM.-B.  O.  de  3  de  JaUo. 

Se  declara  que  el  plazo  de  30  dias  seña- 
lados en  el  art.  303  de  la  ley  hipotecaria 
para  presentar  sus  solicitudes  los  pretendien- 
tes á  registros,  no  debe  principiar  á  correr 
hasta  la  publicicion  de  los  anuncios  corres- 
pondientes en  los  Boletines  oficiales  de  las 
provincias  respectivas.  (Gac.  8/íí/io.) 

108.  QABANTIAS  INDIVIDUAIiBS.— 
Ley  de  8  de  julio,  autorisando  al  Qobierno 
para  dejar  en  suspenso  las  g^ar  flatias  que  es- 
tablece el  art.  7. <^  de  la  Constitución. 

(pREs.  DEL  C  DR  M.)  «Doña  Isabel  II 
por  la  gracia  de  Dios  y  la  (Constitución  Rei- 
na de  las  Españas.  A  todos  tos  que  ta  pre- 
.senté  vieren  y  entendieren,  sabed:  <]ue  las 
Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo 
siguiente: 

Artículo  l.®  Con  arreglo  á  lo  que  se  pre- 
viene en  el  art.  8.**  de  la  Constitución,  so 
autoriza  al  Gobierno  do  S.  M.  para  qup  pue- 
da declarar  en  suspenso  en  toda  la  Monar- 
quía, ó  en  parte  de  ella,  las  garantías  que 
establece  el  art.  7.®  de  la  misma  Constitu- 
ción. 

Art.  2  ®  El  Gobierno  dará  cuenta  á  las 
Corles  en  ta  próxi.ma  legislatura  del  uso 
que  hubiese  hecho  de  la  presente  autoriza- 
ción. 

Por  tanto:  Mandamos  etc.  Dado  en  Pala- 
cio á  8  de  julio  de  1860.— Yo  la  [lein%— El 
Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Leo- 
poldo O'donnell.»  (Gac.  ^  julio.) 

197.  MINISTROS  DE  LA  COKONA— 
Bs.  Ds.  del  10  de  Juüo. 

Admitiendo  las  dimisiones  de  todos  los 
miembros  del  Ministerio,  y  nombrando  en 
su  lugar:  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, á  D.  Ramón  Maria  Narvaez.  Duque  d^ 
Valoncia:  Ministro  de  Gr;icia  y  Justicia,  á 
D.  Lorenzo  Arrazola:  de  Marina,  al  tenien- 
te general  D.  Ensebio  Ca'onge:  de  Hacien- 
da, á  D.  Manuel  Garcia  Barzanalinna:  de  la 
Gobernación,  á  D.  Luis  González  Bravo:  de 
Fomento,  á  D.  Manuel  Orovio:  de  Ultramar, 
á  D.  Alejandro  de  Castro.  (Gac.  \1  julio.) 
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PAUTE  LEGISLATIVA. 


188.  0OBTBB.-*B.  B.  de  11  do  julio,  sus- 
pendiendo sus  sesiones. 

(Pues,  del  C.  de  M.)  Usando  de  la  pre- 
rogaliva  que  me  compele  por  el  art.  26  de 
la  ConHtilucion,  etc.»  vengo  en  decretar  lo 
sigaiente: 

Arliculo  único.  Se  suspenden  las  sesio- 
nes de  las  Cortes  en  la  presente  leg^islatura. 
Dado  en  Palacio  á  11  de  julio  de  1866.  (Ga- 
ceta 12  julio,) 


Mmmms  mi 

ücatentflaii  del  Trlbanal  ffnprem^  em 
r«««rs«s  de  eaMelOB  9  nallilad  é  in- 
JusilclA  nolorlA. 

SENTENCIA  DEFINITIVA.  No 

procede  la  aimision  del  recurso  de  casa- 
ción según  los  arts.  1.010  y  1.011  déla 
ley,  sino  cuando  las  sentencias  recaigan 
üobre  definiliva,  ó  pongan  término  al 
juicio  y  hagan  imposible  su  continuación. 

SenleRcia  de  26  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  wn  Juzgado  de  Va- 
lencia y  su  Audiencia  territorial  por  don 
José,  D.  Vicente  v  D.  Manuel  Cremades 
<:oa  la  sociedad  (fe  los  ferro-carriles  de 
Almansa  á  Valencia  y  Tarragona,  sobre 
pago  de  maravedises.  Dichos  Cremades, 
contralislas  de  los  puentes  del  Roig  y 
Boquilla,  demandaban  154.245  rs.  y  66 
rénlimop,  y  la  empresa  por  reconvención 
les  demandó  23.686  rs..  22  cénls.,  ade- 
más de  la  absolución  que  pidió  de  la  de- 
manda. £1  Juzgado  condenó  á  la  empre- 
sa á  pagar  á  los  Cremades  solo  57.234 
reales  16  cénls.  Apelaron  ambas  parles 
y  comunicados  los  autos  á  la  empresa 
jiara  expresar  agravios ,  pidió  en  11  de 
octubre  se  declarase  desierta  la  apela- 
«  ion;  el  dia  12  se  mandó  dar  cuenta  por 
Relator,  y  el  14,  según  nota  de  la  escri- 
haoia,  se  presentó  el  procurador  de  ios 
Cremades  mostrándose  parle  en  escrito 
«  00  fecha  del  12  v  se  pasó  al  Relator  en 
cuyo  poder  obraban  los  autos;  y  dada 
cuenta,  se  mandaron  entregar  de  nuevo 
los  autos  para  expresar  agravios  á  la  em- 
presa, que  no  lo  hizo,  sino  suplicó  de  la 
providencia  pidiendo  se  declarase  desier- 


ta la  apelación:  se  dijo  no  ha  logan 
empresa  interpuso  recurso  de  casación, 
cuya  admisión  denegó  y  apeló.  El  Tribu» 
nal  Supremo  confirmó  con  las  costas  el 
auto  apelado: 

«Considerando  que,  según  lo  estableetdo 
en  los  arts.  1.010  y  1.011  de  la  ley  de  £n-> 
juiciamienlo  civil,  el  recurso  de  casación  se 
da  únicamente  contra  las  sentencias  de  Ion 
tribunales  superiores  que  rocaigan  sobre 
detiniliva,  entendiéndose  por  tal  la  que  aun 
cuando  haya  recaído  sobrif  un  articulo  pon- 
ga férmino  al  juicio  y  haga  imposible  su 
continuación: 

Considerando  que  la  indicada  providen- 
cia dictada  por  la  Audiencia  de  Valencia  en 
21  de  hoviembre  de  1865,  no  resuelve  deli- 
nilivainenle  el  pleito  á  que  se  reliere,  ni  le 
pone  término,  ni  hace  imposible  su  conti- 
nuación, antes  bien  facilita  á  los  litigantes 
la  defensa  de  sus  respectivas  pretensiones.» 
(Gac.  29  abril.) 

INJUSTICIA  NOTOBIA.    En  los 

asuntos  de  comercio  solo  procede  este  rs^ 
curso  contra  las  sentencias  definitivas, 

considerando  tales  las  que  ponen  término 
al  juicio  impidiendo  su  continuación;  pero 
no  las  quei  como  la  que  prescribe  la  acu- 
mulación á  los  autos  de  la  quiebra,  dejan 
expedito  su  derecho  á  los  demandantes  en 
el  juicio  acumulado. ' 

Semencia  de  13  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  consular 
de  Areciho  y  Audiencia  de  Puerto-Rico 
por  D.  Guillermo  Eduardo  Quentcll  y 
otros,  con  los  fiadores  de  la  sociedad  li-  • 
tulada  Ulanga  y  compañía,  declarada  ea 
quiebra,  sobre  pago  de  cantidades.  Proce- 
dian  dichos  acreedores  ejecutivamente 
centra  los  fiadores  en  fuerza  de  documento 
idóneo;  pero  no  verificándose  el  pago, 
mandó  el  Juez  ir  la  ejecución  adelaole; 
apelaron  los  fiadores  demandados  y  pro- 
pusieron ante  la  Audiencia  artícíilo 
prévio  y  especial  pronunciamiento  para 
que  se  acumulasen  aquellos  autos  ejecuti- 
vos á  los  generales  de  la  quiebra,  á  lo  qim 
se  opusieron  los  demandantes,  pero  lo 
acordó  la  Sala:  interponiendo  estos  el  re- 
curso de  iujusticii  notoria  citando  como 
infringidos  los  arts.   1.178  y  1.I80, 
1.155.  57.  olí  v  352  del  Código  de  co- 
mercio y  la  ley  í.',  til.  1.%  lib.  10  de  la 
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Kkv.  Recop.  La  Audiencia  denegó  la  ad- 
niisioQ  del  recurso,  los  demandantes  ape- 
laron y  el  Tribunal  Supremo  confirmó  el 
auto  apelado: 

•Considerando  que  el  arl.  1.217  del  Có- 
digo de  comercio  solo  da  el  recurso  de  in- 
justicia notoria  contra  las  senteBcias  defini- 
tivas: 

Considerando  que  se  entienden  tales  las 
qoe  ponen  término  al  juicio  y  hacen  impo- 
sible su  continuación ,  pueslo  que  concur- 
riendo esas  circunstancias  en  la  sentencia 
no  cabe  seguirse  después  otro  juicio  sobre 
Je  mismo,  como  sucede  con  las  ejecutorias 
á  que  se  refieren  los  arts.  435  y  445  de  la 
ley  de  Enjuicianiiento  mercantil. 

Considerando  que  la  sentencia  do  que  se 
trata,  limitándose  á  estimar  la  acumulación 
de  ios  autos  ejecutivos  al  procedimiento  so- 
bre la  quiebra,  en  el  que  está  hecha  la  ocu- 
pación de  los  bienes  á  que  afectan  aquellos, 
no  es  definitiva,  por  cuanto  á  los  interesados 
en  la  ejecución  queda  expedito  su* derecho 
para  usar  de  él  donde  y  como  ni<^jor  les 
convenga  con  arreglo  á  la  ley.»  {Gac,  1.® 
mayo,) 

OBLIGACIONES.  El  principio  con^ 
signado  en  la  ley  \.\  tft.  1.**  lib.  iO  de 
la  Nov.  Recop.  se  halla  siempre  sujeto 
á  la  prueba  de  la  existencia  de  la  obliga- 
ción y  de  la  persona  á  quien  afecta, 
Seiterá  de  13  de  abril  de  1866. 
Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  Va- 
lencia Y  su  Audiencia  territorial  por  don 
José  Cbery  con  D.  Gregorio  Lleo,  sobre 
pago  de  cantidad.  El  suegro  de  Lleo  don 
Ihuro  Gomin  dió  en  arriendo  á  Chery 
ma  máquina  de  aserrar  ckapas  de  made- 
ra, con  la  obligación  de  aserrar  las  que 
necesítase  su  yerno  á  un  maravedí  roas 
barato  por  chapa  que  á  los  demás.  Se 
aserraron  desde  marzo  de  1857  á  junio 
de  d860  para  Lleo  chapas  por  importe  de 
12.219  rs.  27  mrs.  cuyo  pa^o  demandó 
Ghery  á  Lleo,  el  cual  excepcionó ,  que  no 
liabia  contratado  con  Chery ,  y  que  este 
babia  cobrado  ya  de  su  suegro.  El  Juzga- 
do y  la  Audiencia  absolvieron  de  la  de- 
manda áLleo,  y  Chery  ioterpuso  recurso 
de  casación  creyendo  infringida  la  ley 
aotes  citada  v'la  13i  tiu  11,  de  la 
ParCida  5.*  Ei  Tribunal  Supremo  declaró 
Qo  haber  lugar  al  recurso: 
«CoQfiderando  que  el  principio  consigna^ 


do  en  la  ley  I.'.  lít.       libro  10  de  la  No- 
;  visima  Recopilación  se  halla  sujeto  siompre 
á  la  prueba  legal  de  la  existencia'  del  con- 
trato ú  obligación: 

Considerando  que  no  habiendo  existido 
este  ó  mejor Ilicho  no  obligando  al  deman- 
dado el  que  tuvo  lugar  entre  el  demandante 
y  D.  Mauro  Comin ,  no  ha  «ido  infringida 
la  expresada  ley: 

Considerando  que  la  apreciación  de  la 
prueba  suministrada  por  las  parles  sobre 
los  puntos  de  hecho  que  han  sido  Qbjeto  del 
debate,  es  de  la  escluxiva  competencia  de 
la  Sala  sentenciadora,  mientras  que,  contra 
¡  su  criterio,  no  ¿e  cile  alguua  disposición^ 
legal: 

Considerando  que  las  demás  leyes  que  so 
citan  en  el  recurso  son  inaplicables  á  la 
cuestión  del  pleito.»  {Gac.  1.  mayo,) 

TESTAMENTOS.  El  comisario 
para  testar' r/o  puede  hacer  sino  lo  que 
mandó  y  señaló  especialmente  su  poder- 
dante, y  todo  cuanto  disponga  en  oposi- 
ción á  las  instrucciones  que  consten  de 
aquel  es  mu/o.— APELACION.  BE- 
BBLDIA.— Cwanrfo  en  un  pleito  son  de- 
mandados dos  ó  mas  y  no  comparecien- 
do el  uno  en  la  primera  instancia,  tam- 
poco apela  de  la  sentencia  definitiva  7ii  se 
adhiere  á  la  apelación  de  otro  habiéndo- 
se seguido  el  pleito  en  su  rebeldía,  no  por 
eso  se  ha  de  dar  por  consentida  respecto 
de  él  aquella  sentenciOy  sino  que  time 
derecho  á  presentarse  en  Ja  segunda  ins- 
tancia.—La  absolución  de  la  deman- 
da resuelve  todas  las  cuestiones  disculi- 
das  en  el  pleito. 

SeDleocia  de  14  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  y  Audiencia  de  la  Coruoa 
por  D.  Manuel  Fariñas  y  Romero  con  ja 
Marquesa  de  San  Juan  deCarhallo,  doña 
Aotonia  Pardo  Liauo  y  f  u  hermana  doña 
Celestina,  sobre  mejor  derecho  á  suceder 
en  una  capellanía.  Hahia  fundado  esta 
capellania  construyendo  para  ello  y  para 
la  escuela  gratuita  que  habia  de  desem- 
peñar el  beneliciado,  casa,  escuela  y  ca- 
pilla D.  Antonio  Pardo,  testando  por  po- 
deres de  su  padre  D.  Francisco  Antonio, 
fundador  paca  él  de  un  mayorazgo  á  cu- 
vos  sucesores  habia  de  corresponder  e  I 
patronato  do  dicha  fundación:  y  en  ei 
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cjfrcicio  del  cual  los  sucesivas  poseedo- 
res debian  hacer  la  eleccioQ  ó  présenla-, 
non  COD  arreglo  á  ciertas  condiciones. 
Estas  eran  lás  que  se  pretendía  en  1862 
que  concurrían  mas  especialmente  en  di- 
cho Fariñas,  mientras  que  la  Marquesa 
de  Carballo  soslenia'y  con  ella  su  herma- 
na, que  le  era  expedito  y  legal,  en  un 
lodo  conforme  á  lo  prevenido  por  el  tes- 
tador y  su  hijo  sucesor  y  comisario,  el 
derecho  de  elegir  para  aquel  cargo,  va- 
cante en  aquella  fecha,  á  su  propio  hijo  en 
quien  concurrían  todas  las  circunstancias 
lequeridas.  La  Audiencia  revocando  el  fa- 
llo inferior  absolvió  de  la  demanda  á  las 
dos  hermanas,  y  Fariñas  interpuso  recur- 
so  de  casación,  citando  como  infringidas 
en  su  concepto  muchas  leyes  de  que  se 
hace  mérito  eu  los  considerandos.  Pero  el 
Tribunal  Supremo  por  sentencia  de  44 
de  abril  declara  no  haber  lugar  al  re- 
curso: 

«Considerando  que  no  pudiendo  hacer  el 
comisario  para  leslar,  según  la  ley  1.*,  tí- 
tulo 19,  lib.  lOdelaNov.  Recop.,  sino  lo 
que  especialmente  el  que  le  dió  el  poder 
señaló  y  mandó.;  son  nulas  sus  disposicio- 
nes en  cuanto  se  opongan  á  las  que  sobre 
cualquier  particular  las  hubiese  dado  el  po- 
derdante. 

Considerando  que  existiendo  en  la  escri- 
tura que  otorgó  el  comisario  fundando  la 
eapellania,  la  cláusula  de  la  memoria  que 
de  su  puño  y  lelra  ¿ejó  escrita  el  poder- 
dante, relativa  al  nombramiento  de  cape- 
llanes, la  voluntad  de  aquel,  así  expresada, 
es  la  ley  porque  debe  regirse  la  sucesión, 
aunque  las  disposiciones  del  comisario 
acerca  del  mismo  particular  fuesen  contra- 
rias á  ella: 

Considerando  que  estando  conforme  con 
las  prescripciones  de  dicha  cláusula  el 
nombramiento  del  capellán  hecho  por  el  ac- 
tual poseedor  del  mayorazgo,  la  sentencia 
de  la  Sala  que  fundada  en  que  lo  dispuesto 
por  el  comisario  no  se  opone  á  la  cláusula 
mencionada  y  que  de  oponerse  seria  nulo, 
absuelve  ai  demandado,  no  ha  infrinícido  la 
ley  l.^  til.  19.  líb.  10  de  la  Nov.  Recop. 
invocada  en  el  recurso: 

Considerando  que  establecida  en  dicha 
memoria  una  sucesión  electiva  y  por  lo 
tanto  irregular,  no  ha  sido  infringida  la  ley 
5.*,  til.  17,  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.  ó  40 
de  Toro,  que  solo  trata  del  modo  de  suce- 
der en  los  mayorazgos  regulares;  ni  tam- 


poco la  doctrina  de  ser  la  fundaciofi  la  ley 
por  la  que  debe  regirse  la  sucí^sion: 

Considerando  que  habiéndose  consigna- 
do repetidamente  en  las  sentencias  de  este 
Supremo  Tribunal,  que  la  absolución  de  la 
demanda  resuelve  todas  las  cuestiones  dis^ 
cutidas  en  el  pleito,  se  cita  con  inoportuni- 
dad en  este  caso  la  ley  16,  til.  22,  Parti- 
da .3.»: 

Considerando  que  las  13  y  19  del  mismo 
título  y  Partida,  y  la  14,  del  trl.  23,  así  co- 
mo  el  arl.  855  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  no  son  aplicables  á  los  juicios  segui- 
dos en  rebeldía,  puesto  que  la  parte  tt«ne  el 
derecho  de  presentarse  en  la  segunda  ins^ 
tancia,  según  dispone  el  arl.  1.192  tte  la 
misma  ley: 

Y  considerando  que  el  255  se  refiere  al 
actor  y  no  al  demandado;  y  que  no  siendo 
citado  por  consiguiente  con  oportunidad 
este  artículo,  tampoco  lo  ha  sido  el  396  de 
la  ley  hipotecaria.»  (Gac,  4  mayo,) 

CONÍ'ESION  JUDICIAL.  Para 

que  esta  tenga  todo  d  valor  que  dala  lep 
de  Partida  á  la  conoscencia  ha  de^r 
esplkita  y  absoluta,  lo  que  no  es  cuando 
se  limita  á  un  solo  extremo  de  la  deman- 
da,  y  niegan  los  demás  que  de  un  modo 
individuo  constituyen  su  fundamento, 
— RECURSO  DE  CASACION.  —  iVo 
se  puede  este  fundar  en  supuestos  estable^ 
cíaos  después  del  fallo  y  que  sean  diame^ 
tralmente  opuestos  á  los  puntos  de  hecho 
y  de  derecho  definitivamente  fijados  en 
la  demanda  como  fundamentos  de  ella. 

Seotencídde  16  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Nova 
y  Audiencia  de  la  Coruña  por  el  Marqués 
de  Camarasa  con  D..Jsidro  Herrao  y  los 
herederos  de  D.  Pedro  Várela,  sobré  rei- 
vindicación de  bienes  con  aprovechamien- 
to de  aguas,  que  aquel  pretendía  ser  su- 
yos como  señor  territorial  de  Moldes ,  y 
que  los  demandados  habían  ido  tomando 
por  estar  contiguos  al  foral  que  poseían. 
Impugnaron  la  demanda  ios  Hermo  y 
Várela,  reconociendo  que  los  terrenos  de- 
mandados pertenecian  al  término  foral  de 
Moldes,  que  por  elips  pagaban  56  ferra- 
dos de  centeno  anualmente,  pero  que  eran 
de  su  propiedad,  su  posesión  era  cierta  y 
constante,  y  por  lo  mismo  sadie  les  podia 
inquietar,  ¿i  estaban  obiigados  á  mostrar 
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litólos  antes  por  el  conlrario  al  reiviodí- 
caDle  ¡Dcumbía  probar  so  acción.  La 
Audiencia,  revocando  la  sentencia  del  in- 
ferior, absolvió  de  la  demanda,  y  el  Mar- 
qués interpuso  recurso  de  casación  citan- 
do las  leyes,  y  motivando  sus  citas,  que 
en  sn  concepto  se  habian  infringido.  El 
Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  i&  de 
abril  declara  no  haber  lugar  al  recurso: 

•Considerando  que  la  conoscencia  que 
tiene  por  la  ley  el  vaior  d^  prueba  perfecta 
y  acabada  es  la  eoufesiou  judicial  expiícila 
y  absoluta,  y  no  aquella  que  se  limita  á  un 
lolo  extremo  de  la  demanda,  negando  al 
propio  tiempo  la  c^rfeza  de  los  demás,  que 
de  una  manera  individua  constituyen  la  ba- 
«e  esencial  de  la  acción  deducida: 

Considerando  que  el  ador  ha  fundado  su 
demanda  en  el  doble  supuesto  de  pertene- 
cerle  no  solo  el  dominio  direcffc,  sino  tam- 
bién el  útil  sobre  los  terrenos  que  intentaba 
reivindicar;  y  los  demandados  á,la  vez  que 
han  confesado  asistirle  aquel  primer  titulo 
de  limitada  propiedad  ,  le  han  negado  ex- 
presamente el  segundo: 

Considerando  que  al  demandante  incum- 
bía la  prueba  de  ambas  afirmaciones ,  base 
de  su  acción  reivindicatoría,  y  habiendo 
quedado  ínjostificada  una  de  ellas  por  la 
expresada  negativa  de  los  demandados,  el 
tríbnnal  sentenciador  al  hacer  la  apreciación 
de  pruebas,  usando' de  sus  facultades  en  los 
términos  que  lo  fia  verificado,  no  ha  infrin- 
gido la  doctrina  legal  citada  á  este  próposi- 
to  en  el  resurso: 

Considerando  que  la  presunción  de  dere- 
cho ó  sospecha  á  que  se  refiere  la  ley  10, 
n't.  14  ,  Partida  3.* ,  solo  puede  tener  lugar 
fMsia  que  sea  aprobado  lo  conlrario,  como  la 
misma  ley  expresa,  y  existiendo  en  el  caso 
actual  esta  prueba,  según  la  citada  aprecia- 
ción de  ia  Sala  juzgadora,  no  ha  sido  in- 
fringida dicha  ley: 

Qonsiderando  que  entablada  una  acción 
reivindica toria  y  fijados  definilivamente  en 
Jos  escritos  de  demanda  y  de  réplica,  con 
arreglo  á  la  ley,  los  punios  de  hecho  y  de 
dereisho,  no  es  potestativo  al  actor  estable- 
cer con  posterioridad  al  fallo  supuestos 
diametralfueníe  contrarios,  para  fundar  so- 
bie  puntos  no  discutidos  un  recurso  de  ca- 
sación: 

Considerando  que  negada  por  el  deman- 
dante á  los  demandados  en  el  caso  actual  la 
posesión  dfi  enfiteulas  ó  foreros,  asegurando 
ser  solo  intrusos  detenladores,  no  ha  podido 
illerar  e¿le  hecho,  ni  susiilmr  e^temporá- 
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neamente  otro  diverso,  como  lo  ha  verifi- 
cado para  fundar  el  recurso: 

Y  considerando,  en  consecuencia,  que  las 
leyes  22.  tít.  29,  Partida  3.*,  y  28,  til.  8  * 
Partida  5.*,  no  han  sido  infringidas  por  no 
ser  aplicables  al  presente  litigio.»  (Gac.  4 
mayo.) 

PBOPIEDAD  BXJBAL.  No  se  debe 
dar  importancia  ninguna  legal,  califlcán^ 
dalas  de  costumbreiit  á  lasi  malas  prácticas 
que  por  mas  6  menos  Uempo  hayan  pre- 
valecido en  los  pueblos  en  materia  de 
uso  y  aprovechamiento  común  que  como 
servidumbre  pretendan  corrcsponderles 
en  las  dehesas,  heredades  y  otras  tierras 
de  propiedad;  sino  que  estas  servidum- 
bres han  de  estar  apoyadas  en  tituloa 
especiales  de  adquisición  ,  y  aun  en  este 
caso  no  pueden  extenderse  á  mas  que  á  lo 
comprendido  en  los  mismos  títulos. 

Sentencia  de  i  4  de  abril  de  i 866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Pur- 
chena  y  Audiencia  de  Granada  porD.  An- 
tonio Avala  con  el  Ayuntamiento  y  común 
de  vecinos  de  Lucar,  sobre  uso  y  aprove- 
chamiento de  los  montes  de  dicha  villa. 

Instruido  expediente  en  el  Gobierno 
de  Almeria  sobre  propiedad  de  los  mon- 
tes de  Lucar  se  dictó  providencia  por  el 
Gobernador  mandando  que  el  pueblo 
continuase  en  el  uso  y  aprovechamiento 
de  los  puntos  de  la  Sierra  no  comprendi- 
dos en  el  título  de  propiedad  de  Ayala. 
El  título  los  comprendia  todos  y  Ayala 
demandó  en  1854  al  Ayuntamiento  para 
que  cesasen  los  vecinos  en  tal  uso  y  apro- 
vechamiento; mas  la  sentencia  de  revista, 
en  opo>icion  con  las  de  primera  y  segunda 
instancia,  absolvió  al  Ayuntamiento  de 
la  demanda  en  los  términos  en  que  se 
hahia  deducido. 

En  1860  enlabió  Ayala  nueva  demanda 
en  la  que  estableciendo  como  fundameu- 
tos  de  ella  el  resultado  de  documentos 
presentados  y  alegando  además  que  el 
Ayuntamiento  y  gran  número  de  vecinos 
habian  confesado  en  dos  solicitudes  aL 
Gobernador  de  la  provincia  que  no  levnian 
derecho' á  los  aprovechamientos  del  mon- 
te siendo  injusto  sostener  pleito  sobre 
ello  y  que  con  arreglo  á  las  leyes  y  dis- 
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posiciones  que  citó,  lo<las ios  heredades 
y  lierras  pertenecientes  á  -dominio  parti- 
cular se  habinn  declarado  cerradas  y 
acoladas  perpéluamente,  pudiendo  sus 
poseedores  destinarlas  al  uso  que  mas  les 
acomodase,  no  pudiendo  los  ganados  deí 
común  entrar  á  pastar  en  terrenos  de 
propiedad  particular  á  título  de  uso  y 
aprovrchaíiiiento  que  no  estuvieran  ena- 
jenados ó  cedidos  por  los  diseños  por  con- 
tratos onerosos  y  jtistiiicados ,  y  <]ue  las 
dudas  sobre  la  existencia  y  valor  de  se- 
mejantes títulos  se  resolvenan  <ion  prefe- 
rencia en  favor  del  derecho  de  dominio, 
suplicó  se  declarase, que  la  (inca  de  la 
sierra  del  término  de  Lucar  que  le  perte- 
necia,  estaba  libre  de  aprqvechamn'nios 
comunales  que  actualmente  usaba  aquel 
vecindario,  y  de  cuahjuiera  otra  servi- 
dumbre á  favor  del  mismo,  condenándole 
en  su  consecuencia  á  que  en  ningún  tieni  • 
po  volviera  á  usar  de  servidumbres  sobre 
dichas  fincas,  bajo  los  apercibimientos 
consiguientes: 

El  Alcalde  de  Lucar,  en  representación 
de  su  Ayuntamiento  y  del  común  de  ve- 
cinos, impugnóla  demanda  alegando  que 
ftdemas  de  ser  la  acción  ejercitada  contra 
cosa  juzgada,  el  demandante  no  habia 
presentado  documento  algiMio  para  acre- 
ditar que  en  dicha  sierra  le  correspondían 
in«ís  tierras  que  las  expresadas  eu  la  es- 
rritura  otorgada  en  1638  por  el  Comisario 
Gudiel.  Que  desde  el  año  ibll  en  que  los 
nuevos  pobladores  habían  rcupado  la  vi- 
lla de  Lucar  venían  los  vecinos  de  ella 
aprovechando  los  pastos,  lenas,  despojos 
y  produciones  de  aquella  sierra ,  aprove- 
chamientos que  habían  conservado  cosían- 
lemente,  sin  que  hubiese  ocurrido  para 

1)erderse  ninguna  de  las  causas  que  sena- 
aban  las  leyes  de  partida.  Que  -en  la 
demanda  no  se  califica  ni  se  determinaba 
con  señalamiento  de  linderos  la  finca 
rústica  sobre  que  se  resistía  la  servidum- 
bre. Que  las  cédulas  de  i492  y  Í7I0  solo 
juslitícaban  el  señorío  jurisdiccional;  que 
las  leyes  sobre  acotamiento  y  aprovecha- 
miento de  pastos  se  entendían  para  las 
lincas  de  dominio  particular  libres  de  to- 
da servidumbre,  lo  cual  no  sucedía  con 
Jas  2.584  fanegas  de  Avala,  porque  sobre 


ellas  existía  la  de  los  aprovechamienlos 
referidos;  y  que  las  solicitudes  de  30  d« 
junio  de  1846  y  23  de  ocubre  de  4856 
eran  nulas  por  haberse  hecho  especial- 
mente la  última,  bajo  la  promesa  de  abo- 
nárseles los  gastos  del  pleito,  y  dejárseles 
el  uso  de  los  aprovechamientos  objeto  del 
mismo.  Practicada  prueba  por  las  partes 
dictó  sentencia  el  Jui^z  de  primera  insUin- 
cía,  que  revocó  la  Sala  primera  de  la  real 
Audiencia  de  Granada  en  17  de  diciembre 
de  4864,  absolviendo  al  Ayuntamiento  de 
la  demanda:  y  D.  Antonio  Ayala  inter- 
puso recurso  dé  casación  citando  como  in- 
fringidas: 

4.*  Al  no  reconocer  la  sentencia  que 
por  la  naturaleza  de  la  acción  ejercitada  al 
recurrente  le  bastaba  probar  el  d<tminio  y 
posesión  en  (fue  se  encontraba  de  las  lier- 
ras que  se  comprendían  en  la  sierra  de 
Lucar ,  como  lo  habia  voridcado,  las  leves 
til.  4.%  Partida  2.»;  31,  tít.  48, 
Partidas.-;  8.*  y  40,  tít.  5  %  lib.  o.Me- 
la  Nov.  Recop.i^  los  decreios  de  las  Cor- 
tes d«  6  de  agosto  de  4844  ,  restablecido 
cu  2  de  febrero  de  4857,  especialmente 
en  su  art.  5.®,  la  ley  de  señoríos  de  o  de 
mayodei823,  !ade26de  agostode  4837, 
las Ví'ntencias  de  este  Supremo  Tribunal 
de  49  de  octubre  de  4864  v  24  de  enen» 
de  4862;  la  R.  0.  de  7  de  febrero  de  4856 
mandando  respetar  á  Avala  en  la  posesión 
civil  con  lodos  sus  efectos  legales  de  lo!s 
montes  y  tierras  de  Lucar  sin  «resignar  la 
cabida,  y  el  principio  de  derecho  que  es- 
tablece que  los  hechos  reconocidos  por  la^ 
partes  deben  tenerse  como  probados ,  pues- 
to que  el  vecindario  y  Ayuntamiento  de 
Lucar  había  confesado  en  las  exposiciones 
elevadas  al  Marqués  de  Valraediano  y  al 
Gobernador  de  la  provincia  en  30  de  juiTio 
de  4846  y  23  de  octubre  de  4856  el  dere- 
cho de  los  causantes  de  Ayala  á  los  apro- 
vechamientos del  monte  de  dicha  villa. 

2.®  Con  respecto  á  la  prueba  de  la  ex- 
cepción alegada  por  los  vecinos  de  Lucar 
á  quienes  competía  por  la  naturaleza  de 
la  acción  ejercitada,  la  ley  2.*,  til.  44 
Partida  3.*  y  |a  jurisprudencia  de  este  Su- 
premo Tribunal  de  47  de  mayo  de  4864. 
y  la  ley  4.*,  til.  4.%  lib.  40  de  la  Novísi- 
ma  Uecopilacioo. 
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"S*  Los  decretos  de  las  Córles  de  14 
enero  de  4812  y  8  de  jonio  de  1813, 
restablecidos  en      de  noviembre  y  6  de 
feliembre  de  1836.  la  lev  de  6  de  oclu-  | 
hre  de  1834 ,  las  Rs.  Ords*.  de  29  de  mar- 
zo y  12  de  setiembre  de  dicho  ano;  el  ar- 
tícalo  5.°  de  las  ordenanzas  de  montes  de  - 
22  de  diciembre  de  1833,  y  mas  especial- 
incote  la  R.  O.  de  1 1  de  febrero  de  1 836,  y 
por  último,  la  de8  deenero  del841 ,  acla- 
ratoria de  la  de  18  de  mayo  de  1838 ,  que 
solo  se  refiere  á  los  pastos  comunes  en  ler-  ^ 
renos  públicos  y  no  privados.  I 
4.*"  Al  fundar  la  ejecutoria  el  derecho  | 
conferido  á  los  vecinos  de  Lucar  en  las  es-  • 
criluras  de  1S77  y  1638  concediéndoles  ¡ 
ia  naturaleza  de  títulos  legítimos  especia- 
Jes  de  adquisición  de  la  propiedad ,  las  ci- 
tadas disposiciones  legales  y  especialmen- 
te la  R.  O.  de  11  de  febrero  de  1836  v  la  í 
doctrina  establecida  por  este  Supremo  Tri-  i 
biinal  en  sentencia  de  7  de  mayo  de  1864,  ¡ 
iMiesloqueno  eran  constitutivas  del  de 
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resadas  y  la -cosa  pedida,  era  distinta  la 
acción  que  se  ejercilaba.  El  Tribunal  Su- 
premo por  sentencia  de  14  de  abril  casa 
y  anula  la  de  la  Audiencia  en  los  térmi- 
nos siguientes: 


«Considerando  que  I  a  ley  de  8  de  junio  de 
i 81 3 ,  al  declarar  que  todas  las  dehesas ,  he- 
redades y  demás  iterras,  pcrlene^ienles  á 
dominio  parlicular,  deben  considerarst 
cerradas  y  acotadas ,  no  alteró  en  manera 
alguna  los  derechos  de  uso^  aprovo<^mien- 
to  ó  servidumbre  con  que  esluvienm  gra- 
vadas, lo  que  fué  corroborado  por  la  real 
orden  de  12  de  setiembre  de  1834: 

Considerando  que  eslos  derechos  para  que 
sean  declarados  en  juicio  deben  estar  apo- 
yados en  títulos  especiales  de  adquisición  y 
no  en  malas  prácticas,  á  que  se  hadado 
ilegalmenle  el  nombre  de  costumbre  en  con- 
formidad á  la  R.  O.  de  11  de  febrero  de 
1836: 

Considerando  que  según  dichas  disposi- 
ciones legales,  que  tienen  por  objeto  pro- 
teger la  propiedad  contra  las  invasiones  qun 
bajo  cualquier  concepto,  se  hayan  hecho  ó 


I»'         .  .       _j  ,   r  . 

nicho  de  servidumbre  ni  podían  deducirse  ¡  ge  hagan  en  etia,  las  servidumbres  im)  pue 

'   j  --   I        extenderse  á  cosas  que  no  se  hallen 

comprendidas  en  dichos  títulos  sin  lastimar 


4Íe  sus  condiciones 

5.*»  Las  leyes  6.%  14  y  15,  lít.  51, 
Parlida  o.*  que  traían  de  servidumbres 
<fe  pasto?,  y  la  sentencia  dictada  por  este 
Supremo  Tribunal  sobre  este  particular  en 


á  aquella  y  sin  contravenir  las  mencionadas 
disposiciones: 

Considerando  que  si  bien  los  demandados 
han  justificado  coa  Ja  escritura  de  26  de  fe- 
25  de  enero  de  1861 ,  enJa  que  se  con-  i  brero  de  1638  que  el  monte  cedido  en  1492 
signa  el  principio  de  que  el  R.  D.  de  8  de  j  por  título  remuneratorio  á  D.  Alonso  F»  r- 
junio  de  1813  y  la  ley  6.*,  tít.  31  de  la   nandez  de  Cordova,  y  que  hoy  posee  el  de- 


Bartida  o/,  presuponen  la  existencia  de 
la  serfidumbre  de  pastos,  cañadas  y  abre- 
vaderos. 

6.  "*  Para  el  caso  de  que  las  expresa- 
das leyes  no  fuesen  bastantes  á  persuadir 
la  existencia  de  la  servidumbre  de  iisu- 
ffulo,  la  ley  26,  til.  31 ,  Partida  3.',  qtic 
trata  de  como  se  pierde  el  que  fuese  de- 
jado Al  común  (ie  alguna  ciudad  ó  villa, 
caando  no  se  señale  tiempo  por  el  lapso 
de  iOO  años. 

7.  **  Y  por  último,  y  en  cuanto  ai  ex- 
tremo relativo  á  la  autoridad  de  cosa  juz- 
gada atribuida  á  la  sentencia  de  revista  de 
15  de  julio  de  1858 ,  la  ley  19,  tít.  22,  Par- 
tida 3.^  y  la  doctrina  establecida  por  este 
Supremo* Tribunal  en  sentencias  de  8  de 
enero  de  1861 ,  28  de  octubre  de  1862  y 
29  de  octubre  de  1864,  toda  vez  que  aun 
cuando  fueran  tas  mismas  las  partos  inte- 


mandanle  en  viriud  de  las  escrituras  de  pei- 
i  muta  de  8  de  febrero  y  20  d«  marzo  de  1849, 
se  halla  gravado  con  la  servidumbre  de 
!  pasto  y  otras ,  no  que  en  esta  servidumbre 
I  se  encuentre  comprendido  el  aprovechamien- 
I  lo  de  la  bellota,  puesto  que  de  las  condicio- 
!  nesdela  referida  escritura  da  1638 .  que  fila- 
ron aceptadas  por  las  partes ,  se  desprende 
i'lo  contrario: 

Considerando,  por  lo  expuesto ,  que  la 
sentencia  que  absuelve  á  los  demandados, 
reconociéndoles  virlualmente  d»Techos  que 
no  han  probado ,  infringe  la  citada  ley  y  dis- 
posiciones aclaratorias; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Antonio  Ayala,  y  eti  su 
consecuencia  casamos  y  anulamos  la  senten- 
cia que  en  17  de  diciembre  de  1864  dictó  la 
Sala  primera  de  la  R»»al  Audiencia  de  Gra- 
nada.» {Gae.  5  mayo.) 
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DOTES.  Para  aue  por  razón  fie  su 
dote  corresponda  á  la  mujer  el  privilegio 
de  preferencia  á  los  demás  acreedores 
del  marido  es  preciso  que  aquella  haya 
sido  constituida  antes  de  la  celebración 
•  del  matrimonio  y  que  conste  su  entrega 
en  legal  forma;  pues  en  otro  caso  será  do- 
te confesada  y  solo  podrá  perjudicar  al 
marido. 

Sentencia  de  19  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Orgi- 
va  y  Audiencia  de  Grauada,  por  doña  Do- 
lores (íirela  con  D.  Francisco  Javier  Ar- 
royt,  sobre  tercería  de  mejor  derecho  á 
los  bienes  relictos  por  su  marido  D.  An- 
tonio Marlinez,  á  quien  había  dado  Arro-- 
yo  en  préstamo  3640  rs.  Habiéndose  des- 
truido por  el  incendio  de  la  Alcaiceria  en 
1845  los  protocolos  de  un  Escribano,  en 
cuyo  testimonio  de  otorgamientos  del  año 
se  hallaba  al  folio  15,  segim  certi- 
ficación del  Secretario  de  la  Audiencia 
una  nota  que  decia:  tDoña  María  de  los 
Dolores  Gírela,  su  dote  contra  D.  Antonio 
Marlinez  su  esposo,»  solicitó  esta  se  le 
admitiese  sumaria  iDformacion  para  acre- 
ditar la  cuantía  de  la  dote,  la  cual  se  prac- 
ticó con  citación  del  Promotor  Fiscal,  y 
con  testimonio  de  ella,  luego  que  fué  apro- 
bada judicialmente,  entabló  depianda  en 
i864  pidiendo  que  con  el  impohe  dQ  los 
bienes  embargados  á  la  testamentaria  de 
su  difunto  esposo  D.  Antonio  Martinez 
Dor  virtud  de  la  ejecución  que  contra  sus 
herederos  habia  deducido  D.  Javier  Ar- 
royo para  pago  de  3.640  rs.  que  habia 
dado  en  préstamo  al  Martinez  con  hipote- 
ca de  una  casa,  se  la  pagase  con  prefe- 
rencia á  Arroyo  y  á  cualquiera  otro  acree- 
dor, la  cantidad  de  H.OOO  rs.  á  que  con 
la  citada  información  se  habia  probado  as- 
cendían las  aportaciones  dótales  de  la  de- 
mandante, y  por  las  cuales  tenia  hipoteca 
legal  sobre  los  bienes  del  marido  y  dere- 
cho preferente  para  su  cobro  en  concurren- 
cia de  otro  acreedor  que,  como  el  ejecu- 
tante, tuviera  hipoteca  posterior. 

El  demandado  impugnó  la  demanda 
porque  el  asiento  del  índice  del  Escribano 
solo  revelaba  una  dote  confesada  quc^no 
perjudicaba  su  derecho,  por  haberse  con- 


feccionado mucho  después  de  realizado  el 
matrimonio  y  no  existir  comprobante  de 
la  canti(jad  que  la  constituía  ,  sino  ante- 
cedentes incompletos  que  no  podian  servir 
de  base  para  su  apreciación:  que  la  in- 
formación presentada  era  insigniOcanlc 
porque  el  único  testigo  que  aseguraba 
ser  del  contrato  habia  perdido  toda  su 
fuerza  por  su  incertidumbre  en  la  can- 
tidad, y  qué  por  último  además  délas 
fincas  embargadas  habian  quedado  á 
la  muerte  del  Marlinez  bienes  cuyo  valor 
excedía  de  los  MMO  rs.  que  se  reclama- 
ban y  de  los  cuales  habia  dispuesto  la 
demandante  sin  practicar  inventario  de 
ellos. 

Practicada  prueba  por  las  partes,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia, 
que  confirmó  en  30  de  enero  de  1865  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Grana- 
da, absolviendo  á  Arroyo  de  la  demanda. 
La  demandante  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, citando  como  infringidas  las  leves 
23,  til.  13,  Partida  1.*  y  23,  tít.  13, 
Partida  5.*,  y  el  Tribunal  Supremo  de- 
clara por  su  sentencia  de  19  de  abril  no 
haber  lugar  áél: 

«Considerando  que  el  privilegio  concedido 
á  la  mujer  para  ser  reintegrada  de  su  dol*^ 
con  preferencia  á  los  demás  acreedores  de^ 
marido,  solo  procede,  conforme  á  lo  dispues- 
to en  la  ley  23,  til.  13  de  la  Partida  S.*",  ba- 
biéndose  consliluido  aquella  atites  de  la  ce- 
lebración del  matrimonio  y  constando  su  en- 
trep^a  en  legal  forma; 

Considerando  que  ninguna  de  estas  cir- 
cunstancias concuriió  en  el  caso  presente,  y 
que  aun  conviniendo  en  que  existiera  la  es- 
critura á  que  se  refiere  la  nota  informal  de 
que  certifica  el  Secrelario  de  Gobierno  de 
la  Rea!  Audiencia  de  Granada,  resultaría 
ser  de  dote  confesada  y  otorgada  después 
del  matrimonio,  sin  que  por  lo  tanto  pudie- 
ra perjudicar  mas  que  al  marido:  * 

Y  considerando,  por  lo  expuesto  ,  que  la 
sentencia  no  ba  infringido  la  mencionada  ley, 
ni  podido  ¡nfrinfi^ir  porque  no  existe,  la 
23 j  tít.  13  de  la  Partida  1.*,  que  también  se 
cita  en  el  recurso.»  (Gac.  7  mayo.) 

ALIMENTOS.  Es  doctrina  admiti- 
da por  la  práctica  constante  de  los  tribu- 
nales que  los  inmediatos  sucesores  en  loa 
mayorazgos  han  de  ser  reconocidos  cu- 
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mo  tales,  con  prestación  de  alimentos  re- 
guiados  al  prudente  juicio  de  Los  tribu* 
nales. 

Senteneia  de  SI  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Monto- 
ro  y  Audiencia  de  Sevilla  por  dona  Car-  j 
me¿  y  dona  Salvadora  Melendez  con  su  ! 
hermano  D.  García  Mi'lendez  sobre  ali  meó- 
los. Nada  hablan  heredado  ellas  de  su  pa- 
dre ,  por  ser  ainayorazí;ado  lo  que  poseye- 
ra este  y  pasó  á  su  hijo  al  fallecimiento 
de  aquel.  La  viuda  obtuvo  de  S.  M.  la 
Tíodedad  de  3.200  rs.  sobre  tas  rentas  del  I 
mayorazgo  que  el  hijo  se  obligó  á  paliar 
en  escritura  pública,  y  aun  á  aumentar 
hasta  4.800  rs.  si  su  horraaoa  uo  reclama-  ! 
ha  y  obtenia  alimentos  como  inmediata 
sucesora.  Esta  viuda  falleció  en  julio  de 
<857,  y  Melendez  pasó  el  primer  mes  á 
sus  hermanas  ^00  rs. ,  y  los  restantes  has- 
la  enero  del  o8,  oOÓ;  hasta  enero  de 
<863  ,  200.  y  di-sdeesta  líllima  ft'cha  na- 
da. En  Zi  de  octubre  de  ese  mismo  año 
las  hermanas  demandaron  á  Melendez  pa- 
ra que  las  suministrase  por  alimentos  á  la 
una  como  inmediata  sucesora,  y  á  ambas 
como  hermanas  pobres,  la  sesla  parle  lí- 
quida de  lodos  los  bienes;  y  la  Audiencia 
rcTocaodo  en  parle  la  sentencia  del  Juz- 
K^áo  condenó  á  Mi'lendez  á  contribuir  á 
la  inmediata  sucesora  cou  la  octava  parle 
líquida  de  todas  las  rentas  de  todos  los  bie- 
nes del  vínculo  con  inclusión  de  los  que 
hubiere  enajenado.  Melendez  interpuso 
recurso  de  casación  citando  como  infringi- 
das en  su  concepto  varias  leyes  que  luego 
sti  enuncian,  y  el  Tribunal  Supremo  de- 
claró por  sentencia  de  2 i  de  abril  no  ha- 
t)er  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  la  práctica  constante 
de  los  tribunales,  aun  coti  anterioridad  á  la 
i  romuljcacion  de  la  ley  de  II  de  octubre  de 
1320  y  á  su  restab-'eciiniouio  en  30  de  agos- 
to de  1836,  tenia  admitida  como  doctrma 
leg^al ,  la  de  haber  de  ser  los  inmediatos  su- 
cesores de  los  mayorazt^os ,  reconocidos  co- 
mo Ules,  con  prestacioji  de  aliinuiilos,  áuii- 
qae  en  mdyor  ó  menor  cantidad  según  las 
circunstancias: 

Considerando  que  si  bien  por  la  citada  ley 
se  declararon  libres  los  bienes  que  hasta  su 
t'romu'gacion  fueron  vinculados ,  esta  de- 


claración uo  afectó  á  los  derechos  que  para 
percibir  dichos  alimentos  tuvieran  los  iumi»' 
diatos  sucesores: 

Considerando  que  la  cláusula  consignada 
en  una  fundaciofi ,  de  que  el  poseedor  goza- 
ra integramente  de  la  renta  del  mayorazgo, 
nunca  impidió  que  la  Corona  concediese 
pensiones  sobre  los  bienes  del  mismo,  ni  «'I 
goce  de  alimentos,  que  establecidos  por  la 
costumbre  lenian  la  misma  fuerza  que  si  es- 
tuviesen sancionados  por  la  ley: 

Considerando  que  ni  del  art.  ni  del  2.* 
de  la  de  1820  se  deduce ,  que  la  obligación 
de  prestar  alimentos  haya  de  limitarse  á  la 
parle  proporcionada  á'la  mitad  reservada  al 
inmediato  sucesor;  y  antes  por  ol  contrario, 
se  iníieredel  arl.  lOde  la  misma ,  que  aquel 
tiene  derecho  á  p  ercibir  la  tolal¡d.>d  de  los 
alimenios  hasla  la  mucrie  del  poSf^edor, 
aunque  este  haya  dispuesto  de  la  milad  de 
los  bienes: 

Considerando  quo  cualquiera  que  sea  la 
exactitud  de  la  doctrina  de  que  ios  alimen- 
tos solo  se  deben  desd^  el  día  en  que  se  piden 
con  arreglo  á  derecho,  en  el  caso  concreto 
de  este  litigio  el  demandado  se  prestó  á  su- 
rainisirarlos  desde  julio  de  1857: 

Considerando  que  si  bien  es  cierta  ladoc* 
trina  de  que  los  alimentos  de  los  inmediatos 
á  las  vinculaciones  se  fundan  en  la  ecjuidad 
y  en  razones  de  otro  género  ,  y  leniendoNe 
en  cuenta  las  circunstancias,  también  lo  es 
que  su  regulación  queda  siempre  ñada  al 
prudente  juicio  de  los  tribunales: 

Y  considerando  por  lodo  lo  expuesto ,  que 
no  se  han  infringido  la  cláusula  mencionada 
de  la  fundación,  ni  las  leyes  y  doctrinas  ci- 
tadas por  el  recurrente.»  {Gac,  8  mayo.) 

SUCESION  INTESTADA.    Si  por 

un  caso  fortuito,  como  un  incendio,  ae 
pierde  la  matriz  de  un  testamento ,  co- 
mo $e  justifique  que  ha  existido  y  á  titulo 
de  heredero  posea  uno  la  herencia  tanto 
tiempo  como  se  requiere  para  que  no  ae 
le  pueda  privar  de  ella,  sino  por  una  eje- 
cutoria que  declare  la  ineficacia  ó  nulidad 
de  la  disposición  teslame^itaria,  no  puede 
tener  ya  lugar  la  sucesión  intestada. 

Senteicia  de  21  de  abril  de  1866. 
Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  Barcelo- 
na y  su  Audiencia  territorial  por  dona  Do  • 
rotea  Torres  con  sus  primas  doña  Gumor- 
sinda  y  doña  Nonita  Torres  y  la  madre 
de  esta  doña  Antonia  Planas,  sobre  peti- 
ción de  la  herencia  del  abuelo  común  don 
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Pablo  Torres,  quien  afirmaba  doiia  Doro- 
tea que  murió  iotcslado  y  que  su  herencia 
debiera  haberse  repartido  entre  los  tres  hi- 
jos de  aquel  uno  de  los  cuales  fué  el  padre 
de  la  demandante ,  otro  murió  sin  hijos  y 
otro  padre  y  esposo  respectivo  se  habia 
apoderado  de  todo  y  trasmilídolo  á  sus 
hijas  y  á  i^ii  viuda.  Las  demandadas 
excepcionaron  que  D.  Pablo  Torres,  el 
abuelo,  hizo  testamento  ante  el  notario  don 
Juan  Fochs  como  consta  en  su  fé  de  de- 
función; que  el  D.  José  Torres,  su  hijo,  que 
murió  después,  hizo  también  testamento, 
que  con  los  bienes  de  los  testadores  habia 
pasado  lo  que  estos  prefijaron  y  que  sino 
se  aducian  los  testamentos  era  porque  con 
el  bombardeo  de  Barcelona  de  1842  se 
incendiaron  los  protocolos  de  Fochs.  Aun 
colocada  en  este  terreno  la  cuestión  sostu- 
vo doña  Dorotea  la  cualidad  de  intestado 
el  fallecimiento  de  D.Pablo,  y  coma  la 
Audiencia  y  el  Juzgado  desestimasen  la 
deifianda,  interpuso  recurso  de  casación 
citando  como  infringidas  muchas  leyes  de 
la  Inslitutay  dv\  Digeslo,  del  Fuero  Juz- 
go. Pariidas  y  Fuero  Real,  de  Toro  y  la 
Nov.  Recop.  y  también  doctrina  y  juris- 

Írudeucia  establecida  por  sentencias  del 
Vihunal  Supremo.  Mas  este  por  senten- 
cia de  21  de  abril  declaró  no  haber  lugar 
a!  recurso: 

((Considerando  que  la  sucesión  hi testada 
no  liene  Ju^ai*  cuan(Jo  se  ha  acredilado  la 
existencia  de  un  testamento,  y  que  con  este 
titulo  el  heredero  instituido  tiene  ía  pose- 
sión de  la  herencia  el  tiempo  requerido'  por 
la  lef  para  que  no  pueda  privársele  de  ella, 
si  previamente  no  ha  sido  declarada  la 
ineticacia  ó  nulidad  de  dicha  disposición 
testamentaria  por  sentencia  ejecutoria: 

Considerando  que  la  demanda  de  que  se 
trata  se  fundá  en  la  falta  de  testamenlo  y 
aparece  juslitioada  su  existencia;  constando 
además  que  á  la  muerte  del  testador  fueron 
conocidas  sus  disposiciones  y  ejecutadas 
sin  contradicción  alguna: 

Considerando  q.ue  puestos^en  posesión  de 
la  herencia  los  herederos  instituidos,  la 
lian  conservado  tranquilamenl'!  con  disha 
título  los  muchos  añus  trascurridos  antes  de 
hi  demanda ;  y  que  no  ha  sido  hasta  ahora 
declarado  nulo  é  ineñcaz  e)  precitado  testa- 
mento por  sentencia  ejecutoria: 

C'Xtóui'.'üjjidu  ^yi-*  d;  lu?..'Uo.  i!0  poc'Jc  es- 


timarse irrito  un  leglamí»nto,  d  quedar  n\(T 
efecto  sus  disposiciones  ya  cumplidas ,  como 
pretende  el  ador,  por  haber  sobrevenido  el 
caso  fortuito  del  incendio  del  archivo  don* 
de  se  custodiaba  la  matriz ;  siendo  inaplica- 
bles al  caso  las  leyes  y  jurisprudencia  que 
á  este  propósito  se  citan  en  primer  lugar  en 
el  recurso: 

Y  considerando  por  último,  <\\ie  con  iguni 
defecto  se  invocan^  por  el  recurrente  las  d*»- 
más  leyes  y  doctrinas  que  supone  infringr- 
das  haciendo  supuesto  de  la  cuestión ,  puen 

3 lie  se  reOeren  á  los  derechos  de  los  herb- 
eros que  entran  á  serlo  como  legítimos  en 
falta-  de  testamentarios  y  al  órden  de  la^ 
sucesiones  intestadas;  quedando  por  lo  ex- 
puesto anteriormente  demostrado  que  ni» 
han  podido  ser  infringidas  por  la  ejecuto- 
ria.» {Gac,  8  mayo.) 

OBLIGACIONES.   Nú  cabe  recurso 
de  casación  contra  una  sentcjicia  aue  d$ 
clara  exente  al  demandado  de  toda  obli- 
gacion  que  no  sea  la  que  se  impuso  en  el 
contrato. 

SenteDcia  de  20  de  abril  de  I866i 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Caogax 
de  Tineo  y  Audiencia  de  Oviedo  por  la 
Sociedad  anónima  Crédito  movUiari(y 
barcelonés,  con      Claudio  Pillel,  sobro 
que  este  acepte  y  desempeñe  cierto  de?-^ 
tino  ó  cese  en  efcobro  del  sueldo  que  ca- 
mo  remuneración  de  servicios  recibía  d*^ 
la  empresa  de  explotación  del  monte  iW. 
Muñidlos.  Con  esta  empresa  habia  ce- 
lebrado Pillet  un  contrato  por  el  cual  por 
cierta  remuneración  se  ol>ligaba  á  dirigir 
las  cortas  de  madera  y  expedirla  al  piierin 
mas  cercano  y  coa  la  expresa  coQdicion 
que  si  en  algún  tiempo  no  se  quisieran 
ya  sus  servicios,  podria  irse  á  residir  doo  • 
de  quisiera  y  allí  se  le  seguiria  pasando 
el  mismo  sueldo.  La  empresa  de  explota- 
ción que  contrató  con  Pillct,  cedió  y  iras- 
pasó  un  dia  este  negocio  á  la  sociedafl 
expresada,  la  que  dirigió  á  Pillel  uní 
órden  de  clasificación  individual  de  lodos 
los  árboles  en  términos  facultativos  y 
cientíiicos,  que  no  estaban  al  alcance  d«; 
los  conocimientos  prácticos  de  Pillel  qnv^ 
nunca  contestó  hasta  que  demandado 
judicialmente,  en  los  términos  referidos^ 
a![>ri':citíifMlixo  co:i  siacci  Liiad  y  verdad  t^uit 
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ni  9»bía  hacer  lo  que  se  le  exigía  ni  eslaba 
obligado  á  ello.  La  Audiencia  revocando 
la  sentencia  del  Juzgado  inrérior  absolvió 
de  la  demanda  á  Pillet,  y  la  sociedad  íd- 
lerpuso  recurso  de  casacioa  por  creer  in- 
fringidos, el  contrato  >  ley  en  la  mate- 
ria y  la  doctrina  establecida  en  ^1  de  di- 
ciembre de  i837  por  el  Tribunal  Supre- 
mo, el  cual  declaró  bo  babor  lu^ar  al  re- 
curso: 

«Considerando  (\¡ae  la  obiigAcion  que  con- 
trajo D.  Cláudio  Piliet  fué  sola  la  de  dirigir 
la  corla  de  las  maderas  y  su  exporlacion  al 
puerto  mas  cercano ,  á  cuyo  cumplimienlo  se 
manitiesla  dispueslo;  y  que  las  que  le  qniso 
imponer  el  administrador  del  Crédito  barce' 
ton^'i  de  praclioar  un  minucioso  recuento  y 
«lasificacion  de  los  árboles  para  una  clase  de 
madera  determinada^  exigiéndole  su  juicio 
para  su  aplicación  mas  probable,  son  obli- 
gaciones distintas  de  las  aceptadas  por  Pillel, 
la  Sala  al  absolver  á  este  de  la  demanda 
puesta  por  la  sociedad  el  Crédito  baralonés 
no  ha  infringido  el  contrato  que  es  la  ley  de 
la  materia: 

Y  considerando  que  la  doctrina  legal  con- 
tenida en  ta  senlencia  de  este  Supremo  Tri- 
bunal de  31  de  diciembre  de  1857  qwe  se  su- 
pone infringida,  versa  sobre  un  contrato  de 
compraventa,  que  no  es  aplicable  de  modo 
alguno  al  caso  que  aquí  se  ventila.»  (&o.  9 
mayo.) 

SEfiTOBIOS.  PREST AOIONS8.  La 

vuervencion  cotieedida  á  bs  pueblos,  con- 
tribuyentes y  Ayuntamientos  tanto  por  el 
art.  i  3  (lela  ley  de  2&  de  agosto  de  i  837, 
como  por  el  4."  de  la  de  5  de  mayode  \  823, 
se  refiere  á  ios  pleitos  y  expedientes  que  se 
imtaren  mientras  entán  dudosas  la  clase 
y  cualidad  de  los  señoríos  y  de  las  presta- 
ciones ,  pero  no  después  de  haber  pasado  á 
la  condición  de  terre}w  y  contratos  partid 
culotes  por  solemne  ejecutoria,  porque  en 
este  caso  han  entrado  ya  los  pueblos  y  sus 
moradores  en  las  condiciones  normales  de 
su  existencia  política  y^cmi — Enlos  plei- 
tos de  senario  á  incorporación,  asi  como 
en  el  juicio  de  presentación  de  tilulos  se- 
ñoriales, la  declaración  de  propiedad  se 
hace  á  favor  del  Estado  ó  del  concesionario; 
y  las  reglas  de  estos  pleitos  no  son  aplica- 
bles á  las  demandas  de  propiedad  que  los 
pueblos  ó  sus  vecinos  en  particular  dedu- 
jwS«fu  €u  $u  ca  0;.  aino  las  de  dcvccka  * 


coman  y  las  formas  ordinarias  de  los  jui- 
cios. 

Ssitencia  dt  23  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  eo  el  Juzgado  de  la  Al- 
munia  y  Audiencia  de  Zaragoza  por  el 
Ayuntamiento  de  M'orata  de  Jalón  y  el 
Ministerio  fiscal  con  el  Conde  de  Argilio 
y  deMorata,  Marqués  de  Tillaverde,  sobrr, 
exención  de  ciertas  prestaciones  que  este 
percibía  eo  aauel  término  y  el  de  otros 
pueblos  inmediatos  de^de  una  venta  nota- 
ble aue  hizo  á  sus  antecesores. en  1665  la 
Marquesa  de  Malpica. 

Ya  en  1804,  1819  y  1832-86  trató,  do- 
mandando  al  Conde  judicialmente,  de  l.i 
incorporación  de  tales  pueblos  á  la  Corona, 
6  de  la  abolición  de  aque  las  prestacio* 
nes ;  mas  una  ejecutoria  favorable  al  Con- 
de, redujo  en  1858  la  cuestión  á  reservar 
ai  Ministerio  fiscal  y  también  á  los  put^- 
blos  que  hablan  litigado  el  derecho  qu^ 
creyesen  corresponderles  en  los  respeci  i  • 
tivos  expedientes  instruidos  en  los  difi'- 
rcnles  Juzgados  á  que  los  pueblos  pertt^- 
necian  sobre  presentación  de  títulos  con- 
cretos. Eo  consecuencia  el  Promotor  pr  - 
dujo  eo  186Ó  nueva  demanda,  y  pendien- 
te este  pleito,  el  Ayuntamiento  de  Mora  ta 
presentó  en  1865  la  suya  para  que  se 
declarase  que  los  vecinos*  de  aquella  villa 
no  estaban  obligados  á  satisfacer  las  r<'n- 
tas  que  por  derechos  de  seiíorío  venni 
exigiéndo'es  el  Coode,  y  que  los  terrenos, 
propiedades  y  fincas  que  en  su  término 
radicaba  perteneciau  á  sus  vecinas.  VA 
Conde  propuso  en  su  contestación  artículo 
de  no  contestar  fundándole  eo  tres  excep- 
ciones dilatorias ,  do^  de  falta  de  persona- 
lidad en  el  Ayuntamiento,  y  otra  de  litis- 
pendencia;  y  seguido  el  pleito  y  hechas 
probanzas  el  Juzgadx)  por  sentencia  que 
después  confirmó  la  Aadiencia  declaró 
procedentes  las  dos  excepciones  primer;i^ 
y  que  no  existía  la  litispendencia.  El 
AyuntamieQto  interpuso  recurso  de  casa- 
ción citando  como  infringidos: 

í El  art.  13  de  la  lev  de  26  de  agos- 
to  de  1837. 

2.*  La  doctrina  legal  admitida  por  l.i 
jurisprudencia  de  los  tribi^pales  de  f|•H^ 
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señoriales  en  ef  cxpedienle  oportuno ,  el 
Ayunlamif^nlo  es  legítimo  representante 
del  pueblo  á  que  se  dice  afectar  tal  seño- 
río,  cuando  en  la  demanda  ordinaria  de 

f)ropiedad  se  intenta  combatir  conforme  á 
a  ley  laleá  presuntos  derechos  señoriales. 

Y  3.®  La  doctrina  consignada  en  el 
mismo  fallo  de  la  Audiencia  de  que  cel 
Ayuntamiento  carece  de  personalidad  pa- 
ra todo  lo  que  no  sea  correspondiente  á  la 
colectividad  del  común *de  vecinos;»  por-» 
que,  siendo  esto  en  sí  una  verdad  abstrac- 
ta,  entrañifba  una  manifíesta  nulidad  al 
hacerse  aplicación  práctica  de  la  nMsma, 
repeliendo  por  ella  su  demanda,  pues  él 
nada  había  pedido  en  nombre  de  ningún 
vecino  en  particular,  sino  que  había  com- 
parecido en  nombre  del  común  de  vecinos, 
como  el  mismo  Juez  lo  consignó,  en 
sentencia,  cuyos  fundamentos  aceptóla 
Sala  como  justos  y  arreglados  á  los  autos, 
y  habia  impugnado  los  presuntos  derechos 
señoriales  del  Conde  de  Morata  con  la  ge* 
neralidad  que  s'cmpre  se  hace  en  esta  cla- 
se de  demandas ,  conforme  á  la  ley. 

El  Tribunal  Supremo  por  su  sentencia 
de  23  de  abril,  declara  no  haber  lugar 
al  recurso: 

«Considerando  que  no  cilándose  por  el 
Ayunlamie-nlo  recurrenle  ley  ni  jurispruden* 
cui  infringida»  por  la  sentencia  en  8U  deci 
hion  referente  á  la  falla  de  autorización  para 
.it»coar  es  le  l¡  ligio,  no  puede  lomarse  en 
cuenta  el  primer  molivo  alegado  en  el  re- 
curso ,  quedando  por  consiguiente  concreta- 
do este  á  la  cuestión  de  personalidad  del 
Ayunlamienlo ,  atendida  la  naturaleza  y  ob- 
jeto de  su  demanda: 

Considerando  que  presentados  los  títulos 
del  señorío  de  Morata,  seguido  el  juicio  ins* 
iruclivo  sobre  su  calilicaciun ,  y  tt-rminado 
por  ejecutoria  favorable  á  los  mismos  en 
1848,  los  terrenos ,  derechos  y  reñías  que  le 
consliiuian  quedaron  reducidos  á  la  condi- 
ción de  propiedad  particular  según  lo  dis- 
puesto en  los  arts.  2.*»  j  3.° ,  4." ,  5.'  y  6.° de 
la  ley  de  3  de  mayo  de  1823  y  en  los  5.^  6.® 
y  7.<»  de  la  de  16  de  agoslo  de  1837: 

Considerando  que  en  su  virtud  y  de  las 
pruebas  practicadas  y  apreciadas  por  la  Sa- 
la senlenciadora ,  sin  que  contra  la  aprecia- 
ción se  haya  alegado  infracción  de  ley  ni 
jurisprudencia,  las  porciones  de  lerreno  po- 
seídas hoy  individualmente  por  los  vecinos 
de  Morata  y  las  preslaciones  ó  reñías  que 


por  ellas  pagan  lambíen  individualmente 
ai  Conde  del  mismo  título  eslán  sujetas  á  las 
reglas  del  derecho  común  ,  en  conformidad 
á  io  establecido  en  el  art.  6.^  de  la  relerida 
ley  de  mayo ,  y  no  pueden  tener  otra  con- 
sideración que  la  de  propiedades  privadas  y 
contratos  de  particular  á  particular: 

Considerando  que  las  cuestiones  ó  diferen- 
cias, ya  sobre  la  perteneiicia  ó  propiedad, 
ya  sobre  los  aprovechamientos  o  contraloH 
particulares ,  son  contiendas  entre  parte-* 
que  no  afectan  al  procomunal ,  ni  caen  p(ir 
consiguiente  bajo  la  adminislraclon  y  repre-» 
sentacion  del  Ayuntamiento,  ft«*gun  las  If- 
yfes  de  su  organización  y  atribuciones: 

Considerando  que  la  intervención  conce- 
dida á  los  pueblos,  contribuyentes  y  Ayun- 
tamientos, tanto  por  el  art.  13  de  la  ley  d*i 
26  de  agosto  de  1837,  como  por  el  4.®  de  la 
de  3  de  mayo  de  1823,  se  refiere  claramen- 
te á  los  pleitos  y  expedientes  que  se  insta- 
ren miénlras  están  dudosas  la  clase  y  cuali- 
dad de  los  señoríos  y  de  las  prestaciones, 
pero  no  después  de  haber  pasado  á  la  con- 
dición de  terreno  y  contratos  particulares 
por  solemne  ejecutoria ,  porque  en  este  ca- 
so han  entrado  ya  los  pueblos  y  sus  mora- 
dores en  las  condicionps  normales  de  su  exis- 
lencia  política  y  civil;  y  que  por  tanto  y 
por  lo  expuesto  en  los  precedentes  funda- 
mentos no  se  ha  infringido  por  la  sentencia 
el  referido  art.  13 ,  ni  contravenídose  á  la 
llamada  jurisprudencia  invocados  en  el  re- 
curso; 

Considerando,  por  último,  que  en  los 
pleitos  de  señorío  o  incorporación  ,  asi  como 
en  el  juicio  de  presentación  de  títulos  seño- 
riales, la  declaración  de  propiedad  se  hace 
á  favor  del  Eslado  ó  del  coucesonario ;  y  que 
las  reglas  de  estos  no  son  aplicables  á  la^ 
demandas  de  propiedad  que  los  pueblos  ó 
sus  vecinos  en  particular  dedujesen  en  su 
caso,  sino  las  de  derecho  común  y  las  for- 
mas ordinarias  de  los  juicios.»  {Gac.  9 
mayo.) 

ADTERTENCIA. 

La  Administración  del  Boletín  Jurídicn, 
indevendiente  de  la  de  El  Consultor,  ge  ha 
trasladado  á  la  calle  de  Fomento^  núm.  l.*, 
triplicado,  cuarto 3  ^, — Tjda  la  correspon- 
dencia  del  Bolelín  se  dirigirá  á  Ü.  Marcelo 
Martínez  Akubil'a. 


•  M.  M.  Alcubilla,  Director  propietario, 

y  Editor  responsable. 

MAI)IUÍ>  — Imp.  Jo  El  Consultor  á  earir»  J*-  C  «e 
¡4  tliv»,  D«r:}«iU»  15.— AtiiuMiivi.  Kamautw,  1  *,  lri¡  Uc. 
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L^yes,  dIecretM,  reates  érdeaesy  etrra« 
lares  4e       eeatrea  dlreetlvee. 

190.  ISPIDIBMIAS.— B.  O.  de  11  de  juRo, 
declarando  desde  este  dia  en  ▼Igor  la  reoopi- 
laeiim  de  lae  iaeimeoionea  que  deben  obier- 


los  Qobemadores  de  provincias  y  Tas 

 oridades  looales  para  prevenir  eT  desar- 

Toño  de  una  epidemia  6  ciifermedad  conta* 


Ciosa,  ó  minorar  «US  eíeokoa  en  el  oaso  de  su 
•parioion. 

(GoB.)  Sanidttd.-^Seceion  i.^-^NegociO' 
do  t.^ — El  estado  aelaal  en  que  se  encuen- 
tra gran  parte  de  Europa  por  motivos  de 
salud  púbKca  y  la  estación  eanicuJar  en  qtie 
tíos  encontramos,  tan  é  propósiio  para  el 
desarrollo  de  toda  clase  de  epidemias,  han 
inspirado  á  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  la  ne- 
cesidad de  adoptar  alg^unas  reglas  de  previ- 
sión, y  al  propio  tiempo  la  de  dar  las  si- 
guientes instrueeiones  sobre  este  servicio  á 
Jos  6ol>ernadore9  df*  las  provincias: 

1.  **  Considerará  V.  S.  desde  hoy  en  vii^^or 
Ja  Recopilación  que  se  le  remitió  con  circular 
de  9^  de  agoste  4el  año  próxiaio  pasado  que 
se  inserta  á  conlinuacion. 

2.  ^  Observará  V.  S.  asimismo,  en  el  cía- 
so  desgraciado  de  que  nuestro  pMs  sea  in- 
vadido por  la  epidemia,  las  instrucciones 
para  ta  preservación  del  cóUra'fmrba  y  eti- 
rocton  ae  sus  frnneros  sint ornas,  redactadas 
por  4a  real  academia  de  aiedicin»,  que  tam- 
bién se  insertan  á  continuación. 

Z,*  Dará  V.  S.  cuenta  semanalmente, 
desde  he  y,  de  todas  las  medidas  q^te  adopte, 
ó  en  esa  provincia  se  realicen  para  hacer 
frente  á  la  epidemia. 

4.®  Dará  V.  S.  partes  diarios  en  la  mis- 
ma forma  que  el  año  anterior,  desde  el  mo- 
mento en  que  se  presenten  casos  de  cólera 
en  esa  provincia  de  su  mando. 

Hará  V.  S.  estudiar  las  causas  que 
pnedan  producir  la  epidemia,  expresando  la 
fecha  del  primer  caso  y  el  cámo,  cuándo  y 
|wr  quién  se  importe  la  enfermedad;  dando 
cuenta  á  este  Ministerio  del  resultado  del 
expediente  que  se  instruya  al  efecto. 

6.**   Abrirá  V.  8.  un  registro  en  que 
consten  todos  los  actos  de  desprendimiento, 
abnegación  y  estudio  que  realicen  los  par- 
ticulares ó  empleados,  para  proponer  á 
Tomo  X  dsl  Dice. 


S.  M.  en  su  dia  las  gracias  á  que  se  hayan 
hecho  acreedores. 

7.®  Registrará  V.  S.  asimismo  cuanta» 
faltas  ó  actos  negativos  observe  en  los  fun- 
cionarios públicos  de  cualquier  carácter  que 
sean,  para  aplicarles  el  condigno  castigo. 

Adoptará  V^S.,  por  fin,  las  medi- 
das convenientes  para  reunir  datos  estadís- 
ticos en  armonía  con  los  reclamados  por  la 
real  orden  circular  de  1.*  de  mayo  de  este 
año,  inserta  en  la  Gacekt  de  11  del  mismo. 

9.®  Dispondrá  V.  S.  la  inserción  de  esta 
circular  é  instrucciones  que  la  acompañan 
en  el  Bolitin  o/kial  de  esa  provincia. 

Al  propio  tiempo,  y  aun  cuando  el  estado 
sanitario  de  la  nación  es  hoy  el  mas  salisfac 
torio  segnn  los  parles  oficiales  que  se  reci- 
ben en  este  Mirasterio ,  ha  considerado 
S.  M.  coBvenienle  recomendar  á  V.  S.  el 
mayor  celo  y  la  mas  constante  vigilancia 
sobre  este  servicio,  á  fin  de  que  si  la  epide- 
mia pasa  por  fin  nuestras  fronteras  6  pene- 
tra por  nuestro  litoral,  á  pesar  de  las  pre- 
cauciones adoptadas,  nos  encuentre  prepa- 
rados con  prudentes  medidas  higiénicas, 
que  son  las  mejores  armas  para  combatirla. 
S.  M.  espera  del  celo  de  V.  S.  que  infun- 
diendo la  calma  y  la  confianza  en  el  terri- 
torio de  su  naando  consagrará  preferente- 
mente su  atención  á  velar  por  la  salud  pú- 
blica, dando  conocimiento  á  este  Ministerio 
de  la  menor  alteración  que  observe  en  ella 
como  ai>tes  queda  recomendado  y  no  omi- 
tiendo medio  alguno  para  el  mas  exacto 
cuinpfimiento  de  cuanto  queda  prevenido. 
De  real  orden  ele.  Madrid  11  de  julio  de 
1866.— González  Brabo. 

BBC0PIi:.AC10K 

é«  Im^  inttroeeloaes  qoo  deben  olnerTor  lot  Goberna- 
dores de  provincia  y  1m  autoridades  lócale»  para  pre- 
venir el  desafroflo  de  ana  epidemia  ó  eofermedad  con- 
labiosa,  ¿  oiinorar  lua  erectos  en  el  casodcsfpraeiado  de 
•«  aparición. 

De  las  juntas  de  sanidad  y  comisiones  per^ 
manen$es  de  salubridad. 

1  ^  Se  aumentará  el  número  de  vocales 
de  las  juntas  provinciales,  de  partido  y  mu- 
nicipales de  sanidad  que  en  el  dia  existen, 
y  se  formarán  juntas  municipales  en  todas 
las  poblaciones  donde  no  tas  haya  de  nin- 
guna clase,  á  no  ser  que  tengan  mas  de 
20.000  almas,  en  euyo  ca»o  se  establecerá 
21 
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junta  municipal,  además  de  la  provincial  ó 
de  partido. 

2.  *  En  las  pol)Iáciones  qué  excediendo 
de  2().000  almas  han  de  tener  junta  muniei 
pal  además  de  la  provincúdl  ó  de  partido, 
seg:un  ío  dispuesto  en  la  regala  1.^,  se  au- 
mentará la  junta  superior  con  dos  vocales 
supernumerarios  facultativos,  elegidos  entfe 
los  de  cualquiera  ctase  que  pertenecieren  á 
la  municipalidad. 

3.  *  En  las  juntas  provinciales  de  sanidad 
de  las  poblaciones  que  no  tuviesen  20.000al- 
mas,  y  en  las  de  partido  residentes  en  pue- 
bloi  que  no  pasen  de  10.000,  se  aumentarán 
cuatro  vocales,  también  supernumerarios, 
de  los  cuales  dos  serán  elegidos  entre  los 
iitdividuos  de  Ayuntamiento  ó  entre  la  cla- 
se de  propietarios,  y  los  otros  dos  de  la  de 
piofesores  de  la  ciencia  de  curar. 

4.  *  En  las  juntas  de  partido  de  los  puer 
los  cuya  población  no  exceda  de  10.000  al- 
mas, y  en  todas  las  municipales  marítimas, 
se  aumentarán  tres  vocales,  igualmente  su- 
pernumerarios, de  los  cuales  uno  al  menos 
ka  de  ser  profesor  de  medicina  ó  cirujía. 

5.  *  En  las  capitales  de  provincia  ó  de 
))artido  donde,  según  lo  dispuesto  en  la  re- 
gla l.*  ha  de  tener  junta  municipal  además 
de  la  provincial  ó  de  partido,  se  compondrá 
la  municipal  del  Alcalde,  Presidente;  de  un 
Vicepresidente;  de  los  (1)  individuos  del 
Ayuntamiento;  de  oíros  dos  de  la  junta  de 
beneficencia,  y  de  dos  profesores  demedici- 
jja  y  uno  de  farmacia. 

6.  *  Las  juntas  municipales  de  sanidad 
({ue  han  de  crearse  en  las  poblaciones  donde 
tío  existe  junta  de  dicho  ramo  en  circuns- 
tancias ordinal ias,  se  compondrán  del  Al- 
calde, Presidente;  de  los  (1)  individuos  del 
Ayuntamiento,  de  dos  vecinos,  del  cura 
páVroco  y  de  dos  profesores  de  medicina  ó 
de  cirugía  si  no  hubiese  de  jos  primeros  en 
i  a  población. 

7 La  elección  de  los  vocales  supernu- 
merarios que  han  de  aumentarse  en  las  jun- 
tas provinciales,  de  partido  y  municipales 
marítimas  y  de  los  de  número  que  han  de 
componer  Us  municipales  de  nueva  crea- 
ción, pertftín^cerá  al  jefe  político  de  la  pro- 
vincia, previa  propuesta  de  la  junta  provin- 
cial para  los  vocales  supernumerarios  de 
ella  y  del  Alcalde  respectivo  para  la  de  las 
demás.  Pero  en  los  pueblos  donde  no  existe 
juiila  alguna  de  sanidad  podrá  instalar  des* 
de  luego  el  Alcalde  la  municipal  para  que 


( I)  Kos  parece  rrror  de  imprcnts  y  qvt  ilebiera  df^ 
tir  do«;  pero  mí  esta  tn  U  Ornela, 


ejer¿a  provisionalmente  hasta  la  aprobaclOti 
del  jefe  político. 

8.  *  Los  vocales  facultl&tivos,  tanto  su- 
pernumerarios como  de  número,  podrán  ele- 
girse entre  los  subdelegados  de  s^nid^d  j;)er'» 
tenecienles  á  las  prolesiones  Indicadas,  sí 
t  ienen  su  residencia  en  el  pueblo  donde 
exista  la  junta  y  no  fot'man  parte  de  la  de 
partido:  fuera  de  estos  casos  recaerá  la 
elección  en  los  demás  profesores  de  la  cien" 
cía  de  curar,  con  precisa  sujeción  al  orden 
de  prererencia  establecido  en  los  arts.  4.®  y 
24  del  reglamento  de  dichos  subdelegados 
de  24  de  junio  último  (1). 

9.  *  Los  Secretarios  de  Ayuntamiento  lo 
serán  natos  de  las  juntas  municipales  de 
nueva  creación;  pero  en  loa  pueblos  donde 
por  existir  junta  de  partido  lo  sean  ya  de 
esta,  con  arreglo  al  art.  16  del  R.  D.  de  17 
de  marzo  de  1847,  el  Alcalde  designará  en- 
tre los  empleados  de  la  Secretarla  del  mis- 
mo Ayuntamiento  el  que  haya  de  descmpe* 
ñar  aquel  cargo, 

10.  Las  juntas  provinciales  de  los  puer-  ^ 
tos  capitales  de  provincia  que  tengan  mas 
de  20.000  almas  estarán  eocargadas  única- 
mente del  servicio  de  sanidad  interior,  si- 
guiendo las  provinciales  desempeñando  ei 
marítimo. 

11.  Las  juntas  municipales  y  de  partido 
de  las  poblaciones  que  no  lleguen  á  20.000 
almas,  además  de  su  especial  carácter,  ten-» 
drán  el  de  municipales,  y  desempeñarán  de 
consiguiente  todas  ias  ofaüígaciones  que  res*' 
pecto  á  la  población  donde  residan  se  ponen 
al  cargo  de  las  juntas  municipales. 

12.  Las  juntas  municipales  de  sanidad  y 
las  que  tengan  este  carácter,  según  la  regla 
anterior,  estarán  especialmente  encargadas 
de  proponer  al  Alcalde  cuanto  fuere  nece- 
sario: primero,  para  remover  las  causas  de 
insalubridad  de  toda  especie  que  existan  en 
la  población  ó  en  su  término;  y  segundo, 
para  contener  ó  minorar  los  ex  tragos  del 
cólera  ó  de  cualquier  otra  enfermedad  de 
mal  carácter  que  reinase  en  la  misma  pobla- 
ción ó  hubiese,  motivos  fundados  para  temer 
su  aparición  en  ella. 

13.  Los  vocales  de  las  juntas  que  ciUi  la 
regla  anterior  auxiliarán  eficazmente  á  los 
Alcaldes  eñ  la  dirección  de  las  determina- 
ciones que  tomasen  acerca  del  contenido  de 
los  dos  párrefos  expi^esados  en  dicha  reg^a, 
y  estarán  obligados  á  descmp(>iiiir  fuera  de 
la  junta  las  comisiones  que  les  encarguen 


(!)  Sujioú^uios  que  «era  el  de  2<  dr  julio  ile  tfitS,  en 
▼íg:or  pór  U  n.  O.  iie  !)  de  irtarxu  Ui-  I81J.!>,  pu0%  ito  cw* 
utc«Oi«i  otro. 
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m  mismos  Alcaldes  bajo  la  responsabilidad 
de  eslos,  ya  sea  para  sustiluirles  en  aquella 
dirección»  ó  ya  para  cualquier  objelo  de  los 
comprendidos  en  los  mencionados  párrafo^. 

14.  En  Jas  juntas  manictpales  de  sani* 
dad  de  las  poblaciones  que  pasen  de  20  000 
almas  y  en  las  provinciales  y  deparltilo  qu*¿ 
ipngan  ei  carácter  de  municipales,  además 
de  las  comisiones  que  so  Presidente  creyere 
oportuno  designar  para  objetas  ^pedales, 
te  nombrará  desde  luego  por  el  mismo  una 
comisión  de  salubridad  pública  eon  el  encar** 
f?o  de  proponer  á  la  junta  cuantas  medidas 
fueren  necesarias  para  cumplir  ios  objetos 
expresados  en  la  regla  12.  fisla  comisión 
feadrá  también  á  su  cargo  el  deber  especial 
de  inspeccionar  y  de  dirigir  cuando  lo  cre- 
yere conveniente  el  Alcaide,  bajo  Ibh  órde- 
nes y  responsabilidad  dé  este,  la  ejecución 
de  las  medidas  que  fuere  préciso adoptar  pa- 
ra el  cumplimiento  de  aquellos  objetos^ 

15.  Las  oomtúooes  permanentes  de  sa- 
lubridad pública  se  ocuparán  inmediata- 
«eote:  primero ,  en  examinar  minuciosa- 
menle  el  estado  de  la  población,  relativa- 
mente á  las  causas  permanentes  ó  acciden- 
tales de  insaiubridad  que  se  observan  en  el 
suelo  que  ocupe  la  misma  población  y  su 
término ,  en  especial  respecto  á  las  aguas 
corrientes  ó  estancadas  y  á  los  sitios  donde 
hubiere  materias  aoin>aJes  ó  vegetales  en 
estado  de  putrefacción;  segundo,  en  exami- 
nar las  causas  de  insalubridad  que  existan 
en  la  misma  población  respecto  á  las  habi- 
taciones de  los  edificios  donde  se  reúna  gran 
húmero  de  individuos,  como  coarteles,  cár- 
celes, hospicios,  hospitales,  teatros,  colegios 
etc.,  á  las  fábricas  y  establecimientos  fabri- 
les y  comerciales  de  toda  especie  y  á  los 
mercados;  tercero,  en  examinar  é  inspec- 
cíoniir  el  estado  de  la  policía  sanitaria  rela^ 
liva  á  toda  clase  de  sustancias  alrmenticiafi, 
y  de  los  establecimientos  donde  se  sirvan  al 
público  comidas  ó  bebidas;  cuarto,  en  pro- 
curar reunir  por  medio  de  los  Alcaldes,  los 
datos  necesarios  para  adquirir  ej  conoci- 
mieolo  mas  exacto  qire  sea  posible  sobre  ¿1 
e»iado  de  la  hospitalidad  común  y  domici- 
liaria respecto  á  los  indigentes  sanos  y  en- 
fermos, 7  sobre  la  probabilidad  de  poder  I 
ciMitar  con  suficientes  recursos  para  la  asis-  '■ 
leacía  y  curación  de  aquellos  en  casos  ex-  { 
traordinarios;  y  quinto,  en  examinar,  por' 
ñilima,  sí  etUre  los  hábitos  ó  costumbrss  de . 
ta  jgeneralidad  de  los  habitantes,  ó  de  cual^ 
qaiera  de  sus  clases,  hay  hlgunos  que  pue- 
áitn  iuflttir  desveulajosamente  en  la  salad 
]>Ml>lica. 

i6«   Las  comisiones  per  manto  tes  de  sq^ 


lubridad  repartirán  entre  sus  vocales  los 
trabajos  expresados  en  la  regla  anterior^  * 
dividiéndose  en  subcomisiones  encargadas 
del  desempeño  de  los  deberes  respectivos  á 
uno  ó  mas  párrafos.  Los  jefes  políticos,  á 
propuesta  de  las  juntas  municipales,  ó  de 
lasque  reúnan  este  carácter,  aumentarán 
con  individuos  de  fuera  de  ellas  el  númeri» 
de  vocales  de  dichas  comisiones  cuando  lo 
exija  la  importancia  y  multitud  de  los  asan- 
tos:  estos  individuos  irán  designados  nomi* 
nalmente  en  las  propuestas,  asi  como  la  sub- 
comisión en  que  hayan  de  tomar  parle,  y 
serán  vocales  supernumerarios  de  la  )unta 
que  los  proponga,  con  los  mismos  derechos, 
y  obligaciones  que  tos  demás. 

17.  Las  comisiones  permanentes  de  sa- 
lubridad pública  presentarán  á  las  juntas 
municipales  y  á  las  que  leuKan  este  carác- 
ter, en  el  término  mas  corto  posible  un  in- 
forme que  contenga  el  resultado  de  sus  in- 
vestigüciones  respecto  á  todos  los  puntos 
referidos  en  la  regla  15.  Los  Alcaldes  re- 
mitirán al  jefe  político  este  informe  eon  el 
dietámen  de  las  juntas  y  el  suyo  particular, 
proponiendo  lo  que  juzguen  conveniente 
sobre  los  medios  de  remover  las  causas  de 
insalubridad  que  existan  en  las  poblaciones 
respectivas,  y  el  jefe  político,  sin  perjuicio 
de  determinar  desde  luego  lo  que  creyere 
oportuno,  según  la  urgencia  del  caso,  pa- 
sará !os  informes  de  las  juntas  subalternas 
á  la  provincial  para  que,  formado  por  esta 
otro  general  de  todos  los  de  la  provincia, 
sea  elevado  con  el  expediente  al  Gobierno 
por  aquella  autoridad. 

18.  Los  Alcaldes,  de  acuerdo  con  las  jun- 
tas de  sanidad,  dividirán  las  poblaciones 
que  tengan  mas  de  10.000  almas  en  barrióte, 
parroquias  ó  distritos,  guardando  en  lo  po- 
sible la<tivÍ8Íon  adoptada  para  las  juntas  de 
beneficencia:  los  mismos  Alcaldes,  como 
presidentes  de  aquellas,  repartirán  entre  sus 
voeak'S  la  inspección  especial  de  cada  una 
de  las  partes  en  que  se  aívida  la  población. 

19.  Las  juntas  municipales  de  sanidad 
de  los  pueblos  que  no  sean  cabeza  de  pro- 
vincia ó  de  partido  formarán  también  comi- 
siones permanentes  de  salubridad  encarga- 
das de  los  deberes  señalados  en  las  reglas 
12  y  15,  si  lo  permiten  las  circunstancias 
de  la  población.  En  los  pueblos  donde  se 
formen  estas  comisiones,  los  facultativos  ti- 
tulares estarán  obligados  á  dar  un  infórme 
acerca  de  los  puntos  contenidos  en  la  regla 
15.  El  Alcaide  pasará  este  informe  con  el 
dietámen  de  la  junta  y  el  suyo  particular  al 
presidente  de  la  junta  de  partido,  á  fin  de 
que  este  lo  eleve,  con  las  observaciones  que 
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ereyere  oporttinss,  al  jeté  polhíco  de  la 
l>rovincia  par»  lot  efectos  expresado»  en  la 
Tegla  17. 

Precauciones  higiénicas. 

1.  *  Corresponden  á  los  jefes  poiftieos, 
eomó  enoaFgados  por  la  iey  de  sanidad  de 
28  de  noviembre  de  1S5&,  la  Dirección  su* 
perior  de  sanidad  en  sus  respectivas  provin- 
cias, la  adopcion'de  estas  precauciones  cir* 
eunscritaa  á  la  rigorosa  ot)servancia  de  los 
preceptos  de  la  higiene  pública,  haciéndolos 
eumplir  bajo  las  penas  que  determinan  la» 
leyes,  la» ordenanzas  y  lo»  bandos  vigente» 
de  policía  sanitaria. 

2.  *  Se  procederá  inmediatamente,  por 
eoantos  medios  sugiere  la  ciencia  y  el  celo 
de  las  autoridades,  á  destruir  ó  cuando  me-^ 
nos  atenuar  las  causas  de  insali»bridad  que 
hava  dentro  ó  fuera  de  las  poblaciones. 

á.*  Siendo  preciso  para  ^sio  conocer  el 
origen  é  investigar  los  medios  mas  senci-* 
líos  y  directos  de  remediar  dichas  causas» 
los  Alcaldes  excitaráji  incesantemente  el 
celo  de  los  vocales  de  las  comisiones  per<^ 
manentes  de  salubridad  pública  para  que  se 
ocupen  cen  la  mayor  constancia  y  actividad 
eti  el  desempeño  de  los  diversos  trabajos 
puestos  á  su  cuidado,  facilitándolas  al  efec*^ 
to  los  referidos  Alcaldes  cuantos  auxilios  y 
medios  sean  necesarios. 

4.  *  Merecerán  la  particular  atención  de 
las  autorida<ies,  como  n>edio  de  remover 
las  causas  generales  de  insalnlirulad:  primp* 
ro,  la  reparación,  limpieza  y  curso  expedi- 
ta de  los  conductos  de  aguas  sucias,  de  po- 
zos inmundos,  sumideros^  letrinas,  alcanta- 
rillas, arroyos,  corrales,  patios  y  alhéñales. 
Segundo,  ei  aonlínuo  y  esmerado  curso  y 
aseo  de  las  fuentes,,  calles,  plazas  y  merca» 
dos.  Tercero,  la  desaparición  de  los  depó« 
aitos  de  materias  animales  y  vegetales  en 
pulrefoccion,  que  existan  dentro  ó  fuera  de 
las  poblaciones.  Cuarto,  la  extinción  com* 
pieta  de  los  efluvios  pantanosos  y  de  los 
productos  de  la»  fábricas  insalubres.  Quin- 
to, la  necesidad  de  matar  los  animales  inú- 
tiles y  de  cuidar  que  los  muertos  sean  enter- 
rados. Sexto,  la  cuidadosa  inspección  de 
los  alimentos  y  bebidas  que  se  expendao  al 
público. 

5.  ^  Para  destruir  las  causas  pareiales  de 
insalubridad,  se  cuidará  por  medio  de  una 
vigilancia  continua:  Primero,  de  mejorar  y 
manténer  en  buen  estado  las  condiciones 
saludables  de  lodos  los  establecimiento»  pú- 
blicos y  particulares  en  que  por  la  reunión 
de  muchas  personas,  ó  por  la  falta  de  venti- 
laeien  completa  y  constante  pueda  too  faet* 


lidad  vieiaraeet  aife,  eomo  sdcede  en  Ins 
iglesias ,  los  hosortale»-,-  hospicios ,  easas  do 
corrección  ,  presidios ,  cárceles ,  ouarteleS) 
escuela»  ó  colegios,  teatros,  eafés,  fondas 
é  figones.  Segundo,  cuidar  etcrupulosa» 
ment^  de  iaaoondiciones  higiénicas  qui»  de- 
ben^ tener  lo»  cementerios,  lo»  matadero» « 
It» carnicería»,  los  lavaderos  públicos,  los 
almacenes  de  pescados  y  de  sustancias  de 
fácil  corrupción,,  las  trapeWasr  laeíábricas 
de  curtidos  y  cuerdas  de  tripa ,  las  tenería», 
H»  pollería» ,  lo»  cebadero»  de  puercos ,  y 
en  general  lo»  depósitos  de  animales  que 
puedan  viciar  el  aire.  Teroero ,  ejercer  una 
aevepa  políeia  aanitarta  en  lo»  puerto»  y 
embarcadero».  Cuarto ,  impedir  que  vivan 
hacinada»  en  reducidas  habitacione»  fami-- 
lia»  de  pobre»,  de  moios  de  cuerda,  de 
aguadores ,  jornaleros  etc. 

6.  *  Exigiendo  cada  ana>  de  estas  casa»  y 
establecimientos  diferente  policía  sanitaria, 
tas  comisione»  permanente»  de  salubridad 
propondrán  en  cada  caso ,  según  su  necesi- 
dad y  upgencia,  laa  medidas  convenientes, 
cuidando  los  jefe»  políticos  y  lo»  Alcalde»  de 
liacerla»  ejecutar. 

7.  *^  La  libre  entrada  del  aire  y  de  en  re- 
novación  e»  en  todo»  los  easos  el  medio  me- 
jor de  oponerse  á  1»  acción  deletérea  de  los 
iniasma»  epidémicos,  por  lo  cual  se  cuida- 
rán con  et  mayor  esmero  de  remover  lodo 
le-  posible  los  obstáculos  que  impidan  la  ven- 
tilación de  las  calle»  y  de  lo»  edificio». 

8.  *  Se  han  de  limpiar  ,^  barrer  y  asear 
todos  los  lugares  designados ;  no  permUien- 
4o  en  etlos  depósitos  de  basura»,  desperdi- 
cio» de  fábrica»  y  demás  objeto»  que  alteren 
la  composición  del  aire. 

9.  *  Deberá  usarse  diaria^  pero  pruden- 
temente, como  medios  de  desinfección,  de 
las  fumigacionos  y  áccidos  minerales  ,  y  • 
principalmente  del  gas  del  doro ,  y  aun  me- 
jor de  la»  aguas  cloruradas  en  riego»  asper- 
siones V  evaporación. 

10^.  L#08  vapores  ó  fumigaciones  de  clo- 
ro, qur  pueden  ser  perjudiciales  cuando  se 
usan  cwn  profusión  en  la»  babitaeioaes  ^  y 
principalmente  en  las  alcobas ,  tienen  perfec- 
ta aplicación  en  1^  retretes,  letrinas,  con* 
ductos  de  aguas  sucias,  sumideros  de  las 
cocinas  y  en  todos  los  paraje»  en  (^ue  baya 
emanaciones  perjudiciales. 

11.  Los  tres  medios  de  ventilación  » lim- 
pieza y  desinfección  deben  ponerse  en  prác- 
4ica  con  especialidad  y  sin  descanso  en  las 
fábricas  insalubres  que  alteran  directamen- 
te el  aire  ó  lo  llenan  de  emanaciones  noci- 
vas ,  siendo  de  esta  clase  todas  las  que  orí- 
^iaaa  deaoouapoaicioae»  activa»   de  ma* 
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teiías  orgáníeM  6  á%  meialet  vene* 

12.  tLaeeasas,  esUbletimienlos ,  fábrí* 
eú  y  almaceDes  qae  á  pesar  del  uso  de  es* 
tos  medios »  ya  por  sus  eoBtínuas  y  deleté- 
rets  eeianaciones ,  ya  per  s«  poca  ventila- 
^ioo  5  asea,  ó  ya  por  otras  caasas  particu* 
lares  Qo  fuesen  susceptibles  de  «aejora  en 
las  oand¡cion<>s  saludables  que  deben  reunir 
para  no  perjudicar  á  sus  moradores  ni  á  las 
circunvecinos,  se  cerrarán  iamediatámente 
que  se  manifieste  la  epidemia ,  y  permane- 
cerán asi  hasta  su  desaparieioo;  pero  no  po- 
drá adoptarse  esta  medida  sino  en  virtud  de 
un  informe  de  la  comisión  ^pemanente  de 
-salobridad,  aprobado  por  la  Junta  respec- 
tiva de  sanidad, declarando^que  estas  casas, 
establecimientos  y  fábricas  no  son  suscepti- 
bles de  mejoras  en  sus  condiciones  higié- 
nicas. 

13.  Las  charcas  ,  pantanos, balsas,  abre- 
vaderos Y  demás  sitios  en  que  haya  agua 
-estancada ,  se  han  de  limpiar  y  desecar  an- 
tes que  empiece  la  epidemia;  una  vez  nta- 
iiifeslada  ,  se  llenarán  estas  charcas  ó  estan« 
qoes  de  ta  mayor  cantidad  de  afirua  posible, 
con  el  objeto  de  disminuir  los  efluvios  insa- 
lubres que  ocasione  el  cieno  ó  fango  que 
Hay  en  su  fondo  cuando  se  pone  en  contac- 
"tü  con  el  aire. 

14.  Durante  la  epidemia  no  se  permitirá 
curar  cáñamo,  lino  ni  esparto  en  las  balsas 
destinadas  á  este  efecto. 

15.  Se  limpiarán  los  arroyos  que  cruzan 
por  el  interior  de  las  poblaciones,  dando 
curso  libre  á  sus  aguas ;  é  impidiendo  se  ar- 
rogen  en  ellas  materias  de  cualquier  índole 
que  puedan  detener  ó  impedir  su  salida. 

16.  Se  observará  con  rigor  la  policia  sa- 
i)ilaria  de  las  plazas  y  mercados,  cuidando 
contín  ñámenle  de  la  limpieza ,  no  consintieiH 
do  la  aglomeración  de  vendedores  de  sus- 
tancias que  pueden  sufrir  alguna  alteración, 
reconociendo  diariamente  los  alimentos  ántes 
de  expenderse  al  público,  y  prohibiendo 
desde  la  manifestación  de  la  epidemia  el  uso 
de  los  pescados  que  no  sean  •frescos ,  del  ba» 
cálao  mojado ,  de  las  frutas  y  legumbres  no 
maduras,  de  las  carnes  saladas  y  curtidas, 
de  loé  embutidos ,  de  los  vinos  irritantes  y 
acerbos,  y  en  general  de  todo  alimento  que  se 
repute  nocivo  á  la  ^alud.  También  se  prohi- 
birá que  las  medidas  de  líquidos  sean  de  otra 
materia  mas  qne  cristal ,  barro,  zinc,  fier- 
ro ó  metales  bien  ealañados. 

17.  La  autoridad  cuidará  en  cuanto  sea 
KMible  de  evitar  la  aglomeración  de  fami- 
taa  ó  individuos ,  durante  reinn  la  epidemia» 
en  iiabitaclonea  estrechas  poco  ventiUdat, 


procurando  gratoltamenle  á  las  clases  nte- 
nesterosas  los  medios  de  desinfección  y  lo* 
cales  en  que  puedan  vivir  con  las  condicio- 
nes necesarias  de  sal«iiridad«  siempre  que  la 
población  lo  permita. 

IS.  Las  comisiones  permanentes  de  sa- 
kibridad  páblica  practicarán  visitas  domici- 
liarias en  los  estaolecimientos  en  que  la  au- 
toridad lo  creyese  oportuno»  y  particular- 
mente en  los  barrios  y  casas  de  gente  poco 
aoonnodada ,  con  el  fin  de  conocer  y  destruir 
los  focos  de  insalubridad.  Estas  visitas  se 
harán,  cuando  fuese  posible,  con  asistencia 
de  la  autoridad  municipal,  ó  á  lo  menos  de 
alguno  ó  algunos  de  los  vocales  de  la  junta 

(parroquial  de  beneficencia ,  encargados  de 
as  que  hayan  de  hacerse  en  eumplimienie 
de  lo  prevenido  en  los  párrafos  quinto  y 
séptimo  de  la  real  orden  circular  del  28  del 
que  rige,  y  en  todo  caso  los  vocales  de  la 
comisión  permanente  darán  parte  al  Alcalde 
del  resultado  de  las  suyas  cuando,  á  conse- 
cuencia de  ella,  deba  lomarse  alguna  medi- 
da de  cualquiera  clase. 

19.  En  todas  las  visitas  que  hicieren 
i&nlo  los  vocales  de  la  comisión  permanente 
de  salubridad  como  los  de  las  juntas  parro- 
quiales de  beneficencia ,  procurarán  demos- 
trar que  nada  contribuye  tanto  al  desarro- 
llo del  cólera ,  ni  agrava  sus  efectos ,  como 
el  miedo  4e  la  epidemia,  la  suciedad,  la 
humedad ,  la  aglomeración  de  gente ,  la  fal- 
ia  de  ventilación,  la  ausencia  de  luz  solar 
en  las  habitaciones^  así  como  la  falla  de 
abrigo ,  la  exposición  á  la  intemperie,  la  in- 
continencia y  los  excesos  de  lodo  géneio, 
especialmente  en  la  comida  y  bebida. 

20.  Conviene  por  tanto  inculcar  á  todos 
la  importancia  de  la  tranquilidad  de  ánimo, 
de  la  limpieza ,  de  la  sobriedad  ,  de  no  usar 
mas  que  alimentos  nutritivos  y  de  fácil  di- 
gestión» de  vestir  con  abrigo,  preservando 
el  cuerpo,  y  señaladamente  el  vientre,  do 
la  acción  del  frió,  y  evitando  siempre  las 
transicioaes  repentinas  de  la  temperatura; 
dirigiéndoles  adenrás  consuelos  y  exhorta- 
ciones para  que  se  resigne  con  los  estragos 
de  semejante  plaga. 

21.  Asimismo  conviene  que  conozca  el 
pueblo  los  peligrosa  que  se  exi>one:  prime- 
ro ,  descuiaando  la  menor  indisposición  por 
pequeña  que  parezca  y  de  cualquiera  natu- 
•raleza  que  tea  i  segundo ,  usando  de  pur- 
ganCea.  especialmente  fuertes»  en  el  princi- 
pio de  la  enfermedad;  y  tercero»  sometién- 
dose á  los  remedios  con  que  el  charlatanis- 
mo procura  explotar  su  ignorancia ,  pagan- 
do casi  siempre  con  la  vida  su  credulidad  y 
abandono. 
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22.  Como  medida  liigieiiiea  ó  de  pres«r« 
vacion  la  noloridad  procnrará,  por  cuantos 
m€dio8  estén  á  sn  alcance  ,  minorar  ta  mi-  | 
seria  de  las  clases  pobres,  fócitilando  los  i 
medios  de  socorrerla ,   fs,  promoviendo  ! 
obras  ó  dando  ocopacion  á  los  que  nota 
tengan ,  suministrando  á  los  imposibilitados 
auxilios  pecuniarios  7  vestidos  especialmen- 
te de  lana,  mantas,  alimentos,  combustibles, 
paja  fresca  para  jergfones  y  demás  cosas 
convenientes  á  todos  los  que  absolutamente 
carezcan  de  ellas. 

23.  Cuidarán  los  jefes  políticos  y  A!cal« 
des  de  asegurar  las  subsistencias  de  manera 
que  al  desarrollarse  la  epidemia  abunden 
en  cada  pt*oVincia  ios  artículos  de  primera 
necesidad ;  y  especialmente  \oü  alimentos 
sanos  y  frescos  ,  las  aguas  potables  y  las 
bebidas  usuales,  poniendo  el  mayor  conato 
en  evitar  y  castigar  la  adulteración  de  los 
alimentos  y  bebidas. 

24.  Por  los  medios  que  prescriben  las 
disposiciones  vigentes  sobre  la  materia ,  de<* 
berán  también  ios  referidos  je/es  políticos  y 
Alcaldes  asegurarse  de  que  las  boticas  se 
hallen  surtidas  de  medicamentos  bien  acon- 
dicionados y  en  cantidad  suñcienle  para  las^ 
necesidades  de  la  población. 

25.  Los  profesores  de  medicina  y  muy 
|>arlÍ4!ularmenle  los  subdelegados  desanidad 
pertenecientes  á  dicha  fadultad  están  obli« 
gados  á  dar  parte  á  las  autoridades  de  la 
aparición  de  la  epidemia ;  con  este  aviso  la 
autoridad  ordenará  un  reconocimiento  peri- 
eial  del  caso ,  comisionando  á  otro  ú  otros 
(profesores  que ,  en  unión  del  primero ,  cer- 
tifiquen la  existencia  de  la  enfermedad  epi- 
démica. 

26.  Sabido  esto ,  se  empleará  en  todo  la 
nsayor  energía  con  ef  fin  de  que  entonces, 
mas  que  nunca,  tengan  cumplido  efecto  las 
precauciones  y  medidas  higiénicas  aquí  es- 
tablecidas, vigilando  cuid<idosamente  los 
Alcaldes  que  el  servicio  médico  y  los  debe*- 
reflíde  las  autoridades  subalternas  sean  cum- 
plidos con  la  exactitud  y  precisión  que  se 
¿reviene. 

27.  En  los  eslableclmlentos  i>úbl¡cos  y 
de  beneficencia  en  que  haya  muchos  indivi- 
duos se  lavarán  y  pasarán  por  lejía  los  eftec- 
tos  de  cama  y  aun  de  vestir  que  hayan  ser- 
vido  á  los  coléricos  antes  que  vuelvan  á 
servir  á  persona  sana ,  y  se  desinfectarán 
sus  habítaeiones,  recomendando  esta  misma 
práctica  en  las  casas  articulares. 

28.  Se  cuidará  moy  especialmente  de 
que  los  auxilios  espirituales  se  suministren 
á  los  enfermos  de  modo  que  no  causen  im- 
presiones tristes  y  perjudiciales  en  los  sanos; 


á:  cuyo  fin ,  y  'cnmplido  lo  prevenido  en  real' 
orden  de  24  de  agosto  de  1834,  se  proltibirá 
d  uso  de  las  campabas,  tanto  para  la  admi- 
nistración de  Sacramentos  á  los  enfermes, 
como  para  anunciar  9ti  fallecimiento. 

29.  Inmediatamente  después  de  ta  muer- 
te de  un  colérico  se  harán  sobre  et  cadáver, 
en  su  misma  casa ,  aspersiones  de  agua  clo- 
rurada, proporcionando  al  mismo  tiemiKi 
ancha  y  libre  ventilación. 

30.  Se  procurará  que  la  permanencia  do 
los  cadáveres  en  las  cases  sea  lo  mas  corla 
posible,  no  verificándose  sin  embargo  su 
traslación  al  cementerio  hasta  que  conste  con 
evidencia  el  fallecimiento. 

31.  En  las  poblaciones  donde  ño  hubie- 
se médicos  destinados  á  reconocer  los  cadá- 
veres ,  ó  sean  comprobadas  las  defunciones, 
se  nombrarán  los  que  fuesen  necesarios  para 
certificar  este  hecho  después  del  prolijo  y 
conveniente  exámen  que  el  asunto  requiere, 
y  sin  cuyo  certificado  no  podrá  darse  sepol- 
ture  á  ningún  cadáver. 

32.  Los  carruajps  ó  cancillas  destinados 
al  trasporte  de  cadáveres  irán  siempre  cu- 
biertos, siendo  estos  conducidos  al  cemen- 
terio al  Amanecer  ó  al  anochecer;  pero  sin 
pompa  ni  publicidad. 

33.  Se  observará  una  rígida  policía  sa- 
nitaria en  los  cementerios ,  cuidando  de  que 
no  se  eluda  lo  mandado  repelidas  veces,  para 
que  todos  los  cadáveres ,  sin  distinción  algu- 
na ,  sean  enterrados  en  cementerios  situados 
'á  extramuros  de  las  poblaciones ,  estable- 
ciéndose provisionales  donde  no  los  hubiese 
ó  donde  no  fuesen  suficientemente  espacio- 
sos ,  haciendo  que  la  hoya  de  las  sepultura» 
tengan  cinco  piés  de  profundidad  y  toleran- 
do únicamente ,  en  circunstancias  especiales, 
la  práctica  de  abrir  carneros  ó  asanjas  para 
varios  cadáveres  á  la  vez ,  echando  en  lodo 
caso  una  capa  de  cal  sobre  ellos. 

84.  No  podrán  las  autoridades :  primero, 
consentir  la  exposición  de  los  cadáveres  en 
las  iglesias  y  campos  santos;  y  segundo, 
permitir  mas  publicación  de  estados  de  in- 
vadidos, enfermos  y  difuntos  que  los  qui* 
sean  formados  con  dalos  oficiales  por  la  au- 
toridad correspondiertle. 

85.  Las  precauciones  higiénicas  no  han 
de  abandonarse  hasta  algún  tiempo  después 
de  haber  desaparecido  la  epidemia. 

Hospit  alidad  domiciliaria. 
36.  Los  jefes  políticos  y  Alcaldes ,  oyen- 
do el  dictamen  do  las  juntas  de  beneficencia 
y  sanidad,  ya  por  separado,  ó  ya  reumend*» 
ámbas  juntas,  tomarán  cuantas  disposiciones 
fuesen  ivccosarius  |>Ara  dar  loda  la  latitud 
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posíMe  n  ta  hospitalidad  domiciliaria  en  las 
poblaciones  donde  eslu  viese  organixado  esle 
tervicio ,  y  para  establecerle  donde  uo  lo 
estuviere.  i 

37.  La  hospitalidad  domiciliaria  com- 
prenderá los  auxilios  do  facultativos,  ali- 
mentos ,  medicinas ,  ropas  etc. ,  dados  á  \09 
enrermos  pobres ,  y  los  socorros  de  cualqui<*« 
ra  clase  que  hayan  de  distribuirie  entre 
los  sanos  que  se  hallaren  en  la  misma  : 
silaacion. 

38.  En  las  poblaciones  donde  estuviere 
or^nizada*la  hospitalidad  domiciliaria ,  ya 
en  todas  sus  partes,  ó  ya  solo  en  algunas  de 
ellas,  procurarán  los  jefes  polílicus  y  Alcal- 
des mejorar  su  organización  cuanto  lo  per- 
mitan las  circunstancias  de  los  pueblos  mis- 
mos y  el  origen  y  cuantía  de  los  socor- 
ros extraordinarios  que  se  concedan  á 
los  indigentes ,  teniendo  el  mayor  cuidado 
de  que  cualquiera  que  fuese  este  origen  se 
convenzan  todas  las  personas  que  coiilribu- 
yari  á  obras  tan  benéücas  de  la  absoluta  ne- 
cesidad de  centralizar  completamente  la  dis- 
tríbueion  de  l«)s  socorros ,  de  manera  que 
puedan  ser  repartidos  con  la  proporción  mas 
jusla  posible ,  en  conformidad  á  las  necesi- 
dades de  los  mdigenles. 

39.  En  las  poblaciones  donde  no  estuvie- 
se organizado  este  servicio  lo  establecerán 
iiunedialamenle  los  Alcaldes,  oyendo  á  las 
jootasde  sanidad  y  de  beneficencia  acerca  de 
los  medios  mas  adecuados  para  reunir  fon* 
dos  de  socorros  y  para  organizar  convenien- 
temente su  distribución. 

40.  I>ebiendo  ser  uno  de  ios  medios  mas 
eficaces  para  poder  establecer  la  hospitali- 
dad domieUraria  en  las  poblaciones  donde 
no  existiese  este  servicio,  y  para  darle  ma- 
yor latitud  donde  existiese  la  reunión  de  los 
recorsos  extraordinarios  que  proporcione  la 
earidad  particular,  adoptarán  los  jefes  polí- 
ticos y  Alcaldes  cuantos  medios  les  sugiera 
so  celo  para  escitar  la  filantropía  de  las  cla- 
ses acomodadas ,  adoptando  igualmente  las 
disposiciones  que  juzguen  mas  acertadas, 
atendidas  las  circunstancias  peculiares  de 
las  respectivas  poblaciones,  y  muy  espe- 
cialmente los  medios  ya  puestos  en  práctica 
en  cada  una  de  ellas  para  reunir  y  distri- 
buir socorros  á  los  indigentes. 

41.  Cuando  la  epidemia  amenazase  de 
cerca  á  una  población,  tomará  el  Alcalde 
ias  disposiciones  convenientes  pnrn  que,  en 
el  acto  mismo  de  1^  aparición  ,  puedan  am- 
pliarse los  auxilios  y  socorros  de  la  hospita- 
lidad domiciliaria,  fin  tales  circunstancias 
at^rá  obligación  de  las  juntas  de  sanidad  y 
de  beneBcencie  proponer  á  los  Alcaldes,  se- 
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gun  orean  mas  acertada ,  la  díase  de  auxilios, 
que  haya  precisión  de  tener  reunidos,  así 
como  los  nnedios  mas  apropósilo  de  adqui- 
I  rirlos  y  conservarlos 

.  42.  En  las  poblaciones  donde  exista  or- 
ganizada la  hospitalidad  domiciliaria  se 
nombrarán  de  antemano  los  médicos  qun 
sean  necesarios  para  que  cuando  se  presen- 
te la  epidemia  presten  el  servicio  faeul- 
:  tativo  extraordinario  de  cada  parroquia. 
Tanto  el  número  de  estos  como  el  de  prac- 
ticantes, enfermeros ,  mozos  y  dependientes 
de  que  han  de  auxiliarles,  será  proporcio- 
nado á  la  extensión  de  la  parroquia,  al  nú- 
mero y  clase  de  sus  habitantes  y  á  los  im- 
portantes y  penosos  deberes  que  se  ponen  á 
su  cargo ,  sobre  lo  cual ,  así  como  sobre  la 
remuneración  que  haya  de  dárseles,  oiráii 
los  Alcaldes  á  las  juntas  de  sanidad  y  áe 
beneficencia. 

43.  En  los  pueblos  donde  dicha  hospita-* 
lidad  no  estuviese  organizada  se  nombrarán 
desde  luego  los  profesores  que  han  de  em- 
plearse en  el  servicio  ordinario  de  ella,  de- 
signándose tamVien  de  antemano  los  nece^ 
sarios  para  el  extraordinario  de  epidemias, 
siempre  que  hubiese  posibilklad  de  ha- 
cerlo. 

Casas  d$  socarra, 

44.  Siendo  indispensable ,  cuando  reina 
una  epidemia,  centralizar  lodo  lo  posible  Iom 
auxilios  para  que  puedan  prestarse  prontu 
y  ordenadamente,  se  prepararán  en  aquetin» 
poblaciones  donde  la  necesidad  lo  exija  \&% 
locales  precisos  para  que  todas  las  clases ,  y 
con  especialidad  las  menesterosas,  hallei». 
siempre  con  prontitud  y  fíicilidad  ios  recur- 
sos que  en  tan  tristes  circunstancias  suelen 
reclamarse  con  urgencia. 
•  45.  Las  casas  ó  locales  de  socorro  se  es- 
tablecerán por  las  juntas  parroquiales  de  b**- 
neficencia  en  los  términos  que  expresa  ei 
párrafo  noveno  de  la  referida  real  órden-cir- 
cular  del  28  del  corriente;  Rendo  del  oargf» 
de  estas  juntas  tener  dispuesto  con  anticipa^ 
cion  cuanto  fuese  necesario  para  que  se  pue- 
da principiará  hacer  en  ello  el  servicio  desa- 
nidad asi  que  apareciese  la  epidemia.  DeU*- 
rá  haber  al  menos  una  casa  de  socorro  p«»r 
cada  parroquia ;  y  la  dirección  inmediata  d»;t 
servicio ,  tanto  de  sanidad  como  de  beneli 
cencía  en  estas  casas ,  estará  al  cargo  del  T»^ 
nienle  de  Alcalde  ó  del  Regidor  gue  dele- 
gue el  Alcalde ,  en  conformidad  de  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  cuarto  déla  circular  an- 
tes citada. 

46.   Las  casas  de  socorro  serán  el  cenli  n 
d6  Ja  hospitalidad  domiciliaria  de  cada  una- 
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de  las  parroquias ,  ó  sea  fle  los  auxilios  que 
tiayan  de  darse  en  ella  á  los  ipdigenlcs  en- 
fermos de  la  misma  parroquia.  ^ 

47.  En  las  casas  de  socorro ,  ademas  de 
los  médicos  de  la  hospitalidad  domiciliaria, 
•que  estarán  encargados  de  dar -con  pronti- 
tud y  regularidad  los  auxiMos  de  la  ciencia 
á  los  enfermos  qne  no  pudieran  obtenerlos 
^e  otra  manera  4)or  falla  de  recnrsos  ó  por 
otra  circunslancia,  y  de  los  praclicanles, 
enfermaros,  mozos  y  depeodienles  que  habla 
eJ  art.  43,  deberá  babero  primero  ,  ropas  de 
cama ,  y  en  especial  manías ,  calentadores, 
-cepillos  de  friegas  y  cualesquiera  otros  efec- 
tos usados  en  la  curación  de  los  -coléricos; 
segundo,  camillas  cómodas  par*  conducir 
los  enfermos  al  iiospilal :  tercero,  tin  núme- 
ro corlo  de  camas  para  colocar  en  ellas  los 
que  pudieran  caer  de  repente  gravemenle 
enfermos  fuera  de  sus  casas,  si  «e  creyese 
necesario  prestarles ,  por  la  urgencia  del  ca- 
so ,  algunos  auxilios  ánles  de  conducirlos  á 
su  domicilio  ó  al  hospilal  mas  inmediato ;  y 
■cuarto,  un  corto  número  de  camillas  desti- 
nadas para  conduoir ,  é  los  punios  designa- 
dos anticipadamente^  lo#  cadáveres  que  por 
la  estrechez  de  las  habitaciones  ó  por  cual- 
quiera olra  circunslancia  fuese  peligro- 
ho  dejar  en  sus  casas  el  tiempo  necesario 
para  que  los  rftoojan  los  carros  mor- 
tuorios. 

48.  Las  casas  de  socorro  deberán  estar 
situadas  en  el  plinto  mas  céntrico  posible  de 
cada  una  de  las  parroquias  ,  con  habilacio- 
ties  perfectamente  ventiladas  y  suficiente  á 
su  obieto.  Los  Alcaldes  de  las  poblaciones 
considerables,  oyendo  á  las  junlas  de  sani- 
dad y  beneOcencia,  formarán  un  reglamen- 
to claro  y  sencillo,  donde  se  consignen  los 
deberes  y  obligaciones  que  han  de  llenar  to- 
das las  personas  empleadas  en  dichas  casas, . 
y  el  régimen  interior  que  haya  de  obser- 
varse en  ellas. 

49.  Los  médicos  de  la  hospitalidad  do- 
miciliaria, nombrados  para  el  servicio  ex- 
traordinario de  ella,  deberán  reunirse  en  las 
casas  de  socorro  varias  veces  al  dia  y  á  ho- 
ras señaladas  para  repartirse  el  servicio 
miéntras  durase  la  epidemia ;  debiendo  ha- 
ber siempre  en  dichas  casas,  durante  este 
tiempo ,  un  médico  á  lo  ménos,  con  cuyo  iin 
alternarán  este  servicio  todos  ellos.  Habrá 
también  de  guardia,  en  las  mismas  casas  de 
•socorro;  el  número  de  practicantes,  enfer- 
meros y  mozos  que  se  contemplaren  nece- 
^«arios  según  las  circuustancias  de  la  parro- 
quia. 

50.  Dichos  médicos  estarán  obligados 
ademas :  primero ,  á  4a  asistencia  de  ios  ala« 


cados  del  cólera  en  su  parroquia  cnandoi 
fuesen  pobres;  y  segundé),  á  visitar» 
en  los  casos  urgentes,  á  "los  enfermos 
de  cualquier  clase  miéntras  llegare  su  fa* 
•cultativo. 

51.  Los  médices  de  la  hospitalidad  do- 
miciliaria en  servicio  ordinaria ,  no  eslaráA 
obligados  á  hacer  guardias  en  las  casas  de 
socorro,  ni  tampoco  ai  cumplimiento  de  loa 
deberes  anunciados  en  el  artículo  anterior, 
exceplo  en  el  caso  de  que  no  hubiere  núme- 
ro de  profesores  sulicienle  para  tener  divi- 
dido el  servicio.  Estos  profesoras  seguirán 
encargados  solo  de  sus  deberes  ordinarios 
en  todos  los  demás  casos,  <iebiendo,  sin 
embargo,  auxiliar  á  los  otros  profeso- 
res si  se  k)  permitiese  el  cumplimiento  de 
estos  deberes. 

52.  Cuando  por  la  estrechez  de  las  ha- 
bitaciones ú  otras  circunstancias  hubiere  de 
ser  trasladada  al  hoi^pilal  cualquiera  perso- 
na que  cayere  enferma  durante  la  epidemia, 
extenderá  e!  médico  una  papeleta  con  el 
nombre  de  la  parroquia  y  del  enfermo,  el 
domicilio  de  esle,  la  clase  del  mal  que  pa- 
dece y  la  firma  del  profesor.  Estas  circuns- 
tancias deberán  tener  también  las  papeletas 
que  podrán  dar  los  demás  profesores  cuan-* 
do  se  hallen  en  el  caso  de  enviar  con.  ur- 
gencia al  hospilará  un  enfermo. 

53.  La  remisión  de  los  enfermos  á  los 
hospitales  se  hará  siempre  por  disposición 
del  Alcalde  ó  su  delegado,  prévio  el  dietá^ 
men  de  los  profesores,  y  lomando  en  con- 
sideración los  medios  ó  recursos  del  enfer- 
mo, la  clase  de  habitación  que  ocupe,  su 
voluntad  ó  la  de  su  familia,  y  el  carácter  y 
grado  del  mal  que  padezca ,  con  arreglo  al 
cual  señalarán  los  mismos  profesores  el  hos- 
pital determinado  á  que  pueda  ser  conduci- 
do cada  enfermo. 

54.  Se  pondrá  el  mayor  cuidado  en  que 
los  enfermos  que  hayan  de  ir  al  hospital 
sean  conducidos  á  él  lo  mas  pronto  posible, 
procurando,  cuando  el  mal  sea  grave, 
acompañe  un  practicante  ai  enfermo  al 
tiempo  de  §er  trasladado ,  si  no  le  acompa- 
ñase algún  individuo  de  su  familia.  Los  en- 
fermos serán  trasladados  directamente  de 
su  casa  á  los  hospitales  ,  no  debiendo  reco- 
ger en  las  casas  de  socorro  mas  que  las  per- 
sonas que  cayesen  enfermas  fuera  de  aus 
habitaciones,  y  no  diesen  razón  de  sudomh 
cilio,  y  cuidando  después  de  haberlas  pres- 
tado los  auxilios  que  pudieran  necesilar  con 
urgencia,  de  trasladarlas^ á  su  casa  ^  ai  lioa- 
.pitaL 

55.  Cuando  permaneciesen  en  su  casa 
ios  enfermos,  además  de  los  nedicamenloa 
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iu>eiw¡os  para  fu  turacion  »ppdrán  los  m<é« 
dicos  dts  la  hospitalidad  domiciliaria  sena- 
lar  los  auxilios  de  diferente  clase  que  necesi- 
taren en  atención  á  su  estado  y  circunstan- 
cia, y  con  ei  conocimiento  que  deberán  en 
lodo  caso  tener  de  los  auxilios  que  haya 
disposición  de  darles. 

56.  En  las  papeletas  para  suministro  de 
-auxilios  habrá  de  constar^  además  del  dis- 
trito, nombre  y  domicilio  del  enfermería 
nota  de  pobre  y  la  enumeración  de  ios  de- 
terminados auxilios  que  necesitase  urg^ente- 
menle  en  dictamen  ael  profesor  de  la  hos- 
pitalidad domiciliaria  que  firme. 

57.  Las  recelas  tendrán  lamblenn  de- 
signación del  distrito,  el  nombre  y  aomici- 
lio  del  enfermo,  y  la  nota  de  pobre,  con  cu- 
yo requisito  serán  despachadas  gratis  en 
una  botica  situada  en  la  misma  parroquia. 
Estas  boticas  serán  designadas  de  anlema- 
DO  por  el  Alcalde,  haciéndolo  saber  del  mo- 
do que  juzgue  mas  conveniente  á  los  habi- 
tantes de  la  parroquia. 

hospitales  comunes, 

58.  Los  Alcaldes,  oyendo  el  dictamen 
de  la  junta  de  benefícencia,  tomarán  las 
disposiciones  convenientes  para  que  en  los 
hospitales  ya  establecidos  con  destino  á  lá 
curación  de  las  enfermedades  comunes  se 
apliquen  algunas  salas  á  la  admisión  de  los 
coléricos.  Estas  salas  deberán  estar  lo  mas 
separadas  que  fuese  posible  de  las  que  ocu- 
pen los  atacados  de  males  de  otro  carácter, 
y  se  procurará  muy  cuidadosamente  que  ten- 
gan las  mejores  condiciones  higiénicas ,  y 
que  sea  especial  el  servicio  de  toda  clase. 

Enfermeriae  del  colera. 

59.  No  debiendo  éstablecerse  la  curación 
de  coléricos  en  los  hospitales  comunes  mas 
que  en  el  caso  de  que  sean  atacados  del 
óSjera  los  enfermos  que  haya  en  ellos ,  ó 
cuando  lo  exija  una  imperiosa  necesidad, 
se  formarán  enfermerías  especiales  para  la 
curación  de  los  coléricos ,  con  cuyo  ofejelo 
lomarán  los  Alcaldes  cuantas  disposiciones 
faesen  necesarias,  á  fin  de  que  puedan  ser- 
nr  completamente  para  so  objeto  desde  el 
Qomento  que  aparezca  la  epidemia. 

60.  Los  Alcaldes  oirán  el  dictámen  de 
las  juntas  de  sanidad  y  benefícencia  acerca' 
del  oúmero  y  clase  de  las  enfermerías  que 
1»  de  haber  en  cada  población ,  para  cuyo 
teñalamíento  se  tendrán  presentes:  Primero, 
el  número  de  habitantes.  Segundo,  la  mayor 
ó  menor  necesidad  oue  en  las  diversas  partes 
de  una  misma  pooladon  tendrán  proba- 
^^ente  los  que  las  habitan  de  «er  Iras- 
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ladados  de  sus  casas  i  las.  enfermerías 
públicas.  Tercero,  la  exteosion  do  cada  par- 
roquia comparada  con  el  número  y  clase  de 
sus  habitantes.  Y  cuarto,  la  latitud  ^ue  sea 
posible  dar  á  la  hoapitalidad  domiciliaría. 
Teniendo  presentes  estos  dalos  las  juntas, 
propondrán  el  número  de  enfermerías  del 
cólera  necesario  en  cada  población,  señalan- 
do al  propio  tiempo  el  de  camas  que  ha  de 
haber  en  ellas,  tomando  en  consideración 
las  circunstancias  peculiares  de  cada  par- 
roquia, Y  de  los  locales  que  puedan  ser  des- 
tinados á  dicho  objeto. 

61.  Para  señalar  el  número  y  clase  de 
las  enfermerías  del  cólera  se  tendrá  pre- 
sente: Primero,  la  utilidad  dé  establecerlas 
en  edificios  grandes  y  sitios  abiertos  y  ven- 
tilados, evitando  cuanto  fuese  posible  que 
se  hallen  contiguas  á  las  casas  de  mayor 
vecindario.  Segundo,  la  necesidad  de  esta- 
blecer un  námero  saficieiite  de  ellas  para 
que  no  haya  que  conducir  á  los  coléricos  á 
grandes  distancias.  Y  tercero,  la  necesidad 
de  que  el  interior  de  las  enfermerías  tengan 
las  mejores  condiciones  higiénícás  que  sea 
posible,  y  que  se  halle  distribuido  del  modo 
mas  conveniente  para  la  cómoda  estancia  de 
los  enfermos  de  ambos  sexos,  para  la  sepa- 
ración de  los  convalecientes ,  y  para  la  habi- 
tación d«  los  empleados  en  ni  servicio. 

62.  Las  juntas  propondrán  á  los  Alcaldes 
el  número  de  profesores,  practicantes,  en- 
fermeros y  demás  dependientes  que  ha  da 
haber  en  cada  una  de  las  enfermerías  en 
conformidad  al  número  de  coléricos  que 
probablemente  hayan  de  contener  y  al  de 
profesoras  que  puedan  ser  destinados  en  la 
población  á  este  servicio,  procurándose, 
siempre  que  fuese  posible,  el  que  no  reúnan 
unos  mismos  los  cargos  de  la  hospitalidad 
domiciliaria  y  los  de  las  enfermerías. 

63.  También  propondrán  las  mismas 
juntas  todo  lo  relativo  al  régimen  económi- 
co y  administrativo  de  las  enfermerías,  se- 
gún las  circunstancias  especiales  de  éstas  y 
el  orden  y  método  que  nayan  de  seguirse 
partí  que  puedan  en  todo  caso  prepararse 
y  administrarse  con  prontitud  j  arreglo, 
tanto  las  medicinas  como  los  demás  auxilios 
que  han  de  prestarse  a  los  coléricos. 

64.  Los  Alcaldes,  ien  vista  del  dictamen 
ide  las  juntas,  tomarán,  con  la  anticipación 
necesaria  y  las  disposiciones  que  crevesen 
mas  convenientes,  oyendo,  si  lo  consideran 
preciso,  la  opinión  de  los  respectivos  Ayun- 
tamientos, y  determinarán:  primero,  las 
casas  de  socorro  y  enfermerías  que  habrán 
,de  establecerse  en  la  población;  segundo, 
los  lucales  donde  hayan  de  establecerse;  y 
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Icreero,  las  reglas  porque  baya  de  regirse 
el  Órden  interior  de  estos  establecimientos/ 

65.  Cuando  haya  motivos  fundados  para 
temerla  aparición  de  ta  epidemia,  los  Al- 
caldes nombrarán  los  individuos  de  todas 
las  clases  que  han  de  ser  empleados ,  tanto 
en  el  servicio  de  la  hospitalidad  domiciliaria, 
como  en  el  de  las  enfermerías,  y  adoptarán 
cuantas  medidas  creyesen  necesarias  para 
que  puedan  hacerse  con  la  mayor  regulari- 
da<l  ambos  servicios  desde  el  momento  que 
aparezca  el  cólera. 

66.  Las  juntas  municipales  de  sanidad 
y  beneficencia  de  los  pueblos  pequeños,  te- 
niendo en  cuenta  las  círcunlancias  y  los  re- 
cursos de  estos,  propondrán  á  los  Alcaldes 
las  medidas  que  juzguen  mas  acertadas  para 
aplicar  en  lo  posible  las  disposiciones  conte- 
nidas en  los  artículos  anteriores. 

nrSTBUOCIONBS 

para  la  prestrvacion  del  cólera  morbo  y  curación  d« 
sus  primaros  síntomas. 

La  razón  y  la  esperiencia  han  enseñado  al 
hombre,  á  costa  de  largas  y  penosas  leccio- 
nes y  al  cabo  de  muchos  años  de  triste  obser* 
vacion,  que  asi  como  el  vicio  y  el  liberti- 
naje encuentran  su  competente  castigo  en 
determinadas  circunstancias,  así  también  la 
virtud,  la  moderación  y  la  templanza  obtie- 
nen su  justa  recompensa.  En  vano  será, 
pues,  que  al  comtemplar  ios  estragos  que  en 
muchos  puntos  de  Europa,  y  en  nuestro 
pais  mismo ,  está  haciendo  la  enfermedad 
conocida,  con  el  nombre  de  cólera  morbo 
asiático  atacando  á  multitud  de  pueblos 
colocados  en  tan  diversas  condiciones  y  al 
parecer  á  lodo  género  de  individuos  indislin 
lamente,  clamen  algunos  contra  la  adopción 
de  ciertas  medidas  que  tienen  por  objeto 
evitar  ó  atenuar  los  efectos  de  semejante 
epidemia.  Los  hechos  han  resuelto  ya  deti- 
nitivamenle  esta  cuestión. 

No  hay  duda  que  el  cólera  es  una  enfer 
medad  que  aterra,  tanto  por  la  energía  con 
que  á  veces  invade,  como  por  lo  superior 
que  sui  le  hacerse,  una  vez  confirmado  su 
desarrollo  hasta  su  último  término,  á  los 
remedios  mejor  indicados,  y  aun  por  el  nú- 
mero de  individuo»  á  que  acomete;  pero  no 
es  menos  cierto  que  el  de  las  víctimas  dis- 
minuiria  considerablemente,  sino  se  desoye- 
sen, como  sucede  por  desgracia,  los  saluda- 
bles consejos  de  la  ciencia,  y  si  á  los  ;;rt- 
meros  sinlomas  se  saliese  al  encuenlro  de  la 
enfermedad  con  el  uso  prudente  y  racional 
de  ciertos  medios  de  sencilla  aplicación,  pero 
de  indisputable  elicacia,  poniéndose  en  se- 
guida bajo  la  entendida  dirección  del  médico. 


No  es,  no,  el  cólera  un  enemigo  tan  temi- 
ble contó  generalmente  se  cree ,  cuando  las 
poblaciones  lo  mismo  que  los  individuos  ei> 
particular  ,  no  se  dejan  sorprender.  Si  en- 
tregados ál  abandono  y  al  olvido  mas  com-^ 
pleto  de  las  reglas  higiénicas ,  la  enfermedad 
les  acomete ,  entonces  si  que  son  en  cfec» 
to  espantosos  sus  estragos.  La  historia  del 
curso  de  la  epidemia  en  todas  las  épocas  y 
países  en  que  ha  reinado  es  el  mejor  compro- 
bante de  lo  que  se  acaba  de  enonciar. 
Teniendo,  pues,  en  cuenta  esta  verdad  la 


Real  Academia  de  Medicina  de  Madrid ,  y  pe- 
netrad^rofundamente  de  sus  sagrados  debe- 
res, awer  al  país  invadido  de  nuevo  de 
tan  temido  azote ,  y  en  la  posibilidad  de  su 
recrudescencia  ó  de  nuevas  invasiones  ,  no 
ha  vacilado  un  momento  en  levantar  su  voz 
para  indicar  al  público  v  á  las  autoridades 
populares  aquellas  medidas  de  precaución 
que  la  ciencia  y  la  experiencia  han  sancid- 
nado  como  de  indisputable  utilidad,  y  aquellos 
remedios  que  á  la  par  oue  sencillos,  po&een 
una  virtud  eficaz  cuando  con  la  oportunidad 
debida  se  ponen  en  práctica. 

Mas  no  se  crea  que  para  llenar  su  cometi- 
do se  haya  propuesto  ta  academia  desarro- 
llar todas  sus  fuerzas ,  emprendiendo»  una 
obra  de  gran  extensión  que  abrace  todas 
las  cuestiones  relativas  al  objeto  ^  como 
quizá  exigirían  algunos:  la  academia  cree 
haber  comprendido  bien  las  necesidades  det 
momento,  y  tiene  muy  en  consideración  la 
clase  de  personas  á  quienes  principalnrienle 
consagra  este  trabajo,  para  prescindir  de 
minuciosos  pormenores ,  escusados  para  s'i 
fin.  Esta  es  la  causa  de  que ,  dejando  á  uti 
lado  cuanto  se  refiere  á  la  historia ,  natura- 
leza, causas  etc.  del  mal ,  se  haya  fijado  en 
lo  que  únicamente  importa  saber  y  conocer 
al  público  para  librarse  en  lo  posible  de  la  epi- 
demia, y  en  los  medios  de  que,  no  solo  i»n- 
pmífiímente,  sino  hasta  con  el  mejor  resul- 
tado ,  pueden  hacer  uso  las  familias  ,  mien- 
tras reciben  por  disposición  facultativa  mas 
enérgicos  y  eficaces  auxilios,  dado  caso  que 
fueren  necesarios. 

En  esta  parte  la  academia  ha  tenido  buen 
cuidado  en  huir  de  un  escollo  pei terrosísimo 
no  aconsejando  el  uso  de  ciertos  ajenies 
cuya  administración  y  empleo  solo  ai  médico 
incumbe,  si  han  de  evitarse  graves  conse- 
cuencias. La  qpinion  pública  se  halla  boy 
por  desgracia  lastimosamente  extraviada 
sobre  este  particular,  y  la  academia  i»» 
puede  contiibuir  al  desorden  en  asuntos  de 
tamaña  importancia,  ni  quiere  aceptar  t» 
responsabilidad  que  envuelven  lán  deplp* 
rabies  extravíos. 
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En  cumifo  i  lii  parte  de  redacaion,  la 
academia  ha  creído  <|ue  dtbia  ser  clara  y 
breve  para  acomodarse  á  (odas  las  inteiif^en- 
cías.  ¡Ojalá  consiga  su  propósito,  y  que  sus 
saludables  consejos  sirvan  para  arrancad  al- 
gunas ▼(climas  ¿ia  maerle! 

Reglan  higiénicas  para  las  familiai. 

No  conociéndose  hasta  el  dia  un  medio 
que  con  razón  pueda  llamarse  preservativo 
especial^  la  academia  há  creído  conveniente 
indicar  aquellos  que  la  ciencia  enseña ,  que 
la  experiencia  tiene  acreditados  como  útiles 
en  otras  enfermedades  mas  ó  menos  análo* 
jgas,  y  que  aun  eh  las  epidemias  de  cólera 
observadas  en  diversas  épocas  y  países,  han 
dado  resultados  ventajosos  é  indisputables. 
Siendo,  pues,  la  observancia  de  una  buena 
higiene  la  úntca  garantía  f  según  se  deduce 
de  Ja  observación  hecha  por  lodos  los  médi- 
cos y  corporaciones  facullativas  mas  ilustres 
á  las  saludables  preceptos  de  aquella  cien- 
cia es  forzoso  recurrir,  poniendo  en  práctica 
las  disposiciones  sanitarias  siguientes,  que 
la  academia  considera  como  mas  útiles,  y 
délas  cuales  unas  te  refieren  á  las  habita- 
ciones en  general  y  otras  á  los  individuos 
en  particular. 

Debe  procurarse  que  las  casas ,  tanto  ex- 
terior como  interiormente ,  se  hallen  en  el 
mejor  estado  de  limpieza,  procurando  evitar 
to  acomolacion  de  basuras,  desperdicios 
de  legumbres,  fruías,  restos  de  comi- 
da etc.;  limpiaré  blanquear  las  paredes  y 
los  techos  que  lo  necesiten ,  barrer  los 
fseJos»  ventilar  las  alcobas  y  cuartos  inte- 
riores, escaleras,  pasillos  y  desvanes;  pro- 
porcionnr  libre  salida  al  humo  y  á  los 
▼apores  qoe  en  las  cocinas  produce  la  pre- 
paración de  las  comidas ;  hacer  que  no  se 
detengan  tos  aguas  Inmundas;  verter  lo 
mas  pronto  posible  laa  que  han  servido 
para  fregar  y  lavar ;  limpiar  bien  los  orina- 
les y  letrinas  echando,  st  es  posible,  todos 
los  días  por  estas,  muchos  cubos  de  agua, 
6  bien  cierta  cantidad  de  agua  de  cal  ó  de 
una  disolueion  de  la  caparrosa,  y  procuran- 
do ^os  estén  |)erfectamente  tapadas;  no 
arrojar  á  los  palios  ó  corrales  aguas  ó  ma- 
lefias  capaces  de  producir  olor  y  humedad; 
oiiservar  la  misma  limpieza  con  res()ecto  á 
las  cuadras,  portales  y  buhardillas,  sacando 
á  menudo  el  estiércol;  barriendo ^  abriendo 
las  puertas,  desatascando  ios  sumideros  y 
M  permitiendo  que  habiten  aquellos  ani«' 
Biales  domésticos  en  mayor  número  de  loa 
que,  á  inicio  prudente,  permita  su  capaci- 
dad ,  dado  caso  que  no  pueda  preseíndirse 
dt  ellos»  lo  caai  seria  mucho  mejor.  - 


También  éonrendrá  regarmoderadamen- 
le  las  hahitaeioncs  con  iagua  á¿  cal  ó  cloni*« 
rada ,  coa  eapeciaJidad  cuando  haya  algún 
cnfeimo  ú  ocucriere  algún  fallecimiento.  En 
este  caso  será  necesario  renovar  4ñen  el  aire 
y  hacer  fumigaciones  con  cloro «  6  también 
poniendo  en  una  taza  una  onza  de  ácido 
nítrico  (agua  foérte)  en  unión  connn  pedazo 
dé  cobre,  que  puede  ser  una  moneda.  Do» 
ranle  las  fumigaciones  deben  cuidar  mucho 
las  personas  de  no  respirar  directamente  los 
gases  que  se  desprenden. 

La  pureza  del  aire  es  una  de  las  primeras 
condioiones  de  salobridad;  pero  como*  pu- 
diera sttseder  que  un  celo  mal  entendido 
hiciera  caer  en  extremos  igualmente  perjn- 
dici  a  Íes,  conviene  saber  que,  si  bien  debe 
procurarse  á  toda  costa  la  ventilación  de  las 
habitaciones,  hay  que  evitar  con  mucho 
cuidado  el  colocarse  entre  dos  vientos  ó 
recibir  el  aire  colado  según  suele  decirse; 
no  hacer  la  ventilación  hasta  después  de 
haberse  vestido;  no  dormir  con  los  balcones 
ó  ventanas  abiertas,  ni  con  poca  ropa;  salir 
de  los  dormitoiios  con  aufícienle  abrigo;  no 
salir  en  derechura  desde  la  cama  á  ia  calle; 
y  por  último,  no  exponerse  á  la  supresión 
del  sudor  en  ningún  caso. 

El  abrigo  es  otro  de  ios  cuidados  que  de- 
ben tenerse  muy  presentes,  porque  su 
abandono  suele  dar  funestos  resulladqs.  El 
ir  muy  abrigado,  como  el  andar  muy  ligero 
de  ropa,  presenta  inconvenientes  que  en 
todas  o<»siones  deben  evitarse,  y  mucho 
mas  en  épocas  de  epidemia.  La  coslumbre 
debe  servir  de  regla  en  e^le  punto;  pero  los 
que  habitualmente  van  poco  abrigados 
obrarán  con  acierto  si  toman  algunas  pre- 
cauciones en  semejantes  circunstancias.  £1 
que  hace  uso  de  almillas,  elásticas ,  camisas 
o  chaquetas  interiores  durante  el  invierno, 
convendrá  que  se  ponga  estas  prendas  desde 
luego.  El  vientre  sobre  todo  debe  ltevars<* 
preservado  con  una  faja;  pues  la  acción  del 
aire  y  del  Trío  sobre  esta  parte  del  cuerpo» 
es  mas  perjudicial  que  en  las  demás,  por  la 
facilidad  conque  le  destempla  y  ocnsiotiu 
dolores ,  diarreas  etc.  Los  pies  exigen  tam- 
bién, especial  cuidado  con  respecto  al  cólera 
y  en  estaciones  frías;  de  aquí  la  necesi'Ind 
de  ir  bien  calzado,  á  fin  de  evitar  la  acción 
del  frío  y  de  la  humedad.  Es  perjudicial isimo 
el  andar  descalzo  por  la  casa,  y  mucho  mas 
al  salir  de  la  cama  ó  cuando  los  pies  están 
sudando.  Con  los  niños  han  de  tenerse  las 
mismas  precauciones;  y  las  mujeres  deb^n 
redoblar  estoé  eoidados  principalmente  du- 
rante las  é{)ocas  mensoalts. 
La  limpieza  del  cuerpo  es  otro  de  los 
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cuidados  vque  minea  pueden  oividárae  sin 
perjuicio  de  U  salud  i  y  mocho  itíeoos  en 
tiempos  de  epidemia.  Sóbre  es0  no  pueden 
darse  oirás  reglas  que  tas  que  se  hallan  al 
alcance  de  lodo  el  mundo. 

En  cuanto  á  los  alimentos 9  todas  las  pre* 
cauciones  son  pocas,  si  se  consideran  las 
fatales  consecuencias  que  de  los  extravíos 
en  su  uso  pueden  sobrevenir.  El  buen  ré* 
gimen  alimenUeio  es  sin  duda  alguna  el 
mejor  preservativo  del  cólera;  así,  pues, 
los  Alimentos  serán  de  buena  calidad  y  en 
cantidad  proporcionada  á  las  necesidades 
del  individuo ,  según  sn  edad,  ofíeto ,  estada 
de  salud,  etc.,  evitando  todo  exceso  en  mas 
')  en  menos.  No  conviene  comer  á  menudo,  ni 
tampoco  eslHf  en  ayunas  mucho  tiempo. 
La  cenu  ó  comida  de  la  tarde  deben  ser 
moderadas.  No  os  bueno  salir  por  la  mañana 
t\o  casa  sin  IioÍ3er  tomado  algún  alimento. 
No  síí  debe  beber  agua  entre  comida  y  co- 
mida ,  ó  por  io  menos  hasta  pasadas  cuatro 
horas  de  haber  comido;  y  aun  así  será  bue- 
no mezclarla  con  un  poco  de  cerveza  ó  de 
vino,  ó  añadirla  unas  golas  de  aguardiente  ó 
de  algún  espirituoso.  Tampoco  conviene 
correr,  acalorarse  ú  ocuparse  .mentalmente 
después  de  las  comidas.  Estas  deben  com* 
ponerse,  en  general,  *de  sustancias  sanas  y 
de  fácil  digestión ;  el  régimen  observado 
comunmente  por  la  mayor  parte  de  las  fa- 
milias de  buenas  costumbres,  es  el  que  debe 
seguirse.  Las  carnes  frescas  de  vaca,  terne- 
ra y  carnero,  así  como  las  de  gallina,  pollo 
ó  pichón,  cocidas  ó  asadas,  y  los  pescados 
frescor  de  carne  blanca ,  pueden  y  xieben 
usarse  sin  peligro.  Conviene  abstenerse  de 
legumbres  y  ensaladas  crudas.  Las  /rulas 
en  general  son  nocivas,  principalmente  las 
acidas  y  las  qne  no  están  en  sazón ,  ó  por 
verdes  ó  por  pasadas ,  y  en  lodo  caso  deben 
comerse  en  corla  cantidad.  Es  peligroso 
hacer  uso  del  melón  y  de  la  sandia,  asi  co- 
mo de  pepinos,  de  los  higos  llamados  me- 
lares, tomates,  cebollas,  pimienlos  y  cala- 
bazas. Loé  condimentos  fuertes  deben  pros- 
eríbirse.  E«  de  rigor  renunciar  á  la  perni- 
ciosa costumbre  que  algunos  tienen  de  des- 
ayunarse con  frutas  y  otras  sustancias  frías 
y  de  digestión  difícil. 

Los  que  vayan  estreñidos  de  vientre,  no 
deben  omitir  el  uso  de  alguna  lavativa  de 
agua  ti  vis  para  facilitar  esta  función,  pero 
hi  deben  abstenerse  de  purgantes  sin  consejo 
del  médico. 

Con  las  bebidas  hay  que  tener  también 
mucho  cuidado:  el  agua  pura  de  fuente,  sola 
ó  como  anteriormente  so  indica:  es  la  mejor 
no  usándola  nunca  con  exceso.  El  abaso 


del  .vino  y  los  espiritas  es  moy  perjudicial; 
pero  el  que  tenga  costumbre  de  beber  un 
poco  de  vino  á  las  comidas  no  debe  dejarla* 
£s  expuesto  el  aso  de  los  helados. 

Por  regla  general,  loe  qne  observen  un 
régimen  alimenlioio  regular  no  deben*va- 
riarle;  así  como  los  que  le  tienen  malo  deben 
corregirse ,  sino  quieren  exponerse  áser  lat 
primeras  víctimas. 

Conviene  hacer  ejercicio,  pero  sin  llegar 
á  cansarse  ni  menos  experimentar  fatiga; 
porque  esto  es  tan  perjudicial  como  la  quietud 
demasiado  prolongada.  Después  de  comer « 
Ho  deben  practicarse  ejercicios  muy  activos; 
ni  ponerse  á  la  mesa  al  concluir  de  haetr 
estos.  Importa  mucho  evitar  la  acción  pro-* 
longada  ael  sol ,  sobre  la  cabeza  principal- 
mente.  Son  muy  perjudiciales  los  excesivos 
trabajos  de  bufete.  Por  regla  general,  el 
ejercicio  debe  ser  moderado  alternando  e) 
del  cuerpo  con  el  del  espíritu. 

El  descanso  es  tan  necesario  como  el  ali- 
mento, y  el  sueño  es  el  que  mejor  restaura 
las  fuerzas.  No  conviene,  pues,  acostarse 
larde,  dormir  poco,  ni  levantarse  muy  Icnt* 
prano.  No  se  debe  dormir  al  aire  libre  oí 
(como  ya  se  ha  indicado)  con  poca  ropa,  y 
menos  con  las  ventanas  abiertas.  En  las  aN 
cobas  ó  dormilorios  se  ha  de  procurar  que 
no  haya  orinales,  ropa  sucia,  calzado  su- 
dado, flores  ni  objetos  que  embaracen.  No 
deben  dormir  mas  que  una  ó  dos  personaa 
en  cada  pieza,  según  su  capacidad. 

El  influjo  fatal  de  las  pasiones  nunea  es 
mas  notable  que  en  tiempo  de  epidemia:  pot 
lo  tanto,  se  ha  de  procurar  que  el  espirliu 
se  halle  tranquilo.  Pero  to  que  á  toda  cosía 
debe  evitarse  es  el  miedo,  porque  predtspo* 
ne  mucho  á  la  enfermedad,  produciendo 
inapetencia,  malas  digestiones,  tristeza  y 
abatimiento.  No  hay  motivo  para  temer 
tanto  el  cólera;  pues  cuando  se  ha  observado 
un  buen  régimen  de  vida  y  se  acude  con 
tiempo  á  remediarlo,  es  una  enfermedad, 
de  la  que  la  ciencia  triunfa  en  el  mayor  niít- 
rnero  de  casos,  con  los  medios  eficaces  y 
bien  experimentados  de  que  dfspoue« 

Si  todos  los  errores  de  régimen  »  si  todos 
los  excesos  suelen  nagarse  muy  caros  nnien- 
tras  reina  una  epidemia,  pocos  habrá  tan 
funestos  como  los  que  se  cometen  contra 
la  castidad.  La  incontinencia  lia  hecho  ma- 
chas víctimas  aun  en  tiempos  normales;  pe- 
ro durante  el  cólera  tal  ves  no  haya  cosa 
qne  mas  predisponga  á  contraer  ta  eoferme* 
dad.  Huyase,  pos?,  de  todo  abitso  en  esta 
parle. 

Tal  es  el  régimen  de  Tida  que  debe  ob- 
servarse siempre  para  conservar  la  aaVad; 


Digitized  by 


ríate  legislitita. 


333 


pero  muy  especialmente  mientras  dura  ta  | 
epidemia.  Excuso  es  deeir  qae  los  enfer- 
mos, los  achacosos,  los  ancianos  y  personas 
delicadas ,  lian  de  rodoblar  sus  cuidados  en 
semejantes  ciréunstaocias,  correspondiendo 
al  médico  disponer  ios  que  para  eada  uno 
on  parlicaLar  puedan  ser  neeesarios» 

lA  academia  dpbe,  por  fin  y  adverth"  para 
c  iiocimienlo  de  las  personas  qnedetermnien 
üi.;mdot)ar  una  poblacíoo  atacada  de  la  epi- 
«lemia,  que  de  resoK'erse  áetio,  to  ha^an  des- 
tit!  que  los  primeros  casos  indkan  la  invasión ; 
yj  que  no  mienten  regresar  tiasta  15  ó  20 
dias  después  de  haber  desaparecido  la  en- 
fermedad. El  salir  cuando  la  epidemia  está  : 
en  el  período  de  desarrollo,  expone  al  peligro  ' 
de  llevar  incubadoel  mal ,  queno  dejará  porta 
fuf;a  desparecerá  su  debido  tiempo;  y  elvol- 
veraRlesde  la  completa  purificación  déla  lo- 
calidad ofrece  el  riesgo  de  sentir  la  iufluen- 
cta  eon  intensidad  y  de  ser  aeomelido  del 
padecimiento  de  que  se  hola. 

Beglas  de  preservación  para  he  pobiac$one8> 

Cuando  la  epidemia  se  ha  presentado  en 
ona  pot»lacion ,  y  la  existencia  de  algunos 
casos  aislados  bace  temer  que  se  propague 
la  influencia  con  mas  ó  menos  prontitud^  se- 
gún las-  condicionas  de  clima ,  localidad  y 
eoBstit ación  atmosférica  favorezca  mas  ó 
menos  la  evolución  del  germen  morbífico, 
las  autoridades  administrativas  deben  pre- 
venirse adoptando  cuanias  disposiciones  sean 
oportunas  para  evilar  la  extensión  del  mal 
é  disminuir  sus  estragos. 

Mejor  que  ocultar  la  proximidad  ó  la  exis- 
tencia del'  peligro  en  estos  casos,  cree  la 
academia  que  conviene  inspirar  al  público 
confianza  en  las  medidas  oportunas  de  pre- 
servación y  en  la  eficacia  de  los  auxilios  que 
i  su  tiempo  deben  prestarse ,  erilando  asi 
los  perjuicios  ocasionados  por  el  desoa'tdo 
de  los  insprudenles  y  por  ki  exageración  de 
bs  udetieulosos.  Cuando  el  publica  eat>e  que 
hay  iMi  riesgo  posMivo,.se  precave  y  obede- 
cí'; ftsr  como  cuandc  se  persuade  de  que  la 
Administración  esiá  vigilante ,  de  qoe  lodo 
está  prevenido  para  una  buena  asisteaeia,  y 
ée  que  ha  de  «ucontrar  los  auxilios  necesa- 
rios todo  «I  que  tenga  la  desgracia  de  ser 
acometido  por  la  enfermedad  invasora,  se 
eohsenra  la  tranquilidad  ,  se  rebace  el  áni- 
mOf  y  se  evita  la  emigración,  con  los  ineon- 
venientes  qoe  lleva  consigo  cuando  el  peli- 
gro arrecia,  tanto  para  los  fugitivos  como 
para  los  moradores  de  la  pol>lacion  infesta- 
da, y  para  los  paei>to8  á  donde  en  Iropek 
acoden  ios  que  emigran. 
Laa  dispo^oaes  preventivas  que  deben 


I  tomarse  en  lodo  el  pueblo  en  que  se  presen- 
te el  peligro  de  la  invasión,  han  de  tener  el 
doble  objeto  indicado:  de  evilar  en  cuanto 
sea  posible  la  extensión  del  hmI  » y  de  mo- 
derar sus  estragos. 

Al  efecte ,  deben  sanearse  las  calles ,  pla«<- 
sas  y  establecimieeloa  públicos,  patios  y  ha- 
bitaciones, girando  las  visitas  de  inspección 
correspondientes  y  y  haciendo  que.  en  todas 
partes  haya  la  iimpiexa  nei^saria  para  evi- 
tar que  se  vicie  el  aire  y  que  se.ftHrmeo  fo- 
cos de  tafeeeion. 

Deben  inspeccionarse  también  los  merca- 
dos y  casas  de  abastecimieiilo  pirUit:o,  pa- 
j  ra  impedir  la  venia  de  todaclaso  de  attmen- 
'  tos  y  bebidas  que  sean  notoriamente  noci- 
vos, y  cuidar  mas  esmeradamente  quede 
costumbre»  de  que  la  preparación  y  conser- 
vación de  los  de  uso  común  tet»gan  las 
^condiciones  que  requiere  la  salad  de  los  tut- 
bi  tintes. 

Los  riegos  de  las  calles ,  plazas  y  paseos» 
<^Qe  siempre  perj«idican  cuando  soa  exce- 
sivos, deberán  reducirse  á  lo- preciso  para 
la  limpieza. 

Convendrá  reunir  oportunamente  los  fon- 
dos necesarios  para  laoilüar  á  las  clases 
menesterosas  rancho  de  alíndenla  sano  para 
su  subsistencia. 

También  deben  prepararse  alojamientos  ó 
casas  provisionalea  en  puntos  eanos  para 
alojare  acampar  á  las  personas  privadas  de 
recursos  qae  viven  bacinadas  en  cuartos  pe- 
queños y  sin  ventilación,  y  íadlitarlei  los 
abrigos  necesarios; 

Deben,  por  fin,  emprenderse  abrasó  Irn- 
bajos  públicos  con  que  dar  ocupación  á  Ic/s 
que  carecen  de  ella;,  y  mandar  á  sus  respec- 
tivos pueblo»,  con  el  socorro  y  seguridad 
necesarios ,  á  ios  mendi{;^os  y  gente  sin  ofi- 
cio conocido. 

Necesario  es  que  coa  la  anticipación  nece  • 
ssria  se  tengan  di^estos  hóepUmlee  especia- 
lea  en  varios  puntos  exlremos  de  la  pobla- 
ción ,  en  número  proporcionado  al  vecinda- 
rioi  y  sin  qae  excedan  da  50  camas;  y  nci 
permitir  ^ue  en  los  generales  se  adini- 
lan  otros  enfermos  que  los  de  males  cu<- 
muñes. 

En  todtts  las '  casas  de  socorro  ^  ó  en  los 
puntos  mas  convenientes  donde  no  se  halla- 
ren aun  establecidas  ,(deberáhiaber.suficiento. 
número  de  camillas  bien  acondicionadas «  y 
el  servicio  neoesacio  para  lrasladar  á  los  ex- 
presados hospitales  provisionales  a  les  indi- 
'gentesque  ea.les  respectivos  distritos  sean 
acometidos  de  la  enfermedad.  . 
*  Se  procurará  que  la  asistencia  prestada 
por  la  beneficencia  pública  s  los  desvalidos 
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Yiv«n  én  casas  reducidos  y  mal  acondí- 
eionadas,  se  dé  en  los  hospitales  especiales 
qtje  se  establezcan ,  mejor  que su  domi- 
eilto,  para  facilitarles  anar  atmósfera  mas 
fácil  de  sanear  y  evitar  la  malt^piicacion  de 
Tocos  de  inTeccion  qoe  pefjudiqoe  á  los 
asistentes  y  á  los  vecinot  de  las  casas  pró«- 
xiinas. 

Deberán  publicarse  oportunamente  ins- 
trucciones debidamente,  autorizadas  para 
conocimiento  de(  pjíblico,  en  las  coales  ade- 
más de  hacerse  las  prevenciones  necesarias 
nobre  las  reglas  higiénicas  que  han  de  ob- 
servar los  individuos  y  las  familias ,  se  in- 
diquen los  puntos  donde  existan  las  casas 
de  socorro  y  los  hospitales  especiales  esta- 
blecidos ;  los  síntomas  por  los  cuales  se  sue- 
le manifestar  lu  invasión  del  cólera,  y  los 
auxilios  que  en  tales  cssos  deben  émplcarse 
por  las  familias,  mientras  acude  el  fa- 
cultativa ó  el  enfermo  es  trasladado  al  hos> 
pital.  ' 
-  Para  evitar  tos  abuéos  que  se  cometen 
con  los  sup u estos -prij^ervot^vos,  la  autori- 
dad debe  prevenir  al  público  que  la  ciencia 
no  reconoce  otros  medios  de  preservación 
que  los  conocidos  por  la  hfglene  (que  van 
coR^ prendidos  en  estas  instrucciónes)  ,  y  vi- 
gilar el  cumplimiento  de  lo  que  sobre  la 
venta  y  anuncios  de  remedios  prescribeh  las 
ordenanzas  de  farmacia. 

Guando  la  epidemia  se  hayadesarrollado, 
deben  tener  (odas  las  poblaciones  el  núme- 
i*e  de  médicos,  farmacéuticos  y  cirujanos 
que  sean  necesarios  para  el  servido  del  ve- 
cindario, retribuidos  por  los  fondos  públicos  i 
y  establecidos  en  sitios  delormiíiados  para  ! 
la  asistencia  de  las  personas  que  reclamen 
su  auxilio,  sin  perjuioio  de  Jos  que  residan 
libremente  en  las  poblaciones ,  ó.  á  ellas  acu- 
dan por  su  ptopia  voluntad  ;  y  no  deben  fal- 
tar ios  medios  de  cualcfuter  especie,  que  los 
médicos  necesiten  para  la  asistencia  de  tes 
enfermos. 

£n  las  ciudades  grandes  y  populosas  de- 
be cuidarse  de  que  para  tos  f»eu  Ilativos -do- 
tados por  ellas,  hs^ya carruajes dispuestos  á 
todas  horas  para  facilitar  >a  pronlrtiid  desús 
hcrvicios. 

Las  comisiones  de  inspección  deben  vigi- 
lar el  estado  de  salud  de  lot  vecinos  que  lo 
requieran^  para  hacér.que  no  se  descuide  la 
asisten<>ia  cuando  aparecen  lossmlodnas  que 
anuncian  la  Lnvaston  del  mal,  entre  los 
cuales  figura  principalmente  la  duinrea.*  .  > 

Conviene  evitar  la  excesiva  egiomeracion; 
de  gentes,  sobnc  iodo  en  sitios  eerradosde 
conmirr^noia  pública,  adoptando  a^  e^cfo 
ias  disp'oaiotflinea  o(^órinuas.  > 


Debe  también  prohibirse  toda  i^antfflfsta^ 
cion  exterior,  que  sea  capaz  de  infundir 
terror  en  el  público  con  relación  á  la  epide- 
mia. 

Los  cadávereade  los  que  fallezcan  del  có- 
lera deben  ser  trasladados  inmediaíammle 
á  depósitos  situados  extramuros,  que  con  la 
debida  anticipación  se  hayan  establecido,  ha- 
ciendo al  debido  tiempo  su  inhumación  con 
las  reglas  prevenidas  por  la  higiene,  y'las 
habitaciones  en  donde  ocurran  ios  falleci- 
mientos se  deberán  fumigar,  blanquear  y 
ventilar  convenientemente. 

Convendría ,  por  fm  y  que  las  ropas  de  I09 
que  hubieran  sido  atacados  del  cólera  se  re  • 
cogieran  y  lavaran  con  separación  en  sitios 
preparados  para  el  objeto. 

Medios  especi/icos  de  preservacitm. 

A  pesar  de  los  machos  medios  que  algu- 
nos profesores,  principalmente  extrangeroa. 
recomiendan  para  librarse  del  cólera ,  y  á 
pesar  de  tantas  prácticas  más  ó  menos  ab- 
surdas con  que  se  ha  pretendido  seducir  al 
público ,  la  academia  no  reconoce  método  ni 
remedio  alguno  especifico  pura  librarse  de 
la  enfermedad  en  cuestión :  y  solo  en  la  ob- 
servancia de  los  preceptos  higiénicos  que 
preceden ,  en  la  oportunidad  de  ios  socorros 
prestados  á  los  enfermos  at  aparecer  los  pri- 
meros síntomas ,  y  en  la  prudente  y  sabia 
dirección  facuKativa,  tiene  una  fundada  y 
justa  confianza  que  desearía  poder  ins'ptrar 
á  todo  el  mundo. 
I  -         ■  ■ 

!  Remedios  que  deben  ponerse  en  prácíieeí 
mientras  ilega  ei  médico. 

Conveneida  la  academia  de  que  la  o(>or* 
tunidad  de  los  auxilios  es  una  de  las  cesas 
mas  importantes  en  la  curación  del  cólera, 
y  persuadida,  por  otra  parte,  de  que  la  aii- 
-  minislracion  de  ciertos  remedios  por  únanos 
inexpertas  y  en  mementos  do  aflicción  é  in- 
tranquilidad de  espíritu,  es  ó  puede  ser  ,  por 
l^azones  fáciles  de  aprestar ,  tanto  ó  ma:»  p«tf - 
judicial  que  la  enfermedad  que  con  «líos  se 
trata  de  combatir,  reprueba  comple tangente 
esamuiUlud,  que' ta  sencillez,  la  ignoran- 
cia, lámala  fé  y  la  codicia  proponen  y  elo- 
-gian  todos  los  úiai  y  por  todos  los  medios 
que  se  hallan  é  su  alcance.  La  academia  ha- 
na  traición  á  su  -propia  conciencia ,  si  auto- 
risase  oun  su  silencio  la  mas  monstruosa  de 
las  especulaciones; 

1^1'farai^v  sin  enib^rgo,  de  e^lar 
prevenidas;  y  tan  prx>nlo  como  cualquier 
liudi^íduo  sienta  alguna  iudii^ioMuioii^  por 
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\i^rñ  i^ueYea,  deberá  tratar  de  remediarla. 
La  diarrea  eapecialmenle  no  debe  mirarse 
«011  indiferencia ;  pues  este  eínloma  que  en 
«Iras  ocaciones  podrá  significar  muy  poco, 
cuÁiido  reina  el  cóleraen  la  publacioa » es  de 
ia  mayor  imporl^ocia. 

Como  podría  suceder  que  aquellas  perso*^ 
ñas  que  no  han  visto  enfermos  del  cólera 
cayesen  en  uno  de  dos  exiremos  i|^ualmen- 
te  perjudiciales,  el  de  alarmarse  sin  motivo, 
ó  el  de  no  hauer  caso  de  Jos  primeros  sínto- 
mas de  la  enfermedad  perdiendo  asi  un 
tiempo  precioso,  conviene  saber  oue  el  có* 
hra  rara  vez  se  declara  de  un  modo  repen- 
tino; pues  casi  siempre  va  precedido  de 
ciertos  síntomas,  mas  ó  ménos  intensos  y 
iiumerosos^y  mas  ó  ménos  constantes. 

Unas  veces  anuncia  la  enfermedad  una 
«ensaeion  de  cansancio  y  de  quebrantamien^ 
to  de  los  miembros  como  si  se  hubiese  hecho 
aa  ejercicio  violento,  pesadez  de  cabeza, 
desvanecimientos  ó  mareos ;  y  au)Iest¡a  en 
la  boca  del  estómago  u  opresión;  y  en  otras 
ocasiones  empieza  el  mal  con  ruido  de  tripas, 
dolores  de  vientre  y  diarrea ,  aunque  esla 
poi>de  existir  sin  que  haya  dolores. 

Estos  síntomas  pueden  presentarse  sin 
que  les  siga  inevitablemente  el  cólera;  pero 
se  debe  procurar  combatirlos  á  todo  trance, 
porque  por  lo  menos  son  muy  sospechosos. 
Al  efecto  convendrá  ponerse  á  dieta,  hacer 
uso  de  las  infusiones  de  ñor  de  tilo,  manza- 
nilla, té  ó  salvia,  beber  á  cortadillos  el  co- 
cimieolo  de  arroz  con  un  poco  do  goma 
arábiga,  templado;  ponerse  lavativas  pe- 
qoeiías  del  mismo  cocimiento  ó  simplemen- 
te de  agua  natural  con  almidón;  y  sobre  to- 
do meterse  en  cama  caliente,  procurando 
sudar  con  el  auxilio  de  dichas  infusiones, 
de  abrigos  y  de  caloríferos. 

Si  los  síntomas  indicados  no  ceden  ó  se 
agravan,  el  enfermo  debe  ser  trasladado  á  un 
hospi  tai  inmediatamente  sino  puede  permane- 
cer en  80  casa;  y  en  otro  caso  se  debe  llamar 
al  médico  continuando,  entre  tanto  con  el  uso 
de  los  mismos  auxilios. 

Si  mientras  el  médico  llega  la  diarrea  se 
presenta  sin  olor  y  bajo  la  forma  de  un  co- 
cioMento  de  arroz,  observándose  en  ella  unos 
f^rumos  blanquecinos;  si  aparecen  vómitos 
de  la  misma  naturaleza,  aumenta  la  sed, 
se  disminuyen  tas  orinas  ó  se  suspenden  por 
completo;  si  el  enfermo  siente  una  presión 
y  una  angustia  inexplicable  en  la  boca  del 
estómago,  calambres  en  tas  piernas  ó  en  los 
Hrazos,  y  al  mismo  tiempo  la  piel  se  enfria 
y  pt  semblante  se  altera,  né  aquí  k>  que  con- 
xWne  hacer: 

So  procurará  dar  calor  ai  «nfermo  abri* 


ándole  bien,  poniéndola  caloríferos,  botellas 
e  agua  caliente ,  ladrillos ,  saqu  i  líos  llenos 
de  salvado  ó  de  arena ,  también  caliente;  se 
le  frotarán  los  miembros  (bío  descubrirle) 
con  un  cepillo  ó  con  un  pedazo  de  paño  ó 
franela  caliente  y  seca,  ó  bien  empapada 
en  aguardiente  simple  ó  alcanforado,  y  fe 
le  aplicarán  sinapismos  en  las  piernas,  bra- 
zos, y  boca  del  estomago.  Si  acabase  de  co- 
mer, convendrá  favorecer  la  salida  délas 
sustancias  no  digeridas ,  dándole  á  beber  ta- 
zas de  agxia  tibia,  sola  ó  con  aceite. 

La  acción  de  dichos  medios  se  favorecerá 
obligando  al  enfermo  á  tomar  cada  media 
hora ,  ó  tres  cuartos  de  hora  lo  mas ,  lazas 
de  infusiones  bien  calientes  de  melisa ,  ñor 
de  tilo,  té  ligero  ó  agua  azucarada  sino  hu- 
biere á  mano  otra  cosa ,  añadiendo  á  cada 
taza  una  cucharada  regular  de  ron  ó  de 
aguardiente  anisado  para  los  hombres,  y 
pequeña  para  las  mujeres  y  niños.  Si  vomi- 
tara las  aguas  se  le  darán  solamente  y  con 
frecuencia  pedacitos  de  hielo. 

Como  el  fin  de  tales  auxilios  es  hacer  que 
el  enfermo  entre  en  calor  y  que  se  sostenga 
y  vigorice  la  circulación  ,  es  preciso  insistir 
en  ellos  hasta  que  llegue  H  facultativo.  Ma- 
drid 21  de  octubre  de  1865.— Por  acuerdo 
de  la  academia,  Matias  Nielo  ^errano,  Se- 
cretario perpetuo.»  (^ac.  de  12  de  julio.) 


JORISPBODRSCiA  ADIISISTBiTITá. 


Reales  tfeereies- «enienelaé  •«  (plelSes 
eoftSeMeleAe-AdoÉliiUlrAllves. 

OONTBáLTOS  CON  LA  ABMINIS- 
TBAOION.  Cuando  por  causas  agenas 
á  la  voluntad  de  las  contratantes,  ó  por 
faltos  de  uno  de  ellos  subsanadas  de  bue- 
na  fé,  se  desconcierta  el  e£aclo  cumpli- 
miento de  lo  estipulado,  no  procede  la 
rescision,sien  ella  no  estiji  conformes  am- 
bas partes,  sino  la  submlencia  del  con- 
trato  con  las  modificadones  eqüitatiwas  é 
inescu$ablesáque  den  lugar  aquellas  mis- 
mas causas. 

•    R.  D.-S.  del8íejHiiiodel866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  Mr.  Cárlos  Próspero  Baírier,  de  oacion 
francés  y  empresario  del  Teatro  Beal,  y 
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la  Adminislrácion  del  Estado,  coadyuva- 
da por  D.  José  del  Saz  Cat>al tero  que  su- 
cedió en  la  empresa  de  dicho  teatro,  so* 
bre  revocacioD  ó  subsisteocia  de  dos  rea- 
les órdenes  de  7  de  abril  y  30  de  mayo 
^e  4865  aue  resciüdieron  la  escritura  de 
arrieodo  de  dicho  coliseo  á  favor  de  Ba-- 
gier.  Habíase  este  obligado  entre  otras 
tosas  á  tcücr  una  fianza  de  300.000  rea- 
les, en  metálico  ó  títulos  de  la  deuda  pü- 
|)líca,  ó  garantía  de  una  firma  á  satíslac- 
cion  de  la  Administración,  y  á  sostener 
siempre  un  cuarteto  de  cantantes  de  pri- 
mer órdeo.  La  falla  de  esta  última  con- 
dición ocasionó  ruidosas  demostraciones, 
y  desórdenes  por  parte  del  público  con- 
currente al  coliseo,  y  á  quien  dá  los  de- 
rechos conocidos  el  compromiso  del  abo- 
no, mientras  que  la  quiebra  de  la  socie- 
dad mercantil,  cuya  firma  había  sido  ad^ 
miiida  en  garantía  á  íianza  dejaba  en 
descubierto  á  la  Administración;  y  ambos 
hechos  motivaron  las  indicadas  reales  ór» 
denes;  la  primera  que  dispuso  la  rescisión 
del  contrato  á  menos  que  Bagier  subsa- 
nara su  incumplimiento  y  accediera  á  una 
novación  del  mismo;  y  la  otra  53  días  pos- 
terior, que  prescribía  la  rescisión  definiti- 
va y  mandó  proceder  con  toda  urgencia 
á  un  nuevo  arriendo  del  Teatro  Real  en 
pública  licitación.  Mientras  tenia  efecto  ó 
i^eguia  su  curso  el  expediente  gubernati- 
vo, Bagier  mejoró  su  cuarteto  y  presentó 
nueva  tianza,  con  cuyo  motivo  el  contrato 
que  para  el  mejor  servicio  del  público  se 
celebrara  coa  un  nuevo  empresario,  e^ 
dicho  Caballero,  fué  con  las  condiciones 
necesarias  para  que  no  pudiese  resultar 
en  ningún  caso  complicación,  cuaiqúiera 
que  fuera  el  resultado  del  asunto.  Admi- 
tida la  demanda  de  Bagier  por  la  vía  con- 
tenciosa contra  dichas  reales  órdenes,  y 
seguida  por  sus  trámi  tes,  el  Consejo  de  Es- 
tado por  su  II.  D.-S.  de  18  de  mayo,  las 
deja  sin  efecto,  en  estos  términos: 

aConsiderando  que,  según  la  condición  27 
del  conlralo,  era  polestalivo  en  mi  Gobier- 
no, i»i  resultase  fnllar  la  empresa  á  sus  com- 
promisos, rescindirle  ó  no,  por  cuanto  en  la 
mencionada  condición  se  dejó  consignado 
que  en  dicho  caso  podría  el  mismo  rescindir 
el  contrato  de  hecho  y  de  derecho: 

Considerando,  por  lo  tocante  á  la  condi» 


ADMINISTOATITA. 

dotl  sobre  la  calidad  de  ]ó9  é&ntanies,  qoe 
cediendo  sin'' réplica  n'r  excusa  á  la  inlima- 
cioh  dél  Gobernador,  ocaisiónada  por  la» de» 
moslracioñe»  de  disgnsio  con  que  el  público 
manifestó  hu  desaprobación  respecto  de  al- 
gunos de  los  can  imites,  precedió  á  su  reem- 
plazo el  empresario  por  otros  que  habieron 
de  satisfacer  la»  exigencias  de  aquel  entera- 
mente, pueblo  que  no  consta  se  repKiesen 
tales  demostraciones;,  con  lo  cual  subsanó  su 
Talla,  si  la  hubo  en  esta  parte,  y  no  pudo  ya 
por  ello  tomarse  en  cuenta  para  la  rescisiou 
del  contrato: 

Considerando,  respecto  á  la  Sanzaesttpu-^ 
lada ,  que  el  empresario  prestó  ta  que  se  le 
impuso  en  el  tiempo  marcado  en  la  escritu- 
ra ,  y  fué  aceptada  como  suficiente  por  mí 
Gobierno: 

Considerando  que  no  es-  imputable  á  la 
empresa  la  quiebra  posterior  de  la  casa  de 
comercio  fiadora,  ^ue  hizo  desaparecer  la 
garantía  (fue  dió  con  su  firma  al  eumpiimien^ 
lo  del  contrato  en  cuestión: 

Considerando  que  si  t>ien  se  reprodujo  por 
ello  la  obligación  de  afianzar  en  la  forma 
convenida,  fué  preciso  conceder  a^  empresa- 
rio un  termino  razonable  para  veiHicarlo, 
porq4ie  no  era  posible  á  la  sazón  aplicar  la 
condición  3  *  que  señaló  á  este  ñn  el  licm- 
po  precisamente  del  otorgamienlo  de  la  es- 
criturar 

Considerando  que  aunque  se  le  dió  para 
ello  un  término,  fué  el  de  solas  48  horae;  y 
habiendo  la  empresa  al  dia  siguiente  pedido 
la  conveniente  próroga,  n'ada  se  acordó  ^  ni 
tampoco  á  la  oferta  que  poco  despuee  hizo 
de  otra  garantía  como  equivalente  á  kis  pre«- 
fijadas  en  la  condición: 

Gonsiderandó  que  por  ello  no  pudo  darse 
por  ultimado  en  esta  |>arte  el  expedieiiVe 
gubernativo  para  proceder  á  la  rescisión  de* 
unitiva  del  contrato: 

Conformándome  etc.,  vengo  en  dejar  sin 
efecto  las  dos  reales  órdenes  redamadas,  y 
én  restablecer  la  ejecución  del  contrato,  pr¿-- 
vias  las  disposiciones  que  mi  Gobierno  estt* 
me  necésarras,  conforme  á  la  escrilara  y  á 
lo  manifcHladoen  tos  considerandos  que  pre<* 
ceden.»  (Gac,  7  junio,)  * 


M.  M.  Alcubilla,  [>ireetor  pr^tietario^ 
y  Editar  responsabU. 


MAUHID.-^Imp.  <Ie  S]  Consultor  á  car «1«  B.  rf« 
ta  llivB»  BarqvUIo        AUiiuaUt.F«Hiietttt>,  1  talpUc» 
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4^)iftOAH>  fie.  1(859^  bdpta  15  4^^>i<- 
«io,  4et  loprcje^lei  i^^  par»  Jm  alb^>^ 

f  ^  itevolTATM  Jos  der^plWft  QMe  j|«'b»r'^^ 
provincial  de  Valencia «  f^o,  ^(hníf^iiiüador 

i  I  por MAUni9(«rÍ0s:do  Hacienda 

yiKome^liti  fle.diQ^rWkla^  Ciegta^  ppprimmti 
paria:.i^>0Orfle.QU>i'g4^  ox^iiaíofi  de  der«- 
ebf  ai  qíngilMi^^iU^  omUidad-da  w^^riai  <|  na 
Mid^alfneiát  l^.t^nninaclon  de.Í98><)|braii  ex-^» 

-I  Pin  ;aalQ¿  MaivdaaijW:  ek>,;Dad^^,RaJa. 
Did  i  11  de  iulLo  de  ISGG.»  (fiap. 


'^basM'fitqtfathinvkletodiiipoñerla  an  ^  isiioédi^ 
.YOir9^yfaQaf(^%lyi%(jiiaaf^:,  .... ,       t.  .„ 

' ,  '^((tic.t  «CóiifoVfhínrfoirJG  cóVi'IS  ^diíe  iV* 
'Ha  tíi^éib^é^to'  él  tUiitlsW  dfe  HácTéhd^j;  dé 

VetTjo  e lí  d éc re  ta  r '  I  ó  sí  ü  ¡  c  fi  le : 
^'  Artículo  f.**  Constituí  raíl  en 'lo  sucesivo 
^Jajunla  ,de  clases  p'áíiiVa^  el  Subsecretario 
5íer  Ministerio  de  Hacíendh,  los  Direcloren 
'-^'—^les' del  Tesoro  y  dé' conlabiííffad ,  el 


^óne3  de*  prtisideníb.  során  efefcttíá^  jiíjp  ej 
Sábfíecrt^tfirio,  y  üri  oficial  dbl  Minislertb 
*tóe&iif»efíara  crearlo  dé  Setftélái'ib  V  órde- 
S^VteHérííI  W'ÉM;  ' 

'dé  1  as  r ea o í  uC i  oiife'á^  'de  ^ÍÜ  A  lí  n  l'á  s é '  p  r^"rii  u'a- 
van  a  rt  e  1  íii  i h i  s  l é r ío  de  ^ i  e da '  se  o  i  rá 
¿réyl^Weritfe  ri  s (*cci  an  d«íV  rá'rtfib  'rfef  Coq  - 
spjó'  rfé  Ksia íío  5 '  e a  ¿,  de  h nceí'l o ' á  líi  '^ie-- 
íorm'g'enfra!  conVo  previene  el  áiri/f3,'(lél 
R.  f».  d.^  2S  do  diciembrf^  djí  1819/  '  ^  ' 
1^'  .Art.  3.*  O^^^Í;l!)  p n'  ahora  eri'sif  t\m^H 
j  vi^ror  la  r>?ul  iiistrncciun  de  10  dé  febHéró 
de  1S50  y  su  adicional  de  tS  'dt>  diciembre 
de  1852  i)ara  eJ  régünen  y-  góbienio  de  la 
juifla  debelases  i>ásivas  en  cuanto  rto  fueren 
jiaódiác^'d^d  por  eí  presente  decreto.  Dado 
ká'^V^MX^         d'e  1866  -Éátá 


dé,  Julfo  títolrgáiido  a  la  eiiiT/resa  dél  ca^al 
y  autoriaaeion  para  darla  .mayoor íauxilia^ .  t 


jíoo  de  RácÍí*ndá,  Autóam  Cáiiovaid^l  Cas- 

i,  OJO  o  •  ">7  .  »        :      , V     '  ,  '<!•  ^  '  v  i  I 
- '         JCDOANlA^^^Iiaor  de  l!l  da JttfiWoonr 
j9c^fiadf^«w^^  4e4ai7e(ohoa  AJOS  maU- 

-•iir.oii.>.  aD«ñfl;-Isaibel Jípelo..     ..p  in 

lAidicqló  .1.9  .-lia^auiidad.  á  4)uia]aacic^(H 
flan  tos  derechos  de  ad4ai3ft«i  poria^i^lroduch 
•«iw».n  del  maUrialr  'mpi^f-udo:  Mi^ii^kviiio 

iOMO  X  0£L  Dice. 


/(p;pM4..;((pp5aj[wt^!^i  y,  ^ic. ' . 

.  ArrtkAiloi  lU?  'Se  «cAorga  á  «mpf  eaa  anft* 
eeaionarja  <k¿  Canal  do  4Jfgel'  anipréaiaino 
de;200.!(k)0  eutudoa  sobre  lO  ique  ya  liinia 
per«kbí46  d^el  £»(ad<»  por  vitimi  delavlf<y»>A 
de  25.fk  abrü  de  12'da  jiii¥i<nda  1S59 
y  l^deiAnio  4^U$€2 ,  eon  ^a  uiisnfia'caldAad 
de'reiiirl€íK»*o*<L ' 

.'  íArd*  1  Se.  an^ioriza  I  a)  Gobierno  da 
Sé  M.  paaa'gue.  pueda  a^joiiiar  áíI»  miatna 
^níprest»  <i0n  Diroa  2OO;00iO  escudats  enusaaia 
uno  de  los  añosi  de  I1866  y  .1860',  atenH^na 
qtie  á  auiv^ib.laf)  j^m'tta.sl.e^ladd  dei^V- 
aoro  púklKO'  Jtiíaa  idrbunalanciasj  de  iá  ntí** 
éwai  "h  '  ' '.  i\,  i':  '  i.  '       ')    <  vi'.    i  <•-. 

Art.  3.®  Los  200.00í>  eaciidoai<|qe>DdWtA 
présfánia  «é  éilofgarfár  eaia  isrin presa  ^  el 
arii.l^'^.áe.abtmaran  dt  los  .l«20O.OOOtea<»i- 
floa  q^ue^n  el  pr^g,pues^  del,  año.ac(|;iai,y 
ep.el  de  sus  gaslo's  exlrao;rdin|irioS)aej9ÍiiÍgp^ 
naa  '  para  (oaie^.  de  'ria^osi'  Lo»  otr/ia 
400.000  escudos  que  se  olórg^WW^Ta  -e'frtpre- 
s%,c{K)d¡aÍQ.n*lHWflAe  5(.í.'jiji*Híi(í)de|  Gobii^rp^ 
4e$.  M^,  si  lleg^aniáettlfegáraelftr-ftetaboiia* 
ráa.de  loi.ilOQ/mVIo^PMBWyo  cr^dilo^eplH 
^biailo  iparaifo/mealf^de  riflgH^a  pojr  JA  iey  d^ 
7f4erabr^l^  de  136  i qee^ando  <x>mprtaruli - 
día  p«rai$u^asp.esta,a,l¿^c¡píi.;eifiHaa.di«p<i- 
lio^onea  deja  ljey.de  U  de  juiio  de;l8i6^». 
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áós  pf '(^ino-  piHisUmo  u  otorga  i' 


i  ánAfc^.^iír/flo  se  ha  realizado  c¡erlam?mrpina 


primeros  dentro  del  eje^j^icip  ílpL presente 
«ño  económico,  y  el  3e  los  segundos  en  los 
tíe  fíiyiióS  arios'sTgiJií'nres/ 

Ari'.  5i°  L\  empi  eza  nn  [>odrá  nplidar  á 
otro  servícrn  patit»  a!c:nria  di*  la^  smnas  q\w 
reciba  en  Virind  df  esta  ley  jiistilicar  pu 
la  forma  debida  qut^  hafUn  cubierlas  com- 
[ilelaiiienle  lodas  las  atencianeft  de  corwerva- 
eion  y  v^g^ilaheia  de  las  obriVá^l^llaiIflI'jrde 

años,  contado«<ééMtf«;t|k^lMJ|^!P0r  «I  Es¿ 
4Moii%íÍd#2Craí.lMtfnÉM^^  la 

%(t|A*«eKí9aM(^bligbdá  Jidi-''  fi0^yf'#«(lSt4^t^^ 
tite'«*!''te«2/^f  íoiro  10  p6^'li00njk>rl>ldil 
200.000  escudos  >n  cada  una  de^lbi^tflH 
flñóij^qWe«iirie^ttí8lnniH)t^yéiet)h  Éeiu- 
cíActóíiaft^gdío  Icís^sllk  d%J(«Éi^vA¿iofi  del 
canal,  y  los  inlí^rescí  y  am-^rlizacioií  'de 
las  obligaciones  e:n¡tu]:is  ó  que  se  emitan  .en 
ad elan le  h  ásla  co  m  p  I  e  tax  ^e I  ffí R^^S?,  1^!? 
\odas  las  sarnas  erUregailaa'^fjiií^^ 
por  el  Estado.  j      %     -¿f.  -¿ 

Art.  7  "  Si  en,  el  plazo  de  20  anos,  á 
contar  desde  ía  fecha  de  esta  ley  ,  no  se 
reinlfíirrase  el  Estado  de  las  cantidades  fa- 
cilitadas fi  taeinpresa  concesionaria,  se  des- 
%'métñféí  «impletaffi'í^l  reembolso  ei  75  po¡r 
4'ü^*d«'¡osftin>d«etn«'Qon  \m  sotas  deéiiccior 
iliM«ibf«Miltwt«fiielrimv*^^^  >h 

po,  se  autorísa  ¿  la  sociediid  iNnrf:«iM8s¡eh 
ebpei»afi|;(«pá  émiliri>aUifamilélhÍ  nMida 
qiieiBiis  ii«casida¡d«8  ltif«iiiiJani/q>iw»u|iiAl>^ 
lál  igaa{<«|l>aaKlli<é  «iftíé  alKnii¡(iai(«  íéM^í^ 
é  profierotbn  q  ue  db  Tíedba i '  «  ^  ^  l  •  <  n » i 
-  Ar^i  Qued  an  fmo4ifí«bda0  ^  ¡eti'cáéiilfi 
á  la  fóniia  y  tiem;io  d4jr<iwb^oíiiiI|ílLif  ^ff*«( 
ro  público  .  las  iey«'s  de  2^de  abril  de  WSA 
de)un!0  do  ISt'il.  '    "  ■ 

Por  lanío:  Mandaníos  ele  D  tdo  en  Pala- 
cio á  H  de  julio  dtí  tSOO.»  (G'ac.  \^  julio  ) 

203.  EMPMADOS  PUBLICOS. - Keal 
decreto  de  13  de  iiil2o;  derogando  regla- 

JPHÉft/bfeiiO.'  Ví  M.)  Exposición  á  S.  M, 
íiNtdf^-r-'Todo#  los  Mi  nial  ros  qriie  han 
MiMddd '  ttt  'ecNfsHim^A'ti^  iMí^aitMieateiMb 
sincerartienle  sin  dddii'preslar  urt  servléiwA 
la  Admiíilsiraoion  \>(iblíca,  orij^anizartdo  Ííis 
carreras  ci-viles;  ^^e'ro  motivos  dPvewos!, 
anejos  á  «u  volimtad ,  Uuti  impedido  hasta 
aHu>rar  llegar  ál  cumplimiento  de  aquel  deseo 


f^|^4flj|f^p«efej(jSf>.j^  la  empresa, 
í^anizacion  ,  que  por  'su  índole  lia  c 


Esla  or- 
  de  modi- 
ficar Ta  ■  sHViTÍ  jtóríhirTMTTéT*^?) rt"rt s"  o rfnTrm - 
melosa  y  respetable  clase  de  ftuicionario^ 
públicos  ,  reclama  coipo  ■nNijfftina  otra  el 
trabaja  de  In  moditacidn  fli  entublecerse,  y 
ei  mayor  prestigio  moral  posible  en  los  me- 
dios. .íi.ue.,naR,  realizaría  s^.^^^^ilj-^^* 
i n di s i^^r^^b 1 3^ '» I  v i d a r  al  re Wt'JÍ^^^ 
cuestión,  loda  lendcucia  exclusiva,  aleuerse 
cou  iiypacci^Udad.adgí^üUa.ftl.xkar  dj?^  la 

alejar  de  este  m#éé4M#1f  ^ 
oasan  vot  ántiados  en  una  parciaiidail  p^Jr 


pasan  pot  i 

tica  determi(iad$^^eP7,ejfjcl^qi^  3{í§^jÍ^¥^^"* 
^e  Ips  q^B  á  oirás, pe^rlene^paa  ^  PH^^ffif^»*"* 
tenidos  por  adversarios.  '  '.  jpui^J 
.  Es.  lanibien  in^rispengable  qge,  las  pPgfíif 
góltre  es(e  asunto  no  loquen  eu  lo jna^' leve 
al  nbre  ejercicio  de  las  prerogalíva^ 
y,  M.  corresponden  por  el  art.  de  la 
Con8li(ncinn  en  su  pai  rafo  ijoveao,  Rl  suinjpíí- 
mientí»  de  las  disposlinones  contenidas  en  e! 
reglainent't  arriba  citado  circunscribe  hasi» 
cierto  plinto  aquellas  prerogali vas,  y  el  ar.; 


líenlo  constitución  ai  relativo  á  su  ej<ircicy 
^qIo  ijeconpcci  jjor,  Ijuiiles  los  que  icgíslaii  - 


d^cufjbj 


iencja.de  q,tf^  al  fy^r  la  sjferi^-. 

) litase  en  é^.^e^  ^j^inott^  n^i^aeio 
ración  de' (gdbr.JpaVPlMMÍV 


concü.r^9  ^ií"iftH'!'^'* 
Tl^s  y  del  poífehrea)^^ 
se  pslaljlercífi^,  Lí^^^ 

de  los  cti^^Ieados  —  "  "   

flgij^^lO,;/^  CÓllt 

(;9á„]^  fipojperacion  _  , 
ppjiy^cejf ^  1^  y , se  d e I (a li e r a 1 1  á m p i I a  y ,  Qt^ rij^ 
^fi'r¿en'ffi.  jMxías  y  cada  una  de  las  diispp^p 
cíones  qué  se  hniiiereti  de  adqpfar.  Eí  If^j^jl- 
lador  conslilncioiial  no  quisó  tii  pudy  quer«-t 
que  esla  maleria  se  tratase  y  resol  vi  ésQ»  ¡>or 
la  pr-'ocnpocioii  npasionada  y  exclusi.va  d'-jí 
espíriln  de  partido,  sino  por  ía  noble  e  íni- 
parcial  inspiración  de  la  jd^Ucta:  quUp  qnf 
la  ley  y  solo  la  ley,  es  decir,  el  Vert'áiclo  de 
tas  cuerpos  colegís tadAr^áv'l«J «Mi*  Idsjd^- 
p  r  e  s  e  r  1 1  a  n  l  es^fl 

tiene  por  desdicha  un  carácter  alg'o  análo- 
go al  que  en  olroi^'pnehkis>di«UfiguBiMÓbi«*- 
mibre^|íi<n|hlttna«  o^nncidíis  coh  el  ^nbihbre 

Fuf^daOo  ei  Consejo  de  Mmiairoa  m  esla» 
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rwaes,  y  tratándole  i|e  n^edida* /«(^lauieii-  /leilembrf      -  t86f2 «  tíeapoiide'  inihftdiaia»- 
iariaf  qu^ jtio  hf)u  ll''|pade  U&davta  ¿  adquiqf  ■  menlc  de  loa  depósiioa.hecyb^  «a  eUm^- 
el  caráeier  áé  w'y  ,\u^ue  el  honor  de  pfopo-  \  fie  amUM-iSia  al  Gobierno  ^lara 

iirc  i  la  aprohacífiu  jd^  y.,  M-  el  adj|un(o  .  q^^,  ^jetxátí  ája  l«nU  iáipeetora^^^a  Caja 
pfoyecla  ^e  dti^reto  Madrid  13  de  julio  de  <  de  Depósilos,  pueda- nef ociar,  coaado  k> 
j966.TrSerio>a.-rA  L.  ^.  P.  de  V.  M.— !•  a;ip¡iaa.  .|af  iievetidadeMí  de  la  míarAa  Olja, 

^.1  lodo  ó  pf^rle  de  loa  pagaréa-qoe  «e  le 
i^ayan  enirf^o.  , 

Llpg^ado  fslo  caso,  el  descaen  (o.  »aof^  ido 
aaráaiboBaUe  á  la  Cajaity.aeilé  reittlegrará 
can  pVHitaiivi  i^ual  en  vtUorea  de  la  oHaina 
especia.  •  ., 

'  AtL4.^  .BI  Oobi<»rrK>fioipodrá  dispoífi«»r 
de  los  foaidM  de  la<3aMi  tim  qire  en  la  can- 
tidad quei^tpa  deolra  de  tos  lintite»  mar<^ 
eados  en  la  ley  de  presupuestos  á  la  deuda 
fifoianke  p«fa<el  serrMo  de  Tesoreitia/ 
'  Paba  fN>de«  disponer,  de  mnyvtres  sumas 
neoernta  el  G^bidr no  especial  autorización  de 
ias  Cortee.    .  . 

LSN  cáWi^ades  que  hny  debe  el  Tesorri  a 
la  Caja  cornu  suplementos  de  estas  para  cu- 


Presid'-nte  del  Consejo  de  Ministros  Miuialrp  ! 
lia  U^Uuecra,  Raiuun  María  Narvaea  •'rfii 
Ministro  aq  (a rá^i^  y  'Jl^jsiiciá,  é  ¡nlenup^e 
Estado /Lorenzo  Arrazóla. — El  Ministro  de 

tíiui'ivijáa,  Mafíueí  ^jarcia  Jíai  zanaiiaha.-^-El 
Minislro  da  Marina,  Euseljío  de  GalíWge  r^ 
El  Mifiislro  de  la  Gobeniacioti ,  Luis  Gon^ar 
ki  ferabo. — El  Mluislrode  Fíiru'^nio,  Manuel 
^^mrMBm^9.  ÍP  yiliamar.  Ale- 

De  conformidad  con  to  que  nre  ha  pro* 
puesto  mi  CtinsejaKle  Miflíslroe, 
Wenfor  eii  deofatar  io  sigutenter 
Arliaulo  4^**  i  Qmeda  deroga  el  regla*" 
mentó «pubitoado  en  4  da  a»arzo  último  or^  !  bt\t  fós  d^Hcit^  de  prestipuestos  y  otras  [W* 
l^nisaiido  (aaeamtraa ctTtIea  die  laAdMinis*   irntorHisalencfanes,  deberárl  irse'reintegran- 
Iracieo*  dtyáia  Oa]a,  bien  #?a  por  el  medio  que  esta 

Ari/        El  €abiértM»'  preaentará  a  las   ley  propone ,  bien  sea  por  otro  que  en  adc- 
Córieai«u  la  pfóxtma  legisla: ura  un  proyeeio  '  Hfile  pnedat»  vi^lár  ilis  Cdrtes. 
de  ley  -00  qaelse  're8ueti^a^delinillva^lenl«  |     ^VL  5."  Se  conservarán  en  la  Caja  los 
esie iifp**r tanto ^aswrto^  íD^  que  eiitren  en  ella  y  excedan  del 

iím  n*  ptiesto  en  el  arlfculo  a;)leripr  ó  las 
cai.fídades  Que'  puefden  suplirse  al  Tesoro. 


13  de  julio  de  1866 -^Está  rubricado  de  la 
real  miu«4^**iBl  Prásideftta  del  Cóhseji^^  de 
Miaialroa;,  EaflaonJilarHiNarvaei.»  (Crac.  14  i 
fulio^)      .  ¡  .  -  .  I 

S(M.  CAJÁBfiI^Bl>0£nT08.-Le7deld 
de  J«Ho»  destiniéído  de  los  productos  dd  la 
dasaBpioirtíBa^cm  <  A  lO  •  millones  da  asoudes  A 
resp<¥ade?r  dfiffual  simia  de  la  deuda  flotsniQ 
^epMéntada  por  suplamentos  de  la  Caja  de 
Dapósttoa  al  T^rtpy-Jhmttk  iñspeotora. 

<Hac.)  sDoñf^  ^Isabel  U  ale  ,  aafaed:  que 
las  Córtes  hun  di^cret^d^^  .y  Nos  san«iouado 
lo  siguiente: 


Crtando  llegue  el  (íaso  de  haber  tales  ex- 
cedentes en  la  Caja,  el  Gobierno,  oyendo  á 
la  iui4U  inspeülora,  procederá  d  á  bsyar  el 
inlerii  <íe  los  depóoiios  ó  á  suspender  las  re- 
novacionee  y  nuevas  adn^isiones,  ó  á  destinar 
aquellos  fondos  á  tos  objetos  prescritos  en 
los  arla.  9.^  y  aigoientes  d^l  li  P.  de  12  de 
noaiyp  de  1801/ 
Art.  6.*   La  junta  inspoctora^ oreada  por 

  el  arA.  26dei  R.  Ü.  de  29' de  aelienibre  de 

Articuló  \>  De  los  prpduclos  de  la  das-  ^8^2,  »e  CQinpetidfá  en  adelante  de  doa 
amortización  se  destinan  1 10  uiiiiones  de  .  Senadores  y  dos  Diputados  elegidos  por  loa 


p«.eudos  á  responder  de  igual  su  nía  de  deuda 
flolante»  representada  |)or  suplcmenlos  da 
la  C^^á  ae  Deposites  al  Tesoro. 

Ar(.  2.^  Para  constituir  la  es^presada 
auma  en  la  Caja  de  Depósitos  se  entregará  á 
esta  desde  luego  Ja  iercc^a  parte  de  loa  pa- 
garéa  de -compradores  de  bienes  nacionales 
qae  harja  disponibles  al  publicarse  la  pre- 
senté'l'é  y,  y  se  le.enlregará  despuea  Qien« 
sualmente  la  lerc«*ra  parle  de  ios  que  vayan 
íiiicresándo  en  las  Tesorerias. 

i#a  Caja  de  Bqxísitos  conservará  estos 
valores  como  un  activo  disponible,  que  sin 
IM^rj  fieto  ^  la  garantía  general  del  Estado 
oousigoadFeQ  el  art.  7.^  d«l  R.  D.  de  29  de 


respectivo'!  etiérpós  colegí sládorea  ^eii  la 
misn^  forma  que  los  de  la  ooimsion  iaspec- 
lora  de  1h«  oiieraoionea  de  la  Dirección  da 
la  Deuda;  un  Consejero  de  Estado  y  an  Mi« 
nislro  del  Tribunal  de  Cuentas,  nombrados 
por  él  Mínlslro  de  Hacienda {  y  del  proeara^ 
dar  del  Tribunal  de  Comercio  4e  Madrid. 

Esta  junta  aiegl/áide  eiiireaua  indíTid«os 
un  Presidente  y  un  Secretario;  para  será  pre- 
sidida por  el  Ministro  de  Hacienda,  siempre 
que  esie  crea  aonveniaule  asistir  á  sua  se- 
siones« 

Ai*l.  7.^  La  janla  In^peoloi^a,  adémás  de 
las  atribuciones  que  le  confiere  el  art.  25  dM 
real  decreto  aiiiai  icítádo  r  al' 60  déiregla- 
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niMnto  de  14'd«  otilobre'^e  Í85Í,  fendrá  éú 

l.^-  iCtiidair  de  q«e  sear»  enfregadosf  piin- 
•tuálménie  á  la  Caja  lOá  valores  á  ú^&^ 
refiere^M  pretenl»  l4»y.  .  : 

.  i  Proponer  al)  Minlíitro  dé  Hacienda  «h 
«aso  neigesarlo  la  negocraeíon  de  los  mfstnóé 
valores  para  atender  á  los  veaeioiíédlds  tié 
la  Caja.  . 

'  3.^  Cuidar  muy  le^tpeeiafmenfe  dé  '<][ue 
/los  MipiérafeiHos  ^'la  Caja  Al  TeSbré^no  ex^ 
cedan  del  limite  prescrito  en  el  art.  4.^  t 

4/  Propóner  ál  Mínislra^de  Hacienda  las 
.díspósiQtones  que  en  su  concepto'  delmii 
adopiarje»  llcgíado  ei  caso  prescrito  en  e< 
*r|.  -      '  :  , 

5/  .Hacer  que  se ptrbliq^ie  mensual merH' 
Ce,  con  su  canfor midad  un  reaémen  de  las 
cuenta^  4e  1^  C^ja  que  deberá  formar  ia 
contaduría  de  la  misma,  y  á  fín -de  anota 
pqrfe$pendieple.  cuenta,  general  en  los  tér- 
minos eslublecidoi.    , . 

,6.f  Redactar  y  pubJicar. anualmente  una 
memoria  ii'cert^a  las  operaciones  y  situar 
cion  de  la  Caja,,  q^ie.  ferá  leidfiien  Gon-r 
^reso  y  en  el  Senado*  . 

Art.  8.^  EliVfiai9U'P  de  Hacienda  dictará 
lat  disposiciíines  íicccsarias  para  la  ejecución 
"de  la  presfMiii'  U'y. 

Por  lanío:  Man'Iain«)s  ote.  Palacio  á  13  dé 
jblio  de  jl866.— Yo  la  Reina. -El  Minislrp 

a06.  i^SCTTEliAS  AORICXTIiTtíttÁ! 
— IieF  de  II  ae  julio,  dividiendo'  én  tres  cta* 
Stís  Ue^añan^  Merloola:  incenieros  a^rót 
nomos:  pentos  agricolaa:  oapataccAv 

•  (fiii)  'ÁDilna  Isabél  lí,  elp.',  ^alwd:  ^tié 
las  Cortes  han  decretado  y  Nós  sancionado 
lo'sigiiiente:  i 

Artículo  i.^  Láieniseñánáa  agfr^iblase  di^ 
aiid  irá  ten'  tres  clases:  superior,  profesional 
y  elemental,   •  r  <  r, 

'  Aart.  2.^  La  superior .  tiene  por  objeta 
ereai^  sngenieros  agrótiomos  que ' esiadiando 
la  ciencia  en  su  Mayor  extensión  sean  aptos 
para  d  profesorado,  y  pam  organizar  y  di^- 
rigir e^^olapiones agrícolas,  míroducieodo 
los  modern<is  f islemas  óé  cultivo  conforme 
á  las  múlUplés  y  vartad^^s  éxigem^ias  del  ttri- 
peno,  eiiuiá  ^y  eirtunetancias  económicas  ¡de 
la  localidad». .  .  ' 

:Arl.  3.P<  La  píófeaional  se  concretará  »' 
fomiar  peritos  agrícolas  que  poseau  eoi>oei- 
mientos  teórico-práclicos  bastantes  para  la- 
«.^  y  I7l^dir  iieriaa  y  dirigir  vM  cxptolajcion 
^«f^.Wecj^a.  ■  .  . 

,  Aru  4^^  La  ^lepienlAÍ  proveerá  á  U$r^- 


feion  de  cápalacés  cotí'  cbhofeíñnertlo'mera- 
mente  prádtico  para  formar  bu^o^  y  úlil^'s 
l);perariós  de  agrlciiltiírn.     :    '  ^  / 

Art.  5.*  Para  erpí;lodlód€[Ta  éiiseSart2a 
superior  se  e^tábFec^rá.  una  éseu^la  geneiul 
centra!,  donde  Re  darán  Todaii  las  Wgiia-' 
Ipras;  '         '. ' 

El  Gobierno  podrá  api'ovecbar  párt  s^  csr 
thfh1iHriini»*nló  los  institutos'  sínálb^ós.'  qUc 
exigían.  •         '  •    '  ' 

Art.  6.**  Para  el  ^de  W  ph^fé^íonalse  irai) 
ésiablcci»índo  hasta  ci rico;  escalas  reglo;ia 7 
les,  en  que  también  se  dárá.la  élémcni^l. 

Art.  7.*»  Pará  1*  eíemenífaí  fiabfárt  dé  es- 
tkWeoeráe,  cuándo  sea  po&fble  ,  gríáiijaí^es- 
cuelas  en  todos  los  pueblos* qife  fo  soñdrlcd, 
y  á  lo  menos  una  en  cada  jpcovincia,  en  ta 
cual  se  enseñará  lambién  lá  práctica  de  cu.- 
Uvqs' especiales  y  de.adiáiatacion. 

Art.  8.®  Las  escuelas  profesionales  y 
granjas-esouelas  podrán  establecersejeo  éx- 
ploiaeiones  parlioularésji^évlo^  los  cot^ts^ 
pondienles  oon  veo io4>cbn'. sus  "dueños/' .  • 
.  Art.  9.^  La  escuela  geneool  ser á  costea- 
da con  fondos  del  Estado;  las  profesionaíei 
ó  regionales  por  mitad  entre' fins  pltovioéiaii 
que  constituyan  la  regioni  y  aquella: ea  don^ 
de.se  hallen  situadas;  las  gniniasves<(iieiab 
por  mitad., entre  ta  provincni  y' «I ; ^«ed4o 
/docde  se  establí»acati*— <*) i   '     ^  t» 

Art.  10.)  El  MiniatradeFóébentovéiquíen 
O#rreeponde  el  i  .iioaabr4^tniettiov  aseel»»^  ^ 
traslación  de  los  profesores,  publicat»''l<iH 
reglamentos  que  j;egulei>^  Ips  gr^üi^stan^t^ 
que  en  ellos  han  de  C9u$ünir:para  bu  .íuh 
^reso  y  ascenso  en  la. carpera,  la'  t>pgMi|£H*^ 
eion  de  las  escuelas,  los  é8Ílgdto$  dédad^^ÚT 
séfianzá  y  las  alribu<uóués4e.^q«  MigeoM^roi 
peritos.       .  I    -   •  M 

'  Art.  II.-  Lá  énseriáhtá'  kgrfcofa^f'orín.i 
páfie  integrante  tie  ía  iri^li*nccibti  j)iíblicai 
bajo  la  dependencia  dej  Mini^té^í^  de^]^<>- 
métue^,  administradá  pór  f  f  Direfcl'or  geAíiral 
de  argriculiura.  ^  ' 

Por  tanto:  Mafidánro^  ele.  Diídd  erf  PálaV 
éfó  t  n  de  julio  de  1866!— Yo^  lá  Rcíriá^i:. 
El  Ministro  de  Fomento;  Maríu^I  a^  'Oi^oirlp  » 

tóaó,  \4juHo.)  '  '  ; •  •  ) 

aoa.  GJ18BBIA9.^Ik«f  idell'dil^jtLlib^s^*' 
bce  población  TtLr^y^i^eddmijáo:  booefi<^ 
cios,  derechos  y  ex^uoionM  ,l^.tof|  avu^tíov- 
toen  caaeriss  600  las^  Condiqrones  gj¡2é.Be  di- 
eaii parala explotaoiott'flgnobia.^  •  ;  •  *' 
,  ■     ■•  •,  (|  2.'  >M  •      V..  • 

(FoM.)  ((Doña  liaboML  e<to.;M6Qbe4lf  yjutt- 
La$)Córies  Imu  decretado  y  ^'ocí>  sancíoiiiUlo 
l<o .«igM'enle:  .  '  ,  .  .  mü  -  ' 
.  Arlkulo  1.^  Caseriai^pacai  Ins^eotos  de^ 
eala  Iry.e^'Uiiesiai^Iéóliumuro  oonipaea(o4* 
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lino  ó  mnm  edincjio*  dcsHiM^dos  á  la^  explü!a- 
c¡on,MrífioJ^  y  Jf^bilacioa  del  dueño  p  cuU 
l¡  Y^dpr  de  uj>  lerreno  juera  de  poblado,  apli- 
caÜQ  al  cul^vo  de  céfealej,  viña,  arbolado, 
pradoa,  ¿ría  de  ganado  y  cualquier  olro  ra-r. 
ino.de  arncul/iya^eo  unaú  oira  combina- 
ciod,  estando. VUuado  el  edificio  ó  edihcioa 
cualquier  punió  del  terrenp  que  conali- 

luye  lafiiwa.*        "'.í '      r  «¿ 

raopUr  á  Íoa  V^eficios  que  establece  la 
présenle  Iftv  y  sesruír  disfrutándolos  por  el 
tiempo  que  se  lija  en  el  art.  3.%  deberán., 
reunir  las  condiciones  sií^uicnles: 

Que  el  máximo  ^le  lierras  que  deben. 
ConsljUir  la  casería  sea  de  200  hedareas,  • 
2»  Qiifi  cuando  el  dneFi.»  de  una  finqa 
nvi^or  ile  500  hectáreas  hubiese  redncido  a 
casS-iaa,  según  la  Iry,  la  milad  de  aquellas, 
imedacon  la  olra  untad  establecer  una  grao, 
casería  ó  granja  (Je  extensos  cuUivos,  die- 
frutando  d^^  los  mismos  privilegio'*  y  venia- 
jas  que  esla  ley  olorga  á  las  liaserias 

3  '  Qutójoa  ediftcip«  díslen  dos  kdoHia- 
U..«  <Mia«To  ni€D08  del  pueWo  mas  próauno. 

4  •  Quese  hallen  los  ediftcios  habilado* 
V  dedicados  a  láS  industrias  af^rícolas  du- 
¿lule  lodoie|.«6o.  sf^Wp  casos  de  .l)u^ca  por 
<ui<hicida4  ^  rompimiento  del  arriendo. 

5  »  Que  cada  casería  asi  consUluida  sea 
uidivisible  4w;il0  Mempo  que  según  sus 
circa^^audaa  disCrula  de  Hs  beneficios^  de 
«•sla  lev'í.iwidtwio  Vm  embargo  Irasmilirse 
o>iDpl,el*a  librQmeDt^„así  .por  contrato  en- 
tre vi7«a  cpma  por^di^pogUíipnes  leslamou- 

tarias.        '  •  i     ^ ' 

Pero  si  fM)f  Ift*  popdicione^  especiales  ac 
Ueatseria  Q.pw  las.i^í-joras  que  hubiese  rp-  , 
eUiido  fuwstscfpiible,  á  soUQilud  del  in,- 
tiveaaüouy  juicio  ^.el  Gqb^ri?ador,  oyendo  al 
Ayuntamiento  del  dislrilo  y  juula  de  agri- 
cuiUKa^indütíriay  QQiperoio,  jle^er  divi- 
dida en  dos  ó:  nji^St  caserías  arregladas  a  la 
f^Y.  ttwedaibaoers^ie^la  división ,  Cü'istilu- 
^endose  «s^a  ^vevas^caserias  indivisibles. 

AxUd^r  pío  «^impondrá  con  Ir  jbucioQ  di? 
uHUBurm  /c^^  á  los  ediacios  que  formen  La 
cof^ía^  ui  a  Vos  ^«e  s?  construyan  .para 
c iialqMier. profesión,  indusiria  ú  olicio,.  as^ 
comotómppco  á  ios  que  vivan  en  ellos. 

L^n  tierras  do  c ^^^^  pagaran  la 
c.onlribucíoa  directa  que  hubieren  satisfecho 
t^l  .a«o  anterior  á  la  concesión  durante  el 
ti^Mo  pvarcadaea  Aa,ficala  siguiente:  ^ 

iJ  Qi)¡fice..aÍH>a,  cuaudo  la  caserw  dis- 
i.isc  del  pueblo  pí^a  próxioio  de  dos  i  cua- 
tro bUómeli:os.  "  :  • 

2.*  Véintci  anor»  cuando  distase  mas  a^. 
cuatro  ásí^Le  kilQri^elcos. 


V«jktÍQlneo  años,  cuando  dlaUée  mat 
de  siete  iLí^me tros. 

(Islas  distancias  te  tomarán  desda  la  ex- 
tcennidád.del  pu^hlo  y  no  desde. pu  ceolro. 

Art.  4.®  Los  beneficios  concedi4a«  |I0« 
etla  ley  d^raate  ios  años,  expresado»  en  el 
ariíiculo  anifriAf  aon  loa  sigoienlea: 

A  los  cabezas  de  familia,  ya  aetfi 
du^ioa*  ya  arrei^dalaríoa  de  M  «aseria » .y* 
administraciones  .ó  nfiayoralea  de  los  dueños, : 
exención  de  ipdo  cargo  público  y  oblígalo* 
rio.  efccepip  el  da  Alcalde  pedáneo. 

I"  jticenoia  gratis  ^e  uso  de  armda  pa*- 
ra  si,  y  para  las  personas  de  la  easeria  á: 
quienes  él  creyere  necesario  eonfiarJ as  l>^o 
s^  prppia  resnoQsabUidad.  1 

3.  ®  A  Jos  hijos  de  Jos  dueños,  airrenda- 
ti^rios  ó  mayprdpmos  qua  hubieren  residido 
dos  ajíos  en  la  casería,  si  les  .«ayete Ja  suer- 
te de  soldados ,  el  ser  destinados  a  la  re- 
serva. ^ 

4.  ®  A  los  mozoa  sorteablest  que  Iteven 
cuatro, afiQS  «^onsfcutivos  de  h?ibitar  en  la 
casería,  m  íes  tocase  la  suerte  de-  soldados* 
A  ser^eslinados  á  la  reserva;  pero  sTd  oran- 
te los  aiíos  que  deben  sefvir  mudasen  su 
domicilio  á  otra  localidad  que  no.gosase  da 
los  beneficios  de  esta,  ley  ,  ingresarán  en  el 
ejército  activo  si  les  correspondiere. 

.Arl.,5..**  Quando  emco  ó  mi^is  caserías, 
ppr  razqn  de  las  condiciones  especiales  de 
su  situación,  luviftien  que  agruparse  de  mor 
dp  que  cada  uno  d»*.  Iq?  edificios  ao  esté  en 
I  su  misma  tierra  de  labor,  disffuUrsn  de  los 
'  mismos  beneficios  áp  esta  ley ,  con  tal  que 
dislen  de  uo  pueblo  los  kilómetros  expresa* 
dos  y  la^habitaciones  teusján  ?ada  una  puer- 
ca al  crimpé. 

Art.  6.®  Para  la  edificación  de  las  case- 
ría^ ó  grupos  se  conceden  los  derechos  si- 
guientes: 

1.  *  El  beneficio  de  vecindad  para  el 
aprovechamiento  de  leña,  pastos  y  démá» 
de  qoa  disfrutan  los  vtícinos  de  los  pueblos 
en  cuyos  términos  radiquen  las  caserías  y 
sus  tierras  para  los  dependientes  y  trabaja- 
dores y  para  la  manutención  de  los  gana- 
dos de  trasporte  empleados  en  loS  trabajos, 

2.  ®  La  facultad  de  abrir  canteras,  cons- 
truir hornos  de  cal,  yeso  y  ladrillo,  deposi* 
tar  rhateriales  y  establecer  talleres  para 
eJaborarlos  CU:  los  términos  contiguos  á  las 
fincas  r gírales,  (Siempre  que  sean  del  Esta- 
do ó  de  los. comunes  de  los  pueblos. 

Art.  7.^  Los  propietarios  4e  un  grupo. 
ápueblpíde^O  ó  mas  casas  que  gocen  de 
loa  beneficios  de. esta  ley  teudrán  der^ahp 
áq^e  se  les.  facilite  fa  parte  facttllaliva  pa- 
ra hac^r  qiveiac^poas  o  mediciones ,  vías  da 


Digitized  by 


i 


3i2 


ttoinuiMiAdbn  y'f<r>rfnar  i<1ftil69  4^,  presas, 
acequias  y  demás  obras  coiitíücenlei  al'  é?^! 
laWeciml^Mrtó  dtt'i^'w^.'sfínidó  él  énpfdo  i!e 
c4S6rttft  dc4  Etffaídb  y  laa^difiUa  <}e  la;dei  In-' 

inen  pobiiicibne^  día(iin(e>9  mtti  nf^'aiélé  ki* 
IdmelrM^de^lUfiti  y  «siéti  e(Wn[lu«dla#,  cunti- 
da menos,  ét  100  oasas ,  '^úü  cMhiiáh  «e  ha* 
IUm^parddaa'(>or  H*  «ampo:  serán  dichas 
poblwóaes.auxifiaiiia^  p/ir  él  Gobierho  con 
iglesia  y  párr<vco  conro  lés  deihás  piiebl^s^ 
c«n  médico,  «írufano  í  visflerin^rto ,  'rhaesiro 
y  maeMrá  de  pnm^rn  «riaefranza,  pagados 
dorante  tO  afí«s  de     fóndi^s  del  Estado. 

Arl.  9."  Los  pariícnlare^  qoe»  hubief^n' 
8olicilado>ó  MorfcMaTene9Íabli'e**r  colonia»  en 
Kua  pfof)ieda<4es  eotr  atfrer^lO  ñ  la  .ley  de  21' 
do  noviembre'  ée  1$5S  |>odráti  of^tar  á  los 
b^neAeioa  deí>sia'i«»y.  Quedan  snbsírtenies 
las  exenciones  y  privilegios  concedidos  por 
Us  teyes  de  25  de  mayo  de  1845  y  la  de  24 
de  junio  de  1849  sobre  otros  cualesqdre/a 
otorgadorá  las  obras  de  riegos  ,  desecacfo- 
itf>s  y  pianlaciones  nuevíaineiite  ejecutadas; 
pi'fo  los  plazos  íjiie  se  determinen  no  po- 
drán acumularse  á  los  qoe  esta  ley  señala, 
sino  q^ue  so  éntenderán  ooinpretididos  en' 
ellos.  '  ' 

Arl.  10.  El  Gobierno  dictará  los  regla- 
mantos  necesarios  para  la  aplicación  de  la 
présenle  tey,  sin  que  por  estos  pueda  exce- 
der de  tres  meses  el  píazo  para  dar  por  re- 
sulla toda  concesión. 

Por  tanto:  Mandaifnos  etc.  Dado  en  Pala- 
cio á  II  de  julio  de  1866  —Yo  la  Reina.— 
El  Ministro  de  Fom^enl6,MánueldeOi'o\rio.» 
{Gac.  H  julio.) 

9<yr.  BBÓOMFZI]$rSA8  HII.rPABBS^ 
Iiey  de  17  dejuHo.deolarandoextensíTOBlos 
banefLcios  de  la  lay  de  7  df^ínliO'de  18^0, álos 
jefes  y  oficiales  de  la  escuadra  del  Pa9ÍfiQ0. 

(Marina.)  «Doña  Isabel  H ,  etc. ,  sabed: 
qao  fas  Córtes  han  decretado  y  Wos  sancio- 
nado lo  siguietite: 

Articulo  1.**  Sn  declaran  cOn  o|)cioA  á  los 
benefícioé  de  la  ley  de  7  de  julio  de  1860  so- 
iH-e  recompensas  á  los  miritare^i  iiiutiUzados 
y  familias  de  los  fallecidos  en-  la  campaña 
do  Africa:  - 

•I  A  los  jefes  y  oficiales  de  los  diferen- 
tes cuerpos  de  la  armada»  guardias  mt^rinas^ 
oficiales  de  mar  y  maestranza ,  dependien*-* 
tea  4e  máquinas  y  víveres»  é  individuos  de 
la-  marirntria  y  tropa  que'  forman  la  dota- 
ctoO  de  nuestra  (Escuadra  en  el  Pacifico,  ¡na- 
ttlrsado^  ^  que  en  tKldante  se  inutilizaren  á 
oont«r  desda  el  14  do  abril  de  1864  basta  el 


rA^TÉi-tUlSLÁTrYA.' 

día  en  que  nor  él'  Gobíernpí  ^  W.  te  de-' 
Iclar'e  (ificíafmenle  férmíríada  fá  ¿amJjáflaJ  ' 
A  los  huérfanos  y  viudas  de'lós'qoe' 
resultaren  fallecidos  durante  el  propio  '¿e-' 
tMo.  •  ^        V    'V  . 

S.**  '  A  las  madi'íí*',  tfíVtfaír'y  rtrfd^Pí»  pó-' 
bres  de  lo4  igualmente'  f(tlftf¿ítfo^'dtfi''Mo  d»**^ 
jaren  hijos  ni  víudai.      '  '      -'^  i  '- » 

Art.  2.**  El  Gol)ior(io  liarii  la  declárací4>n 
de  los  derechos  qijfi  por  esta  fe^  se  conce- 
dlí^n  á  los  jefes  ,  subalternos  f  suldados  de 
nuestra  escuadra  dt;l  Pacífico  , -cuidando  d-*^ 
asífííílar  las  cl^siír  é  hidívlduas  cñ  oHíi  círui*' 


t<.'tóiArf</s'las  düdas'OUilJjÉfdftrau^^^^^^ 
Id'iAWfptácion  y  aptlíí^^     ámb^s  ^eyes.' 

Por  lanto:  Mandá/íloíélrfrPalacro  á  Í7  d»; 
julio  de  1866  — Yo  iV  RMI— ^Ér  Minhtru 

^(>8.  TJS^AG.^rjet  de  18  de  iüH6«  dispo- 
nlendo  dónde  ó  oómo  háa<deaiüi£rirve  los  po- 
na* de  cadena  y  raclusion  IfemikOjraUa»  pre- 
si4ip  y  vigilancia  de  la  autoridad.  ^ 

(Orac.  y  Jüsr)  «Dofta  Isabel  If^^eté.,  m- 
bed:  que  las  Córtes  han  decrétalo  y  No^* 
sancionado  lo  sigefeOlét  ' 

Articulo  1.*  La't>^na  de  Cflídéna  tempo- 
ral se  sufrirá  en  ano  de  lotil  arsenales  de  Ma- 
rina ó  en  obras  de  foriifícafcfoo',  chnti'oos  y 
canales  dentro  de  la  Península  é  islas  adya- 
centes, y  en  cualquiera  de  loa  preskTios  de 
Africa  ó  en  Ultramar. 

Art.  2.®  La  reclusibri  lem[^oral  se  onrh- 
p!ir&  en  la  misma  forma  que  la  recloskH) 
perpetua ,  pero  dentro  de  la  Península,  de 
núesiras  posesiones  de  Africa,  islas  Ba^ea^ 
res  y  Canarias.  '  .     •  i  i 

Art.  3.^  -Las  pénas  de  (H'éSfdio  ee'  eom  • 
pfirán  en  los  establebimrentos destinados  f>a- 
ra  ello,  K)s  cuales  deberán' esier '«ituados: 
para  el  mayor,  dentro  de' la  Pt-nínsiila  é  is- 
las Baleares  ó  Ganarlas^  d  Wi  algúntl  d<5 
nuestras  posesiones  de  Africa;  para  el  m^* 
nor,  dentro  del  territorio  de  la  Audienci.-i 
que  lo  imponga;  y  para  el  correccional»  den- 
tro de  la  provincia  en.  que  tuviese  aa  do- 
micilio el  penado,  y  én  suMefedo -en  aque- 
lla en  que  hubiei-e  cometido  el  deííto. 

Ari.  4.®  Las  dispo^icrooes  contenidas  en 
los  \ré8  artículos  anteriorés  sólo  ^án  aK^li- 
c&bles'á  los  delitos  que  se  cometan  después 
de  la  publicación  de  esta- ley.  ' 

Art.  5.®  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  «•n- 
el  artículo  anterior,  f\  <}ob*ferno  de  S.  M. 
queda  ámpliamente' facultado  f  ara  rebajar 
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^\*(\etn(h  'd»?-  íá  cortdcnrA  a'  los  adUrtleíf  p»»-. 

nadbíí/sTmiVrV  '^ííe  eslos  se  conforméti  con ' 
trnsladailos  ú  los  presidios  de  Africá'lf' 
Ultramar  para  ^ozar  efe  aqiieün  rí'baja. 
,  Art.  (5'**    Los  sentenciados  que  por  eh^é-  ' 
lo'de  eslA  rey'surr.'*in  'su  coiifÍMia  en  los  pn*-' 
hidios  de  ATrica  ó  UfIrAinar,  obtfndráti  sus 
licencias  con  la  anlii-ipacion  noc-saria,  s-r- 
^unia^  distancias,  á  tin  de  <¡ih*  al  oxUngHiiV- 
Á  áilüéíli  S6  h^riéW  en  la  Península. 

T.*^  »*W^aíbdri^ Wíiriaf 'lili  Ira- 


ncnclliíl-^8  prith'^rnSHSntt  H  <!é  2  000  }  de  tO 
K>euDdQ9£on  el      l  GOO;      12  lereeros  cotr' 
RíWlífdtfTífí^  14  cuartos  con  oA  de  1.200, 
y^'iíe'lft  qnitilos  c«>n  el  dtí  l. 000  escudos, 
i    Asi  mis  ni  o  habrá  el  número  de  asptVántéií' 
¡y  subaflernos  qu'í  s**  considtMen  iridispen- 
Bables  para  PÍ  ni^jor  servicio. 
I    Arl.  2  "    KI  Ministro  de  Pomenlo  queda 
encargado  d»*  la  f'j'-eucion  del  p-esenle  di»-! 
crelo.  Dado  eií  Pnlacioa  1 8  de  julio  de  1866. 
;— Está  iiiitricaiio  de  la  real  mano. — El  Mi- 
,ni8lro  de  fonienlo,  Manuel  de  Orovio.»  (Ga^ 


f ración  la  subsistencia,  résJnrán  v 

eífií'd^  éaía  Ity  qnede  sujeio'á  fa  vigilaAtíH 
dehi  tttttDTÍÍai! ,  tendrá  oblígácron  de  da/' 
cuenta  préviamente  del  punto  en  que  de$ea 
fijar  su  domicitlo ,  oara  obtener  la  apioba- 
cioa  dé'fa  adtorídad  in  mediata  ni  en  encar- 

Sida.de  su  vígílaAciá;  j^ero  si  de  tas  díspo. 
áétíéB  ée'ifná'  se  ci'eyese  agráVi^do  ;  po- 
dri  acudid  ícn.qnejh  al  Gobemad;ór  de  la" 
proVíh'cfa,  y  dé  lia  re^otuéioh  de  este  af'Gu^ 
biérnóV  : 

Arl.  9.*  El  Gobierno,  queda  endar^ador' 
muf  partieührhien'le  de  qué  téspeclo  a  los 
qae  estdn  bajo  ta' vigira^cia  d^  la  aúloridád' 
se  cumplan,  no  sólo  las  d (suposiciones  esta- 
blecidas en  el  ffi*t.  42  del  Código  penal,  ai^' 
no  (odás  las  tjae  á  sü  consecuencia -se  ft}An 
en  la  rie^áf  órdeíi  expedida  en  28  dé  hovfém- 
brc  de  im        ^  ^ 

Art  10.  Qiiédan  derogadas' (odas  las  dls^' 
potletónes  vigéfités  én  cuantb  sé  opongan  ál 
ia  presenter  ley.  .  ' 

?ot  tai^to:  Mandamos  etcí  Pa1aci6  i  19 
dejdlibde  ^866:— Yo  la  fteiViá.^EI  Minik- 
iro  dé  Gracia  y  íu8licU,  Wenisó  Arralóla.» 
[Úac.  fO  júlió.) 

H.  J>.  de  18  de  Juho,  vetfoimundQ  la  planUt 
del  JflLiiiis(erio  de  Fomemtq. 

íí*0M,)  .«(J'onformándome  con  lo  propues- 
to por  c^ií  Ministro  de  Fomento, '  '  ^ 
Vengo  en  d^ecrei ar  lo  siguienior 
ArtículQ  t.*^'  Lá  plaiila  del.M''i»sl<^'''^ 
Fomeriro^'e  eompo^drá  ,j  ademas!  del  Alíiii^- 
iro,  de  Ires  D. rectores  genérates  tíori  éf  suef- 
do  de  5.000  escudos;  de  un  prde^iador  ge- 
neraí  4^  pagó$  coi)  el  de  4:00(X;  do  tres  oft-. 
cíales  primero»,  con  el  ée  d.500;  de  sais 
oficíalés  s^iirTdbs  éon  ePde  8.000;  dB  Séts 
oficiales  terceros  con  el  de  2  600;  de  tres  au- 
xiliares mayores  con  el  de  2.400 ;  de  ocho 


fsrae, 

«CMI 


Qu^  eu  lo  suoealvo  no  m  d^^iíiinicí'A 
|déá  i^é  rec¿Vñ*^2íiÍ^lí^  é^mulactóií^^ 
4e  ÍÍk  í'écTOíd^As  'pót  rtiár?r6í  bftní raidos  «i 

la  guerra  dn  Santo  Doinitigo.  (Gac.  21  ;uíio  i 

Sil.  OONTBlBUOIONBS.-a-  »,  dp  80 
dttJttV/Qi  diaponiando  Que  laa  .ci*<MiW  »«  pa- 
guen en  el  presente  fu^o  ^eóoiicoxiloo  en'  dos 
plMOs  Uruales  el  5  de  agpato  f  9  de  isioYtom- 
bre  óóH  det^oho  4  inlerés  pdft  laaotieij^- 
oioiiv.. 

.  '  (Uac.)  «Cortformándome  con  *o  propuesto 
<p^ú.r  éí  Míniltrd  Áe  Hacienda  ,  de  aenerdo  con 
el  pár^cerdel  Coiwejo  de  Ministros  , 
vengo  en  deareiáflo  siguiente: 
Artículo  1.*  Las  cuotas  de  ía$  coalribn. 
ciones  terriloriaf-é  inét»l«al  comprendidas 
reP8lUn)i€;«M08  i  «^^^fj^Hl?^  aproba- 
das para  ei  corriente  ano  ec'Ciíomrto,  Cdoftr 
'refalo  áJM  cupos  y  lar  i  fas  ^e  figuran  en  el 
.presopuesio  geiieral  del  Estado,  cuyo  cobro 
autoriza  la  ley  de  30  de  jnnítj  último ,  y  lo» 
recargos  sobre  esas  mismas  cuotas  qiic,  se- 
gún las  disposiciones  vigentes ,  deberían  sa- 
tisTacerse  en  cuatro  trimestres  aucesivos, 
iel  5'de  agostó  y  5  de  noviembre  de  1866  ,  y 
el  5  de  febrero  y  &  de  mayo  de  1867,  se  p«« 
garán  eu  dos  plazos  iguales  >  ó  sean  en  ca- 
da uno  el  importe  de  doe.  trimestres ,  di  5  de 
agosto  y  5  de  noviembre  próximos. 

Art.  2.*  Los  coniribuyenlos  tendrán  de- 
rocho,  poi^  la  ai^liclpacion  ai  Tesoro  de  huh 
cuotas  y  recargos  ¡dispuesta  en-  el"ar4áJui•^ 
anterior,  á  un  dí'sciiénto  dé  9  poir  100.  ni 
año,  el  mismo  iqwi  liéne  eslab*ecid6  e4  Ban«^ 
co  de  Espafia,  é  igual  al  líllerés'  máxiui-» 
que  abona  la  QnyA  de  Depósitos.  Ai  «recto  iri 
«los  recibos  del  segundo  trimestre  cW  aotuMi 
«flo  económico ,  que  se  expidan  piara-  el 
brb  en  5  ñé  agosto,  se  hárA  la  boniticaeioi» 
dé  2  y 250  milésimas  ptít  IDO.  y  on  los  -qn-i 
icohiprendan  á  una  sénto  el  tercero  y  co»r-. 
\o  Irrméslre ,  qüe  han  da  recaudafíeel  o  d« 
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100, 


cer  el  5  de  novi^yy^.  se  le  nacadla.. ffbi^ji,, 

Af  \*  A,^  Las  A^jrñínUi raciones  de  Í^Ací^^t. 
da  púbiica  y  Ia&  lesorqria-í  de  pro  vtn cía  ex- 
pedirán. Jos  correspoíi.dÍeiTles  cargareme?^  y 
caitas  de  pago  por  la  totalidad  de  los  cupos 
y  recargos  que  se  salisfai^aii ,  y  el  iníporte 
del  descueiiU»  ó  bonitioacioa  de  que  U'alan 
loa  anterior»:'^  arl ¡culos  se  furm'^l izará  pii 
ü(>ii(íeplo  de  i»  teres  es  de  la  deuda  ílolaiile 
,áe\  Tesoro. 
,-.A.rl*  5.°  No  serárt  reclamables  dfl  Teso- 
ro ,p¿Í)|ieo  los  recargos  para  giistos  de  inlo- 
ré%  fifimun  pjcpy  i  i^cia  i  es,  y  m  u  o  i  ci  p  a  l  es ,  g  ii  e 
hubiere  recaudado  aiiiicipadámeiite  en  vir- 
lüU  q[6e  drsfiorie>$l^)3ve£«iUe  deerrio, 
liu¿íí^M.l)pK'^e^4*íííM^  natura- 
les: 4frl«s  TiBspee0»(^^^^^#;$' ! 


eH, jas  eii^j^i^acjftfie^  ,de  láminas  t>  billetes.^ 
^  Con  e)  Ra  .JÍÁ,  %^§^  WJÍ^f>^  '.reíjuci.do^á  la, 
^  mitad ,  por„^  íüHWf^  M  Menip,o¡,en,^  re-, 
cogida,  el. V3f¿|:|e,|<i|tíí()l^^^^  mal^iali 

 ^^,§f^if^ff^  ii>P«iHX 

iJcnc;a,  '   ' 


gtslalura  dará  cuenta  á  laa 


Cdrfen  ée4aí 

rubricado  df"  la  r(^l  mana<nrT$Í;'J|$iAÍ^^ec^^ 
Hacienda,  :  Mfkou^  Gmi«^ 

212.  POSITOS  T  PROPIOS  — CirOTitor 
de  la  Dirección  de  Administraoipa  local  de 
7  da  junio  max'caado  el^pronm^.máxijaao  POr 
oí  reooiíido  de  créditos  del' ttapío  ír  ottas 
operaciones  ote.  . 

«A.  consec4iencia  de  lo  dispuesto  en  la  ór- 
deu  circular  de  esle  aentro  directi  vo  de  31 
de  eneró  de' 186^,  Uís  Ayuníainiénlos.que 
leiiiaü^Uje  r^CjO^er  de,  la  Oirecpiou  geueral 
dé  ká  J>eti4t]^Uf)a;«,|iíii;%iii96i,«^  ex- 
pedido* titjiftrtódftrv'j^m*  M^rpslísribles,  por 
eréjiliMkli0iiii»i,^<$^Ul49.  pr^ctce^enles  de  los 
caudfttea  ik  , propia»  4  p^JiilCíf ,  nombriiron 
sus  respectivos  apodeuados,  e^.  e8fa/Q^r/,í^^ 
levantando  al  efecto  un  acner-dó  en  ej  íibroi 
de  atilas  de  sesiones  con  la  expresión  y  de- 
laUea^qú&'Se  pidieron  por  dicha  circular. 
En  inuchoft  de  es  los  acuerdos  de  a  pode  ra - 
míenlo  se  han  asii^^nado  cuotas  íijas  uiimi- 
siiales  de  10  y  20  r&.  por  razón  de  gas^9  de. 
correo,  diligepciadp  y  papel,  además  de, 
otras,  retribuciones  ^as  a  menos  elevada»; 
P<m:  abotno  de  giros ,  por  rocapdacion  de  ¡n- 
lercge$.a  «eláiico  ,  y  ppr  comisión  de  yept^.' 


.     .  .   j  rwr^tptaclorv.d**^, 

capital  4«.  las  acciones  del  Bíiuci0,E6pajÍ9^4fí^ 
San, F*e ruando,  que  el  Gol)iiiríío  |e? ,e3^|J^9/r , 
pÍ9j .  ^0  r  dec re  l o  d e .  1  as  C i)  r  l  e  s  ij      i^ft^  i|C[f- 
viembre  de  1837  y  (>  por.  cual  esquí  ^.a^^^^ 


conceptos  de  relnl^gj^á 

ra!  lia  iesue(tp.',  qii^ 


jpecctofi^^- 
Sft  cinc«^,ff(i,, 


el  fíoictin  oficial  la  siguiente  instrucción  ó  la 
rifa  cojuo  niáximuu  do  los  derechos  qi^ís, 
pueden  sefiaiarse  á  los  apoderados  de  lo», 
A  y  un  la  mi  tMi  los. 

«Uor  asios  de  dil licencias  y  correos  una, 
retribución  que  no  exceda  del  l  por  100  del" 
valor  uointuat  de  la  lámin^  órliííleje,  íltte 
recoja  de  la.  Oirecpion  generajj^^j 
púbUca.»  ^  ^     -  .»;/H,fi¡yb.cMíJ«fit,r. 

aPor  ^a  cobranza  d^  ^^If^^^^íilfii^iíiníéí' 

l.por  100  de  re^n#FWI^?P  =  ¿i7  i'i^/.^.•^^- 
lyra^iPra 

[M-oduclo  liquido  en  venta  por  razón  d,^  c^'^ 

uiisif)n.))  ,      ¡ '    '  M    /     '  ' 

(tPor  el  giro  de  letras  ó  libranzas  del  Te^b-  ^ 
ro  el  medio  por, ciento  bajo  la  responsabilidad , 
áiú  rctnitenle  de  fondos  para  que  lleguen  á,, 
'su  desaino, C'üi  tuda  seguridad.)) 

Los  Ayunlauiieulos  que  lenij'-ari  apoderí\- 
,dos  con  asignitcioiies  mayores  á  las  qi^e 
ñaia      precedente  instrucción,  dispondrá-^ 
ílcMÍ'>  ¡\]-'í^i)  los  Alcaldes  que  íí|.í  redu^c^n, 
jpoiiiéndolo  en  conocimiento  de  los  iuUresá-. 
dos  para  su  ac('|)iacl<in  ;  cu  la  inlclig^encigL' 
(te  que  para  eJ      dt;,juiio  próximo.,  íio,^-" 
ráo  d^,«^Q¿>^.^^'l#f  Ji^^^  4^ 

das.  En  caso  fio^eSpfM«A|.^^^^ 
1  os  A  y  u  1 1  tanmenii^  t  «irlar  liue  vos  acú ér^* 
d(»sde4«padmr«ci<iiKro]|>i^fortii9Hdadea  «9- 
lableefrluft  pOPl«sMteii'Glruolar antes  ciladit: 
de  31  de  mero  d#^fW,  deíilro  dé^-  ltmil* 
do  estas  relribueionefl  9  leiüendo  {M^esoate 
la  libertad  de  ,j(¿¿ÍÍ4Í^'"(iÍiC^^^^     étl  wiSQ 

tiempo  y  mas,  c^p^tck,.,.  ,  

vas  corprn  aciohes  af  fánóv'á^se  bíenaliiií,  _ 
para  coutirmar  ó  iieyo¿a.resio'í  apoderarnlfei* 
los,))  {Bol.  of.  de  LoQrofiO  núm.  79.) 

  Mii,rrAitEíá.i-'' 

_  tilo;  táomo  dé'boháégto*  1^ 
db^tiixlentoÁ  haóejfaaKoa  pamsttUoiitocFi^eiiaio- 
^•Pi)04r:la<i|itnp»^  dp.^i^i(0  JjUoipúi^c^  «tq« 

I  ,  f«E,xcípoli;Sp^.:^El  Sr..,Mimsír^^^     la 'G  uerra 
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U  Reina  ( 


e  ía  instancia  pram^Kja}-, 
por  Manuel  Folgar  Arneai,  en  solicitua  ae 

pérr.haberr.tanKrlo**>]peftBÉ«ientoí'ai'' 
•jéndVX'ii&  la  lidiar  ile>'8afildoDDiiiio|orv  >vai 
hijt^  aaonoD^  soldaiio  idol-  éaMoii^kir^iitéHái 
éti  MkdcMt  j'iqgé.  lB^fÉalámeii:4Í«riqficiiqp  ééar 
doeumenlos  que  fallan  acotup^ihr^ib  flre^ 
tefisiM8crJBfB»8ar.ideo  meílMiys  flcttaeioáiés 
jMra^pMÍaM élaaaée  iFuérloMfUedi^t  Out»}! 
en(erada)SrjíMw  daseandQ^Rki9  mlcresadoa 
sean  a(eiadtdoÉh«sla¡a(jiittecftiei«f>oMblft  «n 
oafioa  9ettejqDte^>al)dfi  FalgarV>  q«er  puédaii, 
venir  en  lo  sucesivo,  y  teniendo  pMtenAé 

pf^eiúdO}<|im^9j(paesqdiarBiK6Mh^ 
t46te<«ineipde>  OKÍil0ticilar.  de  rioii  vjtf  uÓÉ^ne  t 
«nran^ttnilaviéjéficilaji  deiVltra«ifir,f  loareErr. 
*«aiide..iile[diQft}par4^;adtQkliHais*,  4icuéao  di^  ' 
cectanienla  á;4a  0«ÍA'g^itoii&i!ide  üitramar'd 
MaCom^ndaatáaioetiUlitid^  bjvadecá^^se^  liá. 
dff^aéo  dÍ9poní€tr.  icofi  lo'iiftfpcraadoDpDC,  eli 
Tri(iuBaf>6ii»pr«nKtdjd  GtlHitr^  f  Mdrüna^.  efi 
aedrdUida  da:    :  dtff  alay <^ >  ¡impiim»  p^iA9i^% 
queiftá  iaiiiitya8»4/e>'.i«Nlí¥Ái^Q9^do«  Uiá^a  que 
hiiy^n  f|iü6RlOiÁ  eoii^aeuefi6ia  :da  la.ífcierrft, 
de  Sanio  Ba«>ing<^  M]9cetíteata^^KÍaov^: 
mentó,  co'mo  ef  ja  p^Hllda  (de  <deliiQai^  yj 
fliiacian'  qde  «o  puedan  reclam^i?.  (Mf 
aeadaa^4a,i^eilida  G^a'ídeSJHnVin^r  eatarTÍ  ,' 
bJosida  efi'f9l*ifiór4í,  4uya:  depeadtíhpeift'^i' 
relf«etonl|iúqQenÑ  ^  ^fMe<miflA4ri^^^<^^- 

«tMte»  á  ie^i^api^^nofl  g^pocate^.id^.iy'jiel^^ 
deCob^ty  .P4>erlor<UcQ^  qMwnp8|)Qdrwtida«! 
iaa órdfen0s>n»at  oport^Mia^vip^r^.qM^.  ^fki-^l 
iRas«l»r«¥e  pla2p,p^$ilt>t^i^'ilii(ii$(9g»9(]dielM^^ 
re^iaiMci^ne^i  y  |Wr*.q«%  lo«  jefofti  d^  «í^- 
iuda4  miUluc  de  las.i^las^  de  m)  j^sfüecUvo 
mao^o*  éavtiea  desd#  Inego  al  Pii^el^r-ger 
neral  del  tni9pnp  qiwpo.:dfílneifrwla''d©  I»' 
Peninsula,  relaciones  nominales  de  losgefes, 
oficíalo»  j  (ropa^inuer^iáí  reii^^adÍB;la 
luencionacl^  .üaiii(^iía  de  Sanio  Oojjiiiigo 
expresando  ^^íon  ^ía^ndad  el  cuerpo"  .a|  quq 
perle'fiedan.  líi  fech^  del  fálleci míenlo,  y 
la  ertferiíV^edfátt  que  lo  pro|(Ibjb  ,  \)(ir- cu^o ' 
medi^v  ^'fáeHríand<yde#puéii  ^és[ieclivftmeri^ 
le  la  Caja  g^eneral  de  üllrarnar,  y  la  pircc- 
tion  g^en^ml idé  Síi^da^ mUilar/ á'  Ia9<rami- 
lias  áp  ios  causan!^  p  personas  que  los  ,r^- 
preéetilén'  JA^  ^luas  dd/fi  érenle^  !Hiai¿iéin<^s, 
ó  cfititñ^cMies  quéipidnnl,  qu«dit#l$in^al»fiJ 

\ñetktoá  níft.ity'.ÍHf9éiki9^r4e  Si«iM-  9«pifM|ailRfj 
m  la,fiiljk*ft'Wf¥«*m^  é^dgPliW^j 


ladD>  E¿  'pa]»«Qi'fSQn«é«m'ffnvfr6iy  e^c<( 
la8(i^«9Utdnlieaia.(tfa<é  pf^deiSoxi^üyj  U 

■  j     •  ■•)['  't  -'tt'!  k.'íi".  :  ,<       M  .;l  ','1'  '•<»»!i  M/>.íi' 

•  ,j  •  r '(■;  ?rAr.  i,oií«n!!'.j  .    •»!■»'(;,  íir.i  '» 

'  .Bl£)Eeni«;:Síf.<Miiii8lrold&l«,6obenia«faii/ 
ícon  ^febliii  ¡S  délítadtfal'  mai  dice  qujé> 

!aDp(00t)   o!    r'..i..    Ir.M    'A1  .?oJf'-".': 

'  «Rfi  TtstArie;}  <f9tapéAiéqC8i'fin0imyvií^O(f>oy 
Baslaff  Balélj^i  lAenza!^^ ree"i>! 

■  plazo  de  1865  por  el  cupo  de  Zarza  deiAra^ 
nadilla  en  queja  dsl  faiU  por  el  que  el  Con- 
sejo provincial  de  G^cere^  declaró  excluido 
del  8ervic¡Q.lUtUai/  !á%lígliiá'.BKwhez  Gar- 
'cía,  quinto  del  mismo  reemplazo  por  el  cu- 
po de  Segura :  conside/'ando  que  á  pesar  de 
;iWnWW3á'9(fij5éfftf^^^ 

¡pittlr^i i«'f^<jiahi6  i«l%^^^^^^ 

'arreglo  al  arl.  136  de  la'fey  ae*  reem'piSáfds. 

¡iiOjudabjé  l^.oeilezjai'  d^.fsle  exlreix^oj  jfj^  • 
,t\ii  (Je  eyíiar  í/i  fepéiícibn,  de  oasps  íe Jcúa^ 
uMuValeZa,  la  ftteina  (Q.»  rt.  G.ttia  lenllo  (C 
bien  mandar:  que  cuando  se  proirWi'ératí^tí* 
los  Gobiqrjips  d^  provInciíLlas  reclamaciones 
deque  Iríítíí'el  ÉPrtfelífo'ciliíSoi  Se'e^pWá  siem- 
pre de  oí)cio,  y  se  ^nfregus  en  el  acto  al  rc- 
clárnáiíé-;  ííírí^iandd  ii<o*lC)  prda,  unfcer^i- 
fnftidé^d^'  é'XfUiesé  ik  r^cHn  objétd  d^ 
su  trpélatbaoion  «  ^stíaontío  atoaoitihce  y  .-ve* 
■c\uúí\^(íi}x\  í{^y'-  iu  promueva ;  sin  perjüicit» 
'de  cu^nplirsL^.  iiiiu-?iii.'iUiiiij"íHie  lo  íiiüpae^l'». 
,eq  , 

■Mi 

rtúrrt/TO.r 

r      .      '  ;  ■    ¡  'M-  i;  •  / 
215.  Í^ÜHíTAS.— B.  O.  cte^aid©  jupio, 
reáncarfeíitidó  á  loS  Consejos '  y  Ayuntitíiiién- 
toft  qiiié  fildeltí^iir'Koii  fiutUlcatliroB.  eiüán  f  os 

«fil  fikémV.  Sr.  Min?^lrb  de*  ll%'Gb1«rna- 
cloii ,  ^otv  fecha  21  del  acílU»!  «a*  d¿ée  ioi^U. 
gui^dntea  •!  '  '  /  '  :  -  ^ .  l 
;  el J\i(inistec¡o.:de  Marina  se.  matyM^í^ 
eslftde;la,Gi^beruaííion,en,      de  m^yo  \\\^^ 


íTÍWívé  á'p{íreóií*''ipfó¿tdeV'(j[iífe  i^decm 'dil- 
,c(M/nf(ícb¡ohi;tío>»Gl«»<t(^<^^^»^  ittcdaiwidoi 
IpalMi^ixttlreéah  eii!fáaj^>  siÍMPrdesdfl  qmreariii 
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váUdamenlé  coustitimtii  tl¿b^A  ciirtipfír'.. 
se  for  aquel  i  fígnifltos  i^üe  in  éílas  ¿e 
oblyAroJi*  '.    ,        . '  ' 

S<iil6Bci«.  de  $Ó  4lf  .^kriÍ4«  1866,  '  /  '  v 

Pleito  seguido  ejn,  el, íuzgadQ  (ie  jilja* 
fraoca  de  Paoádés.y  Audieocía  dé  Baroe^; 
Jooa  por  Dw  ioié  Rtaveatós  con  fiw  Fran^ 
cisco  Gual»  sobre  pago  de  maravedises. 
Citados  á  «esi(>ú  del  Avtint;>niieDto  úé 
TorreilaselBOde  jü'nipd'e  18GI  el  Alcal- 
de  del  año  abteríor  Gúal  v  el  depositanci: 
Corlég,  $e  les  recjam.ó  la  entrega  de 
15,4iü  rs.  26  cénlí,",  oqr^io  CKWtói?OAWii^e 
en  sus  cueotas  aparecía  al  (la  de|  ifarCwta, 
y  no  habiao  entresado:  ambos  coDTÍQie- 
rdn  eii  pagar  In  phrtc  qne  á  cada  Ttírío.. 
correspondiera  firinaiiilo  ea  prueba  de  ello 
el  acta  con  los  Concefalips,  si  Wím^CMrlés 
consignó  VJe  do  -^Cf  f/eiar  r«$pao3aWe. 
Medio  año  despuiss  el  Gotefnadioc  der  la 
provincia  mandó  al  Alcalde  D.  José  Ra- 
vetrtós  qae' Frtgf esará  ©o  la«  arcos  muni- 
cipales los  13.4!0  rs.  de'^He  íreteblá  Ivc-- 
cho  cargo  cómo  recibidos  de  Cbrtes'^  sin 
perjiiicio  de  su  sección  perWp'arpohlrá 
GuaJ,  y  como  esl^  solo  hubiese  4«lJíefiá,d'x)j 
4,264  ra,,  96  céotf.^  JOa v.ém6s  al)9i^ 
de  ealos  le.  demandó  piM'  el  iolaL  La  Aai* 
diencia  revoca«do  el  &llo  def  imigmio^ 
condenó  á  llagar  á  CMbK  qiiieQ  'jiiierposo' 
recurso  de  Casación  citandó  cómo  infrin- 
gidas las  leyes  que  Aas  abajo  se  expre- 


saa 

de 

rfebtitsij' 


3i6  FARtCXRISlííUTiri. 

ba  servido  mai»dart  qus^^Kdte     S/  él  oeílo 
del  ConMjo  deWsfpi'A^nela  V-de^l^ft'AyiuBi^) 
tamienlos  de  la  misma ,  para  que  af  designar 
lov  proTe^f és '  44'  rtiMíctr^^,        tM yatv^de 
próciediBÍ'  áf  TctsbitfíoHntelllb'  dfr'iós  .^rafttoi;»^ 
«lijan  los  de  reputación  mas  intachaole, 
vigil^n.non  éápécibliciHdaOb.piiir»ievUíirl&)- 
do'géttérojdft  abosoa  yJ&»uiEléB  l^n  dichos  rr-' 
conocimientos.  De  real  orden  lo  di|pO( 
Vri.Sc.f)tairvwcuflilpil*Hc;nl«  y  Ueititi  («Jbe- 
to»  eor^ñpdwii^te»:u        of:  dé.  JAirrM*' 


1/7*  él(/IVibünaliSiprsma  «o'^eQlentiW 
fi»    sítitíP  (í^érw  htá^t  ítígar  al 

¡jjjjig^jM  MI  r  r.'.'f!' r.¡  :,b  ^  xJ  .(1  «Jirr- ■;!>.; 
•-l  ov  tiM  .:*;*^.n' A  'lí.'jj'i' i  i'ii'i'r.í^.  ■  •  O 
'  iK(¡V)iuiidérÉhd»  ,qil«ea  pHMrpí«iftncMiiBia««! 
stedaidercobd^'^eiCiNfidoioclMsIailil  ero< 
leacia  de  inuÜobHfétioii  viilü!aiheiflei«ons<« 
liüiida  %  dielK)  Atirár^ ti  < ifébiof-  (;mnwáéf\o\ 
vtió  <{«é)prskcr'dieiliEi>dty>'1.9pfitY  U^p(Mi/10> 
=de'il|i.'Noiy;.iSaeppo:;r,  rr>]lí:l  •  u[f  '(-*it'  n  *  <  i) 
^'OoDséderqpdai^  eit»la»a«finia»«it».eo*.' 
'n»D>;AJcialda!>tHnli6^9l  'ilemáiHkid«í>9qso1ló, 
coiilra#>lm  a<i^qaviqpe^e*cdA)p!íoitielH)iá> 
satisfacer (fMindb'dlifiobcMiaidor «MI  á^^im 
proirkict a'  áf ^  oirá ?,  aóloifidac^  Éúpfñm  \^ 
'cfllmiaaer  /  .(^v  ?--..'»' o   1  »  - 

,  h  €onsidíeiáa4o  qoé  eánf^müko-  M .  flotef mi^t' 
dor»  <apr€fbiidaBÍi»cpen(aar  i^re^nrd  aé 
maodanté^  '<briio'  Aiieatdi»  Bocésor»  dél  de!* 
mandadp,  tqiie  dedlro  de'on  |drlnllw<pertB-' 
t  orlo  tjiéei  ese  .ei.  rete  ríid»  4^aq<x  •élr' lasárcn  • 
de  la.mu<)ib'rpalidiid';';ci(i|icP  aiíf  lo  veríficóy 
M  perjuicio  de  e}ér6ilár'  {a'^teidns^ersOiuii' 
reapeeto  de  8Uí|iavUobrar>r^legrd«oéli«  el> 
demandado,  qu«:MM^  hiio^  eíee^rreegiitá' 
la  ¿%Hg^cfoii  q«e,él'|ii'ramíio:báVia'b^ 

■QoniM^raitdvMCjfiMr  la  Sa!Nt''8en(lefA:M<Mrfi 
no  estinvd  M^tieiente  ki ^ueaa  <dada  poresi 
tevsirt  qtoe  coivlra  suapr^pUoionf  ihitff  aOpuet-: 
t«  ley  ni"  dmitrina  algunaí  legal:  < 

Y  eoaslderairdo  qué  los  arta.  107  7  109 
de  fa'ldy'd'e  S^oenero  de  164S^ ^q nene' re- 
fieren á' la  rendición  de.  tstientá^  fior  el  Al- 
calde al  Ajanla mienió;  y  bntrega  de  s«  innr«- 
pottie .  y  las  leyes  •28' y  a?,  Ifl.  14  Parli»- 
da  5»*/  retatiras  á  qu»  «I  que  p%a  Ict  qw© 
no  ¡débe'^  á  quien  no  'd^e  sea  >com{lMar*- ' 
merrte  reintegrada;'  ní  favorewh  "al  rectif-^ 
rengle,' til «on  «pfica^l^s  al'^asO'én  ctteai>ion', 
en  que  no  sa  IHiga^oon  la'  Adnii>nHINi«iioi«, 
qüfe  esU-yn  l^irfleg^rada,  l<ii1o5élrtt^  pfírhéU j 
lafiEtfi;  y'qti<e  |)6v  lotvirsrfio  nb  éé'tlátv  Vnfiin^ 
gido  pof  la  Sala  jik§fatíofaí)y(<^flev7  iHa^.)' 

FIDEIOOMII3O0.  Na'  pueden  con- 
sidérarse  perpétuoÉ,  y  $1  t&mporálts,  tos 
qí^e  Ú  Imitan  4  ' ^¿termiúaaas  áenera- 
cíojió$,^  mas  fino  sq  impm^^rokibicioñ 

]  ^  .  íe¿i»W,¿'áÍ  *  aMI>iat4866-.';4'. 

,  ^  Pfleii^.  s^^uácip, ,fta  el  ,íiía¿^  íí¿ .  yén ^ 
cMl  V  Aiidiefl|3ia  ,de^iBar|BekMM  |Hir  -d^i 
Pedro  yidatam  Du  lbiiaa'fitBroaiá^6ohr»> 
«ni^egaf  ide  iínái  Moim  iqiirisvae  liabim 
mrfidb  á  ei.<ree  c4'|)4íili(;ii  stjfb.is*a  por  f  I 
padrié  de  Yiüai  (iára  cutdpirt  coa  suMm* 
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porte  noftr  ^cvlaríft  .qAte  le  coQiieoaMi. 

deai»Ddae(e>QÍerUqaA^idftlite  te  4torres^ 
poodia  1^  6uple(t^Q(^  iit.  legtijma  ^ue 
atetoxabíi  ea  loa  bifQe^/de  m  padres, 
aiMiaWm.  del  demaf 4aiiif  .1  Etée  ptetendió* 
que  ae  ie  d^iiolvjeaea  <6iios  «bianas^  des* 
Iia8ejfeo<i«al.cip/i|^d(y  Smofnáwpon)ad 
sus  abuelos  en  sus  respectivos  le^tamen•; 
tos  habían  establecido  el  órdea  de  prefe- 
reirm  en  qde  habían  dii  suredértes  sus 
hijos  y  fos  hijos  de  kUp^.  El  Juzgndbab: 
somó*á  Sañroraá  íde  la  demand'a  ^ó¡^, 
scolcacia  que  la  Audiencia  cooíirmó  con' 
costas,  y  Vidal  c¡l¿  corupi  lufringida  ctv 
su  concepto  uoa  dpcuina  que  decía  ad^iK 
tida  por  los  Uibuaales  deCHitaluña  y  que 
eB4iBCÍ6  eoa  faguedaü^  aHoterpofter  re- 
corso  de  casacios  que  ei  Tríf^Dal  Supre- 
mo por  aenienc^a  de  Si  'de  abH|  declaró 
no  haber  lugar: 

«Considerando  que  aun  en'  el  supti«á(o  de 
qae  la  doctrina  que,  va^a  ¿  indelerminada- 
meóle  ae  ha  eonsíg'nado  cómo  infringida  aj 
interponer  este  recurso',  hubiera  sido  admi- 
fida  como  jurisprudencia  por  los  tribunales 
de  Cataluña,  lo  seria  tan  solo  para  los  ñ* 
deieoniisos  perpéCuoé  y  tíbn  prohibición  de 
enajenar  y  nunca  para  tosí  temporales,  cua- 
tes son  loa  de  qae  se  trata: 

Considerando  qae  es  tnisuestionabte  per- 
lenecea  á  esta  áltima  cla.4«  los  qae  ios  cón* 
yagas  Cosme  y  Mariania 'Vidal  establecieron 
eo  sos  respectivos  testamentos,  tanto  por 
haberlos  Itiñitsdo  ekpresamehte  á  k»  hijos 
de  sos  hijos,  ó  aea  sus  nietos ,  cotno  por»  ik> 
haberíos  impoeslo  t^hibieion  alguna  de 
easjeoar  los  bienes  en  que  oonsíslian,  ni  ob- 
tenido la  prévia  real  licencia  que  en  caso  de 
perpeloidad  hubieran  neoesilado  para  su  va** 
Udea,  eonfonns  á  Io.dispuos€o  en  ia  ley  12, 
til.  17,  Hb.  lOdftlaJHstf.  Eecop.; 

Y  considerando,  por  la  expuesto,  que  la 
Saia  primera  de  la  Reat  Audiencia  de  Barr* 
eeioiia«  al  absolver  de  ta  demanda  á  Ma^ 
lías  Sasromá,  no  ha  inrrii^gjdo  la  doctrina 
legal  citada  en  el  recíurso^ii^  {Gao,  1  mayo.) 

^ÉaSJBñ  FABAFSHNALSS.  Aun- 
que la  propiedad  de  estgs,  no  ^  If  osfiera 
al  marido,  los  ¡liitqi  i}  rentas  de  ellos 
como  los  de  los  demás  bienes  son  parq, 
oUnderáias  cargas  del  matrimonio ,  y 
por  eomiguiente  ai  caso  que  proceda  ta 


restitudén  de  dqWíUoi  ffienet  ncf  le  pueden 

:        holMcíi  di  S  k  abril  de  1886; 

I ;  tjeíiía,qe¿í|¡(ío  '?p/|i|¿  Jqzgí^dó  deiftar^^' 
¡reloha  V  síi  Audiencia  territoriaJ  por.  de*^ 
-ñu  Josfiia  Boaet  con  Db^Juao  Cl«yiUar.t  so- 

ilM-e  (leVolucion  de  ciert.i  eanlidaíi  qttfe  e^te 
¡ooinrttsó  en  escritura  pública  haber  recibí - 
5dodc  ?u  esposa  á  quien  habían  sido  sa- 
¡lisfcchasen  pajro  de  sus  legítimas  paterna 
yln^atejoa,  obli/íándose  •  á  devolverlas 
cuái^iqlsalas  pidiese  con  aviso  anticipa- 
do seis  mjes^.  Disgustos  domésticos  gra* 
ves  produjeron  la  separación  autorizada 
de  estos  cónyuges  quedando  el  hije  can  el 
padre  v  las  bijas  con  la  madre'^ue  reá^ 
mó  la  devolúelee  de^lsteSSItmii'ttfarloi 
rnlcreses ,  ídlhd^  fb  íeéyííféTÍ8  «tidl«<<flf 
révocando  cl  Tallo  de  primera  insíánciiJ 
Clavillart  creyendo  infringidas  las  leyes: 
Decretales  caju'tulo  10  y  lo  Oe  res,  espo- 
Uat.,  10  Digeslo  Derílu\  4  /  y  7/  títu- 
lo Partid^  4.*;  Código  I>e  pactti 
Miventii,  y  17,  lít.  «  de  la  Partida  4/; 
V  la  doctrina  cü^abtüéida  én  los  fallos  de 
29  de  enero  y  29  de  dicíehibnd  de  1862: 
ijiiefpyse  reetH^  dé  Ga3acioi  «.al  .que  de- 
claró e]  Tribunal  Supremo  en  parte  oa 
haber  lugsir  y  eo  p^te  si,  eo  ios  térn^ioqs. 
siguientes;      ^  , 

«Gonsidarando  qdeet  doctrina  Isgfsl  admi^ 
lida  como  jurisprudencia  por  los  tribu ruaies^ 
qi^a  si  Inen  según  la.  ley  47 .  tít  U,  Parii- 
qa  4/ ,  i  la  ln^¡er.  pagada  pe^rtenece  el  se- 
ñorío de  los  bienes  parafernales,  cuándo  no 
lo  hubiese  trasferido  expresamenle  al  maí-i- 
do;  los  frutos  o  rentas  ae  dichos  bienes,  co- 
mo los  que  produzcan  todos  los  demás  quf' 
los  cónyu|»ea  poseyeren ,  son,  durante  el 
o)Mri(Qonio ,  para  atender, á  sus  cargas: 

Considerando  qué  ia  cantidad  que  recla- 
ma la  demandante  tiene  lá  condición  d<^ 
bienes  piárarernales ,  puesto  que  se  hizo  la 
entrega  al  marido  por  un  tiempo  détermi- 
nado ,  y  sin  ánimo  por  lo  tanto  de  trasrerrr  • 
re  el  sefior'ro  ;  y  aue  siendo  cónsec^efieia  di* 
la. condición  de  dichos  bienes. la  o|)ligacion 
psr  part^  del  rparido  .  de  1  devolver  los  á  su 
ii(^j(3r  en  virl^d  dq^M.r^afoMoo  r  00  lo  e< 
del  mismo  nijo^o  .Iatdj9  las  rentas  ó  frutofi 
dur^níé  el  mstirinionio ,  que  se  estima  sub- 
sisterité  para  lodos  los  éféclos  civiles  ,  ftiien- 
itu  no  haya  sentedefa  firnré  q^e  autorice  la 
separación:  ' 
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que  fá  flrenlencia  de  la  Sajl^¿^  U  pafl^tflfijd'. 
condena  al  demandado  al  abono  dn  intereses 
de  la  cantidét)  neclateada",  .haiinñMKgido  la 
)c\rina  fupdadaicn  la  lev  t7  .  tíu  U  ,  Bar- 
da 4>¡  *qne  Ha  B\iA  iflvcfctitfa  Sésle'pfp- 
Wld  eh  er  r^cüráb:  '    'J"  1!'/  "  ^ 


(Ida 

pó^ild  eh  er  r^eürá^. 
¥i«ofMid«randó:  Pií^fiksíikñ  eikpi' 

KWÍ9H»e  rüu,  y  1.*  y  7.*,lW<í^«.fli  Barlida' 
4¿a^i^vpc$n  en  el  6upu^^w49>li:nfli;  el  ca 


^uw,^...w  «^.•t,««,^..^.«,y  29 

<ic  dicietftbi*'  afe,  f8é2  i"  nb^;^irf  k^ífícaBrey  kl 
présenle  caso,  por  rerenr-;e  á  |MiiUtís  njeiiós' 
ni  diseiilidíí  en  fslp  |>Iímio; 

■  Fallamos  qu*^  flebomos  dfclarar  y  decía*: 
ratuos  no  haber  lusí^nr  al  rocui«o  dt»  ca^n-j 
viüii  iíiterpuesto  por  í).  Juati  Clavillarl.eii! 
cuanlo  por  la  sentenciase  le  condena  á-U; 
ftUrega  de  la  caniidad  rcclaniada;  y  d'^cla:.' 
ramos  hábef  lug-ár  á  dicho  reedrso  en  el  «'X- 
trórao  en  qiid  se  le  condena  ií^ualinenle  at 
nboifto  de  [ok  ínret-esvsdr  aquella  ,  á  razón 
©•jtórtffO  desdecía  conleslacioii  a  la  deman- 
da, en  cáya  pár(é  casanfo¿  yianufámds  \H 
«eulencí»  qüjefjén^  (|elal»itl  .def  dicip  la 
Sa!a.8fjg:uivda.de.|a  re^i  A.MdL^^oia,d^9ar-r 
ceiona.v  (G/jc*,  Ji(^  niay^o  ),     ,      ,  / 

YtTGAlj.  Los  f^^Uths  y  renfas  (le  los 
que  la  mujer  apoYtd  ül  m'alrímoúia.  sdti 
para  alender  á  sus  cargas  y  netesidddes, 
y  debe  reputarfe.4iímo  tal  éi  sosauimieu- 
lo  en  juióie  de  un  éertcha;  de  mauef^a 
que  debé  akndérsd.á  áqüéllxís  para  olor- 
ga*  ii  nú  el  béhefiáúf  He  litigar  ppr  po- 
bre. '    ';'  ' '    ^  7' n,'. '  ' , '  '   .■'    ,  " 

Sentcncii  de  33  tic  árbril  ífe'  186Ó."  ' 

Pleito  spgiiido  en  el  Tribunal -.de  Go'- 
niercio  dftB^íí'Ci.íorta' Vsu  Audiencií^  imUo- 
nal  cobt>a  D.  Palito  Sun  Sülva'ddr  á 
(|iiien  aqnef  iribiiñar  había  adiDiiilJo^  1^ 
defensa. por  jfiobré  eq  autos  con  O*  , Au- 
gusto Jkáós  y  oíros,  y  qfic  segivo  aUr-i 
MiacioQ  de  estos  hahia  veeido  a.  mj&jor 
lorLuoa  por  lo  apórtado  en  iiiatrimonMl 
por  s«  ee|)osa'y  pof  íi*hier «percibido  4.000 
dnfds  de't^  Hfjuidacíbtí  de  üoa  ¿ocjed4d>. 
No  nié^  Di  Pablo  estos  ,  y  qlrtfs  liecliós 
que  ademas  ib  hície.ro¿'¿bBsljájr  en  eí  liár*- 
mino  jde  .prueba^,  pi^ro.  ^xcepcioi)^)a  que 
todo  era  de  la  mujer*,  y  él  tan  pcjljcerCi^* 


mo  mies;  Ei  Trfitainafl  de  Comfckf 
áH.  Pablo  ide  lá'défófisa'VÓr  pobre  cott- 
denándole  at  réMlégVO  del  papél  y  ptgo 
d»  ^epechbf  i  curiáis^.  La  Audiétfcia  coo- 
ñmó  este  falloJ  yDrfáblis',  dtandb  comcf' 
inFringídap  ebüiu.  eoH^j^o  variaá  leyes  lo-* 
t^H-puso  recurso  tie  K^saeion,  al  que  el 
Triinioal  iSiiprétno  ^  ^deelaró  hSiber 
lugar:    >"  r "  ' 


«^Considerando  ctnf  es  NporfoiiftJii-iftT*- 


ódticen  tas  partes  anté'  ío's  jusigadoHÉ  deben 
valer  y  ser  crei(hs,  ó  por  cuáiés  noW,  ponjne 
en  este  pleSm  no  se  lia  cuestionado  aceteti' 
de  lo  paetadoi  y  convenido  en  la  pscrilwr% 
de  captlolfreione^  matrimoniales  do  29  de 
enero.4^  485(9,  i>i  deseonacidj  su  validefy 
eficacia  por  la  ejectjtoria  contra  la  que  se  ha 
¡nlerpucslo  esle  recurso:  i 

Considerando  que  losTrulos  y  rentas  de  los 
bienes  que  la  mujer  aporla  al  xna:lrimop¡o 
soH  durante  él  para  atender  A  sus  carcas  y 
necesidades,,  y  que  el  sosteaimienlo  enjuicio 
de  un  derecho  debe  reputarse  como  tal  por 
el  interés  que  de  ello, repoi:lan  ambos  cón- 
yuges: .  i'     ,  . 

Considerando,  q^e  el  ¡recurrente,  como 
adnúni.<ilrador  legal  de  U>$  bienes  de  üu  mu- 
jer, está  obliprado  á  su^agar  las  obligacio- 
nes de. la  8oci,edf^d.coivyiigal  con  las  reñías  y 
producios  d«  todos  los  bienes  de  la  misnia« 
sin.que.oi^^le  qu^,e9t.os  sean  del  caudal  do 
aquella:  •  •  .  > 

Considerando  que  si  bien  el  art.  179  de 
U  ley 'da  fiiquiciamiento  civil  .ordena  que 
lA  -jiMitcia  Reí  administra  graloitaroente  á  loo 
pohnes,  es  üeoesario  para  disfrutar  de  eolebe- 
nHioío  que  el  que  lo  solicite  justifique  reu- 
He  iiafrctreonsiancia»  que  la  misma  exig«,  lo 
c^aU  según  lo  ha  estimado  la  Sala  senteo- 
ciadora,  no  ha  verilieado  el  recurren  lo: 
^  Coasiderando  qoeefl  ar!.  200  de  dicha  ley 
ffoío»  tiene  aplicación  cuando  el  «declarado 
poHre  viniere  á  ntejor  forluna  dentro  d« 
Iresf  ikños  tJespues  de  fenecido  el  pleito,  y  no 
k  este  caso,  porq.tte  ei  recurrente-  solicita  la 
defensa  por  pobre  para  litigar:  * 

Csnsiderando^  por  4q  tarrlo,  que  no  han 
^ido  infringidas  U^s, leyes  1.*,  7.*,  It  y  25, 
til.  11,  Partida  ^4  ^  relativas  á  explicar  qu¿ 
cosa  es  dóle^  de  qué  manera  se  puede  dar  y 
qué  tiebe  de  ésta)-  en  poder  del  marido,  ni 
l^n^co  la  IC*,  Código  De  pactis.n  (Üuctta 
13  itUnjoJ^  ^. 
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recurso  coiiira  wia  sentificifk  éefknii'm 
m  eljuicio  4a  pf^opiédad,  ito  Imta  akgar 
ifufim.lá  apreáacim  dt  iás  fyraébas  se 
ha  faUttdo  i  la  sana  trüica,  sino  qtce  it 
te  fijar  d6  un  niúdo  concreto  (a  i?»- 
fraccfon  de  ley:  ni  la  mal(i  afn-eclacion 
en  concepto  de  litigante  de  las  dcplajiar 
cifHie^  de  algunos  ibsti§os^  eonsCüuye,pór 
si  íola  la  e^radé  üpreetacm  de  las  prué- 
tas  dé  un  pleito,  cuando  et^  áte  ha  hécho 
uso  aSemús,  de  ta  doóñm¿ntal  y  olra¿', '  * 

Pleito  sagoido  en  er  J>azgadó  deí  Bel- 
cbile  y  Audiencia  de  Zarágm  porD.  Pe^ 
dro  Cátalao  con  el*  Conde  de  Ftieoted  y  ta 
Coodesa  viuda  deP mismo  titülo«  sobré 
aprt)vechamienlo  de  léSás  y  dé 
áertas  tincas  qué  eí^priqierq  adquiner^ 
por  donación  de  su  ínadré  eü  lós  moalé$ 
de  íuendelodos.  ,     .  ^  .,        ^  ^  <¿  ' 

Como  amojonase  Catáian'  éstas^  fincad 
para  que  nadie  pudiera  enlrár'  en  eit^s, 
los  Condes  obia^ieróh  pór  iflieríicioi'el 
am^pafo  de  posesión  íípovadóá  eá  una  éje- 

lorjii  qfti^  en  i8íE!e;¿B<?*ar*iapc  seipfio 
icrnt^xial  el  que  ^n  los^moote^.y  deh^^a^ 
y*  el  terriiorio  lodo  de'Púend'étodos  en 
▼rrtad  de  donaciones  del  liemj)6  de  don 
Pedro  !V  de  Al-a;^bn:  MástlataTán  aéudió 
ea  seiniiüa  a]  juicio  de  propiedad  «para  qué 
se  declarare  á  <sd  favor  elt  pleno,  doiuibíct 
de  aquellas  fioca^ ,  en  fpa^  recoi^pcie^ 
ron  durante  e|  litigio  los  dcn^aníjadosi  que 
tenia  los  derechos  'de  roturador,  v  cnlli- 
radorpero  lio  él  dfe  éxcluir  á  los"Coodéá 
dt^  apf  ovecharaien  lo  dé  fásf  iéBns  y  Yerbas* 
y  demág  frutos  uatMra^.  Recibido  el 
pleito  a  prueba  ambas  partes  practicaron 
kriesfifical  y'dooiUiiiBntiíl'queeoteqdierón 
coavrairlésv  y  . el  Vallo^faé  fa^i^rábte  en^ 
^mera  y  segunda  l  insfiaooía  ai  id^mau^; 
dáaCe.  Los. Condes  inteípugierba  recursoi 
de  casación  contra  ía;  :sQDie0OÍa(  citando» 
como  iofriagidas  en  suiooabepto  los  fuerott' 
jvobsenraBciaa.  doiAragonpJeye^de  Par-' 
itda  7  (|e>£niiiieiaai|io»IO'y^  real  órden  y 
^reioqoe  se  ei)umtii«iv..c]ib  et  faHa  idel; 


3^d 

?3i4e  abjil  fie  í  866 
que  dfecMíáiAi^ber  Mgár  ail  teouno: 

aConsiderando  que  si  bien  la  real  gracia 
ahn9Bám^*é\  íUy -D;  AJfowfe'  «le  Aragtoá 
á^^idr^^é  gafr  Tíéiírite-  f  *qu^««»  Hf^s- 
milido  á  los  Úem^íktíitíúi/ttift/i^tmáh  ef  In* 
gar  de  Fuendelodos  con  sus  términos,  ver* 
t«fi^  y  poblad<«9iíWi8ííi^C^Wic^^^^ 
en  iaexetfpeion  eonti'a^tit\deitlwidá  hun  re- 
4)oooKÍ<Íp      Comiés  ^  Fueirtes  que  ao  se 

j]ep^h^  de  au|wx^,  ojjf  al  .^fnapd^í^le  H^n<| 
los.  dere.qhoé  de  ro|turíi4¡p,r  .spjafiieale,  bna 
venioo  i  recpiioc^érMa  (iós'éáíon  en  que  esl^ 
dé'láé^  fíricás'dé  'éú^ó  iJomfnío  ^e  IrAla;  y  cb- 
mo  además  no  bao  acreditado  los  Con¿res  el 
permÍ80^p?tcafr<iluj|Myii.r^pect04J  ^.  Pedro 
Catalán 'ni  con  refácion  a  sus  antecesores , 
e]Veuloiia,  al  <íeseslimar  las  excepciones 
«j^e  ios  (ietnaiiftados,  ao  ha  iufritigicio  .1^;» 
observancias  y  fueros  d.*?  Aragron;  íá  íey 
IM  ,  lil.  18.  Partida  3*;  la  R.  O.  cié  11  de 
fé'brero  de  1836  y  décrelo  de  tas  Córlps  do- 
8  de  junio  de  1813,  que  s<»  ale^-íin  como  loá 
tsínco  primeros  motivos  del  rocurso: 
■  CdnsidiwaUdo,  por  atraparle,!^  al^e^ 
isiátup  \fí  Salatfct^ienffiáddrá  qi4e  las  leñas  y 
yerbas  q^/?  nro^MW  Jof  ^pmpos  enqatas^ 
}rados  ^  noVore  ;djel  deaiapdanie  le  peile^ 
necen  con  suJ  aprio.yecbahgiWnlos^.  b^  apre- 
ciado conjuntamente  las  pruebas  dóbuaieur 
(al  y  téstiflcar'preéfehtadaü  pbr  ef  D\  Pédr<V, 
«ín  qne' cotilí  éM¿  flp>^¿tacion  se  oile  léy 
alguna  determinada  ó  doclrma  legal  adnvi^ 
lida  por  la  jar^pk-uAeneiia  de  ios  tribünakís. 
püe8,l«!infraqcion<|iie^>indÍ9a/da'Us.reg:tas 
de  ?ana  cri^ica«.-^adftra(^8,d«  1^  y/iga  q^i^ 
es  por  ri^uriilejja^  np..pue<re  .¡nMoc^r>K 
uÍ]ln^¿ri^e  cm^áo  jéUü.\i;jo  .d^  Ja  S^la .  ^o 
v^^sá'  exclusivamente  sooré  Iá' prueba  de 
íeslí^ó^: .f  . 
'  Confeiít¿rándÓ"  'boí**  iSAi^m  tampoco 
és  oporiéna  lá  llamada  dit^bttitra*  dé  qutí  un 
ifíé,  prDébá  '4ét  áúriúúU^^h  Hééhó  de  éstar  en  ' 
calaslrados  unos  bienes  y  pagar- por  éli^rs 
conlpibomnv  y  bdemás^slédiarsido  uh<S';de 
los  Varios  «^^^rwpff  apr^wiaiékWíppr  M  A«*  h 
dieppia  ,ei^.jU(Hop^^%í^ft^flraja  pt^anz,*^ 
ofrecidas  por  él  demandante.»  {(/ac,.  14 


Digitized  by 


JUniSmVDENCU  AOJIIKSTRÍATIVA 


4¿iuiki:>i  üúskiUesbpucsta  eii  púsmm^  át  ila 

inoiivo  de  acjÍQfiii(¡^¡^é^ 

Compelencia  susdUíf$í  «itré  fel  (lol)er- 
tia^or  de  ía  provincia  de  Córtloha  y  el 
|iié¿depritór^rl¿starici;i  ílt5  Füenie-Óve- 

prcMISPi^  ^íl.el  ref*tri49^|fW^4ei^..S  d« 

mhrht  hi&{ütGaRqac}«ii4ío6rriiireNjefi^l 
y  enero  de  1362  hbUi^tlíÉmprado  á  taflÉ» 
¿renda,  llamadas  PueHo  de  las  Ah^ofri/laí 
y  Umbría  de  los?  Pití^aniUdá^prócedcnieá 
fie  los  propios  d^  Puenle-Ovéjuna,  contra 
D.  Jebiis  Bpza^  duéno/flq  un  monte  colin- 
dante, eme  habi^  eoiradn.  á  labrar  Ierre* 
óos  de  Ocboa«       '  .  «  . .  i 

Sttdtanciado  di  lAierdict^^acerdacja  la 
reslituciOQ  y  repuesto  et  querellante  en  la 
posesión ,  apeló  el  despojante ;  y  la  Sala 
jicguoda  de  la  Audienírm  de  SéVihá  reto- 
có el  auto  restitUíótio^^Tumlónftos?  én  qué 
la  cueslidn' era  mas^dé  deslinde  que  de 
posesión,  y  en  qMO, á,Ja  Admini«irac¡on 
correspoftdii,  coupceriTÍel  asi|nio  como 
ruestion  d^  ^olos  posesorios  derjvjMloá  de> 
la  subasta,     .  - 

Ochoapr^sentó^reettrso  det^amiotí  con- 
tra esta  seo tencia,  al'ciiat  deólart^  no  ha- 
ber lugar  el  Tribunal  SUprctnó  xie  Jus- 
ticia, *      ..   .    .  o; 

Boza  pidió  al  Juzgado  que  en  Ejecu- 
ción de  la  sentencia  de  la  Audiencia  se  le 
restituyela  ea  la  .poseskui.4u¿ .se  habia 
dado  a  Ochoa  en  virtud  del  interdicto,  co- 
mo se  verilicó  después  de  varios  ieciden- 
tes  promovidos  por  D.  Ramón  Ocboa;  y 
después  de  otros  varios  suscitados  por  el 


misiDo,  se  celebró  juicio  vj?rW  «obr»^  la 
indémnízattioh  'f  rcsfilhciofr  de  friilós',  y 
fie  nombraron  pfeKies'para  sti  áprerío.  ' 

En  tal  «slado/Br  Coberoador  da  ta  pro^ 
vincia  re^uijT^i)  ríe  iohihioion  ai  Justado, 
á  instancia  de  Qcho^,JundáQ.do<'\en  elDU*" 
mero  8.®  del  art-  9^,  de  Ja  ins|i  m  cían  de 
SI  de  mayo  (¡é  Í8So;  y  susLanci  JiJo  el  in- 
cidente de  cbiíipei(írícia  por  lod(»s  sus  trá- 
mites, con  viáb  dcl  ari.  96  dte  la  rnstruc* 
ciop  deSI  doraoirodte  48»a,  ndm. 
del  art.  Sit  i^frafoiS^"^.  de  la  tev  de  3&  de 
setiemlH-e  de  486?,  4eJ.6ddp  la\Cooslilu- 
cíon  y  del  891  (je  la  Jt^y^de  EnjuiciamieD- 
to  civil,  se  décicfe  á  favor  dé  la  autoridad 
judicial>>  piof  R.  d«  :^  de  piayo; 
«Considerando: 

1.®   Q«ieiiiiaf.vé2  puesto  bn  q^nléla  y  pa»* 
}  Qtr^^^))ps«siofi  d«  M  fíne«>)V9ndida  por  el 
Eslado  un  4^o\u(^94f>fi     bi^snen.  nacioiiaAe$, 
cesa  la  coinpeü^^gi^.de  la  .AdminLetracion 
pára^^ítténdcr     Uf  cuesUopes  que  ae^s- 
,  cílerí  con  moiiy'o  (le  avlós  índejíendierile?  de 
'  la  siibasla  ,  tíoriib  fd^isoñ  íós  que  moliván  la 

I  2.*  Que  en  el  estado  actnal  de  este  asün- 
tot  ñi>io  tier  trata  iÍK).IUvat  á  debido  efeeCo  Li 
sentencia  ejec^loriA-  dictaila  por  la  Audí«ii< 
cia  de  S"V|lla,  cuf»|  e«  propio  y  privativo 
de  l.oslribu.naiefidejúslicia.M  [Gac,  \2mayo.) 

j     SBBVIDüiCBBl^d  ÜBÍBA1«A8.  Et 

í  cónocifniento  (l¿tah  cutzíione^  entre  pUr^ 
aculares  }obre  wviiumbj'es  ymas  si  ai 
^ada  a[eólai%  á.  lar  polUla  urbana ,  e$  de 
la  txclusm  ^ompeteHota  de- la  auloridad 
judicial  como  de  interés  privado,  y  el  que 
en  eltos  ificitíú  algmia  disposición  de  la 
autoridad  pinnicipal ,  como  no  pueda 
afectar  á  su  eficiiéla^  no  dí{ria  al  a$unío 
el  carácter  admimal^'Qlivo  que  no  liwiera^ 

Deci  m  dé'  ^  ile  fii^^o  de  i  866. 

I  Competencia  suscitada  por  el  Grober* 
oador  de  Canarids  ill  Jüez  de  la  L^gona 
para  qUie  se  «tnhibiera  .de  conocer  m  el 
inierdiclo  de  reeobnar  eutiablado  por  doBa 
jCatalina  Yoriimifti  dueña  de  una  casa  sobre 
cuya  pared  niediera  veoian  dirigidas,  sia 
consentimiento  suyo  todas  las  apeas  de 
•  la  cada  de  un  veQiiÍ!a>que  vertian  por  oCra 
parie  dates  de  la^bea  .que  esle  acababa 
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que  la  auu>ridaii:tMtaitoi|^M^A 
eximirle  de  respoosabilí(|^^^y  á  j^^j^j^las 
(dUiHi  WjaflíjaieffeHHirj^  el 

párrafo  o.**  de  la  ley  d«  Tí  de  enero  d|p 
dft  conformidad  coii  el  Consejó 
proTífíírial.  Pero  á  consuKn  át\  de  Estadrf, 
por  P/I>.  de  2  de  hi^yo  de  4866  v  ^ 
Vlátrde  ésa  mísAá  Jfev,  de  la  fítntó 
3;lj,^^arndí^  3/,' ylas^tl  y  lo,  ÚL  Si  de 
jjl^ípsm*  Parúda,       qoi)iq  ios  arls^.g5 

de  1 863g  m decide  la  ctfn^ertiKit  idbvor 
traía  eVi  étlli  tóbVe  priá 


pü§  at  fioberaadori;de  Ma4iM(4lfJ4iea  dal 
üiiatffllaad^  IfcAudiiMicta  |Mrrai  qué  sei  iof 

hibiese  de  conocer  en  urfs^dtimMla'  #a 
Ó .  í ühí ^M^fef.>ÍMpíÉAáed(^  cttiAra -áoa 
fdan'dB  Bibtí  «ííidaV  téáoktW  ¿éírti^il  'dá 


vi5rbfenf^.nl%^|tí?dríi'é»-ív«. 

as  partes:""  '^^^  ' 


yd  a^trtilo  es 

5o  erílrc  ambas  p  ^ 
1^" Considerando  que  ño' (ifefitf'iííifícé^^^ 
presente  caso  lo  di>íptjps(o  eü  la  K.'I(>/d0  8 
de  mayo  de  1839,  piieslo  iqulí  nb'^xisVé 
prav'i.'f.-ncÍH  al -una  det  Alcalde  'qae  presj- 
í:ribiera  el  modo  y  fnt  nia  eh  quf»  nabia  de 
ret^diFicar  su  crt^a  el  rueiicionaljo  Rodrigu^i^í 
y  menos  que  variase  interior  d^H a  mismS 
c^a*Íji'rjuiuio  de  la  tinca  contigua,  coinp 

•oéfAS,  4r    ■    ■    '  ■  ' 

na 


in  cónseiitaaitííiío  4u  s.j  prupieta*- 


hecha 

•n  el  inleriqr  de  las  dos  fincad  menctónadas, 
y  solo  á  ellas  ioa« ' 
e«ta  13  maykY^ 


?J^8.|^ljdo8.»  {Ga- 

raéioh  íte  ^Aff^nmñh'e»  fjtt^ór  de  los  ftá-^ 

la  exclusiva  compctencíá  de  ta  Admini^ 
trqcion  ü^en  M  :Tr^ib^^ 

Cuentas.   -  '.-i.  ^. 

"~~  BéúsíoB  "rfe  7  dt  nayrie  'it9t« " 

0»mpeieDcia '  dttdcitada,  <Ie  real  órdea 


^anjatljei  oajerpdiriíjetálico  0.  Mariano 

Sanz.  El  Juz£;ado  sbí-luvo  su  jurisdix:cion 
ftiuilando^e  cq  que  el  contrato  de  üanza 
(|t'lje  tenerle  por  privado,  y  en  f[ue  no 
^"habiendo  inierveuido  en  este  la  Hacienda 
pública  taínpoí'o  por  razón  de  las  perso- 
'Sas^habia  perdido  aqael  carácter.  Pero  en 
Vísla  dífl.artM*  de  la  ley  de  contabíli- 
•^aJ  fií^eraí  d^tO  de  febrero  de  18o«,  dd 
in.  líS  ^  M  n  de  fa  ler  orgánica  del 

16  de  febrero  de  Í8SÍ  f      añ.  íl  M 

reglamettW|laÜa4iajA(teOef)ódúds  de  14 

(J<k9j(;/|U^Q  del^nu^tíiy  1^^^  D.  de 
^  de.iijay.p. ,á K;bpsuru^||f I  j^sejí}  de  E*- 


Lnilo  $e  ilecide  est;»  co! 


^or  obj^  a^égui:^  taíré8pé«ibbíí*ilili  en 
^'pvedaUibonrir  ua«mi>llíadQr(Mblioo:en 
ej<liiaf)f99  (|#  ip«  foiiMla9,|^iej|ecfifQi|!«  4 


átex^m^ri  do'lá  Aditiiohtr^cíón  en  giiríe^ 
fáí'  s^i^nrVai^^cd^r'ál  M  IVibtínahdeCaén- 
lasiy  ii;a«al'Oi^6hiiriiV«linentd:eorFeiponda  <te« 
eíifav  kbíabMüOf^niils  iíespdrisabUíilad  y 
saii^tMofi  dM)8UfiiT^^l9spiQne^i«Q  lávor  d<» 
)^(0#dp|-(^,  Mpiuo  e^prepameiile  dalern^na 
i(|.ctraao.,niÁoi.       d^  arl.  16  de  la  ley  de 

,  j3í^?_0úé'la  jui'iádieclon  dél  mismo  tríbu- 
rtál/ée^üir  el  ái-ti'19  de  IW  pfopía  ley  y 
R.  O.  de  1^  défébrero  de  1S52,hvo  solé  a^^ 
cáMa'ft  ió>i^üie  rindan  aoeiiiasi,  sHié  Um-^ 
iKieaiáiMusatDstpor  clla«ffsiriMn.r«spi»ia* 
biOB>1Spnü9lrefa^)ll|d<m,  rpa^adofe^  é  ,p(\r 
cM$)(|w^^|f^a£e9l<oo  en  ei  i^aaejo  de  ^s 


foiK^^  pjuWÁcps,  fia.CMy9  ca3o  ae  baila 
(fajero  d^  .^ff enera/,  <le  í)?pí^^^^^      ,  , 

4^®  Qdé^/a.círc'uHstancía  de' haberse  ce- 
lebrado; el  doñtrato  de  fían^i  por  un  sín^pfe 
dcpófHo  líecesaH^  en  la  Caja,  del  mismir 


Digitized  by 


\MQ,SgfJC(¡lq  (jenexal  fmo^^¡o^ 


yrWuas  cuando  no  ha\j^(^,f^\^\m^\\ 
ni  asió  rm'mih  expr^á^^ljf  ^h'^^Wf^ 

^^to^üipelenciá  s'iVécHíltI'á 
aW     las  í^las  l^^(e;t^Qy/íí'l  :^J^^^  de  M;v- 
¿aí'hi'  para  ffii^  se  al)sluvici\T  de  cobtihuíir 
CQ  SU  juzgado  a  uaáá'átlhaciones'  mie  íia- 
Uiá  mandado  recoger  í|(it Aleal4p'.con 

del  art.iO  Y  5.*|tféi;HÍ^de' Iftííév^^ 
ñ^/á ftihrJ?ra^3d'?l«eí3  i ' ' ih^'  Ibk 'im,  y 

la  r:e¿la¡  seííuuclí^  dej  íl.  D»  (Je  18  dü'mu- 
youltí  .i8^">;  en  la ;:tlió{.M'íiíicion  seiútula 
(hi  ia>IV.  O,  de  2o  del  propio  mas  y  ano 
v'eD  difererrtes  decisiones  dé  couí'peten^ 
éM  aúteñar.é$"á  4í^H3':  y  ^1  Jue¿  '(íh^el 
86#r*3.«>'AerariVMfl'Uc-la  ró-t;-(Uv  2o '(fé 

dfNrr«qmianléMovf SRáJk  wi}jtmiMÉB  ide  la 

oiwdi  feir;'  ■f'tíü  -  fríe  Wto8tt'»iíiiiifpretííii 

hérnatlor  lo  hacia, le  dcTjia  bófnftíí.^iobder  ^ 
el  conoc¡;riv.'iito  de  todos  los  delitcjs  tomó';! 
iict,os  contrarios  á  la  moral:  y  cii  vis'a 


áolofe  seíTu^jUrítes,  h  (irVaJforfiííra  ttiaitUa  fii^ 
pucdü  aiberac  la  nali^calezs!  yl«t4(iln&i 

ile  la,  oWigaciqiU:'  \     ,      -  . 

5,°  Que  en  el  conlralü  de  fianza  jn^ervi}- 
/»<¡)  el  .Iporej  o  cmUrnI  de  la  Caja  ^eper^t  í^e 
^epps  1  rp  s  p  o  r  r a z u  n  í s  u  ca  r^o  y  como;  tal 
tortcíonárío  público,  y  no  coino  particaTár/y 
MrW^ígrf'émef  l'á'tf^iVi'^ntf^  se  dír^^e  ^on- 
W'Í¥  Adníín'fslráíeíóH'5f  por  'acío3  ad^íWk^ 


deí  U!ldé  ikM^dtí-SSdte^éíiéníbré'-de  ffeeílf, 
y  eiart/2I»tieHreí(|fcB«tíÍnti  pabasuiejeitftioq, 
laxaUvIiiii^lfiabñili^ikinfaitas  (|Ue  WM- 


p^íft®         i«4Heaf  s  m^^^^ 


i»9rlks  £at^tisVKd0liMrA«¿oUriif^[)Átiu^tr^). 

Inclivamenie,e6fn'}««i*pfi¿ii«!<k(yiir0g|jk|rfe- 

iipra),d^sqfip?fysi^(jr.oj>ia,  xije.,lo^.^j/iíu^^  d 
¿ii|li<áí^/el  caslií^Q  ,de  l¿a^d,c!¡ta%  ^.t^\\^. 
_  /Que  la'  cífadta  íey  .y  reíjlamfify(a,ii^^i 
íerog^ado  |>,c>r  coii,sigi)ií.'i.Ue  la  R.  Q.  de  25  í)f 
mayQ  do  lS53  y,el  U.^IV  de  18  dí*l  misrny 
rnes  y.auo  ea  lo  que  píiedati  Qpon4^sele^*^"., 

4.'*  Queen,f'¡  sut>ueslo  d^qp'eísj.a9,'^^^ 
j^ued  ^'r  i  a  red  n  o  i  d  a  i  a  c  ue%l  io  t]i  [>res^  p^^^  \ 
sáber^sí  et  hecho  de  q.^^  se  ^irÁla  c.oa^Ulvi^ 

mmmi 


el  íJ?*Hft,??^i 
ar'i:'48a 


^ ,     Olió  j^or  ía7|l^  ^¡?|Jf) 
i,n ! s I r a? i V H  j> rey i a  al  |A i ciip  ,c rí m^^ 
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216.  TRATADO  C03JX  TR^NOIA-^' 
Jindo  Ift  IlB«a  ÍVonlbeviali  en  la  ípám  oorreft- 
pondionie  á  la  ptroyineia  de  harona:  ley: 
tratado:  aotfb  adicióQal.— Seryidumbrea  de 
ganados:  pastor,  limitación  de  ios  derechos 
ae  propiedad  é  indemniottcion:  ttso  de  cami- 
nos; prendamiento  da  ganados:  oonferataoion 
ciTil:  Qo;cMi»er?a(ii;Qn  4eA  «Qct9ion«^#n;(o  in^ 
lérnaoiozial:  propiedades  divididus  por  la  li- 
nea divisioriaa  0égi«ien  y  aprovechamiento 
de  aguas  de  nao  oomna.  entre  aofiboa  «fta* 
dos. 

(Estacó.)  Doña  Isabef  II,  etc. ^  sabed:  que 
lás  Corles  han  decretado  y  Nos  sancionado 
10  stg^uienle: 

Aritcufo  único.  Se  aolerlza  at  Gobierno 
de  S.  M.  para  ratificar  el  tratado  de  límites 
ajustado  entre  España  y  Francia  con  objeto 
de  fijar  la  linea  fronteriza  entre  ambas  na- 
ciones en  lá  parte  correspondiente  á  la  pro- 
tincia  de  Gerona ,  así  oome  el  acta  adicio- 
Dal  qué  le  ^compaña ,  firmados  por  los  Pie- 
ntpoteoeiaríot  respectivos  en  la  ciudad  4c 
Bayona  á  26  de  mayo  de  1866. 

Por  tanto:  Mandamos  etc.  Dado  en  PaJa- 
cio  á  29  de  junio  de  1866  — Yo  la  Reina. 
El  Ministro  de  Estado,  Manuel  Bermud^z 
de  Castro. 

TBATADO. 

Deseando  S.  M.  la  Reina  de  las  Españas 
y  S.  M.  el  Emperador  de  los  franceses  fijar 
defioilivaooenle  la  frontera  común  de  sus 
Estados,  así  eoroo  los  derechos*,  usoay  pri- 
vilegios car  respondientes  á  las  poblaciones 
limítrofes  de  las  dos  naciones  entre  la  pro- 
vincia de  Gerona  y  el  departamento  de  los 
Pirineos  orientales  desde  el  Valle  de  Andor- 
ra hasta  el  Mediterráneo  para  completar  de 
mar  á  mar  la  obra  lan  felismenle  inaag^u* 
rada  y  proseguida  en  los  tratados  de  Bayo- 
na de  2  de  diciembre  de  1856  y  U  de  abril 
ée  1862 ,  y  con  el  objeto  de  consolidar  al 
mismo  tiempo  y  para  siempre  el  órden  y 
buenas  relaciones  entre  españoles  y  france- 
ses en  esta  parte  oriental  del  Pirineo  del 
núsmo  modo  que  en  lo  demás  de  ki  frontera, 
Tomo  X  d£l  Dice. 


desde  la  embocadura  del  Vidasoa  hasta  el 
/yalte  de  Andorra,  bau  creido  necesar¡i> 
consignar  en  un  tercero  y  último  tratado 
especial ,  continuación  de  los  dos  precitados, 
las  estipulaciones  mas  adecuadas  en  su 
coacepto  para  la  consecución  de  este  fin ,  y 
al  efecto  han  nombrado  por  sus  plenipoten- 
ciarios , á  saber: 

S.  M.  U  Reina  de  las  Españas  á  D.  Fran- 
cisco Maria  Marin,  Marqués  de  la  Fronte- 
ra, etc, 

Y  S.  M.  el  Emperador  de  los  franceses  al 
Sr.  Camilo  Antonio  Callier,  general  de  di- 
visión, etc. 

Los  cuales ,  habiéndose  comunicado  sus 
plenos  poderes,  y  halládolos  en  buena  y 
debi(|a  forma,  habiendo  rebuscado»  expli"- 
ca<lo  y  discutido  todos  los  títulos  que  huti 
soijrevivido  á  la  deletérea  acción  de  los 
tiempos,  desde  el  origen  secular  de  los  li- 
tigios en  cuestión;  después  de  haber  oi<lo 
las  í^legaciones  de  los  iuterehados,  explora- 
do las  localidades  y  dedicádosí»  á  establecer 
y  conciliar  con  toda  la  equidad  posible  las 
pretensiones  y  derechos  sosleuidos  por  una 
y  otra  parle,  tomando  por  base  el  art.  42 
reformado  del  tratado  de  los  Pirineos  y  U 
convención  que  á  consecuencia  de  él  se  ce- 
Icbió  en  Llivia  en  16G0,  han  convenido  en 
lo  siguiente: 

iVrlúulo  t.^  (Este  artículo  y  los  sucesi- 
vas (lasla  el  17  no  hacen  sino  lijar  la  linea 
d^  los  límites  de  ambas  naciones  ea  la  parte 
que  es  objeto  del  tratado.) 

Art.  17.  A  fin  de  precaver  cualesquiera 
dud^  y  contestaciones,  así  entre  particula- 
res como  entre  los  servicios  públicos  de 
ambos  países  acerca  del  Jímite  iulernacio- 
nai,  sumariamente  indicado  en  los  artículos 
precedentes,  se  procederá  cuanto  antes  sea 
posible  á  demarcarlo  con  mugas  duraderas 
y  convenientemente  colocadas. 

Ei^ta  operación  se  hará  por  oficiales  es- 
pañoles y  franceses ,  asistiendo  los  delega- 
dos de  las  municipalidades  interesadas  apto» 
parasuminislrar  mdicaciones  locales,  y  sin 
otra  misión  que  la  de  eulecarse  del  amojo- 
namiento que  se  haga  entre  sus  respectivos 
territorios  y  dar  testimonio  de  él. 

8e  redactará  un  acta  general  del  amojo- 
namiento, cuyas  disposiciones  tendrán  to- 
das la  misma  fuerza  y  valor  que  si  fueran 
parU  eaeaclai  del  presente  tratado. 
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Art.  18.   Los  habilanles  de  Ginlscoii  tiis  "la  orilla  meridional  del  bosque  de  Latour  Y 
ganados  y  efeclps  tendrán  el  paso  fflwré,'  íw^rfeUiísíi  Míh^na.     •  r* 
como  y  cuando  quisiesen ,  enlre  Puig  Pári' 
nos.  Roca  Colon  y  Pico  de.  la  Tosa,  para 
comunicarse  con  los  terrenos  que  el  cilajjo  I J 
pueblo  lieñe  ¡nmedialos  á'  la  fuente  de  15o- 
vedó. 

Art.  19.  Los  ganados  de  Guils  y  los  de 
laTour  de  Carol  disfrutarán  en  común  de 
lodos  los  paslos  naturales,  hoy  existentes 
en  el  terreno  circunscrito  por  la  línea  que; 
partiendo  del  punto  en  que  la  frontera  ínter* 
nacional  abandona  el  arroyo  de  San  Pedro, 
un  poco  mas  arriba  de  la  aldea  de  esté 
nombre ,  sigue  la  frontera  hasta  el  arroyo 
de  Llináí,  sube  por  este  hasta  el  Coll  de  la 
Somera,  toma  en  «íl  por  la  carretera  Mitjana 
hasta  el  rio  Tarlarés,  cuyo  lecho  sigue  contra 
corriente  para  ganar  la  cresta  de  una  ligera 
ondulación  que  llega  al  Talayador;  de  aquí 
va  á  la  Roca  del  Aguilá  y  por  la  orilla  me- 
ridional del  bosque  de  Lalour  á  encontrar 
la  carretera  Mlljana,  por  la  cual  vuelve  al' 
punto  en  que  esta  antigua  via  cruza  al  rio 
rartares;  después  desciende  por  este  y  el 
arroyo  de  San  Pedro  que  se  deriva  de  él, 
hasta  el  punto  de  partida. 

Bien  entendido  que  en  todo  este  terreno 
facero  ni  franceses  ni  españoles  podrán  en 
adelante  roturar,  plantar,  edificar  ni  em- 
prender  cosa  alguna  que  cambie  la  natu- 
raleza y  destino  del  suelo. 

Para  legitimar  este  estado  actual  de  cosas 
que  ditiere  del  aniiguo  y  anular  toda  pre- 
tensión  en  contrarío,  el  Gobierno  francés 
abonara  a  Guils  dentro  del  primer  año  de 
la  ejecución  de  este  tratado  una  remunera- 
ción en  metálico  igual  á  la  mitad  del  valor 
de  todos  los  pastos  naturales  comprendidos 
dentro  del  espacio  cerrado  por  la  linea  que 
«A  acaba  de  describir  enlre  el  punto  de 


partida  en  el  arroyo  de  San  Pedro  hasta  el 
lalayador,  pasando  por  el  Coll  de  la  Somera 
y  la  que  va  del  Talayador  al  Pico  de  la  To- 
sa para  dirigirse  por  la  cresta  á  la  Roca  del 
Aguila,  y  continuar  por  la  misma  cumbre, 
que  los  españoles  llaman  sierra  de  la  Baga, 
y  los  franceses  lo  Cim  del  Bosch,  hasta  la 
roca  o  pico  Castillo ,  y  enseguida  por  lo  alto 
de  la  sierra  de  Latour  &  llegar  al  punto 
mas  próximo  al  de  partida  en  el  arroyo  de 
ban  Pedro  donde  viene  la  nueva  línea  á 
cerrar  el  perímetro.  Deb^n  no  obstante  sus- 
traerse  á  este  terreno  dos  porciones  en  que 
no  se  han  modificado  los  antiguos  uso»,  á 
saber:  una  comprendida  enlre  la  carretera 
Mitjana  y  las  corrientes  de  los  ríos  Tort  y 
Tarlarés,  y  la  otra  enlre  el  barranco  de  los 


hr  mreUr^  Wi^ana* 

Eí  justiprecio  de  esta  indemnización  ae 
iiara  por  periloa  ooinbrados  por  los  dos  Go* 
Olemos. 

ArTr'20.  El  ¿añil  que  condúcelas  aguas 
del  Aravó  á  Puigcerdá,  situado  casi  todo 
^n  Francia,  seguirá  per leneclerrl o  con  tus 
f-íberas  tales  como  quedaron  modificadas  á 
consecuencia  del  paso  de  la  carretera  impe- 
riai  conduot  ¿  España  ♦  y  como'propie^ 
dad  privada,  é4«  villa  de  Puij^cerdá.  se^un 
lo  era  antes  de  la  división  de  la  Cerdeña 
entre  las  dos  Coronas. 

Las  relaciones  entre  6Í  propietario  y  los 
regantes  se  arreglarán  por  la  comisión  In- 
ternacional de  ingenieros  que  se  ha  de 
nombrar  para  el  régimen  de  las  aguas ,  con- 
forme previene  el  acta  adicional  concer- 
niente á  las  disposiciones  generales  aplicables 
a  toda  la  frontera,  y  fecfiada  eo  el  mismo 
día  que  el  presente  traUdo. 

Art.  2L  Conforme  á  la  convención  de 
12  de  noviembre  de  1800 ,  continuará  go- 
zando de  completa  franquicia  el  uso  libre 
de  los  caminos  que  cruzan  el  término  en- 
clavado de  Llivia  y  el  de  Puigcerdá  en  favor 
de  los  francesas  que  vayan  de  uu  punió  a 
otro  de  la  Cerdeña  francesa,  tanto  para  el 
servicio  agrícola  como  para  Jas  operaciouea 
de  comercio  y  demás  usos  de  Ja  vida.  La 
misma  liberlad  y  franquicia  se  ^conserva 
también  á  los  españoles  que  atraviesen  el 
territorio  francés  entre  Llivia  y  Puigcerdá 
por  el  cainino  directo  que  une  á  estas  do^ 
villas  atravesando  el  rio  Reur  por  el  puente 
de  Llivia,  cuyo  puente  pertenece  por  mi-* 
lad  á  España  y  a  Francia. 

Por  ambas  partes  se  establecerá  el  servi- 
cio de  aduana ,  de  modo  que  no  embarece 
el  goce  de  estas  exenuiones. 

Esta  libertad  de  circulación  no  altera  en 
lo  demás  la  soberanía  territorial  sobre  evlus 
caminos;  y  así  los  extranjeros  que  come- 
tieren crimines,  delitos  ó  contravenotoiiea, 
en  cualqutera-de  dichas  vias,  estarán  aouit2«* 
lidoa  á  los  tribunales  y  «utorkiadea  del  país 
en  que  se  halle  el  camino. 

Art.  22.  Al  tenor  de  lo  estipulado  en  el 
mismo  convenio,  queda  subsistente  la  o4>ü- 
gacion  que  impone  á  España  de  no  forlitioar 
militarmente  en  ningún  tiempo  á  Llivia ,  uí 
olro  punto  alguno  del  lerilorio  enclavada 
en  Francia. 

Art.  23.  En  virtud  de  la  transacion  de 
1754,  los  ganados  de  Llivia  tienen  ltbr<i  pa« 
so  al  través  del  territorio  de  Angas Utn», 
con  objeto  de  ir  á  los  pastos  de  Carlii  y  re— 


Mollar?,  el  Talayador,  la  Roca  del  Ag  ella  giesar  de  ellos.  Para  tumur  el  camino  de  ka 
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Creaetft  ó  d«  U  eiwla  de  Nambet,  que  eonda* 
ce  á  fdiohos  pAsMt,  van  los  ganadoe  ios 
años  pares«'  parlkttdo  de  la  Carrerada,  oon- 
€d  del  Tudor  4e  Sareja,  por  los  lilios  de- 
Bominadoe  Ttador,  Nlvol  y  EnceDÍroia»  á  lo 
largOfdel  borde  exterior  oeia  cuesta  de  An« 

gustrinai  y  los  t^ños  impares  van  por  el  otro 
ido  de  Tudor ,  saben  sucesivamente  por  los 

Ekrajef  Uaroados  el  Homemor  y  la  Goma  de 
4r¿ail  f  y  tuerce»  a  la  irqnierda  hacia  la 
sierra  de»  An^slcina  t  por  debajo  del  sitio 
eonoeMo  por  .la  Oadita  del  Capeliá,  paca 
lomar  el  camino  de  la  Greneia. 

A  fin  de  que  I09  ganados  de  Llivia  tengan 
el  paso  libre  por  dichos  sitios,  están  obliga- 
dos los  habitanlea  de  Angustrina  á  dejarlos 
altems^tivamenle  ea  barbecho  un  año  de 
cada  dos ,  en  concordancia  con  el  paso  de 
los  rebaños. 

Mas, como  quiera  , que  esta  servidumbre 
de  dejar  los  campos  en  barbecho  ó  expoiier-^ 
los  al  pisoteo  del  ganado  sea  onerosa  para 
Aogualrioa  y  no  indispensable  para  salisfa* 
eer  las  necesidades  de  Llivia,  quedará 
abolida  tan  pronto  como  Angustrina  ofrezca 
á  Llivia  un  camino  permanente  que  á  juicio 
de  los  peritos  respectivos  pueda  reemplazar 
sin  inconveniertle  los  dos  pasos  actuales. 

Luecro  que  el  camino  permanente  esté 
recibido  por  los  peritos  y  puesto  en  uso,  las 
reses  de  Llivia  que  durante  los  cinco  pri- 
meros años  se  saliesen  de  la  via  y  entrasen 
en  los  campos  cultivados  de  Angustrina, 
podrán  ser  expulsadas ,  de  ellos  sin  incurrir 
en  la  pena  de  prendamientos,  ni  en  la  de 
mulla',  á  menos  que  los  pastores  las  forza- 
sen voluntariamente,  en  cuyo  caso  quedarán 
sujetos  á  la  pena  de  su  infracción.  Trascur- 
rido el  plazo  de  los  cinco  años,  los  ganados 
de  Llivia  estarán  sometidos  al  reglamento 
general  sobre  prendamientos,  á  que  se  re- 
üere  el  arl.  30  del  presente  tratado. 

Mientras  no  se  abra  el  camino  perma- 
nente, otiho  dias  antes  por  lo  menos  de  que 
los  ganados  hayan  de  salir  para  Carlit,  el 
Alcalde  de  Llivia  dará  conocimiento  de  la 
época  precisa  del  paso  al  maire  de  Angus- 
trina, para  que  se  lomen  oportunamente  las 
medidas  de  precaución  que  se  crean  útiles; 
pero  llegado  el  dia  prescrito,  no  se  podrá 
impedir  de  modo  alguno  que  los  ganaaos  de 
Llivia  atraviesen  las  tierras  designadas  por 
donde  deben  dirigirse  á  Carlil,  sea  cual 
fuere  el  estado  de  cultura  en  que  se  encuen- 
tren las  que  no  hayan  quedado  en  barbecho. 

Arl.  24.  Tendrán  paso  los  de  Llivia  por 
el  camino  de  la  Mola  que  va  al  estanque  de 
la  Pradella,  para  sacar  de  su  propiedad  del 
Bacb  de  Bolquera  la  madera  que  pueda  con- 


ducirie  á  tomo;  pero  como  esta  vía  no  se' 
pretta  al  trasporte  de  maderas  de  mayor  di** 
mension,  se  conservará  á  Llivia  para  este 
efecto  el  nao  del  camino  llamado  de  Colt 
Pao,  que  pasa  por  Estavar  y  Egai,  y  al  tra- 
vés del  bosque  del  fislado  conocido  por  la 
Calma,  va  a  parar  al  Bach  de  Bolquera. 

Si  por  cualquier  circunstancia  la  Adminis- 
tracion  francesa  tuviere  necesidad  de  inier» 
ceptar  este  camino,  se  pondrá  de  acuerdo 
con  la  Administración  española  para  pro- 
porcianará  Llivia  un  paso  conveniente. 

Art.  25.  Se  autoriza  á  Llivia  para  re- 
componer y  mejorar  á  su  costa  los  malos  pa- 
sosde  los  caminos  de  laCreneta  y  de  la  Mo- 
la, siempre  que  no  sea  con  perjuicio  ajeno. 

Afl.  26^  Queda  sabsistente  la  compás- 
cuidad  que  hoy  existe  entre  Anguílrina  y 
Llivia  en  los  pastos  comunales  del  terreno 
circundado  por  el  límite  que  divide  las  dos 
jurisdicciones  y  por  la  línea  que  parte  del 
Pract  del  Rey ,  pasa  por  la  Cadira  del  Cape- 
llá  y  los  Esoubills,  y  sigue  la  cresta  de  la 
sierra  de  Anguaflrina  hasta  encontrar  el  ter- 
ritorio de  Llivia. 

Arl.  27.  Tendrán  derecho  á  regar  con  las 
aguas  de  la  acequia  de  Angustrina  tanto  los 
del  pueblo  de  este  nombre  como  los  de  Lli- 
via, usando  de  ellas  en  cada  semana,  los 
franc'*s<*s  desde  el  domingo  al  salir  el  sol 
hasta  el  miércoles  al  ponerse,  y  los  españo- 
les desde  este  momento  hasta  la  salida  del 
sol  el  domingo  siguiente.  El  establecimiento 
de  las  reglas  para  el  régimen  de  estos  riegos 
y  para  la  policía  de  la  acequia  quedará  en- 
comendado á  la  comisión  internacional  de 
ingenieros  que  debe  nombrarse  para  regula- 
rizar el  uso  de  aguas  en  la  frontera. 

Art.  28.  La  situación  singular  de  Llivia 
enclavada  en  Francia  y  mas  príncipalmenie 
las  sinuosidades  y  extremada  escabrosidad 
del  Pirineo,  obligan  á  varios  fronterizos,  yu 
españoles,  ya  franceses,  para  trasladarse  de 
un  punió  á  otro  de  su  propio  país,  á  valer  sw 
de  algunos  trozos  de  camino  que  atraviesan 
por  territorio  exlrangero,  por  lo  que  conti- 
nuarán gozando  unos  y  otros  de  la  franqui- 
cia necesaria  para  su  fibre  circulación  por 
estos  pasos:  pero  con  expresa  condición  de 
no  abandonar  el  camino  y  de  quedar  este 
absolutamente  prohibido  para  el  servicio  dw 
los  agentes  extrangeros  de  la  fuerza  pública. 
Dichos  pasos  son: 

Primero.  El  camino  que  siguen  españo- 
les y  franceses  que  van  en  peregrinación  .\[ 
santuario  de  Nuestra  Señora  de  Nuria  en  Es- 
paña pasando  por  Err  y  el  Goll  de  Fenes- 
trella. 

'  Segundo.   Paca  españoles  y  franceses ,  la 
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senda  que  def  Puig  ó  Roca  Colon ,  panlo  co' 
mnn  de  tat  Iras  lérmiaos  miiQicípaleade.Set 
Casas,  ManleJ  y  Prast  de  Molió,  ya  al  Plá 
de  la  Muga»  siguiendo  laaMouosidadei  de 
la  Creata  y  pasa  aliemalivamente  de  uo  país 
á  oUo. 

Tercero*   Rara  los  españoles,  la  Ir^msía 
(Hie  va  de  la  Muga  d»  Pal  á  Cosioja,  y  ba< 
ja  al  río  Mayor« 

Cuarto.  Para  los  Cranceses,  principal^ 
meóle  los  de  San  Lorenzo  de  Cerdans  y  los 
de  Costoja,  el  tránsito  por  la  enifa4a  que 
hace  en  Francia  el  territorio  español  entre  el 
Coll  de  Falcon  y  el  Puig  de  Muxé. 

Quinto.  £1  camino  que  los  españoles  si 
guen  en  Francia  desde  la  ermlla  de  Salinas 
al  Col!  de  Üi  ó  OalU ,  faldeando  portel  Norte 
el  Sarrat  del  Faix. 

Sexto.   £1  paso  que  frecuentan  loa  fran 
ceses  por  España  entre  el  Coll  de  Priorat  y 
el  de  Panísas. 

Sétinrio.  El  trozo  de  la  carretera  de  pri 
mer  órden  de  la  Junquera  á  Perpiñao  r  desde 
el  puente  Jinotte  hasta  que  se  une  eii  Francia 
el  camino  que  se  dirige  al  Este  por  ia  falda  de 
1»  sierra  de  Porty^,  entrando.  alteRnaliv.a- 
mente  en  uno  y  otro  Estado. 

Y  octavo.  £1  camino  de  que  se  acaba  de 
hablar  desde  la  carretera  hasta  el  Coll  do 
Foreat,  por  ej  que  se  dirige  á  la  ermita  de 
Elequesens^  en  £spaña. 

Art.  29.  Los  contratos  escritos  ó  verba- 
les que  hoy  existen  entre  los  fronterizos  de 
uno  y  otro  país,  y  no  aean  contrarios  al  pre^ 
sen  le  convenio,  conservarán  fuerza  y  valor 
hasta  la  espiración  del  plazo  que  ae  bubi^^ 
marcado  para  su  duración. 

A  excepción  de  lo  pactado  en  estos  con- 
tratos y  en  el  présenle  tratado,  no  se  podrá 
por  ningún  titulo  reclamar  de  la  nación  veci- 
na derecho  ni  uso  alguno,  aunque  ao  sea 
contrario  á  dichos  contratos  ni  á  este  tra<* 
tado. 

Se  conserva  no  obstante  á  los  rayanos  la 
facultad  que  han  tenido  siempre  de  celebrar 
entre  sí  los  contratos  de  paslos  ú  otros  que 
Juzguen  conveniente  á  sus  intereses  y  á  sus 
relaciones  de  buena  vecindad ;  pero  en  lo 
sucesivo  se  deberá  obtener  indispensable- 
mente del  Gobernador  civil  y  del  prefecto  la 
correspondiente  aprobación  para  la  validez 
de  esVos  contratos  ,  cu^a  duración  no  podra 
exceder  de  cinco  años. 

Ari.  30.  El  reglamento  relativo  á  pren- 
damientos de  ganados ,  anejo  á  los  tratados 
de  Bayona  de  2  de  diciembre  de  1856  y  14 
de  abril  do  1862,  será  aplicable  á  toda  la 
frontera  deslindada  en  los  ariioulQs  anterío- 
res  del  i°  al  16  inclusive,  y  en  consecuen- 


cia fguraré  también  como  anejo  á  contk^fia* 
oion  del  acta  -general  de  -  amojonamiento 
prescrita  en  el  art.  17  precédeme. 

Art.  31.  Quedan  nulos  ée  heefco  y  de 
derecho ,  en  cuanto  sea  contrario  é  laa 
pulaciones  contenida»  en  los  artieuloa  que 
anteceden,  las  donacioneey  decfaraeioner, 
convenios ,  sentencias  arbitrales  y  contratos 
de  cualquier  naturaleza,  referentes  bien  ni 
trazad'!  <\r  la  frontera  desde  el  VaUe  de  An^ 
dorra  ha»tn  el  Mediterráneo  y  al  de  ki  del 
territorio  eqclavado  de  Uivía,'6  bien  á  la 
situación  legal ,  aprovechamientos  y  servi- 
dumbres de  los  territorios  limítrofes. 

Art.  32.  El  presente  tratado  se  pondrá 
en  ejecución  á  los  15  días  de  promulgada  et 
acia  general  de  amoionamiento  prescrita  en 
el  art.  17. 

Art.  33  y  último.  Este  tratado  será  ra- 
tiñcado ,  y  las  ratificaciones  canjeadas  en 
París  lo  ántes  posible. 

En  f¿  de  lo  cual ,  los  respectivos  plenipo- 
tenciarios lo  han  ñrmado  y  puesto  en  ¿1  el 
sello  de  sus  armas.  Hecho  en  Bayona  por 
duplicado  el  dia  26  de  mayo  del  año  de  gra* 
fsia  de  1866.» 

ACTA  ADICIONAL. 

Los  infrascritos  plenipotenciarios  de  Es- 
paña y  Francia  para  el  deslinde  internacio- 
nal en  el  Pirineo,  debidamente  autorizados 
por  sus  respectivos  Soberanos,  á  fin  de  reu- 
nir en  una  sola  acia  las  disposiciones  aplica- 
bles en  ambos  Estados  á  toda  la  frontera  .  y 
relativas  á  la  conservación  del  amojonamíe  i- 
to ,  á  los  ganados  y  paslos ,  á  las  propiedades 
cortadas  por  la  línea  divisoria,  y  aí  aprov.^7 
chamienlo  de  aguas  de  uso  común.,  cuyas 
disposiciones,  atendida  su  índole  general, 
requieren  un  lugar  especial  que  nopodian 
encontrar  en  los  Iralados  de  Bayona  de  2  de. 
diciembre  de  1856,  14  de  abril  de  1862,  ni 
en  el  fechado  en  el  dia  de  hoy ,  han  conve- 
nido en  los  artículos  siguientes: 

CONSERVACION  DEL  AMOJONAMIENTO  INTEIIRA- 
CtONAL. 

Artículo  1.®  Todos  los  años  ,  por  el  mes 
de  agosto,  las  autoridades  adoEiinistratjvas  su- 
periores de  las  provincia^  y  departamentos 
limítrofes  se  pondrán  de  acuerdo  para  prevt*. 
nir  á  los  Ayuntamientos  interesados  qur 
Hombrea  los  delegados  en  cada  distrito 
municipal,  y  en  unión  con  los  del  terrilorii» 
contiguo  del  otro  Estado,  han  de  hacer  sin 
demora  una  visita  escrupulosa  del  amojona- 
miento de  su  frontera ,  debiendo  levantarse 
de.  ella  acta  por  una  y  otra  parte  ,  y  remítu- 
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8«eficHihnen(e  á  rndieadat  astorídades 
fU|)eriere8  para  los  erectoa  que  ha^a  lo^ 
gaf. 

Art.  a.*  Sin  perjoioía  de  lo  prevenido  en 
el  arltedlo  anterior ,  y  con  objeto  de  aaegir- 
rar  la  conservación  de  las  mugres  en  toda  ia 
tliMA  Internacional  de  nn  moido  Imas  eficaz 
que  «i  eslableoido  ha^a  ahora ,  los  Goberna- 
dores civiles  y  loe  prefectos  se  pondrán  de 
acuerdo,  cada  uno  pnr  lo  relátivo-á  sa  pro- 
vincia ó  departamento ,  con  los  jefes  de  los 
diversos  ramos  de  la  administración  pública» 
para  que  estos  ordenen  á  sus  dependientes 
empleados  en  la  frontera,  que  vigilen  en 
completa  inteügeneía  con  los  agentes  munl^ 
cipaies ,  que  serán  los  roas  especial  y  diree- 
(amente^  encargados  de  este  cuidado,  á  fin 
de  que  no  se  inñerá  dalo  alguno  á  dichas 
mugas,  qu«  hagan  constar  los  deterioros  he- 
chos, traten  de  descubrir  á  sus  autores  y 
comuntfHen  en  fin  á  las  autoridades  compe- 
leirtes  cuanto  se  refiera  á  este  propósito. 

Ar(;  3.*  Los  Gobernadores  civiles  y  los 
prf»feeto8  obrarán  de  concierto  para  el  restá* 
Itlecimionto  de  las  mugas  destruidas  ó  arran- 
cadas ,  debiendo  abonar-  por  partes  iguales 
liA  dos  Gobiernos  todos  los  gastos  que  esto 
•«asioae ,  excepto  las  dietas  de  los  ingenie- 
ros que  se  satisfarán  respectivamente  por 
<;»da  Estado ,  á  no  ser  qae  se  convenga  en  la 
ffeiegacion  de  an  solo  ingeniero,  cuyas  die- 
fas  deberán  entonces  pesar  sobre  ámbos  pai« 
ses.  Si  tos  autores  del  daño  fueren  desoabier- 
tob,  responderán  de  él  personalmente. 

CARADOS  X  PASTOS. 

Arl.  4.**  Para  el  fomento  recíproco  de  la 
industria  pecuaria  en  ambos  lados  de  ia 
frontera ,  los  ganados  de  loda.espeoie  que 
vayan  directamente  de  un  pais  á  gozar  de 
\Oi  pastos  cuyo  disfrute  legitimo  les  corres- 
^nda  en  el  otro  ,•  no  adeudarán  derecho» 
ni  serán  sometidos  á  formalidad  ñscal  ni 
otra  algona,  é  i^oal  franquicia  disfrtitarán 
!os  ganados  que  tengan  que  servirse  de  un 
camino  ó  cruzar  un  l«frrilorio  del  Estado 
vecino  para  ir  al  goce  de  las  yerbas  que  en 
♦íi  ó  eti  el  suyo  propio  les  pertenezcan  por 
iiii  titulo  legítimo. 

Arl.  5.*  Los  rebaños  que  en  el  disfrute 
lí»g^al  de  pastos  extranjeros  en  la  frontera,  ó 
al  ir  á  ellos  ó  á  su  vuelta ,  se  separen  por 
oiialqoier  accidente  fortuito  menos  de  500 
tiielros  del  terreno  de  sus  goces  ó  del  cami- 
no que  deban  seguir ,  no  podrán  ser  consi- 
derados como  de  contrabando,  ni  sufrir  por 
consiguiente  ninguna  de  las  penas  á  él  im» 
puestas  por  el  fisco,  siempre  que  no  sea 


evidente  la  intención  dolosa;  pero  si  por 
efecto  de  esta  extralimitaoion  accidental 
ocasionasen  algún  perjuicio,  incumbirá  la 
responsabilidad  á  los  dueños  del  ganado. 

ArL  6.^  Las  mameipalidades  de  los  |kie« 
bloa  fronterizos  qne  tengan  por  titulo  legítii- 
010  el  disfrute  exclusivo  oe  pastos  en  ei 
Estado  vecino ,  pcdrán  nombrar  por  sí  solos 
guardas  para  la  vigilancia  de  sus  aprove» 
ohamientoa* 

Cuando  los  goces  fberen  comunes  entre 
los  rayanos  da  uno  y  otro  país,  cada  una  de 
las  municipalidades*  interesadas  podrá  tener 
sus  guardas,  ó  bien  elegirlos  de com un  acuer^ 
do  con  los  demás  congozantes. 

Los  guardas,  provistos  del  documento 
^ue  los  acredite,  se  juramentarán  ante  la 
autoridad  competente  del  pais  en  que  tenga 
logar  el  disfirote ,  y  á  ella  presentarán  sus 
denuncias. 

PROPICOADBS  DiyiDinAS  POR  lA  lIsEA  PAOR- 
TBSIZA. 

Art.  7.®  No  obstante  que  el  límite  ínter* 
nacional  corta  diversas  propiedades  perte- 
necientes á  españoles  unas  y  á  franceses 
otras,  y  que  cada' porción  de  estas  propie- 
dades conserva  la  nacionalidad  del  pais  en 
que  se  halla  situada,  no  dejarán  por  eso  los 
propietarios  de  disfrutar  de  completa  fran- 
quicia para  el  cultivo  de  la  parle  de  terreno 
qne  queda  en  el  Estado  vecino,  pudiendo 
atravesar  libremente  la  frontera  tanto  á  la 
ida  como  á  la  vuelta,  con  todo  lo  perlenp' 
cienle  á  la  labor  y  con  lodos  los  productos 
recogidos.  Mas  sin  embargo,  se  faculta  á 
los  propietarios  para  no  usar  del  beneficio 
de  libre  introducción  en  su  pais  á  favor  de 
los  indicados  productos,  quedando  entonces 
estos  sometidos  al  derecho  común  del  terri- 
torio en  que  se  cosechen. 

Si  el  propietario  se  hallare  establecido 
en  la  parle  ae  su  predio  situado  en  el  Esta- 
do vecino,  podrá  encerrar  y  conservar  allí 
libres  y  exentos  los  frulos  de  toda  la  tierra, 
para  introducirlos  después  en  su  propio  pais 
sin  sujeción  al  pago  de  derechos,  tanto  de 
entrada  como  ue  salida. 

RÉGIMEN  Y  APaoVECHAMIBNTO  DE  AGUAS  DI 
uso  COMUN  ENTftE  AMBOS  ESTADOS. 

Art.  8.®  Las  aguas  estancadas  y  cor- 
rientes, sean  de  dominio  público  ó  privado, 
están  sujetas  i  la  soberanía  del  Eslado  en 
que  se  hallan ,  y  por  lo  tanto  se  regirán  por 
la  legislación  de  este ,  salvas  lu»  modihcacio- 
•  nes  convenidas  entre  ámbos  Gobiernos. 

Las  oorrienle»  cambian  de  jurisdicción  en 
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dianio  pftffti^  áe  onn  nneion  á  otra ;  y  en  los 
'líos  que  sirven  de  fronlera  cada  Eslado  ejer-' 
cerá  su  juriadíceion  haalael  medio  de  la  coi- 
rienle. 

.  Art.  9.^  Bu  la«  eorrienies  qire  pasan  de 
Estado  al  otro,  ó  que  sirven  entre  ámbos 
de  Trontera  t  cada  Gobierno ,  sin  perjuicio  de 
hacer  en  caso  necesario  un  examen  contra- 
-dtctorio ,  reconoce  la  legalidad  de  los  riegos, 
arteraclos  y  aprovechamientos  de  agua  para 
uso  doméstico  existentes  actualmente  en  p1 
otro  país ,  en  virtud  de  concesión,  titulo  ó 
uso  prescrito,  debiendo  entenderse  que  no 
•e  empleará  en  cada  uno  de  estos  casos  mas 
agua  que  la  necesaria  para  obtener  el  efecto 
útii  á  que  se  aplique ,  que  deberán  suprimir- 
se los  abusos  y  que  este  reconocimiento  en 
nada  menoscaba  el  derecho  de  los  Gobiernos 
.fiara  autorizar  respectivamente  los  trabajos 
de  utilidad  pública  con  la  condición  de  abo- 
nar la»  indemnizaciones  legítimas. 

Art.  10.  Si  después  de  satisfechos  los 
disfrutes  considerados  por  una  y  otra  parte 
como  legítimos,  quedase  á  un  previo  aforo 
estival  agua  disponible  en  las  corrientes  ásu 
pano  por  la  frontera ,  se  dividirá  el  exceden- 
te desde  luego  entre  los  dos  países  en  propor- 
ción de  los  terrenos  regables  perienecientes 
á  los  ribereños  respectivos  inmediatos,  sin 
tener  en  cuenta  las  tierras  que  son  ya  de  re- 
gadío. 

Art.  11.  Guando  uno  de  loa  dos  Estados 
•e  proponga  hacer  trabajos  ó  nuevas  conce- 
siones que  puedan  ^alterar  el  régimen  ó  el 
caudal  de  una  corriente  de  cu  yas  aguas  disfru- 
ten en  la  parle  inferior  ú  opuesta  ribereños 
del  otro  país,  se  dará  aviso  anticipado  á  la 
autoridad  superior  administrativa  de  la  pro- 
vincia ó  departamento  de  quien  estos  depen- 
dan, por 'la  autoridad  análoga  en  cuya  ju- 
risdicción se  piense  ejecutar  el  proyecto, 
para  que  si  se  ocasiona  lesión  en  los  dere- 
ctíos  de  los  ribereños  de  la  soberanía  limí- 
trofe, se  pueda  reclamar  con  tiempo  á  quien 
corresponda  y  no  se  perjudiquen  los  intere- 
ses que  pudieran  verse  comprometidos  por 
una  y  otra  parle.  Si  los  trabajos  ó  concesio- 
nes hubieren  de  tener  lugar  en  algún  dis- 
trito municipal  contiguo  á  la  frontera,  ten- 
drán facultad  de  concurrir  á  la  inspección 
local  con  los  encargados  de  un  Eslado  los 
ingenieros  del  olro,  previo  el  correspondien- 
te aviso  que  deberá  dárseles  con  la  antici- 
pación oportuna. 

Art.  12.  Los  terrenos  inferiores  están 
obligados,  con  respecto  á  los  superiores,  á 
recioir  las  aguas  que  procedan  de  estos  y 
los  acarreos  que  ellas  arrastren  naluralmen-* 
le  sin  intervención  de  mano  de  Iwmbre ,  y 


á  no  construir  represas-m  otro  obaCt^lo  ft^ 
guno  en  detrimento  de  los  ribereñoa  supe* 
rieres,  á  los  cuales  está  también  prohibido 
ej^^eutar  nada  que  pueda  egrévar  «sta  ser- 
vidumbce  que  pesa  »obce  los  que  están  de- 
bajo. 

ArU  13.  En  loe  ríos  que  sirven  de  fron- 
tera, todo  ribere&o,  salva  la  aotorizaciou 
que  fuere  necesaria  según  las  leyCi  m  que 
se  halle  sometido,  podrá  hacer  en  su  orilla 
plantaciones  y  obras  de  reparación. ó  de  de- 
fensa siempre  que  no  alteren  el  caudal  y 
corso  de  la  corrif»nie  en  perjuicio  de  los  ve- 
cinos, ni  se  introduzcan  en  el  lecho ;  enten- 
diéndose por  este  toda  la  tierra  bañada  por 
el  agua  en  sus  crecidas  ordinarias. 

En  cuanto  al  rio  Reur,  fronterizo  entre 
los  territorios  de  Puigcerdá  y  Bourg-Mada^ 
me,  que  por  sus  circunstancias  especiales  no 
tiene  márgenes  naturales  bien  determina- 
das, se  procederá  á  demarcar  la  zona  en  qu« 
quedan  prohibidos  los  plantíos  y  construc- 
ciones, tomando  por  base  lo  estipulado  en- 
tre los  dos  Gobiernos  en  1750,  y  renovado 
en  1820;  pero  podiendo  modificarlo  si  de 
ello  fuere  susceptible,  sin  perjudicar  al  ré- 
gimen del  rio  ni  á  los  terrenos  contiguos,  á 
ün  de  que  al  ponerse  en  ejecución  la  pre- 
sente acta  adicional  se  cause  la  menor  ex- 
torsión posible  á  los  ribereños  cuando  haya 
que  dejar  el  nuevo  cáuce  que  se  designe  dea- 
embarazado  de  todo  estorbo. 

Art.  14.  Si  por  derrumbamiento  de  la« 
orillas  por  acarreos,  depósitos  ú  otras  cau- 
sas naturales,  pudiere  resuUar  alteración  d 
obstrucción  de  la  corriente  en  el  daño  de  los 
ribereños  del  otro  paí$,  tendrán  estos  acción 
para  recurrir  á  la  jurisdicción  competente, 
á  fin  de  que  se  haga  la  reparación  é  la  lim- 
pia por  quien  corresponda. 

Art.  15.  Cuando  fuera  de  los  asontos 
contenciosos,  que  competen  exclusívameulc 
á  los  tribunales  ordinarios,  ocurran  entre 
ribereños  de  distinta  nacionalidad  disiden- 
cias, ó  haya  que  hacer  reclamaciones  en  lo 
locante  al  aprovechamiento  de  aguas,  los 
interesados  deberán  dirigirse  á  su  auloridacl 
respectiva,  á  fin  de  que  entendiéndose  es- 
ta con  la  del  país  vecino,  orillen  ambas  de 
concierto  el  asunto,  si  alcanzase  á  ello  su 
jurisdicción;  y  en  los  casos  de  incompeten- 
cia ó  de  discordia,  así  como  en  el  de  que  lo» 
Interesados  no  aceptasen  la  decisión  que  s<^ 
pronuncie,  pedrá  recurrirse  á  ta  autoridad 
superior  administrativa  de  la  provincia  6  de- 
partamento. 

Art.  16.  Las  Administraciones  superio- 
res de  las  provincias  ó  deparlamontos  limí- 
trofes se  pondrán  de  acuerdo  en  el  ejercicio 
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^  sosr  afffbicioñes'  para  et  atfeg^lo  de  ios 
asontós  de  corrVéníéticia  renéral'y  de  inler- 
pretaeten  <y  niodíficaeion  a«  sus  reghmetitos 
relativas  á  las  ag^aáa,  siempre  que*  haya  in- 
tereses respectivos  empeñados;  y  efti  caso 
deno  avenirle,  sersoraeterá  la  divergencia 
a  ios  dos  Gobiernos. 

Arl.  17.  Los  Gobernadores  ^ivités  y  los 
j)refecloa  áti  uno  y  otro  lado  de  la  frontera 
podrán,  si  lo  juzgan  conveniente,  tatabieeer 
de  camun  acuerdo,  y  con  aprobación  supe 


quedando  áéroffadas  todAs  (aíf  esWpbtacionea 
cóntrarias  ó' Üiferéntes  á  los  ^  traladoa 
primero  precitados. 


atttHPICACfOIIIHlt  Alt. 
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Art.  21.  Por  no  e»lar  de  acuerdo  eí  pár- 
Rafo  tercero  del  arl.  del  tratado  de  líniites 
de  14  de  abril  de  1802  eon  el  uso  á  la  sazón 
«xiste«te  y  que  la  comisión  mista  se  propuso 


y  denunciar  los  contraventores  ante 
quien  corresponda. 

Art.  18.  Una  comisión  inlernaeionai  de' 
ingenieros  reconocerá  los  parajes  que  con- 
venga de  los  confínes  entre  l#t  provincia  de 
Gerona  y  el  di^partamento  de  los  Pirineos 
orientales  y  demás  puntos  de  la  frontera,  con 
objeto  de  examinar  en  los  distritos  muni-  i 
cipales  colindantes  de  ambas  Monarquías,  ó 
en  otros  que  sea  conveniente,  el  empleo  que 

Kara  riegos,  artefactos  y  u»os  domésticos  se 
ace  actualmente  de  las  aguas,  á  fin  do  no 
asignar  en  cada  caso  mas  que  la  cantidad  de 
ellas  que  se  necesite  y  de  que  se  corten  los 
abusos.  La  misma  comisión  determinará  pa- 
ra cada  corriente  con  arreglo  al  aforo  esti- 
val hecho  en  el  paso  de  la  frontera,  el  cau- 
dal de  agua  que  queda  disponible  y  la  ex- 
tensión de  los  terrenos ,  que  susceptibles  de 
riego  sean  aun  de  secano ,  pertenecientes  á 
los  ribereños  de  cada  país  inmediatos  á  la 
corriente:  procederá  también  á  las  operacio- 
nes concernientes  al  Reur  indicadas  en  el  ar- 
ticulo 13:  propondrá  las  medidas  y  precau- 
ciones conducentes  á  asegurar  la  ejecución 
por  ambas  partes  de  los  reglamentos,  y  á 
prevenir  en  cuanto  sea  posible  toda  querella 
entre  los  4-i  be  re  ños,  y  examinará,  en  fin,  la 
extensión  de  atribuciones  que  convenga  dar 
á  los  sindicatos  mistos  para  los  casos  en  que 
se  establezcan. 

Arl.  19.  Inmediatamente  después  de  ra- 
tificada la  presente  acta,  se  podrá  nombrar 
la  comisión  de  ingenieros  á  que  se  refiere  el 
art.  18  para  que  proceda  desde  luego  á  sus 
trabajos,  dando  principio  por  los  rios  Reur 
y  Lavanf>ra,  que  es  io  mas  urgente. 

Art.  20.  Las  disposícionos  precedentes 
«erán  aplicables  á  toda  la  frontera  de  mar  á 
mar,  así  como  á  la  del  territorio  enclavado 
de  Llívta,  y  tendrán  la  misma  fuerza  y  va- 
lor que  si  se  hallaran  textualmente  insertas 
en  loados  tratados  de  Bayona  de  2  de  di- 
ciembre do  1856  y  14  de  abril  de  1862,  y  el 
tercero  que  con  fecha  de  hoy  los  completa; 


cho  tratado. 

«Los  ganados  de  Broto  y  de  Bareges  po- 
drán disfrutar  en  común  los  siete  quintos  de 
hi  montaña  de  Usona  hasta  el  U  de  junio 
de  cada  ano;  pero  desde  este  día  solo  los  ar- 
rendalarioa  y  los  subarrendatarios  tendrán 
derecho  da  apacentar  en  los  quintos  que  les 
eorrespondan.» 

Art.  22.  La  presente  acta  será  ratifica» 
da,  y  las  ratificaciones  canjeadas  en  Paris  lo 
antes  posible. 

En  fé  de  lo  cual  los  respectivos  Plenipo- 
tenciarios  la  han  firmado  y  puesto  en  ella  el 
sello  de  sus  armas. 

Hecho  en  Bayona  por  duplicado  el  dia  26 
de  mayo  de  1866.B 

El  tratado  y  acta  adicional  que  anteceden 
han  sido  debidamente  ratificados  y  las  res- 
pectivas ratificaciones  canjeadas  en  París  el 
12  del  corriente.  (Goc.  22;ii¿to.) 

217.  AIjOAIiDBS  y  aytjntamiew- 
TOS.— B. D.de  22  de  julio,  declarando  re- 
puestos los  Aloaldes,  Oonoejales  j  Secreta- 
rios separadas  ó  suspensos  desdo  1.®  de  Julio 
de  1865. 

(GoB.)  «Exposición  á  S.  M.— Señora. — 
El  Ministro  que  suscribe,  al  encargarse  del 
Ministerio  que  la  bondad  de  V.  M.  se  dignó 
confiarle  ,  se  ha  enterado  de  que  en  muchos 
pueblos  de  varias  provincias  están  separa- 
dos los  Alcaldes,  Tenientes,  Concejales  y 
Secretarios  de  Ayuntamiento ,  que  ejercían 
sus  cargos  legítimamente ,  y  fueron  nombra- 
dos  en  la  forma  y  época  prevenidas  por  la 
ley.  De  creer  es  que  estas  separaciones  se 
hayan  fundada  en  motivos  graves  y  proba- 
dos; sin  embargo,  han  acudido  al  Gobierno 
de  V.  M.  gran  número  de  individuos  di» 
aquellas  Clases  en  queja  de  que  las  medidos 
de  que  han  sido  objeto,  dictadas  por  laa 
autoridades  provinciales,  no  están  debida- 
mente justificadas. 

Es  por  lo  mismo  necesario  á  la  buena 
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«dminbh'atíon  1  ni  prea^ig»  delaícorpo- 
rflotooes  municipales  averigu|ir  lo  que  hü- 
biere  de  exacto  en  las  reclamaciones  pre- 
sentadas por  los  interesados,  y  para  ello 
proeéde  «doptar  dUpnicioiies  que  asegfureq, 
tanto  la  confirmaciotn  de  las  separaciones 
justas  y  legales  acordada»  por  los  Goberna- 
dores de  provincia,  como  la  reparAcíoa  de 
2as  que  liübicren  podido  diciarse  sin  la  jua- 
liflcácion  conveniettie. 

Fundado  en  estas  rasones  y  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Ministros ,  tengo  el  honor 
<ie  someter  á  la  aprobación  de  V.  M.  el  ad- 
junto proyecto  de  decreto.  Madrid  22  de 
julio  de  1866.— Señora. —A  L*  R.  P.'  de 
V.  M.— Luis  González  Brabo. 


REAL  -OBCaSTOi 

Conformándome  con  lo  que 
puesto 


me  ha  pro- 

^         el  Mmisiró  de  la  Gbbernaeion,  de 

acuerdo  con  el  Consejo  de  Mitii'rtros, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Articulo  1.^  Se  declaran  repuestos  todos 
ios  Alcaldes,  Tenientes,  Concejoles  y  Se- 
cretarlos de  Ayuntamiento  separados  ó 
«uspimsos  de  sus  cargos  desde  l.^  de  julio 
de  1865,  si  para  su  separación  ó  suspensión 
410  se  formó  expediente  en  que  se  acreditaran 
<le  un  modo  cumplido  los  motivos  que  juR- 
tiliquen  aquella  medida,  ó  si  los  expediontes, 
4?n  su  caso ,  no  pasaron  á  los  Iributiales  de 
justicia  para  los  procedimientos  á  que  bubie- 
re  habido  lugar.  , 

Art.  2.*»  Los  individuos  de  Ayuntanwcn- 
to  expre«ados  en  el  artículo  anterior,  sepa- 
rados ó  sufspensos  por  haber  sido  somelidos 
á  los  tribunales  de  justicia,  en  cuyos  ox- 
|)ed lentes  hubiere  recaído  absolución  ó 
«obreseimienlo ,  serán  asimismo  repuestos 
en  sus  cargos. 

Art.  3.®  El  Ministro  de  la  Gobernación 
queda  encargado  de  la  ejecución  del  presen- 
te decreto.  Dado  en  San  Ildefotiso  á  22  de 
julio  de  t866.— Está  rubricada  de  la  real 
mano. — El  Ministro  de  la  Gobernación,  Luis 
González  Brabo.»  (Gae,  2i  julio,) 

218.  INSTBUCCION  PtXBIilOA.-Beal 
¿rden  oiroular  de  20  do  julio. 

(FoM.)  Por  esta  real  orden  se  recomicn» 
da  á  los  rectores  que  vigilen  para  evitar  que 
la  enseñanza  se  convicrla.por  nadie  en 
elemento  de  propaganda  política,  ni  en 
riesgo  para  las  verdades  sociales,  y  mucho 
menos  para  las  verdades  religlpsas:  para 
que  los  maestros  de  inslruccion  primaria, 
410  descuiden  el  cumplimiento  de  sus  deberes, 
|)or  agitarse  en  intrigas  y  liguraren  reunió- 
ue^  perturbadoras;  y  encargándoles  que 


agoten  cuantos  ine^ios  la  ley  pone  en 
mano  para  corregir  abusos  al  mismo  tiempo 
que  para  premiar  á  los  maestros  que  se  éia* 
(m^an  en  ^i  ejercicio  ifí  su^argo.  {Gao.  24 
Juho.)  . 

910.  MiNiaa^imioDis  iíJl#obísrna- 

OION.-B.  J>.  de  28  da  JoU»,  NfünBstido  Is 
plantada  8U  Seoretari*. 

((ioB.)  oConrormátldome  ébñ  lo  propues- 
to por  mi  Ministro  de  la  Góbernacion, 
Vengo  en  decrelar  k>  siguiente: 
Ariicolo       La  planta  de  Secrefaría  del 
Minitterie  dojhi  Gobernación  se  compondrán 
además  del  MmisIroV  <Je  un  Subsecrelario, 
con  el  sueldo  de  5.000  escudos;  de  cinco 
Directores  generales,  con  el  de  5,000:  de 
<k)s  jefes  de  Sección ,  con  el  dé  4.tf00;  de  un 
ordenador  general  de  pagos,'  con  el  de 
4.000;  de  ^eis  oficíales  primeros,  cotí  el 
de 5.500;  de  treé  oficiales  segundos,  con  el 
de  3<200:;  de  cinco  oficiales  terceros,  con  el 
de  3w000;  de  cinco  oficiales  cuáctos,  con  el 
de  2.600;  dé  cinco  auxiliares,  jefes  de  ne- 
gociado de  primera  clase,  con  el  de  2.400; 
de  ocho  auxiliares,  jefes  de  negrociado  de 
segunda  clase,  con  el  de  2.000;  de  seis 
auxiliares,  jefes  di»  negociado  de  tercera 
clase,  con  el  de  1.800;  drí  doce  auxiliares 
jefes  de  negociado  de  (creerá  clase,  con  el 
de  1.600;  de  venliun  auxiliares,  oficiales  de 
adminisiracion  de  primera  cíase  con  cl  de 
t.400;  de  quince  auxiliares,  oficiales  de  ad- 
minmwion  de  segunda  clase,  con  el  de 
1.200;  de  caloree  auxiliares,  oficiales  de  ad- 
ministraclort  de  tercera  clase,  con  el  de 
1  000;  de  cinco  auxiliares,  oficiales  de  admi  - 
nistracion  de  la  misma  clase,  con  el  de  900; 
4e  qMince  ofícralps  de  adminislríicion  dé 
cuarta  clase  el  de  800;  dé  doce  oficiales  de 
admmtslracion  de  la  misma  cíase,  con  el  de 
700,  y  de  treinta  y  cualro  oficiales  de  admi- 
nistración de  quinta  clase  ,  con  él  de  600. 
Además  habrá  el  númr»ro  necesario  de  aspi- 
rantes y  subalternos  para  las  cinco  Direccio- 
nes generales,  ordenación  de  pagos  y  las 
dos  secciones  que  forman  parte  del  mismo 
Ministerio. 

Art.  2.®  El  Ministro  de  la  Gobernación 
queda  encargado  dé  la  ejecución  deí  pré- 
senle decreto.  Dado  en  San  Ildefonso  á  23 
de  julio  de  1866.— Eslá  rubricado  de  la  real 
mano.— El  Ministro  de  ta  Gobernación,  Luis 
González  Brabo.»  tCflc.  25;u/ío.) 
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ISO  PBlOPlOtt  T  PO&ims.-  OVréUte 
1O0«  tbcmm  ts  déjuiüo ,  sobre  el  retraso  que 
«leeaentM..  t  >•  '  . 

Kt  tímoi  Sr.  Díreolof  eejaiíf  al  de  Ádmioii- 
traeron  loAeal ,  en  círóutár  téch^  2$  dél  pásar 
do,  twe  dice  fo  que síg*uéí   '  ' 

«RendidBS  porl6s  AyufttaYtiífeíitda  Y  "pen- 
di^ei:d0  «xálneA  en  (tis  éomiéiónreft ,  f  de  fíeh- 
Itoeti  lDt€otise>Mv«xU(ián  éh  la  attttfaRdád 
diez  j  oeho  miltUetcienlaB  «tienta  bnontas 
municipales ,  correspenditenA?^  á  ios  alttmos 
veínle  anos;  y  def  mistna.perípdo  faUaq^por 
rendir  haíla  el  núnaerp  de' nueve  rail  dpAQÍeu- 
tas  cuarehiá  .y  ^cis.  Bn  cuan  lo  á  las  de  pos!- 
lOT,  esperan  la  rendtttion  catorce  mil  seiscien- 
tas 8e«6nU  y  ^hcf  'y  vetti'le  mr!  seletíjcnlas 
«reinlm  y  ciwo  ta  aproiiacion,  tódaé  réMIivns  á 
to«  añot  trefoaiTÚiOa  desde  t856  hasta 
Estas  cirra^de  aesientayire^mildiez  y  nueve 
cuentas  atrasadas ,  caracterizan  por  aá  s^as  el 
estado  de  la  admlnistraQÍoa  municipal  en  Es- 
paña, y  hacen  f6rn[|ar  una  idea  bien  poco  U- 
«ong^era  de  ía  regfulariaad  y  órdenqua  reinan 
en  nuestro  país  en  la  ¡jéslion  de  los  intereses 
p6bI(<sos«  ' 

Sensílifé  es  que  las  corporaciones  popula- 
res no  €%8erveb<!ebi4amente  los  precepto^ 
de  la  ley  ,  presentando  en  tiempo  oportuno 
las  eaenta^dt  süsigaslda  éíngresoá  para  ser 
aprobadas  por  la  aja l<H*klad  competente;  pe* 
ro  lo  seria  aun  gias  todavja  que  los  Ay^in*- 
tamíenlos  enconlrasei)  un  eslífnuJo  á  su  in- 
curia en  la  tibieza  ó  apalja  de  la  Superiori- 
dad ,  en  ía  tibieza  ó  apatía  de  los  funciona- 
rm  encargados  de  examinar,  dii*igrr  y  cen- 
surar saa  actos ,  y  de  hftcé^  que  en  todas 
parles  y  en  todas  lasiesferadae  observen  ñel- 
fuenle  y  cjecaten  con  panloalidad  tas  man- 
datos legaíea.  \ 

ea<l«  creer  que  laa  comisiones  de  cuen- 
tas aiunicipaies ,  en  las  que  sirven  doscien- 
tos treinta  y  seis  o Qci alea,  sean  poco  nume- 
rosas para  el  fín  que  les  está  asignado;  tam 
poco  se  puede  pensar  que  los  Consejos  de 
provincia  sirvan  con  Indiferencia  ó  desvio 
asunto  de  tan  vital  interés  para  los  pueblos; 
ni  menos  puede  atribuirse  la  responsabilidad 
de  semejante  atraso  á  los  jefes  superiores  ée 
las  provincias*  de  quienes  \k  Administra* 
cion  eeotrat  r^be  de  conUooa.  señaladas 
muestras  de  celo  é  interés  por  el  mejor  ser- 
TÍC104  pero  la  verdad  es,  que  estas  cuentas 
oo  se  rinden »  que ,  una  vez  rendidas ,  ae 


eternizan  para  su  examen,  que  muchas  de 
tas  examinádAs  es^éraá  en  y4rÍo  el  fallo  del 
Consejo  provincial  y  que  lañ  interesante  ra* 
mo  ée  la  pública  administración ,  tfi  encuen- 
méH'mHtádotan  deploVáblé  q-iiéraerzi 
et  'Uátoitt'  sériamefnte  lá  atenéi6ñ  de  los  qus 
en  al^o  tienen  y  en  algo  estimán  el  nombrs 
éei  Gdbieroo  :f  de  fius  delegados.-  - 

La  Diretoion  de  Administración  local  qoa 
está  dlspue^a  á  seguir  coa  perse^aasla  y 
fe  la. senda  que  se  ha  trazado  con  el  propó* 
sitó  de  ordenar  y  re^qlarizar  los  diferentes 
sértMbios  qüe  corfón  a  su  cargo ;  que  v¿  con 
profunda  pena  tamaño  desconcierto  en  la 
contabilidad  municipal,  pero  que  tiene  al 
pcopio  Uempo,  se  complace  en  repetirlo, 
una  gritnde  y  merecida  conGanza  en  la  ilus* 
tracioñ  y  rectitud  de  los  Gobernaaores  do 
las  provincias,  se  dirige  hoy  á  V.  S.  para 
eqcalrgarle  muy  eficazmente  que  escite  et 
"céld  de  ese  Consejo  y  promueva  los  trabajos 
de  esa  comisión  de  oventas ,  eon  el  fin  dé  que, 
cuanto  antes,  se  lialleq  nltimadas  lampen- 
dientes  de  exámen  y  fallo ,  al  mismo  tiempo 
q.ue  apercibe  y  hace  entender  iijps  Ayun* 
lamrentos  e)  deber  y  la  necesidad  en  que  se 
encuentran  de  presentar  inmediatamente  las 
no  rendidas.  Para  este  objeto,  V.  S.  no  per- 
donará medro  alguno  áe  los  que  las  leyes 
ponen  á  su  alcance  y  su  bueti  criterio  le  su- 
-gtera ,  cuidando  muy  especialmente  de  que 
los  empleados  (le  la  sección  de  cuentas ,  en 
nipgun  caso,  ai  bajo  ningún  protesto,  se 
ocupeu  ni  distraigan  en  asuntos  distintos  de 
los  que  les  están  encomendados;  bien  enten- 
dido ,  que  si  coaira  lo  que  es  de  esperar ,  las 
exprésadas  comisiones  no  llenasen  cumpli- 
damente en  adelante  el  objeto  para  qac  fue- 
ron establecidas  en  1847 ,  y  si  en  los  próxi- 
mos estados  trimestrales  no  se  notan  to^  ade- 
lantos que  pradencialmenle  pueden  y  deben 
exigirse ,  la  Dirección  se  verá,  á  pesar  suyo; 
en  la  doigrosa  necesidad  de  proponer  al  se- 
ñor Ministro  la  supresión  de  estas  comisio- 
nes como  ya  se  hizo  en  1S54,  con  mas  las 
medidas  que  entienda  conüucentes  para  que. 
servicio  de  tal  importancia  no  sufra  en  et 
porvenir  las  dilaciones  y  retrasos  que  hoy 
con  justicia  lamentan  cuantos  se  ocupan  de 
la  marcha  de  los  negocios  públicos.  (Boletín 
ojUial  de  Logroño  núm,  84.) 
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ree'qriiotf  de  caAHÓI^a,  nulidad  é  Id- 
Jastléla  notoria. 

INjUSTIOIA  NOTOBIA,    El  ré- 

curfia  que  con  eüc  nombre  estubUce  el 
Código  de  Comercio  solo  proeédt  contra 
ias  $entpncim  dé  r€vlÉtd/ó  de  vista  que 
seán  definitivas  confirmatorias  de  la,  de 
primf*a  instancia,  . 

Sentencia  de  9  de  puje.de  1866. 
.  Pleito  seguido  en  et  Tribunal  de  Comét*> 
cío  V  Audíeucia  de  Barcelona,  por  D.  Vic- 
lor  Sonvier  con  la  razón  social  Bohigas  y 
compañía,  sobre  pa^o  d^  maravedises. 

Itohig^s  y  compañía  demandados  por  di- 
cho Bouvíer  para  el  pago  de  47^190  rs. 
17  maravedises  y  por  otro  acreedor  para 
el  de  4.-567  rs.  la  céots.,  pidieron  la  acu 
mutacíofiide  autos,  qoe  se  negó  y  apela 
Ton;  pero  no  llegó  á  conocerse  de  la  ape- 
lación porque  como  aquel  olro  acreedor 
cediese  su  crédito  á  un  tercero,  y  este  co 
mo  el  ccdente  desistiesen  del  pleito,  nohu 
bo  necesidad  de  la  apelación  á  la  que  re- 
queridos Bohigas  y  oompaoia  no  quisie- 
ron renunciar  de  un  modo  explícito,  tal 
vez  por  no  aceptar  por  ello  el  pago  de 
costas  en  que  fueron  condenados  en 
erecto  por  la  Sala.  Suplicaron  de  esta  con* 
dena  y  se  denegó  la  suplica;  interpusie- 
ron el  recurso  de  injusticia  notoria,  que 
se  denegó  y  apelaron  al  Tribunal  Supre- 
mo que  coodrmó  con  las  costas  el  auto 
denegativQ  apelado: 

aConsiderando  que  el  auto  de  2  de  junio 
de  1865  no  es  sentencia  definitiva  de  vista 
conñrmatoria  de  la  de  primera  instancia  ni 
tampoco  de  revista,  contra  las  cuales  proce- 
de únicamente  el  recurso  extraordinario  de 
injusticia  notoria  según  el  art.  1.217  del 
Código  de  Comercio  »  (Gac.  13  mayo,) 

PRUEBAS.  CASACION.  Contra 
los  fundamentos  de  las  sentencias  no  se  dá 
recurso  de  casación.  Cuando  se  interpone 
suponiendo  infracción  de  ley  en  la  apre- 
ciación de  las  pruebas,  debe  citarse  la  ley 
infringida  con  la  apreciación. 

Sentencia  de  27  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  Bar- 


celona y  su  Audiencia  territorial  por  don 

sobre  pago  dé  maravedises  que  este  debía 
al  primero  1^  préstafn^  é  iolereses  de- 
▼enga4o9.  Constaba  iá  d^tt^  y.  crédito 
reipeclivos^eü  dospa^ariia^  'qtte  el  deudor 
recooocia;  pero  había  divergencia  entre 
e^te  y  el  acreedor,  no  solo  .sobre  la  canti- 
dad líquida  de  ta  deuda  sino  sobre  sj'  se 
habián  ó  no  pactad^  ioleréseis^  y  aun  en- 
tre las  propias  aserciones  de  loa  litigantes 
cin  sog  escritos  v  en  las  po6Íciones  que 
absolvieron.  £J  Juez  llevados  los  autos  á 
la  vista  dictó  auto  para  mejor  ()roveer 
mandando  compareciesen  los  fitigantes 
para  aclarar  con  su  confesión  algunos 
puntos  dudosos:  compareció  el  acreedor, 
mas  no  el  deudor,  apesar  de  baber  sido 
citado  segunda  vez  con  apercibimiento;  y 
siéndole  contraria  la  sentencia  que  con- 
firmó la  Audiencia,  interpuso  recurso  de 
casación  citando  como  infringidas  en  su 
concepto: 

1.  *»  Las  leyes  4.*,  til.  26,  y  19,  títu- 
lo 22,  Partida  5/,  conformes  con  la  2.% 
Cód.  De  rejudieata  y  otras  concordantes, 
por  baber  aceptado  la  Audiencia  los  fun- 
damentos de  la  sentencia  del  Juez,  en  los 
que  había  error  en  la  cantidad  objeto  de 
la  condena. 

2.  *  La  ley  34,  tít.  14,  Partida  6.*  y 
sus  concordantes,  por  hallarse  probada  la 
transácion  y  no  haberse  justificado  que 
Yidal  se  apartara  de  ella; 

Y  3.*  El  principio  de  derecho  expre- 
sado en  la  nota  12  de  la  ley  26,  tít.  4.'', 
Partida  3/,  de  acuerdo  con  dicha  ley,  y 
la  4.*  Dig. ,  párrafo  Hoc  avtem  judilimm 
título  De  diamno  infecto,  que  dice  nt  ad 
,  utiUtalem  prívatam  judex  non  interponat 
\  offidum  sum,  y  el  núm.  2.*  del  art.  48  do 
{ la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  prohibe 
\  exigir  confesión  á  las  partes  sobre  hechos 
qne  resulten  probados.  El  Tribunal  Su- 
premo declaró  no  haber  lugar  al  recurso: 

((Considerando  que  contra  los  fundamen- 
tos de  las  senlenci  as  no  fe  da  recurso  ó** 
easacion,  y  qoe  aun  cuando  de  esto  sé  pres- 
cindiera, Itlibkindo  mdo  apreciadas  por  \i\ 
Saia  «éntenciadora  laa  pruebas  praclieadAK 
por  las  partes  «n^  coft^eplo  de  iio  haber 
«rror  ni  pltts  peiicion  ou  la  caniídad  re¿U-« 
Diada  en  la  deroanda,  ul  de  haber  existido 
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tampoeo  sino  un  proyecto  de  Ir/msacfiion» 
^ue  no  llegó  á  formalisarte  sin  qu^  conUa 
di«h«  iq)repiacion  ae  h^y^  filado  ¡iiíraAciQii 
alguna  de  ley  ni  ,áe  doctrina  «duiilÍDU  por 
Ja  jurisprudencia  de  los  tril>una)ea,  no  Tie- 
nen apticacíon  a(T  caso  actioat>  f  no  han  po- 
dido por  io  tanto  ser  infringidas  las  ley^^ 
que  ae  citan  en  primero  y  segundo  lugar: 

Considerando  que  la  ley  2^,  líi,  4.  ,  Par- 
tida 3.'  trata  de  los  Jueces  avenidores  y  de 
la  manera  en  que  deben  desempeñar  su  en- 
cargo ,  y  que  la  4  •  Dig.  />ff  datnno  infecto 
•e  refiere  á  un  juicio  de  índole  especial, 
tiendo  «^vidente  por  lo  mismo  que  ni  las 
disposiciones  de  estas  teyes  ai  el  principio 
que,  aun  suponiéndole  cierto,  se  dice  ha- 
llarse de  acuerdo  con  etias ,  se  invocan  con 
oportunidad  pnra  el  propósito  con  que  se 
alegan: 

'  Y  considerando  que  ademas  de  que  U 
infracción  del  num.  2.®  del  arl.  48  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  no  puede  servir  de 
motivo  para  un  recurso  de  casación,  pu- 
dieiido  los  Jueces  y  tribunales,  según  dicho 
artículo ,  exigir  para  mejor  proveen  confe- 
sión judicial  á  cualquiera  délos  litigantes 
sobre  hechos  que  estimen  de  influencia  en 
la  cuestión  y  no  resulten  probados,  á  ellos 
exclusivamente  compete  apreciar  estas  cir- 
cunstancias.» (Gae.  Hmayo.) 

BBVEBSION  DE  BIENES.  Esvá- 
lido  el  pacto  de  r^ersion  celebrado ,  al 
contraei'se  un  matrimonio^  por  lo$  cón- 
yuges y  los  catisanles  de  estos,  cuando  lle- 
gado el  caso  para  que  se  estableció,  le 
ratifica  por  escritura  pública  la  persona 
menos  favorecida  en  su  ratificación. 

Seatenciá  de  28  de  abril  de  f 866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Tolo- 
sa  y  Audiencia  de  Biirgos  por  doña  Jua^ 
na  Josera  Berridi  con  D.  Juan  Domingo 
Lizurume,  sobre  nulidad  de  una  cláusula 
de  reTersioD  puesta  eo  las  capitulaciones 
matriraooiates  de  aquella  coa  el  bermaoo 
de  este ,  y  de  una  escritura  otorgada  en 
su  cumplimiento.  Se  pactó  entre  otras  co- 
sas eo  aquellas  capiiulaciones  que  si  al- 
guno de  los  esposos  fallecía  sin  suce- 
sión y  sin  testar,  lo  que  cada  cual  apor- 
taba volviese  al  tronco  cocduo,  á  pesar  de 
la  ley  6.*  de  Toro  que  renunciaron*  Un 
año  después  de  celeorado  el  matrimonio 
tuvo  doña  Juana  un  hijo  qne  murió  bau*  I 
tizado  á  los  veinte  y  seis  dias  de  nacidoy  I 


Y  cincp  meses  después  que  falleciera  su 
padre  sin  haber  hecho  testamente».  A  los 
éinco  días  del  fallecimiento  del  niño  doña 
Juana  v  su  padrfe  celebraron  una  escritu- 
ra cort  lá  suegra  de  aquella ,  en  la  que  re- 
conociendo llegado  el  caso  de  la  rever- 
sión dejó  áí  disposición  de  la  madre  de 
su  di ttjinto  marido  los  bienes  de  este,  reco- 
bró lo  que  se  había  pacudo  y  renunció 
cualesquiera  derechos  que  pudieran  cor- 
responderle:  mas  casada  en  secundas 
nupc^ias  con  D.  Manuel  Garregorri,  éste, 
en  nombre  V  representación  de  su  esposa, 
demandó  al  que  fué  cuñado  de  esta  don 
Francisco  Uaria  Lizurume,  habiente  causa 
de  su  madre,  para  que  se  declarase  nulo 
el  pacto  de  reversión ,  y  nula  la  escritura 
citada  en  que  doña  Juana,  menor  de  edad, 
atíoque  Tiuda ,  había  esperimentado  una 
lesión  eoormisima.  El  pleito  siguió  to- 
dos sus  trámites;  del  fallo  en  primera  ins- 
tancia apelaron  ambas  partes «  y  con- 
tra el  de  la  Audiencia  que  fué  favorable 
k  doña  Juana  interpuso  recurso  de  casa- 
ción Lizurume  citando  como  infringidas 
las  leves:  2/,  til.  15,  Partida  2.';  48, 
tít.  2&,  Partida  3.*;  20,  til.  6.%  v  8.\ 
tfl.  19  de  la  Partida  6.* ;  las  31 .  3o  y  45 
de  Toro;  las  1.*  y  2.',  til.  1.%-  9.*,  ti- 
tulo 17  ,  y  lit.  20,  lib.  10  de  la  No- 
vísima Recopilación  y  muchos  axiomas  y 

1>rincipiosde  derecho  que  expresó  citando 
as  leyes  en  que  se  fundan ,  y  la  doctrina 
consignada  en  muchas  sentencias  del  Tri- 
bunal Supremo;  el  cual  declaró  haber 
lugar  al  recurso,  y  casó  y  anuló  la  sen- 
tencia de  la  Audiencia  én  los  términos 
siguientes: 

«Considerando  que  la  escritura  de  capitu- 
laciones matrimoniales  de  9  de  enero  dn 
1845,  en  que  se  estableció  el  pacto  de  rever- 
sión al  tronco  común  de  Los  bienes  que  los 
futuros  esposos  aportaban  al  matrimonio,  sr* 
otorgó  por  personas  capaces  para  contraer; 
pues  si  bien  la  demandante  Doña  Juana  Jo- 
sefa Berridi  se  hallaba  en  la  menor  edad, 
concurrió  con  ella  al  otorgamiento  su  padrt^ 
D.  José  Berridi,  y  que  en  dicbo  pacto,  no 
prohilMdo  por  las  leyes ,  se  renunció  expre- 
samente por  D.  Francisco  María  de  Li2uru« 
me  y  la  dona  Juana  Josefa  la  ley.  6.*  de  To- 
ro y  otras  que  pudiera  haber  en  contrario, 
renuncia  que  para  el  acontecimiento  previ»- 
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to  envolvía  ¡respecto  de  loí  n^moslÉdB  lar 
•uceaton  á  loa  expresados  bienes; 

Considerando  que  la  oirat  esor ¡inm  de  3 
de  abriJ  de.  1846,  olor^^ada  para  lievar  á 
eíeclo  lo  convenido  en  la  cláusula  do  rever- 
^ion  de  lá  anlerior,  con  moliVo  del  falleci- 
miento intestado  dé  D.  Franeiscó  ÍVÍárra  Lí- 
ziirume  y  del  póslurtio  José  Antonio',  y  cuan- 
do por  consiguiente  solo  podían  (Quedar  per- 
judicados por  ella  los  derechos  de  lia  madré 
del  úlümo  doña  Juana  Jo$efaíB«r.ridi,  no 
adolece  del  defecto,  que  invocando  un  (Lí- 
recho  de  tercero,  a  eg^a  esla  coíilra  la  misma 
ñor  la  inlervencioa  rjue  liivo  dona  Marja 
Baulísla  de  Alen-^a,  sin  pnii)arg'o  de  no  [)('r;- 
lenecer  al  tronco  on  Favor  d-.'I  cumI  so  t'st¡¡)ii- 
Jó  1.1  reversión,  puesto  qu*'  <le  dsclta  eaeri* 
tura  conéla  que  la  cesión  y  entrega  der  tos 
bi(.»nes  se  hizo  á  la  referida  señoral  y  stf  re^ 
presentación. 

Considecando  que  tampoco  43 ue4e  irppug* 
narse  la  validez  de  la  m^^ncipnadi^  escritura 
por  razón  de  la  menor  edad  en  que  se  encon 
traba  aun  la  doña  Juana  Josefa  Berridi ,  pues 
por  mas  que,  estando  ya  emancipada  no  pu- 
diera su  padre,  que  intervino  ert  e|  tilbt-^^- 
miento,  verilicarlo'con  el  carácter' leral  que 
en  la  anlerior ,  solo  hubiera  podido  dorre*- 
ponderla  en  su  caso  el  benoricio  de  la  resti- 
tución ,  de  que  no  ha  hecho  uso: 

Considerando  que  la  doña  Juana. Josefa 
ni  dar  espontáneamente  cumplimiento  á  lo 
pactado  en  la  cláusula  de  reversión,  rallficQ 
la  renuncia  de  la  ley  6.*  de  Toro  que  conle- 
nia  la  escritura  de  9  de  enero  de  1&45,  y  re- 
nunció además  de  nuevo  cualquier  derecho 
que  en  los  bienes  de  que  se  trataba  pudiera 
correspondería  por  mejoras,  pagamtenios  ó 
por  cualquiera  otra  razón  ó  causa ,  cediéndo- 
lo a  favor  de  doña  Maria  Bautista  Ateaga  y 
su  representación f  sin  haber  ejercitado  den- 
tro del  término  legal  la  acción  que  ahora  ha 
propuesto  para  ta  rescisión  de  la  escritura  de 
3  de  abril  de  1846  por  la  lesión  que  pretende 
haber  sufrido: 

Y  considerando  que  la  ejecutoria  que  no 
obstante  los  fundamentos  expuestos  declara 
nulo,  de  ningún  valor  ni  efecto  el  pacto  de 
reversión  establecido  «n  el  contrato  matri- 
monial de  doña  Juana  Josefa  Berridi  con  don 
Francisco  Maria  Lizurume ,  así  como  el  del 
año  de  1846  y  ordena  la  entrega  de  bienes 
í»n  los  términos  que  expresa,  infringe  lo  es- 
tipulado y  convenido  en  las  dos  referidas  es- 
enturas,  que  son  la  ley  especial  para  los 
contrayentes; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declara- 
mos haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Juan  Domingo  Lizurume ,  y 


eft  sn  con^écaencla  easamoi^y  annlántoilii 
sentencia  pronunciád^i  por  la  Sala  tercera  de 
hi  real  Audiendía  de  Burgos  en  29  de  mayo 
de  1865.»  <Gae.  16  mayo.) 

PATRIA  POTESTAD.  No  la  ejerce 
d  padre  sobre  sm  hijos  naturales  á  m 

legititfíarlospor  subsiguiente  matrimonio'; 
y  aunque  sea  condenado  aquel  á  dar  ali- 
mentos, la  madre  es  la  que  tiene  el  dere- 
cho indisputable  de  cuidar  de  su  crianza 
U  educación,  siendo  coJitraria  á  la  ley  la 
sentencia  qite  se  le  arrebata  para  dárse- 
le  al  padre  natural. -^Abogados. 

Sealencia  de  26  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  Gra- 
nada y  su  Audiencia  territorial  por  Auto- 
DÍo  GoQzalez  Aurioles,  con  Maria  Josefa 
Oauna,  sobre  entrega  de  uoá  bija  natural. 
Habia  sido  condenado  aquel ,  y  por  iosol- 
veocia  del  mismo,  su  padre,  á  abonar  á 
la  menor  6  rs.  diai'ios  por  via  de  alimen- 
tos provisionales.  Después  de  esto  una 
ejecutoria  declaró  que  aquella  nina  era 
hija  deA^urioles,  este  otorgó  en  consecuen- 
cia escritura  de  rQCOQOci«-n lento  y  pidió  se 
le  entregase  su  bija  para  alimentarla  y 
educarla,  lo  que  le  fué  negado.  Dedujo 
CQlonces  demanda  formal  y  se  opuso  ta 
madre  viniéndose  áfallar  este  litigio  cuan- 
do va  Aurioles  se  habia  casado  con  otra. 
El  íaz^íado  sin  embargo  condenó  á  la  de- 
mandada á  que  entregara  su  hija  al  pa- 
dre para  que  cumpliera  con  el  deber  de 
vestirla  y  educarla  cuyo  tallo  contirmó  la 
Audiencia  en  apelación. 

Interpusorecurso  de  casación  la  madre, 
citando  como  infringidas: 

1.  *»  Laley2*S  tít.  48,  Partida  4/. 
que  niega  á  los  padres  el  derecho  de  te- 
ner en  su  poderío  á  los  hijos  natarales: 

2.  **  La  ley  3.*,  tít.  19  de  la  mhma 
Partida,  que  en  armonía  con  la  anterior 
limita  sus  disposiciones  á  los  padres  é  hi- 
jos legítimos,  ó  sea  á  los  que  nazcan  de 
casamieulo  que  se  pueda  departir  por  al- 
guna razón  derecha: 

Y  3.^  Las  doctrinas  legales  admitidas 
por  este  Supremo  Tribunal,  de  no  ser  da« 
do  alterar  por  ningún  medio  las  ejecnto- 
rias:  de  ser  nulas  las  dictadas  para  el 
cumplimiento  de  otra  anterior  cuando  la 


Digitized  by 


tontrarita»  y  de  serlo  tombie«  U$  dicae 
das  sobre  exlrenos  que  no  fuefoo  objeto 
de  la  demaada. 

T  apesar  de  haberse  nombrado  de  añ^ 
cío  y  sucesivamente  tres  Abogados  para 
que  defendieran  á  la  recurrente,  y  de  ha- 
berse excusado  de  defenderla  por  creer 
injusto  el  recurso,  el  Tribunal  Supremo 
declara  por  su  sentencia  de  26  de  abril 
haber  lugar  al  recurso  en  los  térmioos  si* 
guientes: 

«Considerando  que  la  tey  3/,  tit.  19, 
Partida  4.*,  al  determinar  los  oasot  en  que 
el  padreó  la  madre  paedea  reapectivameiite 
criar  é  aver  en  guardm  é  nu  hljot ,  «le  rettere. 
como  stts  mismas  palabras  lo  demaesCran ,  a 
los  habidos  en  matrimonio,  ya  se  hallen  en 
la  edad  de  la  lactancia,  6  ya  después  ii  s$ 
parte  eleasamiinío  por  mgmna  ranon  de^ 

Considerando  que  ni  la  tetra  ni  el  espíritu 
de  esta  ley  pueden  ser  nunca  aplicables,  á 
los  hijos  naturales,  ora  porque  el  padre  no 
ejerce  sobre  ellos  pátría  potestad,  según  la 
terminante  prescripción  de  la  ley  2.*,  (ít.  17 
de  la  misma  Partida,  ora  porqae  ninguna 
disposición  le^ai  priva  á  la  madre  del  cuida- 
do y  educación  de  los  hijos  de  dicba  clase, 
ora ,  finalmenle ,  jporque  sería  contrario  á  la 
natoraleza  despojarla  del  objeto  predilecto 
dn  so  cariño  malernal ,  osando  no  puede  dar 
logar  por  su  colpa  á  la  especie  de  castizo 

2Qe  la  ley  impoue  á  la  mujer  casada  que  ha 
ado  causa  al  divorcio: 
Considerando  además  con  relación  al  pun- 
to concrelo  del  actual  tiligio^  que  habiéndo- 
se casado  el  demandante,  y  no  con  la  madre 
de  so  hijo  natural ,  ha  interpuesto  aun  ma- 
yor obstáculo  al  ejercicio  de  la  patria  poCes^ 
tad  que  algún  di  a  pudiera  adquirir  por  sub- 
siguiente malrimonio: 

T  considerando ,  como  consecuencia  de  lo 
expuesto ,  que,  dándose  en  ta  sentencia  una 
equivocada  interpretación  y  una  latitud  que 
no  tiene  á  dicba  ley  de  Partida ,  ha  sido  es 
ta  infringida  por  la  Sai 
Audiencia  de  Granada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos haber  lugar  al  leourso  propuesto  por 
la  demandada,  y  en  nu  consecuencia  casa- 
moa  y  aoalamos  el  mencionado  fallo.  Y  lo 
acordado.!)  (Goe.  17  mayo.) 

TESTAMENTOS.  Por  terminante 
que  sea  una  declaración  testamenta- 
ria qtteda  subordinada  á  la  prueba  que 
contra  tu  validez  y  eficacia  pueda  darse 
por  los  fue  crean  laslimados  nu  dere* 
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otws;  asi  cfimo.l^  fuerza  probaloria  de  la 
dala^aeian  4e  iqs  testigos  qued^  á8uve% 
subordinada  lioy  á  la  apreciación  4$  la 
sana  orUica  y  erüerio  de  los  tribunales^ 
par  haber  madificado  la  ley  de  Enjuicia* 
mieato^  civil  ¡(ofío.  la  legislación  anterior 
refsreñtfi  4  la  t^ksacion  dd  valor  legal  de 
dicha  prueba.-- Valor  de  la  confesión  en 
juicio.  Filiación' 

SMtMcia  deSS  de  abril  Je  1866. 
Pleito  ségttMo  eo  el  Juzgado  de  Vitoriia 
y  Audiencia  de  Bih'gos  por  B.  Eoriqne  Ci- 
ríaco de  San  Ildefooso,  con  el  presbítero 
Cornelio  Gómez,  sobre  nuKdad  de  una 
lostítucrón  de  heredero.  Doña  María  Moo- 
daburu,  soltera,  que  había  servido  v  here- 
dado al  canóníp  D.  Paulino  del  Marmol, 
instituyó  en  el  testamento  con  que  falle- 
ció declarando  no  tener  descendientes  ni 
ascendientes  de  los  que  la  ley  llama  he- 
rederos forzosos,  su  universal  heredero 
al  cura  párroco  D.  Cornelio  Gómez  por 
no  dudar  que  cuidaría  perfectamente  de 
la  observancíade  su  disposición  y  de  cuan* 
to  mas  verbalmeote  le  tenia  manirestado, 
ya  que  no  podía  hacerlo  por  escrito  por 
no  saber.  Enrique,  hijo  de  padres  desco- 
nocidos eo  su  partida  de  bautismo  sub 
canditione  por  haber  sido  hallado  en  el 
torno  de  San  Pedro  Mártir  de  Vitoria, 
ofreciendo  probar  qire  era  hijo  de  doHa 
María  Mondaburu  y  que  h?ibia;  sido  man- 
tenido y  educado  por  aquella,  entabló  su 
demanda  contra  D.  Cornelio  para  aue  se 
declarase  nula,  por  su  preterición  la  ins- 
titución de  heredero  fiduciario  á  favor  de 
este,  ó  si  válida  para  que  se  le  entreíra- 
sen  los  bienes  de  h  testadora  como  hijo 
natural  de  ^sta.  Suministradas  las  pro- 
banzas por  las  partes,  el  Juzgado  docin- 
enea  aicnaieyde  partida,nasidoes.  ^5  ^1  demandante  hijo  ilegítimo  v  espú- 
fnnj^ida  por  la  Sala  tercera  de  la  real  t  j^g^  y^^j^  y  ^  heredero  necesa- 

rio,  la  Audiencia  confirmó  este  fallo  con- 
tra el  que  al  demandado  interpuso  recur- 
so de  casación  citando  como  infringidas: 
La  lev  6.',  Ift.  33,  Partida  7.'.  al 
reducir  la  inteligencia  de  la  declaración 
de  la  testadora  relativa  á  no  tener  here- 
deros forzosos: 

2.*  La  ley  Xií.  U,  Partida  o.*;  la 
9.' de  Toro;  S.\  tit.  20,  lib.  iO  de  la 
Nov«  JAecop.  y  la  doctrina  establecida  por 
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este  Snpremo  Tríbanal  tn  sentencia  de 
iO  de  julio  de  1846,  al  recoo(>cer  át  de- 
mandadle como  heredero  necesario  dé  dO'-' 
ña  María  Mondaburu,  cuando  solo  se  da- 
bu  por  probado  que  era  hijo  espúreo  de 
la  misma,  sin  exigir  para  ello  la  prueba 
de  que  no  era  de  dañado  ni  pudíble  ayud- 
lamienlo  ni  sacrííep^o. 

3.*  Las  leyes  10.  líl.  7.*,  y  1.%  Ulu- 
lo 8.""  de  la  Parlida  6/,  al  declarar  nula 
la  iüsliiucioa  de  heredero^,  JijDíhf^  por  do- 
ña M^cia,  d^  Jítoi^dabiu^  finflíe.  exw^iera^ 
PG^W^n  dé  fo.hiio  que,  jüstipcí^a  ser 

la  Nov.  Recop.  citíula  en  Ja  seflienQi^^jPO- 
mo  íuDdaniento  del  fallo,  cuando  n*í  dicha 
l<'y  ni  la  roal  cé-luia  de  30  de  ni,í\f)  de 
1801»  [jo  iiau  tener  aplicaciou  á  e^te  [ileito. 

lí  \  Tnbunaí  S¡i[>re;Q|o^4ec||ii;.^.nO:|tial)(^ 
lugar  ai  recurso: 

ctConsiderando  que  si  bien  ta  confesión  he- 
cha en  juicio ,  con  Ins  solemnidades  preveni- 
das por  derecho,  es  bastante  prueba  contra 
el  cunfesaute,  cuando  fallan  algunas  de  di- 
chas solemnidades,  y  por  ella  pueden  que- 
dar laslimados  lds  derechos  de  un  tercero, 
necesario  es  conceder  á  este  e!  ejercicio  de 
los  demás  medios  probatorios  que  la  ley  re- 
conoce para  alenuar  ó  anular  los  efectos  de 
aquella: 

Consid 'rai\do  que  por  terminante  que  sea 
la  declaración  que  comprende  el  lestameulo 
de  doña  Mai  la  Mondaburu  de  no  tener  as- 
cendientes ni  descendientes,  y  pur  lo  lanío 
ni  herederos  forzosos,  queda  subordinada  á 
la  prueba  que  contra  su  vaMdez  y  eficacia 
pueda  darse  por  los  que  se  crean  con  dere- 
cho ,  y  que  por  lo  tanto  no  ha  sido  infringi- 
da la  ley  5.'*,  lít.  33,  Partida  7.*,  porque  la 
Sala  no  la  ha  interpretado ,  sino  que ,  com- 
parando su  valor  legal  con  el  de  la  prueba 
que  resulta  de  autos,  ha  formado  su  juicio 
en  favor  de  esta ,  en  uso  de  sus  facultadas: 

Considerando  que  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil  al  someter  la  apreciación  de  la  futT- 
za  probatoria  de  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos al  crilerio  que  aplicando  su  razón  é  in- 
teligencia y  teniendo  presentes  las  reglas  de 
la  sana  critica  ,  formaran  los  tribunales  sen- 
tenciadores, moditicó  esencialmente  toda  la 
legislación  anterior  referente  á  la  tasación 
del  valor  legal  de  prueba  de  testigos; 

Considerando  que  en  este  supuesto  no  pue- 
de citarse  útilmente  en  este  recurso  la  ley 
5.',  lít.  20,  lib.  10  de  la  Noy.  Recop^  m 


(aTrtpoisa  la  tfoeti<tha  qoe  pudiera  «Miaréé  m 
la  aenteneia.  dex  este  Supremo  Tribunal 4e 
10  de  julio  de  1846,  dictada  en  im  recurro 
de  nulrdad ,  puesto  que  La  Sala  considera 
como  bastante  la  prueba  8umiijislra<la  por  el 
actor  para  declarar  su  iiii ación  iU^uíliroa  y 
los  derechós  á  eJIa  inherentes: 
'  Considerando  que  las  leyes  10,  lí'.  7.*,  y 
1.*,  til.  S.»  de  la  Partida 6.',  solo  l.an  podi- 
do citarse  haclend»©  supuesto  de  la  ouestiou 
ItligioHa,  por  cuanto  ei  tribunal  senlencta- 
dor  reconoce  que  á  las  ascend. entes,  en  su  ca- 
so y  Jugar ,  corresponde  exclusivanteate  la 
acción  de  inoficioso  testamento: 

Considerando,  finalmente,  que  contra  lo^ 
fpndAmenloa  de  los  fallos  no  se  da  recuri»4> 
, de  casación,  según  lo  tiene  repetidamente 
declarado  este  Supremo  Tribunal ,  retírién  - 
dose  áaquellos.lascitasdela  ley  15,  til.  20, 
lib.  10  dela  ^ov.  Reoop.  y  de  la  real  cédula 
de  30  de  mayo  de  1830 ,  no  pueden  ser  alen- 
dibies.»  (Gac.  17  mayo.) 

PRUEBA  TESTIGOS.  Aunque 
se  üíiga  debidamente  en  cuenta  el  núme- 
ro, de  ellos,  SM/o/a  la  prueba  á  la  aprecia- 
ción del  tribttíhal^  U)  esencial  en  ello  es  La 
calidad  de  las  declaraciones  y  dslos  mis- 
mas  testigos. 

Sonleocia  de  50  de  abril  de.  1866. 

Pleito  seguido  ea  un  Juzgado  de  Bar- 
celona y  su  Audiencia  territorial,  por  dou 
JoséCamps  con  D.  Ramón  Vives,  sobre 
defensa  por  pobre  solicitada  por  el  prime- 
ro, que  presentó  en  la  prueba  solo  dos 
testigos  que  preguntados  si  era  cierto  que 
Camps  00  poseia  bienes  ni  rentas  de  Qin- 
guna  clase  y  vivia  del  jornal  eventual  de 
12  rs.  que  ganaba  como  fundidor  de  ca- 
racteres de  imprenta,  contestaron  que  les 
constaba  así  al  uno  porque  conocía  a 
Camps  hacia  seis  meses  y  el  olro  desde 
1842  y  trabajar  juntos.  Denegado  el  be- 
neticio  por  sentencias  conformes  eu  la 
primera  y  segunda  instancia,  Camps  in- 
terpuso contra  la  última  recurso  de  casa- 
ción citando  como  infringido  el  Usatge  3.®, 
til.  16,  líb.  3.%  volümen  1.*  del  Código 
municipal  catalán;  y  el  Tribunal  Supre- 
mo declaró  no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  al  apreciar  la  Saín  sen- 
tenciadora la  prueba  de  lestig;os  practicada 
por  el  recurrente  esliniandu  que  este  no  hn 
ju^lilicado  cumplidamente  la  solicitud  que 
liabia  propuesto  para  que  se  le  defendiese 
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tamo  fDbNb,  10  ímMi^wmnjfhVjm^ 
Mmoate  el  mmt^Añio^f^íijp^^M 

lidad  dtí  sus  declaii^iaiÍQf  ..x  porid  Unto 
que  no  so  ha  inMng1d¿'él%&éa>;  llt.  16, 
iib.  d.""  de  tas  consritúeién^dé^lSliiii^fta;; 
único  rundamento  del  réétítl<kb"(Gd^V'l^< 
«Miyo.)  '  •  '  ^\ 

sn^^Sltf CIAS.  Sí  después  de  ik 
vista  de  un  pleito  quedaren  cesajite^  ó 
fueren  jubilados  ó  irasíadadoíi  uno  ó  mas 
Maaiilrados  de  ío<i  que  compusieron  la 
Sauz  de  una  Audiencia  en  el  acto  de  la 
vista  deben  aquellos  volar  aunque  se  ha- 
llen ausenten,  pudiendo  hacerlo  par  es- 
aüa¡  ná'ási  m  separados  ó  Mj^elim'^  \ 
Seolencia  de  27  de  abril  de  i  866. 

Pleito  seguido  en  el  Juz/íado  de  Yilla- 
cirriedo  y  Audieacia  de  Búrgo§  ^ofdi» 
Bdraárdo  Gulierrez  eco  D.  Pedro  Occ|o, 
sobre  aproTechamieoto  de  agua^.  Fallada 
este  pleito  en  prímeta  inalaacia,  admitida 
la  apeiacfOQ  interpuesta  por  ambaa  par- 
les, celebrada  la  vista  pvDliea  eo  la  A  o» 
dieaeia  cuya  Sala  primera  maodó  para 
m^or  proveer  la  práctica  de  ciertas  dili- 
gencias para  que  practicadas  se  diese 
cueota  sio  necesidad  <]e  nueva  vista, 
mientras  el  Juzgado  de  primera  instancia 
evacuaba  este  cometido,  fué  jubilado  uoo 
y  trasladado  otro  de  los  cuatro  Magistra- 
dos que  asistieron  á  la  vista,  y  pues  el 
uno  dejó  oportunamente  su  voto  por  es- 
crito, se  remitió  al  otro  certiOcacion  en 
regla  para  que  en  vista  de  las  dili- 
geocias  emitiera  su  voló  por  escrito.  De 
este  proveido  interpuso  súplica  que  le 
fué  denegada  Gutiérrez,  quien  interpuso 
el  recurso  de  casación  ccHitra  la  senteucia 
de  vista  por  suponer  infringidas  las  leyes 
qoe  citó  y  la  causa  9.*  del  árt.  i. 013  de 
la  lejr  de  Enjuiciamiento  civil;  y  el  Tribu- 
nal ^premo  declaró  no  haber  lugar  al 
recurso: 

«Considerando  que  por  el  art.  84  del  re- 
glannenlo  provisional  para  la  administración 
de  justicia  se  ordena  que  ios  Magistrados 
cesantes  ó  jubilados,  y  los  que  hayan  sido 
trasladados  ó  promovidos  á  otro  empleo, 
deberán  volar,  siempre  que  se  hallen  en  dis- 
posición de  ello,  las  causan  que  hayan  visto 
antea  de  so ^1  Ida;  pero  que  no  podrán  vo- 
tar ios  que  se  hallaren  separados  ó  suspen* 
sos  da  la  magislralura: 


Coo9ídaraiid0     «^inofoiiOide^  pi^r 


sM*e3pee{4aai 
comprendidos 


,saltda  ié  viBi'VlVod'pMf'  hiilii^rWo  fMfiKHltídyy' 
14^^^  46trk  Audiénera,  t' 

¡seífuíidor  '  ■    ^"  iiiTM 

Considerando  que  estos  Magistrados  sats-< 

lieron  á  la  vista  dfl  pleito  d«  que  se  trata,  y. 
diclaioti  para  mejor  proveer  el  auto  de  31 

Jor  lo        o l.í.?r¿bi1J5<(^V|Íl|SS 
la  seolencia  dí^finiliva. 

Consid tirando  qno  en  osla  se  íia'Ia  consig» 
nado  que  Nard  voló  i)or  Cvscnio  y  que  Cria-' 
do  Ferrer  voló  y  dejo  éscrito  su  voto  por  lo 
cual  fué  dictada  pbf  ef  hilmero  de  Magiülra- 
dos  qtté  requiere  la  ley: 

jr^CQic^siderandot  pdr  lo  tanto,  que  en  es-' 
le  ieeursQ  á^  ha  éxoüesto  infundadamente 
có)ñ<\,ca^sa'4^  hatidiid  haberse  dictado  la 
«ebieMÍatór|?éM^ 


■ ' 

UAHOS  MUERTAS.  Por  la  ley  de 
i.*'  demaito  de  i 85o,  quedaron  capacita- 
das las  corporacio^ies  llamadas  mwom 
muertas  para  adquú'ir  bienes  p^r  lega- 
do ó  donación,  aunque  iw  para  eónser-^ 
varios,  debiéndose  enagenar  tales  bienes 
en  cuanto  se  declafen  propios  de  dichas 
corporaciones. 

Senteneia  de  30  de  aM  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgadó  déla  Co-. 
ruña  y  su  Audiencia  territorial  por  doña 
Adelatda  Osende  con  la  congregación  de 
Nuestra  Señora  de  los  Dolores ,  sobre  ouli*  * 
dad  de  un  legado. 

Fallecida  dona  Maria  Yaamonde  que 
habia  instituido  heredero  en  testamento  á 
su  esposo,  legando  dos  casas  de  su  pro-, 

f)iedad  la  una  á  cierta  persona  y  la  otra  á 
a  citada  congregación,  pero  para  después  • 
de  los  dias.de}  marido  que  había  de  dis- 
frutar de  esas  casas  mientras  viviese, 
este  casó  en  segundas  nupcias^  murió 
mas  tarde  j  dejó  heredera  universal  á  su 
esposa  dona  Adelaida  Osendo,  la  cual 
fundada  eo  los  arts.  15  y  ^6  de  la  ley  de 
11  deoctubre  de  1820,  siguió  un  litigiocon 
laeoogregacípn  para,  quedpciarándose  nulo 
el  legado  .de  la  propiedad  de  la  casa^  arre- 
ciera esta  linca  a  la  masa.hereditari^i*  Con- 
formes lois_  fallos  de  primera  y  scguada 
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io^taneia  íumn  tótiimibé  ft^dla'&deliaíi- 
da,  la  cual,  créVetidQ'  infritt)5|f(^  le^^ 
expresada ,  la  ?a/lít,  V,  yX\':  ÍÍlr  9^ 
Partida  6.*  y  la  doctrijua  4e  que  leyes 
U^i^p  efecM>  retrp^cUv^,^  Í^^f;pusQ 
recurso  de  casación,  á  que  deoJaFó  oó. 
haber  h)gar  el  Tribuaal  Supremct  t^ec  sen- 
tencia de  Sftáe  abrih  > 

«Considerando  que  circunsQrila  la  nnlanl- 
ffeslacícm  de  la  úlüma  volunlad  de  dona  Ma- 
ría Vaamonde,  respecto  al  legado  objeto  de 
€$le  pleito,  á  ordenar  que  al  fallecimiento 
de  su  esposo  D.  Laureano  Lago  pasara. ta 
casa  de  la  calle  de  San  A'justin  á  la  congre^ 
gacion  de  Nuestra  Señora  de  los  Dolores  con 
la  carga  de  dos  misas  en  cada  semana ,  es 
evidente  que  la  testadora  ningiui  derecho 
Irasmitií)  á  !a  citada  coiigre;:^;ioion  que  es  la 
pudiera  uli'iz;u*  aiUes  de  la  t^^ioc^x  st- nal  a  da, 
y  por  consiguienle  que  hasta  el  fallecimien- 
tó  de  Lago,  usufructuario  de  la  casa,  no  ca- 
be decir  <|ue  Ja  adquiriese  ta  congregación: 

Considerando  que  opmi^ldo  elfalle^rpieji- 
lo  del  e"xpresado  Lago  el  .8  de 'agosto  de 
1S63  cuando  regia  la  ley  def  t.*^  deriüfajr^de 
IB55,-^ué  modílicó  eseilcialriieate  la  4é  ti 
de  octubre  de  1820 ,  son  aplicables,  ai  .caso, 
presente  las  prescripoioner  de^  aquella,  las 
cuates ,  lejos  de  declarar  úioapacidad  para 
adquirir  bien^  eo  las  corporacionets  líania- 
das  manos  muertas ^  en  cuyo  n dinero  se  en- 
cuentra la  de  que  se  trata,  según  el  art.  í.^ 
de  la  misma  tey,  i^tab)ecit^  eo  arl.  26  que 
en  lo  sucesivo  puedan  aceptar  con  arreglo 
á  las  leyes  legados  y  donaciones  sin  oíra 
restricción  que  la  de  vender  ÍQ9  bienes  así 
legados  ó  donados  latí  luego  corn^  sean  de- 
clarados propios  de  la  corporación: 

Y  considerando  que  por  lo  expuesto  oo 
han  po.dido  ser  Fnfringídos;  ni  tos  arts.  15  y 
16  de  la  ley  de  11  de  octubre  de  1820  y  ju- 
risprudencia establecida  por  este  Süpremo 
Tribunal  que  se  citan  en  él  réoui^so,  ni  las 
leye»de  Partida  q ue  asíndismo  te  invocan.» 
(Gao.  18  mayo.) 

MáLBOAS  mDUSTBIALES.  Los 

certificados  de  rharca  y  titulas  de  propie- 
dad de  elia,  no  pueden  impedir  elnsode 
otra  marea  mas  ó  menos  parecida  pero* 
que  no  sea  idéntica. 

Seatencia  de  oO  de  akil  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Jazgado  de  Alcoy 
V  Audiencia  de  Valencia  por  D.  José  Ca- 
sasempere  con  D.  Diego  y  D.  Cristóbal 
Botella^  sobre  propiedad  de  cierta  marca ' 


len  laá  cUbima^^b  Itlyrttds  dé  píipeF  de  fo- 
'  mf  í  Coinsí^lta  cfifia  túúttti  en  ttoa  cstrelía 
qi^O  i^9áh¿D'^rtTib^s  eb  j¿s  .pr<^(JuiCítos  de  su 
rabrícacieo»  el  primero  sostenida  con  dos 
lepoes  con  la  i^crípcion  Shr^c^  de  la  Es- 
trella en  la  parle  superior»  y  los  Botella 
en  medio  de  dos  áacoras  y  1?^  in^ripcipn 
Las  dos  áncoras  y  la  Estrella.  De'niacida- 
dos  estos  por  Casaseaipere^  alegadp  por 
una  y  otra  pajf^  ^  aué  eslrraaron  coodu-. 
ceale  al  esclaípiñlJeplo  de  sus  respecli- 
.v(^s.4er,ediQ^^,^  J^  M^^^  prueba  por 
ákbtó^^  de  primera  y 

seiimi^;  mfláffqfi.m^i^a:  absolutorias  de 
la  d'eínafiíJa,  y  uasaséitiperé  interpuso  re- 
curso de  casacioü,  creveQJokífriní^idosel 
P,  d?  ^  dppoivlwbfe  dc1850,  y 
R,  0.  de  &  de  nqviem^re  de  i8{SS;  y 
el  Tribuoal  Sifpr^p^  declaró  pa  baber  lu- 
gar al  r^ciir^: 

«Cortstderando  ^ne  si  bien  el  reearrent& 
tiene  derecho  exotiislTro  para  usar  en  loa. 
productos  de  su  fábrica  de  la  marca ,  de  cu- 
ya exÍ8|eohCÍa:ob¿uvQ  ei  cqrrespondienle^ec* 
tificado,  ei^to  no  |e  aMtari^a  para  impedir 
qiie  otros  usen  de  una  nciarca  <}ue ,  aunque 
parecida  á  la  suya»  np  sea  idéritica: 

Considerando  que  habiendo  el  mismo  re- 
currente reconocido  en  este  pleito  que  la 
marca  que  usan  los  demandados  es  diferen- 
te de  la  suya,  no  puede  invocar  el  derecho 
que  en  otro  caso  le  conoederia  el  R.  D.  de 
20  de  aovlembre  de  1850,  el  cual  no  ha  sí- 
do  infringido  por  Ja  ejecutoria,  contra  la 
que  se  ha  inl^rp^e8lo  este  recurso:  y 

Considerando  que  la  f^.  O.  de  9  de  noviem 
bre  de  1855  se  dictó  para  un  caso  especial, 
y  por  \6  tanto  que  no  es  una  disposición  ge- 
neral ni  doeirina  admitida  por  la  jurispru* 
dencia  de  tos  tribanates.»  (Gao.  27  moyo.) 


ADYERTENCIA. 

\  ' 

La  Admim$tra^i<m  del  Boletín  Juridico, 
independiente  de  la  de  El  Consultor,  se  }um 
iraslaiado  á  la  calle  del  Fomento.,  núm,  1.^, 
triplicado t  cuarto S.'^.—Tjda  la  correspon^ 
4encia  del  Boletín  se  dirigirá  á  D,  Marcela 
híartinez  Alcubilla. 


M.  M.  AtcitttLLA^  Í>ir40ior  fM-fietono^ 
y  EdU0r  respousatfle. 

IHADRID.— Imp.  Jo  "ESi  Oonmiltor  á  cxrtfo  d«  S. 
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ée^rmimm^  reales  ér^eaes  y  elrev- 
Uure*  de  lee  eeatvee  dlreeélvee. 

221.  aABANTIá.8  CONSTITUCIONA- 
LES.—B.D.  de  26  de  Julio,  disponiendo  que 
■e  ha^  uso  de  la  autorisaoionooAcedidepor 
la  lej  de  8  de  lolio. 

(Prbs.  del  C.  db  M.)  «Exposición  á  Su 
Majestad.— Señora:— A)  encargarse  de  la 
gestión  consli  (ucional  de  los  négocios  públicos 
el  actual  Ministerio,  se  encontró  autorizado 
por  la  ley  de  8  de  julio  corriente  á  declarar 
suspendidas,  cuando  lo  considerara  necesa- 
rio, en  todo  ó  en  parte  del  Reino,  las  garan« 
lias  que  establece  el  arl.  7.^  de  la  Constitu- 
ción. 

•  Teniendo  como  tiene  el  Gobieifno  la  firme 
resolución  de  destruir  las  combinaciones,  de 
larga  fecha  preparadas,  para  asegurar  el 
triunfo  de  una  revolución  cuyos  propósitos 
eonoc<%  muy  bien ,  eélá  convencido  de  que 
para  dar  eficacia  á  la  obra  de  reorganiiacion 
vigorosa  y  de  legitima  y  énérgica  resisten- 
cia que  ha  lomado  á  su  cars;o ,  es  de  todo 
pnnlo  preciso  hacer  uso  saludable,  aunque 
mesurado ,  de  la  autorización  ántes  mencio- 
nada, y  que  con  tanta  previsión  como  pa-> 
(nolismo  (úé  concedida  por  las  Cortes  y  san- 
cionada por  V.  M. 

Por  esta  razón  el  Consejo  de  Ministros  tie- 
ne el  honor  de  someter  á  la  aprobación  de 
V.  M.  el  adjunto  proyecto  de  decreto.  Ma- 
drid 26  de  julio  de  1866  —Señora:— A  L.  R. 
P.  de  V.  M  — El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  ,  Ministro  de  la  Guerra,  El  Duque 
de  Valencia. — El  Ministro  de  Estado  ,Ease- 
bio  de  Calonge. — El  Ministro  de  Gracia  y 
Ju^licía ,  Lorenzo  ArrHZÓla. —  El  Ministro 
de  Hacienda,  Manuel  Garcia  Barzanallana. 
—El  Ministro  de  Marina,  Joaquin  Gutiérrez 
de  Rubalcáva. — El  Ministro  de  la  Coberna- 
cion ,  Lais  González  Brabo.— El  Ministro  de 
Fomenlo,  Manuel  de  Orovio  —  El  Ministro 
de  Ultramar,  Alejandro  Castro. 

RKAL  PBCBBTO. 

Ateodíendo  á  las  razones  que  me  ha  ex- 
puesto mí  Consejo  de  Ministros, 
Vengo  cti  disponer  que  se  haga  uso  en  la 
Tomo  1  obl  Digg. 


Península  é  Islas  adyacentes  de  la  autoriza- 
ción concedida  por  la  ley  de  8  de  julio  ac- 
tual. Dado  en  San  Ildefonso  á  26  de  julio  di* 
1866.  Está  rubricado  de  la  real  mano.— El 
Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Ramón 
Maria  Narvaez.»  {Gac,  28  julio,) 

222.  mCPUBADOS  DIFIiOMATIOOS. 
— VÜtioos  j  habilitaoiones.  B.  D.  de  15  de 
Julio  aprobando  un  nuevo  reglamento  de  viá- 
tiooay  habilitaciones  para  los  empleados 
de  la  oarrera  dipiomitioa. 

(Estado.)  «Exposición  á  S.  M. — Señora: 
El  j|ue  suscribe,  teniendo  presente  la  obli- 
gación que  impone  al  Gobierno  de  S.  M.  el 
art.  3.*  de  la  ley  de  30  de  junio  último  pa- 
ra verificar  todas  las  economías  posibles  pu 
los  servicios  públicos,  y  habiendo  con  este 
objeto  examinado  los  ramos  susceptibles  de 
reforma  en  el  Ministerio  de  Estado,  ha  creí- 
do que  se  hallan  en  este  caso  ciertas  dispo- 
siciones del  reglamento  de  viáticos  y  h.ibi- 
litaciones  para  los  empleados  de  la  carr«>ra 
diplomática,  oue  V.  M.  sancionó  en  2 «le 
noviembre  de  1858  ^1)  mayormente  cuando 
la  facilidad  y  baratura  de  los  medios  actua- 
les de  locomoción  hacen  posible  dicha  refor- 
ma sin  causar  perjuicio  al  servicio  en  ge- 
neral. 

En  este  concepto ,  el  que  suscribe  consi- 
dera oportuno  y  necesario  proponer  la  re- 
forma inmediata  de  los  artículos  referentes  á 
los  tipos  designados  para  satisfacer  dichos 
gastos ;  y  ha  aprovechado  la  ocasión  para 
introducir  al  propio  tiempo  en  el  mismo  re« 
glamento  algunas  modihcaciones  reclama- 
das por  la  experiencia  respecto  á  puntos  de 
diversa  índole. 

En  su  consecuencia ,  el  Ministro  que  sus- 
cribe tiene  la  honra  de  someter  á  V.  M.  el 
adjunto  proyecto  de  decreto.  Palacio  15  de 
julio  de  1866.— Señora:— A  L.  R.  P.  de 
V.  M. — Eusebio  de  Calonje. 

RBAL  DBCRBTO. 

Tomando  en  consideración  las  razones 
que  me  ha  expuesto  mi  Ministro  de  Estado, 

Vengo  en  aprobar  el  adjunto  reglamento 
de  viáticos  y  habilitaciones  para  los  emplea- 
dos de  la  carrera  diplomática.  Dado  en  Pi- 


(1)  Tfo  te  «neuenlr»  en  la  Coleceioo  leficlativa,  y  tn. 
lo  se  publicó  en  su  dia  el  de  9  de  sbril  de  1847  de  que 
se  hizo  raórito  oo  el  tumo  4.*  srUcalo  CüMro  x>iplux^- 

24 
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lacio  á  15  de  julio  de 
do  d#*  la  real  mano. — 
Eusebio  de  Calonje. 


PAIltB  íjEGI?Utl*A 

Eslá'riibrica- 
'&l  lVlinÍ9(ro  de  E»lado» 


BfiOL4M9NTO 

J*  Tiáticos  y  habLlitaeionM  para  los  empleados  Ue  Ja 
carrera  diplemática. 

Arlíeulo  i.®  El  Estado  costeará  el  viaje 
áe  ida  á  los  empleados  diplomáticos  que  se 
dirijan  á  tomar  posesión  de  sus  destinos  ,  y 
el  de  regreso  cuando  cesen  definitivamente 
en  ellos. 

Arl.  2.°  El  coste  de  los  viajes  de  ida  y 
vueUa  se  abonará  con  arreglo  á  la  tarifa  si- 
fluiente: 


Por  kiló- 

Por  le- 

Por  mi- 

Por mi- 

metru en 

lla  marí- 

lla mirí- 

ferro- 

§roa ter- 

tima en 

tima  en 

carril. 

boqüede 

baque de 

restre. 

vapor. 

▼ela. 

MiU. 

üics.  Mt. 

mi». 

Mili. 

A  los  Emba- 

jadores  y 

Ministrofi 

Plenipoten- 

400 

5 

400 

800 

A  los  Minis- 

tros resi- 

dentes y 

Encarda- 

ílos  de  Ne- 

200 

2,500 

300 

200 

A  ios  Secre- 

larios  y 

Agregados 

100 

1,500 

200 

200 

Art.  3.0  Los  jefes  de  misión  diplomáti- 
ca que  sean  llamados  á  la  corte  para  desem- 
pí^fiar  el  cargo  de  Ministro  de  la  Corona 
londrán  derecho  al  viático  correspondiente 
A  la  primera  categoria,  cualquiera  que  sea 
la  del  puesto  que  desempeñen. 

Art.  4.°  A  los  empleados  diplomáticos 
que  para  desempeñar  alguna  comisión  del 
íHírvicio  se  ausenten  temporalmente  de  su 
r:>sidencia  oficial  se  les  abonará  el  viaje  de 
illa  y  el  de  regreso  con  arreglo  á  la  tarifa 
«establecida. 

Art.  5."  Los  empleados  diplomáticos 
qtie,  no  eslando  en  activo  servicio,  sean 
nfMubrados  para  un  cargo  ó  comisión  ofi- 
«tal,  percibirán  el  viático  desde  el  punto  en 
qae  »e  hallen  hasta  el  de  su  destino. 

Art.  6.®   Los  que  rilando  ausentes  de  tu 


puesto  fue/en  IrasJádados  ¿  otro  deslino  6 
declarados  cesantes,  tendrán  derecho  al  viá-* 
tico  en  esta  forma:  los  que  lo  estén  en  u^o 
de  rea/  licencia  para  restablece/  su  salqd, 
atender  algún  asunto  de  interés  personal,  ó 
asistir  á  ios  cuerpos  colegisladores  cobrarán 
el  viático  desde  el  punto  de  su  deslino  has- 
ta  el  del  puesto  qu-í  vayan  á  ocupar;  y  eci 
caso  de  cesación  desde  el  paraje  ae  su  re- 
sidencia oficial  hi^sta  esta  corte. 

A  los  que  están  en  comisión  del  servicio 
se  les  aboaarán  los  tipos  prefijados  en  la  ta- 
rifa para  rekliluirse  desde  el  punto  donde  la 
desempeñen  al  de  su  destino,  y  desde  este 
al  de  su  nuevo  cargo. 

Art.  7.°  Los  viáticos  se  pagarán  cuando 
los  interesados  estén  prontos  á  salir  para  su 
deslino  ó  comisión  autorizada  por  el  Gobier- 
no, ó  cuando  sean  declarados  cesantes. 

A  ios  empleados  diplomáticos  que  se  au- 
senten de  sus  puestos  por  disposición  de 
sus  respectivos  jefes  para  atender  á  alguna 
necesidad  apremiante  del  servicio  se  Ica 
abonará  los  gastos  del  viaje  de  ida  y  vuelta 
por  cuenta  del  Tesoro  si  la  comisión  fuese 
aprobada  por  el  Gobierno. 

Art.  8.°   Cuando  los  empleados  diploma-' 
ticos  no  lleguen  á  salir  para  su  de»lino  ó  co- 
misión después  de  haber  percibido  el  viático, 
estarán  obligados  á  devolverlo  por  entero. 
Si  salieren  y  no  llegaren  al  punto  de  su 
deslino  por  dispo^cion  del  Gobierno  ó  pnt 
cua'quiera  otra  causa  independiente  de  sü 
voluntad,  se  abonará  la  suma  correspon- 
diente á  la  distancia  que  hubiesen  recorrí  Ío 
á  la  ida  y  á  la  vuelta,  ó  la  cantidad  qut* 
hubiesen  satisfecho  al  suspender  su  viaje; 
debiendo  devolver  el  remanente  de  lo  reci- 
bido, ó  percibir  la  diferencia  que  resulte  ^ie 
mas  ert  el  caso  de  ser  aquella  Insuficiente 
para  cubrir  la  referida  atención.  Si  no  lle- 
gasen al  punto  de  su  destino ,  ó  si  después 
de  llegar  no  lomasen  posesión  del  cargo  por 
razones  personales,  quedarán  obligados  á 
devolver  por  entero  lo  que  hubiesen  perci- 
bido, ó  se  descontará  de  sus  sueldos  »  ó  cu 
defecto  de  estos  de  sus  bienes. 

Los  que  estando  en  posesión  del  carg^o  lo 
abandonasen  sin  probar  objeto  del  servicio 
público  quedarán  cesantes  y  perderán  el 
derecho  al  viático  de  vuelta. 

Art.  9."  Los  empleados  diplomático'^  no 
recibirán  aneldo  alguno  durante  sus  vi3j.%« 
de  Ida  y  vuelta  porque  se  supone  embebido 
en  el  viático  que  se  les  concede. 

Se  considerará  sin  embargo  como  tiem|>o 
de  servicio  para  los  efectos  de  cesantía  y 
jubilación,  el  que  empleen  en  tu  traslación 
(te  un  destino  áolro,  a^i  como  el  que  in- 
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vidrian  en  sus  viajes  a)  ser  colocados  de 
nuevo  y  al  cesar  Hefini(¡vanien(e  en  sus 
cargos,  suji^IániiosT?  en  es  os  úllimos  casos  á 
lo  que  se  desprende  de  la  labia  núm.  1.® 

Art.  10.  Las  familias  de  los  ectípleados 
diplomálico»  fallecidos  en  activo  servicio 
tendrán  derecho  al  viático  de  regreso  que 
rn  vida  hubiere  correspondido  á  estos,  cuan» 
<ln  se  híillar^n  en  su  compañía  y  se  restitu- 
yan á  España.  ' 

Arl.  11.  Todos  los  jefes  de  misión  di- 
plomática permanente  recibirán  una  habili- 
I ación  paVa  establecer  la  casa  y  oficinas, 
t-quivalente  á  la  cuarta  parte  del  sueldo  de 
lio  año. 

Art.  12.  Ningún  jefe  de  misión  recibirá 
nueva  habilitación  por  motivo  alguno  si  no 
iiao' trascurrido  Ires  años  desde  que  acabó 
de  cobrar  la  anterior. 

Art.  13  La  suma  destinada  al  estable- 
cimiento de  casa  y  oficinas  se  les  abonará 
por  dozavas  partes,  que  percibirán  mensual- 
mente  en  ei  trascurso  del  primer  año  que 
desempeñen  su  destino. 

Será  propiedad  de  los  agentes  diplomáti- 
cos la  parte  alícuota  de  la  habilitación  de- 
vengada en  cada  mes,  contándose  para  este 
efecto  la  fracción  de  mes  como  mes  com- 
pleto. 

Fuera  de  los  días  excedentes  del  me»  em- 
pezado á  servir,  que  se  considerará  siempre 
como  mes  vencido,  no  será  abonable  para 
la  habilitación  de  establecimiento  el  tiempo 
que  trascurra  desde  que  los  agentes  reciban 
Ja  noticia  oficial  de  su  cesantía  hasta  su  ce- 
Ha«íon  en  el  de  tino,  ni  el  que  inviertan  en 
H  uso  de  real  licencia  para  restablecer  su 
i»alud  ó  atender  á  cualquier  asunto  de  inte- 
rés personal. 

Los  que  por  la  causa  indicada  cesen  al 
ausentarse  en  el  percibo  de  la  habilitación 
de  casa  y  oficinas  continuarán  devengándo- 
la á  su  regreso  hasta  completar  la  anualidad 
determinada. 

Art.  14.  Losjefes  de  misión  cuando  ven- 
fSkn  á  los  cuerpos  colegisladores  no  cobrarán 
viático  de  ida  ni  de  vuelta,  y  el  tiempo  que 
se  hallen  ausentes  de  su  puesto  con  este  ob- 
j»*to  no  les  será  abonal)le  para  la  habilitación 
Je  establecimiento. 

Art.  15.  Cuando  los  jefes  de  misión  pa- 
9en  á  desempeñar  otra  agencia  diplomática 
sin  haber  cumplido  el  año  de  la  que  tenían  á 
ku  cargo,  las  cantidades  que  ha>an  percibi- 
ilo  á  cuenta  de  su  habilitación  de  establecí - 
miento  se  computarán  como  parte  de  su  nue- 
va habilitación  ,  ya  sea  esta  mayor  ó  menor 
que  la  anterior. 
£fi  tal  taso  te  le£  abonarán  las  mensuali- 


dades correspon*lienlet  á  la  nueva  habiliia<* 
cion  hasta  que  complete  tu  totalidad  la  su- 
ma percibida  de  la  habilitación  anterior. 

Art.  16.  Los  ¡«^fes  de  misión  diplomática 
que  cuenten  ocho  añot  de  t ervicio  en  la  mis- 
ma residencia  tendrán  derecho  á  la  habili- 
tación que  se  concede  para  establecimiento 
de  casa  y  oficinas*  Igual  regla  te  observará 
por  cada  ocho  años  mas  que  permanezcan 
en  et  mismo  destino. 

En  lino  y  otro  caso  se  les  abonará  dicha 
habilitación  por  mensualidades  durante  un 
año ,  y  con  iguales  condiciones  á  las  prescri- 
tas en  el  art.  13. 

ArL  17.  Los  que  siendo  encargados  de 
negocios  asciendan  á  Ministros  residentes, ' 
estos  á  plenipotenciarios,  y  estos  á  embaja- 
dores sin  salir  de  la  corte  donde  han  desem- 
peñado su  anterior  empleo,  recibirán  para 
establecimiento  de  casa  la  diferencia  que  ha- 
ya de  una  habilitación  á  otra,  ateniéndote 
en  cuanto  al  tiempo  y  forma  del  cobro  á  lo 
dispuesto  en  los  artículos  anteriores. 

Art.  18.  En  las  córtes  donde  el  Gobier- 
no tenga  para  la  legación  easa  propia  del 
Estado,  provista  de  muebles  y  efectos  ne- 
cesarios para  su  comodidad  y  decoro ,  lo» 
agentes  diplomáticos  que  las  ocupen  no  ten- 
drán d(*recho  á  la  habilitación  de  estableci- 
mieiilíi. 

Los  referidos  agentes  darán  cuenta  al  ft- 
nal  de  cada  año  de  los  muebles  y  efectos  pa- 
ra uso  de  la  legación  que,  por  su  falta  ó  de- 
terioro, se  necesite  indispensablemente  ad- 
quirir ó  reparar,  presuponiendo  al  mismo 
tiempo  su  coste ;  y  previa  la  autorización 
del  Gobierno,  procederán  á  su  compra  ó 
compostura ,  cargando  su  importe  en  cuenta 
de  f^aslos  extraordinarios. 

Todos  los  muebles  y  efectos  adquiridos 
por  cuenta  del  Estado  se  harán  constar  de- 
talladamente en  un  inventario,  del  que 
remitirá  copia  al  Ministerio  de  Estado ,  y  el 
jefe  de  misión  saliente  hará  entrega  formal 
al  entrante  de  dichos  muebles  y  efectos  con 
arreglo  al  mismo  inventario. 

Art.  19.  Los  empleados  diplomáticos 
empezaran  á  cobrar  el  sueldo  asignado  á  su 
destino  desde  el  dia  que  se  presenten  en  él. 

Todo  jefe  de  misión  entrante  tomará  pose- 
sión de  su  cargo  tan  luego  como  se  presen t<' 
á  desempeñarle,  sin  que  á  ello  se  oponga  la 
circunstancia  de  no  haber  podido  el  saliente 
por  causa  iegtlima  presentar  las  recreden 
cíales ,  que  en  este  caso  deberá  entregar  »u 
sucesor.  En  los  dias  que  medien  entre  la  to^ 
ma  de  posesión  por  el  jefe  de  misión  entran* 
te  y  la  entrega  de  sus  credenciales,  si  esta 
no  tuviese  efecto  inmediatamente,  te  hará 
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eargo  de  fa  represenlnci'on  oRcial  en  el  país 
et  secretario  de  la  Embajada  d  legaoion, 
que  deberá  ser  presentado  por  el  jefe  de  mi- 
sión saliente. 

Este  encargo  accidental  no  le  dará  dere- 
cho A  percibir  otros  haberes  que  los  que  por 
»u  empleo  le  correspondan.  Sí  el  jefe  salien'* 
te  entregare  las  recredencMiles  ántes  de  lle- 
gar el  entrante,  se  hará  carcho  de  la  Embaji^ 
da  ó  legación  el  secrelar'ro  de  la  misma  des» 
de  el  dta  en  que  se  verífí(^ue  dicha  entrega 
hasta  la  llegada  del  nuevo  jefe. 

Art.  20.  Guando  los  empleados  diplomá- 
ticos se  ausenten  de  un  puesto  en  cumpli- 
miento de  orden  superior  para  desempeñar 
alguna  comisión  del  servicio ,  ó  en  uso  de 
real  licencia  para  restablecer  su  salud  ó 
atender  á  asuntos  de  interés  personal ,  6con 
aprobación  del  Gobierno  para  asistir  á  las 
sesiones  de  los  cuerpos  colegisladores  ,  dis- 
frutarán durante  su  auseneiael  sueldo  regu- 
lador que  les  corresponda  con  arreglo  a  la 
tarifa  número  2.® 

Del  resto  de  su  dotación  se  cubrirán  por  el 
Gobierno  las  obligaciones  que  detalla  el  ar- 
tículo 21 ,  quedando  á  beneficio  del  erario  el 
4*emanente  ¿r  le  hubiere. 

Art.  21.  Cuando  un  jefe  de  misión  diplo- 
mática cese  en  el  desempeño  de  su  cargo ,  ó 
Ke  ausente  temporalmente  de  su  pueslo, 
abonará  el  Gobierno  al  secretarlo  ó  agrega- 
do que  quede  de  encargado  de  negocios  la 
diferencia  del  sueldo  regulador  que  corres- 
ponda al  referido  jefe,  según  la  tarifa  nú- 
mero 2.**,  al  sueldo  remunerador  y  de  repre- 
sentación que  disfruta  cuando  reside  en  m 
deslino ,  la  tercera  parte  del  sueldo  total  de 
aquel  si  se  queda  con  la  casa  de  la  Embaja-  t 
da  ó  legación,  y  la  cuarta  parte  si  se  muda  i 
á  otra  casa. 

Cobrará  además  el  encargado  de  negocios 
por  tal  concepto  su  sueldo  personal  y  la  ¡ 
asignación  para  gastos  ordinarios  por  entero;  ; 
y  será  de  su  cuenta  el  pago  de  la  casa  de  la  ' 
legación  y  el  salario  del  portero  de  la  j 
misma.  | 

Art.  22.  Estando  asignada  á  todas  las 
Embajadas  y  legaciones  una  cantidad  alza- 
da para  gastos  ordinarios  del  servicio, 
no  podrán  los  jefes  cargar  en  cuenta  ningu- 
no de  los  siguientes  objetos  comprendidos 
en  ellos:  la  retribución  de  escribientes  ó  em- 
picados  temporeros;  el  porte  de  la  corres- 
pondencia olicial  y  el  franqueo  de  la  misma,, 
si  luere  necesario;  las  impresiones,  libros  y 
registros,  la  compra  y  reparación  de  estan- 
tes ,  mesas,  sillas  y  demás  muebles  y  ense- 
res de  oficina;  los  anuncios  en  los  periódicos 
que  se  refieran  á  procedimientos  y  actos 


de  cancillería;  las  (radücciones  de  lo»  docn- 
nrentos  que  se  remitan  al  Gobierno  en  cum- 
plimiento de  alguna  disposición  vigente;  las 
iluminaciones ,  los  regalos  y  propinas  de  cos- 
tumbre ,  y  cualquiera  otro  gasto  de  uso  fre- 
cuente y  común. 

Art.  23.  A  los  empleados  de  la  carrera 
diplomática  que  fuesen  despachados  como 
correos  con  pliegos  del  servicio  se  les  abo- 
nará f*\  viaje  de  ida  y  vuelta  en  la  misma 
forma  qu«*  marca  la  base  2.^ 

Art.  24.  Para  que  sea  despachado  cori 
pliegos  como  correo  un  empleado  de  la  car- 
rera diplomática  es  preciso  que  no  haya  ef> 
las  El4nbnjadas  ó  legaciones  deS.  Uí.  correo» 
de  Gabinete  ,  ó  que  las  comunicaciones  sean 
tales  que  exijan  facerse  verbalmenle ,  ó  do 
naturaleza  que,  á  juicio  del  iefe^deba  en- 
viar un  empleado  diplomático. 

Art.  25.  No  se  considerarán  eti  manera 
alguna  como  correos  los  empleados  diplo- 
máticos que  al  ir  á  sus  deslinos  lleven  plie- 
gos del  servicio,  ni  los  que  salgan  del  pun- 
ió donde  se  hallen  sirviendo  en  uso  de  real 
licencia,  aunque  se  Ies  anoten  en  sus  pasa- 
portes los  pliegos  do  qi»e  sean  portadores». 

Arl.  25.  Los  empleados  diplomálicoH 
con  sueldo  despachados c-nno  correos  lo  dis- 
frutarán por  entero ,  asi  coma  Iw  gasloe  de 
representación,  desde  el  día  que  termin«f  el 
viaje  de  ida  hasta  que  se  verifi^^ue  el  de  re 
gre^o. 

Art.  27.   Los  empleados  diplomáticos  p»'r- 
cibirán  sus  haberes  según  la  regulación 
moneda  aprobada  por  S.  M.  en  R.  O.  de  1 
de  enero  de  1845. 

En  los  puntos  no  comprendidos  en  la  re- 
gulación podrán  cobrarlos  cwi  arreglo  al 
cambio  corriente,  iuslificando  el  que  sea  . 

Art.  28.  Quedan  derogadas  todas  las 
órdenes  y  disposiciones  anteriores  que  tra- 
tan de  la  materia  ,  y  esle  reglamento  empt  - 
2ará  á  tener  efecto  desde  el  dia  de  la  fecha 
de  este  real  decreto. 

Aprobado  por  S.  M.— Palacio  15  de  julio 
de  1866.— Ensebio  de  Calonje. 

TABLA  JSXm.  4/ 

iíáajimttm  del  tiempo  abonable  para  toe  oia- 
jee  de  ida  y  vuelta  que  se  verifiquen  en  lo 
eueestvOf  según  el  real  decreto  de  esta 

fecha,  Máximon 

aboo»Me 

Dios. 

ECaOPA.   

Viena,  Austria   1^ 

Bruselas,  Bélgica  r   •  ' 
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€npeiihague,I^faainarca. .   ...  15 

F  orencía,  Ilalía   10 

Betna  ,  Estados  Pontificios.  ...  10 

París,  Francia   5 

L6nd res,  Gran  Bretaña   7 

Haya ,  Países  Bajos   8 

Lisboa ,  Portugal.  6 

B-rlin,  Prusia   10 

San  Petcrsbur^o,  Rusia   16 

Siockoimo,  Suecia   15 

Constantinopla,  Turquía.    .   .   «  18 

Berna  y  Suiza.   8 

Francfort                             ,   ^  8 

Santiago,  Chile  (Pacífico).    ...  00 

Onilo,  Ecuador  (id.)   45 

Lima,  Perú  (id.)   50 

Coíla-Rica.  .......   ^  30 

Venezuela   30 

Brasil   45  * 

Uruguay  y  Buenos-Aires.    ...  50 

Estados-Unidos   20 

Méjico  ,    .    .    .    .  35 

bíiiiio  Domingo.— Haili ,  San  Tho- 

inas   30 

ASIA. 

i:hina   90 

Snigapor   60 

ÁFRICA. 

Tánger  *    .   -  8 

Argel   8 

Túnez,  Trípoli,  Egipto,  Grecia^  etc.^ 

Jerusaiem   20 

Costas  occidentales. — Sierra  Leona.  40 

OCRAIfÍA. 

Sidney   90 


TABLA  NUM.  2.* 

SuMo  regulador  ^ue  eotresponde  á  los  em- 
pUados  diplomáticos  cuando  se  ausentan 
de  ta  corte  donde  residen  en  cumplimiento 
de  real  orden  con  aulorizacioji  del  Gobier^ 
no  6  en  uso  de  real  licencia. 

lU.  V». 


Al  Eoibajador.  ....    ...  90.000 

Al  Ministro  Ptenipotencinrio.    .    .  60.000 

Al  Ministro  Residente   50.000 

A I  Encargado  de  Negocios.  .   .    .  36.000 

Al  Secretario  de  iH-imera  clase.    .  24.000 

Ai  Secretario  de  segunda  clase.    .  18.000 

Al  Agregado  diplomático.  •    .   .  12.000 


(Cae,  29  julio.) 


«^X^Vi  OOBníRNOS  DB  PBOVUfOIA— 
B.O.  de  Íi4  dejuUo. 

(GoB.)  «Se  dispone  por  esta  real  órden 
que  las  plantas  de  las  Secretarias  de  los  Go- 
biernos de  provincia  continúen  como  esta- 
ban ántes  áe  la  aprobación  de  los  presu- 
puestos para  el  año  de  1866-67,  y  los  em- 
pleados con  las  mismas  dotaciones  que  dis- 
frutaban, toda  vez  que  el  aumento  de  ha- 
ber, aproHado  en  les  referidos  presupuestos 
par^  los  oficíales  de  Administración  en  las 
provincias,  produciría  un  mayor  gasto  que 
no  procede  nacer  en  las  presentes  circuns- 
tancias, cuando  la  necesidad  ha  hecho  indis- 
pensable un  descuento  gradual  sobre  los 
sueldos  que  ei  Estado  satisface.»  {Gac.  29 
julio.) 

224.  DSSOUBNTO  aBADUAIi.-BeAl 
orden  de  SO  de  julio,  diotando  re^Us  para 
que  la  imposición  del  desouento  no  náframe- 
ñor  la  dotación  de  los  empleados  de  mayor 
catesroria  j  sueldo  que  foséala  de  la  infe- 
rior eto. 

(Pjib<^  ml  C.  db  M.)  oDada  cuenta  á  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  instruido  en 
el  Ministerio  de  Hacienda  con  motivo  de  una 
instancia  elevada  por  el  comandante  retira- 
do de  infantería  de  marina  D.  Francisco  Oleo 
de  Tejada,  en  que  manifiesta  que  de  apli- 
car á  la  letra  las  disposiciones  que  rigen 
respecto  á  la  imposición  del  descuento  gra- 
dual á  las  clases  que  cobran  del  Tesoro,  la 
dotación  que  disfruta  queda  reducida  á  una 
cantidad  menor  que  la  que  percibirán  otros 
que  por  gozar  de  menos  sueldo  se  hallan 
comprendidos  e«  distinto  tipo  del  referido 
descuento:  penei4'ada  S.  M.  de  la  justicia  de 
esta  reclamación^  y  deseosa  de  que  !as  pres- 
cripciones del  párrafo  segundo  del  art.  1.^ 
de  la  ley  de  30  de  junio  último  y  R.  D.  de 
4  del  actual  se  apliquen  con  toda  la  equidad 
que  el  caso  requiere;  de  conformidad  con  lo 
propuesto  por  la  Dirección  general  de  con- 
tabilidad y  con  el  parecer  del  referido  Mi- 
nisterio ,  se  ha  servido  disponer  que  en  la 
imposición  del  descuento  so  observen  como 
reglas  generales  las  siguientes: 

Primera.  Siempre  que  la  imposicior^  del 
descuento  sobre  alguna  de  las  dotaciones 
comprendidas  en  un  grupo  de  la  escala  que 
establece  el  R.  D«  de  4  de  este  mes  ofrezca 
un  kaber  líquido  inferior  al  que  produzca  la 
liquidación  sobre  el  limite  del  grupo  inme- 
diato anterior,  se  hará  solo  el  descuento  del 
tantp  por  ciento  fijado  para  este. 

Segunda.  En  aquellas  dotaciones  que  á 
consecuencia  del  descuento  hubiesen  de  que- 
dar reducidas  á  una  cantidad  menor  do  600 
escudos,  se  hará  el  descuenio  solo  de  la  su- 
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nía  en  que  excedan  de  los  referidos  600  es- 
cudos. Drí  real  orden  elq.  Madrid  30  de  ju- 
lio de  1866.-^El  Duque  de  Valencia.— Se- 
ñor Ministro  de  »  (Gac.  3i  julio.) 

225.  PRINCIPE  DB3  ASTUBIAS—Beal 
dooreto  de  27  de  julio. 

(Grac.  y  Jüst.)  «Vengo  en  decretar  que 
el  Eiumo.  Cardenal  Puente,  Arzobispo  de 
Burgos,  vuelva  á  encargarse  de  la  dirección 
de  la  enseñanza  moral  y  religiosa  de  mi  muy 
querido  hijo  el  Principe  de  Asturias.  Dado 
♦MI  San  Ildefonso  á  27  de  julio  d»*  1866.— 
Está  rubricado  de  la  real  mano. — El  Minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia,  Lorenzo  Arrazóla.» 
{Gac,  31  julio.)  , 

226.  OARBEBA  MHiITAB.— B.  D.  de  30 
de  julio,  sujetando  áprinoipios  fijos  los  as- 
censos y  recompensas  en  el  ejercito:  ingreso: 
provisión  de  vacantes:  prohibición  de  la  con- 
cesión de  grados  superiores  á  los  emóleos, 
y  de  honores  y  uso  de  unilorme:  pase  á  la  car- 
rera civil... 

(Guerra.)  «Conformándome  <^n  lo  pro- 
puesto por  el  Ministro  de  la  Guerra ,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.^  El  ingreso  en  las  armas  é 
institutos  del  ejército  solo  podrá  verificarse 
por  las  clases  de  soldado,  cadete  ó  alumno 
de  las  acad»Mnias  militares,  y  por  oposición 
«?n  los  cuerpos  auxiliares  cuyo  ingreso  exi- 
ja tal  condición. 

Art.  2.®  No  se  conferirá  empleo  alguno 
hin  vacante  que  lo  motive.  Se  exceptúan  de 
ia  anterior  disposición  los  alumnos  y  cadetes 
que  al  terminar  con  aprovechamiento  sus 
estudios  no  tengan  vacante  en  que  ser  co- 
locados, los  cu  lies  ascenderán  y  serán  desti- 
nados como  supernumerarios,  debiendo  ocu- 
par las  primeras  vacantes  que  ocurran  en  el 
turno  de  su  clase. 

Art.  3.^  Queda  abolida  para  en  adelante 
ia  concesión  de  grados  superiores  ¿  los 
empleos  efedivos. 

Art.  4.^  Queda  prohibida  la  concesión 
de  honores,  de  empleos  militares  y  de  uso 
de  uniforme,  exceptuándose  aquellos  que 
por  sus  años  de  servicio  en  la  carrera  mili- 
lar  han  adquirido  el  derecho. 

Art.  5.**  No  se  permitirá  en  lo  sucesivo 
los  pases  de  unas  armas  é  institutos  á  otros, 
fuera  de  los  reglamentarios  para  el  real 
cuerpo  de  guardias  alabarderos,  estados 
mayores  de  plazas,  guardia  civil,  caral^ihe- 
ros  y  administración  militar. 

Art.  6.^  En  todas  las  armas  é  institutos 
del  ejército ,  desde  subteniente  ó  alférez 
hasta  coronel  inclusive  y  sus  asimilados,  se 


PARTE  LK(ilSL.\TITA. 


ascenderá  por  rigorosa  antigüedad  sin  de- 
fectos. 

Art.  7.**  Para  ascender  por  antigüedad 
deberá  estar  declarado  el  interesado  apto 
para  el  mismo;  é  ínterin  los  grados  influyen 
sobre  las  escalas  se  exigirá  dos  años  de 
efectividad  en  el  empleo  inmediato  inferior. 
Si  al  ocurrir  la  vacante  no  hubiese  quien 
reúna  estas  circunstancias,  ascenderá  el 
mas  antiguo  sin  defectos. 

Art.  8.**  Los  que  en  tres  años  sucesivos 
fuesen  postergados  por  no  haber  merecido 
ser  declarados  aptos  para  el  ascenso  serán' 
propuestos  para  el  retiro  ó  licencia  absoluta, 
según  les  corresponda  por  sus  años  de  ser- 
vicio. 

Art.  9.**  En  tiempo  de  guerra  los  gene-  , 
rales  en  jefe  propondrán  para  el  ascenso  á 
los  individuos  que  en  el  campo  de  batalla  ó 
en  hecho  de  armas  en  que  resultaren  niuer- 
tos  y  heridos  hayan  contraído  un  mérito 
especial  y  determinado,  cuyo  servicio  se 
hará  constar  con  anterioridad  á  la  propuesta 
de  la  orden  gen^^ral  del  ejército.  Las  accioae» 
de  valor  distinguido  y  los  grandes  servicios 
que  dan  derecho  á  obtener  fa  cruz  de  San 
Fernando ,  según  la  ley  de  5  de  diciembre 
de  1860,  al  obtenerla  podrán  permutarla 
por  el  empleo  Inmediato  superior  siempr^í 
que  los  interesados  opten  por  él  en  vez  de 
la  cruz. 

Art.  10.  Las  vacantes  causadas  por 
muerte  y  las  producidas  por  recompensa» 
obtenidas  por  acción  de  guerra  serán  cu- 
biertas por  los  ascendidos  por  igual  -causa; 
y  á  falla  de  estos  por  el  turno  que  corres- 
ponda de  antigüedad  ó  reemplazo. 

Art.  11.  No  se  podrá  conceder  ninguna 
recompensa  ni  permuta  de  gracias  después 
de  trascurridos  tres  meses  de  la  acción  ó 
hecho  de  armas  en  que  se  funde  la  pelicioti. 

Art.  12.  El  pase  á  la  carrera  civil  cons- 
tituirá en  lo  sucesivo  una  situación  definiti- 
va, y  en  ningún  tiempo  podran  volver  »l 
ejército  los  que  sean  baja  en  él  por  este 
motivo.  Los  jefes  y  oficiales  que  se  halku 
sirviendo  en  las  carreras  civiles  conservarán 
el  derecho  de  volver  á  sus  respeciivos 
cuerpos  por  el  término  de  dos  años  desd** 
que  pasaron  á  la  citada  carrera,  según  está 
prevenido  por  reales  órdenes  vigenlea. 

Arl.  13.  Los  jefes  y  oficiales  qae  estén 
en  posesión  de  algún  derecho  ,  empleo  su- 
perior, sueldo  ó  determinadas  ventajas 
continuarán  en  el  goce  de  las  que  disfrutan; 
y  si  se  hallan  en  posesión  de  destino  ó. em- 
pleo, por  cuyo  desempeño  se  les  confiera 
derechos  á  ascenso  militar  ú  otra  veutaj.4, 
optarán  por  una  sola  vez  á  las  que  eu  e>»l'^ 
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sentido  les  corresponda,  sujetándose  des- 
pués en  todo  á  lo  prescrito  en  este  decreto.  I 
Dado  en  San  Ildefonso  ^  30  de  julio  de  1866. 
— Está  rubricado  de  la  real  mano.—- El  Mi' 
nislro  de  la  Guerra,  Ramón  María  Nar- 
vaeí.»  {Gac,  31  julio.) 

337.  TBIBUNAli  DB  OXnDNTA^.-Bdal 
decreto  de  28  de  Julio,  suprimieiido  varias 
plaaaa  en  la  planta  del  mismo  oon  la  econo- 
mía de  31.800  eacudoa. 

(Hac.)  «Conformándome  con  lo  propues- 
to por  el  Ministro  de  Hacienda ,  do  acuerdo 
eon  el  parecer  del  Consejo  de  Ministros ,  ^ 
osando  de  la  autorización  que  concede  ai 
Gobierno  el  párrafo  t(;rcoro,  art.  1.^  de  la 
l«y  de  30  de  junio  último, 

Vengo  en  decretar  lo  sigfuiente: 

Artículo  I.""  Del  crédito  de  3t8.000  es* 
cudos  comprendido  en  el  capítulo  3.*,  sec- 
ción 8.*  del  presupuesto  vigente  para  per- 
sonal  del  Tribunal  de  Cuenlds  del  Reino,  se 
anulan  31.800  escudos. 

Art.  2.^  Por  consecuencia  de  lo  dispues- 
to en  el  artículo  anterior^  se  suprimen  en  la 
plá(\ta  del  tribunal  las  plazas  siguientes:  di>s 
de  Ministros  de  número,  dotadas  con  5.000 
escudos  cada  una;  dos  de  contadores  de  pri- 
mera clase  y  una  lie  aeente  físcal  con  2.400 
escados;  tres  de  contadores  de  segunda  cia- 
se con  2.000,  y  ocho  de  auxiliares,  de  ellas 
tres  con  1.600;  uua  con  1  200,  otra  con  800  < 
y  tres  con  600. 

Art.  3.^  La  sala  extraordinaria  aumen- 
tada en  el  Tribunal  de  Cuentas  por  mi  real 
decreto  de  1.^  de  marzo  de  1861 ,  á  la  que 
se  concedió  facultad  de  conocer  en  las  cuen- 
tas de  época  corriente  por  otro  R.  D.  de  14 
de  enero  de  1865,  queda  suprimida.  El  tri- 
bunal se  compondrá  en  lo  sucesivo  de  dus 
a«tM,  conforme  fué  organizado  por  la  ley 
de  25  de  agosto  de  1851. 

Arl.  4.**  El  Gobierno  dará  cuenta  opor- 
lanaroenle  á  las  Corles  de  las  disposiciones 
del  presente  decreto.  Dado  en  San  tidefon- 
so  á  28  de  julio^de  1866. — Está  rubricado  de 
Ja  real  mano. — El  Ministro  de  Hacienda, 
Manuel  García  Barzanallana.»  (Gac,  31 
julio.) 

S28.  ADMINISTRACION  CGNTBAI<. 
— S.  J).  de  26  de  juUo. 

Mandando  ajostar  las  plantas  del  perso- 
nal de  o6cinas  y  otros  servicios ,  á  los  cré- 
ditos que  resulten  en  cada  capitulo  después 
de  anuladas  las  sumas  que  se  expre!«an,  con 
la  economía  de  422.810  escudos.  (Cae.  31 
juUOn) 


229.  ADBilNiaTBA.CION  PRO Vlíi  CIAL . 
— B.  D.  de  28  de  julio,  suprituiendo  las  Ad- 
miniatraoionea  principales  de  Hacienda  pú- 
bUoa  y  tas  de  propí edades  y  derechos  del  Bs- 
tado»  7  oreando  en  cada  provincia  una  « Ad  • 
miniatraoion  de  Hacienda  páblioa- 

(Hac.)  «En  vista  de  las  razones  que  me 
ha  expuesto  el  Ministro  de  Hacienda ,  á*i 
acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, y  usando  de  la  autorización  que  con- 
cede al  Gobierno  ol  párrafo  tercero,  arl.  1.** 
de  la  ley  de  30  de  junio  último. 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente. 

Artículo  1.^  Se  suprimen  en  todas  las 
provincias  del  reino  las  Administraciones 
principales  de  Hacienda  pública,  y*las  es- 
peciales de  propiedades  y  derechos  del  Es- 
tado. 

Art.  2.^  Para  entender  en  los  ramos 
tenían  á  su  cargo  las  expresadas  oficínus,  se 
crea  en  cada  provincia  una  sola  Adminis- 
tración, que  se  denominará  Administración 
de  Hacienda  pública,  y  constará  de  tres  sec- 
ciones, á  saber:  primera,  de  contribuciones; 
segunda,  de  rentas  estancadas «  y  tercera, 
de  propiedades  y  derechos  del  Estado: 

Arl.  3.^  Los  tres  oficiales  mas  caracteri- 
zados serán  jefes  de  las  respectivas  seccio- 
nes, y  formarán  reunidos  un  Consejo  de  Ad- 
ministración, cuyo  dictamen  por  escrito  s»?- 
rá  oido  necesariamente  por  el  administrador 
de  la  provincia  en  todos  los  asuntos  graven 
que  deba  informar  ó  resolver. 

Art.  4.^  Por  el  Ministerio  de  Hacienda 
se  dictarán  las  instrucciones  conveniente:» 
para  el  régimen  y  gobierno  de  las  Adminis- 
traciones de  Hacienda  pública,  y  entre  tan- 
to desempeñarán  el  servicio  con  exlricta  su- 
jeción á  las  que  hoy  se  hallan  vigentes  para 
el  de  los  diversos  ramos  que  quedan  á  su 
cargo. 

Arl.  5.**  Se  aprueban  las  adjuntas  plan- 
tas del  personal  ue  las  Administraciones  d«í 
Hacienda  pública,  importantes  á  una  sum.i 
925.040  escudos,  y  las  asignaciones  para 
material,  que  ascienden  en  junto  á  65.042 
escudos;  trasfiriéndose  la  parle  de  crédno 
necesario  del  arl.  4.**  al  l.^'del  capitulo  25. 
y  del  arl.  3.**  al  I.*»  del  capitulo  26  de  la  soc- 
cion  8  *  del  presupuesto  vigente,  y  anulán- 
dose, después  de  aplicar  la  parle  que  sea 
necesaria  á  cubrir  los  haberes  y  gastos  d«'t 
corriente  mes  áe  julio,  el  remanente  de  cré- 
dito de  dichos  artículos  ,  que  asciende  n's- 
pectívamenle  á  232.050  y  21.938  escud  «s. 

Arl.  6.**  El  Gobierno  dará  cuenta  opor- 
tunamente á  las  Cortes  de  las  disposicion-  s 
,de!  presente  decreto.  Dado  en  San  lldefon  - 
«o  a  28  de  jujio.  de  1860.— Está  rubricado 
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•de  la  r^al  mano.^El  ministro  de  Hacienda, 
!\lanuel  García  Barzanalla.» 

lanía  del  personal  de  las  Administraciones 
de  Hacienda  pública,  creadas  por  el  real 
decreto  que  precede,  con  sujeción' al  cré^ 
dito  que  fija  su  ari.  ^.^ 


1>R0VIN0IAS    DE  PRIMERA 
CLASE. 

MADRID.  R8CUD08. 


Un  admmfslrador»  jefe  de  Admi- 

uiBlracion  de  segunda  clase.    .  ^.500 
Un  oticial  primero  interventor,  je* 
fe  de  negociado  de  primera 

clase   2.400 

Un  id.  id.  de  segun€taclase«    .   .  2.000 

Un  id.  id.  de  tercera  clase.    .    .  ,  1.600 

Un  id.  de  la  clase  de  primeros.  .  1.400 
Dos  id.  de  la  de  segundos,  á  1.209 

escudos.   2.400 

<3uatro  id,  de  la  de  terceros,  á 

1.000   4.000 

Cuatro  id.  de  la  de  cuartos,  á  800.  3  200 

Nueve  id.  de  la  de  quintos,  A^OO.  5.400 
Trece  aspirantes  de  primera  clase 

á  oficial,  á  500   6.500 

Asignación  para  escribientes.    .  3.500 

lüem  para  porteros  y  mozo.    .    .  1.200 


37.100 

BARCBtOWA,  SEVILLA  Y  VALEKCIA. 

Un  administrador,  jefe  de  Adn>i- 

nislracion  de  tercera  clase. .    .  3.000 
Un  oficial  primero  '  interventor, 
jefe  de  negociado  de  segunda 

clase   2.000 

Un  id.  id.  de  tercera  clase.  .  .  1.600 
Dos  id.  de  la  clase  de  primeros,  á 

1.400  escudos   2  800 

Dos  id.  de  la  de  segundos,  á  1.200.  2.400 
Dos  id.  de  la  de  terceros,  á  1.000.  2.000 
Tres  id.  de  la  de  cuartos,  á  800.  2*400 
Cinco  id.  de  la  de  quintos,  á  600.  -3.009 
Nueve  aspirantes  de  primera  cla- 
se á  oficial,  á  500   4.500 

Asignación  para  escribientes.    .  2.800 

Idem  para  portero  ]¡  mozos.    .    .  550 


27.050 

CÁDIZ,  -CORUNA,  (¿RASADA  T  MÁ* 
LAGA. 

Un  administrador,  jefe  de  Admi- 
Jtislracion  de  tercera  clase.   .  3.000 


oficial  primero  interventor, 
jefe  de  negociado  de  seganda 

clase   2.000 

TJn  id.  id.  de  tercera.    ....  1.600 

Un  rd.  de  la  clase  de  primeros.  .  1.4(^0 
Dos  id.  de  la  de  segundos,  á  1.200 

escudos   2.400 

Dos  id.  de  la  deierceros,  ál.OOO.  2.060 

Tres  id.  de  la  de  cuartos ,  á  800.  2.400 

Tres  id.  de  la  de  quintos,  á  600.  1.800 
Siete  aspirantes  de  primera  clase 

á  oficial ,  á  500.   .....  3.500 

Asignación  para  escribientes.   .  2.659 

Idem  para  porteras   550 


23.300 

PROVINCIAS    DE  SEGUNDA 
CLASE. 

ALICAIfTB,  BÚnCOS ,  CÓRDOBA  ,  MUR- 
CIA, OVIEDO,  TOLEDO,  VALLADOUD 
Y  ZARAGOZA. 


Un  administrador,  jefe  de  nego- 
ciado de  primera  clase.    .    .  2.400 
Un  oficial  primero  interventor, 

Ídem  id.  de  tercera   1.600 

Un  oficial  de  la  clase  de  prime- 
ros  1.400 

Dos  id.  de  la  de  segundos,  á  1.200 

escudos   2,400 

Dos  ¡(i.  de  la  de  terceros, á  1.000.  2.000 

Tres  id.  de  la  de  cuartos      800.  2.400 

Tres  id.  de  la  de  quintos,  á  600.  1.800 
Siete  aspirantes  de  primera  clase 

á  oficial,  á  500.   .....  3.500 

Asignación  para  escribientes.   .  2.600 

Idem  para  porteros   550 


20.550 

PROVINCIAS    DE  TORCERA 
CLASE. 

ALMERÍA,  BADAJOZ,  ClUOAD-REAl., 
GÜADALAJARA, JAEN,  LEON,  PALEM- 


CIA  ,  SALAM  AUCA  ,  SAKTARDER  ,  SE- 
GO VI A  Y  TARRAGONA. 

Un  administrador ,  jefe  de  nego- 
ciado de  segunda  clase<    .    .  2.000 

Un  oficial  primero  interventor  de 

la  clase  de  primeros.    .    .    .  1.400 

Un  id.  de  la  de  segundos.   .   .  1.200 

Dos  id.  de  ta  de  terceros,  á  1.000 

escudos   2.000 

Tres  id.  de  la  de  cuartos ,  á  800.  2.400 

Tres  id.  de  la  de  quintos ,  á  600.  1.800 

Seis  aspirantes  de  primera  ciase 

.á  oficial ,  á  500   3.000 
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Do^  id.  de  segunda  á  id. ,  á  400. 
Asignación  para  eseribíentea.  . 
IJem  para  porteros  y  moios.  . 


ÁLBACETB,  AVILA,  CACBRBS,  CASTE* 
LLON,  CXmitCA,  OBROHA,  HXTELVA, 
HUESCA  ,  LiRtDA  ,  lOGROto  ,  LUGO, 
ORENSE  ,  PONTEVEDRA  ,  SORIA  ,  TE- 
RUEL ,  ZAMORA  T  BALEARES. 

Un  administrador ,  jefe  de  nef^o- 

ciado  de  se^^nda  clase.  .  . 
Un  oficial  primero  interventor  de 

la  clase  de  primeros,  .  .  . 
Un  id.  de  la  fie  segundos.  .  . 
Dos  id.  de  la  de  terceros,  á  i. 000 

escudos  

Dos  id.  de  la  de  cuartos,  á  800. 
Tres  id.  de  la  de  quintos,  á  600. 
Seis  aspirantes  de  primera  clase 

á  oficial ,  á  500  

Dos  id.  de  segundos  á  id. ,  á  400. 
Asignación  para  escribientes. 
Idem  para  portero  y  rooso.   .  . 


CAHARIAS. 

Un  administrador ,  jefe  de  nego- 
ciado de  segunda  clase. .    .  . 

Un  oficial  primero  interventor  de 
la  clase  de  primeros.    .  . 

Un  id  de  la  de  segundos.  .  . 

Dos  id.  de  la  de  terceros,  á  1.000 
eseados. .  *  

Uo  id.  de  la  de  cuartos.   .  . 

Cuatro  id.  de  la  de  quintos,  á  600, 

€tnoo  aspirantes  de  primera  clase 
á  oficial,  á 500  

D<M  id.  de  segunda  á  id. ,  á  400. 

Aaig^aeioo  para  escribientes.. 

Idem  para  portero  y  mozo.  . 


ÁLAVA. 

Ca  administrador,  jefe  de  nego- 
ciado de  tercera  clase.    .    .  . 

Un  oficial  primero  interventor, 
oficial  de  ta  clase  de  segundos. 

Dos  Id.  de  la  ciase  de  cuartos ,  á 
800  

Dos  id.  de  la  de  quintos ,  á  600. . 


800 
2.000 
550 

17.150 


2.000 

1.400 
1.200 

2.000 
1.600 
1.800 

3.000 
800 

1.900 
550 


16.250 


2.000 

1.400 
1.200 

2.000 
800 
2.400 

2.500 
800 

1.900 
550 


15.550 


1.600 

1.200 

1.600 
1.200 


Tres  aspirantes  ée  primera  ciase 

á  oficial ,  á  500  

Un  id.  de  segunda  

Asignación  para  eseribientes. .  . 
Ídem  para  portero  y  mozo.  ' .  . 


NAVARRA. 

Un  administrador ,  jefe  de  nego- 
ciado de  tercera  clase.  .   .  . 

Un  oficial  primero  interventor, 
oficial  de  la  clase  de  segundos. 

Un  id.  id.  de  la  de  cuartos.    .  . 

Tres  id.  id.  de  la  de  quintos  á 
600  escudos  

Tres  aspirantes  de  primera  clase 
á  oficial ,  á  500  

Asignación  para  escribientes. .  . 

Idem  para  portero  y  mozo.    .  . 


ADMINISTRACIONES-DEPOSI- 
TARIAS. 

CIUDAD-REAL   DE    LAS  PALMAS  Y 
MENORCA. 

Un  administrador-depositario,  ofi 
cUl  de  la  clase  de  terceros.. 

Un  oficial  primero  interventor 
Ídem  de  la  de  cuartos.    .  . 

Un  aspirante  de  primera  clase 
oficial  

Un  id.  de  segunda  

Asignación  para  escribientes. . 

Un  portero,  moio  de  almacén. 


SANTIAGO. 

Un  administrador*depo8ilario,  ofi« 
cial  de  Ja  clase  de  terceros..  . 

Un  oficial  primero  interventor. 
Ídem  de  la  de  quintos.  .    .  . 

Un  aspirante  de  primera  clase  á 
oficial  

Dos  id.  de  segunda ,  á  400  escu- 
dos  

Asignación  para  eseribientes. .  . 

Un  portero ,  mozo  de  almacén.  . 


377 

1.500 
400 

1.800 
550 

9.850 


1.600 

1.200 
,  800 

1.800 

1.500 
1.600 
550 

9.050 


1.000 

800 

500 
400 
400 
220 

a.  320 


1.000 
600 

500 

800 
700 
220 

3.820 
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Tlfr,  POIfFBRRADA ,  ItIRKRA ,  Lk 
tiERBNA  ,  ARAIIDA  DE  DUERO ,  PLA- 
^EXCIA  ,  TRTJJILLO  ,  ^GUENZA  ,  MOR- 
UONÍDO  ,  CIUDAD-RODRIGO  ,  TORO, 
ALCAÑÍZ  Y  TALAYERA  DE  LA  REINA. 

Un  administrador-depositario,  ofi- 
cial de  la  clase  de  terceros..  . 

Un  oficial  primero  mlerventor, 
ídem  de  la  de  quintos  

Un  aspirante  de  secunda  cíate  á 
oticial  

Asignación  para  escribientes. .  . 

Un  portero  y  mozo  de  almacén.  . 


IBIZA. 

Un  administrador-depositario,  ofi- 
cial de  la  clase  de  cuartos.  .  . 

Un  oficial  primero  interventor, 
Idem  de  la  de  quintos.  ,    .  . 

Dos  aspirantes  de  segunda  clase 
á  oficial ,  á  400  escudos..    .  . 

Asignación  para  escribientes. .  . 

Un  portero ,  mozo  de  almacén.  . 


Total  importe  del  personal  de 
las  Administraciones,  .  . 
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PROVINCIAS  DE  SE6.UNDA 
CLASE. 

Burgos. 

¡  Asignación  para  gastos  de  escri- 
i    torio,  impresiones  y  libros..  . 

i  Alicante ,  Córdoba ,  Murcia,  Ovie- 
dOf  Toledo,  Valladolid  y  Zara- 
gota, 

:  Asignación  para  gastos  de  escri- 
torio ,  impresiones  y  libros  de 
las  siete  adminislraoiooea^  á 
i. 290  escudos  cada  una..   .  . 

PROVINCIAS  DE  TERCERA 
CLASE. 


Aoila ,  Cuenca ,  Gerona ,  Guada- 
lajara,  Huesca ,  León,  Lérida, 
Salamanca  y  Segovia, 

Asignación  para  gastos  de  escrí- 
oAft  ^^^^^ »  impreslon<»s  y  libros  de 
300  las  nueve  Administraciones,  á 
220 


1.000 

600 

400 
600 
220 

2.820 


2.720 


925.040 


IVIadrid  28  de  julio  de  1866.-«Barzana- 
llana. 

Material  de  las  Administraciones  de  Hacien- 
da pública  de  las  provincias  y  de  los  par- 
tidos  administrativos. 


PROVINCIAS  DE  PRIMERA 
CLASE. 

Madrid. 


Asig^naoion 
anual. 


Etcudo$. 


Asignación  para  gastos  de  escri« 
lorio ,  impresiones  y  libros.    .  4.250 

Barcelona. 

Asignación  para  gastos  de  escri- 
torio, impresiones  y  libros.    .       2  300 

Cádiz,  Coruña,  Granada  Málaga, 
Sevilla  y  Valencia. 

Asignación  para  gastos  de  escri- 
torio ,  impresiones  y  libros  do 
las  seis  Administraciones  á 
1.670  escudos  cada  una..    .    .  10.020 


1.130  escudos  cada  una.. 

Albacete ,  Almerth ,  Badajoz ,  Cá- 
ceres ,  Castellón ,  Ciudad  -  Real , 
Huelva,  Jaén,  Logroño,  Lugo, 
Orense,  Patencia,  Pontevedra, 
Santander,  Soria,  Tarragona,  Te- 
ruel ,  Zamora ,  Baleares  y  Cana* 
rias. 

Asignación  para  gastos  de  escri- 
torio, impresiones  y  libros  de 
las 20  Administraciones,  á  K040 
escudos  cada  una  

Alava  y  Navarra. 

Asignación  para  gastos  de  escri- 
torio, impresiones  y  libros  de 
las  dos  Administraciones,  á 916 
escudos  cada  una  

AOMIRISTR ACIONES  DE  PARTIDO. 

Menorca  y  Ciudad  Real  de  las 
Palmas. 

Asignación  para  gastos  de  escri* 
torio,  impresionas  y  libros  de 
las  dos  Administraciones,  a 
400  escudos  cada  una.   .  . 

Ibiza. 

Asignación  para  gastos  denscri. 
torto,  impresiones  y  libros.. 


1.410 


Ü.034) 


10.100 


20.SOJ 


231» 
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AlcaAiz ,  Aranda  de  Duero  ,  Ciu- 
dad'liodrigOf  Uerena^  La  Serena, 
Mondoñedo ,  Plasencia ,  Pon f erra' 
da,  Santiago,  SíQÜenza,  Toro, 
Tuy,  Trujillo  y  tatavera  de  la 
Reina, 

Asignación  para  glastos  de  esori- 
lorio »  impresiones  y  Jibros  de- 
las  14  Administraciones,  á  300 
escudos  cada  una   4.200 


65.042 

Madrid  28  de  julio  de  1866.— Barzanaila- 
na.»  (Gac.  31  julto,) 

Idbm.  Por  otro  decreto  de  la  misina  fecha 
se  manda  que  «las  asignaciones  comprendi- 
das en  la  sección  8.*  del  presupuesto  vigen- 
te para  material  de  oñcinas  de  los  diversos 
ramos  de  la  administración  económica ,  su- 
frirán una  reducción  del  10  por  100  de  su 
importe»  que  se  eleva  á  31.713  escudos. 
{Gaceta  citada.) 

230.  ORjyEN  P0BI«IOO.-Beal  órden 
eircular  á  los  Gobernadores  de  provincia  co- 
municándoles instrucciones  sobre  el  pensa- 
miento que  guia  al  O-obi^mo  en  lo  relativo 
41a  conservación  del  órden  público  y  do  las 
mas  altas  instituciones  del  país. 

(GoB.)  c(Ya  comuniqué  á  V.  S.  verbal- 
mente,  cuando  se  presentó  á  despedirse,  las 
instrucciones^  aunque  generales ,  bien  defini* 
das  que  estimé  conveniente  se  observaran 
sobre  varias  materias  de  administración  y 
de  política  en  la  provincia  de  cuyo  gobierno 
esta  investido;  creo  sin  embargo  oportuno 
nmpliarlas  con  mayor  formalidad  en  lo  que 
se  refiere  á  ciertos  puntos  muy  importantes 
conexionados  con  la  conservación  de  las  mas 
altas  instituciones  de!  país  ,  y  con  la  del  ór- 
den público  que  en  el  afianzamiento  de  ellas 
se  origina. 

Las  últimas  perturbaciones  de  que  ha  si- 
do teatro  la  capital  de  la  Monarquía,  y  cu^ 
ya  extensión  y  trascendencia  á  nadie  se  ocul- 
tan ,  demuestran  que  los  directores  y  agen- 
tes de  la  revolticion  vienen  desde  hace  mu- 
cho tiempo  y  sin  descanso  ni  tregua  traba- 
jando para  lograr  sus  crinainales  propósitos, 
fiste  hecho ,  que  se  ha  realizado  á  nuestra 
vista  á  pesar  de  la  resistencia  mas  ó  ménos 
vigt>rosa  de  muchos  Ministerios,  fija  de  un 
triodo  claro  cuál  debs  ser  la  conducta  del 
<|ue  en  la  ocasión  presente  ha  aceptado  la 
honra  de  gobernar  la  nación ,  y  al  mismo 
tiempo  la  gravísima  responsabilidad  de  de- 


fender las  instituciones  y  creencias  secula- 
res que  fueron  y  son  la  gloria  de  España ,  y 
en  las  cuales  estriban  hoy  mas  que  nunca  su 
integridad  y  su  independencia;  creencias  é 
instituciones  que  no  excluyen  ni  rechazan 
en  lo  mas  leve  la  aplicación  ordenada  y  pa- 
citica  de  los  progresos  y  conquistas  verda- 
d(Tas  del  saber  humano. 

Vienen  al  poder  los  actuales  consejeros 
responsables  de  la  Reina  apenas  desvaneci- 
do el  terrible  estruendo  de  un  combate  parci 
cuya  preparación^,  como  he  dicho ,  no  se  ha 
perdonado  medio  alguno.  La  capital  del  rei- 
no ha  oido  con  esp;tntn  los  gritos  qne  ser- 
vían de  lema  y  de  fórmula  á  la  revolución; 
nadie  puede  ya  darse  |ior  engañado  ;  se  tra- 
ta de  ser  ó  de  no  ser.  La  religión  de  nues- 
tros mayores,  la  inslilncion»  monárquica, 
los  derechos  de  la  excelsa  familia  qne  ocupa 
el  trono,  la  propiedad,  la  vida ,  la  honra  de 
los  ciudadanos,  lodo  ha  sido  objeto  délas 
iras  revolucionarias.  ¿Quién  hubiera  podido 
contener  á  los  rebeldes  del  triste  dia  22  áis 
junio  si  hubieran  salido  vencedore-s?  ¿Quién 
hay  que  alcance  á  medir  el  abismo  de  deca- 
dencia y  la  intensidad  de  la  anarquía  en  que 
hubiera  caido  nuestra  infeliz  patria  si  la  ma- 
no de  Dios  nos  hubiera  dejado  en  el  extre- 
mo de  aquella  sangrienta  jornada? 

Estas  reflexiones  se  encaminan  á  fijar  bi^n 
en  el  ánimo  de  V,  S.  la  ¡dea  los  riesgos 
que  se  han  corrido,  yá  fortalecer  el  con- 
vencimiento, que  sin  duda  tit^ne,  deque 
una  perturbación  moral  y  política  qne  tan 
arraigada  se  descubre  y  por  tales  manifesta- 
ciones se  evidencia,  no  puede  ser  combati- 
da mas  que  empleando  grandes  y  enérgicos 
recursos  proporcionados  en  lodo  á  la  inten- 
sidad ,  al  ímpetu  y  al  alcance  de  la  dañosa 
plaga  ácuya  destrucción  como  hombres  de 
honor  y  como  buenos  españoles  nos  heñios 
obliiíado. 

Asi  lo  comprendió  al  fin  ,  ante  la  irresis- 
tible demostración  de  los  sucesos  de  enero 
y  junio  últimos,  el  Ministerio  que  nos  li;i 
precedido,  cuando  propuso  á  los  cuerpo*» 
colegisladores  las  leyes  extraordinarias  que 
consideró  indispensables  para  salvar  la  mo- 
narquía; asi  lo  comprendieron  también  con 
unanimidad  patriótica  las  Cortes  de  la  nación 
cuando  en  breve  espacio  de  tiempo  votaron 
aquellas  leyes,  y  la  cási  totalidad  del  pue- 
blo que  protestó  entónces  con  su  asombro  y 
con  su  desvío  contra  la  conspiración  de  que. 
pudo  ser  victima ,  y  qu«2  ahora  exige  impe- 
riosamente y  espera  con  ánáia  el  desenvol- 
vimiento de  una  política  que  vigorice  á  lodo 
trance  los  elementos  conservradores  de  PsJa 
sociedad ,  y  que  aniquile  sia  miramienlu  ai 
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vacilación  de  especie  alguna  hasta  el  último 
vestigio  de  los  planes  revolucionarios  y  de 
las  tramas  que,  para  añanzar,  su  éxito,  á 
ciencia  y  paciencia  de  todo  el  mundo  se  han 
urdido. 

Se  ha  presentado  sin  rebozo  la  batalla  á 
l<  8  poderes  iogílimos  de  la  nación;  fuerza 
e^  que  el  Gobierno,  en  quien  reside  la  suma 
representacipn  de  estos  poderes ,  la  acepte 
y  se  defienda.  En  vista  de  tan  imperiosa  ne- 
cesidad, las  medías  tintas  desaparecen ,  y 
las  comlenporizncionesde  cierto  carácter  se- 
rian una  señal  de  flaqueza:  es  por  todo  ex- 
tremo neü**Sirio  poner  con  varonil  resolu- 
ción, no  el  dedo,  sino  la  mano  ontera  en  la 
üa^a.  Asi  lo  está  reclamando  el  bien  público; 
así  lo  i»iden  con  urjs^enc  a  los  adelantamien- 
tos mismos  de  la  civilización  y  las  institucio- 
nes representativas,  que  nunca  se  detienen 
y  se  anulan  como  en  los  días  aciagos  en  que 
los  poderos  lejfales,  malamente  vencidos, 
arrían  el  pabellón  ante  las  rebeliones  victo- 
riosas. 

No  creo  preciso  dar  á  V.  S.  la  prueba  de 
esta  afirmación ;  sí  lo  fuese ,  con  solo  recor- 
dar á  su  ilustrada  inteligencia  las  extrañas 
vicisitudes  que  de  algún  tiempo  á  esta  parle 
80  suceden  en  Europa,  alcanzarla  mas  que 
bastante  fuerza  de  convencimiento.  Si  se 
mira  bien  el  conjunto  de  todas  estas  vicisitu- 
des, muy  pronto  se  nota  la  unidad  que  re- 
salta y  prevalece  en  el  procedimiento  que 
siguen  en  todas  partes  para  realizar  sus 
planes  los  partidos  revolucionarios,  y  se 
advierte  asimismo  que  la  fuerza  de  estos 
bandos  proviene  mas  bien  de  la  debili- 
dad y  de  los  errores  de  la  autoridad 
legítima  que  del  poderío  intrínseco  y  real 
<|ue  tengan  como  lales  partidos ,  en  virtud 
de  sus  ideas  y  doclrínas ,  ó  por  la  importan- 
cia de  los  intereses  de  que  se  llamen  protec- 
tores. En  casi  todas  parles  esos  partidos  es- 
tán en  minoría;  por  eso  hacen  uso  en  todas 
de  la  violencia  y  de  medios  que  la  moral  es- 
ligmaliza ,  y  qne  son  el  oprobio  y  la  anlíte- 
de  la  culiura  y  del  progreso  para  cuya 
aparente  glorificación  se  emplean. 

En  España  la  verdad  de  este  hecho  es 
mas  que  en  otros  países  palpable.  ¿Qué  sig- 
nifican aquí  por  su  número,  por  el  peso  é 
influjo  de  los  intereses  que  representan,  por 
el  arraigo  de  sus  principios  y  sistemas  en  el 
i^spírilu  del  pueblo  español  los  partidos  revo- 
lucionarios? La  medida  de  su  importancia  y 
de  su  vitalidad  se  encuentra  en  los  manejos 
de  que  al  montar  sus  conspiraciones  se  va- 
len. Por  sisólos  nada  pueden;  necesitan  pa- 
ra conseguir  efímeras  victorias  corromper  la 
li  Jclidad  del  soldado,  acudir  á  la  organzacion 


militar,  de  la  cual  son  esencialmente  anta- 
gonistas; acogerse  á  las  banderas  del  honor 
ultrajadas  ;  doblar  su  orgullo  ante  la  espada 
de  un  caudillo  á  quien  se  reservan  sacrificar 
después;  alimentar  los  imnulsos salvajes  de 
la  codicia  en  aquellos  fondos  de  la  sociedad 
que  por  su  ignorancia  ó  por  su  pobreza  pue- 
den entregarse  fácilmente  á  la  embriaguez 
de  esperanzas  irrealizables.  Esto  consiste  en 
que  la  gran  mayoría  de  la  nación,  no  solo  les 
rehusa  su  fuerza  moral ,  sino  que  los  mira 
con  desconfianza  y  con  miedo.  Solo  la  alo- 
nía  ,  Yuejvo  á  decirlo,  ó  los  errores  del  po- 
der logran  darles ,  y  eso  por  brevísima  du- 
ración, algún  triunfo  pasajero. 

Estamos,  pues ,  en  el  caso  de  no  llegar  á 
semejante  extremo  de  enervación ,  y  en  el 
deber  de  evitar  lodos  los  extravíos  que  pue- 
dan comprometer  la  causa  á  cuyo  sostení* 
mienlo  nos  hemos  comprometido ;  y  no  solo 
estamos  en  este  caso,  sino  que  tenemos  á 
nuestro  alcance,  á  poco  que  la  voluntad  y 
la  inteligencia  nos  ayuden ,  el  antidoto  de  la 
ponzoña  que  nos  mata.  El  enemigo  con 
quien  luchamos  es,  como  se  ha  vislo,  me- 
nos podero5;o  de  lo  que  su  audacia  y  clerla 
vulgar  opinión  presumen;  enfrenemos,  pues, 
con  firmeza  su  osadía,  y  desvanezcamos  las 
preocupaciones  si  no  legítimas;  hasta  cier- 
to punto  excusables  del  temor. 

¿De  qué  se  compone  la  fuerza  real  de  eso<* 
partidos?  Su  nervio  consiste  en  todas  las 
aglomeraciones  mas  ó  ménos  bien  combina- 
das de  las  banderías  democráticas  y  del  so- 
cialismo, y  en  las  conexiones  eventuales  que 
las  hayan  unido  ó  en  adelante  las  ur.an  con 
unos  ú  otros  grupos  extraños  á  ellas.  Pero  ¿en 
qué  estado  se  hallan  semejantes  federacio- 
nes con  respecto  al  Gobierno  legítimo?  La 
suspensión  de  las  garantías  constitucionales 
responde  con  toda  exactitud  y  con  la  mayor 
elocuencia  á  esta  pregunta.  Es  indispensaole 
por  tanto,  que  los  partidos  que  propagan  y 
agitan  la  revolución  se  desnuden  completa- 
mente del  carácter  de  tales  partidos  revolu- 
cionarios, bien  sea  porque  espontánea men le 
renuncien  á  las  miras  que  constituyen  aquel 
carácter,  bien  sea  porque  el  Gobierno  reduz- 
ca á  la  impotencia  sus  intenciones.  D*^  lo 
primero  no  hay  que  decir  nada:   los  que 
quieran  y  puedan  seguir  aquella  noble  y  pa« 
triótica  dirección,^ serán  siempre  bien  acogi- 
dos en  la  extensa  amplitud  de  nuestras  insti- 
tuciones políticas.  Para  llegar  al  último  ex- 
tremo es  preciso  definir  bien  el  sentido  de  las 
expresiones,  y  no  dejarse  alucinar  (>or  lo  que 
hasta  ahora,  merced  á  causas  cuyo  examen 
no  es  del  momento,  hasucedído.  La  palabra 
democracia  ha  llegado  á  tener  en  no  escasa 


Digitized  by 


riRTE  LECULATITA. 


extensión  de  la  Europa  moderna ,  y  en 
nuestros  días  sobre  lodo,  un  sig^nifícado  po- 
sitivo que  no  admite  tergiversaciones;  aun- 
que las  admitiera ,  después  de  los  sucesos 
últimos  no  sé  á  ^uién  pueda  ca(>erle  duda 
Hobre  loque  repfes«>nta  y  quiere  el  parti- 
do demoeráiico  de  España ,  ya  se  te  mire  en 
SI  mismo ,  ora  con  su  eortejo  de  socialis:as 
por  ciencia,  de  comunistas  niveladores  y 
de  auxiliares  de  otros  bandos.  La  existen- 
cia pública  de  la  democracia  es  de  todo  pun- 
to incompatible  coo  las  insliluciones  funda- 
mf'ntales  de  Ja  nación ,  y  por  lo  mismo  sin 
género  alguqo  de  duda,  ilegal.  En  idéntico 
caso  se  encuentran  las  parcialidades  que  pa- 
ra fines  parecidos  ó  análogos  á  tos  de  la  de- 
mocracia se  relacionen  con  ella  y  adopten 
en  cierto  grado  ó  del  todo,  la  parle  de  sus 
doctrinas  qne  están  en  absoluto  antagonismo 
con  los  principios  esenciales  de  nuestra  cons 
titucion  social  y  política.  El  Gobierno ,  apo- 
yándose en  la  ley,  ha  resuelto  prohibir ,  no 
•oto  ahora ,  sino  cuando  el  estado  presente 
de  transii*/ion  haya  pasado,  todas  las  mani- 
fesUelones  públicas  de  la  democracia  y  de 
los  partidos  que  con  «lia  se  confundan,  y  de«- 
iroir  bajo  cualquiera  forma  que  adopten ,  ya 
clandestina  ya  apárenle,  su  organización  y 
sus  asociaciones. 

Empeñada  una  contienda  que  el  Gobierno 
legiiimo  de  la  nación  no  ha  provocado,  y 
para  lo  cual  no  se  ha  ofrecido  siquiera  pre- 
texto, los  Ministros  de  la  Corona,  valiéndo- 
sede  lodo  el  rigor  de  la  ley  y  aplicándola 
«"nérgiea mente,  mantendrán  el  prestigio  y  la 
fupfza  de  la  autoridad  en  todas  parles ;  y 
para  llegar  á  tal  punto  robustecerán  su  ac- 
ción en  la  viva  intensidad  de  los  senVimien- 
tos  tradicionales  del  pueblo  español ,  y  en  el 
influjo  poderoso  délas  clases  cuyos  legíUmos 
intereses  amenazan  ios  parlidos  radicales  y 
que  forman  la  casi  totalidad  de  nuestras  po- 
blaciones. Al  espíritu  de  las  minorías  demo* 
crálico*  social  islas  y  anárquicas  de  todo  li- 
naje, el  Gobierno  de  S.  M.  piensa  oponer  el 
e«pírilu  de  la  gran  mayoría  religiosa ,  mo- 
nárquica, conslitucioital ,  honrada  y  p.icíti- 
ca ,  á  coya  propiedad  atenían  y  cuyo  traba- 
jo esterilizan  las  convulsiones  revoluciona- 
rías. 

Guiándose  V.  S.  por  estas  Aianifeslaclones, 
se  promete  S.  M.  que  en  la  provincia  cuyo 
Kobierno  civil  le  es4á  encargado,  desaparez- 
can antes  de  mucho  los  gérmenes  de  des- 
orden y  de  insubordinación  que  por  todas 
psirles  se  han  extendido.  Hay  que  reslable- 
wr  la  paz  pública,  y  sosegar  los  ánimos  en 
el  seno  de  las  familias;  es  menester  dar 
alíenlo  á  las  clases  laboriosas  y  á  los  hom- 


bres de  bien;  proteger  al  sacerdote  en  su 
sagrado  ministerio,  en  su  fé  al  creyente, 
en  la  inviolabilidad  de  su  derecho  al  pro- 
pietario y  al  industriar;  r<»primir  con  fuer- 
za toda  forma  de  escándalos,  asonadas  y  bu- 
llicios; perseguir  sin  consideración  las  so- 
ciedades y  reuniones  contrarias  á  nuestras 
leyes,  y  disolverlas  somelieudo  al  rigor 
de  la  justicia  á  los  que  las  promuevan, 
compongan  y  dirijan;  es  preciso  hacer  que 
cada  cual  ocupe  el  puesto  que  según  su 
gerarquía  le  corresponda;  enfrenar  las  ma- 
las costumbres;  castigar  en  fin,  al  que  se 
sal^a  de  la  línea  del  deber,  y  dar  campo 
seguro  á  la  libertad  legítima  del  que  obe- 
dezca á  la  ley  y  respete  las  autoridades 
consliluidas.  El  Gobierno  espera  de  V.  8.  la 
activa,  inteligente  y  fecunda  cooperación 
que  para  llegar  al  logro  de  estos  fines  es 
necesaria ,  y  está  á  su  vez  dispuesto  á  pro- 
veerle de  los  recursos  gubernativos  morales 
y  de  fuerza  material  que  para  cumplir  con 
el  espíritu  de  esta  comunicación,  ya  por 
este,  ya  por  cualquiera  de  los  otros  minis- 
terios,  puedan  dársele  y  necesite.  De  real 
orden  lo  comunico  á  V.  S.  para  su  inteli- 
p^encia  y  exacto  cumplimiento.  Dios  guarde 
a  V.  S.  muchos  años.  Madrid  30  de  julio  de 
1866.— González  Brabo. — Sr.  Gobernador 
de  la  provincia  de...x>  {Gac.  31  julio.) 
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•eaSeselas  dieladss  psr  el  Tribunal 
«npremo  en  recursos  de  essaelan, 
unlldad  é  InJusSIela  ueSorla. 

CITACION  Y  BMPLAZAMIEN- 

TO.  La  causa  primera  del  art.  1 .0 1 5  í/d 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  refiere 
taxativamente  al  caso  de  no  ser  emp  aza- 
dos  los  que  deben  ser  citados  para  el  jui- 
cio, y  m  puede  extenderse  por  analogía  á 
otros  casos. 

Sealeocia  de  30  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Carta- 
gena y  Audiencia  de  Albacete  por  D.  Ni- 
colás del  Balzo  con  dona  Ramona  y  dona 
Josefa  DumonliOy  sobre  ioterdicto  de  nue- 
va obra.  CooGrmado  por  la  Audiencia,  con 
Expresa  condenación  de  costas  al  apelante 
Jalzo,  el  fallo  de  primera  ioáiaocía,  y  no* 
títicado  Balzo,  pidió  en  lo  principal  se 
proveyera  lo  .correspondiente  para  cum* 
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^lir  cicrios  exiremos  de  la  senlCDcia  y 
respecto  á  las  costas  se  le  entregaran  dee- 
|Mies  los  nulos  para  oponerse.  Se  denegó 
4'Sla  solicitud  en  lo  principal,  y  en  cuan- 
to al  otro  sí  se  mandó  (  star  á  lo  proveí- 
do: insistió  Balze  apelando  subsidiaria- 
mente, y  ePJnz^ado  aprobó  la  tasación  de 
rostas  níediante  no  haber  sido  impugna- 
da, mandó  formar  pieza  separada  para  el 
rumplimiento  de  la  sentencia,  denegó  la 
reforma  del  amo  anterior  y  admitió  libre- 
mente la  apelación;  pero  de  este  fallo 
iipeló  también  Balzo,  se  le  admitió  tam- 
bién la  apelación  y  la  Audiencia  confirmó 
atnbas  sentencias  apeladas.  Balzo  ínter- 
puso  recurso  de -casación  citando  como  in- 
fringida la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en 
el  articufo  expresado,  porque  dijo,  que 
tanto  valía  no  emplazar,  como  negar  al 
emplazado  los  naturales  efectos  de  esta 
diligencia.  El  Tribunal  Supremo  declaró 
no  haber  lugar  al  recurso: 

•Considerando  que  pn  el  n^curso  de  ca- 
sación ifilerpueslo  .'.onlra  )a  semencia  de  15 
lili  diciembre  de  1865  dictada  por  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Albacete  no  con- 
curre ningutia  de  las  circunstancias  reque- 
ridas para  su  admisión,  porque  procede  de 
un  juicio  en  el  que  por  su  naturaleza  no  se 
concede  esle  recurso  extraordinario;  versa 
acerca  de  ejecución  de  sentencia  y  de  lo  en 
ella  mandado,  no  de  incidente  nuevo  que 
«icasionalmenle  haya  surgido;  y  la  reclatna- 
cioii  de  del  Balzo  contra  el  auto  de  4  de  se- 
tiembre es  relerenle  á  lo  principal,  no  á  lo 
decidido  respecto  á  la  vUla  de  la  tasación 
«le  costas;  y  que  una  vez  aprobada  esta,  el 
arl.  81  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no 
permite  ulterior  recurso: 

Considerando  que  la  causa  primera  del  ar- 
ticulo 1.013  de  la  citada  ley  se  retif^re  iaxa<» 
tivainenle  á  la  talla  de  emplazamiento  de 
los  que  debieran  haber  sido  citados  para  el 
juicio,  sin  que  su  disposición  p\ieda  exten- 
derse á  otros  casos  en  virtud  de  pretendi- 
das analogías;  y  que  por  tanto ,  la  senteneia 
denegatoria  de  ta  admisión  del  recurso,  lan- 
ío en  el  fondo  como  en  la  forma,  es  arregla 
da  á  lo  establecido  en  el  arl.  1  025  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil.»  {Gac,  18  mayo.) 

VINCULACIONES.  Lá  facultad 
de  vender  bienes  de  una  vinculación  con 


I  con.%enlimienlo  del  inmediato  sucesor  iic 
m  luffar  cuando  todavia  está  el  vinculo 
sin  dividir,  pero  no  cuando  prartieada 
la  divi&ion,  se  ha  formadola  hijuela  de 
la  mitad  reservable:  quién  es  inmediato 
sucesor.  — PRESCRIPCION:  Ptra  la 
ordinaria  de  bienes  inmuebles  sf  requie- 
re la  buena  fé  así  en  el  que  enajena  como 
en  el  que  recibe. 

Sealeocia  de  4  de  majo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  Se  Soria 
y  Audiencia  de  Btírgos  por  D.  Dionisio 
González  Sotomayor  con  D.  Pedro  Calon- 
ge  sobre  reclamación  de  fincas. 

D.  Antonio  Alvarez  y  su  esposa  doña 
Mauuela  Sotomayor  practicaron  en  18:^0 
con  su  hijo  y  sucesor  inmediato  D.  Angel 
la  tasación  y  di  Tísion  de  ud  mayorazgc» 
que  poseían:  y  en  4  844  vendieron  con 
consentimiento  de  este  ft  D.  Pedro  Calon- 
ge  una  casa  y  hacienda  pertenecientes  al 
vínculo;  falleció  D.  Angel  en  1819.  soltero, 
y  su  madre,  poseedora  del  vínculo  en  1«32 
siendo  su  inmediato  sucesor  su  otro  hijo 
I).  Dionisio,  quien  demandó  en  1864  a 
Calonge  para  que  dejara  á  su  disposición 
las  dicha  casa  y  hacienda,  por  cuanto  fué 
nula  la  enajenación  de  aquellas  fiocn^ 
comprendidas  desde  4820  en  la  milad 
reserval4ís  del  vínculo.  Calonge  sostuvo  la 
validez  Je  la  enajenación  que  había  apro- 
bado y  ratificado  el  entonces»  inmediato  su- 
cesor D.  Angel,  é  invocó  también  la  pres- 
cripción. El  fallo  de  la  Audiencia,  revo- 
cando el  del  Juzgado,  fué  favorable  al 
demandante:  y  por  ello  interpuso  CaloDg<^ 
el  recurso  de  casurion,  citando  como 
infringidos:  los  arts.  1.**  y  2.*  de  la  ley 
de  28  de  junio  de  1821  y  *el  decreto  de 
las  Cortes  de  i9  de  iiiavo  del  mismo  ano; 
los  arts.  1,°,  2.^  y  o.*"  de  la  ley  de  1  i  de 
octubre  de  1820;  el  i .®  de  la  real  cédula 
de  1824;  y  la  ley  18,  tít.  29,  Partida 
5.*  El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber 
lugar  al  recurso  por  sentencia  de  4  ó% 
ma^o: 

«Considerando  que  el  sucesor  ¡nm<^dÍAto  A 
lo*  vinculacione*  *uprimi«las  por  la  ley  de 
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H  de  oelubre  de  i820s  y  á  quien  débe  pa- 
Nir  la  mitad  íntegra  de  los  bienea  de  ao  do- 
lacioii ,  es  a<|uel  que  habiendo  sobrevivido  al 
poseedor ,  deberia  suceder  si  dichas  vincula- 
ciones subsistiesen: 

Considerando  que  cualquiera  otro  que  hu- 
biera tenido  el  carácter  de  tnoesor  inmedia- 
to durante  la  vida  de  un  poseedor,  que  ven- 
dió el  iodo  ó  parle  de  la  mitad  reservada ,  si 
mnri»  ántes  que  este  y  sin  llegar  por  eonsi* 
^¡entc  á  ser  el  verdadero  sucesor,  no  pu- 
do legitimar  y  dar  subsistencia  con  su  con- 
sentimiento á  una  enajenación  hecha  por 
quien  no  tenia  facultad  alguna  para  ello ; 

Considerando  que  la  otorgada  por  las  le* 
yes  á  tos  poseedores  de  vinculaciones  para 
enajenar  la  mitad  ó  ménos  de  los  bienes  de 
su  dotación ,  sin  prévia  tasación  de  todos 
ellos  obteniendo  el  censen Ikniento  del  si- 
gniente  llamado  en  órden ,  tiene  4ugar,  cuan- 
do el  vínculo  está  sin  dividir,  pero  no  cuan- 
do se  ha  practicado  la  división  y  formado  la 
hijuela  correspondiente  á  la  mitad  reserva- 
ble: 

Considerando  qne  la  real  cédula  de  11  de 
mareo  de  1824  en  cuanto  se  retiere  á  la  re- 
posición de  ios  mayorazgos  at  ser  y  estado 
que  tenían  en  1820,  quedó  derogada  por  el 
(lecreto  de  30  de  agosto  de  1836  y  por  la  ley 
de  19  del  mismo  mes  de  1841: 

Considerando  que  siendo  válido ,  con  ar- 
reglo al  ar t.  1  de  esta  ultima  disposición, 
lodoso  que  se  hizo  en, virtud  y  conformidad 
de  las  leyes  y  declaraciones  que  se  expidie- 
ran hasta  el  1.^  de  octubre  de  1823,  válida 
también  es  y  eon  efectos  legales  la  división 
hechji  en  aquella  é^^oca  de  los  bienes  de  un 
viticulo  ,  si  se  ha  practicado  legalmente: 

Considerando  que  para  adquirir  el  domi- 
nio de  bienes  inmuebles  por  la  prescripción 
ordinaria,  es  necesario  además  de  justo  tí- 
lolo  y  de  otros  requisitos ,  la  buena  fé  así  en 
el  que  enajena  como  en  el  que  recibe:  y 

Considerando  que  habiendo  fallado  esta 
circunstancia  al  que  enajenó  la  finca  que  es 
objeto  de  este  pleito ,  porque  debía  saber  que 
con  arreglo  á  la  ley  no  podía  hacerlo;  no  se 
ha  infringido  la  18,  líL  29  de  la  Partida 3.*, 
ni  Jas  demás  que  en  otro  concento  se  han  in- 
vocado en  el  recurso,  w  (Gac.  28  mayo.) 

OBUOACIONHIPOTEOABIA.  La 

respemsabilidad  civil  que  nace  de  nn  de- 
lito no  impide  los  efectos  de  la  olligacion 
hipoteearia  contraída  posteriormetite  por 
el  delincuente j  si  ignorado  el  delito,  su 
dentiHcia  es  posterior  á  la  obligación  con- 


traída con  pef90nas  que  proceden  de  bue- 
na fé. 

Uú\^    4  de  iMjo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  Ma- 
drid y  su  Audieocia  (erritoriai  por  los  he- 
rederos de  D  Angel  Rodríguez,  coo  dona 
Haría  Montero  y  i^l  Ministeno  íiscal,  sobre 
4erceria  de  mejor  derecho.  Deudor  don  * 
Agapito  de  la  Vega  de  il.OOO  rs.  á  Ro^ 
driguez  por  eseritura  piiblica  con  hipoteca 
general  de  bienes  y  especial  de  una  finca 
determinada,  este  en  1837  le  demandó, 
pasado  el  plazo,  ejeculivamenie  y  obtuvo 
el  embargo- y  la  citaciou  de  remate,  que- 
dando paralizado  en  este  estado  el  expe- 
diente. Bo  1859  recayó  ejecutoria  eo  cau- 
sa contra  dicho  Vega  por  estafa  y  false- 
dad, condenándole  at  pago  de  16.025 
reales  á  doña  María  Montero;  y  como  pa- 
ra llevar  á  efecto  esta  ejecutoria  se  em- 
bargase la  finca  ya  embargada  y  especial- 
mente hipotecada  al  crédito  de  ítodriguez, 
este  entabló  demanda  de  tercería  de  mejo  r 
derecho  que  impugnaron  la  Montero  y 
el  Ministerio  fiscal  fundando  su  prefe- 
rencia eo  ser  él  delito  anterior  á  la  hipo- 
teca ,  y  como  el  Juzgado  y  la  Audiencia 
absolvieran  en  definí li va  á  estos  de  la  de- 
manda, los  herederos  de  Rodríguez  recur- 
rieron en  casación,  diciendo  infringidas 
las  leyes  13,  53  y38,tít.  13,  Partida 
5.*;  la  20,  tít.  14,  Partida  7.*,  v  el  ar- 
tículo 4  del  Código  penal:  y  el  tribunal 
Supremo  declarando  haber  lugar  al  recur- 
so, casó  y  anuló  la  sentencia  de  la  Au- 
diencia por  la  suya  de  4  de  mayo: 

tConsiderando  que  se  haUan  conformes 
las  parles  y  resulla  de  autos  que  el  delito 
cometido  por  D.  Agapito  de  la  Vega  prece- 
dió al  contrato  con  hipoteca  especial  sobre 
la  casa  de!  Paseo  Imperial ,  pero  que  se  ce- 
lebró con  anterioridad  á  la  acusación  y  em- 
bargo decretado  de  ta  misma  fínca;  y  que. 
por  consiguiente  la  cuestión  se  reduce  á  de- 
terminar si  cometido  un  delito  y  constituida 
hipoteca  especial  en  eosa  seííalada  ántes  de 
ser  denunciado  y  decretándose  el  embargo 
de  bienes,  quién  ha  de  ser  preferido  en  el 
pago  el  acreedor  on  virUid  de  la  acción  civil 
nacida  del  delilo  ó  el  hipotecario: 

Considerando  que  si  bien  ai  cometerse  un 
deülo  contrae  el  delincuente  la  responsabili- 
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dad  de  salisfacer  al  perjudicado  todo  el  da- 
ño sufrido,  de  hecho  no  se  constituye  hipo- 
teca legal  sobre  sus  bienes  ni  la  interdicción 
de  disponer  de  ellos ;  siendo  por  lo  mismo 
válidos  y  eficaces  los  contratos  hechos  con 
peisona  áouienno  se  impula  connivencia, 
complicidad  ni  concierto  en  fraude  de  legí- 
timos acreedores: 

Considerando  que  en  el  caso  actual  la  ac- 
ción ejercitada  es  hipotecaria  expresa,  an- 
*  terior  á  la  formación  de  causa  y  embargo  de 
la  cosa  hipotecada  que  no  tenia  la  cualidad 
de  litigiosa,  y  por  Jo  roismo  preferente  á  la 
que  nace  del  delito  por  su  naturaleza  perso- 
nal con  arreglo  á  la  ley  t3,  tit.  14,  Parti- 
da 5.*: 

Y  considerando  que,  según  lo  expuesto, 
la  sentencia  por  la  cual  se  declara  el  dere- 
cho preferente  á  favor  de  los  demandados  es 
contraria  á  la  doctrina  consignada  en  las  le- 
yes 13 ,  33  y  38  del  tit.  13 ,  Partida  5.^  ,  y 
en  la  20,  tit.  14,  Partida  7/,  alegadas  en 
el  recurso  en  el  concepto  de  infringidas.» 
(Gac.  31  mayo.) 


JC&ISPBODENCIA  ADlINlSTRATIVi. 


mea  les  deereSos-seaienelM  es  ylelloe 
eoBleneloso-ailnilnlslrAlIVM. 

MUTAS.  Cuando  un  terreno  franco 
entre  minas  no  tiene  las  condiciones  y  di- 
mensión que  marca  la  ley  debe  conside- 
rarse demaaía,  y  no  puede  formarse  con 
él  una  pertenencia  incompleta. 

B.D.  S.  de  13  de  abril  de  1866. 

Pleito  seguido  eo  el  Consejo  de  Es  tado 
por  D.  Gaspar  González  de  Beya  y  con- 
sortes con  la  Administración  general  del 
Estado,  sobre  revocación  de  una  real  ór- 
den  que  declaró  sin  efecto  el  expediente 
guberoativo  de  registro  de  una  mina  de 
carbón,  que  se  había  de  llamar  de  Puente 
abundante,  sita  en  el  monte  del  Estado 
de  Guerca  de  Triana,  parroquia  de  CiaSo 
en  Langreo.  Este  expediente  instruido  coa 
arreglo  á  las  decisiones  del  Gobernador  de 
la  provincia  de  Oviedo  inclusa  la  presen- 
tación del  correspondiente  plano  fué  decía* 
rado  nulo  por  aquella  real  orden  dictada 
de  acuerdo  con  lo  informado  con  la  junta 
superior  de  Minería  i  y  en  vista  de  los  ar- 


tículos i3,  44  y  68  de  la  ley  de  minas  y 
la  real  órdén  aclaratoria  de  47  de  febrero 
de  4863 ,  por  R.  D.  de  43  de  abril  de  1866, 
se  confirma  la  reclamada  y  absuelve  de  U 
demanda  á  la  Administración: 

aConsíderando  que,  s^un  las  disposicio- 
nes expresadas ,  es  condición  indispensable 
para  la  demarcación  de  una  perteneneia  in* 
compieta  que  el  espacio  eeté  cerrado  entre 
minas,  y  que,  formando  un  rectángulo,  ten- 
ga una  saperfície  horizontal  lo  ménos  de  dos 
tercios  de  una  pertenencia  eomun  ó  com- 
pleta: 

Considerando  qne  el  plano  que  te  halla  á 
los  folios  20  y  22  del  expediente  gubernati- 
vo ,  aceptado  por  el  demandante  y  caliOcado 
por  la  junta  fiacultativa  de  minas  como  ad« 
misible ,  es  un  documento  fehaciente  é  irre- 
cusable, y  demuestra  que  el  terreno  solici-^ 
tado  no  reúne  las  circunstancias  exigidas  por 
la  ley  para  formar  una  pertenencia  ineom-* 
pleta,  pues  solo  salténaose  de  los  límites 
marcados  por  aquellas ,  y  dejando  de  encer- 
rarse entre  las  dos  minas  coatiguat  Imperta  t 
y  Veterana ,  pudo  completarse  el  espacio  se- 
ñalado en  el  art.  14  ya  citado:  y 

Considerando  que  en  estas  circunstancias 
la  declaración  de  nulidad  del  expediente  es 
una  consecuencia  necesaria  de  la  disposición 
legat ,  que  no  permite  la  adjudicación  de  ana 
pertenencia  inoompleta ,  cuando  es  necesaria 
tomar  un  terreno  libre,  como  ba  sucedido 
en  este  caso ,  que  pueda  servir  para  ta  colo- 
cación de  una  común  ú  ordinaria ,  6  cuando 
aquel  no  reúne  las  condiciones  exigidas  ;  y 

3ue  resultando  la  exactitud  de  los  hechos  de 
ocumenlos  oñciales  aceptados  por  el  deaian^ 
dante,  es  inútil  cualquiera  otra' justi tica- 
cion.»  {Gac,  ^  junio.) 


ADVERTENCIA. 

Hemos  servido  hasta  el  dia  todas  las  recia-- 
maeiones  de  número»  para  completar  to9  to- 
mos del  Bolelin  de  años  anteriores;  pero  per- 
judicándonos mueho  el  relardo  eon  que  se 
hacen,  debemos  advertir  que  $n  (o  sueesiviy 
solo  se  atenderán  gratis  todas  tas  rtctamado- 
nes  hechas  dentro  del  respectivo  año,  debien- 
do librar  un  real  por  cada  número  que  se 
nos  pida     años  anímores. 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietario, 
y  Editor  responsable. 

MADRIO.—Iiup.  tl«  Bl  Consultor  á  cargo  »l«  E.  d*. 
U  Eivftt  Ban^oilio       AUtuioi&U  Fomento»  \J*^  tri|»Uc. 
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be jM^  deerel««f  reales  érdeBen  j  elre«« 
lares  de  les  eeatres  dIrecllTes. 

asi.  PHESUPUBSTOS.— Bs.  Ds.  de  SI 
de  julio  eetableoieudo  eoonomiat  en  el  de- 
gggtajmento  de  la  Freaidenoia  del  Consejo  de 

(Pabs.  dkl  C.  db  M.)  «Ven^o  en  decretar 
lo  siguiente: 

Arlfculo  De  los  créditos  concedidos 
para  el  departamento  de  la  Presidencia  del 
Consejo  de  Ministros  se  deducirán  251.272 
escudos. 

Art.  2.®  Las  deducciones  tendrán  lugar 
en  la  forma  siguiente: 

En  el  capítulo  I ,  personal  de  la  Presiden- 
cia, 12.600  escudos. 

En  el  capítulo  IT ,  material  de  la  Presiden- 
cia, 6.100. 

En  el  capitulo  V,  personal  de  la  Adminis- 
tración central  de  estadística  6.550. 

En  el  capítulo  VI,  material  de  la  Adminis- 
tracion  centraí  de  estadística,  33.680. 

En  el  capítulo  Vil,  personal  de  la  Admi- 
nistración provincial  de  etitadística ,  9.500. 

En  el  eapílolo  VIII,  material  de  la  Admi- 
nisiracion  provincial  de  estadística ,  19.700. 

En  el  capítulo  fX,  personal  de  trabajos 
geográficos,  88.142. 

En  el  capítulo  X,  material  de  trabajos 
geográficos,  7  2.000. 

Art.  3.0  Se  autoriza  al  Presidente  de  mi 
Consejo  de  Ministros  para  que  haga  en  sus 
d'^pendencias  las  reformas  necesarias ,  con 
arreglo  á  la  disminución  de  créditos  úue  se 
establece. 

Art.  4.**  Se  considerarán  vigentes  los 
créditos  para  satisfacer  las  obligaciones  re- 
coooeidas  oque  se  reconozcan,  hasta  llevar 
á  efecto  las  reformas. 

Art.  5.<*  El  Gobierno  dará  cuenta  de  es- 
ta disposición  á  las  Córtes  en  la  próxima  le- 
gislaiara.n  {Gac.  3  agosto,) 

f^^^L  i???-^^.  ^'  31  de  julio:  plan- 
}^  la,  subsecretaría  de  la  presidencia, 
juntos  de  estadística  y  secciones  de  trabajos 
^tadi^icos  y  geográficos:  supresión  de  gra- 
tifioaoiones  j  remuneraoione»... 

(pRES.  DKL  C.  M?  M  )  «Conformándome 
con  lo  que  mf>  ha  propupsloel  Presidente  de 
Tomo  X  del  Dice. 


Imi  Consejo  de  Ministros ,  de  acuerdo  con  el 
parecer  del  mismo  Consejo  y  usando  de  fa 
autorización  que  concede  al  Gobierno  el  pár- 
rafo tercero ,  art.  I.''  de  la  ley  de  30  de  ju - 
nio  último, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Artículo  1.^  Las  plantas  de  la  subsecre- 
taría de  la  Presidencia  del  Consejo  de  Minis- 
tros ,  junta  de  estadística  y  secciones  de  tra- 
biyos  estadísticos  y  geográficos  se  ajustarán 
desde  1.*  de  agosto  próximo  á  los  créditos 
definitivos  que  resultan ,  hechas  las  deduc- 
ciones que  dispone  mi  real  decreto  de  esta 
fecha.  A  la  misma  base  se  sujetarán  los  gus- 
tos del  material. 

Art.  2.^  Quedan  suprimidas  desde  dicho 
día  1.**  de  agosto  todas  las  gratificaciones  y 
remuneraciones  que  por  diversos  concept<H 
se  satisfacían  á  funcionarios  facultativos  d*'s- 
tinadosá  los  trabajos  geográficos  y  plaiioa 
parcelarios. 

Art.  3.^  En  lo  sucesivo  solo  se  satisfarán 
los  gastos  de  viige  y  las  gratificaciones  esia- 
blecidas  por  mi  real  decrerio  de  19  de  abril 
de  1860,  durante  la  época  de  los  trabajos  de 
campo. 

Art.  4.**  A  los  jefes  y  oficiales  de  cuer- 
pos facultativos  solo  se  les  abonarán  las  ra- 
ciones para  caballo  durante  el  tiempo  que  se 
hallen  en  campaña* 

Art.  5.^  La  duración  de  las  campañas  se 
designará  siempre  por  la  Presidencia  del 
Consejo  de  Ministros,  á  propuesta  del  vice- 
presidente de  la  junta  de  estadística. 

Art.  6.**  No  se  satisfará  gasto  alguno  sin 
que  previamente  se  justifique  la  absoluta  ne- 
cesidad de  su  abono  y  sin  que  conste  ol 
acuerdo  de  la  ordenación  general  de  pagos 
respecto  á  su  aplicación. 

Art.  7.^  Las  secciones  provinciales  de 
estadística  quedan  incorporadas  á  los  Gobier- 
nos de  provincia.' 

Art.  8,®  Reglamentos  especíales  eslabl<w 
cerán  la  organización  y  atribuciones  de  la 
subsecretaría  y  de  la  junta  de  estadistiea  y 
las  bases  para  el  despacho  de  los  asuntos 
que  respectivamente  les  están  cometidos. 

Art.  9.®  El  GoJ)ierno  dará  cuenta  de  es- 
ta disposición  á  las  6órtesen  la  próxima  las 
gíslatura-.  Dado  en  San  Ildefonso  á  31  de  ju- 
lio de  1866.»  (Gac.  3  agosto.) 

238.  (ID1}M.)^!b.  D.  de  l.^  de  agosto  ba- 
oiendo  reducciones  en  los  diferentes  serví, 
23 
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tMos  del  presupuesto  de!  MinUfcerio  áp  l4 
Ouepra. 

(GuKRAA*)  aArbouio  l.^'  fia  k>»  diteren- 
te$  servicios  del  presupuesto  vigente  se  ha- 
rán las  reducciones  que  á  continuación  se 
detallan: 

En  el  cuerpo  de  estado  mayor  del  ejérci- 
to 19.670  escudos;  en  el  de  esia^dos  mayores 
de  provincias  y  plazas  18  840;  en  el  arma  de 
inrantería31d.812,enladear(illería  129.101; 
en  ingenieros  81.160;  en  el  arma  de  caballe- 
ría 810.179;  en  el  cuerpo  de  administración 
militar  28.270;  en  el  de  sanidad  militar 
11.660;  en  comisiones  activas  del  servicio 
33  600,  y  en  el  servicio  de  provisiones 
67.745. 

Art.  2.«  El  Ministro  de  la  Guerra  adopta- 
rá las  disposiciones  oportunas  para  llevar  á 
efecto  el  presente  decreto.»  {Gao,  3  agosto.) 

284.  BIINISTERIO  DB  ÜLTBAMAB. 
B.  D.  de  I.*  de  agosto  dando  nueva  organt» 
zaoion  á  la  secretaria  de  este  Ministerio. 

(Ultramar.)  «En  vista  de  las  razones 
que  me  ha  expuesto  el  Ministro  de  Ultramar, 
de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Arlículo  1.®  Para  el  desoacho  de  los  ne- 
gocios  en  que  entiende  el  ministerio  de  Ul- 
tramar habrá  una  subsecretaría  y  dos  direc- 
ciones generales.  Una  de  ellas  se  denomirá 
de  Gracia  y  Justicia  y  Negocios  eclesiásti- 
cos,  y  la  otra  de  Hacienda. , 

Art.  2.®  Los  negocios  de  gobierno  y  de 
administración  y  fomento  se  despacharán 
por  la  subsecretaría. 

Art.  3.^  El  subsecretario  del  Ministerio 
'  de  Ultramar  tendrá  á  su  cargo  una  de  las  di- 
recciones, á  elección  del  Ministro,  y  la  otra 
se  desempeñará  por  un  jefe  superior  de  ad- 
ministración. 

Art.  4.^  En  la  subsecretaría  y  direccio- 
nes generales  de  que  habla  el  art.  1.^  ,  habrá 
dos  jefes  de  sección  con  la  categoría  de  jefes 
de  administración  de  primera  clase,  que 
tendrán  á  su  cargo,  el  uno  bajo  las  inmedia- 
tas órdenes  del  subsecretario,  los  asuntos  de 
gobierno  y  los  de  adminisiracion  general  y 
fomento  de  las  provincias  de  Ultramar;  y  el 
otro ,  á  las  órdenes  del  Director  general  de 
Hacienda ,  la  ordenación  general  de  pagos  y 
la  contabilidad  del  Ministerio  y  sus  depen- 
dencias. 

Art.  5.®  En  el  reglamento  interior  del 
Ministerio  se  hará  la  clasificación  de  los  ne- 
gociados en  que  deba  subdividirse  la  subse- 
cretaría, las  direcciones  y  cada  una  de  las 
dos  secciones  de  gobierno  y  contabilidad,  y 
,se  lijará  el  número  de  oficiales,  auxiliares  y 


aspirantes  quA  deb^  doUirüis  con  arreglo  á 
to  que  determine  la  planta  del  Ministerio. 

Art.  6.^  El  subsecretario  podrá  acordar 
por  si  en  todos  los  expedientes  las  providen- 
cias de  instrucción  que  procedan,  comuni*' 
candólas  á  las  autoridades  de  la  Península  y 
Ultramar  en  Ja  forma  competente.  Dado  eu 
San  Ildefonso  á  1.®  de  agosto  de  1866.  Es- 
tá rubricado  de  la  real  mano. — El  Ministro 
de  Ultramar,  Alejandro  Castro.»  (6ac.  3 
agoitoi) 

285.  FBIMBBA  BNSBj?ANZ  Al-Beal 
órden  de  1.*  de  asostor  xnandando  girar  una 
visita  extraordinaria  á  las  escuelas  para  oo  • 
nocer  su  estado  7  la  oonduota  de  los  maes- 
tros: suspensión  7  separación  de  los  mismos 
por  sus  vicios,  mal  ooiñpox'tamieñto,  eto. 

(Rom.)  «Por  la  real  órden  circular  de  20 
del  roes  próximo  pasado  ha  podido  V.  S. 
formar  juicio  exacto  de  las  opiniones  y  pro- 
pósitos que  en  materia  de  instrucción  públi* 
ca  profesa  y  abriga  el  Gobierno  de  S.  M.  Bs, 
pues,  indispensable  que  sus  delegados,  en  las 
varias  esferas  y  en  los  diversos  grados  de  la 
gerarquía  académica,  se  apresuren  con  bue^- 
na  voluntad  á  desarrollar  y  llevar  á  pronto 
término  el  patriótico  pensamiento  de  asen- 
tar y  robustecer  la  enseñanza  pública  sobre 
bases  que  no  pueda  conmover  ni  el  turbu- 
lento espíritu  de  partido ,  ni  la  torpe  maqui- 
nación del  error  y  la  ignorancia. 

El  Gobierno  ,  sin  perjuicio  de  consagrarle 
con  viva  intensidad  al  exámen  y  prepara- 
ción de  las  mejoras  que  exigen  la  segunda 
enseííanza  y  la  superior,  no  puede  méiio« 
de  fijarse  ánles  que  todo  en  la  primaria  ,  y 
de  dirigirse  á  V.  S.  lleno  de  confianza  ,  re- 
clamando toda  su  cooperación  y  todo  su  ce- 
lo en  beneficio  de  altísimos  intereses  de  ta 
sociedad.  La  cuestión  de  instrucción  prima- 
ria es  de  una  trascendencia  que  no  puede 
ocultarse  á  la  ilustración  de  V.  S.  No  basta 
arrojar  una  y  otra  vez  el  fruto  dañado ;  es 
preciso  curar  la  enfermedad  del  árt>ol ,  que 
muclias  veces  está  en  la  raíz  ;  y  la  inslruc- 
cton  primarla  puede  considerarse  como  la 
raíz  del  árbol  do  la  vida  social. 

Inútiles  serán  todos  los  esfuerzos  del  Go- 
bierno y  de  los  pueblos  por  aumentar  las  es- 
cuelas, por  dotarlas  de  edificios  y  de  ele- 
mentos de  educación ,  por  ennoblecer  en  lodo 
:  lo  posible  la  condición  del  maestro,  por  lie- 
'  var  á  la  iiUima  aldea  el  consuelo  y  et  bien 
de  la  enseñanza,  si  los  encargados  de  esta 
gran  obra  no  corresponden  al  saludable  de- 
6eo  del  Gobierno  y  á  los  generosos  sacriti- 
cios  de  las  localidades. 

Es  la  escuela  en  cada  pueblo  una  institu- 
ción üsnélica  y  civilizadora  ecnanaciou  é 
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fiot  defde  les  mas  tiernos  ftños ,  liéne  la  era< 
ta  mí8)en  dé  formar  so  eorazon  para  el  bien 
y  de  preparad  sa  ifiteiíp^ncia  para  ta  verdad. 
Estas  primeraa^ impresiones  deciden  genéral- 
meote  de  lo  porvenir. 

Aprendan ,  (^ues,  tos  niños  en  tas  eseoe- 
kis  tas  puras  doctrinas  de  la  rellgian  y  ta 
moral,  los  primeros  rudimentos  del  saber 
indispensables  al  hombre  f  de  aplicación 
útil  en  todas  las  circunstancias  de  la  vida; 
infúndaseles  espíritu  de  amor,  de  ai^radecl- 
miei)to,y  de  dignidad;  respeto  á  las  leyes, 
á  las  glorias  y  a  las  tradiciones  de  la  patria, 
condúzcaseles ,  en  ñn,  por  el  camino  déla 
virtud  y  del  honor,  cultivando  á  la  vez  su 
corazón  y  su  inteligencia,  formando  sus 
costumbres  y  carácter  y  modelando  sus  ma- 
neras sin  caer  en  extremos  de  ridicula  afec- 
tación. 

Aii  quiere  el  Gobierno  de  S.  M.  las  escue- 
las púbticfts:  así  las  quieren  seguramente  lo- 
dos k>s  padres  de  familia ;  y  es  llegado  el  ca- 
so de  que  el  justo  anhelo  de  los  padres  de 
familia  y  del  Gobierno  se  vea  cumplido. 

El  maestro  por  deber  de  conciencia  y  aun 
por  gratitud  ha  de  ser  el  primero  en  CDntri- 
buir  á  las  miras  de  la  autoridad  legítima ,  que 
no  son  otras  que  aGanzar  y  arraigar  tas  bue- 
nas doctrinas  y  con  ellas  el  bienestar  y  te- 
poso  de  toda^  las  clases  sociales.  Obligado, 
como  los  demás  españoles,  á  servii;  y  hon- 
rar á  Itf  patria;  según  su  posición  y  circuns- 
tancias ,  el  maestro  tiene  su  puesto  en  la  es- 
cuela, deia  cual  no  puede  separarse  sin 
daño  de  la  educación  de  la  niñez  y  sin 
perjuicio  propio:  allí  encontrará  ancho 
campo  á  las  mas  nobles  y  elevadas  aspira- 
ciones, y  allí  también,  en  medio  de  afanes 
y  sinsabores  q lie  constituyen  su  vida  en  una* 
verdadera  vida  de  sasriticio ,  hallará  á  su 
vez  la  dulce  recompensa  de  hacer  el.  bien, 
reflejando  eñ  su  propia  honra  el  brillo  de 
una  juventud  bien  instruida  y  educada. 

Es  indispensable  que  el  maestro,  fuera  de 
ias  horas  desUnadas  á  la  clase,  prosiga  las 
«•nseñanzas  con  su  lenguaje ,  con  sus  escri- 
tos y  con  su  conducta  en  todos  los  actos  de 
la  vida,  sirviendo  de  modelo  á  sus  alumuos 
y  dándoles  así  ia  mas  eticaz  y  provechosa 
de  tas  lecciones.  En  este  punto  los  padres  de 
farailia  tienen  derechos  que  es  forzoso  pro- 
tf  ^er  á  todo  trance.  Al  ciudadano  que  llova 
»u  capital  á  las  arcas  del  erario  se  otorgan 
todo  g^énero  de  garantías  y  de  seguridades*; 
ne  le  hipoteca  la  riqueza  efectiva  y  el  crédi- 
to nacional:  el  padre  de  familia  que  confia 
Ifeneroíiamenle  su  mayor  tesoro,  su  hijo,  á 
Xa  enseñanza  otlcial ,  bien  debe  recibir  en 


cambio  las  fiéccsárias  seguridades  de  que  !>a 
tesoro  no  será  malversado ,  de  que  su  hijo 
no  será  inducido  por  los  caminos  ae  la  incre<' 
dulidad,  de  la  rebelión  ó  de  la  estupidez. 
No  onbe,  pues,  levedad  do  maléria  en  pun- 
to á  la  conducta  religiosa  y  moral  de  los 
maestros.  " 

'  Bien  te  comprende  que  en  un  personal 
tan  numeroso  en  que  se  encuentran  mas  dn 
6.000  profesores ,  que  careciendo  de  título- 
no  deben  cojisiderarse  como  tales ,  ha  de  ha-  ' 
ber  extravíos  que  lamentar  y  faltas  que  cor-» 
regir;  pero  no  se  comprende  cómo  el  espí- 
ritu demagógico  y  enemigo  de  la  socieaad 
española  haya  querido  alguna  vez  con 
halagos  falaces  corromper  y  dominar  á  una 
parte  del  magisterio,  convirtiéndola  en  ins* 
truniento  para  herir  á  traición  y  sobre  seguro 
el  corazón  de  la  patria.  El  maestro  es  libre 
en  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos;  pe- 
ro no  es  libre  en  propalar  doeirinas  contra- 
rias al  orden  social  establecido.  La  unidad 
católica,  el  trono  y  las  instituciones  son 
puntos  contra  los  icuales  ni  directa  ni  indi- 
rectamente puede  el  maestro  proceder  4e 
palabra  ni  de  obra:  quien  combata  esos  prin« 
cipíos  no  será  profesor  en  España  mientras 
el  Gobierno  que  la  rija  entienua  sus  deberes 
respecto  ála  enseñanza  pública  en  los  térmi- 
nos que  aparecen  de  la  circular  de  20  del 
pasado. 

El  Gobierno  sabe,  y  es  notorio  en  el  país, 
que  en  algunas  localidades  donde  desgracia- 
damente se  formaron  no  há  mucho  tiempo 
asociaciones  de  índole  perturbadora,  oi 
maestro  de  escuela  figuraba,  agitándose  en 
desvarios  socialistas  con  olvido  ae  su  misión 
y  sus  deberes;  en  otros  pueblos  la  educación 
de  los  niños  yace  en  el  abandono  mas  trist»>, 
ya  por  negligencia,  ya  por  ineptitud  d<»l 
maestro ,  y  porque  la  fama  de  su  conducía 
retrae  á  los  padres  de  enviar  á  los  niños  bij  » 
su  dirección.  .Urge ,  puoa,  señor  rector,  p»  - 
ner  remedio  á  tantos  males;  y  todos  estamos 
en  el  caso  de  sacrilicar  nuestra  quietud  y 
bienestar  á  objeto  de  tanto  precio.  El  Gobier- 
no cree  que  V.  S.  tendrá  absoluta  confianz.i 
en  los  inspectores  de  su  distrito;  el  encargo 
que  se  les  va  á  encomendar  no  puede  ser 
mas  delicado.  V.  S.  en  su  b^ien  criterio  pro- 
pondrá lo  que  con  carácter  de  urgencia  debn 
resolverse  en  este  punto.  En  tanto ,  V.  S.  so 
servirá  observar  las  instrucciones  siguienlps; 

1.*  Se  proced'-rá  inmediatamente  á  gi- 
rar nna  visita  extraordinaria  á  los  pueblas 
en  que  según  el  estado  de  la  educación  y 
enseñanza  6  por  el  comportamiento  de  los 
maestros,  á  juicio  de  cada  rector  fuere  pre- 
ciso adoptar  medidas  especiales. 
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En  esta  visita  tos  inspectores  de  un  distri- 
to universitario  podrán  destinarse  á  cual- 
qiuiera  de  las  provincias  del  atianto ,  según 
convenra. 

2.  *  Debe  ser  objeto  déla  visita  no  solo 
el  estado  de  las  escuelas ,  sino  el  comporta- 
mii'nto  y  conducta  de  los  maestros. 

3.  *  En  lo  concerniente  á  instrucción  mo- 
ral y  religiosa,  los  inspectores  se  pondrán 
de  acuerdo  con  los  párrocos^  á  quienes  por 
su  es|iecial  misión  y  por  su  carácter  de  voca- 
les de  ía  junta  de  primera  enseñanza  incum- 
be la  dirección  y  vigilancia  de  tan  interesan- 
te materia. 

4.  *  Los  inspectores  para  formar  juicio 
exacto  de  los  maestros,  además  de  exami- 

«  nar  con  esmero  los  medios  y  los  frutos  de  la 
enseñanza ,  se  informarán  de  las  autoridades, 
y  en  caso  necesario  consultarán  á  las  perso- 
nas mas  caracterizadas  é  imparciales  de  la 
localidad  y  de  las  inmediatas,  oyendo  tam- 
bién á  los  interesados.  ^ 

5.  *  Los  inspectores  acordarán  la  suspen- 
sión y  propondrán  la  separación  de  aquellos 
njaestros  en  quienes  concurra  alguna  de  las 
circuiislancias  siguientes:  vicio  liabilual  y 
notorio  que  rebaje  y  desautorice  al  maestro 
á  los  ojos  de  sus  convecinos:  deshonestidad 
en  sus  costumbres  y  vida  privada ,  que  pro- 
duzca escándalo  en  la  población;  negligen- 
cia y  abandono  en  el  cumplimiento  de  los 
deberes  dentro  y  fuera  de  la  escuela. 

6.  ^  Los  inspectores  inculcarán  á  los 
maeslros  la  necesidad  absoluta  de  que  se 
abstengan  de  toda  participación  en  contien- 
das políticas ,  en  banderías  de  localidad  y  en 
reuniones  tumultuosas,  sin  perjuicio  de  que 
ejerzan  libre  y  pacíñcamente  los  derechos 
políticos  que  las  leyes  les  otorguen. 

7.  *  Los  inspectores  formarán  lista  espe- 
cial de  los  maeslros  que  se  distingan  por  su 
celo,  instrucción  y  ejemplar  conducta,  á  fín 
de  que  puedan  ser  premiados  con  ascensos 
en  su  carrera  en  la  forma  y  medida  á  que  se 
hicieron  acreedores. 

8.  *  Los  rectores  remitirán  con  puntuali- 
dad á  la  Dirección  general  de  instrucción  pú- 
blica el  resumen  de  las  actas  y  notas  de  la 
visita  extraordinaria  de  que  se  trata,  sin 
perjuicio  de  que  en  su  tiempo  se  practique 
la  ordinaria,  cornorme  á  los  itinerarios  ante- 
riormente aprobados. 

9  *  Se  exigirá  la  mas  estrecha  responsa- 
bilidad á  los  inspectores  que,  olvidando  por 
desgracia  sus  deberes,  ocultaren  las  faltas 
que  adviertan  ó  no  sean  completamente  ím- 
parciales  en  los  informes  que  emkan. 

10.  Los  rectores ,  al  dar  conocimiento  á 
la  Dirección  general  del  resultado  de  la  visi- 


ta extraordinaria ,  informarán  por  separado 
acerca  de  la  manera  en  que  cada  inspector 
haTa  cumplido  el  delicadíaimo  eneargo  que 
se  le  confia. 

£1  Gobierno  se  congratula  con  la  esperan* 
za  de  que  Y.  S.  cooperará  con  todas  sus 
fuerzas  al  cumplimiento  exacto  de  eaU  cir- 
cular en  que  se  versan  intereses  muy  lrH>- 
cendentales  al  buen  orden  de  la  sociedad^ 
De  real  órden  etc.  Madrid  1.^  de  agosto  de 
1866.— Orovio,»  (Gac,  3  agosto.) 

2d6.  BCIiZISIASTICOS.— B'  O.  de  81  do 
julio  invitando  al  episcopado  y  ¿todo  el  cle- 
ro á  un  ofrecimiento  voluntaiio  equivalente 
al  descuento  de  loa  empleados  oiTUea. 

(Gríic.  t  Jüst.)   «limo  Sr.:  A  la  reconocí ' 
da  iluslr/icion  deV....  no  puede  ocuttar<«e 
hasta  qué  punto  ha  llegado  á  ser  grave  U 
situación  del  Tesoro'  y  el  inevitable  ahogo  ' 
del  Gobierno;  y  que  son  tales ,  que  sin  el  cotw 
curso  generoso  y  patriótico  de  lodos ,  bien 
pronto ,  á  pesar  del  celo  mas  esquisito,  será 
imposible  ocurrir  puntual  y  religiosamente 
si  es  que  no  ha  empezado  á  serio  ya,  aun  á 
las  atenciones  mas  perentorias  y  sagradas ,  lo 
cual  nádie  deplora  mas  que  el  Gobierno.  Por 
fortuna  el  concurso  de  todos ,  que  el  misni  » 
necesita  y  espera,  y  al  cualse  limita  la  pré- 
senle circular,  no  es  un  esfuerzo  que  sea  im- 
posible á  las  respectivas  clases  que  han 
prestarlo,  por  mas  que  sea  sensible. 
trata, limo.  Sr.  de  un  ofrecimiento  volunta- 
rio por  parle  del  estado  eclesiástico,  equi- 
valente al  descuento  gradual  recientemente 
impuesto  por  una  ley  á  la  mayoría  de  las 
clases  que  perciben  sus  haberes  del  Tesoro. 
Las  Córlcs,  con  sentimiento  de  mil  modo«» 
expresado  en  la  discusión  ,  pero  cediendo  ^ 
las  exigencias  de  inexorable  necesidad,  han 
impuesto  esle  sacrificio  á  los  funcionarios 
del  Estado.  La  magnánima  Reina  de  las  Em- 
pañas les  ha  dado  á  todos ,  como  siempre,  mi 
noble  ejemplo  que  imitar.  Las  clases  civil  y 
militares  obtemperan  á  la  ley  con  plausible» 
resignación;  y  no  es  posible  suponer  que  «»k 
respelable  episcopado  y  el  benemérito  clero, 
que  nunca  se  han  mostrado  extraños  á  los 
conñiclos  del  país,  dejen  de  prestar  su  on- 
ponlahea  coop<>rac¡on  en  el  presente,  tam*» 
mas ,  cuanto  que  el  Gohi«'ruo  confía  verse  p<ir 
este  medio  en  situación  de  acudir,  como  t.« 
desea  y  es  justo,  á  la  cumplida  y  puntual 
satisfacción  en  todas  las  atenciones  eclesiás- 
ticas. Si  el  gravámen  hubiera  de  ser  no  e?s- 
pontáneo ,  el  Gobierno  reconoce  que  teodnu 
que  recurrir  á  la  autoridad  pontificia,  sin  qu»^ 
pueda  dudar  ni  por  un  momento  de  que  ot 
padre  común  de  los  fíeles  explicarla  4ina  vez 
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d<;ácoi>  Espáña;  {^eraestft^nerode  manda^ 
to,  aiinqae  supremo  y  réipetat^e ,  atenuaría 
^\  alio  niéritf)  de  ia  esponlaneidad  del  «acri- 
tícb>.  Eá  Gobrarno  eree  ^rmemenle ,  por  otra 
fiarte,  que  para  el  respetable  clero  españo? 
tifiará  el  proAMdo  coiivéfieímiento  de  la  ne- 
cesidad, el  ejemplo  de  su  Reina  y  la  voz  de 

so  Prelado;  y  espera  por  lo  tanto  que  V  

dirija  la  saya  tan  autorizada  al  clero  cate- 
dral ,  colegial  y  parroquial  de  su  diócesis, 
añadiendo  con  este  acto  mas  un  nuevo  tes- 
timonio de  su  constante  amor  por  el  bi<>n  de 
hu  país  y  por  el  mejor  servicio  de  S.  M.  De 
real  orden  ele.  San  Ildefonso  31  de  julio  de 
1S66. — Arrazóla.»  (Gac.  4  agosto.) 

237.  PRESUPUESTOS  DE  PUBRTO- 
BICO.— B.  D.  de  13  de  Junio. 

(UtTRAUAR.)  Por  este  decreto  se  presu- 
ponen loíi  gastos  ordinarios  del  servicio  del 
Estado  en  la  isla  de  Puerto-Rico  para  el  año 
económico  de  1866-67  en  6.297.90S  escudos, 
y  los  ingresos  en  6.936.780;  con  oirás  dispo- 
Mciones.  {Gac.  4  agosto.) 

238.  MINISTEHIO  GRACIA  Y  JUS- 
íPiOlA.— rt.  D.  de  3  do  ag^osto  dando  nueva 
organización  &  la  seoretaria.  Supresión  de  1« 
«Direocioa  del  Regiscro  de  la  Propiedad»  y 
aj  las  «íáecaioncs  de  ¿Istadistlca  julicial  y 
(Jolecoion  legislativa:»  Arcliivo  del  Ministe- 
rio etc. 

( jRAc.  Y  JüsT.)  «Atendiendo  á  las  razo- 
nes que  tnf!  lia  expuesto  el  Ministro  de  Gra- 
cia y  Jtislicin,  do  acuerdo  con  el  parecer  de 
mi  Consejo  do  Ministros,  y  us'ando  de  la  au- 
torización que  concede  al  Gobierno  el  párra- 
fo tercero ,  arl.  1.**  de  la  ley  de  30  de  junio 
ú  i  timo, 

Vení^^o  on  decretar  lo  siguiente: 

Arlículo  1.**  LaJ)¡reccion  general  del  Re- 
gistro de  la  Propiedad  y  las  secciones  de  es- 
adislica  judicial  y  de  la  Colección  legislati- 
va quedan  rí>fundidas  en  la  secretaria  del  Mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia ,  formando  par- 
le de  la  rnisijia. 

Art.  2.®  planta  de  la  secretaria  de  di- 
cho Ministerio  se  compondrá: 

í>t*  un  subsecretario,  jefe  superior,  con  el 
sueldo  anual  de  5.000  escudos. 

De  10  jefes  de  administración:  dos  con  el 
su«»ldode  4.000  escudos;  dos  con  el  de  3.500; 
lre«  con  el  de  3.000  y  los  otros  tres  con  el 
fie  2.600  cada  ano.  Los  dos  primeros  segui- 
rán liluiándose  jefes  de  sección  ,  y  los  res- 
tantes oficiales  de  secretaria. 

De  11  jefes  de  negociado,  auxiliares  de 
ííp^cTelaria:  tres  con  el  sueldo  de  2.400  escu 
t\(y9z  cinco  con  el  de  2.000 ,  y  seis  con  el  de 
1.6O0. 
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De  16  oficíale» ,  auxiliares  también  de  se- 
cretaria: seis  con  el  soeldo  de  1.400  escude»»»; 
cinco  con  el  de  1.200 ,  y  otros  cinco  co*i  el 
de  1.000. 
Y  de  ocho  aspirantes  sin  stteldo. 
Pará  obtener  cualquiera  úé  dichos  cargos 
es  indispensable  la  cualidad  de  letrado. 

Art.  3  *  Para  el  despacho  de  los  asuntos 
de  la  secretaría  se  formarán  por  ahora  10  ne- 
gociados: tre0  de  asuntos  eclesiásticos;  cua- 
tro de  civiles;  uno  del  registro  dé  la  propie-r 
dad;  otro  del  notariado  y  el  otro  de  estadís- 
tica iudicial.  Cada  uno  de  estos  negociados 
estará  al  cargo  de  un  jefe  de  administración, 
que  lo  sea  de  sección  ú  ofíciat  de  secretaria, 
con  los  auxiliares  correspondientes. 

Art.  4.®  Dos  oficiales  de  la  suprimida  di- 
rección del  registro  se  encargarán  por  atíora 
de  los  negociados  del  registro  de  la  propie- 
dad y  del  notariado ,  con  los  siete  auxiliares 
procedentes  de  aquella,  que  obluyieron  sus 
plazas  por  oposición.  Podrá  reducirse  el  nú- 
mero de  estos  luego  que  quede  terminado  el 
arreglo  de  los  distritos  notariales. 

Art.  5.**  Las  ficultades  que,  según  la  ley 
hipotecaria  y  el  reglamento  general  para  su 
ejecución,  corresponden  al  dir-^ctor  del  regis- 
tro de  la  Propiedad  serán  ejercidas  por  el 
áubiecrelario  del  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 


ticia. 

Arl.  6.**  Para  el  servicio  de  la  propia  se- 
cretaria habri  14  escribientes:  cuatro  con  el 
sueldo  de  1.000  escudos;  cinco  con  el  de  800; 
ires  con  el  de  600 ,  y  dos  con  el  de  500. 

Art.  7.°  Pnra  porleros ,  mozos  y  demás 
dependienles  de  la  secretaría  s?  fija  por  ahora 
la  cantidad  de  44.300  oscudos. 

Art.  8.**  La  planta  del  archivo  del  Minis- 
leriio  de  Gracia  y  Justicia  se  compondrá: 

De  un  archivero,  jefe  de  administración, 
con  el  sueldo  de  2.600  escudos. 

De  ocho  oficiales  del  archivo  con  la  catego- 
ría respectiva  de  jef.?8  de  negociado  y  oficia- 
les: uno  primero  con  el  sueldo  de  2.000  es- 
cudos; dos  segundos  con  el  de  1.600;  dos 
terceros  con  el  de  1.400:  uno  cuarto  con  el 
de  1.200,  y  dos  quintos  con  el  de  1.000. 

Y  de  un  escribiente  con  el  de  400  escu- 
dos. 

Art.  9.*  La  planta  de  la  ordenación  ge- 
neral de  pagos  del  propio  Ministerio  se  com- 
pondrá: .  .  ,  .     j  .  . 

De  un  ordenador  general ,  jefe  de  adminis- 
tración .  con  el  sueldo  de  4.000  escudos. 

De  17  oficiales  de  la  ordenación ,  con  la  ca- 
tegoría respectiva  de  jefes  de  negociado  y 
oficiales:  uno  primero,  que  será  a  la  vez  in- 
lerventor,  con  el  sueldo  de  2.400  escudos; 
dos  segundos  con  el  de  2.000;  dos  terceros 
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con  el  de  1.600;  do»  cwloft  con  el  de  1.400; 
tres  quintos  con  el  de^  1.200;  ires  sexto»  ei>pi . 
el  de  1.000,  y  euatro  aéittnos  con  £l  de  , 
800.  ' 

Y  de  10  eaeribienles:  dos  con  el  sueido.de 
000  escudos;  cuatro  con  el  de  &00t  y  obnoe 
cuatro  con  el  de  400. 

Tendrá  tambkn  los  port<>ro8  y  mozoa  n^- , 
Cf'Saríos  para  cuyo  pai^o  ae  destinan  2.200 
escudos. 

Art.  10.  La  Caacillerfa  del  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia  se  conapondrá: 

De  un  cancíll(>r,  jofe  dft  ne^^ciado ,  con  el 
sueldo  de  2.000  escudos;  de  un  oficial  pri- 
mero con  el  de  1.400;  de  uno  segundo  con  el 
de  1  200;  de  dos  escribientes  con  el  de  800, 
y  de  otros  dos  con  el  de  600. 

Art.  11.  Se  aauJa  el  crédito  de  5.000  es- 
codos  comprendido  en  el  art.  2.^,  capítulo  2.^ 
del  pre<iUput*8to  vigente,  para  gastos  ordina- 
rios dol  material  de  la  dirección  del  registro 
de  la  propiedad. 

Del  de  5.000  escudos ,  consignado  en  el  ar- 
tículo 3.^  del  mismo  capítulo  para  material 
de  la  ordenación  general  de  pagos  del  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia,  se  anulan  tambi<*n 
1.000  escudos,  quedando  reducido  á  4.000. 

Y  del  de  8.000  escudos,  comprendido  m 
el  ariículo  único  del  capitulo  8.^  del  mismo 
presupuesto  para  material  de  la  estadística 
judicial,  se  anulan  igualmente 3.000 escudos, 
quedando  reducido  á  5.000. 

Art.  12.  El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia 
queda  encar^^ado  de  la  ejecución  del  presen- 
te decreto ,  á  cuyo  fin  me  propondrá  las  dis- 
posiciones ^ue  estime  necesarias;  y  de  la 
parte  que  corresponda  dará  cuenta  á  las  Cór- 
tes  en  la  próxima  legislatura.  Dado  en  San 
Ilderonso  á  3  de  agosto  de  1866. — Está  ru- 
bricado de  la  real  mano. — El  Ministro  de 
Gracia  y  Jusl'-cia,  Lorenzo  Arrazóia.»  {Gace- 
ta 5  agosto,) 

239.  INSTBUOOIOKr  PUBLIOA.-Beal 
deordto  de  3  da  asosto  mandando  que  se  in* 
cluyaen  los  presupuestos  de  varias  previa- 
oías  la  cantidad  neodsaria  para  el  sosteni- 
miento de  sus  institutos. 

(FoM.)  «Artículo  f  Quedan  derogados 
los  Rs.  Ds.  de  13  de  marzo  y  7  de  abril  de 
1858  y  11  de  abril  de  1860,  en  virtud  de  los 
coales  el  Estado  se  hizo  cargo  de  sostener  los 
dos  institutos  de  Madrid,  los  de  varias  pro» 
vineias  agregados  á  la  universidad  y  el  de 
Canarias. 

Art.  2.^  Las  provincias  de  la  Coruña ,  Ma- 
drid, Oviedo.  Salamanca,  Sevilla,  Valen- 
cia ,  Valladolid ,  Zaragoia  y  Canarias  ,  que 
•OH  las  comprendidas  en  las  disposiciones 
que  te  reHere  el  artículo  anterior,  iiielul- 


rán  en  mía  respeeUvos  presupaestos  aéicio* 
nales  al  del  presente  ejercicio  la  cantidad  ín- 
tegra qae  figura  en  el  general  vigente  del 
Estado  ^ára  el  sostenitD4ent<^  de  sus  instilo- 
tos ,  á  fin  de  rekitegrar  al  Tesoro  16  qoe  por 
este  concepto  hubiere  satiafeoho  hasta  la 
aprobación  de  diehos  preaupuestos  adieto- 
nales* 

Art.. 3.^  £1  importe  de  los  derechos  aca- 
démicos que .  satisí^gao  los  alumnos  de  los 
institutos  de  las  expresadas  provincias  figu- 
rará en  el  presupuesto  de  ingresos  de  estos 
eatablecim teñios.  Dado  en  San  Ildefonso  á  3 
de  agosto  de  1866. — Está  rubricado  de  ta 
real  mano.— El  Ministro  de  Fomento,  Ma- 
nuel de  Orovio.a  {Gae.  6  affo$to.) 

240.  POBTAZaoS.~B.  D.  de  8  de  asosto 
alzando  la  suspensión  de  las  subastas. 

(FoM.)  aArUcuio  1.^  Queda  sin  efecto 
el  R.  D.  de  20  de  noviembre  de  1865,  rela- 
tivo á  subastas  para  el  arrendamiento  de  por- 
tasgos  y  pontazgos. 

Art.  2  ^  El  Ministro  de  Fomento  seencar* 
gará  de  la  ejecución  de  este  decreto.»  {Goce 
ta  6  agosto.) 

241.  GUABDEBIA  BUBAXi.— B.  de  3 
dé  agosto  aprobando  el  reglamento  para  la 
ejeouoion  de  la  ley  de  guardería  rural. 

(FoM.)  «Conformándome  con  lo  que  me 
ha  propuesto  el  Ministro  de  Fomento,  de 
acuerdo  con  el  dictamen  del  Consejo  de  Es- 
tado, 

Vengo  en  aprobar  el  adjunto  reglamento 
para  la  ejecucidn  de  la  ley  de  guardería  ru- 
ral de  27  de  abril  de  1866.  Dado  en  San  Il- 
defonso á  3  de  agosto  de  1866.~Está  rubri- 
cado de  la  real  mano,— El  Ministro  de  Fo- 
mento ,  Manuel  de  Orovio. 

BEGLAMENTO 

ptra  la  •jMaelon  ó%  U  ley  de  rnardería  rara]  d«  27  4# 

abril  do  1SS6. 

TITULO  PBDCEBO. 

Del  servieio  dé  guardería  rural ,  encamenda 
do  á  la  Guardia  cívU. 

Articulo  1.®  El  servicio  encomendado  á 
la  (tardía  civil  por  su  reglamento  orgániso 
de  2  de  agosto  de  1852 ,  y  el  que  le  confía  el 
art.  1.^  de  la  ley  de  27  de  abril  6llimo  de* 
berá  desempeñarse  con  Igual  atención  y  si- 
multáneamente por  el  referido  cuerpo. 

Art.  2.®  Desde  la  publicación  del  presó- 
te reglamento  ia  fuerza  de  la  Guardia  civii 
«e  considerará  destinada  á  la  gnarderíA  rural 
á  la  ves  que  á  los  demás  servicios  d«  su  ins* 
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iHolo  esli^ieoidoA  en  «as  reglameatot  etpe- 

ciale«. 

Art.  3.^  Ea  provineits  en  4oade  In 
Guardia  civil  no  haya  recibido  el  aumento 
de  fuerza  que  le  eorreeponda ,  ae^un  lo  di9}> 
púesto  en  la  ley,  ateitdení  sin  embarco  con 
loUa  efícAoia  a^  servicio  de  guardería  rural 
en  cuanto  lo  consientan  sus  actuales  alencio- 
ues  y  la  ejUeosion  de  su  foeraa.  Bn  dichas 
provincias  sej^uiré  rigiendo  interioamenie  el 
reglunentodeSde  noviembre  de  1849  sobre 
gimroaa  rurales»  Cuando  el  nuevo  servicio 
se  c  mplete  en  cada  provincia  ,  quedará 
abrogado  en  ella  el  mencionado  decreto. 

Art.  4.*^  Las  relaciones  entre  la  Goardia 
civil  y  los  guardas  miinieipales,  mientras 
e.Htos  subsistan,  serán  las  mismas  que  se  es- 
t^blecerán  en  este  reglamento  entre  ta  guar- 
dia civil  y  los  guardas  particulares,  en  don- 
de los  hubiese.  Las  mismas  relaciones  habrá 
entre  la  Guardia  civil  y  los  guardas  de  mon- 
tes del  EsUdo »  mientras  no  se  estableciere 
en  cada  provincia  el  servicio  completo  de  la 
guardaría  rural  y  forestal. 

Arl.  5.®  Al  hacerse  en  cada  provincia  el 
sumento  de  fuerza  que  le  corresponda,  los 
Ministerios  de  Gobernación  y  de  Fomento 
señalarán  de  acuerdo  el  dia  en  que  deban 
cesar  en  sus  funciones  todos  los  cuerpos  6 
individuos  destinados  á  la  guardería  rural. 
Las  reclamaciones  que  sobre  abono  de  suel- 
dos ó  salarios ,  ó  sobre  cumplimiento  de  otras 
estipulaciones  de  sus  contratos  se  suscitaren 
contra  el  Estado ,  las  provincias  ó  los  mu- 
nicipios serán  resueltas  por  las  autoridades 
respectivas ,  sin  entorpecer  el  planteamiento 
del  nnevo  servicio. 

Art.  6.*  Desde  el  dia  en  que  se  estable- 
ciere en  cada  provincia  el  servicio  completo 
de  guardería  rural  y  forestal  todos  los  em- 
pleados de  montes  del  Estado,  se  dedicarán 
únicamente  á  las  operaciones  de  cultivo  ó  de, 
policía  forestal ,  cesando  desde  el  mii^o  dia 
qae  no  tuvieren  mas  obligaciones  que  la  me- 
ra custodia  de  los  montes. 

Art.  7.^  Siempre  que  la  Guardia  civil 
descubra  algún  daño  ó  intrusión  en  las  pro« 
piedades,  ó  cualquier  otro  delito  ó  falla, 
procurará  detener  al  delincuente  cuando  es- 
to proceda,  y  ocupar  los  objetos  materiales 
iicbe  puedan  considerarse  como  cuerpo  «leí 
d^iíto,  a6i  como  seguir  ó  descubrir  las  hue- 
llas ó  indicios  del  hecho  que  deba  perseguir- 
se antes  que  puedan  destruirse  ó  alterarse. 

Art«  8.^  Cuando  h ubiere  aJgun  d^ño  cu- 
ya continuación  pueda  impedirle ,  como  in- 
cendio, distracción  de  aguas,  invasión  de  ga- 
nado en  propiedad  vedada  ú  otroi,  cuidasá 
á  la  vi'Z ,  cou    proniiiud      el  cuso  requic- 


ra,  de  hacer  terminsr  el  daño,  obligando  á 
que  presten  su  cooperación  los  guardas  par« 
ticulares inmediatos,  si  los  hubiere,  ú  otros 
empleados  rurales  ó  forestales  de  cualquiera 
dase  que  tengan  carácter  público ,  y  aun 
los  mismos  dañadores  si  fueren  aprehendi- 
dos. 

ArL  9  ^  El  jefe  de  la  pareja ,  de  la  pa- 
trulla ó  del  puesto  inmediato ,  según  la  ur« 
gencia  de  las  circunstancias ,  formará  siem- 
pre el  correspondiente  sumario  ó  parte  de-» 
tallado  de  los  delitos  ó  faltas ,  el  cual  se  pre- 
sentará indispensablemente  á  la  autoridad  ó 
tribunal  respectivo  al  entregar  los  dañado- 
res ó  sustractores,  ó  participarle  la  perpetra- 
ción de  dichas  faltaf  ó  delitos. 

Art.  tO.  Cuando  fueren  conocidos  los  due- 
ños de  los  frutos  ú  otros  objetos  suiitraidos, 
les  serán  entregados  por  la  Guardia  civil, 
previo  el  oportuno  resguardo  en  que  conste 
la  obligación  de  devolverles  ó  responder  de 
su  importe  en  caso  necesario. 

Coando  no  hubiere  dueño  conocido,  se 
depositarán  dichos  objetos  en  la  casa  de  un 
vecino  honrado ,  ó  en  la  forma  mas  conve- 
niente posible,  para  impedir  su  deterioro, 
dando  conocimiento  de  esta  circunstancia  á 
la  autoridad  respectiva  á  fín  de  evitar  la 
pérdida  ó  menoscabo  de  su  valor,  especial- 
mente si  fueren  frutos  de  fácil  y  pronta  aU 
teracion. 

Art.  11.  Las  caballerías,  ganados  y  ob- 
jetos de  cualquiera  clase  que  se  encontraren 
perdidos  ó  abandonados  los  entregará  ó  de- 
positará la  Guardia  civil  en  la  forma  y  con 
las  precauciones  prescritas  en  el  artículo  an- 
terior,  valiéndose  al  efecto  f  cuando  necesa- 
rio fuere,  de  la  cooperación  de  los  guardas 
particitlares  ó  de  los  colonos  circunvecinos. 

Art.  12.  Los  delincuentes  y  la  informa- 
ción sumaria  ó  los  parles  detallados  de  los 
delitos  ó  faltas  serán  entregados  á  los  Jueces 
de  partido ,  ó  á  los  de  paz  ó  Alcaldes  ú  otras 
autoridades  ó  tribunales  espi;ciales  á  quie- 
nes corresponda  el  conocimiento  de  ellos. 
En  caso  de  duda  se  entregarán  al  Alcalde 
del  término  mas  inmediato,  quien  cuidará 
de  practicar  lo  que  corresponda. 

La  Guardia  civil ,  al  hacer  las  denuncias, 
expresará  con  exactitud: 
.   1     El  dia ,  hora ,  sitio  y  manera  en  que 
el  hecho  fué  ejecutado. 

2.  **  El  nombre  y  apellido  y  vecindad  del 
actor  y  sus- cómplices,  á  no  ser  que  hubiese 
sido  imposible  indagarlo. 

3.  '   Ef  nombre,  apellido  y  vecindad  do  . 
los  testigos  presenciales ,  si  los  hubiere,  y 
los  de  la  persona  contra  csya  seguridad  ú 

,  propiedad  se  hubiere  alculudo. 
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4.  ^   Los  objclos  aprehendidos  al  que  co» 
tiielió  la  falta  ó  delilo. 

5.  *  ;  Todos  los  indicios^  veslig^los  y  cir- 
cunslancias  que  puedan  contribuir  á  acia- 
rai:  el  hecho  y  constituir  la  prtieba  del 
mismo. 

Art.  i 3.   La  Guardia  civil  denunciará  en 
la  forma  prescrita  en  el  artículo  anterior: 

1.  ®  Todo  delito  ó  falta  oonlra  la  sed^uri- 
dad  personal  ó  contra  la  propiedad. 

2.  Todo  acto  por  el  cual,  aunque  no  se 
hubiese  causado  daño  á  la  propiedad  rural, 
se  hubiere  atentado  á  los  derechos  del  pro- 
pietario ,  bien  sea  invadiéndola ,  bien  toman- 
do ó  disponiendo  de  alg^una  cosa,  cualquie- 
ra que  ella  sea,  comprendida  en  las  here- 
dades ajenas,  sin  permiso  de  sus  dueños. 

3.  ®  Toda  infracción  del  Códig^o  penal  á 
los  reglamentos  ó  bandos  de  policía  rural,  á 
tas  leyes  y  ordenanzas  de  caza  y  pesca  y 
animales  dañinos ,  de  montes  y  plantíos ,  de 
aguas,  y  á  las  de  caminos ,  asi  generales  co- 
mo vecinales  y  particulares. 

Art.  14.  La  Guardia  civil  dará  conoci- 
miento inmediatamente  á  lasauloridades  res* 
pectivas: 

1.  °  De  todo  lo  que  pueda  contribuir  á  la 
averiguación  de  delitos  cuyos  vestigios  ó  in- 
dicios encuentren  en  el  curso  de  su  servicio, 
y  en  general  á  la  policía  judicial. 

2.  °  De  cualquiera  enfermedad  epizoóti- 
ca ó  contagiosa  que  aparezca  en  algún  gana- 
do, de  lo  cual  darán  también  conocimiento  . 

á  los  dueños  ó  mayorales  de  los  demás  ga-  j  plaza  de  guarda  municipal  ni  de  guarda 


nados,  con  los  regantes  y  con  los  empleados 
de  montes. 

Art.  17.  Los  propietarios  rurales  pueden, 
si  lo  creen  conveniente,  nombrar  guardus 
particulares  para  la  custodia  especial  de  su« 
propiedades  y  de  sus  cosechas  ó  frutos.  Es- 
tos guardas  serán  considerados  como  sim- 
ples criados  ó  colonos,  y  á  ellos  prestará  la 
Guardia  civil  la  protección  y  auxilio  qu*^, 
en  general,  ha  de  prestar  por  su  Instituto  á 
toda  la  población  rural.  Estos  guardas  nu 
podrán  usar  de  distintivo  que  los  confunda 
con  los  de  los  guardas  jurados  ni  otros  fun- 
cionarios que  tengan  carácter  público. 

Art'.  iS*  Los  propietarios,  colonos  ó  ar- 
rendatarios rurales  pueden  nombrar  también 
si  lo  creen  necesario,  guardas  particulares 
jurados. 

Art.  19.  Los  guardas  particulares  jura- 
dos estarán  sujetos  á  las  condiciones  si- 
guientes: 

Ser  propuestos  al  Alcalde  del  pue- 
blo en  que  radiquen  las  propiedades  que  han 
de  custodiar,  constituyéndose  los  dueños 
de  estas,  al'hacer  la  propuesta,  en  fiadores 
de  ellos. 

2.  *  Ser  de  buenas  costumbres  reconoci- 
das, gozar  de  buena  opinión  y  fama,  y  iko 
haber  sido  nunca  procesados,  á  no  ser  que 
sobre  el  proceso  hubiese  recaído  sentencia 
absolutoria  de  todo  cargo  y  de  toda  nota. 

3.  *   No  haber  sido  nunca  expulsado  de 


nados  circunvecinos,  disponiendo  á  la  vez  lo 
nécesario  para  que  el  contagiado  se  manten- 
ga aislado. 

3.  **  De  la  aparición  6  proximidad  de  la 
langosta,  dejando  señalado  cuidadosamente 
el  punto  en  que  posare  para  ovar. 

4.  ®  De  cualquiera  incendio  de  edificios, 
mieses  ó  arbolados. 

5.  °  De  todo  acontecimiento  que  reclame 
ta  intervencion.de  las  autoridades. 

Art.  15.  La  Guardia  civil  prestará  auxi- 
lio y  protección  ,  dentro  de  las  condiciones 
de  su  organización  y  disciplina,  á  los  pro- 
pietarios y  colonos  que  la  necesitaren ,  y  en 
general  á  toda  la  población  rural. 

ArU'  16.  La  Guardia  civil  no  tendrá  par- 
ticipación alguna  en  las  mullas  ó  penas  pe- 
cuniarias que  se  impusieren  á  virtud  de  sus 
denuncias. 

TITULO  II. 

Del  servicio  de  la  Guardia  civil  en  8%is  rela^ 
dones  con  los  guardas  particulares ,  con  los 
conductores  y  guardas  de  toda  clase  de  ya- 


particular  jurado  por  las  causas  siguientes: 
Por  no  haber  hecho  las  denuncias  qoe 
debian. 

Por  haber  hecho  denuncia  falsa. 

Por  no  dar  los  parles  prevenidos. 

Por  recibir  gratifícacion  ó  regajo  de  cual- 
quiera especie. 

Por  exigir  mullas  ó  cometer  cualquiera 
otra  exacción. 

Por  fallar  al  respeto  á  las  autoridades,  ó 
desobedecer  indebidamente  sus  órdenes. 

Por  no  prestar  la  protección  que  debian  á 
las  personas  ó  propiedades  atacadas. 

Por  algún  otro  acto  ú  omisión  que  infiera 
nota  desfavorable  en  su  moralidad. 

4.  *  ti'JO  se  oiga  siempre  por  el  Alcalde 
el  informe  del  jefe  mas  caracterizado  del 
pueslo  de  Guardia  civil  á  cuya  jurisdil^lou 
pertenezcan  las  propiedades  que  han  de  ser 
custodiadas ,  y  que  dicho  informe  se  una 
precisamente  al  expediente  de  nombra- 
miento. 

5.  *  Que  presten  juramento  en  manos  del 
Alcalde,  y  á  presencia  del  Secretario  del 
Ay  tmtnmierilo  y  del  jefe  del  pueslo  de  Guar- 
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dU  civil  ánles  mencionado ,  de  dóseiupefiar 
bien  y  fieltticiile  su  encargo. 

6  *  Que  el  Alcalde  les  expida  el  título  de 
su  nombramiento,  en  que  conste  la  ñanza 
otorgada  por  los  propietarios;  el  juramento 
prestado  en  la  forma  prescrita ,  y  el  nombre, 
apellido,  naturaleza ,  vecindad ,  edad ,  esta- 
tura y  demás  señas  personales  det  individuo; 
de  euyo  título  se  remitirá  copia  al  jefe  del 
puesto  de  la  Guardia  civil  antes  referido. 

Por  estos  títulos  y  por  las  diligencias  de 
todo  el  expediente  de  nombramiento ,  no  se 
exigirá  retribución  alguna^  á  los  propietarios 
ni  é  loa  guardas  nombrados. 

Art.  20.  Cuando  los  propuestos  carezcan 
de  aJguno  de  los  requisitos  señalados  en  el 
artículo  anterior,  el  Alcalde ,  á  la  vez  que 
niege  el  nombramiento  pedido  en  la  primera 
propuesta ,  invitará  al  proponente  á  presen- 
tar otra  nueva. 

Si  el  Alcalde  negare  sin  razón  di<ího  nom* 
bramiento,  el  proponenle  podrá  recurrir  al 
Gobernador  de  la  provincia ,  al  cual  se  remi- 
tirá por  el  Alcalde  el  expediente  para  su  re- 
sol ueion. 

Art.  21-  El  distintivo  de  los  guardas  ju- 
rados será  una  bandolera  de  cuero  con  placa 
de  latón  en  que  se  diga  Guarda  jurado. 
Tanto  este  distintivo  como  las  armas  y  mu- 
niciones serán  costeadas  por  el  guarda  ó  el 
propietario,  según  su  particular  convenio. 

Art.  22.  La  Guardia  civil  llevará  un  re- 
gistro de  los  guardas  particulares  jurados  que 
se  nombren  por  el  Alcalde ,  y  de  los  delitos, 
faltas  ó  infracciones  que  cometieren  ,  á  fin 
de  que  estos  dalos  puedan  producir  los  efec« 
toa  oportunos  en  los  ulteriores  informes  que 
ae  ofrecieren. 

Art.  23.  Si  loa  guardas  jurados  come- 
tieren algún  delito  ó  falla ,  serán  denuncia- 
dos por  la  Guardia  civil  á  la  autoridad  ó  tri- 
bunal competente. 

Las  simples  infracciones  en  el  cumplimien- 
to de  su  deber  serán  denunciadas  por  la 
Guardia  civil  al  Alcalde  que  expidió  el  nom- 
bramiento ,  y  al  propietario  que  hizo  la  pro- 
puesta para  el  mismo. 

Art.  24.  Los  guardas  jurados  llevarán 
siempre  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  el 
distintivo  y  armas  de  su  uso,  y  el  título  de 
su  nombramiento. 

Art.  25.  Las  denuncias  que  hagan  los 
^aardas  jurados  las  dirigirán  á  los  Alcaldes 
o  Jaeces  de  su  demarcación ,  según  la  cali- 
dad de  las  infracciones;  y  á  la  vez  darán 
pantual  aviso  de  todas  ellas  al  jefe  del  pues- 
to ó  de  la  pareja  de  Guardia  civil  que  en- 
cuentren mas  inmediatos. 

Art.  26.  Los  Alcaldes  remitirán  estados 


mensuales  á  los  G^íbernadores  de  toda'*  las 
denuncias  é  infracciones  que  se  hagaií  cons- 
tar por  la  Guardia  c'rvil  y  los  guardas  jura- 
dos, y  la  Guardia  civil  formará  iguales 
estados,  que  remitirá  á  la  Dirección  generad ' 
del  arma. 

ArU  27.  Los  gáardas  jurados  denuncia- 
rán en  la  forma  prescrita  en  el  art.  26  todo 
lo  que  se  previene  en  el  art.  14;  y  darán 
conocimiento  á  los  Alcaldes  respectivos  y  á 
los  jefes  de  puesto  ó  de  parejas  mas  inme- 
diatos de  todo  lo  prevenido  en  el  art.  14. 

Arl.  28.  Las  caballerías , 'ganados  y  ob- 
jetos de  cualquiera  clase  que  los  guardas 
jurados  encontrafen  perdidoso  abandonados 
los  entregarán  á  los  Alcaldes  ó  los  deposi- 
tarán en  las  casas  rurales  de  los  propieta- 
rios á  quienes  sirven ,  dando  inmediatamen- 
te conocimiento,  como  en  lodos  los  demás 
casos,  al  Alcalde  y  á  la  Guardia  civil. 

Arl.  29.  Los  guardas  jurados  presenta- 
rán las  denuncias  de  las  simples  faltas  ó  in- 
fracciones, y  los  avisos  de  los  sucesos  pre- 
vistos en  él  arl.  14,  en  el  término  de  24 
horas  desde  que  se  cometieren  aquellos  ó 
lle^^aren  estos  á  su  conocimiento. 

Las  denuncias  de  los  delitos  las  harán 
inmediatamente,  entregando  los  reos,  si 
fueren  aprehendidos,  á  la  pareja  mas  próxi- 
ma de  la  Guardia  civil. 

Los  frutos  sustraídos  ú  otros  objetos  que 
aprehendieren  los  restituirán  á  las  casas  ru* 
rales  de  sus  dueños,  en  donde  quedarán 
depositados  para  Ids  reconocimientos  ó 
aprecios  periciales  que  se  decretaren ;  pero 
antes  de  apartarlos  del  sitio  en  que  los  hu- 
bieren hallado  procurarán  que  sean  recono- 
cidos y  descritos  por  la  pareja  mas  inme- 
diata de  la  Guardia  civil  en  el  cuaderno  ó 
registro  de  la  misma. 

Art.  30.  Guando  los  guardas  jurados 
aprehendiesen  á  un  infractor,  cuya  falta 
sea  evidentemente  menor  que  el  perjuicio 
que  se  le  causaría  con  llevarle  detenido, 
'podrán  dejarle  en  libertad,  lomando  nota 
exacta,  por  medio  de  la  pareja  mas  próxi- 
ma de  la  Guardia  civil,  de  su  nombre  y 
apellido .  naturaleza,  ▼ecindad,  estado,  se- 
ñas personales  y  punto  á  donde  se  dirige,  á 
fin  de  que  se  pueda  exigir  siempre  la  res* 
ponsabilidad  de  su  falta  al  infractor. 

Otro  tanto  podrá  hacer  en  casos  análogos 
la  Guardia  civil. 

Art.  31.  Los  guardas  jurados,  al  hacer 
las  denuncias ,  expresarán  con  exactitud  lo- 
do lo  que  se  previene  en  el  art.  13,  tít.  I. 

Arl.  32.  La  ratiBcacion  bajo  juramento 
de  los  guardas  jurados  en  las  denuncias 
hechas  por  los  mismos  hará  fé  (salva  la 
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prueba  en  contrario)  cuando  con  arreglo  al. 
Código  penal ,  no  merezca  el  hecho  denun-  * 
ciado  ífíM  califícaeion  que  la  de  falta. 

Arl.  33.  Los  guardas  jurados  protegerán, 
como  la  Guardia  civil  á  los  que  en  su  per- 
sona  ó  eh  su  -propiedad  fuesen  atacados  ó  se 
viesen  expuestos  á  serlo  en  el  terreno  de  su 
custodia.  Asimismo  están  obligado/  á  pres- 
tar á  la  Guardia  civil  la  cooperación  que 
esta  les  pida ,  según  \6  dispoeslo  en  el  ar- 
ticulo 9.^,  tít.  I  y  demás  [>rescri pelones  del 
presente  reglamento. 

Art.  34.  Seráii  denuneiados  por  la  Guar- 
dia civil  al  Alcalde  y  al  propietario  de  un 
terreno  los  guardas  jurados  de  él  que  come- 
tan las  feltas  señaladas  en  1»  regla  3.*  del 
arl.  20  f  á  fín  de  que  cesen  en  el  desempeño 
desús  funciones,  y  pueda  proponerse  su 
reemplazo  si  al  dueño  le  conviniere. 

El  Alcalde,  con  el  avrso  de  la  Guardia 
civil,  recogerá  y  cancelará  el  título  de 
nombramiento  de  guarda  expulsado,  unién-, 
dolo  á  su  respectivo  expediente,  y  anotán-' 
dose  esta  medida  en  el  registro  de  la  Guar- 
dia civil.  -* 

Art.  35.  La  pena  señalada  en  el  artículo 
precedente  no  impedirá  la  aplicación  de  las 
demás  que  puedan  corresponder  con  arreglo 
al  Códigro  penal. 

Art.  36.  Cuando  la  Guardia  civil  ó  los 
guardas  jurados  sorprendan  á  un  pastor, 
rabadán  ó  conductor  de  cualquiera  clase 
de  ganado  cometiendo  alguna  infracción  ó 
delito  que  obligue  á  aprehender  su  persona, 
atenderán  á  la  vez  á  la  necesidad  de  que  el 
ganado  no  quede  abandonado  ó  perdido, 
bien  dilatando  la  aprehensión  de  la  persona 
si  esto  no  ofrece  peligre ,  bien  acompañán- 
dole hasta  el  redil  mas  inmediato,  en  que 
el  ganado  pueda  ser  encerrado,  bien  dando 
noticia  á  los  dueños  para  que  provean  á  su 
custodia  si  por  la  cercanía  de  los  nvismos 
fuese  posible,  bien  dejando  encomendada 
dicha  custodia  á  otro  de  los  encargados  de 
ella  si  fuesen  varios  y  uno  solo  el  delin- 
cuente, ó  bien  por  cualquiera  otro  medio 
legítimo  y  etícaz  oue  su  celo  le  sugiera  y 
las  circunstancias  de  cada  caso  permitan. 

Arl.  37.  Cuando  los  aprehendidos  fue- 
ren regantes  de  terrenos,  peones  ó  capata- 
ces de  montes,  ó  mozos  de  labranza  con 
yuntas,  caballerías  sueltas  ó  instrumentos 
de  labor ,  adoptarán  análogas  precauciones 
á  las  del  artículo  anterior. 

Arl.  38.  En  casos  de  incendio ,  inunda- 
ción y  otros  de  preciso  é  instantáneo  reme- 
die, la  Guardia  civil  y  los  guardas  jurados, 
además  de  la  recíprxtca  ayuda  que  se  pres- 
tarán siempre  unos  á  oíros,  podrán  re- 


clamar y  deberán  obtener  el  auxilio  de  todos 
los  circunvecinos  y  transeúntes  capaces 
para  prestarlo. 

Art.  39.  Los  guardas  particulares ,  em- 
pleados de  montes^  habitantes  v  transeun- 
tos  de  los  campos  tendrán  ademas  la  obliga- 
ción de  dar  á  la  Guardia  civil  las  noticias 
que  fes  pidiere  sobré  las  veredas,  senderos, 
Otilios  ocultos  y  cuantas  se^  refieran  á  la 
custodia  de  los  campos  y  los  montesi  y  á  la 
persecución  de  los  detitos. 

Del  persont^l  y  material  de  la  Guardia  cioilf 
aumentados  para  Uenar  el  completo  iervieio 
de  guardia  rural, 

Art.  40.  El  Ministerio  de  la  Guerra  fa- 
cilitará á  la  Dirección  general  de  la  Guardia 
civil  el  conlingente  anual  de  que  habla  el 
art.  2.^  de  la  ley,  de  individuos  que  lleven 
por  lo  menos  dos  años  de  servicio  activo  en 
el  ejército,  y  tengan  las  demás  circunutan- 
cias  que  se  requieran  para  ingresar  en  este 
cuerpo. 

Art.  4t. '  El  contingente  antes  citado  in- 
gresará en  el  cuerpo  de  la  Guardia  civil  en 
cuatro  niazos  ó  trimestres,  y  por  cuartas 
partes  oe  la  dotación  anual. 

Art.  42.  El  reemplazo  de  la  Guardia  ci- 
vil para  cubrir  el  contingente  mencionado 
en  los  artículos  precedentes  y  las  bajas  ul- 
teriores que  haya  en  el  cuerpo  después  de 
planteado  todo  su  servicio  se  hará  en  la 
forma  siguiente: 

1.  **  Con  los  reenganchados  sujetos  a  las 
disposiciones  vigentes  de  la  ley  de  reden- 
ción y  enganches ,  y  á  las  realas  órdenes 
especiales  para  el  cuerpo  de  la  Guardia 
civil. 

2.  ^  Con  los  voluntarios  que,  teniendo 
los  requisitos  de  reglamento  y  dos  años  por 
lo  menos  de  servicios  en  el  ejército  activo 
quieran  pasar  á  la  Guardia  civil  para  com* 
pletar  el  tiempo  que  les  falle  de  su  eaipeno, 
y  dos  años  mas  no  oomputables  para  el 
premio  de  reenganche. 

3.  °  Con  los  mismos  voluntarios  que  no 
renuncien  el  premio  de  reenganche  corres- 
pondiente á  los  dos  años  referidos. 

4.  **  Con  los  licenciados  del  ejército  sin 
nota  desfavorable  en  su  fíliaoion  ,  y  con  los 
requisitos  de  reglamento,  que  se  eng^auche» 
á  lo  menos  por  cuatro  años. 

En  el  caso  de  que  los  medios  propuestoc 
anteriormente  no  oastasen  á  cubrir  el  reem- 
plazo de  la  Gtaardia  civil,  el  Ministro  de  la 
Guerra  proveerá  al  mismo  por  los  medios 
legales  que  eslime  mas  adecuados. 
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ArL  43.  Con  el  cupo  ó  cootiogenío  de 
cada  año  de5erá  alehderse  á  uno  d  dos 
grupos  de  provincias  eontíffuas  en\r»  sí, 
cooibinándojos^  presencia  de  las  mayores 
neeesidades  de  estas,  jr  ^  conveniencia  y 
eficacia  .del  nuevo  servicio. 

Art.  44.  La  aplicación  anual  de  la  fuerxa 
aumentada  4  estaa  drcunsoripciones  ó  gru- 
pos se  propoodrá  á  los  Ministerios  de  la 
Gobernación  y  de  Üomento  por  la  Dirección 
general  de  la  Guardia  civil. 

Art.  45.  Desde  et  dia  en  que  quede 
completado  el  nuevo  servicio  en  una  pro- 
vincia se  observará  en  ella  la  prescripción 
M  art.  b.""  de  la  ley^ 

Art.  46.  Pata  la  distribución  proporcio- 
nal que  ha  de  hacerse  entre  las  provincias 
det  aumento  general  de  fuerza  que  la  Guar- 
dia civil  recíbase  tendrá  en  cuenta: 

1.  ^  El  censo  de  población,  excluida  la 
de  las  capitales  y  oemás  grandes  centros 
que  tengan  policía  especial ,  sea  dependiente 
del  Estado  ó  del  municipio. 

2.  ®  La  extensión  (^e  hectáreas  en  explo- 
tación ,  con  la  distinción  posible  de  lo  acci- 
dentado del  terreno  y  calidad  de  los  culti- 
vos y  plantaciones. 

3  *  La  estadística  criminal  y  demás  da- 
tos especiales  que  la  Dirección  de  la  Guard'a 
civil  haya  reunido,  relativos  á  las  necesi- 
dades de  la  seguridad  rural  y  forestal  de 
cada  región. 

Art.  47.  Cuando  se  reconozca  que  es 
•nficiente  para  llenar  por  completo  el  ser- 
vicio que  reclama  la  nueva  ley  el  aumento 
señalado  en  su  art.  2.^  la  Dirección  del  cuerpo 
formará  el  cálculo  del  nuevo  aumento  nece- 
sario, y  pedirá  la  ampliación  al  Ministerio 
de  Fomento.  Aprobada  por  este  la  propues- 
ta ,  será  trasmitida  al  Ministerio  de  ta  Guer- 
ra para  los  efectos  que  correspondan. 

Art.  48.  Los  gastos  de  material  y  per- 
•aoal  que  originen  lodos  los  servicios  enco- 
mendados á  la  Guardia  civil  se  consignarán 
en  lo  sucesivo  en  el  présopuesto  del  Minis- 
terio de  la  Guerra  y  en  el  de  Gobernación, 
aegrun  lo  establecido  hasta  aquí. 

Art.  49.  Acordado  et  aumento  de  fuerza 
qae  haya  de  darse  á  cada  provincia,  la  Di- 
rección general  de  la  Gaardia  civil  elevará 
á  los  Ministerios  de  la  Guerra  y  de  la  Go- 
bernaeion  el  presupuesto. de  gastos  que  en 
todos  conceptos  origine  la  aplicación  de  ella 
para  su  aprobación. 

Art.  50.  La  Dirección  de  dicho  cuerpo 
designará  los  puntosa  que  hayan  de  esta- 
blecerse los  puestos  de  la  Guardia  civil, 
oyendo  previamente  el  intbrme  de  loe  Go- 
|per  oidores. 


Art.  SI.  Ciuindo  el  establecimiento  de 
un  puesto  exija  la  creación  de  una  nueva 
easa«cnartel ,  caseta  ó  ciseton  de  abrigo,  la 
Direecion  del  arma  lo  propondrá  á  la  reso- 
lución de  los  Ministerios  de  Gobernación  y 
Fomento. 

Art.  52.  La  Dirección  de  la  Guardia  ci- 
vil tendrá  en  sa  Secretaría  los  planos  per- 
manentes aprobados  por  el  Gobierno  para 
les  cuarteles  y  casetas  de  nueva  construc- 
ción. Los  presupuestos  para  unos  y  otros 
se  formarán  con  arreglo  á  las  circunstancias 
y  precios  de  las  cosas  en  cada  tiempo  y  en 
cada  provincia. 

Art.  53.  Los  cuarteles  y  casetas  de 
nueva  planta  que  se  requieran  se  harán  ba- 
jo la  dirección  de  la  Guardia  civil ,  con 
arreglo  á  los  planos  y  presupuestos  previa- 
mente aprobados,  y  á  las  disposiciones  vi- 
g(?ntes  sobre  contratación  de  servicios  pú- 
blicos. 

Art.  54.  Siempre  que  en  los  cuarteles 
de  los  puestos  actualmente  establecidos 
pueda  albergarse  mas  fuerza  que  la  q  ue  hoy 
existe,  nada  satisfarán  las  proiQneias  por 
razón  de  su  nuevo  acuartelamiento. 

Art.  55.  Cuando  se  construyan  por 
cuenta  del  Estado  nuevos  edifícios  durante) 
el  tiempo  que  larde  en  quedar  planteado  <»l 
nuevo  servicio  en  todo  el  territorio  ,  solo  s^^ 
computará  á  la  provincia  respectiva  para  ol 
recargo  transitorio  de  sus  contribuciones 
que  establece  el  art.  4.®  de  la  ley  la  cuot.i 
anual  del  interés  y  el  tanto  de  amorlizacion 
sobre  los  capitales  invertidos  en  la  construc- 
ción ,  á  no  ser  que  se  construyan  volunla- 
riamenle  por  cuenta  de  las  provincias,  pue- 
blos ó  particulares  que  quieran  prestar  este 
auxilio  al  servicio  público,  con  sujeción 
siempre  á  los  planos  de  la  Dirección  del 
cuerpo. 

DISPOSICIONES  «GENERALES. 

Arl.  56.  Este  reglamento  formará  parle 
de  los  do  la  Guardia  civil ,  y  se  considerará 
como  extensivo  de  las  funciones  enconjen- 
dadas  al  cuerpo  por  su  propia  institución; 
no  entendiéndose  que  deroga  ni  altera  rt 
reglamento  orgánico  para  el  servicio  do 
dicha  fuerza  aprobado  en  R.  D.  de  2  de 
agosto  de  1852 sino  por  el  contrario/se  re- 
putará como  su  desarrollo  y  complemento 
en  lo  relativo  especial n»ente  á  las  disposi- 
ciones de  sus  arts.  ,30  y  31  ,  y  podrán 
refundirse  en  uno  solo  cuando  extendido  el 
servicio  completo  á  todo  el  reino  se  conside- 
re conveniente  por  la  Direecion  del  arma;  y 
á  propuesta  suya  lo  aniuebe  el  Gobierno  de 
S.  M. 
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Ijjualmenle,  y  en  la  misma  época  y  forma, 
ias  disposiciofies  eodceriii^iitet»  al  personal, 
material  y  conlabiJidad  que  en  este  regla* 
mpnto  se  con^ig^nan ,  y  que  tengan  un  cih 
líicler  pernaaneote ,  podrán  refundirse  en  el 
reglamento  militar  ■  de  la  Guardia  civil, 
Aprobado  por  R.  O.  de  17  dé  oclubrs  de 
1852. 

Art.  57.  Luego  que  se  puMique  el  pre- 
sente reglamento ,  serán  aplicadas  y  cum- 
plidas disposiciones  y  las  de  la  ley  de 
i^ruarderia  rural  aunque  no  estuviesen  pro- 
niuigados  todavía  los  de  policía  rural  para 
lodo  el  reino  á  que  se  refiere  el  art.  9.'*  de 
K  misma.  San  Ildefonso  3  de  agosto  de 
18ÍÍ6. — probado  por  S.  M.— Orovio.»  (Ga- 
^eta  6  agoAto.) 

242.  COjííSEJOS  T  TRIBUNAIiES  SO"- 
P  ttBMOS.— H.  D.  da  3  de  agosto,  mandando 
nue  los  oresidentea  reciban  y  drmen  la  cor- 
respondencia. 

(PaE8.  DEL  C.  M.)  ((Atendiendo  á  las 
razones  que  me  ha  expuesto  mi  Consejo  de 
I\linislros, 

Venjj^o  en  m-^nrlar  qwe  los  presidentes  de 
los  Consejos  y  Tribunales  Supremos  sean  los 
que  firmen  y  re<íii»an  la  correspondencia  de 
los  expresados  Ministros,  como  corresponde 
á  la  consideración  y  deferencia  que  mere- 
van,  por  ser  j»*fes  superiores  de  sus  respec- 
tivos ramos.  Dado  en  San  Ildefonso  á  3  de 
aijüslo  de  ISfiíi.»  {Gac.  7  agosto.) 

243.  ORDEN  DEIi  MERITO  NAVAL.— 
B.  D.  de  3  de  agrosto. 

(Marina.)  Se  instituyo  por  este  decreto 
la  orden  del  mérito  naval  para  recompensa 
«'special  de  los  servicios  prestados  por  los 
£;-.!neralos,  jefes,  oficiales,  guardias  marinas 
y  demás  clases  de  los  distintos  cuerpos  de 
la  armada.  (Gac.  7  agosto.) 

244.  PRESUPUESTOS  DEL  ESTADO. 
—Ley  do  3  de  agosto  presuponienao  los  gas- 
tos é  ingresos  d jl  servicio  dol  Estado  duran- 
te el  año  económico  de  1866-1887.— Eoono- 
niias.— Deuda  flotante,— Contribución  indus- 
trial.—Impuesto  de  minas.—  Id.  de  ferro-car- 
rilei.— Cereales. — Arriendos  do  consumos.— 
tíal  para  fomentadores  de  stdason.— Espen- 
dedurias  de  sal.— Empleados.— Monte  pió.— 
liecargos.—Bases.— Bstados. 

(Hac.)  «Doña  Isabel  11,  por  la  gracia  de 
D:o9,etc.  sabed:  que  las  Córles  han  decreta- 
do y  Nos  .sancionado  lo  siguiente: 

Arlicnio  I.®  Los  gastos  ordinarios  del 
servicio  del  Estado  duranle  el  año  económico 
d^  1.**  de  Julio  de  i866  á  30  de  junio  de 
1867  se  presuponen  en  la  cantidad  de 
2 14. 114.525  escudos,  distribuidos  por  capí- 
tulos y  artículos,  según  el  estado  adjunto 
letra  A,  .  ^ 


Art.  í.**  Los  ingresos  ordinarios  del  Es- 
tado pará  el  expresado  iaño  económico  se 
calcoian  en  la  sim4hlad  de  219.147.729  e«« 
cudos»  segon  ei  estada  adjuQto  letra 

Art.  3.^  Lofl  gasios  afecloa  ai  producto 
de  las  ventas  de  bienes  tiel  Estado  y  otras 
procedencias  inclusa  Ja  tercera  parle  del  80 
por  100  de  los  propios  enajenados  después 
del  2  d^  octubre  de  1858  que,  con  arreglo  á 
la  ley  de  1.°  de  abril  de  1859,  ha  de  consli^ 
tuirse  en  depósito  á  disposición  de  los  pue- 
blos; la  parte  que  debe  aplicarse  á  la  amor- 
tización de  la  deoda  consolidada  y  diferida, 
al  pago  del  capital  é  intereses  de  los  billetes 
hipotecarios  j  demás  obligaciones  nacidas 
de  la  ley  de  z6  de  junio  de  t864;  las  obras 
públicas  extraordinarias,  el  material  extraor- 
dinario de  Gracia  y  Justicia,  Guerra  y  Ha- 
cienda y  las  sumas  que  deben  invertirse  en 
estudios  de  ferro-carriles  y  en  la  amortiza- 
ción é  intereses  de.  las  obligaciones  del  Es- 
tado emitida"?  para  pago  de  subvenciones  y 
de  las  acciones  del  canal  de  Isabel  I(,  se  fi- 
jan en  la  cantidad  de  51.504.635  escudos, 
conforme  al  estado  letra  C. 

Se  aplican  al  pairo  de  esia  suma  los  valo- 
res d»;  fa  desamortización  civil  y  eclesiástica, 
conforine  á  las  leyes  de  1.**  de  abril  de  1859 
y  de  7  de  abril  de  1861 ,  los  procedentes  de 
la  ley  de  22  de  mayo  de  1859,  los  sobrantes 
del  presupuesto  ordinario  y  los  demás  re- 
cursos que  en  el  mismo  estado  se  compren- 
den. 

Art.  i.°  Se  autoriza  al  Gobierno  para 
realizar  las  bajas  y  economías  que  consideré 
convenientes  en  los  diversos  servicios,  auti 
cuando  estén  organizados  por  leyes  especia- 
les, á  fin  de  atender  con  el  remanente  de 
ingresos  que  produzca  al  descubierto  det 
presupuesto  extraordinario,  dando  después 
cufr'nla  á  las  Córles. 

Art.  b.^  El  Tesoro  público  |K)drá  tp-ner  en 
jcirculacion  durante  el  ejercicio  de  1866-67 
la  deuda  flotante  equivalente: 

1.°  Al  importe  que  después  de  tomado 
en  cuenta  el  saldo  por  suplementos  de  la  Ca- 
ja de  depósitos  procedentes  de  imposiciones 
voluntarias,  representen  los  déficits  no  ex- 
tinguidos de  ios  presupuestos  ordinarios  y 
exiraordinarios  liquidados,  y  las  antioipa- 
ciones  pendientes  de  reembolso  hechas  á  tas 
Cajas  de  Ultramar. 

Y  2.®  A  la  diferencia  entre  el  saldo  de 
los  depósitos  necesarios  de  la  misma  Caja  y 
el  que  resulte  entre  los  recursos  realizados 
y  las  obligaciones  vencidas  del  presupuesto 
ordinario  y  extraordinario  de  1866  á  67; 
impnliindoííe  á  este  último  los  intereses  d»» 
los  fondos  que  de  cualquier  procedencia  que 
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sean  se  soplan  pan  el  pago  de  tus  oblig^a- 
clones. 

Ar(.  6.*  Se  aprueban  las  bases  para  ta 
rectificación  de  las  (ariías  de  la  coolribu- 
cion  industrial  y  de  comercio»  qne  son  ad* 
jonias  V  van  señaladas  con  la  letra  A. 

Art.^.^  Se  aprueban  las  bases  para  el 
impuesto  de  minas^  que  son  adjuntas  y  van 
señaladas  con  la  letra  B, 

Arl.  8.^  Los  lerro*carriles  que  no  lle- 
guen á  10  kilómetros  y  que  no  eiiJacen  con 
lineas  fceneraleíi,  quedan  libres  del  impues- 
to del  10  por  100. 

Art.  9.^  El  Gobierno  presentará  cuando 
se  haya  de  llevar  á  cabo  la  reforma  arance* 
laria,  cuyas  imformaciones  se  han  practica- 
do, un  proyecto  de  ley  penniliendo  la  in- 
troducción de  cereales  en  la  Península  en  la 
forma  que  mas  conveniente  parezca. 

Art.  10.  El  importe  de  ios  derechos  de 
aduanas  del  material  que  las  empresas  de 
ferro-carriles  hayan  introducido  ó  intro- 
daxcan  del  extranjero,  abonados  por  el  Es- 
tado según  la  legislación  vigente,  se  consi- 
derará como  subvención  dada  á  las  compa- 
nías  para  los  efectos  de  la  ley  de  11  de  julio 
de  1860,  relativamente  á  la  emisión  de  las 
obligaciones. 

Arl.  11.  Cuando  no  se  presenten  lieita- 
dores  oue  cubran  el  tipo  de  las  subastas  de 
arriendos  de  los  derechos  de  consumos  por 
cuenta  de  la  Hacienda,  se  autoriza  al  Go- 
bierno para  arrendarlos  fuera  de  subasta  á 
los  que  lo  soliciten,  siempre  que  la  cantidad 
ofrecida  exceda  del  tipo  tijado  para  la  lici- 
taeion.  Se  autoriza  también  al  Gobierno  pa- 
ra arrendar,  sin  necesidad  de  subasta,  los 
derechos  de  consumos  en  aquellas  poblacio- 
nes que,  invitadas  á  encabezarse  por  una 
cantidad  determinada,  se  hubieren  negado 
á  verificarlo,  y  siempre  que  el  arriendo  no 
b^je  de  la  cantidad  rechazada  por  el  Ayun- 
tamiento. Los  arriendos  sin  subasta  estarán 
rojetos  á  las  mismas  reglas ,  garantías  y 
condiciones  que  los  que  se  adjudican  en 
pública  subasta,  debiendo  preceder  á  su 
concesión  el  mismo  depósito  prévio  que  pa- 
ra estos  se  exige.  Se  autoriza  además  al 
Gobierno  y  á  los  Ayuntamientos  de  tas  cíi- 
pítales  de  provincia  del  litoral  y  puertos 
habilitados,  para  celebrar  encabezamientos 
generales  de  los  derechos  de  consumos  en 
los  mismos  términos  que  lo  verifican  actual- 
mente las  demás  capitales  y  pueblos.  Cual- 
quier Ayuntamiento  que  quiera  encabezar 
se  podra  proponer  para  cubrir  su  cupo,  y  el 
Gobierno  aceptar  si  lo  estima  conveniente 
los  medios  que  mas  fáciles  le  sean,  atendidas 
las  circunstancias  de  sa  localidad,  aun  euan* 


do  DO  estén  indicados  en  las  instrucciones 
vigentes. 

ArU  12.  Los  fomentadores  de  pesca  y 
salazón  seguirán  disfrutando  del  beneficio 
de  recibir  la  sal  al  fiado  y  al  precio  de  coste 
y  costas  para  la  Hacienda,  que  se  fija  d^s- 
de  1.^  de  julio  en  un  escudo  por  quintal.  La 
Adnlinistracion  cuidará  de  formalizar  anual- 
mente con  arreglo  á  instrucción  latf  liquida- 
ciones de  cada  costera  con  los  industriaips, 
cobrando  de  ellos  al  precio  de  gracia  la  sal, 
cuya  inversión  acrediten  por  medio  de  ex- 
(>ortac¡ones  de  pescado  salado,  bajo  los  ti- 
pos desalazón  establecidos  en  la  R.  O.  de  2(> 
de  noviembre  de  1835,  y  cargándoles  por  pri- 
mera partida  de  cuenta  nueva  la  sal  que  r**- 
sulte  existente  en  las  fábricas  aunque  sea  de 
la  ya  usada  y  conocida  en  la  industria  con  el 
nombre  de  resalga. 

Art.  13.  Se  autoriza  al  Ministro  de  Ha- 
cienda para  que,  siguiendo  ia  venta  de,  i  i 
sal  en  la  forma  que  hoy  se  verifica,  pueda 
restablecer,  según  las  condiciones  de  cada 
localidad,  las  expendedurias  parlicula'-es 
con  los  recargos  que  <»8iii vieron  vigentes 
hasta  30  de  junio  de  1865;  debiendo  esta- 
blecerse alfolies  para  la  expendicion  al  por 
mayor  en  todas  las  Administraciones  de  es- 
tancadas que  sea  conveniente. 

Se  establece  también  que  por  el  nuevo 
sistema  de  fabricación  que  se  está  ensayan- 
do se  saque  al  consumo  público  en  paque* 
tes  y  envases  apropiados  sal  depurada,  pre- 
parada, molida  y  refinada  recargando  en 
cada  clase  el  sobreprecio  que  exijan  las  res- 
pectivas manipulaciones. 

Arl.  14.  Se  fija  en  el  70  por  100  d^l 
producto  total  de  la  renta -de  loterías  la  par 
te  destinada  á  la  ganancia  de  los  jugradoro^. 

Art.  15.  Se  abre  un  crédito  de  8.212  7G9 
escudos  aplicable  durante  el  ejercicio  de 
1866-67  á  construcción  y  reparación  de 
carreteras  de  primero,  segundo  y  tercer  ór- 
den,  cuyo  créaito  será  aumento  al  de  1.000 
millones  de  reales  concedido  por  las  ley^s 
de  l.^  de  abril  de  í859  y  25  de  mayo  de 
1863,  y  al  de  40  millones  trasferido  al  mi*'- 
mo  servicio  del  de  navetracion  marílim;^ 
por  la  de  25  de  junio  de  1864. 

Arl.  16.  Se  abre  un-crédilo  de  2.500.000 
escudos  con  destino  exclusivo  á  los  gastos 
de  la  guerra  del  Pacifico,  cuya  cantidad  sh 
anticipará  al  Tesoro  con  calidad  de  reint^"- 
gro,  de  los  remanentes  qup,  cubiertas  las 
atenciones  de  loj  enganchados  y  reen- 
ganchados resultan  existentes  en  el  fondo 
de  la  redención  del  servicio  militar. 

Arl.  17.  No  podrán  ser  modificadas  si- 
no en  virtud  de  una  ley  las  disposiciones 
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dt»l  reglamenlo  orgánico  para  las  carreras  ^ 
civiles  de  la  Admiuislra  ion  pública. 

Art.  18^  Los  empleados  de  Jas  diversas 
carreras- civiles  no  podrán  ser  jobilado»  con- 
tra su  vofunlad,  sino  coando  hayan  canrjpli- 
do  65  años  de  edad.  A  petición  propia  ten- 
drán derecho  á  serlo  por  eausa  de  imposibi* 
lidad  física  notoria,  ó  por  haber  cumplido 
60  años  de  edad. 

Art.  19.  Los  presidentes  de  las  comisio- 
nes especiales  de  la  evaluación  de  la  rique- 
za territorial  tendrán  derecho  al  abono,  co- 
mo tiempo  de  servicio,  de  aquel  tiempo  que 
sirvan  en  dichos  cargos. 

Art.  20.  Desde  la  publicación  de  esta 
ley  solo  tendrán  derecho  al  beneGeio  del 
Monle-pio  los  empleados  civiles  que  desem- 
peñan plazas  cuya  dotación  sea  de  800  es- 
cudos arriba,  sujetándose  en  lo  demás  á  las* 
disposiciones  vigentes. 

Art.  21.  En  los  casos  en  que  conforme 
al  art.  15  de  la  ley  de  presupuestos  de  25 
de  junio  de  1864,  las  pensiones  de  Monte- 
pío se  hayan  de  declarar  con  sujeción  á  lo 
dispuesio  en  los  arls.  45  á  66  y  69,  70  y  75 
del  proyecto  de  ley  presentado  por  el  Go- 
bierno dn.  S.  M.  al  Congreso  de  los  Dipula- 
dos  en  20  de  mayo  de  1862 ,  dichas  pensio- 
nes se  ajustarán  á  los  sueldos  reguladores 
correspondienles,  computados  en  los  térmi- 
nos que  previenen  los  arls.  7.**,  8.",  9.^,  10 
y  11  del  citado  proyecto^  y  teniendo  en 
cuenta  las  demás  disposiciones  del  mismo. 
Las  pensiones  que  se  hubiesen  concedido  sin 
tener  en  cuenta  estas  disposiciones  se  revi- 
sarán^'haciéndose  al  Tesoro,  cuando  haya 
lugar,  los  correspondientes  reintegros. 

Art.  22.  En  el  ejercicio  del  presente  pre- 
supuesto y  suct'sivos  no  podrán  concederse 
sino  por  leyes  especiales,  suplementos  de 
crédito,  créditos  extraordinarios  y  trasfe- 
rencias  de  crédito  de  uno  á  otro  capítulo  pa- 
ra ningún  objeto  de  ninguna  especie. 

Exceplúanse  únicamente  los  casos  de  guer- 
ra, de  calamidad  pública  ó  de  grave  alte- 
ración de  orden  público  y  aquellos  en  que 
Jos  gastos  de  material  corresppndienleií  á 
servicios  explotados  por  la  Administración 
se  aumenten  por  mayor  rendimiento  de  ios 
productos  en  los  respectivos  ramos. 

Art.  23.  Durante  el  año  económico  de 
1866i^á67,  los  recargos  sobre  las  contribu- 
ciones y  rentas  públicas  no  podrán  exceder 
del  máximum  autorizado  por  las  leyes  y  dis- 
posiciones Vigentes.  Exceptúase  la  contri- 
bución d^  consumos,  sobre  la  cual  los  recar- 
gos para  atenciones  municipales  ó  proviti- 
ciaíes  podrán  ser  iguales  á  los  derechos  del 
Teboro;  y  en  los  casos  en  que  con  anteriori- 


dad á  la  ley  d«  pr^sopuestas  de  1864  á  65 
existieran  arbitrios  especiales  autorizados 
debidamente  para  cubrir  «mpréstíloA  con- 
Iraidos  con  aprobación  del  Gobierfio,  podwn 
adenrá*  subsislir  aquellos  arbitrios. 

Art.  24.  Constituyen  parte  integrante  de 
la  presente  ley  las  disposiciones  que  contie- 
nen los  estados  letra»  A,  B  j  €. 

Por  tanto,  mandamos  etc.  San  Ildefonso 
tt  3  de  agosto  de  1866.— Yo  la  Reina.— El 
Ministro  de  Hacienda,  Manuel  García  Barza- 
nallana.i) 

A. 

Bases  para  la  rectificación  de  las  tarifas  de 
la  contribución  industrial  y  de  comercia, 
á  que  se  refiere  el  art.  6.*  del  proyecto 
de  ley, 

í.*  Los  Bancos  de  emisión  pagarán  el 
3  por  100  de  sus  utilidades  líquiaas,  siem- 
pre que  este  3  por  100  complete  una  cuota 
mínima  de  200  escudos  por  cada  lOf.OOO  de 
su  capital  social  realizado  y  de  las  dos  ter- 
ceras partes  de  los  billetes  emitidos,  estén 
ó  no  en  circulación. 

2.  *  Las  sociedades  mereanliles  consti- 
tuidas por  acciones  con  arreglo  á  la  ley  de 
28  de  enero  de  1848  ,  y  las  de  crédito  orga- 
nizadas en  virtud  de  la  ley  de  28  de  enero 
de  1856,  pagarán  también  el  3  por  100  dt^ 
sus  utilidades  liquidas ,  con  tal  de  que  estaa 
formen  una  cuota  mínima  de  150  escudos 
por  cada  100.000  de  su  capital  realizado. 

3.  *  Con  igual  cuota  contribuirán  las  so- 
ciedades no  comprendidas  en  las  denomina- 
ciones de  la  base  anterior  que  tengan  por 
objeto  el  seguro  múluo  sobre  la  vida,  siem- 
pre que  el  importe  de  las  imposiciones  de' 
los  asociados  ó  una  parte  de  ellas  se  emplee 
en  cualquiera  ramo  de  especulación  ó  de 
industria siendo  esa  parte  de  capital  ini- 
puesto  la  que  únicamente  estará  sujeta  á 
contribución. 

4.  *  Los  200  y  150  escudos  por  cada 
100.009  respectivamente  señalados  á  ios 
Bancos  y  sociedades  servirán  de  tmse  para 
la  imposición  y  exacción  de  las  cuotas  tri» 
mestrales;  pero  en  vista  d3  los  balances 
anuales  de  cada  establecimiento  se  formarán 
las  correspondientes  liquidaciones  y  se  pro- 
cederá á  exigir  las  diferencias,  si  resultaran 
en  b*»neficio  del  Tesoro. 

5.  *  Con  el  lin  de  que  tenga  cumplimien- 
to Ijo  establecido  en  las  bases  anteriores,  a** 
autoriza  al  Gobiejno  para  hacer  en  las  tari- 
fa«  de  esta  coiilriboaion  las  modifícacio'ies 
necesarias,  incluyendo  en  la  de  patentes  .ñ 
los  industriales  que  deban  figurar  en  ella 
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por  fó  módico  las  eúotat^M  héú  de  satis- 

6.*  Se  antortza  asimismo  al  Qobtoroo 
pafá  revisar  fas  tarifas -de  la  eontriboeion 
que  pagan  las  fábricas  de  papel  contínoo. 

B. 

Bases  para  la  €W9ceion  del  impuesto  ds  mi  - 
ñas ,  que  u  cüan  en  d  ari.  7.^  dei  proyec- 
to de  iey. 

ft.*  Las  Industrias  minera  v  metalúrgica, 
se^un  lo  dispuesto  en  el  art.  85  de  la  ley  de 
iniaas ,  no  pagarán  contribución  de  ninguna 
ebpeeie,  mas  que  las  establecidas  en  el  artí- 
culo 84  de  aquella  ley  en  las  bases  siguientes 
que  modifican  la  de  5  de  julio  de  1865;  no 
estarán ,  por  lo  tanto ,  sujetas  al  subsidio  in- 
du!iirial. 

2.  *  Los  edificios  destinados  á  la  industria 
minera  y  metalúrgica  pagarán  la  contribu- 
ción de  inmuebles  con  arreglo  á  so  valor. 

3.  ^  Los  minerales  de  todas  clases  paga- 
rán el  3  por  100  de  su  valor ,  teniendo  al 
efecto  en  cuenta  su  ley;  y  en  los  metales 
el  dos  por  100,  graduados  el  uno  y  el  otro 
en  el  punto  productor. 

4.  *  Los  plomos  argentíferos  no  se  ensa- 
yarán para  saber  la  plata  que  contienen;  pero 
ademas  del  derecho  establecido  en  la  base 
anterior,  pagarán  por  derecho  de  la  plata 
que  contienen  200  milésimas  de  escudo  por 
quintal  los  producidos  en  Sierra  Almagrera; 
125  milésimas  de  escudo  los  producidos  en 
la  provincia  de  Murcia;  100  milésimas  los 
de  Almena,  procedente  de  Sierra  Alhamilla 
y  Cabo  de  Gala,  y  50  milésimas  los  proce- 
dentes de  Motril  y  de  la  provincia  de  Jaén. 
Si  se  hicieran  otras  explotaciones  en  adelan- 
te, se  ensayarán  los  plomos  por  los  ingenie- 
ros del  Gobierno,  y  se  les  impondrá  el  de- 
recho correspondiente  al  grupo  á  que  perte- 
cieren  según  la  plata  que  contengan.  £slc 
reccmocimiento  se  practicará  una  vez  para 
clasificar  la  ley  argentífera  de  los  diversos 
minerales  que  se  exporten. 

5*  Quedan  exentos  de  las  contribu- 
ciones impuestas  en  las  bases  3.*  y  4.*  los 
minerales  y  metales  que  se  consuman  en  el 
reino:  su  circulación  y  beneficio  será  com- 
pletamente libre  en  el  interior.  £1  pago  de 
los  derechos  que  devenguen  los  exportados 
se  hará  precisamente  en  los  puntos  de  em- 
barque. El  comercio  de  cabotaje  queda  su- 
jeto á  las  formalidades  ordinarias. 

Quedan  asimismo  exceptuados  la  mena  de 
hierro,  los  combustibles  fósiles,  el  hierro, 
cok  y  zinc  que  se  exporten;  cuya  exención 
durará  el  tiempo  prefijado  en  el  párrafo  2  ® 
del  art.  84  de  la  ley  de  6  de  julio  de  1859. 


ULATITA.  399 
KSTAPO  LBTRA  A. 

nOtSÜPÜESTO  GENERAL 

de 

GASTOS  OftDIIfAaiOS  SEL  ESTADO  PARA  Kt  AffO 

BcoHómco  DE  1860*67. 


OBLIGACIONES  GENERA- 

LIS  DEL  BSTÁIH). 


CASA  REAL. 
Cap»,  (i)  EttqJjt. 


1.  '»— Dotac.  de  S.  M.  la  Reina.  3.400  000 

2.  »— De  S.  M.  el  Rey.    .    .    .  240.000 

3.  ®— De  S.  A-  R-  el  Príncipe  de 

Asturias   245.000 

4.  ^— De  la  Serma.  Sra.  Infanta 

doña  Maria  Isabel.  .   .    .  200.010 


5.  °— De  la  Serma.  Sra.  Infanta 

doña  Maria  Luisa  Fernanda 

y  su  familia   200.000 

6.  »— De  S.  M.  la  Reina  Madre.  300.000 


4.585.000 


CUERPOS  COLEGISLADORBS. 

Senado. 

i  .^—Personal  de  las  oficinas  del 


%nado   62.245 

^  f  Gastos  ordina- 

2.  <>— Material.  .    rios.  .    .    .  38.924 

(Extraordinar.  10.000 
Congreso  de  los  Diputados. 

3.  ®— Personal  de  las  oficinas  del 

Congreso   88.757 

! Gastos  ordína*  ^ 

rios.  .    .    .  40.800 

Extraordinar.  71.009 


317.735 


DEUDA  PUBLICA. 

Deuda  consolidada. 

i.^ — Intereses  de  la  d^uda  con- 
solidada al  5  por  loo,  reco- 


cí) Así  COMIO  Ttn  indicados  Ut  capítaiM  con  núma* 
ros  irftbes  ,  Vos  srtísulos  tn  ifu»  «llanos  se  ii^i  den  lu% 
.  iothcamos  coQ  núm-iros  romaoM. 
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PARTE  LEGI8LATIVÍ. 


60.000 


3.151.528 
16.630.845 


5.152.002 
99  000 


acciones 


nocida  á  los  Estados-Uni* 

dos.  .  4 

2.0—1  (l).— Inlereses  de  la  deu- 
da consolidada  ai  3  por  100 
exterior^  

II.  — De  Ídem  id.  id.  interior. 

III.  — De  inscripciones  intras- 
ferlbles  de  idem  á  favor  de 
corporaciones  civiles.    .  . 

IV.  — De  idem.  id.  á  favor  de 
cofradías  y  obras  pias..  . 

V.  — De  idem  id.  á  favor  del 
clero  por  la  permutación  de 

sus  bienes  (Memoria 

3.  ®— I.— Intereses  de  la  deuda 

diferida  al  3  por  100  ex- 
terior  5  745.560 

II.— De  idem  id.  interior.    .  6.854.440 

4.  ° — Resullas  de  ejercicios  cer 

rados  de  la  deuda  consoli- 
dada (Memoria.) 

Deitda  amortizable, 

h.^ — I. — Intereses  de 

de  carreteras  

II.— De  acciones  de  ferro-car- 
riles  

6.  ® — Intereses  de  acciones  de 

obras  públicas.    .    .    :  . 

7.  **— De  billetes  de  la  deuda  del 

material  del  Tesoro.    .  . 

8.  "^- De  la  deuda  flotante  del 

Tesoro   3.000.000 

9.  * — Amorfizacion  y  paro  de 

residuos  de  la  deuaa  no 
consolidada  

10.  — De  acciones  de  carrete- 

ras  

11.  — De  acciones  d^  obras 

blicas  , 

12.  — De  billetes  de  la  deuda  del 

material  del  Tesoro.    .  . 

13.  — De  billetes  de  la  deuda  del 

persolial  

14.  — De  billetes  de  calderilla  ca- 

talana. ....... 

15.  — Resultas  de  ejercicios  cer- 

rados de  deuda  amortiza- 
ble.  .    .  . 


arl.  4.^  de  esta  sección,  el  crédito  necesario 
á  cubrir  la  cantidad  que  se  satisfaga  por  in- 
tereses de  inscripciones  intrasferibles,  emi- 

í  tidas  y  que  se  emitan  á  favor  del  dero,  á 
consecuencia  de  la  permutación' de  bienes 

I  acordada  en  el  último  convenio  celebrado 
con  Ja  Santa  Sede. 


pu- 


838  570 
462.180 
391.896 
200.000 


1.800.000 
7^.200 
116.000 
800.000 

1.200.000 
100.000 


CARGAS  Dt  JUSTICIA  T  PBHSIORBS 
ESPECIALES. 

Corrientes, 

l.**—I.— Oficios  y  derechos  ena- 
jenados  683.924 

II.  — Recompensas  por  salinas.  38.237 

III.  — Asignaciones  sobre  ter- 
renos y  derechos  del  Estado.  149.578 

IV  —Rentas  decimales.    .   .  13.000 

V.  — Recompensas  por  dere- 
chos, rentas  y  servicios.   .  319.624 

VI.  — Asignacionss  á  corpora- 
ciones municipales.  .    .    .  2.239 

VII — Censos  y  pensiones  afec< 

tas  á  fincas  aei  Estado.   .  9.900 

VIH —Rentas  vitalicias.  .    .  9S.190 

IX.— Condonaciones.  .   ,   .  180.000 

Atrasadas, 

2.  ®—!.— Oficios  y  derechos  ena- 
jenados  8.469 

III. — Asignaciones  sobre  ter- 
renos y  derechos  del  Estado.  3. 3 1 5 
V.— Recompensas  por  dere- 
chos, rentas  y  servicios.    .  2  768 
VIL — Censos  y  pensiones  afec- 
tas á  fincas  del  Estado.    .  2. 187 
VIII.— -Rentas  vitalic  as.    ,   .  814 

Ejercicios  cerrados, 

3.  **— Obligaciones  que  resulten 
sin  pagar  por  las  cuentas 
definitivas  (Memoria.) 


(Memoria.) 


47.399.221 


DISCOS  VlOZf. 


Se  considerará  trasferido  del  pr^upuesto 
de  obligaciones  eclesiásticas  al  capítulo  2.^, 

(1 )  A<\ui  paos  ,  tieiM  ya  lag-tr  lo  ORpUcado  en  la  rv> 
iuUc  Ift  pjigiua  auteiior,  y  6e  leerá  cap.  f.*  att.  \,  tic. 


1.512.24r» 


{Se  continuará,) 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietario, 
y  Editor  responsable. 


MADRID.— Iinp.  <Ie  El  Consultor  ¿  cargr»  de  F  il- 
la Riva,  Barquillo  15.— AUuiiiiUl.  Fomenio,  l.«>,  irrohc. 
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(Coatina«ci«n  <!•  lot  prwupMftM  del  ItteAi.) 

CLA9BS  PASIVAS. 

1.  *— l. — Pensiones  remuneralo- 

rias   3t7.5í>0 

lí.— De  regutares   1.167.830 

III.  — D«  legiones  y  cuerpos 
extranjeros  disueltos.    .    .  40.000 

IV.  — De  convenidos  de  Ver- 
gara  •  27.740 

V— Montepíos  militares.    .  2  649.970 

V¡.— Civiles   2.398.960 

VII. — Mesadas  ée 

vencía   20.000 

VIH. — Retirados  de  guefia  y 

marina   5.820.810 

IX.  -— Jubilados  de  todos  los 
Ministerios   2.183.690 

X.  ^Cesantes  de  todos  los  Mi- 
nisterios, inelaíiot  los  emi* 

grados  de  América.  .    .   .  K358.660 

XI.  — Pensiones  de  los  secues- 
tros de  los  ex-infaules.  .    .  37.300 

2.  °^0bligac»ooes  que  resulten 

sin  pagar  por  las  cuenitt 
defínitiyas. .    .   ,    .    .    .  (Memorkt.) 

16.022.520 


Disposfaon. 


Si  el  importe  de  las  obligaciones  de  cla- 
ses pasivas  que  se  reconozcan  y  liquiden 
durante  el  ejercicio  de  este  presupuesto  ex« 
ctf^diese  del  crédito  que  señala  )a  sección 
quinta,  se  considerará  ampliado  hasta  la  su- 
ma necesaria  para  el  completo  pago  de  di- 
chas obligaciones,  que  en  ningún  caso  se 
podrán  hacer  extensivas  en  declaraciones 
ni  ampliaciones  que  no  estén  fundadas  en 
las  le^es  que  rigen  sobre  la  materia. 

OBLIGACIONES  DE  LOS 

DSPAETAMIirrOS  MINISTERIALES. 

PACsronvaA  dbc  cohsbjo  de  mi- 

HISTROS. 

Presidencia, 

I.^—I— Sueldo   del  Ministro 
(abonable  en  el  caso  de  que 
Tomo  X  oel  Dice. 


el  Presidente  del  Consejo  no 
ocupe  otfo  departamento 

ministerial)   12.000 

II.— Personal  de  la  Secretaria 
de  la  Presidencia  y  ordena- 
ción de  pagos   29.000 

2.  ®—!.— Material  de  la  Presi- 

dencia y  gastos  de  repre- 
sentación  24.000 

II.  —De  la  ordenación  de  pa- 
gos  2.000 

III.  — De  la  junta  y  dirección 
de  estadística  y  de  la  de 
operaciones  geográficas. '  •  26.500 

Consejo  de  Estado^ 

3.  *— Personal   323.550 

4.  *— Material   11.000 

Estadisiica 

5.  ^^-Personal  de  la  junta  y  di- 

rección de  estadística.  .    .       39  200 

6.  ® — Material  de  la  dirección  de 

estadística   43.680 

7.  ** — Personal  de  las  secciones 

provinciales   81. 509 

S."*- Material  de  ídem  id.    .    .  19.7oO 

9.  *— Personal  de  trabajos  geo- 

gráficos  257.SS5 

10.  — Material  de  ídem  id.    .    .  115.000 

Ejercicios  cerrados. 

11.  — Obligaciones  que  resulten 

sin  pagar  por  las  cuentas 
definitivos  (Memoria  ) 

RBSUMEH  DE  LA  SECCION  PRIMERA. 


Presidencia. .  .  . 
Consejo  de  Estado. 
Estadística.  .  .  . 
Ejercicios  cerrados. 


93.500 
334.550 
556.965 


985.015 


Disposición. 

Se  autoriza  al  Gobierno  para  que,  si  lo 
creyere  conveniente,  se  traslade  de  esie 
presupuesto  al  de  Fomento  la  parte  foresial 
geológica  é  hidrológica  de  la  estadística, 
trasladando  también  los  créditos  presupu^ó»- 
tos  para  este  servicio. 
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MINISTERIO  »B  ESTADO. 

J  .•—I.— Sueldo  del  Minislro.   .  12.000 

II.  — Personal  de  la  Secrelaria.  67.600 

III.  — Del  archivo   12  260 

IV.  — De  la  ponería  de  la  Se- 
crelaria   g  50q 

V.  — Del  ¡nlroduclor  de  emba* 
jadores   5  qqq 

VL— De  Ja  cancilleriaé  Inler- 
prelacioh  de  lenguas.    .    .  9.200 

VIL — De  la  ordenación  de  pa- 
ffos  y  agpencía  de  preces  á 
Roma   17.200 

VIII.— De  la  comisaría  gene- 
ral de  los  Santos  Lugares 

deJerusalen   » 

2.»— Material  de  la  adminlslra- 

cion  central.  ....  24.000 
«•  —L— Personal  del  cuerpo  di- 

plomático.  ......  564.600 

11.— -De  las  comisiones  de  lí- 
mites  26.200 

ííí         cuerpo  consular.   .  365Í200 

IV— De  las  clases  pasivas 
que  cobran  en  el  exlran- 

^V^'¿i  •  •  •  1-200 

*•  —L— Material  del  cuerpo  di- 
plomático..   ......  39.000 

11.— De  las  comisiones  de  lí- 
mites  ^ 

e  P'tT^^'  cuerpo  consular.  !  107.'200 
5.  —Personal  de  la  sección  de 

correos  de  gabinete      .   .  33.700 

b."— Material  de  ídem  id.  .  .  ^00 
7  **— L— Personal  del  tribunal 

 •  59.400 

8."— Material  del  tribunal  de  la 

no               'r.  ;   '    '   '  4.<)00 

^-  — I.^Personal  de  los  minis- 
tros de  las  (^'rdenes  de  Car- 
los tercero  é  Isabel  la  Cató- 
lica y  Maria  Luisa.  .    .    .  12.600 

II.  — De  los  vocales  de  las 
•,_*s*"[»^'ea8  de  las  mismas.  3.200 

IIL— De  la  secretaria  de  las 

mismas   g  y 00 

10.— I.— Malerial.^Gaslós  *ex- 

traordinarios  de  las  mismas.  3.600 

J}¡— SlL^^inanos  de  Idem. .    .  4.800 

III.  —Ti  ansí  torios  de  ídem.    .  1,460 
II— L— Personal  de  los  minis- 
tros de  la  orden  de  San 

Juan  de  Jerusalen.    .    .    .  6.450 
II.— De  los  vocales  de  la  mis- 

  » 


III.— De  la  secrelaría  de  la 
misma.  ....... 

12.  — Material  de  dicha  orden. 

13.  — 1. — Gastos  eventuales. .  . 
lí. — Improvistos.  .  »  »  . 
III. — De  la  correspondencia 

Dfícial  del  extranjero.   .  » 

14.  — Gastos  de  los  ramos  pro- 

ductivos que  administra  el 
Ministerio  de  Estado.   .  ^ 

15.  — Obligaciones  de  ejercicios 

cerrados  que  carecen  de 
crédito  legislativo.  .    .  . 

16.  — Idem  que  resultan  sin  pa- 

^ar  por  las  cuentas  defini- 
tivas.  .  (Memoria.) 


2.600 
2.200 
69  000 
100.000 

8.000 


4.620 


522 


1.598  752 


MIRISTERIO  BE  GRACIA  T  JC8TICIA. 

Obligaóiones  de  Gracia  y  Jut^ 
ticia, 

1.  **— I.— SueJdo  del  Ministro.  . 
IL— Personal  de  la  Secretaria 

del  Ministerio.  .... 
Ilt. — De  Ja  dirección  del  re- 
gistro de  la  propiedad.  .  . 

IV.  — De  la  ordenación  gene- 
ral de  pagoSé  .    .    .    .  . 

V.  — De  la  cancillería.  .    .  . 
VL— De  la  colección  legisla- 
tiva  

2.  **— L— Material  de  la  Secreta- 
ria del  Ministerio.   •    .  . 

II.  — De  la  dirección  del  regis- 
tro de  la  propiedad.    .  . 

III.  — De  la  ordenación  general 
de  pagos  

IV.  — De  la  cancillería.    .  . 

V.  — Gastos  de  la  colección  le- 
gislativa. 

Tribunal  Supremo  de  justicia, 

3.  *»— Persona!.  ...... 

4.  ®— Material  

Audiencias  y  Juzgados  de  pn- 
mera  instancia. 

5.  ^—1— Personal  de  las  Audien- 

cia»  

11  —De  los  Juzgados.  .    .  . 

6.  *>—í.— Material  de  las  Au- 

diencias  

H.— Reparación  ordinaria  de 
los  edificios  de  las  Audien- 
cias  


12.000 

97.300 

38*900 

36.350 
7.400 

10  000 

24.000 

45.000 

5.000 
400 

ia.328 

188  820 
8.000 


957.612 

1.736.570 

7S.440 
6.000 
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fÁ^rt  LIGiSLATirA. 


n[.«-6atlos  de  los  archivos 
dei  Tribonal  Supremo  y  las 

Audiencias   7.800 

IV.  -^Malerial  de  los  Juagados 

de  primera  instaneúi.   .   •  104.850 

V.  — Alquileres  de  los  edificios 
y  i^asios  de  la  guardia  noe* 
torna  en  los  Juagados  de 

Madrid   3.600 

7.  <'— Personal  de  la  EstadísUoa 

¡udieiai   15.200 

8 .  •-Material  de  id   8.000 

9.  *— I.*-GasU)s  diversos  de  ad- 

ministración de  jusitcia  eri* 

rainal   15.000 

n.— Imprevistos   16.200 

III.— De  la  comisión  de  códi- 
gos  4.150 

10.  — Obligaciones  de  ejercicios 

cerrados  que  carecen  de 

crédito  legislativo.  .   .    .  1.358 

11.  — Que  resulten  sin  pagar  por 

las  cuentas  definitivas.  .   .  (Memoria.) 

Obligaciones  eclesiásticas. 

12.  — I.:-Clero  catedral.  .   •    .  2.449.425 

II.  — Exceso  de  dotación  á  va- 
rios capitulares   1.580 

III.  -Capellanes  excedentes 

en  las  catedrales.    .    .    .  8.871 

IV.  --Clero  colegial   382  856 

V.  — Parroouial   7.804.874 

VI.  — Benefícial  y  parroquial.  429.283 
VI(.— Dotación  á  jubilados.  .  7.573 
vm.^Del  M.  R.  patriarca.  .  15.000 
IX. — Clero  parroquial  de  las 

provincias  Vascongadas.  .  461.143 

13— I —Culto  catedral.  .    .    .  466.900 

II.  — Gastos  de  administración 

y  visita   138.530 

III.  -^ulto  colegial   125  821 

IV.  — Parroquial   2  988.869 

V.  — Seminarios  conciliares  y 
bibliotecas   543.900 

VI.  — Gastos  de  administra- 

cioo  económica   125.700 

VIL— Culto  y  conservación 
del  santuario  de  Monserrat 
y  casa  natal  de  Santa  Tere- 
sa de  Jesús  en  Avila.    .    .  9.000 

VIII.  — Gastos  imprevistos.    .  40.000 

IX.  — Culto  parroquial  de  las 
provincias  Vascongadas.    .  131.961 

X.  — Biblioteca  Colombina.    .  1.800 

Xí.— Ofrendas  al  Apóstol  San- 
tiago, patrón  tutelar  de  las 

Españas   4.927 

14.— Personal  de  religiosas  en 

clausura   840.124 


403 

15.  — Material  de  las  mismas.  •      462  140 

16.  — I.— Personal  del  tribunal 

de  las  órdenes   82.400 

II.— #e  la  imprenta  de  balas.  3.600 

17.  — I.— Material  del  Tribunal 

de  las  órdenes   4.820 

II.  — De  cruzada   1.600 

III.  — Gastos  de  la  pnblicacton 

de  la  bula   382 

IV.  — De  la  agencia  de  Preces 
áRoma.   400 

18.  — I. — Rsales  fabricas  de  San 

Pedro  y  San  Juan  de  Le- 
tran,enRoma   37.569 

II.  — M.  R.  Nuncio  de  Su  San- 
tidad  10.000 

19.  — I._Butas  de  las  Península.  32.750 
n.— De  Ultramar   4.900 

20.  — I.— Instituto  de  San  Vicen- 

te de  Paul   18.500 

n.— De  San  Felipe  Neri.  .    .  14.400 

III.  — De  las  hijas  de  la  Can- 
dad  7.640 

IV.  — Colegios  profesionales  de 

los  PP.  Escolapios.  .    .    .  20.000 

21.  — Obligaciones  de  ejercicios 

cerrados  que  carecen  de 

crédito  legislativo.  .    .   .  7.782 

22.  — Que  resulten  sin  pagar  por 

las  cuentas  definitivas. .   .  (Memoria.) 

EBSÜMUI  DB  LA  SICCIOB  TCRCIRA. 

Obligaciones  de  Gracia 

y  Justicia   3.449.278 

EclesiásUcas.    .    .    .  17.637.020 


21.086.298 


Disposición. 

Se  trasferirá  de  los  créditos  para  obliga- 
ciones eclesiásticas  al  presupuesto  de  la  deu- 
da pública  una  cantidad  igual  al  importe 
los  intereses  que  se  sailsfagan  durante  el 
ejercicio  por  las  inscripciones  de  deuda  con- 
solidada al  3  por  100  á  favor  del  clero, 
emitidas  y  que  se  emitan  á  consecuencia  de 
la  permutación  de  bienes  acordada  en  el 
último  convenio  celebrado  con  la  Sania 
Sede. 

BBOOZOIO-  CXT^-^T^ 
HINI8TBRI0  DE   LA.  GUKRaA. 

Servicio  generaL 

1 .0— I.—Sueldo  del  Ministro.    .  12.000 
II. — Personal  de  la  Secretaría 
del  Ministerio   102.520 


Digitized  by 


mTE  LCGISLITIVA^ 


líl. — De  la  Dirección  gene- 
ral del  cuerpo  de  estado 

m^yor.  9.000 

IV.  — De  ¡nfanlería   77,080 

V.  — De  artillería   95,060 

VI.  — De  íng^enieros.    .    .    .  9.000 
Vn.— De  caballería.    .   .   .  61.680 
VIH.— De  la  audrtoria  gene- 
ral eclesiáslica.   ,   ,    ,    ,  3.000 

IX.  — De  las  oficinas  cenlrales 

de  administración  militar.  «  i4.000 

X.  —De  la  dirección  general 

de  sanidad  militar.  .   .    .  99.572 
2.«—l.— Material  de  la  Secreta- 
ría del  Ministerio.   .    .    .  30.0D0 

II.  — De  la  Dirección  general 
de  estado  mayor  y  def>ési4o 

de  la  Guerra   1S.790 

III.  — De  infantería   13  200 

IV.  — De  artillería   5.000 

V.  — De  ingenieros   5.000 

VI.  — De  cabattería   7.200 

VII.  — Del  vicariato  general 
castrense   2.400 

VIII.  — De  las  oficinas  centra- 
les de  adminisipaeion  mili- 
tar  16  600 

IX.  — De  la  dirección  general 

de  sanidad  miüiar.  .    .   .  6.600 

5.  '^—I.— Personal  del  Tribunal 

Supremo  de  Guerra  y  Ma- 
rina  192.385 

II.— De  los  juzgados  miniares.  80.212 

4.**— Material  del  Tribunal  Su- 
premo de  Guerra  y  Marina.  11.600 

5.0 — Personal  de  generales  y 
brigadieres  exentos  y  en 

comisión   942.400 

6.  ®— I. — Personal  del  cuerpo  de 

estado  mayor   305.860 

II. — De  las  secciones-archivos 

de  las  capitanías  gtnerales.  55.008 

7.  ® — I. — Personal  del  cuerpo  de 

guardias  alabarderos.  .    .  245.487 

II.  — De  infantería   8.957.515 

III.  — De  artillería   2.239.935 

IV.  — De  ingenieros.    .    .    .  861.438 

V.  — De  caballería.  ....  2.686.058 

VI.  '— De  milicias  provinciales.  1.910.502 
Vil.— De  milicias  de  Canarias.  76.661 
Vlil. — De  cruces  pensionadas 

de  María  Isabel  Luisa  á  las 

escuadras  de  Cataluña..    .  1.440 

8.  ^ — Personal  de  los  estados  ma- 

yores de  provincias  y  pla- 
zas. .    .    .•   761.644 

9.  «-^aterial  de  idem  id.    .    .  74.794 

10.  — Personal  del  cuerpo  admi- 

uibtralivo  del  ejército   .    .  999.597 


1 1.  — Material  de  ídem  id.    .    .  37.6^ 

12.  — I.— Personal  del  colegio  de 

infantería   125.894 

II.  — De  arliUería   209.521 

III.  — De  la  escuela  eolegío  de 
caballería  ,  128.229 

IV.  — De  estado  mayor.    .    .  48.540 

V.  — De  la  academia  de  inge- 
nieros.  87.888 

VI.  — De  la  escuela  de  admi- 
nistración milita^    .   .    .  13.200 

VIL— De  la  escnela  deliro.  .  21.09^ 

13.  — Material  de  museos  mil  lia- 

res (Suprimido)   » 

14.  — L— Personal  dejefesyofir- 

oiales  en  comisión  activa.  .  289.644 
11. — De  las  comisioaes  de  ajus« 

les  de  armas  (Suprimido)..  .  n 

15.  — I. — Personal  del  eatableot- 

miento  de  inválidos  de  Ato- 
cha  131.106 

II. — De  secciones  de  inválidos 

y  compañías  fijas.   .   .   .  109.971 

16.  — I. — Material  del  estableci- 

miento de  inválidos  de  Alo- 
cha   2.400 

II.— De  vigías  y  torreros.    .  3.036 

17.  — Material  de  subsistencias 

militares   5.337.421 

18.  — De  utensilios.    ....  831. 13S 

19.  *-De  vestuario  y  equipo  (Su- 

primido)  » 

20.  — L— De  remonta.    .    .    .  426.160 
IL— De  la  cria  caballar,    .    .  277.02^ 

21.  — L— Personal  facultativo  de 

hospitales   30l.0(*í) 

II. — Eclesiástico  de  idem.    .  37.5(>0 
lil. — De  las  compañías  sani- 
tarias  77.725 

22— Material  de  hospitales.    .  1.351.3*29 

23.  — De  trasportes,  fletes,  pos- 

tas, buques  y  correos  mili- 
tares  172.640 

24.  — De  comisiones  extraordi* 

narias  del  servicio.  .    .    .  128.649 

25.  — I.— Personal  del  nMterial 

de  artillería   417.559 

II.— Material  del  mismo.  .    .  1.684  05o 

IIL— De  trasportes  de  idem.  lOO.Om» 

26.  -^1.— Personal  del  material 

de  ingenieros    ....  92.íUif> 

II.  — Material  del  mismo.  .   .  679^1 0 

27.  — I. — Personal  de  jefes  yofi- 

oiales  de  reemplazo.    .    .  159.779 
IL— De  administración  cen- 
tral militar   49.8S3 

III.  — De  excedentes  de  juzga- 
dos de  guerra   27.4S<» 

28.  — Personal  de  presidios.    .  74.910 
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29 —Malcrtal.— Gaalos  diver- 
sos  

30.  — I.— PenMoncs  de  la  craz 

d©  San  Hermenegildo.  .  . 
IL— De  San  Fernando.    .  . 

31.  — Gastos  de  una  quinta.  . 

Guardia  civil, 

32.  — Personal  de  la  dirección 

general   38.560 

33.  — Material  de  I»  misma. .  . 

34.  — Personal  de  las  planas  ma- 

yores y  tercio».  .... 

35.  — Material  de  provisión  de 

pienso  

36.  — De  utensilios  

37.  — De  remonta  (Suprimido.) . 

Cumplidos  del  ejército, 

38.  — Cuotas  que  Ies  correspon- 

den según  los  arls.  4.*  y  5.® 
de  la  ley  de  reemplazos  de 
1856.    .......  300.000 

Ejercicios  cerrados. 

39.  —Obligaciones  que  carecen 

de  crédito  legislativo.  .  . 

40.  — Que  resulten  sin  pagar  por 

las  cuentas  definitivas. .    .  (Memória.) 


liO.OOO 

120  500 
14.700 
245.662 


3.720 

4.642.745 

319.4B3 
80.190 


124.963 


RESUMEM  DE  LA  SECCIOII  CUARTA 


Servicio  general.  .  . 
Guardia  eivil.  .  .  . 
Cumplidos  del  ejército. 
Ejercicios  cerrados. 


1.0- 


MllflSTBRtO  DE  MARINA. 

— Sueldo  del  Ministro.  . 
II.— Personal  de  la  junla  con- 
sultiva, direcciones  y  se- 
cretaría del  Ministerio.  . 
2.*» — Material  de  idem  id.    .  . 
3.0  i. — Personal  del  cuerpo  ge- 
neral de  la  armada.    .  . 
II. — De   ingenieros.    .    .  . 
in.— De  artillería  é  infantería 

de  marina   625.638 

IV. — De  las  compañías  de  in- 
válidos  4.P97 

V  Del   cuerpo  administra- 

livo   ?23.350 

VI. — Del  de  sanidad.  .  . 

VIL  Del  eclesiástico. .  . 

VItl. — Del  de  maquinistas. 


PARTE  LKCI8UTI  VA. 

IX  — Dt*l  de  contramaestres. 
4.»— l. — Material  de  la  escuela 
de  ingenieros  

11.  — De  los  cuerpos  de  artille- 
ría  é  inCanteriá  de  marina. 

III  —De  las  compañías  de  in- 
válidos  

IV. — Del  cuerpo  eclesiáslico 
y  gastos  de  iglesia.  .    .  . 
5.0— L— Personal  de  las  oficinas 
militares  de  los  deparla- 
mentos  

II.  — De  administración  de  los 
mismos  

III.  — Desanidad.    .  ... 

6.  ^—1.— Material  de  las  oficinas 
militares  de  los  deparla- 
mentos  

n. — De  administración  de  los 

mismos.  

'III.— De  las  capitanías  de  puer- 
tos  

7.  '» — L— Personal  de  tercios  na- 
vales y  cuadro  de  reserva. 

H.— De  prácticos  y  vigías.  . 
8.0 — Malprial  de  tercios  navales. 
9.0 — 1. — Personal  de  las  oficinas 

de  los  arsenales  

II.— De  la  guardia  de  arsena- 
les y  presidios  

ni.— De  ayudantes,  oficiales 
de  mar  y  marinería.    .  . 

IV.  — De  la  maestranza  per- 
manente y  eventual.    .  . 

V.  — De  la  conservación  de 
aditicios  

10.— I.— Material  de  la  guardia 
de  arsenales  y  presidios.  . 

II.  — De  ayudantes,  oficiales 
de  mar  y  marinería.    .  . 

III.  — De  vestuario  de  la  ma- 
rinería  

IV.  — De  gastos  ordinarios  de 
los  arsenales  y  buques.  . 

II  _I,— Personal  de  buques  ar- 
mados  

II..^Gralificaciones  y  sobre- 
sueldos de  jefes  y  oficiales 
trasportados  por  mar  y  que 
tengan  comisiones.  .    .  . 

12.  — I.— Material  de  raciones 
de  individuos  embarcados. 

II.— De  medicinas  y  envases 
para  los  buques.    .    .  . 
III^— .De  carbón  de  piedra  pa» 
ra  los  mismos.    .    .    .  • 
IV. — De  escritorio  para  idem, 

13.  — I— Personal  del  colegio 
naval  


34.845.492 
5.084.698 
300  000 
124.963 

40.355.153 


12.000 


128.554 
30.000 

548.665 
95.8Í2 


405 

98.3H7 

2.000 
215.961 
1.619 
4.650 

48.320 

10  600 
2.400 

10.166 

17.200 

20.440 

439.486 
17.154 
83.420 

59.812 

158.969 

99.041 

1.475.143 

1.413 

92.23á 

128.310 

150.000 

1.488.725 

1.179.471 


130.406 
36.054 
190.850 


16.000 

1.029.520 

13.360 

369.784 
7.760 

55  57G 
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II.  — Del  observatorio  aslronó- 
miccj.  ^.  

III.  — Del  depósito  hidrográ- 
fico ;  . 

IV.  — Del  museo  naval.    .  . 

V.  — De  la  biblioteca  central. 
14. — I. — Material  del  museo  na- 
val  

U.— De  la  biblioteca  central. 
ib. — Personal  de  juzgados  de 
marina  

16.  — I. — Gastos  diversos  de  ofi- 

cinas  

II.  — Alquileres  de  edificios. 

III.  — Fieles  

IV.  — Distribución  de  cauda- 
les  

V.  — Correspondencia  oficial 
extranjera  y  otros  gastos. 

17.  — Personal  de  hospitales.  . 

18.  — Material  de  ¡dem.  .    .  . 

19.  — 1. — Gastos  del  depósito  hi- 

drográfico  

II.  — Del  observatorio  astronó- 
mico.   .  \  

III.  — De  fincas  al  servicio  de 
marina  

IV.  —  De  ventas  y  auxilios.  . 

20.  — Obligaciones  de  ejercicios 

cerrados  que  carecen  de 
crédito  legislativo.  .    .  . 

21.  — .Que  resulten  sin  pagar  por 

las  cuentas  definitivas.  •  . 


PARTE  LEGISLATIVA. 


32.910 

27.943 
2.663 
2.300 

1.750 
1.400 

73.696 

6.600 
1.318 
22.000 

H.740 

10.000 

113.093 

27.802 

16.000 

946 
10 


156.569 
(Memoria.) 


9.926.196 


MIIIISTBRIO  DE  LA  GOBERNACION. 

Servicio  general. 

1.  ®—!.— Sueldo  del  Minislro.    .  12.000 
II.— Personal  de  la  Secretaría.  321.430 

2.  "— Material  de  la  Secretaria.  73.300 

3.  ° — De  pósitos. — Gastos  de  vi- 

sitas  1.700 

4.  '*— Personal  de  los  gobiernos 

de  provincia   578.312 

5.  ** — I. — Consignación  de  gastos 

de  los  gobiernos  de  provin- 
cia  151.500 

II. — Alquileres  de  casas  de 
los  mismos  y  otros  varios.  82.750 

6.  ®— Personal  de  vigilancia.    .  934.800 

7.  '—L— Gastos  de  la  sección 

central  de  vigilancia,  ins* 
pecciones  y  Guardia  civil 
de  Madrid   2014C2 


II.  — Material  de  vigilancia  en 

las  provincias   24.600 

III.  — Gastos  extraordinarios 

y  reservados   lOO.OOO 

IV.  — Socorros  á  emigrados 
extranjeros   6.000 

8.  ®— Material  de  la  Guardia  ci- 

vil  135.000 

9.  * — l.— Personal  de  la  junta 

general  de  beneficencia.    .  8.800 
II. — Del  colegio  de  huérfanos 

de  Aranjuez.  .    «   .    .    .  2.123 

10.  «-^I. — Material  de  la  secreta- 

ria de  la  junta  general  de 

beneficencia   4  050 

II.  — De  los  establecimientos 
deMadrid   205.712 

III.  — De  las  provincias.   .    .  24.961 

IV.  — Gastos  de  visita  de  ins- 
pección á  los  establecimien- 
tos de  beneficencia. .    .    .  1.500 

V.  — Calamidades  públicas.  .  108.000 

11.  — I. — Personal  del  consejo  de 

sanidad   9.000 

II.— Del  servicio  de  sanidad 

marítima   145.916 

12.  — I. — Material  del  consejo  de 

sanidad   2.200 

II.  — Del  servicio  de  sanidad 
marítima   96.700 

III.  — Del  servicia  de  sanidad 
terrestre   21.100 

13.  — Personal  de  la  visita  de 

los  ramos  de  beneficencia  y 

sanidad   2.000 

14.  — I.— De  la  administración 

central  de  establecimientos 

penales   10.400 

II.  — De  presidios   160.285 

III.  — De  casas  de  corrección.  12.700 

15.  — I.-^Malerial  de  presidios.  1.274.035 
II.— De  casas  de  corrección.  129.167 
IIL— De  cárceles   30.000 

16.  - Personal  de  telégrafos.    .  1.047.900 

17.  — Material  de  Ídem.  .    .    .  712.535 

18.  — Personal  del  teatro  Real.  5.7üí> 

19.  — Material  del  mismo.    .    .  8.200 

20.  — Personal  de  fiscalías  de  im- 

prenta  14.100 

21.  — Material  de  las  mismas.    .  1-600 

Gastos  de  los  ramos  productivos. 

22— Personal  de  la  Imprenta 

nacional.  \   19.980 

23.  — Material  de  la  misma.    .  84.900 

24.  — Gastos  de  visitas  é  inspec- 

ción de  establecimientos  pe- 
nales, pluses  de  confinados 

y  otros  varíes  gs^stos.   .    .  32.200 
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25.  — I.— Personal  de  la  admi- 

nistración central  de  correos. 
II. -i— Provincial  de  idem.  .  . 

26.  — I.—Gastos  ordinarios  de 

correos  

II.  — De  conducciones.  .   .  . 

III.  — Correo  diario  y  conve- 
nios postales  con  naciones 
extranjeras  

iV. — Gastos  extraordinarios. 

Ejercicios  eerradot. 

27.  — Obligaciones  que  carecen 

de  crédito  legislativo.  .  . 

28.  — Que  resulten  sin  pagar  por 


12.600 
635.906 

485.000 
1.887.329 


187.000 
118.000 


16.415 


las  cuentas  definitivas. .    .  (Memoria.) 

BBSUMBII  DE  LA  SECCIOH  SEXTA. 


Servicio  general  de 
Gobernación.  .    .  . 

Gastos  de  los  ramos 
{productivos.  .   .  • 

Ejercicios  cerrados.  . 


6.661.239 

3.462.909 
16.415 

10.140.563 


DISPOSICIONES. 

Primera.  El  crédito  anual  que  por  el  ar 
ticulo  2,^  de  la  ley  de  21  de  abril  de  1864 
se  aiandó  consignar  en  el  presupuesto  de 
Gobernación  para  abonar  por  cuenta  del  Es- 
tado las  dietas  á  los  delegados  de  los  Go- 
bernadores de  provincia  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  párrafo  8.^  art.  11  de  la  ley 
de  25  de  setiembre  de  1863,  se  entenderá 
únicamente  para  pagar  las  dietas  que  de- 
venguen dichos  delegados  respecto  de  los 
servicios  correspondientes  á  los  ramos  de 
Gobernación,  y  que  con  autorización  prévia 
de  dicho  Ministerio  envien  los  Gobernado 
res  á  los  pueblos. 

Segunda.   Se  trasfieren  del  capitulo  17 
art.  2.®  del  presupuesto  de  1805  á  60  los 
44.000  escudos  concedidos  para  la  construc 
cien  de  la  línea  teíégrafica  de  Málaga  á  Al 
mería. 


mniSTERIO  DB  FOMSIfTO. 

Servicio  general. 

1/— I. — Sueldo  del  Ministro.  . 
II. — Personal  del  Ministerio. 

2.® — Material  de  la  administra- 
ción central.  

3/> — Pf>rsoniil  de  la  administra- 
ción provincial  


12.000 
r76.200 

48.200 

261.100 


4.  *— Material  de  idem  id.   •  . 

AgrkuUura,  induitria  y  co- 
mercio» 

5.  ^—1. — Personal  de  agricultura. 
11. — De  montes  

6.  *— I.— Material  de  agricultura. 
II. — De  montes  

7.  * — 1. — Personal  facultativo  de 
minas  

II.  — De  la  junta  superior  de 
minería.  ...... 

III.  — De  las  escuelas  de  minas. 

8.  * — I.— Material  de  la  junta  su- 
perior de  minería.    .    .  . 

II.  — De  las  escuelas  de  minas. 

III.  — Del  servicio  general  de 
minas  

IV.  — Para  el  fomento  de  la  in- 
dustria  

9.  ®— Personal  de  comercio.  .  . 

10.  — Material  de  idem.  .    .  . 

11.  — De  gastos  generales.    .  . 

Instrucción  pública. 

12.  — Personal  del  real  consejo.. 

13.  — Material  de  idem.   .    .  . 

14.  — I. — Personal  de  inspección 
de  primera  enseñanza.  .  . 

II.  — De  las  escuelas  normales 
centrales  

III.  — Del  colegio  de  sordo- 
mudos y  ciegos  

15.  — I.— Material  de  las  escue- 

las normales  centrales. .  . 

II.  — Del  colegio  de  sordo-mu- 
dos  y  ciegos  

III.  — De  subvenciones..    .  . 

16.  — Personal  de  segunda  ense- 

ñanza  

17.  — Material  de  idem.    .    .  . 

18.  — [.—Personal  de  universi- 

dades  

][. — De  enseñanza  superior.  . 

III.  — De  enseñanza  profesio- 
nal  

IV.  — De  pensionados.  .    .  . 

19.  — I. — Material  de  universi- 

dades  

]I. — De  enseñanza  superior. 

III.  — De  enseñanza  profesio- 
nal  

IV.  — D*.  clínicas  

20.  — I.— Personal  de  las  reales 
academias  

II. — De  archivos  y  bibliotecas, 
ni. — Del  observatorio  astronó- 


mico. 


407 
19.000 


101.000 
277.000 
127.000 
119.974 

276.100 

8.100 
17.700 

1.600 
22.200 

70.800 

103.000 
140.730 
43.570 
20.000 


24.400 
1  000 

3.600 
15  470 
11.680 

8.235 

39.650 
100.000 

215.830 
11.200 

844.121 
186.833 

167.964 
19.400 

71.920 
34.580 

29.300 
36.000 

28.900 
146.43S 

18.300 
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21.  ^I.— Material  de  las  reales 

academias   48.S00 

II.  — De  archivo$  y  bibliolecas.  34.880 

III.  «— Del  observatorio  aslronó- 
^_  m'wo   7.600 

22.  — Material  de  gastos  gfenera- 

les  para  fomento  de  las  le* 
tras  y  de  las  arles.   .   .   .  206.600 

23.  — De  obras  en  los  edificios 

del  ramo   60.000 

Obras  públicas. 

24.  — I.— Personal  facultativo.  .  1.023.714 
ÍI.— De  la  junta  consultiva  é 

inspecciones  de  distrito.    .  15.350 
UI. — De  las  escuelas  de  obras 

públicas   22.900 

IV.  — Del  depósito  de  planos.  6.900 

V.  — Del  servicio  general  de 
provincias   155.222 

25.  — í.— Material  de  la  junta 

consultiva   3.200 

II,  — De  las  escuelas  de  obras 
públicas   13.200 

III.  — De  obligaciones  g*;nera- 

•.  •   •   376.500 

Jo. — Material  de  conservación 

de  carreteras   3.457.290 

27.  — De  obligaciones  fijas  para 

obras  concluidas   158.710 

28.  — I.— Personal  del  servicio 

general  de  las  divisiones 

de  ferro-carriles. ...    *  212.740 
lí. — De  la  inspección  mercai»- 

til  y  de  policía   102.470 

29.  — L— Material  del  servicio 

general  de  las  divisiones  de 
len-o-carriles.   140.400 

II.  — De  la  inspección  mercan- 
til y  de  policía   27.600 

30.  — Personal  de  aprovecha- 

miento de  aguas,  rios  y  ca- 
nales  1.200 

31.  — Material  de  Ídem.  .    .   .  61.500 

32—  I.— Personal  de  puertos.    •  45.639 
ÍI. — De  faros   173.433 

III.  — De  boyas   21.170 

33 —  I.— Material  de  puertos.  .  59.000 

íí;""^t?  228.684 

111.— De  boyas   10.000 

54.— Personal  y   material  de, 
portazgos,  pontazgos  y  bar- 

cajea   350,000 

€aHos  de  los  ramos  productivos 
cuyo  pago  ordena  este  Ministerio, 

35.  — Material  de  ¡nslruceion  pú- 
blica :    .   .  8.000 


36.  — De  administración  de  fin- 
cas  3.000 

Ejercicios  cerrados. 

37.  — Obligaciones  que  carecen 
de  crédito  legislativo.  .    .  6.607 

38.  — Que  resulten  sin  pagar  por 
las  cuentas  definitivas.  .    .  (Memoria.) 

ftESUMBN  DS  LA  SECCION  SÉTIMA. 

Servicio  general.   .   .  016.500 
Agricultura,  industria 

y  comercio.    .    .    .  1.328.774 

Instrucción  pública.    .  2.372.701 

Obras  públicas. ...  6.666.822 
Gastos  de  los  ramos 

productivos.   .    .    .  11.000 

Ejercicios  cerrados.    .  6.007 


11.001.804 


DI8P0SICI0NÉS. 

Primera.  Se  autoriza  al  Ministro  de  Fo- 
mento para  que  dentro  del  crédito  de  los 
73.600  escudos  presupuestos  en  el  capítulo 
3.°,  artículo  único,  para  92  oficiales  terce- 
ros, establezca  una  categoría  intermedia  de 
oficiales  cuartos  con  la  dotación  de  600  es- 
cudos ,  la  que  irá  paulatinamente  creándose 
hasta  llegar  al  uúmero  de  46  ,  reduciéndose 
á  igual  cifra  el  de  los  92  oficíales  terceros, 
loego  que  se  extingan  naturalmente  las  12 
plazas  que  hay  que  suprimir  de  los  oficiales 
de  la  clase  actual  de  cuartos  con  7.000  es- 
cudos. 

Segunda.  Se  autoriza  al  Ministro  de 
Fomento  para  que  dentro  del  crédito  de 
84.000  escudos  señalados  en  el  capitulo  28, 
art.  1.^,  para  140  celadores  á  000  escudos, 
establezca  una  categoría  de  70  celadores 
segundos  á  500,  proveyéndose  las  vacantes 
en  individuos  á  quienes  se  asigne  esta  cate- 
goría hasta  completar  el  número  de  70,  re- 
duciéndose á  igual  cifra  el  de  los  celadores 
primeros  á  600  escudos. 

Tercera.   Se  le  autoriza  asimismo  para 
suprimir ,  dar  otra  forma  ó  incluir  eo  ios 
estudios  universitarios  los  de  la  escueta 
central  de  agricultura. 
Cuarta.   Se  autoriza 


al  Gobierno  para 
enajenar  en  la  forma  mas  conveniente  a  los 
intereses  del  estado ,  atendidas  las  circims- 
tancías  del  caso,  la  parte  del  edificio  y  ter- 
reno que  hoy  ocupa  en  la  calle  del  Turco  el 
eoleffio  de  bordo-mudos  y  ciegos  y  que 
queda  al  Sur  del  trazado  para  la  apertura 
y  prolongación  de  la  calle  de  la  Greda. 
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Quinta.  Snconotde  al  Miaistro*  d^»  Fo- 
meitio  un  cr«dUo  exlcaordiuarto  por  el  iiii- 
poiie  del  pioduoto  de  dtch»  enajeaaoíon, 
apiícAble  á  adauisitlon  do  obra»  naecsarias 
en  edificios  análogot'al  queaeervajaiHi^,  ouyo 
crédílo  será  a«fn«alo  á  los  señalados  á  dicho 
Miníslerio  por  las 'leyes  de  1.*  de  abril  da 
1859.y  7de  abril  de  186t. 

Sexta.  Se  recomienda  al  Gobierno  la 
sopresion  de  las  escuelas  da  notariado  que 
crea  oportuno. 

miliaTBIlíO  DB  HAClBIfDA. 


Servicio  gweraL 

Sueldo  del  Ministro.  .  12.000 

II.— Personal  de  la  Secretaria 

del  Ministerio   92.200 

ni.— De  archivo  general  de 

Hacienda   18.800 

IV. — De  inspectores  de  socie- 
dades de  crédito   27.400 

2.  ®—!.— Material  de  la  Secreta- 

ria del  Ministerio.   .    .   .  26.200 
II. — Del  archivo  general  de 
Hacienda   1.440 

3.  <»— Personal  del  Tribunal  de 

cuentas  del  reino.   .    .    .  318.000 

IV.— Material  de  idem  id;.    .  •  13.000 
5.*— 1. — Personat  de  la  Direc- 
ción general  del  Tesoro  pá* 
blico   69.500 

H.— De  la  tesoreria  central.  .  24.350 

llí. — De  kis  tesorerías  y  de- 
positarías de  Hacienda  pú- 
blica  339.180 

6*-— I. — ^Material  de  la  Diree- 
cion  general  del  Tesoro  pú  ^ 
blico   9.900 

U.— De  la  lesoria  central..    .  4.200 

llí. — De  las  tesorerías  y  de- 
positarías de  Hacienda  pú- 
blica  48.846 

L — Gastos  del  movimiento 
de  fondee  por  giros  y  re- 
mesas  433.500 

II.  — Diferencias  de  cambios 
en  el  pagt>  de  intereses  de 
la  deuda  exterior  y  qae-^ 

branloa  en  el  extranjero.  .  300.000 

III.  — Alquileres  y  obras  de 
edificios  de  las  dependen- 

oias  del  tesoro   8.700 

8.*— L — PeraoAal  de  la  direc- 
ción general  de  contabili- 
dad  151.800 

n. — De  la  contaduría  central.  25.900 

Ul. — De  faM  oontadariaa  y  ar* 
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cliivos  de  provincia.    .    .  33(>.o(Ji) 
IV. — Para  seryicio-s  4ia4Hi to- 
rios del  ramo  de  contabi- 
lidad  4,500 

9.  *—I.— Material  de  la  direc- 

ción general  de  contabili- 
dad  .  15.800 

II.  — De  la  coniaduria  central.  1.800 

III.  — De  laa  OQOtaduriaa  y  ar- 
chivos de  provincia.    .   .  27.775 

10.  — I.— Gastos  d.e  alquileres  y 

obras  en  las  oficinaa  y  ar- 
chivos de  provincia,  visi^ 
las,  y  demás  gaatoa  que 
acuerde  la  dirección  geue- 


ral  de  contabilidad..  .  .  .  12.000 
II.— De  impresión  de  cuentas, 
de  presupuestos  y  de  libros 
para  las  contadariaa  de  pro* 
vincia   25.000 

11.  — Personal  de  la  caja  gene- 

ral de  depósitos   79.200 

12.  — 1. — Material  de  la  caja  ge- 

neral de  depósitos.  .    .    .  17.000 
II.— De  la  administración  pro^ 
vincial  de  la  misma. .    .    .  20.000 

13.  — I.— Personal  de  la  direc- 

ción general,  secretaria  .y 

archivo  de  la  deudapública.  37.800 

II.  — De  la  centaduria  general 

de  la  misma   40.700 

III.  — Del    departamento  de 
emisión  y  teneduría  del 

gran  libro.  78.600 

IV.  — Del  departamento  de  li- 
quidación.'.   78.900 

V.  — Del  ministerio  ñacal.    .  19.200 

VI.  — De  la  tesoreria.   .    .    .  19.700 
VIL — A  las  órdenes  de  la  co- 
misión inspeolora   de  la 

deuda   2.600 

14.  — Personal  de  las  comisiones 

de  Londres  y  París.    .    .  35.600 

15.  — Material  de  las  oficinas 

centrales  de  la  deuda.  .    .  19.200 

16.  — De  las  comisiones  de  Lon- 

dres y  París.  .    •    .    .    .  11.708 

17.  — I. — Obras  de  conservación 

del  edificio  de  las  oficinas 
centrales  de  la  deuda.  .    .  6.000 
IL— Gastos  diversos  de  iodos 
ios  servicios  de  la  deuda.  28.000 

18.  — 1.^— Personal  de  la  aseso- 

ría general  de  Hacienda.    .  42.900 
II.— De  la  administración  de 
justicia  de  tos  ramos  de  Ha- 
cienda  70.600 

19.  — I.— Material  de  la  «sesoria 

general  de  Hacienda.   .    .  4.200 
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II. — De  la  adminíBtracion  de 
justicia  de  los  ramos  de  Ha- 
cienda  

TIL — Alquileres  del  local  que 
ocupa  el  juzgado  especial 
de  Madrid  

20.  — I.— Alquileres  y  obras  de 

carácter  general.    .    .  . 

II.  — Gaslos  de  la  superinten- 
dencia del  edificio  dé  los 
Consejos  

III.  — Quebrantos  en  la  refun- 
dición de  moneda  desgasta- 
da y  columnaria.   .    •  . 

IV.  — Gastos  eventuales  en  ge- 
neral  

V.  — Portes  de  comunicacio- 
nes telegráficas  de  todos 
los  servicios  de  Hacienda. 

Gastos  de  las  contribuciones  y 
rentas  públicas, 

21.  — I.— Personal  de  la  direc- 

ción general  de  conlriba- 
ciones.  .   

II.  — De  la  dirección  de  im- 
puestos indirectos.  .    .  . 

III.  — De  la  dirección  de  ren- 
tas estancadas  y  loterías.  . 

IV.  — De  la  dirección  de  pro- 
piedades y  derechos  del 
Estado  

22.  — I.— Material  de  la  direc- 

ción general  de  contribucio- 
nes  

II.  — De  la  dirección  de  im»« 
puestos  indirectos.  .    .  . 

III.  — De  la  direecion  de  ren- 
tas estancadas  y  loterías.  . 

IV.  — De  la  dirección  de  pro- 
piedades y  derechos  del 
Estado  

V.  — Asignación  para  la  cor- 
respondencia extranjera  do 
aduanas.  

VI.  — Gastos  de  impresión  y 
encuademación  de  la  esta- 
dística mereanlíL    .    .  . 

23.  — 1.— Personal   de  agentes 

especiales  de  aduanas  en  el 
exlrangero.    ...    .    .  . 

II.— De  inspectores  de  rentas 
estancadas  y  loterías.  .  . 

24.  — I. — Material  de  visitas  ex- 

traordinarias de  inspec- 
ción de  contribuciones  di- 
rectas y  ordinarias  de  la  in- 
dustrial y  de  comercio.  . 
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6.060 

400 
5«.000 

2.000 

50.000 
36.000 

8.800 


63.500 
55.000 
132.200 

116.100 

5.000 
7.000 
10.000 

9.000 

3.600 

4.600 

5.200 
20.600 

W.OOO 


U.*— I>e  visitas  de  impuestos 
indirectos  ».   .  3.000 

III.  — De  impuestos  de  rentas 
estancadas  y  loterías*   .  .  18.d00 

IV.  — De  visitas  de  propieda- 
des y  derechos  del  Estado.  2.000 

25.  — I.— Personal  de  las  admi- 

nistraciones principales  de 
provincia  y  partidos  admi- 
nistrativos.   .....  768.740 

II.  — De  las  administraciones 

de  aduanas   592.650 

III.  — De  las  administraciones 

de  rentas  estancadas.   .   .  382.820 
lY. — De  las  administraciones 
do  propiedades  y  derechos 
del  Estado   388.350 

26.  — I.— Material  de  las  admi- 

nistraciones principales  de 
provincia  y  partidos  admi- 
nistrativos  51.380 

II.  — De  las  administraciones 

de  aduanas   28.860 

III.  — í)e  las  administraciones 
de  propiedades  y  derechos 

del  Estado   35.600 

IV.  — Gastos  eventuales  de  las 
administraciones  principa- 
les de  provincia  y  de  par- 
tido  15.000 

V.  — De  las  admlnistracloQes 

de  aduanas  »  69.000 

VI.  — De  las  administraciones 
de  almacenen  y  rentas  es- 
tancadas •   .  105.000 

Vil. — De  las  administraciones 
de  propiedades  y  derechos 
del  Estado   8.000 

27.  — Gastos  de  recaudación  del 

derecho  de  hipotecas.    .    .  140.000 

28.  — Personal  do  inspectores  es- 

peciales de  minas.   .   .   .  22.400 

29.  — Material  y  gastos  de  re- 

caudación del  impuesto  de 

minas   8.600 

30.  — Personal  de  administracio- 

nes y  fielatos  de  consumos.  294.067 

31.  — Material  de  ídem  id.   .    .  90.865 

32.  — Gastos  de  administraoton, 

de  escritorio,  y  premios  del 
Boletin  ofieial  y  demás  pu* 
bíicaciones  de  Hacienda.   .  4.050 

33.  — Persons^  de  la  fábrica  na- 

cional del  sello.    ....  4S.150 

34.  — I.— Gastos  de  fabricación 

de  papel  sellado  de  todas 
clases,  timbre  de  periódi- 
cos, loterías  y  generales  de 
la  fábrica,    75.300 
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11. —Compra  de  primaras  ma- 
terias. ....... 

36.— I.— Portes  de  papel  sella- 
do j  documentos  de  vigi- 
lancia  

II.— Premios  de  expendicion 
de  papel  sellado  y  de  ma- 
trículas  

36.  — I.— Premios  deexpendicion 

de  documentos  de  vigi- 
lancia  

II. — De  sellos  de  correos.  .  . 

lil.— De  recaudación  de  dere- 
chos procesales  

IV.— De  expendicion  de  sellos 
teiegráScos  

37.  — Personal  de  las  fábricas  de 

tabacos  

38.  — I. — Compra  de  tnbacos  ex- 

tranjeros y  de  la  Habana.  . 

II.  — Coste,  medio  flete  y  se- 
guro de  tabacos  de  Filipi- 
nas  

III.  — Portes  y  fletes  basta  las 
fábricas  y  entre  las  mismas. 

IV.  — GasCos  de  fabricación  y 
adquisición  de  efeclos.  •  . 

V.  — Alquileres,  obras  y  re- 
paro»  

39.  — I.— Portes  y  fletes  entre 

las  fábricas  y  puntos  de  ex- 
pendicion  

II. — Premios  de  expendicion. 
•10.- Personal  de  salinas.   .  . 

41.  — I. — Gastos  de  fabricación 

de  sales  

II.— Compra  de  sales.   .  .  . 

Jll. — Gastos  de  escritorio,  vi- 
sitas y  sostenimiento  del 
culto  

42.  — I.— Portes,  fletes,  averias 

y  naufragios  de  sal. .   .  . 

II.  — Premios  de  expendicion.. 

III.  — Gastos  de  repeso,  adul- 
teración, inutilización ,  y 
otros  diversos  de  sal.    .  . 

43.  — Comisiones  é*  indemniza- 

ciones á  los  administrado- 
res de  loterías.  .... 

44.  — Gastos  diversos  de  loterías. 

45.  — PersonaLdel  giro  mutuo 

óe\  Tesón»  

46.  ' — ^Material  de  idem  id.    .  . 

47.  — I. — Persona}  de  las  casas 

de  moneda  y  cobraría,  y 
del  departamento  del  gra- 
bado. 

Jl. — Administrativo  de  las  ca- 
fSB  de  moneda  


229.400 

35.000 

50.00Í 

32.000 
16Í.000 

1.200 

20.000 

171.633 

3.374.052 

a  496.250 
135.800 
2.950.400 
18.500 


700.000 
2.250.000 
146.764 

326.632 
140.000 


10.088 

2.510.000 
109.530 


40.000 


448.240 
22.100 

15.400 
151.9«e 


20.020 
42.154 
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III.— Facultativo  de  ídem.   .  28.000 

48.  — I.— Material  de  las  oficinas 

de  las  casas  de  moneda.   .  4.980 

II.  — Gastos  generales  del  de- 
partamento del  grabado, 
máquinas  y  ensayes  para 

la  moneda   23.119 

III.  — De  fabricación  y  acuña- 
ción de  oro  y  plata. .    .   .  55.360 

IV.  — De  fabricación  de  mone- 
da de  bronce   252.811 

V.  — De  elaboración  de  cobre- 
ña  295.764. 

49.  — I.— Personal  de  las  minas 

de  Almadén  y  comisaria  de 

Sevilla   60.801 

lí.— De  las  de  Ríotinto.  .  .  25.90o 
HI.— De  las  de  Linares.  .  .  10.500 
IV.— De  las  de  Falsel  y  Mar- 

bella.    .......  1.200 

50.  — I.— Material  de  las  oficinas 

y  gastos  de  explotación  de 
las  minas  de  Almadén  y  co- 
misaria de  Sevilla.  .    .   .  610.242 

II.  — De  las  minas  de  Riolinto.  786.650 
m.— De  las  de  Linares.   .   .  246.051 
IV.— De  las  de  Falset  y  Mar- 
bella   D6 

51.  — I.— Gastos  de  administra- 

ción de  los  bienes  del  Es- 
tado  19.783 

IL— De  los  del  clero.  .   .    .  145.729 

III.  — De  los  de  secuestros.    .  7.394 

52.  — Personal  del  cuerpo  de  ca- 

rabineros. 5.975.898 

53.  — Del  resguardo  de  puertos.  208.636 

54.  — Material  del  cuerpo  dé  ca- 

rabineros.  105.990 

55.  — Del  resguardo  de  puertos.  15.587 

56.  — Personal  de  visitaaores  de 
consumos   37.400 

57.  — Material  del  resguardo  de 
consumos.  (Suprimido).    .  » 

58.  — Personal  del  resguardo  es- 
pecial de  sal   473.712 


Minoraeion  de  ingresos. 

59.  — Devoluciones  de  ingresos 

de  ejercicics  cerrados.  .  . 

60.  — Ganancias  de  la  lotería.  . 

61.  — I. — Premios  á  denunciado- 

res de  la  contribución  in- 
dustrial y  de  comercio  y 
del  derecho  de  hipotecas.  . 

II.  — A  aprehensores  de  taba- 
cos  . 

III.  — A  los  de  sal  

IV.  — A  denunciadores  de  efec- 
tos timbrados  


81.^)9 


10.000 


27.Í0r) 

1.600 

30.000 
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02  — I.— Primas  á  conslruclores 
de  buques  de  400  y  mas 
toneladas   25  000 

II.  — De  IVi  por  100  á  los  que 
pagan  en  ofeclivo  loa  dere- 
chos de  aduanas.    .    .    .  148.000 

III.  — Descuento  de  pagarés  de 

aduanas   30.000 

IV.  — Prima  de  800  milésimas 
de  escudo  por  cada  arroba 
de  azúcar  refinada  que  se 

exporte  al  extranjero.  .    .  600 

V.  —  Derechos  concedidos  á  las 
juntas  sanitarias   de  tos 

puertos  de  lercera  clase..  .  45.000 

VI.  — Prima*  por  devolución 
de  derechos  de  primeras 
materias  empleadas  fa- 
cricacion  nack)nal  de  pu- 
ro algodón,  cuyas  manufac- 
turas se  exporten  á  laa  pro- 
vincias de  Ultramar..    .  .(Memoria.) 

Ejercicios  cerrados* 

fiS.-^Obligaciones  que  carecen 

de  crédito  legislativo.  .  .  98.942 
64. — Que  resulten  sin  pagar  por 

las  cuentas  deGnilivas. .    .  (Memoria.) 

RESIJUEN  DB  LA  SSCCiOIf  OCTAVA. 

Servicio  general.  .    .  3.127.151 

Gastos  de  las  contribu- 
ciones y  rentas  pá- 
blicas.   .....  30.638.124 

Minoración  de  ingresos  15.158.269 

Ejercicios  cerrados,  t.  98.942 


49.022.486 


DtSPOSICIOllES. 

Primera.  Se  considerarán  ampliados  los 
créditos  señalados  para  «premios  de  expen- 
dicion  dü  papel  sellado  y  demás  efectos  es- 
tancados,» ((comisiones  é  indemnizaeiones  á 
los  administradores  de  loterías  y  ganancias 
de  jugadores,»  hasta  una  suma  igual  al  im- 
porte de  las  obligaciones  que  se  reconozcan 
y  liquiden  durante  el  ejercicio,  si  Jos  ingre- 
Hos  que  se  realicen  por  las  respectivas  ren- 
tas excediesen  de  lo  calculado  en  el  estado 
letra  B. 

Segunda.  Se  autoriza  al  Gobierno  para 
ampliar  hasta  306.061  escudos  el  crédito 
de  153  030  que  se  le  concede  en  el  capitulo 
52  para  carabineros  veteranos  destinados 
al  resguardo  de  consumos ,  en  el  caso  de 


creer  conveniente  extender  á  todo  el  reino 
la  reforma  de  dicho  resguardo.* 

Tercera.  Mientras  no  se  establezca  en 
todo  el  reino  el  ciicrpo  de  carabineros  vele- 
ranos  para  el  resguardo  de  la  conlribneion 
de  consumos,  se  pagarán  del  crédito  abierto 
en  el  articulo  único  á^.í  capítulo  52  los  gas- 
tos que  ocasione  el  actual  resguardo  espe- 
clal  de  la  antedicha  centribueiou. 

MimSTERIO  DB  ULTRAMAR. 

1.  *»—!.— Sueldo  del  Minislro.    .  12.000 
11. — Personal  de  la  Secretaría 

del  Ministerio   120.400 

2.  *^Materialdeidem.    .    .    .  20.000 

3.  ® — Personal  del  archivo  gene- 

ral de  Indias  en  Sevilla.    .  6.138 

4.  ®— Material  de  idem.  ...  800 

5.  **— I.— Parles  telegráficos.    .  1.000 
II.— Biblioteca  del  Ministerio.  1.000 

6:® — Otiligaciones  de  ejercicios 

cerrados  que  carecen  de 

crédito  legislativo.  .  .  .  198 
7.* — Que  resulten  sin  pagar  por 

las  cuentas  definitivas. .    .  (Memoria.) 


161.536 


RESUMEIf  GKRERAL  DE  GASTOS  ORDIIfARtOS. 

Obligaciones  generales  del  Estado. 

Sección  1.*  Casa  Real.  4.585.000 

2.  *  Cuerpos  colegísla- 

dores   317.735 

3.  »  Deuda  publica. .    .  47.399.221 

4.  *  Cargas  de  justicia.  1.512.246 

5.  »  Clases  pasivas..    .  16.022.520 

Obligaciones  de  los  departameniot 
ministeriales. 

Sección  1.*  Presiden- 
cia del  Consejo  de  Mi- 
nistros. .    .    .    I   .  984.015 

2.  ""  Ministerio  de  Estado   1 . 598.752 

3.  "^  De  Gracia  y  Justicia  21.086.298 

4.  *"  De  la  Guerra.  .  .40.355.153 

5.  *  De  Marina.  .   .    .  ^.926.196 

6.  *  De  la  Gobernación.  n>.  140.563 

7.  »  De  Fomento.    .    .  ll.00l.8M 

8.  »  De  Hacienda.  .    .  49.022.486 

9.  *  De  Ultramar.   .    .  161.536 


214.114.525 
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ESTADO  LETRA  B. 

PRESUPUESTO  GERBIláL 

de 

ÍRGRI806  ORDIlfARlOS  DEL  ESTADO  PARA  IL 
AÑO  BCONÓMiCO  DB  1866  67. 


DESIGNACION  DELOS  INGRESOS.  Kseuilot. 


CONTRIBÜCIOISS  DIRECTAS. 

ContribucioQ  de  inmuebles,  ouI« 

livo  y  ganadería   43.000.000 

!Guo(a  para  el  Te« 
SOTO.  ....  8.500.000 
Parle  que  correí- 
de  a  lA  admmifi- 
traciofl  en  el  pre- 
mio de  cobranza.  160.000 

Arbitrios  de  tos  puertos  francos 

de  Canarias   120.000 

Derecho  y  registro  de  hipotecas.  3.800.#00 

Impuesto  sobre  grandezas  y  tí- 
tulos.  140.000 

3  por  100  sobre  nSi- 
nerales.    .    .    .  54.000 
I  2  por  100  sobre  me- 
impuesto  p»*^*-   •   :    •    •  266.000 
de  minas.. r^*',^'»^^  sobre  os 
'  plomes  por  la  pla- 
ta que  contengan.  100.000 
GánoB  por  razón  de 
superficie. .    .    .  180.000 

Arbitrios  que  estuvieron  afectos 

á  la  amortización  de  ia  deuda.  2.000 
Atrasos  hasta  6n  de  1849  de 

contribuciones  directas.   .   .  33. #00 

IMPUESTOS   INDIRECTOS  T  RECUR- 
SOS EVENTUALES. 
RenU  d«  ad«*nM. 

Derechos  de  arancel.  ...    .  25.346.000 

l)e  navegación,  puertos  y  faros.  1.209.500 

Menores   240.t00 

De  policía  sanitaria   295.000 

De  las  eapíLanias  de  puertos.  .  15.000 
Zomlñoñ  de  aduanas.— Parte  de 

la  Hacienda   42.500 

lapvMlo  MbM  loa  eontDino». 

Por   admi.(^*P*l*'"  y 


Por  encabe- 1  Capí  tales .  . 
zamienlo. .  ^-Pueblos.  . 

Por  arrien-  J-Capitsles.  ,   •  • 
do  /Pueblos  

Diez  por  100  de  administración 
de  participes  

Portazgos,  pontazgos  y  barcajes. 

Derechos  obvencionales  de  los 
consulados  

Idem  id.  de  los  escribanos  de 
Guerra.  ^  

Recursos  evénluales  

Alcances  de  todas  clases  y  ra- 
mos.  

Intereses  de  6  por  100  sobre  fon- 
dos distraídos  de  su  legítima 
aplícucion  

PnblicaelonM  oficiales. 

Boletín  y  otras  publicaciones  de 
Gracia  y  Justicia.  .... 

De  Fomento  

De  Hacienda.  ...... 

ImpuQsto  sobre  el  movimiento 
de  viajeros  por  ferro-carriles. 

Reintegros  de  época  corriente 
de  todos  los  servicios  públi- 


4<3 

569.100 
10.625.500 

53.100 
387.700 


COS. 


822.870 
1.750.000 

542.000 

28.276 

656.000 

140.000 
12.000 


28.200 
1.400 
8.Í00 


1.400.000 
1.710.000 
11.000 


Atrasos  hasta  fin  de  1849  de  im- 
puestos indirectos  y  recursos 
eventuales  

SRILO  DEL  ESTADO  Y  SERVICIOS  EX- 
PLOTADOS POR      ADMlNlSTa ACION. 
Sello  d«l  Efetado. 

Sellado  

De  sello  judicial.  . 
De  reintegros.  .  . 

Papel..'  /De  multas.  .    .  . 

De  matrículas.  .  . 
Para  documentos 
de  vigilancia.  . 
Para  documentos 
de  giro.    .    .  • 
Pólizas  de  opera- 
ciones de  bolsa.  . 
Ltbrosde  comercio. 
Recibos  y  cuentas. 
Pólizas  de  seguros, 
títulos  de  acciones 
de  Bancos  y  so- 
ciedades, y  demás 
documentos  aná- 
logos .... 
De  correos  y  tim- 
bre de  periódicos. 
J)e  telégrafos.  .  • 


Sellos  suel 
tos  


2.800.000 

1.000.000 
1.100  000 
550  000 
350.000 

600.000 

450.000 

5  0í»0 
25  000 
100.000 


300,000 

3.700.000 
800.00Í 
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Tabacos... 


Sales. 


20.000 


10.000 


37.462.300 
484.800 


42.000 
10.900 

12.170  000 
440.000 

272.000 


45.000 
1.000 
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I  Derechos  procesa- 
les en  las  provin- 
Varios  pro-)  cías  exentas.  .  . 
ducUs  \ Diversos  de  admi- 
nistración y  fabri- 
cación  

RtatM«iUn««dM. 

/Venia  de  tabacos, 
i  Derechos  de  rega- 

I  lia  

/Productos  diversos 
de  fabricación  y 
administración.  . 
f  Comisos. — Parle 
de  la  Hacienda.  . 

[  Venta  de  sal  á  pre- 
cio de  estanco.  . 
1 A  precio  de  gracia. 
iPara  extraer  del 

reino  

\  Productos  diversos 
de  fabricación  y 
adminislraclon.  . 
f  Comisos,— Parle 
de  la  Hacienda.  . 

LoteriM. 

Lotería  moderna   21.200  000 

Rifas   20.000 

Casm  d«  moneé»  y  eolfferfa. 

De  Madrid. /Labores  de  mone- 

Sevilla  V  da  de  oro  y  piala.  611.530 

Barcelona..^  De  cobre  y  bronce.  293.154 

Segovia. ...  iDe  efectos  de  co- 

Jubia  \  breria   368.059 

KftablecimUntos  de  induitria  miliUr. 

Coste  de  materiales  y  efectos  de 
guerra   1.000.000 

Giro  mutuo  del  Tesoro.  .   .    .  340.000 

Imprenta  nacional   71.170 

Establecimientos  penales.    .    .  200.000 

Correos. 

Correspondencia  del  extranjero 

y  franqueo  de  periódicos  para 

el  mismo.  .......  158.000 

Mitad  del  derecho  de  apartado.  13.000 

Productos  de  sillas-correos.    .  34.000 

Diversos   10.000 

Atrasos  hasta  fin  de  1849  del 
sello  del  Estado  y  servicios 
explotados  por  la  administra- 
ción  I) 


PARTE  LCGISLATITA. 


PROPIIDAOIS    T    BIRBCBOS  m 
IStADO.  ' 
Miaaidel  Eitado. 

De  Almadén.  2.226.000 

Riolinto   1.107.000 

Linares   441.000 


Equivalencias  de  venias  anti- 
guas de  bienes  nacionales  be- 
chas  en  papel  de  la  deuda.  . 

Prodoetet  en  adininittraelon  de  lu  fia- 
cas  y  rentas  del  Estado. 

Reñías  de\ 


tos  bienes 
del  Estado 
en  gene- 
ral  


I  Rentas  á 

lico.  . 
^  Venta  de  frutos 
efectos 


meta-  \ 
rutos  y  i 


12.000 


100.000 


del 


Al  servicio 
Guerra.  . 
De  Marina.  . 
De  Gracia  y  Jas-  \ 

tiaia  

De  Gobernación. 
De  Fomento. 
De  Hacienda*  . 
Productos  de  canales  y  navega- 
ción lluvial  

De  montes  y  plantíos.   •    .  . 

Prodactot  en  administración  da  las  fia- 
cas  7  rentas  del  clero. 


Rentas  del 
las  fincas | 
del  Estado  1 
al  servicio  \ 
de  la  admi- 
nistración. 


37.000 


102.700 
30.000 


Rentas  de( 


1.400.000 


Rentas  á  melá-^ 

del  clero..  (  y  ^  J 

Renta  de  Cruzada  (producto  li- 
quido)  1.408.900 

Intereses  de  las  inscripciones 
expedidas  al  clero  antes  de  la 
permutación  de  sus  bienes.    •  78.500 

Prodaetos  en  adminittracion  de  Ims  fia- 
cas  de  secaestros. 

De  particulares   7.000 

Diferentes  derechos  del  Estado. 

Veinte  por  100  de  la  venta  de 
propios   300.090 

Subvenciones  de  varias  locali* 
dades  para  el  sostenioiienlo 
de  escuelas  especiales  provin- 
ciales   63.(^0 

Idem  id.  para  el  sostenimiento 
de  escuelas  industriales.  .    .  28.000 

Consignaciones  provinciales  pa- 
ra el  sostenimiento  de  archi* 
vos  y  bibliotecas   30.500 

Asignaciones  que  deben  satisfa- 
cer las  empresas  de  ferro-ear- 
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riles  por  gastos  de  inspección» 
Idem  id.  las  compañías  conce- 
sionarias de  obras  púbJicas.  . 
Idem  id.  las  sociedades  de  cré- 
dilo.  .•..«••• 

'Alrasos  hasta  fin  de  1849  do 
propiedades  y  derechos  det 
Estado  

IKG  RKSOS  PROCBBnmS  DI  OITRA- 
MAR. 

Dlftrtntift  «otr*  1m  incrMOt  y  los  pacos 
ée  Iss  proviMÍM  dt  Ultramar  aolusbbs 
4  obligseioBSs  ds  la  Ptniosaia. 

f  Remesas  sfeeti- 
vas  6  por  g^iro. 


291.120 
40.000 
32.400 

2.000 


Habana. . 


documentos! 
pag^o  por 


8.800.000 


Puerto- Ri- 
co  


lEn 

d«    .  .  . 
cuenta  de  los  I 

f)re8upue8los  de ' 
a  Península. 

Remesas  efectivas 
ó  por  giro..  .  .  » 
[£n  documentos  do 
pago  por  cuenla 
de  ios  presupues^ 
los  de  la  Penín- 
sula.   ....  » 

/Remesas  efectivas 

ó  por  giro.    .    .  » 
[  En  créditos  a  car- 
go del  Tesoro  fran- 
cés  » 

|En  documentos  de 
pago  por  cuenta 
de  los  presupues- 
tos de  la  Penín- 
sula  » 

lEn  dscumentos  ds 
compra  de  taba- 
cos para  las  fábri- 
cas  del  reino  y 
coste  de  medio 
flete   3.476.250 

Indemniza-  í  Cuarto  plazo  de  la 
clones   de<   de  Cochinchina.  400.000 
ga«rra  f  Marruecos. .    .   .  1.200.000 

RESUMEN. 


Contribuciones  direc- 
tas  56.355.000 

Impuestos  indirectos  y 
recursos  eventuales..  54.121.846 

Sello  del  EsUdoyser- 
vicio#  explotados  por 


Filipinas.... 


la  administacien..   .  87.056.913 

Propiedades  y  dere- 
chos del  Estado.  .   .  7.737.720 

Ingresos  procedentes 
de  Ultramar.  .   .   .  12.276.2^0 

Recursos  especiales  del 
Tesoro   1.600.000 


219.147.729 


ESTADO  LETRA  C* 


FBESDPGISTO  EITRiORDIRlRIO 

de 

IR6RE80S  T  GASTOS  PARA  8L  AÑO  BCOlfÓll'iCS 

DE  1866-67. 


INGRESOS. 


Esevdos. 


22.833 


PRODUCTOS  DB  VESTAS  DE  BIENES 
HACIOIIALES. 

Ventas  «nteriorM  á  l.^de  m%jo  áe  1855. 

Obligaciones  á  metálico  que  se 
formalicen.  ...... 

PlazfS  «I  contado,  Teneímientos  del  te- 

Saado  lemestre  de  1806  y  1.*  de  1867,  y 
eseoentofl  de  lee  proeedeüte*  de  reotas 
y  redenciones  anteriores  al  2  de  octubre 
de  1858. 

De  bienes  del  Estado,  incluso 
el  20  por  100  de  propios. .    .  410.965 

Del  clero   2.102.29S 

Del  80  por  100  de  propios  y  to- 
talidad de  diputaciones  pro- 
vinciales  

De  bienes  de  beneficencia.  .  . 

De  instrucción  pública.  .    .  . 

Idem  posteriores  al  2  de  octalire  de  1859. 

De  bienes  del  Estado,  Inclusos 
los  terrenos  y  edificios  mili- 
tares, y  el  20  por  100  de  pro- 
pios  

Del  clero  

Del  80  por  100  de  propios  y  di- 
putaciones provinciales.  .  . 

De  bienes  de  beneficencia.  .  . 

De  instrucción  pública.  •    .  . 


672.059 
856.323 
216.673 


5.996  000 
12.754.000 

11.388.000 
3.628.010 
708.000 


Coneeptoe  extraordhiarios  de  ingreeos 
por  rentas  y  redenciones. 

Cesiones  á  favor  del  Tesoro  en 
el  pago  de  ventas  y  reden- 
ciones  

Parle  correspondiente  al  Tesoro 
en  las  rentas  de  bienes  de  cor- 
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poracionefi  civiles  pw  prémio» 

y  glastos  de  expedientes.  .    .  40.000 

CuoU  de  40  cénlimos  de  Afeudo 
por  gastos  de  p«Wíc«eíon  d« 
las  íinc&s  en  los  Boletines  o/(* 
dales   21.000 

Derechos  de  tasación  de  Jas  fin- 
cas que  satisfacen  los  compra- 
dores  200  000 

Relnwf  roí  tlh  fíwcicioB  ccrr*dos. 

Gastos  especiates  de  ventas..    .  4.000 

Descuentos  de  anticipaciones  de 
plazos..  *  •    •  31.000 

INCBESOS  ESPÉCULOS  PARA  CAR- 
RETERAS. 

Parle  con  que  contribuyen  las 

jirovincias  ó  los  pueblos  é  la 

conslrucciou  de  carreteras  de 

primer  orden  (Memoria.) 

Idem  id.  á  las  de  segundo  órden.  » 
Idem  id.  a  las  de  tercer  orden.  .  » 

DERECHOS  DE  Al>WAÍ«A8  POR  MA+E- 
BIAL  DE  OBRAS  PUBLICAS. 

Jm|>orle  de  lo^  píigtirés  cedidos 
por  las  en>presa8  en  equiva- 
lencia de  los  derechos  de 
aduanas  del  material  que  in- 
troducen en  el  reino.  .    .    .  (Memoria.) 

Sesenta  y  cinco  por  100  de  pla- 
zos al  contado  y  vencimientos 
de  pagarés  procedentes  de  ven- 
las  de  fincas  y  redenciones  de. 
censos  del  pairimonio  real 
cedidos  por  S.  M.  la  Reina.  .    1.050  000 

Parte  del  remanente  de  ingresos 
del  presupuesto  ordinario  que 
ge  aplica  al  extraordinario.  .   4.500  000 


44.601 .331 


OBLIGACIONES  AFECTAS  AL  PRO- 
DücrO  OE  LAS  VENTAS  DE  BIENtS 
NACIONALES. 

Devolución  de  ingresos, 

1.  **— Devolución  de  ingresos  de 

ejercicios  cerrados  por  anu- 
lación ó  rectificación  de 
ventas  y  redenciones,  abono 
de  intereses  é  Indemniza- 
ciones (Memoria.) 

Gastos  especiales  de  venifis. 

2.  '^— I.— Premios  de  venias.    .      200  OOO 
11.— De  iuvesiigaciou..  .    .   .       30  000 


ni.-^GasUM  geriOTilés  Úe  ven- 
ias. ........  185.000 

Billetes  del  Tesoro. 

3*'*»—I.— Billetes  del  Tesoro  de 
la  emisión  úe  230  millones 
de  reales  y  del  anticipo  de- 
cretado en  19  de  majo  de 

1854   (Memoria.) 

II.— Intereses  de  los  capitales 
que  en  cualquier  fornaa  su- 
pla el  Tesoro  para  atender 
al  presupueíslo  extraordina- 
rio. .   3.000.000 

Tercera  parte  del  SO  por  100  ds 
propios  que  se  consigna  en  la 
Caja  de  depósitos. 

4.  ®— Tercera  parte  del  80  por 

100  de  fentas  de  bienes  de 
propios,  hechas  después 
del  2  de  octubre  de  iS58, 
que  se  oon8i|g;«ia  en  la  Ckija 
de  depósitos  á  disposición 
de  los  pueblos.    ....  3.796.000 

Ejercicios  cerrados, 

5.  **— Obligaciones  que  carecen 

de  crédito  legislan vo.  .    .  9.218 

OBLIGACIONES  EMAWADAS  DE  LAfe 
LEYES  DE  1.»  DE  MAYO  DE  1855,  II 
DE  JULIO  BE  1856  Y  26  DE  JUMO  DC 

mi. 
Deuda  pública, 

6.  ' — Amortización  de  la  deuda 

consolidada  y  diferida.  .    .  (Memoria.) 

Billetes  hipotecarios. 

.® — I. — Amnrttzaeron  de  ios 
billetes  hipotecarios  crea- 
dos por  la  ley  de  26  de  Ju- 
mo de  1864   14.450  000 

II.— Ijitcreses  de  dichos  bille- 
tes, vencederos  «n  31  de 
diciembre  de  1666,  y  30  de 
junio  de  1867   5.550.000 

(Sfí  continuará.) 


M.  M.  Alcubilla,  Director  ]iropietari€>, 
y  Editor  responsable. 


MAJ>aJI>.— Iinp.  «le  El  OonaultOF  4  ea^gtxltf  K.  .in 
la  (Uva,  Barquillo  15.-'AUiUiimsi.  Fontola,  1.^,  u-t^.tic. 
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(ConeluUn  áé  lot  prttapiiMtM  del  Etted*.) 

Corntiton  fodftf  e/  imjfortede  las 
obUgQáwM  que  realice  ei  Banco 
de  Efpaña, 

Comisión  de  1  por  100  so- 
bre el  importe  de  las  obli- 
gaciones de  compradores 

de  bienes  nacionales  q^ue 

realice  eFBanco  de  España, 

conforme  á  la  condición 

quinta  del  convenio  aulori- 

sado  por  la  ley  de  26  de 

junio  de  1864   230.000 

InUreee»  por  supLemenlos  del 
Banco  de  kspaña. 

9.^— Intereses  por  suplementos 
dei  Banco  de  España^  caso 
de  ser  insufícieiites  ios  co-^ 
bros  qae  realice  el  mismo' 
de  tas  obligaciones  de  com- 
pradores de  bienes  nacio- 
nales para  constituir  eJ  fon- 
do de  amortización ,  pres- 
crito en  la  ley  de  26  de  ju« 
nio  de  1864  (Memoria.) 

GASTOS  IMPOTABLES  A  LOS  CREDI- 
tarros  CONCEDIDOS  POR  LAS  LKYES 
VEt.'DE  ABRIL  DE  1859,  TDE  ABRIL 
DK  1861  Y  S5  DE  MATO  DK  186S. 

«UISTSBIO  OS  GRACIA  T  JUSTtCIA. 

Servicio  del  Ministerio. 
10. — 1. — Reparación  de  los  edi« 


ficioa  que  ocupan  ei  Minis- 
terio y  fas  audiencias.  .    .  o 

II.  — De  los  juzgados  de  prime- 
ra instancia   75.000 

III.  — De  loé  juzgados  de  paz.  20.000 

Obligaciones  eclesiásiicas. 
1 1  .^i. — Reparación  de  templos.  75.000 
IJ.— De  conventos  de  rellgio- 

saa.   o 

ill. — De  palaaios  episcopales 

y  seminarios   12.500 

JV. — Adquisición  de  ornamen- 
to» y  vasos  sagrados.  .    .  25.000 


HiaiSTSRIO  DE  LA  GUERRA. 

Material  de  artillería. 
12.— Arniamento  y  estableci- 
TOMO  A  DEL  Dice. 


míenlos  de  construcción  pa- 
ra la  industria  militar.  .   .  150.000 
Material  de  ingenieros. 

la.—I.— Obras  de  fortificación.  470.000 
II.  Cuarteles  y  edificios  mi- 


litares  80.000 

MINISTERIO  DE  MARUfA. 

Arsenales. 

14.  — Fomento  de  arsenales.   •  » 

Buqueg. 

15.  — Fomento  de  buques.   .   .  o 

MIHISTBRIO  DE  LA  GOBERRACIOn. 

Beneficencia, 

16.  — Construcción  de  casas  de 

dementes  y  oíros  estable- 
míenlos  benéficos.   ...  o 

Establecimientos  penales. 

17.  — I.— Presidios   » 

II.  — Casas  de  corrección.  .   .  » 

III.  — Cárceles   • 

Adicional.— Cables  y  líneas  te- 

légraficas. ......  » 

MIHISTERIO  DE  FOMENTO. 

Obras  públicas. 

18.  — Material  de  earreteras  de 

primer  órden   886.672 

19.  — De  las  de  segundo.  .    .   .  2.986.149 

20.  — De  las  de  tercero.   .   .    .   4.339  958 

Aprovechamiento  de  aguas. 

21.  — I.— Estudios   200.000 

II.  — Abastecimiento  de  aguas.  1.302.904 

III.  — Ríos  y  canales.   .    .    .  1.200.000 

Navegación  maritima. 

22.  — I.— Puertos   1.403.66ff 

II.  -Faros.   240.793 

III.  — Valizas,  boyas  y  cuerpos 
muertos.   ......  12.000 

Construcciones  civiles. 

23.  — Material   1.070.623 

MINISTERIO  DE  HACIBRDA.  ' 

24.  — I.— Construcción  de  edifi- 

cios  w 

II.— Adquisición  y  eslableci* 
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miento  do  niáquina<%  y  obras 
extraordinarias  de  fomento 
en  las  fábricas  y  minas  del 
Btlado  

FERRO  CARRILES. 

Estudios. 

25.  — Proyectos  y  demás  gastos. 
Intereses  de  obligaciones. 

26.  — I. — Intereses  de  obligacio- 

nes generales  del  Estado  por 
ferro- carriles  emitidas  y 
que  deban  emitirse  para  pa- 
go de  subvenciones.  .  . 
11. — Intereses  de  obligaciones 
especiales  del  ferro*carríl  de 
Alar  á  Santander.    .    .  . 

Amortización  de  obligaciones. 

27.  — I. — Amortización  de  obli- 

gaciones generales  del  Es- 
tado por  ferro-carriles.  . 
II  —De  las  especiales  del  ferro- 
carril de  Alar  á  Santander. 

CANAL  PE  ISABEL  II. 

28.  — Intereses  de  las  acciones 

del  mismo  

29.  ^1. — Amortización  de  ac- 

ciones  

11  — Premios  

Indemnización  de  derechos  de 
aduanas  por  material  de  obras 
públicas, 

30.  — Normalizaciones  que  deben 

hacerse  con  arreglo. á  las 
leyes  (Memoria.) 

Ejercicios  cerrados  de  servicios 
no  procedentes  de  las  leyes  de  1.® 
de  abril  de  1859,  7  de  abril  de 
1861  y  25  de  mayo  de  1863. 

31.  ^ Obligaciones  que  resulten 

sin  pagar  por  las  cuentas 
definitivas. ......  (Memoria.) 


100.000 


150.000 


6.792.064 


376.992 


1.040.000 
48.000 


117.096 

800.000 
80.000 


51  504  635 


COMPARACION. 


Ingresos. 
Gastos. 


44.601.331 
51.504.635 


Descubierto  que  ha 

desuplir  el  Tesoro.   6.903.304  á  cubrir: 

Primero.  Con  el  importe  del  descuento 
gradual  impuesto  sobre  ios  sueldos. 


Segundo.  Con  las  economías  que  el  Go- 
bierno ha  de  llevar  á  efecto  en  los  servicios 
públicos»  usando  de  la  autorización  que  se 
ie  ha  concedido. 

DISPOSICIONES. 

Primera.  Se  aprueban  las  modiñcacio- 
nes  que  han  tenido  lo«  presnpui^stos  ó  coste 
calculado  á  cada  obra  ó  servicio ,  según  (tv 
distribución  hecha  de  los  crediios  abi^rlo^ 
por  laa- leyes  de  l.®  de  abril  de  1859,  7  de 
abril  de  1861  y  25  de  mayo  de  1863 ,  co  i- 
forme  al  detalle  que  aparece  en  los  respec- 
tivos capítulos  del  Material  extraordinario. 

Segunda.  Terminado  dentro  del  eierci- 
cío  de  1866-67  el  período  que  concedió  (a 
ley  de  1,®  de  abril  de  1859  para  la  inversión 
de  los  créditos  extraordinarios,  aplicados  á 
1«8  diversos  Ministerios ,  Quedarán  definiti- 
vamente anulados  en  fin  de  dicho  ejercicio 
los  remanentes  de  que  no  se  hubiere  Kecho 
uso.  {Gac.  5  de  agosto.) 

246.  AOUAB.— Ley  de  8  de  atfosio,  sobré 
el  dominio,  uso  y  aprovechamiento  de  las 
affuas  del  mar  y  terrestres,  su  régimen  y  poli- 
cía eto.— Playas.— Alveos  ó  oiuces  y  riberaa 
—Ijagunas.— Servidumbres.— Canales. — Bie- 
g08.  -Navegación. 

(FoM  )  cDoña  Isabel  II,  por  la  gracia  de 
Dios  y  )a  Constitución  de  la  Monarquía  es^ 
pañola.  A  todos  los  que  la  presente  vieren 
y  enlendieren,  sabed:  quelasCórtes  han  de- 
cretado y  nos  sancionado  lo  siguiente: 

TITULO  PBIMEBO. 

DKLASAGUASDBLMAR. 

CAPITULO  PRIMERO. 

Del  dominio  de  las  aguas  del  mar  y  de  sus 
playas,  de  las  accesorias  y  de  las  servidum-- 
bres  de  los  terrenos  contiguos% 

Artículo  1.^  Son  del  dominio  nacional  y 
uso  público: 

1.  ®  Las  costas  ó  fronteras  martlimas  del 
territorio  español,  con  sus  obras,  ensenadas, 
calas,  radas,  bahías  y  puertos. 

2.  ^  El  mar  litoral,  ó  bien  la  zona  maríti- 
ma que  cine  las  costas,  en  toda  la  anchura 
determinada  por  el  derecho  internacional. 
En  esta  zona  dispone  y  arregla  el  Estado  la 
vigilancia  y  los  aprovechamientos»  a^í  co-^ 
mo  el  derecho  de  asilo  é  inmunidad,  confor- 
me á  las  leyes  y  á  los  tratados  internacio- 
nales. 

3.  ^  Las  playas.  Se  entiende  por  playa  el 
espacio  que  alternativamente  cubren  y  des- 
cubren las  aguas  en  el  movimiento  de  la 
marea  Forma  su  limite  interior  ó  terrestre 
ta  línea  hasta  donde  llegao  las  mas  altas 
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mnreas  y  equinoccialeft.  Donde  no  fueren 
sensibles  las  marcas,  en)pieza  la  playa  por 
ia  parle  de  tierra  en  la  línea  adonde  llegan 
)«s  aguas  en  las  (ormenlas  ó'  temporales  or*  < 
dinarios.  | 

Arl.  2.*  Tienen  la  consideración  de  puer- 
tos marítimos  lasrias  y  las  desembocaduras 
de  los  ríos  hasta  donde  se  internan  las  em- 
barcaciones de  cabotaje  y  altura  que  hacen 
ci  comercio  marítimo.  Fuera  de  este  caso, 
las  riberas  ú  orillas  d«*  los  ríos  consei^van  su 
carácter  especial  de  fluviales,  aun  cuando 
estén  bañadas  por  las  aguas  del  mar. 

Art.  3.**  Son  propiedad  del  Estado  los 
fondeaderos,  varaderos,  astilleros,  arsena- 
les y  otros  establecimientos  destinados  ex- 
clusivamente al  servicio  de  la  marina  de 
guerra. 

Lo  son  igualmente  las  islas  formadas  y 
que  se  formaren  en  la  zona  marítima,  ó  en 
las  rías  y  desembocaduras  de  los  ríos,  con- 
siderados como  puertos  marítimos  según  el 
ar!.  2.<> 

Mas  si  las  islas  procediesen  de  haber  un 
rio  cortado  terrenos  de  propiedad  particu- 
lar «^continuarán  estos  perteneciendo  á  los 
dueños  de  la  fínca  ó  fincas  desmembradas. 

Art.  4.**  Son  del  dominio  público  los  ter- 
renos qae  se  unen  á  las  playas  por  las  ac« 
cesiones  y  aterramientos  que  ocasiona  el 
mar.  Cuando  ya  no  los  bañen  las  aguas  del 
mar ,  ni  «ean  necesarios  para  los  objetos  de 
utilidad  pública,  ni  para  el  establecimiento 
de  especiales  industrias ,  ni  para  el  servicio 
de  vigilancia,  el  Gobierno  los  declarará  pro- 
piedad de  los  dueños  de  las  fincas  colindan- 
tes en  aumento  de  ellas. 

Art.  5,°  Los  terrenos  ganados  al  mar 
por  consecuencia  de  obras  construidas  por  , 
ol  Estado  ó  por  las  provincias,  pueblos  ó 
particaiares  competentemente  autorizados, 
será/i  de  propiedad  de  quien  hubiere  cons- 
truido las  obras,  á  no  haberse  establecido 
otra  cosa  en  la  autorización. 

Arl.  6.**  Pertenece  al  Estado  todo  lo  que, 
no  siendo  producto  del  mar,  sea  arrojado 
piir  este  á  la  costa,  y  no  tenga  dueño  cono- 
cido. La  Hacienda  pública  se  posesionará  de 
ello,  previo  inventario  y  justiprecio,  que- 
dando responsable  á  las  reclamaciones  de 
tercero  y  al  pago  de  los  derechos  y  recom- 
pensas de  hallazgo  y  salvamento,  con  arre- 
glo á  lo  presento  en  las  ordenanzas  navales 
y  disposiciones  vigentes. 

Arl.  7*  El  Gobierno,  ateniéndose  á  las 
ordenanzas  navales,  proveerá  al  salvamento 
de  loa  buques  náufragos,  sus  cargamentos  y 
<>fect09,  así  como  á  su  extracción  en  caso  de 
pérdida  total. 


il9 

Art,  8.*  Las  h'^rorlade*»  colindantes  al 
mar  ó  sus  playas,  están  sometidas  á  las  ser- 
vidumbres de  salvamento  y  de  vigilancia 
litoral. 

Art.  9.®  La  servidumbre  de  salvamento 
comprende  una  zona  de  20  metros,  contados 
tierra  adentro  desde  el  límite  interior  de  la 
playa;  y  de  ella  se  hará  uso  público  en  los 
casos  de  naufragio  para  salvar  y  depositar 
los  restos,  efectos  y  cargamentos  de  los  bu- 

3ues  náufragos.  También  los  barcos  pesca- 
ores  podrán  varar  en  esta  zona ,  cuando  á 
ello  los  movieren  el  estado  de  la  mar,  y  de- 
positar momentáneamente  en  tierra  sus  efec* 
tos.  sin  causar  daño  á  las  heredades. 

Esta  zona  litoral  terrestre  ó  de  salvamen- 
to avanzará  conforme  el  mar  se  retirase  y 
se  retirará  donde  el  mar  avanzase,  porqu<3 
siempre  ha  de  estar  adherida  á  la  playa. 

Por  los  daños  causados  á  las  heredade?» 
en  las  of asiones  de  salvamento,  habrá  lu- 
gar á  indemnización;  pero  solamente  hasia 
donde  alcanzare  el  valor  de  las  cosas  salva- 
das, después  de  satisfechos  los  gastos  de 
auxilios  prestados  y  recompensa  de  ha- 
llazgo. 

Arl.  la.  Consiste  la  servidumbre  de  vi- 
gilancia litoral  en  la  obligación  de  dejar  ex- 
pedita una  via,  que  no  excederá  de  seis  me- 
tros de  anchura  demarcada  por  la  Adminis- 
tración pública.  Esta  via  se  hallará  dentro 
de  la  zona  litoral  terrestre  de  que  habla  el 
articulo  anteríor:  en  los  parajes  de  tránsito 
difícil  ó  peligroso  podrá  internarse  la  via  lo 
estríctamente  necesario. 

Las  heredades  que  no  hubiesen  estado 
hasta  aquí  sometidas  á  la  servidumbre  de 
vigilancia,  obtendrán  la  correspondiente  in- 
demnización por  este  gravámen. 

Art.  II.  La  servidumbre  de  salvamen- 
to no  es  obstáculo  para  que  los  dueños  d«í 
las  heredades  contiguas  al  mar  ó  sus  playas 
siembren,  planten  y  levanten  dentro  de  lít 
zona  litoral  terrestre  y  en  terreno  propio, 
edificios  agrícolas  y  casas  de  recreo. 

Para  la  edificación  en  tales  sitios  se  dará 
prévio  conocimiento  á  la  autoridad  de  ma- 
rina, la  cual  solamente  podrá  oponerse  cuan  • 
do  hubiese  de  resultar  notorio  impedimento 
al  ejercicio  de  la  servidumbre  del  art.  9.® 

La  servidumbre  de  vigilaftcia  da  paso  a 
la  via  de  que  trata  ct  artículo  anteríor,  por 
terrenos  cercados  lo  mismo  que  pof  los 
abiertos. 

CAPITULO  IL 
Del  uso  y  aprovechamiento  de  las  aguas  del 
mar  y  de  sus  playas, 
Arl.  12.   La  navegación  dentro  del  mar 
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litoral  ó  de  la  zona  litoral  marítima  es  co* 
mun  á  lodos  los  buques  nacionales  ó  exiran* 
jeros,  con  sujeción  á  las  leyes  y  reg^lamen*. 
tos  especiales  dictados  ó  que  se  dictaren  so- 
bre el  particular. 

Art.  13.  Las  operaciones  de  carga  y  des- 
carga en  los  puertos,  en  tanto  quejas  mer- 
cancías y  efectos  se  hallen  á  flote,  serán 
propias  de  la  tripulación  del  buque  respec- 
tivo ó  de  los  matriculados  de  mar,  sin  dis- 
tinción  de  deparlannentos  marítimos  ni  pri- 
vativa de  agremiaciones.  Las  mismas  ope- 
raciones sobre  tos  muelles  ó  embarcaderos 
son  enteramente  libres. 

Art.  14.  El  derecho  de  pescar  desde  la 
playa  es  del  público ,  conforme  á  los  regla- 
mentos y  policía  del  ramo.  El  de  pescar  á 
flote  en  la  zona  litoral  marítima  es  exclusi- 
vo de  los  matriculados  ó  mareantes  espa- 
ñoles con  sujeción  á  las  leyes  y  reglamen- 
tos sobre  la  pesca  marítima ,  mientras  sub- 
siste el  privilegio  que  actualmente  gozan. 

Art.  15.  En  las  charcas,  lagunas  ó  es- 
tanques de  agua  del  mar.  formados  en  pro- 
piedad particular,  no  susceptibles  de  comu- 
nicación permanente  con  aquel  por  medio 
de  embarcaciones,  solamente  podrán  pescar 
sus  dueños,  sin  man  restricciones  que  las 
relativas  á  la  salubridad  pública. 

Art.  16.  El  uso  de  las  aguas  del  mar  es 
público  quedando  sujeto  en  cuanto  á  la  fa- 
bricación de  la  sal  á  lo  que  prescriben  las 
leyes  especiales  de  Hacienda. 

Art.  17.  El  uso  de  las  playas  es  también 
público  bajo  la  vigilancia  de  la  autoridad 
civil;  y  todos  pueden  pasearse  en  ellas,  la- 
varse, bañarse,  embarcarse. y  desembarcar 
para  paseos  de  recreo,  tender  y  enjugar  ro- 
pas y  redes,  bañar  ganados  y  recoger  are- 
na, piedras,  conchas,  así  como  plantas,  ma. 
riscos  y  demás  productos  del  mar  y  ejecutar 
otros  actos  semejantes.  Estos  derechos  po- 
drán ser  limitados  en  virtud  de  reglamen- 
tos, siempre  que  lo  exijan  la  defensa  ó  vigi- 
lancia del  territorio  ó  la  utilidad  ó  decencia 
públicas. 

Art.  18.  En  ningún  punto  de  las  costas, 
playas,  puertos  y  desembocaduras  de  los 
rios,  ni  en  las  islas  de  que  trata  el  art.  3.®,  se 
podrán  ejecutar  obras  nuevas,  de  cualquie- 
ra especie  que  fueren,  ni  construir  edificio 
alguno  sin  la  competente  autorización,  con 
arregló  á  lo  establecido  en  esta  ley  ó  á  lo 
que  se  establezca  en  la  de  puertos. 

Exceptúanse  las  construcciones  permiti- 
das por  el  art.  11. 

Art.  19.  El  permiso  para  levantar  en 
las  playas,  sea  dentro  ó  fuera  de  los  puer- 
tos, chozas  ó  barracas  estacionales  con 


destino  á  baños  durante  la  temporada  de 
estos,  se  concederá  por  los  Gobernadores  eir 
las  capitales  marítimas  y  en  los  demás  pu4- 
blos  por  los  Alcaldes,  dando  noticia  al  Go- 
bernador después  de  oida  en  todos  los  casos 
la  autoridad  de  marina. 

Art.  20.  El  permiso  para  levantar  cho- 
.zas  ó  barracas  de  uso  no  permanente,  ó  pa- 
ra establecer  depósitos  temporales  de  mate- 
riales ú  otros  efectos  cercados  solamente  por 
vallas  de  madera  ó  cuerdas,  se  concederá 
por  el  Gobernador  de  la  provincia,  oido  el 
comandante  de  marina  y  el  ingeniero  Jefe. 
Si  se  hubieren  de  situar  dentro  de  la  zona 
de  alguna  plaza  de  guerra,  se  observará 
además  lo  prescrito  por  las  ordenanzas  y 
reglamentos  militares. 

Art.  21.  Estas  concesiones  caducarán 
siempre  que  lo  exijan  la  mejor  vigilancia  de 
las  playas,  la  policía  urbana  ó  rural,  ó  la 
concesión  del  terreno  para  otras  empresas 
de  mayor  utilidad  y  cuantía.  En  tales  casos 
dispondrán  libremente  los  antiguos  conce- 
sionarios de  todos  los  materiales  por  ellos 
empleados,  sin  derecho  á  indemnización. 
El  término  para  el  desahucio  será  de  40 
dias. 

Art  22.  La  autorización  para  construir 
con  destino  al  servicio  particular  dentro  de 
la  mar  ó  en  las  playas  ¿  terrenos  contigons, 
muelles,  embarcaderos,  astilleros,  varade- 
ros 6  careneros  y  caminos  de  sirga,  ó  parai 
formar  salinas,  fábricas  ú  otros  cualesquie- 
ra establecimientos  industriales,  se  conce- 
derá por  el  Ministerio  á  quien  correspondie- 
re la  resolución. 

En  caso  de  necesitarse  algún  terreno  d<% 
propiedad  privada,  habrá  de  preceder  indis- 
pensablemente el  |>ermiso  del  dueño» 

Art.  23.  Del  misnoo  modo  se  concederá 
la  competente  autorización  á  empresas  par- 
ticulares para  establecer  pesqueras  en  las 
playas,  así  como  para  criaderos  de  peces  y 
moluscos. 

Art.  24.  Dentro  de  su  propiedad  particu- 
lar cada  uno  puede  construir  estanques  ar» 
titiciales  de  agua  del  mar  en  comunicaeioii 
con  este  para  baños,  viveros  de  peces  ó 
cualouier  otro  objeto  de  utilidad  ó  recrea, 
poniéndolo  en  conocimiento  del  Goliernador 
de  la  provincia.  Este  tendrá  duran  le  áon 
meses  la  facultad  de  mandar  suspender  \h 
obra,  si  qidos  el  comandante  de  marina  y 
el  ingeniero  provincial  resultare  que  pueiii^ 
irrogarse  conocido  perjuicio  al  público.  En 
tal  caso  podrá  el  interesado  recurrir  al  (xo- 
bierno. 

Art.  25.  El  aprovechamiento  de  Ierre- 
nos  de  las  costas  para  levantar  edificios 
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p<>rmanen(e9  de  baños  y  para  los  demá^ 
iiKos  que  se  expresan  en  el  arl.  22  y  primer 
párrafo  del  23,  está  sujeto  á  los  trámiteb  si- 
guientes: 

1.  ^  Presentación  de  los  planos  del  edifi- 
cio ó  establecimiento  proyectado»  y  una 
memoria  descriptiva  del  mismo  y  de  la  in- 
dustria á  que  se  le  destina. 

2.  ^  Publicación  de  la  solicitud  en  el  Bo- 
leUn  oficial  de  la  proviticia,  en  la  forma  que 
determine  el  reg^lamento. 

3.  *  '  Informes  del  Ayuntamiento  en  cuyo 
término  haya  de  levantarse  et  edificio  ó 
formarse  el  establecimiento,  del  comandante 
de  marina,  del  inffeniero  jefe,  de  la  junta 
provincial  de  sanidad ,  del  Gobernador  de  la 
provincia  y  del  capitán  general  del  distrito. 

Las  autorizaciones  cuya  concesión  correa- 
ponde  al  ramo  de  marina  seguirán  los  trá* 
inites  de  sus  ordenanzas  y  reglamentos. 

Arl.  26.  El  Gobierno  podrá  conceder  pa- 
ra su  desecación  las  marismas  propias  del 
Estado  ó  de  uso  comunal  de  los  pueblos, 
cuando  oidos  eUomandante  de  marina,  el 
jefe  provincial  de  ingenieros  de  caminos,  el 
Gobernador  de  la  provincia  y  la  junta  con- 
sultiva de  obras  publicas  en  el  Ministerio, 
conste  que  de  ello  no  puede  resultar  perjui- 
cio á  la  navegación  de  los  rios  ó  conserva- 
ción de  los  puertos.  , 

Las  marismas  de  propiedad  particular  po- 
drán ser  desecadas  por  sus  dueños  con  li- 
cencia del  Gobernador  de  la  provincia,  quien 
la  expedirá  en  el  término  de  dos  meses,  des- 
ofies  de  oidos  el  comandante  de  marina  y  el 
ingeniero  jefe  de  la  provincia,  y  sin  que 
pueda  irrogarse  perjuicio  á  la  navegación  de 
los  rioa  ó  conservación  de  los  puertos. 

Ar!.  27.  El  Gobierno ,  oido  el  Consejo  de 
Estado ,  tendrá  la  facultad  de  conceder  el 
aprovechamiento  de  las  islas  de  que  hrabla  el 
nrt.  3.*^  á  empresas  colonizadoras  ó  indus- 
trialee.  ,  . 

Arl.  28.  Las  concesiones  de  aprovecha- 
miento de  que  tratan  los  arU.  19  á  27  que- 
dan sujelíis  á  las  disposieiones  generales  so- 
tare conceaíon  de  aprovechamiento  de  aguas, 
eonlenidoa  en  los  arts.  192  y  siguientes,  en 
cuanto  lea  sean  aplicables  sin  complicar  la 
tramitación.  .    j  j 

Art.  29.  Las  obras  permanentes  de  de- 
fensa  en  las  costas  para  proteger  del  emba- 
le de  las  olas  las  heredades  ó  edificios  par- 
ticalares  se  autorizarán  por  el  Gobernador, 
oido  el  dictámen  de  la  autoridad  de  marina 
y  del  jefe  provincial  de  ingenieros  de  ca- 
minos. 


TITULO  SEGUNDO. 

OB  LAS  AGUAS  TSRRBSTRBS. 

CAPITULO  III. 

Del  dominio  de  las  aguas  pluviales. 

Art.  30.  Pertenecen  al  dueño  de  un  pré*- 
dio  las  aguas  pluviales  que  caen  ó  se  reco* 
f^en  en  el  mismo ,  mientras  discurran  por  él. 
Podrá  en  consecuencia  construir  dentro  dn 
su  propiedad  cisternas,  algibes,  estanques 
ó  pantanos  donde  conservarlas ,  siempre  que 
con  ello  no  cause  perjuicio  al  público  ni  á 
tercero. 

Art.  31.  Pertenecen  al  dominio  público 
las  aguas  pluviales  que  discurren  por  torren- 
tes  ó  ramblas, cuyos  cáucessean  del  mismo 
dominio  público. 

Art.  32.  Los  Ayuntamientos,  dando 
cuenta  al  Gobernador  de  la  provincia ,  po- 
drán conceder  autorización  al  que  la  solicite 
para  construir  en  terrenos  públicos  de  su  tér- 
mino y  jurisdicción  cisternas  ó  algibes  don- 
de se  recojan  las  aguas  pluvial«*s. 

En  caso  de  negarla  podrá  acudirse  al  Go- 
bernador,  quien  resolverá ,  oidos  el  ingenie- 
ro jefe  del  ramo  de  minas  en  la  provincia  ó 
distrito,  el  arquitecto  déla  provincia  y  el 
Consejo  provincial.  Al  concederse  la  autori- 
zación ,  se  fijarán  las  condiciones  necesarias 
para  la  seguridad  de  los  transeúntes. 

CAPITULO  IV. 
Del  dominio  de  las  aguas  vivas  ^  manantiales 
y  corrientes, 
Art.  33.   Son  públicas  ó  del  dominio  pú  - 
blico: 

1.  ®  Las  aguas  que  nacen  continua  ó  dis- 
continuamente en  terrenos  del  mismo  do- 
minio. 

2.  ^  Las  de  los  rios. 

3.  ®  Las  continuas  ó  dis«!ontínuas  de  nri^  - 
nantiales  y  arroyos  que  corren  por  sus  cau- 
ces naturales. 

Arl.  34.  Tanto  en  los  prédios  de  los  par- 
ticulares como  en  los  de  propiedad  del  Es- 
tado, de  las  provincias  ó  de  los  pueblos ,  las 
aguas  que  en  ellos  nacen  continuad  discon- 
tinuamente pertenecen  al  dueño  respectivo 
para  su  uso  y  aprovechamiento  miénlra*» 
discurren  por  los  mismos  prédios. 

En  cuanto  las  aguas  no  aprovechadas  sa  - 
len  del  prédio  donde  nacieron  •  ya  son  púb  i  - 
cas  para  los  efectos  de  la  presente  ley  ,  si 
pasan  á  correr  por  sus  cáoces  públicos  nal  "- 
ralmente  formados.  Mas  si  después  de  haber 
salido  del  prédio  de  su  nacimienlo  y  áales 
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de  llegar  á  los  cauces  públicos  entran  á  coi- 
rcr  por  olro  predio  de  propiedad  privada, 
el  dueño  de  esle  las  hace  suyas  para  su  apro- 
vechamienlo  eventual,  y  luego  el  inmedia- 
tamente inferior  si  lo  hubiere  y  así  sucesi- 
vamente, aunque  con  sujeción  á  lo  que  se 
prescribe  en  el  párrafo  segundo  del  art.  40. 

Estos  aprovechamientos  eventuales  podrá 
interrumpirlos  el  dueño  del  predio  donde 
nace  el  agua  por  empezar  á  aprovecharla  él, 
aun  cuando  los  inferiores  la  hubiesen  usado 
por  mayor  tiempo  de  un  año  y  un  día,  ó 
construido  obras  para  su  mejor  servicio. 
Unicamente  p¡*»rde  el  derecho  á  la  interrup- 
ción el  dueño  del  predio  del  nacimiento  del 
agua,  cuando  alguno  ó  algunos  de  los  infe- 
riores tuviesen  á  su  favor  el  derecho  por 
ellos  adquirido ,  al  tenor  del  art.  39,  ó  cuan- 
do fuese  aplicable  el  párrafo  primero  del  ar- 
tículo 42. 

Art.  35.  Las  aguas  no  aprovechadas  por 
el  dueño  del  predio  donde  nacen,  así  como 
las  que  sobraren  de  sus  aprovechamientos, 
saldrán  del  predio  por  el  mismo  punto  de  su 
cauce  natural  y  acostumbrado ,  sin  que  pue- 
dan ser  en  manera  alguna  desviadas  del 
curso  por  donde  primitivamente  se  alejaban. 
Lo  mismo  se  entiende  con  el  predio  inmedia- 
tamente inferior  respecto  del  siguiente,  ob- 
servándose siempre  este  órden. 

Art.  36.  Las  aguas  que ,  después  de  ha- 
ber corrido  por  cáuce  público,  vienen  natur 
raímente  á  atravesar  un  predio  de  propie- 
dad privada,  contraen,  mientras  no  salen  de 
él ,  el  carácter  señalaao  en  los  dos  artículos 
precedentes  respecto  á  su  aprovechamiento 
eventual. 

Arl.  37.  Todo  lo  relativo  al  aprovecha- 
miento eventual  de  las  aguas  de  manantia- 
les y  arroyos  en  cauces  naturales,  pueden 
libremente  ponerlo  por  óbralos  dueños  de 
loí  prédios  inferiormenle  situados,  siempre 
que  no  empleen  olro  atajadizo  mas  que  de 
tierra  y  piedra  suelta,  y  que  la  cantidad  de 
a^ua  por  cada  uno  de  ellos  consumida  no 
pxceda  de  10  litros  por  segundo  de  tiempo. 
Solamente  será  obligación  suya  el  dar  parle 
al  Alcalde  del  pueblo  para  conocimienla  del 
Gobernador  de  la  provincia. 

Si  en  el  curso  de  un  arroyo ,  y  ántes  de 
su  incorporación  á  un  rio,  existiese  algún 
prédio  atravesado  por  la  corriente ,  tendrá 
preferencia  sobre  los  colindantes  al  cáuce 
en  toda  su  longitud.  Si  no  existiese  predio 
atravesado  por  la  corriente,  los  colindantes 
ó  fronteros  al  cáuce  entrarán  á  disfrutar  por 
fiu  órden  las  ventajas  concedidas  arriba  y 
en  el  art.  41. 

Se  entiende  que  ningún  aprovechamiento 


eventual  podrá  interrumpir  ni  atacar  dere- 
chos anteriormente  adquiridos  sobre  las  mis- 
mas aguas  en  región  inferior. 
Art.  38.   Pertenecen  al  Estado  las  agua^ 
.  halladas  en  ta  zona  de  los  trabajos  de  obras 
\  públicas ,  aunque  se  ejecuten  por  concesio- 
i  uarios,  á  no  haberse  estipulado  otra  cosa  en 
las  condiciones  de  la  concesión.  Disfrutarán. 
I  no  obstante,  su  aprovechamiento  gratuito 
;  para  el  servicio  de  construcción  de  las  mis- 
mas obras. 

Pertenecen  á  los  pueblos  las  acunas  sobran- 
tes de  sus  fuentes,  cloacas  y  establecimien- 
tos públicos. 

Art.  39.  El  derecho  á  aprovechar  inde- 
finidamente las  aguas  de  manantiales  y  ar- 
royos se  adquiere  por  los  dueños  de  terreno:» 
inferiores,  y  en  su  caso  de  los  colindantes, 
cuando  las  hubiesen  aplicado  sin  interrup- 
ción por  tiempo  de  20  años. 

Art.  40.  Si  el  dueño  de  un  prédio  donde 
sale  un  manantial  natural  no  aprovechase 
mas  que  la  mitad ,  la  tercera  parle  ti  otra 
cantidad  fraccionaria  de  sus  aguas,  el  rema- 
nente ó  sobrante  entra  en  las  condiciones  del 
arl.  34  respecto  de  aprovechamientos  infe- 
riores. 

Cuando  el  dueño  del  prédio  donde  sale  un 
manantial  natural  no  aprovecha  mas  que 
una  parte  fraccionaría  de  sus  aguas,  pero 
determinada,  continuará»  en  épocas  d«  dis- 
minución ó  empobrecimiento  del  manantial, 
usando  y  disfrutando  la  misma  cantidad  ab- 
soluta de  agua  y  la  merma  será  en  desven- 
taja  y  perjuicio  de  los  regantes  ó  usarlos  in- 
feriores, cualesquiera  que  fuesen  sus  títulos 
al  disfrute. 

Art.  41.  Si  el  dueño  del  prédio  donde 
naturalmente  nacen  unas  aguas  dejase  tras- 
currir 20  años  después  de  la  promulgación 
de  la  presente  ley  sin  aprovecharlas,  consu- 
miéndolas total  ó  parcialmente  de  cualquier 
modo,  perderá  todo  derecho  á  interrumpir 
los  usos  y  aprovechamientos  inferiores  «1*^ 
las  mismas  aguas  que  por  espacio  de  un  año 
y  un  día  consecutivo  se  hubiesen  ejeroitado. 

Por  consecuencia  de  lo  aquí  dispuesto  lo*» 
'  prédios  inferiormenle  situados ,  y  los  lateral- 
mente en  su  caso,  adquieren  por  el  órden 
de  su  colocación  la  opción  á  aprovechar 
aquellas  aguas  y  consolidar  por  el  uso  n^i 
interrumpido  su  derecho. 

Pero  se  entiende  que  en  estos  prédios  in- 
feriores ó  laterales  el  que  se  anticipare  ó 
hubiese  anticipado  por  un  año  y  un  diaeo  el 
aprovechamiento  no  puede  ser  ya  privada 
de  él  por  otro ,  aun  cuando  este  estuviese  si- 
tuado mas  arriba  en  el  discurso  del  agrua. 

Arl.  42.   Tanto  en  el  caso  del  arl.  31  co- 
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mo  en  el  del  41 ,  siempre  que  trascurridos 
20  años  de  la  publicación  de  la  presente  ley, 
oi  dueño  del  predio  del  nacinoienlo  de  unas 
a^uas ,  después  de  haber  empezado  á  usar- 
las y  consumirlas  en  lodo  ó  en  parle  ioter- 
rumpie^e  su  aprovechamiento  por  espacio 
de  un  año  y  un  dia  consecutivos,  perderá  el 
dominio  del  todo  ó  de  la  parte  no  aprovecha- 
da de  aquellas  aguas,  adquiriendo  el  dere- 
cho quien  ó  quienes  por  igual  espacio  de  un 
año  y  un  dia  las  hubieren  aprovechado,  se- 
gún el  misríio  art.  41. 

Sin  embargo,  el  dueño  del  predio  del  na- 
cimiento conservará  siempre  el  derecho  á 
emplear  tas  aguas  dentro  del  mismo  predio 
como  fuerza  motriz  ó  en  otros  usos  que  no 
produzcan  m«>rma  apreciable  en  su  caudal. 

Art.  43.  El  dominio  de  las  aguas  minero- 
medicinales se  adquiere  por  los  mismos  me- 
dios que  el  de  las  aguas  superGciales  y  sub- 
terráneas, siendo  del  dueño  del  prédio  en 
que  nacen  si  las  utiliza,  ó  del  descubridor  si 
las  diere  aplicación  con  sujeción  á  los  regla- 
mentos sanitarios. 

Las  distancias  para  el  alumbramiento  de 
estas  aguas  espepiales  por  medio  de  pozos 
ordinarios,  socavones  y  galerías,  y  de  po- 
zos artesianos  para  los  ascendentes ,  serán 
las  mismas  que  se  establecen  para  las  aguas 
comunes. 

Por  causa  de  salud  pública  el  Gobierno, 
oyendo  á  la  junta  provincial  y  Consejo  de 
Sanidad  y  al  Consejo  de  Estado,  podrá  de- 
clarar la  expropiación  forzosa  de  las  aguas 
minero- medicinales  no  aplicadas  á  Ja  cura- 
ción y  de  los  terrenos  adyacentes  que  se  ne- 
cesitaren para  formar  establecimientos  bal- 
nearios,  aunque  concediéndose  dos  años  de 
preferencia  á  los  dueños  para  veriOcarlo 
por  sí. 

CAPITULO  V. 

Del  dominio  de  las  aguas  muerioi  ó  ettan- 
cadfu. 

ArL  44.    Son  del  dominio  público  los  la 
gos  y  lag'unas  formados  por  la  naturaleza 
qutt  ocnpan  terrenos  públicos  y  se  alimen- 
tan con  agruas  públicas. 

Son  propiedad  de  los  particulares,  del  Es- 
tado ó  de  las  provincias,  los  lagos,  lagunas 
y  charcas  formados  en  terrenos  de  su  res 
pectivo  dominio ,  así  como  los  situados  en 
terrenos  de  aprovechamiento  comunal  per- 
tenecen á  los  pueblos  respectivos. 

CAPITULO  VL 

Del  dominio  de  las  aguas  subterráneas. 

Art.  45.    Pertenecen  al  ducñ(f  de  un  pré- 


dio en  plena  |>ropiedad  Ins  aguas  subter- 
ráneas que  en  él  hubiere  obtenido  por  medio 
de  pozos  ordinarios,  cualquiera  que  sea  el 
aparato  empleado  para  extraerlas. 

Art.  46.  Todo  propietario  puede  abrir 
libremente  pozos  y  establecer  artificios  para 
elevar  aguas  dentro  de  sus  fincas ,  aunqut^ 
con  ello  resultasen  amenguadas  las  agua<; 
de  sus  vecinos.  Deberá  sin  embargo  guar- 
darse la  distancia  de  dos  metros  entre  pozo  y 
pozo  dentro  de  las  poblaciones  y  de  15  fh*'- 
tros  en  el  campo ,  entre  la  nueva  excavación 
y  los  pozos,  estanques,  fuentes  y  acequias 
permanentes  de  los  vecinos. 

Art.  47.  La  autorización  para  abrir  po- 
zos ordinarios  ó  norias  en  terrenos  públicos 
se  concederá  por  los  Ayuntamientos  de  los 
pueblos ,  con  arreglo  á  los  arts.  34  y  46.  Et 
que  la  obtenga ,  adquirirá  plena  propiedad  de 
las  aguas  que  hallare. 

Art.  48.  Cuando  se  buscare  el  alumbri- 
miento  de  aguas  subterráneas  por  medio  de 
pozos  artesianos  ó  por  socavones  ó  galerías, 
el  que  las  hallase  é  hiciese  surgir  á  la  super- 
ficie del  terreno  será  dueño  de  ellas  á  perpe- 
tuidad ,  sin  perder  su  derecho  aunque  sal- 
gan de  la  finca  donde  vieron  la  luz,  cuai<* 
quiera  que  sea  la  dirección  que  el  alumbra- 
dor  quiera  darles  en  todo  tiempo. 

Si  el  dueño  de  las  aguas  alumbradas  no 
construyese  acueducto  para  ellas  en  los  pre- 
dios infe  ¡ores  que  atraviesen ,  sino  que  la» 
dejase  abandonadas  á  su  curso  natura! ,  en- 
tónees  entrarán  los  dueños  de  estos  predios 
á  disfrutar  del  derecho  eventual  que  les  con- 
fiere el  art.  34  respecto  de  los  manantiales 
naturales  superiores. 

Arl.  49.  El  dueño  de  cualquier  terreno 
puede  alumbrar  y  apropiarse  plenamente 
por  medio  de  pozos  artesianos  y  por  soca- 
vones ó  galerías  las  aguas  que  existen  de- 
bajo de  la  superficie  de  su  finca,  con  tal  que 
no  distraiga  ó  aparte  aguas  públicas  de  su 
corriente  natural.  . 

Por  regla  general,  cuando  amenazare  pe- 
ligro inminente  de  que  un  pozo  artesiano,  á 
un  socavón  ó  galería  distraiga  ó  merme  las 
aguas  de  una  fuente  ó  de  una  corriente  des- 
tinadas al  abastecimiento  de  una  población 
ó  riegos  existentes,  se  suspenderán  las  obras 
siempre  que  fuesen  denunciadas  por  el  Ayun- 
tamiento ó  por  la  mayoría  de  los  regantes. 
Si  del  reconocimiento  por  dos  peritos  nom- 
brados por  las  partes  y  tercero  en  discor- 
I  dia,  según  el  derecho  común ,  resultare 
'existir  el  peligro  inminente,  no  podran 
continuarse  las  labores,  sino  que  se  decla- 
rará por  el  Gobierno  anulada  la  concesión. 
Art.  50.   Las  labores  de  que  habla  el 


Digitized  by 


Google 


PAUTE  LEQISLATITA. 


nrliculo  nnlcrínr  pnra  alumbramiento  no  . 
podrán  ejecutarse  á  menor  distancia  de  I 
40  metros  de  edificios  ajenos ,  ni  de  un  fer« 
ro-carril  ó  carretera,  ni  á  menos  de  tOO  me- 
tros  de  otro  alumbramiento  ó  fuente,  canal 
^  acequia  ó  abrevadero  público,  sin  la  li- 
cencia correspondiente  de  los  dueños,  ó  en 
su  caso  de  los  Ayuntamientos,  previa  forma- 
ción de  expediente;  ni  dentro  de  la  zona  de 
los  puntos  fortificados ,  sin  permiso  de  la 
autoridad  militar. 

Tampoco  podrán  ejecutarse  dichas  la^o« 
res  dentro  de  una  pertenencia  minera,  sin 
prévia  estipulación  de  resarcimiento  de 
perj  uicios. 

Sino  hubiere  avenencia ,  fijará  las  condi- 
ciones de  la  indemnización  la  autoridad 
administrativa ,  previo  informe  de  peritos 
nombrados  al  efecto. 

Art.  51.  Nadie  podrá  hacer  caiicatas  en 
busca  de  aeuas  subterráneas  en  terrenos 
de  propiedad  part¡i»ular  sin  expresa  licencia 
de  sus  dueños.  Para  hacerlas  en  terrenos 
del  Estado  ó  del  común  de  algún  pueblo  se 
necesita  la  autorización  del  Gobernador  de 
la  provincia. 

Sin  embargo,  cuando  la  negativa  del 
dueño  del  terreno  contrariase  fundadas  es« 
peranzas  de  hallazgo  de  aguas  seguu  crite- 
rio pericial ,  podra  el  Gobernador,  oidas  las 
razones  en  que  se  funde  la  negativa,  conce- 
der el  permiso  limitado  á  tierras  incultas  y 
<lc  secano;  sicado  las  de  regadío,  jardines 
y  parajes  cercados,  exclusiva  de  los  dueños 
la  concesión,  sin  recurso  alguno  contra  su 
negativa. 

Art.  52.  En  la  solicitud  para  las  calica- 
tas ó  investigaciones  se  expresará  el  paraje 
que  se  intenta  explorar  y  la  extensión  su- 
perficial del  terreno  para  las  operaciones. 
El  Gobernador  de  la  provincia ,  previos  los 
trámites  que  establezca  el  reglamento,  con- 
cederá ó  negará  la  autorización  ,  la  cual  se 
entenderá  siempre  salvo  el  derecho  4e  pro- 
piedad y  sin  perjuicio  dé  tercero ,  en  lo  que 
sea  extraño  á  los  resuttados  fortuitos  del 
alumbramiento. 

Art.  53.  Las  limitaciones  contenidas  en 
ios  artículos  49  y  50  ,  respecto  al  dueño  de 
un  terreno,  son  también  aplicables  á  las  au- 
torizaciones que  concede  la  Administración 
en  los  del  Estado  ó  del  común. 

Art.  54«  A  toda  autorización  para  calica- 
tas precederá  siempre  la  constitución  de  un 
depósito  en  metálico  de  100  á  2.000  escu- 
dos, según  los  casos,  ó  en  su  equivalencia 
en  papel  de  la  deuda  del  Estado,  para  res- 
ponder de  los  daños  y  perjuicios  que  se  oca- 
sionaren ,  y  de  la  reposición  de  las  oosas 


al  ser  y  estado  que  tenían  ánles,  sr  na  se 
llevase  á  cabo  el  alumbramiento. 

Art.  55.  Al  otorgarse  la  autorización  pa* 
ra  calicatas ,  se  demarcará  una  zona  paralelo- 
grámica ,  dentro  de  la  cual  nadie  podrá  hA- 
ter  iguales  exploraciones.  La  dimensión  de 
esta  zona  será  mayor  ó  menor,  según  ln 
constitución  y  circunstancias  del  terreno;  pe- 
ro nunca  excederá  para  socavones  ó  gale- 
nas ,  de  la  superficie  de  cuatro  hectáreas, 
ün  mismo  individuo  podrá  obtener,  á  la  voz 
ó  sucesivamente,  la  autorización  para  diver- 
sas zonas ,  cumpliendo  respecto  de  cada  una 
con  las  condiciones  del  art.  54  y  demás  de 
esta  ley. 

Art.  56.  Dentro  de  seis  meses ,  conta- 
dos desde  que  se  conceda  la  autorización 
para  calicatas ,  formalizará  el  concesionario 
la  solicitud  para  la  realización  de  su  proyec- 
to, acompañando  una  memoria  explicativa. 
Instruido  el  expediente  en  los  términos  que 
establezca  el  reglamento ,  y  anunciando  el 
proyecto  en  el  Boletín  ofictal ,  lo  resolverá 
el  Gobernador,  oido  el  ingeniero  jefe  del 
ramo  de  minas  en  la  provincia  ó  distrito  y 
dando  parte  al  Gobierno. 

Art.  57.  Terminados  los  trabajos  dct 
alumbramiento  dentro  de  los  plazos  señalado» 
en  la  concesión,  se  expedirá  el  correspon- 
diente título  de  propiedad  de  las  aguas  ha- 
lladas. 

Art.  58.  Los  que  dentro  de  los  seis  me- 
ses otorgados  para  las  operaciones  explora- 
torias no  solicitaren  la  concesión  definitiva, 
los  que  no  terminaren  los  trabajos  de  alum- 
bramiento  en  el  plazo  señalado  en  la  órden 
dn  autorización,  y  los  que  después  de  ter- 
minados y  aun  de  haber  obtenido  el  título 
de  propiedad,  dejaren  cegar  las  obrase 
inutilizarse  las  aguas  halladas,  perderán 
los  derechos  que  hubiesen  adquirido  por  las 
respectivas  autorizaciones,  y  concestones, 
las  cuales  podrán  declararse  caducadas  de 
oficio  ó  á  instancia  de  parte. 

A  la  declaración  de  caducidad  precederá 
indispensablemente  la  audiencia  del  conce- 
sionario, ó  su  citación  por  edictos,  ó  por  los 
periódicos  oficiales ,  si  se  ignorase  su  para- 
dero, pudiendo  prorogársele  el  plazo  si  1<> 
solicitase  y  presentase  fianza  suñciente  á 
jtiicio  de  la  Administración: 

Art.  59  El  alumbramiento  de  aguas  sub- 
terráneas por  medio  de  pozos  artesianos 
qneda  sujeto  á  las  reglas  establecidas  en 
los  artículos  anteriores  para  el  que  se  veri- 
fica por  socavones  ó  galerías ,  con  las  dife- 
rencias siguientes: 

1.*  Los  seis  meses  que  en  los  artíeolos 
56  y  58  se  eonoeden  para  la  exploración  se 
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tnlenilciin  nqai  para  dar  principio  á  los 
trabajos. 

2.  *  No  se  fijará  plaio  para  la  eonelasion 
de  estos;  pero  el  eonoesionario  .oü  podrá 
suspenderlos  por  más  de  cuatro  meses,  bajo 
pena  de  caducidad ,  á  no  mediar  fuerza  ma- 
yor. 

3.  *  £n  lugar  de  la  zona  de  que  habla  el 
art.  55 ,  se  marcará  otra  que  podrá  exten- 
derse hasta  1.000  hectáreas. 

Todas  las  ag^as  subterráneas  llevadas  á 
la  superficie  tendrán  para  su  aplicación  el 
derecho  de  la  servidumbre  forzosa  de  acue- 
ducto  y  el  de  )a  ocupación  temporal  para  la 
construcción  de  sus  obras ,  así  superficiales 
como  subterráneas. 

Art.  60.  Los  concesionarios  de  perte* 
nenciaa  mineras,  socavones  y  pierias  ^gene- 
rales de  desagüe  de  minas,  tienen  la  pro- 
piedad de  las  aguas  halladas  en  sus  labores 
mientras  conserve  la  de  sus  minas  respecti- 
vas. 

Art.  61.  En  la  prolongación  y  conserva 
cion  de  minados  antiguos  en  busca  de  agua, 
oontiouarán  guardándose  las  distancias 
que  requieren  para  su  construcción  y  explo- 
tación en  cada  localidad,  respetándose 
siempre  los  derechos  adquiridos. 

Art.  62.  El  Gobierno  podrá  hacer  con- 
cesiones  para  la  exploración  y  alumbra- 
miento de  aguas  subterráneas  en  cuencas  ó 
valles,  formando  estos  de  extensión  limita- 
da por  las  vertientes  ó  divisorias,  con  la 
mira  del  abastecimiento  de  las  poblaciones  y 
grandes  riegos  ú  otras  aplicaciones  dilles, 
siempre  que  á  juicio  de  facultativos  no 
puedan  perjudicar  á  tercero. 

CAPITULO  VIL 

Bispotiaonei  concernientes  á  los  eapituloi 
anteriores. 

Art.  63.  Si  las  aguas  sobrantes  de  las 
fuentes,  cloacas  y  establecimientos  públicos 
de  las  poblaciones  hubiesen  sido  aprovecha- 
das por  los  dueños  de  los  terrenos  Inferiores 
«I  tiempo  de  20  años,  no  podrán  los  Ayun- 
tamienios  alterar  el  curso  de  aquellas  aguas, 
ni  inpedir  la  continuación  del  aprovecha- 
mieoto  ,  sino  por  causado  utilidad  páblíca 
debidamente  justificada  y  prévia  indemni- 
zación de  daños  y  perjuicios. 

Art.  64.  También  en  las  aguas  alum- 
bradas, Que  por  sobrantes  corrieren  librf^- 
ineate  y  fuesen  aprovechadas  por  los  pré- 
dios  inferiores  á  virtud  de  obras  permanen- 
tes ó  bien  por  división  continua  ó  de  turno 
y  tandeo,  por  tiempo  de  20  años  á  ciencia 
y  paciencia  del  alumbrador  dueño  de  ellos, 


I podrán  los  tales  predios  inferiores  conliiiua 
aprovechándolas  indefinidamente. 
Art.  65.  Eleapecto  de  unas  y  otras  agua«, 
dé  que  tratan  los  dos  artículos  anteriores, 
los  predios  inferiormente  situados  que ,  por 
su  posición  y  mayor  proximidad  al  naci- 
miento, tuviesen  preferencia  para  el  apro- 
vechamiento eventual  sin  ponerlo  en  prác- 
tica, la  perderán  relativamente  á  los  man 
bajos  y  lejanos,  que  por  espacio  de  un  año 
y  un  dia  hubiesen  consecutivamente  apro- 
vechado aouellas  aguas,  según  en  los  artí- 
culo 41  y  42  se  dispuso  respecto  de  las  de 
manantiales  naturales. 

TITULO  TSBCBBO. 

DB  LOS  ALVK08  6  CAUCCS  DB  LAS  AGUaS, 
DB  LAS  RIBBBAS  Ó  MARGENBS  Y  DB  LAS  AC- 
GB8I0NBS. 

CAPITULO  vm. 

De  las  ramblas  y  barrancos  que  sirven  de 
álveo  á  las  aguas  fluviales. 

ArL  66.  Alveo  ó  cáuce  natural  de  las 
corrientes  de  aguas  pluviales  es  el  terreno 
úue  estos  cubren  durante  sus  avenidas  or- 
dinarias, en  barrancos ,  ramblas  ú  otras  vias 
naturales. 

'Art.  67.  Los  cáuces  naturales  de  que 
habla  el  artículo  anterior  y  que  no  son  de 
propiedad  privada,  pertenecen  al  dominio 
público. 

Art.  68.  Son  de  propiedad  privada  los 
cáuces  naturales  de  aguas  de  lluvia  que 
atraviesan  fincas  de  dominio  privado. 

Art.  69.  El  dominio  privado  de/los  ál- 
veos de  aguas  pluviales  no  autoriza  para 
construir  en  ellos  obras  que  puedan  hacer 
variar  el  curso  natural  de  las  mismas  en 
perjuicio  de  tercero,  ó  cuya  destrucción  por 
la  fuerza  de  las  avenidas  pueda  causar  gra- 
ve daño  á  predios,  fábricas  ó  establecimien- 
tos ,  puentes ,  caminos  ó  poblaciones  infe- 
riores. 4 

Del  álveo  de  los  arroyos  y  rtos,  y  de  las  rt- 
beras  de  estos. 

Art.  70.  Alveo  ó  cáuce  natural  de  un  ar- 
royo ó  rio  es  el  terreno  que  cubren  sus 
aguas  en  las  mayores  crecidas  ordinarias. 

Art.  71.  Los  álveos  de  todos  los  arroyos 
pertenecen  á  los  dueños  de  las  heredades  6 
de  los  terrenos  que  atraviesen. 

Art.  72.  Son  de  dominio  público  los  ál- 
veos en  terreno  público ,  de  los  arroyos  por 
donde  corren  aguas  manantiales. 

Corresponden  también  al  dominio  público 
los  álveos  ó  cáuces  naturales  de  los  ríos. 
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Art.  73.  Se  entienden  por  riberas  de  un 
rio  las  fajas  ó  zonas  laterales  de  sus  álveos 
que  solamente  son  bañadas  por  las  aguas  en 
las  crecidas  que  no  causan  inundación.  Et 
dominio  privado  de  las  riberas  está  sujeto  á 
la  servidumbre  de  tres  metros  de  zona  para 
liso  público,  en  el  interés  general  de  la  na- 
vegación ,  la  flotación ,  la  pesca  y  el  salva- 
mento. 

Sin  embargo ,  cuando  los  accidentes  del 
terreno  lo  exigieren  ó  lo  aconsejaren ,  se  en- 
sanchará ó  se  estrechará  la  zona  de  esta  ser- 
vidumbre, conciliando  todos  los  intereses. 

Del  álveo  y  orillas  de  los  lagos ,  lagunas  ó 
charcas. 

Art.  74.  Alveo  ó  fondo  natural  de  los  la- 
gos, lagunas  ó  charcas,  es  el  terreno  que  en 
ellos  ocupan  las  aguas  en  su  mayor  altura 
ordinaria. 

Art.  75.  Corresponden  á  los  dueños  de 
las  fincas  colindantes  los  álveos  de  los  la- 
gos, lagunas  ó  charcas  que  no  pertenezcan 
al  Estado,  ó  por  titulo  especial  de  domloio  á 
Olgun  particular. 

Ar'.  76.  Las  orillas  de  los  lagos  navega- 
bles que  se  hallen  cultivadas  no  están  sujetas 
á  mas  servidumbre  que  n  la  de  salvamento 
oM  casos  de  naufragio  ,  en  los  términos  estar 
blecidos  en  los  arls.  8.®  y  siguientes,  para 
tas  heredades  limítrofes  al  mar.  Se  excep- 
túan tos  puntos  que  la  autoridad  designe  pa- 
ra embarque  y  desembarque,  depósitos  de 
barcos  y  demás  operaciones  del  servicio  de 
navegación. 

De  las  accesiones ,  arrastres  y  sedimentos  de 
las  aguas. 

Art.  77.  Los  terrenos  que  fueren  acci- 
dentalmente inundados  por  las  aguas  de  los 
lagos  ó  por  los  arroyos,  rios  y  demás  cor- 
rientes, continuarán  siendo  propiedad  de 
sus  dueños  respectivos. 

Art.  78.  Los  cáuees  de  ríos  que  queden 
abandonados  por  variar  naluralmenie  el 
curso  de  las  aguas ,  perienecen  á  los  dueños 
de  los  terrenos  en  toda  longitud  respectiva. 
Si  el  cauce  abandonado  separaba  heredades 
de  distintos  dueños,  la  nueva  línea  diviso- 
ria corrj'rá equidistante  de  unas  y  otras. 

Art.  79.  Cuando  un  rio  navegable  ó  flo- 
table, variando  naturalmente  de  dirección, 
se  abra  un  nuevo  cáuce  en  heredad  privada, 
este  cáuce  entrará  en  et  dominio  público.  El 
dueño  de  la  heredad  lo  recobrará,  siempre 
que  las  aeuae  volviesen  á  dejarlo  en  seco, 
ya  naturalmente,  ya  por  virtud  de  trabajos 
al  efecto. 


Art.  80.  Los  cauces  públicos  que  queden 
en  seco  á  consecuencia  de  trabajos  autoriza- 
dos por  concesión  especial ,  son  de  los  con- 
cesionarios, á  no  establecerse  otra  cosa  en 
las  condiciones  con  que  aquella  se  hizo. 

Art.  81.   Cuando  la  corriente  de  un  ar-  * 
royo,  torrente  ó  rio  se  segrega  de  su  ribera 
una  porción  conocida  de  terreno  y  lo  tras- 
porta á  las  heredades  fronteras  ó  á  las  infe- 
riores, su  dueño  conserva  su  propiedad. 

Art.  82.  Si  la  porción  conocida  de  ter- 
reno segregado  de  una  ribera  queda  aislada 
en  el  cáuce,  continúa  perteneciendo  incondi- 
cionalmente  á  su  antiguo  dueño.  Lo  mismo 
sucederá  cuando,  dividiéndose  un  rio  en  bra- 
zos, circunde  y  aisle  algunos  terrenos. 

Art.  83.  Las  islas  que  por  sucesiva  acu- 
mulación de  arrastres  superiores  se  van  for- 
mando en  los  rios,  pertenecen  á  los  dueños 
de  las  riberas  ú  orillas  mas  cercanas  á  cada 
una,*  ó  á  los  de  ámbas  riberas  si  la  isla  se 
hallase  en  medio  del  rio,  dividiéndose  en- 
tonces longitudinalmente  por  mitad.  Si  una 
sola  isla  así  formada  distase  de  una  ribera 
mas  que  de  otra,  será  únicamente  y  por 
completo  dueño  suyo  el  de  la  ribera  mas 
cercana. 

Art.  84.  Pertenece  á  los  dueños  de  ios 
terrenos  confinantes  con  los  arroyos,  torren- 
tes, rios  y  lagos,  el  acrecentamiento  que 
reciban  paulatinamente  por  la  accesión  ó  se- 
dimentación de  las  aguas. 

Los  sedimentos  minerales  quedan  sujetos, 
en  cuanto  á  su  explotación ,  á  lo  dispuesto 
en  la  ley  de  minas. 

Art.  85.  Cualquiera  puede  recoger  y 
salvar  los  animales,  maderas,  frutos,  mue- 
bles y  otros  productos  de  la  industria,  ar- 
rebatados por  la  corriente  de  las  aguas  pú- 
blicas ó  sumergidos  en  ellas,  presentándolo^ 
inmediatamente  á  la  autoridad  local,  que 
dispondrá  su  depósito  ó  su  venta  en  pública 
subasta  cuando  no  puedan  conservarse.  Se 
anunciará  en  seguida  el  hallazgo  en  el  mis*- 
mo  pueblo  y  limítrofes  superiores-,  y  si  den- 
tro de  seis  meses  hubiese  reclamación  por 
parte  del  dueño ,  se  le  entregará  el  objeto  6 
su  precio,  prévio  abono  de  los  gastos  de 
conservación  y  del  derecho  de  salvamento. 
Este  derecho  consistirá  en  un  10  por  100. 
Trascurrido  aquel  plazo  sin  haber  reclama- 
do el  dueño,  perderá  este  su  derecho  ,  y  se 
devolverá  todo  á  quien  lo  salvó,  prévio  abo- 
no de  los  gastos  de  conservación. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  no 
tendrá  lugar  desde  el  momento  en  que  el 
dueño  de  los  objetos  provea  á  su  salva- 
mento. 

Art.  86.   Las  brozas ,  ramas  y  !eñas  que 
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vayan  flotando  en  las  aguas,  ó  sean  depo- 
sitadas por  ellas  en  el  cauce  ó  en  terrenos  del 
dominio  público ,  son  del  primero  que  las  re- 
coce ;  las  dejadas  en  terrenos  del  dominio 
particular  ó  sus  riberas  son  del  dueño  de  las 
tincas  respectivas. 

Arl.  87.  Los  árboles  arrancados  y  tras- 
portados por  la  corriente  de  las  a^uas  perte- 
necen al  propietario  del  terreno  á  donde  vi- 
nieron á  parar ,  si  no  los  reclaman  dentro  de 
un  mes  sus  antiguos  dueños,  ouiencs  dohr*- 
rán  abonar  los  §;astos  ocasionados  en  recog'T 
Ion  árboles  ó  ponerlos  en  lugar  8**guro. 

Art.  88.  Los  objetos  sumergidos  en  los 
cauces  públicos  siguen  perteneciendo  á  sus 
dueños;  pero  si  durante  un  año  no  los  ex- 
trajeren, seráa  de  las  personas  que  lo  veri- 
ficasen ,  prévio  el  permiso  de  la  autoridad. 
Si  ofreciesen  obstáculo  en  perjuicio  de  las 
corrientes,  ó  de  la  viabilidad ,  se  concederá 
por  la  autoridad  un  término  prudente  á  los 
dueños;  y  trascurrido  aquel  sin  que  hagan 
uso  de  su  derecho ,  se  procederá  á  la  extras- 
cion  como  de  cosa  abandonada. 

El  dueño  de  objetos  sumergidos  en  aguas 
de  propiedad  particular  solicitará  del  dueño 
de  esta<f  el  permiso  para  extraerlos,  cuyo 
permiso  no  podrá  negarse  cuando  se  afiance 
la  indemnización  de  daños  y  perjuicios.  En 
caso  de  negativa,  concederá  el  permiso  la 
autoridad  local  prévia  fíanza  á  su  satisfac- 
ción y  bajo  la  responsabilidad  det  solici- 
tante. 

CAPITULO  ÍX. 

De  las  obras  de  defensa  contra  las  aguas  pú- 
blicas, 

Art.  89.  Los  dueños  de  predios  lindantes 
con  cáuces  públicos  tienen  libertad  de  hacer 
plantaciones  en  sus  respectivas  márgenes  y 
riberas  y  poner  defensas  de  estacadas  contra 
Jas  aguas ,  siempre  que  lo  juzguen  necesario, 
dando  de  ello  oportunamente  noticia  á  la 
autoridad  local.  La  autoridad,  no  obstante, 
podrá,  después  de  oir  á  los  interesados, 
mandar  suspender  tales  operaciones ,  cuando 
por  su  naturaleza  amenacen  causar  perjui- 
eic«s  á  la  navegación  ó  flote  de  los  rios,  des- 
viar las  corrientes  de  su  curso  natural  ó  pro- 
ducir inundaciones. 

Arl.  90.    Cuando  las  plantaciones  y  cual- 

Saiera  obri;  de  defensa  que  ho  intente  hayan 
e  invadir  el  eáuce,  no  podrán  ejecutarse 
sin  prévia  autorización  del  Gobierno  en  los 
ríos  navegables  y  flotables ,  y  del  Goberna- 
dor de  la  provincia  en  los  demás  rios. 

Art.  91.  Al  solicitar  la  autorización ,  los 
íaleresados  acompañarán  un  plano  ó  croquis 


según  lo  exija  la  importancia  de  la  obra;  y 
•idos  los  dueños  de  los  terrenos  colindantes 
y  fronterizos  y  el  ingeniero  de  la  provincia, 
concederá  el  Gobernador  ó  negará  el  permi- 
so, expresándose  en  uno  y  otro  caso  los  mo- 
tivos en  que  se  funde  la  resolución. 

.\rl.  92.  En  los  cáuces  donde  convengan 
obras  poco  costosas  de  defensa ,  los  Gober- 
nadores concederán  una  autorización  gene- 
ral para  que  los  dueños  de  los  prédios  limí- 
trofes, cada  cual  en  la  parle  de  cáuce  lindan- 
te con  su  respectiva  ribera ,  puedan  cons- 
truirlas ;  pero  sujetándose  á  las  condiciones 
que  se  fijen  en  la  concesión  ,  encaminadas  á 
evitar  que  unos  propietarios  causen  perjui- 
cio á  otros. 

Arl.  93.  Cuando  las  obras  proyectadas 
sean  de  alguna  consideración,  el  Gobernador 
déla  provincia,  á  solicitud  de  los  que  las 
promuevan,  podrá  obligar  á  costearlas  á  to- 
dos los  propietarios  que  hayan  de  ser  bene- 
ficiados por  ellas,  siempre  que  preste  su 
conformidad  la  mayoría  de  estos,  computa^ 
da  por  la  parte  de  propiedad  que  cada  una 
represente,  y  q\i&  aparezca  completa  y  fa- 
cultativamente justificada  la  común  utilidad 
que  las  obras  hayan  de  producir.  En  tal  ca- 
so, cada  cual  contribuirá  al  pago  según  las 
ventajas  que  reporte. 

Art.  94.  Para  hacer  constar  la  voluntad 
de  los  interesados,  ó  sea  de  la  comunidad, 
se  convocará  á  lodos  ellos  á  junta  general, 
que  se  reunirá  ante  el  Alcalde  del  pueblo 
donde  hayan  de  construirse  las  obras,  ó  nn- 
le  la  persona  que  designe  el  Gobernador  de 
la  provincia  si  interesasen  á  varios  pueblos. 

Resultando  la  conformidad  de  la  mayor 
parte  de  los  concurrentes,  según  el  cómpu- 
to establecido  en  el  artículo  anterior,  nom- 
brarán acto  continuo  y  á  pluralidad  de  vo- 
tos una  comisión  que  forme  el  reparto  de 
cargas  con  arreglo  al  beneficio  que  haya  de 
reportar  la  propiedad  contribuyente,  y  lue- 
go se  ocupará  de  su  recaudación  y  aplica- 
ción. 

Arl.  95.  La  ejecución  de  las  obras  se 
hará  por  el  sistema  que  prefiera  la  comuni- 
dad ,  y  se  llevará  a  cabo  bajo  la  dirección 
de  un  ingeniero,  mediante  la  activa  vip:i- 
lancia  de  la  comisión  encargada  de  la  re- 
caudación y  pagos,  la  cual  rendirá  cuenta 
justificada  á  sus  comitentes. 

Los  que  en  cualquier  concepto  se  conside- 
ren perjudicados  por  los  acuerdos  y  actos 
de  la  comisión  podrán  recurrir  en  queja  al 
Gobernador  de  la  provincia ,  quien  ejercerá 
sobre  todos  los  actos  de  la  comunidad  ia  al- 
ta inspección  que  le  corresponde. 

Art.  96.   Siempre  que  para  precaveré 
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CuiUener  inundaciones  inminentes  sea  preci- 
so, en  casos  de  urgencia  y  practicar  obras 
provisionales  ó  destruir  las  existentes  en  to* 
da  clasü  de  predios ,  la  autoridad  adminis- 
trativa local  podrá  acordarlo  desde  luego 
bajo  su  responsabilidad;  pero  en  la  inleli- 
gencia  de  que  habrán  d^  indemnizarse  des- 
pués las  perdidas  y  los  perjuicios  ocasiona- 
dos ,  señalándose  un  5  por  100  anual  de  in- 
terés ,  desde  el  dia  en  que  se  causó  el  daño 
hasta  que  se  verifique  la  indemnización.  El 
abono  de  esta  indemnización  correrá  respec- 
tivamente á  cargo  del  Estado ,  de  los  Ayun- 
tamientos ó  de  los  particulares,  según  á 
quien  porlenezcan  los  objetos  amenazados 
por  la  inundación,  y  cuya  defensa  haya 
ocasionado  los  daños  indeinnizables. 

Art.  97.  Las  obras  locales  que  según  lo 
arriba  prescrito  se  construyan  para  defen- 
der las  poblaciones  ó  los  caminos  vecinales 
de  un  termino  municipal ,  estarán  á  cargo 
de  los  Ayuntamientos  respectivos,  y  serán 
costeados  por  ellos. 

Serán  de  cuenta  del  Estado  las  obras  de 
interés  gi*neral  necesarias  para  defender  de 
inundaciones  las  vías,  establecimientos  pú- 
blicos y  territorios  considerables,  y  para 
conservar  encauzados  y  expeditos  luí  ríos 
navegables  ó  flotables. 

Art.  93.  Cuando  por  efecto  de  las  obras 
costeadas  por  el  Estado  ó  por  los  pueblos 
hubieren  de  recibir  también  beneficio  ó  acre- 
cer las  propiedades  ribereñas,  contribuirá 
la  colectividad  de  los  dueños  de  estas  con 
la  parle  proporcional  que  conveng^an  con  el 
Estado  ó  con  el  Ayunlamienlo.  Lji  cuota  in- 
dividual de  cada  iiilerpsado  se  fijará  por  un 
perito  nombrado  p<ir  cada  parte  y  tercero 
en  caso  de  discordia,  según  el  derecho 
común. 

Arl.  99.  El  Gobierno  completará  el  es- 
tudio general  de  los  rios,  para  señalar  con 
acierto  los  puntos  donde  convengan  obras 
de  encauza  miento  y  defensa  destinadas  á 
preservar  las  heredades,  evitar  inundacio- 
nes, sanear  encharcamíentos  y  mantener 
fxpedita  la  flotación  y  navegación. 

CAPITULO  X. 

De  la  de$eoacion  de  lagunas  y  terrenos  pan- 
tanosos. 

Arl.  100.  Los  dueños  de  lagunas  ó  ter- 
renos pantanosos  ó  encharcadizos  que  quie- 
ran desecarlos  ó  sanearlos,  podrán  extraer 
de  terrenos  públicos,  con  permiso  del  Gober- 
nador, la  piedra  y  tierra  que  consideren 
indispensables  para,  el  terraplén  y  demás 
obras. 


Art.  101.   Cuando  las  lagunas  ó  terrenos 
pantanosos  pertenezcan  á  varios  dueños,  y 
no  siendo  posible  la  desecación  parcial  ,  pre- 
I  tendan  varios  de  ellos  que  se  efectúe  en  co- 
I  mun,  el  Gobierno  podrá  obligar  ó  todos  los 

f)ropietarios  á  que  costeen  colectivamente, 
as  obras  destinadas  al  efecto,  siempre  que 
esté  conforme  la  mayoria,  entendiéndose 
por  tal  los  que  representen  mayor  extensión 
de  terreno  saneable.  Si  alguno  de  los  pro* 
pietarios  resistiese  el  pago  y  prefiriese  ce- 
der graluílamente  á  los  condueños  su  parte 
de  propiedad  saneable ,  podrá  hacerlo. 

Art.  102.  Para  explorar  la  voluntad  de 
la  mayoria  se  convocará  á  todos  los  propie- 
tarios á  una  junta  en  los  términos  que  esta- 
blece el  art.  94.  observándose  en  su  cele- 
bración y  en  la  ejecución  de  las  obras  que 
se  acuerden  las  demás  prescripciones  conte- 
nidas en  el  mismo. 

Art.  103.  Si  las  lagunas  ó  parages  pan- 
tanosos perteneciesen  al  Estado  ó  á  algún 
común  de  vecinos,  procurará  el  Gobierno 
que  se  desequen  y  saneen  para  ensanche  de 
terreno  laborable  en  el  país. 

Art.  104.  Cuando  se  declarase  insalubre 
por  quien  corresponda  una  laguna  ó  terreno 
pantanoso  ó  encharcadizo ,  procede  forzosa- 
mente su  desecación  ó  saneamiento.  Si  fue- 
re de  propiedad  privada,  se  hará  sabí^r  á 
los  dueños  para  que  dispongan  el  desagüe  6 
terraplén  en  un  plazo  que  se  les  señalará 
por  el  Gobierno. 

Art.  105.  Si  la  mayoría  de  los  dueííos 
se  negase  á  eji»cular  la  desecación,  el  Go- 
bierno podrá  concederla  á  cualquiera  parti- 
cular ó  empresa  que  se  ofreciese  á  llevarla 
á  cabo,  previa  real  aprobación  del  proyecto 
y  planos. 

El  terreno  saneado  quedará  de  propiedad 
de  quien  hubiese  realizado  la  desecación  ó 
saneamiento,  abonando  únicamente  á  los  an- 
tiguos dueños  la  suma  correspondiente  á  la 
capitalización  del  rendimiento  anual  que 
tales  pantanos  ó  encharcamiento  percibían. 

Art.  106.  Sí  los  pantanos,  lagos  ó  terre- 
nos encharcadizos  declarados  insalubres» 
perteneciesen  al  Estado  y  se  presentase 
quien  se  ofrezca  á  desecaríos  y  sanearlos» 
será  admitida  su  proposición  medíanle  el 
abono  por  el  concesionario  del  rendimiento 
anual  capitalizado  según  el  artículo  an- 
terior. 

Si  no  hubiera  quien  se  presentase  á  hacer 
proposición,  ó  esta  fuera  inatendible,  se  dis- 
pondrán por  el  Gobierno  los  estudioc  y  pía* 
nos,  y  se  presentará  un  proyecto  de  ley  do 
subvención  del  Tesoro,  median|e  la  cual  a« 
saque  la  empresa  á  pública  llciiaototi. 
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\rl.  107.  E)  pelicionario  de  desecación 
y  saneamienlo  de  lagos,  pantanos  ó  enchar- 
cimientos  pertenecientes  al  Estado,  al  co- 
mún de  v<dclno0  ó  á  particulares,  podrá  re- 
clamar, si  l«  conviniese,  la  declaración  de 
utilidad  pábitca. 

Art  108.  Cuando  por  efecto  de  la  dese- 
cación pueda  darse  riego  mediante  el  pago 
de  un  canon,  el  derecho  á  su  cobro  no  exce- 
derá de  99  años,  al  cabo  de  los  cuales  se 
aplicarán  á  los  regantes  los  beneficios  del 
art.  236. 

Art.  109.  Las  disposiciones  generales 
contenidas  en  los  artículos  de  la  presente 
ley,  relativas  á  las  autorizaciones  de  estu- 
dios y  derechos  de  los  que  las  obtengan, 
obligaciones  ie  los  concesionarios ,  caduci- 
dad de  las  concesiones  y  reconocimiento  de 
las  obras  ejecutadas  para  el  aprovechamiento 
de  aguas  pública^  así  como  los  beneficios 
de  que  gozan  las  empresas  de  canales  de 
riegos,  según  los  arU.  245  y  246,  son  apli- 
cables á  las  autorizaciones  otorgadas  á  em- 
presas particulares  para  la  desecación  de 
pantanos  y  encharcamientos,  sin  perjuicio 
délas  condiciones  especiales  que  en  cada 
caso  se  fijen  y  establezcan. 

Art.  1 10.  ^  Los  terrenos  reducidos  á  cul- 
tivo por  medio  de  la  desecación  ó  terraplén, 
gozarán  <ie  las  ventajas  de  los  terrenos  que 
de  nuevo  se  roturan. 

TITULO  CUABTO. 

M  LAS    SBRTlMllfBRES   BN   MATERIA  DE 

AGUAS. 

CAPITULO  XL 
De  la$  iervidumlMres  naturales. 
Art.  111.    Los  terrenos  inferiores  están 
«ujelos  á  reeibir  las  agua»  que  naturalmen- 
te y  sin  obra  del  hombre  Huyen  de  los  su- 
í>eríores,  así  como  la  piedra  6  tieria  que  ar- 
rastran en  80  curso.  Pero  si  las  aguas  fuesen 
prodocto  de  alumbramientos  artificiales,  ó 
sobrantes  de  acequias  de  riego,  ó  proceden- 
tes de  establecimientos  industriales  que  de 
nuevo  se  erearen,  tendrá  el  dueño  del  pré- 
dro  inferior  derecho  á  exigir  resarcimiento 
de  daños  y  perjuicios. 

Art.  112.  Si  en  cualquiera  de  los  Ires 
últtnnos  eaaoe  del  artículo  precedente,  que 
confieren  derecho  de  resarcimiento  al  pre- 
dio roferior,  le  conviniese  al  dueño  de  esle 
dar  inmediata  salida  á  las  aguas  para  exi- 
mirse de  la  servidumbre,  sin  perjuicio  para 
el  superior  ni  para  tercero,  podrá  hacerlo  á 
su  costa  ó  bien  aprovecharse  evenlualmen- 
le  de  las  mismas  aguas  si  le  acomodante,  re- 
nunciando entre  tanto  el  resarcimiento. 


Art.  113.  El  dueño  del  pre'dio  inferior  ó 
sirviente  tiene  también  derecho  á  hacer 
dentro  de  ^1  ribazos,  malecones  ó  paredes 
que,  sin  impedir  el  curso  de  las  aguas,  sir- 
van para  regularizarlas,  ó  para  aprovechar- 
las en  su  caso. 

Art.  114.  Del  mismo  modo  puede  el 
dueño  del  prédio  superior  ó  dominant<^ 
construir  dentro  de  él  ribazos,  malecones  ó 
paredes  que,  sin  agravar  la  servidumbre 
del  prédio  inferior,  suavicen  la  corriente  de 
las  aguas,  impidiendo  que  arrastren  consi- 
go la  tierra  vegetal  ó  causen  otros  desper- 
fectos en  la  finca. 

Art.  115.  Cuando  el  dueño  del  prédio 
inferior  varíe  la  salida  de  las  aguas  pro- 
cedentes de  alumbramiento  según  los  artícu- 
los 48  y  112,  y  con  ello  irrogue  daño  á  ter- 
cero, podrá  este  exigir  indemnización  ó  re- 
sarcimiento. No  se  reputa  daño  el  contrariar 
ó  suprimir  el  aproveehamtpnlo  df"  las  aguas 
sobrantes  á  los  que  lo  venían  disfrutando 
evenlualmenle. 

Art.  116.  Guando  el  agua  acumule  en 
un  prédio  piedras,  tierra,  broza  ú  otros  ob- 
jetos que,  embarazando  su  curso  natural, 
puedan  producir  embalses  con  inundaciones, 
distracción  de  las  aguas  á  otros  daños,  los 
interesados  podrán  exigir  del  dueño  del 
prédio  que  remueva  el  estorbo  ó  les  permi- 
ta Removerlo. 

Si  el  dueño  no  residiere  en  el  pueblo,  et 
requerimiento  se  entenderá  con  su  apode- 
rado ó  colono;  y  si  tampoco  estos  estuvie- 
sen en  él  y  el  caso  fuese  urgente  ó  se  nega- 
se infundadamente  el  permiso,  lo  concede- 
rá la  autoridad  local.  Los  gastos  que  se  ori- 
ginen de  los  trabajos  de  desbroce  y  limpia 
serán  satisfechos  por  todos  los  propietarios 
que  participen  de  su  beneficio,  en  proporción 
al  interés  que  reporten. 

Si  hubiese  lugar  á  indemnización  de  da- 
ños, será  á  cargo  del  causante. 

De  la  servidumbre  de  acueducto  . 

Art.  117.  Puede  imponerse  la  servidum- 
bre forzosa  de  acueducto  para  la  conduc- 
ción de  aguas  destinadas  á  algún  servicio 
público  que  no  exija  la  formal  expropiación 
del  terreno.  Si  la  obra  hubiese  de  ser  costeada 
con  fondos  di»l  Eslado,  decretará  la  servi- 
dumbre el  Gobierno,  y  si  con  fondos  provin- 
ciales ó  municipales,  el  Gobernador  de  la 
provincia,  después  de  oir,  según  los  casos, 
á  la  Diputación  provincial  ó  al  Ayuntamiento. 

Art.  118.  Puede  imponerse  lambí w  K 
servidumbre  forzosa  de  acueducto  para  ob- 
jetos de  interés  privado  en  los  casos  si- 
guientes: 
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.  I.**   Kslableclmienloó aumento d*»  riegos. 

2.  ^   Eslabiecimiento  de  baños  y  fábricas. 

3.  ^  Desecación  de  lag^unas  y  terrenos 
pantanosos. 

4.  °  Evasión  ó  salida  de  aguas  proceden* 
tes  de  alumbramientos  artiñciales. 

5.  ^  Salidas  de  aguas  de  escorrenlías  y 
dr<»naje8. 

En  los  tres  primeros  casos  puede  impo- 
nerse la  servidumbre ,  no  solo  para  la  con- 
ducción de  las  aguas  necesarias,  sino  tam- 
bién para  la  evasión  de  las  sobrantes. 

Art.  119.  La  servidumbre  según  el  ar- 
ticulo anterior'  (a  decretará  el  Gobernador 
de  la  provincia,  prévia  instrucción  de  expe- 
dienie,  con  audiencia  de  lo^  dueños  de  los 
terrenos  que  hayan  de  sufrir  el  gravámen. 

Art.  120.  No  puede  imponerse  la  servi- 
dumbre forzosa  de  acueducto  sobre  edi lí- 
elos, ni  sobre  jardines,  ni  huertos  existentes 
al  tiempo  de  hacerse  la  solicitud. 

Art.  121.  Tampoco  podrá  tener  lugar 
1.1  servidumbre  forzosa  de  acueducto  por 
dentro  de  otro  acueducto  preexistente;  pero 
si  el  dueño  de  este  la  consintiere  y  el  dueño 
del  predio  sirviente  se  negare,  se  instruirá 
el  oportuno  expediente  para  obligar  al  del 
préaio  á  avenirse  al  nuevo  gravámen ,  pré- 
via indemnización,  si  se  le  ocupase  mayor 
zona  de  terreno. 

Art.  122.  Siempre  que  un  terreno  de 
regadío  que  antes  recibia  el  agua  por  un 
80io  punto  se  divida  por  herencia,  venta  ú 
otro  título  ,  entre  dos  ó  mas  dueños,  los  de 
la  parte  superior  quedan  obligados  á  dar 
paso  al  agua  como  servidumbre  de  acue- 
ducto para  el  riego  de  las  inferiores,  sin  po- 
der exigir  por  ello  indemnización,  á  no  ha- 
berse pactado  otra  cosa  en  la  traslación  de 
dominio.  El  acueducto  ó  regadera  se  abrirá 
por  donde  designen  peritos  nombrados  por 
las  parles  y  tercero  en  discordia  según  de- 
recho, quienes  procurarán  conciliar  el  mejor 
aprovechamiento  del  agua  coa  el  menor 
perjuicio  del  prédio  sirviente, 

Art.  123.  La  servidumbre  forzosa  de 
acueducto  se  constituirá: 

1.  ^  Con  acequia  abierta,  cuando  no  sea 
peligrosa  por  m  profundidad  ó  situación, 
ni  ofrezca  otros  inconvenientes. 

2.  °  Con  acequia  cubierta ,  cuando  lo  exi- 
jan su  profundidad ,  su  contigüidad  á  habita- 
ciones ó  caminos,  ó  algún  otro  motivo  aná- 
logo ,  á  juicio  de  la  autoridad. 

3.  °  Con  cañería  ó  tubería,  cuando  pu- 
dieran las  aguas  infícionar  á  otras,  ó  absol- 
ver sustancias  nocivas  6  causar  daño  á 
obras  ó  edificios. 

Art.  124.   Sí  el  acueducto  hubiese  de 


atravesar  vías  comunales,  concederá  el  per- 
miso el  Alcalde,  y  cuando  necesitase  aira  ^ 
vesar  vias  ó  cauces  públicos,  lo  concederá 
el  Gobernador  de  la  provincia  en  la  forma 
que  prescribe  el  reglamento.  Cuando  luvíe«i«; 
que  cruzar  canales  de  navegación  ó  rios  na- 
vegables ó  flotables,  otorgará  el  permiso  el 
Gobierno. 

Art.  125.  El  dueño  del  terreno  sobre 
que  trate  de  imponerse  la  servidumbre  for- 
zosa de  acueducto  podrá  oponerse  por  al- 
guna de  las  causas  siguientes; 

Por  no  ser  el  que  la  solicite  dueño  ó 
concesionario  del  agua  ó  del  terreno  en  que 
ínlenle  utilizarla. 

2  *  Por  poderse  establecer  sobre  otr«% 
predios  con  iguales  ventaja%para  el  qut^ 
pretenda  imponerla,  y  menores  inconve- 
nientes para  el  que  haya  de  sufrirla. 

Art.  126.  Sí  hubiese  oposición,  se  comu- 
nicará el  escrito  al  qne solicitó  la  servidum- 
bre, y  admitidas  las  justiñcaciones  por  urta 
y  otra  parte ^  se  oirá  al  Consejo  provincial, 
el  cual  emitirá  su  díclámen  dentro  de  un 
mes  y  el  Gobernador  resolverá  concediend«> 
ó  negando  dentro  de  otro  mes  con  recurso 
á  la  via  contenciosa. 

Si  la  oposición  se  fundase  en  lo  dispuesto 
en  la  condición  1.*  del  art.  125  y  el  peticio- 
nario de  la  servidumbre  acreditase  estar 
poseyendo  el  agua  ó  el  terreno  como  dueño, 
accederá  el  Gobernador,  sin  perjuicio  de  lo 
que  resuelva  en  juicio  de  propiedad.  En  ca- 
so dudo%o  declarará  que  no  ha  lugar  á  la 
concesión  hasta  que  se  decida  la  cuestión  á*i 
propiedad  por  los  tribunales. 

Art.  127.  La  servidumbre  forzosa  d<í 
acueducto  puede  establecerse  temporal  ó 
perpéluamenle.  Se  entenderá  perpetua  pant 
los  efectos  de  esta  ley  cuando  su  duracioi» 
exceda  de  10  años. 

Arl.  128.  Si  la  servidumbre  fuese  tem- 
poral ,  se  abonará  previamente  al  dueño  del 
terreno  el  duplo  del  arriendo  correspondion  - 
te  á  la  duración  dt^l  gravámen  por  la  parte 
que  se  le  ocupa,  con  la  adición  del  ímporl-% 
de  los  daños  y  desperfectos  que  por  el  mis- 
mo espacio  de  tiempo  se  computen  para 
resto  de  la  finca.  Además  S'^rá  de  cargo  dei 
dueño  del  prédío  dominante  el  reponer  Ia4 
cosas  á  su  antiguo  estado,  terminada  la  ser- 
vidumbre. Sí  esta  fuese  perpétua,  se  abona- 
rá el  valor  del  terreno  ocupado  y  el  de  los 
daños  y  perjuicios  que  se  causaren  al  resto  «i»* 
la  finca,  inclusos  los  que  procedan  de  su  frac- 
cionamiento por  interposición  de  la  acequia. 

£1  valor  del  terreno  ocupado  á  per^^ein  i. 
dad  se  graduará  por  el  amillaramicnlo  «au- 
mentado de  un  50  por  100.  ♦ 
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Arl.  129.  La  servidumbre  temporal  no 
puede  prorogarse,  pero  ai  eonvertirse  en 
perpetua  sin  necesidad  de  nueva  concesión, 
abonando  el  concesionario  lo  establecido  en 
el  articulo  anterior,  aunque  tomándose  eu 
consideración  y  cuenta  lo  satisfecho  por  la 
servidumbre  temporal. 

Art.  130.  Serán  de  cuenta  del  que  haya 
promovido  y  obtenga  la  servidumbre  de 
;jciiodaclo  todas  las  obras  necesarias  para  su 
cunsiruccion ,  conservación  y  limpia.  A  es- 
tos Qnes  podrá  ocupar  temporalmente  los 
terrenos  indispensables  para  el  depósito  de 
materiales,  previa  indemnización  de  daños 
y  perjuicios,  ó  fianza  suñcienle.  La  admi* 
nistracion  ó  los  interesados  podrán  compe- 
lerlo á  ejecutar  las  obras  y  mondas  necesa- 
rias para  impedir  estaneamienios  ó  fíllracio 
ues,  de  que  se  originen  deterioros. 

Art.  131.  Al  establecerse  la  servidumbre 
forzosa  de  acueducto  se  fijará ,  según  la  na- 
turaleza y  configuración  del  terreno ,  la  an- 
chura que  deben  tener  la  acequia  y  sus  már- 
genes. 

Art.  132.  A  la  servidumbre  forzosa  de 
acueducto  es  inherente  el  derecho  de  paso 
por  sus  márgenes  para  su  exclusivo  serviciu. 

Art.  133.  Si  el  acueducto  atravesase 
vias  públicas  ó  particulares,  de  cualquier 
naturaleca  que  sean ,  quedará  obligado  el 
que  haya  obtenido  la  concesión  á  construir 
y  conservar  las  alcantarillas  y  puentes  ne- 
cesarios; y  si  hubiese  de  atravesar  otros 
acueductos ,  se  procederá  de  modo  que  no 
retarde  ni  acelere  el  curso  de  las  aguas,  ni 
disminuya  su  caudal  ni  adultere  su  calidad. 

Art.  134.  Cuando  el  duetío  de  un  acue- 
ducto que  atravesase  tierras  ajenas  solicite 
agrandarle  para  que  reciba  mayor  caudal  de 
agua ,  se  observarán  los  mismos  trámites  que 
para  sa  establecimiento. 

Art.  135.  £1  dueño  de  un  acueducto  po- 
drá fortificar  sus  márgenes  con  céspedes, 
estacadas ,  paredes  ó  ribazos  de  piedra  suel- 
ta, pero  no  con  plantaciones  de  ninguna  cla- 
se. £1  dueño  del  predio  sirviente  tampoco 
.podrá  hacer  plantación  ni  operación  alguna 
de  cultivo  en  las  mismas  márgenes;  y  los 
raices  que  penetren  en  ellas  podrán  ser  cor- 
tadas por  el  dueño  del  acueducto. 

Art.  136.  La  servidumbre  de  acueducto 
no  obsta  para  que  el  dueño  del  predio  sir- 
viente pueda  cerrarlo  y  cercarlo,  asi  como 
edificar  sobre  el  acueducto  mismo,  de  ma- 
nera que  este  no  esperi mente  perjuicio  ni 
se  imposibiliten  las  reparaciones  y  limpias 
necesarias.  Las  hará  oportunamente  el  due- 
ño del  acueducto ,  dando  aviso  anticipado  al 
dueño,  arrendatario  ó  administrador  del 


prédio  sirviente.  Sí  para  la  limpia  y  mon<la 
fuese  preciso  demoler  parle  de  ai(<un  edifi- 
cio ,  el  costo  de  su  reparación  será  Ue  cargo 
de  quien  hubiese  edificado  sobre  o\  acue- 
ducto, en  caso  dQ  no  haber  dejado  las  cor- 
¡  respondientes  aberturas  ó  boquetes  para 
aquel  servicio. 

Art.  137.  Bl  dueño  de  un  predio  sirvien- 
te podrá  construir  sobre  el  acueducto  puen- 
tes para  pasar  de  una  á'otra  parte  de  su  pré^ 
áio;  pero  lo  hará  con  la  solidez  necesaria  y 
de  manera  que  no  se  amengüt;n  las  dimen- 
siones del  acueducto,  ni  se  embarace  el  cur- 
so del  agua. 

Art.  138.  En  toda  acequia  ó  acueducto 
el  agua,  el  cáuce,  los  cajeros  y  las  márge- 
nes, serán  considerados  como  parte  inte- 
grante de  la  heredad  ó  edificio  á  que  vnu 
destinadas  las  aguas. 

Art.  139.  En  su  consecuencia,  nadie  po- 
drá, sino  en  los  casos  de  los  arts.  136  y  137, 
construir  edificio,  puente  ni  acueducto  sobra 
acequia  ó  acueducto  ajenos,  ni  derivar  agua, 
ni  aprovecharse  de  los  productos  de  ella,  ni 
'  de  los  de  sus  márgenes,  ni  utilizar  la  fuerza 
de  la  corriente,  sin  expreso  consentimiento 
del  dueño. 

Tampoco  podrán  los  dueños  de  los  predios 
que  atravesare  ur>a  acequia  6  acueducto  ó 
por  cuyos  linderos  corriere,  al*»gar  derecho 
de  posesión  al  aprovechamiento  de  su  cáuce 
ni  márgenes  á  no  fundarse  en  títulos  de  pro- 
piedad expresivos  de  tal  derecho.  Si  por  ser 
ia  acequia  de  construcción  inmemorial  ó 
por  otra  causa  no  estuviese  bien  determina- 
da su  anchura,  ó  sea  la  de  su  cáuce,  se  lija- 
rá según  el  aFt.  131 ,  cuando  no  hubiese  res- 
tos y  vestigios  antiguos  que  la  comprueben. 

En  las  ac<iquias  pertenecientes  á  comuni- 
dades regantes,  se  observará  sobre  el  apro- 
vechamiento de  las  corrientes  y  de  los  cau- 
ces y  márgenes  lo  prescrito  en  las  respecti- 
vas ordenanzas. 

Art.  140.  La  concesión  de  la  servidum- 
bre legal  de  acueducto  sobre  los  prédio<i 
ajenos  caducará,  si  dentro  del  plazo  que  8<^ 
hubiese  prefijado  no  hiciese  el  concesionario 
uso  de  ella ,  después  de  completamente  sa< 
tisfecha  al  dueño  de  cada  predio  sirviente 
la  valoración  según  el  art.  128. 

La  servidumbre  ya  establecida  se  extin- 
guirá: 

1.  ®  Por  consolidación,  ósea  reuniéndose 
en  una  sola  persona  el  dominio  de  las  agua<» 
y  el  de  los  terrenos  afectos  á  la  servidumbre. 

2.  ®  Por  espirar  el  plazo  menor  de  10 
años,  fijado  en  la  concesión  de  la  servidum- 
bre temporal. 

3.  °  Por  el  no  uso  durante  el  tiempo  de 
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20  años,  ya  por  imposibilidad  ó  negrlígencia 
de  parle  del  daeño  de  la  servidumbre,  ya 
por  actos  del  sirviente  contrarios  á  ella  stn 
contradicción  del  dominante. 

4.^  Por  expropiación  forzosa  por  causa 
de  utilidad  púolica. 

El  uso  de  la  servidumbre  de  acueducto 
por  cualquiera  de  los  condominos  conserva 
el  derecho  para  todos  impidiendo  la  pre^i* 
crípcion  por  desuso. 

Éxtinguida  una  servidumbre  temporal  de 
acueducto  por  el  trascurso  del  tiempo  y 
vencimiento  del  plazo,  el  dueño  de  ella 
tendrá  solamente  derecho  á  aprovecharse 
de  los  materiales  que  Fnefen  suyos,  vol- 
viendo las  cosas  á  su  primitivo  estado.  Lo 
mismo  se  entenderá  respecto  del  acuedncio 
l>erpétuo  cuya  servidumbre  se  extinguiere 
por  imposibilidad  ó  desuso. 

Art.  141.  Las  servidumbres  urbanas  de 
acueducto,  canal ,  fuente,  cloaca,  sumidero 
y  demás  establecidos  para  el  servicio  pú- 
blico y  privado  de  las  poblaciones,  edificios, 
jardines  y  fábricas,  se  regirán  por  las  orde- 
nanzas generales  y  locales  de  policía  urbana. 
Las  procedentes  de  contratos  privados  que 
no  afecten  á  las  atribuciones  de  los  cuerpos 
municipales  se  regirán  por  las  leyes  co- 
munes. 

D$  la  servidumbre  de  estribo  de  presa  y  de 
parada  ó  pariidor. 

Art.  142.  Puede  imponerse  forzosamcn* 
te  la  servidumbre  de  estribo  cuando  el  que 
intente  construir  una  presa  no  sea  dueño 
de  las  riberas  ó  terrenos  donde  haya  de 
apoyarla,  y  el  aj^ua  que  por  ella  se  deba 
tomar  se  destine  a  un  «ervicio  público  ó  de 
los  de  interés  privado  comprendidos  en  el 
art.  118. 

Art.  143.  Si  la  presa  fuese  para  el  apro- 
vechamiento de  aguas  públicas,  el  Gobierno 
instruirá  expediente,  y  al  hacer  la  concesión 
decretará  también  la  servidumbre  forzosa 
de  estribo,  previa  audiencia  del  dueño  ó 
dueños  del  terreno.  Si  las  aguas  fuesen  de 
dominio  privado,  la  servidumbre  la  impon- 
drá el  Gobernador  de  la  provincia  ,  con  su- 
jeción á  los  trámites  establecidos  para  la  de 
acueducto. 

•  Art.  144.  Decretada  la  servidumbre  for- 
zosa de  estribo  de  presa ,  se  abonará  prévia- 
menle  al  aueuo  del  prédio  ó  predios  sir- 
vientes el  valor  del  terreno  que  deba  ocu- 
parse ,  según  el  art.  128,  y  luego  el  de  los 
daños  y  perjuicios  que  puedan  resultar  al 
reíilo  de  las  (incas. 
Art.  145.   El  que  para  dar  riego  á  su  he- 


redad ó  mejorarla  necesite  conslrntr  parada 
6  partidor  en  la  aoequia  ó  recadera  por  don-» 
de  haya  de  recibirlo ,  sin  vejamen  ni  mermas 
á  los  demás  regantes,  podrá  exigir  que  los 
dueños  de  las  márgenes  permitan  su  cons- 
trucción ,  prévio  abono  de  daños  y  perjuicios, 
inclusos  los  que  se  originen  en  la  nueva  ser- 
vidumbre. 

Art.  146.  Si  los  dueños  ds  las  márgenes 
se  opusieren,  el  Alcalde,  después  de  oírlos, 
V  al  sindicato  encargado  de  la  distribuciori 
del  agua  si  lo  hubiere,  y  á  falta  de  este  al 
Ayuntamiento,  podrá  conceder  el  perm¡<(o. 
De  su  resolución  cabrá  recurso  al  Goberna- 
I  dor  de  la  provincia. 

De  la  servidumbre  de  abrevadero  y  de  saca 
de  agua. 

Art.  147.  Las  servidumbres  de  abreva- 
dero  y  de  saca  de  agua ,  solamente  podrán 
imponerse  en  lo  sucesivo  por  causa  de  uti- 
lidad pública  en  favor  de  alguna  población 
ó  caserío,  prévia  la  correspondiente  indem- 
nización. 

Art.  148.  No  se  impondrán  en  lo  Suce- 
sivo estas  servidumbres  sobre  los  pozos  or- 
dinarios, las  cisternas  ó  algibes,  ni  los  edi- 
ficios ó  terrenos  cercados  de  pared. 

Art.  49.  Las  servidumbres  de  saca  de 
agua  y  abrevadero  llevan  consigo  la  obli- 
gación de  los  predios  sirvientes  de  dar  paso 
á  personas  y  ganados  hasta  el  punto  donde 
hayan  de  surtirse  de  agua  y  apagar  la  sed. 
Precederá  indemnización. 

Art.  150.  Corresponde  al  Gobernador 
de  la  provincia  decretar  la  imposición  for- 
zosa cíe  estas  servidumbres,  con  sujeción 
á  los  trámites  establecidos  para  la  de  acue- 
ducto. Al  decretarla  se  filará  según  su  ob- 
jeto y  las  circunstancias  de  la  localidad ,  la 
anchura  de  la  via  ó  senda  que  haya  de  con- 
ducir al  abrevadero  ó  al  punto  destinado 
para  sacar  el  agua. 

Art.  151.  Los  dueños  de  tos  predios  sir- 
vientes podrán  variar  la  dirección  de  la  via 
ó  senda  destinada  al  uso  de  estas  servidum- 
bres, pero  no  su  anchura  ni  entrada,  y  f*n 
iodo  caso,  sin  que  la  variación  perjudique 
al  uso  de  la  servidumbre. 

{Se  coniinuará,) 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propieiario^ 
y  Editor  responsable. 
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(Ley  de  af  nat:  conttBQaeion.) 

/)«  /a  servidumbre  de  camino  ie  nrga  y  de-^ 
máe  inherentes  á  los  predios  ribereños, 

Art.  152.  Los  prédios  contiguos  á  las 
riberas  de  los  rios  navegables  ó  flotables 
están  sujetos  á  la  servidumbre  de  camino 
de  sirga.  La  anchura  .  de  este  será  de  un 
metro  si  se  desÜnase  á  peatones ,  y  de  dos 
si  á  caballerías.  Cuando  lo  escarpado  del 
terreno  ú  otros  obstáculos  lo  exijan,  el  ca- 
mino de  sirga  s-i  abrirá  por  el  punto  roas 
conveniente. 

Art.  153.  El  Gobierno,  al  clasificar  los 
ríos  navegables  y  flotables,  determinará  el 
ancho  del  camino  de  sirga  y  la  margen  del 
rio  por  donde  haya  de  llevarse. 

Ai  (.  154.  En  los  rios  que  nuevamente 
se  declaren  navegables  ó  flotables,  precede- 
rá ai  establecimiento  del  camino  de  sirga  la 
correspondiente  indemnización ,  con  arreglo 
á  la  iey  de  expropiación  forzosa. 

Art.  155.  Cuando  un  rio  navegable  ó 
flolable  d<'je  permanentemente  de  serlo, 
cesara  también  la  servidumbre  del  camino 
de  sirga. 

Art.  156.  El  camino  de  sirga  es  exclusi- 
vo para  el  servicio  do  la  navegación  y  flo- 
lacion  fluvial. 

Ari.  157.  Los  canales  de  navegación  no 
tienen  derecho  al  camino  de  sirga;  mas  si 
surgiere  ia  necesidad  de  él,  podrá  imponer- 
%*'  t  sia  servidumbre  según  la  ley  de  expro- 
piación forzosa. 

Art*  158.  En  el  camino  de  sirga  no  po- 
drán hacerse  plantaciones,  siembras,  cercas, 
zanjas,  ni  cualesquiera  otras  obras  ó  labores 
que  embaracen  el  uso.  El  dueño  del  terreno 
podrá  no  cAstante  aprovecharse  exclusiva- 
mente de  las  leñas  bajas  ó  yerbas  que  natu- 
ralmente se  crien  en  él. 

Art.  159.  Las  ramas  de  los  árboles  que 
ofrt'Zcaii  obstáculos  á  la  navegación  ó  flota- 
ción y  al  camino  de  sirga  serán  cortadas  á 
conveniente  altura. 

Art.  160.  Los  prédios  ribereños  están 
sujetos  á  la  servidumbre  de  que  en  ellos  se 
amarren  ó  afiancen  las  maromas  ó  cables 
itecesarÍDS  para  el  establecirniento  de  barcas 
de  paso,  previa  indemnización  de  daños  y 
pi^rjuicios. 

Art.  161.    El  establecimiento  de  esta  ser- 
vidumbre pnra  barcas  corresponde  al  <jo- 
i  VMO      PEL  DiCC. 


Ibemador  de  la  provincia,  oidos  previamente 
los  dueños  de  los  terrenos  sobre  que  haya 
de  imponerse. 

Art.  162.  Si  para  precaver  que  las  ave- 
nidas arrebaten  jas  maderas  conducidas  a 
flote  por  los  rios  fuere  necesario  extraerlas 
y  depositarlas  en  los  prédios  ribereños,  Uh 
dueños  de  estos  no  podrán  impedirlo,  y  solo 
tendrán  derecho  al  abono  de  daños  y  per- 
juicios. A  él  quedarán  especialmente  respon- 
sables las  maderas,  las  cuales  no  se  retirarán 
sin  que  sus  conductores  hayan  pagado  o 
prestado  fianza. 

Art.  163.  También  están  sujetos  los  pré- 
dios ribereños  á  consentir  que  se  depositen 
las  mercancías  descargadas  y  salvadas  en 
caso  de  avería,  naufragio  ú  otra  necesidad 
urgente,  quedando  responsables  las  mismas 
al  abono  de  daños  y  perjuicios  en  los  térm  - 
nos  del  artículo  anterior. 

Art.  164.  Los  dueños  de  las  riberas  de 
los  rios  están  obligados  á  permitir  que  los 
pescadores  tiendan  y  sequen  en  ellas  sus 
redes,  y  depositen  temperalmente  el  pro- 
ducto de  la  pesca  sin  internarse  en  la  finca , 
ni  separarse  mas  de  tres  metros  de  la  orilla 
del  no,  según  el  art.  73,  á  menos  que  ios 
accidentes  del  terreno  exijan  en  algún  caso 
la  concesión  y  fijación  de  mayor  latitud. 
Donde  no  exisla  la  servidumbre  d^l  tránsito 
por  las  riberas  para  los  aprovechamientos 
comune^*  de  las  aguas,  podrá  el  Gobernador 
establecerla ,  señalando  su  anchura ,  previa 
indemnización  del  dueño  del  terreno. 

Art.  165.  Cuando  los  cauces  de  los  rios 
ó  barrancos  hayan  de  desbrozarse  y  lini  - 
piarse  de  arena,  piedras  ú  otros  objetos  d«í- 
posi lados  por  las  aguas,  que  obstruyendo 
ó  torciendo  su  curso  amenacen  causar  daño, 
se  someterán  los  prédios  ribereños  á  la  ser- 
vidumbre temporal  y  depósito  de  las  mate- 
rias extraídas;  abonándose  préviamente  los 
daños  y  perjuicios  ó  dándose  la  oportuna 
lianza. 

TITULO  QUINTO. 

DE  LOS  APBOVBGHAMIENTOS  COMUNES  DE  LAS 
AGUAS  PÚBLICAS. 

CAPÍTULO  Xl[. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas 
para  el  servicio  doméstico,  fabril  y  agrícola. 

Art.  166.   Micnlrao  las  aguas  corran  por 
28 
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BUS  cauces  nalii rales  y  pitbüeos,  lodo*  po*> 
drán  usar  de  ellas  para  beber,  lavar  ropas» 
vasijas  y  cualesquiera  olra  ciase  de  óblelos, 
bailarse  y  abrevar  ó  bañar  caballerías  y  ^a*- 
iiados,  con  sujeción  á  los  reglamentos  y 
bandos  de  poüeía  municipal. 

Arl.  167.  En  las  aguas  que,  apartadas 
artifícialmente  de  sus  cauces  naturales  y 
públicos,  discurriesen  por  canales^  acequias 
ó  acueductos  descubiertos)  aunque  pf*rte* 
nezcan  á  concesionarios  parti«nilares ,  todos 
podrán  «xiraer  y  conducir  en  vasijas  lo  que 
necesiten  para  usos  domésticos  ^  Tabrtlcs  y 
para  el  riego  de  plantas  aisladas;  pero  la  ex- 
tracción habrá  de  hacerse  precisamente  á 
mano,  sin  género  alguno  de  máquina  ó 
nparato  y  sin  detener  el  curso  del  agua  ni 
«it^eriorar  las  márgenes  del  canal  ó  acequia. 
Todavía  deberá  la  aaloridad  limitar  el  uso 
(le  este  derecho ,  cuando  cause  perjuicio  al 
ironcesionario  de  las  aguas.  Se  entiende  que 
011  propiedad  privada  nadie  puede  entrar 
para  buscar  ó  usar  el  agua,  á  no  mediar 
licencia  del  dueño. 

Art.  168.  Del  mismo  modo  en  los  cana- 
les, acequias  ó  acueductos  de  aguas  públi- 
cas al  descubierto,  aunque  de  propiedad 
temporal  de  ios  concesionarios,  todos  po- 
drán lavar  ropas,  basijas  ú  otros  objetos, 
yiempre  que  con  ello  no  deterioren  las  már- 
Kenes,  ni  exija  el  uso  á  que  se  destinen  las 
íiguas  que  se  conserven  en  estado  de  pureza. 
Pero  no  se  podrán  bañar  ni  abrevar  eanados 
til  caballerías,  sino  precisamente  en  los  pun- 
tos destinados  á  este  objeto. 

aprovechamiento  de  las  aguas  públicas 
para  la  pesca. 

Art.  169.   Todos  pueden  pescar  en  cáu» 

ees  públicos,  sujelánclose  á  los  reglamentos 
(le  policía,  con  tal  que  no  se  embarace  la 
navegación  ^  flotación. 

Art.  170.  En  los  canales,  acequias  ó 
acueductos  para  la  conducción  da  aguas 
públicas,  aunque  construidos  por  concesio* 
narios  de  estas,  y  á  menos  de  habérselas 
reservado  el  aprovechamiento  de  la  pesca 
por  las  condiciones  de  la  concesión  ,  puede 
el  público  pescar  con  anzuelos,  redes  ó  na- 
sas, sujetándose  á  los  reglamentos  con  tal 
que  no  se  embarace  el  curso  del  agua,  ni  se 
deteriore  el  canal  ó  sus  márgenes. 

Arl.  171.  Solamente  con  licencia  de  los 
dueños  de  las  riberas  se  podrán  construir 
rn  ellas  ó  en  la  parle  del  cauce  contiguo, 
encañizadas  ó  cualesquiera  olra  clase  de 
:i|)aralos  destinados  á  la  pesca. 

Art.  172.  En  los  rios  navegables  no  po- 
dra ejercerse  hiii  embargo,  iii  aun  por  los 


mismos  dueños  de  las  riberas,  el  derecho 
consignado  en  el  artículo  anterior ,  sin  |>er* 
miso  del  Gobernador  de  la  provincia  quieu 
únicamente  le  concederá  cuando  no  se  em- 
barace el  curso  de  la  navegación,  fin  tos 
flotables  no  será  necesario  el  permiso;  pero 
los  dueños  de  las  pesqueras  estarán  obliga- 
dos á  quitarlas  y  dejar  expedito  el  cauce, 
siempre  que  ajuicio  de  la  autoridad  puedan 
estorbar  •  perturbar  la  flotación. 

Art.  173.  Los  dueños  de  encañizadas  ó 
pesqueras  establecidas  en  los  rios  navega- 
bles ó  flotables  no  tendrán  derecho  á  indem* 
nizacion  por  'os  daños  que  en  ellas  causaren 
los  barcos  ó  las  maderas  en  su  navegación 
ó  flotación ,  á  no  mediar  por  parte  de  Ion 
conductores  infracción  de  los  reglamentos, 
malicia  ó  evidente  negligencia. 

Art.  174.  En  las  aguas  au  dominio  pri-^ 
vado  y  en  las  concedidas  para  estableci- 
miento de  viveros  ó  criaderos  de  peces  so- 
lamente podrán  pescar  los  dueños  ó  conce- 
sionarios, ó  los  que  de  ellos  obtuvieren  per-» 
miso,  sin  mas  restricciones  que  las  relativas 
á  la  salubridad  pública. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas 
para  la  navegación  y  flotación. 

Art.  175.  El  Gobierno,  con  audiencia  de 
las  juntas  de  a^ricullura,  industria  y  comer* 
cío  y  de  las  Diputaciones  provinciales  res> 
pectivas,  declarará  por  medio  de  reales  de« 
cretos  los  rios  que  en  todo  ó  en  parte  dt^- 
ban  considerarse  como  navegables  ó  flota- 
tables. 

Art.  176.  En  los  rios  navegables  la  auto- 
ridad designará  los  sitios  para  el  embarque 
y  desembarque  de  pasajeros  y  mercancías. 
Los  terrenos  necesarios  para  este  uso  estarán 
sujetos  á  expropiación  forzosa. 

Art.  177.  Las  obras  para  canalizar  ó  ha- 
cer navegables  ó  flolabies  los  rios  que  no  lo 
sean  naturalmente,  podrán  ser  ejecutadas 
por  el  Estado  ó  por  empresas  conc|sionarias. 
En  este  último  caso  las  concesiones  se  su- 
jetarán á  los  trámites  prescritos  para  tas  de 
canales  de  navegación. 

Art.  178.  Cuando  para  convertir  un  rio 
en  navegable  ó  flotable  por  medio  de  obras 
de  arle  haya  que  destruir  fábricas,  presas 
ú  otras  obras  legiliinamenle  conslruidas  eii 
sus  cáuces  é  riberas,  ó  privar  del  riego  ú 
otro  aprovechamiento  á  los  que  con  biieir 
derecho  lo  disfrulastfo ,  proced<-rá  la  ex|irií-» 
piacion  forzosa  é  indemnización  de  los  dufio^ 
y  perjuicios. 

Arl.  179.  La  navegación  en  los  rio»  ea 
enterameulo  libre  para  lodos  los  buques  na- 
cionales, exalusivametils  dedicados  á  ella^ 
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•unqoe  con  sujeción  á  lot  rei;Iamento8  y  al 
pagpod^  tos  derechos  para  la  generalidad  es* 
i.ibiecidos  ó  que  se  estableciesen.  De  ellos  se 
Formará  en  cuda  rio  una  matrícula  especial. 
Los  demás  buques  nacionales  ó  extranjeros 
navegarán  por  los  rios^  ateniéndose  á  las 
reglas  generales  de  la  navegación  marilima 
que  les  8«>an  aplicables. 

Art.  180.  El  mando  y  tripulación  de  los 
barcos  destinados  exclusivamente  á  la  na- 
vegacton  fluvial,  son  profesión  á  ocupación 
completamente  libres. 

Art.  181.  Los  barcos  propios  de  los  ri- 
bereños ó  de  algún  establecimiento  indus- 
irial  con  destino  exclusivo  al  servicio  ó  re- 
creo de  sus  dueños  no  satisfarán  derechos 
de  navegación,  ni  estarán  sujetos  á  mas  dis* 
posiciones  reglamentaria^^  que  tas  que  s^an 
exigidas  por  la  policía  del  rio  y  la  seguridad 
de  ioé  demás  barcos  que  por  él  navegaren. 

Art.  182.  En  los  nos  no  declarados  na- 
vegables y  flotables,  todo  el  que  sea  dueño 
de  ambas  riberas,  ú  obtenga  permiso  de 
quienes  lo  fueren  ,  podrá  establecer  barcas 
de  paso  para  el  servicio  de  sus  prédios  ó  de 
la  industria  á  que  estuviese  dedicado. 

Art.  183.  En  los  rios  meramente  flota- 
bles no  podrá  veriticarse  la  conducción  de 
maderas  sin')  en  las  épocas  que  para  cada 
uno  de  ellos  se  designure  por  el  Gobierno, 
oidas  las  juntas  de  agricultura,  industria  ^ 
comercio  y  las  Diputaciones  provinciales, 
a  fin  de  conciliar  esta  atención  con  la  de  los 
riegos. 

Art.  184.  Cuando  en  los  rios  no  decla- 
rados flotables  pueda  verificarse  la  flotación 
en  ilempo  de  grandes  crecidas  ó  con  el  au- 
xilio de  presas  movibles,  podrá  utilizarla  el 
Grtbernador  de  la  provincia  siempre  que  no 
peijudique  á  ios  riegos  ó  industrias  estable* 
c  ÚHfiy  y  se  atiaiice  por  los  peticionarios  ai 
('.'t^o  de  diuioH  y  perjuicios. 

Art.  185.  En  los  nos  navegables  ó  flo- 
t'ibies  no  se  podrá  construir  en  lo  sucesivo 
ninguna  prei»a  sin  las  necesarias  esclusas  y 
tH»riiilos  ó  canalizos  para  la  navegación  ó 
flotación  ,  siendo  su  conservación  de  cuenta 
(iel  dutTio  de  laics  obras. 

Art.  186.  En  los  rios  navegables  y  flo- 
Ubies,  tos  patrones  de  los  barcos  y  ios  con- 
ductores de  las  maderas  serán  responsables 
de  ios  danos  que  aquellos  y  eslas  ocasio- 
liareii. 

La  reí-poiisiibiliíiad  se  hará  offcliva  sobre 
barcos  ó  maderas,  á  no  mediar  lianza 
suficiente,  sin  perjuicio  del  derecho  que  á 
I'  g  dueños  compela  eonlra  los  palioues  ó 
coudaclores. 

Ari.  187.    Al  cruzar  los  puentes  ú  otras 


obras  del  Estado  ¿  del  coman  de  los  pu«* 
blos  ó  de  particulares ,  te  ajiMtaráa  los  pa- 
trones y  condactores  á  las  preteripcioues 
reglamentarias  y  bandoa  de  la  aotoridad.  Si 
causaren  algún  deterioro,  abonarán  todo5 
tos  gastos  que  produzca  tu  reparacioo,  pré« 
Via  cuenta  justificada. 

Art.  188.  Los  daños  y  deterioros  eaii- 
sados  según  los  artículos  anteriores  en  las 
heredades,  en  los  puentes »  ó  en  otras  obras 
de  los  rios  ó  sus  riñeras ,  se  apreciarán  por 
peritos  nombrados  por  tas  partes  y  tercero 
en  discordia,  eonforme  al  derecho  común. 

Art.  189.  Los  peritos  y  los  funcionarios 
públicos  que  intervengan  en  los  reconooi- 
mienlos  y  diligencias  consiguientes  á  la 
apreciación  de  daños  y  deterioros  no  deven- 
garán mas  derechos  que  los  señalados  en 
los  aranceles  judiciales.  Ninguna  otra  auto- 
ridad,  corporación  ó  particular  podrá  per- 
cibir por  ello  derecho  ó  emolumentos  de 
ninguna  espeoie. 

Art.  190.  Toda  la  madera  que  vaya  á 
cargo  de  un  mifmo  conductor  será  respon- 
sable al  pAgo  de  los  daños  y  deterioros,  aun 
cuando  perteneciese  á  difeientes  dueños  y 
la  de  uno  solo  fuese  la  causante  El  dueño  ó 
dueños  de  la  madera  que  se  embargue  y 
venda  en  su  cisn  podrá  reclamar  de  los  de- 
más el  reintegro  de  la  parle  qUe  á  cada  cual 
corresponda  pagar  á  prorata,  sin  perjuicio 
del  derecho  que  á  todos  asista  contra  el  con- 
ductor. 

Art.  191.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 
terior se  observará  también,  cuando  por  ave- 
nidas ú  otra  causa  se  hayan  reunido  dos  ó 
mas  conducciones  diferentes  de  maderas, 
mezclándose  de  tal  suerto  que  no  sea  posible 
determinar  á  cuál  de  ellas  pertenecía  tacan- 
sante  del  daño.  En  tal  caso  se  considerarÁn 
como  una  s(»la  conducción,  y  los  prpcedi- 
mienlos  se  entenderán  con  cualquiera  d<> 
los  conductores,  al  cual  quedará  á  salvo  el 
derecho  de  reclamar  contra  los  demás  el 
pago  de  lo  que  pudiere  cor  responderle. 

TITULO  SEXTO. 

DB  LAS  G0NCK510NKS  Y  APR0V£CBAMICNT09 
ESPECIALES  DB  LAS  AGQAS  PUBLICAS. 

CAPITULO  xni. 

Disposiciones  generales  sobre  concesión  de 
aprovechamientos. 

Art.  192.  lis  necesaria  autorización  pa- 
ra el  aprovechaniienlo  «le  las  a^uas  públi- 
cas, e.specialineiilo  destinadas  á  empresas 
do  ÍMl«viés  público,  privado,  salvo  los  ca«ns 
ex<'e|)lua<J»»s  en  los  arls.  37,  223,  225  ,  226 
y  233  de  la  prisi-nle  ley. 
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Art  103^.  Al  que  tuviere  derechos  decla- 
rados de  las  aguas  públicas  de  un  rio  ó  ar- 
royo, y  no  los  hubiese  ejercitado,  ó  única- 
mente en  parle ,  se  le  conservan  íntegros 
por  el  espacio  de  20  afíos  después  de  ta  pro- 
mulgación de  la  presente  ley. 

Pasado  este  tiempo  caducarán  (ales  dere- 
chos á  la  parte  de  las  agoas  no  aprovecha- 
das, sin  perjuicio  de  lo  que  se  dispone  por 
regia  general  en  el  siguiente  artículo. 

£n  tal  caso  es  aplicabl»  al  aprovechamien- 
to ulterior  de  las  aguas  lo  dispuesto  en  los 
artículos  34,37,41  y  42. 

De  todos  modos,  cuando  se  aniKicre  un  pro- 
yecto de  riego  ó  de  aplicación  industrial  de  las 
mismas  aguas,  tendrá  el  posf'edor  de  aque- 
llos derechos  la  obtigacton  de'  presentar  su 
título  en  el  término  de  un  año  después  del 
anuncio.  Si  sus  derechos  reconociesen  el  ori- 
gen de  titulo  oneroso,  obtendrán  en  su  ca- 
so la  correspondiente  indemnización. 

Art.  194.  El  que  durante  20  años  hubie- 
se disfrutado  de  un  aiKovechamicnlo  de 
aguas  públicas  sin  oposición  de  la  autoridad 
ni  de  tercero,  continuará  disTrutándolo  aim 
cuando  no  pueda  acreditar  que  obtuvo  la 
correspoiid ¡en te  a ulorizacion . 

Art.  196.  Toda  concesión  tíe  aguas  pú- 
blicas se  entenderá  sin  perjuicio  de  tercero 
y  salvo  el  derecho  de  propiedad. 

El  otorgamiento  de  aguas  públicas  para 
cualquier  aprovechamiento  no  infiere  rps- 
punsabilidad  al  Gobierno  respecto  de  la  dis- 
minución que  por  causas  fortuitas  pudiesen 
experimentar  las  mismas  aguas  en  lo  suce- 

biVO. 

Art.  196.  En  las  concesiones  de  aprove- 
chaniieiiio  de  aguas  públicas  va  incluida  la 
de  ios  terrenos  necesarios  para  las  obras  de 
la  presa  y  de  los  canales  y  acequias,  siem- 
pre que  sean  públicas  ó  del  Estado  6  del  co- 
iiinn  de  vecinos. 

Respecto  de  los  terrenos  de  propiedad 
particular,  procede  según  los  casos  la  servi- 
dumbre forzosa  acordada  por  el  Gobernador, 
ó  bien  la  expropiación  acordada  por  el  Go- 
bierno, previo rtiempre  expediente,  salvo  lo 
dispuestd  en  el  art.  125. 

Lh9  aguas  concedidas  para  un  aprovecha- 
miento pueden  aplicarse  á  otro  diverso  con 
solo  el  permiso  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia ,  si  el  nuevo  aprovechamiento  no  exi- 
gi«M'e  mayor  cantidad  dengua,  ni  alteración 
alguna  en  lu  calidad  y  pureza  de  esta,  ni  en 
la  altura  do  la  presa,  dirección  y  nivel  de  la 
corriente. 

Art.  197.  En  toda  concesión  de  aprove- 
chamiento de  aguas  públicas  se  fijará  en  me- 
tros cúbicos  ó  en  litros  por  segundo  la  cantidad 


de  agua  concedida ;  y  si  fiiere  para  riesgo' ^^ne 
expresará  además  por  hectáreas  la  exten- 
sión del  terreno  que  háya  de  regarse.  Si  eu 
aprovechamientos  anteriores  á  la  presente 
ley  no  estuviera  fijado  el  caudal  de  agua, 
se  entenderá  concedido  únicamente  el  nece- 
sario para  el  objeto  del  aprovechamiento, 
pudiencK)  el  Gobierno  establecer  al  efecto  \o* 
módulos  convenientes  á  costa  de  los  intere- 
sados. 

La  aplicación  de  estas  disposiciones  y  los 
pormenores  sobre  el  modo  y  tiempo  del  dis- 
frute del  agua  se  encomiendan  a  los  regla- 
mentos administrativos  ó  á  las  ordenanzas  de 
las  comunidades  reg:anlet  de  que  trata  el 
capítulo  XV. 

Art.  198.  Siempre  c^e  en  las  conoesio- 
nea  y  en  los  disfrutes  de  cantidades  determi- 
nadas de  aguas  por  espacio  lijo  de  tiempo  «no 
se  exprese  otra  cosa,  el  uso  continuo  se  en- 
tiende por  todos  los  instantes;  si  fueae  por 
días,  el  dia  natural  se  entenderá  de  24  borai 
desde  media  noche;  si  fuese  durante  el  d'm 
<^  la  noche ,  se  entenderá  entre  la  salida  y  la 
puesta  del  sol ;  y  si  fuese  por  semanas ,  s** 
contarán  desde  las  doce  de  la  noche  del  do- 
mingo; si  fuese  por  lo«s  dias  festivoa  ó  Cfn 
exclusión  de  ellos,  se  entenderán  loa  de  pre- 
cepto en  (|ue  no  se  pueda  trabajar,  conside- 
rándose únicamente  días  festivos  aquellos 
que  eran  tales  en  la  época  de  la  coocesion 
ó  del  contrato. 

Art.  199.  Las  autorizaciones  para  hac«'r 
estudios  de  lodo  aprovechamiento  de  agrnns 
marítimas  ó  terrestres  las  concederá  el  Go- 
bernador de  la  provincia ,  y  llevarán  consi- 
go los  derechos  siguientes: 

1.  *  Bl  de  poder  reclamar  la  protección  y 
auxilio  de  las  autoridades. 

2.  *  El  de  poder  entrar  en  propiedad  hjp- 
na  para  verificar  los  esludios,  previo  per- 
miso del  dueño,  administrador  ó  colono ,  si 
residie  en  en  el  pueblo;  y  en  caso  contrario» 
ó  en  el  de  negativa,  el  del  Alcalde  ,  quir*ii 
deberá  concederlo  siempre  que  «le  afiance 
competentemente  el  pago  deniro  de  tercero 
dia  ,  de  los  daños  que  pudiesen  causarse. 

3.  ®  El  de  conservar  la  propiedad  de  su-» 
esludios  y  planos  y  disponer  de  ellos. 

Art.  200.  Siempre  que  mediase  subven- 
ción del  Estado  ,  de  las  provincias  ó  de 
pueblos ,  las  concesiones  de  aprovechamien- 
to de  aguas,  lo  mismo  que  l:\s  de  deseca- 
ción y  saneamiento,  so  adjudicarán  en  pú- 
blica subasta.  En  tal  caso,  si  el  remate  no 
quedare  á  favor  de  quien  presentó  los  estti- 
dios  y  planos  aprobados,  será  reintegrado 
del  valor  de  ellos  por  el  rematante  en  vii- 
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Icd  de  ta«acion  pericial  anlerior  á  la  su- 
basta. 

No  mediífhdo  subvención ,  serán  preferi- 
dos para  la  concesien  los  proyecloa  de  mas 
importancia  y  utilidad,  y  en  igualdad  de 
circunstancias  los  que  ántes  hubiesen  sido 
presentados. 

En  lodo  caso  se  fíjará  en  la  coneesion 
el  máxime  canon  que  el  conceaionarie  pu<^ 
da  exigir  á  los  regantes  por  cada  metro  cú* 
bico  de  agua. 

Arl.  20t.  Todo  concesionario  depositará 
en  garantía  del  cumplimiento  de  las  condi* 
cienes  de  la  adjudicación  ó  concesión  1  por 
100  del  preftapuesto  de  las  obras.  Si  dejare 
Irascorrir  15  dias  sin  hacer  el  depósito ,  se 
dedarará  sin  efecto  la  adjudicación  ó  conce- 
sión. 

Si  hubiese  mediado  subasta  pública  con 
fianza  exigida  á  tos  que  tomasen  parte  en 
ella,  esta  fianza  ta  perderá  el  adjudicatarío 
4|ne  á  lo^  15  dias  de-  la  adjudicación  no 
constituyere  el  depósito  de  que4rata  «I  pár- 
rafo anterior. 

Arl.  202.  A  las  empresas  concesionarias 
se  les  devolverá  la  suma  del  depósito  dega 
ranlia  á  medida  que  acrediten  haber  ejecu- 
tado los  trabajos  suficientes  á  cubrir  sn  im- 
porte, y  en  reemplazo  del  depósito  se  consi- 
derará especialmente  hipotecada  la  obra  he- 
cha. 

Arl.  2€3.   £n  toda  concesión  de  aprove- 
chaniientu  de  aguas  públicas  se  fijará  el  tér- 
mino para  la  conclusión  de  las  obras.  Tras- 
currido este  sin  haberse  terminado  las  obras, 
nisoliciladose  próroga  mediante  justa  causa, 
la  autoridad  de  quien  hubiese  emanado  la 
roncesion  la  declarará  caducada  por  sí  ó  á 
instancia  de  tercero  y  previa  audiencia  de 
concesionario.  Podrá  dictarse  igual  declara- 
ción siennpre  que,  aun  después  de  terminadas 
las  obras  ,  haya  dejado  de  hacerse  uso  del 
;tgna  por  espacio  de  un  año  y  un  día  conli- 
ijijos  en  el  objeto  para  que  fué  concedida ,  á 
w)  me^diar  fuerza  mayor  ú  otra  causa  excep- 
c.onal. 

Arí.  204.  Cuando  á  consecuencia  de  la 
declaración  de  caducidad  de  un  aprovecha- 
litienlo  de  aguas  públicas  se  hiciere  nueva 
C'.nccsion  á  un  leí  cero,  podrá  este  aprove- 
« liar  las  obras  hechas  por  el  anterior  conce- 
i^ionario  ;  reintegrándole  de  su  valor  á  juicio 
(ie  peritos  ,  siempre  que  sean  declarados  úti- 
\*ts  y  necesarios. 

Arl.  205.  Terminadas  las  obras,  se  pro- 
federa  á  ^u  inspección  facultativa  para  de- 
c.irar  ei  se  han  ejecutado  con  arreglo  á  las 
cundiciones  de  la  concesión.  Esta  declara- 
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clon  se  hará  por  la  misma  autoridad  que 
hubiere  concedido  el  aprovechamiento. 

Art.  206,  En  todo  aprovechamiento  de 
aguas  públicas  para  canales  de  navegación 
ó  riego,  acequias  y  saneamientos,  serán 
propiedad  perpétua  d«  los  concesionarios 
los  saltos  de  agua  y  las  fábricas  y  establecí* 
mientos  industriales  que  á  su  inmediación 
hubiesen  construido  y  planteado. 

Art.  207.  En  la  concesión  de  aprovecha- 
miento de  aguas  públicas  se  observará  el  si- 
guiente órden  de  preferencia: 

1.  ®   Abastecimiento  de  poblaciones. 

2.  ®  Abastecimiento  de  ferro- carriles. 
3*  Riegos. 

4.  **   Canales  de  navegación. 

5.  ^  Molinos  y  otras  fábricas,  barcas  de 
paso  y  puentes  flotantes. 

Estanques  para  viveros  ó  criaderos 
de  peces. 

Dentro  de  cada  clase  serán  preferidas  las 
empresas  de  mayor  importancia  y  ulilidad; 
y  en  igualdad  de  circunstancias  ,  las  que  an- 
tes hutiiesen  salicitado  el  aprovechamiento. 

Arl.  208.  Todo  aprovechamiento  do 
aguas  públicas  está  sujelo  á  expropiación 
por  causa  de  ulilidad  pública,  prévia  la  in- 
demnización correspondiente,  en  favor  de 
otro  aprovechamiento  que  le  preceda  según 
el  orden  lijado  en  el  artículo  anterior ;  pero 
no  en  favor  de  tos  que  le  sigan ,  á  no  ser  en 
virtud  de  ley  ''special. 

Art.  209.  En  casos  urRrentes  de  incendio, 
inundación  ú  olra  calamidad  pública  ,  la  au- 
toridad ó  sus  dependientes  podrán  disponer 
inslanláneamenle  y  sin  tramitación  ni  in- 
demnización prévia ,  pero  con  sujeción  á 
ordenanzas  y  reglamentos,  de  las  aguas  ne- 
cesarias para  contener  ó  evitar  el  daño.  Si 
las  aguas  fuesen  públicas,  no  habrá  lugar  á 
indemnización ;  mas  si  tuviesen  aplicación 
industrial  ó  agrícola,  ó  fueren  de  dominio 
particular,  y  con  su  distracción  se  hubiese 
ocasionado  perjuicio  apreciable,  será  este 
indemnizado  inmediatamente. 

Art.  210.  En  toda  concesión  de  canales 
de  navegación  ó  riego ,  ó  de  acequias ,  así 
como  en  las  empresas  de  desecación  y  sa- 
neamiento, los  capitales  extranjeros  que  se 
empleen  en  la  conslruccion  de  las  obras  y 
adquisición  de  terrenos,  quedan  bajo  la  sal- 
vaguardia del  Estado,  y  están  exentos  de 
represalias,  confiscaciones  y  embargos  por 
causa  de  guerra. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguat  públieat 
para  abastecimiento  de  poblaciones. 
Art.  211.    Unicamente  cuando  el  caudal 
normal  de  agua  que  disfruta  una  población 
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no  üpgare  á  50  litros  at  día  por  cada  hahi- 
taqle,  ))odrá  concedérgel^  de  Uis  destinadas 
n  otros  aproveclinmienlos  la  cantidad  que 
fñWfí  para  completar  aquella  dotacioti. 

Arl.  212.  Si  ta  pot)lacion  necesitada  de 
ngnas  potables  disfrutase  ya  un  caudal  de 
!««  no  pofabíes,  pero  aplicables  á  otros  ca* 
g(fs  públieofT  y  doth<^ticos,  podrán  comple- 
társele 20  litros  diarlos  de  Iss  primeras  por 
habitante,  aunque  esta  cantidad,  af^regada 
á  la  ño  potable,  exceda  de  los  50  litros  lija- 
dos en  el  arlícnlo  anterior. 

Art.  213.  Gunndo  el  ag^na  qué  para  el 
^bafttecrmienfo  de  una  población  «e  lome  in- 
mediatamente de  un  rio  nó  exceda  de  la  vi* 
pésima  parle  de  la  destinada  fi  aprovecha- 
mientos inferiores,  no  habrá  tof^ar  á  la  in» 
demnizacion,  sino  que  lodos  los  qu¡e  disfrii- 
lon  de  tales  aprovechamientos  se  someterán 
n  la  disminución  ^úe  á  proporción  les  cor- 
responda. En  los  demás  casos  deberá  indem- 
nizarse préviamente  á  aquellos  á  quienes  se 
prive  de  aprovechamientos  legítiAiamente 
adquiridos. 

Arl.  214.  No  se  decretará  la  enajenación 
forzosa  de  a^uas  de  propiedad  particular 
para  el  al>asleci miento  de  una  población  si- 
no cuandti  faltan  aguas  publicas  que  pue- 
dan ser  fácilmente  aplicadas  al  mismo  ob- 
jeto. 

Art.  215.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
los  artículos  anteriores,  podrá  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  en  épocas  de  extraordi- 
naria sequía,  y  oído  el  Consejo  provincial, 
«cordar  la  expropiación  temporal  del  agua 
necesaria  para  el  abastecimiento  de  una  po- 
blación, previa  la  correspondiente  indemni- 
zación en  el  caso  de  que  el  agua  fuese  de 
dominio  particular. 

Arl.  216.  Las  concesiones  de  aprovecha- 
niienlo  de  apuas  públicas  para  abasteci- 
miento de  poblaciones  se  otorgarán  por  el 
Gobernador,  siempre  que  la  cantidad  no  ex- 
cediese de  50  liirns  por  segundo,  mediante 
instrucción  de  expediente  en  que,  dada  la 
debida  publicidad  al  proyecto  sean  oídos 
cuantos  se  consideren  expuestos  á  algún 
j)erjuicio.  En  excediendo  de  50  litros  por  se- 
gundo la  caulidad  do  agua  para  pI  abasteci- 
miento de  una  población,  se  liará  la  conce- 
sión por  el  Gobiorno. 

Arl.  217.  Cuando  la  concesión  se  olor- 
pue  en  favor  de  una  empresa  particular,  se 
fijará  en  la  misma  concesión,  previos  los 
trámites  reglamentarios,  la  tarifa  de  precios 
que  puedan  percibirse  por  suministro  del 
agua  y  tubería. 

Art.  2i$.  Las  concesiones  de  que  habla 
el  artículo  anterior  serán  temporales,  y  su 


duración  no  podrá  exceder  de  dO  años;  tras- 
curridos los  cuales  quedarán  todas  lai 
obra^,  asi  como  la  tubería,  en  (avor  del  co- 
mún de  los  vecinos  ,  pero  con  la  obligación 
por  parte  del  Ayuntamiento  de  respetar  los 
contratos  celebrados  entre  la  empresa  y  los 
particulare«  para  el  suministro  del  agua  á 
domicilio. 

Art.  219.  Otorgada  ta  cñncesíon,  corres- 
ponde al  Ayuniamlenfo  et  formar  tos  regla- 
mentos para-  el  rég^then  y  drstribucfon  de 
las  agww  oti  el  interior  de  las  |>ob1ac¡on#'ir, 
con  sitjeeion^  á  tas  disposicione«  generales 
ftdménislraHvas. 

Del  aprovecliamiento  de  las  aguas  públicos 
para  el  abastecimiento  de  ferro-earrileA, 

Ari.  220*  Las  empresas  de  ferro- carriles 
podrán  aprovechar  con  autorización  compe- 
tente,  las  aguas  públicas  quo  sean  necesa- 
rias para  el  ser  vicio  de  los  mismos.  Si  las 
aguas  estuvieren  destinadas  de  antemano 
á  otros  aprovechamientos,  deberá  preceder 
la  expropiacioiv  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  ari.  208. 

La  autorización  la  concederá  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  cuando  el  gasto  de  agua 
no  hubiere  de  exceder  de  50  metros  cúbico»* 
al  día:  en  pasando  de  esta  cantidad,  resol- 
verá el  Gobierno. 

Art.  221.  Con  i^ual  autorización  y  par^ 
el  mismo  objeto  })odrán  las  empresas  abrir 
galerías,  pozos  verticales  ó  norias,  y  perfo- 
rar pozos  artesianos  en  terrenos  públicos  ó 
comunes;  y  cuando  fueren  de  propiedad  pri- 
vada, previo  permiso  del  dueño  ó  de  la  au- 
toridad  en  su  caso,  con  lo  demás  que  pre- 
vienen los  arls.  51  y  siguientes. 

Arl.  222.  La  autorización  se  concede r.-i 
después  de  instruido  expediente,  cou  cil.i- 
cion  y  audiencia  de  los  particulares  ó  corpo- 
raciones á  quienes  pudiera  perjudicarse. 

Art.  223.  Cuando  los  ferro-carriles  atra- 
viesen terrenos  de  regadío  en  que  el  apro- 
vechamiento del  agua  sea  inherente  al  do- 
minio de  la  tierra,  las  empresas  tendrán  de- 
recho á  tomar  en  los  puntos  mas  convenien- 
tes para  el  servicio  del  ferro-carril  la  can- 
tidad de  agua  correspondiente  al  terreno  qt:  * 
hayan  ocupado  y  pagado,  quedando  obli- 
gados á  satisfacer  en  la  mibuia  proporcín'i 
el  canon  de  regadío  ó  á  sufratjar  los  gastos 
ordiuarios  y  extraordinarios  de  acequia,  se- 
gún ios  casos. 

Arl.  224.  A  falla  de  los  medios  autori- 
zados vn  los  artículos  anteriores  podrán  las 
empresas  de  ierro-carriles  pedir  la  expro- 
piación para  el  exclusivo  servicio  de  e>tf»*» 
y  con  arreglo  á  la  ley  de  expropiaciou  fot- 
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ZAMi,  del  ni^itJi  de  dominio  ptirlieular  que  no 
e»lé  desliaada  á  usot  domealicoa. 

D$l  aprovechamiento  de  hi  aguas  públicas 
para  riegos.  ' 

Arl.  225*  Lo«  dueños  de  prtfdio^  eonti* 
guos  á  vtns  públic^t  |>pdrÁn  rPAog^cr  fns 
afi^uai  pluviales  que  por  ellas  discurran  y 
aprovecharlas  en  el  riego  de  sus  predios, 
sujetándose  á  las  diipo8¡cion«'S  qua  las  au- 
toridades administrativas  adoptaren  (Mura  la 
eonservacion  de  las  mismas  vias. 

Art.  226.  Los  du^'ños  de  los  predios  lín* 
dante«  con  cauces  públicos  de  rieras,  ram- 
blas ó  barrancos,  pueden  aprovechar  en  su 
ref^adio  tas  aguas  pluvialesque  porellosdis- 
curran,  construyendo  al  efecto  sin  necesi- 
dad de  aaloriamcíon,  malecones  de  tierra  y 
piedras  sueltas  ó  presas  móviles  ó  automó- 
viles. 

Art.  227.  Cuando  estos  malecones  ó  pre- 
sas puedan  prodvcir  inundaciones  ó  causar 
cualquier  otro  perjuicio  al  público,  el  Alcal- 
de por  si  ó  á  instancia  de  parte,  comprobado 
el  peligro,  mandará  al  que  los  construyó  que 
tos  destruya  ó  reduzca  sua  dimensiones  á 
las  necesarias  para  desvanecer  todo  temor. 
Si  amenazaren  causar  perjuicio  á  los  parti- 
culares, podrán  estos  reclamar  á  tiempo  an- 
ta la  autoridad  local;  y  si  el  perjuicio  se 
realiza,  tendrán  expedito  su  derecho  ante  los 
tribunales  de  justicia. 

Arl.  228.  Lros  que  durante  20  arios  hu- 
biesen aprovechado  para  el  riego  de  sus 
tierras  las  aguas  pluviales  que  discurren 
por  una  riera,  rambla  ó  barranco  del  domi- 
nio público,  podrán  oponerse  á  que  los  due 
ños  de  predios  superiores  les  priven  de  este 
aprovechamiento.  Pero  si  solamente  hubie- 
sen aprovechado  parte  del  agua,  no  podrán 
iuipedir  que  oíros  utilicen  la  restante,  siem- 
pre que  quede  expedito  el  curso  de  la  can- 
tidad qne  de  antiguo  aprovechaban  ellos. 

Art.  229.  Lo  dispuesto  en  los  artículos 
que  preceden  respecto  á  aguas  pluviales  es 
aplicable  á  los  manantiales  discontinuos, 
que  solo  fluyen  en  épocas  de  abundancia 
de  lluví.n*»- 

Art.  230.  Cuando  se  intente  construir 
presas  ó  azudes  permanentes  de  fábrica,  á 
üii  de  aprovechar  en  el  riego  las  aguas  plá- 
viales  ó  los  manantiales  discontinuas  que 
eorran  por  los  cáuces  públicos  será  nece- 
saria la  autorización  del  Gobernador  de  la 
provincia.  Esla  autorización  se  concederá, 
prévía  presentación  del  proyecto  de  la  obra, 
al  cual  se  dará  publicidad  para  que  acudan 
á  oponerle  tos  que  á  ello  se  creyesen  con 
derecho. 


Art.  231.  Para  construir  pantanos  dedi- 
cados á  recoger  y  conservar  aguas  públicas 
pluviales  ó  manantiales,  se  necesita  autori- 
zación del  Gobierno  ó  del  Gobernador  de  la 
provincia ,  segun  se  determine  en  los  regla- 
nienlos. 

Arl.  232.  Si  e^tas  obras  fueren  declara- 
das de  utilidad  pública,  podrán  ser  expro- 

«liados,  previa  la  correspondiente  indemni- 
aoion,  ios  que  tuviesen  derecho  adquirido 
á. aprovechar  en  su  curso  inferior  las  aguas 
pluviales  ó  manantiales,  discontinuas  ó  cor> 
tinnas,  que  hayan  de  ^er  detenidas  y  acó. 
piadas  en  el  pantano.  Si  mediase  concierta 
y  avenencia,  podran  los  interesados  inferio- 
res aquietarse  adquiriendo  el  derecho  á  d«'- 
terminados  riegos  con  las  aguas  del  pan- 
tano. 

Art.  233.  En  los  rios  navegables,  los  ri- 
bereños podrán  en  sus  respectivas  riberas 
establecer  libremente  norias,  bombas  ó 
cualquier  otro  artificio  destilado  ,á  extraer 
las  aguas  necesarias  para  el  riego  de  sus 
propiedadds  limítrofes,  siempre  que  no  cau-« 
gen  perjuicios  á  la  navegación.  En  los  de- 
más rios  públicos  será  necesaria  la  autoriza* 
cion  del  Gobernador  de  la  provincia. 

Si  en  cualquiera  de  los  casos  del  párrafo 
anterior  hubiera  de  hacerse  la  expropiación 
del  agua  funcionando  el  vapor  como  fuerza 
motriz,  la  autorización  d!el  Gobernador  re- 
caerá sobre  expediente  instruido,  con  publi- 
cación en  el  Boletín  oficial  y  apreciación 
oposiciones. 

Art.  234.  Es  necesaria  la  concesión  del 
Gobierno  para  el  aprovechamiento  de  agn.'i^ 
públicas  con  deslino  á  riegos,  cuya  deriva^ 
cion  ó  toma  deba  verificarse  por  medio  d*" 
presas,  azudes  ú  otra  obra  importante  y 
permanente,  construida  en  rios,  rieras,  ar- 
royos y  cualquier  otra  clase  de  corrientes 
naturales  continuas,  siempre  que  hayan  de 
derivarse  mas  de  100  litros  de  agua  por  se- 
gundo. 

Art.  235.  Si  la  cantidad  de  agua  que  ha 
de  derivarse  ó  distraer"**  de  su  corriente  rí.i- 
tural  no  excediese  de  100  litros  por  segun- 
do, se  hará  la  concesión  por  el  Gobernador 
de  la  provincia,  prévio  el  oportuno  expe- 
diente. 

En  la  misma  forma  autorizar.án  los  Go- 
bernadores Ja  reconstrucción  de  las  presas 
antiguas  destinadas  á  riegos  ú  otros  usos. 
Cuando  sean  mera  reparación  las  obras  quo 
hubieren  de  ejecutarse  en  las  presas,  basta- 
rá la  autorización  de  los  Alcaldes. 

Art.  230.  Las  concesiones  de  agua  he- 
chas individual  ó  colectivamente  á  los  pro- 
pietarios do  las  tierras  para  el  riego  de  a*'* 
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la?»  serán  á  perpeluidad.  Las  que  se  Incie- 
Tf  n  á  sociedades  ó  empresas  para  regar  lier- 
vas  ajenas,  medinnte  el  cobro  de  un  canon, 
serán  por  un  plazo  que  no  exceda  de  99 
años,  trascurrido  el  cua),  quedarán  las  tier- 
ras libres  del  pag^o  del  canon  y  pasará  á  la 
comunidad  de  regantes  e!  dominio  colectivo 
de  las  predas,  acequias  y  demás  obras  exclu- 
sivamenif'  precisas  para  los  riegos.  • 

Arl.  237.  Al  solicitar  las  eoncesi<>nes  de 
que  tratan  los  arlículos  anlerk>res,  se  acom- 
pañará: 

1      El  prayeclo  de  las  obras. 

2.  ^  Si  la  solicitud  fuere  individual,  jus* 
liücacíon  de  estar  poseyendo  el  peticionario 
<!omo  dueño  de  las  tierras  á  ^ue  intente  dar 
rieífo. 

3.  **  Si  fuere  colectiva,  la  conformidad 
de  la  mayoría  de  los  propietarios  de  las  tier- 
ras regables  computada  por  la  extensión  su- 
perficial que  cada  uno  represente. 

4.  ®  Sr  fuere  por  sociedad  6  empresario, 
las  tarifas  del  canon  que  en  frutos  o  en  di- 
nero deban  pagar  las  tierras  que  liayan  de 
regarse. 

Art.  238.  En  las  provincias  donde  deban 
tomarse  las  aguas  se  expenderán  al  público 
los  planos,  la  memoria  explicativa  y  el  pre* 
supuesto  de  gastos,  con  la  tarifa  del  canon 
de  riego,  anunciándose  la  admisión  por  tér- 
mino de  un  mes  de  las  oposiciones  y  recla- 
maciones. 

Si  la  loma  de  aguas  excediere  de  100  li- 
tros por  segundo,  se  hará  también  la  publi- 
cación del  anuncio  en  las  provincias  inferior- 
mente  situadas,  á  fin  de  que  puedan  recla- 
mar los  que  se  creyeren  perjudicados. 

Art.  239.  De  las  oposiciones  y  reclama- 
ciones se  dará  conocimiento  al  peticionario 
de  las  aguas  para  que  conteste.  En  seguida 
8c  pedirá  informe  á  la  junta  provincial  de 
agricultura,  industria  y  comercio,  para  que 
manifieste  si  es  ó  no  útil  el  proyecto  á  la  in- 
dustria rural  ó  fabril,  y  para  que  en  su  caso 
proponga  el  máximo  canon  exigib.'e  á  los 
regantes  por  metro  cúbico;  al  Consejo  pro- 
vincial para  que  exponga  si  se  atacan  ó  vul- 
neran derechos  adquiridos;  y  al  ingeniero 
jefe  provincial  de  caminos,  canales  y  puer- 
tos .para  que  dé  concretamente  su  dictámcn 
facultativo  sobre  la  solidez  de  las  presas, 
puentes,  alcantarillas  y  otras  obras  de  arte 
proyectadas,  y  sobre  si  la  ejecución  del  pro- 
yecto amenazaría  estancamientos  perjudi- 
ciales á  la  salud  pública. 

Lo  mismo  se  ejecutará  en  los  proyectos 
<le  canales  de  navegación  y  en  los  de  desca- 
mación de  lagunas  y  parajes  encharcadízos. 

Asi  el  expediente,  resolverá  el  Goberna- 


dor eti  visla  de  \o9  informes,  sí  estuviere  en 
sus  facultades,  según  el  arl.  235,  ó  en  otro 
caso  lo  remilirá  «i  Ministerio  coa  su  propio 
diclámen. 

Arl.  240.  Los  proyectos  presentados  á 
los  Gobernadores  de  las  provincias  por  par- 
ticulares, comunidades  ó  empresas  en  lo  re- 
lativo á  cualquiera  de  los  puntos  pnra  cuya 
decisión  les  faculta  la  presente  ley,  serán 
despachados  y  resueltos  en  el  término  da 
seis  meses.  De  no  ser  así  se  entenderá  apro- 
bado el  proyecto  ó  concedida  la  petición. 

Ouando  la  decisión  correspondiere  al  Go- 
bierno de  S.  M. ,  nunca  se  dejará  trascurrir 
el  tiempo  de  seis  meses,  sin  que  sobre  cada 
asunto  recaiga  alguna  disposición,  ó  de  trá- 
mite ó  definitiva,  que  se  comunicará  preci- 
samente al  interesado. 

Art.  241.  Cuando  existan  aprovecha- 
mientos en  uso  de  un  derecho  reconocido  y 
valedero,  solamente  cabrá  nueva  concesión 
en  el  caso  de  que  del  afaro  de  las  aguas  en 
años  ordinarios  resultase  sobrante  el  caudal 
que  se  solicite,  después  de  cubiertos  com- 
pletamente en  la  forma  acostumbrada  los 
aprovechamientos  existentes.  Hecho  el  afo- 
ro, se  tendrá  en  cuenta  la  época  propia  de 
ios  riegos,  según  terrenos  y  cultivos  y  ex- 
tensión regable. 

En  años  de  escasez  no  podrán  lomar  et 
agua  los  nuevos  concesionarios  mientras  no 
estén  cubiertas  todas  las  necesidades  de  Im 
usuarios  antiguos. 

Art.  242.  No  será  necesario  el  aforo  4e 
las  aguas  estiales  para  hacer  concesiones  de 
las  invernales,  primaverales  y  torrenciales 
que  no  estuviesen  estacional  ó  accidental- 
mente aprovechadas  en  terrenos  inferiores, 
siempre  que  la  derivación  se  establezca  á  la 
altura  ó  nivel  conveniente,  y  se  adoplen  las 
precauciones  necesarias  para  evitar  perjui- 
cios ó  abusos. 

Art.  243.  Cuando  corriendo  las  a^uas 
públicas  de  un  rio  en  todo  ó  parte  por  ba- 
zo de. la  superficie  de  su  lecho  impercepti- 
bles á  la  vista,  se  construyan  malecones  ó 
se  empleen  otros  medios  para  elevar  su  ni- 
vel hasta  hacerlas  aplicables  al  riego  ú  otros 
u^os,  este  resultado  se  considerará  para  los 
efectos  de  la  presente  ley  como  un  alumbra- 
miento del  agua  convertida  en  ulilizable. 

Sin  embargo  ,  los  regantes  é  industriales 
inferiormente  situados  que  por  prescripción 
-ó  por  reales  concesiones  hubiesen  adquirido 
legítimo  tüulo  al  uso  y  aprovechamiento  de 
aquellas  aguas,  artificialmente  reaparecidas 
á  la  superficie,  tendrán  derecho  á  reclamar 
y  oponerse  al  nuevo  alumbramiento  topt- 
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tíot  ,  cuanto  hubiese  (le  ocasionarle»  per- 
juici<). 

ArU  244.  Los  molinos  y  otros  establecí* 
Tnif>ntos  industriales  que  resultasen  perjudi- 
cados por  la  desviación  de  las  aj^uas  de  un 
rio  ó  de  un  arrroyo,  según  lo  dispuesto  en 
la  présenle  ley  ,  recibirán  en  todo  caso  del 
concesionario  de  la  nueva  obra  la  tnderoni- 
zscion  correspondiente.  Esta  consistirá  en  el 
importe  del  perjuicio ,  por  convenio  entra  las 
parles,  mas  si  no  hubiese  avenencia,  proce* 
df^rá  la  expropiación  por  causa  de  utilidad 
pública,  acordada  por  el  Gobernador  de  la 
provincia ,  prévio  expediente ,  haciéndose  la 
valoración  del  molino  6  establecimiento  por 
capitalización  de  la  cootríbucioa ,  según  al 
arl.  12S. 

Arl.  ^245.   Las  empresas  de  canales  da 

rie^o  gozarán: 

1.®  De  la  facultad  de  abrir  canteras,  re- 
co^er  piedra  suelta,  construir  hornos  de 
CAÍ ,  yeso  y  ladrillo  y  depositar  ef»*ctos  ó  es- 
tablecer talleres  para  la  elaboración  de  ma- 
teriales en  los  terrenos  contiguos  i  las  obras. 
Si  estos  terrenos  fuesen  públicos  ó  de  apro- 
vechamiento común,  usarán  las  empresas  de 
aquella  facultad  con  arreglo  á  sus  necesida- 
des; ma«(s¡  fuesen  de  propiedad  privada,  se 
entenderán  previamente  con  eldueñoó  su  re- 
presentante por  medio  del  Alcalde,  y  afianza- 
rán competentemente  la  indemnización  de  los 
daños  y  perjuicios  que  pudieran  irrogar, 

2.  **  De  la  exención  de  los  doreehos  de 
hipotecas  que  devenguen  las  traslaciones  de 
ííoniínio  ,  ocurridas  en  virtud  de  la  ley  de 
expropiación. 

3.  ®  De  la  exención  de  toda  contribución 
á  los  capitales  que  se  inviertan  en  las 
obras. 

4.  ^  En  los  pueblos  en  cuyos  términos  se 
hiciere  la  construcción ,  los  dependientes  y 
operarios  de  la  empresa  tendrán  derecho  a 
í%s  leñas,  pasto  para  los  ganados  de  traspor- 
te empleados  en  los  trabajos  y  demás  venta* 
jas  que  Hísfrulen  los  vecinos. 

Arl.  246.  Durante  los  10  primeros  años 
«e  computará  á  los  terrenos  reducidos  nue- 
vamente á  riego  la  misma  renta  imponible 
qu^  tenían  asignada  en  el  último  amillara- 
mienfo ,  y  con  arreglo  á  ella  satisfarán  las 
contribuciones  i5  impuestos. 

Arl.  247.  Será  obligación  de  las  empre- 
sas conservar  las  obras  en  buen  estado  du- 
rante el  tiempo  de  la  concesión.  Si  estas  se 
inutilizaran  para  el  riego,  dejarán  tas  tierras 
de  aatiafaeer  el  eánon  establecido  miénlras 
carezcan  del  agua  estipulada,  y  el  Gobierno 
fíjará  un  plazo  para  la  reconstrucción  ó  re- 
paración. Trascurrido  este  plazo  sin  haber 


cumplido  el  eoneesionario ,  á  no  mediar 
fuerza  mayor ^  en  cuyo  caso  podrá  priiro- 
gársele,  se  declarará  caducada  la  conce- 
sión. 

Arl.  248.  Hecha  la  declaración  de  cadu  • 
eidad ,  tanto  en  el  caso  previsto  en  el  ariícu  • 
lo  anterior,  como  en  el  de  no  haberse  ter- 
minado las  obras  en  el  plazo  señalado  en  las 
condiciones  de  la  concesión  ,  se  sacará  esta 
A  nueva  subasta  y  se  adjudicará  al  que  con 
derecho  á  percibir  de  los  regantes  el  mismo 
cánon  ofrezca  mayor  cantidad  por  la  com- 
pra ó  trasporte.  Esta  cantidad  se  ontregará 
al  antiguo  concesionario  como  valor  de  la» 
obras  existentes  y  terrenos  expropiados, 
quedando  subrogado  el  nuevo  en  sus  dere- 
chos y  obligaciones. 

Arl.  249.  Tanto  en  las  concesiones  co- 
lectivas otorgadas  á  propietarios,  como  en 
las  hechas  á  empresas  ó  sociedades,  todos 
los  terrenos  comprendidos  en  el  plano  gene- 
ral aprobado  de  los  que  pueden  recibir  rie- 
go quedan  sujetos,  aun  cuando  sus  dueños 
lo  rehusen,  al  pago  del  cánon  pensión  que 
se  establezca,  luego  que  sea  aceptada  por  la 
mayoría  de  los  propietarios  interesados,  com  • 
potada  en  la  forma  que  se  determina  en  et 
núm.3.*del  arl.  237.  Los  propietarios  que  re- 
husen el  pago  del  cánon  eslArán  obligados  á 
vender  sus  tierras  re<^ables  á  la  empresa  con- 
cesionaria del  canal  ó  acequia  ,  por  su  valor 
en  secano,  computado  por  la  contribución  se- 
gún amillaramienlo,  y  aumento  del  50  por 
100  al  tenor  del  art.  123.  Si  la  empresa  no 
comprase  las  tierras,  el  propietario  que  no 
las  riegue  estará  exento  de  pagar  el  cánon. 

Exceptúase  siempre  del  cánon  las  tierras 
que  con  anterioridad  á  la  concesión  lenian 
ya  su  riego  ,  en  cuanto  sus  dueños  no  pidan 
mayor  cantidad  de  agua  que  la  que  disfru- 
taban. 

Art.  250.  Para  el  aprovechamiento  de  las 
aguas  públicas  sobrantes  de  riegos  y  proce- 
dentes de  filtraciones  ó  escorrenlias,  así  como 
para  las  de  arcnaje  se  observará ,  donde  no 
hubiera  establecido  un  régimen  especial ,  lo 
dispuesto  en  ios  arts.  34  y  siguientes  sobre 
aprovechamiento  de  aguas  sobrantes  de  do- 
minio particular. 

Arl.  251.  En  los  regadíos  hoy  existentes 
y  regidos  por  reglas,  ya  escritas  ya  consue- 
tudinarias ,  ningún  regante  será  perjudicado 
ni  menoscabado  en  el  disfrute  del  agua  de 
su  dotación  y  uso  por  la  introducción  de  cual- 
quiera novedad  en  la  cantidad,  aprovecha- 
miento ó  distribución  de  las  aguas  en  el  tér- 
mino regable.  Pero  tampoco  tendrá  derecho 
á  ningún  aumento,  si  se  acrecentase  el  cau- 
dal por  esfuerzos  de  la  comunidad  de  l«s 
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ftiif  mos  regantes  ó  de  «Igono  de  ellos ,  á  mé- 
unn  que  éf  hubiese  contribuido  á  sufragar 
proporcinnaimente  los  gastos. 

Art.  252.  En  interés  general  del  mejor 
nprovpQharoiento  dé  las  aguas,  proveerá  el 
(iobierf\o  al  reconocimiento  de  los  riegos 
existentes,  con  ta  mira  de  alcanzar  que 
Díiigun  regante  desperdicié  el  agua  de  su 
dotación  que  pudiera  servir  á  otro  necesita- 
do de  eila,  y  con  la  de  evitar  que  las  aguas 
torrenciales  se  precipiten  improductiva  y 
aun  nocivamente  en  el  mar,  cuando  otras 
comarcas  las  apetezcan  y  pidan  para  riegos 
y  aprovechamientos  estacionales  sin  menos- 
cabo de  derechos  adquiridos. 

Del  aprovechamiento  de  las  agua^  públicas 
para  canales  de  navegación. 

Art.  253.  La  autorización  á  una  socie- 
dad, empresa  ó  particular  para  canalizar  un 
rio  con  el  objeto  de  hacerlo  navegable ,  ó 
para  construir  un  canal  de  navegación,  se 
otorgará  siempre  por  una  ley,  en  la  que  se 
determinará  si  la  obra  ha  de  ser  auxiliada 
con  fondos  del  Estado,  y  se  establecerán  las 
demás  condiciones  de  la  concesión. 

Art.  254.  La  duración  de  estas  concesio- 
nes no  prodrá  exceder  de  99  años;  pasados 
los  cuales ,  entrará  el  Estado  en  el  libre  y 
completo  disfrute  de  las  aguas  y  del  mate- 
rial de  explotación,  con  arreglo  á  las  condi- 
ciones en  la  concesión  establecidas. 

Excepluánse,  según  la  regla  general,  !os 
saltos  de  agua  utilizados  y  los  edificios 
construidos  para  establecimientos  industria- 
les, que  quedarán  de  propiedad  y  libre  dis- 
posición de  los  concesionarios. 

Art.  255.  Al  presentarse  á  las  Cortes  el 
proyecto  de  ley  para  la  concesión,  se  acom- 
pañarán los  documentos  siguientes: 

1.  ^  El  proyecto  completo  de  las  obras, 
con  nrreglo  á  formularios. 

2.  °  La  tarifa  de  precios  máximos  que 
puedan  exigirse  por  navegación ,  pasaje  y 
trasporto. 

3.  ^  Una  información  de  utilidad  del  pro- 
yecto, con  audiencia  de  la  respectiva  Dipu- 
cion  provincial  y  de  las  de  las  provincias 
inferíormenie  situadas. 

Art.  256.  Pasados  los  10  primeros  años 
de  hallarse  en  explotación  un  canal,  y  en 
lo  sucesivo  do  10  en  10  años  se  procederá 
á  la  revisión  de  las  tarifas. 

Arl.  257.  Las  empresas  podrán  en  cual- 
quier tiempo  reducir  los  precios  de  las  ta- 
rifas, poniéndolo  en  conocimiento  del  Go- 
bierno. En  este  caso,  lo  mismo  que  en  ios 
del  articulo  anterior,  se  anunciarán  al  pú- 


blico coo  tres  meaet  al  menos  de  anticipa- 
ción las  alteraciones  que  se  hicieren. 

Art.  258.  Será  obligación  de  los  conce- 
sionarios conservar  en  buen  estado  las  obras, 
asi  como  el  servicio  de  explotación,  si  estu- 
viere á  su  cargo» 

Cuando  por  faltar  al  cumplimiento  de  est» 
deber  se  imposibilítase  la  navegación ,  el 
Gobierao  fijará  un  plazo  para  la  reparación 
de  las  obras  ó  reposición  del  material  ;  y 
trascurrido  qqe  sea  sin  haberse  conseguido 
el  objeto,  declarará  caducada  la  concesión  y 
anunciará  nueva  subasta,  que  tendrá  lugar 
en  los  términos  prescritos  paca  los.  canales 
de  riego  en  el  art.  247*» 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas 
para  bateas  de  paso,  tmentes  y  estableoitnien' 
ios  industriales, 

Art.  259.  En  los  ríos  no  navegables  ni 
flotables,  los  dueños  de  ambas  riberas  po- 
drán establecer  barcas  de  paso  ó  puentes  de 
madera  destinados  al  servicio  público,  pre- 
via la  autorización  del  Alcalde,  quien  fijará 
las  tarifas  y  las  condiciones  necesarias  para 
que  su  construcción,  colocación  y  servicio 
ofrezcan  á  los  transeúntes  la  debida  segu- 
ridad. 

Art.  260.  El  que  quiera  establecer  en 
los  rios  meramente  ftotaOles  barcas  de  paso 
ó  puentes  para  poner  en  comunicación  públi- 
ca caminos  rurales  ó  vecinales,  solicitará  la 
autorización  del  Gobernador  de  la  provincia, 
expresando  el  punto  en  que  intente  colocar- 
los, sus  dimensiones,  sistema  y  servicio, 
acompañando  la  tarifa  de  pasaje.  El  Gober- 
nador concederá  la  autorización  en  los  tér- 
minos prescritos  fin  el  artículo  anterior  res- 
pecto de  los  Alcaldes,  cuidando  además  de 
que  no  se  embarace  el  servicio  de  la  flota- 
ción. 

Art.  261.  En  los  rios  navegables  taa  so- 
lo el  Gobierno  podrá  conceder  autorización 
á  particulares  para  establecer  barcas  de  pa- 
so ó  puentes  flotantes  para  uso  público.  Al 
concederla,  lijará  las  tarifas  de  pasaje  y  lan 
condiciones  requeridas  por  el  servicio  de  la 
navegación  y  flotación  ,  así  como  por  la  se-* 
guridad  de  Iuh  transeúntes. 

Art.  262.  Las  concesiones  de  que  hablan 
los  artículos  anteriores  no  obstarán  para 
que  el  Gobierno  establezca  barcas  de  paso 
y  puentes  flotantes  ó  lijos  siempre  que  la 
considere  conveniente  para  rl  servicio  pú- 
blico. Cuando  esle  nuevo  medio  de  Iránsilo 
imposibilitase  ó  dificultase  materialmente  el 
uso  de  una  barca  ó  puente  do  propiedad 
particular,  se  indemnizará  al  dueño  cou 
arreglo  á  la  ley  de  expropiación  forzosa. 
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Arl.  263.  En  lot  ríos  no  navegables  ni 
ñotables,  el  que  fuese  dueño  de  ambas  ri- 
beras puede  libremenle  establecer  cualquier 
artificio,  maquinaria  ó  industria.  Siendo  so- 
lamente dueño  de  una  ribera,  no  podrá  pa- 
sar del  medio  del  cauce.  En  uno  y  otro  caso 
deberá  plantear  el  establecimiento  sin  per- 
juicio de  tos  prédius  limítrofes  ni  de  los  re- 
f^adfos,  y  sín  peR^ro  para  las  industrias  in- 
feriormenfe  situadas. 

Art,  264.  La  autorización  parit  estable- 
cer en  los  ríos  navegables  ó  flotables  cua- 
lesquiera Aparatos  o  mecanismos  flotantes, 
bayan  ó  no  de  trasmitir  el  movjinieiito  á 
otros  fijos  en  la  ribera ,  se  concederá  |)or 
el  Gobernador,  previa  U  instrucción  de  ex^ 
pedienle  en  que  se  oiga  d  los  4ÍHeík)8  de  una 
ribera  y  otra  y  á  los  de  ios  establecimien- 
tos industriales  inmediatamente  inferiores 
acreditándose  además  Jas  circunstancias 
siguientes: 

1.  *  Ser  el  soücítante  dueño  de  la  ribera 
donde  deban  amarrarse  las  barcas  para  el 
proyectado  establec-miento,  ó  tiaber  oble* 
nido  permiso  de  quien  lo  sea. 

2.  *  No  ofrecer  obstáculo  á  la  navegación 
ó  flotación. 

Arl.  263.   Siempre  que  la  alteración  de 
las  corrientes  ocasionadas  por  los  estableci- 
mienlos  flotantes  produjese  daño  evidente  á 
los  ribereños  ó  cuando  lo  exigiese  el  tráfico 
de  la  navegación  ó  flotación ,  podrá  derogar 
se  la  concesión ,  6in  derecho  en  el  concesio- 
nario á  indemnización  alguna.  Si  por  cual 
quier  otra  causa  de  utilidad  pública  hubiese 
necesidad  de  suprimir  los  mecanismos  de 
esta  clase  ,  serán  indemnizados  sus  dueños, 
con  arreglo  á  la  ley  de  expropiación  forzó 
sa  ,  con  tal  que  hubiesen  sido  establecidas 
legalmente  y  estuviesen  en  uso  constante. 
Se  entenderá  que  no  están  en  uso  constante 
cuando  hubiesen  trascurrido  dos  años  con 
línuos  sin  tenerlo. 

Art.  266.  Tanto  en  los  rios  navegables 
ó  flotables  como  en  los  que  no  lo  sean,  com- 
pele al  Gobernador  la  autorización  para  el 
establecimiento  de  molinos  ú  otro^^  mecanis 
mos  industriales  en  edificios  conslriwdos  cer- 
ca de  las  orillas,  á  los  cuales  se  conduzca 
por  cacera  el  agua  necesaria ,  que  después 
jse  reincorpore  á  la  corriente  del  rio.  Prece- 
derá la  presentación  del  proyí?clo  coinplelo 
da  las  obras,  al  que  se  dará  publicidad,  ins- 
Iruyéndose  el  oportuno  expedienta,  con  ci- 
tación de  los  dueños  de  las  presas  inmedia- 
tas, superiores  é  inferiores.  En  ningún  caso 
•e  concederá  esta  autorización  perjudicán- 
liostt  á  la  navegación  ó  flotación  de  los  rios 
y  cilablecimienlus  industriales  existentes. 


Art«  267.  Para  aprovechar  en  el  moví* 
miento  de  mecanismos  fijos  las  aguas  que 
discurran  por  un  canal  ó  acequia  propios  de 
una  comunidad  de  regantes,  será  necasario 
el  permiso  <j(e  estoa.  Al  efecto  se  reunirán 
en  junta  general  y  decidirá  la  mayoría  de 
los  asistentes,  computados  lot  votos  por  la 
propiedad  que  cada  uno  represenríe.  De  su 
negativa  cabrá  recurso  al  Gobernador,  quien 
oyendo  á  los  regantes,  al  ¡ñ^eniero  de  la 
provincia  y  al  Consejo  provincial,  podrá  con- 
ceder el  aprovechamiento  siempre  que  no 
cause  perjuicio  al  riego  rti  á  otra»  indus- 
trias, á  no  ser  que  la  comunidad  de  regantes 
quisiera  aprovechar  por  sí  misma  la  fuerza 
motriz;  en  cuyo  caso  tendrá  la  preferencia 
debiendo  dar  principio  á  las  obras  dentro  de 
un  año. 

Art.  268.  Cuando  un  estableeimiento  in* 
dustrial  comunicase  á  las  aguas  sustancias 
y  propiedades  nocivas  á  la  salubridad  ó  ála 
vegetación,  el  Gobernador  dispondrá  que  se 
haga  un  reconocimiento  facultativo;  y  st 
resultase  cierto  el  perjuicio,  mandará  que 
se  suspenda  el  trabajo  iadustrial  basta  qua 
sus  dueños  adopten  el  oportuno  remedio. 
Los  derechos  y  gastos  del  reconocimiento 
serán  satisfechos  por  el  que  hubiere  dado  la 
queja  si  resultase  iufundada,  y  en  otro  caso 
por  el  dueño  del  establecimiento. 

Art.  269.  Las  concesiones  de  aprove- 
chamiento de  aguas  públicas  para  establo- 
cimientos  industriales  serán  á  perpetuidad. 

Art.  270.  Los  mecanismos  y  los  esta- 
blecimientos industriales  que  dentro  de  los 
rios  ó  en  sus  riberas. aprovechen  el  aí?ua  co- 
mo fuerza  motriz  ,  estarán  exentos  de  con- 
tribución duran  le  los  10  primeros  años. 

Del  (tprovechamienlo  de  las  aguas  jmblicas 
para  viveros  ó  criaderos  de  peces, 

Art.  271.  Los  Gobernadores  podrán  con- 
ceder el  aprovechamiento  de  aguas  pública» 
para  foimar  lagos,  remansos  6  estanques 
destinados  á  viveros  ó  criaderos  de  pece^ 
siempre  que  no  se  cause  perjuicio  á  otros 
aprovechamientos  inferiores  con  derecho 
adquirido. 

Arl.  272.  Para  la  industria  d.»  que  habla 
el  artículo  anterior,  el  peiicionario  presen- 
tará el  proyecto  completo  de  las  obras  y  e! 
titulo  que  acredite  ser  dueño  del  terreno 
dotido  hayan  de  construirse,  ó  haber  obte- 
nido el  consenlimienlo  de  quien  lo  fuere. 
El  Gobernador  instruirá  el  oportuno  expe- 
diente con  citación  ó  audiencia  de  los  due- 
ños de  los  predios  limítrofes  y  del  Ayunta- 
miento y  junta  de  sanidad. 

Ai'l.  273.    Los  concesionarios  de  aguas 
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públicas  para  ri<»í50«,  navegücion  ó  estable  • 
r.iiníentofl  industriales^  podrán  formar  en 
«11»  canales  ó  terrenos  contiguos  que  hubie- 
ftpn  adquirido  »  remansos  ó  estanques  para 
veros  de  peces,  con  autorización  di;i  Al- 
calde, previos  los  requisitos  establecidos  en 
fl  artículo  ant«»rior. 

.  Art.  274.  Las  autorizaciones  para  esta- 
blecimienlo  de  viveros  de  peces  son  á  per- 
petuidad. 

TITULO  SETIMO. 

DCL  RÉGIMEN  Y  POLICIA  DB  LAS  AGUAS  Y  DE 
LA  GOMPETEIfCIA  DE  JORISDICCION. 
capítulo  XIV. 
la  policía  de  las  aguas, 

Art.  275.  Corr»»sponde  á  la  Administra- 
ción cuidnr  del  gobierno  y  policía  de  las 
ri^uas  públicas  y  sus  cauces  naturales,  asi 
oomo  vigilar  sobre  las  privadas,  en  cuanto 
puedan  afoctar  á  la  salubridad  pública  y  se- 
guridad de  las  personas  y  bienes. 

El  Gobierno  dictará  al  efecto  las  disposi- 
ciones generales  cor»v«»ii¡enl<»s ,  fijando  los 
penas  pecuniarias  con  que  deban  ser  casti- 
gados los  infractores,  en  armonia  con  las 
prescripciones  dol  Co'iigo  penal. 

Art.  276.  La  policía  de  los  muelles  en 
rios,  lagos  y  puertos  (?sfará  á  cargo  de  la 
ntiloridad  civil  local,  con  intervención  de  la 
d»í  marina,  en  donde  la  hnbiero,  en  la  parle 
«^ne  1*5  atribuye  el  tratado  5.®,  libro  7."  de  las 
ordenanzas  generales  d^  la  armada,  relati- 
vamente á  la  policía  de  los  puertos.  Mien- 
tras se  publica  la  ley  de  puertos,  un  regla- 
mento pspecial  dictado  por  el  Gobierno  de- 
terminará la  intervención  y  cooperación 
'leí  ramo  de  marina  y  de  la  Administración 
fivil  en  lo  concerniente  á  puertos  y  playas, 
muelles  y  embarcaderos;  dejando  á  la  in- 
dustria privada  toda  la  latitud  de  acción 
<|iie  requiere  para  su  desarrollo,  sin  perjui- 
cio del  buen  órden. 

Art.  277.  Las  providencias  dictadas  por 
la  Adtninislracion  activa  en  materia  de  aguas 
negun  la  presente  ley,  causarán  estado,  si  no 
s  »  recurriese  contra  ellas  por  la  via  guber- 
nativa ante  el  inmediato  superior  gerárqui- 
ro ;  ó  por  la  via  contenciosa,  siempre  que 
proceda  dentro  del  plazo  que  señalen  las  le- 
yes y  reglamento ;  ó  en  su  defecto,  dentro 
<ie  tres  meses,  contados  desde  la  fecha  en 
t|ue  so  publicase  la  providencia  ó  se  notifi- 
care al  interesado. 

Art.  278.  Contra  las  providencias  dicta- 
«ias  por  la  Administración  dentro  del  círcu* 
lo  de  sus  atribuciones  en  materia  de  aguas 
uo  te  admitirán  interdictos  por  los  tribuna- 


les de  jusiioia.  ümcamente  podrán  conocer 
eslos  á  instancia  de  parte  cuando  en  los  ca- 
sos de  expropiación  forzosa  prescritos  en 
esta  ley  no  hubiese  precedido  al  desahucio 
ia  correspondiente  indemnización. 

CAPITULO  XV. 

De  las  comunidades  de  regantes  y  sus  sindi- 
catas. 

Art.  279.  En  los  aprovechamientos  co* 
lectivos  de  aguas  públicas  para  riegos  siem- 
pre que  et  número  de  hectáreas  regables 
llegase  á  200,  se  formarán  necesariamente 
una  comunidad  de  regantes  sujeta  al  régi- 
men de  sus  ordenanzas  de  riego;  y  cuando 
fuere  menor  el  número  de  hectáreas,  que- 
dará á  voluntad  de  la  mayoría  la  forma- 
ción de  la  comunidad,  salvo  el  caso  en  que 
á  juicio  del  Gobernador  de  la  provincia  lo 
exigiesen  los  intereses  locales  de  la  agricul  • 
tura. 

Art.  280.  Toda  comunidad  tendrá  un 
sindicato  elegido  por  ella,  y  encargado  d*» 
la  ejecución  de  las  ordenanzas  y  de  lo*» 
acuerdos  de  la  misma  comunidad. 

Art.  281.  Las  comunidades  de  regantes 
formarán  las  ordenanzas  de  riego  con  arre- 
glo á  las  bases  establecidas  en  esta  ley,  so- 
metiéndolas á  la  aprobación  del  Gobií^rno, 
quien  no  podrá  negarlo,  ni  introducir  varia- 
ciones sin  oir  sobre  ello  al  Consejo  de  Es- 
tado. 

Las  aguas  públicas  destinadas  á  aprove- 
chamientos colectivos  que  hasta  ahora  ha- 
yan tenido  un  légimen  especial  consignado 
en  sus  ordenanzas,  continuarán  sujetas  al 
mismo  miénlras  la  mayoria  de  los  interesa- 
dos no  acuerden  modificarlo,  con  sujeción  á 
lo  prescrito  en  la  presente  ley. 

Art.  282.  Cuando  en  el  curso  de  un  rio 
existan  varias  comunidades  y  sindicatos, 
podrán  formarse  por  convenio  múluo  uno  ó 
mas  sindicatos  centrales  ó  comunes  para  la 
defensa  de  los  derechos  y  conservación  y 
fomento  de  los  intereses  de  todos.  Se  com- 
pondrán de  representantes  de  las  comuni- 
dades interesadas. 

El  número  de  los  representantes  que  ha- 
yan de  nombrarse  será  proporcional  á  la  ex- 
tensión de  los  terrenos  regables,  comprendi- 
dos en  Ins  demarcaciones  respectivas. 

Art.  283.  El  número  de  los  individuos 
del  sindicato  ordinario  y  su  elección  por  la 
comunidad  de  regantes  se  determinarán  en 
las  ordenanzas,  atendida  la  extensión  de  los 
riegos,  según  las  acequias  que  requieran 
especial  cuidado  y  los  pueblos  interesados 
en  cada  comunidad. 
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Enias  miflmat  orden^nzat  8e  fijarán  las 
condiciones  de  los  electores  y  elegibles^  y  se 
establecerán  el  tiempo  y  fof  nía  de  la  elección, 
ssi  como  la  duración  de  los  cargos ,  que 
ftiempre  serán  gratuitos,  y  no  podrán  rehu- 
sarse sino  en  caso  de  reelección. 

ArU  284.   Todos  !o6  gastos  hechos  por 
una  comunidad  para  la  construcción  de  pre- 
sas y  acequias,  o  para  su  reparación,  entre 
lenimieuto  ó  limpia,  serán  sufragados  por 
los  regaoles  en  equiUUiva  proporción. 

Los  nuevos  regantes  que  no  hubiesen  con- 
tribuido al  pago  de  las  presas  ó  acequias 
construidas  por  una  comunidad  sufrkán  en 
beneñcto  de  esta  un  recargo ,  concertado  en 
lérm'mos  raionables. 

Cuando  uno  ó  mas  regantes  de  una  comu 
nidad  obtuviesen  el  competente  permiso  pa- 
ra hacer  de  su  cuenta  obras  en  la  pret»a  ó 
acequias  con  el  ñn  de  aumentar  el  caudal 
de  las  aguas,  habiéndose  negado  á  contri- 
buir toe  demás  regantes,  estos  no  tendrán 
derecho  á  mayor  cantidad  de  agrua  que  la 
que  anteriormente  disfiutaban.  El  aumento 
obtenido  será  de  libre  disposición  de  los  que 
hubiesen  costeado  las  obras,  y  en  su  coiise- 
secuencia,  se  arreglarán  los  turnos  de  riego 
para  que  sean  respetados  los  derechos  rea- 
peetivos. 

Y  si  alguna  persona  pretendiese  condu- 
cir aguas  á  cualquiera  localidad  aprove- 
chándose de  la  presa  6  acequias  de  una  co- 
monidad  de  regantes,  se  entenderá  y  ajus- 
tará con  ella  lo  mi^uio  que  lo  haría  un  par- 
ticular. 

Art.  285.  En  los  sindicatos  habrá  pre- 
cisamente un  vocal  que  represente  las  fín- 
cas  que  por  su  situación  ó  por  el  orden  es- 
tablecido sean  las  úhimasen  recibiré!  riego; 
y  cuando  la  comunidad  se  componga  de  va- 
nas colectividades,  ora  agrícolas,  ora  fabri- 
les, directamente  interesadas  en  la  buena 
administración  de  unas  aguas ,  tendrán  to- 
das en  el  sindicato  su  correspondiente  re- 
presentación proporcionada  al  derecho  que 
respectivamente  les  asista  al  uso  y  aprove- 
chamiento de  las  mismas  aguas.  Del  propio 
modo,  cuando  el  aprovechamiento  haya  si* 
do  concedido  á  una  empresa  particular ,  el 
concesionario  será  vocal  nato  del  sindicato. 

Art.  286.  El  reglamento  para  el  sindica- 
to lo  formará  la  comunidad.  Serán  atribu- 
ciones del  sindícalo: 

1.  *  Vigilar  los  intereses  de  la  comuni- 
dad, promover  su  desarrollo  y  defender  sus 
derechos. 

2.  *  Dictar  las  disposiciones  convenientes 
para  la  mejor  distribución  y  aprovecha- 


miento da  las  aguas,  respetando  los  d«reehot 
adquiridos  y  las  costumbres  locales* 

3  *  Nombrar  y  aeparar  ana  empleados 
en  la  forma  que  establece  el  reglamento. 

4.*  Formar  los  presupuestos  y  repartos, 
y  censurar  las  cuentas,  somelipndo  onas  y 
otras  á  la  aprobación  de  la  junta  de  la  co- 
munidad. 

5  *  Convocar  á  juntas  generales  extra- 
ordinarias cuando  lo  orea  necesario. 

6.  ^  Proponer  á  las  juntas  las  ordenanzas 
y  el  reglamento  ó  cualquiera  alteración  que 
conceptuase  útil  introducir  en  lo  existente. 

7.  '  Establecer  los  turnos  rigurosos  ri« 
agua,  concillando  loa  intereses  de  los  div^i- 
sos  cultivos  entre  los  regantes  y  cuidando 
de  que  en  los  años  de  escasez  se  disminuya 
en  justa  proporción  ta  cuota  respectiva  á 
cada  finca. 

.  8.*  Todas  las  que  les  concedan  las  or- 
denanzas de  la  comunidad  ó  el  reglamenio 
especial  del  mismo  sindicato. 

Art.  287.  Cada  sindicato  elegirá  d&  en- 
tre sus  vocales  un  presidente  y  uii  vicepre- 
sidente con  las  atribuciones  qu^  establezcan 
las  ordenanzas  y  el  reglam«>uto. 

Art.  288.  Las  comunidades  de  regan- 
tes celebrarán  juntas  generales  ordinaria-* 
en  las  épocaa  marcadas  por  las  ordenanzas 
de  riego.  Estas  ordenanzas  determinarán  ia^ 
condiciones  requeridas  para  tomar  parte  en 
las  deliberaciones,  y  el  modo  de  compnlsr 
los  votos,  en  proporción  á  la  propiedad  que 
representen  los  interesados. 

Art.  289.  Las  juntas  geueralet,  á  !as 
cuales  tendrán  derecho  de  asistencia  lodon 
los  regantes  de  la  comunidad  y  los  indus- 
triales interesados,  resolverán  sobre  ios 
asuntos  arduos  de  interés  común  que  I«»>í 
sindicatos  ó  alguno  do  los  concurrentes  so- 
metieren  á  su  decisión. 

De  los  jurados  de  riego. 

Art.  290.  Además  del  sindicato  habrá 
en  toda  comunidad  de  regantes  uno  o  man 
jurados,  según  lo  exija  la  extensión  de  i<»s 
>  riegos.  .  .  . 

Art.  291.  Cada  jurado  se  compondrá  de 
un  presidente,  que  será  un  vocal  d»»l  tiino!- 
calo  designado  por  este ,  y  del  número  «te 
jurados,  tanto  propietarios  como  suplent»*s 
que  fije  el  reglamento  del  sindicato,  nom- 
brados todos  por  la  comunidad. 

Art.  292.  Las  atribuciones  de  los  jura- 
dos se  limitarán  al  inmediato  cuidado  d*»  la 
equitativa  distribución  de  las  aguas  segu ti 
loa  respecüvos  derechos  y  al  reconocimien- 
to y  resolución  de  las  cuestiones  de  iwno 
que  se  susciten  sobre  el  riego  entre  los  in- 
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t^ret}idt»8  en  ¿I.  Sus  proeedimientod  snrán 
púbticof  y  verbales  en  la  forma  que  deler- 
mine  el  reglamento,  pero  consignándose  eo 
un  libra  loa  fallos  qi>e  serán  ejecutorios. 

Arl.  293.  Las  penas  que  se  señalen  en 
las  ordenanzas  de  riego  por  infracciones  ó 
abusos  en  el  aprovechamiento  de  las  aguas, 
obslruccion  de  las  acequias  ó  de  sus  boque- 
ras y  otros  excesos,  consistirán  únicamente 
en  indemnizaciones  pecuniarias  que  se  apli- 
carán al  perjud¡4:ado  y  á  los  fondos  de  la 
comunidad. 

Si  el  hecho  envolviese  criminalidad,  po- 
drá ser  denunciado  al  tribunal  competente 
j>or  el  regante  ó  el  industrial  perjudicados 
y  por  el  sindicato. 

Art.  294.  Donde  existan  de  antiguo  ju» 
rados  de  riego,  continuarán  con  sii  actual 
organización  mientras  las  respectivas  comu- 
nidades no  acuerden  proponer  al  Gobierno 
su  reforma. 

CAPITULO  XVL 

D«  la  competencia  de  jurisdicción  en  rnate- 
ria  de  aguas. 

Arl.  295.  Compele  á  los  tribunales  corN- 
tencioso-adininistrativos  conocer  de  los  re- 
cursos contra  Ins  providencias  dictadas  por 
la  Administración  en  materia  de  aguas  ,  en 
los  casos  siguientes: 

1.  *  Cuando  por  ellas  se  laslimen  derechos 
adquiridos  en  virtud  de  disposiciones  emana- 
das de  la  misma  administración. 

2.  *  Cuando  se  imponga  á  la  propiodad 
particular  una  servidumbre  forzosa  ó  algu- 
na otra  limitación  ó  gravámcn  en  los  casos 
previstos  por  esla  ley. 

3/*  En  las  cuestiones  que  se  susciten  so- 
bre resarcimientos  de  dnños  y  perjuicios  á 
consecuencia  de  las  limitaciones  y  gravá- 
menes de  que  hab'a  el  párrafo  anterior. 

Art.  298.  Compele  á  l(»s  Iribunales  de 
justicia  el  conocimiento  de  las  cuestiones 
relativas: 

1.  ^  Al  dominio  de  las  aguas  públicas  y 
al  dominio  y  posesión  de  las  privadas. 

2.  °  k\  dominio  de  las  playas,  álveos 
ó  cauces  de  los  rios  y  al  dominio  y  posesión 
de  las  riberas,  sin  porjuicio  de  la  compe- 
tencia de  la  Administración  para  demarcar, 
apear  y  deslindar  lo  perteneciente  al  domi- 
nio público. 

3.  **  A  las  servidumbres  de  aguas,  funda» 
das  en  títulos  de  derecho  civil. 

4.  *    Al  derecho  de  pesca. 

Art.  197.  Corresponde  también  á  los 
tribunales  de  justicia  el  conocimiento  d*í 
las  cuestiones  suscitadas  entre  parliculaics 


sobre  preferente  derecho  de  aprovecha^- 
miento  segun  la  presente  ley: 

1.  *  De  las  aguas  pfu viales. 

2.  ®  De  tas  demás  aguas  fuera  de  sus  eán« 
ees  naturales  cuando  la  preferencia  se  funde 
en  títulos  de  derecho  civil. 

Art.  298.  Compete  igualmente  á  los  tri- 
bunales de  justicia  el  conocimiento  de  las 
cuestiones  relativas  á  daños  y  perjuicios 
ocasionados  á  tercero  en  sus  derechos  de 
propiedad  particular  cuya  enajenación  no 
sea  forzosa: 

1.  ®   Por  la  apertura  de  pozos  ordinarios. 

2.  ®  Por  la  apertura  de  pozos  artesianos 
y  por  la  ejecución  de  obras  subterráneas. 

3.  ^  Por  toda  cla.«e  de  aprevechamienlo» 
en  favor  de  particulares. 

DISPOSICIONES  6KNBRALBS. 

Art.  299.  Todo  lo  dispuesto  en  esta  ley 
es  sin  perjuicio  de  los  derechos  legítimamente 
adquiridos  con  anterioridad  ás«  publicación, 
así  como  también  del  dominio  privado  que 
tienen  los  propietarios  de  aguas  de  acequias 
y  de  fuentes  ó  manantiales,  en  virtud  del 
cual  las  aprovechan,  venden  ó  permutan  co- 
mo propiedad  particular. 

Art.  300.  Quedan  derogadas  todas  las 
leyes,  realas  decretos,  reales  órdenes  y  de- 
más disposiciones  que  acerca  délas  mate- 
rias comprendidas  en  1.1  presente  ley  se  hu- 
biesen dictado  con  anterioridad  á  su  pro- 
mulgación y  estuviesen  en  contradicción  con 
ella. 

Por  tanto ,  mandamos  etc.  Dido  en  San 
Ildefonso  á  3  de  agosto  de  1866.— Yo  la  Rei- 
na.—El  Ministro  de  Fomento,  Manuel  de 
Oro  vio.»  (Gac.  7  agosto.) 


jcitisrnuDENcu  citil. 


•cnieiielafi  del  Tribunal  Aaprem*  en 
recitr«os  de  easaelen  ,  Mitlldad  é  Ib  - 
JanSlvIa  iteSorla. 

BECUBSO  DE   CASACION.  El 

término  para  interponeiie  es  de  die%  dias 
útiles  contados  desde  el  en  que  se  notilica 
la  senlencia,  siendo  inadmisible  si  se  pre- 
senta  fuera  de  este  plazo. 

Scnteocia  de  1.®  de  maje  de  4866. 

Pleito  seguido  en  un  Juzgado  de  Madrid 
y  sn  Audiencia  territorial  por  la  comoañi.i 
tic  los  tijrro-cari  ilcí  de  Madrid  á  Zaragv- 
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la  y  Alicante  ood  D.  Venancio  AíHon,  so* 
lire  desahocio  de  un  local  destinado  á  Too* 
<hi  que  tenia  este  arrendado  en  la  esta* 
cioQ  de  Ouadalajara:  desahocio  qoe  se 
mandó  realizar  dentro  de  15  dias  por  ám- 
lias  sentencias  conformes  de  primera  y  se-^ 
gunda  instancia.  Aillon  interpuso  el  recar- 
go de  casacioo  y  la  Sala  declaró  no  haber 
lugar  á  su  admisión  por  ioierponerse  fue* 
ra  de  término.  Apeló  AHIoo ,  y  el  Trihnnal 
Supremo  confirmó  con  las  costas  la  sen- 
i'Micia  apelada: 

uConsiderando  que  el  término  para  ini^r- 
pMiier  los  recurso*  de  capación  tíjado  por  el 
nrt.  1.022  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
vs  el  de  10  dias  úliles: 

Considerando  que ,  con  arreglo  al  ar(.  25, 
empieza  á  correr  ese  término  desde  el  día 
fipruienle  al  en  que  se  notifícase  la  senten- 
cia: 

Considerando  que  en  el  presente  caso  el 
recurso  se  propuso  fuera  de  tiempo,  por 
cuanto  desde  que  se  notificó  la  sentencia 
hasta  que  se  presentó  el  escrito  corrieron 
14  dias ,  se^un  resulta  de  las  respectivas  di- 
ligencias, en  cuyo  intermedio  no  hnbo  mas 
que  dos  días  en  que  no  pudieron  practicar- 
se actuaciones  judiciales: 

Considerando  que,  fallando  esa  circuns- 
tancia ,  la  Sala  sentenciadora  ha  debido  de- 
negar, como  denegó,  la  admisión  del  recur- 
so, en  conformidad  á  lo  prevenido  por  el  ar- 
ticulo 1.025  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci« 
Vil.»  (Gac.  25  mayo  ) 

ARBENDAMIEIfTO.  El  arrenda- 
tario que  no  prjoceile  con  las  cosas  arrea- 
dadai  con  la  prudencia  y  cuidado  que  un 
hombre  medianamente  cuidadoso  y  dili- 
(jtítite  pone  en  sus  propias  cosas,  está  obli- 
gado á  la  indemnización  de  los  daños  y 
znenoacabos  que  resulten  por  su  culpa, 
imprudencia  o  exceso  en  el  uso  de  la  co^a 
arrendada,  aunque  el  dueño  se  hubiera 
ifhligado  á  la  reparación  en  casos  preuis- 
ti^s  ó  imprevistos,  pero  naturales  y  cor- 
rientes, • 

SeDtsocia  de  o  de  mayo  de  1806. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  fia- 
rieoda  de  Santander  y  Audieocia  de^Búr- 
¿:o>,  por  D.  Coraelio  Ésoaiaole,  dueño  de 
linos  locales  en  la  calle  de  Cervantes  en 
«iicha  ciudad,  qu!  fueron  arrendados  á  lu 


Hacienda  pública  para  almacenes  Je  sal, 
con  el  Estado»  sobre  abono  del  coste  it 
ciertas  obras  que  se  le  obligó  á  hacer  en 
dichos  locales.  Exigieron  esas  obras  de 
reparación  las  grietas  qoe  aparecieron  en 
las  paredes  laterales  amenazando  visible- 
mente ruina  y  producidas  por  la  efiorme 
cantidad  de  sal  almacenada  con  exceso 
y  en  términos  irresistibles  por  paredes 
que  no  hubiesen  sido  construidas  expresa 
y  determinadamente  para  aquel  objeto. 
El  dueño  apuntaló  las  paredes  y  requi- 
rió al  Administrador  de  la  Hacienda  pii- 
blica  para  que  practicara  la  reparación; 
este  consultó  á  la  Dirección  general,  la 
cual  contestó  que  la  reparación  correspon- 
día al  dueño  de  la  linca  según  clatisula 
del  contrato,  y  Escalante,  compelido, 
hizo  las  obras  con  his  protestas  oportunas 
y  entabló  después  formal  demanda  para 
que  la  Hacienda  le  abonase  su  coste 
según  regulación  de  peritos.  Así  lo  es- 
timó la  Audiencia  confirmando  la  sen- 
tencia del  Juzgado.  El  Ministerio  fis- 
cal interpuso  recurso  de  casación  citando 
como  infringida  la  ley  8.*,  tít.  8.*,  Parti- 
da 5.*,  y  las  condiciones  del  contrato: 
mas  el  Tribunal  Supremo  por  sentencia 
de  5  de  mayo  declaró  no  haber  lugar  al 
recurso,  en  "testos  términos: 

«Considerando  que  para  apreciar  la  justi- 
cia de  la  reclamación  dirigida  en  estos  au- 
tos por  D.  Cornelto  Escalante  contra  la  Ha- 
cienda pública ,  y  estimada  por  la  sentencia 
ejecnloria,  es  necesario  consultar  primera- 
mente, la  responsabilidad  que  por  regla  ge- 
neral imponen  las  leyes  al  arrendatario 
cuando  la  cosa  arrendada  se  pierde  ó  menos- 
caba mientras  la  tiene  en  su  poder ,  y  mas 
determinadamente,  la  que  sobre  este  punto 
especial  pactaron  los  interesados  en  el  con  - 
trato  de  arrendamiento  elevado  á  escritura 
pública  en  2S  de  agosto  de  1862: 

Considerando  que,  sieúdo  el  arrendamien- 
to un  contrato  bilateral  y  útil  á  ámbas  par- 
les contratantes  ,  el  arrendatario  está  obliga- 
do á  responder,  según  lo  prevenido  por  las 
leyes,  de  los  datíos  y  menoscabos  que  en  la 
cosa  arrendada  se  causen  por  su  cuipa, 
.uiiiqut!  leve,  ó  sea  por  falla  de  la  prudencia 
y  del  cuidólo  que  uti  hombre  medianamen- 
i*!  cuidadoso  y  ddigenle  pone  en  sus  propias 
cosas,  y  que  en  el  relerido  contrato  de  29 
de  agosto  de  1862  sa  con)pronielió  Escalan- 
te, como  dueño  de  los  almacenes  arrendados 
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á  hacer  de  tu  eueola  las  obras  de  reparación 
que  ocurriesen  en  ellot ,  ya  procediesen  ()e 
casos  previstos  ó  imprevistos ,.p^  natura^ 
les  y  corrienles ,  quedando  pof  consiguiente 
la  cuestión  reducida  á  déc'idir  si  el  daño  y 
grave  resentimiento  causados  en  e(  almacén 
«Je  la  m[ ,  y  que  exig^ieron  las  obras  de  re- 
paración que  Escalanle  se  vió  compelido  á 
<>jecutar,  fueron  producidos  por  accidente 
tratural  y  corriente ,  6  mas  bien  jpor  culpa, 
imprudencia  ó  exceso  de  la  Administración 
pública  en  el  uso  4e  aquel  local. 

.Considerando  que  ,  según  el  informe  eva- 
cuado» prévio  el  conocimiento  por  el  arqui- 
tecto de  la  provincia  y  aceptado  por  ta  Sala 
sentenciadora ,  contra  cuya  apreciación  no 
se  ha  invocado  ley  alguna,  deben  atribuirse 
á  la  última  de  las  indicadas  causas  los  gra. 
ves  deterioros  y  necesaria  reparación  de  di- 
cho almacén: 

Considerando,  por  tanto,  que  la  Sala 
sentenciadora  al  condenar  á  la  Hacienda 
pública  á  que  reintegre  á  Escalante  el  impor> 
te  de  las  mencionadas  obras  según  tasación 
pericial ,  no  ha  infringido  la  ley  8.^ ,  tít.  5.®, 
Partida  5.*,  ni  la  referida  condición  del  con- 
trato en  cuestión,  y  que  el  principio  de  de- 
recho que  se  enuncia  ademas  en  el  recurso, 
de  que  «la  cosa  perece  para  su  dueño,»  no 
es  aplicable  al  presente  caso  litigioso: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal,  y  man- 
damos que  las  costas  causadas  á  D.  Corne<» 
lio  Escalante  se  satisfagan  de  los  fondos  re- 
tenidos y  procedentes  de  la  mitad  de  los  de- 
pósitos, cuya  perdida  haya  sido  declarada, 
en  conformidad  á  lo  que  dispone  el  artículo 
1 .098  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ;  de- 
volviéndose los  autos  á  ta  Audiencia  de  Búr- 
gos  con  la  certificación  correspondiente.» 
{Gac.  i, ^  junio) 

PENALIDAD.  Procede  la  casación 
de  una  sentencia  dictada  en  causa  de 
contrabando  y  defraudación,  en  la  que 
prezcindiéndose  de  las  circumlancias  ate- 
nuantes se  impone  igual  pena  á  los  co- 
reos  menores  de  18  años  que  á  los  mayo- 
res de  edad. 

Senteicia  de  7  de  bi;o  de  18ó6. 

Causa  formada  en  el  Juzgado  de  Ha- 
cienda de  Tarragona  contra  José  Daura 
}  Mariaao  Fraccisco  Jordá,  por  fabrica- 


cioa  de  pólvora;  p^r  cuya  defraudactto  y 
coQlrabaiMlov  impnaQ  el  Juzgado  á  ios 
(res  maocomiinadaineata  eo  auU>  de  so- 
breseim^ieolo  el  cuidnuplo  del  valor  de  la 
pólvora  apebeodída  en  importe  de  3.309 
reales  vellón.  Remitido  testimonio  á  la 
Audiencia  y  la  causa  al  Fiscal  á  los  efectos 
del  art.  86  del  R<  D.  de  20  de  junio  de 
1852  este  interpuso  recurso  de  casación 
por  no  haberse  hecho  distinción  con  Fran- 
cisco Jordá  que  sqIo  tenia  16  años  de 
edad  se^un  su  íé  de  bautismo.  El  recurso 
fué  admitido ,  se  declaró  haber  tugar  á  él, 
y  el  Tribunal  Supremo  casó  el  auto  consul- 
tado en  lo  respectivo  á  Francisco  Jorda, 
cuya  pena  redujo  para  él  al  triple,  sub- 
sistiendo el  tercio  del  cuadruplo  para  cada 
uno  de  los  otros  dos: 

aConsiderando  que  en  el  art.  21  del  mal 
decreto  de  20  de  junio  de  1852  terminan tf- 
mente  se  ordena  que  las  penas  señaladas 
por  el  mismo  real  decreto  á  los  delitos  de 
contrabando  y  defraudación  se  apliquen  en 
mayor  ó  menor  f;tñáo ,  desde  el  máximo  al 
minino,  según  el  número  y  entidad  de  las 
circunstancias  agravantes  ó  atenuantes  qué 
ocurran  en  el  caso ,  colocándose  en  el  núme- 
ro de  estas,  por  el  art.  23  del  propio  rt>at 
decreto ,  la  de  edad  de  menos  de  18  años  en 
el  culpable: 

Considerando  que  concorrtendo  notoria- 
mente esta  circunstancia  atenuante  en  Fran- 
cisco Jordá,  pues  cuenta  solo  16  años,  no 
pudo  aplicarle  igual  pena  que  á  sus  cr»-reos 
mayores  de  edad ,  condenándosele  comu  á 
estos  en  el  cuádruple.»  (Gao.  1.^  junfo.) 


ADVERTENCIA. 

La  Adminiitraeion  del  Boletín  Jurídico, 
independíenle  de  la  de  El  Consultor,  $e  ha 
trasladado  á  la  calle  del  Fomento,  núm.  1 
triplicado,  cuarto3.°, — Tjda  la  correspun^ 
denota  del  Bolclin  se  dirigirá  á  U,  Marcelo 
Martínez  Alcubilla, 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietario , 
y  Editor  responsable. 


MADRin.— Iiiip.  •!«  BI  Coniiultor  4  etr^  d«  K.  d« 
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Imvm  de       eenirefl  élreeilv«fl« 

24e.  B8TADI8TI0A.-B.  D.  do  81  de 
julio. 

Por  este  decrelo  se  suprimen  las  Direccio- 
nes generales  de  operaciones  geográficas  y 
de  esladí^lica  creadas  por  el  R.  D.  de  15  de 
julio  de  1865,  reasumiendo  el  Vice-presidente 
las  atrtbucioaes  conferidas  á  aquellos  por  di* 
cho  real  decreto  y  por  el  reglamento  de  14 
de  agosto  del  mismo  año.  {Gae.  8  o§o$lo.) 

847.  POBTAZOOS.-B.  O.  de  4  de  agosto 
niAndando  anunotor  las  subastas  para  su  ar- 
riendo. 

<FoM.)  «Habiendo  quedado  sin  efecto  por 
real  decreto  de  fécba  de  ayer  el  de  20  de  no- 
viembre último,  relativo  á  portazgos  y  pon- 
tazgos, la  Reina  (Q  D.  G.)  se  ha  servido  dis- 
poner: 

1.  ®  Que  se  anuncien  d^ade  luego  las  hu- 
baslas  para  el  arriendo  de  aquellos  cuyos 
contratos  hayan  eooeiuido  y  no  estén  reuo- 
vadoa  por  consecuencia  de  dicho  real  decre* 
to »  debiendo  servir  de  tipo  el  importe  del  úl- 
timo arrendamiento. 

2.  *  Para  el  de  los  demás  se  procederá  en 
loa  términos  y  del  modo  que  se  efectuaba 
áal^s  de  ta  publicación  del  referido  real  de* 
creto.  De  órden  etc.  Madrid  4  de  agosto  de 
1866— Orovio.»  (Gae,  8  agosto,) 

348.  IlIPUBSTO  HIPOTJCCARIO.— 
Bjoál  decreto  de  7  de  agosto  mandando  qae 
hecha  la  anotación  preventiva  se  satisfagan 
loa  derechos  que  marcan  las  leyes  vigentes. 

(Hac.)  «En  vista  de  lo  que  me  ha  pro- 
poesio  el  Ministró  de  Hacienda,  después  de 
oír  al  Consejo  de  Estado ,  sobre  la  necesidad 
de  aclarar  lo  dispuesto  en  mi  real  decreto  de 
7  de  octubre  de  1864(1), 

Vengo  en  mandar  lo  siguiente: 
Artículo  1."   Pnr  las  anoíaciones  preven* 
Uvas  que  se  han  verificado  desde  que  co- 
menzó á  regir  la  ley  hipotecaria  y  las  que  se 
ejecuten  en  io  sucesivo  en  los  registros  de  la 


(I)  5o  cónoccroo^  csle  decreto,  ní  le  hemos  hnHaflo 
«B  Im  Cutecrion  letpsiativa,  ekcrapulosamenle  regiv 
iradA. 
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propiedad  de  documentos  en  que  se  consig- 
nen actos  ó  contratos  sujetos  al  impuéstode 
hipotecas,  se  satisfarán  los  derechos  que  cor- 
responda según  las  leyes  y  disposiciones  tis« 
cales  vigentes,  sin  esperar  á  que  se  convier- 
tan en  inscripciones  aeñnitivas  dentro  de  los 
plazos  y  bajo  las  penas  que  respectivamente 
señala  el  R.  D.  de  26  de  noviembre  de 
1852  (n. 

Art.  2.*  Respecto  de  las  anotaciones  pre- 
ventivas existentes,  los  plazos  á  que  se  re- 
fiere el  articulo  anterior,  comenzarán  á  cor- 
rer en  la  Península  á  los  cuatro  dias  después 
de  publicado  este  real  decreto  en  la  Gacela 
de  Madrid ,  y  á  los  15  en  las  Islas  Baleares  y 
de  Canarias:  y  en  cuanto  á  las  anotaciones 
ue  se  verifiquen  en  lo  sucesivo,  desde  el 
ia  siguiente  inclusive  al  en  que  se  verifitjue 
d  acto  ú  otorgamiento  del  contrato  sujeto  al 
impuesto  de  hipotecas.  Dado  en  San  lldtí- 
fonso  á  7  de  agosto  de  1866. — Está  rubrica- 
do de  la  real  mano. — El  Ministro  de  Hacien- 
da ,  Manuel  Garcia  Barzanallana.o  (Gac.  9 
agosto.) 

240.  PB£8in?UlCSTODS1701LBNT0.<- 
B.  D.  de  7  de  agosto  haciendo  varias  econo- 
mías. 

(Fov.)  «Artículo  1.^  De  la  cantidad  de 
11.001.804  escudos,  aprobada  por  lasCórles 
como  presupuesto  del  Ministerio  de  Fomento, 
se  rebaja  la  de  1.098.114,  en  esta  forma; 
Administración  central,  30  900;  Dirección 
general  de  agricultura ,  industria  y  comercio, 
304.266;  Dirección  general  de  instrucción 
pública,  217.630;  Dirección  general  de  obras 
públicas,  545  318. 

Art.  2  ®  El  Gobierno  dará  cuenta  de  esta 
disposición  á  las  Górtes  en  la  próxima  legis  • 
latura.»  {Gac.  9  agosto.) 

850.  ADXJANAS.-B.  O.  de  27  de  julio; 
derechos  de  las  tablas  cepillada*  j  maohi- 
hembraoaa. 

(Hac.)  Se  resuelve  que  las  tablas  cepi- 
lladas y  machihembradas  adeuden  el  25  ó 
30  por  too  de  su  valor,  según  bandera,  co- 
mo comprendidas  análogamente  en  la  parti- 
da 456  del  arancel.  (Gac,  11  agosto.) 

251.  FBBSUPUBSTO  DB  QOBBBNA. 
CION  —Jd..  D.  de  7  de  e gesto ,  haciendo  eco- 
nomías en  el  personal  y  material. 

(CoB.)   «Artículo  1.^  Las  plantas  del  per- 


(I)   liiyrlo  «n  Hipoteca*  ,  «oiuu  4.^  p»g.  45U 
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«of.al  de  oHcinas  y  los  servicios  de  que  se 
tiará  mención  se  ajustarán  desde  el  tO  del 
mes  actual  á  los  créditos  definitivos  que  re- 
aullen  en  cada  capitulo  después  de  anula- 
das  las  sumas  siguientes: 

Cap.  4.**— Articulo  único.— Personal  de 
Gobiernos  de  provincia  30.200  escudos. 

Cap.  10.— Art.  5.*— Material  de  benefi- 
cencia, calamidades  públicas,  50.000  es- 
cudos. 

Cap.  14.— Art.  1.®— Personal  de  estable- 
cimientos penales ,  7,800  escudos. 

Cap.  16. — Articulo  único.— Personal  de 
telég^rafos,  133.250  escudos. 

Cap.  17.— Artículo  único —Material  de 
telégrafos,  215.613  escudos. 

Cap.  26. — Material  de  correos. — Artícu- 
lo 1.*— Gastos  ordinarios,  37.859  escudos. — 
Art.  2.^ — Gastos  de  conducciones,  194.569 
escudos.— Art.  3.^*Correo  diario,  31.000 
escudos. — Art.  4.® — Gastos  extraordinarios, 
31.872  escudos. 

Art.  2.^  El  Gobierno  dará  cuenta  de  es'^ 
la  disposición  á  las  Córtes  en  la  próxima  le- 
gislatura. Dado  en  Zaráuz  á  9  de  agosto  de 
í8€6.»(Crac.  13  aposto.) 

252.  CUSBO  PABBOQUIAIi.-B.  O.  de 
10  de  agoato,  diotando  diipoiioionei  para  la 
completa  ejeouoion  del  B.  D.  do  21  de  no- 
viembre de  1851:  rioarias  j  tenencias:  coad- 
jutores: oonoursoa  para  la  provisión  de  cura- 
toa,  etc. 

(Grac.  t  Just.)  «He  dado  cuenta  á  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  de  lina  comunicación  del 
ordenador  general  de  pagos  de  este  Minis- 
terio, fecha  30  de  setiembre  de  1864,  pro^ 
poniendo  algunas  medidas  para  la  mejor 
contabilidad,  y  exponiendo  al  mismo  tiem- 
po la  urgente  necesidad  de  llevar  á  debida 
(ejecución  en  todas  las  diócesis  el  R.  D.  de 
21  de  noviembre  de  1851,  expedido  con  co- 
nocimiento del  M.  R.  Nuncio  de  Su  Santi- 
dad, y  recordado  en  circular  de  este  Minis** 
terio  en  16  de  marzo  de  1863. 

Con  este  motivo,  y  teniendo  intima  co- 
nexión con  la  expresada  circular,  he  dado 
también  cuenta  á  S.  M.  de  otra  de  la  misma 
fecha  de  16  de  marzo  de  1863,  sobre  remi- 
sión de  notas  á  este  Ministerio  y  publicación 
de  edictos  para  concurso. 

Enterada  S.  M.  y  conformándose  con  lo 
por  mí  propuesto ,  de  inteligencia  con  el 
M.  R.  Nuncio  de  Su  Santidad,  y  sin  per- 
juicio de  lo  que  se  determine  en  el  arreglo 
detinitivo  del  clero  parroquial,  se  ha  servi- 
do ordenar: 

Artículo  1.^  Los  diocesanos  en  cuyo 
territorio  no  haya  tenido  aun  puntual  cum- 
plimiento en  todas  sus  parles  el  R«D.  de 


21  de  noviembre  de  1851,  dictaran  las  di^ 
posiciones  conduoen^e8  para  que  se  verifi- 
que á  la  mayor  brevedad,  dando  cuenta  á 
este  Ministerio. 

Art.  2.®  Se  declara  que  las  vicarías  y 
tenencias  independientes  de  matriz,  aunque 
sus  vicarios  y  tenientes  no  hayan  gozado 
antes  del  carácter  de  perpéluos,  están  com- 
prendidas en  la  disposición  del  art.  3.^  del 
mencionado  R.  D.  de  21  de  noviembre  de 
1851. 

Art.  3.^  Los  tenientes  en  matriz,  ó  en 
anejo  de  ella,  se  denominarán  coadjutores. 

Art.  4.^  Los  ordinarios,  dentro  del  tér- 
mino canónico ,  publicarán ,  en  la  época 
que  estimen  mas  conveniente ,  sus  edictos 
para  la  celebración  de  concurso. 

Art.  5.®  Cuarenta  dias  antes,  al  menos, 
de  la  comunicación  del  edicto,  remitirán  a 
este  Ministerio  nota  de  los  curatos  que  ha- 
yan de  proveerse,  con  expresión  de  la  ad- 
vocación de  la  iglesia,  clase  y  categoría  del 
curato,  y  de  la  dotación  que  el  último  po- 
seedor haya  gozado;  proponiendo  á  la  vez 
si  lo  creyere  oportuno,  dentro  del  periodo 
establecido,  y  á  virtud  de  la  ley  de  23  de 
febrero  de  1845  y  R.  O.  de  26  de  mayo  del 
propio  año,  la  variación  que  reputen  nece- 
saria siendo  el  curato  de  los  clasificados  de 
entrada.  Asimismo  remitirán  los  diocesanos 
con  sus  propues\as  para  la  provisión  d«i  los 
curatos,  nota,  en  los  propios  términos,  de 
los  curatos  que  hubieren  vacado  con  poste- 
rioridad, ó  hayan  de  quedar  vacantes  en  el 
caso  de  ser  nombrados  los  propuestos  en  pr  W 
mer  lugar  para  otra  parroquia. 

Arl.  6.*   A  este  fin  se  declara: 

1.^  Que  el  statu  quo  á  que  se  refiere  el 
arl.  4.®  del  R.  D.  ele  29  de  noviemtn-e  de 
1851,  acordado  con  intervención  del  M.  R. 
Nuncio  de  Su  Santidad,  es  la  clasifieacioii 
individual,  hecha  por  la  junta  superior  «i«t 
culto  y  clero  en  1.945  y  1848,  de  las  reglas 
y  tipos  de  dotación  establecidos  en  diclra 
R.  O.  de  26  do  mayo  de  1845,  con  las  va- 
riaciones hechas  posteriormente  cen  real 
aprobación;  y  2.^,  que  el  máximum  de  la 
dotación  de  los  curas  propios  en  parroquia 
rural  de  segunda  clase,  que  no  se  designó 
en  el  arl.  4.°  del  expresado  decreto  de  29 
de  noviembre  de  1851,  ha  de  ser  de  3.300 
reales,  minimum  para  los  curas  en  parroquia 
rural  de  primera  clase. 

Art.  7."  Si  antes  de  la  publicación  del 
edicto  no  recibiese  el  diocesano  real  orden 
en  contrario,  se  entenderá  que  ha  merecido 
la  aprobación  de  S.  M.  la  nueva  dolaciou 
propuesta,  á  consecuencia  de  lo  prevenida 
en  el  art.  5.^ 
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Art.  8.*  Se  derogan  en  (odas  tus  partes 
hs  eitadac  circulares  de  16  de  marzo  de 
1869,  y  cualquiera  otra  resolución  posterior 
contraria  b  las  disposiciones  precedentes. 

Loi}ue  de  real  orden  comunicoá  V...  pa- 
ra su  inteligencia,  exacto  cumplimiento  y 
efectos  correspondientes.  Dios  guarde  á  V... 
muchos  años.  Zaráuz  10  de  agosto  de  1866. 
—A rrazola  .o  (Gae,  1 3  agosto, ) 

268.  DIFirrACIONS8FBOYIN0IAl<B&* 
— B.  O.  do  6  de  agosto:  sus  faouHades  en  lo 
relattro  á  nombramientos  j  separaciones  de 
empleados... 

(GoB.)  Por  esta  real  órden  dictada  de 
acuerdo  con  el  dictámen  del  Consejo  de  Es- 
tado, se  declara  nulo  un  acuerdo  de  la  Di- 
putación-provincial de  Pontevedra,  por  el 
que  separó  á  un  director  jefe  de  caminos 
vecinales,  cuyo  haber  de  1.500  escudos  se 
satisface  del  presupuesto  de  la  provincia. 
Se  funda  esta  resolución  en  que  si  bien  por 
satisfacerse  este  haber  de  los  fondos  provin- 
ciales, según  el  num.  5.^  del  art.  55  de  la 
ley  de  25  de  setiembre  de  1865 ,  tiene  la  Di- 
putación derecho  á  proponer  el  que  ha  de  ser- 
vir dicho  cargo,  cuando  se  halle  vacante, 
sino  es  dé  los  que  se  proveen  por  oposición 
1^  concurso,  nunca  podrá  separar  al  que  lo 
obtenga,  pues  el  num.  4.^  del  referido  ar- 
ticulo ,  solo  le  concede  facultad  para  desti- 
tuir á  los  empleados  que  ella  nombre  direc- 
tamente ,  esto  es,  á  los  que  están  á  su  tnme- 
dtalo  servicio  y  del  Consejo  provineiat ,  cu- 
yos sueldos  ó  gralifícaciones  no  excedan  de 
«.000  rs.  (Gae.  14  agosto.) 

264.  INGCKIXB08  DS  HINAS  -Beal 
-órden  de  18  de  agosto,  suprimiendo  los  car- 
iaos de  ingenieros  gefes  de  varias  prorinoiae* 
quedando  los  que  se  expresan. 

(FoH.)  En  vista  del  R.  D.  de  7  del  cor- 
riente ,  por  el  cual  y  con  objeto  de  introdu- 
cir las  convenientes  economías  en  los  dife- 
rentes servicios  de  este  Ministerio  se  ha  re- 
ducido la  cantidad  consignada  para  el  mate- 
rial de  las  jf  faluras  de  provincia ,  la  Reina 
<Q.  D.  G.)  se  ha  servido  suprimir  los  careos 
de  ingenieros  jefes  de  las  provincias  de  Cá- 
ceres ,  Ciudad-Real ,  Logroño ,  Málaga ,  Na- 
varra ,  Vizcaya  y  Zamora-,  mandando  que 
queden  tan  solo  los  de  las  provincias  que  se 
expresan  á  continuación,  con  obligación  de 
atender  al  servicio  de  las  restantes  por  el 
urden  y  én  la  forma  siguiente: 


ProTÍRciM  qae  lieoen 
ÍDf  énierp  jefe. 


FroTÍnciu  ¿  qae  debe 
AUndi-r  cftdft  jefe. 


Almería  Almena. 


Barcelona. 


Búrgos. 


! Barcelona. 
Tarragona. 
Gerona. 
Lérida, 
islas  Baleares. 


I  Búrgos. 


Logroño. 

^^^^  !  cSdad^Beal. 

^[Coruña. 
Lugo. 
Orense. 
Pontevedra. 

Granada. 


Coruña. 


Oraf^oda  j  Málaga. 

ÍGuadalajara. 
Cuenca. 
Soria. 

/  Guipúzcoa. 
r>  '  '  )  Alava. 

Gutpuuoa  j  vixcaya. 

\  Navarra. 

Huelva.   .....  Huelva. 

  Jaén. 


Jaén. 
León 


I  León. 
I  Zamora. 


¡Madrid. 
Se^goVia. 
Toledo. 

I  Murcia. 
^^"-^"^  I  Albacete. 

Oviedo  Oviedo. 

Í Falencia. 
Valladolid. 
Salamanca. 

Santander  Santander. 

! Sevilla. 
Cádiz. 
Canarias. 

Teruel  Teruel. 

Í Valencia.  • 
Alicante. 
Castellón. 

-  t  Zaragoza. 

^<^ragoza  J  Huesca. 

Al  propio  tiempo  se  ha  servido  disponer 
S.  M.  que  los  ingenieros  jefes  y  auxiliar^»» 
que  se  hallan  en  las  provincias  cuyas  jefa- 
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iuras  se  saprimen ,  queden  desde  luego  á 
las  órdenes  de  los  jefes  de  las  provincias  á 
que  respediyamente  correspondan.  De  real 
orden  etc.  Madrid  13  de  agosto  de  1866.— 
Orovio.-^-Srr  Director  general  de  agriculla- 
ra»  induslrta  y  comercio.»  [Gaé,  14  agosto.) 

2S5i  BBTIB09  WLITABSS.-IL  D.  de 
12  de  agosto,  maroando  las  edades  para  ex- 
pedir el  retivo  formoso  á  los  Jefes  y  oficiales^ 

(GuKRRA.)  «De  conformidad  con  lo  ex- 
puesto por  el  Ministro  de  la  Guerra,  y  de 
acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, 

Vengo  en  decretar: 

1.  ^  Las  edades  á  que  se  expedirá  el  re- 
tiro forioso  á  los  jefes  y  oficiales  del  ejérci- 
to serán  las  siguientes:  á  los  coroneles  del 
Real  Cuerpo  de  Guardias  Alabarderos,  de 
infantería ,  de  caballería ,  de  Guardia  civil 
y  Carabineros ,  á  los  62  años;  á  los  tenien- 
tes coroneles  y  comandantes  de  los  expre 
sados  cuerpos )  á  los  60  años;  á  los  capila» 
nes  de  los  expresados  cuerpos  y  á  los  prác- 
ticos de  artillería,  á  los  56  años;  á  los 
tenientes  y  subtenientes  ó  alfe'reoes  de  todos 
los  expresados  cuerpos ,  á  los  51  ñms,  á 
los  jefes  del  cuerpo  de  Estado  Mayor  de 
plazas,  á  los  64  años;  á  los  capitanes  y 
subalternos  del  mismo  cuerpo  á  los  60  años; 
¿  los  oficiales  primeros  del  cuerpo  de  seccio- 
nes-archivos, á  los  62 años;  á  los  oficíale»  se« 
gundos  y  terceros  de  este  cuerpo,  a  los  60 
años;  á  los  intendentes  de  ejército  y  de  di- 
visión ,  é  inspectores  de  Sanidad  militar,  á 
los  66  años;  á  los  subintendentes  y  á  les 
subinspectores  de  Sanidad  militar,  á  los  64 
años ;  á  los  Comisarios  de  Guerra  de  prime- 
ra y  segunda  clase  y  á  los  médicos  mayo«- 
res ,  á  los  62  años  ;  y  á  los  oficiales  prime- 
ros, segundos  y  terceros  de  Administración 
•militar,  y  á  los  ayuaanles  primeros  y  segun- 
dos de  Sanidad  militar,  á  los  60  años. 

2.  ^  Si  al  cumplir  la  edad  marcada  en  el 
artículo  anterior  se  hallase  algún  jefe  ú  oft- 
eial  con  la  aptitud  necesaria  para  continuar 
en  el  servicio,  podrá  concedérsele  la  próro- 
ga  que  fija  el  artículo  siguiente;  á  cuyo  tin 
solicitará  con  seis  m<'8es  de  anticipación  del 
Capitán  general  del  distrito  donde  resída'la 
formación  del  oportuno  expediente  juslifíca- 
tivo,  arreglado  á  lo  prev<'nido  en  la  real  or- 
den de  5  de  mayo  de  1864 ,  el  cual  deberá 
estar  ultimado  antes  de  que  haya  cumplido 
la  edad. 

3.  *  Las  prórogas  que  podrán  concederse 
son  de  cuatro  años  á  los  coroneles,  tenían t^s 
coroneles  y  comandantes  del  ejército  y  del 
Estado  Mayor  de  plazas,  á  los  intendentes 


de  ejército  y  de  división ,  ¿  los  svbíntenden-^ 
tes,  á  los  inspectores  y  á  los  subinspectores 
de  Sanidad  militar,  y  de  dos  años  á  los  Co-* 
misarios  de  Guerra  de  primera  y  segunda 
clase  y  á  los  médicos  nrayores.  A  las  restan  - 
tes  clases  no  podrá  concedérseles  prórog« 
para  recibir  el  retiro  cuendo  cumplan  tfi 
edad  que  les  queda  señalada. 

Y  4.®  Las  anteriores  disposiciones  no 
producirán  ningún  efecto  retroactivo.  Dado 
én  Zaráuz  á  12  de  agosto  de  1866. — Esta  ru* 
bricado  de  la  real  mano. — El  Ministro  de  la 
Guerra,  Ramón  Maria  Navvaez.»  (Gac.  15 
agosto.) 

"  256.  KATRIMONIOS  DB  USXATAU^S. 
— B.  D.  de  13  de  agosto  estableciendo  los  re- 
quisitos que  han  de  exigine  á  los  militare» 
jefes,  oficiales,  aargenitos,  etc.,  para  eontcaer 
matrimonio. 

(GüBRBA.)  aCon formándome  con  lo  pro- 
puesto por  mi  Ministro  de  la  Guerra ,  de 
acuerdo' con  el  Consejo  de  Ministros, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Artículo  t.®  Queda  prohibido  á  los  Jef^ 
y  oficiales  del  ejército  soticifar  real  licencin 
para  contraer  matrimonio  hasta  la  edad /fe 
25  años ,  según  previenen  las  disposiciones 
vigentes. 

Arl.  2.®  Quedan  derogadas  fas  dfsposi* 
clones  anteriores  en  virtud  de  las  coales  «>e 
exige  á  ios  oficiales  subalternos  del  ejército, 
al  solicitar  real  licencia  para  casarse,  la  jn<{- 
tifícacion  de  dotes  ó  prévíos  depósitos  ^  h*;- 
chos  en  su  nombre  o  en  el  de  las  contra- 
yentes (í). 

Arl.  3.®  Los  depósitos  que  en  consecuen- 
cia de  las  disposiciones  vigentes  hasta  eí  dm 
existan  en  la  actualidad  en  la  Caja  general 
de  los  del  Reino ,  en  metálico  á  en  papel  del 
Estado,  serán  devueltos  desde  luego  á  ln(i 
interesados  ó  á  sus  familias ,  mediante  recla- 
mación de  los  misníK)s  y  en  virtud  de  real 
órden  que  al  efecto  pasará  el  Ministerio  de  la 
Guerra  al  de  Hacienda. 

Art.  4.^  Los  sargentos  no  podrán  casarse 
durante  el  tiempo  de  su  primer  empeño  en 
el  servicio. 

Arl.  5.*  Respecto  de  los  demás  indivi- 
duos de  tropa  continuarán  r'rgiendo  las  dis- 
posiciones vigentes,  y  en  los  casos  de  coii> 
ciencia  se  aplicarán  con  rigor  las  estableci- 
das sobre  el  particular. 

Arl.  6.**  Se  concede  indulto  á  los  Jef.-s, 
oficiales  é  individuos  de  tropa  del  ejército  y 


(t)  Véása  Matrimonios  DK  MiLiTARBK  en  el  tomo  V% 
pi(r- 6t:  idemei  VI.  pkg.  149;  Vllí,  páf.  150,  y  eo  «I  IX 
artíooU  MoiiTiívPiot»,  pig.  446  ,  coyaf  disnnMciones  «)4>hf*u 
cónsul tarjié  asi  romo  las  conteaLdat  «a  mmtm  pío»,  y 
oa  la  4>ág.  U9  d«  «sla  lomo. 
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armada ,  eomo  igualmente  á  ios  empleadas 
lea  están  asimilados ,  que  sin  real  permi- 
t»o  ó  «I  de  sus  jefes  en  los  casos  que  les  com- 
pete hubiesen  contraído  matrimonio  con  an- 
terioridad á  la  fecha  de  este  decreto;  que- 
dando obligados  á  impetrar  dicha  gracia 
dentro  del  término  de  cuatro  meses  los  que 
residiesen  en  la  Península,  6eis  los  délas 
Antillas ,  y  ocho  los  de  Filipinas,  y  optando 
sus  familias  á  los  derechos  pasivos  que  les 
corráapoiidan ,  siempre  que  acrediten  haber- 
se reofiido  tanto  en  ellas  como  en  sus  faiari- 
dos  al  efectuar  el  matrimonio  todas  las  ctr- 
cúnstaneias  que  previenen  los  reglamentos  y 
disposiciones  vigentes.  Podrán  igualmente 
acogerse  á  los  efectos  de  este  indulto  las  fa- 
milias de  los  militares  que  hubiesen  falleci- 
do, prévia  igual  justificación  de  que  reunían 
los  reqnisilos  mencionados. 

Art.  7.®  Las  disposiciones  de  este  real 
decreto  tendrán  cumplido  efecto  desde  la  fe- 
cha del  mismo ,  quedando  por  lo  demás  en 
«u  f<iersa  y  vigor  el  reglamento  de  1.*  de 
enero  de  1796  y  demás  realM  disposiciones 
«obre  el  particular,  en  cuanto  no  se  opongan 
Á  lo  prevenido  en  los  anteriores  arliciilos. 
Dado  en  Zaráuz  á  13  de  agosto  de  1866. — 
Está  rubricado  de  la  real  mano.— El  Minis- 
Iro  de  la  Guerra ,  Ramón  María  Narvaez.» 
(Oae.  15  ogosto.) 

257.  CAJA  DB  DBFOSirOS.^B.  O.  da 
14  de  agosto  señalando  el  interés  que  deven- 
sarán  lasimposiolones  desde  el  28  de  agosto. 

(Hac.)  c.Xa  Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenido 
á  bien  disponer: 

t.^  Continuando  vigente  hasta  el  dia  23 
del  actual  la  escala  de  interés  establecida 
por  real  órden  de  7  de  mayo  último ,  las  im- 
posición ps  que  tengan  lugar  desde  el  si- 
guiente día  24  en  la  Caja  general  de  depósi- 
tos y  suH  sucursales ,  devengarán: 

6  por  100  los  depósitos  con  aviso  de  90  días 

y  á  plazo  fijo  desde  4  hasta  9 
meses. 

7  por  100  los  depósitos  á  plazo  fijo  desde  9 

meses  en  adelante  sin  llegar  á  un 
año;  y 

6  por  100  los  depósitos  á  plazo  fijo  de  un 
año. 

Y  2.^  Las  cuentas  corrientes  y  depósitos 
de  todas  clases  no  mencionados  en  la  regla 
precedente  seguirán  devengando  el  tanto  de 
jiilerés  que  fijó  la  R.  O.  de  25  de  febrero  de 
1 865.»  íGac.  15  agosto,) 

258.  DIPUTACIONES  PBOVINCIA- 
Xf;E8.— B.  O.  de  6  de  agosto  anulando  un 
ffLjsaerdo  de  la  de  liOgrono  por  Tersar  sobre 
nombramiento  de  perito  en  discordia  para 


la  tasación  de  terrenos  ex\>ropiados,  asunto 
que  no  es  de  sus  atribuciones. 

(6o8.)  Por  esta  real  órden ,  teniendo  en 
cuenta  que  por  ninguno  de  \on  artículos  de 
la  ley  de  25  de  setiembre  de  1863  se  atribu  • 
ye  á  las  Diputaciones  provinciales  el  nom« 
bramiento  de  perito  en  discordia  para  la  ta- 
sación de  terrenos  expropiados ,  se  declara 
de  conformidad  con  el  Consejo  de  Estado» 
que  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Logro- 
no  no  debió  encargar  á  la  Diputación  de  la 
misma  eJ  nombramiento  de  perito  en  discor- 
dia en  cuya  designación  debe  Intervenir  el 
que  hizo  el  primer  nombramiento,  y  nulo 
por  consiguiente  el  acuerdo  tomado  con  este 
motivo  por  dicha  corporación.  {Gae.  15 
agosto.) 

S59.  OONTBIBUOIOir  INDUSTElAli. 
— B.  O.  de  5  de  agosto,  adiolonaado  la  tarite 
espeoial  de  profesiones  para  oomprander  A 
las  diferentes  clases  de  esoribanos. 

(Hac.)  aHe  dado  cuenU  á  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  del  expediente  instruido  en 
esa  Dirección  general  con  motivo  de  las  da- 
das que  se  han  ofrecido  á  algunas  Adminis- 
traciones de  Hacienda  pública  para  inscribir 
en  matrícula  á  varios  escribanos  cuya  deno- 
minación no  estaba  expresamente  compren- 
dida en  las  tarifas  vigentes  de  subsidio;  y 
vista  la  ley  orgánica  del  notariado  de  28  de 
mayo  de  1862:  considerando  que  por  esta 
ley  se  conservan  los  derechos  adquiridos  á 
las  diferentes  clases  de  escribanos,  circuns- 
tancia por  la  cual  no  hay  necesidad  de  otra 
operación  que  la  de  variar  el  nombre  con 
que  vienen  figurando  en  las  tarifas ,  adicio- 
nando á  estas  los  de  actuaciones  creados  por 
la  misma  ley,  y  señalándoles  las  cuotas  con 
que  deben  contribuir  ai  impuesto;  S.  M., 
oida  la  asesoría  general  de  este  Ministerio, 
y  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  esa 
Dirección  general,  se  ha  servido  acordar  que 
la  tarifa  especial  de  profesiones  se  adicione 
en  los  términos  que  siguen: 

Notarios  colegiados  según  la  ley,  en  Ma- 
drid 70  escudos;  primera  clase  60;  segunda 
50;  tercera  40;  cuarta  30^  quinta  20,  y  sex- 
ta 15.  .         ,  , 

Escribanos  actuarios  y  sustitutos  <le  los 
antiguos  escribanos  numerarios,  en  Madrid 
40  escudos;  primera  clase  35;  segunda  30; 
tercera  25;  cuarta  20;  quinta  15,  y  sexta  10. 

Escribanos  de  diligencias,  en  Madrid  20 
escudos;  primera  clasa  15,  y  segunda  10. 
De  real  orden  etc.  Madrid  5  de  agosto  de 
1866.— Barzanallana.»  (Gae.  16  agosto.) 

280.  IMPUESTO  HIPOTBO ARIO.— Beal 
órden  de  8  de  agosto,  haciendo  extensiva  la 
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«zanof on  que  ffOMn  1m  Tentat  d«  bienes  del 
BsUdo  4  1m  del  reftl  patrimonio. 

(Hac.)  Por  esta  real  orden  te  declara  que 
la  exeneion  de  loi  derechos  ó  impuesto  ni- 
polecario,  concedida  por  la  ley  de  1.^  de 
mayo  de  1855  á  las  venias  y  reventas  de 
tos  bienes  del  Estado,  es  extensiva  á  los  del 
real  patrimonio  que  se  enajenan  en  virtud 
de  la  de  12  de  mayo  át  1865.  (Gae.  16 
ofofto.) 

281.  /gSCUADBA  DBIi  PAOIPIOO.- 
B.  D.  da  14  de  agosto ,  concediendo  greoias 
A  todos  onantos  tomaron  parte  en  el  oomba- 
te  del  Callao. 

fMARKiA.)  Por  este  decreto  deseando 
8.  M.  dar  á  los  jefes,  ofíciales,  guardias- 
marinas  y  demás  individuos  que  dolaron  la 
escuadra  del  Pacifico  una  muestra  de  agra- 
do por  el  brillante  comportamiento  de  todos 
durante  su  permanencia  sobre  las  costas  del 
Perú  y  Chile,  se  concede  el  empleo  inme- 
diato á  unos ,  y  á  otros  la  graduación  ,  cru- 
ees  y  otros  distintivos  y  gracias.  {Gac.  17 
agosto.) 

notabios  db 

BmNOB.^n.  o.  de  10  de  agosto,  declarando 
lat  diligencias  en  que  pueden  intervenir  7 
cuando  los  Notarios  de  reinos,  los  Ssorlba- 
nos  de  numero  7  Jos  de  Juagado. 

(Grac.  t  Jost.)  «He  dado  cuenta  á  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  instruido 
sobre  si  los  antiguos  Biicribanos  reales,  Nota 
rios  de  reinos ,  pueden  intervenir  en  las  dili 
gencías judiciales,  y  acerca  también  de  laa 
facultades  de  loiiBiierUMUM»4«laa  noas  dtt 
los  Juxg»d«a  de  primera  instancia  para  au- 
torizar las  diligencias  que  hayan  cíe  practi- 
carse en  los  pueblos  del  partido. 

En  su  vista: 

Considerando  que  la  ley  de!  notariado 
respeta  únicamente  la  simultaneidad  de  fun* 
cienes  de  la  té  pública  judicial  y  extrajudi- 
cial  en  los  que  las  ejercían  legítimamente  al 
publicarse  dicha  ley: 

Considerando  que  á  la  publicación  de  la 
ley  de  28  de  mayo  de  1862,  los  Escribanos 
reales,  Notarios  de  reinos,  no  se  hallaban 
facultados  para  actuar  en  lo  judicial ,  según 
se  desprende  de  varias  leyes  recopiladas  y 
reales  órdenes  posteriores,  fuera  del  caso 
previsto  en  la  regla  8.*  de  la  ley  provisional 
para  la  aplicación  del  Código  penal: 

Considerando  que  la  ley  XIV,  tit.  XV, 
lib.  VII  de  ta  Nov.  Recop.  prescribe  «que 
todos  los  instrumentos,  procesos  y  escritu- 
ras pasen  ante  los  Escribanos  del  número 
en  todas  las  ciudades,  villas  y  hiprares,»  y 
la  ley  II,  tit.  XXXII,  lib.  XII  del  mismo 


Código,  siguiendo  lo  anteriormente  esta- 
blecido ,  ordena  que  laa  audiencias  y  oUros 
autoi  de  jusUeia  teogaa  lugar  ante  los  ex- 
presados Escribanos: 

Considerando  que  la  R.  O.  de  7  de  octu- 
bre de  1835  reservó  á  loa  escribanos  nume- 
rarios, no  residentes  en  la  capital  del  Juz- 
gado, la  actuación  en  loa  negocios  cuyo  co- 
nocimiento correfiponda  á  los  Alcaldes,  dis- 
poniendo además  que  ase  encarguen  lam« 
bien  á  aquellos,  con  ex*:lu$ion  de  lot  niMiu- 
f artos  de  la  eabe%a  del  partído^  las  diligen- 
cias de  cualquiera  naturaleza  que  sean,  que 
deban  practicarse  en  los  pueblos  de  su 
residencia,»  confirmando  de  este  modo  el 
antiguo  derecho  en  cuanto  ea  compatible 
con  la  nueva  demarcación  de  Juzgados «  e»^ 
tablecida  por  R.  D.  de  21  de  abril  de  18^4: 
Considerando  que  no  obstante  la  fmcuVud 
antedicha  concedida  á  loa  Escribanos  de 
número  de  los  pueblos  que  no  son  cabeza 
de  partido ,  los  Jueces  de  primera  instancia 
pueden  valerse  de  los  Escribanos  de  su 
Juzgado  para  actuar  en  todas  las  diligencia* 
que  hubieren  de  practicar  por  si  miamos  ó 
por  cualquiera  de  sus  alguaciles  comisiona- 
do al  efecto,  aun  en  aquellos  pueblos  en 
que  residen  escribanos  de  número ;  y  tam- 
bién para  la  ejecución  de  los  embargos,  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  d4&  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Y  considerando  que  es  conveniente  para 
la  buena  administración  de  justicia  el  que 
loa  Escribanos  de  Juzgado  continúen  ac- 
tuando en  todas  las  diligencias  judiciales 
que  hay«Q  de  praetiearse  e»  tm  puabloa 
donde  no  liaya  Esewb— o  de  númere ,  s»em^ 
pre  que  el  Juez  los  autorice  debidameole 
al  efecto; 

S.  M.  se  ha  dignado  resolver,  oido  el 
Consejo  de  Estado  y  de  conformidad  en  k> 
sustancial  con  su  dictamen: 

1.  *  Que  los  antiguos  Escribanos  reales. 
Notarios  de  Reinos,  no  pueden  intervenir 
en  las  diligencias  judiciales ,  salva  la  excep- 
ción que  respecto  á  los  juicios  de  faltas  es- 
tablece la  regla  8.*  de  la  ley  proviaional 
para  la  aplicación  del  Código  penal. 

2.  *  Que  en  los  pueblos  donde  no  hubiere 
Escribano  de  número  pueden  los  del  Juzga- 
do de  primera  instancia  practicar  todas  las 
diligencias  judiciales  que  se  deriven  del 
mismo,  con  tal  que  en  cada  caso  sean  auto- 
rizados al  efecto  por  el  Juez  respectivo. 

3.  **  Que  los  Escribanos  de  Juzgado  pur- 
den  pr.'níiicar  dichas  diligencias  en  todos  lo* 
pueblos  del  partido,  aunque  hubiere  Escri- 
banos de  número,  siempre  que  lo  verifiqn»-" 

'  asistiendo  al  Juez  de  primera  instancia  ó 
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«fguaei^  M  Juifado  eomrtionado  por  el 
mismo ,  j  iMnbten  en  lot  cttot  do  embargo 
previstos  en  el  arl.  948  de  la  ley  de  Enjyt- 
ciamiento  civil. 

4.  *  Que  á  los  Eseribanos  numerarios  re- 
•idefiles  en  los  pueblos  que  no  son  eab«>za 
de  partido  corresponde  actuar  en  todos  los 
asuntos  de  que  conoeeo  los  Alcaldes  y  Jtie- 
ees  de  pai  por  jurisdicción  propki ,  y  para 
los  cuales  éxVjñn  las  leyes  la  intervención 
de  Escribano. 

5.  <*  Que  á  tos  propios  Escribanos  nume- 
rarios corresponde  también  autorizar  las  di- 
ntelas que  por  delegación  ó  comisión  del 
Juzgado  de  primera  instancia  hayan  de 
practicar  los  Alcaides  y  Jueces  de  paz.  De 
real  órden  ele.  San  llderonso  4  de  agosto  de 
1965  _Arrazóla.»  (Goc.  i  7  apollo) 

aes.  IXPUXSTbHIFOTBOABlO.-Besl 
órden  de  6  de  agosto .  dedsrando  que  está 
■njet*  al  impuesto  la  propiedad  inmueble 
aportada  oomo  oapital  social  á  una  aooiedad 
regular  ooleotiTa. 


(Hac.)  «He  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dios  fcoarde)  del  expediente  instruido  en 
esa  Dirección  general  con  motivo  de  la  con- 
sulta elevada  por  la  Administración  de  Ha- 
cienda pública  derBarcelona  acerca  de  si  la 
propiedad  inmueble,  aportada  como  capital 
sociiü  por  D.  Lamberto  Fontanellas  á  la  socie- 
dad regular  colectiva  formada  por  dicho 
seííor  y  su  hermano  político  D.  Antonio  de 
Lara,  Marqués  de  Villamediana ,  bajo  la 
razón  social  Fontanellas  hermanos ,  por  es- 
critura pública  otorgada  en  esta  corle  el  28 
de  abril  de  1M4,  debe  devengar  el  2  por 
100  de  su  valor  en  concepto  de  derechos  de 
hipotecas. 

Enterada  S.  M. ,  y  visto  el  R.  D.  de  23  de 
mayo  de  1845,  cuyo  arl.  dispone  que  es- 
tará sujeta  al  paf^o  de  derecho  de  hipotecas 
toda  traslación  de  bienes  inmuebles,  ya  sea 
en  propiedad ,  ya  en  usufructo  cualquiera 
quesead  titulo  con  que  se  verifique,  ex- 
cepto el  usufructo  conocido  en  Aragón  cOn 
el  nombre  de  viudedad,  que  corresponde 
á  los  cónyuges  por  la  ley  si»  Meeaidad 
de  traslación  ni  contrato: 

Visto  el  R.  D.  de  26  de  noviembre  de 
1852,  por  el  cual  se  modificaron  algrnnas 
disposiciones  del  de  23  de  mayo  de  1845: 

Considerando  queá  la  constitución  ó  for 
macion  de  toda  sociedad  se  crea  una  persona 
jnridica  distinta  de  la  de  los  socios,  en  cuyo 
concepto  D.  Lamb<»rto  Fontanellas,  al  aportar 
sus  fincas á  In  sociedad  colectiva  Tormada  por 
el  mismo  y  su  hermano  político  bajo  la  ra 
zon  social  Fontanellas  liprmano»,  lia  veriji 
cado  una  verdadera  traslación  de  dominio 


Gonaiderando  que  el  art.  t.*  del  R.  D.  de 
23  de  mayo  de  184S  solo  ha  sido  modificada 
por  el  de  26  de  poviembre  de  1852  en  cuanto 
á  ta  excepción  que  aquel  consignaba  para 
el  pago  de  los  derechos,  respecto  del  usu- 
fructo conocido  en  Aragón  con  el  nombre  de 
viudedad ,  quedando  por  lo  tanto  sujeta  to- 
da traslación  de  bienes  inmuebtes  á  salisra- 
cerlos,  según  terminantemente  se  expresa 
en  el  citado  art. 

Considerando  que  hallándose  comprendí^ 
do  este  caso  en  la  ley ,  no  puede  el  Cobier- 
no,  cualesquiera  que  sean  los  fundamentos 

3ue  tuviera  para  ello,  decretar  la  exención 
el  pago  de  los  derechos  que  la  misma  im- 
pone, sin  el  concurso  del  poder  legislativo; 
y  que  los  argumentos  que  en  contrario  s« 
oponen  no  están  basados  en  los  verdaderos 
principios  que  sirven  de  regla  para  la  imp". 
sicion  de  los  derechos  hipotecarios  ni  ssn 
bastantés  para  justificar  la  derogación  de  la 
ley  existente,  se  ha  servido  resolver,  dí> 
conformidad  con  el  dictamen  de  la  seccior> 
de  Hacienda  del  Consi^jo  de  Estado  ,  oue  líi 
propiedad  inmueble  aportada  por  D.  Lam- 
berlo Fontanellas,  Marqués  de  Casa  Fonia- 
nellas,  á  la  sociedad  ^eí?"'*^i?^¿*^^'?!:,^"^^^ 
mada  por  la  escritura  de  28  de  abril  d  i 
1864  está  sujeta  al  pago  de  los  derechos  d« 
hipotecas,  cuya  declaración  deberá  aplicar. 
Xmo  rWlaVneral  á  todos  U>s  casos  H,, 
igual  nalurilezí.  í>t  ^eal^órden  etc.  Madr^^ 
6  de  agosto  de  1866.-Barxanillana.i^ 
eüa  n  agosto.) 


OA4.  DBSOUBNTO.-B.  O.  de  If  de ago«. 
t^lM^m^áo^^^  dudas aobre  fwaolana - 
Í?¿?  wjetos  6  nS  á  él  con  arraglo  al  B.  D.  d^ 

10  de  jiüio. 

(pREs.  DEL  C.  Pi  M.)   '«  M.  ,  de 

acuerdo  con  lo  propuesto  por  la  Direccio^v 
eeneral  de  contabilidad  de  Hacienda  publi- 
ca, y  por  el  Ministerio  de  Hacienda,  se 
servido  disponer  lo  siguiente: 

1  •   Que  los  brigadieres  de  la  armada  ch- 
ya  dotación  es  igual  á  la  de  los  coroneíes  d|- 
ejército  están  exceptuados  del  descuento 
cuando  se  hallen  mandando  buques. 

2.**  One  están  sujetos  á  dicho  descuello 
los  maeítros  de  los  arsenales  de  la  Península. 

3«  Que  á  los  funcionarios  que  por  su 
carácter  facultativo  6  con  arreglo  á  dispoM- 
cienes  reglamentarias  dwfrulen,  a  mas  l 
haber  del  empleo,  una  asignación  «>"*^;»;;;: 
do  del  destino,  debe  hacérseles  el  descuc.  - 
ío  apreciando  ;i  lolal  de  ambas  <ioUcH)m.. 
para  fijar  el  tanto  por  ciento  con  arreglo  a 
*%7*Qne  no  están  comprendidos  en  laa 
disposicioiics  del  R.  D.  de  4  del  mes  auU^ 
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rinr  ln<  inífíviiliíos  de  enftíqiiíera  cnr i^rn  os» 
f>«*cral  raeutlaliva  que  se  liaMefi  encargados 
de  l«í  dirección  de  obras  del  Estado,  siempre 
qi»e  el  valor  de  los  honorarios  qae  perciban 
no  eslé  detallado  en  los  presopti estos  gene- 
rales  de  gastos »  ni  les  dé  su  cobro  dereehos 
pasivos. 

Y  5.^  Qae  los  presidentes  de  las  comi- 
fiiones  de  evalaacion  de  la  riqneza  territo- 
rial y  todos  los  rimcionarios  nombrados  por  el 
<sobíerno  para  ejercer  on  cargo  ó  misión  es- 
)>eeial  cualquiera  cerca  de  empresas ,  socie- 
dades ó  corporaciones  municipales,  y  que 
perciban  de  las  mismas  haber  ó  dotación,  no 
están  comprendidos  en  las^iisposiciones  dol 
•mencionado  decreto  en  cuanto  á  las  dota- 
ciones que  cobren  de  fondos  particulares  ó 
-eopeelales,  con  independencia  del  Tesoro. 

real  órden  etc.  Madrid  18  de  agoslo  de 
1866.— Bl  Duque  d^  Vai^neia.— Sr.  Miit¡t4> 
tro  de  »  {Gae,  10  a^oito.) 

265.  IDBM.— B.  0.de5  doaffosto. 

(Hac.)  Se  declara  que  los  adminíftlrado- 
res  de  loterías  y  los  estanqueros  estAn  su- 
jetos al  descuento  ^siempre  que  la  comisión 
ó  premio  de  expendicion  m<>nsual  que  per- 
ciban, deducido  el  25  por  \0Q  por  razón  de 
í?aslos,  de  un  líquido  de  50  escudos;  y  en  el 
concepto  de  que  al  fin  del  año  económico  ha 
He  practicarse  una  reolifícacion  para  exiírir 
ó  abonarles  la  diferencia  que  resulte  entre 
las  cantidades  deRconladas  mensualmenfe  y 
la  que  corresponda  á  la  lotal  comisión  ó  pre- 
íiiío  devengado.  {Gae.  19  agosto.) 

266.  ACADBBCIAS  DB  MBDIOINA  Y 
CIRUOIA— R.  O.  de  13  de  agosto,  dictando 
algunas  reglas  aolarat^rias  de  ana  reglamen- 
tos: académicos  dimiaionarioa:  inaaiaten* 
tea,  etc. 

(GoD.)  «Atendiendo  la  Reina  (Q.  D.  6.) 
los  justos  razonamientos  en  que  se  funda  la 
academia  de  medicina  y  cirugía  de  Barcelo- 
na para  pretender  la  reforma  de  algunos  ar- 
tículos del  reglamento  por  que  se  rigen  es- 
tos cuerpos,  á  excepción  del  de  Madrid  que 
tiene  reglas  especiales:  alendiendo  asimismo 
á  que  algunas  de  las  antiguas  prescripciones 
no  se  ajustan  al  régimen  actual  de  escuelas 
ni  A  la  forma  en  que  hoy  se  obtienen  lasca» 
ledras  de  aquellas  facultades:  atendiendo  á 
los incon venientes  oqiginados  por  consecuen- 
cia del  cambio  de  fisonomía  que  necesaria- 
mente ha  sufrido  la  Administración  desde 
1830  en  que  se  publicó  el  citado  reglamen- 
4o ,  y  ¿  la  conveniencia  de  armonizar  este 
en  lo  posible  con  las  necesidades  actuales: 
considerando  que  la  resistencia  presentada 


por  algunos  catedráticos,  á  quienes  la  ac»- 
demia  de  Barcelotm  ha  conceptiiado  como 
rocíos  natos,  en  virtud  del  art.  19,  oipitalo 
2.®  del  citado  reglamento,  tiene  cierta  jus- 
tificación fundada  en  las  leyes  y  reglanen- 
los  que  rigen  para  la  obtención  de  estas  pla- 
zas: considerando  que  la  exclusión  á  oue  se 
condenan  estos  interesados  renuncianao  vo- 
luntariamente un  cargo  que  I*  Administra- 
ción y  la  ciencia  rodean  de  consideracSoiteH 
honrosas,  mas  bien  redunda  en  su  perjuicio 
que  en  el  de  los  cuerpos  que  les  llaman  á  su 
seno:  atendiendo  á  que  su  falta  de  atiaten» 
cia  á  las  sesiones  dá  lugar  ¿que otros aeáo- 
res  académicos  mas  puntuales  se  encuen- 
tren sobrecargados  en  sus  tareas,  y  roba  á 
las  consultas  mayor  ilistracion  con  perfot- 
cio  del  interés  general ;  teniendo  lambien 

Íresenteque  estos  inasistentes  privan  á  otros 
fofesores  aptos  y  laboriosos  <lel  honroso  ti* 
lulo  de  académico  á  que  pudieran  optar, 
ocupando  las  plazas  qiie  ellos  no  sirven:  con- 
siderando que  conviene  tanto  al  buen  servi- 
cio como  al  buen  nombre  de  laa  academias, 
contener  en  su  teño  un  personal  constante- 
en  la  asistencia,  y  separar  á  los  que  no  to- 
men parte  en  los  trabajos  de  estas  corpora- 
ciones,  como  se  hace  con  todo  funcionario 
público  que  no  desempeña  su  cometido;  dis- 
tinguiendo, sin  embargo,  á  los  que  por  cir* 
constancias  de  edad ,  salud  quebrantada  ú 
ocupaciones  justificadísimas  no  puedan  con- 
currir á  los  trabajos,  de  aquellos  que  sin  cau* 
sa  legitima  abandonan  el  cumplimiento  de 
los  deberes  que  voluntariamente  aceptaron; 
atendiendo  á  que  los  rf'glamentos  de  las 
academias  han  previsto  afortunadamente  es- 
te caso,  disponiendo  en  el  art.  26  del  capí- 
lulo  2.^  «que  en  el  caso  de  que  un  socio  no 
»pudíese  por  enfermedad  ,  por  ^u  avanzada 
nedad  ó  por  otro  motivo  poderoso  é  invo- 
liunlerio,  continuar  desempeñando  sus  obli* 
»gaciones  académicas,  quedara  con  las  con* 
•sideraciones  y  distinciones  de  que  ae  ba- 
Nbla  en  \o*  párrafos  segundo  y  cuarto  del 
»capítulo3  ®,si1)ubierencumplidocon  aque- 
»llos  á  satisfacción  de  la  academia  por  ea- 
»pacio  de  20  años,»  y  en  el  art.  22  del  ca- 
pítulo 4.^,  uque  no  siendo  justo  que  diafru- 
»ten  de  las  gracias  concedidas  en  los  párra- 
itfos  segundo,  tercero,  cuarlo.  quinto  y  sexto 
»dcl  capítulo  3.®,  los  académicos  que  no 
))asistan  á  las  sesiones,  sin  que  sea  por  en- 
uft*rmos  ú  ocupados  en  el  servicio  ó  en  ob- 
vjelos  del  cuerpo,  queden  privados  de  las 
»distinciones,  regalías  y  consideraciones  qu«» 
»8e  expresan  en  los  referidos  articuloa;» 
atendiendo  asimismo  á  que  el  párrafo  sef^un* 
do  del  reglamento  de  la  real  academia  de 
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Tii(*dicma  dA  Madrid ,  refarmado  por  real 
dücrelude  28  de  abril  de  1861  delenniitaque 
«pasen  Á  la  ciase  de  hoooraríos,  tanlo  los  so' 
Dcios  de  número  que  lo  pidiesen  después  de 
9>baber  cumplido  la  eda<i  de  60  aiíos,  como 
«ios  que  declare  la  academia  comprendidos 
}»en  ella,  por  bailarse  i m posibilitados  de  (o- 
nmar  parle  eu  sus  tareas,  á  causa  .de  su 
^avanzada  edad,  ó  por  algún  otro  motivo 
»podero60  é  involuntario:»  considerando,  fi* 
nalmente,  que  sentada  esta  jurisprudencia 
fundada  en  razones  justas  y  equitativas,  es 
indispensable  «onlmuarla  con  energía,  ha 
considerado  MHivenjenle  S.  M.  diciar  algu- 
nas reglas  que ,  satisfaciendo  el  objeto  de  la 
Administración  al  sostener  estos  honrosos 
inslílotos,  resuelvan  su  pretensión  bajo  las 
aigoientes  disposiciones  generales: 

1.*  Las  academias  de  distrito,  poniendo 
en  ejecución  lo  prevenido  en  el  art.  26  del 
capítulo  2.^ del  antiguo  reglamento  por  que 
se  rigen,  declararán  jubilados  en  cada  año 
al  terminar  el  mes  de  diciembre  á  los  indi* 
vidoos  ^e  por  su  edad  avanzada  ó  por  otro 
miA'kvo  jMstifkaio,  á  juicio  de  las  mismas, 
noj)udieran  acudir  á  las  sesiones  ni  desem- 
peñar los  Irabajos  que  les  correspondan ,  si 
por  espacio  de  20  años  hubiesen  cumplido 
con  ellas  á  satisfacción  de  las  citadas  eorpo- 
raciones. 

2/  En  armenia  con  lo  ordenado  en  el 
art.  22  del  capitulo  4.^  del  citado  reglamen- 
to se  considerará  dimisionarios  del  cargo  de 
académicos  á  lodos  los  que  sin  hallarse  en 
tas  condiciones  de  la  anterior  disposición  y 
sin  motivo  legitimo,  ajuicio  de  ia  academia, 
hubiesen  dejado  de  asistir  á  ia  cuarta  parte 
de  sesiones  que  esta  hubiese  celebrado  en 
cada  año. 

3.  *  La  real  academia  de  medicina  de  es* 
ta  corte,  en  observancia  de  lo  establecido  en 
el  párrafo  s^undo  del  art.  1.®  de  su  regla- 
mento especial,  decretado  por  S.  M.  en  28 
de  abril  de  1861  (1),  procederá  igualmente 
á  incluir  en  la  clase  de  honorarios  á  todos 
los  académicos  de  número  que  por  su  avan- 
zada edad  ú  otro  motivo  poderoso,  legítimo 
y  justiñcado,  á  juicio  de  la  misma,  no  acu- 
diesen á  tomar  parte  en  las  tareas  de  su  des- 
empeño; declarando  asimismo  dimisionarios 
del  cargo  á  los  que  no  hallándose  en  las  oir> 
constancias  expresadas  hubiesen  dejado  de 
concurrir  á  la  mitad  de  las  juntas  que  en  el 
año  hubiese  celebrado  la  corporación. 

4.  *  En  el  mes  de  enero  dft  cada  año  re- 
mitirán todas  las  academias  á  este  Minisle- 


'  (!)  Véase  Acaobkia  db  ubicua  db  Ma»m»,  tomo 
Vt,i*ig.6. 


rio,  como  se  previene  en  el  arl.  18  del  ca- 
pítulo 2.^  del  reglamento  de  31  de  a^nslo 
de  1830,  una  nota  debidamente  autorizada 
do  los  socios  numerarios  que  tengan  exis- 
tentes, con  expresión  de  los  cargos  que  en 
ellas  desempeñao ,  y  de  las  vacantes  que  re- 
sulten por  la  aplicación  de  las  anteriores 
disposiciones  generales ,  para  debido  cono- 
cimiento del  Gobierno  y  para  la  confirma- 
ción del  cese  por  S.  M.,  en  cuyo  real  nom- 
bre se  confieren  las  plazas  de  académicos. 

5.*  Para  evitar  las  dificultades  que  pu- 
dieran ocurrir  en  la  provisión  de  varías  va- 
cantes que  por  efecto  de  las  expresadas  dis* 
posiciones  y  otros  motivos  resultaran  á  la 
vez  en  estas  eorporacíones ,  quedan  autori- 
zadas las  mismas  para  suspender  en  todo 
tiempo  su  provisión  en  el  numero  que  esli- 
me conveniente ,  miénlras  á  juicio  de  las 
mismas  no  pueda  contarse  con  suficiente 
concurrencia  de  candidatos  (que  reúnan  las 
condiciones  especiales  exigidas  para  el 
buen  desempeño  de  estos  cargos)  entre 
quienes  hacer  una  elección  acertada. 

6  *  Etias  disposiciones  tendrán  cumpli- 
do efecto  desde  luego ,  excepto  en  la  parle 
que  se  refiere  á  los  inasistentes  sin  causa  le- 
gítima y  justificada,  la  cual  empezará  á 
surtir  sus  efectos  desde  l.^  de  enero  del  año 
próximo  venidero.  De  órden  de  S.  M.  etc. 
Madrid  13  de  agosto  de  1866.— González 
Brabo.»  (Gae.  19  agosto.) 

267.  DB8AM0BTIZa.010K.— B.  O.  do 
18  de  agosto ,  enoargsado  á  los  Qobernado* 
res  que  activen  la  enajenación  de  todas  las 
propiedades  que  administra  el  Bstado ,  y  la 
realiaaoion  de  los  atrasos  y  pías  os  Tonoldos. 

(H4C.)  aHe  hecho  pr^^sente  á  la  Reina 
(Q.  D.  6.)  la  conveniencia  de  apresurar,  con 
arreglo  á  las  leyes  vigente^! ,  la  realización 
del  capital  inmueble  de  la  Hacienda,  sumi- 
nistrando de  este  modo  al  Tesoro  público, 
además  de  tos  recursos  con  que  aparecen 
dotados  los  presupuestos  así  ordinarios  co- 
mo extraordinarios  del  actual  año  económi- 
co, los  medios  de  saldar  anticipaciones  ya 
realizadas  por  cuenta  de  los  ingresos  futu- 
ros de  la  desamortización. 

En  su  vista,  y  teniendo  presente  que  su- 
primidas las  administraciones  de  propieda- 
des y  derechos  del  Estado ,  y  refundidas  en 
las  de  Hacienda  pública,  conviene  para  que 
no  se  resienta  el  servicio  dar  una  inlerven- 
cion  directa  á  los  Gobernadores ,  y  vigori- 
zar la  acción  de  la  Administración  central 
en  cuanto  se  refiere  á  esta  importante  cues- 
tión ,  que  lan  poderocamenle  influye  en  el 
movimiento  de  la  riqueza  lerrilorial  del  pais 
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j  en  el  porvenir  del  Tesoro ,  S.  M.  se  ha 
servido  disponer  lo  siguiente: 

Quedan  encargados  los  Gobernadores  de 
las  provincias: 

1.®  De  vigilar  especialmente  por  que  se 
enajenen  con  arreglo  á  las  leyes  todas  las 
propiedades  <|ue  hoy  administra  el  Estado, 
debiendo  remitir  mensualmente  á  esa  Direc- 
ción general  nota  expresiva  de  las  fincas 
desamortizables  existentes  en  cada  provin- 
cia ai  empezar  el  mes,  de  las  vendidas  en 
igual  período  y  de  las  existentes  para  el  si- 
iruiente.  Las  incautaciones  de  nuevas  Sncas 
bien  por  efecto  do  la  investigación,  bien 
por  las  cesiones  que  se  verifiquen  con  arre- 
glo al  convenio  adicional ,  ó  bien  por  otras 
causas,  se  figurarán  en  este  mismo  estado. 
Iguales  dalos  facilitarán  á  la  Dirección  gene- 
ral respecto  de  los  censos  redimidos  men- 
sualmente en  cada  provincia. 
'  2.^  De  activar  la  realización  de  los  atra- 
sos por  rentas  y  censos ,  remitiendo  men- 
sualmente un  balance  expresivo  de  la  situa- 
ción de  estos  débitos. 

3.*  De  hacer  que  ingrese  inmediata- 
mente el  importe  de  los  plazos  al  contado 
por  fincas  adjudicadas  y  el  de  los  pagarés 
no  satisfechos  á  sus  vencimientos;  en  la  in- 
teligencia de  que  no  se  admitirá  excusa  pa- 
ra justificar  la  demora  en  la  realización  de 
estos  ingresos. 

Y  4.®  Do  exigir  que  los  expedientes  de 
excepciones  reclamadas  por  los  pueblos  ó 
solicitadas  con  arreglo  á  ta  ley  se  instruyan 
y  terminen  dentro  de  un  plazo  brevísimo. 
Cuando  se  pida  la  suspensión  de  una  venta 
ó  la  no  adjudicación  de  un  remate,  se  des- 
pachará el  expediente  con  la  mayor  breve- 
dad posible ,  exigiéndose  \i  debida  respon- 
sabilidad por  cualquier  retraso  injustificado 
que  detenga  la  venia  ó  la  adjudicación.  Al 
propio  tiempo,  y  sin  perjuicio  de  las  demás 
atribuciones  y  facultades  que  l^s  leyes  vi- 
dentes conceden  á  esa  Dirección  general^ 
S.  M.  la  autoriza: 

Primero.  Para  imponer  á  los  Adminis- 
tradores de  Hacienda  pública  y  comisiona- 
dos de  ventas  mullas  hasta  un  máximum  de 
50  escudos  cuando  advierta  demoras  injus- 
tificadas, bien  en  la  recaudación  ,  ó  bien  en 
la  tramitación  de  los  expedientes.  Los  em- 
pleados de  las  Administraciones  encarga- 
dos del  ramo  de  propiedades  contribuirán 
con  el  Administrador  en  proporción  de  sus 
sueldos  al  pago  de  estas  multan. 

Y  secundo.  Para  dar  cuenta  mensual- 
mente  a  este  Ministerio  de  los  resultados 
que  produce  la  desamortización,  haciendo 
mención  especial  de  los  Gobernadores  y  Ad- 


ministradores de  provinctu  que  se  distingan 
en  el  cumplimiento  de  sos  deberes  á  fin  de 
concederles  las  recompensas  á  que  se  haf^an 
acreedores. 

AI  comunicar  á  V.  L  las  órdenes  de  8.  M., 
me  aniasa  la  confianza  de  que  contribuirá 
eficazmente  dentro  del  círculo  de  sus  atri- 
buciones á  que  sean  fiel  y  exactamente 
cumplidas.  Dios  guarde  á  V.  L  muchos 
años.  Madrid  18  de  agosto  de  1866.— Bar- 
zanallana.»  (Gac.  20  agosto.) 

S68.  aUABDA8DBMOVTa8.--B.D.de 
80  da  acostó,  sobro  sa  nombnunioiito  por  U 
diroooion,  roqulaitoa»  prohlbioionea,  etc. 

(FoM.)  «Exposición  á  S.  M.— Sonora:— 
Desde  la  promulgación  de  la  ley  de  27  de 
abril  último  sobre  guardería  rural ,  los  guar- 
das de  montes  del  Estado  deben  consagrarse 
á  la  custodia  de  esta  riqueza»  al  propio 
tiempo  que  á  vigilar  las  operaciones  para 
su  cultivo. 

El  escaso  personal  que  percibe  sus  habe- 
res del  presupuesto  general  de  gastos ,  ape* 
ñas  basta  para  satisfacer  las  necesidades  del 
ejercicio  de  la  policía  forestal ;  pues  los  da- 
loa  estadísticos  recientemente  publicados 
demuestran  que  cada  uno  de  aquellos  mo- 
destos funcionarios  tiene  á  su  cargo  la  de- 
fensa de  29.913  hectáreas  de  monte,  de  las 
cuales  16.607  corresponden  i  los  exceptua- 
dos de  la  desamortizacioo  por  la  ley  de  24 
de  mayo  de  1863. 

El  Ministro  que  suscribe  no  espera  gran- 
des ni  favorables  resultados  del  sistema  de 
guardería  vigente  mientras  la  penuria  del  Te- 
soro público  impida  modificarlo,  perfeccio- 
nándole con  el  aumento  del  número  de  plazas 
necesario,  y  estableciendo  el  servicio  de  cam- 
po de  manera  que  dé  los  resultados  apetecí  - 
bles.  Pero  ya  que  esto  no  pueda  haceras», 
parece  acertado  variar  la  forma  vigente  de 
nombrar  y  distribuir  los  guardas  de  montes 
del  Estado  de  tal  manera  que,  atendiendo 
con  su  escaso  número  á  las  necesidades  roas 
urgentes  del  ramo,  presten  con  el  concurso 
de  sos  fuerzas  toda  la  ayuda  á  la  acciofi 
administrativa  y  á  la  de  la  ciencia ,  alH 
donde  los  importantes  trabajos  do  deslinde, 
los  de  repoblación  de  terrenos  yermos ,  ó 
los  abusos  de  diverso  orden  que  es  indis- 
pensable suprimir  la  hagan  de  mas  valor  á 
juicio  del  Gobierno. 

Tales  son  los  fines  que  se  propone  obtener 
el  que  suscribe  si  V.  M.  se  digna  aprobar  ^t 
adjunto  proypcto  de  real  decreto.  Madrul 
18  de  «íroslo  de  1866.— Señora:— A  L.  R.  P. 
de  V.  M. — Manuel  de  Orovio. 
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««Al  PtCRITO. 

Conformándome  con  lo  que  me  propone  el 
Ministro  de  Fomento; 

Venf  o  en  decretar  lo  siguiente: 

Arlícalo  1.*  Los  nombramientos  j  se- 
paraciones de  los  guardas  de  montes  del  Es- 
tado se  harán  por  la  Dirección  general  de 
agricultura ,  industria  y  comercio ,  oyendo, 
si  lo  cree  conveniente ,  á  los  ingenieros  jefes 
de  los  distritos  forestales. 

Art.  2.®  Para  ser  nombrado  guarda  de 
montes  del  Estado ,  es  requisito  indispen* 
sable: 

!  .•  Tener  la  edad  de  25  á  40  años. 

2.  **   Saber  leer  y  escribir. 

3.  ^  No  tener  defectos  fiiicoi  que  impidán 
el  ejmieio  de  las  funciones  de  guardería. 

Arl.  3.^  Serán  preferidos  los  que,  ade- 
más de  las  condiciones  que  exige  el  artículo 
anterior,  posean  nociones  sobre  el  cultivo  y 
aprovechamiento  de  los  montes,  y  los  licen- 
ciados del  ejército  ó  de  la  Guardia  civil  con 
Vuenas  notas* 

Art.  4.^  No  pueden  ser  guardas  de  mon- 
tes del  Estado  los  tratantes  en  maderas  6 
Ifñas,  los  ganaderos,  ni  los  que  ejerzan  in- 
dustrias ó  poseaa  fábricas  ó  estabiecimientos. 
de  cualquier  clase  en  que  hayan  de  em- 
plearse producios  de  los  montes. 

Art.  5.*  Quedan  en  vigor  todas  las  dis- 
posiciones vigentes  sobre  guardas  que  no  so 
oponen  al  presente  decreto.  Dado  en  Za- 
ráaz  á  20  de  agosto  de  1866.— Está  rubri- 
cado de  la  real  mano.— El  Ministro  de  Fo- 
■lento,  Manuel  de  Orovio.»  {Gae.22agoito,) 

S69.  OTGBNrDBOS.— B.O.delSdeagos- 
ao,  daolanndo  oemdos  los  ouerpcs  de  inge- 
nieros de  oamiaos,  minas  j  montes  oon  el 
personal  de  que  constan..... 

(FoM.)  «r  La  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha 

servido  disponer  lo  siguiente: 

1.  *  Los  cuerpos  q%  ingenieros  de  cami- 
nos ,  minas  y  montes  so  eoosiderarán  cerra- 
dos con  el  personal  de  que  eo^aUn  en  el  día 
y  con  ai  que  llegue  á  ingresar  en  ellos  de 
los  alumnos  que  se  hallan  cursando  en  la 
aef calidad  en  sus  respectivas  escuelas. 

2.  *  Los  alumnos  que  ingresen  en  las 
mismas  escuelas  desde  el  próximo  curso  en 
adelante  no  tendrán  derecho  á  ninguna  pen- 
sión durante  la  carrera ,  ni  á  ser  incluidos 
eo  los  cuerpos  que  sostiene  el  Estado: 

3.  ^  Sin  perjuicio  de  las  disposiciones  an- 
teriores ,  si  llegare  un  tiempo  en  que  el  ser- 
vicio eicígiese  el  aumento  de  personal  en 
cualquiera  de  los  tres  cuerpos,  el  Gobierno 
podrá  elegir  los  que  necesite  entre  los  que 


hayan  terminado  la  barrera  en  las  respecti- 
vas escuelas  especiales  y  reúnan  las  condi- 
ciones que  prescriben  sus  reglamentos*  De 
real  orden  etc.  Madrid  19  de  agosto  de 
1866.-^rovio.— Sres.  Directores  generales 
de  agricultura,  industria  y  comercio,  y 
obras  públicas •»  {Gat,  22  agosto.) 

870.  aJ>ITANA8.«B.D.de80deago8to* 

(Hic)  Se  manda  suspender  por  este  real 
decreto ,  por  el  término  de  seis  meses ,  en 
todas  las  aduanas  de  la  isla  de  Cuba ,  el  co- 
bro de  derechos  de  exportación  que  gravan 
los  artfoolos  designados  en  el  arancel  vigen- 
te ,  cuya  franquicia  tendrá  lugar  sin  distin- 
ción de  bandera.  (Goc.  23  agosto.) 

371.  mapscdONisB  db  obbab  pu- 

BIiIOAS.— B.  D.  de  20  descosto  reformando 
la  organiaacion  de  las  mismas  j  snprimlendo 
plasas. 

(FoM.)  «Artículo  1.^  Quedan  suprimi- 
das las  inspecciones  permanentes  del  ramo 
de  obras  públicas  de  caminos,  canales  y 
puertos,  restableciéndose  para  el  servicio  de 
Inspección  el  sistema  oue  regia  intes  de  mi 
real  decreto  de  21  de  diciembre  de  1859. 

Art  2.^  Se  suprimirán  igualmente  las 
cinco  últimas  plazas  de  inspectores  genera- 
les de  segunda  clase  del  cuerpo  de  ingenie- 
ros de  caminos.  Los  inspectores  que  actual- 
mente las  ocupan  quedarán  como  supernu- 
merarios, entrando  á  ocupar  por  órden  án 
rigorosa  antigüedad  las  vacantes  que  vayan 
teniendo  lagar  en  dicha  clase.»  {Gac,  23 
oíoslo.) 

878.  INOS19II1BOS  DX  CAMINOS...- 
a.  o.  de  18  de  agosto»  sobre  indemnisacio- 
nos  por  servioios  fuera  de  sn  residencia. 

(FoM .)  eUno  de  los  principios  fnndamen- 
tales  que  sirvieron  de  base  para  fijar  los  ti- 
pos de  la  indemnización  que  en  la  actuali- 
dad disfrutan  los  ingenieros  del  cuerpo 
caminos,  canales  y  puertos  y  ios  individuo*^ 
del  personal  facultativo  subalterno  de  obras 
públicas  por  razón  del  servicio  que  prestan 
fuera  de  su  residencia  ordinaria,  fué  ]a  esca- 
sez de  su  número,  siendo  necesario ,  ya  quf^ 
no  era  posible  aumentarle  en  la. rápida  pro- 
porción con  que  las  necesidades  del  servi- 
cio lo  reclamaban  ,  é  ínterin  se  procuraba 
mayor  concurrencia  en  las  respectivas  es- 
cuelas especiales,  investigar  los  medios  de 
obtener  del  personal  que  entónces  existía  to- 
do el  fruto  posible,  haciendo  para  ello 
cuantas  reformas  fuesen  conducentes  en  su 
organización.  Encaminada  á  este  tía  se  dictó 
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la  R.  O.  de  28  de  agoslo  de  1858  (l)  modifi- 
cando Itts  disposieiooM  quo  entónceé  regían 
relativas  á  etU  parle  del  servicio;  mas  noy 
que  los  referidos  cuerpos  caenlan  con  el  per- 
sonal suficiente  para  las  atenciones  del  ramo, 
y  en  la  imperiosa  necesidad  por  iodos  reco- 
nocida de  realizar  pradentes  y  atinadas 
enonomías  en  los  glastos  púbficos,  la  Reina 
(Q.  D.  6.) ,  en  vista  dal  R.  D.  de  7  del  cor- 
Tiente ,  por  el  cual  se  ha  reducido  la  canli* 
dad  consignada  para  este  objeto,  ha  tenido 
á  hien  dictar  las  disposiciones  siguientes: 

1.  ^  Quedan  subsistentes  las  prescripcio- 
nes establecidas  en  la  R.  O.  de  28  de  agosto 
de  1858  para  el  abono  de  las  indemnizaeio» 
nos  que  por  los  respectivos  reglamentos  or- 
fránicos  están  declaradas  al  cuerpo  <le  inge- 
nieros de  caminos ,  canales  y  puertos  y  al 
personal  facultativo  subalterno  de  obras  pú- 
blicas, por  razón  del  servicio  que  prestan 
sus  individuos  fuera  de  su  residencia  ordi- 
naria. 

2.  *  Los  tipos  de  la  indemnización  que 
señalan  las  reglas  4.*  y  7.*  de  la  citada  real 
orden  quedan  reducidos  á  los  dos  tercios, 
al  cual  se  ajustará  la  documentación  á  que 
se  refiere  la  regla  15. 

3.  ^  Quedan  reducidas  ¿  igual  tipo  las 
cantidades  que  bajo  el  concepto  de  gratifi- 
cación y  con  arreglo  á  reglamento  disfrutan 
con  cargo  á  los  capítulos  24  y  25  del  pre^u- 
jMieslo  vigente  los  profesores  y  ayudantes 
de  las  escuelas  especiales  de  ingenieros  y 
ayudantes  de  obras  públicas ,  así  como  la 
que  está  asignada  al  Secretario  y  Vicese- 
cretario de  la  junta  consultiva.  De  real  or- 
den ele.  Madrid  t8  de  agosto  de  1866.— 
Orovio.»  (Gac.  23  agosto,) 

273.  AYUDANTES  DBOBBASPUBIiI- 
CAS.— B .  O.  do  19  de  agosto. 

(FoM.)  «La  reina  (Q.  D.  6.)  ha  tenido  á 
l)¡en  disponer  que  las  prescripciones  estable- 
cidas por  real  órden  de  esta  fecha  relativas 
á  los  alumnos  que  ingresen  desde  el  próxi- 
mo curso  en  las  escuelas  especiales  de  inge- 
nieros de  caminos ,  canales  y  puertos,  de 
tuinas  y  de  nr\ontes,  se  hagan  extensivas 
«MI  todas  sus  partes  á  ios  que  asimismo  in- 
gresen en  la  de  ayudantes  de  obras  públi- 
cas.» (Gac.  23  agosto,) 


(1)   Vtase  f:fOB!iiBiios  de  CAMncos,  tomo  IV,  fig.  594. 


JDRtSPitlIililHCII  CITIl. 


•MiWMlMi  del  Tribaaal  ta|preaa«  •* 
JoaiMa  M««riA« 

CASACION.  Sienda  inadmisible  el 
recurso  de  easaeion  de  fallos  ^ue  no  im- 
piden se  pueda  seguir ,  terminado  el 
pleito ,  otro  juicio  sobre  lo  mismo ,  como 
sucede  en  los  posesorios  aun  menos  lo  se- 
rá en  los  incidentes  sobre  qecucíon  de 
tales  fallos. 

SeitflDda  de  28  de  Bayo  de  i866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  M«ittir6 
y  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Narciso 
Lladó  y  otros  con  D.  Jaime  Valentí,  so- 
bre interdicto  de  recot^rar  la  posesión  de 
regar  su  finca  con  unas  aguas  subterrá- 
neas qie  fué  estimado  á  favor  de  dicho 
Lladó  por  ejecutoria  que  se  llevó  á  efecto 
reponiendo  Valentí  las  cosas  en  el  estado 
anterior.  Pero  las  aguas  que  según  aque- 
llos faltaron  por  las  obras  que  Valentí 
había  ejecutado ,  no  aparecieron  después 
de  la  reposición,  y  alegando  que  lal  vez 
se  desviaban  por  otra  parte,  pidieron  se 
mandase  á  Valentí  practicar  las  operacio- 
nes necesanus  hasta  que  volviesen.  La 
Audiencia  confirmó  c)  auto  del  Juzgado 
denegalivo  de  esta  pretensión,  y  las  ac- 
tores interpusieron  recurso  de  casación , 
que  no  fué  admitido  y  apelaron.  Mas  el 
Tribunal  Supremo  confirmó  la  sentencia 
de  la  Audiencia  y  condenó  en  las  costas 
á  los  apelante^:: 

aConsiderando  que  según  el  art.  j.014  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  los  plei- 
tos posesorios  y  en  todos  los  demás  en  que 
después  de  terminados  puede  sej^uírse  otro 
juicio  sobre  lo  mismo  que  haya  sido  objeto 
de  ellos,  no  es  admisible  el  recurso  de  oasa^ 
cion  que  se  funde  en  ser  la  sentencia  contra- 
ria á  la  ley  ó  doctrina  legal: 

Considerando  que  no  siendo  por  esta  ra-> 
zoii  procedente  el  recurso  respecto  de  un  in- 
terdicto, mucho  ménos  puede  serlo  en  cuan- 
to ai  incidente  sobre  la  ejecución  de  la  sen* 
lencia  relativa  al  mismo,  porque  después 
de  ejecutada, queda  expedito  el  juicio  or» 
dinario  sobre  el  punto  que  ha  sido  objeto  da 
aquül: 
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•  Y  considerando ,  por  consiguiente ,  que  la 
teutencia  de  1 1  de  junio  de  1865  como  dic- 
tada por  eí  cumpitiníenlo  del  fallo  que  reca- 
sobre  el  interdicto,  no  es  susceptible  de 
dicho  recurso,  porque  puede  haber  después 
otro  juicio  sobre  lo  mismo  que  ha  sido  obje* 
todel  actual.»  {Gac,  l,^  Junio,) 

RESTITUCION  IN  INTBGBUM. 

El  remedio  de  la  restUtidon  in  integrum 
que  compete  aü  i  hs  menores  de  edad, 
universidades  y  demás  personas  privile- 
giadas, y  aun  en  su  caso  á  los  mayores, 
no  tiene  cabida  contra  las  sentencias  por 
las  cuales  se  entienden  acabados  y  fene 
cidoB  los  pleitos  y  en  que  no  había  lu 
gar  á  segunda  suplicación. 

SMlMcia  de  I.""  dt  Bajsde  1866. 
Pleito  seguido  eo  uuo  de  los  Juzgados 
de  Madrid  y  su  Audiencia  territorial  por 
ei  actual  Duque  de  Frías,  coa  la  Duquesa 
de  üceda,  esu  mayor  é  hija  legítima  del 
primer  legiiimo  matrimonio  del  difunto 
Duque,  y  aquel  legitimado  por  el  subsi- 
guiente segundo  matrimonio  del  mismo, 
sobre  rescisión  por  restitución  in  integrum 
de  una  ejecutoria  que  declaró  pertenecer 
a  la  üu({uesa  la  mitad  reservable  de  dífe- 
reotes  viucutacioues.  Esta  sentencia  de 
revista  coolirmatoria  de  la  de  vista,  ha- 
bía causado  lodos  sus  efectos,  tomando 
pose^iou  de  los  bienes  la  Duquesa  y  cele- 
braado  convenios  y  escrituras  solemnes 
coo  su  hermano  asistido  de  su  curador  ad 
liUsm  cuaado  teuia  ya  24  anos  y  real  ha- 
bíiitacioQ  para  administrar  sus  bienes,  y 
ea  couformidad  de  los  acuerdos  lomados 
sobre  devolución  de  frutos  y  entrega  de 
bieoes  en  diferentes  juntas  de  testamenta^ 
na  por  los  representantes  de  ambos  her- 
mauos  y  consignados  en  actas  formaies: 
todo  durante  los  años  de  1857  á  1863, 
en  cuya  última  fecha  demandó  el  Duque 
de  Frías  ia  restitución  tu  integrum,  fun- 
dándose en  varias  leyes  de  Partida  que, 
coo  ia  jurisprudrncia  establecida  por  va- 
rias seoteacias,  citó  después  como  infrin- 
gidas al  ioterponer  el  recurso  de  casación 
contra  la  >%enteocia  de  la  Audiencia  que 
coufiriuaodo  la  del  Juzgado  absolvió  de 
la  ^demanda  á  la  Duquesa.  Esas  leyes  y 
jnrísprudencía  son  las  mismas  que  enu- 
mera el  Tribunal  Supremo  eo  su  senten- 


cia de  i.""  de  mayo  declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  eo  estos  términos: 

«Considerando  que  las  leyes  5.*,  tít.  13,  y 
2.*,  ta.  48  del  lib.  11  de  la  Nov.  Recop., 
combinadas  entre  si,  excluyen  y  deniegan 
expresa  y  terminantemente  el  remedio  de  la 
resUtucion  tit  inlegfrum,  asi  la  que  compete 
á  los  menores  y  universidades  y  demás  per- 
sonas privilegiadas,  como  las  que  por  juslas 
causas  concade  el  derecho  á  las  mayores, 
contra  las  sentencias  del  Consejo  y  Audien- 
cias en  que  no  ha  lugar  suplicación,  ana* 
diendo  qu9  por  estas  senteneias  se  entiendan 
acabados  y  fenecidos  los  pleitos  sin  que  se 
puedan  tornar  á  mover  ni  suscitar,  ni  tratar 
en  manera  alguna: 

Considerando  que  según  las  I*» yes  2.»  y 
17,  tít.  21  del  mismo  libro  y  Código,  no 
cabla  súplica  de  las  sentencias  dictadas  por 
las  Audiencias  en  grado  de  rtívista,  y  nin- 
guna de  tas  partes  podia  querellarse  de  ellas, 
sino  en  el  caso  que  hubiese  lugar  segunda 
suplioaeion,  cuyo  recurso,  antes  de  ser  su- 
primido por  el  R.  D.  de  4  de  noviemore  de 


1838,  tampoco  tenía  lugar,  con  arreglo  á 
las  leyes  1.*  y  4.*  del  til.  22  del  expresado 
libro,  sino  en  los  pleitos  que  se  comenzaban 
en  el  Consejo  ó  Audiencias  por  nueva  dsman- 
da  y  no  por  via  dé  restitución  ni  reclamación  - 
ni  nulidad ,  ni  en  otra  manera  alguna: 

Considerando  que  el  reglamento  provisio- 
nal para  la  administración  de  justicia  de  2^ 
de  setiembre  de  1835  tampoco  dió  cabida  al 
recurso  de  súplica  ordinaria  contra  las  sen- 
tencias de  revista  pronunciadas  por  las  Au- 
diencias, previniendo ,  respecto  al  de  8<*gun- 
da  suplicación ,  que  continuase  teniendo  lu- 
gar en  sus  respectivos  casos  con  arreglo  á  lo 
que  estaba  prescrito  por  las  leyes,  hasta 
que  ellas  ordenasen  otra  cosa: 

Considerando  que ,  según  el  art.  262  de  la 
Constitución  política  de  1812,  comprendido 
en  su  tít.  5.® ,  cuyas  disposiciones  subsisten 
como  leyes  á  virtud  del  decreto  de  las  Cor- 
tes de  7  de  setiembre  de  1837 ,  todas  tas  can  - 
sas  civiles  y  criminales  debían  fenecer  á<*.n  - 
tro  del  territorio  de  cada  Audiencia  y  que  el 
citado  real  decreto  de  4  de  noviembre  de 
1838,  al  reemplazar  los  recursos  de  según- 
da  suplicación  y  de  injusticia  notoria  con  «^1 
de  nulidad,  solamente  admitió  este  último 
contra  las  sentencias  de  revista  de  las  Au- 
diencias en  lo  que  no  fuesen  conformes  con 
las  de  vista,  disponiendo  además,  para  los 
casos  en  que  procediese ,  que  contra  el  fa'io 
del  tribunal  á  quo  en  procesos  devueltos 
por  consecuencia  de  la  declaración  de  nuli- 
dad hecha  por  este  Supremo  Tribunal ,  no 
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hubiese  hig^ar  á  recarto  alg;nno,  saIvo  el- de 
responsabilidad  contra  los  Mioislros  que  lo 
hubiesen  dietado: 

Considerando,  en  virtud  de  las  disposíeio- 
nes  legales  referidas,  respetadas  y  observa- 
das por  la  jurisprudencia  constante  de  este 
Supremo  Tribunal  y  perfectamente  aplica- 
bles á  la  cuestión  debatida  en  el  presente  li- 
tigio, que  la  sentencia  ejecutoria  de  14  de 
noviembre  de  1857,  de  cuya  rescisión  se  tra- 
ta ,  habiendo  sido  pronunciada  por  la  Au- 
diencia de  esta  Córte  en  grado  de  revista, 
en  entera  conformidad  con  la  de  vista  y  en 
pleito  comenzado  ante  un  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  y  sustanciado  por  tres  ins-  i 
tancias  completas,  con  arreglo  al  enjuicia- 
miento civil  que  precedió  al  establecido  por 
la  actual  ley  de  5  de  octubre  de  1855 ,  no  era 
susceptible  de  ninguno  de  los  recursos  de 
suplicación  ,  ordinaria  ni  segunda ,  ni  de  nu- 
lidad, y  que,  por  consecuencia,  tampoco 
puede  ser  impugnada  ni  rescindida  por  el 
remedio  de  la  restitución  inintegrumi 

Considerando  que  la  improcedencia  de  es- 
te remedio ,  solicitado  por  el  Duque  de  Frias, 
es  extensiva  la  parte  de  dicha  ejecutoria  en 
que ,  según  el  mismo  sostiene,  se  encuentra 
comprendido  el  mayorazgo  que  se  dice  fun- 
dado por  D.  Gómez  de  Benavides  en  1.®  de 
octubre  de  1442 ,  igualmente  que  á  los  demás 
extremos  de  aquel  fallo,  porque  la  exclusión 
del  indicado  remedio  declarada  en  las  leyes 
referidas ,  es  completa  y  absoluta  respecto 
de  lax  sentencias  que  se  encuentran  en  su 
caso,  y  á  mayor  abundamiento,  porque  en 
la  expresada  de  14  de  noviembre  de  1857 
no  se  hace  mención  alguna  de  dicho  mayo- 
razgo ni  de  los  bienes  que  se  le  atribuyen: 

Considerando,  por  tanto,  que  la  ejecuto- 
ria dictada  en  el  actual  litigio  absolviendo 
á  la  Duquesa  de  Uceda  de  la  demanda  en  él 
interpuesta  por  el  Duque  de  Frias,  no  ha  in- 
fringido la  ley  3.* ,  tít.  25 ,  ParUda  3.» ,  la 
cual  igualmente  que  las  demás  del  mismo 
Código  relativas  á  la  restitución  de  los  me- 
nores contra  las  providencias  y  fallos  judi- 
ciales, ha  sido  profundamente  modificada 
por  las  posteriores  de  que  mas  arriba  se  ha 
hecho  mérito: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
tampoco  ha  infringido  ui  podido  infringir  la 
ley  1.%  til.  13  de  la  Partida  4.»,  referente  á 
los  derechos  de  los  hijos  legitimados  por  sub- 
siguiente matrimonio,  ni  la  jurisprudencia 
que  á  propósito  de  ella  se  menciona,  porque 
no  habiendo  dado  lugar  á  la  restitución  y 
rescisión  de  la  ejecutoria  de  14  de  noviem- 
bre de  1857,  no  procedió  ni  pudo  proceder 
al  examen  y  resolución  de  la  cuestión  de 


fondo  por  ella  decidida,  acerca  del  preferen* 
te  derecho  á  la  sucesión  en  los  mayorazgosr 
objeto  de  aquel  litigio: 

Considerando,  por  último,  que  no  habíen* 
do  sido  el  único,  ni  aun  el  principal  funda- 
mento del  fallo  de  la  actual  demanda  de  res- 
titucion,  la  escritura  otorgada  por  el  Duque 
de  Frias,  siendo  ya  mayor  de  edad,  y  la  Du* 
quesa  de  Uceda  en  20  de  marzo  de  1862,  no 
puede  prestar  apoyo  á  es^e  recurso  la  juris- 
prudencia que  se  invoca  acerca  de  la  nece- 
sidad de  que  las  renuncias  de  derechos  sean 
expresas  y  terminantes,  ni  hay  para  qué  in- 
vestigar hasta  qué  punto  pueden  tener  estas 
calidades  los  pactos  en  aquella  escritura  con- 
signados; 

Fallan'os  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  Duque  de  Frías  etc.»  (Ga- 
cela 2  yunto.) 

PBX7EBA£f.  Para  interpone  recur' 
so  de  casación  contra  la  apreciación  qu^ 
se  hace  en  un  fallo  de  las  pruebas  prac- 
ticadas, es  necesario  citar  la  ley  que  se 
haya  infringido. 

Sealeaeia  de  3  de  oujo  de  1863. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  San 
Fejiti  de  Llobre^at  y  Audiencia  de  Barce- 
lona por  Juan  Borjas,  con  D.  José  A  Iva- 
reda,  sobre  reivíndicacioa  de  cierlos  bie* 
nes  vendidos  por  dicho  Borjas  y  su  padre 
por  escritora  piiblica  eó  la  que  se  dijo  qae 
por  DO  sabf'r  firmar  el  hijo  lo  hacía  ua  tes- 
tigo. Muerto  el  padre,  además  de  fundar 
su  demanda  el  hijo,  en  aue  aquel  no  po- 
día disponer  de  aquellos  bienes  por  lo  dis- 
puesto en  el  testamento  de  su  abuelo,  ale- 
gó  que  00  había  asistido  al  otorgamiento 
de  la  escritura  cuya  falsedad  aparecía  cou 
atender  á  que  decía  no  saber  él  firmar* 
sabiendo;  y  á  que  aparecía  firmada  por 
su  padre  no  sabiendo.  La  Audiencia  revo- 
cando el  fallo  del  Juzgado  absolvió  de  la 
demanda  á  Alvareda,  y  Borjas  interpaso 
recurso  de  casación  creyendo  iornogidas: 
la  ley  tínica,  Cod.  De  confes.;  la  4.*  y  4.*, 
tít.  Í3,  Partida  3.*;  las  4.*  y       tít.  S.*, 
lib.  H  de  la  Nov.  Recop.;  la  decretal  ca- 
pítulo i  O  De  fid.  inst.;  la  ley  25  Dig.  Ad 
legem  corn.  defals.;  el  art.  39  del  regla- 
mento provisional  para  la  admioistracioQ 
de  justicia  y  dos  seoleocias  de  25  de  jh- 
oio  de  i861  y  29  de  diciembre  de  iSS4. 
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fil  Tribooal  Sapremo  decfauró  lo  haber 
lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  el  demandado  D.  José 
Alvareda  no  ha  confatado  los  heebos  en  que 
descansa  la  llamada  falsedad  de  la  «serítura 
<le  venta  de  1847;  y  que  además  la  Sala  sen- 
tenciadora, al  apreciar  los  hechos  alegados, 
estimado  legítimo  el  documento  de  la 
> "nta ,  atendidos  los  méritos  de  las  pruebas 
y  la  buena  fama  justificada  del  escribano 
que  la  autorizó,  sin  que  contra  ^ta  aprecia- 
cioQ  se  cite  la  infracción  de  ley  ó  doctrina 
lefal  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los 
iriounales,  por  cuyas  razones  la  ejecutoria 
:i1  absolver  á  los  demandados  no  ha  infrin- 
^ñi\o  la  ley  única  Cod.  De  confes,;  la  i.*  y 
4.*,  tít.  13,  Partida  8.*,  que  trata  de  las  co- 
noscencias en  juicio,  ni  la  1.*  y  2.*,  tn»9.®, 
líb.  11  de  la  Nov.  Recop.,  que  hablan  de  las 
posiciones,  ni  la  doctrina  de  la  sentencia  que 
se  invoca: 

y  considerando  que  no  habiendo  entabla- 
do  el  recurrente  acción  criminal  alguna  en 
descubrimiento  del  pretendido  delito  de  fal- 
sedad según  lo  previsto  en  el  art.  291  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al  delerminarse 
el  pleito  sin  proceder  de  oficio  á  averiguar 
dicha  falsificación  no  ha  podido  infringirse 
la  decretal .  capitulo  10  De  fid.  inU.;  la  23 
Díg.  Ai  tegem  eorn.  de  fals. ;  la  doctrina  de 
ia  sentencia  que  se  cita,  ni  mucho  menos  el 
art.  39  del  reglamento  provisional  para  la 
administración  de  justicia  que  confiere  au- 
toridad á  los  Jueces  de  primera  instancia 
para  proceder  de  oficio  á  la  persecución  de 
los  delitos  comunes.»  {Gao,  2  junto.) 

DOTSS.  Siendo  la  dote  una  legiti" 
ma  ó  parte  de  ella  anticipada ,  en  su  dia 
tolacionabler  es  potestativo  en  el  padre 
entregarla  en  metálico  ó  en  bienes.  La 
sentencia  que  sin  embargo,  manda  que 
la  entrega  sea  en  metálico  4/  con  el  inte- 
rés de  este,  infringe  la  ley  2.',  tít.  5.", 
lib.  6."^  del  volúmen  i. de  las  Constitu- 
eiones  de  Cataluña. 

Seateoda  de  4  de  oujo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  La 
BtstMti  y  Audiencia  de  Cataluña ,  con  don 
kaouel  Marlinell,  por  sus  cuatro  hijas 
casadas,  sobre  que  se  obligue  al  mismo 
á  dotarlas  con  arreglo  á  sus  facultades,  y 
coQ  abono  de  los  intereses  correspondíen* 
tes  á  la  cuantía  de  dicha  dote.  El  padre 
recoDOCÍó  la  obligación  de  dotar,  opo- 


niéndose al  abono  de  intereses,  y  el  piel* 
lo  versó  sobre  la  apreciación  de  los  bie- 
nes del  dotante  y  regulación  de  las  dotes. 
La  Audiencia,  discrepando  en  su  fallo 
del  inferior,  fijó  la  cuantía  de  las  dotes 
en  vista  de  las  extensas  pruebas  practi- 
cadas por  las  partes»  y  condenó  al  padre 
á  su  entrega  desde  la  cootestacioa  de  la 
demanda:  y  D.  M-inuel  Martinell,  que 
halló  excesivas  las  dotes,  é  ilegal  el  pago 
de  intereses,  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, motivando  la  infracción  que  en  su 
concepto  se  habia  hecho  de  las  leves  114 
y  H9,  til.  18,  Partida  3.*,  v  2.*',  título  ^ 

lib.  6.",  volúmen  1.*  de"  las  Consti- 
tuciones de  Cataluña ,  además  de  ciertas 
doctrinas  legales.  El  Tribunal  Suprema 
declaró  haber  lugar  en  parte  al  recurso  y 
en  parte  nó,  en  estos  términos: 

aConsiderando  que  cuando  un  padre  re- 
conoce la  obligación  en  que  está  ae  dotar  á 
sus  hijas ,  la  cuestión  debe  versar  en  fijar 
el  oandal  líquido  del  que  dejl>en  deducirse: 

Considerando  que  en  el  caso  concreto  de 
autos,  se  ha  practicado  por  ambas  partes 
sobre  tal  extremo,  puramente  de  hecno,  la 
prueba  qne  han  creido  oportuna,  y  que 
apreciada  en  su  totalidad  por  la  Sala  sen- 
tenciadora no  ha  infring^ido  las  leyes  114  y 
119  del  tít.  18,  Partida  3.%  puesto  que  sin 
desconocer  la  autenticidad  y  validéa  de  los 
documentos  presentados  por  el  demandado, 
combinándolos  entre  sí  y  con  las  demá? 
pruebas  y  datos  del  pleito,  ha  deducido  de' 
su  conjualo  el  caudal  líquido  del  que  deben 
solventarse  las  referidas  dotes: 

Considerando  que  tampoco  han  sido  in- 
fringidas las  doctrmas  de  que  «nadie  {xoede 
enriquecerse  con  perjuicio  de  otro»  ni  la  de 
que  <ino  hay  ni  puede  haber  caudal ,  y  mu- 
cho menos  liquido,  sino  después  de  deduci- 
do el  (ÉS  aiienum,^  porque  el  que  ejercita  la 
acción  de  que  se  cree  asistido  para  la  obten- 
ción de  un  derecho  perfecto,  si  este  le  es  de* 
clarado  por  sentencia  dictada  en  juicio  con- 
trovertido, no  puede  decirse  que  se  enrique* 
ce  con  perjuicio  de  su  contrario,  por  mas 
que  este  sufra  disminución  en  sus  intereses; 
y  menos  que  no  hay  caudal  liquido  sino 
después  de  deducidas  las  responsabilidaden 
que  le  afecten,  cuando  el  importe  de  aquel 
se  ha  fijado  como  resultado  de  las  prueban 
practicadas: 

Considerando  que  siendo  la  dote  una  le- 
gítima ó  parle  de  ella  anticipada,  y  que  en 
su  dia  tiene  que  traerse  á  colación ,  es  polei- 
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taiivo  en  el  padre  entregarla  en  dinero  ó  en 
bienes ,  df.  la  rntama  manera  que  te  efeetóa 
con  bichas  legiliinas; 

Y  considerando  que  al  condenar  á  don 
Manuel  Martinell  á  entregar  á  los  deman- 
dantes por  raxon  de  dote  la  cuota  que  resul* 
ta  de  la  liquidación  apreciada,  con  tos  rédi- 
tos al  6  por  100  desde  la  contestación  de  la 
demanda,  implicitamenle  se  le  eondena  á 
que  lo  verifique  en  dinero ,  infringiéndose 
por  lo  tanto  la  ley  2/,  tít.  5.^,  Ilb.  G.'^  del 
volúmcn  t.^  de  lat  Coostiloeiones  de  Cata- 
luña; 

Failamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Manuel  Martinell,  tan  solo 
en  el  extremo  en  que  se  le  condena  al  abono 
del  interés  del  6  por  tOO  de  la  cantidad  que 
por  razón  de  dote  debe  entregar  á  cada  una 
de  sus  hijas  demandantes,  y  virlualmente  á 
que  este  pagóse  verifique  en  metálico,  en  cu- 
yo particular  casamos  y  anulamos  la  senten- 
cia que  en  15  de  julio  de  1865  dictó  la  Sala 
segunda  de  la  real  Audiencia  de  Barcelona, 
y  declaramos  no  haber  lugar  al  mencionado 
recurso  en  los  demás  extremos  de  dicha  sen- 
tencia.d  (Gao»  A  junio  ) 

BESSBVA8  DB  DSBBCHOS.  Las 

reservas  que  ordinariamente  se  consignan 
en  las  ejecutorias  no  dan  derecho  alguno 
eficaz  respecto  del  punto  de  que  son  ob- 
jeto,  á  aquel  á  cuyo  favor  se  declaran. 
--OBLIGACIOI7ES— Cuando  la  cues- 
tión litigiosa  versa  no  sobre  el  cumplimien- 
to sino  sobre  la  inteligencia  de  una  obliga- 
ción ,  fio  puede  citarse  como  infrinMida  la 
ley  i tu.  i.\  lib.  iOdela  Nov.  Reeap. 

Sentencia  de  5  de  majo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  una  Alcaldía  de  la 
Habana  y  Audiencia  de  la  misma  por  don 
Eladio  Cano,  con  la  sociedad  de  seguros 
roúluos  coDtra  incendios,  sobre  abono  de 
un  siniestro,  por  incendio  de  una  casa  de 
tabla  y  mamposlería  valor  50.000  pesos, 
y  asegurada  por  20.000.  La  sociedad  de- 
mandada sostuvo  no  venir  obligada  ai  pa- 
go del  siniestro  por  los  motivos  que  alegó 
y  se  discutieron ,  con  probanzas  de  las  par- 
les; pero  fué  condenada  al  pago  por  lau- 
do de  arLilradores  amigables  componedo- 
res, dictada  por  tercero  en  discordia,  que 
contirmó  en  apelación  la  Alcaldía,  y  vol- 
vió á  conlínuar  en  apelación  la  Audiencíu 


pdr  sentencia  en  que  reservó  at  demary- 
dame  Cano  su  derecho  para  exigir  de 
aquella  sociedad  daios  y  perjuicios.  Su- 
plicada esta  sftaUMtA  j  denegada  la  sú* 
plica ,  la  sociedad ,  citando  como  iorríogi- 
das  las  leyes  16,  tít.  y  23,  tít.  4.'' de 
la  Partida  5.*;  las  14  y  17,  ifl.  54,  Par- 
tida  7.*,  y  la  ley  i.*,  tít.  i.^.  lib.  10  de 
la  Nov.  Recop. »  interpuso  recurso  de  ca- 
sación ,  ai  que  declaró  no  haber  lugar  el 
Tribunal  Suprema: 

«Considerando  que  las  reservas  que  ordi- 
nariamente se  consignan  en  las  ejecutorias 
no  dan  derecho  al^^uno  eñcaz,  respecto  at 
punto  de  que  son  objeto,  á  aquel  á  cu^^o  fa- 
vor se  declaran: 

Considerando,  por  tanto,  que  ho  varian- 
do aquellas,  ni  alterando  ni  modificando  si- 
quiera las  ejecutorias  en  que  aparecen »  ca- 
recen absolutamente  de  significación  é  im-> 
portancia,  y  no  pueden  alegarse  como  mo- 
tivos para  la  casación ,  deduciéndose  de  ello 
que  no  son  ni  serian  aplicables  al  caso  aun- 
que en  autos  no  apareciese  pedida  la  reserva 
hecha  en  la  ejecutoria,  la  ley  16,  tit.  22, 
Partidas.*,  y  el  arl.  196  de  la  real  cédula 
de  30  de  enero  de  1855: 

Considerando  que  la  cuestión  de  que  se 
trata  versa  exclusivamente  sobre  la  Inteli- 
gencia de  un  contrato  y  que  es  por  consi- 
guiente inaplicable  igualmente  la  ley  1.*,  ii- 
tulo  1.®,  lib.  10  de  la  Nov.  Recop. ,  relativa 
al  cumplimiento  de  la  obligación  y  contrato 
en  et  modo  que  se  hiciere: 

Considerando  que  tampoco  tienen  apli- 
cación, por  los  ruiidamenios  expuestos,  las 
reglas  de  derecho  14  y  17,  tít.  34,  Partida 
7.*,  las  cuales  declaran,  la  primera  que.  á 
nádie  injuria  quien  usa  de  su  derecho;  di* 
ciendo  la  segunda  que  ninguno  non  debe  en- 
riquecer con  daño  de  otro:  y 

Considerando  que  la  ley  23,  til.  4.*,  Par- 
tida 3.*,  alusiva  al  modo  de  poner  los  plei« 
tos  en  manos  de  avenidores,  carece  de 
aplicación  al  caso  actual  porque  no  habien- 
do sido  la  validez  del  compromiso  cueslíua 
del  pléito  tampoco  lo  puede  ser  del  recurso.»» 
{Gae.  4  junio.) 


M.  M.  Alcubilla,  Director )>ropietario . 
y  Editor  responsable. 


MAnitlf».~[inp. -Je  El  Consultor  á  rarg-o  fíe  K. 
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hmj^m^  daerei**,  reales  ^Hleaes  y  elrew- 
lare*  Ae  le»  ee«lree  direcllvee. 

274.  MAPADBEBPAÍÍA.-H.  D.  de21 
de  aiiosto,  encargando  su  formación  al  depó- 
sito de  la  guerra  bajo  la  dependencia  del 
euerpo  de  estado  mayor. 

(Prbs.  DKL  C.  DB  M.)  ((En  virtud  de  las 
facultades  que  concede  á  mi  Gobierno  el  ar- 
üculo  3  de  la  ley  de  30  de  junio  del  cor- 
riente año ;  y  deseando  que  reciba  un  gran 
desarrollo  el  importante  servicio  confiado 
hasta  ahora  á  la  junta  de  estadística,  á  pe- 
sar de  las  muy  considerables  economías  ob- 
tenidas por  mi  R.  D.  de  31  de  julio  próximo 
pasado,  y  que  lleguen  estas  últimas  á  una 
cifra  mayor  todavía  en  ta  formación  de  los 
nuevos  presupuestos ,  tanto  en  los  ga«tos  ne- 
cesarios para  la  foruiaciou  de  la  carta,  como 
en  ios  otros  servicios  que  continúan  depen- 
diendo de  la  mencionada  junla;  de  confor- 
midad con  lo  propuesto  por  mi  Consejo  de 
Ministros, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Artículo  1.^  El  depósito  de  la  guerra 
queda  eneargado  de  ¡a  formación  del  mapa 
de  España  bajo  la  inmediata  dependencia 
del  cuerpo  de  estado  mayor. 

Arl.  2.®  Durante  el  período  del  ejercicio 
de  1866  á  67  los  gastos  para  la  formación 
df!  la  carta  se  satisfarán  con  los  créditos  in- 
cluidos en  el  presupuesto  de  la  Presidencia 
del  Consejo  de  Ministros  en  justa  proporción 
con  los  designados  para  personal  y  material 
de  trabajos  geográficos. 

Art.  3.®  Los  jefes  y  oficiales  de  los  cuer^ 
pos  de  artillería  é  ingenieros  destinados  en 
la  actualidad  á  los  trabajos  geodésicos  def 
mapa  continuarán  en  su  situación  dependien- 
do del  dejpósito  de  la  guerra. 

Arl.  4.*  Por  la  Presidencia  del  Consejo 
d^  Mínuílros  y  Ministerio  de  la  Guerra  s^ 
liarán  las  órdenes  oportunas  para  llevar  á 
«»feclo  las  disposiciones  de  este  real  decreto. 
Dado  eti  Zaráuz  á  21  de  agosto  de  1866  » 
{Gac.  24  ago:sto.) 

375.  UBGlSIiACION  HIPOTECARIA. 
— M-  O.  de  16  de  ag^otto:  que  lapresoütaoien 
de  títulos  en  los  registros  de  la  propiedad,  se 
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hsga  siempre  oon  las  formalidades  estableci- 
das ,  aunque  sean  rsíer entes  4  bienes  del  As- 
tado. 

(Gaac.  t  Jüst.)  «He  dado  cuenta  á  S.  M. 
la  Reina  (Q.  D.  G  )  del  expediente  instruido 
en  la  suprimida  Dirección  general  del  regis- 
tro de  la  propiedad  con  motivo  de  la  consul- 
ta del  registrador  de  la  propiedad  del  partido 
de  Chinchilla»  que  comprende,  entre  otros 
extremos,  uno  relativo  al  modo  de  verificar- 
se los  asientos  de  presentación  que  por  el 
correo  le  remitió  el  administrador  principal 
de  propiedades  y  dt^rechori  del  Estado  de 
Albacete  para  hacer  inscripciones  posesorias 
á  favor  del  Estado ,  con  arreglo  á  lo  estable- 
cido en  el  R.  D.  de  11  de  noviembre  de  1864. 

Visto  el  art.  240  de  la  ley  hipotecaria ,  en 
el  cual  se  establece  como  regla  general  que 
en  el  asiento  de  presentación  se  exprese  el 
nombre ,  apellido  y  vecindad  de  la  persona 
que  presenta  el  título  en  el  registro  para  ser 
inscrito,  cuya  persona  debe  firmar  dicho 
asiento,  y  si  no  puede  hacerlo,  un  testigo. 

Visto  el  art.  156  del  r^glameiito  para  l-i 
ejecución  de  la  expresada  ley,  que  prohíb.» 
admitir  documento  alguno  en  el  registro  pa- 
ra ser  inscrito,  ni  hacer  ningún  asiento  d»» 
presentación  fuera  de  las  horas  señaladas 
para  estar  abierto  dicho  registro. 

Considerando  que  si  se  remiten  por  el  cor- 
reo títulos  á  los  registradores  para  ser  ins- 
critos, pueden  recibirlos  futura  de  las  h^r  is 
en  que  están  abiertos  los  registros,  y  faltan 
las  i>ersonas  que  verifiquen  la  presentación 
y  firma  de  los  asientos. 

Y  considerando  que  en  los  casos  que  ha 
motivado  la  consulta  pueden  los  administra- 
dores de  pro|>iedade8  y  derechos  del  Estado 
entregar  ó  remitir  los  títulos  á  las  personas 
interesadas  en  que  se  realicen  las  inscripcio- 
nes ,  ó  á  cualquiera  de  sus  subalternos  que 
resida  en  el  punto  del  registro,  y  en  su  de- 
fecto al  Promotor  fiscal  del  Juzgado  para 
que  se  ejecute  la  presentación  con  las  forma* 
lidades  legales; 

S.  M.,  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  la 
expresada  Dirección  general ,  sh  ha  servido 
resolver  que  cuando  se  trate  de  inscrib  r 
bienes  del  Estado  con  arreglo  á  lo  prese.rilo 
en  el  R.  D.  de  11  de  noviembre  de  1864 ,  si 
los  adniinistradores  de  propiedades  y  dere- 
chos del  Estado  no  estiman  conveniente  en- 
tregar los  tilul  íf  á  las  personas  que  por  ha- 
ber adquirido  ó  tratar  de  adquirir  dichos 
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bienes  tengan  interés  en  que  se  veritique  la 
i'iscripclon  ,  podrán  remitirlos  á  cuaJquiera 
de  los  subalternos  de  dichos  administradores 
que  residan  en  el  punto  del  registro,  y  en 
su  defecto  al  Promotor  fiscal  dai  Juzgado, 
á  fin  de  que  se  ejecute  la  presentación  y  se 
extienda  el  asii^nio  con  las  formalídmles  es- 
tablecidas  en  In  i^y  hipotecaria  y  en  el  re> 
^lamento  para  su  ejecución.  De  real  orden 
elc.Zaráuz  16  de  agu&lo  de  1866. — Arrazó- 
ta.D  {Gac.  26  agosto.) 

27e.  IiEOISIiACION  mPOTBOABIA. 
-*R.  O.  de  23  de  affosto,  deoUrando  que  ia 
nulidad  de  las  ÍAscripeiones  hechas  endiaa 
foriadosse  entiende  asfbiende  las  anotacio- 
nes prevrentivas,  oancelaciox^s,  aumentos  de 
presentación  eta.  etc. 

(Grac.  t  Just.)  aHe  dado  cuenta  á  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  instruido  en 
la  suprimida  Dirección  general  del  registro 
de  ia  propiedad  con  motivo  de  la  consulta  del 
Regente  de  la  Audiencia  de  Burgos  sobre  si 
los  asientos  de  presentación  hechos  por  algu- 
nos registradores  de  dicho  territorio  en  días 
leriados  considerados  hábiles  por  equivoca- 
ción, y  en  los  cuales  estuvieron  abiertos  lo? 
registros  para  el  público  con  las  formalidades 
debidas,  deben  eslimarse  nulos  por  estar 
comprendidos  en  el  art.  243  de  la  ley  hipo- 
tecaria; y 

Considerando  que  el  objeto  del  citado  ar- 
tículo es  evitar  el  perjuicio  que  pudiera  su- 
frir en  su  derecho  el  que  en  un  dia  feriado, 
en  el  cual,  según  la  ley,  no  debe  fstar 
abierto  el  registro ,  no  presentas»»  su  título 
para  ser  inscrito,  si  apesar  de  ello  se  pre- 
sentaba y  admitía  olro  título  que  con  res- 
pecto á  aquel  ganase  preferencia: 

Considerandoque  es  por  ello  conforme  á  la 
razón  y  espíritu  dicha  disposición  legal  el 
que  bajo  la  palabra  inscripciones  se  com- 
prendan todos  los  asientos  que  puedan  pro- 
ducir el  expresado  perjuicio,  como  las  ano- 
taciones preventivas  y  cancelaciones,  y 
también  los  asientos  de  presentación  ,  porqüe 
estos  determinan  el  momento  de  la  adquisi- 
ción ó  pérdida  del  derecho  inscrito  con  res- 
pecto a  tercero,  y  porque  repul«ándose  sus 
It.chas  las  de  las  inscripciones  vienen  á  for- 
mar una  parle  esencial  de  estas: 

Considerando  que  para  estimar  nulos  los 
expresados  asientos  de  preaentacion  media 
también  la  raz<»n  de  haberse  .'Xiendido  con 
inlraccioii  d«  los  arls.  242  de  la  ley  hipoUí- 
caria,  y  155  y  156  del  reglamento  para  su 
ejecución: 

Considerando  que ,  no  obstante  lo  referido, 
no  procede  que  gubernativamente  se  decla- 
re la  nulidad  ni  la  validez  de  tos  expresados 


j  asientos,  porque  etlo  corresponde  á  los  tri- 
bunales de  ju-itleia  mediando  instancia  de 
parte,  como  también  de  esta  manera  debe- 
rán resolverse  la^  redamaciones  que  puedan 
hacerse  contra  los  registradores  por  la  res- 
ponsabilidad en  qa»i  hayan  incurrido: 

Y  considerandoque  e«  conveniente  adop- 
tar algunas  mecidas  á  fin  de  evitar  que  i*n 
lo  sucesivo  se  repiian  las  equivocaciones  an- 
teriormente indicadas; 

S.  M.,  en  vista  de  Jo  coní»ultado  por  la 
sección  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia  del 
Consejo  de  Estado,  y  de  lo  propuesto  p(»r  la 
expresada  dirección  general  del  registro  de 
la  propiedad,  s^i  lia  servido  resolver: 

1.  "  0"*^  en  la  disposición  contenida  on 
el  art.  243  de  la  ley  hipotecaria  están  coni-. 
prendidas  las  inscripciones ,  anotaciones  pre- 
ventivas y  cancelaciones  que  se  verifiquen 
en  dias  feriados,  y  los  asientos  de  presenta» 
cion  que  se  hagan  fuera  de  las  horas  pre- 
viamente señaladas  para  estar  abierto  «1  re- 
gistro. 

2.  ®  Que  es  de  la  competencia  de  los  tri- 
bunales de  justicia  hacer  á  instancia  de  parl« 
las  declaraciones  que  correspondan  sobre  la 
nulidad  ó  validez  de  las  inscripciones  y  deiná*i 
asientos  de  los  libros  de  registro  que  se  v«  - 
rifiquen  en  contravención  de  la  citada  dispo- 
sición. 

3.  **  Que  del  líi  al  20  de  cada  mes  los  re- 
gistradores  remitan  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia del  partido  un  estado  de  los  días  no 
feriados  en  que  ha  de  estar  abierto  el  re- 
gistro en  el  mes  siguiente;  y  si  el  Juez  tts 
encuentra  conforme  pondrá  su  V.®  B  ° ,  de- 
volviéndolo al  registrador. 

4.  ^  Que  sí  el  Juez  considerase  que  pro- 
cede hacer  alguna  alteración  en  el  estado, 
lo  remitirá  con  su  informe  al  Regente  de  la 
Audiencia  del  territorio  para  la  resolución 
definitiva.  Si  esta  fuese  aprobando  el  esiaiio« 
se  devolverá  al  Juez,  quien  con  el  V.**  B.°  lo 
verificará  ai  registrador;  y  si  se  acordase 
hacer  ia  alteración  propuesta  ó  cualquiera 
olra  que  estimase  el  Regente ,  se  coinuiiicará 
al  registrador  á  fin  de  que  arreglándose  á 
ella  forme  nuevo  eslado  y  lo  remita  al  Juvi 
para  que  ponga  el  V."  B.* 

Y  5.^  Que  el  referido  estado  se  fije  el  día 
i:®  de  mes  en  la  pu-tla  del  registro,  donde 
perujanecera  lusta  que  sea  reemplazado  por 
el  d.'l  mes  í*iguif*iite.  Do  real  orden  etc.  Za- 
ráiiz  23  de  agosio  de  1S66.— Arrazóia.» 
(Gac.  26  agosto.) 

277.  EMPLEADOS  SUBAIiTEBNOS-  — 
B.  O.  de  24  de  julio  devolviendo  á  la  Dix*ee« 
oion  de  impuoSios  indireotos  la  fáouliacl  «o 
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(Hac.)  ttVislíi  fa  R.  0.  de  íl  de  agosto 
.  del  ano  próximo  pasado  delegando  eti  los 
Gobernadores  civiles  de  las  provincias  la  fa- 
cultad de  nombrar  los  cabos  y  dependientes 
dél  resgUt-irdo  de  consumos  y  d«»  lodon  tos 
subalternos  del  m'smo  ramo  cuyo  sueldo  no 
llegue  á  400  escudos  anuales ,  y  en  los  Ad- 
ministradores de  aduanas  la  relativa  á  ios 
t*scribientes ,  porteros,  ordenanzas»  mozos 
y  cualesquiera  otros  suballernoii  de  dicha 
renta  cuyo  supldo  no  llegue  á  aquella  cifra: 
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han  creido  oportuno  celebrar  un  convenio 
para  conseguir  dichos  fines  y  han  nombra- 
do al  efecto  por  tus  Píenipotenerarios ,  á 
saber:  ,  ^  , 

8.  M.  la  Reina  de  las  Espaoat  a  D.  Juan 
Toniás  Comyn ,  ele. 

Y  S.  M.  el  Rey  de  Portngal  y  de  los  Al- 
garbes  á  D.  Antonio  de  Serpa  Pimenlel .  e«c. 

Los  cuales,  después  de  haber  canjeado  *us 
respectivos  plenos  poderea,  hallados  en  bue- 
na y  debida  íorma ,  han  convenido  en  los  ar- 
liculoa  siguieoles: 
Artículo  1     Cada  una  de  las  dos  altas 


nía  cuyo  supiao  no  negué  a  noueiia  cura; ,    -  .    , — á  t^^A^^r^a  di* 

Vista  la  R.  O.  de  19  de  mayo  del  año  cor-  \  Partes  contraíanles  •^J^^^ll  ^  TT¿Z  % 
,„t^       ^^1-.,.  '  Aa,   acuerdo  con  la  otra  para  llevar  a  efecio  e» 


riente  que  delega  en  los  jef»»«  superiores  de 
los  resfieótivos  ramos  la  facu'tadde  numbrar, 
separar  y  trasladar  á  los  empleados  de  la 
quMita  categoría: 

Considerando  que  no  hay  motivo  fundado 
para  que  la  Dirección  general  de  impuestos 
indirectos  carezca  de  las  facultades  que  dis- 
frutan los  demás  centros  directivos: 

Considerando  que  el  actual  sistema  de 
nombramiento  para  los  empleados  de  que 
queda  hecho  mérito ,  en  vez  de  ser  conve- 
niente ,  puede  por  el  contrario  perjudicar  al 
buen  aervicio  y  teniendo  como  tienen  que  li- 
mitarse los  Gobernadores  y  administradores 
de  aduanas  á  elegir  los  funcionarios  dentro 
de  la  localidad  respectiva  y  sin  conocer  las 
cualidades  del  personal  en  lodo  el  reino  ,  lo 
cnal  solo  aconlece  reuniendo  en  un  centro 
directivo  todas  las  noticias  necesarias  sobre 
el  proceder  administrativo  de  sus  subordi* 
nados: 

La  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  dignado  dispo- 
ner que  quedt*  derogada  la  R.  O.  de  21  de 
agosto  de  1865,  y  que  se  devuelva  á  la  Di- 
rección general  de  impuestos  indirectos  la 
r.iciiltad  de  nombrar  toda  clase  de  funciona- 
rt<i5«  dependientes  de  la  misma  que  con  ar- 
reglo á  la  legislación  vigente  no  está  reser- 
vada á  S.  M.  real  orden  etc.  Madrid  24 
fie  julio  de  1866.— Barzanallana.o  {Gae,  1.*^ 
agosto.) 

278.  TRATADOS.— Convenio  celebrado 
entre  üspaña  y  Portugal  para  facilitar  las 
comunicaciones  entre  ambos  reinos,  firma- 
do en  liiaboa  el  27  de  abril  de  1866. 

(Estado.)  «S  M.  la  Reina  de  las  Bspa- 
fias  y  S.  M  el-  Rey  de  Portugal  y  de  los  Al- 
isal bt'S  ,  animados  inúluamtMile  del  deseo  de 
facilitar  cuanto  les  sea  posible  las  comuni- 
caciones entre  ambos  reinos  ,  c<^no  uno  de 
ios  medios  mas  eficaces  de  Tomeniar  la  pro- 
«luceion,  el  comercio  y  los  adelantos  de  los 
dcFS  países,  csi  recitando  al  mismo  tiempo  los 
}azo«  de  amistad  que  felizmente  los  unen, 


acuerdo  con  la  otra  para  i 
empalmo  en  las  fronteras  respectivas  de  las 
Vías  férreas  que  construya  en  diclia  direc- 
ción ;  debiendo  terminarse  á  la  mayor  bre- 
vedad la  línea  que  ha  de  poner  en  comuni* 
cacion  las  capitales  de  ambos  reinos ,  pasan- 
do por  Badajoz. 

Los  dos  Gobiernos  procurarán  facilitar  y 
acelerar  el  enlace  de  las  demás  líneas  hasta 
donde  sea  posible ,  concillando  los  Intereses 
de  ambos  Estados. 

Arl.  2.**  Será  enteramente  libre  de  to- 
da  exacción  Bscal  el  tránsito  por  las  vias 
férreas  de  las  mercancías  procedentes  de  Es- 
paña y  de  Portugal ,  y  de  las  que  proceden- 
tes de  tas  colonias  respectivas  y  de  países 
extranjeros  se  dirijan  á  España  y  á  Portu- 
gal; en  la  inteligencia  de  que  ,  sin  perjuicio 
de  esto,  cuando  se  destinen  al  consumo  de 
cualquiera  de  los  dos  países ,  pagarán  los  de- 
rechos de  aduanas  establecidos  ó  que  se  es- 
tablezcan en  aquel  donde  se  despachen  de 
entrada. 

Queda  también  entendido  que  las  mercan- 
cías no  perderán  su  nacionalidad  por  la  cir- 
cunstancia de  pasar  de  tránsito  por  cual- 
quiera  de  los  dos  países  para  el  pago  de  los 
derechos  de  aduanas ,  en  aquel  en  que  fue- 
ren despachadas  para  el  consumo. 

Art.  H.**  Se  establecerán  depósitos  en 
Madrid  y  Lisboa  para  las  mercancías  de 
tránsito  procedentes  de  España  y  de  Portu- 
gal y  para  todas  las  que  se  destinen  á  cual- 
quiera de  los  dos  países  por  la  via  férrea;  y 
sucesivamente  se  establecerán  otros  en  la 
frontera  de  Francia  y  en  los  puertos  dol  li- 
toral español ,  según  se  designe  y  necesite, 
á  medida  que  se  vayan  abriendo  á  la  circu- 
lación nuevos  caminos  de  hierro. 

También  se  establecerán  otros  depó-ii^s 
donde  convenga  lufgo  que  se  construyan 
en  España  y  Portugal  los  nuevos  ferro-cu- 
riles  que  hayan  de  empalmar  en  la  fronln- 
ra  ,  como  los  de  Madrid  y  Lisboa  a  Badajoz. 

Art.  4.'   Los  dos  Gobiernos  harán  cuuu- 
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las  obras  permitan  las  atenciones  preferen* 
tes  del  Erario  de  cada  una  de  ámbas  nacio- 
nes, para  exlender  y  faciJitar  la  navegación 
de  ios  ríos  que  atraviesan  sus  respectivos 
territorios. 

Ar(.  5.®  Tan  luego  como  quede  conclui* 
do  y  abierlo  compleiamenle  á  la  circulación 
el  camino  de  hierro  de  Madrid  á  Lisboa  se 
darán  por  fenecidos  el  convenio  de  31  de 
agosto  de  1835  y  el  reglamento  de  23  de  ma* 
yo  de  1840 ,  relativos  á  la  navegación  del 
Duero ,  observándose  en  su  lugar  las  reglas 
siguientes: 

1.  *  Los  españoles  y  los  portugueses  po- 
drán transitar  libremente  por  el  Duero  en  to- 
da la  extensión  navegable  de  dicho  rio  con 
sus  respectivas  emoarcaciones. 

Estas  no  bajarán  de  50  quintales,  ó  sean 
2.937  kilogramos  de  porte;  serán  considera- 
das como  nacionales  en  ámbos  países ,  tanto 
para  la  navej^acion  de  reino  á  reino,  como 
para  la  de  cabotaje,  que  podrán  ejercer  li- 
bremente los  españoles  en  Portugal  y  los 
portugueses  en  España  en  ta  parle  del  rio 
correspondiente  á  cada  nación  ;  y  estarán  su- 
jetas únieanienle  al  pag;o  áe  un  derecho  de 
|>eaje  módico  y  uniforme  fijado  d^  común 
acuerdo  |K)r  los  dos  Gobiernos,  y  que  con 
«islirá  en  una  suma  determinada  por  cada 
quintal  de  carga  que  conduzcan  y  en  una 
corta  cantidad  alzada,  proporcionada  á  su 
cabida  cuando  naveguen  en  lastre. 

2.  *  Los  patrones  de  laseiiii»arcaciones  es- 
pañolas y  portuguesas  podían  conducir  eu 
ellas  tanto  de.sde  España  á  Portugal  como  de 
Portugal  á  España ,  toda  clase  de  mercan- 
cías sin  excepción  alguna ,  cuando  las  decla- 
ren de  tránsito ,  y  solo  las  de  licito  comercio 
cuando  las  destinen  á  la  importación  y  con- 
sumo del  país,  y  podrán  conducir  á  ta  vez 
en  el  mismo  vmje  mercancías  destinadas  pa- 
ra el  consuriio  y  de  tránsito  declarándolas 
con  la  debida  separación. 

Las  mercancías  de  tránsito  únicamente  es- 
tarán sujetas  al  pago  de  un  derecho  módico 
y  uniforme  de  depósito  ó  almacenaje,  y  las 
destinadas  á  la  importación  abonarán  los  de- 
rechos de  aduana  correspondientes  á  las 
mercancías  importadas  en  bandera  nacional. 
Cuando  se  despache  de  entrada  alguna  mer- 
cancía declarada  de  tránsito,  se  descontarán 
de  los  derechos  de  aduana  que  le  correspon- 
dan los  que  s»»  hayan  naiislVcho  por  el  de- 
pósito. Para  evitar  fraudes,  podran  los  Go- 
biernos respectivos  disponer  que  las  perso- 
nas que  introduzcan  mercancías  de  tránsito 
las  precinten  á  la  entrada,  ó  presten  una 
lianza  que  equivalga  á  los  derechos  fijados 
á  las  mismas  en  el  arancel,  ó  que  consista 


en  úna  eaoUdad  alsa()a  si  na  ñgitrasen  pd 
dicho  arancel ,  debiendo  cancelarse  esta  fian- 
za cuando  se  jusliñque  en  la  forma  acostum- 
brada con  las  tornaguías,  ó  de  otra  suerte, 
que  las  mercancías  de  tránsito  han  salido 
del  reino  para  su  deslino. 

3.*  Los  depósitos  para  las  mercancías  de 
tránsito  que  se  conduzcan  por  el  Duero  des- 
de España  á  Portugal  ó  vice  versa,  se  esta- 
blecerán en  Oporto  y  en  la  Fregeneda. 

Art.  6.^  En  la  navegación  del  Tajo  y  de 
cualquiera  otro  de  los  rios  comunes  á  ámbos 
países,  cuando  llegue  á  establecerse,  se  ob- 
servarán las  reglas  dictadas  para  la  del  Due- 
ro, creándose  los  depósitos  en  los  puntos 
que  se  consideren  mas  convenientes  por  los 
dos  Gobiernos. 

Art.  7.*^  Para  fijar  las  reglas  concernien- 
tes al  servicio  de  los  caminos  de  hierro  in- 
ternacionales en  lodo  lo  que  se  refiera  á  U 
conducción  de  pasajeros  y  mercancías,  á  la 
acción  de  las  aduanas  de  España  y  Portugal, 
al  derecho  de  peaje,  al  sistema  de  policía  de 
la  navegación  de  los  rios  que  separan  ó  aira* 
viesan  los  dos  países  y  á  todas  aquellas  dis- 
posiciones que  conduzcan  á  asegurar  la  li- 
bertad de  tránsito  sin  peij<iicio  de  la  renta 
de  aduanas,  formarán  de  coniun  acuerdo  lo^t 
Gobiernos  de  España  y  Purtug.iJ  los  regla- 
mentos adecuados  y  de  modo  que  se  hallen 
completos  y  reunidos  en  un  sistema  de  me- 
didas sancionadas  por  las  altas  partes  con- 
tratantes ,  cuando  después  de  concluido  el 
ferro-carril  de  Madrid  á  Lisboa  deba  apli- 
carse á  este  y  á  los  rios  internacionales  el 
principio  de  la  libertad  de  tránsito. 

Art.  8.^  El  presente  convenio  será  obli- 
gatorio por  el  término  de  12  años,  y  tras- 
currido este,  se  entiMiderá  que  continúa  en 
su  fuerza  y  vigor  si  por  cualquiera  de  las  at- 
las partes  contratantes  no  se  diera  por  ter- 
minado con  un  año  de  anticipación. 

Art.  9.**  El  presente  convenio  será  rati- 
ficado, y  las  ratificaciones  se  canjearán  en 
Lisboa  en  el  término  de  cuatro  meses ,  ó  án* 
les  si  fuese  posible.  En  fe  de  lo  cual  etc. 

El  anterior  convenio  ha  sido  debidamenl»* 
ratiticado,  y  tas  ratificaciones  canjeadas 
Lisboa  el  12  de  julio  próximo  pasado. u  {Ga- 
cela 5  agosto,) 

279.  TRATADOS. -Convenio  de  20  de 
onero  ae  1606,  celebrado  entre  Bspaaa  y 
Bajonia  para  la  reciproca  extradioion  cía 
malhechores. 

(Estado ^)  «S.  M.  la  Reina  de  España  y 
S.  M.  el  Rey  de  Sajonia,  habiendo  juzgad<i 
conveniente  regularizar  por  medio  de  uii 
convenio  la  extradición  de  malhechores, 
han  nombrado  á  este  efecto ,  á  saber: 
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S.  M.  la  Reina  dt  España  á  D.  Manuel 
Ranees  y  Villanueva  etc. 

S.  M.  el  Rey  de  S;«ioiii;i  al  Sr.  Federico 
Fernando  ,  B  iron      Beast  etc. 

Lo8  cuales ,  de8pu*»s  de  hab<».rse  comuni- 
cado sus  plenos  poderes  respeclivos,  han 
convenido  en  los  ailiculos  sifi^uienles: 

Arl.  l.**  Los  Gobiernos  eipañol  y  snjon 
se  compromf'ien  por  o!  présenle  convenio  k 
entregarse  recíprocamcnle  á  pelicion  de  ta 
olra  parlo ,  con  excepción  de  sus  nacionales, 
lodos  los  individuos  que  se  hayan  refugiado 
de  España  ó  de  una  posesión  española  en 
Sajonía.  ó  de  Sajonia  en  España  ó  en  una 
posesión  e^tpañola ,  y  que  eslén  encausados 
b  sentenciados  por  los  tribunales  del  pais 
donde  hayan  cometido»  sea  como  autores  ó 
como  cómplices ,  uno  de  los  crímenes  ó  de- 
litos enumerados  en  el  art.  2.^ 

La  demanda  de  extradición  no  podrá  ha- 
cerse mas  que  por  ta  via  diplomática. 

Art.  2.**  Los  crímenes  ó  delitos  por  los 
que  la  extradición  deberá  concederse  reci- 
procamí»nle  son: 

l.**  Parricidio,  asesinato,  envenena- 
miento,  homicidio  voluntario,  infanticidio, 
viciación,  atentado  contra  el  pudor  consu- 
mado ó  iixlenlado  con  violencia  ó  amenazas, 
asi  como  cualquier  alentado  cometido  ó  in- 
tentado contra  personas  incapaces  de  defen- 
derse ó  que  hayan  perdido  el  conocimiento; 
ó  contra  menores  que  no  hayan  cumplido 
12  año.«. 

2.  **    El  incendio  voluntario. 

3.  ^  La  participación  en  una  cuadrilla 
que  tenga  por  objeto  el  salteamiento  y  el 
robo,  la  sustracción  fraudulenta  si  se  ha 
cometido  en  un  camino  público  ó  de  noche, 
ó  en  una  casa  habitada ,  ó  si  se  ha  recurrido 
á  la  violencia ,  á  las  amenazas  y  á  las  armas, 
al  escalamiento,  á  la  fractura  interior  ó  ex- 
terior, ó  en  ñn,  si  aquel  á  quien  se  le  impu- 
ta es  un  criado  6  un  dependiente  asalariado. 

4.  ^    El  fraude  y  toda  clase  de  estafa. 

La  fabricación,  introducción  y  emi- 
sión de  moneda  falsa,  comprendiendo  la 
fabricación  ,  introducción ,  alteración  y  emi- 
sión dei  pnpei  moneda,  falsiñcacion  de  los 
punzones  qno  sirven  para  contrastar  el  oro 
y  la  plata,  la  raisiliuacion  del  sello  del  Es- 
tado y  de  los  timbres  nacionales. 

6.  ^  £1  falso  testimonio  prestado  en  causa 
criminai ,  el  soborno  de  testigos  si  se  trata 
de  actos  ó  documentos  oticiales  ó  comer- 
cíales»  faUíHcacion  de  escrituras  públicas  6 
privadas  ó  de  cdmercio  ,  á  excepción  de  las 
falsificaciones  que  uo  se  castigan  mas  qae 
con  una  multa  ó  pena  de  prisión. 

7,  ®   Las  suilraccionei  cometidas  por  de- 


posilarios  públieos  que  distraen  de  su  niijeto 
ios  valores  que  por  razón  su  cargo  se 
hallen  en  su  poder. 
8  ^  La  qni(*bra  fraudulenta. 
Art.  3.®  La  extradición  no  se  concederá 
por  crímenes  y  delitos  políticos,  ni  por  nin- 
gún otro  crimen  no  especificado  en  el  ar- 
tículo anterior. 

Art.  4.**  Los  objetos  robados  que  se  en- 
ntren  en  podrr  del  individuo  reclamado 
ue  se  puedan  recoger  si  el  ladrón  los  ha 
depositado  en  el  pais  donde  se  ha  refugiado, 
asi  como  todos  aquellos  que  puedan  servir 
para  la  eojnprobacion  del  delito,  serán  en- 
tregados al  tiempo  de  efectuar<ie  la  extra- 
dición ,  ó  después  de  ella  si  hasta  entonces 
no  fuesen  hal)idos. 

Arl.  5.^  Los  documentos  que  deberán  ser 
presentados  en  apoyo  de  la  demanda  de  ex- 
tradición son  el  auto  defínitivo  de  condena  ó 
el  auto  de  prisión  expedido  en  la  forma 
prescrita  por  la  legistactoti  del  Gobierno  re- 
clamante ,  así  como  cualquier  otro  docu- 
mento que  tenga  por  lo  menos  la  misma 
fuerza  que  este  auto  ,  é  indicando  al  mismo 
tiempo  la  naturaleza  de  la  gravedad  del  he- 
cho que  se  persigue ,  así  como  la  disposición 
penal  aplicable  al  caso. 

Art.  6.®  Si  el  individuo  reclamado  no 
fuese  subdito  dei  país  reclamante,  la  extra- 
dición podrá  diferirse  hasta  que  el  Gobierno 
á  quien  aquel  pertenezca  haya  sido  invitado 
á  indicar  ios  motivos  que  pueda  hacer  valer 
para  oponerse  á  pila. 

En  todo  caso  el  Gobierno  á  quien  se  diri- 
ja la  demanda  de  extradición  quedará  pit 
plena  libertad  de  dar  al  asunto  el  curso  que 
crea  mas  conveniente,  y  entregar  el  delin- 
cuente para  q  ue  sea  juzgado ,  ya  á  su  propio 
país,  ya  al  pais  donde  cometió  el  delito. 

Arl.  7.®Si  el  individuo  reclamado  estu- 
viera encausado  ó  sentenciado  por  los  tribu- 
nales del  país  donde  se  refugió  por  crímenes 
ó  delitos  cometidos  en  el  mismo  país ,  no  po, 
drá  ser  entregado  si  no  después  de  haber  si- 
do absnelto  ó  de  haber  sufrido  la  pena  que 
se  te  hubiere  impuesto. 

Art.  8.®  La  extradición  no  podrá  tener 
lugar  si  con  arreglo  á  la  legislación  del  país 
donde  el  malhechor  eslé  refugiado  ha  pres- 
crito la  pena  ó  la  acción  criminal. 

Art.  9.®  La  extradición  no  se  podrá  d¡f«*- 
rir  porque  impida  al  individuo  reclamado 
cumplir  lasobügaciones  que  tenga  contraidas 
con  particulares,  los  cuates  quedarán  en  li- 
bertad de  hacer  valer  sus  derechos  ante  la 
autoridad  competente. 

Arl.  10.  Los  gastos  de  arresto,  de  manu- 
teociou  y  de  trasporte  del  iadtviduo  cuya 
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oxlrndicion  haya  sido  concedida  «eráti  d.» 
ciiPiila  de  cada  uno  de  los  dos  Estados  en  los 
iimiU's  de  sus  territorios  respectivos.  Los 
gastos  de  maiiuleucion  y  do  trasporte  on 
territorio  de  los  estados  iiilermedios  serán 
do  cuenta  del  Esladi>  reclamanle. 

Arl.  11.  En  el  caso  en  que  el  Gol)Íprno 
reclamante  no  haya  dis|>iiesto  áe\  individuo 
reclamado  en  las  cuatro  semanas  que  si^an 
al  aviso  do  la  legación  competente  de  quc^p 
encuentra  á  su  disposición,  podrá  negarse 
la  extradición  y  el  culpable  ser  puesto  en  li- 
bertad. 

Arl.  12.  Cuando  en  la  instrucción  de  una 
causa  criminal  uno  de  los  «ios  Gobiernos 
juzg^ue  necesario  oír  tas  declaraciones  de 
testigos  domiciliados  en  el  lerril«»no  del  otro, 
»e  t'xpedirá  un  exhorto  á  este  úliimo  por  la 
via  diplomática,  y  se  le  dará  curso  con  ar- 
recio á  las  leyes  del  país  donde  los  testigos 
sean  invitados  á  comparecer. 

Arl.  13.  Si  en  una  causa  criminal  fuese 
necesaria  la  comparecencia  personal  de  un 
testigo  en  el  otro  Estado,  el  Gobierno  del 
país  á  que  dicho  testigo  pertenezca  deberá 
invitarle  á  que  acceda  á  la  citación  que  se  le 
haga ,  y  en  caso  de  consentimiento  se  le  abo- 
narán los  gastos  de  viaje  y  estancia  con  ar- 
reglo á  las  tarifas  y  reglamentos  vigentes  en 
el  país  donde  deba  ser  oido. 

Arl.  14.  Las  altas  parles  contratantes 
han  declarado  al  mismo  tiempo  que  el  em- 
pleo de  Ja  lengua  francesa  deque  se  han 
servido  de  común  acuerdo  en  el  presente 
convenio  no  puede  ni  debe  en  ningún  caso 
perjudicar  el  derecho  que  tienen  respectiva- 
mente de  servirse  de  su  propio  idioma  en  e| 
texto  de  las  estipulaciones  internacionales. 

Art.  15.  El  présenle  convenio  empezará 
á  regir  10  dias  después  de  haber  sido  pu- 
blicado en  la  forma  prescrita  por  la  legi.sla- 
cion  de  los  dos  paiseá ,  y  seguirá  en  vigor  du- 
rarrte  cinco  «nos. 

Si  seis  meses  antes  de  terminar  este  pla- 
zo ninguno  de  ios  dos  Gobiernos  ha  decla- 
rado que  quiere  renunciar  á  él,  continuará 
vigente  el  convenio  durante  otros  cinco  años, 
asi  sucesivamente  de  cinco  en  cinco  años, 
erá  ratiíicado,  y  las  ratificaciones  canjea^ 
das  en  el  término  de  45  dias,  ó  antes  si  fue- 
re posible. 

En  fe  de  lo  cual  ele.  Hecho  en  Berlín  á  20 
de  enero  del  año  de  1866.— Hecho  en  Dres- 
de  á  8  de  enero  del  año  de  1866  etc. 

Este  convenio  ha  sido  debidamente  rati- 
ficado, y  las  ratiíicaciones  canjeadas  en 
Dresdeel  15  de  abril  del  presente  año  de 
1866,  no  habiéndose  podido  veriücar  el 
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•enienelan  del  Tribunal  Aai^reni»  mn 
recarüM  de  cAsaefon,  Bttildad  é  Ib- 
J«»il«la  «oiorlA* 

CASACION.  No  esMnmible  et  re- 
curso de  casación  inlerpueitlo  con  arreglo 
al  art.  4.012  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  si  exclusivamente  se  funda  en  in- 
fracciones de  artículos  de  la  misma  tefe-- 
rentes  al  órden  del  procedimiento. 

Sentencia  de  1.^  de  jonio  de  iS66.' 

Pleito  seguido  en  c\  Juzgado  de  Castro- 
¡criz  y  Audieocia  de  JBúrgos  por  D.  Ce- 
ledonio Navas  con  D.  Joaquín  Urbaoeja, 
sobre  desahucio  de  las  fincas  rústicas  que 
este  llevaba  en  arrieDclo,  al  que  fué  coo- 
deoado  por  sentencia  confirmatoria  coa 
costas  de  la  del  Juzgado  y  contra  la  cual 
interpuso  Urhaneja  recurso  de  casación» 
citando  como  ipfrin^idos  el  art.  672  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  porque  no 
habiendo  convenido  en  los  hechos  en  el 
juicio  verbal  habia  debido  conferír<5cle 
traslado  de  la  demanda ;  y  el  335  y  865 
porque  la  fórmula  genérica  de  aceptación 
de  los  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho 
de  la  sentencia  del  inferior  no  satisface 
los  preceptos  de.  los  mismos.  Negada  la 
admisión  del  recurso  por  no  citarse  dis- 
posición alguna  legal  como  infringida, 
puesto  que  las  indicadas  solo  se  refieren 
al  órden  del  procedimiento,  interpuso 
el  recurrente  apelación  y  el  Tribunal  Su- 
premo confirma  la  denegación  por 
sentencia  de  1.^  de  junio: 

tConsiderando  que,  se^un  repetidamente 
tiene  declarado  este  Supremo  Tribunal ,  no 
es  admisible  el  recurso  de  easaeion  inter- 
puesto, con  arrezo  ai  art.  \  012  de  la  ley 
d^  Enjuiciamiento  civil,  si  exclusivamente 
se  funda  en  infracciones  de  artículos  de  la 
misma,  referentes  al  órden  del  procedió 
miento: 

Y  considf^rando  que  así  se  ha  verifteado 
en  el  presente  caso,  en  que  el  apelante  cita 
solo  como  infringidos  los  que  expresa  su 
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recurso,  lodos  con  relación  n  (os  trámites  y 
forma  del  juicio.»  (Gao.  b  junio.) 

VmoULACIONSS.  En  losvíncu- 
lo^  y  mayorazgos  tiene  lugar  el  derecho 
de  representación;  pero  no  se  extiende 
en  una  línea  á  los  ascendientes  que  no 
tienen  llamamiento  en  ta  fundación  y  que 
carecer  ion  por  consiguiente  del  derecho 
de  suceder,  aunque  viviesen  al  tiempo  de 
In  vacante, —Para  suceder  en  una  vincu- 
lación no  tm\a  acreditar  el  parentesco 
con  el  poseedor,  que  no  fué  ¡undador  y 
que  no  fué  llamado  personalmente  á  su- 
C(;dei\'-'!io  puede  negarse  ia  cualidad  de 
-poseedor  pará  todos  los  efectos  legales 
al  que  ta  fué  de  hecho  por  espacio  de  mas 
deiO  años. 

Senteoda  de  25  de  mayo  de  1866. 

Pleito  segtiido  en  un  Juzgado  de  Vn- 
leocia  y  su  Audíenc  a  lernlonnl  por  don 
ViVlonano  Banz,  D.  Isidoro  Hüctos  y 
(toua  Maria  Rincón,  sobre  mojor  derecho 
á  unos  bienes  conque  fundó  un  mnvoraz- 
regular  en  1779  D.  Agtisiin  de  Valde 
iiorhes,  y  que  poseía  desde  1818  y  1822 
D.  Víctor  Deza  que  falleció  en  4860,  ins- 
tituyeodo  herederas  por  mitad  á  D.  Car- 
ios  Aibors  y  ádona  Maria  Rincón.  Huetos 
reconociendo  el  deredio  de  Dcza  á  dispo- 
ner de  la  mitad  d(f  los  bienes  vinculados, 
pretendió  se  le  declarase  inmediato  suce- 
en  la  otra  mitad;  pero  Ranz  pretendió 
tener  mejor  derecho  que  él  y  que  el  mismo 
Deza,  impugnando  por  tanto  la  validez 
de  la  dicha  inslitncion  de  herederos  Tun- 
úando  eada  cual  su  derecho  en  la  IÍR«a  y 
pareDt€seo  de  cada  uno.  La  sentencia  dé 
In  Audiencia  conforme  con  la  del  inferior 
absolvió  de  la  df^manda  ix  Huetos  y  á  los 
herederos  de  Deza,  declaró  á  aquelin- 
mcdialo  sucesor  y  mandó  se  procediese  á 
la  división  y  adjudicación  por  mitad  de 
los  bienes.  Ranz  juzgando  infringidas  la 
fundación,  lev  en  ta  materia,  y  una  sen- 
tencia de  25  de  diciembre  de  1851  inter- 
puso recurso  de  casación  que  el  Trihnnal 
Snpremo casó  en  parte  y  en  parte  no,  en 
estos  términos: 

aCofisíderando  que  aí  bien  con  arrearlo  á 
í^y  9  til.  17,  liij.  10  de  la  Nov  Recop., 
eo  ia  aaC':*sioti  n^guiar  de  los  vínculos  y  ma- 


yorazgos tiene  Inear  el  derecho  de  represen* 
iHciori,  este  derecho  no  puedu  hacerse*  exten- 
sivo en  una  línea  A  los  ascendientes  que  no 
litiiieii  liamnmieuto  en  la  fundación ,  y  que 
carecerían  por  consiguiente  de  derecho  para 
suceder ,  aunque  viviesen  al  tiempo  ae  la 
vacante: 

Consideratvdo  que  se^un  esta  doctrina  le-  - 
gal ,  siendo  llamados  a  la  sucesión  de  un 
vínculo  los  hijos  y  descendientes  de  tos  her^ 
manoi  del  padr^  del  fundador,  no  teniendo 
llatuaml«»nio  dichos  hennuiios.  y  no  podien- 
do |x>r  lo  (anio  sus  descendientes  ejercer 
el  dereclio  de  representación  rc:^pecto  á 
el !o9,  las  cabezas  de  líneas  l«is  forman  los 
llamados  señaiadamenle  por  el  fundador, 
que  en  este  caso  son  los  hijos  de  dichos  her* 
manos: 

Considerando  que  habiendo  sido  (res  Jos 
hijot  de  los  hermanos  de)  padre  del  funda- 
dor, fueron  tres  las  cabezas  de  líuea  en  el 
cuarto  Mamamienlo,  y  siondo  D.  Domingo 
R.inz  y  Valdenoches  una  de  ellas,  y  como 
primogénito  6  de  mayor  edad  ,  el  que  lenta 
en  la  sucesión  regular  porque  se  rigen  estos 
vínculos,  mejor  derecho  á  ellos  para  si  y 
su»  des  cendientes,  y  procediendo  el  deman- 
dante de  dicha  línea,  es  indudable  el  que 
le  asiste  en  representación  de  aquel: 

Considerando  que  no  siondo  suficiente 
para  suceder  en  una  vinculación  acredilar 
el  parentesco  con  el  simple  poseedor,  que 
ni  fué  fundador ,  ni  llamado  personalmente 
á  la  sucesión ;  y  hallándose  en  este  caso  el 
último  poseedor  de  estos  vínculos  de  nada 
aprovecha  al  demandado  pertenecer  á  su 
linea,  puesto  que  no  es  la  de  mejor  derecho 
en  el  cuarto  llamamiento: 

Considerando  que  declarados  libres  todos 
los  bienes  vinculados  por  la  ley  de  11  de 
octubre  de  1820,  reftablecida  en  30  de 
agosto  de  1836,  y  concedida  por  ella  á  los 
poseedores  que  lo  fuesen  en  aquella  época, 
la  facultad  de  disponer  libremente  de  la  mi- 
tad de  los  bienes  que  las  componían;  ha- 
biendo estado  D  Víctor  Deza  en  la  posesión 
material  de  estos  vínculos  quieta  y  pacífica- 
mente por  espacio  de  mas  de  40  años ,  ha- 
llándose en  ella  á  la  publicación  y  restable- 
cimiento de  dicha  ley  y  continuando  hasta 
su  muerte ,  pudo  disponer  libremente  de  la 
mitad  de  los  bienes ,  como  lo  hizo  en  su 
testamento: 

Y  considerando  en  vista  de  lo  expuesto, 
que  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  Valen- 
cia ,  en  la  parle  que  absuelve  de  la  demanda 
á  D,  Isidoro  Huetos ,  que  procede  de  una 
linea  aun  no  llamada  á  la  sucesión ,  y  le  de- 
clara inmediato  sucesor  por  muer  te  de 
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limo  poseedor,  ha  infringido  la  fundación, 
y  la  doctrina  invocada  á  esle  propósito  en 
el  recurso; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos no  haber  lu§^ar  al  ¡nlerpueslo  por  don 
Victoriano  Ranz  en  la  parle  en  que  por  la 
sentencia  se  absuelve  de  la  demanda  á  los 
herederos  lcsiam<^nlarios  del  último  po- 
seedor 1).  Viclor  Deza,  y  le  condenamos  en 
las  cosías  á  es'os  ocasióna  las»;  declaramos 
haber  lug^ar  á  dicho  recurso  en  cuanto  por 
la  citada  siMileiicia  se  absuelve  igualmente  de 
la  demanda  á  D.  íríidoro  Huetos,  y  se  fe  de- 
clara inmediato  sucesor,  por  muerte  del  cita- 
do último  poseedor,  y  en  su  consecuencia  ,  y 
en  esle  particular,  la  casamos  y  anulamos.» 
(Gac,  6  junio.) 

CASACION.  No  procede  e$te  re- 
eiirso  conira  sentencias  que  no  son.  defi- 
niiivaH,  uí  ponen  fin  aljnicio  impidUndo 
su  continuación, 

Senlencid  de  1.®  de  juuio  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Avilés 
y  Audiencia  de  Oviedo  por  D.  Pedro  Ló- 
pez Grado  con  el  curador  ad  Utem  de  su 
esposa,  sobre  depósito  de  un  aderezo, 
según  se  habia  convenido  entre  ambos  a 
la  vez  que  se  verilicó  judicialmente  el  de 
la  misma  esposa.  Dictada  sentencia  que 
confirmó  la  Amiiencia,  el  dicho  curador, 
interpuso  entonces  recurso  de  casación 
que  le  fué  denegado,  y  apelando,  el  Tri- 
bunal Supremo  confirmó  el  fallo  apelado: 

«Considerando  que  la  sentencia  conira  la 
cual  se  ha  interpuesto  el  recurso  de  casación 
tiene  por  objeto  llevar  á  efecto  el  deposito 
del  aderezo,  según  convinieron  ambos  cón- 
yuges en  el  acto  de  constituirse  el  de  la  mu- 
jer; y  que  por  otra  parle  la  referida  senten- 
cia no  es  definitiva  ni  interlocutoria  de 
aquellas  que  ponen  término  al  juicio  y  hacen 
imposible  su  continuación.))  {Gac.  S  junio.) 

CASACION.  Cuando  se  sustancia 
como  incidente  una  cuestión  que  no  lo  es 
en  realidad ,  y  recae  en  el  pleito  sentencia 
que  pone  término  al  juicio  sin  que  sea 
dable  promover  otro  en  la  misma  cues- 
tión, procede  el  recurso  de  casación  con 
arreglo  á  losarts.  1.040  y  4.011  déla 
ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Sentencia  de  4.^  dejonio  de  4866. 

Pleito  seguido  en  un  Juzgado  y  Au- 
diencia territorial  de  Yaleacia  |>or  D.  Pe- 


legrín  Dnyarri  con  el  curador  ad  litem  d" 
D.  Federico  Caselleá,  sobre  cumplimiento^ 
de  una  escritura  ea  que  se  convino  paga- 
á  los  acreedores  del  difimto  padre  de  di- 
cho Caselles  con  ciertos  pactos,  uno  de 
ellos  que  dichos  acreedoros  hahian  xie 
presentar  dentro  de  cuatro  días  los  docu- 
mento? que  legitimasen  sus  créditos.  El 
pago  lo  nubla  do  hacer  en  ciertos  plazos 
el  comprador  de  taller  y  almacén  de  eba- 
nisteria  del  difunto  que  su  viuda  ó  hijo 
vendieron  con  esa  condición,  y  como 
esle  pagase  á  varios  sin  la  presentación 
de  legítima  comprobación  en  virtud  de 
demanda  de  los  vendedores,  se  declaró 
nulo  el  pago  por  ejecutoria  del  Tribunal 
Supremo,  que  mandó  depositar  lo  cobra- 
do ó  dar  fianza ,  y  que  usaran  de  sn  dt  - 
rerho  los  acreedores.  Hizo  esto  uno  d<» 
ellos,  D.  Pelegrin  Bayarri,  presentó  do- 
cumentos que  lo§  demandados  rechazaron 
como  insuficientes,  y  seguido  el  pleito  y 
hechas  las  respectivas  probanzas,  y  la 
Audiencia  confirmando  en  parte  la  sen- 
tencia del  inferior,  dió  a  Bayarri  por 
cumplido,  excepto  respecto  á  dos  recibos 
importantes  1.400  rs. ,  y  por  bien  paga- 
das las  cantidades  por'  él  recibidas  y 
afianzadas,  y  le  reservó  su  derecho  res- 
pecto a  los  4Í400  rs. 

E¡  curador  interpuso  conira  este  fallo 
recurso  de  casación  que  le  fué  denegado: 
apeló,  y  el  Tribunal  Supremo  revocó  d 
auto  apelado,  admitió  el  recurso  y  mandó 
se  proceda  á  su  suslanci ación  coct  arreglo 
á  derecho: 

((Considerando  que  aunque  en  estos  autoft, 
no  ubslante  la  índole  y  naturaleza  de  la  cues- 
tión en  ellos  dii^utida,  se  haya  dado  l.i 
sustanciacion  que  para  los  incidentes  esta- 
blece el  título  8.^  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  no  pueden  considerarse  corno 
un  verdadero  incidente  sobre  ejecución  d^ 
sentencia  ,  y  que  aun  en  esle  supuesto  el 
fallo  de  22  de  mayo  del  año  último  conliene 
una  declaración  de  derechos  nuevos  eii  fa- 
vor de  D.  Pelegrin  Bayarri,  que  no  están 
declarados  ni  comprendidos  en  la  sentencia 
de  este  Supremo  Tribunal  de  8  de  marzo  d^ 
1861,  que  se  concretó  en  su  parte  esencial 
á  mandar  el  cumplimiento  de  lo  conve- 
nido en  la  escritura  de  3  de  marzo  de  1851: 

Considerando,  por  otra  parte,  que  la 
ejecutoria  contra  la  cual  se  na  interpoesto 
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del  ari.  l.OlO  de  ia  mencionada  ley  de  En- 
jiiuíiamienlo ,  puesto  que  pone  lérmino  M 
juicio  en  que  ha  recaído  ,  sin  que  sea  dable 
nr»'nover  en  olro  la  misma  cuoslion: 

Y  considerando,  por  lodo  lo  expaeslo, 
que  en  conformidad  á  lo  que  se  dispone  en 
H  referido  arl.  l.OiO  y  en  el  l.OU  ,  es  pro- 
cedenle  el  recurso  de  casación  iníerput'slo 
por  el  curador  M  menor  D.  Francisco  Ca- 
selles.»  (Gac,  Q  junio.) 

VÍNCULA.CIONES.  La  cuestión 
de  diviaion  ú  no  de  los  bienes  de  una 
obra  p/a,  es  distinta  de  su  desamortiza- 
ción. Aunque  se  llame  en  una  obra  pia  d 
parientes  y  si  á  la  vez  se  llama  á  la  per- 
cepción á  otros  clases  de  la  sociedad,  no 
puede  decirse  que  'a  fundación  sea  fidei- 
comiso familiar.  La  cita  de  leyes  y  ju- 
risprudencia ha  de  ser  concreta ,  para 
fundar  un  recurso  de  casación. 

Senlcnria  de  7  ile  majo  de  1866. 

Plcilo  fegnido  en  qn  Jiiz^i^do  de  Ma' 
drid  y  su  Aiidiencia  l(?rr¡lorial  porD.  Do* 
mingo  Caslaniza ,  con  el  Duque  de  Ta" 
mames  y  el  cura  xle  la  parroquial  de  San 
Justo,  sobre  que  J^e  declare  suprimida  una 
fuHdncion  para  dotar  donciíHas  de  la  fa- 
milia, on  su  defínelo,  de  huérfanas  de  fa* 
ratlias  ilustre?  y  pobres,  y  a  falta  de  es- 
las  de  hijas  de  antiguos  criados  de  la  ca- 
sa, y  sobre  sa  repartimiento  entre  los 
parientes. 

Aleí^alia  Castañiza  que  habia  de  ser 
uno  de  los  perceptores,  si  procediese  la 
repartición ,  que  aquella  fundación  se  ha- 
Ilalia  comprendida  en  las  leves  de  desvin- 
culacíon  de  4820.  21  y  S6;  cuyo  aserto 
contradijeron  los  demandados;  y  absuel- 
103  estos  de  la  demanda  por  ambas  son 
tencias  de  primera  y  segunda  instancia, 
Castañiza  interpuso  recurso  de  casación, 
citando  como  infringidos  los  arts.  1.^,  4.^ 
V  5.''  de  la  ley  de  27  de  setiembre  de 
1830^  y  la  jurisprudencia  que  este  Su- 
premo Tribunal  ba  sentado  en  el  particu- 
lar; porque  suprimidas  en  absoluto  las 
vinculaciones,  las  memorias  de  Godínez 
de  Paz  oo  están  exceptuadas  del  gran 
prioeipio  establecido  en  favor  de  la  libre 


clara  no  haber  lugar  al  recurso: 

(tCon^íid.'rando  que  al  absolver  de  la  de- 
manda á  los  pairónos  la  Sala  senlenctadora 
lo  hizo  í»olo  en  cuan'o  por  ella  se  reclamab.i 
la  división  enlre  la  familia  de  los  bienes  que 
forman  la  dotación  de  la  obra  pia  de  Godi^ 
nez  de  Paz  sin  decidir  nada  sobre  la  amor- 
tización ó  desamoi  lizacion  de  los  mismos  y 
por  lauto  no  ha  infringido  el  art  1.^  de  la 
ey  de  1 1  de  octubre  de  1820: 

Considerando  que  la  obra  |»ia  en  cuestión 
no  es  un  rideiC(»miso  familiar  para  que  se 
distribuyan  los  bienes  entre  la  familia,  por- 
que si  la  nombra  para  su  percepción ,  es  so. 
lo  para  señalarles  preferencia,  admitiendo 
después  á  difereulcs  oirás  clases  de  la  so- 
ciedad; y  no  siendo  tampo  co  un  fideicomiso 
ni  mayorazgo  electivo  en  ningún  concepto, 
la  misma  Sala  al  absolver  á  los  patronos  de 
la  demanda  en  este  sentido  ,  no  ha  infringi- 
do los  arts.  4  ^  y  5.«  de  la  ley  cilada. 

Y  considerando  que  la  cita  que  se  hace 
de  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  í)U- 
premo  es  tan  vaga  que  no  so  concreta  a  nin- 
gún caso  determinado,  por  lo  que  no  e;*^ 
admisible  según  repetidihimas  veces  lo  lie- 
ne  declarado  este  Supremo  Tribunal.»  (üa- 
ceta  \b  junio.) 

OBBÁS  PIAS.  Las  fundaciones  me- 
rámente  benéficas  ó  piadosas,  cuyos  bie-^ 
nes  no  están  destinados  á  determinadas 
familias  ó  personas  no  están  comprendi- 
das en  la  ley  de  U  de  octubre  de  18-20. 

Senleocia  de  7  de  mayo  de  1866. 

En  5  de  febrero  de  1859,  D.  Demetrio 
José  García  Alfí^ro,  entabló  demanda  en 
el  Juzgado  de  la  Roda  pidiendo  que  se  le 
declarase  sucesor  inmediato  en  la  funda- 
ción hecha  por  D.  Juan  Carrasco  de  don 
José  Eu^ebio  Alfaro,  fallecido  en  6  de 
setiembre  de  1850 .  sin  perjuicio  de  terce- 
ro de  mejor  derecho:  que  asimismo  se  de- 
clarase que  dicha  fundación  habia  queda- 
do desvinculada  en  virtud  de  la  ley  de 
11  de  octubre  de  1820  restablecida  en 
50  de  agosto  de  1836,  v  que  tal  desvia- 
culacion  ?e  verificó  en  beneficio  de  don 
José  Eosebio,  patrono  en  esta  última 
época,  y  desús  inmediatos  sucesores,  a 
reserva  de  cumplir  las  cargas  afectas  4 
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l«i  fundaciorr;  y  qnesíQ  perjuicio  délos 
herederos  lesiameotarios  del  D.  José  Eu- 
sebio,  si  los  hnbicrc  con  opción  á  parle 
de  los  bienes  que  la  consliluinn ,  se  le  ad- 
judicaran lodos  en  plena  propiedad  con 
la  obligación  de  salisfacer  sus  cargas» 
condenando  á  los  que  los  di^frulaban  á 
entregárselos  sin  demora  con  los  frulos  y 
rentas  que  babinn  producrdo  y  podido 
producir;  y  para  cllo alegó  que  hacia  mu- 
cho licnipo  que  oi  pnirouato  se  habia 
refundido. en  una  sola  perdona,  habiéndo- 
le ejercido  últimamente  su  tío  I).  José  En- 
sebio Alfaro  basta  que  en  el  auo  de  1854 
^e  enlromelió  á  administrar  lo»  bienes  la 
Minta  de  honeítcencia  de  la  lloda;  que  la 
fundación  de  Carrasco  era  un  patronato 
real  de  legos  familiar,  compreitdido  en  el 
arf.  1.**  de  la  ley  d(5  11  de  octubre  de 
1820:  que  por  lanío  no  podia  subsistir 
después  del  50  de  agosto  de  1856  y  debia 
dividirse  en  la  forma  delermioadu  en  los 
ari5.  2.**,  5/  y  5.®  con  la  reserva  esta- 
blecida en  el  7.®  de  dicha  ley ;  y  que  él 
era  el  pariente  mas  próximo  del  fundador, 
á  quien  correspomlia  suceder  en  el  patro- 
nato por  bnber  muerto  D.  José  Eusebio 
sin  nombrar  patrono: 

Conleslando  á  esta  demanda  el  Minis- 
terio fiscal  á  nombre  del  Estado  pidió  que 

desestimara  en  todas  sus  partes  impo- 
niendo al  actor  pcrpéluo  silencio  y  las 
cos'las;  fundándose  cu  queD.  Juan  'Car* 
rasco  Alfaro  no  habia  establecido  un  ver- 
dadero patronato  familiar,  sino  que  habia 
dispuesto  en  su  testamento  la  amortiza- 
ción de  varios  bienes  cuyos  productos  se 
liabian  de  invertir  en  obr^s  de  piedad  y 
beneficencia,  tales  como  el  sostenimteoto 
del  hospital ,  la  asistencia  de  los  pobres 
cmfermos,  el  establecimiento  de  capella- 
nías laicales  con  designación  de  la  limos- 
na que  habia  de  dart^e  á  los  capellanes, 
el  de  dotes  para  doncellas  pobres  y»  huér- 
fanas ,  y  de  limosna  para  necesitados,  ha- 
biendo nombrado  patronos  de  su  linaje 
para  que  cumplieran  todo  lo  ordenado, 
con  la  ünica  retribución  do  25  ducados 
cada  uno  por  el  trabajo  y  cuidado  que 
habian  de  tener  en  ello;  en  que  por  tanto 
dicha  fundación  no  estaba  comprendida 
©n  la  ley  de  H  de  octubre  de  1820;  y  cu 


que  además  el  demandinte  do  habia  jos» 
titicado  su  parentesco  con  el  fundador: 

Seguido  el  pleito  por  sus  trámites,  in- 
cluso el  de  prueba,  dentro  <fe  cuyo  tér- 
mino practicó  Alfaro  las  que  estimó  con- 
venijeotes,  en  2S  de  abril  de  i864  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia, 
que  revocó  la  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia de  Albacete  por  la  suvade  11  de  julio 
de  1865,  declarando  al  D.  Demetrio  su- 
cesor en  el  patronato  de  la  fundación  he- 
cha por  D.  Juan  Carrasco  Albro,  sin 
perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho  á 
dicho  patronato,  y  de  los  que  pudieran 
corresponder  á  los  herederos  del  anterior 
poseedor  y  con  obligación  de  cumplir  las 
cargas  á  que  están  afectos,  para  lo  cual 
quedarían  hi()olecados  todos  los  bienes  de 
dicha  fundación: 

Contra  este  fallo  interpuso  el  Ministe- 
rio (iscal  recurso  do  casación,  diciendo 
que  si  por  él  se  estimaban  las  pretensio- 
nes del  demandante  reputándo  compren- 
dida la  fundación  de  Carrasco  en  la  ley- 
de  11  de  octubre  de  1820  y  correspwi- 
dientes  sus  bienes  al  último  posesor  don 
José  y  á  D.  Demetrio  como  sucesor  inme- 
diato, según  parecía  indicarlo  la  reserva 
que  se  hacia  á  los  herederos  del  ultimo 
poseedor  y  los  considerandos  de  la  sen- 
tencia ,  se*^  infringian: 

1.  ''  La  volimtód  del  fundador,  qae  es 
ley  en  casos  como  el  presente;  porque 
se  calificalMi  de  puramente  familiar  una 
fundación  eminentemente  benética  y  pia- 
dosa: 

2.  ^  La  ley  de  1 1  de  octubre  de  1820. 
porque  su  art.  es  solamente  aplicable 
á  los  poseedores  de  bienes  vinculados  y  á 
los  inmediatos  siicesores  de  los  mismos» 
y  no  á  personas  que  nunca  fueron  llama^ 
das  á  la  posesión  ó  goce  de  los  bienes: 

5.**  La  ley  de  beneficencia  de  20  de 
junio  de  1849  en  &u  art.  14,  según  el 
cual  eran  bienes  propios  de  la  beneficen* 
cía  todos  los  que  poseían  6  á  cuva  pose- 
sión tuvieran  derecho  los  establecimientos 
existentes  y  los  que  en  lo  sucesivo  ad- 
quiriesen con  arreglo  á  las  leves;  pues  el 
liospiial  creado  por  D.  Juan  Carrasco  ha- 
l)ía  estado  siempre  en  |K»s<'SÍon  de  los  l>ie- 
Desque  dejó  el  testador,  viniendo  adciuás 
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clararse  subsistente  después  de  dicha  ley 
V  á  pesar  de  ella:»  doclrinasque  cslabaa 
confirmadas  por  otra  senteocia  de  20  de 
setiembre  de  1864: 

El  Tribunal  Supremo  apreciando  los 
fundamentos  do  este  vmmo  declara  ha- 
ber lugar  por  senieficia  de  7  de  mayo  cu 
eatoft  términos: 

«Considerando  que  las  palabras  del  les- 
lamenlo  otorgado  por  I)  Joan  Carrasco  Al- 
faro  en  1¿ñ  de  julio  de  161 1  d^mueslran  cla- 
rafnenlft  que  ef  palronalo  que  fundó  no  pue- 
d«  catifioarse  de  una  iiis»iiucioii  familiar, 
ftino  meramenle  beué&ca  y  piadoso ,  poesio 
que  rteslinó  todo»  los  producios  de  sirs  bi<*- 
ites  a  la  edificación  y  «ostenimieiilo  de  un 
hospital  con  su  iglesia,  dotación  de  capella- 
nes que  colebrason  misas  en  sufragio  de  k:i 
alma,  dotes  para  doncellas  huérfanas  y  li- 
mosnas á  personas  pobrt>s  y  menesterosas: 
Considerando  que  el  llamamir»nlo  que  e' 
testador  hizo  de  sus  parientes  para  ejercer 
el  patronato  activo  no  varió  el  carácter  y 
naturaleza  de  la  fundación,  porque  ningún 
derecho  les  confirió  al  goce  y  disfrute  de  los 
bienes  con  que  la  doló ,  ni  aun  al  de  lo  que 
sobrare  de  las  rentas,  que  prrvino  termi- 
I  5.'  1.a  lurispruacncia  esie  in-  nantemenle  fuese  distribuido  cu  limosnas  á 
hnnnl  Suoremo  conM^^nada  en  sentencias  los  pobres,  asignando  tan  solo  a  cada  uno 
nunai  ¿^"lirtmo  tun.  i^uaud  en  bciiicuuici»        i         j    patronos  que  nombró  la  cant;- 

de  30  de  lunio  íe  í8o5,  «  de  marzo  de  I  3^X25  d^^  anuales,  como  relrib.i- 
1858  y  29  de  octubre  de  i861  ,  en  los  ^.'J^"^^,  irabajo,  ocupación  y  cuidado  qno 
cuales  se  n'solvia  que  la  ley  de  H  de  oc-  ¡  i^^bian  de  tener  en  la  administración  del 
tubre  de  1840  al  suprimir  toda  clase  de  \  patronato: 
Tinculaciones ,  se  contrajo  á  los  establecí- 1  Considei 
mieotos  en  favor  y  utilidad  de  los  parien-  i 
tes  de  los  fundadores  ó  de  las  familias  de- ' 
signadas  por  ellos:  que  el  no  haberse  dio-  ¡ 


i  ser  establecimiento  público  eonforme  á 
lo  ílispncslo  en  el  arl.  1.*"  de  dich.t  ley.  y 
por  lanío  «us  fincas  perlenecian  á  benefi  - 
cencia se^un  el  arl.  46  del  repta meu lo 
para  la  ejecución  de  la  misma  de  14  de 
jnnyo  de  1832  á  cansa  de  no  haber  cum- 
plido los  patronos  con  el  objeto  de  la  fíin* 
darion,  damk)  esto  lugar  á  que  desde 
1854  se  encargara  la  admínislrncinn  de 
sus  fincas  á  la  junla  municipal  de  bene- 
ficencia pnr  la  anlorrdííd  rorrespondíenl»»: 
4.*  La  ley  de  2  de  setiembre  de  1841 
Fobre  incorporación  al  Estado  de  bienes 
del  clero  secular,  en  cnyo  art.  6.**  se  ex- 
ceptúan de  tal  mfdida  los  correspondien- 
tes á  Iveneficencia ;  y  la  de  1  de  mayo 
de  1855  que  declara  en  estado  de  venta 
esta  clase  de  bienes,  sin  perjuicio  de  las 
cargas  á  que  esléu  sujetos ,  y  salva  la 
equivalencia  de  sus  rentas  asegurada  á 
los  establecimientos  respectivos:  pues  se- 
gún estas  disposiciones  el  destino  de  tos 
tiienes  litigiosos  no  podía  ser  el  que  se  les 
había  dado  en  la  sentencia  al  considerar- 
los comprendidos  en  la  determinación  de 
la  ley  desvincuiadora: 
Y  6.*  La  jurisprudencia  de  este  Tri 


•"p"^""-"  r^'  ^  1         "  " —  — ' 

tado  en  dicha  ley  disposición  alguna  res 
pecto  á  fundaciones  meramente  benéficas 
ó  piadosas,  revela  que  no  se  comprendie- 
ron en  ellas  otras  que  las  verdaderamente 
familiares;  cque  los  bienes  destinados  á 
un  objeto  benéfico  permanente ,  aun  en 
favor  de  parientes  del  fundador,  no  estau 
comprendidos  en  las  disposiciones  de  la 
ley  expresada:»  »que  en  ella  se  reconoce 
ia'cxiHencia  de  fundaciones  que  no  cons- 
tituyen vínculo  ni  mayorazgo,  ni  fideice- 
iniso  familior  perpétiió,  sino  un  con)unlo 
de  bienes  amortizados  para  llenar  con  las 
rentas  su  peculiar  objeto;»  y,  cque  si  una 
fundación  constituye  solo  el  expresado 
conjunto  de  bienes  amortizados  debe  de- 


Considerando  que  tampoco  podia  alterar 
dicho  carácter  y  naturaleza  la  circuns- 
tancia de  haber  llamado  con  preferen- 
cia para  la  obtención  de  las  dotes  á  don- 
cellas huérfanas  de  su  linaje,  pues  en  de- 
fecto de  eslas  hizo  ijual  llamamiento  á  tas 
que  no  fueran  de  su  familia,  lo  cual  eviden- 
cia que  el  objeto  y  fin  que  en  esto  se  propu- 
so el  testador  fué  puramente  benéfico: 

Y  considerando  que  según  la  doctrina 
consisfuada  en  las  sentencias  de  este  Supre- 
mo Tribunal ,  que  se  citan  en  apoyo  del  re- 
curso, no  se  hallan  comprendidas  en  las 
disposiciones  de  la  ley  de  II  de  octubre  de 
1820  las  fundaciones  meramente  benéficas 
ó  piadosas ,  cuyos  bienes  no  están  destina- 
dos á  determinadas  ftunilias  ó  personas,  y 
que  siendo  de  esta  ciase  el  patronato  funda- 
do por  D.  Juan  Carrasco  Aifaro,  no  han  de- 
bido aplicársele  aquel  las  disposiciones,  como 
lo  ha  hecho  la  ejecutoria,  considerándole 
como  familiar  ,  la  cual  por  lo  tanto  ha  íu- 
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ffingido  la  voluntad  del  fundador  y  la  doc- 
trina referida; 

Fallamos  que  debémog  declarar  y  decía* 
ramos  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
inlerpueblo  por  el  Ministerio  fiscal ,  y  en 
su  consecu(*nc¡n  casamos  y  anulamos  la  sen- 
tencia pronunciada  por  ta  Sala  se|^unda  de 
la  Audiencia  de  Albacete  en  il  de  ju|io  de 
1865.»  (Gac.  16  junio.) 

VINCULACIONES.  Su  cualidad 
esencial.  Era  doctrina  de  jurisprudencia 
vincular  que  el  poseedor  de  mayorazgo 
en  que  se  extinguían  las  lineas  ó  personas 
llamadas  á  suceder,  podia  disponer  íi- 
hremente  de  los  bienes  del  mismo. 

Sentencia  de  7  de  mayo  do  1866. 

Casando  y  anulando  una  sentencia  de 
la  Audiencia  di;  Valencia  dictada  en  plei- 
to seguido  por  el  Barón  de  Terrageig  y 
otros  con  la  testamentaria  de  la  Duquesa 
de  Almodovar,  consigna  el  Tribunal  Sh* 
premo  en  su  sentencia  de  7  de  mayo  los 
siguientes: 

cConsideraudo  que  resjiecto  al  recurso  n* 
terpueslo  por  la  leslamenlaria  de  la  Duquft" 
sa  de  Almodóvar ,  que  la  cualidad  esencial 
ó  consliluliva  de  leda  fundación  vincular, 
consistía  en  la  condición  y  gravamen  im- 
puestos á  los  poseedores  de  conservar  los 
bienes  que  formaban  su  dotación ,  y  de  res- 
tituirlos al  siguiente  llamado  en  orden: 

Considerando  que  los  llamamientos  he- 
chos para  suceder  en  las  vinculaciones, 
cuando  se  concretaban  á  personas  ó  líneas 
determinadas,  significaban  el  grado  y  lími- 
tes de  la  predilección  del  fundador;  por  ío 
que  era  doctrina  dfí  jurisprudencia  vincular, 
que  el  posoedor  de  un  mayorazgo  en  que  se 
habían  extinguido  las  lincas  ó  personas  lla- 
madas ft  suceder  ,  podía  disponer  libremen- 
te de  los  bienes  del  mismo,  por  sér  esta  la 
voluntad  presunta  del  fundador,  supuesto 
que  no  existia  la  condición  esencial  de  res- 
tituirlos: 

Considerando  que  esta  doctrina  se  con- 
signó expresamente  en  las  leyes  desvincula- 
doras ,  sin  que  en  estas  disposiciones  se  re* 
conociesen  derechos  hereditarios  á  los  pa- 
rientes del  fundador,  sino  tan  solo  á  los  que 
lo  tuviesen  para  suceder  en  los  mayorazgos; 
lo  cual  prueba  que  tal  era  el  principio  que  á 
la  sazón  dominaba  sobre  esta  materia: 

Considerando,  en  tal  eupueslo,  que  una 
demanda  entablada  para  suceder  como  pa- 
riente abinlestato  del  fundador  de  un  vin- 


culo ,  cuando  el  último  poseedor  murió  con 
testamento  en  que  dispuso  de  los  bienes 
hasta  entonces  vinculados,  no  puede  preva- 
lecer contra  el  principio  de  jurisprudencia 
antes  mencionado: 

Considerando ,  en  su  consecuencia,  que 
la  sentencia  di»  Ih  r^al  Audiencia  de  Valen- 
cia de  19  d»»  diciembre  de  1864,  al  declarar 
qne,  por  fallec¡mi<'nto  sin  sucesión  de  la 
Duquesa  de  Almodóvar,  última  poseedora 
M  mayorazgo  fundado  por  doña  Ana  d« 
Mompaiau,  corresponde  á  los  demandantes 
por  sucesión  inleslada  los  bienes  que  recla- 
man, ha  infringido  Ja  doctrina  de  jurispru- 
dencia antes  citada,  y  en  que  se  apoya  pI 
recurso  propuesto  por  dicha  testamentaria.» 
{Gaceta  17  junio  ) 

PERSONALIDAD.  La  falta  de 
personalidad  y  la  falta  de  acción  en  el 
demandante  son  dos  cosas  absolutamente 
distintas  según  derecho,  constituyendo  la 
primera  una  excepción  dilatoria  y  la 
segunda  perenluna, 

SíUleBcia  de  7  d«  mayo  de  1866. 

Declarando  el  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Lucio  González  y  D.  To- 
más Hernández  en  pleito  segiiido  en  el 
Juzgado  y  Audiencia  de  Cáceres,  sobre 
cumplimiento  de  contrato,  establece  en 
su  sentencia  de  7  de  mayo  la  doctrina  del 
epígrafe,  en  estos  términos: 

.  «Considerando  que  la  falta  de  personali- 
dad que  como  una  de  las  causas  de  casa- 
ción designa  el  art.  1.013  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil ,  y  la  falla  de  acción  en  el 
demandante  ó  actor,  que  es  la  aleg-ada  en 
el  presente  recurso,  son  dos  cosas  absoluta- 
mente distintas  según  derecho,  constituí 
yendo  la  primera  una  cxeepciou  dilatoria, 
á  la  que  se  refiere  la  causa  del  citado  arlicu* 
lo  ,  y  que  como  tal  únicamente  afecta  á  la 
forma  del  juicio,  y  la  segunda  una  excep- 
ción perentoria  que  corresponde  al  fondo: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  no 
ha  existido  la  falla  de  personalidad  de  qii«* 
habla  el  citado  art.  1.013.»  (Gac.  19  junio,) 

Véase  otro  caso  análogo  en  la  pág.  77. 

TESTAMENTOS.   El  principio  de 
dei^echo  etiablecido  en  la  ley  25,  tU.  i 
Partida  6/ ,  de  que  el  último  testamettU» 
es  el  que  vale  y  no  el  anterior,  está  subor^ 
dinado  á  la  modificaciOH  establecida  pc^ 
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la  ley  ii  del  mismo  Ululo  que  prescribe 
la  irrevocabilidad  de  un  Ustamento  per 
atropo$terior  siempre  aue  el  primera  eon^ 
tenga  claúsula  especial  de  la  manera  de 
revocarle,  y  no  la  exprese  elúÜitno.^Si 
el  que  recibe  parte  dé  la  herencia  no  pte- 
de  después  reclamar  la  nulidad  del  testa* 
mentó,  no  tiene  aplicación  esta  doctrina 
c  uando  no  media  acto  positioo  de  canfor* 
midad  ó  aceptación. -SM.P'LAZAMIBISI- 
TO. — Cómo  no  puede  darse  juicio  contra 
otro  no  siendo  emplazado. — Puntos  no 
debatidos. 

SeDteocia  de  8  de  majo  de  18^6. 

Pleito  promovida  por  dooa  Vicloria 
Feruaodez  de  Miera  eo  el  Juzgado  de  Vi- 
llacarriedo,  sobre  uulidad  del  lestameoto 
iiiiiicupativo  olorgado  por  s«  iia  doña  Ma- 
imela  Gómez  de  la  Uerranz  en  i  8  de  ju* 
mu  de  18tfi,  y  firme  y  válido  el  cerrado 
que  otorgó  la  misma  con  fu  esp^o  eo 
i858y  y  se  condenara  á  D.  Juau  Camino 
y  consortes  que  expn'sa,  á  entregarla  los 
ñienes  que  constituiau  el  caudal  de  dona 
Manuela  y  su  mando  como  su  legítima 
heredera  en  virtud  del  testamento  de 
1858,  con  los  frutos,  rentas  y  demás  de- 
trlíiraciones  ülilos;  funilándose  en  que  el 
referido  leáianienlo  de  <8o8  conlii-ne  la 
clausula  do  que  los  testadores  quieren  que 
sea  válido  y  no  otro,  que  antes  ó  después 
otorgaren  a  menos  qu<2  el  posterior  con- 
tenga a  la  letra  estas  pMÍal>ras:  A  María 
S^iutisima,  concebida  sin  pecado,  siempre 
VUgen;  y  que  en  «I  posterior  de  1861 
otorgado  por  doña  Manuela  no  se  contie- 
ne incha  cláusula. 

Los  dcniantlados  impugnaron  la  deman- 
da sosteniendo  que  la  etaúsula  revocato- 
ria general  que  se  puso  en  el  testamento 
lie  1861  era  bastante  para  derogar  el  an- 
terior de  18'>8,  y  que  además  había  ma- 
y«>r  razón  para  reputar  que  aquel  conte- 
nía la  libre  voluntad  de  la  testadora,  por* 
que  los  Caminos  eran  sus  parientes,  y  la 
úoña  Victoria  lo  era  solo  de  su  marido. 

Seguido  el  pleito  por  sus  trámites  y  dic- 
tada sentencia  por  el  Juzgado,  la  cual  en 
apelación  fué  revocada  por  la  Sala  segun- 
da de  la  Audiencia  de  Btírgos,  declarándo- 
se por  esta  válido  y  subsistente  el  testa*» 


mentó  de  1838  y  ^io  efecto  el  de  1861, 
ínterpusieroa  D.  Juan  Camino  y  consor- 
tes recurso  de  casación  p')r  haberse  infrin- 
gido en  su  concepto: 

1.'*  La  doctrina  admitida  por  la  jtirís- 
prudencia  de  los  tribunales  y  sancionada 
en  sentencia  de  este  Supremo  de  28  de 
mayo  de  1864,  de  que  cel  consentimien- 
to v  conformidad  con  un  testamento  y  el 
recibo  de  parle  de  la  herencia  que  por 
virtud  de  él  corresponda,  llevan  en  sí  la 
caducidad  de  la  accioo  para  reclamar  des- 
pués la  nulidad  de  dicho  testamento.» 

La  doctrina  consignada  en  senten- 
cia de  este  Tribunal  Supremo  de  28  de 
marzo  de  1859.  porque  solo  se  habia  di- 
rigido la  demanda  contra  los  herederos, 
sin  contar  con  los  legatarios  particulares 
y  con  la  representación  de  los  pobres  de 
los  lugares  de  San  Martm,  Samloñana  y 
Sela  va 

3.*"  'Las  leves  22  y  25,  lír.  l.^  Parti- 
da 6.*;  pues  según  ellas,  el  líllimo  testa- 
mento hecho  acabadamente  por  quien  es- 
tá en  su  sano  juicio,  es  el  que  vale,  y  no 
el  anterior,  bastando  la  claiísula  general 
de  revocación  que  puso  doña  Manuela  en 
e'  nuncupativo  para  revocar  el  cerrado. 

Y  últimamente  la  ley  16.  tít.  22,  Par- 
tida 3.*,  porque  la  sentencia  carecía  de 
una  apreciación  exacta  de  los  hechos  dis- 
cutidos; la  doctrina  que  estableció  en  sus 
considerandos  la  sentrncia  de  este  tribu- 
nal de  22  de  junio  de  18^5,  y  las  que 
contienen  las  de  18  de  marzo,  lodeabnl 
de  1861  V  7  de  octubre  de  1865,  y  la  ley 
12,  tit.  S'2.  Partida  3.*  . 

El  Tribunal  Supremo  por  sentencia  d" 
8  de  mayo  declara  no  haber  lugar  al  re- 
curso: 

aConsiderando  que  no  habiendo  mediad*, 
por  parle  d«  doña  Victoria  Fernandez  Uieri 
ningún  acto  positivo  y  expreso  en  que  nia- 
nifiíslara  su  conaentimienlo  y  conforraiüa' i 
con  el  lí*slamenlo  y  codicilo  otorgados  por 
doña  Mauuela  Gómez  de  la  Herraiiz  en  l» 
de  julio  y  22  de  diciembre  de  1861,  ni  reci- 
bido parte  alguna  de  la  herencia  por  virtinl 
de  fastas  disposiciones,  es  inapelable  al  caso 
presente  la  doctrina  qun  s^.  cita  sancionai  a 
on  .Hcutcneia  de  este  S»iprcmo  Inbunal  (i*; 
28  de  mayo  de  1864:  .  « 

Considerando  que  las  que  se  mvocan  en 
apoyo  del  segundo  motivo  del  recurso,  asi 
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cuino  la  ley  12.  (í(.  22,  Partida  3.^  tampoco 
bon  apreciares,  porque  ftí  eú  general  es  in- 
dudable que  no  puede  darse  juicio  contra 
otro  non  seyendo  emplazado  primeramente, 
Cita  excepuíou,  con  referencia  á  los  legata- 
rio» particulares  y  r  los  pobres  de  los  luga- 
res de  San  Marliii,  Smdoñana  y  Selaya,  no 
fué  opuesta  en  liempo  óporinno  y  drt)alida 
011  el  pleito,  ni  las  recurrentes  tienen  apli* 
tiid  legal  para  utilizar  los  derechos  de  etilos 
legatarios,  ni  están  autorizados  para  repre- . 
sentarles: 

Considerando  que  si  bien  la  ley  25,  títu- 
lo 1.®,  Partida  6.^^  consigna  un  priocipio  de 
derecho  innegable,  está  sin.  embargo  subor- 
di  nado  como  toda  regKi  general  á  las  modi- 
lieacioües  que  el  mismo  derecho  establece 
y  en  tai  concepto  á  la  ley  22  del  mismo  ti-, 
tuio  y  Partida,  que  prescribe  la  Irrevocabi- 
lidad  de  un  testamento  á  pesar  de  la  exis- 
tencia de  otros  posteriores ,  siempre  que  el 
primero  contenga  cláusula  expresa  de  ser 
i'Sla  la  voluntad  del  testador;  irr<*vocabili- 
dad  que  solo  puede  desaparecer  por  la  mis- 
ma expresa  voluntad,  siendo  en  este  ca- 
so indispensable,  conforme  á  la  citada  ley, 
que  el  testador  diga  en  el  postrimero  testa • 
mentó  señaladamente  que  revocaba  el  o<ro, 
ó  que  non  tuviese  daño  á  aquel  testamento 
que  agora  fazia  las  palabras  que  dixera  en 
el  primero: 

Considerando  que  en  el  testamento  y  en- 
dicilo  quo  doña  Manuela  Gam»'Z  de  lu  H  *r- 
ranz  otorgó  en  1861  It'jos  de  decir  la  le-la- 
dora  señaladamente  que  revocaba  el  otro 
que  otorgara  en  1858,  é  que  non  tuviese  da^ 
ño,  al  que  entonces  faua  las  palabras  que 
dixera  en  el  primero ,  solo  contieue  el  pri- 
mero la  cláusula  gr*neral  y  usual  de  revo- 
cación de  «otro  cualquiera  nuncupalivo  ó 
in  escriptis  y  cualquiera  otra  disposición 
testamentaria  que  antes  hubiese  otorgado,» 
sin  hacer  por  estas  palabras  especial  refe- 
rencia al  anterior  que  conlenia  la  cláusula 
expresa  de  irrevocabilidad: 

Cónsíderatído  que  en  tales  supuestos  no 
han  podido  ser  infringidas  por  la  ejecutoria 
las  leyes  22  y  25,  til.  Partida  6.»,  en 
cuyas  prescripciones  se  funda  la  uiisma: 

Y  considerando,  por  último,  que  tampoco 
ha  podido  serlo  la  ley  16,  tít.  22,  Partida 
3.*  por  cuanto  tratando  esta  de  ia  confor- 
midad que  ia  sentencia  debe  guardar  con 
lo  pedido  en  la  demanda,  es  evidentemente 
inoportuna  con  referencia  á  la  apreciación 
délas  pruebas,  respecto  á  las  cuales  rigen 
otras  disposiciones.»  {Gao.  19  junio.) 

saSOBios.  S6  declaran  abolidas 


prestacionesj  rentas ,  y  que  no  son  incor* 
porables  al  Estado\  por  no  haber  probado 
el  Ministerio  fiscal  s&r  de  las  comprendi- 
das en  el  arl.  3.*  del  decreto  de  las  Cor- 
tes iei^'de  agosto  de  Í8H.^BB8TITU- 
CIO»  ÜSr  liffVlBaBtTH:  Esta  no  tiene 
condición  para  ser  tomada  en  cuenta^ 
cuando  hay  un  recurso  ordinario  que  uti- 
lizar ,  ni  contra  falle  que  m  causa  ejccu» 
loria. 

Sentencia  He  9  de  mjo  de  1866. 

Recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Fiscal  de^S-  M.  en  la  Audiencia  de  la  Co- 
ruña  contra  un  fallo  de  la  Sala  segunda 
de  la  misma,  dictado  eo  grado  de  revista 
por  el  que  se  declararon  abolidas  las  pre$- 
tadoues  ó  reotas  coa  que  los  vecÍDos  de 
las  Alcaldías  de  Gomeredondo ,  Letrado , 
Acevedo  y  otros,  como  domiciliado.-?  en 
ellas,  habían  contribuido  al  Marqués  de 
Javalquínto  y  sus  antecesores,  á  exct^.p- 
cion  de  las  procedentes  de  adquisicioaes' 
particulares,  y  que  estas  cuentas  no  eran 
reversibles  ni  incorporables  al  Estado, 
absolviéndose  en  su  consecuencia  á  los 
expresados  vecinos  do  la  demanda  contra 
ellos  propuesta  en  esle  scniido  por  el  Mi- 
nisterio hscal ,  í!¡n  haber  lugar  á  la  reser- 
va á  favor  del  Fisco  de  acciones  y  <h;re- 
chos  que  habian  sido  ya  materia  del  jui- 
cio contradictorio  y  que  lo  eran  de  la  mis- 
ma sentencia* — El  pleito  se  habia  seguido 
en  primera  instancia  entre  los  vecinos  in- 
dicados y  el  señor  jurisdiccional ,  coadyu- 
vando á*^Ia  abolición  de  las  prestaciones 
el  Promotor  íiscal;  pero  en  ia  segunda 
instancia  se  adhirió  el  Fiscal  ája  apelacioo 
interpuesta  por  el  que  fué  señor  jurisiiic- 
cionai ,  eo  cuanto  por  la  sentencia  no  se 
declaraban  las  rentas  incorpor<nidas  al  Es- 
tado, y  no  estimándose  su  petición  su(ili- 
có  invocando  en  esta  instancia  el  beoelicio 
derestiiucionin  integrum  que  compelía  at 
Fisco,  para  variar  la  pelicioo  consignada 
por  el  Promotor,  habiendo  por  Gn  recaída 
el  fallo  al  principio  indicado  contra  el  que 
se  inlerponeel  recurso  alegando  infracción 
del  arl.  5.**  del  decreto  de  las  Cortes  de  O 
deagoslo  de  I8H  ,  el  S.**  y  10  de  la  Ifv 
de  2(3  de  agosto  de  1837 ,  la  ley  S.'  ,  lí- 
talo      Partida  3/,  por  falta  de  con* 
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fT'ur'nriá,  paesto  qne  do  se  babia  resueU 
lo  Iji  cueslíoD  de  restítncíoo  íq  íntesrum, 
V  Ihs  realas  1.*,  2/  v  3.*,  1(1.  26 .  Pnrii- 
íia  SA  í  Ul.  Í9,  ParlMla6.*,  y  7.%  lí- 
lulo  53,  Pariida  7/,  sobre  resiilucioa  íq 
inlegmin  coooedida  á.los  ^lenere^-deedad  ! 
y  al  Fisco. 

El  TribQoal  Supremo  por  seoteocia  de 
9  de  mayo  declara  oo  baber  lugar  al  re- 
curso: 

«Gofisidecaado  que  habiéndose  conerelado 
los  demandantes  en  la  acción  ejercitada  en 
esios  autos  á  reclamar  contra  las  varias  pen- 
siones exigidas  por  el  demandado  sin  otro 
título  que  el  del  reconocimieiilo  del  seííorio 
jurisdiccional,  la  cuestión  versó  acere»  de  la 
naturaleza  de  estas ,  y  á  sí  después  del  res- 
tablecimiento del  decreto  de  6  de  a^roslo  de 
18U  7  de  la  ley  de  3  de  mayo  de  1823  ,  ha- 
biau  cadocado  con  arreglo  á  sus  disposicio- 
nes, y  por  consiguiente  no  estaban  obUga* 
dos  á  satisfacerlas;  y  que  el  Ministerio  liscal 
representado  por  el  Promotor  no  dedujo  ac- 
ción alguna  dift-renle  ni  tuvo  olro  carácter 
que  el  de  coadyuvante: 

Considerando  que  sin  embargo  de  versar 
la  controversia  exclusivamente  entre  los  do- 
miciliados y  terraleuientes  y  el  señor  juris- 
diccional, habiendo  pretendido  ci  Fiscal  en 
la  Audiencia  la  revocación  de  la  sentencia 
de  primera  instancia ,  en  cuanto  por  ella  se 
decidía  eslar  abolidas  las  referidas  prestacio- 
nes y  libres  de  su  pago  los  demandantes ,  y 
que  se  declarasen  subsistentes  y  reversibles 
ai  Estado,  lejos  de  haber  jusliücado  la  leg^i- 
titnidad  de  aquellas  y  ejercitado  la  acción 
en  la  forma  prevenida,  ni  ha  intentada  si- 
quiera probar,  en  el  supuesto  de  la  egresión, 
que  faese  el  señorío  reversible  por  su  nalu- 
ra/eza  ,  ó  que  no  se  habian  cumplido  las  con- 
dieiooes  con  que  se  habian  concedido;  y  que 
por  tanto  no  han  sido  infringidos  por  la  eje- 
cutoria los  arts.  5.^  del  decreto  de  las  Córles 
de  6  de  agosto  de  181 1 ,  y  5.®  y  10  de  la  ley 
de  26  de  agosto  de  1837  alegados  en  el  re- 
curso: 

Considerando  que  la  restitución  tn 
grum  pretendida  contra  la  sentencia  de  vis- 
ta, no  tiene  condición  alguna  para  ser  to- 
mada en  cuenta ,  porque  además  de  haberse 
propuesto  inoportunamente,  habla  un  recur- 
so ordinario  que  se  utilizó,  y  se  interpuso 
contra  un  fallo  que  no  habia  causado  eje- 
cutoria ;  y  que  por  consiguiente  no  tiene 
aplicación  en  este  caso  al  propósito  con  qiie 
se  invócala  ley  5.*,  til.  22,  Partida  3.*, 
acerca  de  la  conformidad  de  la  sentencia  con 


la  demanda,  ni  tampoco  las  I.*,  2.*  y  3t*, 
tíL  25,  Pariida  3.* ;  ,  til.  19 ,  Partida 
y  7.*,  líu  83,  Partida  7.»,  referentes  á  la 
restitución  tn  integrum  concedida  á  los  me-, 
ñores  dft  edad  y  al  Fisco  y  la  última  á  Ja  in- 
terpretación de  las  palabras.»  (Ga?.  21 
junio.) 

PATRIA  POTESTAD.   El  empleo 

ó  carpo  público  que  confiere  iurisdiccion 
y  atribuciones  que  imponen  al  que  lo  ejer- 
ce  la  responsabilidad  personal  de  sus  ac* 
ios  le  exime  de  la  patria  potestad. 

Senteacia  de  If  de  nays  de  1866. 

Recurso  de  casación  interpuesto  por 
doña  Trinidad  López,  viuda,  contra  una 
seotCDCía  de  la  Audiencia  de  Albacete  de 
5  de  diciembre  de  1864  que  la  condenó  á 
otorgar  á  favor  de  D.  José  Mioaoo  escri* 
tura  ptíblica  de  la  venta  de  dos  olivares 
que  tenia  hecha  la  misma  coa  su  marido, 
por  escritura  privada  de  6  de  marzo  de 
1859,  á  favor  de  D.  Joaquiu  Minano,  hijo 
de  aquel.  Como  la  demandada  doSa  Tri- 
nidad excepcionase  entre  otras  cosas  que 
D.  Joaquia  era  porsooa  sui  jaris  desde 
(]ue  habia  ejercido  el  cargo  de  Alcalde  etc., 
interpuso  coulra  dicha  sentencia  re- 
curso de  casación  citando  príocipaltnou- 
te  como  infringidas,  la  ley  lít.  1.®, 
lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  y  la  doctrioii 
establt^cida  por  los  tribunales  deducida  de 
las  leves  7.*  y  14,  til.  18,  Partida  8.%  de 
que  eí  hijo  se  considera  emancipado  cuan* 
do  obfieoe  cargos  ptiblícos  que  llevaa 
aneja  jurisdicción. 

El  Tribunal  Supremo,  declara  en  efec- 
to haber  lugar  á  la  casación  y  casa  y  anu- 
la dicha  sentencia»  por  la  suya  de  íl  de 
mayo: 

aConsiderando  que  el  empleo  ó  car^o  pú- 
blico que  confiere  Jurisdicción  y  atribucio- 
nes que  imponen  al  que  lo  ejerce  la  re<<pon' 
sabilidad  personal  de  sus  actos,  le  exime 
de  la  patria  potestad,  porque  sujetándole 
esta  á  la  voluntad  de  otro,  obstaría  al  libre 
desempeño  de  aquel,  produciéndose  una  in- 
compatibilidad legal: 

Considerando  que  promulgadas  pan  im- 
pedirla y  por  otras  razones  ile  ¡uU?réá  pú- 
blico las  leyes  7.*  hasta  la  14  inclusive  «iel 
tít.  18  de  la  ParUda  4.*,  no  puede  duiiar<»e 
que  la  doctrina  expuesta  es  enteramente 
conforme  al  espíritu  do  las  citadas  leyc^i,  ni 
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lampoco  qne  el  cargo  de  Alcalde  eilá  vir- 
lualmenle  comprendido  entre  los  que  enu- 
meran y  libraban  de  la  patria  potestad  al 
que  los  oblonia: 

Y  considerando  que  la  sentencia  contra 
la  que  se  ha  interpuesto  el  recurso,  supo- 
niendo que  D.  Joaquín  Miñano  Paez,  que 
contrató  por  sí  y  para  si,  lo  hizo  legalmen- 
te en  favor  de  su  padre  el  demandante  por 
hallarse  á  la  sazón  bajo  su  potestad,  aunque 
resulta  que  mucho  antes  habia  ya  ejercido 
el  cargo  de  Alcalde  en  el  pueblo  de  Ulea, 
ha  infringido  la  doctrina  legal  referida,  ci- 
tada en  tal  concepto  por  la  recurrente.»  (Ga- 
ceta  2Z  junio.) 

MUJER  CASADA.  Aunque  la  cor- 
responde según  la  ley  el  señorío  y  admi- 
nistración de  los  bienes  parafernales, 
esta  facultad  es  sin  perjuicio  de  la  pro- 
hibición de  celebrar  contrato  alguno  ni 
repararse  de  los  contraídos  sin  licencia 
de  su  maridOy  ó  del  Juez  llamado  á  su- 
plirla en  su  caso. 

Sentencia  de  12  de  mayo  de  1866. 

Seguido  pleitaeQ  el  Juzgado  del  Píoo  de 
Barcelona  y  en  su  Audiencia,  entre  doña 
Uamona  Llosellas  y  su  marido  D.  Jaime 
Vcnaiges,  pretendiendo  que  se  la  stiplie- 
ra  el  coDsentimieoto  y  licencia  marital  y 
se  la  facultare  para  por  si  sola  adminis- 
trar j[  disponer  de  sus  bienes  paraferna- 
les, sin  necesidad  de  intervención  de  su 
marido,  se  dictó  sentencia  por  la  Sala  pri* 
mera  en  26  de  junio  de  1865  supliendo  el 
consentimiento  y  licencia  marjtal  y  facul- 
tando á  doñ'^  Ramona  durante  la  separa- 
ción de  su  marido,  para  administrar  y 
disponer  de  sus  bienes  parafernales. 

Interpuesto  por  D.  Jaime  recurso  de 
casación,  cita  como  infrindas: 

1.*»  La  ley  11,  tíi.  lib.  10  de  la 
Nov.  Recop.,  que  dispone  que  la  mujer 
no  puede  contratar  sin  la  licencia  de  su 
marido,  y  la  sentencia  de  esie  Supremo 
Tribunal  de  12  de  junio  de  1863  eu  que 
be  consigna  la  misma  doctrina. 

i,^  La  ley  13  de  los  mismos  título  y 
libro,  que  solo  faculta  al  tribunal  para  su- 
plir el  consentimiento  marital  después  de 
haber  compelido  al  marido  sin  resultado, 
para  que  dé  la  licencia. 

Y  3.®   El  principio  de  que  debe  fallar- 


se de  acuerdo  con  la  demanda,  porque  en 
ej  acto  de  In  vista  se  habia  modificado 
aquella  pidiendo  dnicamenle  que  el  tri- 
bunal supliera  el  coosentimieoto  del  ma- 
rido. 

I  el  Tribunal  Supremo  declara  no  ha- 
ber lugar  á  él: 

«Considerando  que  se^un  el  espirita  de  la 
ley  22,  til.  30,  lib.  4.°  de  las  Consliluciones 
de  Calaluña,  en  armonía  con  lo  dispuesto  en 
la  17,  lil.  11 ,  Partida  4.*,  corresponde  á  la 
mujer  casada  el  señorío  y  administración 
de  los  bienes  parafernales,  cuando  no  los  h» 
enlreíjado  expresamcnle  á  su  marido  con 
ánimo  de  que  ten^a  su  dominio  durante  el 
matrimonio: 

Considerando  que  esta  facultad  se  halla 
sin  embargo  limilada ,  ó  e»  sin  perjuicio  de 
la  prohibición  consig^nada  en  la  ley  11,  títu- 
lo l.<>,  lib.  10  de  la  Nov.  Récop.  de  |M>der  la 
mujer  celebrar  contrato  aig:aiio,  ni  separar- 
se de  fos  contraidos  sin  la  licencia  ó  consen- 
timiento de  su  marido; 

Considerando  que  según  la  ley  13  del  mis- 
mo título  y  libro  del  referido  Código,  cuan- 
do el  marido  sin  motivo  fundado  mega  a  su 
mujer  la  licencia  para  contratar  y  hacer  lu 
que  legalmente  no  podría  sin  tal  requisito, 
la  autoridad  judicial  puede  compeiérle  y 
otorgarla  con  conocimieuto  de  causa,  su- 
pliendo su  consentimiento  si  se  resistiejKi 
á  ello: 

Considerando  que  negada  por  el  marido 
en  acto  conciliatorio  la  licencia  que  su  mu- 
jer le  pidió  para  ejercer  por  sí  sola  los  ac- 
tos peculiares  de  la  adniinislracioii  y  ges- 
tión de  sus  bienes  parafernales,  y  que  re- 
sistiéndose á  darla,  sostiene  un  litigio  eu 
primera  y  segunda  instancia  hasta  interpo- 
ner este  recurso  extraordinario,  no  puede 
decir  que  no  ha  sido  compelido,  nt  invocur 
por  consiguiente  para  apoyarlo  las  dos  ex  - 
presadas  leyes,  y  la  jurisprudencia  á  siu  le- 
nor  consignada  por  este  Supremo  Tnbuiiíit, 
que  por  lo  expuesto  no  han  sido  infringida!»: 

Y  considerando  que  tampoco  lo  ha  sido 
el  principio  legal  que  por  úílimo  se  cita,  su- 
puesto que  la  sentencia  ea  enteramente  coi^ 
forme  con  lo  pedido  en  la  demanda.»  (Gace- 
la 23  jumo.) 


M.  M.  Alcubilla,  Director  jiro pietar 90 , 
y  Editor  responsable. 


MAPRID.—IiHp.      T3I  CoQuultor  á  cirg^       F..  «|» 
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i^mm^  deerelM,  reales  érde^ee  y  eirea- 
laree  de       eenlres  dlreellves. 

S80U  TBATADO  de  reconocimiento,  pts 
j  amistad  celebrado  entre  Bspaña  j  la  Be- 
pdblica  de  San  Salvador ,  Armado  en  lladrid 
el  24  de  Junio  de  1865  y  ratificado  el  16  del 
mismo  mea  de  18ti6. 

(Estado.)   tS.  M.  la  Reina  de  las  Españas 
doña  Isabel  II  por  una  parte,  y  S.  E.  don 
Francisco  Dueñas,  Presidente  de  la  Repú- 
blica del  Salvador  por  la  otra,  animados 
del  mismo  deseo  de  afianzar  con  un  acto 
público  y  solemne  de  paz  y  amistad  las 
buenas  relaciones  que  felizmente  no  han 
dejado  de  existir  entre  los  subditos  y  ciu- 
dadanos de  uno  y  otro  Estado,  y  que  se 
estrecharán  mas  y  mas  cada  dia  con  bene- 
ficio y  provecho  de  entrambos ,  como  cor- 
responde á  pueblos  de  una  misma  familia, 
cuya  comunicación  no  ha  sido  interrumpida 
y  que  afortunadamente  no  tienen  que  ofre- 
cerse al  cimentar  sus  relaciones  el  olvido 
reciproco  de  hostilidades  y  desavenencias 
que  nunca  tuvieron  lugar  entre  ellos,  han 
determinado  celebrar  con  tan  plausible  ob- 
jeto un  tratado  de  paz  apoyado  en  princi- 
pios de  justicia  y   múlua  conveniencia, 
nombrando  al  efecto  plenipotenciarios  sufi* 
cienlemente  autorizados,  á  saber: 

S.  M.  la  Reina  de  las  Españas  á  D.  Ma- 
nuel Bermudez  de  Castro ,  Caballero  etc. 

Y  S.  £.  el  Presidente  de  la  República  del 
Salvador  á  D.  Juan  Víctor  Herrén,  Oficial 
gran  Cruz  etc. 

Quienes ,  habiendo  exhibido  sus  plenos 
poderes  y  halládolos  en  debida  forma,  han 
convenido  en  los  artículos  siguientes: 

Artículo  1.^  S.  M.  Católica  reconoce  co- 
mo nación  libre,  soberana  é  independiente 
á  la  República  del  Salvador,  compuesta  de 
todas  las  provincias  mencionadas  en  su 
Conslilucion  vigente  y  de  los  demás  terri- 
torios que  legítimamente  le  pertenecen  ó 
eo  adelante  le  pertenecieren;  y  usando  de 
la  facultad  que  le  compele  con  arrep^lo  al 
deerelo  de  las  Córtes  generales  del  remo  de 
4  de  diciembre  de  1836,  renuncia  en  toda 
forma  y  para  siempre  ,  por  sí  y  sus  suceso- 
res,  la  soberanía,  derechos  y  acciones  que 
I^MO  X  DIL  Dice. 


le  correspondían  sobre  el  territorio  de  la 
mencionada  República. 

Art.  2.®  Aunque  felizmente  no  mediaron 
hostilidades  entre  españoles  y  guatemal- 
tecos al  tiempo  de  declararse  la  indepen- 
dencia del  antiguo  reino  de  Guatemala,  ni 
verificádose  expulsión ,  prisión  ni  confina- 
miento de  ninguno  de  los  súbditos  respec- 
tivos; sin  embargo,  como  medio  de  precau- 
ción ,  las  Partes  contratantes  estipulan  y 
prometen  solemnemente  que  habrá  una 
amnistía  general  y  completa  para  todos  los 
españoles  y  salvadoreños ,  sin  excepción 
alguna,  aue  puedan  hallarse  expulsos,  au- 
sentes, desterrados,  ocultos,  ó  que  por 
acaso  estuvieren  presos  ó  confinados  sin 
conocimiento  de  los  respectivos  Gobierno». 

Y  se  estipula  que  esta  amnistía  ha  de 
darse  por  la  alta  interposición  de  S.  M. 
Católica  en  prueba  del  deseo  que  le  anima 
de  que  se  cimenten  sobre  principios  de 
justicia  y  mútua  benevolencia  la  amistad, 
la  paz  y  la  unión  que  de  hecho  han  exis- 
tido siempre  entre  los  súbditos  respectivos. 

Art.  3.*  S.  M.  Cotólica  y  la  República 
del  Salvador  convienen  en  que  los  súbditos 
y  ciudadanos  de  ámbos  países  conserven 
expeditos  y  libres  sus  derechos  para  recla- 
mar y  obtener  iusticía  y  plena  satisfacción 
por  las  deudas  bona  fide  contraídas  entre  si, 
así  como  también  en  que  no  se  les  oponga 
j^or  parte  de  la  autoridad  pública  ningnii 
obstáculo  en  los  derechos  que  puedan  ale- 
gar por  razón  de  matrimonio,  herencia  po»* 
testamento  ó  abinlestalo,  ó  cualquiera  otro 
de  los  títulos  de  adquisición  reconocidos  por 
las  leyes  del  país  en  que  haya  lugar  á  la 
reclamación. 

Art.  4  ®  Aunque  la  República  del  Sal- 
vador ha  reconocido  voluntaria  y  expontá- 
neamente  como  deuda  de  la  Nación  la  par- 
te que  le  correspondió  de  la  deuda  pertene- 
ciente á  la  antigua  Capitanía  general  y  Rei- 
no de  Guatemala,  después  de  repartido  su 
importe  entre  las  cinco  repúblicas  que  com- 
prendía la  federación  de  Centro  América, 
esto  no  obstante,  y  en  atención  á  que  es  po- 
sible que  algunos  de  los  acreedores  residen- 
tes fuera  de  la  República  del  Salvador  no 
hayan  tenido  noticia  de  las  leyes  en  cuya 
virtud  quedó  reconocida  dicha  deuda,  ni 
hayan  podido  por  consiguiente  presentar 
sus  reclamaciones  respectivas ^  se  les  con- 
cede para  que  usen  de  su  derecho  el  tér- 
31 
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mino  de  cuatro  años,  contados  desde  el  dia 
en  que  se  publique  en  la  capital  de  dicha 
República ,  el  canje  de  las  raliñcaciones  del 
présenle  Iralado;  y  eslas  reclamaciones, 
presentadas  denlro  del  plazo  prefijado,  se- 
rán recibidas,  liquidadas  y  satisfechas  con 
arreg^lo  á  Jas  leyes  á  que  se  ha  hecho  refe- 
rencia. 

Arl.  5.**  La  República  del  Salvador  de- 
clara que  aunque  por  punió  g^eneral  en  su 
lerri lorio  no  han  tenido  lugar  secuestros  ni 
confiscaciones  de  propiedades  á  subditos  es* 
pañoles,  sin  embargo,  para  todo  evento  se 
compromete  solemnemente,  del  mismo  mo- 
do que  lo  hace  S.  M.  Católica,  á  que  todos 
los  bienes  muebles  é  inmuebles,  alhajas,  di- 
nero ú  oíros  efectos  de  cualquiera  especie, 
que  hubieren  sido  secuestrados  ó  confisca- 
dos á  súbdilos  de  uno  ú  otro  Estado  duran- 
te la  guerra  sostenida  en  América  ó  después 
de  ella,  y  se  hallasen  todavía  en  poder  del 
Gobierno  en  cuyo  nombre  se  hizo  el  secues- 
tro ó  la  confiscación,  serán  inmedialamenle 
restituidos  á  sus  antiguos  dueños  ó  á  sus  he- 
rederos ó  legítimos  re  presentan  les ,  sin  que 
ninguno  de  ellos  tenga  nunca  acción  para 
reclamar  cosa  alguna  por  razón  de  los  pro- 
ductos que  dichos  bienes  hayan  podido  ó 
debido  rendir  durante  el  secuestro  ó  la  con- 
fiscación. 

No  se  podrán  reclamar  desperfectos  ni 
mejoras  causados  en  tales  bienes  por  el 
tiempo  ó  por  el  acaso;  pero  se  abonarán  al 
Gobierno  respectivo  las  mejoras  proceden- 
tes de  obra  humana,  asi  como  dicho  Gobier- 
no deberá  abonar  los  desperfeclos  que  pro- 
vengan de  tal  obra.  Y  estos  abonos  recípro- 
cos se  harán  de  buena  fe  y  sin  contienda 
judicial,  á  juicio  amigable  de  peritos  ó  de 
arbitradores  nombrados  por  las  partes  y 
terceros  que  ellos  elijan  en  caso  de  dis- 
cordia. 

A  ios  acreedores  cuyos  bienes  hayan  si- 
do enajenados  de  cualquier  modo  se  les  da- 
rá la  indemnización  competente,  ó  en  papel 
de  la  clase  mas  privilegiada,  cuyo  interés 
empezará  á  correr  al  cumplir  el  año  de  can- 
jeadas las  ratificaciones  del  presente  trata- 
do, ó  en  tierras  del  £slado. 

Si  la  indemnización  tuviere  lugar  en  pa- 
pel ,  se  dará  al  interesado  por  el  Gobierno 
respeclivo  un  documento  de  crédito  contra 
el  Estado ,  que  devengará  interés  desde  la 
época  que  se  fija  en  el  párrafo  anterior, 
aunque  el  documento  fuese  expedido  con 
posterioridad  á  dicha  ratificación;  y  si  se 
verificase  en  tierras  públicas  después  del 
año  siguiente  al  canje  de  las  ratificaciones, 
se  añadirá  al  valor  de  las  tierras  que  se  den 


en  indemnización  de  los  bienes  perdidos  la 
cantidad  raa«  de  tierras  que  se  calcule  equi- 
valente al  rédito  de  tas  primitivas,  si  se  hu- 
bieren estas  entregado  dentro  del  año  si- 
guiente al  referido  canje;  en  términos  que 
la  indemnización  sea  efectiva  y  completa 
cuando  se  realice. 

Para  la  indemnizncion  se  atenderá  al  va- 
lor aue  tenían  los  bienes  confiscados  al  tiem- 
po del  secuestro  ó  confisco.;  procediéndose 
en  todo  buena  fe  y  de  un  modo  amiga- 
ble y  conciliador. 

Arl.  6.®  Cualquiera  que  sea  el  punió 
donde  se  hallen  establecidos  los  españoles 
ó  salvadoreños  que  en  virtud  de  lo  estipu- 
lado en  el  artículo  anterior  tengan  que  ha- 
cer alguna  reclamación,  deberán  presentar* 
la  precisamente  denlro  de  cuatro  años,  con- 
tados desde  el  dia  en  que  se  publique  en  la 
capital  del  Salvador  el  canje  de  las  ratifica- 
ciones del  presente  Iral.ido,  acompañando 
una  relación  sucinta  de  los  hechos  ,  apoya- 
da en  documento  fehaciente,  que  justifiquen 
la  legitimidad  de  la  demanda;  y  pasados 
dichos  cuatro  años,  no  se  admitirán  nuevas 
reclamaciones  de  esta  clase  bajo  pretexto 
alguno. 

Arl.  7.®  Los  subditos  españoles  en  el 
Salvador  y  los  ciudadanos  salvadoreños  en 
España  podrán  ejercer  libremente  sus  ofi- 
cios y  profesiones,  poseer,  comprar  y  ven- 
der por  mayor  y  menor  toda  especie  de 
bienes  y  propiedades,  muebles  é  inmuebles^ 
extraer  del  país  sus  valores  íntegramente, 
disponer  de  ellos  en  vida  ó  por  muerte  ,  y 
suceder  en  los  mismos  por  testamento  6 
abinteslalo,  todo  con  arreglo  á  las  leyes  del 

f)aís,  en  los  mismos  términos  y  bajo  de  i^ua- 
es  condiciones  y  adeudos  que  usan  ó  usa- 
ren los  de  la  nación  mas  favorecida. 

Arl.  8  ^  Los  súbdilos  españoles  no  es- 
tarán sujetos  en  el  Salvador,  q¡  los  ciuda- 
danos salvadoreños  en  España,  al  servicio 
del  ejército,  armada  ó  milicia  nacional.  Es- 
tarán igualmenie  exentos  de  toda  carg^a  ó 
contribución  exliraordlnaria  ó  préstamo  for- 
zoso; y  en  los  impuestos  ordinarios  que  sa- 
tisfagan por  razón  de  su  industria,  comercio 
ó  propiedades,  serán  tratados  como  los  sub- 
ditos de  la  nación  mas  favorecida. 

Art.  9.®  En  lanío  que  S.  M.  Católica  y 
la  República  del  Salvador  no  ajusten  un  tra- 
tado de  comercio  y  nnvi-gacion  ,  las  altas 
parles  contratantes  se  obligan  recíprocaraeo- 
te  á  considerar  á  los  subditos  y  ciudadanos 
de  ambos  Estados  para  el  adeudo  de  ios  de- 
reclios  por  las  producciones  naturales  é  In- 
dustriales, efectos  y  mercaderías  que  impor- 
tare'n  ó  exportaren  de  los  territorios  respec* 
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(ivos,  asi  como  para  ol  pago  de  los  derechos 
de  puerto,  en  ios  mismos  lérminos  que  los 
de  U  nación  mas  favorecida. 

Toda  exención  y  lodo  favor  ó  privilegio 
que  en  materias  de  comercio,  aduanas  ó  na« 
vegacion  conceda  uno  de  los  dos  Estados 
contraíanles  á  cualquiera  nación,  sp  h^rá  de 
hecho  extensiva  á  ios  subditos  y  c  nrlml.-tnos 
del  otro  Estado,  y  estas  ventajas  «lisfru- 
larán  gratuitamente  si  la  concesión  hubiese 
sido  gratuita,  ó  en  otro  caso  con  las  mismas 
condiciones  con  que  se  hubiese  estipulado 
ó  por  medio  de  una  compensación  acordada 
por  múluo  convenio.  ' 

Arl.  10.  S.  M.  Católica  y  la  República 
del  Salvador  nombrarán  según  lo  tuvieran 
por  conveniente,  agentes  diplomáticos  y 
consulares  el  uno  en  los  dominios  del  otro; 
y  acreditados  y  reconocidos  que  sean  tales 
agentes  diplomáticos  y  consulares  por  el 
Gobierno  cerca  del  cual  residan ,  ó  en  cuyo 
territorio  ejerzan  sus  funciones,  disfrutarán 
de  las  franquicias,  privilegios  é  inmunida- 
des de  que  se  hallen  en  posesión  los  de 
igual  clase  de  la  nación  mas  favorecida,  y 
de  las  qne  se  estipularen  en  el  tratado  de 
comercio  que  ha  ae  celebrarse  entre  las  par- 
tes contratantes. 

Arl.  11.  Deseando  S.  M.  Católica  y  la 
República  del  Salvador  conservar  la  paz  y 
buena  armonía  que  felizmente  acaban  de 
cimentar  por  el  presente  tratado,  declaran 
Boiemne  y  formalmente: 

Que  si  (lo  que  Dios  no  permita)  se  inter- 
rumpiese la  )>uena  armonía  que  debe  conti- 
nuar reinando  en  lo  venidero  entre  las  par- 
tes contraíanles,  por  falla  de  inteligencia 
en  ios  artículos  aquí  convenidos  ó  por  otro 
motivo  cualquiera  de  agravio  ó  queja ,  nin- 
guna de  las  parles  puede  aulorizar  actos 
de  represalia  ú  hostilidad  por  mar  ó  tierra 
haber  presentado  antes  á  la  otra  una  me- 
moria justificativa  de  los  motivos  en  que 
funde  la  injuria  ó  agravio,  denegándose  la 
correspondiente  6ati>facc¡on. 

Arl.  12  El  presente  tratado,  según  se 
halla  extendido  en  12  artículos,  será  ratifi- 
cado, y  los  instrumenlos  de  ratificación  se 
canjearán  en  esta  córte  dentro  del  lérmino 
de  un  año ,  ó  antes  si  fuere  posible. 

En  fe  de  lo  cual  los  infrascritos  Plenipo- 
tenciarios de  S.  M,  Católica  y  de  la  Repú- 
blica del  Salvador  lo  hemos  tírmado  y  se- 
llado con  nuestros  respectivos  sellos. 

Hecho  en  Madrid  á  24  de  junio  de 
1865  ele. 

£1  presente  tratado  ha  sido  debidamente 
ratificado,  y  /as  lalificaciones  canjeadas  en 


esta  córle  el  dia  15  del  aclual.»  (Gac,  3J 
yunto.} 

281.  TRATADOS.— Convenio  para  la  re- 
ciproca extradición  de  malhechores  entre 
Cspa&a  7  los  Paisas-Bsjoa ,  firmado  en  el  Ha* 
ya  el  5  de  noviembre  de  1860. 

(Estado.)  «S.  M.  la  Reina  de  las  Espa- 
ñas  y  S.  M.  el  Rey  de  los  Países- Bajos ,  ha- 
biendo resuelto  de  común  acuerdo  celebrar 
un  convenio  para  la  recíproca  extradición  de 
j  malhechores  á  fin  de  asegurar  la  represión 
de  los  crímenes  y  delitos  comunes  comeli- 
dos  en  sus  respectivos  territorios  y  cuyos 
autores  ó  cómplices  quisieran  sustraerse  á 
la  vindicta  pública  y  á  la  acción  de  las  leyes 
refugiándose  de  uno  de  los  dos  países  en  el 
otro ,  han  revestido  al  efecto  de  éus  plenos 
poderes  á  saber: 

S.  M.  (a  Reina  de  España  á  D.  Rafaél  Ja- 
bal.  Caballero  etc. 

Y  S.  M.  el  Rey  de  los  Países-Bajos  al 
Sr.  Julio  Felipe  Jacobo  Adrián ,  Conde  etc. 

Los  cuales ,  después  de  haberse  comuni- 
cado sus  plenos  poderes,  hallados  en  buena 
y  debida  forma,  han  convenido  en  ios  arti* 
culos  siguientes: 

Artículo  1.®  Los  Gobiernos  de  España  y 
de  los  Países-Bajos  se  obligan  por  el  presen-  ' 
te  convenio  á  entregarse  recíprocamenie, 
con  excepción  de  sus  nacionales ,  lodos  los 
individuos  «condenados,  acusados  ó  conira 
los  cuales  se  hubiere  dictado  auto  motivado 
de  prisión  por  las  autoridades  competenles 
de  aquel  de  los  dos  países  conira  Jas  leyes 
del  cual  se  hubieren  cometido  uno  ó  varios 
de  los  crímenes  ó  delitos  mencionados  en  el 
artículo  siguiente; 

La  demanda  de  extradición  no  podrá  ha- 
cerse mas  que  por  la  via  diplomática. 

Se  comprenden  en  el  reino  de  los  Países- 
Bajos,  en  cuanto  á  la  aplicación  de  esle  con- 
venia, bajo  la  denominación  de  nacionales 
los  extranjeros  que  según  las  leyes  del  rcíino 
son  asimilados  á  ios  nacionales,  así  como  los 
extranjeros  que  se  han  eslablecido  en  el  pais 
y  después  de  haberse  casado  con  una  mu- 
jer del  mismo  tienen  uno  ó  varios  hijos  de 
este  matrimonio  nacidos  en  dicho  país, 

El  mismo  privilegio  se  concederá  á  Espa- 
ña en  los  casos  en  que  lo  reclame  ,  justifi- 
cando que  los  acusados  reúnen  las  condicio- 
nes enunciadas  en  esle  párrafo. 

Arl.  2.®  Los  crímenes  y  delitos  por  los 
cuales  podrá  concederse  recíprocamente  Ja 
exlradiciun,  son: 

1.°  Parricidio ,  asesinato,  envenenamien- 
to, iníanlicidio,  homicidio  volunlario,  vio- 
lación ó  estupro. 
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Incendio.  de  hacer  saber  ías  razones  que  pueda  tener 

Falsedad  cometida  en  instrumentos  I  para  oponerse  á  la  extradición. 


públicos  ó  de  comercio  y  en  escrituras  pri* 
vadas,  comprendiendo  en  esto  la  imitación 
ó  ralsifícacion ,  de  billetes  de  Banco^  de  papel 
moneda  y  de  efectos  públicos. 

4.  ^  Fabricación  de  moneda  falsa,  altera- 
ción de  la  moneda  y  emisión  hecha  á  sabien- 
das de  moneda  falsa. 

5.  **   Falso  testimonio. 

6.  ®  Robo ,  cuando  ha  sido  acompañado 
de  circunstancias  agravantes;  estafa,  con- 
cusión ,  soborno  de  funcionarios  públicos, 
sustracción  ó  malversación  cometidas  por 
depositarios  ú  oíros  empleados  públicos  que 
manejen  fondos. 

7.  "   Quiebra  fraudulenta. 

Arl.  3.®  Los  crímenes  ó  delitos  políticos 
no  pueden  ser  objeto  de  la  extradición  esti- 
pulad a  por  el  presente  <ionvenio. 

El  individuo  cuya  extradición  hubiere  si- 
do concedida  no  podrá  en  ningún  c&so  ser 
perseguido  ó  castigado  por  crímenes  ó  deli- 
tos políticos  anteriores,  ni  por  ningún  hecho 
que  tenga  relación  con  semejante  crimen  ó 
delito,  ni  tampoco  por  crímenes  ó  delitos 
comunes  no  comprendidos  en  el  nrt.  2.* 

Arl.  4.°  Los  objetos  que  se  hallaren  en 
poder  del  individuo  reclamado  ó  que  se  pu- 
dieren recojer  si  el  encausado  los  hubiere 
depositado  en  el  pais  en  que  se  ha  refugia- 
do, así  comp  todos  los  demás  objetos  que 

fiuedan  servir  para  la  comprobación  del  de- 
ilo  serán  entregados  al  Gobierno  reclaman- 
te al  tiempo  de  efectuarse  la  extradición  ó 
después  si  há  lugar  á  ello,  siempre  que  la 
autoridad  competente  del  Estado  requerido 
hubiere  ordenado  la  entrega. 

Arl.  5.®  La  demanda  de  extradición  no 
será  concedida  sino  en  vista  de  la  presenta- 
ción del  original  ó  del  testimonio  ó  certifi- 
cación de  la  sentencia  ó  del  auto  definitivo 
de  condena  ó  de  la  acusación  físcal  en  que 
se  pide  una  pena  aflictiva  (ou  de  mise  en 
accusation),  ó  del  auto  motivado  de  prisión 
(ou  de  Mordonnance  de  poursuite  avec  man- 
dat  d*arrél),  ó  de  cualquier  otro  documento 
de  igual  valor  expedido  con  arreglo  á  la  le- 
gislación del  país  que  hace  la  demanda,  y 
declarando  el  crimen  ó  delito  y  la  disposi- 
ción penal  que  le  es  aplicable.  La  demanda 
de  exlradicion  irá  además  acompañada  á  ser 
posible  de  las  señas  del  individuo  recla- 
mado. 

Art.6.®  Si  el  individuo  reclamado  no  fue- 
se súbdito  del  Estado  reclamante,  si  no  de  un 
tercer  Estado  ,  la  extradición  podrá  suspen- 
derse hasta  que  el  Gobierno  de  que  dependa 
dicho  individuo  haya  sido  puesto  en  el  caso 


Sin  embargo  ,  el  Gobierno  á  quien  se  diri- 
ja la  reclamación  qúedará  libre  de  negar  la 
extradición  ó  de  entregar  el  individuo  recla- 
mado, ya  sea  al  Gobierno  de  su  propio  pai* 
ya  al  del  país  en  que  haya  cometido  el  cri- 
men ó  delito. 

Art.  7.**  Cuando  el  individuo  reclamado 
se  halle  encausado  ó  condenado  por  los  tri- 
bunales del  pais  en  que  se  ha  refugiado  por 
crímenes  ó  cielitos  cometidos  en  este  país,  la 
extradición  será  drferida  hasta  que  haya  si- 
do declarado  libre  ó  absuelto  ó  haya  cum- 
plido su  condena. 

Art.  La  extradición  no  podrá  conce- 
derse si  hubiere  trascurrido  el  termino  de  la 
prescripción  de  la  pena  ó  de  la  acción  cri- 
minal, con  arreglo  á  las  leyes  del  país  don^- 
de  el  individuo  reclamado  se  hubiese  refu- 
giado. 

Art.  9.®  No  habrá  lugar  á  la  exlradiciott 
cuando  la  demanda  fuere  motivada  por  el 
mismo  ciimen  ó  delito  por  el  cual  el  indivi- 
duo reclamado  sufra  ó  ha  sufrido  ya  tu  peua, 
ó  del  que  ha  quedado  libre  ó  absuelto  en  el 
país  á  quien  se  pidiere  la  extradicioo. 

Si  el  individuo  se  halla  detenido  por 
deudas  en  virtud  de  una  condena  anterior  á 
la  demanda  de  exlradicion ,  esta  se  diferirA 
hasta  que  sea  puesto  en  libertad. 

Art.  10.  Los  individuos  cuya  extradición 
hubiere  sido  concedida  serán  conducidos 
al  puerto  que  designe  el  agente  diplomálici» 
que  ha  hecho  la  reclamación. 

Los  gastos  ocasionados  por  el  arresto ,  la 
decion,  la  manutención  y  el  trasporte  de  \o% 
individuos  cuya  extradición  hubiere  sido 
concedida  hasta  el  momento  de  su  entregm, 
serán  de  cuenta  del  Gobierno  en  cúyo  terri- 
torio se  hubieren  refugiado. 

Por  el  contrario ,  desde  el  momento  en  que 
hubieren  sido  embarcados,  los  gastos  dts 
trasporte  y  de  manutención  serán  de  cuenta 
del  Gobierno  reclamante. 

Art.  11.  Guando  en  la  instrucción  de  una 
causa  criminal  uno  de  los  dos  Gobiernos  juz- 
gase necesario  el  exámen  de  testigos  domv- 
citiados  en  el  oiro  Estado,  se  remitirá  uti 
exhorto  al  efecto  por  la  via  diplomática,  al 
que  se  dará  curso,  observando  las  leyes  d>'i 
país  eti  que  los  testigos  fuesen  invitados  a 
comparecer. 

Los  Gobiernos  respectivos  renuncian  por 
una  y  otra  parte  á  cualquiera  reclamaciou 
que  tenga  por  objeto  la  restitución  de  los 
gastos  que  resulten  de  elfo. 

Todo  exhorto  que  tenga  por  objeto  pedir 
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el  exámeti  de  testigos  deberá  ir  acompañado 
ée  una  tradaecion  francesa. 

Art.  12.  Si  en  una  causa  criipinal  es  ne- 
cesaria la  comparecencia  personal  de  un  tes- 
tigo en  el  otro  país,  su  Gobierno  te  exhorta- 
rá á  acceder  á  la  invitación  que  se  le  haga; 
y  si  consintiese ,  se  le  abonarán  los  gastos 
de  viaje  y  de  estancia  según  las  tarifas  y  re- 
glamentos vigentes  en  el  país  en  que  haya 
de  tener  lugar  la  comparecencia. 

Art.  13.  Cuando  en  ana  causa  criminal 
se  juzgase  útil  ó  necesario  el  careo  de  reos 
detenidos  en  el  otro  Estado  ó  bien  la  comu- 
!iícacion"'de  pruebas  instrumentales  ó  de  do- 
cumentos que  se  hallasen  en  poder  de  las 
autoridades  del  oiro  país,  se  liará  la  recla- 
mación por  la  via  diplomática  y  se  le  dará 
curso  en  tanfo  que  no  haya  consideraciones 
especiales  que  se  opongan  á  ello  y  con  obli- 
gación de  restituir  los  reos  y  tas  pruebas. 

Los  Gobiernos  respectivos  renuncian  por 
ámbas  partes  á  cualquiera  reclamación  de 
gastos  que  resullariMi  del  trasporte  y  de  la  res- 
t  tucíon  dentro  de  los  límites  de  sus  respec- 
tivos territorios,  de  los  reos  que  han  de  ser 
careados,  así  como  del  envío  y  devolución 
de  las  pruebas  y  documentos. 

Art.  14.  Las  altas  parles  contratantes 
han  declarado  al  mismo  tiempo  que  el  em- 
pleo de  la  lengna  francesa  de  que  se  han  ser- 
vido de  común  acuerdo  en  el  presente  con- 
venio no  puede  ni  debe  en  caso  alguno  per- 
judicar el  derecho  que  respectivamente  tie- 
nen de  servirse  de  su  propio  idioma  en  el 
texto  de  las  estipulaciones  internacionales. 

Art.  15.  El  presente  convenio  no  empe- 
zará á  regir  sino  20  dias  después  de  su  pu- 
blicación en  la  forma  prevista  por  las  leyes 
de  los  dos  países. 

Continuará  en  vigor  hasta  seis  meses  des- 
pués de  declaración  contraria  por  parte  de 
uno  de  los  dos  Gobiernos. 

Será  ratificado  y  las  ratiñcaciones  serán 
eanjeadas  tan  pronto  como  sea  posible. 
En  fé  de  lo  cual  etc. 

Este  convenio  ha  sido  debidamente  rati- 
ficado, y  las  ralilicaéiones  canjeadas  en  el 
Haya  el  20  de  enero  del  présenle  año  1866.» 
(Gac.  13  agosto,) 


4BRISPRCDESCL\JpSllNlSTRATIVA. 

Matenel*««-adialMl»iraiWofl. 

JTTBIXftACIOKES.  Los  errores  y 
equivocaciones  en  anteriores  clasificado^ 
iiis  no  dan  ni  quitan  derechos,  sino  que 


siempre  ha  de  servir  de  base  pará  esta  el 
sueldo  del  mayor  empleo  obtenido  eii 
propiedad pornombramiento  real  de  las 
Córtes. 

•  B.  D.-g.  de  24  de  mm  de  1866. 

Pleito  seguido  ante  el  Consejo  de  Esta- 
do por  D.  ítafael  Ruiz  de  Peralta,  auditor 
de  guerra  jubilado,  con  la  Adroinistracion 
general,  sobre  mejora  de  sueldo  regulador: 
por  cuanto  la  junta  de  clases  pasivns  re- 
conociéndole 57  años,  o  meses  y  27  dias 
de  servicios,  le  asignd  9,600  rs.,  cuatro 
quintos  del  sueldo  de  42.000  que  disfrutó 
como  auditor  de  guerra  desde  i826  á 
1834 ;  y  Peralta  pide  sirva  de  base  el  de  ^ 
28.000  rs.  que  disfrutó  como  vocal  de  la ' 
comisión  permanente  de  estadística  de 
Villacarrillo.— Con  vista  del  art.  26  de 
la  ley  de  presupuestos  de  4835,  de  los 
arts.  3.*>  v  4.^  del  R.  D.  de  26  de  diciem- 
bre de  1849  V  de  los  Rs.  Ds.  de  14  de 
octubre  de  18^6  v  22  de  noviembre  de 
1852,  por  R.  D.-S.  de  24  de  marzo  se 
confirma  la  real  órden  reclamada: 

(tConsidcrando  que  el  único  empleo  que 
el  demandante  ha  desempeñado  de  los  que 
con  arreglo  á  las  leyes  y  decretos  pueden 
darle  opción  al  goce  de  derechos  pasivos  ,  es 
el  de  auditor  de  guerra  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  Granada ,  que  ejerció  desde  el  aúo 
de  1826  hasta  el  de  1834: 

Considerando  que  durante  dicho  período 
de  tiempo  los  auditores  de  guerra  no  disfruta- 
ron otro  sueldo  que  el  de  12.000  rs.  vn. ,  y 
por  consiguiente  este  es  el  que  debe  servir 
de  reguiador  para  su  clasíñcacion. 

Considerando  que  los  demás  servicios  que 
en  diferentes  caraos  y  comisiones  prestó,  si 
bien  le  son  abonaoles  para  su  ciasiíicacion, 
no  pueden  servir  de  tipo  para  el  señala- 
miento de  su  haber  pasivo  por  las  razones 
antes  indicadas: 

Considerando  que  el  R.  D.  de  14  de  octu- 
bre de  1836,  invocado  por  el  demandante, 
no  rs  aplicable  al  caso,  ni  por  razón  de  su 
carácter  transitorio  ni  por  su  tendencia  pu- 
ramente económica;  pues  el  objeto  con  que 
se  dictó  fué  rebajar  Jos  sueldos  de  las  clases 
pasivas  para  nivelarlas  con  las  activas,  que 
por  virtud  de  la  guerra  civil  estaban  su- 
friendo un  descuento  gradual  en  Jos  suyos, 
y  proporcionar  por  este  medio  algunas  eco<» 
nomias  al  Tesoro: 

Considerando  además  que  los  errores  y 
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pqnivocaeiones  comelldos  en  anteriores  cla- 
^ilicnciones  ni  dan  ni  quitan  derechos  á  los 
interesados.»  (Gao.  5  mayo  ) 

HIÑAS.  No  puede  concederse  como 
demasia  el  terreno  comprendido 'entre 
varias  minas  cuando  aquel  terreno  es  su- 
ficientemente extenso  para  foimar  una 
pertenencia  completa,  y  victversa,  no 
puede  concederse  como  pertenencia  cúm- 
plela y  si  como  demasía  el  terreno  cerra- 
do entre  minias  cuando  no  tieneii  la  ex- 
tensión que  marca  la  ley, 

R.  D.-S.  de  18  de  sbríl  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Consejo  de  Estado 
por  la  sociedad  minera  Junta  Madrileña 
con  la  Administración  general,  sobre  re* 
vocación  de  una  real  órden  que  declaró 
nulo  un  expediente  sobre  demasía  solici- 
tada por  varias  minas  colindantes  á  un 
terreno  intermedio.  Dicha  real  órden  se 
fundaba  en  que  declarada  la  caducidad 
de  una  de  aquellas  minas,  el  terreno  so- 
licitado como  demasía  se  habia  agranda- 
do lo  suíiciente  para  formar  una  perte- 
nencia completa,  pero  resultando  no  ser 
cierta  aquella  caducidad ,  y  conformándo- 
se en  consecuencia  la  petición  del  Minis- 
terio fiscal  con  la  de  la  sociedad  deman- 
dante; por  R.  D.  de  18  de  abril  se  declara 
sin  efecto  la  real  órden  reclamada  y  se 
manda  proceder  á  la  adjudicación  del  ter- 
reno con  arreglo  á  la  ley: 

^(Considerando  que  la  negativa  á  que  se 
adjudicase  como  demasía  el  terreno  de  que 
íe  trata  se  fundó  en  el  equivocado  concepto 
de  que  eslaba  caducada  la  minaM^a*,  y 
que  habia  ya  por  lo  mismo  espacio  suficien- 
te para  una  pertenencia  completa  ó  íncom- 
plela: 

Considerando  que  el  hecho  de  la  caduci- 
dad de  la  mina  Niñas  ha  resultado  inexacto, 
pues  si  bien  fué  declarada  por  el  Gobernador, 
revocó  esla  decisión  el  Consejo  provincial, 
y  la  sentencia  de  este  se  declaró  consentida 
por  mi  R.  D.  de  2t  de  setiembre  de  1865: 

Considerando,  en  consecuencia,  que  no 
existiendo  el  supuesto  en  que  se  fundó  la 
negativa,  procede  la  adjudicación  del  terreno 
como  demasía  con  arreglo  á  la  ley.»  (Gace' 
ta  Ib  junio.) 


MONTE-PIO  DE  MAaiSTBABOS. 

Pensión  de  las  viudas. 

B.  D.-8.  de  18  de  abril  de  1566. 

Doña  Josefa  López  Enguídanos  recur- 
rió al  Consejo  de  Estado  por  la  vía  con- 
tenciosa reclamando  contra  la  real  órden 
que  confirmó  el  acuerdo  déla  juntada 
clases  pasivas  señalándola  la  pensión  de 
solos  5.000  rs.  en  vez  de  7.000  que  dice 
la  correspondía  como  viuda  de  Magistra- 
do que  falleció  en  i6  de  agosto  de  1862. 
Y  el  Consejo  de  Estado  confirma  la  real 
órden  reclamada: 

«Considerando  que  la  pensión  de  viude- 
dad señalada  por  ia  junta  de  clases  pasivas 
á  doña  Josefa  López  Enguídanos  fue  la  que 
le  correspondía  con  sujeción  al  reglamento  de 
Monle-pio  de  Magistrados,  única  disposi- 
ción apíicable  á  la  fecha  del  fallecimieulo  de 
su  marido.»  (Gac,  17  junio.) 

POLICIA  UBBAUTA.— Alineación 
de  calles.  Las  disposiciones  de  la  ley 
de  expropiación  no  son  apHcables  á  las 
cuestiones  sobre  indemnización  de  perjui* 
dos  por  retardo  en  el  despacho  del  expe- 
diente de  alineación. 

B.  B.-S.  de  18  de  abril  de  1866. 

D.  Ignacio  Ferragut,  prévia  resolución 
gubernativa,  propuso  demanda  ante  el 
Consejo  provincial  de  las  Islas  Baleares 
contra  el  Ayuntamiento  de  Palma,  pidien- 
do que  se  condenase  á  este  á  indemni- 
zarle de  los  alquileres  no  percibidos,  da- 
ños y  perjuicios  causados  en  dos  casas, 
por  no  haber  podido  acudir  á  su  repara- 
ción por  falla  de  señalamiento  de  línea  de 
ediGcacion  desde  su  apuntaJamienlo  por 
providencia  del  mismo.  Absuelto  el  Ayun- 
tamiento por  la  sentencia  del  Consejo 
provincial  y  apelada  por  Ferragut ,  el  de 
Estado  la  confirma  por  ia  suva  de  18  de 
abril: 

«Considerando  que  la  cuestión  promovida 
por  el  apelante  no  es  de  expropiación  6 
enajenación  forzosa,  sino  de  indemnización 
de  perjuicios,  á  la  que  no  son  aplicables  las 
disposiciones  que  aquel  invoca. 

Cont>¡(l<  iando  que  al  ordenar  el  Ayunta- 
míenlo  de  Palma  el  apuntalamiento  de  la 
casa  de  Ferragut  no  liizo  mas  que  camplir 
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on  deber  preft*renle ,  consultando  á  la  «egu- 
rtdad  de  ios  hAbitantes  y  transeúntes: 

Considerando  que  si  el  expediente  de 
alineación  de  Ja  calle  en  que  dicha  casa  es- 
taba situada  sufrió  alguna  dilación,  no  pue- 
de imputarse  al  Ayuntamiento,  á  quien  no 
competía  resolverlo,  ni  tampoco  exig írsele 
n  nguna  responsabilidad  porque  se  hubiese 
lelardado  mas  ó  menos  la  reedificación  de 
aquella.»  (Gac,  17  junio.) 

CABGAS  ESPIRITUALES.  Las 

que  afectaban  á  fincas  del  clero  están 
comprendidas  en  el  art.  ^  \  del  convenio 
adicional  con  la  Santa  Sede  de  25  de 
agosto  de  ÍS5H,  contenido  en  la  ley  de  4 
de  abril  de  i860. 

B.  D.-S.d6Í6deibríléei866. 

El  cabildo  catedral  de  Lérida  reclama 
aote  el  Consejo  de  Estado  qae  se  revo- 
que una  R.  O.  de  i3  de  jamo  de  4862 
que  desestimando  la  solicitud  del  mismo 
cabildo  de  que  se  le  abonasen  las  rentas 
de  las  fincas  de  Remolina  que  le  perttioe- 
cieron  y  estaban  afectas  á  la  celebración 
de  aniversarios ,  dispuso  que  los  abonos  á 
que  el  cabildo  se  consideraste  con  dere- 
cho estaban  comprendidos  en  el  art.  11 
del  convenio  celebrado  con  la  Santa  Sede. 
Impugnada  la  demanda  por  el  Fiscal,  y 
vistos  principalmente  los  arts.  38  v  40  del 
concordato  de  16  de  marzo  de  1^51  (i), 
y  el  4.%  5.%  7.%  10  y  11  del  convenio 
adicional  de  25  de  agosto  de  1859  (2)  se 
absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda y  se  confirma  la  real  órden  recla- 
mada por  sentencia  de  16  de  abril: 

«Considerando  que  los  bienes  de  que  se 
trata  están  comprendidos  en  el  art.  38  del 
concordato  del  51  y  en  el  4.^  y  5.^  del  con- 
venio adicional  del  59,  habiendo  quedado 
en  virtud  de  sus  estipulaciones  en  la  propie- 
dad de  la  Iglesia  y  en  el  disfrute  y  admi- 
nistración del  clero: 

Considerando  quo  por  el  concordato  se 
mandó  imputar  su  importe  líquido,  ó  dedu- 
cidas eargas,  en  la  dotación  del  clero,  y 
por  el  convenio  se  estableció  esta  misma 
imputación  ,  pero  extendiéndola  al  importe 
total  de  eslos  bienes;  resultando  de  aquí  la 
necesidad  de  atender  por  separado  á  tas 


(1 )  GonUmidn  en  la  \tj  de  17  d«  oetabre  da  1851' 
(3}    Iil«iu  en  la  ley  de  4  de  abril  de  IbtiK. 


cargas  con  la  adopción  de  un  temperamen- 
to adecuado  á  este  6n: 

Considerando  que  este  temperamento  se 
adoptó  en  efecto  en  el  art.  11  del  convinio 
adicional,  asignando  una  cantidad  airada 
que  debia  fijarse  de  común  acuerdo  de  ám- 
bas  potestades: 

Considerando  que  mi  Gobierno,  sin  olvi- 
dar tan  solemnes  estipulaciones,  que  son 
leyes  en  la  materia,  no  podia  disponer  otra 
cosa  que  lo  que  dispuso  en  la  real  órden 
impugnada  por  parte  del  cabildo,  seña- 
lando el  art.  1 1  del  convenio  adicional  co- 
mo única  resolución  legal  de  la  cuestión  por 
aquel  planteada: 

Considerando,  en  fin ,  que  no  se  ha  acre- 
ditado por  parte  del  cabildo  que  el  conjun- 
to de  los  bienes,  objeto  de  su  reclamación, 
constituyese  una  institución  piadosa  y  fa- 
miliar, comprendida  como  tal  en  el  apla- 
zamiento estipulado  en  el  art.  10  del  conve- 
nio.» (Gac.  20  junio.) 

DESAMOBTIZACION.  Declara- 
ción del  dominio  útil  y  derecho  de  redi- 
mir el  directo,  á  favor  de  arrendatarios 
por  si  ó  sus  antecesores  siéndolo  antes 
de  1800. 

I.  D.-S.  de  18  de  abril  de  1866. 

El  Consejo  de  Estado  por  sentencia  de 
18  de  abril  deja  sin  efecto  una  R.  O.  de 
5  de  diciembre  de  1860  reclamada  por 
D.  Juan  Gutiérrez  Deleito  que  revocó  el 
acuerdo  de  la  junta  de  ventas  concediéii- 
dole  el  dominio  lítil  y  derecho  de  redimir 
el  directo.  Se  dicta  este  fallo  con  vista 
de  la  ley  de  27  de  febrero  de  1856  v  de 
la  R.  O.  de  24  de  diciembre  de  1860: 

«Considerando  que  la  cuestión  de  este 
pleito  está  hoy  contraída  á  depurar  si  la  fin- 
ca de  que  se  trata  ha  venido  poseyéndose  en 
arrendamiento  por  el  demandante  y  sus  an- 
tecesores desde  fines  del  siglo  pasado  has- 
ta que  se  promulgó  la  ley  antes  citada; 

Considerando  que  si  bien  cuando  se  dictó 
la  real  órden  cuya  revocación  se  solicita,  el 
expediente  no  ofrecía  una  prueba  satisfacto- 
ria sobre  tan  interesante  extremo,  y  resul- 
taba en  descubierto  un  período  de  z3  años, 
este  se  ha  llenado  cumplidamente  con  las 
diligencias,  pruebas  y  documentos  que  el 
demandante  presentó  después  y  corren  uni- 
dos á  los  autos: 

Considerando  que  eslas  nuevas  justifica- 
ciones no  pueden  dejar  de  apreciarse  por 
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virtud  de  lo  dispuesto  en  la  R.  O.  de  24  de 
diciembre  de  1860 »  pues  sobre  que  están  en 
perfecta  armonía  con  las  roblas  de  tramita- 
ción que  en  ella  se  consig^nan,  dicha  real 
órden  se  dictó  cuando  el  expediente  guber- 
nativo estaba  ya  terminado,  y  no  tenia  por 
consiguiente  aplicación: 

Y  considerando,  finalmente,  que  resulta 
demostrada  la  concurrencia  de  los  demás 
requisitos  que  simuiláneamente  exige  la  ley 
del  año  56  pnra  que  los  arrendatarios  pue- 
dan obtener  el  doble  benelicio  que  ia  misma 
Jey  dispensa.»  (Gac,  20  junio.) 

BECUBSO  DE  ACLAB ACION. 
Terrenos  de  aprovechamiento  co- 
man: Se  declara  que  los  bienes  no  excep- 
tuados por  el  R.  D.'S.  de  22  de  febre- 
ro de  4865  son  los  que  venían  des- 
tinándose al  cultivo  y  eran  labrantíos 
cuando  los  vendió  la  Hacienda  ó  lo  ha- 
Han  sido  en  cualquiera  época  dentro  de 
los  20  ízfíos  anteriores  á  la  ley  de  1.®  de 
mayo  de  4855. 

B.  D.-S.  de  20  de  abril  de  4866. 

La  resolución  del  epígrafe  se  dictó  en 
virtud  de  recurso  de  aclaración  i  oler- 
puesto  con  arreglo  al  arl.  227  del  regla- 
mento sobre  el  modo  de  proceder  ante  el 
Consejo  de  Estado  prévio  emplazamiento 
del  Fiscal  y  del  Ayuntamiento  de  Cardiel 
que  fueron  parte  en  el  pleito  en  que  re- 
cayó la  sentencia  aclarada.  {Gac.  ju- 
nio.) 

CONTBATOS  PABA  SEBVICIOS 
Y  OBBAS  PUBLICAS.  No  se  debe 
rescindir  un  contrato  como  lesivo,  si 
abrazando  diferentes  puntos,  pueden 
compemarse  las  pérdidas  de  unos  con  la$ 
ganancias  de  otros,  ni  cuando  no  pueda 
apreciarse  la  lesión  por  culpa  del  perju- 
dicado, ni  en  las  obras  de  albañilerla 
cuando  los  contratistas  son  peritos. 

U.  D.-S.  de  28  de  abril  de  4866. 

Demanda  seguida  en  primera  instancia 
ante  el  Consejo  provincial  de  Córdoba  y 
en  apelación  ante  el  de  Estado,  sobre  res- 
cisión de  contrato  de  derribo  y  cesión  de 
materiales,  enire  el  Ayuntamiento  de  di- 
cha ciudad  y  el  contratista  que  era  oficial 
de  albanil  matriculado  como  tal.  Absuel- 


to  por  la  seotencia  del  Consejo  provin- 
cial el  Ayuntamiento,  fué  connrmada  eo 
apelación  por  el  de  Estado: 

«Considerando  que  el  contrato  celebrado 
entre  el  Ayuntamiento  de  Córdoba  y  D.  An- 
tonio López  Carrillo  fué  uno  solo,  aunque 
comprensivo  de  diferentrs  punios,  en  que 
habian  de  compensarse  las  pérdidas  con  las 
ganancias,  y  que  por  lo  mismo  no  es  legal 
examinar  separadamente  cada  una  de  «ns 
partes  como  si  fuese  un  contrato  aislado  é 
independiente  de  las  otras: 

Considerando  que  aunque  otra  cosa  se  su- 
piese y  fuera  lícilo  examinar  aisladamente 
la  parle  de  dicho  contrato  que  se  refiere  á 
la  cesión  por  cierto  precio  de  los  materiales 
del  derribo,  no  seria  posible  decidir  si  habia 
habido  ó  nó  lesión,  por  cuanto  D.  Antonio 
López  Carrillo  dispaso  de  parte  de  los  mis- 
mos materiales,  cuyo  valor  no  puede  ya 
apreciarse: 

Considerando,  sobre  todo,  que  aun  su- 
puestos los  hechos  en  que  se  funda  la  recla- 
mación acerca  de  este  punto,  no  puede  don 
Antonio  López  Carrillo  reclamar  como  lesi- 
vo el  tal  contrato  por  su  cualidad  d^^  perito 
en  la  materia  sobre  que  recala.»  (Gac.  23 
junio.) 

ABBIENBOS    DE  CONSUMOS. 

Según  la  instrucción  de  4856,  los  adeu- 
dos de  las  carnes  frescas  podían  hacerse 
ó  por  cabezas  ó  por  libras. 

n.  D.-S.  de  20  de  abril  de  1SC6. 

Varios  vecinos  de  Jerez  de  la  Fronte- 
ra se  quejaron  en  4864  al  Gobernador  de 
la  provincia  de  Cádiz,  de  que  el  arren- 
datario del  impuesto  de  consumos  D.  Pe- 
dro A.  Pacheco  les  exigía  el  derecho  de 
las  carnes  frescas  por  libras,  y  no  por  ca- 
bezas como  ellos  querian  pagar  co  virtud 
del  derecho  de  elección  que  les  concedía 
la  instrucción.  Aunque  al  principio  i^o 
mandó  amparar  á  los  reclamantes  en  su 
derecho,  después  por  otra  providencia  de 
54  de  marzo  de  4862  se  obligó  al  A\ un- 
tamiento á  pagar  al  arrendatario  por  via 
de  indemnización  la  cantidad  de  ¿9.41á 
reales  en  aue  suponía  aminorados  los  pro- 
ductos del  arriendo,  por  dicho  motivo. 
Reclamó  el  Ayuntamiento  por  la  via  cod- 
tenciosa ,  y  aunque  el  Consejo  provincial 
confirmó  la  providencia  del  Gobernador, 
el  Consejo  de  Estado  en  apelación  por  su 
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R .  D.-S.  de  20  de  abril  revocó  la  senlrD- 
cía  del  provincial  y  declaró  al  coDlralisla 
sin  derecho  á  índemnizacjoo,  con  vista 
de  los  arts.  I.""  del  R.  D.  de  15  de  di- 
ciembre de  181^6,  44  de  la  instrucción 
del  24  del  mismo  mes  y  ano,  y  14  de  la 
circular  de  15  de  mayo  de  1859: 

«Considerando  que  la  condición  4.^  del 
contrato  hace  obligatorias  como  leyes  es- 
peciales del  mismo  las  regias  de  recauda- 
ción de  la  contribución  de  consumos,  esta- 
blecidas en  las  disposiciones  mencionadas 
á  que  expresamente  se  refiere: 

Considerando  que  una  de  estas  reglas  es 
la  de  que  se  deje  al  arbitrio  de  los  contri- 
buyentes el  pagar  el  derecho  de  carnes 
muertas  fuera  de  los  mataderos  públicos  por 
libras  ó  por  cabezas: 

Considerando  que  el  contratista  D.  Pedro 
Antonio  Pacheco,  exigiendo  este  derecho 
por  libras  á  los  contribuyentes  sin  su  pré« 
vía  conformidad ,  infringió  abiertamente 
la  expresada  condición  4.^,  careciendo  evi- 
dentemente por  ello  de  derecho  á  la  indem- 
nización qne  pretende  por  no  habérsele  per- 
roitido  coÍ>rar  de  este  modo,  esto  es,  con- 
traviniendo á  la  ley  especial  del  contrato, 
y  á  las  disposiciones  generales  á  que  la 
misma  hace  referencia.»  (Gac.  25 yunto.) 

DESAMORTIZACION.  Terrenos 
de  aprovechamiento  común.  (La 
misma  ref^olucion  en  el  fondo  que  las  de 
las  págs.  iSi  y  304.)— Dehesas  boya- 
les: La  designación  de  su  cábida  y  eir- 
eunstancias  del  terreno  que  se  destine  pa- 
ra dehesa  boyáis  escQsa  puramente  discre- 
cional y  de  apreciación  del  Gobierno ,  y 
por  lo  mismo  no  susceptible  de  juicio 
eontencioso-administra  tivo. 

R.D.-S.  de  20  de  abril  de  1866. 

Demanda  presentada  en  el  Consejo  de 
Estado  en  nombre  del  Ayuntamiento  de 
San  Roque  con  la  pretensión  de  que  d<'- 
jándose  sin  efecto  una  R.  O.  de  23  de 
febrero  de  1863,  se  declaren  como  bienes 
de  aprovechamiento  común  de  los  veci- 
no? de  la  misma  ciudad  y  exentas  de 
la  desamortización  ,  las  sierras  denomi- 
nadas Carbonera,  Gamas  y  Arca,  enaje- 
nadas ya  por  la  Administración,  y  se  res- 
cindan las  ventas  hechas  de  las  mismas, 
mandando  que  sean  devueltas  al  Ayun- 
tamiento con  destino  á  aprovechamiento 


ADMINISTRATIVA.  4S9 

común  y  dehesa  boyal.  Del  certificado 
expedido  por  el  Secretario  del  Gobierno 
de  la  provincia  de  Cádiz  resulla  que  ea 
las  cuentas  municipales  corrcspondieotes 
á  ios  años  de  1846  á  185S  figuraban  al- 
guoaai  partidas  de  censos  de  tierras  en 
las  sierras  indicadas,  satisfechas  por  los 
sugelos  que  se  expresan  y  que  en  cada 
año  de  los  citados  se  hace  referencia  de 
la  cantidad  pagada  por  el  20  por  100  de 

Eropios,  siü  expresar  las  fincas  que  lo 
ayan  producido.  El  Consejo  de  Estado 
por  R.  D.  S.  de  20  de  abril  absuelve  á  la 
Administración  de  la  d'etnauda  en  estos 
términos: 

<í Vista  la  ley  de  1.**  de  mayo  de  1855,  en 
cuyo  art.  2.^  fueron  excepluados  de  la 
venta  Ies  terrenos  de  aprovechamiento  co- 
mún ,  previa  declaración  de  serlo,  hecha  por 
el  Gobierno: 

Visto  el  R.  D.  de  10  de  julio  de  1865 ,  cu- 
yo art.  4.**  dice;  «Serán  condiciones  indis- 
pensables para  conceder  la  excepción,  que 
el  Ayuntamiento  acredite  que  el  aprove- 
chamiento ha  sido  libre  y  gratuito  para  to- 
dos los  vecinos  en  los  20  arios  anteriores  á 
la  ley  de  1.**  de  mayo  de  1855,  y  hasta  él 
dia-de  la  petición,  sin  interrupción  alguna:» 

Visto  el  art.  10  del  mismo  real  decreto, 
que  dice:  «Las  incidencias  do  ventas  pen- 
dientes de  resolución  se  resolverán  con  ar- 
reglo á  lo  dispuesto  en  los  anteriores  ar- 
tículos:» 

Visla  la  ley  de  11  de  julio  de  1856  en  que 
se  exceptuó  de  la  venta  la  dehesa  destinada 
ó  que  se  destínase  al  pasto  de  los  ganados 
de  labor,  acuyaextension  fijaria  el  Gobier- 
no atendidas  las  necesidades  de  cada  pue- 
blo:» 

Vista  la  R.  0.  de  25  de  abril  de  1864,  cu- 
yos términos  son  aque  so  diese  curso  á  la 
demanda  contra  la  otra  R.  O.  de  23  de  fe- 
brero, por  ta  cual  se  negó  al  Ayuntamiento 
de  San  Roque  la  excepción  de  aprovecha- 
miento común,  que  había  solicitado:» 

Considerando,  en  cuanto  á  la  reclama«!¡oa 
contra  el  señalamiento  de  dehesa  boyal, 
que  la  designación  de  ta  cabida  y  circuns- 
tancias del  terreno  que  el  Gobierno  destine 
para  el  pasto  del  ganado  de  labor,  es  cosa 
puramente  discrecional  y  de  apreciación,  no 
sujeta  á  reglas  preestablecidas,  y  por  lo 
mismo  no^usceptible  de  juicio  contencioso- 
administrativo: 

Considerando  que  sin  duda  por  esta  razón 
se  dispuso  en  la  R.  O.  de  25  de  abril  de 
1864  que  se  diese  curso  á  la  demanda  con- 
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tra  la  otra  de  23  de  febrero,  en  que  se  negó 
)a  excepción  de  aprovechamiento  común, 
haciendo  caso  omiso  del  extremo  que  con- 
tenia relativo  al  señalamiento  de  dehesa 
boyal;  por  lo  cual  no  puede  entenderse  ad- 
mitida dicha  demanda  sobre  este  punto: 

Considerando ,  en  cuanto  á  la  reclama- 
ción sobre  la  excepción  como  de  aprovecha- 
miento común ,  que  en  las  dehesas  de  que 
se  trata ,  dentro  del  período  lijado  en  las 
disposiciones  vigentes,  se  dieron  suertes  á 
direrentes  personas,  mediante  una  renta 
que  hablan  de  satisfacer  al  Ayuntamiento 
y  que  este  destinaba  á  cubrir  sus  atencio- 
nes: 

Considerando  que  no  resulta  que  hayan 
sido  siempre  unas  mismas  las  suertes  dadas 
en  renta  á  diferentes  personas,  ni  que  las 
restantes  determinadas  y  lijas,  se  hayan 
disfrutado  en  común  y  graluitaménle  por 
todos  los  vecinos;  antes  por  el  contrario,  los 
peritos  nombrados  por  el  Ayuntamiento, 
hablando  en  términos  generales,  dijeron 
que  las  tierras  del  Arca  y  de  las  Gamas  las 
habian  utilizado  siempre  determinados  la- 
bradores, que  disfrutando  una  posición 
aventajada,  habian  podido  cubrir  sus  nece- 
sidades sin  el  auxilio  de  los  mencionados 
terrenos; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la 
Sala  de  lo  contencioso  del  Consejo  de  Esta- 
do, etc.. 

Vengo  en  absolver  á  la  Administración 
de  Ja  demanda  entablada  contra  la  real  or- 
den que  desestimé  la  excepción  como  de 
aprovechamiento  común  de  las  dehesas  de 
las  sierras  llamadas  Carbonera,  Arca,  Ga- 
mas y  los  Canutos,  confirmando  en  esta 
parte  la  expresada  real  orden ;  y  en  decla- 
rar que  no  ná  lugar  á  proveer  en  este  jui- 
cio acerca  del  punto  referente  á  la  designa* 
cion  de  dehesa  boyal.»  (Gac.  26  jumo.) 


Estado  sobre  aatorlsaelottca  para 
praceaar. 

EXACCIONES  ILEGALES.  No 

se  requiere  la  prévia  autorización  para 
proceder  por  este  delito  contra  funciona- 
rios administrativos.^Está  disposición 
es  aplicable  á  los  casos  anteriores  á  la 
ley  de  25  de  setiembre  de  1863. 

DecisiflD  de  31  de  mareo  de  i866. 

El  Alcalde  de  Vinuela  convocó  á  varios 
coDtribuyeoles  propouiccdoles  que  coa- 
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venia  gestionar  con  la  Administración 
pública  para  que  se  rebajase  el  cupo  tan 
crecido  de  contribución  que  al  pueblo  se 
exigía,  y  para  conseguir  esto  que  los 
convocados  á  prorata  se  facilitasen  algu- 
nos fondos  con  que  satisfacer  exigencias: 
los  concurrentes  accedieron  á  dar  sus 
contingentes ,  pero  como  pasando  tieiBpo 
00  rcMiltase  alivio  en  la  contribución,  se 
querellaron  al  Juez  de  primera  instancia 
de  Yelez  Málaga  quien  participó  al  Go- 
bernador que  iba  á  proceder  contra  el 
Alcalde  lo  que  podía  hacer  por  sí,  en  vir- 
tud de  los  citados  párrafo  y  articulo  de  la 
ley:  pero  el  Gobernador  participó  al  Juez 
que  con  suspensión  del  procedimiento 
debía  pedir  autorización;  y  por  R.  D.  de 
31  de  marzo,  á  consulta  del  Consejo  de 
Estado  se  declara  innecesaria  la  autoriza- 
ción; 

«Considerando  que  el  delito  que  se  supo- 
ne cometido  por  el  Alcalde  de  Viñuela,  es 
de  los  expresamente  exceptuados  de  la  pré- 
via autorización,  según  lo  dispuesto  en  el 
art.  10 ,  párrafo  octavo  de  la  ley  vigente 
para  el  gobierno  y  administración  de  las 
provincias.»  (Gac,  1.^  mayo,) 

Decisión  de  25  deabríl  de  1866. 

El  recaudador  de  Archez,  de  acuerdo 
con  el  Alcalde,  exigió  á  un  vecino  por  se- 
gunda vez  la  cuota  de  contribución  que 
ya  tenia  pagada;  y  como  se  negase  á 
pagarla  le  embargaron  y  vendieron  una 
caballería.  El  vecino  denunció  el  hecho, 
el  Juez  de  flacienda  de  Málaga  proce- 
dió en  seguida  contra  el  Alcalde  limi- 
tándose á  ponerlo  en  conocimiento  del 
Gobernador;  quien  fe  requirió  solicitase 
;  la  prévia  autorización,  porque  si  el  deli- 
to era  de  los  exceptuados ,  se  habia  come- 
tido antes  de  la  publicación  de  la  lev  que 
establecía  la  excepción.  Por  R.  D.  de  25 
de  abril  á  consulta  del  Consejo  de  Esta- 
do se  declara  innecesaria  la  autorización: 

tConsiderando  que  el  delito ,  que  se  ta- 
pone cometido  por  el  Alcalde  y  recaudador 
de  Archez,  es  de  los  expresamente  excep- 
tuados de  la  prévia  autorización ,  según  lo 
dispuesto  en  el  mencionado  art.  10,  párra- 
fo octavo  de  la  ley  vigente  para  i»l  gobierna 
y  admiiiísl ración  de  las  provincias:  y 

Considerando  que  con  arreglo  á  la  reftl 
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orden  6ft  13  de  noviembre.,..,  tiene  eféclo 
retroaclivo  la  anterior  dispoRÍcion  al  delil«i 
impolado  á  los  funcionarios  á  quienes  se  in- 
tenta procesar.»  (Gao,  10  maya.) 

Beeisioo  do  16  <k  nap  de  1866. 

La  misma  doctrina  se  establece  en  otro 
R.  D.  de  16  de  mayo,  recaído  en  expe- 
diente  de  aiUorisacion  pora  procesar  al 
Secretario  del  AyuntamientD  de  Lncaice- 
na  de  las  Torres  á  quien  se  atribuía  la 
exacción  de  cantidades  por  las  cerli6ca'< 
dones  que  expedía  como  tal  Secretario, 
y  con  pretesto  de  que  los  expedientes  de 
quintas  devengaban  derechos»  etc.  {Ga- 
ceta 3  junio.) 

ALCAIDES.  Las  faltait  que  estos 
cometen  en  cuanto  depende  de  la  autori- 
dad judicial,  son  de  la  competencia  de  es- 
ta y  no  se  requiere  autorización.  Es  nece- 
saria para  los  demandaderos  y  ayudan- 
tes de  las  cárceles  en  concepto  de  em- 
pleados públicos. 

PfeisioR  de  14  de  ún\  de  1866. 

El  alcaide  de  la  cárcel  de  Iniieslo ,  á 
pretexto  de  que  el  local  destinado  para 
esto  era  insalubre,  permitió  salir  de  él  á 
dos  individuos  procesados  por  la  autori- 
dad militar.  El  Juez  de  Infiesto  pidió  al 
Gobernador  de  Oviedo  autorización  para 
procesar  al  alcaide,  y  el  Gobernador  la 
negó  por  haber  este  procedido  según  de- 
cía con  anuencia  ó  autorización,  no  escri- 
ta, del  Alcalde  y  el  facultativo  del  pue- 
blo. Por  B.  D.  de  14  de  abril,  á  consulta 
del  Consejo  de  Estado,  se  dedara  innece- 
saria la  autorización,  con  vista  del  artícu- 
lo 67  del  reglamento  de  los  Juzgados  de 
4.®  de  mayo  de  1844: 

«Considerando  que,  con  arreglo  al  artícu- 
lo que  se  acaba  de  citar,  el  alcaide  á  quien 
se  intenta  procesar  dependía  en  el  caso  á 
que  se  refiere  este  expediente  de  la  autori- 
dad judicial,  por  tratarse  de  la  custodia  de 
presos  con  causa  pendienle,  por  cuya  razón 
no  le  alcanza  la  ga^antía  de  la  autorización 
previa.»  {Gac.  2  mayo,) 

DeeiúoD  de  1^  de  maio  de  1866. 

Habiéndose  fugado  de  las  cárceles  de 
la  Audiencia  de  Granada  un  preso  apo- 


dadó  el  Niño  del  Altar,  procesado  en  Ar» 
chidona  por  cuatro  homicidios  y  condo- 
nado en  primera  instancia  á  la  última  pe- 
na; ál  cual  se  tenia  por  el  alcaide,  no  en 
el  lugar  que  le  correspondía,  sino  en  ca«> 
lidad  de  ranchero  en  la  cocina,  resultan- 
do también  de  tín  escrupuloso  reconoci- 
miento de  muros  y  puertas  que  la  fuga 
habia  tenido  lugar'sio  violencia  de  cosa 
ninguna;  el  Juzgado  del  distrito  pidió  au-» 
torizacioD  para  procesar  al  alcaide,  al  de- 
mandadero  y  al  ayudante  de  aqiiella  cár- 
cel. El  Gobernador  de  Granada,  recono- 
ciendo la  gravedad  del  hecho,  pero  fun- 
dándose en  que  no  estaba  debidamente 
comprobada  la  conivencia,  negó  la  autoría 
zacioo  de  acuerdo  con  el  Consejo  provin- 
cial; y  á  consulta  del  de  Estado,  por  real 
decreto  de  19  de  mayo  y  en  vista  del  ar- 
tículo 67  del  reglamento  de  Juzgados  de 
de  mayo  de  1844  y  del  276  del  Có- 
digo  penal,  se  declara  innecesaria  la  au- 
torización respecto  del  alcaide  y  se  con- 
cede en  cuanto  á  los  otros  dos  funcio- 
narios: 

aConsiderando  que  de  lo  actuado  en  este 
expediéntese  desprenden  graves  fundamen» 
tos  para  presumir  que  ios  empleados  en  la 
cárcel  de  Audieneta  de  Granada,  á  quienes 
se  intenta  procesar,  si  no  tuvieron  directa** 
mente  parte  en  la  evasión  del  preso ,  por  lo 
menos  mostraron  una  punible  negligencia 
en  el  cumplimiento  de  sus  deberes  ,  facili-» 
tando  con  ella  la  fuga  de  aquel  criminal: 

Considerando  que  por  ser  el  alcaide  de-* 
pendiente  del  Juzgado  no  le  alcanza  la  ga« 
rantía  de  la  prévia  aotorizaeion ,  conforme 
al  citado  artículo  del  reglamento  de  Juzga- 
dos,  y  que  para  el  ayudante  y  demandade- 
ro debe  concederse  por  su  carácter  de  em- 
pleado» públicos.»  (Gac,  4  mayo.) 

CUESTIOIT  PBEVIA.  Cuando  dos 
agentes  administrativos  se  conirarian  con 
sus  actos  creyendo  cumplir  cada  uno  su 
deber,  hasta  que  m  superior  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  no  decida  si  hay  cri- 
minalidad por  parte  de  alguno,  no  se 
puede  proceder  contra  ellos  por  la  juris- 
dicción ordinaria. 

Decisión  de  25  de  abril  de  1866. 

Los  trabajadores  de  la  sociedad  inves* 
tigadora  de  aguas  de  Cintruénigo  causa- 
ban daño  en  una  heredad  en  término  de 
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la  Nava,  y  el  Alcalde  de  CinlniéDÍgo  les 
mandó  suspender  sus  tareas  porque  no 
habían  precedido  por  parle  de  la  sociedad 
las  formalidades  de  la  ley ;  mas  el  Te- 
cienle  Alcalde  de  Filero  les  mandó  con- 
tinuar por  cumplir  las  órdenes  á  ambos 
comunicadas  de  proiejer  los  Irabajos  de 
aquella  sociedad ,  originándose  enire  ellos 
cuestión  sobre  si  el  barranco  de  la  Nava 
estaba  en  los  montes  de  Nienzohos  y  Zu- 
viogin  que  son  término  de  Filero^  ó  en 
jos  del  Cierzo  aue  lo  son  de  Ciotruéoi^o. 
£1  Juzgado  de  Tudeln  pidió  aulorizacton 
para  procesar  al  de  Ciulruénigo,  el  Go- 
bernador de  Navarra  la  negó,  y  por  real 
decreto  de  25  de  abril ,  á  consulla  del 
Consejo  de  £stado,  se  confirmó  la  negati- 
va, con  vista  del  art.  7o  de  la  ley  muni- 
cipal: 

((Considerando  que  la  cuestión,  que  dió 
motivo  á  la  formación  de  este  expediente, 
fué  promovida  por  no  estar  claramente 
deslindados  los  términos  de  In  jurisdicción 
respectiva  de  los  Alcaldes  de  Filero  y  Cin- 
truenlgo,  cada  uno  de  los  cuales  se  crcia 
con  igual  derecho  á  llevar  á  cabo  sus  pro- 
videncias, como  comprendidas  en  el  circulo 
de  sus  atribuciones: 

Considerando  que  en  tal  concepto,  y  has- 
ta lanío  que  la  autoridad  del  Gobernador 
de  la  provincia ,  superior  y  común  á  la  de 
los  dos  Alcaldes  contendientes,  decida  el 
conflicto  suscitado,  no  puede  decirse  que 
el  de  Cintruénigo  cometió  delito  alguno  al 
oponerse  á  las  órdenes  del  de  Filero  ,  puesto 
que  lo  hacia  en  la  fíime  persuasión  de  que  á 
ello  le  obligaba  el  deber  de  mirar  y  prote- 
ger los  intereses  puestos  á  su  cuidado: 

Considerando,  fínalmente,  que  al  estimar 
exento  de  responsabilidad  criminal  á  dicho 
funcionario  ha  reconocido  esto  mismo  el 
Gobernador  de  la  provincia,  único  Juez  com- 
petente para  apreciar  los  actos  de  las  auto- 
ridades adminislralivas ,  que  de  ellos  de- 
pendan cuando  no  constituyen  delito,  como 
sucede  en  el  presente  caso.»  (Gac.  10 ma^o.) 

ABUSOS.  Cuando  un  Alcalde  tiene 
detenidos  á  sus  hijos  ó  criados  por  faltas 
que  hayan  cometido,  obra  como  jefe  de 
familia  y  no  es  culpable  sino  cuando  mas 
de  haber  hecho  uso  para  ello  de  las  Casas 
Consistoriales. 

Decisioo  de  21  de  majo  de  1866. 
Dos  jóvenes  de  Villel  de  Mesa,  hijo  el 
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Qno  y  criado  el  otro  del  Alcalde ,  mataron 
una  fes  que  estaba  en  el  campo,  y  de- 
nunciado el  hecho  al  Alcalde,  los  (ovo 
á  ambos  cinco  dins  en  la  cárcel ,  no  pre- 
cisamente como  Alcalde  sino  como  padre 
de  familia  y  amo  de  casa  que  corrige  á 
su  hijo  y  á  su  criado.  El  Juzgado  de  Mo- 
lina viendo  un  abuso  cuando  menos  en 
que  un  padre  se  utilice  de  la  cárcel  pü- 
blica  para  castigar  faltas  que  incumbe 
corregir  á  la  autoridad  competente,  pidió 
autorización  para  procesar  al  Alcalde; 
nególa  el  Gobernador  de  Guadalajara,  y 
por  R.  D.  de  21  de  mayo  á  consulta  del 
Consejo  de  Estado ,  se  confirma  la  nega- 
tiva: 

«(Considerando  que  el  hecho  de  castigar 
el  Alcalde  de  Villel  de  Mesa  á  su  hijo  y 
criado  no  consüluye  delito  ni  puede  consti- 
tuirle, porque  lo  verificó  con  el  carácter  de 
jefe  de  su  familia  y  cas^,  siendo  por  tanlo 
puramente  doméstica  y  privada  la  correc- 
ción impuesta: 

Considerando  que  si  bien  las  circunstan- 
cias de  haber  hecho  uso  de  las  Casas  Consis- 
toriales para  detener  allí  á  los  dos  jóvenes 
puede  ser  un  abuso  por  no  eslar  autorizado 
para  ello,  á  su  snporior  gerárgico  en  el  orden 
adminislralivo  corresponde  la  corrección, 
como  quiera  que  dicho  abuso  no  es  de  los 
comprendidos  en  ninguno  de  los  artículos 
del  Código  penal.»  {Gae.  ÍO  junio,) 

ALCAIDES.  El  conocimiento  sobre 
las  faltas  que  pueda  cometer  un  alcaide 
en  el  desempeño  de  su  cargo  es  de  la  com- 
petencia de  la  autoridad  administra- 
tiva (1). 

DeauOD  de  30  de  akríl  de  1866. 

El  depositario  del  Fondo  de  presos  po- 
bres de  Torrox,  denunció  ai  Juzgado  que 
al  repartir  los  socorros  de  costumbre  no 
se  hallaba  enlre  los  presos  uno  de  ellos 
llamado  Sánchez.  El  Juzgado  instruyó  di- 
ligencias en  averiguación  del  hecho  pi- 
diendo para  ello  autorización  al  Goberna- 
dor  de  Málaga,  quien  hubo  de  negarla 
por  cuanto  dicho  danchcz,  por  órdeo  del 
alcaide,  que  estaba  facultado  verbalmen- 
te  por  dicho  Gobernador,  le  tenia  ocupado 


{i\  Koefttrot  lectore«  eone¡li«ráii  esta  re«o)uri<m  Aml 
roiii.«jt«  con  tuft  anttriormpnte  in^ertav  dt  19  d«  cnay«) 
I  y  U  üe  abril  y  coa  «trai  dt  1 1  <1«  junio. 
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momentáDeamente  fuera  del  esiableci- 
roieoto  bajo  su  vista  y  responsabilidad:  é 
iosístiendo  el  Jnzgadó,  por  R.  D.  de  30 
de  abril  de  1866«  á  consulta  del  Consejo 
de  Estado,  y  en  vista  del  art.  276  de!  Có*> 
digo  penal  y  del  art.  lü  de  la  ley  de  25 
de  setiembre  de  i 863,  se  confirma  la  ne- 
gativa  del  Gobernador: 

«Considerando  que  de  lo  actuado  en  etle 
'  ex|>edienle  no  aparece  que  el  alcaide  á  quien 
te  inlenla  procesar  sea  culpable  del  delito 
previsto  en  el  anterior  articulo  del  Código, 
puesto  que  ni  hubo  evasión  de  preso  alguuo, 
ni  siquiera  existen  sospechas  de  que  nadie 
tratase  de  hacerlo: 

Considerando  que  al  destinar  algún  pre* 
80  para  el  desempeño  de  ciertos  servicios 
que  hacían  indispensable  su  salida  del  esla- 
bleciniiento,  el  alcaide  obraba  en  uso  de  la 
facultad  que  tenia  por  autorización  del  Go- 
bernador, al  cual  corresponderá  en  su  caso 
apreciar  si  abusó  ó  no  de  ella  mientras  no 
llegue  á  constituir  delito.»  [Gao.  3  junio.) 

DSItEdACION  BE  AUTORIDAD. 

El  no  queí*erse  despojar  sin  órden  supe- 
rior  de  la  autoridad  delegada,  no  cons^ 
tiluye  delito  de  desacato  al  delegante  que 
se  lo  exige. 

Decisión  de  21  di  maj»  de  1866. 

En  el  pueblo  de  Villar  del  Hu  mo  hubo 
una  reyerta  el  día  27  de  diciembre  entre 
varios  mozos  uno  de  los  cuales  era  hijo 
del  Alcalde,  y  por  ello,  éste,  en  el  acto,  re- 
signó su  cargo  eotregaodo  la  vara  al  Te- 
niente; quien,  constituido  Alcalde,  logró 
apaciguarlo  todo,  y  continuó  de  Alcalde 
mientras  se  recibia  la  resolución  del  Go- 
bernador de  la  provincia.  Perneo  el  día 
de  Ano  nuevo,'  presidiendo  dicho  Alcalde 
delegado  la  función  del  dia,  quiso  el  dele- 
arante  presidirla,  recojiendo  la  vara  que  el 
Teniente  no  quiso  entregar  hasta  que  vi- 
niese la  resolución  del  Gobernador,  á 
qaíen  se  había  dado  cuenta  desde  el  prin- 
cipio. Entónces  el  delegante  instruyó  con- 
tra aquel  diligencias  que  remitió  al  Juz- 
gado de  Cañete,  el  cual  á  su  vez  pidió  au- 
torización para  procesar  por  desacato  al 
Regidor.  El  Gobernador  negó  la  autoriza- 
cion,  7  por  B.  D.  de  21  de  mayo,  á  con- 
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sttltt  del  Consejo  de  Estado ,  se  confirma 
la  negativa: 

«Considerando  que  la  circunstancia  de  ha- 
ber aprobado  el  Gobernador  la  delegación 
que  de  autoridad  hizo  el  Alcalde  propie- 
tario en  el  Regidor  Navarro ,  y  confirmado 
su  designación  para  Alcalde  interino ,  exi- 
me de  responsabilidad  á  dicho  Navarro. 

Considerando  que,  aun  cuando  dicha  cir- 
cunstancia no  existiese,  tampoco  podia  cali- 
ficarse delito  el  acto  de  no  querer  despojar- 
se de  la  autoridad  delegada ,  puesto  que  da- 
do parte  del  caso  á  la  superioridad  debía  es- 
perarse su 'resolución,  y  miénti'as  tanto  con- 
tinuar el  interino  en  el  ejercicio  libre  de  aus 
funciones.»  (Gac.  10  junio,) 

EXACCIONES  ILEGALES.   No  es 

necesaria  autorización,-^ NEGATIVA 
DE  OBBTIFICAOION.— Si;  concede 
autorización  para  procesar  á  un  Secre- 
tario  por  atribuirle  haberla  denegado. 

Deorsioo  de  21  di  myo  de  1866. 

El  Alcalde  de  Valderrebollo  reunió  el 
Ayuntamiento  y  mayores  contribuyentes 
para  nombrar  un  guarda  que  custodiase 
los  frutos  en  las  eras;  un  vecino  dijo  que 
no  quería  guarda:  el  Alcalde  le  mandó 
retirarse,  se  nombró  el  guarda,  se  dió 
cuenta  al  Gobernador  de  Guadalajara ,  se 
hizo  el  reparto  üe  cuotas  para  el  guarda, 
y  el  vecino  antedicho  se  negó  á  pagar  la 
suya  si  el  Alcalde  no  le  daba  recibo.  Por 
esto  fué  conminado  con  una  mulla  de  100 
reales,  se  procedió  al  embargo  de  bienes 
para  el  cobro  de  cuQta  y  multa;  y  el  ve- 
cino pagó  cuanto  le  exigian,  y  pidiendo 
copia  de  la  providencia  que  se  íe  había 
notificado,  lo  rehusó  el  Secretario  á  pro- 
testo de  que  lo  había  prohibido  el  Alcal- 
de, hecho  que  este  negó.  En  su  vista  y 
medíante  queja  del  agraviado,  el  Juzgado 
de  Bribueaa  pidió  autorización  para  pro- 
cesar al  Alcalde  por  arrogación  de  atri- 
buciones judiciales,  exacción  ilegal  y 
apremio  ilegítimo,  y  al  Secretario  por  ha- 
ber negado  la  copia:  el  Gobernador  ncfíó 
la  autorización ,  y  por  R.  D.  de  21  de 
mayo  á  consulta  del  Consejo  de  Estado, 
y  en  vista  del  art.  S.**  del  título  1.^  del 
reglamento  de  8  de  noviembre  de  1819, 
los  arts.  308,  326.  300  y  301  del  Códi- 
go penal ,  y  el  párrafo  8.*  de  la  ley  de  So 
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de  setiembre  de  {863,  se  decide  en  los 
térmioos  siguientes: 

«Considerando:  1 Que  siendo  eíwicial- 
menle  administrativo  el  acuerdo  del  Ayun- 
tantienlo  y  rtiayores  conlribnyenles  nom- 
brando g^uarda  municipal ,  no  puede  impti- 
tarse  al  Alcalde  de  Valderrebollo  el  delilo 
de  arrogación  de  faculladea  judiciales  al 
acordar  gubernaUvamente  el  pago  de  dicho 
-guarda: 

2.**  Que  el  delilo  de  exacción  ilegal ,  que 
•e  8u(»one  cometido  por  el  mismo  Alcalde, 
es  de  los  expresamente  exceptuados  de  ta 
prévia  aulórizaoion  ,  según  lo  dispuesto  en 
el  mencionado  arl.  10,  párrafo  octavo  de  fa 
ley  de  26  de  setiembre  de  1863: 

3  ^  Que  estaba  en  las  atribuciones  del 
Alcalde  el  hacer  efectiva  la  malta  que  legal 
ó  ¡legalmente  hubiere  impuesto; 

Y  4.<^  Que  en  el  expediente  aparecen  in- 
dicios suficientes  para  presumir  que  el  Se^ 
cretario  nep  la  copia  que  se  le  pedia; 

Conformándome  ele,  vengo  en  negar  la 
autorización  solicilada  para  procesar  al  Al- 
calde por  arrogación  de  facultades  judi- 
ciales y  por  haber  embargado  bienes  para 
cobrar  la  mulla  impuesta  á  Carrasco;  en  de- 
clararla innecesaria  por  la  exsccion  ,  y  en 
concederla  con  respecto  al  Secretario  por 
haber  negado  la  certificación  que  se  le  pe- 
dia.» (Crac.  11  junio.) 

DETENCION,  Es  ilegal  la  que  eje- 
cuta un  Alcalde  sin  instruir  diligencias 
m  celebrar  en  su  caso  juicio  de  faltas,  y 
no  es  necesaria  autorización  para  proce- 
der contra  él 

Decisión  de  8  dej'unio  de  1866. 

El  Alcalde  de  Munguía  impuso  una  mul- 
ta a  UDos  músicos  por  haber  dado  uua  se- 
renata sinsuaulonzacioQ,  y  habiéndose 
negado  el  director  á  pagar  lo  que  le  corres- 
pondia,  fué  detenido,  según  expuso  aquel 
para  evitar  eldesórdeo,  siu  instruir  suma- 
ria ni  juicio  de  faltas.  Solicitó  el  Juzgado 
autorización  para  procesar  al  Alcalde  y 
íué  negada  por  el  Gobernador  fundándose 
^S'^sejo  provincial  en  que  el  Al- 
calde ordenó  la  detención  en  virtud  de 
las  atribuciones  administrativas  que  le 
conceden  las  Jeyes  municipales  y  mas  cs- 
oecialraente  los  arts.  73  y  73  de  la  ley  de 
8  de  enero  de  \m  y  la  disposición 
•4/  del  B.  D.  de  18  de  maro  de  1855,  y 
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en  que  el  Alcalde  no  tenia  obligación  de 
instruir  sumaria  ni  formalizar  diligencia». 
El  Consejo  de  Estado  declara  innecesaria 
la  aulorizácion  por  B.  D.  de  8  de  junio, 
con  vista  de»  arl.  295  del  Código  penal: 

«Considerando:  Que  el  hecho  que 
cau«ó  la  detención  del  director  de  la  música 
podía  constituir  un  delilo  ó  falta,  por  cnyo 
nr)olivo  procedía  la  formación  de  causa  ó  la 
celebración  del  juicio  de  fallas: 

2.**  Que  el  Alcalde  de  Munguía ,  según 
declaración  del  mismo  ante  el  Juzgado  d- 
primera  instancia,  lomd  la  determinación 
gubernativa  de  detener  al  director  para  so- 
focar el  desorden  promovido  con  motivo  de 
su  negativa  á  pagar  la  multa: 

Y  3.®  Que  por  el  hecho  de  haberle  delsni- 
do  sin  formar  las  oportunas  diligencias  ,  há 
lugar  á  entender  que  obró  en  el  ejercicio  d»» 
sus  facultades  judiciales,  aunque  abusando 
de  ellas,  y  que  en  tai  concepto  no  pued»* 
alcanzarle  ta  garantía  de  la  prévia  autoriza- 
ción.» (Gac,  22  junio.) 

Otra  decisión  análoga  puede  consultar- 
se, en  la  pá¿.  256. 

VISTO  BUENO.  No  son  responsa- 
bles los  Alcaldes  por  su  F.**  B.**  en  las 
certificaciones  de  los  Secretarios.  (1) 

Oerisíon  de  10  de  juoio  de  1866. 

Pedida  autorización  por  el  Juzgado  fe 
Burgos  para  proceder  contra  varios  Alcal- 
des y  el  Secretario  de  Villanueva  MaUi- 
mala,  por  falsedad  cometida  en  autorii» 
ciones  para  liquidaciones  de  créditos  con- 
tra el  Estado,  que  la  Dirección  había  de- 
vuelto para  los  efectos  correspondiente.*, 
fué  denegada  por  el  Goberoador,  v  con 
vista  del  art.  226  núra.  2.*  del  Código  pe- 
nal, se  resuelve  por  R.  D.  de  10  de  ju- 
nio en  -los  términos  t>iguientes: 

«Considerando  que  por  lo  actuado  en  es- 
te expediéntese  prueba  la  falsedad  cometU 
da  en  los  documentos  remitidos  á  la  Diree- 
cioQ  de  la  deuda  para  hacer  efectivos  cier- 
tos créditos,  por  consecuencia  de  cuya  fal- 
sedad la  Dirección  encargué  al  Gobernador 
de  la  provincia  que  por  el  Juzgando  corres- 
pondiente se  instruyesen  las  oj)ortunas  ilili- 
gencias  en  averiguación  del  autor  ó  autores* 
de  la  mibma: 


(1 )   Véfts«  «Q.el  íoato  VI  del  Diceio^xtrio  ti  «rtieo  l« 
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Considerando  qae  si  bien  las  certificacio- 
nes qué  acompañaban  á  dichos  documentos 
Fuereo  expedidas  por  Gabriel  Alcalde ,  Re* 
inicio  Perei  y  Maleo  Manso,  Alcaldes  y  Se- 
creiario  del  pupbla  de  Villanueva,  los  Al- 
caldes solo  daban  fe  de  la  persona  del  Secre- 
tario qne  los  autorizaba ,  no  simdo  otra  la 
signifícacion  del  V  ^  B.^  puesto  al  pié  de  las 
certificaciones  referidas; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la 
mayoría  de  la  sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado, 

Vengo  en  conceder  la  autorización  solici- 
tada en  cuanto  al  Secretario,  y  en  negarla 
con  respecto  á  los  Alcaldes  menotonaaos.» 
{Gac,  23  junio.) 

DELITOS  ANTERIORES  AL  CO- 
DIGO. La  atUorizacion  que  se  solicita 
para  procesar  á  un  funcionario  adminis- 
trativo  por  delito  anterior  al  Código  no 
debe  fundarse  en  lo  que  este  dispone. 

Decisión  de  11  de  jaoio  de  1866. 

La  DiputacioD  provincial  de  Cuenca, 
en  virtud  de  lo  prevenido  por  la  B.  O.  de 
34  de  agosto  de  1834,  mandó  formar  ex- 
pediente para  la  venta  de  dos  dehesas 
pertenecientes  á  los  propios  de  Cañada 
del  Royo,  haciéndola  á  censo  enfitéutico 
del  suelo,  y  á  metálico  al  contado  del  ar- 
bolado. Sacadas  á  ptiblica  subasta  se  anuo- 
ciaroD  por  tres  veces  en  los  meses  de 
abril  á  mayo  de  1843,  fincando  el  rema- 
te en  Jjiiiao  Delgado,  con  la  obligación  de 
que  habia  de  dar  participacioQ  propor- 
cional á  todo  vecino  del  dicho  pueblo  de 
la  Cañada  del  Hoyo  que  lo  solicitase;  y 
que  babia  de  entregar,  como  entregó,  en 
la  depositaría  de  propíos  del  pueblo  los 
l.t>00  rs.,  valor  del  arbolado  de  las  mis- 
mas ;  cuyas  operaciones  Tueron  aproba- 
das por  la  Diputación  provincial  en  24  de 
noviembre  de  1843,  ordenando  al  Ayun* 
taniiento  que  otorgara  la  correspondiente 
escritora,  como  lo  hizo  en  22  de  eaero 
de  1844: 

Los  herederos  del  rematante  Julián 
Delgado  hicieron  cesión  de  las  partes  que 
les  correspondían ,  traspasando  el  domi- 
nio útil  de  las  indicadas  dehesas  en  1861 
á  los  demás  vecinos  que  lo  solicitaron ,  y 
eo  27  de  agosto  del  antes  citado  año  ven- 
dieron áD.  Juan  Jiménez  Ochando40.000 


pinos  de  los  que  dichas  dehesas  contenian 
en  precio  de  1.200.000  rs.,  sin  que  se  ha- 
ya cortado  ninguno  hasta  el  día. 

Por  la  diferencia  notabilísima  en  el  pre- 
cio que  se  subastaron  las  dehesas  al  en 

3ue  se  enajenaron  los  pinos,  y  presumien- 
0  una  gran  defraudación,  el  guarda  ma- 
yor de  montes  denunció  el  hecho  al  Juz- 
gado correspondiente,  el  cual  después  de 
practicadas  las  oportunas  diligencias  en 
averiguación,  solicitó  la  correspondiente 
autorización  para  procesar  á  los  indivi- 
duos del  Ayuntamiento  de  Cañada  del  Ho- 
yo por  suponer  que  habían  cometido  el 
delito  previsto  y  penado  eo  el  art.  524 
del  Código  penal: 

El  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  díc- 
támen  del  Consejo  provincial,  negó  aquel 
requisito  fundándose  en  que  de  las  ac- 
tuaciones practicadas  por  el  Juzgado  no 
aparecía  que  dichos  funcionarios  hubiesea 
cometido  el  delito  que  se  les  imputaba. 
T  por  B.  D.  de  41  de  junio  (1)  se  coofír- 
ma  la  negativa: 

«Considerando  qoe  en  este  expediente  se 
trata  de  la  persecución  un  delito  come- 
tido con  anterioridad  á  la  promulgación  del 
Código  penal  vigente,  por  cuya  razón  no 
puede  concederse  la  autorización  en  la  for- 
ma que  se  solicita  por  el  Juzgado,  el  cual, 
si  lo  estima  oportuno,  puede  no  obstante 
practicar  las  averiguaciones  y  diligencias 
conducentes  al  castigo  de  los  hechos  ejipues- 
tos,  teniendo  en  cuenta  la  consideración  an- 
tedicha.» (Gao.  22  junio,) 

ALCAIDES  y  sus  subordinados. 

Son  considerados  dependientes  déla  au- 
toridad judicial  en  todo  lo  relativo  á  la 
prisión,  incomunicación  y  soltura  de  los 
presos. 

Decisioi  de  11  de  juio  de  1866. 

Habiendo  llegado  á  noticia  del  Juzgado 
de  Marina  de  Cartajena  que  se  permitía 
la  salida  de  la  cárcel  á  alguno  de  los  pre- 
sos pendientes  de  causa  sujetos  á  su  ju- 
risdicción, determinó  practicar  cierta  di- 
ligencia en  averiguación  del  hecho,  y  co- 
mo apareciese  que  dos  presos  con  causa 


(i)  Entiéndase  qna  «t  á  contulia  del  ConMjo  de  ff«« 
t»do,  siempre  qae  ■samos  esta  fórmala. 
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peadíenle,  uno  de  ellos  por  hpmicídío,  sa- 
lían del  establecimieoto  con  permiso  de 
alcaide  y  con  objeto  de  hacer  varias  com- 
pras,  pasó  al  de  primera  instancia  las  ac- 
tuaciones. Este  solicitó  autorización,  y 
aunque  el  Gobernador  la  negó»  por  real 
decreto  de  H  de  junio  se  declara  innece- 
saria y  lo  acordado,  con  vista  del  art.  67 
del  reglamento  de  los  Juzgados  y  del  17 
de  la  lev  de  prisiones  de  26  de  julio  de 
1849:  " 

'  ((Considerando  que  los  alcaides  y  sus  su- 
bordinados tienen  el  carácter  de  dependien- 
tes de  la  auloridad  judicial  en  todo  lo  rela- 
tivo á  la  custodia  de  los  presos  que  los  tri- 
bunales ponen  á  su  cuidado ,  y  que  no  obran 
en  el  ejercicio  de  lunciones  administrati- 
vas en  lo  concerniente  á  la  prisión,  inco- 
municación y  soltura  de  los  presos  con  cau- 
sa pendiente: 

Considerando  que  los  presos  que  sallan 
del  establecimiento  estaban  á  la  disposición 
deIJuzg'ado,  toda  vez  qne  sus  causas  se 
hallaban  en  tramitación.»  {Gac,  30  junto.) 

Otras  decisiones  análogas  quedan  ya 
insertas  y  pueden  consultarse  las  disposi* 
ciones  en  que  se  fundan  en  el  artículo  Al* 
CAiDBs,  tomo  2.^,  y  en  sus  referencias. 

MAESTROS  de  instrucción  prima- 
ria. Negativa  para  procesar  á  unos  por 
haber  desobedecido  al  Alcalde,  fundados 
en  una  circular  del  Gobernador. 

DicisioD  de  12  de  majo  de  1866. 

Se  deniega  la  autorización  solicitada 
por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Yich 
para  procesar  á  dos  maestros  de  primera 
enseñanza  de  Manlleu  que  se  resistieron 
á  la  traslación  del  moviliario  de  la  escuela 
á  otro  local ,  fundados  en  que  el  Goberna- 
dor tenía  prohibido  por  circular,  que  se 
trasladasen  las  escuelas  sin  prévio  reco- 
nocimiento del  nuevo  local  por  el  araui- 
lecto  déla  provincia.  {Gac.  30  junto.) 


ADMINISTRATIVA. 


ConpeteiielM  entre  im  adlMilalstreelMi 
y  íom  Trltauleii  deeldiiéee  áeoMiilie 
del  CeBMje  ée  Bstaéo. 

CONTIENDAS  BE  OOMPETEN- 
CIA.  Los  Gobernadores,  para  suscitar 
contienda  de  competencia ,  deben  citar 
disposición  expresa  que  encargue  á  la 
Administración  el  conocimiento  del  asun- 
ta.—Sumisión:  no  es  prorogable  la  ju- 
risdiccion  de  un  úrden  á  otro. 

DecisioB  de  17  de  jiuiio  de  1866. 

Competencia  promovida  por  el  Gober- 
nador de  Falencia  á  la  Audiencia  de  Va- 
lladolid,  que  en  apelación  conocia  de  una 
demanda  contra  vecinos  de  Dehesa  Hon- 
tijo  para  el  pago  de  96  fanegas  de  trigo 
procedentes  de  pensiones  forales.  La  Au- 
diencia defendió  su  competencia  en  aten- 
ción á  que  el  requerimiento  de  inhibicioa 
no  llenaba  las  formalidades  legales  y  á 
que  los  interesados  se  habian  sometido 
antes  á  lajurisdiccion  ordinaria;  v  vistos 
los  arts.  5S  y  57  del  reglamento  de  35  de 
setiembre  de  1863,  se  declara  mal  for- 
mada la  competencia  y  que  no  ha  lugar  á 
decidirla: 

((Considerando:  1.^  Que  aolo  en  virtud 
de  una  disposición  expresa  que  encargue  á 
la  Administración  el  conocimiento  del  asua* 
to,  pueden  los  Gobernadores  suscitar  con- 
tienda de  competencia  á  ios  Tribuualee  de 
Justicia. 

2.  ^  Que,  por  consiguiente,  la  falta  de 
cita  del  lexlo  legal  en  que  se  apoye  el  re- 
querimiento de  inhibición  es  un  vicio  sus- 
tancial en  la  provocación  del  conflicto. 

3.  ®  Que  las  cuestiones  de  compelenci  a 
lo  son  de  órden  público,  y  en  tal  concepto 
no  cabe  en  ellas  la  sumisión  de  las  partes  á 
uno  de  los  contendientes,  porque  no  es 
prorogable  la  jurisdicción  de  un  orden  á 
otro.»  (Gac.  21  ^umo.) 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietario, 
y  Editor  responsable» 
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Le^M,  decretos,  reales  drdieaee  y  elM«- 
leree  de  le«  eentree  élreetlvee. 

882.  OBDBNANZA8  DSIi  BJXBCITO. 
— B.  O.  de  14  de  agosto,  mandando  cumplir 
el  ar  t.  IS,  tít.  4.*»  tratado  8.*  sobre  honores... 

(Gtterr^.)  «El  arl.  12  del  líl.  4.^,  tra- 
tado 3.^  de  las  ordenanzas  del  ejército  man- 
da por  punto  g^eneral  que  no  se  bagan  ho- 
nores después  del  toque  de  oraciones  á  per- 
sona alguna  que  los  goce,  presentándose' 
en  ala  sin  armas  la  gente  de  Jas  guardias 
al  capitán  general ,  Gobernador  de  plaza  ó 
comandante  de  cuartel;  y  siendo  la  volun- 
tad de  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  que  tenga 
exacto  y  puntual  cumplimiento  lo  que  se 
expresa  en  dicho  artículo,  se  lo  manifiesto 
á  V.'E.  de  real  orden  para  su  inteligencia 
y  demás  pecios  consiguientes.j»  {Gac.  27 
agosto,) 

288.  11>JBM.— B.  O.  de  16  de  agosto  man- 
danao  que  los  oepitenes  no  deleguen  en  los 
sargentos,  en  lo  gne  ooncieme  á  laadminia- 
tracion  económloa  de  las  oompañias. 

(GüBRRA.)  ttHa  llegado  á  noticia  de( Go- 
bierno que  algunos  capitanes  delegan  par- 
te de  las  fanoíones  de  su  cargo  en  los  sar- 
gentos primaros,  tanto  para  rendir  cuentas, 
canjear  dietribuciones  ó  distribuir  haberr*s, 
como  para  otros  asuntos  de  la  administra- 
ción económica  de  sus  oompañtás,  lo  cual 
se  verifica  lo  mismo  en  el  interior  de  aque- 
llas que  cuando  concurren  los  jefes  del 
cuerpo,  prestando  su  consentimiento  tácito 
á  lo  menos;  y  siendo  este  proceder  poco 
honroao,  pues  demuestra  tibieza  y  poco  ce» 
lo  en  el  cumplimiento  de  su  deber,  y  escaso 
interés  y  falta  del  cuidado  con  que  deben 
procurar  tenga  el  soldado  buen  trato  y  equi- 
tativo, y  que  esté  persuadido  de  que  así 
sucede;  enterada  la  Reina  (Q.  D.  G.)  ha  te- 
nido á  bieo  mandar  se  exija  de  los  capita- 
nes el  exacto  cumplimiento  de  su  deber  res- 
pecto á  la  distribución  du  haberes  á  los  in- 
dividuos de  su  compañía,  uo  permitiendo 
entreguen  al  sargento  primero  sm'o  las  can- 
tidades precisas  para  la  compra  de  los  ran- 
cho» durante  cinco  ó  sris  dias  á  lo  mas,  y 
reservándose  la  díslribu  ion  de  haberes, 
JffUQ  lí  OKL  Dice. 


premios  y  sobre-alcances  que  se  hará  írre- 
misibiemeute  á  su  presencia,  sin  que  se 
consienta  cargar  en  distribución  prenda  ó 
cantidad  alguna  que  no  haya  sido  entrega- 
da por  su  mandato  y  á  su  vista;  en  la  inte- 
ligencia que  et  reparto  de  las  sobras  se  ha 
de  veriOcax  diariamente  en  mano  en  el  ac- 
to de  la  revista  de  policía  y  con  asistencia 
del  subalterno  de  semana.  De  real  órdt^n 
etc.  Madrid  16  de  agosto  de  1866.»  (Gactla  - 
27  id.) 

284.  n)£M.— B.  O.  de  14  de  agosto, sobre 
guardias  de  honor. 

(GusRRA.)   aCuando  alguna  persona  á 

3uien  corresponda  guardia  de  honor  por  or- 
enanza  se  presente  en  cualquier  punió 
donde  haya  tropas  d^l  ejército  que  llenen 
este  deber,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  digna- 
do mandar  que  se  nombre  y  monte  la  indi  - 
ead& guardia  por  la  fuerza  á  quien  compe- 
ta, sin  que  se  consulte  anticipadamente  la 
voluntad  de  la  persona  á  quien  se  tribiii<f 
este  honor,  pues  basta  para  ello  que  eaift 
mandado  en  las  ordenanzas  del  ejército  » 
{Gac.  28  d^of^o.) 

285.  IDSM.^B.  O.  de  7  de  agosto,  sobre 
el  modo  en  que  ha  de  pasarse  la  revista  ad- 
ministrativa 7  formarse  las  nóminas  en  el 
Ministerio  déla  Ouerra,  Direcciones  gene- 
rales, etc. 

(Se  halla  inserta  en  la  Gaceta  del  29  de 
agosto.) 

286.  ESCBIBANOS  Dü  OTTBBBA.- 
B.  D.  de  26  de  agosto,  dividiendo  en  tres 
clases  el  cuerpo  de  Escribanos  de  Guerra, 
y  fijando  las  condiciones  de  su  ingreso,  as- 
censos, sueldos,  eto. 

(GuenaA.)  «Exposición  á  S.  M. — Seño- 
ra:— En  el  presupuesto  vigente  del  Estado 
se  ha  determinado  que  los  Escribanos  de 
Guerra  cobren  sueldos  del  niismo,  quedan- 
do á  beneficio  del  Tesoro  público  los  dere- 
chos de  arancel  que  devenguen;  esta  reso- 
lución ,  que  da  nuevo  carácter  á  los  expre- 
sados funcionarios ,  hace  necesario  fijar  las 
condiciones  de  su  ingreso  y  permanencia  en 
la  carrera ,  y  con  este  objeto  el  Ministro  que 
suscribe  tiene  la  honra  de  someterá  la  apro- 
bación de  V.  M.  el  siguiente  proyecto  de 
decreto.  Madrid  24  de  aj^foslo  de  1866.— Se- 
ñora.—A  L.  R.  P.  de  V.  M  — El  Duque  de 
Valencia. 
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REAL  beCRSTO. 


Conformándome  con  lo  propuesto  por  el 
Ministro  de  ta  Guerra ,  de  acuerdo  con  el  pa- 
recer del  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  mandar  lo  siguiente; 

Articulo  1.**  El  cuerpo  de  Escribanos  de 
Guerra  se  compondrá  de  tres  clases. 

1/  De  un  EscrilMsmo  principal  para  el 
distrito  de  Castilla  la  Nueva,  con  2.000  es- 
cudos de  sueldo  anoat. 

2.  *  De  siete  Escribanos  principales  para 
los  distritos  de  Castilla  la  Vieja,  Cataluña, 
Granada,  Valencia,  Andalucía,  Galicia  ^ 
Aragón;  y  dos,  uno  del  crimen  y  otro  de 
diligencias,  para  Castilla  la  Nueva,  con  d 
sueldo  anual  de  1.200  escudos. 

3.  *  Dé  cuatro  Escribanos principalés  para 
los  distritos  de  las  provincias  Vascongadas, 
Baleare»,  Canarias  y  Ceuta  ,  y  dos  Escriba- 
nos de  diligencias  para  Granada  y  Cataluña, 
con  800  escudos  de  sueldo  anual. 

Art.  2.^  Se  ingresará  en  el  cuerpo  por  la 
tercera  clase  siendo  nombrados  los  que  re- 
únan condiciones  para  ser  Notarios. 
.  Art.  3.®  Los  ascensos  á  la  segunda  claíc 
se  concederán  por  antigüedad  rigurosa,  per- 
mitiéndose sin  embargo  optar  por  la  inamo- 
vilidad  á  los  que  lo  soliciten. 

Art.  4.^  El  Escribano  principal  de  Casti- 
lla la  Nueva  se  proveerá  por  elección  entre 
los  cinco  mas  antiguos  de  los  de  segunda 
clase.  Dado  en  Zaráuz  á  26  de  agosto  de 
1866. — Está  rubricado  de  la  real  mano. — 
£1  Ministro  de  la  Guerra^,  Eamon  Maria 
Narvaez.»  {Gac.  28  agosto.) 

287.  QXTTNTAS.-B.  O.  de  16  de  agosto 
revocando  un  fallo  del  Consejo  provinoial  de 
BargoB  7  deolarando  que  alegada  una  ex- 
cepción ante  los  Ayuntamientos,  los  Oonse- 
joB  deben  examinar  y  depurar  todas  sus  cir^ 
ounat  anoias.— Pobresa. 

(GoB.)  «Pasado  á  informe  de  la  sección  de 
GobernaaiOh  y  Fomento  del  Ctfnsejo  de  Es, 
tado  el  expediente  promovido  por  Joaquín 
Saina  en  reclamación  del  falio  por  el  que  el 
Consejo  de  la  provincia  de  Burgos  declaró 
soldado  á  su  hijo  Jonás,  quinto  del  reempla- 
zo de  1865  por  el  cupo  de  Villamayor  de 
los  Monies,  dicha  sección  ha  emitido  sobre 
este  asunto  el  siguiente  díctámen: 

«Excmo.  Sr.:  Esta  sección  ha  examinado 
de  nuevo  el  expediente  promovido  en  queja 
del  fallo  del  Consejo  provincial  que,  revo- 
cando el  del  Ayuntamiento,  declaró  soldado 
al  nwzo  Jonás  Sainz  para  el  reemplazo  del 
año  anlerior  por  el  cupo  de  Villamayor  de 
los  Montes ,  á  pesar  de  haber  alegado  la  ex- 


ct>pcion  de  tener  nn  hermano  sirviendo  por 
su  suerte  en  el  ejércilo. 

En  atención  á  lo  que  del  mismo  expedien* 
(e  resulta; 

Vi^to  et  e«se  tmdéeÍ4fi«  del  art-.  76  ytegh 
1.*  del  77  de  la  ley  vigpnte  de  reemplazos: 

Considerando  que  el^mozp  <|e  quien  se 
trata  expuso  antCL  el  Ayunlamiento  la  ex- 
cepción eslabipcida  en  el  citado  caso  undé- 
cimo del  art.  76 ,  por  lo  cual  fué  exceptúa-  ( 
do  del  serttcro  con  vHla  del  certi6caxf\>  á^,  \ 
exifttir  soi^termeno  en  *i\  ejército,  que  le  fué 
presentado  dentro  del  término  señalado  al  { 
efecto,  ' 

Considerando  que,  reclamado  este  fallo 
por  los  interesados  en  el  sorteo,  y  reprodu- 
cida aquella  excepción  ante  el  Consejo  pro- 
vincial ,  dicha  corporación  revocó  el  acuer- 
do del  Apuntamiento  y  declaró  soldado  al 
expresado  mozo  ,  fundándose  en  que  éste  no 
hizo  mención  ante  la  municipalidad  de  ser 
su  padre  pobre,  por  Ip  que,  teniendo  este 
otro  hijo  mayor  de  17  años ,  no  le  aprove- 
cha esta  excepción: 

Considerando  que  habiéndose  alegado  por 
dicho  mozo  en  tiempo  oportuno  la  indicada 
excepción  del  caso  undécimo  del  arl.  76,  el 
Consejo  provincial  estaba  en  el  deber  de 
examinar  y  depiirar  todas  las  circunsianciAs 
necesarias  para  fallar  acerca  de  ta  misma, 
au^i  cuando  por  ei  interesado  no  se  hubiese 
hecho  mérito  de  cualquiera  de  el taa al  expo- 
ner la  excepción  ante  el  Ayuntamiento,  co- 
ya omisión  no  podía  desvirtuar  ni  dejar  sin 
efecto  Ja  excepción  exjMiesta  oporluna- 
naeate: 

Considerando  qoe  según  consia  del  eerli- 
ficado  expedido  en  11  de  junio  del  año  an- 
terior,  el  hermano  de  dicho  moxo  ae  halla- 
ba sirviendo  en  el  ejército  por  su  «uerle  pos* 
teriormenle  al  dia  en  que  tuvo  lugar  la  de-, 
elaraoion  dé  soldados  para  Ja  quinta  de  qoe 
se  trata: 

Considerando  que  seguá  reaulda  del  oerli- 
fícado  de  las  oñcinas  de  Haoieada ,  el  padre 
de  dicho  nozo  fígura  en  el  reparümVenlo 
territorial  para  el  año  eoondoiioo  de  1864  á 
1865,  oorrespondiente  ai  pueblo  de  VtUaroa» 
vor  de  ios  Montes,  con  Jas  utilidades  liqui- 
das de  363  rs.  11  cénls  ,  deducidas  contn- 
bociones  y  repargos  por  todos  coneeptoSi 
por  lo  que  debe  tenérsele  como  pobre: 

Considerando  que  aun  cuando  el  padrade 
quien  se  trata  tiene  oU-o  hijo  casado  mayor 
de  17  años,  además  del  ex[Kesado  moio  y 
del  que  sirve  por  su  suerte  en  el  ejércilo, 
«quel  es  también  pobre,  según  dicho  certifi- 
cado de  Jas  oficinas  de  H^tenda ,  pues  solo 
figura  nn  el  mismo  reparlimiento  con  lasult- 
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ltdades  líquidos  de  9S5  r%.  5  cdiits. ,  hallán- 
dose por  innlo  comprendido  ea  la  citada  re- 
gla l.»  del  art.  77  de  la  ley. 

Considerando  que  en  eí  expresado  mozo 
concurren  todas  las  circunstancias  necesa- 
rias para  §^ozar  de  la  excepción  que  expuso 
referente  al  caso  undécimo  del  ari.  76; 

La  sección  opina  que  debe  revocarse  e( 
fsito  contra  el  cual  se  reclama ,  mandando 
que  el  citado  mozo  Jonás  Sainz  sea  dado  de 
baja  en  el  ejército,  y  que  se  llame  para  cu- 
brir esta  plaza  al  námero  á  quien  corres- 
ponda.» 

Y  habiéndose  diñado  S.  M.  resolver  de 
conformidad  con  lo  propuesto  en  el  prein- 
serto dictamen,  y  mandar  que  esta  resolu- 
ción se  publique  para  que  sirva  de  regla  g^e* 
nerai  en  casos  análogos ,  de  real  órden  lo 
digo  á  V.  S.  para  los  efectos  correspondien- 
tes. Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  Ma- 
drid 16  de  agosto  de  1S66.— González  Bra^ 

bo. — Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  a 

{Oao,  2  $eliembre,  ) 

288.  O.  de  18  de  asrosto* 

resolviendo  quo  un  meso  de  lae  Pravinoiae 
Vaicongadaa  está  bien  inoluido  en  el  alista» 
miento  del  pueblo  en  que  reside. 

(GoB.)  «Enterada  la  Reina  (Q.  D.  G.)  del 
expediente  instruido  á  consecuencia  de  ha- 
ber sido  incluido  en  oi  alistamiento  y  sorteo 
de  Reinosa  para  la  quinta  de  1865  el  mozo 
José  Joaquín  Lerchundi ,  y  haber  reclama- 
do la  Diputación  general  de  Alava  su  ex- 
clusión como  nalurar  y  vecino  de  Llodio, 
en  aquella  provincia: 

Vistos  los  arls.  38 ,  55  y  56  de  la  ley  vi- 
gente de  reemplazos: 

Vista  la  real  órden  circular  de  31  de  julio 
de  1861 ,  que  resuelve  un  caso  análogo  res- 
pecto al  mozo  Santos  Morteruel: 

Considerando  que  la  razón  en  que  se  fun- 
dó v\  Ayuntamieitlo  de  Reinosa  para  incluir 
al  expresado  Lerchundi  en  el  Alistamiento 
de  dicho  pueblo  fué  la  de  que  se  hallaba  re- 
sidiendo en  el  mismo  desde  antes  del  1.®  de 
enero  de  1865: 

Considerando  que  el  interesado  no  inter- 
puso reclamación  alguna  en  los  plazos  que 
al  efecto  se  señalaron. 

Considerando  que  hallándose  exentas  de 
quintas  las  Provincias  Vascongadas,  ni  en 
el  referido  pueblo  de  Llodio  pxiste  alista- 
miento, ni  la  Diputación  general  de  Alava 
ha  podido  suscitar  competencia  por  este 
motivo: 

Considerando  que  no  aparece  haber  sido 
incluido  el  mozo  de  quien  se  traía  en  mas 
alistamiento  que  en  el  de  Reinosa,  y  que 


por  lo  tanto  debe  responder  en  dicho  pueb'o 
de  su  suerte » aun  cuando  pudiera  haber  sido 
alistado  con  mejor  derecho  en  otro  cual- 
quiera; 

S.  M* ,  de  conformida<l  con  el  dictámen 
de  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento 
del  Consejo  de  Estado ,  se  ha  servido  decla- 
rar que  el  mencionado  José  Joaquín  Ler- 
chundi fué  bien  incluido  en  el  alistamiento 
y  sorteo  de  Reinosa  para  el  reemplazo  del 
aiío  último.  Al  propio  tiempo  ha  tenido  á 
bien  S.  M.  disponer  que  esta  resolución  se 
publique  para  que  sirva  de  regla  general  en 
casos  análogos.  De  real  órden  etc.  Madrid 
18  de  agosto  de  1866.»  (Goc.  2  setiembre.) 

280.  QTTIKrFAe.— B.  O.  de  17  de  agosto; 
deolaffa  que  el  viudo  con  hijos  ilea^timoa,  no 
es  de  los  que  habla  el  último  pirrafó  de  la  re- 
gla 1*  del  art.  77  de  la  ley:  j  que  soto  dura 
tres  aftos  la  revponsabilidad  de  unmoao  para 
raemplasará  otro  que  se  declare  exento. 

(GoB  )  «El  Sr.  Ministro  de  la  Goberna- 
ción dice  con  esta  fecha  al  Gobernador  de  la 
provincia  de  Almería  lo  siguiente: 

((Enterada  la  Reina  (Q.  D.  G.)  del  expe- 
diento promovido  por  Rafael  Cantón  Casti- 
llo, quinto  del  reemplazo  de  1863  por  el 
cupo  de  esa  capital,  en  solicitud  de  que  se 
revoque  el  acuerdo  por  el  que  el  Consejo 
de  esa  provincia  declaró  exceptuado  d<^l 
servicio  militar  al  quinto  por  los  propfos 
cupo  y  reemplazo  Diego  Nunez  y  Gómez: 

Vistos  el  párrafo  secundo  del  art.  76  ,  y 
la  regla  primera  del  77  de  la  ley  de  quintas 
vigente: 

Considerando  que  el  último  de  dichos  mo- 
zos Alegó  ante  el  Ayuntamiento  ser  hijo 
único  de  viuda  pobre  á  quien  manlenia: 

Considerando  que  al  tiempo  de  la  declara- 
ción de  soldados  tenia  un  hermano  viudo 
mayor  de  17  años  y  no  impedido  para  Ira- 
bajar,  el  cual ,  si  bien  tenia  hijos,  no  eran 
habidos  de  su  difunta  esposa  antes  ni  des- 
pués de  su  matrimonio: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  la 
ley  no  hace  en  este  caso  distino.ion  expresa 
entre  los  hijos  legítimos  é  ilegítimos,  de  su 
contexto  claramente  ate  deduce  que  alude  á 
los  primeros,  pues  de  lo  contrario  hubiera 
comprendido  también  en  ta  citada  regla  pri- 
mera del  art.  77  á  los  solteros  que  ios  tu  - 
vieran: 

Considerando  que  por  estas  razones  no 
debe  reputarse  hijo  único  al  quinto  de  qui^^n 
seirata.sin  cuya  circunstancia  no  puede 
aprovecharle  la  excepción  que  expuso; 

S.  M. ,  de  conformidad  con  el  dictámen 
de  la  sección  de  Gobernación  y  Fomento  del 
Consejo  de  Estado,  se  ha  servido  revocar 
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el  mencionado  acuerdo  del  Consejo  de  esa 
provincia,  y  mandar  que  se  dé  de  baja  en 
el  ejército  al  suplente  de  Die^o  Nuñez,  sin 
llamar  á  este  al  servicio  por  haber  trascur- 
rido los  tres  años  que  dura  la  responsabili- 
dad del  mismo,  seguii  está  declarado  en 
Rs.  Ords.  de  12  de  febrero  de  1860  y  5  de 
abril  de  1861  (1).  Al  propio  tiempo  ha  teni- 
do á  bien  S.  M.  resolver  que  esta  disposi- 


(1)  K.  O.  de  5  de  abril  de  1861.— Esta 
real  orden  que  tomamos  del  Boletín  oficial 
de  Burgos  de  dicho  año,  núm.  68,  dice  asi: 

«Dada  cuenta  á  la  Reina  (Q.  D.  6.)  del  ex- 
pediente promovido  por  Pedro  Ameller  y 
Orfíla,  en  reclamación  del  acuerdo  por  el 
que  el  Consejo  provincial  de  las  islas  Ba- 
leares resolvió  que  Tuese  incluido  en  el  alis- 
tamiento de  Alayor  para  el  reemplazo  de 
milicias  provinciales  de  1856;  y  dada  cuen* 
ta  asimismo  del  dictámen  que  acerca  de  él 
emitieron  las  secciones  de  Guerra  y  Gober- 
nación del  Consejo  de  Estado  en  18  de  junio 
último,  opinando  que  debe  declararse  mal 
incluido  en  el  alistamiento  á  dicho  mozo  y 
dársele  por  lo  tanto  de  baja  yendo  á  cubrir 
su  vacante  el  número  á  quien  corresponda 
dni  mismo  sorteo:  Vistos  los  arls.  13,  14  y 
88  de  la  ley  vigente  de  reemplazos  y  la 
R.  0.  de  12  de  febrero  de  1860;  Conside- 
rando  que,  según  dichas  disposiciones  solo 
dura  tres  años  la  responsabilidad  en  los  lla- 
mamientos para  el  servicio  nclivo;  Consi- 
derando que  según  la  citada  R  0.  de  12  de 
febrero  expedida  por  el  Mitiislerio  de  la 
Guerra  de  acuerdo  con  este  de  Gobernación, 
al  declarar  exceptuado  del  servicio  de  las 
armas  á  Francisco  Calalá  y  Martínez,  quin- 
to del  reemplazo  ordinario  de  1856  por  el 
cupo  de  Alamas,  provincia  de  Valencia,  se 
sentó  el  precedente,  racional  y  equitativo, 
de  que  no  fuese  llamado  al  servicio  el  mo- 
zo á  quien  correspondiera  del  mismo  sorteo, 
sino  que  el  ejército  perdiese  el  reemplazo  en 
atención  á  haber  trascurrido  con  exceso  los 
tres  años  que  según  la  ley  dura  la  respon- 
sabilidad para  el  servicio  activo:  Conside- 
rando que  no  es  tampoco  justo  que  al  paso 
que  en  el  servicio  aciivo  reconoce  límite  la 
responsabilidad  de  los  mozos,  sea  esta  inde- 
finida y  permanente  en  la  reserva:  Conside- 
rando que  la  conveniencia  reclama  imperio- 
samente que  no  ingresen  en  el  ejército  quin- 
tos que  tengan  mas  edad  que  aquella  á  que 
la  ley  hace  extensiva  la  responsabilidad: 
Considerando  que  esta  termina  á  los  26  años 
por  la  ley  orgánica  (Je  la  reserva  y  que  no 
es  jus'o  que  se  prolongue  mas  alia,  ni  aun 


cion  se  puWiqae  para  que  sirva  de  regfíi 
general  en  casos  análogos.  £)e  real  orden  etc. 
Madrid  17  de  agosto  de  1866.»  (Gac,  2  $e^ 
tiembre.) 

290.  QiriNTAS.-H.  O.  de  25  da  agosto, 
sobra  reoonooimianto  de  los  quintos  gna  su- 
fren condena  en  algún  astableoimianto 
panal. 

(GoB.)  i  A  fin  de  que  se  verifíquerrsindr* 
mora  los  actos  de  medición  y  reconocimiento 
de  los  quintos  que  sufren  condena  en  algún 
establecimiento  penal ,  la  Reina  (Q.  0.  G.)  ha 
tenido  á  bien  resolver  que  puedan  acordar 
la  práctica  de  dichos  actos  los  Gobernado- 
res de  las  provincias ,  bien  se  hallen  los  mo- 
zos en  la  ae  su  respectivo  mando,  bien  en 
otra  diferente ,  sujetándose  en  un  todo  á  la 
prevenido  en  ^l  art.  91  de  la  ley  de  reem- 
plazos y  en  real  orden  circular  de  30  de  ju- 
nio de  1856,  excepto  en  lo  relativo  á  las  co- 
municaciones que  hasla  el  presente  han  di- 
rigido á  este  Ministerio  eon  arreglo  á  la 
citada  real  órden,  y  que  en  lo  sucesivo  se 
trasmitirán  directamente  entre  dichas  auto- 
ridades. De  real  órden  etc.  Madrid  25  de 
agosto  de  1866. — González  Brabo.— Señor 

Gobernador  de  la  provincia  de  »  {Gac»  3 

setiembre.) 


en  el  caso  en  que  la  plaza  que  se  (rata  de 
proveer  no  se  repute  como  baja,  sino  como 
falta  para  cubrir  el  cupo:  Considerando  que, 
reducidas  por  la  ley  de  2  de  noviembre  de 
1859,  á  una  las  dos  quintas  que  antes  exis- 
tían, el  ejército  en  nada  se  perjudica  al  ser 
condonadas  todas  las  plazas  que  resuUoii 
sin  cubrir  por  casos  análogos,  puesto  que 
sobre  ser  pocas  en  número,  pueden  quedar 
cubiertas  en  los  reemplazos  sucesivos:  Y 
considerando  en  fin,  que  al  amparo  de  ta 
confianza  del  porvenir  es  probable  hayan 
contraído  los  mozos  que  se  encuentren  en 
este  caso  obligaciones  que  les  hagan  doro 
y  enojoso  el  servicio  militar;  S.  M,  la  Rei* 
na  (Q.  D.  G.)de  acuerdo  con  el  parecer  di*l 
Ministro  de  la  Guerra  se  ha  servido  mandar 
que  se  observe  como  medida  general ,  res- 
pecto á  los  llamamientos  hechos  hasta  ahora 
para  el  servicio  de  la  reserva  lo  preven  id 
para  el  ejército  en  los  artículos  citados  d** 
la  ley  vigente  de  reemplazos  y  real  órdeu 
aclaratoria  de  i 2  de  febrero  de  1860.  De  real 
órden  lo  comunico  á  V.  S.  para  los  fines  ex- 
presados. {Boletín  de  la  provincia  de  Súr^ 
go8,  núm.  68  del  año  1861.) 
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^1.  QXnNTAS.-B.  a  de  22  de  ngosto. 
«obre  apreciación  de  las  oircunstanotaa  de 
un  padre  para  oalifloar  la  pobreza. 

(GoB.)  «Enterada  la  Reina  (Q.  D.  G.)  del 
expediente  promovido  por  Aguslin  Molina 
y  Vallejo ,  quinto  del  reemplazo  de  IS65  por 
el  copo  del  disiriio  de  la  ütiiversidad  de  es 
la  corle,  en  recinmacion  del  acuerdo  por  el 
<jiie  ese  Consejo  de  provincia  le  declara  sol- 
dado: 

Vistos  el  párraro  primero  del  arl.  76,  y 
las  reglas  1/ ,  4.*,  5.*  y  6/  dd  77  de  la  ley 
vigente  de  reemplazos: 

Considerando  que  el  recurrente  alegó  en 
lieuipo  oportuno  ante  la  comisión  de  quin- 
tas del  expresado  distrito  ser  hijo  único  de 
padre  pobre  y  sexagenario  ,  á  quien  mantie- 
ne, cuya  excepción  fué  desestimada  en 
atención  á  disfrutar  el  padre,  como  sargen- 
to segundo  retirado,  una  pensión  de  1.344 
reales  anuales,  de  los  que  se  deducen  13  con 
44  cents,  por  habilitación  y  gastos. 

Considerando  que  protestado  este  acuer- 
do fué  cmlirmado  por  el  Consejo  provincial, 
riiridánddse  en  la  misma  r.^ízon ,  atmque  en 
%ii  informe  de  15  de  setiembre  úllimo  mani- 
festó haberse  convencido  unánimemente  de 
la  imposibilidad  de  sostenerse  la  familia  del 
<|UÍnto  d»?  quien  se  trata  con  el  escaso  haber 
de  30  cuartos  diarios,  hallándose  toda  ella 
impedida  para  trabajar ,  si  bien  añadió  no 
haberle  sido  posible  remediar  tanta  desgra- 
cia ,  viéndose  obligado  á  declarar  soldado  al 
reclamante ,  porque  en  concepto  de  las  dis- 
posiciones y  prácticas  vigentes  no  puede  ser 
calificado  el  padre  de  pobre,  aunque  conO' 
eidamente  no  tenga  el  haber  necesario  para 
atender  á  sus  mas  urgentes  necesidades: 

Considerando  que  la  regla  5  •  del  art.  77 
de  la  ley  de  reemplazos  dispone  que  para  la 
aplicncion  de  las  excepciones  contenidas  en 
el  arl.  76  se  considere  pobre  á  una  persona, 
aun  cuando  pojsea  algunos  bienes ,  si  priva- 
da del  auxilio  del  hijo ,  nielo  ó  hermano  que 
deba  ingresar  en  las  filas  no  pudiese  propor- 
cionarse con  e!  producto  de  dichos  bienes 
Jos  m*»dtos  iHícesarios  para  su  subsistencia 
y  para  la  de  los  h  jos  y  nietos  menores  de 
i  7  años  cumplidos  que  de  la  misma  persona 
dependan  ,  cuyas  circunstancias  concurren 
«»n  José  Molina  y  López,  padre  del  quinto 
Agustín  ,  según  el  concepto  formado  por  el 
Consejo  de  esta  provincia: 

Considerando  que  ni  en  la  regla  citada  ni 
#»n  loda  la  ley  d^  reemplazos  se  determina 
ía  renta  necesaria  para  dejar  de  reputar  po- 
bre á  una  persona,  y  que  su  apreciación 
^uede  por  lo  mismo  contiada  al  prudente 


arbitrio  de  las  corporaciones  que  han  de  fa- 
llar en  cada  caso  particular: 

Considerando  que  dicha  renta  no  puede 
fijarse  de  un  modo  absoluto  é  invariable,  si« 
no  que  depende  de  las  circunstancias  espe- 
ciales de  las  personas  y  localidades,  por  ne- 
cesitarse mas  recursos  para  atender  á  la 
subsistencia  de  una  familia  numerosa  que  á 
la  de  un  solo  individuo,  y  por  ser  dislmtos 
!  en  cada  provincia  ,  y  á  veces  en  cada  pue- 
I  b'o,  los  precios  de  los  artículos  de  primera 
I  necesidad  ,  ba^e  indispensable  para  el  seña- 
I  lamiento  de  la  indicada  renta: 
I  Considerando  que  asi  se  ha  consignado  en 
repelidas  realas  órdenes,  y  muy  particular- 
mt*nle  en  la  circular  de  1.^  de  marzo  de 
1S62;  siendo  también  esta  práctica  conforme 
á  la  jurisprudencia  seguida  por  el  Consejo 
de  Estado  en  algunos  casos ,  de  los  que  pue- 
de citarse  el  de  Rufino  Diez  de  los  Angeles, 
quinto  del  reemplazo  de  1865  por  el  cupo  de 
Salamanca,  á  quien  en  real  orden  de  8  de 
mayo  último ,  dictada  de  acuerdo  con  el 
dictamen  de  la  sección  de  Gobernación  y 
Fomento  del  expresado  Consejo,  se  otorgó 
la  excepción  primera  del  art.  76  de  la  ley  de 
reemplazos  por  no  eslimarse  suficiente  para 
la  manutención  de  su  padre  una  pensión  de 
3  rs.  diarios,  atendidas  las  circunstancias  de 
la  localidad  donde  tenia  precisión  de  vivir: 
Considerando  que  la  real  orden  circular 
de  18  de  febrero  de  1859  en  que  se  fundó 
ta  comisión  de  quintas  del  distrito  de  la 
Universidad  de  esta  corle  para  desestimar 
la  excepción  alegada  por  Agu-^tin  Molina, 
tuvo  por  objeto  fijar  la  jurisprudencia  en  el 
caso  de  que  un  mozo  se  hallase  comprendi- 
do en  alguna  de  las  excepciones  d»»l  arl.  76 
de  la  ley  de  reemplazos  al  tiempo  dp  ser  de- 
clarado soldado,  y  no  lo  hubiese  estado  en 
el  día  señalado  para  dar  principio  al  expre- 
sado acto,  según  la  regla  7.*  del  artícolo  77 
de  la  misma  ley: 

Considerando  que  si  bien  en  la  citada  real 
orden  de  18  de  febrero  de  1859,  al  apreciar 
las  circunstancias  particulares  del  sexagena- 
rio Pedro  Nieto,  se  dice  que  tenia  bastante 
para  su  sosten  con  mas  de  3  rs.  de  renta 
diarios,  se  añade  en  sí'guida  la  poderosa  ra- 
zón de  que  cada  uno  de  sus  hijos  tenia  ya 
hijuela  materna,  de  las  cuales,  ademas  de 
sus  propios  bienes ,  usufructuaba  el  padre  las 
correspondientes  á  los  menores: 

Considerando  que,  según  se  halla  acredi- 
tado en  el  expediente,  José  Molina  y  López, 
de  edad  de  77  años  y  ciego ,  solo  cuenta  con 
1.330  rs.  y  56  cents,  de  renta  líquida  anual 
para  mantenerse  juntamente  con  su  mujer, 
también  ciega ,  y  tres  hijos  menores  de  edad 
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é  impedidos,  s¡  se  le  priva  del  auxilio  de  su 
hijo  Aguslin: 

Considerando  que  con  (an  escasa  renta  no 
pueden  subsistir  cinco  personas  en  Madrid, 
donde  se  requieren  mas  recursos  que  en 
cualquiera  otra  población  para  atender  á  las 
indispensables  necesidades  de  la  vida: 

S.  M.,  oido  el  Consejo  de  Estado  en  sec- 
ción de  Gobernación  y  Fomento ,  se  ha  ser- 
vido revocar  el  mencionado  acuerdo  del  Con- 
sejo de  esta  provincia ,  y  declarar  exceptua- 
do del  servicio  de  las  armas  al  referido 
Aguslin  Mtlina  y  Vallejo ;  mandando  en  su 
consecuencia  que  sea  dado  de  baja  en  el 
ejército,  y  que  vaya  á  cubrir  su  plaza  el  nú- 
mero á  quién  corresponda.  Al  propio  tiem- 
po ha  tenido  á  bien  disponer  S.  M.  que  esta 
resolución  se  publique  para  que  sirva  de  re- 
gla general  en  casos  de  igual  naturaleza.  De 
real  orden  etc.  Madrid  22  de  agObto  de  1866.»  | 
(Gao.  3  setiembre,) 

202.  INDUIiTO  CXTADBAOBSIMAIi. 
— B  revé  expedido  por  Bu  Santidad  en  20  da 
abril  de  1866 ,  prorogando  por  dies  añoa  el 
indulto  aobre  uso  de  oamea  y  lacticinios. 


PIO  IX 

(GaAC.  T  Jüs.)   Para  Tutura  memoria. — 
Se  Nos  ha  expuesto  por  parle  de  Nuestra 
muy  amada  en  Cristo  Hija  Isabel,  Reina  Ca- 
tólica de  las  Españas ,  que  el  Papa  Pió  sép* 
timo  » Nuestro  Predecesor  de  feliz  recorda-  ' 
cion  ,  en  atención  á  la  escasez  de  manjares  ' 
cuadragesimales  concedió  á  los  habitantes  i 
de  todos  los  reinos ,  provincias ,  islas  y  ter-  ! 
ritorios  que  se  hallan  en  los  dominios  de  la 
misma  Católica  Reina  el  indulto  de  que  pu- 
diesen y  tuviesen  facultad  de  comer  libre  y 
lícitamente  solo  por  cierto  tiempo  que  en- 
tonces se  expresó ,  y  exceptuando  ciertos 
dias,  carnes,  huevos  y  lacticinios  en  la  { 
Cuaresma  y  demás  tiempos  y  dias  del  año,  ; 
eu  que  ^stá  prohibido  el  uso  de  carnes,  hue- 
vos y  lacticinios;  permaneciendo  esto  no 
obstante  en  su  vigor  la  ley  del  ayuno,  y  las 
demás  condiciones  que  se  impusieron,  se- 
gún se  contiene  mas  por  extenso  en  las  Le- 
tras del  susodicho  Nuestro  Predecesor ,  ex* 
pedidas  en  forma  de  Breve  el  dia  19  de  se- 
tiembre del  año  de  1800.  £1  cual  indulto, 
según  se  Nos  ha  expuesto,  fué  proro^ado  j 
por  cierto  tiempo  no  solo  por  el  mismo  Nues- 
tro Predecesor  Pío  séptimo,  sino  (amblen 
por  León  doce,  asimismo  Nuestro  Predece-  . 
sor,  por  Letras  semejantes  en  forma  deBre<*  I 
ve;  y  luego  por  decretos  especiales  déla  i 
Congrí'gacion  de  Nuestros  Venerables  Her-  ♦ 
manos  los  Cardenales  de  la  Santa  I^'esin 
Romana,  encargada  de  los  N'  gocio:»  ccíe- 


siásticos  extraordinarios,  se  prorogó,  no 
solo  por  Nuestro  antecesor^  Gregorio  dies 
y  seis  para  uno  ó  dos  años^  sino  tam- 
bién por  Nos  mismo  ,  pt^imero  para  dos  años, 
luego  para  ocho,  y  últimamente  para  otros 
ocho  años  por  Nuestras  Letras  semejantes 
dadas  en  forma  de  Breve  el  dia  13  del  mes 
de  agosto  de  1858.  Mas  habiendo  de  con- 
cluirse la  gracia  de  este  indulto  el  año  de 
1868,  la  misma  Reina  Católica  ha  hecho 
que  se  Nos  exponga  que  aun  no  ha  cesado, 
ni  puede  esperarse  que  cese  aquella  esca- 
sez de  manjares  cuadragesimales  que  mas 
de  una  vez  movió  á  Nuestros  Predecesores 
á  conceder  el  indulto  qne  hemos  dicho: 
además  de  que  han  sido  tan  lamentables  las 
calamidades  de  los  últimos  tiempos »  que 
seria  ahora  muy  molesto  y  perjudicial  cier- 
tamente á  la  España,  por  la  grandísima  es- 
casez de  numerario,  proveerse  de  países 
extranjeros  de  manjares  cuadragesimales. 
Por  lo  cual  se  Nos  ha  suplicado  en  nombre 
de  la  misma  Nuestra  muy  amada  Hija  ea 
Cristo  Isabel ,  Reina  Católica  de  las  Españas» 
que  con  Benignidad  Apóstolica  Nos  digná- 
semos confirmar  y  prorogar  como  abajo  se 
dirá,  aun  desde  ahora,  el  referido  indulto 
por  otro  espacio  de  tiempo ,  que  se  ha  de 
contar  desde  el  dia  que  ha  de  cesar  la  últi- 
ma concesión ,  á  fin  de  que  la  noticia  de  es- 
la  Nuestra  Concesión  pueda  enviarse  á  los 
países  mas  remotos  de  América  y  Asia  su- 
jetos á  su  autoridad ,  y  llegar  cómodamen- 
te á  todas  las  Iglesias  Episcopales  de  los 
mismos  países  antes  de  que  se  concluya  cl 
término  del  indulto  anterior.  Nos,  pues,  en 
atención  á  lo  expuesto  ,  y  queriendo  hacer 
especiales  favores  y  gracias  á  la  Católica 
Reina  Isabel  y  á  sus  súbdítos ,  y  absolvien- 
do y  declarando  absueltas,  solo  para  este 
efecto  y  á  cada  una  de  las  personas  á  quie- 
nes favorecen  estas  Nuestras  presentes  Le- 
tras, de  cualesquiera  censuras,  sentencias 
y  penas  de  Excomunión  y  Entredicho  y 
demás  eclesiásticas,  fulminadas  de  cual- 
quier modo  ó  por  cualquier  causa ,  si  acaso 
hubieren  incurrido  en  algunas,  con  Nues- 
tra Autoridad  Apostólica,  por  el  lenor  dtf 
las  Presentes  extendemos  y  prorogaroos  de 
nuevo  por  otros  diez  años,  que  se  han  de 
contar  desde  el  fin  de  la  concesión  última» 
el  referido  indulto  para  comer  carnes  sala* 
dables^  huevos  y  lacticinios,  según  arriba 
se  concedió  y  proro^ó  de  tiempo  eo  tiempo 
por  un  término  limitado.  Mas  es  Nuestra 
voluntad  que  se  observe  enteramente  lo  que 
Benedicto  catorce ,  Nuestro  Predecesor  de 
feliz  recordación ,  mandó  en  la  Consüiucjou 
dada  cl  dia  10  de  junio  del  ano  de  1744 
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acerca  de  una  aofa  comida  ál  día,  y  de  no  , 
mezclar  en  la  mesa  carne 7  pescado  ;  como 
tnmbien  que  ae  guarden  todas  las  demás 
excepciones,  ya  sean  en  cuanio  á  los  Regó- 
tares  que  habiéndose  obligado  por  voto  es« 
ppciftl  deben  abstenerse  de  carnes  todo  el 
año,  ya  en  cnanto á  cierlosdías  determina- 
dos, a  los  que  de  ningún  modo  se  extiende 
.  la  misma  concesión,  como  además  todas  las 
otras  cofidíciones  que  mas  por  extenso  se 
hallan  contenidas  en  las  precedentes  Letras 
ApoatóHcns  expedidas  sobre  esto  en  igual 
forma  de  Breve  por  Pío  séptimo ,  Nuestro 
Predecesor  de  feliz  recordación,  y  particular- 
mente en  las  que  fueron  dadas  el  día*7  de 
agosto  del  año  de  1801 ,  el  tenor  de  todas 
las  cua^s  queremos  que  se  tenga  por  ex- 
presado. A  las  cuales  excepciones  añadimos 
además  loque  la  misma  Reina  Católica  Nos 
ha  pedido  según  su  religión  y  piedad,  á  sa- 
ber: que  todos  los  individuos  del  clero, 
tanto  Seculares  como  Regulares ,  estén  obli- 
gados á  guardar  enteramente  el  precepto  de 
la  abstinencia ,  no  solamente  aquellos  dias 
que  se  exeeptdan  en  las  concesiones  prece- 
dentes dadan  en  favor  de  todos  los  Fíeles 
Cristianos  residentes  en  lodos  los  países  é 
islas  sujetas  á  la  Reina  de  las  Españas,  sino 
también  toda  la  Semana  Mayor ,  excepto  el 
Domingo  de  Ramos,  á  saber:  el  lunes  y 
martes  también,  en  los  que  se  concede  á  los 
demás  el  Uso  de  carnes.  Y  para  la  ejecución 
del  presente  Indulto  elegimos  y  nombramos 
c«n  la  misma  autoridad  ai  actual  Comisario 
de  la  Bula  de  la  Cruzada  y  al  ^ue  por  tiem- 
po fuere  nombrado  con  Autoridad  Apostó- 
iiea  en  tos  Reinos  de  las  Españas.  Sm  que 
obsten  las  Constituciones  ni  Ordenaciones 
Apostólicas ,  ni  las  generales  ó  especiales 
hechas  en  los  Concilios  universales,  pro- 
vinciales y  sinodales ,  ni  cualesquiera  otras 
cosas  en  contrario. 

Dado  en  Roma,  en  San  Pedro,  bajo  el 
Anitlo  del  Pescador,  el  dia  20  de  abril  de 
1866,  año  vicésimo  de  Nuestro  Pontifica- 
do.—Lugar  <)el  Sello  del  Papa  Pío  Nono. 
— N.  Cardenal  Paracciani  Clarelii ,  con  rú- 
brica. 

D.  Victoriano  de  Pcdrorena,  Secretario 
de  S.  M.  con  ejercicio  de  Decretos,  Minis- 
tro Residente,  Director  de  la  Cancillería  del 
Ministerio  de  Estado  y  Secretario  de  la  In- 
terpretación de  Lenguas  etc.  etc. — Certifi- 
co que  la  antecedente  traducción  está  fie)  y 
literalmente  hecha  de  un  Breve  de  Su  San- 
tidad expedido  en  íatin ,  que  con  el  Visto  y 
Nota  en  castellano,  que  quedan  copiados, 
me  ha  sido  exhibido  para  osle  efecto. — Ma- 


drid 11  de  mayo  da  1866.— Victoriano  de 
Pedrorena. — De  oficio. — Re^ij<trado,  fólio 
17 ,  número  231 ,  año  1866.— Hay  un  sello 
que  dice:  ((Secretaria  de  la  Interpretación 
de  Lenguas.» 

Hay  un  Séllo  del  Ministerio  de  Graeia  y 
Jutticia.Segocio<i  ecle8iásUco8.-~Negoeia' 
do  primero.— La  Reina  Dona  Isabel  segunda, 
oido  el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  y  con- 
formándose con  su  dictamen,  se  ha  servido 
conceder  el  pase  en  la  forma  ordinaria ,  ^ 
sin  perjuicio  de  las  regalías  de  la  Corona ,  á 
este  Breve  expedido  por  Su  Santidad  ,  pro- 
rogando  por  diez  años  el  indulto  sobre  el 
uso  de  carnes  y  lacticinios. — ^Zaráuz  31  de 
agosto  de  1866.— Lorenzo  Arrozóla.  {Gace- 
la 8  ietvembre.) 

299.  DIPTTTAOIONBSPBOVlNOIAIiBS. 
— B.  O.  de  23  de  «gosto,  sobre  las  &oultadCMi 
de  los  Ayuntamientos  en  materia  de  reparti- 
miento <ie  las  contribuciones  

(Hac.)  aHe  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  de  la  comunicación  elevada  á 
ese  Ministerio  por  la  Diputación  provincial 
de  Barcelona  en  8  de  mayo  último,  quo 
V.  E.  se  sirvió  pasar  á  este  Ministerio  de 
mi  cargo  con  R.  O.  de  28  de  junio  siguiente, 
en  la  que  solicitaba  aquella  corporación  se 
fijase  la  verdadera  inteligencia  de  las  dispo- 
siciones legales  relativas  al  repartimiento  de 
los  tribatos  públicos,  puesto  que  habiendo 
acordado  suspender  la  aprobación  del  de  la 
contribución  territori/kl  para  el  año  econó- 
mico de  1866-67 ,  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia habla  procedido  á  su  aprobación  y 
publicación  en  el  BoleUn  oficial.  En  su  vista, 
y  considerando  que  no  hay  necesidad  de 
hacer  aclaración  alguna  de  la  disposición 

3ue  cometió  á  las  Diputaciones  la  facultad 
e  repartir  entre  los  Ayuntamientos  de  la 
provincia  las  contribuciones  generales  del 
Estado,  mediante  que  el  art.  55  de  la  ley  de 
25  de  setiembre  de  1863  se  la  concede  ex- 
plícita y  claramente: 

Considerando  (lue  si  bien  por  la  R.  O.  de 
18  de  abril  do  18o4  se  autorizó  á  las  Admi- 
nistraciones de  HaSienda  pública  para  que 
pudieran  formar  el  reparto  de  la  contribu- 
ción territorial,  esta  disposición  no  destruyo 
la  facultad  que  tienen  las  Diputaciones  para 
alterarle  ó  modificarle,  porque  solamente 
se  ha  estimado  como  uno  de  los  documentos 
que  han  de  facilitarlas  en  virtud  de  lo  man- 
dado en  el  referido  art.  55: 

Considerando  que  aunque  es  cierto  que 
dichas  corporaciones  tienen  que  aprobar  el 
repartimiento,  esta  aprobación  no  puede  de- 
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jarse  por  un  iiempo  indeterminado  á  discre- 
ción de  las  mismas,  por  la  perlurbacion  que 
en  el  orden  administrativo  Iraeria  consigo  la 
demora: 

Considerando  que  ya  en  el  art.  12  del 
R.  D.  de  23  de  mayo  de  1845,  que  tiene 
carácter  y  fuerza  de  ley ,  y  que  en  esta  par- 
te no  ha  sido  derogado  por  ninguna  dispo- 
sición posterior ,  se  ordenó  que  cuando  las 
Dipnlaciones  provinciales  no  ejecutaran  el 
reparlimivnlo  en  el  plazo  ¡mprurcgable  ie 
15  días  desde  el  en  quu  recibieran  la  comu- 
nicación del  cupo,  y  sino  se  hallasen  reuni- 
das desde  vi  noveno  d^'spues  que  fueren 
convocadas  para  este  objeto  ,  lo  veriíicasen 
Jos  intendentes  de  acuerdo  con  la  Adminis- 
tración: 

Considerando  que  la  facultad  concedida 
á  los  intendentes  en  los  dos  casos  indicados 
recayó  en  lo*»  Gobernadores  de  provincia  y 
fué  confirmiida  por  el  párrafo  cuarto  de  la 
real  orden  citada  de  abril  de  18G4,  en  el  he- 
cho de  mandarse  publicar  los  repartimientos 
hechos  por  las  Administraciones  de  Hacien- 
da pública  cuando  Jas  Diputaciones  no  los 
aprobasen  en  los  plazos  respectivamente  se- 
ñalados: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que 
cuando  hizo  Ja  Administración  de  B  trcelona 
el  del  actual  año  económico  no  se  hallaban 
votados  por  Jas  Cortes  ni  sancionados  por  la 
Corona  Jos  presupuestos  generales  d^l  Esta- 
do ,  la  citada  operación  no  implicaba  el  cobro 
de  la  contribución,  puesto  que  al  comuni- 
carse el  cupo  á  las  provincias  se  consignó 
en  Ja  R.  O.  de  10  de  marzo  último  que  el 
señalamiento  hecho  era  sin  perjuicio  de  lo 
que  las  Cortes  determinaran  al  volar  la  ley 
de  presupuestos  de  1866-67: 

Y  considerando ,  por  último,  que  el  re- 
pnrlimiento  ejecutado  por  las  Adminisi racio- 
nes no  es  masque  un  trabajo  preventivo, 
cuyo  objeto  es  que  los  Ayuntamientos  pue- 
dan hacer  los  suyos  con  la  oportunidad  de- 
bida, para  que  al  publicarse  los  presupues- 
tos del  Estado  se  hallen  aquellos  ultimados 
y  se  realice  la  cobranza  en  los  períodos 
marcados  por  las  instrucciones; 

S.  M.  se  ha  dignado  resolver ,  de  acuerdo 
con  lo  informado  por  la  Dirección  general 
de  contribuciones: 

1.®  Que  á  las  Diputaciones  provinciales 
corresponde ,  según  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 55  de  la  ley  de  25  de  setiembre  dé 
1863,  repartir  entre  ios  Apuntamientos  de 
la  provincia  las  contribuciones  generales  del 
Estado ,  aprobando  ó  modiiicando  conforn^ 
á  la  legislación  económica  los  reparlimien- 


ios  previamente. formados  por  las  A4núni9- 
Iraciones  de  Haci  uda  pública. 

2.®  Que  en  el  caso  de  qu0  aquellas  cor- 
poraciones, en  uso  de  su  derecho  los  alteren 
en  todo  ó  en  parte ,  y  los  Gobernadores  con 
acuerdo  de  las  Administraciones  no  acepten 
las  modiñcacionefi  hechas  por  la  Diputación, 
remidan  a  esa  Dirección  lo <  dos  reparlirnieu- 
tos  para  la  resolución  oportuna*  . 

Y  3.°  Que  si  las  Diputaciouea  oo  se  reu- 
niesen para  el  dia  prefijado  en  la  convoca- 
toria, ó  reunidas  no  devolviesen  aprobado 
ó  rectilicado  el  reparlim  enlo  dentro  de  los 
45  dias  siguientes  al  en  que  por  Jos  Gober- 
nadores Ies  hubiese  sido  presentado,  se  He- 
ve aquel  defecto,  circulándose  á  Jos  pueblos 
por  medio  del  Bolitin  oficial  de  ia  provin- 
cia ,  según  se  halla  mandado  en  las  di&|)os^- 
cioiies  vigentes.  De  real  órden  lo  digo  á  V.  C. 
para  su  conocimiento  y  como  resolución  á  la 
comunicación  de  la  Diputación  provincial 
de  Barcelona,  de  que  se  deja  hecho  mérito. 
Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid 
23  de  agosto  de  1866. — Manuel  García  Bar- 
zanallana.^ — Sr.  Minislro  de  Ja  Goberna- 
ción.» (Gac.  8  setiembre.) 

294.  MEDICOS  Y  CIRUJANOS.— Real 
órden  de  28  de  agosto  declarando  que  est4n 
obligados  á  suministrar  de  oficio  oiertos  es- 
tados. 

(GoB.)  ((Enterada  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de 
la  exposición  elevada  por  el  Ayuntamiento 
de  la  ciudad  de  Teruel  en  so'icilud  de  que 
&e  aclare  y  deslinde  si  la  clase  médica  de- 
venga derechos  cuando  se  em(>l«;a  en  servi- 
cios del  Estado  y  bien  de  la  í^ocíedad:  consi- 
derando  por  una  parte  que  tanto  el  uno  co-- 
mo  la  otra  necesitan  de  la  cooperación  del 
citado  cuerpo  para  su  desarrollo  orgánico, 
Y  por  otra,  que  siendo  libre  el  ejercicio  de 
la  profesión,  según  ol  art.  79  de  la  ley  de 
28  de  noviembre  de  1855  ;  S.  M.  se  ba  di^* 
nado  resolver  este  ejc^iediente  dictando  las 
dos  disposiciones  generalas  siguientes: 

1.*  Que  lodos  los  médicos  y  cirujanos, 
ya  libres  ó  ya  pertenezcan  ó  ta  beneñcenct.^ 
municipal  ó  provincial,  están  obligados  á 
suministrar ,  cuando  el  Gobierno  lo  crea  ne- 
cesario, todo  lo  relativo  á  cstadi&ticas ,  esta- 
dos sanitarios  y  de  vacunación,  sin  deven- 
g^ar  por  ello  ninguna  clase  de  honorarios; 

Y  2.*  Que  todas  las  demás  clases  de  ía» 
formes  ó  servicios  no  prescritos  en  la  dispo» 
sicion  anterior  no  se  les  podrá  exigir  á  los 
primeros,  á  no  ser  retribuyéndolos  con  1% 
equidad  conveniente  sus  trabemos. 

Lo  que  de  órden  de  S .  M  .se  inserta  en  1^ 
Gaceta  como  resolucioa  de  este  expcdiealc 
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y  \}hrh  quo  sirva  de  jnfispnxlenciá  en  ios 
casos  ariáloRos  que  puadAn- ocurrir  en  (o  su* 
c^ivo.  Madrid  28  de  ag^lo  de  i866.-^oil- 
»ale2  Brabo.»  (Oa$,  S.seketnbre.) 

295.  ABITAN O.  <U  28  de  agosto 

f>ouiendo  en  armonía  ciertas  facultades  de 
os  administradores  y  de  los  Jefes  de  catabi- 
neros. 

(Hao.)  f(He  dado  mienta á  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  del  expedl-^ule  iii^Uuido  esa 
Direccioa  gpneral  con  motivo  de  la  propues- 
ta del  Inspector  general  de  carabineros  de 
20  de  setiembre  de  1865 ,  remitida  á  este 
Ministerio  por  el  de  lu  Guerra ea  14  de  octu- 
bre siguiente,  acerca  de  que  se.conced^u  re- 
ciprocas atribuciones  á  tos  administradores 
de  Us  aduanas  y  á  los  jefes  de  Oarab'uieroa, 
á  aquellos  para  que  cut^ndo  lo  teugan  por 
conveniente  puedan  examinar  la  distribu- 
ción y  servicio  de  la  fuerza  do  las,  coman- 
dancias en  los  puertos,  muelles  y  puploa  de 
servicio  de  la  aduana-»  y  á  estos  para  que 
puedan  lomar  nplas  en  uu  registro,  especial 
de  todos  los  efectos  que  $c  presenten  para 
el  adeudo ,  <>  intervenir  en  los  despachos  de 
las  Aduanas  de  unamanefa  e fec ti va^  aun- 
que con  sujeción  á  la^  roglas  qne  se  lea  mar- 
quen, y  q^^,  asegurando  la  tiscalizaclon, 
lio  puedan  rebajar  en  io  mas  mínimo  la  posi- 
ción de  los  empleados  de  las  mismas  adua- 
nas. 

£ln  su  vista ,  y  considerando  necesario  es- 
tablecer la  mas  perfecta  armonía  entre  los 
.administradores  de  aduanas  y  los  jefes  de 
carabineros  por  medio  de  prudentes  y  justas 
concesiones  de  facuil,ades  que ,  sin  deprimir 
Ja  posicioa  y  bueu  concepto  de  los  funciona- 
rios referidos,  aseguren  la  fiscalización  mu- 
tua, en  el  buen  sentido,  de  los  respectivos 
servicios  que  de  unos  y  otros  dependen; 

S.  M.,  de  conformidad  con  lo  propuesto 
por  esa  Direct^ion  general  y  con  lo  acordado 
en  la  conferencia  tenida  por  V.  E.  con  el  se- 
cretario de  la  Inspección  general  da  carabi- 
neros ,  en  la  actualidad  encargado  de  su  des- 
pacho ,  ha  tenido  á  bien  mandar: 

1.^  Los  jefes  y  capitanes  de  carabineros, 
de  residencia  fija  en  loa  puntos  en  que  se 
bailen  situadas  las  aduanas ,  cuando  tengan 
fundadas  sospechas  de  que  se  intenta  reali- 
zar aigun  fraude  podrán  ,  previo  aviso  que 
darán  á  los  administradores  respectivos, 
presentarse  en  los  actos  del  despacho  á  lo- 
mar nota  de  la  cantidad  y  calidad  de  las  mer- 
cancías presentadas  al  adeudo  y  de  la  parti- 
da del  arancel  que  se  les  aplica,  pero  sin  en- 
torpecer para  nada  las  operaciones  del  des- 
j^acho. 


2.°  Los  admtnbtradores  de  aduana»  po-> 
drán  á  su  vez  en  sos  demarcnoio^ies  ri'spec- 
tivfts ,  examinar  la  exaclilud  la  disinbu* 
eion  y  servicio  de  jos  carabineros  del  reiuo. 

Y  3.°  Las  falias  que  noteu  respeeliva- 
mente ,  después  de  ser  objeto  de  las  obser- 
vacianes  que  ei  bien  del  servicio  les  sugiera» 
deberán  corregirse  con  la  eonfonnidad  del 
administrador  y  la  del  jefe  de  carabineros. 
En  el  caso  de  no  haberlas,. ó  de  qoe  si;^  fa* 
eultades  no  alcancen  para  ello ,  lo  harán  pre- 
sente á  los. Gobernadores ,  aus  jefes  mas  inr 
mediatos ,  expresando  en  Ja  comunicación 
las  razones  que  asistan  para  el  desacuerdo, 
á  fin  de  que  dichos  Gobernadores  providen* 
cien  en  el  particular,  si  estuviese  en  sus  alri- 
bocjones ,  ó  consulten  al  Ministerio  de  Ha- 
oienda ,  el  cual ,  oyendo  i  esa  Dirección  ge- 
neral y  al  inspector  general  de  carabineros, 
resolverá  lo  que  mejor  proceda»  De  real  or- 
den ete*  Madrid  28  de  agosto  de  1866.-^ 
Barzanailana. — Sr.  Director  general  de  im'- 
puestos  indirectos.})  {Gac.  9  seiiembre.) 

296.  ADCTANAS  Y  CONSUMOS. -Heal 
decreto  de  8  deaetlembre  nombrando  un  co- 
misario regrio  para  inspeccionar  estos  im* 
puestos,  proponer  latí  reforma»  qne  eoooop- 
túe  indispensables,  oto. 

(Hac.)  «Tomando  en  cuenta  las  razónos 
expuestas  por  mi  Ministro  de  Hacienrla,  fte 
acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  de  Mi- 
nistros y  con  sujeción  al  art.  24  de  la  ley  or« 
gánica  del  Consejo  de  Estado, 

Vengo  en  mandar  que  D.  Jos¿  García  B  u- 
zanalfana  ,  reteniendo  s^i  pinzi  de  C  )n<iejero 
de  Estado,  ejerza  la  coinisio:i  rci^ia  «le  ins- 
peccionar lodo  lo  relativo  al  rdjjimen  de  los 
impuestos  indirectos  de  aduanas  y  consumos; 
y  de  optar  ó  proponer  en  su  caso  cuantas 
reforrfias  conceptúe  indispensabíes  para  el 
mejor  st-rvicio  publico  en  estos  ramos;  (juc- 
dandO  además  revestido  de  todas  las  alriba- 
ciones  que  la  teglslacion  vigente  contlere  al 
Director  general  de  impuestos  indirectos, 
que  quedan  rea«5umidas  en  el  Comisionado 
Aévo.  Dado  en  Zaráuz  á  8  de  setiembre  d« 
18G6.-— Está  rubricado  de  la  real  mano.— 
El  Ministro  de  Hacienda,  Manuel  García  Bar- 
Zanallana.»  {Gac,  10  setiembre.) 

397.  SBMINABIOS.-B.  D.  de  10  do  se- 
tiembra,  dispot^iendo  que  los  estudios  da 
«segrunda  enseñanza»  que  se  bag^an  en  loa 
Seminarios  habilitan  para  el  ingreso  en  las 
carreras  civiles. 

(FoM.)  «Exposición  á  S.  M. — Señorai-r- 
£1  estudio  de  lai  segunda  enseñaii2a  verili* 
eado  en  los  Seminarios  conciliares  ha  si^lo 
objeto  de  varias  disposiciones  ^  el  preseti* 
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le  stf;\o  f  sin  que  hasla  ahora  pueda  decirse 
que  la  ciie»l¡on  se  haya  fijado  y  resuelto  en 
)os  términos  y  con  la  prf  cisión  que  reclaman 
los  allos  intereses  de  la  Iglesia  y  del  Estado. 
A  tenor  de  las  ideas ,  de  los  principio?,  quizá 
de  tas  preocupaciones  predominantes  en  ca^ 
da  época,  se  ha  querido  examinar  y  decidir 
un  punto  que  exi¿e  para  ser  tratado  con  g**- 
neral  provecho ,  elevación  de  pensamiento, 
serenidad  de  ánimo,  y  gran  íbndo  de  im- 
parcialidad ,  de  legitima  y  racional  confian- 
za, y  do  respeto  á  muy  venerandas  tradicio- 
nes de  la  patria.  Así  lo  comprendió  desde  el 
primer  momento  el  Ministro  que«uscrit>e ,  y 
sobreponiéndose  en  fuerza  de  so  buen  deseo 
y  d*^  su  celo  ardiente  por  el  mejor  servicio 
de  V.  M.  á  todo  trivial  reparo  de  pasadas 
diferencias  y  á  todo  interesado  temor  de  es- 
píritus estrechos^  se  decidió  á  comenzar  ta 
obra  de  que  en  su  juicio  há  menester  la  ins- 
trucción pública  por  el  importantísimo  panto 
de  la  segunda  enseñanza  de  lo» seminarios: 
á  este  fin  ha  celebrado  conferencias  con  el 
M.  R.  Arzobispo  Nuncio  de  Su  Santidad,  y 
habiendo  llegado  en  ellas  á  un  acuerdó  per- 
fecto, garantía  de  leal  reciprocidad,  tiene 
Ja  honra  de  someterle  á  V.  M.  formulado  en 
un  proyecto  de  decreto. 

Puede  considerarse  la  segunda  enseñanza 
bajo  dos  aspectos  diferentes,  y  aspira  en 
realidad  á  dos  fines  principales,  según  eslá 
.organizada.  Por  elia  los  conocimientos  útiles 
ge  dirundeu:  las  clases  acomodadas  adquie- 
ren aquel  grado  de  ilustración  que  determi- 
na el  nivel  de  los  pueblos  cultos;  concluidos 
sus  esludios  y  recibido  el  grado  de  bachiller, 
muchas  personas  tienen  ya  el  pequeño  cau- 
dal cienlifíco  que  necesitan  para  no  ser  ex- 
tranjeras en  el  mundo  de  las  ideas  y  de  la 
humana  actividad  intelectual.  Ks  á  su  vez 
la  segunda  enseñanza  preparación  y  camino 
para  la  superior:  los  gérmenes  literarios  y 
cienU'ñcos  que  contiene  se  desarrollan  y  fruc- 
tifican después,  asi  en  el  campo  de  las  cien- 
cias especulativas  y  abstractas  como  en  el 
de  las  nalurales.  De  donde  lógicamente  se 
deduce  que  todo  cuanto  los  Gobiernos  hi- 
cieren por  exlender  y  facüilar  la  segunda 
enseñanza,  redundará  en  beneficio  de  la 
general  ilustración,  y  ensanchará  las  vias 
por  donde  se  llega  al  cultivo  de  las  faculta- 
des que  tanto  brillaron  un  dia  en  las  inmor- 
tales escuelas  españolas. 

Por  eso ,  sin  duda,  en  la  legislación  vi- 
gente de  instrucción  pública  se  nota  una 
visible  tendencia  á  favoree*»!*  la  segunda  en- 
señanza hasta  el  punto  de  dejar  cuatro  años, 
de  los  cinco  de  que  consta ,  en  una  amplitud 
tal,  que  casi  se  acerca  6  la  libertad  absoluta. 


Los  euairo  ewrgot  de  enseñcnza  doméstica  y 
ta  facultad  de  establecer  colegios  privados 
•oon«ttjecioa  á  la  ley  demuestran  cuál  fué  la 
mente  del  legitladm* ,  y  son  uno  de  los  prin- 
cipales fundamentos  de  la  medida  que  ahora 
pendé  de  la  soberana  aprobación  oe  Y.  M. 

Son  loa  Seminario^  conciliares  antiguos  y 
respetables  establecimientos  de  cdueaeioo  y 
de  instrucción  regidos  por  los  prelados,  á 
quienes  por  los  sagrados  cánones  compele 
la  dirección  de  los  estudios  eclesiásticos. 
dan  en  estos  establecimientos  los  corsos  que 
antes  se  llamaban  de  filosofía  y  ahora  de 
segunda  enseñanza ,  y  se  dari  con  casi  Idén- 
ticas condiciones  que  en  los  institutos.  ¿Por 
qué»  pues,  han  de  negárseles  las  ventajas 
que  con  tanta  facilidad  se  conceden  á  los  co- 
legios privados?  En  un  pais  en  que  afortuna- 
damente se  conserva  incólume  la  unidad  ca- 
tólica ;  en  que  Im  relaciones  de  la  Iglesia  y 
el  estado  son  cordiales  é  íntimas;  en  que  la 
historia/las  tradiciones  y  los  sentimientos 
se  anudan  y  conforman  para  mantener  como 
un  elemento  de  vida  esa  intimidad  cordial; 
en  un  país  que  puede  ostentar  al  mundo  el 
ejemplo  de  un  clero  que  en  la  série  de  los 
siglos  ha  dado  los  mas  grandes  teólogos  de 
la  cristiandad ,  los  juristas  mas  afamados, 
los  poetas  mas  insignes ,  los  Santos  y  los  sá- 
bios  con  que  se  honran  los  fastos  de  la  reli- 
gión y  de  \h  ciencia,  ¿puede  continuar  el 
espectáculo  de  que  estén  divorciados  y  se 
reputen  como  heterogéneos,  ya  qúe  no  como 
rivales,  aun  los  esludios  de  segunda  ense- 
ñanza ,  cuyo  establecimiento  y  dir*^ion  es« 
tán  al  alcance  de  cualquier  empresario  par- 
ticular? El  Ministro  que  suscribe  no  necesita 
insistir  en  esta  reñesion:  está  convencido  y 
cree  que  igual  convicción  abrigarán  todas 
las  personas  ímparciales  de  que  no  puede 
negarse  á  los  RR.  Obispos  la  confianza  que 
se  deposita  en  tos  fundadores  de  colegios 
privados:  cree  asimismo  que  siendo  crecido 
el  número  de  poblaciones  en  que  habiendo 
Seminario  conciliar  no  hay  instituto,  te  ha- 
rá un  beneficio  á  la  general  cultura ,  y  se 
cumplirán  los  fines  de  la  ley  que  rige,  dando 
validez  á  los  estadios  de  la  segunda  ense- 
ñanza verificados  en  aquellos  estableci- 
mientos. 

At  acordar  esta  medida ,  el  Ministro  que 
suscribe  ha  tenido  presentes  todas  las  dis- 
posiciones dictadas  al  efecto  dt^sde  el  plan 
de  estudios  de  t771  hasta  la  fecha.  La  várta 
Indole  de  esas  disposiciones  ofrece  un  medio 
seguro  para  apreciar  el  estado  de  relaciones 
en  España  del  pK^der  civil  con  el  espiritual; 
pero  tío  pMtút  negarse  (aparte  las  deplora- 
bies  exajy^eraciones  en  contrario  sentida)  que 
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siempre  e)  poder  civil,  aun  en  los  dias  en 
que  podía  suponerse  mas  eficaz  la  influencia 
del  clero»  manluvodignay  respetuosamente 
su  facultad  de  dirigir  la  enseñanza  en  todo 
euanlo  no  se  refiere  á  la  carrera  eclesiástica. 
No  es,  pues,  el  Ministro  que  suscribe  menos 
celoso  de  los  derechos  é  intereses  que  le  es- 
tán encomendados  que  otro  alguno  de  sus 
antecesores,  y  en  este  concepto  na  reprodu 
cido  las  condiciones  con  que  en  distintas 
épocas  se  adoptaron  medidas  como  la  que, 
de  acuerdo  con  et  real  Consejo  de  instruc- 
ción pública ,  tiene  el  honor  de  proponer  en 
el  siguiente  proyecto  de  decreto  Madrid  8 
de  setiembre  de  1866. —Señora:— A  L.  R,  P. 
de  V.  M.— Manuel  de  Orovio. 

RSAL  MCRETO. 

En  atención  á  las  razones  que  me  ha  ex* 
puesto  el  Ministro  de  Fomento, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.®  Los  estudios  de  segunda  en- 
señanza que  8«  hagan  en  los  Seminarios 
conciliares,  habilitan  para  recibir  el  grado 
de  bachiller  en  artes  y  para  ingreso  en  las 
carreras  civiles. 

Art.  2.^  Para  gozar  de  las  ventajas  á 
que  se  refiere  el  artículo  anl<»rior,  los  Semi- 
narios conciliares  deberán  llenar  las  condi- 
ciones siguientes: 

1.  *  Se  dará  la  enseñanza  en  los  Semina- 
rios conciliares  por  profesores  habilitados 
con  el  título  que  se  exige  á  los  de  instituto. 
A  los  que  carecieren  de  este  requisito  se 
concede  el  plazo  de  tres  años  para  graduar- 
se: tos  que  llevasen  ya  algún  tiempo  en  la 
enseñanza  disfrutarán  la  gracia  que  se  otor- 
ga por  el  art.  155  de  la  ley  á  los  catedráticos 
de  instituto  respecto  á  estudios  privados. 

2.  *  Los  rectores  de  los  Seminarios  remi- 
tirán al  de  la  universidad  del  distrito  lista 
de  los  alumnos  matriculados  15  dias  después 
de  cerrada  la  matrícula,  y  lista  de  los  exami- 
nandos, con  sus  notas,  15  dias  después  de 
terminados  los  exámenes. 

3.  *  Se  adoptarán  para  todos  los  cursos 
libros  de  texto  de  los  comprendidos  en  la 
lista  que  ha  de  publicarse:  en  tanto  qne  se 
publique,  si  los  prelados  tuvieren  por  con- 
veniente ó  creyeren  necesario  adoptar  otros 
que  DO  se  hallen  en  la  actual,  remitirán  no- 
ta expresiva  de  ellos  á  la  Dirección  general 
de  instrucción  pública.  Los  testos  señalados 
ya  en  los  Seminarios  con  acuerdo  de  ambas 
potestades  se  considerarán  como  incluidos 
eo  la  lista  oficial  del^  Gobierno. 

4.  *  Para  la  enseñanza  de  fas  materias 
qoa  constituyen  el  año  quinto,  los  Semina- 


rios que  deseen  aprovechar  las  venlajas  de 
este  decreto  se  proveerán  del  material  cien- 
titico  necesario.  Los  RR.  Prelados  remitirán 
á  la  Dirección  general  del  ramo  inventario 
de  las  máquinas  y  enserett  con  que  cuenten 
sus  respectivos  Seminarios. 

Art.  3.®  Los  actuales  alumnos  de  segun- 
da enseñanza  de  los  Seminarios  podrán  in- 
corporar en  el  instituto  los  cursos  que  ya 
tuvieren  ganados,  mediante  examen. 

Ar(.  4.®  Son  incorporables  en  los  insti- 
tutos los  estudios  de  segunda  enseñanza  ve* 
rificados  hasta  la  fecha  en  los  Seminarios 
mediante  examen  por  asignaturas,  satisfa- 
ciendo solamente  los  derechos  de  examen: 
si  las  asignaturas  que  á  dichos  alumnos  fal- 
taren no  excedieren  de  tres,  podrán  estu- 
diarlas en  un  curso  en  el  instituto.  Para 
presentarse  á  incorporación  deberán  los 
alumnos  acreditar  con  certificados  en  regala 
el  esludio  hecho  y  el  tiempo  invertido.  Da- 
do en  Zaráuz  á  10  de  setiembre  de  1866.— 
Está  rubricado  de  la  real  mano  —  El  Mini!>- 
tro  de  Fomento,  Manuel  de  Orovio.»  (Gac^  12 
setiembre,) 

298.  CAjS^jÉLMOS  SXTBANJSBOS.-Beal 
órden  de  27  de  agosto,  elevando  los  dere- 
chos de  introducción. 

«  S.  M.,  de  conformidad  con  el  dicta- 
men de  la  junta  consultiva  de  aranceles  y 
con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  general, 
ha  tenido  á  bien  disponer  se  eleve  á  un  12 
por  100  el  tipo  de  imposición  de  derechos 
para  los  cáñamos  extranjeros  en  rama  y  ras- 
trillados; quedando  en  su  consecuencia  fijados 
los  derechos  de  la  partida  1 13  del  arancel  vi- 
gente en  5  escudos  460  milésimas  por  cada  100 
kilogramos  en  bandera  naciooal ,  y  6  escu- 
eos  550  milésimas  á  la  misma  cantidad  en 
bandera  extranjera.  De  real  órden  lo  digo  á 
V.  E.  para  los  efectos  consiguientes.  Dios 
guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  27  de 
agosto  de  1866.— Barzan allana. —Sr.  Direc- 
tor general  de  impuestos  indirectos.)» 

399.  £SCBIBA^OSACTnABIOS.-R«al 
órden  de  10  de  setiembre,  sobre  toma  de 
posesión:  obligación  de  los  Notarios. 

(Grac.  y  Jüst.)  «En  vista  dí»  lo  consulla- 
do  por  la  sala  de  Gobierno  de  la  Audiencia 
de  Barcelona  sobre  los  diferentes  extremos 
que  á  continuación  se  detallan ,  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  se  ha  dignado  resolver: 

1.**  Que.  los  Escribanos  de  actuaciones, 
si  no  se  les  señalase  término  al  nombrarlos, 
deben  sacar  >*ns  lilulos  dentro  de  60  dias  y 
lomar  pos<!sinn  denlro  de  los  75,  contados 
ambos  plazos  desde  la  publicación  en  la  Ga» 
ceta  de  sus  nombramienios,  que  se  entende- 
rán caducados  si  asi  no  lo  veriticaa. 
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•  2.®  Qup  es  necesaria  la  presenlacion  de 
la  real  cédula  dt»  nombramienio  para  la  lo- 
ma de  posesión  de  los  Escribanos  actuarios. 

3.®  Que  los  Nolarios  que  renuncien  á  in- 
tervenir en  lo  judicial,  conforme  á  los  arli- 
oulos  2.®  y  3.°  del  Apéndice  al  reglamento 
general  del  notariado,  cslán  obligados  á  se- 
guir actuando  hasla  que  el  subtitulo  nombra- 
do tome  posesión. 

Y  4.°  Que  los  nombramientos  y  reales  cé- 
dulas que  obtengan  los  Escribanos  de  aclna- 
«•iones,  en  virtud  de  la  renuncia  de  algún 
'Notario  á  que  so  refiere  el  párrafo  anterior, 
quedíM)  sin  eft^cto  ai  fallecimiento  del  Notario 
sustiluido.  D'i  real  orden  lo  digo  á  V   pa- 
ra su  conocimi«*iito  y  efeclos  consigoipnles. 

Dios  tíun/de  á  V..  ..  muchos  años.  |Zaráuz 
10  de  setiembre  de  1866.— Arrazóla.— Señor 

Ilefíente  de  la  Audiencia  de  »  [Gac,  15 

setiembre.) 

300.  DESAMQKTIZACION.-H.  O.  de  20 
de  agosto  loñalando  uu  término  para  reda- 
mar  en  la  via  administrativa  contra  laa  reso- 
luciones do  la  junta  de  ventas  y  de  la  direc- 
ción. 

(Hac.)  «limo.  Sr.;  Siendo  indispensable 
organizar  el  cur^o  de  los  expodientes  admi- 
nistrativos en  bfnoíicio  de  los  que  Iqs  pro- 
mueven y  de  la  buena  gestión  de  los  nego- 
cios públicos: 

Considerando  que  pnra  que  las  resolucio- 
nes causen  alguna  vez  estado  en  sus  respec- 
Irvas  esferas ,  y  los  expedientes  no  sean  in- 
terminables,  es  de  necesidad  fijaron  plazo 
dentro  del  cual  puedan  los  acuerdos  recla- 
marse: 

Considerando  que  en  varios  asuntos  está 
concedido  el  plazo  de  60  días  para  alzarse  de 
los  acuerdos  de  la  jimta  superior  de  ventas 
y  de  esa  Dirección  general: 

Considerando  que  esta  medida  ,  para  que 
dé  resultados  y  sea  mas  equitativa  ,  es  con- 
veniente que  sea  general;  y  teniendo  en 
cuenta ,  por  último  ,  lo  propuesto  por  V.  I.  en 
varios  expedientes  y  lo  informado  por  Ja 
asesoría  general  de  este  Ministerio ,  que  cor- 
robora y  da  fut^rza  á  las  precedentes  consi- 
deraciones ,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servi- 
do mandar: 

1.**  Que  todos  los  acuerdos  que  dicten  la 
junta  superior  de  ventas  y  esa  d  reccion  den- 
tro del  círculo  do  sus  atribuciones,  y  no  se 
reclamen  en  el  p  azo  de  60  días,  contados 
desde  el  siguiente  al  en  que  administrativa* 
mente  se  notificó  el  acuerdo  á  los  interesa- 
dos, causen  estado  en  la  via  administra- 
tiva. 

Y  2.**  Que  los  términos  qüe  V.  I.  señale 
para  ampliar  la  justificación  de  expedientes 


soniPlidos  á  ese  cenlro  directivo  se  conside- 
ren improrogab'es;  debiéndose  tenerla  recla- 
mación por  injustificada  cuando  se  deje  tras- 
currir el  plazo  sin  hacer  justificación  alguna, 
á  menos  que  resultase  que  causas  graves  é 
insuperables  lo  impidieron.  De  real  orden 
etc.  Madrid  20  de  agosto  de  1866  — -Buzn- 
nallana.— Sr.  Director  g<»reral  d*»  Propieda- 
des y  Derechos  del  Estada  »  (Gac.  15  se- 
tiembre.) 

801.  DIPUTADOS  PBOVINCIALBB.- 
B.  O.  de  12  de  setiembre  declarando  que  se 
tenga  por  no  hecha  la  elección  cuando  no 
comparecen  á  tomar  pose  slon  

(GoB.)  «He  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  del  expediente  instruido  con 
motivo  de  no  haberse  presentado  á  lomar 
posesión  del  cargo  de  diputado  provincial 
por  el  partido  de  Arrecife,  para  que  liabia 
sido  electo  en  1863,  D.  Elias  Marlinez. 

Resultando  que  este  sugeto  ha  sido  reque- 
rido por  tres  veces  en  la  forma  prevenida  en 
el  art.  39  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de 
1863  ,  y  sin  embargo  no  ha  comparecido  á 
presentar  su  acta  y  tomar  posesión  del  cargo 
para  q  ue  habia  sido  electo: 

Resultando  que  tampoco  ha  contestado  á 
ta  comunicación  que  por  conducto  y  mano 
del  Alcalde  del  pueblo  de  su  residencia  !e  di- 
rigió V.  S.  para  que  manifestase  los  mnlivoí» 
ó  razones  que  tenia  para  no  concurrir  á  la 
capital  á  cumplir  con  los  deberes  que  dicho 
cargo  le  imponían: 

(Considerando  que  es  necesario  poner  lér- 
mino  á  tan  anormal  situación  por  los  perjui- 
cios que  pueden  irrogarse  al  partido  de  Ar- 
recife ,  careciendo  de  representación  en  la 
corporación  provincial: 

Considerando  que  D.  Elias  Marlinez  ,  por 
su  abandono  inmotivado  en  los  tres  años  cer- 
ca que  han  trascurrido  desde  su  elección, 
ha  perdido  el  derecho  que  pudiera  alegar 
para  desempeñar  el  cargo  de  diputado  pro- 
vincial; 

Oído  el  parecer  del  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  y  de  conformidad  con  el  mismo, 
S.  M.  híi  lenido  á  bien  resolver  que  se  lenga 
por  no  hecha  la  elección  de  diputado  provin- 
cial veiificada  en  1863  en  el  partido  de  Ar- 
recife, y  que  en  su  consecuencia  se  proceda 
á  oira  nueva ;  publicándose  esta  resolución 
en  la  Gaceta  y  Bolelin  oficial  de  la  provincia, 
para  que  como  caso  nlievo  no  previsto  en  la 
ley  sirva  de  regla  general  en  lo  sucesivo.  D-» 
real  órden  etc.  Madrid  12  de  setiembre  de 
1866.-.Gonzalez  Brabo.»  (Gao.  17  setim* 
bre.) 
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302.  POLICÍA  trBBAn A  -B.  O.  de  9  de 
setiembre,  declarando  que  oon  arreglo  á  U 
ley  municipal  es  carga  pública  exclusiva  del 
presupuesto  municipal  el  entretenimiento  f 
reparación  de  los  empedrados. 

(GoB.)  «Bl  Sr.  Ministro  de  la  Goberna- 
eion  dice  eon  fecha  de  boy  al  Gobernador  de 
)•  provincia  de  Tarragona  lo  que  sigue: 

«Remilido  á  informe  de  la  sección  de  Go- 
bernación y  Fomento  del  Consejo  de  Estado 
«•I  expediente  instruido  por  el  Ayuntamiento 
<if*  esa  capital  con  motivo  de  la  resistencia 
*'\  iiesta  por  algunos  propietarios  de  casas 
^  loadas  en  la  calle  de  Caballeros  de  dicha 
<Miidad  á  contribuir  para  el  gasto  de  las  ace- 
rus  de  la  citada  via,  ha  emitido  ia  referida 
sección  el  siguiente  dictámen: 

«Excmo.  Sr.:  En  virtud  de  la  R.  0.  de  8 
de  mayo  último,  ha  examinado  esta  sección 
e\  expediente  instruido  por  el  Ayuntamien- 
to de  Tarragona  con  motivo  de  Ja  oposición 
que  hacen  varios  propietarios  de  la  calle  de 
Caballeros  al  pago  de  aceras. 

Resulta  del  expediente,  aue  hallándose 
en  muy  mal  estado  el  empedrado  de  dicha 
calle  acordó  el  Ayuntamiento  enlosarla,  co- 
mo se  veriticó  en  diciembre  de  1862  y  pri- 
meros meses  de  1863,  dándole  una  forma 
cóncava  para  la  mejor  circulación  de  las 
aguas  pluviales,  y  concluida  la  obra,  intimó 
a  los  propietarios  de  dicha  calle  que  paga- 
sen á  prorata  lo  que  les  correspondiese  á  ra- 
zón de  una  vara  de  acera  en  toda  la  exten- 
sión de  sus  fachadas.  Hicieron  el  pago  algu- 
nos propietarios,  entre  ellos  el  real  patrimo- 
nio; |)ero  otros  acudieron  al  municipio  expo- 
nie'ndolt,  en  primer  lugar  que  la  calle  en 
cuestión  no  tenia  aceras,  puesto  que  se  ha- 
bía enlosado  toda ;  en  segundo ,  que  las  an- 
teriores aceras  habían  sido  costeadas  por  los 
dueños  de  las  fíncas;  y  por  último,  que  la 
legislación  vigente  solo  impone  este  grava- 
men por  primera  y  única  voz.  Sostenido  el 
acuerdo  por  la  corporación,  fundándole  prin- 
c¡ pálmenle  en  las  disposiciones  de  la  legis- 
lación recopilada  del  ramo  de  propíos  de 
1803  y  varías  reales  órdenes  posteriores,  re- 
currieron los  interesados  al  Cobernador  de 
la  provincia  que,  de  conformidad  con  lo  in- 
firmado por  el  Consejo  provincial  en  29  de 
julio  de  1864,  revocó  la  providencia  del 
Ayuntamiento,  fundándose  en  que  por  la  le- 
gi^lacioD  vigente  la  recomposición  del  em- 
pedrado es  cargo  del  presupuesto  municipal 
como  obra  de  utilidad  pública,  y  la  vara  de 
a«:era  en  cuestión  solo  obliga  á  los  propieta- 
rios ai  empedrarse  una  calle  por  primera 
ver.  Contra  esta  disposición  del  Gobernador 
reclamó  á  su  superior  gerárquico  el  Ayun- 
tamiento de  Tarragona;  pero  al  saber  sin 


509 


duda  que  en  la  solicitad  análoga  dirigida 
por  los  propietarios  se  incluía  un  documen- 
to que  prueba  haber  sido  empedrada  la  calle 
de  Caballeros  en  1793  á  costa  de  los  mismos, 
en  nueva  mstancia  de  22  de  febrero  de  1865 
reconoce  la  legitimidad  de  sus  reclamacio- 
nes bajo  este  aspecto,  y  se  limita  á  solicitar 
que  se  declare  de  una  manera  terminante  sí 
los  deberes  que  la  legislación  recopilada  del 
ramo  de  propios  impone  á  los  propietarios 
de  casas  se  reducen  únicamente  á  la  obliga- 
cion  de  costear  por  una  sola  vez  la  vara  de 
acera  del  frente  de  sus  respectivos  edilicio?i^ 
ó  se  extiende  á  la  de  contribuir  para  su  en- 
tretenimiento y  renovación  siempre  que  su 
mal  estado  lo  reclame.  , 

La  sección  se  ha  enterado  de  estos  ante- 
cedentes; y  dando  á  la  última  solicitud  •del 
Ayuntamiento  de  Tarragona  la  significación 
que  al  parecer  tiene  como  desísíímienlo  de  la 
cuestión  suscitada  con  los  propieiartos  d»>  la 
calle  de  Caballeros,  se  íimilará  á  la  declara- 
ciOQ  admi/iislraüva  que  solicita,  referente  á 
la  legislación  de  propios  de  1803.  La  inopor- 
tunidad de  esta  pretensión  es  clara  á  todas 
luces.  Los  servicios  todos  de  los  Ayunta- 
mientos, su  existencia  administrativa,  por 
decirlo  asi,  se  halla  regularizada  por  la  Ipy 
de  8  de  enero  de  1845 ,  que  en  todo  lo  que 
se  oponga  á  la  legislación  de  propios ,  publi- 
cada en  1803,  la  ha  anulado  y  destruido. 
Con  arreglo  á  esa  ley  deben  incluirse  en  el 
presupuesto  municipal  los  ingresos  y  gnslos 
obligatorios ;  y  figurando  entre  estos  últinjos 
el  entretenimiento  y  conservación  'de  plazas 
y  calles,  claro  es  que  derogó  expresamente 
lo  que  en  contrario  de  esta  prescripción  dis- 
pusieron las  del  ramo  de  propios.  Es  tan  ob- 
via esta  interpretación  ,  como  que  no  pued»- 
sostenerse  que  el  deterioro  d«  las  calleR  y 
vias  públicas  lo  ocasionen  únicamente  |f>s 
que  en  ellas  tienen  propiedades  ,  por  lo  cual 
los  gastos  que  ocasionen  deben  gravar  por 
medio  del  presupuesto  municipal  á  lodos 
que  aprovechan  el  beneficio.  Esta  doctrina 
la  expuso  ya  la  sección  de  Gobernación  d»-I 
Consejo  real  informando  un  expi»d lente  aim- 
logo  de  varios  vecinos  de  Anlequera,  y  fuó 
aceptáda  por  S.  M.  eq  la  R.  O.  de  13  de 
marzo  de  1850. 

Si ,  pues,  han  probado  lo?  propietarios  de 
la  calle  de  Gaballoros  de  Tarragona  que  p| 
primer  empedrado  fué  costeado  por  ello** 
mismos  ,  y  no  puede  sostenerse  legal  nt  vir- 
tualmenle  que  no  sea  carga  pública  peculiar 
y  exclusiva  del  presupuesto  municipal  el  eti- 
tretenimiento  y  reparación  de  los  empedra- 
dos, la  sección  eslima  innecesaria  la  decla- 
ración solicitada  por  el  Ayunlamienlo  de 
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Tarragona,  puesto  qwa  las  disposiciones  dri 
ramo  de  proj/tos  que  en  lodo  ó  en  parte  sean 
contrarias  á  la  ley  de  8  de  enero  de  1845  han 
sido  de  hecho  y  de  derecho  dero^^adas  por 
esta.» 

Y  habiéndose  conformado  S.  M.  con  el 
preinserto  diclámen,  de, su  orden  lo  Irascri* 
bo  á  V.  S.  para  su  conocimiento,  el  de  la 
municipalidad  y  fines  consiguientes. 

Del  propio  acuerdo,  comunicado  por  et 
expresado  Sr.  Ministro,  lo  traslado  á  V.  S. 
á  fin  de  que  se  tenga  presente  esta  declara- 
ción en  los  casos  que  ocurran  de  la  propia 
naturaleza.  Dios  guarde  á  V.  S.  muchos 
anos.  Madrid  3  de  setiembre  de  1866  — El 
Subsecretario,  Juan  Valero  y  Solo. — Señor 
Gobernador  de  la  provincia  de.....2>  {Gacna 
17  áeiiembre.) 

JDRtSPBODEEU  ADIUUSTRATITA. 


M»(anelofla-A4«ilalfltra«lT««* 

MINAS.  tEn  los  registros  por  de- 
nuncio es  innecesaria ,  según  la  legisla- 
ción vigente ,  la  ejecución  de  la  labor  le* 
gal  y  la  comprobación  de  la  existencia  de 
mineral ,  porque  todo  ello  debe  suponerse 
acreditado  para  la  concesión  de  la  mina 
antigua,  i 

Así  lo  establece  el  Consejo  de  Estado 
eo  sentencia  de  20  de  abril  de  4866, 
confirmando  una  real  órdeo  por  la  que  se 
aprobó  el  expediente  de  la  mina  La  Glo- 
ria que  fiié  reclamada  por  los  interesa- 
dos en  otras  denominadas ,  Belén  de  Sal- 
cedo  y  Purísima  Concepción.  (Gac.  ÍS 
junio.) 

DB»AMORTIZACIOW.  Bie- 
nes para  misas.  Las  fundaciones  para 
misas  9  no  siendo  cnpellanias  colativas  ni 
patronatos  familiares,  catán  comprendi- 
dos en  la  ley  desamorlizadora ,  y  consis- 
tiendo en  censos  soji  estos  redimibles* 
R.  D.-S.  de  20  de  abril  de  i866. 

El  Dean  que  fué  de  la  catedral  de  Léri- 
da D.  Antonio  Meca,  en  su  üllimo  testa- 
mentó ,  ordenó  varias  fundaciones  piado- 
sas á  cargo  de  sus  albaceas  testamenta- 
rios, quienes,  en  cumplimieDlo  de  la 
voluntad  del  testador,  fundaron  cauóni- 
cameote  la  celebración  de  cuatro  misas 


diarias,  que  deberían  razarse  en  la  cate- 
dral de  Lérida ,  capilla  de  la  Piedad,  y 
dispusieron  además  que  ardiese  perpétua^ 
mente  en  la  mencionada  capilla  uoa  lám* 
para  de  plata ,  asif^oando  para  todo  uq 
censo  que  prestaba  Di  Mariano  Igoacia 
de  Sabater.  Solicitada  la  redención  de  es- 
te censo  en  1856,  no  llegó  á  resolverse 
por  consecuencia  del  decreto  de^  suspen- 
sión de  setiembre  del  mismo  año,  v  ha- 
biendo tratado  el  cabildo  de  Lérida  de 
exigir  al  censatario  el  pago  de  las  pensio- 
nes vencidas,  se  instruyó  expediente  que 
terminó  con  una  R.  O.  de  42  de  febrero 
de  i865  resolviendo  qoe  no  ha  lugar  a 
exceptuar  de  la  desamortización  los  refe- 
ridos bienes  y  que  es  válida  la  redención 
del  censo. 

£1  cabildo  de  Lérida  reclamando  contra 
esta  real  órden  eo  la  via  contenciosa  pi- 
dió su  revocación  y  que  se  declare  que  el 
censo  en  cuestioo  está  fuera  de  los  bienes 
sujetos  á  la  permuta  ,  pero  por  real  de- 
creto-sentencia de  SO  de  abril ,  desestima 
cl  Consejo  de  Estado  esta  demanda  en  es- 
tos términos: 

«Visto  el  art.  3.**  de  la  ley  de  11  de  jn- 
lio  de  1856,  que  declara  como  bi'^nes  del 
clero  para  el  efecto  de  la  desamortizacioit, 
alodos  los  que  se  hallaren  disfrutando  Ioü 
individuos  ó  corporaciones  eclesiásticas, 
cualquiera  qoe  sea  su  nombre,  orígea  ó 
clausulas  de  su  fundación  ,  exceploUos  per- 
tenecientes á  capellanías  colativas  desangre 
ó  patronatos  de  igual  naturaleza:» 

Visto  el  R.  D.  de  21  de  agosto  de  1860. 
y  especialmenle  los  arts,  6.®  y  10  del  mismo, 
por  ios  que  solo  se  exceptúan  de  la  peroi'u- 
tacion  allí  consignada»  los  mismos  bienes 
dótales  de  las  capellanías  colativas  y  funda- 
ciones* familiares  que  la  ley  de  1856  había 
exc^pluado  de  la  desamortización: 

Vista  la  ley  de  1.^  de  mayo  de  1855  ,  que 
autoriza  la  redención  de  los  censos  que  so- 
bre los  bienes  vendibles  pesaban,  y  el  de- 
creto de  suspensión  publicado  eu  setiembre 
del  año  siguiente: 

Y  visto  ei  art.  14  del  R.  D.  de  21  de  t^^on- 
todc  1860, antes  citado,  que  determinó  uque 
la  junla  superior  de  ventas  procediese  á  la 
aprobación  de  los  expedientes  de  redenctoti 
de  censos  eclesiásticos  que  quedaron  yeu- 
dieules  al  expedirse  el  de  1856:» 

Considerando  que  precisamente  se  encon- 
traba en  es(c  caso  el  censo  que  ha  dadu  on 
gen  á  este  pleito,  procedente  de  la  funda- 
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tion  áe  D.  AtlOQto  do  Mee#i  eag^ft  red^^ 
ciou  ft^  había  «oJieilado  por  t>¿  MsiríaBo  Ig«* 
iMcio  Sabaler  cuando  se  acordó  Ja  torpeo* 

ftion  en  i8$6: 

Considerando  que  con  dfcho  censó  y  \oi 
demás  bienes  que  Meca  dejó  á  su  faitiecí- 
miento  ,  establecieron  sus  albaceas  una  fon^ 
dación  piadosa,  reducida  á  (a  eelebraolou 
de  caatro  mitas  diarias  en  ooa  de  (ai  capi-^ 
lias  ée  Im  catedral ,  j  al.  ^ost^himSento  de 
-uaa  lámpara  de  plata  ^ue  deberla  arder 
constantemente: 

Considerando  que  esta  fundación  nada 
tkne  de  común  con  las  Ciiipéllanias  colativas, 
ni  con  los  patronatos  familiares,  y  por  con- 
siguiente que  los  bienes  de  su  dotación  no 
son  de  los  excepfúados  en  el  concordíalo: 

Considerando  ademés ,  que  todos  los  bie- 
nes que  formaban  la  herencia  de  D,  Anto* 
nio  de  Meca ,  y  ^oe  sus  testamentarios  con- 
sagraron á  tos  objetos  que  sé  han  expresado, 
fueron  entregados  ai  cabildo  catedral  mmc* 
dialamenle  después  del  otorgamiento  de  bi 
escritura  de  1790,  el  cual',  prévia  la  apro- 
bación del  diocesano,  se  hfto  cargo  de  ellos, 
habiéndolos  poseído  y  administrado  hasta 
nuestros  dias: 

Conformándome  etc.,  tengo  en  absolveir 
á  la  Administración  general  del  £stado  de 
la  denrianda  del  cabildo  catedral  de  Lérida, 
dejando  en  toda  su  fuerza  y  vigor  la  real 
órden  de  12  de  febrero  de  1863  »  (Gac.  27 
junio.) 

DBSAMOBTIZACION.  Arrenda- 
mientos anteriores  i  iSOik-^Els  re- 
quisita esencial  pura  confirmar  á  una 
familia  el  dominio  útil  de  las  finca»  deti- 
amortizadas  que  lleva  en  arriendo  desde 
antes  del  año  1800,  acreditar  este  heclío 
con  documento  de  los  primeros  años  de 
este  sigho ,  admitiéndose  sola  como  com- 
plementaria la  prueba  te^i^caL  También 
es  requisito  esencial  acreditar  si  la  suce- 
sión con  la  familia  ha  sido  directa,  ó  tras- 
versal dentro  dei  décimo  grado.^Nú  de- 
ben confundirse  los  arrendamientos  con 
los  repartimientos  de  propios, 

B.  D^S.daSOA)  abril  4e  1866. 

Tarios  vecinos  de  Villaluenga  (Toledo) 
recurrieron,  en  4855  y  485t,al  Goberna- 
dor de  la  proviocia,  solicitando  el  domi- 
nio dtil  de  unos  terrenos»  llamados  Cuar- 
tillas, Carrascal  etc. ,  pcrteDecientes  á  los 
propios  de  dicha  viHa,  por  razón  de  ve- 
nirlos labrando  y  disfrutando  eo  arrendar 


miento  en  suenes  de  seis  faae^s,  de  (a 
mas  remotas  aotígttedad,  sio  exceder  su 
renia'de  los  i. 400  rs.  que  prefija  la  ley* 
para  aae  puedan  considerarse  como  cen^ 
sos  á  los  efectos  de  la  desamortización  los 
arrendamientos  auleriores  á  1800,  conti- 
nuados sin  interrupción  en  una  misma  Ta- 
milia,  y  acompañaron  eo  jsstificacioo  de 
sa  derecho  una  información  de  cinco  tes- 
tigos ,  recibida  ante  el  Juez  con  citación 
del  Promotor  fiscal,  de  la  que  resulta  ser 
cierto  cuanto  manifiestan  los  recurrentes 
y  qne  nunca  se  extendió  pára  estos  ar- 
riendos escritura  alguna  ni  se  dió  réiíibo 
del  pago  de  la  renta. 

Instruido  el  expediente,  coa  informes 
muy  favorables,  se  deseslimd  la  reclama- 
cioo  por  R.  O.  de  d.**  de  abril  de  1864, 
confirmatoria  del  actíerdo  de  la  junta  su- 
perior de,  ventas,  y  reclamada  esta  re|so- 
solución  ante  el  Consejo  de  Estado,  ta 
confirma  también  por  sentencia  de  20  de 
abril  en  estos  términos: 

Visto  el  art.  13  de  la  instrucción  de  i  i 
de  Julio  dé  1856,  que  solo  admite  la  prueba 
testifical  oomo  complemenlaria  en  el  caso  de 
úe  los  interesados  prosentjBn  un  documento 
e  los  primeros  años  de  esle  siglo,  por  el 
que  se  haga  constar  que  la  ramtlía  estaba  en 
posesión  de  la  finca: 

Visto  el  art.  de  la  R.  O.  de  24  da  di- 
ciembre de  1860,  según  el  cual  ala  continui- 
dad de  ios  arrendamiealos  anteriores  al  año 
1800  en  una  misma  familia,  se  entiende,  no 
solo  respecto  á  los  que  procedan  de  suce- 
sión directa  die  padres  á  hijos,  sino  á  los  de 
parientes  por  rigoroso  órden  de  sucesión 
derVIro  del  décimo  grado: 

Vista  la  ley  de  6  de  mayo  de  185S,  y  en 
eapecial  su  frt.  I.»,  que  declarado  pro- 
piedad parlioular  laa  S4iertes  de  terrenos 
baldíos,,  realengos,  comunes,  propíos  y  arbi- 
trios qjie  se  repartieron  con  las  formalidades 
prescritas  en  la  provisión  de  26  d«  mayo  de 
1770  y  demás  disposiciones  que  en  él  se  ex- 
presan. 

Considerando  que  no  habiéndose  presen- 
tado ningún  documento  de  principios  de  es- 
te siglo  en]  ustífícacioa  de  hallárselas  respec- 
tivas familias  de  ios  demandantes  en  pose- 
sión de  las  fincas  que  reclaman,  nada  prue- 
ban las  infonnacioues  leslificales ,  que,  sin 
llenar  esle  requisito,  r.o  son  de  admitir,  se- 
gan  el  art.  13  de  la  instrucción  de  11  de  iu- 
lio  de  1856: 

Considerando  que  aun  cuando  pudiera 
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preMindirse  ^1  «xpresado  requisito  para 
apreciar  las  tales, íDfórmacioBeayse  eqhafía 
dé  menos  otro  igualm^nle  fsancUtl ,  exi|:i4o 
porel  art.  l.^de  laR,  0.  de 24  de  diciem-* 
bre  de  1860,  qué  es  el  de  acreditar  debida-^ 
mente  si  la  sucesión  de  la  familia  en  cada 
uno  de  los  arrendamientos  habia  sido  de  pa- 
dres á  hijos,  ó  bien  trasversa!,  y  en  este  ca- 
so dentro  del  grado  décimo;  por  todo  lo  cual 
es  manifiesta  la  insufícieiicia  de  la  prueba  so- 
ministradadelosarxeadamieDtosenctieslioQ: 
Considerando  que  en  los  autos  aparecen 
motivos  fuodados  para  presumir  que  no  se 
otorgaron  los  arrendamientos  que  dan  por 
efeefivos  los  demandantes,  sino  que  hubo 
de  nacerse  un  repartimiento  de  tos  terrenos 
de  que  se  trata  con  sujeción  á  lo  dispuesto 
pn  la  mencionada  real  pragmática  de  26  de 
mayo  de  1770,  siendo  por  ello  posibte  que 
Achgan'  aquellos  algún  derecho  que  hacer 
valer  en  virtud  de  la  ley  de  6  de  mayo 
de.  1855: 

Conformándome  etc.,  vengo  en  absolver 
á  la  Administracioa  de  la  demanda  y  en 
confirmar  la  real  orden  reclamada  por  étia, 
reservando  á  los  demandantes  el  derecho 
que  puedan  tener  á  loa  Iqrrenos  sobre  que 
ha  versado  este  litigio  para  que  u<!en  de  él 
donde  y  como  corresponda.»  (Gao*  30  junio.) 

BSOUBLAS.  Compete  á  la  Admi- 
mstracion  el  protectorado  de  las  funda- 
ciones benéficas^  pero  sin  prejuzgar  cues- 
tiones relativas  á  la  voluntád  de  los  fun- 
dadores y  otras  propias  de  los  tribunales. 
K.  D.-S.  de  20  de  abril  de  1866. 
Demanda  presentada  ante  el  Consejo 
de  Estado  á  nombre  de  D.  Bernardo  Ble- 
'  ra,  uno  de  los  herederos  fiduciarios  de  do- 
na Maria  Brunet ,  contra  una  real  órden 
que  declara  subsistente  la  fundación  de 
una  escuela  de  niñas  becha  por  los  otros 
herederos  üduciarios.  Pretendía  Riera  la 
revocación  de  dicha  real  órden  por  incom- 
petencia de  la  Administración  activa,  ó 
cuando  á  esto  no  hubiere  lugar  que  se 
declaren  los  bienes  de  la  herencia  de  con- 
fianza de  doña  María  Brunet  libres  y  aje- 
nos á  la  pretendida  fundación.  £1  Fií^^l 
pidió  la  confirmación  de  la  real  órden  re- 
clamada, pero  entendiéndose  esta  en  el 
sentido  de  que  se  mantenga  el  estado  de 
cosas  creado  por  el  nombramiento  de  las 
maestras,  sin  perjuicio  de  gue  el  agravia- 
do promueva  ante  la  autoridad  judicial  en 
juicio  pUnario  la  declaraciou  de  la  volau* 
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tad  de  la  testadora,  del  vaiór  de  los  actos 
ejecufádf)^  pet  los  fidtrctarios,  de  las  fa- 
CtiIlT'idés  de  que  esto^  puedan  hallarse  to- 
davía revestidos,  de  la  calidad  de  amor- 
tizados ó  libres  de  los  biepes,  y  cuanto 
mas  pueda  y  deba  resolverse  aplicando 
el  derecho  consun.  Y  el  Coasejo  de  Esta- 
do, por  sentencia  de  20  de  abril,  con  vis- 
ta de  la  R.  O.  de  25  de  marzo  de 
i 846  (1),  confirma  la  real  órdeo  recia^ 
mada: 

«Considerando  q^  un  establecimiento  pú- 
blico de  enseñanza^,  como  la  escuela  de  ni- 
ñas creada  en  Guisonaen  1848,  en  la  que 
tienen  derecho  á  ser  educadas  gratuitamen- 
te las  niñas  pobres ,  no  puede  menos  de  ca- 
lificarse de  establecimiento  de  interés  comua 
ó  general  respecto  de  aquella  población  ,  y 
entra  por  lo  mismo  en  el  número  de  los  en 
que  mt  Gobierno  debe  ejercer  su  . protección 
.y  tutela: 

,  Considerando  que  estas  son  tanto  mas  ne- 
cesarias en  el  caso  concreto  que  ha  dado 
origen  á  este  pleito,  cuanto  que  precisamen- 
te la  persona  á  quien  tal  vez  incumbia  la  re- 
presentación de  dicho  establecimiento,  en 
lugar  de  protegerlo  ha  intentado  destruirlo: 

Considerando  que  la  r.eal  órden  reclam.a- 
da,  sin  prejuzgar  ninguna  cuestión  relativa 
á  la  Tundacion  de  la  escuela ,  ni  á  la  volun- 
tad de  la  testadora,  con  cuyos  bienes  se  es- 
tableció, ni  á  las  facultades  de  los  ejecutor- 
res  dé  aquella,  se  limita  á  disponer  la  sub* 
sistencia  del  establecimiento,  que  uno  de 
ellos  ha  intentado  cerrar  por  au  exclusiva 
resolución: 

Considerando  que  sí  este  se  cree  con  de- 
recho para  promover  alguna  de  las  cuestio- 
nes inaicádas,  puede  hacerlo  donde  y  como 
corresponda  según  las  leyes: 

Y  considerando  que  la  autoridad  jadicial, 
á  la  que  el  demandante  acudió  en  el  princi- 
pio, reconoció  su  incompetencia  para  inter- 
venir en  las  reclamaciones  decididas  por  la 
real  órden  cuya  revocación  se  pretende, 
siendo  por  lo  mismo  tan  inoportuno  como 
ínTundado  suscitar  hoy  aquella  cuestión.» 
(Gac,  30  junio.) 


(1)  InMrtt  «n  el  tomo  3.*,  «rtfcolo  BmcncixciA.  pá- 
^iiA  415. 


M.  M.  Alcubilla,  Director  jyropietarto, 
y  Editor  responsable. 


MAHRÍD.— ímp.  tie  El  Consultor  i  etrgoflo  K. 
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803.  COBRAOS— B.  D.  de  4  de  julio,  su- 
yrimiendo  lot  sellos  espeoiales  p&ra  la  cor- 
respondencia o&oittl. 

(GoB.)  «En  visla  de  cuanto  me  ha  ex- 
puesto el  Ministro  de  la  Gobernacton  8ot>re 
la  conveniencia  de  variar  el  sistema  de  por- 
tes de  la  correspondencia  de  oficio, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.*^  Desde  1.*  de  agosto  próxi- 
mo vemdero  queda  suprimido  el  uso  de  se- 
Jlos  especiales  para  el  franqueo  de  la  corres- 
pondencia oficial. 

Art.  2.^  Contfnorarán  observándose  todas 
las  disposiciones  vigentes  para  la  entrega  y 
Iranqueo  de  la  correspondencia  oficial ,  de- 
biendo las  autoridades  y  corporaciones  gue 
actualmente  tienen  conc<»dido  el  uso  de  se- 
llos marcar  en  tos  sobres  con  tinta  el  peso 
de  los  pliegos  ó  paquetes  que  entreguen  á 
la  mano  en  las  dependencias  de  correos,  las 
cuales  los  confrontarán  detenidamente  con 
la  factura  que  ha  de  acompañarles. 

Art.  3  Bl  Ministro  de  ta  Gobernación 
dispondrá  lo  conveniente  para  el  cumpli- 
miento de  lo  mandado  en  las  anteriores  dis- 
posiciones. Dado  en  Palacio  á  4  de  ju- 
lio de  1866. — Está  rubricado  de  la  real  ma- 
no.— El  Minislro  de  la  Gobernación  ,  José 
de  Posada  Herrera.»  {Gae.  \0  julio J) 

804.  ASCENSOS MIUTAB£S.-S.  O.  da 
81  de  agosto ,  aprobando  el  reglamento  para 
laapUcaoion  del  K.  D.  de  30  de  julio. 

(GcBRRA.)  ((La  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha 
servido  aprobar  con  esla  fecha  el  reglamen- 
to para  ta  aplicación  é  inteligencia  del  real 
decreto  sobre  ascensos  militares ,  expedido 

Eor  S.  M.  en  30  de  julio  próximo  pasado, 
^e  real  orden  etc.  Madrid  31  de  agosto  de 
1866.— El  Subsecretario  interino ,  Juan  del 
Rio. — Señor  

BSGLAMENTO 

mra  U  «plicadon  é  ioteli^encia  del  R.  D.  de  30  de  jo- 
liu  próximo  pasado  tobre  ascensos  militares,  aprobado 
por  R.  O.  de  31  de  agosto  de  1866. 

Articulo  1.®  £1  ingreso  en  las  armas  é 
instituías  del  ejército  solo  podrá  venfícarsa 
IVmo  X  DEL  Dice. 


Ipor  las  clases  de  soldado,  cadete  ó  alumno 
de  las  academias  militares  y  por  oposición 
en  los  cuerpos  auxiliares  cuyo  ingreso  exija 
tal  condición. 

Art.  2.<*  Para  ingresar  en  el  ejército  por 
la,  ciase  de  soldado  se  aplicarán  las  leyes  dA 
30  de  enero  de  1856  ,  2  de  noviembre  d<í 
1859  ,  29  de  noviembre  de  1859,  y  el  artícu- 
lo e.""  de  la  de  8  de  julio -de  1860. 

Art.  3.®  Bl  ascenso  de  la  clase  de  tropa 
desde  soldado  á  sargento  primero  se  deter- 
minará por  órdenes  especiales. 

Art.  4.®  £1  ingreso  en  la  ciase  de  cade- 
tes en1o8  colegios  v  escuelas  militares  y  las 
oposiciones  se  verificarán  con  sujeción  a  los 
reglamentos ,  y  los  aprobados  tendrán  en- 
trada ea  los  cuerpos  en  la  forma  y  clases  que 
aquellos  señalen. 

Art.  5.*  No  se  conférirá  empleo  alguno 
sin  vacante  que  lo  motive.  Se  exceptúan  de 
la  anterior  disposición  los  alumnos  y  cad*- 
tes  que  al  terminar  con  aprovechamiento 
sus  estudios  no  tengan  vacarite  en  que  s<'r 
colocados,  los  cuales -lAcenderán  y  será'i 
destinados  como  supernumerarios,  debiendo 
ocupar  las  vacantes  que  primeramente  ocur- 
ran en  el  tumo  de  su  ciase. 

Ari.  6.*  Loí  destinos  que  producen  va- 
cante en  el  ejéreiko  son  los  de  los  cuadrf% 
.orgánicos  y  losxie  carácter  permanente,  pa- 
ra cuyo  desempeño  se  exige  empleo  deiei- 
minado  y  que  los  sueldos  estén  consignados 
en  presupuesto. 

Art.  7.^  Son  vacantes  las  causadas  por 
baja  defíoilrva  en  et  escalafón  ó  por  ascenso 
del  que  lo  servía*  Los  jefes  y  oficiales  de  tas 
clases  en  que  haya  excedentes,  que  pas«*ii 
al  ejército  de  UltraaMr  sin  cubrir  vacante, 
no  las  eausarán  en  el  de  la  Península  y  su 
deslino  será  cubierto  por  el  reemplazo» 

Art.  8.^  Con  arreglo  á  la  prescripción  de 
que  no  se  confiera  empleo  sin  vacante ,  no 
se  concederá  el  pase  á  Ultramar  con  ascenso 
sino  en  vacante  definitiva  de  aquel  ejéretio 
cuyo  turno  corresponda  á  la  provisión  del 
de  la  Península. 

Ari.  9.®  Cuando  haya  excedentes  en  al- 
gunas de  las  clases  que  componen  las  armas 
ó  cuerpos  del  ejército  se  destinará  á  su 
amortización  una  tercera  parle  de  la  totali- 
dad de  las  vacantes. 

Art.  10.   Las  vacantes  de  subteniente  ó 
alférez  de  las  armas  de  infantería  y  caballe- 
ría serán  cubiertas  por  los  cadetes  que  ha- 
55 
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yan  sido  aprobados  í»n  sus  esfiidios  srguw 
reglamento  y  por  Jos  sargentos  primeros  de- 
clarados aptos  y  t)ue  cuenten  dos  años  de  i 
efectividad  ,  en  lá  proporción  de  dos  vacan- 
tes á  los  primeroH  y  una  á  ios  segundos.  ' 

Art.  11.   No  se  permitirán  en  lo  sucesivo 
los  pases  de  unas  armas  é  institutos  á  otros, 
fuera  de  los  reglamentarios  para  el  real  cuer-  , 
po  de  Guardias  Alabarderos,  Estados  Ma-  [ 
y  ores  de  plazas ,  Guardia  civil ,  Carabineros 
y  Administración  militar. 

Arl.  12.   De  las  vacantes  correspondien- 
tes al  turno  de  ascenso  de  ios.  cuerpos  que 
se  citan  en  el  anterior  artícviio  se  proveerán 
por  el  turno  del  ejército  en  la  proporción  si-  ; 
guíente: 

Primero.  En  el  real  cuerpo  de.  Guardias  I 
Alabarderos  se  cubrirán  por  comandantes 
del  ejército  que  estén  en  posesión  de  fa  cruz 
de  San  Hermenegildo  todas  las  vacantes  de 
oficiales  mayores  de  la  clase  de  alféreces  y 
la  mitad  de  las  de  tenientes  y  capitanes  por 
los  de  su  empleo  equivelenle. 

En  los  de  Guardia  civil  y  Carabineros  se 
proveerán  por  oficiales  del  ejército  la  cuaKa 
parte  de  las  vacantes  de  subteniente  ó  alfé- 
rez, de  teniente,  de  capitán  y  de  teniente 
coronel. 

En  Estados  Mayores  de  plazas  la  tercera 
parle' de  las  vacantes  de  todos  los  empleos. 

En  Administración  militar  la  quinta  parte 
de  los  oficiales  terceros  por  alféreces  ó  sar- 
gentos primeros ,  y  en  la  mi^ma  proporcipn 
los  comisarios  de  segunda  clase  por  coman- 
dantes ó  capitanes. 

Segundo.  Para  las  vacantes  de  reales 
Guardias  Alabarderos  y  Administración  mi- 
litar se  elegirán  entre  los  aspirantes  los  que 
por  sus  antecedentes  sean  mas  idóneos. 

En  el  cuerpo  de  Estado  Mayor  de  plazas  ! 
entrarán  los  que  marca  el  art.  21  de  este  re-  i 
glamentOy  y  en  su  falta  los  que  lo  soliciten  1 
en  la  misma  proporción  entre  las  distintas 
armas  señaladas  en  el  articulo  siguiente  pa- 
ra Guardia  civil  y  Carabineros. 

Tercero.  Para  los  cuerpos  de  Guardia  ci- 
vil y  Carabineros,  se  distribuirán  las  vacan- 
tes correspondientes  al  «ejército  en  la  forma 
siguiente: 

16  á  mfantería. 
4  á  caballería.  ' 
2  á  artillería. 

1  á  ingenieros. 

2  á  alabarderos. 

La  caballería  no  tendrá  derecho  á  las  va- 
cantes de  infantería  de  la  Guardia  civil  en  los 
empleos  de  alférez,  teniente  y  capitán ;  pero 
cubrirán  tódos  los  que  de  estas  clases  son  del 


escalafón  de  caballería  y  correspondan  á  la 
l>rovi8ion  del  ejercito. 

Cuarto.  Par^  optar  á  las  vacantes  que 
correspondan  al  ejercito  en  todos  los  cuer" 
pos  arriba  citados  se  nombrará  ¿  los  más 
antiguos  del  mismo  empleo  que  deseen  cu- 
brirlas y  eslén  declarados  aptos  para  el  as- 
censo^ no  excediendo  los  d'^  la  clase  d^  su- 
balternos de  la  edad  de  35  años;  en  su  defecto 
se  concederán  á  ios  de  la  clase  inferior  que 
cuenten  mayor  antigüedad  que  el  primero 
de  la  escala  equivalente  del  cuerpo  en  que 
haya  ocurrido  la  vacante;  y  cuando  falten 
unos  y  otros  se  dará  al  ascenso  dentro  del 
mismo  cuerpo. 

Arl.  13.  Para  ascender  por  antigüedad 
deberá  estar  declarado  el  interesado  apto  pa- 
ra el  mismo ,  é  ínterin  los  grados  influyen  so- 
bre las  escalas  se  exigirá  dos  años  de  efecti- 
vidad en  el  empleo  inmediato  inferior.  Si  al 
ocurrir  la  vacante  no  hubiese  quien  reúna 
estas  circunstancias,  ascenderá  el  mas  anti- 
guo sin  defectos. 

Art.  14.-  Los  Directores  propondrán  al 
.ocurrir  una  vacante  al  que  le  corresponda  el 
ascenso,  según  lo  prevenido  en  el  articulo 
anterior. 

Los  ascendidos  disfrutarán  la  antigüedad 
del  dia  después  en  que  resultó  la  vacante,  la 
que  se  hará  constar  en  el  real  despacho  y  el 
ascenso  se  publicará  en  la  Gacela  oficial  del 
Gobierno. 

Art.  15.   Los  agraciados  pasarán  á  ocu- 
par la  vacante  que  ha  dado  lugar  á  su  ascen- 
so y  tomarán  posesión  de  su  nuevo  destino, 
si  fuese  en  la  Península ,  en  el  preciso  térmi- 
no de  20  dias  desde  que  se  le  comunicó  la 
órden  y  no  podrán  ser  destinados  á  comisio- 
nes activas  ni  dependencias  centrales  hasla 
que  no  haya  pasado,  por  lo  menos,  12  re- 
vistas de  presente.  Se  exceptúan  los  ayu- 
dantes de  campo  de  los  capitanes  genéralos 
del  ejército ,  que  podrán  continuar  en  sus 
destinos  considerados  como  supernumerarios 
cuando  no  haya  excedentes  en  la  clase  á  que 
asciende  y  cuando  existan  estos,  su  vacante 
será  cubierta  por  el  reemplazo  sin  consumir 
turno. 

Art.  16.  Establecido  como  única  base  da 
ascenso  la  antigüedad  sin  defectos  y  sin  ex- 
clusipn  de  los  que  se  hallen  en  situación  de 
reemplazo,  esta  se  considerará  como  transi- 
toria y  se  propondrá  la  colocación  |)or  el  tur- 
no señaiadk)  para  la  amortización  de  ios  exce- 
dentes á  los  mas  antiguos  de  estas  clases  con 
buenas  ñolas;  sin  embargo,  en  situaciones 
anormales  podrá  haber  causas  en  que  no  fue- 
ra conveniente  la  colocación  del  que  le  cor- 
'  respondía  por  antigüedad,  y  en  eslos  casos 
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k» Directores  expondrán  Ins  rozónos  qu^  jus- 
tifiquen la  postergación.  Cuando  esta  fuera 
motivada  por  falta  de  salud  ,  deapues  de  ha- 
k)er disfrutado  de  reales  licencias,  podrá  con-  • 
caerse  el  reemplazo  por  Ucmpo  limitado  que 
no  pasará  de  un  año ;  si  al  concluir  el  térmi- 
no señalado  no  estuviera  completamente  res-  i 
tablecido  el  interesado  se  le  expedirá  el  reli* 
ro  o  licencia  absoluta  según  sus  años  de  ser- 
vicio. Para  mando  de  regimiento  y  jefes 
principales  de  los  cuerpos  quedará  libre  la  ¡ 
elección  del  Director  para  proponer  á  los  que  • 
creyera  mas  aptos  entre  loa  que  se  hallen  en 
situación  de  reemplazo. 

Art.  17.  Existiendo  jefes  en  las  armas  de 
infantería  y  caballería  en  la  situación  de 
reemplazo  que  no  han  desempeñado  sus  car- 
gos ni  en  sus  actuales  empleos  ni  en  los  infe- 
riores, y  teniendo  el  Gobierno  la  obligación 
de  exigir  una  garantia  para  asegurarse  de  la 
aptitud  de  todos  los  jefes  y  oficiales  para  el 
ascenso,  se  deberán  someter  á  los  individuos 
expresados  á  una  rigorosa  revista  de  inspec- 
ción para  poderlos  calificar  con  algún 
acierto. 

Art.  18.  Los  que  en  tres  años  sucesivos 
fuesen  postergados  por  no  haber  merecido 
ser  declarados  aptos  para  el  ascenso  serán 
propuestos  para  el  retiro  ó  licencia  absoluta, 
segon  les  corresponda  por  sus  años  de  ser- 
vicio. 

Art.  19.  Para  ser  clasificado  de  apto  para 
el  ascenso  es  necesario  que  el  interesado  ha- 
ya demostrado  su  suficiencia  en  el  inferior 
para  ascender  al  empleo  superior  y  que  ha- 
ya  merecido  buenas  notas  de  concepto  y  de 
conducta. 

Art.  20.  Se  comprenderá  en  lista  de 
postergados  á  los  que  por  su  mala  conducta, 
poca  instrucción  y  celo  por  el  servicio,  no 
deben  de  ascender  y  son  perjudiciales  en  el 
ejército. 

Arl.  21.  Cuando  algún  jefe  ú  oficial  cla- 
sificado de  acto  para  el  ascenso  no  pudiera 
prestar  sus  servicios  en  su  propia  arma  ó 
cuerpo  por  cansancio,  heridas  ú  otra  causa 
que  no  le  inutilice  se  le  podrá  conceder  el  pa- 
se á  Estado  Mayor  de  plazas  en  las  vacantes 
reservadas  en  este  cuerpo  para  el  turno  del 
ejército. 

Arl.  22.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en 
el  art.  20  siempre  que  algún  individuo  del 
ejército  cometiese  con  frecuencia  faltas  en  el 
cumplimiento  de  su  obligacio.i,  diese  cMsáii- 
dalo  con  su  conducta,  ó  por  sus  acciones  se 
rebajase  ante  sus  inferiores  de  manera  que 
pueda  sufrir  menoscabo  el  prestigio  de  au 
maudo,  s»e  le  formará  expediente  gubernati- 
vo que  pasará  al  Consejo  de  £slado  para  que 


est**  alto  cuerpo  informe  sí  proced**  su  innn»' 
díala  expulsión  del  ejército  ó  la  correcctoir 
que  deba  aplicarse. 

Art.  23.  Para  la  clasificación  de  jefes  y 
oficiales ,  los  coroneles  ó  primeros  jefes  de 
los  cuerpos  estamparán  sus  notas  de  concep- 
to en  las  hojas  de  servicio  de  aquellos  y  l&s 
remitirán  anualmente  y  en  el  mes  de  diciem- 
bre á  sus  respectivas  Direcciones. 

Las  notas  que  deben  usarse  para  la  con- 
ceptuacion  de  los  jefes  y  oficiales  en  sus  ho» 
jas  de  servicio  serán:  Valor  distinguido  al 
que  po<«ea  la  cruz  de  San  Fernando  de  s»'- 
gunda  clase  perjuicio  contradictorio:  Acre^ 
ditado  al  que  se  ha  encontrado  en  ac- 
ción de  guerra  y  cumplido  con  sus  deberes; 
y  se  le  supone,  al  que  no  haya  tenido  oca- 
sión de  probarlo:  Aplicación,  Capacidad  y 
Puntualidad  en  el  servicio ,  mucha ,  bu^na  y 
poca:  Conducta,  buena  y  mediana,  ¡nslruc* 
cion,  sobresaliente ,  mucha  y  poca. 

Los  coroneles  y  primeros  jefes  de  los  cuer- 
pos usarán  de  los  que  crean  mas  adecuados 
á  las  condiciones  de  cada  interesado  con  ar- 
reglo á  lo  que  les  dicte  su  conciencia  y  cri- 
terio; en  la  inteligencia  que  serán  responsa- 
bles al  Gobierno  y  sev^amente  castigados 
si  cometiesen  notoria  injusticia,  bien  en  fa- 
vor ó  en  contra  de  los  interesados,  por  los 
perjuicios  que  causan  en  un  caso  al  Estado  y 
en  otro  á  sus  subordinados. 

Art.  24.  Los  Directores,  con  presencia 
de  las  hojas  de  servicio  de  los  oficiales  de  los 
cuerpos  y  sus  antecedentes,  propondrán  at 
Gobierno  por  conduelo  de  la  sección  de 
Guerra  y  Marina  del  Consejo  de  Estado  la 
clasificación  que  le  merezcan  los  jefes  y  ca- 
pitanes que  hayan  ascendido  durante  el  úl- 
timo año,  la  de  los  que  deben  variar  de  con- 
I  ceptuacion  y  la  de  los  que  deben  continuar  en 
la  de  postergación ,  acompañando  los  expe- 
dientes personales  de  los  interesados. 

Las  clasificaciones  de  los  subalternos  las 
propondrán  los  Directores  al  Ministerio  para 
sn  aprobación,  debiendo  oirse  al  Consejo  do 
Estado  en  casos  de  postergación. 

Art.  25*  Examinadas  tas  clasificaciones 
por  el  Consejo  de  Estado,  remitirá  con  su 
dictámen  al  Ministerio  de  la  Guerra  para  su 
definitiva  aprobación  lalista  de  los  declarados 
aptos  para  el  ascenso  y  la  de  los  postergados 
ó  de  solo  aptos  para  continuar  en  sn  empleo. 

Art.  26.  Ultimadas  las  lisias  estas  deter- 
minarán el  derecho  ile  los  interesados  para 
el  ascenso  sin  que  los  postergados  puedan 
mejorar  sus  notas  hasta  trascurrido  el  año  y 
tenga  lugar  una  nueva  clasificación.  Si  d<*8- 
pues  de  clasificado  de  apto  para  el  ascenso 
diera  motivo  fundado  algún  jefe  ú  oficial  pa- 


Digitized  by 


516 


PARTE  LEGISLATIVA. 


ra  suspenderse  este  derecho,  lo  consultará  el 
Director  al  Gobierm»  de  S.  M.,  para  que  e»4e, 
oyendo  al  Consejo  de  Estado  y  tovnando  los 
informes  oporlorjps,  resuelva  lo  que  en  jus- 
ticia proceda ,  y  sin  que  el  interesado  pueda 
ascender  aunque  le  correspondiese  hasta  la 
resolución  detínlliva;  en  caso  de  que  esta  le 
fuera  favorable,  ocupará  la  primera  vacante 
y  se  colocará  en  la  escala  de  ta  clase  supe^ 
rior  en  el  puesto  que  le  correspondía. 

Arí.  27.  Recibidas  por  el  Director  las  cla- 
sifícaurones  aprobadas  por  S.  M.,  se  remití* 
rán  á  los  cuerpos  para  conocimiento  de  los 
interesados  .  y  se  estamparán  en  las  hojas  de 
servicio,  á  fin  de  que  los  que  tengan  que  ha- 
cer alguna  reclamación  la  promuevan  con 
arreglo  á  ordenanza  y  dentro  del  término  de 
un  mes,  debiéndose  pasar  tas  citadas  repre* 
senlaciones  al  Consejo  de  Estado  para  <a 
dielámea. 

ASCEHSOS  EN  CAMPAÑA. 

Art.  28.  En  tiempo  de  guerra  los  gene«» 
Mies  en  jefe  propondrán  para  el  ascenso  á  los 
individuos  que  en  el  cam{>o  de  batalla  ó  en 
hechos  de  armas  en  qoe  resultaren  muertos 
y  heridos  hayan  coutraido  un  mérito  espe- 
cial y  determinado ,  cuyos  servicios  se  harán 
constar  coa  anterioridad  á  la  propuesta  en  la 
orden  general  del  ejército.  Las  acciones  de 
valor  distinguido  y  los  grandes  servicios  que 
dan  derecho  á  obtener  la  cruz  de  San  Fer- 
nando según  la  ley  de  5  de  diciembre  de 
1860,  al  obtenerla  podrán  permutarla  por  el 
empleo  inmediato  superior,  siempre  que  los 
interesados  opten  por  él  en-  vez  de  la  cruz. 

A  rt.  29.  Las  vacan  tes  causadas  por  m  uer  • 
le  y  las  producidas  por  recompensas  obteni» 
das  por  acción  de  guerra  serán  cubiertas  por 
los  ascendidos  por  igual  causa ,  y  á  falla  de 
estos  por  el  turno  que  corresponda  de  anti- 
güedad, ó  reemplazo. 

Art.  30.  No  se  entenderá  comprendido 
en  el  art.  28  el  solo  cumplimiento  de  la  obli- 
gación, pues  que  esle  no  bastarla  sin  que  la 
propia  voluntad  adelantealguna  cosa  en  bien 
del  servicio  para  que  se  le  conceptúe  com- 
prendido en  dicho  articulo. 

Art.  31.  Para  que  los  ascensos  por  npiéri- 
lo  de  guerra  se  puedan  conceder  sin  fallar  al 
principio  deque  no  hay  ascenso  sin  vacante, 
en  tiempo  de  campaña  ó  cuando  haya  ocur- 
rido un  hecho  de  armas  de  los  especilicados 
en  el  fti'l.  28,  se  reservarán  para  estas  re- 
compensas las  del  turno  de  reemplazo  alter- 
nando con  los  excedentes.  Los  cuadros  de 
los  cuerpos  en  campaña  se  mantendrán  siem- 
pre completos,  reñuyendo  todas  las  vacan- 
tes en  los  que  estén  de  guarnición. 


Art.  32.  Acordado  á  propuesta  de!  geno- 
ral  en  jefe  el  ascenso  de  lo»  que  hayan  mi" 
recido  esla  recompensa  por  sus  hechos  ex- 
traordinarios de  armas,  se  formarán  llstaji 
por  clases  y  por  fechas  de  las  acciones  qu« 
los  han  motivado  y  se  concederá  ñ  los  agra- 
ciados por  antigüedad  las  vacantes  que  hu- 
biera de  tas  reservadas  para  campaña,  y  á 
los  que  no  hayan  aK^anzado  ascenso,  el  de- 
recho á  oplar  á  las  que  ocurran  para  lo  sm- 
r  cesivo  y  correspondan  á  las  señaladaji  en  tos 
arls.  29  y  31. 

Art.  33.  Los  jefes  de  cuerpo ,  de  brigada 
ó  división  se  limitarán  á  recomendar  al  ge- 
neral en  jefe  los  jefes  y  oficiales  qu^  sirvan 
á  sus  órdenes,  expresando  el  mérito  especial 
que  hayan  contraído,  y  la  relación  la  publi- 
carán por  órden  general  á  las  fuerzas  de  s«i 
mando  respectivas  en  el  mismo  día  que  ta 
elevan  á  la  s^iperioridad. 

Art.  34.  Los  cuerpos  de  Eslade  Mayor 
de  ejército,  arliltería  é  ingenieros  serán  ex- 
ceptuados de  las  reglas  establecidas  en  lo* 
arls,  31  y  32,  y  por  órden  especial  se  deter- 
minará las  recompensas  que  aeberán  recibir 
por  campaña. 

Arl.  35.  No  se  podrá  conceder  ninguna 
recompensa,  ni  permuta  de  gracias  ,  despue» 
de  trascurridos  ires  meses  de  la  acción  ó  he- 
cho de  armas  en  que  se  fundt)  la  petición. 

Art.  36.  Los  jefes  y  oficiales  que  estéti 
en  posesión  de  algún  dereclM) ,  empleo  sn^».  - 
riop,  sueldo  ó  determinadas  ventajas,  co»it- 
nuarán  en  el  goce  de  las  qoe  disfrutan;  y  si  <^  • 
hallan  en  posesión  de  destino  ó  empleo  por  cu- 
yo desempeño  se  les  confiera  derecho  á  an 
censo  militar  ú  otra  ventaja ,  optarán  por  \\ut% 
sola  vez  á  las  que  en  esle  sentido  les  cor> 
respondan,  sujetándose  después  en  lodo  á  lo 
prescrito  en  esle  reglamento.— A prol>ad o 
por  S.  M. — Valencia.»  [Gac.  22  seiiembre.) 

806.  MJIBOANCIAS  EXTRANJERAS. 
— B.  O.  de  15  de  setiembre,  prohibiendo  la 
importaoion  de  los  JugueteB  titulados  «Ser- 
pieniea  de  Faraoa»»  oomo  pelierosos. 

(Hac.)  «Excmo.  Sr.:  Por  el  Ministerio 
de  la  Gobernación  se  ha  comunicado  á  este 
de  Hacienda  en  28  de  agosto  último  la  reaf 
órden  que  sigue: 

«Excmo.  Sr.:  Enterada  la  Reina  (qoe 
Dios  guarde)  de  la  consulta  elevada  á  este 
Ministerio  por  la  Dirección  general  de  tm- 
puestos  indirectos  sobre  si  debe  ó  no  prohi- 
birse la  entrada  e:i  España  de  los  jugueles 
llamados  Serpientes  de  Faraón;  oido  el  pa- 
recer de  la  academia  de  medicina  y  cirugía 
sobre  este  punto;  teniendo  presente  que  es- 
tán compuestos  de  sustancias  venenos&s  á 
dósis  de  algunos  centigramos ;  que  al  que* 
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tr.aríe  vicia  Id  nlmósf»»rn  y  q«e  el  prodiicin 
de  su  combusiton  aspirado  puede  producir 
intoxicación;  que  esto  puede  emplearse  hasta 
con  un  fin  criminal;  que  los  niños  pueden 
confundirlo  con  azúcar^  dar  lugar  á  serios 
trastornos;  que  acumulado  en  la.<t  rábricas  ó 
depósitos  puede  producir  un  conflicto  por  su 
validad  explosiva  y  combustible,  S  M.  se 
lia  servido  ní'gnr  la  iiilroduccioii  en  España 
«le  los  citados  juí^ueles,  que  tan  desagrada- 
l)!es  aconlecimienlos  pueden  producir^ 

De  real  órdert  lo  comunico  á  V.  E.  por 
contestación  á  la  consuíia  hedía  en  30  de 
julio  último  por  dicha  Dirección  general.» 

De  la  propia  real  orden  comunicada  por 
<*l  Sr.  Ministro  d<!  Hacienda,  lo  traslado  u 
V.  E.  para  los  fines  consiguientes.  Dios 
fiuarde  á,  V.  E.  muchos  años.  Madrid  15  de 
«eliembre  de  1866. — El  Subsecretario,  Ra- 
fael Cabezas. —Sr,  Comisario  Regio  Inspec- 
tor de  la  Dirección  general  de  Impuestos  in- 
directos.» (Gac.  22  setiembre.) 

306.  SANIDAD.—B.  O.  de  18  de  aetiem- 
bre,  declarando  incompatible  el  cargo  de 
méamo-dirsctor  de  baños  y  Qguas  minerales 
con  todo  deatiao  '^ugaao  por  el  Astado,  pro- 
vincia ó  municipio. 

(GoB.)  «Atendiendo  á  la  conveniencia  de 
normalizar  las  diferentes  disposiciones  que 
?>e  han  dictado  hasta  la  fecha  sobre  incom- 
patibilidad d^l  cargo  de  médico-director  de 
tfonos  y  aguas  minerales  con  cualquier  otro 
deslino  ó  cargo  |Mjbl¡co;  y  habiendo  oido  al 
Consejo  de  Sanidad  del  Reino  con  objeto  de 
determinar  los  casos  de  incompatibilidad  de 
que  tratan  las  Rs,  Ords.  de  3  de  junio  de 
1S46,  10  de  julio  de  1S58  y  I.^de  mayo  del 
corriente  año;  S.  M.,  de  acuerdo  con  lo  con- 
sultado por  aquella  corporación  ,  y  á  fin  de 
que  s'urva  de  jurisprudencia  para  lo  sucesi- 
vo, se  ha  servido  resolver: 

1  Que  el  cargo  de  médico-director  pro- 
pietario con  sueldo  es  incompatible  con  todo 
otro  destino  remunera'! o  por  el  Estado,  pro- 
vincia ó  municipio. 

Y  2.®  Que  <'i  cargo  de  me'dico-direclor 
interino  sin  sueldo  es  compatible  con  todo 
otro  destino  de!  Estado,  provincia  ó  mnni" 
ci pió,  siempre  qne  el  agraciado  pueda  des- 
rmpeñarlc  cumplidamente  sin  desatender 
ninguna  de  sus  dobles  obligaciones,  y  siem- 
pre que  este  doble  cargo  se  preste  en  un 
mismo  distrito  municipal.  Dp  real  orden  etc. 
Madrid  J8  de  setiembre  de  1866.— González 
Brabo. — Sr.  Gobernad'>r  de  la  provincia 
de......  {Gac,  25  setiembre.) 

307.  DIPUTACIONES  PBOVINCIAIjIJg. 
— B.  O.  de  18  de  setiembre,  declarando  nulo 
un  acuerdo  de  la  de  Madrid,  sobre  instruc- 


ción de  expediente  referente  ¿  oontribu- 
cienes. 

(GcB  )  «Remitido  á  informe  del  Consejo 
de  Esiado  el  expediente  sobre  suspensión  de 
un  acuerdo  de  la  Diptitaeion  provincial,  por 
el  que  se  acordó  se  formase  uno  para  con- 
seguir el  alivio  de  las  diferentes  contribu- 
ciones del  £siado,  aquel  alio  cuerpo  ha  emi- 
Udo  el  siguiente  dictamen: 

«Excmo.  Sr.:  Varios  particulares  dirigie- 
ron á  la  Dipulacion  provincial  de  Madrid 
ciertas  solicitudes  á  fín  de  obtener  rebaja  eii 
las  contribuciones  que  satisfacen,  y  en  con- 
secuemiia  acordó  dicho  cuerpo  instruir  un 
expediente  informativo  acerca  de  la  impo- 
sición y  cobro  de  las  contribuciones  genera- 
les del  Estado,  con  el  objeto  de  proporcio- 
narse datos  para  realizar  el  propósito  que 
concibió  de  gestionar  oportunamente  con  el 
Gobierno  de  S.  M.  para  obtener  el  alivio  á 
que  aspiran  los  interesados. 

El  Gobernador  de  la  provincia  suspendió 
esie  acuerdo,  en  uso  de  sus  facultades,  por 
considerar  que  la  Diputación  provincial  no 
pudo  lomarlo,  segua  lo  dispuesto  eu  el  ar* 
tieulo  59  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de 
1863,  y  en  R.  0.  de  26  de  igual  mes  d(í 
1865  se  pidió  informe  sobre  el  particular  á 
la  sección;  mas  como  no  se  hallase  entre  ios 
antecedentes  remitidos  el  referido  acuerdo, 
se  solicitó  su  envío  en  6  de  octubre  siguien- 
te, habiéndose  remitido  en  4  de  julio  de  es- 
te año  con  otra  R.  0.  de  26  de  junio  anterior. 

Para  comprender  que  la  resolución  del 
Gobernador  de  Madrid  fué  acertada,  basta 
leer  el  dictamen  mismo  de  la  comisión  de 
Hacienda  de  la  Diputación  provincial,  acep- 
tado por  esta  con  una  ligera  enmienda. 

En  él  se  demuestra,  en  efecto ,  con  la  cila 
de  los  núms.  1.^  y  3.**  del  art.  55  de  la  ¡ey 
para  el  gobierno  y  administración  de  las 
provincias,  que  esta  no  faculta  á  las  Dipu- 
taciones provinciales  en  materia  de  contri- 
buciones para  otra  cosa  mas  que  para  repar* 
lirias  entre  los  Ayuntamientos,  y  para  resol- 
ver la«  quejas  que  estos  aduzean  cuando  se 
consideren  agraviados;  y  no  se  comprende 
eómo,  después  de  esto,  ha  pretendido  la  de 
Madrid  acoger  las  reclamaciones  de  los  par- 
ticulares y  practicar  gestiones  que  en  n'ui- 
guna  manera  le  competen,  puesto  que  ha- 
bian  de  referirse,  al  parecer,  hasta  al  mismu 
sistema  Iribulario  establecido  por  las  leyes. 

£1  arl.  59  de  ta  ya  citada  de  25  de  setiem- 
bre de  1863  declara  terminantemente  que 
laa  Diputaciones  no  podran  deliberar  sobre 
otros  asuntos  que  los  comprendidos  en  la 
mbma;  prescripción  que  se  olvidó  en  el  ca- 
so presente,  turnándose  un  acuerdo  que  la 
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auloridad  superior  déla  provincia  debió  sus 
peiíder  como  lo  hizo. 

TT^i?"'*  por  tanlo  la  sección  que  puede 
V.  E.  servirse  proponer  á  S.  M.  que  se  dig- 
ne declarar  nulo  el  acuerdo  de  la  Diputación 
provincial  que  da  motivo  al  presente  infor- 
me. » 

Y  habiéndose  dignado  S.  M.  la  Reina 
(Q.  D,  G.)  resolver  de  conformidad  con  el 
premserlo  diclámen,  de  real  órden  lo  comu- 
nico a  V.  E.  para  su  conocmienlo,  el  de  la 
Diputación  provincial  y  demás  efeclos  cor- 
respondientes. Dios  guarde  á  V.  E.  muchos 
anos.  Madrid  18  de  setiembre  de  1866  — 
González  Brabo.— Sr.  Gobernador  de  esta 
provincia.»  (Gac.  25  setiembre.) 

PROVINCIALES- 
«Í^•T^7 •  «etiembre,  rehabüítando  á 

un  Diputado  que  había  sido  separado. 

(GoB.)  «Enterada  la  Reina  (Q.  D.  G.)  del 
^xpedienle  relativo  á  la  separación  de  don 
José  Luciano  Pérez  del  cargo  de  Diputado 
provincial  por  el  partido  de  Novelda,  remi- 
tido por  V.  S.  en  29  de  agosto  próximo  pa- 
^H"  ampliación  mandada  practicar 
por  R.  O.  de  31  de  julio  anterior: 

Resultando  de  la  referida  ampliación  que 
D  José  Luciano  Pérez  ha  justiíicado  verbal- 
monte  y  por  escrito  su  falla  de  asistencia  á 
las  sesiones  de  la  Diputación  de  esa  provin- 
cia, disculpando  su  ausencia  la  peligrosa 
enfermrdRd  de  su  anciana  madre,  cuya  vida 
dependía  en  parte  de  la  asistencia  indispen 
sable  que  su  hijo  debia  prestarla: 

Considerando  que  la  falla  del  referido  su- 
geto  a  las  sesiones  de  la  Diputación  r^o  ha 
impedido  que  esta  tome  acuerdo: 

Considerando  que  del  expediente  no  re- 
sulla contradicha  ó  desvirtuada  la  causa 
que  impidió  á  Pérez  concurrir  á  la  capital 
después  de  las  primeras  sesiones: 

Considerando  que  los  tres  requerimientos 
prevenidos  por  la  ley  ae  han  verificado  en 
días  consecutivos: 

Considerando  que  en  el  expediente  se  ad- 
vierte falla  de  tramitación,  puesto  que  no  se 
han  oido  los  descargos  del  interesado.' 

Considerando  que  omitido  el  ónico  trámi- 
te que  la  ley  concede  para  la  defensa  y  jus- 
tificación del  Diputado,  el  expediente  estaba 
incompleto  al  servir  de  fundamento  á  la 
U.  ü.  de  8  de  junio  último; 

S.  M.  ha  tenido  á  bien  desestimarla  re- 
clamación de  la  Diputación  deesa  provincia 
dejando  sin  efecto  la  real  órden  antes  citada 
de  8  de  junio  anterior,  y  rehabilitar  á  don 
José  Luciano  Pérez  en  el  ejercicio  del  cargo 
de  Diputado  provincial ,  según  dispuso 
V.  S.  ea  comunicación  de  21  de  julio  últi- 


mo. De  real  órden  etc.  Madrid  23de8eliem. 
bre  de  1866.— González  Brabo.--Sr.  Gobir- 
nador  de  la  provincia  de  Alieaule.»  (Gaceta 
30  setiembre,) 


JDRlSPROmu  «TIL 

•eatenelA*  úMmémm  pov  el  Trt^Mal 
«iipreiue  en  reepr^os  de  easaele»^ 
■lalldAd  é  InJaflSleUi  M^Serta. 

BECUBSO  DE  CASACIOIT.  U 

acusación  de  rebeldía  de  que  habla  el 
art.  i  .058  de  la  lep  de  Ettjüieiamieiito 
civil  cuando  no  se  luciere  el  depóúlo,  ha 
de  tener  lugar  espirado  el  término,  pues^ 
si  se  acusa  antes  no  surte  efecto. 

Seateocia  de  12  de  jojiio  de  1866. 

Recurso  de  casacíoQ  interpuesto  por 
Francisco  G.  Benítez  contra  ud  Tallo  de 
ia  Audiencia  de  Granada.  Admitido  el 
recurso  no  presentó  hasta  el  siguiente  dia 
después  del  térmioo  la  escritura  de  cau- 
ción, y  como  e\  mismo  dia  del  vencí- 
miento  fe  Tué  acusada  la  rebeldía,  )a  Au- 
diencia declaró  desierto  e)  recurso.  Gar- 
cía Benitez  suplicó  y  subsidiariamenle 
apeló  para  ante  el  Tribunal  Supremo»  y 
negada  la  siiplíca  le  fué  admitida  la  ape- 
lación. El  Tribunal  Supremo  por  senteo- 
cia  de  IS  de  junio,  revoca  la  apelada: 

aConsiderando  que  si  bien  el  depósito, 
como  la  caución  en  au  caso ,  han  de  tener 
efecto  y  acreditarse  dentro  de  los  10  dian 
que  señala  el  art.  L031  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil ,  y  no  verificándolo  procede 
declarar,  según  el  art.  1.035,  por  desierVo 
el  recurso,  prdvia  una  rebeldía  ,  lia  de  ha- 
ber sido  esta  acusada  oportunamente  ó  re- 
producida en  tiempo  hábil,  y  en  caso  con- 
trario no  puede  estimarse  con  eficacia  al- 
guna para  los  efectos  de  la  ley,  según  doc- 
trina de  jurisprudencia  ,  admitida  en  repe- 
tidos fallos  de  este  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  en  el  presente  caso  fué 
acusada  extemporáneamente  dicha  rebeldía 
por  no  haber  espirado  aun  el  mencionado 
plazo  legal,  y  que  no  se  reprodujo  en  tiem- 
po hábil.»  (Gac.  Ib  junio.) 

CONTRATOS.   Para  qve  proceda  la 
rescisión  de  un  contrato ,  segtm  las  leyes 
'  12  y  57,  ÜL  5.%  Partida  S/,  es  civcun^- 
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tanda  e^eficial  que  haya  existido  eiigaTw, 
cuyo  hecho  corresponde  apreciar  al  trfbU' 
nal  teyun  las  pruebas  que  se  suministren. 

Seateida  de  1 1  de  sayo  de  1866. 

Declara  el  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  inlerpueslo 
por  D.  Mamés  Ariza,  contra  una  seuteocia 
de  la  Audiencia  de  Oviedo  dictada  en  plei- 
to sobre  rescisión  de  contrato,  consip:nan- 
do  como  fundamento  la  doctrina  del  epí- 
grafe. (Cae  25  junio,) 

PBOCEDmiElVTO  CIVIL:  Tér- 
mino  probatorio. —La  denegación  de 
suspensión  del  término  probatorio  con  atf- 
reglo  al  art.  272  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  no  puede  entenderse  equiva- 
lente á .  la  denegación  de  la  prueba  que  se 
intente  practicar. 

Seiteocia  de  12  de  najo  de  1866. 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Luis  Estanislao 
Perera,  fundado  en  la  causa  6.*  del  ar- 
tículo 1.0j[3  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  y  se  mandan  pasar  los  autos  á  la 
Sala  primera  jrespecto  al  recurso  en  el  fon- 
do. No  contiene  este  fallo  doctrina  de  ju- 
risprudencia que  pueda  apreciar?e,  como 
nosea  la  del  epígrafe.  (Gac.  i6  junio.) 

BECUBSO  D£  CÁSACIOlf.  Etl 

los  incidentes  sobre  cuestiones  de  com- 
petencia dé  jurisdicción  no  procede  el 
recurso  de  casación  en  el  fondo,  ó  sea  con 
arreglo  al  art.  1.012  de  la  ley  de  Eíijui- 
ciamienio  civil  según  la  doctrina  consig- 
nada  en  vai-ias  sentencias  de  este  Tribu- 
nal Supremo.^No  siendo  procedente  este 
recurso  en  el  juicio  ejecutivo,  mucho  me- 
nos puede  serlo  en  un  incidente  del 
mismo. 

Seoteacia  de  21  do  junio  de  1866. 

Demandado  ejecutivamente  en  el  Juzga- 
do del  Congreso  (Madrid)  D.  Luis  Guilhon 
para  el  pago  de  cierta  suma,  se  promovió 
competencia  por  el  Tribunal  de  Comercio, 
y  sostenida  por  el  Juez  ordinario  en  juris- 
dicción ,  se  declaró  que  le  correspondia  el 
conocimiento  de  los  autos  por  sentencia  de 
ia  Audiencki,  Interpuso  contra  ella  Gui* 


Ihon  recurso  de  casación,  v  negada  su  ad- 
misión, apeló  para  ante  el  Tribunal  Supre- 
mo que  confirma  la  providencia  apelada, 
consignando  en  los  considerandos  la  doc- 
trina del  epígrafe.  (Gac.  i6  junio.)  Véanse 
además  las  sentencias  de  10  de  enero  y  S 
de  febrero,  págs.  14  y  113. 

FOBBEZA  FABALITIGAB.  La 

seiitencia  que  niega  á  los  Síndicos  de  un 
concurso  el  baieficio  de  defenderse  como 
pobres,  no  es  definitiva  para  el  efecto  de 
interponer  el  recurso  de  casación. 

Senleacia  de  21  de  juío  de  1866. 

En  autos  de  concurso  del  Marqués  de 
la  Regalía,  pretendieron  los  Síndicos  q\\(\ 
se  les  recibiera  información  de  que  carecía 
de  fondos  para  litigar  para  que  se  le  de- 
fendiese en  concepto  de  pobre.  Desestima- 
da esta  pretensión  con  las  costas,  interpu- 
sieron recurso  de  casación,  y  negada  tam- 
Yven  su  admisión ,  apelaron  para  ante  el 
Tribunal  Supremo,  que  por  sentencia  de 
21  de  junio  confirma  la  apelada: 

«Considerando  que  la  providencia  de  12 
de  mnrzo  del  corriente  año,  denegraloria  d« 
la  solicitud  presentada  por  los  Síndicos  para 
que  se  les  admitiese  jiislifícaeion  de  que  et 
concurso  carecía  de  fondos,  y  que  por  su 
resultado  se  le  defendiese  en  concepto  d« 
pobre  ,  no  definitiva,  según  los  artículos 
1.010  y  1.011  de  lajey  de  Enjuiciamiento, 
porque  en  primer  término,  refiriéndose  al 
orden  de  proceder  no  corresponde  á  esta  Sa- 
la su  conocimiento,  y  porque  en  otro  con- 
cepto no  impide  que  se  promueva  igual  «o- 
licilud  si  los  interesados  á  quienes  los  Sín- 
dicos represenlan  se  hallan  comprendidos  en 
el  art.  182  de  la  referida  ley  de  Enjuicia- 
miento civil.»  {Gao.  2ñ  junio.) 

SERVIDUMBRES.  Es  un  prmc/- 
pió  inconcuso  de  derecho,  que  aquel  en  en- 
yo  favor  se  halla  constituida  una  servi- 
dumbre, no  puede  alterar  la  manera  en 
que  se  estableció,  ó  como  la  ha  disfruta- 
do; ni  contra  la  voluntad  del  dueño  del 
prédio  sirviente  agravar  su  condición, — 
CASACION.— Las  lepes  que  sirvan  de 
fundamento  al  recurso  han  de  ser  aplica- 
bles  al  caso  concreto  del  pleito. 

Scntenda  de  12  de  in^jo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  prime- 
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ra  ÍDstancia  de  Logrouo  y  en  apeincion  eo 
la  AudíeQCia  de  Burgos/  por  D.  Ventura 
López  Orliz,  coo  doua  Paula  Monrorte, 
sobre  que  se  condenara  á  esta  á  que  cer« 
rat^  los  balcones  He  su  casa  que  daban  al 
patio  de  la  de  D.  Ventura,  dejándolos  re- 
ducidos á  ventanas,  como  lo  estuvieron 
hasta  poco  tiempo  hacia,  y  que  estas  v  las 
deiiiásqne  hahia  se  achicasen  hasta  po- 
nerla? jie  las  dimensioües  que  marca  la 
ley,  añadiendo  en  la  réplica,  que  fuese 
tííe  modo  que  por  las  ventanas  no  pudie- 
ra tirarse  agua  á  dicho  patio.  Seguido  por 
sus  irániiies  y  practicada  prueba  pericial, 
recayó  sentencia  que  modificó  en  algunos 
extremos  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia, 
condenando  á  doña  Paula  Monforle  á  po- 
ner rcíl  de  alambre  en  las  ventanas  de  la 
planta  baja  del  entresuelo  de  su  casa  que 
daban  al  patio  de  Ortiz,  y  reja  de  hierro 
en  la  que  no  la  tuviere;  á  convertir  el  bal- 
cón recienlemenfe  abierto  en  el  piso  prin- 
cipal a  las  condiciones  de  ventana  en  la 
misma  forma  que  se  hallaba  anieriormen- 
te,  declarando  que  doña  Paula  tenia  de- 
recho á  verter  linicamente  las  aguas  me- 
nores de  su  cocina  por  el  conducto  ó  ca- 
ñón de  ella,  y  no  á  verter  otras  aguas  ni 
otros  objetos  por  las  ventanas  que  la  que- 
dasen francas  á  dicho  patio,  construyen- 
do al  efecto  el  indicado  conduelo  en  la  for- 
ma que  demostraban  sus  vestigios;  con- 
denando por  último  á  D.  Ventura  L.  Or- 
tiz á  tener  siempre  limpio  el  palio  y  des- 
embarazado el  sumidero  por  donde  se  in- 
troducían I.is  aguas  que  caían  á  él. 

Interpuesto  por  doña  Paula  recurso  de 
casación,  suponiendo  infringidas  las  leves 
tü.  á2,  y  8.*  y  12,  líf.  31  de  la  Par- 
tida 3.*,  declara  el  Tribunal  Supremo  vo 
haber  lugar  á  él  por  sentencia  de  12  de 
mayo: 

«Considerando  que  no  pueden  servir  de 
fundamento  á  uii  recurso  de  casación,  ni  su- 
ponerse á  este  fin  infringidas  por  ia  ejecuto- 
ria, leyes  y  doctrinas  que  no  son  aplicable-  ! 
al  caso  concreto  del  pleito,  según  repelidas  j 
monte  ha  declarado  este  Supremo  Tribunal:  ; 

Considerando  que  en  el  caso  actual  ha  gi-  j 
rado  el  debote  únicamente  sobre  la  manera 
«"O  que  ha  de  tener  lugar  el  disfrute  de  una  ' 
servidumbre  y  que  no  puoden  por  tanto  te-  { 
uer  aplicación  las  leyes  8.*  y  12,  til.  31, 
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Partida  3.*,  que  se  citan  como  principal  Tun- 
damento  del  recurso;  pues  sus  disposiciones 
se  dirigen  solo  á  determinar  que  las  servi- 
dumbres no  puedan  separarse  d¿  la  finca  a 
que  se  hallen  afectas,  ni  perderse  por  la  ven» 
la,  ni  por  otra  traslación  del  dominio: 

Considerando  que  es  un  principio  inconcu- 
so de  derecbo  que  aquel  en  cuyo  favor  se 
halla  constituida  una  servidumbre  no  pu«^de 
alterar  la  manera  en  qeeSe  e>t:\bleció  y  bu 
estado  verificando  su  disfrute  por  largo  tiem- 
po, ni  contra  la  voluntad  del  dueño  del  pre- 
dio sirviente  agravar  su  condición,  y  que 
por  consiguiente  la  Sala  juzgadora,  que  ha 
ajustado  su  fallo  á  aquella  regla  de  justici:*, 
reconocida  en  varias  leyes  del  reino  v  t^^pe- 
cialmente  en  la  l.*  y  en  la  13,  líl.  32,  P.ir- 
flda  3.*  y  sus  concordantes,  no  ha  coniclido 
la  infracción  en  que  se  ha  pretendido  fundar 
el  recurso:  * 

Y  considerando,  por  último  que  la  f^en- 
lencia  ejeculoria  ha  recaldo  sobre  tos  extre- 
mos que  comprenden  la  demanda  y  los  de- 
más escritos,  en  que  fijaron  las  partes  el  de- 
bale,  con  arreglo  á  la  ley;  hallándose  por 
consiguiente  conforme  á  lo  que  prescribe  la 
16,  til.  22,  Partida  3.*,  y  á  la  jurisprudencia 
consignada  por  este  Supremo  Tributial,  que 
en  el  equivocado  supuesto  de  haber  sido  in- 
fringidas invoca  asimismo  la  recurrente.» 
(Gac.  27  junio.) 

VINCULACIONES.  Cuando  haya 
duda  en  la  inteiiycnciade  laaclaúsulasde 
la  fundación  de  un  vinculo  vreiivlar,  de- 
ben ser  interpretadas  restririivamente, 
ajusldtido^e  en  cuanto  sea  ; >ostf»/e,  á  la  vo- 
luntad del  fundador ,  y  á  ías  r¿pias  que 
rigen  en  la  mcesion  de  los  regulares.^ 
La  incompatibilidad,  cuando  se  contrae 
á  un  vínculo  determinado,  no  debe  exten- 
derse á  ninguno  otro. 

Sonlencia  de  12  de  mayo  de  i8G6. 

Pleito  «eguido  en  el  Juzgado  de  Burgos 
y  Sala  3.*  de  su  Audiencia,  entre  D.  Fer- 
nando Alvarez  de  Toledo  y  D.  Jofé,  doña 
Juliana  Alvarez  de  Toledo  y  otros,  sol>re 
mejor  derecho  á  los  bienes  "de  un  vinculo 
(|ue  en  23  de  setiembre  de  4670,  fundó 
1),  Juan  Correa  de  Velasco,  (poseedor  que 
era  de  otro  vínculo  reírular,*  fundado  \\ot 
su  padre  D.  Diego).  Estal)lecíó  D.  Ju»n 
que  el  vínculo  que  él  fundaba  anétwiise 
distinto  y  separado  é  incompatible  con  el 
mayorazgo  de  hijo  mayor,  v  llamó  {Kira 
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fuordcr  á  sus  nielos  varones ,  y  sus  dcs- 
cendieotes,  y  en  su  dtfeclo  á  las  hem- 
bras. 

Por  muerte  de  D.  Matias  Ramón  Alvft- 
reE  de  Toledo  entró  en  la  posesión  de  esle 
mayorazgo  en  51  de  mayo  de  1828  íu 
bíjo  D.  Aolooio  M.  Alvareide  Toledo,  y 
habiendo  ya  fallecido  en  1863,  entabló 
demaDda  su  herntano  D.  Fernando  conlra 
los  hijos  y  herederos  de  aquel,  en  la  que 
expuso  que  el  citado  mayorazgo  era  in- 
compatible con  cualquiera  otro  de  primo- 
jéoilo,  y  que  por  lo  (anto  á  la  muerte  de 
«u  padre  D.  Matias  se  habia  trasferido  á 
su  favor  la  posesión  de  aquel ,  como  hijo 
segundo  ,  por  haber  sucedido  su  hermano 
D.  Antonio  en  los  otros  vínculos  de  primo- 
genitura ,  y  pidió  que  se  condenase  á  los 
demandados  á  restiluir.'e  tos  bienes  con  los 
frutos  desde  ta  injusta  intrusión  de  su  pa- 
dre. 

Impugnada  la  demanda  en  el  concepto 
de  que  la  incompatibilidad  establecida  pbr 
el  fundador  solo  se  referia  al  otro  vínculo 
fundado  por  su  padre  D.  Diego  pra  el  hi- 
jo mayor ,  y  alegando  además  la  pres- 
cripción, se' dictó  semencia  por  la  Sala 
declarando  que  el  vínculo  es  de  incomp«v 
tibilidad  real  y  lineal,  y  que  habia  pasa- 
do por  minislério  de  la  ley  su  posesión  ci- 
vil y  natural  al  falleriniicnlo  del  D.  Ma- 
tías, á  su  hijo  segundo  el  demandante, 
condenando  á  los  demandados  á  re^^tituir 
el  expresado  vínculo  con  los  frutos  produ- 
cidos y  debidos  producir  desde  la  muerte 
de  su  padre  D.  Antonio. 

Inlerpusieroo  D.  José  Alvarcz  de  Tole- 
do y  consortes  recurso  de  casación  citan- 
do como  infringida  la  fundación,  y  el  Tri- 
bunal Supremo  la  estima  por  sentencia  de 
12  de  mayo  en  estos  términos: 

((Considerando  que  es  doctrina  Ipg^al ,  ad- 
mitida por  la  jurisprudencia  de  los  tribunales, 
que  cuando  haya  duda  ú  oscuridad  en  la  in- 
teligencia de  las  clausulas  de  la  fundación  de 
un  vínculo  irregular  deben  ser  inlerpreladas 
restrictivamente,  ajustándose  en  cuanto  sea 

Í tosí  ble,  no  solo  á  la  voluntad  del  fundador, 
ey  en  la  materia ,  sino  también  á  las  reglas 
que  rigen  en  la  sucesión  de  los  mayorazgos 
regalares: 

Considerando  que  la  clausula  de  incompa- 
tibilidad del  vínculo  irregular  de  que  se  tra- 


ta, debe  entenderse ,  no  absoiura  y  htieai, 
sino  como  suenan  las  palabras  del  fundador, 
en  sentido  restrictivo,  limitada  úniuamenie 
al  que  poseyese  el  mayorazgo)  de  hijo  ma- 
yor ,  que  era  el  fundado  por  D.  Diego  Correa 
;  de  Yelasco  en  favor  del  primogénilo  ,  y  no  á 
;  cualesquiera  otros  de  diferíante  procedencia: 
i     Considerando  que  no  se  ha  justificado,  ni 
I  sido  objeto  siquiera  de  discusión  en  el  juicio, 
j  que  los  demandados  poseyesen  este  vínculo: 
I     Y  colvsiderando ,  por  lo  expussto,  que  la 
I  Sala  sentenciadora,  ai  deducir  y  declarar 
I  una  incompatibilidad  absoluta  de  la  claúsola 
I  en  que  se  habia  consignado  solo  respectiva 
al  de  hijo  mayor,  ha  infringido  la  ley  de  la 
fundación,  que  es  la  primera  y  cardinal  eii 
la  materia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  José  Alvarez  de  Toledo  y 
consortes;  y  en  su  consecuencia  casanaos  y 
anulamos  la  sentencia  que  en  26  de  mayo  de 
1865  dictó  la  Sala  tercera  de  la  real  Audien- 
cia de  Burgos,  devolviéndose  á  los  recur- 
rentes la  cantidad  que  depositaron.»  (Gace» 
ta  2H  junio.) 

CENSOS.  Para  que  pueda  invocarse 
la  doctrina  de  las  leyes  y  de  la  jurispru- 
dencia en  materia  de  censos,  es  necesario 
que  el  contrato  que  asi  se  denomine  cons- 
liluya  alguno  de  los  que  reconoce  el 
ríc/zo.— INSCRIPCION  HIPOTECA- 
RIA.—La  ineficacia  de  documentos 
qu^  carecen  de  la  inscripción  prevenida 
en  las  leyes  recopüadüs  es  para  el  salo 
efecto  de  perseguir  las  hipotecas. 

Sfnteucia  de  19  de  mayo  de  1866. 

Recurso  de  casación  interpuesto  por 
Francisco  Montero  y  otros  vecinos  de  la 
parroquia  de  Castromao  contra  la  senten- 
cia de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia 
de  la  Coruña,  dictada  en  pleito  con  Anto- 
nio Fernandez  y  otros  vccmos  de  Amoro- 
ce,  sobre  liberación  de  un  cen.-o.  Según 
resulta,  los  de  Amoroce  celebraron  una 
concordia  hará  como  uusíííIo,  cediendo 
á  los  de  Castromao  70  fanegas  de  sem- 
bradura del  monte  de  su  propic<lad,  so!o 
para  el  usufructo,  y  las  aguas  pora  el  rie- 
go de  sus  tierras  con  la  obligacior>  por 
parte  de  estos  reconocida  por  otra  escri- 
tura de  483S,  de  que  se  tomó  razón  en 
1862 ,  después  de  empezado  este  pleito, 
de  encabezarse  en  ios  tributos  con  los  de 


Digitized  by 


522 


JORlSraUDENCtA  GIVJL. 


Amoroce  pagando  la  sétima  parte  de  to- 
das las  contribuciooes.  Los  vecinos  de 
Caslroniao  oponiéndose  á  este  presentaron 
demanda  en  4863,  alegando  que  el  pago 
que  venian  verificando  á  la  parroquia  de 
Amoroce  por  el  disfrute  del  monte,  según 
la  escritura  dei832,  debia  considerarse 
iin  censo  reservativo  y  no  podía  ser  ajus- 
tado comoenfiléuticoí  ni  como  foro,  por- 
que faltaban  las  condiciones  de  estos,  to- 
da vez  que  no  se  habian  estipulado  el 
laudemio,  el  tanteo,  el  comiso,  ni  las  vi- 
das por  las  cuales  había  de  durar;  que 
como  tal  censo,  se  hallaban  libres  de  con- 
tinuar sufriendo  semejante  carga;  prime- 
ro, porque  la  escritura  no  había  sido  re- 
gistrada en  hipotecas;  segundo,  porque 
había  dejado  de  existir  la  cosa  censida; 
pues  se  les  había  privado  del  disfrute  del 
monte  declarándole  propiedad  del  Estado 
y  sujeto á  enajenación;  y  tercero,  porque 
(Jesde  luego  hacían  dimisión  de  dicho 
monte  á  favor  de  los  vecinos  de  Amoroce, 
no  pudiendo  negárseles  esta  facultad  se- 
gún la  doctrina  sancionada  por  el  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia;  y  concluyeron 
suplicando  que  se  declarase  á  los  vecinos 
de  Castromao  libres  de  pagar  á  los  de 
Amoroce  la  sétima  parte  de  su  contribu- 
ción por  el  monte  comunal  de  Fornos,  del 
cual  ó  de  los  derechos  que  en  él  se  pudie- 
ran ejercer  dispusieran  los  de  Amoroce 
según  tuviesen  por  conveniente,  y  se  les 
condenara  á  devolverles  el  exceso  de 
pensiones  que  habían  cobrado,  al  reintegro 
de  los  gastos  y  en  las  costas: 

Antonio  Fernandez  y  consortes  contes- 
taron á  la  demanda  pidiendo  que  se  les 
absolviese  de  ella,  val  efecto  alegaron 

2uc  el  derecho  de  cobrar  á  los  vecinos  de 
astromao  la  sétima  parte  de  sus  contri- 
buciones provenia  de  la  concordia  cele- 
brada en  el  siglo  anterior ,  la  cual  fué  ratí- 
licada  en  la  escritura  de  2d  de  julio  de 
i 852 ,  que  ofrecían  traer  á  los  autos,  pues 
la  tenían  presentada  en  el  Registro  de  la 
Propiedad  para  que  se  tomase  razón  de 
ella,  utilizando  la  próroga  últimamente 
concedida  por  R.  D.  de  21  de  julio  de 
1862;  que  el  monte, de  Fornos  no  estaba 
declarado  propiedad  del  Estado  y  podían 
utilizarle  los  vecinos  de  Castromao;  que 


el  contrato  que  medió  entre  los  dos  pue- 
blos no  era  de  censo  sino  de  foro ,  y  por 
consiguiente  no  podían  dimitirse  los  bie- 
nes para  librarse  deja  obligación  de  pa- 
^ar,  y  que  la  cuestión  estaba  realmente 
juzgada  por  haberse  terminado  en  virtud 
de  la  transacción  de  26  de  julio  de  1832, 
y  por  haberse  condenado  á  los  vecinos  de 
tlastromao  en  juicios  posteriores  á  cum- 
plir esta  transacción: 

Seguido  el  pleito  por  sus  trámites,  y 
hechas  las  pruebas  que  articularon  las 
partes,  el  Juez  de  primera  instancia  de 
Celanova  en  27  de  agosto  de  1864  dictó 
sentencia,  que  fué  cónOrmada  en  22  de 
márzo  de  1865  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  la  Coruña  absolviendo  de  la 
demanda  á  los  demandados:  interpuesto 
el  recurso  de  casación  por  los  de  Castro- 
mao, citan  en  él  como  infringidas:  1.^  la 
ley  8.%  tít.  15,  líb.  10  de  la  Novísima 
Recopilación  y  la  sentencia  de  este  Supre- 
mo Tribunal  de  20  de  enero  de  1859.— 
2/  La  lev  28 ,  tít.  8.%  Partida  5.\— 1 3.« 
La  ley  1.',  tít.  16,  líb.  10  de  la  Novísima 
Recopilación;  la  3.^  del  mismo  título  y  li- 
bro en  su  niim.  2.^;  el  R.  D.  de  31  de  di- 
ciembre de  1829;  la  R.  O.  de  31  de  oc- 
tubre de  1 835  en  su  art.  1  ."^ ,  y  el  real  <1^- 
creto  de  23  de  mayo  de  1845,  disposicio- 
nes con  las  cuales  conviene  la  sentencia 
de  este  Supremo  Tribunal  de  27  de  octu- 
bre de  1860.  Pero  se  declara  no  haber 
lugar  al  recurso,  por  sentencia  de  19  de 
mayo: 

«Considerando  que,  bien  «e  atienda  á  \o% 
poderes  que  en  17  y  18  de  febrero  de  1821 
otorgaron  varios  vecinos  de  las  parroquias 
de  Castromao  y  Amoroce ,  bien  á  la  escritu- 
ra de  26  de  julio  de  1832  otorgada  asimismo 
por  los  vecinos  de  las  indicadas  parroquias, 
no  aparece  que  en  la  concordia  que  celebra- 
ron años  anteriores  se  constituyese  censo  al- 
guno de  los  que  reconoce  el  derecho ,  por  lo 
cual  no  puede  ser  aplicable  al  contrato 
enunciado  en  dichos  documentos,  ni  la  ley 
8.\  til.  15,  üb.  10  de  la  Nov.  Recop.,  que 
redujo  al  3  por  100  las  pensiones  de  censo 
al  quitar,  ni  la  sentencia  de  este  Supremo 
Tribunal  citada  en  el  primer  motivo  ¿el  re- 
curso: 

Considerando  que  en  este  concepto  des- 
aparece el  fundamento  del  segundo  luolivu 
que  se  alegan  siendo  precisamente  inoporlu* 


Digitized  by 


JURISTRIDENCU  CIVIL. 


523 


na  iaeita  dé  la  ley  28,  Ul.  8.*,  Partida  5 
relativa  ai  cent«  enfíleúdco,  (oda  vez  que  el 
recurrente  ha  sentado  en  este  pleito  que  no 
pertenece  á  dicha  clase  el  contrato  de  que  se 
trata: 

Considerando  además  que  cualquiera  que 
sea  el  estado  de  los  expedientes  de  la  s^dmi- 
niitracton  relativos  á  la  clasificación  del 
iDonle  de  Fornos,  no  hay  en  autos  dalo  ofi- 
ciai  que  acredite  que  el  citado  monte  ha  sido 
definitivamente  declarado  propiedad  del  Efr- 
tado,  y  por  consiguiente  que  hafa  perecido 
para  los  veciny  de  la  parroquia  de  Cas- 
Iromao:  " 

Y  considerando  que  son  de  lodo  punto 
inaplicables  al  presente  caso  cuantas  citas  se 
hacen  en  el  último  motivo  del  recurso  refe- 
rentes al  establecimiento  del  registro  de  hi- 
potecas y  documentos  que  deben  ser  regis- 
trados, por  cuanto  la  declaración  de  inefica- 
cia de  los  que  carecen  de  esta  formalidad  se 
limita  al  solo  efecto  de  perseguir  las  hipotecas 
ó  fincas  gravadas ,  como  así  lo  disponen  la 
misma  ley  3/,  tit.  16 ,  lib.  10  de  la  Novísi- 
ma Recopilación  y  la  sentencia  de  este  Su- 
premo Tribunal ,  que  se  invocan.»  (Gac.  28 
junio.) 

COITTHATOS.  Es  principio  de  de- 
recho consignado  en  la  legislación  roma- 
na y  en  la  general  del  reino  que,  si  bien 
los  pactos  que  $e  establecen  en  los  convC' 
nios  ó  transacciones  deben  ser  religiosa- 
mente guardados  si  apareciese  alguna 
duda  para  su  verdadera  inteligencia, 
mas  que  á  las  palabras  ha  de  atenderse  á 
la  voluntad  de  los  contrayentes. 

Seateocú  de  19  de  «ayo  de  4866. 

Declara  el  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recur^  de  casacibo  interpuesto 
por  p.  Joaquín  de  Roma,  contra  una  sen- 
tencia de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  en 
pleito  con  la  sociedad  minera  el  Velerano, 
sohre  declaración  de  comisos  de  unas  mi- 
nas«  estableciendo  en  su  primer  conside- 
rando la  doctrina  del  epígrafe.  {Gae.  29 
junio.) 

SENTENCIA  DEFINITIVA.  Cuan- 
do la  sentencia  deja  expedita  á  un  lili"  ' 
gante  su  acción  para  ejercitarla  con  ar- 1 
reglo  á  las  leyes,  no  puede  este  interpo- 1 
tier  contra  ella  recurso  de  casación, 
por  no  ser  definitiva  con  arreglo  al  ar- 


ticulo íMi  déla  ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

Seileicía  de  26  de  juia  de  1 866. 

Esta  es  ta  doctrina  que  se  consigna  en 
este  fallo  confirmatorio  del  de  la  Audien- 
cia de  Barcelona  y  apela(fo,  que  denegó  la 
admisión  del  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  doña  Antonia  Oliva  y  consor- 
tes. {Gac.  i9  junio.) 

ACCION  BEIVINDICATOBIA. 

Según  las  leyes  y  doctrifia  admitida  por 
el  Supremo  TribwuU,  para  que  pueda 
establecerse  y  en  su  dia  prosperar  la  ac- 
ción reivindicatoría,  es  preciso  determi- 
nar  la  cosa  que  se  pide  y  acreditar  su 
dominio. 

Senleicia  de  18  de  naje  de1866. 

Recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Ministerio  Fiscal  en  autos  sobre  abintes- 
tato ,  á  los  que  se  acumularon  otros  sobre 
exclusión  de  fincas  del  inventario  como 
de  un  tercero,  exclusión  que  se  estimó 
por  la  sentencia  de  la  Sala  sosunda  de  \& 
Audiencia  de  la  Coruoa.  El  Fiscal  fundó 
el  recurso  en  haberse  eslimado  la  exclu- 
sión ó  entrega  de  (incas  que  no  estaban 
identificadas  y  sin  acreditar  el  dominio, 
con  infracción 'de  las  leves  i5  v  20,  título 

2.  ^  v  10,  til.  14,  Partida  5.*;  4.*,  líluJo 

3.  **,  h'b.  XI  de  la  Nov.  Recop.  y  senten- 
cias de  este  Tribunal  Supremo  de  20  de 
marzo  v  19  de  abril  de  1861 , 23  de  mayo 
de  1862,  5  de  febrero,  9  de  mayo  y  17 
de  setiembre  de  1863;  así  como  también 
las  leyes  13  y  14,  tit.  7.%  Partida  5.*. 
Pero  él  Tribilnal  Supremo  declara  por 
sentencia  de  18  de  mayo  no  hab»ír  lugar 
al  recurso: 

«Considerando  que  es  indudable  que,  se* 
gun  las  leyes  y  doctrina  admitida  por  est<^ 
Supremo  Tribunal ,  que  se  citan,  para  qun 
pueda  establecerse  y  en  su  dia  prosperar  la 
acción  reivindicatoría,  preciso  es  determinar 
la  cosa  que  se  pide  y  acreditar  su  dominio: 

Considerando  que  habiendo  prestado  su 
conformidad  el  Ministerio  público  á  los  pun- 
tos que  comprende  la  demanda,  ó  sea  á  la 
propiedad  é  identidad  de  las  fincas  que  sr^ 
reclaman,  se  llenó  el  precepto  legal ,  y  que 
por  lo  tanto  no  han  sido  aquellas  infrin- 
gidas: 
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Y  considerarwlo  que.  Itmpoch  hm  «ujp 
las  leyes  13  y  14,  lil.  7  **,  Pariida  3.*,  ni  «-.I 
principio  legal  que  se  invoca,  |)or cuanto  de 
nulos  no  resuila  que ,  dtíraiito  Rl  jaicio^  se 
haya  enajenado  finta  algun^.»  (Gac.  30  ju- 
nio.)  » 

COSA  JXJZÚADA.  No  vale  el  se- 
dundo  fallo  dictado  mib  a  el  primero  en- 
tre las  mismas  partes  ^  sob^e  la  misma 
cosa  y  por  igual  motivo.^ 

Recurso  de  easacion  interpuesto  por  do- 
ñ«i  Natalia  Va  leu  o  coa!  ra  Fa  sentencia  de 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Ovior 
do  de  6 de  niafode  186o,  dictada  en  plt»i- 
to  con  su  marido  D.  Pedro  López  Grado, 
sobre  prestación  de  alimentos.  Fundábale 
el  recurso  principalmente  en  la  infracción 
de  las  leyes  15  y  19,  lít.  22  de  la  Parti- 
da 5.*,  y  ia  doctrina  quede  ellas  res^) la 
de  la  santidad  y  autoridad  que  tiene  Joco- 
sa jHZí?ada,  porque  se  estimaba  en  este 
pleito  ia  excepción  de  tmpers^onalidad  de 
la  doña  Natalia  para  litigar  íum  del  de- 
pósito en  que  había  sido  constituida  mien- 
tras se  litigaba  sobre  el  divorcio,  y  pro- 
puesta ia  misma  excepción  en  otro  pleito 
entre  los  mismos,  lartibien  sobre  alimen^ 
tOF,  se  había  desestimado  por  sentencia  de 
5  de  enero  de  4865.  El  Tribunal  Supremo 
declara  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
y  casa  y  anula  la  expresada  sentencia  por 
¡a  suya  de  22  de  mayo; 

aConsiderando  qiio  con  arreglo  á  la  ley 
13,  tu  22,  Partida  3/  iio  vale  el  segundo 
fnüo  dictado  contra  ai  primetY)  entre  las  mis*' 
mas  parlen,  $obrc  la  mis^iit  oosa  y  por  igual 
motivo:  .  , 

Considerando  que  seguido  pleito  sobre 
nlimentos  entre  los  consortes  que  ahora  liti- 
tran,  y  propuesta  por  el  marido  la  excepción 
de  no  ser  su  mujer  parte  legítima  p^ra  re- 
clamarlos miéntras  no  se  restituyese  al  depó- 
sito provisional  en  que  se  hallaba  constitui- 
da, fué  desestimada  esta  excepción  por  la 
sentencia  dictada  de  5  de  enero  de  1865;  y 
propuesta  de  nuevo  en  «1  actual  litigio,  se  lia 
decidido  en  sentido  conlraiio  por  el  fallo /de 
t)  de  mayo  del  mismo  año,  contra  el  cual  se 
ha  interpuesto  el  presente  recurso: 

Y  considerando,  por  consiguiente,  que  es- 
ta última  sentencia,  como  contraria  á  la  an- 
terior ha  infringido  la  inencionada  ley  de 
Pariida.»  (Gac.  30  junio.) 


CONTRATO  DE  SOCIBDAD.  CttflJí- 

do  por  una  sentencia  se  dá  por  existente 
el  contrato  de  sociedad  entre  dos  ó  mas, 
apréciando  las  pruebas  practicadas,  m 
puede  invocarse  contra  aquella  la  ley  1 
titulo  iOdela  Partida  5.» 

Sentencia  de  22  k  mayo  de  i 866. 

D.  Juan  Orcazberro  prestó  áD.  Nicolás 
Bodis  la  cantidad  de  8.000  rs.,  obligándo- 
se este  n^ancomuoadamepte  con  su  her- 
mana doña  Ana,  soltera  y  inayorde  edad, 
que  vivían  en  sociedad,  a  pagar  aquella 
cantidad  y  «^00  rs.  qwe  le  adeudaban  por 
compra  de  géneros  y  los  réditos,  hipote- 
cando para  seguridad  del  pago  una  ca- 
sa propia  de  ambos  hermanos.  Despacha- 
da ejecución  para  el  pago  contra  los  deu- 
dores y  enajenada  ya  la  casa  hipotecada 
dedujo*^  la  dona  Ana  demanda  para  que  se 
la  declarase  acreedora  de  mejor  derecho 
en  la  parte  de  dicha  finca  correspondiente 
á  su  hermano,  por  el  importe  de  los  sala- 
rÍT)s  devengados  en  20  y  mas  anos  que  le 
habla  servido  como  criada  y  encargada  de 
trabajos  del  taller  de  aquél.  Impugnada 
esta  tercería  por  Orcazberro,  fundándose 
en  que  la  demandante  era  socio  de  su 
hermano  y  no  criada  ,  y  practicada  prueba 
por  las  partes  se  desestimó  la  lerceria  con 
Jas  costas. 

Interpuso  doña  Ana  recurso  de  casación 
citando  como  infringidas  la  ley  1.*,  título 
10,  Pariida  5  *,  y  la  práctica  constante  de 
la  Audiencia  de  la  Coruña  que  nunca  ha- 
bía hecho  aplicación  de  las  regias  déla 
compañía  Ihnmlíi gallega  mas  que  en  favor 
de  la  agricultura,  pero  el  tribunal  declara 
no  haber  lugar  á  él  por  sentencia  de  22 
de  mayo: 

((Considerando  que  la  ley  l.*.  til.  10, 
Pnrtidá  ó.*,  se  reduce á  definir  lo  que  es 
contrato  de  compañía  y  el  pro  que  de  él  na- 
ce, cuando  se  cülobra  entre  personas  buenas 
y  íoaie^i  para  su  mutuo  beneficio  como  si 
fueran  hermanos: 

Considerando  que  según  la  apreciación 
que  de  los  documentos  y  do  la  resianle  prue- 
ba ha  hecho  la  Sala  juzgadora,  la  recurren- 
te y  su  hermano  vivían  en  sociedad  de  lo- 
dos sus  bípups  y  negocios;  contrato  que  !ejo9 
de  ser  contrario  á  dicha  ley  ,  se  ajusta  exac- 
lamertle  á  su  tenor. 

Considei-ando  que  en  este  supuesto  es 
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improcedente  la  redamación  que  ha  íiecho 
^afni8lnH  recurrente,  la  cual  i'ra  socio,  y  no 
s&alariada  de  au  ht^rmano,  razón  por  la  que 
la  8<!ii(encia  que  desestima  la  tercería  no  ha 
úirringido  la  citada  ley; 

Y  considerando  que  ta  práctica  que  se  di-* 
ce  sereMislante  en  la  real  Andieneia  de  la 
Cortina  acerca  de  la  compañía  llamada  tjalh- 
ga,  no  puede  inVocnr&e  para  fundar  ni\  re- 
curso de  casación ,  ya  porque  no  consta  que 
esa  práctica  exibta  y  forme  doclriiw  de  ju- 
risprudencia,  y  ya  porque  aun  existiendo, 
DO  se  coiterela  el  concepto  ó  motivo  porque 
se  haya  infringido ,  y  además  no  tiene  ana- 
logia  con  Ja  cuestión  litigiosa.»  {Gac,  30 
junio.) 

BBCTTESO  DE  CASACION.  No 

es  admisible  contra  sentencia  que  declama 
no  haber  lugar  á  declarar  la  cualidad  dt 
pobreza,  estándose  á  la  que  se  resuelva 
en  otro  incidente  sobre  Jo  mismo  pendien- 
te del  recurso  de  casación. 

SMleBcii  de  24  éé  anyt  de  1866. 

Promovido  expedieole  de  pohresa  para 
litigar,  por  D.  Felipe  Fernandez,  y 
opuestos  á  esU  prelensioo  D.  Jnao  y  dob 
Pmdeocio,  sus  Dermaoos,  y  el  Ministerio 
Fiscal,  por  estar  pendieute  otro  juicio  so- 
bre lo  mismo  ante  el  Tribunal  Supremo, 
se  desestimó  por  el  Juez  y  la  Audiencia 
en  apelación,  é  iolerpueslo  recurso  de  ca- 
seación declara  el  Tribunal  Supremo  por 
seniencia  de  24  de  mayo  no  haber  habido 
lu^r  á  su  admisión: 

«^Considerando  que  se^un  los  arls.  T.OlO 
y  l.OU  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  el 
recurso  de  casación  es  admisible  solo  de  las 
f^eulencias  delSoiUvas  y  de  ac/uelMs  que,  aun 
cuando  hayan  recaído  (»obre  un  artículo, 
pongan  término  al  juicio  y  bagan  imposible 
Sil  continuación: 

Considerando  que  la  sentencia  dictada  en 
este  incidente,  y  en  la  cual  no  se  niega  en 
a(>solulo  el  beneticio  de  Jitigar  como  pobre 
a)  recurrente,  sino  solamenle  por  ahora  y 
mientras  no  se  resuelva  otro  de  la  misma 
cíase  que  se  halla  pendiente  de  casación ,  no 
es  definitiva,  ni  pone  término  al  juicio  prin- 
cipftK  ni  hace  imposible  so  continuación: 

Y  considerando,  por  consiguiente,  que  es- 
te recurso  no  es  admisible  con  arreglo  á  la 
ley.»  (Gao.  30.jumo.) 

TB8TA1CBNT0S.  El  nuncupativo 
que  un  e9cribano  otorga  por  sí  y  ante  sf 
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con  tres  testigos,  no  estando  comprendido 
en  el  protocolo  ni  signado,  no  pn^de  de- 
cirse celebrado  por  eseriíura  pública.^ 
El  testamento  otorgado  por  cédula,  re- 
quiere ks  mismas  formalidades  y  requi- 
sitos  para  elevarse  á  escritura  publica  que 
el  hecho  de  palabra. 

Sculeücia  de  25  de  majo  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Valen- 
cia de  D.  Juan  y  Aud¡enc:a  de  ValladnIuJ 
por  D.  Genaro  Liimcras,  con  don.i  Mar- 
cela Fernandez  Madero,  sobre  nulidad 
del  testamento  que  en  10  de  oclubre  de 
1838,  otoraé  por  al  y  ante  sí  Ü.  Joaquín 
Lu meras.  Escribano  piiblico  y  de  oümero 
dé  la  villa  de  Valderas,  firmándole  con 
trejs  testigos  vecinos  de  la  misni;»  v  en  el 
que  dejá  varios  legados  á  tvus  sobrinos  é 
instituyó  por  líoica  heredera  á  la  dona 
Marcela. 

Muerto  el  D.  Joaquín  en  2  de  marzo 
de  1864,  y  hecho  por  los  alliaceas  el  in- 
ventario de  los  muebles  y  dinero,  acudió 
al  Juzgado  de  primera  instancia  en  el  dia 
2deahrn  Valentín  Centeno,  marido 
de  la  dona  Marcela,  pidieodo  que  se  pro- 
locorizase  como  escritura  pública  el  cita- 
do testamento  del  D.  Joaquio,  prévi.i 
declaración  de  los  testigos  que  le  suscri- 
bían y  demás  diligencias  que  indicó:  es- 
limada  dicha  solicitud^  declararon  los 
tres  testigos  que  firman  el  tesiamentoque 
era  el  mismo  que  J).  Joaquín  LumeraH 
otorgó  por  sí  y  ante  sí ,  v  cierto  su  conte- 
nido, el  que  oyeron  de  boca  del  mismo, 
hallándose  en  cabal  juicio  v  con  piopósiio 
deliberado  de  otorgarle,  v  habiendo  pues- 
to su  firma  al  final ,  con  las  de  ellos,  que 
reconocían  por  suyas:  que  otros  testigos 
de  abono  dijeron  que  encoo traban  muy 
idéntica  y  semejante  la  firma  que  se  ha- 
llaba al  pié  del  testamento  con  la  que 
siempre  acostumbró  á  usar  D-  José  Ln- 
meras,  y  que  lo  mismo  apareció  del  cote- 
jo hecho  por  el  Juzgado. 

En  tal  estado,  y  antes  de  que  se  dicta- 
ra providencia ,  D.  Genaro  Lumeras,  so- 
brino carnal  del  D.  Joaquín,  entabló  de- 
manda ordioaria .  en  virtud  de  la  cual  se 
suspendió  el  expediente  de  jurisdicción 
voluntaria ,  pidieodo  que  se  declarase  l;4 
nuirdad  del  citado  tesumento  de  iO  de 
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octubre  de  i8S8,  cdd  las  costas  á  d»ñ«i 
Marcela  si  trataba  de  sojiteDerle,  y  asi- 
luisroo  que  él  era  el  heredero  abiotestato 
dei  D.  Joaquio;  para  lo  cual  alegó  que 
no  podía  valer  dicho  testamento  si  se 
consideraba  como  hecho  ante  Escribano» 
porque  no  habia  sido  protocolizado  y  le 
faltaba  el  signo  necesario  en  toda  escritu- 
ra pública,  según  la  lev  S4,  til.  i8.  Par- 
tida 3.%  y  la  4.»  y  6/,  ift.  28,  lib.  40 
de  la  Nov.  Recop. ;  y  que  tampoco  valía 
como  hecho  ante  testigos  sin  Escribano, 
porque  solo  habían  concurrido  tres  y  de- 
bieron asistir  cinco. 

El  curador  ad  litem  de  D.  Valentín 
Centeno,  marido  de  la  doña  Marcela,  a.t 
contestar  á  la  demanda  solicitó  que  se  le 
absolviera  de  ella  y  se  declarase  válido  y 
eficaz  el  citado  testamento  fundándose  en 
que  en  el  referido  testamento  habían  in- 
tervenido tres  testigos  y  Escribano,  lo 
que  bastaba  para  m  validez,  según  la 
ley  i til,  18,  lib.  -10  de  la  Nov.  Recop., 
y  en  que  por  doctrina  corriente  está 
admitido  que  los  Escribanos  puedan  auto- 
rizar sus  testamentos. 

Y  seguido  el  juicio  por  sus  trámites  in- 
cluso el  de  prueba,  en  el  que  compare- 
cieron á  declarar  los  testigos  instrumen- 
tales y  los  de  abono ,  en  23  de  febrero  de 
4865  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera 
instancia,  que  fué  revpcada  por  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  Yalladolid  en 
ió  de  julio  del  miMio  año,  declarando 
esta  nulo  y  sin  eficacia  alguna  legal  el 
documento  extendido  en  iO  de  octubre  de 
4858:  que  D.  Joaquín  Lumeras  había 
muerto  intestado;  y  que  su  herencia  cor- 
respondía á  los  que  justificasoo  tener  de- 
recho á  ella  en  el  oportuno  juicio,  en  el 
cual  podria  D.  Genaro  Lumeras  hacer 
valer  el  que  creyera  a.«istírie. 

Contra  este  fallo  interpuso  la  pane  de 
doña  Marcela  recurso  de  casación  citando 
como  infringidas  la  ley  4.',  tít.  18,  líb.  4Ó 
de  la  Nov.  Recop.;  la  doctrina  sentada  en 
sentencia  de  7  de  diciembre  de  4861;  y 
la  ley  55,  til.  48,  Partida  3.*;  y  por 
sentencia  de  25  de  mayo  declara  el  Tribu- 
nal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  el  lealamenlo  nuncu- 
palivo  que  un  Escribano  olería  por  sí  y 


aillo  sí  con  tres  tes ligoa ,  nn  estando  com* 
prendido  en  el  protocolo  ni  sig^nado  ,  no 
de  decirse  celebrado  por  escritura  pública 
en  toda  forma  y  con  los  requisitos  debidos 
para  que  por  sí  pueda  probar  legalmente  la 
úliima  voluntad  del  testador: 

Considerando  que  dicho  testamento,  sí 
se  estima  como  ordenado  por  céduJa,  nece- 
sita, según  la  ley  lít.  18,  lib.  iO  de  la 
Nov.  Recop. ,  de  Escribano  público  y  tres 
lesligos  á  lo  menos  vecinos  del  lugar  en  que 
se  hiciere,  ó  de  cinco  de  estos,  también  ve- 
cinos, no  concurriendo  aquel;  sin  que  por  la 
circunstancia  de  ser  Escribano  el  testador 
pueda  prescindirse  para  elevar  á  escritura 
pública  este  testamento,  que  es  igual  al  he- 
cho de  palabra  de  recibir  declaración  á  ios 
lest¡|!^os  y  al  escribano  en  su  caso,  con  arre- 
glo a  lo  dispuesto  en  los  arts.  1.382, 1.383 
y  1.387  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando,  por  tanto,  que  la  Sala  en 
su  sentencia  no  ha  infrínfcido  la  citada  ley 
1.'.  lít.  18,  lib.  10  "de  la  Nov.  Recop. 

Considerando  que  tampoco  se  ha  infringi- 
do la  doctrina  sentada  por  este  Supremo 
Tribunal  en  su  sentencia  de  7  de  diciembre 
de  1861  sobre  que  sea  válido  el  testamento 
constando  la  expresión  de  la  voluntad  det 
testador,  al  tenor  de  cualquiera  de  los  me- 
dios establecidos  en  la  ley,  sin  que  haya 
necesidad  de  seguir  ó  continuar  solo  el  que 
se  hubiese  principiado,  porque  esto  no 
acontece  en  el  presente  caso: 

Y  considerando  oue  no  es  aplicable  al 
mismo  la  ley  55,  lit.  <8,  Partida  3.*,  qoc 
versa  sobre  que  los  registros  del  Escribano 
muerto ,  asi  como  las  notas  que  se  hallaren 
en  ellos  y  de  las  que  no  se  hubiera  hecho 
cartas  públicas,  se  recojan  y  entreguen  á  su 
sucesor  á  los  fines  que  se  determinan.»  (Ga- 
ceta 2  julio.) 

BEOUBSO  DE  INJUSTICIA  ITO- 
TOBIA.  Solo  puede  tener  lugar  en  los 
pleitos  de  comercbt  cuando  se  ititerponga 
de  sentencia  definitiva  dictada  en  revista  ^ 
ó  que  siendo  de  vista  haya  confirmado  la 
de  primera  instancia. 

Sentencia  de  28  de  Judío  de  i866. 

Eq  27  de  abril  de  1865  D.  Bamon  F. 
Bustamante  propuso  demanda  ejecutiva 
en  el  Tribunal  de  Comercio  de  Yalladolid 
contra  D.  Félix  Goicochea  por  lacauiidad 
de  73.000  rs.,  importe  de  dos  pagarés,  los 
intereses  y  costas;  y  expedido  el  niaoda- 
miento,  se  opuso  él  ejecutado  alegando 
las  excepciones  de  incompetencia  y  Taita 
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de  personalidad,  y  pidiendo  (|Qe  el  tribu- . 
nui  se  separase  del  coDocimieolo  de  los  I 
autos ,  y  declarase  nulo  todo  lo  obrado,  ó 
eo  otro  caso  no  haber  logar  á  sentenciar- 
los de  remate. 

Fernandez  impugnó  esta  solicitud ,  y  en 
S6  de  junio  dicho  Tribanal  de  Comercio 
dictó  su  fallo  mandando  seguir  adelante 
la  ejecución;  habiéndole  revocado  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  Valladolid  por 
sentencia  de  2S  de  noTíembre ,  en  la  que 
declaró  incompetente  al  Tribunal  de  Co- 
mercio y  nulo  todo  lo  obrado  por  el  mismo, 
imponiendo  las  cosías  al  ejecutante,  y  re- 
servándole su  derecho  para  que  ejercitara 
las  acciones  de  que  se  creyese  asistido  an- 
te la  jurisdicción  ordinaria. 

Suplicó  Fernandez^  y  negada  la  admi- 
sión de  este  recurso  y  del  de  injusticia  no- 
toria que  interpuso  citando  la  infracción 
de  varias  leyes,  apeló  para  ante  el  Tribu- 
nal Supremo  que  confirma  con  las  costas 
el  auto  apelado: 

«Considerando  que  en  los  pleitos  de  co- 
mercio solamente  puede  tener  lugar  el  re- 
curso de  injusticia  notoria  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  por  los  arls.  1.217  del  Código  de 
Comercio  y  439  de  la  ley  de  su  enjuicia- 
miento ,  cuando  se  interponga  de  sentencia 
definitiva  dictada  en  revista,  ó  que  siendo 
de  vista  haya  confirmado  la  de  primera 
instancia: 

Y  considerando  que  en  el  caso  de  autos, 
si  bien  existe  la  primera  de  dichas  circuns- 
tancias ,  no  ocurre  ninguna  d«  las  otras  dos.» 
(Gae.  2  julio.)   

C#aipetMel««  deeldldM  pñr  el  Vrllim«l 
•■Ipreoie  de  Jasilela. 

JUICIO  BJECTJTIVO.   Aunque  se- 
gún el  art.  946  de  la  ley  de  Enjuicia'^ 
miento  civil  no  debe  prestarse  audien 
da  nunca  al  ejecutado,  esto  debe  enten 
derse  sobre  el  fondo ,  pero  sí  debe  oírsele 

promoviera  cuestión  de  competencia 

DecísioD  de  13  de  abril  de  1866. 

Competencia  suscitada  por  el.  Juzgado 
de  Hoyos  al  de  Ciudad-Rodrigo  que  cono- 
ciade  la  demanda  ejecutiva  interpuesta 
eo  este  Juzgado  por  D.  Bernardo  Yaicar- 
cel  contra  doña  Francisca  Peña  y  su  es- 

Eoso  D.  José  Florez,  vecinos  de  Hoyos,  so- 
re  pago  de  maravedises,  que  eran  en 


deber  por  resto  del  precio  de  unas  lineas 
sitas  en  término  de  Martin  Trevejo  que 
les  habia  vendido.  El  Juzgado  de  Ciu- 
dad-Rodrigo sostuvo  que  según  el  artícu- 
0  946  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
no  podia  en  los  juicios  ejecutivos  darse 
audiencia  al  ejecutado  ni  aun  para  la 
cuestión  de  competencia,  hasta  la  cita- 
ción de  remate,  pero  ¡asistiendo  el  de 
Hoyos  y  formalizada  la  competencia,  fué 
decidida  por  el  Tribunal  Supremo  en  lo 
de  abril  á  favor  del  de  Ciudad-Rodrigo: 

«Considerando  que  el  deudor  ejecutado 
ha  estado  en  su  derecho  promoviendo  la 
cuestión  de  competencia  de  jurisdicción  por 
el  medio  de  inhibición  luego  que  fué  reqtic- 
rído  de  pago ,  no  siendo  aplicable  á  este  ca- 
so la  prescripción  del  art.  946,  que  previe- 
ne no  se  preste  aüdiencia  nunca  al  deman- 
dado, porque  esta  audiencia  se  refíere  al 
fondo  ae  la  demanda  ejecutiva  y  no  á  las 
cuestiones  de  competencia  que  pueden  siem- 
pre suscitarse  legalmente: 

Considerando  que  la  acción  que  se  ejerci- 
ta en  el  juicio  ejecutivo  de  que  se  trata ,  es 
personal,  nacida  del  contrato  de  venta  en 
que  se  funda  y  en  «I  que  expresamente  se 
pactó  que  el  pago  del  precio  de  la  venta  se 
veri  (icaria  en  Ciudad- Rodrigo  y  que  las  dos 
circunstancias  expresadas  determinan  \  a 
competencia  de  este  último  Juzgado  con 
arreglo  al  párrafo  tercero  del  art.  5.^  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  viene  ri- 
giendo desde  1.®  de  enero  de  1856,  se^un 
lo  prescrito  en  el  art.  2.®  del  R.  D.  de  5  de 
octubre  de  1855.»  {Gae.  2  de  mayo.) 

DESAFUERO.  No  le  causan  las 
simple?  injurias  á  la  Guardia  civiL-^-Lo 
que  constituye  la  amenaza  y  el  insulto  pa- 
ra que  haya  desafuero. 

Decisión  de  8  de  majo  de  1866. 

Competeocia  suscitada  por  el  Juez  de 
primera  instancia  de  Archidona  al  Juzga- 
do de  la  Capitanía  general  de  Granada, 
sobre  conocimiento  de  una  causa  contra 
varios  paisanos  apresados  por  Guardias 
civiles,  que  según  manifestación  suya  les 
insultaron  dirigiendo  palabras  ofensivas 
á  los  picos,  llamándolos  migueletes  y  aña- 
diendo que  sí  las  espadas  fueran  igualen 
no  les  detendrían.  El  Juzgado  ordinario 
fundó  su  competencia  en  que  los  paisanos 
no  hicieron  resistencia  ni  amenazaron  á 
los  guardias  con  armas  ni  sin  ellas  y  por 
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cotisiguiente  no  hubo  el  acometimiento 
que  marca  el  art.  61 ,  lít.  10,  tratado  S."" 
de  las  ordeoaozas  del  ejército  y  R.  O.  de 
17  de  lebrero  de  1864  (1) ;  y  e\  Juzgado 
militar  sostuvo  que  en  el  hecho  en  cues- 
tión hubo  iosnitos  y  amenazas  á  la  Guar- 
dia civil.  El  Tribunal  Supremo  por  sen- 
tencia de  8  de  mayo  declara  el  conoci- 
miento á  favor  del  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Archidona: 

«Considerando  que  las  palabras  proferi- 
das por  ios  tratados  como  reos  de  que  «los 
guardias  no  }o8  hubieran  preso,  si  las  espa- 
das hubiesen  sido  iguales»  no  llegaron  á 
constituir  amenaza ,  porque  la  esencia  de 
esta  es  el  amago  de  un  mal  del  momento 
ó  futuro,  con  el  cual  no  se  amagó  á  los 
guardias  por  lo  que  no  puede  decirse  que 
estos  fueron  amenazados: 

Considerando  que  entre  los  insultos  y  las 
injurias  media  la  notable  diferencia,  de  que 
los  primeros  envuelven  hostilidad  ó  agre- 
sión á  aquel  contra  quien  se  dirigen,  y  las 
segundas  se  limitan  á  lastimar  la  estimación 
ó  menospreciar  al  que  es  objeto  de  ellas, 
sin  ofenderle  materialmente: 

Considerando  que  esto  último  fué  lo  que 
hicieron  ios  procesados  con  las  palabras 
«contra  los  picos  y  contra  la  Guardia  ci- 
vil,» las  cuales  no  excedieron  de  la  esfera 
<ic  injurias. 

Y  considerando  que  no  existiendo  insulto 
ni  amenazas,  que  son  los  casos  de  desafue* 
VQ*  y  si  únicamente  injurias,  de  las  cuales, 
ya  constituyan  falta  ó  ya  delito,  correspon- 
d(>  conocer  a  la  real  jurisdicción  ordinaria.» 
{Gac.  l^junio.) 

EJECUCION  DE  SENTENCIAS* 

Con  arreglo  á  la  ley,  la  ejemciofi  de  una 
seíiteucia  corresponda  al  tribunal  que  la 
ha  dictado.  En  las  sociedades  en  co- 
mandita forman  la  masa  del  capital  so- 
t  ial  las  cantidades  que  los  comanditarios 
imponen  en  ella  

Decisión  de  1^  de  majo  de  1866, 

Competencia  entre  el  Tribunal  de  Co^ 
mercio  de  Barcelona  y  el  de  Madrid,  dcer- 
cH  del  conocimiento  de  las  diligencias  de 
apremio  promovidas  por  D.  Teodoro  llay- 
cal  coniia  U.  Guillermo  Rolland,  «u)mo 
socio  comanditario  de  la  titulada  Llody 


i\)    Inserta  en  la  pág  101  del  toiuo  8.^  é  M^lclin  de 


Español  hoy  Europeo,  en  virtnd  de  sen- 
tencia ejecutoria  recaidten  pleito  seguida 
por  jftaynaJ  con  la  sociedad.  Propuesta  la 
inhibitoria  por  Rolland,  so  suscitó  esta 
compétenria  que  fundó  el  Tribunal  de  Co- 
mercio de  Madrid  en  el  dooiicilio  del  mis- 
mo, y  en  que  negando  que  es  ^ocio  de  la 
compañía  citada  se  suscita  una  rontrofer- 
sía  que  tiene  qne  ser  decidida  por  el  tri- 
bunal del  domicBio  del  demandaito,  según 
lo  dispuesto  en  el  [)árrafo  ZJ*  de^  art.  5.® 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  El  Tri- 
bunal Supremo  decide  esta  competencia 
á  favor  del  Tribunal  de  Comercio  de  Bar- 
celona, por  sentencia  de  13  de  mayo: 

«Considerando  que  el  pleito  promovido  en 
consecuencia  del  contrato  de  seguro  celebra- 
do por  D.  Teodoro  Raynal  con  el  aprenle  en 
Barcelona  del  Llody  Españút  hoy  Europeo, 
fué  suslaticiado  y  decidido  por  ejecutoria  en 
el  Tribunal  de  Comercio  de  Barcelona  y  e» 
la  real  Audiencia  de  la  misoía  por  ser  incues- 
tionable su  competencia,  puesto  que  en  aque- 
lla plaza  se  verificó  el  contrato  y  en  ella  ha- 
bla de  cumplirse. 

Considerando  que,  con  arreglo  á  la  ley  la 
ejecución  de  una  sentencia  corresponde  af 
tribunal  que  la  pronunció;  que  por  consi- 
guiente, condenado  el  Llody  Europeo  al  pa- 
^o  de  la  cantidad  demandada,  el  Tribunal  de 
Comercio  de  Barcelona  que  dictó  el  fallo  es 
el  único  competente  para  decretar  y  en  su 
caso  ampliar  los  embargos  de  bienes  de  los 
reputados  deudores ,  como  igualmente  para 
entender  en  sus  reclamaciones: 

Considerando  que  en  las  sociedades  en 
comandita  las  cantidades  que  los  comandita- 
rios imponen  en  ella  forman  la  masa  del  ca- 
pí tai  soeia^  y  quedan  sfijetts  á  ta  responsa- 
bílidad  de  aquella: 

Y  considerando,  por  tanto,  que  el  Tribu- 
nal de  Comercio  de  Barcelona  estuvo  en  su 
derecho  extendiendo  el  embargo  á  los  bie- 
nes de  los  comanditarios  del  modo  que  lo 
hizo,  apareciendo  por  resultas  de  autos  que 
Rolland,  compretidido  en  su  declaración,  es- 
taba comprouietido  respecto  á  la  sociedad  de 
que  se  trata  por  la  cantidad  de  100.000  rea- 
les.» (Gac,  27  junio.) 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietario, 
y  Edilor  responsable. 


MADRID.— Irnp.  a<»  El  Consultor  á  otrgro  d©  E.  «le 
la  Hiva,  Uart^uillo  i3.-~AUuiiuist.  loatato^  I.**»  iriflic 
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Mjei)  émw^y  reales  ér4e«ee  y  elre«- 
leree  de  lee  eeatree  dlreetUee* 

809.  DrPUTACIONXS  PBOVINCIA- 
LSS.—K.  O.  de  33  de  setiembre,  declarando 
▼ilidos  los  acuerdos  tomados  por  cuatro  Di- 
putados de  siete  en  e)eroioio,  aun  cuando  ha- 
ya siffun  otro  con  recurso  pendiente. 

(GoB.)  aR«m¡(ido  á  informe  del  Consejo 
de  Sitado  el  expediente  relativo  á  la  nuli- 
dad acordada  por  la  Diputación  de  esa  pro- 
Tineia  de  tos  acuerdos  tomados  por  la  mis- 
ma en  las  sesiones  celebradas  en  10  y  11  de 
abril  último»  t^uel  alto  cuerpo  ha  emitido  el 
siguiente  diclámen: 

«Exemo.  Sr.:  La  Diputación  provincial  de 
Huelva  celebró  eii  su  se^nda  reunión  ex- 
traordinaria del  corriente  año  dos  sesiones 
que  tuvieron  erecto  en  ios  dias  10  y  11  de 
abril,  con  asistencia  del  Gobernador  y  cua- 
tro Diputados  provinciales. 

Según  las  prescripciones  de  la  ley ,  debe 
componerse  aquel  cuerpo  de  ocho  vocales; 
mas  entónces  solo  siete  hablan  prestado  ju- 
raiñeoto  á  consecuencia  de  que  la  misma 
Diputaeion  anuló  la  elección  del  que  fué  pro- 
clamado oportunamente  en  el  partido  judi- 
cial de  Áracena ,  sobre  lo  cual  existia  pen- 
diente un  recurso  que  se  resolvió  después 
por  R.  O.  de  23  del  mismo  abril  revocando 
el  acuerdo  que  habia  recaído  sobre  las  actas 
del  electo. 

Habiéndose  reunido  de  nuevo  la  corpora- 
ción provincial  en  6  de  agosto  próximo  pa- 
sado,  aprobó  una  proposición  en  que  sustan- 
eialmente  se  le  pedia  declarase  que  no  con- 
sideraba como  acta  de  la  sesión  anterior  el 
documento  que  en  tal  concepto  se  le  habia  lei- 
do,  por  no  haber  concurricío  á  tos  acuerdos 
á  que  este  te  referia  el  número  de  Diputados 
que  la  ley  exige. 

El  Gobernador  dió  cuenta  á  V.  B.  de  este 
suceso,  y  mas  adelante  ha  solicitado  un  Di- 
putado provincial  que  se  desapruebe  lo  he- 
cho. 

En  consecuencia  se  ha  prevenido  al  Con- 
sejo en  R.  O.  de  28  de  agosto  próximo  pasa- 
do qae  emita  su  dictamen  sobre  el  particular. 
La  resolución  que  se  adopto  sera  de  suma 
importancia,  porque  si  no  hubiera  concurrido 
en  efecto  á  las  sesiones  de  10  y  11  de  abril 
Tono  I  DKh  Dice. 


el  número  de  Diputados  que  se  requiere  pa- 
ra formar  acuerdo ,  habrían  de  considerarse) 
nulos  todos  los  que  se  tomaron  que  han  pro- 
ducido ó  están  produciendo  sus  efectos ,  in- 
cluso el  relativo  á  la  aprobación  del  reparto 
de  contribuciones  oue  ahora  confirma  la  Di- 
utacion  con  laudable  celo;  pero  que  no  ha- 
ría tenido  fuerza  legal  en  virtud  de  la  san- 
ción de  dicho  cuerpo  sino  por  consecuencia 
de  los  reglamentos  vigentes,  que  suplen  las 
omisiones  de  las  Diputaciones  en  malcría  tan 
grave. 

Afortunadamente  cree  la  sección  que  no 
hay  méritos  para  tener  por  ilegales  los  refe- 
ridos actos,  por  mas  que  solo  tomaran  parte 
en  ellos  cuatro  diputados. 

Para  formar  acuerdo,  dice  el  art.  40  de  la 
ley  de  25  de  setiembre  de  1863,  se  necesita 
que  esté  presente  la  mitad  mas  uno  de  los 
Diputados;  pero  si  bien  se  mira,  no  ha  de 
entenderse  que  esta  mitad  mas  uno  deba 
ser  de  los  vocales  que  según  ta  ley  compo- 
nen cada  Diputación  provincial,  como  pre- 
tende la  de  Huelva ,  sino  de  los  que  tengan 
verdaderamente  el  carácter  de  Diputados 
provinciales  por  haber  sido  reconocidos  co- 
mo tales. 

Loe  acuerdos  de  las  Diputaciones  sobre  la 
validez  de  las  actas  se  llevan  á  efeclo  sin 
embargo  de  cualquiera  reclamación  que  con* 
tra  ellos  se  haga,  por  disponerlo  así  el  arti- 
culo 51  de  la  ley ;  y  de  consiguiente  nula  se 
considera  y  debió  considerarse  la  elección 
del  partido  de  Aracena  hasta  el  momento  en 
que  fué  comunicada  á  la  provincia  la  real  or- 
den de  23  de  abríl. 

El  electo  no  era  Diputado  provincial,  y  no 
podia  contarse  con  su  existencia  para  com- 
putar la  mayoría,  como  no  pueden  tomarse 
en  cuenta  con  el  mismo  objeto  las  vacantes 
que  existan. 

Siendo ,  pues ,  siete  los  Diputados  que  en 
10  y  11  de  abril  estaban  admitidos  por  la 
corporación  provincial ,  y  cuatro  los  que  con- 
curríeron  á  tas  sesiones,  estaban  facultados 
para  deliberar;  ya  que  no  puede  ponerse  en 
duda ,  ni  se  ha  puesto  en  verdad  en  el  expe- 
diente, que  allí  donde  los  vocales  juntos 
componen  un  número  impar ,  la  mayoría  ab- 
soluta, la  que  basta  para  constituir  legal- 
mente la  corporación ,  es  la  mayoría  mínima 
relativa ,  esto  es ,  cuatro  de  siete ,  cinco  de 
nueve  etc.;  punto  sobre  el  cual ,  por  ser  tan 
claro ,  no  parece  necesario  insistir. 
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La  sección  resume  su  diclámen  en  las  si- 
guientes conclusiones: 

t.*  Habiendo  concurrido  á  Ihs  sesiones 
que  celebró  la  Dipulacion  p.ovincial  de  Huel* 
va  eo  10  y  11  de  abril  de  este  año  la  mayo* 
ria  de  los  vocales  que  entónces  la  componían, 
pudo  tomar  acuerdos,  y  son  válidos  los  que 
adoptó  si  no  adolecen  de  vicios  independien- 
tes de  la  supuesta  inrraccion  del  art.  40  de  la 
ley  de  ^  de  setiembre  de  1863. 

2.*  Procede  se  declare  nulo  el  acuerdo 
en  que  la  misma  Diputación  resolvió  no  apro* 
bar  el  acta  de  la  sesión  anterior  celebrada  en 
el  rererido  dia  11  de  abril.» 

Y  habiéndose  conformado  S.  M.  la  Reina 
(Q.  D.  6.)  con  el  preinserto  dictámen»  de 
real  órden  lo  comunico  á  V.  S.  para  los  efec- 
lo& correspondientes.  Dios  guarde  áV.S:  mu 
chos  anos.  Madrid  23  de  setiembre  de  1866. 
— González  Brabo. — Sr.  Gobernador  de  la 
provincia  de  Huelva.»  {Gao.  3  oettibre.) 

810.  IiBQISIiACION  HIPOTBCAKIA.. 
O.  de  4  de  octubre;  aolaraoion  al  articu- 
lo 18  del  reglamento»  sobre  Jundioaoienes  en 
la  inaoripoion  de  flacas.. 

(Grao.  yJost.)  «limo.  Sr.:  He  dado  cuen- 
ta á  la  Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  ins- 
Iruido  con  motivo  de  unaconsuUa  del  Regís* 
trador  de  la  propiedad  de  Daroca,  acerca  de 
la  Torma  en  que  deberá  hacerse  lá  indicación 
prevenida  en  el  art.  18  del  reglamento  para 
la  ejecución  de  la  ley  hipotecaria ,  cuando  en 
un  mismo  lílulo  se  enajenaren  ó  gravaren 
diferentes  fincas  que  hayan  de  inscribirse  en 
la  hoja  destinada  á  cada  una  de  ellas. 

£nierada  S.  M.,  y  considerando  que  el 
objeto  de  dicha  disposición  reglamentaria  al 
prescribir  que  en  cada  inscripción  se  indiquen 
las  áemia  fincas  comprendidas  en  el  titulo, 
con  expresión  del  folio  y  numero  en  que  se 
hallen ,  es  el  de  facilitar  la  conveniente  rela- 
ción ó  referencia  entre  todas  las  inscripiio- 
nes  que  nazcan  de  un  mismo  titulo: 

Considerando  que  no  previniéndose  se  ha- 
ga dicha  indicación  en  el  cuerpo  de  la  ins- 
cripción, puede  hacerse  legalmente  por  nota 
marginal ,  con  la  ventaja  para  los  interesa- 
dos de  ser  mas  módicos  los  honorarios  que 
de  este  modo  habrán  de  saüsfacer: 

Considerando  que  cuando  sean  muchas  las 
finaas  comprendidas  en  un  mismo  título,  si 
la  nota  marginal  hubiera  de  contener  literal 
mente  todas  las  circunstancias  expresadas  en 
el  citado  arl.  18  del  reglamento ,  se  haría  de- 
masiado extensa,  ocupando  el  espacio  que 
debe  reservarse  para  las  demás  notas  margi- 
nales que  sean  precisas  por  otros  motivos: 

Y  considerando  que  puede  salvarse  esta 
dificultad  y  llenarse  á  Ja  vez  el  objeto  de  la 


citada  disposición  refiriéndose  dicha  notA 
marginal  á  las  puestas  en  el  asiento  de  pre« 
senlacion ,  las  cuales  contienen  las  mismas 
circunstancias  que  deben  ponerse  en  aquella: 
De  acuerdo  con  lo  propuesto  por  V.  I.,  se 
ha  servido  S.  M.  resolver  lo  siguiente: 

1.  "  La  indicación  que,  según  el  art.  18 
del  reglamento  general  para  la  ejecución  de 
la  ley  hipotecaria,  debe  hacerse  en  cada  ins- 
cripción de  la»  fincas  comprendidas  en  el 
mismo  titulo  y  He  veriicará  por  notamirgi- 
nal ;  expresando  además  en  el  cuerpo  de  ca- 
da una  de  las  inscripciones,  y  antes  de  las 
palabras  «Todo  lo  referido  consta  etc.,»  que 
en  el  mismo  título  se  comprende  otra  finca 
(y  si  fueren  mas  de  dos ,  el  número  de  las 
que  sean),  que  se  hallan  registradas  donde 
se  expresa  en  la  nota  marginal  de  la  propia 
inscripción. 

2.  ^  Cuando  el  título  solo  eontenga  dos  ó 
tres  fincas ,  en  dicha  nota  marginal  se  hará 
la  indicación  de  la  otra  ú  otras  ñneas  com- 
prendidas en  el  mismo  título,  con  expresión 
del  folio  y  número  en  que  se  hubieren  hecho 
las  inscripciones  de  las  mismas;  pero  si  ex- 
cediesen de  dicho  número,  la  nota  marginal 
contendrá  lo  biguiente;  <(Las  otras  (se  deter- 
minará el  número  que  sea)  fincas,  compren- 
dido en  el  mismo  titulo  de  donde  se  ha  to- 
mado esta  inscripción ,  se  hallan  registradas 
en  los  folios  y  números  que  se  expresan  en 
las  notas  marginales  del  asiento  de  presen- 
tación número  tantos ,  folio  tal ,  tomo  tal  del 
libro  diario.»  De  real  órden  etc.  Madrid  4  de 
octubre  de  1866. — Arrazóla.— Sr.  Subsecre- 
tario de  este  Ministerio.»  (Gac  ^octubre.) 

811.  XtBGISTBADOBBSS  DB  I.A  PBO- 
PIBDAD.— R.  O.  de  3  de  octubre,  mandan* 
do  que  loa  aspirantes  i  regiatros,  dirijan  sus 
soLoxtudea  por  conducto  de  los  Begentem  de 
las  reapeotíTas  AudieDOlaa. 

(Grac.  t  Jüst.)  aGn  vista  de  lo  manifes- 
tado por  V.    acerca  de  los  inconvenientes 

3ue  ofrece  el  que  los  aspirantes  á  Registros 
e  la  propiedad  no  dirigan  sus  solicitudes 
por  conduelo  de  los  Regentes  de  las  Audien- 
cias ,  según  está  prevenido  en  los  arU.  26B  y 
267  del  reglamento  general  para  la  ejecuciou 
de  la  ley  hipotecaria,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se 
ha  servido  mandar  que  no  se  dé  curso  á  las 
solicitudes  de  los  aspirantes  á  registros,  iii« 
el  usas  las  de  los  que  siendo  ya  Registrado^ 
res  deseen  obtener  otro  registro ,  cuando  no 
se  dirijan  por  conducto  del  Regente  de  ta 
Audiencia  que  corresponda,  observándose 
exactamente  las  disposiciones  reglamentarias 
ya  citadas.  Lo  que  de  real  órden  etc.  Madrid 
'3  de  octubre  de  1866.— Arrazóla. — Sr.  Sub- 
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lécreUrio  de  este  Mín't«lerio.»  {Gac.  6  or|i«- 
ére.) 

812.  CONTBABAKPO.-B.  O,  de  S9  de 
■etiembre,  mandando  que  lee  aprehensionee 
heohas  por  la  Guardia  civil  insreeen  inlegraa 
en  el  Teaot^»  sin  opción  4  panioipaoion  por 
loa  apveheneoree. 

(Hac.)  «Bxcmo.  Sr.:  Por  pI  Ministerio  de 
la  Guerra  se  ha  comunicado  á  «-sie  de  Ha- 
cienda con  fecha  21  del  corriente  la  real  ór- 
den  que  sigue: 

Excmo.  Sr.:  El  Sr.  Ministro  de  la  Guerra 
dice  hoy  al  Director  general  de  la  Guardia 
civil  lo  siguiente: 

La  fteina  (Q.  D.  G.),  tbmando  en  consi- 
deración las  razones  expuestas  por  V.  E.  en 
su  comunicación  de  23  de  mayo  último  acer* 
ca  de  la  conveniencia  at  rñejor  servicio  y  re- 
putación que  ha  de  producir  al  cuerpo  de  su 
cargo  evitándole  el  cumplimiento  de  las  rea- 
Jes  órdenes  de  28  de  noviembre  de  1845  y  19 
de  julio  de  1846,  relativas  á  la  persecución 
del  contrabando  y  participación  de  las  apre- 
hensiones álos  individuos  que  las  verifiquen, 
como  asimismo  el  que  sea  depositadlo  en  ^as 
aruas  del  Tesoro  el  ímpoMe  íntegro  de  dichas 
aprehensiones;  ha  tenido  á  bien  disponer 
S.  M.,  de  conformidad  con  lo  informado  por 
la  sección  de  Guerra  y  Marina  del  Consejo  de 
£stado  en  su  acordada  del  11  del  actual, 

3ueden  derogadas  las  mencionadas  reales  ór- 
enes  de  28  de  noviembre  «de  1845  y  19  de 
julio  de  1846 ,  y  que  todo  contrabando  apre 
hendido  en  adelante  por  ios  individuos  de  la 
Guardia  civil  sea  depositado  íntegro  en  las 
arcas  del  Tesoro ,  sin  qtíe  los  aprehensores. 
reciban  la  mas  ligera  recompensa  por  un  ser- 
vicio remunerado  ya  con, sus  haberes  ordi- 
narios. 

De  real  órden,  cbmunida  por  dicho  señor 
Miriisíro,  lo  traslado  á  Y*  E.  para  su  cono* 
cimiento. 

De  Ih  propia  real  órden  ,  comunicada  por 
ei  expres>ado  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  lo 
traslado  á  V.  E.  para  su  inteligencia  y  efec- 
tos correspondientes.  Dios  guarde  á  V.  E. 
muchos  anos.  Madrid  29  de  setiembre  de 
1866. — El  Subsecretario,  Rafael  Cabezas.— 
Sr.  Comisionado  Régio  Inspector  de  la  Di- 
rección general  de  Impuestos  indirectos.» 
{Gac.  6  octubre,) 

818.  DrPüTACIONBS  PKOVINOIA- 
XjSS.^B.  o.  de  :H)  de  seiiémbrt» ,  doolar^odo 
que  no  las  perceneoea  acordarlos  arriendos 
<le  las  tincas  de  bcnefloenoia,  por  c  rrespoQ- 
d.er  verificarlos  4  la  Adminisbracion  de  loa 
estable  oimientoa  i  que  pertenece  su  pro- 
piedad- 

(GoB.)  «Remitido  á  informe  del  Consejo 
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de  Estado  el  expediente  intiraido  á  conse- 
cuencia de  Ja  suspensión  dispuesta  por  V.  £. 
de  un  acuerdo  de  la  Diputación  provincial» 
por  el  que  disputo  se  pidiesen  datos  y  ante* 
eedeates  relaUvot  al  arriendo  de  la  plaia  de 
loros,  a<|oel  alto  cuerpo  ha  emitido  el  si- 
guiente dictámen: 

aExemo.  Sr.i  Para  cumplir  lo  dispuesto 
en  la  R.  O.  de  28  de  junio  de  este  ano,  ha 
examinado  el  Consejo  el  expediente  adjun- 
to» en  que  el  Gobernador  de  Madrid  dió 
cuenla  al  Ministerio  del  digno  cargo  de 
V.  E.  de  haber  suspendido  un  acuerdo  de  la 
Diputación  provincial: 

Kesolvié  esta  preguntar  ¿  dicha  autoridad 
cuándo  terminaba  el  arriendo  de  la  plaza  de 
toros  y  pedirle  los  antecedentes  y  datos  que 
hubiera  reunido  respecto  del  mismo  arrien- 
do, á  iia  de  tenerlos  presentes  al  acordar  las 
condiciones  con  que  habría  de  hacerse  otro 
nuevo,  lo  cual  era  en  su  concepto  de  la 
competencia  de  la  corporación,  según  el 
arl.  56  de  la  ley  para  el  gobierno  y  admi- 
nisl ración  de  las  provincias. 

Entendiendo  el  Gobernador  que  el  núme- 
ro 1.^  de  dicho  artículo  se  reñere  á  las  pro- 
piedades de  la  provincia  y  no  á  los  particu- 
lai-es  de  la  beneficencia,  y  teniendo  presente 
que  la  plaza  de  toros  corresponde  al  hospi- 
tal ,  y  que  las  atribuciones  ae  las  Diputacio- 
nes provinciales  respecto  de  aquel  ramo  se 
limitan  á  tas  de  inspección  que  les  da  el 
núm.  6.^,  art.  54  de  la  referida  ley  sobre  los 
establecimientos  que  se  costean  en  todo  ó 
en  parte  por  los  fondos  provinciales ,  sus- 
peiwlíóel  acuerdo  y  lo  puso  en  conocimiento 
de  V.  E. 

El  Consejo  halla  acertado  el  juicio  que 
formó  sobre  este  asunto  el  Gobernador  de 
Madiid;  y  para  convencerse  de  que  lo  es, 
basta  examinar  el  precepto  legal  eu  que  se 
apoya  la  Diputación,  y  tpri»»r  presente  á 
qtfien  pertenece  la  finca  en  cuyo  arriendo 
pK'leníie  intervenir. 

Corresponde  á  las  Diputaciones  provincia- 
les, spgun  el  numero  1.®,  art.  56  de  la  ley 
de  25  de  setiembre  de  1863,  acordar  sobre 
el  (^modo  de  administrar  las  propiedades 
que  Unga  la  provincia,  y  condiciones  de  los 
arriendos.») 

Es  evidente  que  esta  disposición  se  refiere 
á  aquellas  fincas  ó  bienes  que  pertenecen  á 
la  entidad  provincia,  y  cuyos  prodnctos  pn 
venta  y  renta  pueden  aplicarse  libremente, 
salva  la  observancia  de  las  leyes  y  regla- 
mentos ,  á  cubrir  cualquiera  de  los  servicios 
provinciales. 

La  plaza  de  toros  de  Madrid  es  propiedad 
del  hospital ,  según  afirma  el  Gobernador;  y 
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siendo  asi,  no  puede  comprenderte  entre  las 
fincas  qtte  tiene  la  provincia:  los  producios 
ordinarios  ó  extraordinarios  de  aquella  han 
de  invertirse  precisamente  en  el  estableci- 
miento s  que  pertenece,  y  lo  mismo  habría 
de  hacerse  con  el  que  rindiera  en  venta  si 
llegara  á  efectuarse;  uno  y  otro  mientras  el 
Gobierno  no  ha^a  uso  de  la  facultad  que  le 
concede  el  art.  15  de  la  ley  de  20  de  junio 
de  1849,  agregando  las  rentas  de  la  plaza  á 
otro  establecimiento.  Y  es  de  notar  aun  en 
este  caso,  por  ahora  poco  probable,  esas 
rentas  no  podrían  aplicarse  á  las  atenciones 
generales  de  la  provincia,  sino  á  cubrir  las 
de  beneñcencia. 

Los  contratos  sobre  arriendos  y  alquileres 
de  los  establecimientos  de  este  ramo  han  de 
hacerse  por  los  Administradores  de  los  mis- 
mos  bajo  su  responsabilidad ,  y  no  pueden 
llevarse  á  efecto  sin  la  aprobación  de  la  jun- 
ta respectiva.  Así  lo  dispone  el  art.  53  del 
reglam*ínlo  de  14  de  mayo  de  1852;  y  cor- 
responde de  consiguiente  á  la  junta  provin- 
cial de  beneficencia  de  Madrid  aprobar  las 
condiciones  de  los  arrendamientos  de  las 
propiedades  del  hospital. 

No  tiene ,  pues ,  apiicacion  al  caso  actual 
el  citado  núm.  1.®  del  art.  56  de  la  ley  de 
25  de  setiembre  de  1863;  y  como  las  Diputa- 
ciones provinciales  no  pueden  deliberar ,  se- 
gún el  art.  59,  sobre  otros  asuntos  que  los 
comprendidos  en  aquella,  no  era  lícito  á  la 
de  Madrid  ocuparse  en  el  que  motiva  esta 
consulta,  ni  tomar  el  acuerdo  que  fué  con- 
secuencia de  su  deliberación: 

Opina  por  tanto  el  Consejo  que  si  V.  E. 
está  conforme  con  las  observaciones  que  pre- 
ceden ,  puede  servirse  proponer  á  S.  ^l.  la 
anulación  del  acuerdo  en  que  la  Diputación 
provincial  de  Madrid  pidió  datos  y  antece- 
dentes respecto  del  arriendo  de  la  plaza  de 
toros ,  en  el  concepto  de  que  le  corresponde 
entender  en  las  condiciones  con  que  debe 
contratarse  esta  finca.» 

Y  habiéndose  dignado  la  Reina  (Q.  D.  6.) 
resolver  de  conformidad  con  el  preinserto 
dictamen,  do  real  orden  lo  comunico  á 
V.  £.  para  su  conocimiento ,  el  de  la  Dipu- 
tación provincial  y  demás  efectos  oportunos. 
Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid 
30  de  setiembre  de  1866. — González  Brabo. 
— Sr.  Gobernador  de  esta  provincia.»  (Gace- 
ta 7  octubre.) 

.  814.  B£aiSTBADOBBS.-R.  O.  de  5  do 
octubre,  deolarando  que  no  pueden  desem- 
peñar el  cargo  de  sustitutos  los  presbíteros 
ni  los  menores  de  25  años. 

(GaAC.  T  JusT.)  ollmo.  Sr.:  He  dado 
cuenta  á  la  Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente 


instruido  con  motivo  de  una  instancia  óeí  { 
Registrador  de  la  propiedad  del  partido  de 
Santiago  para  que  se  declare  que  los  presbí- 
teros y  los  menores  de  25  años  tienen  spli- 
lud  legal  para  ser  sustitutos  de  los  Regis- 
tradores^ y  considerando  que  los  referidus  j 
sustitutos  prestan  un  servicio  páblieoqim 
no  se  aviene  bien  con  el  carácter  sacerdola'  ; 
•y  que  aun  cuando  üor  desempeñar  el  cargo 
bajo  la  responsabilidad  d4;l  Registrador  susti- 
tuido, no  sea  necesario  que  reúnan  los  requisi- 
tos segundo  y  tercero  de  los  prevenidos  en  «•! 
art.  298  de  la  ley  hipotecaria ,  no  sucede  U> 
mismo  respecto  al  primero,  ó  sea  la  mayor 
edad ,  en  atención  á  la  índole  y  graveda^l 
de  sus  funciones ,  y  á  los  grandes  perjuicio» 
que  la  inexperiencia  pudiera  causar  á  lo» 
particulares;  S.  M.,  de  acuerdo  con  lo  pro- 

f>uesto  por  V.  I.«  se  ha  servido  resolver  que 
os  presbíteros  y  los  menores  de  25  años  no 
pueden  desempeñar  el  cargo  de  sustituto  de 
Registrador  de  la  propiedad.  Lo  que  de  resl 
órden  etc.  Madrid  5  de  octubre  de  1866.'— 
Arrazóla.— Sr.  Subsecretario  del  Mlnislerio 
de  Gracia  y  Justicia.»  (Goc.  8  octubre J) 

815.  CUABTA  FUNUBAJEi^B.  O.  de  84 
de  setiembre;  deolafs  que  en  las  defunoiones 
de  militares  corresponde  integra  á  los  cape- 
llanes, sin  deducción  de  gastos  de  enSerm^ 
mientos  quo  deben  pagarse  de  sua  aloanoes. 

(GufiRAA.)  aExcmo.  8r.:  E\  Sr.  Ministro 
de  la  Guerra  dice  hoy  al  Director  general  de 
infantería  lo  sigtltente: 

(«He  dado  cuenta  á  la  Reina  (Q.  D.  6.)  de 
la  comunicación  que  el  antecesor  de  V.  E. 
dirigió  á  este  Mmisterio  en  2  de  setiembre 
del  año  próximo  pasado,  referente  á  la  en- 
trega al  capellán  D.  Mariano  Viilanueva  de 
la  cuarta  funeral  de  los  individuos  del  bata- 
llón de  cazadores  Cataluña,  núm.  1.*,  que 
fallecieron  en  la  enfermería  del  cuartel  de 
Leganés  durante  su  permanencia  en  dieho 
punto.  Enterada  S.  M. ,  y  de  conformidad 
con  lo  expuesto  por  el  Supremo  Tribunal  de 
Guerra  y  Marina  en  acordada  de  31  de  agos- 
to último,  se  ha  dignado  resolver  que  los 
gastos  de  enterramiento  de  los  indicadoe  in- 
dividuos no  deben  satisfacerse  de  la  casria 
funeral  otorgada  al  capellán  D.  Mariano  Vi- 
ilanueva, sino  de  los  alcances  de  los  sóida* 
dos,  en  atención  á  que  la  expresada  cuarta 
funeral  son  los  derechos  que  legítimament** 
tiene  el  párroco;  y  destinada  á  misas  por  el 
alma  del  difunto,  no  puede  privarse  á  esta 
de  los  sufragios  que  necesita,  ni  á  aquel  de 
sus  derechos,  cuya  deuda  es  mas  preferente 
que  la  que  pudieran  tener  los  herederos;  sir* 
viendo  esta  resolución  de  regla  general  parft 
todos  los  casos  de  igual  naturaleza  que  pae* 
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dan  ocorrir  en  lo  sacesivo.n  De  real  orden, 
eoriHinictda  por  dicho  Sr.  Ministro»  lo  Iras* 
lado  á  V.  £.  para  su  conocimiento  y  efectos 
consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos 
años.  Madrid  24  de  setiembre  de  1866.— El 
Subsecrelark) ,  Francisco  Parreño. — Se- 
ñor o  (Gac,  9  octubri,) 

316.  INSTBUOCION  PUBLICA. -Beftl 
decreto  de  9  de  ootubre,  dando  nueva  orga- 
nisadon  al  Beal  Contejo  del  ramo.^ 

(FoM.)  «Exposición  á  S.  M.— Señora:— 
Reformar  la  enseñanza  pública  en  todos  sus 
grados  á  tenor.de  las  necesidades  que  una 
dolorosa  experiencia  ha  descubierto,  y  con- 
ciliar esas  rerormas  saludables,  anheladas 
por  la  verdadera  opinión  pública,  con  el  espi- 
rita de  economías  que  anima  al  Gobierno  de 
V.  M.,  ha  sido  desde  el  primer  instante  el 
fiel  propósito  y  el  empeño  decidido  del 
Ministro  que  suscribe. 

Nueve  años  hace  que  rige  por  autoriza- 
ción la  ley  de  instrucción  pública  formada 
sobre  bases  que  las  Cortes  discutieron  y  vo- 
taron ;  en  este  período  son  innumerables, 
corao  habrá  ocasión  de  exponer  á  V.  M.,  los 
reales  decretos  y  órdenes  que  con  el  vário 
título  de  programas,  reglamentos  y  resolu- 
ciones generales  ó  parciales  so  han  expedi- 
do en  distintas  épocas  con  escasa  devoción 
á  la  ley,  la  cual  derogada  en  unos  artículos 
sospeasa  en  otros ,  interpretada  en  muchos, 
tibiamente  cumplida  en  casi  todos ^  si  undia 
podo  eorresponder  al  patriótico  objeto  que 
SM  autores  se  propusieron,  hoy  por  virtud 
de  esas  mismas  incesantes  y  heterogéneas 
alteraciones  difícilmente  puede  realizarlos 
graodea  fínes  sociales  que  le  están  encomen- 
dados. Desde  el  instante  en  que  se  verifican 
tristes  sucesos  y  se  cometen  deplorables 
abasos  que  la  ley  no  previo,  ó  que  la  ley  ex- 
plícita y  decididamente  no  reprime  y  casti- 
ga, por  precisión  su  prestigio  se  debilita  y 
amengua,  y  en  el  concepto  público  nace  y  se 
fortalece  la  idea  de  ana  reforma,  que  todos 
los  hombres  imparciales  desean  y  que  el 
Ministro  que  suscribe  cree  urgente;  tan  ur- 
gente ,  Señora ,  que  no  es  posible  diferirla  á 
la  discusión  y  aprobación  de  las  Cortes  ,  por 
mas  que  á  ellas,  como  es  justo  y  constitu- 
cional ,   se  deba  dar  cuenta  en  so  dia  de  las 
medidas  qne  la  necesidad  del  momento  exi- 
ge» y  Ministros  responsables  con  le* 
vantado  espíritu  y  con  la  mira  puesta  en  el 
bien  público  y  en  el  mejor  servicio  de  su 
Reina  y  de  su  patria  tienen  la  honra  de 
aconsejar  á  V.  M.  Tal  es.  Señora,  la  que  en 
^le  dia  somete  á  la  soberana  aprobación  de 
V.  M.  el  Minislro  de  Fomento. 


Antes  de  que  se  promulgase  la  ley  de  1857 
existia  ya  con  el  nombre  de  Real  Consejo  de 
instrucción  pública  un  alto  y  respetable 
cuerpo  consultivo  para  los  mas  árduos  é  in- 
teresantes asuntos  de  la  enseñanza ,  y  para 
todos  aquellos  que  el  Ministro  del  ramo  cre- 
yera conveniente  remitir  á  su  exámen  y  de- 
liberación. La  ley  en  su  capítulo  2.^  organi<-' 
zó  el  Real  Consejo,  introduciendo  en  él  una 
novedad  aue  afecta  al  presupuesto  de  un 
modo  no  desatendible:  lo  dividió  en  cinco 
secciones,  y  estableció  para  cada  una  de 
ellas  un  individuo  retribuido,  con  título  de 
ponente,  y  sueldo  de  40.000  rs. ,  resultando 
de  aquí  un  gasto  de  20.000  escudos  para  do- 
tar una  categoría  administrativa  difícilmen* 
te  definible,  de  todo  punto  desconocida  hasta 
aquella  fecha  y  nunca  admitida  en  corpora- 
ciones análogas  como  el  Real  Consejo  de 
Agricultura,  Industria  y  Comercio  y  el  de 
Sanidad  del  Reino.  La  acumulación  de  todos 
los  negocios  de  una  sección  en  un  solo  indi- 
viduo tiene  que  producir  por  necesidad  un 
exceso  de  trabajo,  que  con  admirable  celo 
y  patriotismo  han  soportado  las  dignas  per- 
sonas que  hasta  la  fecha  ejercen  ese  cargo, 
y  que  al  cesar  en  él  por  supresión  merecen 
todas  las  consideraciones  que  seguramente 
no  les  negará  el  Gobierno  de  V.  M.  Pero  ese 
trabajo  excesivo  sobre  los  centenares  de  ex- 
pedientes que  van  al  Consejo  han  impedido 
á  los  consejeros  retribuidos  de  llenar  otra 
misión  mas  alta,  la  que  constituyó  quizá  el 
pensamiento  capital  de  su  institución.  Dice 
el  art.  306  de  la  ley:  oSerán  inspectores  ge- 
nerales de  instrucción  pública  los  individuos 
retribuidos  del  Real  Consejo  del  ramo.»  Y 
la  inspección.  Señora,  no  se  ha  podido  ve- 
rificar: la  inspección  que  es  punto  principal , 
tal  vez  decisivo ,  de  la  instrucción  pública, 
es  uno  de  los  que  menos  fortuna  ha  alcanza- 
do en  el  período  de  los  nueve  años.  El  Mi- 
nistro que  suscribe  se  propone  atender  de- 
bidamente á  esta  gran  necesidad. 

Pueden,  pues,  suprimirse  las  cinco  plazas 
de  ponente  con  el  beneficio  para  el  presu- 
puesto de  20.000  escudos;  la  ley  de  30  de 
junio  último  autoriza  al  Gobierno  para  ha- 
cer economías  de  esta  especie  aun  en  servi- 
cios establecidos  por  leyes  especiales ,  y 
el  buen  sentido  aconseja  que  si  por  conse- 
cuencia de  esa  economía  hay  necesidad  de 
introducir  otras  variaciones  que  acomoden 
aquellos  mismos  servicios  al  nuevo  órden 
creado  por  la  inexorable  ley  de  la  disminu- 
ción de  gastos,  puede  y  debe  hacerse  sin  per- 
juicio  de  dar  cuenta  a  las  Córtes  en  su  día. 

En  esta  atención,  el  Minislro  oue  suscribe 
ha  creído  que  en  vez  de  cinco  deben  ser  tres 
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Jas  secciones  en  (|ue  el  Consejo  se  divida, 
correspondientes  a  los  (res  grados  ó  perío- 
dos generales  de  la  enseñanza.  Por  virtud 
de  esa  reducción  de  secciones  ba  creído 
también  que  debia  reducirse  el  número  tola! 
de  individuos  del  Consc^jo,  fijándolo  en  25 
en  vez  de  31  de  que  ahora  consta.  El  Minis- 
tro ha  juzgado  índispensableesta  disminución, 
por  mas  que  ella  le  produzca  la  amargura 
de  privarse  de  In  cooperación  de  personas 
ilustradas  y  beneméritas:  ha  ampliado  algún 
tanto  las  categorías  á  que  deben  pertenecer 
ó  haber  pertenecido  los  que  sean  nombrados 
consejeros:  ha  limitado  el  número  de  los  na- 
tos á  dos  altos  representantes  de  la  autori- 
dad eclesiástica,  á  fin  de  que  por  lo  que 
respecta  á  la  pureza  de  ia  fe  y  costumbres, 
Un^a  la  Iglesia  el  debido  conocimiento  en  la 
designación  de  libros  de  texto  y  en  la  reso- 
lución de  otras  cuestioites  que  arecten  á  las 
creencias  ó  á  ta  moral.  Se  reviste,  en  fín,  al 
Consejo  de  todas  las  facultades  y  garantías 
necesarias  para  que  cumpla  los  elevados  fi- 
nes de  su  creación. 

Dígnese  V.  M.  prestar  su  real  aprobación 
al  adjunto  proyecto  de  decreto  acordado  eti 
Consejo  de  Ministros.  Madrid  9  dd  octubre 
de  1866.— Señora:— A  L.  R.  P.  de  V.  M.— 
Manuel  de  Orovío. 

REAL  DECRETO. 

Conformándome  con  k>  propuesto  por  m' 
Ministro  de  Fomento ,  en  uso  de  la  autoriza- 
ción concedida  por  la  ley  de  30  de  junio  úl- 
timo, y  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Con- 
sejo de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  l.^'  £1  Real  Consejo  de  instruc- 
ción pública  se  compondrá  de  24  vocales 
además  del  presidente.  El  cargo  de  conseje* 
ro  es  honorífico  y  gratuito. 

Art.  2.®  Para  ser  nombrado  consejero 
se  necesita  pertenecer  ó  haber  pertenecido 
á  alguna  de  las  categorías  siguientes:  Minis- 
tros de  la  Corona.  Arzobispos  y  obispos. 
Consejeros  reales  y  de  Estado.  Directores  ge- 
nerales de  instrucción  pública,  que  hayan 
eido  catedráticos  de  facultad.  Ministros  y 
Fiscales  de  los  Tribunales  Supremos.  Indi- 
viduos de  las  reales  academias ,  no  pudiendo 
hader  mas  de  uno  en  representación  de  cada 
Academia.  Rectores  de  universidad  con  seis 
años  de  desempeño  del  cargo.  Catedráticos 
numerarios  de  facultad  ó  enseñanza  superior 
que  hayan  servido  por  lo  menos  15  años  y 
salido  del  profesorado  con  buena  nota.  Ins- 
pectores generales  de  los  cuerpos  facultati- 
vos del  Estado  en  el  úrden  civil. 


Art.  3.^  El  Gobierno  podrá  proveer  hasta 
cuatro  plazas  de  consejero  en .  personas  que 
no  pertenezcan  á  las  categorías  expresadas; 
pero  que  por  sus  escritos  y  trabajos  cienlí ti- 
cos hayan  dado  pruebas  de  eminente  aaber  ó 
prestado  muy  distinguidos  servicios  á  las 
ciencias  y  á  la  enseñanza. 

Art.  4.^  Son  consejeros  natos  del  Real 
Consejo  el  R.  Obispo  auxiliar  de  Toledo  y  el 
Fiscal  de  la  Rola.  • 

Art.  5.®  El  Real  Consejo  se  dividirá  en 
tres  secciones:  de  primera  enseííanzay  de  se- 
gunda enseñanza  y  Bellas  Arles ,  y  de  facut- 
tades  y  escuelas  superiores  y  profesionaJe$<. 
El  nombramiento  áft  Presidente  de  cada  sec- 
ción se  hará  por  real  decreto  especial. 

Art.  6.^  Cada  sección  podrá  dividirse  en 
comisiones  para  la  mejor  distribueton  de  los 
negocios,  turnando  los  consejeros  en  el  car- 
go de  ponentes. 

Art.  7.®  £1  cargo  de  consejero  es  ¡neom- 
patibte  con  el  de  catedrático  en  activo  ser- 
vicio. 

Art.  8.^  E^  Real  Consejo  ejercerá  la  alU 
inspección  sobre  la  enseñanza  pública ,  á  co* 
yo  fín  podrá  conferirse  á  sus  individuos  la 
comisión  régia  de  visitar  universidades  ú 
otros  establecimientos  públicos  dependientes 
del  Gobierno,  y  de  entender  en*elios  en  ason* 
tos  graves  y  de  naturaleza  urgente ,  dictan- 
do desde  luego  providencia. 

Art.  9.*  El  Real  Consejo  será  oído  por  el 
Gobierno  en  la  provisión  de  cátedras ,  trasla- 
ción ,  ascenso  y  separación  de  profesores:  en 
la  creación  y  supresión  de  establecimiento» 
públicos  de  segunda  enseñanza  y  de  ense- 
ñanzas superiores:  en  los  planos  y  reglamen- 
tos de  enseñanza:  en  todos  ios  demás  asun- 
tos de  instrucción  pública  que  por  sa  índole 
é  importancia  exijan  á  juicio  del  Gobierno 
deliberación  y  detenido  exámen. 

Art.  10.  Corresponde  asimismo  al  Re:tl 
Consejo  formar  la  lista  de  los  libros  de  texio 
para  todas  las  asignaturas;  pero  las  que  se 
refíeren  á  ciencias  eclesiásticas  y  esludios  de 
moral  y  religión  habrán  de  elegirse  precisa- 
mente entre  las  aprobadas  por  la  autoridad 
eclesiástica:  sin  perjuicio  de  mantener  siem- 

f)re  expedito  en  todas  las  demás  obras,  seña- 
adámente  las  filosóficas  por  lo  que  toca  á  la 
pureza  de  la  fe  y  costumbres ,  el  derecho  wt 
a  los  prelados  recenocen  los  arts.  2.*  y  o.^ 
del  concordato  vigente. 

Art.  11.  Los  individuos  del  Real  Consejo 
no  podrán  incluir  en  las  listas  de  textos 
aquellas  obras  de  que  fueren  autores  ó  tra- 
ductores. 

Art»  12.  Será  Secretario  general  del  Real 
Consejo  un  oficial  de  secretaría  perlenecien- 
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t«  á  la  DireeoioR  g^eneral  de  instroccioti  pú- 
blict. 

Art.  13.  Los  eíncoconaejeros  relribuidos, 
cujas  plazas  se  suprimen  en  virtud  de  la 
nueva  organización  del  Consejo ,  serán  elasi* 
licados  desde  luego  con  arreglo  á  sus  años 
de  servicios ,  si  no  continuaren  prestándolos 
en  otros  cargos  activos  de  la  enseñanza. 

Art.  14.  De  las  disposiciones  del  presen- 
te decreto  se  dará  cuenta  á  las  Cortes  en  la 
próxima  legislatura.  Dado  en  Palacio  á  9  de 
octubre  de  1866. — fislá  rubricado  de  la  real 
mano. — El  Ministro  de  Fomento,  Manuel  de 
Orovio.»  {Gao,  10  oclu6fe. 

317.  INSTBUCClON  PirBLIOA.-BeaI 
decreto  de  9  de  octubr»,  reforroando  las  es- 
on^as  normalefl»  7  diotando  disposioiones 
para  la  aupresioii  de  las  que  no  puedan  cos- 
tear laa  provincias»  eto. 

(FoM.)  eExposicion  á  S.  M. — Señora:— 
£i  estado  de  la  instrucción  primaria  en  nues- 
tra patria  es  motivo  no  leve  de  amargura 
para  los  corazones  verdaderamente  católicos 
j  españoles:  el  de  V.  M.,  que  á  todos  exce- 
de en  amor  á  las  tradiciones  y  á  las  glorias 
de  esta  nación  que  por  dicha  rige,  se  con«- 
tristaria  profundamente  con  el  espectáculo 
de  algunos  maestros  esparcidos  en  las  varias 
provincias  de  (a  monarquía,  á  quienes  no 
parece  sino  que  el  genio  malo  de  la  impie- 
dad y  de  la  rebelión  ha  elegido  para  minis- 
tros y  auxilíales:  estos  profesores,  olvidan- 
do por  desgracia  lo  que  se  deben  á  sí  mismos 
y  lo  que  deben  al  cargo  que  desempeñan  y 
á  la  sociedad  en  que  viven,  comprometen 
con  sus  extravíos  intereses  de  gran  trascen- 
dencia; llevan  la  perturbación  y  la  angustia 
al  senp  de  las  familias,  y  pueden  emponzo- 
ñar el  alma  de  la  niñez  tronchando  en  flor 
las  mas  legítimas  esperanzas  de  lo  porvenir. 
Vuestro  Gobierno,  Señora,  ha  adoptado  las 
convenientes  medidas  para  que  al  punto 
sean  separados  de  la  enseñanza  primera  los 
prolesores  que  por  sus  doctrinas  ó  por  su 
conduela  se  hayan  hecho  indignos  de  con- 
servar el  sagrado  depósito  que  los  honrados 
padres  de  familia  les  confiaron:  en  este  pun- 
to no  cabe  levedad  de  materia;  probana  la 
falta,  el  remedio  debe  ser  instantáneo:  en 
aprovecharse  de  la  calidad  de  maestro  para 
guiar  á  los  niños  por  caminos  que  no  sean 
los  de  la  virtud  y  el  saber ,  hay  alevosía  y 
aboso  de  confianza:  maestro  que  tal  haga 
DO  es  digno  del  nombre  que  lleva  ni  de  la 
niiaioo  que  se  le  ha  encomendado ;  ni  uno 
solo  de  ios  que  desdichadamente  se  hallen 
en  este  caso  debe  evadirse  á  la  inspección 
que  las  antoridades  locales  y  los  delegados 
del  Gobierno  ejercen;  ni  ano  solo  puede  con* 


tinuar  al  frente  de  la  escuela  desde  el  mo- 
mento en  que  su  proceder  sea  conocido  y 
probado.  Pero  no  basta.  Señora,  acudir  al 
mal  en  sus  resultados  exteriores;  do  basta 
apartar  las  hojas  secas  del  árbol ;  es  preciso 
buscar  los  fundamentos  y  principios  gene- 
radores,  descubrir  la  raíz;  y  con  intención 
recta  y  pura,  y  con  mano  vigorosa  curar  el 
mal  y  reatiluir  á  la  sociedad  alarmada  la 
confianza  y  el  sosiego  que  apetece. 

Bl  influjo  que  la  primera  enseñanza  ejer- 
ce en  el  porvenir  de  los  pueblos  es  de  tal 
naturaleza,  que  no  hay  manera,  sin  dar  en 
los  extremos  de  la  locura,  de  permitir  que 
aquella  arma  poderosa  se  ponga  en  manos 
de  quien  no  sea  dechado  de  honradez,  mo- 
delo y  espejo  de  virtudes  religiosas  y  socia- 
les. La  formación  de  buenos  maestros  apa- 
rece á  los  o¡os  del  Ministro  que  suscribe  co« 
mo  uno  de  los  mas  difíciles  problemas  de  la 
época  actual. 

Las  escuelas  normales  que,  entre  nosotros 
comeen  cási  todas  las  naciones  cultas  del 
mundo,  sirven  para  la  educación  y  enseñan- 
za de  los  que  un  dia  han  de  encargarse  de 
dirigir  á  la  niñez,  han  tenido  la  desgracia  de 
inspirar  en  España  serias  inquietudes  en  que 
el  Gobierno  no  puede  menos  de  fijarse ;  y  á 
tal  punto  ha  creído  que  debia  respetar  ese 
temor  que  á  la  opinión  pública  infunde  la 
enseñanza  de  las  escuelas  normales,  que  ha 
pensado  detenidamente  en  los  varios  medios 
que  podrían  emplearse  con  mayor  fruto  para 
formar  maestros  de  costumbressencillas, mo- 
destos ,  contentos  y  satisfechos  con  la  vida 
humilde  y  laboriosa  á  que  están  necesaria- 
mente obligados  por  la  naturaleza  de  su 
profesión  y  la  pobreza  de  los  pueblos  en  que 
la  ejercen,  á  la  vez  que  con  la  capacidad  nece- 
saria para  llenar  cumplidamente  sus  debe- 
res. La  adopción  de  algunos  de  estos  me- 
dios, que  realmente  existen,  en  el  estado  ac- 
tual de  la  instrucción  primaria  y  en  la  situa- 
ción del  erario  público ,  ofrecería  quizá  difi- 
cultades muy  graves:  es,  pues,  indispwisa- 
ble  admitir  por  ahora  la  conservación  de  las 
escuelas  normales,  extirpando  los  abusos 
que  en  ellas  hayan  podido  introducirse,  con - 
virtiéndolas  en  establecimientos  de  estudio, 
de  retiro  y  de  piedad,  donde  bajo  la  direc- 
ción superior  del  Gobierno  y  la  vigilancia 
inmediata  de  la  autoridad  escolar,  y  de  la 
civil  y  eclesiástica,  se  desarrolle,  se  com 
pruelie  y  se  fortalezca  la  vocación  para  l 
vida  del  magisterio,  que  es  vida  de  sacrifi 
cío,  y  donde  se  formen  profesores  de  nobles 
y  elevados  sentimientos,  nutridos  por  la  sa- 
via de  sanos  principios  que  alimenten  la  in- 
teligencia y  el  corazón  de  la  niñez,  y  logren 
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la  confíansa,  el  respeto  y  el  amor  de  las  fa- 
milias. 

SI  Ministro  qae  suscribe  ha  dado  á  este 
apunto  desde  el  primer  instante  la  importan* 
cia  que  merece ;  ha  examinado  la  organiza- 
cion  actual  de  las  escuelas  normales;  ha 
procurado  adquirir  conocimiento  exacto  del 
régimen  á  que  en  otras  naciones  están  8ome« 
tidos  estos  eslableeimientos;  ha  consultado 
las  memorias  é  informes  de  los  rectores,  y 
se  propone  llevar  la  reforma  y  sujetar  á  re- 
glas saludables  y  precisas,  tanto  a  los  alum- 
nos como  á  los  maestros,  tanto  la  enseñanza 
como  la  educación  y  disciplina,  sin  desaten- 
der los  pormenores  al  pari>cer  mas  triviales, 
convencido  como  está  de  oue  la  conducta  y 
la  influencia  del  maestro  dependen ,  no  solo 
de  sus  disposiciones  naturales,  sino  mas 
principalmente  de  la  instrucción  que  recibe 
y  de  los  sentimientos  que  se  le  inspiran. 

Ha  de  cuidarse  ante  todo  de  que  los  aspi- 
rantes al  magisterio  sean  jóvenes  de  conoci- 
dos é  intachables  antecedf»ntes ,  y  de  voca- 
ción también  probada  para  el  sacerdocio  á 
que  pretenden  consagrarse.  Solo  con  esta 
seguridad  deben  ser  admitidos  en  la  escuela 
normal  para  completar  su  instrucción,  forta- 
lecer sus  disposiciones  y  buena  voluntad, 
adiestrarse  en  la  enseñanza  y  adquirir  por 
último  los  hábitos  del  maestro. 

Los  encargados  de  prepararlos  para  tan 
laudable  fin  han  de  ser  ante  todo  hombres 
honrados,  de  firmes  creencias  religiosas, 
dotados  de  clara  inteligencia  y  de  conoci- 
mientos sólidos,  celosos  de  la  educación, 
amantes  de  la  niñez,  á  cuyo  beneficio  en  se- 
gundo término  consagran  sus  desvelos. 

Para  lograr  buenos  maestros  de  los  maes- 
tros, es  decir,  hábiles  y  dignos  profesores  de 
las  escuelas  normales,  es  preciso  organizar 
la  normal  central  establecida  en  Madrid, 
convertirla  en  un  verdadero  seminario  de 
donde  á  todas  partes  se  difunda  la  luz  de  la 
doctrina  y  el  inapreciable  beneficio  de  la 
buena  educación.  Él  Gobierno  tendrá  en  su 
día  la  honra  de  proponer  á  V.  M.  esta  inte- 
resantísima mejora,  que  la  angustia  de  las 
circunstancias  presentes  no  permite  realizar 
en  el  momento.  Tampoco  es  posible  por  des- 
gracia dar  desde  luego  á  las  escuelas  nor- 
males, como  convendría,  la  forma  y  organi-  | 
zacion  de  colegios  ó  seminarios  donde  los 
alumnos  hicieran  vida  completamente  inte- 
rior y  dedicada  al  estudio  y  á  la  práctica  de 
ejercicios  que  debidamente  los  preparasen 

Kara  el  magisterio.  Mientras  esto  no  pueda 
acerse»  hay  oue  concentrar  los  esfuerzos 
en  la  reforma  ae  los  esludios  y  disciplina  de 
las  escuelas  normales.  Es  de  todo  punto  in* 


dispensable  que  una  conducta  regular  y  or- 
denada, las  prácticas  piadosas ,  las  relacio- 
nes de  perfecta  armonía  con  los  ministros  de 
la  religión,  las  frecuentes  conferencias  sotyre 
la  situación  y  los  deberes  del  maestro  con ' 
otros  ejercicios  análogos,  introduzcan  en  la 
escuela  el  espíritu  que  en  ella  debe  dominar, 
y  cierren  las  puertas  á  la  ambición  personal 
sobreexcitada  por  malos  consejos,  y  á  las 
luchas  dolorosas  contra  las  autoridades  loca* 
Ies  sostenidas  por  publicaciones  periódicas 
que,  á  título  de  defender  el  magisterio,  lo 
seducen,  lo  extraví  any  corrompen. 

Exagerados  ó  mal  dirigidos  los  estudios 
solo  conducen  á  difundir  una  ciencia  indi- 
gesta, peligrosa  y  errónea,  qu*)  dispone  al 
orgullo  y  á  la  pedantería  ^  que  desdeña  los 
cuidados  minuciosos  y  prácticos  de  la  escue- 
la, y  que  fomenta  ilusiones  insensatas  y  va- 
nidades funestas:  hé  aquí  el  punto  capital  de 
la  reforma  á  que  se  dirige  el  preseute  pro- 
yecto de  decreto. 

El  órden  y  disciplina  que  en  él  se  propo- 
nen harán  que  la  enseñanza  se  regularice  y 
llegue  pura  y  saludable  hasta  las  ultimas  al- 
deas; harán  que  las  escuelas  normales  sean 
en  lo  sucesivo  establecimientos  donde  se  for- 
men maestros,  amigos  cariñosos  de  la  niñez, 
sencillos,  religiosos  y  modestos,  que  profe- 
sen amor  al  país,  que  difundan  máximas  de 
respeto  á  sus  venerandas  instituciones,  de 
sumisión  á  las  leyes  y  á  las  autoridades;  que 
dén  el  ejemplo  en  la  escuela  ^  en  el  hogar 
doméstico  de  todas  las  prendas  que  deben 
adornar  al  ciudadano  honrado,  y  que  léjos, 
en  fin,  de  avergonzarse  de  los  humildes  de- 
beres de  la  enseñanza,  tenga  á  honor  el  ejer- 
cerla ilustrando  á  los  habitantes  de  los  pue- 
blos, fortaleciéndolos  en  la  fe  de  sus  padres, 
y  siendo,  en  relación  y  concordia  con  los 

f)árrocos,  partícipes  en  la  patriótica  obra  de 
a  cultura  y  de  la  educación. 

Una  vez  así  reformadas  las  escuelas  nor- 
males, su  influencia  deja  de  ser  temible  para 
ser  benéfica  y  fecunda;  pero  el  Gobierno  no 
puede  imponer  á  todas  tas  provincias  la  obli- 
gación precisa  de  mantener  estos  establecí-» 
míenlos:  aquellas  que  por  escasez  de  recor- 
sos ú  otras  circunstancias  se  creyeren  en  el 
caso  de  suprimir  este  gasto,  podrán  hacerlo 
siempre  que  á  fa  vez  provean  á  los  medios 
de  sostener  en  otra  escuela  inmediata  el  nú- 
mero de  alumnos  que  se  repute  necesario 
para  cubrir  las  bajas  naturales  de  maestros. 

A  otra  necesidad  hay  que  atender  con  or- 
esencia.  Las  escuelas  normales  no  forman 
hoy  ni  formarán  en  mucho  tiempo  maestros 
para  las  aldeas  y  pueblos  de  eeeaao  vedo* 
darlo  que,  no  pudiendo  recompensarlos  go« 
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VIO  desearan»  necestlao  hombres  que  te  coo* 
teiiien  con  muy  escasa  retribución,  y  se  aoo« 
moden  sin  repugnancia  á  vifir  en  la  estre- 
chez con  la  esperansa  de  mejorar  de  posi- 
ción á  medida  <|ue  por  su  aptitud,  buena 
eonducta  y  servicios  se  hicieren  dienos  de 
obtenerla.  Hay  en  la  actualidad  mas  de  6.000 
mlestros  sin  título  en  poblaciones  de  esca* 
sos  recursos,  maestros  que  en  su  generali- 
dad no  pueden  inspirar  confianza,  porque 
no  se  les  exigen  ni  nan  prestado  pruebas  su- 
ficientes de  idoneidad  y  costumbres,  y  que 
son  tanto  mas  peligrosos,  cuanto  que  la  sen- 
cillez é  ignorancia  de  las  gentes  ¿  cuyo  lado 
viven  les  otorgan  una  influencia  por  extre- 
mo arriesgada  y  perniciosa.  Dia  vendrá  en 
que,  provistas  las  escuelas,  todas  de  mejor 
dotación ,  irán  á  las  aldeas  los  alumnos  de 
ls8  normales;  pero  en  el  ínterin  es  preciso 
íormar  maestros  especiales  á  quienes  táñan- 
lo se  exija  lo  mas  absolutamente  indispensa- 
ble, acudiendo  á  la  práctica,  á  falta  de  otros 
medios,  á  fin  de  que,  después  de  probar  su 
moralidad,  acrediten  sus  disposiciones,  y 
pueda  sin  el  menor  peligro  ponerse  en  sus 
manos  la  dirección  de  una  parte  de  la  niñez, 
sometida  hoy  fatalmente  al  Influjo  de  maes- 
tros advenedizos,  desprovistos  de  lodo  titu- 
lo y  de  toda  garantía. 

Sin  perjuicio,  pues,  de  las  disposiciones 
reglamentarias  que  se  preparan  sin  levantar 
mano  para  afianzar  en  lo  posible  y  en  todas 
partes  los  frutos  de  una  enseííanza  primaria 
para  ambos  sexo« ,  sana,  religiosa  y  como 
la  desean  todos  los  padres  de  familia,  con- 
viene plantear  desde  luego,  á  juicio  del  Mi- 
nistro que  suscribe,  la  reforma  de  las  escue- 
las normales  en  los  términos  que  establece 
el  proyecto  de  decreto  que  tiene  la  honra  de 
someter  á  la  soberana  aprobación  de  V.  M. 
Madrid  9  de  octubre  de  1866.— Señora.— 
A  L.  R.  P.  de  V.  M.— Manuel  de  Orovio. 

RBAL  MCCRBTO. 

Conformándome  con  lo  propuesto  por  mi 
Ministro  de  Fomento,  de  acuerdo  con  el  pa- 
recer del  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  1.**  Para  el  estudio  y  prepara- 
ción de  los  aspirantes  al  magisterio  de  pri- 
mera enseñanza  se  conservarán  las  escuelas 
normales  que  fueren  necesarias. 

Arl.  2.**  Las  provincias  que  por  falla  de 
recursos  ó  por  otras  causas  consideren  con- 
veoíenle  suprimir  las  que  en  la  actualidad 
sostienen,  lo  propondrán  al  Gobierno,  expo- 
niendo las  razones  en  que  se  funden,  asi 
como  los  medios  de  sostener  en  una  de  las 


escuelas  mas  próximas  alumnos  pensionados 
en  número  bastante  para  llenar  las  bajas  na- 
tarales  que  han  de  ocurrir  en  el  magisterio. 

Art.  3.®  Habrá  en  las  escuelas  normales 
cursos  ordinarios  de  estudios  y  cursos  ex- 
traordinarios. 

Art.  4.^  Dará  principio  el  curso  ordina- 
rio en  1.®  de  setiembre  y  terminará  en  30  de 
junio. 

Art.  5.^  Además  de  las  disposiciones 
morales,  capacidad  y  conocimientos  que  en 
la  actualidad  acreditan  los  aspirantes  al  ma- 
gisterio para  ser  admitidos  á  la  matrícula, 
se  Ies  exigirá  en  lo  sucesivo  preparación  es- 
pecial en  las  escuelas-modelos  en  la  forma 
que  se  determine.  « 

Art.  6.*^  Desde  el  actual  año  escolar  ha- 
brá dos  lecciones  semanales  de  Doctrina Cris« 
liana  y  Nociones  de  Historia  Sagrada  en  el 
primer  curso  de  estudios. 

Art.  1,^  Habrá  además  cada  semana  una 
plática  religiosa  común  para  lodos  los  alum- 
nos á  cargo  del  profesor  de  Doctrina  Cristia- 
na, y  una  conferencia  en  que  el  director  ex« 
pilcará  la  posición,  la  conducta,  relaciones 
y  deberes  especiales  del  maestro,  aconseján- 
doles el  comportamiento  que  deben  obser- 
var en  los  casos  mas  comunes. 

Arl.  8.^  Se  establecerán  ejercicios  prác* 
lieos  sobre  lectura,  caligrafía  y  escritura,  or- 
tografía y  composición ,  resolución  de  pro- 
blemas de  aritmética  y  álgebra ,  y  agricul- 
tura. 

Arl.  9.®  Exceptuando  el  de  agricultura, 
los  demás  ejercicios  podrán  encomendarse  á 
los  alijgninos  aventajados  de  la  escuela  que 
lo  merecieren  por  su  conducta,  bajo  la  di- 
rección del  profesor  respectivo. 

Art.  10.  Además  de  la  escuela  de  apli- 
cación agregada  á  cada  establecimiento,  ser- 
virán para  los  ejercicios  prácticos  de  ense- 
ñanza todas  las  escuelas  públicas  de  la  po- 
blación donde  se  hallase  la  normal,  tanto  de 
párvulos  como  elementales,  superiores  y  de 
adultos: 

Art.  II.  En  la  escuela  práctica  agrega- 
da á  la  normal  dirigirá  los  ejercicios  el  re- 
gente. A  las  demás  escuelas  concurrirán  los 
alumnos  acompañados  del  director  ó  profe- 
sores, según  los  pjercicios. 

Art.  12.  Se  distribuirán  los  trabajos  de 
la  escuela  normal  de  manera  que  alternen 
las  lecciones  orales  con  los  ejercicios  prác- 
ticos, estudios  y  recreo,  y  que  los  alumnos 
pasen  la  mayor  parte  del  dia  bajo  la  vigilan- 
cia del  director  o  de  los  maestros. 

Arl.  13.  Podran  sustituirse  con  los  ejer- 
cicios prácticos  algunas  lecciones  orales ,  de 
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modo  que  cada  proresor  no  tenga  al  día  mas 
de  dos  ieccronet  de  esta  clase. 

Arl.  14.  Los  direcloret,  oyendo  á  los 
maestros,  harán  cou  urgencia  la  dislcibucion 
del  tiempo  y  el  trabajo  conforme  á  lo  ante- 
riormente preceptuado,  y  lo  someterán  á  la 
aprobación  del  rector  á  fia  de  que  pueda  po- 
nerse en  ejecución  desde  luego. 

Arl.  15.  El  director  acompañará  á  los 
alumnos  á  los  oficios  divinos  los  domingos  y 
dias  de  precepto,  y  de  acuerdo  con  el  pro- 
fesor de  Doctrina  Cristiana  establecerá  las 
prácticas  religiosas  de  la  escuela. 

Arl.  16  £1  curso lexlraordinario  de  estu- 
dios será  de  dos  meses  durante  las  vacacio- 
nes del  ordinario.  Los  rectores  dispondrán, 
eegun  el  clima  y  tas  circunstancias  especia- 
Jes  de  cada  provincia,  cuando  deberá  prin- 
cipiar. 

Arl.  17.  En  este  curso  habrá  lecciones 
orales  sobre  detei  minadas  asignaturas,  ejer- 
cicios prácticos  y  conferencias  con  sujeción 
al  programa  aprobado  oportunamente  por  el 
rector,  según  las  necesidades  de  los  alum- 
nos de  la  escuela  y  de  los  maestros  de  la 
provincia. 

Art.  18.  La  junta  de  profesores  de  cada 
escuela,  con  asistencia  del  inspector  de  la 
provincia,  formará  el  programa  de  estudios 
y  ejercicios,  que  se  someterá  á  la  aprobación 
del  rector,  dando  cuenta  á  la  Dirección  ge- 
neral del  ramo. 

Arl.  1 9.  Turnarán  en  las  lecciones  y  ejer- 
cicios los  maestros  de  la  escuela,  y  podrán 
encomendarse  también  á  los  maestros  aven- 
tajados de  la  provincia  que  tuvieren  aptitud 
bastante  á  juicio  del  rector.  Las  comeren- 
eias  serán  dirigidas  por  el  inspector. 

Art.  20.  Será  obligatoria  la  asistencia  al 
curso  extraordinario  para  los  alumnos  de  la 
escuela  que  no  probaren  el  ordinario,  y  pa- 
ra los  maestros  en  ejercicio  que  hubieren 
descuidado  su  instrucción. 

Podrán  asistir  los  demás  alumnos  y  maes- 
tros en  ejercicio,  sirviéndoles  de  mérito. 

Art.  21.  Para  ejercer  el  magisterio  en 
pueblos  que  no  lleguen  á  500  almas  será  re- 
quisito indispensable  concurrir  al  curso  ex- 
traordinario de  estudio  ó  á  las  escuelas-mo- 
delos por  el  tiempo  y  en  la  forma  que  se  de- 
terminará. 

Arl.  22.  La  inspección  y  vigilancia  iu- 
mediala  de  las  escuelas  nqrmales  de  maes- 
tros se  encomiendan  al  vocal  eclesiástico  de- 
legado del  diocesano  en  la  junta  de  instruc- 
ción pública,  y  i  otro  individuo  de  la  misma 
propuesto  por  el  rector  y  designado  por  el 
Gobierno. 

Art.  23,  Estos  inspectores  se  entenderán 


con  el  rector,  y  podrán  dirigirse  al  Gobierno 
cuando  k>  consideren  necesario.  La  secreta- 
ría de  !a  junta  les  prestará  los  auxilios  que 
reclamaren  para  sas  comunicaciones  é  in- 
formes. 

Art.  24.  Para  regularizar  el  servicio  se 
darán  reglamentos,  programas  é  instruccio- 
nes, oyendo  al  efecto,  si  se  cbnsiderase  con- 
veniente, á  los  directores  y  maestros  de  las 
escuelas. 

Art.  25.  El  rector  de  la  universidad  vi- 
sitará por  sí  mismo,  á  no  impedírselo  causa 
debidamente  probada,  las  escuelas  normales 
de  su  distrito  una  vez  cada  año;  elevando  á 
la  Dirección  general  de  instrucción  pública 
un  informe  acerca  de  la  aptitud ,  moralidad 
y  condiciones  de  los  profesores,  necesidades 
de  la  escuela  y  medios  de  subvenir  á  ellas 
para  bien  y  esplendor  de  la  enseñanza. 

Art.  26.  £1  Gobierno  dará  ciYenta  á  las 
Cortes  de  las  disposiciones  contenidas  en  es- 
te decreto.  Dado  en  Palacio  á  9  de  octubre 
de  1866. — Está  rubricado  de  la  real  mano. 
—El  Ministro  de  Fomento ,  Manuel  de  Oro- 
vio.D  {Gae,  11  octubre.) 

318.  INSTBirCCIOlff  FUBIiIOA:  SIL 
OXJNDA  £K8Sf^ANZA.->B.  O.  de  6  de  oo- 
tvhv%  aclaratoria  al  B.  D.  del  10  de  setiem- 
bre, sobre  inoorporaoion  á  los  instítotos  de 
los  estudios  bechos  en  los  seminarios. 

(FoM.)  aA  fin  de  evitar  dudas  sobre  la 
inteligencia  y  aplicación  de  algunas  de  las 
disposiciones  del  R.  D.  de  10  del  próximo 
pasado,  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  dig- 
nado dictar  las  reglas  siguientes: 

1.  *  Son  ineorporables  en  los  institutos 
los  estudios  verificados  hasta  la  fecha  en  se- 
minario, cualquiera  que  haya  sido  el  orden 
en  que  se  hubieren  cursado. 

2.  *  Los  alumnos  que  con  arreglo  al  artí- 
culo 4.^  del  R.  D.  de  10  del  próximo  pasado 
incorporen  las  asignaturas  correspondientes 
á  los  dos  primeros  años  de  segunda  ense- 
ñanza ,  excepto  la  de  principios  y  ejercicios 
de  aritmética  y  geometría ,  serán  admitidos 
á  exámen  de  estas  asignaturas. 

3.  *  Los  que  con  arreglo  al  mismo  artícu- 
lo incorporen  los  estudios  qu«  abrazan  los 
cuatro  primeros  años  de  la  efunda  enseñan- 
za, excepto  los  de  griego,  serán  admitidos 
á  exámen  del  primer  curso  de  este  idioma; 
y  si  fueren  aprobados ,  á  matricula  para  el 
segundo. 

4.  *  Los  que  hubieren  incorporado  todas 
las  asignaturas  de  la  segunda  enseñatiza,  y 
solo  Ies  faltare  probar  la  de  firancós  para  op- 
tar al  grado  de  bachiller  en  arles ,  serán  ad* 
milidos  á  exámen  de  aquella  lengua. 

5.  *  A  ios  que  tuvieren  titulo  de  bachiller 
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en  ariet  para  efeclOA  ecletiáslicosi  y  al  reci- 
bir el  ^rado  hubieren  acredíUdo  su  aptitud 
con  los  mismos  ejercicios  que  practican  los 
que  lo  reciben  para  lodos  efectos,  se  les  ex- 
pedirá, si  lo  solicitaren,  nuevo  título  sin 
aquella  limitación,  previo  abono  de  la  dife- 
rencia de  derfchos.  De  real  orden  etc.  Ma- 
drid 6  de  octubre  de  1866.— Orovio. — S^nr 

rector  de  la  universidad  de  »  {Gao,  11 

oclubre.) 

mmmm  civii. 

•eMl«MlM  d|lei«4«fl  |^  el  Tribunal 
MiMiUI  é  la|MSI«lAM««rl«. 

PROCEDIMIENTO  CIVIL.  No 
pueden  suspeíiderse  los  términos  im- 
prorogables,  como  lo  es  el  de  ÍO  dios, 
para  itUerpaner  el  recurso  de  casaeien. 
lesteneía  it  25  de  najo  de  1866. 

Confirma  el  Tribunal  Supremo  con  las 
costas  la  sentencia  dictada  en  30  de  oc- 
tubre de  4865  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Madrid  que  denegó  á  los 
procuradores  Cámara  t  Agnado  la  admi- 
sión de  un  recurso  de  casación: 

«Considerando  que  ios  10  dias  señalados 
por  la  ley  para  interponer  los  recursos  de 
casación,  término  que  empieza  á  correr 
desde  el  dia  sitíente  al  en  que  se  notifica- 
sen las  sentencias  que  los  motiven ,  son  im«- 

Srorogables,  segon  el  arl.  30  de  la  ley  de 
Ajaieiamieiito  civil ,  y  no  es  por  lo  mismo 
posible  suspenderlos,  según  aispone  el  ar- 
ticulo 31: 

Considerando,  por  tanto,  que  notificada 
la  sentencia  pronunciada  en  el  dia  14  de  ju- 
lio de  1865,  que  es  contra  la  que  se  ha  ín 
terpuesto  el  recurso  de  que  se  trata,  al  pro- 
curador Cámara  en  el  15  de  julio  y  al  procu- 
rador Aguado  en  el  22  de  agosto  del  mismo 
año,  solo  puede  computarse  el  expresado 
término  empezando  á  contarle  desde  el  dia 
siguiente  al  designado  en  aquellas  fechas; 
no  concurriendo  por  consiguiente  en  el  re- 
curso ,  como  interpuesto  en  el  13  de  setiem 
bre,  la  circunstancia  de  estar  en  tiempo  in- 
dispensable para  que  procediera  su  admisión , 
Mgon  los  arts.  1.022  y  1.025  de  la  referida 
ley  de  Enjuiciamiento  civil.»  {Gac,  2j%üio,) 

TBBCEBIA  DS  DOMINIO.  Se- 
gún la  ley  52  del  Digesto  De  adquiren- 
do  rennn  dominio,  se  entiende  que  una 


cosa  nos  perletteee,  siempre  que  perdida 
de  algún  modo  la  posesión  tetiemos  aecioA 
para  recuperarla. 

Seatencii  de  25  de  niajo  de  1866. 

Ei'ta  es  la  doctrina  que  se  consiga  por  el 
Tribunal  Supremo  en  su  sentencia  citada 
declarando  no  haber  lugar  al  recurro  de 
casación  interpuesto  por  Jor^e  Casa- 
desus  contra  una  sentencia  de  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  Barcelona.  {Ga- 
ceta 4  julio.) 

SEÑORIOS.  Nú  es  de  las  abolidas 
la  prestación  del  novetw  que  ^mcede  de 
un  tituh,  que  no  fué  el  del  señorio  juris'^ 
dicciútHilf  y  si  de  un  contrato  en  que  ti- 
bremente  aceptó  un  pueblo  el  dominio  útil 
con  la  carga  de  satisfacer  aquella  ^  sin 
que  hubiese  sido  en  subrogación  de  otra 
de  origen  ilegitimo. 

Seileieia  de  28  de  jsoio  de  1866. 

En  14  de  abril  de  1860  entablaron  de- 
manda los  Alcaldes  de  la  villa  de  Carba- 
jalos  y  oíros  pueblos  para  que  se  declara- 
se abolida  como  notoriamente  jurisdiccio- 
nal, la  prestación  del  noveno  que  venían 
pagando  á  los  Duques  de  Uceda  y  Condes 
de  Alba  de  Liste  por  su  Estado  del  mismo 
título  de  Carbajales  y  pueblos  de  su  tier- 
ra, de  que  habían  sido  señores  jurisdic- 
cionales, condenándoles  á  que  no  le  per- 
cibieran mas,  y  á  que  devolviesen  lo  que 
percibieran  desde  la  contestación  á  la  de- 
manda, pretensión  que  Tundaron  en  que  la 
indicada  preslaclon.  por  su  nombre  y  forma 
indioaha  que  no  era  foro,  sino  contribu- 
ción de  pecheros,  por  lo  cual  el  convenio 
de  Carbajales  no  la  pagaba  por  la<t  muchas 
propiedades aue  tenia  en  el  término,  pro- 
cediendo la  aemanda  en  juicio  de  propie- 
dad, poique  los  anteriores  habían  sido 
simplemente  de  posesión: 

Los  Duques  de  Uceda  impugnaron  la 
demanda,  reconviniendo  á  los  demandantes 
sobre  el  cumplimiento  de  algunas  de  las 
condicionaos  de  la  escritura  de  concordia, 
oponiendo  la  excepción  de  cosa  juzgada, 

Euesto  que  la  actual  demanda  era  igual  á 
i  que  habia  entablado  el  Promotor  fiscal 
j  habia  sido  desestíntada  por  la  ejecutoria 
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de  18¿0;  que  además  los  pueblos,  como 
demandantes,  estaban  en  la  obligación  de 
probar  que  et  noveno  era  una  prestación 
jjirisdiccional  abolida  por  las  leyes  de  se* 
norios,  y  que  no  solo  no  se  presentaba 
uingun  documento,  sino  que  los  deman- 
dados, á  pesar  de  no  tener  obligación, 
demostraban  con  los  presentados  que  el 
noveno  no  hahia  nacido  con  la  jurisdicción 
ni  procedido  de  ella,  sino  aue  los  Condes 
disponían  de  los  términos  de  Cajrbajales  y 
su  sierra  libremente,  como  dueños  en  él 
siglo  XY,  dominio  que  les  había  sido  re- 
conocido en  ejecutorias  de  los  años  1556, 
-t359  y  iStíi ;  que  Ja  concordia,  como  ac- 
to nacido  de  la  libre  contratación  y  no  de 
la  jurísdiccioo,  obligaba  á  los  pueblos  fo 
mismo  que  á  los  Condes,  habiéndose  eje- 
cutoriado, á  instancia  de  aquellos  en 
4568,  que  era  obligatoria  y  debia  cum- 
plirse ;  y  que  por  último,  Tavorecia  á  los 
demandados  la  prescripción,  porque  aun, 
á  contar  desde  4839,  se  habia  causado  á 
su  favor  y  en  perjuicio  de  los  vecinos,  que 
habían  continuado  desde  entónces  pagan- 
do el  noveno  de  los  frutos  de  sus  respec- 
tivos bienes ,  sin  reclamación  de  ningún 
género. 

El  Promotor  fiscal,  á  quien  se  confirió 
traslado  de  la  demanda ,  pretendió  que  se 
absolviera  de  elía  á  tos  Duques,  sin  per- 
juicio de  que  cuando  las  partes  acumula- 
sen mas  dalos,  pidiera  lo  que  creyera  mas 
conveniente;  pero  recibido  el  pleito  á 
prueba  y  practicada  por  los  demandantes 
para  acreditar  que  los  Condes  habían 
ejercido  el  señorío  jurisdiccional ,  al  alegar 
en  vista  de  ellas  el  Promotor,  pretendió 
que  se  declarase  abolida  la  citada  presta- 
ción ,  y  que  correspondían  á  la  nación  los 
montes  que  el  Duque  llevaba  en  término 
de  la  villa  de  Carbajales  y  Manzanal, 
puesto  que  no  habia  cumplido  con  la  obli- 
^a^ion  que  tenía  de  probar  que  eran  de 
su  propiedad  particular,  por  un  título  di- 
ferente del  de  señorío,  los  terrenos  y  mon- 
tes sobre  que  estaba  constituida  la*^ citada 
frabela  del  noveno. 

El  Juez  de  primera  instancia  dictó  sen- 
tencia, absolviendo  de  la  demanda  á  los 
demandados,  con  las  costas  á  los  deman- 
dantes, no  habiendo  lugar  á  la  declaración 
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solicitada  por  aquellos  por  mútna  petición, 
con  reserva  de  su  derecho  para  que  le 
dedujeran  enjuicio  separado,  sí  les  con- 
viniese, y  la  Sala  tercera  de  la  real  Au- 
diencia de  Yailadolid  la  confirmó  en  10 
de  octubre  de  1865,  á  excepción  de  la 
condenación  de  costas  que  con  tenia. 

Los  pueblos  demandantes  interpusieron 
recurso  de  casación ,  á  que  se  adhirió  e) 
Ministerio  fiscal »  citando  al  interponerle, 
y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Su- 
premo Tribunal,  en  concepto  de  infrin- 
gidas: 

4.**  La  ley  de  6  de  agosto  de  18H,  y 
especialmente  los  arts.  4.**,  5.*  y  6.* 

2.  ""  La  real  cédula  de  14  de  setiembre 
de  4814. 

3.  *»  Los  arts.  1  al  6.'  y  8/  de  la  ley 
de  3  de  mavo  de  4823. 

4.  *  Los  arts.  I.*  al  5.*  y  42  de  la  de 

26  de  agosto  de  4837. 

5.  ®  La  jurisprudencia  establecida  por 
los  tribunales  en  casos  semejantes,  ocur- 
ridos en  pueblos  inmediatos  a  los  de  Car- 
bajales,  entre  otros  en  el  seguido  entre 
el  Duque  de  Alba  y  los  pueblos  de  San 
Felices  de  los  Gallegos,  Ahilgal  y  Barba 
de  Puerco. 

Y  6.^  La  doctrina  legal ,  admitida  por 
la  jurisprudencia  de  los  tribunales  y  san- 
cionada por  este  supremo  en  las  senten- 
cias de  44  de  octubre  de  4845,  2  de  mar- 
zo de  4849,  5  de  julio  de  4854  ,  25  de 
febrero  de  4854,  29  de  mayo,  y  40  de 
diciembre  de  4858  y  25  de  enero  y  43  de 
setiembre  de  4862.  • 

El  Tribunal  Supremo  por  sentencia  de 

27  de  junio,  declara  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación: 

«Considerando  que  por  el  arl.  4.®  del  de- 
creto de  las  Córles  de  6  de  agosto  de  1811 
quedaron  abolidas  las  prestaciones  que  de- 
bieran 8u  origen  á  título  jurisdiccional: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en 
los  arts.  l.^,  2.®  y  3.**  de  la  ley  de  26  do 
agosto  de  1837  se  presum<i  de  origen  juris- 
diccional toda  prestación  satisfecha  en  pue- 
blos ó  lerrilurios,  donde  el  poseedor  actual 
ó  sus  causantes  hayan  tenido  esta  especie  de 
aeñorio: 

Considerando  que  para  desvirtuar  esta 
presunción  es  necesario  acreditar  la  celebra<r 
cion  posterior  de  un  contrato  libre  que  haya 
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dado  origen  inmediato  y  legitimo  á  la  pres- 
tación: 

Considerando  que,  aunque  fueron  conee- 
didos  en  la  misma  cédula  de  donación  de  la 
Reina  doña  Maria,  su  fecha  16  de  diciem- 
bre de  1439  el  titulo  jurisdiccional  y  el  ter- 
ritorial, son  absulutamente  independientes 
^nUe  sí,  porque  ni  la  propiedad  depende 
dp  la  jurisdicción,  ni  esta  de  aquella: 

Considerando  que  por  sentencias  ejecuto- 
I  i.ts  de  8  de  febrero  de  1519  y  3  de  marzo 
de  1525,  26  de  octubre  de  1556  y  23  de 
setiembre  de  1561 ,  y  otras  se  declaró  de  la 
propiedad  del  Conde  de  Alba  de  Liste  todo 
el  territorio  de  Carbaj%les»  y  pueblos  que 
componian  sus  términos: 

Considerando  que  dueño  territorial  el  Con- 
de por  títulos  tan  robustos  como  dichas  do- 
naciones y  las  ejecutorias  dictadas  á  su  fa- 
vor, cedió  á  los  veeinos  de  los  referidos  pue- 
bloSf  por  un  contrato  libre  celebrado  con  es- 
toa  en  11  de  enero  de  1564  el  dominio  útil 
de  todas  las  tierras ,  heredades  y  términos 
de  los  mismos,  mediante  la  prestación  ó  cá- 
non  con  que  debian  contribuirle  anualmente 
del  noveno  de  los  frutos: 

Considerando  que  el  expresado  contrato 
y  las  pensiones  en  él  concertadas  no  envuel- 
ven la  subrogación  de  una  prestación  de  las 
abolidas,  impuesta  durante  el  ejercicio  del 
señorío  jurisdiccional: 

Y  considerando,  por  consiguiente,  que 
procediendo  la  enunciada  prestación  de  un 
titulo,  que  no  fué  el  del  señorío  jurisdiccio- 
nal ,  y  sí  de  un  contrato  en  que  libremente 
aceptaron  los  pueblos  el  dominio  útil  con  la 
car^a  de  satisfacer  aquella,  sin  que  hubiese 
sido  en  subrogación  de  otra  de  origen  ilegí- 
timo ,  la  sentencia  que  respeta  los  derechos 
deJ  demandado  no  infringe  las  leyes  ni  las 
doetrinas  invocadas  en  apoyo  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos no  haber  lugar  al  interpuesto  por  los 
pueblos  demandantes  y  por  el  Ministerio  fis? 
cal,  con  imposición  ¿  los  primeros  de  la  mitad 
de  las  costas  ocasionadas  á  los  Duques.»  (Ga- 
eeia  6  julio.) 

AG-TJAS  PUBLICAS.  La  concesión 
de  aguas  para  una  empresa  industrial, 
se  entiende  sin  perjuicio  del  derecho  que 
otro  tenga  y  de  que  se  halle  en  pacljica 
posesión. 

Seotenda  de  26  de  najo  de  1866. 

Doña  Eulalia  Borla  y  su  hijo  D.  Bue- 
navenlura  Viñals,  en  virtud  de  escritura 
de  eslablecimiente  otorgada  á  nombre  de 
S*  M'  eo  1748,  se  ballabaa  en  posesión 
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de  aprovechar  las  agoas  del  rio  Ter,  para 
dar  moviroieoto  á  sus  molinos,  utilizarlas 
para  el  riego  i  y  desaguar  la  acequia  has* 
ta  dejarla  completameute  eo  seco  por  me- 
dio de  una  compuerta  llamada  deBades, 
á  fio  de  practicar  las  reparaciones  conve- 
nientes. Como  en  1857  se  concedió  auto- 
rización á  D.  José  Flores  para  aprovechar 
¡as  aguas  del  mismo  rio  como  motor  de 
no  establecimiento  industrial  y  las  obras 

3ue  había  practicado  impedían  el  desagüe 
e  la  acequia  á  doña  Eulalia  Boria  y  su 
hijo,  entablaron  estos  des^toda  en  10  de 
I  noviembre  de  4860,  en  el  Juzgado  de 
Gerona,  exponiendo  ane  la  concesión 
otorgada  á  Flores  lo  bania  sido  con  cláu- 
sula de  sin  perjuicio  de  los  derechos  de 
propiedad  de  cualquiera  otro  interesado: 
que  los  particulares  que  obleoian  esta 
clase  de  autorizaciones  estaban  obligados 
á  respetar  derechos  legitimos  adquiridos 
por  otros  con  anterioridad  sobre  las  mis- 
mas aguas;  y  que  nadie  j)odia  ser  despo- 
jado de  la  legítima  posesión  de  sus  dere- 
chos sin  ser  oído  y  vencido  en  juicio  y  su- 
plicaron se  condenase  á  Flores  á  practicar 
a  su  costa,  en  el  término  de  15  días,  la^ 
obras  necesarias  para  que,  desaparccieod ) 
el  remanso  que  aguas  arriba  ocasionaba  la 
represa  que  habia  construido,  pudieran 
desaguar  su  acequia  y  dejarla  en  seco  lo 
mismo  que  antes  de  construirse  dicha  re- 
represa^  con  indemnización  de  los  perjui- 
cios que  les  causasen  las  citadas  obras  por 
la  paralización  de  los  molinos  y  del  riego,  ó 
bien  á  que  destruyera  la  represa  y  repu- 
siera las  cosas  al  ser  y  estado  que  leoian 
antes  de  construirse  aquella,  con  imposi- 
ción en  cualquier  caso  de  las  costas. 

Negado  á  D.  José  Flores  por  auto  de  4 
de  marzo  de  4861  el  articulo  de  incompe- 
tencia que  propuso,  impugnó  la  demanda 
reconviniendo  á  los  demandantes  para  que 
en  lo  sucesivo  se  abstuvieran  de  distraer 
del  rio  las  aguas  cuyo  uso  le  pertencia  en 
virtud  de  la  real  autorización ,  con  indem^ 
nizacion  de  daños ]^  perjuicios  y  restitución 
de  frutos  producidos  y  debidos  produ- 
cir desde  el  día  que  fuese  de  derecho;  ex- 
poniendo en  cuanto  á  la  demandai,  que  la 
acción  que  se  ejercitaba  era  personal ,  y  que 
no  había  tenido  con  los  actores  ningún 
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toDlrato  ni  estaba  sujeto  á  ellos  por 
niogOD  género  de  obligación:  que  coao- 
do  la  ley  señalaba  uo  térmiDO  para  opo- 
nerse á  la  concesión  á  oaa  lereera  per- 
sona de  un  d^echo  que  solicitaba,  se 
eniendia  que  pasado  sin  verificarlo»  y  con- 
cedido el  derecho ,  no  se  podía  hacer  nin- 
guna reclamación,  sin  que  la  clausula  de 
sin  perjuicio  de  los  derechos  de  propiedad 
comprendiera  los  perjuicios  que  se  deriva- 
ban de  la  misma  concesión,  sino  que  estos 
se  salvaban  por  medio  de  las  condiciones 
facultativas  que  se  imponían  al  concesio- 
nario; y  en  cuanto  á  la  reconvención,  que 
hahéndosele  concedido  el  derecho  de  apro- 
vechar todas  las  aguas  del  rio  pora  uo  es- 
tablecimiento industrial,  tomándolas  losde- 


l.""  La  ley  \SÍ  fiigfisio  De  reguUt  ju- 
ri8 ,  ad  imposibüia  nmo  tenetur,  poraue 
hallándose  situada  la  compuerta  de  Bades 
á  mas  de  200  metros  de  la  presa  de  Fio* 
res ,  y  construida  esta  en  un  salto  de  un 
metro,  y  siendo  el  desnivel  que  se  obser- 
vaba desde  la  solera  de  dicha  compuerta 
al  lecho  del  río  debajo  de  la  presa  de  Flo- 
res y  punto  de  mas  profundidad  solo  de  54 
centímetros,  era  evidente  que  se  mandaba 
un  imposible  concediendo  á  los  contrarios 
lo  que  estaba  justificado  y  confesaban  ellos 
DO  nabcr  tenido  nunca. 

S.""  La  R.  O.  de  14  de  marzo  de  1846, 
según  la  cual  debían  imputarse  así  mismos 
los  demandantes  cualquier  perjuicio,  si  no 
acudieron  en  tiempo  y  forma  á  oponerse 


mandantes  mas  arriba  que  el  demandado,  <  en  el  expediente  gubernativo  para  la  oon- 


y  00  devolviéndolas  hasta  mucho  mas  aba- 
jo del  sitio  donde  este  tenía  su  molino,  so- 
lo pedia  aprovechar  las  sobrantes,  priván- 
dote con  ello  de  su  propiedad: 

Los  demandantes,  presentando  al  repli- 
car lá  erícrilura  de  establecimiento  de  1748, 
alegaron  que  lales  concesiones  constituían 
un  título  legítimo  de  propiedaJ,  que  no 
podra  í^er  porjodicado  por  oiro  posterior, 
y  nue  Vinals,  en  uso  de  la  facultad  conce- 
dida ,  había  construido  ta  presa  y  acequia 
para  conducir  tas  aguas  para  el  uso  de  sus 
molinos  y  liogo  de  fierras,  habiéndolas 
aprovechado  sm  coniradiecion  alguna  des* 
de  aquella  fecha. 

Practicada  prueba  por  las  partes,  dictó 
sentencia  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia 
de  Byrcelooa  en  6  de  octubre  de  1864,  que 
no  fué  conforme  con  la  de  primera  instan- 
cia, condenando  á  Flores  á  empezar  den- 
tro del  término  de  10  dias  las  obras  oece- 
sat  ias,  á  üo  de  que ,  desapareciendo  el  re- 
manso que  aguas  arriba  ocasionaba  la  re- 
presa que  aquel  habia  construido  en  vir- 
tud de  real  autorización,  pudieran  des- 
aguar su  acequia  los  demandantes  y  dejarla 
en  seco  al  igual  que  antes  de  construir 
aquella;  obras  que  debería  tener  Flores 
terminadas  dentro  del  término  que  lijasen 
peritos  nombrados  por  las  partes,  ó  un 
tercero  por  el  tribunal  en  caso  de  dis- 
contia. 

Flores  interpuso  recurso  de  casación, 
citando  como  infringidas: 


cesión  de  1857. 

Z.^  La  jurisprudencia  administrativa 
en  materia  de  concesiones  de  aguas ,  es- 
tablecida entre  otras  decisiones,  en  las  de 
3  de  noviembre  de  1852  y  30  de  noviem- 
bre de  1883,  en  que  á  consecuencia  déla 
oposicioQ  que  habían  hecho  en  casos  idén- 
ticos los  dueños  supferíores,  se  habia  im- 
puesto á  los  concesionarios  la  obKgacíon 
de  construir  una  compuerta,  me<liante  la 
cual  tomasen  las  aguas  del  rio  su  curso 
ordinario  cuando  quisiesen  los  dueños  su- 
periores, compuerta  que  tenia  construida 
Flores,  y  otras  varias,  Y  el  Tribunal  Su- 
premo declara  no  haber  lugar  ai  recurso: 

aConsíderando  que  al  que  tiene  á  su  favor 
un  derecho  reconocido  debe  serle  respetado, 
manteniéndole  en  el  goce  y  pacifica  posesión 
del  mismo:  . 

Considerando  que  es  un  heeho  induintado 
que  por  consecuencia  de  la  concesión  otor- 
gada á  Mateo  Viñals  ha  estado  disfrutando 
él  y  su»  sucesores  de  las  aguas  del  rio  Ter 
para  el  uso  de  los  molinos  de  Campdurá  y  de 
Bordiis,  asi  como  de  la  compuerta  llamada 
de  Bades,  para  dejar  en  s«co  la  acequia  de 
desagüe,  siempre  que  ha  sido  necesario  eje- 
cutar en  esta  obras  de  reparación: 

Considerando  que  la  concesión  posterior 
de  las  aguas  del  mismo  rio ,  hecha  á  favor  de 
D.  José  Flores,  contiene  la  cláusula  expresa 
de  otorgarse  «Sin  perjuicio  de  los  derechos 
de  propiedad  de  cualquiera  otro  interesa- 
do;» y  que  toda  vez  que  resulte  qiie  por  la 
construcción  de  la  nueva  presa  se  impide  et 
desagüe  completo  de  la  acequia  de  VmaJi 
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por  la  cenptférU  ie  Bad«8  á  conMoaenda 
<tel  remniiso  de  ias  aguaa,  esie  tiene  el  in^ 
disputable  dereeh&oe  pedir  ae  bagan  per 
Flores  las  obras  neeeMrtas  para  ev'Karle  to- 
do perjuicio,  mantenréodole en  el  ^e  y  pa- 
«ifiea  poseséon  que  ha  veiúdo  disfralando: 

Considerando  que  esta  cuestión  de  perjui- 
cios es  puramente  de  heeho;  que  sobre  ella 
se  ha  practicado  por  ámbas  partes  la  prueba 
pericial  y  lestiftcal  quehaocreido  oportuna, 
y  que  apreciada  esta  por  la  Sala  sentencia- 
dora no  se  ha  citado  por  el  recurrente  infrac- 
eion  alguna  de  ley  6  doctrina  legal  contra  di* 
cha  apreciación: 

Considerando  que  la  cuestión  de  competen- 
cia con  el  Juzgado  para  conocer  de  este  liti- 
gio quedó  resuelta  por  el  auto  de  4  de  marzo 
de  lb6r,  no  apelado  y  consentido  por  ámbas 
partes: 

Considerando  que  aun  en  el  supuesto  de 
^ue  la  infracción  de  una  real  órden  pudiera 
servir  de  ftindamento  á  on  recurso  de  casa- 
ción ,  la  de  \i  de  marzo  de  1846  se  refiere 
únicamente  á  la  forma  en  que  deben  instruir- 
se los  expedientes  sobre  concesión  de  nuevos 
riegos,  fabricas  y  otras  empresas  agrícolas  é 
industriales  para  el  aprovechamiento  de  las 
aguas  de  los  rios;  y  que  si  bien  en  su  regla 
4/  dispone  que  en  el  término  de  30  días  pue- 
dan presentar  sus  reclamaciones  los  particu-. 
lares  que  se  creyeren  perjudicados,  no  con- 
tiene sanción  alguna  penal  para  los  que  dejen 
trascurrir  dicho  término  sin  verificarlo,  te- 
jiíendo  sin  duda  en  cuenta  que  tales  perjuicios 
no  pueden  muchas  veces  conocerse  ni  apre- 
ciarse por  la  sola  enunciación  del  proyecto, 
y  SI  aparecer  posteriormente  de  un  modo  po- 
f^itivo,  ya  por  el  efecto  que  produzcan  las 
obras  construidas ,  ó  ya  por  el  modo  con  que 
estas  se  hayan  verificado: 

Y  considerando,  por  lo  expuesto,  que  la 
Sala  tercera  de  la  real  Audiencia  de  B^rcé- 
lona  en  su  sentencia  de  6  de  octubre  de  1864 
no  ha  infringido  las  leyes  y  reglas  de  derecho 
que  se  citan  en  el  recurso.»  (Gae.  8  julio,) 

FRUSBAS.  La  dechion  de  las  cues- 
tiones de  hecho  que  depende  de  la  apre- 
ciación de  las  pruebas  es  de  la  exclusiva 
competencia  del  tribunal  sentenciador  no 
haciéndolo  contra  ley.—Las  excepcio- 
nes que  envuelven  afirmación,  deben 
probarse  por  el  que  las  propone. 
SeitencU  de  26  de  aajs  de  4866. 

D.  Joaquio  Cuzco  demandó  á  D.  Juan 
Olivo  sobre  pago  de  9.152  rs.  coc  sus  in- 
tereses, resto  del  importe  de  los  trabajos 
de  carpintería  en  una  obra  de  aquel ;  que 


impogoó  la  demanda  alegando  que  Cuzco 
había  trabajado  por  cuenta  de  otro  con 
quien  Olivo  había  contratado.  Seguido  el 
pleito  por  sus  trámites,  fué  absuello  el  de- 
mandudo, é  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción se  declara  no  haber  lugar  á  él  por 
sentencia  de  28  de  mayo: 

cConsiderandoque  la  decisión  de  las  cues- 
tiones de  hecho ,  que  denende  de  la  aprecia- 
ción de  las  pruebas,  es  ae  la  «exclusiva  com* 
patencia  de  los  tribunales  sentenciadora, 
toda  vez  que  no  se  haga  contra  ley: 

Considerando  que  por  mas  que  sea  doctri- 
na legal  admitida  y  observada  por  los  tribu* 
nales  que  las  excepciones  que  envuelven 
afirmación  deben  probarse  por  el  que  las 
propone,  y  que  los  contratos,  ya  sean  so- 
lemnes ,  ya  privados,  solo  obligan  á  los  que 
en  ellos  intervienen ;  como  quiera  que  la  Sa- 
la ,  al  dictar  la  sentencia  ejecutoria  no  se  ha 
fundado  exclusivamente  en  el  convenio  ce<> 
lebrado  por  el  demandado  y  Jáime  Verda- 
guer ,  sino  en  todas  las  pruebas  suministra- 
das por  las  partes»  formando  su  juicio  favo- 
rable á  las  de  aquel  en  uso  de  sus  facultades, 
no  ha  infringido  las  expresadas  doctrinas: 

Considerando  que  contra  este  juicio  no  se 
ha  citado  disposición  alguna  Itigal ,  pues  la 
del  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil no  es  atendible  mediante  no  haberse  de- 
mostrado ni  resultar  de  autos  que  en  la 
apreciación  de  dichas  pruebas  se  haya  falla- 
do á  las  reglas  de  la  sana  crítica: 

Considerando ,  finalmente,  que  por  las  ra- 
zones antes  expuestas  tampoco  se  ha  infrin- 

§ido  el  principio  de  derecho  de  que  nádie 
ebe  enriquecerse  con  perjuicio  de  otro.» 
(Gae.  S  julio.) 

CONTRATO  MBRCAimL.  Lo 

Eactado  y  convenido  es  la  suprema  ley  en 
)s  contratos,  y  para  su  interpretación  y 
recta  inteligencia,  mas  que  á  sus  pala- 
bras  en  $u  acepción  riaorosa  y  gramati- 
cal se  ha  de  atender  a  su  espíritu,  dán- 
doles la  significación  que  los  interesados 
quisieran  que  tuvieren,  conforme  ásu  in- 
tención y  al  objeto  que  se  propusieran. — 
LEYES  ROMANAS.— ^aw()ftt¿  forman 
estas  el  derecho  supletorio  de  la  legvila- 
cion  foral  de  Calaluiia .  no  son  aplicables 
á  los  asuntos  mercantUes  desde  la  publi- 
cación del  Código  de  comercio. 

Seoleoda  de  26  de  najo  de  i 866. 
I    E$ta  es  la  doctrina  que  se  consigna  por 
el  Tribunal  Supremo  declarando  oo  haber 
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lugar  al  recurso  de  injusticia  notoria  in- 
terpuesto por  D.  Julio  Jacquetoty  en  plei- 
to sobre  otorgamiento  de  la  escritora  de 
traspaso  de  la  propiedad  de  un  buque, 
seguido  en  el  Tribunal  de  comerciq  de 
Barcelona  y  su  Audiencia  terrítoriaL  El 
considerando  relativo  al  cumplimiento  del 
contrato  está  trascrito  literalmente  en  el 
epígrafe;  el  relativo  á  las  leyes  romanas 
que  inoportunamente  se  citaron  por  Jac- 
quetot,  dice  así:  I 

((Considerando ,  en  cuanto  á  las  citas  que 
en  él  se  hacen  de  las  leyes  romanas ,  que 
habiéndose  promulgado  el  Código  de  comer- 
cio como  ley  universal  para  todo  el  reino  en 
materias  y  asuntos  mercantiles  con  el  alto 
fin  de  uniformar  la  legislación  en  esta  parle 
}0T  un  sistema  completo  y  fundado  sobre 
os  principios  inallerables  de  la  justicia,  de- 
rogando todas  las  leyes ,  decretos  ,  órdenes, 
reglamentos  y  ordenanzas  particulares,  co- 
mo se  expresa  y  manda  en  la  real  cédula  de 
su  publicación,  y  declarándose  en  el  artícu- 
lo 234  que  los  contratos  ordinarios  de  co- 
mercio están  sujetos  á  (odas  las  reglas  gene- 
rales que  prescribe  el  derecho  común ,  sin 
otra  modificación  ni  restricciones  que  las 
consignadas  en  aquel,  se  evidencia  que  son 
inaplicables  y  no  han  debido  invocarse  para 
fundar  este  recurso  las  referidas  leyes  roma- 
nas, que  si  bien  forman  el  derecho  supleto- 
rio de  la  legislación  foral  de  Cataluña,  no 
están  admitidas  ni  constituyen  el  general  ó 
común  de  España,  y  porque  de  otro  modo 
vendría  á  destruirse  la  uniformidad  ya  esta- 
blecida por  el  mencionado  Código.»  (Gac,  9 
julio.) 

FBOOEDIMIEirFO   CIVIL.  Es 

nula  la  sentencia  que  no  se  ajusta  á  la 
cosa  sobre  que  contienden  las  partes  y  á 
la  manera  en  que  facen  la  demanda  

Seitencia  de  26  de  majo  de  i866. 

Dectara  el  Tribunal  Supremo  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  y  casa  y  anula 
la  sentencia  dictada  por  la  Sala  primera 
de  ¡a  Audiencia  de  Oviedo  en  7  de  marzo 
de  1864  en  pleito  sobre  tercería  de  domi- 
nio y  mejor  derecho ,  promovido  por  Ma- 
nuela Menendez,  con  motivo  de  la  ejecu- 
ción y  embargo  de  los  bienes  de  su  mari- 
do para  pago  de  deudas: 

<(Considcrando  que  las  sentencias  deben 
ser  conformes  y  ajustadas,  no  solo  á  la  cosa 
sobre  que  contienden  las  partes,  sino  también  ' 


á  la  manera  en  que  facen  la  demanda ,  y  ai 
averiguamiento  ó  prueba  que  es  fecha  sobre 
tUot  ftegon  «e  dispone  en  la  ley  16.  tít.  22 
de  la  Partida  3.* ,  y- lo  tiene  declarado  repe- 
tidamente e«le  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  ni  en  la  demanda,  ni  en 
los  escritos  sucesivos  se  pidió  otra  cota  que 
la  declaración  de  que  la  tierra  del  Treilorre 
y  el  prado  y  molino  del  Pontigo  eran  del 
patrimonio  de  M«fHxeia  Menendez,  y  su  pre« 
ferencia  en  cuanto  á  los  demás  bienes  em- 
bargados: 

Considerando  q«e  la  ejecetoria  ,  en  jugar 
de  limilarse  i  declarar  si  procedía  ó  no  la 
tercería  de  dominio  y  preferencia ,  ha  re- 
suelto puntos  que  no  han  sido  objeto  de  la 
demanda  ni  del  pleito,  y  por  consirnienle 
que  ha  infringido  la  expresada  ley  16,  titu- 
lo 22  de  la  Partida  3/»  {Gac.  10  julio.) 

CONTRATOS.  No  infringe  la  ley 
del  contrato  la  sentencia  que  reeonou  el 
valor  tf  eficacia  legal  de  las  diversas  ^t- 
pulaeiones  en  el  mimo  comprendidas  ¡f 
atiende  á  la  voluntad  de  las  partes  expli- 
citamente  determinada  en  su  genuitw  y  (t« 
teral  contesto. 

Seoteocia  de  28  de  ujo  de  1866. 

Consigna  el  Tribunal  Supremo  la  doc- 
trina del  epígrafe  y  declara  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
dona  Margarita  Dalman  contra  un  fallo  de 
la  Audiencia  de  Barcelona  en  pleito  sobre 
suplemento  de  legítima,  pues  apreciando 
la  Sala  Juzgadora  una  escritura  de  10  de 
mayo  de  1846  con  las  renuncias  y  cesioa 
que  en  la  misma  se  expresan,  ba  inter- 
pretado bien  en  su  sentencia  el  contrato 
al  estimar  que  carece  de  base  la  deman- 
da ,  porque  la  reserva  ó  salvedad  consig- 
nada en  la  última  parte  de  dicho  docu- 
mento, seffun  su  sentido  legal  y  gramati- 
cal ,  se  refiere  necesariamente  á  derechos 
que  no  fueron  objeto  de  las  estipulaciones 
que  comprende;  no  siendo  verosímil  que 
al  propio  tiempo  de  celebrarle  y  solemni- 
zarle los  contrayentes  se  propusieran  ha- 
cerle nulo  ó  ineficaz  por  un  medio  indi« 
recto,  contradictorio  é  irregular.  (Gae.  i  i 
julio.) 

M.  M.  Alcubilla,  Ütrector  f>ropietaru>, 
y  Editor  responsable. 

MADRID.— finn.  «le  SI  Consultor  i  eaiYoiteE.  «t« 
la  Riva,  Bar^uUio       AduiiaUl.  Foneato,  l.«,lhpUc 
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lare^      1m  ceñir**  élre«ilvo. . 

819.  PBESTTPXnSSTOB  PHOVUrClA- 
Xi9a.-^  o.  de  9  de  ootabre,  nundModo  fn- 
oluijr  «n  eUq*  lo«  honorarios  de  loe  Ahog^ 
dos  defensores  de  la  Adniinistraoion  enTo4 
nesooios  de  müias  atite  los  Consejos. 

(FoM.)   (lExemo.  Sr.:  He  dado  cuenta  á 
]a  Reina  (Q.  D.  G.)  de  la  iiislaiicia  presenta- 
da en  este  Miniaterio  por  D.  Teodoro  Pere2 
del  Camino»  Abogado  del  ¡lustre  colegio  de 
e»la  corle,  toliciiaudo  que  en'atencíon  á  no 
existir  eanlidad  alguna  en  el  presupuesto 
geúeral  del  Estado  para  satisfacer  los  hono- 
rarios que  devenguen  los  Abogados  defen- 
sores de  la  Administración  en  tos  negocios 
contenciosos  de  minas  ante  tos  Consejos  de 
provincia,  se  disponga  su  abono  con  cargo 
a  los  presupuestos  provinciales  ó  á  las  parti- 
das de  imprevistos  de  los  mismos,  según  se 
acordó  cou  relación  á  lo^  negocios  de  agri« 
cultura  por  R.  0.  de  28  de  febrero  último, 
dictada  de  conformidad  con  el  parecer  de 
tai  secciones  de  Gobernación  y  Fomento  y 
Estado  V  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de 
Estado.  Eu  su  virlud:  teniendo  en  cuenta  ta 
certeza  de  los  fuiidíimentos  alegados,  y  con- 
siderando que  pudiendo  repetirse  con  fre- 
cuencia estos  casos  por  la  facultad  que  con- 
C'de  á  los  Gobernadores  el  art.  92  de  la  ley 
para  el  régimen  de  las  provincias,  no  es  justo 
que  dejen  de  satisfacerse  los  honorarios  que 
se  devenguen  por  no  existir  consíj^nada  en 
el  piesupueslo  general  del  Estado  ninguna 
cantidad  para  este  servicio,  S.  M.  se  ha  ser* 
vido  disponer  que  los  honorarios  del  Abo- 
bado reclamante  y  los  demás  que  se  hallen 
o  puedan  hallarse  en  idcnlico  caso^  se  inclu* 
yan  para  su  paj^o  en  los  respectivos  presu- 
puestos provinciales ,  Ó  se  satisfagan  de  Jas 
partidas  de  imprevistos  consignadas  en  los 
mismos.  De  real  órden  etc.  Madrid  3  de  oc  • 
bre  de  1866.— Orovio.— Sr.  Director  general 
de  ag^ricultura,  industria  y  comercio.»  {Ga- 
cela i 3  octubre,) 

sao.  DIPUTAGIONB&  PBOVIKOIAIiBS.  ' 
— B.  O.  de  8  de  octubte,  aclarando  un  aouer-  i 
do  de  la  de  Zara^oaa  sobre  apr»  nrecliamien- 
tos  comunes  entre  pueblos  que  han  Yenido  ' 
é  formar  ▼arios  ATunlaaiienbos. 

(GoB.)  «Remitido  á  informe  del  Consejo 
'íouo  J  ocL  Dice. 


de  Estado  el  expediente  en  r^amacíoh  d** 
la  suspensión  dispuesta  por  V.  S.  de  uti 
acuerdo  de  la  Diputación  de  esa  jirovincia 
lomado  en  17  de  diciembre  de  \%h9,  relali« 
Vo  al  aprovechamiento  comunal  de  los  pue- 
blos ,  barrios  y  caseríos  que  compusieron  H' 
distrito  municipal  de  Morillo  de  Géllego  y 
hoy  constituyen  cinco  Ayuntamieolot, 
aquel  alto  cuerpo  ha  emitido  el  siguiente 
^Lctámenf: 

«Bxcmo.  Sr.:  Después  de  publicada  la  ley 
dé  8  de  enero  de  1845  se  dividieren  en  cin- 
co Ayuntamientos  algunos  pueblos,  barrios 
y  caseríos  que  componían  el  distrito  muñí* 
cipal  de  Muríllo  de  (jéilego,  en  la  provincia 
de  Zaragoza;  y  desde  enionees  se  suscita- 
ron frecuentes  contiendas  entre  ellos  sobre 
los  aprovechamientos  comunes.  Para  evl^ 
tarlas  dispuso  la  Diputación  provincial  que 
se  procediera  al  deslinde  y  amojonamiento 
de  terrenos:  aprobó  el  convenio  que  respec- 
to de  estos  puntos  medió  entre  los  interesa^ 
dos,  y  mandó  qtie  fuese  respetada  la  adju» 
¡  dicacipn  de  terrenos  hecha  á  cada  uno  de 
los  pueblos  con  sus  pastos,  leñas,  aguas  y 
roturaciones,  adoptándose  estos  aeuerdofi 
en  octubre  de  1855  y  abril  de  1856 ,  cuando 
se  hallaba  vigente  la  ley  de  3  de  febrero  de 
1823.  A  consecuencia  de  reclamación  del 
Alcalde  pedáneo  y  vecinos  de  la  Sierra  de 
Estronad ,  casorio  que  rcrtenecta  al  antiguo 
distrito  y  es  hoy  del  ae  Santa  Eulalia,  dis- 
puso la  Diputación  provincial  en  17  de  di- 
ciembre de  t85d  que  en  mancomutiídad  con 
los  vecinos  de  Murillo  de  Gáltego  y  sus  an«> 
tiguas  aldeas  participasen  los  recurrentes  de 
todos  los  disfrutes  de  los  montes  y  terrenos 

Jue  habían  constituido  antes  Ayontamíentn. 
ucjóse  recientemente  de  esta  determinación 
el  pueblo  cabría  del  antiguo  distrito,  y  cI  Go- 
bernador  de  la  provincia ,  c<*nsiderando  hi* 
competente  á  la  Diputación  para  resolver  so- 
bre ta  división  de  bienes  y  aprovechamientos 
comunes  de  los  pueblos  después  de  restable- 
cida la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  suspen- 
dió IOS  efectos  del  acuerdo  de  la  misma.  De 
tai  providencia  se  alzó  ante  ese  Ministerio  el 
referido  Alcalde  pedáneo;  y  en  consecuen- 
cia se  ha  remitido  el  expediento  á  la  sección 
con  R.  O.  de  28  de  agosto  último  para  que 
emita  su  dictámen  sobre  el  asunto*  Fácil- 
mente se  comprende  que  no  se  trata  de  ave- 
riguar si  la  división  de  términos  entre  los* 
cinco  Ayuntamientos  nuevamente  formados 
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Tiié  jüsla  y  aceplada,  ni  si  la  [)  piiiacioii*|>fo-'  '*  i  fiabi 
Viucial  tuvo  cütii(Je?t<!íiifNrp»rí;clíf^^ 
eila  cuando  se  llev¿  á  electo;  pu'^s  resppclo 
de  lo  primero  se  instruye  al  par^c^r  expe- 
4«e«»4«- -a^^ad^»^  y  iia.ire«uiU  qiie. haya 
ocurrido  duda  cu  cuanto  á  lo  último 9  acaso 
porque  te  tiene  presante  que  aqu<»lla  corpo- 
ración se  hallaba  en  octubre  de  1855  y  abril 
de  1356  revestida  de  facuUadea  muy  am- 
plias. Lo  que  ha  de  inveslifcariíe  es  si  en 
'1859|  cuando  regia  la  ley, do  ,8  de  enero  de 
1845,  podo  la  mÍ8Pi<a  diputación  tomar  el 
acuerdo  cuyos  efectos  ha  8US|)endidQ  el  Go- 
bernador. Para  ello  basla  observar  que  ni  en 
eJ  arl.  55  de  dicha  ley  que  fijaba  lasalribucio- 
u<*s  de  eslos  c^erpos  provinciales,  ni  en  el  59 
que  determinaba  los  asuntos  sobre  que  ha- 
bían de  deliberar,  se  habla  de  la  división 
d  *  términos  y  aprovechamientos  de  loaf  pue; 
blos. 

Según  el  núm.  2.^,  arl.  57,  debía  oirselet 
^ohre  la  demarcación  de  limi^tcs  de  la  pro- 
vincia, partidos  y  Ayuntamientos  y  señala- 
núenlo  de  capitales;  pero  obsérvese  que  aun 
en  estos  punlps  ejercían  funciones  puramen^ 
le  consultivas,  sin  que  les  fuera  lícito  lomar 
acuerdos  ni  comunicar  órdenes  respecto  de 
ellos.  Era,  pues,  incompetente  la  Diputación 
provincial  qe  Zaragoza  para  admilir  la  re- 
clajnacion  del  Alcaide  pedáneo  de  la  Sierra 
de  Eslronad;  y  la  resolución  que  adoptó  no 
tiene  fuerza  legal  y  debe  considerarse  nula. 
Supone  siü  embargo  el  mismo  Alcalde,  en 
exposición  adjunta,  que  tal  resolución  es  fíi* 
me  y  no  puede  revocarse,  fundándose  en  quo 
en  asuntos  de  límites  y  aprovechamientos 
tienen  las  providencias  adminisiralivas  el 
carácter  de  permanentes,  y  se  hacen  ejecu- 
lunas  cuando  no  se  usa  oporluoamenle  con- 
tra ellas  el  remedio  legal.  No  hay  para  qué 
demostrar  que  existe  error  en  esta  afirma- 
ción eu  cuanto  se  refíere  á  la  fijación  de  lí- 
mites; pues  basta  al  objeto  recordar  que, 
aunque  es  cierto  que  en  materia  de  aprove- 
chamientos como  en  todas^  las  demás  que 
puedan  llegar  á  ser  contenciosas,  causan  es- 
tado las  providencias  administrativas,  se  re- 
quiere para  ello  que  nazcan  de  autoridad  le- 
gítima y  competente;  quesean  verdaderas 
providencias,  circunstancia^  que  faltan  en 
el  caso  actual, 

Oulna  en  resumen  la  sección  que  (Kocede 
se  declare  nulo  el  acuerdo  tomado,  por  la 
Diputación  provincial  de  Zaragosa  en  17  de 
diciembre  de  1859  respecto  de  tos  aprove- 
chamientos comunes  de  los  puobiós,  barrios 
y  caseríos  que  compusieron  el  distrito  mu- 
nicipal de  Muriiio  de  Gállego  y  hoy  consti- 
tuyen cinco  Ayuatauúenloy.u 


éndose  dignado  S.  M.  Ta  Re  tía  (que 
V*'<h  ^iui^e|  ffm^er  ate  conformidad  e  n 
el  premsfi lo  dictáníen.'dftireal  orden  lo  co- 
munico á  V.  6.  |>ara  su  conocimiento,  el  de 
la  Dipuiacixiia.prpviufiiaL^^^ 
pondientes.  Dios  guarde  á  V.  S.  muchos 
años.  Madrid  Bdp'WtuVre  de  lj866.— Gon- 
zález Brabo.-^Sr.  Gobernador  de  la  provin- 
cia de  Zaragoza.»  (Gac.  14  octubre,) 

321.  iNSÍBtrfcÓlblí ■  ift^iCk'J^éú 
decreto  de  d  áó'6tfC%ibre;  iréfbniiánfrb'ér  Ji 
de  los  estudíQA  de  Ja  secada  enaefian^ft- 

íFoM.)   «Exposición  á  S.  M— ^Señora:— 
Desde  que  8«  estaljlec  eron  en fiUpaña  los  íns' 
títulos  de  begunda  enseñanza ,  se  ha  buscado 
con  patriótico  empeño  por  lodos  los  encarga- 
dos de  dirigir  la  inslru^cíon  pública  la  fórmula 
mas  conveniente  y  adecuada  pata  organitar 
de  una  manera  razonable  y  fecunda  aquellos 
interesantísimps  ésludios  que  déternniihan  el 
buen  nivel  de  la  general  cultura,  y  prej^aran 
debidamente  para  las  carreras  científicas. 
Sin  hacer  mención  de  los  planes  y  reglamen- 
tos que  precedieron  á  la  ley  de  9  dé  seViem- 
bre  de  1857 ,  puede  asegurarse  ^úe  ápénas 
se  ha  dejado  ensayar  por  todo  el  tiempo  que 
dura  la  segunda  enseñanza  sistema  alguno 
de  los  varios  que  se  contienen  en  las  dispu» 
siciones  legales  adoptadas  al  efecto.  A  poco 
de  promulgarse  la  ley.,  en  cuyo  tít.  2.°  se 
fijan  las  bases  de  la  segunda  enseñanza,  y 
con  el  nombra  de  disposíciónes  próvisiortale* 
para  su  ejecutíion  ,  sé  publicó  un  rjíg;lamenio 
que  dividía  aquellos  esludios  en  dds períodos 
de  tres  años,  señalando  el  órden  de  los  cur- 
sos y  el  de  las  asignaturas  qué  cada  uno  d«*- 
bia  comprender:  lleva  este  afreplo  fecha  de 
23  de  setiembre  de  1857 ,  y  en  26  de  agosto 
de  1858  se  dignaba  V  M.  aprobar  pot  re;d 
decreto  un  programa  general  de  estudios  dí* 
segunda  enseñanza,  en  que  se  establecían 
diferencias  capitales  respecto  á  lo  hasta  en- 
tonces existente:  rednjéronse  á  cinco' los  añ'»s 
de  la  segunda  enseñacíza,  y  se  concedió  á 
los  alumnos  la  liberUd  ,  con  escasas  íímila- 
ciones,  de  eslú'liar  las  asignaturas  en  el  ór- 
den que  prefiriesen.  No  debió  producir  esta 
reforma  lodo  el  frulo  oue  sus  autores  «e  prn- 
pusieron,  cuando  en  2|:  de  agosto  de  f^l 
fué  precisó  dictar  otro  real  decreto  organiz  tri- 
do de  nuevo  la^segunda  enseñanza,  ¡iitr«^- 
duciendo  novedades  y  alteraciones  ,  no  |K>r 
cierto  insignificantes;  quediS,  sin  embargo  ía 
facultad  de  matricularse  en  menos  asignatii- 
ríis  que  la^  s<  ñal»daí,  y  se  dictaron  regías 
en  sentido  de  favorecer  y  aaipliar  la  enseñan- 
za doméstica. 

Esta  movilidad  de  los  planes  y  de  los  rfg'líí- 
meni*?s;^6la  frecuencia  con  qu  j  sí?  empieudeu 
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y  9C  ahíindanan  cíW(iffK)ft;i)iiipjm»<o siempre  el 
mas  rteXo  y  aeerkado,  ten ,  Senom,  prueba 
muy  clara  4e'(|^  ti  anant^  eneierraiuia-im* 
|MiruiMfrn  tkt  fHriuier  órdeii  .  y  de  mere* 
ee  toda  ta  atención  de  los  Go^krm*,  y  .anea 
enrea*tdad 

Comprende  ta  segunda  enseñanza  aque) 
periodo  de  ta  vida  qoA  gen  ora t menú*  d^^ide 
d»*i  porvenir:  en  la  cáiá  de  4(1  á>  1»  años 
puede  itiAuirae  tobre  la  in(etip<*Heia  y  boIm'Q 
«>r  albfbdrio  d<^  los  jóvenes  j  ó  para  a^rir  .aala 
srrs  ojos  Imtfontes  de  pa8^  áa  sablduri»  y  d« 
virtud,  ó  para  sumergirlos  VritdeQieijle  «n  las 
horrores  de  ta  duda,  4e  la  vanidad  y 
)a  rebelión.  '  - 

No  es  posible  eoníemptar  sin  pena  el  os- 
pecláeiilo  de  uanino  de  10  años  quesedss^ 
prende  de  tés  braxos  de  su  madre  y  se  atf|^ 
de  sb  faniilln  para  ir  á  una^apilai  áefarovtn^ 
eia ,  pasando- dtl  «aiodable  calor  del  -  bogar 
doniéMiso  ai  frío  (ralo  de  una  casa  exiraña^ 
6  al  peligroso  eomae lo  de  oíros  jóvenes  de 
ínioíedMinla,  de  inolioaeioaea  conirnrtas, 
quizá  de  castumbres  corrompidas  Haüria 
nna  esp«»cie  de  crueldad  en  obligará  los  |»a^ 
dres  de  familia  á  privarse  de  ms  hijos  en  la 
edad  en  que  precisanienle  se  forUAcan  lúa 
afectos ,  y  es  mas  necesari»  ta.  acción  dulce 
y  siempre  eficaz  ávi  buen  ejemplo ,  para  rn« 
viarlos ,  bajo  ta  dirección  de  maesiros  deler^ 
ni'madosV  á  recibir  lat  vtg  para  siempre  las 
irapresionee  de  «hhi  enseoaoza  que  pwede  n» 
Iranquifizar  del  todo'et  corazón  joslamenie 
asustadizo  de' tos  padros  celosos  y  discrelos^ 
Estas' poderosas  consideraciones  se  luvie^ 
ron  sin  dudaen  euenta  pera  establecer  ta  en* 
aeñania  domésl ica  q  u^  ^  dieho  sea  en  verdad , 
no  ha  producido  en  ta  forma  en > que  eslá  atH 
toriiada  todos  los  resultados  qoe  fuerah  de 
apelei»er.  La  obligación  impuesta  á  {osaltim* 
ntm  de  matricularse  y  examtnarsje*  en:  el 'íbs^i 
título  quita  mu  pane  del  carácter  de  libertad 
y  (^eilidad  que  ha  querido  darse  á  este  pri- 
mer periodo  de  la  enseñanza.  La  experietK 
«ia  ha  acreditndo  también  que  se  puede  aba* 
«iir      la  buena  Ae  de  ios*  padres,  y  qoe  el 
síelefna  decerlüicaoiones  expedidas  por  mi* 
ctíOB  profesores  particulares  no  siempre  es 
tan  regular  y  seg-uro  como  convendria,  ori-^ 
gínáfiMose  de  aquí  qtke  ó  poco  que  cunda  en 
los  fmtilulosél  espíritu  de  lenidad  para  tos 
MaminatKlos  de  enseñanza  doméstica  ,  esta 
se  hace  caüi  ilusoria  y  se  malogran  los  dcseosi 
fie  la  tf  y,  y  se  dañáis  tos.iotQre6eí)  de  ia  ins- 
trucción y  hasta  los  de  las  familias.  El  Ministro 
qife  suscribe,  después  <le  muy.  detenida  me- 
«fít^cion,  cree  llegado  et  mim>eálo  de  dar.ei 
último  paso  en  et  camino  da  ja  enseñanza  tin 
bre  de  las  humanidades  ^  lo  cual  es  «quixá  el 


iiilimo  y  decisivo  esfuerzo  para  salvar  eo 
España  la  base  de  Jos,  esludios  clásicos  que 
dokKDsamenle  decaen;  el  estudio  de  la  ten* 
gua  latina  que  visíbiemen le  se  debilita  y  se 
.pi<írde.  No^es  posible  acumular  asignaturas  y 
enseñanzas  en  ta  tierna  Uiteligencia  de  alum* 
nos  de  10  á  13  años.'ei  eiap/eño  de  que  á  la 
vea  misma  aprendan  las  variadas  reíalas  de 
la  aual«gía>  y  de  ta  siiitáKís  los- difíciles  pi<  - 
l^leuiias  del  áJgMM-a;  ios  principios,  aunque 
elem<;nl illas  ^  de  gepmvtiía.  y  geografía;  siti 
perjuicio  de  deoorar  capiliilos  de  la  historia 
sa^r^da  y  aufkde  la  de  España  i  es  temerario 
empeio  qae  solo  puede  producir  confusión, 
Y  el  triste  resultagode  ncostumbrar  á  los  ni* 
aosá  ja  trivialidad  d^  ideas  gijneraJes  mal 
oomprejxiidas ,  de.atkionnrios  á  una  ^rudi- 
cioíivsuperlHiial.y.vafikl.>fia,  y  de  anulan  í-n 
atguikos.dispu^iuiiiiin'slt^tiees  que,  bien  ct^lti- 
yadas  desda  los  primeras  inslanlfs^  dari(u\ 
quijiaen  su  tiempo  bulos  cientineos  y  liu- 
carKis  de  inapreciable  valor. 
^  fin  una  nación  de  faza  latina  como  Espa* 
ua*,  que  posee.  U4i  idioma  rico  y  armonioso, 
co,ti  lo  menso  cfiudal  de  voces  y  de  giros  que 
se  deriyai)  de  /uentes  latinas  en  una  nación 
que  se  ufana  con  tradiciones,  clásicas  contó 
quizá  no  las  liene  ningún  pueblo  del  mundo, 
cuyos  «abios  mas  josignes  en  pasados  siglos 
esccibiero'i  en  latin  obras  q4ie  durarán  míen* 
tiTSS  dqreel  humaiM>  saber;  cuyas  universid^t* 
dos ,  hasta  éj^oea  quo  lu^salros  mismos  al-, 
canzasfios,  han  tenido  por  lengua  ofíctal  y 
académica  la  lengua, de  Cicerón  y  de  Quiji  • 
tirano,  ca^imposibte  ver  cp«i  indiferencia  el 
enflaquecí  míen  t(0  y  la  mina  de  un  esludiu, 
que  uo  solo  es  el  fundamento  y  principio  s«  • 
guro  para  conocer  y  manejar  con  acierto  la 
tiíngua castellana,  tan  mal  tratada  poresen- 
lores  improvisados,  enemigos  del  lalin,  sino 
qas  es  la  puerta  •única  que  da  paso  á  los  te- 
soros de  la  antigüedad ,  qucí  coniuoicn  con  un 
mnndo  de  ideas,  y  con  mi^ orden  de  bellezas 
que  no  debe  desoonoofr  quien  en  este  siglo, 
aspira  á  ia  nota  de  sabio,  literato  ó  siquiera 
de  hombre  caito  ^.Uustradou,  Que  ta  tengu.-v 
latina  mo  alcanza  en  los  instituios  la  fortuna 
que  merece,  se  comprende  sin  esfuerzo  y  se 
explica  sia  dificoitad.  Lios  institutos  en  eslus 
últimos  años  se  han  poblado  de  profesores 
jóvenes,  ouya  preparación  y  esludios  conste- 
len por  lo  general  en  dos  años  de  facultad 
después  del  grado  de  bachiller  en  arles;  en 
esos  dos  años  no  lian  cursado  latin. 
-  Los  fáciles  ejercicios  de  una  oposición  afor- 
tunada, en  q4ie  quizá  el  número  de  cát«dras 
vacantes  igualaba, ó  excedía  al  de  opositólos, 
les  ban  abierto  sfn^gran  Ckt>stáeiik>  la  puerta 
dei  pr/oíesoitkdo;  lainani^viJidad^  que  por  al- 
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gunos  se  interpreta  como  irresponsabilidad, 
e«  «[reste  sentido  tina  <Morosa  teiidieioti, 
salvas  síémpre  las  excepciones <eon4>ra^a  apln 
cacron  al  trabajo  y  contra  el  ^fihelo  de  n^o* 
gresar  en  un  estudio  que ,  consid<*rado  eslre* 
chamante  bajo  el  6once|)to  gramatical ,  es 
árido  V  desagradable,  Huy  que  bindaren  otra 
parle  ta  ^Ivadon  de)  latin;  es  preciso  utili* 
mr,  antes  deque  detaparezoatt  lotalnnHite, 
'  ta  GoOperacioD  de  los  profesores  antiguos  j 
de  los  buenoa  ntaestros  particulares;  por  eso 
el  Ministro  que  suscribe  se  lia  éeeidido  á 
prop«fner  en  benefício  de  tas  tetras ,  de  ta  en^ 
señanza  y  de  las  familias  Ja  llberfad  det  es^ 
tttdio  de  tas  humanrdades ,  con  solo  la  obli^^ 
gaeion  de  que  los  alumnos  so  examtnenen  el 
iiisOtuto  de  las  materias  qtie  comprende  la 
Instrucción  primaria ,  y  se  inscriban  en  ta  tis^ 
ta  que  al  efecto  (levará  la  secretaria  de  aquel 
establecimiento.  Así  los  padreé' de  familia 
pueden  poner  á  sus  hijos  bhjo  la  dirección  de 
preeept  >res  que  residan  en  su  propia  loeaji- 
dad,  y  que  les  inspiren  absoluta  confianza, 
teniendo  á  aquellos  bajo  su  inmediato  cuida** 
do  liastQ  ta  edad  de  13  ó  14  años ,  en  que  ya 
el  corazón  está  formado  y  arraig^ada  la  fiemi' 
tta  de  mía  buena  educación  religiosa  y  awi 
literaria.  { 

No  por  ser  gratuita  para  los  tres  años  del 
primer  período  de  la  segunda  enseñanza  la 
niscrípcion  de  toa  alumnos  que  cursen  fuera 
de  los  institutos  se  perjudicarán  estos  en  sos 
intereses;  á  primera  vrsla  s^  comprende  que 
ensanchando  ta  base  y  anm^'Tirartdo  la  faci-»  ' 
lidad  del  estadio,  la  cifra  de  los  alumnos  ' 
crecerá ,  y  en  el  segundo  período  será  mas 
numerosa  la <;oncurrk-iio'aá  los  instituios;  sin 
contar  con  otros  medfos  qoe  para  indemni- 
zar cumplidamente  ai|uella  baja  se* proveerán 
en  disposiciones  ult«*riOties.  i 
^  El  segundo  periodo  de  la  segunda  ense* 
ñanza  ,  ai  cual  no  tie  puede  ingresar  ain  un 
riguroso  examen  de  las  materias  o ue  el  pñ-^ 
nitíro  abraza,  se  organiza  en  el  adjunto  pro* 
yecto  de  decreto  Ue  una  manera  precisa, 
qnitarjdo  á  los  alumnos  la  funesta  facilitad  de 
estudiar  las  asignaturaa  en  el  ó«*den  que  fue- 
re de  su  agrado ,  y  eatableeiendo  la  duración 
de  tres  años  con  el  ñu  áé  qne  sea  í^ciMasu-' 
prt^sion  úf  \  pi 'par^orio  ym-h'  e\  estudio  de 
las  facuKades.  El  Ministro  <|ye  Msoribe  ha 
Cuusuilado  los  plan<?s  y  reglamentos  eK|>erii>- 
düs  (laslu  el  dra,  la  orgaiiízaeion  que  esios 
estudios  lien«  ii  ni  otros  paires ,  y  lo  propues- 
to eu  difereniej  Í4if*ornie»  y  memorias  |)or  la- 
bias corporaciones ,  y  lia  creído  que  sobre  la 
sólida  base  de  un  estudio  de  humanidades 
hoclio  á  ooticiencia  y  prot>ado  á  ci>mpleta 
sttiiftfaccioii ,  loa  fines  cientíQcoa  y  aocrait^s  de 


la  aegtmda  enseñanza  se  cumplen  y  realizas 
enu  ei  orden  de  asignaturas  que  pc^oue. 
Ha  eftclutdo  la  de  griego,  porque  l&f  xpf  rini- 
et»  óeirHiestra  que  es  cási  nuk>  el  resultado 
én  est^  eaiiidio  eo .  la  segunda  enaeñaiiaa*  Los 
profesores  del  instituto,  bachilleres  ta.uMiy»r 
parteen  la  fnouHad  de  filosofía  y  tetras,  ao- 
lo  han  estvdiado  en  ella  un  corso  de  diilm 
idioma  ;  ó  mas  bien  de  su  IU«'ratura,  dando 
por  supuesto  que  en  la  segunda  enseríanza, 
hasta  la  ^och  presente ,  poao  ó  nada  pudie- 
ron  aprender;  ¿cómo  ha  de  entseñar  con  fru% 
lo  el  primero  y  segundo  añu  quien  solo  ha 
estudiado  uno?  Y  ¿quté  nuerte  liabrá  de.aleaiH 
zar  el  griego ,  donde  el  laiin  arrastra  uiu 
ex'stenoia  desdichada?  Quede  el  estudio  aé- 
rio  y  formal  de  la  sábia  lengua  de  Homeru 
para  la-facultad  de  filosofía  y  letras »  y  cuan- 
do se  forlalezet  y  prospere  el  det  latín,  y 
ouaMto  ae  formen  muchos  y  verdaderos  he- 
lenistas, entonces  podrá  penaaraeen  dar  co- 
nocimieotoü  de  aquel  inte» asan li»ímo  idioMiu 
á  4oa  atumnoa  de  segunda  enseñanza. 

Tales  aoii.  Señora,  las  ^reforoMs  y  aaodl- 
fieac'iones  que  el  Miniatro  que  sUjicribe^  des« 
pues  de  un  daiei»ido  exámeu  y  maduro  con- 
sejo ,  y  de  aeuerdo  con  el  de  Ministros»  cree 
qoe  deben  inlnoductrse,  y  con  urgencia,  e«* 
ki  segunda  enaañMita;  cun  ellas ,  y  eontandi» 
oon  ei  celo  de  los* profesores ,  aaí  públicos,  co- 
mo parliculflire8«  coii  la  vigilancia  y  aolkiú 
kispeccÁvn  de  loaTeclore«  y  de  las  jualas  de 
ifibiroficioiii  pública  ,  y  «on  ta  oooperacioo  de 
los  párrocos ,  por  lo  que  liace  á  los  estudio^ 
privados  del  primer  período  (además  de  l  - 
grarse  una  no  despreciable  ecauomia),  es  de 
esperar  que  ae  ubienga  una  juventud  bit  u 
educaila,  eon  sólidos  y  verdaideros  estudio* 
qiie  M  faciliteir  la  entrada  y  progreso  eo  el 
ulterior  y  mas  eievado  de  las  oieaciait;  y  ai 
mismo  lieuipo  ae  conseguirá  que  se  difundau 
bs  eouocimktilos  útiles;  que  parlieipen  de 
los  beneticioa  de  una  sana  ilustración  lascta* 
ses  menos  acouuidadas  que  no  pueden  em- 
prenda carrera  cÍHUiítica;  que  ae  pougaii, 
en  fin  ,>al< alcance  del  mayor  uómero  laa con- 
diciones IndispunsaUlea  á  una  persona  eutu 
y  bien  educada  en  la  aociedad  présenle. 
Digne(ie,  por  tanto,  V.  M.  pieatar  aivreal 
af»rebaoioii  ai  adjumo  pioyeclp  de  decreto. 
Madrid  9  de  octubre  de  1866.— Señorti:-^ 
A  L.  ft.  P.  de  V.  M.--Mauuel  de  Orovio. 

REAL  DBClIBTO. 

Conformándome  con  lo  propuesto  por  mi 
Ministro  de  Fomento ,  de  acuerdo  con  el  pa- 
recer del  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decreiar  lo  siguiente: 
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ArUeok»  1 .®  Los  estudios  ét  9tf;tná%  ei> 
sfñanza  se  dividen  en  dus  «roetones,  ó  perió» 
di>s,  eada  orno  de  los  cuates  dUrará  tres 
años. 

Art.  2v^  Lóf  esAodioi  borrespoiuíilpntes  $A 
primer  periodo  se  haráti  en  los  eshabtoeimtenr 
los  de  segunda  enseñanza  que  hoy  existen 
y  puedan  hubUiiarse  en  Jo  sufiesira  coft  ar- 
rp¿ío  á  la  f»»y ,  y  en  fos  colegios  d  cátedras 
de  humanidades  que  libremente  podrán  es- 
tablecerse en  las  capilales  de  proviofila,  de 
artidü  judicial ,  y  en  ciialesqniera  otras  po- 
laeiones  en  que  haya  preceptores  aplorjia- 
dos  con  título  para  dar  la  enseñan^M  y.  de 
¡ntacbable  conducta. 

Art.  3.^  En  las  poblaciones  4onda  áe  es^ 
lablezea  estudio  de  humanid/ides,  sea  cual 
fuera  el  námero<le  alumnos  que  á  é)  eoncur^ 
rao,  ae  formará  una  junta  iaspeoiora 
vigile  con  el  mayor  esmero  foibre  la  educa- 
eioa  y  entfeñánaa  de  (os  jdveneis:  esta  junta 
la  compondrán  e(  párrooot  el  Alcalde  y  un  pa* 
dre-de  íamHtas  elegido  por  el  Alcalde  entre 
los  seis  mayores  contribuyentes;  en  los  pue*» 
l^los  cabeza  de  partido  judicial  ^rón  cifico 
loe  individuos  de  la  jonU»  agregúidose  el 
Promotor  fiscal  y  otro  padre  de  faasiüas  de- 
•igaado  en  loa  mismos  términos;  en  Jaseapi- 
tales  de  provincia  estas  catas  de  estudio  prí-- 
vado^silas  hubiere «  serán  inspeocioNi^as 
por  el  director  del  instituto  y  el  delegado 
(HsIesiásLíco  del  ordinario  diocesano  en  la  jun- 
ta  de  instrucción  pública.  ,  , 

A  rl.  4.®  Paru  ingresar  en  el  primer  peno- 
do  de  la  segurada  enfeñanza  se  necesi^  ha- 
ber cumplido  10  anos  de  edad  y  ser  aproba- 
do enuQ  exámen  de  doctrina  cristiaua,  lec- 
tura, escritura  y  principios  de  aritmátíoa  y 
gramática  castellana;  este  examen  ha  de  ve- 
rificarse en  ei  ihs  Ututo  provincial.  Deberán 
hacerlo  en  el  seminario  concUiar  los  vanos 
que  en  caltdad.de  internos  ó  de  externos  ha* 
yan  de.emprender  sus  estudios  en  dicho  es«^ 
tableci  miento. 

Art.  Se  inscribirán  en  listas  e8pjíf<;ia* 
les  en  la  secretaria  del  iuslitu^o.,  anliesael30 
de  s^tiea>i>re  de  cada  año,  Igs  alumnos  que 
verifiquen  sus  estudios  bojo  la  dirección  dé 
preceptores  habilitados  dentro  de  la  provior 
cía.  Ksla  inscripción  es  graluiis  y  se.haráen 
virtud  de  instancia  firmada  por  el  aspirante 
y  por  eo  padre,  tutor  ó  encargado. 

Art.  6.^  .  Todos  los  años  del,  13  al  30  de 
setiembre  remitirán  los  profesores  de  cada 
profvincia  á  la  secretaria  del  instituto  respec- 
tivo nota  circunstanciada  de  ios  alumnos  ^úe 
tienen  á  su  carfo»  con  exfNresion  del  año  «iue 
eursan  y  de  la  nota  de  aplicación  y  apfove* 
cbamieoto  que  merecieren.  El  preceptor  que 


(«tUare  al  .oumpliinlentQ  de  esta  disposición 
incurrirá,  en  la  pena  que  el  reglamento  de* 
termina*. 

.  Arlf  7.®  Los  padres  de  famiJia  que  por 
maestros. par McMlares  habiUlados  quieran  dar 
á  sus  .hijos  en  pu  propia  cA«a  la  enseñanza  de 
las  humanidades,  ó  sea  los  tres  años  del  pri- 
iucf  período,  podrán  hsicerlo,  pero  con  la  onn- 
diaiou  dé  inscribir  aJ  alumino  en. el  instituto, 
previos  los  requijiiu^  de  edad  y  exámen;  se- 
gún determina  el  art.. 4.^  La  aecretaria.  det 
inat^tulo  llevará  lista-especial  de  loaaluimios 
que  seiMlien  en  este  caso. 
.  Art^  8.®  Los  estudios  del  primer  período 
d^  la  Sfegiiuda  enaeoso^a  serán: 
.  6ran>átíca  castellana  y  latina « con  ejercif- 
clos  de  traducción  y  anáJiais:-  dos  años. 
;  Be (órica  y  Poética,  «ontuauando  los  ejer- 
jsici^de  análisis,  traduocion  y-caaaposicion 
latinas;  un  año. 

En  estos, tf escaños,  á  cuya  enseñanza  se 
eoosagrarán  dos  horas  por.  la  nsafuina  y  ho- 
ra y  media  por  la  larde,  habrá  loa  jueves  y 
8ábad<^,  oouH>  leccictu  de  Urde,  explicación 
del  eateoismo « que  los  aluiunos.repciirán  de 
memoria,  y  nooionea.de  histeria >  sagrada, 
cuya  enseñanaa.estará  á.  cargo,  detl  párroco  ú 
otraaaaerdote,  medíanle  alguna  retribución, 
fiijniamo  órdeo  de  ei^enanzaa  ae  observará 
exaclaoienie  en  ios  institutos  y.  colegios  á 
eiloa  agregados. 

Art.  9/  Concluidos  loa  esludios  de  esto 
primer  periodo»  los  aluninos  habrán  de  sufrir 
un  r'^ucóao  examen «  cuya  duración  no  ba^ 
jará  de  uaa  hora  de  las  jK^aterias  estudiadas. 
Este  exáoí^tnv  que  es  tamiiien  obligatorio  para 
losfqtie  hub*et;en  curiado  el  primee  periodo 
enei  instituto,  se «ufrírá  en  cale  e^tableci- 
mleolo  ó  en  aquel  donde^el  alumno  vaya  á 
matriottlarae  para  al  segund/)  período.  El  que 
fuere  rep^oUadi^  en  este  ejercicio  no  podrá 
presentarse  á  él  nuevamente  en  el  espacio  de 
uaaiñO't 

Art.  10.  Aprobado  el  alumno  en  el  exá; 
meaf^enaraldtil  pr'uner  periodo,  podrá  ingre- 
sar en  loa  esiudiios  >dei  segundo* 

Art.  1 1.  Los  estudios  del  segupdo  perio<^ 
do  se  harán  precisamente  en  ios  mstitiitos, 
establecMnientos  deaegunda  eufieñaniá  le^ 
gsiUnente  autorizados  y  ea:  ba  senikiarios 
conciliares  con  arreglo  á  las  diapasíciafteadel 
R.  D«de  10  de  .s^i^bre  del  presente  año. 
.  Art.  t2.  .Comprende el  secundo  período 
de.lai segunda  CAseñau^a; 

^fíoiíec  año;  ipaMogia,  leccian  alterna: 
geografía  é  historia  general:  lección  alterna; 
arttmélica9  álgebra »  hasta  [as  jecua^ionea  y 
principios  de  geometniac.  lección  diaria, 

S'^gundo  aíto;.  Jdsgioa,  4eooioa  alterna: 
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historia  de  España ,  leccínrt  atterna:  -  ff^lea  y 
nocioHCí  de  química,  loecimi  diarta. 

Tercer  año:  éiica  y  fuiiitiinientos  de  reli* 
gion,  lección  alternar  iioéionert  de  historia 
natural,  lección  aU«ríiai  perfección  del  lalin 
7  princip'rog  generales  de  literatura  ,  leccron 
diaria,  ... 

Los  alumnos  debcráh  aprender  privada- 
mente lengua  francesa,  <le  la  cual  «e  fes  e)ci- 
tfhá  un  ejercicio  de  fraduccion  en  e\  grad^ 
de  bachiller- en  árli». 

Arl.  13.  Loé  alumnos  de'  \69  tres  años 
de  este  segundo  período  en  )os  institutos 
«sislirán  por  extraordinario  -los  lunes  y  los 
vir^rnes,  á  la  hom  que  eí  díreelor  seftate ,  i 
una  esplicacron  de  h¡«lor¡a  sagrada  y  expo- 
«¡cion  <ie  la  doctrina  eriétlana ,  que  estarán 
á  cargo  del  pi^ofesor  de  religión ,  y  en  su 
detecto  del  cépeHan  del  colegio  <te  iiHernosi 
«i  lo  hubiere:  cinco  (altas-  voluntarias  de 
asifelencia  á  esias  leccwnes  serán  motivo 
[>ara  que  el  alumno  sea  borrado  dé  la  lista  y 
j'krda  curso.  > 

Art.  14.  La  duración  de  las  cátedras  en 
el  segundo  período  de  Ja  enseñanza  será  de 
hora  y  media  para  las  de  leccfen  diaria  y 
de  dos  horas  para  la«  de  Icccíon  allerifat  tos 
•directores  <Je  Ion  eslablecimienitís  chaflán 
bííjo  sa  mas  estrecha  responsabilidad  de  que 
por  ningún  pretexto  ni  á  titulo  de  costumbre 
ó  corrupleJa  se  retrase  la  hora  de  emradá  á 
las  clases  ni     antijcipe  lá  de  salida.  • 

Art.  15.  Ganados  en  la  forma  que  queda 
<»*tablec-da  loa  trés  años  del  segundo*  per  todo 
de  la  segunda  enseñanza,  tes  alumnos  podrán 
a&plrar  al  grado  de  bachiller  tñ  artes  en  los 
lérminoa  que  los  reglamentos  determrneti.- 

Art.  16.  i,a  planta  actual  de  catedráticos 
de  instituios  se  acomodará  al  servicio  de  U« 
enseñanzas  esiablecidaf  por  este  decreto.  SI 
resultaran  |>rofesores  excedentes,  gézarán 
de  ios  derecho»  que  la  ley  les  conceide'  hasta 
lanío  que  sean  colocados  según  sus  méf\t09 
y  antigü»»dad. 

Art.  17.  Los  iiislltutes  se  regirán ,  como 
hasta  aquí,  por  directores  nombrado*  porel 
Gobierno ;  |)ero  á  las  condiciones  y  requisi- 
tos que  según  la  Ifegislacfoft  vigente  deben 
reunir  ae  añade  desde  ahora  la  de  ser  doc- 
lore*<«ia%una  fa^tuítad  ó  liéencrados  enriada 
lilosóOa  y  letras  ó  ciencias.  A  tos  directores 
que  en  la  actualidad  óarezcan  deéstérequiHÍ 
silo  se  concede  el  lérmitio  de  un  aüo  para 
graduarse:  sino  lo  veriHeasén  en  ese-ptaió 
cesará»  en  el  cargo ,  conservando  sSem^rc 
bu  cátedra  ios  que  la  tuvieren.    •       ■  ^; 

Ajitk  18*  Se  formará  é\n  dennira  un  fc^-* 
glamento  de  segunda  enseñanza  para/  la  dw 
bidaajacuoionde  este  decreto.  : 


Art;  19.  El  Gobierno  dará  cnen<aá^Iff<i 
•  C-értos  dr  las  disposiciones  en  él  cmUímUla^ 
Dado  en  Palacio  á  9^de  octubre  de  186.6.— 
Está  rubricado  de  la  rea!  mano. — El  M  nis- 
tro  de  Fbmento,  Manuel  de  Orovio.»  {Gace- 
ta \20eHéte.} 

-  92%:  IBICICIDIIM.— B.O.  delapropiafd^ 
ohA  f  diaUodo  dispo8iojk>aea  para  el  ciuoplí- 
japj^eixto  del  real  decreto  que  ahteoede,  sobre 
nueVo  arreglo  de  loa  ealndlos  de  sefiriinda  en« 
Sd&anM. 

^Poii;)  aPara  llevar  á  efeclo  lo  dispuesto 
en  él  relil  d«*creto  de  esta  ^•cha,  S,M.  ta  Rei- 
na (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á  bien  dictar  Ias  re^ 
gíft!*  sigulenies: 

1'.*'  Los  rilutnnos  que  tuvieren  probado 
el  primer*  año^  de  la  segunda  enseñanza  sé 
matricularán  en  el  segundo  curso  de  gramá- 
tica easlellana  y  latina. 
'  2.*  Los  que  hubiesen  probado  los  dos 
prime  ros  años  se  matricularán  ene)  de  retó- 
rica y  poética,  continnando  los  ejercicios  de 
análisis,  tradtrccion  y  composición  latinas. 

8.*  Los  que  tuvieren  probados  el  prime- 
ro ,  segundo  y  tercer  año ,  se  matricularás 
tn  el  primero  del  segundo  periodo;  y  en  el 
segundo  del  mismo  los  que  Hubieren  sida 
aprobados  en  tas  materias  del  cuarto. 
'  4.*  Et  estudio  de  la  gramática  castellana 
pí'ecedeirá  al  de  retórica,  ambos  al  de  prin- 
cipios de  IHeraturá ,  y  las  matemáticas  á  la 
física  y  química. 

'  B."*  Los  aspiranlesaUftuto  de  agrimensor 
probarán  el  curso  de  aritmética,  álgebra  has- 
ta écuaciones  y  prmcipios  de  geometria ,  asi 
cómo  principios  de  dibujo  lineal ,  antes  de 
ihálricularse  en  topografía. 

6.  *  Para  seK  admitido  al  estudio  de  la 
mecánica  induslriaí  ó  de  la  química  aplicad.i 
á  las  artes,  se  requiere  haber  probado  «*l 
mismo  curso  de  matemáticas,  el  de  tísica  y 
qnfmrca  y  el  dibujo  lineal . 

7.  *  El  catedrático  de  latin  y  griego  dará 
la  ehseí^anza  de  retórica  y  poética,  conli- 
huando  los  ejetcicios  de  análisis,  traducción 

composición  latinas;  y  el  de  retórica  I» 
e  perfección  dé  tatrn  y  prindipios  generalrn 
dé  literatura. 

'  8.»  Cesarán  desde  1 .®  de  noviembre  pro- 
ximo  las  gralilibaciones  que  perciben  los  ca« 
tedr^ticos  de  maliMnáticas  por  la  ex|>ifC!icio  i 
de  los  principios  y  ejercicios  de  aritmótío'i  y 
g*»nrtiéiría. 

.Oi^  'O^'^afÁ  excedenle  ^  oatedrálicck 
nías  mot!»»rno'de  los  dos  de  matemáticas  q^r* 
hay  en  cada  instituto.  Si  ambos  contare»  in 
niisnia  aiífif^líedad    será  exced»Mil^:  el  -quí^ 
'  ténga  mieñOrus»  iítuio^  acaddmtoi^;  y  ti  ^mu 
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f  n  ftsto  fueren  ig;uale«  ,  propondrá  el  Real 
Consejo  de  instruccron  pública. 

La«  vacantes  que  ocurran  en  aquella  asig- 
nalura  ie  proveerán  en  el  excedeule  dfl  íns- 
lilulo  á  que  corresponda,  y  si  no  lo  hubiere, 
por  concurso  entre  loé  de  gu  cfaie. 

10.  El  libre  el  eslablecimienlo  de  «ále- 
dras  y  esludios  para  el  primer  periodo  de  la 
segunda  ensieñanzá.  Respecto  de  losqiH  abra* 
cen  el  segundo  período,  regirán  las  disposi- 
ciones de  la  ley  y'del  reglamento  retalivas  á 
los  colegios  privados  d^  primera  clase. 

11.  El  reglamento  determinará  ta  forma 
en  que  Kan  de  hacerse  las  matriculas  y  exá 
menes,  y  ios  ejercicios  que  han  de  praclicar 
tus  que  a«pir(?n  á  qbtener  el  grado  de  bachi- 
ller en  artes  J  lítuíos  periciales.  De  real  or- 
den etc.  Madrid  9  de  octubre  de  1866  — 
Orovio  — Sr.  Redor  de  la  Universidad  de...» 
{Gae.  12  ocm6 re.) 

828.  I^STBUCOION  FUBXiIOA.-Otro 
B.  D.  de  9  de  octubre ,  vAriando  la  denomi- 
nación de  las  esouelas  superiores  y  profesio- 
nales en  el  de  «eseuelas  eepeeiale^»  y  dio- 
tando otras  disposiciones  relativas  a  su  régi- 
men y  aatiulioareapeetkTos. 

(Fon  )  («Exposición  á  S.  M.— Señora*— 
La  ley  de  instrucción  pública,  que  está  vi- 
lmente por  autorización  desde  9  de  setiembre 
de  1S57,  sometió  al  régimen  general  univer- 
sitario las  llamadas  entonces  escuelas  espe- 
cíales ,  agregando  unas  á  los  Institutos,  otras 
Á  la  facultad  de  ciencias,  y  clasiñcando  las 
restantes  en  profesionales  y  superiores. 

Si  la  experiencia  no  hubiera  acreditado 
que  semejante  fusión  es  de  lodo  punto  ano* 
mala  é  insostenible,  bastaría  considerar  que 
ta  índole  excesivamente  reglamentaria  de 
ia  cxpr«!sada  ley  es  incompatible  con  el  des- 
arrollo y  tendencias  diversas  de  cada  una 
de  aquellas  escuelas,  que  á  tan  distintos  ti- 
nos se  dirigen  y  de  tan  diferente  organiza- 
ción han  menester.  El  buen  sentido  reconoce 
8Ín  gran  esfiiorzo  que ,  si  bien  las  escuelas 
todas  tienen  de  común  el  objeto  fínal  de  la 
enseñanza,  no  puedan  hermanarse  bajo  pres» 
cripciones  idénticas  el  ingen'rero  y  el  músi- 
co ,  el  piloto  y  el  jurisconsulto,  el  pintor  y 
el  veterinario.  Tiempo  es'ya,  Señora,  de 
íjue  «e  haga  la  luz  en  este  caos,  y  de  que 
fie  ordenen  y'rogutaricon  los  establecimien- 
tos de  enseñanza  con  provecho  de  las  cien* 
cías,  de  lasarles  y  de  la  industria,  y  con 
ntivio  no  liisigni ficante  del  presupuesto  de 
gastos. 

manera  como  se  determinaron  antes 
d*"!  la  publicación  de  la  ley  los  años  de  ser'i^ 
Viclo  de  tos  profesores  de  algunas  escuelas, 
y  la  e'evacioA  de  ios  sueldos  por  el  eoncepto 


de  catogorfa  y  premio» ,  merecen  conside- 
rarse muy  despacio.  Es  un  fenótneiio  verda- 
dadcramrrite  notable  que  al  paso  ^ue  las  es* 
cuelas  arrastran  una  existencia  misera  y  ca- 
minan á  su  fín  por  consunción ,  los  catedrá- 
ticos de  las  mismas,  jóvenes  en  su  mayoría, 
mochos  iin  las  pruebas  de  la  oposición ,  hnn 
logrado  en  breve  término  el  máximum  de 
recompensas;  han  llegado  á  donde  diricíl- 
meiite  llegan  á  los  20  ó  30  años  de  buenos 
servicios  los  catedráticos  de  derecho ,  de 
medicina  ó  de  letras. 

Bien  quisiera  el  Ministro  que  suscribe  pro- 
beder  á  la  reorganización  de  e^los  útiles  esta- 
blecimientos sin  alterar  en  nada  lo4  suetdon 
del  profesorado ;  pero  alcanzan  aquellos  á 
una  cifra  que  llama  tanto  la  atención  como 
el  mismo  mal  estado  de  las  escuelas;  y  en 
este  concepto  la  urgente  necesidad  de  reali- 
zar todas  las  economías  posibles ,  y  la  d«^ 

f>rocurar  á  la  vez  que  mejoren  y  prosperí^n 
as  escuelas,  in^ponen  al  Gobierno  la  Impe- 
riosa obligación  de  llevar  á  cabo  la  reforma 
en  ámbos  sentidos,  haciendo  para  ello  uso 
de  la  autorización  qde  le  concede  la  ley  de 
30  de  junio  próximo  pasado. 

No  se  trata  de  suprimir  irreflexivamente 
los  aumentos  de  sueldo  que  por  categoría 
y  premios  disfrutan  los  profesores;  se  trata 
de  regularizar  esos  aumentos,  de  sujetarlo» 
á  principios  fíjos  y  rigurosamente  cquilaii<r 
vos;  de  someter,  en  tin  ,  al  Real  Consejo.de 
instrucción  pública  la  revisión  de  todos  l<  s 
expedientes,  á  ñn  de  que  cesen  las  diferen^^ 
cías  y  excesos  que  ahora  se  notan,  y  de  que 
se  atienda  debidamente  á  la  recompensa  del 
verdadero  mérito  y  de  los  servicios  distin- 
guidos que  á  la  enseñanza  se  presten.  Creo 
el  Ministro  que  suscribe  que  aun  establecién- 
dose con  cierta  largueza  el  nuevo  orden  du 
premios,  podrá  alcanzarse  una  economía 
que  tal  vez  se  acerque  á  20.000  escudos; 
a  cuyo  ün  se  procederá  sin  levantar  mano  á 
la  formación  de  los  reglamentos  especiales. 

No  es  laiipoco  desatendible  el  ahorro  d« 
ga&tos  que  se  logra  refundiendo  el  personal 
de  la  escuela  de  diplomática  en  el  escalafón 
de  archiveros  bibliolecariosi  esta  medidn, 
qu€  para  los  efectos  económicos  no  puedi^ 
plantearse  hasta  el  ejercicio  del  próximo 
presupueste,  ha  de  producir  en  la  enseñanza 
Inmensos  beneBctos.  La  biblioteca,  el  archi- 
vo y  el  museo  son  el  áula  natural  del  biblió 
grato ,  del  paliógrafo  y  del  anticuario. 

Las  escuelas  de  bellas  artea  y  los  musoo^ 
de  pintura  y  escultura  merecen  especial 
protección  por  parle  de  los  Gobiérno»  que, 
eslimando  en  lo  que  valen  las  glorias  nacio- 
nales, se  afanan  porque  nunca  decaiga  el 
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amor  al  arle «  ni  dejen  de  alcanzar  el  debido 
lauro  las  obraa  del  ^énio  y  de  la  inspira* 
«ion.  Sin  perjuicio  de  la  inspección  que  con 
tanta  solicitud  y  tan  plausible  acierto  ejerce 
)a  Real  Academia  de  San  Fernando  sobre 
las  escueta  y  museos,  no  será  estéril  para 
tan  preciados  objetos  una  cQmisjon  regia 
compuesta  de  personas  de  elevada  posición 
aoí^ial ,  de  académicos  insignes «  de  verda- 
deros amantes  de  la  cultura  de  su  país,  que 
preste  poderosa  é  inteligente  protccion  á  to- 
do cuanto  pueda  contribuir  al  esplendor  áfi 
las  artes  españolas. 

.  También  el  Real  Conservatorio  de  música 
y  declamación  exige  con  urgencia  una  rcT 
forma  que  regularice  sus  enseñanzas  y  laa 
haga  provechosas  y  fecundas. 

A  satisfacer  lanlas«y  tan  notorias  necesi- 
dades de  la  instrucción  pública  en  ramos  muy 
interesantes,  combinando  lo  mejor  con  lo  me- 
nos coslosí),  tiende  el  adjunto  proyecto  de 
real  decreto  que  el  Ministro  de  Fomento^  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  somete 
á  la  soberana  aprobación  de  V.  M.  Ma- 
drid 9  de  octubre  de  1866.-- Señora:— 
A  L.  R.  P.  de  V.  M.— Manuel  de  Orovio. 

REAL  OECn^TO. 

Conformándome  con  lo  propuesto  por  mi 
Ministro  de  Fomento,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  de  Ministros, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Articulo  1.®  Las  escuelas  del  notariado, 
de  diplomática,  de  ingenieros  industriales  y 
profesores  mercantiles, el  Real  Conservatorio 
de  música  y  declamación,  las  de  bellas  ar- 
tes, náutica  y  veterinaria  dejan  la  denomi- 
nación de  escuelas  superiores  y  profesiona- 
les, para  lomar  la  de  escufilas  especiales 
que  tenían  antes  de  la  ley  de  9  de  setiembre 
de  1857. 

Art.  2.**  Se  procederá  sin  demora  por  e! 
R'^al  Consejo  de  instrucción  pública  á  la 
formación  de  un  reglamenio  que  delermine 
los  aumentos  de  sueldo  á  que  por  aniigüí- 
dad  y  méritos  puedan  aspirar  dichos  profe- 
sores: al  efecto  el  Real  Consejo  revisará  to- 
dos sus  expedientes  personales  para  fijar  de 
una  manera  definiiiva  los  expresados  au- 
mentos que  por  aquellos  conceptos  deban 
disfrutar,  teniendo  presente  lo  que  para 
ascender  en  categoría  y  en  sueldo  se  obser- 
va respecto  de  los  cajledrálicos  de  facultad 
y  de  instituto. 

Art.  3.,^  Se  formarán  inmediatamente 
los  reglamentos  de  todas  las  «expresadas  es- 
cuelas para  determinar  su  régimen  y  res- 
pectivos esludios.  . 


AtI.  .4.^  Las  enseñanzas  de  la  escuela  de 
diplomática  estarán  al  cargo  de  individuo^ 
del  cuerpo  de  archiveros-bibliotecarios.  Los 
actuales  profesores  ingresarán  en  dicho 
cuerpo  en  la»  categorías  que  les  correspon-» 
dan ,  á  cuyo  fin  |iara  el  ejerdcio  del  ¡próxi- 
mo presupuesto  se  trasferirá  la  cantidad  á 
que  asciende  el  sueldo  de  estos  proCesorea 
á  la  consignación  del  personal  de  archivos 
y  bibliotecas. 

Art.  5.^  Para  entender  en  lo  relativo  á 
escuelas  de  bellas  artes  y  conservación  de 
rou&eos  de  pinturas  se  noml)rará  una  coipi- 
sion  regia  compueala  de  personas  de  eleva- 
da posición,  amantes  de  nuestras  glorias 
artísticas.  También  podrá  nombrarse  nii 
comisario  regio  para  el  Real  Conservatoiio 
de  música  y  declamación^ 

Art.  6,®  £1  Gobierno  dará  cuenta  á  las 
Córles  de  las  disposicioi>es ,  contenidas 
este  decreto.  Dado  en  Palacio  á  9  de  octubre 
de  1866.— Está  rubricado  de  la  real  mano. 
—El  Ministro  de  Fomento,  Manuel  de  Oro- 
vio.»  {Gac,  13  octubre.) 

324.  INSTBnOOlON  PUBIiIOA..--Otro 
B.  D.  de  9  de  octubre ,  dando  nueva  or^sni- 
BAoion  &  ítk  fiteultad  de  filoaof ía  y  letras. 

(FoM.)  «Exposición  á,S.  M. — Señora: — 
La  ley  de  instrucción  pública  que  V.  M.  9n 
dignó  sancionar  ,en  9  de  setiembre  de  1857 
determina  en  su  art.  33  cuá'^s  son  los  estu- 
dios propios  de  la  facultad  de  filosofía  y  le- 
tras, sin  cslabl''C"r  (porque  sin  duda  secon- 
sidei'ó,  y  con  acierto,  que  este  era  punto  re- 
glamentario) en  qué  orden  hablan  de  cur- 
sarse Ins  materias;  y  qué  número  de  años 
académicos  habian  de  emplearse  en  los  tres 
períodos  de  la  facultad.  Al  dictarse ^  á  muy 
poco  d»  promulgada  la  ley,  las  dispo.sicionc:) 
¡irovisionales  para  su  ejecución,  se  distribu- 
yeron las  asignaturas  de  filosofía  y  letras  en 
seis  cursv3:  Ires  pata  el  bachilléralo,  dos 
para  la  licenciatura  y  uno  para  el  doctora* 
do;  se  ordenaron  de  una  manera  razonable, 
si  no  del  lodo  perfecta,  los  estudios  litera- 
rios, filosóíícüs,  históricos  y  filológicos  que 
la  facultad  comprende;  pero  no  duró  mucho 
este  plan,  que  positivamente  hubiera  dado 
buenos  frutos.  En  setiembre  de  1858  se  pu- 
blicó el  programa  general  de  esludios  de  l<i 
facultad  de  filosofía  y  letras,  y  en  su  virtud 
se  introdujeron  alleraciones  tales,  que  bien 
puede  decirse  que.  con  ellas  se  amengua- 
ron, si  es  que  del  todo  no  se  perdieron,  los 
l^eneficlos  que  la, ciencia  y  las  letras  podían 
y  debian  prometerse  de  aquella  importante 
facultad.  Hedujéronse  á  cinco  sus  cursos  aca- 
démicos, bastando  dos  para  el  grado  de  ba- 
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pbitler;  esd^cir,  para  e^ifrada  con  ^1  cqal 
se  puede  aspirar  a  cá ledras  jde  institutos  v 
de  colegios.  Dando  por  supuesto  que  ta  len- 
irua  ^riecra  sé  aprendéria  cumplidamente  en 
U  abunda  enseñanza^  se  suprírnió  su  eslju- 
dio  en  la  facultad,  sustiyéodole  con  e(  de 
crítica  ¡Meraria  sobre  los  prosistas  y  bs  poe- 
tan de  la  Grecia. 

La  experiencia, ha. demofífi^o  qu^  |ot 
alnoiDos  de  instituto  a(  Uegar  á  6loaoJí|i:  y 
letras,  habían  menester  de  gramática  ^ie^a 
mejorque  de  estudios  Utorarlos  sobre  teX"> 
tos  que  estaban  I^os  de  entender.  Creó^pues, 
el  programa  general  unos  bachilleres:  ei^ 
(oso/ía  y  letras,  cuya  ñlosofía  consiste  en  un 
cuno  de  metafí«íca«  y  cpyas  letrijs  nío  pasan 
de  principios  ge^eip^íes  de  varias  liler^tiiraa 
para  las  <;ual«8  ao  están  debidamente  prepa- 
rados. En  el  período  de  la  liceppiatur.a  se- da 
á  loa  aluiqnos  p^ro  curso  de  historia  de  Es- 
paña y  dos  de  lengua  hebrea  ó  árabe;  es 
decir,  que  el  liceuciado  on  fijosoff^  y  letras 
sigue  teniendo  por  toda  fil.osolia  el  curso  de 
metafísica  que  estudio  en  ej  primer  año.  En 
et  doctorado  se  puso  la  f^tética,  qao,  si  bien 
te  mira  es  estudio  que  debe  preceder  al  de 
la  literatura,  como  que  comprende  Ips  prin- 
cipios fundamentales  de  toda  noción  litera- 
ria ,  la  ¡dea  y  leyes  de  la  belleza,  las  condi- 
ciones en  fin  á  que  se  sujetan  tas  obras  del 
arte;  las  nociones  de  estética  van  d^ante  de 
la  preceptiva  y  de  la  crítica..  Semejaute  ar- 
reglo de  la  facultad  de  Blosofía  y  letras,  que 
hasta  la  fecha  está  vigente,  no  pudó  m^'no^ 
de  llamar  desde  el  prii^ier  instante  la  glcn- 
cíon  de  todas  las  .pe''ftonas  interesadas  por 
el  brillo  de  estos  estudios:  y  en  el  senildode 
solicitar  una  reforma  se  elevaren  á  la  Direc*» 
<5Íon  genera]  de  inslrucclon  pública  Jumiiio- 
sas  memorias  é  informes  que  el  Ministro  que 
suscribe  ha  tenido  presentes. 

pues  indispensable,  á  su  juicio,  dar 
nueva  organización  |i  la  facultad  de  filosofía 
y  letras,  la  organización  que  seguramente 
quiso  la  ley,  para  que  sus  aulas ,  en  vez  de 
producir  lic«neia4os<>y  doctores  llenos  de 
ideas  generales,  propensos  á  la  insustancial 
palabrería,  semi- filósofos  y  semi- literatos, 
ifue  deo  una  tríale  .i<kflí<h!  la  forUma'fuaeft 
E9|MiDa  aleante»  los. estudies  elétiees  y-ee- 
rioe,  produzcan  profesoreede  sana*y  eéüda 
doctnoA,  que  hagaa  simpática  y  estimable 
para  todos  una  facultad  que  en  las  naciones, 
cultas  def  mondo  oblreue  logar  dístingoído, 
y  determina  quizá  su  nivel  cíen tifico  y  lite-* 
rano.  El  órden  fijo  de  cursos  y  asignaturas 
qoe  ee  establecen  en  el  adjunto  proyecto  de 
decreto  no  supone  ^uKnento  alguno  en  los 
profesores » quienes  por  regla  general  darán, 
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Ícoion^difrla;  ^es  bien  circAm^cribleu^o  2^ 
stermihadM  ifniVérsídades  el  estudia  da  la 
facultad  de  fi\p9o^ik  y  letras  én  eos  y^riof 
períodfos,  se  obten^drá  ecpnomia  no  insigniti- 
cante,  bajó  cuyo  especió  no  yacilá  el  Gobier- 
no en  proponer  la  medida,  haciendo  uso  de 
la  autorincíon  q^ue  para  ello,  le  cence^e  la 
ley  de  30  de  junio  próximo  pasado.  Los  pro* 
fesores  que  en  su  consecuencia  quedaren  ex- 
cedentes, serán  destinados  á  cubrir  las  vad- 
eantes que  Vcurran  según  su,  antigüedad  y 
in^recimieíUc^,  .  , 

^^ébe  haber,  en  dktámen  del  Ministro  que 
suscribe,  esciiefa  de  filosofía  y  letras  coni* 
píela,  es  decir ,  hasta  cí  grado  de  doctor  en 
la  universidad  eentrai^  paede  ampliarse  á 
l^fi  universidades  de  Barcelona  y  Qraoada 
el  periodo  de  la  ficei^cí^lura  que  hoy  solor 
tiene  Sevilla:  y  puede  asimismo  limitarse  á 
Salamanca  y  Zaragoza  el  período  del  bachi- 
Uerato,  de  que  hoy  gpz^n  todas  las  demás 
ijuiívcrsii^ades  con  escaso  provecho  de  la«  le- 
tras  y  de  lés  escolares  mismos. 

La  facultad  de  ilosofía  y  letras  no  eslá  lla- 
mada en  España,  ni  lo  está  en  ningún  otro 
país,  á  contar  con  un  inuienso  número  de 
alumnos  como  las  facultades  de  derecho  y. 
medicina. 

Aquella  no  conduce  como  estas  al  ejerci- 
cio de  uo^  profesión  mas  ó,  menos  iuerativn, 
pero  queasegu,i?a  las  ventajas  de  une  posi- 
ción social,  res^lable  y  respetada.  Provis- 
tas las oátedras  «le  universidades é  institutos, 
completo  el  cuerpo  de  archiveros  y  bibliote- 
carios, los  graduados  en  tilosofía  y  letras  no 
pueden  aspirar  á  otra  gloria  que  la  del  saber, 
y  esta  glosie  «o  es  buscada  por  el  mayor 
numero  en  •épotas  en  que  por  desdicha  se 
da  mas  culto  de  lo^ue  fuera  debido  á  la  ga- 
nancia real  y  positiva. 

Acudan  en  bueu  hora  á  la  facultad  de 
losofia  y  letras  los  que  deseen  adquirir  co- 
nocimientos clásicos,  remontarse  á  las  allii- 
rás  ílloSóí^Cas,  pénetrar  en  tas  regiones  de  la 
historia,  admirar  las  grandes  bellezas  qun 
encierra  el  mondo  de  la  antigüedad,  cuyas 
puertas  abre  el  estudio  de  las  lenguas  sabias: 
para  los  que  tan  generoso  y  desinteresado 
propósito  abriguen  son  principalmente  las 
escuelas  de  filosofía  y  letras:  haya  por  tanto 
pocas  y  bien  organizadas,  servidas  por  pro- 
fesores de  verdadero  y  profundo  saber,  de 
intachable  doclrína,  de  reconocida  superio- 
ridad en  su  ramo  respectivo;  quítese  la  li- 
berlad  de  simultanear  estos  estudios  con  los 
de  otras  carreras,  y  la  facultad  de  filosofía 
y  letras,  á  la  cual  asistirán  pocos ,  pero  es- 
cogidos alumnos,  recobrará  su  justa  y  me- 
recida importancia:  dejará  de  ser.  un  riesgo 
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y  un  motivo  <j[é  alarma,  pnVa's^f  aóxíliár 
l^odercwo  de  ía  vérdad;  cenirtt  cfé^éfdaderá 
y  sahá  ihrftlrá'crbn ,  cual  débe^erlo  en  un 
país  como  Espafiá,  que  á  sus  gloriosíts  (ra- 
diciones  cafólicás  uile  süé  tradiciones  cienlí- 
lica»  y  l¡lei-í»ri?8.  '  ' : 

Movido  por  estas  6ons¡d(»ra6ionéí,  y  ffuiá- 
do  por  el  mas  recto  deseo ,  el  Ministró^  que 
ifUéCríbe.  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Con- 
fío de  Mrnislroéí,  (¡ene  el  liorior  de  someter 
a  la  soberana  aprobación  dé  V.  M.  e!  ádjun^ 
lo  proypcio.íle  decreto.  Madrid  9'de  óclubre 
de  l8e6.--Serior^:— A  L.  K.  P.  dé  V.  M. 
— Manoel  de  Oróvio.      '  ,  '  — 

KBAL  OBCRETO. 

^  Cottrormándome  con  lo  propuesto  por  mi 
Mmtsíío  de  Fdmcnlo,  de  acuerdo  don  el  pa- 
rrcer  del  Consejo  de  Ministro^, 
Veng-o  en  decretar  le  siguiente: 
Articulo  Ifabrá  en  la  Universidad 
cenlral  una  facultad  de  filosofía  y  letras  en 
que  se  don  los  estudios  complelói  hasta  el 
íioctorado  inclusivé. 

^  Art.2.0  estadios  de  la  fatoílád  de 
tllosofin  y  letras  se  liarán  én  el  órdeii  si. 
fluiente:'  í 

Principios  genérale»  de  titeralura  con  rfplí- 
cacioii  a  la  española.  L*>cciort  diaria. 

Geografía  histórica.  Lección  alterna. 

Lengua  griega  (primer  curso).  Lección 
diana.  .  -'^ 

SEGUNDO  AÑO. 

Literatura  latina.  Lección  allerna. 
.  Historia  universal.  Lección  aUerna. 
Lengua  griega  (segundo  corso).  Lección 

diaria. 

TERCER  AÑO. 

Literatura  griega.  Lección  al  lerna'. 

Cominnacion  de  la  hisiorÍA  universa/.  Lec- 
ción allerna. 

Estudios  superiores  de  psieologia'y  lógi* 
ca.  Lección  diaria. 

Probados  estos  tres, años,  lo?  alumnos  pp' 
fíran  aspirar  al  grado  de  bachiller  en  filoso- 
l"ia  y  lelras. 

CÜARTO  AÑO. 

Esludios  superiores  . dé  metafísica  y  ética. 

Lección  allerna.  ,  .  . 

Historia  de  España,  Lección  ¿I leri^sL  ,  ■ 
Lengua.  i?ebrea,,ó  árabe  (primee  curí^ol, 

Lección 'íiíariá,^  ,   ;  , 

OülKTO  AÑ«. 

Literatura  española.  tVccíofi  «liorna.  • 


CopUnuácíon  de  la  historia  de  España» 
Leccidn  álliprna/  ' 
'  Lériguátiebrea  6  árabe  (segundo  curso). 
Lección  diaria. 

I^robadós  esloí  dos  años,  los  alumnos  po- 
drán aspirar  al  grado  dé  licenciado. 

SSXTO  AÑO.  ' 

^  Literatura  exlranjéra.  Lección  alterna. 

Higtória  de  la  fihjsofia.  Lección  alterna. 

finesle  áñó,  único  del  doctorado,  los  alum- 
néi  téndrán  obligación  tfe  .presentar  cada 
n|é^  un  discurso  escrito  én  latín  ó  castellano 
sobré'  temas  que  pi'éviamenle  sé  acordatán 
por  los  profesores  dél  mi^mo^nrso:  estos  es- 
criros'sé"  unirán  á  íois  expedientes  de  los  m- 
rerésádós,  y*  se  tendrán  muy  en  cuenta  para 
la  aprobación  en  él  exámen  del  áfto  y  en  el 
ejerdcfo  de  doctor. 

Arl,  3.*»  Habrá  facultad  de  filosfra  y  le- 
tras haisla  el  grado  de  licenciado  en  las  uní- 
verswades  de  Sevilla ,  Granada  y  Barcelo- 
na; y  hasta  el  grado  dé  bachiller  en  las  de 
Salamanca  y  Zarngozi$. 

Art.  4:*  Sé  prohibe  el  estudio  éimultá- 
ñeo  de  la  facultad  de  filosofía  y  felras  con 
ÍT)s  de  toda  ntrn  facultad.  Podrán  matricu- 
larse, sin  embargo,  en  lenguas  sabias  como 
asignatura  suelta  los  alumnos  de  otras  fa- 
cuUadeá. 

Art.  5.**  Los  caledrálibos  de  filosofía  y 
létras  que  por  virtud  de  este  decreto  que- 
daren  excedentes,  gozarán  de  los  beneficios 
que  láley  les  concede  hasta  que  sean  colo- 
cados €*n  las  vacantes  que  ocurran  con  ar- 
reglo á  su  antigüedad  y  merecimientos. 

Arl.  6.*  Mi  Gobierno  dará  cuenta  á  las 
Córlés  en  la  próxima  legislatura  de  las  dis- 
posiciones contenidas  en  este  decreto.  Dadti 
en  Pálacio  á  9  de  oclubre  de  1S66. — Está  rn- 
bricado  de  la  real  mano.— El  Ministro  d* 
Fomento,  Manuel  de  Orovio.»  (Gae.  14  oc- 
tubre.)  . 

JCBISPRCDESCU  CITÍL. 

Jáiiilola  ttoiorla. 

SUCBSION  tíSriíÉSTADA.  {Cata- 
lina.} Si  á  título  de  heredamiento  ó 
do^iacíon  de  su  padr^  posee  un  hijo  iox 
bienes  de  Aiquelf  con  pacto  revershml  á, 
favor  del  donaniéé  su  heredero  sucesor^ 
pai^a  el  caso  de  inorir  sin  kij^  el  domta  • 
rioyesié  á  ftt  muerte  del  padre  in/wfacfo 
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Oílñtdrh^  en  iodo  caso  el  carácter  de  he- 
redero respecto  de  ta  parle  que  Ueone^ 
ponda,  \f  podrá  dbponer  ífa  etta,  akan^ 
%aHdo  solo  la  reversión  i  lo  demás. 

Sentenda    28  ét  nayo  de  1866. 

Esta  C8  la  doctrina  qae  se  eatahfece  en 
esta  sentencia  declarando  la  nulidad  de 
un  fallo  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  co* 
nio  vamos  ^m. 

Por  escritura  capitubcioiMs  matrn 
moníaíes  de  16  de  noviembre  <le  4806, 
Pablo  Reuyé  y  María  Cassanv  hicieron 
hen-damicnto  y  dmiaoioo  de  lo<fos  sus  bie* 
Bes  preflf\n4e6  y  fuiuroa  á  su  btjo  Ma^in, 
rcscrviindose  para  disponer  á  su  voluntad 
V  colocar  á  sus  demás  hijos  i 00  libras 
barrelbncísas ,  y  exprcí^ando  que  simoriíin 
sin  hater  uso  de  «sta  reserva ,  bahia  de 
ifiedar  comprendida  dicha  suma  eo« aquel 
heredamiento»  después  de  pagados  sus 
fanerales  v  la  legKíma  de  los  dem^s  hijos; 
T  en  el  paicto  3.*"  de  dichas  capitulaciones 
estabteoeroo  quo,,  si  el  donatario  moría 
sin  hijos  é  desoendienies  que  tuvieran 
edad  para  testar,  solo  podría  disponer  de 
400  libras,  y  los  demás  bienes  volvieran 
á  los  donantes  6  su  heredero  sucesor: 

En  51  de  mayo  de  1809  falleció  abin- 
leslato  Pflfbto  Mettvé ,  y  en  23  de  enero 
He  1^4  murió  tarnbien  sin  Ustanrento 
María  Casany,  hai)ieDdo  tejido  en  su 
piatrímooio  tres  hijos.  Magín,  José  y 
Antonia,  de  los  euales  esia  falleció  en  17 
de  octubre  de  18SU  el  Magín  en  4  de  se^ 
tiembre  de  1833.  y  el  José  ^n  5  de  no- 
viembre (le  1854  dejando  tina  hija  llama- 
da BosaReuyé  que  ¿otó  coa  Pablo  Vi- 
tiai. 

Magín  murió  sin.  hijos ;  peco-corno  había 
hp.cho  en  1840  beredaiuieeto  y  donación 
de  bienes  para  después  de  su  muerte 
éialvo  el  usufructo  que  reservó  para  sti 
mujer,  vitaliciamente,  propusieron  de* 
maBíta  Pablo  Vidal  y  Bosa  Ueuyé»  pi- 
diendo que  se  eomlenasc  á.. Francisca 
Marqués,  viuda  de  Magín-,  y  á  Francisco 
Ric;irt  y  Ant«>nja  Mifó  siks  ¡Janataríos,  á 
dirñí tir  a  su  favor  h  mitad  (te  los  hienes 
que  cenian  y  poseían,  procedentes. de  la 
Ifereneia  de  Pablo  Reuyé  y  Mnria  Casany, 
coa  Ja  mitad  de  los  frutos  que  faubieraq 
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percibido  y  podido  percibir 
muerte  de' Magín  Reiné  y  al;onodela 
mitad  de  todos  los  daños  ocasionados  en 
tos  mismos,  y  las  costas;  fundándose  en 
que,  según  el  pacto  t^vcrsional  contenido 
en  las  capitulaciones  matrimoniales  de 
Magín  y  Francisca  Marqués  otorgadas  en 
16  de  noviembre  de  1806,  habiendo  falle- 
cido aquel  sin  bijos,  debieron  pasarlos 
bienes  que  adquiríó  de  sus  t>adres  á  los 
herederos  de  estos,  que  eran  José  V  Anto* 
nía,  y  á  sus  sucesores,  y  por  tanló  la  mi- 
lad  á*  la  ftosa  Reuyé,  hija  del  José,  ios 
demandados  se  opusieron  alegando  que 
los  demandantes  soló  tenían  derecho  á  la 
tercera  parlp,  porque  el  Magín  fué  uno 
de  tos  tres  herederos  de  sus  (>adres;  y  se- 
guido el  pleito  por  sus  trámites  el  Jirez 
de  Valls  y  la  Sala  prímera  de  la  Audien- 
cia de  Barcelona  estimaron  la  demanda. 

Iiilerpusieron  los  demandados  recurso 
de  casación,  diciendo  que  ínfringia  la  ley 
6/  de  Toro  tít.  20,  lib.  X  de  la  No- 
vísima  Recopilación),  la  5  *,  lii.  15.  Par- 
tida 6/  y  la  Novela  118  de  las  del  Empe- 
rador Jiístíniaoo.;  y  el  Tribunal  Snpi^mo 
por  sentencia  de  28  de  mayo  eslima  eí  re- 
curso en  los  términos  siguientes: 

'  «Consideraado  que  habiendo  f.iJff'eidn  híó 
hacer  tesiameiUo.  Pablo, Reuyé  y  Maria  Ca- 
sany ,  sus  iren  hijos  Magin ,  José  y  Antonia 
ó  los  desceiidíenles  de  estos  qnr>  les  sobre- 
vivieron ,  det>en  sueederles  en  lodos  los  bie- 
nes y  derechas  que  correspondiesen  ó  pu- 
dieran corresponder  por  cualquier  evento  á 
su  herencia. 

I  Considerando  que  no  d^ben  quedar  ex* 
cppluados  de  esta  regja  los  bienes  compren* 
didos  en  la  escritura  de  capilulacionea  ma- 
trimoniales de  16  de  noviembre  de  Í806,  qii(» 
fueron  objeto  de!  pacto  rév<»r8Íonal  porque 
al  acontecer  la  muerte  del  Pablo  Reuyé  y 
María  Casany  estuviese  poseyéndolos  su  hi- 
jo Magin  en  virtud  del  herediamíenlo  y  do* 
iiaoion  universal  que  hid4?rou  á  su  favor  en  Ih 
referida  escritura,  puesto  que  hahiéodosi' 
verificado  laxondiclou  prevista  en  ei  pacto 
3^^  de  la  misma  entraron  los  expregados  bie- 
nes á  firmar  parle  de  la  herencia  de  aqMet 
líos,  9  na  hay  por  consiguiente  fundamento 
alguno  hfgal  para  expluir  al  Magia  Re u y «¿ 
de  la.<}U0«M  eliqs  le  corre^ppnda^  comp  uno 
de  los  que  al  f^lecímieatoi  de  sus.padres  lef 
aucedier^ ,  ,na  polo  ¡en  los  bienes  que  eu  la 
aetuaUdad  poseían » ^too  laaibiea  et)  el  ders- 
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|>revi»io  dtí  morir 'sin  hijos  ó  descetídienres 
ó  qtie  no  llegrasen  á  ta  éd&d  de'  poder  t«8|ar» 
untes  por  el  eonlrario  demuestra  que  ati  vo- 
iiuitad  Alé  la  de,  que  les^éueedieae  en  eUof 
con  ios  d^más  hijos»  puesto  que  dispusieron 
(jue  realizada  la  condición  bahian  de  volver 
los  bienes  á  los  donadores  ó  á  su  heredero 
sucesor,  cualidad  qne'concurria  eii  elMagin 
fleuyé: 

Y  considérandopor  lo  éxpuéslo,  qfue  la 
«"jecutoria  al  declarar  que  golami^nte  son  he*- 
rederos  y  «üceaores  de  Pablo  Re  uve  y  Ma-^ 


if^ual  al  doble  jornal  de  un  bráicero  en  Ma« 
drid » como  \^  Sala  sentenciadorfi ,  en  \ista 
de  las  pruebaá  practicada,  ha  estimado  quf 
con  lo  que  por  otros  ^onoeptos  reúne ,  sus 
productos  exceden  al  tipo  señalado  en  el 
nám.  2.^  de)  art,.182  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  la  sentencia  en  que  se  le  denie- 
ga el  ^hefiQio,£la,pplMreaa  no  ^a  Jofriogido 
el  oilado  ariieulo  invocado  en  el  recurjso.» 

POBREZA  PABA  UTIOAB.  St- 


ría  Casany .  á  los  eíéclos  del  pació  r;ever-  !  güiutart:  iSi  de  la  ley  de  Enjuioiamien' 
sioíial  csiablecido  en  los  capítuloa  n^airiino*  \  tú  cidil,  el  Ütigaute  que  ño  sea  defendido 
niales  de  que  se  ha  hecho  mériio,  sus  nie-  :  ^omo  pobre  en  la  primera  instancia,  debe 
y.  A»l¡?o¡?.  condenando  á  justificar,  si  pretende  gozar  de  este  bene^ 

yeroii  la  donación  hocha  á  Magín  Reuyé,  en 


los  términos  qnn  en  ella  se  PXpr»»sa,  infrin 
ge  el  capítulo  1.*^  de  la  Novela  1 18  de  Jusli- 
iiiano,  vigente  en  Qataluña»  que  eslaOl^'Ce 
el  orden  de  sucesión  inleslad^  en  pripier 
},'rado  ó  sea  de  los  desceudíenlcs  respeclu  á 
sus  ascendienluí.; 

Fallamos  que  deJ»emos  decrarar  y  declara- 
mos hab^r  lugar  al  recurso  dé  casación 


ha  tenido  al  estado  de  pobreza. 

Sentencia  i%  SO  de  majo  de  1866. 

Declara  el  Tribunnl  Sopremo»  eoiiSíf>- 
nando  ta  doctriaft  del  oplgr^e,  que  naba 
1u<rar  al  reetirs^o  de  ica«acion  inierpuosí^ 
{)or  0;  Luis  Rodríguez  y^coosorles  coniri 
la  sentencia  do  la  Ao^iHucia  de  Madrid 


rilerpuesío  por  Franoisca  Marqués,  Francis^  j       í<*s  dcíiegá  el  beneficio  .de  pobrera, 


co  Ricart  y  Antonia  Miró:,  y  en  ao  .  cowe* 
cuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia 
|/ronunciada  por  la  Sals^  priuiera  de  la  real 
Audienciá  de  Barcelona  en  19  de  mayo  de 
1865,  y  mandamos  que  se  canceíe  la  cau- 
4iJón  prestada  por  los  retío rren tes.  >>  {Gac.  9 

POBREZA  PABÁ  I-iraaAB-  {Otra 
decisioii  análoga  á  la  de  la  pág.  170.) 

Sentencia  de  28  de  mayo  de  1866. 

Declara  el  Tribunal  Su|)remo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Cayetano  Sánchez  Zi^rza,  contra 
uQ  fallo  (Je  la  Audiencia  de  Madrid,  dene- 
gándole el  beneficio  de  litigar  por  pobre. 

«Con<!i<leramfo  qu*^  aunque  el  tíaso  íí.®  del 
«rl.  182  de  la  ley  de  Eiijnieíamienlo  civil  dis- 
pone se  conceda  el  bencfkio  de  litigar  como 
imbre  al  que  Vive  solo  do  un  sueldo ,  qiíe  no 
i'Xceda  dei  doble  jornal  de  un  bracero  en  ca* 
da  localid  íd,  este  articulo  debe  combinarse 
con  el  l84,  que  presferibe  se  niegue,  sin  em- 
itargo,  la  pobreza  cuando  la  Sala  senteivjia^ 
dora,  tomando  en  cuenta  los  demás* datos 
consignados  en  et  proceso,  estima  que  no 
debe  otorgarse  aquel  benetf cío: 

Considerando  que  si  bien  el  recurrente  no 
disfruia»  como  suekto;  éino  una  cantidad 


por  DO  haÍK^rse  justificado  Di  ÍRteotado  si- 
«luiera  juátifksar  por  ios  recurreoles  ei 
bmho  tftie  requiere  el  citwio  art.  191. 
(GflC;  15  julio.)  ' 

OBBAa  PIAS.,  (Bnajanaolones de 
MeneB  d«.)  Son  válidas  las  ventas  de 
bienes  de  oinras  piaSi  patronatos,  etc.,  he- 
rlias  cón  orrr^o  á  ia  ley  tít,  {i;/,  //* 
bfo  i."  de  la  ÁTíWí  Reeop.,  ó  sea  J8.  D.  de 
19  de  setiembre  de  1398. 

Sentencia  de  2  .  de  junio  de  1566. 

D.  Prancidco  Seoaoc  y  Seijas  por  m 
loslamento  de  10  de  ocluBre  de  1710  es- 
fabíeció  dos  vinculaciones  regularen »  .eon 
deierminados  Itanoaniiemo^  y  designaeion 
de  bienes,  entra  ellos  la  casa  y  lúy^r  de 
Coiat»oslela,  con  el  gravámeó*  de  cieria 
obra  pia,  lo$  coates  fneron  poseídos  por 
los  descendíented  del  Tundador  basta  su 
nielo  D.  Rosendo  Salgado  y  Seijas,  que 
mnnósírt  sucesioD  en  18áS.  Coiupreiuii-' 
dos  en  él  R.  D.  de  19  de  «eiiembre  ele 
1798  (ley  22,  Üi.^.\  lib.  1.^  de  la  No- 
Tísiiha  flccoprlaGioD)  sobre  enajenación  de 
los  perlénecieotes  á  menioriai,  obrnspids» 
patrodatios  etc.  tos  bienes  de  que  se  traía» 
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V  ceoseDlida  h  venta  por  el  ^Udo  poseer 
dor,  se  remaUroD  €ob  su  eiuciop  á  favor 
de  D.  Francisco  Sááéhee  Espiñeira,  en 
ricria  cántidad,  que  pagó  en  vates  retlw^ 
otorgándose  en  <  7  de  mayo  de  Í806  es- 
rriliira  de  cesión  en  favor 'del  comprador. 
Adquiridos  eslos  y  varios  otros  en  el  niis- 
iMo  lu^ar  por  D.  |)ernardo  Garcia,Í).  Jo- 
í^'  García  y  D.  Bernardo  Yarda,  enlabió 
hrttianda  eo  22  de  julio  de  1B6i  D.  Do- 
mmgo  Antoaio  Regucrra  Salgado,  tercer 
meto  del  ftindádor  de  dichw  Tinrutacio- 
nes,  PX[)oniendo,  qne  por  falteeímieoto  de 
su  padre  D.  Rosendo  Reguerra ,  ocurrido 
«n  1844,  había  recaido  el  derecho  herC- 
dilario  en  sus  hijos  por  virtud  de  la  ley  de 
ilesvíncttlacion;  que  .antes  de  ella  no  po- 
dian  enajéname  iiis  bienes  b^tjo  ningún 
concepta,  t  no  nbteuevae  lici*aeii&  real ;  qite 
la  mencionada  vincvlaGion  babia  ^»tdo  nia'> 
dada  en  tiémpo  hábil,  y  se  posesión  ha- 
bia  venido  sin  ioierropcion  hasta  I>.  R^v 
sendo,  padre  del  demandante,  cuyos  he- 
redera- Jo  eraa  de  los  Inanes  de  lup;ar  de 
Composlela  y  anejos  vinculados,  por  lo 
cual  no  habia  podido  disponer  do  pilos, 
siendo  por  t«Aio  nulos  los  títulos  que  tu* 
tiesen  los  deíemadores;  por  consecuencia 
de  todo  lo  cual  suplicó  se  declarase  que 
la  casá  y  bieot  s  del  higar  de  Composlela 
con  los  de  su  anexión,  perlerieí-i'-nties  á  la 
vinculación  ftindada  por  D.  Fuincisco 
Seoane  y  Seijas,  furmaban  en  su  mlud 

Sirle  de  la  herem-Ja  Ubre  de  O.  Rí^seo  lo 
egueira  Salgado,  en  virtud  de  U  ley  de 
dfr»svinctílacion ;  condenándose  á  io*  de- 
mandados á  dejar  á  disposición  íM  de* 
mandante  la  (lue  en  elfos  le  correspondía 
como  uno  de  los  herederos  de  aquel ,  con 
los  frutos  deade  la  dcieotacion  basta  la 
f/ectiva  entrega,  anulándose  cualquiera 
tíiub  ó  docaa»eato  de  que  intehtáran  va- 
lerse . 

Los  demandados  impugnaroq  la  deman- 
lU,  alegando,  cnfre  oirás  razones,  iju-. 

Rosendo  Salgado  Seijas,  siendo  posee- 
dor de  los  bienes  eoa^nadas  ea  1806, 
babia  consentido  y  aprobado  la  venta  que 
habia  sido  un  acto  válido,  puesto  qne  la 
fundación  era  un  patronato  de  legos  ó  ani- 
VtiMrio  de  misas  comurendido  en  la  ley 
til.  5.%  lib.  1.**  de  la  Nov.  Recop., 
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que  acordó  su  e^ajenaeions  qneann  eoos- 
titoyendo  dichos  bienes  parte  de  un  vio* 
culo  regular,  los  poseedores  estaban  facnU 
hkIos  para  su  venta  t>or  ta  íey  W ,  titulo 
17  ,  lib.  10,  siempre  que  se  realizase  ea 
l<ys  términos  en  que  se  réalízabán  las  de 
los  estabijecimienios  piadosos;  y  que  aun 
en  la  hipótesis  de  que  D.  Rosendo  Salga-i* 
do  carecía  de  bcuitade?^  para  la  enajena- 
ción de  los  bienes,  proceUtria  la  prescrip- 
ción ordinaria  de  tos  mismos,  desde  el 
restablecimiento  de  la  ley  de  desvincula- 
don  de  1839. 

Recibido  e(  pleito  á  prn^lia ,  se  acredi- 
tó que  en  los  anos  de  1845  y  4d  dedujo 
D«  Andrés  Regúeira,  hermano  del  actual 
demamhittte,  redamaciones  judiciales  so- 
bre el  higar  de  Compostcla,  que  q«»edaroB 
paralizan;)»;  y  practicadas  otras  pruebas 
por  las  partes,  dictó  sentencia  el  Jaez  qne 
coolirmóeon  las  costas  en  de  febrero 
de  186S  la  Sala  lercera  de  h  Andiencia 
de  la  CoruSa,.  ab&olviendo  áios  demanda- 
dos de  la  demauda. 

El  deaiaudauie  interpuso  recurso 4e  ca- 
sación, citando  como  iiifi  incidas: 

La . doctrina  legal  de  qae  los  bie- 
nes vinculadus,  malaiuente  vendidos»  so 
conskleraq  siempre  como  pertenecientes 
al  víncnlo. 

2.*  Uley  l.Ma.24.lib.  11  de  la 
titív.  Recop.  (45  de  Toro) ,  que  eslablecit 
la  pcscsíon  civilísima  en  materia  de  ma- 
yorazgos. 

3/  La,21 ,  lít.  29,  Partida  3.*,  nue 
fija  ^  término  de  50  año»  pari^  prescribir 
l^safcíoocs  reivindiratoriav. 

Y  4.*  La  29  del  mismo  liiulo  y  Par- 
tida, loda  vez  (|ue  hasta  la  prescripción 
ordinaria  habit  quedado  cortada  por  las  ' 
reclamaciones  hechas  en  4845  y  lo46. 

T  el  Tribunal  Supremo  declara  oo  ha- 
ber lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  vendidos  válidamenf»*. 
con  arrejclo  á  la  ley  22,  líU  5.®,  lib.  l.®  de 
la  Nov.  Recop.  los  bienes)  de  cualquier  mo- 
do afectos  á  obras  pías  ó  patronalos  de  le- 
gos, sin  impugnarse  oporlonamente  la  ven- 
ta, ni  declararse  su  nulidad,  no  pueden  ser 
privados  de  ellos  sus  compradores,  ni  I** 
que  de  eslos  traen  causa: 

Considerando  que  no  hay  lérminos  hábi- 
leapara  declarar  la  nulidad  de  dicha  venia, 
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en  un  joraÍD  én  qnc  no  se  p'Of^ñ^  tratar  tlé-fá 
valide»  ó  hietícaqia  'de  resol iicione»  aátíii'- 
nislraCivai  que  aféclan  Estado,  maynr**^ 
me\M  ciiand9.n¡  se  \<\  cÍMq^íií  fe  lep^ne- 
de  démandar,  8Íno  del. modo,  en  la  fpmia  y 
»nte  quien  previene  la  leg^islacibn  admUíis- 
iraliva.  .  ' 

Consideranido,  por  Id  lanío  ,  que  adqulri- 
dós  legilimaínonle  los  bfenes  en  coesfíon  por' 
1««  causal)  les  de  Ibs  demandados,  los  poééen 
estos  con  i^^iiaf  legitin^idad:        .  .  / 

Y  considerando  que  Ja  c^ntencia  que  vir*^ 
lualmenic  lo  declar^k  así,  absolviendo  a  áque-. 
líos  áe  la  demanda ,  no  infringe  ^as^  leyes  y 
docliinas  que  se  cilan  por  el  recurrpnlc,  |as 
ciiníí's  además  no  son  aplicables  al  aclual 
recurso.))  (G¿¿c.  14  j'ufío.)  " 

PIDBICOMISOS,  La  ley  <léw'mcn-^ 
hiltíra  no  es  aplicable  á  los  fidmoinisos^ 
que  no  son  per¡wiuos  v  cuyos  bienes  sm 

.  Senlenciá  de  29  de  majo,  de  .1 866,  \ 

Bccüfso  dé  cftsaeion  inlefpwsio  j)or 
D.  Josfi  Miró  y  otros  contra  ía  svolenciu 
proDUOf  iada  fiorla  Sáísi  tercera  de  la  Au- 
diend'a  dé  Burcelona  en  pléi lo  soj^re  pro- 
piedad def  ciertos  bienes  de  la  casa  y  fa- 
mrlir  de  Subaier,  por  la  que  hizo  aplica- 
ción de  las  disposiciones  de  ÍÉi  It^y  de  1820 
no  solo  á  loá  bienes  de  dos  vincutaciones 
de  h  rjífcritía  cása,  sitio  Ijinlbien  á  un- fi- 
deicomiso firiiíitiareniagenable  qué  siicesi- 
vameiife  vitíieron  conservándo  y  aunau- 
Jiienlando  los  poseedores  ppc  medio  de 
sus  disposiciones  teslameblarias:  El  tri- 
buDdl  Sttprenio  déclara  haber  lugar  ál 
recitrso  de  casación '  y  ca§a  y  anala;la 
sentencia  de  la  Aadiencis  i 

«Considerando  que,  D.  Juan  Sabalér  y 
Beurregarl  consliluyó  por  su  testamenló  de 
25  de  enero  de  I7.w  düá  verdaderos  vfiicu- 
Jos  reales  y  perpetuos,  como  él  mistiip'los 
denominó,  en  cabeza  de  sus  dos  hijuá  don 
Amonio  y  D.  Juan,  puesto  que  haciendo, di- 
fiMontes  llaliinmienlos  para  su  obtención  en 
favor  de  los  mismos  y  dé  sus  respecliyas 
descendencias  y  por  la  extinción  dé  estas, 
c-n  favor  de  sus  dos  hijas',  dona  Antonia  y 
doña  Mariana  y  de  las  suyas",  prohibió  ex- 
presa y  absolnlanjenle  la  enajenación  de  los 
bi'Mies  en  que  cousislian,  permitiéndola  úni- 
camente á  sn  indicado  hijo  D.  A'fiionio  ¡>ara 
el  solo  caso  de  colocar  hijos  é  hijas: 

Considerando  que,  pur  el  conlrário,  doil 


Antook)  Sabater  y  Cfléa§,  pose<*dor  del  m*'* 
yorazgo  funtfado  en  su  ^cabezii,  asi  como  de 
los  b'tenes  que  en  1749.  le  fueron  do;iadi>4 
por  tn  madre  y  •)>or  su  Uermari<^  D.  Juan,  n*^ 
fuiidó  en  su  teilame'nlo  (|e  4  d^  diciembr»^ 
de  1766  vínculo, ni,  mayorazg^o  alguno ,  sino 
meramente  un  fídeieomísp  enajenable  y  vor 
Imitarlo,  porque  lejos  dé  establecer  la  pro- 
hibición de  enajenar,  ca^rácler  esencia'  de 
una  vérdadéra  vinculación,  éortcedió  » 
todos  \^  Maimh(f€>^  á  )bü  obtei^on,  el  prime- 
ro de* los  eualjes -era  su.  bij<>iD.! Buenaventu- 
ra,, la  ma»  áaipiia  facuiUd  'pafa  vender  y 
empep^ff^^iaraníe  sus.  vidas ^  «fn, necesidad 
de  (df/iry^to  algyno.i^ío^  bi^r^es  que  dejaba. 
(l\^i^rm^^^%m^^  Iileral,  qnn 

tiwmen  esta  lihéttdS  para  ¡k  nuhr  exfindt- 

ciét^ah  ,^y^d»néh*gdA'ifum  los  tni-^ 

nigé'^ue  se  ene onf rasen  existentes  al  tiempo 
de  las  t€spetU»as  mtienMsiy  fue  no  f«  hubie-, 
sen-fíóndido  ni  empe^fida.  poff  ^,  antecf^r^ 
p^$(isen,al^  Jiir^er/0  u^iv^^l  4^^n^reníe 
de  s\i  hjo ,  y. en  m  d'efaqto  ji^fos  ulterior  me  v- 
te  ilaiñado^;  de  tal  inan^ra  que ,  s{i  llegado  el 
caso  de  la  sucesión  de  ^us  hermanas  ó  sus  he- 
rederos ,  rio  exístier)an  úindúne^úe  tos  bienes, 
porque  los  respeelivós  herederos  de  sus  des 
cendeneias  y  de  suheríhano.los  hubiesen  oo»? 
sumiiití  en  ve/MOs-^  empeños  dorante  sus  Vi- 
das naturales ,  no  jiuiieran  fr^ewUr  cosa, 
algunasokreúichosMe^py»  ^ 

Coosiderando  que  €Ü  indicado  0.  ^Buena- 
venUnva  al  instituir  heredero  universal  de 
todos  sus  bienes  á  su  hijo'D.  Antonio  Saba- 
ler  y  Miróen  leslamcnro  de  27  de  junio  de 
Í846,  i^rohíbiéndole  la  deiTacciori  de  Iík 
cuartas  'teleídia  y  irebéíiántca-,  sometió  la 
sucesión  de  sn  herencia  átas  mismas  susü- 
lucfiones  y  tüspostoiones  )te9t^mentaria8  or- 
,  denadas  por  su.pc^r^,  ^oQ8er5^8ndo  por  con- 
sigHiiente,  en  ella^,  el  carácter  ae  liberlad  y 
do  legalidad  común  con  (^ne  este  las  habia 
esiablecido;  . 

Considerando  que  habiendo»  D.  Antonio 
Sabater  y'IVIii;ó  adtjui'rido  taís^ referidas  suce- 
siones y  cil6rg:fidÑo  su  lestamenCo  de  >12  de 
marzo  de  1849  bajo  tales  condiciones,  lega- 
les, no  es  p9sible  aplicar  la  ley  desvincula- 
dora  de  U  dé  octubre  de  1820,  reslábtecída 
en  30  de  agosto  de  I83G,  á  otros  bienes  de 
su  liereneia  qneá  jcs^que -constituyeron  los 
dos  víncMios  fundados  en  i  730  por  D.  Juan 
Satwter  Beurrejg^art ;  tejiiendo,  además,  cu 
cuenta,  qu/»,  resílilnidps  estos  bienes  á  la  cía 
se  de  «tisolulaipenic  libres  por  la  pnb  icacion 
de^íiicba  ley  cuando  los  póseia  D.  Buenaven- 
inra  Sabaler adquirió,  csfé  Ja  li^re  dispo^i* 
cii^n  de  su  mitad,  ta  cual  quedó  ,  por  cousi- 
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ir«icnt€,  incorporada  á.  virlud  de  su  exprci- 
iftik)  ic.>ta(nento  de  1846,  al  fidejcomiso 
Ublecido  por  «tt  padre  y  aumentado  por  él 

m'mrtio:  '        '  '  '  '  ^ 

Gensiderandb,  por  lo  expuesto,  que 
blendoiaSala  seiiteacíadeKa  apocado'  la  (¡^ 
tada  tey  de^Tineuladara  ¿  dielK>Tidei«amfeok 
igualmeole  que  á  los  y^oculos  oetistíl^idpt 
por  D.  iuan^  caljñcaado  aquel  equivapada- 
menle  de  perpetuo  y  de  verdadera  vincula- 
ción ,  lia  infringido  aquella  ley ,  asi  como  el 
Icslanfienlo  de  D.  Antonio  Sabaler  y  Casas^ 
coit  Iw  demá»  prescripciones  légrales  tjóe  a 
su  propósile  cita  le  pí»r4e  recuirerfle  y  que 
protegen  y  «ancloiWMi  la  observancia  y  cum» 
plímtenlo  de  la  voluntad  de  los  tesladorea.» 
(fi^e.  \h julio.)  / 

SBBVllnJMBBESEUSTÍCAS.  'Sel 
aun  el  derecho  romano  aue  rige  en  Calch 
urna  como  supletorio  del  municipal^  se 
prescriben  tas  seruiif^mbrts  por  diez  auQS 
tntre  presentes  y  20  entre  ausentes. 

-UDleiida     ^^út  jonid  de  4866. 

Rpcursó  <l6  "casíicfen'  inlcrp«esto  por 
D.  Pablo  Püch  contra  la  sentencia  de  la 
Sala  primera  de  la  AiKHencia  de  Barceto- 
na  de  K"*  de  juüo  de  1865 ,  en  pleito  so- 
lire  negaci«íi  ,de  servidumbre  de  camino 
ó  seoda  que  eo  'Una.tmrra  de.  Poco  pr^^ 
tendía  D.  Salvador  Cánovas  para  llegar 
ü  etra  suya,  ^uieniotpngRÓ  la  demanda 
alegando  qt»e  la  ▼eBia»di*frutatidó  por*?t 
\  5US  caiísantes  hacia  m9s  de  30  aiioi. 
besestimada  por  dicha  sentencia  la  de- 
manda, declarando  que  la  pieza  de  tier- 
ra del  demandante  debia  á  laque  poseía 
el  demandado  la  servidumbre  de caniine 
en  el  modo  y  íorma  que  la  veoia  disffu- 
taúdo  por  mas  de  56  y  40  aoosv  mterpitao 
Poch  recwrso'  d^  iéasacion  citando  comcf 
infringidas: 

1,  ^  La  lej  18,  lit.31  dé  la  Pai-tiía 
3.*,  que  dispone  que  las  servidumbres 
disconiípuas  solo  pueden  ganarse  por 
liempo  inmemorial. 

2.  **  La  jurisprudencia  consignada  en 
las  >enlencias  de  esle  Supremo  Tribunal 
lie  i5  de  enero  de  4860  y  25  de  juBio  de 
i 862,  que  establece  qué  para  adquirir 
por  pres' rlpc'on  una  servidumbre  dUcon- 
lífiua  debe  probarse  el  uso  ó  pose>ion  in- 
jiiemoria!. 
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Y5r    La  4PC(ripa  cpnii^na^a  por  los 

futorea  catalánes  y  admitida  por  los  Tr¡« 
unaleá'del  Principado,  según  la  cual  el 
xi^ipit  Omne)^  tníts(B  varió  Tínicamente 
las  disjwsícinnés '  tftfecho  común  en 
cuanto  á  las  prescripcipnes  de  40  y  de  20 
años,  ¡gnalándcílas  y  extendiendo  fas  á  30. 
quedando  sin  embargo  subsistentes  las 
gue  requieren  menor  tiempo  y  las  que  lo 
exigen  mayor.  ^ 

^1  Tribunal  $i^premo  por  sentencia  de 
4/  de  jubk)  declara  no  haber  lugar  al  re- 


«Considerando  que  en  Calainría  el  dere- 
cho romano  es  suplolono  del  mntiicipal,  con 
arrei^flo  ii  lo  que  sé  dispone  en  ta  ley  única, 
lít.  30  j  Uh.  t.*  de-)as>C(H)s({tuciones  y  nsat- 
geff  del  Prineipado,  cerroborada  por  la  ley 
U\  tít.i^,  lib.  5,?  de  iaNov.  Recop ,  parra- 
fo.42:  .  ...  . 

Couslder/indp  que  ai  bien  en  (a  leglslaaion 
romana  se  récíinoce  la  división  de  servidum; 
lyres  Gti  conlíiiuás  y.  discontinuas  por  su  pro- 
pia esencia  y  tiaturftleza,  para  adquirirlas 
por  la  postísfon  no  esláblecé  diferencia  algu- 
na de  derecho,  fijando  iiffdalmeniA  el  perio- 
do de  10  anos  entre  ^taentes  y  20  entre  au- 
sentea:  t 

Con$ider4^ndo  (|ue,el  deaoandadp  justiGcó 
euticientementer  a  juicio  de  la  Sala  senteu- 
ciadora,  haber  estado  en  posesion'de  la  ser- 
vidumbre de  carrera  Ó  sénda  de  que  se  tra- 
ía por  espacio  de  más  de  30  años,  sin  que  le 
obste  la  prueba  practicada  por  el  demnn- 
dañle,  contra ^Uy a  apreciación  no  se  ha  in- 
vocado lf>y  ni  éácltina  alguna  fegfat: 

Considerando,  porianto,  y  porque  obran- 
do de  lleno  la  prescripción  ordinaria  en  la 
cuestión  actual  no  es  de  aplicación  oporlun.i 
el  usatge  Omn99  dtiHScuive  bonm  sive  maleen 
ni  las  OrdinaciQ.nes  de  Santa  Cilia,  2.%  10, 
14-y  S2:  '   ■'   •  ' 

Y  consid-^ríiiído ,  'por  las  razones  expresa- 
das, que  ni  JaJey  15,  til.  31,  Partida  3.^, 
ni  las  sentencias  que  cita  el  recurrente,  ba- 
sadas en  ella,  i^igen  en  Cataluña  en  el  pre- 
sente caso,  ni  son  aplicables  á  éi,  y  que  eu 
su  con5ocnencia.no  han  sido  quebrantadas.» 
{Gac.  lójulia.) 

í>OfiftB¿a.  TARA  LmaAR.  Sí 

bien  es  tin  principio,  que  ha  a  lmllido  lii 
ley  de  En ¡^iciam¡e^nlo  civil  en  su  artícu- 
lo \1Q  que^ñ  itps  pobres  debe  adminis" 
¡  t ráeseles. ia  ^usíkia  gívluiiameJite ,  eskí 
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glo  á  las  pres'eriptíoúeé  Sél J^tl^  ii  '^  tf¿  li\ 
expr^ada  ley  hayan  $idQ  (^gl/nr^dos )  ia* 
les  para  iiligar  por  los  tribuiHtles^ 


Seolencia  de  3  4e Juimd  de 


Testualmeote  cóosigna  el  tribuna)  IStr 
^rémo  en  esie  fallo  la  doctrina  del  epí 
gral'e,  declarando  no  haber  lugar  a|j*e 
curso  de  casncioá  interpuesto  por  aon 
Manuel  de  la  P'óriíllá  eontra  sentencia  dé 
la  Sala  tt^rcera  de  la  Audiencia  de  Búr 
gos.  Portilla  halitia  seguido  cierto  pleito 
sin  pretender  el  beneficio  de  pobreza  en 
primera  insiaBci^;  y  cuando  por  apelación 
fueron  los  autos  á  la  Audiencia»  ofreció 
información,  aue  no  le  fué  admitida  por 
DO  alagar  que  oabia  venido  al  estaéo  dé 
pobreza  después  de  la  primera  instancia. 
Terminado  el  pleító  prmoi(iály  y  apremia- 
do al  pago  de  las  (^ostas  originadas  á  su 
instancia,  pretendió  ante  la  Sala  que  n^e- 
díante  á  no  poder  pagar  se  le^  admitiera 
información  de  pobreza  por  baberse  em-^ 
pQorado  sasiiuacioii  desde  qii<^  ol  pleito 
se  falló  en  primera  instaucia.  Fué  dene* 
gada  esta  preteosíon  mandando  estar  á  lo 
acordado,  y  denegada  también  con  las 
costas  la  süplica',  interpuso  recurso  de 
casación  citando  como  infringido  el  ar- 
tículo 179  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
yil;  pero  en  los  términos  que  quedan  re- 
feridos le  desesiimó  el  Tribunal  Supremo 
por  sentencia  de  2  de  junioé  {Gao.  i&  de 
julio.) 

BIBNfiS  DE  BCBNOBES.    Nú  se 

infringe  la  ley  60.  lü.  18,  Partida  S.*, 
ruando  precedida  la  infoimacion  de  níi- 
lidad  y  iá  subasta ,  se  venden  Inenes  de 
menores,  fuera  de  ella,  con  otorgardien- 
lo  delJuez,  , 

Seuleocit  de  6  de  jonío  de  1886. 

Recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Manuel  Suja  contra  sentencia  de  la 
Audiencia  de  Madrid  declarando  no  haber 
Jugar  á  la  nulidad  de  la  venta  hecha  por 
sil  tio  y  curador  ád  bóná  D.  Miguel  Suja 

6  de  setiembre  de  1852    ima  casa  y 


lierrljiá.  Precédió  ^  venta  petición  al 
TeniénU  Corbegídor,  fnformacion  de  uti- 
lidad y  auto  de  que  se  sacasen  á  subasia, 
como  en  efecto  /^.sacaron  sin  que  hubie- 
se postor;  por  lo  que  acudió  Saja  ai  Juea 


€00  Due^  eaerito,  exponiendo  que  había 
practicado  diffgencias  para  Ter  sr  podía 
lograr  la  venta ,  y  que  habiéndole  ofreci- 
do D.  Nicolás  Olmedo  38,082  rs,  v  23 
maravedises  qué  eran  las  dos  terceras 
partes  de  la  ta^cíoo ,  pedia  se  le  tUbili** 
tase  para  otorgar  la  correspondiente  es* 
eritura,  como  asi  86  hiza  en  la  forma  con- 
venicnie.  i 

Vendidas  después  la  casa  v  tierras  por 
lp&  herederos  de  Obseda  á'O.  Agusüu 
Pió  MuSoz,  D.  Mrguel  Suja  formalizó  su 
dfemarida  en  1864  pidiendo  se  declarase 
la  nulidad  de  la  vcuta,  y  seguido  el  plei- 
to por  sus  trámites  y  dictada  la  sentencia 
absolutoria,  como  Va  expuesto,  el  de- 
mandante íolerpiiso  recurso  de  casación 
citando  como  inflingidas  la  lev  60.  título 
18,  Partida  S/,  y  Ja  i.^  Xii.  Partida 
S/,  á  que  el  Tribunal  SufíTemo  por  sen- 
tencia de  6  de  junio  declara  w  haber 
lugar: 

aConsiderando  que  fá  ley  60,  tít.  18, 
Partida  8.*,  delermiha  qoe  lós  bienes  raices 
délos  meoords,  euando  háy  necésidad  ó 
tttilídad  «n  su  v^nta,  debe  esta  hae^r»*  cotí 
^torgamirnto  dei  Jue9  del  lugar ,  andando 
la  eosapúbUcamente  ea  almoneda: 

Considerando  que  en  la  vciUa  de  que  se 
traía  precedió,  además  de  la  oportuna  jus- 
tificación de  la  necesidad  y  utilidad,  el  otor- 

famienlO  deIJueZ,  así  como  el  haber  aa- 
ado  Iff  cosa  públícamefile  en  almoneda: 
Y  considerando,  por  lo  expuesto,  que  la 
cjesutoria  no  ha  infrln|rido  m  la  citada  60, 
ai  tampoco  la  2.\  2.\  Partida  S\  (a 
cual  es  evidenlemenle  inoportuna  tratando 
de  «cóíno  el  demandador  debe  «alar,  á 
(juien  face  la  deoiandá,))  punto  extraño  al 
que  tje  alega  relativo  á  los  casos  en  que 
procede  la  acción  reivindicaloria.»  (Goe.  16 
julio.) 


M.  IM.  .AfiUBULA,  Director  propietario^ 
y  Editor  responiuble. 


MAliRI/».— Imp.  •I»»E¡  Consultor  á  e^rg^o  de  E.  d# 
la  lUva,  liai4u:tlu  lú. — Aa«iiuiki.  I  oauuíu,  i. o,  ti-f|i4ic. 
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lares  4«       eentrM  Irecilvo*. 

825.  mSTBOCOIOir  PUBLIOA—Beal 
decreto  de  9  de  ootubre,  organisando  la  «fa- 
cuitad  de  derecho»  en  tus  trea  seooionea  de 
Derecho  civil.— Derecho  canónico  .^Derecho 
administrativo. 

(Fon  )   «exposición  á  8.  M. — Señora: — 
£i  arl.  43  de  la  ley  de  instrucción  pública 
sancíoaada  por  V.  M.  en  9  de  setiembre  de 
1857  fija  y  enumera  los  estudios  que  deben 
constituir  la  facultad  de  derecho;  el  art.  44 
establece  la  división  de  la  facultad  en  tres 
secciones ,  á  saber:  de  leyes,  de  cánones  y 
de  administración:  el  art.  45  dispone  que  el 
ip-ado  da  bachiller  sea  común  para  las  tres 
secciones.  Sobre  estos  terminantes  preceptos 
de  la  ley  se  funda  la  organización  de  las  es* 
cuelas  de  derecho  que  el  Ministro  que  sus* 
cribe,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Minis* 
tros,  tiene  el  honor  de  proponer  á  V.  M.  £n 
las  disposiciones  que  en  setiembre  mismo 
de  1857  se  adoptaron  para  la  debida  ejecu- 
ción de  la  ley,  la  facultad  de  derecho  quedó 
distribuida  y  ordenada  en  las  tres  secciones 
que  aquella  determina  ,  si  bien  se  daba  á  la 
carrera  una  extensión  excesiva ,  pues  se  les 
hacia  llegar  á  nueve  años ,  incluyendo  los 
de  doctorado;  pero  no  duraron  mucho  estas 
medidas,  porque  en  setiembre  de  1858  se 
publicó  el  Drograma  general  de  estudios  de 
la  facultad  de  oerecho,  y  en  su  virtud  se  in- 
trodujeron novedades  que  no  solo  afectaban 
y  afectan  aun  á  la  letra  y  al  espíritu  de  la 
Jey ,  sino  que  dando  un  nuevo  giro  á  los  es- 
ludios  jurídicos,  causaron  una  verdadera 
perturbación,  cuyos  resultados  con  urgencia 
se  deben  evitar.  Suprimióse  la  sección  de 
derecho  canónico ,  á  titulo  de  refundirla  en 
Ja  de  derecho  civil ;  redújose  á  seis  años  el 
período  de  la  licenciatura;  se  admitió  loque 
nuestros  antiguos  llamaban  pasantía,  es  de- 
cir, la  asistencia  del  alumno  en  el  último 
año  al  estudio  de  un  Abogado ,  asistencia 
que  no  hay  ejemplo  de  que  escolar  alguno 
haya  dejado  probar  cumplidamente ;  y  por 
último.  Señora,  se  escribió  un  artículo,  que 
es  el  10,  concebido  en  estos  términos:  allos 
es  ludios  propios  de  cada  grado  se  harán  en 
•1  orden  que  tnag  convenga  al  alumno  con 
Tomo  X  dul  Dice. 


las  limitaciones  siguientes:»  y  se  establecen 
en  efecto  cuatro  reglas  de  prioridad  ó  pre- 
cedencia de  determinados  estudios,  tales  co- 
mo la  del  primer  año  de  derecho  romano 
respecto  del  segundo  y  la  de  teoría  de  proce- 
dimientos respecto  de  la  práctica;  pero  apar- 
te estas  limitaciones  que  el  buen  sentido 
aconseja,  aunque  el  legislador  no  las  fijase, 
*  ¿quién  ha  enseñado  al  alumno,  igualmenio 
desconocedor  de  todas  las  asignaturas ,  cuál 
es  el  6rdi*n  en  <)üe  le  coivviene  estudiarlas? 
¿Con  qué  criterio  va  á  elegir,  quien  no  tienta 
siquiera  idea  de  aquello  mismo  sobre 
ha  de  recaer  la  elección?  No  es  al  alumno  á 
quien  toca,  á  juicio  del  Ministro  que  suscri- 
be, determinar  el  orden  en  que  mas  le  con- 
viene seguir  sus  estudios:  el  alumno  tiene 
derecho  á  esperar  que  la  ley,  fruto  de  la  ex- 
periencia y  expresión  de  la  sabiduría, 
marque  los  pasos  de  su  carrera,  conducién- 
dolo cariñosamente  por  el  camino  mas  fácil 
y  derecho  al  término  de  sus  aspiracionen, 
para  su  propio  bien ,  el  de  las  familias  y  el 
de  la  sociedad.  No  debe,  pues ,  continuar  un 
solo  instante  ta  especie  de  anarquía  que  bnjo 
este  punto  de  vista  reina  en  cada  periodo  d<! 
la  facultad:  urge  precisar  el  órden  de  los  es- 
tudios en  provecho  de  la  ciencia  y  de  los  jó- 
venes qM(>  á  ella  se  dedican;  urge  restablecer 
para  In  facultad  de  derecho  las  disposiciont'S 
de  la  ley  de  1857,  alteradas  de  un  modo  no- 
table por  el  progama  de  1858. 

En  concepto  del  Ministro  que  suscribe  no 
hay  razón  para  suprimir  la  sección  de  derecho 
canónico.  Cierto  que  sus  licenciados  y  doc- 
tores solo  pueden  aspirar  á  escaso  número 
de  cargos;  pero  por  una  parte  la  tradición 
de  las  insignes  universidades  españolas  desde 
siglos  muy  remotos,  y  por  otra  la  necesidad 
de  llegar  cuanto  antes  a  un  definitivo  arre- 
glo de  ios  estudios  eclesiásticos ,  contando 
con  la  benignidad  de  la  Santa  Sede ,  abonan 
la  oportunidad  de  que  la  dicha  sección  se 
restablezca ,  siquiera  su  estudio  se  limite  á 
las  universidades  central  y  de  Salamanca, 
así  como  la  sección  de  derecho  administra- 
tivo se  conservará  tan  solo  en  Madrid  y 
Barcelona. 

Puede  y  debe  existir  en  la  universidad 
central  una  gran  escuela  de  derecho,  dotada 
como  está,  de  profesores  eminentes  en  todos 
los  ramos  de  la  ciencia,  y  favorecida  por  un 
inmenso  concurso  de  jóvenes  deseosos  de 
saber,  legítima  esperanza  de  la  patria.  Pue- 
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den  y  deben  (odas  las  demás  untversidiides, 
tiiediaiile  un  plan  ordenado  y  Tecundo,  y 
contando  con  ia  recta  voluntad  de  los  maes- 
Iros,  y  con  la  buena  preparación  de  los  dis- 
cípulos, ver  de  dia  en  dia  progresar  su  fa- 
cultad de  derecho,  señaladamente  el  civil, 
con  mucha  gloria  propia  de  la  ciencia  juri» 
dica  y  del  foro  español. 

Acomodar  el  actual  sistema  de  matriculas 
y  esludios  de  la  facultad  de  derecho  ni  que 
ahora  se*  propone  ofrecerá  no  pocas  dificul- 
tades matct  iales ,  que  el  celo  de  los  rectores 
con  la  ilustrada  cooperación  de  los  decanos, 
y  el  concurso  de  ios  empleados  administrati- 
vos vencerá,  partiendo  siempre  del  principio 
de  que  han  de  respetarse  los  derechos  ad- 
quiridos asi  en  cuanto  á  la  duración  de  los 
ptTÍodos  para  cada  grado,  como  respecto  de 
Ih  simultaneidad  de  secciones  por  los  alum- 
nos que  al  presente  la  estuvieren  verificando. 

Sin  alargar  los  años  de  la  carrera,  se  au- 
mentan nolablemente  los  esludios;  sobre  to- 
do se  ordenan  y  se  fijan,  dando  término  á 
la  deplorable  vaguedad  en  que  se  hallaban. 
En  el  plan  de  la  facultad  de  derecho  que 
ctnitiene  el  adjunto  proyí-clo  de  decreto  que- 
dan todas  las  asignaturas  que  la  ley  enume- 
ra en  su  ya  cilado  art.  43,  excepto  la  de 
metafísica  y  la  de  Historia  general  de  Espa- 
ña que  el  programa  de  1858  cambió  por 
Historia  universal.  Los  alumnos  que  en  rl 
año  actual  estudian  el  preparatorio  de  dere- 
cho cursan  ó  deben  cursar  esas  asignaturas; 
los  que  se  matriculen  en  los  años  ulteriores 
las  llevarán  aprendidas  de  la  segunda  eiíse- 
ñanza:  no  asi  la  literatura  española  y  latina, 
cuyos  estudios  cree  el  Mniisiro  de  Fomento 
que  deben  conservarse  por  ahora  como  ane- 
jos al  primero  y  segundo  año  de  la  facul- 
tad, una  vez  que  desaparece  d**sde  el  cur- 
so [)róximo  el  año  preparatorio.  Es  bien  que 
tenga  algo  de  literato  quien  ha  de  llevar  el 
título  y  el  nombre  de  letrado. 

Sobre  la  base  de  que  los  alumnos  asistan 
siempre  que  sea  posible  á  dos  lecciones  dia- 
rias y  de  que  por  punto  generad  nunca  deje 
de  dar  una  todo  catedrático,  asi  numerario 
romo  supernumerario,  puede  orgaiiizarse 
fchi  aumento  de  gasto,  antes  bien  proporcio- 
nando algún  alivio  al  presupuesto,  la  facul- 
tad de  derecho  en  lodos  sus  periodos  con  los 
necesarios  estudios  teóricos  y  prácticos,  con 
principios  de  economía  y  administración  y 
con  la  extensión  conveniente  en  lo  relativo 
á  las  leyes  y  los  Códigos  de  nnesira  Es- 
paña y  a  Jas  leyes  y  los  Códigos  de  la 
Iglesia.  De  esta  suerte  es  de  espí^rar  que  en 
las  universidades  se  formen  verdaderos  ju- 
ritfconsullos  españoles,  ttenos  de  sáaa  y  sóli- 


da doctrina,  cual  corresponde  á  los  que  un 
dia  han  de  ser  sacerdote»  de  la  justicia ,  de- 
fensores de  la  honra,  de  la  vida  y  de  la  ha- 
cienda de  sus  conciudadanos,  legisladores  y 
gobernantes  de  la  nación.  A  tan  saludable 
y  patriótico  fin  .se  encamina  el  adjunto  pro- 
yecto dp  decreto.  Dígnese  por  lanío  V,  M. 
prHNi.u  'o  su  real  aprobación.  Madrid  9  de 
octul.n-  de  1866.— Sí»ñora:— A  L.  R.  P.  de 
V.  M.— Manuel  de  Orovio. 

RBAL  DECRETO. 

Conformándome  con  lo  propuesto  por  mi 
Ministro  de  Fomento,  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Arliculol.^   Los  estudios  de  la  facultad 
de  derecho  comprenderán  Ires  secciones: 

1.  *    Derecho  civil. 

2.  *   Derecho  canónico. 

3.  '   Derecho  administrativo. 

Los  esludios  de  la  expresada  facultad  se* 
rán  comunes  en  los  cuatro  primeros  años,  y 
habilitarán  para  recibir  el  grado  de  bachiller, 
que  será  también  común  á  las  tres  secciones, 
lodo  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  ar- 
Itculos  44  y  45  de  la  ley  de  instrucción  pú- 
blica de  9  de  setiembre  de  1S57. 

Arl.  2.*^  Los  esludios  posteriores  al  grado 
de  bachiller  sei-án  por  lo  general  distintos 
]>ara  cada  sección,  y  habilitarán  para  el  gra- 
do de  licciMiiado  respeclivamenle  en  derecho 
civil,  en  derecho  canónico  ó  en  derecho  ad- 
ministrativo. Los  esludios  del  doctorado  se- 
rán comunes  á  las  tres  secciones. 

Arl.  3.**  Por  regla  general  los  caledráli- 
CCS,  así  numerarioe  como  supernumerarios, 
darán  lección  diaria.  Los  alumnos  tendrán  á 
lo  menos  dos  lecciones  diarias  en  el  periodo 
del  bachillerato:  en  los  otros  periodos  se  dis- 
tribuirán las  enseñanzas  en  los  términos  que 
exijan  su  iin|>ortancia  respectiva  y  el  mayor 
aprovechamiento  de  los  escolares. 

Art.  4.®  Se  pmhibe  toda  simullaneidad 
de  carreras,  facultades  y  secciones  que  ha- 
bilitan para  prulesiottes  ó  grados  diferentes, 
salvos  siempre  los  dert^clios  adquiridos  por 
lo^  alumnos  ya  matricMiados  en  la  forma 
que  se  determine. 

Arl.  5.^  Los  (>rofesores  de  derecho  ro- 
mano y  canónico  adoptarán  con  preferencia 
libros  de  texto  en  lalin  para  sus  respectivas 
asignaturas. 

Art.  B.®  Las  materias  que  han  de  estu- 
diarse según  las  reglas  establecidas  eo  eada 
un  curso  son  las  siguientes: 
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SSTXmiOS  COUUNKS  MBCB<)AfllOS  PARA  RBCJBIR  | 
EL  GRADO  DK  BACHILLBR  IR  DBRECBO.^ 

Primer  año. 

Prolegómenos,  hisloria  é  instituciones  de 
dfrecho  romano.  Lt*ccion  diaria. 

Literatura  españ<«la.  Lección  diaria. 

Economía  política  y  estadística  (primer 
curso).  Lección  alterna. 

Segundo  aññ. 

Continuación  del  derecho  romano.  Lec- 
ción diaria. 

Literatura  latina.  Lección  alterna. 

Economía  política  y  estadística  (segando 
curso).  Lección  allenia. 

Tercer  año. 

Reseña  liistórica  de  los  Cóiligns  españoles. 
Derecho  civil  y  español,  común  y  foral. 
Lección  diana. 

ProlegóniíMios ,  nolicin  de  las  codificacio- 
nes é  insliluciones  de  derecho  canónico.  Lec- 
ción alterna. 

Derecho  político  y  administrativo  (primer 
curso).  Lección  alterna. 

Cuarto  año. 

Derecho  mercantil  y  pefial.  Lección  diaria. 

Continuación  del  derecho  canónico.  Lec- 
ción alterna. 

Continuación  del  derecho  político  y  admi- 
nistrativo. Lección  alterna. 

Probados  estos  cu;itro  años,  el  alumno  po- 
dra aspirar  al  grado  de  bachilleren  derecho. 

SECCION  DE  DERECHO  CIVIL.. 

PERÍODO  DE  LA  UCEIfCIATURA. ' 

Quinto  año. 

Ampliación  del  derecho  civil  y  Códigos 
rspañules.  Lección  diaria. 

Teoría  y  práctica  de  los  procedimientos 
judiciales.  Lección  diaria. 

Sexto  año. 

Ampliación  del  derecho  mercantil  y  penal. 
Lección  diaria. 

Práctica  forense.  Lección  alterna. 

Oratoria  forense.  Lección  alterna. 

Probados  estos  dos  años,  el  bachiller  en 
derecho  podrá  aspirar  al  grado  de  licenciado 
en  derecho  civil. 

SECCION  DE  DERECHO  CANÓNICO. 

PERÍODO  DE  LA  LICBNCIAJURA. 

Quinto  año, 
Dltcipüna  eclesiástica.  Lección  diaria. 


Teoría  y  práctica  de  procedimientos  judi- 
ciales. Lección  diaria  (eori  los  alumnos  de 
quinto  año  de  derecho  civil.) 

Sexto  año, 

Hisloria  de  la  Iglesia.  Concilios  generales 
y  particulares  de  España.  Lección  diaria. 

Derecho  de  las  decretales  ó  ampliación  del 
derecho  canónico.  Lección  alterna. 

Juicios  y  procedimientos  eclesiásticos. 
Lección  alterna. 

Probados  estos  dos  años,  los  bachilleres 
en  derecho  podrán  recibir  el  grado  de  liceo- 
ciado  en  derecho  canónico.* 

Art.  7.®  Los  licenciados  en  derecho  civil 
podrán  aspirar  en  un  solo  curso  al  grado  de 
licenciado  en  derecho  canónico,  y  los  licen- 
ciados en  esta  sección  al  de  licenciados  en 
derecho  civil ,  en  cumplimiento  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  45  de  la  ley.  Para  ello  los 
licenciados  en  derecho  civil  estudiarán  con 
los  de  cánones  el  año  sexto  en  los  términos 
que  queda  establecido:  y  los  licenciados  en 
derecho  canónico  estudiarán  en  un  curso  la 
ampliación  del  derecho  civil  con  los  de  quin- 
to año  y  la  práctica  forense  y  oratoria  foren- 
se con  los  de  sexto,  sin  perjuicio  de  que  en 
el  grado  de  licenciado  debatí  dar  pruebas  de 
conocer  en  toda  su  extensión  el  derecho  mer- 
cantil y  penal. 

Art.  S.®  Los  estudios  propios  del  período 
de  la  licenciatura  en  derecho  administrativo 
son  los  siguientes: 

Quinto  año. 
Hacienda  pública.  Lección  diaria. 
Derecho  político  comparado.  Lección  al- 
terna. 

Sexto  año. 

Historia  de  las  relaciones  políticas,  diplo- 
máticas y  comerciales  de  E-paña  con  las  de- 
mas  naciones  Lección  diaria. 

Derecho  mercanril  comparado.  Legisla^ 
ciou  (le  aduanas.  Lección  alterna. 

Probados  estos  dos  años,  los  bachilleres 
en  derecho  podran  «ecibír  el  grado  de  licen- 
ciado en  dereclío  administrativo. 

Los  licenciados  en  derecho  administrativo 
podrán  habilitarse  en  nn  año  para  el  grado 
de  licenciado  en  derecho  civil;  al  efecto  cur- 
sarán las  asignaturas  del  quinto  de  dieha 
sección  ,  asistiendo  además  con  los  de  sexto 
á  los  ejercicios  de  práctica  forense  y  debien- 
do dar  pruebas  en  el  grado  de  licenciado  de 
conocer  el  dereclro  penal  en  su  extensión. 
Los  licenciados  en  derecho  civil  podrán  ob- 
tener el  mismo  grado  en  derecho  adminis- 
trativo, ganando  y  probando  las  asignaturas 
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del  quinlo  año;  la  de  derecho  mercanlil  com- 
parado con  los  alumnos  de  sexto  y  dando 

Í>ruebas  en  el  ejercicio  del  grado  de  conocer 
os  tratados,  usos  y  relaciones  diplomáticas 
y  comerciales  de  España  con  las  demás  na- 
ciones. 

Art.  9.®  Los  esludios  comunes  para  el 
doctorado  en  todas  las  secciones  son: 

Fiiosoíia  del  derecho.  Historia  general  del 
derecho  y  sucinta  noticia  de  los  escritos  y 
obras  mas  notables,  especialmente  de  Espa- 
ña. Lección  alterna. 

Derecho  internacional ,  público  y  privado. 
Lección  al  terna.- 

Legislación  comparada.  Lección  diaria. 

Los  licenciados  en  las  dos  secciones  de 
derecho  civil  y  canónico,  una  vez  probado 
el  año  sétimo,  recibirán  el  grado  de  doctor 
en  ámbas  secciones:  la  misma  regia  se  obser- 
vará con  los  licenciados  en  derecho  civil  y 
adminislralivo.  El  ^ue  fuere  doctoren  dere- 
cho con  limitación  a  cualquiera  de  las  sec- 
ciones y  recibiere  el  grado  de  licenciado  en 
otra,  añadirá  á  su  título  de  doctor  .el  de  la 
sección  en  que  se  hubiere  graduado,  á  cuyo 
íin  se  hará  el  oportuno  cambio  de  diploma. 

El  que  á  la  licenciatura  en  las  tres  seccio- 
nes reuniese  el  grado  de  doctor,  tomará  el 
' Ululo  de  doctor  en  la  facultad  de  derecho. 

Art.  10.  Habrá  facultad  de  derecho  en 
sus  Ires  secciones  en  la  universidad  central, 
derecho  canónico  hasta  la  licenciatura  inclu- 
sive en  la  de  Salamanca;  derecho  adminis- 
trativo hasta  la  licenciatura  inclusive  en  la 
de  Barcelona.  La  sección  de  derecho  civil 
continuará  como  en  la  actualidad  eu  todas 
Jas  universidades. 

Art.  11.  El  año  preparatorio  para  la  fa- 
cultad de  derecho  se  dará  en  el  curso  actual 
en  la  forma  que  estaba  establecido;  pero  los 
alumnos  deberán  estudiar  las  asignaturas  de 
metafísica  é  historia  universal:  si  ganaren 
algún  curso  de  literatura ,  les  será  después 
de  abono  en  el  año  de  derecho  respectivo. 

Art.  12.  Los  catedráticos  de  derecho  que 
por  virtud  de  la  nueva  organización  dada  á 
la  facultad  quedaren  excedentes ,  gozarán  de 
los  benefícios  que  la  ley  les  concede  y  serán 
preferidos  para  cubrir  las  vacantes  que 
ocurran. 

Art.  13.  Mi  Gobierno  dará  cuenta  á  las 
Cortes  de  las  disposiciones  contenidas  en  es- 
te d<>crelo.  Dado  en  Palacio  á  9  de  octubre 
de  1866. — Está  rubricado  de  la  real  mano. 
— ^£1  Ministro  de  Fomento,  Manuel  de  Oro- 
vio.»  (Gac,  18  octubre.) 

826.  EMPBXS8TITOS  PBOVlNCIAIiBS. 
—43.  D.  de  8  de  octubre,  autorisando  &  la  Di  • 
putaoion  de  C4dia  para  subastar  300.000  es- 


cudos como  primara  emiaion  da  un  empréa- 
tito  aue  tiene  concedido  para  carreteras. 

(GoB.)  «En  atención  á  las  razones  que  me 
ha  expuesto  mi  Ministro  de  la  Gobernación, 

Vengo  en  expedir  el  real  decrelo  si- 
guiente: 

Artículo  1.^  Se  autoriza  á  la  Diputación 
provincial  de  Cádiz  para  contratar  en  subas- 
ta pública  la  cantidad  de  300.000  escudos, 
como  primera  emisión  del  empréitilo  de 
2.500.000  escudos  que  para  obras  de  car- 
releras  provinciales  la  concedió  la  ley  de  30 
de  junio  de  1865. 

Art.  2.^  Estas  acciones  se  denominarán 
Acciones  de  carreteras  de  la  provincia  de  Cá* 
diz,  divididas  en  1.500  obligaciones  de  á 
200  escudos  cada  una,  que  devengarán  el 
interés  anual  de  6  por  100. 

ArL  3.®  La  amortización  de  las  acciones 
que  se  adjudiquen  en  pública  subasta  se  ha- 
rá anualmente  á  la  par  y  en  sorteo  público 
ante  la  Diputación  provhicíal  ó  una  comisión 
nombrada  de  su  seno. 

Art.  4.®  Para  pago  de  intereses  y  amor- 
tización de  las  acciones  que  en  subasta  pú- 
blica se  adjudiquen  incluirá  la  Diputación  eu 
sus  presupuestos  anuales  la  cantidad  que 
corresponda  para  las  acciones  subastadas. 

Art.  5.®  En  el  caso  posible  que  el  día  se- 
ñaiado  para  la  subasta  no  se  prescDla.^>i 
proposiciones  ó  no  se  colocasen  las  1.500 
acciones  que  refiere  este  mi  real  decrelo. 
queda  desde  luego  autorizada  la  Diputación 
de  Cádiz  para  publicar  por  término  de  30 
diasen  los  periódicos  oficiales  la  nueva  li- 
citación ,  y  para  alterar  las  fechas  á  que  ha 
de  sujetarse  en  armonía  con  los  plazos  hoy 
fijados  9  dando  de  ello  conocimiento  á  mi 
Gobierno. 

Art.  6.^  El  pliego  de  condiciones  que  hji 
de  servir  de  base  á  la  subasta  de  las  accio- 
nes del  empréstito  se  publicará  de  real  ór- 
den  en  la  Gaceta  y  BoUtin  oficial  de  Cádiz 
con  la  misma  fecha  de  este  real  decrelo. 
^  Art.  7.®  La  Diputación  provincial  de  Cá- 
diz tendrá  presente,  verificada  la  subasta,  lo 
que  determina  el  art.  5.®  de  la  ley  de  pre-- 
supuestos  y  contabilidad  provincial  de  20  de 
setiembre  de  1865.  Dado  en  Palacio  á  9  de 
octubre  de  1866.— Está  rubricado  de  la  real 
mano.— El  Ministro  de  la  Gobernación,  Luts 
González  Brabo.»  {Gao,  18  octubre.) 
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iCBlSPRCDEÜCH  ClYIl. 

recamos  tfe  easAclon ,  nnlltetf  é  In- 
BOl«rla. 

PROCEDIMIENTO  CIVIL.  E/1 

los  pleitos  que  se  siguen  en  el  fuero  co- 
mún no  puede  fundarse  el  recurso  de  ca- 
mión en  la  infracción  de  las  disposicio- 
nes  del  Código  de  Comercio. 

SeiHcicia  de  5  de  jaoie  de  1866. 

Esta  es  la  doctrina  contenida  en  la  sen- 
tencia de  5  de  junio  declarando  no  haber 
Jugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
\m  D.  Manuel  Miró  contra  un  fallo  de  la 
Audiencia  de  Barcelona.  (Gac.  \Q  julio.) 

HEREDAMIENTO  PBBLATIVO. 

Para  determinar  con  arreglo  al  fuero  de 
(Mtaluña  y  si  un  heredamiento  es  mera- 
thcnte  prelativo  ú  puro  y  absoluto ,  debe 
atenderse  á  las  cláusulas  que  indiquen  la 
voluntad  de  los  contrayentes,  y  sendo 
puro  será  nula  toda  otra  institución  de 
heredero  que  le  contradiga,  aunque  el 
instituido  sea  un  estraño. 

PROCEDIMIENTO  CIVIL.  Cuan- 
do  Fe  ejercita  la  acción  real  y  no  la  per- 
sonal fundada  en  pacto,  empleando  solo 
la  fórmula  6  aquella  otra  que  fuere 
mas  procedente  ún  haberse  repelido  de 
oficio  la  demanda  ni  excepcionado  defec- 
to legal  en  el  modo  de  proponerla .  no 
puede  alegarse  este  defecto  como  motivo 
de  casación. 

Senlencia  de  4  de  janío  de  1 866. 

Recurso  de  casación  interpuesto  por 
1).  ÜJoo  Fonoll  y  Guarda,  en  pleito  pro- 
movido por  D.  'Pedro  Borras  y  Juhells, 
£olire  nulidad  de  la  institución  de  lierede- 
ro  hecha  á  favor  de  aquel  y  restitución  de 
bienes. 

D.  Pedro  Borrás  y  Soldevilla  contrajo 
eo  1818  matrimonio*^  condona  Catalina 
Jubells,  V  en  sus  capitulaciones  pactaron 
<|ue  tíos  hijos  é  hijas  del  presente  malri- 
»iuooio  sean  preferidos  á  los  de  cualquie- 
>ra  olro  matrimonio  posterior,  esloes, 
»bijo8  por  hijos  é  hijas  por  hijas;  y  que 


>si  los  dichos  cónyuges  ó  alguno  de  los 
idos  muriesen  sin  testamento  ú  otra  di^- 
» posición ,  y  por  consiguiente  sin  haber 
1  nombrado  su  heredero,  por  lo  tocante  á 

•  la  herencia  y  bienes  ael  consorte  así 
ipremuerto,  se  guarde  entre  sus  hijos  é 
inijas  órden  y  derecho  de  primogenitura 
ipreferencia  de  varones  á  hembras,  y  de 

•  mayores  á  menores  • 

Muerta  doña  Catalina  en  1823  sobrevi- 
viéndola  su  marido  y  sus  dos  hijos  habi- 
dos en  el  matrimonio,  que  son  D.  Pedro, 
demandante,  y  doHa  lguacia,  que  murió, 
en  1857,  contrajo  el  padre^de  estt  s  se- 
gundo matrimonio  con  doña  Magdalena 
Castells,  habiendo  pactado  en  las  capitu- 
laciones (28  de  julio  de  1826)  «que  si  el 
ihijo  varón  que  tiene  del  primer  malri- 
i  mooio  el  expresado  D.  Pedro  Borrás  y 
iSoldevilla  muriese  sin  dejar  hijo  ni  hija 
ide  legítimo  y  carnal  matrimonio  pro- 
icreado,  y  si*  del  presente  malrimonto 
icon  Magdalena  Castells,  tuviera  el  refe- 
irido  Borrás  v  Soldevilla  hijo  varón,  uno 
ió  mas,  deberán  este  ó  estos  suceder  á 
•su  herencia,  del  mismo  modo  que  su  di- 
icho  hijo  del  primer  matrimonio  oombra- 
>do  Pedro  Borrás  y  Jubells  está  llamado 
I  heredero  de  los  bienes  de  su  padre  en 
líos  capítulos  matrimoniales  que  este  íir- 
imó  con  su  primera  mujer  en  9  de  agosto 
ide  1818  1 

Y  como  á  pesar  de  estos  pactos  D.  Pe- 
dro Borrás  Soldevilla  otorgó  testamento 
en  1860,  bajo  el  cual  falleció,  legando 
2.000  libras  á  cada  uno  de  sus  hijos  del 
segundo  matrimonio ,  5.000  al  dol  pri- 
mero D.  Pedro  Borrás  y  Jubells,  é  insti- 
tuyendo heredero  del  remanente  de  f.us 
bienes,  derechos  y  acciones  á  D.  Inan 
Funoll  y  Guarda,  que  entró  en  la  p'>se- 
^sion  de  los  miamos,  el  D.  Pedro  Borrás  y 
Jul)ells  propuso  demanda  en  7  de  mayo 
de  1865  ejercitando  la  acción  real  de  pe- 
tición de  herencia  ó  aquella  otra  que  fue- 
ra mas  procedente  en  derecho,  y  pidien- 
do que  se  declarase  nula  y  de  ningún  va- 
lor ni  efecto  la  institución  de  heredero 
que  contenia  el  testamento  de  su  padre  á 
favor  de  Fonoll,  v  que  61  era  el  heredero 
universal  en  fuerza  del  heredamiento,  do- 
nación 6  institución  contenidas  eo  las  ca* 
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pitulacíones  matrimoniales  de  9  de  agos- 
to de  1818,  ratificadas  eo  las  de  28  de 
julio  de  1826:  condenándose  en  su  viKud 
al  referido  Fonoll  á  restituirle  los  bienes 
de  la  herencia  de  Borras  Soldevilla  que 
injustamenlc  detentaba,  con  todos  lós 
frutos  percibidos  y  podidos  percibir  desde 
ia  muerte  del  mismo,  al  resarcimiento  de 
todos  los  daños  y  al  pago  de  las  costas;  y 
para  ello  alegó  el  mérito  de  las  indicadas 
capitulaciones  matrimoniales,  en  las  cua- 
les sostiene  estar  contenida  una  institu- 
ción de  heredero  irrevocable  á  favor  su- 
yo; que  no  vale  la  disposición  testamen- 
taria, que  es  Traudulenla,  y  que  como 
tal  debe  considerarse  la  de  D.  Pedro  Bor- 
rás  y  Jubells  por  estar  dirigida  á  favore- 
cer los  intereses  de  la  muji;r  é  hijos  del 
segundo  matrimonio  en  perjuicio  del  que 
lo  era  del  primero ,  ieguo  se  inferia  de 
varios  hechos  que  citó  y  fueron  luego  ob- 
jeto de  su  prueba.  • 

Don  Juan  Fono!!  al  contestarla  deman- 
da suplicó  que  se  le  absolviera  de  ella  y 
se  impusiera  al  actor  pcrpéluo  silencio  v 
las  costas,  fundándose  en  que  las  capitu- 
laciones matrimoniales  de  1818  y  1826 
solo  coutenian  un  heredamiento  prelativo 
y  preventivo;  en  que  este  último  tier>e  por 
iinico  objeto  evitar  uu  intestado,  y  el 
primero  impedir  que  los  hijos  de  los  "pri- 
meros matrimonios  sean  pospuestos  a  los 
délos  posteriores,  pudiendo  por  tanto  los 
que  lo  hacen  nombrar  en  testamento  he- 
redero de  sus  bienes  á  quien  quieran, 
siempre  que  no  sea  un  hijo  de  uratrimonio 
posterior,  como  D.  Pedro  Borras  y  Sol- 
devilla lo  había  hecho  instituyendo  á  uu 
extraño;  y  últimamente,  en  que  no  era 
cicrtp  que^  esta  institución  fuese  fraudu- 
lenta. 

T  seguido  el  jiiicin  por  sos  trámites ,  y 
practicadas  las  pruebas  que  propuso  el  ac- 
tor, el  Juez  de  primera  instancia  dictó 
sentencia  en  16  de  julio  de  1864,  que 
confirmó  en  parte  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Bircelona  por  la  suya  de  30 
de  junio  de  186»^,  declarando  nula  y  sin 
efecto  la  institución  de  heredero  que  á  fa- 
vor de  D.  Juan  Fonoll  y  Guarda  contenía 
el  testamento  olorgado'porD.  Pedro  Bor- 
rásv  Soldevilla  eo  18  de  sclieinbre  de 
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1860,  y  en  su  consecuencia  subsistente  el 
heredamiento  hecho  á  favor  de  D.  Pedra 
Boi*rás  y  Jubells  eo  la  escritura  de  capi- 
tulaciones matrimoniales,  y  condenando 
;  á  D.  Odón  Fonoll,  en  calidad  de  heredero 
'  y  sucesor  de  su  hermano  D.  Juan,  á  res- 
tituir á  dicho  D.  Pedro  Borrás  y  Jubells 
los:  bienes  que  constituíanla  herencia  de 
'■■  D.  Pedro  Borrás  y  Soldevilla,  con  los  fru- 
tos percibidos  desde  la  contestación  á  la 
demanda. 

i    Contra  este  fallo  interpuso  D.  Odón 
recurso  de  casacioa  porque  eo  su  coacep- 
-  to  infringe: 

V  La  ley  1.*,  tít.  2.%  lib,  del 
Código  de  Justiniano  De  sacrosantis  ee- 
clésiis;  la  1.\  6.*  y  7.\  lib.  2.%  tít.  i* 
Dépactisdel  Digcslo,  y  la  voluntad  de 
D.  Pedro  Borrás  Soldevilla. 

1  Lasleves9.*,  34,  Ii4yl68,  l¡- 

¡  bro  50,  tít.  17  del  Digesto  De  divcrsis 
¡  regulis  jurfc,  que  establecen  que  en  lo 
I  oscuro  se  mire  lo  mas  benigno,  verosímil 

Í frecuente,  y  sobre  todo  la  opinión  pó- 
lica  en  la  región  en  que  ha  tenido  lugar 
la  estipulación  ó  contrato;  pues  aunque 
se  admitiera  que  la  citada  cláusula  de  las 
ca|)itulaciones  matrimoniales  de  D.  Pedro 
Borrás  y  Soldevilla  no  estaba  clara,  sien- 
i  do  <!omun  sentir  de  los  juri^consultos  ca- 
i  talanes  que  el  pacto  de  que  los  hijos  de 
un  matrimonio  sean  preferidos  en  la  su- 
cesión á  los  de  otro  posterior,  no  consti- 
tirye  institución  de  (leredero  ni  donación 
irrevocable,  sino  que  únicamente  priva  a 
los  iwidres  de  la  facultad  de  nombrar  he- 
rederos á  los  hijos  del  segundo  mairimci- 
nib  cuando  los  hay  del  primero,  dejándo- 
se la  amplia  y  omnímoda  para  iustiluir 
á  un  exlraño;*y  habiendo  fallado  siempre 
ert  este  sentido  la  Audiencia  de  Barceloosi 
'v  este  Supremo  Tribunal  en  su  seuteDri:t 
de  28  de  abril  de  1858,  y  en  otra  pnhíí- 
cada  en  la  Gaceta  de  6  dé  julio  de  1859, 
al  establecerse  lo  conirario  se  quehranla- 
bán  dichas  leyes  

Y  3.**  El  principio  de  derecho  de  que 
than  de  atenderse  las  acciones  fundadas 
en  parlo-;  cuando  se  utilizan  como  perso- 
nales y  no  como  reales, i  porque  D.  Pedro 
Borrás  y  Jubells  había  fundado  su  rlf- 
«¿anda  cu  la  acciou  de  peticiun  de  h'?rcü- 
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cía,  qne  calificó  de  real,  debiendo  haber 
ulilizado  préviameDte  la  accíoQ  personal 
nacida  del  pacto ,  y  siibsidíariameote  la 
mista  de  pelicioo  de  herencia,  y  sin  em- 
bargo de  DO  haberlo  hecho  así,  se  había 
estimado  su  pretensión. 

£t  Tribunal  Supremo  por  su  sentencia 
de  4  de  junio  declara  no  haber  lugar  al 
recurso  en  estos  términos: 

«Considerando  que  la  cuestión  litigiosa  se 
reduce  á  determinar  sí  las  cláusulas  prein- 
sertas de  las  capitulaciones  otorgadas  en  9 
de  agosto  de  1818  para  el  matrimonio  de  don 
Pedro  Borrás  Soldevilla  con  doña  Catalina 
Jubellt,  y  en  28  de  julio  de  1826  a)  pasar 
aquel  á  segundas  nupcias  con  doña  Magda* 
lena  Castells,  constituyen  un  heredamiento 
meramente  prelativo  para  el  solo  efecto  do 
que  los  hijos  del  primero  de  dichos  matrimo- 
nios fuesen  preferidos  en  la  sucesión  de  sus 
padres  á  los  que  cualquiera  de  estos  pudiera 
tener  de  olrou  otros  matrimonios  posteriorc^s; 
ó  8t,  por  el  contrario,  contienen  una  verda- 
dera mslitucion  hereditaria  á  favor  de  los  in- 
dicados hijos  de  D,  Pedro  Borrás  Soldevilla 
y  doña  Catalina  Jubells  para  el  caso  de  hacer 
testamento: 

Considerando  que  esta  cuestión  debe  resol- 
verse por  la  voluntad  de  los  propios  contra- 
yentes, manifestada  y  explicada  muy  espe- 
cialmente, en  cuanto  al  referido  Borrás  Sol- 
devilla, por  Jas  capitulaciones  que  este  otor- 
gó al  eoiilraer  su  segundo  matrimonio ,  cu- 
yas cláusulas  demuestran  que  su  propósito  é 
inteneion  en  1818  habian  sido  ae  instituir 
herederos  á  los  hijos  del  primero  de  una  ma- 
nera pura  y  absoluta,  y  que  su  convicción 
en  1826  era  de  que  en  estos  términos  se  ha- 
llaba nombrado  Pedro  Borrás  y  Jubells ,  por 
lo  cual  se  reservaba  únicamente  la  facultad 
de  elegir  heredero  entre  los  hijos  de  su  se- 
gundo matrimonio  para  el  solo  caso  de  que 
aquel  falleciese  sin  dejar  hijo  ni  hija  de  legí- 
timo y  carnal  matrimonio  procreado: 

Considerando  que  tal  manifestación  no  se 
opone  á  las  leyes,  prácticas  y  costumbres  de 
Cataluña  que  se  mencionan  en  et  recurso: 

Considerando ,  en  su  virtud ,  que  D.  Pedro 
Borrás  Soldevilla  no  pudo  válida  y  legalmen- 
te instituir  heredero  de  sus  bienes  á  D.  Juan 
Fonoll  y  Guarda,  como  lü  hízí»  <»n  su  testa- 
mento de  18  de  setiembre  de  1860;  y  que  la 
tf>jecu(oria,  al  declarar  la  nulidad  dti  esla 
institución  y  la  subsistencia  del  heredamien- 
lo  aiilt»r'K>r monte  consliluitio  en  favor  de  don 
P»»dro  Borrás  y  Jubells.  no  contraria  la  vo- 
luntad ni  los  pactos  que  el  padre  de  este 


había  consignado  en  sus  expresadas  capitu- 
laciones matrimoniales,  ni  infringe ,  por  con*- 
secuencia ,  ninguna  de  las  disposiciones  lega- 
les y  doctrinas  que  á  este  propósito  se  citan 
en  el  recurso: 

Y  considerando ,  finalmente,  que  no  es  ad- 
misible como  fundamento  de  este  el  defecto 
q  ue  se  atribuye  á  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Pedro  Borras  y  Jubells  de  noliaber  ejer- 
citado previamente  la  acción  personal  deri- 
vada de  los  expresados  pactos  matrimoniales, 
puesto  que  prescindiendo  de  haber  aquel  ma- 
nifestado que  ejercitaba  la  acción  real  de  pe- 
tición de  herencia  ó  aquella  olra  que  fuera 
mas  vroeedenle  por  derecho,  si  la  demanda 
era  defectuosa  por  la  generalidad  de  esta  fór- 
mula ,  debió  ser  repelida  de  ofício  al  tenor  de 
lo  prevenido  en  el  art.  226  de  la  ley  de  En* 
juiciamiento  civil:  y  no  habiéndose  esto  ve- 
rificado ,  debió  la  parte  demandada  proponer 
contra  ella  la  excepción  dilatoria  que  se  de- 
signa en  el  núm.  4.®  del  237  de  la  misma 
ley;  no  podiendo  en  ningún  caso  alegar  tal 
defecto  como  motivo  de  casación  contr^  cl 
fondo  de  la  ejecutoria ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declara- 
mos no  haber  lu^ar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Ó,  Odón  Fonoll  y  Guarda,  á 
quien  condenamosenlascoslas;  y  devuélvan- 
se los  autos  á  la  real  Audiencia  de  Barcelona 
con  la  certificación  correspondiente.»  (Gace- 
ta n  julio) 

BBCUBSO  DE  CASACION.  Para 

admitirle  ó  dmeíjar le  la  Sala  sentencia- 
dora debe  concretarse  á  examinar  si  con- 
curren ó  no  las  circunstancias  á  aue  se 
refiere  el  art.  1.023  de  la  ley  de  Énjui- 
ciamiento  civil. 

Sentencia  de  4  d3  jonio  de  {S66. 

Así  lo  establece  el  Trihnnal  Supremo 
revocando  un  auto  de  la  Sala  primera  de 
la  Audiencia  de  Mallorca ,  qne  negó  la  ad- 
misión del  recurso  de  casación  interpues- 
to por  D.  Juan  Sureda  fundado  en  la 
causa  6/  del  art.  1.013  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil.  Versaba  el  pleito  sobro 
abono  de  daños  y  perjuicios  y  suscitada 
cuestión  sobre  cl  nombramiento  de  pe- 
rito tercero  en  discordia  se  decidió  el  in- 
cidente en  primera  y  segunda  instan- 
cia negando  la  pretensión  de  Surcda.  Al 
continuar  el  pleito,  on  lo  principal,  pro- 
testó aquel,  así  en  primera  instancia  cd- 
mo  en  la  seguida,  utilizar  en  su  ca^o 
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el  remedio  de  la  casación  y  rallado  de- 
finitivamenle  en  contra  de  stís  pretcnsio- 
nes interpuso  en  tiempo  el  recurso  que 
no  le  Tué  admitido.  Apeló  para  ante  el 
Tribunal  Supremo  y  por  sentencia  de  4 
de  junio  se  revocó  el  auto  de  la  Audien- 
cia en  los  términos  siguientes: 

«Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
para  admitir  ó  denegar  el  recurso  de  casa- 
ción debe  concretarse  á  examinar  si  concur- 
ren ó  no  ian  circunstancian  á  que  se  rdíere 
el  art.  1.025  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, y  que  siendo  un  lieclio  incuestionable 
que  concurren  en  el  caso  actual»  una  Vt'Z 
invocada  en  concepto  de  infringida  la  causa 
6.*  del  arl.  1.013  de  I  a  expresada  ley,  es  de 
Ja  exclusiva  con)pelencia  de  este  Supremo 
Tribunal  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el 
ya  citado  1.025,  decidir  si  la  causa  alegada 
produjo  ó  no  indefensión,  y  es  justamente  lo 
qup  constituye  la  materia  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revoca- 
mA  el  auto  apelado,  se  admite  el  recurso 
interpuesto  y  proccdase  á  su  sustancíiacion 
|)révio  el  correspondiente  depósito  de  2.000 
reales.»  (Gac.  i7  julio.) 

VINCULACIONES.  La  ley  41  de 
Toro  vo  es  taxativa  de  los  medios  de  pro- 
bar los  mayorazgos.  Imcripcion.,. 

Sentencia  de  4  de  janio  de  1866. 

Recurso  de  casación  interpuesto  por 
doña  Teresa  Paradela  contra  un  fallo  de 
la  Audiencia  de  la  Coruna.  Fundaba  el  re- 
curso principalmente  en  la  infracción  de 
la  ley  41  de  Toro,  por  no  haberse  pre- 
sentado la  escritura  de  ñindacion,  ni 
haberse  justificado  por  ninguno  de  los 
otros  medios  que  previene;  y  el  Tribunal 
Supremo  declara  no  haber  lugar  á  él: 

«Considerando  que  la  fundación  del  vin- 
culo resulta  de  la  toma  de  razón  en  la  con- 
laduria  de  hipotecas  del  testamento  en  que 
aquella  tuvo  lugar,  asi  como  de  los  dalos  y 
antecedentes  que  hay  en  los  autos  sobre  su 
existencia;  y  que  aparte  de  esto  la  deman- 
dad(),  léjosde  impugnarla  de  un  modo  direc- 
to, la  ha  reconocido  implícitamente  al  pre- 
sentar un  documento,  en  el  que  se  hace 
mención  de  ella,  pi)r  Wi  cual  en  la  senipncia 
ejecutoria  no  se  ha  infrxwgido  la  ley  41  de 
Toro,  que  no  es  taxativa  de  los  medios  de 
probar  los  mayorazgos.»  (Gac.  \S  julio,) 


PBUJBBAS.  Es  válida  y  leqalmen(e 
eficaz  ta  apreciación  que  hacen  los  tribu* 
nales  de  la  fuerza  probatoria  de  las  decla^ 
raciones  de  testigos,  cuando  no  se  demues- 
tra que  al  hacerla  se  iia  cometido  infrac^ 
cion  de  ley  ó  de  doctrina  que  forme  ju- 
risprudencia, 

Senleccia  de  8  de  jonio  de  1866. 

Recurso  (le  casación  interpuesto  por 
doña  Maria  Magdalena  Jiménez  contra  ua 
Tallo  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  pleito 
sobre  cumplimiento  de  contrato.  Fundó  el 
recurso  en  la  infracción  de  los  arts.  517  y 
o^O  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civd, 
sobre  apreciación  de  la  prueba  de  tes- 
tigos y  sus  tachas,  y  en  los  222,  225  y 
226;  y  el  Tribunal  Supremo  por  sentencia 
de  8  de  junio  declara  no  haber  lugar  á  él: 

«Considerando  que  los  Jueces  y  tribuna* 
les  so  hallan  facultados  expresamente  por  el 
art.  317  de  la  lí*y  de  Enjuiciamiento  civil 
pnra  apreciar  según  las  reglas  de  la  sana 
crítica  la  fuerza  probatoria  de  las  declaracio- 
nes de  testigos ;  y  según  repetidamente  ha 
consignado  en  sus  fallos  este  Supremo  Tri- 
bunal ,  es  válida  y  legalmente  eficaz  dicha 
apreciación ,  cuando  no  se  demuestra  que 
ai  hacerla  se  ha  cometido  infracción  de  ley 
ó  de  doctrina,  que  forme  jurisprudencia: 

Considerando  que  si  bien  es  conforme  á 
las  reglas  de  la  sana  crítica  que  no  haya  de 
estimarse  probado  un  hecho  contestado  solo 
por  testigos  con  tacha  legal ,  no  ha  sucedido 
así  en  este  pleito  en  que  hnn  declarado  tes- 
tigos hábiles  en  número  suficiente  parit  hacer 
prueba,  y  por  lo  tanto  al  apreciarla,  como  lo 
ha  verificado  la  Sala  juz:<adora ,  no  ha  in- 
fringido ios  arls.  317  y  320  «tn  que  principal- 
mente se  apoya  el  recurso: 

Y  considerando,  por  último,  que  los  demá^ 
artículos  de  la  misma  ley  de  Enjuiciamiento, 
que  el  recurrente  también  invoca,  no  pue- 
den  servir  para  fundar  un  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo,  porque  exclusivamente  se 
refieren  al  órden  y  forma  del  procedimien- 
to.» (Gac.  19  julio.) 

DOCUMENTOS  PUBLICOS.  Pa- 
ra que  sean  eficaces  en  juicio  deben  cote- 
jarse  con  sus  originales ,  previa  cUacion 
á  no  asentir  á  ellos  la  persona  d  quicié^ 
perjudiquen ,  doctrina  que  es  aplicable  ú 
las  primeras  copias  de  las  esori turas  pu* 
bUcas.— OBLIGACIONES.— ¿a  (toe* 
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trina  de  la  ley  iO,  t:t,  1.%  lib.  10  de  la 
Nov,  Recop.  de  qua  cuando  dos  se  obligan 
simplemente  por  controlo,  se  enlieiida 
serlo  cada  uno  por  miioíl  no  es  aplicable 
á  las  donacioiies  que  hacen  los  cúnywjes 
por  causa  de  matrimonio,  pues  cada 
cónyuge  debe  suponerse  que  se  desprende 
solo  de  la  parte  proporcional  á  su  patri- 
monio. 

Senleocia  de  8  de  junio  de  1 8G6. 

Decurso  de  casación  ¡lUerpucslo  por 
D.  Jo?é  María  Di'spujol ,  Comie  de  Fono- 
llar,  contra  s<'otencia  de  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito 
sobre  pago  de  maravedís.  Citadas  como 
fundamento  del  recurso ,  varias  leyes  de 
que  en  los  coflsiderandos  se  hace  mérito, 
declara  el  Tribunal  Supremo  por  senten- 
cia de  8  de  junio  no  haber  lugar  á  la  ca- 
sación consignando  la  importante  doctrina 
del  epígrafe,  en  los  términos  siguientes: 

«Considerando  (\\\<*  los  documonlos  públi- 
cos fraidos  a  los  autos  sin  cilacioii,  necesitan 
para  ser  elicaces  en  juicio  que  se  cotejen 
con  sus  originales,  previa  dicha  citación,  á 
HO  ser  que  la  persona  á  quien  perjudiquen 
les  pr»>sle  su  asetilimieíilo  expreso;  y  que  la 
rej?ia  I.*  del  art.  2St  de  la  ley  de  Enjuicia- 
mietito  civil ,  que  nsi  lo  |)rescrii>e ,  no  hace 
áUt* retida  alguna  respecio  á  escrituras  pú- 
bl-icas  entre  primeras  ó  ulteriores  copias: 

Considerando  que  las  tres  escrituras  de 
recepto  presentadas  por  el  Conde  del  Fono- 
Har  al  interponer  su  dcMuanda,  otorgadas  las 
dos  primeras  en  6  de  mayo  de  1845  y  la  ter- 
cera en  10  de  julio  del  (uismo  año,  aunque 
primeras  copias,  no  fueron  sacadas  con  ci- 
tación, ni  cotejadas  con  sus  originales,  ni  se 
prestó  á  ellas  asenlimienlo  expreso  por  el 
demandado;  y  que  la  Sa!a  senloiiciadora,  no 
dándolas  eticacia  alguna ,  por  razón  de  la 
forma  con  que  han  venido  á  los  autos,  no  ha 
iriTringido  el  citado  art.  281: 

Considerando  que  tampoco  se  ha  'mrr¡ngi<* 
óo  la  doctrina  que  acerca  de  la  fuerza  proba- 
loria  de  las  primeras  copias  sanciona  el  ar- 
tículo 941  de  la  misma  ley,  al  determinar  los 
títulos  que  traen  aparejada  ejecución,  porque 
mi  bien  las  da  valor  para  el  solo  efecto  de 
despacharla,  no  prohibe  que  pueda  impug- 
narse su  etícacia,  pedirse  su  cotejo  en  liem- 
i>o  oportuno,  ni  tampoco  que  después  del 
j« icio  ejecutivo  pueda  seguirse  otro  nuevo 
Mobre  lo  mismo  que  haya  sido  objeto  da 


aquel,  toda  vez  que  sus  providencias  no 
causan  estado: 

Considerando  que  no  tien'?  aplicación  nt 
caso  de  autí»s  la  doctrina  sentada  p  jr  esto 
Supremo  Tribunal  en  su  sentencia  de  24  do 
mayo  de  18G0,  porque  en  el  pleito  á  que  la 
misma  se  reüere  se  dio  valor  á  la  primera 
copia  por  no  haberse  podido  verificar  con  su 
matriz  el  colejo  pedido,  á  cansa  de  haberse 
perdido  esta  ,  circunstancia  que  no  concurre 
en  el  présenle: 

Considerando  que  la  ley  10,  lít.  1.®,  libro 
10  de  la  Nov.  Rccop.  por  la  que  8*5  dispone 
que  cuando  dos  se  obligan  simplemente  por 
contrato  ó  en  olraalg^una  manera,  se  entien- 
da serlo  cada  uno  por  la  mitad ,  no  puedas 
lener  aplicación  al  caso  presente,  porque 
las  donaciones  que  por  causa  de  malrimonio 
otorgparon  los  cónyuges  D.  Francisco  Javier 
Despujol  y  doña  María  Josefa  Vilalba  á  fa- 
vor desús  hijos  D.  Ramón,  doña  María  An- 
tonia y  doña  Jerónima,  no  fueron  simples, 
sino  causales,  y  en  concepto  de  pago  anti- 
cipado de  lo  que  por  sus  legílimas  paterna, 
materna  y  demás  pudiera  corresponderles: 

Considerando  además,  qne  es  regla  d<?  de- 
recho que  en  todo  contrato  debe  atenderse 
muy  prmcipalmente  á  la  voluntad  de  los 
que  en  ellos  intervienen,  la  cual  puede  de- 
ducirse del  objeto  que  los  moliva;  y  que 
siendo  las  donaciones  de  que  se  trata  hijas 
del  cumplimiento  de  una  dtfuda  lega',  es  lo 
natural  suponer  que  cada  uno  de  los  donan- 
tes quisiera  desprenderse  de  la  parle  6  can- 
tidad proporcionada  á  su  palrimoMio,  tanto 
mas  siendo  menor  el  de  doña  María  Josefa, 
según  está  confesado,  y  cuando  de  lo  contra- 
rio pudieran  lal  v«'2  haber  quedado  perjudi- 
cado los  demás  hijos  en  sus  legítimas  y  de- 
más derechos: 

Y  considerando  por  lo  expuesto  que  tam- 
poco han  sido  infringidas  por  la  sentencia 
de  15  de  marzo  de  1865,  dictada  por  la  Sala 
segunda  de  la  real  Audiencia  de  Barcelona, 
ni  la  referida  ley  10,  til.  ^^  lib.  \0  de  la 
Nov.  Recop.,  ni  la  Novela  99  De  reís  pro- 
mittendi,  ni  tas  demás  leyes  y  Constitucio- 
nes de  Cataluña  citadas  en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos no  haber  lugar  al  inlerpneslo  por 
D.  José  María  Despujol,  Conde  del  lí'onollar, 
á  quien  condenamos  en  las  costas;  devol- 
viéndose los  autos  á  la  real  Audiencia  de 
Barcelona  con  la  certificación  correspon- 
diente.» {Gac.  20  julio.) 
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Competenelafl  deeldlMas  por  el  Tribunal 
SnpreiM»  de  Jnsilela. 

PROCEDIMIENTO  PENAL.  Cor- 

responde  á  la  jurisdicción  ordinaria  el  co- 
mcimiento  de  todos  lo$  delitoa  deque  tra* 
la  la  ley  de  il  de  abril  de  i 821 ,  excetHo 
los  especiales  de  que  hablan  los  arts.  2/. 

Decisión  de  25  de  my»  de  1866. 

Competencia  entre  el  Juzgado  de  la  Ca- 
pitania  general  de  Valencia  y  el  de  prime- 
ra instancia  de  Chíva>  sobre  conocimien- 
to de  causa  formada  á  un  militar  y  varios 
paisanos  por  haber  recorrido  las  calles  de 
Yalova  eH7  de  enero  último  dando  gritos 
snbveYsivos.  La  competencia  suscitada  so- 
lamente respecto  del  militar,  se  decide  por 
el  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juez  de 
Chiva? 

«Considerando  que  el  arl.  13  de  la  l<»y  de 
17  de  abril  de  1821  se  refiere  á  lodos  los  de 
)¡(08  de  que  traía  la  misma  ley ,  y  que  rejt- 
peclo  á  unos  y  á  otros  concede  su  conoci* 
miento  á  la  real  jurisdicción  ordinaria,  con 
derogación  de  lodo  fuero  en  lodos  los  casos 
que  no  sean  de  los  especiales  que  expresa- 
mente se  determinan  en  los  aris.  2.**,  parle 
primera,  3.'  y  8.®,  en  los  cuales  correspon- 
de el  conocimiento  á  los  Consejos  de  Guerra 
ordinarios: 

Y  considerando  que  no  bailándose  com- 
prendido el  referido  delito  en  ninguno  de  los 
casos  exceptuados,  debe  ser  juzgado  fpor  la 
jurisdicción  ordinaria  el  reo  de  que  se  traía, 
en  conformidad  á  lo  prescrito  en  el  citado  ar- 
ticulo 13  de  la  expresada  ley.»  (^oc.  2iu- 
lio.) 

PROCEDIMIENTO  PENAL.  Cuan- 
do contienden  dos  Juzgados  sobre  conocer 
de  un  delito  cometido  efi  terreno  que  am-^ 
bos  suponen  suyo ,  y  que  ha  sido  vendido 
como  del  Estado  por  uno  de  ellos,  á  este 
le  corresponde  el  conocimiento. 

Decisión  de  30  de  dijo  de  i866. 

Competencia  entre  los  Jueces  de  prime- 
ra ioslaucia  del  Burgo  do  Osnia  y  el  de 
Biaza,  acerca  del  conocimiento  de  la  cau- 
sa formada  con  motivo  de  ciertos  hechos 
ocurridos  el  24  de  noviembre  último  en- 
tre el  Alcalde  Constitucional  de  Langui- 


,  lia  y  el  Pedáneo  de  Yaldaozuelo,  en  el 
sitio  titulado  Valdecarros,  que  uno  y  otro 
se  disputaban  como  de  su  jurisdicción.  La 
decide  el  Tribunal  Supremo  á  favor  del 
Juez  del  Burgo  de  Osma: 

^Considerando  que  sin  prejuzgur  la  cues- 
tión de  lérmrnot  de  los  pueblos  de  Languilla 
y  Valdanzuelo,  ajenas  de  este  incidente,  no 
puede  menos  de  convenirse  que  en  el  estado 
actual  el  sitio  de  Valdecarros,  lugar  de  tos 
sucesos  que  motivaron  el  proceso,  debe  con- 
siderarse de  la  jurisdicción  del  pueblo  de 
Valdanzuelo ,  correspondiente  al  partido  ju- 
dicial del  Burgo  de  O^ma,  por  haberse  he- 
cho constar  que  este  Juzgado  habla  vendido 
en  público  remate  el  terreno  en  cuestión  co- 
mo de  la  pertenencia  del  Estado ,  y  en  el 
concepto  de  hallarse  en  el  distrito  del  mismo 
Juzgado.»  (Gao.  11  julio.) 

EXTRANJEROS.   La  inscripción  á 
que  se  refiere  el  art.  MdelR.D.  de  M 
de  noviembre  de  1852  Aa  de  ser  precisa- 
'  mente,  para  que  un  extranjero  sea  consi- 
I  derado  como  tal,  en  el  respectivo  cofuu- 
;  lado  del  extranjero  y  en  el  Gobierno  de 
¡  la  provincia  en  donde  haya  de  residir. — 
i  Las  omisiones  ó  equivocaciones  de  un  Go- 
I  bierno  de  provincia  no  pueden  perjudicar 
al  fuero  de  los  extranjeros. 

DecisioD  de  4  de  jani«  de  i866. 

Competencia  negativa  entre  el  Juez  de 
S.  Antonio  de  Cádiz,  y  el  de  extranjería 
de  la  misma  ciudad,  acerca  del  conoci- 
miento de  la  querella  entablada  por  dona 
Trinidad  González  del  Campo,  contra  su 
marido  D.  Victor  Celestino  Williez  por 
amancebamiento  con  escándalo.  Doña  Tri- 
nidad dedujo  su  querella  ante  el  Juez  de 
extranjeros  de  Cádiz  en  donde  su  marido 
residia  hacia  cinco  años,  y  dicho  Juzgado 
después  de  acreditarse  que  Williez  no  se 
hallaba  en  el  registro  del  consulado  de 
!  Suiza,  su  nación,  ni  en  el  del  Gobienio 
de  la  provincia,  declaró  no  haber  lugar  á 
proveer  acerca  de  la  querella  y  que  se 
entregasen  las  actuaciones  á  la  querellan- 
te para  que  usase  de  su  derecho  donde 
correspondiera.  Reproducida  ante  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  la  admitió,  pe- 
ro Wiiííez  acompañando  certificación  del 
cónsul  de  Francia  en  Sevilla,  expedida  en 
20  de  enero  de  18o8»  de  hallarse  matri- 
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colado  en  el  mismo  como  ciuiladano  sui- 
zo, tomada  razón  co  el  registro  de  extran- 
jeros de  la  misma  provincia,  se  personó 
en  el  Juzgado  declinando  su  }urisdicc¡on, 
y  de  acuerdo  con  el  Promotor  fiscal  se  in- 
bibió  en  efecto  y  renutió  las  diligencias  al 
de  extranjería. 

Este  se  inhibió  naevamente  del  conocí- 
mieolo,  por  resultar  que  Willíez  aooque 
se  hallaba  inscrito  en  la  matricula  del 
consulado  de  Francia  eo  Sevilla  en  1838, 
00  lo  estaba  en  el  del  Gobierno  de  la  pro- 
vincia, aunque  por  omisión  de  esta  de- 
pendencia según  lo  explica  el  Gobernador, 
lo  cual  era  un  derecto  legal  que  privaba 
á  aquel  del  Tuero  de  extranjería.  T  remi- 
tidas de  nuevo  las  diligencias  al  Juzgado 
ordinario,  este  insistiendo  en  la  inhibición 
por  no  considerar  imputable  á  Williez  la 
omisión  del  Gobierno  civil  de  Sevilla,  ele- 
vó las  actuaciones  al  Tribunal  Supremo, 
que  decide  este  conflicto  en  los  términos 
siguientes: 

fCoiisiderando  que  itegun  el  arl.  12  del 
R.  D.  de  17  de  noviembre  de  1852,  carecen 
<ie  derecho  para  ser  tenidos  como  extranje- 
ros en  ningún  concepto  legal  los  que  no  se 
hallen  inscritos  como  transeúntes  ó  domici- 
liados en  las  miitrictilas  de  los  Gobiernos  ci- 
viles y  de  los  cousulados  respectivos  de  sus 
naciones: 

Considerando  que  atendido  el  espíritu  del 
mismo  articulo,  no  puede  menos  de  enten- 
derse que  la  inscripción  á  que  se  reñere 
ha  de  tener  lugar  en  el  respectivo  consula- 
do del  extranjero  y  en  el  Gobierno  de  la  pro- 
vincia en  donde  haya  de  residir,  porque  de 
otro  modo  ni  se  concibe  la  necesidad  o  con- 
veniencia de  hacer  constar  el  domicilio,  en 
donde  no  habia  de  tenerse  ni  se  llenaria  el 
objeto  de  la  confrontación  de  registros  esta- 
blecida en  los  arts.  10  y  11  del  mismo  real 
decreto,  si  no  hubiera  aquel  de  residir  en 
la  provincia,  en  cuya  matrícula  se  inscri- 
bíí'-se: 

y  considerando  que  si  bien  el  extranjero 
D.  Viclor  WiIJiez  debe  ser  tenido  como  ma- 
triculado en  el  Gobierno  civil  de  la  provincia 
de  Sevilla,  sin  que  en  nada  pudiera  perjudi- 
carle ninguna  clase  de  equivocación,  en  que 
por  parte  de  las  oficinas  se  hubiese  incurri- 
do; sin  embargo,  con  arreglo  á  la  expuesta 
íntelijgr^ncia  del  artículo  expresado,  la  ins- 
cripción en  dicho  regisiro  dejó  de  producir 
eCccio  alguno  legal  en  cuanto  al  fuero,  des- 
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de  que  aquel  trasladó  sn  domicilio  á  otra 
provincia  distinta,  cual  es  lia  de  Cádiz;  y  no 
habiendo  cumplido  después  con  igual  forma- 
lidad en  el  Gobierno  civil  del  punto  de  su 
nueva  residencia,  no  tiene  en  el  dia  derecho 
á  ser  considerado  como  exlianjero,  ni  por 
consiguiente  á  invocar  on  la  causa  que  se  lo 
sigue  el  fuero  de  extranjería; 

Pallamos:  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos que  el  conocimiento  de  la  causa  pro* 
movida  contra  D.  Viclor  Williez  correspon- 
de al  Juez  de  primora  instancia  del  distrito 
de  San  Antonio  de  Cádiz,  á  quien  se  devuel- 
van los  autos  para  lo  que  proceda  con  arre- 
glo á  derecho.»  (Goc.  15  julio.) 

FBOCEDIMIENTO  PENAL.  Loa 

desacatos  y  atetados  contra  la  autoridad 
y  sus  agentes  no  producen  desafuero^  si- 
no cuando  son  contra  la  justicia,  y  sus 
agentes. 

lecimi  de  8  it  '¡m$  ü  i866. 

Competencia  entre  el  Juzgado  de  la 
Gapitania  general  de  Andalucía  y  el  de 
primera  instancia  del  distrito  de  San  An- 
tonio de  Cádiz,  acerca  del  conocimiento 
respecto  al  miliciano  provincial  Sebastian 
Suarez,  de  la  causa  formada  contra  el 
mismo  y  otro  por  alentado  á  unos  guar- 
dias municipales  de  Cádiz.  Dalláhanse  es- 
tos prestando  el  servicio  de  su  instituto 
en  la  feria  de  dicha  ciudad  y  tratando  do. 
conducir  á  la  prevención  al  Sebastian  por 
atribuirles  cierto  escándalo,  se  resistió 
dando  de  bofetones  á  uno  de  los  guardias. 
Formada  la  correspondiente  causa  por  el 
Juzgado  ordinario  se  suscitó  por  el  militar 
esta  competencia  que  se  decide  por  el  Tri- 
bunal Supremo  en  los  términos  siguientes: 

«Considerando  que  según  las  leyes  15,  ti- 
tulo 4.*.  lib.  6.^  y  9  til.  10,  hb.  12  de  la 
Nov.  Recop. ,  y  la  R.  0.  de  8  de  abril  de 
1831,  solo  producen  desafuero  los  desacatos 
cometidos  contra  la  justicia ,  los  Jueces  y 
funcionarios  que  los  representan: 

Considerando  que,  conforme  á  lo  estable* 
cido  por  estas  disposiciones  legales,  el  mili- 
ciano provincial  Sebastian  Suaroz  no  incur- 
rió en  desafuero,  porque  el  alentado  que  sií 
le  imputa  no  fué  contra  la  justicia,  ó  sea 
contra  auloridad  exclusivamenle  judicial, 
ni  contra  agentes  de  auloridad  mista  en  ejer- 
cicio de  funciones  judiciales,  sjno  cofitra 
agentes  administrativos  desempeñando  fun- 
ciones propias  de  su  ínslitulo: 
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Y  cíjnsiderando  que  aunque  el  hecho  de 
que  se  Irala  se  califique  de  atentado  á  los 
agentes  de  la  autoridad ,  como  lo  ha  hecho 
el  Juez  de  primera  instancia,  por  lo  que  se 
ha  dicho  corresponde  conocer  al  Juzgado  de 
la  Capitanía  general; 

Fallamos  que  el  conocimiento  del  hecho 
que  ha  motivado  esla  competencia  pertene- 
ce al  Juzgado  de  la  Capitanía  general,  al  que 
remilirá  el  de  primera  itistancia  el  tanto  de 
culpa  relativo  á  Sebastian  Suarez;  y  devuél- 
vase á  cada  uno  de  los  Juzgados  contendien- 
tes su  respectivo  ramo  de  autos.»  (Gac,  17 
julio.) 


JCRISPRCDE\CU_ADlll5ISTRATITi. 

eolilene  loso- ad  m  In  U(ra(l  V  iMi. 

CESANTIAS.  Para  ser  reputado 
como  empleado  nombrado  y  posesionado 
antes  de  la  publicación  de  la  ley  de  pre^ 
supuestos  de  1845,  con  derecho  á  haber 
de  cesantía ,  basta  acreditar  el  desempe- 
Tw  anterior  de  cualquiera  de  las  funcio- 
nes del  cargOy  6  anejas  á  él,  lo  cual  cons- 
tituye acto  legitimo  de  posesión, 

B.  D.-S.  de  20  de  abril  de  i86($. 

Por  esU  senleocia  deja  el  Consejo  de 
Estado  síD  efecto  una  real  órdeo  reclama- 
da, y  consignando  la  doctrina  del  epígra- 
fe aprueha  la  clasiücacion  hecha  por  la 
mayoría  de  la  junta  de  clases  pasivas,  á 
I).  Adolfo  Guillemard,  nombrado  eu  i845 
cónsul  de  España  en  Sierra  Leona,  que 
con  tal  carácter  autorizó  coo  anterioridad 
á  la  ley  de  presupuestos  de  1845  la  cere- 
inoDi'a  del  juramento  de  fidelidad  presta- 
do por  dos  negros  krnmanes  nombrados 
sarjeotos  de  las  milicias  de  Fernando  Poó, 
porque  este  acto  constituye  acto  legítimo 
de  posesión  de  su  cargo  de  cónsul  con  cu- 
yo carácter  obró.  (Gac.  28  junio.) 

EXPROPIACION.  No  tiene  el  ex- 
propiado el' derecho  de  reversión  de  la 
finca,  ni  puede  exigir  que  se  consigne  en 
ta  escritura  9  puesto  que  por  la  ley  solo 
se  le  concede  el  de  tanteo  en  el  caso  de 
tío  ejecutarse  la  obra,  si  el  expropiante 


enajenase  en  todo  ó  en  parte  la  finca  ex- 
propiada, 

I.  D.-S.  de  20  do  abril  de  1866. 

Presentada  demanda  ante  el  Consejo  de 
Estado  contra  una  real  órdcn,  para  que 
se  declarase  que  la  empresa  del  ferro-car- 
ril de  Barcelona  á  Martorell  venia  obliga* 
da  á  admitir  eu  Ja  escritura  de  veota  de 
un  terreno  expropiado  para  estación  de 
aquel,  la  cláusula  de  reversión  para  la 
eventualidad  de  que  por  el  ensaache  de 
la  expresada  ciudad  se  retire  la  estación 
del  punto  en  que  se  halla  establecida,  se 
decide  negativamente  per  R.  D.-S.  de  20 
de  abril,  en  los  términos  siguientes: 

«Vifíto  el  arl.  9.®  de  la  ley  de  17  de  julio 
de  1836,  que  en  el  caso  de  uo  ejecutarse  la 
obra  que  dió  luj^a?  á  la  expropiación  conce- 
de al  dueño  el  derecho  de  lanU'O,  si  los  ex- 
propiantes resuelven  deshacerse  en  todo  ó 
en  parle  de  la  finca  expropiada: 

Considerando  que  el  derecho  de  reversión 
á  que  aspira  el  demandante  no  tiene  apoyo 
en  la  citada  ley,  que  solo  concede  al  expro- 
piado el  de  tanteo  en  el  caso  de  no  haberse 
ejecutado  la  obra  para  la  cual  se  veriGcó  la 
expropiación  (I): 

Consideraudo,  por  otra  parte,  que  tampo- 
co medió  eijlre  el  expropiado  y  la  empresa 
pacto  alg^uno  que  asegurase  conlra  esla  se- 
mejante derecho: 

Considerando  que  los  peritos  no  tomaron 
en  cuenta  la  eventualidad  de  que  el  ensan- 
che jáe  Barcelona  dejase  sin  objeto  la  expro- 
piación del  terreno  de  que  se  trata,  resul- 
tando por  ello  tal  vez  diminuto  é  ¡m'.omplc- 
lo  el  jusliprecio,  como  lo  reconoció  en  el  ^^x- 
pedienle  gubernativo  la  empresa  en  el  he- 
cho de  proponer  á  la  parle  expropiada  un 
nuevo  justiprecio  que  comprendiese  esla 
eventualidad: 
Conformándome  etc. ,  vengo  en  absolver 
la  Administración  de  la  demanda  y  ea 
conürmar  la  real  orden  por  ella  reclamada, 
reservando  al  demandante  el  derecho  que 
entienda  tener  á  un  nuevo  justiprecio  en  que 
se  lome  en  consideración  por  los  peritos  la 
eventualidad  expresada  en  el  úllimo  de  los 
considerandos  que  preceden.»  (Gac.  28 


(I)  La  reversión  se  e«taM<*ee  eii  un  ct«oanál<«(ro,  po  r 
el  «rt.  70  de  U  ley  de  minas  de  6  de  Julio  de  IS&t. 
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CONTBATOS  PABA  OBRAS  PU- 
BLICAS. El  abono  de  perju  icios  no  lie- 
ne  lugar  cuando  estos  provienen  de  caso 
fortuito.  Los  contratistas  de  obras  públi- 
cas se  suponen  peritos,  y  ceden  por  tanto 
en  su  daño  los  perjuicios  que  se  irroguen 
con  sus  equivocados  cálculos. 

R.  D.-S.  de  24  de  abríl  de  i866. 

Adjudicada  la  construcción  del  muelle 
de  resguardo  de  la  rada'de  Torrevieja  á 
favor  de  D.  Antonio  Carbonel ,  y  empeza- 
das las  obras  no  pudieron  estas  continuar- 
se por  haber  resultado  que  las  canteras 
de  Salaret  destinadas  en  el  pliego  Taculta- 
tivo  á  la  extracción  de  la  escollera,  no 
tenían  piedra  á  propósito  para  ia  cons- 
trucción. Con  este  motivo  pidió  Carbonel 
la  rescisíou  del  contrato  con  abono  de  los 
materiales  acopiados  y  de  los  perjuicios 
inferidos  por  la  suspensión  de  las  obras 
que  tuvo  lugar  y  en  efecto  se  acordó  la 
rescisión  y  se  accedió  á  lo  solicitado  por 
el  conlratisu  por  K.  O.  de  3  de  agosto  de 
i863,  pero  sin  que  hubiese  lugar  al  abo- 
no de  perjuicios,  en  atención  á  que  las 
obras  no  se  suspendieron  por  disposición 
del  Gobierno  sino  por  imposibilidad  de 
continuarlas. 

Propuso  el  contratista  demanda  conten- 
ciosa por  la  ne|icatíva  de  la  indemniza- 
cioo  de  perjuicios ,  y  por  sentencia  de  24 
de  abril,  con  vista  de  los  arts.  I.""  y  iO 
del  pliego  de  condiciones  (fe  i8  de  marzo 
de  ^846  (1)  se  absuelve  á  la  Administra- 
ción de  la  demanda  y  se  contirma  la  Real 
órdeo  reclamada: 

aConsiderando  que  la  circunstancia  de  no 
encontrarse  en  las  canteras  de  Salaret,  seña- 
Jadas  en  ei  pliego  de  condiciones,  piedras 
con  las  cualidades  necesarias  para  la  obra, 
fué  un  hecho  sobreviniente  que  debe  esli- 
marse como  caso  fortuito,  y  por  consiguien- 
te no  imputables  á  la  Administración  los 
perjuicios  que  por  esta  causa  haya  sufrido 
el  contralista: 

Considerando,  que  aun  en  el  supuesto 


(i)  Ingerto  en  el  arlíealo  Corteato*  para  tiRTicio* 
T  OBAA*  PÚBLICAS,  lomo  2,^,  páfT.  250 ;  pero  hay  otro 
l»o»terior  aprobado  por  K.  D.  d«  10  <le  Jolio  de  1861  (to- 
mo 5.**.  p^ff*.  285)  que  sin  dada  no  M  cita  por  ser  ti 
•oo  trata       caetlioa  aoterior  á  él. 
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contrario,  y  admitiendo  que  la  Administra^ 
cica  hubiera  debido  y  podido  cerciorarse, 
por  medio  de  operaciones  previas,  de  las 
buenas  condiciones  de  las  canteras,  antes  de 
señalarlas  para  la  extracción  de  la  piedra, 
resultarla  igualmente  la  falla  de  derecho  del 
contratista  para  demandar  perjuicios,  por- 
que como  perito  que  le  supone  la  legislación 
vigente  ,  también  pudo  y  debió  lomar  cono- 
ciraienlo,  antes  de  contratar,  déla  exactitud 
de  los  dalos  presupuestos;  y  por  lo  mismo 
su  omisión  debe  ceder  en  su  daño.»  (Gae.  2 
julio.) 

SUMINISTRO  DEVTVERBS  para 
los  presidios  de  Africa.  Se  declara 
no  haber  lugar  á  rebajar  el  importe  de 
los  derechos  de  consumo. 

i.  D.-S.  de  24deabríl  de  i  866. 

Con  vista  de  la  escritura  de  contrato 
de  i.**  de  setiembre  de  4857.  v  de  la 
instrucción  de  24  de  diciembre  de  1856, 
el  Consejo  de  Estado  absuelve^á  la  Admi* 
nistracion  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  José  María  Retortillo,  contra  una  real 
órdeo  que  desestimó  su  pretensión  de  que 
no  debian  recargarse  los  derechos  de  con. 
sumo  á  los  artículos  del  suministro  etc.; 

«Considerando  que  tratándose  del  cumpli- 
miento del  contrato  de  provisión  de  víveres 
que  el  demandante  celebró  con  la  Hacienda 
militar  en  i.®  de  setiembre  de  1857 ,  la  pau- 
ta para  resolver  la  cuestión  promovida  por 
el  primero,  reducida  á  que  se  le  rebaje  d^ 
los  inventarios  el  imporle  de  los  derechos 
de  consumos  que  supone  habérsele  cargado 
injustamente ,  la  constituyen  las  condiciones 
consignadas  en  el  citado  contrato: 

Considerando  que  en  las  clausulas  II  y  15 
de  la  escritura  que  al  efecto  se  extendió  ,  el 
asentista  D.  José  M.  Retortillo  ,  so  obligó  n 
admitir  las  existencias  que  al  hacerse  cargo 
del  servicio  resultasen  en  los  almacenes,  con 
tal  que  no  excediesen  de  las  necesarias  para 
surtir  los  presidios  á  que  se  destinaban,  y  así 
mismo  se  obligó  á  satisfacer  el  derecho  de 
consumos,  y  cualesquiera  otros,  ya  estable- 
cidos ó  que  en  lo  sucesivo  se  estableciesen: 

Considerando  que  no  habiéndose  descono- 
cido por  el  demandante  el  contesto  de  las 
indicadas  condiciones,  su  reclamicion  care- 
ce de  base: 

Considerando  además,  que  caando  la  Ad- 
ministración adquirió  las  existencias  de  que 
se  trata,  y  cuando  Retortillo  se  hizo  cargo 
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íIpI  suminisiro,  rpgía  en  Málaga  el  sisiema 
dft  derechos  nrwMÜcos^  no  liabia  en  ella  de- 
pósitos domésticos  ni  admínislrativos,  y  la 
Hacienda  hubo  de  comprarlas  al  precio  cor- 
riente del  mercado ,  saUsfiiciendo  eJ  derecho 
proporcional  dé  consumos: 

Y  considerando  finalmente,  que  Iralándo- 
sede  existencias  anteriores  al  año  de  1857, 
procedentes  del  tiempo  en  que  la  Hacienda 
administró  por  sí,  nada  significa  la  cerlifica- 
cion  últimamente  traida  á  los  autos,  mien- 
tras no  se  acredite  que  la  Administración  las 
adquirió  sin  haber  .saiisfecho  el  derecho  de 
consumos.»  {Gac.  2  julio.) 

BBSAMOETIZACION.  Las  Ventan 
anteriores  al  iO  de  abril  de  4861 ,  s«  cn- 

tienden  de  cuerpos  ciertos,  si  se  han  fija- 
do linderos  determinados;  debiendo  apli- 
carse el  derecho  común  para  estimar  sus 
efectos  legales. 

R.  D.-S.  de  24  de  abril  de  1866. 

Instruido  expediente  á  instancia  del 
Ayunlainienio  de  Zarzuela  del  Monte  pi- 
diendo la  nulidad  de  la  venta  de  una  he- 
redad de  tieiras  lahraniias  procedente  de 
sus  propios,  ó  que  selo  se  entregarían  al 
rematante  las  oliradas  que  se  le  hablan 
ofrecido,  por  contener  aquellas  mucho 
ma\orca()ida,  se  practicó  nueva  niedicioo; 
y  la  junla  superior  de  venias,  l4ia¡endo  en 
consideración  que  por  no  haberse  medido 
las  tierras  ni  contado  en  debida  forma  el 
arbolado  se  hablan  infrinííido  los  arts.  406 
y  110  de  ta  instrucción  de  31  de  mayo  de 
1855,  que  teniendo  a(|iiellas  tierras  mas 
cabida  que  la  anunciada  y  no  sieudo  exac- 
tor los  linderos  expresados  en  el  cerMlic^- 
do  de  tasíiciofl  no  debia  aplicarse  á  esta 
venta  el  principio  establecido  por  el  real 
decielo-seolencia  de  27  de  enero  de  4863 
para  que  se  entendiera  hecha  como  de 
cuerpo  cierto,  y  que  no  era  pos»ble  entre- 
gar al  comprador  lo  ofrecido  en  los  tér- 
minos y  circunstancias  con  que  hubo  de 
serlo,  declaró  la  nulidad  del  remate.  Ha- 
biéudose  alzado  el  comprador  de  dicho 
acuerdo  fué  desestimada  por  B.  O.  de  44 
de  diciembre  de  4864  su  solicitud  de  que 
se  entendiese  hecha  la  venta  como  de 
cuerpo  cierto;  y  reclamada  dicha  real  ór- 
dcn  por  la  vía  contenciosa,  se  deja  sin 


efecto  por  R.  D.-S.  de  24  de  abril,  en  los 
términos  siguientes: 

«Considerando  que  atendida  la  fecha  de  la 
venta  en  cuestión  hay  que  aplicar  el  derecho 
común  para  estimar  sus  efectos  legales; 

Considerando  que,  según  el  indicado  de- 
recho, la  venta  de  una  finca,  ora  se  haga 
como  de  cuerpo  cierto,  ora  con  respecto  á  la 
medida,  siempre  es  válida,  sin  que  en  el 
primer  caso  haya  lugar  á  reclamación  algu- 
na, y  en  el  segundo  solo  á  la  del  perjuicio 
que  al  vendedor  ó  al  comprador  resulte  del 
error  padecido  en  la  cabida: 

Cofisiderando  que  la  heredad  de  tierras 
labrantías,  objeto  del  présenle  litifíio,  no  pue- 
de decirse  vendida  como  cuerpo  cierto:  pri- 
mero, porque  no  se  expresaron  sus  linderos 
en  el  anuncio  de  !a  sut>asta,  y  segundo,  por- 
que las  C'Ttificaeiones  de  los  peritos  no  pue- 
den suplir  esta  omisi  n,  puesio  que  los  lin- 
des particulares  de  36  de  las  tierras  ó  por- 
ciones de  dicha  he>»^dad  son  mas  ó  menos 
incompleiüs,  no  pudnMulo  por  ello  tenerse 
esla  por  bien  circunscrita  y  determinada  en 
su  lolaüdad: 

Considei  ando  que  por  estas  rabones  solo 
ti*»ne  derecho  el  comprador  á  las  tierras  y 
arboles  de  la  heredad  de  que  se  trata  en  la 
cabida  y  nú. ñero  expresados  en  el  anuncio 
(le  la  sultanía; 

Conform.indome  con  lo  consultado  etc., 
veii^o  Pii  oi^'y.w  sin  «afecto  la  real  orden  re- 
clamada, y  «11  di'.e'aiar  válida  la  venia  sobre 
que  versa  esle  ÍÍ.Í3Í0,  con  derecho  en  su 
virtud  al  comprador  á  las  obradas  de  tierra 
y  al  número  de  aj  boles  que  se  expresaron 
en  el  amincio  oficial  de  la  subasta,  some- 
tiendo la  designación  de  estos  y  aquellos  al 
juicio  de  penlos  que  las  partes  nouibren.» 
{Gac.  i  julio.) 

CAMINOS.  La  clasificación  de  los 
caminos  y  las  rectificaciones  á  que  pueda 
dar  lugar  corresponden  eú:clusivamente  á 
las  facultades  discrecionales  de  la  Aümi'^ 
nistracion  activa ,  sin  que  las  rewluciones 
que  se  dicten  puedan  ser  objeto  de  con- 
¿e?2¿;iou.— SEBVLDUMBBSS  FUBUE- 
CAS. — Las  cuestiofies  sobre  i^u  existencia 
no  son  de  la  competencia  de  la  Adminis- 
tr ación  sino  en  cuanto  se  refieren  al  he- 
cho concreto  y  determinado  de  su  estado 
acíMtíl.— Las  cuestiones  de  competen- 
cia en  los  pleitos  que  principian  en  los 
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Cornejos  provinciales,  como  de  interés  y  ^ 
de  orden  público  pueden  promoverse  en 
cualquier  estado. 

n.O.^S.  dcSdcaayode  1866. 

Pleito  entre  el  Ayunlaraienlo  de  Mola 
y  D.  Francisco  Besó  aole  el  Consejo  pro- 
vincial de  Tarragona  y  en  apeiacioQ  ante 
el  Consejo  de  Estado. 

Había  ínterpiiesk)  demanda  Besó  en  el 
Juzgado  do  Fal^el  ejercitando  la  acción 
real  negaforia  de  servídambie  contra  tres 
vecinos  de  dicho  puehlo  que  habian  com*  ^ 
prado  una  íioca  contigua  á  otra  suya  lla- 
inada  la  Solana  de  la  Maria,  para  que 
dejaran  de  pasar  por  esta  con  lo  que  su- 
fría la  servidumbre  de  camino  que  no  te- 
nia. A  excitación  de  los  demandados  se 
suscitó  competencia,  y  el  Juez,  por  tratar- 
se de  un  camino  público,  de  acuerdo  con 
el  parecer  fiscal,  se  declaró  incompelenic 
remitiendo  los  autos  al  Gobernador.  Esta 
autoridad  con  vi^ia  de  los  antecedentes 
del  asunto  dictó  providencia,  de  acuerdo 
ron  el  Consejo  provincial,  declarando  ve- 
cinal el  camino  que  pasaba  por  la  tierra 
«le  Besó  y  disponiendo  que  quedase  por 
lo  tanto  sujeto  á  la  servidumbre  pública 
de  tránsito. 

Contra  dicha  providencia  dedujo  Besó 
su  demanda  ante  el  Consejo  provincial  y 
siiguido  el  pleiio  con  el  Ayuniamíento  se 
dictó  sentencia  revocando  aquella  y  decla*- 
rando  libre  de  servidumbre  pública  de 
paso  la  propiedad  del  demandante.  El 
Ayuntamiento  apeló  y  -de  acuerdo  en  lo 
principal  con  la  solicitud  del  Fiscal ,  en  su 
nombre,  por  R.  D.-S.  de  á  de  mayo  se 
declara  en  parte  nula  la  sentencia  apelada 
y  se  modifica  en  lo  demás,  en  los  térmi- 
nos siguientes: 

«Considerando  que  la  providencia  del  Go- 
bernador de  Tarragona,  orig;-en  de  la  de- 
manda, decidida  por  jcl  Consejo  de  aquella 
provincia,  conliene  dos  exiremos:  uno  la 
declaración  de  ser  vecinal  el  camino  que  pa- 
sa por  una  propiedad  del  denoandante ,  y 
otro  la  de  hallarse  esta  sujeta  á  la  servidum- 
bre pública  de  tránsito: 

Considerando  ,qae  la  clasificación  de  los 
caminos  y  las  rectificaciones  á  que  pueda 
dar  lu^ar  corresponden  exetusívamente  á 


las  racuUades  discrecionales  de  la  Adminis- 
tración activa,  sesruu  se  ha  declarado  repe- 
lidaraente  por  la  jurisprudencia  del  Consejo 
de  Estado;  no  siendo  por  lo  mismo  reclama- 
bl<»s  en  la  via  conienciosa: 

Considerando  por  consecuencia,  que  el 
primer  exlremo  de  la  resolución  gubernati- 
va no  puede  ser  objeto  de  contención  aula 
el  Consejo  provincial: 

Considerando  que  la  declaración  relaliva 
á  (a  servidumbre  no  es  de  la  competencia  de 
la  Administración  sino  en  cganlo  se  refiere 
al  hecho  concreto  y  determinado  de  su  exis- 
tencia en  el  momento  en  que  se  recurrió  á 
la  auloridad ,  ó  lo  que  es  i-ual,  á  la  conser- 
vación del  estado  ó  la  posesión  actual,  úni- 
co punto  de  que  aquella  puede  conocor:  cor- 
respondiendo á  los  tribunales  del  ruero  or-, 
dinario  todo  lo  demás  que  deba  decidirse 
sef¡run  los  principios  del  derecho  común:  ' 

Considerando  que  las  cuusliones  de  com- 
petencia pueden  promoverse  en  los  pleitos 
que  principian  en  los  Consejos  provinciales 
en  cualquier  estado,  y  no  solo  á  instancia  do 
parle,  sino  también  de  oficio,  porque  son  de 
inlerés  y  de  orden  público,  y  porque  la  fal- 
la  de  aquella  entraña  un  delecto  radical  qu-* 
vicia  y  anula  lodo  el  procedimiento; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la 
Sala  de  lo  contencioso  del  Consejo  de  Esta- 
do, etc.,  vengo  en  declarar  nula  la  senten- 
cia del  Consejo  provincial  de  Tarragona  en 
lodo  lo  que  se  refiere  á  la  clasificación  del 
camino  que  pasa  por  la  propiedad  del  de- 
mandante, y  en  revocarla  en  lo  demás*  de- 
clarando que  la  providencia  del  Gobernador 
de  Tarragona,  en  lo  relativo  á  la  existencia 
de  la  servidumbre,  se  limita  á  la  conserva- 
ción del  eslado  que  lenia  cuando  se  acudió 
a  su  autoridad;  reservando  su  derecho  salvo 
al  demandante  para  que  así  respecto  de  una 
como  de  otra  cuestión  use  de  las  acciones 
que  le  compelan  donde  y  según  correspon- 
da: y  lo  acordado.»  {Gac.  4  julio») 

SEBVIDgMBBES  PRIVADAS. 

Cuando  un  Gobernador  se  abstiene  de 
resolver  sobre  el  fondo  de  una  reclamación 
por  considerar  que  solo  se  afectan  dere- 
chos privados,  no  procede  el  recurso  con- 
tenciosO' administrativo,  —  PERSON  A- 
LIDAD.-^iVo  la  tiene  sino  el  Alcalde  pa- 
ra litigar  en  nombre  del  commu 

B.  D.-S.  lie  2  de  majo  de  1866. 
D.  Manuel  del  Castillo  Ceballos,  vecino 
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de  Colillo,  AyuBlamienlo  de  Aoíevas,  acu- 
dió al  Gobernador  de  Santander  en  10  de 
noviembre  de  1862  denunciando  á  doña 
Josefa  Buslamante  y  sus  sobrinos  D.  Fer- 
nando y  D«  Francisco  Calderón  de  la  Bar- 
ca porque  en  lus  obras  que  á  la  sazón  se 
construían  en  una  casa  de  los  denuocia- 
ílos»  se  estaba  haciendo  un  cerramiento 
en  el  barrio  llamado  de  la  Cuesta  del  cita- 
do pueblo  del  Cotillo,  en  el  cual  se  com- 
prendían terrenos  del  común,  y  se  entor- 
|)ec¡a  además  una  servidumbre  pública 
destinada  al  servicio  de  las  casas  inme- 
diatas, de  las  que  correspondía  una  al  de- 
nunciante. Instruido  el  expediente  opor- 
tuno, y  después  de  inspección  ocular  y  de 
informe  de  uo  director  de  caminos  vecina- 
les, dictó  providencia  el  Gobernador  en 
i9  de  marzo  de  1864,  acordando  no  haber 
lugar  á  decidir  sobre  la  demolición  del 
cerramiento  indicado  y  demás  pretensio- 
nes del  denunciante  Castillo,  al  que  reser- 
vó su  derecho  para  que  le  ejercitase  ante 
los  Tribunales  de  justicia,  disponiendo  al 
propio  tiempo  que  se  hicieran  en  expe- 
diente separado  las  averiguaciones  corres- 
pondientes en  punto  á  si  con  la  citada 
obra  se  infringían  las  ordenanzas  de  ca- 
minos, perjudicándose  el  vecinal  que  en 
aquel  sitio  existia. 

Ceballos  interpuso  demanda  ante  el 
Consejo  provincial  pidiendo  la  revocación 
de  dicha  providencia  y  asi  se  estimó  por 
vÁ  fallo  dcíinitivo  del  Consejo  provincial, 
«opesar  de  la  oposición  de  doña  Josefa 
Bustamente,  la  cual  interpuso  los  recursos 
de  nulidad  y  apelación.  El  Consejo  de  Es- 
tado por  su  sentencia  de  2  de  mayo  de- 
ciara  nulo  todo  lo  actuado  en  este  pleito 
ante  el  provincial,  con  vista  del  art.  74 
de  la  ley  de  8  de  enero  de  i84S  que  co- 
mete á  los  Alcaldes  la  representación  en 
juicio  del  pueblo  ó  distrito  municipal,  y 
del  75  del  reglamento  de  los  Consejos 
provinciales  de  1.®  de  octubre  de  18i5: 

«Considerando  que  la  reclamación  de 
Casiillo  Ceballos  ante  el  Gobernador  de  San- 
tander comprendía  una  cuestión  de  dereclio 
privado  y  otra  de  carácter  é  interés  público: 

Considerando  que  sin  resolver  nada  aque- 
lla autoridad  respecto  de  la  primera,  le  re- 
servó sus  acciones  para  ejercitarlas  ante  los 
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Tribunáles  de  justicia,  no  habiendo  por  con- 
secuencia una  decisión  reelamable  sobre  el 
fondo  del  asunlo: 

Considerando  que  acerca  de  la  segunda 
cuestión  el  Gobernador  dispuso  Is  formación 
de  un  expediente  para  averiguar  lo  que  á  los 
intereses  públicos  importaba,  con  lo  cual  es- 
tos ningún  perjuicio  sufrieron: 

Considerando  que  aunque  hubiese  existida 
alguno,  el  demandante  no  tenia  personalidad 
para  reclamarlo: 
Considerando  que  ya  por  esta  raznn  ,  ya 
orque  las  cuestiones  entre  parliculares  so- 
re  derechos  privados  no  pertenecen  al  cono- 
cimiento de  los  Tribunales  contencioso-ad- 
minislralivos,  no  hubo  competencia  en  el 
Consejo  provincial  de  Sanlander  para  ad- 
mitir ni  fallar  la  demanda.»  {Gac,  S  julio.) 

DESAMORTIZACION.  Bienes  de 
aprovechamiento  coman.  Para  apar- 
tarse el  Gobieíiio  del  parecer  de  la  Dipu- 
tación provincial  conforme  con  el  dd 
Ayuntamiento  t  sobre  excepción  de  dichos 
bienes,  debe  oir  al  Cornejo  de  Estado ,  y 
su  omisión  constituye  un  vicio  esencial. 

B.        de2demjo<f  1866. 

Asf  lo  establece  el  Consejo  de  Estado, 
dejando  sin  efecto  por  la  seuteocía  que  se 
cita  arriba,  una  real  órdeo  desestimando 
la  excepción  que  el  Ayuntamiento  de  Ara- 
goncíllo  solicitó,  como  de  aprovechamien- 
to común,  de  un  monte  titulado  el  Sabi- 
nar, con  vista  del  art.  párrafo  9.^  de 
la  ley  de  de  mayo  de  1855 ,  por  consi- 
derar cque  ¿  pesar  de  estar  conformes  et 
Ayuntamiento  y  la  Diputación  provincial 
en  la  excepción  de  la  venta  del  monte  Sa- 
binar no  se  oyó  préviamente  para  dictar 
la  real  órdcn  denegatoria  al  Consejo  de 
Estado.!  Como  consecuencia  de  esto  se 
manda  en  la  misma  sentencia  reponer  el 
expediente  al  estado  aue  tenía  xuando 
aquella  se  dictó.  (Gac.  8  julio.) 


M.  M.  Alcubilla,  Director  jyropietano, 
y  Editor  responsable. 


MADRin — Inip.  il9l]¡  Consultor  á  cmrg«>  de  E.  «U 
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8S7.  ATXmTAjaBNTOS.DIPUTAOIO* 
NSS^ON  SSJOSYaOBLBRNOS  DB  PRO- 
VINCIA.—B.  D.  de  21  de  setiembre  refor- 
meado  la  ley  de  AyuntamientoB  y  la  de  «o* 
bierno  y  adzainistraoion  de  las  provinalas» 
en  los  términos  que  expresan  loa  dos  pro- 
yeotoe  de  ley  qne  le  ai^nen. 

ÍGoB.I  cExposicioD  á  S.  M.— Señora: 
luaDdo  en  30  de  julio  próximo  pasado, 

Kr  órden  de  Y.  M.  y  con  acuerdo  del 
í&sejo  de  HÍDÍstros,  desempeñé  el  difí- 
cil encargo  de  fijar  la  íiidole  y  exteosiou 
de  la  poliiica  que  en  lo  tocante  á  los  ne- 

Socios  interiores  de  ta  mooarqnia  pensa- 
a  deseovolTer  la  actual  administración, 
procuré  definir  con  la  exactitud  y  clari- 
dad posibles,  asi  los  motivos  poderosos  en 
que  se  funda  esta  política,  como  la  impor- 
tancia nada  común  de  sus  primeras  condi- 
ciones y  de  sus  roas  urgentes  necesidades. 
Eniónces  se  trataba  solo  de  indicar  la  sig- 
nificación del  Ministerio  á  quien  V.  H.  ba- 
bia  entregado  su  confianza.  Nadie,  al  leer 
la  real  órden  á  que  me  he  referido,  dudó 
de  los  propósitos  del  Gobierno:  los  hom- 
bres de  buena  fé  apreciaron  como  era  jus- 
to la  actitud  enérgica  de  los  Consejeros 
responsables  de  la  Corona,  y  su  reso- 
lución firmísima  de  rechazar  con  el  mayor 
esfuerzo  las  acometidas  de  la  revolución. 
En  la  misma  actitud  continuamos,  y  á 
consecuencia  de  la  vigorosa  voluntad  en 
que  á  ella  ae  origina ,  tengo  el  honor  de 
someter  á  la  aprobación  de  Y.  H.  dos  de- 
terminaciones de  gran  peso,  no  solo  por  la 
materia  qne  constituye  su  asunto ,  sino 
también  por  la  forma  que  para  adoptarlas 
se  propone. 

Los  Ministros  de  Y.  M.  han  recibido  e! 
poder ,  nadie  lo  desconoce,  en  ocasión  por 
demás  crítica  y  peligrosa.  La  respoosabi'^ 
lidad  que  han 'aceptado  con  esto  es  pro- 
porcionada á  las  dificultades  que  están 
obligados  á  vencer.  El  enemigo  á  quien 
Tomo  X  osl  Dicg. 


resisten  rompe  lodos  los  frenos  y  solo  se 
para  ante  la  fuerza;  triste  cosa  sería  que 
si  el  Gobierno  creyese  en  algún  momento 
necesario  para  fortificar  el  ejercicio  de  sus 
prerogalivas  exceder  los  confines  de  la  ley, 
se  detuviera  por  un  temor  de  que  ni  aun 
señales  dan  en  sus  terribles  proyectos  los 
q.ue  sin  tregua  ni  descanso  le  combalen. 
El  Ministro  que  suscribe,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  de  que  forma  parte,  no  duda  en 
logar  á  Y.  M-  se  digne  establecer  por  de- 
creto una  reforma  de  las  leyes  sobre  or- 
ganización y  atiibuciones  de  los  Ayunta- 
mientos, y  para  el  gobierno  y  administra- 
ción de  las  provincias. 

No  quisiera,  Señora ,  cansar  la  aten- 
ción de  V.  M.  trayendo  á  su  memoria  el 
estado  en  que  se  hallaba  la  nación  cuando 
se  formaron  en  su  verdadero  fondo  las  ac- 
tuales corporaciones  municipales,  que  fué 
con  corla  diferencia  de  tiempo,  hacía  la 
época  misma  en  que  acababa  de  discutirse 
V  se  sancionó  y  puso  en  practica  la  ley  de 

de  setiembre  de  i863.  Preciso  es  sin 
embargo  decir  sobre  este  punto,  aunque 
en  muy  breves  palabras ,  alguna  cosa. 

Por  efec'o  de  las  vicisHudes  políticas  y 
de  los  movimientos  y  modificaciones  de  la 
opinión  y  de  los  partidos  que  desde  algu- 
nos años  atrás  venian  realizándose,  el  ge- 
nio de  legítima  conservación  y  de  ilustra- 
da resistencia  que  conslifuyc  el  patrimo- 
nio natural  de  todo  Gobierno ,  sean  cuales 
fueren  las  opiniones  de  los  políticos  que  lo 
compongan ,  se  habia  considerablemente 
apocado  con  alteración  grandísima,  así  de 
las  relaciones  que  constituyen  la  unidad 
y  la  armonía  entre  los  altos  poderes  de  la 
nación,  como  de  las  qne  arreglan  las  fun- 
ciones gerárquicas  de  los  varios  agentes 
del  Gobierno  y  establecen  la  disciplina, 
en  cuya  virtud  deben  estos  á  la  autoridad 
superior  ayuda  fiel  y  absoluta  obed  iencia. 
Habia  caído  generalmente  la  administra- 
ción municipal  por  esta  causa  en  poder 
de  personas  que  en  vez  de  cumplir  con  es- 
crupulosidad su  mandato  y  mantener 
aquellas  relaciones  en  su  pureza  según  el 
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Cíípírilu  y  el  icxlo  de  la  ley  vigente,  se 
\aliaQ  de  las  veolajas  que  proporciona  la 
representación  del  pueblo  en  los  munici- 
pios para  llegar  á  fines  propios  solamente 
de  la  gestión  polilica,  y  contrarios  por 
tanto  a  los  propósitos  de  toda  gobernación 
ordenada.  Añadíase  á  esto  el  influjo,  que 
DO  debo  calíKcar,  de  la  confusión  deplo- 
rable á  que  se  habia  llegado  en  lo  concer- 
niecte  á  las  controversias  de  la  vida  pú- 
blica, en  medio  de  las  discordias  que  des- 
trozaban la  composición  de  los  antiguos 
partidos,  y  por  efecto  de  las  nuevas  de- 
nominaciones á  que  estas  discordias  nece- 
sariamente habían  dado  nacimiento. 

A  merced  de  ta^es  choques  de  ideas  y 
de  pasiones  y  de  esta  evidente  descompo- 
sición, las  parcialidades  revolucionarias 
lenta  y  cautelosamente  primero,  á  las  cla- 
ras después  y  con  singular  arrojo  llegaron 
á  consliluir  un  imponente  organismo  y 
cada  vez  bacian  mayores  y  mas  peligrosas 
muc$tras  de  sus  atrevidas  pretensiones. 
La  revolución  aue,  alegando  imaginarias 
ofensas,  afectaba  retraerse  del  campo  pa- 
cifico de  las  elecciones  paílamentarias,  en 
donde  hubiera  sido  á  pesar  de  lodo  ven- 
cida, por  una  inconsecuencia  que  muchos 
de  sus  sectarios  le  echaban  con  aparen- 
te razón  en  rostro,  desplegaba  su  habili- 
dad y  su  energía  para  apoderarse  de  los 
Ayuntamientos  y  de  las  corporaciones 
provinciales.  No  creo  necesario,  Señora, 
recordar  á  V.  M.  la  unidad  de  ímpetu  y 
de  esfuerzo  con  que  las  banderías  revolu- 
cionarias entraron  en  contienda  para  apro- 
piarse estos  influyentes  resortes  de  la  ad- 
ministración pública,  casi  al  mismo  tiempo 
en  aue  pregonaban  con  ligerísimo  rebozo 
desde  las  secretarias  de  sus  comités  y  en 
medio  del  rumor  de  los  banquetes,  la 

f;uerra  sin  cuartel  contra  las  instituciones 
undamentalcs  del  país  y  contra  la  dinas- 
tía de  V.  M.  en  quien  se  personifican.  En 
las  luchas  á  que  este  moivmiento  electo- 
ral y  agitador  á  la  vez,  dió  origen,  pre- 
ciso es  confesarlo,  el  concierto  y  la  auda- 
cia se  mostraron  de  parle  de  la  revolución, 
mientras  que  por  la  del  poder  apenas  se 
sentían  algunos  endebles  impulsos  de  des* 
ordenada,  tímida  é  ineficaz  resistencia. 
No  podía  ser  de  otro  modo;  las  clases  con- 


servadoras de  la  sociedad  y  los  partidos 
que  por  lo  común  dan  su  irpoyo  á  los  Go* 
bieruos,  estaban  en  guerra  consigo  mis- 
mos, enervados  por  la  desconfianza  y  la 
duda,  sobrecogidos  con  pavorosos  ejem- 
plos de  rebeliones  nunca  vistas  en  EspaDa, 
sobresaltados  por  la  inesperada  demostra- 
ción de  Loja  y  con  los  audaces  y  signil'- 
cativos  emplazamientos  de  los  Campos  Bli^ 
seos.  Sucedió  lo  que  debía  suceder;  la  re- 
volución se  apoderó  de  muchos  municipios 
importantes,  y  triunfó  en  las  diputaciones 
de  casi  todas  las  provincias.  Con  tales  ele« 
mentos,  tenia  por  lo  pronto  cuanto  le  era 
dable  desear;  la  organización  de  su  poder 
ejecutivo  en  comités  supremos  suplía  con 
ventaja  su  ausencia  de  las  Córtes;  el  prc- 
dominio  en  los  Ayuntamientos,  en  las  Di- 

Eulaciones  y  Consejos  provinciales  forma- 
a  la  red  de  sus  ageotes  en  la  localidad; 
la  prerogativa  de  elegir  empleados  desde 
6.000  rs.  de  sueldo  abajo  y  la  de  propo- 
ner á  otros  de  mayor  remuneración  que 
la  nueva  ley  habia  concedido  á  las  Dipu- 
taciones de  provincia,  le  facilitaba  el  ca- 
mino para  completar  el  cuadro  de  sus  su- 
balternos. Habia,  pues ,  un  Estado  movido 
por  el  géoio  de  la  insurrección  dentro  del 
Estado  legal  que  en  vano  predicaba  y 

Sueria  sostener  la  subordinación  á  los  po- 
eres  legítimos.  Si  se  mira  su  objeto ,  la 
combinación  no  podía  ser  roas  fecunda  ni 
mas  hábil ;  lo  que  se  ha  originado  en  ella 
y  en  otras  que  á  la  vez  con  ella  se  han 
establecido  V.  M.  lo  conoce,  nadie  por 
desgracia  lo  ignora  y  muchos  lo  están  aun 
llorando  amargamente  en  el  seno  de  sus 
inconsolables  lamílias. 

Dislocada  la  fuerza  del  Gobierno  por  lo 
que  toca  al  órden  civil  y  en  lo  político, 
muy  desde  luego  se  manifestaron  los  sín- 
tomas de  tanta  debilidad  hasta  en  el  reti- 
ro sagrado  de  la  administración  de  la  jus- 
ticia. Empezó  en  seguida  á  desenvolverse 
con  rapidéz  espántame  una  verdadera  des- 
organización del  Estado.  El  Gobierno, 
á  pesar  de  las  mas  patrióticas  intenciones, 
había  ido  perdiendo  la  elevada  dirección 
de  los  influjos  morales;  la  de  la  fuerza  ma- 
terial, la  de  las  armas,  no  tardó  mucho  ea 
escapársele  de  las  manos ,  y  llegó  al  fin 
una  hora  en  que  esta  antigua  y  potente 
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nonarqoía  se  «alvó ,  no  tanto  por  el  noble 
y  valeroso  esfuerzo  de  los  que  se  arries- 
garon á  derenderla  como  buenos ,  cuanto 
porque  Dios,  cou  su  íotinila  misericordia 
se  apiadó  de  nosotros  y  quiso  cei^ar  la  in- 
teligencia de  los  revolucionarios. 

A  deshacer  los  restos  de  todas  estas 
combinaciones  que  aun  subsisten  en  no  po- 
cos municipios ,  Diputaciones  y  Consejos 
de  provincia,  se  dirigen  sin  disfraz  de  li- 
naje alguno  las  dos  graves  medidas  que 
después  de  largas  y  maduras  deliberacio- 
nes con  los  demás  *Mioislros,  y  autoriza- 
do por  su  acuerdo  como  ya  be  dicho,  pro- 
pongo á  V.  M.,  conociendo  bien  y  arros- 
trando sin  temor  el  peso  de  las  responsa- 
bilidades que  me  imponen  y  de  que  con- 
fia el  Ministerio  todo  ser  absuelto  en  el 
ánimo  de  las  personas  imparciales  y  jui- 
ciosas, y  de  la  cási  totalidad  de  la  nación 
á  cuyo  mas  noble  provecho  se  enderezan. 

Sí,  Señera:  es  preciso  que  los  actuales 
'  Ayuntamientos  elegidos  en  una  época  de 
perturbación  moral  y  política ,  nombrados 
bajo  el  influjo  de  temores  que  cada  día  se 
desvanecen  mas,  sean  disueltos  totalmen- 
te y  reemplazados  por  municipalidades 
que  obedeciendo  a  la  inspiración  de  pen- 
samientos mas  serenos  y  mas  puros,  se 
liiDÍten  á  los  tines  de  la  ley  que  regula  su 
organización  y  fija  sus  atribuciones;  es 
menester  que  los  instrumentos  de  la  ad- 
ministracioo  municipal  no  sean  escocidos 
por  el  mérito  de  su  valimiento  revoluciona- 
rio ,  sino  por  sus  hábitos  de  disciplina,  por 
su  honradez  y  por  la  disposición  que  de- 
muestren para  el  desempeño  de  las  mo- 
destas funciones  que  se  les  confien.  Los 
hombres  pacíGcos  se  entristecen  y  apartan 
de  toda  cooperación  pública  al  ver  que  en 
DO  pocas  poblacíunes  los  agentes  de  la 
municipalidad  han  sido  agraciados  aten- 
diendo solo  á  los  servicios  de  guerra  que 
prestaron  en  alguna  barricada  ó  promo- 
viendo algún  motin ;  ni  el  temple  actual 
de  la  opinión  pública  admite  tampoco  por 
roas  tiempo  que  sean  todavía  individuos 
de  los  Concejos  muchos  de  los  que  por 
extravíos  é  ilusiones  deplorables  han  abu- 
sado de  la  influencia  y  de  la  iniciativa, 
que  la  ley  para  otros  objetos  les  habia 
concedido,  favoreciendo  mas  ó  menos 
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direcianrente  las  conspiraciones  revolucio- 
narias« 

Pero  ya  que  la  renovación  total  de  los 
Ayuntamientos  no  pueda  realizarse  sino 
faltando  á  la  ley  vigente ,  que  á  pesar  de 
estar  ajustada  á  sanos  principios  necesita, 
sin  embargo,  ser  en  alguna  de  sus  dispo- 
siciones corregida;  el  Gobierno,  que  de 
todos  modos  ha  de  incurrir  en  responsa* 
bilidad  ante  las  Córtes  por  aquella  causa, 
considera  provechoso  hacer  al  mismo 
tiempo  con  esta  ocasión  las  enmiendas 
que  á  su  juicio  están  en  este  punto  reco- 
nocidas como  convenientes  por  las  perso- 
nas de  mayor  autoridad  científica  en  la 
materia. 

Es  asimismo  indispensable  para  los  fi- 
nes de  nuestro  plan  gubernativo,  no  solo 
que  se  renueven  por  completo  las  Diputa- 
ciones de  provincia,  sino  también  que  su 
acción  quede  en  lo  futuro  encerrada  den- 
tro de  los  límites  que  nunca  debió  traspa- 
sar y  que  mientras  los  propósitos  y  aspi- 
raciones de  ciertas  parcialidades  no  se 
moditiquen  y  la  aptitud  de  los  pueblos 
no  se  pei  feocione,  será  preciso  mantener 
V  fortiücar  á  toda  costa.  V.  M.  verá  de 
qué  modo  entiende  el  Ministro  que  sus- 
cribe, de  acuerdo  con  sus  colegas,  estas 
limitaciones.  Muchas  de  eUas  merecerán 
sin  duda  alguna  la  aprobación  de  no  po- 
cos, entre  los  mismos  á  quienes  podemos 
considerar  como  adversarios  nuestros; 
otras  tienen  por  fundamento,  como  ya  he 
indicado,  la  poderosa  urgencia  que  se 
siente  en  todas  las  clases  de  la  sociedad 
de  restablecer  con  vigor  los  elementos 
esenciales  del  poder;  alízunas,  en  fin,  se 
reducen  á  restituir  su  propiedad  sistemá- 
tica a  diferentes  puntos  de  la  ley  que  han 
sido  mal  ajustados  en  ella,  y  que  por  es- 
to aparecen  como  ajenos  á  los  principios 
generadores  de  sus  t'undémenlales  artícu- 
los, y  al  fin  primordial  que  el  legislador 
debió  proponerse  y  con  efecto  se  propuso. 

Hemos  llegado  por  desgracia  á  ijn  tiem- 
po en  que  no  hay  cuestión  política  que 
deba  considerarse  como  de  leve  importan- 
cia. Esu,  cuya  solución  tengo  hoy  la 
honra  de  someter  al  alto  juicio  de  V.  M-t 
sería  en  todas  ocasiones  de  gran  tamaño 
y  consecuencia;  en  los  actuales  momentos 
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toma  la  extensión  y  la  gravedad  del  ries- 
go que  se  ha  corrido,  que  á  nadie  se 
oculta»  y  que  es  necesario  apartar  con 
Yaroníl  decisión  de  nuestra  patria.  Los 
actuales  Ministros  de  V.  M.  creen  con 
mayores  motivos  que  los  que  hayan  podi- 
do mover  á  muchos  de  sus  predecesores, 
que  para  conseguir,  no  ya  el  afianzamien- 
to y  arraigo  de  las  instituciones,  sino  su 
salvación  y  la  del  país  mismo,  y  para  cer- 
rar de  una  vez  la  série  de  las  esperanzas 
,  temerarias,  es  de  todo  punto  preciso  que 
el  Gobierno  funcione  exclusivamente  co- 
mo representante  que  es  de  los  intereses 
generales  de  la  nación ,  y  se  haga  supe- 
rior á  las  miras  estrechas  y  á  las  gastadas 
preocupaciones  de  las  diferentes  parciali- 
dados  que  se  combaten  en  el  campo  de  la 
política. 

Aplicando  esta  gran  máxima  que  ha 
servido  de  norte  desde  las  épocas  mas  re- 
motas á  todos  los  Gobiernos  y  en  todas 
las  naciones ,  cuando  han  tenido  que  do- 
minar dificuliades  supremas  y  conjurar 
grandes  desventuras,  el  Ministro  que  sus- 
cribe propone  respetuosamente  á  la  apro- 
bación de  V.  M.  el  siguiente  provecto  de 
decreto.  Madrid  21  de  octubre  de  1866. 
—Señora:— A  L.  R.  P.  de  Y.  M.— Luis 
González  Brabo. 

REAL  DICRSTO. 

De  conformidad  con  lo  que  me  ha  pro- 
puesto el  Ministro  de  la  Gobernación,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  MinÍKlros, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Se  reforman  las  leyes  sobre  organización 
y  atribuciones  de  los  Ayuntamientos  y  sobre 
gobierno  y  administración  de  las  provincias 
en  los  térininoA  que  expresan  los  adjuntos 

Rroyectos  de  lev,  los  cualea  regirán  como 
íyes  del  Reino  hasta  obtener  la  aprobación 
de  las  Corles,  á  las  que  serán  presentados  en 
la  próxima  legislatura.  Dado  en  Palacio  á  21 
de  octubre  de  1866.— Está  rubricado  de  la 
real  mano. — Bl  Ministro  de  ia  Gobernación, 
Luis  González  Brabo. 

PBOYSCTO  DS  LEY 

rtformtndo  la  la^tlaeion  vigente  sobre  organixMioa  y 
mtrUracionw  de  loe  Ayanlamiaotoe. 

Articulo  primero. 
Los  arts.  8.<»,  titulo  I;  10,  Ululo  U;  20,  ti- 


tulo III,  capítulo  2 70.  71  y  72.  título  V, 
quedarán  reformados  del  modo  siguiente. 

TITULO  L 

Arl.  8.®  El  que  haya  sido  Alcalde  ó  Te- 
ntente  un  bienio  puede  ser  nombrado  por  e! 
Gobierno  ó  sus  delegados  para  el  inmediato; 
trascurrido  este  plazo,  no  podrá  volverá 
obtener  dicho  nombramiento  basta  después 
de  dos  años  por  lo  menos. 

Los  d^más  individuos  de  Ayuntamiento 
podrá  ir  Si  r  reelegidos;  pero  en  tal  caso  ten* 
dráu  la  lacultad  de  aceptar  ó  no  el  cargo. 

TITULO  IL 

Art.  10.  El  Rey  ,  sin  eaibargo  podrá 
nombrar  en  las  poblaciones  donde  lo  concep- 
túe conveniente  un  Alcalde-Corregidor  eii 
lugar  del  ordinario. 

El  sueldo  del  Alcalde-Corregidor  te  incluí* 
rá  en  el  presupuesto  municipal. 

TITULO  UI. 

CAPÍTULO  2.^ 

Arl.  20.  En  los  pueblos  que  no  pasen  de 
60  veciuos,  todos  los  electorales  son  elegi- 
bles. 

En  los  pueblos  que  no  pasen  de  1.000  ve- 
cinos serán  elegibles  las  dos  terceras  parte» 
de  los  electores  contribuyentes,  contandos*; 
de  mayor  á  menor,  mas  todos  los  que  paguen 
cuota  igual  á  la  del  último  de  dichas  clos  ter- 
ceras partes,  no  debiendo  sin  embargo  bajar 
nunca  de  60. 

En  los  pueblos  de  1.001  á  5  000  vecinos, 
serán  elegibles  una  tercera  parte  de  los  elec- 
tores contribuyentes,  contándose  igualmente 
de  mayor  á  menor,  mas  todos  los  que  pa> 
guen  cuota  igual  á  la  del  último  de  dicha 
tercera  parte ,  no  debiendo  sin  embargo  ba- 
jar nunca  de  102,  máximo  del  caso  ante- 
rior. 

En  los  de  5.001  á  20.000  vecinos,  serán 
elegibles  la  cuarta  parte  de  los  electores 
contribuyentes,  contándose  asimismo  de  ma- 
yor á  menor,  mas  todos  los  que  paguen  cuo- 
ta igual  á  la  del  último  de  dicha  cuarta  par- 
te .  no  debiendo  sin  embargo  bajar  nunca  de 
172,  máximo  del  caso  anterior. 

En  los  que  excedan  de  20.000  vecinos, 
serán  elegibles  la  quinta  parte  de  los  electo- 
res contribuyente!! ,  contándose  siempre  de 
mayor  á  menor,  ma»  todos  los  que  pago«*n 
cuota  igual  á  la  del  último  de  dicha  quinta 
parte ,  no  debiendo  bajar  nunca  de  441 ,  máxi^ 
mo  del  caso  anterior. 

TITULO  V. 

Art.  70.  Se  conservarán  todos  los  A|iio- 
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tmnienlos  qoe  hoy  existen  en  poblac¡on4»s  de 
tiias  de  200  vecinos  con  arreglo  á  la  organi- 
xacion  y  disposicioims  de  Hi  ley. 

Art.  71.  El  Gobierno  adoptará  las  medi- 
das convenientes  á  lin  de  que  en  el  plazo  de 
dos  años »  á  contar  desde  la  publicación  de 
la  presente  ley,  queden  suprimidos  los 
Ayuntamientos  en  todos  los  distritos  muni- 
eipaies  que  no  lleguen  á  200  vecinos,  reu* 
ntendo  dos  ó  mas  de  los  que  se  encuentren 
en  este  caso  para  formar  nuevos  distritos  que 
alcancen  ó  pasen  de  este  número;  quedando, 
sin  embargo ,  autorizado  para  conservar 
aquellos  que  aun  cuando  no  reúnan  200  ve 
cinos,  no  puedan  por  sus  circunstancias  par- 
ticulares ser  agregados  á  otro. 

La  incorporación  de  distritos  municipales 
podrá  hacerse: 

1.  ^  Por  disposición  del  Gobierno ,  en  uso 
de  la  facultad  que  le  confiere  el  precedente 
párrafo. 

2.  ®  Por  petición  de  los  Ayuntamientos  de 
dos  ó  mas  distritos  municipales  interesados 
en  que  la  incorporación  se  verifique. 

Art.  72.  Podrá  suprimirse  un  distrito  mu- 
nicipal en  cualquiera  de  los  cases  siguientes: 

t.^  Cuando  careciere  de  recursos  para 
aufragar  lus' gastos  municipales. 

2."  Cuando  lo  solicitare  el  Ayuntamien- 
to en  unión  de  un  número  de  vecinos  mayo- 
res contribuyentes  igual  al  de  Concejales: 

En  este  caso  el  Gobierno  determinará, 
después  de  instruido  el  oportuno  expedien- 
te, el  distrito  municipal  a  que  ha  de  incor- 
porarse el  vecindario  del  suprimido. 

Articulo  segundo. 

Se  adiciona  el  título  V  con  los  dos  artícu- 
los siguientes: 

Art.  73.  La  segregación  de  parte  de  un 
distrito  municipal  ó  de  varios  para  agregar- 
se á  otros  existentes  podrá  verificarse: 

1.  *  Cuando  lo  solicitare  el  Ayuntamiento 
ó  Ayuntamientos  interesados. 

2.  ^  Cuando  lo  pidieren  la  mayoría  de  los 
vecinos  de  la  porción  ó  porciones  que  hubie- 
ren de  segregarse. 

3.  °  Cuando  el  Gobierno  lo  considere  con- 
veniente por  las  circunstancias  particulares 
de  la  porción  ó  porciones  que  hayan  de  se- 
l^regarse  para  agregarlas  á  otros  distritos. 

Art.  74.  Los  Gobernadores  instruirán  los 
oxpedienteii  relativos  á  la  supresión  y  segre- 
gticion  de  Ayuntamientos  y  icrminos  muni- 
cipales, oyendo  á  los  interesados,  á  las  Di- 
putaciones respectivas  y  á  los  Consejos  pro 
vinciales ,  verificando  la  división  de  los 
terrenos,  bienes,  pastos  y  aprovechamientos 
comunes^  usos  públicos  y  créditos  activos  y 


pasivos,  y  teniendo  en  cuenta  la  población, 
riqueza,  distancias  respectivas  y  condiciones 
topográficas.  Estos  expedientes,  previa  con- 
sulta del  Consejo  de  Estado  en  pleno,  serán 
definitivamente  resueltos  por  el  Gobierno. 

Articulo  tercero. 

Los  arts.  93  y  104 ,  título  Vil  (que  por  la 
adición  de  otros  dos  al  titulo  V,  serán  loa 
95  y  106) ,  se  reforman  en  los  términos  si- 
guientes: 

TITULO  VIL 

Art.  95.   Son  obligatorios: 

1.  ^  Los  del  personal  y  material  de  las 
oficinas  del  Ayuntamiento  y  de  la  contadu- 
ria  de  fondos  municipales. 

2.  °  Los  haberes  de  los  facultativos  titu- 
lares de  medicina  y  cirugía ,  farmacia  y  ve- 
terinaria, según  los  términos  del  contrato 
celebrado  con  cada  uno  de  ellos;  y  los  suel- 
dos de  los  arquitectos  municipales  y  de  los 
inspectores  de  las  carnes  que  se  destinen  al 
consumo  del  público. 

3.  ®  Los  gastos  de  entretenimiento  y  con« 
servacion  de  la  Casa  Consistorial  y  demás 
fincas  comunales. 

4.  ^  Los  que  ocasione  la  comisión  de  eva- 
luación de  la  riqueza  territorial  del  distrito 
municipal. 

5.  ^  Los  que  ocasionen  las  quintas  en  la 
forma  dispuesta  por  la  ley  de  reemplazos. 

6.  ^  Los  gastos  de  las  funciones  y  los  de 
representación  del  Ayuntamiento  en  los  ac- 
tos y  festividades  públicas. 

7.  ®  Los  gastos  que  el  servicio  de  segu- 
ridad local  y  rural  hagan  necesarios. 

8.  °  Los  que  ocasionen  los  socorros,  se- 
guros y  otros  medios  preventivos  contra  in- 
cendios. 

9.  ^  Los  que  exija  el  cumplimiento  de  las 
reglas  de  policía  urbana  establecidas  en  1as 
ordenanzas  y  reglamentos  municipales:  así 
como  los  de  deslinde  y  amojonamiento  del 
término  jurisdiccional  y  de  cualesquiera 
otros  terrenos  pertenecientes  al  común. 

10.  Los  gastos  del  personal  y  material 
de  los  establecimientos  de  instrucción  públi- 
ca y  de  beneficencia  en  cuanto  corresponda 
su  sostenimiento  al  municipio,  como  igual- 
mente los  socorros  domiciliarios,  los  que 
deban  abonarse  á  los  emigrados  pobres  y  á 
los  enlermos  que  sean  trasladados  á  los  hos- 
pitales de  distrito. 

11.  Los  gastos  de  construcción ,  conser- 
vación y  reparación  de  las  travesías  y  ve- 
redas, puertos,  pontones,  barcas  y  caminos 
que  no  formen  parte  del  plan  general  de 
carreteras  que  construya  el  Gobierno ,  asi 
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como  los  que  correspondan  al  municipio  con 
arreglo  á  las  leyes  respectivamenle  á  las 
carreteras  comprendidas  en  el  referido  plan 
(general. 

12.  Los  de  construcción ,  conservación  y 
policía  de  los  cementerios. 

13.  Los  de  conservación  y  reparación 
de  las  fuentes,  cañerías,  acequias,  canales 
y  depósitos  de  aguas  de  propiedad  común. 

14.  Los  de  conservación,  reparación  y 
policía  de  las  alcantarillas,  mataderos,  mer- 
cados y  puestos  en  las  ferias,  y  de  las  ace- 
ras y  empedrados  de  l»s  calles  y  plazas. 

15.  El  importe  de  la  manutención  y  so- 
corro de  los  presos  pobres  y  demás  gastos 
carcelarios,  en  cuanto  esta  obligación  de- 
ba cubrirse  por  et  municipio  con  arreglo  á 
las  leyes,  asf  como  el  personal  y  material  de 
las  cárceles  de  partido  y  Au^liencia. 

16.  *  Los  gastos  de  conservación  y  fomen- 
to de  los  montes,  en  cuanto  deban  pesar  so- 
bre los  fondos  municipales  por  virtud  de  las 
leyes  y  reglamentos. 

17.  Los  que  exija  el  cumplimiento  y  la 
aplicación  inmediata  de  las  leyes  por  parte 
de  los  Ayuntamientos. 

18.  Las  pensiones,  jubilaciones  y  viude- 
dades legalmente  concedidas  sobre  los  fon- 
dos municipales,  los  censos  y  otras  cargas 
de  justicia  y  las  deudas  reconocidas  y  li- 
quidadas, así  como  los  créditos  y  obligacio- 
nes procedentes  de  empréstitos  y  contratos 
celebrados  con  la  debida  autorización. 

19.  Las  subvencio'ies  con  q ue  deban  con- 
tribuir los  pueblos  para  la  construcción  de 
ferro-carriles. 

20.  Las  indemnizaciones  de  terrenos  ex- 
propiados en  virtud  de  autorización  compe- 
tente. 

21.  La  suscricíon  al  Boletín  oficial  en  to- 
dos los  pueblos  del  Rorno,  y  á  la  Gaceta  de  > 
Madrid  en  las  cabezas  de  partido  judicial  y  ! 
demás  distritos  municipales  que  excedan  de 
^0  vecinos. 

22.  Los  gastos  que  ocasionen  á  los  Ayun- 
tamientos los  litigios  que  entablen  con  la  au- 
torización competente,  así  como  las  deman- 
das ante  el  Consejo  de  la  provincia. 

23.  Los  de  calamidades  públicas  dentro 
del  término  municipal ,  mientras  su  impor- 
tancia y  gravedad  no  reclame  el  auxilio  del 
Estado. 

24.  Los  que  originen  las  elecciones  mu- 
nicipales, provinciales  y  de  Diputadjos  á 
Cortea ,  en  la  parte  que  de  ellas  corresponde  i 
á  los  municipios.  | 

26.    Una  pa  rtida  para  gastos  imprevistos 
aue  se  aplicará  á  cubrir  los  que  ocasionen 
icios  no  comprendidos  en  el  presupues- 


to, pero  que  deban  ser  satisfechos  por  los 
fondos  municipales,  ó  que  sean  de  intéréa 
del  municipio.  De  esta  partida  solo  podrá 
disponerse  cuando  y  en  la  forma  que  deter- 
minen de  común  acuerdo  el  Alcalde  y  el 
Ayuntamiento,  prévia  aprobación  de  este 
acuerdo  por  el  Gobernador  de  la  provincia. 

Art.  106.  Los  pagos  sobre  las  cantidades 
presupuestas  se  harán  por  medio  de  libra- 
mientos, que  expedirá  el  Alcalde  con  las 
formalidades  correspondientes.  El  deposita- 
rio ó  mayordomo  será  responsable  de  todo 
pago  que  no  estuviere  arreglado  á  las  parti- 
das del  presupuesto ,  y  bajo  este  concepto 
podrá  negarse  á  pagar  los  libramientos  del 
Alcalde.  Las  dudas  y  diferencias  suscitadas 
con  este  motivo  las  decidirá  el  Gobernador, 
de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial. 

£1  depositario  ó  mayordomo  dará  una 
fianza  proporcionada  á  los  fondos  que  haya 
de  manejar ,  la  cual  fíjará  el  Gobernador» 
oyendo  al  Ayuntamiento. 

Articulo  cuarto. 

Queda  derogado  el  art.  1.°  de  la  ley  adi- 
cional á  las  de  Ayuntamientos  y  de  go- 
bierno de  provincias  publicada  en  21  de  abril 
de  1864. 

El  Gobierno  dará  las  instrucciones  regla- 
mentarias convenientes  para  la  ejecución  de 
lo  prevenido  en  esta  ley,  y  dispondrá  que 
inmediatamente  se  haga  una  edición  oficial 
de  la  de  Ayuntamientos,  según  queda  des- 
pués de  la  reforma  que  por  esta  ley  se  pre- 
ceptúa. 

Artículo  quinto. 

Al  hacer  la  edición  oficial  de  la  ley  de 
Ayuntamientos  de  que  trata  el  artículo  pre- 
cedente, se  sustituirá  el  título  de  Jefes  poU- 
ticos  con  el  de  Gobernadores  civiles  qu« 
ahora  llevan  las  autoridades  superiores  de 
las  provincias.  Madrid  21  de  octubre  de 
1866.— Luis  González  Brabo. 

PROYECTO  DE  LEY 

r«rormaado  la  vijir«(^<*  P*>^  ^t  |:obierao  y  •dmiablrt- 

cíon  d«  las  |irovtDeÍM. 

Articulo  primero. 

Los  arts.  3.®,  título  I;  9.%  titulo  II,  capí- 
tulo l.*;  10  y  11,  título  ü,  capítulo  2.*^;  14, 
tíluio  II,  capitulo  3.^;  23,  título  HI,  capítuin 
2.*»;  3ü,  lílulo  III,  capitulo  3.«;  46,  47,48 
y  50,  título  III,  capitulo  4.'';  55,  56  y  59, 
título  lU,  capítulo  S."";  63  y  65,  título  IV. 
capítulo  1.®,  quedan  reformados  del  modo 
siguiente: 
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TITULO  1. 

Art.  3,%  En  lodas  Ja«  provincias  habrá 
Tin  Gobernador,  una  Diputación  y  un  Con- 
sejo pi*ovincial. 

En  las  islas  de  Menorca  y  de  la  Gran  Ga- 
naría, y  en  cuatquier  olro  punió  dondfi  con- 
venga, se  establecerán  Subgo  be  madores 
oyendo  al  Consejo  de  Estado.  El  Gobierno 
determinará  la  extensión  de  las  facultades 
de  estos  funcionarios. 

Los  Gobernadores,  Subgobernadores  y 
Consejeros  provinciales  serán  nombrados 
por  el  Rey  en  la  forma  corresp^^ndienle  á 
sus  respectivas  categorías:  los  Diputados 
provincialés  serán  elegidos  por  los  electores 
de  Diputados  á  Córles. 

TITULO  II. 

CAPÍTULO  1.^ 

Arl.  9.^  Cuando  el  Gobernador  se  au- 
sente de  la  provincia  ó  se  imposibilite  para 
ejercer  su  cargo,  le  reemplazará  interina- 
mente la  pérsona  que  se  designe  ó  haya  de- 
signado por  real  órden  expedida  por  el  Mi- 
histerío  de  la  Gobernación. 

En  casos  d¿  urgencia  y  cuándo  el  Minis- 
tro no  hubiere  usado  de  esta  facultad,  el 
secretario  del  Gobierno,  los  jefes  de  Ha- 
cienda y  el  de  la  sección  de  Fomento  des- 
empeñarán accidentalmente  y  por  el  órden 
que  van  citados  el  Gobierno  de  la  provincia. 

Si  el  Gobernador  se  ausentare  únicamente 
de  U  capital,  continuará  en  el  ejercicio  de 
(c»das  sus  atribuciones  desde  el  punto  en  que 
se  halle,  sin  perjuicio  de  que  el  Secretario 
del  Gobierno  en  la  parte  política  y  adminis- 
trativa, el  administrador  y  contador  de 
rentas  en  la  económica ,  y  el  jefe  de  Fomen- 
to en  au  ramo  ,  despachen  y  firmen  todo  lo 
que  sea  de  mera  tramitación,  entendiéndo- 
se directamente  con  los  Ministros  cuando  la 
urg^encia  y  perentoriedad  de  los  asuntos  lo 
Ijícicre  necesario, 

CAPÍTULO  2.* 

Art.  10.  Corresponde  al  Gobernador  de 
la  provincia: 

1.  ^  Publicar, «írcular,  ejecutar  y  hacer 
que  se  ejecuten  en  la  provincia  de  su  man- 
do las  leyes,  decretos,  órdenes  y  disposicio- 
nes que  al  efecto  le  comunique  el  Gobierno, 
y  las  de  observancia  general  que  se  inser- 
ten en  la  Gaceta  da  Madrid, 

2.  ^  Mantener  bajo  su  responsabilidad  el 
órden  público  y  proteger  las  personas  y  las 
propiedades. 


3.  *  Renrimir  los  actos  contraríos  á  la  re- 
ligión ,  á  la  moral  ó  á  la  decencia  pública» 
las  faltas  de  obediencia  ó  de  respeto  á  su 
autoridad  9  las  que  cometan  los  funcionarios 
y  corporaciones  dependientes  de  la  misma 
en  el  ejercicio  de  sus  cargos,  y  las  infraccio- 
nes en  que  incurran  las  sociedades  y  empre- 
sas mercantiles  ó  industriales  que  están  su- 
jetas á  la  inspección  administrativa. 

4.  °  Proponer  al  Gobierno  todo  lo  que 
pueda  contribuir  al  adelantamiento  y  desar- 
rollo intelectual  y  moral  de  la  provincia  y 
al  fomento  de  sus  intereses  materiales  en 
cuanto  no  alcancen  sus  facultades. 

5.  ®  Cuidar  de  todo  lo  concerniente  á  la 
sanidad  en  la  forma  en  oue  prevengan  las 
leyes  y  reglamentos ,  y  dictar  en  casos  im- 
previstos y  urgentes  de  epidemia  ó  enfer- 
medad contagiosa  las  providencias  que  la 
necesidad  reclame,  dando  inmediatamente 
cuenta  al  Gobierno. 

6.  °  Ejercer  respecto  de  los  ramos  de 
Gobernación,  Hacienda  y  Fomento,  la  au- 
toridad que  determinen  las  leyes  y  regla- 
mentos, y  en  la  administración  económica 
provincial  y  municipal  las  atribuciones  que 
se  le  coofíeren  por  esta  ley ,  y  en  general 
por  cualesquiera  otras  leyes,  decretos,  órde- 
nes y  disposiciones  del  Gobierno  en  la  parte 
que  requieren  su  intervención. 

7.  ®  Vigilar  todos  los  ramos  de  la  Admi- 
nistración pública  en  el  territorio  de  su 
mando. 

8.  ®  Conceder  ó  negar  en  el  término  de 
un  mes,  conlado  desde  el  dia  en  que  se  so- 
licite, y  oyendo  previamente  al  Consejo  pro- 
vincial, la  autorización  competente  para 
procesar  á  los  empleados  y  corporaciones 
de  todos  los  ramos  de  la  Administración  ci- 
vil y  económica  de  la  provincia  por  abusos 
perpetrados  en  el  ejercicio  de  funciones  ad- 
ministrativas. No  será  necesaria  la  autoriza- 
ción para  perseguir  los  delitos  de  imposición 
de  castigo  equivalente  á  pena  personal,  abro- 
gándose facultades  judiciales,  exacción  ile« 
gal,  cohecho  en  la  recaudación  de  impues- 
tos públicos,  falsedad  de  listas  cobratorias, 
percepción  de  multas  en  dinero,  y  los  que  se 
cometan  en  cualquier  operación  electoral. 

Tampoco  será  necesaria  la  autorización 
para  procesar  á  los  empleados  á  que  se  refie- 
re el  párrafo  anteríor,  cuando  sin  órden  ex- 
presa del  Gobernador  de  la  provincia  deten- 
gan alguna  persona  y  no  la  entreguen  en  el 
término  de  tres  dias  al  tribunal  competente 
con  las  diligencias  que  hubieren  practicado. 

Se  entiende  concedida  la  autorización 
cuando  el  Gobernador,  con  audiencia  del 
Consejo  provincial,  remita  el  taolo  de  ^ulpa 
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al  Juzgado  para  que  proceda  conlra  alguii 
.empleado  ó  corporación. 

Si  denegare  la  autorización,  dará  inme* 
dialamenle  cuenta  documentada  al  Gobierno 
para  que  dicte  la  (leolucion  que  convenga, 
oído  el  Consejo  de  Estado,  sin  que  se  coarte 
nunca  la  acción  de  los  tribunales,  los  cuales 
podrán  practicar  en  cualquier  tiempo  las  di- 
ligencias necesarias  para  la  averiguación  del 
delito,  pero  sin  dirigir  las  actuaciones  inme- 
diatamente contra  el  funcionario  ó  corpora- 
ción ,  sea  decretando  su  arresto  ó  prisión, 
sea  de  otro  modo  que  le  caracterice  de  pre- 
sunto reo. 

Pasado  el  mes  sin  que  el  Gobernador  ha- 
ya negado  la  autorización,  se  entenderá 
concedida  y  podrá  el  Juez  ó  tribunal  dirigir 
las  actuaciones  conlra  el  empleado  ó  corpo- 
ración. 

9.**  Provocar  competencias  á  los  tribuna- 
les y  Juzgados  cuando  estos  invadan  las 
atribuciones  de  la  Administración. 

Art.  11.  Para  el  buen  desempeño  de  sus 
funciones  deberá  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia: 

1 .  ®  Publicar  los  bandos  de  buen  gobierno 
y  disposiciones  generales  quesean  necesa- 
rias para  el  cumplimiento  de  las  leyes  y  re« 
^lamentos,  ajustándose  en  las  correcciones 
que  en  ellas  ae  «slablezcan  á  lo  que  prescri- 
be el  art.  505  del  Código  penal. 

2.  **  Suspender,  moditícar  ó  revocar  con- 
forme á  las  facultades  que  para  cada  caso  le 
conceden  las  leyes  los  actos  de  las  corpora- 
cion^,  autoridades  y  agentes  que  de  ét 
denendan. 

ó,^  Reclamar  el  apoyo  de  la  fuerza  ar- 
mada que  necesite. 

4.^  Instruir  por  si  mismo  ó  por  sus  dele- 
fTíkáoH  las  primeras  diligencias  en  aquellos 
delitos  cuyo  descubrimiento  se  deba  á  sus 
«lisposiciones  ó  agentes,  entregando  en  el 
término  de  tres  diss  ai  tribunal  competente 
los  detenidos  ó  presos  con  las  diligencias 
que  hubiere  practicado. 

5  ^  Imponer  multas  discrecionales  cuyo 
máximo  sea  de  100  escudos  á  los  individuos, 
funcionarios  y  corporaciones  á  que  se  retíe^ 
re  el  párrafo  tercero  del  art.  10,  sometiendo 
los  delitos  y  faltas  distintas  de  las  que  men- 
ciona á  la  acción  de  los  tribunales  de  justicia. 
Solo  podrán  los  Gobernadores  imponer  mul- 
tas mayores  cuando  expresamente  estén  au« 
lorÜEados  para  ello  por  las  leyes  ó  regla- 
mentos. 

La  autoridad  judicial  procederá  fuera  de 
los  casos  que  sobreentiende  el  párrafo  y  ar- 
ticulo antedichos ,  á  la  exacción  de  las  muí- 
Us  preestablecidas  en  las  leyes ,  disposicio- 


nes generales ,  bandos  y  ordenanzas  en  la 
forma  y  por  el  Juzgado  que  entienda  en  los 
juicios  de  faltas. 

6.^  Aplicar,  en  defecto  de  p9go  de  las 
mullas  que  imponga  en  uso  de  las  ¡facultades 
que  le  correspondían ,  el  arresto  supletorio 
en  la  proporción  que  fija  el  art.  504  del  Có- 

i  digo  penal  hasta  el  máximo  de  30  días. 

!  7.®  Suspender  en  casos  urgentes  á  cuaU 
quier  empleado  de  Gobernación,  Hacienda 
ó  Fomento,  dando  cuenta  inmediatamente  al 
Ministro  respectivo. 

8.  ^  Enviar  de  entre  los  Diputados  y  Con» 
sejeros  provinciales  y  empleados  civiles  de 
real  nombramiento,  delegados  temporales  i 

I  los  pueblos  de  la  provincia,  con  el  fín  de 
conservar  el  órden  público  ó  inspeccionar, 
sin  facultad  resolutiva,  la  administración 
municipal  y  cualquier  otro  ramo  dependien- 
te de  6U  autoridad,  cuando  tuviere  noticia 
de  abusos  graves  que  en  aquella  ó  estos 
se  cometan. 

Los  delegados  no  podrán  residir  en  el  pue- 
blo á  que  vayan  destinados  mas  de  60  dias: 
sus  sueldos  ó  dietas  se  abonarán  por  el  Te- 
soro ,  consignándose  al  efecto  un  crédito 
anual  en  el  presupuesto  del  Estado;  y  nun- 
ca gravarán  dichos  sueldos  ó  dictas  los  fon- 
dos provinciales  ni  municipales. 

9.  ^  Dar  ó  negar  permiso  para  las  funcio- 
nes públicas  que  hayan  de  celebrarse  en  el 
punto  de  su  residencia,  y  presidir  estos  ac- 
tos cuando  lo  estime  conveniente. 

10.  Presidir,  cuando  lo  crea  oportuno, 
todas  las  corporaciones  cuya  Inspección  y 
vigilancia  se  le  encargue  por  las  leyes. 

11.  Dictar  las  disposiciones  que  conside- 
re oportunas  dentro  del  circulo  de  su  autori- 
dad para  el  cumplimiento  de  las  órdenes  su- 
periores y  para  la  buena  administración  y 
gobierno  de  los  pueblos. 

CAPÍTULO  3.** 

Art.  14.  Las  providencias  que  recalgtio 
sobre  materias  que  puedan  ser  objeto  de  la 
via  contencioso-adminislrativa  ante  los  Con- 
sejos provinciales  solo  serán  reclamables  an- 
te estos. 

Las  decisiones  que  versen  sol>re  las  demás 
materias  gubernativas  podrán  ser  revocadas 
por  el  Ministerio  respectivo,  bien  de  oficio, 
bien  á  instancia  de  la  parte  que  se  conside- 
re agraviada. 

Las  reclamaciones  que  se  susciten  contra 
sus  resoluciones  por  incompetencia  ó  exceso 
de  atribuciones  »e  decidirán  siempre  por  el 
Gobierno. 
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TITULO  III. 

CAPÍTULO  2.^ 

ArU  23.  Para  ser  Diputado  províneíal  se 
han  de  reiiair  las  tireuastancias  siguientes: 

1.  *  Ser  español  mayor  de  25  años. 

2.  *  Tener  en  las  provincias  de  tercera 
«lase  una  renta  anual  procedente  de  bienes 
propios  de  600  escudos  á  lo  meno* ,  ó  pairar 
deade  1.^  de  enero  del  año  anterior,  por 
contribución  directa,  una  cuota  qoe  no  i>aje 
4e  60  escudos. 

En  las  provincias  de  segunda  clase  deberá 
ser  la  renta  de  800  escudos  y  'a  contri bacíon 
de  80;  y  en  Jas  de  primera  1.000  de  renta  y 
100  de  contribución  directa. 

3.  ^  Residir  y  llevar  á  lo  menos  dos  años 
de  vecindad  en  la  provincia.  • 

Para  computar  la  renta  ó  contribución  f»e 
considerarán  bienes  propios  de  los  maridos 
toa  de  sus  mujeres  mientras  subsista  la  so- 
ciedad canyug^al;  de  tos  padres  to»  de  sus  bi- 
jos  míentraa  sean  sus  le^'limos  '  admiuislra- 
dores«  y  de  los  hijos  los  suyos  propros  que 
por  cualquier  concepto  usufructúen  de  sus 
padrea. 

CAPÍTULO  3.® 

Art.  30.  Cualquiera  que  sea  el  número 
de  los  electores  <^ue  lomen  parte  en  la  elec- 
ción quedarán  validamente  elegidos  los  can- 
didatos que  reúnan  la  mitad  mas  uno  de  los 
votos. 

CAPÍTULO  4.*^ 

Art.  46.  La  ejecución  de  los  acuerdos 
de  las  Diputaciones  provinciales  corresponde- 
rá siempre  á  los  Gobernadores  de  provincia, 
que  no  podrán  alterarlos  ni  variarlos  ,  y  sí 
»olo  suspenderlos  bajo  su  rcsponsabiiiaad, 
de  oficio  ó  á  instancia  de  parle ,  cuando  con 
ellos  se  mírínjan  las  leyes,  leglamealos  ó 
disposiciones  generales  para  su  ejecución, 
(dando  cuenta  inmedialnmenle  al  Gobierno 
para  que  este  resuelva  lo  que  proceda. 

Art.  47.  La  Diputación  nombrará  un  in- 
dividuo de  su  seno  que  desempeñará  gratui- 
tamente Jas  funciones  de  Secretario. 

Todos  los  empleados  de  la  Administración 
provincial  que  cobren  sus  haberes  de  fondos 
provinciales  serán  nombrados  por  el  Gor 
bierno. 

Laa  Diputaciones  elegirán  de  entre  los  em- 
pleados cuyos  sueldos  se  paguen  de  fondos 
provinciales  loe  que  hayan  de  auxiliar  al 
Secretario  de  la  corporación  en  los  trabajos 
que  á  la  misma  pertenecen.  La  plantilla  de 
estos  funcionarios  se  marcará  por  los  Gober- 
nadores, oyendo  á  las  Diputaciones. 


Art.  48.  £1  Gobernador  puede  cti  casos 
graves  suspender  las  sesiones  de  la  Diputa- 
ción provincial »  así  como  alguno  d  algunos 
de  sus  individuos,  dando  sin  demora  cuenta 
al  Gobierno  con  el  expediente.  Si  el  caso  no 
fuere  de  urgencia,  consultará  préviamenle 
al  mismo. 

El  Gobierno  puede  también  suspender  las 
sesiones  de  las  Diputaciones  provinciales  por 
motivos  justifícados;  pero  en  esle  caso,  así 
como  en  el  de  que  la  suspensión  la  haya 
acordado  el  Gobernador ,  no  podrá  pasar  de 
60  dias. 

Tráscurrido  esle  término ,  la  Dipulacion 
volverá  al  ejercicio  desús  funciones,  si  el 
Gobierno  no  hubiere  acordado  su  disolución 
ó  la  instrucción  de  causa  en  la  forma  que 
prescribe  el  arlícnio  siguiente. 

ArL  50,  Disuella  una  Dipulacion  provin- 
cial se  convocará  á  nueva  elección  en  el  tér- 
mino de  tres  meses  y  se  efectuará  la  misma 
dentro  del  término  de  otro  mes. 

Los  individuos  pertenecientes  á  una  Dipu* 
tacion  disuella  ó  los  que  fueron  definitiva- 
mente separados  por  consecuencia  de  un  fa- 
llo judicial,  no  pQdrán  ser  reelegidos  hasta 
pasados  dos  años.  No  se  comprenden  en  es- 
la  regla  los  que  no  hubiesen  tomado  parle 
en  los  actos  que  dieren  motivo  á  la  disolu- 
ción. 

CAPÍTULO  5.® 

Art.  55.  Corresponde  igualmente  á  las 
Dipulaciones  provinciales,  conformándose á 
lo  qu^delermmen  las  leyes  y  reglamentos: 

1.  ^  Reparlir  entre  los  Ayunlamienlos  de 
la  provincia  las  contribuciones  generales  del 
Estado.  A  este  efecto  se  facililarén  por  las 
Administraciones  de  Hacienda  publica  con  la 
anticipación  convenieule  lodos  los  daloi  es- 
ladíslicos  y  nolicías  que  las  Dipulaciones  es- 
timen necesaria^. 

2.  ^  Señalar  á  los  Ayunlamienlos  el  nú- 
mero de  hombres  que  corresponda  á  sus  res- 
pectivos pueblos  para  el  reemplazo  del  ejér- 
cito, á  cuyo  fin  les  pasará  el  Gobernador  to- 
dos los  datos  necesarios  y  los  demás  que  se 
le  reclamen. 

3.  ^  Decidir  en  l&s  primeras  sesiones  de 
cada  año,  y  antes  de  proceder  á  nuevos  re- 
partimientos, las  recUmacion^^s  que  se  hi- 
cieren contra  los  anteriores. 

4.  **  Elegir  y  relevar  los  empleados  y  de- 
pendientes que  auxilian  los  trabajos  de  la 
Dipulacion  ,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
el  art.  47 ,  párrafo  tercero  de  esta  ley. 

5.  **  Nombrarindividuosdesu  seno  que  sin 
obvención  visiten  los  establecimientos  de  to- 
chas clases  sostenidos  por  los  fondos  provin- 
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cíales ,  ó  á  que  contribuya  en  parle  I»  pro- 
vincia. Estas  comisiones  darán  cuenta  á  la 
Diputación  del  estado  de  los  mismos  estable- 
cimientos,  para  que  en  su  vista  acuerde  lo 
que  proceda  en  el  círculo  de  sus  atribucio- 
nes, ó  haga  las  propuestas  ó  reclamaciones 
correspondientes  al  Gobierno  ó  á  las  autori- 
dades competentes. 

6.°  Nombrar  igualmente  comisiones  de 
su  seno  que  inspeccionen  las  obras  de  car- 
reteras, y  demás  que  se  construyan  ó  repa- 
ren con  /ondos  generales  ó  de  la  provincia, 
dando  cuenta  á  la  Diputación  de  todo  cuanto 
deba  llamar  su  atención  para  los  fines  ex- 
presados en  el  párrafo  anterior. 

Art.  56.  Las  Diputaciones  provinciales 
acordarán: 

1  El  modo  de  administrar  las  propieda- 
des que  tenga  la  provincia  y  condiciones 
de  los  arriendos. 

2.  ^  La  compra ,  venta  y  cambio  de  pro- 
piedades de  la  misma. 

3.  ®  El  uso  ó  destino  de  los  edificios  per- 
tenecientes á  la  provincia. 

4.  ^  La  creación  ó  supresión  de  los  esta- 
blecimientos provinciales  que  no  estén  de- 
terminados por  las  leyes. 

5.  *^  La  construcción  de  carreteras  que  se 
costeen  del  presupuesto  provincial. 

6.  "  La  construcción  de  cualquiera  otra 
obra  de  carácter  provincial. 

7.  ^  Las  cantidades  con  que  determinen 
subvencionar  Ja  construcción  de  cualquier 
obra  pública ,  ya  sea  de  las  que  corresponden 
al  Estado  ó  de  las  que  son  de  cargo  de  ios 
Ayuntamientos. 

En  cada  reunión  ordinaria  que  celebre  la 
Diputación  se  le  dará  conocimiento  del  estado 
en  que  se  encuentran  las  ubras  á  que  se  re- 
fieren este  número  y  los  dos  anteriores. 

8.  ^  Cualquiera  cantidad  que  estimen 
conveniente  asignar  para  objeto  de  interés 
provincial. 

9.  ^  Los  litigios  que  en  representación  de 
la  provincia  convenga  intentar  ó  sostener. 

;  10.  La  aceptación  de  donativos,  mandas 
ó  legados. 

ti.  El  establecimiento  de  ferias  y  mer- 
cados. 

12.  Las  exposiciones  que  crean  oportu- 
nas dirigir  al  Rey  y  á  las  Córtes  sobre  asun- 
tos de  ulitidnd  para  la  provincia.  Estas  ex- 
posiciones se  remitirán  siempre  por  conduelo 
del  Gobernador,  quien  las  pasará  al  Minis- 
terio de  la  Gobernación  dentro  de  los  ocho 
dias  siguientes ,  dando  aviso  á  la  Diputación 
de  haberlo  verificado.  Si  el  lenguaje  que 
se  empleare  en  dichas  exposiciones  fuese 
irrespetuoso  á  la  autoridad  ú  ofensivo  al 


orden  ó  las  leyes,  quedarán  sin  curso  dán- 
dose inmediatamente  cuenta  razonada  al 
Gobierno  para  que  resuelva  lo  que  conside- 
re justo. 

13.  Sobre  todos  los  demás  asuntos  que 
las  leyes  les  conceden  el  derecho  de  acordar. 

Art.  59.  Las  Diputaciones  provinciales 
no  podrán  deliberar  ni  discutir  sobre  otros 
asuntos  que  los  comprendidos  en  la  presente 
ley ,  ni  hacer  por  sí  ni  apoyar ,  ni  dar  curso 
é  exposiciones  sobre  negocios  políticos;  nt 
publicar  sino  de  acuerdo  con  el  Gobernador 
las  exposiciones  que  hicieren  dentro  del  cír- 
culo de  sus  atribuciones,  como  tampoco  nin- 
gún otro  documento  sea  de  la  clase  que 
fuere. 

Si  faltasen  á  lo  prevenido  en  el  precedente 
párrafo  quedarán  suspensas  desde  luego  las 
sesiones,  y  el  Gobernador  dará  cuenta  al 
Gobierno. 

Cuando  el  Gobernador  se  oponga  á  la  pu- 
blicación de  las^ex posiciones  de  Ja  Diputa- 
ción, dará'  asimismo  cuenta  al  Gobierno 
dentro  del  término  que  fija  el  art.  44  para 
la  resolución  que  proceda. 

El  Gobierno,  oido  el  Consejo  de  Estado, 
declarará  nulos  los  acuerdos  de  las  Diputa- 
ciones sobre  materias  que  no  sean  de  su 
atribución  y  los  que  perjudiquen  al  interés 
general  del  Estado.  Esta  declaración  se  pu- 
blicará en  la  Gaceta  de  Madrid  y  eu  el  BoiC' 
tin  de  la  provincia. 

TITULO  IV. 

CAPÍTULO  1.® 

Art.  63.  El  Consejo  provincial  se  com- 
pondrá de  tres  concejeros  err  las  provincias 
que  no  lleguen  á  300.000  almas,  y  en  las 
demás  de  cinco.  Se  reserva  el  Gobrernp  la 
facultad  de  reducir  este  número  á  tres  en  el 
último  caso,  y  aumentarlo  á  cinco  en  el  an- 
terior cuando  lo  estime  conveniente.  El  Con- 
sejo provincial  tendrá  un  Secretario,  Licen- 
ciado en  leyes  ó  en  administración  ó  Abo-> 
gado,  que  será  nombrado  por  el  Gobierno, 
y  cobrará  su  sueldo  de  fondos  provinciales. 
Este  sueldo  será  de  1.200  escudos  anuales 
en  las  provincias  de  primera  clase,  1.000  en 
tas  de  segunda  y  tercera,  y  1.400  en  Ma- 
drid. 

Art.  65.  Para  reemplazar  á  los  conseje- 
ros en  auscMicias ,  enfermedades ,  recusacio- 
nes y  separaciones ,  el  Gobierno  podrá  irooi- 
brar  un  número  de  consejeros  supernume- 
rarios igual  al  de  los  efectivos.  Lo»  super- 
numerarios tendrán  facultad  de  asistir  á  la^ 
sesiones  pero  sin  voz  ni  voto,  excepto  cuau« 
do  entran  en  ejercicio. 
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Articulo  segundo. 

Queda  derogado  el  arU  2.'  de  la  ley  ad'u 
€101181  á  las  de  Ayuntamientos  y  de  Gobier- 
nos de  provincias  publicada  en  21  de  abril 
de  1864. 

Artieulo  tercero. 

El  Gobierno  diciará  las  resoluciones  nece- 
sarias para  la  ejecución  de  esla  ley.  También 
dispondrá  se  haga  inmediatamente  una  edi- 
ción ofíeíai  de  la  vigente  sobre  gobierno  y 
administración  de  las  provincias,  con  la  re- 
forma que  por  esla  ley  se  establece.  Madrid 
21  de  octubre  de  1866.— Luis  González 
Brabo.»  (Gae.  22  octubre.) 

828.  AYUNTAMrONTOS.— Otro  B.  D.  de 
SI  de  octubre ,  disponiendo  que  la  elección 
y  renovación  inmAdiaias  sean  del  total  de 
Conoejalea  que  deban  oomppner  dichas  oor- 
poracionea. 

(GoB.)  ffPor  consecuencia  de  lo  dispuesto 
en  mt  real  decreto  de  esta  fecha,  reformando 
la  ley  de  8  de  enero  de  1845  sobre  organi- 
zación y  atribuciones  de  los  Ayuntamientos; 
y  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  el 
Ministro  de  la  Gobernación,  de  acuerdo  con 
el  parecer  del  Consejo  de  Ministros, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
La  renovación  próxima  que  con  arreglo  á 
la  ley  habia  de  ser  de  la  mitad  de  los  Conce- 
jales, será  total;  y  por  lo  tanto  deberán  ele- 
girse nuevamente  todos  los  individuos  que 
corresponden  á  cada  Ayuntamiento.  Dado 
en  Palacio  á  21  de  octubre  de  1866.— Está 
rubricado  de  la  real  mano. — El  Ministro  de 
la  Gobernación,  Luis  González  Brabo.»  ((ra- 
cela  22  octubre.) 

839.  DIPUTAOIONIBS  PBOVINCIA.. 
ZaS8.-Otro  R.  D.  de  21  de  octubre,  diaclvien- 
do  laa  actuales,  y  mandando  proceder  á  eleo- 
oion  general  en  los  días  25,  26  y  37  de  no- 
viembre para  que  se  instalen  en  l.«  de  enero. 

(GoB.)  oPara  llevar  á  efecto  lo  dispuesto 
en  mi  real  decreto  de  esta  fecha,  reformando 
Ja  ley  de  25  de  setiembre  de  t863  sobre  el 
l^obieroo  y  administración  de  las  provincias; 
,  y  conformándome  con  lo  propuesto  por  mi 
íf  Inistro  de  la  Gobernación ,  ae  acuerdo  con 
el  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  t.®  Quedan  dísueltas  las  actua- 
les Diputaciones  provinciales. 

Arl.  2."  Se  procederá  á  la  elección  gene- 
ral de  Diputados  provinciales,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  27  de  la  eítada  ley, 
en  los  días  25,  26  y  27  del  próximo  mes  de 


noviembre  en  la  Península  é  islas  Baleares» 
y  en  los  dias  2,  3  y  4  de  diciembre  siguien- 
te en  Canarias. 

Art.  3.^  Las  nuevas  Diputaciones  pro* 
vtnciales  se  instalarán  en  1.^  de  enero  de 
1867  en  la  Península  é  islas  Baleares  y  Ca- 
narias, en  cuyo  dia  verificarán  su  primera 
reunión  ordinaria.  Dado  en  Palacio  á  21  de 
octubre  de  1866. — Eslá  rubricado  de  la  real 
mano. — E(  Ministro  de  la  Gobernación,  Luit 
González  Brabo.»  (Gac.  22  octubre.) 

330.  aOBISBNO  DB  IjAS  PBOVI9- 
CIAS.— B-  O.  de  22  de  octubre  reformando 
varios  artículos  del  reglamento  que  se  di<^ 
tó  en  1863  para  la  ejecución  de  la  ley  de  25 
de  setiembre  del  mismo. 

(GoB.)  «Habiéndose  reformado  por  real 
decreto  de  ayer  la  ley  para  el  gobierno  y  ad- 
ministración de  las  provincias,  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  ha  tenido  á  bien  resolver  que 
se  consideren  de  la  propia  manera  reforma- 
dos en  el  reglamento  para  la  ejecución  de 
dicha  ley  los  arla.  96,  título  111,  capítulo  2.»; 
143,  título  III,  capitulo  5/»;  146,  título  IV, 
capitulo  l.«;  149.  titulo  IV,  capítulo  2.^  159, 
160,  161,  162.  163  y  164.  título  IV,  capitu- 
lo 6.S  los  cuates  han  de  entenderse  en  ade- 
lante como  sigue: 

TITULO  III. 

CAPÍTULO  2." 

Art.  96.  Las  circunstancias  que  exige  el 
art.  23  para  ser  Diputado  provincial  no  son 
disyuntivas;  de  forma  que  ha  de  reunirías 
todas  el  que  haya  de  ejercer  el  citado  cargo. 

CAPÍTULO  5.® 

Arl.  143.  Las  Diputaciones  al  elegir  y 
relevar  los  empleados  de  que  habla  el  pár« 
rafo  cuarto  del  art.  55,  tendrán  en  cuenta 
las  condiciones  de  aptitud  que  deben  reunir 
ios  mismos. 

TITULO  IV. 

capítulo  1.® 

Art.  146.  Siempre  que  ocurran  vaean- 
les  de  Consejeros  provinciales,  los  Goberna- 
dores lo  pondrán  en  conocimiento  del  Go- 
bierno para  los  efectos  oportunos. 

capítulo  2.® 

Art.  149.  Las  Diputaciones  provinciales 
fijarán,  de  acuerdo  con  el  Gobernador,  la 
cantidad  anual  que  ha  de  designarse  para 
atender  á  los  gastos  de  material  de  las  Se- 
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fcretftrías  de  mismas  corpornciones  y  de 
los  Consejos.  Dicha  caiilidad,  y  la  del  im- 
porte de  los  sueldos  de  los  funcionarios  que 
cobran  de  fondos  provinciales ,  se  incluirán 
todos  los  años  en  el  presupuesto  provincial. 

CAPÍTULO  6." 

Art.  159.  Los  Secretarios  de  las  Dipala- 
cioncs  provinciales  serán  los  superiores  in- 
mediatos de  los  empleados  adscritos  al  ser- 
vicio de  estos  cuerpos  y  extenderán  las  ac- 
ias de  sus  sesiones. 

Art.  160.  Las  Diputaciones  acordarán  la 
forma  eii  que  su  Secretario  ha  de  entender 
en  los  trabajos  de  las  mismas. 

Art.  161.  Cuidará  el  Secretario  de  la  Di- 
putación de  extender  las  actas  de  las  sesio- 
ijes,  y  autorizarlas  competentemente. 

Art.  162.  El  Secretario  del  Consejo  pro- 
vincial, bajo  su  responsabilidad,  tehdrá  á  su 
cargo  la  exacta  observancia  de  las  instruc- 
ciones que  para  el  despacho  de  los  negocios 
ae  le  comuniquen,  y  extenderá  las  actas  de 
Jas  sesiones  del  Consejo,  haciendo  que  una 
vez  aprobadas  se  copien  en  los  libros  corres- 
pondientes, autorizados  en  forma. 

Art.  163.  Extenderá  también  Dor  si  mis- 
mo el  Secretario  del  Consejo  los  acuerdos 
que  lome  esta  corporación. 

Art.  164.  Los  Secretarios  rendirán  men- 
sualmente  cuenta  juslilicada  de  la  consigna- 
ción para  gastos  de  Secretaría  y  material. 
Estas  cuentas  serán  autorizadas  por  el  Pre- 
sidente del  Consejo  provincial.  De  real  or- 
den etc.  Madrid  22  de  octubre  de  1866.— 
González  Brabo.— Sr.  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  »  {Gac,  23  ociubre,) 

• 

831.  AYUNTAMIENTOS—Otraroalór- 
den  de  22  de  octubre  reformando  varios  ar- 
tfouloa  del  reglamento  de  16  de  setiembre  de 
1845 

(GoB.)  «Reformada  por  real  decreto  de 
ayer  la  ley  de  organización  y  atribuciones 
de  los  Ayuntamientos,  la  Reina  (Q.  D.  G.) 
se  ha  dignado  mandar  que  se  entiendan  asi- 
mismo reformados  en  el  reglamento  para  la 
ej*»cucion  de  dicha  ley  los  arls.  101,  102, 
103,  104  y  105  del  capítulo  10,  los  cuales 
se  entenderán  en  lo  sucesivo  del  modo  si- 
^  guíente: 

CAPÍTULO  10. 

Art.  101.  Si  los  Gobernadores  conside- 
rasen conveniente  la  formación  de  un  Ayun- 
tamiento nuevo,  ó  la  solicitasen  los  vecinos 
de  alguna  población ,  instruirán  el  oportuno 
expediente  en  que  se  compruebe  la  utilidad 
ó  ventaja  de  esta  medida,  y  los  remitirán 


con  informe  razonado  al  Gobierno  para  su 
resolución.  En  el  expediente  deberá  apare- 
cer, además  de  lo  prescrito  en  el  art.  74  de 

la  ley: 

1/  Una  lista  nominal  de  todos  los  veci- 
nos del  pueblo  en  que  se  intentare  estable- 
cer Ayuntamiento,  con  expresión  de  las  con- 
tribuciones directas  que  por  lodos  conceptos 
paga  cada  uno,  ó  bien  de  su  riqueza  donde 
no  hubiere  aquellas. 

2.  ®  La  posición  topográfica  del  pueblo, 
su  riqueza  y  demás  circunstancias. 

3.  ^  Los  recursos  con  que  cuenta  para  el 
sostenimiento  de  las  cargas  mnnicipales,  y 
para  el  establecimiento  de  una  escuela  de 
primeras  letras  si  no  la  hubiere. 

4.  ^  Las  distancias  y  el  estado  de  los  ca- 
minos que  separan  al  pueblo  en  que  se  pre- 
tende establecer  Ayuntamiento,  no  solo  de 
su  matriz,  sino  de  todas  las  cabezas  de  dis- 
trito, sus  limítrofes,  acompañándose  siempre 
que  pueda  ser  un  croquis  del  terreno. 

5.  °  Los  intereses  que  )igan  y  separan  á 
los  pueblos  que  han' de  segregarse. 

6.  °  El  término  que  convendrá  señalar  al 
nuevo  distrito  municipal. 

7.  ^  La  población  que  por  su  situación 
deba  ser  cabeza  de  distrito,  en  caso  de  que 
el  distrito  que  intente  formarse  comprenda 
varias  poblaciones. 

8.  ^  Los  informes  de  los  Ayuntamientos 
comarcanos. 

9.  ®  Cuantos  dalos  y  antecedentes  ae  con- 
sideren oportunos. 

Art.  102.  Püdiendo  verificarse  la  rcu-r 
nion  de  unos  Ayuntamientos  á  otros,  á  ins- 
tancia de  los  interesados,  con  arreglo  at  ar- 
ticulo 71  de  la  ley,  cuando  se  solicite,  debe- 
rá presentarse  al  Gobernador  la  exposición 
conveniente  para  S.  M.  El  Gobernador,  ins- 
truyendo expediente  en  que  aparezcan  con 
exactitud  las  miras  que  se  proponen  los  in- 
teresados, la  situación  topográfica,  riqueza 
y  vecindario  de  los  pueblos  que  inlenl^ 
unirse,  la  distancia,  facilidad  ó  dificultad  de 
comunicaciones  entre  sí,  los  derechos,  apro- 
vechamientos á  otros  goces  que  deban  con- 
servar los  moradores  en  el  pueblo  agregado 
y  demás  circunstancias,  lo  remitirá  original 
al  Gobierno  con  su  informe,  el  de  la  Diputa- 
ción y  Consejo  provincial  y  los  de  los  Ayun- 
tamientos de  los  pueblos  limítrofes. 

Art.  103.  Lo  mismo  se  observará  cuando 
un  pueblo  pretenda  segregarse  de  aquel  á 
que  estuviese  incorporado. 

Art.  104.  Los  expedientes  de  que  §e  ha- 
bla en  los  artículos  anteriores  ae  remitirán 
por  el  Gobernador  al  Gobierno  para  au  defi- 
nitiva resolución. 
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Art.  105.  También  remitirán  al  Go- 
bierno para  su  resoJocion  loi  expedientes 
que  se  instruyan  sobre  traslación  de  capita- 
les t  en  los  que  se  hará  constar  las  distancias 
y  el  estado  de  los  caminos  que  separan  á 
todos  los  pueblos  del  distrito  entre  sí;  el  ve- 
cindario de  cada  uno  y  las  razones  que  acón* 
sejen  ó  se  oponen  á  la  variación  de  capita- 
lidad ,  acompañando  un  croquis  del  terreno. 
Di»  real  orden  etc.  Madrid  22  de  octubre  de 
1866.— González  Brabo.—Sr.  Gobernador  de 
la  provincia  de  »  {Gao,  23  oaubre.) 

nSODEICil  AMIHISTItiTITi. 
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TITULOS   EZTBANJBBOS.  La 

autorización  para  utar  en  Expaña  de  un 
titulo  extrangero  e%  siempre  una  gracia. 
Loíi  impuestm  sobre  gracias  se  adeudan  al 
tiempo  de  su  concesiofi  ó  autorización. 

K.I.-8.  de2<lemjod6l866. 

EftU  doctrina  se  con8tfl:na  en  el  fallo  ci- 
tado por  el  que  se  absuelve  á  la  Adminis*» 
tracioD  de  la  demanda  propuesta  por  doo 
Juan  José  Bassecourt  que  autorizado  por 
R.  O.  de  de  mayo  de  1864  para  osar 
en  España,  con  sujeción  al  pago  del  im- 
puesto especial,  el  título  extranjero  de 
Conde  de  Santa  Clara,  concedido  á  sus 
antepasados  por  D.  Carlos  III  antes  de  su 
advenimiento  al  trono  de  España,  siendo 
á  la  sazón  Rey  de  Ñapóles,  pretendía  no 
ei^tar  sujeto  al  referido  impuesto  estable^ 
cído  por  R.  D.  de  28  de  diciembre  de 
1846,  por  haber  muerto  su  padre  en 
1840.  Fué  desestimada  esta  solicitud  en 
la  vía  gubernativa ,  y  por  eso  acudió  á  la 
contenciosa  que  terminó  confirmándose  la 
misma  declaración,  con  la  doctrina  del 
epígrafe*  {Gac.  9  julio.) 

FUNDACIONSS  FABA.  ESTU- 
BIAHTBS.  Extán  comprendidas  en  la 
Uy  de  desamortización  las  que  no  son  pu- 
ramente familiares,  en  que  los  parientes 
solo  tienen  preferencia  y  son  llamados  á 
sudisfrute  personas  extrañas,  considerán- 
dose como  fundaciones  benéficas.— La  Ad- 
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ministracian  es  competente  para  conocer 
en  esta  clase  de  asuntos. 

B.  D.-S.deSdenajode  1866. 

En  el  año  1600  dispuso  D.  Juan  de  León 
en  su  testamento ,  que  una  vez  cumplida 
su  voluntad,  el  remanente  de  sus  bienes 
se  emplease  en  posesiones  ó  renta  perpé- 
tua ,  á  lin  de  mantener  dos  estudiantes, 
que  serían  designados  por  D.  Juan  Martí- 
nez y  doña  María  Portichuelo,  y  después 
de  su  muerte  por  el  cabildo  de  Córdoba, 
prefiriendo  siempre  los  parientes  de  los 
referidos  Martínez  y  Portichuelo. 

Instruido  expediente  sobre  que  se  ex- 
ceptuasen de  la  desamortización  los  bie- 
nes de  esta  fundación»  se  resolvió  por 
R.  O.  de  12  de  mayo  de  1864  que  no  pro* 
cedía  la  excepción  solicitada,  pero  si  la 
emisión  de  las  inscripciones  en  favor  de  la 
obra  pía ,  para  cumplir  las  cargas  de  la 
fundación;  j  deducida  demanda  en  la  vía 
contenciosa ,  pidiendo  la  revocación  de  la 
real  orden,  fundándola  en  que  es  incompe- 
tente la  Administración  para  conocer  en 
esta  clase  de  bisuntos  etc.  con  vista  de  las 
leyes  de  1.**  de  mayo  de  1855  y  11  de  ju- 
lio de  1856  y  de  la  de  beneficencia  de  20 
de  junio  de  1859 ,  se  decide  en  los  térmi- 
nos siguientes: 

«Considerando ,  en  cuanto  á  la  competen- 
cia ,  que  las  cuestiones  sobre  la  inteligencia 
de  las  kyes  de  desamortización ,  en  lo  que 
se  reGeren  á  la  declaración  de  los  bienes 
comprendidos  en  ellas,  que  es  de  lo  que  so 
trata  en  este  asunlo ,  corresponden ,  según 
las  prescripciones  de  dichas  leyes  y  la  juri6- 
prudencia  constante,  á  la  Administración  ac  - 
liva ,  y  en  su  caso  y  lugar  á  la  contenciosa: 

Considerando,  en  cuanto  al  fondo ,  que  la 
fundación  que  hizo  en  su  testamento  D.  Juan 
de  León  con  el  remanente  de  sus  bienes,  que 
hablan  de  emplearse  en  posesiones  aó  renta 
perpetua,»  fué,  según  ^e deduce  de  su  letra 
V  espíritu ,  una  institución  benéfica ,  no  pn^ 
famente  familiar ,  pues  que  fueron  llamados 
á  su  disfi'ute  personas  extrañas  á  la  familia, 
teniendo  las  de  esta  solo  derecho  de  prefe- 
rencia: 

Considerando,  por  tanto,  que  los  t>íenes 
adscritos  á  dicha  fundación  no  son  propiedad 
de  una  familia  llamada  al  goce  de  sus  rentas, 
sino  que  llenen  el  carácter  de  bienes  de  be- 
neñcencia,  mandados  vender  por  la  citada 
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ley  de  I.®  de  mayo  de  1855,  que  no  hace 
dIsUncion  entre  los  de  e&lablecimieiiloa  pú- 
blícoa  y  particulares: 

Considerando  que  esta  inteligencia  de  la 
ley  de  1.®  de  mayo  de  1855  no  se  opone  á  lo 
determinado  eii  la  de  20  de  junio  de  1849, 
puesto  que  la  venta  no  altera  la  índole  de  la 
institución,  ni  meng^ua el  derecho  de  los  pa- 
tronos, ni  el  de  los  llamados  al  goce  de  los 
beneticios,  sino  que  se  limita  al  cambio  de 
los  bienes  amortizados  por  inscripciones  in- 
trasferíbles  de  la  deuda  pública ,  con  cuyos 
productos  puede  ser  cumplida  la  voluntad 
del  fundador  como  y  por  quien  él  dispuso,  y 
en  favor  de  las  personas  agraciadas; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la 
Sata  de  lo  contencioso  del  Consejo  de  Esta- 
do, etc., 

Vengo  en  declarar  que  ha  sido  competen» 
te  ia  Administración  para  el  conocimiento  y 
decisión  de  este  asunto ,  y  en  absolverla  de 
Ja  demanda  propuesta  contra  ella  por  don 
Manuel  de  Lara  y  Cárdenas,  confíi mando 
la  R.  0.  de  12  de  mayo  de  1864.  Dado  en 
Palacio  á  2  de  mayo  de  1860.»  {Gac.  9  ju- 
lio ) 

DESLTNDE  DE  TEBMINOS  MU- 
NICIPALES. Es  competente  la  Admi- 
nistración contenciosa  para  entender  en 
las  cuestiones  de*  deslinde  de  términos  de 
los  pueblos.  El  que  está  en  la  posesión  ju- 
risdiccional de  un  terreno .  debe  ser  am- 
parado  en  ella ,  salvas  las  facultades  le- 
gales  del  Gobierno. 

R.  D.-S.  de  3  de  mayo  de  1866. 

Pleito  entre  los  Ayunlamienlos  de  Pe- 
rdió y  Tonosa ,  sobre  deslinde  y  amojo- 
uamiento  de  sus  términos  municipales. 

El  AvunUmienlo  de  Torlosa  acudió  en 
1849  al  Juez  de  primera  instancia  de  la 
misma  ciudad  pidiendo  el  deslinde  de  su 
término  en  la  parle  que  confinaba  con  el 
del  Peiello,  y  habiéndose  declarado  incom- 
peteoie  la  junsdicciou  ordinaria,  se  re- 
mitieron las  diligencias  al  Gobernador  de 
Tarragona ,  cuya  autoridad  comisionó  al 
Secretario  del  mismo  Gobierno  para  que 
ejecutase  el  deslinde.  Constituido  este  en 
el  sitio  correspondiente  en  i  \  de  jimio  de 
i862,  con  asistencia  de  los  individuos 
que  componen  ámbos  municipios,  acom- 
pañados de  sus  respectivos  peritos,  des- 
pués de  haber  colocado  algunos  hitos  al 
llegar  á  las  inmediaciones  de  la  torre  de 
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Pulióla,  inanirestaron  los  representantes  'le 
■  Tortosa  que  el  terreno  concedido  á  los  po^ 
I  bladores  de  Pulióla  perteneció  al  término 
general  de  la  misma  ciudad  de  Tortosa,  y 
que  por  eso  Perelló  no  podía  reclamar  mas 
que  10  que  le  concedía  su  carta  puebin  ,  ó 
sea  óesát  el  Coll  de  Bala^uer  hasta  el  b  ir- 
raneo  de  Pulióla,  y  desde  Tivisa  basi.i  el 
mar;  alegando  los  de  Perelló  que  se  halla^ 
han  en  pacífica  posesión  de  parle  del  ter- 
reno de  Pulióla,  y  pidiendo  que  el  barran- 
co conocido  con  este  nombre  se  compren- 
diese en  el  amojonamiento  del  término  de 
su  pueblo.  El  Secretario  del  Gobierno  de 
proTÍncja  puso  en  conocimiento  del  Gober- 
nador las  pretensiones  de  los  pueblos  in- 
teresados ,  acompañando  los  planos  qoe  se 
habian  levantado;  y  el  Gobernador ,  de 
conformidad  con  el  comisionado  y  Conse- 
jo provincial,  dispuso  en  i3  de  enero  de 
1863  que  se  procediese  al  deslinde  de/  tér- 
mino de  Pt^relló  en  la  parte  que  confinaba 
con  el  de  Tortosa,  á  tenor  de  lo  dispue^ 
to  en  su  carta  puebla,  sin  incluir  ningún 
terreno  qiie  perteneciese  al  extinguido  ca- 
serío de  Pulióla. 

El  Alcalde  del  Perelló,  en  representa- 
ción del  Ayuntamiento  acudió  al  Gol>er- 
nador  acompañando  un  escrito  de  apela- 
ción al  Ministerio  de  la  Gobernación,  y 
habiendo  contestado  el  Gobernador  que  la 
materia  era  contenciosa,  piopn^o  deman- 
da ante  el  Consejo  provincial  pidiendo 
principalmente  que  quedasen  los  términos 
municipales  en  la  situación  en  que  faabíau 
estado,  ó  bien  que  se  declarase  improce- 
dente el  recurso  en  la  vía  contenciosa  y 
se  elevase  la  instancia  de  alzada  al  Minis- 
terio. Confirmada  por  la  definiiiva  la  pro- 
videncia del  Gobernador,  el  demandante 
interpuso  los  recursos  de  nulidad  y  casa- 
ción, y  el  Consejo  de  Estado  por  su  real 
decreto-sentencia  de  3  de  mayo  revoca  el 
fallo  apelado  en  los  términos  siguientes: 

«Vistos  el  arl.  8.°,  párrafo  sexto  de  la  lev 
org^ánica  de  los  Consejos  provinciales  de  2 
do  abril  de  1845,  y  el  art.  83,  párrafo  séti- 
mo, de  la  ley  para  el  gobierno  ú**.  Us  pro- 
viticias  de  25  de  s  :liembre  de  1863 ;  que 
atribuyen  al  Consejo  provincial  respeclivu  el 
coiiociaiiento  de  las  cuestiones  relativas  al 
desliudede  los  términos  correspondientes  Á 
pueblos  y  Ayuntamientos  cuando  estas  cues- 
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lionc*  proceden  de  uua  disposición  admiois-  ^  iS5S  quedó  establecida  la  incmpatiifiU 


traliva  y  pasan  á  ser  contenciosas: 

Considerando  que ,  se^un  estas  disposicio- 
nes, no  puede  neg'arse  a  la  Administración 
contettoiosa  la  competencia  para  conocer  dei 
présenle  nefcoeio>  pne»  np  reduce  al  deslin- 
de de  los  términos  de  dt>8  pueblos ,  hecho  eft 
virtud  de  providencia  del  Gob«írnador  de  la 
provincia  4  qtie  pertenecen*. 

Considerando  que  el  Ayuntamiento  de  Pe 
reUÓ  hizo  constar  en  la  primera  instancia  por 
medio  de  16  testigos  conformes,  y  los  dos 
peritos  ademas,  que  «de  tiempos  muy  remo- 
tos se  hallaba  aquel  pueblo  en  la  quieta  po- 
sesión de  su  territorio  jurisdicción  al  ó  muiú 
cipa!  en  toda  la  extensión  que  en  la  acluali 
dad  tenia,  ó  sea  hasta  el  barranco  llamado 
de  ta  Futióla  por  la  parte  que  confina  con  el 
término  de  Tortosá;» 

Considerando  que  este  aserto  de  los  refe 
ridos  testigos  y  peritos  resulla  hasta  cierto 
punto  comprobado  por  la  pregunta. 12  del 
interrogatorio  del  Ayuntamiento  de  Tortosa, 
donde  esle  consigna  que  lejos  de  haber  poseí- 
do pácifieamente  el  pueblo  de  Perelló  el  ter- 
reno que  pretende  (además  del  que  consta 
por  su  carta«puebia)  se  ha  opuesto  aquella 
ciudad  adetde  tiempo  inmemorial  á  sa  pre- 
tendida posesión  con  hechos  positivos;»  don- 
de se  ve  reconocida  la  posesión  de  Perelló, 
bien  que  negando  haya  sido  pacifica: 

Considerando  que  los  14  testigos  del 
Ayuntamiento  de  Tortosa  que  contestan  la 
mencionada  pregunta,  repreguntados  acer- 
ca de  ella  ,se  limitan  á  decir  sobre  la  cuali- 
dad de  pacífica  de  la  posesión  alegada  y 
probada  por  el  Ayuulamiento  de  Perelló, 
que  este  pueblo  y  ia  ciudad  de  Tortosa  han 
sostenido  varias  cuestiones  sobre  desmontes, 
entradas  de  ganados  y  oíros  usos  en  los 
mencionados  términos ,  pero  que  no  recorda 
ban  ios  pleiioB  ni  las  époeas;  lo  cual  deja  en 
toda  su  fuerza  la  prueba  suministrada  por  el 
Ayuntamiento  de  perelló^ 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la 
Sata  de  lo  contencioso  del  Consejo  d*?  Esta- 
do elCM  vengo  en  desestimar  la  nulidad  de 
Ja  sentencia  apelada;  y  revocándola,  en  de- 
clarar que  ,  salvas  las  facultades  legales  de 
mi  Gobierno,  el  pueblo  de  Perelló  debe  con- 
tinuar en  la  posesión  del  terreno  á  que  se  re 
'  fiere  la  demanda  y  que  le  disputa  el  Ayun 
laroiento  de  Tortosa;  reservando  á  este  el 
derecho  que  entienda  Icner  a  la  propiedad 
de  dicho  terreno  para  que  use  de  el  donde  y 
como  corresponda.»  (Gac,  \3  julio,) 

INCOMPATIBILIDAD  DE  SUEL- 
DOS.  Deíde  el  /i.  D.  de  13  de  junio  de 


dad  de  dos  ó  mas  sueldos  del  Eüado ;  y 
elquólos  ha  percibida  debe  reintegrara 
los. 


B.  Í.-8.  de  7  de  majo  de  1866. 

Prévio  expediente  gubernativo  se  de- 
claró por  U.  O.  de  6  de  julio  de  1864  que 
D.  Matías  Rodríguez  Hidalgo,  aue  hubía 
desempeñado  simultáneameote  los  cargos 
de  ayudaole  de  la  eoseianza  de  maestros 
de  obras  de  Valladoiid  y  maestro  mayor 
de  las  obras  militares  de  aquella  plaza, 
dehia  reintegrar  los  sueldos  que  ea  el 
primer  concepto  habla  percibido  conforme 
á  lo  establecido  por  la  legislucioa  vigente 
y  con  las  condiciones  que  marca  la  ley  de 
20  de  febrero  de  1830  (1). 

Interpuesta  demanda  contenciosa  por 
Rodríguez,  se  decidió  en  deGoitiva  por 
R.  D.-S.  de  7  de  mayo,  que  no  procede 
ia  revo<^ciOD  de  la  real  órden  reclamada: 

«Considerando  que  por  el  R.  D.  de  13  de 
junio  de  1833  quedó  establecida  de  una  ma- 
nera absoluta  la  incompatibilidad  de  cobrar 
simulláneamente  dos  ó  mas  sueldos  del  Es- 
lado: 

Considerando  que  lejos  de  haberse  relaja- 
do esta  determinación  por  otra  posterior ,  se 
acordó  su  cumplimiento  por  R.  O.  de  2  de 
agosto  de  t847: 

Considerando  que  á  pesar  de  lo  explícito 
y  terminante  de  tales  disposiciones,  Rodrí- 
guez Hidalgo  ha  venido  disfrnlando  por  al- 
gún tiempo  los  soeidos  de  ayudante  de  la 
enseñanza  de  maestros  de  obras  de  la  escue- 
la de  Valladoiid  y  de  maestro  mayor  de  las 
obras  militares  de  aquella  plaza,  situados 
ambos  sobre  los  fondos  del  Estado: 

Considerando  que  esta  contravención  ma- 
niftesla  á  los  preceptos  legales  no  puede 
jtistificarse  con  otros  hechos,  por  mas  que 
emanen  de  la  Administración ,  ni  menos  de- 
ducir de  ellos  una  jurisprudencia  en  sentido 
conlrario  á  lo  dispuesto  por  la  ley. 

Y  considerando,  por  fin,  que  no  tienen 
aplicación  al  caso  de  esto  pleito  ni  la  ley  de 
21  de  diciembre  de  1855,  dictada  por  mo- 
tivos especiales  que  aquí  no  concurren ,  ni 
la  E.  0.  de  27  de  setiembre  del  mismo  año, 
que  comprende  y  se  contrae  á  una  medida 
interina,  con  la  calidad  de  sin  perjuicio.» 
(Gac.  ib  julio.) 


(I)   V.  (lACifiiDA  FdiuCA,  lomo       pág.  437 
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DEBECHOS  PASIVOS  de  los  em- 
pldadoB.  Segwi  el  tenot  de  la  ley  de 
presupuestos  de  26  de  inéyo  de  i85ü, 
únicamente  son  abonables  á  los  emplea- 
dos como  base  de  su  carrera  para  la  si- 
tuación pasiva ,  los  servicios  prestados  en 
destinos  de  reglamento  obtenidos  en  pro- 
piedad  y  coa  nombramiento  Real  ó  de  las 
Córtes.  No  obsta  á  esto  el  abono  de  gra- 
tificación, cfi  virtud  de  real  órden,  por 
trabajos  extraordinarios. 

R.  ».-S.  de  i4  de  najo  4e  1866. 

La  doctriúa  del  epígrafe  es  la  que  sirve 
de  fundamento  en  esfe  fallo,  piira  confir- 
mar una  real  órden  que  denegó  á  D.  Ma- 
nuel R.  Barroso  el  derecho  á  clasificacioo 
por  los  40  años  de  servicios  que  acredita 
como  maestro  fundidor  de  la  casa  de  mo* 
neda  de  Sevilla: 

«Considerando  que,  según  el  tenor  de  la 
ley  de  presupueslos  de  26  de  mayo  de  1835, 
únicamente  son  abonables  á  los  empleados 
como  base  de  su  carrera  para  la  situación 
pasiva  los  servicios  prestados  en  deslinos  de 
reglamento  obtenidos  en  prepiedad  y  con 
nonbramiento  real  ó  de  las  Cortes: 

Considerando  que  Rodríguez  Barroso  no 
ha  desempeñado  jamás  ninguno  de  esta  es* 
pecie,  habiendo  siempre  pertenecido  á  la  cla- 
se de  operario  subalterno: 

Considerando  que  si  bien  por  la  R.  O.  de 
25  de  febrero  de  1833  se  dispuso  que  se  abo- 
nara al  demandante  por  via  de  gratifícacion 
ven  virtud  de  ciertos  trabajos  extraordinarios 
5  rs.  vn.  diarios  sobre  el  jornal  que  ordinaria- 
mente ganaba,  esta  gratificación,  aun  pres- 
cindiendo del  carácter  de  interinidad  con  que 
se  le  otorgó,  no  varió  su  situación  de  simple 
operario ,  ni  le  dió  dejeclio  á  ser  considera- 
do como  empleado  para  los  efectos  pasivos.» 
(Gac.  IhjuUo,) 

MINAS.  En  el  término  de  30  dia$ 
que  señala  el  art.  68  de  la  ley  de  6  de 
julio  de  1849,  para  la  via  contefUiiosa 
contra  las  providencias  de  caducidad,  se 
computan  lodos  inclusos  los  feriados; 
pues  el  art.  269  del  reglamento  de  lo 
contencioso  y  solo  es  aplicable  á  /os  tér- 
minos que  el  mismo  señala  en  sus  dife- 
rentes disposiciones. 

R.  D.-S.  de  21  de  mayo  de  1866. 
'La  doctrina  del  epígrafe  se  consigna 
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ed  este  fhllo  por  el  míe  se  confirma  el  del 
Consejo  provincial  de  Teruel  que  declaró 
inadmisible  un  recurso  por  la  via  conten- 
ciosa ,  interpuesto  31  días  después  de  no- 
tificada la  providencia  de  caducidad.  {Ga- 
ceta i9  julio.) 

PENSIONES  BEMUNBBATO- 
BIAS.  Solo  las  de  Monte-pio  y  no  las 
remuneratorias  están  exceptuadas  del 
descuento  que  fijó  la  ñ.  O.  de  26  de  junio 
de  1835. 

R.  D.-S.  ñt  15  de  majo  de  1866. 

Interpuesta  demanda  ante  el  Consejo 
de  Estado  á  nombre  de  dona  Rosa  Milans 
del  Bosch,  contra  una  B.  O.  de  27  de  íu- 
nío  de  1864  por  la  que  de  conformiaad 
con  k)  propuesto  por  la  iimta  de  clases 
pasivas  y  asesoría  general  del  Ministerio, 
se  declaró  que  no  tenia  derecho  i  que  se 
eximiera  del  descuento  gradual  la  pensión 
de  iO.OOO  rs.  vn.  anuales  que  la  concedió 
la  ley  de  7  de  abril  de  1861 ,  como  hija 
del  teniente  general  D.  Francisco,  y  do- 
rante su  viudez,  se  confirma  la  real  órden 
reclamada  por  sentencia  de  15  de  mayo 
con  vista  de  la  R.  0.  de  26  de  junio  (!e 
1835,  y  del  R.  D.  de  12  de  mayo  de 
1837: 

«Considerando  que  la  cuestión  que  en  es* 
te  juicio  se  debate  está  redncida  á  resolver 
si  la  pensión  que  las  Górtes  concedieron  á 
doña  Rosa  Milsns  del  Bosch ,  hija  del  tenien- 
le  general  D.  Francisco,  puede  caiiñcarse  de 
Monte-pio ,  y  como  tal  exceptuada  del  des- 
cuento gradual  á  que  están  sujetas  las  que 
no  proceden  del  expresado  origen: 

Considerando  qoe  por  el  hecho  de  hatierse 
concedido  por  las  Córles  del  Reino  en  virtud 
de  una  ley  especial ,  se  deduce  sin  violencia 
que  dicha  pensión  pertenece  á  las  remunera- 
torias y  de  pura  gracia;  pues  de  no  ser  así, 
y  á  tener  la  demandante  un  derecho  perso- 
nal ,  ni  habria  recurrido  al  poder  legislativo, 
ni  este  hubiese  tenido  necesidad  oe  dictar 
una  ley  para  otorgarle  lo  que  nadie  le  hMt- 
ra  disputado.» -<Gac.  \S  julio.) 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietario , 
y  Editor  *  í\<pon$abÍ9, 


(VSADRin.— finp.  lie  Ul  Consultor  4  c«r^  de  R.  da 
l«  Rivft,  Barquillo  15.— AUiuíiiut.  ToaMoto,  1.^  tripiie. 
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832.  CXrOBPO  JUBjpiCO  MUjITAB, 
—Auditores  ae  O-uorra  FlaoalQS.  B.  D.  de 
19Jde  octubre»  dando  nueva  or^anizAoloú 
al  Cuerpo  juridibo-militar. 

(GusfiB^,)  t Ejíposician  i  S.  M.— Seño- 
ra.—Siempcie. ha  si4o  Acción  preferenle 
para  íqúo9  Uk$  Gobiernos  de  V.  M.  la  buena 
admioÍ9lrac'H>n  dejMsUoia  en  el  ejércilo,  y 
1m  encargados  de^jefeacla  ban  merecido 
igualmente  laa  cpnsidef  Acipaea,  debidas  á 
su  elevada  mi/ii^n.  ,  .        •  -  , 

Con/usos  en  lo  antiguo. los  deberes,  atri- 
buciones y  derechos  de  estos  empleados, 
fueroaen  lo  suq^sívo  deslindándolo  por  so- 
beranas resoluciones  parciales»  hasta  qne 
por  R.  D  de  22  áfi  dicieipbre  de  1852 
ae  dió  forma  al  Cuerpo  Jurídico-mililar, 
QslaUaoién4ose,  aurviueT  nO' 4^  ona  ma- 
nera eompieta,  las  bases,  generales  de  su 
organización,  las  anales  posteriormente  se 
fueron  precisando  iuaa^  especiatmeole  en 
la  ft.  O.  de  10,  4^  diciembre  de  1864. 
La  tendencia  marcada  de  es^as  providen- 
cias era  la  de  cojistituir  una  corporación 
estable  ^n  riincion^rlos  de  jarga  y  mérito* 
ria  carrera,  dár  seguridad  á  sus  individuos, 
garantía  de  aci0rtopara  aL  mejor  servicio, 
honroso  «sttmuJo  entra  sus  diversas  clases 
y  verdadera  respetabilidad  en  su  conjunto 
para  la  institución  misma  y  p^ra  el  ejér- 
cito. 

A  fin  de  conseguir  estas  favorables  con- 
diciones, es  oecesaria  fof  nMr  un  cuerpo  de 
escala  cerrada,  en  el  que  se  ingrese  por 
oposición  con  lui, sueldo  r>foporejonado  ai 
que  se  obtiene  en  e\  princitjio  de  las  demás 
carreras  del  Editado,. yen  el  que  se  ascien- 
da gradualmt^ite  y  por  rigorosa  anUgüedad 
hasta  la  primera  y. mas  elevada  categoría. 
Las  subdivisiones  de  las  .clases  deben  ser 
las  equivalentes  á  las  establecidas  en  la  car- 
rera jurídico-civil  ,  con  quien  la  militar 
tiene  completa  semejanza^  y  el  término  de 
ella  ha  de  ser  de  igual  importancia  para  las 
dos  en  los  altos  puestos  que  la  Magistratu- 
ra tiene  seuntados  eu  los  Tribunales  Supre- 
mos de  Ja<itioia. 

í  OMü  X  DEL  Dice. 


La  presente  organización  del  cuerpo  de 
Auditores  y  Fiscales  que  se  somete  á  la 
consideración  de  V.  M.,  es  únicamente  el 
resumen  de  las  consi^cutivas  modificacio- 
nes antes  mencionadas,  y  de  lus  principios 
expuestos,  formulado  de  una  manera  explí- 
cita y  concreta  • 

Fundado  en  estas  razones  el  Ministro  que 
suscribe,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Mi- 
nistros, tiene  la  honra  de  someter  á  la  apro- 
bación de  V.  M.  «'I  siguienle  proyecto  de 
decreto.— Madrid  19  de  octubre  de  1866.— 
Señora:— A  L.  R.  P.  de  V.  M.— El  Duque 
de  Valencia. 

RBAL  DECRETO. 

Atendiendo  á  las  razones  expuestas  por 
el  Ministro  de  la  Guerra,  de  acuerdo  con 
mi  Consejo  de  Ministros, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente  : 
Artículo  1.®  El  Cuerpo  Jurídico-mililar, 
aparté  de  los  Ministros  logados  del  Tribu  - 
nal  Supremo  de  Guerra  y  Marina,  se  com- 
pondrá: 

1.  ^  De  cuatro  Auditores  de  Guerra  de 
primera  clase  con  destino  á  las  Capitanías 
generales  de  Castilla  la  Nueva ,  Cataluña, 
Andalucía  y  Granada,  con.  el  sueldo  anual 
de  4.000  escudos  el  de  Castilla  la  Nueva,  y 
de  3  400  los  demás. 

2.  ®  De  10  Auditores  de  Guerra  de  se- 
gunda clase  para  las  Capitanías  generales 
de  Valencia,  Aragón,  Castilla  la  Vieja,  Ga- 
licia, las  Baleares,  Cananas  y  Provincias 
Vascongadas,  Comandancia  general  de  Ceu- 
ta, y  las  plazas  de  los  dos  Abogados  fisca- 
les primeros  del  Tribunal  Supremo  de  Guer- 
ra y  Marina  ,  con  el  sueldo  anual  de  3.000 
escudos  cada  uno, 

3.  ®  De  seis  Fiscales  de  primera  clase  con 
destino  á  la»  Capitanías  generales  de  Cas- 
tilla la  Nueva,  Cataluña,  Andalucía  y  Gra- 
nada y  á  Jas  plazas  de  Jefe  de  la  Sección  de 
Estadística  criminal  militar  y  Abogado  tís  • 
cal  segundo  del  Tribunal  Supremo  de  Guer- 
ra y  Marina,  con  e!  sueldo  anual  de  2.400 
escudos  el  Abogado  tiscal  segundo  del  Tri- 
bunal ,  el  Fiscal  de  la  Capitanía  general  de 
Castilla  la  Nueva  y  el  Jefe  de  la  Sección  de 
Estadística  criminal  militar,  y  de  2.200  es- 
cudos los  demás. 

4.  *"  De  seis  Fiscales  de  segunda  clase 
con  destino  á  las  Capitanías  generales  de 
Valencia,  Aragón,  CasUlIn  la  Vieja  y  Ga- 
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Itcia,  y  á  las  án»  plazas  dot  Abogad«)s  fisoa*  i 
les  terceros  del  Supremo  Tribunal  á<í  Gtipr*  I 
ra  y  Marina,  con  el  sueldo  anual  de  1.800 
escudos  cada  uno.  I 

T  5.^  De  nueve  Fiscales  de  tercera  cía-  i 
se  con  destino  á  las  tres  Relalorías  d^l  Su-  < 
premo  Tribunal  de  Guerra  y  Marina ,  las 
tres  Capitanías  generales  de  las  Baleares,  ¡ 
Canarias  y  Provincias  Vascong^adas,  la  Co- 
mandancia g^e riera!  de  Ceuta,  y  las  dos  pla- 
zas de  Abogados  de  pobres  de  la  misma  Co- 
mandancia ,  con  el  sueldo  anual  de  1.200 
escudos  cada  uno. 

Art.  2.®  Este  Cuerpo  será  de  escala  cer- 
rada ,  y  en  él  se  ascenderá  ánicamente  de 
grado  en  grado  por  antigüedad  rigorosa. 

Atendida  la  especialidad  de  condiciones 
que  se  requieren  para  el  desempeño  de  las 

g lazas  de  Abogados  fiscales  del  Tribunal 
upremo,  el  Fiscal  togado  propondrá  para 
las  vacantes  al  que  crea  mas  conveniente 
de  los  de  la  categoría  á  que  corresponda  la 
vacante. 

Art.  3.*  ErMinistro  de  la  Guerra  podrá, 
dentro  de  cada  clase  del  Cuerpo  Jurídico- 
militar,  destinar  á  los  individuos  de  ella  á 
los  cargos  correspondientes  á  la  misma, 
consultando  sus  circunstancias  y  sobre  todo 
el  servicio  público. 

Art.  4.*  El  ingreso  en  el  Cuerpo  Jnrídi- 
Go^militar,  será  necesariamente  en  plaza  de 
Fiscal  de  tercera  clase.  En  ella  se  entrará 
por  oposición,  practicando  jos  ejercicios  que 
al  intento  se  determinarán  y  reuniendo  los 
aspirantes  los  demás  requisitos  que  las  le- 
yes y  otras  disposiciones  vigentes  exigen, 
y  además  una  conducta  moral  Intachable. 

Art.  5.®  A  fin  de  constituir  este  cuerpo 
sobre  las  bases  establecidas  en  los  artículos 
(Precedentes,  respetando  en  lo  posible  todos 
los  derechos  adquiridos,  se  observarán  las 
disposiciones  siguientes: 

1.  *  Se  declaran  Auditores  de  Guerra  de 
prímera  clase  el  actual  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  Castilla  la  Nueva  y  los  tres  mas 
antiguos  de  los  que  se  encuentran  actual- 
mente en  ejercicio. 

2.  *  Los  demás  Auditores  actualmente 
en  ejercicio  ,  y  los  dos  Abogados  fiscales 
primeros,  también  en  ejercicio,  del  Tribn- 
nal  Supremo  de  Guerra  y  Marina  se  decla- 
ran Auditores  áa  segunda  clase.  En  ella  ! 
ocuparan  los  últimos  lugares  ,  consultando  I 
su  menor  anligü«ídnd  los  que  pertenecen  á 
la  categoría  de  Capitanía  general  sin  Au- 
diencia. 

Art,  6.*  Lo  dispuesto  respecto  á  los  Re- 
latores del  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y 
Marina,  se  entiende  mientras  estos  funcio- 


narios perciban  derechos  de  las  partes  que 
litigan  en  los  negocios  en  que  actúan. 

Art.  7.*  Con  arreglo  á  las  dit^posiciones 
precedentes  y  para  su  exacto  cumplimiento 
se  formará  un  escalafón  de  los  indhridooa 
que  habrán  de  constituir  el  Cuerpo  Jurídico- 
militar  activo,  pyendo  á  los  iateresadon 
antes  de  su  aprobación  definitiva  para  evi* 
tar  errores  y  perjuicios* 

ArU  8.®  Se  foroiaráa  «acalafoiiet  por. 
antigüedad  d«  los  AudilAfea  y  Fútales  en 
situación  pasiva ,  con  objeto  de  colocarlos 
por  su  órden  en  las  vacantes  que  bubiesp; 
en  la  inteligencia  de  que  los  que  resulten 
mas  antiguos  que  el  último  de  los  emplea- 
dos'actualmente  en  cada  clase,  se  les  de- 
clarará el  derecho  de  ocupar  plaza  efectiva 
en  la  categoría  correspondiente  siempre  que 
hayan  desempeñado  anteriormente  su  res» 
pectivo  destino  cuatro  a&os  por  lo  meno». 

Los  que  hayan  sido  Auditores  de  Gn^rm 
de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la  Ni>e- 
va,  después  de  haberse  declarado  de  aseen* 
so  este  destino  i  se  comprenderán  en  los  de 
primera  dase. 

Art.  9.^  Hasta  extinguir  la  clase  de 
reemplazo  se  cubrirán  las  vacantes  que 
ocurran,  dando  dos  á  esta  y  una  al  as- 
censo. 

Art.  tO.  Del  propio  modo  y  mientra* 
existan  personas  que  tengan  concedido  de- 
recho al  ingreso  en  el  cuerpo,  ya  por  servi- 
cios prestados,  ya  por  estar  declarados  a»* 
pirantes,  se  cubrirán  las  vacantes  de  entra- 
da alternativamente,  una  por  oposición  y 
otra  proveyéndose  en  uno  de  aquellos  pi*r 
lá  antigiitidad  de  la  concesión  ó  declara- 
ción. 

En  lo  sucesivo  no  se  declarará  ni  otorga-^ 
rá  dicha  gracia  á  persona  afgntia;  y  para  el 
mejor  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  este 
artículo,  se  formará  un  escalafón  de  los  que 
tengan  ya  derecho  reconocido ,  expresando 
la  antig(it*dad  respectiva. 

Art.  11.  El  Auditor  de  Guerra  de  Casti- 
lla la  Nueva  continuará  siendo  de  hecho  Ma* 
gistrado  de  la  Audiencia  de  Madrid;  lo4 
tres  Auditcn'es  de  primera  clase  tendrán  las 
consideraciones  de  Presidentes  de  Sala  de 
Audiencia  de  fuera  de  Madrid;  los  Audito- 
res de  segunda  clase  serán  considerados 
!  como  Magistrados  de  Audiencia ;  los  Físca- 
I  les  de  primera  clase  cuino  Jueces  de  prime- 
ra inslaiicia  de  término ;  \qí  de  segunda  co* 
mu  de  ascenso,  y  los  de  tercera  como  de 
entrada. 

Todos  los  Auditores  que  residan  en  pun- 
to de  Audiencia  continuarán  siendo  Magis- 
trados de  la  misma,  sin  perjuicio  de  la  ca- 
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tegoría  de  Preaideiilet  de  ^ala  los  do  pri< 
mera  elaee. 

Aru  12.  Queda  vigente  cuanto  está  pre- 
venido acerea  d«s  las  salidas  de  los  Aitailo- 
ret  i  deslinos  superiores. 

Arl.  13.  fil  servicio  jurídieo-mililar  en 
OUramar  se  seguirá  prestando  oomo  hasta 
aquí,  figurando  sus  individuos  en  su  raspeo- 
tivo  escalafón  como  supernumerarios;  repu- 
tándose al  intento  de  primera  clase  la  Au- 
di loria  j  Fiscalía  mas  antiguas  de  las  dos 
de  la  isla  de  Gaba,  y  de  segunda  clase  los 
demás  puestos  de  Ultramar. 

Las  vacantes  se  cubrirán  en  los  mismos 
términos  que  se  verifica  en  los  demás  caer- 
pos  de  escaía  cerrada. 

Arl.  14.  Se  otea  una  Junta  inspectora 
del  Cuerpo  Juridico  mililai*,  compussla  del 
Presidente  de  la  Sala  de  Togados,  del  Pis- 
cal  y  del  Ministro  logado  mas  antiguo  pro- 
eedenle  de  la  clase  de  Auditores  de  Guerra 
del  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina, 
•n  la  que  desempeñará  las  funciones  de  Se- 
cretario el  Oficial  del  Negociado  del  perso- 
nal de  Juslieia  de  la  Secretaria  del  mismo 
Tribunal. 

Arl.  15.   Corresponderá  á  esta  Junta: 

1.  *  Formar,  con  los  datos  que  el  Minis- 
terio de  la  Guerra  le  remita ,  los  escalafones 
parciales  y  el  general  de  este  cuerpo ,  v  en 
stt  caso  proponer  las  reformes  á  que  bubie- 
se  lagar  por  las  reclamaciones  de  los  inte 
rasados. 

2.  ^  Acordar  los  ejercicios  de  oposición 
que  deban  practicar  los  aspirantes  á  ingre 
so  en  el  cuerpo,  ya  por  ftelatorias  del  Tri 
bunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina ,  ya 
por  tas  otras  Fiscalías  de  tercera  clase;  pre- 
senciar dichos  ejercicios,  jusgarlos  y  ha 
oer  las  propuestas  en  terna  que  eorrespoQ* 
dan. 

3.  **  Evacuar  las  consultas  y  desempeñar 
los  demás  encargos  que  le  hiciere  el  Minis* 
tro  de  la  Guerra,  en  relación  al  Cuerpo  Ju 
ridico-militar,  y  sus  individuos. 

Dado  en  Palacio  á  19  de  octubre  de  1866. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— -El  Mi 
nistro  de  la  Guerra,  Ramón  María  Nar- 
vaez  n  (Gac.  20  oc(u6r#.) 


888.  liÉQISLACIOlT  HIPOTBOABIA. 
—R,  O.  ae  10  da  octubre  doberminando  los 
Tequisitoa  ó  dooameatos  neoesarlospara  la 
ixucripci  >Q  de  bienes  adquiridos  en  OatalU' 
Ea,  en  v<r6ad  de  heredamiento  pro/entivo 

(GaAC.  T  JusT.)  «He  dado  cuenta  á  la 
Reina  (Q.  D.  G.)del  ex|>ediente  instruido  con 
motivo  de  una  exposición  del  Registrador 
de  la  Propiedad  de  Vich,  solicitando  se  de 
termiuen  los  requisitos  ó  Í09  documentos 


595 

neoesarioa  para  la  inscripción  de- loa  foifiifs 
adquiridos  en  virtud  de  los  heradamientoa  • 
preventivos  9  que  en  capí  lalaciones  matri* 
moniales  ó  en  testamento  suelen  hacer  en 
Cataluña  los  padres  á  /avor  de  los  hijea  qué 
han  de  aaeer.  De  dicho  expedienta,  y  de 
otros  unidos  al  mismo,  resulta  ta  necesidad 
da  adoptar  una  regla  general  en  la  materia 
para  evitar  los  perjuicios  que  se  siguen  á 
los  i  ^ 


interesados  de  no  ser  oniforme  la  práeli* 
ca^  en  raxon  á  no  hallarse  previsto  el  easo 
expresamente  en  la  ley  hipotecaria  ni  en 
el  reglamento  para  so  ejecacion;  pues  al 
paso  que  unos  Registradores  consideran  so* 
ficienles  las  cerliHcacíones  del  Cura  párro- 
co y  del  Alcalde  para  identificar  la  persona 
del  heredero  lla  nado  en  virtud  del  hereda^ 
miento  preventivo^  otros  rechaaan  este  m<>- 
dio  exigiendo  una  información  judicial ,  y 
aun  algunos  quieren  que  se  obtenga  una 
declaración  solemne ,  hecha  por  lo*  trámites 
del  juicio  de  abinlestalo. 

Y  considerando  qne  aunque  la  declara*' 
cion  judicial  sea  el  medio  mas  eticas  y  se* 
guro  á  dicho  fin ,  no  deben-  excluirse  pur 
ahora  los  otros  antes  indicados,  porque  ade* 
más  de  ser  los  menos  costosos  y  los  mas  ad- 
mitidos en  la  práctica,  no  puede  seguirse 
perjuicio  á  tercero,  de  las  inscripciones  qne 
en  sn  viriiid  se  hagan,  mientras  se  hallen 
en  suspenso  los  efectos  del  arl.  34  de  la  ley 
hipotecaria. 

De  conformidad  con  lo  propuesto  por 
V.  I.  se  ha  servido  S.  M.  resolver  lo  bi« 
cu  ¡ente: 

1.  ®  Cuando  para  la  declaración  de  her»»- 
dero,  ó  sobre  el  mejor  derecho  á  la  heren- 
cia, se  promueva  juicio  de  abinleslato  ó 
cualquiera  otro,  la  ejecutoría  que  en  él  re- 
caiga s^rá  el  único  titulo  admisible  para  ha« 
cer  la  inscripción  de  los  bienes  á  favor  de 
la  persona  que  la  hubiere  ganado,  debiendo 
presentarse  además  el  curreupondiente  in- 
ventario, ó  r'Incion  de  dichos  bienes  con- 
signada en  documento  páblico. 

2.  °  Si  no  se  hubiera  promovido  juicio 
alguno,  ó  caso  de  promoverse  se  hubiera 
terminado  por  transacción  6  convenio ,  et 
que  pretenda  inscribir  á  su  f^vor  los  b\eM**H 
de  la  herencia  deberá  presentar  el  docum^ti- 
lo  que  contenga  el  heredamiento  preventi^ 
vo,  el  inventario  ó  relación  de  bienes  de  la 
manera  que  ya  se  ha  expresado,  la  partida 
de  defunción  de  su  caui^anle ,  la  del  bautis- 
mo del  mismo  interesado,  y  además,  á  elec- 
ción de  este,  ó  una  información  judicial  prnc- 
licada  en  expediente  de  jurisdicción  volun- 
taría ,  con  arreglo  al  art.  1.208  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil ,  de  la  que  resulte  m 
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e)  llamaáoá  la  herencia  en  virlod  dei  here- 
damienlo  |)revenlfvo,  ó  bien  cerliñcacionea. 
del  Alcalde  y  Cura  párroco  del  paeblo  de 
Ja  vecindad  del  cansante  quejaslifiquen  di- 
cho exlreoio,  debiendo  exprecarse  en  la  del 
Gura  nada  resulta  en  contraria  die  io» 
Ubfos  parroquialea. 

3*^  La  dis()o8icion  eue  precede  tola  se 
observará  mieAtras-  se  hallen- en  suspenso 
los  efectos  del  arl.  34  de  la  ley  hipote- 
caria. 

Lo  que  de  real  orden  ele.  Madrid  i9  de 
oclubre^de  lS66.^Arrazola.»  (Gac.  20  oefu- 
bre^ 

834.  INSTBUCCION  PITBIiICAv-yr- 
x^osox^^  Y  x.s'TR^^a.— B.  O.  de  15  de 
octubre  dictando  reglas  para  llevar  á  eféota 
lo  dtoptkesto  en  el  B.  ]>.  de  9  del  mismo. 

(FoifO  oPara  llevar  á  efeoio  lo  dispues- 
to  en  el  R.  Dh  de  9  del  actual  dando  nue- 
va  organización  á  los  esludios  de  la  facuN 
tad  ^&  filosoíía  y  letras  (1),  y  con  el  ñn 
de  evjlar  dudas  sobre  la  iolelíg^encia  y  apli- 
cación de  algunas  de  sus  disposiciones,  la 
Eeína  (Q.,  0.  G  )  ha  tenido  á  bien  dictar 
las  reglas  siguientes: 

1.  ^  Los  alumnos  .que  hayan  estadiado 
las  asignaturas  que  se  exigían  según  el  pro» 
gr^ma  de  la.  facullad  para  aspirar  al  grado 
de  baclúller,  hayan  recibido  este  ó  estén  en 
aptitud  de  recibirlo ,  podrán  proseguir  y 
terminar  su  carrera  de  Blosofía  y  leiras  si- 
mulláneamente  con  Ift  de  derecho  y  leo- 
logia. 

2.  *  Los  nMtrlcu lados  en  el  primer  año 
que  simultaneen  asignaturas  de  &tra  faeuN 
tad  podrán  continuar»  si  asi  lo  desean,  en 
la  de  ñlosofía  y  letras;  en  otro  caso  pasarán 
aviso  á  la  Secretaria  general  antes  del  30 
del  aclual,  manifentando  que  se  retiran  de 
la  matrícula ,  abonándoseles  ta  cantidad  que 
hubieren  satisfecha  por  el  prinser  plazo  de 
la  misma. 

3.  *  Los  que  eatén  malricitlados  en  se- 
gundo año*  y  con  Las  asignaturas  que  cur- 
san completen,  una  vez  probadas ,  las  que 
por  la  anterior  legisi ación  se  exigía»  para 
aspirar  al  grado  de  bachiller,  podrán  reei'* 
birlo;  debiendo  en  caso  contrario  sujetarse 
en  sus.  esludios  posteriores  al  real  decreto 
de  9  del  mes  actual. 

El  rector,  oyendo  al  decano  de  la  facul- 
tad,  resolverá  lus  casos  particulares,  con- 
sultando tan  solo  aquellos  que  por  su  gra- 
vedad lo  merecieren  ó  que  tengan  carácter 
de  regla  general. 

i1)  Ingerto  en  U  página  502. 


De  real  órden  etc.  Madrid  15  de  octubre 
de  1866.— Orovio.w  (Gac.  17  oUtibrt.) 

335.  IDBM»— s««DROA  sii8«8a«za. — B.  O.  d^ 

16  de  octubre  'diotando  dispoaioiones  para 
el  oúmpUmienta  del  B.  D.  de  9  del  mismo. 

(Fofl.)  «Ea  vista  de  la  consulta  elevada 
por  los  directores  de  lo»  institutos  do  c^ta 
corlo  sobre  el  modo  de  llevar  á  debido  erec* 
to  io  establecido  en  el  R.  D.  de  9  del  corrien- 
te, la  Retiin  (Q.  D.  G.)  se  ha  dignado  dictar 
las  dispiiMictouee  siguientes: 

1.^  Los  aiumuos  matriculad  es  para  el 
presente  curso  en  las  asignaturas  del  pri- 
mer año  de  lalin  y  castellaoo^  principios  de 
aritmética  y  doctrina  cristiana  é  hislocia. 
sagrada,  estudiarán  únicamente  el  primer 
curso  de  gramática  castellana  y  latina. 

2  *  Los  matriculados  en  segundo  año  de- 
latin  y  castellano »  geograíia  y  principios  de 
geometría  estudíaráti  el  segundo-  curso  de 
gramática  oasieilana  y  latina. 

3.  ^  Los  matriculados  para  primer  curso 
de  latin  y^riego^  aritmética  y  álgebra  é 
historia  general ,  estudiarán  retórica  y  poé* 
tica  con  ejercicios  de  traducción,  an¿lisis  y 
composición  latinas. 

4.  '  Los  que  estén  malricnlados  en  te- 
gando  curso  de  griego,  geometría  y  trigo- 
nometría y  rotórica  y  poética,  cursarán 
psicología  y  retórica  y  poética. 

Los  que  estuvieren  matriculados  pa- 
ra risica  y  química ,  historia  natural  y  psi* 
cologia,  lóg.ca  y  filosofía  moral,  e^siudiarán 
ps¡colo^:ía,  lógica,  física,  quínHca  ¿histo- 
ria de  España. 

6.*  Los  que  por  falta  de  asistencia  ó 
reprobación  en  los  exámenes  hayan  perdi- 
do el  prín^ro  ó  segundo  atío  de  latin ,  se 
matricularán  respectivamente  en  el  prime- 
ro ó  segundo  de  gramática  castellana  y  la« 
tina. 

Los  que  hayan  perdido  el  primer  año  de 
griego ,  se  matricularán  en  retórica  y  poé « 
lica. 

Los  que  hubieren  perdido  geografía  ó 
historia  general  se  matricularán  en  geogra- 
fía é  historia  general  si  pertenecieren  ya  al 
segundo  período. 

Los  que  ganando  el  primer  año  de  griego 
htibieren  perdido  el  primero  de  matemáti^ 
cas,  se  matricularán  en  retórica  y  poética, 
psicología  y  arilmélica,  álgebra  y  principios 
de  geometría. 

Los  que  habiendo  perdido  retórica  y  poé- 
tica hayan  probado  (por  lo  menos)  ei  prime- 
ro de  matemáticas,  se  matricularán  en  las 
asis^rnaluras  expresadas  en  la  disposición  4.* 

Los  quo  hayan  perdido  psicología,  lógica 
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J  filosofía  mora! ,  l^nloniYn  proh-ida^  M.is 
iHü  demás  Bsii^naliiras,  f«(ndiarán  psieoto'* 
($ta,  lé^iea  é  hitttorin  de  España. 

Los  que  en  ip^iiAl  ca<(o  h'tyan  perdido  las 
a»if«ialuras  de  física  y  qtitmiea,  repetirán 
esla,  y  cursarán  ademas  htstona  de  España 
y  perfección  del  latín  y  principios  ^nenHes 
derueralara. 

Y  los  que  habiendo  probado  todas  las  de- 
más asig^natnras,  hayan  perdido  la  historia 
natural,  se  matricularán  en  esta  asignatura, 
en  historia  de  España  y  perfección  del  latin 
y  principios  generales  de  literatura. 

7.  *  Para  facilitar  á  los  alumnos  el  estu- 
dio de  la  lengua  francesa  continuarán  en  los 
institutos  como  enseñanza  libre  las  cátedras 
^ue  están  establecidas,  y  los  alumnos  que 
ouieran  concurrir  á  ellas  habrán  de  hacer  su 
inscripción  como  los  de  latin.  Esta  inscrip- 
ción será  gratuita  para  los  alumnos  que  es- 
tén matriculados  en  otras  asignaturas;  pero 
los  que  la  estudien  sola  abonarán  los  lesea- 
dos que  el  actual  reglamento  exige  á  los 
quií  se  matriculan  en  una  asignatura  suelta. 

8.  "  Los  seminaristas  que  conforme  al 
R.  D.  de  10  de  sel¡eml)re  úllimo,  y  á  la  r^al 
órdon  áe  6  del  actual  incorporen  ó  hayan 
in«!orporado  sus  estudios  en  los  institutos 
faltándoles  asignaturas  qae  cursar,  se  aco- 
modarán en  todo  á  lo  délerminado  en  estas 
inslrucciones  para  los  alumnos  de  los  insti- 
tutos. 

Los  que  habiendo  estudiado  en  los  semi- 
nartos  los  años  correspondientes  no  hubiesen 
cursado  el  griego,  lo  incorporarán  sufriendo 
en  el  instituto  exámen  de  los  dos  cursos  de 
esla  asignatura. 

Se  proroga  hasta  31  del  actual  el  plazo 
para  formalizar  su  incorporación  y  matrícu- 
la á  estos  alumnos. 

9.  ^  Los  profesores  que  hayan  de  dar  la 
enseñanza  privada  del  latin  y  de  la  retórica 
y  poética  presentarán  al  director  del  insti* 
tuto  en  que  sus  alumnos  deban  hacer  la  ins- 
cripción el  titulo  de  bachiller  en  la  facultad 
de  filosofía  y  letras ,  el  de  preceptor  de  la- 
tinidad ó  el  de  regente  en  aquellas  asigna-  ' 
turas ,  únicos  que  habilitan  para  esta  ense- 
ñanza, además  de  los  de  doctor  y  licencia- 
do en  teología  en  caso  necesario,  á  juicio  | 
del  rector:  con  dichos  títulos  presentarán 
eertifícáciones  del  párroco  y  Alcalde  con  que 
íustiHqoen  su  inlathable  conducta,  acompa- 
ñadas de  una  comunicación  en  que  ex'presen 
la  población  y  local  en  que  van  á  establecer 
la  enseñanza  para  que,  si  no  fuese  en  la  ca- 
pital donde  está  el  instituto,  el  director  se 
dirija  al  Alcalde  respectivo  para  hacer  cons- 


tar oñcialmefiíe  que  ef  profesor  está  habili» 
tado  para  dar  la  enseñanza. 

En  las  capitales  donde  haya  dos  inslidi^ 
tos  se  presentarán  los  docom«nto9  al  reétor 
del  distrita,  qnien  designará  el  tnstHatoeil 
que  se  ha  de  hacer  la  inscripcionr^  observan» 
do  paradlo  el  mismo  ór den  qué  so  foafdá 
para  los  colegios  privados. 

10*  Les  «elegios  de  segunda  clase  htoy 
establecidos,  podrán  dar  la  enseñanza  dé 
}os  tres  años  del  primer  penode,  y  además 
Itt  del  primer  año  del  segundo  período. 

1 1.  .  Para  llevar  á  efecto  las  disposictonet 
contenidas  en  esta  real  órden,las  secreta» 
rias  de  ios  instituios  abrirán  nnevos  regis^* 
tros  de  matrícula  para  el  presente  curso,  en 
los  cuales  inscribirán  á  ios  alumnos  en  las 
asignaturas  que  en  virtud  de  esta^r  Instruc- 
ciones les  corresponda  cnrsar ,  procurando 
que  esta  operación  quede  tei'minada  á  la 
mayor  brevedad  con  el  objeto  de  que  en 
ningún  instituto  dejen  de  abrirse  tas  ciases 
ya  reorganizadas ,  conforme  á  lo-  disptresto 
en  ei  reai  decreto  cHado  y  en  estas  dl*f>o-. 
siciones,  para  el  dia  3  de  noviembre  próxi-^ 
mo  si  no  pediera  eiectuarse  antes. 

Los  directores  de  tos  institutos  darán  cnen- 
ta  al  rector  del  distrito  dei  dia  en  que  ha 
quedado  hedía  la  reorganización. 

De  real  orden  etc.  Madrid  16  de  octubre 
de  1866.— Orovio.o  {Gao.  17  ottubre.) 

886.  PÜBÍbTOS.— B.  O.  de  20  do  octubre 
aclarando  dudas  sobre  pago  de  los  derechos 
de  fondeaderoj  carga  j  descarga». 

(FoBí.)  «Instruido  expediente  en  esa  di- 
rección general  con  motivo  de  las  duda»* 
suscitabas  acerca  de  si  han  de  exigirse  ó  uo 
los  derechos  de  fondeadero,  Cfir^a  y  des- 
carga á  los  buques  que  eniran  en  puerto  por 
naufragio  ó  arribada  forzr»sa,  y  sobre  la  in  - 
lerprelacion  que  para  tales  casos  ha  de  dar. 
se  al  art.  4.**  del  R  D.  d«>  17  de  diciembre 
de  1851  ;  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  deso.^n- 
do  que  se  practiquen  uniformemente  y  sin 
I  excepción  alguna ,  los  buenos  principios  que 
deben  regir  en  la  materia,  ha  tenido  á  bipn, 
de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  esa  direc- 
ción general,  dictar  las  disposiciones  si- 
guientes : 

(  1.*  No  se  exigirá  el  derecho  de  fondea- 
dero á  los  boques,  tanto  nacionales  como 
extranjeros ,  qiie  <*nlraren  en  puerto  por 
naufragio  ó  arribada  forzosa. 

2*  Para  dispensar  el  beneficit)  de  esta 
exención  en  lodos  y  cada  uno  de  los  casos 
que  puedan  ocurrir,  se  eslará  á  lo  d¡S|iuestf> 
en  los  arls.  968,  972  y  973  del  Código  do 
Comercio,  respecto  á  las  justas  causas  da 
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-arribada  á  distinto  punto  del  prefijado  para 
el  víale  de  la  nave  y  á  los  oatot  en  que 
iM|u«MÍa  no  ae  ha  de  considerar  legitima. 

3>  Cesando  el  motivo  de  la  arribade 
íorsosa  ó  reparadas  las  averias  que  hubiere 

{>adeoido  el  buque,  no  podrá  este  diferir 
a  salida  del  puerto  y  ta  eonlínuaeion  de 
•u  viaje;  quedando  en  otro  caso  privado 
del  beneficio  que  se  otorga  en  la  dispost- 
oion  1.* 

4.  ^  Tampoco  se  exigirá  el  derecho  de 
descarga  por  la  de  efectos  de  buque  náu* 
(rago  ni  del  que  hubiere  entrado  por  iM'ri* 
bada  forzosa,  cuando  aquella  fuese  necesa* 
ría  para  reparar  las  avenas  del  buque,  ni  el 
de  carga  por  la  de  los  mismos  efectos  en  la 
propia  embarcación,  ó  en  otra  si  se  tratase 
de  buque  náufrago  y  completamente  tnoti-^ 
tizado  para  salir  al  mar;  debiendo  solosa« 
tibfacerse  en  tales  casos  el  derecho  de  alma- 
eenaje  y  «ustodia ,  saivo  siempre  el  de  que 
te  hubiese  hecho  afruna  operación  comer- 
cial con  los  objetos  desembarcados,  por  cu- 
ya circunstancia  no  habrá  lugar  al  t^eneficio 
otorgado  en  esta  disposición. 

5.  *  Respecto  á  la  venta  de  efectos  des- 
embarcados de  buques  náufragos  ó  forzo- 
samente arribados,  se  estará  á  lo  dispuesto 
en  las  ordenanzas  de  aduanas,  y  demás 
diflDoeieiones  vigentes. 

De  real  orden  etc.  Madrid  20  de  octubre 
de  1866.— Orovio.»  {Gac.  26  octubre.) 

INBTKUOCION  PlTBi:iICA.-Baal 
orden  <le  20  de  octubre  diotando  reglas  para 
llevar  á  efecto  el  B.  B.  da  9  del  actual  por 
el  que  se  da  nueva  orsanisacioii  4  loa  eatu- 
dios  de  la  Pacultad  de  derecho. 

{Fots.)  tPara  llevar  á  erecto  lo  dispuesto  en 
el  R.  D.  de  9  del  actual  dando  nueva  orga- 
nización á  los  estudios  de  la  facultad  de  de- 
recho, y  con  el  fíu  de  evitar  las  dificulta» 
des  que  puedan  resultar  en  el  presente  cur- 
so á  consecuencia  de  la  variedad  con  que  los 
alumnos  han  hecho  sus  estudios  en  cada  pe- 
ríodo, y  también  de  la  simultaneidad  de 
lecciones  y  aun  de  carreras  permitida  hasta 
hoy,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á  biea 
dictar  las  reglas  siguientes: 

1.^  Los  alumnos  matriculados  en  est3 
curso  en  el  año  preparatorio  de  derecho  es- 
tudiarán precisamente  las  asignaturas  de 
metafísica  é  historia  universnl  que  se  expre- 
san en  el  art.  11  del  real  decreto  citado. 
^  2/  Los  alumnos  que  hayan  invertido 
cinco  años  en  los  estudios  de  segunda  ense- 
ñanza y  sean  bachilleres  en  artes  ó  estdn  en 
aptitud  de  recibir  el  grado,  estudiarán  pre- 
cisamente en  el  curso  actual,  como  año 


preparatorio ,  las  asignaturas  de  métafísicll 
é  historia  universal. 

3.  *  Los  que  hubieren  invertido  seis  añot 
en  loa  mismos  estudios  y  sean  también  ba-^ 
chtlleres^n  artes  ó  estén  en  aptitud  de  reci- 
bir el  grado,  podrán  matricularse  desde 
luego  en  el  primer  año  de  derecho  con  su- 
jeción á  lo  dispuesto  en  el  art.  6.®  del  cita- 
do real  decreto;  pero  deberán  simultanear 
con  él  la  asignatura  de  historia  universal. 

4.  ^  Los  que  en  el  curso  próximo  anterior 
estudiaron  el  año  preparatorio  y  no  hubie- 
ren probado  las  asignaturas  de-  literatura 
española  y  latina ,  serán  admitidos  á  la  n»a^ 
tricula  del  primer  año  de  derecho  ,  confor- 
me al  art.  6.^  del  real  d'^crclo  referido ,  al 
cual  con  espondeo  dichas  asignaturas;  pero 
si  huM  'ren  ganado  y  probado  aquellas  y  lea 
fallare  la  de  historia  universal,  del>erán  si* 
multanearla  precisamente  en  el  actual  año 
académico  con  ^1  primero  de  derecho. 

5.  ^  Los  alumnos  que  el  último  curso  se^ 
matricularon  en  el  segundo  año  de  derecho» 
y  no  hubie^»en  probado  la  aMgnatura  de  me- 
tafísica que  se  les  exigía  según  la  legisla- 
ción anterior ,  deberán  cursarla  con  el  ter- 
cero de  la  misma  facultad. 

6.  *  Los  que  se  matricularon  en  el  cuarto 
y  tengan  cursadas  y  probadas  todas  las 
asignaturas  correspondientes  á  la  facultad 
d^  derecho,  necesarias  según  el  programa 
dtí  la  misma  para  aspirar  al  grado  de  bachi- 
ller, y  no  puedan  recibirlo  por  fallarles 
probar  alguna  de  las  pertenecientes  al  pre- 
paratorio ,  que  han  podido  simultanear  has- 
la  aqui  con  el  período  de  dicho  grado,  se- 
rán admitidos  al  año  quinto  de  derecho;  pe- 
ro debiendo  simultanear  con  el  mismo  la 
literatura  española  ó  latina,  si  alguna  de 
estas  a<iignaloras  les  faltare.  Si  la  asignatu- 
ra ó  asignaturas  no  probadas  fuesen  la  geo- 
g^fia  o  la  m<?larí8li'.a ,  sprán  admitidos  al 
grado  de  bu  jhi¡L*r  y  á  matrícula  de  dicho 
año  con  dispensa  de  su  estudio. 

7.  *  A  los  alumnos  que,  ya  como  ense- 
ñanza del  año  preparatorio,  ya  como  asig- 
naturas propias  d«  la  rncultad  á*^  filosofía  y 
|plra»,  hul>ii»ren  cursado  y  prohado  la  Mlera- 
tnra  española  ó  la  lalin  t  ó  ámb;is,  serán  de 
abono  dichas  asignaturas  t»n  r*l  caso  de  que 
se  hallen  matriculados  en  el  primero  ó  se- 
gundo año  de  dnrccho. 

8  •  Los  que  en  el  primer  año  de  derecho 
hubieren  estudiado  la  asignatura  de  derecho 
político'  y  ad  uinistrativo  estudiarán  en  el 
segando  la  economía  política. 

9.*  Los  alumnos  de  tercer  año  estudia** 
rén  las  asignaturas  expresadas  en  pI  real  de- 
creto de  9  de!  actual ,  pero  los  que  no  hu- 
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Jbieren  ear"Ado  y  probado  ea  los  años  ante* 
rieret  ecouomia  política^  podrán  estudiar  i 
«ala  asignatura  •imulláneamenle  con  el  ter- 
ecco  y  coarto  de  Ja  facultad  de  derecho.  Si  i 
hubieren  probado  el  derecho  político  en  años 
anterioréa  V  lea  será  de  abono  en  el  tercero  y 
«tt^rto  dQ  ta  misma. 

tO.   Los  alumnos  matriculados  en  el  | 
coarto  eatodiaráq  Jas  asignaturas  de  derecho  j 
4nereantil  y  penal ,  derecho  político  y  admi-  I 
iHstrativo  y  un  ano  de  derecho  canónico^  { 
4|ae  será  de  lección  diaria,  á  cargo  del  pro- 
fesor numerario  que  dé  la  enseoanxa  alter^» 
«a  á  los  de  tercer  ano ,  sí  fuere  posible,  con 
la  graliíieacíon  que  se  determine,  ó  en  la 
forma  que  los  rectores  consideren  mas  ven- 
tajosa para  la  enseñanza,  á  cuyo  fio  eleva- 
ran la  ooortuna  propuesta. 

1 1.  Los  alumnos  dé  quinto  y  sexto  año 
de  la  sección  de  derecho  civil  estudiarán  las 
asignaiuraa  que  para  uno  y  otro  año  se  es- 
labTeoen  en  la  nueva  organización  dada  á  la 
facultad,  siéndoles  de  abono  las  que  tuvie- 
ren ganadas  y  probadas.  Los  matriculados 
en  sexto  que  no  hubieren  probado  en  el 
curso  anterior  la  asignatura  de  ampliación 
del  derecho  civil ,  deberán  cursarla  en  el  ac* 
tual  asistiendo  á  dicha  clase  con  los  de 
quinto. 

12.  Los  alumnos  que,  graduados  de  ba- 
chiller en  derecho  se  matriculen  para  oble-* 
ner  el  grado  de  licenciado  en  derecho  canó- 
nieoy  estudiirán  en  dos  años,  y  sin  simulla- 
neidad  alguna  con  los  estudios  de  las  otras 
secciones  de  la  facultad  de  derecho ,  las  asig- 
naturas que  para  dicho  período  quedan  es- 
tablecidas. 

13.  Los  alumnos  de  la  facultad  de  dere- 
cho que  hayan  ganado  la  asignatura  de  dis- 
ciplina eclesiástica ,  podrán  cursar  en  un  año 
las  de  quinto  y  sexto  de  la  sección  de  dere- 
cho canónico,  y  graduarse  de  licenciado  en 
la  misma,  siéndoles  de  abono  el  estudio  de 
la  teoría  y  práctica  de  los  procedimientos  ju- 
diciales, si  justificaren  tenerla  cursada  y 
probada. 

14.  Igualmente  los  bachilleres  en  dere« 
cho  que  se  matriculen  para  la  sección  de  de- 
recho administrativo,  estudiarán  los  dos 
años  quinto  y  sexto  que  se  fijan  sin  permi- 
tirse simultaneidad  con  otra  sección  alguna 
de  la  facultad. 

15.  Los  alumnos  que  á  la  Vez  que  los  es- 
tudios de  la  facultad  de  derecho,  sección  de 
derecho  civil  y  canónico,  hayan  cursado  y 
probado  en  la  Adminislraeion  las  asignatu- 
ras que  por  la  legislación  anterior  se  exi- 
gían para  aspirar  al  grado  de  bachiller,  se- 
rán mantenidos  por  el  actual  curso  en  el  de- 


recho de  continuar  ana  estadios  en  la  misma 
sección ;  en  la  cual  podrán  recibir  el  Indica- 
do grado  y  estudiar  la  asignatura  que  les 
falte  y  para  aspirar  al  de  licenciado,  simol- 
láneamente  con  el  año  de  la  sección  de  de*- 
recho.  en  que  estén  matr'usulados.  Podrán 
también  hacer  los  estudios  que  se  establav 
cen  en  la  nueva  organización ,  siéndoles  de 
abono  las  asignaturas  que  tengan  probadas 
y  que  respectivamente  se  exigen  para  aspi* 
rár  á  los  grados  de  bachiller  y  licenciado. 

16.  Los  alumnos  que  desde  luego  se  btt« 
hieren  matriculado  en  las  asignaturas  da 
pociones  de  derecho  civil,  mercantil  y  penal 
ó  hacienda  pública ,  ó  ti^  ámbas ,  tendrán 
la  misma  opción  á  completar  ,  sus  estodios> 
cursando  y  probando  simultáneamente  con 
el  año  de  derecho  en  que  estén  matriculados 
las  asignaturas  que  estaban  señaladas  por 
la  legislación  anterior,  recibiendo  los  grados 
de  bachiller  y  licenciado  en  derecho  admí* 
nistrativo.  Los  cursantes  que  se  hallen  en 
este  caso,  podrán  hacer  los  estudios  que  so 
establecen  en  la  nueva  organización  y  obte- 
ner los  grados  de  bachiller  en  der<'cho  f  li- 
cenciado en  derecho  administrativo,  sién- 
doles de  abono  las  asignaturas  ganadas  que 
respectivamente  se  exigen  para  recibir  los 
dichos  grados. 

17.  Los  alumnos  que  según  la  anterior 
legislación  hayan  cursado  y  probado  todas 
las  asignaturas  que  la  misma  exigia  para  as- 
pirar al  grado  de  licenciado  en  la  sección  de 
derecho  administrativo,  ó  lo  hayan  recibi- 
do y  pretendan  obtenerlo  también  en  cual- 
quiera de  las  otras  dos  secciones  t  deberán 
cursar  los  años  y  estudios  que  se  determi- 
nan en  el  R.  D.  de  9  del  actual  para  el  pe- 
riodo de  la  licenciatura;  y  los  que  en  lo  su- 
cesivo reciban  dicho  grado  en  conformidad 
á  sus  disposiciones,  se  habilitarán  en  un  so- 
lo año ,  con  arreglo  á  lo  iirescrito  en  el  pár- 
rafo último  del  art.  8.®  del  mismo  decreto. 

18.  Los  alumnos  que  en  el  curso  actual 
estén  matriculados  en  el  quinto  y  sexto  año 
de  la  facultad  expresada,  podrán  aspirar  al 
grado  de  licenciado  y  obtener  SQ  titulo  con 
ta  denominación  de  licenciados  en  derecho, 
sección  de  derecho  civil  y  canónico,  á  te- 
nor de  lo  eitablecido  en  la  legislación  ante- 
rior; mas  para  ello  deberán  ganar  y  probar 
los  que  no  lo  tuvieren,  un  curso  de  disci- 
plina eclesiástica ,  además  de  las  asignatu- 
ras aue  para  dichos  años  se  señalan  en  el 
art,  0.^  del  real  decreto  mencionado  para  la 
sección  de  derecho  civil. 

19.  Los  licenciados  en  cualquiera  de  las 
secciones  de  la  facultad  de  derecho  qoe  as- 
piren al  doctorado  en  la  misma  seccipn»  de- 
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beráti  Imo^r  loa  esludioB  que  eslabiece  el  de- 
creto ya  diado. 

20.  Las  anteriores  reglas  serán  cumpli- 
das estrictamente  en  el  curso  actual  ,  de^- 
biendo  sujetarse  los  alumnos  en  lo  sucesivo 
D  lo  dispuesto  en  la  nueva  organización  da-^ 
da  ¿  ta  facultad,  salvo  aquellos  á  quienes 
por  el  R.  D.  de  9  del  actual  y  por  la  presente 
real  orden  se  conservan  los  derechos  adqni» 
ridos  por  virtud  de  la  legpislacion  anterior; 
en  otro  caso  los  rectores  no  deberán  adini- 
lir  ni  cursar  desde  el  año  próximo  acadé- 
mico solicitud  alguna  en  que  se  prelf^nda  si- 
multaneidad de  asignaturas  de  distintos 
«ños  ó  secciones ,  ti  se  formulen  instancias 
contrarias  á  io  nuevamente  eslableeido. 

21.  Los  casos  particulares  que  se  presen- 
ten y  las  dudas  que  puedan  ocurrir  por  las 
causas  ya  expresadas  se  resolverán  por  los 
rectores  oyendo  al  decano  de  la  facultad, 
dando  cuenta  al  Gobierno  de  aquellos  no 
previstos  en  esta  real  órdeit,  que  por  su  gra- 
vedad lo  merecieren  dque  tengan  carácter 
de  regla  general. 

22.  Para  llevar  á  efecto  las  anteriores 
reglas  se  abrirán  en  las  Secretaría»  genera- 
les de  las  universidades  nuovos  registro»  de 
matrícula  para  el  presente  curso ,  inscribien- 
do á  los  alumnos  en  las  asignaturas  que  en 
virtud  de  ellas  les  corresponda  eslu<Jiar  ,  y 
procurando  activar  esta  operación  en  tér- 
minos de  que  á  la  mayor  brevedad  puedan 
hallarse  organiz.ida<i  todas  las  enseñanzas 
on  el  órden  y  forma  que  quedan  pretijados. 

Del  cumplimiento  de  estas  disposicioiies 
y  del  dia  en  que  queden  reformadas  las  ma- 
trículas, darán  cuenta  los  rectores  á  la  Di- 
i*eccion  general  de  instrucción  pública.  Do 
real  órden  etc.  Madrid  20  de  octubre  de 
t866. — dfovio. — Sr.  Rector  de  la  Universi- 
dad de  »  (Gac.  22  O'Hubre,) 

938.  TABA.008.— B.  O.  da  22  de  agosto 
declarando  que  tos  viageros  puedau  impor- 
tar cigarros  fuera  de  registro»  con  sugecion 
a  las  reglas  que  se  diotan. 

(Hac.)  a...S.  M...  se  ha  digitado  man- 
dar que  se  observen  las  reglas  siguientes: 

1.  *  Todo  pasajero  ,  cualquiera  que  sea 
el  punto  de  su  procedencia,  podrá  traer, 
fuera  de  registro,  1.000  cigarro»  puro», 
500  cajetillas  do  cigarrillos,  ó  cuatro  kiló- 
gramos  de  tabaco  rapé  ó  picadura ,  pagando 
los  derecho»  señalados  en  el  arl.  I.**  del  real 
decreto  de  20  de  abril  de  este  año;  permi- 
tiéndose hasta  11  kilogramo»  cuando  el  pa- 
sajero traiga  tabacos  de  todas  clases. 

2.  **  Cuando  las  cantidades  de  tabacos  no 
excedan  de  las  establecidas  en  la  disposi- 


c  on  anterior,  y  Vengan  déhlro  de  lorban* 
les,  maletas  ó  denfns  bnUorf  en  que  io^  via- 
jeros traen  las  topas  y  efeCtós  de  uso  perso-' 
nal,  no  deberán  coiñpreiidi.*rse  en  el  mam- 
llesto  ó  nota  de  Carga  del  éápitan  ,  pero  sí 
en  ta  que  deben  redactar  eíto»  con  arreglo 
al  art.  160  de  las  ordenanzas  de  la  renta  de 
aduana». 

3,  *  Los  tabacos  qutí^exéédan  de  la  can- 
tidad expresada  anterioVmetile  sé  despachiH 
rán  con  el  pago  de  dobles  derechos  si  no 
estuviesen  comprendidos  en  el  registro  ó  en 
el  maniíiesto,  incurriendo  en  fa  pena  de  co- 
miso cuando  no  lo  estuviesen  ert  ningún©  de 
dichos  documentos,  con  arreglo  é  fu  dis- 
puesto en  los  arta.  67  y  41 0. 

4.  '*  También  so-despachartih  con  el  pago 
de  dobles  derechos  los  tabacos  que,  no  ex- 
cediendo dé  las  cantidades  mencionadas,  se 
conduzcan  fuera  de  los  bultos  de  equipajff 
y  no  estén  comprendidos  en  el  maninesVo  ó 
nota  de  la  carga,  excepluarido'  los  que  seaií 
aprehendidos  en  los  actos  de  fondie ,  que 
incurrirán  en  la' pena  (Jet*^f minada  en  el  pár- 
rafo primero  del  arl.  406. 

Y  5.*  Los  réconocimierttos  y  despacho 
de  tabacos  seguirán  praíiticándoáe  en  la  for- . 
ma  consignada  en  las  ordei^anzas  de  adoa* 
ñas. 

De  real  órden  etc.'  Madrid  22  áé  agoéto 
de  1866.»  {Gac:  25  ótítubre.) 

Para  introducir  s\n  registro  consular 
mercaocias  cuyo  valor  no  exceda  de  600 
6:icudoA ,  véase  la  ft.tO.  de  28  de  agosto 
de  1862. 

889.  INSTBTJOCIQSI  PUBIíIOA..- :r  a.. 
CTTi-TA.»  i>B  otÍBNraiA.a.  tí.  J).  <ie  24  dd 
octubre;  orgaoizando  loa  estudios  de  esta 
facultad  (1). 

(FoM.)   ((Corifoimándome  con  lo  propues- 
to por  mi  Ministro  de  Pumonto,  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Ministros, 
•   Vengo  en  decretar  ío  siguiente: 

Artículo  1.®  Habrá  en  la  universidad 
central  una  facultad  de  ciencias,  en  la  cual 
se  dé  la  enseñanza  coiTjplela  hasta  el  grado 
de  doctor  inclusive.  Constituyen  esta  facul- 
tad ,  con  arreglo  al  arl.  136  de  la  ley  de 
iiisiruccion  pública  de  9  de  setiembre  do 
1857  ,  la  escuela  de  ciencias  exactas  ,  física 
y  química,  el  museo  de  historia  natural  y 
el  observatorio  astronómico. 

Art.  2.°   La  facultad  de  cieucias  consta- 


(1)  Eslo  riMroln  y  rl  quo  «rt^ae  se  ptiMI«an>n  pn. 
nicrumoiile  en  la  Cácela  dol  2.^  de  o<*iulire;  pero  tu- 
liiéndusc  cotiielido  vaVios  errores,  so  reprodiijeroa  rec- 
tillcadot  en  la  G^tceta  dol  27  do  doadt  se  toitaau. 
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tA  de  do»  síicciofiííi ,  á-sabcr:  de  ciencias  fi- 
ftico-maí.Muálicas  y  químicas,  y  de  ciencia» 
iialurales*:  Íod  estudios  hasla  el  bachilléralo 
serán  comunes  para  las  dos  secciones. 

Arl.  3.®  Para  aspirar  al  girado  de  bachi- 
ller en  la  facultad  de  ciencias \  los  alumnos 
deberán  ganar  y  probar  en  dos  cursos,  pos- 
teriores al  bachillerato  en  arles,  las  asigna- 
lurat  siguientes: 

PRimii  Airo. 

Compleraenlo  del  álgebra ,  geomelria  y 
H-igonomelria  rectilínea  y  esférica.  Lección 
diaria. 

Química  general.  Leoeioo  alterna^ 
Mineralogía  y  botánica.  Lección  alterna. 

SBOONDO  AÜO. 

Geometría  analítica  de  dos  y  trea  dimen- 
siones. Lección  diaria. 

Ampliación  de  la  Tísica.  Lección  alterna. 

Cosmografía.  Lección  alt<%rna. 

Zoología.  Lección  alterna. 

£1  periodo  del  bachillerato  á  la  licencla- 
lura  comprende  dos  cursos  para  cada  sec- 
ción en  la  forma  siguiente: 
SE€C10N  DE  CIENCIAS  líSICO-MATE- 
MATICAS. 

PRiMBR  aSo.—í rtífccro  de  la  facultad.) 

Cálcufo  diferencial  é  integral.  Lección 
-diaria.  , 

Geometría  descriptiva.  Lección  diana. 

Ampliación  de  la  química,  ó  sea  química 
inorgánica  y  orijánioa.  Lección  alterna. 

-    8BGUII06  AMO.— (Coarto  dé  la  faouUad,) 

Mecánica  racíoíial.  Lección  diaria. 

íieodesia.  Lección  alterna. 

Prácticas  de  química.  Lección  alterna. 

Probados  estos  dos  cursos,  el  bachiller  en 
ciencias  podrá  recibir  el  grado  de  licencia- 
do en  ciencias,  sección  de  las  físico-mate- 
máticas. 

SECCION  DE  CIENCIAS  NATURALES. 
paiMKft  AHO.— (rerccro  de  la  facultad.) 
Ampliación  de  la  mineralogía.  Lección 
alterna. 

Organografía  y  fisiología  vegetales.  Lec- 
ción alterna. 

Zoografía  de  vertebrados.  Lección  al- 
terna. 

Zoografía  de  inverlebrabos.  Lección  al- 
terna. 

sEfiUHiM)  AÑO. — (Cuarto  de  la  facultad.) 
Fitografía  y  geografía  botánica.  Lec- 
ción alterna. 


Anatomía  c&noparada.  Leecion  niteriK». 

Ejercicios  prácticos.  Lección  alterna.  * 

Ganados  y  probados  estos  dos  años ,  los 
bachilleres  en  la  facultad  de  ciencias  podrán 
recibir  el  grado  de  licenciado  en  la  seccioa 
de  denetas  natorales. 

Arl.  4.®  Los  alumnos  de  la  facQÍtad  de 
ciencias  deberán  dar  pruebas  en  el  forado  de 
bachiller  de  conocimiento  de  dibujo  lineal 
hasta  copiar  dos  órdenes  de  arquitectura: 
asimismo  en  el  periodo  de  la  licenciatura 
deberán  est4idiar  privadamente  lengua  in- 
glesa ó  alemana. 

Art.  5.®  El  curso  del  doctorado,  para  la 
sección  de  ciencias  fisico-matemátícas,  com- 
prenderá las  asignaturas  siguientes: 

Astronomía  física  y  de  observación.  Lec- 
ción alterna. 

Análisis  química.  Lección  alterna. 

Para  la  sección  de  c'^encías  naturales  las 
asignaturas  serán: 

Geología  y  palcotolo^ía.  Lección  alterna. 

Historia  de  las  ciencias.  Lección  alterna. 
Ejercicios  prácLícos  de  geología. 

A  esta  cátedra  deberán  asislir  también 
les  alumnos  del  doctorado  de  la  otrasec- 
cH>n. 

Los  que  Xueren  licenciados  en  ambas  sec* 
alones  podrán  estudiar  en  un  curso  ei  doc- 
torado de  las  dos,  y  recibirán  el  título  de 
doctor  en  la  facultad  de  ciencias. 

Art.  6.®  La  facultad  de  ciencias  dará  en 
adelante  los  esludios  teóricos  que  son  de  su 
inslít«itü  á  otras  facultados  y  carreras  ,  en 
cumplimiento  de  lo  que  previenen  el  art.  76 
de  la  ley  de  instrucción  pública,  los  pro- 
gramas de  las  carreras  superiores  y  la  ley 
de  5  de  junto  de  1359. 

Arl.  7.**  Los  aspirantes  al  titulo  de  ¡nge- 
nierosde  caminos,  canales  y  puertos,  de 
ingenieros  de  minas  é  industriales ,  cursarán 
tres  arios  en  la  faculUd  de  ciencias,  y  dos 
los  aspirantes  á  ingenieros  de  montes,  sin 
perjuicio  de  los  estudios  prácticos  y  de  apli- 
cación propios  de  cada  carrera ,  que  se  hará»» 
en  las  respectivas  escuelas  especíales  á  te- 
nor de  lo  qt^e  dispongan  los  reglamentos. 

Art.  8.®  Queda  prohibida  la  simultanei-* 
dad  de  la  facultad  de  ciencias  con  toda  otra, 
y  de  sus  secciones  entre  si. 

Art.  9.®  Por  el  presente  curso  continua- 
rán los  estudios  de  ciencias  en  las  universi- 
dades donde  se  hallan. 

Arl.  10.  De  las  disposiciones  contenidas 
en  este  decreto  dará  mi  Gobierno  cuenta  á 
las  Cortes  en  la  próxima  legislatiiríi.  1>aúo 
en  Palacio  á  24  de  octubre  de  1866. — Está 
rubricado  de  la  real  mano.— El  Mtnislro  de 
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Fomento,  Manuel  de  Orovio.»  (Gao.  27  oc« 
iubre.) 

340.  IKQENIBB08  (oJkx^i^umj^  apis). 
— B.  D.  de  24  de  octubre  determinando  los 
reCiuisitoe  para  ingresar  en  ella  j  sus  esta- 
dios en  la  facultad  de  cienoias  y  en  su  so- 

(FoM.)  «Conrormándome  con  lo  pro- 
puesto por  mi  Ministro  de  Fomento,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  i.^  Para  ingresar  en  la  carre- 
ra de  ingenieros  d^  caminos,  canales  y 
puertos,  de  Vninas,  de  montes  é  induslría- 
ies,  se  necesitan  las  condiciones  siguientes: 

Diez  y  seis  años  de  edad;  consentimien- 
to del  padre,  curador  ó  encargado ;  eertiñ- 
caciori  de  buena  conducta,  y  sufrir  un  exá- 
nirn  de  las  materias  siguientes: 

Escritura  correcta  al  dictado;  gramática 
castellana;  historia  sagrada ;  general  y  de 
España ;  geografía  \  aritmética ;  álgebra  y 
geometría;  nociones  de  física  y  química  y 
de  historia  natural;  traducción  de  lengua 
francesa.  Los  que  fueren  bachilleres  en  ar- 
tes no  serán  examinados  de  gramática  ni 
de  historia  sagrada  ,  general  y  de  España. 

Art.  2.^  Los  exámenes  á  que  se  reñere 
el  artículo  anterior  se  harán  en  la  escuela 
en  que  el  alumno  desee  ingresar  por  tres 
profesores  de  la  misma:  una  vez  aprobado 
el  alumno,  quedará  inscrito  en  ella  en  un 
registro  especial. 

Art.  3.®  El  alumno  aprobado  en  los  tér* 
minos  que  quedan  establecidos,  para  se- 
guir la  carrera  de  ingenieros  de  caminos, 
deberá  estudiar  en  tres  años  en  la  facultad 
de  ciencias  las  asignaturas  siguientes: 

paiUBR  AHO. 

Complemento  del  álgebra,  geometría  y 
trigonometría  rectilínea  y  esférica. 
Química  general. 
Ampliación  de  la  mineralogía. 

SEGUNDO  Alio. 

Geometría  analítica  de  dos  y  tres  dimen- 
siones. 

Cálculo  diferencial  é  integral. 
Ampliación  de  la  física. 

TBRCER  AKO. 

Mecánica  racional. 

Geometría  descriptiva. 

Geología  y  Paleontología. 

Art.  4.®  Para  la  carrera  de  ingenieros 
de  minas,  los  estudios  de  la  facultad  de 
ciencias,  tambieu  en  tres  ailos,  serán: 


PMIIIR  AÜO. 

Complemento  del  álgebra,  geometría  y 
trigonometría  rectilínea  y  esférica. 
Química  general. 
Mineralogía,  botánica  y  zoología. 

8B6URD0  AÜO. 

Geometría  analítica  de  dos  y  tres  dimen- 
siones. 

Cálculo  diferencial  é  integral. 
Ampliación  de  la  mineralogía. 

TERCER  AMO. 

Mecánica  racional. 
Geometría  descriptiva.  * 
Geología  y  paleontología. 
Art.  5.®   Los  aspirantes  á  ingeníeroade 
montes  estudiarán  en  dos  años: 

paiMBR  aSo. 

Complemento  del  álgebra,  geonketría  y 
trigonometría  rectilínea  y  esférica. 
Ampliación  de  la  física. 
Quín^ica  general. 

SBGüRoo  aHo. 

Geometría  analítica  de  dos  y  tres  dimen- 
siones. 

Organografía  y  fisiología  vegetal. 

Fitografía  y  geografía  botánica. 

Geología  y  paleontología. 

Art.  6.^  Los  que  hayan  de  seguir  la 
carrera  de  ingenieros  industriales  deberán 
ganar  en  tres  años  las  asignaturas  si- 
guientes: 

PRIMER  aHo. 

Complemento  del  álgebra,  geometría  y 
trigonomeliía  reciilíuea  y  esférica. 
Ampliación  de  la  física. 
Química  general. 
Mineralogía  y  botánica. 

SEGUNDO  aSo. 

Geometría  analítica  de  dos  y  tres  dimea* 

siones. 

Cálculo  diferencial  é  integral. 
Amplincinii  de  la  química,  ó  sea  químic<i 
inorgánica  y  orgánica. 

TERCER  Alie. 

Mecánica  racional. 
Geometría  descriptiva. 
Análisis  químico. 

Art.  7.«  Verificados  en  la  facultad  de 
ciencias  los  esludios  de  que  queda  hecho 
mérito,  los  alumnos  de  oada  carrera  ín^ 
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grétaráti  en  *o  escaela  respectiva,  mediante 
nuevo  examen  general  de  Jas  materiaa  es* 
tttdiadas  ante  un  tribunal  misto  de  eatedrá- 
ticos  de  la  facultad  y  profesores  de  la  es« 
oaela. 

Art*  8.^  Para  la  carrera  de  logenicros 
de  caminos,  de  minas,  montes  é  industria- 
les se  estudiarán  tres  años  en  la  escuela:  el 
orden  de  estos  estudios  especiales  se  deter- 
minará en  los  respectivos  programas  de  las 
mismas. 

Art.  9.^  Los  que  fueren  bachilleres  en 
artes  podrán  aprovechar  los  estadios  de  la 
facultad  de  ciencias  para  recibir  en  ella  el 
grado  de  bachiller,  y  aun  e(  de  licenciado  y 
doctor  si  completaren  las  asignaturas. 

Art.  10.  De  las  dÍ8|>08Íciones  contenidas 
en  este  decreto  mi  Gobierno  dará  cuenta  á 
las  Córles  en  la  próxima  legislatura.  Dado 
en  Palacio  á  24  de  oclubre  de  1866.— Está 
rubricado  de  la  real  mano. — El  Mtnislro  de 
Fomento,  Manuel  de  Orovio.s  {Gae.  27  oe- 
tubre ) 

841.  7flBBO.0ARB£Ll!8.'B.  O.  de  20 
de  octobre  disponiendo  que  los  expedien- 
tas de  ezpropiaoioa  se  arohiven  en  los  Oo- 
biernos  de  proFinola  sin  que  puedan  ser 
objeto  de  revisión.... 

(FoM.)  «La  oposición  de  algunas  compa- 
ñías concesionarias  de  ferro*carriles  á  exhi- 
bir los  expedientes  de  expropiación  de  ter- 
renos que  conservan  en  su  poder,  impidien- 
do la  resolución  de  las  reclamaciones  de  los 
dueños  de  terrenos  expropiados  |>or  daños 
y  perjuicios  conocidos  posterior m*^nte  á  la 
instrucción  del  expediente  ,  ó  nacidos  de  su 
viciosa  tramitación ,  ha  motivado  repelidas 
consultas  de  los  Gobiernos  de  provincia 
acerca  de  si  dichos  expedientes  originales  y 
las  excriluras  de  transacción  entre  la^  em- 
presas y  los  prppi*»! arios  deberán  conservar- 
le por  aquella  ó  si  chivarse  en  los  Gobiernos 
de  provincia,  como  la  duda  de  «i  uiiimadn 
un  expediente  de  esia  clase  procede  su  revi- 
sión por  reclamaciones  de  perjuicios  poste- 
riores á  su  terminación. 

En  vista  de  eslas  dudas  y  diBcuitnde^,  y 
en  la  n^esidad  de  ponerlas  término,  la  Rf>i- 
na  (Q.  D.  G.),  de  acuerdo  con  pI  dictamen 
do  la  sección  do  Gobcrnncinn  y  Fomento  del 
Consejo  de  Estado,  há  tenido  á  bien  re- 
solver: 

Que  ios  expedientes  originales,  así 
como  las  escrituras  de  transacción  para  la 
adquisición  de  terrenos  con  destino  á  un  fer- 
ro-carril, deberán  archivarse  en  el  Gobierno 
dejirovincia  respectivo,  pudiendo  las  com- 
pañías concesionarias,  bien  reducir  á  escri- 


tura páblicá  las  adquisiciones  de  terrenos  y 
las  transacciones  que  celebren,  ó  bien  pedir 
á  la  administración  pública  un  certificado  de 
lo  que  resulte  de  dichos  expedientes  para 
justificar  en  todo  tiempo  y  en  cualquiera 
forma  la  propiedad  de  los  terrenoii  que  las 
mismas  adquieren. 

2.  ®  Que  los  expedientes  de  esta  claae, 
una  vez  fenecidos  u6  pueden  ser  objeto  de 
revisión  sino  en  el  caso  de  que  posteriormen- 
te se  denuncie  la  falsedad  de  alguna  diligen- 
cia, 6  la  perpetración  de  cualquiera  otro  de- 
lito con  ocasión  de  ellas,  de  que  deban  co- 
nocer los  tribunales. 

3.  *^  Que  los  menoscabos,  gravámenes  ó 
perjuicios  no  incluidos  en  el  expediente  de 
expropiación  por  que  á  la  sazón  fueran  des  • 
conocidos  no  pueden  hacer  revivir  el  expe- 
diente sino  que  deberán  proponerso  y  ven- 
tilarse >n  otro  nuevo ,  correspondiendo  su 
resolución  al  Gobierno,  con  arreglo  ai  regla- 
mento de  27  de  julio  de  1853. 

4.  *  Y  por  tjllinio,  que  los  daños  y  per- 
juicios causados  con  la  ejecución  de  un  fer  • 
ro«carríÍ  deben  reclamarse  ante  la  autoridad 
del  Got>ernador  de  la  provincia,  con  apela- 
ción en  su  caso  de  lo  que  est«>  resuelva  por 
la  vía  contenciosa  al  Consejo  provincial,  se- 
gún previenen  loi  artículos  30  y  31  de  ta 
instrucción  de  10  de  octubre  de  1845.  De 
real  órden  ,  etc.  — Madrid  20  de  oclubre 
de  1866.— Orovio.»  {Gac.  27 octubre.) 

842.  B3SOI8TB08  DO  IiA.  PBOFI1B- 
DAD.  -B.  O.  de  28  de  octubre  «aclarando  la 
de  14  de  febrero  áltimo  sobre  asientos  en  los 
libros  provisionales,  gastos  etc. 

(Grac.  t  Just.)  cHe  dado  cuenta  á  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  instruido 
con  motivo  de  las  consultas  de  algunos  re- 
gistradores de  la  propiedad  acerca  de  las  di- 
ficultades que  ofrece  la  exacta  observancia 
de  la  R.  O.  de  14  de  f»íbrero,ú't¡mo ,  en 
que  se  previno  la  formación  de  libros  provi- 
sionales  cuando  son  muchos  los  asientos  qiie 
en  estos  se  han  verificado ,  y  sobre  quién 
deberá  abonar  los  gastos  que  ocasione  la 
traslación  de  dichos  asieutotf  á  los  libros  ta- 
lonarios cuando  el  registrador  que  los  exten- 
dió no  lo  haya  ejecutado  por  haber  fallecido 
6  cesado  en  sus  funciones;  y 

Considerando  que  por  haber  «ido  necesa- 
rio rescindir  la  contrata  sobre  impresión  y 
encuademación  de  los  libros  del  registro  y 
celebrar  otra  nueva  ,  la  falta  de  dichos  libros 
en  algunos  registros  ha  durado  mas  iieni|'0 
del  que  debió  presumirse  al  dictarse  la  cita- 
da R.  O.  de  14  de  febrero*  dándose  ocasi<  n 
á  que  se  hayan  hecho  muchos  asientos  en  los 
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libros  provisíonnlps,  W^fi^^náo  n  3.000  en  al- 
giin  regrislro  de  la  propiedad: 

Considerando  que  por  esta  circansfancia  es 
necesario  modificar  algunas  de  tas  disposi- 
ciones contenidas  en  la  expresada  real  órdcn, 
porque  de  oiro  modo  se  perjudtcaria  el  ser- 
vicio público: 

Y  contiiierando  que  el  registrador  que  ha 
extendido  los  asientos  en  los  libros  provisio- 
nales es  el  que  tiene  derecho  á  percibir  los 
honorarios  marcados  en  el  arancel  ♦  y  por 
«lio  es  el  obligado  á  verificar  la  traslación  de 
dichos  asientos  á  los  libros  talonarios ,  y 
habiéndolo  verificado  á  abonar  los  gastos  que 
Ja  misma  ocasione;  obligación  que,  cano  de 
haj)er  fallecido,  pasa  á  sus  herederos; 

S.  M.,  de  acu'^rdo  con  lo  propuesto  por 
V.  I.,  se  ha  servido  resolver  lo  siguiente: 

1.^  Los  registradores  de  la  propiedad  que 
hayan  abierto  libros  de  registro  provisiona- 
les y  tengan  ya  los  talonarios  correspon- 
dieiiies  darán  parte  oficial  al  Juez  de  prime- 
ra instancia  del  partido,  á  fin  de  que  en  el 
dia  siguiente,  sienJo  hábil,  se  verifique  en 
«I  local  del  registro  el  cierre  de  l6dos  los  re- 
feridos libros  provisionales,  previo  examen 
de  los  mismos  que  hará  el  Juez  para  asegu- 
rarse de  que  se  han  llevado  con  sujeción  á 
lo  prescrito  en  la  R.  O.  de  14  de  Tebrero  úl- 
timo; y  enconlrándoios  conformes,  al  final 
de  cada  uno  de  ellos  se  extenderá  diligen- 
oia  expresiva  del  número  de  asientos  que 
content;:a ,  y  de  que  no  hay  blancos,  enmien- 
das, raspaduras  ni  interlineados,  ó  determi- 
nándose los  que  resulten,  cuya  diligencia 
firmarán  el  Juez  y  el  registrador.  Si  los  li- 
bros no  eslnviosen  conrorm»»H  con  lo  preve- 
nido en  dicha  real  orden  ,  se  extenderá  sin 
embargo  la  diligenciado  cierre;  pero  ha- 
ciendo constar  en  ella  Ion  defectos  que  con- 
tengan, poniéndolo  el  Juez  en  conocimiento 
del  Regente  de  la  Audiencia  para  la  resolu- 
ción que  corresponda. 

2»^  Los  registradores  que  aun  no  tengan 
en  su  poder  los  libros  talonarios  quesean  in- 
dispensables practicarán  lo  que  queda  dis- 
puesto luego  que  los  reciban. 

3.  ^  Verificado  el  cierre  de  todos  los  libros 
provisionales ,  se  extenderán  en  los  talona- 
rios todos  ios  asientos  relativos  á  los  tilulos 
que  obren  en  el  registro  ose  presenten;  pe- 
ro si  dichos  títulos  se  refieren  á  fincas  sobre 
las  cuales  hubiera  algún  asiento  en  los  libros 
provisionales ,  deberá  antes  trasladarse  este 
á  los  talonarios. 

4.  ®  No  podrán  los  registradores  librar 
eerliiicaciou  alguna  con  referencia  á  los 
asientos  de  los  libros  provisionales  que  no 
estén  trasudados  á  los  talonarios. 


5.  ®  Procurarán  dichot  funcionnrios  eje- 
cirtar  la  referida  traslación  de  todos  los 
asientos  de  los  libros  provisionales  á  los  ta- 
lonarios con  la  actividad  que  sea  posible, 
sin  que  se  desatienda  el  servicio  corriente^ 

6.  ^  Guando  se  haya  realizado  la  total 
traslación ,  e)  registrador  dará  parle  oficial 
al  Jaez  de  primera  instancia  del  partido  á 
fin  de  que  en  el  dia  que  este  designe  se  ve^^ 
ri fique  en  el  local  del  registro  la  comproba* 
cion  de  los  asientos  trasladados;  y  resul- 
tando que  lo  han  sido  bien  y  fielmente,  se 
hará  constar  por  diligencia  extendida  en  ca* 
da  uno  de  los  libros  provisionales  á  conli* 
nuaoion  de  la  de  cierre,  que  firmarán  el 
Juez  y  el  registrador ,  y  practicado ,  se  ar- 
chivarán dichas  libros  en  el  del  registro,  po- 
niéndolo el  registrador  en  conocimiento  del 
Regente  de  la  Audiencia,  quien  lo  partici* 
pará  á  la  Subsecretaria  de  este  Ministerio. 

7.  ®  Quedan  vigentes  las  disposiciones 
contenidas  en  la  citada  R.  O.  de  14  de  fe* 
brero  último ,  en  cuanto  no  hayan  sido 
modificadas  por  la  presente. 

8.  ®  En  el  caso  de  que  algún  registrador 
haya  cesado  en  sus  funciones  antes  de  ve- 
rificar la  traslación  á  los  libros  talonarios  de 
los  asientos  que  hubiere  extendido  en  los 
provisionales,  deberá  abonar  al  que  la  eje- 
cute los  gaslos  que  con  tai  motivo  se  te  oca- 
sionen. Igual  abono  deberán  hacer  en  su 
caso  los  herederos  del  registrador  que  hu- 
biere fallecido  al  que  verifique  la  traslación 
de  dietios  asientos. 

9.  ^  Los  interesados,  de  común  acuerdo, 
fijarán  el  importe  de  tales  gastos;  y  si  no 
hubiere  avenencia,  expondrán  sus  diferen- 
cias por  la  via  gubernativa  al  Juez  de  pri- 
mera instancia ,  el  cual  con  su  informe  lo 
pondrá  en  conocimiento  del  Regente  de  la 
Audiencia  para  que  resuelva  lo  que  estime 
justo.  Esta  resolución  se  llevará  á  efecto  sin 
l>erjuicio  del  derecho  del  que  se  crea  agra- 
viado para  acudir  á  la  via  judicial.  Dichas 
reclamaciones  no  serán  obstáculo  en  ningnn 
caso  para  que  el  encargado  del  registro  lle- 
ve á  efecto  la  traslación  de  los  asientos  de 
los  libros  provisionales  á  los  talonarios.  De 
real  ó«-den  etc.  Madrid  23  de  octubre  de 
1866.— Arrazola.»  (Gac.  27  octubre,) 

jcmspRCDEKCu  mil. 

«ftenSenela»  del  Trlfenuat  iSiipreaio  en 
r«earflO0  de  easael^n ,  nalldad  é  In* 
JasSIela  arteria. 

R£TBACTO.   En  las  ventas  á  pla- 
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jBsoóál  fiado  el  rHrayenle  no  está  obUga- 
íhála  eomignacion  de  todo  el  precio,  ^ 
wáU)  que  ¿l  comprador  se  obligó,  pres* 
tando  fiama  que  asegure  el  precio  en  los 
plazas  y  forma  convenida  en  la  escritura 
de  venta ,  cuyafiauza  equivale  á  ta  óomig- 
nactwi.-^ACCION  BESCISOBIA.  Se- 
gún loí{  arts.  od  y  dS  de  la  ley  hipóte- 
oariii  no  se  da  didia  acción  cotiíra  teree- 
fu>  que  ha^  inscí*ito  los  títulos  de  su 
r^<peGt%vo  derecho;  pero  dube  entenderse 
que  no  basta  la  presentación  en  el  regis- 
tro ,  pues  se  requiere  precisamente  que  la 
inscripción  se  liaya  hecho  para  obstar  á 
aquella  --La  demanda  de  retracto  en» 
vuelve  la  de  rescisión  de  la  venta. 

Seolencia  de  12  de  jaoío  de  1866. 

Pleito  scgurdo  ed  el  J<iz??ado  de  las 
Palmas  y  Audieucía  de  CuDarias  por  doo 
Pedro  Armas,  como  marido  de  doiía  Au- 
iHÚ-A  Ramos,  con  D.  José  Lorenzo  Beiii- 
lez  y  D.  Juan  Esitjbau  García ,  sohre  re- 
iracio.  Hé  aquí  los  resultados  que  ofrece 
este  pleito:  , 

Por  escritura  otorgada  en  24  de  febre- 
ro de  1864,  presentada  en  el  registro  de 
la  propiedad  en  el  mismo  dia,  y  que  se 
inscribió  prevenliYamenle  el  á5  y  26, 
D.  Anloaio  Ramos  vendió  á  Benilez  una 
hacienda  compuesta  de  las  partes  que  se 
indican  por  precio  de  6o  000  rs.  que  ba- 
hía de  pagar  el  comprador  el  dia  24  de 
febrero  de  1870,  abonando  en  el  ínterin 
el  rédito  del  10  por  100  por  anualidades 
anticipadas,  como  ya  había  satisfecho  la 
primera;  poniéndose  por  Condición  que  si 
dejaba  de  pagar  á  su  tiempo  cualquier 
plazo  de  los  intereses,  quedaría  rescindi- 
do el  contrato  sin  opción  á  cobrar  las  me* 
joras  qcie  hubiere  hecho,  etc. 

En  26  del  mismo  mes  Benitez  otorgó 
otra  escritora ,  que  fué  presentada  en  el 
registro  de  la  propiedad  en  el  siguiente 
diá  27,  habiéndole  hecho  la  inscripción 
preventiva  en  16  de  marzo,  por  la  cual 
vendió  a  D.  Juan  Bstéban  García  las  mis- 
mas lincas  couleiiida^  en  la  anterior,  con 
las  conilicioucá  con  (]ue  él  las  hibia  aJ- 
quirido  y  por  precio  de  90.000  rs.,  de  ios 
cuales  confesó  haber  recibido  50.000  ,  y 
los  60.000  restantes  quedaban  en  podeV 


de  García  para  entregarlos  á  su  tiempo  i 
Ramos  con  los  intereses ,  en  la  foruia  es<- 
tipulada. 

En  el  mismo  dia  26  de  febrero,  D.  Pe- 
dro Armas,  como  marido  de  doña  Ange« 
!  la  RaiDos,  acudió  aJ  Juzgado,  presentan* 
!  do  varías  partidas  sacramentales  de  las 
I  que  aparece  que  esta  es  hermana  carnal 
He  D.  Antonio  y  que  sus  padres  habían 

1  fallecido;  y  entablando  demanda  de  re- 
tracto, en^a  que  hizo  mérito  de  la  escri- 
tura de  venia  otorgada  á  favor  de  Beui- 
tez,  pidió  que  se  condenara  al  mismo  á 
tras()asar  las  (incas  á  doña  Angela  como 
parienta  del  vendedor  dentro  del  cuarto 
grado,  jurando  que  las  quería  para  dicha 
su  esposa,  y  obligándose  á  no  enajenarlas 
dentro  de  dos  años  si  no  ocurría  alguna 
desgracia  que  menoscabara  su  fortuna,  y 
á  prestar  (ianza  suKcíente  que  asegurase 
el  pago  del  precio  y  sus  réditos  á  los  pla- 
zos y  con  las  condiciones  que  resultaran 
de  la  escritura  de  venta.  Manifestó  en  el 
primer  otrosí  del  mismo  escrito  que  por 
no  conocer  con  exacli  tud  las  condiciones 
de  la  venta  no  había  otorgado  desde  lue- 
go la  lianza,  y  pidió  que  en  el  caso  de 
considerarse  preciso  que  la  prestara  den- 
tro de  los  uueve  dias,  se  le  lijara  su  im- 
porte; solicitando  en  el  segundo  que  se  le 
diera  copia  de  la  escritura  de  venta  hecha 
por  el  D.  Antonio  á  Benitez,  y  en  el  ter- 
cero que  se  requiriese  á  este  para  que  no 
hiciera  variaciones  ni  gastos  extraordina- 
rios en  la  hacienda;  y  e:iponiendo,  por 
liltímo,  en  el  cuarto  que  si  se  determina- 
ba que  la  hanza  fuera  hipotecaria  la  da- 
ria  con  la  Gnca  que  designó. 

Por  auto  del  mismo  dia  se  hubo  por 
presentada  la  demanda,  con  reserva  de 
proveer  á  ella  luego  que  Armas  acredita- 
ra haber  celebrado  el  acto  de  conciliación, 
y  se  mandó  (jiie  el  mismo  prestase  lianza 
por  valor  de  oO.OOO  rs.,  estimándose  las 
salicitudes  del  segundo  y  tercer  otrosí; 
y  en  su  virtud  fué  requerido  Benitez  en 

2  de  marzo,  citándole  al  propio  tiempo 
para  sacar  el  testimonio  da  la  escritura  que 
se  hibia  de  entregar  al  actor,  el  cual  en 
otro  escrito  del  día  5  expuso  que  en  la 
noche  anterior  había  tenido  noticia  de  la 
venta  hecha  por  Bjuitcz  á  García,  y  que 
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ampliaba  sil  demanda  de  retracto  á  esta 
▼enta»  pidiendo  que  se  le  diera  tambieo 
copia  de  la  escritura  de  ella,  jo  cual  se 
estimó  y  se  pusieron  testimonios  de  las 
dos  escrituras,  los  cuales  presentó  D*  Pe- 
dro Armas  en  i5  de  abril  juntamente  con 
la  certificación  del  acto  de  conciliación  y 
la  escritura  de  fianza  que  habla  otorgado 
en  31  de  marzo  para  asegurar  el  re- 
tracto. 

Conferido  traslado  de  la  demanda  á 
Benitez  y  Garcia,  después  de  haberse 
desestimado  la  solicitud  que  dedujeron 
para  que  se  declarase  que  no  estaban 
obligados  á  contestar  hasta  (]ue  el  actor 
consignara  el  precio  de  ios  bitnes  que  in- 
tentaba retraer,  presentaron  el  escrito  de 
contestación  pidiendo  que  se  denegara  el 
retracto  con  las  costas,  fundátidose  Beni- 
tez: 1.**,  en  que  ant(*s  de  comprar  la  ha« 
cienda  habla  preguntado  á  Armas  si  de- 
seaba adquirirla,  y  hahia  manifestado 
que  no:  2.^,  en  que  este  no  la  quería  pa- 
ra su  esposa,  .«¡no  pnra  un  tercero  que 
dal>a«l  dinero:  3.®,  en  que  no  habia  con- 
signado el  precio,  a  pesar  ile  serle  cono* 
cido  cuando  dedujo  su  acción,  y  con  ma- 
yor segundad  al  presentar  el  íestimonío 
de  las  escrituras,  no  hastan'lo  la  lianza 
que  para  las  ventas  hechas  al  liado  |)re- 
venia  la  ley  6.*.  tít,  43,  lik  10  de  la  No- 
vísima Recopilación,  porque  esta  ley  ha- 
bia sido  moJKicada  por  el  art.  674  de  la 
de  Enjuiciamiento  civil;  y  4.®,  en  que 
aun  suponieu'lo  lo  contrario,  debería  Ar- 
mas haber  otorgado  la  lianza  dentro  de 
los  nueve  dias,  y  consignado  los  6.000 
reales  que  él  tenia  entregados  antt:s  de 
oior«:arse  la  escritura  de  venia  y  los 
30.000  que  entregó  García.  Este  se  fun- 
dó en  que  scgun  las  disposiciones  de  la 
ley  hipotecaria  el  retracto  no  puede  tener 
lugar  contra  el  tercer  poseedor  que  liene 
presentados  sus  títulos  á  la  inscripción  en 
el  registro  de  la  propiedad  antes  de  ha- 
bérsele dado  coQuciinicnto  de  la  interpo- 
sición de  la  demanda ,  como  á  él  le  suce- 
día: 

Recibido  el  pleito  á  prueba  después  de 
unirse  á  los  autos  las  practicadas,  de  ins- 
truirse los  litigantes,  y  de  celebrarse  el 
juicio  verbal  en  11  de  enero  de  186j  el 
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Juez  de  pimera  instancia  dictó  sentencia, 
que  revocó  la  Sala  segunda  de  la  Audien* 
cía  por  la  suya  de  23  de  Doviembre,  eo  U 
que  declaró  haber  lugar  al  retracto  ínter-* 
puesto  por  D.  Pedro  Armas  como  mando 
de  doña  Angela  Ramos,  entendién(li>se 
rescindida  la  segunda  venta  que  a(>an*i'iji 
hecha  á  favor  deD.  Juan  Estéban  García, 
y  mandó  que  al  prímer  comprador  Beoiiex 
se  sustituyera  Armas,  el  cual  abonaría  des- 
de luego  los  6.000  rs.  de  la  primera  anua- 
lidad de  réditos  y  los  demás  gastos  cor- 
respondientes, y  se  le  otorgaría  escritura 
con  las  mismas'condíciones,  los  mismos 
plazos  y  en  los  propios  términos  que  U 
de  24  de  febrero  de  1864,  sin  omitirse 
tomar  razón  del  compromiso  contraído 
por  el  retrayente,  con  arreglo  al  art.  688 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.' 

Contra  este  fallo  interpusieron  Bt^aites 
y  García  recurso  de  casación  citando  el 
primero  como  infringido  el  art.  674  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  jurispra- 
dencia  establecida  por  este  Supremo  Tri- 
bunal en  sentencias  de  5  de  diciembre  de 
1856,  11  de  enero  de  1860  y  23  de  ma- 

Ío  de  1864,  porque  D.  Pedro  Armas  de- 
ió  consignar  el  precio  de  la  venta  que  lo 
era  conocido,  no  bastando  que.  ofreciera 
lianza  ni  que  invocase  la  ley  6.*,  tít.  13, 
lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  que  está  dero- 
gada por  el  citado  artículo;  y  alegando 
García  qiie  se  habían  quebrantado  tos  ar- 
tículos 36  y  38  de  la  ley  hipotecaria, 
porque  según  ellos  no  se  dan  acciones  res* 
cisonas  contra  tercero  que  haya  inscrito 
los  títulos  de  sus  derechos,  ui'se  anulan 
los  contratos  por  causa  de  retracto  ó  tan- 
teo, y  ia  semencia  anulaba  su  compra  y 
permitía  retraer  la  hacienda,  estando  los- 
crita  su  escritura  en  el  registro  de  la  pro- 
piedad: 

¥  eo  e«le  Supremo  Tribunal  han  ex- 
puesto los  recurrentes  que  también  se  hau 
infringido: 

i.*  La  ley  6.',  tfl.  13,  lib.  10  de  la 
Nov.  Recop.  en  la  parle  en  nue  pueda 
considerarse  vigenle  como  supletoria  del 
art.  (574  de  la  de  Enjuiciamiento  civil, 
por  no  haber  dado  Armas  la  fianza  den- 
tro de  los  nueve  dias: 
á-^  La  ley  16,  til*  22 ,  Partida  3.*,  y 
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la  doclrina  coosigoada  repelidas  veces  por 
este  irilMiDal  de  que  la  seQieoda  debe  ser 
«justada  4  la  demanda»  porque  ea  la  su- 
ya DO  había  pedido  Armas  que  se  decla- 
rase rescindida  la  venta  beeha  por  Beni-» 
tez  á  García,  y  el  Tallo  declaraba  la  res* 
cisión : 

ZJ"  El  art.  221  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civiU  que  determina  que  todas  tas 
contiendas  entre  partes  que  no  tengan  se- 
ñalada por  dicha  ley  tramitación  especial, 
serían  ventiladas  en  juicio  ordinario. 

T  4."*  El  art.  674  de  la  ciuda  ley 
respecto  al  retracto  entablado  contra  Gar* 
cía,  porque  no  se  había  consignado  la 
parte  de  precio  conocida,  ni  para  este 
retracto  se  prestó  lianza  alguna. 

El  Tribunal  Supremo  declara  no  haber 
lugar  al  recurso,  por  su  sentencia  de  12 
de  junio: 

aConsiderando  que  ofrecida  por  D.  Pedro 
de  Armas  en  su  demanda  de  retracto  y 
prestada  después  la  oportuna  fianza,  según 
la  designación  judicial ,  quedaba  asegurado 
suficientemente  el  pago  del  precio  y  sus  ré- 
ditos en  la  misma  forma  en  que  se  habia 
pactado  en  la  escritura  de  venta  que  otorga- 
ron D.  Antonio  Ramos  y  D.  José  Lorenzo 
Benitez ,  con  lo  cual  no  se  ha  infringido  ni 
el  art.  674  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil en  su  núm.  2.®,  ni  U  jurisprudencia  es- 
tablecida por  las  sentencias  de  este  Supre- 
mo Tribunal  que  se  invocan: 

Considerando  que  no  haciendo  mención  el 
tit.  13  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  de  las  ventas  á  plazo  ó  al  liado ,  no  era 
posible  en  el  caso  de  este  pleito  exigir  la 
consignación  de  todo  el  precio,  obligando 
así  al  retrayente  á  mas  de  lo  que  el  compra- 
dor Benitez  venia  üt>ligado;  en  cuyo  concep- 
to la  fianza  que  asegura  el  precio  en  los  pla- 
zos y  forma  convenida «  equivale  á  la  con- 
signación del  mismo,  cuando  desde  el 
momento  no  es  exigibte ,  puesto  que  por  el 
espíritu  y  letra,  asi  de  la  antigua  como  de 
la  novísima  legislación ,  el  retrayente  que- 
da subrogado  en  el  comprador  con  las  mis- 
mas obligaciones  que  contrajo: 

Considerando  que  cualquiera  qoe  sea  la 
eficacia  y  valor  de  la  ley  6.^,  Itt.  13,  libro 
10  de  la  Nov.  Recop.  después  de  publicada 
la  de  Enjuiciamiento  civil ,  habiéndose  re- 
chazado aquella  por  el  recurrente  como  de- 
rogada, no  cabe  que  por  el  mismo  se  invo- 
que como  vigente  al  hacer  uso  del  derecho 
que  el  art.  1.049  le  da  de  citar  otras  distintas 


leyes  ó  doctrina  legal  de  las  que  designase 
como  infringidas: 

Considerando  que  si  bien  por  los  arta.  3$ 
y  38  de  la  ley  hipotecaria  se  dispone  que  la 
acción  resctsoria  no  se  da  contra  tercero  que 
haya  tn$crito  \o%  títulos  de  su  respectivo  de- 
recho, conforme  á  lo  prevenido  en  la  misma; 
apareciendo  que  la  demanda  de  retracto  di- 
rigida contra  Benitez  se  presentó,  proveyó 
y  fué  ampliada  á  D.  Juan  Estéban  García 
con  anterioridad  á  la  in$eripci<m  preventiva 
en  el  registro  de  la  propiedad  de  la  escriiu* 
ra  de  venta  que  Ins  citados  Benitpz  y  Garcia 
otorgaron ,  no  pueden  ser  aplicables  al  caso 
actual  aquellas  prescripciones,  que  se  con- 
traen á  títulos  inscritos: 

Y  considerando ,  porállimo,  que  la  de* 
manda  de  retracto  tiene  una  tramitación  es- 
pecial y  lleva  por  objeto  necesariamente  la 
rescisión  de  la  venta ,  á  cuyo  fin  se  inlerpo* 
ne  para  dar  lugar  á  otra  nueva,  punto  com- 
prendido y  discutido  en  el  pleito  con  inter- 
vención de  García ,  por  lo  cual  la  ejecutoria 
al  declarar  que  se  entienda  rescindida  la  se- 
gunda ventrquB  aparece  á  favor  del  citado 
Garda,  no  ha  podido  infringir,  ni  el  artíeu* 
lo  221  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni 
la  ley  16,tíU  22,  Partida  3.*  y  doctrina 
que  se  invocan.»  {Gao.  2 1  julio,) 

PBIJEBAS.  La  apreciación  de  la 
testilical  corresponde  i  la  Sala  juzgado^ 
ra^  y  cuando  no  se  cita  contra  esto  apre* 
eiaeion  algum  infracción  legal,  no  pro* 
cede  la  casación  de  la  sentencia.  La  ley 
40,  tu.  i  6,  Partida  3.*  que  consigna  rc' 
qlas  determinadas  para  la  apredacion 
judicial^  se  halla  esencialmente  modifi" 
cada. 

BBOONOOnaBNTO  JUDIOIAÍi. 
Al  Jue%  corresponde  apreciar  el  resul- 
tado... y  decidir  lo  que  entienda.. . 

Seiteicia  it  13  de  juís  de  4866. 

Declara  el  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Manuel  Qiiínteiro  contra  senten- 
cia de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia 
de  La  Coruna,  eo  pleito  sobre  aegacíou  de 
servidumbre. 

«Considerando  que,  según  el  art.  317  do 
la  ley  de  Enjuiciamiento,  en  las  cuestiones 
de  hecho  para  cuya  justificación  se  ha  pro- 
ducido por  las  parles  prueba  testifical  cor- 
responde á  la  Sala  juzgadora  el  apreciarla 
según  las  reglas  de  la  sana  crítica ;  y  que 
por  consiguiente,  cuando  no  se  cita  contra 
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esUi  apreciación  alguna  infracción  legal,  no 
pFoccae  la  casación  de  la  semencia: 

Considerando  que  no  puede  producir 
nqnei  efecto  ia  de  la  ley  40,  til.  16  de  la 
Parlida  3.*,  que  consigna  reglas  determi- 
iiadaa  para  la  apreciación  judicial ,  puesto 
q,ije  por  el  articulo  ya  citado  de  La  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  su  precepto  gene» 
ral  y  absoluto,  se  UaJ¿<c  esencialinenie  mo* 
dili^aaa: 

Considerando  que  teniendo  por  objeto  el 
reconocimiento  judicial  como  medio  proba* 
torio,  según  las  leyes  8.*  y  13,  tit.  44,  Par-» 
tida  3.^,  y  art.  279  de  la  de  Enjuiciamiento 
civU ,  que  el  Juez  vea  cual  es  el  fecho  por 
que  ha  de  dar  su  juicio,  é  en  qué  manera  lo 
jwdrá  mejor  é  mas  derechamsnle  de  partir, 
corresponde  por  consiguiente  al  mismo  apre- 
ciar el  resultado  de  esta  diligencia  y  deci- 
dir lo  que  entienda  mas  acertado ,  sin  que 
contra  esta  apreciación  pueda  alegarse  la 
infracción  de  las  citadas  leyes,  que  sola- 
mente  le  obligan  á  practicar  dicbo  recoaoci- 
tnienlo: 

.  Considerando,  en  tal  virtud,  que  oo  ha- 
biéndose probado  á  juicio  de  la  Sala  sen- 
tenciadora la  existencia  de  la  servidumbre 
<\e  acueducto  en  los  términos  que  pretende 
el  recurrenl«,  tam|>oco  se  ba  infringido  la 
ley  15,  til.  31  de  la  citada  Partida,  que  és- 
labloce  el  tiempo  necesario  para  la  pres- 
cripción de  este  derecbo,  según  sea  su  uso 
continuo  á  discontinuo.»  ((roeu  21  julio.) 

JliRlSPRBDEÜCIAJJIlIflISTRiTiyA. 

nesolaelonefl  á  coimaUa  del  Coiise|«  de 
Bñimáo  «obre  autor  Ilaciones  para 
procesar. 

EXACCIONES  ILEGALES.    No  es 

neceauna  autor izaciun  para  perseguir  el 
delito  de  exacción  ilegal. 

Decisión  de  17  de  janio  de  1866. 

En  viriud  de  qneja  prñsentaíla  ai  Xnz- 
gado  Lcrnia  por  vanas  vei*inos  de  Ro- 
Auela  contra  sn  Alcalde,  se  mand()  sa- 
car los  oporlunos  testimonios  para  proce- 
dcr  á  lo  que  hubiese  lugar,  siendo  uno 
(ie  ellos  rerTtMilo  á  haber  exigido  10  r>. 
á  cada  vecino  por  la  ieua  que  se  les  ha- 
bía dado  para  st!s  hogares,  sia  aproba- 
ción alguna.  El  Gobernador  de  Búrgos, 
en  cuyo  conocimiento  se  puso  el  hecho, 
rcíjiiirió  al  Juzgailo  para  que  con  suspo.ii- 
biuu  do  todo  procedimieulo,  soliciUbe  ia  i 


correspond léate  autorízaeioa,  y  el  Juzga- 
da sostuvo  su  opíDíoQ  de  que  no  es  oece- 
saría  ^  coma  así  Jo  ooosif*Qa  el  GoDsejo 
de  Estado  eo  su  decisión  de  17  de  junio, 
con  vista  del  art.dO,  párrafo  8/  de  la  ley 
de  28  de  setiembre  de  1863: 

«Considerando  que  el  que  se  supone  co- 
metido por  el  Alcalde  de  Royuela  es  el  d(i 
haber  exigido  ai  bitrariamente  y  sin  la  debi- 
da aulorizaoíon  ciertas  cantidades  á  los  ve- 
cinos del  pueblo ,  cuyo  delito  es  de  los  expre-^ 
sámenle  exceptuados  de  la  previa  autonja- 
cion ,  co<i  ai  regpio  al  airttculo  qne  se  acaba  de 
citar.»  (Gae.  2  julio.) 

MALVERSACION.  No  cotistituife 
este  ddUo  el  hecho  de  invertir  m  Ayun- 
tamiento en  objetos  de  interdi  mwúcival, 
et  5  por  iOO  de  premio  de  cobranza  de  lá 
'co3itribucion. 

Decisión  de  17  de  janio  de  1866. 

Solicitada  aulorízaciou  para  proceder 
contra  el  AyuQiamteDlode  Berbegal  atri« 
huyéndole  el  delito  de  malversación  por 
haber  invertido  el  3  por  160  de  cobranza 
de  la  contribución  en  gastos  dol  munici- 

Bio,  y  negada  por  el  Gobernador  de 
[uesca  >  confirma  la  negativa  el  Consejo 
de  Estado,  por  su  decisión  de  17  de  ju- 
nio: 

(íCensidenindo  que  de  fo  acluaéo  en  este 
expediente  aparece  como  un  t^cho  cierto  y 
oficialmente  comprobado  que  el  Ayunta- 
miento de  Berbegal  estaba  autorizado  por 
reales  órdenes  é  instrucciones  vigentes  para 
cobrar  el  ^  por  J 00  que  se  recargaba  en  la 
contribución  por  premio  de  cobranza,  po- 
diendo invertir  dicha  cantidad  en  ios  objetos 
que  estimase  convenientes  et  municipio: 

Considerando  que  en  su  virtud  el  referido 
Ayuntamiento  no  debe  responder  ante  los 
tribunales  de  justicia  de  un  acto  que  es  e^^en- 
cialmeníe  administrativo  y  se  halla  com- 
prendido en  la  esfera  de  sus  atribuciones; 
pues  si  pudo  abusar  en  la  omiáion  de  ciertas 
Tormalidades  meramente  reglamentarias,  pa- 
ra corregir  tales  fallas  está  expresamente  fa* 
en'lada  la  antoridad  superior  gerárquica.» 
{Gar.  2  julio  ) 


M.  iVl.  Alcubilla,  Director  f tro piet arto, 
y  ílditor  responsabls. 


MAimrO— í-np.  .}.•  Tvji  COTiailUor  &  carpo  F.. 
ia  liixh,  Ltait^uillo  15.— Aiiuiiiiut.  t'oJH;«tii>i  1.",  iiHMiif, 
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PABTB  lECISLATITA. 

■•eyeflf  deereiM,  reales  érdeaes  y  elre«- 
lares  de  lee  eestree  dIreetUee. 

348.  TBAFICO  NÜSQBIDBO.— B.  D.  de  29 
de  setiembre  mandando  obsenrar  las  dispo* 
aioiones  d«ü  proyecto  de  ley  aprobado  por 
Jos  Cuerpos  Cologisladores  y  votado  definí- 
tivamento  por  el  8enado.>-OapituIo  I.  Deli- 
tos que  son  objeto  de  esta  ley:  nutores:  oofii- 
pUoes:  enoubridores:  etc.— Gapitulo  U.  Pro* 
oedlmiento  y  competencia.  —  Capítulo  m. 
Empadronamiento  y  pensó  de  esclavos. 

(Ultramar.)  «Exposición  á  S.  M. — Se- 
ñora,— La  experiencia  de  muchos  años  ha- 
bía ya  demoslrado  cómo  era  ineficaz  la  ley 
de  represión  de  la  trata  de  2  de  marzo  de 
1845  para  cumplir,  no  solo  aauello  que  la 
opinión  de  los  hombres  honrados  justamen- 
te requería,  sino  todo  lo  que  con  vivísimo 
anhelo  deseaba  V.  M.  lograr,  secundada 
fielmente  por  cuantos  han  tenido  el  alto  ho- 
nor de  ser  sus  Consejeros  responsables. 

A  la  necesidad  de  remediar  con  mas  enér- 
gicos medios  el  mal  cuya  eslirpacion  no  ha- 
bían alcanzado  hasta  ahora  ni  aun  los  mejo- 
res propósitos ,  es  debido  el  proyecto  de  ley 
presentado  á  las  Cortes  en  19  de  febrero  de 
este  año  para  la  represión  y  castigo  del  trá- 
fico negrero. 

La  impugnación  á  lo  sustancial  de  sus  pre- 
ceptos hizo  mas  patente  coán  grande  era  la 
eslima  en  que  se  tenia  el  pensamiento  capi- 
tal de  lo  que  había  de  ser  lev. 
^  Sin  embargo,  por  desdichado  accidente 
no  se  puso  el  trabajo ,  ya  terminado  y  per- 
fecionado  mediante  ei  sabio  concurso  de  los 
Cuerpos  Colegisladores ,  en  condiciones  de 
someterse  á  la  sanción  de  V.  M. 

Votado  el  proyeclo  en  el  Senado;  votado 
en  el  Congreso  con  pequeñas  divergencias 
respecto  del  que  aprobó  el  alto  Cuerpo,  di- 
vergencias que  en  nada  alteran  la  economía 
general  de  la  ley  ni  las  radicales  bases  de 
sus  humanitarios  y  moraks  fines;  elegida 
comisión  mista ,  y  votado  y  aprobado  tam- 
bién su  dictámen  por  el  Senado,  dejó  sin 
duda  de  aprobarlo  el  Congreso  solo  porque  á 
petición  de  un  Sr.  Diputado  se  observó  la 
falta  de  número  para  votar  leyes. 

Bien  puede  decirle  que'si  reglamentaria- 
mente la  carencia  de  un  acto,  en  el  caso  ac- 
tual no  por  cierto  de  la  mayor  significación 
estorba  que  el  proyecto  se  considere  definí* 
Tomo  I  del  Digc. 


tivamente  volado,  moraimenle  ha  recibido 
la  mas  solemne  aprobación ,  y  moraimenle 
también  es  hoy  la  expresión  de  las  opinio* 
nes  del  país  legítimamente  representado,  co» 
mo  lo  es  de  las  del  Gubierno  y  de  los  vivos 
deseos  de  V.  M.  en  favor  de  la  completa  ex  * 
tinción  del  odioso  tráfico  conocido  con  el  no 
menos  odioso  nombre  de  la  (drata.» 

Difícilmente  podrá  citarse  un  hecho  seme- 
jante; y  tal  conjunto  de  bien,  meditadas  dis- 
osiciones ,  que  con  la  gran  autoridad  de 
aber  sido  discutidos  y  voladas  por  las  Cor- 
tes carecen  no  obstante  del  carácter  solemne 
que  necesitan  para  hacer,  sin  nueva  decla- 
ración extraordinaria,  obligatoria  su  obser* 
vancia  según  imperiosamente  lo  reclaman 
las  circunstancias  todas  de  los  tiempos  pre- 
sentes. 

A  la  vista  de  ellas ,  y  si  solo  hubieran  de 
adoptarse  enérgicas  medidas  para  llevarlas 
á  cabo  en  las  Antillas,  el  Gobierno  desde 
luego  se  habría  creído  con  potestad  bastante 
para  proponer  á  V.  M.  lo  mas  convenienle; 
y  aunque  pnr  justísimo  respeto  á  las  opinin- 
nes  de  los  Cuerpos  Colegisíadores ,  sin  va- 
riacion  alguna,  repitiese  la  fórmula  general 
de  los  preceptos  que  volaron  primero,  y 
que  después  trajo  a  un  todo  conforme  la  co- 
misión mista  ,  nunca  habría  entendido  que 
en  ello  iba  mas  allá  de  sus  legítimas  faculta- 
des. Al  querer  pagar  este  tributo  de  consi- 
deración merecida  á  las  decisiones  del  par- 
lamento, halla  sin  embargo  que  qqedarian 
incompletas  y  hasta  se  harían  irrealizables  st 
de  ellas  se  desmembrase  loque  corresponde 
ejecutar  en  la  Península,  y  la  derogación  de 
la  ley  de  2  de  marzo  de  1845.  Menester  es, 
pues ,  á  todo  trance  llevará  efecto  lo  qu*3 
en  rigor  y  moraimenle  votaron  las  Cortes. 

Ante  la  urgencia  y  la  perentoriedad  inex- 
cusable de  acudir  con  vigorosa  mano  á  la 
estirpacioh  de  un  comercio  tan  indigno  y  re- 
probado, que  (anta  perversidad  y  corrup- 
ción abriga  y  desenvuelve ,  y  tantos  peligros 
entraña  para  la  paz  y  quietud  de  la  monar- 
quía ,  y  para  el  sostenimiento  y  garantías  do 
cuantos  intereses  á  su  sombra  han  de  con- 
servarse, prosperar  y  vencer  todo  linaje  de 
asechanzas,  no  caben  vacilaciones.  El  Go- 
bierno, teniendo  en  su  abono  y  en  apoyo  de 
ta  justificación  y  de  la  sinceridad  de  sus  pro- 
pósitos por  lo  respectivo  á  la  Península  la 
opinión  ya  conocida  de  los  legisladores» 
cree  que  no  debo  dilatarse  el  planteamteiilo 
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y  la  ejecución  8e  lo  que  el  Senado  y  el  Con-  decreto  autorizado  para  que  se  observo  y 
greso  Uenen  acordado  de  hecho  y  aprobado  cumpla  lo  dispuesto  en  el  proyecto  de  ley 

referido  ,  que  votó  defíMitivarneute  el  S'Uia- 
do  en  la  citada  fecha  de  11  de  julio  de  o^ie 
año.  Madrid  29  de  seiiembre  de  1866.— Se- 
ñora:—A  L.  R.  P.  de  V.  M. — Alejandro 


definitivamente  de  una  manera  intrínseca, 
aunque  haya  de  ser  extraordinaria  la  forma 
de  exigirjsu  obediencia. 

De  lo  contrario ,  y  si  paralizara  su  acción 
y  la  iniciativa  eHérgica  de  cuya  falla  habría 
razón  para  pedirle  estrecha  cuenta,  teme- 
roso de  un  obstáculo  mas  reglamentario  que 
esencialmente  efectivo  ,  y  en  las  circunstan- 
cias actuales  poco  importante  en  sí  mismo 
como  resultado  que  es  de  causas  meramente 
accidentales  y  fortuitas,  con  justicia  incur- 
riría en  la  censura  de  negligente  y  nimio. 

Es ,  pues,  llegada  la  oportunidad,  y  no 
mas  tarde  que  en  la  ocasión  presente ,  de 
que  V.  M.  se  digne  mandarquese  cumpla  en 
todas  sus  parles  lo  establecido  para  la  repre- 
sión y  castigo  del  IráQeo  negrero  en  el  dic- 
támen  de  la  comisión  mista  del  Congreso  y 
del  Senado,  que  este  voló  definilivamente 
en  U  de  Julio  del  corriente  año. 

Por  lo  que  concierne  á  las  Antillas,  nada 
hay  que  no  sea  perfectamente  legal  en  lo  que 
se  propone  á  V.  M.;  relativamente  á  la  Pe- 
nínsula, el  Gobierno  asume  gustoso  toda  la 
responsabilidad  del  acto,  que  si  en  algún 
tiempo  se  le  acusa  de  haber  exigido  la  obe- 
diencia de  medidas  legislan  vas  fallas  del  úl- 
timo tiimile  á  que  se  opusieron  respetos  de 
un  reglamento ,  siempre  podrá  contestar ,  y 
contestar  juslificándose  con  la  exposición  de 
lo  que  pasa  actualmenlé  en  el  mundo,  que 
si  prescindió  de  ellos  no  fué  para  quebran- 
tar derechos,  sino  para  salvarlos;  no  fué 
para  perturbar  el  país,  sino  para  (^ejar  ep 
reposo  sus  ii^lereses;  no  ha  sido  para  ahogar 
y  sepultar  bajo  el  peso  de  una  ciega  deci- 
sión arbitraria  los  clamores  de  la  opinión, 
«¡no  para  réalizar  sus  justos  deseos  y  llevar 
á  la  práctica  del  régimen  de  nuestras  pro- 
vincias de  Ultramar,  y  á  la  aocion  de  los 
tribunales  con  la  premura  que  los  sucesos 
eontemppr^eos  imponen,  la  suipa  de  las 
roas  legilimas  y  laudables  aspiraciones  de 
lodos  Ips  hombres  que  se  interesan  sincera- 
mente por  ía  prosperidad  y  venliíra  de  núes- 
Irps  dominios  de  allende  los  mares. 

Escudado,  Señora,  vuestro  Ministro  de 
Ultramar  con  estas  razones  y  con  los  hechos 
de  cuya  exactitud  no  es  posible  dudar,  y 
confiado  en  que  al  proponer  la  ejecución  de 
io  qu^  tiene  en  su  apoyo  la  autoridad  del 
juicio  ya  conocido  de  los  representantes  de  la 
fjfacioQ,  cumple  con  un  alto  deber,  realiza 
un  fin  moral  de  inmensa  trascendencia,  y  li- 
bra al  Eslado  de  graves  conflictos,  no  Utu- 
bea  en  someter  á  la  real  aprobación  de  V.  M, 
de. acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  al 


Castro. 


RKAL  DECRETO. 


TefYtendo  presen^es^ <a^  rasones  expuesias 
por  el  Ministro  de  Ultramar,  y  de  acuerdo 
con  el  parecer  del  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  io  siguiente: 

Artículo  I."  Para  la  represión  y  castigtj 
del  tráfico  negrero ,  desde  la  publicación  del 
presente  decreto  en  la  Península  y  Ultramar, 
por  los  tribunales  y  autoridades  correspon- 
dientes de  los  respt»c1ivos  territorios  se  ob- 
servarán todas  las  disposiciones  del  proyec 
to  de  ley  adjunto,  que  á  consecvencía  del  die- 
lámen  de  una  comisión  mista  del  Congreso  y 
del  Senado  votó  este  definitivamente  en  11 
de  julio  del  corriente  año. 

Art.  2.^  El  Gobierno  dará  oportunamen- 
te cuenta  á  las  Oórtes  de  esta  medida  por  lo 
que  se  refiere  á  su  ejecución  en  la  Península 
y  al  cumplimiento  de  los  tratados  vigentes 
Dado  en  Palacio  á  29  de  setiembre  de  ISO^i. 
—Está  rubricado  de  la  real  mano.— El  Mi- 
nistro de  Ultramar,  Alejandro  Castro. 

PROYECTO  D£  LEY 

4  qae  st  rtGere  •!  retí  decreto  precédeme. 

CAPITULO  PRIMERO. 

De  ks  deUtos  ^9  son  objeto  de  esta  ley,  y  ie 
sus  penas» 

ArMculo  1."  Constituye  delito  para  los 
efectos  de  es  la  ley: 

Primero.  El  armamento  de  buques  y 
cualquiera  olra  operación  que  se  haga  en 
ellos  para  destinarlos  ai  tráfico  de  negros, 
asi  como  el  viajé  de  los  mismos  buques  á  la 
costa  de  Africa ,  cualquiera  que  sea  su  ban- 
dera. 

Segundo.  La  adquisición  de  negros  bo- 
zales fuera  de  las  islas  de  Cuba ,  Puerto-Rico 
ó  sus  adyacentes,  y  su  trasporte  á  estas  islas 
ó  á  cualquiera  otro  punto. 

Tercero.  La  introducción  de  los  mismos 
negros  en  las  islas  referidas,  ó  la  presencia 
en  sus  aguas  jurisdiccionales  de  buques  con 
cargamento  de  negros  bozales. 

Art.  2.®  Serán  considerados  como  auto- 
res del  delito. 

Primero.  Los  dueños ,  armadores,  con- 
signatarios, capitanes,  sobrecargos,  pilotos 
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j  eonlTAninestres  de  los  buqu^'s  desliundos  ó 
t|ue  se  destinaren  ai  Iráhco  de  esclavos. 

Segundo.  Los  dueños  del  cargamento  y 
los  capí  ta  lisias  por  cuya  cuenta  se  hagan 
las  expadicioiies  negreras. 

Tercero.  Los  individuos  de  ia  tripulación 
de  los  buqes  negreros ,  y  los  de  buques  que 
al  ser  apresados  se  encuentren  en  las  condi- 
CÚMU9S  expresadas  en  el  arl.  22. 

Art.  3.^  Serán  considerados  como  cóm- 
plices: 

Primero.  Los  que  con  anterioridad  ó  si- 
muUáiieamenle  al  acto  punible  tomaren 
parte  en  el  armamento  ó  en  las  demás  ope- 
raciones á  que  se  refiere  el  núm.  1.®  del  ar- 
tículo 1.®  respecto  á  buques  destinados  ó 
que  se  hubieren  de  deslinar  al  Irático  de 
negros. 

Segundo.  Los  que  cooperaren  á  la  per- 
petración del  delito  en  el  coatinente  de 
Africa  á  en  las  c«ilonias  del  golfo  de  Guinea, 
ó  en  las  islas  de  Cuba,  Puerto-&ioo  ó  sus 
adyacentes,  vigilando  las  costas ,  dando  no* 
tic'taa  para  favorecer  el  plagio  ó  ia  Introduc- 
ción de  ios  negros,  ó  coadyuvando  por  cual- 
quier otro  medio  directo  ó  indirecto  al  éxito 
de  la  empresa. 

Art.  4.*^  Serán  considerados  como  encu- 
bridores: 

Primero.  Los  empleados  de  cualquier 
clase  y  categoría  que  teniendo  noücia  del 
arauimenio  ó  preparación  de  buques  con 
deslino  al  trátíco ,  o  de  cualquiera  de  los  ac- 
tos  expresados  en  el  art.  1.^,  no  dieren  avi- 
so oportutto  á  la  autoridad. 

Segundo.  Todos  los  que  después  de  ve- 
rificado el  desembarco  en  las  islas  de  Cuba  ó 
de  Puerto-Rico  ocultaren  los  bozales,  prote- 
gieren su  intfoduecioM  en  las  fincas,  les  pro- 
porcionarep  documentos  falsos  de  inscripción, 
facilitaren  su  venta,  ó  los  adquirieren  por 
cualquier  titulo. 

Tercero.  £1  dueño,  arrendatario  ó  admi- 
nistrador de  finca  en  las  islas  de  Cuba,  Puer- 
to-Rico ó  sus  adyacentes  en  que  se  hallaren 
uno  ó  mas  negror  cuya  inscripción  en  el  re- 
gistro no  se  justifique  debidamente ,  á  menos 
que  alegue  y  pruebe  la  excepción  expresa- 
da en  ei  número  segundo  del  art.  20. 

Art.  5.®  £1  armameato  y  las  demás  ope- 
raciones á  que  aiude  ei  número  primero  del 
art.  1..^  reapedo  á  buques  destinados  ó  que 
se  hubieren  de  destinar  al  tráfico  de  negros 
y  la  salida  de  dichos  buques  de  puertos  es- 
pañoles para  Africa,  se  castigaran  con  las 
penas  de  presidio  menor  y  multa  de  20.000 
á  40.000  escudos. 

Art.  6.^  La  adquisidon  de  negros  boza- 
les fuera  de  Jas  islas  de  Cuba  ó  de  Puorto- 
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Rico  para  introducirlos  en  dichas  islas,  y  el 
trasporte  á  cualquiera  punto  de  los  mismos 
negros  t  se  castigarán  con  las  penas  de  presi- 
dio mayor  y  multa  de  1.000  escudos  por  ca- 
da negro,  sin  que  en  ningún  caso  baje  esta 
de  60.000  escudos. 

Art.  7."  La  presencia  de  buques  con  car« 
ganiento  de  negros  bozales  eií  las  aguas  ju- 
risdiccionales de  las  islils  de  Cuba ,  Puerto- 
Rico  ó  sus  adyacentes,  y  la  introducción  en 
ellas  de  ios  mismos  negros »  se  castigará  con 
la  pena  de  presidio  mayor  y  multa  de  2.000 
escudos  por  cada  negro  cargado  en  el  buque 
ó  desembarcado;  pero  sin  que  en  ningún  ca- 
so baje  de  100.000  escudos  el  tólal  de  dicha 
multa. 

Art.  8.^  El  importe  de  tas  multas  se  exi- 
girá á  los  responsables  del  delito  ea  la  parte 
alícuota  que  determinen  los  tribunales. 

Los  autores  serán  siempr%  responsables 
por  sus  cuotas  respectivas,  y  además  pur 
las  de  los  cómpiicesi  y  encubridores,  salvo  la 
repetición  recíproca  entre  los  mismos  por  sus 
responsabilidades  respectivas. 

Los  cómplices  serán  maneomnnadamenle 
responsables  entre  sí,  y  subsidiariamente 
por  las  cuotas  de  los  autores  y  encubrido- 
res. 

Esto  mismo  se  observará  en  su  caso  para 
con  los  últimos  relativamente  á  sus  cuotas  y 
á  las  de  los  autores  y  cómplices  del  delito. 

Art.  i).^  Serán  castigados  con  la  pena  de 
muerte: 

.  Primero.  Los  capitanes,  pilotos,  sobre- 
cargos y  contramaestres  de  Jos  boques  ne- 
greros que  hicieren  resistencia  armada  en 
las  costas  de  Africa,  en  las  de  Cuba  ó  Puer- 
to-Rico, ó.  en  alia  mar  á  tos  buques  de  guer- 
ra encargados  de  su  persecución. 

Segundo.  Los  mismos  capitanes,  pilo> 
tos,  sobrecargos  y  oontramaeslres  de  buques 
que  desembarcaren  su  tripulación  para  ad- 
quirir ó  rescatar  bozales,  ó  para  proteger 
ó  consumar  su  introducción ,  é  hicieren  r»* 
siatencia  armada  á  las  guarniciones  de  íhs 
buques  de  guerra  que  salUren  en  tierra  pu- 
ra impedir  eJ  plagio,  ó  á  la  fuerza  pública 
•en  las  costas  o  en  el  interior  de  las  islas  de 
Cuba,  Pii«*rto-Rico  ó  sus  adyacentes. 

ArL  10.  Los  marineros  y  demás  indivi- 
duos de  las  tripulaciones  de  los  buques  ú^- 
greros  no  comprendidos  en  el  articulo  an- 
terior, serán  castigados  con  la  pena  de  ca- 
dena perpetua  en  los  casos  á  que  se  refiei  e 
dicho  articulo,  si  en  la  resistencia  hubiere 
efusión  de  sangre,  y  con  la  de  cadena  tem- 
poral cuando  no  la  hubiere. 

Art.  11.  Los  actos  de  fuerza  contra  los 
negros  bosalea  do  que  ri^uHCn  homicidio  ó 
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lesiones  graves  ó  menos  graves,  así  como 
cualquiera  otro  daño  punible  innecesario 
para  la  consumación  del  plágio  ó  la  seguri- 
dad de  los  mismos  negros  en  poden  de  sus 
conductores,  se  castigarán  como  delitos  co^ 
nexos  con  las  penas  señaladas  en  el  Có- 
digo. 

Ar(.  12.  Cuando  apresado  un  buque  ne- 
grero resultare  que  en  la  travesía  bubo 
mortandad  de  negros  bozates  originada  por 
falta  ó  gran  escasez  de  aliénenlos  ó  de  agria- 
da, debida  á  no  haberse  hecho  el  surtido  »fn 
relación  con  el  número  de  los  negros  con- 
ducidos, ó  procedentes  de  infección  ó  asíixia 
producidas  por  la  desproporción  del  número 
de  los  negros  embarcados  con  la  cabida  del 
buque,  6  por  oíras  causas  que  debieron  pre- 
verse y  pudieron  evitarse,  se  im|)ondráá 
las  personas  designadas  en  el  número  pri- 
mero del  art.  9.^  la  pena  de  presidio  cor- 
reccional ó  cadena  temporal ,  atendiéndose 
nara  su  señalamiento  al  número  de  los  fa- 
llecidos y  á  las  demás  circunstancias  del 
hecho. 

Los  tribunales  en  la  aplicación  de  esta 
pena  procederán ,  según  su  prudente  arbi- 
trio, cual  se  determina  en  el  Código  penal 
respeclo  á  la  imprudencia  temeraria. 

Art.  13.  Los  autores,  cómplices  y  encu- 
bridores de  los  delitos  á  que  esta  ley  se  re- 
fiere, sufrirán  las  pena»  que  la  misma  esta- 
blece con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  la  sec- 
ción l.^  capítulo  IV,  título 3."»,  libro  i.®  del 
Código  penal. 

Art.  14.  Las  penas  personales  que  se 
impongan  con  sujeción  á  esta  ley,  se  extin- 

Í^uirán  en  los  presidios  españoles  fuera  de 
as  Antillas,  y  se  aplicarán  con. las  acceso- 
rias correspondientes  y  con  sujeción  á  las 
reglas  del,  Código  penal.  Si  el  sentenciado 
no  tuviere  bienes  para  satisfacer  las  penas 
pecuniarias,  sufrirá  la  de  prinion  correccio* 
nal  fuera  de  ías  Antillas  por  via  de  sustitu- 
ción y  apremio,  regulándose  á  3  escudos 
por  cada  dia  de  prisión,  pero  sin  que  exce- 
da nunca  de  do^.años. 

El  sentenciado  á  cuatro  anos  de  prisión  ú 
otra  pena  mas  grave  no  sufrirá  este  apre- 
mio. 

Arl.  16.  Además  de  las  penas  señaladas 
en  tos  artículos  anleriores,  caerá  en  comiso 
el  buque  negrero  con  todos  los  objetos  y 
valores  que  se  hallaren  é  su  bordo: 

Primero.  Cuando  el  apresamiento  de  la 
nave  se  hubiere  hecho  en  los  puertos  de  la 
Península  ó  de  las  islas  de  Cuba  y  f  oerto- 
Rico  ó  de  sus  posesiones  del  golfo  de  Gui- 
nea en  estado  de  construcción,  preparación 
o  armamento  en  tú  totalidad  ó  en  su  mayor 


parte,  pero  antes  de  haberse  dado  á  ht 
vela. 

Segundo.  Cuando  el  apresamiento  se  hu- 
biere hecho  ]}or  b|iques  de  guerra  españa  - 
les  en  el  mar  Mediterráneo  ó  en  los  de  Eu- 
ropa que  se  hallan  fuera  del  Estrecho  d<^ 
Gibraltar,  y  que  se  extienden  al  Norte  d«*l 
paralelo  37  grado»  de  iaiKiid  septetvtrionftl , 
ó  á  la  parle  oriental  del  meridiano  situado 
á  20  ¡ít.kIos  o.  del  de  Greenwich. 

\iti  toH  demás  casos  de  apresamiento  ve- 
rificado por  buques  de  guerra  españoles  en 
alta  mar,  los  barcos  apresados  serán  condu- 
cidos á  la  Habana  ó  á  Sierra  Leona ,  según 
proceda,  para  los  fínes  estipulados  en  el 
convenio  ceiebradd  con  la  Gran  Bretaña 
en  1835^ 

ArL  16.  Serán  circunstancias  agravaiv- 
tes  para  el  efecto  de  la  aplicación  de  las 
penas  en  su  grado  máximo. 

Primero.  La  de  ser  funcionario  públie> 
el  autor,  cómplice  ó  encul)ridor  del  delitu, 
siempre  que  no  se  halle  comprendido  en  el 
núm.  4.®  del  art.  2.^  ni  en  el  núm»  1.^  del 
art.  4.' 

Segundo.  La  resistencia  á  la  autoridad 
ó  á  la  fuerza  armada  después  de  verifícaio 
el  desembarco  de  los  bozales. 

Tercero.  Las  demás  circunstancias  qae 
merezcan  esta  caiilicacion  con  arreglo  al 
Código  penal. 

Arl.  17.  Serán  circunsíancias  atenuan- 
tes las  que  merezcaa  esta  cdtificaciou  emi 
arreglo  al  Código  penal. 

Art.  18,  La  aplioaeio.i  de  las  penasen 
considera<íion  á  las  circunstancias  agravan- 
tes ó  atenuantes  se  hará  con  arreglo  a  lo 
prevenido  en  la  sección  segunda,  eapítM- 
lo  IV,  tít.  m,  libro  primero  del  Código 
penal.  • 

Art.  19.  Quedarán  exentos  de  las  penas 
señaladas  en  ios  ans.  9.®  y  10  los  pilotos, 
sobrecargos,  contramaestres,  marineros  y 
demás  tripulantes  de  los  buques  negreros 
cuando  á  la  vista  de  los  de  guerra  que  le- 
gítimamente los  persigan  desobedezcan  las 
ordenes  de  sus  jefes ,  negándose  á  la  resis- 
tencia armada  y  facilitando  su  propia  cap- 
tura. ^ 

Los  mismos  individuos  y  los  capitanes 
quedarán  exentos  de  toda  pena  cuando  de- 
nunciaren la  proparacioa  ó  armamento  del 
buque  á  la  autoridad  del  lugar  en  que  se 
hiciesci  ó  á  los  Cónsules  <*spañoles  en  lo^ 
puertos  extranjeros,  ó  a  los  Gobernadores  d<; 
Fernando  Póo  y  sus  dependencias,  ó  á  los 
agentes  de  la  Administración  en  las  isJas  de 
Cuba  ó  de  Puerto-Rico. 

Los  denunciadores  recibirán  el  30  por  100 
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He  ias  multas  á  que  se  refieren  los  arts.  5.*, 

6.<>  y  7.*^ 

Art.  20.  Quedarán  asimismo  exentos  de 
toda  pena: 

Primero,  ^os  dueños  de  los  buques  ne» 
greros  cuando  probaren  que  estos  habían 
sido  dediéados  at  tráfico  sin  su  conoci- 
miento. 

Segundo.  Los  dueños ,  arrendatarios  y 
administradores  de  fincan  en  las  islas  de 
Cuba,  de  Puerlo-Rico  ó  las  adyacentes  en 
que  se  hubieren  introducido  negros  bozales, 
ctiando  probaren  que  la  introducción  se  ha- 
bía verificado  en  provecho  de  otros  y  sin  su 
conocí  mtnto. 

CAPITULO  11. 

Del  procedimiento  y  de  la  competencia  en  las 
camas  por  tos  delitos  á  que  esta  ley  se 
refiere.  * 

Ar(.  21.  Se  consideran  como  pruebas  del 
d.»!lio: 

Primero.  Las  escrituras,  convenio  ó  cor- 
tvHpondeneia  mereanlit,  que  contengau  es* 
tipulaciones  entre  capitalistas,  dueños  ,  ar- 
madores, consignatarios,  capitanes,  sobre- 
cargos ó  contramaestres  para  construir,  ca- 
renar, preparar  ó  armar  buques  con  destino 
al  tráfico  de  bozales,  ó  instrucciones  ó  acuer- 
Hos  para  verificar  el  viaje  á  Africa  con  este 
objeto,  ó  el  desembarco  de  los  mismos  bo- 
zales en  las  coalas  de  Cuba,  Puerto-Rico  ó 
Í8las  adyacentes. 

Segundo.  Los  contratos  celebrados  en 
cualquier  forma  para  el  enganche  y  ajuste 
de  los  marineros  y  tripulaciones  de  buques 
destinados  et  tráfico  negrero. 

Art.  22.  Se  reputarán  como  destinados 
al  tráfico,  á  menos  que  se  pruebe  lo  contra- 
rio, los  buques  en  que  se  halle  alguno  de 
los  indicios  siguientes: 

Primero.  Escotillas  con  redes  abiertas 
ó  cuarteles  de  enjaretado  en. lugar  délas 
oseotillas  cerradas  de  tablas  que  usan  los 
buques  mercantes. 

Segundo.  Separaciones  ó  divisiones  en 
la  bodega  ó  sobre  cubierta  en  mayor  núme« 
ro  que  el  necesario  para  los  baques  deslioa- 
dos  at  tráfico  legal. 

Tercero.  Tablones  de  repuesto  ó  posti- 
zos preparados  para  formar  una  segurada 
cubierta,  falso  sollado  ó  entrepuente  para 
esclavos. 

Cuarta, '  Cadenas,  grillos  y  manillas. 

Ou'mCo.  Una  cantidad  de  agua  en  vasi<- 
jas,  cubas ,  algibes,  pipas ,  barriles  ú  otros 
envases  mayor  que  la  necesaria  para  et  con- 


sumo de  la  tripulación  del  buque  en  su  ca- 
lidad de  mercante;  y  si  este  fuere  de  vela» 
algún  fogón  para  destilar  agua  del  mar  so- 
bre el  cuai  puéda  colocarse  un  caldero  de 
grandes  dimensiones. 

Sexto.  Un  número  extraordinario  de 
barriles  de  agua  ó  de  otras  vasijas  para  con- 
tener líquidos,  á  menos  que  el  capitán  no 
exhiba  un  certificado  de  la  Aduana  det 
punto  de  donde  baya  partido  afirmando  que 
se  han  dado  por  ios  propietarios  del  buque 
suficientes  seguridades  de  que  la  menciona- 
da cantidad  de  barriles  ó  vasijas  será  tan 
solo  empleada  para  contener  aceite  do  pal- 
ma ú  otros  objetos  de  lícito  comercio. 

Sétimo.  Una  cantidad  de  calderas  de 
rancho  ó  vasijas  maypr  de  la  que  se  re- 
quiere para  el  uso  de  la  tripulación  del  bu- 
que en  su  calidad  de  barco  mercante. 

Octavo.  Una  caldera  de  un  tamaño  ex- 
traordinario y  de  magnitud  mayor  que  la 
*que  se  requiere  para  el  uso  de  la  Iripulacion 
del  buque  en  su  calidad  de  barco  mercante, 
•  mas  de  una  caldera  de  tamaño  extraordi- 
nario. 

Noveno.  Una  cantidad  exlraordinaria  de 
arroz,  harina  del  Brasil ,  manioco  ó  casada 
vulgarmente  llamada  harina  de  maiz,  y  su- 
perior á  la  que  probablemente  se  requiere 
para  el  uso  de  la  tripulación  ,  siempre  que 
el  arroz,  harina  ó  maíz  no  se  designen  en  el 
manifiesto  como  parte  del  cargamento  para 
nejrociar. 

Décimo.  La  falla  en  todo  ó  en  parte  de 
los  libros  y  demás  documentos  que  exigen 
et  Código  de^Jomercio  y  las  ordenanzas  de 
matricula,  siempre  que  el  buque,  por  ol  lu- 
gar en  que  haya  sido  aprehendido  ó  por 
otra  circunslancia,  infunda  sospecha  de  es- 
tar dedicádo  al  tráfico  negrero. 

£stas  circunstancias  no  se  consideran  co- 
mo indicios,  cuando  el  capitán,  dueño  ó  ar- 
mador pruebe  que  el  buque  se  hallaba  des- 
tinado al  tiempo  de  su  aprehensión  á  algu- 
na especulación  legal. 

Art.  23.  Los  buques  negreros  (^ue  fue- 
ren apresados  por  los  cruceros  españoles  en 
\oH  mares  á  que  se  refiere  el  convenio  cele- 
brado con  la  Gran  Bretaña  en  18  de  junio 
de  1835,  serán  conducidos  al  tribunal  misto 
que  corresponda  en  la  forma  y  para  los 
efectos  estipulados  en  dicho  convenio. 

Cuando  fueren  apresados  dichos  buqoes 
en  las  aguas  jurisdiccionales  de  las  islas  de 
Cuba,  Puerto-Rico  ó  sus  adyacenies,  serán 
puestos  á  disposición  .del  respectivo  Gober- 
nador superior  civil  juntamente  con  los  ne- 
gros aprehendidos  y  sus  conductores  para 
loa  eüeotos  expresados  eu  el  art.  27. 
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Art.  24.  Cu  Ando  el  buque  apresado  fue- 
re conducido  al  trttninat  hmtode  la  Habana, 
y  este  di  clare  la  declaración  de  buena  pre- 
sa, elJuez  árbilro  ó  sustiluto  español  que 
de  él  formase  parte  remitirá  las  personas 
aprehendidas  en  el  buque  que  fueren  subdi- 
tos españoles,  y  una  copia  literal  y  autori- 
zada de  todas  las  actuaciones  ai  Regiente  de 
la  Real  Audiencia,  á  ñn  de  que  por  el  Juez 
competen ts  se  proceda  á  la  formación  de 
causa  en  averiguación  y  castigo  del  delito 
con  arreglo  á  esta  ley.  Si  el  buque  captura- 
do fuere  absuello  por  el  tribunal  misto,  el 
Juez  árbilro  ó  sustituto  español  que  lo  com- 
pusiere remitirá  copia  literal  y  autorizada 
del  proceso  al  Gobernador  superior  civil  de 
la  isla  de  Cuba,  que  lo  dirigirá  inmediata- 
mente al  Gobierno. 

Art.  25.  Cuando  el  buque  negrero  hu- 
biese sido  conducido  al  tribunal  misto  de 
Sierra  Leona,  y  este  pronunciare  la  decla- 
ración de  buena  presa,  el  Juez  árbilro  ó  sus- 
titulo  español  que  de  él  formase  parle  re- 
mitirá las  personas  aprehendidas  que  fueren 
subditos  españoles ,  y  una  copia  literal  y 
autorizada  de  las  actuaciones  al  Regente  de 
)a  Real  Audiencia  de  Canarias  para  los  fines 
señalados  en  el  artículo  anterior. 

Si  el  tribunal  misto  de  Sierra  Leona  pro- 
nunciase sentencia  de  absolución,  el  Juez 
árbilro  ó  suslilulo  español  remitirá  copia  li- 
teral y  autorizada  d^l  proceso  al  Goberna- 
dor civil  de  las  islas  Canarias,  que  lo  dirigi- 
rá inmediatamente  al  Gobierno. 

Arl.  26.  Todas  las  autoridades  guber- 
nativas, militares,  do  marina  y  judicia- 
les, de  cualquier  clase  y  categoría,  que  tu- 
vieren noUcia  de  estarse  cometiendo  in/Va- 
ganti  ei  delito  de  introducción  de  negros  es- 
clavos, acudirán  inmediatamente  al  lugar 
en  que  esta  se  ver¡liq«i')  á  fin  de  perseguir  y 
de  aprehender  en  su  caso  á  los  negros  y  sus 
conductores,  reclamando  para  ello,  si  fuere 
necesario,  el  auxilio  de  la  fuerza  pública,  é 
instruyendo  las  primeras  diligencias  del  su- 
mario. 

Se  entiende  cometido  infraganti  este  de- 
lito cuando  sean  aprehendidos  los  negros  en 
Jas  aguas  jurisdiccionales  de  las  islas  de  Cu- 
ba, Puerto-Rico  ó  sus  adyacentes,  ó  en  el 
momento  de  su  desembarco,  ó  al  dirigirse 
todos  juntos  ó  en  grupos  á  las  fincas  donde 
se  trate  de  ocultarlos,  ó  en  el  nuimento  de 
entrar  en  estas  fincas,  y  aun  después  de  en*> 
trar  en  ellas  si  esto  se  verificase  dentro  de 
las  72  horas  siguientes  á  la  del  desembar- 
co, d  de  las  24  desde  la  entrada  en  las  mit« 
mas  fincas ;  [>ef o  con  sojecion  en  estos  dot 


último*  easos  á  lo  dispuesto  en  la  regla  pri» 
mera  del  arl.  32. 
Art.  27.   L"^  declaración  gubernativa  del 

estado  de  libertad  de  los  negros  bozales 
aprehendidos  mfraganii  se  hará  por  los  Go* 
bernadores  superiores  civiles ,  resolviendo 
de  plano  y  sin  ulterior  recurso,  préviaau* 
díeucia  del  interesado  si  la  solicitare,  y  de 
una  junta  e8)>ecial,  á  la  que  someterá  la 
cuestión  de  si  son  ó  no  bozales  los  negros 
aprehendidos. 

Cuando  la  declaración, de  que  trata  el  ar- 
tículo anterior  fuere  afirmativa,  el  Goberna- 
dor entregará  los  conductores  de  los  negros, 
el  buque,  los  efectos  y  los  instrumentos  del 
delito  al  tribunal  competente  á  fin  de  qne 
proceda  á  su  averiguación  y  castigo. 

ArL  28.  La  junta  expresada  en  el  artícu- 
lo antenor,  se  compondrá  de  nueve  indivi- 
duos sacados  á  la  suerte  entre  90  propieta* 
rios  designados  permaiientemenle  por  el  Go- 
bernador superior  civil  para  este  servicio. 

Los  reglamentos  determinarán  la  organi- 
zación y  modo  de  proceder  de  eslaxunla. 

Art.  29.  Conocerán  en  primera  instancia 
de  las  causas  que  se  formen  por  Iraagresien 
de  esta  ley,  y  pronunciarán  en  su  caso  sobre 
la  libeKad  de  los  negros  aprehendidos  cuan- 
do el  delito  no  haya  sido  cometido  infra" 
ganti: 

Primero.  El  Gobernador  de  Fernando 
Póo,  asistido  de  su  Asesor  letrado  ,  cuando 
residieren  en  el  territono  de  su  mando  las 
personas  que  como  capitalistas,  dueños  ó 
armadores  de  buques  se  dedicaren  á  la  tra- 
ta, ó  cuando  el  buque  negrero  fuere  cons- 
truido, preparado,  carenado  ó  armado  en  to- 
do ó  en  parle  en  las  costas  de  la  colonia,  ó 
apresado  dentro  de  sus  aguas  jurisdiccio- 
nales. 

Segundo.  Los  Alcaldes  mayores  de  las 
islas  de  Cuba  y  Puerto-Rico  en  sus  respec- 
tivos partidos,  ó  el  mas  antiguo  de  ellos  si 
hubiese  dos  6  mas,  cuando  mediaren  las 
circunstancias  expresadas  en  el  párrafo  an- 
terior, ó  cuando  el  barco  negrero  fuere 
aprehendido  dentro  de  las  aguas  jurisdic- 
cionales de  dichas  islas,  ó  cuando  el  desem- 
barco de  bozales  se  verificare  en  territorio 
de  su  mando  ,  ó  los  negros  fueren  introdu- 
cidos en  las  fincas  enclavadas  en  su  juris- 
dicción respectiva. 

Tercero,  El  Alcalde  mayor  mas  antiguo 
de  la  Habana  en  el  caso  á  que  se  refiere  el 
arl.  24. 

Cuarto.  El  Juez  de  primera  instancia  do 
las  PalniHs,  en  la  Gran  Canaria,  en  el  oaso 
del  arU  25. 

Quinto.   El  Jaez  de  primera  iuslancia  de 
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1.1  Península  é  islas  adyacentes,  ó  el  mas 
anticuo  de  eílos  si  hubiese  dos  ó  mas,  en 
cuya  jurisdicción  residieren  las  personas 
que  como  capitalistas ,  dueños  ó- armadores 
he  dedicaren  á  la  trata ,  ó  cuando  el  buque 
negrero  fuere  construido,  carenado,  prepa- 
rado ó  armado  en  todo  ó  en  parte  en  la^  eos* 
tas  del  territorio  de  su  mando  respectivo,  ó 
cuando  á  él  fueren  conducidos  los  buques 
apresados  en  los  mares  á  que  se  reñere  el 
número  segundo  del  arU  15. 

ArL  30.  Cuando  dos  ó  mas  Jueces  de  los 
«expresados  en  el  artículo  anterior  comenza- 
ren á  conocer  simultáneamente  de.  algún 
liepho  criminal  en  cualquiera  de  sus  diver- 
sas manifestaciones  ó  indicios ,  se  entenderá 
que  lo  hacen  á  prevención  ,  en  tanto  que  no 
se  determina  la  competencia  detinitiva  de 
su  jurisdicción  por  el  órden  siguiente; 

Primero.  La  del  territorio  en  que  se  hu- 
biere veriñcado  la  aprehensión  de  los  ne- 
gros africanos  y  sus  conductores.  - 

Segundo.  La  del  distrito  en  cuyo  litoral 
se  hiciere  la  captura  del  buque  negrero. 

Tercero.  La  de  aquel  á  cuya«  'costas  ó 
puertos  fueren  conducidos  los  buques  cap- 
turados en  los  casos  á  que  se  refiere  el  pár- 
rafo segundo  del  art.  43  de  esta  ley. 

Cuarto.  La  del  lugar  en  que  se  constru- 
yeren, carenaren,  prepararen  ó  armaren  los 
buQues  destinados  al  tráñco  de  negros. 

Quinto.  La  del  domicilio  de  los  capita- 
listas y  dueños  del  cargamento  de  bozales. 

Sexto.  La  del  domicilio  de  los  dueños, 
armadores  ó  consignatarios  de  los  buques 
destinados  al  comercio  de  esclavos. 

Sétimo.  La  del  domicilio  de  los  capita- 
nes, oficiales  y  Iripulaales  de  dichos  bu- 
ques. 

Art.  31.  Conocerán  en  segunda  instan- 
cia de  las  causas  expresadas  en  el  art.  29,  la 
Audiencia  de  Canarias  cuando  conociere  en 
primera  el  Gobernador  de  Fernando  Póo,  y 
las  Audiencias  respectivas  cuando  decidie- 
ren en  la  primera  los  Alcaldes  mayores  ó 
los  Jueces  de  partido,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  mismo  art.  29. 

Art.  82.  Para  el  descubrimiento,  pruebia, 
calificación  y  castigo  de  estos  delitos,  se 
guardarán  los  trámites  que  prescriben  las 
leyea  comunes,  pero  con  sujeción  á  las  re- 
glas siguientes: 

Primera.  Cuando  se  persiga  iúfraganli 
el  delito  de  introducción  de  bozales,  y  para 
aprehenderlos  fuere  necesario  entrar  en  las 
fincas,  podrán  hacerlo  y  apoderarse  de  ellos 
y  de  los  delincuentes  los  funcionarlos  auto- 
rizados para  practicar  las  primeras  diligen- 
cias del  sumario,  aunque  carezcan  de  juris* 


dicción  para  conocer  de  f  stas  causas;  pero 
irán  acompañados  de  dos  vecinos  que  déo 
lestimonk>  de  sus  actos: 

Segfunda.  Cuando  no  se  persiga  infra- 
ganti  el  delito  á  que  se  refiere  la  regla  an- 
terior, solo  el  Juez  de  la  causa  podrá  hacer 
pesquisa  en  las  fineds  con  objeto  de  averi- 
guar el  paradero  de  los  delincuentes  y  el 
de  los  negros  ilegalmente  reducidos  á  ser- 
vidumbre. 

Tercera.  No  podrá  entrarse  en  las  fin- 
cas con  fuerza  armada  sino  cuando  el  due* 
ño  ó  quien  haga  sus  veces  se  negare  á  faci- 
litar la  entrada  en  ellas. 

Cuarta.  Los  Jueces  y  Tribunalés  se 
atendrán  á  lo  dispuesto  en  las  reglas  44  y 
45  de  la  ley  provisional  para  la  ejecución 
del  Código  penal. 

Quinta.  No  habrá  lugar  á  la  súplica  sino 
cuando  por  la  sentencia  de  vista  se  impon- 
ga la  pena  de  muerte  á  alguno  de  los  pro- 
cesados. 

ArL  33.  Cuando  se  impusieren  las  mul- 
tas expresadas  en  los  artículos  5.**,  ñ.^  y 
7.**,  y -la  causa  hubiere  empezado  por  de- 
nuncia ó  por  acusación  privada,  percibirán 
los  denunciadores  ó  acusadores  el  33  por  100 
del  importe  de  dichas  multas. 

ArL  34.  Las  autoridades  y  funcionarios 
públicos  de  cualquier  órden  y  categoría  que 
mostraron  negligencia  en  el  cumplimienlo 
de  las  obligaciones  que  les  imponen  los  ar- 
tículos 4.0,  26  y  29  de  esta  ley,  6  que  no 
prestaren  á  otras  autoridades  el  auxilio  que 
les  pidieren  para  descubrir  y  probar  los  de- 
litos que  la  misma  ley  castiga  serán  gnb**r- 
nalivamente  corregidos  con  la  suspenHÍen 
de  empleo  y  sueldo  por  término  de  seis  me- 
ses; y  si  fueren  reinetdenles,  con  la  separa- 
ción de  sus  cargos,  sin  |>*»rjnicio  en  lodo 
caso  de  la  responsabilidad  f  riminal  en  que 
puedan  incurrir. 

Art.  35.  El  Notario  ó  Escribano  que  au- 
torice alguna  escritura  á  Instrumenta-  públi- 
co de  esclavo  no  inscrito  en  el  censo  ó  én 
contravención  á  lo  dispuesto  en  esta  ley, 
además  de  incurrir  en  la  responsabilidad 
prescrita  en  las  leyes  comunes  y  en  el  nú- 
mero segundo,  art.  4.®  de  la  presente,  ser.i 
condenado  á  perder  el  oficio,  y  se  declarará 
la  caducidad  y  la  reversión  de  este  si  fuere 
enajenado. 

Art.  36.  Para  el  coríoémfento  y  castigo 
de  los  delitos  á  que  se  refiere  esta  ley  n<> 
habrá  mas  fuero  que  el  ordinario,  oualquit». 
ra  que  sea  el  especial  que  disfruten  los  pro- 
cesados. 

Art.  37.  Queda  derogada  la  ley  do  2  de 
marzo  de  1845  para  la  represión  de  la  trata. 


Digitized  by 


616 


PAUTE  LEGISLATIVA. 


Qurdan  animismo  derogadas  lodas  las 
disposiciones  anleriores  dictadas  con  igual 
ohjelo  en  cuanto  no*  sean  conformet  con 
esta  ley. 

CAPITULO  III. 
Del  mpadronamienlo  y  censo  de  los  esclavos. 

T  Art.  38.  Para  que  en  ningún  Üempo 
sean  tenidos  por  esclavos  los  negros  que 

Í>uedan  introducirse  en  contravención  á  esta 
e^,  dispondrá  el  Gobierno  un  empadrona* 
miento  general  y  la  formación  de  un  censo 
de1odo8  los  esclavos  existentes  en  las  islas 
d«  CubU  y  Puerto-Rico. 

Los  esclavos  empadronados  é  inscritos  en 
el  censo,  no  podrán  ser  nunca  objeto  de  in- 
vestigación judicial  ni  gubernativa  por  ra- 
zón de  su  procedencia  6  iatroducciou  en  la 
isla. 

Loa  hombres  de  color  que  no  estuvieren 
empadronados  é  inscritos,  serán  por  este  solo 
hecho  considerados  como  libres,  sin  que  se 
admita  prue>)a  en  contrario. 

Art.  39.  El  empadronamiento  se  verifi- 
cará mediante  inspección  ocular  de  los  mis^ 
mos  esclavos. por  los  funcionarios  encarga- 
dos de  este  servicio  en  los  dias  que  señale 
la  autoridad.  El  Gobierno,  teniendo  en  cuen- 
ta ios  medios  de  ejecución  de  que  puede 
disponer,  procurará  que  esta  operación  se 
verifíque  simultáneamente  en«l  mayor  nii- 
mero  de  poblaciones  y  fincas  que  sea  posi- 
ble, y  en  todo  caso  de  mo'lo  que  no  se  pue- 
dan empadronar  en  cada  finca  sino  los  es« 
clavos  de  sus  propias  dotacionef • 

Los  encargados  del  empadronamiento  lo 
marún  razón  por  separado  de  los  enclavos 
que  se  lialjen  fugitivos  el  dia  en  que  se  re- 
cojan los  padrones  con  arreglo  á  la  declara- 
ción que  hagan  sus  dueños. 

Art.  40.  El  censo  de  la  esclavitud  se 
llevará  por  distrito»,  abriendo  un  registro 
particular  á  cada  esclavo,  en  el  cual  cons- 
tarán: 

Primero.  Un  número  de  orden  que  se 
dará  á  cada  uno  de  los  empadronados  en  el 
distrito. 

-  .Segundo,  el  nombre,  filiación  exacta  y 
señas  particulares  de  cada  esclavo  según  re- 
sulten del  padrón. 

Tercero.  Un  breve  resumen  de  los  actos 
y  contratos  relativos  al  estado  civil  del  es- 
clavo, ó  que  estingan  y  trasmitan  ó  modifi- 
quen de  cualquier  modo  perpetua  ó  tempo- 
ralmente el  dominio  ó  la  libre  disposición 
de  él. 

ArL  41.  Concluido  el  empadronamiento, 
lio  se  podrán  empadronar  por  primera  vez 


sino  ios  esclavos  que  nazcan  después  de  so 
fecha,  los  hombres  de  color  que  habiendo 
pasado  por  libres  se  declaren  esclavos  por 
sentencia  ejecutoria,  y  los  que  hallándose 
fugitivos  al  tiempo  de  formarse  los  padrones 
fuesen  recuperados  después  por  sus  dueños. 
La  inscripción  en  esto  último  caso  no  se  ve- 
rificará sino  en  virtud  de  providencia  del 
Gobierno  superior  civil  y  previa  instrucción 
de  expediente,  en  el  cual  se  hará  constar  la 
declaración  de  la  fuga  del  esclavo  que  hu- 
biere hecho  el  dueño  al  tiempo  del  empa- 
dronamiento.. 

Art., 42.  Ningún  acto  ó  contrato  relativo 
al  dominio  del  esclavo  será  válido  ni  surtirá 
efecto  hasta  que  se  inscriba  en  el  registro 
particular  del  mismo. 

Art.  43.    £1  dueño  de  esclavos  ó  sn  re- 

f)res«*ntante  que  cometiere  aígun  fraude  en 
n  redacción  de  los  padrones,  ó  empadrona- 
se mas  esclavos  que  los  que  1h  correspon- 
I  dan,  será  castigado  con  la  pena  de  presidio 
!  mayor  y  una  multa  de  1.000  escudos  por  ca- 
I  da  uno  de  los  individuos  que  indebidamente 

en» oad roñare.  • 
1    .El  dueño  'de  los  esclavos  será  subsidiaria- 
¡  rneirle  responsable  de  la  mulla  cuando  el  de- 
lito haya  sido  cometido  por  su  administra- 
dor ó  representante. 

Art.  44.  El  funcionario  público  ó.  dele- 
gado del  Gobierno  encargado  del  empadro- 
namiento que  cometiere  ó  consintiere  algún 
fraude  en  la  redacción  de  los  padrones,  ó 
empadronare  mas  esclavos  que  los  que  por 
si  mismo  viere  y  contare,  sufrirá  la  pena  de 
cadena  temporal  y  multa  de  1.000  á  4.000 
escudos. 

Si  dejare  de  empadronar  aignn  esclavo  de 
los  que  se  le  presenten,  pagará  una  mulla 
igual  á  su  valor. 

El  esclavo  no  empadronado  por  esta  eaus.i 
no  podrá  serlo  después,  y  quedará  libre  sí 
el  dueño  no  reclamare  su  empadronamiento 
dentro  de  los  30  dias  siguientes  á  aquel  en 
que  reciba  la  certificación  ó  cédula  de  ins- 
cripción. 

Art.  45.  £1  registrador  encargado  de  lle-> 
var  el  censo  sufrirá  la  pena  de  cadena  tem- 
poral y  multa  de  3.000  á  6.000  escudos. 

Primero.  Si  inscribiere  algún  enclavo  que 
no  hubiere  sido  oportunamente  empadro- 
nado. 

Segundo.  Si  en  los  cuatro  dias  siguien- 
tes al  en  que  recibiere  el  parte  correspon- 
diente no  cancelare  la  inscripción  del  escla- 
vo que  fallezca  ó  sea  manumitido. 

Tercero.  Sí  cometiere  falsedad  en  la  ins- 
cripción por  no  ser  esta  conforme  con  el  pa« 
droa  respectivo. 
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Coarto,  Si  expidiere  cerlificaciones  ó 
cédulas  de  inscriijcion  supuestas  ó  no  con- 
formes con  los  asienios  de  su  referencia  en  la 
parle  necesaria  para  probar  la  identidad  de 
la  persona  del  esclavo. 

Si  el  Tcg  slrador  dejare  de  inscribir  aljon 
69olavo  Icgaiinenle  empadronado,  ó  de  asen- 
tar en  su  registro  algan  acto  á  contrato  de 
traslación  ó  desnriembracion  del  dominio  so- 
t>re  el  mismo  esclavo,  pag^ará  una  mulla 
íj^nal  á  su  valor  y  la  mitad  mas ,  y  será  apli- 
cable en  el  primer  caso  lo  dispuesto  en  el  úl- 
timo párrafo  del  articulo  anterior;  pero  con- 
tándose el  plaso  de  los  80  dias  desde  que  el 
dueño  reci-ba  el  documento  ó  las  cédulas  de 
sus  esclavos. 

Si  cometiere  cualquiera  otra  falta  no  com- 
prendida en  los  párrafoü  anteriores,  serágu* 
bernalivamenle  corregido  con  multa  de  200 
áOÓO  escudos,  é  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  cuando  los  hubiere. 

Art.  46.  Los  dueños  de  los  esclavos  que 
fallezcan  ,  ó  sus  administradores  ó  represen- 
tantes, los  niédicos  que  asistan  en  su  última 
enfermedad ,  y  los  párrocos  que  autoricen 
el  enterramiento  de  dichos  esclavos ,  darán 
parte  de  su  muerte  al  registrador  y  á  las  au- 
toridades dentro  de  las  24  horas  siguientes, 
en  la  forma  qu«  prescriban  los  reglacnentos; 
y  si  no  lo  hicieren  ,  incurrirán  en  la  pena  de 
(>re«idio  menor  y  multa  de  1.000  á  2.000  es- 
cudos. 

Art.  47.  Un  reglamento  especial  deter- 
minará el  tiempo  y  forma  del  empadrona- 
miento, su  rectiííciciou  periódica,  la  orga- 
nización de  las  oticiuas  del  censo,  el  modo 
de  llevarlo  y  la  manera  de  intervenirlo,  y 
adoptará  las  demás  disposiciones  necesarias 
paca  la  ejecución  de  esta  ley. 

Y  el  Senado  lo  eleva  á  V.  M.  á  ñn  de  que 
se  digne  darle  su  sanción  si  lo  tiene  por  con- 
vpnienle.  Palacio  del  Senado  11  de  julio  de 
Itiee.— Es  copia. ^Castro.»  (Gac.  i,"*  octu- 
bre) 


JOBISPEDBESCU  mi. 

«enteneUM  del  Trl1i«tt«1  fia^rem*  en 
|«0Slrl«  n«S#rl«. 

aSBVIDUMBBE  DE  PASTOS,  la 

pineba  de  su  exisleiwa  en  finca  agena 
corresponde  al  que  quiere  ulilizar  la  ser- 
vidumbre.  Cuando  solo  se  dispula  sobre 
seiifidumbre  no  necesita  el  dueño  justifi- 
car el  dominio.  La  prescripción  inme- 


morial ha  de  probarse  con  los  UsI  'kjq^ 
mas  ancianos. 

Sentencia  de  1S  de  junio  de  1866. 

Pleito  scírtrido  en  el  Juzgado  de  Cer- 
vera  de  Rio  Pisiicrga  y  Audiencia  de  Va- 
lladolid  por  D.  Eladio  Rodri{iaez,  como 
administrador  del  Duque  de  Frías,  con 
I).  Pedro  González  v  otros  vecinos  de 
Nogales.  El  D.  Eladio  dedujo  su  de- 
manda en  49  de  junio  de  4865,  en  la  que 
con  ¡H-esentacion  de  copia  de  escritura  de 
compra  del  monte  de  doña  Comtanza, 
otorgada  en  4567,  por  las  acciones  ane- 
jas al  dominio  y  posesión ,  pidió  que  se 
condenase  á  González  y  demás  vecmos 
de  Nogales, á  que  consiiierandoal  Duque 
como  dueño  y  poseedor  único  absoluto  y 
cxcliisivo  del  citado  monte,  pastos,  leñas 
y  demás  productos  del  mismo ,  y  abste- 
niéndose de  entrar  en  él  con  ganados  de 
ninguna  clase  ni  d«  apacentar  estos  sin 
su  permiso ,  le  pagaran  á  justa  regula- 
ción los  perjuicios  que  habían  causado  en 
la  Boca  entrando  sus  ganados  hasta  en- 
tonces y  particularmente  desde  el  mes  de 
marzo  de  aquel  año  y  las  costas;  y  para 
ello  Qlegó  que  el  título  que  presentaba 
hacia  ver  que  los  antecesores  del  Duque 
habían  adquirido  legítimamente  el  domi- 
nio pleno  y  absoluto  del  monte,  el  cual 
habia  heredado  el  mismo  ejerciéndole  sin 
contradicción:  que  sin  embargo  algunos 
vecinos  de  Nogales  se  habían  intrusado 
con  sus  ganados  especialmente  en  el  mes 
de  marzo  último;  y  que  estas  intrusiones 
no  podían  convertirse  en  actos  de  pose- 
sión por  no  estar  acompañadas  de  los  re- 
quisitos legales  ai  tener  títulos  eo  que 
fundarla. 

Los  demandados  solicitaron  que  se  des- 
estimara la  demanda  y  se  declarase  que 
ellos  y  sus  convecinos  tenían  derecho  á 
disfrutar  las  yerbas  del  referido  monte  cotí 
sus  ganados,  amparándoles  en  él  y  con- 
denando en  costas  al  actor ;  y  expusieron 
en  apoyo  de  esta  pretensión  que  en  el 
documento  presentado  de  contrarío,  y  qtie 
redargüían  de  civilmente  falso,  no  acre- 
ditaba que  el  monte  fuera  realmente  pro- 
pio del  vendedor  ni  el  título  por  el  cu  il 
le  adquiriese,  ni  se  comprara  en  piiblico 
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remate  seguQ  decia;  y  que  no  era  cierto 
que  el  Duque  de  Frías  hubiese  ejercido  él 
domÍDio  absoluto  é  ilimitado  que  suponía 
su  apoderado,  pues  al  contrario  los  veci- 
nos de  Nogales  desde  tiempo  inmemorial 
Tenían  aprovechando  con  sus  ganados  las 
yerbas  á  ciencia  y  paciencia  de  los  admi- 
nistradores de  aquel  hasta  que  en  el  año 
de  i862  el  que  entonces  lo  era  quiso  im- 
pedirlo por  medio  del  guarda  que  puso  en 
el  monte,  lo  que  resistieron  los  vecinos. 

Seguido  el  pleito  por  sus  trámites  y  re- 
cibido á  prueba,  el  demandante  hizo  que 
se  cotejara  la  escritura  que  habia  presen- 
tado con  la  copia  original  que  existía  en 
el  archivo  de  la  casa  del  Duque  de  Frías 
y  que  se  pusiera  cierto  testimonio,  pre- 
sentando además  testigos  c[ue  declararon 
sobre  los  particulares  de  cierto  interroga- 
torio; y  los  demandados  para  acreditar 
la  posesión  inmemorial  que  alegaban,  se 
valieron  de  testigos  á  quienes  se  preguntó 
si  era  cierto  que  desde  tiempo  inmemorial 
hasta  el  presente  los  vecinos  de  Nogales 
habían  estado  en  quieta  y  pacífica  pose- 
sión de  apacentar  sus  ganados  en  el  mon- 
te de  dona  Constanza. 

Fallado  el  pleito  en  primera  instancia 
se  llevó  en  apelación  á  la  Audiencia,  y 
esta  por  sentencia  de  14  de  setiembre  de 
d864  confirmó  la  del  inferior  en  cuanto 
absolvía  de  la  demanda  á  los  deman- 
dados. 

Contra  este  fallo  interpuso  el  actor  re- 
curso de  casación  exponiendo  que  la  sen- 
tencia de  la  Audiencia  infringe: 

1.**  El  art.  l.'^del  decreto  de  las  Cór- 
tes  de  8  de  junio  de  1813  restablecido  en 
6  de  setiembre  de  1836,  y  la  real  órden 
de  11  de  febrero  del  propio  año. 

S.®  La  doctrina  sancionada  por  la  ju- 
risprudencia de  este  tribunal ,  según  (a 
cual  para  acreditar  el  derecho  al  aprove- 
chamíénlo  de  pastos  no  basta  probar  el 
uso  ó  costumbre  por  antiguos  que  sean, 
sino  que  ha  de  presentarse  el  título  de 
su  adquisición  y  probarse  su  validez. 

3.**  La  doctrina  igualmente  sanciona- 
da, en  cuya  virtud  en  pleitos  de  esta  es- 
pecie no  tiene  necesidad  de  probar  docu- 
mentalmente  su  dominio  el  que  lo  tiene 
en  el  suelo  que  se  pretende  sujetar  á  la 
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servidumbre  de  pastos,  bastándole  cual- 
quier género  de  prueba. 

4.  ''  La  regla  también  admitidi  por  los 
tribunales  que  tiene  por  prueba  probada 
la  primera  copia  de  una  escritura,  sin  ne- 
cesidad de  cotejo  con  su  matriz  cuando 
este  no  puede  hacerse;  y  la  que  con  ma- 
yor razón  atribuye  el  propio  carácter  á 
ím  documento  qne  data  de  mas  de  un  si- 
glo y  que  no  ha  sido  tachado  de  suplan- 
tación. 

5.  "*  La  regla  igualmente  admitida, 
)or  la  cual  se  estima  como  punto  legf ti- 
no de  partida  para  una  titulación,  cual- 
quier titulo  traslativo  de  dominio,  sufi- 
cientemente antiguo  sin  necesidad  de 
probar  el  dominio  de  la  persona  de  quien 
proceda  esta  trasmisión. 

6.  "*  La  doctrina  admitida  de  igual 
modo  y  en  conformidad  con  la  lev  de 
Partida  que  limita  la  necesidad  de  la 
prueba  á  los  hechos  no  consentidos  y  an- 
tes bien  contradichos.  ' 

7.  "*  La  doctrina  de  igual  clase,  en  cu- 
ya virtud  la  prescripción  inmemorial  ha 
ÚQ  probarse  con  los  vecinos  mas  ancianos 
como  ünicos  que  pueden  decir  lo  Que  se- 
gún la  ley  constituye  la  esencia  de  esta 
prescripción. 

8.  **  La  ley  1.*,  tít.  i.\  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación; 

Y  9.**  La  doctrina  legal  y  jurídica  que 
establece,  que  en  los  pleitos  por  acción 
negatoria  de  servidumbre  toca  la  necesi- 
dad de  la  prueba  al  demandado: 

El  Tribunal  Supremo  por  sentencia  de 
12  de  junio  eslima  el  recurso  y  casa  la 
d9  la  Audiencia  en  estos  término's: 

«Considerando  qn^setcttaiquleraia  efica- 
cía  le^al  que  deba  atribuirse  para  la  prueba 
del  dominio  al  documento  presentado  con 
la  demanda,  este  dominio  ha  sido  reconoci- 
do por  los  demandados  asegurando  corres- 
ponderles  sobre  aquella  ñuca  servidumbre 
de  pastos: 

Considerando  que  acreditado  de  este  mo- 
do que  el  Duque  de  Frías  es  dueño  del  roen 
te  conocido  por  el  de  doña  Goastaiiia,  no 
liene  necesidad  de  justificar  que  no  debe 
servidumbre  de  pastos;  y  que  por  el  con- 
trario, esta  prueba  incumbe  á  los  que  quie- 
ren aprovecharse  de  ellos: 
Considerando  que  para  probar  los  vcci- 
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n#8  del  pueblo  de  Nogales  que  se  hallan  en 
posesión  del  disfrule  para  sus  ganados,  de 
los  paslos  de  la  cilada  finca,  fundados  en  la 
prescripción  inmemorial,  s'^  lian  valido  de 
testigos  de  la  edad  do  40  á  44  años,  habien- 
do uno  solo  de  59  en  vez  de  haber  presen- 
tado los  mas  ancianos  del  pueblo: 

Considerando  que  la  sentencia  que  ha  ab- 
suelto  á  D.  Pedro  González  y  consortes,  ve- 
cinos de  dicho  pueblo  de  la  demanda  puesta 
por  el  Duque  de  Frias,  ha  supuesto  á  este 
obligado  á  probar  el  dominio  que  ya  tenia 
probado  por  el  reconocimieAlo  hecho  por 
los  demandados  de  que  era  tal  dueño  del 
monte,  una  vez  que  solo  le  reclamaban  la 
servidumbre  de  paslos,  y  ha  dado  fuerza  y 
valor  á  la  prueba  de  la  prescripción  inme- 
morial suministrada  por  medio  de  testigos, 
que  no  reúnen  las  calidades  reconocidas 
para  el  caso  por  la  jurisprudencia  dejos 
tribunales,  ha  infringido  las  doctrinas  seña- 
ladas en  los  motivos  3.®  y  7.®  en  que  se 
funda  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  decíarar  y  decla- 
ramos haber  lugar  al  mismo;  y  en  su  con- 
secuencia casamos  y  anulamos  la  sentencia 
que  en  14  de  setiembre  de  1865  dictó  ía  sa- 
la segunda  de  la  Real  Audiencia  de  Valla- 
dolid.»  (Goc.  22  julio.) 


FBOCEDIMIBNTO  PENAL.  In- 
jurias. Con  arreglo  á  las  leyea  ifi,  tí- 
tulo l.^  y  9.',  til.  9.^  Partida  7.*,  cuyas 
disposiciones  no  derogó  terminantemente 
el  art.  36  del  reglamento  provisional,  el 
injuriado  puede  deducir  la  demanda  á 
su  elección  ante  el  Juez  del  lugar  donde 
se  cometió  ¿l  delito,  ó  en  el  del  domicilio 
del  reo,  y  esto  aunque  la  injuria  se  haya 
causado  por  medio  de  la  imprenta. 

Deciiioo  de  14  de  juis  de  1866. 

Competcocia  entre  los  Juzgados  de 
primera  instancia  del  distrito  del  Centro 
de  Madrid  y  el  de  Chelva,  acerca  del  co- 
nocimiento de  la  causa  promovida  por 
D.  Joaquín  Belengner  contra  D.  Gil  Ro- 
ger,  aml)os  vecinos  de  Cbelra,  por  inju« 
rias  que  se  dicen  inferidas  por  este  al 
prímero  en  un  suelto  firmado  por  el  mis* 
mo  Roger  y  que  se  insertó  en  el  perió- 
dico de  Madrid  La  Bolsa.  La  demanda 
ge  interpuso,  prévio  acto  cooctlialorioy 


ante  el  Juez  de  Chelva;  pero  el  del  Cen- 
tro de  Madrid  exhortó  al  primero  para 
que  se  inhibiera  del  conocimiento  ae  la 
causa  mediante  á  haberse  cometido  el 
delito  en  Madrid  en  donde  se  publicaba 
el  periódico,  y  atendido  lo  dispuesto  en 
el  art.  36  derreglamenlo  provisional,  y 
lo  resuelto  por  el  Tribunal  Supremo  en 
sentencia  de  28  de  setiembre.de  1860. 
El  de  Chelva  sin  embargo,  sostuvo  su 
competencia  fundado  en  la  ley  45,  titulo 
4.**,  Partida  7.*,  y  en  que  por  sentencias 
de  este  Tribunal  Supremo ,  entre  otras 
I  las  de  8  de  noviembre  de  1833  y  24  de 
octubre  de  1861  ,  se  halla  determinado 
que  esta  clase  de  delitos  pueden  perse- 
guirse á  instancia  de  parte,  bien  en  el 
lugar  en  aue  se  cometen  ,  esto  es,  en  el 
que  se  publique  el  periódico  ó  el  escrito, 
bien  en  el  del  domicilio  del  feo,  á  elec- 
ción del  querellante. 

El  Tribunal  Supremo  por  su  sentencia 
de  14  de  junio,  declara  que  el  conoci- 
miento corresponde  al  Juzgado  de  Chelva: 

aConsiderando  que  la  demanda  de  inju- 
rias no  se  presentó  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  del  distrito  del  Centro  de  esta 
corte,  lugar  en  que  se  perpetró  el  delito» 
sino  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Chelva,  en  donde  tiene  su  domicilio  el  inju- 
riante: 

Coubiderando  que  con  arreglo  á  las  leyes 
15,  lít.  l.®,  y  9.*,  lít.  9.°,  Partida  7.»,  cu- 
yas disposiciones  no  derogó  terminante- 
mente el  art.  36  del  reglamento  provisional 
de  26  de  setiembre  de  1835,  pudo  el  inju- 
riado deducir  á  su  elección  la  demanda  en 
cualquiera  de  dichos  fueros,  facullad  no 
cuestionada  en  la  competencia  que  motivó 
la  d«?cÍHÍon  de  28  de  setiembre  de  186Q.» 
(Gac.  21  julio.) 


JDRiSPEDDESCU  ADHL^ISTSiTIÍi. 


eMteaetoM-aAoilttUtraSIv^s, 

VIA  CONT£N0IOBA.  Término.— 

Cuando  se  dejan  pasar  los  dos  meses  que 
contadas  desde  la  notifioaeion  i^ioede  el 
art.  14  del  U.D.de  dtetembre  de 
1810,  para  reclamar  por  la  via.  canten* 
dosa  contra  las  resolueiones  Minisi^ 
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rio  de  Hacienda  en  vista  de  las  clasifica- 
ciones hechas  por  la  junta  de  clases  pasi- 
vas, 7io  es  admisible  la  demanda. 

R.  D.-S.A>21deiiiayodci866. 

Esla  es  la  doctrina  que  se  consigna  en 
este  fallo  absolviendo  á  la  Administración 
de  una  dcpianda  de  D.  Pedro  Ceba  líos 
sobre  abono  de  haberes  atrasados,  la  cual 
Jebe  tenerse  muy  en  cnenta;  pues  no  ri- 
ge aquí  ni  en  otros  casos  especiales  ej  J 
término  de  los  seis  meses  que  señalan  < 
por  regla  ccneral  para  estas  reclamacio- 
nes el  R.  D.  de-2f  de  mavo  de  1853  v 
el  art.  U  del  de  20  de  junio  de  1858*^. 
insertos  en  las  páginas  551  y  589  del 
tomo  1  del  Diccionario. 

AGITAS.  No  están  autorizados  los 
Ayuntamientos  para  conceder  el  aprove- 
chamiento de  las  aguas  de  fuentes  del  co- 
mún ,  mediante  á  estar  comprendidas  en 
clan.  delR.  D.  de  29  de  abril  de 
1860. 

R.  D.-S.  do  21  deiDijode  1866. 

Por  acuerdo  de  la  municipalidad  de 
Antas,  de  21  de  abril  de  d86i,  se  auto- 
rizó á  los  hacendados  del  pago  de  los 
Llanos,  y  en  su  representación  á  la  jun- 
ta de  aguas,  para  que  continuaran  á  su 
costa  los  trabajos  emprendidos  en  anos 
anteriores  en  la  fuente  llamada  Bermeja 
y  otras  inmediatas  de  aquel  lírmino  ju- 
risdiccional, hasU  dejarlas  bien  repara- 
das y  restablecido  el  caudal  de  aguas  que 
de  antiguo  fluia  de  las  mismas.  Contra 
este  acuerdo  recurrió  al  Gobernador  de 
la  provincia  (Almería),  dooa  Isahel  Silva 
y  Martínez,  dueña  d«  cierta  parte  de  un 
molino  harinero  situado  en  el  mismo  si- 
lio,  y  que  se  movia  á  impulsos  del  agua 
de  la  indicada  fuente,  reclamando  los 
perjuicios  que  le  ocasionaba  y  manifes- 
tando que  con  las  obras  ejecutadas  se  ha- 
bían distraído  las  aguas  que  SíTvian  de 
fuerza  motriz  é  su  artefacto,  á  la  vez  que 
de  riego  á  las  tierras  de  su  propiedad;  é 
instruido  expediente,  el  GobertwKlor eo 
30  de  marzo  de  4863  dictó  providencia 
disponiendo  que  se  repusiera  el  curso  de 
las  aguas  conforme  á  !•  propuesto  por  el 


director  de  caminos  vecinales,  si  bien 
con  alguna  moditicacion ,  j'  que  los  gas- 
tos ocasionados  se  satisbcieseo ,  mitad 
por  los  hacendados  y.  junta ,  y  la  olra 
por  Silva  v  demás  condueños  del  molino. 

Dona  fsabel  acudió  al  Ministerio  de 
Fomento  contra  la  indicada  providencia 
gubernativa  y  recayó  en  su  consecuen- 
cia ,  y  de  conformidad  con  lo  propuesto 
por  la  dirección  general  de  obras  piibli- 
'  cas,  la  real  órden  de  27  de  julio  de  1865 
I  por  la  que  se  condrmó  la  providencia  del 
Gobernador  de  30  de  marzo  anterior,  en 
cuanto  mandaba  reponer  las  fuentes  Ber- 
meja y  sus  iumediatas  al  estado  que  te- 
niaij  antes  de  haberse  ejecutado  obras 

Eor  la  Junta  de  aguas  del  pago  de  los 
llanos;  se  declaró  de  cuenta  de  esla  jun- 
ta y  de  los  haceodados  interesados  el 
abono  de  los  gastos  que  tal  reposición 
ocasionase,  y  la  indemnización  d»^  lor; 
perjuicios  inferidos  á  doua  Isat)ei  con  la. 
usurpación  del  agua  que  servia  para  el 
movimiento  de  su  artefacto  y  riego  de 
sus  tierras;  se  dispuso  que  jas  obras  de 
reposición  se  ejecutaran  de  forma  qire 
garantizase  por  completo  y  de  un  modo 
permanente  estps  aprovecíiamientos ,  se- 
gún el  proyecto  que  aprobase  ei  ingenie"- 
ro  jefe  de  la  provincia  y  bajo  su  vigilan- 
cia; y  se  mandó  que  el  Gobernador  de 
Almería  impusiera  al  Ayuntamiento  de 
Antas  la  multa  que  correspondiera  á  las 
faltas  administrativas  que  resultaran  del 
expediente ,  y  remitiera  el  tanto  de  cul- 
pa que  existiese  al  tribunal  ordinario  si 
lo  creía  bastante  justificado. 

Presentada  demanda  ante  el  Consejo 
de  Estado,  en  nombre  de  los  individuos 
que  componen  la  junta  de  aguas  del  paíio 
délos  Llanos,  solicitando  la  revocación 
de  la  citada  real  órden  y  que  se  declare 
que  el  Ministerio  de  Fomento  es  incom- 
petente para  conocer  gubernativamente 
m  alzada  del  expediente,  dejando  á  las 
partes  su  derecho  ante  el  Consejo  provin- 
cial al  que  corresponde  conocer  cbmo  tri- 
bunal; seguida  por  sus  trárfiites,  y  con 
ví^ia  del  arl.  1  ."^  deJ  R.  D.  de  29  de  abril 
de  1860  se  dic*ó  sentencia  en  21  de  ma- 
yo, 60  estos  términos: 
•  aCousideraudo  que  segun  esla  dbpoai- 
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cion(l),  no  pudo  el  Ayuntamiento  de  An« 
tas  autorizar  la  continuación  y  terminación 
de  las  obras  que  para  aumentar  el  agua  de 
la  fuente  Bermv>ja  se  habian  emprendido  (no 
consta  con  qué  permiso  y  formalidad),  y 
que  estaban  paralizadas  mucho»  años  habia. 

Considerando  que  reclamada  anle  el  Go- 
bernador de  la  provincia  por  doña  Isabel 
Silva  y  Martínez  esta  autorización»  con  los 
perjuicios  que  las  obras  ejecutadas  en  su 
uso  causaron  en  un  molino  de  que  era  due- 
ña en  parte  dicha  interesada,  y  que  recibía 
del  agua  de  La  expresada  fuente  el  movi-  j 
miento,  dictó  aquélla  autoridad  li  providen-  I 
cía  que  estimó  oportuna,  por  cuya  apela-  ! 
cien  para  anle  mi  Gobierno  entró  el  negó-  i 
ció  en  la  esfera  de  su  verdadera  compelen- 
cía  legaly  conforme  á  mi  citado  real  decre-  | 
to,  por  tratarse  del  aumento  de  aguas  para 
el  riego  mediante  las  referidas  obras:  j 

Considerando  que  por  ello  no  se  extraü-  ' 
mitó  mi  Gobierno  expidiendo  la  real  órden 
objeto  de  este  pleito  ,  porque  desconocidas  j 
sus  facultades  privativas  en  los  negocios  de  ! 
esta  clase,  á  él  tocaba  restablecerías ,  como 
lo  hizo,  proveyendo  lo  que  en  la  real  orden 
•e  contiene: 

Considerando  que  nada  se  opone  á  que  la 
Administración  decrete  la  indemnización  y 
resarcimiento  de  perjuicios  como  conseeoen- 
cia  de  lo  que  resuelve  sobre  lo  principal  de 
un  negocio  de  su  competencia»  que  es  loque  ¡ 
hizo  en  el  presente  por  la  mencionada  real 
órden: 

Conformándome,  etc.,  venge  en  absolver 
á  la  Administración  de  la  demanda,  y  en 
contirmar  la  real  órden  reclamada  por  ella; 
reservando  á  la  junta  demandante  su  dere- 
cho á  promover  la  concesión  del  aumento 
de  agua  que  las  obras  del  presente  litigio 
tuvieron  por  objeto,  para  que  use  de  él 
donde  y  como  corresponda,  segttn  las  dis- 
posiciones que  en  la  materia  rigen.»  {GacB' 
ta  2S  julio.) 

CONTBIBgCION  INDUSTRIAL. 

El  industrial  malriciUado  como  tahonero 
no  necesita  estarlo  como  tratante  en  gana- 
do para  grangear  con  ceibos  que  pertene- 
cen á  otro  viduslrial  tratante. 

I.  B..8.de  21ieiiaj«deig(6. 

Instruido  expediente  por  un  investiga- 
dor contra  Joaquín  García,  vecino  de  Clio- 
zas  de  Canales  (Toledo),  porque  malri- 
culado  solo  como  tahonero  halló  en  su 

(1)  El  art.  1.0  del  R.  D.  da  19  de  abril  d«  1860. 


casa  so  cerdos,  á  pesar  de  que  expuso 
que  no  teoia  malríeula  eo  coo<^epto  de 
tratante  en  ganado  porque  los  cerdos 
eran  de  Gí^ipar  Sancho,  vecino  de  Retuer- 
ta, y  que  les  sostenía  con  salvados  y  des- 
perdicios de  la  tahona  para  entregárselos 
después  á  su  dueño;  de  acuerdo  con  la 
Adminisiracion  de  Hacienda  piíbüca  lo 
impuso  el  Gobernador,  conforme  al  ar- 
tículo 52  de  la  instrucción  de  20  de  oc- 
tubre de  1852,  la  cuota  de  622  rs.  y  el 
duplo  por  razofl  de  mulla.  García  dedujo 
contra  esta  providencia,  demanda  ante  el 
Consejo  provincial,  quien  con  vista  de  la 
prueba  testiGcaJ ,  documento  privado  de 
convenio  que  presentó  y  matrícula  <)e 
Gaspar  Sancho,  la  revocó  absolviendo  á 
Joaquia  García  de  la  multa  impuesta  y 
declaró  no  haber  lugar  á  su  inscripción 
en  la  matrícula  como  tratante  de  ganado 
de  cerda.  Apeló  el  Promotor  fiscal  de  Ha- 
cienda, y  el  Consejo  de  Estado  por  su  sen- 
tencia de  2{  de  mayo  coulirma  la  del 
provincial  en  estos  términos: 

«Visto  el  R.  D.  de  20  de  setiembre  de 
1852: 

Visto  el  contrato  celebrado  por  el  deman- 
dante y  Gaspar  Sancho,  que  obra  al  fólio 
12  de  las  actuaciones  del  inferior: 

Considerando  que  es  un  hecho  justificado 
y  reconocido  que  Joaquín  García  estaba  ma- 
triculado como  tahonero,  y  Gaspar  Sancho 
como  tratante  en  cerdos,  satisfaciendo  uno 
y  otro  respectivamente  la  contribución  de 
subsidio  y  comercio: 

Considerando  que  en  tal  concepto  pudie- 
ron otorgar  legalmente  el  convenio  de  gran- 
jeria de  31  de  agosto  de  1864,  puesto  que 
los  cerdos  no  se  enajenaron,  sino  que  habían 
de  devolverse  dentro  de  cierto  tiempo  á  su 
dueño,  alimentándose  entre  tanto  con  los 
salvados  y  desperdicios  de  la  tahona: 

Considerando  que  de  aplicarse  á  García 
la  sanción  penal  que  contiene  el  art.  47  del 
real  decreto  antes  citado,  como  lo  hizo  el 
Gobernador  de  Toledo,  se  seguiría  que  por 
razón  de  una  misma  materia  se  pagaría  dos 
veces  la  contribución: 

Y  ooDtiderando  que  semejante  deternoi- 
nacion,  al  paso  que  uo  está  en  armonía  con 
la  letra  de  la  ley,  cootradiee  abiertamente 
su  espíritu; 

Conformándome  etc.,  vengo  en  confirmar 
la  sentencia  pronunciada  en  estos  autos  por 
el  Contejo  provincial  de  Toledo  y  mandar 
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qiio  ie  devuelva  á  Joaquín  García  lá  caiiU- 
dad  depositada.»  (Gac,  21  jvUio.) 

OBBAS  EN  LOS  BIOS.  La  conce- 
sión enfiiéutica  hecha  por  el  Real  Patri- 
monio en  18:25  para  hacer  un  molino 
utilizando  aguas  de  un  rio,  no  exime  al 
concesionario  de  sujetarse  en  la  ejecución 
de  la  obra  á  las  disposiciones  y  trámites 
que  en  interés  público  se  hallen  estableci- 
dos al  tiempo  de  hacerla. 

R.  D.-S.  de  15deiuy»  it^mS. 
En  1828  obluvo  D.  Bartolomé  Ctos 
concesioa  eofiléuiica  del  Real  patrimo- 
nio para  el  establecimiento  de  on  molino 
harinero,  valiéndose  de  las  aguas  del  rio 
Repoll  que  discurren  por  la  acequia  de 
Monar  (provincia  de  Barcelona);  y  como 
por  virtud  de  cuestiones  y  pleitos  que  se 
promovieron  no  pudo  ejecutar  la  obra  has- 
ta 1859,  habiendo  dado  principio  á  ella, 
se  suscitaron  de  nuevo  otras,  y  el  Gober- 
nador en  lá  de  julio  de  dicho  ano ,  decla- 
ró que  no  necesitaba  mas  autorización 
ue  Ja  que  tenia;  pero{)08leriormeoie  por 
ecreto  de  á8  de  marzo  de  1865  mandó 
proceder  á  la  demolición,  que  se  Itevaria 
a  efecto  si  en  el  término  de  no  mes  no  so- 
licitaba dos  la  competente  real  autoriza- 
ción* Clos  dedujo  demanda  anttí  el  Con- 
sejo provincial  que  revocó  la  prov¡d<5ncia 
gubernativa  por  su  sentencia  deíiniiiva: 
pero  apelada  esta  por  el  íiscal,  el  Conse- 
jo de  Estado  la  revoca  por  la  suya  de  15 
de  mayo  confirmando  el  decreto  del  Go- 
bernador, con  vista  de  las  Ri,  Ords,  de 
14  de  marzo  de  1846,  5  dt  abril  de  1859 
y  29  de  igual  mes  de  1860,  consignando 
en  los  considerandos  la  doctrina  del  epí- 
grafe, porque  cualquiera  que  fuese  hi 
causa  de  no  haberse  ejecutado  la  obra 
hasta  1859,  en  esta  época  debió  proceder 
ya  con  sujeción  á  ía  citada  real  órdeo  de 
1846  y  demás  disposiciones  vigentes. 
{Gac.íS  julio.) 


CoBi^etettelA*  en^ré  la  AMliilirvriieloo 
7  iom  Vrlb«aAle«  dMidl4ii«  Ae««MiHA 

MATEBIA  PENAL.  Ouóstion  pre- 
via. Para  proceder  cri)niualmenl&  con- 
tra un  contratista  de  obras  púbUoas:  por 
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extracción  de  piedra  de  fincas  de  proph'' 
dad  particular  sin  permiso  del  dueño,  de- 
be calificarse  préviamenle  por  la  Admi- 
nistración la  legitimidad  ó  abuso  de  la  ex- 
tracción. 

Decisión  de  18  de  janio  de  1866. 

Competencia  suscitada  entre  el  Gober- 
nador de  la  provincia  de  Madrid  y  v\  Juez 
de  primera  instancia  de  NavalcanuTo, 
ara  proceder  á  instancia  de  D.  Cirilo  Ba- 
ia  contra  los  representantes  de  la  empre- 
sa constructora  de  la  carretera  de  Madrid 
á  San  Martin  de  Valdeiglesias ,  por  haber 
extraido  piedra  de  sus  fincas  contiguas, 
sin  su  consentimiento  y  á  pesar  de  su  opo- 
sición. El  Juzgado  fundó  su  competencia 
en  la  ley  de  17  de  julio  de  1836  sobren 
expropiación  forzosa  por  causa  de  utilidad 
pública,  la  materia  criminal  soíbre  quo 
versa  la  querella  establecida  y  la  d^isioii 
de  24  de  julio  deM863  (\);  y  "el  Goberna- 
dor, de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial, 
en  la  R.  0.  de  19  de  setiembre  de  1845. 
en  el  reglamento  de  27  de  julio  de  1853 
y  en  la  decisión  de  otra  competencia  ana  - 
loga,  dictada  en  9  de  julio  de  1862.  El 
Consejo  de  Estado  la  decide  á  favor  de  la 
Administración  en  los  términos  siguien- 
tes: 

«Visto  el  arl.  54,  párrafo  primero  del  re- 
glamento de  25  de  setiembre  de  1863  para 
la  ejecución  de  la  ley  de  Gobiernos  de  pro- 
vincia^ según  el  cual  los  Gobernadores  no 
pueden  suscitar  contienda  de  competencia 
en  los  juicios  criminales ,  á  uo  ser  que  el  cas- 
tigo del  delito  q  falta  haya  sido  reservad'» 
por  la  ley  á  la 'Administración,  ó  cuando  an 
virtud  de  la  misma  ley  deba  decidirse  por  la 
autoridad  administrativa  alguna  cuestión 
prévia  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los 
tribunales  hayan  de  pronunciar: 

Vi<slo  ei  arl.  de  Ja  R.  O.  de  de  se- 
tiembre de  1845  en  que  se  dispone  que  nin* 
gun  camino  ni  obra  pública  en  curso  de  eje- 
cución se  detenga  ni  paralice  per  las  oposi- 
ciones que  bajo  cualquier  formal  puedan 
intentarse  con  molívo  de  los  daños  y  perjoi- 
cío$  que  ai  ejecutar  las  mismas  obras  se  oca- 
sionen por  la  ocupación  de  terrenos,  exca- 
vaciones hechas  en  los  mismos,  exlracciO]i, 
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Rcarreo  y  depósito  de  materiales  y  oirás  ser* 
vidnmbres  á  que  están  necesariamente  su- 
jetas ,  ba)o  fa  debida  indemnización ,  las  pro- 
piedades Qontig^uas  á  las  obras  públicas: 

Vistos  los  arls.  30  y  31  de  la  instrucción 
de  10  de  octubre  de  1845,  que  confirman  lo 
dispuesto  en  la  real  órden  que  acaba  de  ci- 
tarse, añadiendo  que  ei  resarcimiento  de  los 
dañoa  y  perjuicios  ocasionados  por  la  ejecu- 
ción de  las  obras  públicas  solo  podrá  solici- 
tarse ante  el  Jefe  político  rpflpeclívo: 

Vistos  los  arts.  ó."»  y  e.""  del  R.  D.  de  23 
de  setiembre  de  1846 ,  que  encomienda  á  los 
mismos  Jefes  pofí líeos  la  correccior^  de  las 
faltas  que  puedau  cometerte  por  los  emplea- 
dos .  dependieples ,  empresarios  y  contralis- 
tas de  obras  públicas: 

Visto  el  arl.  83,  párrafo  sexto  de  la  ley 
de  25  de  setiembre  de  1863,  que  entre  los 
asuntos  cuyo  conocimiento  y  decisión  cor-^ 
responde  á  los  Consejos  provinciales,  como 
tribunales  conlencioso-administrativos ,  se- 
Dala  para  el  caso  en  que  lleguen  á  ser  con- 
tenciosas las  cuestiones  felalivas  al  resarci- 
miento de  los  daños  y  perjuicios  ocasionados 
por  las  obras  públicas: 

Considerando: 

1.^  Que  la  querella  criminal  entablada 
por  D.  Cirilo  Bahía  se  funda  únicamente  en 
et  hecho  de  haberse  extraído,  sin  su  peí  mi- 
so, cierta  cantidad  de  piedra  con  destino  é 
una  carretera  en  construcción: 

2  ^  Que  por  esta  última  circunstancia^ 
asi  como  por  la  de  ser  contiguas  á  la  óbralas 
fincas  de  donde  la  piedra  se  extrajo,  son 
aplicables  al  caso  presente  las  prescripciones 
de  la  R.  O.  de  19  de  setiembre  de  1845  y 
demás  disposiciones  que  establecen  ciertas 
servidumbres  necesarias  en  favor  de  las 
obras  públicas  bajo  la  debida  indemniza'» 
cioní  * 

3.**  Qoe  siendo  indispensable,  por  lo  tan- 
to, calificar  anticipadamente  la  legitimidad  de 
la  extracción  verificada,  y  correspondiendo 
esta  facultad  á  la  Administración,  es  eviden- 
te que  existe,  en  el  caso  actual ,  una  cues- 
>  tion  prévVia  ai  juicio  criminal ,  de  cuya  reso- 
lución depende  el  fallo  que  los  tribunales  hu* 
hieran  de  pronunciar  en  su  dia; 

Conformándome  con  lo  consultada  por  el 
Consejo  de  Estado  en  pleno  ^ 

Vengo  en  decir  esta  competencia  á  favor 
de  ta  Administración.  Dado  en  Palacio  á  tS 
de  junio  de  1866.»  {Guc  3  jtUio.) 

AYUNTAMIENTOS.  En  las  ena- 
jenaciones de  sus  bienes  de  propios  y  co- 
muñes,  ebran  e^mo  personas  juridieas 
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y  no  como  entidad  administrativa ,  por  lo 
que  su  aprobación  por  ¡a  autoridad  cor- 
respondiente es  una  forma  esterna  que  si 
puede  dar  á  estos  contratos  validez  ó  na- 
Udad  lio  por  eso  los  hac&  actos  adminis- 
trativos. Es  por  tanto  compstente  la  auío- 
ridad  judicial  en  cuestiones  sobre  su  cum- 
plimiento. 

Becision  de  18  de  jooi«  de  i  8S6.  . 

Dice  así  á  la  letra  esta  impórtame  de^^ 
cisioa: 

aEn  el  expediente  y  autos  de  competcn-í 
cía  suscitada  enlre  el  Gobernador  de  la  pro<* 
vincia  de  Cádiz  y  el  Juez  de  primera  instan- 
cia del  distrito  de  Santiago  de  Jerez,  de  los 
cuales  resulta: 

'Que  en  un  expediente  instruido  á  conse- 
cuenoia  de  reclamación  del  Ayontamienlo 
de  Jerez ,  solicitando  que  el  valor  del  ter- 
reno ocupado  por  la  estación  en  aquella  ciu- 
dad ,  del  ferro-oarril ,  que  desde  ella  se  di- 
rige al  Trocadero,  se  le  satisficiera  por  la 
empresa  á que  portenecia  el  camino,  recayó 
real  órden  expedida  por  el  Ministerio  de  Pig- 
mento en  8  de  febrero  de  1862,  declarando 
que  en^l  caso  de  pertenecer  el  terreno  ocu- 
pado por  la  estación  á  los  propios  ó  comunet 
de  Jerez ,  no  le  era  aplicable  el  art.  20  de  la 
ley  general  de  ferro-carril«a,  debiendo  su- 
jetarse su  expropiación  á  la  de  17  de  julio 
de  1836,  al  reglamento  de  27  de  julio  da 
1853  y  demás  disposiciones  vigentes;  que 
sobre  la  validez  de  la  cesión  gratuita  del  ter- 
reno por  el  Ayuntamiento  correspondía  co- 
nocer al  Ministerio  de  la  Gobernación;  y  á 
los  tribunales  ordinarios  sobre  las  cuestione^ 
que ,  en  su  caso ,  pudieran  suscitarse  con  la 
empresa  concesionaria  del  ferro-carril,  sobre 
el  pago  del  terreno;  siendo  únicamente  de 
la  competencia  de  fomento  entender  en  la 
resolución  de  incidentes  de  Ja  expropiación 
y  tasación  del  mismo  terreno: 

Que  en  su  vista  el  Ayuntamiento  de  Jerez 
pidió  autorización  para  litigar,  la  que  le 
concedió  el  Gobernador  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincial ,  para  reclamar  el  ter- 
reno llamado  del  Egido  ó  su  valor: 

Que  á  nombre  del  mismo  Ayuntamiento 
se  presentó  en  el  Juzgado  del  distrito  de 
Santiago  de  aquella  ciudad  demanda  ordi- 
naria contra  la  empresa  del  ferro-carril  de 
Sevilla  á  Jerez  y  Cádiz,  ejercitando  la  ac- 
ción reivindicaforia,  para  que  le  entregara 
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el  terreno  qne  cedió  para  la  estación  ó  ta  pa« 
gara  su  valor  á  juicio  de  peritos ,  si  pre- 
tendía retenerlo  por  considerarse  la  obra  de 
interés  público,  fundándose  en  que  no  se 
había  hecho  donación  absoluta  del  terreno 
á  la  empresa,  sino  que  se  habia  reservado 
el  Ayuntamiento  recuperarlo,  si  dejaba  de 
servir  para  el  ferro-carril,  ó  percibir  su  valor 
cuando  trasmitido  á  otro  lo  quisiere  conser- 
var, y  en  que  el  camino  se  habia  enajenado 
á  la  empresa  de  quien  lo  reclamaba: 

Que  la  empresa  contestó  á  la  demanda  pi- 
diendo por  otrosí  que  se  citara  de  eviccion 
y  saneamiento  á  los  representantes  de  la  del 
■  ferro-carril  de  Jerez  á  Cádiz ,  que  le  habia 
vendido  el  camino,  y  hecho  esto,  el  Gober- 
nador de  la  provincia ,  á  instancia  de  la  em- 
presa demandada  y  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo provincial ,  requirió  de  inhibición  al 
Juzgado ,  fundándose  principalmente  en  que  i 
antes  de  la  cuestión  suscitada  en  el  pleilo 
debia  resolverse  la  de  validéis  ó  nulidadi  de 
la  donación  hecha  por  el  Ayuntamiento,  la 
cual  era  de  la  competencia  del  Ministerio  de 
la  Gobernación;  en  que  la  autorización  con- 
cedida al  Ayuntamiento  para  liti§^ar  se  iimi-  i 
1ó  á  la  roclamacion  del  piecio  del  if^rreno,  | 
y  apoyándose  asimismo  en  el  núm.  9.^  del 
«rt.  81  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845 ,  en 
el  R.  D.  de  28  de  setiembre  de  1849  y  en  las 
Rs.  Ords.  de  15  de  julio  de  1861  y  4  de  no- 
viembre de  1862: 

Que  sustanciado  el  incidente  en  el  Juzga- 
do,  se  declaró  este  competente  para  conocer  , 
del  asunto,  en  atención  á  qno  la  cueslion 
previa  existia  cuando  se  pidió  la  autoriza-  ¡ 
cion  para  litigar,  y  se  concedió  en  absoluto  | 
á  pesar  de  ella;'á  que  la  Administración  no 
puede  volver  sobre  sus  propios  actos ,  y  á  | 
que  la  falta  de  autorización  para  litigar,  aun 
cuando  existiera  no  seria  motivo  para  sus- 
citar contienda  de  competencia: 

Que  é\  Gobernador  insistió  en  su  requeri- 
miento de  acuerdo  con  el  Consejo  provin- 
cial, resultando  el  presente  conflicto  que  ha 
seguido 'sus  trámites: 

Visto  el  núm.  9.®  del  art.  81  de  la  ley  de 
8  de  enero  de  1845 ,  según  el  cual  los  Ayun- 
tamientos deliberan,  conformándose  á  las 
leyes  y  reglamentos ,  sobre  la  enajenación  de 
bienes ,  muebles  é  inmuebleSi  y  sus  adqui- 
sioioues,  redención  de  censos,  préstamos  y 
transacciones  de  cualquiera  especie  que  lu« 
.viera  que  hacer  el  común;  y  los  acuerdos 
sobre  este  punto  se  comunicarán  al  Jefe  po- 
lilico  (hoy  Gobernador),  sin  cuya  a^roba- 
pion  ó  la  del  Gobierno ,  en  su  caso,  no  po-  í 
dra  llevarse  á  efecto:  ' 


Visto  el  R.  D.  de  28  de  setiembre  de  1849, 
I  aue  estabíec^  reglas  para  la  enjijenacion  y 
dación  á  censo  de  las  fincas  del  caudal  de 
propios: 

Visto  el  núm.  5.<>  del  art.  54  del  regla- 
mento de  25  de  setiembre  de  1863,  que 
prohibe  á  lot  Gobernadores  suscitar  contien- 
da de  competencia  por  falta  de  la  autoriza- 
ción que  deben  conceder  los  mism6s  Gober* 
nadores ,  cuando  se  trate  de  pleitos  en  que 
litiguen  los  pueblos  ó  establecimientos  pú-  ' 
biicos: 

Considerando: 

1.®   Que  la  falla  de  autorización  para  li- 
tigar en  el  supuesto  de  que  existiera,  no  es 
causa  bastante  para  suscitar  contienda  de 
,  competencia,  por  mas  que  en  su  caso  y  lu- 
I  gar  pueda  ser  motivo  dé  nulidad,  aprecia- 
I  ble  solamente  por  los  tribunales  de  justicia: 
1^  2.**   Que  el  Ayuntamiento  al  ceder  ó  ena- 
jenar sus  bienes  propios  ó  comunes  obra  co 
mo  persona  jurídií;^  y  no  como  entidad  ad- 
ministrativa, por  mas  que  sus  actos  estén 
sujetos  a  la  tutela  del  Gobierno,  lo  cual  no 
altera  la  índole  de  ellos: 

3.®  Que  la  aprobación  de  tales  contratos 
por  las  autoridades  á  quienes  está  encargada 
es  una  forma  exlerna,  que  si  bien  pu<*de 
darles  validez  ó  nulidad  ,  no  por  eso  los  ha- 
ce actos  administrativos: 

4*°  Que  la  demanda  se  dirige  á  exigir  el 
cumplimiento  de  un  contrato  que  no  es  ad- 
ministrativo, ni  puede  recibir  tal  nombre,  y 
en  el  pleito  se  versa  una  cuestión  de  propie- 
dad. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el 
Consejo  de  Estado  en  pleno, 

Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor 
de  la  autoridad  judicial.  Dado  en  Palacio  á 
18  de  junio  de  1866.0  {Gae.  4  juUa,) 
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844.  TEIil!OBAl*08.~B.  O.  de  22  de 
ootubre  aprobando  una  inslraooian  pare  el 
cumplimiento  del  B.  D.  de  80  de  merao  de 
1864  sobre  establecimientos  de  estaciones 
telesráfloas  proTinoiales,  municipales  y  par- 
tiouTares. 

(GoB.)  «He  dado  eiMnU  á  S.  M.  (Q.  D.  G.). 
de  la  iostruccion  formuiada  por  la  junla  supe- 
rior facultan  va  del  cueruo  de  lelégrafos  para 
el  eumplimienlo  del  R.  D.  de  30  de  marzo  de 
1864  sobre  eslableci míenlos  de  eslaciones 
telegráficas  provinciales,  municipales  y  par- 
ticulares. Enteradas.  M.,  y  de  acuerdo  con 
lo  propuesto  por  V.  I.,  se  ha  dignado  apro- 
bar dicha  instrucción.  De  real  órden ,  etc. — 
Madrid  22  de  octubre  de  1866.— González 
Brabo. 

Instrucción  que  se  cita  en  la  preinserta  real 
órden, 

Artíeulo  i  Las  solicitodes  para  attable- 
eer  eataoienes  telegráficas  se  dirigirán  á 
S.  M.  por  conducto  del  Gobernador  de  la 
proTtneia  á  que  corresponda  la  localidad  en 
que  hayan  de  situarse^  y  expresarán  preei- 
«amenie  la  clase  de  servicio  á  que  loa  solí- 
cilaniee  amiren,  que  no  podrá  sor  otro  que 
limitado,  de  dia  completo  ó  permanente.  £1 
Gobernador  informará  cnanto  sobre  el  parti- 
cular crea  convenieeie ,  dándo  au  opinión 
acerca  de  las  garantías  que  para  el  cumpli- 
miento de  su  compromiso  ofirezcan  loa  toli- 
cilantes. 

Art.  2.®  La  Direceion  oeneral  de  Telagrá* 
fot,  en  vista  do  las  referidas  solicitudes  que 
los  Gobernadores  remitirán  al  jefe  de  diebo 
centro  direotivo,  y  si  la  influencia  que  pue- 
de tener  en  la  red  telegráfica  la  estación 
que  se  solicita  no  fuese  perjudicial  á  la  mia* 
ma,  fijará  y  hará  conocer  al  solicitante  la 
cantidad  y  moviliario  que  según  el  cuadro 
adjunto  será  necesaria  para  su  instalación  y 
entretenimiento»  así  como  el  importe  de  la 
construcción  y  conservación  del  ramal  que 
lia  de  unirla  á  la  red  general ,  ti  este  fuese 
necesario  tegun  la  poaicioa  de  la  localidad 
de  que  se  trate. 

ArL  3.®  Enterado  el  solicitante»  cato  do 
Tomo  X  del  Djcc. 


conformidad,  manifetUrá  ti  está  dispuesto 
á  garantir  y  sufragar  el  gasto  inmediato  de 
la  instalación,  el  del  servicio  y  entreteni* 
miento  y  el  alquiler  dd  local  de  la  estación, 
todo  al  menos  por  un  año ,  tiempo  mínimo 
porque  se  harán  estas  concesioBes. 

Art.  4.''  Si  los  firmantes  de  la  solicitud 
fueran  laa  Diputaciones  ó  Ayuntamientos,  la 
garantía  será  la  aprobación  de  los  presu- 
puestos en  que  iochiyan  loe  gattot  ae  que 
se  trata. 

Art.  5.^  Dada  cuenta  al  Gobierno  de  es- 
tar cumplidas  las  anteriores  orescripeiones» 
concederá  el  estableetmieoio  ae  la  ettacion, 
procediéndoae  en  ta  conaecotocia  á  formali* 
zar  el  corretpoodiente  contrato  gubernativa- 
mente ante  el  Gobernador  de  la  provincia, 
cuando  ae  trate  de  Diputaciones  o  Ayunta- 
mientot,  y  por  escritura  pública  cuando  se 
trate  de  particulares ,  expresándose  en  ám- 
boa  casos  que  aceptan  y  se  sujetan  á  cuanto 
esta  instrucción  previene.  Los  Gobernadores 
remitirán  á  la  Dirección  general  de  Telégra- 
fos copia  del  contrato ,  en  que  hftrén  constar 
se  hallan  aseguradas  las  garanUas  que  exige 
el  R.  D.  de  30  de  marzo  dfe  1864.  Los  gastos 
de  la  escritura  y  tu  copia  serán  de  eoaata  del 
tolioitante. 

Art.  6.®  La  ejecución  de  todot  loa  iraba- 
jot  necetarioa  hasta  la  apertura  de  la  esta- 
ción se  «efectuará  bajo  la  dirección  del  cuer* 
po  de  telégrafos,  y  tanto  esta  dirección  co- 
mo los  demás  gastos  que  ae  originen  serán 
sufragados  por  loa  soJioitauten* 

ArL  7.®  Si  la  ettacion  solicitada  luese 
una  de  las  suprimidas,  el  maleriaide  insta- 
lación para  la  estación  y  trozo  de  rinal  que 
le  corresponda,  si  fuera  del  Estado»  ae  su- 
bastará, concediendo  al  solicitante  ei  dere- 
cho de  tanteo. 

Art.  8.^  El  personal  que  haya  de  ores- 
tar  el  servicio  en  estas  estaciones  y  ei  de  vi- 
gilancia de  los  ramales ,  ti  los  hubiese ,  per* 
teneoerá  precisamente  al  cuerpo  de  telégra* 
fos  cuyo  Director  general  destinará  el  que 
corresponda  á  cada  una»  con  arreglo  ai  que 
se  fija  en  el  cuadro  adjunto. 

Ari.  9.^  \jQ%  haberes  del  referido  perso- 
nal se  satisfarán  por  el  concesionario  el  dia 
último  de  cada  mes.  El  apoderado  de  la  Di- 
reoeion  general  girará  contra  el  mismo,  por 
trimestres  adelantados,  la  cuarta  parte  de  lo 
presupuestado  para  entretenimiento  en  ei 
cuadro  que  te  acompaña. 
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Arl.  10.    El  servicio     las  eslaciones  y 
ramales  y  el  persooal  que  ea  ellos  je  previ»  . 
se  sujetará  á  las  prevenciones  de  esla  ins-  < 
truccion;  y  dependiendo  unas  y  oíros  excla- 
stvATnente  tie  ta  Dirección  general  de  Telé- 
grafos, tendrán  las  mismas  ohli^iones  y  i 
responsabilidades  que  las  perlenecienles  al  i 
Estado ,  y  ppestarán  su  servicio  con  arreglo 
á  los  reglamentos  y  preseripeiones  vigen-- 
tea. 

Art.  11.  La  Direecton  general  proveerá 
por  lo  tanto  á  estas  estacioaes.  Ib  mismo 
que  á  tas  demás  del  Estallo » de  toda  lo  neee* 
.  sario>partt  su  entretenimiento  y  servicio. 

Art.  i  2.  Serán ,  sin  embargo ,  de  cuenta 
de  los  concesionarios  el  entretenimiento  del 
movHiario  que  deben  conservar  siempre  en 
buen  estado,  así  como  el  esterado  en  el  in» 
vierno  ^cortifiaseQ  verano^Los  gastos  da 
escr'florio,  camimstible  y  alumbrado,  dios 
satisfarán  en  espebie  al  principio  de  cada 
mes,  ó  k>8  entrenzarán  en  metálico  al  tele^- 
grañsta  ó  encargado  eon  arreglo  á  ta  eattli* 
dad  que  ñjará  la  Dirección  generai  para  ca*^ 
da  mes ,  según  las  estaciones 9  y  que  no  exce- 
derá anualmente  de  la  que  se  señala  para 
este  objeto  en  el  cuadro  que  se  acompaña. 

Arl.  18.  El  pago  de  los  derechos  de  ex- 
pedición  de  los  despachos  de  corresponden- 
cia interior  so  hará  por  los  expedidores  en 
metálíeo  con  arregle  á  tarifa ,  y  su  importe 
comprebado  por  el  talonario  cerrespon* 
diente  será  entregado  por  el  jefe  de  la  esta/* 
cion  mensual  mente  «n  la  deposilaria  de  la 
Diporaeion,  Ayunlanwenlo  ó  empresa  res'- 
pectiva,  obteniendo  carta  de  pago  por  du- 
plicado. Loi  despachos  oAciaies  pagarán  lo 
mismo  que  los  privados ,  pero  tendrán  dere-« 
cho  de  prioridad  en  la  trasmisión.  Los  deSf 
paches' reárenles  at  servicie  no  pagarán  can- 
tidad alguna. 

Art.  1:4.  Respecte  á  la  correspondencia 
rntemacional  se  satisfará  por  los  expedido* 
res  en  metálico  la  (asa  oorrespendienle  at 
trayecto  español  y  en  sellos  de  telégrafbs  la 
que  corresponda  al  trayecto  extranjero:  el 
importe  pór  e4  primer  concepto  se  entregará 
tambien  por  el  jefe  do  la  estación  como  se  es* 
tabkce  eii  el  articule  aaterior,  pero  obte« 
niendootra  carta  de  pago  por  duplicado. 

Art'.  ISw  Los  jefes  de  las  estaciones  ren«* 
dirán  á  la  Dirección  general  (Negociado  5.^> 
cuenta  nvensual  por  correspondencia  interior, 
y  otra  por  internaeional ,  de  las  cantidades 
recaudadas ,  acompañando  como  jusliñoan* 
tes  los  despaches  originales  y  los  duplicados 
de  las  cartas  de  pngo. 

Art.  16.  Examinadafi  que  sean  estas 
cuentas  en  la  Dirección  general ,  dará  cono* 


cimiento  la  misma  al  concesionario  de  sti 
aprobaciea  ó  reparos  por  el  mas  ó  el  menos 
que  haya  sido  cobrado  de  lo  qne  correspon.- 
da  ségun  tarifa :  sí  lo  cobrado  hubiese  sido 
de  mee,  se  deducirá  de  la  primera  ealcega 
que  vuelva  á  hacerse,  y  si  buciese  sido  de 
menos ,  el  enf w^gado  d^  la  estación  rcint*'* 
grará  al  concesionario  la  diferenc'ia  cargán- 
dose el  importe  de  esta  en  la  primera  cuenta 
que  rinda.  .  . 

Art.  17.  €uande  en  un  quíoqueníd  li« 
quidado  resulte  qne  los  rendimientos  de  la 
estaeien  sen  ya  mayores  que  los  gastos,  se 
rescindirá  el  contato ,  y  la  estación  queda^ 
ra  de  cuenta  del  Estado,  que  reintegrará  al 
concesionario  el  importe  de  la  cantidad  con 
que  contribuyera á  la  instalación,  deducien- 
do de  ella  el  exceso  de  tos  rendimientos  eo« 
bre  lo  gastado  en  el  reférido  quinquenio.  Es- 
to no  es  aplicable  al  caso  en  que  se  trate  de 
empresas  ó  establecimientos  públicos  ó  prtva- 
dbs ,  por  sus  menores  garantías  de  constan- 
cia en  los  productos. 

Art.  18.  El  movimiento  del  personal  que 
la  Dirección  general  di^ponga  respecto  á  es- 
tas estaciones  lo  comunicará  al  concesiona- 
rio en  los  mismos  térnr^inos  que  respecto  al 
del  Estado  lo  hace  á  la  ordenación  general 
de  pagos;  en  los  relevos  por  traslaciones^  el 
saliente  percibirá  sus  haberes  hasta  el  mis- 
mo dia  de  la  entrega,  y  el  entrante  empe- 
gará á  pepcibirlo  desde  el  dia  siguiente. 

Art.  19.  Si  por  cireunstanc'ms  especiales 
dispusiere  et  Gobierno  que  una  de  estas  «s- 
taoiones  aumentase  (aa  horas  de  servicio  ó 
nombrase  para  eltas  ma»  personal  que  eA  lir 
jado  es  el  cuadro  que  ee  acompaña,  el  ex- 
ceso de  gasto  eerá  de  cuenta  del  Estado; 
si,  por  el  contrarié,  dispusiese  el  Gobicruo 
la  suspensión  del  servicio  en  alguna  de  edi- 
tas estaciones  durante  un  tiempo  detormina- 
do  ó  indeterminado,  el  concesionario  no 
tendrá  que  satisfacer  mas  gasto  que  el  dei 
alquiler  del  local  en  dicho  tiempo.  Si  la  sus- 
pensión  fuese  solie  respecto  sil  eer vicio  pri- 
vado continuando  para  el^  efttial ,  esáo  ao 
será  de  pago  por  eé  trayecto  español ,  y  te- 
dos  los  gastos  serán  de  cneirta  del  Balado. 

ArU  20.  Si  kM-eoneesionarios  fakasan  á 
las  obligaciones  qpe  esta  instrucción  lesim- 
pone ,  se  anulará  la  concesión  prévio  el  ex- 
pediente oportuno ,  quedando  á  beneficio  dei 
Estado  todo  el  material  telegráfico,  y  entre- 
gando á  aquellos  el  movíliario  tal  como  se 
encuentra. 

Art.  21,  La  Dirección  general  de  Telé- 
grafos queda  onoargada  de  cumplir  y  haeer 
cumplir  las  condiciones  de  cada  contrato  que 
se  considera  principia  á  regir  á  partir  del 
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Cuadro  que  expresa  los  gastos  d€  instala^' 
,  cion  y  eniretenimienlo  de  la^  eslaciones 
se^n  $¡  di f érenle  servicio  qne prestan,, 

nTACiones  db  navKno  iinrrAiK). 

ü^as  de  servicio. 

De  nueve  á  doce  de  ía  mañana  y  de  dos 
á  ateto  ite  la  tarde.  Los  diaa  festivos  solo  de 
dos  á  siete  de  la  larde. 

Biictfd'Hr. 


Gastos  de  instalación. 

Por  el  aparato  de  trasoí Fsion  y  todos 

sqs  accesorios   280 

Por  la  mesa  pura  montado.    ...  8 

Por  el  tabloncillo  du  entrada  de  hito.  5 


Total  que  debe  entregar  et  contratis 
la  paira  et  establecimiento  de  la 
estacioa.  293 


MovUi^io  que  Me  st^ministrar  el  ooncétno- 
nono. 

Un  sUloQ  para  el  telegrafista. 

Un  tintero. 

Uua  salvadera. 

Un  quinqué  con  pantalla. 

Un  cartapacio. 

Ufm^aea  áe  pino,  rorraáfi  de  hale^  eon 
cajón  7  perradura,  de  1,>^25  de  largo  por 
0,o5  de  ancho. 

Cvalro  tillas. 

Un  candeterow 

Una  bandeja. 

Dm  VtMt. 

Una  boleila  -de  «f  islal. 

Un«ánUiro. 

Ua  orinal. 

Un  Imkserot  con  tarima  y  badila* 

Un  pepchoro. 

Uo  arasario. 

Un  reloj  da  par,ed. 


Gntas  permm»$ntee.--^P0rmmal. 

Un  telegrafista  segundo  500 

Uu  ordenanza  250 


Material. 

E9oriloria«  altunbrado  y  eombostibie. 
finlretenimienio  del  aparato  ^  ptlas  y 
demás  aecesoríoa,  papel*  cinta,  saN 


100 


fitio  y  toda  clase  de  impresos  para 
la  irasmiaioa  y  ffecepoioo.  ...  80 

TotAt.  .   .   •   .  930 


BSTACIÓRBd  DB  DIA  COMPLBTO. 

Horas  de  servicio. 

Desde  las  siete  <ie  la  mañana  en  el  verano, 
ó  desde  las  ocho  eu  iiivieroo  Kaata  las  nue- 
ve de  la  Boche. 

Se  entienda  por  invierno  desde  1.^  de  oc- 
tubre á  fín  de  maiCEo. 

Gastos  de  instalación. 

Los  mismos  que  la  anterior. 

MoviHettio. 

El  mismo  Anterior,  pero  añadiendo: 
Un  cartapacio. 
Un  tintero. 
Una  salvadera. 
Un  eandelero. 

Urui  mesa  alómenos  igual  á  la  anterior. 
Un  silloai. 
Dos  sillas. 

Un  palanganero  completo. 

Gastos  permanentes. ^Personal. 

UfileitgralisUpriaMro..    ....  600 

Un  id.  st?guhdo  500 

Un  ofdeaaQaa.  250 

Material. 

Btcrifono,  alambtado  y  eombaalible.  150 
Etntratanimiento  del  apárale,,  pila  y 
demás  accesorios,  papel-cinta,  suU 
Uto  y  toda  clafa  da  impresos  para 
ta  trasmisión  y  reoepeton.  ...  80 

ToTAi  i.5ao 


BSTACiONES  PERVARBIfTES. 

Eomsde  servicio. 
Las  vainticuatro  del  día. 

Gastos  de  instalación. 
Lo»  mismos. 

Moviliario, 

El  mismo  da  las  de  dia  completo,  pero 
añadiendo: 
Un  eandelero. 
Dos  tillas. 
Una  mesa  mejor. 
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Eacadot. 


Gastos  permanerUes.^Personat, 

Un  jf  fe  de  eslacion  de  la  elate  de  au- 
xiliar  700 

Dos  leleg^rañslas  segundos.    .    .   •  1.000 

Don  ordenanzas  •  500 

Material. 

Escritorio,  alumbrado  y  contbnslible.  250 
Enlreleni míenlo  del  aparato,  pilas  y 
demás  accesorios,  papel-cinta ,  sul- 
fato y  toda  clase  de  impresos  para 
la  trasmisión  y  recepción.  ...  80 

Total  2.530 


RBSUVBN  DEL  GASTO  PBRMANBNTB. 

Limitado. 

Personal  l    750 1 

Materia!  180  ( 

Dia  completo. 

Personal  •  1.3501  *  ^qa 

Material   230  (  ^'^^ 

Permanente. 

Personal   2.200/  <>  coa 

Material   330 1  ^'^"^ 

Notas.  No  puede  fijarse  el  gasto  de  ins- 
talación respecto  á  los  ramales,  porque  de- 
pende de  su  situación  y  longitud. 

£1  permanente  de  estos  tampoco  puede 
decirse  sin  saber  su  longitud,  aunque  sí  que 
exigen  un  celador  con  ^0  escudos  anuales 
por  cada  15  kilónu^tros  y  120  amialea  por 
küómetro  para  su  conservación  y  entreteni* 
miento. 

Madrid  22  de  octubre  de.  1866.— Aproba- 
da por  S.  M.^Es  copia. — Él  director  gene- 
ral, Salustiano  Sanz.w  (Gao.  30  octubre.) 

845.  8O0ISDADES  ANONIMAS.-Beal 
decreto  de  31  de  octubre  anulando  la  auto- 
risaoion  de  una  por  falta  da  capital. 

(FoM.)  Por  este  decreto  dictado  de  con- 
formidad con  lo  propu<*8lo  por  el  Consejo 
de  Estado,  y  en  uso  de  la  facultad  qae  con- 
cede al  Gobierno  el  art.  30  del  reglamento 
de  17  de  febrero  de  1848,  se  anula  la  auto- 
rización en  viriud  de  la  cual  existe  ia  com- 
pañía del  ferro-carril  de  Granollers  á  San 
Juan  de  las  Abadesas,  disponiendo  que  se 
proceda  á  su  disolución,  mediante  á  haber 
declarado  la  compañía  caducadas  la  mayor 
parte  de  las  acciones  por  falla  de  pago,  y 
tener  paralizadas  las  obras  del  camino,  y 
por  considerar  aque  si  la  citada  ley  (28  ene- 


ro de  1848)  'proliibe  dFar  curso  it  ioRdluxl 
alguna  en  demanda  de  real  aotorizacmit 
para  formar  compañías  anónimas,  cuaiid«i 
de  los  pedidos  de  accio^ies  no  conste  la  su^« 
cricion  de  una  milad  por  lo  menos  d\fl  ca- 

Kilat  social ,  con  mayor  razón  debe  prohi- 
irse  la  continuación  de  una  sociedad  á  la 
que  fallan  mas  de  las  cnalro  quintas  parlp^ 
del  capital  que  suscribié  para  constituirse» 
(Gac.  \    de  noviembre.) 

846.  80CIBDA:DBa  MINBRA8.— Beail 
órden  de  18  de  ootubve  declarando  qae  ea« 
orituras  de  sooiedades  necesitan  inscribirá» 
en  el  Begistro  páblioo  de  la  provincia. 

^FoM.)  Por  esta  real  drden  se  resuelve^ 
lo  siguiente: 

cl.^  Que  las  escrituras  de  las  socieda- 
des mineras  constituidas  cou  arreglo  al  ar- 
ticulo l.<*  de  la  ley  de  6  de  julio  de  185^ 
deben  inscribirse  en  el  Registro  i>úblico  d<^ 
la  provincia,  siempre  que  en  ellas  se  hallen- 
cumplido»  todos  los  requisitos  que  ordena  ei 
Código  de  Converclo  en  su  art.  2S6,  y  los  qu« 
prescriben  la  ley  y  reglamento  de  socieda- 
des mercanlilés  por  acciones  de  28  de  enero 
y  17  de  febrero  de  1848. 

«Y  2.*  Oue  las  escrituras  de  tas  socie- 
dades especiales  formadas  con  arreglo  al 
art.  2.^  ae  la  citada  ley  de  6  de  julio  de 
1859,  no  necesitan  de  la  formalidad  del  n-- 
gistro  por  estar  sometida  su  cousUtucion  á 
la  aprobacian  del  Gobernador.»  (Gac.  2  no > 
viembre.) 

847,  OrSTBOOOION  PUBLICA.— 
mam  A.  IPacultati'wos  de  2.*  clase.  B.  B.  do 
7  de  noviembre  orgranisatido  loa  estudios  do 
la  facultad  de  medicina,  y  dividiéndolo»  en 
dos  clases.— 3PABMA.CIA.  B.  B.  de  la  misma 
fecha  organisando  los  estudios  de  esta  tamú- 
tad. 

(Fon.)  «Exposición  á  S.  M.— -Señora:— 
Para  completar  la  reforma  que  en  el  estudio 
de  las  facultades  se  ha  propuesto  Itevar  k 
cabo  el  -Gobierno  de  V.  M.,  faltan  solamen- 
te la  organización  y  detinitivo  wreglo  de 
las  ciencias  médicas,  y  á  llenar  este  vacio 
tienden  los  proyectos  de  decreto  acordados 
en  Consejo  de  Ministros,  que  el  de  Fo- 
mento tiene  la  honra  de  someter  á  la  sobe- 
rana aprobación  de  V.  M. 

Las  ciencias  médicas  aleaosan  hoy.  Seño- 
ra,  en  lodo  el  mundo  civilizado  tan  admi- 
rable desarrotlo;^  son  objeto  de  tan  profun- 
das investii^aciones,  y  llegan  á  tan  prodi- 
giosas conquistas  en  beneBcio  de  la  huma- 
nidad, que  no  parece  sino  que  la  Providen- 
cia se  digna  de  abrir  nuevos  caminos  y  de 
comunicar  mas  abundantes  luces  *1  limitado 
ingenio  del  hombre  para  que  eoo  el  eullivo 
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y -progreeo  de  ftt  éfénclat  que  versan  prin- 
cipalmente sobre  ta  malería  te  comprueben, 
•c  corroboren  y  trillen  mas  explendorosas 
fas  altas  verdades  ^oe  pertenecen  á  la  región 
del  esptrllH.  Cada  nuevo  descubrimiento 
^ue  lovra  ^a  anatomía,  llevada  casi  á  los  (í* 
mites  oe  la  perfección;  cada  experimento 
fisiológico,  Telii  y  fecundo  en  «naeñania; 
^da  sustancia  que  viene  k  enriquecer  los 
museos  farmacológicos;  cada  aparato  mará* 
Tilloso  que  inventa  el  genio  quirúrgico, 
ofrece  nuevos  testimonios  de  la  sabiduría 
infinita  que  presidió  á  ia  fbrmaeíon  de  la* 
máquina  humana,  misteriosamente  animada 
y  movida  por  el  soplo  de  ta  divinidad. 
Cuanto  mas  se  profundiza,  se  penetra  y  se 
alcanza  en  las  ciencias  naturales,  y  señala- 
damente en  las  médicas,  tanto  mas  se  arrai- 
«a  la  creencia  de  lo  sobrenatural.  Bl  alma 
humana  sensible,  inteMgentA,  imagen  y  se- 
mejanza del  Creador^  palpita  bajo  todas  las 
libras  de  nuestra  organiiacion ,  y  se  revela 
con  rayos  de  luz  que  poderosamente  y  en 
primer  térm'mo  hieren  la  vista  y  la  inteli^i' 
K'^ncia  de  los  sabios  de  U  medicina.  Asi  se 
explica.  Señora,  e4  carácter  semisagrado 
q^iie  la  antigüedad  daba  a  esta  ciencia,  y 
por  qué  en  la  serie  de  los  siglos  aparezca 
siempre  cual  una  especie  de  sacerdocio,  ora 
ejercida  por  los  ministros  mismos  del  altar, 
como  en  los  [frimeros  tiempos  de  la  era  cris* 
tiaiia,  ora  secularizada  y  constituyendo  fa- 
mosas escualas ,  oomo  eti  la  edad  media,  ya 
briUando  en  universidades  y  eoiegtos  oomo 
en  los  siglos  posteriores.  Cuando  la  doctrina 
«rvangétiea  dio  para  bien  del  mando  la  ver- 
dadera y  nunca  antes,  predicada  idea  de  ta 
caridad,  la  misión  de  curar  a  los  enfermos, 
que  en  (as  renombradas  academias  de  Ale- 
jandria  y  en  los  libros  de  Hipócrates  y  Ga- 
leno tenia  salo  los  eneanlos  de  una  ciencia, 
se  reviste  de  caracteres  mas  sublimes:  el 
sentimiento  de  amor  al  prójimo  la  exalta;  la 
Idea  del  sacrificio  la  embellece;  la  cnridad, 
fundando  establecimientos  do  beneficencia 
pública,  agranda  sus  aulas;  la  medioiua, 
«MI  An,  se  eleva  desde  entonces  para  caer  y 
resurgir  según  caen  y  vvelven  á  levantarse 
en  la  sérte  de  los  tiempos  •  tos'  elementos  de 
cultura  y  de  bienestar,  de*  hw  naciones.  En 
la  nuestra.  Señora,  el  estudio  y  cultivo  dé- 
las ciencias  médicas  se  remonta  á  los  siglos 
maa  lejanos.  Cuando  apenas  en  pueblo  al- 
f^uno  de  Ooeidente  alumbraba  la  luz  del  sa- 
ber, fundábanse  en  España  aoademtaa  y  es- 
cuelas ^izá  muy  aupericrires  á  las  que  la 
aniigíiedad  conoció:  Córdoba,  Toledo,  Gra- 
nada, Zaragoza  y  Múrela  daban  el  modelo 
á  Galerno  y  á  Montpeliar,  y  á  Oioabraeh  y 


á  todas  las  escuelas  que  sucesivamente  fue- 
ron adquiriendo  celebridad  en  Europa.  La 
ciencia  oriental  lanzaba  aquí  sus  últimos  re- 
flejos: (as  obras  Inmortales  del  sábio  de  Coos 
y  del  médico  de  Pér^amo  se  vulgariiaban 
comentadas  ó  modificadas  por  Avieena,  Rá- 
sis,  Averroes  y  otros  árabes  ínsi^es,d6 
quienes  tal  vez  guardan  preciosos  é  ignora- 
dos manuscritos  nuestras  bibliotecas  y  nues- 
tros archivos.  En  el  siglo  XIU  sa  forman  los' 
esludios  y  universidades  españolas,  y  en 
ellas  la  medicina,  emancipada  ya  hasta 
cierto  punto  de  la  influencia  semítica,  co- 
mienza su  verdadero  período  nacional ,  y 
brilla  en  las  escuelas  cristianas  con  ta  cate- 
goria  y  preeminencias  de  facultad.  Desde 
entonces,  separada  por  nmeho  tiempo  de  la 
cirugía;  unida  después  á  esta ;  careciendo 
de  medios  materiales  de  enseñanza  en  al- 
gunas oeaaiones,  por  mas  que  España  ten- 
ga la  gloria  de  que  sus  escuetas  fuesen  acaso 
las  prime  ras  en  que  se  verificaron  ejercicios 
anatómicos ;  dotada  mas  tarde  de  cuantos 
elementos  ha  hecho  necesarios  el  progre- 
so mismo  de  la  ciencia ,  la  facultad  de  me- 
dic'ma  se  ha  conservado  en  nuestras  escue- 
las produciendo  eminentes  profesores,  cuyos 
noinbres  resuenan  con  respeto  y  aplauso  en 
toda  Europa •  y  registran  con  legitimo  or-^ 
orollo  los  anales  cientílicos  de  nuestra  patria. 
Para  conservar  tradiciones  tan  gloriosas; 
para  que  den  el  deseado  fruto  en  bien  de  la 
ciencia  y  de  |a  humanidad  ios  esfuerzos  muy 
laudables  hechos  en  el  pasado  y  en  el  pre- 
sente sifirlo  por  los  augustos  progenitores  de 
de  V.  M.;  para  que  sean  fecundas  tas  mejo- 
ras introducidas  en  este  como  en  lodos  los 
ramos  de  la  enseñanza  en  el  presente  reina- 
do, que  el  cielo  prolongue  y  proleja ,  es  in- 
dispensable fijar  un  plan  de  enseñanza,  sen- 
cillo en  su  exlructura,  melódico,  razonable  y 
comprensivo  de  todos  aquellos  conocimien- 
tos que  constituyen  hoy  la  ciencia  en  su  ad- 
mirable desenvolvimiento,  en  hn  vuelo  ma- 
ravilloso por  regiones  hasta  hace  poco  tiem- 
po desconocidas,  ó  vistas  muy  de  léjos  y 
entre  nubes  aun  por  los  mas  perspicaces  y 
adelantados.  Tal  es ,  Señora ,  el  propósito 
que  anima  y  el  deseo  eficaz  que  mueve  al 
Ministro  que  suscribe;  tal  es  el  pensamiento 
capital  de  la  reforma  que  propone.  Es  in- 
dispensable que  se  conserven  y  reorganicen 
en  España  las  necesarias  escuelas  de  cien- 
cias médicas  para  dotar  de  facultativo  hábil 
y  competente  ¿  todos  los  pueblos  de  la  Mo- 
narquía: es  indispensable  que  en  la  univer- 
sidad central  ttaya  una  facultad  de  medioioa 
completa,  á  la  altura  de  las  primeras  de  Eu- 
ropa, cual  corresponde  á  la  nación  qua  ea 
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Oíros  liémpo«  daba  á  las  primeras  escuelas 
de  EUiropa  profesores,  enseñanzas  y  basla 
feffiafnentos. 

Los  ciencias  médicas » tienen,  además  de 
su  ftspeoto  ledrtcO)  elevada,  di ííeil,  trasoen- 
dental  como  puede  s^.riú  e(  de  kis  ciencias 
fiiesófieas,  un  caráeler  práctico  y  experi« 
mental  qaeei)  la  época  presente  resalta  mas 
que  en  otra  alguna:  ios  institutos  aaaiíómi- 
co-fístolóf^icos,  tos  grandes  gabinetes  y  mu- 
seos, las  clínicas  debidamente  organizadas 
son  elementos  de  enfieñaoza,  sin  los  cuales 
kis  mas  sabias  explieacioiies  de  ios  maestros 
serian  extériles,  y  malogradas  también  las 
mas  iétices  disposiciones  de  los  discípulos. 
Pero  esos  elementos  de  enseñanza  son  eos* 
tosos  81  han  de  ser  completos;  asi  -coom  si 
no  han  de  ser  completos  vale  mas  renunciar 
á  todo  conato  de  mejora  y  de  progr«>so«  No 
conviene.  Señora,  qoe  haya  muchas  facul- 
tades de  medicina ;  siéie  son  quizá  excesi- 
vas para  España;  conviene  que  haya  pocas, 
pero  bien  organizadas,  bien  surtidas  de  to- 
dos los  medios  de  enseñanza,  á  tenor  de'  las 
necesidades  de  estos  tiempos.  El  Ministro 
que  suscribe  medita  sobre  este  punto  una 
reforma  que  en  su  dia  tendrá  el  honor  de 
someter  áV.  M.;  una  reforma  en  que,  al 
paso  que  se  preste  gran  servicio  á  la  ense- 
ñanza de  las  ciencias  médicas,  se  iogre  una 
notable  disminución  de  gastos,  hoy  cuan> 
tiesos  á  eaosa  di9  las  siete  fácuilades  de  me* 
dicina  que  el  Estado  sostiene,  sin  poderlas 
.elevar  al  grado  de  explendor  á  que,  redu- 
cidas á  menor  número,  es  de  presumir  y  de 
esperar  que  lleguen.  En  tanto  que  .se  reali- 
za esta  reforma,  reclamada  por  el  interés 
de  las  ciencias,  por  el  estado  del  erario  pú- 
blico y  por  el  buen  sentido,  losesludtos  pue- 
den sujetarse  á  la  reorganización  que  como 
urg^te  se  propone. 

Sobre  la  base  de  que  el  año  preparatorio 
desaparece  como  año  académico,  á  contar 
desde  el  curso  próximo,  se  establece  en  cua- 
tro años  el  periodo  del  bachillerato  en  me- 
dicina: las  asignaturas  se  fijan  y  ordenan 
en  términos  que  su  enseñanza  comprenda 
todoB  los  elementos  de  la  ciencia,  las  nocio- 
nes fundamentales  de  cuantos  ramos  deben 
formar  el  caudal  del  médico-ciruiano;  todo 
cuanto  puede  exigirse  á  quien,  s'm  el  oarác* 
ter  de  licenciado  d  doctor,  haya  de  encar- 
garse legalmente  de  la  salud  pública  y  ejer- 
cer con  garantías  oBoiales  ia  ciencia  de  cu- 
rar. Esta  disposición  de  las  materias  del 
bachillerato  en  medicina  obedece.  Señora,  al' 
peneanúento  de  la  creación  de  una  segunda  • 
clase  de  laealtativos  que  forma  parte  muy 
prineipai  del  adjunto  proyecto  de  decueio. 


En  el  período  del  baehíUiéralo  á  la  üeenei»* 
tura  se  amplían  las  materias  estudiadas^  se 
ofrecen  á  la  mteltgeneia  y  á  la. comprensión 
de  los  alumnos  convenieatemente  prepara- 
dos mas  anchos  y  lejanos  hórizontes^  se  dá 
á  la  ciencia  leórraa  el  naseaacio  deaarrollo» 
y  ¿  lea  «iúvicaa  ia  o|MNrturta  exitenslon ;:  se 
establece  )a  asignatura  da  lisiofogía  experi> 
mental  qua  tantas  regiones  escuras  de  la 
ciencia  ha  logr4do  iluinlnár  en  estos  ulti** 
mos  tiempos,  y  con  la  ampliación  de  la  te- 
rapéutica, la  hidrología  médica,  cultivada 
en  todos  los  paíaes,  es  da  evidente  necesidad 
yaea  et  naeslro,  donde  ta  providencia  lia 
prodigado  los  manantiales  de  agua  n»ediei- 
naL  Los  estudies  del  doctorado  son  propios 
y  exclusivos  de  la  universidad  centraK  Y  en 
este  concepto,  el  Ministro  que  suscribe  ha 
creído  que  si  el  doctorado  en  medicina  lia 
de  ser  algo  mas  que  nna  vana  |)oinpe  y  un 
titulo  de  honor»  es  preciso  elevar  y  ensan- 
diar  las  asignaturas  que  para  alcanzarlo 
deben  cursar  los  licenciados.  En  la  actua- 
lidad tres  lecciones  semanales  de  historia 
de  la  medicina  y  otras  tres  de  análisis  quí- 
mica constituyen  el  penado  del  doctorado. 
En  el  adjunto  proyecto  de  decreto  se  pro- 
ponen oíros  estudios  que,  no  siendo  de  ab- 
soluta necesidad  al  médico  qne  ha  de  con- 
sagrarse desde  luego  á  la  práctica  de  su 
profesión,  se  hacen  de  tado  pnnto  indispen- 
sables para  el  hombre  de  ctenoia  que  desea 
llegar  á  donde  se  llega  en  tos  países  mas 
adelantados:  estudids  que  deben  existir  en 
una  universidad  central,  que  resume  y 
compendia  la  ciencia  de  ana  nación,  que  da 
á  las  extrañas  la  muestra  y  el  nivel  de  U 
fortuna -que  en  la  propia  alcanzan  los  cono- 
oimientos  más  en  hoga,  y  que  deteronnan 
las  últimas  7  maJs  reoienles  conquistas  de 
la  ciencia.  Por  esta  razón «  y  contando  con 
la  economía  <]ue  el  arreglo  de  faeulladies  ha 
de  producir,  se  establecen  en  el  doctorado 
de  medicina  sobre  las  dos  actuales  asigua- 
turas,  para  completar  el  cuadro  de  ía  cieu- 
cia,  las  cátedras-de  estudios  superiores  de 
anatomía  y  de  higiene  pública  y  epidemio- 
logía^ uraterias  interesantístmas  no  estudia- 
das académicanMnle  en  nuestras  aulas  con 
la  extensión  que  su  importancia  reqniere, 
y  de  las  cuales  no  puede  carecer  una  íacoU 
tad  de  medicina  q^ue  se  halla  á  tanta  altura 
como  la  de  Madrid,  así  por  el  mérito  y  la- 
ma de  sus  profesores,  come  por  toe  elemen* 
tes  de^  enseñanza  ooa  que  cuenta. 

Si  las  feeursos materiales-fueran  lan  léjoa 
como  va  el  déseodaliMlnislro^ue  soscribe, 
desde  luego  hobiera  ínelalde  eu  el  presente 
plan  de  £acullud  de  medicina  cátcdins  y  oli« 
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nioM  de  enfermedadei  etpeeiales:  la  oHat- 
mologia,  la  demarlología»  la  payquialiia,  la 
higiene  y  palaU»gía  4eularias  y  alguna» 
otras  aon  objeti^  en  loa  grandea  honpi^blea 
d«  Aletnaitia,  Inglaterra  y  Fraociade  largos 
9  detenidos  •stiúiot  que,  sobre  el  ÍAmanse 
bettcñcio  directo  á  la  bumanidad  eolerma, 
prodiioen  el  de  formar  ^ofesorea  aspeeiaiis- 
las  con  inmensa  ventaja  para  la.cíeneia«  pa^ 
ra  los  qoe  á^lta  se  oonaagfan  y  para  tos 
que  de  «lia  han  meaester.  Qutiáuo  está  le- 
jano el  día  en  qoe  el  Miatslro  qiie  suscribe 
teogft  el  bonor  de  prop<>ner  i  V.  M.  el  eu- 
sayo  de  enseñanza  libre  4e  esas  espeeialida* 
des  de  la  medicina,  siempre  bajo  ladireecHHi 
é  inspeceion  de  la  Hicultad,  y  á  cargo  de 
profesores  qjiie  ofrcfea«  todas  las  garaiUías 
que  pueden  y  deben  exigirse  al  profesorado 
páWico. 

Dispaealoa  y  regniafixados  losestodios 
de  la  facttUad  de  medicina  en  toda  su  ex- 
tensión, quedaba.  Señora,  por  resolver  uua 
oiiesUoa  capital.  ¿Han  de  baoer*  la  carrera 
eomplela  basta  el  grado  de  lieenciado  inclu- 
sive por  lo  menos  cuanloa  profesores  hayan 
de  dedicarse  al  sef  vicio  púbiieo  en  todas  las 
clases  sociales,  sin  diferencia  de  facultades, 
sin  limitación  de  atribuciones? 

8igoieado  el  pensamiento  mismo  que  en 
el  siglo  pasado  indinó  ¿  los  legisladores  á 
establecer  en  los  ookgioa  de  cirugía,  crea- 
dos entonces,  la  clase  de  cmijonút  romcm- 
CHtoB  ton  cinco  años  de  reculares  esludios, 
que  maa  adelante,  en  1827, dió  ser  á  lee 
cirt^'anos  éanp'ador»^  y  luego,  en  1843  á 
ios  práúiioas  en  4l  arie  éé  eutar,  é  inspiró 
en  1847  la  creación  de  los  médiom  d$  $e§fm^ 
dm  ckue,  la  ley  de  insiroccian  pública  de  9 
de  setiembre  de  1857  cUspuso  «n  su  ari.  39 
q«e  «lo»  estudios  de  la  faouilad  de  medtai** 
dAae  organizaran  de  tnoáo  que  recibido  el 
grado  de  bachiller  pueda  obtenerle,  prévio) 
los  ejercicios  que  el  reglanlento  prescriba, 
titulo  de  médico'-cinijano  habilitado;»  y 
añade:  ofiste  titulo  solo  dará  derecho  á  ejer« 
cer  la  pro/esion  ea  puebloe  que  ne  pasen  de 
5.G00  almaa.»  Se  ve,  pues,  que  en  España 
ea  antiguo  el  poosacnienlo  y  el  deseo  de 
una  segunda  clase  de  profesores  que  satis- 
faga laa  aeeesidadea  crecientes  de  los  pue- 
blos, 

Pero  el  att.  39  ciUdo  de  la  ley  de  ins- 
trucción pública  no  pasó  de  letra  muerta; 
el  reglamento  no  llegó  á  hacerse;  el  progra- 
ma del  85S  declaró  sm  aplicaron  práctica 
el  art.  39  de  la  ley;  los  médieo-oirojanoa 
habilitados  no  llegaron  á  existir:  verdad  es 
que  los  baciiílieres  en  medieina ,  llevando 
ya  veuoidaa  Jas  cinco  sextas  partes  de  su 


carrera,  no  hubieran  eon sentido  por  eviiat 
los  dos  años  postreros  y  maa  fáciles  de  la 
faeultad  en  recibir ,  siquiera  prévisio«al-* 
mente,  aquel  titulo  aecuadario  que,  en  aam* 
bio  de  laa  ventajas  que  la  imaginación  j«« 
vernl  agranda  y  embeikee  ee  el  traaciu^o 
de  «na  carrera  científíca ,  lea  brindaba  con 
la  sombría  perspectiva  de  una  atdea.  . 

Bien  fuef  a  de  desear  que  todos  loa  pTofe^ 
sores  encargados  del  tratamiento  y  auraeiou 
de  lasdolenoias  que  afligen  á  i«  bomanidad, 
asi  en  loe  palacios  de  los  poderosos  como 
en  la  vivienda  del  jornalero,  lovieran  la 
ovmpltda  instrucción  que  proporctoaa  oua 
carrera  larga,  ordenada  y  seguida  hasta eoa 
últimos  términos;  pero  es  difícil  lograr  qae 
quien  ha  consumido  loa  12  ó  14  años  maa 
ftoridos  de  la  existencia  para  hacer  aquelloa 
estudior,  quien  ha  empleado  aa  capttal  de 
inteligencia,  de  vida  y  de  dinero  para  lo- 
grar la  borla  de  doctor  ó  el  birrete  de  lioeo- 
ciado,  se  reduasca  como  objeto  final  de  st» 
aspiraciones  á  vivir  ea  míseiia  poblacioo, 
alejado  de  la  sociedad,  ski  recreo  para  el 
espíritu,  privado  hasta  del  dora  cooaolado-» 
ra  y  apacible  da  la  cienoia  que  en  lárgoo 
años  00  escuela  contrajo  el  hábito  y  lo  ne- 
oeaidad  de  respirar. 

Y  si  en  Unto  crecen  las  quejas  de  los 
poeblos  en  demanda  de  asistencia  facultati- 
va; si  en  tanto  Koasbres  de  menguada  ins- 
trucción estremecen  y  atormentan  á  la  hu- 
manidad con  sus  audaces  instruccionea  y 
sus  enormes  desafueros;  si  ol  cielo  prueba  y 
aflige  á  los  pueblos  con  frecuentes  epide- 
mias, primero  que  improviaar  profe»ofS4> 
advenedizos,  que  fuera  añadir  eaiamidad  á 
la  calamidad;  primero  que  abrir  la  mano 
acortando  la  carrera  módica  hasan  el  extre- 
mo de  que  la  abrace,  siga  y  explote  una 
multitud  ignorante,  tan  impropia  para  ali- 
viar loa  males  homaooa  oomo  pora  concur- 
rir al  movimiento  progresivo  de  la  «ieoci», 
es  preciso  que  lo»  Gobiernos  pravisoret» 
adopten  oo  raxonable  ténmao  medio:  en 
todas  las  naciones  collas  se  ha  basado  y  so 
busca  con  solicito  afán  la  resolución  de  esti^ 
problema,  la  satisfacción  cumplida  de  estH 
necesidad  social.  En  España  se  conocieron 
ya  desde  la  segunda  mitad  de  la  edad  me- 
dia tos  cirujanos,  que  en  todo  tiempo  han 
ejercido,  como  en  muchos  otros  praiaee  do 
Europa,  las  funciones  de  médicos  asas  bien 
que  las  de  cirujanos  verdaderos;  la  diferen-f 
cía,  la  dualidad  y  aua  pluralidad  de  ola$ee 
han  existida  en  jioeslra  patH*ea  todas  l  as 
•épocas,  bajo  los  planos  y  reglaineotos  hasta 
ja  iey  de  instrucdon  pública  de  1857^  Uni- 
das las  facoltadea  de  uiedioina  y  aifujia,  oa* 
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mo  debtfi  estarlo,  hace  ya  ma^i  de  20  años 
que  4as  escuelas  españolas  no  producen  ci- 
rujanos, de  donde  facilmenle  se  deduce  que 
esa  ciase,  se  disminoye  y  se  extingue,  y 
que  corriendo  pocos  años  entre  nosotros  no 
bebda  sino  licenciados  y  doctores  en  medí* 
ciña,  y  practicantes  ó  san^adoresque  aho- 
ra á  millares  invaden  los  pueblos  quizá  ejer- 
ciendo Uegalmente  las  fundones  díe  los  pri- 
meros, si  á  tiempo  no  se  acude  á  tanto  mal 
con  la  creación  de  profesores  que,  hallán- 
dose a  respetable  distancia  de  los  doctores 
y  liceneiaaos^  teng^an  el  necesario  y  com- 
pletoeattdal  de  ciencia  para  contiaríés  sin 
riesii^o,  no  ya  la  humanidad  de  pueblos  de 
almas,  que  es  tan  respetable  como  la 
de  las  grandes  poblaciones,  sino  el  ejercicio 
Jibreáe  la  asistencia  facultativa- en  todos 
tos  dominios  españoles ,  como  lo  han  tenido 
los  ciru)atK»s  y  lo  tienen  las  clases  todas  in- 
feriores. Al  redactarse  los  programas  de 
1858,  el  Ministro  de  Fomento,  digno  ante- 
cesor del  que  suscribe,  tenia  el  honor  de 
dirigirá  V.  M.  estas  palabras:  «La  Admi^ 
nistracien  procurará  reunir  á  la  mayor  bre- 
vedad los  datos  necesarios  para  resolver 
con  oabal  conocimiento  de  causa  si  es  llega- 
do el  caso  de  crear  profesores  de  las  cien- 
cias médicas  inferiores  á  los  licenciados,  y 
si  asi  fuere,  propondrá  á  V.  M.  los  estudios 
que  deben  exigírseles  como  indisperutables 
par«  -que  ejerzan  su  profesión  en  lodo  el 
territorio  áe  ia  Monarquía,  evitando  la  re- 
pugnante desigualdad  de  pedir  menos  saber 
á  los  facuiCativos  de  las  poblaciones  rurales 
que  á  los  de  las  ciudades.» 

Ocho  «ños  han  trascurrido  desde  que  4>sto 
se  escripia,  y  seis  han  de  pasar  hasta  que 
puedan  foitnarse  los  profesores  de  que  se 
trata,  contando  con  que  muchos  alumnos 
aotualea  deJ  bachillerato  no  propendan  á  la 
carrera  abreviada:  ese  largo  espacio  de  años, 
la  diaria  desaparición  de  los  cirujanos,  y  el 
grau  número  de  pttebk)ftde  España  que  tie- 
ne por  luda  as'utencia  la  iticompetente  de 
los  ministrantes  y  practicantes,  son  datos 
que  autorizan ,  que  hacen  indispensable  y 
urgentísima  la  creación  de  profesores  de 
segunda  clase  que  reemplacen  á  los  intru- 
sos, y  que  privados  de  desempeñar  todo 
destino  facultativo,  que  en  el  orden  civil  ó 
militar  exige  la  condición  de  licenciado, 
habrán  de  llenar  en  los  pueblos  la  falta  de 
asistencia  facultativa  que  hoy  se  advierte 
ya  y  que  cada  dia.  ha  de  hacerse  mas  sen- 
sible^ ttespeiando  ei  nombre  de  medico,  que 
en  rigor  soto  puede  y  debe  darse  á  quien  ha 
sqguido  una  carrera  y  obtenido  á  lo  menos 
ei  grado  de  itceociado,  los  nuevos  profeso- 


res ^e  denominarán  faeuUaUvo$  de  tegvné^ 
elasey  ya  que  el  buen  sentido  y  la  eomun 
inteligencia  han  considerado  y  conaiderarán 
siempre  coono  facultativos  de  la  primera  á 
los  doctores  y  lioenoiados,  á  los  verdaderos 
y  únicos  médicos  que  la  ley  reconoce  para 
todos  los  efectos  administrativos,  para  todo 
lo  que  no  sea  la  material  asistencia  á  tos  en- 
fermos. 

La  carrera  de  los  facultativos  de  segunda 
clase,  que  dura  seis  años,  se  ha  organizado 
en  términos  de  que  en  cualquier  época,  si* 
guiendo  al  espíritu  de  la  ley,  puedan  aque- 
llos completar  sus  estudios  y  aspirar  al  tí- 
tulo de  licenciado  y  aun  al  de  doctor. 

Consiste  el  plan  de  dicha  carrera  en  dos 
años  de  Ja  segunda  enseñanza ,  correspon- 
dientes Al  segundo  período,  y  en  los  cuatro 
años  del  bachillerato  de  medicina ,  según  se 
esUbtec^'n  en  el  programa  •general  de  la  fa- 
cultad. Si  en  su  dia  ios  facultativos  de  se- 
gunda clase  desean  compleVar  su  carrera, 
cursando  lo^  cuatro  años  de  la  segunda  en- 
señanza, y  recibiendo  el  grado  de  bachiller 
en  arles ,  pueden  obtener  desde  fuego  el  de 
bachiller  en  medicina ,  y  hacer  los  estudios 
de  los  períodos  ulteriores  de  licenciatura  y 
doctorado. 

Tal  es,  Señora,  la  clase  de  profesores 
que  el  Ministro  que  suscribe ,  después  de 
maduro  consejo  y  de  muv  prolijas  reflexio- 
nes, cree  llegado  el  caso  3e  orear.  Esla  cla- 
se modesta  y  humilde,  pero  debidamente 
instruida,  será  de  grande  ntilidad  para  los 
pueblos,  que  no  tardarán  en  bendecir  la 
mano  de  V.  M.  que  tan  señalado  beneficio 
les  proporciona:  esa  clase,  nutrida  con  bue- 
na doctrina,  educada  por  sábios  maeetros, 
puede  ayudar  grandemente  en  tos  pueblos 
mas  apartados  á  extinguir  profundas  en- 
fermedades morales,  origen  con  frecuencia 
de  los  padecimientos  físicos:  un  honrado  fa- 
cultativo, en  concordia  y  unión  con  el  pár- 
roco celoso  y  el  maestro  de  instrucción  pri- 
maria prudente  y  de  recta  voluntad,  puede 
conlribair  en  su  esfera  á  reformar  las  cos- 
tumbres de  los  pueblos,  y  á  producir  el  eran 
beneficio  de  mente  sana  en  cuerpo  también 
sano. 

Tiene  asimismo  la  honra  el  Ministro  que 
suscribe  de  proponer  á  V.  M.  la  organiza- 
ción y  régimen  de  la  facultad  de  farmacia; 
rama  del  árbol  médico,  el  crecimiento  y 
prosperidad  de  los  estudios  de  esta  ciencia 
acompañan  con  paso  igual  á  los  de  la  medici- 
na: hoy  se  ordenan  ■  y  determinan  sus  estu- 
dios con  escasa  variación  respecto  délo  exis- 
tente, salvo  la  supresión  del  año  preparato- 
rio, á  contar  desae  el  curso  próximo,  fiasta 
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Siiarfi«  m  el  nombre  «iiM  Uevan  las  asigna- 
luras  ilel  primer  a¿o  de  esla  facultad  para 
ccMii|^roiider  que  «n  gran  esfuerzo  puede  el 
profesor  dar  las  generalidades  de  los  tres 
ramoade  la  hisloría  natural  y  las  aplicacio- 
nes á  la  farmacia.  De  esta  suerte  se  evita  la 
aglomeración  de  alumnos  en  determinadas 
cátedras,  y  el  alargar  innecesariamente,  una 
carrera- que  en  cuatro  años  puede  compren- 
der con  holgura  y  cumplido  fruto  las  asig- 
naturas todas  que  la  consUluyen,  á  tenor 
del  programa  de  1858.  En  el  plan  de  econo- 
V)ías  para  el  ejercicio  del  presupuesto  veni- 
dero ta)  vez  habrá  de  incluirse  la  supresión 
de  alguna  de  las  actuales  facultades  de  far- 
macia. La  estadística  de  los  matriculados 
revela  que  va  satisfaciéndose  en  los  pueblos 
la  necesidad  de  profesores  y  oficinas,  y  la 
experiencia  tiene  acreditado  que  con  menor 
uámero  de  escuelas  de  farmacia  «istuvo  cu- 
bierl(^cste  servicio  facultativo  por  mucho 
tiempo  en  España. 

Dígnese  por  tanto  V.  M.  prestar  su  real 
aprobación  á  los  adjuntos  proyectos  de  de- 
creto. Madrid  6  de  noviembre  de  1866. — 
Señora:— A  L.  R.  P.  de  V.  M.— Manuel 
Orovio* 

RBAL  DBCllSTO. 

Sobre  ¡a  facultad  de  medicina, 

tConformándome  con  lo  propuesto  por  mi 
Ministro  de  Fomento,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Aft,  I.**  H^brá  en  la  universidad  cen- 
tral una  facultad  de  medicina  en  que  se  dé 
la  enseñanza  completa  hasta  el  grado  de 
doctor  inclusive. 

En  las  universidades  de  provincia  habrá 
las  escuelas  de  medicina  que  fueren  nece- 
sarias, en  los  términos  y  con  la  extensión 
que  se  determinen  por  real  decreto.  En  el 
presente  curso  se  conservarán  todas  las  fa- 
cultades de  medicmaen  los  puntos  donde  se 
hallan  establecidas. 

Art.  2.^  Los  estudios  de  la  facultad  de 
medicina  se  harán  en  la  forma  siguiente: 

PRIMBfl  AÑO. 

Anatomía  descriptiva.  Lección  diaria  bas- 
ta 15  de  abril. 

Elementos  de  anatomía  general.  Lección 
diaria  desde  15  de  abril  hasta  fin  de  mayo, 
con  nociones  y  uso  del  microscopio. 

Ejercicios  de  disección  desde  1.®  de  no- 
viembre á  fin  de  marzo. 

Ampliación  de  la  física.  Química  gene- 
ral (en  la  facultad  de  ciencias). 


SEGURDO  AÑO. 

Elementos  de  fisiología.  Lección  diaria. 

Elementos  de  patología  general  y  de  ana- 
tomía patológica,  con  su  clínica.  Lección 
alterna. 

Ejercicios  de  disección  desde  1.®  de  no- 
viembre á  tin  de  marzo. 

Elementos  de  higiene  privada  y  pública. 
Lección  alterna. 

Historia  natural  y  nociones  de  geología 
(en  la  facultad  de  ciencias  ) 

TBRCBR  AÑO. 

Elementos  de  terapéutica  y  de  farma^  - 
logia.  Arle  do  recetar.  Lección  diaria. 

Patología  quirúrgica,  operaciones,  apósi* 
tos  y  vendajes.  L<»ccion  diaria. 

Clínica  quirúrgica.  Año  solar. 

CUARTO  AÑO. 

« 

Patología  médica.  Lección  diaria. 

Clínica  médica  con  la  introducción  á  su 
.estudio.  Año  solar. 

Obstetricia,  enfermedades  especiales  de 
la  mujer  y  d«  los  niños.  Lección  alterna. 
Ctítiica  de  esta  asignatura.  Año  solar. 

Elementos  de  medicina  legal  y  de  Toxi- 
cologia.  Lección  alterna. 

Probados  estos  cuatro  años,  el  alumno 
puede  aspirar  al  grado  de  bachiller  en  me- 
dicina, ó  bien  ai  titulo  de  facultativo  de  se- 
gunda clase,  previos  los  ejercicios  teórico* 
práciiooe  <)ue  se  establezcan. 

QÜIMTO  AÑO. 

Ampliación  de  la  patología  -general  y  de 
la  anatomía  patológica,  con  ejercicios  prác- 
ticos y  aplicación  del  microscopio.  Lección 
ailpma. 

Fisiología  experimental.  Lección  alterna. 

Anatomía  quirúrgica  y  operaciones,  con 
so  cHnica.  Lección  alterna. 

Clínica  quirúrgica.  Lección  diaria.  Año 
solar. 

SEXTO  AÑO.  ^ 

Ampliación  de  la  terapéutica  y  de  la 
farmacología.  Hidrología  médica.  Lección 
alterna. 

Ampliación  de  la  medicina  legal  y  de  la 
toxicología.  Lección  alterna. 

Embriología  y  clínicas  de  obstetricia  y 
de  enfermedades  especiales  de  la  mujer  y 
de  los  niños.  Año  solar. 

Clínica  médica.  Año  solar. 

Probados  estos  dos  años,  el  bachiller  eu 
medicina  puede  aspirar  al  grado  de  licen- 
ciado en  la  misma  facultad. 
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Art.  3.^  Los  estudios  del  doctorado, 
que  se  harán  en  un  curso  en  la  universidad 
central,  son  los  siguientes: 

Estudios  superiores  de  analomis  general 
Lección  alterna. 

Estudios  superiores  de  higiene  pública  y 
epidemiología.  Lección  alterna. 

Historia  crítica  de  la  medictn««  Lección 
alterna. 

Análisis  quimica  (en  la  Taoultad  de  far- 
macia). 

Probados  estos  estudios  con  asistencia  y 
examen,  el  licenciado  podrá  recibir  el  gra- 
do de  doctor  en  medicma. 

Art.  4.^  Se  conserva  por  el  preeeftte 
curso  el  año  preparatorró  de  medicina  se*- 
gun  está  establecido. 

Art.  5.®  Para  poner  en  ejecución,  en  la 
forma  posible,  el  art.  39  de  la  ley  de  ins- 
trucción pública,  se  establece  la  carrera  de 
facultativos  de  segunda  clase  que  presten 
la  asistencia  médica  y  quirúrgica,  con  «x- 
ciosioQ  de  todo  cargo  profesional,  en  cual  - 
quier  orden  de  la  aimrnistracion  para  el 
cual  las  leyes  ó  reglamentos  exijan  el  grado 
de  doctor  ó  licenciado  en  medicina. 

Art,  6.^  Para  ingresar  en  la  carrera  de 
facultativo  de  secunda  oíase  se  necesita  ha- 
ber estudiado  previamente  en  un  instituto  ó 
colegio  autorieado  los  dos  años  primero  y 
segundo  del  segundo  periodo  de  la  segunda 
enseñanza,  simultaneando  la  asignatura  de 
nociones  de  historia  natural  que  correspon- 
de al  tercero.  Para  comentar  estos  estudios 
el  alumno  deberá  sufrir  un  exámen  igual  al 
establecido  para  los  que  pretendan  ingresar 
en  el  primer  período  de  la  secunda  ense- 
ñanza. 

Art.  7.^  Probados  los  años  académicos 
de  que  queda  hecho  mérito,  ó  exhibiendo 
el  título  de  bachiller  en  artes^  y  acreditando 
el  alumno  buena  conducta  y  haber  cumpli- 
do 17  años  de  edad,  podrá  ínscribiree  en  la 
matrícula  de  primer  año  de  oiedicina,  y 
proseguir  sus  estudios  en  la  forma  determi-* 
nada  en  'iste  decreto  para  el  período  del  ba- 
chillerato en  medicina. 

Probados  los  cuatro  años  de  dicho  perío- 
do, podrá  el  alumno  recibir  el  lítulo  de  fa- 
cullalivo  de  segunda  clase,  previo  el  depó- 
sito de  1.500  rs.  fijado  para  pro f** sores  aná- 
logos en  la  tarifa  que  acompaña  á  ta  ley  de 
instrucción  pública,  y  previos  también  los 
ejercicios  leórico-practicos  que  el  reglamen 
to  determine. 

Art.  8.^  Los  facultativos  de  sep^nnda 
clase  podrán  en  cualquier  tiempo  continuar 
la  carrera  de  medicina  hasta  el  do'stnrado 
inclusive,  haciendo  para  ello  los  estudios  de 


segunda  enseñanza  que  les  faltan  en  caairo 
cursos  académicos,  que  en  ningún  caso  po- 
dtán  simultanefar  con  los  de  medicina,  reci- 
biendo el  grado  dé  bachiller  en  artes,  el  de 
bachiller  eh  medicina,  y  verileando  los  es- 
ludios académicos  de  los  dos  periodos  oHe- 
riores  de  Hcenoialura  y  doctorado. 

Art.  9.<>  Un  regiamente  determinará  les 
estudios  y  exámenes  á  que  deban  tofetarse 
los  cirujanos  de  las  varías  clases  hoy  exis- 
tentes que  dcseert  cambiar  su  titulo  por  el 
de  facultativos  de  segunda  clase. 

Art.  10.  Los  actuales  alanmos  de  los 
cuatro  primeros  años  de  medicina  pueden 
aspirar  al  título  de  facultativo  de  segunda 
clase  con  las  condiciones  que  para  eHo  se 
estaMexcan. 

ArL  11.  Queda  suprimida  la  matrícula 
para  el  primer  semestre  de  la  earrera  de 
practicántes:  los  que  ya  la  han  comenzado 
podrán  continuarla  con  strjecioii  al  regla* 
mentó. 

Art.  12.  Queda  abierta  hasta  el  dia  30 
del  mes  actual  la  matrícula  de  segunda  en- 
señánza  para  los  aspirantes  á  la  carrera  de 
facultativos  de  segunda  clase. 

En  los  institutos  y  demás  establecimien- 
tos de  segunda  enseñanza  dependientes  del 
Gobierno  se  abrirá  un  registro  especial  para 
dicha  matrícala»  cuyos  derechos  serán  igua- 
les á  los  que  satisfacen  los  demás  alumnos. 

Art.  13.  Queda  a8Ími«mo  abierta  hasta 
el  30  del  actual  la  matrícula  de  primer  año 
de  medicina  para  los  aspirantes  á  la  carrera 
de  facultativos  de  segunda  clase,  previos 
los  requilos  determinados  en  el  art.  7.**  La 
secretaría  general  de  las  universidades  abri- 
rá un  registro  para  estas  matrículas,  cuyos 
derechos  serán  los  marcados  para  los  alum- 
nos de  la  facultad. 

Art.  14.  De  las  disposiciones  contenidas 
en  este  decreto  mi  Gobierno  dará  cuenta  á 
las  Córles.  Dado  en  Palacio  á  7  de  noviem- 
bre de  ISee.—Está  rubricado  de  la  real 
mano.— El  Ministro  de  Fomento,  Manuel  de 
Oro  vio.» 

RÍAL  DECnETO. 

Sobre  la  facultad  d$  farmacia. 

«Conformándome  wn  lo  propuesto  por  mi 
Ministro  de  Fomento,  de  acuerdo  con  el 
Gonsf'jo  de  Ministros, 
Vengo  en  d«>eretnr  lo  siguiente: 
Artículo  1.®    Habrá  en  la  universidad 
central  una  facultad  de  farmacia  en  que  oh 
den  los  estudios  completos  hasta  et  dodo- 
rado  ln<jlusive. 
^    Art.  2."  Los  estudios  de  la  facultad  de 
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farmacia,  prévioel  grado  df>  bachiller  en 
artes,  se  harán  en  el  órd^n  siguiente; 

PRtlIBR  A^O. 

Botánica  farmacéutica.  Lección  diaria. 

Materia  farmacéolica  mineral  y  animal. 

Materia  farmacéutica  correspondiente  á 
partes  y  productos  de  vegetales.  Lección 
diaria. 

SBGIMiDO  A&Ov 

Farmacia  químico-inorgánica.  Lección 
diaria. 

TBRCBR  aSo. 

Farmacia  ^uimico*>argámca.  Lacaion  dia- 
rta. 

Probados  estos  Irni  años,  los  alunmos 
podrán  aspirar  al  grado  de  bachiller  en  I^r- 
macia. 

COARTO  Afto. 

Práctica  de  operaciones  farmacéuticas. 
Lección  diaria. 

Ejercicios  prácticos  de  determinación  y 
clasificación  de  objetos  de  materia  farma- 
céolica y  plantas  medic'males.  Lección  al* 
lerna. 

Probado  este  año  y  dos  de  práctica  en 
una  oñcina  de  farmacia,  uno  de  Ibs  cuales 
[>odrá  ser  anterior  al  bachillerato,  los  alam- 
nos  estarán  aptos  para  recibir  el  grado  de 
lioenotado  eniarmaeia. 

OUINTO  AÑO. 

Análisis  química  aplicada  á  las  ciencias 
médicas.  Lecdon  alterna. 

Historia  de  la  farmacia.  Lección  alterna. 

Probada  este  año,  los  alumnos  podrán 
optar  al  grado  de  doctor  en  farmacia. 

Art.  8.*  En  tanto  que  se  determine  el 
número  de  escuelas  de  farmacia  que  deba 
existir  en  España ,  continuarán  las  actual- 
mente establecidas  en  las  universidades  de 
Barcelona ,  Granada  y  Santiago. 

Art.  4.*  Se  conserva  por  este  corso  el 
año  preparatorio  para  los  alumnos  de  la  fa- 
cultad de  farmacia. 

Art.  5.*  De  la^i  disposiciones  contenidas 
en  este  decreto,  mi  Gobierno  dará  Cuenta  á 
las  Górtas  en  la  próxima  tegislalura.  Dado 
t'n  Palacio  á  7  de  noviembre  de  1866 .—Está 
rnbricado  de  la  real  mano.— El  Ministro  de 
Fomento,  Manuel  de  Orovío.»  {Gac.  6  na- 
vimbrt.) 


mmpmmMñmtm      tB0eria«  itm  la  teMUi* 

348.  SUMINISTBOB.-Ciroulaí  de  laDi- 
rsooioB  genoral  de  oontribueionea  de  17  de 
ootubre  trasoribiendo  una  real  órden  de  17 
de  dieiembre  de  1863,  que  contieue  varias 
realas  para  el  Sooorro  do  ix^i^rviiDTToa 

(Adm.  db  H.  P.  db  la  provincia  dk  Ciudad- 
RsAi,.)  (tLa  Dirección  geaeral  de  coalr^u- 
Clones  me  dice  con 'fecha  17  del  actual  Ío 
que  sigue: 

aPor  el  Ministerio  de  la  Guerra  se  expidió 
con  fecha  17  de  diciembre  de  1S63,  la  real 
órden  siguiente  que  fué  comunicada  á  los 
Capitanes  generales  de  los  distritos  mili- 
tares: 

«Excmo.  Sr.:  He  dado  cuenta  á  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  de  la  consulta  elevada  por  V.  E. 
á  este  Ministerio  en  28  de  enero  último, 
acerca  del  sistema  que  debe  adoptarse  para 
el  socorro  de  los  individuos  de  tropa  tran- 
seúntes. Enterada'  S.  M. ,  y  de  acuerdo  coa 
lo  informado  acerca  del  particular  en  10  de 
octubre  siguiente  y  1.^  del  actual  por  los 
directores  generales  de  Administración  mi- 
litar y  de  la  Guardia  civil  y  veterana,  se  ha 
dignado  mandar  que  el  expresado  servicio 
se  ajuste  bajo  las  siguientes  bases : 

1.  ^  Eq  todas  las  capitales  de  distrito  en 
que  existan  cuerpos  de  las  diferentes  armas 
del  ejército,  se  nombrará  mensualmcnte  por 
la  plaza  uno  de  cada  una  de  las  mismas, 
que  cuide  de  facilitar  á  los  transeúntes  so- 
los ó  aislados  y  provistos  de  los  oportunos 
pasaportes,  los  socorros  que  necesiten,  y  d»>. 
remitir  al  cuerpo  de  que  procedan  ,  no  solo 
los  cargos,  sino  en  su  dia  tos  justificantes 
de  revista. 

2.  *  En.punto8  que  no  haya  cuerpos  mas 
que  de  una  arma«  se  encargará  el  que  se>&. 
del  mismo  servicio  con  respecto  á  todas,  y 
cuando  sus  fondos  no  alcancen  para  cubrir- 
le, solicitará  su  jefe,  del  intendente  militar 
del  distrito,  por  conduelo  del  Capitán  gene- 
ral, la  cantidad  absolutamente  precisa  para 
dicha  atención  á  cuenta  de  su  presupuesto, 
la  cual  será  descontada  por  sextas  partes, 
couforme  á  lo  dispuesto  en  la  R.  0.  de  3  de 
enero  d^  1850. 

á.^  Para  que  los  reintegros  que  semejan- 
te operación  produzca,  se  verifiquen  pron- 
tamente y  con  el  menor  detrimento  de  los 
cuerpos  é  individuos,  el  Director  general  de 
Administración  militar,  puesto  de  acuer4o 
con  los  demás  Directores  generales  de  las 
demás  armas  é  institutos,  diotará  las  dispo- 
siciones oportunas  para  la  mas  inmediata 
aplicación  de  loa  cargos. 
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4.*  Serán  socorridos  por  los  Ayunla- 
míenlos  en  igoal  forma  y  condiciones  qne 
se  practica  en  la  actualidad,  y  como  sumi- 
nistro de  pueblos,  remitiendo  los  cargos  al 
Administrador  de  Hacienda  pública  respec- 
tivo, los  transeúntes  solos  ó  aislados,  que 
llevando  consif^nado  este  auxilio  en  sus  pa- 
saportes, carezcan  de  recursos  para  llegar 
á  la  capital  del  distrito. 

6.*  Los  desertores  aprehendidos  en  pue- 
blos que  no  son  capital  de  distrito,  los  que 
►alen  de  hospitales  que  tampoco  están  esla- 
hlecidos  en  estas  capitales,  y  por  punto  ge- 
neral los  que  por  cualquier  causa  legítima, 
permanecen  ó  salen  de  estos  pueblos,  serán 
también  socorridos  por  sus  Ayuntamientos 
on  la  forma  prevenida  en  la  disposición  an- 
terior. 

6.  *  Estando  prevenido  que  la  Guardia 
civil  no  80  haga  cargo  de  preso  que  no  lle- 
ve asegurada  su  subsistencia  con  los  recur- 
sos necesarios,  el  jefe  de  la  pareja  que  haya 
de  entregarse  de  un  militar  que  se  encuen- 
tre en  esle  caso,  exigirá  del  Ayuntamiento 
del  pueblo  en  que  tenga  lugar,  y  si  es  ciapi- 
ihl  de  distrito,  del  cuerpo  encargado  de  au- 
xiliar los  transeúntes  de  su  arma,  los  socor- 
ros necesarios,  si  no  hasta  el  punto  de  su 
destino  por  ser  demasiado  lejano,  los  que  le 
correspondan  hasta  fin  de  mes ,  y  se  los  irá 
facilitando  diariamente  para  evitar  abusos. 
El  dia  1.®  del  siguiente  mes,  el  jefe  de  la 
par<»ja  que  entonces  le  tenga  á  su  cargo, 
cuidará,  no  solo  de  que  pase  la  revista  ad- 
ministrativa ,  sino  de  exigir  del  Ayunta- 
miento los  socorros  que  durante  el  mismo 
le  correspondan  ,  dispensándoselos  en  igual 
forma  y  haciendo  entrega  del  remanente  á 
la  persona  á  quien  lo  haga  del  preso. 

7.  *  Todas  las  parejas  tendrán  también 
el  especial  cuidado  de  que  diariamente  se 
facilite  la  ración  de  pan  á  los  presos  milita- 
res á  su  cargo,  y  atenderán  á  que  tanto  de 
oslé  suministro,  como  de  los  socorros  en 
metálico,  se  facilite  á  los  pueblos  el  corres- 
pondiente recibo  expresivo  del  cuerp3  y 
nombre  del  perceptor  para  que  no  se  expe- 
rimenten perjuicios,  haciendo  entender  á  los 
respectivos  Alcaldes,  que  siendo  la  situación 
del  soldado  el  dia  último  del  mes  la  mi^ma 
que  tenga  el  primero;  según  tas  prescripcio- 
nes de  la  revista  administrativa ,  no  se  le 
causará  perjuicio  alguno  por  el  anticipo, 
siempre  que  se  justifique  en  lo  demás  la 
procedencia  y  circunstancian  del  socorrido. 
De  real  orden  comunicada  por  dicho  señor 
Ministro,  lo  traslado  a  V.  E.  para  su  cono- 
cimiento y  efectos  corresponclientes.» 

Lo  que  esta  Dirección  general  Iratlada 


á  V.  S.  en  cumplimiento  de  la  real  órdcn 
expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda, 
con  fecha  de  hoy,  á  fin  de  que  «e  sirva 
V.  S.  disponer  sea  publicada  en  el  BoUtin 
oficial  de  esa  provincia,  para  conocimiento 
de  todos  los  Ayunlamienton  de  la  misma,  y 
pueda  ser  cumplida  por  ellos  en  la  parte 
que  les  concierne. 

Lo  que  se  inserta  en  este  Boletín  para  su 
mas  exacto  cumplimiento.  Dios  guarde  á 
U}«ted  mucho  año^.  Ciudad-Real  23  de  oc* 
tubre  de'  1866.— Ramón  Serrano  y  Coello» 
Sr.  Alcalde  constitucional  áe.,.»{BoL  of.  di 
25  de  octubre.) 

849.  DBSAMOBTIZACION.  —  Circular 
de  la  Direooion  general  de  Propiedades  y 
Derechos  del  Sstado  de  15  de  setiembre 
.haciendo  algunas  prevenciones  para  el  cum- 
plimiento de  la  B.  O.  de  30  de  agosto  que 
señaló  el  término  de  sesenta  diss  para  recU<- 
mar  en  la  via  administrativa  contra  las  reso- 
luciones de  la  Dirección. 

(D»R.  OEW.  DK  P.  Y  D.  DEL  E.)  «Por  el 
Ministerio  de  Hacienda  se  ha  comunicado 
á  esta  Dirección  «general  con  fecha  20  de 
agosto  último  la  real  orden  siguiente:  (Aquí 
se  copia  la  real  orden  que  está  inserta  en  la 
página  508;  y  después  añade  la  Dire^ion  lo 
que  sigue,) 

ttAI  comunicar  á  V.  I.  la  real  órden  pre- 
cedente, la  Dirección  se  cree  en  el  caso  de 
hacer  algunas  indicaciones  acerca  de  so  im- 
portancia, de  la  necesidad  que  existe  de 
que  V,  S.  la  haga  pública,  y  de  que  todos 
tengan  muy  presente  cuanto  en  ella  se  dis- 
pone. Hasta  el  dia  sabe  V.  S  perfectamen^ 
te  que,  en  la  generalidad  de  los  casos  se  po* 
dian  alzar  sin  plazo  determinado  para  ante 
el  Gobierno,  las  corporaciones  y  los  parti- 
culares contra  los  acuerdos  de  la  junta  su- 
perior de  ventas  y  de  esta  Dirección.  Esto 
producía  un  mal  gravísimo,  porque  dejaba 
en  incierto,  por  tiempo  ilimitado  los  dere- 
chos de  cuantos  con  el  Estado  contratan,  y 
hasta  los  del  Estado  mismo.  Los  expedien- 
tes con  semejante  sistema,  eran  intermina- 
bles; y  el  cálculo  unas  veces,  y  el  descuida 
otras,  podían  contribuir  á  que  sn  resolución 
definitiva  se  dilatase  á  voluntad  de  los  re- 
clamantes. En  lo  sucesivo  desaparecerá  este 
inconveniente.  Todos  tienen  expedito  el  de- 
recho para  reclamar  ante  el  Gobierno  contra 
los  acuerdos  de  la  junta  superior  de  ventas 
y  de  este  centro  directivo,  porque  la  Admi- 
nistración no  cierra  ni  quiere  cerrar  la  puer- 
ta á  las  reclamaciones;  por  el  contrario,  de- 
sea que  sus  actos  se  esclarezcan  y  lleven 
siempre  el  sello  de  la  mas  extricta  justicia; 
pero  como  las  reclamaciones  de  alzada  se 
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«nublen  «enci lia  y  fáctlnriente,  bastando  una 
80lio¡tud  al  Gobierno  para  que  el  expedien- 
te se  eleve  á  &u  superior  resolución,  no  ha- 
bía razón  ni  fundamento  para  dejar  de  se- 
ñalar un  término,  dentro  del  cual  se  utiliza* 
rá  aquel  derecho  que  á  nadie  senípga  ni  di- 
ficulta. No  se  trata,  pues,  de  impedir  la  re« 
ctamacion,  sino  de  regularizariá  en  benefi- 
cio de  todos.  La  acción  queda  expedita,  sr 
bien  es  de  necesidad  entablarla  dentro  del 
plazo  de  sesenta  dias,  pasado  el  cual  causa- 
rá estado  el  acuerdo  de  !a  junta  ó  de  la  Di- 
rección. SieiHio  de  tal  trascendencia  el  tras* 
eurso  del  expresado  plazo,  es  necesario  ^ue 
el  requeriroieuto  ó  notificación  adminisira- 
y  va  se  verifique  pronto  y  se  ha^a  constar 
de  ana  manere  indudable.  Se  necesita  la 
mayor  exaetitud  en  este  particular  para 
evitar  que  ni  una  sola  queja  se  produzca 
eomtra  la  Administración.  A  eate  fin  cuidará 
V.  S.  muy  especialmente,  de  que  tan  pron- 
to como  se  resuelva  en  definitiva  cualquier 
reclamación  por  la  junta  superior  de  ventas 
ó  esta  Dirección  g^eneral,  se  dé  el  correspon* 
diente  traslado  á  la  corporación  ó  particular 

3ue  la  promoviera,  exigiendo  á  la  autori- 
ad  local  reclame  del  interesado  eí  oportu* 
no  recibo  de  la  órden,  anotando  en  esta  et 
dia  en  que  le  fuese  enliegada,  debiendo  fir- 
mar un  testigo  en  caso  de  que  aquel  se  re- 
sistiera ó  no  supiera  hacerlo.  Asi  no  podrán 
ocurrir  dudas  acerca  de  si  se  dió  ó  no  co- 
nocimiento de  la  resolución  que  se  reclama. 
Por  razones  idénticas  á  las  indicadas  se  et- 
lablece  en  el  párrafo  2.^  de  ta  preinserta 
real  orden  que  en  los  términos  que  se  con- 
cedan para  ampliar  la  justificación  de  los 
expedientes,  se  consideren  improrogables. 
La  Dirección  los  señalar^  con  prudencia 
para  no  colocar  á  nadie  en  una  situación 
difícil;  pero  los  interesados  deben  tener  siem- 
pre muy  en  cuenta  el  perjuicio  que  induda- 
blemente se  les  seguirá  si  por  su  propia 
apatía  no  hacen  en  tiempo  hábil  las  justifí"* 
oaciones  que  les  convenga;  perjuicio  que  de 
ninguna  manera  podrán  atribuir  á  los  acuer- 
dos de  ta  Administración.  Para  evitar  tam- 
bién en  esto  el  mas  leve  , descuido,  debe 
V.  S.  encargar  que  las  órdenes  concedien- 
do plazos  á  los  interesados,  se  les  hagan 
saber  con  las  mismas  formalidades  que  las 
resoluciones  definitivas.  No  debe  confundir- 
se, sin  embargo,  lo  que  es  justificar  un  ex- 
pediente con  lo  que  es  un  trámite  legal,  y 
por  lo  tanto,  esencial  del  expediente  mis- 
roo.  Cuando  la  ley  exige  que  mforme  nece- 
sariamente una  corporación  ó  dependencia 
del  Bslado,  el  informe  debe  evacuarse,  y 
V.  S.  dis|)oaer  que  asi  se  haga  por  todos 
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los  medios  qae  las  leyes  le  conceden.  De 


este  modo  se  evitará  que,  como  ya  ha  au- 
eedido,  se  dec!are  contenciosamente  la  nu« 
lidad  de  expediente  alguno,  ó  que  se  repon- 
ga al  estado  que  Cenia  cuando  se  cometió 
la  falta.  La  Direceion  cree  que  con  estas  ex- 
plicaciones no  puede  ofrecer  duda  alguna 
la  real  dispoaioion  qne  traacribe  á  V.  S 
y  por  tanto  se  limita  á  encargarle  nueva- 
mente oue  al  darla  en  eaa  4»rovineia  la  de- 
í  bida  publicidad,  prevenga  á  todos  que  tan- 
to la  preinserta  real  órden  como  ías  ins- 
trucciones que  contiene  esta  circular,  han 
de  ser  exacta  y  puntualmente  cumplidas.» 
Lo  que  trascribo  a  V.,  etc.  {Bol.  of.  CiU' 
dad-Real  de  5  de  octubre.) 

850.  JUBOOS  PROHIBIDOS.— B.  O.  de 
20  d*  ootUDPO  reenoargando  su  perseoucioQ. 

(GoB.)  «A  pesar  de  lo  prevenido  en  las 
antiguas  leyes  del  Reino,  de  lo  prescrito  en 
los  arts.  267  y  268  del  Código  penal  y  de  lo 
mandado  on  repetidas  reales  órdenes  circu- 
ladas por  este  Ministerio,  existen  todavía 
en  muchas  poblaciones  partidas  de  juegos 
prohibidos.  La  existencia  de  casas  destina- 
das á  tan  eriminal  vicio ,  sotu-e  ser  un  foco 
perenne  de  perversión  de  las  costumbres, 
un  peligro  para  la  juventud  y  un  motivo  de 
alarma  para  la  paz  de  las  familias  y  hasta 
para  la  tranquilidad  pública,  dá  una  idea 
poco  ventajosa  del  celo  que  observan  en  et 
cumplimiento  de  sus  deberes  los  empleados 
del  cuerpo  de  vigilancia.  Vicios  que  tantos 
males  acarrean á  la  sociedad,  no  pueden 
eonsentirse ,  ni  tolerarse ,  sino  combatirlos 
y  perseguirlos  hasta  su  total  esterminio. 
En  las  atribuciones  administrativas  hay  me- 
dios para  vigilar,  para  prevenir  y  para  re- 
mediar el  mal;  y  á  este  fin  S.  M.  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  se  ha  servido  mandar ,  que  adop- 
te V.  S.  las  disposiciones  mas  terminantes  y 
enérgicas  para  que  los  Alcaldes  de  los  pue- 
blos de  esa  provincia  >  y  todos  los  funciona- 
rios de  vigflaneia  se  ocupen  muy  especial- 
mente en  la  averiguación  de  los  puntos  en 
que  existan  ó  se  instalen  partidas  de  juegos 
prohibidos,  y  que  se  persiga  este  vicio  sin 
contemplación  de  ninguna  especie;  debiendo 
asi  mismo  prevenir  á  V.  S.  que  ,  como  esia 
clase  de  delitos  no  pueden  cometerse  si  no 
hay  por  parte  de  los  dependientes  de  la  au- 
toridad negligencia,  descuido  ó  punible  con- 
templación y  tolerancia,  incurrirán  en  la 
mas  grave  y  estrecha  responsabilidad  los 
que  no  demuestren  con  hechos  inconlest.i* 
bles  el  celo  y  la  esquisita  vigilancia  que  so 
requieren  y  su  deber  les  impone.  De  real 
órdon  lo  digo  á  V.  S.  para  su  inteligencia  y 
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PBOCSDIMIBNTO  CIVIL.  Cuan- 
do par  un  litigünte  no  se  ejercita  m  el 
juicio  dentro  del  periodo  legal,  alguna 
aeeion  ó  excepción  que  l¿  asista,  no  debe 
la  sentencia  resolver  sino  las  cuestiones 
úpGfrtunameitte  discutidas,  ni  pueden  in- 
vocarse en  apoyo  del  recurso  íte  casación^ 
leyes  y  doctrinas  que  no  tengan  relación 
directa  con  aquellas. 

Senteicia  de  15  de  juie  de  186a. 

La  doctrina  del  epígrafe  es  la  coDsig- 
nad'a  en  este  faUo,  p«r  «I  >q4ie  el  Trihunal 
Supremo  deotera  oo  haber  lagar  al  recur*- 
fio  de  casación  ioterpoesto  por  María  Blao- 
co  coDtra  seotencia  de  la  Sala  2/  de  la 
Audieocia  de  Valladolid  en  pleito  sobre 
iDteligeDcia  de  una  cláusula  testamenta- 
ría.  Como  la  discusioo  se  limitó  á  solo 
este  punto^  y  no  á  la  validez  de  la  insti- 
tución (]ue  en  dicha  cláusula  se  contenia, 
la  Audieocia  se  limitó  también  á  fallar 
sobre  el  punto  controvertido;  pero  inter- 
poniendo la  Blanco  recurso  de  casación, 
citó  como  inrringidas  la  cláusula  testa- 
mentaria, y  además  la  ley  5/,  título  S3, 
Partida  7.*,  en  cuanto  quiere  que  no  se 
de  valor  á  la  voluntad  de  un.  testador  aua« 
que  Sdia  exf  licita  cuaado  fuera  xmitA.  ley 
y  ea  su  caso  la  de  <^e  tirataha  lo  ^a 
contra  la  1/,  titulo  30,  libro  X  Novísi- 
ma Recopilación  sobre  sucesión  de  los  as- 
cendientes. El  Tribunal  Supremo  como 
dejamos  dicho,  declara  no  haber  lugar  al 
recurso  por  su  fallo  de  15  de  juoio: 

«Considerando  que  los  artículos 224,  225, 
253,  254,  256  y  260  de  la  ley  de  Enjuicia- 
^mienio  establecen^»!  modo  de  ejercitarlas 
a(!CÍone8  y  excepciones  y  el  período  en  que 
deben  fijarse  definitivamente  los  puntos  de 
hecho  y  de  derecho  objeto  de  la  controver- 
tía jurídica,  para  que  concretándose  la  cues- 
tión á  términos  claros  y  precisos,  se  meto- 


dice eí  ónJen  del  juicio ,  7  §eft  l^af  Ta  con-* 
<Hcron  d«  lo«  líti^anles,  que  de  lo  contrarm 
se  verían  intempestivamente  sorprendidos 
con  nuevas  cuestiones: 

Considerando  que  por  esta  razón  el  Tribu- 
nal  Supremo  ha  declarado  reiteradamente 
que  no  pueden  invocarse  en  apojo  de  ua 
recurso  de  casación,  leyes  y  doclriunn  que 
no  teng^an  relación  directa  con  los  pnutua 
controvertidos  oportunamente  en  el  juicio: 

Considerando  que  en  la  demanda  y  en  la 
répHca  fijó  la  actual  reeurpente  como  úniao 
panto  cuestionable,  la  intelt|pencía  del  Itfe- 
tamento  de  su  hija,  partiendo  siempre  de 
la  validez  de  sus  dispo^ioionet,  y  sin  ii>di^ 
car  siquiera  hasta  deapnes  de  cerrado  el 
debate  escrita,  que  aquellas  fresen  contra* 
rias  á  ninguna  ley  ni  doctrina ;  per  lo  «iual 
no  paeden  ser  aplicables  á  la  ouesUoa  lilt«- 
giosa,  ni  al  actual  recurso  las  leyes  y  doc-* 
trinas  jeridices  á  este  propósito  citadas  e»« 
mo  infringidas: 

'  Considerando  que  si  bien  por  ta  regla  ge- 
neral establecida  en  la  ley  5.*,  título  33, 
Partida  7.%  las  palabras  del  testador  «deben 
entenderse  llanamente  así  como  ellas  sue- 
nan» la  misma  ley  añade  afueras  ende 
quando  pareciere  ciertamente ,  que  la  vo- 
luntad del  testador  fuera  otra,  que  non  co« 
mo  suenan  las  palabras  que  están  escritas:» 

Considerando  que  para  conocer  la  volun- 
tad de  la  testadora  en  el  caso  concreto  d*r« 
cutido,  es  necesario  no  limitar  el  juicio  al 
(estamento  en  cuestión ,  sino  examinar  los 
términos  y  extensión  de  la  licencia  conce- 
dida ala  misma  testadora  por  su  madre 
para  perjudicar  la  legítima  de  eala;  y  ade- 
más combinar  con  esta  autorización  el  con- 
tenido del  lestameuto,  en  que  lan  expresa* 
mente  se  hace  uso  de  la  misma  iicaiicia: 

Considerando  que  de  este  exámen  y  com- 
binación aparece  ciertamente  que  la  testa- 
dora quiso  instituir  á  su  madre  por  herede- 
ra de  la  propiedad  de  todo  cuanto  tenia,  ó 
pudiera  tener,  dejando  sin  embargo  á  sn 
n^nrido  el  nsufructo  de  los  bienes  ganan<- 
ctales: 

T  considerando  que  interpretados  así  por 
la  Sala  sentenciadora  dichos  documentos, 
la  sentencia  no  ha  infríngido  el  testamento 
de  que  se  trata ,  ni  la  ley  5.* ,  título  33  de 
la      Partida.»  (Gac.  2b  julio,) 

PROOEDIMIBNTO  CIVIL.  No 
pueden  tomarse  en  cuetita  pai*a  decidk* 
un  recurso  de  casación  leyes  y  doctrinas 
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que  Si  eiUin  de  uná  numera  vaga  y  gene- 
ral, m  concretar  cuál  es  la  infringida  y 
en  qué  censiste  ta  infracción;  ni  tmnpoco 
las  que  no  tienen  aplicación  al  pwiioU- 
tiqioso.'^La  absolución  de  la  deman*- 
tia  resuelve  por  complelo  y  con  entera 
claridad  todas  las  pretensiones  objeio  del 
litigio  eontiguientemónte  no  se  infrin- 
gen con  ella  los  arts.  6t ,  62  y  383  de  te 
l$g  de  Enjuiciamiento  civil. 

Uskwk  de  15  de  jioio  de  1866. 

Declara  el  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  iulerpuesio 
por  D.  U.  Domínguez,  cooira  ud  fallo  de 
la  Audiencia  de  Zaragota  en  pleito  sobre 
nulidad  de  una  escritura  de  renuncia  y 
reclamación  de  bienes.  esiabJeciendo  la 
doctrina  del  epígrafe.  (C«.  26;aíia.) 

COWTBATOS.  Su  interpretación. 

^Ifopuede  entenderse  condonación  ó  re- 
misión de  deuda,  la  declaración  que  ha- 
ce el  aereedor  en  éoemment^  de  que  no 
podrá  exigtrsela  judicialmente  al  deudor  y 
por  considerarle  en^  aquel  acto  insolvente^ 
y  qu^deja  á  su  voUnlad  el  que  bajo  su 
buena  fé  la  venga  satisfaciendo  cuando  le 
sea  posible.  La  duda  que  puede  ofrecer 
este  contrato  está  bien  resuelta,  conforme 
á  la  regla  i  dfi  la  ley  2/,  tüulo  35,  Par- 
tida 7.^,  habiendo  condenado  al  áettdor 
á  pagar  en  los  plazos  que  señalasen  peri 
tos,  teniendo  en  cuenta  U»  uHlidades  qne 
podia  reportar  aquel  con  un  establecí 
miento  industrial  de  su  propiedad. 

Seiteociide  d5  de  jniie  de  1866. 

Tal  e»  la  doctrina  que  consigna  en  este 
fallo  el  Tribunal  Supremo,  declarando  no 
haber        al  recurso  de  casación  ínter- 

¡)ueslo  por  D.  Bernardo  Suarez  contra  un 
alio  de  la  Audiencia  de  Oviedo.  (Gacela 
25  julio.) 

BirjUICIAMIEWTO  MBBOAW- 
TIL.  Para  que  proceda  el  recurso  de 


tryusííi^ia  notoria  contra  sentencias  dicla- 
das  en  grado  de  apdacion^ea  requisita 
indispentaile  según  el  art.  i^il  del  Có- 
(Ugo  de  comercio,  que  sean  confirmatorias 
délas  de  primera  instancia;  pues  exis- 
tiendo el  recurso  de  súplica  según  el  ar- 
ticulo 1214,  para  el  caso  de  ser  revoca- 
torias, no  procede  tampoco  el  extraordi- 
nario  de  injusticia  notoria. 

Sealencia  de  16  de  janio  de  1866. 

Confirmando  el  Tribunal  Supremo  un 
fallo  apelado  de  la  Audiencia  de  Puerto- 
Rico,  así  lo  establece  por  el  suyo  en  16 
dejuaip.  (Cae.  "zT  julio.) 


CttiapeCeaelafl  4eel«l4M  D«r  el  Trlbonal 

FBoaBpnowro  akbboaittxl. 

Aeumulaeion.-— Pam  que  et  juicio  uni- 
versal de  quiebra  atraiga  á  si  los  pro- 
cedimientos ejecutivos  contra  el  quebrado, 
es  necesario  que  estos  hayan  sido  promo- 
vido$  ó  que  se  hallen  pendientes,  después 
de  haberse  proveído  el  auto  de  declara- 
ción de  quiebra. 

Dcci8ieide  Ude  jiiie  de  1866. 

Competeftcia  entre  el  Tribunal  de  C  )- 
mercro  de  esta  corte ,  y  el  de  igual  cla^;e 
de  Valtadolid,  acerca  del  conocimiento  de 
la  demanda  entablada  por  ta  sociedad  Mi- 
queleterena  hermanos ,  contra  la  titulada 
Crédito  Castellano,  dumieiliada  en  Valla* 
dolid,  sobre  pago  de  255.939  rs.  y  sus  in- 
tereses. 

En  1.**  de  abril  de  186S  la  sociedad  Mi- 

3ueloterena  hermanos  acudió  al  Tribuuul 
e  Comercio  de  Madrid,  y  por  virtud  de 
los  documentos  que  acompañaba  pidió  se 
despáchala  mandamiento  de  ejecución 
contra  la  del  Crédito  Castellano  por  la  re- 
ferida suma  de  255.939  rs.  y  sus  inlere* 
ses:  habiéndose  librado  el  mandamiento 
y  practicadas  las  diligencias  oportunas,  se 
opuso  á  la  ejecución  D.  Nicanor  Cr  espo, 
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coroo  admioistrador  de  la  sociedad  ejeca 
lada,  y  seguido  el  juicio  par  sus  irámiles, 
el  Tribunal  de  Comercio  de  esta  có^e 
dictó  senlencia  de  reoiaie  efi  8  de  julio  de 
dicho  año. 

Notificada  aquella  senteocia  á  los  Pro* 
curadores  de  las  partes  en  1:^  del  referi- 
do raes  de  julio,  para  que  tuviera  efecto 
Ja  nolificacim)  personal  al  administrador 
de  la  sociedad  ejecutada,  se  libró  exhor- 
lo  al  Tribunal  de  Coniercio  de  Valladolid 
en  24  de  agosto  siguiente,  el  que,  eo 
atención  á  haber  sido  declarada  en  quie- 
bra voluntaria  dicha  sociedad  por  el  mis- 
ino tribunal  en  25  del  referido  mes  de 
agosto,  y  haberse  mandado  acumular  to- 
das las  ejecuciones  pendientes  contra 
aquella,  acordó  la  retención  del  exhorto 
y  que  el  tribunal  de  esta  córle  le  remi- 
tiese los  autos  de  que  se  trata. 

Con  tal  motivo  so  promovió  la  presente 
contienda  jwisdiccional;  y  el  Tribunal  de 
Comercio  de  esta  corte  oponiéndose  á 
acumulación  alegó:  que  la  sentencia  de 
remate  consentida  y  ejecutoriada,  poce 
término  al  juicio  ejecutivo,  según  lo  tiene 
declarado  este  Tribunal  Supremo;  que 
las  diligencias  que  son  consiguientes  á  (a 
sentencia  de  remate  no  tienen  otro  carác- 
ter que  el  de  cumplir  lo  mandado  en  aque- 
lla; que  no  puede  decirse,  por  lo  tanto, 
que  hay  demanda  pendiente  cuando  esta 
se  ha  decidido  por  una  sentencia ,  y  por 
ello  no  se  está  en  el  caso  del  art.  5^3  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  ónico  que 
pudia  citarse  como  fundamento  de  la  acu- 
iHUlacion,  y  que  asi  lo  tiene  establecido 
este  Tribunal  Snpremo  en  sentencia  de  6 
de  aetiembrede  1864: 


El  Tribunal  de  Comercio  de  Valladolid 
sostiene  la  procedencia  de  la  acumulación 
fundado  en  el  art.  236  de  la  lev  de  En- 
juiciamiento mercantil,  y  los  procedimien- 
tos de  quiebra  de  que  conoce  tienen  su 
tramitación  especial  y  determinada  en  ef 
Código  de  comercio  y  su  ley  de  Enjur* 
ciamiento,  cuya  aplicación  seria  imposi- 
ble, de  aceptarse  lo  acordado  por  el  de 
esta  córte;  que  sin  negar  el  carácter  de 
cosa  jozgada  á  la  sentencia  de  remate 
proüuuciíida,  ios  derechos  derivados  de 


ella  deben  ser  ejercitados  por  tes  cjeeH- 
laotes  eo  el  juicio  uwversaf  de  quíebr» 
de  la  sociedad  deudora,  en  el  momento  y 
forma  prevenidos  en  el  Código  de  Comer- 
cio y  su  lev  de  Enjuiciamiento,  porque 
fie  otro  modo  se  dividiria  la  continencia 
ae  la  causa. 

El  Tribunal  Supremo  por  su  fallo  de 
14  de  |unio  decide  esta  competencia  eo- 
los  términos  siguientes: 

«Considerando  que  segvm  el  art.  236  de 
la  ley  de  Eniulciamienio  mercantil,  parn 
que  el;aitíio  unirérsal  de  quiebra  atraiga  á 
«I  los  procedimieiilos  ejecutivos  contra  r| 
quebrado,  es  necesario  que  estos  hayan  sido 
promovidos  ,  ó  que  se  hallen  pendientes, 
después  de  haberse  proveído  eiauto  de  de- 
claractoo  de  qui^tirar 

Considerando  que  al  diclarae  este  auto 
por  el  Tribunal  de  Comercio  de  Valladolid 
ya  habrá  recaído  sentencia  en  el  pleito  eje-' 
cutívo  seguido  ante  el  Tribunal  de  esta  cór- 
te, y  tema  ya  de  derecho  esta  ienteoeia  el 
carácter  de  consentida  y  pasada  en  autori- 
dad  de  cosa  juzg^ada  por  no  haberse  inter- 
puesto centra  ülla  el  recurso  de  apelación» 
y  por  consigmente  dicho  juicio^  estaba  ter- 
minado  antes  de  <^ue  tuviera  lugar  la  expre- 
sada  declaración  de  quiebra,  sin  que  las  ac- 
tuaciones que  en  el  día  continúan  tenraii 
otro  concepto  que  el  de  diligencias  neceV 
ejecu^Ha^  cumplimienlo  de  una  sentencia 

.  Considerando,  por  tanto,  que  lo  prescrito 
en  el  citado  art.  236  no  tiene  apllíacion  al 
caso  presente,  y  que  por  otra  parte  las  cue^. 
nones  de  competencia  y  acumulación  no 
pueden  tener  lugar  en  pleitos  a.utbados; 


Fallamos  que  debemoa  deparar  y  decla- 
ramos que  el  conocimiento  de  dichas  dili- 
gencias corresponde  al  Tribunal  de  Comer- 
cio de  esta  cCrte.  y  que  no  há  li»gar  á  I» 
acumulación  de  las  mismas  á  los  autos  de 
quiebra  seguidos  en  el  de  Valladolid;  y  re- 
mitanse  á  aquel  Tribunal  para  lo  que  pro- 
^  derecho.»  (Gac.  25  de 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietario, 
y  Editor  responsable. 

ÍVUl>RIt>.^I,np.  ,ie  Kl  Consultor  á  eugo  d«  K.  de 
ia  «jv«,  Barquillo  15.-A.liiiifti»t.  Fomenlo,  l.<»,tripHc 
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851.  BSCnariDI.A.MADMlNlSTBA.CIOir 
HIIjITAB.>-B.  D.  de  8  de  noviembre  «u- 
primiéndola  desde  1.^  de  Julio  de  1867. 

(GuBHRA.)  aDe  eonformkUicl  eon  lo  qae 
me  ha  propuesta  el  MinisUo  de  I»  Guerra 
de  acuerdo  con  el  Gontejo  de^  Minislroe, 

Veof  o  en  decretar  lo  8i  gluten  te:  - 

Artículo  1.*^  Queda  suprimida  desde  1.® 
de  julio  de  1867  la  escuela  especial  de  ad- 
ministración militar. 

Arl.  2.^  Los'  actuales  alomnos  téndrán 
el  dei'echo  de  ctrbrir  todas  las  vacantes  de 
oficiales  terceros  del  euerpó  que  no  corres- 
pondan á  la  provisión  del  ejército,  é  ingre- 
sarán en  el  mismo  en  las  épocas  que  les 
correspondería  por  el  reglamento  vigente; 
pero  ttujetéodose  al  terminar  dichos  platos 
al  eximen  de  las  materias  cuyo  programa 
se  fijará  oportunamente,  y  siempre  que  eo 
^1  sean  aproimdos. 

Art*  3,^  No  obstante  b  dispuesto  en  el 
artíeuto  anterior,  si  en  julio  de  1868  hubie- 
se mayor  t^úmero  de  vacantes  eo  el  cuerpo 
que  de  alumnos  de  segundo  año  con  dere-^ 
eho  á  ocuparlas,  se  permitirá  optar  á  las 
vacantes  á  los  que,  aprobados  ael  primer 
año,  sé  sometan  al  exámen^  de  las  materias 
qae  el  programa  tije  t>as(a  el  término  de  la 
carrera,  obteniéndolas  por  orden  de  prefe- 
rencia de  censuras. 

Art,  4.^  Terminado  per  los  medios  in- 
dicados el  ingreso  en  el  cuerpo  dolosalum* 
nos  que  existen  en  la  actualidad ,  se  cubrid 
rán  por  oposición  las  cuatro  quintas  partes 
de  oficiales  terceros  que  vayan  ocurriendo, 
debiendo  tener  los*  aspiran  les  de  la  clase  de 
paisanos  20  años  cumplidos  y  los  militares 
17,  no  excediendo  unos  y  otros  de  25. 

Art  5.^  Anualmente  se  publicará  en  la 
Gaceta  oficial  con  seis  meses  da  anücipa- 
oion  el  námero  de  vaeanlas  y  el  programa 
de  exáoieaes. 

Arl^  6.''  En  la  plantilla  del  cuerpo  de 
Administfaeion  militar  se  suprimirá  un  nú- 
mera  equivalente  de  empleos  de  las  dife* 
rentes  elases  al  que  en  eldia  se  halle  ejer- 
ciendo el  profesorado,  quedando  en  coose- 
Tomo  X  del  Dicg. 


cuencia  de  reemplazo  desde  1.®  de  julio 
próximo.  Dado  en  Palacio  á  8  de  noviembre 
de  1866; — Está  rubricado  de  la  real  mano. 

El  Ministro  de  la  Guerra,  Ramón  María 
Narvaez.o  {Gac,  9  novtein6re.) 

862.  ALOa^IDIAS  DE  CAHOBLüS.- 
B.  O.  de  !•*  de  noriembre  mandando  obser- 
var la  de  12  de  febrero  de*  1860  sobre  pro- 
visión de  plasas  de... 

(GoB.)  «La  Reina  (Q.  D.  G.),  enterada 
del  expediente  instruido  en  esa  dirección 
con  motivo  de  hallarse  vacante  la  alcaidía 
de  1^  cárcel  de  Tarragona,  y  de  conformi- 
dad con  lo  manifestado  por  V.  I.,  ha  tenido 
á  bien  mandar  que  tanto  para  la  promisión 
de  dicha  plaza,  como  la  de  todas  49S  de- 
más de  sudase,  se  observe  puntualmente) 
lo  dispuesto  en  R.  O.  de  12  ae  febrero  de 
1850;  recordando  al  efecto  á  los  Goberna* 
dores  de  provincia  cuanto  en  ella  se  previe- 
ne relativamente  á  la  manera  de  instmir 
los  expedientes  para  la  provisión  de  dichas 
plazas.  De  real  orden,  etc.— Madrid  1.*^  do 
noviembre  de  1866  — González  Brabo.— Se- 
ñor Director  general  de  establecimientos  pe- 
nales.» 

La  real  órden  de  12  de  fthrero  de  1850,  ci- 
toda  en  la  anterior  ee  como  sigue : 

cMlIflSTSRIO  DE  LA  GoBBRlf ACIOR.— Ha  ob- 

servado  S.  M.  que  los  expedientes  para  la 
provisión  de  las  Alcaidías  de  las  cárceles  no 
están  en  general  instruidos  con  las  forma- 
lidades prescritas  en  la  disposición  l.^do 
la  R.  O.  circular  de  13  de  setiembre  úllimo; 
y  con  el  fin  de  evitar  los  malee  que  pueden 
seguirse  de  confiar  á  personas  poco  aptas 
la  dirección  inmediata  de  unos  estableci- 
mientos que  tanto  afectan  al  órden  público, 
se  ha  servido  disponer:  l.®  (Véase  en  Alcai- 
des, t.  2.®,  p.  95.1))  {Gao.  9  noviembre.^ 

368.  PRESIDIOS. — 6 eal  órden  delegan- 
do en  los  Gobernadores  de  provinoia  el 
aombramienio  de  capataces  de  bridada  en 
la  forma  que  se  dice,  oto. 

(GoB.)  aEnlerada  la  Reina  (Q.  D.  G.) 
de  las  razones  expuestas  por  esa  dirección 
manifestando  la  conveniencia  oue  resultará 
al  servicio  delegando  en  los  Gobernadores 
de  las  provincias  en  que  existan  estableci- 
mientos penales  la  facultad  que  ha  residido 
hasta  ahora  en  ese  centro  directivo  para  el 
nombramiento  de  capataces  de  brigada 
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deftlinados  á  los  presidios,  y  de  conrormi* 
dad  en  un  todo  6on  k)  propuesto  por  V.  I , 
se  ha  servido  S.  M.  dictar  Jas  disposiciones 
siguientes: 

1.  ^  Et  cnerpo  de  capataces  de  brtgTtda 
^e  los  presidios  del  reino  se  compondrá  de 
los  220  individuos  que  fija  et  presupuesto 
de  gastos  del  Estado  correspondiente  al 
presente  año  económico,  éebiiendo  existir 
en  cada  uno  de  dichos  establecimientos  un 
eapatai  por  100  confinados,  y  otro  exce- 
dente en  cada  presidio  para  suplir  á  sos 
compañeros  en^  ausencias  y  enfermedades. 

2.  *  Se  delega  en  Jos  Gobernadores  de 
las  provincias  en  que  existen  presidios  la 
facultad  que  hasta  aqut  se  hallaba  conferida 
á  esa  Dirección  general  para  nombrar  los 
capataces  de  brigada  en  las  vacantes  q^ 
resulten  de  esta  clase. 

3.  *  Cuando  ocurra  este  caso,  se  anun- 
ciará en  los  Boletines  oficiales  de  las  pro- 
vincias respectivas  para  que  puedan  pre- 
sentar en  el  término  de  15  días,  á  contar 
desde  la  fecha  del  anuncio ,  sus  solicitudes 
los  que  deseen  desempeñar  aq4]ellas  plazas 
y  reúnan  las  circunstancias  que  prescribe 
el  art.  104  de  la  ordenanza  general  de  pre* 
sidios. 

4.  *  Hecho  el  nombramiento  en  favor 
del  aspirante  que  reúna  mejores  servicios  y> 
aptitud,  el  Gobernador  lo  participará  á  esa 
dirección  para  que  por  ella  se  examinen  las 
circunstancias  del  elegido,  se  conñrme  el 
nombramiento  hecho  por  aquella  autoridad 
y  se  comunique  á  la  ordenación  general  de 
pagos  de  este  Ministerio. 

5.  *  Se  autoriza  también  á  los  Goberna- 
dores para  que  reduzcan  desde  luego  el 
número  de  capataces  de  los  respectivos  pre- 
sidios al  que  previene  la  disposición  1.*; 
dando  parte  á  esa  dirección  de  ios  que  que- 
den excedentes  para  distribuirlos  entre  los 
demás  establecimientos  en  que  resulten  va- 
cantes á  consecuencia  de  este  arreglo. 

3.*  Quedan  asimismo  autorizados  los 
Gobernadores  para  separar,  dando  cuenta  á 
esa  dirección,  á  los  capataces  que  manities- 
ten  poco  celo  en  el  cumplimiento  de  los  de- 
beres que  les  señala  la  ordenanza,  á  los  que 
resulten  tachados  de  complicidad  ó  descui- 
do en  las  fugas  de  confinados,  ó  de  mante- 
ner trato  familiar  con  estos,  y  á  los  que  les 
exijan  cantidades,  les  faciliten  lecturas 
prohibidas,  bebidas  espirituosas  ó  armas, 
o  tes  expendan  objetos  de  cualquiera  otra 
clase,  de  los  que  puedan  introducirse  auto* 
rizadamente  en  el  presidio  á  mas  alto  preeio 
que  el  que  tengan  fuera  del  establecimiento. 

7.*  Esa  Dirección  general  cuidará  de 


destinará  los  capataces  que  resulten  exce« 
de ntes  á  consecuencia  deec)a  disposición  del 
modo  mas  análogo  á  sus  circunstancias  y 
á  medida  que  la*  sea  posible.  De  real  or- 
den etc.  Madfid  1.^  ée  noviembre  de  1416^ 
—González  Brabo.— Sr.  Director  gen#»ral 
de  Establecimientos  penales J>  {Gac,  9  no- 
viembre,) 

M4.  TélBAOO  HJbBAHO.— O. 
de  ootubire»  disponiendo  la  forma  en  qua 
habrá  de  permitirse  la  venta  del  tabaoo  ha« 
baño  pioado  en  las  ezpendeduiiaa  habilita- 
das..... 

(Hac.)  cHe  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  del  espediente  iestniido  en 
esa  Dirección  general  á  conseooeiioia  de 
varias  teolattiatiiones  de  algunas  adminis- 
traciones de  Hacienda  pública  acerca  de  la 
fokrma  en  oue  habrá  de  permitirse  la  v^ta 
del  tfliiaco  nabano  picado  en  las  expendedu- 
rías habilitadas  al  efecto,  según  lo  mandado 
en  el  R.  D.  de  20  de  abril  último ,  mediante 
i  que  los  que  se  dedicaban  á  esta  industria 
pretendían  realizar  dicha  venta  en  oantida^ 
dee  muy  limitadas;  y  visto  que  en  el  expre* 
sado  real  decreto  é  instrucción  de  5  de  ma- 
yo siguiente  no  se  determinó  la  cabida  de 
los  envases  en  que  hablan  de  ponerse  á  la 
venta  los  tabacos  picados,  S.  M.,  deseando 
que  sobre  este  particular  haya  la  debida 
uniformidad  para  garantir  los  intereses  de 
la  Administración  sin  perjudicar  al  propio 
tiempo  los  de  los  expendedores ,  y  teniendo 
por  otra  parle  en  eonsideracioo  que  la  ven- 
ta de  loe  tabacos,  producto  y  proeedentea 
de  las  islas  de  Cuba  y  Puerto-Rico ,  se  con- 
cedió con  el  objeto  de  abrir  un  nuevo  ramo 
de  comercio  á  los  tratantes  de  buena  fé ,  sin 
que  entonces  pudiera  ocurrirse  que  hu- 
l)iera  quien  abusase  de  esta  facultad  para 
defraudar  mas  fácilmente  los  intereses  de 
la  Hacienda ,  como  en  varios  puntós  se  ha 
verificado,  la  Rema  (Q.  D.  G  )  se  ha  servido 
dictar  las  disposicidnes  siguientest 

1.  *  Las  Administraciones  de  Hacienda 
pública  no  adeudarán  tabacos  picados,  ya 
sea  con  destino  á  ta  venta  pública  ó  at  con- 
sumo de  particulares ,  mas  que  los  que  se 
presenten  en  envases  cuya  cabida  sea  desdé 
el  mínimum  de  ocho  onzas  hasta  el  máximum 
de  dos  libras. 

2.  *  Los  que  «e  presenten^  en  cantidades 
mayores  ó  menores  se  reducirán  en  laesca* 
la  expresada  á  la  fracción  que  á  sns  dueño» 
convenga,  en  presencia  del  guarda^lmáceii 
de  efectos  estancados  de  la  provincia  y  de 
un  oficial  de  la  Administración  nombrado  al 
efecto  por  d  adminiirtrador  bajo  su  respon« 
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•abilldad)  verifieánclofte  lo  mismo  con  el 
tabaeo  ya  introducido  y  adeudado  p»r  los 
expendedores  que  se  halle  contenido  en  en* 
vases  de  mayor  ó  menor  cabida,  para  coya 
rehabilitación  se  eoncederá  un  breve  plaza 
£a  asimismo  la  voluntad  de  S.  M.  %ue  por 
esa  Dirección  general  se  comuniquen  las 
órdenes  oportunas  para  que  en  cada  envase 
de  labaco  picado,  ya  sea  de  los  que  Se  r(>ha- 
bilit€0  ó  de  loa  qoe  se  adeuden  en  lo  muíB" 
sivo,  se  les  coloque  uoa  precinta  e<^(ii*uial, 
haciendo  saber  que  no  pueden  los  expende- 
dores fraeeionar  ninguno  de  estos ,  cual* 
quiera  que  sea  au  cabida,  sin  incurrir  en  la 
pena  de  comiso.  De  real  orden  ele.  Madrid 
96  úe  octubre  de  1866.-^Bar2Ana^l«.^n>Se-* 
¿or  Director  general  de  Rentas  EsCaneádas 
y  Loterías.»  (Crac*  9  noviev^bn.) 

S66.  BJIBBCITO.— B.  O.  6  de  noviem- 
bre mandando  expedir  lieenoia  absoluta  á 
los  sargentos  reenganchados. 

(GuBRRA.)  aU^  Reina  (Q.  D.  6  )  ha  tenb* 
do  á  bien  <Úsponer  que  con  toda  brevedad 
dé  V«  B.  la»  ordenes  conveniente»  á  fin  de 
que  desde  luego  se  expida  ia  lieenoja  abso*- 
lula  para  el  pueblo  de  su  naturaleza  á.  lodos 
los  sargentos  reenganchados  del  arma  de  su 
cargo>  exceptuándose  únicamente  áa<^ueJ los 
que  por  ci re unstanciatí  especiales  eslen  su* 
jetos  ó  deban  sujetarse  ¿  procedimientos  cri- 
minales.B 

De  real  orden  etc.  Madrid  6  de  novíem- 
bre  de  1866.— Valencia.— Sr.  Director  ge- 
neral de  artillería.»  (Gac,  10  dcnoviem^rtf.) 

366.  MONTES. -B.  O.  de  6  de  noviem- 
bre oreando  una  comisión  encargada  de  re- 
coger datos  para  una  71ora  forestal  aspa- 

(FoM  )  Se  crea  por  esta  real  ój^en  una 
comiüton  de  dos  ingenieros  det  cuerpo  de 
montes^  encargada  de  veriñcar  los  estudios 
preparatorios  y  recoger  lot*  dalos  necesarios 
para  la  redacción  de  una  Flora  forestal  es- 
pañola, (Gac,  10  denovienpbre.) 

857.  lK8TB0COIOir  PTTBlitOA.-Eeal 
órden  de  9  de  noi^embre  dieta&do  dispoeL 
doñee  para  llevar  4  efecto  la  nu0va  organi* 
aaoion  de  los  estudios  de  la  facultad  de  mo- 
dicina. 

(FoM.)  «Para  llevar  á  debida  ejecución 
el  R.  D.  de  7  del  corriente  dnado  nueva  or- 
ganixaoion  á  los  estudios  de  la  faeaitad  de 
medicina,  la  R<Hna  (Q.  D.  G.)  se  ba  servido 
dictar  las  disposiciones  s¿gut«nies: 

i.*  Serán  admisibles  a  la  matricula  del 
primer  año  de  medicina  para  seguir  la  car- 
rera de  íacollativo  de  segunda  .cíale  los 


alumnos  que  prueben  haber  ganAdo  en  doc 
ó  mas  cursos  académicos  las  asignaturas  de 
segunda  enseñansa  á  que  se  refietre  el  ar- 
ticuJo  6.®  del  citado  real  decreto. 

2.*  Lo  serán  asimiaiao  los  bachillerea  en 
artes  que  hubieren  empleado  seis  años  en 
la  aejgiinda  enseñanza  sin  haber  perdido 
ninguna  asignatura  por  reprobación  ó  fallas 
de  asistencia;  pero  tendrán  la  obligación  de 
simultanear  con  dicho  primer  año  la  amplia- 
eion  de  la  fmca  y  la  química  general.  Esta 
disposición  es  aplicable  á  los  que  hayan  de 
seguir  Im  carrera  de  medicina  en  toda  su 
extensión, 

3v*  Los  bachilleres  en  artes  que  solotiik- 
I  bierta  empleado  ea  la  segunda  enseñanza 
cinco  año««  estudiarán  precisamente  en  el 
actual  curso  académico ,  el  preparatorio  de 
medicina  tal  como  ae  baila  establecido,  bien 
sea  que  hayan  de  seguir  la  carrera  de  fa- 
cultativo de  aegaoda  clase  ó  la  de  lieeaaia- 
do  en  medicina. 

Y  4.'  Los  alumnos  que  en  el  careo  an* 
terior  ganaron  las  asignatura»  correspou* 
dientes  al  cuarto  año  de  la  faoullad  dé  me- 
diaina,  y  tengan  probadas  todas  las  que  se- 
gún el  programa  de  la  misma  son  necesa* 
rías  para  aspirar  al  grado  de  bachiller,  me» 
nos  una  de  las  que  forman  el  preparatorio, 
podrán  en  este  curso  simultanear  laque  les 
falle  con  las  del  quinlo  año  de  medicina.-^ 
De  real  órden,  etc.  Madrid  9  de  noviembre 
de  1866.~Orovio.»  (Gao.  10  denoiviembre.) 

358.  IQJSIBGITO.— B.  de  II  de  noviem- 
bre estableciendo  un  sistema  nuevo  de  as- 
censo para  las  clases  de  sargentos  primeros 
de  artólleria é  ingenieros,  y  ae  priva  á  Tas  es- 
calas facultativas  del  derecho  4  ocupar  de* 
terminadas  vacantes  en  alabarderos  j  otros 
cuerpos. 

(Guerra.)  aDe  conformidad  con  lo  ex- 
puesto por  el  Ministro  de  la  Guerra,  y  de 
acuerdo  con  el  parecer  de  mi  Consejo  de 
Mirtistros, 

Veiígo  en  decretar: 

1.  "  Los  oficiales  de  la  escala  práctica  de 
artillería  pasarán  á  continuar  sus  servicios  á 
las  armas  de  infániería  ó  caballería,  segnu 
procedan  de  institutos  á  pié  ó  montador, 
ocupando  puesto  en  la  escala  de  tu  da^e 
por  ta  antigüedad  de  su  empleo  en  el  ejér- 
cito. 

2.  ^  Igualmente  ingresarán  en  las  esca- 
las de  infantería  ó  de  caliallería  los  sargen- 
tos primeros  de  artillería  y  de  ingenieros, 
tomando  puetio  en  ellas  con  arreglo  á  sus 
antigüedades.  En  las  referidas  escalas  y  en 
concurrencia  con  los  de  dichas  armas  gene* 
rales  obtendrán  el  ascenso  á  oficiales  cuan* 
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do  les  corresponda ,  ingresando  desde  en- 
toiYcee  deñnilrva mente  en  ias  mismas. 

3.  '  Los  sargentos  primeros  de  artillería 
é  ingenieros  qoe  preñeran  optar  á  plazas  de 
c*ela(k)fe8  de  forliüca^tion  ,  peones  de  con* 
paliza  de  ios  esiabif^imienlos  fabriles  mili- 
tares á  otras  aiiálogíM ,  podrán  renunciar  el 
aseenso  á  oficiales  cuaado  les  corresponda^ 
exponiendo  por  escrito  su  deseo,  y  perderán 
ei  derecho  para  lo  sucesivo. 

4.  **  En  cada  compañía  de  á  pié  y  de 
campaña  de  arti litaría  y  en  las  de  ingenie-^ 
ros  habrá  uii  subteniente  ó  alférez,  y  otro 
como  abanderado  ó  porta-estandarte  en  ca-^ 
da  batallón  ó  regimiento  de  campaña  de  ar- 
tillería, cuyas  plazas  serán  cubiertas  por. 
oficiales  sacados  precisamente  de  las  armas 
de  infantería  y  cnballeria,  ' 

5.  ^  Igualmente  aeran  cubiertas  por  ofi- 
ciales pertenecientes  á  las  ai'mas  generales 
las  plazas  de  tenientes  de  las  secciones  de 
artillería  é  ingenieros  de  los  distritos  de  | 
Ultramar,  por  no  existir  en  ellos  tenientes 
de  las  escalas  facultativas. 

6.  ^  Todas  las  demás  plazas  de  oficiales 
que  exija  el  servicio  de  ambos  cuerpos  y 
que  no  puedan  cubrirse  con  el  personal  f.t- 
cultativo,  se  proveerán  por  oficiales  de  in- 
Jnntoria  ó  de  caballería,  formando  parte  del 
cuadro  orgánico  de  estas  armas*,  mientras 
subsista  su  necesidad. 

Y  7.**  La  proporción  señalada  á  los  cuer- 
pos de  artillería  é  ingenieros  t>.H  a  ocupar 
vacantes  en  los  de  estado  mayor  de  plazas, 
de  alabarderos,  de  Administración  militar, 
de  carabineros  y  de  Guardia  civil,  será  cu- 
bierta por  las  armas  de  infantería  y  de  ca- 
ballería. 

Dado  en  Palacio  á  It  de  noviembre  de 
1866. — Está  rubricado  de  la  Real  mano. — 
El  Ministro  de  la  Guerra,  Ramón  María 
Narvaez.»  ((? ac.  13  de  noviembre.) 

860.  QUINTAS.— B.  O.  de  10  de  noviem- 
bre sobre  medicicn  y  re  cono  oimiento  de 
Quintos  ausentes  en  las  provincias  ultrama- 
rinas. 

(GoB.)  cLa  Reina  (Q.  D.  G.),  de  acuerdo 
con  lo  propuesto  por  el  Ministerio  de  Ultra- 
mar, ha  tenido  á  bien  disponer  que  en  lo 
sucesivo  ios  Gobernadores  de  las  provincias 
reclamen  directamente  del  mismo  Ministe- 
rio  la  expedición  de  las  órdenes  relativas  á 
la  medición  y  reconocimiento  de  los  quin- 
tos, que  habiendo  sido  declarados  moldados 
coa  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art.  81  de  la 
ley  de  reemplazos  y  R.  O.  circular  de  9  de 
marzo  último,  se  hallen  ausentes  en  las  pro- 
vincias ultramarinas  y  debaa  ingresar  en  ei 
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ejército  de  las  mismas,  conforme  al  art.  127 
de  la  citada  ley. 

De  real  órdeo,  etc-^Madrid  10  de  oo** 
viembrc  ája  1866.— r González  Brabo.— S»- 
ñor  Gobernador  de  la  provincia  de..*i^  (^a- 
eeta  13  de  noviembre.)  » 


860,  PBBCBPTOJbtESDBIiATIira>AI> 
T  HUMANIDADES  -B.  D.  de  14  de  no- 
Siembre ,  restableciendo  la  clase  de  estos 
preoeptores»  en  la  forma  que  se  establece,  V 
reglamento  de  estudios  para  obtener  el  tí- 
tulo (1). 

(FcM.)  «Atendiendo  á  las  razone»  que 
me  ha  expuesto  fui  Míntstro  de  Fomento^ 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Articulo  1.^  Pare  proporcionar  el  nece- 
sario número  de  profesores  prívadoe,  com- 
petentes y  aptoa  en  las  materias  que  cons- 
tituyen el  primer  período  de  la  segunda  en- 
señanza ,  según  determinan  los  arls.  2.*  y 
siguientes  de  mi  R.  D.  de  9  de  octubre  últi- 
mo ,  se  restablece  la  clase  da  preceptores 
de  latinidad  y  humanidades. 

(l)  Ponderando  el  Sr.  Ministro  de  Fo- 
mento en  el  preámbeto  de  este  decretó  la 
importancia  del  estudio  de  la  lengua  latina 
dice  a«í: 

cEI  estudio  de  la  lengna  latina  es,  Seño- 
ra, tan  importante,  que  con  justicia  se  le  ha 
considerado  como  principio  y  fundamenro 
de  toda  clásica  educación;  solo  paraesprrr- 
tus  ligeros  puede  aparecer  inítli!  é  indí^*- 
réntela  lengua  del  pneblo  que  un  dia  fué 
señor  de  casi  lodo  el  mundo  conocido,  que 
en  legislación,  en  ciencias,  en  letras, en  to- 
dos los  ramos  del  humano  saber  añadió  i;i 
propia  grandeza  á  las  grandezas  de  la  sábi.i 
antigüedad:  familiarizarse  con  la  lengua  la- 
tina es  familiarizarse  con  los  grandes  modo-' 
ios  en  todo  género»de  liternlura  prófána,  <'s 
franquear  el  camino  que  conduce  á  un  or- 
den de  bellezas  literarias  que  despierta  en 
el  corazón  sentimientos  nobles  y  elevador, 
y  á  una  série  de  ideas  y  de  conocimienios 
que  trae  al  alma  recta  y  creyente,  con  la 
historia,  de  convulsiones  horribles  de  la  hu* 
manidad,  un  riquísimo  caudal  de  fecundas 
enseñanzas.  Saber  lalin  no  es  simplemente 
saber  el  idioma  de  un  pueblo  que  como  A 
romano  tantas  y  tales  páginas  (lena  de  la 
historia  universal r  saber  latin  es  saber  la 
lengua  de  una  raza,  es  tenerla  clave  filoló- 
gica para  estudiar' y  conocer  fundamental- 
mente el  habla  de  casi  todas  las  varias  ita* 
cionalidades  que  stKgieron  de  las  ruinas  del 
imperio,  fin  cate  número  está  la  española, 
por  HMts  que  de  oiraa  fuentes  haya  también 
recibido  buena  parte  de  su  caudal. ..a 
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'  Arl.  2.**  El  Ululo  de  preceptor  de  lalitii- 
^ad  V  humanidades  habilitará  para  dár  la' 
«oaeñanza  domésllca,  y  para  explicar  en 
cokgfos  privados,  mas  no  para  hacff  opo- 
«cion  á  cátedras  de  estttbiecimienlos  pú- 
blicos. 

Art.  3  •  Se  aprueba  el  adjunto  regfla- 
inenlo  de  los  estudios  y  ejercicios  académi- 
cos á  que  deben  sujetarse  los  que  aspiren  al 
tfHilo^e  preceptor  en  latinidad  y  hunnini- 
dades.  '  ' 

Ikdo  en  Palacio  á  14  de  noviembre  de 
1^6.— Está  rubricado  de  la  real  mano. — 
El  Ministro  de  Fomento ,  Manuel  de  Qrobio. 

BEGLAMENTO 

d«  ettadiof  y  ejereieÍM  »e*íléfnicof  para  obtentr  el  tí- 
tulo ae  preceptor  de  lalioidad  y  Vamanidades. 

Artículo  \  Podrán  aspirar  al  título  de 
preceptor  de  lalinidad  y  humanidades,  pre- 
vios los  ejercicios  teórico-práclicos  que  se 
determinarán: 

Los  doctores  ,  licenciados  y  bachilleres  en 
cualquiera  facultad  por  universidad  ó  semi- 
nario. 

Los  bachilleres  en  artes. 

Los  que  hubieren  hecho  sus  estudios  de 
latinidad  antes' de  la  fecha  del  plan  de  1845, 
fHempre  que  acrediten  haberse  málriculado 
en  primer  año  de  iilosofia. 

Arl.  2,®  Los  aspirantes  al  título  de  pre- 
ceptor de  latinidad  y  humanidades  se  diri- 
girán al  rector  de  la  universidad  con  ins- 
tancia acompañada  de  los  documentos  en 
que  hagan  constar  hallarse  en  afg^üna  de 
las  circunstancias  expresadas  en  el  artículo 
anterior,  bupna  conducta  y  haber  cumplido 
la  edad  de  22  años. 

El  rector  pasará  la  solicitud  á  la  Secreta- 
ria para  que  certifique  de  lo  que  conste  en 
fitts  libros  ó  pida  las  acordadas  si  el  ¿spiran- 
le  procédiere  de  otro  establecimiento. 

Arl.  3.°  Instruido  el  expediente,  el  rec- 
tor decretará  la  admisión  á  loa  ejercicios  ó 
la  denegación  dé  la  instancia,  consultando  á 
ia  superioridad  en  caso  de  duda. 

ArL  4»°  Aprobado  el  expediente,  el  rec- 
tor procederá  al  nombramiento  de  tribunal 
y  designación  de  dia  y  hora  para  el  primer 
ejercicio. 

Arl.  5.°  El  tribunal  se  compondrá  de 
dos  de  los  profesores  de  latin  del  instilulo  y 
del  catedrático  numerario  de  íileratora  es- 
pañola ó  latina  de  la  facultad  de  letras,  ó 
bien  de  la  de  d'»rccho  donde  aquella  no 
í'Xrstiere,  que  presidirá  el  tribunal.  Será 
St*crolario  del  tribunal  el  profesor  de  latín 
mas  modarno;  si  luvierau  t^ual  antigüedad 
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en  el  profesorado,  el  mas  jóven.  Asi  los  ca- 
tedráticos dichos  del  instituto  ó  instHatos 
agregados  á  la  universidad,  como  los  da  li- 
teratura turnarán  en  este  servicio  académi- 
co, sin  perjuicift  de  que  el  rector  por  justas 
causas  pueda  prescindir  del  turno  y  deiMg-  * 
nar  pof  extraordinario  ios  profesores  qu6 
creyese  mas  convenientes. 

Arl.  6.®  Tres  serán  los  ejí'rcicios  acadé- 
micos para  obtener  el  titulo  de  preceptor  de 
latinidad  y  humanidades,  lodos  públicos. 

Consistirá  e\  primero  en  un  examen,  cu- 
ya duración  no  bajará  de  hora  y  medía  ni 
excederá  de  dos.  Los  jueces,  comenzando 
por  el  profesor  de  lolin  mas  moderno  y  ter- 
minando por  el  catedrático  de  lileralnra, 
presidente,  harán  preguntas  al  candidato 
sobre  gramática  castellana  y  latina,  retórica 
y  poética. 

Terminado  el  acto,  los  jueces  deliberarán 
y  decidirán  por  votación  i]  p|  aspirante  efifá 
ÓT10  en  aptitud  para  prospcrnlr  loq  ejercicios 
académicos,  en  caso  negativo,  aquel  no  po- 
drá presentarse  sino  pagados  seis  meses  á 
nuevo  exámen.' El  expedípoie  con  el  act.i 
de  esta  declaración,  se  romilirá  á  la  Secre- 
taría general  para  que  esla  lo  comunique  á 
la  de  todas  las  demás  universidades,  á  fin 
de  evitar  que  el  reprobado  fn  una  pueda 
acudir  5  otra  antes  de  cumplido  el  plazo  de 
los  seis  meses. 

Art.  7.**  Para  el  secundo  ejercicio  lo^ 
jueces  tendrán  preparadas  en  una  nrna  2.5 
proposiciones  en  latin  sobre  pantos  grama- 
ticales, acordadas  al  principio  de  cada  cor- 
oso por  los  profesores  di»  latin  dH  instituto' 
oh  unión  con  los  de  literatura  latina  y  espa- 
ñola, y  aprobadas  por  p1  rpctor. 

Arl..  8.^  En  el  dia  señalado  por  el  presi- 
dente el  candidato  sacará  á  presencia  de 
este  y  d<»l  S»»crelano  dí»l  tribunal  una  pape- 
leta de  las  contenidas  en  U  urna.  Al  dia  si- 
guiente, á  la  misma  hora  en  que  8<>  hubiese 
practicado  esla  diligencia,  se  verificará  el 
segundo  ejercicio. 

Art.  9.°  El  aspirante  leerá  ante  los  jue- 
ces una  disertación  escrita  de  sn  mano;  en 
latin,  cuya  lectura  no  baje  de  20  minutos: 
e^la  disertación  poede  haberla  compuesto 
en  sn  casa  libremente;  pero  sufrirá  y  con- 
testará por  espncio  de  media  hora  las  ob- 
servaciones que  ios  jueces  le  hicieren  acer- 
ca de  su  escrito.  Terminada  esla  p^rte  d<*l 
ejercicio,  el  aspirante  deberá  Iradufcir  del 
lalin  un  trozo  en  prosa  y  otro  en  verso.  'Pa- 
ra ello  dará  un  pique  en  los  autores  clásicos 
dispuestos  al  efecto,  y  se  le  otorgarán  10 
minutos  y  el  uso  d*»  diccionario  para  prepa- 
rar la  iTaduccion.  En  esla  parle  del  ejercí* 
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cío  el  aspirante  d«»berá  dar  seialadas  mués» 
1ra«  de  eonocer  la  analogía  y  sintaxis  de  la 
lengua,  asi  coaio  el  arle  inélrica,  explican- 
do iaa  palabras  y  Us  frases,  los  giros  y  bia- 
llecas  poéticas,  haetendo  un  rápido  análisis 
*graiaalieaí  y  retórico  del  fragmento  que  le 
hubiese  cabido  en  suerte:  la  dnraeion  total 
de  este  ejercicio  s^rá  de  dos  horas. 

Art.  10.  El  tereer  ejeroieio  $e  verificará 
en  ios  térmi-nos  sif^ttiontes: 

Habrá  en  una  urna  30  papeletas  en  casle* 
llano  que  contengan  proposiciones  de  nata- 
raleza  grama (teal  y  rotórica,  iaa  cuales  ha- 
brán sido  previamente  dispuestas  y  aproba- 
das  coníK)  las  del  secundo  ejercicio.  El  can- 
didaiOy  á  presencia  del  presidetile  y  secre-» 
tario  del  tribunal,  sacará  tres  de  las  dichas 
papeletas;  y  elegida  la  que  tuviere  por  con- 
veniente, se  retirará  para  volver  á  laa  tres 
horas  á  presencia  deJ  tribonal. 

Constituido  este  al  cumplirse  las  tres  ho- 
ras marcadas  en  el  párrafo  anterior,  el  cao- 
didato  pronunciará  una  lección  en  castella* 
no  sobre  el  tema  elegido,  que  no  baje  de 
media  hora  ni  exceda  de  tres 'cuartos.  Ter- 
minada la  lección,  los  jueces  señalarán  al 
aspirante  uno  ó  mas  párrafos  de  algún  au- 
tor clásico  en  prosa  y  aquel  escribirá  la  tra.» 
duccion  á  presencia  del  tribunal,  pudiendo 
hacer  uso  del  diccionario:  esta  traducción 
de  letra  del  candidato,  y  la  disertación  del 
segundo  ejercicio  se  unirán  al  expediente. 
Como  término  del  tercer  ejercicio  que  en 
todo  durará  dos  horas,  el  aspirante  tradu- 
cirá un  fragmento  de  algún  autor  latino  en 
verso,  explicando  los  puntos  históricos  ó 
mitológicos,  y  haciendo  una  breve  reseña  de 
los  preceptos  concernientes  al  género  de 
composición  á  que  pertenece  el  tro;io  tra- 
ducido. Lqs  jueces  cuidarán  mucho  de  ob* 
servar  la  locución  y  condicione^  que  el  can- 
didato mostrare  para  la  enseñanza,  asi  co- 
mo en  las  pruebas  escritas  procurarán  con 
especial  esmero  lijarse  en  la  corrección  del 
estilo,  sintaxis,  ortografía  y  demás  calida- 
des que  pueden  y  deben  exigirse  al  huma- 
nista. 

Arl.  11.  Terminado  este  tercer  ejerci- 
cio, los  jueces  deliberarán  y  votarán  acerca 
de  la  aprobación  ó  reprobación  del  candida- 
to: la  circunstancia  de  por  unanimidad  ó 
por  mayoria  se  expresará  en  el  acta,  y  cons- 
tará tan^bien  en  el  título. 

Art.  12.  Comunicada  al  interesado  la 
votación  favorable ,  comparecerá  en  el  acto 
ante  el  tribunal;  y  el  presidente,  represen- 
tando la  autoridad  académica  del  rector,  le 
deferirá  juramento  por  medio  del  secretario 
del  tribunal  en  estos  términos:  o¿JttraÍ8  por 


Dios  y  Jos  Santos  Evangelios  profesar  aíem^ 
pre  la  doctrina  de  Jesucristo  Señor  Nuestro t 
creyen4o  y  defendiendo  nuestra  religión, 
única  verdadera,  como  la  enseña  la  Santa 
Iglesia  Católica,  Apostólica  Romana?»  £1 
examinado  contestará:  «Sí  juro. •  Volverá  á 
decir  e{  secretario:  ((¿Jarais  sostener  el  dog- 
ma da  la  Inmaculada  •Concepción  de  María 
Santisima,  como  siempre  ha  sido  sostenido 
y  respetado  por  nuestros  mayores?»  «SI 
Juro»  se  contestará  por  el  candidato.  Y  el 
secretario  eonlinitará  diciendo:  «¿Juráis  por 
Dios  y  los  Santos  Evangelios  obedecer  la 
CooslitMcion  do  la  Monarquía,  ser  Bel  á  l«i 
Reina  Doña  Isabel  II,  y  haberos  lealmenle 
en  la  enseñanza  privada  de  latin  y  humani- 
dades, para  que  os  habilita  el  título  de  pre- 
ceptor que  se  os  va  á  conferir?»  «Si  juro.» 

Y  el  presidente  dirá:  «Si  así  lo  hiciéreis» 
Dios  os  lo  premie,  y  si  no,  os  lo  demande. 

Y  ahora,  haciendo  uso  de  la  autoridad  que 
me  eatá  delegada,  y  en  nombre  de  S.  M.  la 
Reina  Doña  Isabel  II  (Q.  D.  6.),  os  declaro 
preceptor  de  latinidad  y  bumanídaderpor 
haber  considerado  los  jueces  del  examen 
que  sois  digno  de  este  titulo.» 

Art.  13.  El  presidente  del  tribunal  ele- 
vará el  expediente  terminado  con  el  acta 
definitiva  al  rector,  quien  lo  remitirá  á  la 
direecion  general  de  instrucción  pública 
para  la  expedición  del  titulo. 

Art.  14.  Si  el  aspirante  fuere  reprobado 
en  -la  votación  fínal,  no  podrá  presentarse  á 
nuevos  ejercicios  hasta  pasados  seis  meses» 
según  se  establece  para  la  primera  prueba 
en  el  art.  6.^  de  este  reglamento: 

Art.  15.  Para  obtener  el  título  de  pre- 
ceptor deberá  acreditarse  haber  verificado 
el  depósito  de  30  escudos,  y  satisfecho  8 
por  gastos  de  expedieion.  Los  derechos  de 
exámen  serán  10  escudos,  que  deberán  sa- 
tisfacer^ antes  del  primer  ejercicio  y  que 
el  interesado  perderá  si  en  él  fuere  repro- 
bado. 

Aprobado  por  S.  M.— Madrid  14  de  no- 
viembre de  1866.— Oro vio.B  (Gac.  15  de 
noviembre.) 

861.  JBJBRCITO.— B.  'o.  de  12  de  no- 
viembre de  1866,  disolviendo  los  tres  bata- 
llones fijos  de  artillorift.  . 

(GuBBaA.)  Dispuesto  por  R.  D.de  11  del 
actual  la  extinción  de  la  escala  y  clase  de 
oficiales  de  artillería,  se  ordena  por  esta 
real  órden  la  disolución  desde  su  fecha,  de 
los  tres  batallones  lijos  de  artillería,  man- 
dando que  el  persotial  venga  á  completar 
las  compañías  de  los  cinco  regimientos  de 
artillería  á  pié,  y  que  se  distribuyan  entre 
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«JIos  el  nrmamftfHo»  equipo «  vetluario  y  de- 
máe  efiectas.  {Gae,      de  noviembre.) 

362.  MONTE8.-B.  B.  de  14  de  novlem- 
l>re,  sobre  el  nombramiento  de  peritofl  agró- 
aomoe  7  guerdas  meyoree  de  montee. 

(FoM .)  «Exposición  á  S.  M.— Señora: — 
La  facullad  concedida  al  Gobierno  por  et  ar- 
ticuJo  47  del  R.  D.  de  21  de  octubre  úllírao» 
que  ha  de  re^^ír  como  ley  hasta  su  aproba«- 
eion  por  Jas  Córtes  y  modifica  la  de  gobier- 
no y  administración  de  I9S  provincias  de  25 
de  setiembre  de  1863,  impone  al  Ministro 
que  suscribe  el  deber  de  armonizar,  en  cuan* 
lo  sea  posible,  la  legislación  quf>  hasta  &ho* 
ra  ha  venido  observándose  para  nombrar  y 
separar  los  peritos  agrónooios  y  los  guardas 
mayores  de  montes  que  no  perciben  sus  ha* 
beres  del  presupuesto  general ,  con  las  dis- 
posiciones decretadas  por  V.  M.  en  20  de 
agosto  anterior  para  los  guardas  de  montes 
del  £siado.  Unos  y  otros  runcionarios  están 
dedicados  á  Igual  objeto;  idénticas  deben 
ser  las  formalidades  que  hayan  de  observar- 
se en  su  nombramiento  y  separación,  y  por 
Unto  el  Ministro  que  suscribe  tiene  la  hon- 
ra de  someter  á  la  aprobación  de  V.  M.  el 
Adjunto  proyecto  de  real  decreto.  Madrid 
14  de  noviembre  de  1866. — Señora. — A  L. 
R.     de  V,  M. --Manuel  de  Orovio. 

ABAL  DECRETO. 

Conformándome  eon  lo  que  me  propone 
el  Ministro  de  Fomento, 

Vengo  en  deeretar  lo  siguiente: 

Artteulo  1.®  Los  nombramientos  de  pe- 
rito agrónomo  de  montes  se  harán  por  el  Mi- 
Dtsterio  de  Fomenta. 

Ar(.  2.^  Para  optar  á  una  plaza  de  peri- 
to agrónomo  es  requisllo  indispensable  po- 
seer el  título  de  agrimensor,  ser  de  buena 
vida  y  costumbres,  y  no  tener  defecto  físi« 
eoque  impida  el  ejercicio  de  la  profesión. 

Art.  3.^  Los  nombramientos  de  guarda 
mayor  de  montes  se  harán  por  la  Dirección 
general  de  Agríeultupa,  Industria  y  Comer- 
cio, procurando  que  recaigan  en  sugetos  de 
buenas  costumbres  y,  siempre  que  sea  posi« 
ble,  en  licenciados  del  ejército  o  de  la  Guar- 
dia civil  con  buenas  notas.  L09  gtiardas  ma- 
yores han  de  saber  leer  y  escribir,  y  no  ten- 
drán defecto  físico  ó  excesiva  edad  que  les 
impida  dedicarse  ai  ejercicio  de  la  guar- 
dería. 

ArL  4.®  No  podrán  ser  peritos  agróno- 
mos ni  guardas  mayores  de  montes  los  tra- 
tantes en  maderas  ó  leñas,  los  ganaderos,  ni 
los  que  ejerzan  industrias  ó  posean  fábricas 
ó  establecimieolot  de  cualquier  clase  en  que 


hayan  de  emplearse  productos  de  los  montes. 

Art.  5.®  Quedan  derogados  el  R.  D.  de 
23  de  noviembre  de  1859  y  las  ^emás  dis- 
posiciones que  se  opongan  al  presente.  Da- 
do en  Palacio  á  14  de  oAviembre  de  1866, 
— Está  rubricado  de  la  real  mano.— El  Mi- 
nistro de  Fomento,  Manuel  de  Orovio.»  (Ga- 
eet€t  16  novtsm^re.) 

863.  BIPUTAOIOmaS  PBOVINOIA- 
IiBB.—B.  O.  de  16  de  noviembre  sobre  el 
modo  de  hftoer  las  elecoiones. 

(60B.)  eLa  ley  electoral  de  18  de  julio 
de  1865  cambiando  el  modo  de  haeef  las 
elecciones  de  Di  potados  á  Córtes,  ha  dejado 
sin  efecto  el  til.  3.^,  cap.  3.®  del  reglanoento 
para  la  ejecución  de  la  ley  del  gobierno  y 
administración  de  las  provincias  sobre  el 
modo  de  hacer  las  elecciones  de  Diputados 
provinciales  por  estar  calcado  en  el  régimen 
anterior,  derogado  por  aquella;  y  debiendo 
reformarse  el  eitaao  reglamento  en  virtod 
de  lo  dispuesto  por  R.  O.  de  22  de  octubre 
último,  S.  M.  ha  tenido  á  bien  resolver  que 
además  de  las  reformas  contenidas  en  dicha 
real  disposición,  se  consideren  estas  exten- 
sivas al  tít.  3.^  cap.  3.^  sobre  el  modo  de 
hacer  las  elecciones,  el  cual  ha  de  ser  susti- 
tuido por  las  disposiciones  propias  del  mis- 
mo asunto,  y  que  se  hallan  contenidas  en 
los  títulos  6.®  y  7.®  de  la  ley  electoral  vi- 
gente; debiendo  entenderse  que  para  las 
elecciones  de  Diputados  provinciales,  los 
distritos  son  partidos  judiciales.  De  real  ór- 
den,  etc.— Madrid  15  de  noviembre  de 
1866. — González  Bravo.— Sr.  Gobernador 
de  la  provincia  de....»  (Gac.  17  noviembre.) 


PI«p«elelMe«     IvaertM  m  1a  C^aeia. 

864.  FAFUD  SlSIiIiADO.— B-  O.  de  16 
de  febrero  resolviendo  que  únioamento  de- 
be entregarse  gratis  el  papel  de  oflolo  para 
sus  aotuaoiones  judiolalaa,  á  los  Jusgados, 
tribonMlesy  demás  funcionarios  del  árdea 
Judioial. 

(Hac  )  tHe  dado  cuenta  á  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  del  expediente  instruido  en  esa 
dirección  general  á  consecuencia  de  la  real 
órden  de  13  de  ottubre  último,  comunicada 
á  este  Ministerio  por  el  de  Gracia  y  Justi- 
cia, sobre  la  conveniencia  de  que  a  los  re- 
gistradores de  la  propiedad  se  les  facilite  el 
papel  de  oficio  qne  reclamen  para  las  ac- 
tuaciones del  servicio  que  desempeñan. 

En  su  virtud,  y  teniendo  presente  que  de 
aplicarse  á  los  citados  registradores  las  re- 
glas marcadas  por  el  art.  35  de  la  Instruc- 
ción de  10  de  noviembre  de  1861,  otras  cor- 
porae'ioneg  pedirían  igual  conoetioa  con 
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erjatcío  del  Tesoro;  y  eonsiderando  tam- 
ien  que  aquellos  funcionarios  disfrutan 
premio  ó  remuneración  por  el  cometido  que 
qercen,  con  cuyo  importe  puecfen  atender  á 
la  compra  del  indicaao  papel  en  íguál  Tor- 
ma  que  lo  verifican  otras  dependencias  del 
£stado;  S.  M.,  conformándose  con  lo  pro- 
puesto por  V.  I.»  se  ha  dignado  resolver 
que  únicamente  debe  entregarse  gratis  el 
papel  de  oficio  para  sus  actuaciones  judi- 
ciales á  los  Juigados,  tribunales  y  demás 
funcionarios  del  orden  judicial,  según  el  ar- 
ticulo 76  del  R.  D.  de  12  de  setiembre  de 
t$61,  y  el  35  y  siguientes  de  Ja  instrucción 
antes  mencionada,  puesto  que  no  hay  uiéri- 
ritos  suficientes  para  instruir  una  nueva  ex- 
cepción en  la  ley  del  papel  sellado,  ni  en- 
tregar á  los  registradores  el  que  reclaman 
con  el  objeto  expresado.  De  real  óraen,  ele. 
—Madrid  16  de  febrero  de  ^866.— Alonso 
Martínez. — Sr.  Director  getieral  de  Rentas 
estancadas  y  Loterías.»  (CL.  t,  95,  p.  59  ) 

366.  CONSUMOS.  -R.  O.  de  17  de  febre- 
ro  aclarando  el  art.  150  de  la  itístruccion 
de  conaumos. 

(Hac.)  «He  dado  cuenta  á  la  Rcíiia 
(Q.  D.  G.)  del  expediente  consuliado  por 
ei»a  dirección  general  con  fecha  12  de  di- 
ciembre último,  instruido  por  consecuencia 
(le  la  inslancia  elevada  á  este  Ministerio  por 
el  Alcalde  de  Mancha  Real,  alzándose  de  lo 
resuelto  por  ese  ccnlro  directivo  en  6  de  oc- 
tubre próximo  pasado,  sobre  la  ititerpreta- 
ctun  que  debe  tener  el  cap.  2S  de  la  iiislruc- 
ciou  de  consumos.  Enterada  S.  M.,  y  con- 
lormándose  con  lo  propuesto  por  V.  I.  é  in- 
formado por  la  asesoría  general  de  csie  Mi- 
liisteriQ»  se  ha  servido  confirmar  la  indicada 
re??olucion  de  ese  centro  directivo,  dictada 
con  arreglo  al  genuino  y  verdadero  sentido 
que  debe  darse  al  art.  159  de  la  ínstrnccion 
del  ramo,  de  cuya  facultad  se  usará  con  mo- 
leracien  y  solo  cuando  existan  motivos  ra- 
cionales que  aconsejen  el  reconocimiento  de 
las  demás  habitaciones  q«e  tengan  comuni- 
cación con  la  que  se  destine  á  depósito  de 
cualquiera  de  las  especies  afectas  al  impues- 
to. De  real  órden,  etc.— Madrid  17  de  febre- 
ro de  1S66. — Alonso  Martínez. — Sr.  Direc- 
tor general  de  impuestos  indirectos.!  (ColeC" 
•ion  UgislaUval.  95,  p,  64.) 

366.  DJBSAMORTIZACION.-R.  O.  de 
17  de  febrero  disponiendo  que  los  Bsoriba- 
notse  ajusten  en  el  otorgamiento  de  las  es- 
crituras de  redención  de  oensos  y  Tontas  de 
bienes  nacionales  á  los  modelos  impre- 
sos,  eto. 

(Hac.)  «Habiendo  solicitado  D.  Francis* 


co  Grau,  Bscríbmno  do  Hacina  de  Geronat 
que  se  le  faculte  ¿  prescindir  de  los  inipre« 

sos  ^e  escrituras  para  Ja  redención  de  cen- 
sos y  ventas  de  bienes  nacionales,  en  aque- 
llos casos  en  que  no  sea  posible  coosrgnaren 
ellos  todas  las  circunstancias  que  requieren 
las  leyes  del  notariado  é  hfpotncafia,  y  que 
se  le  autorice  en  los  referidos  casos  á  perci- 
bir los  derechos  marcados  en  el  arancel  del 
notariado:  considerandó  que  los  indicados 
modelos  de  escrituras  se  han  impreso  en 
consonancia  con  las  necesidades  de  dictiás 
leyes,  s'rendo  suficientes  en  la  mayor  parle 
de  los  casos,  y  que  si  ocurriera  alguno  no 
frecuen^te  ,  podría  aprovecharse  una  gran 
parle  de  diclros  impresos  aumentando  «olo 
algún  pliego  manuscrito  en  que  se  ex()re8a- 
ra  lo  necesario,  lo  cual  oc^asionaria  tan  solo 
un  pequeño  gasto  de  papel,  y  que  de  auto- 
rizarse la  pretensión  del  recurrente  seria 
■tanto  como  dar  lugar  á  lamentables  abusos, 
puesto  que  dejaría  al  arbitrio  de  los  Escri- 
banos la  facultad  de  prescindir  de  los  mode- 
las y  extenderse  cuanto  quisieran  en  la  re- 
dacción de  las  escrituras,  haciendo  subir  los 
gastos  de  su  otorgamiento  á  donde  no  es 
posible  que  lleguen,  y  que  de  la  manerá  In- 
dicada habrá  la  seguridad  de  que  los  dere- 
chos'abonables  serán  siempre  inódicos  y 
ajustados á  la  írtiportancia  de  tos  grávame* 
nes  redimidos,  que  es  lo  que  se  propuso  la 
R  O.  de  15  de  enero  de  1856;  la  Reina 
(Q.  D.  G.),  de  acuerdo  eo4i  lo  tnfurnmdo  por 
la  asesoría  general  del  Ministerio,  se  ha 
dignado  negar  la  enunciada  pretensión,  dis- 
poniendo que  los  Escribanos  se  ajusten  en 
el  otorgamiento  de  las  escrituras  de  redeu- 
cion  de  censos  y  venia  d«  fincas  de  bieoes 
nacionales  á  los  modelos,  que  se  le.<i:tieaen 
facilitados,  autorizándolos  ea  aquellos  casos 
en  que  no  puedan  insertar  todo  el  cootetta 
en  los  impresos  actuales,  á  que  manuscriban 
algún  pliego  adicional,  exigieudo  por  este 
el  aumento  de  gasto  que  aause  únicamente 
el  trabajo  de  amanuense^  Dios  guarde  á 
V.  I.  muchos  años.  Madjrid  17  de  febrero  de 
186G.— Alonso  Marlioez.— limo.  Sr.  Direc- 
tor general  de  Propiedades  y  Derechos  del 
Estado.»  (CL,  U  95, 

367.  EDIFICACION  O  BEPAKACIOKT 
BB  TB1CPIjOS.-B.  O;  de  6  de  mano  dio- 
tando disposloionea  relativas  4  loe  ezpedi«n« 
tes  de  ediñcacion  ó  reparación  de  templos. 

(Grao,  y  Just.)  aPara  que  este  Ministe-* 
rio  pudiera  adquirir  un  conocimiento  exacto 
de  la  mayor. ó  menor  urgencia  cou  que  de-* 
bia  prucfdcriíe  á  la  edificación  ó  repáraciou 
de  los  templos  catedrales,  parroquiales  y 
caías  úc  religiosas ,  cu  todas  y  cada  una  dü 
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las  díóceMs,  y  (ener  a|  mUmo  tiempo  una 
nolkáa  cir^uuslanciada  de  la  inversión  de 
los  fs^udostque  ei  Estado  eotragase  para  di- 
chos! objetos,  86  dictó  el  R,  Ej,  de  4  de  oclu- 
bre  de  1861,  vigente  boy  en  todas  sos  par- 
tea. Nenguno  de  tan  imporlaoles  fines  puede 
conseguirse  si  las  juntas  de  diócesis  des» 
cuidan  el  puntual  y  exacto  cumplimiento 
de  la  disposición  9.*  del  arl.  4.°  de  aquella 
soberana  resolución,  y  seria  en  verdad  la- 
meAlaUe  que  la  morosidad  ó  incuria  de  al- 
gMoa  de  ellas  pudiera  dar  lugar  á  que  no 
se  atiendan  con  oportunidad  las  verdaderas 
y  apremiantes  necesidades  de  .que  se  trata, 
y  á  que  el  Gobierno  se  halle  en  la  imposibi- 
Udad  de  dar  cuenta,  con  arreglo  á  la  ley 
que  asi  lo  ordena,  de  la  justa  y  provechosa 
inversión  de  las  cuantiosas  sumaa  íacilita- 
d^s, por  el  Tesoro  público  para  este  servi- 
cio. A  fín  de  evitar  malos  semejantes,  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á  bien  mandar: 

i/*  Que  los  prelados  exciten  el  celo  de 
las  juntas  de  diócesis  para  que  con  toda  ur- 
gencia remitan  á  este  Ministerio,  por  con- 
ducto de  los  mismos,  un  esladocon  arreglo 
al  adjunto  modelo,  en  el  que  se  consignarán 
los  datos  y  noticias  siguientes: 

Nombre  déla  diócesis;  nombre  del  pueblo 
á  que  corresponda  el  templo  ó  casa  de  reli- 
giosas; clase  de  obra  que  necesite;  fecha  de 
la  aprobación  del  expediente;  importe  del 
preaupuesto;  cantidades  libradas  por  el  Te- 
soro; importe  de  la  prestación  vecinal;  im- 
porte del  fondo  de  reserva;  nombre  del 
contratista;  ó  si  se  hacen  las  obras  por  ad- 
ministración; época  en  que  se  oomensaron; 
su  estado  actual;  lcrmina¿¡on  probable; 
causas  de  su  paralización;  cantidades  inver- 
tidas hasta  la  (echa;  obras  terminadas;  es- 
lado  de  las  cuentas;  sobrante  de  fondos; 
persona  ó  corporación  en  cuyo  poder  obren; 
observaciones  generales. 

2.  *  Que  este  estado  jse  firme  por  el  Vo- 
cal Secretario  de  la  Junta  y  vise  por  el  Pre- 
a  dente. 

3.  ®  Que  no  se  consigne  cantidad  alguna 
para  obras  de  templo  catedral ,  parroquial  ó 
conventos  de  religiosas  enclavados  en  la 
diócesis  cuya  junta  superior  no  remita 
oportmiamente  el  estado  á  que  se  refiere  la 
disposición  primera. 

De  real  órden  etc.  Madrid  6  de  marzo  de 
1866.-*Fernando  Calderón  y  Collantes.— 
S*-ñor...»  (CL.  L  9o,  p.  124.) 

3gB.  ACTOS  Y  FUNCIONBfl  PUBM- 
CAB^SL  O.  do  17  de  mano  diotando  rhghm 
«Obre  ol  puesto  que  debeu  ocupar  Jas  auto- 
ridades militares  en  las  funciones  religiosas. 

,  (GucRAA.)  «He  dado  cuenta  á  la  Reina 


(Q.  D.  G.)  de  la  acordada  del  Trihunal  Su- 
premo de  Guerra  y  Marina,  referente  á  la 
consulta  que  le  dirigió  el  Ministerio  de  Ma 
riña  respecto  á  si  el  capitán  general  del  de- 
parlamento  de  Cádiz  debía  ocupar  en  fun* 
clones  religiosas  puesto  preferente  al  capi- 
tán general  de  Andalucía,  cuando  este  fue- 
se mariscal  de  caippo  mas  moderno;  como 
asimismo  de  las  consultas  promovidas  por 
diferentes  capitanes  generales  de. la  Pe- 
tunsula  y  de  UUramar  acerca  del  puesto 
que  deben  tener  en  las  funciones  religiosas 
los  funciotiarios  públicos  y  las  autoridades 
de  marina,  y  sobre  si  los  oQciales  délos 
cuerpos  de  la  armada  deben  ó  no  concurrir 
con  los  demás  institutos  militares  á  la  visita 
de  ios  Sagrarios  el  dia  de  Jucvea  Santo. 

Enjlcrada  S-  M'.*  le;iiendo  en  cuenta  lo 
que  de  los  indicados  antecedentes  aparece, 
asi  como  de  las  ordenanzas  y  disposiciones 
vigentes  en  la  materia  y, de  conformidad 
cotí  lo  informado  por  la  sección  de  Guerra 
y  Marina  del  Consejo  de  Estado,  ha  tenido 
a  bien  determinar: 

Prin>ero.  Que  la  pretensión  del  jefe  de 
escuadra  D.  José  María  de  Bastillo,  como 
capitán  general  del  departamento  de  Cádiz, 
de  ocupar^  como  ocupó,  pueslo  preferente 
al  capitán  general  interino  del  disuilo  de 
Andalucía,  mariscal  de  campo  D.  Francisco 
Guajardo,  al  concurrir  en  una  de  las  igle- 
sias de  3an  Lúcar  de  Burrameda  á  la  pre- 
sentación y  bautismo  de  una  de  las  hijas  de 
la  Serma.  Señora  infanta  Duúa  María  Luisa 
Fernanda,  fué  á  todas  luces  infundada,  toda 
vez  qae  aunque  interino  en  el  mando  que 
ejercía  esle  último  general ,  tal  carácter  no 
pudo  privarle  do  la  representación  del  Con- 
s<^jp  de  Ministros  de  que  se  hallaba  investi- 
do de  real  órden;  por  cuya  sola  circuns- 
tancia nadie  podia  sobreponérsele,  aun  sien- 
do de  mayor  enápleo,  ni  rebajar  tampoco 
por  otra  parte  en  lo  mas  mínimo  ta  catego- 
ría militar  de  que  entonces  se  hallaba  en 
posesión;  puesto  que  á  los  cargos  eo  las  po- 
siciones oficiales,  ^á  ios  que  van  inheren- 
te» las  prerogalivas ,  preeminencias  y  con- 
sideraciones que  se  dispensan  á  los  que  los 
desempeñaji ,  siquiera  sea  interinamente, 
como  en  el  caso  de  que  se  trata  ocurría. 

Segundo.  Que  la  reclamación  de  asiento 
que  hizo  é  indebidamente  obtuvo  el  capitán 
general  del  departamento  de  Cádiz,  habria 
estado  en  su  lugar,  si  hubiese  sido  mas  gra- 
duado ó  antiguo  que.el  del  distrito  de  An- 
dalucía, y  este  no  hubiera  tenido  la  repre- 
sentación del  Gobierno  para  asistir  al  acto 
de  que  anteriormente  se  ha  hecho  mérito, 
al  tenor  de  lo  diapuesto  en  el  arl.  101,  ira- 
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tado  2.*,  (ítalo  3.^  de  las  ordénaivzas  gene- 
rales de  la  armada  que,  en  concorrencta  de 
estas  autoridades  para  tratar  de  asuntos 
del  servicio,  da  la  preferencia  siempre  al  de 
mayor  antigüedad  de  grado:  por  lo  que, 
siendo  el  jére  de  escuadra  Buslrllo  mas  mo- 
derno que  el  mariscal  de  campo  Guajardo, 
no  tuvo  razón,  ni  aun  en  este  caso,  para 
pretender  ni  ocupar  un  puesto  que  no  le 
correspondía. 

Tercero.  Que  en  el  caso  de  concurrir  los 
capitanes  generales  de  distrito  y  departa-  ^ 
mentó,  propietarios  ó  interinos,  á  un  punto  / 
en  que  se  celebre  función  púbHca  religiosa 
ó  de  otra  naturaleza  obtendrá  la  preferentsia 
en  el  puesto  el  áe  mayor  grado  ó  antigüe- 
dad, conforme  á  lo  que  se  dispone  en  el  ci- 
tado artículo  de  las  ordenanzas  de  la  ar- 
mada. 

Cuarto.  Que  los  comandantes  generales 
de  los  apostaderos  de  Coba  y  Filip'mas,  en 
razón  á  la  in»portanoia  de  su  mando,  y  á  las 
alribucTonesque  le  son  propias,  deben  ocu- 
par lugar,  en  toda  función  pública  religiosa 
ó  de  otra  índole,  después  del  Gobernador 
capitán  general  de  aquellas  islas. 

Quinto.  Que  correspondiendo  á  los  Go- 
bernadores civiles  d%las  provincias,  la  pre- 
sidencia en  todos  los  actos  públicos  religio- 
sos ó  de  otra  naturaleza,  para  cuya  celebra* 
cion  sea  necesaria  su  autorización  prévia, 
al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  caso  9.®,  ar- 
ticulo It  déla  ley  para  el  gobierno  y  ad- 
ministración de  las  provincias,  si  concurrió 
sen  á  ellos  los  capitanes  generales,  ocupa- 
rán puesto  después  de  aquelljeis  autoridades. 

Y  6.®  Que  en  cuanto  á  la  asistencia  de 
los  cuerpos  de  la  armada  á  la  visita  de  los 
Sagrarios,  el  dia  deíueves  Santo,  acompa- 
ñando con  los  demás  institutos  militares  á 
los  capitanes  generales  de  los  distritos,  de- 
be estarse  á  lo  prevenido  en  R.  O.  de  18  de 
febrero  de  1863,  que  no  hace  obligatoria 
la  asistencia  de  dichos  cuerpos  á  los  referi- 
dos actos. 

De  real  órden,  etc. — Nadrid  17  de  marzo 
del866.—0'Donnell.— Señor...»  (CL.  t.  95, 

360.  PS  OABNl^S.— 

Circular  de  25  de  marzo,  reopmendando  la 
mas  puntual  observancia  de  los  reslsmentos 
vigentes  sobre  inspectores  de  carnes. 

(Día.  OBN.  DE  SANfDAD.)  «Repetidas  dis- 
posiciones de  este  centro  directivo  se  han 
encaminado  á  regularizar  la  importante  cues- 
tión de  los  abastos  de  carnes  en  las  pobla- 
ciones á  fín  de  impedir  y  cortar  el  frecuen- 
te y  abusivo  fraude  de  la  expendicion  de 
dicho  artículo  en  condiciones  nocivas  para 


la  salud  pública.  Para  ello  se  aprobó  y  cir- 
culó el  reglamento  de  24  de  febrero  de  1864 
creando  las  plazas  de  inspectores  de  earoea 
en  los  pue))los  de  derta  significación  é  hn- 
portaneia,  y  señalando  una  retribución  que 
sirviera  de  provechoso  estímulo  á  los  vete- 
rinarios que  fuesen  nombrados  para  el  des- 
empeño do  tan  vital  cpmetído.  Sensible  es 
que  por  algunas  corporaciones  municipales, 
que  tienen  el  sagrado  deber  de  velar  por  la 
salud  de  sus  administrados,  sea  poruña  ne« 
gligencia  vituperable,  ó  lo  que  es  mas  pu* 
nible,  por  condescendencias  k-eprensrbies  con 
los  ganaderos  y  abastecedores  públicos,  to- 
leren j  autoricen  la  venta  de  carnes  enfer- 
mas, y  á  veces  en  estado  de  patréfadcíón 
nocivamente  perjudiciales,  y  que  en  último 
término  producen  las  enfermedades  y  hasta 
la  muerte  en  las  personas  que  hacen  uso  de 
ellas  para  su  consumo. 

Muchas  epidemias,  cuya  causa  se  escapa 
á  la  perspicacia  de  los  facultativos ,  cuyos 
funestos  resultados  siembran  de  luto  y  es- 
panto á  comarcas  extensas ,  reconocen  por 
origen  el  uso  de  carnes  descompuestas,  prd* 
oedentes  de  reses  entecas  y  en  lastimoso  es- 
tado de  constitución:  carnes  que,  proda- 
ctendo  una  intoxicación  en  la  economía,  se- 
mejante á  la  acción  del  veneno  mas  activo, 
se  atribuye  á  causas  quiméricas  á  veces,  y 
desconocidas  siempre,  cuando  en  realidad 
son  efecto  del  abandono  en  la  buena  ali- 
mentación. 

La  Dirección  de  sanidad ,  que  tiene  la  im* 
periosa  misión  de  velar  por  ta  extricta  ob-* 
servancia  de  los  preceptos  higiénicos ,  con- 
sidera que  nunca  serán  sufícientes  cuantas 
recomendaeiones  y  excitaciones  se  hagan  á 
los  jefes  superiores  de  las  provincias  para 

2ue  sin  contemplación  de  ninguna  clase  cut- 
en de  reprimir  los  abusos,  inculcando  á  las 
autoridades  subalternas  las  deplorables  con-^ 
secuencias  que  resultan  para  la  salud  pú- 
blica del  olvido  ó  abandono  de  sus  deberes. 

A  este  6n  cuidará  V.  S.  muy  particular- 
mente que  se  observen  los  reglamentos  vi- 
gentes sobre  inspectores  de  carnes,  hacien- 
do extensivos  al  mayor  número  posible  de 
poblaciones  estos  funcionarios;  procurará 
inculcar  en  el  ánimo  de  los  Alcaldes  de 
Ayuntamientos  de  escaso  vecindario,  dcm- 
de  la  acción  de  la  autoridad  es  mas  lejana, 
las  nociones  de  policía  urbana  respecto  á  es- 
te ramo,  y  vigilará  escrupulosamente  e( 
cumplimiento  de  sus  obligaciones  á  los  • 
les  oficiales,  exigiendo  Ja  mas  estrecha  res- 
ponsabilidad -á  los  que  en  asunto  tan  tras- 
cendental falten  á  las  consideraciones  lega- 
les y  morales  1 6  por  tibieza  tolerén  abusos 
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y  cohechos  que  es  preciso  reprimir  con  ma- 
110  fuerte. 

Fitialmenle,  dispondrá  V.  S.  que  se  pu- 
blique eála  circular  en  el  Boletin  oficial  pa- 
ra que  llegue  á  nplicia  de  las  autoridades 
subalternas  y  del  público,  y  á  Gn  de  que 
este  bai^a  las  reclamaciones  oportunas  cuan- 
do se  iurrinjan  las  referidas  disposiciones 
sanitarias  que  este  centro  directivo  tiene  el 
«"ncargo  de  hacer  cumplir.  Dios  guarde  á 
V.  S.  muchos  años.  Madrid  25  de  marzo  de 
1866.^£l  Director  ffcneral,  Daniel  Carballo. 

— Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  n 

(CL.  t.  95.  p.  170.) 

870.  BJBROITOS  DB  TOTRAM  AK.~ 
B.  O.  de  81  de  marso. 

Se  aprueban  por  esta  real  orden  las  ins* 
trucciones  que  han  de  observarse  para  los 
efectos  de  la  permanencia  y  regreso  de  los 
jefes,  oficiales  y  tropa  de  tas  armas  de  in- 
íanleria  y  caballería  de  los  ejércitos  de  Ul- 
tramar cuyas  inslrucciones  se  hacen  exten- 
sivas á  las  demás  armas  é  institutos  del 
ejército  en  cuanto  estuviere  determinado 
por  sus  reglamentos  especiales.  (CL,  t»  95, 
p.  103.) 

871.  MONHICBHTOS  iLBTISTiaOS.— 
JL.  O.  de  10  de  abril,  disponiendo  que  por  el 
clero  no  se  disponga  de  los  objetos  artisti- 
eo8  ó  arqueolóflrioos  que  existen  6  sean  des- 
oubi«rSos  en  las  iglesias*  eto. 

(Grao,  y  Just.)  «El  R.  D.  de  20  de  abril 
de  1864  conliere  á  la  Real  Academia  de  San 
Fernando  la  facultad  de  velar  por  la  conser- 
vación y  restauración  de  los  monumentos 
artísticos;  pero  tan  laudable  como  patriótico 
fin  se  realizará  mas  cumplidamente  con  el 
concurso  de  todos  los  que,  por  su  posición 
oficial,  por  su  ilustración  ó  por  otras  espe- 
ciales circunstancias,  están  en  aptitud  de 
poder  apreciar  el  mérilo  de  cualesquiera  ob- 
jetos notables,  bajo  el  punto  de  vista  histó- 
rico ó  del  arte.  En  su  consecuencia,  la  Rei- 
na (Q.  D.  G.),  deseando  que  se  conserven 
cuidadosamente  cuantas  bellezas  artísticas 
encierran  los  monumentos  religiosos  de  Es- 
paña, se  ha  st^rvido  mandar  me  dirija  á  V..., 
como  de  real  órden  lo  ejecuto,  á  fin  de  que 
se  sirva  adoptar  las  medidas  que  en  su  re- 
conocido celo  estime  oportunas,  para  que  el 
clero  de  esa  diócesis  contribuya  por  su  par- 
te á  la  realización  de  dicho  propósito,  no 
disponiendo  de  los  objetos  artísticos  ó  ar- 
queológicos que  existan  ó  sean  descubiertos 
en  Jas  iglesias  y  sus  dependencias ,  sin  pre- 
vio conocimiento  de  las  Academias  de  Be- 
llas artes  ó  de  las  comisiones  provinciales 
de  monumentos.  Dios  guarde  á  V  mu* 


chosáños.  Madrid  10  de  abril  de  1866.— 

Calderón  y  Col Ihntes.— Señor  »  (CL,  ío- 

mo  95,  p.  262.) 

878.  QTTINTAS.— B.  O.  de  6-17  da  abril 
recordando  4  las  autoridades  mititsres  el 
cumplimiento  de  los  arts.  133  y  129  de  la 
ley  vigente  de  reeemplaaos  sobre  admisión 
en  csja  de  los  mocos  declarados  soldados 
por  los  Consejos  provinciales.  Sdad  dudosa* 

(GoBaRA  T  GoB.)  oPor  el  Ministerio  de  la 
Gobernación  del  Reino  se  dice  á  este  de  la 
Guerra  en  6  del  actual  lo  siguiente: 

«El  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  dice 
con  fecha  de  hoy  al  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Huesca  lo  que  sigue:  <íDada  cuen- 
ta á  (a  Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  ins- 
truido á  consecuencia  de  haberse  negado  el 
comandante  de  la  Caja  de  esa  provincia  á  la 
admisión  de  Manuel  de  Gracia  Carrasco, 
doctarado  por  el  Consejo  provincial  sotdado 
del  reemplazo  de  1860  por  el  cupo  de  Cas- 
lejon  del  Puente,  fundando  la  expresada 
negativa  en  que  no  se  habia  probado  de  un 
modo  cierto  la  edad,  patria,  religión  ni 
apellido*  de  dicho  mozo:  Vistos  loi  artículos 
45,  75,  183  y  136  de  la  ley  vigente  de 
reemplazos:  Considerando  que  tanto  por  la 
cédula  de  vecindad  del  interesado,  como 
por  su  eonfesion,  las  declaraciones  de  los 
parientes  do  la  que  se  reputó  su  madre, 
consta  que  al  mismo  tiempo  de  su  declara- 
ción de  soldado  pasaba  de  la  edad  de  veinte 
años  y  no  llegaba  á  la  de  veinticinco,  sin 
haber  sorteado  en  ninsruna  quinta  anterior: 
Considerando  que  aunque  fuera  posible  ha- 
llar en  lo  sucesivo  su  (é  de  nacimiento  y 
acreditar  por  ella  que  no  tenia  la  expresada 
edad,  no  podria  menos  de  cumplirse  el 
acuerdo  en  virtud  del  que  fué  declarado 
soldado,  según  se  resolvió  en  un  caso  aná- 
logo por  real  órd<»n  circular  de  22  de  febrero 
de  1865,  toda  vez  que  nadie  protestó  contra 
dicho  acuerdo,  quedando  por  tanto  ejecuto- 
riado, y  no  pudiéndose  abrir  de  nueVo  el 
juicio  acerca  del  mismo:  Considerando  que 
si  bien  resulta  haber  r.acído  en  Francia  el 
referido  mozo,  no  puede  dejar  de  ser  tenido 
\)or  español  toda  vez  que  es  hijo  de  madre 
española  y  ha  residido  desde  sus  primaros 
años  en  España:  f^onsiderando  que  no  cabe 
suscitar  dificultad  alguna  respecto  á  la  re- 
ligión que  el  mismo  profesa,  puesto  que  ha- 
biéndole reconocido  la  Iglesia  como  calólico 
para  la  recepción  de  sacramentos ,  según 
cotista  por  c^rtiHcado  del  párroco  respecti- 
vo, la  autoridad  civil  no  debe  juzgarle  con 
criterio  diferente:  Considerando  que  no 
habiendo  ingresado  á  su  tiempo  en  el  ejér- 
cito Manuel  de  Gracia  Carrasco  por  haberse 


Digitized  by 


652 


PAUTÉ  LEGISLATIVA. 


opuesto  á  elio  el  comanclanle  de  la  caja  de 
quintos,  á  pesar  de  lo  expresamante  man- 
dado en  el  art.  133  de  la  ley  de  reemplazos, 
lio  puede  aelualmente  llamársele  af  servicio 
por  haber  trascurrido  con  mucho  exceso  los 
tres  años  que  dura,  según  la  ley  y  reales 
órdenes  aclaratorias  de  12  de  febrero  de 
1860  y  5  de  abril  de  1861 ,  la  responsabili- 
dad de  los  mozos  sujetos  á  quii\tas;  S.  M. 
oído  el  Couspjo  de  Estado  en  secciones  de 
Guerra  y  Gobernación,  ha  tenido  á  bien  re- 
solver que, se  llevé  á  efecto,  como  ejecuto- 
rio, el  mencioiiado  acuerdo  del  Consejo 
provincial  de  Huesca,  y  mandar  en  su  con- 
secuencia que  se  dé  de  baja  ert  las  filas  al  su- 
plente del  r«'ferido  Manuel  de  Gracia  Carras- 
co, sin  llamarse  al  servicio  á  este,  aunque 
pierda  un  hombre  el  ejército,  en  atención  á 
que  van  pasados  mas  de  seis  años  desde  que 
ingresó  en  caja  el  contingente  de  la  quinta 
deque  se  traía.  Al  propio  tiempo,  con  el  fin 
de  evitar  los  perjuicios  que  á  los  particulares 
y  al  ejército  pueden  irrogarse  en  casos  como 
el  que  motiva  la  presente  resolución^  S.  M. 
se  ha  servido  disponer  se  signifique  al  Mi*- 
uislcrio  de  la  Guerra  la  conveniencia  de 
recordar  á  las  autoridades  militares  el  cum- 
plimiento de  lo  prevenido  en  el  art.  133  de 
¡a  ley  de  reemplazos,  según  el  cual  no 
puede  en  ningún  caso  resistirse  la  admi- 
sión de  los  mozos  declarados  soldados  por 
los  Consejos  provinciales,  cuya»  resolucio- 
nes deben  llevarse  á  efecto  desde  luego, 
según  el  art.  129  de  la  misma  ley ,  sin  per- 
juicio de  que  dichas  autoridades  hagan 
cuantas  reclamaciones  exija  en  su  concepto 
el  buen  desempeño  de  su  cargo.»  De  real 
órden  ,  comunicada  por  el  expresado  señor 
Ministro,  lo  traslado  á  V.  E.  para  los  efec- 
io^  indicados  en  la  preinserta  resolución.» 
De  la  prtfpia  real  orden  etc.  Madrid  17  de 
abril  de  1866.— El  Subsecretario,  Francisco 
de  üzlariz.— Señor  »  (CL.  í.  95  p,  282.) 

873.  QUINTAS.-R.^O.  de  19  de  abrfl, 
recordando  á  los  Oonae^t  de  provínola  el 
exacto  oumplimiento  del  art.  131  de  la  ley 
de  reemplazos  sobre  el  modo  de  proceder 
cuando  se  susciten  dudas  sobre  aptitud  físi- 
ca de  un  quinto. 

(GoB.)  «En  vista  del  expediente  promo-  i 
vido  por  D.  Manuel  Martínez  Costilla,  quin-  1 
to  del  reenjplazo  de  1863  por  el  cupo  de  I 
Andújar,  reclamando  contra  el  acuerdo  por  i 
el  que  el  Consejo  provincial  de  J.ien  le  decía-  ; 
rÓ8olda<lo,  en  méritos  de  un  reconocimiento 
facultativo  que  mandó  practicar  con  poste-  I 
rioridad  al  prevenido  por  el  art.  131  (Je  la  ! 
ley  de  reemplazos:  j 

Considerando  que  en  el  mismo  artículo  se 


determina  el  m«do  de  proceder,  cnando  ne' 
suscite  duda  ó  se  reclame  acerca  de  la  apti- 
tud física  de  un  quinto  porque  padezca  en- 
fermedad ó  tenga  defecto  físico  que  no  sea 
el  de  falta  detalla,  mandíindo  que  se  practi- 
que  un  nuevo  reconocimiento  por  dos  fa- 
cultativos que  no  hayan  intervenido  en  el 
primero ,  y  que  serán  nombrados  uno  por 
el  Consejo  provincial  y  oiro  por  la  autoridad 
militar  de  la  provincia,  y  ea  caso  de  dis- 
cordia por  un  tercero  que  nombrará  diche 
corporación ,  la  cual ,  en  vista  de  los  diclá- 
niénes  de  los  dos  facaltalívos ,  ó  de  los  tres 
si  hubo  discordia,  decidirá  acerca  de  la  ap- 
titud del  quinto,  arreglándose  á  lo  que  ae 
determine  sobre  el  particular  en  el  regla- 
mento de  exenciones  físicas: 

Considerando  que  esln  terminante  dispo- 
sición prohibe  todo  u'lerior  reconocimiento 
al  imponer  á  los  Consejos  provinciales  el 
deber  de  falfar  acerca  de  la  aptitud  física 
de  \oi  quintos  en  vista  de  los  dictámenes 
de  los  facultativos  que  intervengan  en  el 
practicado  con  arreglo  á  la  misma  y  al  re- 
gl-amento  citado: 

Considerando  que  si  bien  este  previene 
en  el  primer  párrafo  del  art.  6.**  el  modo  de 
proceder  en  los  «asos  de  difícil  resolución 
ó  de  discordia  de  pareceres,  tal  disposicioti 
fué  derogada  en  R.  O.  de  24  de  marzo 
de  1856,  por  no  estar  en  armonía  con  el 
expresado  art.  131  de  la  ley  de  reemplazos; 

La  Reina  (Q.  D  G  ),  de  conformidad  con 
lo  propuesto  por  las  seccionen  de  Guerra  y 
Gobernación  del  Consejo  de  Estado,  y  á  fin 
de  evitar  que  en  lo  sucesivo  se  repitan  casos 
!  de  igual  naturaleza,  se  ha  servido  mandar 
'  que  se  recuerde  á  los  Consejos  de  provincia 
I  el  cumplimiento  exacto  de  dicho  art.  131, 
¡con  arreglo  al  cual  deberán  decidir  acerca 
de  la  aptitud  física  de  los  quintos,  sin  mas 
trámites  ni  reconocimientos  que  ios  preve- 
nidos en  el  mismo.  De  real  órden  etc.  Ma- 
drid 19  de  abril  de  1866,— Posada  Herrera. 

— Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  » 

(CL,  l.  95  p.  288.) 

374.  CONSTTMCS.— E.  O.  de  12  de  junio, 
declarando  que  siempre  que  á  los  cuerpos 
d  individuos  delejéroito  sea  aplicable  la 
contribución  de  consumos ,  es  obligatorio 
el  pago  de  los  recargos  locales. 

(Guerra  y  Hac.)  «Por  el  Ministerio  de 
Hacienda  se  dijo  de  real  órden  á  este  de  la 
Guerra  con  fecha  18  del  mes  próximo  pa- 
sado lo  siguiente: 

«He  dado  cuenta  á  la  Reina  (Q.  D.  G.) 
de  la  instancia  dirigida  á  esle  Ministerio  y 
roniilida  por  la  Subsecretaría  de  el  del  car- 
go de  V.  E.  con  H.  0.  de  6  de  octubre  úl- 
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limo,  en  la  caal)  D.  Andrés  Bailó  y  Ec|ie- 
varria,  teniente  del  batallón  provincial  de 
Requena,  núm.  72  ,  residente  en  la  ciudad 
de  este  titulo,  solicita  ter  eximido  del  pago 
de  los  recargos-  impuestos  por  el  concepto 
de  arbitr'ros  provinciales  y  municipales, 
si  bien  está  coníoroie  con  satisracer  ios  que 
le  correspondan  por  la  contribución  de  con- 
siimo«  f  n  atericion  a  tener  casa  abierta. 

Vrsio  ta  inslrnccion  expedida  para  la  im- 
pos.oi«'H  de  la  contribución  ante  dicha  fe- 
«ba  I.'' dejujio  de  1864. . 

Visio  la  A.  0.  d«3  10  da  diciembre  del 
mismo  año. 

Considerando,  qae  con  arrecio  al  caso  5.^ 
arl.  221  de  la  referida  insiruocíon,  la  exan- 
cien  que  se  establece  en  favor  de  loa  euer-' 
pos  ai  (nados  del  ejército  para  el  solo  caso 
de  repartimiento,  se  refiere  clara  ^  termi- 
nantemente á  dichos  cuerpos  considerados 
colectivamente,  pero  nunca  cuando  algún 
indiv4duO' de  dichas  clases  tuviese  oasa 
abierta.  Considerando  que  en  consonancia 
de  esto  y  como  confirmación  de  esta  misma 
regla  se  dictó  la  real  orden  expresada  en 
10  de  diciembre  de  1S64,  que  fué  circulada 
por  ese  Ministerio  en  30  del  expresado  mes 
y  año,  hallándose  el  caso  en  cuestión  com- 
prendido en  la  parte  segunda  del  segundo 
punto  de  los  cuatro  que  comprende. 

Y  considerando  que  la  razón  legal  de 
estas  disposiciones  está  en  los  beneficios  de 
que  como  los  demás  vecinos  participan  por 
efecto  de  los  presupuestos  provinciales  y 
municipales,  S.  M.  de  conformidad  con  lo 
propuesto  por  las  secciones  de  Hacienda  y 
Guerra  y  Marina  del  Consejo  de  Estado,  ha 
tenido  á  bien  desestimar  la  pretensión  del 
reclamante,  y  mandar  que  se  declare  ter- 
minantemente que  siempre  que  á  los  cuer- 
pos ó  individuos  del  ejército  y  armada  ,  sea 
aplicable  (a  contribución  de  consumos  en 
los  términos  que  expresa  el  referido  artícu- 
lo 221  de  la  instrucción  del  ramo  ,  y  la  real 
orden  de  que  va  hecho  mérito,  se  entienda 
que  es  obligatorio  el  pas^o  de  los  recargos 
provinciales  y  municipales  como  parte  in- 
herente á  dicha  contribución.»  De  real  or- 
den etc.  Madrid  12  de  junio  de  1S66.— El 
Subsecretario  ,  Francisco  de  Uztariz.— Se- 
ñor »  (C¿.  I.  95  p.  634.) 
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JDRISPRDDESfJA  CITIl, 

CoMi^tMMUui  úññíélémm  p«r  el  Trlft«Ml 

PROCEDIMIENTO  PENAL.  Im- 
prenta.— Pdra  que  competa  conocer  á 
ios  tribunales  comunes  de  las  ofensan 
chas  á  los  funcionarios  públicos,  por  me* 
dio  déla  imprenta,  es  precito  que  se  refie^ 
rán  d  su  vida  priúadu,  ó  que  contengan 
la  imputación^  ' directa  y  concreta  de  un 
delito  que  d^bá,  según  las  leyes,  perse^ 
guirse  de  oficio. 

Decisisnád  14dejaDÍo  de  1866. 

Ed  10  de  noviembre  de  1865,  el  Presí- 
deale  Tkl  Ayunlamieolo  de  Zaragoza  diri- 
gió oficio  al  Juez  de  primera  instaBcía  del 
distrito tle  la  Universidad,  acompañando 
un  , ejemplar  dei  periódico  Diario  de  Za- 
ragoza correspondiente  al  20  de  octubre 
anlerior,.^en  el  que  inserta  un  comuni- 
cado suscrito  por  D.  Lamberto  Turmo» 
que  la  corporación  municipal  conceptua- 
ba injurioso  y  calumnioso,  á  fin  de  que 
dicho  Juez,  si  encontraba  exacto  su  jui- 
cio ,  procediese  á  lo  que  correspondiera 
con  arreglo  á  las  leyes. 

Iniciadas  por  el  Juez  las  oportunas  di- 
ligencias, Turmo  acudió  al  mismo  solici- 
tando se  inhibiese  del  conocimiento  de 
ellas  y  las  remitiera  al  Trlhunal  de  Ln- 
prenta;  y  aunque  el  Juez  declaró  no  ha- 
ber lugar  a  la  inhibición  propuesta,  la 
Real  Audiencia  de  Zaragoza,  consideran- 
do que  en  la  ley  especial  de  imprenta  no 
hay  disposición  alguna  que  califique  de 
delitos  comuoes  las  mt;ras  iojtirias  á  cor- 
poraciones y  funcionarios  ptihlicos,  con 
relación  al  ejercicio  de  su  autoridad  ó  de 
sus  funciones  oficíales ;  que  las  expresio- 
nes trelrógrado  y  reaccionario, >  que  son 
las  que  se  designan  por  el  Ayunlamienlo 
como  injuriosas,  no  caben  en  la  noción  «le 
la  injuria,  tal  com<T  la  define  el  art.  379 
del  Código  penal ;  que  en  el  párrafo  del 
comunicado  de  Turmo  que  dice:  cy  adop- 
tó medidas  reaccionarias  provocando  una 
guerra  civil  que  no  esta  lejana,  y  con  ella 
los  conflictos  y  calamidades  consiguien- 
tes,» que  el  Aynntamienlo  califica  de  ca* 
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lumoiosas,  no  se  ve  laíropulacion  dírectia 
y  coDcreU  de  oo  hecho  que  segua  las  le* 
yes  coDSliluya  delito  público;  que  tampo- 
co oabe  afirmar  qiie  mn  •akuaftioeas  al 
Ayuntamiento  his  indicaeioQeff  respecto  de 
vejaciones  y  molestias,  puesto  que  se 
atribuyen  á  dependientes  encargado^  de 
la  recaudación  del  impuesto  de  consumos; 
y  aue  por  consiguiente  no  resulla  justiG- 
cada  la  existencia  de  un  delito  común  co- 
metido por  medio  de  la  imprenta,  que 
sea  de  la  competencia  de  los  tribunales 
ordinarios,  sí  bien  pudiera  haberse  come^ 
tido  alguno  de  los  prevenidos  y  castiga- 
dos en  el  til.  4.®  de  la  citada  ley  espe- 
cial con  revocación  del  auto  dictado  por 
el  Juez  de  primera  instancia,  declAró  in- 
competente á  la  jurisdicción  ordinaria 
para  conocer  del  asunto  y  mandó  se  de- 
volvieran las  diligencias  á  aquel  para  que 
las  remitiese  al  Fiscal  especial  de  im* 
prenta.» 

Y  como  el  Juez  especial  de  imprenta,  & 
quien  se  remitieron  las  actuaciones,  dic- 
tase después  auto  inhibiéndose,  se  proda- 

¥>  este  conflicto  jurisdrccional ,  que  el 
ríbunal  Snpi-emo  decide,  por  sentencia 
de  14  de  junio  en  los  términos  siguien- 
tes: 

((Considerando  qv,(*  la<i  pntí^bras  que  se 
h?ui  designado  del  comunicado  de  Turm'», 
aunque  fueran  calificadas  de  injurio»aH  al 
Ayunlamienio  de  Zaragoza  por  las  «procia- 
ciones  genéricas  y  vagas  que  se  hacéu,  no 
contienen  la  imputación  directa  y  concreta 
de  un  hecho,  que  según  las  leyes  consiiluya 
delito  que  deba  perseguirse  de  oíicio,  y  que 
es  indispensable  concurra  eüita  ciicunslaneía 
en  el  delito  de  calumnia,  según  el  párrafo 
segundo,  námero  5.^  del  articulo  24  de  la 
ley  de  29  de  junto  de  1864 í 

Considerando  que  conforme  á  lo  estab'e-^ 
¿ido  en  el  número  4°  del  mismo  artículo, 
los  tribunales  ordinarios  solo  pueden  cono- 
cer de  las  injurias  que  se  reíieren  á  los  par- 
ticulares, ó  a  la  viUH  privada  de  los  funcio- 
narios públicos,  y  que  ^  dicho  comunicado 
tiada  se  expresa  contraía  vida  privada  de 
los  Concejales,  ofendiéndose  solo  á  la  cor- 
poración por  sus  actos  administrativos: 

Y  considerando  que  esta  ofensa  se  halla 
comprendida  entre  los  delitos  especiales  de 
imprenta,  según  el  número  6.^  del  arl.  30 
de  la  ciiada  ley,  y  leni'^ndo  también  présen- 
le lo  establecido  en  el  45, 


'  Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos que  el  conocimiento  de  esta  cau^a 
corresponde  al  Juzgado  especial  de  impren* 
ta  de  Zaragoza,  á  quien  se  devuelva  para 
el  curso  que  proceda.»  (Gac.  25  jxUio.) 


JUBlSPRÜOBSClAJpSISISTIliTlTl. 

BsfAd«  s^bra  •«••riMieiMMS  para 

£1  GoQsejo  de  Estado  establece  en 
las  decisiones  que  se  citan  la  siguiente 
doctrina: 

DecisioB  de  Í3  de  jaKo  it  1866. 

Sesiones  de  Ayuntamiento:*- Injuriae. 
Expediente  de  autorización  para  proce- 
sar al  Alcalde  de  Begoña  (Vizcaya).  Se 
concede  en  parte  y  en  parte  se  deniega 
con  vista  del  art.  óSl  del  Código  penal  y 
6o  de  la  ley  de  Ayuntamientos: 

ffConsiderando: 

1.^  Que  siendo  secretas  las  sesiones  de 
los  Ayuntamientos,  las  palabras  que  en 
ellas  se  pronuncian  por  l"S  Concejales,  aun 
cuando  algunos  de  ellos  las  crean  ofensivas, 
debe  presumirse,  que  no  fueron  vertidas  con 
ánimo  de  injuriar. 

2  ®  Que  las  palabras  proferidas  por  el 
Alcalde  de  Begoña  contra  el  Regidor  La- 
brador al  lomar  posesión  de  una  nnca  que 
el  Ayuntamiento  habla  comprado  no  pue- 
den reputarse  pronunciadas  en  un  acto  se- 
creto, toda  vez  que  á  él  concurrieron  p^r- 
sonas  extrañas  al  municipio.»  (Gac.  26 
juliQ.) 

Oln  decisión  de  13  de  jalio  de  1866. 

Alcaldea  y  subalternos  como  dependien- 
tes de  los  Juedes.  Expediente  át  autori- 
zación para  procesar  á  un  Alcalde  dé  bar- 
rió y  á  un  alguacil  municipal  por  desobe- 
dieucia  y  denegación  de  auxilio  al  Juez 
de  primera  instancia.  Se  declara  innece- 
saria: 

((Considerando  que  sí  los  Alcaldes  y  sus 
Tenientes  son  dependientes  de  los  Jueces  eu 
todo  lo  que  hace  relación  ála  administración 
de  justicia,  es  indudable  también  deben  ser* 
iu  los  empleados  subalternos  cuyo  nombra- 
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miento  correipoQ^e  á  IO0  primerot,  puet 

fidinilifmio  diglioto  principio  se  quebran-. 
taria  ol  orden  y  la  disciplioa  judicial.» 
{Gac.  2%  julio.) 

Otrá  decisión  de  {3  de  jiiío. 

Detención  arbitraria.  Expediente  de 
aoiorizadott  para  procesar  al  Alcalde  de 
Zubia.  CoQ  vista  de  la  regla  de  la  ley 
proYÍsioDal,  segUQ  la  cual  los  Alcalde»  y 
Teoieates  en  sus  respectiyad  deinar^ 
cacicoes,  couooeráo  eo  juicio  verbal  de 
las  faltas  de  que  trata  el  libro  3»®  del 
Código  penal.  Se  declara  ínaecesaria: 

((Considerando  que  resulta  probado  en 
este  expediente  que  el  Alcaide  que  Tué  de 
la  Zubia  D.  Luis  Fernandez  Corlacero  de- 
tuvo á  distintas  personas  por  diverso  espa- 
cio de  tiempo  en  la  cárcel  pública»  sin  que 
para  ello  practicase  diligencia  ni  celebrase 
)uicio  alguno,  contra  lo  expresamente  dis* 
4>ue8to  en  el  artículo  que  se  acaba  de  citar, 
por  cuya  raxon  no  le  alcanza  la  garantía  de 
la  prévla  autorización.»  {Gac,  2^  julio,) 

Otn  decisión  de  i  3  de  jnlio* 

Negativa  de  certiñcaeion:  Seeretarioi 
de  Ayuntamiento.  Expediente  de  auto- 
rización para  procesar  al  Alcalde  y  Secre- 
tario  de  Lagunarroia  por  haber  negado 
una  certilicacion  de  los  bienes  ^ue  apare* 
clan  en  el  libro  catastral  como  de  la  pro- 
piedad de  D,  Eduardo  Albert.  Se  conce- 
de  para  el  Alcaide  y  se  deniega  para  el 
Secretario,  coa  vista  deí  art.  31  del  Có- 
digo penal: 

«Considerando: 

1.®  Que  de  lodo  lo  actuado  en  este  ex* 
pediente  aparecen  indicios  basiantea  para 
presumir  que  el  Alcaide  negó  arbitraría - 
mente  la  cerlifícacion  que  se  le  pedia. 

Y  2.^  Que  00  ha  lugar  á  proceder  con* 
tra  el  Secretarlo,  porque  habiendo  negado 
la  cerlifícacion  de  orden  del  Alcalde,  qoe  es 
su  superior  inmediato,  no  puede  decirse 
que  obrase  arbilrariamente.»  (Gao.  26 
lio,) 

DOTENCIOy  Y  MALOS  TBATA- 
MlfiKTOS.  No  se  exceden  los  serenos 
conduciendo  ante  la  autoridad  á  las  per- 
sonas que  dan  escándalo ;  pero  si  causan 
lesiones,  las  circunstancias  serán  las  que 
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determinen  en  su  caso  la  irresponsabili- 
dad. 

Decislan  de  i  7  de  jonio  de  1866*. 

Autorización  solicitada  por  el  Juez  de 
priinera  instancia  de  Sao  Román  (Sevilla) 
para  procesar  á  los  serenos  Manuel  Fer- 
nandez, Cayetano  Cordero  y  Antonio  Fé- 
lix como  autores  de  los  delitos  de  deten- 
ción arbitraria  y  lesiones  á  Juan  Hospita- 
les, vecino  de  Sevilla,  que  con  motivo  de 
mal  tratamiento  a  una  mujer  con  quiea 
vivía  en  la  noche  del  3  de  febYero  fuó  coa- 
ducíduf  ante  la  autoridad ,  causándole  en- 
tonces algunas  lesiones ,  según  el  dicho  de 
Hospitales,  y  causándoselas  él  en  sus  caí- 
das según  los  serenos.  El  Consejo  de  Es- 
tado por  su  decisión  de  17  de  junio  con. 
firma  en  parte  la  negativa  del  Goberoa* 
áoT,  y  en  parte  la  fevoca»  en  los  térmioos 
siguientes! 

«Visto  el  párrafo  segundo  de  la  regla  27 
de  la  ley  provisional  para  la  aplicación  del 
Código  penal,  que  dispone  que  los  Jueees  y 
tribunales  ^  las  autoridades  y  sus  agentes 
están  obligados  á  detener  ó  mandar  detener 
á  las  personas  que  según  fundados  indicios 
sean  responsables  de  fallas,  si  fuesen  des« 
conocidas: 

Visto  el  art.  343  del  Código  penal,  que 
castiga  como  reo  de  lesiones  graves  al  que 
hiriere,  golpease  ó  maltratase  de  obra  á 
otro: 

Considerando: 

1.  ®  Que  lo»  sf^rcnos  debían  evitar  el  es- 
cándalo promovido  por  Hospitales,  sin  qoe 
estuviera  en  sus  atribuciones  calificar  el 
hecho  de  delito  ó  falla,  por  cuya  razón 
cumplieron  con  su  deber  al  tratar  de  cou- 
ducirle  á  disposición  de  la  autoridad  com- 
petente: 

2.  ^  Que  de  las  diligencias  practicadas 
hasta  ahora  no  aparece  que  respecto  de  las 
lesiones  que  los  serenos  causaron  á  Hospi- 
tales ,  concurran  circunstancias  capaces  de 
eximirles  de  responsabilidad; 

Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Go- 
bernador con  respecto  á  la  delenciou  arbi- 
traria y  conceder  lá  autorización  solicitada 
por  las  lesiones.»  {Gac»  2julio.) 
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•dmlpUIrAllTA  (i). 

SEBVTDUMBBE  FORZOSA.  jVo 

procede  la  via  contenciosa  contra  las  rea- 
les órdenes  que  niegan  el  establecimiento 
de  la  servidumbre  forzosa  de  acue- 
duQto. 

B.  0.  de  4  de  junio  de  1866. 

Instruido  expediente  á  instaacia  de  doe 
José  Preniler  para  el  establecimiento  de 
la  servi^mbre  forzosa  de  acueducto,  coq 
arreglo  á  la  ley  de  24  de  junio  de  i849  y 
á  la  instrucción  de  30  de  diciembre  de 
1852  (2),  se  desestimó  por  R.  O.  de  i8 
de  enero  último,  atendidos  los  anteceden* 
les  del  caso  y  considerando  que  el  espíri- 
tu de  la  citada  ley  no  es  ni  puede  ser  en 
buenos  principios  legales  el  ele  perjudicar 
la  propiedad  particular  y  los  derechos 
'  creados  i  su  amparo»  cuando  los  benefi- 
oios  de  la  expropiación  no  sean  superior 
res  á  ios  daños  que  se  causan  con  el  es- 
tablecimiento forzoso  de  la  servidumbre 
de  acueducto.  Interpuso  Freuller  deman- 
da anie  el  Consejo  de  Estado,  y  con  vista 
del  art.  6.*  de  dicha  ley,  se  declara  por 
R.  O.  de  4  de  junio,  oida  la  sección  de 
lo  contencioso,  que  no  puede  admitirse  en 
la  via  contenciosa: 

aConsiderando  que  la  cuestión  de  que  se 
traía  en  la  presente  demanda  es  puramente 
gubernativa,  con  arreglo  á  la  disposición 
citada,  paeslo  que  ha  de  resolverse  por  el 
criterio  de  la  utilidad  pública,  deque  solo 
puede  ser  apreciador  el  Gobierno  supremo, 
cotici liando  prudencial  y  discrecionalmenle 
los  intereses  privados  con  los  eoleclivos  y 
generales.»  (Gac.  19  julio.) 

HINA&.  No  procede  la  via  conten- 
cioso adminislraliva  contra  las  disposi- 
ciones de  mero  trámite,  aunque  con  eUas 
se  perjudique  el  derecho  que  crea  tener 
un  tercero.  Término  para  proponer  la 
demanda. 

tt.  Q.de  30  dejoAíf  de  iS66. 

Presentada  demanda  por  D.  Hngin 

(1)  Aanqae  ooinpreftdiéM  •»  \a  Sección  U^M^tfva, 
coniiúileuse  lai  resolacionei  insertas  en  las  páfs.  100, 
lü2,  163, 107,  2S9  y  291,  con  los  ndmetot  88,  S9, 1(2, 
125,  m,  163,  1U4  y  m. 

{2)   Véa^e  Acosdo€to  en  el  tomo  i.* 


Grau  contra  una  R.  O.  de  f4  de  oetnbre 
de  1864,  por  la  que  se  anularon  los  ex- 
pedrerrtcs  de  los  registros  La  fortuna.  La 
Abundancia  y  La  Suerte,  y  se  dispuso 
á  solicitud  de  D.  Ramón  Laplana  que 
guieran  por  todos  sus  trámites  los  titula*» 
dos  La  Úna,  La  Dos,  La  Tres,  tu  el  ter* 
reno  de  amiellas  por  no  haber  cumplido 
Grau  con  lo  prevenido  en  el  art.  37  del 
reglamentó  vigente,  se  deelara  qneno 
procede  la  adnirsion  por  razón  del  aetnal 
estado  de-  los  expedientes  gubernativos, 
con  vista  del  aru  89,  párrafo  S.""  de  la 
ley  de  6  de  juHb  de  1849: 

((Considerando  que  con  arreglo  á  esta  dis- 
posición, únicamente  cabe  recurso  por  la 
vía  conténcioso-administrativa  en  materia 
dé  minería,  contra  las  resoluciones  fínaleg 
en  que  se  conceda  ó  se  niegue  la  propiedad 
de  las  niinas: 

Considerando  que  la  R.  0.  de  24  de  oc* 
tubre  de  1865  en  que  se  mandó  seguir  los 
expedientes  de  las  minas  La  Una,  La  Dot 
y  La  Tres,  no  contiene  una  disposición  fi- 
nal, sino  de  mero  trámite: 

Considerando  que  llegado  el  caso  de  que 
se  hiciesen  las  concesiones  de  estas  pene- 
nencias  mineras,  seria  cuando  D.  Magín  de 
Grau  podría  presentar  el  correspondiente 
recurso  contencioso  contra  las  reales  órde- 
nes que  asi  lo  determinasen ,  si  algún  dere- 
cho le  asistiese  relativamente  á  la»  mismas.» 
(Oae.  n  julio.) 

Por  otra  real  órden  de  la  misma  fecha 
se  declara  que  no  puede  admitirse  la  de- 
manda presentada  en  el  Consejo  de  Esta- 
do á  nombre  de  I).  José  Ortega  y  Feria 
conira  una  real  órden  que  desestimó  la 
oposición  hecha  al  expediente  de  una  mi- 
na con  vista  del  art.  91  de  ia  ley ,  y  del 
86  del  reglamento  vigente: 

«Considerando  que  notificado  el  interesa- 
do e,n  lá  presente  demanda  de  la  real  órd^^n 
contra  que  recorre  el  dia  21  de  junio  de 
t865,  ño  presentó  el  recurso  contencioso  en 
este  Coiisejo  hasta  el  dia  22  d»  julio  siguien- 
te, fecha  en  que  ya  estaba  cumplido  el  pla- 
zo de  tos  30  días  que  señala  el  citado  articu- 
lo 91  de  la  ley.»  {Gcc.  1  l;u<to.) 

M.  M.  Alcubilla,  Director  })ropietarfo, 
y  Editor  responsable. 


MADRID.— Iinp,  «le  El  ConsultOP  á  carro  de  E.  de 
U  Riva,  Barqniílo  IS^Administ.  Foin«uU»,T>®,  triplic. 
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Myefl,  «MreCAs,  reales  ér«e«eay  etrea* 
lares  «e  les  eenlree  «IreetUee. 

^  976.  IHaTBirOOION  PUBZiIOA.-*lU«l 
orden  de  10  de  noTiembre ,  diotendo  dlepo* 
eioiones  para  el  oumplimiauto  del  B-  P-  de 
21  de  mayo  de  1852  respecto  4  los  que  han 
oarsade  la  oaorrera  de  o^onee  ea  loa  semi- 
narios. 

(FoM)  (íPara  Ifevar  á  debido  cumplí - 
míenlo  tas  preserí perones  conienidas  en  el 
R.  B.  de  21  de  ma^o  de  1852,  expedido 
con  aeuerdo  del  Consejo  de  fl^inistros  é  inte- 
ligencia del  M.  R.  Nuncio  de  Su  Santidad, 
y  con  el  fin  de  no  de/raudar  los  derechos 
que  en  él  se  conceden  á  los  eclesiásticos  que 
hflUMd^  seguido  crt  los  seminarios  la  cat- 
rera de  cánones  deseen  conipleiar  sus  estu- 
dios con  el  de  las  leyes  patrias  y  optar  á  los 
grados  de  bachiller  y  iteeneiado  para  los 
efectos  eclesiásticos;  la  Rema  (Q.  D.  6.)  se 
hg  servido  dictar  las  disposiciouea  siguien- 
tes: 

1.  *  Se  abonan  á  los  eclesiásticos  prooa- 
derítes  de  seminarios  los  estudios  de  ftlosoria 
y  cánones  que  en  él  hubieren  probado,  á  te* 
ñor  de  lo  prescrito  en  el  art.  11  del  real  de- 
creto citado. 

2.  *  Los  eclesiásticos  licenciados  en  de- 
recho canónico  por  seminario  podrán  recibir 
en  tas  universidades  el  grado  de  licenciado 
en  derecho  civil  para  efectos  eclesiásticos, 
ganando  y  probando  tos  cursos  que  á  conti- 
nuación se  expresan:  ' 

Dos  de  derecho  romano,  simultaneando 
con  ellos  respectivamente  las  asignaturas  de 
literatura  española  y  literatura  latina;  uno 
de  derecho  civil  español,  común  y  foral. 
Con  estos  tres  años  podrán  recibir  el  grado 
de  bachiller  para. efectos  eclesiásticos,  dan- 
do maestras  en  el  ejercicio  de  haber  estu- 
diado privadamente  el  derecho  mercantil 
y  Denal. 

o.*  Los  dos  cursos  quinto  y  sexto  de  la 
facultad  de  derecho,  sección  del  civil,  los 

f ganarán  y  probarán  de  igual  manera  que 
os  alumnos  de  la  faeultad.  Probados  en  esta 
fo^ma,  podrán  recibir  el  grado  de  licenciado 
en  derecho  civil  para  efectos  eclesiásticos, 
cuya  circunstancia  se  expresará  en  el  titulo 
que  se  les  expida. 
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4.  *  Los  eclesiásticos  que  solo  hubieren 
recibido  en  seminario  el  grado  de  bachiller 
en  derecho  canónico  serán  también  admiti- 
dos á  hacer  en  la  universidad  los  estudios 
jurídicos  en  ta  forma  oue  queda  establecida 
en  el  párrafo  segünda  de  la  regla  2.*,  hasta 
el  grado  de  bachiller  en  derecho  civil  parn 
efectos  eclesiásticos;  pero  no  podrán  recibir 
el  grado  de  licenciado  en  derecho  civil  para 
los  Odiamos  efectos  sin  .exhibir  próviameQle 
el  títuto  de  lieeneíédo  en  derecho  eanéiiieo. 

5.  *  Los  raelores  de  tas  universidades 
admitirán  á  matrícula  hasta  el  30  del  aetüal 
á  iés  eclesiásticos  qve  lo  soifcitareo  y  se 
hallen  comprendidos  ta  las  pireeeAle»  dispo- 
aniones.  En  la  secreAarÉa  general  da  eada 
universidad  se  abrirá  un  registro  especial 

f>ara  estas  matriculas,  cuyos  derechos  serán 
os  correspondientes  á  la  facultad.  De  reftl 
orden  etc.  Madrid  10  de  novieoiiire  db  t8i6. 
— Ororio,— Sr.  Director  general  de  ioatnH:- 
cioB  pública.»  {Gae.  11  iseviemérs.) 

876.  BJBROITO.— R.  D.  de  23  de  noviem- 
bre  abellettdQ  loe  dereohoa  de  sueldo  supe- 
rior de  oaartel  de  los  psarieoalee  de  campo  y 
brigadieres. 

(GusaaA.)  «El  art.  19  del  R.  D.  4e  31 
de  mayo  de  1828,  y  otras  varias  reales  dis  • 
posiciofies  posteriores ,  conceden  sueldos  dt) 
cuartel  del  empleo  inmediato  superior  á  Ion 
mariscales  de  campo  y  brigadierea  que  ha- 
yan desempeñado  con  real  nombraoueulo 
ciertos  destinos;  pero  esLas  ventajas,  que 
sin  duda  ea  la  época  citada  se  creyó  podrisii 
limitarse  á  un  corto  número  de  iadividaos 
por  la  movilidad  en  los  destinos,  se  ba  ele- 
vado á  una  cifk-a  tan  alta,  que  se  iiace  ya 
indispensable  ta  reforma  de  aquellas  dispo- 
siciones, para  regularizar  los  sueldoi{^e- 
sunuestaoos  con  relación  á  las  clases  de  es- 
taao  mayor  general  del  ejército ,  economi- 
zando al  mismo  tiempo  una  cantidad  de 
bastante  consideración  con  que  se  ha  venido 
sobrecargando  desde  aquella  fecha  hasta  la 
presente  el  presepuesto  del  ramo  de  Guerra. 

Al  introducir  esta  necesaria  modificación 
deben  sin  embargo  respetarse  los  derechos 
ya  adquiridos  por  aquellos  generales  y  bri- 
gadieres que  estén  en  posesión  de  los  refe- 
ridos suélaos  superiores,  y  de  los  que  hayan 
desempeñado  ó  en  ta  actualidad  desempe- 
ñan destinos  que  les  concedan  el  menciona- 
do beneficio. 

Con  la  enunciada  reforma  será  una  verdad 
42 
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et  sueldo  señalado  á  cada  empleo,  por  mas 
que  se  vean  los  Gobt^nos  en  la  imprescin- 
dible necesidad  de  nombrar  para  algunos 
destinos  á  oficiales  generales  de  la  clase  in- 
ferior correspondiente. 

Como  consecuencia  de  iodo  lo  expuesto, 
el  Ministro  que  auscribe,  de  'acuerdo  con  el 
Consejo  de  Ministros,  tiene  la  honra  de  so- 
meter á  la  aprobación  de  V.  M.  el  adjunto 
proyecto  de  decreto.  Madrid  23  de  noviem- 
bre de  1866.— Señora:— A  L.  R.  P.  de 
V.  M.— Ramón  María  Narvaez. 

MAL  DECRETO. 

Conformándome  oon  lo  propuesto  por  el 
Ministro  de  la  Guerra,  y  de  acuerdo  coa  el 
parecer  de  mi  Gona^jo  de  Ministros, 
Vengo  en  decretar  lo  aiguiente: 
Artículo  l,^  Quedan  abolidos  todos  los 
derechos  á  sueldo  superior  de  cuartel  que 
los  mariscales  de  campo  y  brigadieres  se' 
conceden  por  el  art.  19  del  R.  D.  de  3t  de 
mayo  de  1828  y  reales  disposiciones  poste - 
rióres. 

Art.  2.^  Desde  la  publicación  de  este  de- 
creto ninffun  mariscal  de  campo  ni  brigadier 
disfrutara  mas  sueldo  de  cuartel  que  el  que 
se  señale  en  presupuesto  á  sus  respectivas 
ciases,  aunque  lleguen  á  desempeñar  cargos 
superiores  á  su  empleo. 

Art.  3.^  Sin  embargo  de  lo  prevenido  en 
los  artículos  anteriores,  seguirán  cobrando 
y  cobrarán  el  sueldo  de  cuartel  superior  al 
que  les  corresponda  por  su  actual  empleo 
ios  mariscales  de  campo  y  brigadieres  que 
eo  la  actualidad  tienen  el  derecho  adquirido; 
conservándose  asimismo  opción  á  la  expre- 
sada ventaja  para  cuando  cumplan  los  pla- 
zos prefijados  á  los  que  sirven  ó  han  servi- 
do destinos  por  los  cuales  les  correspondía 
aquel  derecho.  Dado  en  Palacio  á  23  de 
noviembre  de  1866. — Está  rubricado  de  ta 
Real  mano.— £i  ministro  de  la  Guerra,  Ra- 
món María  Narvaez.»  (Gac.  24  noviembre.) 

877.  ADUANAS.— B.  O.  de  14  de  noiriem- 
bre  ampliando  la  habilitación  del  fielato  de 
la  linea  del  Campo  de  Qibraltar,  para  adeu- 
dar afeotos  de  los  rii^aatea. 

(Hac.)  «He  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  del  expediente  instruido  con 
motivo  de  una  comunicación  del  administra- 
dor de  la  aduana  de  Cádiz ,  en  la  que  pro- 
pone como  muy  conveniente  la  hatiililacion 
del  fielato  de  la  linea  del  Campo  de  Gibial- 
lar  para  adeudar  allí  ge'neros  ó  efectos  de 
corto  valor  quo  conduzcan  los  viajantes  en 
sus  equipajes  ;  y  en  su  vista,  y  consideran- 
do que  se  suscitan  frecuentemente  cuestio- 


nes con  los  viajantes  y  naturales  del  campo 
que  al  venir  de  la  plaza  dé  Gibraltar  traen 
consigo  ó  en  sus  equipajes  para  uso  particu- 
lar pequeñas  cantidades  de  efectos,  paracuy<i 
despacho  no  está  habilitado  aquel  fielato, 
obligándoles  á  reexportarlos ,  con  arreglo  al 
art.  104  de  las  ordenanzas  de  la  renta; 
S.  M. ,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por 
V.  E.  y  deseosa  de  facilitar  al  comercio  y 
al  público  en  general  cuantas  franquicias 
permita  el  buen  servicio  de  los  intereses  del 
Estado,  se  ha  dignado  disponer  que  se  am- 
plié la  habilitación  del  fielato  mencionado» 
donde  existen  empleados  periciales  para  des- 
pachar y  adeudar  con  talooes-guiaa  las  mer- 
cancías  cuyo  valor  np  exceda  de  200  rs.  y 
conduzcan  en  sus  eauipajes  los  viajantes  pro« 
cedentes  de  Gibraltar.  De  real  órden  etc. 
Madrid  14  de  noviembre  de  1866.— Barza- 
nallana.— -Sr.  Comisionado  Regio  luspector 
de  la  Dirección  general  de  Impuestos  indi  • 
rectos.»  (Gao.  27  d$  noviembre.) 


878.  DSSS  AKOBTIZACION.-  Ciroiüar 
de  la  I>frecion  general  de  Propiedades  y  De- 
rechos del  Betado  de  31  de  loano,  desesti- 
mando una  solioitud  sobre  que  ee  suspenda 
la  enagenaoion  de  fincas  reclamadas  como 
de  aproTeehamiento  oomun ,  hasta  la  terrn^ 
nación  de  la  via  contenciosa. 

(Hac.)  (Gob.  db  la  prov.  de  la  Coruma.) 
«La  Dirección  general  de  Propiedades  y  De- 
rechos del  Estado ,  con  fecha  21  de  marzo 
próximo  pasado,  dice  á  este  Gobierno  lo  que 
sigue: 

«Por  el  Ministerio  de  Hacienda  se  comu- 
nicó á  esta  Dirección  general  con  fecha  6  de 
octubre  del  año  próximo  pasado,  la  real  ór- 
den que  sigue : 

limo.  Sr.:  Vista  la  solicitud  del  licenciado 
D.  Cándido  Nocedal,  á  nombre  del  Ayunta- 
miento de  Celia,  provincia  de  Teruel,  para 
que  se  suspenda  la  venta  de  varias  fincas 
qae  por  ser  de  aprovechamiento  común  y 
de  servicio  público,  pidió  oportunamente  su 
excepción  hasta  que  termine  el  recurso  con- 
tencioso entablado  ante  el  Consejo  de  Esta- 
do, contra  la  R.  O.  de  4  de  setiembre  del 
año  próximo  pasado,  que  denegó  aquella 
respecto  de  algunas  fincas: 

VÍ!*to  el  informe  de  la  Asesorería  general 
de  eele  Ministerio,  opinando  por  que  se  ae  • 
cfída  á  dicha  solicitud,  puesto  que  no  exis- 
tiendo disposición  administrativa  aplicable 
á'  a  cuestión  que  se  ventila,  es  preciso  resol- 
verla según  Tas  reglas  del  derecho  común, 
eon  arreglo  al  cual  toda  providencia  ó  reso> 
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lucion  ha  de  quedar  en  suspenso  tiuaado 
coiilra  ella  se  enlabie  un  recurso  de  los  que 
)h  ley  admilc,  mientras  esto  no  se  termine 
por  los  medios  reconocidos  en  dereebo: 

Considerando:  que  (oda  real  órden  et  eje» 
eutiva^  no  obelante  el  recurso  contencioso 
que  iotenlen  contra  ella  los  que  puedan 
creerse  perjudicados: 

Considerando  que  esta  doctrina,  ha  sido 
sancionada  en  muchos  casos  por  el  Consejo 
de  Estado,  y  que  es  de  tal  modo  inconcusa, 
que  sin  ella  se  veria  embarazada  á  cada  pa- 
80  por  la  oposición  de  los  particulares  la  ac- 
ción administrativa;  siendo  por  lo  tanto,  un 
precedente  pelig^roso  el  que  se  establecería 
de  aceptar  la  doctrina  de  la  Asesorería  ge- 
neral oe  este  Ministerio,  S.  M.  se  ha  servido 
resolver,  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por 
V.  L,  que  no  há  lugar  á  lo  que  se  solicita. 

De  real  órden  lo  digo  á  V.  S.  para  su  in- 
teligencia y  efectos  correspondientes. 

Y  con  el  fin  de  que  tenga  el  mas  exacto 
cumplimiento  en  esa  provincia  en  casos  de 
igual  naturaleza,  la  comunica  á  V.  S.  este 
centro  directivo.D 

Lo  que  se  inserta  etc.9  (BoL  of,  de  la  Co- 
ruña  ie  16  de  abrü.) 

87e.  BXPBOFIAqiOlsr.CBxpedletitesde) 
— B.  O.  de  28  de  marmo  daolarando  que  loa 
peritos  terceros  en  disoordia,  no  pueden 
exceder  los  limites  de  las  tasaoionea  dis- 
oordes* 

(Fon.)  «He  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dios  guarde),  del  expediente  instruido  en 
esa  Dirección  general ,  acerca  de  si  en  las 
expropiaciones,  los  peritos  terceros  en  dis- 
cordia que  eligen  loa  interesados  ó  á  tolta  de 
acuerdo  entre  ellos,  el  juez  de  primera  ins» 
tancia ,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artí- 
culo 7  de  la  ley  de  17  de  julio  de  1836»  de- 
berán encerrarse  dentro  de  los  línntes  del 
justiprecio  que  hayan  hecho  los  peritos  dis- 
cordes ;  y  S.  M. ,  conformándose  con  el  dio* 
tamen  emitido  por  la  sección  de  Gobernación 
y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  se  ha 
dignado  resolver  que  los  peritos  terceros  en 
discordia,  pueden  analizar  las  tasaciones  en 
desacuerdo  que  se  les  presenten,  é  impug- 
narlas según  su  particular  punto  de  vista  y 
los  datos  que  se  les  faciliten  ;  mas  por  tér- 
,  mino  de  sus  observaciones ,  deben  optar  por 
cualquiera  de  dichas  tasaciones ,  ó  proponer 
dentro  de  los  lirnttes  de  las  mismas  lo  que 
consideren  mas  justo  y  equitativo. — Lo  que 
traslado  á  V..S.  etc.»  {fioln  Of.  de  Logrofk) 
de  9  de  mayo.) 
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reearMis  «e  caMielM ,  ■allMI  é  tai-* 

TXSTAMSNTABIOS  FIDEIOO- 
MISABIOS.  La  kyí.\  titulo  i  O,  Par- 
tida  3/,  autoriza  el  nombramiento  de 
tatamentarios  fideicomisarios  que  cum- 
plan  las  instrucciones  reservadas  del  tes- 
todor.— OONSIDBBAIIDOS.  No  ffro- 
cede  contra  ellos  et  recurso  de  casación. 
— TBAJfSAOOION.  No  puede  irse  con- 
tra lo  pactado  en  ella,  sm  presentar  la 
prueba  especialisima  que  exige  la  ley  de 
Partida.... 

SealcBda  de  16  de  juie  de  1866 .  . 

Recurso  de  casación  ioterpaesto  contra 
sentencia  de  la  Sala  2/  de  la  Audieocia 
de  Yailadolid ,  por  D.  Justo  Alvarez  en 
pleito  sobre  petición  de  berenda. 

Habia  nombrado  en  su  testamento  don 
Pablo  Uodríguez,  testamentarios  fideico- 
misarios, con  instrucciones  reservadas  y 
amplias  facultades  para  cumplir  su  dispo- 
sición ,  y  para  excluir  de  la  herencia  al 
hereutru  ó  herederos  que  sé  opusieren  á 
lo  que  los  testamentarios  practicasen. 
Como,  muerto  el  testador,  hubieron  de 
suscitarse  diferencias  entre  Justo  Alvarez 
y  demás  parientes  y  herederos  con  los 
testamentarios,  se  reunieron  unos  y  otros 
el  10  de  mayo  de  1861  para  celebrar  ac- 
to de  conciliación,  y  allí  transigieron  el 
pleito  que  se  hallaban  próximos  á  em- 
prender, reconociendo  Alvarez  y  los  de- 
más parientes  á  los  testamentarios  y  fi- 
deicomisarios como  tales,  sin  que  en  flíio- 
gun  tiempo  les  quedará  derecho  á  hacer 
gestión  alguna  sobre  la  validez  del  fidei- 
comiso, aprobando  lo  que  habian  hecho  y 
renunciando  á  pedirles  cuentas  aunque 
tuvieran  acción.  No  obstante,  Alvarez, 

E repuso  en  1S62,  demanda  de  petición  de 
erencia,  desconociendo  las  facultades  de 
los  testamentarios  y  la  transacción  de  10 
de  mayo;  y  seguido  por  sus  trámites  con 
D.  Juan  Antonio  García,  cura  párroco  del 
pueblo  y  demás  testamentarios ,  recayó 
en  las  dos  instancias  sentencia  absoluto- 
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ría.  CoDlra  )a  de  la  Audiencia  ioterpuso 
Alvarez  recarso  de  casación»  diciendo  que 
en  su  concepto  se  habían  infringido: 
'  1.^  cLa  ley  14,  lítulo  5.%  Partida 
6.',  puGslo  que  eu  uno  de  los  consideran- 
dos sé  había  atribuido. á  los  (estameDU- 
rios  de  D.  Pablo  Rodríguez  el  carácter  de 
herederos  de  confianza,  y  para  que  exis- 
tiese fideicomiso  universal  era  preciso 
que  aquel  hubiera  nombrado  tales  here- 
deros de  confianza,  y  solo  nombró  testa- 
mentarios: 

2  las  leyes  ^^  y  t.*,  título  i  O,  Par- 
tida 6.*,  porque  el  testamento  de  Uodri- 
guez  únicamente  concede  á  D.  Juan  An- 
tonio Garcia  y  consortes  el  cargo  de  tes- 
tamentarios, sin  autorizarles  para  perci- 
bir parte  alguna  de  la  herencia,  ni  para 
dispojoer  de  bienes  de  la  misma  en  favor 
de  terceras  personas,  sino  exclusivamen- 
te entre  los  herederos  de  que  hablaba, 
que  eran  sin  duda  los  parientes  mas  pró- 
ximos, y  \o  contrario  se  sentaba  en  el 
considerando  cuarto: 

3/  U  ley  3.*  del  mismo  título  y  Par- 
tida, porque  para  que  los  testamentarios 
pudieran  disponer  en  favor  de  terceras 
personas  de  algunos  bienes  de  la  herencia 
ó  de  toda  ella,  era  menester  que  el  testa- 
dor les  señalara  determinadamente  la 
persona  y  cosas  que  hubieran  de  dar  ó  les 
confiriese  poder  especial  para  eüo,  y  na- 
da de  esto  hizo  el  1).  Pablo. 

4.*  El  auto  acordado  tercero,  título 
W,  libro  B.^  de  la  Recopilación,  mandado 
observar  por  cédula  de  agosto  de  4774,  y 
ampliado  por  las  de  13  de  febrero  de  478*7 
y  30  de  mayo  de  1830,  porque  habiendo 
confesado  el  párroco  D.  Juan  Antonio 
García  á  D.  Pablo  Rodríguez  en  la  última 
enfermedad,  nada  podia  recibir  por  el 
testamento  del  mismo  como  legatario  ni 
como  heredero,  y  por  consiguiente  el  con- 
siderando tercero  i|ue  le  reconocía  el  ca- 
rácter de  fideicomisario  con  las  facultades 
que  expresaba  era  contra  aquellas  dispo- 
siciones; 

¥5.*  La  ley  34,  líiuk)  44,  Partida 
6/,  porque  la  transacción  de  10  de  mayo 
de  4864  era  nula,  como  calcada  en  su 
fondo  sobre  bases  que  caracterizan  y  jus- 
tifican el  dolo,  la  astucia  y  el  engaño,  y 


en  el  considerando  sétimo  de  la  sentencia 
se  le  daba  valor. 

Pero  el  Tjr ibunal  Supremo  por  senten- 
cia de  16  de  junio  declara  no  haber  lugar 
al  recurso: 

«Considerándo  que  D  Pablo  Rodrig^aez 
falleció  sin  herederos  forzosos,  y  que  ai  nom- 
brar testamentarios  fideicomisarios  queeum- 
siis  instrucciones  reservadas  y  dis- 
tribuyesen el  sobrante  de  la  herencia  entre 
8Ü8  herederos,  coiifíándolo  lodo  á  su  con- 
ciencia y  sin  obligación  de  dar  cuentas,  sa 
atemperó  ¿  lo  díspueslo  en  la  ley  1.*,  títu- 
lo 10,  Parlída  6  *,  qué  auloriza  ei  nombra- 
miento de  aquellos  testamentarios,  dándoles 
también  et  nombre  de  fideicomisarios;  y  por 
tanto  ta  ejecutoria  que  ha  absueito  á  los  de- 
mandados no  ha  podido  infringir  fas  íeye.^ 

2ue  se  citan  en  los  motivos  1.*,  2."  y  4.* 
el  recurso,  los  cuales  además  se  refieren 
directamente  á  los  considerandos  de  U  sen- 
tencia contra  Tos  cuales  no  procede  la  easa- 
cion,  según  lo 'ha  declarado  repelidas  vece» 
este  tribunal: 

Considerando  qne  no  aparece  que  los  tes- 
tamentarios hayan  dispuesto  de  los  bienea 
en  favor  terceras,  personas,  ni  eoiUrafe- 
nido  en  manera  alg^una  las  disposiciones  del 
testador,  se^un  la  apreciación  ae  la  Sala  sen- 
tenciadora, contra  la  cual  no  se  alega  ley  ni 
doctrina  infringida;  y  por  consiguiente  no  ba 
podido  ser  quebrantada  la  ley  tít.  10  de 
la  Partida  6/: 

T  ooniidevafndo  q^ie  después  de  otorgada 
la  escritura  de  transacción  de  tO  de  mayo 
de  186Í,  en  que  el  réonrrente  reconoció,  en- 
tre otras  cosas  la  legiiimtdad  de  los  testa- 
nnerHarios  y  su  buen  proceder,  recilHendo 
de  k>s  mismos  ta  parte  dp  herencia  qtie  le 
entregaban,  y  renunciando  todo  derecho  pa- 
ra lo  sucesivo,  no  Im  podido  ir  contra  lo  pac- 
tado sm  presentar  la  prueba  espeeialísíma 
que  exige  la  ley  de  Partida  de  oue  los  de- 
mandados le  hicieron  engaño  en  hacerle  per- 
der íM  eattast  ó  embargarle  los  testigos  con 
que  pudiera  probar  su  demanda ,  y  que  por 
esta  razón  convino  en  lo  transigido;  y  lejos 
de  ello ,  la  Sala  sentenciadora  ha  apreciado 
qtM  no  existe  tal  proet>a,  sin  qij«  contra  es- 
la  apreciación  se  cite  la  infracción  de  ley  al- 
guna ó  doctrina  legal^admitida  por  la  juris- 
prudencia de  los  tribunales,  y  por  lodo  ello 
la  ejecaioria  no  ha  podido  infringir  la  ley 
34,  iiis  14,  Partida  qoa  se  invoca,  y  que 
también  se  alega  contra  otro  de  los  conside- 
randos de  la.jealencia.»  (Gao.  27  julio.) 
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TESTAMENTOS.  La  sentencia  que 
es  conforme  con  la  voluntad  del  testador ^ 
entendidas  sus  palabras  como  ellas  sae^^ 
nan,  no  inftinge  la  ley  5/,  tlt.  3S,  Par- 
tida  7  *--Eí  lestador  que  otorga  testa- 
mento mancomunado  con  otro  institu- 
yéndose mutuamente  herederos,  y  para 
después  de  sus  dios  á  otros,  aunque  muer- 
to uno  de  ellos  el  otro  puede  alterar  m 
voluntad  propia  no  asi  la  del  que  (alteció^ 

?ue  debe  cumpUrse  (1).— CONTRATOS; 
fose  infringe  la  lej/i.^,  tlt,  lib.  10, 
cuando  la  sentencia  no  falla  contra  los 
términos  de  lo  acordado.  , 

Semencia  de  i  9  de  janio  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Vigo  y 
AudieDcia  de  la  Coruña,  entre  José  Beni- 
to Costas  y  otros,  con  Pedro  Mallo  y  con- 
sortes, sobre  partición  de  bienes. 

Habíanse  instituido  niúluamente  here- 
deros de  todos  sus  bieiiés  los  <tos  herma- 
nos Ramón  Florencio  y  Joaquina  Costas, 
añadiendo  la  cláusula  de  que  casi  cumplí- 
>do  y  ejecutado  en  lo  que  quede  líquido 
>de  Dueslras  herencias  llamamos  por  núes* 
>lros  legítimos  herederos  á  ella,  uno  al 
>otro,  V  del  último  á  nuestros  sobrinos 
•Maria  ¡Benita,  Rosa,  Josefa  v  José  Iple- 
>sías...i  Muerta  la  Joaquina,  Ramón  otor- 
gó otro  testameii^q  |g^l¡iuyeiu¡o  por  sus 
herederos  á  los  ni^sitnc^  ^brioos  que  íintes 
y  á  otros,  y  á  su  müeirWcWdos  de  acuer- 
do, nombraron  perito  pam J^, Jíarticion  la 
cual  practicó  y  Grmaron  fedoá^/slo  perjni- 
cío  de  su  derecho.  Los  sobrinos  instituidos 
en  el  primitivo  téslamenloconsullaron  en- 
tonces con  varios  leírados  si  el  Ramón 
Florencio  pudo  disponer  de  los  bienes  de 
su  hermana  Joa^uaia  á  favor  de  otras  per- 
sonas que  las  señaladas  en  su  leslaiiicnio, 
y  contestándose  negati\  ámenle  por  una- 
nimidad, pretendieron  que  se  previniese 
el  juicio  voluntario  de  testamentaria,  etc., 
sobre  lo  que  oidos  los  otros  sol)r¡nos  ,  se 
dictó  sentencia  en  oO  de  enero  de  18Ü3, 
<leclarando  suspenso  el  jiiicio  universal  de 
testamentaría,  en  el  estado  que  quedó  con 
la  presentación  de  los  cupos  hedios  por  el 

(1)  E»U  doctrina  no  la  eitahiece  explícitamente  el 
Tribanal  Soprvmo  en  este  faUo;  p«ro  la  viene  a  estable* 
M  ioiplíeiteuieate  desesliniaoúa  el  recurs».  ' 


perito  D.  Manuel  Freiría  y  haber  lugar  al 
Hicideote,  sobre  el  cual  usasen  las  partes 
de  »a  derecho.  Entablada  demanda  en  íor«- 
ma,  se  opusieron  los  sobrinos  Mallo  y 
consortes  no  instituidos  en  el  primer  tes- 
tamento  mancomunado,  alegando  que  se- 
^tto  él  había  sido  heredero  universal  de 
Joaquina  su  hermano  Ramón ,  y  que  en 
toda  caso  habían  convenido  todos  los  so* 
brinos  de  este  en  qne  se  hiciera  una  sola 
partictoa  y  nombrado  un  solo  perito,  cuyo 
convenio  debía  cumplirse;  pero  seguido  el 
pleito  por  sus  trámites  se  dictó  sentencia 
de  acuerdo  con  la  demanda. 

Mallo  interpuso  recurso  de  casación  ci- 
tando como  infringidas  las  leyes  y  doctri- 
nas de  qne  se  hace  mérito  en  ios  conside^ 
raudos;  pero  el  Tribunal  Supremo  declara 
no  haber  lugar  á  él  por  sentencia  de  19  de 
junio: 

«Considerando  que  no  existe  convénío  pa** 
ra  que  entre  los  demandantes  y  deman*- 
dados  te  dividiesen  por  partes  iguales  loa 
bienes  de  los  hermanos  Ramón  Florencio  y 
Joaquina  Costas,  como  asi  fué  eslimado  tam- 
bién en  sentencia  de  30  do  enero  de  1865  al 
declarar  en  suspenso  el  juicio  universal  de 
testamentaria  .y  haber  iug^ar  al  incidente 
mientras  se  decidía  la  cuestión  de  derecho 
que  ofrecía  el  testamento  de  la  Joaquina: 

Considerando,  por  tanto,  que  no  ha  podi- 
da aer  infringida  eu  la  ejecutoria  la  ley  1  \ 
lit.  L^,  lib.  10  de  la  Nov.  Rt^cop.,  que  orde- 
na el  cumplimiento  de  la  obligación  y  con- 
trato en  el  modo  que  s^.  hiciere,  ni  la  doctri- 
na que  se  eita  de  este  Supremo  Tribunal  so- 
^re  que  debe  respetarse  la  ley  d^^l  contrato: 

Considerando  que  el  Ramón  Florencio  y 
Joaquina  Costas  en  su  teslamento  otorgadt» 
de  mancomún  se  llamaron  el  uno  al  otro  por 
herederos  en  ló  que  quedase  liquido  de  sus 
bienes,  y  después  del  úUimo  á  sus  cnairo  so- 
brinos que  designaron: 

Y  considerando  que  la  Joaquina  falleotó 
bajo  dicha  disposicioii,  la  cual  expJica  clara- 
mente la  voluntad  de  aquella,  y  siendo  son- 
forme  á  la  misma  la  ejecutoria  dielada  en 
estos  autos,  no  se  ha  infring^ido  la  ley  5.*,  tí- 
tulo 33,  Partida  7.*  que  tratando  deeómofte 
debe  declarar  la  dubda  cuando  acaesisíere  en 
las  palabras  del  facedor  del  testamento^  dic<e 
que  estas  deben  ser  entendidas  llanamente, 
así  como  ellas  suenan;  ni  tampoco  ha  sido 
infringida  la  doclrina  de  este  Tribunal  Su* 
premo  que  se  cila  y  viene  á  reproducir  el 
precepto  de  la  referida  ley  . s  (Gac.  21  julio.) 
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DESAHUCIO.  Inteligencia  del  ar^ 
tíeuh  672  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil: no  es  necesaria  la  conformidad  que 
exige  este  ariiculo  cuando  la  demanda  se 
funda  en  el  cumplimiento  del  término  es- 
tipulado para  el  arrendamiento  según 
dispone  el  art.  638.— ¿a  regla  d$dere^ 
cho  de  que  no  cabe  divictirse  la  conti- 
nencia del  juicio,  no  ticfie  aplicación 
al  de  desahúcio.--Puntos  no  debatidos. 

Seoteocía  de  19  de  jDoio  de  l566« 

Recurso  de  casacioo  ÍDterpuesto  por 
doña  Feliciana  Duran  contra  un  fallo  de 
la  Audiencia  de  esta  córle  en  pleito  sobre 
desahucio.  Fundábase  este  en  la  termina- 
ción del  arrendamiento,  y  el  juez  celebra- 
do el  juicio  verbal,  dictó  sentencia  con- 
denatoria á  la  demandada.  Apelada  y  con- 
firmada por  la  Audiencia  é  interpuesto 
dicho  recurso,  citó  doña  Feliciana  como 
iorríngído  entre  otras  leyes,  el  art.  67i 
de  la  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  doctri- 
na del  Tribunal  Supremo  contenida  en 
sentencia  de  10  de  diciembre  de  1858,  de 
que  la  sustanciacíon  sumaria  de  una  de- 
manda de  desahucio  induce  nulidad  de  la 
sentencia  cuando  no  estén  conformes  las 
partes  con  los  hechos  en  el  juicio  verbal. 
Pero  dicho  Supremo  Tribunal  declara  no 
haber  lugar  al  recurso  por  sentencia  de 
i9  de  junio: 

((Conniderando  que  aunque  se^run  el  ar- 
Ucuto672de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
euando  entablada  una  demanda  de  desahu- 
cio no  conviniere  en  los  hechos  el  demanda- 
do, el  Juez  debe  dar  por  (erniinado  el  juicio 
yefbal  y  conferir  traslado  de  la  demanda 
para  que  se  sustancie  con  arreglo  á  los  Irá- 
miles  del  juicio  ordinario;  dicha  conformi- 
dad no  66  necesaria  cuando  la  demanda  se 
funda  en  el  cumplimiento  del  término  esti- 
pulado para  el  arrendamiento  de  una  finca, 
«ef?un  dispone  el  art.  638  de  la  misma  ley: 

Considerando  que  entablada  la  presente 
demanda  en  virtud  de  una  escritura,  en  la 
que  además  de  la  venta  de  la  casa  por  e) 
marido  de  la  demandada  con  pacto  de  retro, 
se  estipulaba  para  el  caso  de  muerte  det 
mismo  el  arrendamiento  por  dos  años  de  di- 
cha casa  para  su  familia,  tit*ne  dicho  docu- 
mento en  este  particular  el  carácter  de  un 
verdadero  contrato  de  arrendamiento  por 


tiempo  fijo;  y  por  lo  tanto,  la  sentencia  que 
declara  el  desahucio,  no  ha  infringido  los 
arts.  638  y  672  de  la  ley  de  Eniuiciamiento 
civil: 

Considerando  que  habiéndose  pedido  el 
desahucio  por  el  demandante,  y  declarado 
procedente  por  la  sentencia,  esta  es  clara  y 
precisa;  y  no  ha  infringido  tampoco  el  arti- 
culo 61  de  la  citada  ley: 

Considerando  que  disponiendo  el  art.  63o 
de  la  misma  que  el  conocimiento  de  las  de- 
mandas de  desahucio  corresponde  exclusi- 
vamente á  la  jurisdicción  ordinaria,  no  tie- 
ne aplicación  al  presente  recurso  la  regla  d^ 
derecho  que  en  ultimo  término  se  invoca  co- 
mo infringida  (1)  puesto  que  este  juicio  por 
su  carácter  espacial  no  divide  la  contmencia 
de  la  causa:  .... 

Considerando  que  habiendo  sido  la  mcom- 
petencia  del  Juez  la  única  excepción  alega- 
da p<»r  la  demandada ,  no  se  ha  citado  con 
oportunidad  la  ley  41 ,  til.  5.%  Partida  5.*» 
que  trata  del  pacto  comisorio,  ni  la  doctrina 
Untada  en  la  sentencia  de  este  Supremo 
Tribunal  de  3  de  abril  de  1858,  porque  es- 
tos puntos  no  han  sido  objeto  de  discusión 
en  el  pleito: 

Y  considerando,  por  último,  que  «"^po- 
co  se  ha  infringido  la  ley  de  9  de  abril  de 
1842,  que  no  señala,  como  equivocadamen- 
te se  supone,  el  término  de  40  días  para  el 
desahucio  cuando,  como  en  el  presente  ca- 
so, bay  tiempo  fijo  en  el  arrendamiento.» 
(Gac.  28;uíio.) 

TESTAMENTO  con  cláuaula  sd 
cautelam.—£I principio  general  déla 
revocabitidad  de  las  disposiciones  testa- 
mentarias por  otras  posteriores,  no  tiene 
aplicación  absoluta  á  los  testamentos  otor- 
gados con  cláusula  derogatoria  ó  ad  cau* 
telam,  los  cuales  según  la  ley  22,  tlt.  i.  , 
Partida  6.^,  exigen  una  revocación  es- 
pedal,  diciendo  sáialadameñte  el  testador 
que  no  dañen  ni  perjudiquen  al  últmo 
las  palabras  que  en  el  primero  ha  con- 
signado. Esto  tiene  lugar  aun  puesta  la 
cíáusula  en  testamento  cerrado  y  prohi- 
bida la  apertura  por  otro  posterior  si  $e 
abriá  solemnemente. 

SeitaDoa  ds  18  de  juio  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  luzgado  de  Tor- 
desillas  y  Audiencia  de  Yailadolid  por 

i  (1)  «U  de  quo  DO  rafee  dlTtdtrie  U  eonUtte«eU  d« 
U  etuia.» 
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doña  Felipa  Mícieces  con  D.  Jacinto  y 
D.  Rafael  Casado  y  otros  sobre  nulida<l 
de  un  testamento.  Por  la  sentencia  de  ía 
Sala  de  la  Audiencia  se  revocó  la  del 
inferior  y  se  declararon  nulos  de  ningún 
valor  ni  efecto  dos  testamentos  otor^dos 
por  D.  Manuel  Berceruelo  en  19  de  junio 
y  30  de  julio  de  1862,  y  válido,  legal  y 
subsistente,  el  otorgado  en  Medina  del 
Campo  á  13  de  abril  de  18(^1,  eo  el  que 
se  contenia  la  cláusula  ad  cautelam:  tLa 
voluntad  del  testador  e$  la  suprema  ley 
m  cuanto  á  la  disposición  de  sus  (ifne^;» 
cláusula  con  que  dijo  en  él  que  precisa  é 
inexcusat)lemente  debia  encabezarse  cual- 
quiera otro  testamento  posterior  que  otor- 
gase, si  había  de  revocar  aquel,  no  te- 
niendo valor  en  otro  caso.  Interpuso  re- 
curso de  casación  doña  Felipa  citando 
varias  leyes  de  que  se  hace  apreciacioo  en 
los  considerandos,  y  fundada  principal- 
menté  en  que  no  podia  tener  aquí  efecto 
la  cláusula  ad  cautelam,  puesta  en  un 
testamento  cerrado  como  lo  era  el  de 
1861,  cuando  por  los  posteriores  se  pro- 
hibía su  apertura»  El  Tribunal  Supremo 

Sor  sentencia  de  18  de  junio  declara  no 
aber  lugar  á  la  casación: 

aConsíderando  que  la  revocación  de  un 
testamento  con  cláusula  derogatoria  ó  ad 
eauteldm  debe  hacerse,  para  que  sea  válida 
y  eficaz  según  lo  prevenido  en  ta  ley  22,  tí- 
tulo 1.^  de  la  Partida  6.*,  diciendo  el  testa- 
dor en  su  testamento  posterior  señaladamen" 
te  que  le  revoca  y  que  no  dañen  ni  perjudi- 
quen á  este  último  las  palabras  que  en  el 
primero  ha  consignado: 

Considerando  que  si  bien  en  el  testamen- 
to nuncupalivo  otorgado  por  D*.  Manuel 
Berceruelo  en  30  de  julio  de  1862  se  llenó 
el  primero  de  los  dos  indicados  requisitos 
relativamente  al  testamento  cerrado  que  el 
mismo  había  otorgado  en  13  de  abril  de 
1861,  consignando  en  él  la  cláusula  deroga- 
toria de  que  queda  hecha  mención,  puesto 
que  aquel  testador  expresó  que  revocaba  y 
anulaba  todos  los  testamentos  y  demás  dis- 
posiciones testamentarias  que  antes  hubie- 
se formalizado  por  escrito  ó  de  palabra  y 
eon  especialidad  el  testamento  cerrado  que 
otorgo  en  la  villa  de  Medina  del  Campo  y 
obraba  en  poder  de  su  sobrino  D.  Ramón  { 
Maria  del  Canto,  dejó,  sin  embargo,  de  cum-  ' 

Etirse  el  segundo  de  dichos  preceptos  lega-  ! 
porque  íiada  dijo,  ni  genérica  ni  deter- 


minadamente ,  acerca  de  la  referida  cláusu- 
la derogaloria: 

Considerando,  por  tanto,  que  la  Sala  sen- 
tenciadora al  declarar  válido,  legal  y  sub- 
•  sistente  el  expresado  testamento  cerrado 
I  que  D.  Manuel  Berceruelo  otorgó  en  Medi- 
na del  Campo  en  13  de  abril  de  1861,  y  nu- 
lo, de  ningún  valor  ni  efecto  el  nuncupalivo 
otorgado  por  el  mismo  en  30  de  julio  de 
.  1862,  no  ha  infringido,  como  supone  el  re- 
currente, la  diada  ley  22,  Ut.  Partida 
6.*,  ni  la  jurisprodenoia  que  para  su  recta 
)  aplicación  haseiitado  este  Supremo  Tribunal: 
j    Considerando  que  tampoco  se  Ka  tnfrtngi- 
I  do  por  el  falto  ejecutorio  la  ley  25  de  los  ci- 
tados título  y  Partida  que  sanciona  el  prin- 
eipio  general  de  la  rcvocabiiidad  de  las  dis- 
posiciones festamentariatf  por  otras  poste- 
riores, acabadas  y  perfectas,  porque  limita- 
do y  restringido,  como  se  halla,  este  prin- 
cipio en  el  caso  especial  á  que  se  refiere  la 
mencionada  ley  22,  motivo  del  presente 
pleito,  era  necesario  decidir  la  cuestión  liti- 
giosa con  arreglo  á  las  prescripeioneii  de  es- 
ta última  ley,  y  apreciar,  p«)r  consecuencia, 
en  todo  su  valor  legal  la  mencionada  cláu- 
tula  derogatoria,  así  que  esta  fué  conocida 
por  la  apertura  solemne  que  tuvo  lugar  en 
el  Juzgado  de  Tordesiltas  del  testamento  cer- 
rado que  la  contenia. 

Considerando,  finalmente,  que  no  son 
aplicables  á  la  cuestión  debatida  en  estos  au- 
tos y  decidida  por  la  ejecutoria  la  ley  5.*, 
tít.  2.^  de  la  Partida  6.*,  según  la  cual  de- 
be respetarse  y  cumplirse  la  voluntad  de 
aquel  que  al  otorgar  testamento  previene . 
que  alguna  parte  del  mismo  no  sea  abierta 
ni  publicada  hasta  cierto  tiempo;  ni  las  leyes 
5.*  y  10,  til.  3.®  de  la  Partida  5.*,  relativas 
á  la  obligación  del  depositario  de  restituir 
la  cosa  depositada;  ni  la  24  del  tít.  1.^  de  la 
Partida  6.*,  que  design^a  los  medios  materia- 
les con  que  et  facedor  de  testamenlo  esorito 
puede  romperle,  anularle  y  revocarle.»  (Ga- 
ceta  28  ;u/io.) 

EXCEPCIONES.  La  declinatoria 
que  s(  propone  en  el  juicio  ejecutivo  des* 
pues  de  la  sentencia  de  remate,  no  pre^ 
para  como  extemporánea  el  recurso  de 
casación  por  la  causa  7/  del  art.  1015, 
cuanao  por  el  resultado  de  los  periodos 
anteriores  del  juicio  parece  consentida 
la  jurisdicción  del  jue».— CITACION. 
Cuando  son  dos  ó  mas  los  que  tienen  la 
personalidad  en  un  juicio  ejecutivo,  á  to  - 
dos debe  citarse  de  remate,  siendo  la  omi- 
sión causa  de  nulidad  como  lo  seria  ki 
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falta  de  emplazamknio  en  el  juicio  ordi- 
nario. 

SenÚDcte  it  20  de  jooio  de  1866. 

f^l  es  la  doctrina  qae  establece  en  es- 
la  senteocía  el  Tribunal  Supremo»  decla- 
rando 00  haber  lugar  en  parle  y  en  parle 
sí  á  un  recurso  de  casación  interpuesto 
porD.  Francisco  Carreras  en  autos  eje- 
cutivos seguidos  eo  esta  cértc.  {Gac.  28 
julio.) 

BBCURSO  DB  0A8A0ION.  No 

debe  admitirse  por  las  Audiencias  cuando 
se  interpone  en  los  juicios  ejecutivos  con 
arreglo  al  art.  i. OH  déla  ley,  por  algu- 
na de  las  ca\ísas  expresada$  en  eli  .013, 
sino  se  ha  dictado  la  sentencia  de  remate, 
que  es  en  este  caso  especial  de  dicho  ar^ 
iíeulo  la  definitiva  (1). 

Seateneiade  fiO  de  jano  da  1866. 

Entablada  en  el  Juzgado  de  Teruel  de- 
manda ejecutiva  por  D.  Juan  Mariio  y 
otros  contra  D.  Juan  Siraon  Martin,  cilal 
do  que  (lié  de  remate,  se  opuso  á  la  eje- 
cución, excepcionando  que  no  venia  obli- 
gado á  satisfacer  la  cantidad  porque  se 
le  ej^ulab;i,  porque  no  la  había  recibido; 
y  el  Juez  declar<^  no  haber  lugar  á  lo  pre^ 
tendido  y  que  se  llevaran  los  autos  pam 
proveer,  cuva  providencia  fué  confirma- 
da por  la  Sala  2/  de  la  Audiencia  de  Za- 
ragoza. Interpuso  el  ejecutado  recurso  de 
casación  fundado  en  las  causas  4.*  y 
del  art.  i  .013,  y  el  Tribunal  Supremo  de- 
clara no  babef  bábido  lugar  á  la  admísíoo 
del  recurso,  y  que  se  devuelva  al  recur* 
reate  Ja  cantidad  que  depositó :  ) 

^Considerando  que  este  juicio  no  ha  lie- 
fado  al  estado  de  que  se  pronuncie  la  aen- 
tenoia  de  remate,  ó  sea  la  defínilWa^  eonlra 
la  cual  pudiera  darse  el  reeofso  de  eittacioQ 
•esrunel  arl.  1.014  de.  ia  ley  deEojuieia* 
mieato  civil. 

Considerando  que  no  debe  caliGcarse  de 
•eolencía  deñnilíva  en  el  sentido  que  deter- 
mina el  arl.  1.011  de  dicha  ley  la  providen- 
cia de  la  Sala  de  23  de  enero  úHimo  confír- 


(t)  Si  «1  recurso  ei  por  infracción  (i«  ley  tn  ti  fon- 
4o,  te  te  eonsidera  definitÍYa  la  Beattocia       remate  i 
parft  ai  ffecto  de  la  catadpo. 
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maloria  de  la  del  Ju<^  de  prWra  tñslancia» 
en  cuanto  no  se  dio  lugar  á  las  peticignes 
deducidas  por  D.  Juan  Simón  Martin,  y 
mandó  traer  los  autos  para  proveer,  porque 
evidentemente  esta  providencia  nopu^o  tér- 
mino al  juicio  ni  hrzo  imposible  su  conli- 
noacion: 

Y  considerando  que  no  habiéndose  inter- 
puesto esl«  recurso  ooolra  sentencia  deüni- 
Üva  en  niaruno  de  los  conceptos  que  se  han 
expresado,  la  Saia  Ao  debió  admitirlo.»  (Go- 
cela2B  julio.) 

ACIiABACIOH  DE  SBNTBWCIA. 

Según  el  art.  77  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  como  según  las  leyes  roma- 
nas que  se  invocan  inoportunamente  y 
las  de  Partida^  pueden  los  Jueces  y  tri- 
bunales aclarar  algún  coiu:epto  oscuro  de 
la  sentencia  ó  suplir  alguna  omisión  so- 
bre  punto  discutido. 

Sfntencia  de  21  de  janio  de  Í866. 

En  pleito  sobre  conmutación  de  alimen- 
tos en  pensión  seguido  eo  la  Audiencia  de 
Barcelona,  dictó  sentencia  la  Sala  i.*  en 
14  de  junio  de  1863,  que  k  instancia  de 
una  parte  aclaró  en  auto  de  27  del  mismo 
mes.  Interpuesto  contra  este  auto  recurso 
de  casación,  citando  varias  leves  de  que 
se  hace  mérito,  declara  el  Tribuoal  Su- 
premo no  haber  lugar  á  él  por  sentencia 
de  21  de  junio: 

«Considerando  que  la  aclaración  que  con- 
tiene el  auto  de  27  de  junio  de  186^,  contra 
el  cual  se  lia  ¡ulerpuesto  el  recurso,  no  cons- 
tituye resolución  alguna  que  varíe  ni  mo- 
difique la  sentencia  de  14  del  propio  mes, 
por  cuanto  se  Umita  á  declarar  que  esta  de- 
be entenderse -sin  perjuicio  del  derecho  de 
una  de  las  parles  litigantes  en  otro  litigio 
que  sostienen;  necesaria  aclaración  de  un 
concepto  oscuro  ó  dudoso  respecto  á  la 
cuestión  de  alimentos  y  su  duración: 

Considerando  que  lejos  de  haberse  dado 
por  el  citado  auto  diferente  inteligencia  al 
legado  voluntario  de  alimentos  que  se  cues* 
liona,  tiene  solo  por  objeto  consignar  que  la 
sentencia  recaída  no  prejuzga  en  manera 
alguna  la  resolución  que  proceda  en  su  dia 
en  el  pleUo  á  que  se  refiere,'por  lo  caal  son 
de  todo  punto  inaplicables  al  caso  presente 
las  leyes  y  la  sentencia  de  este  Supremo 
Tribunal  que  se  invocan; 

Considerando  que  la  ley  deEnjuiciamien- 
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to  civil  autoriza  declaraciones  de  esta  natu- 
raleza,  previniendo  en  su  art.  77,  citado  en 
el  recurso,  que  los  Jueces  y  tribunales,  si  bien 
no  podrán  variar  ni  moai/tcar  la  sentencia 
una  ve%  pronunciada,  tienen  facultad  para 
€iclarar  algún  concepto  oscuro  6  suplir  cual 
quiera  omisión  que  tiubiere  sobre  punto  dis- 
cutido en  el  litigio: 

Y  considerando  que,  asi  las  leyes  roma-^ 
manas  como  las  de  Partida  que  se  citan, 
siendo  relativas  al  procedimiento,  han  que- 
dado modificadas  por  la  de  Enjuiciamiento 
civil ,  y  aun  en  el  supuesto  de  no  ser  asi, 
tampoco  habrían  sido  infringidas,  puesto 
que  la  ley' 3.*,  til  22,  Partida  3.*  conforme 
con  la  42  del  Digesto  De  rejudicata  estable- 
cen que  el  Juez  después  de  dada  sentencia, 
puede  declararla  en  aquello  que  como  conse- 
cuencia se  derive  de  la  misma ,  ó  poner  otras 
palabras  más  apuestas  non  cambiando  la  fuer» 
%a  ni  el  eniendimiento  del  juicio;  y  el  auto 
de  27  de  junio,  sobre  ser  declaración  nece- 
saria ,  no  cambia  la  fuei-za  ni  el  entendimien- 
to de  la  sentencia.»  (Gac.  28  julio-) 

BISITES  BB8EBVABUSS.  Segun 
las  íeye$  26,  lit.  i3,  Partida  5.»,  y  7/, 
tit.  4.%  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  ta 
reierva  de  los  bienes  que  el  cónyuge  que 
fa$aé  ssgundas  nupcias  hubiese  rectbi- 
40  de  iu  f^rimr  eoiisorte  p&r  arras  ád>&^ 
naciones  ó  por  herencia  de  sus  hijos,  so 
lo  tiene  lugar  á  favor  de  hijos  suyes  ha- 
bidos en  su  primer  matrimonio  (I).  So- 
lo á  falta  de  ley  expresa  puede  invocarse 
para  la  casación  en  el  fondo  la  intraccion 
de  doctrina  legaL 

SsüeDdt  (U  87  it      it  1866. . 

Pleito  seguido  en  el  luzgado  de  Si- 
gUenza  v  en  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia de  esta  córle  por  Bernabé  Silgado 
como  marido  de  Booiiacia  Aparicio»  sobre 
reserva  de  bienes. 

Los  consortes  Domiogo  Aparicio  é  Isa- 
bel Mavo  tuvieron  4e  su  matrimonio  dos 
hijos,  fiemifacia  y  Petra:  hltecida  Isabel 
lfajN>,  contrajo  Domingo  Aparicio  segun- 
do matHnfmnio  con  María  Grarcít ,  tenien^ 
do  por  hijos  á  Faustíoa  y  Julián  Aparicio 
y  íiarcra,  que  fallecieron  en  la  menor 

(1)  En  «1  BaUtin  Juri4$c*  qod  pabTfcAttot  en  Burgos 
en  pág-,  254,  traíamos  e»U  im|>ortante  €a«?*l»on 

que  kania  «nConces  no  habia  »ide  re^oetta  por  el  Tribu- 
n*l  Sapreino  en  iiínfpa4o  de  »m  fai|of.  . 


edad,  después  que  au  padre  Domingo: 
Maria  García  contrajo  segundas  nupcias 
con  Pedro  Oter,  y  por  haber  muerto  siu 
sucesión ,  recayeron  todos  sus  hieoes  en 
sus  hermanos  Pedro  >  Ignacia»  Vicenta  y 
Cipriaoa  García. 
Fundado  en  estos  hechos  Bernabé  Sil- 

5ado,  marido  de  Bonifacia  Aparicio,  de- 
ujo  demajoda  en  50  de  abril  de  1864»  en 
la  quft,  expofiieodo  como  fundamentos  de 
derecho  que  por  haber  contraído  Maria 
García  segundo  matrimonio  habia  perdí- 
do  el  quinto,  las  arras  y  los  bienes  patri- 
moniales que  habia  heredado  de  sus  hi- 
jos Julián  y  Faustína,  quedando  todo  re- 
servable  á  las  hermanas  de  estos  la  de- 
mandante y  su  hermana  Petra,  á  quienes 
debía  entregarlos  eo  coorormidad  a  lo  dis- 

Suesio  en  la  ley  !26,  tít.  13  de  la  Partida 
.\  y  en  la  7>,  tít.  4.%  lib.  40  de  la  No- 
vísima  Recopilación ,  y  á  la  doctrina  de 
los  aatores  y  practica  inconcusa,  suplicó 
se  declarase  que  tos  bienes  de  la  hijuela 

tatema  de  Faustíoa  y  Juliana  Aparicio, 
eredados  por  8U  madre,  y  las  arras  que 
á  esta  le  había  legado  sa  primer  marido 
Domingo  Aparicio,  estaban  sujetos  á  re- 
serva por  haber  aquella  contraído  segun  • 
do  roatrinsooio,  y  que  los  del  quinto  con 

Erohibícion  de  casarse  segunda  vez,  los 
abía  perdido  en  el  hecho  de  haberse  ve- 
ríGcado  este  caso,  y  que  todos  por  consi- 
guiente pertenecían  4  Bonifacia  y  Petra 
Aparicio,  hijas  del  Domingo,  habidas  en 
el  primer  matrimoAío. 

Los  demandados  impugnaron  la  de- 
manda, á  excepción  del  extremo  relativo 
á  la  entrega  del  qai«to  legado  con  la  in- 
dicada condición ,  á  lo  cual  no  se  opu- 
sieron ,  exponiendo  <[ue  la  reserva  esta- 
blecida por  la  ley  era  á  favor  de  los  hijos 
habidos  en  el  primer  matrimonio,  y  por 
consignieote  los  demandantes  no  tenían 
tal  derecho  porque  no  eran  hijas  de  Ma- 
ría García ,  la  cual  por  tanto,  no  habien- 
do dejado  herederos  forzosos ,  bahía  po- 
dido disponer  Jibrenifiote  de  los  bienes 
heredados  de  sus  hijos,  que  m  su  caso 
bubieFan  6ido  reservados  part  estos,  4 
00  ha^er  fiillecido. 

Por  sentencia  de  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia,  revocatoria  de  la  del  Juez  do 
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primera  iostancia,  se  declaró  que  no  crao 
reservabies  los  bienes  procedentes  de  don 
Domingo  Aparicio  que  adquirió  su  segun- 
da mujer  Marfa  García ,  por  las  arras  y 
herencia abinteslato  desús  hijos Fauslina 
y  Julián  y  por  la  mitad  del  quinto,  ab- 
solviendo en.  su  consecuencia  en  tal  con- 
cepto á  los  demandados  de  la  demanda 
deducida,  sin  perjuicio  del  derecho  que 
pudiera  asistir  al  demandante  respecto 
del  quinto,  por  no  haber  cumplido  María 
García  la  condición  impuesta. 

Bernabé  Silgado  interpuso  recurso  de 
casación ,  citando  como  inrringídas: 

1.  ^  La  ley  26,  tít.  13,  Partida  «.•, 
que  no  puede  tener  otra  interpretación 
mas  que  la  de  que  la  mujer  que  contrae 
segundas  nupcias  tiene  obligación  de  re- 
servar los  bienes  que  procedan  de  su  di- 
funto marido  para  los  hijos  del  mismo,  y 
la  doctrina  consignada  en  este  sentido  por 
los  comentaristas  Febrero,  Salas  y  Llano. 

2.  *  La  ley  7.\  tit.  lib.  ÍO  de  la 
Noy.  Becop.,  13  de  Toro  que  aleja  la  du- 
da que  algunos  suponían  encontrar  en  la 
de  Partida  por  las  palabras  sm  kijo$  que 
contenía,  sustituyéndolas  con  las  pala- 
bras tos  hijos. 

3.  ^  La  jurisprudencia  establecida  por 
este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de 
44  de  mayo  de  i856,  sin  que  tuvieran 
aplicación  k  este  caso  las  de  9  de  mayo 
de  1859,  y  51  de  mayo  de  1861  ciudas 
de  contrarío  en  el  curso  del  litigio. 

Y  4.^  La  declaración  de  este  Supremo 
Tribunal  de  9  de  mayo  de  1859,  de  que 
solo  á  falla  de  ley  expresa  deben  atempe- 
rarse los  fallos  á"la  jurisprudencia  de  ios 
tribunales. 

T  el  Tribunal  Supremo  declara  no  ha- 
ber lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  «egun  la  ley  26 ,  títu- 
lo 13,  Parlida  5.*,  la  reserva  de  ios  bienes 
que  la  mujer  que  pasa  á  segundas  nupcias 
hubiere  recibido  de  su  primer  marido  por 
arras  ó  donaciones ,  solo  debe  tener  lugar 
«  favor  de  hijos  $uyo8  habidos  en  su  primer 
matrimonio: 

Considerando  que  la  ley  til.  4.®,  libro 
10  de  la  Nov.  Recop.  sancionó  de  nuevo  lo 
dispuesto  en  la  ley  de  Parlida,  ampliando  á 
los  padres  que  pasaren  á  segundo  matrimo- 
nio la  misma  obligación  de  reserva  á  favor 
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de  los  hijos  del  primero ,  y  comprendiendo 
también  en  ella  los  bienes  que  el  cónyuge 
que  sobreviviese  y  casare  nuevamente  hu- 
biere adquirido  por  herencia  de  sus  hijos: 

Considerando  que  según  el  texto  explíci- 
to de  ambas  leyes,  la  obligación  que  se  im- 
pone al  viudo  o  viuda  que  contrae  segundo 
matrimonio ,  de  reservar  los  bienes  que  por 
cualquiera  de  los  dos  conceptos  hubiere  ad- 
quirido, es  solo  ¿  favor  de  los  hijos  habidos 
en  el  primero: 

Considerando  que  en  el  caso  concreto  de 
autos  no  siendo  la  demandante  Bonifacia 
Aparicio,  hija  de  la  María  García,  en  su  prí- 
mer  matrimonio  con  Domingo  Aparicio,  no 
venia  esta  obligada  á  reservar  á  favor  de 
aquella  lo  que  adquirió  por  sucesión  intes- 
tada de  sus  dos  hijos  Faustina  y  Julián  Apa- 
ricio ,  ni  lo  que  en  concepto  de  arras  hubo 
de  su  primer  marido; 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  la  Sa- 
la primera  de  la  Real  Audiencia  deestacór- 
le,  al  dictar  su  sentencia  de  28  de  noviem- 
bre de  1865  no  ha  infring^ido  la  ley  Í3,  títu- 
lo 26,  Partida  5.»,  ni  la?.*,  tiU  4,<>,  lib.  10 
de  la  Nov.  Recop.: 

Y  considerando  que  solo  á  falta  de  ley  ex- 
presa puede  invocarse  para  la  casación  en 
el  fondo  la  infracción  de  doctrina  legal  reci- 
bida por  la  jurisprudencia  de  loe  tribunales, 
lo  que  no  tiene  lugar  en  el  presente  caso.» 
{Gao.  2  asioito,) 

MANDATO.  c5ft  bien  tanto  las  le- 
yes dól  digesto  y  Código  romano  como 
las  de  partida  que  se  refieren  al  manda- 
lo,  expresan  los  diversos  modos  en  que 
este  debe  ser  hecho  y  las  obligaciones  que 
contrc^  el  mandatario  cotí  sus  actos^ 
cuando  una  demanda  se  funda  eti  el 
mandato,  es  indispensable  acreditar  la 
existencia  del  contrato  ó  que  se  ejercie- 
ron aquellos  actos,  lo  cual  depende  de  la 
apreciación  de  las  pruebas,^ 

Seoteieia  de  27  it  juio  de  4866. 

Nada  mas  que  la  doctrina  del  epígrafe 
se  consigna  en  este  fallo  declarapdo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 

fuesto  por  doña  Maria  de  las  Mercedes 
einer  en  pleito  seguido  en  la  Audiencia 
de  Barcelona.  (Gac.  i  agosto.) 

CAPBLLANIAS.  COLATIVAS. 

Cuestión  sobre  los  cuatro  aíws  para  re- 
clamar derechos  á  sus  bienes  que  concede 
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la  ley  deiS  de  junio  de  1856.— PRO- 
CWTÍTMTKNTO  CIVIL.— El  adicionar 
ó  modificar  bs  fundamentos  de  una  de- 
manda en  uso  de  la  facultad  qne  la  ley 
cmcede  al  demandante,  no  alterando  & 
esencia  dti  la  acción  deducida,  no  varia  su 
naturaleza,  ni  puede  estimarse  una  ntce- 
va  y  diferente  demanda. 

SeBteida  de  27  Je  jam«  de  1866. 

Becarso  de  casación  ÍDierpuestopordon 
Dionisio  Martin  Merino  contra  un  rallo  de 
la  Sala  3/  de  la  Audiencia  de  e^ta  Corte, 
ea  pleito  promovido  por  D.  Rogelio  Martin 
y  otros  sobre  mejor  derecho  á  los  bienes 
de  una  capellanía.  Fué  esta  adjudicada 
por  seoteocia  de  i5  de  mayo  de  4833,  á 
B.  I>ioQÍ8Ío  y  doña  Juana  Merino;  pero 
en  i6  de  jnnio  de  4860 ,  D.  Rogelio  y 
otros  presentaron  demanda,  para  que  en 
atencioo  á  bailarse  en  el  mismo  grado 
qne  aquellos,  y  á  que  no  había  tras* 
eurrido  el  plazo  de  cuatro  años  que  se- 
ñala la  ley  de  15  de  junio  de  i8o6,  por 
no  tener  fuerza  obligatoria  en  los  pueblos 
hasta  cuatro  días  después  de  su  publica- 
eioo,  se  condenare  á  los  referidos  don 
Dionisio  y  doña  Juana  á  dejar  á  dísposi- 
cioD  de  los  demandantes  la  parle  que  les 
correspondiera  en  los  bienes  referidos  con 
los  frutos  y  rentas. 

Néja  la  admisión  de  esta  demanda 
por  virtud  de  la  suspensión  acordada  en 
el  R.  D.  de  28  de  noviembre  de  4856, 
toé  revocada  la  providencia  por  la  Au- 
diencia en  atención  á  tratarse  de  bieves 
yt  adjudicados;  y  entonces  reprodujeron 
fitt  demanda  añadiendo  además  en  eu  apo- 

?ro  el  derecho  de  representación,  la  cual 
üé  impugnada  por  suponerla  fuera  de 
tiemno,  y  porque  ya  no  era  la  misma  de- 
manaade  4856  sino  otra  nueva»  mediante 
á  qne  ejercitaban  en  ella  derechos  en  la 
primera. 

Estimada  la  demanda  por  sentencia  de 
la  Audieacia  interpuso  Merino  recurso  de 
casación  citando  como  infringidos: 

4.''  La  ley  de  45  de  .junio  de  4856, 
especialmente  en  su  art.  4.^  y  la  doctrina 
establecida  en  la  sentencia  de  este  Supre- 
mo Tribunal  de  4.''  de  abril  de  1863,  se* 
guo  la  que  el  tiempo  de  cuatro  año:  esta* 
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bleeido  en  aquella  para  reclamar  el  me- 
jor ó  igual  derecho  á  bienes  de  cape- 
llanías adjudicadas,  se  cootaba  en  casos 
anteriores  á  la  ley ,  desde  la  publicación 
de  ta  misma ,  porque  los  demandantes,  si 
bien  habían  reclamado  en  tiempo  oportuno 
su  igualdad  de  grado  respecto  al  recur- 
rente por  su  derecho  personal ,  no  lo  ha-  ^ 
bian  hecho  eo  cnanto  al  de  representación  * 
de  9U  madre  que  pudiera  asistirles,  toda 
vez  que  este  babia  sido  ejercitado  en  42 
de  octubre  de  4862,  cuando  ya  babia 
prescrito. 

Y  2.^  LQsarts.  l.^yS.^'delalcy  de 
i9  de  agosto  de  i8i\ ,  porque  naciendo 
el  derecho  del  recurrente  de  la  represen- 
tación que  babia  obtenido  del  de  su  ma- 
dre, tal  representación  no  existía  á  favor 
de  los  demandantes,  porque  la  habiai 
invocado  fuera  de  tiempo: 

El  Tribunal  Supremo  declara  no  haber 
lugar  al  recurso: 

((Considerando  que  el  adicionar  ó  modiñ- 
car  ios  fundamt^ntos  de  una  demanda,  en 
uso  de  la  facultad  que  la  ley  concede  al  de- 
mandante no  alterando  la  esencia  de  la  ac- 
ción deducida,  no  varia  su  naturaleza,  ni 
puede  estimarse  una  nueva  y  diferente  de- 
manda, según  doctrina  de  jurisprudencia 
admitida  por  este  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  al  reproducir  en  este 
pleito  los  demandantes  la  acción  que  lenian 
entablada,  la  dirigieron  contra  las  mismas 
personas  sobre  las  mismas  cosas  y  por  idén- 
cos  fundamentos ,  que  sirvieron  de  base  á  la 
demanda  primitiva ,  sin  mas  diferencia  que 
ia  de  alegar  ademán  el  derecho  de  repre- 
sentación que  si  antes  no  mencionaron ,  de- 
bía tenerse  poi  deducido  implícitamente  al 
asegurar  les  asislia  igual  derecho  al  de  los 
demandados;  que  no  podían  ignorar  su 
existencia  por  su  muy  inmediato  parentesco 
con  los  actores: 

Y  considerando,  por  consiguiente,  que 
ejercitada  una  sola  demanda,  que  fué  la 
contenida  en  el  primer  escrito;  y  presentada 
en  tiempo  hábil ,  según  se  reconoce  por  el 
recurrente ,  no  existe  ta  infracción  de  la  ley 
y  de  la  doctrina  de  jurisprudencia  que  ha- 
ciendo el  supuesto  contrario,  se  alega  como 
único  fundamento  del  recurso.»  (Gao.  2 
agosto.) 

PBOCBBIBaSiraO  CIVIL.  La 

sentencia  que  se  ajusta  en  todo  á  la  de- 
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manda  y  decide  con  la  separación  debida 
los  punios  litigiosos,  no  infringe  los  ar* 
títulos  64  y  62  v  65  de  la  ley  de  Enjuida- 
miento  civiL  En  las  cuestiones  ó  casos  de 
^)reciacioti  de  ptiubas^  la  ley  ó  doctrina 
que  debe  citarse  en  el  recurso  de  casación 
es  la  que  resulte  infringida  por  ta  apre* 
eiacion ,  y  no  las  relativas  al  fondo  del 
asunto  que  no  desconozca  el  falló. 

Semencia  de  ^7  dejonioid  1866. 

Declara  el  Tribaoal  Supremo  do  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  B.  Juan  Menendez  cootrá  sentencia 
de  la  Sala  tercera  la  Audií^ncia  de  esta 
Córie  en  pleito  sobre  cuinplímienlo  de 
contrato,  {Gac.  2  agosto.) 

SSCBITUBAS  PUBLICAS.  Según 
las  leyes  7/  y  tU,  23.  Hbro  40  de 
la  Nov,  Recop.,  las  escrituras  de  conlra^ 
tos  entre  partes,  obligaciortts  y  testamen- 
tos  que  pasaren  ante  otros  escribanos  que 
no  fueren  los  públicos  del  número,  donde 
los  hubiere,  no  tienen  valor  alguno  ni  efi- 
cacia legal. 

TESTAMENTOS^  E$  principio  de 
dei^clto  que  cuando  los  instituidos  here- 
deros i>or  testamento  no  existen,  no 
pueden  ocupar  su  lugar  los  que  no  lo  son, 
caducando  la  institución,  de  modó  que 
llamados  los  parientes  hasta  el  tercer 
grado,  si  no  los  hay,  «o  pueden  sustituir- 
les en  virtud  del  teslamenlo  los  de  grados 
ulteriores.-- Siendo  nulo  un  testamento 
se  presume  de  derecho  que  el  testador 
murió  intestado. 

ACCION  DE  3PBTICTON  DE  HE- 
BENCIA.  Solo  debe  ejercitarse  contra 
el  qiie  posee  á  tiítdo  de  heredero,  y  no 
contra  el  poseedor  en  virtud  de  un  titulo 
singular, 

Seotencia  de  28  de  junio  de  1866. 

Pleito  sobre  nulidad  de  testamento  y 
declaración  de  herederos,  seguido  en  el 
Juzgado  de  Viver  v  Audiencia' de  Valen- 
cia, por  Manuel  y  Francisca  Gil  y  Se^ar- 
ra  y  María  Serrana  y  Piquer  con  Miguel 
Fornás  y  otros. 

En  I.'**  de  aposto  de  4t4S  olorgó  tes- 
tamento José  Fornás  y  García,  tú  la  ti- 


lla de  Viver .  Ante  cf  Escribano  númcrai 
rio  de  Cérica  D.  José  Asensi  y  tres  testi- 
g08  vecinos  de  Yiver,  ed  el  que  nombré 
albaoeas  testamentarios  á  su  consorte 
Peregrina  Macian  y  á  Pascual  Villanue- 
va;  legó  á  m  mujer  la  casa  ea  que  habi- 
taban, coa  ios  muebles,  dinero  y  efectos 
que  en  ella  hubiefte  y  todos  los  fruto» 
pertenecientes  al  año  de  su  fallecimiento, 

?á  su  sobrino  Manuel  Gallur  jr  García 
00  libras^  é  instituyó  por  universales 
herederos  á  todos  sus  parientes  hasta  el 
tercer  grado  inclusive,  para  que,  acredi- 
tado el  parentesco,  los  partieran  entre 
todos  ellos,  con  igualdad ,  y  los  poseye- 
ran como  dueños  absolutos. 

Falleeido  José  Fornas  en  aquel  misme 
mes^  se  partió  la  herencia  entre  los  pa^ 
rientes  y  se  cumplieron  los  legados,  ha* 
biéodose  también  vendido  fincas  para  pa- 
gar deudas  etc  ,  pero  en  SO  de  marzo  de 
i86t  entabló  demanda  Manuel  Gil,  mari- 
do de  Teresa  Segarra  y  Piquer,  en  repre- 
sentación desús  hijos  Manuel  y  Francisca 
Gil  y  Segarra,  exponiendo  que  el  testa- 
mento de  José  Fornás  y  García,  era  nulo 
por  haber  sido  otorgado  ante  ua  Escriba- 
no que  no  era  numerario  del  lugar  del 
otorgamiento,  cuando  le  habia  á  la  sason 
ee  él,  y  no  reunir  suficiente  núiaéro  de 
testigos,  para  que  fuera  válido  sin  la  in- 
tervención de  aquel  funcionario;  habien- 
do por  tanto  debido  Iveredar  abíntefilatoá 
José  Fornás  su  prima  hermana  Teresa 
Piqner  y  García,  y  por  muerte  de  estasif 
hija  Teresa  Segarra  y  Piqucr,  á  quien 
sucedían  sus  hijos  los  denmndantes:  que 
aun  suponiendo  válido  ei  testameoto,  ha- 
bía debido  suceder  abintestato  á  José 
Fornás  la  misma  Teresa  Piquer  y  García, 
per  ser  el  pariente  mas  propincuo  y  no 
tenerlos  dentro  de  tercer  grado ;  que  por 
otra  parte,  la  distribución  qae  se  habia 
hecho  además  de  nula,  por  haberle  prac- 
tieado  á  la  sombra  de  un  documento  nu- 
lo, lo  era  doblemente,  por  buber  sido 
contraria  &  lag  leyes  que  re^kban  el 
modo  de  seceder,  cuando  no  existia  ins- 
titución, ó  esta  DO  podía  cumplirse»  ▼ 
hasta  contrariaba  las  prescripciones  del 
mismo  testador  que,  llamando  un  solo  4 
los  parientes  dentro  de  tarccr  grado,  se 
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habia  verificado  entreoíros  mas  remotos; 
DO  pudíendo  auíbiiirse  á  olra  cosá  que  á 
la  ignorancia  de  las  personas  que  habían 
mtervéBÍdo,  pues  ya  ftiendo  nulo  ó  ya 
válido  el  testamenlo,  la  hereocia  corre?- 
^p504ia  al  mas  próximo  parlenle;  supii- 
caodo  eú  au  virtud,  que  se  diclarase  nu- 
lo el  citado  te*i;imenioy  herederos  ahia- 
téstalo  de  JoséFori)ás  á  los  deraandaoles, 
y  condenando  á  Rafael  Posadcs,  como 
marido  de  Perogriaa  Maciao ,  y  á  los  de* 
más  al  principio  referidos,  que  esiabaa 
poseyendo  injaslameote  los  bienes  d©  la 
herencia,  á  su  entrega,  coa  los  frutos 
producidos  y  podidos  producir  desde  la 
deienrtacioo,  con  las  costas : 

ImpUf^nada  esla  demanda,  por  mu- 
chos de  los  partícipes  de  la  herencia, 
míe  poseían  bienes  por  el  título  singular 
de  legado  ó  venia,  y  practicada  prueba 
de  fa  que  resultó  con  referencia  á  los  an- 
tecedentes en  la  Secretaría  del  Juzgado, 
que  D.  Joan  Antonio  Jimeno  era  tenido 
como  Escribano  numerario  v  del  Juzgado 
de  Viver,  en  los  diad  St  de  julio,  i  A  2  y 
3^e  agosto,  en  los  cuales,  meaos  en  el 
día  t,  aparecían  diligencias  firmadas  por 
el  mismo,  bábicado  además  en  el  31  au- 
torizado una  escritura  de  veata;  y  asi- 
mismo según  certificó  el  Registrador  de 
la  propiedad,  que  no  aparecía  registrado 
el  testamento  de  José  Fomás,  ni  la  par- 
tición de  BVLi  bienes,  ni  bajo  el  título  de 
beroncia  y  legada  constaba  registrada 
tinca  alguna,  dictó  sentencia  el  Juez  d« 
primera  instancia  que  revocó  la  Sala  4/ 
de  la  Audiencia,  declarando  ohIo  el  tes- 
tamento otorgado  por  José  Foroils.,  v 
herederos  intestados  dd  mj*mo  a  Manuel 
y  Francisca  Gil  y  Segarra,  y  Mariana  Se- 
garra  y  Piquer,  s'm  perjuicio  de  tercero  j 
de  igual  ó  mejor  derecho,  condenando  en  i 
au  consecuencia  á  los  demandados  á  res^  ^ 
luir  y  entregar  á  aquellos  los  bieoes  que 
coostiuiiao  la  herencia  de  Foroás  con  los 
frutos  y  rentas  producidos  desde  la  con* 
teatacioQ  á  la  demanda. 

I«ot  demandados  iuierpusieron  recurso 
de  caaacioQ  y  el  Tribuoal  Supremo  por 
sentencia  de  28  de  junio,  la  eslima  en 
parte  en  los  términos  signientes: 

oCon^derando  que  según  las  leyes  7.^ 


8.*,  lít.  23,  libro  10  de  la  Nov.  Recop.,  las 
escrituras  de  contratos  entre  partes,  ohUga-' 
Clones  y  testamentos  qus  pasaren  ante  otras 
Escribanos  que  no  fueren  Í0S  públicos  del 
número  de  las  ciudades,  villas  tf  lugares  de 
et^tos  reinos,  no  hacen  fé  ni  prueba: 

Considerando  que  el  testamente  nuncii* 
patívo  de  que  se  trata,  aparece  otorgado 
ante  el  Escribano  dé  Gérica  D.  José  Asensi 
el  i.®  de  agosto  de  1813  en  el  pueblo  de 
VÜver,  eoando  se  bailaba  en  e»ta  ejerciendo 
sU  oficio  el  numerario  D.  Juaa  Anionio  Jí* 
meno  como  se  ha  probado  sulicientementf^ 
á  juieio  de  la  Sala  sentenciadora;  y  que  era 
por  lo  mismo  de  ningún  valor  ni  eficacia 
legal: 

Considerando  que  aunque  asi  no  fuera, 
es  principio  de  derecho,  que  cuando  Jos 
iOstifuldos  heredero»  por  iesta mentó  no 
existen,  oomo  sucede  en  estos  autos,  no 
pueden  ocupar  su  lugar  los  que  no  lo  son, 
caducando  de^4e  luego  la  institución,  pues 
llamados  per  d  testador  expresa  y  lermi- 
aauleo^ente  sus  parientes  hasta  el  tercer 
grado,  no  pueden  suslíluirles  los  que  ioson 
en  grados  ulteriores: 

Considerando  que  siendo  nulo  un  testa- 
menlo, de  darepho  se  presume  que  el  testa- 
dor murió  intestado,  y  la  herencia  debe  pa- 
sar á  Jos  parientes  mas  próximos,  como  sus 
herederos  abinleslalo,  en  cuyo  caso  acredi- 
taron hallarse  los  demandanles,  según  la 
apreciación  de  la  í^ala  juzgadora,  que  en  es- 
ta parte  no  ha  quebraniado  ninguna  de  las 
muchas  leyes  y  doctrina  legal  filadas  por 
los  recurrentes: 

Considerando  quOila  acción  de  petición  de 
herencia  debe  ejercitarse  contra  el  que  po- 
see en  concepto  de  heredero  y  no  contra  el 
poseedor  en  virtud  de  un  lílulo  singular, 
conforme  á  la  jurisprudencia  admitida  por 
este  Tribunal  Supremo: 

Considerando  que  los  demandados  po- 
seen los  bienes  que  se  le  reclaman  no  como 
herederos  sino  por  legado ,  venta  y  dación 
en  pago,  que  son  títulos  singulares,  no  pu- 
dieodo  deconsiguiente  proceder  contra  ellos 
la  acción  entablada  de  petición  de  herencia, 
sin  que  en  este  caso  haya  para  qué  tomar 
en  cuenla  las  leyes  y  doclrina  legal  sobre 
prescripción  y  demás  en  que  se  funda  el  re- 
curso: 

Y  considerando,  por  todas  las  razones  ex- 
puestas, que  ta  Sala  senleniiadora ,  al  de- 
clarar nulo  el  testamento  y  herederos  abin- 
testato  á  los  demandantes,  no  ha  infring^Jo 
las  leyes  y  doctrina  invocadas  á  este  propo- 
sito por  los  recurrentes;  y  que  al  condenar- 
les  á  la  restitución  y  entrega  á  aquelloi  da 
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los  bienes  de  que  eran  poseedores,  pertetie- 
QÍeiites  á  la  herencia  de  que  se  (rata,  ha 
quebrantado  la  doctrina  legal  admilida  co- 
mo jurisprudencia; 

Fallamos  oue  debemos  declarar  y  decla- 
ramos no  haber  lugar  ai  recurso  de  casación 
inlerpueslo  por  los  demandados  en  cuanto 
á  la  nulidad  del  testamento  y  á  la  declara- 
ción de  herederos  abintestato  en  favor  de 
los  demandantes;  y  estimando  en  cuanto á 
loi  demás  el  mencionado  recurso,  casamos  y 
Anulamos  la  sentencia  que  en  4  de  abril  de 
1865  dictó  la  Sala  primera  de  la  Real  Au- 
diencia de  Valencia  únicamente  en  la  parle 
que  condena  á  los  recurrentes  á  la  restitu* 
eion  y  entrega  de  los  bienes  demandados.» 
(Gae,  4  ago$to,) 

BEUGIOSAS  PBOFB8AS.  Ctces- 

tian  sobre  su  facultad  de  adquirir  bienes^ 
administrarlos  y  disponer  de  ellos  etc. 
(iVo  se  establece  doctrina  (1.) 

PBOOBDIBfflBNTO  CIVIL.  Para 
inlei'poner  el  recurso  de  casación  contra 
la  apreciación  de  ta  prueba,  debe  citarse 
la  disposición  legal  infringida. 

SealeDcia  de  28  de  jonío  de  1866^ 

Pleito  entre  el  superintendeote  general 
de  los  conventos  de  religiosas  del  Arzo* 
bispado  de  Toledo  y  D.  Rafaél  de  Córdo- 
ba V  otros. 

Én  30  de  marzo  de  1861  falleció  en  el 
convento  de  Aguslioas  calzadas  de  Toledo 
Sor  Cándida  de  San  Agustín  que  se  ha- 
Iluba  fundando  con  facultad  superior,  al 

furecer,  un  convenio  ea  YaidcpeDas. 
rovocado  por  su  hermana  doña  Dolores 
de  Córdoba  y  por  sus  sobrinos  D.  Rafael 
y  D.  José  de  Córdoba  el  juicio  de  abin? 
téstalo,  solicitaron  se  les  declarase  here- 
deros abínleslalo  de  la  misma,^  y  que  se 
practicase  el  inventario;  aunque  se  estimó 
como  se  pedía,  no  pudo  practicarse,  por- 
que el  superintendente  manifestó  aue  no 
tenia  facultades  para  fran(|uear  la  clausu- 
ra, y  que  siendo  constitutivo  del  estado  de 
religioso  el  voto  solemne  de  pobreza ,  no 
habla  podido  tener  bienes  de  que  dispo- 
ner en  vida  ni  por  testamento. 

En  12  de  mayo  de  1863  entabló  de- 
manda el  superintendente  general  de  los 
 ( 

(1)  Eq  ol  próximo  nAmert  «ltditareino«  onu  líneas 
#  Ja  imporUQtt  cnestUn  qn»  »•  Usbttió  «a  este  pleito. 


conventos  de  religiosas  del  Arzoliii^psdo 
para  que  se  declarase  que  no  h?bia  térmi- 
nos hábiles  para  la  sucesión  abintestato  de 
Sor  Cándida  San  Agustio,  mandando  qne 
el  convento  y  cuanto  en  él  existia  qnedt* 
se  á  disposición  de  la  autoridad  díocesaDi, 
alegando  en  apoyo  de  esta  pretensión, 
que  según  la  legislación  antigua  civil  y 
canónica  los  religiosos  profesos  de  ambM 
se^os  no  podían  adquirir  entre  vivos,  así 
como  testar  ni  suceder  abintestato.  Qiie 
la  ley  de  esclaustracion  de  I8á7  les  había 
concedido  todos  los  derechos  civiles  cor- 
respondientes á  los  eclesiásticos  seculares, 
pero  que  restablecida  por  el  concordato 
de  1851  la  disciplina  de  la  Iglesia  en  este 
particular,  siendo  los  mismos  los  votos, 
y  uno  de  los  mas  principales  el  de  pobre- 
za, no  existiendo  ya  el  motivo  que  babia 
habido  para  conceder  la  adquiskioo ,  y 
siendo  contradictoria  é  inconcebible  esta 
capacidad  por  la  situación  en  que  se  re- 
ducía á  las  religiosas  por  su  profesión  y 
la  renuncia  de  sus  bienes,  derechos  y 
acciones,  se  deducía  que  no  podían  tener- 
los de  ningún  género ,  y  que  por  tanto 
Sor  Cándida  no  podía  ser  dueña  de  nin- 
gunos y  no  había  términos  hábiles  para 
la  sucesión.  Que  por  otra  parte  dicha  reli- 
giosa  era  fundadora  con  facultad  superior, 
y  el  edificio  y  todo  lo  demás  correspon* 
diente  al  convento  había  sido  adquirido 
con  limosnas  y  no  podía  constituir  el  pa« 
trimonio  de  una  monja;  debiendo  adver* 
tirse  por  último,  que  el  Arzobispo  ha* 
bia  nombrado  otra  para  sustituir  á  Sor 
Cándida  en  la  fundación  del  convento. 

D.  Rafael  de  Córdoba  y  consortes,  que 
se  separaron  del  pleito  coñí^intiendo  lasen- 
tencia  de  primera  instancia,  impugnaron 
la  demanda  ,  oponiendo  en  primer  lugar, 
como  perentorias  las  excepciones  de  defec- 
to legal  en  el  modo  de  proponerla,  por  no 
haberse  numerado  los  hechos  y  fundameo* 
tos  de  derecho  en  que  se  apoyaba,  y  de  fal- 
ta de  personalidad  en  el  deinandante,  ale- 
gando además,  que  el  concordato  de  1851 
no  había  derogado  ni  podido  derogar  la 
facultad  que  por  la  ley  de  1837  tenían  los 
religiosos  de  ambos  sexos,  porque  esta 
era  materia  exclusiva  del  poder  temporal 
en  que  nunca  babi^L  intervenido  la  Santa 
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Sede;  qoe  aun  coocedieodo  que  hubiese 
introducido  alguna  novedad  en  el  derecho 
de  adquirir,  solo  se  rereriria  á  las  monjas 
que  huMesen  entrado  en  clausura  con 
posterioridad  al  mismo,  y  Sor  Cándida 
hafoia  profesado  en  t826.  Q^e  esta  había 
percibido  la  herencia  de  su  padre  en 
unión  de  sus  hermanos,  manejando  el 
caudal  heredado  y  haciendo  adquisiciones 
en  su  propio  nombre,  no  solo  antes  del 
concordato  de  1851,  amo  en  1855  que 
había  adauirido  el  citado  convento,  que 
negaban  lo  hubiera  sido  con  limosnas,  y 
sostenían  por  el  contrario  que  pertenecía 
á  aquella,  la  cual,  si  bien  había  tenido 
el  proyecto  de  fundar  en  él  una  comuni- 
dad, no  hiabia  llegado  el  caso  de  aprobarse 
definitivamente  por  el  Gobierno ,  ni  de 

2ue  aquella  se  desapropiara  de  dicho  edi- 
cío,  de  que  era  dueña  y  poseedora. 
Practicada  prueba  por  las  partes,  se 
dictó  sentencia  por  la  Sala  segunda  de  la 
real  Audiencia  de  esta  corte  en  12  de  oc- 
tubre de  1865  que  no  fué  conforme  con 
la  del  Juez  de  primera  instancia,  desesti- 
mando las  excepciones  de  defecto  legal 
eo  el  modo  de  proponer  la  demanda  y  de 
falta  de  personalidad  en  el  demandante, 
no  habiendo  lugar  á  declarar  á  D.  Rafael 
Córdoba,  heredero  abintestato  de  su  tia 
Sor  Cándida  de  San  Agustín,  y  mandando 
en  su  virtud  que  quedasen  á  disposición 
del  diocesano ,  y  en  su  nombre  á  la  de  su 
legítimo  representante,  todos  los  bienes 
relictos  por  aquella  para  que  pudiera 
dárseles  la  inversión  á  que  se  hallaban 
destinados: 

D*  Rafaéi  de  Córdoba  interpuso  recurso 
de  casación ,  citando  ^1  interponerle  y  des- 
pués en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo 
Tribunal,  como  iofriogidos: 

1.^  El  art.  58  de  la  ley  de  29  de  julio 
de  1837  y  la  jurisprudencia  establecida  por 
este  Supremo  Tribunal  eo  sentencia  de  4 
de  octubre  de  18ü0,  punsio  que  en  aquel 
se  estahiecia,  que  tas  monjas  que  conti- 
nuasen en  los  conventos  gozarían  de  la 
testamentifaccion  v  demás  derechos  cor- 
respondientes desde  8  de  marzo  de  1836, 
y  en  el  citado  fallo  se  habia  expresado  que 
¿I  concordato  de  iS^'>\  no  habla  introduci- 
do novedad  alguna  re5r)c':lo  ix  1^  ^.^jaci- ¡ 


dad  de  adquirir  los  regulares  como  indi* 
viduos  (1). 

2/  El  art.  230  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento en  su  segunda  parte,  en  su  rela- 
ción con  el  224  y  226  de  la  misma  lev. 
3.^  la  13,  tlt.  2.%  Partida  3.* 
Y4.«  Laley«,líi.2.Mib.4.^del 
Fuero  Juzgo. 

Pero  el  Tribunal  Supremo  declara  no 
hüber  lugar  al  recurso  en  estos  términos: 

«Considerando  que  la  decisión  de  lat 
cuestiones  de  hecho,  que  depende  de  la 
apreciación  de  la  praeba  de  lesligos  que  te 
haya  suministrado,  es  de  la  exclusiva  com- 
petencia de  la  Sala  sentenciadora,  en  con- 
formidad al  art.  817  de  la  ley  de  Enjuicia- 
mierUo  civil: 

Considerando  que  cualquiera  que  fuera 
la  disciplina,  vigente  hoy  en  España,  res- 
pecto á  la  facultad  de  adquirir  bienes,  ad- 
ministrarlos y  disponer  de  ellos  de  las  reli- 
giosas profesas,  ya  se  atienda  á  los  decretos 
del  Santo  Concilio  de  Trento,  ya  á  las  dis- 
posiciones de  la  ley  de  29  de  julio  de  1837 
ó  ya  á  lo  concordado  con  la  Santa  Sede  en 
17  de  marzo  de  1851 ,  es  lo  cierto  que  la 
principal  cuestión  que  se  ha  ventilado  en  es- 
tos autos,  es  la  de  si  al  fallecimiento  de  la 
monja  Sor  Cándida  de  San  Agustín  queda- 
ron algunos  de  su  pertenencia,  y  en  los 
que,  en  el  supuesto  de  que  pudiera  haber- 
los adquirido  para  si,  debieran  suceder  sus 
parientes  abintestato: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
apreciando,  en  uso  de  sus  facultades  la 
prueba,' la  ha  fallado  en  sentido  neeativo, 
sin  qoe  contra  su  juicio  se  haya  citado  dis- 
posición alguna  como  infringida: 

Considerando ,  por  lo  tanto ,  que  no  son 
aplicables  las  leyes  y  jurisprudencia  que  á 
este  propósito  se  citan  en  el  recurso: 

Considerando,  fínalmenié,  que  el  artícu« 
lo  239  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se 
refiere  al  orden  de  sustanciacion  de  los 
juicios,  no  siendo  por  lo  mismo  su  infrac- 
ción motivo  de  recurso  en  ei  fondo: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos no  haber  lugar  al  interpuesto  por 
D.  Rafael  de  Córdoba ,  á  quien  condenamos 
en  las  costas ,  devolviéndose  los  autos  á  la 
Real  Audiencia  de  esta  córte  con  ta  certifi- 
cación correspondiente.»  (Gae.  4  agosto,) 


(1)  Así  ol  art.  33  de  U  ley  «le  1S37«  c«aio  la  doctrina 
^ttt  M  cita,  Téato  en  MesAsTUiies  t.  ÍV.  pá^.  149. 
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JURISPRUDENCIA  iDMiNISTRATIVA. 


JSfiiSPEODBSCiA  ADIliSTftATiTI. 


C*aip«ienclA«  Mitre  ím  ikúm%mímtrm%%^m 
j  TrlIiMAleii  dceldUUui  áeManlta 
del  Ceascje  de  Bslade. 

MATEBIA  f ENAIft.  Aunque  son 
administrativas  las  cuestiones  civiles  so- 
bre servidumbres  públicas  y  terrenos  del 
común,  el  conoeimienio  de  las  causas  so- 
bre usurpación  es  propio  de  los  tribuna- 
les. 

Decisión  de  19  it  jmio  de  i866. 

Competencia  suscitada  por  el  Gober- 
nador de  Jaco  al  Juez  de  primera  instao- 
cia  de  Alcalá  la  Real  que  cooocia  eo  cau- 
aa  crimioal  de  uoa  deouQcia  sobre  uaur- 
paeioQ  de  un  prado  de  aprayechamiesto 
oorouD  de  dicha  villa. 

El  Coasejo  de  Estado,  con  iristadel 
mim.  a.''  de  los  arts.  74  y  80  de  la  lev 
de  8  de  eoero  de  184S,  de)  S."",  art.  Si 
de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1863,  y 
i.^  del  art.  S4  del  reglamento  Dará  su 
ejecución  de  igual  feclm,  por  R.  D.  de  19 
de  junio,  decide  que  está  mal  formada  la 
competencia  y  que  no  ha  lugar  á  deci- 
dirla: 

«Considerando:  1."  Que  gea  eualqviera 
la  naturaleza  y  propiedad  del  lerreno  usur- 
padodesde  el  momento  en  que  «farees  ha- 
berse oomelído  un  delito,  á  los  (rilMinales 
de  justicia  corresponde  tonocer  de  éit 

2.*^  Que  las  aisposieiones  invocadas  en 
favor  de  ia  Administración ,  no  le  eneargan 
el^ conocimiento  de  ios  delitos  6  Taitas  que 
secom.elany  usurpando  servidumbres  pú« 
Dlicas  ó  terrenos  oel  com«n;  sino  entender 
en  Jas  cuestiones  civiles  que  ae  promuevan 
con  este  motivo,  cuando  la  usurpación  sea 
reciente  y  fácil  de  comprobar.!»  {Guo.  dé  4 
julio.) 


BeaelMia 


>•  á  eeaeMltA  del  Ceaeele  de 
ratertaaelraes  fmtm 


las  decisiones  que  se  citan  la  siguiente 
doctrina: 

t^ioD  de  13  de  jvKe  de  1866. 

Exaceioties  ilegales.  Expediente  de 
autorización  para  procesar  al  Alcalde  de 
Begis  por  haber  exigido  mullas  en  me* 
tálioo.  Con  visU  del  trU  10,  párfafo  8.'' 
do  la  ley  para  el  gobierno  y  adminiaira- 
cion  de  las  provincias  se  deiolara  iuMoe* 
saria:. 

aX3on8Íderando  que  el  hecho  porque  se  In- 
tenta procesar  al  Alcalde  de  Begis  es  de  los 
expresamente  exceptuados  de  la  garantía 
de  la  prévia  autorización ,  con  arreglo  é  lo 
dispuesto  en.  el  artículo  que  ae  asaba  ée  tt- 
tar.i»  (Goc*  2  agosto.) 

DccisioD  de  15  de  julio  de  1866. 

Leshmt  Justi^cian  del  hecha.  So- 
licitada autorización  por  el  Juez  de  Saato 
Domingo  de  Málaga  para  procesar  á  nn 
guarda  rural  por  atribuirle  lesiones  á  un 
pastor  se  declara  que  en  el  estado  actual 
del  expediente  no  aparece  dato  aifrano 
por  el  cual  pueda  deducirse  quién  ftese 
el  agresor,  si  el  guarda  qne  cuidaba  del 
campo  ó  el  pastor ;  y  que  por  ahora  no 
hay  méritos  para  conceder  oí  negar  la 
autorízaeion.  {Gac.  2  agosto.) 

•e«isÍHde20  de  jalio  de  (S6(. 

Üso  legitimo  de  autoridad.  Se  con- 
firma la  negativa  del  Gobernador  deBiir- 

§ os  para  procesar  al  Teniente  de  Alcalde 
e  Yillatuelda,  D.  Isidro  González,  por 
que  vigilando  si  se  cometiao  hurtos  de 
lefia  en  el  monte,  mnndó  parar  el  carro 
de  un  vecino ,  y  espantándose  el  ganado 
causó  daño  al  conductor,  pues  que  no 
hubo  imprudencia  temeraria  en  lo  qne 
mandó,  estando  en  sus  atribuciones. 
(Gac.  3  agosto.) 


M.  M.  Alcubilla,  Director propietaHrio, 
y  Editor  responsabli. 


El  Consejo  de  Estado  establece  en  rC'Sil^-L'k^ijSSS&t^^^^^ 
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IpMice  5.*  i  loBoX  del  KuÍHtrit  de  IdniistracÍM. 


nm  immm. 

LejrM,  déeref««,  resida  ArJeneay  elrev 

880.  PBBSIDIOS.--R.  D.  de  23  de  na- 
Tiembla,  »utori8ando  al  Dirnotor  geaoMl.  de 
estamacimientOB  penaleft  para  adúliüir  am 
•ubaM  el  vestuario  y  equipo  dtléiWidltH 
rioa»  7  UmmB,  linoa  otdv  paca  m  ^sM^  A.... 

(GoB.)  «En  atención  á  la  ii|ge|J\e' nece- 
sidad áe  proveer  d  lodos  los  |mi>aiio^  en  los 
presidios  del  reino  de  las  prendas  de  vps- 
luario  y  equipo  que  les  señala  la  ordenanza, 
y  á  la  convenipneia  que  ha  de  resultar  de 
que  se  confeccione  dicho  "vestuario  y  equipo 
^or  ios  mismos  conñnados  deulro  de  los  es- 
tablecimientos penales,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  los  parraros  sélímo  y  décimo,  ar^ 
liculo  6.®  del  R.  D.  de  27  de  febrero  de  1852; 
de  conformidad  con  etl^  pifeeer  de  la  sección 
de  Gobernación  y  r<imé6^o  del  Consejo  de 
Estado,  y  de  acuerdo  con  el  de  mi  Consejo 
de  Ministros, 

Vengo  en  autorizar  al  Director  general  de 
establecimientos  penales  para  que  pueda  ad- 
quirir sin  las  formalidades  de  subasla  públi* 
ca  e!  vestuario  y  equ'po  que  conceptúe  ne- 
cesarios para  las  atenciones  de  dicho  servi- 
cio, y  para  que  pue(lí\  hacer  confeccionar  por 
vía  de  ensayo  y  p^r  lus  mismos  confinados 
dentro  de  los  cstahl  -cimientíís  penales  las 
mantas,  paños  y  Ií  mizds  que  se  necesiten  pa^ 
ra  construir  dichos  vestuario  y  equipo  ,  ad- 
quiriendo al  efecto^  (auibien  sin  las  formali- 
dades de  público  remate,  las  lanas,  linos,  cá- 
ñamos é  hilazas  necesarios,  dando  ''n  su  dia 
cuenta  á  mi  Gobíenio  ijel  u^^o  que  hleípre  de 
esta  autorización,  uado  en  Pal  íelo  i  2S  de 
noviembre  de  1806  Está  rubricado  de  la 
real  mano. — El  Ministro  de  la  Goh^r  iacion, 
Luis  González  Bra''0.»  (Gac.  29  uovieinbrr.) 

881.  BJERCITO  — R.  J>.  de  29  á'?  noTlem- 
bre  de  X8d0,  lijet^^olo  le  a  pxíju3íí.'Íq!^  ^  aue  Ivan 
deauietajrs3  loa  aaoeueoa  ea  las  claseade  tro- 
pa: cabos  7  sargentoa:  serrioios  oanipaña. 

(GommA.)  «Exposición  á  S.  li.<-«Seño- 
ra:-<-£l  R.  D.  de  30  de  ju'io  úUimo  íija  k« 
prrneipioe  á  que  tiaii  de  sujelars^^  ios  aeeen- 
806  en  ias  ciases  de  j<*fe8  y  oficiales  del  ején- 
cito;  7  ai  someterlo  á  la  aprQH.i<tioii  de  Vm»» 
tra  Maíeetad  el  Ministro  que  suserii^e,  se 
proponía  presentar  oportanamentei  cual  lo 
Tomo  X  del  Duu?. 


v^riñea  hoy,  las  disposiciones  que  para  el 
mismo  aooeepto  deben  de  regir  respecto  da 
las  otases  de  trapa. 

fil  detenido  estudio  de  esta  eaestion  ha 
heciio  ver  que,  sin  razón  qua  lo  jnsliBque, 
existe  en  dos  de  ias  armas  é  institutos  una 
sola  alase  de  cabos  con  el  haber  señalado  á 
los  de  primera ,  y  la  armonia  en  la  organi*- 
sacion  exige  que  desaparezca  tal  desigual- 
dad ,  restafoleciendo  en  aquellas  ta  clase  de 
eafeos  segumlos  qua  se  conserva  en  todas 
las  demns*  £sla  medida,  por  otra  parte,  ile- 
vará  también  alguna  eeoaomía  á  las  presu- 
puestos. 

B^taiblaeido  para  et  ascenso  «n  los  ofieia* 
les  y  jeíes  el  sistema  de  rigorosa  antigüedad 
sin  d«>feetos,  es  indispensable  qne  en  Tas  ela-* 
ses  inferiores  se  depuren  las  condiciones  del 
personal  todo  lo  posiiile,  procurando  bosear 
la  mayor  aptitud  á  fín  de  que  la  de  sargen* 
tos  primeros  tenga  toda  la  necesaria  para  que 
sus  in^lividuos  ocapen  por  antigüedad,  en  la 
proporción  que  les  corresponda,  las  vacan- 
tes de  subteniente  d  alféres*  En  esta  consi- 
deración se  funda  la  aplicaoton  del  principio 
de  eleeoion  á  loe  ascensos  desde  soldado  has- 
ta sargento  segundo  incíasive,aombinándolo 
con  el  de  antigüedad  para  pasar  de  esta  ela«» 
se  á  la  de  sargento  primero. 

El  prévio  examen  de  sufioieneia  y  las  de* 
más  eondáeiones  que  se  establecen  para  estos 
ascensos,  así  como  la  apNcacíen  á  las  otases 
deqiieae  trata  de  los  principios  generales 
que  prohiben  el  ascenso  sin  vacante;  la  con* 
C(*8Íoo  de  grados  y  los  pasas  de  nn  arma  á 
otra,  y  aun  dentro  de  estas  con  ^lo  las  ex- 
eepeioMes  indispensables,  son  disposiciones 
que  se  apoyan  «n  las  mismas  razones  á<h  boe* 
lia  organizacio<i  qno  V.  M.  se  ha  dignado 
apreciar  al  adoptarlas  para  loajefes  y  otieia- 
Ips;  y  en  aiiálog^  consideración  se  funda  tam- 
-bien  la  aplicación  á  las  ciases  inferiores  da 
lo  esiabiecMo  |wa  aquellos  respecto  de  re» 
isompensas  en  t<empo  de  guerra. 

Tales  son,  Señ  ira,  las  bases  principales 
d4*l  adjunto  proyecto  de  decreto  que  el  Mi- 
nistro qu**  suscribe^  de  ae^ierdo  con  el  Con- 
sejo de  Ministros,  tiene  el  alto  honor  de  so- 
meterá la  aprobacinu  de  V,  M.  Madrid  29 
de  noviembre  de  1866.— Si»ñora: — A  L.  R. 
P.  de  y.  M.— El  Duque  de  Valencia. 

BgAX.  |UBCRBT0« 

Coftforanáfidome  coa  lo  propuesto  por  mí 
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Ministro  de  la  Guerra ,  de  acuerdo  coa  el 
Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  síg^uiente: 

Artículo  1.^  Los  empleos  en  la  clase  de 
tropa  aerán  los  de  cabo  seg^ndo^  calx>  pri- 
mero, sargento  segundo  y  sargento  primero. 

Art.  3.**  Los  ascensos  á  dichos  empleos 
dentro  de  todas  las  armas  é  institutos  del 
ejéretlo  tendrán  lugar  en  la  Corma  siguiente: 
de  soldado  á  cabo  segundo,  y  de  cite  em- 
pleo al  de  cabo  primero,  por  elección  en  ca- 
da compañía  ó  escuadrón ;  de  cabo  primero 
á  sargento  segundo,  por  elección  en  cada 
batallón,  regimiento  de  caballería  6  artille- 
ría montada,  tercio  ó  comandancia  de  cara» 
binaros;  de  sargento  segundo  á  sargento  pri- 
mero, dando  una  vacante  á  la  antigüedad  y 
otra  á  la  elección  deotro  de  cada  regímieo* 
to,  tercio  ó  distrito. 

Art.  3.^  Los  sargentos  primeros  forma- 
rán un  solo  escalafón  en  cada  una  de  las  ar<* 
mas  ¿  institutos,  comprendiendo,  conforme 
á  lo  mandado,  el  escalafón  de  infantería  los 
individuos  de  dicha  clase  del  cuerpo  de  in- 
genieros é  institutos  de  á  pié  del  de  artille- 
ría, y  el  de  caballería  los  pertenecientes  á 
los  institutos  montados  del  ultimo  de  los  ci- 
tados cuerpos. 

Art.  4.^  El  ascenso  de  sargento  primero 
á  subteniente  ó  alférez  se  verificará  por  an- 
tigüedad en  todas  las  armas é  institutos ,  te- 
niendo los  individuos  de  dicha  clase  que 
componen  los  escalafones  de  las  armas  de 
Infantería  y  caballeria  derecho  á  la  terce- 
ra parle  de  todas  las  vacantes  definitivas  que 
de  los  referidos  empleos  de  subteniente  ó  aU 
férez  ocurran  en  las  mismas;  y  en  Guardia 
eivii  y  carabineros  á  las  tres  cuartas  parles 
de  las  vacantes,  siendo  las  restantes  de  pro- 
visión del  ejército,  conforme  á  ío  que  se  ha« 
Ha  vigente. 

Art.  5.^  Para  Ascender  desde  soldado 
basta  sargento  primero  será  circunstancia 
precisa  haber  servido  cuando  menos:  de  sol- 
dado á  cabo  segundo ,  seis  meses ;  de  cabo 
segundo  á  cabo  primero,  seis  meses;  de  cabo 
primero  á  sargento  segundo,  un  año;  desar- 
gento segundo  á  sargunlo  primero,  un  año. 

Para  ascender  de  sargento  primero  á  aub- 
teniente  ó  alférez  serán  indispensables  las 
condiciones  siguientes: 

1/  Que  haya  vacante  correspondiente  al 
turno  de  sargentos  primeros. 

2.  ^  Haber  servido  los  ocho  años  que  pa- 
ra la  ciase  de  quiéitos  exige  el  art.  12  de  la 
ley  de  26  de  enero  de  1856. 

3.  *  Haberse  hecho  acreedor  á  la  conti- 
nuación en  el  servicio  por  no  haber  cometí - 
du  falla  a%una  desde  su  entrada  en  et  mió- 


mo,  y  haber  demostrado  amor  á  la  carrera, 
celo  i  inteligencia,  en  la  form»  prevenida  en 
el  «rl.  15,  tratado  11,  tít.  10  de  las  ordenan- 
zas generales. 

Art.  6.®  A  ios  ascensos  á  qne  se  refiere 
el  articulo  anterior  ha  de  preceder  necesa- 
riamente el  examen  de  aptiiud  que  para  las 
respectivas  clases  prefijan  las  ordenanzas 
generales  del  ejército  en  su  tratado- 1[«  adi- 
cionado con  las  materias  que  además  exija 
el  reglamento  especial  que  al  efecto  se  publi- 
cará. 

Art.  7.^  No  habrá  ascenso  sin  vacante 
que  lo  motive. 

Art.  S.**  (}ueda  prohibida  la  eoneesion  de 
grados  superiores  al  empleo  que  se  ejerce. 

Art.  9.®  Se  prohibe  el  pase  de  los  cabos 
y  sargentos  de  un  arma  á  otra ,  con  la  sola 
excepción  de  los  que  marcan  los  reglamen- 
tos de  los  cuerpos  de  reales  guardias  alabar- 
deros, carabineros,.  Guardia  civil  y  adminis- 
tración militar. 

Art.  10.  Quedan  igualmente  prohibidos 
los  pases  de  las  referidas  clases  de  un  cuer- 
po a  otro  dentro  de  la  misma  arma  ó  institu- 
to, exceptuándose  los  que  el  Gubierno  tenga 
por  convenienle  acordar  por  reconocida  uti- 
lidad del  servicio,  y  los  que  reclaman  las  dis- 
posiciones para  el  reemplazo  de  los  ejércitos 
de  Ultramar. 

Art.  11.  Los  sargentos  y  cabos  que  fue- 
sen desaprobados  en  Ires  exámenes  consecu- 
tivos perderán  el  derecho  al  ascenso,  y  los 
que  se  hallen  en  este  caso  no  podrán  conti- 
nuar erv  el  servicio  en  cuanto  cumplan  el 
tiempo  de  su  empeño. 

Arl.  12.  Cuando  por  efecto  del  regreso 
de  Ultramar  ú  otras  causas  exista  un  exce- 
dente en  el  personal  de  sargentos  y  cabos, 
se  destinará  á  su  amortización  la  mitad  de 
las  vacantes  definitivas. 

Art.  13.  Los  servicios  de  campaña  se 
recompensarán  con  cruces  de  María  Isabel 
Luisa  sencillas  y  pensionadas,  y  con  la  de 
San  Fernando  con  arreglo  á  la  ley  promul- 
gada en  18  de  mayo  de  1862  ;  y  en  los  ca- 
sos de  un  mérito  muy  especial  y  debida- 
mente justificado,  con  el  empleo  superior 
inmediato. 

Art.  14.  Las  vacantes  de  subteniente  ó 
alférez  causadas  por  muerte  producida  ó  as- 
censo obleiiido  eii  acción  de  guerra  serán  cu- 
biertas pér  los  ascendidos  por  igual  ooúcep- 
io  de  las  clases  de  sargenlos  primeros  y  ca- 
detes, y  á  falta  de  estos  por  el  turno  ^ue  cor- 
responda. En  los  mismos  términos  se  cubri- 
rán dentro  de  cada  regimiento  las  vacantes 
de  sargento  y  cabo  que  reconozcan  igual 
origen^  Dada  en  Palacio  á  29  de  noviembre 
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SQS.  AUTOFSIAS.-B.  O.  de  29  de  no- 
YiembTO»  declarando  que  la  de  18  de  Junio 
próziino  pasado,  ae  refiere  &  los  castos  mate- 
riales de  Jas  autopsias»  y  no  4  los  honorarios 
de  los  facultativos. 

(GlUC.  T  JosT.)  «Enterada  la  Reina  (que 
Dios  g^uarde)  del  expediente  promovido  por 
D,  José  Tomás  Trujillo,  médico  forense  del 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Motril,  en 
solicitud  de  que  se  le  abonen  por  el  Alcalde 
de  aqtiella  población  loa  derechos  devenga- 
dos en  la  práctica  de  dos  autopsias,  al  tenor 
de  lo  dispuesto  en  la  real  órden  expedida 
por  el  Ministerio  de  ia  Gobernación  en  18  de 
Junio  próximo  pasado,  y  circulada  por  este 
de  mi  cargo  en  5  de  julio  último;  y  conside- 
rando que  el  objeto  de  esta  soberana  resolu* 
cion  fue  allanar  los  primeros  obstáculos  que 
imposibilitasen  la  ejecución  de  dichas  ope- 
raciones, y  facilitar  al  propio  tiempo  los  me* 
dioff  materiales  para  cubrir  este  servicio  de 
carácter  siempre  urgente;  S.  M.,  de  acuer- 
do con  fo  informado  sobre  el  particular  por 
Jas  secciones  reunidas  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  y  de  Gobernación  y  fomento  del 
Consejo  de  Estado,  se  ha  servido  declarar 
que  Iñ.  real  órden  citada  se  refiere  única- 
mente al  abono  de  los  gastos  materiales  ne- 
cesarios é  indispensables  para  la  práctica  de 
las  autopsias  que  de  órden  judicial  se  veri- 
fiquen, y  de  ningún  modo  al  de  honorarios 
ó  derechos  que  devenguen  los  profesores  en 
las  referidas  operaciones,  los  que  deberán 
ser  satisfechos  en  su  caso  con  arreglo  á  las 
disposiciones  vigentes  en  la  materia.  De 
real  órden  etc.  Madrid  29  de  noviembre  de 
1866.— Arrazóla.— Sr.  Regente  de  la  Au- 
diencia de  )>  {Gao.  80  noviembre.) 

888.  EBTAPISTIOA  MBDICA.— Beal 
órden  de  21  de  noviembre  reclamando  d^e 
los  Oobemadores  listas  nominales  de  los  me- 
dióos, oiruiaaos ,  farmaoéutioos  y  veterina- 
rios. 

(GoB  )  oHace  mucho  tiempo  que  se  está 
careciendo  en  este  Ministerio  de  una  lista 
nominal  de  los  facullalivos  que  ejercen  en 
las  distintas  provincias  de  España;  y  siendo 
necesario  á  ia  Administración  tener  á  la  vis- 
ta este  importante  dato,  S.  M.  ha  tenido  por 
conveniente  disponer  que  se  reclame  de  to-' 
dos  los  Gobernadores  de  las  provincias  un 
estado  sobre  este  servicio,  comprendiendo 
4>n  primer  lugar  una  columna  con  los  nom- 
bres por  órdeti  alfabético  de  lodos  los  facuU 
lalivos íi|ue  existan  en  cada  provincia;  on 


segundo  lugar  la  localidad  en  que  prestan 
los  servicios  ó  ejercen  su  facultad;  en  ter- 
cero el  g^ado  acadéoiico  de  cada  cual,  ex- 
presapdo  si  es  doctor,  licenciado  ó  cirujano, 
.y  en  este  caso  determinando  su  categoría  ó 
clase;  y  ei>  cuarto,  si  es  libre  ó  Ulular;  sien- 
do al  propio  tiempo  la  voluntad  de  S.  M., 
que  se  acompañe  por  separado  un  estado 
igual  de  todos  los  farmacéuticos  y  otro  de 
los  veterinarios^  haciendo  constar  en  una 
casilla  de  observaciones,  que  será  la  última, 
cuanto  pueda  complelar  Ja  cstadialiea  que 
se  reclama  y  no  se  ajuste  á  los  conceptos 
que  se  determinan* 

De  real  órden  lo  c<>nvuaLco  á  V.  S.  para 
su  itiieligencía  y  efectos  consiguientes;  en- 
cargándole la  mayor  brevedad  en  la  remi- 
sión de  estas  noticias,  y  recomendándole  al 
propio  tiempo  que  cuide  de  dar  conoeimieO' 
lo  á  este  Ministerio  en  Jos  diez  primeroa 
dias  de  cada  mes  sin  interrupción  de  cuan- 
tas alteraciones  ocurran  en  el  citado  servi- 
cio, con  objeto  de  que  conste  á  la  Adminis- 
tración de  una  manera  verdadera  y  exacta 
el  movimiento  ealadistico  de  las  menciona- 
das clases  facultativas.  Dios  guarde  á  V.  S. 
muchos  años. — Madrid  21  de  noviembre  de 
1866.— González  Brabo — Sr.  Gobernador 
de  la  provincia  de...»  (Gaot  30  noviembre.) 

884.  FHBBO-OílBRIIi'OS.-B.  O.  de 
de  setiembre  nombrando  una  comisión  que 
estudie  y  proponga  aá  G-obiemo  los  medios 
de  extender  los  beneficios  de  las  vias  férreas 
&  las  oomaroas  situadas  fuera  de  las  aonas  de 
las  lineas  oonstruidas. 

(FoM.)  «Con  las  concesiones  de  caminos 
de  hierro  hechas  hasta  el  dia  puede  asegu- 
rarse que  se  hallan  por  lo  menos  atendidas 
en  lo  posible  Jas  necesidades  de  primera  y 
mas  capital  importancia  de  nuestro  país, 
que  cual  otros,  reclamaba  la  ejecución  de 
estas  útiles  vias  de  comunicación.  La  mayor 
parte  de  las  líneas  principales  ó  de  primer 
órden  están  ya  concluidas,  hallándose  todas 
las  demás  en  construcción  y  algunas  muy 
próximas  á  ser  abiertas  al  tráfico.  Parece, 
pues,  llegado  el  momento  de  que  los  pode- 
res públicos  se  ocupen  en  el  examen  de  los 
medios  mas  convenientes  para  extender  la 
benéfica  influencia  de  estas  vias  á  las  co- 
marcas situadas  fuera  de  las  zonas  á  que 
hoy  llega  su  acción,  acordando  a!  efecto  ia 
construcción  de  nuevas  líneas  de  carácter 
mas  secundario,  que  pongan  en  directa  y 
rápida  comunicación  con  las  arterias  princi- 
pales los  centros  pioduclores  y  de  consumo 
que  hoy  se  ven  privados  de  este  beneficio; 
contribuyan  al  desarrollo  de  sus  gérmenes 
de  riqueza,  entre  los  cuaJes  figuran  en  peí- 
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iiipr  término  los  abanclnnles  criaderOJi  de 
cacbon  i»o  exploltdos  todavía  por  ia  earen-> 
ría  de  íáaWea  caminos,  y  acrecienten  los 
rendimientos  de  aqnetios. 

No  se  oculta  al  Gobi»irno  de  S.  M.  las  di- 
ficultades que  presenta  la  resolución  de  este 
problema,  cuando  el  resultado  obtenido  en 
las  líneas  de  primer  órden  ha  sido  des^a- 
cindamente  poco  satisfactorio 'y  por  lo  mis- 
ma nada  favorable  para  bs  que  en  su  reali- 
zación han  invertido  sus  capitales:  este  re- 
sultado debido  seguramente  a  causas  que 
tudos  conoeemos,  entre  las  que  figuran  por 
una  parte  el  elevado  coste  de  nuestros  ferro- 
carriles, y  pot  otra  el  escaso  desarrollo  que 
tiene  todavía  el  movimíenlo  comercial  en 
nneetro  j^ís,  parece  natural  y  lógico  que  se 
llaga  «entir  en  mayor  escala,  tratándose  de 
vias  secundarías  «que  por  su  Índole  especial 
<iebe  6uponéree4as  de  menores  rendimientos 
<)<ie  las  ya  establecidas;  pero  de  estas  mis- 
uvas  consideraciones  se  desprende  ta  necesi- 
dad de  la  adopción  de  medidas  radicales,  y 
por  consiguiente  ta  de  esttrdrar  con  deteni- 
uiieutu  ios  recursos  económicos  que  ofrece 
cu  sus  distintas  zonas  la  Península,  para 
jar  las  luieas  que  como  complemento  de  las 
existentes  deben  con  preferencia  construirse, 
y  las  condicioiies  técnicas  de  que  deba  do- 
társelas teniendo  en  cuenta  los  progresos 
aluaiizuüos  en  la  construíseion  y  explotación 
üe  tus  ferro-carriles,  así  como  la  topografía 
de  nuestro  suelo,  para  reducir  cuunlo  posi- 
ble bea  el  coste  de  su  primer  estAbleoimfeen- 
to,  y  conseguir  huya  entre  este  y  los  r^idi- 
mienkis  de  cada  línea  la  relación  conve- 
niente y  necesaria  para  que  tos  capitales  se 
interesen  en  ku  realización. 

Al  primer  objeto  corresponde  la  formación 
d«  uu  plan  general  de  ferro-carriles,  que  con 
giun  previsión  acordó  e>iuiliar  en  1861  el 
poder  Ifgiblativo  y  que  está  á  punto  de  ter- 
minarse. Resia,  pues,  ocu|nir$c  del  estudio 
de  la  segunda  cuestión,  e!>encialmente  téc- 
nica; procurando  activarla  en  lo  posible, 
para  que  tos  aito^  podreres  del  Estado,  en 
cuanto  lo  perroi<tati  las  coiidicii>ne4  económi- 
cas del  país,  y  la  crisis  por  que  hoy  alravip- 
h  i,  piingaii  mano  en  asunto  imi  importante, 
diclanÜM  al  eieelo  tas  prescripciones  Cf>nve- 
i.iiMiles  y  efícacv'fl  para  promover  la  cunti- 
iiuttoiou  de  ta  red  de  ferro-carriles,  y  coti 
«:lia  el  desenvolvimiento  de  tantos  génnenes 
de  riqueza  que  Improductivos  encierra  nues- 
tro suelo,  (Contribuyendo  al  progreso  gene- 
r-d  4e  ia  industria.  Animada  S.  M.  la  Reina 
Ü.  G.)  por  ese  deseo,  y  cónvetiet<ta  de 
Ih  uenética  influencia  que  para  E^^paña ,  por 
-éii*  eapeeiaies  oondiciones  de  su  tercitorio, 


diíbe  tenor  la  aplicación  de  las  r  fíjrmnsqne 
tiendan  á  disminuir  los  gallos  del,  primar 
establecimiento  de  las  vias  férreas,  ya  por 
medio  del  aumento  de  las  pendientes  y  dis- 
minución de  los  radios  de  las  curvas,  ya 
también  por  ta  reducción  del  ancho  de  las 
explanaciones,  de  las  obras  de  fábrien  y  aun 
de  la  via,  reformas  ensayadas  con  éxUo  en 
Escocia,  Fi  aucia,  Alemania «  SiMza  ji  B>ta- 
dos-Unidos,  y  que  combinadas  con  un  »istf- 
ina  de  explolacioo  económico  han  dado  re- 
aultados  satisfactorios,  se  ha  dignado  dis- 
poner que  se  forme  una  comisitui  especial 
oompuusla  4a  los  inspectores  generales  d^t 
cuerpo  de  camiiic^s ,  canales  y  puertos ,  don 
Jaoobo  González  Arnao,  y  D.  Luis  de  Xor* 
res  Vildófiula,  y  dei  ingeniero  jefe  de  prioie- 
ra  cUsefdei  mismo  cuerpo  D.  Gabriel  Ro*- 
drigAiez  f  que  con  el  detenimiento  y  minu- 
ciosidad que  reclama  la  altísima  importan- 
cia de  este  asunto,  y  valiéndose  de  los  nu* 
mefosos  y  útiles  datos  adquiridos  sil  verifi- 
car el  reconoeimienio  de  las  principales  lí- 
neas 4101  extranjero  que  por  E.  O.  de  31  de 
iulio  del  año  próximo  pasado  les  fue  enco- 
meiuiado,  esludibo  y  propongan  al  Gobierao 
en  una  sucinta  memoria  cuaulo  orean  icoo* 
veniente  at  objeto  expresado,  procurando 
«n  lo  que  sea  compatible  con  ta  reoMiocida 
4 m portañola  de  este  delicado  asunta  abre- 
viar el  reaultado  de  sus  trabajos.  A  este  Qn« 
y  para  dolar  á  ia  comisión  de  los  elementos 
uecenarios  para  llevar  á  cabo  «u  cometido» 
se  la  autoriza  á  la  inmediata  adquisición  del 
materiai  y  personal  que  sea  puramente  in* 
dií«(K'Asable,  con  cargo  al  capítulo  25,  ar- 
ticulo ónico  del  presupuesto  extraofdinario 
de  gastos  vigente. 

De  reai  órd^n  lo  digo  á  V.  E.  para  su  co- 
nocimieato  y  efectos  consiguieoles..  Dio^ 
guarde  á  V.  fi.  muchoíí  años. — Madrid  1/ 
de  seúembre  de  1866.— Orovio.— Sr.  Direc- 
tor general  de  obras  públicas.»  (Gas.  2  te- 
iiembre.) 

386.  EJIFSROITO.— B.  D."  de  SO  de  no- 
vi^^ibre,  sobre  el  sueldo  pasivo  de  los  Jofda 
7  o  -.oialis  qad  air«ren  vUstinos  polldco-miii- 
tar.'s. 

(GtjmiiA.)  «Conformándome  con  lo  pro- 
ptijsto  por  mi  Ministro  de  la  Guerra,  de 
acuerdo  con  el  C*Mi>^jo  de  Ministros, 
Vengo  en  decretar  lo  sigutenie: 
Arlícnio  l.**  Los  jefe»  y  oficiales  del 
ejército  que  sirvan  «lesttnos  polilico*mHita- 
res  no  tendrán  derecho  á  otro  s4»«ldo  pasrvo 
^ue  el  que  1m  corre^HMid^a  poi-  su  empleo 
militar  y  aíios  de  servicio ,  con  sujeción  á  K> 
que  deteriuiuan  las  leyes.  Los  ^epernles  y 
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brig^adteres  no  podrán  optar  á  otra  situación 
q.ue  la  de  cuartel  señalada  para  estas  clases 
y  á  la  exeticiou  d**l  servicio. 

Art.  2.**  Los  Individuos  de  los  cuerpos 
auxiliares  y  polílico-iuililares  á  que  s<»  re- 
fiere el  arl.  6.  de  la  ley  de  retiros  de  2  de 
julio  de  1855,  cuyas  c  il^^g^orías  6o  ha'Ufi 
respoclivnmeiile  asitiiíladas  á  empleos  del 
ejército  hasta  el  de  coronel  inclusive,  debe- 
rán obtener  el  mismo  retiro  que  sus  asimi- 
lados del  arma  do  infaulcrfa;  y  los  que  no 
tienen  asimilación  recibirán  el  retiro  corres- 
pondiente al  su.Udo  que  disfrutan  y  á  sus 
años  de  servicio  en  la  pro^)orcion  establecida 
en  el  arl.  2.®  de  1»  ley,  sin  que  u.ios  ni  otros 
tengan  opción  á  las  ventajas  que  expresólo 
los  artículos  3.®  y  4.®  de  la  misma. 

Arl.  3.^  Los  in  iivídijos  de  los  cuerpos  á 
que  hace  relación  el  artícuio  anterior,  cuyas 
categorías  e:>(áii  asimiladas  á  las  cias<*s  'le 
brigadieres  y  de  uiariaeales  de  campo, 
las  cuales  no  existe  otra  &iluac¡on  definitiva 
análoga  á  la  de  retiro  que  la  de  exentos  del 
servicio ,  arriíglarsn  su  r?tiro  r^n  'a  mi^^mti 
proporción  centesimal,  lomándose  coiu<^  ti- 
po máximo  corrcspondi'^ntti  á  los  35  años 
de  servicio  par  1  los  asimilados  á  br'g^tíier 
el  de  3.200  escudos,  y  para  los  asimilados á 
mariscal  de  campo  el  de  i  000  e>cudos ,  se- 
ñalados respeclivainenle  d  la  situación  de 
exentos  de  s  rvicio  on  estas  dos  clases ,  y 
considerándose  estos  tipos  como  las  90  cen- 
tésimas d-'l  su  Ido  reg uhd  -r. 

Art.  4.**  Queda  derogado  desde  e^ta  f 
cha  el  derecho  á  jubilación  para  todos  los 
individuos  del  ejército,  cualquiera  que  sea 
8u  empico,  cuerpo  ó  instituto  en  que  sir- 
van ,  aunque  sea  .m  los  auxiliares  ó  corpo- 
raciones político- militares.  D  tdo  en  Palacio 
i  30  de  noviemt>re  de  1866.— Bstá  rubrica- 
do de  la  real  mano. — El  Ministro  de  la 
Guerra,  Ramón  María  Narvaez.»  (Gae.  2 
dicimbre.) 


•eiitettclAti  del  TrlbOBAl  Hoprenie  ea 
re«arMfi  de  easaeiM  9  nllted  é  ki- 
|M«ilclA  neterlA. 

PRESCRIPCION.  Según  la  ley 
tu.  29,  Partida  5.^  f  las  cosas  raices  se 
puedan gamr  por  tiempo  de  diez  años  en- 
tre presentes  y  veinte  entre  ausentes ,  ha- 
hiendo  justo  titulo  y  buena  fe  asi  en  el 
que  enajena  eomo  en  el  que  recibe.  Los 


actos  de  un  tercero  no  favorecen  ni 
perjudican. 

CONTRATOS  Y  OBLIGACIONES. 

Es  principio  Icíjal  que  el  padre  de  fami' 
Un  pt{ede  adquirir  por  si,  por  su  mujer, 
por  sus  hijos,  y  aun  por  ¡^us  criados .  con 
tal  que  expresa  ó  tácitamente  acepte  \as 
consecuencias  de  los  contratos  que  eUos 
Cilebren.— Cuando  se  hace  una  venta  i 
favor  de  mujer  casada ,  sin  licencia  de 
su  marido,  solo  el  marido  puede  pedir 
su  nulidad,  surtiendo  sino  todos  los  efec- 
tos  legales. 

Sentencii  de  27  de  jonio  de  1866. 

Pieito  seguido  en  un  Juz<;ado  de  Ma- 
drid y  Sala  tercera  de  la  Andieoí-ia  ter- 
ritorial ,  por  D.  Nicolás  Muñoz  y  Fernán* 
(i^'z ,  sirtirogado  en  los  derechos  de  doña 
María  Ana  Aivarcz  de  Toledo,  con  don 
Juan  de  las  Bán^enas,  como  marido  de 
doña  Tomasa  Norzapraray,  sobre  reivin- 
díi'acíon  dt  parte  de  una  casa.  Como 
fundamento  de  la  demanda  se  expuso  que 
los  poseeíiores  de  bienes  amnyorazgadn<) 
qne  habían  fallecido  desde  1820  á  'i825 
habían  trasmitido  la  mitad  á  sus  hrrodc- 
ros,  y  que  por  cualquier  título  que  se  hu- 
biera Irasferido  después  la  propiedad  de 
los  niisiDos  ¿ebia  devolverse  á  aquellos, 
en  cayo  caso  se  hallaba  la  parte  de  casa, 
perteneciente  á  la  mitad  libre  de  una  vin- 
culación cuya  posesión  se  dió  en  .i82i  á 
doña  CafaKoa  del  Castillo,  de  quien  era 
siícesora  la  nnrle  demandante. 

D.  Juan  de  las  Bárcenas  impugnó  la 
demanda,  alegando  que  vendida  la  casa  á 
censo  reservativo,  con  autorización  de  la 
policja  urbana,  por  causa  de  ruina  y  orna- 
to público,  no  eabta  disputar  al  compra- 
dor la  propiedad,  fuera  aquella  libre  ó 
amayorazgada,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en 
la  ley  7.%  tít.  i9,  lib.  5.*  de  la  Novísima 
Recopilación:  que  fallecida  doña  Catalina 
del  Castillo  cuando  todavía  se  hallaban 
vigentes  las  leyes  vinculares,  no  había 
trasmitido  á  sus  herederos  el  derecho  á 
sucrder  en  la  mitad  de  la  casa  en  cue«:- 
tion;  y  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  la 
demandante  hubiera  sido  alguna  vez  due- 
ña, obstaría  á  la  demanda  la  prescripción 
ordinaria,  porque  habiendo  trascurrido 
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Titas  (lo  50  años  «in  hacerse  redamación 
silguna,  había  panado  dona  Tomasa  Kor- 
zagaray  el  (iominio  de  la  casa  ó  del  censo 
(\uc  la  subrogó. 

Seguido  ei  pleito  por  siis  trámites  y 
diclaíla  sentencia  que  confirmó  con  costas 
la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  absolvien- 
do á  D.  Juan  Bárcenas  de  la  demanda, 
interpuso  Muñoz  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  infringidas  muchas  leves,  y 
entre  ellas  los  aris.  2.^  5.^  6.^  9?  y  iO 
do  la  lev  de  19  de  agosto  de  184i  sobre 
vinrulacionrs,  la  18,  lít.  29.  Partida  3.*, 
sobre  prescripción  ordinaria;  en  cuanto  se 
consiílcríiba  nizon  derecha  y  justo  título 
la  esrriiura  de  compra  á  céñso  por  doña 
Josefa  Pereda,  la  ley  11,  til.  1.^  lib.  10 
de  la  Nov.  Recop. ,  por  haber  contratado 
sin  licencia  de  su  marido;  la  doctrina  le- 
gal de  que  sin  ella  carece  la  mujer  casada 
de  personalidad  para  comparecer  en  jui- 
cio 6  contratar  válidamente,  doctrina  es- 
tablecida en  las  sentencias  de  este  Supre- 
mo Tribunal  de  2o  de  setiembre  de  1861, 
12  de  junio  de  1863  v  3  de  junio  de  1865; 
la  ley  44,  lit.  15,  Partida  5/,  por  haber 
recaido  la  adquisición  en  favor  de  D.  Do- 
mingo Norzagaray,  que  tenia  en  prenda 
la  cosa  comprada^  ele,  etc. 

Pero  el  Tribunal  Supremo  declara  por 
su  sentencia  de  27  de  junia  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación: 

«Considerando  que  según  la  ley  18,  filulo 
29,  Partida  3.* ,  una  de  las  citadas  en  el  re- 
curso, y  en  la  que  también  se  funda  la  sen- 
tencia, las  cosas  raices  se  pueden  ganar  por 
tiempo  de  10  años  enlre  piesenles  y  20  en- 
tre ausentes,  siempre  que  se  háyan  adqui- 
rido en  virtud  de  un  justo  título, .y  que  asi 
el  que  la  enajena,  como  el  que  la  recibe  ten- 
gan buena  fé: 

Considerando  que  declarada  de  libre  do- 
minio y  disposición  la  casa,  cuya  propiedad 
8P  dispula  ,  por  auto  de  26  de  setiembre  de 
1837,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  las  leyes 
de  dcsvinculacion,  y  procedídose  á  su  venta 
á  censo  reservativo,  después  de  practicadas 
todas  las  diligencins  prevenidas  por  la  ley 
til.  19,  lib.  3.*»  de  ta  Nov.  Recop. ,  esta 
venta  constituye  un  justo  y  legitimo  título, 
al  que  acompaña  la  buena  fé,  tanto  por  parle 
del  vendedor,  como  del  comprador,  puesto 
que  se  verificó  en  virtud  de  autorización  ju- 
dicial: 


Considerando  que  realizada  la  venta  en 
24  de  diciembre  de  1839,  y  no  habiéndose 
interpuesto  la  demanda  hasta  9  de  noviem- 
bre de  1863 ,  ha  trascurrido  con  exceso  el 
tiempo  prefijado  por  la  ley  antes  citada  para 
la  prescripción  de  cosas  raíces  aun  entre  au- 
sentes: 

Considerando  que  la  demanda  interpuesta 
por  los  herederos  del  vendedor  sobre  nuli- 
dad de  la  redención  del  censo ,  en  cuanto  á 
la  mitad  reservable ,  que  terminó  portransac- 
cion ,  no  puede  aprovechar  al  demandánle 
para  el  objeto  de  interrumpir  la  prescripción, 
puesto  que  los  actos  de  un  tercero  ni  favo- 
recen ni  perjudican: 

Considerando  que  siendo  principio  legal 
que  el  padre  de  familia  puede  adquirir  por 
sí,  por  su  mujer,  por  sus  h  jo^,  y  aun  por 
sus  criados,  con  lal  que  expresa  ó  tácita- 
mente acepte  las  consecuencias  de  los  con- 
tratos que  estos  celebren ,  aun  cuando  la 
venta  se  hiciera  á  favor  de  una  mujer  casa- 
da, sin  licencia  de  su  marido,  no  habiendo 
pedido  este  la  nulidad  ,  que  es  al  que  úni- 
canienle  compelia  la  acción  ,  surtió  todos  los 
efectos  legales: 

Considerando  que  si  bien  es  verdad  que  el 
que  tiene  una  cosa  en  prenda  no  la  puede 
comprar  cuando  se  ponga  en  venta  para  ha* 
cerse  pago  de  la  deuda,  á  cuya  seguridad 
halle  constituida ;  esto  no  se  entiende  si  lo 
hace  con  otorgamiento  é  ':on  placer  del  señor 
de  ella^  que  es  el  caso  de  esto<«  autos: 

Considerando  qde  aun  cuando  ha  sido  ob- 
jeto de  debate  en  estos  autos  la  cuestión  re- 
ferente á  los  derechos  que  pudieran  trasmitir 
á  sus  herederos  los  que  habiendo  sucedido  en 
bienes  que  hablan  sido  vinculados,  desde  1.** 
de  octubre  de  1820  hasta  1.**  del  mismo  mes 
de  1823,  fallecieron  antes  de  30  de  agosto 
de  1836  ,  habiéndose  estimado  por  la  ejecu- 
toria, cuya  casation  se  pretend»,  la  excepción 
de  prescripción  alegada  por  el  demandado 
carece  aquella  de  ¡aterés,  toda  vez  que  os- 
la proceda: 

Y  considerando  que  por  lo  expuesto  no  se 
han  infringido  las  leyes  que  en  gran  número 
se  citan  en  el  recurso.»  {Gae.  3  de  agosto,) 

PBUBBAS,  Cuando  no  se  litiga  $0' 
bre  la  existencia  de  ma  vinenlacion, 
siuo  sobre  si  tales  ó  cuales  fincas  deter- 
minadas pertenecen  ó  no  á  ella,  la  apre- 
ciación de  la  prueba  debe  hacerse  na  per 
lo  que  dispone  laleyi.*,  tit.  17,  lib.  iO-de 
la  Nov.  Recop.,  que  $e  refiere  á  la  manerm 
de  probar  la  existencia  de  las  vincnlacio* 
neSf  sino  con  arreglo  á  las  leyes  qüc  d«« 
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tevmimn  el  valor  de  las  piabas  co- 
munes, 

&Blmia  de  28  de  jonio  de  1866. 

Pleí(o  seguido  eD  el  Juzgado  de  lafies*^ 
to  y  Audíeucia  de  Oviedo  por  D.  José  y 
D.  Vicente  Pelaez  y  otros,  coo  D.  Fernan- 
do Llano,  sobre  división  de  un  solar,  á  que 
se  opuso  éste ,  sosteniendo  que  no  proce- 
día por  haber  sido  la  casa  de  vínculo,  y 

f)ertenecerle  á  él  en  este  concepto  el  so- 
ar.  Practicada  prueba  por  las  parles  dic- 
tó sentencia  el  Juez  de  primera  instancia, 
que  revocd  la  Sala  primera  de  la  Audien- 
cia en  24  de  noviembre  de  i 865,  decla- 
rando de  libre  disposición  el  solar  de  la 
caea  sita  en  la  calle  de  la  Colegiata ,  nú- 
mero 6,  de  la  villa  de  Infiesto,  mandando 
se  dividiera  entre  los  demandantes  y  el 
demandado. 

Llano  interpuso  recurso  de  casación, 
citando  como  inrringidas,  en  cuanto  se 
estimaba  la  división  del  solar  de  ta  caf^a: 

1.  ^  La  ley  ii  de  Toro,  1.*,  tít.  17, 
libro  iO  de  la  Nov,  Recop.,  que  expresa 
que  el  mayorazgo  se  puede  probar  por  la 
escritura  de  institución  de  él,  pero  no 
exige  que  tal  escritura  determine  iadivi- 
dual  y  señaladamente  todas  y  cada  una 
de  las  (incas  de  su  dotación,  extremo  que 
podía  acreditarse  por  oíros  medios. 

2.  *  La  doctrina  establecida  por  este 
Supremo  Tribunal  en  la  sentencia  de  41 
de  octubre  de  1858,  en  que  se  decidió  que 
DO  debe  limitarle  la  prueba  documental 
del  mayorazgo  á  la  escritura  de  institu- 
ción, cofl  exclusión  de  todo  otro  documen^ 
to,  dato  y  comprobante  que  concurrieran 
al  mismo  Gn: 

Y  3.**  La  jurisprudencia  establecida 
también  por  este  Supremo  Tribunal  en  el 
fallo  de  27  de  febrero  de  186o,  que  esta- 
blece, que  poseídos  los  bieoes  que  han 
sido  vinculados }  trasmitidos  con  este  ca- 
rácter por  espacio  de  84  años,  no  es  legal 
ui  conducente  la  petición  de  que  se  decla- 
ren libres,  toda  vez  que  el  recurrente  te- 
nia acreditado  por  medio  de  fesligos,  que 
la  casa  de  la  calle  de  la  Colegiata  habla 
venido  disfrutándose  como  perteneciente 
jil  mayorazgo  de  la  Estrada  por  lodos  los 
poseedores  de  él  en  sus  diverjas  genera- 


ciones, desde  el  primer  llamado  hasta  don 
Vicente  Alvarez  Pilona,  que  con  sus  her- 
manos había  enajenado  en  18o7  al  recur- 
rente los  bienes  libres  y  vinculados  de 
dicha  casa: 

T  el  Tribunal  Supremo  declara  haber 
lugar  al  recurso  por  sentencia  de  28  de 
junio  en  los  términos  siguientes: 

«Considerando  que  al  eslableeer  la  ley 
1  líl.  17,  libro  10  de  la  Nov.  Recop.  los 
medios  especiales  para  probar  la  fundación 
ó  existencia  de  ios  mayorazg^os,  no  exi^e  la 
misma  especialidad  para  justifícar  que  de- 
terminados bienes  corresponden  á  una  vin- 
culación que  no  se  ha  puesto  en  duda;  hecho 
que  por  consiguiente  está  sometido  á  los 
medios  comunes  de  prueba : 

Considerando  que  ambas  parles  están  con- 
formes en  la  existencia  de  la  vinculación 
fundada  por  el  presbítero  D.  Rafael  Alvarez 
de  Molina,  y  solo  ha  sido  objeto  de  este  liti- 
gio el  determinar  si  la  casa  sita  en  la  calle 
de  la  Colegiata,  núm.  6,  de  la  villa  del  In- 
lleslo  pertenece  ó  no  á  dicha- vinculación:. 

Considerando  que  practicada  «'.on  tal  mo- 
tivo la  prueba  instrumental  de  testigos  y 
posiciones  que  las  partes  han  creído  condu- 
cente, su  apreciación  en  conjunto  ha  debido 
hacerse  por  la  Sala  sentenciadora  con  arre- 
glo á  la^  leyes  que  delerníiinan  el  valor  legal 
de  las  pruebas  comunes,  y  no  por  lo  que 
dispone  la  1.*,  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísi- 
ma Recopilación  citada  al  principio,  por  re* 
ferirse  tan  solo  á  la  especial  que  es  necesaria 
para  probar  la  existencia  de  las  vincula- 
ciones: 

•Y  considerando  que  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Oviedo,  separándose  de  estos 
principios  al  dictar  el  fallo  reclamado,  ha 
infringido  la  ley  I.**,  til.  17,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  en  la  que  principal- 
mente le  funda; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos haber  luprar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D,  Fernando  de  Llano,  y  en 
8U  consecuencia  casamos  y  anulárnosla  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  primera  de 
la  Audiencia  de  Oviedo  en  24  de  noviembre 
de  1865,  en  cuanlo  por  ella  declara  de  libní 
disposición  y  parlible  entre  demandantes  y 
demandado  el  solar  de  la  casa  de  la  calle 
de  la  Colegiata,  uúm.  6,  de  la  villa  del  lu- 
üesto,  único  punto  á  que  se  ha  contraído  el 
presente.»  (Gae.  da^oito.)  > 

OBLIGACIONES.  La  ky  1  Utu- 
to 1."*,  lib.  \0  de  la  Nov,  Recop.,  tiene 
por  único  objeto  la  constitución  de  las 
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obligaciones  con  relación  i  m  forma  y  no 
$e  opone  á  la  rescisión  ele  ellas,  ¿tites 
bien  procede  esla  con  an-eglo  á  lá  i.*  del 
mimo  titulo,  ó  at  maws  la  reparación 
del  perjuicio  sufrido. --No  puede  darse 
el  carácter  de  translación  á  una  eséri- 
tura  que  no  tuvo  por  objeto  decidir  tm  de- 
cidió la  cuestión  que  posteriormeiHe  es 
motivo  del  pleito. 

Soiteacia  de  28  de  juaíe  de  i866. 

Declara  la  Sala  primera,  sección  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  no  haber  lu» 
/:ar  al  recurso  de  casación  inlorpueslo  por 
Juan  Lodo  contra  la  senleooift  de  la  slata 
.«Cfiunda  de  la  Audiencia  de  íaCoruna,  ^n 
pleilo  ron  su  hermano  Jo^é,  sobre  euire- 
p  de  (incas,  ganados  y  muebles  qne  se  le 
babían  adjudicado  en'  una  escritura  «ie 
partición  de  24  de  diciembre  de  ÍS6%  en 
la  que  aprobaban,  coníhmaban  y  ralifii  a- 
ban  la  partición ,  obligándose  á  no  recla- 
mar contra  elfa.  Impugnada  la  demanda 
por  José,  fundándose  en  que  hubo  cesióu 
en  la  escritura ,  de  acuerdo  con  sus  pre^ 
tensiones  dictó  su  sentencia  ta  referida 
Sala  en  4  de  enero  de  1866,  declarando 
ineíicaz  é  insubsistente  la  escritura  de  di- 
visión de  1862  por  haber  mediado  co  Afila 
errores  de  hecho  que  causan  lesión  enor- 
me al  desmandado,  ¡a  hacían  rescindibte; 
y  en  su  consecuencia  absolvió  á  este  de  la 
ílemanda,  con  reserva  al  demandante 
Juan,  para  que  después  de  ratiGcada  la 
partición  entre  ambos  hermanos  deduzca 
el  derecho  de  aue  se  crea  asistido. 

Contra  este  rallo  se  interpuso  el  recur* 
so  de  casación,  citando  como  infringidas 
las  leves  1/  y  2.*,  lít.  lib.  40  de  la 
Nov.  Recop.;  la  34,  tít.  14,  Partida  6.*  y 
otras,  y  no  se  eslimó  como  dejamos  di^- 
cho,  poV  sentencia  dte  28  de  junio: 

«Considerando  que  la  ley  1.*,  tít.  1.**,  li- 
bro 10  de  la  Nov.  Recop.  tiene  por  único 
objeto  la  conslKucion  de  las  obligaciones 
con  relación  á  su  Torma,  y  no  se  opone  á  la 
rescisión  de  ellas  cuando  esta  procede  con 
arreglo  á  otras  prescripciones  legales^ 

Considerando  que  la  escritura  de  24  de 
noviembre  de  ¿862,  objeto  del  presente  iili- 
gio,  no  ha  sido  impugnada  por  parto  de 
José  Ledo  Rodríguez  bajo  el  aspecto  de  su 
orma,  sino  que,  reconocida  eu  constitución 


legal;  tanto  por  la  misma  parle  eomo  por  el 
falto  ejecutorio,  ha  sido  combatida  y  decla- 
rada insubsistente  y  reHcindible  coioo  otor- 
gada á  virtud  de  errores  de  heeho  que  haii- 
producido  lesión  enorme  para  el  propio  Joné 
Ledo  Rodr^uez,  por  lo  cual  la  citada  ley 
no  ha  podiao  invocarse  como  infringida  en 
el  indicado  faik* : 

Considerando  que  la  ley  2.^  de  los  mis- 
moa  titulo  y  Jibro  sanciona  la  rescisión  de 
los  contratos,  ó  al  menos  la  reparación  del 
perjuicio  producido,  por  la  mencionada  can  - 
sa  de  lesión  ó  engaño  en  mas  di?  la  mitad 
del  justo  precio,  y  qne  la  Sala  senlencwdo- 
ra,  habiendo  teconoeido  la  existencia  de  tal 
leftiim  y  engaño  en  lá  reférida  escritura,  no 
ha  infrmgido  tampoco  esta  ley  declararvio 
la  resoisiun  que,  solicitada  oportunamente 
\XiT  la  parte  interesada,  procedía  coa  arre- 
glo á  sus  preceptos: 

Consideramlo  que  el  error  padecido  en  el 
otorgamiento  de  dicha  escritura  consistió 
en  haber  tenido  como  bienes  comunes  á  Ion 
dos  hermanos,  José  y  Juan  Ledo  Rodríguez, 
y  divisibles  entre  ambos  por  mitad  alguncM 
que  eran  de  la  exclusiva  pertenencia  del 
primero,  ya  por  deber  corresponder  A  la» 
vinculacionés  establecidas  en  1765  por  José, 
Francisco  y  Andrea  Ledo,  ya  por  formar 
parte  á^'.  las  herencias  de  Gregorio  y  Anto- 
nio Ledo,  que  le  fueron  trasmitidas  por  es- 
tos en  18t8al  contraer  su  matrimonio  eon 
Josefa  Lopt'z  Lamas  y  que  la  existencia  de 
este  error  comprensivo  de  h  lesión  indica- 
da, como  cuestiones  de  mero  hecho,  han 
sido  apreciadas  p<ir  la  Sala  sentenciadora, 
no  solamente  ea  méríto  de  las  escrituras  y 
documentos  presentados  por  el  demandado, 
sino  también  en  el  de  las  deciai aciones  de 
testigos  y  demás  medios  dt;  prueba  que  el 
mismo  ha  suministrado,  no  pudiendo  por 
lanío  prestar  apoyo  ni  pres?nte  recurso  la 
ley  3.*,  til.  16,  «ibro  10  de  la  Nov.  Reeopi- 
I ación,  los  Rs.  Ds.  de  31  de  diciembre  dn 
1829  y  29  de  junio  de  1830  y  disposiciones 
de  la  ley  hipotecaria  que  se  citan  por  no 
haberse  tomado  razón  de  dichas  escrituras 
en  el  oticio  de  hipotecas: 

Considerando  que  si  bien  la  parte  denian* 
d  »nte  ha  pretendido  sostener  el  cnmnli- 
m'.ento  de  la  mencionada  escritura  de  24  de 
noviembre  de  1802  caltGcándola  de  Irán» 
sHccion^  y  como  taJ  comprendida  en  la  ley 
34,  til.  14  de  la  Partida  5.*,  no  puede  legal* 
mente  atribuírsela  semejante  carácter,  pues 
que.  no  tuvo  por  objeto  decidir  ni  decidió 
la  cuestión  que  ha  sido  posteriormente  mo* 
livo  de  esie  pleito,  y  se  limitó  á  la  aproba- 
ción de  las  operaciones  de  medida,  (asaciou 
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j  parliclon  de  lo»  bienes  iíldn  en  Lemaiien* 
din,  praclicadat  por  ei  perito  Francitoo  Ca- 
ñete: v. 

Considerando  que  el  faHo  ejeculorio  no 
peede  ser  implicado  por  laa  dispoijcioiie* 
de  la  ley  l  Ki.  17,  libro  10  de  la  Novw- 
ma  Reoopililcion,  ó  tea  41  de  Toro,  ni  por 
Hi  doelrina  eiUblecida,  de  acuerdo  con 
ellas,  por  esle  Supremo  Tribunal  relaUva- 
mento  á  las  eondieiooes  de  la  prueba  dirr* 
gida  á  acreditar  que  ciertos  y  determinados 
bienes  son  vinculados,  pues  q«e  dicho  fallo 
no  atribuye  esta  calidad  á  bíenw  algrunos 
determinados,  y  nolo  así  reconoció  la  exis- 
tencia de  las  referidas  fundaciones  y  horen- 
cias  entre  los  bienes  qae  fueron  objeto  de  la 
expresada  parlicio<i: 

Considerando,  por  último,  que  tampoco 
puede  invocarse  útilmente  contra  la  ej*»cu- 
toria  la  ley  30  de  dicho  lít.  14,  Parüda  5.% 
sí»run  la  ctMil  no  puede  reclamarse  aquello 
que  te  para  á  sabiendas  de  que  no  se  deb^, 
porque  no  es  este  el  taso  del  presente  liU- 
g'io.n  {Gae.  6  a§o9to.) 


la  segunda  de  la  Audionda  de  Burgos, 
por  la  que  se  declaró  que  el  comua  y  ve- 
cinos de  La  Puebla  tienen  derecho  á  ser 
indemnizítdos  dd  valor  de  k»  moftles  de 
La  Guardia  que  han  sido  enajenados,  co- 
mo del  producto  de  lo$  árboles  subasta- 
dos en  jusla  proporción  de  lo  que  repre- 
sentaban vecínalnienle.  En  los  conside- 
randos se  establece  la  docUina  del  epí- 
grafe. (Gac.  8  agento.) 
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las  cuestiones  de  hecho  que  han  údo  obje- 
to de  prueba  do  testigoe,  se  ha  de  estar 
al  juicio  y  apreciación  de  la  Sala  ietiten- 
dadora f  siempre  que  con  dicha  aprecia" 
don  no  se  haya  infringido  alguna  ley  o 
doctrina  legal. t  En  tu  comecuencia  cotí- 
currietido  las  expresadas  circunstancias 
en  cuanto  á  la  prescripción  alegada  por 
el  demandado,  la  sentencia  aue  la  deses- 
tima no  infringe  las  leyes  7.*,  2í  y  26,  ti- 
tulo 23,  Partida  3/,  m  la  doctrina  esta- 
bluida  en  sentencia  de  28  de  sctiembre^ 
de  1864.  ,  ^, 

FEÜTOS.  Si  bien ,  con  arreglo  á  la 
ley      tu.  28  de  la  Partida  3.*,  tos  po 
seedores  de  buena  fé  no  están  obliga 
dos  á  devolver  los  frutos  percibidos,  para 
sus  efectos  no  pueden  estimarse  como  ftu 
tos  de  los  montea  los  árboles  que  los  cons 
tituben.  En  todo  caso  la  qpreciacion  de 
la  buena  ó  mala  fé  corruponde  á  la  Sala 
sentenciadora, 

Sesteocia  de  28  de  janis  de  i86J. 

Declara  el  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  la  villa  de  La  Guardia  en  pleito  con  el 
de  La  Puebla,  sobre  aprovechamiento  de 
pastos  y  leñas,  contra  seateocia  de  la  Sa» 


TESTAMENTOS.  La  primera  ley 
que  tiene  que  consultarse  en  materia  de 
testamentos  es  la  voluntad  del  talador. 
— £/  nombramiento  de  heredero  ^  para 
que  sea  válido,  ha  de  hcu:erse  clara,  ex-- 
presa,  deliberada  y  resueltamente—Vali- 
dez de  las  memorias  testamentarias. 

PBOCBPIMISNTO  CIVIL.  Las 
opiniones  de  los  autores,  por  respeta- 
bles que  sean ,  y  la  práctica  ^  ó  jumprn- 
dencia  de  determinada  localidad  ó  Tri- 
bunal, no  son  bastantes  por  si  á  constituir 
€  En  I  la  doctrina  legal;  ni  la  jurisprudencia 


la  forman  una  sola  sino  reiteradas  reso- 
luciones de  idéntica  especie. 

COSA  JUZGADA,  licquisitos  para 
poder  invocar  esle  principio.  Consideran- 
dos de  los  fallos  etc. 

Setteiciade  30  de  josie  de  1866. 

Recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Cayeuno  Codioa  y  Canut,  contra  la 
sentencia  de  la  Sala  tercera  de  la  Aadien- 
cia  de  Barcelona,  en  pleito  que  aquel 
promovió  á  su  hermano  D.  Felipe,  pi- 
diendo Sv»,  le  condenase  á  dimitir  a  su  fa- 
vor la  universal  herencia  y  bienes  que  al 
morir  dejó  el  padre  común,  con  los  frutos 
desde  el  25  de  enero  de  1861  en  que  fa-. 
Ileció  su  viuda  y  madre  respectiva,  usu- 
fructuaria que  era  de  aquellos.  Impugna- 
da la  demanda  y  hechas  las  pruebas  etc., 
dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instan- 
cia que  fué  confirmada  por  la  Audiencia 
en  8  de  junio  de  1865,  absolviendo  al  don 
Felipe  de  la  demaudade  petición  de  he- 
rencia, contra  la  que  interpuso  D.  Ciyc- 
taño  el  recurso  de  casación,  al  que  se  do- 
clara  00  haber  Ittgar: 

«Considerando  que  siendo  la  primera  ley 
que  tiene  quo  ootisullarse  en  esle  pleito  la 
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voluntad  del  testador,  y  habiendo  expresado 
la  suya  sofemne,  clara  y  terminan  temen  le 
en  sus  respectivos  testamentos  D.  José 
Francisco  Codina  y  doña  Teresa  Canul,  en 
uso  de  las  facultades  que  al  primero  com- 
petían de  disponer  de  su  herencia,  y  á  la 
segunda  de  las  que  válidamente  le  había 
conferido  su  marido,  forzoso  era  respetar 
estas  disposiciones,'  y  de  consiguiente  el 
nombramiento  de  heredero  de  D.  Felipe  Go^ 
dina  en  tanto  no  hubiese  otro  titulo  legal 
capaz  de  destruirlas: 

Considerando  que  ni  las  opiniones  de  tos 
autores,  por  respetables  que  sean,  ni  la 
práctica  o  jurisprudencia  de  determinada 
localidad  ó  tribunal  son  bástanles  por  sí  á 
constituir  la  doclrina  legal  cuya  infracción 
cita  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  como 
mérito  para  producir  la  casación ,  en  cuyo 
caso  se  encuentra  la  que  como  primor  fun- 
damento del  recurso  se  invoca;  pues  sin 
embargo  de  referirse  á  un  punto,  no  de  le- 
gislación ó  fuero  especial,  sino  de  derecho 
comun^  se  alega  tan  solo  determinada  ju- 
risprudencia,  y  aun  esta  remitiéndose  á  la 
cita  de  un  autor,  y  haciendo  mérito  en 
apoyo  de  su  opinión  de  una  sola'  sentencia 
pronunciada  en  el  siglo  XVII,  cuya  singu- 
laridad no  se  aviene  con  la  existencia  de  ju- 
risprudencia,  porque  esta  por  su  misma 
naturaleza  supone  reiteradas  resoluciones 
de  idénlica  especie. 

Considerando  que  cualesquiera  que  fue- 
ren los  dictados,  ya  de  hijo  primogénito,  ya 
de  propietario  de  los  bienes ,  ó  ya  de  here- 
dero, que  se  diesen  á  D.  Cayetano  Codina 
en  las  escrituras  de  venta,  transacción, 
arreodaímiento  y  poderes  que  se  han  traido 
á  loa  autos,  y  en  las  que  ó  en  su  casi  totali- 
dad intervino  el  D.  Cayetano  siendo  todavía 
menor  de  edad ,  nunca  podria  deducirse  de 
esto  su  nombramiento  de  heredero ,  cuando 
ninguno  de  tales  actos  tendía,  ni  era  posible 
mediante  su  naturaleza  que  tendiese  ni  del 
modo  mas  indirecto  á  tal  objeto,  y  cuando 
para  e4lo  era  además  preciso  supi/ner  que 
detenlendiéndose  doña  Teresa  Canul  de  lo 
pactado  ea  su  capitulación  matrimonial  y 
ordenado  por  su  marido  en  su  testamento 
acerca  de  la  limitación  de  disponer  sus  hijos 
é  hijas  en  determinados  casos  hasta  de  par- 
te de  sus  legítimas,  habla  erigido  no  obstan- 
te en  heredero  sin  restricción  de  ninguna 
especie,  ósea  de  un  modo  absoluto,  á  su  hijo 
D.  Cayetano,  en  términos  de  que  en  cual- 
quier caso  y  circunstancias  pudiera  disponer 
con  entera  libertad  de  la  herencia: 

Considerando  que  aunque  dable  fuese 
prescindir  de  lo  expuesto  siempre  resullaria 


que  se  intenf  a  sostener  haberse  verificado  la 
designación  de  heredero  á  favor  del  don  Ca- 
yetano,  sin  embargo  de  no  haber  sido  hecha 
de  un  modo  directo,  lo  que  en  manera  algu- 
na puede  eatimarse  con  arreglo  á  las  leyes, 
rqueel  nombramiento  de  heredero  debe 
cerse  clara,  expresa,  deliberada  y  directa* 
mente,  comprobándolo  así  hasta  las  mismas 
leyes  77  y  48  del  Digesto,  título  De  hcBredi^ 
bus  insUtuendis »  que,  aunque  para  otro  olí- 
jelo,  se  invocan  por  el  propio  recurrente, 
pues  en  la  77,  que  {rata  del  caso  especial 
de  no  haberse  distribuido  lodo  el  as,  se  lee 
Quem  hcBredem  oodicillis  fecfro  hmres  esto, 
y  en  la  48  se  usa  á  su  vez  de  estas  literales 
palabras:  His  verbis,  Titius  hcereditatis  meae 
dominus  esto,  redé  instUuUo  fií ,  cuyas  lo- 
cuciones alejan  toda  idea  de  incidentaf  ó 
indirecta  designación  de  heredero;  tanto 
menos  posible  de  poder  darle  valor  alguno 
legal  en  el  presente  caso,  en  que  no  caben 
conjeturas  ni  presnneíones,  expresada  como 
está  de  modo  solemne,  claro ,  terminante  y 
directo  la  voluntad  del  testador- 
Considerando  que  declarado  repetida- 
mente por  este  Supremo  Tribunal  que  el 
recurso  de  casación  no  procede  contra  los 
considerandos  de  las  ejecutorias,  sino  contra 
la  parte  dispositiva  de  las  mismas,  cualquie- 
ra que  scá  la  apreciación  que  pueda  hacerse 
de  la  opinión  de  la  Sala  sentenciadora  ex- 
puesta en  UQO  de  los  considerandos  de  la 
ejecutoria  acerca  de  que  la  elección  ó  de- 
signación de  heredero  como  complemento 
de  lo  ordenado  en  testamento  ó  capítulos 
matrimoniales,  no  puede  hacerse ,  sino  en 
documento  solemne,  nunca  podría  servir  de 
mérito  para  la  casación ,  ni  estimarse  por 
consiguiente  aplicables  las  disposiciones  que 
al  objeto  se  invocan  de  la  ley  77  del  Digesto 
ya  citada,  y  de  lo  resuelto  por  este  Supremo 
Tribunal  en  sentencias  de  10  de  junio  de 
1850,  30  de  enero  de  56,  19  de  octubre  úe 
61  y  28  de  enero  de  62,  reducido  á  tener 
por  parte  integrante  del  testamento  las  me- 
morias teslamentarías  en  virtud  de  la  decla- 
ración de  su  existencia  por  los  testadores  y 
plena  jusliñcacion  de  su  certeza  y  legitimi-' 
dad;  siendo  mucho  menos  aplicables  la  sen- 
tencia de  1.**  de  marzo  de  1862,  que  declara 
no  ser  posible  promover  el  juicio  de  testa- 
mentaría  aceptada  la  herencia  sin  beneficio 
de  inventario,  y  la  de  21  de  octubre  de 
1864,  pués  niguna  de  las  dos  que  existen  de 
esta  fecha  deciden  cucjlion  que  tenga  rela«> 
cion  alguna  con  las  que  han  sido  objeto  de 
este  pleito: 

Cohsiderando  que  la  ley  48  del  Digesto 
De  haredibus  mstituendis,  ya  citada;  las 
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?  párrafn  10  Dé  minoribus  vigenti  quinqué 
anniSf  y  88  De  hcBredibia  instiluendis  ^  ain- 
Ims  también  del  Di^e^lo;  y  el  párrafu  sétimo 
d«  las  Iiislilucíones  ü$  hargdum  qualitate  et 
diffeuntia,  y  la  ley  20  del  Digeslo  Dead- 
quirenda  vel  omUtenda  hcsredilaU ,  carecen 
coaocidamenle  de  aplicación  en  el  caso  del 
del  dia  á  los  Gnes  que  se  invocan,  no  exis* 
tiendo,  cual  noexisle,  nombramiento  direc- 
ta de  oítiguna  cla^e,  cuanto  menos  de  here- 
d(*ro»  ni  obtenido  por  tanto  este  carácter 
D.  Cayetano  Godina,  y  no  pudiendo  en  su 
virtud  haber  tampoco  ni  expresa  ni  tácita 
adición  de  herencia: 

Considerando  que  no  existiendo,  como 
no  existen,  entre  este  pleito  y  los  anterior- 
mente seguidos  entre  doña  Teresa  Ganut  y 
8U  hijo  D.  Cayetano,  las  tres  identidades  de 
personas ,  acciones  y  cosas,  cual  era  legal- 
mente necesario  para  que  pudiera  invocarse 
con  fruto  el  principio  de  la  autoridad  de  la 
oosa  juagada 9  falta  el  supuesto  indispensa- 
ble para  que  la  Sala  sentenciadora  hubiera 
podido  infringir  este  principio,  y  de  consi- 
guiente carecen  igualmente  á  su  vez  de 
aplicación,  tanto  las  leyes  del  Digeslo  y  de 
Lis  partidas,  como  las  determinaciones  de 
este  Supremo  Iribunat  que  con  este  motivo 
se  citan: 

Considerando  que  además  de  que  las  fa- 
cultades concedidas  por  D.  José  Francisco 
Codina  á  su  esposa  doña  Teresa  Canul  no 
pueden  confundirse  con  las  de  un  mero  co- 
misario ,  como  en  caso  análogo  se  tiene  de- 
clarado por  este  Supremo  Tribunal ,  no  re- 
sulta que  hubiera  hecho  doña  Teresa  con 
actos  irrevocables  la  designación  de  here- 
dero, y  variádola  ó  intentado  revocarla  des« 
pues,  que  fué  el  caso  que  resolvió  la  sen- 
tencia, no  del  21,  sino  deiJ22  de  octubre  de 
1864,  y  de  consiguiente  no  existe  la  infrac- 
ción da  doctrina  admitida  por  la  jurispru- 
dencia que  como  tercer  fundamento  del  re- 
curso se  invoca,  ni  «n  su  apoyo  es  aplicable 
aquella  resolución  ni  el  principio  consignado 
en  la  ley  75  del  Digesto  De  regulú  juris  de 
no  poder  variar  de  parecer  en  daña  de  otro, 
ni  la  doctrina  de  las  leyes  5.*,  tít.  19,  y 
4.*,  tít.  17  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  que 
tratan  de  la  falta  de  facultades  del  comisa- 
rio y  del  fundador  del  mayorazgo  para 
revocar  respectivamente  el  testamento  y  la 
vinculación.  , 

Considerando  que  aan  admitida  la  doctri- 
na que  como  cuarto  fundamento  del  recurso 
se  cita,  de  que  «cuando  concurren  presun-* 
clones  y  conjeturas  se  anula  cualquier  nom- 
bramiento hecho  por  la  comisaria  contra  la 
%'oiuntad  del  marido  que  se  dedoaia  de 


aquellas;»  y  se  admila  también  el  snpuesio 
d«*  que  en  la  sentencia  ya  mencionada  df? 
22  de  octubre  de  1864,  se  consideró  ser  una 
presunción  suficiente  en  favor  del  primogé- 
nito la  de  «que  hubiese  sido  designado  por 
la  madre  como  conocedora  de  la  voluntad 
del  padre  ,  con  la  atendible  circunstancia  <le 
hacer  la  elección  en  los  términos  significa- 
dos preventivamente  para  en  su  caso  por  el 
testador  i»  ni  aquella  jurisprudencia  tendría 
aplicación  al  caso  d*;!  dia,  en  que  nada  exis- 
te que  indique  haberse  separado  doña  Tere- 
sa Canut  de  la  voluntad  que  le  confiara  su 
marido,  ni  la  sentencia  de  este  Supremo 
Tribunal ,  resolviendo  conforme  á  una  escri- 
I  tura  pública  y  solemne  de  renuncia  de  he- 
rencia por  la  madre ,  y  designación  expresa 
y  directa  de  heredero  por  la  misma,  puede 
servir  de  fundamento  al  supuesto  que  se  in- 
voca, y  mucho  menos  atendidos  los  térmi- 
no» en  que  se  halla  concebido  el  llamamien- 
to preventivo  en  la  capitulación  matrimo- 
nial de  D.  José  Francisco  Codina  y  doña 
Teresa  Canut  de  ser  el  órden  de  sucesión 
que  se  establece  a  al  solo  fin  de  prevenir  el 
intestado.» 

Considerando  que  siendo  la  primera  ley 
que  tiene  que  consultarse  la  voluntad  del 
testador,  según  ya  se  ha  indicado,  y  esta*- 
bleciéndose  en  dicha  capitulación  matrimo- 
nial de  D.  José  Francisco  Codina  y  doña 
Teresa  Canut  la  absoluta  libertad  de  elección 
de  heredero  entre  sus  hijos  é  hijas  sin  con- 
sideración al  sexo  ni  edad,  esla  es  la  única 
regla  que  ha  tenido  y  tiene  que  observarse 
mientras  no  se  declare  nula  aquella  disposi- 
ción, y  de  consiguiente  carecen  de  oportu- 
nidad la  jurisprudencia  y  l^yes  del  Digeslo 
que  como  quinto  fundamento  del  recurso 
se  invocan  para  sostener  que  «la  frase  usada 
por  el  testador  de  que  la  elección  recaiga  en 
uno  de  los  hijos  ó  hijas,  contiene  una  alter- 
nativa de  órden,  que  no  permite  que  ningu- 
na de  las  hijas  sea  preferida  á  alguno  de  los 
varones;  careciendo  también  de  oportuni- 
dad, porque  hoy  no  se  trata  de  sucesión  á 
la  lierencia  por  D.  Cayetano  ó  una  de  sus 
hermanas  en  virtud  del  llamamiento  preia- 
tivo  de  estas: 

Considerando  que  aun  siendo  diferente, 
que  no  lo  es ,  el  caso  en  que  recayó  la  ten-* 
tencia  de  este  Supremo  Tribunal  en  12  do 
diciembre  de  1862,  pues  tanto  en  aquel  co- 
mo en  el  presente  se  trataba  de  sostener  la 
designación  de  heredero  por  un  medio  indi- 
recto, nunca  la  cita  de  aquel  fallo  por  la 
Sala  sentenciadora,  como  uno  de  los  funda- 
mentos de  su  sentencia,  podria  servir  de 
mérito  para  estimar  1»  cataoion,  puesto  qte, 
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como  ya  se  ha  indicado,  no  se  da  esie  re- 
curso contra  los  considerandos,  sino  contra 
la  parlo  dispostliva  de  las  ejecutorias. 

Considerando,  por  último,  que  la  Sala 
sentenciadora,  ni  ha  dado  el  carácter  de  una 
confesión  judicial,  ni  estimado  como  contrato 
el  contenido  de  tas  caí  tas  de  D.  Cayetano 
Codina,  sino  que  lo  ha  tomado  en  conside- 
ración como  uno  de  los  f/infos  datos  que 
ofrecen  los  aulrs  y  sirven  para  apreciar  su 
resultado,  conforme  á  las  regalas  de  la  saua 
critica;  v  de  consiguiente  carecen  también  á 
su  vez  (fe  aplicación,  tanto  las  disposiciones 
de  las  instituciones  y  Dígeslo  que  se  citan 
en  demostración  por  una  parte  de  la  falta  de 
valor  de  los  actos  de  los  menores  sin  inter- 
vención de  sus  tutores  y  curadores,  y  por 
otra  de  la  ninguna  fuerza  obligatoria  de  las 
proposiciones  no  aceptadas.»  (Gac.  11  agos^ 
lo.) 

TESTAMENTOS.  Cuando  un  testa^ 
dor  instituye  herederas  á  dos  de  sus  her^ 
manás,  y  expresa,  respecto  de  otra ,  que 
siendo  su  objeto  no  le  fallen  alimentos, 
ttabrán  de  vivir  reunidas,  hay  en  esta 
ctáuiula  un  légado  de  aUmailos  siii  con- 
dición. 

Seateneíi  de  30  4é       ét  i866, 

Du:i^  .^^...-.u  «I  f...».^^  Ai.««  cutoria  no  se  ha  infringido  la  volontad  del 
Pleilo  seguido  CD  el  Jugado  de  Alme-  „!     |ey      ,¡,.  33,  Partid»  7.*, 

na  y  Attdttfocia  de  Granada  por  dona  Jo-  se  cita  y  establece  qiw  las  palabras  del 
sera  Esqnímis  coo  sos  hennaDas  dona  Isa-  ^  facedor  del  testamento  deben  ser  entendidas 
bel  y  doua  María,  sobre  qtie  estas  se  ha-  llanamente»  asi  como  ella*  suenan;  ni  lam* 
liaban  obligadas  á  satisfacerla  por  vía  de  poco  la  doctrina  de  este  Tribanal  Supreni», 
alimentos  la  tercera  parte  de  los  produc*  óue  también  se  cita,  sobre  que  ta  voluntad 
tos  líquidos  de  las  casas  que  las  dejó  su  \  del  testador  clara  y  explícitamente  consig- 
hermano  D.  José,  con  esta  cláusula  ten-  "«^^      cumplirse  en  los  mismos  térroinos 


ba  á  pagar  alimentos  á  la  doña  Josefa,  ski 
estar  en  su  conipañia,  á  pesar  de  que  don 
José  Esquinas  dispuso  en  su  leslamenlo 
coo  palaiKas  bien  claras  y  qoe  no  adnii* 
tian  interpretación  cqoe^la  alimenlasen 
viviendo  con  sus  hermanas.» 

El  Tribunal  Supremo  declara  no  haber 
lugar  al  recurso: 

aConsiderando  qne  al  manifestar  en  su 
testamento  D.  José  Esquinas  su  objeto  de 
que  no  fallasen  Los  aPimentos  á  sti  hermana 
doña  Josefa ,  vino  á  consignar  clara  y  ex* 
plícitamenle  que  esta  era  su  voluntad: 

Considnrando  que  si  al  propio  ti(^po  dijo 
que  la  doña  Josefa  y  sus  otras  dos  hermanan 
habían  de  vivir  reunidas  para  que  de  estenio* 
i  do  gozasen  todas  de  su  liberalidad ,  esto  no 
constituye  una  condición  de  la  que  haya  de 
I  depender  precisamente  la  prestación  de  los 
i  referidos  alimentos: 

Considerando  que,  annqne  implicara  eon« 
dicion,  esta  habría  de  tenerse  como  cumplida 
por  parte  de  la  doña  Josefa ,  porque  ella  no 
na  aado  causa  á  su  falla  de  cumplimiento, 
ni  este  es  posible  hoy  moralmente,  tegun 
así  lo  ha  apreciado  la  Sala  sentenciadora» 
sin  que  contra  su  apreciación  se  haya  citado 
ley  ni  doctrina  alguna  infringida: 
Y  considerando,  por  tanto,  que  en  Hi  eje<- 


leodiéudose  que  siendo  asimismo  mi  ob- 
jeto el  de  que  no  le  falten  alímealos  á  mi 
otra  hermana  dona  Josefa,  habrán  de  vi» 
vír  reunidas  para  que  de  este  modo  gocen 
(odas  de  esta  liberalidad...»  Seguido  el 
pleito  por  sus  trámites,  y  condenadas  las 
deniandadas,  interpusieron  recurso  de  ca- 
sación por  haberse  infringido  en  su  con- 
cepto: la  voluntad  del  testador  que  es  lev; 
la  5.*,  Ut.  33,  Partida  7.*,  y  la  iurispru^ 
dencía  coosiaote  de  los  tribunales,  que 
declara  que  las  palabras  del  testador  de^ 
ben  ser  entendidas  llanamente  y  tal  como 
ellas  suenan,  consignada  por  este  Supre- 
mo de  Justicia  con  mucha  repetición,  y 
especialmente  en  la  sentenda  de  7  de  mar- 
so  de  1865;  toda  vez  que  se  les  conJenu- 


en.que  la  manifestó,  sin  que  pueda  cumplir- 
se ni  ampliarse  mas  allá  de  lo  que  su  letra  y 
espíritu  comprende.»  {Gao,  14  agosto.) 

I  DESAMORTIZACION.  En  el  ar- 
ikulo  ±^  de  la  ley  de  i.^  de  mayo  de 
i 853  solo  se  exceptuaron  de  la  venía,  ha- 
blando  de  capellanias,  los  Mmm  de  los 
eclesiásticos  destinados  d  instrucción  pú- 
blica,  durante  la  vida  de  los  poseedores. 
No  procede  la  casacioii  contra  los  ftinda- 
mentOB  de  las  aentencias. 

Sesteida  de  30  de  janio  de  1866. 

D.  Juan  Renaque,  poseedor  de  una  ca- 
pellanía laical  ó  memoria  de  misas,  no  fa- 
miliar, promovió  pleilo  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Zaragoza  couua  do« 
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ttJiNicoIasa  y  doña  Vicenta  Ypas,  redi- 
mentes  de  uo  censo  de  ia  dotación  de  la 
c-apeHania,  para  uue  le  pagasen  las  peo- 
biones.  Impugnada  la  demanda,  por  la? 
demandadas,  alegaron  haber  redimido  el 
censo  con  arreglo  á  tas  leyes  de  desamor- 
tización, y  que  el  ador  podría  reclamar 
de  la  Hacienda  las  inscripciones  intrasre- 
ribles  como  se  prevenía  en  la  ley  de  41  de 
julio  de  i856«  cuya  solicitud  fue  apocada 
por  el  Promotor  uscal.  Seguido  el  juicio, 
el  Juez  de  primera  instancia  dictó  auto 
tro  S  de  marzo  de  i  864  declarándose  in* 
i'ompetente  y  mandando  que  las  partes 
usaran  de  su  derecho,  si  tas  con vmiese, 
ante  ia  autoridad  administrativa;  pero  ia 
Audiencia,  «n  sentencia  de  8  de  Julio,  de* 
Jó  sin  efecto  dicho  auto  y  previniendo  que 
bC  devolviera  el  pleito  al  Juez  para  que, 
le  contmnara  y  determinare  con  arreglo 
á  derecho: 

Dicho  Juez  llamó  los  autos.á  la  vista 
para  sentencia,  y  en  i.**  de  agosto  la  dicto 
absolviendo  de  la  demanda^  tal  cual  esta- 
ba interpuesta,  á  las  dejuaodadas,  y  re- 
servando su  derecho  al  actor  para  que  le 
hiciera  valer  si  le  conYea:a  ante  él  trí!)U- 
bal  contencioso-adminíatrativo.  La  Sala 
por  la  suya  de  i.^  de  marzo  de  1865  dejó 
lambíeo  sin  efecto  ia  mencionada  senten- 
cia,  y  mandó  que  otra  vez  se  devolviera 
el  pleito  al  Juez  para  que  lo  repusiera  al 
estado  que  tema  al  dictarla,  y  le  siguiese 
y  determinara,  faliancio  sobre  el  íoruio.de 
lo  que  se  cuestionaba  lo  que  crev-'sc  con- 
venientt' ;  y  en  9  de  marzo  el  Juez  dictó 
nueva  sentonci  i  condi^naoJo  á  las  decnan- 
(ludas  al  pago  de  las  pensiones  Jel  cen^o, 
la  cual  ivA  ocó  la  Sala  priuii  ra  d*!  la  Au- 
dieucia  por  la  suya  de  iú  de  octubre,  en 
la  que  absolv  ó  de  la  d^-mauda  a  las  de- 
iiijiudada»  rcscrraudo  á  D  Juan  Reimaue 
su  4erecho  á  la  iu:4cnpfiofl  íntrasienDh* 
en  sustíiucioB  del  (CDs^a. 

Contra  esíe  fallo  interpuso  R<*oaque  re- 
curso c«isaciun^  purqutí  en  su  coacepto 
iurringc: 

1  El  nrl.  2.**  de  la  le v  de  1  df  ma- 
yo de  1855  y  los  aris.  ÍU  y  álá  de  la 
instrucciou  de  31  del  mi^mo  mes  v  año. 

2.''  La  B.  O.  de  o  de  mayo  de*1859, 
en  que  se  declaró  que  no  estaban  sujeloe 


á  las  leyes  de  defamorlizncion  de  1.*  de 
mayo  de  1855  v  1 1  de  julio  de  1856^  los 
bienes  ^lestinacfos  á  cejcbracion  de  mitfas, 
aniversarios  y  otros  objetos  purameotR 
espirituales,  y  U  sentencia  de  este  Supre*- 
mo  Tribunal  de  22  de  mayo  de  1862. 

5.*  El  art.  175  de  la  citada  ítistrof- 
cioo  de  51  de  mayo  de  1856;  porque  se- 
gún él  se  podia  entablar  demanda  en  los 
tribunales  de  justicia  contra  las  (incas 
enajenadas  por  el  Estado,  acompañando 
documento  aue  acreditase  hal)er  hecho 
antes  la  reclamación  gubernativa  y  sido 
denegaba;  y  la  sentencia  desestimaba  la 
demanda  á  pesar  de  haber  presentado  dw 
cha  reclamación  á  título  de  que  «o  se  b»> 
bia  hecho  también  la  coniencioao-admi- 
nistrativa:  que  no  manda  aquel  artículo. 

T  4.^  La  doctrina  de  que  cías  ejecu- 
torias son  la  verdad  legal  y  no  pueden 
sufrir  por  Dínguo  motivo  impugnación  ni 
revooacioa  de  ninguna  ciase;»  pues  por 
los  fallos  de  la  Audiencia ,  revocatorios  de 
\ks  del  Juzgado  de  2  de  marzo  y  1.^  de 
agosto  de  1864,  quedó  ejecutoriada  la 
competencia  de  los  tribunales  de  justicia, 
y  no  podía  desestimarse  la  demanda  bajo 
el  prciei^to  de  ^ue  no  se  gestionó  en  fo 
coniencoso^adminiatrativo. 

£1  Tribunal  Supremo  declara  no  haber 
lugar  al  recurso: 

tCon^d^r^ndo  que  al  determinar  el  ar- 
ticulo 2  *  de  la  ley  át  1.^  d«  mayo  de  1855 
los  bienes  que  pertenecientes  al  Estado,  al 
clero  y  á  manos  muerCas  eitoeplúan  de  la 
venta,  solo  lo  hace  hablando  de  capellanías, 
de  lus  que  iierlenecen  á  las  eclesiásticas 
destinadas  á  la  instrucción  pública ,  durante 
la  vida  de  sus  actuales  poseedores,  en  cuyo 
caso  t\o  se  halla  c-mpreudida,  por  ser  laical, 
la  que  es  objplo  de  e^le  liligiu: 

Considerando  que  es  inoportuna  la  invo- 
cación de  los  arla.  211  y  212  de  la  instruc- 
ción para  el  cumplimiento  de  la  expresada 
ley  de  1.*^  de  mayo  de  1855,  relativos  á  la 
VMi>ta  de  fiueas,  porque  en  este  pleito  no  se 
ha  ouestiouado  acerca  de  un  e«m trato  de  es- 
ta clase,  ni  puede  oottAiodirse  con  él  la  re- 
dettciou  de  un  censo. 

Considerando  que  habiéndose  aprobado 
por  la  junta  superior  de  ventasen  l.**  de  ju- 
lio de  1856  la  red^^ncion  y  liquidación  del 
censo  impuesto  á  favor  de  la  referida  cape* 
Jlania  y  verificado  el  pago  del  primer  plaao 
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en  13  de  setiembre  del  mismo  año,  no  puede 
invocarse  úiilmenle  la  R.  O.  de  3  de  mayo 
de  1859,  porque  sus  prescripciones  en  nin- 
gún caso  tendrán  efecto  relroaclivo: 

Considerando  que  la  parle  expositiva  de 
las  sentencias  ó  sus  fundamentos  á  los  que 
se  contraen  las  infracciones  del  art.  173  de 
Ja  inslruccion  de  31  de  mayo  de  1855,  y  la 
doctrina  de  que  las  ejecutorias  son  la  ver- 
dad legal  y  por  ningún  motivo  deben  sufrir 
impugnación  de  ninguna  clase,  no  puedert 
ser  objeto  de  casación  como  repetidamente 
lo  ha  declarado  este  Supremo  Tribunal. d 
(Gac,  14  agosto») 

,  TBAWSACCIOW.  Cuando  no  exis- 
te verdadera  transacción  8i)bre  una  rosa, 
w>  está  prohibido  d  derecho  de  qercitar 
la  acción  correspondiente ^  ni  la  sentencia 
que  falla  el  pleito  infringe  ta  ley  34,  ti- 
tulo 14,  Partida  S.*,  que  sanciona  el  va- 
lor de  las  traíisacciones  y  señala  la  prue- 
ba especial  que  es  indispensable  para  in- 
validarlas. 

MANDAS.  Se  infringe  la  ley  34,  ti- 
tulo 9.®,  Patíidá  6.*,  cuando  sin  haberse 
cumplido  una  condición  impuesta  se  esti- 
ma subsistente  una  manda,  entendiéndose 
que  no  se  ha  cumplido  el  la  persona  á 
quien  se  deja  para  el  caso  de  morir  otra 
sin  sucesión ,  muere  antes  que  esta ,  pues 
en  este  caso  no  ha  adquirido  ni  ha  podi- 
do trasmitir  derechos. 

Seoteocia  ds.30  ^  jaiio  dt  i866. 

Pleito  segaido  co  el  Juzgado  de  Biva- 
dco-y  A4idiencía  de  la  Coruia,  por  doD 
Juan  Tomás  Cucullo  por  sí  y  en  represen- 
lacíoQ  de  su  esposa  dona  Vicenta  Aguiar, 
con  D,  José  Vicente  Aguiar  y  otros  sobre 
partición  de  herencia. 

D.  José  Maria  Aguiar  otorgó  testamen- 
to en  30  de  noviembre  de  1828  y  entre 
oirás  cosas  mejoró  en  el  tercio  y  remanen- 
te del  quinto  á  sus  Ires  hijos  varones  don 
Jofé  Vicente,  D.  Luis  y  D.  Bernardo,  es- 
tableciendo después  en  codícilo  de  17  de 
diciembre  de  1831,  que  en  el  caso  de 
que  el  D.  Bernardo,  á  quien  habia  sobre- 
venido un  trastorno  mental  muriese  sin 
secesión,  ta  mejora  que  habia  hecho  eo  su 
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testamento  se  entendiera  en  estos  térmi- 
nos una  parle  para  su  hijo  D.  José  Vicen* 
te,  y  las  otras  dos  para  sus  nietas  Manue- 
la y  María  Concepción  Cucullo.  Habiendo 
muerto  en  1838  el  testador  y  en  17  de 
marzo  de  1863  el  D.  Bernardo,  después 
qtie  doña  Maria  Concepción  Cucullo,  el  pa- 
dre  de  esta  D.  Juan  Tomás  por  si  y  por 
sn  ( sposa,  entabló  demanda»  pidiendo  en- 
tre otras  cosas  que  se  declarase  nue  en  re- 
preseoiacion  de  su  dirunla  bija  aoña Con- 
cepción tenían  derecho  á  la  tercera  parle 
de  la  mejora  de  tercio  y  quinto  hecha  por 
el  testador  D.  José  Haría  Aguiar,  á  lo 
que  se  opuso  el  D.  José  Vicente,  alegan- 
do cierto  convenio  sobre  la  herencia  del 
D.  Bernardo  y  en  cuanto  al  punto  de  la 
mejora,  que  no  tenia  ningún  derecho  Cu- 
cullo porque  doña  Concepción  murió  an- 
tes que  el  D.  Bernardo,  y  no  adquirió  la 
mejora  ni  pudo  trasmitirla  á  su  padre. 

Estimada  en  el  extremo  indicado  la  de- 
manda por  sentencia  del  Juez  que  confir- 
mó la  Audiencia,  interpuso  D.  José  Tr* 
cente  Aguiar  recurso  de  casación  citando 
como  infringidas,  entre  otras,  la  ley  34, 
til.  9.%  Partida  6.*,  y  la  regla  12,  til.  34, 
Partida  7/;  porque,  aun  prescindiendo  de 
la  transacción  y  reputando  vigente  la 
cláusula  adicional  de  17  de  diciembre  de 
1831,  el  legado  ó  mejora  de  parte  del  ter- 
cio á  favor  de  doña  Concepción  sería  con- 
dicional, esto  es,  si  U;  Bernardo  moría 
antes  (]ue  elja,  y  como  esta  condición  no 
se  habia  cumplido,  ningún  derecho  adqui- 
rió ni  pudo  trasmitir  á  sus  padres. 

El  Tribunal  Supremo  decide  este  recur- 
so, en  cuanto  al  convenio  que  se  excep- 
cionó  estableciendo  la  doctrina  del  ép%ra- 
fe,  (1)  jr  respecto  de  la  mejora  en  los  tér- 
minos siguientes: 

tConsiderando  que  en  la  cláusula  del  eo- 
dicilo  de  17  de  diciembre  de  1831,  en  que 
el  D.  José  María  Aguiar  modificó  la  mejora 
que  habla  hecho  en  su  testamento  de  1828, 
y  bajo  cuyas  disposiciones  falleció ,  mandó 
que  en  el  caso  de  que  su  hijo  D.  Bernardo 
muriese  sin  swesion,  la  mejora  que  habia 

(1;  Segpan  pQe<le  rerte  on  esto  mUmo  núcnero  p&^* 
na  679,  no  pnede  dars*  el  carácter  de  trantaccipn  i  ana 
«•erltara  %ue  ba  tieoe  por  objeto  decidir  tatttoaUoB  qne 
motivs  el  plsito. 
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hecho  á  favor  ée  tus  trea  hijos  varones  se 
pnteadiese,  una  parte  para  so  hijo  D.  José 
Viente,  y  las  otras  dos  para  sus  nielas  Ma- 
nuela y  MaHa  de  la  Goncf^pctou  Gueullo,  á 
tin  de  que  cada  una  disfrutara  su  tercera 
parte;  y  eomo  quiera  que  la  cláusula  de  que 
el  D.  Bernardo  muriese  sin  suoesien  se  relie- 
re  á  un  aeontedmienlo  futuro  é  incierto »  de 
que  se  hacia  depender  la  sustiiucioo,  y  no 
se  ha  realizado  hasta  el  17  de  marzo  de 
1863,  fecha  muy  posterior  á  la  del  15  de 
enero  de  1851,  en  que  falleció  ^  sustituida 
doña  María  Concepción;  esta  no  habia  ad« 
quirido  la  mejora  ni  tampoco  pudo  trasmitir 
derechos  á  sus  padres;  y  por  todo ,  la  sen- 
tencia que  ha  declarado  este  derecho  á  don 
Juan  Tomás  Cucuilo  y  su  esposa,  en  repre- 
sentación de  su  hija  ta  dona  María  de  la 
Concepción,  ha  inrringfido  la  ley  34,  tit.  9.^, 
Partida  6.^,  que  estableoe^pase  el  señorío  de 
la  cosa  al  que  es  hecha  la  manda  puramente 
ó  á  tiempo  cierto,  mas  no  así  euando  es  he- 
cha 80  condición : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  José  Vicente  Ag^ular,  solo 
en  cuanto  la  sentencia  declara  que  doña  Vi- 
centa Aguiar  y  su  marido,  tienen  derecho  á  la 
tercera  parte  de  la  mejora  de  tercio  y  quin- 
to en  representación  de  su  hija  doña  Con* 
cepcion  Cucuilo;  en  cuyo  extremo  la  oasa* 
tnos  y  anulamos.»  (^c.  14  agosto.) 


m\mmí\k  ímisistbitiu. 


Ceasf^ieBclM  esire  Im  ikúmímímtrmmímm 
y  les  TrHbBMleii  «ecldites  A  «mmiISii 
#el  CesMle  4e  BsSadto*  • 

OtJSSTÍON  PBBVIA.  La  cuesHon 
sobre^  extracción  de  piedra  de  una  finca 
parlieular  para  la  conservación  de  una 
obra  pública ,  ó  bien  sobre  indemnización 
y  resarcimiento  del  daño  causado  es  de  la 
apreciación  prévia  de  la  autoridad  ad- 
ministrativa j  y  en  este  concepto  aunque 
sea  criminal  el  inicio,  procede  la  cuestión 
de  compeiencia. 

Decisioi  do  4  de  agoito  de  18G6. 

Competencia  promovida  por  el  Gober- 


nador de  la  proviooia  de  Yaiiadolid,  al 
Juez  de  la  misma  ciudad ,  que  oslaba  ins- 
truyendo cau^a  criminal  contra  Joao  Hi- 
dalgo por  extracción  de  piedra  suelta  de 
una  tierra  del  demandante,  y  va  en  pleoa- 
rio  después  de  hecha  la  defensa.  Sustan- 
ciado el  expediente  se  .decide  la  compe- 
tencia eu  favor  de  la  Administración,  con 
vista  de  los  arts.  30  y  31  de  la  instruc- 
ción de  10  de  octubre  de  1845,  del  27  d«:l 
reglamento  de  27  de  julio  de  18S3,  del 
B.  D.  de  10  de  julk)  de  1861  y  del  ntí- 
mero  1.^  del  art.  54  del  regia'^meoUi  de 
25  de  setiembre  de  1863: 

«Considerando: 

1.  ^  Que  el  hecho  aue  motiva  los  proce- 
dimientos criminales  na  tenido  lugar  para 
la  reparación  6  conservación  de  una  obra 
pública,  y  mientras  la  Administración  lui 
decida  si  la  finca  de  que  se  extrajo  la  piedra 
está  sujeta  ó  no  á  servidumbre  para  la  con- 
servación del  camino  no  puede  califioartid 
de  delito  el  hecho  de  que  se  trata: 

2.  **  Que  la  indemnización  ó  resarcimien- 
to del  daño  que  haya  podido  causarse  por 
la  extracción  de  piedra  solo  debe  apreciar) :i 
la  Adminislracion  ya  en  la  via  gubernativa 
ó  en  la  contenciosa,  con  arreglo  á  la  instruc- 
ción v  reglamento  citados  de  10  de  octubre 
de  1945  y  27  de  julio  de  1853,  con  inhibi- 
ción de  cualesquiera  otras  autoridades: 

3.  ®  Que  existe  por  tanto  en  el  presente 
caso  una  cuestión  previa  esencialmente  aa- 
minlslrativa,  de  la  cual  depende  el  fallo 
que  el  Juez  pueda  dictar  en  el  juicio  crimi- 
nal.D  [Gao.  22  agosto,) 

CONTRATOS  CON  FACULTATI- 
VOS TITüLABBS.  Las  cuestiones  so- 
bre anulación  de  los  contratos  y  separa- 
ción de  los  facuUdlivos  son  de  índole  esen- 
cialmente administrativa.'-No  cabe  su- 
misión  de  las  partes  en  las  cuestiones  de 
competencia  entre  m  autoiidades  judi- 
ciales y  administrativas,  ni  la  ejecutoria 
recaída  en  articulo  sobre  incompetencia 
es  obstáculo  para  el  requerimiento  de  in- 
hibición par  el  Gobernador,  porque  no 
queda  con  ella  fenecido  el  pleito. 

Dedsioo  de  30  dé  jolis  de  1866. 

Ck)mpeteocía  entre  el  Gobernador  de 
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(laceres  y  el  Juez  He  primera  ioiílaiiCfii  de 
Plaseocia.  A  oombre  de  D.  Veotura  Vi* 
iialobos  y  'Salinar,  cirujano  Ulular  de  la 
Oliva  de  Plaseocia,  se  presentó  eo  aquel 
Juzgado  demanda  ordioaria  conlra  el 
AruDlamienlo  del  referido  pueblo  pidien- 
do el  cuiupliuiieMo  del  contrato  que  con 
el  tenia  becbo  como  cirujano  titular.  El 
Ahumamiento  presentó  la  excepción  dila- 
loria  de  iocompt!tenc¡a,  que  fné  desesti- 
mada por  el  Juzgado,  mandándole  con- 
testar ¿  la  demanda;  y  como  acudió  al 
Gobernador  de  la  provincia  exponiendo  el 
hecho,  y  pidiendo  que  le  auionzata  para 
Migar,  ó  decidiera  si  era  cuestión  admi- 
aiatrativa,  aquella  autoridad,  de  acuerdo 
con  el  Consejo  provincial,  requirió  de  lo- 1 
hitócion  al  Juzgado  fundándose  en  el  ar- ' 
tícttb  79  de  la  ley  áe  8  de  enero  de  1846, 
arta.  6i^,  70  y  71  de  la  ley  de  «anidad  d« 
Í8  de  noviembre  de  1855  y  reglamento 
de  9  de  noviembre  de  1864. 

Después  de  sustanciar  el  conflicto  se 
declaró  competente  el  Juez  apoyándose 
t  u  que  no  se  trataba  de  un  contrato  pa- 
ra servicio  público,  y  en  que  sehabia 
consentido  y  ejecutoriado  ta  competencia 
del  Juzgado;  pero  el  Gobernador  insistió 
en  su  requerimiento,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincia],  resultando  el  presen- 
te conflicto  que  ha  seguido  sus  trámites, 
y  que  se  decide  en  los  léroiinos  siguiea- 
les: 

«Vi8!o  el  art.  79  de  la  ley  de  8  de  enero 
de  1845,  que  en  «a  núm,  2.*  declara  |)r¡- 
vativo  de  los  Ayuntamientos  admitir,  bi^ 
las  condiciones  prescritas  en  las  leyes  ó  re- 
í^lamenlos,  los  facultativos  de  medicina, 
cirugía,  farmaeta  y  veterinaria,  loa  maes- 
l^ros  de  primeras  letras  y  ios  de  ofcras  ense- 
ñanzas que  se  paguen  de  los  fondos  del  co- 
mún: 


Vistos  los  artg.  69,  70  y  71  de  la  ley  de 
sanidad  de  28  de  noviembre  de  IS55,  aegun 
ios  cuales  loe  nombramientos  de  facultativos 
litulnres  que  hagan  los  pueblos  serán  apro- 
bados por  la  Diputación  provincial  con  au- 
diencia de  la  junta  provincial  de  sanidad  en 
caso  de  queja ,  y  para  anular  las  escrituras 
lie  los  mismos  faculti^livos  ha  de  seguirse  ex- 
pediente que  fallará  la  Diputación  provinciaf 
con  apelación  al  tribunal  contencioso-admi- 
uisliaiivo  (hoy  Cucisejo  deBslado): 


VÍMto «í  re^aínento  de  9  de  noviembre  áñ 
1864,  que  enw  art.  20  establece  que  con<* 
f  irme  previene  «I  art.  70  de  la  ley  de  9ñaW 
dad^  ningún  facultativo  titular  encargado  de 
la  asistencia  de  los  pobres  será  separado  de 
su  destino  sin  causa  justificada  y  prévio«x* 
pedíanle  «n  ^ne  ae  i«  oiga,  y  tambiea  á  ta 
junta  de  satitdad  y  al  Consejo  de  ta  pro  vi  ti* 
cia;  y  tos  interesados  tendrán  en  todo  caso 
derecho  de  alzada  al  Gobierno,  que  resotve* 
rá  oyendo  previamente  al  Consejo  de  sani-^ 
dad  y  al  cU  Estado  ai  lo  estlaMse  conve«* 
niente: 

Coi^iderando; 

1.  ^  Que  las  coeatioiieB  de  oompeteoetA 
entre  (as  autorkiadea  judieíftles  y  adm¡Dia-> 
trattvaa  le  ton  de  orden  público,  y  no  cabe 
en  ellas  «umí^ton  de  las  partes  ni  tácita  ni 
expresa,  porque  no  puede  alterarse  el  ár* 
den  fHiblioo  establecido  y  la  iiidependencia 
de  los  poderes  por  ta  vuluntad  du  los  parti- 
culares interesados  en  un  asunto: 

2.  *  Que  la  ejecutoria  recaída  en  el  artí- 
culo sobre  imcompelencia  del  Juzgado  no  es 
obstáculo  para  el  requerimiento  de  inhibi- 
ción por  parte  del  Gobernador ,  porque  no 
queda  con  ella  fenecido  el  pleito. 

B*^  Que  el  contrato  celebrado  por  oa 
pueblo  <coa  un  faciriiativo  titular  tieue  por 
objeto  la  satiafa^oa  de  una  necesidad  ime 
prescindible  de  la  colectividad ,  cual  es  la 
asistencia  facultativa  de  tos  vecinos: 

4.®  Que  en  Ul  concepto,  y  exigiendo  hi 
ley  de  saai4ad  y  el  reglamento  de  partidos 
me*1icos  citados,  para  ta  anulscion  oe  aque- 
llos contratos  y  separación  de  los  tituiar^St 
un  expediHite  gubernativo  con  apelación  en 
^ «aso  alOofMieJo  de  Estado,  es  Indudable 
la  índole  esencial«euie  administrativa  de  ta- 
les contratos; 

Conforma  ndpme  ,con  lo  ceas  a  Hado  por  el 
Consejo  de  Estado  en  pleno,  vengo  en  deci- 
dir esta  compelencia  á  favor  de  la  Admínií- 
tracien.  Dado  en  San  I'defonso  á  30  de  julio 
de  186».»  {Gúc.  20  afosio.) 


M.  M.  Alcvhlla.,  Dirccior propietano, 
y  Edilor  responsable. 


MADRId.^Imp.  <le  131  Consultor  á  t%r%o  dr  E.  de 
la  Rit»,  narquíHo  15.— AdmiiiUt.  Fomeuto,  I  tripllc. 


Digitized  by 


Google 


ASo<866.  BOLETIN  Pao.  680. 

4UBÍDIG0-ADIIIBri8TRATIV0. 

ipéfldke  8/  j  loso  I  del  DicdOBarío  de  AdniiisfracioB. 


ABVEBTfiNOIA. 

La  tuscricion  al  Boletín  Jurídico* admi- 
nistrativo, cuesta  24  f«.  al  año.  Lo$  ieñorés 
mtcrüorts  que  hayan  librado  menor  canti' 
dádf  se  servirán  completarla.  La  redacción 
$e  halla  en  la  calle  del  Fomento,  núm.  1.^ 
triplicado ,  cuarto  3.® 


FAKTB  LECISLATITA. 

iMfmm^  deerelM)  re*le«  érúmmmm  y  el  rea - 
lares  4e  lee  eesiree  direeilvee. 

886.  FBOCXTBADOBB8.-B.  O.  d«  4  de 
diciembre  deolarando  inoompetible  el  eergo 
de  procurador  con  todo  dei^op  público  re- 
tribuido. 

« 

(Grac.  t  Jú8t.)  «En  distinlaa  ocasiones 
sena  suscit^o  la  duda  da  si  el  cargo  de 
Procurador  de  los  Tribunales  y  Juzgados  es 
locompalible  con  el  de  Secretario  de  Ayun- 
tamiento, Administrador  de  Correos  y  otros 
destinos  públicos,  habiéndose  dictado  reso- 
luciones particulares  en  alguno  de  los  ca- 
sos coniullados. 

7  conviniendo  establecer  una  regla  gene- 
ral, teniendo  presente  lo  informado  sobre  el 
particular  por  ta  sección  de  £stado  y  Gracia 
y  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  y  de  con- 
formidad con  su  dictámen,  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  se  ha  servido  resolver  que  el 
cargo  de  procurador  de  los  Tribunales  f 
Juzgados  dependientes  de  esle  Ministerio  es 
incompatible  con  todo  destino  público  retri- 
buido de  fondos  generales  del  Estado,  pro*- 
vinciales  ó  municipales,  teniéndose  por  dero* 
gada  ia  R.  O.  de  26  de  junio  de  1860  (1)  y 
demás  que  se  opongan  á  la  presente.  &  asi- 
mismo ta  voluntad  de  S.  M.  que  los  Procu- 
radores que  se  hallen  desempeñando  actual* 
mente  algún  destino  público  retribuido,  en 
el  término  de  un  mes  opten  por  uno  ú  otro 
cargo;  entendiéndose  <}ue  renuncian  el  de 
Procurador  si  no  lo  veriñcan. 

De  real  orden  lo  digo  á  V  para  su  in- 
teligencia y  efectos  consiguientes.  Dios  guar- 
de a  V.....  muchos  año)í.  Madrid  4  de  di- 
ciembre de  1866.— Arrazola. — Sr.  Regente 
de  la  Audiencia  de  »  {Gao.  7  diciembre.) 


{i)  N6  eonocemoB  la  R.  O  de  26  d«  Junto  de  1860, 
pnes  na  m  hAlla  «Q  i&  Colección  legtalatíwa» 
TOIIO  1  DEL  DiGC. 


887.  AltOABAIiAB  BNAaBNABAS.— 
B.  O.  de  17  de  noviembre,  reoonodeudo  & 
l^i  villa  de  Vsdooondes  su  derecho  i  percibir 
la  reuta  equivalente  á  las  alcabalas  de  la  mis- 
ma, por  no  haber  sido  devuelto  el  precio  de 
egresión  etc. 

(Hac)^  eHo  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dibs  guarde)  del  expediente  instruido  por 
esa  Dirección ,  en  cumplimiento  de  la  ley  de 
29  de  abril  de  1855,  para  llevar  á  efecto  la 
revisión  de  ta  carga  de  justicia  de  333  escu* 
dos  809  milésimas  que  figura  en  el  presu- 
puesto de  gastos  del  Estado  al  núm.  94,  ar- 
tículo capítulo  1.**,  sección  4.',  y  per- 
cibe el  Ayuntamiento  de  Vadocondes,  pro- 
vincia de  Burgos,  por  las  alcabalas  de  la 
misma  villa* 

En  su  consecuencia: 

Vista  la  real  carta  de  privilej^io ,  escrita 
en  pergamino  y  librada  por  D.  Felipe  IV  y 
ios  de  su  Consejo  y  contaduría  mayor  de 
Hacienda  en  Madrid  á  30  de  mayo'de  1623, 
confirmando  y  aprobando  la  de  venta  que 
se  inserta,  dada  por  D.  Felipe  lil  en  San 
Lorenzo  á  19  de  setiembre  de  1620,  por 
la  que  fueron  cedidas  en  empeño  de  juro  al 

3uitar  las  alcabalas  y  tercias  de  U  villa 
e  Vadocondes  al  concejo,  justicia  y  regi- 
miento de  la  misma ,  en  preoiode6  788  250 
maravedises  que  ingresaron  en  la  Tesorería 
general,  y  sin  cargo  de  situado  las  primeras: 
Vista  la  real  cédula  de  D.  Felipe  V,  ex- 
pedida en  esta  eorte  á  31  de  diciembre  de 
1709|  confirmando  á  la  citada  villa  en  la 
propiedad  de  aquellos  derechos,  y  decla- 
rándolos preservados  del  decreta  de  incor- 
poración: 

Vistas  las  notas  consignadas  al  pié  de  los 
referidos  documentos  por  la  Dirección  gene- 
ral de  la  deuda  en  4  de  junio  de  1855,  ex- 
presivas de  hallarse  indemnizada  la  villa  de 
las  tercias  que  le  correspondían: 

Vista  la  ley  de  presupuestos  de  1845 ,  en 
cuyo  art.  16  se  prescribe  que  de  los  produc-^ 
tos  de  la  contribución  de  consumos  se  abone 
á  los  dueños  de  las  alcabalas  enajenadas  de 
la  Hacienda  pública  la  cantidad  que  resulte 
haberles  correspondido  en  eí  año  común  del 
último  quinquenio  ínterin  no; se  acuerde 
otro  medio  de  indemnización: 

Vistas  las  leyes  de  29  de  abril  de  1855  y 
de  presupuestos  de  4859  disponiendo  la  re- 
visión de  las  cargas  de  justicia ,  y  que  se 
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aplique  en  eada  caso  Ja  legislación  etpedal 
que  corresponda; 

Considerando  que  los  títulos  relacionados 
demuestran  legalmente  el  dominio  de  la  vi- 
lla de  Vadocondes  en  las  alcabalas  de  la  mis- 
ma, y  el  derecho  que  le  asiste  á  continuar 
percibiendo  la  renta  que  en  su  equivalencia 
le  está  asignada: 

Coosiderando  que  no  ha  sido  devuelto  el 
precio  de  egresión  ni  indemnizado  en  otra 
forma  el  participe,  y  que  la  cuota  por  que 
figura  en  tos  presupuestos  es  la  que  le  cor- 
responde, según  todo  resulta  acreditado  en 
el  expediente; 

9.  M.,  conformándose  con  los  dictámenes 
que  sobre  el  particular  han  emitido  la  sección 
de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado,  esa  Di- 
rección y  la  asesoría  general  de  este  Minis- 
terio, se  ha  servido  confirmar  el  acuerdo  de 
la  junta  de  revisión  y  reconocimiento  de 
cargas  de  justieia,  por  el  que  se  declara  sub* 
•ÍBtent«  la  de  quo  se  trata.  De  real  órden 
etc.  Madrid  17  de  noviembre^  de  1866. — 
Barzanallana. — Sr.  Díreotor  general  del  Te- 
soro públleo  »  (Gao.  4  dicimbre,) 

888.  IDSK— B.  O.  de  17  de  norlembre 
reoonooiendoifcU  villa  de  Fuente  el  Cáspe^jl 
su  deredio  4  percibir  la  renta  eqolvaleiitd  a 
las  alcabalas. 

(Hac.)  <(He  dado  cuenta  á  ta  [leína  (que 
Dios  guarde)  del  expediente  instruido  por  esa 
Dirección ,  en  cumplimiento  de  la  ley  de  29 
de  abril  Je  1855,  para  llevar  á  efecto  ta  re* 
Vision  de  la  carga  de  justicia  de  410  escudos 
766  milésimas  que  bajo  el  núm.  634,  articu- 
lo l.®,  capítulo  l.®,  s«»ccion  4.*  del  r>re$u- 
puesto  vigente  figura  á  favor  del  Ayunta- 
miento de  Fuente  el  Césped,  como  participe 
de  las  alcabalas  de  la  villa  de  su  nombre,  en 
la  provincia  de  Búrgos. 

Én  su  cons^uencia: 

V¡<)ta  la  real  carta  de  privilefirio  expedida 
por  D*  Felipe  IV  en  Madrid  á  17  de  setiem- 
W  de  1624,  confirmando  y  anrobando  la  de 
venta  otorgada  por  el  mismo  Monarca  en  el 
Carpió  á  19  de  febrero  de  dicho  año,  en  fa* 
vor  del  concejo,  justicia  y  regimiento  de  la 
villa  de  Fuente  el  Césped,  de  las  alcabalas  y 
tercias  de  ella  que  entraban  en  el  partido  de 
la  ciudad  de  Segovia ,  en  precio  de  974.400 
maravedís  que  ingresaron  en  /a  Tesoria  ge- 
neral, y  libres  de  situado:  - 

Vista  la  teal  cédula  librada  por  D.  Feli- 
pe Ven  esta  corle  á  7  de  setiembre  de  1710 
confirmando  á  la  expresada  villa  en  el  goce 
de  los  insinuados  derechos ,  y  declarándolos 
exceptuados  del  decreto  de  incorporación: 

Vistos  tos  arts.  7.''  y  16  de  la  ley  de  23  de 


mayo  de  1845  refundiendo  las  alcabalas  y 
demáa  rentas  provinciales  en  la  coniribucioii 
de  consumos,  y  mandando  abonar  á  los 
dueños  de  los  enajenados  de  la  Hacienda 
pública  ta  cantidad  que  resultase  haberles 
correspondido  en  el  año  comoa  del  último 
quinquenio: 

Vista  la  liquidación  practicada  de  It  cuota 
que  por  sus  alcabalas  debe  perci!)ir  i»l  citado 
Ayuntamiento,  de  la  cual  resui'a  ser  la 
misma  que  figura  en  los  pre8uputi:>ius: 

Considerando  que  las  alcabalas  que  moti- 
van este  expediente  fueron  segregadas  de  la 
Corona  á  título  oneroso,  según  consta  de  los 
documentos  r«?lac1onados: 

Considerando  que  no  ha  sido  devuelto  el 
precio  de  egresión  ni  indemnizado  de  otro 
modo  el  partícipe ,  y  que  ínterin  esto  no  se 
verifique  debe  eonlinuar  el  Estado  pagando 
á  aquel  la  renta  anual  que  le  está  señalada 
por  la  ley ;  y 

Considerando  que  resultan  observadas  en 
este  expediente  las  formalidades  prevenidas 
en  las  leyes  de  29  de  ahffil  de  1855  y  de 
presupuestos  de  1859; 

S.  M.,  coníormándose  con  los  dtctámenet 
que  sobre  el  particular  han  emitido  la  sec- 
ción de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado» 
esa  Dirección  y  la  asesoría  general  de  eete 
Ministerio,  se  ha  servido  confirmar  el 
acuerdo  de  la  junta  de  revisión  y  reconoet- 
miento  de  cargas  de  justicia ,  por  el  que  se 
declara  subsistente  la  de  que  se  trata.  De 
real  orden  etc.  Madrid  17  de  noviembre  de 
1866.^Barzanallana. — Sr.  Director  general 
del  Tesoro  público.»  (Gao.  4  diciembre,) 

389.  BBTABIiEOIMIBNTOBBAIiNBA- 
BIOB.^B.  O.  de  21  de  noviembre  de  1866. 

Encargando  á  los  Gobernadores  que  excir 
ten  á  los  propietarios  de  ebtableoimientos 
balnearios  la  conveniencia  de  que  faciliten 
los  planos  de  los  mismos,  forma«ios  á  la  es- 
cala de  5  milímetros  por  metro,  ((roc.  4  di- 
ciembre,) 

890.  CANAl.DlITAMAJEaTIt.-B.D.d« 
1.*  ae  setiembre,  modiflcando  laa  oondicio* 
nes  de  ia  conoesion. 

(Foir )  «Exposición  á  S.  M.—- Señora:*^ 
En  25  oe  abril  de  1834  se  dignó  la  augusta 
Madre  de  V.  M.  conceder  á  una  compañía' 
la  construcción  del  Canal  de  Tamaííte  da 
Litera  para  los  servicios  de^  la  navegación, 
del  riego  y  de  la  industria;  y  desde  aquella 
fecha  sigue  este  asunto  una  penosa  y  difícil 
tramitación,  sin  que  hasta  19  de  j^oio  de 
1865  se  hayan  comenzado  las  obras  de  ca* 
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nal  tan  importante  deaUnado  á  fertilizar  ex* 
tenaaa  comarcas. 

Varias  y  nunieroaas  victaitodea  ha  expe- 
rimentado e%ta  empresa,  debidas  principal* 
mente  á  la  índole  esppciat  de  la  real  cédula 
de  concesión ,  que  por  afán  de  proporcionar 
grandes  honoñcios  al  país  otorgó  á  la  com- 
pañía tales  y  tati  cuantiosos  privíleg^ios^que 
chocan  con  la  organización  y  régimen  eco- 
nómico y  administrativo  actual. 

La  guerra  civil  y  la  epidemia  C|ue  afligie- 
ron á  Esp'aua  en  los  primeros  anos  del  r<^i- 
nado  de  ^V-  M. ;  la  viciosa  organización  de 
la  compañía  concesionaria,  y  las  dificultades 
con  que  se  tropezaba  á  cada  paso  en  la  eje- 
eueion  de  la  r«'ai  cédula  de  1S34,  juntas  á 
los  extraordinarios  privilegios  y  exenciones 
concedidos  á  !a  empresa,  han  dilatado  por 
largo  tiempo  su  realización;  y  todo  hace 
presumir  que,  á  no  variar  de  rumbo,  nunca 
ae  verán  satisfechos  los  nobles  deseos  que 
movieron  á  la  augusta  Madre  de  V.  M.  á 
otorgar  su  concesión. 

En  1841  se  locaban  ya  gravísimas  dificul- 
tades para  llevar  á  cabo  la  obra  en  los  tér- 
minos prevenidos  pn  aquella;  y  en  29  de 
mayo  de  1843  el  Regente  del  Reino,  de 
acuerdo  con  la  juitla  consultiva  de  la  sec- 
ción de  caminos,  dispuso  que  se  procediese! 
á  celebrar  nuevo  contrato,  difipos'cion  que 
no  se  pudo  llevar  á  efecto  merced  á  las  re- 
clamaciones de  la  compañía. 

Trascurridos  algunos  años,  dictóse  otra 
disposición  en  23  de  mayo  de  1850  decla- 
rando definitivamente  caducada  la  conce* 
aion;  pero  se  alzó  de  ella. la  compañía  en  la 
vía  contencioso- administrativa,  y  por  real 
decreto-sentencia  de  10  de  setiembre  de 
1856,  á  consulla  de  aquel  tribunal,  se  <!ignó 
V.  M.  declarar  sin  efecto  dicha  real  ói  den, 
disponiendo  al  minmo  tiempo  lo  convenienie 
para  recrularizar  el  asunto  y  llevar  á  cabo  la 
obra  pública. 

Pasaron  todavía  algunos  años  en  discu- 
siones sobre  los  objetos  d<*l  canal  y  las  con- 
cesiones de  la  real  cédula;  núes  mientras  la 
empresa  sostenía  to<los  los  arrechos  y  exen- 
ciones que  se  le  habían  concrdido,  apoyán- 
dose en  el  contrato  bilatorat  subsistente ,  la 
junta  cunsulliva  de  caminos,  canales  y  puer- 
tos opinaba  que  se  redujeran  los  objetos  de 
la  obra  á  los  servicios  del  riego  y  de  la  in- 
dustria, combatiendo  tas  condiciones  gene- 
ralea  de  la  concesión  en  dictámenes  de  19 
de  febrero ,  24  de  ju'io  do  1860  y  15  de  fe- 
í  brero  de  1861 ,  y  hasia  llegando  á  indicar  la 
conveniencia  de  modificarla  á  costa  de  cual- 
quier sacrificio. 
Aceptada  esta  base,  presentóse á  las  Cór- 


lea  en  3  de  mayo  de  1861  un  provecto  de 
ley  revocando  la  concesión  del  Canal  de  Ta- 
marite  ,  acordando  una  indemnización  á  la 
compañía,  y  disponiendo  la  formación  de 
un  proyecto  de  canal  solo  AL  tie^o. 

La  comisión  del  Congres^presentó su  dio- 
támen  en  29  de  abril  de  18G2  opinando  por 
la  revocación ,  manifestando  no  obstante  su 
respeto  ul  R.  D.-S,  de  1856  que  declaró 
existentes  los  derechos  de  la  entpresa,  y 
!  proponiendo  que  si  la  compañía  se  consti- 
i  luía  con  arreglo  á  la  legislación  vigente  se 
la  otorgase  nueva  concesión. 

No  llegó  á  ser  ley  esle  proyecto ;  y  poco 
después  presentó  la  compañía  ios  esludioa 
facultativos  del  canal ,  reduciéndolo  á  loa 
servicios  del  riego  y  de  la  industria,  y  ofre- 
ciéndose á  cumplir  ep  todas  sus  partea  el 
R.  D.-S.  de  1856. 

El  Consejo  de  Estado  en  pleno  informó  en 
30  de  junio  de  1863  que  la  concesión  no  ha- 
bía caducado;  que  si  parecía  convenienie  su 
rescisión  para  reducirla  á  un  canal  de  riego,  ▼ 
no  lo  era  por  las  cuantiosas  indemnizaciones 
á  qu«  podía  dar  lugar  con  fundado  derecho; 
y  que  seria  preferible  modificar  la  concenion, 
prévio  acuerdo  d*-  la  empresa  concesionaria. 

Omformándose  V.  M.  con  esle  parecer  y 
con  el  del  Consejo  de  Mmislros ,  ¡ntenió  la 
modificac  on  para  reducir  la  obra  á  los  indi- 
cados servicios  del  riego  y  de  la  indnalria;  y 
por  R.  O.  de  23  de  abrü  de  1864,  dictada  de 
conformidad  con  lo  propuesto  |>or  la  junta 
consultiva  <le  caminos ,  se  aprobó  el  proyecio 
facultativo  formado  co»i  ta»  propósito,  dis- 
poniendo al  par  la  raforaia  de  las  demás 
condiciones  de  la  concesión. 

La  cuantía  de  tos  derechos,  privilegios  y 
exenciones  concedidos  por  real  cédula  d*5 
1834  no  tiene  ejemplo  alguno ;  y  es  lal,  que 
aparle  de  la  construcción  del  canal,  ofrece  á 
la  compañía  las  mas  exhoibilanlea  ventajas 
y  singulares  preeminencias.  Resumiendo  en 
breves  palabras  aquellas  concesiones,  bien 
puede  decirse  que  lodoa  los  beneficios  que 
el  Eblado,  el  Real  Patrimonio,  los  pueblos  y 
los  parliculares  se  pudi:  ran  prometer  de  la 
ejecución  de  la  obra  quedaban  en  piovech<i 
de  la  compañia.  Los  terrenos  del  Estado,  los 
de  la  Coroija,  y  de  los  pueblos  cedidos  re- 
presentan un  enorme  caudal.  Loa  diezmos 
y  primicias,  los  consumos  y  olrof»  ¡nipneslos 
de  que  se  "eximia  á  la  empresa  pora  siempre 
ó  por  gran  número  de  años,  á  cuyo  aumen- 
to por  ef^»cto  del  riego  habia  de  jiercibir,  su  -  s 
man  gruesas  cantidades  fie  que  se  privaba 
al  erario  público.  Mercedes  honoríficas,  pri- 
vilegios cotitra  privilegios,  concesiones  ac- 
cesorias ^e  minas  y  caminos  de  hierro;  to« 
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dos  los  derechos  de  In  Carona  y  det  Real 
Palrhnoiiiu  por  el  riego  y  ctiUivo  de  las  lier- 
ms  rneullas,  todo  parecía  poco  para  obligar 
á  la  compañía  del  Canal  de  Tamarile.  A  ma* 
yor  abundamíMo  la  perpetuidad  de  la  con- 
cesión; la  intmiabUidad  de  sus  capitales  y 
beneficios,  y  la  inlerpretacion €n sti /avor 
de  cuantas  dudas  ocurriesen. 

Pues  bien ,  Señora:  este  cúmulo  de  con- 
cesiones y  privilegios,  lejos  de  facilitar  la 
ejecución  de  la  obra,  han  venido  á  di lí cuitar» 
la,  y  continuará  siendo  irrealizable  si  ta  ad- 
ministración no  recobra  en  breve.su  acción  y 
sus  derechos  para  obligar  en  forma  á  la 
compañía. 

El  Consejo  de  Estado  en  pleno  consultó 
en  30  de  junio  último,  consecuente  en  ta 
opinión  qpe  emitió  en  30  del  mismo  mes  de 
lo63,  que  el  Gobierno  debe  modificar  la 
concesión  del  Canal  de  Tamarite ;  y  el  Mi- 
nistro que  suscribe,  colocado  en  la  disyunti- 
va de  cumpl'r  la  real  cédula  de  1834,  sin 
por  ello  asegurar  la  construcción  del  canal, 
ó  de  modificar  ta  concesión  arreglánd.ila  á 
la  legislación  vigente  aun  á  costa  de  algún 
sacpincio,  no  ha  vacilado  en  adoptar  este 
extremo ,  tratando  al  efecto  con  la  compañía 
hasta  lograr  que  acceda,  mediante  una 
compensación,  á  reducir  á  condiciones  re- 
gulares los  exorbitantes  derechos  que  por 
su  extensión  ó  duración  chocaban  con  el  ré- 
gimen establecido. 

AI  consp^iiir  la  subrogación  dé  la  real  cé- 
dula de  1834  por  las  nuevas  condiciones  que 
acepta  ta  compañía  ,  cree  vuestro  Ministro 
de  Fomento  haber  usado  prudentemente  de 
sus  facultades,  dejando  expedita  la  acción 
de  los  cuerpos  coiegisladores,  los  cuales 
han  de  interven'r  en  su  día  en  la  part«i  esen- 
cial de  las  nuevas  cláusulas  porque  aquella 
ha  de  regirse ;  y  fundado  en  estas  conside- 
raciones ,  tiene  el  honor  de  sfuneter  á  la 
aprobación  de  V.  M.  el  adjunto  proyecto  de 
decreto.  M^idrid  1.**  de  setiembre  de  1866. 
—Señora:— A  L.  B.  P,  de  V.  M.— Manuel 
de  Oro  vio. 

R^L  DECriETO. 

De  acuerdo  con  lo  que  me  ha  propuesto 
mi  Ministro  de  Fomento, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Artículo  único.  La  ciincesion  del  Canal 
de  Tamarite  de  Litera,  otorgada  por  real 
cédula  de  25  de  abril  de  1834,  queda  modi- 
ticada  en  los  términos  que  expresan  las  con- 
diciones adjuntas.  Dado  en  Zaraúz  á  3  de 
setiembre  de  1866.— Está  rubricada  de  la 
real  mano.— El  Ministro  de  Fomento,  Ma- 
nuel de  Orovio.o  {Gacb  setiembre.) 


891.  TBATADOS.— Anedds  al  do  límítM 
entre  Sapttfis  j  Pottiursl  de  29  de  Mtlembre 
de  1864,  firmados  enXilsboa«L4  de  noTiea^ 
hT9  de  1866. 

S.  M.  ta  Reina  de  las  Españas  y  S.  M.  el 
Rey  de  Portugal  y  de  los  Algarbes»  desean- 
do hacer  aplicable  en  todas  sus  partes  el 
tratado  de  limites  entre  ambas  naciones,  ce- 
lebrado el  29  de  setiembre  de  1864,  á  fin  de 
que  los  pueblos  de  uno  y  otro  país  experi- 
menten los  beneficios  <|uc  aquel  pacto  inter- 
nacional está  llamado  a  producir,  han  deter* 
minado  ajustar  los  convenios  y  estipulacio- 
nés  que  deben  servir  de  complemento  á  di- 
cho tratado. 

Con  este  objeto  han  nombrado  por  su» 
plenipotenciarios,  á  saber: 

S.  M.  la  Reina  de  las  C<;paña8  á  D.  Facun- 
do Goñi,  su  Ministro  plenipotenciario.  Con- 
sejero real  de  agricultura ,  industria  y  co- 
mercio. Diputado  á  Cortes  que  ha  sido  etc., 
etc.,  etc. 

Y  S  M.  el  rey  de  Portugal  y  *de  los  Al- 
ga r  bes  al  Sr.  José  da  Silva  Mt*ndes  Leal,, 
de  su  Consejo,  Caballero  de  la  Orden  de 
Nuestra  Señora  de  la  Concepción  de  Villa- 
viciosa,  Gran  Cruz  de  la  antigua,  nobilísinta 
y  esclarecida  Orden  de  Santiago,  del  mérito 
cieniítico,  literario  y  artístico  de  la  de  San 
Mauricio  y  San  Lázaro  de  Italia,  Ministro  y 
Secretario  de  Estado  honorario,  Diputado  á 
Cories,  Bibliotecario  mayor  etc.,  etc.,  etc. 

Los  cuales,  después  de  comunicarse  su« 
plenos  poderes  y  haberlos  hallado  en  buena 
y  debida  lorma,  han  acordado  y  extendido 
los  siguientes  anejos  al  tratado: 

ANEJO 

Reglamento  relfttÍTo  i  loe  rioi  Umitrofei  entre  tmbM 
nacionet. 

En  consecuencia  de  lo  convenido  eo  el  ar- 
tículo 28  del  tratado  de  limites  celebrado  en 
Lisboa  el  29  de  setiembre  de  1864,  en  el  que 
se  prescribe  que  las  aguas  cuyo  curso  deler* 
m'ua  la  linea  internacional  en  varios  trayec- 
tos de  la  frontera  sean  de  uso  común  para 
los  pueblos  de  ambos  reinos;  y  cumpliendo 
además  lo  prevenido  en  el  art.  26  sobre  la 
formación  de  un  reglamento  que  ponga  coto 
para  en  adelante  á  tos  abusos  )*espeolo  á  la 
construcción  de  obras  en  las  orillas  de  los 
ríos,  y  especial  mente  en  las  del  Miño  y  de 
sus  istai),  tanto  porque  se  embaraza  la  na- 
vegación y  «e  dilicuUa  el  uso  y  aprovecha- 
miento públicos,  como  porgue  se  altera  el 
curso  de  las  aguasi  con  dauo  ó  uo  mistn» 
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tiempo  de  lat  propiedndet  parlicolaret  sitúa* 
das  en  las  már^«Mie8  fluviales,  y  de  ta  sot>6- 
ranía  territorial  de  uno  y  otro  Estado: 

Coastdenmdo  qu6  tos  ríos  divisorios,  sí 
bien  cuando  por' obra  de  ta  naturaleza  mu- 
dan súbita  y  totalmente  de  dirección,  no  aU 
teran  el  límite  de  las  naciones,  puesto  que 
este  continúa  determinado  por  el  antiguo 
cáuce;  por  el  contrario,  cuando  cambian 
'lenta  y  paulatinamente  por  obra  del  hombre, 
pAniucen  aUeracio9  en  la  linea  fronteriza  y 
períuicfos  en  los  terrenos  de  dominio  prt  - 
vado: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  aM 
para  impedir  la  desviación  artificial  del  cur- 
so de  los  ríos ,  como  para  ha¿er  practicable 
el  uso  co4mjn  de  los  mismos,  conviene  con- 
sti^nar  y  api  «car  en  la  materia  los  principios 
roeonocidus  del  dorecho  de  gentes; 

Los  plenipotenciarios  de  ambos  Estados, 
habiendo  examinado  en  general  ^as  cfrcuiis* 
lancias  de  los  rios  que  dividen  los  dos  pai- 
tes, y  s<*ñatadamM)te  ta  situación  especial 
del  río  Miñi^  con  presencia  de  los  documen- 
ios  necesarios  y  de  los  planos  respectivos  á  la 
parte  de  dicho  rio  mas  ociuúonada  á  contien- 
das, y  de8|)ue8  de  apreciar  debidamente  las 
reclamaciones  producidas  con  tal  motivo  en 
los  últimos  años  por  varios  propietarios  de 
ambas  orillas,  han  convenido  en  redactar  el 
reglamento  que  les  está  encomendado,  y 
que  es  del  tenor  siguiente: 

Articulo  t.^  Los  rios  que  sirven  de  fron- 
teta  internacionai  entre  España  y  Portugal 
en  la  línea  que  comprende  el  tratado  de  lí- 
mites de  1864,  sin  perjuicio  de  pertenecer 
por  la  mitad  de  sus  corríentes  á  ambas  na- 
ciones, serán  di*  uso  común  para  ios  pueblos 
de  los  dos  países;  y  tanto  para  que  puedan 
estos  aprovechai'ios  convenientemente ,  co- 
mo para  que  no  sufra  alteración  el  límite  in- 
ternacional dt'terminado  por  el  curto  de  las 
aguas,  estarán  dichón  ríos  sujetos  á  la  vigi- 
lancia continua  de  las  autoridades  do  los 
paeblos  conñnantes.  • 

Art.  2.®  En  virtud  del  uso  común  que 
•obre  lob  r'og  iimitrofes  corresponde  á  los 
pueblos  de  ambas  naciones,  podrán  estos  na- 
vegar libreiní'nte  por  el  Miño,  Duero  y  Ta- 
jo en  su  n'spectiva  extensión  hábil,  y  por 
loe  denftás  froi:t«*rizos  cuyas  circunstancias 
lo  permitAn;  pero  deberán  conformarse  siem- 
pre ,  así  ret^pocto  á  ta  navegación  en  sí  mis- 
ma como  en  lo  tocante  al  Irtfico  ó  comercio 
que  puedan  ejercer,  á  los. pactos  que  exis- 
tan entre  ambos  Gobiernos,  y  á  los  regla- 
mentos especiales  vigentes  en  cada  país. 

Igoalmenle  podrán  los  habitantes  de  am- 
hot  territorios  pasar  de  una  á  otra  orilla  con 


toda  ciase  de  embarcaciones ,  y  aprovechar 
las  aguas  para  todos  los  usos  que  les  con- 
vengan, con  tai  que  en  dichos  casos  no  fal- 
len á  los  convenios  públicos  existentes  ó  las 
costumbres  recibidas  entre  los  pueblos  de 
ambas  riberas,  ni  alteren  en*lo  mas  mínimo 
las  condiciones  de  los  rios  para  el  aprove- 
chamiento común  y  público. 

Art.  3.®  Las  embarcaciones  que,  confor- 
me á  lo  dispuesto  en  el  precedente  artículo, 
naveguen  o  pesquen  en  los  rios  limítrofes  es- 
tarán sujetas  á  la  jurisdicción  del  país  á  que 
pertenezcan,  no  pudiendo  ser  perseguidas 
|)or  las  autoridades  de  uno  ú  otro  Estado  con 
motivo  de  delitos  ó  contravenciones  legales» 
sino  cuando  se  hallen  adheridas  á  tierra  fir- 
me ó  á  islas  sometidas  á  su  respectiva  juris- 
dicción. Sin  embargo,  á  fin  de  prevenir  las 
dificultadas  y  los  abusos  que  pudiera  ocasio-  ' 
nar  la  aplicación  errónea  de  esta  regla,  se 
conviene  en  que  toda  embarcación  que  se 
halle  amarrada  á  la  orilla  ó  tan  próxima  á  ^ 
esta  que  pueda  entrarse  directamente  á  su 
t>ordo  se  considere  como  situada  en  territo- 
rio del  país  á  que  dicha  orilla  pertenezca. 

Art.  4.®  Como  consecuencia  de  lo  con- 
venido en  los  artículos  anteriores ,  y  con  el 
fin  de  conservar  expedita  la  navegación  y  li- 
bre el  aprovechamiento  de  los  rios,  y  al  pro* 
pió  tiempo  iivailerabie  en  lo  posible  el  lími« 
te  señalado  por  sus  corrientes,  no  será  líci** 
to  construir  en  los  rios  ni  en  sus  orillas,  ó 
en  las  de  sus  islas ,  ob^'as  de  ningún  género 
que  perjudiquen  á  la  navegación,  ó  alteren 
el  curso  de  las  aguas,  6  dañen  de  cualquie- 
ra manera  á  las  condiciones  de  los  rios  para 
el  uso  común  y  publico.  Por  tanto,  queda 
por  punto  general  prohibida  la  construcción 
de  todo  género  de  obras,  como  son  molinos 
ó  aceñas,  presas  fijas  ó  movibles,  malecones, 
pesquerías,  canalcM,  empalizadas  y  otras  cua- 
lesquiera que  pu«*dan  causar  embarazo  ó  da- 
ño al  interés  público  en  los  conceptos  que 
quedan  expresados. 

Art.  5.^  Siempre  que  algunas  de  las 
obras  atrás  mencionadas  ú  otras  de  diverso 
género  que  convenga  construir  á  los  propif- 
taríos  particulares  de  ambas  orillas  sean  eje- 
cutables, sin  perjuicio  alguno  para  el  uso  y 
'  aprovechamiento  común  de  uno  y  otro  país, 
*  podrán  las  autoridades  respectivas  conceder 
j  permiso  especial  al  efecto,  mediante  los  re- 
I  quisitos  y  trámites  que  á  continuación  se 
'  expresan. 

Art.  6  ^  Cuando  algún  subdito  de  uno 
de  los  dos  Botados  considere  necesario  ó 
útil  construir  una  obra  determinada  en  los 
rios,  ora  para  defender  sus  propiedades  con- 
tra inundaciones,  ora  para  mejorar  su^  inte- 
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reses  y  beneficiar  sus  fincas,  sin  perjuicio  en 
ningún  caso  para  el  público  ni  para  tercero » 
deberá  anles  de  ejecular  trabajo  alguno,  soli- 
citar y  obtener  el  permiso  correspondiente. 
Al  efecto  se  dirigirá  por  medio  de  Instancia 
al  jefe  superior  de  la  circunscripción  admi- 
nistrativa (-icliialmenle  Gobernador  civil  de 
provincia  en  España  f  Gobernador  civil  de 
distrito  en  Portugal)  exponiendo  su  prdteii- 
sion  y  las  crcuNlancias  oue  la  abonen,  y 
acompañando  un  croquis  de  la  obra  que  in- 
tente construir,  y  un  plano  de  la  porción  del 
río  correspondiente ,  como  datos  necesarios 
y  que  se  eslime  bastantes  para  pod^r  «pre* 
ciar  los  resuUades  probables  de  la  obra  pro- 
yectada. 

El  Gí>bcrnad»>r  civil,  después  de  lomar  'n- 
formes  del  Alcalde  (ó  Administrador  de  Con- 
cejo) del  pueblo,  y  de  oír  los  dictámenes  fa- 
cultativos ó  periciales  que  se  juzgue  conve* 
nientes,  resolverá  en  conformidad  á  lo  que 
de  ellos  resulte.  En  el  caso  de  que  la  obra 
sea  considerada  perjudicial  de  presente  ó  de 
futuro  para  los  intereses  de  los  puebles  ribe- 
reños ó  para  el  uso  común  del  río,  nt^gará 
el  permiso  solicitado.  Si  por  el  contrario,  la 
obra  no  fuese  susceplib'e  de  irrogar  daño 
público  ni  partiiíuíar,  remitirá  copia  del  ex- 
pediente al  Gobernador  de  la  demarcación 
administrativa  fronteriza.  Este,  tomando  á 
su  vez  los  informes  necf*saríos,  y  obrando 
como  cumple  á  vecinos  que  tienen  comunes 
intereses,  contestará  manifestando  su  pare- 
cer, bien  sea  prestando  su  asentimiento  á  ta 
consiruccioii  de  ia  obra,  f*\  resultare  ser  ino- 
fensiva para  todos,  bi^n  n»>gflndolo,  con  ex- 
presión de  las  razones^  por  qué  ía  Conceptúe 
inconvfMiiente.  En  el  primer  caso  el  Gober- 
nador civ'l  9  quien  se  hubiese  dirigido  la  pe- 
lición  concederá  y  comunicará  al  interesado 
la  licencia  solicitada;  en  el  segundo  negará 
dicho  permiso,  dándose  en  amóos  por  fene- 
cido el  expediente  sin  ullerior  recurso. 

Art.  7.**  Las  licencias  para  construcción 
de  obras  concedidas  por  la  autoridad  com- 
pelenlQ  caducarán  á  los  Seis  meses  de  la  fe- 
cha de  su  olorgamienlo,  sí  dentro  de  este 
tiempo  no  hubiere  dado  principio  á  la  obra 
el  concesionario. 

Igualmente  caducarán  cuando  después  de 
principiados  los  trabajos  quedasen  estos  in- 
terrumpidos ó  suspensos  por  espacio  de 
un  año. 

Arl.  8.®  Lasoontravenciones  á  lo  dispues- 
to en  el  presente  reglamento,  sea  construyen- 
do obras  ó  pervirtiendo  de  otra  manera  las 
coadiciones  de  los  ríos ,  serán  denuneiables, 
asi  por  los  particulares  por  las  formas  de  de- ' 


recho ,  como  por  los  guardas  y  demás  agen« 
tes  y  por  4as  autoridades  locales. 

Sin  perjuieio  de  las  denuncias  y  procedí- 
mi«>ntos  á  que  en  tod^i  tiempo  den  lugar  las 
infracciones  ó  abusos  que  se^cometan ,  y  con 
objeto  de  mantener  y  conservar  el  buen  es- 
lado  de  los  ríos,  se  verificará  anualmente  un 
recorK>ci  miento  de  los  mismos,  en  eonformr« 
«lad  á  ta  dis)>osicion  general  que  contiene  el 
art.  25  del  tratado  de  limites. 

En  su  consecuencia ,  todos  los  años  por  el 
.  mes  de  agosto  los  Alcaldes  pspañi>les  y  kw 
Administradores  de  Concejo  portugu«>ses, 
acompañados  de  delegados  m un ieí  paies ,  exa- 
minarán la  parte  fiuviat  fronteriza  en  la 
extensión  correspondienle  á  su  demarcación 
jurisdiccional ;  acordarán  vitrificar  de  oficio 
las  d'MUincias  necesarias  si  existiesen  hechos 
que  las  motiven  ^  y  levantarán  aulo  del  re«- 
conocimieí)to  practicado,  remitiendo  copia  á 
Ins  autoridades  sup«*rioies  a  d  ni  i  o  ist  rali  vas 
para  que  estas  d<Uerminen  lo  que  tengan  por 
conveniente  dentro     *us  atribuciones. 

Art.  9.®  Las  petias  f*o  *  por  infracción  de  lo 
preceptuado  en  ehla  res^lametUo  deben  im- 
ponerse por  las  auiorkiades  administrativas 
atrás  mencionadas  serán  en  hi  forma  si- 
guiente: 

Los  que  construyan  obras  en  los  ríos  sin 
haber  o'itetiido  el  oompelentf^  permiso ,  se« 
guii  queda  prescrito  en  los  precedentea  ar» 
tículos,  sernn  obligados: 

1.  ^  A  destruir  á  sus  propias  expensas 
todos  los  trabajos  l^^chos  hasta  restablecer 
las  cosas  inlegramenle  á  su  eblado  primiti- 
vo. 

2.  ^  A  pagar  una  multa»  que  no  bajará 
de  10  escudos  en  moneda  española  (4.500 
rnis  en  moneda  portuguesa),  ni  excederá 
de  100  escudos  (45.000  reis),  y  que  estará 
en  proporción  á  un  mismf»  tiempo  con  el  cos- 
te de  la  o'ora  y  con  los  peijuicios  que  hu- 
biese pouido  ocasionar,  según  estimación 
pericial. 

3.  ^  A  satisfacer  todos  los  gastos  que  ori- 
ginen los  procedimientos  y  diligencias  que 
se  practiquen  de  parte  de  las  aulorídadea 
hasla  llevar  á  cabo  la  demolición  de  la  obra 
ejecutada  indebidamente. 

E'A  iguales  ó  análogas  penas  incurrirán 
todos  los  que  |>or  cualquier  medio  no  espe* 
cificado  aquí  tuerzan  ó  alteren  la  corriente 
de  las  aguas ,  6  embaracen  la  nevegacion»  d 
perjudiquen  de  otra  manera  á  las  condicio- 
nes de  los  ríos  respecto  al  uso  común  de  los 
mismos  para  los  pueblos  limítrofes  de  am- 
bos reinos* 

Art.  10.  Las  disposiciones  contealdaa  en 
los  articules  anteriores  serán  obsenradaa  y 
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eumplidas  por  los* pueblos  y  por  las  autori- 
dades de  ambos  Estados  desde  que  se  de- 
clare eu  vigor  el  presente  reglamealó. 

ABTÍCOIO  TRAKSITORIO. 

En  eumpliroienlo  de  lo  prescrito  en  el 
«rl*  26  del  tratado  de  limites ,  teniendo  prer 
senté  la  situación  excepcional  del  rio  Miño, 
en  donde  por  haberse  tolerado  á  los  propie- 
tarios de  ambas  orillas  construir  libremente, 
ora  malecones  y  empalizadas  á  titulo  de  de- 
fender sus  heredades,  ora  pesquerías  y  otras 
obras  para  aprovechamiento  particular ,  se 
han  producido  graves  alieraeionesen  el  cur- 
so del  rio,  é  irref^ularídades  anómalas  en  sus 
corrientes,  con  daño  da  los  intereses  públi- 
cos y  privados;  y  deseando  á  un  mismo 
iiempo  mejorar  las  condiciones  del  rio  para 
el  servicio  y  uso  comuu  de  los  dos  países ,  y 
atender  en  cuanto  sea  justo  y  l<>^ítimo  al  in- 
terés de  los  propietarios  cuyos  terrenos ,  al 
poneré  en  práctica  la  prohibición  de  cons- 
truir obras  después  de  tan  inveterada  tole- 
rancia ,  pueden  encontrarse  amenanazados 
por  consecuencia  de  desviaciones  artificiales, 
han  convenido  ámbas  toarles  en  el  acuerdo 
siguiente: 

Tan  pronto  como  se  declare  vigente  este 
reglanx^nto  dispondrán  ios  Gobiernos  de  óm- 
bos  Estados  que  los  ins^enieros  de  la  provin- 
cia de  Pontevedra  en  España ,  y  del  distrito 
de  Vianna  del  Cbslnllon  en  Portugal ,  verifi- 
quen unidos  un  reconocimiento  del  rio  Miño 
^  en  su  extensión  fronteriza,. y  s<'ñaladamen- 
te  en  la  parte  que  media  entre  Valenca  y 
Moncao,  donde  han  sido  mayores  las  recla- 
maciones. Dichos  ingenieros,  acompañándo- 
se de  una  persona  compéleme  ^ue  designa- 
rán de  común  acuerdo  para  dirimir  las  dife- 
rencias de  apreciación  que  puedaü  suscitar- 
se ,  después  de  hacer  los  estudios  necesarios 
redactarán  un  informe  que  contenga  dos 
partes:  primera,  una  descripción  del  Miño 
desde  su  desembocadura  hasta  la  confluen- 
cia del  rio  Troncóse  ó  Sarjas,  en  la  que  es- 
pecificarán los  obstáculos  que  embaracen  la 
navegación  en  los  diversos  parajes,  los  me- 
dios de  removerlos  y  las  obras  que  juzguen 
necesario  construir  ó  demoler»  tanto  para 
hacer  el  rio  navegable  como  ()ara  regulari- 
zar el  curso  de  sus  aguas,  á  hn  de  que  los 
Gobiernos  puedan  en  tiempo  y  circunstan- 
cias oportunas  adoptar  sobre  este  punto  las 
medidas  que  eslimen  convenientes:  segun- 
da,  una  relación  de  los  terrenos  margínales 
amenazados  por  inclinación  artificial  del 
rio,  ó  sea  por.efeclo  de  construcciones  de  Ja 
oriúa  opuesta,  y  la  designación  de  las  obras 


ue  en  justicia  pueda  permitirse  hacer  á  los 
ueños  para  su  preservación  y  defensa ;  de- 
biendo señalar  a  estos  para  la  construcción 
de  cada  obra  un  plazo  determinado  que 
prudencialmente  juzguen  ser  necesario  se- 
gún las  circunstancias. 

Redactado  el  informe,  y  después  de  elé- 
vado  á  los  Gobiernos  supremos  por  conduc- 
to de  los  Gobernadores  civiles  respectivos, 
harán  estos  llegar  á  conocimiento  de  los 
propietario?  interesados  la  parle  relativa  á 
la  construcción  de  obras  de  preservación  en 
determinados  terrenos,  y  en  su  virtud  di-  • 
chos  propietarios  adquirirán  el  derecho  de 
ejecutarlas  en  la  forma  y  il^o  del  plazo 
que  se  prefijare;  debiendo  sii^mbargo ,  en 
todos  los  casos  en  que  intenten  construir 
una  obra,  dar  parle  al  Gobernador  civil  á  fin 
de  que  este  pueda  hacer  inspeccionar  los 
Irabajos  y  evitar  cualquiera  exlralimilaclon 
ó  abuso. 

El  leicuerdo  que  con  el  fin  expresado  y 
con  carácter  Iransilorío  queda  consignado 
en  el  présenle  artículo  no  altera  ni  modifica 
las  disposiciones  generales  y  permanentes 
de  este  reglamento ,  las  cuales  regirán  sin 
excepción  para  lo  futuro. 

ANEJO  2.*^ 

Reg ItoiMto  tobrt  prendaiBiciitM  dé  ftntdoi. 

Siéndo  necesario  ampliar  lo  estipulado  en 
el  articulo  29  del  tratado  de  límites  relati- 
vamente á  prendamientos  de  ganados  que 
atraviesan  la  frontera  y  entran  á  pastar  ilí- 
citamente  en  términos  ajenos,  y  á  fm  de 
hacer  de  fácil  aplicación  práctica  las  dispo- 
siciones  generales  consignadas  sobre  la  ma- 
teria, los  plenipotenciarios  de  ambos  Esta- 
dos han  convenido  en  los  artículos  siguien- 
tes: 

Art.  1.**  Las  aprehensiones  de  ganados 
solo  se  considerarán  legales  cuando  hayan 
sido  hechas  por  la  fuerza  pública  ó  guardas 
de  campos  de  los  pueblos,  cualquiera  que 
sea  la  denominación  con  que  se  les  designe 
en  uno  y  otro  pais. 

Los  guardas  de  campo  de  los  pueblos  de- 
berán ser  juramentados;  y  su  palabra,  como 
la  de  los  demás  aprehensores  legítimos,  ha- 
rá fé  ante  las  autoridades  del  distrito  res- 
pectivo á  falta  de  pruebas  bastantes  en  con- 
trarío. 

El  nombramiento  de  los  guardas  de  los 
pueblos  se  verificará  en  cada  distrito  muni- 
cipal según  sus  usos  y  costumbres ,  y  será 
nolificado  por  el  Alcalde  de  la  demarcación 
en  España,  y  por  el  Administrador  de  Con- 
c<^o  en  Portugal  á  la  autoridad  y  municipa- 
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lidades  colindantes  de  U  nación  vecina  á  fín 
de  qqe  estas  puedan  reconocer  como  lates  á 
dichos  empleados.  Con  el  mismo  objeto  de- 
berán ios  guardas  llevar  una  insignia  exte- 
rior que  los  distinga  para  el  ejercicio  de  su 
cargo. 

Art.  2.^  Siempre  que  se  veríGque  un 
prendamiento  de  ganados,  el  aprehensor, 
después  de  retener  en  prenda  una  res  por 
cada  10  cabezas,  y  en  todo  caso  una ,  aun- 
que las  apreliendidas  no  lleguen  á  diclío  nú- 
^  mero ,  liará  la  denuncia  correspondiente  ante 
el  Alcalde  ó  autoridad  respectiva,  entregan- 
do las  reses  retenidas,  que  se  conservarán 
en  depósito  '^ra  responder  de  la  pena  y 
gastos. 

El  Alcalde,  Administrador  de  Concejo  en 
Portugal ,  dará  parte  sin  demora  al  que  cor- 
responda á  la  residencia  del  dueño  del  ga- 
nado por  medio  de  oflcio,  en  qut;  participará 
el  hecho  y  las  circunstancias  que  juzgue  ne- 
cesarias, expresando  particularmente  el 
nombre  del  pastor  y  del  dueño  del  ganado 
á  ñn  de  que  este  se  presente  en  juicio  per- 
sonalmente ó  por  apoderado  al  efecto  en  el 
termino  de  los  10  días  siguientes  al  de  la 
captura. 

Arl.  3.®  Celebrado  el  juicio  con  presen- 
cia del  interesado  y  en  la  Torma  mas  breve 
y  sumaría  posible,  conforme  al  procedi- 
miento establecido  en  la  legislación  de  cada 
país  para  esta  clase  de  faltas;  y. resultando 
justificada  la  legitimidad  de  la  aprehensión, 
se  cargarán  al  dueño,  del  ganatlo  la  multa 
que  corresponda  en  concepto  de  pena ;  las 
cosías  que  se  originen  en  el  juicio;  la  retri- 
bución satisfecha  á  los  propios  por  los  avisos 
que  hubiesen  ocasionado;  las  diligencias  ju- 
diciales; y  finalmente,  los  gastos  de  manu- 
tención y  guardería  del  ganado  retenido. 

Arl.  4.®  Las  mollas  que  hayan  de  im- 

Í ponerse  en  el  juicio  por  vía  de  pena  se  con- 
ormarán  á  lo  que  sobre  la  materia  se  halle 
eslablecido  entre  las  municipalidades  colin- 
dantes por  convenios  múluos  ó  por  costum- 
bres recibidas.  En  caso  de  no  existir  sobre 
la  materia  convenios  ni  costumbres  recípro- 
camente aceptadas,  pagarán  los  dueños  de 
los  ganados  trasgresores  como  pena  la  mulla 
de  un  escudo  (450  reís  portugueses)  por  ca- 
da cabeza  de  ganado  mayor ,  y  un  real  (45 
reis)  por  cabeza  de  ganado  menor,  no  com  - 
prendiéndose  en  uno  ni  en  otro  caso  las 
crias  para  lá  evaluación  que  corresponda. 

Si  la  infracción  se  hubiere  cometide  du- 
rante ta  noche,  las  penas  establecidas  serán 
dobles.  También  lo  serán  cuando  el  infractor 
fuese  declarado  reineidente. 
Arl.  5.^  Las  cantidades  ^ue  deben  abo- 


nar los  dueños  del  ganado  (adémás  de  la 
multa  y  costas  del  juicio)  se  computarán 
por  lo  que  respecta  á  la  retribución  de  pro- 
píos  de  aviso,  á  razón  de  2  rs.  (90  reis  por- 
tugueses) Dor  cada  legua  de  camino,  tanto  de 
ida  como  de  vuelta;  y  en  cuanto  á  gastos  de 
manutención  y  guardería  de  las  reses  pren- 
dadas ,  4  razun  de  5  rs.  diarios  (225  reis) 
por  cada  cabeza  de  ganado  mayor,  y  una 
(45  íeis)  por  cabeza  de  ganado  menor. 

Si  en  algün  (>ueblo  ó  distrito  municipal  se 
creyese  conveniente  asignar  á  los  aprehen- 
sores  una  recompensa  pecuniaria ,  esta  de* 
berá  deducirse  de  la  mulla  impuesta  á  tos 
dueños  del  ganado  aprehendido ,  sin  que 
por  eso  pueda  aumentarse  aquella  ni  car- 
garse á  estos  mayores  gastos. 

Art.  6.^  Cuando  el  dueño  de  un  ganado 
Irasgresor ,  avisado  debidamente  según  se 
previene  en  el  arl.  2.°,  no  hubiere  compa- 
recido en  juicio  antes  de  espirar  el  término 
prefijado  de  10  dias,  la  autoridad  procederá 
de  plano  á  la  venta  en  pública  subasta  de 
las  reses  prendadas,  y  dispondrá  que  con 
su  importe  se  satisfaga  la  multa  y  todos  loa 
demás  gastos  ocasionados. 

El  sobrante,  si  resultase,  se  conservará 
durante  un  año  á  disposición  del  dueño  del 
ganado;  y  si  no  se  reclamase  en  dicho  tiem- 
po, se  destinará  á  obras  de  caridad  publica 
en  el  pueblo  en  que  se  verificó  la  subasta. 

Art.  7.^  Si  un  prendamiento  se  hubiese 
hecho  indebidamente ,  las  reses  prendadas 
y  retenidas  serán  devueltas  á  su  dueño;  y 
en  el  caso  de  faltar  alguna  por  culpa  ó  ne- 
gligencia probadas,  se  abonará  á  aquel  su 
importe  á  costa  de  la  persona  responsable. 

Todos  los  gastos  que  se  originen  en  el 
caso  de  un  prendamiento  indebido  serán  de 
cuenta  del  aprehensor  que  lo  verificó. 

Art.  8.®  Las  disposiciones  establecidas 
en  los  artículos  anteriores  serán  oblrgaiorias 
para  los  pueblos  á  quienes  corresponda  en 
ambos  Estados  desde  el  momento  en  (^ue  los 
respectivos  Gobiernos  declaren  en  vigor  el 
presente  reglamento. 

Los  precedentes  anejos,  que  tendráa  la 
misma  fuerza  y  valor  que  si  se  hallasen-in- 
serlos  en  el  tratado  de  límites  de  29  de  se- 
tiembre de  1S64,  deberán  ser  ralifícados,  y 
las  ratificaciones  se  canjearán  en  Lisboa  en 
el  plazo  mas  breve  posible: 

En  fe  de  lo  cual  los  plenipotenciarios  res- 
pectivos los  han  firmado  por  duplicado,  y 
puesto  en  ellos  los  sellos  de  sus  armas» 
Lisboa  á  4  de  noviembre  de  1866. -^L.  S.) 
— Firmado.— Facundo  Goñi.— (L.  S  >— Fir- 
mado.—José  da  Silva  Mendes  Leal. 

Los  anteriores  anejos  han  sido  deMa* 
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mente  ratifieadot,  y  hu  ratíñcaeiones  can- 
jeadas en  Lisboa  el  20  del  sobredicho  met 
de  noviembre.^  (Cr«c.  6  dieien^e,) 

882.  IKPUIiTOS.-B.  p.  de  7  de  dieiem- 
bre,  estableciendo  reglas  pant  su  conoesion* 

(Grac.  tJust.)'  «Exposición  á  S.  M. — 
Señora:— Por  iitmitada  qne  se  conciba  la  aU 
ta  pferogativa  de  gracia ,  el  buen  sentido 
encuentra  que  debe  tener,  como  tiene  en 
efecto 4  Wí  limite  natural  en  so  propio  fun«  ; 
damento.  Si  se  ha  instituido  por  la  pública 
conveniencia,  no  puede  contrariarla;  y  si 
dentro  de  este  principio  para  templar  el  ex- 
cesivo rigor  de  la  justicia,  no  debe  hacerla 
ineficaz  y  ni  aun  embarazarla:  problemas, 
sin  embargo,  que  se  conciben  y  formulan 
fáciimente  en  teoria,  pero  que  se  desenvueU 
ven  y  realizan  con  suma  dificultad  en  la 
práctica;  pues  que  en  medio  de  todo  hay 
que  reconocer  como  una  verdad  incontesta- 
ble que  el  excesivo  rigor  haría  inútil  la  pre*  ¡ 
rogativa  de  gracia;  K  excesiva  facilidad  la 
baria  perjudicial,  como  igualmente  opuesta 
entonces  á  la  conveniencia  y  á  la  juslieia. 

De  ahí  es  que  por  todos  se  venga  desean*  ' 
do  hace  tiempo  la  conveniente  organización 
de  ta  prerogRtiva  de  gracia. 

En  )o  antiguo  no  se  presentaba  tan  evi* 
dente  esta  necesidad,  ya  que  el  remedio 
fuese  posible.  Donde  la  sola  palabra  del  So* 
berano  era  en  sus  casos  ley,  sentencia  y 
perdón^  este  poder  incontrastable  subordifia- 
ba  asi  toda  teoría  preconcebida  y  fonnulada. 

A  causa  de  la  pública  conveniencia,  sin 
embargo ,  y  sin  mencionar  los  actos  de  rigor 
con  que  en  ocasiones  se  impedían  las  peti- 
ciones inordinadas  de  perdón ,  las  leyes  re- 
copiladas modificaban  ya  la  aplicación  de  la 
prerogativa ,  exigiendo  para  ella  el  perdón 
de  la  parte  ofendida  ^  y  ordenando  á  los  eje- 
cutores de  ios  perdones  reales  que  nunca 
entendieran  que  el  Soberano  indultaba  en 
los  casos  de  aleve  traición,  ó  muerte  iegura . 
Mas  tarde  se  cohibía  el  abuso  de  petición 
prohibiendo  al  penado  pedir  indulto  hasta 
haber  cumplido  la  mitad  del  tiempo  de  su 
eondena ;  y  se  decloraban  asimismo  excluí* 
dos  en  los  indultos  generales  los  delitos 
graves,  casi  en  totalidad,  y  las  reinciden* 
¿ias. 

Grande  es  la  fuerza  de  tan  aulo<izados 
antecedéntes  por  lo  que  son  en  sí  y  por  las 
épocas  á  <}ue  algunos  se  remontan;  pero  to- 
davia  es  mdispensablc  fijar  la  atención  en 
que,  después  del  régimen  representativo, 
este  justo  temperamento  se  ha  elevado  á 
principio  constitucional ,  y  por  todas  núes* 
tras  coaslituciones  pofiiioas  compete  á  la 


corona,  sí,  indultar  á  lo» delincuentes, pero 
«con  arreglo  á  las  leyes. ^ 

Y  estas  leyes ,  por  justo  respeto  á  la  co- 
rona, por  temor  de  no  lastimar  la  mas  alta 
de  sus  prerogativas,  se  han  mandado  iprpar 
varias  veces;  pero  se  esperan  todavía,  si 
bien  el  Cúdigo  penal  ha  iniciado  el  desen- 
volvimiento del  principio  constitucional. 

No  entra  en  el  ánimo  del  Ministro  qo« 
suscribe  continuar  esta  árdua  tarea  sin  el 
concurso  del  poder  legislativo;  pero  cree 
que  puede  y  debe  aconsejar  á  V.  M.  algu- 
nas formalidades  y  restricciones  en  la  ritua* 
lidad  y  tramitación  del  ejercicio  de  la  pre- 
rogativa que.  concillándola,  como  es  de  ne- 
•^sidad,  con  la  pública  conveniencia  y  con 
la  justicia,  la  dejen  intacta  en  su  esencia: 
restricciones  y  modificaciones  que  autoriza- 
das inmediatamente  por  V.  M.,  no  puede 
parecer  que  Irroguen  á  la  misma  el  menor 
menoscabo. 

Pero  como  tampoco  debe  sufrirlo  la  ex- 
celsa también  y  de  todos  protectora  prero- 
gativa de  la  justicia,  sería  en  vano  ouerer 
disimular  los  embarazos,  y  hasta  la  desau- 
torización á  vece»,  en  la  administración  de 
ella,  á  causa  de  lo  inordinado  de  las  peti- 
ciones y  propuestas  de  indultos,  lo  cual,  si 
no  estuviera  ya  en  la  conciencia  de  todos, 
de  aquellos  especialmente  que  son  capaces 
de  comprender  la  social  ¡mfwrtancia  en  la 
perseverante  aplicación  de  lo  juzgado  y  sen- 
tenciado, bastarían  á  demostrar  solo  alguno» 
ejemplo». 

No  es  el  menos  notable  y  perjudicial  el 
de  la  ya  generalizada  petición  de  indulto»  á 
prevención ,  ó  de  penas  aun  no  ejecutoria- 
das. Alguna  vez  podrá  ser  conveniente  en 
este  punto  una  excepción,  como  lo  e»  en  su 
caso,  una  amnistía  oue  corta  y  previene  to- 
do juicio;  pero  no  debe  ser  esa  la  regla  ge- 
neral. Y  el  abuso  llega  ya  á  tal  punto,  que  no 
solo  pendiente  la  tercera  instancia  ó  la  se. 
gunda,  sino  la  primera  y  aun  sin  concluir 
el  sumario,  se  solícita  el  indulto,  ó  desde 
luego,  ó  para  cuando  ^e  imponga  la  pena, 
como  si  el  fin  del  indulto  fuera,  no  ya  sus- 
i  traer  á  la  pena,  sino  aun  al  juicio. 
¡    Debe  suponerse  que  tal  sistema  no  entl- 
I  hiará  en  los  Jueces  y  tribunales,  ni  en  el 
Ministerio  fiscal,  el  saludable  rigor  del  pro- 
eedimienlo;  pero  es  preciso  reconocer  que 
:  el  sistema  e»  tai  que  podría  hacerlo,  y  que 
!  en  todo  caso  es  perturbalorio  del  órden  de 
i  la  justicia,  pues  turba  ó  elude  y  hace  ine- 
ficaz la  parte  correctoria  de  la  prisión  y 
I  molestias  del  proceso;  motivos  de  temor 

Sundonoroso,  que  bastan  para  retraer  do 
elinquir  i  personas  de  determinada»  ola* 
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$es,  Unlo  como  á  olra»  la  pena  ejecutoria- 
da. Y  en  lodo  caso  una  cosa  es  cierla,  y  i  a 
que  los  que  puedan  contar  con  eludir  la  en- 
cauaacion  y  en  lodo  evento,  no  ya  ta  pena- 
lidad, sino  aun  el  baldón  de  una  ^nlencia 
condenatoria  ejecutoriada,  no  pueden  ver 
eu  la  legislación  penal  el  freno  saludable^  la 
advertencia  muda,  pero  imponente,  que  en 
ella  la  sociedad  ha  querido  para  todos. 

lío  es  menos  opuesta  á  la  conveniencia  y 
á  la  juf«lici<)  la  práctica  de  los  tttdultos 
nera!e>;  no  enlemlieiulo  por  tales  precisa- 
mente los  di»  multitud ,  sino  los  de  muHilud 
fío  PioHvados,  no  fundados  en  hechos  per- 
sonales plausibles  y  meii  orios:  eximen  que 
hace  descender  para  la  aplicación  de  lagr?^ 
cía  á  \b  conducta  y  hechos  individuales  de 
los  penado^»,  en  cuyo  caso  el  indullo,eon 
forma  general  6  coíecliva,  es  individual. 
Una  brigada  de  penados,  ó  muchas ,  un 
presidio  entero  puede  lomar  parte*,  con  ries- 
go de  las  propias  vidas,  en  un  lancí-  com- 
prometido de  guerra,  en  una  campaña  glo- 
riosa, como  la  reciente  todavía  de  Africa, 
en  precaver  los  eslragí^s  d»;  un  naufríigio, 
de  un  incendio,  de  una  innmlacion:  el  presi' 
dio  entero,  locit»»  los  qun  han  lomado  parlo 
pueden  ser  induUados  s¡o  contravención  á 
ía  conveniencia  pública  ni  á  la  juílicia.  No 
así  cuando  t»I  motivo  de  la  gracia  es  inde- 
pendiente de  la  volnnlad  del  penado:  faus- 
tos sucesos,  por  ejemplo,  repelidos  cada 
aíío,  y  varias  veces  en  él,  y  con  que  el  cri- 
minal coniflbn,  ó  puede  conlar  de  anlenia- 
no,  paia  medir  la  duración  rcnl  de  su  pena, 
V  la  probabilidad  de  eludirla.  Estos  indultos 
ha  empezado  á  lechazarlos  iuslamrnie  la 
doctrina.  En  los  proyectos  de  legislación 
penal  presenlados  á  los  cuerpog  colegislado- 
res  se  ha  propuesto  su  supresión,  y  acaba- 
rán porsrr  abolidos,  á  lo  cual  tiende  el  ad- 
junto  proyeclo  de  decreto. 

Al  lado  de  estos  abusos  viene  levantándo- 
se otro,  y  ha  ili  gado  á  hacerse  como  ordina^ 
rio,  sin  implicar  menos  la  conveniente  liber- 
tad judicial  y  la  acción  del  Gobierno,  por 
mas  que  se  funde  en  un  senlimiento  plausi- 
ble: es  el  de  peiiciones  corpora'ivas  ó  colec- 
tivas de  indulto  y  como  en  masa,  no  por  los 
encausados  ó  penados  ó  sus  parientes,  sino 
por  personas  extrañas,  por  gremios  ó  clases, 
y  á  veces  por  corporaciones  oticiales,  auto- 
ridades y  empleados  del  Gobierno,  en  cuyo 
®3Clremo  el  abuso  merece  mayor  atención. 

Exígela  también  olra  práctica  fundada  asi- 
niismo  en  plausible  fin;  pero  en  el  orden  ju- 
dicial poco  conveniente,  ya  que  no  de  per- 
judicial efecto.  Tal  es  la  de  pedir  y  mandar- 
le, pendiente  un  proceso  grave,  que  si  en  él 


recae  sentencia  de  muerlr  se  suspenda  Ift 
ejecución,  dando  cuenta  á  V.  M.  y  debiendo 
esperarse  real  resolución.  Nada  mas  loable 
que  el  sentimiento  de  clemencia  que  ha  da- 
do origen  á  esta  práctica ;  pero  np  es  dado 
desconocer,  y  es  mas  prudente  adivinar  que 
explicar,  la  situación  de  ánirno  que  ei  regio 
mandato  ocasiona  de  necesidad,  ó  por  lo  me- 
nos ,  es  capaz  de  ocasionar  en  los  Jueces. 

Por  otra  parle ,  después  de  mandar  sus- 
pender la  ejecución  de  una  sentencia  de 
muerte,  ni  la  humanidad  ni  la  clemencia, 
aunque  ta  justicia  exija  olra  cosa,  permiten 
ya,  ó  permiten  apenas  rehusar  el  indulto; 
pues  que  el  rehunarlo,  en  tal  caso,  viene  co- 
mo á  duplicar  la  horrible  acerbidad  de  la  pe- 
na de  muerte. 

ta  met)cionada  práctica  ha  empelado  á 
ser  sustituida,  y  conviene  que  lo  sea,  por 
otra  roas  adecuada,  para  la  cual  da  facilidad 
la  generalización  de  las  lineas  telegráficas, 
por  cuyo  medio  la  noticia  de  la  sentencia 
ejecutoria  y  la  real  resolución  sobre  indulto 
pu'^den  ser  casi  instantáneas,  sin  embarazar 
con  la  prevención  y  dilación  el  orden  de  ta 
justicia,  ni  duplicar  la  angustia  del  reo. 

Es  incongruente  también,  y  debe  corregir- 
se la  práctica  de  indultar  de  multas  y  cos- 
tas ya  satisfechas,  defraudando  asi  el  dere- 
cho perfecto  de  un  lercero;  como  es  incon- 
gruente y  píffjudicial  la  de  admitir  solicitu- 
des de  indulto  de  reos  fugados  de  los  esta- 
blecimientos penales,  juzgados  en  rebeldía^ 
ó  de  otro  modo  sustraídos  á  la  legitima  au- 
toridad. 

Con  no  menos  inconveniencia  ha  caído  co- 
mo en  desuso  la  saludable  disposición  de 
.que,  á  lo  menos  en  las  penas  gravea,  no 
pueda  pedirse  indulto  antes  que  el  rematado 
naya  cumplido  la  mitad  ó  una  parte  mas  ó 
menos  considerable  de  su  condena,  con  irre- 
prensible cooducla  además,  circunstancia  so- 
bre que  nunca  debe  dispensarse. 

Olí  as  muchas  determinaciones  eran  nece- 
sarias en  el  árduo  empeño  de  conciliar  en 
un  toflo  la  clemencia  con  la  justicia,  y  que 
solo  podrán  ser  adecuadamente  adaptadas 
y  autorizadas  por  una  ley.  Pero  mientras 
asi  se  verifica,  sin  perjuicio  de  otras  deter- 
minaciones propias  del  poder  ejecutivo  que 
puedan  aparecer  indispensables ,  el  Ministro 
que  suscribe  tiene  la  honra  de  someter  á  la 
soberana  aprobación  de  V.  M.  el  siguiente 
provecto  de  decreto.  Madrid  7  de  diciembre 
de  1866.— Señora:— A  L.  R.  P.  de  V.  M.— 
Lorenzo  Arrazóla. 

nfiAL  PECRKTO. 

Tomando  en  consideración  las  razones  ex* 
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fméslfts  por  mi  Mttiislro  de  Gracia  y  Justi- 
cia, ftin  perjuicio  de  lo  prevenido  en  el  Có-* 
digo  peital  sobre  induUos  y  rehnbtiilacíonesy 
y  de  lo  qoe  proceda  por  pública  convenien- 
cia raspéelo  de  loa  delitos  políticos  y  de  tos 
eoniunes  ^ue  sueleo  coincidir  con  los  easos 
de  amnistía, 
Vengo  en  decretar: 

Artico fo  1.®  Por  principio  general,  y  sal- 
va la  excepción  consignada  en  el  art.  14,  no 
seQooc«derá  ind^tflo  de  penas  no  ejecuto- 
riadas sino  en  casos  extraordinarios,  y  aun 
enlónces  en  la  forma  prevenida  en  el  artí- 
cuio  16. 

A  este  efecto  son  casos  extraordinarios^ 
entre  otros,  los  delitos  políticos  ó  de  índole 
política  y  los  colectivos  ó  de  muchedumbre, 
«alvo  en  lo  relativo  i  so«  jefes. 

En  las  condenas  en  rebeldía  la  solicitud 
de  indulto,  presentándose  el  reo  á  la  autori- 
dad eompelcnte,  hace  presumir  conformi- 
dad, en  cuyo  supuesto  la  sentencia  se  repu- 
tará rjeouldri»  para  los  efectos  de  este  ar- 
tículo. 

Art,  2.^  No  se  cursará  solicitud  de  in- 
dulto de  rf  os  fugados  de  las  cárceles,  esta- 
blecimientos penales  ó  lugar  del  cumpli- 
miento de  8US  condenas  ó  de  cualquier  otro 
modo  sustraídos  á  la  legitima  autotidad,  sin 
que  se  presenten  y  sometan  á  su  tribunal  ó 
autoridad  correspondiente  y  en  lodo  caso  á 
autoridad  ícgítima;  por  cuyo  medio  dirigi- 
rán la  solictiud,  dfbiendo  asegurar  la  mis- 
ma,  al  rt>  mi  liria,  hallarse  el  reo  á  su  dispo- 
sición. 

£n  el  extrañare  podrán  presentarse  á  es- 
te efeclo  ios  reos  fugados  á  Jos  cónsules  ó 
vicecónsules  nacionales. 

No  eslán  sujetos  á  la  formalidad  de  este 
artículo  los  condenados  á  extrañamiento 
temporal  ó  perpetuo,  salvo  el  caso  do  in- 
ternarsp  en  los  dominios  de  España. 

Art.  3.®  No  se  cursarán  tampoco  solici- 
tudes de  induiio  colectivas  ó  en  masa  por 
comisiouea  ó  por  colección  de  firmas  en  cau- 
sa no  propia. 

En  el  mismo  caso  se  prohiben  absoluta- 
mente Jas  de  clases  ó  corporaciones  oficiales 
y  las  de  fpueiouarios  públicos  y  autoridades, 
aunque  ^a  en  singular. 

No  se  prohibe,  sin  embargo,  y  ántes  se 
ordena  á  los  funcionarios  y  autoridades  ex- 
poner al  Gobierno  ,  para  ()ue  llegue  á  mi  co- 
nocimiento ,  los  servicios  ó  sacrificios  presta- 
dos fuera  del  deber  ordinario  por  las  clases 
de  penados,  ó  por  estos  en  particular ,  reser- 
vando á  mi  Gobierno  el  proponerme  la  reso- 
lución que  convenga  en  el  caso  del  articulo 
siguiente. 


Art.  4.**  No  ae  concederán  en  lo  sncesivo 
indultos  generales  ó  de  muchedumbre  tnmo- 
ttvadoSf  no  entendiéndose  talt's,  por  lo  tan- 
to, los  que  se  funden  en  hechos  extraordi* 
narioc  meritorios  de  muchos  penados  ó  de 
clases  enteras  de  ellos,  cuyos  hechos  meri- 
torios se  apreciarán  y  expresarán  en  la  con- 
cesión del  indulío* 

Art.  5.°  Consultando  la  mas  adecuada 
aplicación  del  presente  decreto ,  y  á  fin  de 
asegurar  los  provechosos  efectos  d»^  su  cma* 
cíon ,  se  reencarga  la  mayor  formalidad  y 
exactitud  en  los  registros  de  ftenados. 

Los  Fiscales  dejas  Audiencias  los  visita- 
rán ai  principio  de  cada  año,  y  en -todo  el 
mes  de  enero  informarán  sobre  su  -estado, 
proponiendo,  en  su  caso,  lo  que  estimen 
conveniente  para  su  mejora  y  perfección. 

Art.  6.**  Para  la  debida  certeza  y  seguri- 
dad acerca  de  la  persona ,  del  hecho,  de  la 
condena,  y  de  hallarse  ó  no  el  reo  sometido 
á  su  tribunal  ó  autoridad  competente ,  y  pa- 
ra los  demás  efectos  que  se  expresarán  ,  en 
todo  expediente  de  indulto  se  pedirá  ,  infor- 
me á  la  Junta  inspectora  penal  de  la  Audien- 
cia sentencUdora. 

Si  la  pena  personal ,  sin  embargo ,  fuese 
de  tan  corta  duración  que  pudiera  llegar  á 
cumplirse,  ó  la  mayor  parle  de  ella  ,  antes 
que  se  evacuase  el  informe,  podrá  desde 
luego  dictarse  resolución  hipotética  de  indul- 
to, cuponi**ndo  ser  conforme  á  las  precrip- 
ciones  del  presente  decreto:  en  otro  caso,  la 
Audiencia  la  obedecerá  y  no  cumplirá  ,  ex- 
poniendo con  la  posible  bjevedad  lo  conve- 
niente. 

Art.  7.®  En  todo  indulto  merecerá  es- 
pecial atención  ta  conducta  irreprensible  del 
reo  anterior  ai  hecho,  durante  el  proceso,  y 
en  el  establecimiento  penal  ó  fugado  de  él. 

Art.  S,^  En  el  informe  sobre  el  juicio  y 
apreciaciones  de  la  junta  inspectora  penal  se 
hará  constar: 

1.^  Haber  recaído  sentencia  ejecutoria  ó 
definitiva  en  rebeldía. 

2  ^  Con  la  expresión  del  delito  ^  la  de  las 
circunstancias  agravantes  ó  atenuantes  en  su 
caso. 

3.  ^  Si  el  reo  se  halla  cumpliendo  su  con- 
dena, y  en  todo  caso  sometido  á  autori- 
dad legítima. 

4.  ^  La  conducta  anterior  del  reo  durante 
el  proceso  y  |)oslerior  á  él. 

5.  ^  Su  edad  y ,  si  constare ,  la  profesión 
y  la  situación  de  familia. 

6.  ®  Si  ha  sido  procesado  anteriormente, 
cuántas  veces,  sobre  qué  delitos  y  con  qué 
resultados. 

7.  ^  Si  ha  disfrntado  de  otros  indultos. 
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por  qué  motivo  y  ocasión,  y  en  qué  forma. 

8.^  Y  cuanto  á  juicio  de  la  junta  pueda 
contribuir  á  compieiar  la  noticia  histórica 
del  reo. 

Si  la  motivación  de  la  sentencia  ejecutoria 
füeae  eu  referencia  á  otra  de  las  anrerioret, 
•e  acompañará  copia  de  ella. 

Siempre  que  el  caso  lo  requiera ,  se  pedi- 
rá también ,  antes  de  proponerme  el  indulto 
ó  su  denegación ,  la  hoja  hintórico-penal  del 
rematado. 

Art.  9.^  Para  que  los  indultos  correspon- 
dan á  los  altos  fines  de  la  ré^'iñ  prert)gfativa 
se  tendrán  muy  presentes  ^en  su  concesión  ó 
denegación  las  circunstancias  expresadas  en 
el  articulo  aiKeHor,  y  con  fíjo  y  constante 
sistema: 

1.  ^  Si  el  delito  procede  de  habitual  pro- 
pensión á  delinquir ,  como  lo  comprobará  la 
re()el¡cion  de  condenas  y  de  procesamientos 
sin  absolución  libre. 

2.  *   De  notoria  depravación. 

Y  8.®  De  otras  causas  que  la  sociedad  y 
la  moral  aprecian  con  menor  reprobación. 

En  aplicación  de  este  principio  los  com- 
prendidos en  el  primero  ó  ;»egtindo  caso  con* 
denados  á  pena  perpetua ,  y  los  reducidos  á 
cadena  perpetua  ó  reeluf^ion  perpétua  por 
conmutación  de  ta  de  muerte,  no  podrán  pe* 
dir  ni  obtendrán  en  ningún  tiempo  indulto 
total ;  pero  sí,  por  circunstancias  extraordi- 
narias, y  salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  4.% 
rebaja  ó  eonmutaoion,  cuando  hubiesen  cum- 
plido un  p<*ríodo  de  tiempo  eauivalente  al  de 
cadena  temporal  en  sn  grado  máximo:  en 
las  penas  temporales  aflictivas ,  después  de 
cumplidas  dos  terceras  partes  del  tiempo  de 
la  condena:  en  las  correccionales ,  habiendo 
cumplido  tres  cuartas  partee  del  mismo. 

Los  compretidirlos  en  el  tercer  caso  podrán 
en  iguales  circunstancias  pedir  rebaja  ó 
conmutación  en  las  petias  perpetuas  cuando 
hubieren  cumplido  el  tiempo  equivalente  á 
cadena  temporal  en  su  grado  medio:  la  mitad 
de  la  condena  en  las  temporales  aflictivas:  la 
cuarta  parte  en  ta  de  presidio  correccional: 
la  quinta  en  la  de  prisión  correccional:  la 
sexta  en  la  de  destierro:  y  desde  luego 
indulto  total ,  rebaja  ó  conmutación ,  según 
el  caso ,  en  las  de  arresto  mayor  y  menor. 

La  conmutMcion  en  las  penas  perpetuas 
será  de  las  mismas  entre  si,  y  por  extraor- 
dinarios motivos  en  las  temporales  «sorres- 
pondientes ,  y  combinadas  con  la  de  presidio 
mayor. 

Art,  10.  Las  disposiciones  del  preceden- 
te artículo  se  entienden  subordmadas  á  lo 
dispuesto  en  los  arts.  1.°  y  16. 

Art,  11.  A  los  reincidenles,  á  loa  delin» 


cuentes  habituales  y  á  los  que  ya  han  dra* 
frutado  de  real  indulto,  la  rebaja,  y  en  aii 
caso  el  indiilto  qne  se  les  conceda ,  será  con- 
dicional; entendiéndose  no  concedida  la  real 
gracia  si  reincidieren  ó  diesen  nueva  oeasioi» 
de  ser  procesados,  no  obteniendo  absolución 
omnímoda. 

Art.  12.  Desde  la  publicación  del  pre- 
sente decreto  cesará  de  todo  punto  la  prác- 
tica de  mandar  á  los  tribunales  durante  e^ 
proceso  suspender  la  sentencia  de  muerte» 
si  recayere ,  dándome  cuenta. 

En  su  lugar ,  mientras  puede  establecerse 
la  casación  criminal  para  conciliar  hasta 
donde  sea  posible  en  este  punto  la  indepen- 
dencia de  la  acción  judicial  y  la  prerogativa 
de  gracia;  por  el  solícito  interés,  en  fii»» 
ue  es  justo  inspire  al  legislador ,  como  aí 
oberano ,  la  vida  del  hombre ,  en  la  según* 
da  instancia  de  los  procesos  en  que  ven^ 
impuesta  la  pena  de  muerte  ó  mi  Fiscal  Ift 
pida,  remitirá  este  al  Ministerio  de  jSracia 
y  Justicia  copia  de  su  censura  con  la  am- 
pliación que  eslime  necesaria  para  completa 
Idea  de  la  naturaleza  del  delito  y  de  las  cir* 
constancias  é  historia  del  reo. 

Coando  á  su  tiempo  se  acuerde  sentencia 
ejecutoria  de  muerte,  el  presidente  de  lasa- 
la  dará  conocimiento  al  Regente ,  y  este  la 
comunicará  sin  dilación  por  telégrafo  al  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia,  expresando  ade- 
más la  diferencia  ó  conformidad  de  las  res- 
pectivas sentencias. 

El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  hará  cofi-> 
testar  el  recibo  dentro  de  las  24  horas. 

En  todo  caso  el  Regente  repetirá  diaria- 
mente el  parte  hasta  contestarle  el  recibo, 
ai  le  constare  también  hallarse  expedita 
la  via. 

Después  de  ello,  trascurridos,  sin  recibir 
órden  en  contrario,  cuatro  dias  en  la  Penín- 
sula, ocho  en  las  Baleares  y  12  en  las  Cana- 
rias, queda  de  todo  punto  expedita  la  ac» 
clon  de  la  Justicia. 

Si  ocurriere  hallarse  interrumpida  la  via 
telegráfica,  el  parte  del  Regente  vendrá  por 
el  correo,  y  por  la  misma  via ,  de  no  haber- 
ge  en  tiempo  rehabilitado  aquella,  recibirá 
contestación,  que  si  fuese  meramente  de  re- 
cibo, deja  expedita  en  la  forma  antes  expre- 
gada la  acción  de  la  Justicia. 

Todas  las  comunicaciones  á  que  se  refie- 
re el  presente  articulo  son  de  índole  re* 
servada. 

Art.  13.  La  conmutación  de  la  pena  da 
muerte  seiá,  salvo  circunstancias  de  toda 
punto  exiraordínarias,  en  los  varones  en 
cadena  perpétua  |  en  las  mujeres  ou  reclutioa 

perpétua* 
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Arl.  14.  Al  lenor  de  la  excepción  conte- 
nida en  el  arl.  l.^  en  la  piadosa -costumbre 
del  Viernes  Sanio,  que  siempre  se  conser- 
vará, podrán  presentarse  para  indulto  hasta 
tres  reos  de  muerte,  sentenciados  ó  proce- 
sados, y  que  siempre  habrán  de  ser  de  los 
comprendidos  en  el  caso  tercero  del  art.  9.^ 

Art.  15.  La  conmutación  versará  siem* 
pre  dentro  de  la  escala  de  penas  del  Código, 
pero  sin  ceñirse  á  su  duración  según  el  mis- 
mo; y  pudiendo  combinar  dos  ó  mas,  con 
tal  que  siempre  resulte  atenuación  ó  venta* 
ja  comparativa  para  el  reo. 

Arl.  16.  Si  por  motivos  extraordinarios 
út  pública  conveniencia  procediese  temptar 
úa  su  aplicación,  y  en  casos  dados ,  algunas 
de  las  disposiciones  del  presente  decreto,  el 
acuerdo  se  adoptará  siempre  en  Consejo  de 
Ministros,  y  así  se  expresará.  Dado  en  Pa- 
lacio á  7  de  diciembre  de  1866.— Eslá  ru- 
bricado de  la  real  mano. — El  Ministro  de 
Gracia  y  Justieia,  Lorenzo  Arrazóla.o  (Ga- 
cela II  dtetem6re.) 
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OOSA  JOZaADA.  No  se  wfrmge 
la  auloridad  de  cosa  juzgada  y  por  con- 
siguiente  tampoco  las  leyes  iZy  i9,  titulo 
24 ,  Partida  3.\  y  34,  í«.  34,  Partida 
7  /  cuando  se  falla  por  el  resultado  de  la 
prueba  del  entronque  y  Uliacion  de  quien 
invoca  la  cosa  juzgada  con  quien  obtuvo 
la  ejecutoria. 

PRUEBAS,  No  se  infringe  laUyii  4, 
liL  18 .  Partida  3.*  que  trata  del  valor 
de  las  cartas,  ni  los  arts.  280  á  282  de  la 
ley  <k  Enjuiciamiento  civil  cuando  apre- 
ciando la  Sala  la  pmeba,  así  documental 
como  testifical,  no  da  fuerza  ni  eficacia  le- 
gal á  los  documentos  vresentados,  por  los 

vicios  y  defectos  que  a  juicio  de  la  misma 

contienen. 
Se  hace  mérito  de  una  circular  de  7 

de  junio  de  i  859  sobre  los  requisitos  de 

documentos  otorgados  en  el  extranjew. 

Séntencia  de  50  de  janía  de  1866. 


Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Llanes 
y  Sala  primera  de  ia  Audiencia  de  Oviedo 
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por  Joáqoirt  y  D.  Nicolás  Hivaa  y 
otros*  coa  D.  Antonio  María  Argttelles  y 
por  su  muerte  coo  soa  hijos  y  herederos» 
sobre  restitucioo  de  los  bienes  de  un  lia- 
culo  en  virtud  de  uoa  eieculoria  obtenida 
en  el  ano  1800  por  don^  María  Tomasa 
Posada. 

Los  demandantes,  en  e)  concepto  de 
nietos  y  ▼iznietos  de  la  doña  Maria  To- 
masa Posada  y  herederos  de  ¡a  misma 
entablaron  demanda  ordinaria  pidiendo 
que  se  condenase  á  D.  Antonio  María  Ar- 
guelles á  restituirles  bienes  de  los  vio- 
culos  que  poseyó  la  doña  María  Tomasa, 
con  los  frutos  y  rentas  producidos  y  que 
habian  debido  producir  desde  qne  los 
empezó  á  disfrutar,  y  en  las  costas;  fun- 
dándose en  uoa  ejecutoria  del  año  de 
i  800,  que  declaró  el  derecho  de  dicha 
d<ma  Marta  Tomasa;  en  que  eran  desceu- 
dieotes  y  herederos  de  esU,  y  en  que 
D.  Antonio  Maria  Arguelles  era  solo  un 
detentador  que  no  podía  invocar  buena  té 
ni  prescripción  por  carecer  de  la  primera, 
y  por  la  calidad  deHos  bienes  y  falta  de 
tíluto  legítimo  que  impedían  la  segunda. 

Para  probar  su  parentesco  presentaron 
los  actores  con  su  demanda  diferentes 

Eartidas  sacramentales  sacadas  de  los  li^ 
ros  parroquiales  de  la  República  de  Mé- 
jico, y  entre  ellas  la  del  matrimonio  de 
D.  Diego  de  Castro,  en  la  qtie  se  dice  ha- 
berle contraído  con  doña  Manuela  Posada, 
hija  legítima  de  D.  Miguel  Posada  y  de 
doña  Miiria  de  la  Luz  E^quivel;  una  in- 
formación testiGcal  practicada  ante  el 
Juez  de  Izamal  D.  Juao  José  Villanueva. 
y  Escribano  D.  Jo?é  de  la  Cruz  Castella- 
no,  relatira  á  su  filiación ,  y  seis  ccrlili- 
caciones  interpoladas  en  pliego  separado 
eulre  las  partidas  é  información ,  selladas 
y  Hrmadas  por  el  Gol>ernador  del  Estado 
de  Yucatán  y  su  Secretario,  cuyas  fir- 
mas legaliza"  el  vicecónsul  español  ea 
Mérida  D.  Juan  de  8egel,  expresando 
aquel  que  D.  Juan  José  Villanueva,  don 
José  de  la  Cruz  Castellano  y  los  curas  que 
firmaban  las  partidas  eran  Juez,  Escribano 
y  párrocos  que  merecían  la  mas  entera  té 
y  crédito. 

El  demando  D.  Antonio  María  Argtte- 
lles, al  contestar  á  ia  demanda,  preieo- 
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dió  que  se  le  absolviese  de  ella  coo  impo^ 
sicioB  de  perpéluo  sileocto  y  costas á  Jos  de- 
maodaDtes^  alegando  ai  efecto  que  la  eje- 
cutoria del  año  de  1800  oo  te  perjudicaba 
por  DO  haber  íntemoido  en  el  pleito  él 
oí  sus  asceodieotes:  q^e  tampoco  la  po- 
diaa  invocar  eo  su  favor  los  actores,  por- 
que no  habiaa  acreditado  qne  descendían 
V  eran  herederos  de  doña  María  Tomasa 
fosada  9  toda  vez  que  las  oartidas  de.bau- 
tismos,  matrimonios  y  aeñinciones.  que 
habían  presentado  oo  se  bailaban  legali- 
zadas eo  la  forma  que  exigiau  tas  ley» 
.en  Jos  documentos  procediHUes  de  país 
•extranjero,  ni  podía  decirse  que  las  lla- 
madas legalizaciones  hubierao  recaído 
sobre  los  do';uUientos  indicados,  ios  cuales 
podían  ser  falsos ,  y  de  tales  los  redar* 
güiao  civilmente:  que  él  htbía  entrado 
legítimamente  á  {mseer  los  Incoas  que 
disfrutó  BU  madre  como  vinculados»  y  en 
lodo  caso  podía  alegar  la  prescriptrioo;  y 
por  último,  que  nunca  podría  ser  conde- 
nado á  la  restitución  de  frutos  por  haber 
poseído  con  buena  fé» 

En  la  prueba  los  actores  para  la  suya 
presentaron  testigos  y  documentos,  y 
además  solicitaron  el  cotejo  de  las  parti- 
das sacramentales  que  habían  acompaña* 
do  con  la  demanda ,  d  cual  tuvo  efecto, 
exceitto  el  de  la  de  defunción  de  D.  Diego 
de  Castro  y  de  bautismo  de  dona  María 
Inés  de  Castro,  atite  los  Jueces  y  Escri- 
banos de  Méiida  é  Izamal,  cuyos  nombres 
se  expresan ,  y  los  cuales  certilica  el  Go- 
bernador del  Ehtado  de  Yucatán  que  es- 
taban eo  ejercicio  de  sus  res|iectívos  car- 
gos, legalizando  la  (irma  üeeste  Ü.  Juan 
de  Regel,  que  se  titula  vicecónsul  es- 
pañol. 

El  demandado  con  su  alegato  de  bien 
probado  presentó  un  ejemplar  litogra6ado 
de  la  circular  de  la  primera  Secretaria  de 
Estado  de  7  de  junio  de  i850 ,  en  la  que 
se  previene  que  cuando  los  documentos 
que  vengan  del  extranjííro  procedan  de 
vicecónsules  ó  agentes  consulares  que  no 
sigan  correspondencia  directa  con  aquel 
Ministerio ,  sean  además  firmados  por  el 
Jefe  de  legación  ó  cónsul  respectivo;  y 
una  certílioarioo  del  director  del  archivo 
del  mismo  Ministerio,  expedida  eo  27  de 


diciembre  de  1862 ,  en  la  qoe  se  expresa 
que  en  6  de  noviembre  de  4852  se  aprobó 
el  nombramiento  de  vicecónsul  de  España 
en  Mérida  de  Yucatán,  hecho  á  favor  de 
D.  Antonio  González  Gutiérrez,  y  que 
DO  hahia  noticia  en  aquella  dependencia 
de  que  hubiese  cesado  en  las  funciones  de 
este  cargo. 

En  31  de  enero  de  1863  el  luez  de 
Xlanes  dictó  sentencia,  que  reVocó  la 
Sala  primera  de  la  ñ^JBíl  Audiencia  de 
Oviedo  pi>r  la  suya  de  ^  de  junio  de 
1865,  absolviendo  de  la  demanda  á  don 
Antonio  María  Argttelies ,  y  hoy  á  sus  he« 
rederos,  en  razón  á  no  haber  justificado 
los  demandantes  con  los  documentos  re- 
feridos su  Gliacíon  v  entronque  con  doña 
María  Tomasa  de  Posada,  de  laque  se 
decían  legítiuio<^  descendi^'ntes  y  suceso- 
res, y  reservándole^  su  derecho  sobre  el 
ejercicio  de  cualquiera  otra  acción  res- 
pecto á  los  bienes  en  cuestión: 

Contra  este  fallo  interpusieron  los  de* 
mandantes  recurso  deca>acion  por  haber- 
se infi  iogido  en  su  concepto: 

La  autoridad  de  la  cosa  juzgada,  y  por 
lo  tanto  la  ley  13.  líi.  2á,  Partida  y 
la  doctrina  arimiiida  por  este  Supremo 
Tribunal  en  sentencias  de  28  de  marzo  de 
lb59,  i  N  de  marzo  V  15  de  abril  de  1861, 
8  de  noviembre  de  1862  y  29  de  octubre 
de  UU. 

Los  arts.  280,  párrafo  coarto;  281 ,  re- 
gla 1.',  y  282  de  la  ley  de  Enjutciamien- 
10  civil,  y  la  i  14,  lít.  i«.  Partida  3.',  to- 
da Vez  que  oo  se  daba  valor  á  las  parti- 
das sacraincntaluíi  (|>>e  habiao  presentado. 

Lhü  leyes  19,  líi  22,  Paríida3.*,  y  32, 
(it.  34,  Partida  7.*,  n  latívas  á  la  fuerza 
que  tiene  la  cosa  juz;ui'  t. 

Y  los  arts.  254.  256  ,  260  y  353  de  la 
ley  de  Enjuiciamicniu  civil,  y* la  juríspru-  . 
dencia  sancionada  por  repciiclos  fallos  de 
c^lc  Tribunal,  enife  ellos  los  de  5  Je  ene- 
ro y  21  de  marzo  de  1859,  y  16  de  di- 
cienribre  de  1864,  según  ios  cuales  en  los 
escritos  que  preceden  á  la  prueba  deben 
lijarse  todos  los  puntos  de  hecho  y  de  de- 
recho que  han  de  ser  objeto  del  debate  y 
de  la  decisión  de  la  sentencia. 

Pero  el  Tribunal  Supremo  declara  ao 
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haber  lugar  ai  reeorio  por  senteoda  4e 

30  de  |aaío; 

aCod«id«rando  que  U  sentencia  contra  la 
que  té  ha  in(erpu«Mlo  el  presente  recurso, 
se  ha  aoRcrelado  á  resolver  la  cuestión  del 
entronque  y  filiación  de  loa  demandantes  con 
dona  María  Tomasa  Posada  y  Esquivel, 
pueslo  que  en  el  concepto  de  descendientes  y 
herederos  de  esta  pretenden  corresponderles 
los  bienes  que  coDsliluian  los  vínculos  que 
la  fueron  declarados  por  la  ejecutoria  de  10 
de  diciembre  de  1300;  y  que  por  tanto»  al 
at>solver^ai  demandudo  y  hoya  sus  herede- 
ros de  la  demanda  promovida  en  este  pleito 
por  no  haber  eslimado  que  los  recurrentes 
hayan  justificado  aquella  cualidad»  reser- 
vándoles su  der^^cho  sobre  el  ejercicio  de 
cualquiera  otra  acción  respecto  á  los  Mones 
de  que  se  trata,  ik>  ha  infringido  la  autori- 
dad de  la  cosa  juzgada,  y  no  han  podido 
serlo  por  consleuiente  las  leyes  13  y  19, 
til.  22,  Parlida  B.*,  y  32.  líl.  34.  Parlila  7.% 
relativas  á  la  fuerza  del  primer  juicio  y  á  la 
que  tiene  el  juicio  afinado  de  que  no  se  al- 
zan las  partes,  ni  la  dociriua  consignada  so- 
ore  el  parlicolar  en  las  sentencias  de  este 
Supremo  Tribunal  que  al  mismo  propósito 
se  cilan: 

Considerando  que  habiendo  apreciado  la 
Sala  sentenciadora  la  prueba  asi  aocomental 
como  testifical,  y  no  habiendo  dado  fuerza  y 
eficacia  legal  á  los  documentos  presentadi>s 
por  los  recerrenlcseti  apoyo  de  su  demanda» 
por  los  vicioí*  y  defectos  que  á  juicio  de  la 
misma  contienen,  y  tos  que  también  apare- 
cen de  su  legalización,  no  se  ha  infringido 
por  la  ejecutoria  la  ley  114,  til,  18  de  la 
Parlida  3.*,  que  trata  del  valor  de  las  car- 
ías,  en  que  no  hubiere  fa'sedad  ó  mengua; 
cimio  tampoco  el  art.  280  de  la  de  Enjuicia- 
miento civil,  que  se  limita  á  consignar  lo 
que  se  comprende  bajo  la  denominación  de 
documentos  pú^ilicos  y  solemnes,  ni  tos  281 
y  282  de  la  referida  k;y,  que  prescriben  las 
circunstancias  que  d¿ben  reunir,  tanto  los 
otorgados  en  España  como  en  otras  nacio- 
nes para  que  sean  eficaces  en  juicio: 

Y  considerando  que  el  demandado,  no  solo 
DO  ha  preslado  su  asentimiento  expreso  á 
los  que  se  han  traido  al  pleito  sin  su  citación, 
lo  cual  hacia  indispensable  el  cotejo  de  los 
mismos  con  sus  origínales  para  que  pudie- 
ran perjudicarle,  según  la  regla  1.*  de  dicho 
artículo  281,  sino  que  por  el  contrario,  en 
la  contestación  á  la  demanda  los  redarguyo 
de  falsos  civilmente;  y  que  opuesta  esta  ex- 
cepción en  dicho  periodo  del  juicio,  no  exis- 
te la  infracción  que  se  pretende  de  los  ar« 


tieulos  254,  256, 260  y  833  de  la  mencionada 
ley  de  Enjuiciamiento,  prescindiendo  deque 
por  la  índole  de  estos  artículos  pudiera  fun- 
darse en  ellos  un  recurso  de  casación  coim> 
el  presente,  ni  la  hay  |>or  eonsiguienie  de  la 
doctrina  qué  conforme  i  los  mismos  se  san- 
ciona en  las  senloncins  d'*  este  Supremo  Tri- 
bunal de  5  de  en^ro  de  1859  y  16  de  díciein* 
bre  de  1864,  únicas  citadas  con  exactitud.» 
(Gao,  12  agosto.) 


C«flBp««e)MUui  éecMléas  i^r  el  TrlbanAl 
•aéreme  de  JaeSleUi. 

JÜICIO  DE  TESTAMENTARIA. 

Según  el  art.  410  de  la  ley  de  Enjuicia* 
miento  civil,  es  Juez  competente  para  co- 
nocer de  ésta  clase  dejnicios  el  del  domi- 
cilio del  difunto;  y  cuando  ha  muerto  en 
el  extranjero,  se  premine  que  lo  es  de 
dercdio  el  lugar  donde  quedó  establecida 
su  familia;  pues  sin  una  prueba  en  con- 
trario no  puede  atribume  á  la  ausencia 
del  jefe  de  la  mima  otro  carácter  que  el 
de  accidental  é  intervio,  para  los  efeclvs 
de  este  articulo. 

Así  lo  establece  el  Tribonal  Supremo 
decidiondo  en  2  de  agosto  de  1866  el  ex- 
pedioiu.*  de  competencia  entre  el  Juez  d« 
primera  instancia  de  Bueoa-víáta  de  esia 
eórte  y  el  de  la  Catedral  de  Murcia.  (Ga- 
ccta  17  agosto.) 


J|]BISPIll]DESCinil|»l¡lilSTRiTI?4. 

CeaspeSenelae  enSre  la  Aéail«Utr«eleii 
y  loe  Trlbttnalen  4 eeltf  Idee  á  eottflttiia 
del  Mneejo  de  Betedo. 

AGUAS.  Las  cuestmes  sobre  4>bra$ 
hechas  en  los  rios  sin  intervención  de  la 
autoridad  administrativa t  son  de  la  com- 
petencia de  esta  y  no  cabe  sumisión  de 
las  partes. 

Dediioi  de  9  de  agtsto  de  1866. 
Compeleacia  entre  el  Goberaador  de 
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LugQ  y  la  Sala  primera  de  la  AudieDcia 
de  La  CoruBa. 

José  María  Balíoo  y  otros  entabla- 
roo  interdíclo  contra  Francisco  Prieto  pa- 
ra recobrar  el  \no  de  las  aguas  del  rio 
Estoa,  en  el  qne  babian  sido  perturbados 
en  virtud  de  ciertas  obras  construidas  por 
este  9  que  sin  audiencia  fué  condenado  á 
deshacer  las  obras.  Prieto,  prétio  acto 
de  conciliación ,  incoó  el  correspondiente 
juicio  ordinario  reclamando  que  se  le  de- 
clarase con  derecho  exclusivo  á  usar  de 
(odas  las  aguas  del  rio  Estoa,  fundándose 
principalmente  en  una  escritura  de  irán- 
saccioB  de  un  pleito  sobre  la  construcción 
de  un  molino  v  riego  de  unas  tierras,  otor- 
gada en  21  de  marzo  de  i788  entre  don 
Martin  Villamel  y  Domingo  y  Antonio 
Prieto. 

En  SI  de  noviembre  de  1868  recayó 
sentencia  deflnitiva  declarando  á  D.  Fm'a- 
cisco  Prieto  con  derecho  á  percibir  el  agua 
correspondiente  del  rio  Estoa,  y  se  con* 
denó  á  los  demandados  á  que  estén  y  ob- 
serven lo  capitulado  en  la  expresada  tran- 
sacción de  1788;  de  cuya  sentencia  inter- 
pusieron apelación  los  demandados,  la 
cual  fué  admitida  en  ambos  efecios;  y  es- 
tando sustanciándose  promovió  competen- 
cia el  Gobernador  á  la  Audiencia,  fundáo^ 
dose  en  las  Rs.  Ords.  de  14  de  marzo  de 
1846,  21  de  agosto  de  1849,  5  de  abril  de 
1^59,  tt.  D.  de  id  del  mismo  raes  de  1860 
y  párrafo  8.^  art.  83  de  la  ley  de  25  de 
setrembre  de  1863. 

Vistas  las  disposiciones  que  quedan  ci- 
tadas, y  además  las  Rs.  Ords.  de  2^  de 
noviembre  de  1836  y  20  de  julio  de  18'9, 

3ne  encargan  á  los  Gobernadores  cuidar 
e  la  observancia  de  las  ordenanzas  y  re- 
glamentos relativos  á  la  conservación  de 
las  obras,  { olicía,  distribución  de  aguas 
para  riegos,  molinos  y  otros  artefactos;  la 
de  28  de  febrero  de  1861,  según  la  cual 
basta  por  puolo  general  el  permiso  de  la 
autorización  provincial  para  la  reparación 
y  construcción  de  las  presas  antiguas, 
siem[>re  que  la  obra  se  limite  á  la  simple 
reposición  de  lo  que  existia,  no  altere  la 
derivación,  y  entre  ella  y  la  destrucción 
de  la  presa  no  haya  mediado  tiempo  su- 
ficiente para  crear  derechos  de  tercero 


que  puedan  resaltar  perjudicados,  resol- 
viendo asimismo  se  prevenga  á  los  Go** 
bernadores  que  a|  conceder  esta  clase  de 
autorizaciones  cuiden  muy  especialmente 
de  que  se  vigile  el  uso  de  ellas  por  el  in- 
geniero jefe  de  la  provincia  á  fin  de  qne 
no  sirvan  de  pretexto  para  alterar  en  lo 
mas  mínimo  la  concesión  primitiva;  se  de- 
cide la  competencia  á  favor  de  la  Admi- 
nistración por  R.  D.  de  2  de  agosto: 

«Considerando: 

l.o  Que  D.  Francisco  Prieto  no  pudo  ba- 
cer  en  lá  presa  de  su  molino  nf  en  el  eáuoe 
i  del  rio  Estoa  ninguna  reparación  ni  recons- 
trucción sin  haber  intervenido  eti  ello  la  au- 
loi  ídad  adminislraliva  encargada  de  vi^^ilar 
sobre  el  curso,  aprovechamiento  y  distribu- 
ción de  las  aguas  publicas,  como  materia  de 
interés  fc^neral: 

2.  ^  Que  la  cuestión  principal  del  pleito 
pendiente  versa  sobre  las  modiñcaciones  que 
Prieto  introdujo  en  la  dirección  de  las  aguas 
del  rio  Estoa,  por,  mas  que  aquel  intente 
fundar  su  derecho  en  una  escritura  de  tran- 
sacción otorgada  en  21  de  marzo  de  1788,  y 
que  ninguna  relación  tiene  con  el  caso  pre- 
sente: 

3.  **  Que  aun  admitiendo  que  por  la  ex- 
presada escritura  pudiera  resolverse  la  cues- 
tión de  que  se  trata  en  lo  referente  á  los  he- 
rederos de  los  otorgantes  de  la  misma,  como 
que  no  son  estos  los  únicos  que  se  creen 
perjudicados  con  la  recomposición  del  eáu- 
ce  del  rio  Estoa,  sino  que  también  han  re- 
clamado otros  muchos  contra  tales  innova- 
ciones, no  puede  versar  el  pleito  sobre  la 
interpretación  de  la  escritura  de  que  se  ha 
hecho  mérito. 

4  ^  Que  á  pesar  de  que  D.  José  María 
Bahño  y  consortes  acudieron  á  los  tribuna- 
les ordinarios  en  reclamación  de  sus  d^^rt*.- 
chos  por  medio  de  un  tnlerdicCo  no  pudieron 
adquirir  aquellos  la  competencia  por  ia  su- 
misión tácita  de  las  partes  en  razón  á  que 
este  negocio  entraña  una  cuestión  de  orden 
público.»  (Gac,  20  o^osto.) 


M.  M.  Alcubilla,  Director  j/ropielario, 
y  Editor  responsable. 


MADRIf».— Imp.  de  21  Oonttütor  i  car^o  de  E.  d« 
1»  RiTr,  Btrqaillo  IS.— Aamiaitt.Fomtiito, )  tríplit. 
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PABTB  LPCISLiTITA. 

ti«f««^  é«€re«««,  reates  érdMeay  elrea*' 
l«r«»  ém  iM  cenfrM  4 lr««llirM. 

803.  OABGAS  DB  JUSTIOIA.-B.  O.  de 
2  de  diciembre,  mandando  que  se  incluya 
en  el  presupuesto  de  obligaciones  del  Bsta> 
do  una  pensión  para  el  infante  D.  Oárlos 
Iiuis  de  Borbon,  eliminindose  do  laseocion 
da  cargas  de  justicia. 

(Hac.)  tHe  dado  cuenta  á  ta  Reina  (que 
Dios  guarde)  del  expediente  instruido  por 
esa  Diretcion  en  cumplimiento  de  ta  ley  de 
29  de  al>cil  de  1855  para  llevar  á  efecto  la 
revisión  de  la  carga  ae  justicia  de  7.200  es- 
cadoi  anuales  que  figura  al  núm.  2.^,  ar- 
tículo 5.^ ,  capitulo  1.^  de  la  sección  4.*  del 
presupuesto  de  gastos  del  Estado,  y  percibe 
S.  A.  R.  el  Serenísimo  Sr.  Infante  de  Espa- 
ña D.  Cárlos  Luis  de  Borbon » Duque  quo  fué 
de  Parma. 

En  su  consecuencia: 

Visto  que  verificado  el  matrimonio  de  la 
Infanlade  España  doña  Maria  Luisa ,  hija  del 
Rey  D.  Cárlos  IV,  con  el  Príncipe  D.  Luis, 
heredero  de  Parma ,  se  expidió  una  real  cé- 
dula por  el  citado  Monarca  y  los  del  Conspjo 
en  San  Lorenzo  á  30  de  noviembre  de  1795, 
mandando  guardar  y  cumplir  el  real  decreto 
de  26  de  agosto  de  aquel  año,  por  el  que  se 
ordenaba  que  el  Príncipe  D.  Luis  gozara  de 
las  prerogalivas  de  Infante  de  España ,  así 
como  estaban  concedidas  á  ios  hijos  que  pu- 
diera tener  de  la  referida  Infanta,  en  virtud 
de  la  determinación  de  D.  Cárlos  III  que  re- 
novaba ,  relativa  á  que  los  nietos  de  Reyes 
fueran  tratados  y  tenidos  como  Infantes  de 
estos  reinos: 

Visto  que  acaecido  en  22  de  diciembre  de 
1799  el  nacimiento  en  esta  corte  del  señor 
don  Cárlos  Luis ,  hijo  de  los  expresados  In« 
fantes,  fué  condecorado  por  S.  M.  con  la 
insigne  Orden  del  Toisón  y  la  Gran  Cruz  de 
Cárlos  III ,  señalándose  desde  dicho  dia  |4ara 
so  bolsillo,  con  la  cualidad  de  por  ahora,  la 
pensión  mensual  de  100  doblones  sencillos 
que  la  Tesorería  gonerai  abonaría  á  la  ca- 
marera mayor  y  aya  de  los  Infantes,  según 
R.  O.  de  22  de  enero  de  1800,  comunicada 
por  el  Ministerio  de  Hacienda: 

Vista  la  R.  O.  de  26  de  marzo  de  1816, 
mandando  que  por  cueota  de  los  50.000  du- 
Tomo  X  del  Dice. 

t 


cados  asignados  cada  auo  á  la  Infanta  doña 
Maria  Luisa,  Reina  viuda  de  Eiruria,  y  de 
les  6.000  ra;  menstiatee  consiguados  por  ali- 
mentos de  infancia  á  su  hijo  el  Infante  doa 
Cárlos  Luis,  Sé  entrf*gasen  por  la  Dirección 
general  de  loterías  20.000  rs.  en  cada  extrac* 
cion  de  la  primitiva,  recomendando  á  la  Ta« 
soreria  general  el  pago  del  resto  de  estas 
asignaciones  con  la  posible  exactitud  y  pre- 
ferencia: 

Visto  el  presupuesto  general  de  gastos  del 
Estado  aprobado  por  las  Corles  para  el  año 
económico  é«  1821  al  22 ,  en  el  que  figura 
entre  las  consignaciones  de  la  Casa  Real  la 
de  72.000  rs.  del  Infante  D.  Cárlos  Luís,  hijo 
de  S.  M.  la  Princesa  de  Lúea: 

Vista  la  nota  ó  relación  que  existia  en  el. 
Ministerio  de  Hacienda ,  formada  al  parecer 
en  el  año  de  1831 ,  de  las  asignaciones  que 
por  via  de  alimentos  y  gastos  de  Cámara 
correspondían  á  los  Infantes  de  España,  do 
la  que  resulta  se  hallaba  disfrutando  anuaU 
mente  el  Infante  D.  Cárlos  Luis,  Duqde  de 
Luca ,  la  pensión  de  72.000  rs.  por  lactancia, 
según  R.  O.  de  11  de  setiembre  de  1824; 
otra  de  54. 000  rs.  para  sí  y  su  augusta  her- 
mana, en  virtud  dt*  R.  O.  de  2  de  octubre 
de  1828;  y  además  607.386  rs.  para  ámbos 
Infantes ,  por  cuenta  d«*  atrasos  de  la  citada 
pensión ,  con  arreglo  á  la  órden  de  2  de  mayo 
de  1830: 

Vista  la  R.  O.  de  19  de  octubre  de  1834 
.disponiendo  que  desde  liipgo  cesara  el  Real 
Tesoro  de  satisfacer  á  SS.  A  A.  la  pensión 
que  les  estaba  asignada,  en  atención  á  que 
los  Sres.  Infantes  Príncipe  de  Luca  y  Princesa 
de  Beira  no  habían  rpcunoeido  el  Gobierno 
legítimo  de  S.  M.  la  Reina  doña  Isabel  It. 

Visto  el  R.  D.  de  17  de  setiembre  de  1836 
ordenándola  suspensión  de  todo  pago  al 
Infante  D.  Cárlos  Luis,  Duque  á*i  Parma,  y 
el  áecuestro  de  todos  los  bienes  y  derechos 
que  poseía  en  E<(paña: 

Vistas  las  Rs.  Ords.  de  3  de  agosto  de  1850 
y  1.®  de  junio  de  1851,  disponiendo  la  pri- 
mera se  devolviesen  los  bienes  secuestrados 
al  citado  Infante,  á  consecuencia  de  haber 
reconocido  y  prestado  juramento  de  íideli-t 
dad  á  la. Reina  doña  Isabel  II ;  y  por  la  otra, 
expedida  por  el  Ministerio  de  Estado,  do 
conformidad  con  el  Consejo  de  Ministros ,  que 
se  incluyan  en  el  presupuestó  general  del 
Estado  los  72.000  rs.  que  por  su  asignación 
había  disfrutado  el  Infante  D.  Cárlos  Luis. 
45 
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desde  cuya  época  viene  figurando  con^o 
carga  de  juslicia: 

Vistos  los  dictámenes  emitidos  por  la  Di* 
reccion  del  Tesoio,  asesoría  g:enerat  de  esle 
Mtnislerió  y  acuerdo  de  ta  junta  revísorade 
cargpas  de  justicia ,  é  informe  de  la  sección 
de  Hacienda  del  Consejo ,  en  el  sentido  de 
que  debe  declararse  caducada  y  eliminarse 
del  presupuesto,  si  bien  proponen  las  dos 
primeras  que  pase  á  figurar  ésta  obligación 
entre  las  del  presupuesto  de  la  Casa  Real, 
con  lo  cual  se  muestra  conforme  ta  junta, 
siempre  que  el  Gobierno  acuerde  se  continúe 
satisfaciendo: 

Visto  el  informe  emitido  por  el  Consejo  de 
Estado  en  pleno ,  en  et  que  opina  debe  con- 
siderarse subsistente  la  pensión  de  que  se 
trata,  é  incluirse  entre  las  que  comprende 
el  art.  1.^,  cap.  1.^  de  la  sección  de  clases 

f masivas  y  eliminándose  de  la  de  cargas  de 
usticia: 

Visto  el  R.  D.  de  t2  de  mayo  de  1837 
mandando  guardar  y  cumplir  el  de  las  Cor- 
tes sobre  clasificación  de  pensiones: 

Visio  el  R.  D.  de  18  de  diciembre  de  1851 
mandando  que  desde  de  enero  de  1852 
rigiesen  los  presupuestos  generales  del  Es- 
tado\)re8enlados  por  el  üobierno  en  la  le» 
gisialura  de  aquel  año,  con  lav  alteraciones 
oue  habían  sido  aprobadas  en  la  comisión 
del  Congreso  y  además  introducidas  por  el 
Gobierno: 

Vista  la  ley  de  29  de  abril  de  1855  y  el 
art.  9.*^  de  la  de  presupuestos  de  1859,  pres- 
cribiendo la  revisión  de  cargas  de  justicia 
y  la  forma  en  que  ha  de  verificarse: 

Considerando  oue  el  Scrmo.  Sr.  D.  Cárlos 
Luis  de  Borbon ,  Duque  ^ué  fué  de  Parma, 
declarado  Infante  de  España  como  nielo  de 
Reyes ,  ha  obtenido  constantemente  desde  el 
dia  de  su  nacimiento  los  derechos  y  preemi- 
nencias correspondientes á  su  alta  gerarquía, 
sin  otra  interrupción  que  la  del  tiempo  en 
que  estuvo  sin  reconoceré!  legítimo  Gobier- 
no de  S.  M.  la  Reina  doña  Isabel  II: 

Considerando  que  la  pensión  de  los  7.200 
escudos  que  como  Infante  de  España  ha  dis- 
frutado S.  A.  R.  durante  el  tiempo  expresa- 
do ,  primero  en  el  concepto  de  lactancia  y 
después  por  via  de  alimentos,  le  fué  asigna- 
da y  reconocida  por  diversas  reales  órdenes 
ya  citadas,  y  por  las  Corles  del  año  1820  á 
1823 ,  en  cuya  época  llegó  á  figurar  en  los 
presupuestos  generales  del  Estado,  sección 
correspondiente  á  la  Casa  Real ,  apareciendo 
después  entre  los  gastos  de  esta  en  virlud 
de  R.  O.  de  11  de  setiembre  de  1824: 

Considerando  que  suspendido  el  pago 
de  la  pensión  por  no  haber  recoaocido  ou 


Alteza  Serenísima  al  Gobierno  de  S.  M. ,  no 
pudo  9eT  comprendida  en  el  presupuesto  de 
la  Casa  Real,  fijado  al  advenimiento  al 
Trono  de  S.  M.  la  Reina  doña  Isabel  II,  ó 
sea  al  principio  de  su  reinado ,  épeea  deter- 
minada por  el  art.  48  de  la  Constitución  de 
la  Monarquía,  hoy  vigente: 

Considerando  que  alzada  la  suspensión  y 
rehabilitado  el  Infante  en  el  goce  ae  los  de- 
rechos y  prerogativas  inherentes  á  su  digni* 
dad  de  Infante  de  España  por  haber  recono- 
cido á  S.  M. ,  y  acordado  se  incluyera  ea 
los  presupuestos  generales  del  Estado  la 
pensión  de  que  se  trata,  parece  que  esta, 
como  lo  hizo  el  Gobierno,  débia  compren- 
derse  en  ia  sección  de  la  Casa  Retfl  a  que 
había  pertenecido  en  la  época  del  20  a  23, 
y  posteriormente  hasta  el  dia  en  que  se 
suspendió  su  pago,  pues  no  de  otro  modo 
procedía  llevar  á  efecto  aquella  réslitucioii; 
y  que  esto  no  obstante,  la  comisiqp  general 
de  presupuestos  del  Congreso  esliqió  conve- 
niente que  no  figurase  en  el  presupuesto  de 
la  Casa  Real ,  sino  en  la  sección  de  cargas 
de  justicia,  cuyo  extremo  fué  aceptado  por 
el  Gobierno ,  y  comprendida  la  pensión  en- 
tre las  cargas  de  justicia ,  por  recompensas 
de  servicios,  que  .es  el  concepto  en  que  figu* 
ra  desde  1852: 

Considerando  que  ante  las  razones  de 
conveniencia  é  interés  público  que  aconsejan 
no  introducir  modificación  alguna  en  el  pre- 
aupuesto  de  la  Casa  Real ,  deben  ceder,  las 
que  existen  para  que  en  este  y  ao  en  otro 
lugar  fuera  comprendida  la  citada  pensión, 
por  mas  que  su  origen  y  naturaleza  no  au- 
torice para  calificarla  de  carga  de  justicia; 

Cotisiderando  que  bajo  esta  ú  otra  forma 
el  Estado  se  halla  en  la  obligación  de  satis- 
facer la  pensión  de  que  se  trata,  ya  por  ser 
de  interés  del  mismo  que  se  sostengan  coa 
el  decoro  debido  las  altas  dignidades  de  ta 
Nación ,  y  ya  porque  aprobada  aquella  por 
las  Cortes  del  20  aJ  23  na  adquirido  el  ca- 
rácter de  subsistente,  con  arreglo  á  lo^eter- 
minado  en  el  R.  D.  de  12  de  mayo.de  1837: 
Considerando  que  en  la  necesidad  y  con<- 
veniencia  de  que  dicha  pensión  continúe 
figurando  en  loa  presupuestos  sucesivos,  ya 
que  no  en  ta  seccjou  de  cargas  de  justicia, 
en  el  art.  1.**  del  cap.  1.^,  sección  de  clases 
pasivas  ,  que  comprende  las  pensiones  apro- 
badas por  las  Cortes,  por  i^rle  esle  nombre 
mas  adecuado  que  aquel  bajo  el  cual  apa- 
rece en  los  presupuestos  actuales  ; 

S.  M. ,  vistos  tos  dictámenes  emitidos  so* 
bre  el  particular  por  la  sección  de  Hacienda 
del  Consejo  de  Estado ,  asesoría  general  de 
esle  Ministerio  y  esa  Dirección ,  y  acuer- 
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do  de  la  Junla  de  revisión  y  reconocim¡ei)!o 
de  cargas  de  jiisiiola,  y  de  conformidad  con 
lo  informado  por  el  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  se  ha  servido  declarar  subsistente 
la  pensión  de  qtie  se  trata,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  ou  el  R.  D  de  12  de  mayo  de  1837, 
y  que  en  tal  concepto  se  Incluya  en  ef  pre- 
supuesto de  obligaciones  del  Estado,  entre 
las  que  com[)rende  el  arl.  1  cap.  1.®  de  la 
sección  de  clases  pasivas  eliminándose  de  la 
de  cnrgas  de  juslicia.  De  real  órden  etc.  Má- 
drid  2  de  diciembre  de  1866.— Baríanalla- 
na.— Sr.  Director  general  del  Tosoro  públi- 
co.» (Gae.  13  dietembre,) 
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•ettteneUii  «el  Tribanal  Supremo  en 
reenrAttii  de  cahacUm  ,  nnlldad  é  In- 


804.  I.EQI8I<aLOXOH  BB  UIiTRAHAB- 
B.  de  27  de  noviembre. 

Se  aprueba  el  regramenlo  reorganizando 
el  servicio  de  obras  públicas  en  la  isla  de 
Puerto  Rico,  y  dictando  reglas  para  su  eje- 
cución. {Gac.  5  diciembre.) 

806.  EKEQOIAS  DE  OI7EBPO  PRE- 
SENTE O.  de  6  de  Julio  do  1866,  decla- 
rando en  vi^or  la  de  8  de  setiembre  de  1865. 

(GoB.)  oDada  cuenta  á  S.  M.  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  de  las  gestiones  hechas  por  el 
Emmo.  Sr.  Cardenal  Arzobispo  de  Toledo, 
sobre  si  debe  considerarse  aun  en  vigor  la 
R.  O.  de  8  de  setiembre  del  año  próximo  pa 
sado,  sobre  celebración  de  exéquia»  sin  la 
presencia  df'l  cuerpo  en  la  iglesia,  y  aten- 
diendo  S.  M.  á  que  la  citada  real  orden  fué 
dictada  en  momentos  supremos  como  una 
medida  salvadora  para  la  salud  pública: 
atendiendo  asimismo  á  las  consideraciones 
de  prudencia  que  aconsejan  hoy  el  sosteni- 
miento de  la  expresada  real  resolución  en 
vista  de  que  el  cólera  se  ha  reproducido  en 
algunos  punios  de  FraniMa,  Infríalerra,  Pai- 
aeé-Bajos,  Estados-Unidos  y  Egipto;  aten- 
diendo á  que  dicha  medida  y  las  demás  que 
ha  tomado  el  Gobierno  con  respecto  á  pro- 
cedencias de  pimíos  epidemiados,  responden 
á  un  sistema  que  quizá  oonsiga  preservar- 
nos de* tan  terrible  azote;  ba  tenido  por  coa- 
veniente  resolver,  que  se  considere  vigente 
del  mismo  modo  que  en  el  acto  de  su  publi- 
cación la  citada  real  órden,  hasta  que  en 
virtud  de  otra  se  derogue,  cuyo  acto  se  ve* 
rificará  tan  luego  como  sin  peligro,  alguno 
Mra  la  saíud  pública,  puedan  realablecerse 
los  asuntos  al  estado  en  que  se  encontraban 
antes  de  la  epidemia  de  1865.  De  órden  de 
6.  M.  lo  pongo  en  conocimienlo  de  V.  S. 
recomendándole  su  exacto  cumplimiento.» 
{Bol.  of.  de  Logroño  núm.  84*)  . 


ACTOS  DB  JtmiSDICOIOlSr  VO- 
LUNTARIA. Las  providencias  que  de- 
ben !tu  origen  á  la  jurisdicción  voluntaria, 
m  tienen  el  carácter  de  fallos  ejecutoria- 
dosporministerio  dé  la  ley,  aun  cuando 
no  se  reclame  contra  ellas  oportunamente 
conforme  á  la  regla  9.*  del  art.  1.208  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  ervil. 

Seoteieia  de  30  de  jimie  de  1866. 

^  Recurso  de  casación  ¡nlerpucsío  por  do- 
ña Natalia  Valero  conlra  seoieocia  de  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Oviedo, 
en  autos  sobre  que  se  condenase  á  D.  Pe- 
dro López  Grado  á  satii^fíicer  á  su  hija 
doHa  María  del  Pilar  iá.OOO  rs.  por  via 
de  alimeolos  provisionales.  Estimada  esta 
solicitud  en  lo  principal  por  sentencia  de 
^  de  julio  de  1864  que  se  noliücó  en  i9 
de  agosto  á  López  Orado,  pretendió  este 
en  26  que  se  declarase  contenciosa  la  pre- 
tensión, y  después  de  varios  trámites  y 
complicaciones,  declaró  la  Sala  en  ape- 
lación baher  lu^nr  á  oírle  sin  perjuicio  de 
pagar  las  mensualidades  alimenticias;  con- 
lra cuyo  fallo  interpuso  el  reci?rso  de  casa- 
ción la  doña  Natalia,  citando  como  infrin- 
gidas la  sentencia  de  23  de  julio  que  ha- 
bla sido  consentida  y  la  ley  3/,  lít.  49, 
Partida  4.*  El  Tribunal  Supremo  declara 
no  habcr  lugar  al  recurso  de  casación  por 
sentencia  de  50  de  junio : 

«Considerando  que  las  providencias  que 
deben  su  ocígen  á  la  jurisdicción  voluntaria 
son  variables  y  pueden  «mod  i  tica  rse  sin  su- 
jeción estricta  a  los  términos  establecidos 
respecto  á  las  que  lo  deben  á  la  jurisdicción 
contenciosa,  según  la  regla  9  *  del  art.  1.208 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  juris- 
pru«léncia  ant*-riormenle  establecida  por  es- 
te Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  en  este  supuesto  la  prn^ 
videncia  de  23  de  julio  de  1864  no  tuvo  el 
carácter  de  fallo  ejecutoriado  por  ministerio 
de  la  ley',  y  que  al  modificarlo  la  sentencia 
conlra  la  cual  se  recurre,  en  el  extremo 
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que  lo  ha  hecho,  no  ha  infringido  ninguna 
olra  irrevocable: 

y  considerando  que  estimándose  Ja  pre- 
tensión de  alimentos  provisionales  deducida 
por  la  recurrente  en  la  «enlencia  cuya  casa- 
ción se  pretende,  se  invoca  inoportuna  y 
aun  contradictoriamente,  la  ley  3/,  til.  19, 
Partida  4.*  que  impone  á  los  padres  la  obli- 
gación de  alimentar  á  sus  hijos,  según  sus 
circunstancias,  y  que  por  lo  tanto  no  se  ha 
infringido.»  (Gae.  13  aposto.) 

CASAOION.  Aunque  lá  sentencia 
de  una  sala  tenga  el  carácter  de  defivüi- 
Vfl,  si  puede  seguirse  después  otra  juicio 
sobre  lo  mimo  que  ha  sido  objeto  de 
aquella ,  no  se  da  recurso  de  casación, 
fundado  en  ser  la  sentencia  contraria  á 
ley  ó  doctrina  legal  según  lo  dispuesto  en 
el  art.  1 .014  de  ía  ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

Sentencia  de  6  de  setiembre  de  1866. 

La  doctrina  del  epígrafe  es  la  única  que 
se  coDiiene  en  este  fallo  confirmando  el 
de  la  Audiencia  de  Oviedo  que  denegó  la 
admisión  del  recurso  de  casación  eulabjja- 
do  por  doña  Natalia  Valero,  eo  autos 
sobre  alimentos  provisionales»  contra 
sentencia  de  la  misma  que  señalaba  cier- 
ta cantidad  y  reservaba  á  las  partes  su 
derecho  para  que  le  dedujosen  eo  juicio 
ordinario.  {Gac.  9  setiembre.) 

PRUEBAS.  El  actor  debe  probar 
aquello  que  demanda,  pero  cuando  hace 
prueba  testifical  que  aprecia  la  Sala  en 
uso  de  sus  facultades ,  para  interponer 
recurso  de  casación,  debe  citarse  la  iu" 
fracción  de  disposición  legal  contra  el 
criterio  de  la  Sala. 

Sentencia  de  6  de  setiembre  de  1866. 

Declara  el  Tribunal  Supremo  por  este 
fallo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Blas  Rodríguez 
contra  seotencia  de  la  Sala  tercera  de  la 
Audiencia  de  Yailadolid,  dictada  en  pleito 
sobre  pago  de  reales.  El  recurso  se  íunda 
eo  la  infracción  de  las  leyes  o9,  tit.  21.**, 
y  1.*  y  2.',  til.  13  de  la  Partida  3.*  que 
imponen  al  demandante  la  obligación  de 
probar  lo  que  demanda  si  la  otra  parle  lo 
negare,  y  el  arl.  317  de  la  ley  de  Enjui- 
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ciamiento  civil;  pero  se  declara  do  baber 
lugar: 

ttConsiderando  que  aun  cuando  et  un 
nrincipio  consignado,  tanto  en  '.as  \eyeñ  de 
Partida  y  que  se  dicen  infringidas,  como, en 
las  recopiladas,  reglamento  provisional  pa- 
ra la  administración  dé  justicia,  y  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  qut»  pI  actor  debe  pro- 
bar aquello  que  quiere  demandar,  si  la  otra 
,  parte  se  lo  negare ,  habiendo  suministrado 
el  demandante,  en  este  pleito,  prneba  tea- 
tifícal  y  sido  apreciada  por  la  Sala  senten- 
ciadora,  en  uso  de  sus  hicnltades,  falla  el 
supuesto  de  la  infracción,  ó  sea  la  carencia 
de  prueba: 

Y  considerando  que  no  habiéndose  citado 
disposición  a'guna  legal  contra  el  criterio  de 
la  mencionada  Sala,  tampoco  se  ha  infrin- 
gido el  arl.  317  de  la  l*>y  de  Enjuiciamiento 
civil.»  (írac.  11  setiembre,) 

BECX7B80  DS  CASACIOlff.  No 

procede  recurso  de  casación  fundado  en 
la  falta  de  personalidad  del  actor ^  cuando 
nada  se  ha  reclamado  sobre  ella  en  ;;rt« 
mera  instancia  pudiendo  hacerlo ;  siendo 
ya  ineficaz  para  dicho  efecto  la  reclama- 
don  en  la  segunda.  IVo  basta  para  pre- 
parar el  recurso  con  arreglo  ai  art.  1.0t9 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  una 
simule  manifestación,  pues  se  reqiúae 
reclamación  especial  y  deleminada. 

SeDleDcia  de  1 1  de  setiembre  de  1866. 

Apelación  anle  el  Tribunal'  Supremo 
de  una  providencia  de  la  Audiencia  oe  es- 
ta corte  que  denegó  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  don 
Elias  A<)uino,  por  no  haberse  reclamado 
en  la  primera  instancia  la  subsaaacion  de 
la  falta  alegada,  y  no  concurrir  toSas 
circunstancias  que  en  su  segunda  pnrte 
deteimina  el  art.  i.O^Ü  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil.— Se  confirma  dor  sen- 
tencia de  11  de  setiembre  eslableciendo 
la  docirina  del  epígrafe.  {Gac.  iAsetiem* 
bre,) 

ABISTTESTATO  D£  IMPUBERES 
(en  Catalufia).  La  ley  del  aíw  4!260, 
1.%  tit.  2,^  iib.  6.^  de  las  ComUlwiones 
de  Cataluña,  fué  deiogada  por  otra  del 
afw  ló63,  que  es  la  segunda  del  mismo 
titulo  y  libro,  y  según  esta,  los  bieldes  de 
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los  impúberes  que  fallecen  ahmíestalo,  y 
que  provienen  del  padre  6  linea  paterna, 
pasan  á  los  parientes  de  la  misma  Urna, 
exceptuada  la  legitima  materna. 

SeDleoria  de  14  de  selieabre  de  1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  las 
Afueras  de  B-ircelona  v  su  Audiencia  ter- 
ritorial, por  Cármen  tirosa  roo  Josefa  Vi- 
vet»  sobre  reciamacioo  de  hereocia  de  Jo- 
sé Rivó.  Como  por  la  sentencia  definitiva 
•  de  la  Audiencia  se  declaró  que  la  herencia 
de  Rivó,  padre  de  los  difuntos  impúberes 
Melchor  y  Rila,  correspondía  á  la  abuela 
paterna  de  e.-^los,  CárnieD  Brosa,  salva  la 
cuarta  parte  perteneciente  á  la  madre  de 
los  mismos  Jo^efa  Vivel,  esta  interpuso 
recurso  de  casación,  alagando  haberse  in- 
fríngido  en  su  concepto  la  lev  4.*,  libro 
«.""jjll.  2.**  do  las  Conslifucíones  de  Ca- 
taluña, según  la  cual  los  bienes  que  pro- 
vienei)  á  impúberes  del  padre  que  los  ha- 
\a  adquirido  por  industria  ó  negociación 
ü  otro  titulo  de  la  misma  índole  ó  natu- 
tea,  son  de  la  madre.  Pero  el  Tribunal 
Supremo  declara  no  hal)er  lugar  al  re- 
curso: 

aConsiderando  que  la  ley  1*^  líl.  2.^,  li- 
bro 6.^  de  las  Coitsülucii  Qes  de  Cataluña 
p^iblicada  en  el  año  1260  por  el  Rey  D.  Jai- 
me I,  fué  de  rogada  y  reformada  por  la  2.* 
del  mismo  titulo  y  libro,  dada  por  D.  Pe- 
dro III  en  1363  y  en  ta  cual  se  establece  que 
cuando  los  impúberes  Tallecen  abinteslato, 
ios  bienes  que  tengan  provenientes  de  su 
padre,  abuelo  á  oíros  parientes  de  la  línea 
paterna,  cualquiera  que  sea  ta  cauta,  oca- 
sioQ  ó  Ululo  con  que  se  hayan  adquirido, 
pasen  á  ¡os  parientea  mas  próximos  de  la 
misma  linea  paterna  deniró  dnl  cuarto  gra- 
do, exceptuada  únicnmenle  la  legítima  que 
corresponda  á  la  madre  ó  á  ios  demás  as- 
cendientes de  su  línea: 

Considerando ,  por  tanto ,  que  la  indicada 
ley  1.*,  única  que  como  infringida  se  cita 
en  el  presente  recuiso,  oo  puVite  prestará 
este  apoyo  ni  fundame/ilo  alguno  válido  y 
eficaz.»  (Gac.  18  setiembre.) 

ICBJOBAS  laA  COSA  POSEI- 
DA. Con  arreglo  á  la  ley  44,  til.  28, 
partidas.^,  eltenedor  de  una  cosa  que 
haya  hecho  eti  ella  impensas  útiles,  no 
puedA  ser  privado  de  sti  tenencia  mien- 


tras  no  le  sean  abonadas;  y  se  infringe 
dicha  ley  si^e  monda  entregar  la  cosa  ti- 
tigiosa  sin  resolver  sobre  las  mejoras, 

SenleDcia  de  i  4  de  setiembre  de  i  866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  Villar 
franca  del  Panadés  y  Audiencia  de  Barce- 
lona por  dona  María  Alborná,  autorizada 
por  su  marido,  con  D.  José  Monscrrat, 
sobre  reivindicación  de  una  tierra. 

La  referida  doña  María  presentó  de- 
manda en  9  de  rel)rero  de  18b4,  para  que 
Mouserrat  d<jase  á  su  disposición  una 
tierra  en  la  hacienda  llamada  Casa  EscO' 
der,  que  le  perlenecia,  á  pesar  de  que  el 
tenedor  de  ella  suponia  haberla  adquirido 
legalmente,  porque  se  le  habia  dado  á 
raiz  morta,  ó  sea  á  rabassa  morta;  sobre 
lo  cual  contestó  el  demandado,  que  en 
efecto  había  adquirido  legítimamente  la 
tierra  por  dicho  contrato;  pero  que  sia 
emt)argo  estaba  pronto  á  dimitirla,  si  se 
le  pagaban  las  mejoras  que  habia  hecho, 
según  lo  estimasen  personas  competentes, 
pues  nadie  podia  enriquecerse  con  per- 
juicio de  otro. 

Practicada  prueba  sobre  varios  puntos, 
y  entre  ellos,  sobre  haberse  mejorado  y 
plantado  la  tierra  de  cepas,  dictó  senten- 
cia el  Juez,  declarando  ineíicaz  diclid 
contrato,  y  por  conforme"  al  deraandaoo 
en  la  dimisión  de  la  tierra  á  favor  de  la 
demandante  luego  que  esta  se  reintegrase 
del  importe  á  que  á  juicio  de  peritos  as- 
cendiesen las'  mejoras;  pero  interpuesta 
apelación  por  la  demandante  para  que  la 
dimisión  se  entendiera  sin  el  abono  de 
aquellas,  y  pedida  por  ei  demandado  la 
confirmación  del  fallo,  dictó  sentencia  di- 
cha Sala  en  27  de  junio  de  1865,  man- 
dando qiie  en  el  término  de  15  dias  se 
verificase  la  dimisión  déla  tierra,  con  re- 
serva de  éu  derecho  al  demandado  sobre 
(as  mejoras  que  reclamaba. 

Este  interpuso  recurso  de  casación,  por 
conceptuar  infringidos  en  la  sentencia  ei 
art.  6i  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
V  ta  ley  44,  lít.  28,  Partida  3.';  y  el  Tri- 
bunal  Supremo  por  sentencia  de  i4  de 
setiembre  decfara  haber  lugar  al  recorso 
en  estos  términos: 

ttConsideraado  que  no  pueden  los  Jueces 
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nllos  tribunales  aplazar,  dilatar ,  ni  negar 
bajo  ningún  pretesto  ta  resoÜicion  de  las 
cuestiones  que  hayan  sido  discutidas  en  el 
pleito,  como  lo  previene  el  arl.  61  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil ,  con  el  fin  de  evitar 
un  nuevo  juicio: 

Considerando  que  tanto  en  los  escritos  del 
demandado,  como  en  la  prueba,  se  ha  dis- 
cutido y  ha  sido  objelode  ella  el  punto  re-» 
tativo  á  las  mejoras  que  aquel  sostiene  ha- 
ber hecho  en  la  tierra  litigiosa,  dobiVndo 
por  consiguiente  haber  recaído  resolución 
directa  y  terminante  acerca  de  este  punto: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  la  ley 
44,  tit.  28.  Partida  3.',  el  tenedor  de  una 
cosa  que  haya  hecho  en  ella  impensas  úli* 
les,  no  puede  ser  privado  de  su  tenencia 
mientras  no  le  sean  abonadas: 

Y  considerando  que  la  sentencia  que  pri- 
va al  demandado  de  la  tierra  litigiosa,  sin 
resolver  terminantemente  la  cuestión  de  las 
mejoras,  inTringe  el  citado  arl.  61  y  la  men- 
cionada ley  de  Partida; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decla- 
ramos haber  lu^ar  al  recurso,  en  cuanto  al 
punto  relativo  a  las  expresadas  mejoras;  y 
en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  en 
dicha  parte  el  fallo  dictado  por  la  Sola  ter- 
cera de  la  real  Audiencia  de  Barcelona  en 
27  de  junio  de  1865.»  (Gac.  20  seliembre  ) 

CONTRATOS.  Cuando  se  suscita 
^da  sobre  la  inteligencia  de  un  contrato, 
para  fijarla  debe  atenderse  masjespeciaU 
mente  al  objeto  6  fin  que  se  propuste- 
ron  los  contratantes,  que  á  las  palabras 
de  que  usaron  para  consigjiarlo. — Cuan- 
do vo  se  trata  de  la  existencia  de  un  con- 
trato sino  de  su  inteligenciá,  no  puede 
decirse  infringida  por  un  fallo  la  ley  i.*, 
tu.       lib.  Xde  la  Nov.  Recop. 

Sentencia  de  i  7  de  setiembre  de  1866. 

Recur<io  de  casación  ioterpuesto  por 
Miguel  Juan  Simó,  contra  sentencia  de  la 
Saín  primera  de  la  Andiencia  de  Valencia 
en  pleito  sobre  cumphnijcnto  de  un  con- 
trato. Ai  interponerle  se  citan  como  in- 
fringidas las  doctrinas  establecidas  por 
este  Siipren^p  Tribunal  en  las  sentencias 
de  26  de  octubre  de  31  de  diciem- 
bre de  1857,  2i  de  setiembre  de  18a9, 
51  de  diciembre  de  186t ,  y  28  de  marzo 
de  1863,  así  como  la  ley  1.*,  lít.  1.*,  li- 


bro iO  de  la  Nov.  Recop.,  y  la  61,  título 
5.*  de  la  Partida  ;  pero  el  Tribunal 
Supremo  declars^no  haber  lugar  al  recur- 
so por  sentencia  de  17  de  setiembre: 

ttConsiderando  que  sr  bien  en  las  senten* 
cias  de  este  Supremo  Tribunal ,  que  se  citan 
en  el  recurso,  se  consignan  las  doctrinas  le- 
gales de  que  «ti  iodo  contrato  la  voluntad  d« 
los  contratantes  es  la  ley  de  la  materia  entre 
ellos:  que  cuando  resulta  acreditada  una  o6¿t- 
g ación  es  ineludible  su  cumplimiento  por  el 
que  ta  contrajo;  y  que  las  palabras  de  que  se 
use  en  ellos  deben  entenderse  llanamente  y 
como  suenan;  es  también  indudable  que 
esto  tiene  lugar  siempre  que  no  se  suscite 
duda. alguna  sobre  la  verdadera  inteligencia 
del  contrato,  pues  en  tal  caso  el  juzgador, 
combinando  entre  sí  las  diversas  cláusulas 
que  comprenda  y  combinándolas  (ambien 
con  las  pruebas  que  durante  el  juicio  hubie- 
ren practicado  las  partes,  debe  Jijar  su  ver- 
dadeva  inteligencia,  ateniéndose  para  ello 
mas  especialmente  ai  objeto  ó  fin  que  sa 
propusieran  los  contratantes  al  celebrar  el 
contrato ,  que  á  las  palabras  de  que  usaron 
para  consignarlo: 

Considerando ,  por  lo  expuesto ,  que  la  Sa- 
la sentenciadora  absolviendo  de  la  demanda 
no  ha  infringido  las  doctrinas  legalea  ya 
enunciadas ,  sino  que  por  el  contrario  y  ate- 
niéndose á  ellas  ha  fijado  los  términos,  ó 
sea  la  inteligencia  que  debe  d>»rse  á  la  con- 
dición del  contrato  de  24  de  enero  de 
1862,  combinándola  con  lo  que  se  dispone 
en  la  3.*,  4.*  y  5.*  del  mismo  y  con  lo  que 
aparece  dé  las  pruebas  practicadas: 

Considerando  que  la  ley  ifl.  1.*,  libro 
10  de  la  Nov.  Recop.  no  ha  podido  invocar- 
se oportunamente  en  este  recurso,  porque 
no  se  trata  de  demostrar  la  existencia  de 
una  obligación  por  su  forma»  snio  solo  de  la 
inteligencia  y  extensión  de  la  que  se  con- 
trajo por  la  citada  escritura  de  24  de  enero 
de  1862: 

Y  considerando  que  la  tey  61  del  tit.  5.", 
Partida  5.*,  que  trata  De  los  ornes  que  se  ar- 
repienten para  desfacer  las  vendidas,  no  tie- 
ne aplicación  alguna  en  el  presente  recurso 
y  no  ha  podido  por  lo  tanto  ser  infringida.» 
(Gac,  20  setierribre,) 

FOBBEZA  FABA  UTIGAB.  No 

procede  el  recurso  de  casación  contra  sen- 
tencia que  otorga  el  beneficio  de  pobreza^ 
porque  no  pone  término  al  juicio  princi- 
pal, ni  imposibilita  su  contvmacion,  pu- 
diendo  el  colitigante  obtener  otra  decla^ 
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ración,  si  el  mandado^yudar  como  pobre 
viniere  á  mejor  ¡orluna. 

ScBleicia  de  17  de  setienbre  de  1866. 

Tal  es  la  doclrina  que  se  contiene  en 
esta  sentencia  por  la  que  se  declara  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casacioa  inter- 
puesto por  D.  Miguel  López  Teruel  con- 
tra seoteocia  de  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Albacete.  (Güc.  20  seliem- 
bre.) 

PBUEBAS.  Según  jurisprudeneia 
repetidamente  consignada  por  este  Su^ 
premo  Tribunal,  en  cuestiones  de  hecho 
ha  de  estarse  al  juicio  y  apreáaeion  de 
la  Sala  saüenciadora  cuando  acerca  de 
la  apreciación  no  se  alega  infracción  aU 
giina  de  ley  ni  de  doctrina  legal. 

Senteicia  de  17  de  setiembre  de  1866. 

Se  declara  no  haber  lug^r  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Manuela  Qnei- 
ieiro  contra  sentencia  de  la  Sala  tere 
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hijuela  materna,  dictó  sentencia  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  de- 
!  clarando  legftiino  el  crédito  reclamado. 


(    Contra  este  fallo  inlerpusieron  los  sín- 
dicos recurso  de  casaciou  porque  en  su 
concepto  infringe  las  leyes  1.',  2.',  13  y 
16,  til.  11,  Partida  4.*,  y  la  doctrina  de 
los  tribunales,  según  la  cual,  si  biea  se 
admiten  eo  las  tercerías  las  hijuelas  como 
medio  de  probar  la  condición  de  los  bie- 
i  nes  que  llevan  las  mujeres  al  matrimonio, 
I  nunca  se  pueden  tener  tales  documentos 
como  cartas  dótales  ó  constitutivas  de  do- 
I  le  de  esta  ó  la  otra  clase;  pero  el  Tribu- 
nal Supremo  declara  no  haber  lugar  al  re- 
curso: 

j  «Considerando  que  la  Sala  senlenciadora, 
al  declarar  legílimo  el  crédito  de  los  213.148 
reales  y  78  cetils.  reclamado  por  doña  Vi- 
centa García  Vini<*gra ,  lo  hizo  en  vista  de 
}  las  pruebas  presentadas,  conlra  cuya  apre- 
'  ciacion  no  se  ha  citado  ley  ni  doctrina  legal 
infringida: 

Considerando  que  las  cuatro  leyes  citadas 


jeiro  contra  semencia  de  la  saia  lerqera  I    ^  ;        ,  ,,3  ¿J^.^ 

de  la  Audiencia  de  la  Coruna,  dictada  en 
pleito  sobre  reivindicación  de  bienes,  sien- 
do su  fundamento  la  doctrina  d^l  epígra- 


fe. {Gac.  2Í  setiembre,) 

PBUBBA8.  Las  leyes  1.',  2.%  iSy 
16 ,  ítí.  11,  Partida  4.*,  que  tratan  de  las 
dotes,  de  las  arras  y  de  las  donaciones 
propter  nupcias,  no  pueden  citarse  como 
infringidas  por  una  sentencia  que  se  li- 
mita ,  apreciando  la  prueba  practicada, 
á  declarar  legitimo  el  crédito  reclamado 
por  la  muger  en  el  concurso  de  bienes  de 
su  esposo. — Cuando  un  recurso  de  casa- 
ción se  fwide  en  la  infracción  de  doctrina 
legal,  no  debe  esta  citarse  con  genera- 
lidad. 

Senteícia  de  17  de  setiembre  de  1866. 

Pleito  seguido  por  doña  Vicenta  Garcia 
Viniegra  con  los  índicos  del  coocurso  de 
su  esposo  D.  Bernabé  García,. sobre  que 
se  declare  legítimo  su  crédito  de  213.148 
mies  que  se  babia  excluido  del  concur- 
so, siendo  así  que  era  el  valor  de  lo  apor- 
tado por  ella  al  matrimonio.  A  pesar  de  la 
oposición  de  los  síndicos,  practieada  prue- 
ba documental  por  .doña  Vicenta  de  los 
l>iene6  que  la  baoian  correspondido  en  su 


especies,  de  las  arras  y  de  las  donaciones 
prdpter  nupcias,  cuyas  leyes  no  liencn  apli- 
cación ninguna  en  el  presente  caso: 

Y  considecando  que  la  generalidad  con 
que  se  cita  la  doclrina  legal  que  se  supone 
infringida,  no  la  haria  admisible,  se^im  re- 
|>elidas  veces  lo  tiene  declarado  este  Tribu - 
banal  Supremo;  y  aparte  de  eso  resulla  com* 
plelamenle  inaplicable  al  caso  présenle  por 
rio  contener  la  sentencia  ninguna  de  las  de- 
claraciones que  se  suponen.»  (Gac.  21  se- 
tiembre.) 

OONOUBSO  DE  AOBEEDOBES. 

Los  aéditos  procedentes  de  simples  paga- 
rés  y  aunque  hayan  sido  reconocidos  y  re- 
caido  sentencia  de  remate  en  juicio  ejecu- 
tivo sobre  su  vago ,  no  varían  de  natura- 
leza y  según  el  art.  i  .i^2Z  del  Código  de 
Comercio  no  deben  comprenderse  entre 
los  escriturarios.--Los  negocios  mercan- 
tiles deben  resolverse  con  arreglo  á  dicho 
Código. 

ScDlencia  de  22  de  setiembre  de  1866. 

Recurso  de  injusiica  notoria  interpues- 
to por  doña  Kosa  González,  en  pleUo  se- 
guido en  el  Tribunal  de  Comercio  de  Za- 
ragoza y  Sala  primera  de  su  Audiencia, 
con  los  síndicos  de  la  quiebra  de  doña 
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Al.iria  IriharreD,  sobre  reconociniíeDto  de 
ci»»rio  crcdilo  y  graduación  del  mismo  y 
de  otros  on  clase  mas  prefcreD le.  Difha 
Si  l'i,  conlirniaudo  la  sentencia  del  TribU' 
Dal  de  Comercio,  declaró  legítimo  un  cré- 
dito de  4.284  rs.  procedente  de  costas  de 
la  ejecución,  salvo  algunas  que  se  expre- 
san, y  comunes  é  incluidos  por  tanto  en 
el  citado  número  4  dicho  crédito  y  otros 
procedentes  de  pagarés  que  habian  dado 
lupar  al  juicio  ejecutivo  en  qoe  recayó 
sentencia  de  remate  antes  de  la  quiebra. 
En  el  recurso  de  injusticia  notoria  citó 
doña  Rosa  como  infringidos: 

1."  Elari.S59,  ylos325  al338  de 
la  lev  de  Enjuiciamiento  mercantil... 

2/^  El  1.125  del  Código  de  Comercio 
y  la  ley  11,  til.  14,  Partida  8.',  en 
cuanto  se  graduaban  como  comunes  ó  de 
cuarta  clase  los  créditos  de  58.333  rs.  79 
cent  mos  y  de  110.327  rs.  98  cénts.,  sin 
consideración  á  las  sentencias  de  remate 
que  pasaron  en  autoridad  de  cosa  juzga- 
da antes  de  la  declaración  de  quiebra,  y 
que  habian  cambiado  hasta  la  cuantía  de 
los  créditos,  haciendo  aumentar  su  im- 
portancia,  como  que  no  solamente  reu- 
nían iguales  solemnidades  que  los  escritu- 
rarios, sino  que  contaban  con  otras  toda- 
vía mas  solemnes  é  importantes  por  la  in- 
tervención del  tribunal  sentenciador. 

¥  5.**  Las  lejos  4/  y  til.  28,  li- 
bro 11  de  la  Nov.  Recop. ,  al  no  equipa- 
rarse en  el  fallo  con  los  créditos  escritu- 
rarios los  que  fueron  objeto  de  las  deman^ 
das  de  graduación  acumuladas:  puesto 
que,  según  el  contesto  de  dichas  leyes, 
los  reconocimientos  hechos  por  las  partes 
ante  el  Juez  son  como  los  contratos  otor- 
gados ante  Escribanos  públicos,  v  en  los 
créditos  de  que  se  trata,  no  solamente 
existe  el  reconocimiento  que  judicialmen- 
te bízo  de  ellos  el  deudor,  con  cuya  cir- 
cunstancia quedaban  igualados  á  los  otor- 
gados ante  Escribanos  públicos,  sino  tam- 
l)ien  las  sentencias  del  Juez  que  en  virtud 
de  aquellos  reconocimientos  ordenó  el  pa- 
go de  ios  mismos. 

El  Tribunal  Supremo  por  su  sentencia 
de  22  de  setiembre  declara  haber  lugar 
al  recurso: 

((Considerando  que  el  art.  83^  y  los  825 


al  338  de  ta  ley  de  Enjuiciamiento  mercan- 
til, que  fie  citan  como  infringidos  ^  de  los 
cuales  el  primero  previene  que  en  la  sen- 
tencia de  remate  sea  condenado  en  costas  el 
ejecutado  y  los  demás  se  refieren  á  trámites 
del  juicio  ejecutivo  en  negocios  de  comercio, 
no  son  aplicables  al  caso  actual  en  que  no  se 
trata  de  dicho  juicio: 

Considerando  que  el  art.  1.123  delCódigo 
de  Comercio  ordena  que,  procediéndose  á  la 
clasificación  de  los  créditos  reconocidos  y 
aprobados,  se  dividan  en  cuatro  estado», 
comprendiéndose  en  el  tercero  los  escritura- 
rios ;  y  hó  siendo  de  esta  clase  los  de  qoe 
se  trata  porque  proceden  de  pagarés,  y 
aunque  después  hayan  sido  reconocidos  y 
recaído  sentencia  de  remate  en  el  juicio  eje- 
cutivo seguido  sobre  su  pago ,  esto  no  ha 
hecho  variar  su  naturaleza,  y  por  lo  tanto 
no  habiéndose  mandado  su  inclusión  en  di- 
cho estado,  no  se  ha  tnrringido  el  citado  ar- 
tículo: 

Y  considerando  que  los  m^gocios  mercan- 
tiles deben  resolverse  con  arreglo  á  las  dis- 
posiciones contenidas  en  el  Código  de  Co- 
mercio como  se  ha  hecho  en  el  presente  ca- 
so ,  por  cuya  razón  no  se  han  infríngido  la 
ley  II ,  til.  14.  Partida  5A  y  las 4*  y  5.*, 
til.  28,  lib.  11  de  la  Nov.  R(  Cop.  que  se  ci- 
tan en  el  recurso,  ni  ninguna  otra.»  ((race- 
la  27  teti0mbre.) 

•  OBLIGACIONES.  Cuando  la  citfs- 
tion  de  wi  pleito  se  concreta  á  si  una  par- 
te ha  cumplido  ó  no  con  la  obligación  que 
se  impuso,  sin  negarla,  y  apreciando  U 
prueba  practicada,  se  condena  por  la 
sentencia  á  la  indemnización  de  perjui- 
dos,  no  se  infringe  la  ley  1.*,  tU.  i/",  í/- 
bro  iO  de  la  Nov,  Recop.,  ni  otras  que  se 
citan,  ^No  pueden  tomarse  en  cuenta  pa- 
ra un  recurso  de  casación  los  puntos 
que  no  han  sido  oportunamente  debatidos* 

Sealeacia  do  ¿1  de  setieakre  de  1866. 

En  pleito  promovido  por  D.  Clemente 
Molins  contra  D.  Francisco  Bolló  sobre 
indemnización  de  perjuicios,  dictó  senten* 
cia  el  Juez  del  distrito  del  Pino  de  Barce- 
lona que  confirmó  la  Sala  tercera  la 
Audiencia  por  la  suya  de  7  de  junio  de 
1865  declarando  que  D.  Francisco  Bólló 
está  obligado  á  indemnizar  á  D.  Clemen- 
te Molins  todos  los  daños  y  perjuicios 
4]ue  acredite  en  el  oompeicbte  juicio  se^ 
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p«irado  habérsele  irrogado  por  no  haberle 
proporcionado  los  18.000  duros  que  debía 
snlisfacer  á  D.  Manuel  Bassons  en  el  día 
i8  de  enero  de  i861 ,  condenándole  en 
su  consecuencia  á  dicha  indemnización. 

Contra  este  fallo  interpuso  Bolló  re- 
curso de  captación  ,  por  haberse  infringido 
en  su  concepto. 

1.  ^  El  principio  de  derecho  de  que, 
c nadie  está  obligado  á  hacer  mas  de  lo 
que  ha  prometido  ni  en  otros  términos  de 
los  en  que  lo  hava  estipulado;  la  ley  1.% 
til.  1.%  lib.  ih  de  la  Noy.  Recop.  y  la 
4.*Cod.  De  obligationibiLS  etnctionibuSf 
que  disponen  que  los  contratos  deben  ser 
cumplidos  de  buena  fe,  por  cuanto  él  so- 
lamente se  obligó  á  proporcionar  una 
persona  que  prestase  á  IMolins  la  cantidad 
necesaria ,  lo  que  habia  hecho ,  y  no  á 
prestársela,  ni  á  indemnizarle  si  no  se  la 
prestaba,  y  ¿in  embargo  á  e^to  se  le  con- 
denaba en* ta  sentencia. 

2.  **  Las  leyes  72  y  H2,  párrafo  pri- 
mero Dig.,  De  vcrbotvm  obligationibus,  y 
Ja  24  Dig.  De  cond.  et  dm. ,  porque  la 
culpa  de  no  haber  tenido  efecto  lo  pacta- 
do habia  sido  de  Molios  que  no  quiso 
aceptar  los  prestamistas  que  le  buscó. 

3.  **  La  lev  4  b'  Dig.  De  conditiojie  m- 
debili;  la  21 S  Dig.  De  vhborum  signifi- 

,  caiioiie;  el  párrafo  cuarto  Inst.  De  verbO' 
mm  obligatmibus ,  y  la  ley  42,  tít.  if , 
Partida  5.*,  que  disponen  que  los  contra- 
tos condicionales  carecen  de  valor  y  efec- 
to legal  si  falta  la  condición;  pues  en  el 
que  servia  de  fundamento  á  la  demanda 
se  hizo  depender  la  obligación  deque  por 
cualquier  accidente  imprevisto  no  pu- 
diera Alolios  disponer  del  valor  de  las 
aguas  para  pagar  á  Bassons,  y  semejaole 
accidente  imprevisto  no  habia  existido. 

Y  4.**  Las  leyes  del  Digeslo  1.%  pár- 
rafo segundo  De  dolo^  y  7.*,  párrafo  no- 
veno De  pactis,  porque  Molins  sabia 
cuando  contrató  que  era  imposible  ejecu- 
tar las  obras  necesarias  para  poder  dispp 
ner  de  las  aguas  en  el  corto  tiempo  que 
mediaba  desde  la  fecha  de  la  escritura 
hasta  el  i6  de  enero  de  186i ,  y  sin  em« 
bargo  supuso  lo  contrario,  obrando  en  su 
TÍrtnd  con  dolo  que  anulaba  el  contrato: 
£1  Tribanal  SupreoH^  por  sentencia  de 
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21  de  setiembre  declara  no  haber  lugar 
al  recurso: 

«Considerando  que  el  recurrente  D.  Fran* 
cisco  Bolló  no  solo  no  ha  impugnado,  sino 
antes  bien  reconoce  la  certeza  y  eficacia  le- 
gal de  la  escritura  de  27  de  agosto  de  1860, 
Tundamenlo  de  la  demanda  propuesta  por 
D.  Clemente  Molina  en  la  parte  que  es  obje- 
to del  presente  recurso ,  y  que  la  cuestión 
debatida  en  estos  autos  se  ha  concretado  por 
lo  tanto  á  Raber  si  Bolló  cumplió  ó  no  con  la 
obügacion  que  contrajo  en  virtud  de  lo  pac- 
tado en  la  referida  escritura: 

Considerando,  que  habiéndose  practicado 
sobre  este  punto  de  mero  hecho  prueba  tes- 
tifical y  de  posiciones,- que  ha  apreciado  la 
Sala  sentenciadora  en  sentido  negativo,  sin 
que  contra  su  apreciación  se  haya  citado  ley 
ni  doctrina  alguna  legal  infringida,  la  eje- 
cutoria que  por  la  falta  de  cumplimiento  de 
lo  estipulado  y  atendida  la  naturaleza  del 
contrato  xleclara  obligado  al  recurrente  á  la 
indemnización  de  daños  y  perjuicios ,  no  in- 
fringe el  principio  de  derecho  ni  las  leyes 
que  se  citan  bajo  los  núms.  l.**,  2.**  y  3."  en 
apoyo  del  recurso,  aun  en  el  supuesto  de 
que  todas  ellas  pudieran  (encr  aplicación 
oportuna  á  la  cuestión  controvertida: 

Y  considerando  que  el  cuarto  motivo  de 
casrcion,  fundado  en  el  dolo  con  que  se 
pretende  haber  obrado  el  actor  Molins  al  ce- 
lebrar el  contrato  de  que  se  irata,  no  puedo 
tomarse  en  cuenta  por  no  haberse  opuesto  en 
tiempo  semejante  excepción.»  (Gac.  28 
tiembre.) 


Cevi#eSeBelMi  «ecMIdas  por  el  Trlbiuial 
•apreaio  de  Jmillela. 

OUESTIOinCS  DE  COMPETEN- 
CIA. Solo  los  que  tienen  el  carácter  de 
litigmites  en  un  pleito  rivil  pueden  pro- 
mover vuestion  de  competencia,  y  no  exis- 
te esta  cuando  nó  se  poiie  en  duda  la  ju- 
risdicción del  Juez  para  conocer  del  asun- 
to principal»  Los  testigos  por  cofnu 
guíente  no  pueden  promover  lal  cuestión^ 
aun  cuando  citados  por  su  Juez  para  que 
comparezcan  ante  otro  á  prestar  decla- 
ración propongan  la  inhibitoria ;  siendo 
de  otra  inaole  la  reclamación  que  deben 
deducir  ante  el  superior  respectivo. 

iumu  ^  30  de  igtslo  de  1866. 

Competencia  entre  los  Juzgados  de  pri- 
mera  instancia  de  Castropol  y  Bivadeo  eor 
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bre  el  lugar  en  que  han  de  ser  exafnina- 
dos  unos  testigos  presentados  por  doña 
Bernarda  Fernandez  en  pleito  civil  que  si- 
gue con  p.  José  H.  Martínez  en  el  segun- 
do de  dichos  Juzgados.  Librado  exhorto 
á  instancia  de  doña  Bernarda  al  Juez  de 
Castropol  pafa  que  compareciesen  varios 
testigos  de  pueblos  de  su  jurisdicción,  en 
Rivadeo,  citados  que  fueron  acudieron  á 
su  Juez  para  que  requiriese  al  de  Bivadeo 
de  inhibición  de  su  exámen  como  testigos, 
porque  tratándose  de  un  asunto  civil  no 
podia  obligárseles  á  salir  de  su  domicilio 
para  declarar. 

Hecho  el  requerimiento  al  Juez  de  Ri- 
vadeo se  negó  á  la  inhibición  entre  otras 
rosas  porque  las  partes  litigantes  eran 
únicamente  las  que  podrían  promover 
competencias  civiles;  y  el  Juez  de  Castro* 
\)o\  «c  declaró  competente  para  conocer 
del  exámen  de  los  testigos  citados,  fun- 
dado en  que  el  Juez  del  domicilio  de  las 
personas  que  proponen  alguna  acción  ó 
se  les  exige  algún  cumplimiento  es  el 
competente;  que  era  prácika  constante 
de  ios  tribunales  examinar  por  medio  de 
exhorto  con  inserción  de  los  ioterrogato« 
ríos  los  testigos  que  residen  fuera  del 
Juzgado,  y  que  aun  cuando  bastaría  la 
resistencia  de  los  citados  para  compare- 
cer en  Rivadeo  por  carecer  este  Juzgado 
de  jurisdicción ,  estaba  resuelta  la  cues- 
tión por  el  art.  312  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  declarando  que  el  exámen 
de  los  testigos  compele  al  Juez  del  domi- 
cilio siempre  que  se  trate  de  persona  de 
distinto  punto  del  en  que  se  sigue  el 
pleito. 

El  Tribunal  Supremo  decide  este  con- 
flicto en  los  términos  siguientes: 

aConsiderando  que  en  los  asuntos  civiles 
como  el  de  que  se  trata,  no  pueden  ser  pro- 
movidas cuestiones  de  competencia  por  los 
que  no  tengan  carácter  de  liligatiles,  ya  por 
haber  deducido  Ja  acción,  ó  ya  por  haber 
sido  demandados: 

Considerando  que  en  el  caso  presente  ni 
la  contienda  suscitada  versa  acerca  del  qo- 
nocimienlo  del  pleito  seguido  ante  el  Juez 
de  Rivadeo,  cuya  jurisdicción  no  se  ha 
puesto  en  duda,  ni  tampoco  ha  sido  aquella 
promovida  par  ninguna  de  las  partes  sino 
por  los  testigos  de  la  prueba  de  una  de  elia«, 


con  el  único  objeto  de  no  prestar  sus  decís* 
raciones  ante  dicho  Juez  sino  ante  el  de  Cas* 
tropol,  en  donde  se  hallan  domiciliados: 

Y  considerando  que  sin  los  requisitos  in- 
dicados no  puede  decirse  con  propiedad  que 
existe  verdadero  corifliclo  de  jurisdicción, 
sino  solo  una  cuestión  de  otra  índole,  que  ha 
debido  ventilarse  en  otra  formé  por  medio 
de  los  recursos  ordinarios  ó  de  queja  ante  el 
superior  respectivo  inmediato,  y  por  con- 
siguiente no  cabe  decidirla  en  el  concepto 
de  competencia  jurisdiccional; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decía* 
ramos  mal  formada  esta  competencia,  y 
mandamos  que  se  devuelvan  á  ambos  Jue- 
ces sus  respeclivas  actuaciones  para  lo  que 
procpda  con  arrreglo  á  derecho.»  {Gac.  4 
ieliembre.) 

PBOCEBlMlEirrO  CIVIL.  La 
sumibion  al  füero  de  eztrangeria  es 
nula  y  sin  efecto  porque  solo  puede  ha- 
cerse ante  Juez  que  ejer  za  jurisdicción  or- 
diñaría  según  lo  dispuesto  en  los  artíai- 
los  5.**  y  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

JUBISDICCION  DE  COMEBOIO. 

El  conocmienio  de  los  juicios  entre  ro- 
merciantes  y  sobre  crédito  que  proceda 
de  operaciones  mercantiles,  corresponde 
privativamente  á  los  tribunales  de  co- 
mercio. 

Decisioa  de  30  de  agoste  de  1866. 

Competencia  entre  el  Juzgado  de  la 
capifnnia  general  de  Castilla  la  Nueva  co- 
mo fuero  de  exlrangería  y  el  Tribunal  de 
Comercio  de  Madrid ,  en  pleito  sobre  pa- 
go de  cantidad  procedente  de  operación 
mercantil.  Aunque  el  primero  sostiene  sa 
jurisdicción  fundado  en  el  art.  1.200  del 
Códi^iO  de  Comercio  suponiendo  que  con 
arreglo  á  él  es  j-enunciabfe  el  fuero  mer- 
cantil, y  alegando  la  sumÍMon  anterior  de 
la  parte  que  después  reclamó  la  inhibi- 
ción, el  Tribunal  Supremo  decide  la  com- 
petencia á  favor  del  Tribunal  de  Comer- 
cio, consignando  en  los  considerandos,  li- 
teralmente la  doctrina  del  epígrafe.  {Ga- 
ceta 4  setiembre.) 

«rUBISBICCION  BB  COMBBdO. 

A  las  operaciones  á  plazo  sobre  efectos 
públicos  no  puede  menos  de  atribuírseles 
el  carácter  de  operaciones  mercafitües 
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como  comprendiáaB  en  el  arU  359  del 
Código  de  comercio ,  quedando  sujetas  á 
ios  leyes  y  jurisdicción  de  comercio'  las 
controversias  á  que  den  lugar  con  arre^ 
gloálosarts.  2.^  y  i.  199. 

Esto  es  lo  cjue  establece  el  Tribunal 
Supremo  decidiendo  en  30  de  agosto  de 
este  ano  la  competencia  entre  la  Capita^ 
nia  general  de  Castilla  la  Nueva  y  el  Tri- 
bunal de  Comercio  de  Madrid.  {Cae.  5 
setiembre,) 

JUEISDICCION  DE  MABINA.  Se- 

gun  el  art.  26,  tít,  ii  de  las  ordenanzas 
de  matriculas  que  forman  parte  de  la  ley 
iZ ,  tu.  7.%  lib.  6.^  de  la  Novísima  ñe^ 
copilacion ,  los  individuos  de  marina  de 
CastrO'Vr diales  solo  disfrutan  de  un  fue* 
ro  especial  en  los  asuntos  peculiares  al 
ejercicio  de  su  profesión ,  como  son  los 
relativos  al  producto  de  m  industria  de 
mar  ú  otros  actos  de  su  oficio,  ó  á  los 
fondos  de  su  gremio  ó  cofradía,  y  no  se 
extiende  por  tanto  á  conocer  de  los  abu- 
sos camélidos  en  la  recaudación  de  can- 
tidades con  que  indiviilualmente  contri- 
huyen  de  su  peculio  particular,  y  no  de 
los  fondos  del  gremio,  para  eximirse  del 
servicio  de  la  armada. 

DecisisD  de  6  de  setiembre  de  i 866. 

Competencia  entre  el  Juzgado  de  ma- 
rina del  tercio  y  provincia  de  Santander 
V  el  Juez  de  primera  instancia  de  Caslro- 
Ürdiales,  acerca  del  ronorimiento  de  la 
causa  formada  contra  D.  Robostiano  del 
Hoyo  y  otros,  sobreestará,  consistente  en 
abusos  cometidos  en  la  recandacion  de 
las  cantidades  con  que  los  individuos  de 
marina  habian  contribuido  para  cubrir 
la  sustitución  del  contingente  de  hombres 
de  mar  que  les  correspondió  por  las  con- 
vocatorias 6  levas  del  año  1864.  Se  deci- 
de á  favor  del  Juez  de  primera  instancia 
de  Castro  Urdíales  por  sentencia  de  6  de 
setiembre  estableciendo  en  los  conside- 
randos ia  doctrina  del  epígrafe,  (fiac.  i3 
Miembre,) 

AIiCAIjBES  PEDANEOS.  Como 
investidos  del  carácter  (/e  justioia,  en  to- 
dos aquellos  actos  en  que  no  resUlle  de 


una  manera  evidente  que  desemp,€ian 
atribucio7ies  administrativas,  todo  des- 
ensato cometido  contra  ellos  causa  desa^^ 
fuero. 

Deeisioi  de  6  de  setiembre  de  i 866. 

Competencia  entre  el  Juzgado  de  la 
ComaDUBDcia  de  Marina  de  Almería  y  ei 
Juez  de  primera  instancia  de  la  misma 
ciudad^  acerca  del  conocimiento  de  la  cau- 
sa formada  por  el  último  contra  los  ma- 
triculados de  marina  Juan  García  Carmo- 
sa  y  otros,  por  desacato  y  alentado  con- 
tra el  Alcalde  pedáneo  de  la  Cañada  de 
San  Urbano,  extramuros  de  la  expresada 
ciudad.  Fundó  su  requerimiento  el  Juzga- 
do de  Marina  en  que  el  cargo  contra  los 
procesados  era  el  de  atentado,  resistencia 
y  desobediencia  al  pedáneo,  cuyo  acto  no 
constituye  desacato,  porque  este  delito 
solo  tiene  lugar  respecto  de  aquellos  que 
ejercen  jurisdicción  y  administran  justi«» 
cia.  Y  el  de  primera  instancia  se  negó  á 
la  inhibición  y  alega  para  sostener  su 
competencia  que  no  se  trata  de  un  simple 
alentado  cometido  contra  un  ageñte  de 
la  autoridad  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes,  sino  de  un  atentado  grave,  de  una 
resistencia  viólenla  hecha  íi  mano  arma- 
da por  alguno  de  los  procesados  contra  el 
Alcalde  pedáneo:  que  estos  ojercen  fun- 
ciones judiciales  permanentes,  teniendo 
por  lo  mismo  el  carácter  óv  justicias:  que 
la  desobediencia  y  atentado  contra  la  jus- 
ticia en  el  ejercicio  de  su  cargo  causan 
desacato,  y  quedan  desaforados  los  que 
de  palabra  ú  obra  dcsaciiteu  á  fa  autori- 
dad, según  lo  fijó  y  determinó  este  Tribu- 
nal Supremo  en  sentencia  de  oO  de  agos- 
to de  Í862  y  lo  determinan  la  ley  9.*,  tí- 
tulo 10,  lib.  i2  de  la  Nov.  Recop.  y  real 
orden  de  8  de  abril  de  1851. 

El  Tribunal  Supremo  por  sentencia  de 
6  de  setiembre,  decide  la  competencia  á 
favor  del  Juez  de  primera  instancia  de 
Almería: 

tChnsiderando  que  los  Alcaldes  pedáneos 
no  800  meramente  agentes  administrativos, 
pues  aunque  delegados  de  los  Alcaides,  des- 
empeñan en  su  respectiva  tocatidad  las  atri- 
buciones que  les  confiere  el  arl.  92  del  re- 
glamento de  16  de  setiembre  de  1845,  éicta- 
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do  para  la  ejecución  de  la  ley  de  Ayunta- 
mif'nlos: 

Considerando  que  en  este  concepto  están 
aqnellos^  llamados  á  ejercer  en  su  propia  de- 
marcación cierta  clase  de  funciones  de  índo- 
le judicial  y  por  consiguiente  se  hallan  in- 
vestidos, como  los  Alcaldes,  del  carácter  de 
justicia,  en  todos  aquellos  acto»  en  que  de 
una  manera  clara  y  terminante  no  resulte 
que  desempeñan  atribucíonea  administra- 
tivas: 

Considerando  que  lejos  de  constar  así  en 
el  caso  presente ,  aparece  por  el  contrario 
que  la  agresión  y  dP5;nca(o  contra  el  Alcal- 
de pedáneo  de  la  Cíiñada  de  San  Urbano  tu- 
vieron lup:ar  con  motivo  de  proceder  á  la 
averiguación  del  autor  de  ciertos  hectios  jus- 
ticiables, que  le  habían  sido  denunciados: 

Considerando  que  según  la  ley  lodo  des- 
acato cometido  contra  la  justicia  causa  des- 
Afuero  y  deja  sujeto  á  ella  al  que  le  cometa, 
por  privilegiado  que  sea.  como  está  declara- 
do por  regla  general  en  R.  O.  de  8  de  abril 
de -1831; 

Y  considerando  que  esta  disposición,  aten- 
dida la  época  en  que  se  dictó,  tiene  fuerza 
de  ley  y  es  derogatoria  de  las  anteriores 
dictadas  en  sentido  contrario,  según  lo  esta- 
blecido por  la  jurisprudencia  constante  de 
este  Supremo  Tribunal.»  {Gac.  14  setiembre,) 

DESACATO  A   LA  JUSTICIA. 

Ejerciendo  los  Alcaldes  (ancioues  ptrma- 
nenies  de  juslicia,  cualquier  acto  de  des-  ] 
obediencia  y  desacato  á  ^u  autoridad  can- 
sa  desafuero,  y  el  conocimiento  del  hecho 
corresponde  á  la  jurisdicción  ordinaria,  i 
—De  tas  cencerradas,  como  faltas,  cono- ! 
cen  exclusivamente  los  Alcaldes,  con  ex- 
clusión de  todo^  fuero.  .  ! 

Decisioa  de  11  de  sclieDbre  de  i866.  | 

CoropetCDcia  entre  la  Comandancia  de 
Marina  del  territorio  y  provincia  de  Car- 
tagena y  el  Juez  de  primera  InstaDcia  de  | 
Vera,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa 
formada  contra  el  matriculado  Agustín  . 
Galindo  Jerez,  que  coo  ocasión  de  hallar- 
se dando  una  cencerrada  ron  otros  vecinos 
de  Garrucha,  fueron  intimados  por  yn  al- 
guacil de  órden  del  Alcalde,  para  que  se 
retirasen,  obedeciendo  todos,  menos  Ga- 
lindo que  profirió  en  indecentes  expre- 
siones. 

£1  Juzgado  de  Marica  para  sostener  su 


competencia  alegó  que  el  hecho  de  que 
trata  no  puede  ser  calificado  de  desacato 
poraue  no  aparece  que  mediara  calumnia, 
insulto  ó  amenaza  que  son  los  que  cons- 
tituyen dichor  delito:  que  además  para 
que  exista  este  es  necesario  que  la  auto- 
ridad desacatada  sea  justicia,  y  por  sen- 
tencias de. este  Tribunal  Supremo,  entre 
otras  la  de  6  de  marzo  de  1854,  está  de- 
clarado que  solo  se  ei^tiende  por  justicia 
la  autoridad  que  tiene  atribuciones  judi- 
ciales constantes  y  permanentes,  y  que 
por  tanto  al  mismo  luz^ado  correspondía 
conocer,  no  solo  derdelito  de  resistencia, 
desobediencia  y  desacato,  sino  también 
sobre  las  faltas  que  Fe  indicaban  como  io- 
cidencias  de  aquel,  todo  con  arreglo  a  las 
leyes  2.*,  tít.  7.\  lib.  6;  21 ,  tít.  4.*,  li- 
bro 6  de  la  Nov.  Reccp. ,  Rs.  Ords.  de  5 
de  mayo  y  21  de  noviembre  de  1818,  y 
párrafo  tercero  de  la  regla  56  de  la  ley 
provisional  para  la  aplicación  del  Código 
penal. 

El  Juez  de  primera  instancia  expuso  eo 
apoyo  de  su  jurisdicción  que  los  hechos 
atribuidos  al  matriculado  Agustín  Galindo 
constituyen  en  primer  lugar  una  falta  con- 
sisteute  en  el  acto  de  dar  una  cencerrada, 
penada  como  tal  en  el  libro  Z.^  del  Códi- 
go, y  de  la  que  debe  conocer  el  Alcalde 
Con  exclusión  de  todo  fuero;  y  en  segun- 
do, el  delito  de  desobediencia,  insulto  y 
desacato  á  la  autoridad  local  en  un  agen- 
te ó  delegado, SUJO,  cuyá  autoridad  por 
sus  funciones  judiciales  Ikvaba  el  carác- 
fer  de  justicia  ordinaria,  delito  que  pro- 
duce desafuero,  al  tenor  de  la  ley  9.%  tí- 
tulo 10,  líb.  12  de  la  Nov.  Recop.,  real 
órden  de  8  de  abril  de  1831  y  á  la  juris- 
prudencia constante  de  este  Tribunal  Su- 
premo. 

£1  Tribunal  Supremo  decide  esta  com- 
petencia á  favor  de  la  jurisdicción  ordi- 
naria: 

«Considerando  que  es  un  hecho  consigna- 
do en  estas  actuaciones  que  dictada  por  el 
Alcalde  del  pueblo  de  Garrucba  la  órden  de 
que  se  disolviese  la  reunión  de  varios  indi- 
viduos que  en  contravención  de  la  ley  da- 
ban una  cencerrada  dirig^ida  por  el  srorado 
de  marina  Agustín  Galindo,  este,  becha  la 
4nlimaci0n  por  el  alguacil ,  lejos  de  otMde* 
cer  profirió  expresiones  que  podriao  ealift* 
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c«rte  dé  resistencia  y  desacato  á  ia  justicia; 
y  que  por  tanto  solo  podría  reclamar  el  co- 
nocimiento el  Juzgado  de  Marina  respecto  á 
ftu  aforado ,  si  el  hecho  imputado  á  este  no 
se  hubiese  dirigido  á  una  autoridad  judicial 
en  funciones  permanentes: 

Considerando  que  el  alguacil  en  este  caso 
era  un  mero  ejecutor  de  la  orden  d-l  Alcal- 
de, y  cualquier  acto  de  desobedirm  ia  j  des- 
acato se  infirió  á  la  autoridad  d*^  donde 
emanaba  el  precepto,  sin  que  liaya  términos 
hábiles  para  la  pretendida  distinción  de  si 
obraba  judicial  ó  administrativamente;  por- 
que reuniendo  el  Alcalde  unq  y  otro  carác- 
ter, es  imposible  deslindar  en  el  hecho  de 
que  se  trata  en  qué  concepto  dictó  la  órden^ 
é  indispensable  reconocerle  como  justicia, 
corroborándolo  su  conducta  posterior,  y  mu- 
cho mas  atendida  la  naturaleza  del  acto  que 
dió  origen  á  estas  actuaciones,  previsto  en  el 
Código  penal: 

Considerando  que  el  Juzgado  de  Marina 
no  puede  fundar  úiilmenle  su  competencia 
en  la  ley  y  rea  les  órd  «^nes  al  efee  toa  legadas, 
puesto  que,  aun  cuando  tuviesen  la  exten- 
sión que  pretende  atribuirles,  con  arreglo á 
lo  establecido  en  la  ley  9.^  tit.  10,  lib.'12de 
la  Nov.  Recop.,  R.  0.  de  8  de  abril  de  1831, 
las  reglas  1/  y  56  de  la  ley  provisional  pa- 
ra la  aplicación  del  Código,  y  la  jurispru- 
dencia constante  de  este  Supremo  Tribunal, 
en  casos  de  la  naturaleza  del  presente,  es  de 
la  jurisdicción  ordinaria  con  exclusión  de 
cualquiera  otra: 

Y  considerando,  por  último,  que  ora  se 
atiend^i  al  acto  prohibido  de  la  cencerrada 
penado  como  falla  en  el  Código  penal,  ora 
al  caiácier  que  deba  atribuirse  á  las  palabras 
proferidas  con  ocasión  de  aquella,  el  Juez 
de  primera  instancia,  hecha  la  debida  cali- 
ficación, conocerá  ó  remitirá  todos  los  ante- 
cedentes al  Alcalde,  único  competente  res- 
pecto á  faltas,  y  que  por  lo  tanto  bajo  nin- 

f uño  de  los  dos  conceptos  puede  serlo  el 
uzgado  de  Marina.»  (Gac.  15  setiembre,) 

JUEZ  COMPETENTE.   Si  bien  los 

pleitos  en  que  se  ejercitan  acciones  perso- 
nales,  se  determina  con  preferencia  el 
Juez  competente  por  el  lugar  en  que  de- 
be cumplirse  la  obligación ,  esto  se  entien- 
deTcuatido  lo  han  designado  expresa  ó 
implicilamente  los  contratantes,  pues  que 
no  habiéndose  hecho  esa  designación  es 
preciso  para  ello  atender  al  domicilio  del 
demandado,  ó  al  lugar  del  contrato  en  su 


caso,  según  el  párrafo  tercero,  art. 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Decisidii  de  12  4e  setienbre  de  1866. 

Competencia  entre  el  Juez  de  primera 
instancia  de  la  Audiencia  de  esta  córte  y 
el  de  Paleoeia,  acerca  del  coBocímiento  de 
lina  demanda  sobre  pago  de  marayedÍ!<. 
Se  decide  á  favor  del  de  esta  córte,  Ingar 
del  domicilio  del  demandado,  consignando 
la  doctrina  del  epígrafe.  (Gac.  15  se- 
tiembre.) 

POBREZA  PABA  LITIGAB.  No 

puede  resolverse  una  cuestión  jurisdiccio- 
nal  sobre  justi/icacion  de  pobreza  para 
litigar,  intentada  antes  que  se  deduzca 
enjuicio  la  demanda  principal,  cuando 
no  se  expresa  con  claridad  la  arción  que 
se  desea  proponer. 

RcísioD  de  11  de  setiembre  de  1866. 

Competencia  entre  los  Jueces  de  pri- 
mera instancia  de  Villararrillo  y  Villa- 
nueva  de  los  Infantes  acerca  dd  conoci- 
nueoto  del  incidente  promovido  ante  el 
último  por  D.  Pedro  González  sobre  que 
se  le  declare  pobre  para  litigar,  por  tener 
que  deducir  ciertas  accionvs  procedentes 
de  la  testamentaría  de  su  tia  doña  Cándi- 
da González  contra  D.  Luis  González  y 
otros,  como  albaceas  que  habían  sido  de 
la  misma.  Librado  exhorto  al  de  Yiliacar- 
ríllo  para  citar  á  csios,  acudieron  al  mis- 
mo pidiendo  que  oficiara  de  inhihicion, 
fundados  en  estar  terminada  la  testamen- 
taria y  cumplido  por  los  albaceas  su  co- 
metido, y  suscitada  en  efecto  la  cuestión 
jurisdiccional,  el  Tribunal  Supremo  por 
seolcocia  de  11  de  setiembre  declara  no 
haber  lugar  á  decidir  esta  competencia: 

«Considerando  que  en  la  solicitud  que 
presentó  D.  Pedro  González  ante  el  Juzga. lo 
de  Villanueva  de  los  Inranles  para  que  se  le 
declarase  prbre  en  el  sentido  legal,  manifos* 
.tó  que  la  motivaba  el  tener  que  deducir 
ciertas  acciones  conlra  D.  Juan  de  Dios,  Hnn 
Luis,  D.  Antonio  González  y  D.  Juan  F»'r- 
nandez ,  albaceas  y  partidores  que  fueron 
en  la  testamentaria  de  dona  Cándida  Gen- 
zalrz,  'la  cual  resulla  se  halla  terminada  y 
aprobadas  las  particiones  por  los  interesadas 
en  la  herencia: 

Considerando  que  el  art.  187  de  la  ley  de 
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Enjuiciamienfo  civil  dispone  iqiie  la  juslifí 
cacion  de  pobre  se  ha  de  practicar  aiempre 
en  el  Juzgado  competente  para  conocer  del 
pleito  en  que  se  trata  de  disfrutar  del  benefi- 
cio de  la  defensa- 

CoDsiderondo  que  las  indicaciones  vagas 
hechas  por  I).  Pedro  Gon^nlez  de  que  tenia 
que  deducir*  ciertas  acciones,  no  prestan  la 
claridad  necesaria  para  poder  determinar 
oon  acterio  cuál  de  ios  dos  Juzgados  conten- 
dientes es  el  que  deba  entender  en  la  júslifí- 
cacion  de  poin  fza,  siendo  indispensable  que 
el  D.  Pedro  hubiera  expresado  la  acción  que 
deseaba  proponer,  ó  que  enlabiara  su  de- 
manda ante  el  Juez  que  estimase  compe 
tente. 

Y  considerando,  por  lo  tanto,  que  esta 
cuestión  jurisdiccional  no  tiene  estado  para 
que  pueda  resolverse.»  {Gac.  14  setiembre,) 


lleAles  decretes  • 

eenteneloso  • 


ADMINISTRATITA. 


eentenelee  en  #4ellee 
ed  n  Ib  I  •  Iré  1 1 V  ee. 


VIA  CONTENCIOSA.  Los  provi- 
dencias que  lejos  dt  concretarse  á  resol- 
ver un  expediente  tienen  el  carácter  de 
medidas  generales,  no  son  reclamables 
por  la  Via  contenciosa.  Cuestión  sobre 
expropiación  forzosa:  ensanche  de  las  po- 
blaciones* 

B.  D.-S.  de  l.*  de  agosto  de  1866. 
Demanda  en  el  Consejo  de  Esttdo  á 
nombre  del  Ayuntamiento  de  Barcelona, 
fiohcilando  la  revocación  de  una  real  ór- 
deo  comunicada  á  dicho  Avunlaroienlo 
por  Ja  qae  dejando  sin  efecto  ciertas  re- 
glas  de  indemnización  á  los  dUcBos  de 
terrenos  expropiados  para  el  enganche  de 
la  población,  se  reintegró  á  D.  Manuel  Gi- 
t)er  en  laposrsion  de  los  que  se  le  hablan 
ocupado  con  dicho  motivo  ínterin  no  se 
cumpliera  con  lodos  los  requisitos  que  la 
ley  ordenaba  y  tuviera  lugar  una  indem- 
nización prévia  y  cumplida.  Oída  la  sec- 
ción de  lo  contencioso  se  declara  que  no 
rs  admisible  la  demanda  con  vista  del 
K.  ü.  de  1  /  de  julio  de  1836  y  el  regla- 
mento para  su  ejecución  de  27  del  mismo 
raes  y  ano  de  1833,  del  art.  56  de  la  ley 
orgánica  del  Consejo  de  Estado  de  17  de 
agosto  de  Í860  y  de  la  ley  de  2»  de  junio 
de  1864  en  que  se  diclan  las  reglas  que 


han  de  observarse  para  el  ensanche  de 
las  poblaciones: 

«Considerando  que  la»  providencias  del 
Gobernador  de  Barcelona,  derogadas  por 
R.  O.  de  7  de  noviembre  de  1864,  por  «a 
carácter  y  trascendencia  de  medidas  gene^ 
rales  no  podian  ser  objeto  de  la  vía  conten- 
ciosa, ni  reclamables  ante  otra  autoridad 
que  la  superior  jerárquica  en  el  órdeñ  gu- 
bernativo; y  que  limitada  ta  resolución  de 
esta  á  dejarías  sin  efcclo  y  á  recomendar  la 
observancia  de  las  leyes,  no  es  procedente 
tampoco  el  recurso  establecido  para  cuando 
se  ofende  un  derecho  privado  ó  se  infringe 
un  reglamento.»  [Gac,  19  agosto,) 


MIKAS.  Procede  la  declaración  de 
caducidad  según  el  art,  24,  caso  3  *  de 
la  ley  de  i\  de  abril  de  1849,  cua$ido  no 
sé  tiene  poblada  por  espacio  de  cuatro 
meses  continuos  ú  ocho  interrumpidos 
durante  un  año;  requiriéndose  conforme 
al  art.  ¿2  para  considerarse  poblada  que 
concurran  á  «iw  labores  constantes  ó  tw- 
terrumpidas  cuatro  trabajadores  al  me- 
m}s. 

B.  D.-S.  de  21  dejinii^  de  1866« 

Se  confirma  por  esta  sentencia  la  del 
Consejo  provincial  de  Córdoba  que  decla- 
ra la  caducidad  de  la  mina  ¿a  Descuida- 
da consignando  la  doctrina  del  epígrafe. 
(Gac.  14  setiembre.) 

PROCEDIMIENTO  CONTENCIO- 
SO-ADMINISTRATIVO.  Cuando  el 
apelante  no  mejora  la  apelación  en  el 
término  de  dos  meses  {en  la  Península) 
procede  á  la  primera  rebeldía  declarar 
aquella  desierta  y  consentida  la  seiüencia; 
i  y  no  mbsistiendo  ya  la  apelaciones  tam- 
iiien  insostenible  la  adhesión  de  la  otra 
jarte ,  careciendo  de  jurisdicción  el  Con* 
sejo  para  entrar  en  el  exámen  del  pleito 
y  para  averiguar  la  competencia  con  que 
obró  el  Consejo  provincial  y  la  legalidad 
del  procedimiento. 

B.  D.-S.  de  21dejQQÍi  de  1866. 

Tal  es  la  doctrina  que  se  consignaren 
este  Tallo,  dictado  en  pleito  seguido  en 
primera  instancia  ante  el  Consejo  provia* 
cial  de  Falencia,  entre  D.  Ignacio  Lina- 
zasoro  y  el  Ayuntamiento  de  La  Viz  de 
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Ojedft  sobre  arrendammto  de  uo  moliDO 
V  pago  de  sas  reous»  [Gac.  14  Htim- 
hre.) 

CLASES  PASIVAS.  Cuando  en 
virtud  de  la  revisión  acordada  por  el 
D.  de  iZ  de  ma^fo  de  ÍSÜ9  resuUa 
mqorado  el  haier  pasivo  de  eesantia,  no 
adquiere  por  ello  el  cesante  derecho  á 
que  se  le  abone  la  diferencia  por  el  tiem- 
po inteimedio,  según  dispone  el  art.  7.* 
del  múmo. 

B.  B.-S.  de  17  4e  juM  á$  1866. 

Se  absuelve  á  la  AdministracioD  de  la 
demanda  iotentada  por  D.  Anícelo  María 
Muñoz  sobre  revocación  de  uua  real  ór- 
deo ,  por  «la  que  se  dispuso  que  el  haber 
mayor  que  se  le  designó  eo  la  revisión, 
en  concepto  de  cesan  lia  empezase  i.  co- 
brarle desde  la  fecha  de  la  revisión.  (Ga- 
cela  iS  setiembre.) 


mmtm/ém   mmhre  •«l«rlaael«BM  pmvm 

El  Consejo  de  Estado  establece  eii 
las  decisiones  que  se  cllan,  la  siguiente 
doctrina: 

Decis'oi  de  18  de  agesto  de  1866. 

Los  Alcaldes  como  Jueces.  Expedien- 
te de  auiurizacion  para  procesar  á.  don 
Juan  Domínguez,  Tenirale  Alcalde  de 
Beoarrabá,  por  no  haber  procurado  captu- 
rar á  un  reo,  á  pesar  de  saber  aue  estaba 
declarado  prófugo  por  el  Juzgado.  Se  de- 
clara innecesaria  con  vista  del  art.  40  del 
reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  de 
25  de  setiembre  de  1863: 

«Considerando: 

1.  ®  Que  lo8  Alealdes'y  Tenientes  de  Al* 
calde  8oh  dependientes  de  los  Jueces  en  todo 
lo  que  hacü  relación  á  la  admiuislracion 
de  justicia,  y  qu^  en  este  caso  no  les  alcanza 
la  garantía  de  la  prévia  autorización: 

2. ^  Que  está  probado  en  este  expedien- 
te que  el  Juez  de  Gaucin  dio  aviso  al  Alcal- 
de de  Benarrabá ,  que  el  reo  D.  Francisco 
Pacheco  se  hallaba  prófugo,  y  que  por  lo 
lanío  el  Alcalde  y  sus  delegados  estaban  en 
la  obligación  de  proceder  á  su  captura,  como 


dependientes  de  la  autoridad  judicial  {Gu^ 
ceta  22  agosto.) 

Dedsiei  de  15  de  agosto  de  1866. 

Abusos  electorales.  Expediente  de  au<- 
lorizacion  solicitada  por  el  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia  en  virtud  de  denuncia 
privada,  para  procesar  á  D.  José  Fernan- 
dez de  Viliavirencio,  Gobernador  de  la 
provincia  de  Soria,  en  el  periodo  de  las 
ultimas  elecciones  de  Diputados  á  Córtes, 
por  haber  comisionado  después  de  ta  con- 
vocatoria, al  perito  agrimensor  de  bie- 
nes nacionales  por  parte  de  la  Hacienda 
para  que  á  la  mayor  brevedad  posible 
pasase  a  cada  uno  de  los  pueblos  del  par- 
tido de  Agreda  á  veriGcar  la  redención  y 
tasación  de  los  montes  declarados  enaje- 
nables,  y  clasificar  los  terrenos  que  los 
pueblos  tuviesen  pedidos  para  dehesas  de 
ganado,  de  yuntas  de  labor  etc. 

Con  vista  del  art.  8.%  núm.  B."*  de  la 
ley  de  22  de  junio  de  4864,  de  dos  reales 
órdenes  del  9,  otra  del  13  y  otra  del  H 
de  octubre  del  mismo  año ,  conformándose 
S.  M.  con  lo  consultlido  por  la  minoría 
del  Consejo  de  Estado  y  de  acuerdo  con 
lo  propuesto  por  el  Consejo  de  Ministros, 
se  niega  la  autorización  solicitada: 

«Considerando  que' en  el  testimonio  unido 
á  la  querella  presentada  consta  una  copia 
literal  del  oficio  en  que  el  Gobernador  de 
Soria  ordenó  al  pento  agrimensor,  con  fecha 
13  de  noviembre  último,  que  practicase  l98 
operaciones  de  que  se  ha  hecho  referencia: 

Considerando  que  el  Gobernador  con  el 
fin  de  demostrar  la  imparcialidad  de  su  de- 
terminación,  alega  que  obró  de  acuerdo  con 
el  comisionado  de  ventas  y  en  el  concepto 
de  que  estaba  obligado  á  continuar  impuU 
tando  un  servicio  preferente ,  v  añade  qu9 
tan  luego  como  liegó  á  sospechar  la  posibi- 
lidad de  que  su  acuerdo  fues«  interpretado 
maliciosamente  se  apresuró  á  revocarlo,  6ie- 
te  dias  después  de  haberle  dictado  y  cuando 
todavía  no  habla  llegado  á  salir  uno  de  los 
peritos ,  y  el  otro  solo  llevaba  cinco  dias  en 
su  comisión:  * 

Considerando  que ,  según  las  reglas  ge- 
nerales en  materia  penal,  las  exculpaciones 
presentadas  por  el  Gobernador  de  Soria  dan 
motivo  bastante  para  apreciar  que  no  tuvo 
intención  de  delinquir,  y  además  demues- 
tran que  no  se  le  puede  aplicar  lo  dispuesto 
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eñ  el  art.  8.®  ,  núm.  5.®  de  la  tey  de  22  de 
junio  de  1864,  anies  citado,  porque  solo 
te  refiere  á  la  inslruccion  maliciosa  de  ex- 
pedientes gubernativos  de  atrasos,  y  en  el 
cato  presente  no  consta  hayan  sido  promo- 
vidos: 

Considerando  que  apareciendo  declarado 
en  la  R.  O.  de  9  de  octubre  de  1864  lo  que 
te  entiende  por  expediente^  gubernativos  de 
atrasos,  de  acuerdo  con  lo  manifestado  al 
discutirse  la  ley  de  22  de  junio  de  1864,  no 
ae  podrá  dar  a  aquella  declaración  la  ex* 
tensión  que  en  el  dia  se  pretende,  puesto 
que  equivaldría  á  dejar  entorpecida  y  aun 
paralizada  la  gestión  administrativa  durante 
el  período  electoral  en  daño  de  los  particu* 
lares,  que  sufririan  perjuicios  irreparables  ¡ 
con  la  detención  de  expedientes  ya  retra-  ' 
aados: 

Considerando  que  facultados  los  Gober- 
nadores por  la  R.  O.  de  14  de  octubre  de 
1864  para  hacer  que  continúen  ejerciendo 
sus  funciones  ordinarias  los  visitadores  de 
papel  sellado,  el  principio  en  que  se  funde 
esta  reaolucion  Jáe  que  la  administración 
económica  de  las  provincias  no  puede  suS' 
pender  las  gestiones  oficiales  que  la  ley  le 
tiene  encomendadas , .  íi.  ka  de  corresponder 
debidamente  á  todas  las  necesidades  sociales 
y  urgentes  gue  pesan  sobre  el  Tesoro  ^  es 
Igualmente  aplicable  á  los  tasadores  de  bie- 
nes nacionales ,  y  por  to  tanto  el  acuerdo 
para  que  estos  continúen  sus  funciones  es 
enteramente  inculpable,  mucho  mas  cuando 
de  sus  actos  no  resultaba  r^^clamacion  alguna 
por  parte  da  los  particulares  ni  de  los  pue- 
blos: 

Y  considerando  que  nopuediendo  supo- 
nerse que  las  excepciones  del  [>reccpto  pro- 
hibitivo de  la  ley  ,  consignadas  en  las  reales 
órdenes  posteriores,  hayan  podido  infringir 
ó  contrariar  el  texto  expreso  de  aquella,  la 
óídcn  del  Gobernador  de  Soria  para  que  los 
peritos  ya  nombrados  continuasen  sus  ser- 
vicios no  puede  producir  al  que  la  dicid 
responsabilidad  criminal,  puesto  que  obró 
de  conformidad  con  el  dictamen  del  comi- 
sionado de  ventas  de  la  provincia  y  en  ob- 
servancia del  reglamento  é  instrucción  ^el 
ramo. a  ((?ac.  25  agosto,) 

Decisión  de  15  de  agoito  de  1866. 

ExaccionilegaL  Expediente  deaiitori- 
zacion  para  procesar  al  Alcalde  de  Aibe- 
rite  contra  quien  se  presentó  denuncia  en 
el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Logro- 
So  atribuy  éndole  haber  exigido  multas  en 
metálico.  Con  vista  del  art.  10,  párrafo 


8^  de  la  ley  dé  28  de  setiembre  de  1863, 
se  declara  inoecesarm  la  autorización: 

«Considerando  que  el  delito  que  te  imputa 
al  Alcalde  á  quien  se  intenta  procesar,  es  de 
los  expresamente  exceptuados  de  la  prévia 
autorización,  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
articulo  de  la  ley  que  ae  acaba  de  citar.» 
iGae.2S  agosto.): 

Decisión  de  15  de  agosto  de  1866. 

Allanamiento  de  morada  y  embargo  de 
bienes.  Expediente  de  aatorizacioo  para 
procesar  al  Alcalde  de  Modovar  por  atri- 
buirle abusos  en  el  allanamiento  de  mora* 
da  y  embargo  de  bienes  al  que  fué  Alcal- 
de en  el  bienio  anterior,  para  cubrir  un 
déficit  descubierto  de  1.788  rsí  proceden- 
te de  las  cuentas  de  un  administrador. 
Denegó  el  Gobernador  la  autorización  fun- 
diéndose en  que  noexistian  tos  delitos  por 
los  ctiales  se  procedía,  puesto  que  el  Al- 
calde de  Modovar  estaba  facultado  con 
arreglo  á  la  ley  para  hacer  efectivo  el  des- 
cubierto en  que  eslaba  su  antecesor.  T 
con  vista  de  la  lev  de  Ayuntamientos  de 
8  de  enero  de  1845,  se  confirma  la  n^a- 
tiva: 

«Considerando  que  á  los  Alcaldes  incum* 
be  ta  administración  de  los  fondos  del  mu- 
nicipio y  su  cobro  por  la  via  gubernativa  en 
los  alcances  procedentes  de  la  misma,  por 
coya  razón  pudieron  embarcarse  bienes  del 
que  fué  Alcalde  y  depositario  á  la  vez  para 
reintegrarse  él  municipio  de  lo  que  se  le 
adeudaba: 

Considerando  oue  la  autoridad  que  entien- 
de en  el  fondo  de  un  negocio  es  la  úíiica 
conipetenle  para  graduar  la  conveniencia 
de  un  embargo,  y  que  los  Jueces  de  primera 
instancia  nada  pueden  decidir  acerca  de  eilna 
porque  perturbarían  la  acción  administrati- 
va invadiendo  sus  atribuciones.»  {Gac.  28 
agosto.) 


'   M.  M.  Alcubilla,  Director  jjropiet ario, 
y  Editor  responsable. 


MADniÜ.— ímp.  «le  El  Consultor  ¿  e«rgo  d<?  R.  d« 
la  niva,  Barquillo  15.— AUiuinist.  Foroeuto,  1  ^  tripHc. 
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ADVSBTSNPIAS. 

Con  la  primera  rmt$a  recibirán  ya  los 
señores  suserilores  el  Bepertcrio  atfabélico 
y  los  índices  correspondientes  al  anuario  de 
1866  ó  tomo  X,  los  cuáles  harán  cuatro  ó 
mas  números. 

Los  que  quieran  ttmfinuar  la  suscrieion 
en  1867  se  servirán  renovarla  á  la  posible 
brevedad.  El  precio  de  la  suscrieion  en  1867 
será  30  rs,  por  todo  el  año ,  pero  continua- 
rán abonando  24  los  actuales  suscritores  que 
renueven  y  paguen  la  suscrieion  antes  del  20 
de  febrero. 

El  tomo  X  correspondiente  á  1866,  que 
estará  de  venta  á  fin  de  enero  ^  costará^(S 
reales  en  Madrid  y  82  remitido á  provincias 
franco  el  porte. — La  correspondencia  se  di' 
rigírá  á  la  Bedaccion ,  calle  del  Fomento, 
núm.  1.^ ,  triplicado,  cuarto  3.® 

PARTE  LE6ISLATIU. 

LeyM,  4eeretM)  reales  érdeBeey  elrea- 
laree  de  le«  eemtfm  airectives. 

896.  CONBUMOS.-B.  Q.  de  15  de  di- 
ciembre. ' 

(Hac.)  Se  manda  suprimir  ia  recauda- 
ción de  los  derechos  y  recargos  de  consu- 
mos en  sellos  de  papel ,  medíanle  á  que  el 
eiistfyo  hecho  en  Madrid  de  este  sistema  no 
ha  dado  buenos  resultados,  y  resti^leciendo 
el  método  ordinario  ,  con  arreglo  á  instruc- 
ción, (dae,  i 7  diciembre.) 

897.  IMPUESTO  HEPCyPllOAmO.-Itoal 
órden  de  11  de  diciembre»  declarando  que 
no  pueden  eximirse  de  dicho  impuesto  las 
adquisiciones  obtenidas  pernios  estábleoi- 
mientos  de  beneftceiioiá  A  no  ser  de  los  que 
están  oo8!teado8  con  fondos  del  Estado. 

(Hac.)  «He  dado  cuenta  á  S.  M.  del  ex- 
pediente ínsfruido  en  este  Ministerio  con 
motivo  de  la  real  órden  comunicada  al  mis- 
mo por  el  deJ  digpno  cargo  de  V.  £.  en  23 
de  Doviembré  del  año  próximo  pasado  sobre 
la  conveniencia  de  dictar  una  medida  gene- 
ral eximiendo  del  pago  del  impuesto  hipote- 
cario las  adquisiciones  que  por  herencias  ó 
legados  hagan  los  establecimientos  de  bene- 
ficencia ;  y 

Visto  el  art.  I.**  del  R.  D.  de  23  de  mayo 
de  1845,  en  el  cual  se  declaran  cxentaj  del 
derecho  de  hipotecas  las  adquisiciones  que 
Tomo  X  DEL  DiGCt 


se  hagan  á  nombre  y  por  interés  general  del 
Esfado: 

Visto  lo  dispuesto  en  las  Rs.  Ords.  de  23 
de  febrero  de  1853  y  17^  de  junio  de  1859: 

Visto  lo  informado  por  la  junta  general  do 
beneñisencia ,  as&soriá  de  ente  Ministerio, 
Dirección  general  de  contribuciones  y  sec- 
ción de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado: 

Considerando  que  el  principio  general, 
tratándose  de  la  imposición  de  tributos,  es 
que  todos  los  bienes,  sea  cualquiera  la  cia- 
se y  órden  á  que  pertenezcan  ,  deben  satis* 
facerlos  si  no  se  hallan  exceptuados  de  una 
manera  terminante  y  laxativa  en  la  ley  que 
los  regula  é  en  otra  especial: 

Considerando  que  eri  U  exención  que  con* 
cede  el  último  párrafo  del  al*l.  1.^  deleitado 
real  decreto  no  deben  comprenderse  (odas 
las  adquisiciones  que  hagan  los  estableci- 
mientos de  beneficencia,  como  lo  demues- 
tran las  Rs.  Ords.  de  23  de  febrero  de  1853 
y  17  de  junio  de  1859  al  disponer  que  se 
consulte  cada  caso  especial  con  este  Minis- 
terio para  ver  si  están  ó  no  dentro  de  la 
exención  de  que  queda  hecho  mérito: 

Considerando  que  en  la  citada  R.  O.  de 
17  de  Junio  se  reconoce  que  por  la  legisla- 
ción hipotecaria  vigente  no  están  exceptua- 
das de  un  modo  terminante  mas  qn'e  aque- 
llas adquisiciones  que  se  iVacén  á  nombre  y 
por  interés  general  del  Estado: 

Considerando  que  bajo  esta  denominación 
solo  deben  comprenderse  las  que  adquieran 
los  establecimientos  de  beneficencia  cos- 
teados con  fondos  consignados  en  los  presu- 
puestos generales  del  Estado ,  pues  en  las 
adquisiciones  obtenidas  ñor  los  que  se  man- 
tienen de  los  recursos  de  las  provincias  ó 
de  ios  municipios  y  estos  obtienen  el  domi- 
nio de  loé  bienes,  y  suyo  es  él  interés  ift- 
mediato: 

Y  considerando  que  la  circunstancia  de 
que  tanto  las  provincias  como  los  Ayunta- 
mientos tengan  que  entregar  al  Estado  los 
bienes  adquiridos  para  enajenarlos  no  es 
una  racon  para  eximirlos  del  impuesto  hi- 
potecario ,  supuesto  que  ya  lo  están  respéc* 
to  de  estas  ventas  y  las  que  se  verifican  du- 
rante los  cinco  años  siguientes  por  la  ley  de 
1.**  de  mayo  de  1^55; 

La  Reiwi  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  decla- 
rar; de  acuérdo  con  el  dictámen  de  la  sec- 
ción de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado,  que 
no  debe  diciarse  disposición  general  alguna 
46 
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«xlmiendo  del  impuesto  hipolecario  á  las 
adquisiciones  oblenldaü  por  los  establecí - 
míenlos  de  beneficencia ,  y  que  la»  únicas 
que  oslan  comprendidas  en  ia  exención  del 
arf.  1.**  del  R.  D.  de  23  de  mayo  de  1845 
son  las  que  verifiquen  los  costeados  y  man 
tenidos  con  fondos»  consip^nados  on  los  pre- 
supuestos generales  del  Estado.  De  real  ór- 
den  etc.  Madrid  il  de  diciembre  de  1866. 
— Manuel  G.  Barzannilana.— Sr.  Ministro 
de  la  Gobernación.»  {Gae.  20  diciembre,) 

898.  CONSUMOS.—B.  O.  de  12  de  dt- 
oiembre  aclarando  el  art.  142  de  la  instruo- 
oion  del  ramo,  sobre  que  los  encabeBamien- 
to8  y  loa  arriendos  generales  comprenden 
los  derechos  y  los  recargos,  etc. 

(Hac.)  ((He  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  del  expediente  adjunto  promo- 
vido por  el  Ayuntamiento  de  Granada  en 
colicilud  de  que,  mediante  haberse  encabe- 
sado  por  consumos,  se  le  declare  con  dere- 
cho al  10  por  100  de  administración  sobre 
los  recargos  provinciales  ouo  afectan  á  las 
«species  gravadas.  £1  art.  142  de  la  instruc- 
ción del  ramo  resuelve  negativa  y  fundada** 
mente  la  expresada  solicitud  ;  pero  para  evi- 
lar  otras  análogas,  ó  para  que  sean  desesti- 
jnadas  con  mayor  motivo,  ha  tenido  á  bien 
declarar  S.  M.,  conformindose  con  lo  pro- 
puesto por  V.  E.  y  por  la  sección  de  Ha- 
cienda del  Consejo  de  Estado,  que  los  enca- 
bezamientos y  las  arriendos  generales  de 
consumos  comprenden  siempre  los  derechos 
y  los  recargos ;  pues  aun  cuando  soto  ex- 
presen la  cantidad  i}  precio  convenido  |>or 
ios  primeros,  esa  cantidad  ó  las  del  consu- 
mo parcial  marcado  á  las  especies  constitu- 
yen bases  obligatorias  para  deducir  por 
ellas  y  por  el  tanto  de  los  recargos  la  suma 
proporcional  que  anualmente  les  correspon- 
de percibir  á  los  partícipes;  de  manera  que 
ni  los  Ayuntamientos  ni  los  arrendatarios 
puedeu  entregar  á  aquellos  lo  que  por  sus 
respectivos  recargos  exigen  á  los  contribu- 
yentes, sino  lo  que  ba  sido  estipulado  en  los 
contratos:  en  otro  caso  carecerían  estos  de 
la  eventualidad  que  tienen,  que  deben  tener 
y  que  constituye  la  circunstancia  esencial 
de  todos  los  que  se  liacen  á  suerte  y  ventu- 
ra. Do  real  orden  etc.  Madrid  12  de  diciem- 
bre de  1866.— Barzanallana.»  (Gae.  20  di- 
ciembre.) 

309.  BSCIiAVITXTD.-H.  D.  de  29  de  se- 
tiembre, mandando  que  goce  del  beneficio 
do  la  «emancipación»  todo  individuo  cons- 
tituido en  servidumbre  al  pisar  por  cuaU 
quier  motivp  el  terri&orio  de  la  Ptínínsula  y 
ae  sus  islas  adyacentes,  ó  al  llegar  &la  juris- 
«Uooion  maritima  d«l  ounno,  y  quoon  lo  itt^ 


oesivo  no  se  condene  4  presidio  UltramaiFí' 
no   etc. 

(Ultramar.)  «Exposición  á  S.  M.— Se- 
ñora:—Hechos  recientes,  en  que  al  rigor  de 
los  preceptos  dictados  por  senteneias  lirmea 
y  ejecutorias  acompañaba  el  augusto  nom- 
bre de  V.  M.  para  mantener  en  servidumbre 
y  hacer  objeto  de  codiciada  adquisición  y 
de  pública  y  reñida  oferta  á  serea  desgra- 
ciados en  quienes  la  desdicha  del  crimeA 
viene  á  agravar  en  lodos  sentidos  la  des- 
ventura de  su  condición  social,  han  lla- 
mado tanto  la  atención  de  vuestro  Gobierno, 
que  no  ha  litubeado  ni  un  momento  en  dar 
lugar  principal  enlre  los  muchos  cuidados 
que  le  asedian  al  que  reclama  singular  pre- 
ferencia, para  que,  de  una  vez  y  solemne- 
mente, queden  consignados  los  principios  y 
términos  porque  ha  de  regirse  una  tan  gra- 
ve y  tan  trascendental  materia. 

Mas  que  por  general  y  claro  y  definitivo 
mandato  escrito,  por  una  opinión  de  todos 
recibida,  y  por  el  cuerpo  consultivo  primero 
del  Estado  constantemente  apoyada,  se  ha 
venido  creyendo  y  diciendo  que  el  esclavo 
de  nuestras  Antillas,  que  pisara  tierra,  libre 
del  doloroso  jiecUo  de  la  esclavitud ,  ipso 
faelo  quedaba  emancipado  y  restituido  á  su 
primihva  y  natural  condición  de  hombre  en 
la  plenitud  de  sus  derechos  y  de  su  libertad, 
conforme  á  las  leyes  porque  se  regula  el 
estado  personal  de  los  ciudadanos  españoles. 

Las  leyes  de  Partida  habian  dicho  ya  con 
aquella  sabiduría  y  admirable  previsión  que 
tas  distingue,  como  si  al  escribirlas  se  vis- 
lumbraran todos  los  grandes  principios  al 
presente  unánimemente  reconocidos ,  «quo 
regla  es  de  derecho  que  todos  los  judgado- 
res  deben  ayudar  á  la  libertad  f  porque  e$ 
amiga  de  la  natura^  que  la  aman  lodos  loi 
ornes  f  porque  todos  naturalmente  aéorreceu 
la  servidumbre.» 

En  las  reaies  cédulas  de  24  de  setiembre 
de  1750  y  14  de  abril  de  1789,  renovando 
lo  dispuesío  en  IGSO  y  1693,  y  señalada* 
mente  en  29  de  octubre  de  1733  y  11  do 
marzo  y  14  de  noviembre  de  1740,  ae  hi- 
cieioQ  declaracimies  importantísimas  en  fa« 
vor  de  la  emancipación  que  alcanzaban,  en 
los  dominios  de  España,  los  esclavos  fugi- 
tivos de  otros  E:$lados;  llegando  á  consignar 
que  debia  mantenérseles  en  la  libertad  ad- 
quirida conforme  á  derecho  de  gentes  al 
ac(/i(erse  á  los  dichos  dominios,  razón  por 
la  cual  no  debian  entregarse  sus  personas 
ni  el  precio  de  sus  rescates  á  sus  antiguos 
amos* 

Consecuente  con  estas  mismas  ideas»  la 
R.  0.  de  18  de  agosto  de  1859  se  adelantó 
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£a  MIS  íundameiUos  ¿  afirmar  que  el  lítuío 
ée  propiedad  sobre  un  esolavo  sola  podía 
«er  válido  en  aquellos  países  en  que  las  le^ 
yes  reconocen  la  exislencia  de  la  esclavílud: 
que  en  lodos  los  países  donde  la  esclavílud 
uo  eslá  admilida,  lodos  los  hombres  de  cuaU 
quióra  clase  y  procedencia  son  necesaria- 
meiile  repulados  como  libres  ,  y  por  uUifno, 
que  no  reconocida  la  validez  deí  título  que 
sirviera  de  fundameolo  para  pedir  la  entre- 
ga de  aquellos  á  quic;ies  se  quería  mantener 
en  esclavitud,  no  era  posible  tomar  en  con- 
sideración lo  pedido; 

Así  recibían  además  cumplida  inlelifi^en- 
cia  las  disposiciones  de  la  R.  O.  de  29  de 
marzo  de  1836,  y  así  mas  adelante  en  real 
orden  de  2  de  agosto  de  1861  se  dejaba 
bien  definido  que  el  esclavo ,  viniendo  con 
su  dueño  á  territorio  donde  no  existiese  la 
servidumbre,  sin  otro  acto  alguno  anterior 
6  posterior,  quedaba  emancipado.  Asi  en 
otra  B.  O.  de  12  de  julio  de  1865,  de  con- 
formidad con  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
se  mandó  considerar  libre  á  un  esclavo  fu- 
gado de  la  isla  de  Cuba,  porque  residía  en 
la  Península ,  donde ,  decía ,  (c$e  pierde  con 
arreglo  á  las  disposiciones  vigentes  la  cali- 
dad de  esclavo  de  una  manera  irrevoca- 
ble.» 

Pero  si  todo  esto  es  cierto ,  si  bajo  dlspor 
alciones  tan  reciamente  encaminadas  en 
ayuda  de  la  libertad ,  como  quer/a  el  sableo 
predecesor  de  V.  M.,  se  ve  siempre  Latente 
el  humanitario  y  racional  principio  de  que  el 
esclavQ  fuera  al  hallarse  libre  en  territorio  es- 
pañol exento  de  esclavitud,  no  es  menos  cier* 
lo  que  falla  en  términos  solemnes,  y  de  ma- 
nera que  para  los  dominios  de  Ultramar  hag^ 
las  veces  do  ley ,  la  declaración  precisa  y 
genérica  en  que  se  reconozca  y  se  asiente, 
8tn  dejsff^' logar  á  dudas ,  que  el  hombre  su- 
jetoá  aquella  excepcional  condición  se  eman- 
cipa con  solo  respirar  el  aire  de  nuestras 
costas  peninsulares  y  de  sus  islas  adyacen- 
tes, y  con  solo  pisar  esta  tierra  donde  no  ha 
podido  existir  nmgun  linaje  de  servidumbre, 
sea  cual  fuere  la  causa  de  llegar  á  ellas ,  y 
de  tener,  bajo  su  amparo,  aspiración  legíU- 
ma  para  tan  anhelado  beneficio.  Hecha  ex- 
cepción de  las  últimas  disposiciones ,  se  ve 
que  las  del  siglo  anterior  y  aun  la  de  1859 
que  es,  entre  las  modernas,  la  mas  explí- 
cita, se  refieren  principal  y  exclusivamente 
en  algunos  casos  á  los  esclavos  procedentes 
de  países  extraños,  de  ningún  modo  á  aque- 
llos que  proceden  de  las  Antillas.  A  la  vez 
en  el  curso  ordinario  de  la  vida  la  interven- 
ción del  Estado  se  tenia  como  de  dereclio 
para  mantener  en  servidumbre  á  quienes 


por  razón  de  pena  pisaban  el  territorio  de 
la  Península;  y  esto  sobre  que'los  principios 
dé  eterna  justicia  lo  repugnan,  y  sobre  ha« 
cerse ,  como  ánles  se  ha  dicho  ,  tomando  el 
nombre  de  V.  M. ,  que  no  debe  asociarse 
mas  que  á  aquellos  actos  en  que  brilla  su 
real  clemencia  y  su  inagotable  amor  á  todos 
sus  subditos,  cualquiera  que  sea  su  condi- 
ción y  estado  ,  no  ñuede  continuar  por  mas 
tiempo  y  necesita  ae  urgente  correctivo. 

Graves  eran,  sin  embargo,  las  razones  que 
podían  oponerse  al  cumplimiento  de  tan  ge- 
nerosos propósitos. 

Por  mas  que  el  Gobierno  en  ciertos  y  de- 
terminados casos  tuviera  en  su  abono  el  dic- 
támen  del  primer  cuerpo  consultivo  del  Es- 
tado; por  mas  que  á  semejanza  de  lo  ya  de- 
clarado en  alguna  de  nuestras  antiguas  le- 
yes pudiera  creerse  opuesto  á  las  buenas 
costumbres,  ó  por  lo  menos  al  derecho  uni- 
versal, que  un  hombre  fuera  condenado  á 
seguir  en  esclavitud  para  pago  de  lo  que  á 
otro  debiera,  siempre  el  respeto  á  la  cosa 
juzgada,  al  estado  social  propio  del  lugar 
en  que  se  habían  dictado  las  sentencias,  y 
mas  que  todo  la  fundamental  doctrina  de 
que  la  libertad  debe  ganarse  por  medios  ho- 
nestos y  lícitos  y  no  por  la  comisión  de  un 
delito,  eran  razones  bastantes  paranoabor- 
dar  la  cuestión,  sino  en  términos  generales 
y  solemnes,  y  para  no  adoplaiios  sino  con 
gran  meditación  y  maduro  examen. 

Así  se  ha  hecho,  guardándose  lodos  los 
respetos  y  lomando  en  consideración  lodos 
los  peligros,  á  fin  de  resolver  el  punto  difícil 
que  con  razón  preocupaba  al  Gobierno,  sin 
apartarse  en  lo  mas  mínimo  de  lo  que  es 
justo  en  el  órdén  de  la  libertad,  y  de  lo  que 
debe  y  no  puede  menos  de  existir  mientras 
en  una  parte  de  España  haya  un  estado  so- 
cial que  no  es  dado  modificar  repentina- 
mente para  que  en  su  totalidt^d  desaparezca 
y  se  Irasforme. 

Faltaba  la  disposición  general ,  y  se  pro- 
pone; mezclábase  el  Estado  eu  un  acto  quo 
si  puede  tolerarse  como  forzoso,  mientras 
no  sale  del  limite  de  las  relaciones  privadas 
es  por  lo  menos  violento  cuando  media  la 
autoridad  pública  gubernativa,  y  se  ha  su- 
primido. 

En  la  monarquía  que  cuenta  entre  sus 
•  cuerpos  legales  las  partidas  y  entre  los  pre- 
cedentes especiales  las  cédulas  y  demás  re- 
soluciones mencionadas ,  el  principio  de  la 
emancipación  para  todos  cuantos  esclavos 
arriben  á  la  Península  no  podía  menos  de 
sostenerse  en  toda  su  latitud  y  sin  restric* 
cioii  de  ningún  género.  Si  una  ficción  de 
derecho  daba  origen  á  suponer  que  el  hom- 
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bre  en  servidumbre  y  penado  nunca  llegaba 
á  (oear  ei  terrilorio  en  que  forzosamente  re» 
fiidia  porque  siempre  estaba  suspendido  del 
brazo  da  la  autoridad  por  virtud  de  la  con- 
dena ,  otra  ficción  de  derecho  mucho  mas 
Jógica,  mas  adecuada  á  las  tradicionales 
doctrinas  de  esta  gran  nación  y  á  sus  leyes 
escritas,  permite  sostener  que  el  hombre  es- 
clavo que  dejó  las  Antillas,  sea  cual  Tuere 
la  causa  de  pisar  materialmente  territorio 

Eeninsular,  ha  muerto,  y  solo  queda  un 
ombre  de  condición  libre  á  quien  tal  vez  el 
delito  prive  de  libertad,  pero  á  quien  espia- 
do no  se  le  pnede  ni  he  le  debe  volver  nun- 
ca al  estado  de  servidumbre. 

De  este  modo  respetado  y  sostenido  el  de- 
recho natural;  que  por  excepción  deja  de 
Imperar  en  las  Antillas  españolas,  el  fin 
moral  que  en  ciertos  casos  constituye  el  de- 
recho de  terceras  personas  se  ha  respetado 
también,  proponiendo  en  principio  que  se 
las  indemnice  de  cuanto  perjuicio  pudiera 
ocasionarles  la  emancipación  del  esclavo, 
dentro  siempre  del  limite  que.  determine  la 
resolución  de  los  tribunales.  El  Estado,  por 
altas  y  poderosas  razones  de  conveniencia 
publica,  da  nuevas  reglas  ó  amplia  las  exis- 
tentes respecto  á  la  emancipación  de  escla- 
vos llegaoos  á  la  Península;  justo  es  que  el 
Estado  merced  á  esa  mismá  conveniencia 
acepte  la  responsabilidad  trascendental  de 
sus  actos. 

Pero  si  lodo  esto  es  perrecta  y  absoluta- 
mente justo  para  los  hechos  pasados,  menes- 
ter era  no  olvidar  para  lo  futuro  que  la  li- 
bertad no  ha  de  servir  nunca  de  recompen- 
sa del  delito,  ni  mucho  menos  ^ue  para  re- 
dimirse de  la  esclavitud  fuera  poderoso  es- 
tímulo la  mancha  del  crimen.  Y  ^i  este  pe- 
ligro no«xísle  ni  ha  existido  jamás  respec- 
to de  aquellos  á  quienes  las  medidas  que  se 
someten  á  la  aprobación  de  V.  M.  aprove- 
charan para  ganar  la  libertad  con  ocasión 
de  su  anterior  llegada  penitenciaria  á  los  es- 
tablecimientos de  España  ó  Africa,  no  seria 
lo  mismo  para  los  que  en  adelante  con  el 
propio  motivo  se  vieran  en  su  territorio.  De 
aquí  la  necesidad  de  prohibir  para  lo  suce- 
sivo que  á  los  esclavos  de  las  Antillas  se  les 
castigue  con  el  presidio  y  sus  penas  acceso- 
rias, como  hayan  de  extinguirlas  en  lo  que 
se  llamaba  presidio  Ultramarino,  que  eran 
los  establecimientos  adyacentes  á  la  Penín- 
sula, y  de  prevenir  que  en  su  lugar  las  su- 
fran todas  con  todas  sus  consecuencias: en 
las  islas  de  Puerto-Rico  y  de  Cuba. 

Rendido  así  tributo  á  los  principios  mas 
cxtrictos  de  justicia,  y  apartada  la  autoridad 
gubernativa  de  todo  acto  en  que,  vulnerado 


el  sistema  general  de  la  emancipación  por 
las  causas  expresadas,  hubiera  de  ¡niervo* 
nir  con  antipático  concurso,  para  resUtuii  ó 
mantener  en  servidumbre  seres  racionales 
á  quienes  halagó  la  esperanza  de  un  nuevo 
estado  social,  se  habrá  logrado  cimentar  de 
una  vez  clara  y  precisamente  lo  que  haya 
de  observarse  eti  materia  tan  delicada  y 
grave,  mientras  reformas  mas  completas 
permiten  dar  solución  cumplida  á  loé  pro* 
bfeinas  sociales  que  la<  dificultan. 

Los  hechos  á  que  se  ha  aludido,  y  que  en 
todos  sus  penosos  detalles  contristarían  el 
ánimo  de  V.  M.  si  fuera  dable  vencer  la  re- 
pugnancia que  se  siente  para  relatarlos,  im* 
ponen  al  Gobierno  el  aeber  de  ocuparse 
prontamente  de  las  reformas  que  necesite  la 
legislación  penal  de  nuestras  provincias  de 
Ultramar,  objeto  de  una  resolución  que  por 
separado  se  someterá  á  V.  M. 

Entretanto  el  Ministro  que  suscribe ,  eon- 
forme  con  los  dictámenes  del  Consejo  de 
Estado  en  pleno  y  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo de  Ministros,  presenta  á  la  real  aproba- 
ción de  V.  M.  por  las  raxones  expuesUs  el 
siguiente  proyecto  de  decreto.  Madrid  20 
de  setiembre  de  1866.— Señora:— A  L.  R. 
P.  de  V.  M.— Alejandro  Castro. 

RBAL  DBCaBTO. 

En  vista  de  las  razones  expiestas  por  ei 
Ministro  de  Ultramar ,  de  conformidad  con 
el  Consejo  de  Estado  en  pleno  y  de  «cuer- 
do con  e!  Consejo  de  Ministros, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Artículo  i.^  Desde  la  publicación  en  la 
Gaceta  de  Madrid  del  presente  decreto,  to- 
do individuo  de  color,  «hornee,  mujer  ó  ni- 
ño, que  se  hallare -constituido  en  servidum- 
bre en  nuestras  provincias  de  Puerte-Rioo 
ó  de  Cuba  se  reputará  emancipado  y  libre 
al  pisar  el  terntorio  de  la  Península  y  de 
sus  islas  adyacentes  ,  -ó  al  llegar  á  la  juris- 
dicción y  £oua  marítimas  del  mismo,  sea 
cual  fuere  la  causa  por  la  que  se  verifique 
el  hecho  de  desembarcar  en  dicho  territorio, 
ó  de  encontrarse  en  las  aguas  de  su  juris- 
dicción marítima.  También  disfrutará  del 
beneficio  de  la  emancipación  y  libertad  todo 
individuo  de  color  siendo  esclavo,  cuando 
en  compañía  de  sus  amos  ó  enviado  por 
ellos  pise  el  territorio  ó  entre  en  la  jurisdic- 
ción de  cualquier  Estado  en  que  la  esclavitud 
no  exista. 

Art.  2.*  Se  prohibe  para  lo  sucesivo  la 
condena  á  presidio  Ultramarino  con  reten- 
ción y  venta  por  razón  de  noxa ,  contra  los 
individuos  de  color  que  se  hallen  en  servi- 
dumbre. Los  criminales  á  quienes  siendo  es- 
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claros  se  les  imponga  la  pena  de  presidio 
con  retención  y  sus  accesorias,  tas  exlingpui- 
rán  en  los  presidios  de  las  islas  de  Cuba  y 
de  Puerto-Rico. 

Arl.  3.^  Si  el  beneficio  de  la  emancipa- 
ción y  libertad  otorgado  por  el  arl.  1.®  re- 
cayere en  individuos  que  hubiesen  venido 
al  territorio  de  la  Península  y  de  sus  islas 
adyacentes  en  virlud  de  sentencia  de  los 
tribunales  de  Coba  y  de  Puerto-Rico,  siendo 
allí  esclavos,  el  todo. ó  la  parle  de  indemni- 
zación á  que  hubiera  de  atenderse  con  la 
venta  del  esclavo  ya  emancipado,  y  que  sé 
prohibe^  se  satisfará  del  modo  que  determi- 
nen en  cada  caso  disposiciones  ef^peciales. 
Dicha  indemnitacíon  nunca  será  mayor 'de 
lo  otie  hubiera  podido  producir  por  término 
m^dio  la  adjudicación  del  esclavo  en  remate 
ptíblico. 

Arl-.  4.^  Cuando  la  venta  ror  Tazón  de 
noxa  tuviera  por  objeto  el  pago  de  la^i  cos- 
táis procesales,  se  declararán  estas  de  oñ 
cío.  En  todos  los  casos  el  esclavo,  emanci- 
pado al  venir  á  la  Península  para  cumplir 
su  condena,  quedará  sujeto  en  su  condición 
de  hombre  libre  á  indemnizar  los  daños  y 
perjuicios  y  á  las  responsabilidades  civiles 
en  los  términos  que  prefijen  las  leyes. 

Art.  5.*"  El  Ministro  de  Ultramar  dicta*» 
rá  las  instrucciones  convenientes  para  la 
ejecución  del  presente  decreto ,  y  para  or- 
ganizar los  estabíecimientos  presidiaics  en 
términos  de  poder  cumplirse  en  olios  las 
sentencias  á  oie  se  refiere  el  arl.  2.^^ — Dado 
en  Palacio  á  29  de  setiembre  de  1866  —Es- 
tá rubricado  de  la  real  mano. — El  Ministro 
de  Ultramar,  Alejandro  Caslro.» 

400.  CX>N8TrM08.~B.  O.  de  l.«  de  di- 
ciembre ,  sobre  distribuoion  del  valor  de  loe 
oomisos. 

(Hac.)   ccS.  M.  ta  Reina  (Q.  D.  6.)  se 

dignado  resolver  oue  la  participación  conce- 
dida en  el  art.  16o  de  la  instrucción  de  con- 
sumos á  los  visitadores  y  sus  tenientes  no 
corresponde  ya  á  estos  en  los  punios  donde 
no  mandan  fuerza  ni  distribuyen  ú  organí  - 
zan  servicio ,  debiendo  en  adelante  corres- 
ponder y  abonarse  al  comandante  y  oficiales 
del  cuerpo  de  carabineros  veteranos,  en  la 
misma  proporción  que  el  expresado  artículo 
determina.  De.  real  orden  etc.  Madrid  1.**  de 
diciembre  de  1866.x>  {Gac.  21  diciembre.) 

401.  CIiBBO  FABROQniAIi.~B.  O.  d« 
17  de  diciembre,  aclarando  las  de  14  de  Ju. 
nio  7  10  de  agosto ,  sobre  tenenoias  y  vica- 
rias, benefloíos  parroquiales,  coadiutorias  j 
su  dotación ,  etc. 

(GftAC.  Y  JüST.)  «Las  reatles  órdenes  ex- 


pedidas por  este  Ministerio  en  14  de  junio  y 
10  de  agosto  últimos  han  dado  luffar  á  di- 
versas interpretaciones  por  parte  de  los  pro- 
lados diocesanos,  entendiendo  unos  que  de- 
rogadas la  R.  O.  de  16  de  marzo  de  1863  y 
otras  anteriores  podían  restablecer  las  le* 
nencias ,  vicarías  y  hasta  los  beneficios  par- 
roquiales, anteriormente  suprimidos  ó  man- 
dados suprimir ;  com|3rendiendo  otros  que 
podían  darse  á  los  tenientes  y  vicarios,  que 
pasan  á  ser  coadjutores,  mayores  dotacio- 
nes de  las  que  por  regla  general  están  seña- 
ladas á  estos  ,  y  dictando  otras  medidas  que 
no  están  en  el  espíritu  ni  en  la  letra  de 
aquellas  disposiciones,  ni  pueden  autorizar- 
se por  el  Gobierno  de  S.  M.  atendido  el  gra- 
vamen que  producen  en  el  presupussto  del 
Estado.  Con  el  fin ,  pues,  de  evilar  todo  gé- 
nero de  dudas,  y  de  asegurar  una  inteli- 
gencia uniforme  de  las  reales  ordenes  cita- 
das, la  Reina  (Q.  D.  G  )  ha  tenido  á  bien 
declarar: 

1.  ^  Que  las  Rs.  Ords.  de  14  de  junio  y 
10  de  agosto  de  este  año  no  tienen  efecto 
retroactivo, 'y  en  su  consecuencia  no  deben 
considerarse  restablecidas  por  ellas  las  te- 
nencias y  vicarías  que  á  su  fecha  estuvie- 
sen suprimidas  en  virtud  de  disposicionss 
anteriores. 

2.  ^  Que  d'chas  reales  órdenes  no  autori- 
zan tampoco  la  provisión  de  los  llamados 
beneficios  parroquiales,  los  cuales  deben  ce- 
sar á  medida  que  fallezcan  ó  pasen  á  otra 
pie^a  eclesiástica  sus  actuales  poseedores. 

3.  **  Que  no  obslanle  lo  conlenido  en  las 
declaraciones  (jue  preceden  ,  siempre  que  el 
diocesano  considere  necesaria  la  creación  de 
alguna  joadjutoria  en  sustitución  de  la  te- 
nencia, vicaría  ó  brneficio  parroquial  su- 
primidos, deberá  instruir  el  oportuno  expe- 
diente; pero  sin  proceder  al  nombramiento 
de  coadjutor,  ni  menos  mandar  su  inclusión 
en  la  nómina  hasta  que  recaiga  la  sanción 
de  S.  M. 

4.  **  Que  las  tenencias  ó  vicarías  que  en 
cumpJiniirnto  de  lo  mandado  en  el  real  de- 
creto de  21  de  noviembre  de  1851  deben 
cf'nvertirse  en  curatos  son  tan  solo  las  inde- 
pendientes de  matriz;  mas  de  ningún  modo 
las  que  antes  de  ahora  hayan  figurado  co- 
mo añojos  ó  filiales  de  parroquia,  debiendo 
siempre  sujetarse  á  la  aprobación  de  S.  M. 
el  expediente  que  se  instruya  para  su  con- 
versión. 

5.  ^  Que  la  dotación  de  los  coadjutores 
ha  de  continuar  siendo  de.300  escudos  para 
los  de  parroquias  situadas  en  capital  de  pro- 
vincia ó  en  sus  arrabales,  y  de  220  en  to- 
das las  demás ,  sin  perjuicio  de  los  que  á  la 
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fecha  de  la  citada. R.  O.  de  14  de  junio  ve- 
nían disfrutando  mayor  asignación  en  vir- 
tud de  disposición  general  ó  particular  del 
Gobierno  ae  S.  M.,  los  cuales  continuarán 
disfrutándola  mientras  sirvan  el  cargo,  que- 
dando reducida  después  á  la  sunxa  eslable- 
cida  por  regla  general. 

De  real  órden  lo  comunico  á  V  para  su 

conocimiento  y  efectos  cons¡gu¡<»nle8 ;  sien- 
do además  la  volunlad  de  S.  M.  se  reco- 
miende á  V  muy  particularmente  que, 

teniendo  en  cuenta  que  lodo  lo  ahora  y  an- 
teriormente dispuesto  en  la  materia  es  pro- 
visiopal  y  transitorio  mientras  se  termina 
y  lleva  á  ejecución  el  arreglo  parroquial  en 
que  se  trabaja  sin  descanso,  y  atendiendo 
también  á  la  penuria  bien  conocida  del  era- 
rio ,  que  obliga  á  hacer  economías  en  todos 
los  ranK)s  del  servicio  público ,  procure  V... 
que,  tanto  en  la  conversión  de  tenencias  y 
vicarías  en  curatos ,  como  en  ta  erección  de 
coadjutorías,  se  consulte  tan  solo  lo  que  sea 
indispensable  á  fin  de  recargar  lo  menos  po- 
sible el  presupuesto  general  del  Estado. 

Dios  guarde  á  V  muchos  ¿ños.  Madrid 

17  de  diciembre  de  1866.— A rrazola.— Se- 
ñor Obispo  de  » (Gac,  24  diciembre.) 

402.  INDUIiTOS.-R.  O.  de  24  de  diOiem- 
bro ,  mandando  cesar  la  práctioa  do  exigir 
derecnoa  a  los  interesados  en  los  expedien- 
tes de  indulto  cuando  se  practican  diliaen- 
oías  de  real  órden. 

(Gbac.  y  Jüst.)  «Lh  Reina  (Q.  0.  G.)  se 
ha  servido  declarar  que  las  diligencias  á 
que  den  lugar  los  informes  sobre  indultos 
que  se  pidan  de  real  órden  á  las  Audiencias 
y  á  cualesquiera  autoridades,  tribunales  y 
Juzgados,  se  entiendan  de  oficio  para  lodos 
Jos  efectos ,  cesando  por  tanto  la  práctica  de 
exigir  costas  ni  derechos  á  los  interesados; 
pues  en  tales  casos  no  son  ellos  los  que  ges- 
tionan, sino  el  Gobierno  que  ordena  el  in- 
forme para  ¡lustrar  el  ejercicio  de  la  régia 
prerogaliva.  De  real  órden  etc.  Madrid  24 
de  diciembre  de  1866.— Arrazóla.^Sr.  Re- 
gente de  la  Audiencia  de  »  (Gac.  26  di- 
ciembre.) 

403.  ABOaADOS.-R.  O.  de  23  de  di- 
ciembre, resolviendo  que  el  título  de  Abo- 

°  mismo  que  el  de  licenciado  para 
carrera  de  Administra- 
ción civil  y  económica. 

(Pres.  del  C.  de  M.)  ((bada  cuenta  á  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  instruido 
en  esta  Presidencia  con  motivo  de  una  ins- 
tancia presentada  por  D.  Vicente  Guerrero 
y  Tarifa ,  jefe  de  primera  clase  que  ha  sido 
de  secciones  provinciales  de  cstadislicao  en 


solicitud  de  que  se  declare  que  el  títolo  de 
Abogado  que,  previos  Jos  requisitos  nece- 
sarios, se  le  expidió  on  2  de  diciembre  de 
1834  por  el  real  acuerdo  de  la  Audiencia  de 
Granada  es  igual  ó  análogo  al  de  licenciado 
obtenido  en  oníversidades  ,  para  los  efectos 
prevenidos  en  la  disposición  segunda  del 
arl.  16  de  la  ley  de  25  de  junio  de  1864; 
S.  M.,  teniendo  en  cuenta  que  la  citada  dis- 
posición, al  declarar  que  los  licenciados  en 
derecho  y  los  que  tengan  título  académico 
que  acredite  haber  concluido  una  carrera 
especial  facultativa,  podrían  letter  libre  in- 
greso en  la  de  Administración  civil  y  econó- 
mica en  cualquiera  de  las  clases  de  la  ca- 
tegoría de  ofícialea  establecidas  por  el  real 
decreto  de  18  de  junio  de  1852»  no  tuvo 
otro  objeto  que  buscar  una  garanlía  de  sufi- 
ciencia en  los  tiiulos  que  acreditan  babef 
seguido  una  carrera;  y  de  conformidad  con 
lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  se  ha  servido  resolver  que  el  título 
de  Abogado  expedido  por  las  Audiencias  es 
igual  al  de  licenciado  oblenido  en  las  uni- 
versidades del  reino  para  los  fínesqueae 
determinan  en  la  precitada  disposición  se- 

f unda  del  art.  i6  de  la  ley  de  2d  de  junio  de 
864.  De  real  órden  etc.  Madrid  23  de  di- 
ciembre de  1866.— El  Duque  de  Valencia. 
— Sr.  Ministro  de  »  (Gac,  27  diciembre.) 

404.  CACAO  GUAYAQUIL.— E.  O.  de 
16  de  diciembre. 

(Hac.)  Por  esta  real  órden  se  desesti- 
man varios  comercios  de  comerciantes  de 
Barcelona  solicitando  que  el  adeudo  del 
cacao  Guayaquil  que  conducen  en  buques 
extranjeros  desde  el  punto  productor,  sea 
como  si  se  verificase  en  baudera  nacional 
con  la  bonificación  correspondiente,  y  se 
declara,  con  el  fin  de  evitar  nuevas  peticio- 
nes, que  el  cacao  Guayaquil  procedente  en 
bandera  extranjera  de  puntos  situados  al 
Oeste  del  Cabo  de  Hornos  no  tiene  bonifica- 
ción alguna  y  debe  satisfacer  iguales  dere- 
chos que  los  que  procedan  del  Este  del  mis- 
mismo  Cabo ,  ó  sean  ios  establecidos  en  la 
Partida  91  del  arancel  paralas  imporlacio* 
net  en  buques  extranjeros.  (Gac,  29  di- 
cicfrére.) 

405.  COBTBS.— K*  D.  de  30  de  diciem- 
bre, disolviendo  el  Congreso  de  los  Diputa- 
dos y  conTooando  á  nuevas  elecciones. 

(Pres  del  C.  de  M.)  «Exposición  á  Su 
Mageslad.— Sonora: — Los  Ministros  res;pon- 
sabies  de  V.  M.,  después  de  discutir  con  el 
debido  detenimiento  sobre  la  conveniencia 
de  disolver  el  actual  Congreso  de  los  Dipa- 
lados  y  de  convocar  á  nuevas  elcccioiiesi 
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creen  llegado  el  caso  de  hacer  uso  legílimo 
y  provechoso  de  las  Tacú  Hades  que  á  V.  M. 
compelen  scgiin  el  art.  26  de  la  uonslilucion 
de  la  Monarquía,  así  como  el  de  cumplir  con 
Ja  obligación  que  en  el  mismo  se  impone. 

No  es  coslumbrc  en  ocasiones  como  la 
presente  dar  cuenla  de  los  motivos  en  que 
se  funda  este  acto  del  poder  real;  por  lo  co- 
mún la  explicación  de  las  razones  que  lo 
justiGcan  es  tan  notoria,  que  el  Gobierno  se 
cree  dispensado,  del  deber  de  alegarla.  En 
el  monrenlo  actual  tos  Ministros  de  V.  M. 
consideran  indispensable  exponer,  aunque 
sea  en  breves  términos ,  algunas  reflexiones 
que  á  su  ver  son  de  suma  oportunidad  y  de 
la  mayor  importancia. 

£1  actual  Congreso  de  los  Diputados  se 
formó  en  una  época  azarosa,  y  cuyo  carác- 
ter político  ha  dejado  de  tener  el  influjo  que 
en  aquella  sazón  se  le  atribula;  fué  nombra- 
do en  medio  de  circunstancias  a  que  han 
puesto  (in  sucesos  dolorosos  que  no  pueden 
ni  deben  darse  livianamente  al  olvido.  De- 
dúcese de  aquí  con  loda  certidumbre  que  el 
espíritu  preponderante  entonces  en  la  opi- 
nión de  los  pueblos  no  ha  podido  menos  de 
pasar  por  muy  grandes  mudanzas.  Justo  es, 
por  consiguiente,  que  esta  opinión  sea  de 
nuevo  consultada,  de  lo  cual  se  infiere,  no 
solo  la  conveniencia  y  la  razón,  sino  tam- 
bién la  necesidad  de  la  disolución  que  tene- 
mos el  honor  de  aconsejar  á  V.  M.,  así  co- 
mo la  de  la  convocatoria  que,  en  cumpli- 
miento del  artículo  constitucional  ant<>s  cita- 
do, debe  acompañarla.  El  Gobierno  de  Vues- 
tra Magestad  contesta  con  este  consejo  y 
con  esta  actitud  á  las  maliciosas  sugestiones 
que  se  han  hecho  correr  sobre  este  punto,  y 
cuyo  orígeu  solo  en  la  intención  aviesa  de 
los  enemigos  de  Ja  paz  pública  puede  encon- 
trarse. 

Es  preciso,  Señora,  disolver  la  actual  Cá- 
mara de  Diputados,  y  que  el  Reino  elija 
nuevos  representantes;  pero. también  loes 
que  al  publicarse  la  nueva  convocatoria  se- 
pa la  Nación  que  el  momento  en  que  esta  se 
le  dirige  no  es  de  los  que  pueden  ser  mira- 
dos como  comunes,  sino  por  el  contrario,  de 
aquellos  otros,  bien  peligrosos  por  cierto, 
que  nadie  puede  menos  de  considerar  como 
una  excepción  y  muy  crítica  en  el  movi- 
miento vital  de  las  naciones. 

Los  fundamentos  esenciales  de  la  sociedad 
política  á  que  pertenecemos  han  sido  cru- 
damente y  con  sin  igual  audacia  atacados. 
Los  Consejeros  responsables  de  V.  M. ,  lla- 
mados á  la  defensa  de  aquellos  fundamen- 
tos ,  no  han  vacilado  en  tomar  sobre  sí  el 
peso  de  gravísimas  responsabilidades  al 
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cumplir  con  las  severas  obligaciones  que  (a 
dignación  de  V.  M.  les  imponía.  No  se  han 
atenido  en  algunos  casos,  es  verdad,  á  lo 
que  la  ley  prescribe;  pero  han  hecho  enér- 
gicos y  saludables  sacrificios  y  esfuerzos 
para  restablecer  el  órden  y  restaurar  la  paz 
pública.  Lo  han  conseguido  en  gran  parte, 
y  esperan  consolidar  su  obra  de  modo  que 
cuau'io  las  Corles  lleguen  á  consagrarse  á 
las  tareas  que  les  son  propias ,  nádie  leng» 
en  su  mano  el  poder  de  alizar  con  éxito  ef 
fuego  de  las  pasiones  políticas,  ni  el  de 
promover  impunemente,  á  favor  de  nfal  en- 
tendidas tolerancias ,  nuevas  rebeliones. 

Las  Cortes  del  Reino  deben  ante  lodo 
pronunciar  su  fallo  sobre  el  conjunto  de  esta 
conducta.  Creemos  en  conciencia  haber  pro- 
cedido de  acuerdo  con  la  casi  totalidad  del 
pueblo  español  y  haber  satisfecho  la  perne- 
ra de  las  necesidades,  y  abrigamos  confía- 
damenlc  la  esperanza  de  que  los  Diputados 
de  la  nación  no  tarden  en  absolvernos  ni  en 
poner  el  sello  de  la  mas  robusta  legalidad  á 
nuestra  obra. 

Pero  el  alcance  de  estas  se  estrecha  en 
límites  que,  según  el  juicio  del  Gobierno  de 
V.  M.,  debían  ser  con  prudente  circunspec- 
ción respetados.  No  hemos  querido  exten- 
der nuestra  acción  mas  allá  de  los  linderos 
de  lo  mas  urgente.  A  las  Corles  loca  resol- 
ver sobre  lo  demás  que  parezca  remedio 
proporcionado  á  los  males  públicos,  y  que 
en  nuestro  entender  es  mucho  y  de  no  es- 
casa trascendencia. 

La  experiencia  de  repelidos  ensayos  y 
pruebas  durante  él  curso  nada  corlo  do 
treinta  y  tres  años  de  crueles  vicisitudes  y 
revuvltas  incíkaces  nos  descubre,  en  medio 
de  las  mas  extrañas  é  imprevistas  catástro- 
fes, nn  hecho  primordial  que  á  nadie  es  da-* 
do  desconocer.  La  constitución  ¡nlerna  y 
real  de  esta  antigua  Nación  no  está  del  lodo 
de  acuerdo  con  la  interpretación  que  en  no 
pocos  casos  se  ha  dado  á  las  leyes  políticas 
¡lechos  .V  promulgadas  durante  sus  varias  y 
mas  ó  menos  permanentes  dominaciones  por 
los  diferentes  partidos  que  nos  dividen  y 
destrozan. 

Los  Consejeros  responsables  de  V.  M. 
juzgan  que  esta  es  una  de  las  ocasiones  mas 
propicias  que  darse  pueden  para  establecer 
la  indispensable  relación,  la  necesaria  ar- 
monía entre  los  elementos  verdaderamente 
constitutivos  de  la  Nación  y  el  recto  des- 
arrollo de  la  ley  fundamental  del  Estado, 
cuya  integridad  y  pr*rmaní»ncia  nos  propo- 
iiemos  conservar  escrupulosam^^nle.  La  ini- 
ciativa para  realizar  este  pensamiento  cor- 
responde á  la  institución  que  en  V.  M.  se  per- 
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flonifíca,  ¡nsCilucion  cüya  fuerza  y  cuyo 
arraigo  én  el  senlimiento  y  en  la  voluntad 
de  tos  pueblos  han  sobrevivido  á  (odas  las 
convulsiones  y  dominado  todas  las  amena- 
zas. De  esperar  es,  atendido  el  veidadero 
espíritu  de  las  poblacionps,  que  el  nuevo 
cuerpo  legislador  responda  vigorosamente 
á  átluella  iniciativa,  corrigiendo  y  enmen- 
dando en  el  modo  con  que  en  varios  casos 
ha  sido  entendida  y  aplicada  la  Constitución 
todo  lo  que  se  oponga  al  logro  de  nuestro 
propósito.  Hora  es  ya  de  que  los  españolea 
6ean  gobernados  según  el  espíritu  de  su 
historia  y  la  índole  de  los  sentimientos  que 
constituyen  su  genial  carácter  |  tiempo  es  de 
devolver  su  Tuerza,  su  independiente  acción, 
8U  alcance  propio  y  su  respetabilidad  á  las 
prerogativas  del  Gobierno;  preciso  es  de  to- 
do pxinto  que  las  controversias  parlamenta* 
rias  se  encierren  en  los  límites  ae  las  Tacut- 
tades  de  que  las  Corles  deben  estar  dotadas, 
y  que  no  puedan  en  caso  alguno  traspasar, 
como  en  muchas  ocasiones  por  desgracia  ha 
sucedido,  las  fronteras  de  la  justicia  general 
ni  las  exigencias  de  lá  cotlesia  y  del  de- 
coro. 

La  experiencia  que  antes  hemos  llarhado 
en  niie&tro  auxilio  dará  sin  duda  luz  así  al 
Gobierno  como  á  las  Córtes  sobre  los  me- 
dios mas  adecuados  para  alcanzar  estos  fi- 
nes. Consúltese  el  verdadero  sentido  de 
la  ley  fundamental;  examínese  con  serena 
razón  la  verdad  rigorosa  de  los  hechos  po- 
líticos, no  la  apariencia  ni  el  artificioso  ro- 
paje con  que  el  interés  de  los  partidos  los 
viste  disfrazándolos,  y  llévese  varonilmen- 
te á  toda  costa  con  sinceridad  concienzuda 
esa  verdad  al  desenvolvimiento  y  á  la  apli- 
cación de  las  instituciones  política^.  Que 
España  sea  lo  que  es  y  nadie  niega,  un 
pueblo  católico  y  monárquico  perteneciente 
a  la  gran  familia  europea.  Que  el  Gobierno 
figure  y  luncione  como  la  primera  íuerza 
política  del  país,  y  gobierne  y  administre 
con  evérgica  y  potente  eficacia.  Que  las 
Córtes  representen  con  fidelidad  á  los  pue- 
blos, que  legislen ,  que  julguen  de  los  ac- 
tos del  poder  y  de  lodo  cuanto  sea  de  su 
natural  competencia  en  una  Monarquía  por 
la  fuerza  niorat  del  espíritu  que  domine  en 
la  mayor  parte  de  sus  miembros,  no  por  el 
de  las  oposiciones  que,  según  la  estructura 
de  los  reglamentos  actuales  de  una  y  otra 


ífiKit  UQISLAtíVA, 


yaiientes  sóldados  de  mar  y  (¡erra.  Que  Ik 
autoridad  y  i  a  ley,  en  fin,  reinen  sobre  to* 
do,  y  sean  respetadas  y  obedecidas  por  to- 
dos sin  excepción  de  persoha  ni  de  gerar- 

3uía.  Cuando  por  la  puntual  y  bien  enten- 
ida  ejecución  de  tá  ley  fundamental  del 
reino  ¿e  establezca  uf)  régimen  dotado  dé 
oslas  condiciones  ingénuas  y  vigorosas,  lle- 
gaf-á  el  momento  en  que  pueda  ser  conside- 
rada aquella  como  verdaderamente  consti- 
tucional y  representativa. 

Emancipada  del  espíritu  revolucionario, 
enemigo  mortal  de  todo  adelantamiento  y 
de  loda  mejora,  gozarán  entonces  nuestros 
pueblos  del  orden  moral  y  materíál,  sin  él 
que  la  libertad  es  una  quimera,  así  conio  de 
los  progresos  compatibles  con  las  aptitudes 
del  país  y  con  la  flaca  condición  de  la  na- 
turaleza humana. 

Los  Ministros  de  V.  M.  aspiran  resuelta^ 
mente  á  la  consecución  de  tan  alto  fín. 
Creen  que  solo  por  este  medio  y  practican- 
do esta  política  puede  salvarse  España  de 
los  temibles  sacudimientos  de  una  revolu- 
ción cuyas  consecuencias  nadie  puede  me- 
dir, ni  aun  los  mislrios  que,  cegados  por  la 
pasión  y  por  el  despecho,  la  jlromiievcn.  A 
las  usurpaciones  y  violehtos  ímpetus  de  lás 
agrupaciones  revolucionarias  hay  que  opo- 
ner, ya  en  otra  ocasión  lo  hemos  dicho,  la ' 
fuerza  Incontrastable  de  legran  muchedum- 
bre del  pueblo  español ,  y  para  esto  es  me- 
nester ^ue  las  tradiciones,  la  historia,  el  es- 
píritu, el  genio  y  los  sentimientds  de  esa 
gran  mayoría  se  reflejen  en  el  movimiento 
de  nuestras  instituciones,  sin  perder  de  vis- 
ta las  necesidades  de  la  época  en  que  vivi- 
mos ni  la  civiliíaoion  á  que  pertenecemos. 
Si  el  voto  de  los  pueblos  responde,  como 
esperamos,  á  la  espontaneidad  y  á  la  fran- 
queza con  que  les  exponemos  estos  graví^ 
simos  pensamientos,  daremos  por  bien  em- 
pleados nuestras  vigilias  y  nuestros  sacrifi- 
cios; si  como  consecuencia  de  todo  esto  lle- 
garan n  brillar  para  España  dias  de  mayor 
sosiego  y  de  verdadera  prosperidad,  nues- 
tro galardón  cónsistirá  en  poder  decir  que 
hemos  tenido  alguna  parte  en  la  grande 
empresa  de  defender  y  consolidar  lA  dura- 
ción de  esta  antigua  y  gloriosa  MonArqufa. 

Por  todas  estas  raSJones  tenemos  la  hon- 
ra de  someter  á  la  aprobación  de  V.  M.  el 

Madrid  30 


siguiente  proyecto  de  decreto. 
Cámara, lioy  prevalece.  Que  la  fuerza  ar-  I  de  diciembre  de  1866.— Señora:  A.  L.  R.P. 
mada,  apartándose  de  las  contiendas  políti-   de  V.  M.—EI  presidertte  del  Consejo  de  Mi- 
cas, guarde  el  depósito  de  poder  que  le  [  * 
confíala  patria  con  la  limpia  lealtad  y  1^ 
austera  virtud  que  no  en  pocos  lances  y 
tonflictos  cnalloeió  el  nombre  de  nuestj^i 


nistros  y  Ministro  de  la  Guerra,  Duque  dé 
Valencia.— El  Ministro  de  Estado,  EusebiD 
Calonje.— El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia", 
Lorenzo  Arrazola.— El  Ministro  do  Haciea- 
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itiá,  Manuel  García  Barzanallana  — Bl 
nUtro  de  Marina,  Joaquín  Gutiérrez  de  Ru- 
bnicava.— El  Ministro  de  la  Gobernación, 
Luis  Gorzalcz  Braho.— El  Ministro  de  Fo- 
mento, Manuel  de  Orovio.*-El  MinUt  ro  de 
Ultramar,  Alejandro  Castro. 

RÉAL  DECRETO. 

kri  USO  de  la  prerogaliva  que  me  coiiipe- 
te  por  el  art.  26  de  la  Constitución  de  la 
Monarquía,  y  conformándome  con  el  pare- 
cer de  mi  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.^  Se  disuelve  el  Congreso  de 
los  bipulados. 

Art.  2.®  Se  procederá  á  elecciones  ge- 
nerales el  dja  ib  y  siguientes  del  mes  de 
mario  del  año  próximo  venidero,  con  arre- 
glo á  la  ley  electoral  vigente;. 

Art.  3.®  Las  Córtes  del  Reino  se  reuni- 
rán en  la  capital  de  la  Monarquía  el  día  30 
del  citado  mes  de  marzo. 

Dado  en  Palacio  á  30  de  diciembre  de 
18(>6.^kstá  rubricado  de  la  Real  mano. — 
El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Ra- 
món Maria  Narvaez.»  (Gac.  30  dicieirAre.) 

.  400.  COK8UM08.-B.  O.-  de  l.«  de.  di- 
o^^mbre.,  acUrandolos  arta-  203  y  216  déla 
instruocion  del  ramo,  y  resolviendo  que  pro 
cede  siempre  reoureo  de  apelación  en  la  via 
administrativa  4  los  superiores  serirquicos, 
contra  las  proTidencias  de  las  Diputaciones 
7  los  Gobernadores  de  provincia. 

(Hac.)  («He  dado  cuenta  á  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  del  expediente  iutruido  á  con- 
secuencia de  liaber  reclamado  el  arrendata- 
rio de  consumos  de  Villares  de  la  tlcina,  pro- 
vinoia  de  Salamancln,  en  cuyo  pueblo  se 
halla  establecida  la  facultad  de  la  venta  ex- 
clusiva al  por  nuenor ,  contra  el  acuerdo  de 
Ja  Diputación  provincial ,  que  le  obligó  ó  re- 
bajar hasta  3  cuartos  el  precio  en  Venta  del 
cuarlilk)  de  vino  que  expendía  á  4  con  arre- 
glo al  cerlifícado  de  precios  autorizado  por 
la  Administración  de  Hacienda  pública  de 
la  provincia ,  cuyo  acuerdo  fué  declarado  en 
suspenso  por  R.  O.  de  18  de  mayo  último, 
disponiéndose  á  la  vez  que  se  oyera  al  Con- 
sejo de  Estado  sobre  la  nulidad  de  aquella 
determinación y  si  en  los  casos  que  puedan 
ocurrir  procede  ó  no  algún  recurso  en  la  via 
administrativa: 

Vistos  los  antecedentes  y  losiartfeulos  203 
y  216  de  la  instrucción  de  consumos,  y  el 
segundo  párrafo  de  la  ley  de  gobiernos  de 
provincia  de  25  de  setiembre  de  1S63: 

Considerando  que  la  Diputación  provin- 
cial de  Salamanca ,  sin  examinar  cuáles  fue- 
sen las  circunstancias  mediante  las  que  se 
hiciera  necesario  rebajar  el  precio  de  los 


géneros  de  consumos  y  contra  cl  parecer  del 
Síndico  del  Ayuntamiento  de  Villares  de  la 
Reina,  acordóse  rebajasen  dichos  precios, 
con  cuyo  acuerdo  se  conformó  el  Goberna* 
dor  de  la  provincia: 

Considerando  que  si  bien  la  legislacioa 
vigente  autoriza  á  las  Diputaciones  provin- 
ciales para  entender  en  estas  reclamaciones, 
se  necesita  en  cuanto  al  fondo ,  que  se  mo- 
tiven las  bircunstanctas  que  justifiquen  la 
variación  de  los  precios,  ya  para  aumento, 
ya  para  disminución;  y  en  cuanto  á  la  for« 
ma,  que  se  haga  por  medio  del  Sindicó  del 
Ayuntamiento,  como  especia linente  encar- 
gado de  los  intereses  comuneé  de  la  loca- 
ltdad: 

Considerando  que  en  el  caso  áclual  no  se 
han  expuesto  otras  razones  qué  la  de  que 
en  los  pueblos  inmediatos  no  eran  tan  altes 
los  precios  de  los  mismos  géneros,  ni  se  han 
observado  aquellas  formalidades;  pues  el 
Sindico  manifestó  su  parecer  contrarío  á  la 
reclamación: 

Considerando  que  el  acuerdo  de  la  Dipa- 
tacicn  provincial  carecía  por  lo  tanto  de  ba- 
se y  faltaba  á  la  tramitación  dispuesta  por 
la  ley: 

Considerando  que  el  Gobernador,  dadas 
tales  circunstancias,  hubiera  obviado  las  di- 
ficultades con  solo  suspender  el  acuerdo  de 
la  Diputación;  pero  aprobándolo,  como  lo 
aprobó »  se  originó  la  duda  de  si  seria  ó  no 
procedente  la  apelación  de  dichas  determi- 
naciones ante  el  superior  gerár^uico. 

Considerando  que  visto  el  silenció  de  la 
ley,  debe  resolverse  la  duda  con  arreglo  á 
lo$  principios  generales  de  Administración: 

Considerando  que  si  bien  el  Gobernador  no 
utilizó  el  recurso  de  la  reclamación  que  se 
concede  contra  tos  acuerdos  de  las  Diputa- 
ciones contrarios  á  las  leyes  ante  el  Ministro 
del  ramo,  no  puede  privarse  á  este  de  ejer- 
cer aquel  derecho,  que  es  al  mismo  tiempo 
u;i  deber  en  cuanto  se  dirige  á.  hacer  cum- 
plir con  escrupulosa  fidelidad  las  leyes  y  re- 
glamentos de  la  Administración  pública: 

Y  considerando  que  en  el  ramo  de  consu- 
mos hay ,  además  de  estas  razones  genera- 
les, la  particular  de  que.  los  Gobernadores 
de  las  provincias  no  son  delegados  especiales 
para  que  ante  su  autoridad  se  decidan  los 
asuntos  rerercntes  á  dicho  impuesto,  sino 
que  sus  resoluciones  se  someten  á  la  Direc- 
ción general  y  al  Ministerio ,  mucho  mas  en 
casos  como  el  actual ,  en  que  la  Diputación 
de  qui*fn  debiera  esperarse  que  apreciara  las 
circunstancias  y  motivos  de  la  variación  de 
precios  prescindió  de  su  exámen , 

g.  M. ,  conformándose  con  lo  propuesto 
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por  la  sección  de  Hacienda  del  Consejo  de 
Estado  y  esa  comisión  regía  inspectora  ,  se 
ha  dignado  disponer: 

1.  ^  Que  se  declare  nulo  a1  acuerdo  de 
la  Diputación  provincial  de  Salamanca,  por 
el  que  se  obligó  al  arrendatario  de  consumos 
de  Villares  de  la  Reina  á  rebajar  á  3  cuartos 
el. precio  en  venia  del  cuartillo  de  vino  que 
expedirá  4,  con  arreglo  á  la  cerliñcacion 
de  precios  expedida  por  el  Ayuntamiento  de 
dicho  pueblo  y  aprobada  por  la  Administra- 
ción de  Hacienda  pública  de  la  provincia. 

2.  ^  Que  en  casos  como  en  el  de  que  se 
(rala ,  procede  en  la  via  administrativa  el  re- 
curso de  apelación  á  los  superiores  gerárqui* 
eos  administrativos;  no  pudinndo  interpre- 
tarse el  silencio  de  los  arts.  203  y  216  ae  ta 
instrucción  de  consumos  como  derogatorios 
de  tos  principios  de  subordinación  y  depen- 
dencia, ni  del  derecho  de  inspección  que 
ejercen  los  jefes  deseada  ramo  de  la  Admi- 
r.i8tracion  general,'  sino  que  debe  suplirse 
por  los  principios  de  esta. 

Y  3.*  Que  el  recurso  de  apelación  men* 
Clonado  procede  siempre  que  con  arreglo  á 
la  legislación  vigente  del  impuesto  de consu* 
mos  entiendan  las  Diputaciones  provinciales 
y  los  Gobernadores  en  su  caso  inra  el  des- 
{)acho  de  ios  asanlos.  De  real  orden  etc.  Ma- 
drid de  diciembre  de  1866.^Barzanalla* 
na.»  {Güc,  30  diciembre.) 

407.  ADUAlí AS.-B.  O.  de  18  de  dloiem- 
bre  adtoionando  el  art.  977  de  las  ordenan - 
lias  de  aduanas  y  modlfloando  la  B.  O.  de  17 
de  febrero  áltlmo  sobre  oicculaoioninbefiior 
de  merbaderiaa  de  líoUo  comercio. 

(Hac.)   «S.  M. ,  deseando  armonizar 

la  justa  defensa  de  los  dereclios  de  la  Ha- 
cienda nacional  con  la  protección  y  facilida 
des  debidas  a!  comercio  de  buena  fé,  de 
acuerdo  con  el  diclámon  del  Consejo  de  Es- 
lado  en  pleno  y  con  lo  propuesto  por  V.  E., 
se  ha  dignado  mandar: 

1.  ®  Se  adicionará  el  art.  377  de  las  or- 
denanzas en  la  forma  siguiente: 

(cLas  mercancías  de  fabricación  extranjera 
de  licito  comercio  que  vengan  á  Madrid  con- 
servarán el  mardiamo  ai  son  susceptibles  de 
él ,  y  en  el  caso  de  no  serlo  la  correspon- 
diente guia  de  adeudo. 

La  falla  de  estos  requisitos  se  penará  exi- 
giendo el  derecho  correspondiente  de  aran- 
cel, cuyo  importe  será  ínlo^gro  para  el  Te- 
soro público.  No  necesitarán  ninguna  forma* 
lidad  las  mercancías  señaladas  en  el  arancel 
vigente  con  el  asterisco ,  y  tas  qu%  según 
R.  O.  de  19  de  enero  de  1865  pueden  cir- 
cular por  la  zona  sin  precinlo.f) 

2.  ®  La  R.  O.  de  17  de  febrero  del  ^ño 


actual  se  modificará  de  la  manera  aígnleoter 
«Las  mercancías  nacionales  confundibles 
con  las  extranjeras  deberán  llevar  para  cu 
circulación  por  la  zona  físcal  y  para  su  in- 
troducción en  Madrid  la  marca  impresa  de 
la  fábrica  con  sello  de  plomo  ó  en  otra  for* 
ma  que  ofrezca  garantías  de  fegtlimidad,  y 
en  su  defecto  una  guia  expedida  por  la  Ad- 
ministración de  rentas  mas  inmediata  á  la 
fábrica.  Cuando  carezcan  de  la  marca  ó  de 
la  guia ,  se  exigirán  á  las  mercancías  lícitas 
los  derechos  de  arancel,  y  á  las  prohibidas 
dobles  derechos  de  las  similares  si  na  ofrecie*- 
re  duda  su  nacionalidad ;  pero  si  hubiese 
dudas  fundadas  de  el/a ,  se  impondrá  el  co* 
miso.  Quedarán  libres  de  dichos  requisitos 
las  mercancías  similares  á  las  extranjeras 
exceptuadas  de  precinto  por  la  real  órden 
citada  de  13  de  enero  de  1865.» 

Y  3.®  Los  Administradores  de  rentas 
tendrán  muy  oresenle  el  art.  364  de  las  or- 
denanzas de  aduanas  para  no  causar  motes* 
lias  ni  detenciones  á  los  viajeros  que  cir- 
culen por  la  Zona  y  en  lo  interior  del  reino, 
incluso  Madrid ,  en  cuanto  á  las  cortas  can- 
tidades de  objetos  destinados  al  consumo  de 
una  familia.  De  real  órden  etc.  Madrid  18  de 
diciembre  de  1866.— Barzanallaña.»  (Cfl- 
C6ta  30  diciembre.) 

408.  NOTABIADO,-R.  D.  de  28  de  di- 
ciembre fijando  V  oreando  el  n&mero  de  No- 
tarías de  oada  distrito ,  con  arreglo  á  la  lej 
de  28  de  mayo  de  1862.— Bjeroioio  de  las 
Notarlas:  Tacantes»  sustituciones:  Notarios 
de  reinos:  derechos  de  los  dueños  de  oficios 
enajenados,  etc.  etc. 

(GaAC.  Y  JüST.)  «Exposición  á  S.  M.— 
Señora:— La  ley  d«  28  de  mayo  de  1862, 
que  constituyó  la  fé  pública  bajo  la  nueva 
forma  que  es  coiiocida  ,  haciendo  al  propio 
tiempo  de  cada  JuZi^ado  de  primera  instan- 
cia un  distrito  notarial,  reservó  al  Gobierno 
el  fijar  y  crear  el  número  de  Notarías  de 
cada  distrito,  y  ese  es  el  fin  del  presente 
proyecto  do  decreto. 

Por  la  naturaleza  de  la  instilación  y  por 
encargo  de  la  ley ,  dos  extremos  hay  que 
conciliar  y  consultar,  con  iprual  importan- 
cia ,  al  crear  y  localizar  las  Notarías:  el  nrie- 
jor  servicio  público,  y  la  decorosa  subsis- 
tencia d.íl  Notario,  en  el  supuesto  de  que 
no  ha  de  disfrutar  sueldo,  y  si  solo  dere- 
chos de  arancel. 

La  ley  ha  dado  ya  norma  para  asegurar 
uno  y  otro  fin ,  pslableciendo  en  su  art.  3.* 
que  en  cada  distrito  «han  de  crearse  tantas 
Notarías,  cnanlas  se  estimen  necesarias  pa- 
ra el  servicio  público,  lomando  en  conside- 
ración la  población ,  la  frecuencia  y  ta  faci- 
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tídad  de  las  comonieacionet ,  las  eircunslan» 
eias  de  localidad  y  la  decorosa  aubsislencia 
de  los  Notarios. »  * 

Pero  todavía,  descendiendo  al  terreno 
y>ráclico»  estas  circonslaneias  cardinaips,  al 
presente,  y  por  algunos  año^  aun,  han  de 
subordinarse  á  otras  consideracionea  de  no 
menor  importaucia,  y  que  son  además  difi- 
cultades implicatorias  é  imprescindibles. 
Tales  son,  el  considerable  número  de  Nota- 
rios excedentes  sobre  las  Notarías  que  con- 
viene establecer  en  cada  distrito^  y  además 
los  dereefaos  siempre  respetables  de  la  pro- 
piedad en  los  dueños  de  oíioios  enajenados 
de  lajCorona:  derechos  que  habiendo  de 
respetarse,  como  esjní>to,  dificultan  á  su 
vez  la  normalidad  del  número  de  Notarías. 

Han  sido  una  dificultad  también  para  fíjar 
et  número  de  eslas  en  cada  distrito  y  loca* 
litarlas,  las  condiciones  de  la  población  de 
los  mismos.  En  unos  distritos  hay  pobla- 
ciones de  mayor  importancia  que  la  capital 
del  Juzgado;  en  otros  son  muchas  las  que 
ofrecen  igual  número  de  almas,  igual  mo- 
vimiento de  contratación,  igual  importan- 
cia, en  fin,  ya  mercantil,  ya  histórica  y  ad- 
ministrativa, resultando  que,  si  en  cada  una 
de  ellas  hubiere  de  establecerse,  por  igual- 
dad de  razones,  una  Notaría,  ol  número  to- 
tal de  las  del  distrito  exceder/a  con  mucho 
á  las  que  requiere  e\  servicio,  y  permite 
la  decorosa  subsistencia  del  Notario,  que- 
dando así  falseado  el  principio.  * 

Y  ni  hay  que  atendería  solo  lo  expuesto. 
La  institución  ha  de  quedar  constituida  de 
modo  que  funcione  con  expedición,  previ- 
niéndose ó  resolviendo  desde  luego  las 
cuestiones  y  dificultades^  que  necesaria- 
mente habrían  de  ofrecerse  en  la  práctica, 
en  lo  relativo  al  movimiento  personal,  y 

Sor  tanto  á  oposiciones,  nombramiento  de 
otarios,  traslaciones  y  permutas. 
Para  el  mayor  acierto  posible  en  medio 
de  tan  iuevilables  dificultades,  la  ley  hsbia 
señalado  al  Gobierno  los  centros  consultivos 
a  que  debía  recurrir,  n  fin  de  ¡lustrar  su 
acción,  como  las  Audieimias,  los  Goberna- 
dores civiles  y  las  Diputaciones  prcivincia 
les:  y  los  Gobiernos  sucesivos  desde  la  pro- 
mulgación de  la  ley  no  solo  han  recurrido 
á  ellos,  sino  también  á  las  juntas  directivas 
de  los  colegios  de  Notarios,  cuya  experien- 
cia y  práctica  diana,  podia  ser,  y  ha  sido 
tan  adecuada  para  esclarecer  y  resolver  del 
modo  mas  conveniente  las  cuestiones,  sobre 
todo  las  relativas  al  movimiento  escritura 
rio,  al  número  de  Notarías,  á  las  circuns 
tancias  de  localidad  y  á  las  implicaciones 
personales» 
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Utilizando  (an  ventajoso  eoAcorso  de  la- 
ces, y  resolviendo  prudencialmente  á  veces 
sobre  dictámenes  opuestos,  se  ha  formulado 
el  presante  arreglo  definitivo  del  Notariado, 
y  los  estados  demostrativos  del  número,  ya 
total,  ya  relativo  de  las  Notarías  que  se  es- 
tablecen, y  que  se  presentan  también  á  la 
aprobación  de  V.  Mí  como  parte  integrante 
del  decreto,  están  basados  sobre  estos  prín^ 
cipios  y  garantías. 

Fundado  en  lo  expuesto  ,  el  Ministro  que 
suscribe  tiene  la  honra  de  someterá  la  apro- 
bación de  V.  M.  el  presente  proyecto  dé 
decreto.  Madrid  28  do  diciembre  de  1866.— 
Señora:  A.  L.  R.  P.  de  V.  M.— Lorenzo 
Arrazola. 

REAL  DECRETO. 

Para  llevar  á  efecto  el  arreglo  definitivo 
del  Notariado,  conforme  á  lo  prevenido  en 
el  arl.  3.^  de  la  ley  de  28  de  mayo  de  1862 
y  en  el  4.®  del  reglamento  gjeneral  para  el 
cumplimiento  de  la  misma; 

Teniendo  en  consideración  lo  oue  sobre 
«lio  me  ha  expuesto  mi  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia ,  después  de  haber  oido  á  las  Au- 
diencias, Gobernadores  de  provincia  y  Di- 
pulacioues  provinciales,  según  ordena  el 
arl.  4.*  de  dicha  ley;  como  asimismo  á  las 
juntas  directivas  de  los  colegios  de  Nota- 
rios, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Artículo  1.®  En  cada  diitríto  notaría! 
habrá  el  número  de  Notarías,  con  cíl  punto 
de  residencia  habitual  del  Notario,  y  susli-* 
tucioncs  que  se  expresan  en  el  estado  apro- 
bado por  mi  con  esta  fecha,  y  el  cual  será 
considerado  como  parle  del  presente  de* 
creto. 

Arl.  2.**  Cesarán  todas  las  autorizacio- 
nes concedidas  á  los  Nótanos  para  residir 
6  ejercer  en  punto  distinto  del  que  les  mar- 
que su  lilulo,"  debiendo  volver  á  sus  resi- 
dencias dentro  del  término  'de  90  dias,  á 
contar  desde  la  publicación  de  este  de- 
creto, 

t  Si  hubiese  Notaría  vacante  en  el  punto  6 
distrito,  eo  que  residen  ó  ejercen  actual- 
mente, podrán  solicitar  su  traslación  defi- 
nitiva á  ella:  no  solicitándola,  se  entiende 
que  optan  por  volver  á  su  antigua  resi- 
dencia. 

Art.  3.**  Los  Notaríos  que  con  arreglo  á 
sus  títulos  estuviesen  facultados  para  dar  fé 
en  pueblos  pertenecientes  á  distintos  parti- 
dos judiciales ,  se  limitarán  en  lo  sucesivo  á 
actuar  en  el  que  tuvieren  señalada  la  resi- 
dencia. 

^tL  4.®  Todos  los  Notarios  actuales, 
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aunque  excedan  en  hámero  al  de  las  ÑÓta- 
rías,  y  los  que  se  nombraren  en  lo  sucesivo, 
podrán  ejercer  en  su  residencia ,  y  además 
indistintamente  en  lodos  los  pueblos  del  dis- 
. frito  notarial,  con  arreglo  al  art.  8.®  de  la 
ley  del  Notariado. 

t^ara  trasladarse  con  dicho  objeto  á  una 
población  que  sea  residencia  de  otro  Notario 
deberán  ser  previa  y  especialmente  requ^fti- 
dos ,  cuya  circunstancia  se  hará  constar  en 
el  documento  que  autoricen. 

Arl.  5.^'  En  los  casos  de  vacante,  se  en- 
cargará de  la  Notaría  el  sustituto  designado 
en  el  estado  adjunto  á  este  real  decreto,  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  arl.  6.®  de 
la  ley. 

Si  hubiere  dos  ó  mas  Notarios  en  el  punto 
donde  ocurriese  la  vacante,  será  sustituto  el 
que  siga  en  antigüedad  ,  segim  la  fecha  de 
su  título ,  at  Notario  que  la  hubiere  causado; 
y  si  fuere  el  mas  rtioderno ,  será  süslituido 
por  el  mas  antiguo. 

Art.  6.^  Las  sustituciones  designadas  en 
«I  estado  adjunto-á  este  decreto  podrán  va- 
riarse por  justa  causa,  acreditada  en  exj^e- 
diente  gubernativo ,  oyendo  previamente  á 
la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia  del 
territorio  á  que  corresponda  ta  Notaría. 

Art.  7.^  •  En  caso  de  enfermedad  ,  ausen- 
ciá ,  tuhabilitacion  ó  cualquier  otro  género 
de  imposibilidad  temporal  de  un  Notario, 
este  podrá  designar,  para  que  le  sustituya, 
á  otro  de  la  misma  residencia,  conforme  al 
art.  133  del  reglamento. 

Si  no  hubiere  otro ,  le  sustituirá  el  desig- 
nado para  los  casos  de  vacante. 

Art.  8.®  La  sustitución  de  las  Notarías 
vacantes  no  da  á  los  sustitutos  derecho  pre^ 
ferente  sobre  los  demás  Notarios  del  propio 
tlistritopara  ejercer  la  fé  púbíidaektrajudicial 
en  el  punto  donde  radiquen  aquellas,  y  solo 
{es  autoriza  para  encargarse  del  protocolo, 
obligados  á  su  custodia,  y  para  librar  las 
copias  que  con  referencia  á  él  se  les  pidan, 
conforme  á  las  leyes. 

Art.  9.®  Cuando  la  sustituciori  de  las  No« 
larías  sea  por  cualquiera  do  las  causas  mar- 
cadas en  el  art.  7.^,  los  demás  Notarios  del 
-distrito  no  podrán  ejercer  en  el  pueblo  de  la 
residenciá  del  sustituido ,  sino  siendo  requei> 
ridos  prévíamente  por  las  partes,  como  .se 
previene  en  el  párrafo  segundo  del  art.  4.® 

ArL  10.  Los  antiguos  Notarios  de  Rei^ 
nos ,  que  no  tengan  fija  residencia,  conti- 
nuarán ejerciendo  sin  sujeción  á  distritos  no- 
tariales, con  arreglo  á  lo  que  previene  el 
art.  10  del  apéndice  al  reglamento*. 

Art.  11.  Los  Notarios  excedentes  y  los 
que  residan  actualmente  en  punto  en  qut  no 


deba  liaber  Notarfa ,  podrán  trasTádar  su  re- 
sidencié á  cualquiera  de  las  creadas  en  el 
mismo  distrito,  que  se  halle  vacante.  Para 
ello  deberán  solicitarlo,  por  conducto  del 
Regente  de  la  Audiencia,  dentro  de  dos  nce- 
8&S ,  á  contar  desde  la  publicación  de  este 
decreto.  No  solicitándolo,  se  considerará  co^ 
mo  vacante  ,  y  se  proveerá  en  tal  concepto 
la  Notaría  nuevamente  creada. 

En  el  caso  de  este  artículo  ,  si  dos  ó  mas 
Notarios  pidiesert  traslación  á  un  mismo 
punto,  se  dará  la  preferencia  á  aquel ,  á  cu- 
ya antigua  demarcación  hubiese  perteneci- 
do el  pueblo  de  la  nueva  Notaría ,  y  en  su 
defecto  al  que  resida  en  punto  mas  próximo 
á  la  misma. 

Para  estas  traslaciones  no  será  necesario 
obtener  nuevo  título;  pero  deberá  presentar- 
se el  antiguo  al  Regente  de  la  Audiencia  á 
fin  de  que  ponga  en  él  la  nota  correspon- 
diente ,  con  expresión  de  la  real  órden  en 
qbe  se  hubiere  autorizado  la  traslación  de 
residencia. 

Arti  12.  En  las  poblaciones  en  que  haya 
actualmente  mayor  número  de  Notarios  que 
el  de  Notarías  según  la  nueva  demarcación^ 
se  suprimirán  las  plazas  de  los  que  cesen 
por  cualquier  motivo,  aunque  sean  de  pro- 
piedad particular,  hasta  que  quede  reduci-^ 
do  el  numero  de  aquellos  al  de  estas. 

Lo  propio  se  entenderá  respecto  de  los 
Notarios  que  residan  actualmente  en  punto 
en  que  no  deba  haber  Notaría ,  y  no  hubie- 
sen hedió  uso  def  derecho  que  les  concede 
el  artículo  anterior. 

Art.  13.  Desde  la  publicación  de  este 
real  decreto  no  se  proveerán  otras  Notarías 

3ue  las  que  resulten  vacantes  en  los  puntos 
esignados  en  la  nueva  demarcación.  Para 
este  efecto  se  considerarán  como  vacantes 
lasque  se  hallen  en  alguno  de  los  casos  ex- 
presados en  el  art.  8.®  del  reglamento. 

Art.  14.  Las  vacantes  se  anunciarán  de 
órden  del  6ubier4io  en  la  Gacela  de  Madrid 
y  en  los  Boletines  oficiales  de  las  provin- 
cias del  territorio  del  Colegio  Notarial,  y 
además  por  medio  de  edictos  en  la  cabeza 
del  partido  judicial  á  que  pertenezca  la  No* 
taria. 

Art.  15.  En  el  plazo  de  46  días  natura- 
les iá  improrogabtes ,  contados  desde  el  ex- 
presado anuncio  en  la  Gaceta,  presentarán 
sus  solicitudes  documentadas  los  duerios  de 
oficios  enajenados ,  que  quieran  hacer  uso 
deiHerecho  que  les  concede  la  sexta  de  las 
disposiciones  transitorias  de  la  ley ,  y  á  la 
vez  los  antiguos  Notarios  de  Reinos  sin  re- 
sidencia fija,  y  los  que ,  teniéndola  en  pun- 
to tío  designado  para  Notaría ,  ó  en  que  ha- 
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número  excedente ,  pretendan  8U  kaalt- 
fiion  á  la  vacante. 

Las  solicitudes  se  dirigirán  al  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  por  conducto  de  la  Sa- 
la de  gobierno  de  la  Audiencia  del  terrilo- 
rio,  la  cual  instruirá  ei  oportuno  e|:pedien- 
te,  y  lo  elevará  con  Ips  documentos  origi- 
nales, inrormando  y  clasificando,  en  su  ca« 
so,  á  los  aspirantes,  con  arreglo  á  lo  que  se 
dispone  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  16.  Los  dueños  de  oficios  enajtna- 
jdos,  que  soliciten  la  vacante  para  sí,  ó  para 
la  peraona  que  presenten,  renunciando  á 
la  indemnización ,  serán  preferidos  á  todos 
los  demás  aspirantes;  y  entre  ellos,  cuando 
concurrieren  dos  6  mas,  se  guardj^r¿  el  or- 
den de  prererencia  que  sigue: 

1.  ^  Él  due^o  del  oficio,  que  haya  sido 
reemplazado  por  la  misma  Notaría  yaci^ite 
.que  se  Irate  de  proveer. 

2.  *  El  dueño  de  cualquier  oficio  enaje- 
nado, que  hubiese  radicado  ep  la  misaba  po- 
blación. 

3.  ^  El  que  ceda  la  propiedad  de  jjn  ofi-' 
cío  radicado  en  otro  punto  del  propio  dis- 
trito notarial. 

4.  ®  £1  que  por  haber  incoado  su  expe- 
diente antes  del  ^  de  mayo  de  )86?,  en 
que  se  promulgó  la  ley  del  Notariado,  solí- 
cite  Nolarjá  en  distrilo  distinto  de  aquel  en 
,que  radique  el  oQcio  cuya  propiedad  renun- 
cie ,  conforme  se  declaró  j)Qr  la  real  órden, 
que  qu^da  vigente,  de  15  de  noviembre 
de  1864. 

En  los  casos  2.®,  3.®  y  4.®,  si  concurriesen 
dos  ó  mas ,  se  dará  la  preferencia  al  que 
presente  Notario,  con  residencia  en  punto  no 
designado  para  Notaría  ,  ó  Notario  de  Reinos 
sin  residencia  fija ,  y  en  otro  caso  al  mas 
meritorio  y  digno,  á  juicio  del  Gobierno,  de 
los  presentados  para  servir  la  Notaría. 

Art.  17.  No  solicitando  1^  vac?tnte  nin 
gün  dueño  de  oficio  enajei^do  qge  .tenga 
derecho  á  ella,  se  proveerá  en  Notario  que, 
residiendo  en  punto  no  designado  para  No- 
taría ,  Q  en  queiiaya  lujmero  exce¿|,enle,  pi- 
da la  traslación ;  ó  en  Notario  de  JReinos  sin 
residencia  fija;  observándone ,  si  fuesen  dos 
ó  mas  los  aspirantes,  ej  orden  de  preferencia 
que  sigue:  • 

1.  ®   Notario  del  mismo  distrito  notarial, 

2.  ®  Notario  del  territorio  del  propio  co< 
legio,  que  resida  en  población  de  Igual  jÓ  su< 
perior  categoría. ' 

3.  ^  Notario  de  distinto  territorio  «iota- 
rial ,  que  reúna  la  circunstancia  expresada 
en  el  número  anterior. 

4.  ®   Notario  de  Reinos  sin  residencia  fija 

5.  ^  Notario  que  regida  en  población  de 


inferior  categoría,  ai  reúne  loa  requíaítot 

exigidos  por  el  art.  124  del  reglamento  pa- 
ra aspirar  á  I9  vacante. 

Arl.  18.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  el  Gobierno  podrá  hacer 
uso,  con  preferencia,  de  la  facultad  que  le 
concede  el  arl.  129  del  reglamento ,  para 
trasladar  á  la  vacante  á  otro  Notario  contra 
su  voluntad,  mediando  justa  causa. 

Art.  10.  Los  Notarios  con  residencia  en 
punto  designado  para  Notaría,  sin  que  ha* 
ya  número  excedente,  podrán  (amblen,  den? 
tro  del  plazo  señalado  en  el  arl.  15,  solicitar 
su  traslación  á  la  vacante,  aunque  sean  de 
otro  territorio  ó  distrito,  y  lea  será  otorga- 
da no  concurriendo  aspirantes  de  los  expre- 
sados en  los  artículos  que  preceden,  siempre 
que  reúnan  los  requisitos  exig^idoa  por  al 
art.  121  del  reglamento. 

Cuando  el  aspirante  sea  de  otro  territorio, 
la  Sala  de  gobierno  que  instruya  el  expe- 
diente, oirá  el  parecer  de  la  de  la  Audiencia, 
en  cuya  demarcación  resida  aquel,  y  el  de 
las  respectivas  junlaa  directivas  de  loa  Co- 
legios Notariales,  con  arreglo  al  art.  127  del 
citado  reglamento. 

Art.  20.  Las  vacantes  que  resulten  por 
traslación  se  proveerán  en  la  forma  antea 
expresada,  mientras  haya  Notarios  exce* 
denles,  6  con  residencia  en  punto  no  dcsig* 
nado  para  Notaría. 

Luego  que  queden  reducidos  los  Notarioa 
al  número  fijo  de  Notarios,  se  observará 
puntualmente  lo  que  disponen  el  art.  126  y 
el  til.  lU  del  xeglamento. 

Art.  21.  Trascurrido  el  plaao  señalado 
en  el  art.  15  sin  que  hayan  solicitado  la  va* 
cante  los  interesados  que  en  el.  mismo  se 
expresan,  se  proveerá  por  oposición  con  ar- 
reglo al  art.  12  de  la  ley  y  al  (ít.  3.®  del  re- 
glamento, anunciándose  de  nuévo  la  vacan- 
te en  la  iorma  y  por  el  plazo  que  prescri- 
ben tus  arls.  9.^  y  10  de  dicho  reglamento. 

Art.  22.  Se  proveerán  también  por  opo- 
sición todas  las  vacantes  que  ocurran  en  ca- 
da territorio  notarial*  luego  que  no  haya  en 
el  mismo  Notarios  excedentes,  ó  que  que- 
den reducidos  al  número  fijo  de  Notarías. 

£n  tal  caso ,  los  dueños  de  oficios  enaje^ 
nados,  que  quieran  hacer  uso  del  derecho 
que  les  concede  la  sexta  de  las  disposicio- 
nes transitorias  de  la  ley,  presentarán  su 
solicitud  documentada  dentro  del  mismo 
plazo  por  el  que  se  haya  anunciado  la  va- 
cante, al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  pojí 
el  cual  se  comunicará  la  órden  oportuna 
para  que  se  suspendan  los  actos  de  la  opo- 
sición hasta  qae  quede  resuelta  la  pretcn- 
si9a  de  aquellos. 


Digitized  by 


73t 


PABTE  LEGlfiLATWAi 


Lo  dispaesk)  en  ei  párrafo  primero  dees* 
te  arlículo,  se  entiende  sin  perjuicio  del  de« 
recho  de  ios  Notarios  para  soJicilar  Irasla- 
eion  antes  de  anunciarse  la  vacante  en  la 
Gaeeia,  con  arreglo  á  los  arls.  124  y  126 
del  reglamento;  y  lo  propio  se  entenderá 
respecto  de  los  Notarios  de  Reinos  sin  resi- 
dencia, y  de  los  excedentes  de  otro  territo- 
rio notarial. 

Art.  23.  Si  en  alguna  población  existie- 
sen actualmente  Notarios  incompatibles  por 
«er  parientes  dentro  del  cuarto  grado  civil 
de  consanguinidad,  ó  segundo  de  afinidad, 
y  no  hubiere  cuatro  ó  mas  Notarios  no  pa- 
rientes entre  sí,  la  Sala  de  gobierno  de  fa 
Audiencia  lo  pondrá  en  conocimiento  del 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  requiriendo 
previamente  á  los  inlerc^sados  para  que  ma- 
nifiesten dentro  de  15  diassi  alguno  de  ellos 
desea  traslación. 

£1  Gobierno  trasladará  desde  luego  al  que 
io  desee,  y  en  otro  easo  al  mas  moderno ,  á 
otra  Notaría  de  U  propia  categoría  del  mis- 
mo territorio  notarial,  si  la  bubiere  vacante. 
No  tiabiéndola se  veriñcará  la  traslación 
luego  que  resulte  vacante,  ó  cuando  pre- 
tenda la  plaza  del  incompatible  cualquier 
notario  de  jgual  categoría,  ó  de  la  superior 
inmediata,  del  mismo  territorio,  en  cuyo 
easo  aquel  será  Uasladado  á  la  plaza  de 
este. 

Art.  24.  El  Gobierno  podrá  acceder  á 
permutas  entre  Notarios  que  desempeñen 
oficios  de  igual  categoría  en  el  mismo  ó  en 
otro  territorio  siempre  que  á  ello  no  se 
expongan  rattoaes  del  mejor  servició ,  sobre 
4o  cual  deberá  oirse  á  las  Salas  de  gobierno 
y  juntas  de  los  respectivos  Colegios  Nota» 
ríales. 

Para  eoncederlas  en  otro  caso  deberán 
eorícurrir  motivos  de  utilidad  pública,  á 
juicio  del  Gobierno ,  como  previene  el  ar- 
táoulo  130  del  reglamentó ,  y  observarse  los 
idemás  requisitos  que  en  el  mismo  se  esta- 
blecen. 

No  se  concederán  sino  entre  Notarios  que 
«irvan  oñcios  de  categoría  inmediata.  Tam- 
poco podrán  concederse,  si  el  Notario  que 
debe  pasar  á  la  plaza  de  inferior  categoría, 
^cede  en  mas  de  10  años  de  edad  al  otro 
permutante. 

Art.  25.  Para  los  efectos  4e  este  real 
decreto,  y  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en 
el  art.  124  del  reglamento  para  las  Irasla- 
cienes  como  premio,  las  Notarías  se  consi- 
derarán divididas  en  las  cuatro  categorías 
que  determina  el  art.  37  del  reglamento ,  á 
saber: 

1.^  Notarla  de  residencia  ca  Madrid. 


2.  *  Notaría  de  residencia  en  eapital  da 
provincia  de  primera  clase. 

3.  *  Notaría  en  capital  de  cualquiera  otra 

provincia. 

4.  *  Todas  las  demás  no  comprendidas 
en  las  tres  categorías  anteriores. 

Art.  26.  Solo  los  Notarios  que  sean  nom» 
brados  mediante  oposición,  llenarán  el  re- 
quisito exigido  por  el  art.  14  de  la  ley  y  el 
37  del  reglamento. 

Art.  27.  Los  expedientes  incoados  antes 
de  la  publicación  de  este  real  decreto  en  sor 
licitud  de  Notarías  mediante  reversión  de 
oficios  enajenados,  de  traslación  ó  permutas, 
se  resolverán  con  sujeción  á  las  reglas  esta- 
blecidas en  el  mismo;  pero  en  igualdad  de 
circunstancias  los  que  los  hayan  promovido 
serán  preferidos  á  cualquiera  otro  aspirante. 

Art.  28.  El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia 
diciará  las  disposiciones  necesarias  para  que 
los  dueños  de  oñcios  enajenados  dti  la  til 
pública  presenten  en  un  plazo  Rjo  los  docu- 
mentos que  acrediten  su  derecho  de  propie- 
dad ,  á  fin  de  calificarlos  por  la  via  guber- 
nativa. 

Art.  29.  Quedan  derogadas  todas  las 
reales  disposiciones  que  rigen  en  la  mate- 
ria, en  cuanto  se  opongan  al  presente  de- 
creto. Dado  en  Palacio  á  28  de  diciembre  de 
1866.— Está  rubricado  de  la  leal  mano.-^ 
El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  Lorenzo 
Arrazóla. o  (Gac.  31  diciembre.) 

{NOTA.)  El  eslüdo  demostraliüo  de  las 
Noiarias  se  insertará  en  el  número  próximo  . 
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flentenelAA  del  Tribunal  Sapreñia  em 
recursos  ensaelon,  nalidad  é  In* 
Justicia  aotorla. 

BECUBSO  BE  CASACION.  No 

procede  este  contra  la  sentencia  que  repe^ 
le  la  demanda  por  defectos  en  el  modo  de 
proponerla f, porque  no  poníe¡}d6  término 
ai  juicio j  no  es  definitiva.— Las  provi* 
dencias  dictadas  para  llevar  á  efecto  b 
convenido  en  un  acto  de  conciliuoion  uo 
son  susceptibles  de  casation. 

SeDteBcisi  de  28  de  selienbre  de  lSd3. 

Confirma  el  Tr  ibunal  Supremo  h  pro- 
videacia  do  la  Sa  la  primera  de  la  Audiea- 
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<ia  de  Canarias  que  negó  la  admisión  del 
recurso  de  casación  interpuesto,  con  arre- 
glo al  arL  i. 012  de  la  ley  de  Eojuícia- 
miento  civil ,  por  D.  José  Falcón  y  Vega, 
contra  un  fallo  de  la  misma  por  los  funda- 
mentos expuestos  en  el  epígrafe.  {Gaceta 
3  oclubr^.) 

TESTAMEUTOS.  Cuestión  sobre 
nulidad  de  cláusulas  testamentarias  por 
recaer  la  institución  y  las  mandas  y  le- 
gados en  personas  torpes, -^No  procede 
el  recurso  de  casación  contra  los  conside- 
randos, ni  pueden  ser  con  ellos  infringi- 
dos los  arts.  61  y  333  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento dvil  y  otras  leyes. 

Senteftcii  de  28  de  seticnbre  de  ,1866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  San  Pe* 
dro  y  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  por  doña  Mariaua  Monmany 
con  D.  Francisco  Rius  y  doña  Ventura  Ju- 
liá  y  con  los  albaceas  de  D.  Antonio  Mon- 
many, sobre  nulidad  de  ciertas  cláusulas 
del  testamento  de  este,  en  que  dejó  un 
legado  á  la  doña  Mariana ,  otro  mayor  á 
doña  Ventura  Julia,  é  instituyó  heredero 
al  niño  Antonio  Francisco  de  Paula  Ra- 
meo, á  quieu  había  sacado  de  pila,  y 
era  hijo  legítimo  de  los  citados  D.  Fran- 
cisco Hius  y  doña  Ventura  Julia.  Muerto 
el  D.  Antonio  en  13  de  julio  do  1861  ba- 
jo el  testamento  que  acaba  de  referirse, 
en  16  de  setiembre  entabló  demanda  su 
hermana  doña  Mariana  solicitando  que  se 
declarasen  nulas  y  sin  valor  ni  efecto  to 
das  las  cláusulas  y  disposiciotnes  del  mis- 
mo  ordenadas  ¿  favor  de  los  consortes  don 
Francisco  Rius  y  doña  Ventura  Juirá  y 
del  impúber  Antonio  Francisco  Ramón, 
ahijado  del  testador,  y  se  adjudicase  la 
herencia  de  este  con  sus  frutos  y  réditos 
á  quien  de  derecho  correspondiera  la  su- 
cesión; para  lo  cual  alegó  que  D.  Antonio 
Monmany  desde  antes  del  año  de  1857 
tuvo  trato  ilícito  y  relaciones  carnales  con 
doña  Ventura  Juiiá  con  consentimiento  y 
beneplácito  de  su  marido:  que  durante 
ella&  nacieron  las  niñas  Antoúias  y  el  ni- 
ño Antonio  Ramón,  de  los  cuales  fué  pa- 
drino Monmany  y  á  quien  hicieron  creer 


que  los  dos  últimos  eran  hijos  suyos:  que 
la  mujer  adúltera  é  incestuosa  no  podía 
adquirir  por  testamento  ni  contrato  entre 
vivos  cosa  alguna  de  aquella  persona  con 
la  que  tuvo  el  trato  ilícito,  siendo  nula  su 
institución  y  la  manda  ó  legado  hecho  á 
la  misma  y  al  marido  consentidor  por  re- 
caer en  persona  torpe:  que  D.  Antonio 
Monmany  nombró  heredero  al  niño  Anto- 
nio Francisco  Ramón  en  la  creencia  de 
que  era  su  hijo;  y  si  no  lo  era,  la  institu- 
ción tenia  que  ser  nula  como  fundada  en 
u¿ia  causa  falsa;  y  si  lo  fuese,  tampoco  se 
podría  sostener  por  ser  hijo  adulterino  é 
mcestUQSo;  á  lo  que  se  agregaba  que,  pro- 
hibiendo la  ley  que  la  mujer  que  cometía 
dichos  delitos  pudiera  adquirir  directa- 
mente ni  mediante  otra  persona  cosa  a^ 
guna  de  su  cómplice,  la  herencia  de  este 
no  debía  ser  en  caso  alguno  para  el  hijo 
de  aquella,  porque  si  no  por  medio  de  él 
podían  indirectamente  llegar  á  la  misíua 
los  bienes  hereditarios. 

impugnada  la  demanda  por  los  consor- 
tes Rius  y  su  mujer  y  por  los  albaceas,  el 
Juez  de  primera  instancia  dictó  seniencia, 
que  revocó  la  Sala  primera  de  la  Audien- 
cia de  Barcelona  por  la  suya  de  15  de  ju- 
nio de  1865,  en  la  que  absolvió  á  don 
Francisco  Rius  y  doña  Ventura  Juliá,  y 
á  los  albaceas  testamentarios  de  D.  An- 
tonio Monmany,  de  la  demanda  contra 
ellos  propuesta  por  dona  María  Monmany, 
y  declaró  á  esta  privada  de  todo  cnanto 
en  favor  de  la  misma  dispuso  D-  Antonio 
en  su  testamento,  y  no  haber  lugar  á  de- 
clarar injuriosa  la  demanda,  ni  hacer  es- 
pecial condenación  de  costas. 

Contra  este  fallo  interpuso  la  deman» 
danto  recurso  de  casación  porque  en  su  con^ 
cepto  se  han  infringido  multitud  de  leyes 
que  citó ,  pero  el  Tribunal  Supremo  por 
sentencia  de  28  de  setiembre,  declara  no 
haber  lugar  al  recurso  en  estos  términos: 

«Considerando  que  los  motivos  ntcgado» 
en  primero  y  seg^ando  lugar  acerca  del  inte- 
rés de  la  recurrente  en  este  pleito  se  dirig^en 
contra  los  considerandos  de  la  ejecutoria ,  y 
n.)  puoden  servir  de  fundamento  de  un  re- 
curso de  casación  como  lo  ha  declarado  frc* 
cucnlísimamente  este  Supremo  Tribunal ,  ni 
por  tanto  han  podido  ser  infringidos  los  ar- 
tículos 61  y  333  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
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civil »  ni  las  leyes  de  Partida  y  romanas  que 

86  invocan: 

Considerando  que  no  puede  calificarse  co- 
mo prejudicial  la  acción  ejercitada  por  doña 
Mariana  Monmany,  lanío  porque  po  se  re- 
duce á  una  cuestión  de  Hbertad  ó  sobre  el 
estado  civil  de  las  personas ,  como  porque 
pidió  expresamente  en  la  demanda  resolu- 
ciones tan  formales  y  definitivas  como  la  de 
que  se  adjudicase  la  herencia  á  quien  de 
derecho  correspondiera;  por  lo  cual  la  eje- 
cutoria no  ha  inrringido  las  leyes  del  Código 
y  del  Difi^esto  que  se  citan  en  el  recurso: 

Consioerando  que  la  Sala  sentenciadora 
al  asentar  que  no  son  personas  indignas  ddn 
Fracisco  Rius  y  su  mujer  doña  Ventura  Ju- 
liá,  así  como  que  no  se  ha  probado  que  sea 
adulterino  ni  incestuoso  el  niño  Antonio 
Francisco  Rius  y  Julia ,  ha  apreciado  todas 
las  probanzas  que  se  han  sunninjstrado  por 
las  partes ,  sin  que  contra  esta  apreciación 
se  haya  alegado  la  iprraccion  de  ley  alguna 
ó  doctrina  admitida  pqr  la  jurisprudencia  de 
los  tribunales ,  ni  se  haya  faltado  como  se 
supone  á  las  refalas  de  la  sana  crítica ;  y  por 
consecuencia  la  ejecutoria,  al  absolver  á 
los  demandados  no  ha  infringido  la  variedad 
de  leyes  que  se  citan  de  los  Códigos  roma- 
nos y  de  España  ,  ni  el  arL  317  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  lo.8  motivos  alegado» 
en  sexto  y  sét;,mo  lugar  sotare  si  hubo  ó  po 
error  de  parle  del  difunto  Monmany  creyen- 
do ó  no  que  era  su  hijo  el  heredero  institui- 
do ,  además  de  estar  formulados  en  leVmi- 
nos  dubitativos ,  se  refieren  esencialmente  á 
los  considcrandoa  de  la  sentencia,  contra 
los  cuales  no  prooe.de  el  recurso  de  casación, 
según  las  declaraciones  de  e^te  tribunal  y 
nunca  procederían  ,  pues  aunque  se  hubie- 
sen formulado  jde  una  manera  positiva ,  no 
obstaría  el  no  estar  apreciados  los  hechos  en 
que  descansan  aquellos  fundamentos  por  la 
Sala  sentenciadora ;  por  todo  lo  cual  no  4)au 
podido  ser  infringidas  las  leyes  y  doctrinas 
que  con  tanta  profusión  coaio  Impertinencia 
se  invocan: 

T  considerando  que  la  condición  impuesta 
por  D.  Antonio  Monipany  en  el  legado  he- 
cho á  su  hermana,  y  qué  esta  ha  qnebranta- 
do  impugnando  el  testamento,  no  puede 
decirse  contraria  á  las  leyes  ni  á  las  buenas 
costumbres  ,  porque  el  legado  era  volunta- 
rio ,  y  además  la  condición  no  se  referia  á 
acontecimientos  futuros  que  pudieran  dar 
causa  á  ninguna  inmoralidad;  y  por  tanto  la 
ejecutoria ,  al  privar  del  legado  a  doña  Ma- 
riana, no  ha  infringido  las  leyes  del  Digesto 
y  do  las  Partidas ; 


Fallamos  que  debemot  declarar  y  decía-:' 
ramos  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  doña  Mariana  Monmany^ 
etc.»  (Crac.  3  octubre.) 


D£3AFn£BO  PE  PAISANOS.  No 

procede  el  desafuero  cuando  fundándose 
en  la  resistencia  y  lesiones  á  un  guardia 
civil,  tienen  lugar  en  una  reunión  de 
confianza  entre  el  agresor  y  el  guardia ,  ó 
no  estando  desempeñaíido  actos  del  ser-* 
vipio. 

Decisión  de  29  de  selieiibre  de  1866^ 

Competeocla  entre  el  Juzgado  de  la 
Capitanía  general  de  Granada  y  el  Juez 
de  primera  instancia  de  Santa  Fé  acerca 
del  conocimiento  de  la  causa  formada  al 
paisano  AotoDio  Quevedo  por  lesiones  á 
UD  guardia  civil.  Se  decide  á  favor  del 

¡uez  de  primera  inslancia  por  senteucia 
e  29  de  setiembre: 

ttConsiderando  que,  según  lo  determinado 
en  la  R.  O.  de  8  de  noviembre  de  1846  y 
en  el  art.  4.®,  til.  3.*»,  tratado  8.®  de  las  or- 
denanzas del  ejército,  quedan  sujetos  á  la 
jurisdicción  militar  los  que  atropellan,  iñ« 
sultán  ó  resisten  á  la  Guardia  civil  cuando 
está  desempeñando  actos  deí  servicio: 

Y  considerando  que  el  guardia  civil  heri- 
do recibi<^  las  lesiones  que  han  motivado  la 
formación  de  la  presente  causa  en  una  riña 
suscitada  en  un  almuerzo,  en  cuyo  caso  es 
evidente,  atendida  la  naturaleza  enteramen- 
te privada  de  aquel  almuerzo  y  la  situación 
cxtraolicial  etique  voluntariamente  se  colo- 
caron dicho  guardia  civil  y  su  compa|íero  to- 
mando parte  en  la  reunión  y  en  las  bromas 
originarias  de  la  quimera,  que  no  hubo 
atropeliamiento  á  dichos  individuos  en  acto 
de  servicio,  y  que  por  consiguieúle  el  que  se 
atribuye  al  encausado  Quevedo  no  produjo 
desafuero.»  (Gac,  3  octubre.) 


M.  M.  Alcubilla,  Director  jtropíetano, 
y  Editor  responsable. 


MADRID.— Impi  de  SI  Oonsoltor  d  earfo  d«  E.  d« 
ift  Riv»,  BarqaUlo  15.~Ai^iiittt,  FoQift:to,  I,**,  iitfUt, 
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Leyes,  decretan,  realen  ór4e»esy  clrev- 
lares  de  los  eeniroe  dlreeilTos: 

NOTABIADO.-B.  V.  de  28  de  diciembre 
fijando  7  oreftiido  el  námero  de  Notarías 
de  cada  distrito ,  con  arrearlo  ¿la  ley  de  28 
de  muyo  de  1862.— Sjeroicio  de  las  Nota- 
rías: vacantes:  sustituciones:  Notarios  de 
reinos:  derechos  de  los  dueños  de  oficios 
enajenados,  etc.  etc. 

(CdntinaacioD.) 

Estado  demostrativo  del  número  de  Nota- 
rias  establecidas  en  cada  partido  judicial^ 
con  la  designación  de  tos  punios  de  mt- 
dencia  y  sustilulos  de  los  Noiarios. 

AUDIENCIA  DE  ALBACETE. 

PHOVINCIA  DI  ALBACBt^. 

Partido  judicial  de  Albacete.-^S  notarios. 

Paulos  de  residencia.  Soslitatos. 


4  Albacete   Mú  lúa  mente. 

1  La  Gineta   £1  de  Barrax. 

1  Barrax   El  de  La  Gineta. 

Alóarás,—^  notarias. 

2  Alcaráz   Mútuamenle. 

2  El  Bonillo   Múluamente. 

1  Riopar   El  de  Bogarra; 

1  Bogarra   El  de  Riopar. 

Almansa, — 3  notarias. 

2  Almansa  *  Múluamente. 

1  Caudele   El  mas  moderno  de  Al- 

mansa. 

CasaS'Ibañcz. — 4  notarios» 

i  Casas-Ibañez.  .  El  de  Casas  de  Ves. 

1  Casas  de  Ves..  .  El  de  Casas- Ibañez. 

1  Jorquera   El  de  Mahora. 

1  Mahoraít   El  de  Jorquera. 

Ckinchilla,^^  notarias. 

2  Chincliilla.  .  .  .  Múluarmenle. 

1  Higueruela. .  .  .   El  mas  antiguo  de  Chin- 
chilla. 
Tomo  X  del  D  ic<í» 


1  Peñas  de  San  Pe* 

dro   El  mas  moderno  de 

Chinchilla. 

Hellin. — 4  notarias, 

2  Hellin   Mútuamenle. 

2  Tobarra   Múluamente. 

La  Roda.— 6  notarias. 

2  La  Roda   Múluamente. 

1  Villarrobledo..  .   El  mas  moderno  de  La 
Roda. 

1  Tarazooa   El  de  Villargordo  del 

Júear. 

1  Villargordo  del 

Júcar   El  de  Tarazona. 

1  Lezuza   El  de  Villarrobledo. 

Yehte.^3  notarias, 

1  Yeste   Elde.ElchedelaSierra. 

1  E^lchedelaSier* 

ra   El  de  Yeste. 

1  Nerpio   El  de  Yeste. 

PROVIHCIA  DE  ClUDAD-REAl. 

Partido  judicial  de  Alcázar  de  Son  Juan.— 
8  notarias. 

2  Alcázar  de' San 

Juan   Múluamente. 

2  Herencia   Mutuamente. 

2  Tomelloso..  .  ,  .  Múluamente. 
1  Campo  de  Crip- 

tana   El  de  Socuéllamos. 

1  Socuellamos.  .  .   El  de  Campo  de  Crip- 
tana. 

i4¿fwaJ<tt.— 4  notarias. 

1  Almadén   El  de  Chillón. 

1  Chillón   El  de  Almadén. 

1  Agudo   El  dp  Chillón. 

1  Fuencaliente. .  .  El  de  Almadén. 

Almagro. notarias. 

3  Almagro   Mútuamenle. 

1  Calzada  de  Ca- 

lalrava   El  de  Valenzu^Ia. 

1  Valenzuela. ...   El  de  Calzada  de  Cala- 
trava. 

Almodóvar  del  Campo. — 4  notarias. 

1  Almodóvar  del 

Campo   El  de  Pucrtollano. 

1  Puertollano. ...   El  de  Almodóvar  del 
Campo. 
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1  Mestanza..  ...   £1  de  Puertollano. 

1  Abenojar   El  de  Almodóvar  del 

Campo. 

Ciudad'Real, — 5  notarios, 

3  Ciudad-Real. . .  Múluamcnle. 
1  Torralva  de  Ca- 

lalrava   £1  mas  moderno  de 

Ciudad-Real. 

1  Miguelturra.  .  .   £1  seg^undo  de  Ciudad- 

Real. 

DaimieL — i  notarios, 

2  Daimie)   Múluaraenle. 

2  Villarrubia  de 

Jos  Ojos.  .  . .  Mutuamente. 

Manzanares, — 4  notarios. 

2  Manzanares.  .  .  Mutuamente. 

1  Solana   El  de  Membrílla. 

1  Membrüla   El  de  Solana. 

Piedrabuena.^3  notarías, 

1  Piedrabuena.  .  .   £1  de  Navalpino. 
1  Malag^on   El  de  Piedrabuena. 

1  Navalpino.  •  .  i   £1  de  Piedrabuena. 

Valdepeñas,^^  notorias, 

2  Valdepeñas.  .  .  Mutuamente. 
1  Santa  Cruz  de 

Múdela   El  de  Torrenueva. 

1  Viso  del  Mar- 

El  de  Santa  Cruz  de 

Múdela. 
El  mas  antiguo  de  Val» 
depeñas. 

1  Moral  de  Cala- 

trava   £1  mas  moderno  de  Val- 

depeñas. 

Viüanueva  de  los  Infantes.—i  notarías. 

2  Villanueva  de 

los  Infantes...  MútuAmeote. 
1  Villamanrique..   El  de  Víllahermosa. 
1  Víllahermosa. ..   El  de  Villamaoriqueé 

PROVlNCíA  DB  CUENCA. 

Partido  judicial  de  Belmonte.-^ñ  notarios. 

1  Belmente   El  de  Hinojosos. 

1  Las  Pedroñeras.  £1  de  Mola  del  Cuervo. 
1  Motadel Cuervo.   El  de  Pedroñeras. 

1  Hinojosos   El  de  Belmonte. 

1  Vi  llar  ej o  de 

Fuentes   El  de  Villar  de  Cañas. 

1  Villar  de  Cañas.   £1  de  Viilarejo  de  Fuen- 
tes. 

Cañ€le."-h  nolariasl 
Cañete   El  de  Car  boneras. 


ques  

1  Torrenueva. 


1  Carboneras. ...  El  de  Cañete. 

1  Landete   El  de  Mira. 

1  Mira   El  de  Landete. 

1  Vhidemcca.  ...  El  de  Cañete. 

Cuenca. — 6  hotarias. 

2  Cuenca   Mutuamente. 

1  Villar  de  Domin- 
go Garcia....   £1  de  Villalva  de  la 

Sierra. 

1  Villalva  de  la 

Sierra   £1  de  Villar  de  Domin- 

go Garcia. 

1  San  Lorenzo  de 

la  Parrilla.  .  .    £1  de  Olmeda  del  Rey. 
1  Olmeda  del  Rey.   El  de  San  Lorenzo  de 
la  Parrilla. 

Huele. — 4  notarías. 

1  Huete   El  de  Torrejoncillo. 

1  Torrejoncillo  del 

Rey   El  de  Huele. 

1  Garcinarro.  ...  El  de  Peraleja. 

1  Peraleja   El  de  Garcinarro. 

Moiilla  del  Palonear. — 7  notorias, 

1  La  Moiilla  del 

Palancar. ...   £1  de  Campillo  de  Al- 
to-Buey. 

1  Campillo  de  Al- 
to-Buey. ...   £1  de  Motilladel  Palan- 
car. 

1  La  Minglanilla. .   £1  de  Iniesla. 

1  Iniesla   El  de  La  M¡nglanill«, 

1  Quinlanar  del 

Rey   El  de  Villanueva  de  la 

Jara. 

1  Villanueva  de  la 
Jara  


1  Buenache 
Alarcon.  . 


de 


El  de  Quinlanar 
Rey. 


del 


El  de  Motilladel  Palan- 
car. 

Priego, — 4  notarios, 

1  Priego   EMoBetela. 

l  Belela   El  de  Priego. 

1  Canalejas   El  de  Albalale  de  las 

Nogueras. 

1  Albalale  de  las 

Nogueras..  .  •   El  de  Canalejas. 

San  Clemente. notarios. 

2  San  Clemente...  Múluamenl^ 

i  Sisante   El  mas  moderno  de  San 

Clemente. 

1  Santa  María  del 

.Campo.  .  .    .    El  de  Honrubia. 

1  Honrubia   £1  de  Santa  María  del 

Campo. 
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Taraneon.—b  notorias. 


2  Tarancon.  . 
1  Villamayor 
Santiago. . 


de 


Múlaamenie. 


El  de  Horcajo  de  San- 
tiago. 
1  Horcajo  de  San- 
tiago  El  de  Villamayor. 

1  Uclés   El  mas  moderno  de  Ta- 

rancon. 

PROVIRCIA  DE  MURCIA. 

Partido  judicial  de  Caravaca.S  notorias, 

3  Caravaca   Múluamenle. 

1  Cehegía   El  mas  moderno  de  Ca- 

ravaca. 

1  Calagparra. ...   El  de  Moralalla. 
1  Moratalla   El  de  Calasparra. 

Cartagena. — 8  notarios, 

6  Cartagena   Mutuamente. 

1  Fuente-Alamo.  .   El  quinto  de  Cartagena. 

1  Garbanzal   £1   mas  moderno  de 

Cartagena. 
Cieza, — 6  notarios, 

2  Cieza   Mutuamente. 

1  Abanilla   El  de  Fortuna. 

1  Fortuna   El  de  Abanilla. 

1  Blanca   El  de  Villanueva. 

1  Villanueva.  ...  El  de  Blanca. 


Lorco, — 6  notarios. 


5  Lorca.  . 
1  Aguilas. 


Mutuamente. 

El  mas  mod.  de  Lorca. 


Muía, — 5  notarías. 


2  Muía..  . 
^  Bullas.  . 
1  Molina.. 
1  Archena. 


8  Murcia  

1  Alcantarilla.. 
1  San  Javier.  . 


Mútuamcnle. 

El  mas  mod.  de  Muía. 

El  de  Archena. 

El  de  Molina. 


Murcia. — 10  notarios. 

  Mutuamente. 

El  mas  mod.  de  Murcia. 
El  sétimo  de  Murcia. 


Totano. — 4  notarios. 


2  Tolana.. 
1  Alhama. 


1  Maz&rron. 


Yeeía,- 


Mútuamenfe. 
El  mas  antiguo  de  To- 
tana. 

El  míis  moderno  de  To- 
tana. 

-4  notarios. 


2  Yecla..  ......  Múluamenle. 

2  Jumilla   Mutuamente. 


AUDIENCIA  BE  BABCELONA. 

PROVIHCÍA  DE  BARCEtOHA. 

Partido  judicial  de  Arenys  de  Mar.—'ñ  no^ 
tarias. 

2  Arenys  de  Mar.  Mutuamente. 

1  Calella   El  de  San  Celoní. 

1  Mnlgrat   El  de  Tordera. 

1  San  Celoní.  ...   El  de  Calella. 

1  Tordera   El  de  Malgrat. 

Barcelona. — 52  notorios. 
48  Barcelona.  .  . .  Múluamente. 
1  Badalona.  ...   El  de  San  |Andrés  de 
Palomar. 

1  Gracia   El  de  Sarriá. 

t  San  Andrés  de 

Palomar.  ...   El  de  Badalona. 
1  Sarriá   El  de  Grácia. 

Berga.^^  notarios. 

2  Berga   Mutuamente. 

i  Bagá   El  de  Pobla  de  Lillet. 

1  Cardona..  .  • . .    El  mas  antiguo  de  Ber- 

1  Pobla  de  Lillet.   El  de  Bagá. 
1  Prats  de  Llusa- 

nés   E)  mas  mod.  de  Berga. 

GranoUers. — 8  notarios, 

4  Granollers   Mutuamente. 

1  Caldas  de  Mon- 

buy   .    El  de  Caalelltersol. 

1  Cardedeu   El  mas  moderno  de 

Granollers. 
1  Castelltersoh  . .   El  de  Caldas  de  Mon- 

buy. 

1  La  Garriga.  ...   El  tercero  de  Grano- 
llers. 

Igualada, — 6  notarios» 

3  Igualada   Mutuamente. 

i  Calaf.  *  .   El  mas  moderno  de 

Igualada. 

1  Capellades.  ...   El  de  Piera. 

1  Piera   El  de  Capellades. 

Manresa.—9  notarías. 

4  Mantesa   Mutuamente. 

1  Artés   El  mas  antiguo  de  Sa- 

llent. 

1  Moya   El  de  Artes. 

2  Sallent   Mutuamente. 

1  San  Feliú  Sacer- 

ra.  ......  .  El  mas  moderno,  de  Sa- 

llent. 

Matará.^7  notorias. 
6  Mataró   Mutuamente. 
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1  Masnóu.  .  : .  .  .   £1  mas  moderno  de  Ma- 

laró. 

San  Feliú  de  Llobregat. — 4  notaria$. 

2  San  Feliú  de  Llo- 

bregat  Múluamenle. 

1  Esparrae^uera.  .    El  de  Marlorell. 

1  Marlorell   El  de  Esparraguera. 

Tarrasa. — 8  notarios, 

2  Tarrasa   Múluamenle. 

1  Casleliar   El  segundo  de  Sabadell. 

1  Olesa   El  mas  moderno  de  Tar- 

rasa. 

3  Sabadell   Múluamenle. 

1  San  Cugal  del 

Valles..  : .  .  .   El  mas  moderno  de  Sa- 
badell. 

Vich, — 8  notarios. 

4  Vich  :  .  Múluamenle; 

1  Centellas   El  mas  mod.  de  Vich. 

1  Manlléu   El  de  San  Feliú  de  Yo- 

relió. 

1  Oristá.  ;   El  tercero  de  Vich. 

1  San  Feliú  de  To- 

relió   El  de  Manlléu. 

Viüafranca  del  Panadés.—Q  notarios» 
4  Villafranca  del 

Panadés.  .  .  .  Múluamenle. 
1  San  Quintín  de 

Mediona.  ...   El  mas  moderno  de  Vr 
llafranca. 

1  San  Saturnino 

de  Noya. ...   El  tercero  de  Villafran- 
ca. 

ViUanueva  y  Geltrú. — I  notarios, 

3  Villanueva  y 

Gellrú   Múluamenle. 

1  Silges   El  mas  moderno  de  Vi- 

llanueva. 

PROVIHGIA  DE  GEROAA. 

Partido  judicial  de  Figueras, — 11  notorias, 

4  Figueras   Múluamenle. 

t  La  Junquera. .  .   El  mas  moderno  de  Fi- 
gueras. 

1  Cadaqués. ....   £1  de  Llansá. 
1  Castellón  de  A m- 

purias   El  tercero  de  Figueras. 

1  Lladó   El  de  San  Lorenzo  de 

la  Muga. 

1  Llansá   El  de  Perelada. 

1  Perelada   El  de  Caatcllon  de  Am- 

purias. 

1  San  Lorenzo  do 

la  Muga.  ...   £1  de  Lladó. 


Gífona.— 12  notorios. 

5  Gerona   Múluamenle. 

1  Amér   El  mas  moderno  de  Ge» 

roña. 

1  Armentera.  ...   El  de  Vérgcs. 

2  Bañólas   Múluamenle. 

1  Báscara. .....   El  mas  moderno  de  Ba* 

ñolas. 

1  Casá  de  la  Selva.   El  cuarto  de  Gerona. 
1  Vérges   El  de  Armentera. 

Lo  BisboL— 12  notorios, 

3  La  Btsbal   Mutuamente. 

1  Bagúr,   El  de  Palafrugell. 

1  Calonge   El  de  Palamós. 

1  Llagoslera.  ...  El  mas  moderno  de  San- 
Feliú  de  Guixols.* 

1  Palafrugel   El  de  Bagúr. 

1  Palamós   El  de  Calonge. 

1  Pala   EIdeTorroelladeMonl- 

gri. 

2  San  Feliú  de  Gui- 

xols   Múluamenle. 

1  Torroella  de 

Montgri   El  de  Pala. 

0¿ot.— 5  notorias. 

2  Olot   Múluamenle. 

1  Besalú.  ......  Bl  mas  mod.  de  CNoL 

1  San  Esteban  de 

Bas   El  de  Sania  Pau. 

1  Santa  Pau..  ...  £1  de  San  Esléban. 

Puigcerdá.—b  notarios. 


Puigcerdá..  . 
Camprodon. . 

Ripoll  


El  de  Rivas. 
El  de  San  Juan  de  las 

Abadesas. 
El  de  San  Juan  de  laa 
Abadesas. 

San  Juan  de  las 

Abadesas..  .  .   El  de  Ripoll. 
Rivas   El  de  Ripoll. 

Santa  Colomo  de  Parnés. — 7  notorios. 

2  Santa Colomade 

Farnés   Múluamenle. 

1  Arbúeias.  ....  El  üe  Hoslalrieh. 

l  Blánes  •  El  de  Llorel  de  Mar. 

l  Hoslalrieh   El  de  Arbúeias. 

1  Lioret  de  Mar.  .  El  de  Biánes. 

1  San  Hilarlo  Sa- 

calm   El  mas  moderno  de  San- 

ta Goloma. 

PROVINCIA  DE  LERIDA. 

Partido  judicial  de  Baloguer.^9  notarios. 

2  Baíaguer.  .  .  .  ;  Múluamenle. 

1  Agcr   £1  dü  Almenar. 
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1  Agramunl.  ...   El  de  Cubelíe. 

1  Almenar.   El  deAger. 

l  ArlesadeSe^e.   El  de  Vilanova  de  Me- 
yá. 

1  Cubells   El  de  Agramunl. 

1  Liñola   El  mas  moderno  de  Ba- 

laguer. 

1  Vilanova  de  Me- 

yá   El  de  Artesa  de  Segre. 

CerveroL—li  nolarias. 

3  Cervera   Múluaraenle. 

1  Bellpuig   El  mas  moderno  de  Tár- 

rega. 

1  Guimerá   El  de  Verdú. 

2  Guisoha   MáluamcnU. 

3  Tárrega   Múluamenle, 

1, Verdú  *  El   segundo  de  Tár- 
rega. 

L«rtda.— 12  nolarias, 

6  Lérida   Múluamente. 

1  AIbí   El  de  Graiiadella. 

1  Arbeca   El  de  Bogas  de  Uxgel. 

i  Borjas  de  Urge!.  El  de  Arbeca. 

%  Gi'anadella   El  de  AlbL 

1  Seros   El  de  Torres  de  Segre. 

1  Torres  de  Segre.  El  de  Seros. 

Seo  de  UrgeL—i  notarías, 

2  Seo  de  Urgel.  .  Múluamenle. 

1  Bellvér   El  mas  moderno  de  Seo 

de  Urgel. 

í  Orgañá   El  mfts  antiguo  de  Seo 

de  Urgel, 

Sglsona, — 5  notarías. 

2  Solsona   Múluamenle. 

1  Oliana   El  de  Pons. 

1  Pons   El  de  Oliana. 

1  Torá   El  mas  moderno  de  Sol- 

sona. 

Sort, — &  notarios. 


2  Sort  

1  Eslerri  de  Aréo. 

t  Gerri  

1  Tirvia  


Múluamente. 

El  de  Tirvia. 

El  mas  mod.  de  Sort. 

El  de  Eslerri  de  Aréo. 


Tremp.^S  notarías. 


2  Tremp. 
1  Isona.. 


de 


1  Pobla  de  Segúr. 
1  Poní  de  Suerl.  • 


Múluamenle. 
El   mas  antiguo 

Tremp. 
El  mas  mod.  de  Tremp. 
El  de  Pobla  de  Segúr. 


Ftelia.— 2  notarías, 

1  Viella   El  de  Bososl. 

1  Bososl   El  de  Viella. 


PROVIHCkA  DB  TARRAGOHA. 


Partido  judicial  de  Falset.—S  notarías. 

2  Falset   Múluamente. 

1  Cornudella.  .  .  El  de  Gralallops. 

I  García   El  de  Tivisa. 

1  Gralallops. ...  El  mas  anl.  de  Falset. 

1  Riudecañas.  .  .  El  mas  mod.  de  Falset. 

1  Tivisa   El  de  García. 

1  Ulldemolins.  .  .  El  de  Cornudella. 

Gandesa, — 8  notarías, 

2  Gandesa   Múluamenle. 

1  Balea  El  mas  moderno  de 

Gandesa. 

1  Benisanet.  ...  El  mas  mod.  de  Mora. 
1  Flix   El  mas  anl.  de  Mora. 

1  Horla  El  mas  anl.  de  Gandesa. 

2  Mora  de  Ebro.  .  Múluamente., 

Montblanch.—S  notarías. 

3  Montbianch.  .  .  Múluamenle. 
2  EsplugadeFran-  * 

colí  Múluamenle. 

2.  SanlaColomade 

Querall.  .  .  .  Múluamenle. 

1  Sarreal  El  mas  moderno  de 

Moni  blandí. 

Reus, — 12  notarios, 

6  Reus   Múluamenle. 

1  Alforja.  ....  El  de  Riudoms. 
l  Cambrils.  ...    El  de  Monlroig. 

1  Monlroig.  ...    El  de  Cambrils. 

2  Riudoms   Múluamenle. 

1  Selva  El  mas  mod.  de  Reus. 

Tarragona.— 1  notarías, 

4  Tarragona.   .  .  Múluamenle. 

1  Conslanlí.  .  .  .   El  mas  moderno  de  Vi- 

Haseca. 

2  Villaseca.  .  .  .  Múluamente. 

Tortosa. — 14  nolarias, 

6  Torios^.  ....  Múluamenle. 

1  Alcanar  El  mas  moderno  de  Ull- 

decona. 

l  Ampnsla.  ...  El  de  Perelló. 
1  Benifallel.  ...    El  de  Cherla. 

1  Cherla  El  de  Benifallet. 

1  Perelló  El  de  Amposla. 

1  Cenia   El  mas  anliguo  de  UlU 

decona. 

2  Ulldecona.  .  .  .  Múluamenle. 

Valls.—l  nolarias. 

4  Valls   Múluamenle. 

1  Alcover  El  mas  mod.  de  Valls. 
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1  Plá  de  Cabra..  .  El  de  Poní  de  Armen- 
lera. 

1  Pont  de'Armen- 

tera.  .....  El  de  Plá  de  Cabra. 

Vendrell.^b  notarios. 

2  Vcndrell  Múluamente. 

1  Aiguamurcia..  •  El  mas  moderno  de 
Vcndrell. 

1  Torredembarra.  Elmasant.  deVendrell. 
1  Bisbal  de  Pana- 

des  El  mas  moderno  de 

Vcndrell. 

AUDIENCIA  BUBQOS. 

PROVIHCIA  DE  ALAVA. 

Partido  judicial  de  Amurrio.—A  notariasi 

1  Amurrio   El  de  Llodio. 

1  Arciniega.  ...  El  de  Amurrio. 

1  Llodio   El  de  Amurrio. 

1  Villanueva  de 

Valdegovia.      El  de  AmurrH). 

La^Guardia, — 5  notarías, 

2  La-Guardia.  .  .  Múluamente. 

1  Peñacerrada. .  .   El  de  Labastida. 
1  Lanciego.  ...   El  mas  antiguo  de  La- 
Guardia. 

1  Labastida.  ...   El  mas  moderno  de  La- 
Guardia. 

Vitoria, — 15  notarios, 

Múluamente. 
El  de  Salvatierra. 
El  de  Alegría. 
El  de  Aramayona. 
El  de  Villa-Real. 
El  de  Villodas. 
El  de  Salinas  de  Anana. 


Vitoria  

Alegría.  .  .  . 
Salvatierra.  . 
Villa-Real. .  . 
Aramayona.  . 
Murguia.  .  .  . 
Subijana. .  .  . 
Salinas  de  Aña 

na  

Ozaeta  

Rivabellosa.  . 
Villodas.  .  .  . 
El  Burgo.  .  . 


El  de  Subijana. 
El  de  Alegiía. 
El  de  Salinas  de  Añana< 
El  de  Murguia. 
El  mas  moderno  de  V¡< 
loria. 


PROVINCIA  DE  BÚRGOS. 

Partido  judicial  de  Arando  de  Duero, — 
7  notarios, 

2  Aranda   Múluamente. 

1  Gumlel  del  Mer- 
cado  El  de  Gumiel  de  Izan. 

1  Gumiel  de  Izan.   El  de  Gumiel  del  Mer- 
cado. 

1  Peñaranda  de 

Duero. .  .  , . .  El  de  Goruña  del  Conde. 


1  Coruña  del  Con- 
de.•  El  de  Peñaranda  de 
Duero. 

1  Fuentelcesped. .   El  mas  moderno  de 
Aranda. 

Belorddo.—i  notarios, 

1  Belorado   El  de  Cerezo. 

1  Cerezo  de  Rlo« 

Tirón:   El  de  Belorado. 

1  Pradoluengo.  .  .   El  de  Villarranca. 

1  Villafranea  Mon- 

tes de  Oca.  .  .   El  de  Pradoluengo. 

Bribiesca, — 5  notorias, 

2  Bribiesca   Mutuamente.. 

1  Oña   El  de  Busto. 

1  Poza  de  la  Sal.  .   El  de  Oña. 
1  Busto   El  mas  moderno  de  Bri- 

biesca. 

Búrgos.—lO  notarios, 

6  Burgos   Múluamente^ 

1  Saiilibañez. ...   El  de  Quinlanapalla. 
1  Quintanilla  So- 
muñó   El  de  Revilla  del  Cam- 
po, 

1  Revílla  del  Cam- 
po  El  de  Quintanilla  So- 
muñó. 

1  Quinlanapalla. .   El  de  Sanlibañez. 

Castrojeriz,^b  notorias, 

2  Castrojeriz.  .  .  .  Múluamente. 

1  Pampliega.  .  .  .   El  mas  moderno  de  Cas- 
trojeriz. 

1  Sasamon   El  de  Melgar. 

1  Melgar  de  Fer- 

namental. ...   El  de  Sasamon. 

Lermo. — 7  notorias, 

2  Lerma  • .  Múluamente. 

1  Covairubias.  .  •  El  de  Cebrecos. 

1  Villangomez.  .  .  El  deMahamud. 

1  Cebrecos   El  de  Covarrubias. 

1  Mabamud   El  de  Villangomez. 

1  Torresandino.  .  El  mas  mod.  de  Lerma» 

Miranda  de  Ebro, — 3  notarios. 

1  Miranda. .....   El  de  Pancorho. 

1  Pancorbo   £1  de  Miranda. 

1  Treviño   El  de  Miranda. 

Roa, — 4  notarios, 

2  Roa   Múluamente. 

l  Fuentecen   El  mas  antiguo  de  Roa. 

1  Oimedillo   El  mas  moderno  de  Roa. 

Salas. — 5  notarios. 

2  Salas   Múluamente. 
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1  Sanio  Domingo 
de  Silos  .... 

1  Palacios  de  Ja 
Sierra  

1  Vallegimeno.  .  . 

Sedaño.' 

2  Sedaño  

1  Sonctlio  

Villadiego, 

2  Villadiego.  .  .  . 
1  Quintana  de 

Valdeiucio. .  . 
1  Cañizar  de  Ama- 

ya  

ViHarcayo 

1  Villarcayo.  . .  . 

1  Medina  de  Po- 
mar  

1  Esoinosa  de  los 
Monteros..  .  . 

1  Nofuenles  

1  Quintana  Marlin 
Galindez.  .  .  . 

t  Q  iincoces  

i  Villasaniede 
Monlija. .  .  *  • 

1  Lalmine  

1  Vilíamarlin..  .  . 


El  mas  ant.  de  Salas. 

£1  mas  mod.  de  Salas. 
El  mas  mod.  de  Salas. 

-3  notarios. 

Mutuamente. 

£1  mas  mod.  de  Sedaño. 

— 4  notarios. 

Mutuamente. 

£i  de  Cañizar  de  Amaya 

El  de  Quintana  de  Val- 
delQcio. 

. — 9  notarios. 

El  de  Medina  de  Pomar- 


£1  de  Villarcayo. 

£1  de  Vilíamarlin. 
El  de  Quintana  Martin 
Galindez. 

El  de  Noruentes. 

El  de  Medina  de  Pomar. 

El  de  Espinosa. 
El  de  Villarcayo. 
El  de  Espinosa. 


PBOVIHCIA  DI  GUIPUZCOA. 

Partido  judicial  de  Azpeitia,-—!  notorias, 

2  Azpeitia   Múluamente. 

1  Azcoilia   El  mas  moderno  de  Az- 
peitia. 

1  Segura.  -  .  .  .  .  El  de  Ormaiztegui. 

1  Ormaiztegui.  .  .  El  de  Segura. 

1  Zaráuz   El  de  CeHiona. 

1  Cestona   El  de  Zaráuz. 

San  Sebastian,— 8  notarios. 


3  San  Sebastian. 

1  Hernani  

1  Uzurbil  

1  Rentería.  .  .  . 
1  Oyárzun.  .  .  . 
1  Irún  


Tolosa,' 

2  Tolosa  

1  Alegria  

Villafranca.  .  .  . 

Alann  

Beasáin  

Amezquela. .  .  . 

Andoain  


Múluamenle. 
El  dp.  Uzurbil. 
El  de  Hernani. 
El  de  Oyárzun. 
El  de  Rentería. 
£1  de  Oyárzun. 

-10  notarios. 
Múluamenle. 
El  de  Berástegui. 
El  de  B  'asáin. 
El  de  Villarranca. 
El  de  Amezquela. 
El  mas  mod.  de  Tolosa. 
El  mas  ant.  de  Tolosa. 


1  Beráslcgui. 
1  Arleazu. .  . 


Vergaro, 

2  Vergara  

1  Eibar  

1  Elgoibar  

1  Escoriaza  

1  Oñale  

1  Mondragon..  •  . 
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El  de  Alegría» 

El  mas  mod.  de  Tolosa. 

—7  notarios. 

Mutuamente. 
'  El  de  Elgoibar. 
£1  de  Eibar. 
El  de  Mondragon. 
£1  de  Mondragon. 
£1  de  Escoriaza. 


PROVUICIADB  LOGROÑO. 

Partido  judicial  de  Álfaro. — 3  notarios, 

2  Alfaro   Mutuamente. 

1  Aldeanueva  de 

Ebro   El  mas  mod.  de  Alfaro 

i4rrwdo.— 4  notorias. 

2  Arnedo   Mutuamente. 

1  Enciso   El  mas  ant.  de  Arnedo. 

1  Ocon   El  masmod.de  Arnedo. 

Calahorra. — 4  notarios, 

2  Calahorra   Mutuamente. 

t  Aurejo   El  mas  antiguo  de  Ca- 

lahorra. 

1  Auto!   El  mas  moderno  de  Ca- 

lahorra. 

Cervera  de  Rio-Alhama, — 3  notorios. 


1  Cervera. 
1  Aguilar. 
t  Igea.  .  . 


£1  de  Aguilar. 
El  de  Cervera. 
El  de  Cervera. 


2  Haro  

1  Briones  

1  Casalareina.  •  . 
1  Cuzcurrita..  .  . 
1  San  Vicente  de 
la  Sonsierra. . 
1  San  Asensio. .  . 
t  Treviana.  .  .  . 


Earo, — 8  notorias. 

.  .  .  .  Mutuamente. 

£1  de  San  Asensio. 
El  de  Cuzcurrita. 
El  de  Casalareina. 


El  de  Briones. 
El  de  Briones. 
£1  de  Casalareina. 


Logroño, — 7  notorias* 


3  Logroño. 
1  Cenicero. 


l  Nalda.  .  . 
1  Ri  va  flecha. 
1  Morillo.  . 


Mutuamente. 
El  mas  moderno  de  Lo- 
groño. 
El  de  Rivaflecha. 
£1  de  Naidn. 
El  de  Rivaflecha. 


Nájera,' 

2  Nájera  

1  Sao  Millan  de  la 

Cogulla.  .  •  . 

1  Anguiano  

1  Canales   de  la 

Sierra  


-5  notorias. 
Múluamenle. 

El  mas  ant.  de  Nájera. 
El  mas  mod.  de  Nájera. 

El  de  Anguiano. 
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Santo  Domingo  de  la  Calzada.^  notarías. 
2  Sanio  Domingfo.  Múluamenle. 

1  Ezcaray   El  mas  anlig-uo  de  San- 

^  Id  Domingo, 

1  Granon  El  mas  moderno  de  San- 
io Domingo. 
Torrecilla. — 3  notarías. 
1  Torrecilla.  ...   El  de  Solo. 
1  Solo  de  Came- 
ros. .....   El  de  Torrecilla. 

1  Vilioslada  de  Ca- 

meros  El  de  Torrecilla. 

PROVWCIA  DE  SARTAHDER. 

Partido  judicial  de  Cabuémiga.^á  notarías. 

2  Cabuérniga.  .  .  Múluamenle. 
1  Cabezón  de  la 

Sal  El  mas  anliguo  de  Ca- 

buérniga. 

1  Tudanca  El  mas  moderno  de  Ca- 

,  bucrniga. 

Castrourdiales. — 2  notarías. 
1  Castrourdiales. .  El  de  Guriezo. 
1  Guriezo.  .  .  .  .   El  de  Caslrourdiales. 

Bntrambasaguas.-^^  notarías^ 
1  En  Iram  basa- 

guas   El  de  Galizano. 

1  Liérganes.  ...  El  de  Sobremazas. 

1  Meruelo   El  de  Sanloña. 

1  Sanloña   El  de  Meruelo. 

1  Sobremazas.  .  .  El  de  Liérganes. 

1  Galizano   El  de  Enlrambasagaas. 

Laredo.—é  notarías. 

2  Laredo  Múluamenl(?. 

1  Limpias  El  de  Badames, 

1  Badanies.  ...    El  de  Limpias. 

Potes. — 3  notarías. 

1  Polea  El  de  Cosgaya. 

1  Cosgaya   El  de  Potes. 

1  Lirones  El  de  Potes. 

Ramales. — 3  notarías, 

1  Ramales   El  de  Arredondo. 

1  Arredondo..  .  .    El  de  Ramales. 

1  Veguilla   El  de  Ramales. 

Reinosa. — 4  notarías. 

2  Reinosa  Múluamenle. 

1  Hoyos  El  de  Valderredible. 

1  Valderredible. El  de  Hoyos. 

Santander. — 8  notarías. 
5  Santander. .  .  .  Múluamenle. 
1  Puenlearce.  .  .   El  de  Renedo. 


1  Renedo  El  de  Puenlearce. 

l  Camargo   El  de  Renedo. 

San  Vicente  de  la  Barquera,^-4t  notarías, 
l  San  Vicente.  .  .    El  de  Ballines. 

1  Ballines   El  de  San  Vicente. 

l  Cobreces   El  de  Ballines. 

1  Celis. .......   El  de  Ballines. 

Torrelavega. — 5  notarías. 

2  Torrelavega.  .  .  Mutuamente. 

1  Sanlíllana.  .  .  .   El  mas  moderno  de  Tor- 
relavega. 

1  Los  Corrales.  .  .   El  de  Sania  Cruz. 

t  Molledo   El  de  Los  Corrales. 

ViUacarriedo.-^  notarías. 

1  Villacarriedo. . .  £1  de  Santa  María  de 
Cayon.  • 

1  San  Vicente  de 

Toranzo.  ...  El  de  Vega  de  Pas. 

1  Vega  de  Pas   El  de  San  Vicente. 

1  Santa  María  de 

Cayon   El  de  Villacarriedo. 

PROVINCIA  DS  SORIA. 

Partido  judicial  de  Agreda.^  notarías. 

1  Agreda   El  de  No  vi  e  reas. 

1  San  Pedro  Man- 
rique  El  de  Agreda. 

i  Noviercas   El  de  Agreda. 

Almazán.—A  notarías. 

i  Almazán   El  de  Fuenlepinilla. 

l  Monteagudo.  .  .  El  de  Almazan. 

l  Berlanga   El  de  Fuenlepinilla. 

1  Fuenlepinilla. .  .  El  de  Berlánga. 

El  Burg(ydeOsma.^ñ  notarías. 

2  El  Burgo   Múluamenle. 

1  San  Leonardo.  .   El  mas  moderno  d«  El 
Burgro.. 

1  Monlpjo   El  de  Caracena. 

1  San  Esléban  de 

Gormaz   Elmasanl.  deElBurga. 

1  Caracena   El  de  Monlejo. 

Medinaceli. — 3  notarías, 

2  Medinaceli.  .  .  .  Múluamenle. 

1  Ulrílla   El  mas  moderno  de  Me- 

di  naceli. 
Soria. — 4  notarías. 

2  Soria. .  ;  .  ...  Múluamenle. 

1  Gomara   El  masant.  de  Soria. 

1  Vinuesa   El  mas  mod.  de  Soria. 

PROVINCIA  DE  VIZCAYA. 

Partido  judicial  de  Bilbao.^d  notarías. 
4  Bilbao   Múluamenle. 
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1  Orozcd  •  Éí  de  Basauri. 

1  Denslo  •  El  de  Güecho. 

1  Güecho   £1  de  Denslo. 

1  Z«mud¡o   Él  mas  mod.deBiiW. 

1  Basauri   £1  de  Orozco. 

Durango, — 7  notarías. 

2  Durang^o  Múluamenle. 

1  Amoreviela. ...  £1  mas  an(.  de  Durango. 

1  Yurre   El  de  Villaro.  ' 

1  Villaro;  .  .  v  .  .  El  de  Yurre. 

1  Elorrio. . .....  El  mas  mod.de  Durango 

1  Hermua   El  de  Elorrio. 

Guernica,—!  notarías. 

2  Guernica   Mutuamente. 

1  Bermeo   El  de  Busluria. 

1  Munguia.  .  . .  :  El  de  Rigoitia. 

1  Rigoitia   El  de  Munguía. 

1  Busturia   £1  de  Bermeo. 

1  Nachilua   £1  de  Guernica. 

Mar  quina. — 3  notarías. 

2  Marquina   Múluamenle. 

1  Lequetlio   £1  mas  moderno  de 

Marquina. 

Valmaseda,^^  notarías. 

2  Valmaseda.  . .  .  Mutuamente. 

1  Carranza  El  mas  moderno  de 

Valmaseda. 

1  Orduñá   El  mas  anliguo  de  Val- 

maseda. 

1  Güeñes   El  de  Portugalete. 

1  Porlugalele. .  .  .    Ei  de  Güeñes. 

AUDIE9ÍCIA  DE  OACEBSS. 

PROVINCIA  DB  BADAJOZ. 

Paríido  judicial  de  Alburquerque.^2  nota- 
rías. 

1  Alborquerque.  .    El  de  San  Vicente.* 

4  San  Vicente.  .  .   El  de  Alburquerque. 

Almendralejo . — 6  notarías, 

2  Almendralejo.  .  Múluamenle. 

1  Hornachos.  ...   El  de  Puebla  de  la  Rei- 
na. 

1  Rivera  del  Fres- 
no  El  de  Villafranca  de  ios 

»  Barros. 

1  Villarrancadelos 

Barros..  ....   El  de  Rivera  del  Fresno. 

1  Puebla  de  la  Rei- 

*    na   El  de  Hornachos. 

Badajoz. — 4  notarías. 

3  Badajoz   Mutuamente. 


1  Talavcra  de  la 

Reina   El  mas  moderno  de  Ba- 

dajoz. 

Castuera..—5  notarías. 

2  Castuera   Múluamenle. 

1  Cabeza  del 

Buey. ....  .   El  mas  moderno  de  Cas- 

luera. 

1  Quintana.  .....   El  de  Zalamea. 

1  Zalamea   El  de  Quinlana. 

Don  Benito. — 6  notarías, 
4  Don  Benito.  .  .  .  Múluamenle. 
1  Guareña   El  de  Santa  Amalia. 

1  Sania  Amalia.  .   El  de  Guareña. 

Fregenal  de  la  Sierra. — 5  notarios. 

2  Fregenal  de  la 

Sierra   Múluamenle. 

1  Burguillos   El  mas  moderno  de  Fre- 

genal. 

1  Segura  de  León.    El  de  Burguillos. 

1  Higuera  la  Real.   £1  mas  anliguo  de  Fre- 

genal. 

Fuente  de  Cantos.S  notarías. 

2  Fuente  de  Can- 

tos  Múluamenle. 

1  Monlemolin..  .  .   £1   mas  moderno  de 
Fuente  de  Cantos. 

Berrera  del  Duque. — 3  notarías. 

1  Herrera  del  Du- 
que. .....  .   El  de  Talarrubias. 

1  Talarrubias. ...   £1  de  Herrera  del  Du- 
que. 

1  Sírucla   £1  de  Talarrubias. 

Jerez  de  los  Caballeros. — 5  notarías. 

2  Jerez  de  los  Ca- 

balleros  Múluamenle. 

1  Barcarrota.  ...    £J  de  Sulvalierra. 
1  Oliva  de  Jerez..   El  mas  moderno  de  Je- 
rez de  los  Caballeros. 

1  Salvatierra.  ...   El  de  Bancarrota. 

Lierena.—l  notarías, 

2  Llerena.  ,  .  .  .  .  Múluamenle. 
2  Azuaga   Múluamenle. 

1  Berlanga   Ei  mas  aul.  de  Azuaga. 

1  Valencia  de  las 

Torres   El  mas  moderno  de  Lle- 

rena. 

1  Granja  de  Torre- 

hermosa.  ...   El  mas  moderno  de 
Azuaga. 

JiSérida. — 6  notarios. 

2  Mérida   Múluamenle. 

2  Monlijo   Múluamenle. 
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El  mas  mod.  de  Mérida. 


1  Zarza-junlo- 
Alange.  •  . . 

1  Puebla  de  la  Cal- 

zada  El  de  Monlija» 

Olivmza, — 4  notarial 

2  Oltvenza   Múluamento. 

1  Almendral.  ...   El  mastnoderno  de  Oli- 
venza. 

1  Villanueva  del 

Fresno   El  de  Almendral. 

Puebla  de  Alcocer, notarías. 

1  Puéb'a  de  Alco- 
cer  £1  de  Peñalsordo. 

1  Navalvillar  de 

Pela.   El  dePuebla  de  Alcocer. 

1  Peñalsordo.  ...   El  de  Navalvillar  de 

Pela. 

Villanueva  de  la  Serena. — 5  notarías. 

3  Villanueva  de  la 

Serena   Múluamenle. 

2  Campanario.  .  .  Múluamenle. 

Zafra, — 5  notarios. 

2  Zafra..  Múluamenle. 

1  Los  Sanios.  ...   El  de  Faeole  del  Maes- 
tre. 

1  Fuente  del  Maes- 
tre  El  de  los  Sanios. 

1  Medina  de  las 

Torres   El  mas  mod.  de  Zafra. 

PROVIRCIA  DK  ciCEBES. 

Partido  judicial  de  Alcántara.— i  notarías. 

1  Alcántara   E)  de  Las  Brozas. 

i  Las  Brozas.  ...  El  de  Alcániara. 

1  Ceclavin   El  de  Zarza  la  Mayor. 

1  Zarza  la  Mayor.  El  de  Ceclavin. 

Cácereí.— 6  notarías, 

3  Cáceres   Múluamenle. 

1  Arroyo  del  Puer- 
co  El  de  Casar  de  Cáceres. 

1  Casar  de  Cáce- 
res  El  de  Arroyo  del  Puer- 
co. 

1  Malpartida  de 

Cáceres   El  mas  mod.  de  Cáceres. 

Coria,—Z  notarías. 

1  Coria   El  de  Torrejoncillo. 

1  El  Campo   El  de  Coria. 

1  Torrejoncillo. .  .   El  de  El  €ampo. 

Garroviltas. — 3  notarías, 

1  Garrovillas.  ...    El  de  Cañaveral. 
1  Cañaveral   El  de  Garrovillas. 


PARTE  LEGISLATIVA. 

1  Talavan 


.  •  El  de  Cañaveral 
Granadilla. — 3  notarías. 
1  Granadilla.  ...   £1  de  Casar  de  Palome- 


ra. 


1  Hoyos. 


de 


1  Casar  de  Palo- 
mera  El  de  Granadilla. 

1  Hervás   El  de  Granadilla. 

Hoyos. — 3  notorias. 

.  .   £1  de  San  Martin 
Trevejo. 
i  San  Martín  de 

Trevejo   El  de  Hoyos. 

1  Torre  de  Don  Mi- 
guel  £1  de  Hoyos. 

Jarandilla. — 4  notarías. 

1  Jarandilla   El  de  Jaraíz. 

1  Jaraiz   El  de  Jarandilla. 

1  Tornavacas..  .  .   El  de  Villanueva  de  la 
Vera. 

1  Villanueva  de  la 

Vera   El  de  Tornavacas. 

Logrosan, — 3  notaría». 

1  Logrosan   El  de  Zorita. 

1  Guadalupe.  ...   El  de  Log^rosan» 
1  Zorita   El  de  Guadalupe. 

Montanchez. — 3  notarías. 

t  Montanchez.  .  .  El  de  Almoharin. 
1  Almoharin;  ...  £1  de  Montanchez. 
1  Torremocha.  .  .   El  de  Montanchez. 

Navalmoral  de  la  Mata. — 4  notarías. 

i  Navalmoral  de 

la  Mata. ....   El  de  Casafejada. 
1  Casaiejada.  ...   El  de  Navalmoral  de  la 
MMa. 

1  Castañar  de  Ibor.   El  de  Peraleda  de  la 
Mala. 

1  Peraleda  de  la 

Mala   El  de  Navalmoral  de  la 

Mala. 

Plasencía. — 5  notarías. 

2  Plasencia   Múluamenle. 

1  Montehermoso..   El  mas  moderno  de  Pla- 
sencia. 

1  Navaconcejo. .  .    El  de  Serradilla.  ^ 

1  Serradilla   El  de  Navaconcejo. 

Trujillo. — 5  notarías. 

2  Trujillo   Múluamenle. 

1  Jaraicejo   El  mas  mod.  de  Trujillo. 

Miajadas   El  mas  ant.  de  Trujillo. 


1  Mad  ronera. 


£1  mas  mod.  de  Trujillo. 
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l^alencia  de  Alcántara* — 2  notarías. 

l  Valencia  de  Al- 
cántara  £1  de  Membrío. 

1  Membi'ío   El  d.e  Valencia  de  Al- 

cántara. 

AUDIENCIA  DE  CANABIAS. 

PROVinCIA  DE  LAS  ISLAS  CARABIA8. 

Partido  judicial  de  Guia. — 2  notarías, 

2  Guia   Múluamenle. 

Las  Palmas. — Anotarías, 
4  Las  Palmas. .  .  .  Mutuamente. 

1  Telde   £1  mas  moderno  de  Las 

Palmas. 

1  Arucas.  .  .  •  .  .   £1  segundo  de  Las  Pal- 

mas. 

Orotava. — 6  notarías. 

2  Orotava   Mutuamente. 

1  Realejo- bajo.  .  .   El  mas  moderno  de  Oro- 
tava. 

1  Icod   £1  de  Garachico. 

1  Garachico   £1  de  Icod. 

1  Granadilla.  .  .  »   £1  de  kod. 

Puerto  del  Arrecí  fe. ^3  notaría», 

2  Puerto  del  Arre- 

cife  Mutuamente. 

1  Puertode  Cabras 

(isla  Fuerte- 
ventura).  ...   El  mas  moderno  de  Ar- 
recife. 

San  Cristóbal  de  la  Laguna.—Z  notarios, 

2  Laguna.  .....  Múluamenle. 

1  Victoria   £1  mas  moderno  de  La- 

guna. 

.Sania  Cruz  déla  Palma. — 3  notarías, 

2  Santa  Cruz  de 

la  Palma^.  .  .  Mutuamente. 

1  Llanos   £¡  mas  moderno  de  San- 

ta Cruz  de  la  Pa!ma. 
Santa  Cruz ^e  Tenerife.^b  notarías. 

2  Santa  Cruz  de 

Tenerife.  • .  .  Mutuamente. 

1  Güimar   £1  que  habilite  el  Juez. 

1  Val  le  hermoso 

(isla  Gomera.)  £1  que  habilite  el  Juez. 
1  Valverde  (isla 

de  Hierro.)  £1  que  habilite  el  Juez. 

AUDIENCIA  DE  LA  COBUÑA. 

PROVINCIA  DB  LA  CORUÑA. 

Parlado  judicial  de  Ar»úa.--b  notorias, 
1  Arzúa   £1  deMellid: 
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Cruces   £1  de  Presaras. 

1  Cerceda   £1  de  Mellid. 

1  Presaras   El  de  Cruces. 

Betansos, — 5  notarías. 

2  Betanzos   Mú<uamente» 

i  Ouces.  ;   £1  mas  moderno  de  Be* 

tanzos. 

1  CuliaH   £1  mas  antiguo  de  Be- 

tanzos. 

1  Muniferral.  ...   £1  mas  moderno  deBe- 

lanz(>8. 
Carballo. — 5  notarías. 

2  Carballo   Múluamenle. 

2  Malpica   Mútuamcnte. 

1  Bugalleira^  .  .  .   £t  mas  moderno  de  Car- 

baso. 

Corcuhion.^4  notarías. 

2  Corcubion   Múluamenle. 

1  Vlmianzo   El  mas  moderno  de  Cor* 

cubion. 

1  Santa  María  Mu-  ^ 

gia   £1  de  Vimianzo. 

Coruña. — 9  notarial. 

6  Coruña   Múluamenle. 

1  San  Esteban  de 

Culleredo.        El  de  San  Pedro  de  Nos. 

1  San  Pedro  de 

Nos   £1  de  San  Esteban. 

1  Santa  María 

Oza   £1  mas  moderno  de  I» 

Coruña. 
Ferrol.— b  notarías. 

Ferrol   Múluamenle. 

Puenie  de  Júbia.    £1  de  San  Saturnino. 
San  Saturnino..   El  de  Puente  de  Júbia. 
Muros.— S  notarios. 

Muros   Mútuamente* 

Mazárteos   £1  mas  mod.  de  Muros. 

Negreira. — 3  notarías. 

2  N<»greira   Múluamenle. 

1  Santa  Comba.» .   £1  mas  moderno  de  Ne- 

greira. 
Noya. — 5  notorias. 

2  Noya   Mútuamenle. 

1  Boiro   El  de  Palmeira. 

1  Puerto  del  Son.  .£(  mas  mod.  de  Noya. 

1  Palmeira   El  de  Boiro. 

Órdenes. ^3  notarías. 

t  Órdenes   El  de  San  CristóbaL 

1  San  Cristóbal  de 

Mésia   El  de  Ordenes. 

1  Tordolla  El  de  Ordenes. 

Ortigueira.—^  notarías. 

2  Ortigaeira.  .  .  .  Múluamenle, 
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1  Cerdido   El  de  Püenles  de  Gar- 

.  ^     .    ^  ^  cía  Rodriffuez. 

1  Puenips  de  Gar- 

cía  Rodríguez  El  dé  Cerdido. 
Padrón. — 4  notarías. 

2  Padrón   Múluamenle. 

^  Rianjo.   El  mas  anl.  de  Padrón. 


El  de  San  Marlin. 


1  Lugar  de  la  es- 
clavitud. . .  .    El  mas  mod.de Padrón. 
Puentedeume.—d  notarías, 
1  Pnenledcume.  .    El  de  Magalófes 

1  Magalófes   El  de  Puenledeume. 

1  banliago  de  Ví- 

llarmaleo.  .  .   El  de  Puenledeume. 
Santiago..^!  notarías. 
C  Santiago   Mutuamente. 

1  Santa  María 

Magdalena  de 

Puente- Vila..   El  mas  moderno  de  San' 
liago. 

•  PROVINCIA  DE  LÜGO.- 

Partido  judicial  de  Becerréa.^b  notarios, 

2  Becerrea.   Mutuamente. 


1 


de 


San  Pedro  de 

1  n- ^r'^aP^^'  •  •       ^«  Piedrafita. 

1  Piedrafita   El  de  San  Pedro. 

^    El   mas  moderno 

Becerréa . 
Chantada. — 5  notarías. 

2  Chantada   Múluamenle. 

1  Monlerroso..  .  .    El  de  Palas  de  Rey. 
1  Palas  de  Rey.  .    El  de  Monterroso 

1  Puerlomann. .  .    El  de  Palas  de  Rey. 

»      Fonsagrada.—i  notarías, 

2  Fonsagrada   Mutuamente. 

1  Meira.  ..  El  de  Navía. 

1  Navia  de  Suar. 

  El  de  Meira. 

Lugo, — 9  notarías, 
?pT--ró"-  Múluamenle. 

1  cTJ'"'  "^^^'y^   W  '"«^  '«oíí-  Lugo. 

1  Castroverde.  .  .    El  quinto  de  Lugo.^ 

^    Elíuarlode  Lufo! 

Mondoñedo,-'S  notarías 

2  Mondoñedo  .  . 
1  Lorenzana.  .  . 
1  Ferreira  del  Va 

lie  de  Oro.  .  .    El   mas  moderno 
n   .    .  Mondoñedo. 
Pastoriza.  ....    El  de  Lorenzana. 

Monf or te. notarías, 

Monforle   Múluamenle. 

  El  mas  moderno 

L  Monforte. 


Múluamenle. 
El  de  Ferreira. 


de 


de 


l  Esqmeifon.  .  .  . 
1  San  Martin  de 

^veda   El  de  Esqueíron. 

Quiroga.—^  notarías, 

;  S^'í.'í^^  *  Múluamenle. 

1  Puebla  de  Fro, 

,  ^  "on.   El  de  CaureL 

*  Caurei   El  de  Puebla. 

liivadeo.-'i  notarías, 

2  Rivadeo   Múluamenle; 

1  San  Cosme  de 

Barreiros..  .  .   El  mas  moderno  de  Ri- 
vadeo. 

1  Viílaodrid   El  de  San  Cosme. 

Sárría. — 5  notarías. 

2  Sárria   Múluamenle. 

I  Laucara   El  de  Sárria. 

1  San  Juan  de  No- 

^  ceda   El  de  Paradela. 

1  Paradela.   El  de  San  Juan  de  No- 

ceda. 

VHlalba,'-4:  notarías. 

2  Vüialba   Múluamenle. 

1  Trobo   El  de  San  Salvador. 

1  San  Salvador  de 

Parga   El  de  Trobo. 

Vivero,— notarías, 

2  Vivero   Múluamenle. 

1  Riobarba   El  de  Crol. 

1  Orol   El  de  Riobarba. 

t  Sania  María  de 

Lieiro   Elmasmod.de  Vivero* 

PROVílfCIA  DE  OREIfSB. 

Partido  judicial  de  Aliáríz  —d  notarías^ 

l  Alláriz   El  de  Junquera. 

1  J  unq  uera  de 

Ambla   El  de  Alláriz. 

1  Maceda   El  de  Junquera. 

^andc— 3  notarías. 

1  Bande   El  de  Muiños. 

1  Mullios   £1  de  Bande. 

1  Enlrimo  ;    El  de  Muiños. 

Carballíno. — 4  notarías, 
1  Carballino.  ...    El  de  Boborás. 

1  Büborás   El  de  Carballino. 

1  Cea   El  de  Masíde. 

1  Maside   El  de  Cea. 

Celanova.—2  notarías. 

l  Celanova   El  de  Vlllaméa. 

1  Gomesende..  .  .    El  de  Vlllaméa. 

1  Vlllaméa   El  de  Gemesende. 

Gínzo  de  Limia. — 4  notarías. 
1  Ginzo  de  Limia.   El  de  Villar  de  Sanios- 
Trasmiras ....   El  de  Billar. 
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Villar  de  Santos.  El  de  Ginzo  de  Limia. 
Báltar.  ......   El  de  Trasmiras. 

Orense— 6  notarías. 

Orense   Múluamenle. 

Barbadanes..  .  .   Ei  de  Almariz. 
Bouzas   El  de  Peroja. 


1  Peroja   .   El  de  Bouzas. 


Armariz  de 
ño 


Lo- 


de 


  El  mas  moderno 

Orense. 

Puebla  de  Tribes.—S  notarías. 
Puebla  de  Tri- 

ves   El  de  Castro  de  Galde- 

las. 

Castro  de  Calda- 
las   El  de  MonlerraníM). 

Monlerramo.  .  .    El  de  Caslro  de  Calde- 
las. 

fíivadavia.—A  notarías. 
Rivadavia.  ...    El  de  Cástrelo. 

Abion   El  de  Leiro. 

Leiro   El  de  Abion. 

Cástrelo  de  Mi- 
ño  El  de  Rivadavia. 

Valdeorras. — 3  notarías. 

Barco  í  I  de  Rúa. 

Rúa.  .......   El  de  Birco. 

Vega   El  de  Barco. 

Verin.—A  noiarias. 

Verin   El  de  Riós. 

Flariz   El  de  Laza. 

Riós   El  de  Verin. 

Laza   E¡  de  Flariz. 

Víana  del  Bollo, — 3  notarías. 

Viana   El  de  |V¡llav¡eja. 

Bollo   El  de  Viana, 

Villavieja..  ...   El  de  Viana. 

PROVmCIA  DE  POMTEVEDRA. 


Partido  judicial  de  Caldas  de  Reís. — 4  «o- 
tarias. 


Caldas   Mutuamente. 

San  Lorenzo  de 

Morana   El  de  Caldas. 

Regenjo   El  de  Caldas. 

Cambados. — 5  notarías. 

Villagarcía. ...  El  de  Villanueva. 

Villanueva. ...  El  de  Villagarcia. 

Cambados.  ...  El  de  Villagarcia. 

Sanjenjo   El  de  Besomaño. 

Besomaño.  ...  El  de  Sanjenjo. 

Cañiza.— 3  notarías. 

Cañiza..  .....  El  de  Alveos. 


1  Alveos   El  de  Santiago. 

l  Santiago  #bCo- 

belos   El  de  Cañiza. 

Lalín.—b  notarías. 

Lalin   El  de  San  Vicente  de 

Rodeiro. 

1  San  Vicente  de 

Rodeiro.  ...  El  de  Artoño. 

Arloño   El  de  Cárbia. 

Cárbia   El  de  Silleda. 

Sílleda   El  de  Lalin. 

Pontevedra. — 7  notarías. 

3  Pontevedra..  .  .  Mutuamente. 

2  Cangas   Mutuamente. 

l  Buen   El  mas  mod.  de  Canga», 

I^arin.   El   mas  moderno  de 

Pontevedra. 

Puenteáreas. — 4  notarías. 
Puenleáreas.  .  .  Múluamenle. 

Mofidáriz   El  masanliguodePuen- 

leáreas.  ^ 

Sotados   El  mas  moderno  TÍe 

Puenteáreas. 
Puente-Calielas.—^  notarías. 

P  uenle-Calde- 

las   El  de  Lama. 

Lama.   El  de  Loureiro. 

Loureiro   El  de  Puenle-Caldela».  • 

nedondela.^3  notarías. 

Redondela.  ...    El  de  Mos. 
Solomayor.  ...   El  de  Redondela. 

Mos   El  de  Redondela. 

Tabeíros. — 4  notarías. 

Estrada   El  de  San  Julián. 

San  Julián  de  • 

Bca   El  de  Estrada. 

1  Fojo   El  de  Estrada. 

1  San  Manuel  de 

Millarada..  ..    El  de  Fojo. 
Tuy.— 5  notarías. 

2  Tuy   Múluamenle. 

1  Porrino..  ....   El  mas  mod.  de  Tuy. 

l  Guardia..   El  de  Tomiño. 

1  Tomiño   El  de  Guardia. 

Vigo. — 5  notarías. 

3  Vigo   Múluamenle. 

l  Gondomar.  ...    El  de  Bayona. 
1  Bayona   El  de  Gondomar. 

AUDIENCIA  DE  GRANADA. 

PROVÍKCIA  lE  ALMERIA. 

Partido  judicial  de  Álmeria.—^*  notarías. 

4  Almería   Múluamenle. 
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1  Pechina. .....  El  mas  moderno  de  Al 

mería. 

1  Vicar.   El  tercero  de  Almería 

Berja. — 7  notarías. 

3  Berja   Múluamenle. 

2  Adra   Múluamenle. 

2  Dalias   Múluamenle. 

Canjayar.^^  notarías, 

1  Canjayar   El  de  Benlarique. 

1  Alcolea.  .....    El  de  Lanjar. 

1  Illar   El  de  Canjayar. 

1  Lanjar   El  de  Alcolea. 

1  Benlarique..  .  .    El  de  Canjayar. 
Gergal. — 5  notarías. 

1  Gergal   El  de  Tabernas. 

1  Fiñana   El  de  Alboloduy. 

1  Alboloduy.  ...    El  de  Fiñana. 

4  Tabernas   El  de  Gergal. 

1  Nacimiento. ...    El  de  Gergal. 

Huér cal-Overa. notarías.* 
^Huércal-Overa.  Múluamenle. 

1  Albox   El  de  Canloria. 

1  Canloria   El  de  Albox. 

1  Zurgena   El   roas  moderno  de 

Huércal-Overa. 
Purchena.—^  notarías. 

1  Purchena   El  de  Albánchez. 

'1  Albánchez.  ...    El  do  Purchena. 

1  Oria   El  de  Serón. 

1  Serón   El  de  Tíjola. 

1  Tíjola   El  de  S'^ron. 

Sorbht. — 4  notarías. 
1  Sorbas   El  de  Nijar. 

1  Nijar   El  de  Sorbas. 

2  Uleüa  del  Cam- 

po  El  de.Tahal. 

1  Tahal   El  deUleila. 

Velez-fíubio. — 4  notorias. 

2  Velez-Rubio. .  .  Múluamenle. 

1  Velez-Blanco.  .    Él  mas  moderno  de  Ve- 
Icz-Rubio. 

1  Maria   Fl  de  Velez-Blanco. 

Fera.— 6  notarías. 

2  Vera   .  Múluamenle. 

2  Cuevas  de  Vera.  Múluamenle. 

t  Lubrin   Et  mas  nrwd.  de  Vera. 

1  Mojacar   El  masanliguodc  Vera. 

PROVINCIA  DE  GRANADA. 

Partido  judicial  de  Alburwl.—o  notarios. 

2  Albuñol   Múluamenle. 

1  Cadiar   El  de  Torbiscon. 

1  Torbiscon   El  de  Cadiar. 

1  Polopos   El  de  Albuñol. 


Álhama. — 3  notorias, 

2  Alhama   Múluamenle. 

1  Venias  de  HueN 

ma   El  mas  moderno  de  Al- 

hama. 

Baza. — 5  notarías. 

2  Baza   Múluamenle. 

1  Caniles.   El  mas  mod.  de  Baza. 

1  Cúllar  de  Baza.   El  de  Caniles. 

1  Zújar   El  mas  antiguo  de  Baza. 

Granada. — 16  notarías. 

12  Granada   Múluamenle. 

1  Alfacár   £1   mas  moderno  de 

Granada. 

1  Quéntar   El  undécimo  deGraoa- 

da. 

1  Zubia   El  décimo  de  Granada. 

1  Huojar  Sierra.    El  de  Zubia. 
Guadíx. — 6  notarías. 

3  Guadíx   Múluamenle. 

1  La  Calahorra.  .   El  mas   moderno  de 
Guadix. 

1  Pedro  Marlinez.    El  segundo  de  Guadix. 

1  Hueneja   El  de  La  Calahorra, 

Huesear. — 3  notarías. 

2  Huesear   Múluamenle; 

1  Puebla  de  Don 

Fadrique. .  .  :   El  mas  moderno  de 
Huesear. 
Iznqlloz.^3  notarías. 
l  Iznalloz.  .  ,  ; .  .   El  de  Monlejicar. 
1  Monlejicar.  : .  .    El  de  Iznalloz. 
1  Moclin.  .  .  i  .  .  .    El  de  Iznalloz. 
Loja. — 5  notarías. 

3  Loja   Múluamenle. 

1  Aigarinpjo.  ...    El  mas  "mod.  de  Loja. 

1  Zafarraya   El  segundo  de  Loja, 

Monte  frío. — 3  notarías. 

2  Monlefrio   Múluamenle. 

1  Illora   El  mas  moderno  de 

Mon  lefrio. 

Moiril.-^l  notarías. 

2  Motril  ,  .  Múluamenle. 

1  Almuñécar. .  .  .  El  de  Olivar. 

1  Gualchos   El  mas  mod.  de  Motril. 

l  Olivar   El  de  Almuñécar. 

1  Salobreña   El  mas  anl.  de  Molril. 

1  Velez  de  Benau- 

dalla   El  masmod.  de  Molril. 

Orgiva.^5  notarías. 
1  Orgiva.  .....    El  de  Pórlugos. 

l  Padul.  El  de  Talara. 

l  Pórlugos   El  de  Orgiva. 

i  Talará   El  de  Padul. 
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1  Lanjaron.  . 

Sania  fé. 

1  Sanlafé  

1  Cabíala  Grande. 

1  Pinospaenle.  .  . 

ü jijar. ^ 

2  üjijar  4  . 

L  Mecina  Bomba- 
ron  

1  Murías  


El  de'Orgíva. 
—3  notarías. 

El  de  Gabia  la  Grande. 
El  de  Sanlafé. 
El  de  Sanlafé. 

4  notarías. 

Múluamenle. 

El  mas  mod.  de  Ujijar. 
£i  de  Meeina  Bomba- 
ron. 


vaovmciA  de  jain. 

Partido  judicial  de  Alcalá  la  BeaU — 6  no^ 
lar  xas. 

3  Alcalá  la  Real..  Múluamenle. 

1  Alcaudele   El  de  Caslillo  Locubin. 

1  Caslillo  Locu- 
bin.  El  mas  moderno  de  Al- 
calá la  Real. 

1  Frailes   El  segundo  de  Alcalá 

la  Real. 
Andujar,^^  notarías. 

-8  Andujar   Múluamenle. 

1  Arjona   El  de  Lopera. 

i  Lopera   El  de  Arjona. 

1  Villanuevadela 

Reina..  ....   El  mas  moderno  de  An- 

tlujar. 
Baeza. — 8  notarías. 
3  Baeza   Múluamenle. 

2  Linares.  .  .  .  «  .  Múluamenle. 

1  Bcjijar   El  mas  mod.  de  Baeza. 

1  Ibros   El  segundo  de  Baeza. 

1  Javalquinlo.  .  .   El  mas  moderno  de  Li- 

nares. 
Caroítna  — 5  notarías, 

2  Carolina   Múluamenle. 

1  Bailen   El  de  Baños* 

1  Baños   EldeBailén. 

1  Navas  de  San 

Juan.  ......   El  mas  moderno  de  la 

Carolina. 
Cazorla. — 3  notarías. 

1  Cazorla   El  de  Quesada. 

1  Quesada   El  de  Cazorla. 

1  Pozo  Aicon. ...   El  de  Quesada. 

Huelma.-^3  notarías. 
1  Huelma   £1  de  Campillo  de  Are- 

nas. 

1  Campillo  de 

Arenas   El  de  Huf  Ima. 

1  Cambil   El  de  Huelma. 

Jacn.— 7  notarías. 
5  Jaén  ^Múluamenle. 


1  Torre  del  Cam- 
po  El  de  Los  Villares.  .  .  . 

1  Los  Villares.  .,   El  de  Torre  del  Campo. 

Mancha  Real.^á  notarías. 
1  Mancha  Real.  .   Bl  de  Jímena. 

1  Jimena   El  de  Mancha  Real. 

1  Jódar,   El  de  Jímena. 

1  Pegalajar.  ...   El  de  Mancha  Real, 

Aíaríoí.— 6  flotarías. 

2  Marios.  .....  Múluamenle. 

1  Porcuna   El  de  Torredonjimeno. 

1  Torredonjimeno  El  mas  mod.  de  Marios, 

1  Valdepeñas.  .  .  El  de  Fuensanla. 

1  Fuensanla.  ...  El  de  Valdepeñas. 

Segura  de  la  Sierra. — 8  notarios. 
1  Segura   de  la 

Sierra   El  de  Sanlíago  de  la 

Espada. 

1  Santiago  de  la 

Espada..  ...   El  de  Segura  de  la 
Sierra. 

1  Siles. :   El  de  Segura  de  la 

Sierra. 
Ubeda.—  l  notarios, 

5  Ubeda   Múluamenle. 

1  Torre-pero-gil.,    El  mas  mod.  de  übeda: 

1  Sabiole   El  mas  anl.  de  Ubeda. 

Villacarrillo: — 5  notorios. 
1  Villacarrillo.  ;  ;    El  de  Villanueva  del 
Arzobispo. 

1  Chíclana..  .  :  .  •  El  de  Sanlisléban  del 
Puerlo. 

1  Sanlisléban  del 

Puerlo   El  de  Chíclana. 

1  Villanueva  del  * 

Arzopispo.  .  .   Bl  de  Villacarrillo. 
1  Boas  de  Segura.    El  de  Villanueva  del 
Arzobispo. 

pRov'mciA  DE  málaga: 

Partido  judicial  de  A' ora.— 3  notarías. 

1  Alora.  ;   El  de  Casarabonela. 

1  Almogía.  ;  .  .  :    Kl  de  Alora. 

1  Casarabonela;  .   El  de  Alora. 

Aníequera: — 5  notarios. 
5  Anlequ^ra.  :  .  .  Mutuamente. 
Archidona. — 3  notarías. 

2  Archidona.  .  ;  :  Múluamcnrle. 

i  Alameda   El  mas  moderno  de  Ar- 

chidona. 
Campillos. — 3  notarías. 
1  Campillos. .  .  .  :   El  de  Cañete  la  Real, 
l  Cañete  la  Real. .   El  de  Campillos, 
1  Toba. El  de  Campillos. 
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3  Coin,  .  ; . 
1  Aihaurin 

Grande. .  .  .  ; 
1  Monda.  ...... 

Colmenar 

1  Colmenar. .  .  . ; 
1  Casabermeja. :  . 
1  Riogordo.  .  .  :  . 
1  Alfarnale.  .  .  .  : 


l»ARTE  LEGISLATIVA. 


Estepona 

2  Estepona  

1  Jubrique  


1  Gaucin. 


1  Casares  

1  Cortes   de  la 
Frontera;  .  .  . 

Málaga,- 
16  Málaga.  ;  .  .  • 

Marbella 
1  Marbella;  .... 

1  Mijas  ; 

1  Ojén;  

fíonda.' 
4  Ronda. .  .  .  .  :  . 
1  Carlagima.  .  .  . 

1  Junquera.  . ;  .  . 

Torrox. 

2  Torrox.  .  ; 
1  Algarrobo. 
1  Cómpcla.  . 
1  Nerja.  .  ;  . 


Coin, — 5  notarías. 

Mutuamente. 

El  mas  mod.  de  Coin 
El  segundo  de  Coin. 

: — 4  notariffs: 

El  de  Casabermeja, 
El  de  Colmenar. 
El  de  Colmeftár. 
£1  de  Casabermeja: 

— 3  potarias: 

Múluamenle. 
£1  mas  moderno  de  Es- 
tepona. 

Gaucin. -^3  notarías: 

El  de  Corteado  la Fron 

lora. 
El  de  Gaucin. 


El  de  Gaucin. 
—16  notarías. 

Múluamenle. 
— 3  notarías. 
El  de  Mijas. 
El  de  Marbella. 
El  de  Marbella; 
-6  notarías. 
Múluamenle. 
£1  mas  mod.  de  Ronda. 
£1  tercero  de  Ronda. 
,—5  notarías. 
Mutuamente. 
EJ  de  Cómpela. 
El  de  Algarrobo. 
El  mas  moderno  de 

Torrox. 
I. — 7  notarías. 
Mutuamente. 
El  mas  moderno  de  Ve- 

lez-Malaga. 
El  tercero  de  Velez- 
Málaga. 

El  segundo  de  Velez- 
Máíaga. 

AUDIENCIA  DE  MADBID. 

PnOVINCIA  DE  AVfLA. 

Partido  judicial  do  Arenas  de  San  Pedro, 

— 3  notarías. 
1  Arenas  de  San 

Pedro   El  de  San  Eslébao. 


Velez- 
4  Velez-Málaga.  . 
1  Marchara  viaga. 

1  Beiiamargosa..  . 

1  Canillas  de  Acei- 
tuno; 


1  San  Esteban  del 

Valle   El  de  Arenas. 

1  Casavieja. ....    El  de  San  Estéban.  . 

Aré^xilo, — 4  notarías^ 

I  Arévalo.  .  ;  ; .  .  El  de  Madrigal. 

1  Madrigal.  ,  .  .  :  El  de  Ar^valo. 

1  Fonliveros.  ...  El  de  Villanueva. 
1  V  i  1 1  a  n  u  ev&  de 

Gómez.  .  :  .  :  El  de  Fonliveros. 

Avila, — 6  notarías, 

3  Avila..  :  .  .  .  .  :  Mutuamente. 
1  Aldea- Vieja.  .  .    El  mas  anl.  de  Avila. 
1  Burgohondo.  .  .   El  segundo  de  Avila. 
1  San  Juan  de  la 

Encinilla. : .  .   El  mas  mod.  de  Avila- 
Barco  de  Avila.— 3  notarías. 
3  Barco  de  Avila.  Mutuamente. 

Cebreros. — 4  notorias, 
i  Cebreros.  .  i  .  .    El  de  Navalperal. 
1  Navalperal.  ...   El  de  Cebreros. 
1  Solillo  de  la 

Adrada. ; .  :  ;  El  del  Tiembio. 
l  Tiemblo   El  de  Cebreros. 

Piedrahíta.-^d  notarías; 
1  Píedrahila.  ...   El  de  Diego  Alvaro. 
1  Diego  Alvaro; .   El  de  P'redrahita. 
1  Navarredonda. .   El  de  Piedrahlla; 

PROVIHCIA  DB  GÜADALAJARA.  ^ 

Partido  judicial  de  Atíenza,  —2  notarías. 
1  Atienza   El  de  Hiendelaencina. 

1  Hiendelaencina;    El  de  Atienza. 

Brihuega.'-b  notarías, 

2  Brihuega. .  ;  .  .  Mátuamente. 
1  Argecilla.  ....   El  de  Hila: 

l  Hila.  El  de  Torija. 

1  Torija. El  de  Argecilla. 

Ci fuentes. —2  notarías, 

l  Cifuenles.  :  .  .  .   £1  de  Saeíices. 
1  Saelices. .....   El  de  Cifuenles.. 

Guadatajara. — 7  notarios. 

3  Guadalajara.  .  .  Múluamenle: 

1  Yunquera;.  .  .  .   EldeTorrejon  del  Rey. 
1  Tor  rejón  del  ^ 
Rey. El  mas  antiguo  de  Gua- 
dalajara: 

1  Horche:  .  .  .  :  .   El  segundo  de  Guada- 
lajara. 

1  Valdenochcs. .  .   El  m^s  moderno  de 
Guadalajara. 
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Molina  de  Arag<m.^  hótarias: 

2  Molina  ; .  Mutuamente. 

1  Checa. El  mas  anlíguo  de  Mo- 
lina. 

1  Maranchonu . .  ;  El  mas  moderaodeMo- 

Jiña. 

PaHranai^Ü  notarios. 

2  PMlrana;. : .  .  .  Múluameolc. 

í  Tendilla   El  de  Mondéjar. 

1  Mondéjar   El  de  Tendilla. 

1  Almonacid. ...   El  mas  moderno  de 
Pastrana. 

Saeedon. — 3  notarías, 

1  Saeedon   El  de  Alcocer. 

*  Alcocer   El  de  Salmerón. 

1  Salmerón   El  de  Alcocer. 

Sigüenza.'S  notarios. 

2Sieüenza   Múluamenle. 

1  Jadraque   El  mas  moderno  de  Si- 

güenza. 

Tamoion» — i  notarios» 

í  Tamajon   El  de  Cogolludo. 

1  Casa  de  üceda.  El  de  Humanes. 
1  CogoIJudo   El  de  Tamajon. 

1  Humanes   El  de  Casa  de  üceda. 

PROVIHCIÁ  DE  MADBID. 

Partido  judiciol  de  Alcalá  de  Henares.-^9  not 
tarias. 

2  Alcalá.  ......  Mútuamenle. 

1  Torrejon  de  Ar- 

dóz   El  de  Vicálvaro. 

1  Fuenie  el  Saz.  .   E]  de  Daganzo. 
1  Daganzo  de  Ar- 

^  "ba   El  de  Fuente  el  Saz. 

1  Sanlorcaz   El  def  Villar  del  Olmo. 

1  Villar  del  Olmo.  El  de  Sanlorcaz. 
I  CamporreaL.  .  .  El  de  Torrejon. 
1  Vicálvafo   El  dé  Torbjon. 

Colmenar  Viejo.^S  notarios. 

Colmenar  Viejo.  El  de  Míraflores. 
San  Sebastian  de 

loa  Reyes. .  .  El  de  Fuencarral. 
t  El  Molar.  . .  . El  de  San  Sebastian  de 
los  Reyes. 

1  ^Miraflores  de  la 

Sierra   El  de  El  Molar. 

1  Moralzarzal..  . .  El  de  Galapagar. 

1  Guadarrama.  .  .  El  de  MoialzárzaJ. 

1  Galapagar   El  de  Guadarrama. 

1  Fuencarral.  ...  El  de  Colmenar  Viejo. 

Chinchonas  notarios. 

^  Chinchón   Múluamenle. 

Tomo  X  dv*  |)icq« 


2  Aranjuez.  .  « .  .  Mutuamente. 
1  Perales  de  Tajn« 

í  xr  n*'  •  ^®  Arganda. 

1  Villarejo  de  Sal- 

,    -^^«€8   El  de  Valdaracete. 

1  Arganda   El  de  Perales. 

l  Valdaracete.  . .  El  de  ViJJarejo  de  SaU 
vanéá. 

^tte/e.— 7  notarios. 

l&1t¿¿elAi:  ^^^^-«^^chelAlto. 

-  •   EI  deLeganés. 

1  Leganés   El  de  Gelafe. 

1  Fuenlabrada.  • .   £1  de  Griñón 

1  Griñón.. .  El  de  Fuenlabrada. 

l  CienjpozueloB.  .  El  de  Valdemoro. 

1  Vaidemoro          El  de  Ciempozuelos. 

Madrid.^dO  notorias. 

60  Madrid..   Mutuamente. 

Navoieomero.'-A  notorias. 

1  Navalcarnero.  .   El  de  Brúñete. 
1  Valdemoríllo. .  .   El  de  Pozuelo. 
1  Brúñele.  .     .  .   El  de  Navalcarnero. 
1  Pozuelo  de  Alar- 

c^n..   Et  deVaidemorilIo. 

San  Martin  de  Voldeiglesios.--^  notarios. 
1  San  Martin  de 

Valdeiglesias.   El  de  Cadalso. 
1  Cadalso.  .....   El  de  la  VHIa  del  Prado 

1  Villa  del  Prado.   Ei  de  Cadalso.' 
1  Robledo  de  Cha- 
vela   El  de  San  Martin  de 

Valdeiglesias. 
Torreloguno.'^b  nolariás. 

1  Torreíaguna.  .  .  El  de  Buslarviejo. 

1  Buitrago.  . , .  .  El  de  Lozoya. 

1  Buslarviejo..  .  .  El  de  Torreíaguna. 

1  Lozoya.  .  .  : .  .  El  de  Buitrago. 

1  Montejo  de  la 

Sierra   El  dé  Buitrago. 

PROVINCIA  DE  SBGOVIA. 

Portido  judicial  de  CuéUor.-^i  notorias. 

2  Cuéilar.   Mútuamente. 

1  Fuentepelayo.  .   El  de  Fyeniidueña. 

1  Fu^ntidueña* . .   £1  de.  Fuentepelayo. 

iííajfl.— 4  notarios. 

2  Riaza   Mútuamente. 

1  Ayllon  El  mas  aat.  de  Ríaza. 

1  CedilIodelaTor- 

re.  .  El  mas  mod.  de  Ríazt. 

48 
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Santa  María  de  Nieva.^S  mtafúUé , 


2  Santa  María 

fíieva. .  .  .  »  . 
1  Berqardos;  .  .  . 

1  Coca  

1  Sanliusledé  San 

Juan  Bautista. 
1  Mariin  Muñoz  de' 

las  Posadas.  . 


Mutuamente.  « 

El  nías  ailiiguo  de  San* 

'  la  María. 

Ei  de'Sanliuste. 


1  Villacastin. 
1  San  García. 


£1  de  Cop{i« 

£1  mas  moderno 

Santa  María. 
El  de-San  García. 
El  deViflaoastin. 


de 


Sr^cvia.— 9  nolarias,  " 

5  Se¿:ovía  ,  Múlu/imente. 

1  Turégano   El  de  Carbonero  el  Ma« 

yor. 


1  Carboneroel  Ma- 
yor  

1  Abades  


El  de  Turégano.  ' 
El  de' las  Navas  de  San 
Antonia. 

Ei  de  Abade». 


1  Navas  de  San 

Antonio.  ... 

.  Sepúlvedú  ,-^5  riolarias^ 

2  Scpú'yoda.  .  .  .  Múummenle. 

1  Canlal-jo   Él  de  Pcdraza. 

1  Pedraza   El  de  Canlaiejo. 

1  BóccgaÜlas. ...   El  mas  moderno  de  Se- 
pútveda* 

PROVINCIA  1>RT0LKD0«  . 

Partido  /«dicíaí  de  Escalona,— i  notarías* 

1  Escajona   El  de.  Sania  Olalla. 

1  Santa  Olalla.  ,  .  El  de  Escalona. 
1  Torre  de  Este- 
ban Hiimbran.  Ei  de  Ménlrída. 

1  Méntrída   £1  de  Torre  de  Esteban  i 

lUúBcas, — 6  noíariás, 

2  Illcscas   Múiuartiehtc. 

1  Casarrubios  del 

Monte   El  de  Cedillo. 

1  Cediül)   El  dé  Villalüenga. 

1  Villalüenga..  .  .  El  de  E^quivias. 

1  E&quivias. ....  El  mas  mod.  de  II leseas. 

'    Litio, — 4  notarlas. 

1  Lil'o   El  de  Viilac"^ña8. 

1  Viílacnñas.  ...  E!  de  LíDti. 

1  Li  Guardia.  ..  El  de  Temh  reírte.. 

1  Tembleque. ...  El  de  La  Guaiaia. 

Madridejas.^^  nqtat\a$. 

2  Madrld^os. .  .  .  Máluamenle. 
1  Villafranca  de 

los  Caballeros.   El  de  Consuegra. 


1  Consuegra.  ...  El  mas  moderno  de  Ma- 
t  dridéjos. 

Navahermosa.--á  notarías. 

1  Navahern^osa.  .  El  de  Naval  morales. 

1  Navalmorales.  .  El  de  Galvrz. 

1  Gal  vez   El  de  Menasalbas. 

1  Menasalbas. ...  El  de  Navahermosa. 

.  Ocofki.— 7  notórias. 

2  Ocaña.  ......  Mútunm<'.ni<\ 

1  Dosbarríos.  ...  Ei  mns  ttiod.  deOoaña. 

l'Villasequilla. .  .  El  Y-im-s. 

1  Ycpes   El  de  Villasiquilla. 

i  Santa  Cru2  do  la 

Zarza   El  de  Villarrubiá. 

1  Villarrubiá  de 

Santiago. ...  El  de  Sania  Cruz. 

•  Orgaz.— Anotarías. 

1  Orgaz   El  mas  mod.  de  Mota. 

2  Mora   Múiuam«'itle. 

i  Sonseca   El  du  Orgaz. 

1  Yébenesi   Ei  de  Orgaz. 

rnfnte  del  Arzobisj^o.-^i  nolarias. 

1  Puente  del  Ar- 
zobispo..  .  ,     £1  de  Oropesa. 

1  Oíopesa   El  íle  Puonle  del  Arzo- 

bisjm» 

1  Estrella   EideBelvis. 

1  BcIvisdelaJara^   El  de  Estrella. 

Qw'ntanar  de  la  Orden. — 4  notarías, 

2  Quintanar  de  (a 

Orden. .....  Muluamentc. 

1  Corral  de  Ai  ma- 
guer  El  dé  Puebla. 

1  Puebla  de  Don 

Fadrique..  .  .   El  de  Corral. 

Takvera  de  la  fíeina.-^ñ  notarios. 

2  Talavera.  .  .  .  .  •  Máluam^nte. 

1  Cebolla   El  del  Real  de  San  Vi- 

cente. 

1  NavamorcueQ<1e   El  de  Velada. 
1  Real  de  San  Vi- 

cente   El  de  Cebolla» 

1  Velada.  .   El  de  Navamorovemle. 

Toledo. — 0  notarios. 

6.ToIfdo   Mutuamente. 

1  Vargas   El  mas  uiod.  de  Toledo. 

1  Mocv-jon   El  quinto  de  Toledo., 

1  Po^an;   El  cuiirto  de  Toledo.. 

Torr^jos.^  notarios, 

1  Torrijos  *  £1  de  EsealonillaJ 

1  £1  Carpió   El  de  Puebla  de  Mon- 

taH}an. 
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1  Puebla  de  Mon- 

^  „  Ralban   El  del  Carpió. 

1  Escalonilia.  ...   Ei     Toí/  ííoíí. 

i  S'*^^^-.   El  oc  Fu-r.salida.  • 

1  Fuensalida   El  deNóvéíi. 

AUDIENCIA  DB  MALLOBCA, 

PaOVIWCIA  DE  LAS  iSLAS  BALKARES. 

Partido  judicial  de  Ibi^a.^h  notarios. 

^  í*>'^   Múluaíner.le. 

Inca. — 10  núarias^ 

1  U  msalera.  ...  El  de  Aliiró. 

f    Múluaineftte. 

}  ^"f^   Kí  üe  a  PuL'bla. 

1  Pulleiisa,   El  de  Sriva. 

1  La  PueUla.  ...  El  de  Muro. 

1  S  llocllas   E<  d'í  Saieu. 

}    El  mas  mod.  de  laca. 

*  S*cieu   El  de  SauseUaa. 

1  Alayor   El  na.  0)od.  de  Mahon. 

2  Ciudadi'la   Múluitmenle. 

4  Mahun   Müliií.iu<n»e. 

1  Mercaddl   El  dií  Aiayor. 

Manacxfr.^9  n'^tarius. 

1  Arlá   El  ina¡»  moderno  de 

Matiaoot. 

1  Campos   El  d«  Sanlañy. 

2  F'^laniix   Múiuamente. 

2  Manncor,   iiúluamenli». 

1  Poi  reías   El  maj»  únií^uo  de  Ma- 

II  acor. 

1  San  Juan   El  d-^  Po(.Hras. 

1  Santañy   El  de  Campos. 

Po/ma.— 21  hotarias. 

1  Alg^aída  El   mas  moderno  de 

Llum>i)^yor. 

1  Andi!»iíx   El  ñus  inod.  d«  P^Una. 

1  Buñü'a   £•  dcSihta  Maiía. 

1  Esporlas   E/  de  Valldoraosa. 

2  Liummayor.  .  .  .llúliiamenle. 
14  Palma.  Múluamonle. 

1  Sania  María.  .   El  de  Buñbia. 

2  Soller   Múiuamente. 

1  Valldemosa.  .  .   Ei  de  Esporlas.  * 

AUDIENCIA  D5  OVIEDa. 

PROVIHCÍA  DE  OVIEDO. 

Partido  judicial  deAvilés.^5  notarios. 
1  San  Miguel  de 

Quiloña. . . . «  El  mas  mod.  de  Aviles. 
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2  Aviles   Múluámente. 

l  Luanco.   ^1  mas  ani.  de  Aviíés. 

1  Solo  del  Barco.    El  ma»  mod.  de  Avilés, 
Belmonte. — 6  lioláríds, 

2  Bolmonle.-  .  .  .  .  Mutuamente. 
2  Salas.  Múluamenle. 
1  San  Mrtrlin  d*»  la 

Pteza  de  Te-        ^  * 
berga   El  de  Po'a  fié  Somiedo. 

1  Poía  oeSomicdo   E»  de  IVberga, 

Cangas  de  Onis, — 5  rMarias. 

2  Cangas  de  Oois.  lV^ú;aamcn^e. 

1  Onís.   El  ñiasm<id.  de  Cangas. 

1  Rivadesella.  .  .  El  masanl.  de  Cangas. 
1  Arenas  de  Parres   Ei  mas  mod.  de  Cangas. 

Cangas  de  Tineo.^nolárias. 

3  Cangas  de  T  neo  Múluamenle. 

3  Tineo   Múluameiue. 

1  Navetoas   El  nws  m/»d.  de  Tineo. 

1  Pola  de  Aliando.   £1  mas  mod.  de  Cangas^ 

Caslropols — 5  notorias. 

2  Caslropol   Mu  Cu  ámenle. 

1  VegadeRivadeo  El  mas  moderno  de  Cas* 
Iropol. 

1  Boa»   El  d"  Caridad. 

1  Caridad   El  de  Boal. 

G^jon.— 4  noUirias* 

3  Gijon   Mútuamenle: 

1  Candas   Ei  nnías  mod.  de  Gijon. 

Orondas  de  Sadme.^S  notarios» 

i  Grandas  de  SalL- 

me, ......  .   El  dé  Safiia  Eulalia  de 

Oseos, 
l  San  Antoün  de 

lb>a«   £1  de  Grandas. 

1  Sania  Eulalia  de 
Oseos   Ei  de  Grandas. 

' ínfiesto.—h  notorias. 

2  Tnfíésfo   Múluamenle. 

1  San  Bariolomé 

de  Nava.  ...   El  de  Ceceda, 
1  Sania  Eulalia  de 

Cabianes. ...   El  mas  mod.  de  Infíesto. 

1  Ceceda   El  de  San  Bartolomé  de 

■  Nava.' 

luar  ca.— 5  notarías. 

2  Luarci^.  ... ...  ^  Múlüam'^nle. 

1  Nc^vla.   El  ma<;fród.  deLuarca. 

1  Muñas   ;   El  dcPíifotles. 

1  Parédes.  • ,  . .  .  El  de'  Muñas.; 

Lianes.-^^  noiarias. 
t  Llanes.".  .....   Et  de  Posada. 
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1  Posada  :  •  El  de  Llanes. 

1  Abandames. ...  El  de  Colombres. 

1  Coiombres.  •  .  •  El  de  Abandames. 

1  Carreña   £1  de  Abandames* 

notarios. 

4  Oviedo.  .....  Mutuamente. 

2  Pola  de  Siero.  *  Húiuamenle. 

1  Proaza   El  mas  mod.  de  Oviedo. 

1  San  Cucuralo  de 

Llanera   El  tercero  de  Oviedo. 

1  Grullos  de  Can- 

damo   El  segundo  de  Oviedo. 

Pola  de  Laviána,^  mtarias» 


El  de  Sama. 

El  de  Pola  de  Laviana. 


1  Pola  de  Laviana. 
1  Sama.  ....... 

1  El  Campó  de  Ca- 
so  El  de  Collanzo. 

1  Collanzo. . .  -  • .  Bl  de  El  Campo. 

1  Soto   £1  de  Collanzo. 

Pola  de  Lena.^i  notario». 

2  Pola  de  Lena.  .  Mutuamente. 

1  Mieres.: .  .  :  .  .   El  mas  moderno  de  Po- 
la de  Lena. 

1  Barzana  de  Quí- 

rós   El  mas  antiguo  de  Po* 

la  de  Lena.*; 

Pravia. — 7  notarías» 

2  Pravia  Mutuamente. 

2  Grado   Mutuamente. 

2  Cudiliero   Idáluamente.  • 

X  San  Martin  de 

Luiña   El  mas  moderno  de  Cu- 

diliero. 

Villaviciosa. — 4  notarías, 

1  Amandi   El  mas  antiguo  de  Vi- 

llaviciosa. 

2  Villaviciosa.  .  .  Mutuamente. 

1  Colunga   £1  mas  moderno  de  Vi- 

llaviciosa. 

AUDIENCIA  DE  PAMPLONA. 

PROVIHCIA  DE  HAVARRA. 

Partido  judieial  de  Aqiz,—9  nqlatias. 

1  Aoiz.  ,   El  de  Lumbi^r. 

1  Huarte   £1  de  Monreal. 

1  Butgueté.  . .  .  ;  £1  de  Ochagavia. 

1  Ochagavia.  ...  El  de  Roncal. 

1  Roncal   £1  de  Ochagavia. 

1  Lumbiér.  £1  de  Aoiz. 

1  Sangüesa.  ....  Eld^  Aibar. 

1  Aibar   £1  <le  Sangüesa. 

1  Monreal   El  de  Ruarle. 


Viana  

Los  Arcos. .  .  . 

Cárcar  

Lodosa  

Torralva  

Attávia  

Luquin  

Estella  

Alio  

Muriain  de  la  So- 
lana. 

Mañeru  

A  rízala  

Salinas  de  Oro 


Estella.^íh  notarios. 

  El  de  Torralba. 

El  de  Luquin. 
El  deLadosa. 
El  de  Cñrcar. 
£1  de  Viana. 
El  de  A  rízala. 
El  de  Los  Areos; 
Mutuamente. 
El  de  Muriaín. 


£1  dé  Alio. 
El  de  Salinas. 
El  de  Salinas. 
El  de  Mañero. 


Pamplona.— 23  notorios. 
Pamplona..  . 


Astrain. 

Asi  ai  n  

Puente  la  Reina. 

Adiós.  

Elizondo  

Vera  

Lesaca   . 

Santesleban..  •  • 


Lizaso  

Yáben  

Leiza  

A'sásua.  • .  . .  . 
Huarte-araquil.. 
Lecumberri..  .  • 


Mutuamente. 
El  de  Asiain. 
El  de  Abtraín. 
El  de  Adiós. 
El  de  Puente  la  Reina. 
Mutuamente. 
Ei  de.  Lesaca. 
El  de  Vera. 

El  mas  moderno  de  Eli- 
zondo. 
E}  de  Yáben. 
El  de  Lizaso. 
El  de  Lpcumberri. 
El  de  Huarte. 
El  de  AIsásua. 
El  de  Leiza. 


Ta/b/lfl.— 9  notarías. 


Tafalla.. .  , 

Olile  

Caparroso.< 
Peralta..  .  . 
Falces. .  .  , 
Arlajona. 
Barasoain. . 


Tudela.' 

Corella  

Cinlruénigo..  .  . 
Villafranca.  .  .  . 

Valtierra  

Tudela  

Cascante  

Abljlas..  ..... 


Mutuamente. 

El  mas  mod.  de  Tafalla. 

El  de  Olite. 

El  de  Fálces. 

El  de  Peralta. 

El  de  Barasoain. 

£1  de  Artajona. 

-10  notarial. 

El  de  Cintrnénígo. 
El  de  Corella. 
El  de  Val  tierra. 
EUde  Villafranca. 
Mutuamente. 
Ei  de  Al>litas. 
El  de  Cascante. 


AUDIENCIA  DE  SEVILI.A. 

PROVIRCIA  DB  CADIZ. 

Partido  judicial  de  Algeciras,^b  notorias. 

2  Atgeciras   Mdluamente. 

1  Ceuta.   El  que  habilite  el  Juez. 
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2  Tarira   Múluameule. 

Areos  de  la  Frontera. — 5  notarían. 

2  Arcos  de  la  Fron- 
tera  Múluamenle, 

1  BornoB   El  mas  mod.  de  Areos 

1  Prado  del  Rey.  El  de  Villamarlin. 

1  Villamarlin..  .  .  El  de  Prado  del  Rey. 

Cádiz, — 10  notarios. 

10  Cádiz   Mutuamente. 

Chiclana.^-A  notarios. 

2  Chiclana   Miituamente. 

1  Conil   £1  de  Vejér  de  laFron 

tera. 

1  Vejér  de  la  Fron- 
tera  El  de  Conil. 

Grasalema.—A  notarías. 

1  Benaocaz   El  de  Ubríque. 

1  El  Bosque   El  de  Grazalema. 

1  Crazalema.  •  • .  El  de  Benaocaz. 
1  Ubríque   El  de  Benaocaz. 

Jerez  de  la  Frontera.-^-d  notarios» 
9  Jerez  de  la  Fron- 
tera  Mutuamente. 

Medinasidonia,'^  notorias. 
1  AlealádelosGa- 

zules.  .  .  .  : .   El  mas  moderno  de  Me 
dinasidonia. 
3  Medinasidonia. .  Mutuamente. 

Olvera.^S  notorias. 
1  Algodonales.  . .   £1  de  Olvera. 
}  Olvera   El  de  Algodonales. 

1  Selenil   El  de  Olvera. 

Puerto  de  Santa  Maria,—b  notorias. 
3  Puerto  de  Santa 

María. . . . .  ¿  Mútnamente. 

2  Rota   Mutuamente. 

Son  Fernando.'^S  notarios. 

1  Puerto-Real. . .  El  roas  moderno  de  San 

Fernando. 

2  San  Femando. .  Mutuamente. 
Sanlúear  de  Barrameda.^b  notorias. 

1  Cliípiona   ElmasmodernodeSan- 

«  r.  w  liicar. 
8  Sanlucarde  Bar* 

rameda   Múlaamente. 

1  rrebDgena. . .  «  El  segundo  de  Sanlácar. 
San  Roque — 3  notorias. 

1  Los  Barrios         El  de  S«i  Roque. 

1  Jimena   de  la 

Frontera.  ...  El  de  San  Roque. 


1  San  Roque. ...   El  de  Los  Barrios. 

PROVINCIÁ  DE  CÓRDOBA. 

Partido  judicial  de  Aguilar,^B  notorias, 
3  Aguiiar   Múluamenle. 

2  Puente  Genil..  .  Mutuamente. 
1  Monlurque. ...  El  mas  moderno  de 

Aguiiar. 

Boena. — 5  notarios. 

3  Baena   Mutuamente. 

1  Luque   El  mas  mod.  de  Baena. 

1  Válenzuela. ...   El  segundo  de  Baena. 

Bujalance. — 5  notarios. 

2  Bujalance   Mutuamente. 

1  Cañete   de  las 

Torres  El  mas  moderno  de  Bu- 
jalance. 

1  Carpió. .  •  .  ^ . .   El  de  Morenfe. 
1  Morente   El  de  Carpió. 

Ca6ra.— 4  notorios. 

3  Cabra   Mutuamente. 

1  Doña  Mencía..  •  El  mas  moderno  de  Ca- 
bra. 

Castro  del  Ato.— 3  notarios^ 

2  Castro  del  Rio.  Mutuamente. 

1  Espejo   El  mas  moderno  de 

Castro  del  Rio. 

Córdoba. — 10  notorios. 

9  Córdoba..  .  .' i .  Mutuamente. 
1  Villaviciosa.  . .  El  •  mas  moderno  de 
Córdoba. 

Fuente-  Ovejuna.-^^  notorias* 

1  Belmez   El  de  Fuente-Ovejuna. 

1  Espiel.  El  de  Belmez. 

1  Fuente-Ovejuna.   El  de  Belmez. 

Hinojosa  del  Dtíque.^2  notorios. 

i  Belalcázar.  ...  El  de  Hinojosa  del  Du- 
que. 

1  Hinojosa  del  Du*  i 

que.  ......   El  de  Belalcázar. 

Lucena.^b  notorios. 
4  Lucena.  .....  Mutuamente. 

1  Eoeinas  Reales.  El  mas  moderno  de  Lu- 
cena. 

Mantilla.'^  notarios. 

4  Montilla   Mutuamente. 

Montero. — 7  notorias. 

1  Adamuz.  •  •  • . .  Él  tercero  de  Montero. 

4  Montero   Mutuamente. 

1  Villa  del  Rio.  • .  El  mas  moderno  de 
Montoro. 
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1  VUlaf  ranea    de  . 

las  Agujas.  .   El  de  Adamuz, 

Posadas.— 3  notarías, 

1  La  Carióla   El  de  Palma  del  Rio. 

{  Palma  del  Rio.     El  de  I^a  Garlóla. 

1  Posadas.  El  de  Palma  del  Rio. 

Pozoblanco. — 3  nd/arios. 

£1  Wfl  "moderno  de 
Pozoblaiico. 

2  PozoWanco.  .  . .  Mú4uam':nle; 

Prj>^o.— O  noiurías. 

1  Carcabuey.  ...    El  nías   moderno  de 
Priego. 

5  Priof^o  de  Cór- 
doba.. .     .  Múluamcnle. 

Rambla.-^h  notariás. 

1  Fernnn'-Nurioz.;.    El  mt\<  nnl.  de.Rambla. 

1  Mofilemny,oí. .  •   El  ile  Fornan-Nirtiez. 

2  Rnmbla.  .....  Múui'omenle. 

1  SajKaclla.* .  ,  ,  ,   El  Ttir,s  moderno,  de 

Ritmhla. 

fiute, — 4  notarios, 

2  Bcnamcjí   Múiuamenle. 

2  Rule  «  .  •  Mutuamente. 

PROVinClA  I>E  HUÉLVA. 

Partido  judiciai  de  Araccna. — 6  notariás, 

2  Araccna.  •  MúHiamcnte.  . 

1  Corlegaiia   EideJabugo.' 

1  Encinasola.  .  .  *   Ei  de  Cortcgaoá. 
1  G.a'droza.  ....   E»  dp  Jabirgo. 
1  JabiJgo   ;  El  de  Gftioroza. 

.  Át^armnie. — 3  noiarsaé. 

1  Ayamonto.  .  %  .  El  de  Lepe. 

1  Lepe.  El  dc.Ayamonle. 

1  Villanu"Va    do      .  ' 

losCash'llejos^  El  de  Lepe.  '  . 

Búélva.'-l  notnriasj, 

1  Cartay\...  ....  El  dfí  G  bri^leon. 

l  Gibra'pgn.  ....  El  de  Cariaya;  * 

3  H'ielvni.. .....  Mútuamenlc. 

1  San   Juan  del 

Pu-^rlo.  .  .  .  .  •  El  de  Trigueros. 
1  Trigueros. ...  .   El  dé  San.  Juan  del 
.    .    •         Puorlo.  . 

la  Prtímrt.— 4lno<flrMis. ' 

dí»do.   Bl  de  LáPMraá. 

l  Líi  Palma.. . ....  Elcíé  Bp^lül'as  del  Coto 

'  dado. 


Villalva  del  Al- 
cor  El  de  Paterna  del  Cam- 
po. 

1  Paterna  del  Cam- 
po  El  de  Villaiva  del  Al- 
cor. 

Maguer, — 4  notarías, 

i  Almonle   El  de  Rociana. 

2.Moguer   Múlnamenle. 

l  Rociana   El  de  Almonle. 

Valverde  del  Caminó.^b  nólariasl 

1  El  Cerro.; .  .  .  ;   El  de  Puebla  de  Gaz- 
man. 

Puebla  de  Guz- 

nfMin   El  de  El  Cerro. 

1  Minas  de  Riolin- 

lo.   El  de  Zalamea  la  Real. 

1  Val  verde  del  Cn- 
mino.  ...  .  . 

Zalamoa  la  Real. 


El  de  Zalamea  la  Real: 
El  de  Mínds  de  Riotin- 

lo: 


PftOVmCIA  DE  SEVILLA. 

Partido  judicial  de  Almlá  de  Guadaira, — 4 
notarios, 

Alcalá  de  Gua- 
da i  rn   Mdluamenle. 

i  Dob  Hermanas.   El  mas  roóderaode  Al** 

cala.. 
1  M^i'eiia  del  Al- 
cor  El  mas  antiguo  de  Al« 

cala  de  Guadaira. 

Carmona, — 5  notarios, 

4  Carmona   Mutuamente. 

1  La  Campana. .  .   El  mas  moderno  de  Car- 
mona. 

•  Cazalla  de  la  Sierra, — 7  nolarias. 

1  'Alanis.  El  de  GuadalcanaL 

2  Cazalla.  .....  Mutuamente.. 

1  Guadalcanal.- .  •  El  de  Alanis. 

1  ConsiAnlina..  .  .  Múluninenle. 

1  Pcdroso   El  jiias  uioderDo  de 

Constantina. 
Eoija,^S  notorias. 

3  £ei}a. .......  Mutuamente. 

2  Fuente^  dé  An- 

dalucía. ....  Múiuaméñle. 

1  Luis'ana   El  mas  mod.  de  Eoija. 

*jB«U|mi.— 6  notorias, 

4  Eslí'pa..   Múluamcnle, 

2  Herrera   Mutuamente. 

Lon  del  Rio,— A  notorias. 
i  Alcolea  del  Bio,   £1  de  Lora  del  Rio. 
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1  CAnlílInnn..  ...   El  de  Alcoiea  del  Rio. 

2  Lora  del  Rio. .  .  Múluamenle. 

Marchena. — 8  notar  105: 

3  Arahnl.   Múluamonle. 

4  Marchena   Múiuamente; 

1  Paradas. '«....   £1  inos^  moderno 
Arahal. 

Jloron.— 8  mfarias. 

1  Goronil   El  de  MonUHIano. 

1  Jácntellano.  ...  El  de.Corooi». 

4  Morón.  ......  Múiuamenlc. 

1  Pruna   El  m^s  moderno  de  Pue- 

b.a  de  C.'tzalla. 

1  Puebla  de  Cnza- 

Jla.  .   El  de  Pruna. 

Osuna. — 6  vdarias, 

4  Osuna.  ......  Múiunmfnle. 

1  Saucejo   El  rnas  mod.  de  Osuna* 

1  Corrales   El  lercero  de  Osuna. 

Santúcar  la  Mayor. — 6  n^itarias. 

1  Aznalcoílar..  . .   El  de  Caslillo  de  las 


El  de  Caslillo 

Gualdos. 
El  ih  Vii/amanrique 


1  BcnacazcH\.  .  .  . 
1  Cas  l¡ i  lo  chí  las 

Guardas.  ...    El  d(*  AznáicoHar. 
1  Olivares   El  do  Sanlút-ar  la  Ma- 

yor. 

1  Sanlúcar  la  Ma- 
yor. ......    El  de  Oiivarps. 

1  Villumaniique. .    El  d^  Benacazon. 

•  S€vMa.—21  notariüft, 

1  Algaba. .....    El  nías  moderno  de  Se- 
villa. 

1  Caslilblanco. .  .   El  de  Algaba. 
1  Coria  del  Rio.   El  fia  Puebla  juulo  á 
Coria. 

1  XSerena..  .  .  :  .   El  de  Gnijlena. 
1  Guillena.  : .  .  r   El  de  Gerona. 
1  Puebfa  juciU)  á  * 

Coria.  .  .  .  .  ;    El  de  Coria  del  Rio. 

20  Sí'villa  Mútuamenle. 

1  Alcalá  del  Rio.   El  decimonoveno' de  Se- 
villa. 

Utrera,--'!  notarías,  , 

1  Las  Cabezas  de 

San  Juan.  , .  .   El  mas  moderno  de  Le- 
brija. 

2  Lebrija..  *  ....  Múluamenle. 
1  Villafcanca  y  los 

Palacios.  ...   El   mas  moderno  da 
.  Utrera. 

3  Utrera. ......  Mutuamente. 


AUDIENCIA  DE  VAÍiENCIA. 

PROVINCIA  DE  ALICANTE.  . 

Partido  judicial  de  Alicante,— S  notorias. 

6  Alicanlo.   Múluamonle. 

1  San  Vicente.  .  .    El  de  San  Juan. 
1  San  Juan.  ...  *    El  de  San  Vicente. 

Akoy. — 6  notarias. 

4  Alcoy   Múlunmenle. 

1  Agres   El  de  Bañeras. 

1  Bañeras   El  de  Agres. 

Callosa  de  Ensarria.—l  notarias. 

2  Callosa.  .....  Mútuamenle. 

1  Polnp   El  dt*  Al  lea. 

1  Alien.; ......    El  de  Polop. 

l  B  Mjísr».   Ei  do  Tíu  bcria. 

l  B'íniarth».  :  .  .  .    El  niaf^  mod.  de  Callosa. 

1  Taibena..  .  .  .*.    El  de  B<nisa. 

Coceníaina.— 7  notarias. 

2  Cocenlaina.  .  .  .    Mútuamenle.  • 

1  Muro..  .......    IJl  mas  moderno  de  Go- 
cen laina.  • 

1  Beñiariés.  .  .  . '.   El  de  Planes. 
1  Planes.  El  de.Boniarrés. 

1  G(»rga   El  de  B  -nilloba. 

1  Bénilloba  ....    El  de  Gorga. 

Dénia. — 9  notarias. 

2  Dt^nia.  •  .'.  .  .  .  Múloamenle. 

2  Jáveá   Múluamenle. 

1*  Gnla   El  de  Jalón. 

1  Truláda   El  de  Gala. 

1  J.ilon..  ......  El  de  Gala. 

1  Ondara.  *   El  de  Podreguer. 

1  Pedreguer   El  de  Ondara. 

Dolores. — 6  notarias. 

1  Dolores.  .....  El  de  Caira!. 

l  Cairal   El  de  Dolores. 

l  Aibalera   El  de  Callosa. 

1  Callosa  de  Segu- 
ra  El  de  Albalera. 

)  1  Almoradí.  ....  El  de  Rojal«>s. 

1  Rojales   El  de  Almoradí. 

Ekhc.—l  notarias, 
4  Elche.:   Múluamenle. 

2  Crevillenle.  .  .  .  Múluamenle. 

1  Sania  Pota.  .  .  .  El  mas  mod,  de  Elche. 
Jijona.^Q  notarias. 

1  Jijona.   El  de  BusoU 

1  Ibi;  .....  i  .  .  El  de  Onil. 

1  Tibi. ........  El  do  Castalia. 

l  Casialla.  .  ; .  .  .  El  de  T.bi. 

1  Onil.. .......  El  de  Ibi; 
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1  Busot.  £1  de  Jijona. 

JVonóvar.— 5  notarios. 

2  MonóFar.  .  . .  .  Múluamenlp. 

1  Bida   El  de  Petrel: 

l  Pelrel   ;   El  de  EIda. 

1  Pinoso   El  mas  moderno  deMo- 

nóvar. 

Novelda.-—^  notarías. 

2  Novelda..  .  .  .  :  Mutuamente. 

2  Aspe   Múluamente* 

1  Monrorte.  ....   El  de  Agost. 

1  Agosl  ^  El  de  Monforle. 

Orihuela.—S  notarías. 

6  Orihuela   Mutuamente. 

2  Torrevieja.  •  .  .  Mutuamente, 

Pego. — 5  notorias. 

2  Pego   Mútuamente. 

1  Beniali   El  mas  mod.  de  Pego. 

1  Tormos   El  de  Moría. 

1  Muría   El  de  Tormos. 

Villajoyosa. — 6  notarios. 

2  VilTajoyosa. .  .  •  Mutuamente. 

1  Relléu   £1  de  Sella. 

1  Sella.   £1  de  Relléu; 

1  Finestrat   El  de  Benidorm. 

1  Benidorm   El  dé  Finestrat. 

FtUena.— 5  notarios. 

2  Villena   Mutuamente. 

1  Bíar   El  de  Benejama. 

1  Sax   £1  mas  moderno  de  Vi- 

llena. 

1  Benejama   £1  de  Biar. 


PROVINCIA  DB  CASTELLON. 

Partido  judicial  de  Albocácer. — 4  notaríais» 

1  Albocácer   El  de  Benasal. 

'  1  Villanueva  de 

Alcolea   El  de  Cuevas  de  Vin- 

romá. 

1  Cuevas  de  Vin- 

romá   El  de  Villanueva  de  Al- 

colea. 

1  Benasal   £1  de  Albocácer. 

Castellón  de  la  Plana.-^S  notarios. 

5  Castellón   Mutuamente. 

1  Almasora   £1  mas  aiodernp  de 

Cásielloru 

1  Borrlol   £1  de  ViKa/amés. 

1  Villafamés.  ...  BI  de  Borriol. . 

1  Lucena.. .  . .  *  k  Bt  de  Zucaiha, 
1  Adzaoela, . . . .  Bl  de  Alcora. 


1  Alcora   £1  de  Adzanela* 

i  Fanzara   El  de  A  yodar,  i 

1  Ayodar   £1  de  Fanzara. 

1  Zucaina   El  de  Lucena. 

Morello.^ñ  notorias. 

2  Morella   Mutuamente. 

1  Cinc-Torres.  .  .  El  de  Forcall. 
1  Víllafranca  del 

Cid..  El  de  Cinc-Torrea. 

1  Forcall   El  de  Víllafranca. 

1  Vallibona   £1  mas  mod.  de  More* 

lia.  . 

Nules. — 6  notarios. 

2  Nules   Mutuamente. 

2  Burriana   Múiuamenle. 

2  Valí  de  Ujó   Mutuamente. 

San  Mateo.^4.  notorias. 

2  San  Mateo.  .  . .  Mutuamente. 
1  Alcalá  de  Gis* 

berl   £1  mas  antiguo  de  San 

Mateo. 

1  La  Jana   £1  mas  moderno  de  San 

Mateo. 

Segorhe. — 5  notarías, 

3  Segorbe   Mutuamente* 

1  Sonaja   £1  de  Val!  de  Almona- 

cid. 

1  Valí  de  Almona- 
cid   £1  de  Soneja* 

Vitlarreal.-^S  notorias. 

3  Villarreal   Mutuamente. 

2  Onda   Mutuamente. 

1  Artana   £1  mas  moderno  de  Vi- 

barreal. 

Vinaróz, — 6  notarios» 

2  Vinaróz. ;  .  .  .  .  Mutuamente. 
2  Benicarló   Mutuamente. 

1  Calig   £1  mas  moderno  ¿e  Ví- 

naróz. 

1  Peñiscola  '  £1  mas  moderno  de  Be* 

nícarló. 

Vivér: — 5  notarios. 

1  Vivér   El  de  Gerica. 

1  Regís   El  de  Gáriea. 

1  Gérica   El  de  Vivér. 

1  Gaibiel   £1  de  Vivér. 

.  1  Monláo   £1  de  Gaibiel. 

PROVINCIA  DE  VALBNeiA. 

Partido  judicial  de  Albaida.^  noticias. 

2  Albaida  •  Múluamente. 

1  Ollería   £1  de  Beni^^am'm. 

1  ^^igáním.  • ,  •  £1  de  Ollería. 
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1  Puebfa  del  Du- 


qo^  

1  Castellón  del  Du 
que  


El  de  Castellón. 

£1  de  Puebla. 

Alberique.-S  notarios, 

1  Alberique..  •  • .  Bl  de  Sumacarcer. 
1  Villanueva  de 

Castellón. ...  El  de  Alberique. 

1  Sumacarcer.  .  .  El  de  Villanueva. 

Akira^ — \0  nolarioi. 

4  Álcira.  •   líúiuamente. 

2  Carca^enle. . .  .  Múluamenle. 

2  Aigemesi   Idúluamenle. 

1  Corbera   El  de  Simal. 

1  Simat   El  de  Corbera* 

Ayora.S  notarios. 

2  Ayora   Hútuamenle. 

1  Jarafuel   El  mas  mod.  de  Ayora. 

Carlet, — 6  notarías. 

2  Carlet   Múloamenle. 

1  Benirayó   El  de  Alginet. 

1  Monlroy   £1  de  Llombay. 

1  Llombay   El  de  Monlroy. 

1  Alginet.  .  .  .  •  •   El  de  Benifayó. 

CMva. — i  notarios. 

2  Chelva   Mutuamente. 

1  Tiláguas   El  de  Ademúz. 

1  Ademúz   El  de  Ti  taguas. 

Chiva. — 6  notarios. 

2  Chiva.   Máluamente. 

1  Buñol   El  de  Macaslre. 

1  Turis   El  de  Chesle. 

1  Chesle   El  de  Turis. 

1  Macaslre   El  de  Buñol. 

Enguera,^!  notarios. 

2  Enguera   Mútuamenre. 

1  Mogente   El  de  Vallada. 

1  Vallada   El  de  Mogente. 

1  Anna   El  mas  moderno  de  En- 

guera. 

1  BIcorp   El  de  Navarréa. 

1  Navarrés   El  de  Bicorp. 

Gandía.--!  1  notarios. 

4  Gandía   Múiuamenle. 

3  Oliva   Mútnamente. 

1  Fuente-Encar- 

roz   El  de  Villalonga. 

1  Ador   EldeFuenie-Bncarroz. 

1  Villalonga.  ...  El  de  Ador. 

1  Jeresa   El  mas  mod.  de  Gandía. 

Játtvo.^7  notorias. 

5  Játiva   Mutuamente. 


1  Manuel   El  de  Canals.  * 

1  Canals.  ......  El  de  Manuel. 

¿ffta.— 5  notarios. 

3  Liria   Mutuamente. 

i  Bf^naguacfl. ...   El  de  Villamarchante. 

1  Villamarchante .   El  de  BenaguacíU 

Moneada. — ^5  notorias. 

2  Moneada   Mutuamente. 

1  Cuarl  de  Poblet.   El  de  Bélera. 
1  Albalal  deis  So- 

rells   El  mas  moderno  de 

Moneada. 

1  Bétera   El  de  Cuart  de  Poblet. 

Murviedro.-^^  notorias. 

2  Murviedro.  . .  .  Mutuamente. 

1  Cuartell   El  de  Torres-Torrea. 

1  Torrea-Torres...  El  de  Cuartell. 

1  Puig   El  de  Masamagreil. 

1  Masamagreil.. .  El  de  Puig. 

Onteniente.^S  notorias. 

2  Ontenienle.  .  • .  Mutuamente. 

1  Bocairenle.  ...  E!  mas  moderno  de  On- 
tenienle. 

1  Fuertle  la  Higue- 
ra  El  mas  antiguo  de  On- 
tenienle. 

1  Ayeio.  ......   El  mas  moderno  de  On- 

tenienle. 

Requena. — 6  notortaa. 

3  Roqueña.  ....  Mutuamente. 

2  Uliel   Mutuamente. 

1  Camporrobles.  •  El  mas  mod.  de  Utíel. 

Sueca. — 8  notorios. 

4  Sueca.  ......  Mutuamente. 

2  Cullera.   Mutuamente. 

1  Tabernes  de 

Valldigna.  . .   El  mas  mod.  de  Cullera. 

1  Aibalalde  la  Ri- 

vera  El  mas  mod.  de  Sueca. 

Torrenle.^7  notarios. 

2  Torrente   Mútuamente. 

1  Alacuás   El  mas  moderno  de 

Torrente.' 

1  Picaaent   El  de  Silla. 

1  Silla   El  de  Picasent. 

2  Catarroja   Mutuamente. 

Valenda.SO  notarios. 

26  Valencia   Mútuamente. 

1  Alboraya.  ...  El  de  Burjasot. 

1  Burjasot   El  de  Alboraya. 

1  Villanueva  del 

Grao   El  de  Ruzafa. 
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í  Ruzafa   El  de  Villanueva  del  i 

.  '  '  Grao. 
Vülnr  del  Arzobispo. — 4  notarías. 

1  Villur   El  de  Alcublas; 

1  Geslalgar   £1  de  Chuülla. 

t  ChuliUa.  ;   El  Gestnigar. 

t  ' Alcublas   El  de  Villar. 

AUDIENCIA  BE  VALXiADOLID. 

PAOVIRCIÁ  DB  LEON. 

Partido  judicial  de  A&torga.-^b  notorias. 

2  Aslor^a. .....  Múluamenle. 

1  Benavides   El  de  Sucios. 

1  Lucillo   E'  mas  moderno  de  A<* 

torgí» . 

1  Sueros. El  de  Benavides. 
•La  Bañeza. — 4  r otarias. 

1  La  Banezn.  ...    El  de  Alija. 

1  S:^n!a  María  del 

Párnmo   El  de  San  Crislóbai. 

1  Alija  de  los  Me- 
lones  El  de  La  Bañeza. 

1  San  Ci  islóbal  de 

la  Poíanlera.  .    El  de  S^nla  Mnría. 

León. — 8  nctarias. 

4  León. .......  Mutuamente. 

1  Gradefes   El  de  Vegas  del  Conda- 
do. 

1  Vegas  dt^l  Con- 
dado..   El  de  GVadefes. 

1  Mansitfa  de  ias 

Muías   El  mas  mod.  de  León. 

1  Villadangos..  .■ .  El  tercero  de  León. 

Murtas  de  Paredes. — 4  notarios. 

1  Murías  de  Parfe- 

■    des  :  .    El  de  Vüláblino. 

1  Villablino. .  ....  '  El  de  Mnrias, 

1  R  ei«<>.  El  de  Siuira  María: 

1  "Sania  María  de 

Ordás..  ....   El  de  Ri<»lio. 

Pon  ferrada. — 5  nolarias* 

2  Ponfí»rrada.  .  . .  Múl«nm*»fite. 
1  Bembiljie   El  de  Toreno. 

1  Toreno.  ......   El  de  Bembibre, 

1  Si^üelía.   El   n^as  modernp  de 

Ponferfada. 

fíioño, — 4  tío  lorias, 

4  Riaño.   El  de  Cislieina. 

1  Lario..*   £t  de  GampoaoUilo. 

t  Campo  Soliilo.  .  El  de  Lario. 

1  Cistiema   El  de  Rfaño. 

Sa^ywn.— 4  notariaSé 

2  Sahagun   Múluamenle. 


1  A^manza.  . .  .  •   El  mas  nH>derno  de  Sa*- 
,  haguii. 

1  Joarílla   El  mas  antiguo  de  Sa- 
hagun. 

Valencia  de  Don  Juan. — 5  notorias. 

2  Valenci9.de  Don 
Juan   Múiaamrnle. 

1  Valderas.  ....   El  ni;«s  moderno  de  Va- 
lencia. 

l  Villamuñan..  ...  El  de  Toral. 
1  Tora!  de  los  Guz^ 

manes..  . . El  de  Viltamañan. 

La  Vecilía.^A  notorias. 

1  LaVecUla  El  de  Boñaf. 

1  Boñar.   El  de  La  Veeilla. 

1  La  Pola  de  Gor- 

don.  •   El  de  La-Robla. 

1  La  Robla  '  El  de  La  Pula. 

Villa  franca  del  Vierzo. — 6  notarios. 

2  Villafranca  dol 

*  Vierzo.  .  .  .  .  •  Múluaiuente. 

1  Gorullón   El  df  Oiíncia.  . 

l  Oénci.'^i   El  de  Corailon. 

1  Vega  de'Espiua-  . 

reda   El  mas  antiguo  de  Vi- 

llafranca. 

1  Vega  de  Valear- 

ce   El  tnhs  modernp  de  Vi- 

I  ta  franca. 

PRÓVUlCiA  PE  PALEXCIA. 

Partido  judicial  d*!  Astudillo. — 5  notorias. 

2  Astudillo.  .  ,  .  .  Mutuamente. 

1  TorquenVada* .  .    El  mas  moderno  de  As- 
ludüio, 

1  Amusco.:  . ,  .  .  El  de  Santoyn. 
1  Sanloyo. .  . . ,  .   El  de  Amusco. 

"Baltanás. — 4  notarios. 

t  Balianás   £1  de  Paleuzuela. 

1  Ce  vico  de  la 

Torre   El  de  Cevico  Nabero. 

1  Ctfvico  Nübero;.   Eí  .de  Cevico  de  la  Tof- 
re. 


1  Palenzuela,*.  .  . 

Corr  'ton  de  los 

2  Carrion  de  los 

Condes  

t  Frómisla..  .  , . . 
1  Oserno. .  .  .  .  J  • 

1  Bahillo  •  • 

1  Cervatos.  ;  .  .  . 

Cervera  del  Rio 

1  Cervera.  ..... 


El  de  Ballanás. 
Condes. — 6  notarios. 

Mutuamente. 
El  de  Osorno. 
El  de  Frómisla. 
El  mas  mod.  de  Carrion. 
£1  masant.  de  Carrion. 

Pisuerga.-^  notarios. 

.  £1  de  Aguilar. 
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i  Respenda  de  la 

Peña  

1  Caslrejon  

1  AguilaideCom» 

|)Ó0  

FrechiUa. 

1  Frechilía  

1  Paredes  de  Na- 
va  

1  Villada  

1  Gaslromocho. .  . 
1  Villarramiel.  .  . 
1  Viltolumbroso.  . 

Palencia, 

4  Palencia  

1  Dueñas  

t  Beccn  ¡I  de  Cam- 
pos  


£1  de  Caslrejon. 
£1  de  Respenda. 

El  de  Cervera. 
, — 6  notarios: 
£1  de  Paredes. 

El  dp  Frechilía. 
£1  áñ  Vi  Ha! umbroso. 
El  de  V¡ríarram¡el. 
El  de  Caslromocho. 
£1  de  Vüiada. 

— 7  notarías. 

Mú lúa  mente. 
El  de  Ampudia. 


1  Ampudia 

2  Saldaña. 
1  Guardo. 


1  Villasarracíno. 
1  Henera  dí-l  Rio 
Pisuerja.  .  . , 
1  SotobaOado..  .  . 


£i  mas  moderno  de  Pa- 
lencia. 
El  de  Dueñas. 

Sa/(/ír/íflL— 6  notarios. 

Müluamenle. 
El  mas  moderno  de  Sal- 

El  de  Solobañado. 


El  de  Soioboñade^ 
El  de  Herrera. 


PROVINCIA  BE  SALAJIAKCA. 

Partido  judicial  de  Alba  de  Torfnes.-^B 
MOtarias. 
'2  AlbadeTormes.  Múluamente. 

1  Salvatierra.  ...   El  mas  moderno  de  Al- 

ba de  Torraes. 
Béjar.--^  notarios. 

2  Béjar   Múluamenle. 

1  Monlemayor. .  .  El  de  Fuentes  de  Béjar. 
1  Fuentes  dtí  Béjar  El  de- Monlemayor. 
1  Puenle  del  Con- 
gosto. .  .  ;  .  .  El  mas  mod.  de  Béjar. 

1  Candeiarío.  .  : .  £1  mas  ant.  de  B^ar. 

Ciudad^Radrigo, — 5  notarios. 

2  Ciudad-Rodrigo.  MúNiamente. 
Ei  mas  anliguo  de  Ciu- 
dad-Rodrigo. 


1  Fuenleguinaldo. 

1  Villar  de  Cier- 
vo 


£1  ma&  mo4firnp  de 
Ciudád-Rodrigo. 

1  Navas  frías. .   El   mas  moderno  de 

Ciudad-Rodrigo. 

Ledesma. — 3  notarios: 

2  Ledesma.  : ,  ; .  Múhiamenlc. 


1  Viilarino.; ; .  ;  ;   El  mas  moderno  de  Le 

dcsma. 

Peñaranda  de  Bracamonte. — 5  notorias, 

2  Peñaranda  de 

Bracamonte; Mutuamente. 
1  Cantalnpiedra.  .   El  de  Babilafuentc. 
1  Babilafuente;  .  .    El  de  Canlata|>¡edrn. 
t  Macolcra.  «...   £i  nías  moderno  de  Pe- 
ñaranda. 

Salamanca. — 8  notarios, 

6  Salamanca.  .  .  .  Múluamenle. 
l  Auleanueva  de 

Figueroa..  .  ;    El  de  La  Vellés. 

1  LaVdiés   El  de  Aldeanueva  de 

Figueroa. 

Sequeros, — 4  notorias, 

1.  Sequeros.  :  :  .  .  El  de  La  Alberca. 
t  La  Alberoa.  ...  £1  de  Miranda. 
1  Miranda  del  Cas- 
tañar. .....  El  de  La  Alberca. 

1  Tomaines. ....  El  de  Sequeros. 

Vitigudinq. — 5  notarios* 

2  Viligudino.  . .  .  Mútuannenle. 
1  Aldearlávila  de 

la  Rivera.. .  .   El  mas  moderno  de  Vi-  • 
tigudino. 

1  Hinojosa  de  Due- 
ro  El  de  San  Felices. 

1  San  Felices  de 

los  Gallegos.  .   El  de  Hinojosa. 

PROVINCIA  DE  VALLADOLID. 

Partido  judicial  de  Medina  del  Campo.— 5 
notarios. 

2  Medina  del  Cam- 

po. ......  .  Múluamenle. 

1  La  Seca. ;  .  .  .  .   El  de  Rueda. 

t  Rueda   El  de  La  Seca. 

l  Rubí  de  Braca- 
monte.. .  .  : .   El  mas  moderno  de  Me- 
dina. 

Mota  del  Marqués,— á  notorias, 

1  Mola  del  Mar- 
qués  El  de  Torrelobaton. 

l  Tiedra   El  de  San  Pedro  del 

Ataree. 

1  Torrelobaton. .  .  El  de  La  Mola. 

1  San  Pedro  del 

Ataree   El  de  Tiedra. 

Naoa  del  Bey, — 4  nótanos. 

2  Nava  del  Ee)[. .  Múluamenle. 

1  Alaejos  '.  •  £1  mas  antiguo  de  Nava. 

1  Torrecilla  de  la 

Orden   El  mas  mod.  de  Nava. 
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Olmedo,— 5  notarios. 

2  Olmedo.  Mutuamente. 

1  Portillo   £1  de  Alcazaren. 

1  Alcazaren   El  de  Matapozuelos. 

1  Malapozuelos.  .  B!  de  Alcazaren. 

PeñafieL—h  notarios. 

2  Peñafiel   Mutuamente. 

1  Coerces  del 

Monte   El  de  Quíntanilla  de 

Abajo. 

1  Pesquera  de 

Duero   £1  mas  moderno  de  Pe^ 

ñafiel. 

1  Qnintanílla  de 

Abajo   El  de  Cog^eccs. 

Rioseco, — 5  notorias. 

2  Rioseco   Mutuamente. 

1  Villabrajima.  .  .  El  de  Villafrechos. 
1  Villafrechos.  . .  El  de  Villabrajima. 
i  Villalva  del  Al- 
cor  El'de  Villabrajima. 

Tof  deít//a#.— 3  notarios. 

1  Tordesillas.  ...   El  de  Villalar. 

1  Val  liza   El  de  Tordesillas. 

1  Villalar   El  de  Tordesillas. 

Volorio  la  Buena.^i  notorias. 


1  Valona  Ja  Buena 
1  Trigueros..  : .  . 

1  Oigales  

1  Fombellida. .  ; . 

Valladolid 
10  Valladolid..  .  . 
1  TudeladeDue. 


ro. 


El  de  Fombellida. 
El  de  Oigales. 
El  de  Trigueros. 
El  de  Valoría. 

—13  notarios. 

Mutuamente. 

El  nfias  moderno  de  Va* 

lladolid. 
El  de  Villanubla. 
El  de  Simancas. 


1  Simancas.  . 
1  Villanubla. . 

Viüolon, — 6  notorias.  , 

2  Villalon   Mutuamente. 

1  Mayorga   El  de  Vecilla. 

1  Villavieencio. . .  El  de  Aguilar. 

1  Vecilla  de  Val- 

deraduey   El  de  Mayorga. 

1  Aguilar  de  Cam- 
po»  El  de  Villavieencio. 

PR0VÍ8GIA  »B  ZAMORA. 

Partido  pidieial  d$  Áleañiess.-^  notarios. 

1  Alcañices   El  de  Garbajales. 

1  Garbajales   El  de  Távara. 

1  Távara   El  de  Garbajales, 


Benavente, — 6  notorios. 
2  Benavente.  .  .  .  Mutuamente. 
1  Santibañez  de 

Vidríales. ...    El  mas  antiguo  de  Be- 
navente. 

1  Castrogonzalo...  El  de  Fuentes  de  Ropel. 
1  Fuentes  de  Ro- 

pel   El  de  Castrogonzalo. 

1  Mai re  de  Castro-  ' 

ponce. .....   El  mas  moderno  de  Be- 
navente. 
Bermillo  de  Soyago. — 5  notarios. 

4  Bermillo  de  Sa- 

yago  •   El  de  Almelda. 

2  Fermoselle.  .  .  .  Mutuamente. 

1  Almeída   El  mas  moderno  de 

Fermoselle. 
1  Pereruela   El  de  Bermillo. 

Fuentesouco. — ^3  notorias. 

1  Fuentesauco.  .  .   El  de  Fuente  la  Peña. 
1  Fuente  la  Peña.   El  de  Santa  Clara. 

1  Santa  Clara  de 

Abedillo.  ...   El  de  Fuentesauco. 

Puebla  de  Sanabria.—i  notorias. 

2  Puebla  de  Sana- 

bria   Mutuamente. 

1  Mombuey   El  mas  ant.  de  la  Puebla 

1  Lubian.  ; .....   El  mas  mod.de  la  Puebla 

Toro. — 5  notorios. 

1  Malva   El  mas  mod.  de  Toro- 

3  Toro   Múloamente. 

1  Beníalvo   El  segundo  de  Toro. 

Vilkdpando.—^  notarios. 

2  Villalpando.  .  .  Mutuamente. 
1  Villanueva  del 

Campo   El  mas  moderno  de  Vi  - 

llalpando. 

1  Villaféfila   El  mas  antiguo  de  Vi- 

-  llalpando. 

Zamora.— 8  notorias. 

5  Zamora   Mutuamente. 

1  Corrales   El  de  Moraleja. 

1  Moraleja  del  Vi- 
no  El  de  Corrales. 

1  San  Cebrian  de 

Castro   El  mas  mod .  deZamora . 

AUDIENCIA  DE  ZABAGfOZA. 

PaOVll«aA  DB  BtTSSCA. 

Partido  judicial  de  Barhastro.-^l  mOarias, 

1  Adahuesca.  •  •  •  £1   mas  moderno  de 
Barbastro. 
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S  Barbafitro..  • ;  •  Múluamenle. 

1  Monzón   El  segundo  de  Barbas- 

1ro- 

1  Naval   £1  de  Hoz. 

1  Hoz   £1  de  Naval. 

Benabarre, — UnotaHaSé 

1  Aren   El  de  Bonansa. 

2  Benabarre*  .  . .  Múluamente. 

t  Bonansa   El  de  Aren. 

1  Graus   •  £1  mas  moderno  de  Be- 

nabarre. 

Boltafia» — 3  notarte». 

1  Benasque   El  de  BoUaña. 

1  BoUaña.  : .  . . .   El  de  Broto. 

1  Brolo.;   El  de  Boilaña. 

Praga.'^i  nokírias. 
1  Alcolea  de  Gín- 

ca*  . :   El  de  Candasnos. 

1  Candasnos.  ...   £1  de  Alcolea  de  Gínca: 

2  Fraga  :  Mutuamente. 

Huesca.— 9  notarías. 
1  Almudévar.. .  .   El  mas  mod.de  Huesca. 

1  Ayerve   £1  de  Bolea. 

1  Bolea   Bl  de  Ayerve. 

1  Gasbas  de  Hues- 
ca  El  de  Angüés. 

Huesca.  :  .  .  .  .  Mutuamente. 
Angüés.  . . :  . .   £1  de  Gasb^  de  Huesca. 
Jaca. — 5  fwtaria§. 

Berdun   £1  de  Hecho. 

Biescas   £1  de  Jaca. 

Hecho. ......   El  de  Berdun. 

2  Jaca   Mutuamente. 

Sariñena,^6  nolarias, 
1  Castejon  de  Mo- 

negros   £1  de  Sena. 

Granen   £1  de  Sesa. 

Perlusa   £1  de  Sesa. 

Sariñena   El  de  Sena. 

Sena   El  de  Sariñena. 

Sesa   El  de  Pertusa. 

Tamarüe, — 7  mlarioi. 
Gamporrells.  .  .   El  mas  moderno  de  Ta- 
mar'rte. 

Fonz   El  de  Peralta  de  la  Sal. 

Peralta  de  la  Sal.   El  de  Fonz. 
San  Eslébau  de 

Litera   El  mas  antiguo  de  Ta- 

marite. 

Estadilla.  . :  .  .  El  de  Fonz. 
Tamarite  de  Li- 
tera  Mútuan>enle. 


4 
1 

I 

1 
1 


PRovmciA  DE  tbktjbl; 
Partido  judicial  de  Albarracin.--3  notarías. 
1  Albarracin.  ...  El  de  Terriente. 
1  Santa  Eulalia.  .  £1  de  Albarracin. 
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1  Terriente  :  El  de  Albarracin . 

Alcañiz.-^b  notorias. 

2  Alcañiz.  .....  Mutuamente. 

1  Galanda   £1  de  Gastelserát. 

1  Gastelferás. ...   £1  de  Galanda. 
1  Valdealgorfa. ;  .   £1  mas  moderno  de  Al- 
cañiz. 

Aliaga.-^d  notarías: 

J  Aliaga   El  de  Gamarillas. 

1  Gamarillas.  ...   El  de  Aliaga. 

1  Ejulve.   El  de  Aliaga. 

Calamocha. — 3  notarías, 

1  Báguena   £1  de  Calamocha. 

1  Calamocha. ...   £|  d&BáKuena. 
1  Monreal  del 

Campo.  ....  El  de  Calamocha. 
CasteüoU.^i  notarías. 

1  Alcorisa   El  mas  moderno  de 

Ca»telIote. 

1  Cantavleja.  ...   El  mas  antiguo  de  Cas- 
lellote. 

2  Castellote   Múluamente. 

Hijar.—i  notarías. 

1  Albalate  del  Ar- 
zobispo  El  de  Hijar. 

1  Alloza   El  de  Albalate  del  Ar- 

zobispo. 

1  Híjar  '  £1  de  Samper. 

1  Samper   El  de  Híjar. 

Montalban.^B  notárias. 
1  Barrachina. ...  El  de  Segura, 
1  Montalban.  ...   £1  de  Pancrudo. 

1  Muniesa. .   El  de  Montalban. 

1  Pancrudo.  .  .  :  .   El  de  Barrachina. 

1  Segura   El  de  Muniesa. 

1  Cuianda   E|  de  Pancrudo; 

Mora  de  ñubielos.-^b  notorias. 

1  Manzanera          El  más  antiguo  de  Mo- 
ra de  Rubielos. 

2  Mora  de  Rubie- 
los :  Múlunmente. 

1  Mosquerueía. .  .    El  de  Rubielos. 
1  Rubielos   El  mas  moderno  de  Ru- 

bielos. 


Teruel.^5  notárids. 
1  Alfambra  ....  El  mas  moderno  de  Te- 
ruel. « 

3  Teruel   Múluamente. 

1  Villel..   El  segundo  de  Teruel. 

Valderrobres.^b  notarías. 

í  Galaceite   El  de  |.a  Fresneda. 

l  Creías   El  de  Calaceíte. 

1  La  Fresneda.  . .   El  de  Valderrobres^ 

1  Monroyo   £1  de  Valdercobres. 

1  Valderrobras.. .  £1  de  Gretas. 
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PPOVIVCIA  DE  ZARAGOZA. 


Partido  judicial  de  Atcca.-^l  notariaSé 

1  Aniñon   Eí  de.  VilÍArroya. 

1  Arizn   El  (íc  Alcca. 

2  Aleca  :  .  JJúinam^'nlc. 

1  Ibdcs   El  mas  mod.  de  Alcca. 

1  Torrijo..  .....  El  de  Aiiinon.        .  , 

1  Villtirroya  de  la 

Sien  o   El  de  Aniñon.  ^ 

Bclchile.^i  notarios» 

1  Azuara   Ei  de  Myyue^ia. 

1  Belchile   £i  de  VillanuevA  de  la 

Huerva, 

1  Hoyuela   El  de  Azi]ara« 

1  Villauucva  de  la 

Hucrva   El  de  BelchKe. 

Borja. — 6  notarios. 

2  Borja   .  .  ■  Múlnamenle. 

1  Calcina.  .....    El  nía*:  mod.  de  Borja. 

1  Gaijur   £1  de  Malleu. 

1  Ma^allon   El  inas  ant.  de  Burja. 

1  Mallen.  .  .   El  de  Gallur; 

Calatayvi. — 9  notatias. 

1  Brea.  .   El  de  Li  Frosno. 

4  Calalayud   Múiuaniente. 

1  £1  Fraguo   El  d'e  Saviñan. 

1  Jarque. ......    El  de  Brea. 

1  Maliienda.  .  ...   £1  nía»  moderno  de  Ca- 
li» lí»  yod. 

1  Saviñan..  ....   Ei  dc£i  Frasno. 

Co5/70.— 8  notarías. 

2  Cnspe   Múluamontc. 

1  Chiprana.  .'.  .  .   £1  rn?s  mod.  á%  Caspc. 

1  Est:rtli  ün   £1  de  Sñsiago. 

1  Frtbnrn   El  de  "Maolla. 

1  M:i''IIa   £1  dft  Fc^bara. 

1  Mrquinenza.  ..    £1  iníis  air.  de.  Cas|>e. 

1  Sustago   £i  de  EscaUon. 

Daroca, — 8  notarías. 
1  Aguaron.  .  .  .  :   El  de  Cariñena. 

1  Capnena.  :  .  .  .   Kl  de  Aginaron. 

2  Dnroca   Máluf«menle. 

1  Maimar.  .  :  .  .  .    £i  de  Paii'za. 

1  P  »n  za   El  de  C;»nnei»a; 

1  Villafeliche.  ...    El  masanl.  d-i  Daroca. 
é  Uied   El  mas  mod.  de  D^iroca. 

Ejca  de  los  Caballeros.'^  notarías. 
1  Ejea  de  tos  Ca- 

brtlleros   El  d«!  T»»uilc. 

1  Luiia^   £i  de  Muiillo  de  Gá^ 

Ileg^o. 

1  Miirino  de  Gá« 

li«*go   de  Luna. 

1  Tausle   El  de  Ejca  Üc  loe  Cábá- 

llcros. 


La  Almunia  de  Dcña  Godina, — 9  notarios. 

1  AlHgi  n   £1  de  Plascncía. 

1  Aimoiiacid  de  Ja 

Sierra   El  de  Longares. 

1  Epila  •  £1  mas  aiUiguo  de  La 

Aiinunia. 

2  La  Almuaia.  . .  Múluamenlc. 
1  Lofijjari'S   El  de  Muel. 

1  Múrala  de  Jalón.   Ei  ma^  moderno  de  La 
.   A  munia. 

1  MucI   El  de  Lüii¿%rcs. 

1  Plaseiici.r.  ....   El  de»  Alagon. 

Pina, — 5  n>jtarias. 

1  FuonlesdeEbro.  El  de. Pina. 

1  Gelsa   El  de  Quinio. 

1  La  Almoida   El  de  Pma^ 

1  Pina   El  deFueiaesdeEbro. 

t  Quinlo   El  de.  Gelsa. 

Sos, — 3  notorias. 

2  Sos..,   Múluamenle. 

1  UficasUflo   £ f  mas  moderno  de  So4. 

Tarazona.^  notariüS. 

2  Tarazona   MúliwmeiUe, 

1  Vera.   £1  mas  inodej  iio  deTa- 

razana. 

1  Anón. ........   El  dft  Vera. 

Zaragoza. — 15  nntnrias. 

1  Cadrelc   El  ma«  moderno  de  Za« 

ra  goza. 

1  Villamayor.  .  .   El  Uíidccimo  de  Zara» 
g:oza. 

12  Zaragoza.  .  .  .   Mmoa mente. 
1  Zuera   £i  déc  imo  di*  Znragtaa. 

Ai-iobadu  Oí'r  S.  M.— MadrM  28  de  1>.. 
ciembii;  de  1S66.— Ar.i.zola.  (Gut.  31  id.) 


¡mmmmi  mi. 

■«lidiid  é  lM|a»tlcl»  uoi«rlA. 

8J¿NTJ£NCIA  DEFINITIVA.  Tie» 

ne  todos  los  caracteres  de  sen'encia  defi- 
nitiva, la  que  absuelve  de  la  demaxi* 
da  en  el  modo  que  ha  sido  propues- 
ta, y  es  admisible  por  lo  tanto  el  re^^ur- 
$0  de  casación  interpuesto  eotU ra  ella.  La 
doctrina  que  >e  ha  lonrígmdoalgítna  vez 
en  contrario t  solo  puedeenienderse  cuau' 
io  recae  aquella  sentencia  por  haberse 
usado  de  la  acción  de  un  modo  defectuo- 
so, y  de  ningún  modo  cuando  la  acción 
intentada  sc  hd  controvertido  en  el  juicio 
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V  sobre  ella  han  girado  exeepciones  y 
\a$  pruebas,  (1) 

Senleicía  de  9  de  octakre  de  Í866. 

Pleito  seguido  en  el  Juzgado,  de  Dere^ 
Da  y  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Cá- 
ceres  por  D.  Jnao  AdIodío  Irauzov  con 
doia  Pitar  Torre,  sobre  periencocia  de 
parle  de  uoa  debela ,  que  foc  eDajenada 
por  la  Dación  eD  1838,  bajo  ladivisioQ 
06  17  quiolof ,  cuyos  linderos  do  se  ex- 
presaroD,  sino  determinando  ca<)a  iido 
por  medió  de  la  desigmeioi  del  oárne- 
ro  dd  cabezas  de  ganado  que  podía  sos- 
tenerse, y  de  los  cuales  udo  deBomioado 
Chinckin  adquirió  Iraozo,  y  otro  llamado 
Cíu^nerü  D.  José  Torre,  padre  de  ia  de- 
mandada. 

Dada  posesión  judicial  en  1839  á  Iqs 
compradores,  i  ioslaocia  de  Iraazo ,  y  en 
virtud  de  órden  de  la  Dirección  general 
de  Derechos  y  Propiedades  del  Estado,  se 
.  le  dió  nueva  posesión  enJ8S9  con  arreglo 
á  los  dociimcnlos  que  presenió,  previo 
dei^íinde  y  amojonanúeiiio»  l)9jo  los  iÍQ« 
deros  que  se  marcaron^  pero  esta  posesión 
fué  annláda  á  instancia  de  Torre  por 
R.  O.  de  31  de  diciembre  de  1861,  la 
cual  mandó  re>pclar  ia  que  en  1839  se  le 
habla  concedido,  y  sé  acjó  á  Iranzo  ex- 
pedita su  acción  respecto  á  los  linderos 
del  quinto  de  Cbinchuij  para  «que  pudie- 
ra ejercitarla  ante  los  tramites  de  justicia. 

Ea  25  de  agosto  dé  18&5  dedujo  Iran- 
zo la  demanda  objeto  de  este  pleito,  para 
que;  en  viuud  de  la  acción  reivindicato- 
ría aae^ejeicitaba,  se  dcciafasc,  que  co- 
mo dueño  del  cilado  quinto  le  pertenecía 
todo  el  terreno' comprendido  eu  los  limi- 
tes que  .  expresó:  condenándose  á  doS^' 
Pilar  Torre,  heredera tie  su  padre  á  res- 
tituir todo  el  terreno  que  detentaba  den- 
tro de  dichos  límites,  con  los  fiuiosy 
rentas  producidos  v  debidos  producir; 
pretensión  que  fuocfó  en  que  aquellos  li- 
mites hablan  sido  siempre  los  del  c  tado 

Jntoto  por  el  fcido  de  Ommení,  según  ios 
ocumentos  y  plano  que  pres**ntó. 
-   La  demandada,  impugnó  la  demanda, 
oponiendo  ía  éxc^epcioo  de  que  para  la 
venta  de  los  quintos  do  habían  servido  de 

(1)   C«4a  dtcUioft  está  rMÍM-roe  con  nomliH)  c«l»e» 
Uríoá  U  MnteneU  de  3  de  r«brero ,  pá^.  111. 
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base  linderos  algunos,  sino  la  cabida  que 
respectivamente  tenian  por  cabezas  de 
ganado  ,  con  arrej;lo  á  la  cual  se  había  es- 
tablecido en  el  3no  de  1883  la  mojonera, 
á  la  que,  por  evitar  cuestiones,  se  había 
sometido,  sin  embargo  de  que  no  poseía 
lodo  el  terreno  asignado  á  Carneril  en  la 
subasta.  T  practicada  prueba  por  las  par- 
tes, dictó  sentencia  el  Juez  absolviendo  á 
la  demandada  >  y  lá  expresada  Sala  dictó 
la  suya  en  grado  de  apelación  absolvien- 
do de  la  demanda  en  el  modo  que  fafabia 
sido  propuesta,  mediante  á  que  después 
de  lo  resuello  |)or  ia  B.  O.  de  1861  el 
remedio  que  podía  utilizar  el  demandante 
era  solicitar  el  deslinde  entre  su  quinto 
de  Chinchín  y  el  de  CarDeril,  por  un  ac- 
to de  jurisdicción  voluntaria,  ó  recurrir 
al  juicio  ordinario,  sí  llegasen  los  casos 
de  oposición  de  ios  art«.  1.3«13  y  1.334 
de  ta  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  que 
la  demandada  no  había  probado  sus  ex- 
cepciones Tundadas  en  el  amojonamiento 
hecho  en  1835  y  en  la  prescripción. 
.  El  demajQdante  inteipnso  recurso  de 
casación ,  y  negada  su  admisión  porque 
la  sentencia  no  tenia  el  carácter  de  deii- 
nítiva,  por  no  .terminar  el  juicio,  pudico- 
do  promoverse  otro  nuevo  sobre  lo  mismo 
qno  había  sido  objpto  de  éí,  produjo  esta 
nriiiliva  la  apelación  ante  el  Tribunal 
Supremo  (lúe  ha  sido  decidida  por  su  sen- 
tencia de  O  de  octubre  ep  estos  términos: 

«Considerando  que  por  regla  general  es 
admisible  el  recurso  de  casacioJi-eotiUa  todas 
las  sen'encias  de  Tribun.Tles  superiores  que 
recaigan  sobre  defíniliva,  si  concurren  las- 
cansas  que  expresa  el  art.  1.010  déla  ley  fie 
Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  aunque  dicha  regla  es- 
tá modl6cada  por  el  art.  1.014,  que  no  per- 
milr  aquel  recurso  en  los  pleitos  posesorios 

Í ejecutivos,  ni  en  los  demás  en  que  pne* 
e  defpues  segu'rse  otro  juicio  sobre  lo  mis- 
mo que  haya  sido  objcio  de  ellos,  es  necesa- 
rio para  aplicar  es(a  excepción,  según  la  rec- 
ta inteligenciado  dicho  aiiíaulo,  que  el  nue- 
vo inicio  que  se  promueva  sobre  el  pnnlo  li- 
tigioso nazca  naturalmente  de  la  índole  de 
ia  accion  promoyitia,  y  no  de  limitaciones  <S 
salvedades  que  eon  mas  ó  menos  bporiani* 
dad  se  coasignen  en  la  sentencia: 

Considerafido  que  la  dictada  en  estos  an- 
los ,  por  haber  recaído  sobre  una  acción  rei- 
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vindicalorla,  degpues  de  un  juicio  conlro- 
vertido  con  vista  de  las  excepciones  y  de 
las  pruebas,  tiene  lodos  los  caractáres  de  de- 
finitiva; de  los  cuales  no  puede  privarle  sin 
violentar  el  sentido  de  dicho  art.  1.014,  la 
circunstancia  de  haberse  absueilo  de  la  de- 
manda en  el  modo  que  habia  sido  propuesta, 
obligando  á  las  partes  á  promover  contra  su 
voluntad  actos  de  jurisdicción  voluntaria  y 
un  nuevo  pleito  sobre  la  misma  acción  rei- 
vindicatoría: 

Y  considerando  que  si  bien  se  ha  consig- 
nado alguna  vez  la  doctrina  de  no  ser  ad- 
misible dicho  recurso  contra  sentencia  que 
ha  contenido  aquella  fórmula,  esto  no  puede 
entenderse  sino  cuando  por  haberse  usado 
de  la  acción  de  un  modo  defectuoso,  es  le- 
gal y  necesaria  su  reproducción  en  un  nue- 
vo juicio,  y  el  fallo  por  lo  tanto  no  es  en  su 
esencia  definitivo,  circunstancia  que  en  el 
actual  lit  gio  no  concurre; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revoca- 
mos la  providencia  apelada:  en  su  conse- 
cuencia admitimos  el  recurso  de  casación 
interpuesto  en  estos  autos,  y  mandamos  que 
se  proceda  á  la  sustanciacion  del  mismo  con 
arreglo  á  la  ley.»  {Gac.  12  oclubre.) 


JBBISPBBIIEMCIA  ABMlMISTRATlYi. 

Beales  «leeretM-seateiielM  en  plelles 
e«B(eneloa«-AdatlBlsSrASU«a, 

PBOCKDIMIBNTO.  La  facultad 
concedida  á  los  tribunales  para  otor» 
(jar  ó  no  licencia  para  demandar  de  in- 
juria ó  calumnia  por  hechos  imputados 
en  juicio  es  puramente  discrecional  sin 
ulterior  recurso;  y  en  tal  concepto  deben 
limitarse  i  concederla  6  negarla  sencilla* 
mente  y  sin  fundarse  en  consideraciones 
que  agraven  la  imputación  

B.  D.-S.  de  16  de  agosto  de  1866. 

D.  Antonio  Luis  Cirilo  Lacambre,  mé- 
dico-cirujano, de  nación  francés,  en  ua 
recurso  contencioso-administraiivo  sobréf 
rebaja  de  la  cuota  de  la  contribución  in- 
dustrial solicitó  para  querellarse  de  inju- 
ria y  calumnia  la  licencia  que  previene  el 
art.  390  del  Código  penal ,  mediante  ha- 
ber expresado  la  sindicatura  dej  gremjo, 
en  un  escrito ,  que  no  se  tenia  gran  con- 
fianza en  el  titulo  con  aue  Lacambre 
ejercía  la  profesión.  En  su  fallo  definitivo, 


el  Consejo  provincial ,  después  de  revocar 
la  providencia  gubernativa  que  dio  oca-* 
sion  al  pleito»  declaró  no  haber  lugar  á 
la  licencia;  por  el  motivo  que  se  expresa 
en  uno  de  sus  considerandos  de  que  La- 
cambre DO  había  cumplido  con  la  presen* 
tacion  del  Ululo  facultativo ,  acordada  en 
el  auto  para  mejor  proveer,  ni  presenta- 
do prueba  alguna  que  aclarase  la  rason 
de  las  alteraciones  y  multiplicidad  de 
nombres  con  que  aparecía  matriculado, 

Juedando  por  lanío  sin  desvanecer  las 
udas  que  duraate-  el  cur^o  de  los  autos 
se  manifestaron  acerca  de  los  expresados 
título  y  nombres. 

Interpuesta  apelación  por  parte  de  La- 
cambre contra  la  precitada  sentencia,  en 
cuanto  por  ella  se  denegó  la  liceocía  para 
la  querella  criminal  >  recae  seoteocia,  á 
consulta  del  Consejo  de  Estado  en  estos 
términos: 

«Considerando  que  la  facultad  concedida 
á  los  Jueces  y  tribunales  para  otorgar  ó  no 
licencia  para  demandar  de  injuria  ó  calum- 
nia por  hechos  imputados  en  juicio ,  es  pu- 
ramente discrecional,  y  como  tal,  de  la  ex- 
clusiva competencia  del  Juez  ó  tribunal  que 
entienda  en  el  asunto,  sin  ulterior  recurso: 

Considerando  que  por  esta  razón  el  Con- 
sejo provincial  de  Valencia  ha  debido  limi- 
tarse á  concederla  ó  negarla  sencillamente, 
sin  fundarse  en  consideraciones  que  diesen 
peso  á  la  aseveración  que  el  apelante  esti- 
mó calumniosa,  porque  esto  equivale  á  con- 
firmarla con  su  autoridad,  sin  jurisdicción 
para  ello,  y  sin  la  defensa  que  en  tai  caso 
debiera  ser  permitida  al  que  se  cree  ofendi- 
do, por  medio  del  correspondiente  juicio; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la 
Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Esta- 
do etc. ,  vengo  en  resolver  que  se  tengan 
como  no  escritas  Jas  razones  en  que  el  Con- 
sejo provineial  de  Vatencla  se  fumió  para 
negar  á  D.  Antonio  Luis  Laéambre  la  licen- 
cia para  demandar  de  calumnia,  y  que  no 
bá  lugar  á  proveer  acerca  de  la  parle  reso- 
lutiva á  que  se  ha  contraído  la  apelación.» 
[Gac,  2  octubre.) 


M.  M.  Alcubilla,  Director  propietario^ 
y  Editor  responsable. 

MADRÍD.— Imp.  dt  TSl  Consultor  i  tug^  de  E.  d« 
la  Airt,  BargailU  15.— Adainist.  FWnMto,  I  *,  trif II9. 
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•  ABINTESTATO  DE  IMPUBERES  {en  Cata- 
luña) -^L^  ley  del  año  de  4 SGO»  4.% 
tít.  t.*,  lib.  6/^  de  las  Constituciones 
de  Cataluña  fué  derogada  por  otra 
del  año  4363,  que  es  la  9.*  del  mis- 
mo título^y  libro;  y  según  esta,  los 
bienes  de  los  impúberes  que  fallecen 
abíntestato,  y  que  provienen  del  pa- 
dre ó  linea  paterna,  pasan  á  los  pa- 
rientes de  la  misma  linea,  exceptua- 
da la  legítima  materna.  Sent.  de  14 
de  setiembre;  p.  709. 
ABOGADOS  —44.  R.  O.  de  44  de  enero; 
que  para  el  efecto  del  turno  en  de- 
fensa de  oflcio,se  reputen  obligados 
los  que  ejerzan  la  profesión  en  cada 
partido,  aunque  no  residan  en  él; 

►      '     página  47. 

—104.  R.  O.  de  7  de  abril,  declarando 
que  los  Abogados  presos  pueden  ejer- 
cer su  profesión  de  la  manera  que 
sea  compatible  con  la  prisión ;  pá- 
gina 430. 

— 40í.  Otra  R.  O.  de  7  de  abril,  decla- 
rando el  asiento  y  lusar  que  deben 
ocupar  en  los  Tribunales  los  Aboga- 
dos que  se  defienden  á  si  mismos  en 
causas  criminales;  p.  434. 
ABOGADOS.— 403.  R  O.  de  «3  de  di- 
ciembre, resolviendo  que  el  titulo 
de  Abogado  es  lo  mismo  que  el  de 
licenciado  para  tener  ingreso  en  la 


carrera  de  Administración  civil  y 
económica;  p.  7t6. 
—V.  Presupuestos  provinciales.  Agravios 
en  cuentas,  y  la  sent.  de  26  abril; 


pág.  364. 
LUCI 


ABSOLUCION  DE  DEMANDA.-U  sen 
tencla  que  absuelve  de  la  demanda 
decide  ae  un  modo  cierto  y  termi- 
nante las  cuestiones  del  litigio.  Sen* 
tencia  de  20  de  enero;  p.  89. 
—La  absolución  de  la  demanda  resuelve 
por  completo  y  con  entera  claridad 
todas  las  pretensiones  objeto  del  liti- 

f:io,  y  consiguientemente  no  se  in- 
ringen  con  ella  los  arts.  61,  62  y 
333  de  la  ley  de  Enjuic.  civil.  Sen- 
tencia de  45  ae  junio;  p.  638. 
— Cuando  en  sentencia  definitiva  seab-' 
suelve  de  la  demanda^  es  y  se  en- 
tiende de  la  demanda,  no  de  una 
parte  de  ella  si  no  se  expresa;  pá« 
gina  486. 

— ^V.  Apelación.— Proce'dimiento  civil. 
Procedimiento  contencioso-adminis- 
trativo.  Daños  y  perjuicios. 
ABUELA.— y.  Alimentos. 
ABUSOS  {de  autoridad). -'í^í^  h^y  abuso, 
cuando  un  Alcalde  impone  una  mul- 
ta por  desobediencia  á  sn  autoridad, 
en  los  casos  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 494  del  Código  penal.— La 
obediencia  debida  exime  de  respon- 
sabilidad. Decis.  de  23  de  febrero; 


páe.  492. 

tando 


—Cuando  un  Alcalde  tiene  detenidos  á 


ADvtBTBNGU.  Las  luiciales  croe  empleamos  en  este  Repertorio  deben  leerse  como 
signe:  Sent.  léase  Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en  recurso  de  casación, 
nulidad  ó  injusticia  notoria.— A.  D.  S.  léase  Real  decreto  sentencia  decidiendo  un  plei- 
to contencioso  administrativo.— Dec^s.  léase  Decisión ;  y  estas  son,  ya  del  Tribunal  SQ- 
premo,  ya  del  Consejo  de  Estado,  según  ios  casos.— P.  léase  página.— K.  léase  Ver. — 
Bl  número  «j^ue  precede  á  todas  lat  disposiciones  legislativasi  es  el  de  órden  qne  tienen 
en  el  Anuario.  ... 

Tomo  X  dbl  Dioc.  49 


Digitized  by 


770  mBKBTORIO 

808  hijos  Ó  criados  por  faltas  que  ha- 
yan cometido,  obra  como  jefe  de  fa- 
milia, y  notes  áiil^ble  cuando  maH, 
sino  de  haber  hecho  oso  pahi  ello 
de  las  casas  consistoriales.  Decís,  de 
ti  de  mayo:  p.  49^4 

ABÜSOS  (Electoráltí).  ftxpediénte  dé  áu- 
torizacion  para  procesar  á  un  Gober* 
nador  de  provincia.  Decis.  de  15  de 
agosto;  p.  749. 

ACADEMIAS.— 12.  R.  D.  de  40  de  enero, 
sobre  elección  de  presidente  de  la  de 
Ciencias  morales  y  poh'ticas;  p.  10. 
—(De  medicina  y  cirugia),—K,  O.  de  13  de 
agosto,  dictando  algunas  reglas  acla- 
lí'atorias  dé  SUS  reglamentos ;  sobre 
.md¿.9]B^c^  dimisionarios  inasisten- 

AlfitófiaSíwl'  t^  V.  Aguas; 

Ijby  áñ  3  agosto. 
4CÍ$tON£S  JUEiplCAS  {de  j^iéim  ii  'hé- 
«Wía>.j— Soló  de|>e  ef^rcitárse  con- 
fié el  qúé  p<$áea.ii  U^uio,  de  fa^^redero, 
y  no  contrá/ó)  ^^^miif  eá  virtud  de 
un  líiulü  singQfir.l^Bi^aé  lfe  de  ju- 
nio; p  6f>8. 
*— (Pcrsona/tís).— Para  apreciar  la  c  o  ni  po- 
tencia del  Juez  del  lugar  en  que  deba 
cumplirse  la  obligación ,  basta  que 
;       aparezca  indicado,  pues  la  ley  no 
exigtfque  sea  señalado  expresanieo- 
te.  Decis.  de  16  enero;  p.  48. 
--JC fiando  en  un  con l ralo  ó  escriUira  de 
tofeiedad  no  se  expresa  el  lugar  en 
-       Sfe?  / cumplirle  las  obligacio- 
•    neá,  eé  el  juez  competente  para  co- 

SS^J^o^jSi^a^ 
de  k  sdíyteaád.  Demá.  ae  (5  de  mar- 
ro; pág. 

^i^$^V^^^<>^^'o).~-'\ñmmhB  la  prueba 
,  i' w,M^^  la  ejercita.— La  acción  que 
,  •  j|Ó£.  la  ley  28,  til.  5.^,  Partida  5.\ 

!,    ,  c¿iílWte  respectivamente  al  coni- 

^  priador  y  vendedor  para  el  cumpli- 
miealo  de  lo  convenido  €m  el  con- 
trato, es  personal,  y  como  tal  no 
puede  utilizarse  como  reivindicato- 
ria,  que  siempre  ¡^e  dá  contra  un  ter- 
cero. Sent.  de  20  de  febrero;  p.  i55. 

-^El  que  ejercita  acción  rei vindicatoria 
que  nace  del  dominio,  debe  acredi- 
tar indispeinablemeiite  qne  por  di- 
cho titulo  le  pertenéoe  la  ceea  que 
'  demanda.  Sent.  de  37  de  marao>; 
pág.  253. 

—Según  las  leyes  y  doctrinas  admitidas 
por  el  Supremo  Tribunal ,  para  que 
pueda  establecerse  y  en  su  oia  proa- ' 


alpabítico.  > 

perar  la  acción  reiyindicatoria,  es 

f preciso  determinar  la  cosa  que  se 
ddé;  y  ácTre^lUr  su  dominio.  Sen- 
encta  de  48  db  mayo;  p.  5!23. 
ACCION  (/{esci'sorta).— Según  los  arts.36  y 
38  de  la  ley  hipotecaria,  no  se  dá  di- 
cha acéioíi  contra  tbrcero  que  haya 
inscriio  los  tittiloe  de  su  res[^tivo 
derecho;  pero  debe  entenderse  que  no 
basta  la  p^ntácibn  eñ  el  registro, 
pues  se  requiere  precisamente  que  la 
inscripción  se  haya  hecho  para  obs- 
tar á  aquella.— La  demanoa  de  re- 
tracto envuelve  la  de  rescisión  de  la 
venta.  Sent.  de  42  de  junio;  p.  605. 
—•V.  Juez  competente.  Obligación  nula. 
Personalidad.  Prescripción.  Proce- 
dimiento. 
ACBRAS.— V.  Policía  urbana. 
ACLA6áClON  DE  Sei^mCIA.  -Según 
el  art.  11  de  la  ley  de  Enjuió.  civil, 
como  según  las  leyes  rotuanas  que  se 
invocan  inunorionainente  y  Jas  de 
Partida,  pneaen  los  Jueces  y  tribu- 
nales aclarar  algún  concepto  oscuro 
de  la  sentencia,  ó  suplir  alguna  omi- 
sión sobre  punto  dii>cutido  Sent.  de 
t\  juíiio;  p.  6G4. 
ACTOS  DE  CONCILIACION.—Aunque 
contra  lo  convenido  en  ellos  no  pre- 
cede en  su  cáso  otro  recurso  que  él 
de  nulidad...,  debe  esto  entenderse 
sin  perjuicio  dé  las  acciunes  que  por 
otro  concepto  procedan  legalmente. 
Sent.  de  4  ae  enero;  p. 
ACTOS  DE  JURISDICCION*  VOLUNTA- 
RIA.  —Las  providencias  que  deben 
su  origen  á  la  jurisdicción  volunta- 
ria, no  tienen  el  c^irácter  de  fallos 
ejecutoriados  por  ministerio  de  la 
ley,  aun  cuando  no  sé  reclame  con- 
tra ellas  oportunamente  conforüte  i 
la  re^la  9  «  del  art  4.Sl08de  la  ley 
de  Enjuic.  civiK  Sent.  de  30  de  ju- 
nio; p.  70t. 
ACTOS  Y  FUNCIONES  PübLÍCAS.  -  3««. 
R:  0.  de  w  de  niarzo,  dictatídó  ré* 
gl^soiire  el  pueblo. qixé  deben  ocu- 

Í»ár  las  aütqndades  militares  en  las 
uncíoneá  rélígioéas;  p. 
ACUEDUCTO.— V.  Aguas.  Servidumbre». 
ACUMULACION.— No  infringe  ley  ni  doc- 
trina  legal  la  sencencia  que  declara 
haber  lugar  al  artícoio  de  ineontes- 
tacloA  á  uná  demanda  en  que  le  acu*- 
mulan  acciones  procedentáw  de  dis- 
tintas causas.  Sent.  de  5  de  marso^ 
páf .  i%L'^Y4  íreeedíiDieBt^  mer^- 
cantil. 


Digitized  by 


▲DMINIBf^R  ACION  <2BNTRáL.-228. 
n*  D%  de  t8  d»  jimia;  p  571^ 

ÁDM  INiSTRAGION  MILITAR.  — i76. 
R.  O»  de  4.^  de  junio  dividiendo  en 
cuatro  secciones  laedependenoias  de 
la  dirección;  sis  fbncáoBee^-^Inten* 
dentes  milUiurea:  ana  funciones.— 
GoMisarios  de  gnetm  aa  de^nden* 
ola  y  funciones; 

ADMINISTRACION  PROVINGIAL. 

R.  D.  de  28  de  julio»  sypiimiendo 
las  Administractodea  priacipales  de 
Hacienda  pública  y  ks  de  propieda- 
des y  derechos  del  Estado,  y  crean- 
do en  cada  pi^ocia  una  MminiS' 
traciúm  d$  Bademda  púWoa;  pá« 

ADDAmS.^sk  R.  O.  de  i7  de  lebrero, 
modificando  el  ari.  369  de  las  Orde- 
nanzas y  derogando  otros;  p.  59. 

^iúké  Lejr  de  14  de  iulto,  concediendo 
exención  de  derechos  á  l«s  materia- 
IcB  imponadoe  para  las  obras  del 
puerto  del  Grao;  p.  837. 

— S60.  R.  O.  de  27  de  jnlie;  derechos  de 
las  tablJ»  cepilladas  y  wachibeiB- 
bradas;p.  4tó. 

-270.  R.  D.  de  20  de  agosto;  p.  459. 

-Hmv  R.  O.  de  IB  de  agosto,  poniendo 
en  armonía  ciertas  faoulCades  de  los 
administradores  y  de  los  jefes  de  ca- 
rabineros; p.  SOS. 

•^296  Id.  «  eomumet. Real  decre- 
to de  8  de  setiembre  nombrando  un 
comisario  régio  para  inspeccionar 
estos  impuestos «  proponer  las  re- 
formas que  conceptée  indispensa- 
bles, etc.;  n.  505. 

•*-377.   R.  O.  ae  44  de  noviembre  am- 

Í)Uando  la  habililacion  del  fielato  de 
á  tfnea  dd  Campo  de  Gibraltar, 
fBTú  adeudar  efectos  de  los  viajan- 
tes: p.  658 

AGSOTfi»  ADMimSTRATPrOS*  V.  An- 
toritacion  |>ara  procesar.  Gae^oh 
prévia. 

—407.  R.  O.  de  48  de  diciembre  adicio- 
l^ndó  el  art.  377  de  las  ordenanzas 
de  aduanes  y  modificando  la  Real  ór- 
den  de  f  7  de  febrero  último  sobre 
circulación  interioir  de  mercaderías 
de*  Hcito  comercio;  p.  780% 
AGENTKS  C0NSÜLARES.-B4.  Real  ór- 
den  de  t7-25  de  máno,  retirando 
el  eze^ahir  A  Ibs  del  Perú  y  Chi- 
le; p.  87. 

iMMfeAVl€§  €N  CÍ«NTA9.-^Se'  declara 
que  no  há  luga^  A  lacasacion  por  no 
tMtkHar  inft^idaa  ^  el  lállo  áe  la 
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Asáseticia  kl  leyes  que  ae  citan,  y 
que  la  instrucción  Sobre  eontribu- 
don  industrial  no  prohibe  míe  los 
letrados  que  no  pagan  coniribucion 
perciban  nonorarios  por  sus  traba- 
jos que  no  eoittisten  en  abo^r.  Sen- 
teneia  de  5  de  marzo;  p.  45». 
AGUAS  PDBLICAS.  -8.  R.  O.  de  44  de 
enero»  disponiendo  que  en  ios  dictá- 
nenes  que  emitan  los  funcionarios  ^ 
administrativos  en  los  expedientes  so- 
bre su  aprovechamiento  y  consignen 
su  opinión  sobre  las  opoatoiones  pre- 
sentadas; p.  7. 

.  R.  O.  de  7  de  febrero,  eoDoediendo 
antoríaacion  para  aprovechamiento 
de  aguaS)  y  negándola  an  parte  res- 
pecto de  ciertos  manantiales;  pá« 
gina  89. 

*i*-186.  R.  O.  de  O  de  abril,  deelarando 
improcedente  la  Via  eontencioso-ad- 
ministrativa  contra  las  reales  órde- 
nes que  auténasA  para  el  aprovecha- 
Duento  de  araias  aunque  sean  de  pro- 
piedad par Deúlar,  cuando  la  conce- 
sión es  ¿>lo  iwa  ms  sobrantes,  y  con 
^  otras  fimitacÍABel;  p*  290. 

—484.  R.  O.  de  48  de  mayo^  denegando 
et  recurso  conteDctoso^adrainistrati- 
TO  mediante  á  que  la  concesión  del 
uso  y  aprovechamiento  de  aguas  pú« 
blieas  corresponde  exclusivamente  á 
la  Administraeionactiva,  por  deberse 
fundar  su  resolución  en  molivos  de 
utilidad  pública,  de  que  eolo  es  apro- 
dador  el  €k>biemo  sapremo,  conci- 
íiando  lo»  intereses  generales  con  los 
particulares;  p.  289. 

^245.  Ley  de  S  de  agosto^  sobue  el  do- 
minio, uso  y  aprovechamiento  de  las 
agoas  del  mar  y  terrestres,  su  régi- 
flsen  y  policía  ele.;  p.  448. 

WTKT.  L  Db  tAS  aeüAS  nía  wíM.^Capi- 
iuloi.^  Del  dominio  de  las  aguas 
del  mar  y  de  sus  plavas,  de  las  acce- 
sorias y  de  las  servifdambree  de  los 
terrenos  coaliguoe;  p-  AkQ^^apú 
tulo  2.®  Del  uso  y  aprovechamiento 
de  las  agvas  del  már  y  sus  playas: 

MaTlT.  II.    Dt  tJLS  jUmS  ISRRVSTRBS.— 

Cap.  5.^  dominio  de  las  aguas 
pluviales;  p.  484.-aap.4.'' Del  do- 
minio de  laa  agoas  ^ivas^  manantia- 
les y  oorrieiKtes;  p.  ÁH^Cap.  5.' 
Del  dominib  de  las  agoas  maerUs  ó 
(Bataneadas;  p.  Mi-'^ati.  Del 
dominio  de  m  agfoas  snbterráneas; 
pégi  éíAé  ^Ooj^*  7«P  Dispeaicionea 
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concernientes  á  los  capítulos  anterio- 
res; p.  4^5. 
TIT.  III.   Db  los  álteos  ó  cauces  de 

LAS  AGUAS,  DB  LAS  RIBERAS  ó  MÁRGE- 
NES Y  DB  LAS  accesiones;  D.  425. — 
Cap,  8.®  De  las  ramblas  y  barrancos 
que  sirven  de  álveo  á  las  aguas  fln- 
Yiales;  p.  425. — Del  álveo  de  los  ar- 
royos y  rios  y  de  las  riberas  de  es- 
tos; p.  425. — Del  álveo  y  orillas  de 
los  lagos,  lagunas  ó  charcas;  página 
426.— De  las  accesiones,  arrastres  y 
sedimentos  de  las  aguas;  p.  426.— 
Cap.  9.^  De  las  obras  de  defensa  con- 
tra las  aguas  públicas;  p.  427.— Oa- 
pHulo  10.— De  la  desecación  de  la- 
gunas V  terrenos  pantanosos;  pá- 
gina 4x8. 

TIT.  IV.  De  LAS  SERVIDUMBRES  EN  MA- 
TERIA DB  aguas;  p.  429. — Cap.  44. 
De  las  servidumbres  materiales;  pá- 
gina 419.  — De  la  servidumbre  de 
acueducto;  p.  4S9.— De  ta  servidum- 
bre de  estriño  de  presa  y  de  parada 
ó  partidor;  p.  432  —De  la  servidum- 
bre de  abrevadero  ó  de  saca  de  agua, 
pág.  423.— De  la  servidumbre  de  ca- 
mino de  sirga  y  demás  inherentes  á 
los  predios  ribereños;  p  433. 
TIT.  V.  De  LOS  aprovechamientos  co- 
munes DE  LAS  AGUAS  PÚBLICAS;  pági- 
na 433.— Cap.  42.— Para  el  servicio 
doméstico  fabril  y  aerícola;  p.  433. 
Para  la  pesca;  p.  434.— Para  la  na- 
vegación y  floUcion;  p.  434r 
■TIT.  YI.  De  las  concesiones  v  apro- 
vechamientos ESPECULES  DE  LAS 
AGUAS  públicas;  p.  435  —Cap.  43. — 
Disposiciones  generales  sobre  estas 
.  concesiones;  p.  435.— Aprovecha- 
miento de  las  aguas  públicas  para 
abastecimiento  de  poblaciones;  pá- 
gina 437.— Para  riegos;  p.  459.— 
Para  canales  de  navesacion;  pági- 
na 442. — Para  barcas  de  paso,  puen- 
tes y  establecimientos  industriales; 
pág.  442  —Para  viveros  ó  criaderos 
de  peces;  p.  443.  * 
TIT.  YII.   Del  réoimbn  y  policía  db 

LAS  AGUAS  T  DB  LA  COMPETENCIA  DE 

jurisdiccioh;  p.  444.— Cap.  44.  De 
la  policia  de  las  aguas;  p.  444.— Ca- 
pitulo 45. — De  las  comunidades  de 
regantes  y  sus  sindicatos;  p.  444.— 
De  los  jurados  de  rie^;  p.  445.— De 
la  competencia  de  jurisdicción  en 
materia  de  aguas;  p.  446.— 4)ispo8Í- 
clones  generales;  p.  446. 
En  materia  de  aprovechraientodeaguasi 


antes  que  las  reglas  gmerales  son  loa 

5 actos  expresos,  v  los  derechos  crea- 
os por  el  uso  debidamente  justifica- 
dos. Sent.  de  3  de  marzo;  p.  457. 
— Guando  el  derecho  aue  se  invoca  en  una 
demanda  se  funaa  en  perjuicios  que 
se  enuncian ,  es  indispensable  pro- 
bar la  realidad  de  estos.  R.  D.-S.  de 
24  de  marzo;  p.  205. 
— Las  facultades  de  la  Administración  en 
materia  de  asuas,  no  alcanzan  á  las 
de  propiedad  particular;  y  aun  me- 
diando acuerdo  de  un  Ayuntamien- 
to, puede  utilizarse  el  irUerdictOf 
que  es  procedente  cuando  no  se 
contraría  providencia  legitima  de  la 
Administración,  ni  recae  sobre  ma- 
teria administrativa.  Decis.  de  22  de 
marzo;  p.  246. 
— ^A  la  Administración  solo  corresponda 
la  conservación  de  los  aprovecha" 
mientos  eomunes  cuando  la  usurpa- 
ción es  reciente  y  de  fácil  compro- 
bación. Decis.  de  24  de  marzo;  pá- 
gina 247. 

— Las  cuestiones  sobre  obras  hechas  en 
los  rios  sin  intervención  de  la  auto- 
ridad administrativa,  son  de  la  com- 

Setencia  de  esta,  y  no  cabe  sumisión 
e  las  partes.  Decis.  de  2  de  agosto; 
pág.  703. 

—La  concesión  de  aguas  para  una  empre- 
sa industrial ,  se  entiende  sin  per- 
juicio del  derecho  que  otro  tenga  y 
de  que  se  halle  en  pacífica  pose- 
sión. Sent.  de  26  de  mayo;  p.  $44  • 

—No  están  autorizados  los  Ayuntamien- 
tos para  conceder  el  aprovecha- 
miento de  las  aguas  de  fuentes  del 
común,  mediante  á  estar  compren- 
didas en  el  art.  4.<>  del  R.  D.  de  29 
de  abril  de  4860.  R.  D.-S.  de  24  de 
mayo:  p.  620. 

—Y.  Tratados.  Materia  administrativa. 
ALBAGEAS.— Sus  facultades  se  extienden 
no  solo  al  cumplimiento  de  las  man- 
das piadosas,  sino  al  de  todos  los 
encargos  que  les  encomienj|an  los 
testadores,  en  cuanto  se  ajusten  i 
lo  dispuesto  por  estos.  Sent  de  17 
de  enero;  p.  47. 
ALCABALAS  ENAJENADAS.— R.  O.  de 
47  de  noviembre  reconociendo  i  la 
villa  de  Vádocondes  e)  derecho  i 
percibir  la  renta  equivalente  a  las 
alcabalas  de  la  misma,  por  no  ha- 
ber sido  devuelto  el  precio  de  egre- 
sión, etc.;  p.  689. 

^isié  ft«  O.  de  47  de  noviembre  reea* 
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nodendo  á  1t  TÜIa  de  Fuente  el 
Césped  8u  derecho  á  percibirla  ren- 
ta bivalente  á  las  alcabalas,  pá- 
|ina690. 

— ^V.  Cargas  de  jasticia.* 

ALCAIDIAS  DE  GARCELES.-m.  Real 
órden  de  i.^  de  noviembre  mandan- 
do observar  k  de  4S  de  febrero  de 
4850  sobre  provisión  de  pJazas  de... 
páff.  644. 

— Las  faltas  que  los  alcaides  cometen ,  en 
cuanto  dependen  de  lá  autoridad  ju- 
dicial, son  de  la  competencia  de  és- 
ta y  no  se  requiere  autorización.  Es 
necesaria  para  los  demandaderos  y 
ayudantes  de  las  cárceles  en  concep 
to  de  empleados  públicos.  Decis.  oe 
44deabnl;p.491. 

»E]  conocimiento  sobre  las  faltas  que 
pueda  cometer  un  alcaide  en  el 
desempeño  de  su  cargo  es  de  la  com- 
petencia de  la  autoridad  administra- 
tiva. Decis.  de  30  de  abril;  p.  492. 

— Lo  mismo  los  Alcaides  que  sus  subor- 
dinados, son  considerados  depen- 
dientes de  la  autoridad  judicial  en 
todo  lo  relativo  á  la  prisión ,  inco- 
municación y  soltura  de  los  presos. 
Decis.  de  14  de  junio;  p.  495. 
ALCALDES  Y  AYUNTAMIENTOS.— 447. 
Real  decreto  de  2S  de  julio,  decla- 
rando repuestos  los  Alcaldes,  Con- 
cejales y  Secretarios  separados  ó 
suspensos  desde  I :°  de  julio  de  4865; 
pág.  559. 

— Cuando  no  existe  presunción  de  su  par- 
ticipación en  un  hecho,  no  se  debe 
dar  autorixacion  para  procesarle. 
Decis.  de  dS  de  enero;  p.  491. 

— Cuando  obran  como  Jueces  no  les  al- 
canza la  garantía  de  la  prévia  auto- 
rización para  ser  procesados. — ^No 
pueden  aplicar  gubernativamente  la 
pena  de  arresto.  Decis.  de  23  de  ene- 
ro; p.  494^ 

— Si  los  Alcaldes  v  sus  Tenientes  son  de- 

S endientes  de  los  Jueces  en  lo  que 
ace  relación  á  la  administración  de 
justicia,  también,  lo  son  sus  em- 
pleados subalternos...  Decis.  de  i3 
Jiilio;  p.  654;  id.  p.  749. 
—Y.  visto  Bueno.  Ayuntamientos.  Dipu- 
taciones provinciales. 
ALCALDES  PEDANEOS.— Como  investi- 
dos del  carácter  de  justiciay  en  to- 
dos aquellos  actos  en  que  no  resulte 
de  una  mapera  evidente  que  desem- 
peñan atribuciones  administrativas, 
todo  desacato  cometido  eonU'a  ellos 
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cansa  desaftiero.  Decis.  de  6  de  se- 
tiembre; p.  745. 
ALCALDES  (en  Cuba).— 420.  R.  O.  de 

de  abril;  p.  494. 
ALIMENTOS  —A  la  obligación  onerosa  de 
alimentos  civiles  son  inaplicables 
las  prescripciones  por  que  se  rigen 
los  alimentos  naturales.  Sent.  de  45 
de  enero;  n.  44. 
—El  art.  4S48  de  la  ley  do  Enjuiciamien- 
to civil  no  se  opone  á  qiie  en  el 
expediente  de  alimentos  provisiona- 
les se  discuta  á  su  tiempo  sobre 
cesación  de  dichos  alimentos  por 
muerte  del  obligado  4  abonarlos. 
Sent.  de  5  de  febrero;  p.  4S4. 
— La  obligación  de  criar  y  educar  á  los 
bijos  del  cónyuge  premuerto,  que 
impone  e)  Fuero  de  Navarra  al  cón- 
yuge sobreviviente  como  usufruc- 
tuario, no  se  contrae  á  solo  los  ali- 
mentos naturales;  ni  obliga  á  vivir 
con  dicho  usufructuario  á  los  hijos 
del  difunto  y  menos  si  tienen  justa 
causa  para  rehusarlo. — Derecho  de 
cobrar  en  su  caso  los  gastos  que  ha- 
cen madre  y  abuela  que  tienen  los 
bienes  de  los  menores.  Sent.  de  20 
de  marzo;  p.  247. 
—Es  doctrina  admitida  por  la  práctica 
constante  de  los  tribunales,  que  los 
inmediatos  sucesores  en  los  mayo- 
razgos  han  de  ser  reconocidos  como 
tales,  con  prestación  de  alimentos 
regulados  al  prudente  juicio  de  los 
tribunales.  Sent.  de  %i  de  abril;  pá* 
gina  317. 
—Y.  Bienes  dótales. 
ALINEACIONES.— Y.  Policía  urbana. 
AUAACEHIST AS  y  espendedor es  de  taba^ 
COS. -Y.  Contribución  industrial; 
R.  O.  de  4  de  ma^o;  p.  449. 
ALYEO.— Y.  Aguas;  ley  de  3  de  agosto. 
AMORTIZACION.— Y.  Manos  muertas. 
APELACION.  REBELDÍA.— Cnando  en  un 
pleito  son  demandados  dos  ó  mas  y 
no  compareciendo  el  uno  en  la  pri- 
mera instancia,  tampoco  apela  de  la 
sentencia  definitiva  ni  se  aabiere  á  la 
apelación  de  otro  habiéndose  segui- 
do el  pleito  en  su  rebeldía,  no  por 
eso  se  ha  de  dar  por  consentida  res- 
pecto de  él  aquella  sentencia,  sino 
que  tiene  derecho  á  presentarse  en 
la  segunda  instancia. — La  absolución 
de  la  demanda  resuehe  todas  hi 
cuestiones  discutidas  en  el  pleito. 
Sent.  de  44  de  abril;  p.  844.— Yéase 
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APROVECHAMIENTOS  COMÜMBS,— Vél^ 
se  Bienes  de...  Deserción.  Diputacio- 
nes. Aguas. 

ARCHIVOS  (histórico  nadona^—ñ^.Re^] 
decreto  de  28  de  marzo:  su  creación; 
pág. 

—(De  escritura^  públicas). •-'Y.  Notariado. 
ARRAS  —V.  Bienes  de  la  sociedad  conyu- 
gal, Bienes  reservables.  Pruebas. 
ARRENDAMIENTOS.-U  falu  de  cumpli- 
miento  de  las  condiciones  por  parte 
del  arrendatario  ha  de  apreciarse 
para  el  desabu<}io,  según  las  pruebas 
que  se  aduzcan  de  los  hechos,  y  no  á 
saUsíaccion  del  arrendador.  Sent.  de 
7  de  abril;  p.  273. 
—El  arrendatario  aue  no  procede  con  las 
cosas  arrendadas  con  la  prudencia  y 
cuidado  9ue  un  hombre  mediana- 
mente cuidadoso  y  diligente  pone  en 
^  sus  propias  cosas»  está  obligado  á  la 
*  indemnización  de  los  dc^s  y  menos- 
cabos que  resulten  por  su  culpa,  im- 
prudencia ó  eiceso  en  el  uso  de  la 
cosa  arrendada ,  aunque  el  dueño  se 
hubiera  obligado  á  la  reparación  en 
casos  previstos  O  imprevistos,  pero 
naturales  y  corrieotes.  Sent.  de  5  de 


raavo;  p.  447. 
—V.  Enfílfl   *  ~ 


ííteuaia.  Desamortización.  Diputa- 
ciones. Pesabucío. 
n-[¡}e  cor»«ui»os).^Segun  la  instrucción 
de  4856,  los  adeudos  de  las  carnes 
frescas  podian  hacerse  ó  por  cabe- 
zas ó  por  libras.  R.  D*-S.  de  20  de 
abril;  p.  483^ 
—rNo  se  consideran  empleados  adminis- 
trativos los  arrendatarios  de  consu- 
mos, ni  por  tanto  se  necesita  autori- 
zación para  procesarles.  En  lodo 
•    easo  no  es  necesaria  tratándose  de 
exacdon  ilegal;  p.  4dO. 
—V.  Presupuestos  del  Petado. 
ABRPSTO.— V.  Alcaldes. 
ASCENSOS  MILITARIiS.— 304.   R.  O.  de 
34  de  agosto,  aprobando  el  regla- 
oMRto  para  la  aplicación  del  Real 
decreto  de  50  de  julio;  p.  543. 
—Reglamento  para  la  aplieacion  ó  inteli- 
genoiadel  R.  D.  deSO  de  julio  próxi- 
mo pasado  sobre  ascensos  militares, 
aprobado  por  R.  O.  de  34  de  agosto 
de  4a66;p.(M8.— V.  Ejército. 
ASOCIACIONES  ILICITAS.  ^3.   R.  O.  de 
5  de  enero,  mandando  disolver  las 
f  aseoiacÁ^nes  poHtiicas  denominadas 


eomitás,  éfircvioi,  lefIttUai,  etc.; 

AüPiel^lASDE.ULTRAMARt^SI.  Real 
decreto  de  3  de  abril,  aprobando  las 
ordenanzas  de  la  Habana:  p.  443. 

AUDITORES  DE  GUEBRA.-*^Y.  Cnerpo 
jurídieo^miUtar. 

AUTOPSIAS.— 382.  R.  O.  de  tO  de  no- 
viembre, deolaraiido  que  la  de  i8  de 

Í'unio  próximo  pasado ,  se  refiere  i 
os  gastos  materialet  de  las  autopsias^ 
y  no  á  los  honorarios  de  los  faculta- 
tivos; p.  675. 
AUTORIDADES  MILlTARES.^y.  Actosy 

funciones  públicas. 
AUTORIZACION  PARA  PROCESAR  —Le- 
siones;  justificación  del  hecho  y  del 
agresor;  p.  872. 
-*Uso  legitimo  de  autoridad;  p.  671. 
—Allanamiento  de  morada  y  embargo  de 

bienes;  p.  720. 
'^V.  Alcaides.  Arrendamientos  de  consu- 
mos. Cuestión  prévia.  Delitos  ante- 
riores al  Código.  Procesamiento. 
AUTOS  PARA  MEJOR  PROVEER.— V.  In- 
cidentes. Pruebas. 
AYUDANTES  DEL  EJERCITO. t-R.  O.  de 
40  de  febrero,  uniformando  sus  suel- 
dos; p.  49. 

ATODANT&  DE  OBRAS  PUBLICAS.- 
373.  R.  O.  de  40  de  agosto;  so- 
bre ingreso  en  las  escuelas  especia* 
les,  etc.;  p.  460. 

AYUNTAMIENTOS.— R.  O.  de  ^  de  febre- 
'  ro,  declarando  que  los  Concejales 
no  pueden  ser  nombrados  Secrela- 
rioe  del  municipio  eo  i|cie  desempe- 
ñan su  earffo;  p.  42. 
—337.  R.  D.  (U  3!  de  octubre ,  refor- 
mando la  ley  de  Apuntamientos  y  la 
de  gobierno  y  administración  de  las 
provincias,  en  los  términos  que  ex- 

Eresan  los  dos  proyectos  de  ley  que 
I  siguen;  p.  577. 
—338.  Otro  R.  D.  de  34  de  octubre,  dis- 
poniendo que  la  elección  v  renova- 
ción inmediatas  sean  del  total  de 
Concejales  que  áekm  componer  di- 
chas corporaciones;  p.  687. 
^84 .  Otra  R.  O.  de  23  de  octubre,  re- 
formando varios  articelos  del  regla- 
mento de  46  de  setiembre  de  1846; 


^  ^á^.  588. 


de  30  de  setiembre  de  4864,  sobre 
que  los  Concejales  no  pueden  ser 
nombrados  Secretarios;  p.  43. 
— £b  las  enajenaciones  de  sus  bienes  de 
propioe  ^  comunes,  obraq  como 
pemiMs  jurídicas  y  no  oomo  enti- 
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dtd  idittfniBlratíva;  por  lo  que  su 
apro^okm  por  la  aoiorldftá  corres- 
pondiente es  una  forma  esterna  que 
ti  p\tede  dar  á  estes  céntralos  Tali* 
deis  ó  BUlidad,  iio  por  eso  los  hace 
aeld»  admihfisiratitos.  £s  por  tanto 
eoiápeteiite  la  antóridad  jadieial  en 
ouéetiones  sobr#  sa  complimiento., 
Decís,  de  48  de  junio;  p. 
—Y.  Alcaldes.  Deudas.  Mateiia  adficiinls- 
traliva.  Diputaciones. 


BAGAJES.— 7.  R.  O.  de  3  de  enero,  re- 
solviendo sobre  los  que  se  deben  fa- 
cilitar á  los  Guardias  civiles  y  sus 
ftimilias;  p.  7. 

BANGOS.— 9«.  R.  D.  de  40  de  abril ,  so- 
bre creación  del  Banco  Español  de 
Puerto-Rico;  p.  443. 

BAÍtoS  MINBRALeS.— V.  A^as.  Sanidad 
Establecimientos  balnearios. 

BECAS  DE  GRACIA  —»3.  R.  O.  de  r7 
de  abril,  proveyendo  una:  p*  446. 

BIBNE8  DE  LA  BENBPICBNCIA.— V.  Di- 
putaciones. 

BIENES  DE  MBNORES.—No  se  infringe  la 
ley  60,  tit.  48,  Partida  3.^,  cuando 
precedida  la  información  da  utili- 
dad y  la  subasta,  se  venden  bienes  de 
menores,  fuera  de  ella  con  otur^- 
miento  del  Juez.  Sent.  de  6  de  junio; 
pág.  560. 

—V.  Casación;  Sent.  de  46 de  marzo;  pá- 

gna  236. ^Restitución  in  integrum. 
bligqpiones. 
BIENES  DE  LA  SOCIEDAD  CONYUGAL. 
Los  frutos  y  rentas  de  los  que  la 
mujer  aporta  at  matrimonio,  son 
pará  atender  á  sus  cargas  y  necesi- 
dades, y  debe  reputarse  como  tal  el 
soslenimienio  en  juicio  de  un  dere- 
cho: de  manera  que  debe  atenderse 
á  aquellos  para  otorgar  ó  no  el  be- 
neficio de  litigar  por  pobre.  Semen- 
cia de  18  de  abrif;  p.  348. 
^(Dolóles).— Separados  legalmente  los 
cónyuges,  siquiera  haya  sido  el  ma- 
trimonio rato  y  no  consamado ,  el 
maridó  que  está  obligado  á  dar  ali- 
mentos i  su  mujer  hace  suyos  los 
frutos  de  la  dote  deede  la  celebra- 
ción del  matrimonio.  Seut.  de  4  7  de 
ffebrero;p.  4i7. 
—(Parér/(pmal«^).— Aunque  la  propiedad 
de  estos  no  se  trastera  al  marido, 
los  frutos  ó  rentas  de  elloe  como  los 
de  los  demás  bienes,  son  para  atender 


á  ks  cargas  del  ttatrfnlonto ,  y  por 
eonslgiitetote  en  caso  que  proceda  la 
restitución  de  aquellos  bienes,  no  le 
pueden  exiffír  les  frutos  ó  intereses. 
Sent.  de  3  de  abril;  p.  347. 
BfENE8(&(tndftcMi{esy.^Lo8  bienes  quehaA 
mf^ridqy  mujer  son  de  ambos  por  me- 
dio, salvo  los  qae  probare  cada  uñó 

Írue  son  suyos  ápartadamente,  según 
a  ley  I  »,  tít.  4.*,  lib.  X  de  la  No- 
vísima Récopilacion ,  que  no  se  in- 
fringe con  la  apreciación  que  baga 
el  tribunal  de  la  prueba  iesli/ical 
practicada,  si  contra  esta  aprecia- 
ción no  se  cita  ley  6  doctrina  infrin- 
gida. Sent-  de  t6  de  enero;  p.  99. 
—V.  Contratos.  Dote.  Mujer  casada.  Obli- 
(paciones. 

BIENES  RESERVARLES.— Según  las  le- 
yes Í6,  tít.  43,  Partida  5.«  y  7.«, 
tíL  i.%  lib.  40  de  la  Nov.  Recop  ,  ta 
reserva  de  los  bienes  aue  el  cónvu- 
ge  que  pasa  á  segundas  nupcias  hu- 
biese recibido  de  su  primer  coqsorte 
por  arras  6  donaciones  é  por  heren- 
cia de  sus  hijps,  solo  tiene  lugar  á 
favor  de  hilos  suyos  habidos  en  su 

f)rimer  matrimonio.  Solo  á  falta  de 
ey  expresa  puede  invocarse  para  la 
casación  en  el  fondo  )a  infracción  de 
doctrina  legal.  Sent.  de  ti  de  junio; 
pág.  565. 

BIENES  DE  APROVECHAMIENTO  CO- 
MUN. -  {Desamortización).  Los  bie- 
nes arbitrados  ó  que  dan  renta  que 
deba  ser  metida  en  el  procomunal^ 
aunque  en  su  origen,  ó  por  su  ad- 
quisición hubiesen  sido  de  aprove- 
chamiento común,  están  sujetos  i  la 
condición  de  loi  de  ptobfoa  y  por 
tanto  á  la  ley  desámdttí^^abi'adf  4.* 
de  mayo  de  4855.  R.  D.-S:  fTé^rdó 


os  que  disfrutan  en 


febrero;  p.  483  y  489 
'   '  '     ecnamténtos  qi 

frióV  pueblos  ó  sus  vecinos,  si- 
$u  propiedad  ó  dominio  di- 
iean  de  particuíarés ,  y  su 
aproTec% amiento  se  funde  en  con- 
Urafoé  coi  carácter  de  perpetuidad, 
son  de  líi  inspección  de  la  autoridad 
administrativa  en  la  forma  estable- 
cida por  la  ley.  R.D.-S.  de  7  de 
abril;  p.  286.— V.  Desamortización. 

c. 

CAóOS.— f .  Ejército. 


f  1» 
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IBPUTOBIO  ALTAtitiGa. 


CACAO.— -R.  O.  de  10  de  febrero»  determi- 
nando el  adeudo  del  cacao  príncipe; 
p.  5«. 

--404.   R.  O.  de  45  de  diciembre ,  sobre 
el  de  Guayaquil;  p.  736. 
CADENA.— y.  Penas,  ley  de  i8  de  julio; 
pág  Uf. 

CAJA  DE  DEPOSITOS.— H5.  R.  O.  de  7 
de  mayoy  aumentando  el  interés  á  las 
imposiciones;  p.  463. 

-  486.   R.  O.  de  4  .<>  de  julio ,  mandando 

emitir  á  favor-de  la  caja  una  inscrip- 
ción intrasferible  de  deuda  consoli- 
dada por  valor  nominal  de  450  mi- 
llones; p.  305. 

-<S04.  Ley  de  4 5  de  julio,  destinando  de 
los  productos  de  la  desamortisacion 
4  40  millones  de  escudos  á  respon- 
der de  igual  suma  de  la  deuda  flo- 
tante representada  por  suplementos 
de  la  Caja  de  Depósitos  al  Tesoro.— 
Junta  inspectora;  p.  339. . 

—257.  R.  O.  de  44  de  agosto  señalando 
el  interés  que  devengarán  las  impo- 
'  siciones  deode  el  23  de  agosto;  pá- 
gina 453. 

CAMINOS.— La  clasificación  de  los  cami- 
nos y  las  rectificaciones  á  que  pueda 
dar  lugar ,  corresponden  exclusiva- 
mente á  las  facultades  discrecionales 
de  la  Administración  activa,  sin  que 
las  resoluciones  que  se  dicten  pue- 
dan ser  objeto  de  contención.  Real 
decreto-Sent.  de  2  de  mayo;  p.  574. 

—  (De  setvidumbre  particular, —Las  cues- 

tiones ^ue  se  suscitan  sobre  estos, 
como  siempre  que  se  trata  de  inte- 
reses y  derechos  puramente  priva- 
dos, son  de  la  competencia  de  la  ju- 
risdicción ordinaria.  Decis.  de  25  de 
enero;  p.  488. 
— (Kecf na/es). —Incumbe  á  los  Alcaldes 
todo  lo  relativo  á  policía  urbana  y 
rural ,  y  el  cuidado  y  conservación 
de  los  caminos  y  veredas  vecinales, 
y  por  tanto  las  providencias  que 
dicten  dentro  del  limite  de  sus  facul- 
tades no  pueden  combatirse  por  la 
vía  sumarísima  de  interdicto.  Las 
providencias  dictadas  en  estos  jui- 
cios no  son  de  las  ejecutorias  de  que 
^babla  la  ley...i)ecis.  de  22  de  abril; 
p.  224. 

CANAL  DE  URGEL.— 202.  Ley  de  44  de 
julio  otorgando  á  la  empresa  del 
canal  de  Urgel  un  préstamo  de 
200.000  escudos,  j  autorización  para 
darla  mayor  auxilio...;  p.  337. 

CANAL  DE  TAM ARITB.— 890.  R.  D.  de 


4.<^  de  setMDibre»  modificando  lat 
condiciones  de  la  concesión;  pági- 
na 690. 

CAÑAMOS  EXTRANJEROS.— 298.  Real 
órden  de  t7  de  agosto»  elevando  los 
derechos  de  inlrodueeion;  p.  507. 

CAPELLANIAS  COLATIVAS.— El  plazo  de 
cuatro  años  que  concede  el  art.  4  de 
la  ley  de  45  de  junio  de  4856  para 
pedir  las  capellanías  adjudicadas  sin 

Serjuicío  de  tercero,  debe  contarse 
esde  el  dia  de  la  adjudicación  se- 
gún la  jurisprudencia  establecida 
por  el  Tribunal  Supremo ;  y  pasado 
aquel  prescribe  la  acción.  Sent.  de  7 
de  abril,  p.  274. 
— Cuestión  sobre  los  cuatro  años  para  re- 
clamar derechos  á  sus  bienes  que 
concede  la  ley  de  45  de  junio  de 
4856.  Sent.  de  27  de  junio;  p.  666. 
— V.  Desamortización.  Vinculaciones.  Ca- 
pitulaciones matrimoniale8.T-Rever^ 
sion  de  bienes. 
CARABINEROS  —V.  Desafuero. 
CARGAS  DE  JUSTICIA.— Que  es  lo  que  se 
comprende  bajo  este  nombre,  y  lo 
que  importan  sus  gastos;  p.  400. 
— 44.   R.  O.  de  19  de  enero,  declarando 
caducada  la  que  percibían  los  due- 
los del  Jardin  Botánico  de  Barcelo- 
na; p.  65. 

—46.  R.  O.  de  43  de  febrero  mandando 
abonar  una,  y  los  réditos  que  no  ha- 
yan prescrito  con  arreglo  á  la  ley 
de  contabilidad;  p.  65. 

^Donaciones  reales). ^h^,  R.  O.  de  4  4 
de  febrero,  declarando  caducada  una 
que  por  razón  de  alcaoalaa  percibía 
la  Condesa  de  Montijo  como  proce- 
dente de  concesión  graciosa  ó  de 
pura  merced,  sin  carácter  alguno 
oneroso — Los  servicios  de  mayordo- 
mea y  camarería  palaciega  no  bas- 
tan á  justificar  donaciones  á  perpe- 
tuidaa  de  rentas  de  la  Corona;  pá- 
gina 67. 

—53.  R.  O.  de  8  de  marzo :  no  son  car- 
gas de  justicia  las  pensiones,  por  ser- 
vicios personales;  p.  69. 

—52.  R.  O.  de  24  de  febrero:  los  censos 
afectos  á  bienes  vendidos  por  el  Es- 
tado en  concepto  de  libres,  en  las 
épocas  anteriores,  son  cargas  de  jus- 
ticia; p.  69. 

— (Prescnpcton).— 146.  R.  O*  de  28  de 
abril  declarando  la  caducidad  de  un 
.  censo,  por  haber  prescrito  la  acción 
para  reclamar  el  capital  y  réditos  con 
<  arreglo  á  la  ley  63  de  Toro  y  á  la  ju- 


Digitized  by 


707 


rispradencia  etttblecidt  por  el  Trí 
bonal  Supremo;  493. 
«^♦49.   R.  O.  de  44  de  mayo,  deelarando 
caducada  una  procedente  de  aleaba 
las  por  habereé  adquirido  á  título 
gracioso..  Señoríos.  Mercedes  enri- 
ijueñas.  Reversión  á  ia  Goroi^á;  pá 
gina  5t40. 

-rl73.  R.  O  de  5  de  junio,  declarando 
la  caducidad  de  una  que  percibía  el 
Conde  de  Miranda,  en  concepto  de 
partícipe  de  alcabalas  por  no  naber- 
se  presentado  el  título  primitivo  de 
egresión;  p.  ^4. 

- 174.  R.  O.  ae  5  de  junio,  declarando 
subsistente  una  que  perciben  los 
propios  de  Yillameriel  por  el  con- 
cepto de  alcabalas  por  haber  sido 
segregadas  de  la  Corona  á  título  one- 
roso, y  no  haber  sido  reintegrado 
dicho  pueblo  del  precio  de  egresión; 
pág.  295 

—477.  R.  O.  de  43  de  junio,  declarando 
que  no  procede  reconocer  como  car- 

Si,  de  justicia  la  oue  percibe  la  villa 
e  Gijon  procedente  de  arbitrios 
para  la  conservación  del  muelle,  por 

Sroceder  de  un  acto  glaciable  de  la 
orona  y  haber  hecho  suya  el  Esta- 
do la  obligación  de  conservinr  todos 
los  puertos;  p.  298. 
—479.  R.  O.  de  43  de  junio:  se  declara 
subsistente  la  carga  de  justicia  de  82 
escudos,  436  milésimas,  por  réditos 
del  capital  de  un  censo  impuesto  so- 
bre las  averias  ordinarias  v  extraor- 
dinapas  del  consulado  de  Bilbao; 
i       pag.  S99. 

-^395.  R.  O.  de  2  de  diciembre,  man- 
dando que  se  incluya  en  el  presu- 
puesto de  obligaciones  del  Estado 
una  pensión  para  el  Infante  D.  Cár- 
los  Luis  de  Borbon,  eliminándose  de 
la  sección  de  cargas  de  justicia;  pá- 
gina 705 

CARGAS  ESPIRITUALES  — Us  que  afec- 
taban á  fincas  del  clero  están  com- 
prendidas en  el  art.  4 1  del  convenio 
adicional  con  la  Santa  Sede  de  S5 
de  agosto  de  4859,  contenido  en  ia 
ley  de  4  de  abril  de  4800.  R.  D.  Sen- 
tencia de  46  de  abril;  p.  487. 

CAaABRA  MtLlTAR  — 226.  R.  0,  áe  80 
de  julio;  sujetando  á  principios  fijos 
los  ascensos  y  recompensas  en  el  ejér- 
cito: ingreso,  provisión  de  vacantes, 
prohibición  de  la  concesión  ^  gra«> 
doe  superiores  á  los  empleos ,  de  ho- 
.  inoras  y  4^  uso  de  uniforme:  pase  á 


ia  carfera  civil;  ele.j  p.  S74.— Véase 

Ejército.  Ascensos. 

CARRETERAS.— 50  R.  O.  de  9  de  marzo, 
dictando  reglas  á  que  ha  de  ajustarse 
la  concesión  de  estudios  (de  carreteras 
á  particulares:  p.  €7* — V.  Caminos, 

CASA  REAL.— Su  dotación  etc.,  p.  399. 

GASAS  DE  SOCORRO.— Y.  Epidemias. 

CASAS  DE  MONEDA.— Las  que  son  y  sus 
productos;  p.  444. 

CASACION.— V.  Recursos  de  casación.  Ex- 
cepciones, Pruebas.  Procedimiento 
civil.  Sentencia  etc. 

CASERIAS.— i06.  Ley  de  14  de  julio  so- 
bre población  rural ,  concediendo 
benencios,  derechos  y  exenciones  á 
los  que  formen  caserías  con  las  con- 
diciones que  se  dicen  para  la  explo- 
tación aerícola;  p.  340. — Y.  Colo- 
nias agrícolas. 

CEMENTERIOS.— 406.  R.  O.  de  U  de 
abril  dictando  reglas  á  que  debe  su- 
jetarse la  construcción  y  adminis- 
tración de  los  cementerios  en  la  isla 
de  Cuba,  p  446. 

CENCERRADAS.— Y.  Desacato. 

CENbOS.— Si  bien  es  doctrina  legal  in- 
concusa que  el  censo  impuesto  so- 
bre una  finca  se  extingue  dimitién- 
dola, esta  dimisión  hade  hacerse  en 
favor  del  censualista.  Sent.  6  abril; 
pág.  270. 

— Para  que  pueda  invocarse  la  doctrina  de 
las  leyes  y  de  la  jurisprudencia  en 
materia  de  censos «  es  necesario  que 
el  contrato  que  asi  se  denomine  cons- 
tituya alguno  de  lós  que  reconoce  el 
derecho. Sent.  49  mayo;  p.  Sil. 
— ^y.  Cargas  de  justicia.  Desamortización. 
CESANTES.— 40.  R  O.  de  18  de  enero 
prorogando  por  dos  meses  el  plazo 
para  la  presentación  de  hojas  de  ser- 
vicio; p.  9. 
— Para  ser  reputado  como  empleado  nom- 
brado y  posesionado  antes  de  ia  pu- 
blicación de  la  ley  íle  preí>upuestns 
de  484Í»,  con  derecho  á  haber  de 
cesantía,  basta  acreditar  el  deseio-r 
peño  anterior  de  cualquiera  de  iái 
funciones  del  cargo ,  ó  anejaa^  ét* 
lo  cual  constituye  acto  le^itiift  d« 
posesiotti  lü,  9^-S^i9^Íf^<§)^n}¡ 
página  572. 
-^Y.  Empleados.  Clases  pasivas. 
CITACION  Y  EMPLAZAMIENTO.— U 
causa  primera  del  art.  4013  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  sé  re- 
fiere taxativamente  al  caso  de  no  ser 
emplazados  ios  que  deben  ser  citados 
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para  %\  Juiato,  y  no  piieAa  «Llénderae 
por  analoffk  á  oirw  eaaos.  Sent.  de 
50  de  abrfi;  pi  384. 

^Gnendo  san  dea  6  maa  loa  iipe  tienen  U 
personalidad  en  «n  inicio  ejecutiYO, 
á  iodoa  delto  eitane  oe  remate ,  alen- 
do la  offiielon  eauaa  de  nulidad  eó^ 
mo  lo  seria  la  falta  de  emplasamlen- 
lo  en  el  jotcie  ordinaría.  SeAl.  90 
ínnio;  p.  6é4. 

—y.  Eodprasamiento. 
CLkSEÉ  FASIVAS.— ^joqoe  ae  eomprende 
en  eata  clase,  j  ana  gaatoa;  p.  401. 

-^Guando  en  Tirtnd  de  la  reriaion  acor- 
dada por  el  R.  D.  de  IS  de  mayo  de  i 
4B69  resulta  mejomdo  el  haber  pa- 
sivo de  cesante,  no  adquiere  por 
ellb  4  cesante  derecho  á  oue  se  le 
abone  la  diferencia  por  el  tiempo 
intermedio,  segim  dispone  el  art.  7.® 
del  mismo.  R.  D.-S.  de  47  de  Junio 
pág  7t9—V.  Geaantes.  Derechos  pa- 
aivos.  Haberes  pasÍToa.  Jubilacionea. 
Junta  de   Pensionee. 

GLERO  PARROQUI M.-^m.  R.  O.  de  10 
de  agosto,  dictando  diaposicioA|p  pa« 
ra  la  completa  ejecución  del  R  Ü. 
det4  de  nof  iembre  de  4854;  yicarias 
y  tenencias:  coadjutores;  concursos 
para  la  proTÍston  de  curatos,  etc.; 
pág  450. 

—401.  R.  O.  de  17  de  diciembre,  acla- 
rando las  de  4  4  de  íanlo  y  40  de 
agosto,  sobre  tenenciaa  y  vicarías, 
l^ndffcios  parroqui«lea,  coadjutorías 
y  su  dotación,  etc.;  p.  715. 

GODÍOO  DE  GOMERGIO— V.  Leyes  roma- 
nas. Procedimiento  civil. 

GOtERA  HORRO  —V.  Epidemias 

GOLONfAS  AGRICOLAS.— 85.  R  O.  de 
24  de  marao  é  instrucción  conce- 
diendo el  planteamiento  de  dos;  pá- 
gina 69.— Y.  Caserías. 

COMISARIOS  DE  QUERRA.— Su  depen- 
dencia y  funcionas.— '  y.  Adminis- 
tranon  militar. 

COMISORIO  —V.  Pactos. 

COMISOS.— 47.  R.  O  de  5  de  marzo  dis- 
poniendo la  distribución  que  debe 
hacerse  de  tabacos  que  puedan  darae 
á  ta  venta ;  p.  85,-^  V.  Consumos. 

GOMPETÉNCIA.— V.  Contiendas.  Cuestio- 
nes. Juez  competente. 

CONCEJALES.— V,  Ayun^mienloí. 
Deudas. 

CONCORDIAS.— A  la  Administración  com- 

Sete  la  protección  de  los  qcrecbos 
e  markcqmunidad  de  pa^toi ,  funda- 
dos en  antigua  concordia  y  en  la 


cMftatte^fkteiioii;  piro  onando  la 
cuestiev  véase  sobre  legalidad  ó  sub- 
tíatencia  de  loa  titokia  8n  fue  ae 
foiided  léa  dereaboa,  toea  au  cono- 
eimiént»  á  loa  tribuHalea  de  Juaticia 
Seat.  %é  de  narao:  p.  843. 
CONCURSO  DI  AOliEEDORBS.— Los  cré- 
ditos procedentes  de  aimplea|Ni^ar^ 
amique  haiyaii  sidé  recetioeidoa.  y 
recaído  sentencia  de  remate  en  jui- 
cio ejecutivo  aobra  au  pago,  no  va- 
rían de  naturaleza  y  aegun  el  arti- 
culo i  i8i  del  Código  de  Comercio  no 
deben  comprenderse  entre  loa  escri- 
tuarioa.— Loa  negocios  mercAntilea 
deben  reaelveraecoii  arroto  á  dicho 
Código.  Sent,  31  áe  aetiembre  pá- 
gina JH. 

GONDICIONRS.-^No  ae  deben  eonfundir 
laaauspeasoriaa  de  indiapenaable  pe- 
ro incierto  anmplímiento,  con  las 

Suramente  dilatorias^  pero  que  in- 
udablemenae  han  de  venir.  Seat. 
4  de  abril;. p.  854. 
—Las  iüoitas  ae  tienen  per  no  puestas  en 
los  iestamenloa.  penu  80  de  enero 

GONP^I^  JUDICIAL  —Né  puede  darse 
el  valor  de  la  conoseeneia  i  las  ma- 
nifeataeionea  de  un  litigante  en  sus 
escritos.  Sent.  de  86  de  enero;  pá- 
gina 80. 

—Para  que  tenga  todo  el  valor  q«e  dá  la 
ley  de  Partida  a  ta  cenOacancta,  ha 
de  ser  esplicita  y  abadatii^  lo  que 
no  ea  eaando  ae  limiu  á  un  aolo 
extremo  de  la  demndat  y  niegan 
los  demás  que  de  un  modo  indi- 
viduo constíluyen  su  fundamente. 
Sent  de  40  de  abril;  p.  SIt. 

CONSEJEaOS  PROVINCFALES  —y.  Go- 
biemosde  profíneta.— Procedimien- 
to conlencíoso-adninísutalivo.  Via 
contenciosa. 

CONSEJOS  DE  ADMINISTRACK>9f.— 148. 
Real  Orden  de  ^  de  abril  aobre  ex-> 
clusion  del  conoeimiento  en  asuntos 
contenciosos  de  loa  eonaeieros  que 
tengan  interés  en  ellos;  p.  ^4«4. 
--4 18.  D.  de  4  .•  de  mayo  sobre  pre- 
sidencia de  su  sección  de  Gobierno; 
pág.  494. 

CONEJOS  Y  tRfRüN ALES  SUPRBMOS. 
— ?48.  R.  D.  dé  8  de  agoste,  man- 
dando que  loa  preaidentea  reciban  y 
firmen  ta  cOrrÁwondencia;  p.  896. 

G<W9H>ERAND0S.  — No  prooede  contra 
ellos  el  recnrao  de  aaaaeiont  página 
688.-^Y.  Recurae  4é  e«n«lon. 
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GON$üUBS.^I!M.  í2piiYtmo  ntificado 
en  40  de  abril  «obré  U  admUion  de 
cóUBttlea  ea  la«  poseaidBes  de  Ultra- 
mar; p.  496  t^V.  Tralados. 

GONSUM08.-T*TÍ7l.  R.  a  de  40  de  mayo 
modifieandú  Uinsd*dco»dei  arlicu- 
lo  455  de  lá  ¡na|rueekm  dei  ramo; 
pág. 

*rfa65*  a.  O.  de  17  de  Mrere  aelartndo 
el  art.  459- de  la  tnalracGion  de  con- 
tamoi;  p.  648. 

^74.   R.  O.  de     de  ji»io»  declarando 

2ue  siempre  qne  á  los  euerpos  ó  in- 
ividuosdel  ejército  sea  aplieable  la 
contribución  de  consumos,  es  obli- 

Í;atorío  el  pago  de  los  recargos  lóca- 
os; p.  659. 
—396.  R.  O.  de  1 5  de  diciembre;  p.  723. 
-^p8.  R.  O.  de  13  de  diciembre  acla- 
rando el  art.  i42  de  la  instrucción 
del  ramo,  sobre  que  los  encabeza- 
mientos y  los  arriendos  generales 
compren^íen  tos  derechos  y  los  re- 
cargos, etc.;  p  7lt. 
-^400.  R  O.  de  4  de  diciembre,  sobre 
distribución  del  valor  de  ios  comi- 
sos; p.  735. 
—406.  R.  O.  dó  4.P  de  diciembre,  acla- 
rando Ics  arts.  SOS  y  tl6  de  la  ins- 
trucción del  ramo,  y  resolviendo 
q^e  procede  siempre  recurso  de 
apelación  en  la  via  administrativa  á 
los  superiores  jerárquicos ,  contra 
las  providencias  de  las  Diputaciones 
y  los  Gobernadores  de  provincia; 
pag.  735. 

CONTIENDAS  DE  COMPETENCIA.— 
Cuando  después  de  dictado  en  un 
interdicto  el  auto  restilutorio,  tiene 
lugar  la  inhibición  del  Juez  por  sen- 
tencia firme,  la  restitución  primiti- 
vamente acordada  no  podrá  llevarse 
á  efecto  sin  un  nuevo  recurso,  aun- 
aue  la  Administración  reconozca 
después  su  incompetencia  en  cuanto 
á  alguno  de  los  extremos  de  la  con- 
tienda. Decis.  de  S3  de  •enero;  pá- 
gina 469- 

—Se  reputan  mal  formadas  cuando  no  se 
cita  texto  legal  como  fundamento 
del  requerimiento  de  inhibición.  De- 
cisión de  33  de  enero;  p.  489. 

—La  falta  de  cita  legal  en  que  fundar  el 
requerimiento  de  inhibición  consti- 
tuye un  vicio  susUncial.  Solo  deben 
suscitarse  en  virtud  de  disposición 
expresa  que  atribuirá  á  la  Adminis- 
tración el  conocimiento  del  asunto. 
Sent.  de  45  de  marzo;  p.  345. 


•^tande  lea  fiobefnadore^di»  provincia 
desisien  de  una  de  oempetencia,  ya 
no  pueden  ni  conocer  en  amiel  asun- 
to, ni  suscitarla  de  nueve.  Becis.  de 
7  de  marco;  p.  %tt. 
—Les  Crobernadores^  p^Hrli  sutcilar  con- 
tienda do  eonfi^teAela,  deben  citar 
disposiciott  expiresá  que  encargue  á 
la  Administración  el  conocimiento 
del  asunto. — Sumé$iíon:  no  ee  pro- 
rogable  la  jurisdicción  de  un  órdeu 
á  otro.  Decis.  de  4T  de  junio;  pi- 
nna 4^.  * 
íe  el  momento  en  que  se  verifica  el 
requerimiento  de  inhibición,  la  au- 
toridad judicial  lo  mismo  qae  la  ad- 
ministrativa deben  suspender  todo 

SrocedI miento  en  el  asunto.  No  pue- 
e  entenderse  contrariada  una  pro- 
videncia administrativa  por  el  tn- 
terdióto  cuando  aquella  no  es  legal, 
y  aun  siéndolo  si  es  posterior  a  la 
demanda  de  despojo.  Decis.  de  34  de 
abril;  p.  333. 
—Y.  Hatería  penal.  Montes.  Cuestión 

^prévia  Cuestiones  de  coaipetencia. 

Servidumbres.  . 
CONTRAPANDO.— 343.  R.  O.  de  39  de 
setiembre,  mandando  que  las  apre- 
hensiones hechas  por  la  Guardia  ci- 
vil ingrejwp  íntegras  en  el  Tesoro, 
sin  opción  á  participación  por  los 
aprehensores ;  p.  534.— V.  Pena* 
lidad. 

CONTRASTE.— V.  Piel  contraste. 

qOflTRATISTAg.— Cuando  incurre  en  res- 
ppnsabilidad  civil  y  criminal  un  con- 
tratista con  la  real  Hacienda  por  mal 
cumplimiento  de  un  contrato,  es 
aquel  justiciable  por  los  tribunales 
respectivos  á  cada  una  de  aquellas 
responsabilidades.  R.  D.-S.  de  6  de 
febrero;  p  liJO.— V.  Materia  penal. 

CONTRATOS.— Si  por  alguno  de  los  me- 
dios establecidos  en  derecho  se  prue- 
ba que  los  interesados  en  un  contra- 
to consignado  en  escritura  pública 
han  convenido  de  hecho  en  una 
modificación  de  jiquel  ,  esla  puede 
producir  efectos  legalmente  obliga- 
torios. Sent.  de  5  de  marzo;  p  159. 
— Para  qiijs  u^óceda  la  rescisión  de  un 
e^Al^tO'ééltm  las  leyes  It  y  57,  ti- 
tt)lé  é;*'fwil|Uí^$.\  es  circunstancia 
esendal  qúe  hwf^  éxiiUáú  áé^año. 
cufo  héóno''éori'éspp1cidé  '^pf^iar  al 
tribunal  segun  l^as  prü$U&  que  se 
suministren.  Sdnt*  (i  ¿ó  mayo; 
pág.  619. 
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GONTBATOlS.— Es  príDd])io  de  derecho 
oonsIgEiado  onla  legUlacioa  romana 

Ír  eo  la  general  del  reino  que»,  si  bien 
os  pactos  que  se  establecen  en  los 
convenios  ó  transacciones  deben  ser 
religiosamente  guardados,  si  apare- 
ciese alguaa  duda  para  su  verdadera 
inteligencia,  mas  oue  á  las  palabras 
ha  de  atenderse  á  la  voluntad  de  los 
contrayentes.  Sent.  de  19  de  mayo; 
pag.  523. 

—No  infringe  la  ley  de  conti^to  la  senten- 
tencia  qud  recpnoce  el  valor  y  efi- 
cacia legal  de  las  diversas  estioula- 
ciones  en  el  mismo  comprendidas  y 
atiende  á  la  voluntad  de  las  partes 
explícitamente  determinada  en  su 
genuino  y  literal  contesto.  Sent.  de 
28  de  mayo;  p.  544. 

—Su  interpretadon.'^No  puede  enten- 
derse condonación  ó  remisión  de 
deuda ,  la  declaración  que  hace  el 
acreedor  en  documento  que  no  po- 
dra exigirsela  judicialmente  al  deo- 
dor »  por  considerarle  en  aquel  acto 
insolvente ,  y  que  deja  á  su  v/>l un- 
tad el  que  bajo  su  buena  fé  la  ven- 
g:a  satisfaciendo  cuando  le  sea  po- 
sible. La  duda  oue  puede  ofrecer 
este  contrato  está  pien  resuelta,  con- 
forme á  la  regla  4.^  de  la  ley  S.^ 
titulo  33,  Partida  7.%  habiendo  con- 
denado al  deudor  ¿  pagar  en  los  pla- 
zos que  señalasen  peritos,  teniendo 
en  cuenta  las  utilidades  que  podia 
reportar  aquel  con  un  estuoleci- 
roiento  industrial  de  su  propiedad. 
Sent.  de  45  de  junio;  p.  639. 

—Es  principio  legal  que  el  padre  de  fa- 
milia puede  adouirir  por  si ,  por  su 
mujer,  por  sus  ni  jos,  y  aun  por  sus 
criados ,  con  tal  que  expresa  ó  táci- 
tamente acepte  las  consecuencias  de 
los  contratos  que  estos  celebren.— 
Cuando  se  hace  una  venta  á  favor 
de  mujer  casada ,  sin  licencia  de  su 
marido  •  solo  el  marido  puede  pedir 
su  nulidad ,  surtiendo  sino  todos  los 
efectos  legales.  Sent.  de  27  de  junio; 
pag.  677. 

—No  se  infringe  la  ley  4.%  tít.  4.®,  li- 
bro X  ,  cuando  la  sentencia  no  falla 
contra  los  términos  de  lo  acordado. 
Sent.  de  49  de  junio  ;  p.  661. 

—  Cuando  se  suscita  dudasonre  la  inteli- 

§ encía  de  un  contrato ,  para  fijarla 
ebe  atenderse  mas  especialmente  al 
objeto  ó  fifi  que  se  oropusieron  los 
contratantes ,  que  á  las  palabras  de 
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oue  asaren  para  eoná^paarlo.  Cuan 
ao  no  se  tratado  la  existencia  de  un 
contrato  sinó  de  sa  inteligencia ,  no 

f»uede  decirse  infringida  por  un  fallo 
a  ley  4.*,  tit.  4.%  Iib.  X  de  la  No- 
vísima Recopilación.  Sent.  de  47  de 
setiembre ;  p.  740. 
—Y.  Obligaciones  Tratados. 
CONTRATO  DE  SOCIEDAD.-  Cuando 
por  una  sentencia  se  dápor  existen- 
te el  contrato  de  sociedad  entre  dos 
ó  mas ,  apreciando  las  pruebas  prac- 
ticadas ,  no  puede  invocarse  contra 
aquella  la  ley  4.%  tít.  10  de  la  Parti- 
da 5.'  Sent.  de  22  de  mayo;  p.  524. 
CONTRATO  MERCANTIL. -Lo  pactado 
V  convenido  es  la  suprema  ley  en 
los  contratos ,  y  para  su  interpreta- 
ción y  recta  inteligencia,  mas  que  á 
sus  palabras  en  su  aceptación  rigo- 
rosa y  gramatical  se  ha  de  atender  á 
su  espíritu,  dándoles  la  significación 
que  los  interesados  quisieran  que  tu- 
vieren ,  conforme  á  su  intención  y 
al  objeto  que  se  propusieran.  Sen- 
tencia de  S6  de  mayo ;  p.  543. 
CONTRATOS  CON  FACULTATIVOS  TI- 
TULARES.—Las  cuestiones  sobre 
anulación  de  los  contratos  y  separa- 
ción de  los  facultativos  son  de  índo- 
le esencialmente  administrativa.  No 
cabe  sumisión  de  las  partes  en  las 
cuestiones  de  competencia  entre  las 
autoridades  judiciales  y  administra- 
tivas, ni  la  ejecutoria  recaída  en  ar- 
ticulo sobre  incompetencia  es  obs- 
táculo para  el  requerimiento  de  in- 
hibición por  el  Gobernador,  porque 
no  queda  con  ella  fenecido  el  pleito. 
Decís,  de  30  de  julio;  p.  687. 
CONTRATOS  CON  LA  ADMINISTRA-* 
CION.— Establecida  en  favor  de  la 
Administración  la  iurisdiccion.  ad- 
ministrativa, es  nula  cualquiera  re- 
nuncia directa  ó  indirecta  que  de 
ella  se  haga.  R.  D.-S.  de  6  de  febre- 
ro ;  p.  480. 
-Cuando  un  contrato  bilateral  y  de  los 
llamados  en  el  derecho  de  buena  fé 
ofrece  alguna  duda,  debe  Interpre- 
tarse según  los  principios  de  la  equi- 
dad Si  no  se  reclama  dentro  del  tér- 
mino de  seis  meses  contra  las  reso- 
luciones del  Grobiernb  que  causan 
estado  ,  no  pueden  reformarse  en  la 
via  contenciosa.  R.  D.-S.  de  8  de  fe- 
brero ;  p.  483. 
-El  abopo  de  perjuicios  no  tíene  lugar 
euando  estos  provienen  de  caso  for- 
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tuito.  Los  contratistas  de  obras  pú- 
blicas se  suponen  peritos ,  y  ceden 
por  tanto  en  sq  daño  los  perjuicios 
que  se  irroguen  con  sus  equivocados 
cálculos.  R.  D.-S.  de  14  de  abril; 
pág.  573. 

—  Cuando  por  causas  ajenas  á  la  voluntad 
de  los  contratantes ,  ó  por  faltas  de 
ono  de  ellos  subsanadas  de  buena  fé, 
se  desconcierta  el  exacto  cumpli- 
miento de  lo  estipulado,  no  procede 
la  rescisión»  si  en  ella  no  están  con- 
formes ambas  partes»  sino  la  subsis- 
tencia del  contrato  con  las  modifi- 
caciones equitativas  é  inesousables  á 
que  den  lugar  aquellas  mismas  cau- 
sas. E.  D.-».  de  48  de  junio;  p.  335. 

-No  se  debe  rescindir  un  contrato  como 
lesivo,  si  abrazando  diferentes  pun- 
tos pueden  compensarse  las  pÑérdi- 
das  de  unos  con  las  ganancias  de 
otros»  ni  cuando  no  pueda  apreciar- 
se la  lesión  por  culpa  del  perjudica- 
do y  ni  en  las  obras  de  albañileria 
cuando  los  contratistas  son  peritos. 
R.  D.-S.  de  2$  de  abril ;  p.  488. 

—V.  Suministros 

GONTRIBUGiON£S  E  IMPUESTOS  DEL 
ESTADO.— Se  especifican:  sus  pro- 
ductos, etc.;  p.  443. 
— 244 .  R.  D.  de  10  de  julio  disponiendo 
que  las  cuotas  se  paguen  en  el  pre- 
sente año  económico  eu  dos  plazos 
iguales  el  5  de  agosto  y  5  de  noviem- 
bre con  derecho  a  interés  por  la  an- 
ticipación....; p.  343.  -  V.  Derecho 
electoral.  Diputaciones. 

CONTRIBÜCION  INDUSTRIAL.—  440. 
R.  O.  de  4  de  qaayo  adicionando  á 
las  tarifas  los  almaoeniitas  a  las  ex- 

Sendedurias  da  tabacos  elaborados 
e  las  Islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico; 
pág.  449. 

^Bases  para  la  rectificación  de  las  tari- 

fu ;  p.  398. 
—259.   &.  O.  de  5  de  agosto,  adicionan- 
do la  tarifa  especial  de  profesiones 
para  comprender  á  las  diferentes 
clases  de  escribanos:  p.  453. 

—El  industrial  matriculado  como  tahone- 
ro no  necesita  estarlo  como  tratante 
en  ganado  para  granjear  con  cerdos 
que  pertenecen  á  otro  industrial  tra- 
tante. R.  D.-S.  de  14  de  mayo;  pá- 
gina 621.  . 
CONTRIBUCIONES  INDIRECTAS.  —  Us 
cuestiones  que  se  refieren  á  esta  da^ 
se  de  contribuciones»  inclusa  la  de 
adoanu «  en  ningoo  caso  aoo  d«  la 


competencia  de  la  administración 
^ntenciosa ,  por  mas  que  á  la  Ad- 
nnnistracion  competa  aplicar  las  le- 
yes ,  é  imponer  penas  para  la  exac- 
ción de  esas  mismas  contribuciones. 
R.  D.-S.  de  24  de  marzo;  p.  284. 
CORREOS.— 303.   R.  D.  de  4  de  julio,  su- 

{>rimiendo  los  sellos  especiales  para 
a  correspondencia  oficial;  p.  543. 
CORTES  —498.  R.  D.  de  44  de  julio»  sus- 
pendiendo sus  sesiones;  p.  340. 
—405.   R.  D  de  30  de  diciembre,  disol- 
viendo el  Congreso  de  los  Diputa- 
dos y  convocando  á  nuevas  eleccio- 
nes; p.  7S6. 
COSA  JUZGADA.— La  restitueion  ín  int&^ 
grum  no  tiene  lugar  en  cuestiones 
decididas  por  ejecutoria  si  concurre 
identidad  de  personas ,  cosas  y  ac- 
ciones. El  principio  general,  déla 
ley  SO,  tit  22,  Partida     de  que  el 
juicio  dado  contra  «Iguno  no  perju- 
dica á  otro  que  ño  haya  litigado,  no 
tiene  lugar  respecto  á  las  coestiunes 
del  estado  civil  y  demás  cosas  seña- 
ladas en  dicha  ley.  Sent.  de  5  de 
marzo;  p.  486.  . 
—No  vale  el  segundo  fallo  dictado  contra 
el  primero  entre  las  mismas  partes, 
sobre  la  misma  cosa  y  por  igual  mo- 
tivo. Sent.  de     de  mayo;  p.  524. 
—Requisitos  para  poder  invocar  este  prin- 
cipio. Considerandos  de  los  fa- . 
líos,  etc.  Sent.  de  30  de  junio  ;  pá- 
gina 681. 

—No  se  infringe  la  autoridad  de  cosa  juz- 
gada, y  por  consiguiente  tampoco  las 
leyes  43  y  49,  tít.  22,  Partida  5.\ 
y  34,  tu.  84 ,  Partida  7.*  cuando  se 
falla  por  el  resultado  de  la  prueba 
del  entronque  y  filiación  de  quien 
invoca  la  cosa  juzgada  con  auien 
obtuvo  la  ejecntoria.  Sent.  de  30  de 
junio;  p.  704 

— ^y.  Restitución  tn  inte^m, 
COSTAS.— Es  propio  del  Tribunal  ó  sala 
sentenciadora  apreciar  para  la  impo- 
sición de  aquellas  si  ha  habido  bue- 
na ó  mala  fé.  Sent.  de  4  de- enero; 
pág.  12. 

— Corresponde  á  los  tribunales  apreciar 
la  buena  ó  mala  fé  de  los  litigantes 
para  condenar  ó  no  en  costas ,  con 
arreglo  á  la  lejr  8.*,  tít.  2?  de  la  Par- 
tida d.*;  y  si  bien  por  regla  general, 
revocándose  la  sentencia  apelada  no 
se  imponen  las  costas,  esto  no  debe 
entenderse  si  la  revocación  perjn- 
diea6 agrava  la oondieioii  del ape*> 
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tñ,  Bent  de  p.  78. 

a  la  semencia  de  seguiMyLinBtan- 


^  révocatoria  de  la  de  primera, 
que  impone  las  costas  á  la  parle 
apelada.  Sent.  de  50  de  enero;  pá- 
gina 107. 

COStUMBRE  VECINAL. Montes,  Da-^ 

ños  en  montes. 
CtfiRTA  FÜNERAL.-515.  R.  O.  de  U 
de  setiembre;  declara  que  en  lasde^ 
fiHicíones  de  militares  corresponde 
,  integra  á  los  capellanes^  sin  doduc- 
cien  de  f^o&tos  de  enterramientos 
que  deben  piiBftf^e  4e  ftu&akaaces. 
pág.  552. 

TAS  DEL  ESTADO.— i57.    Ley  de 
i5  d^  junio  aprobando  las  cuentas 
^4^^:§r«mpuesto  de  1853  y 

auditores  de  Guerra- Fiscal  es.  Real 
enreto  de  i9  de  octubre,  dando  nue- 
va organización  al  Cuerpo  juridico 
militar;  p.  5i>S. 
CIP1$RÍ^0$  COLEGlSL4DÓ|pS<t^8  gas- 
tos de  personal,  dt  Ql«li|ii|nDate-- 
^■^^^    rial;  p.  599. 

CpÉSTíON  PREVIA,— El  no  haberse  pe- 
^"  dido  autorización  para  procesar  á  un 
agente  adiiiiiiislrativu  puede  produ- 
cir en  íru  caso  y  hijíar  la  nul  dad  del 
jui(ju;  pero  Id  apreciación  ó  exámen 
üe  la  Conduela  de  aquel  para  dar  ó 
neg.ir  la  auturizuciun  pedida  no  es 
cuestión  prévia  de  las  aue  depende 
el  íuUo  judicial.  No  puedea  invocar- 
le en  las  contienam  d4  competencia 
disposiciones  posteriores  al  hecho 
qye  votiva  loa  piocedimeatos  á  no 
tirrias  efecto  retroaotivo^  Decía,  de  7 
de  fn^zo;  p. 
-HCu^do  dos  ageates  admifiistrativoa  se 
contrarian  con  siis  actos,  creyendo 
cumplir  cada  uee  bu  deber «  hasta 
que  su  superior  el  (iobernador  de  la 

5r9vincia  no  decida  si  hay  criminali- 
ad  por  parte  de  Mguno,  no  se  pue- 
de proceder  contra  ellos  por  la  ju- 
risdicion  ordinaria.  Decis.  de  25  de 
abril;  p.  491* 
—ta  Cuestión  sobre  ex.traGc¡oa  de  piedra 
de  una  finca  particular  para  la  con- 
servación de  u^a  obra  pública,  ó 
bien  sobre  indemnigacion  y  resarci- 
miento del  daño  causado  es  de  la 
apreciación  prévia  de  la  autoridad 
admintslraiiva,  y  en  este  concepto 
ammue  lea  erinijiiüi  el  jiiieioi  proce- 


dé  la  cuaatloD  de  «oiA|>et0iiela.  De- 
cisión de  i  de  agosto;  p.  6^7* 
CUESTiONfiS  DE  OOMPETENCiA.-^lo 
loe  que  tienen  el  carácter  de  litigan- 
tes en  ub  pleiio  civil  pueden  promo* 
ver  cuestión  de  cooápeteneta ,  y  no 
eniste  este  cuasdo  no  se  pone  en  du- 
da la  jurisdieciioa  del  Juez  para  co- 
nocer dei  asuBlo  principal.  Los  te$- 
tígof  por  eonsigui>8nte  no  pueden 
promover  tal  cuestión ,  aun  cuando 
citados  por  su  Juez  para<qte  compa- 
reaoam  ante  otro  á  prestar  declara- 
clon  propon aan  la  tnbibilorki;  sien- 
do de  otra  ln«>l>e  la  reclamación  que 
deben  deducir  ante  el  Mtperior  res- 
pectivo.  Deds.  de  3#  dé  agosto;  pá* 
ffina  74^ 

-^Y.  Juicio  ojeetítivOk  Woceditnento  pe- 
nal. Recurso  de  cnsacioü.  Oóniien- 
éea  de  eompetencia. 
GURáTOS^Vw  Cfere  parroquiaL 

D. 

DAÑOá  Y  PERJUICIOS.— Guando  se  de- 
mandan á  consecneMna  de  reserva 
hecha  eft  una  sentencia  y  no  ie  pme" 
ban^  en  apreciaetoA  def  tribunal, 

Srocede  la  absolución  de  l<ademan- 
a.  La  reserta  generéU  dé  detettkoe^ 
sin  qee  estos  existan  ó  se  de'-laren 
6  delermine«i,  nada  decidas  definiti- 
vamente. Sent.  4%  de  marzo;  pá- 
gina ^48.  V.  Minase  A rrend^im lentos. 
DASOS  en  montes  PUBLICOS.- a  la 
Administraci«in  corréspolMle  el  cas- 
tigo de  los  daños  causados  en  nton-* 
tes  públicos  cuando  no  exceda  sn 
cuantía  de  4<K)0  escudos;  peró  ruan- 
do nn  JNizgadaó  tribunal  conozca  de 
un  asunto  de  esta  Índole,  mientras 
no  esté  apreciado  el  daño  no  puede 
suscitarse  competencia  atendidá  ia 
prohibición  de  naCeHo  en  his  causas 
elimínales^  á  no  ser  que  ttmlwar' 
inente  eslé  encargado  á  la  Adminis- 
tración el  castigo  de^l  delito  ^  falu, 
ó.  b{)%'a  que  resolver  alguna  cuesa'on 
prMa.  Decis.  de  38  de  mareo;  pá^ 
ginaSig. 

—Encargada  la  Adiffínistraoion  de  ht  poli- 
cio de  los  montes  ptyylicoel  puede 
requerir  de  inhibitAon  al  Juzgado  ó 
tribunal  que  conozca  de  nn  juicio 
criminal  sobre  daftos  si  se  suscita 
como  (M9ti(m  ptévia  la  existencia 
de  una  eottmkte  veaiMlf  cfaya  le- 
t>i>  (iMmidad  toen  depurar  áli^Adminlf- 
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mcáoA^  8«ftt.  <ln  i5  de  i^rü;  219. 

DiyPJENSA  POR  POBR£w--Yi  fobrm  para 
litigar. 

D£H£SAS  BOYALE(S.-76ieado  incuestio- 
)i«hle  la  faeumd  qa^  resida  eu  ei 
Gobierno  para  daiigoaf  la  finca  que 
hao^ade  deatinaneoe  entialaa  que 
íuttMk  (Mropits  de  un  pueblo  a  los 
gaoadoa  de  iabdc,  ea  indubiMible  que 
prch^ede  la  aauittciou  de  la  venta, 
cQii  ifidemiuiaaion  ^  de  la  elegida 

Eor  «ü  pueblo^  cuaa4o  la  elección 
eoba  aAtesaaéreoe  su  aprobación. 

?I).-S.  deU  de  «ano;  p.  284.— 
.  ]>e8anu)rlifiajoian4 
DELfiGAClON  I»  AUTOfilDAD.— £1  no 
qiMrePtte  deapojac  ai»  órdea  supe- 
ív>r  de  la  autoridad  delegada,  no 
constituye  delito  de  desacato  al  de- 
legame  ^ue  sd  lo  exige^  Deeúr.  ée  ti 
de  mayo:  p*  é93» 
DELITOS  ANTEftiORES  AL  GODIOO.— 
La  áutoriaacion  que  se  eolicila  para 
procesar  á  ua  fubctoiiario  adminis- 
Iralivo  ^  delito  antenor  al  Código 
nó  di^be  fnndarse  en  lo  que  este  dis- 
pone. Decis  de  14  de  junio;  p.  494. 
DEM ANDA.—V.  Accioa  Procedimiento  ci- 

Tá|.  Recurso  de  casaciOtt. 
DfiafiCHO  £LE(;T0aAL.-5i.  ft.  O.  de 
24  de  febrero,  declarando  que  la  cuo- 
ta foe  se  pa^  por  perienAUoias  mi- 
neras es  coBtrtbucioii  directa  y  dá 
derecho  electoral;  p.  69 
DBRlGHOd  PASIVOS  DE  fiMPi|£ADOS 
-^Bl  sueldo  Regalador  dk  las  cesan- 
tías^ jubihusiottes  y  MdntSHPio  es  el 
del  émptoa  que  se  haya  desempe- 
dadó  en  propiedad  dos  aaos^  estando 
dentro  oe  los  i^esuposestaís  tespec- 
ÜYoe;  p.  486^ 
^Para  dblenetlos^  es  breoiso  que  los  em- 
fileos  serüíidoB  lo  hayan  sido  por 
noiabramieilto  Real  ó  ite  las  Córtes 
en  prefibdád ,  j  pertenecientes  á 
planta  ooMreKdida  en  la  ley  de  pre* 
sipuéstoei  D.«^8*  át  ti  de  marzo; 
p^*  187. 

—Según  el  tenor  de  la  \cf  de  itresupues- 
wséo'fOdeioayo  de  i855 pánica- 
«fute  Bob  abdnabtos  á  Un  emplea- 
dos eóoié  base  üe  sá  carrera  para  la 
¿ituBeioo  pQSitav  k»  aerTieioa  pres- 
tados en  oestÍDos  de  re|[lamei»to,  ob- 
tenidos ién  propiedadjr  eon  nombra- 
miento Real  ó  de  las  Górles.  No  obs- 
ta á  esto  el  abono  de  gratifteiíe^oi^y 
in  nrtid  de  Heat  ^rda<it  por  irab^ 


ealmordiiiarios.  R.  D»HB.  de  14 
de  mayo;  p.  &92. 
—y*  (i\9m  W\m,  Hfjwesjftc. 

DESACATO  A  U  lUSTICI A. —Ejerciendo 
loe  Alcaldes  ifunciones  permanentes 
de  justicial  cualquier  acto  de  des- 
oheaienoia  y  desacato  4  su  autori- 
dad causa  desafuero,  y  el  conoci- 
miénAo  del  hecho  ciorresponde  á  la 
jurisdicción  ordinaria*-^De  las  een- 
cemadoii,  como  laltias^  conocen  ex- 
clusivamente los  Aicaldjes,  con  ex- 
qIusíoa  de  todo  fuei^o.  Deeis.  de  11 
de  sflAiembre;  p^  716. 

DESAFU£RO.-^La  fueraa  ea  ta  <?osa  es  cir- 
cunstancia caKQjcadora  del  delito  de 
robe,  y  habiéndola  no  jp.uede  repu.- 
taree  niuto^.  Decís  de  15  de  enero; 
pág  43. 

^La  expresión  de  la  firme  resolaeion  de 
defender  su  puesto  «úlitac  hecha  por 
un  guardia  eivil  para  en  el  oaso  de 
Yerse  aAropelkdo  por  una  autoridad 
d^  órd«D  |«dicial,  no  egjistituye  des- 
acato. Decís,  de  6  de  febrero:  pági- 
na 143. 

—El  desacato  á  la  justicia  y  atentado  con- 
tra la  autoridadi  cometidos  por  ca<- 
trabtnetos^  causan  desafuero^  y  cor- 
reapoiade  su  oonocimieeto  á  la  juris- 
dicción ordinaria;  pero  si  i  la  vez 
son  culpables  d^  at)^ono  de  servi- 
cio tt  oidro  delito  mililarr  de  este  co- 
nocerá la  jurísditcionDspecial.  De- 
ciáondB  27  de  marsoi  p.  ^4. 

—No  le  causan  las  simples  injurias  á  la 
Guandia  Civil.  Que  es  lo  que  cons* 
ytuye  ]a  •Menasa  f  el  insulto  para 
que  haya  desafuero.  Docis.  de  8  de 
mayo;  fu  M7.^V.  Pirocedimiento 
penal. 

.-^No  procede  el  de^paiaaneéi  citando  fun- 
dándose CA  .la  resiateueiay  lesiones 
á  un  guardia  eivil^  tienen  iugar  en 
una  rennion  áá  eonfiansa  6ntr«  el 
ajgresor  y  el  gunnüa^  6  no  estando 
deeeibpniAndo  actos  del  servicio. 
D^cis.  dttft9:dé  setiembre;  p.  756. 

DSdAHUGIO.^tetíf encía  del  672  de 
ta  ley  dn  Ei^biCi  civil;  no  es  nece- 
saria la  conformidad  que  eiiige  este 
nrtécttló  cuando  In  dflunaoda  sn  f in- 
da en.^Al  oQinplitnieiilo  del  término 
estipnlaéo  por.  el  eorreodamiento  se- 
gún dispone  el  art  «3^ — La  regla 
del  dereofao  de  qna  no  oake  éividir^ 
^la^onémmoia  M  íuMOf  no  tiene 
af^cacion  ai  de  deeilinoie*— Puntos 
na  debaiidnsb  ftant%  de  19  da  innio; 
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página  662.  —Y.  Arrendamiento. 
DESAMORTIZACION.— 156.  Lev  de  45 
de  junio,  declarando  redimibles  hasta 
el  acto  de  la  subasta  los  censos  y  de- 
mas  cargas  permanentes  que  gravan 
los  bienes  desamortizados.  Tipo  para 
las  redenciones.  Condonaciones  de 
atrasos.  Venta  de  censos  y  cargas. 
Aprovechamientos  de  pastos...;  pá- 
gina 242. 

— S67.  R.  O.  de  48  de  agosto,  encaran- 
do á  los  Gobernadores  que  activen 
la  enajenación  de  todas  las  propie- 
dades que  administra  el  Estado,  y  la 
realización  de  los  atrasos  y  plazos 
vencidos;  p.  45*7. 
3H6.  R.  O.  de  47  de  febrero,  disponien- 
do que  los  Escribanos  se  ajusten  en 
el  otorgamiento  de  las  escritoras  de 
redención  de  censos  y  ventas  de 
bienes  nacionales  á  los  modelos  im- 
presos, etc.;  p.  618. 

—900.  R  O.  de  20  de  agosto ,  señalando 
un  término  para  reclamar  en  la  via 
administrativa  contra  las  resolucio- 
nes de  la  Junta  de  ventas  y  de  la  Di- 
rección; p.  508  y  636. 

—549.  Circular  de  la  Dirección  general 
de  Propiedades  y  Derechos  del  Esta- 
do de  45  de  setiembre,  haciendo  al- 
gunas prevenciones  para  el  cumpli- 
miento de  la  R.  O.  de  10  de  agosto 
aue  señaló  el  término  de  sesenta 
días  para  reclamar  en  la  via  adminis- 
trativa contra  las  resoluciones  de  la 
Dirección;  p.  636. 

—378.  Circular  de  la  Dirección  seneral 
de  Propiedades  y  Derechos  del  Esta- 
do de  14  de  marao ,  desestimando 
una  solicitud  sobre  qpe  se  suspenda 
la  enajenación  de  6ncas  reclamadas 
como  de.  aprovechamiento  común, 
hasta  la  terminación  de  la  via  con- 
tenciosa; p.  658. 

-^No  deben  considerarse  comprendidos 
en  la  ley  desamortizadora,  los  bie- 
nes que,  aunque  estén  destinados  á 
un  objeto  de  beneticencia ,  són  y 
han  sido  siempre  de  libre  dispósi* 
cion.  R.  D.-S.  de  5  de  febrero;  pá- 
gina 479. 

— Cuando  en  la  subasta  de  bienes  nacio- 
nales se  fija  cuantitavafl^ente  el  ter- 
reno enajenado,  el  comprador  no  tie- 
ne derecho  á  mas  terreno  que  el 

Sre§jado,  ni  la  Administración  pue- 
e  cederlo  sin  preceder  subasta. 
R.  D.-S.  de  7  de  abril;  p.  285. 
-42naA4o  no  se  leredita  que  los  bienes 


que  ha  poseído  un  Ayuntamiento 
ó  común  de  vecinos  han  sido  de 
aprovechamiento  libre  y  gratuito 
para  todos  durante  los  últimos  20 
años ,  no  procede  lo  exención  de  la 
venta.  R.  D.-S.  de  4  de  abril;  pá- 
gina 304  y  489. 

— inoidencíos.— üna  vez  puesto  en  pose- 
sión de  la  finca  vendida  por  el  Esta- 
do-un  comprador  de  bienes  naciona- 
Jes,  cesa  la  competencia  de  la  Ad- 
ministración para  entender  de  las 
cuestiones  que  se  susciten  con  mo- 
tivo de  actos  independientes  de  la 
subasta.  Decis.  de  2  de  mayo;  p.  550. 

—Declaración  del  dominio  útil  y  derecho 
de  redimir  el  directo,  á  favor  de  ar- 
rendatarios por  sí  ó  siis  antecesores 
siéndolo  antes  de  4800.  R.  D  -S.  de 
48  de  abril:  p.  487. 

-^(Dehesas  hoycdes):  La  designación  de 
su  cabida  y  circunstancias  del  torre- 
zno que  se  destine  para  dehesa  boyal, 
es  cosa  puramente  discrecional  y  de 
apreciación  del  Gobierno,  y  por  lo 
tnismo  no  susceptible  de  juicio  con- 
tencioso-aéministrativo.  R.  D.-S.  de 
20  de  abril;  p.  489. 

-^Bienes  para  mtsas.-^Las  fundaciones 
para  misas,  no  siendo  capeilanias 
colátivas  ni  patronatos  familiares, 
están  comprendidas  en  la  ley  des- 
amortizadora^  y  consistiendo  en  cen^ 
$08  son  estos  redimiblet.  R.  D.-S.  de 
20  de  abril;  p.  540. 

— Fs  requisito  esencial  para  confirmar  á 
una  familia  el  dominio  útil  de  las 
fincas  desamortizadas  que  lleva  en 
arriendo  desde  antes  del  año  4800, 
acrediur  este  hecho  con  documento 
,  de  los  primeros  años  de  este  siglo, 
admitiéndose  solo  como  coinpiemen- 
taria  la  prueba  testifical.  También 
es  requisito  esencial  acreditar  si  la 
sucesión  con  la  familia  ha  sido  di- 
recta, ó  trasversal  dentro  del  déci- 
cimo  grado.— No  deben  confundirse 
los  arrendamientos  con  los  reparti- 
mientos de  propios.  R.  D.-S.  de  20 
de  abril;  p.  514. 

—Las  ventas  anteriores  al  40  de  abril  de 
4861,  se  entienden  de  cuerpos  cier- 
tos, si  se  han  fijado  Underos  deter- 
minados; debiendo  aplicar  el  dere- 
cho común  para  estimar  sus  efectos 
legales.  R.  D.-S.  de  24  de  abril;  pá- 
gina 574. 

—(¿tenes  de  aprovechamiento  común). 
..  .Para  apartarse  el  Gobierno  del  pa- 
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reeeir  de  {a  Diputación  provincial 
conforme  con  el  del  Ayuntamiento, 
sobre  excepción  de  bienes  de  apro- 
vechamiemo  común,  debe  oiral  Con- 
sejo de  Estado,  y  su  omisión  consti- 
tuye un  vicio  esencial.  R.  D.-S.  de  2 
de  mayo;  p  576.. 

—En  et  art.  %^  de  la  ley  de  4  de  mayo 
de  4855,  solo  se  exceptuaron  de  la 
venta,  hablando  de  capellanías,  los 
bieiira  eclesiásticos  destinados  á  ins- 
trucción pública  ,  durante  la  vida 
de  los  poseedores.  No  procede  la  ca- 
sación contra  los  fundamentos  de  las 
sentencias,  Sent.  de  80  de  junio;  pá- 
gina 684.— V.  Bienes  de  aprovecha- 
miento común.  Dehesas... 
DESCUENTO  GRADUAL.— 189.  R.  D.  de 
i  de  julio,  señalando  la  cantidad 
con  que  han  de  gravarse  las  asigna- 
ciones y  sueldos  de  los  empleados 
y  demás  clases  del  Estado  con  arre- 
glo á  la  ley  de  30  de  junio;  p.  507. 

—490.   R.  O.  de  4  de  julio,  dictando  dis- 

Sosiciones  para  el  cumplimiento  del 
ecreto  anterior;  p  307. 
— Ít4.   R.  O.  de  30l  de  julio,  dictando  re- 
glas para  qne^fa  imposición  del  des- 
cuento no  ha^a  menor  la  dotación 
de  los  empleados  de  mavor  caie^o- 
ría  y  sueldo  que  lo  sea  la  de  la  in- 
ferior, etc.;  p.  373. 
Í64.   R,  O.  de  48  de  agosto,  aclarando 
algunas  dudas  sobre  funcionarios  su- 
jetos 6  no  á  él  con  arreglo  al  Real 
decreto  de  40  de  julio;  p.  455. 
—265.   R.  O.  de  5  de  agosto  ,  sobre  lo 

mismo ;  p.  455 
DESERCION  DE  APELACION.-^Cuando  el 
apelante  deja  pasar  dos  meses  sin 
mejorar  la  apelación ,  contados  (fes- 
de  el  trascurso  de  los  diez  días  con- 
cedidos para  interponerla,  yes  acu- 
eada  la  rebeldía,  se  declara  agüella 
desierta.  R.  D.  S.  de  15  de  abril;  pá- 
'  giiía  304. 
DESLINDE  DE  TERMINOS  MUNICIPA- 
LES.—Es  competente  la  Adminis- 
tración contenciosa  para  entender 
en  las  cuestiones  de  deslinde  de  tér- 
mkíos  de  los  pueblo».  El  que  está  en 
la  posesión  jurisdiccional  de  un  ter- 
reno, debe  ser  amparado  en  ella, 
salvas  lae  facultades  legales  del  Go- 
bierno. H.  D.-S.  de  S  de  mayo;  pá- 
gina 590. 

DETENCION  ARBITRARIA.— No  es  nece- 
saria en  este  easo  autorización  para 
proceder  contra  un  Alcalde^  porque 
Tomo  X  dbl  Digo. 


administrativamente  no  puede  im- 
ponerse la  pena  de  detención.  Deci- 
mon  de  20  ae  marzo;  p  256. 

— No  es  necesaria  autorización  para  per- 
seguir este  delito;  p.  655. 

— No  se  exceden  los  serenos  conduciendo 
á  la  autoridad  á  las  personas  que 
dán  escándalo.  ;  p.  655. 

—Es  ilegal  la  que  ejecuta  un  Alcalde  sin 
instruir  diligencias  ni  celebraren  su 
caso  juicio  de  faltas,  y  no  es  necesa- 
ria autorización  para  procesar  con- 
tra él.  Decis.  de  8  de  junio;  p.  494. 
DEUDA  PUBLICA.— Importe  de  los  intere- 
ses de  la  consolidada  y  amortizable; 
pág.  399. 

DEUDAS  DE  AYUNTAMIENTOS.-JF/ccu- 
tortas.  Siempre  la  ejecución  é  inter- 
pretación de  las  sentencias  corres- 
ponde al  Tribunal  que  las  ha  dicta- 
do.-—Sobre  irresponsabilidad  perso- 
nal de  los  Concejales  autorizados 
para  litigar.  Decis.  de  4  de  marzo; 
^  pág.  Í06. 
— Gúando  no  se  trata  del  cumplimiento 
de  un  contrato  relativo  á  un  servi- 
cio público,  sino  de  apreciar  la  le- 

5ítimidad  de  un  crédito  contra  un 
ayuntamiento,  es  competente  la  au- 
toridad judicial.  Decís,  de  4  de 
marzo;  p.  Í07. 
DIAS  FERIADOS.— V.  Procedimiento 
contencioso-administrativo. 

DIPUTACIONES  PROVINCIALES.— 5. 
Real  decreto,  disponiendo  la  prime- 
ra reunión  del  corriente  año;  p.  7. 
— 159.  R.  D.  de  28  de  marzo,  convocán- 
dolas á  reunión  extraordinaria;  pá< 
gina  7í. 

—86  R.  O.  de  31  de  marzo,  declarando 
que  los  Alcaldes  tienen  incapacidad 
para  ser  elegidos  Diputados  provin- 
ciales. Diferencia  de  incompatibili- 
dades, incapacidades  y  excusas;  pa- 
gina 97. 

—404.   R.  O.  de  30  de  abril ,  declarando 

3ue  los  Gobernadores  están  obliga- 
os á  dar  conocimiento  á  las  Dipu- 
taciones, dentro  de  30  dias,  que  han 
puesto  en  ejecución  los  acuerdos  ó 
que  los  han  suspendido;  p.  l  iS. 
— 253.  R.  O.  de  6  de  agosto:  sus  faculta- 
des en  lo  relativo  á  nombramientos 
y  separaciones  de  empleados...;  pá- 
gina i45. 

—258.   R.  O.  de  6  de  aeosto ,  anulando 
un  acuerdo  de  la  de  Lpgroño  por 
versar  sobre  nombramiento  de  peri- 
to en  discordia  para  la  tasación  de 
60 
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terrenos  expropiados ,  asunto  que 
DO  es  de  sus  atribuciones;  p .  453. 
DIPUTACIONES    PRO  VINCULES  — 
^295.  R.  O.  de  23  de  agosto»  sobre  las 
facultades  de  los  Apuntamientos  en 
materia  de  repartimiento  de  las  con- 
tribuciones ..;  p.  505. 
—307.   R.  O.  de  18  de  setiembre,  decla- 
rando nulo  un  acuerdo  de  la  de  Ma- 
drid, sobre  instrucción  de  un  expe- 
diente referente  á  contribuciones; 
pág.  617. 

—308.  R.  O.  de  23  de  setiembre,  reha- 
bilitando á  un  Diputado  que  bibia 
sido  separado;  p.  518. 

—309.  R.  O.  de  23  de  setiembre,  decla- 
rando válidos  los  acuerdos  tomados 
por  cuatro  Diputados  de  siete  en 
ejercicio,  aun  cuando  haya  algún 
otro  con  recurso  pendiente;  p.  529. 

—313.  R.  O.  de  30  de  setiembre,  decla- 
rando gue  |no  las  pertenece  acordar 
lo& arriendos  de  las  fincas  de  benefi- 
cencia, por  corresponder  verificarlos 
á  la  Administración  de  los  estable- 
cimientos á  que  pertenece  su  pro- 
piedad; p.  531 . 

—320  R.  O.  de  8  de  octubre ,  aclarando 
un  acuerdo  de  la  de  Zaragoza  sobre 
aprovechamientos  comunes  entre 
pueblos  que  han  venido  á  formar 
varios  Ayuntamientos;  p.  5i5. 

—329.  R.  D.  de  21  de  octubre  disol- 
viendo las  actuales,  y  mandando 
proceder  á  elección  general  en  los 
dias  25,  26  y  27  de  noviembre  para 
que  se  instalen  en  l.o  de  enero;  pá- 
gina 587. 

—363.  R.  O.  de  16  de  noviembre,  so- 
bre el  modo  de  hacer  las  eleccio- 
nes; p.  647. 

—191.  R.  O.  de  28  de  junio,  destituyen- 
do á  uno  por  falta  de  asistencia  in- 
justificada á  las  sesiones;  p.  308. 

—501.  R.  O.  de  12  de  setiembre,  decla- 
rando que  se  tenga  por  no  hecha  la 
elección  cuando  no  comparecen  á 
tomar  posesión...;  p.  508. 
DISTRITOS  MILITARES.— 68.  R.  D.  de 
28  de  marzo,  suprimiendo  el  de  Búr- 
gos;  p.  71. 

—184.  2  de  julio:  suprimiendo  el  de  Es- 
tremad ura  y  uniendo  los  de  Navar- 
ra y  Provincias  Vascongadas;  p.  305. 
DOCTRINA.— No  basta  para  fa  casación  ci- 
tar vagamente  como  infringida  una 
\ty  ó  doctrina  admitida  por  la  juris- 
prudencia sin  demostrar  el  concepto 
en  que  se  e^oya.  la  infracoion.  Sen- 
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*  tencia  de  5  de  mano;  p.  i59a— 
y.  Procedimiento  civil.  Pruebas. 
Recurso  de  casación.  Bienes  reser- 
yables.  Jurisprudencia. 

DOCUMENTOS  PÜBUCOS.— Para  que  sean 
eicaces  en  juicio  deben  cotejarse 
con  sus  originales^  prévia  citación  á 
no  asentir  á  ellos  la  persona  á  quien 
perjudiquen I  doctrina  que  es  apli- 
cable á  las  i>rimeras  copias  de  las 
escrituras  j^blieasm  Sent.  de  8  de 
junio;  p.  568. 

DOCUMENTOS  OTORGADOS  EN  EL  EX- 
TRANJERO.—Se  hace  mérito  de 
una  circular...  Sent.  de  50  de  junio; 
pác.  701. 

DOLO,  CULPA  y  coso  /breuito.— Aunque  el 
hombre  puede  nacer,  en  lo  suyo  lo 
que  quisiere,  débelo  facer  de  mane- 
ra que  non  faga  daño  ain  tuerto  á 
otro.— V.  Minas;  p.  27». 

DONACIONES.— En  pleito  sobre  nulidad 
de  donación  no  pueden  alegarse  co- 
mo infringidas  en  las  leyes  27  y  28 
de  La  Partida  3.^,  ni  la  7.*,  tít.  15, 
Partida  5.^,  contra  la  apreciación  de 
la  Sala  de  que  fué  knaliclosa.  Tam- 

Í»oco  puede  alegarse  la  infracción  de 
a  ley  1.*,  tít.  1.»,  üb.  10  de  la  No- 
vísima Recopilación  si  no  se  justifica 
que  hubo  contrato.  Sent.  de  26  de 
enero;  p.  103. 
—Subsistente  la  sociedad  con)rugaI,  son 
nulas  las  donaciones  entre  marido  y 
mujer  asá  según  la  legf<^lAcion  foral 
de  Cataluña  etc.>  coino  por  la  gene- 
ral de  Castilla,  y  há  lugar  á  la  casa- 
ción de  la  sentencia  que  las  declara 
.  válidas.  Requisito  de  las  donaciones 
en  general.  Sent.  de  1.^  de  marzo; 
pág.  150. 

—(Por  causa  do  mal^mSnio). — Cuando  se 
hacen  por  maridó  y  mojelr,  se  en- 
tiende que  cada  uno  ae  desprende 
solo  de  la  parte  proporcional  á  su 
patrimonio.  Sent.  de  8  de  junio;  pá- 
■  gina  568.— V.  Pruebas,  Dotes. 

DONACIONES  REAtES; -Caducidad  de 
las  de  concesión  graciosa,  etc.  Véa- 
se Cargas  de  Justicia. 

DOTES.  Para  que  por  razón  de  su  dote 
corresponda  á  la  mujer  él  privilegio 
de  ¡referencia  á  los  demás  acreecK)- 
res  del  lAarido,  es  preciso  qoe  aque- 
lla haya  sido  constituida  antes  de  la 
celebración  del  matrimonio  j  que 
conste  su  entrega  en  legal  forma; 

Sues  m  otro  caso  será  dote  confesa- 
a  y  solo  podrá  perjudiear  al  ma- 
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rido.  Sent.  á%  19  de  abril;  p. 
— Súndo  la  dote  um  )eg(tíiaa  ó  parte  de 
ella  antieipada,  en  bu  día  colacíona- 
bie,  m  potestativo  ea  el  padre  entre- 
garla en  metálíci^  ó  en  bienes. 
sentencia  que  sin  embargo,  manda 
que  la  entrega  sea  en  metálico  y  con 
el  interés  de  esté,  infringe  la  ley  2.*, 
Ift.  5.%  lib.  del  volumen  1.*»  de 
las  Gonstitueiones  de  Cataluña.  Sen- 
tencia de  4  de  mayo;  p.  463. — Yéa- 
.  se  Bienes  dótales.  Leglslacion^  hipo- 
tecaria. Obligaciones.  Pruebas. 

E. 

ECLESIASTICOS.— Ií3e.  R.  O.  de  31  de 
juUo,  invitando  al  episcopado  y  á 
todo  el  clero  á  un  ofrecimiento  vo- 
luntario eauivalente  al  descuento 
de  los  empleados  civiles;  p.  588. — 
Y«  Clero  parroquial. 

EDIFICACION  Ó  REPARACION  DE  TEM- 
PLOS.—567.  R.  O.  de  6  de  mano, 
dictando  disposiciones  relativas  á 
los  expedientes  de  edificación  ó  re- 
paración de  templos;  p.  648. 

EJECUCION  DE  SENTENCIAS.— El  con- 
denado personalmente  á  baear  algu- 
na cosa  solo  se  entiende  que  opta 
por  el  resarcimiento  de  perjuicios, 
cuando  no  cumple  con  lo  que  se  le 
.  ordena  dentro  del  plaao  que  el  Juez 
le  señala  al  efecto. — Conformidad 
de  la  sentencia  eom  la  demanda:  cita 
de  dootrioAs  sin  concreiarlas  á  la 
cuestión.  Sent.  de  17  de  ii;iarzo;  pá- 
gina S38. 

-'•Ccfa  arreglo  á  la  ley « la  ejecución  de 
nna  seáteneta  corresponde  al  tribu- 
nal que  la  ha  dictado.  En  las  socie- 
dades m  comandita  forman  la  masa 
áel  capital  sooial  las  cantidades  que 
los  comanditarios  imponen  en  ella. 
Decis.  de  13  de  mayo;  p.  5^. 
EJECUTORIA.— Para  que  la  sentencia  eje- 
ontoria  dada  por  falsas  cartas  ó  fal- 
sos testigos  se  pueda  revocar  y  res- 
cindir, és  indispensable  que  se  ave- 
rígñe  manifieetanente.  y  se  pruebe 
la  falsedad  y  que  fué  dictada  en  vir- 
tud de  ella»  y.ao  por  otras  razones 
ni  pruebas.  Sent.  de  1.®  de  febrero; 


pie.  108. 
— Guando 


se  entabla  un  juicio  para  usar 
de  reserva  consitf  nada  en  una  ejecu- 
toria» ao  froeede  la  eKcepeion  de 
cosa  juzgada  aunque  pmsoa  uno 


mismo  el  objeto  final  del  juicio.  Sen- 
tencia de  31  de  febrero;  p.  135. 

—Cualquiera  sentencia  que  se  dicte  en 
virtud  de  una  demanda  que  tenga 
por  objeto  el  cumplimiento  de  una 
ejecutoria»  no  puede  discrepar  del 
contesto  de  aquella  sin  infnngir  la 
ley  19.  tít.  22  ,  Partida  3.'  Sent.  de 
14  de  febrero;  p.  140. 
EJERCITO.— 9.  R.  D.  de  11  de  enero,  ex- 
tinguiendo dos  regimientos;  p.  9. 

— 65.  R.  O.  de  10  de  marzo,  sobre  for- 
mación en  gran  parada  todos  los  do- 
mingos; p.  81. 

—91.  R.  O  de  5  de  abril,  sobre  revistas 
de  inspección;  p.  113. 

—94.  R.  O.  de  16  de  abril,  sobre  pase  ¿ 
provinciales  los  individuos  de  tropa 
que  cumplan  en  1869  y  renuncien 
los  1,000  rs.:  p.  115. 

—98.  R.  O.  de  o  de  abril,  declarando 
que  los  soldados  qua  ascienden  á 
oficiales  no  tienen  derecho  á  los  200 
escudos;  p.  119, 
-141.  R.  O.  de  6  de  mayó:  revistas: 
guardias  de  prevención:  h  abilitádos; 
pág.  110. 

—170.  R  O.  de  16  de  mayo,  sobre  de- 
recho de  los  coroneles  á  la  guardia 
de  hottory  seguridad  de  los  caudales 
de  los  cuerpos:  pá^.  393. 

— lil .  R.  D.  de  38  de  junio,  disolviendo 
algunos  regimientos;  p.  300* 

— 193.  Reenganches»  R.  D.  de  7  de  julio 
declarando  que  el  reenganche  de  ca-. 
bos  y  sargentos  después  de  licen- 
ciados, solo  sea  admitido  en  <luse  de 
soldados  y  sobre  licénciamiento  de 
estos  en  los  casos  que  se  dice;  pági- 
na 308. 

-555.  R.  O.  de  6  de  noviembre  man- 
dando expeitir  licencia  absoluta  á  los 
sargentos  reenganchados;  p.  643. 

'^SSS.  R.  D.  de  11  de  noviembre  esta- 
bleciendo un  sistema  nuervode  as- 
censo para  las  clases  ds  sargentos 
primeros  de  artillería  é  ingeniíhros, 

Lse  príVa  á  las  escalas  facultativas 
derecho  á  ocupar  determinadas 
vacantes  en  alabarderos  y  oti^s  cuer- 
pos; p.  643. 
<^S^1.  R.  O.  de  13  de  noviembre  de 
1868:  disolviendo  lee^trsé  batallones 
fijos  de  artiHeHa;  p.  646. 
—576.  R.  D.  de  33  de  noviembre  abo- 
liendo los  derechos  de  sueldo  su- 
perior de  cuartel  de  los  mariscales  de 


«ampo  ylifiáadíei^s;  p.  657. 
— 581.R.1).  delSdei    '  ^  " 


)  noviembre  de  1866| 
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fijando  los  principios  á  que  han  de 
sujetarse  los  ascensos  en  las  clases 
de  tropa,  cabos  y  sargentos:  servicios 
en  campaña;  p.  673. 

—385.  R.  D.  de  30  de  noviembre,  sobre 
el  sueldo  pasivo  de  los  jefes  y  ofi- 
ciales que  sirven  destinos  político - 
militares  ;  p.  676. 

—V.  Ascensos.  Ayudantes,  Carrera  mili- 
tar. Matrimonios  de  militares.  Or- 
denanzas. Etiqueta.  Licencias. 
EJERCITO  DE  ULTRAMAR.— 36  R.  O.  de 
18  de  febrero,  sobre  certificados  de 
existencia  de  individuos  del  mismo; 
pág.  50. 

—66.  R.  O.  de  27  de  marzo  sobre  tras- 
portes á  Ultramar  y  admisión  de  re- 
clutas; p.  81. 

—370.  R.  O.  de  31  de  marzo,  sobre  per- 
manencia y  regreso  etc  ;  p.  651. 
EMANCIPACION.— Exime  de  la  patria  po- 
testad el  empleo  ó  cargo  público  etc  ; 
p.  479  — V.  Esclavitud.  Patria  po- 
tesUd. 

EMPEDRADOS.— V.  Policía  urbana. 

EMPLAZAMIENTO.— Cómo  no  puede  dar- 
se 'juicio  contra  alguno  no  siendo 
emplazado.  Sent.  de  8  de  mayo;  pá- 
gina 476.— V.  Citación. 

EMPLEADOS  PUBLICOS.— 40.  R.  D.  de 
4  de  marzo,  aprobando  el  rejglamen- 
to  orgánico  de  las  carreras  civiles  de 
la  Administración  pública;  p.  51. 
— Reglamento. — Cap,  1.°:  Categorías  y 
clases  de  los  empleados;  p.  52.— 
,  Cap,  2.^:  Honores  y  consideraciones; 
pág.  53.— Cap.  3.**:  Ingreso  de  los 
empleados;  p.  54.— Cap.  4.®;  Ascen- 
sos; p.  55.— Cap  5.^:  Nombramien- 
to para  tomar  posesión;  p.  57.— 
Cáp.  6.°:  Término  para  tomar  pose- 
sión; p.  57.— Cap.  7  °:  Separación; 
pág.  58.— .Cap.  8.*:  Escalafones;  pá- 
gina 58.-  Cap.  9.^:  Licencias;  p.  60. 
— Cap.  10:  Correcciones  disciplina- 
rias; p.  60. 
— 68«  R.  O.  de  6  de  marzo,  sobre  abono 
de  tiempo  á  los  que  fUieron  nombra- 
dos en  contravención  con  las  leyes; 
pág  81. 

—130.  R.  O.  de  19  de  mayo,  sobre  rec- 
tificación de  escalafón  de  los  etaplea- 
dos  de  Hacienda,  turnos  para  provi- 
sión de  vacantes  y  traslaciones;  pá- 
gíDa  198. 

^203.  R.  D.  de  i?  de  julio « derogando 
el  reglamento  orgánico  de  las  carre- 
ras civiles  de  la  Administración;  p¿- 
.  gina  338^ 


—222.  Viáticos  y  habilitaciones  para  em- 
pleados diplomáticos.  R.  D.  de  15 
de  julio,  aprobando  un  nuevo  regla- 
mento de  viáticos  v  habilitaciones 
para  los  empleados  de  la  carrera  di- 
plomática; p.  369. 

—277.  R.  O.  de  24  de  julio,  devolviendo 
á  la  Dirección  de  impuestos  indi- 
rectos la  facultad  de  nombrar  los  fun- 
cionarios dependientes  de  la  misma; 
pág.  m. 

—23.  Publicación  de  los  escalafones  de 
Fomento;  p.  39. 

—V.  Clases  pasivas.  Presupuestos.  Des- 
cuentos. Cesantes. 

EMPRESTITOS  PROVINCLA.LES.— 326 
R.  D.  de  9  de  octubre,  autorizando 
á  la  Diputación  de  Cádiz  para  subas- 
tar 300.000  escudos  como  primera 
emisión  de  un  empréstito  que  tiene 
concedido  para  carreteras;  p  564. 

ENAJENACIONES.  — No  es  eflcaz  contra 
tercera  persona  la  enajenación  de 
bienes  hecha  por  aaael  á  qaien  se  ha 
prohibido  venderlos  ó  gravarlos. 
Sent.  de  20  do  enero;  p.  79.— Véase 
Ayuntamientos. 

ENFITEUSIS,— Cuando  haya  duda  sobre  si 
un  contrato  es  enfiteusis  j6  arrenda- 
miento, debe  resolverse  en  el  senti- 
do de  arrendamiento  co&o  contrato 
mas  común  y  ordinario.  Seiil.  de  29 
de  enero;  p.  106. — V.  Laudetnio.  Le- 
gislación nipoteearía.  Obras  en  los 
ríos.  Pruebas. 

ENJUICIAMIENTO  CiViL.— Ley  de  29  de 
junio,  sobre  que  ios  pleitos  de  los 
Magistrados  etc.,  no  se  rean  eu  sus 
Salas;  p.  306. 
-V.  Absolución  de  la  demanda.  Accio- 
nes. Acumalacion.  Aolaraeion  de 
sentencia.  Actos  de  eoneiliáciou.  Ac- 
tos de  jurisdicción  voluntaria.  Ape- 
lación. Citación.  Costas  Cuestiones 
de  competencia.  Desahucio.  Deser- 
ción de  apelación.  Doctrina.  Docu- 
mentos públicos.  Ejecución  de  seii'- 
tencia.  Ejecutoría.  Excepciones.  In- 
cidentes. .  Juez  competente.-  Juicio 
de  testamentaria,  iurispnidencia. 
Personalidad.  Pobreza.  Procedimien- 
to civil.  Pruebas.  Recurso  de  casa- 
ción. Sentencia.  Temeridad. 

ENJUICIAMIENTO  MERCANTIL.  —  Solo 
procede  el  recurso  de  injusticia  no- 
toria contra  sentencias  definitiras,  y 
no  tienen  este  carácter  las  dictadas 
en  autos  ejecutivos.  Sent*  de  10  de 
febrero;  p  ^  125. 
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—Para  qoe  proeeda  el  recurso  de  iniusti- 
cia  notoria  contra  sentencias  dicta- 
das en  ^rado  de  apelación,  es  requi- 
sito indispensable  según  el  art.  i2l7 
del  Código  de  comercio,  que  sean 
confirmatorias  de  las  de  primera  ins- 
tancia; pues  existiendo  el  recurso  de 
súplica,  según  el  art.  1214,  para  el 
caso  de  ser  revocatorias,  no  procede 
tampoco  el  extraordinario  de  injus- 
ticia notoria.  Sent.  de  16  de  junio; 
pág.  639. — V.  Injusticia  notona.  Ju- 
risdicción de  comercio. 
ENSAYADOR  DE  METALES.— 159.  Real 
órden  del  l.o-ÍO  de  mayo,  dispo- 
niendo los  conocimientos  que  han 
de  reunir  los  que  aspiren  al  título 
de  ensayador;  p.  t43. 
EPIDEMIAS.— 199.  R  O.  de  11  de  julio, 
declarando  desde  este  día  en  vigor  la 
recopilación  de  las  instrucciones  que 
deben  observar  los  Gobernadores  de 
provincias  y  las  autoridades  locales 
para  prevenir  el  desarrollo  de  una 
epidemia  ó  enfermedad  contagiosa, 
O  minorar  sus  efectos  en  el  caso  de 
su  aparición;  p.  321. 

—Recopilación:  Juntas  de  sanidad  y  comi- 
sionés  permanentes  de  salubridad; 
pág.  321. 

—Precauciones  higiénicas;  p.  324. 

— Casas  de  socorro;  p.  327. 

— Hospitales  comunes;  p.  329* 

—Enfermerías  del  cólera;  p.  329. 

-^Instrucciones  para  la  preservación  del 
cólera-morbo  y  curación  de  sus  pri- 
meros sintomas;  p.  330. 

ESCLAVITUD.— 399.  R.  D.  de  29  de  se- 
tiembre, mandando  que  goce  del  be- 
neficio de  la  emancifHXcion  todo  indi- 
viduo constituido  en  servidumbre  al 
pisar  por  cualquier  motivo  el  terri- 
torio de  la  Península  y  de  sus  Islas 
adyacentes,  ó  al  llegar  á  la  jurisdic- 
ción marítima  del  mismo,  y  que  en 
lo  sucesivo  no  se  condene  á  presidio 
Ultramarino....  etc.;  p.  7^. 

ESCRIBANOS:  NOTARIOS  DE  REINOS.— 
262.  R.  O.  de  10  de  agosto,  decla- 
rando las  diligencias  en  que  pueden 
intervenir  y  cuándo  los  Notarios  de 
reinos,  los  Escribanos  de  número  y 
los  deJuzgado;  p.  464. 

— 299.  R.  O.  de  10  de  setiembre;  sobre 
toma  de  posesión:  obligación  de  los 
Notarios;  p.  607. 

— y.  Contribución  industrial.  Notariado. 
Desamortización. 

ESCRIBANOS  DE  GUERRA.-S86.  Real 


decreto  de  26  de  a^osto^  dividiendo 
en  tres  clases  el  Cuerpo  de  Escriba- 
nos de  Guerra,  y  fijando  las  condi- 
ciones de  su  ingreso,  ascensos,  suel- 
dos, etc.;  p.  497, 

ESCRITURAS  PUBLICAS.— Según  las  le- 
yes 7.*  y  8  %  lít.  25,  libro  10  de  la 
Nov.  Recop.,  las  escrituras  de  con- 
tratos entre  partes,  obligaciones  y 
testamentos  que  pasaren  ante  otros 
escribanos  que  no  fueren  los  públi- 
cos del  número,  donde  los  hubiere, 
no  tienen  valor  alguno  ni  eficacia 
legal.  Sent.  de  28  de  junio;  p.  668. 
—V.  Desamortización.  Documentos. 

ESCUADRA  DEL  PACIFICO.— 261.  Real 
decreto  de  14  de  agostó,  concedien- 
do gracias  á  todos  cuantos  tomaron, 
parte  en  el  combate  del  Callao ;  pá- 
gina 464. 

ESCUELAS.— 22.  R.  O.  de  31  de  enero 
autorizando  el  establecimiento  de 
una  gratuita;  p.  39. 

— 75.  Circular  de  7  de  febrero,  de  la  Di- 
rección de  instrucción  pública,  so* 
bre  obras  subvencionadas;  p.  83. 

— 81 .  R.  O.  de  16  de  marzo,  sobre  inte- 
ligencia de  la  de  16  de  febrero  de 
18^0  acerca  de  sus  gastos....  p.  86. 
—V.  Instrucción  pública.  Primera 
enseñanza.  Fundaciones  benéficas. 

— 361.  [De  Administración  militar), — 
R.  D.  de  8  de  noviembre,  suprimién- 
dola desde  1.^  de  julio  de  1867;  pá- 
gina 641. 

—206.  {De  Ag(ricultura)  —Ley  de  11  de 
julio,  dividiendo  en  tres  clases  la  en- 
señanza agrícola:  ingenieros  agró- 
nomos: peritos  agrícolas:  capataces; 
pág.  340. 

•^[De  Bellas  Artes).^Y.  el  R.  D.  de  9  de 
octubre,  núm.  323,  inserto  en  la  pá- 
gina 661. 

—183.  {De  Párvulos). --E.  O.  de  31  de 
marzo,  declarando  que  no  rigen  para 
estas  ías  reglas  que  respecto  á  la  en- 
señanza moral  se  han  establecido 
para  las  elementales;  p.  301. 

—(De  Diplomática),— Ner  el  art.  4.*  del 
R.  D.  de  9  de  octubre,  núm.  323,  in- 
serto en  la  p.  661. 

—148.  (Especiales). —R.  O.  de  26  de 
mayo  sobre  exámen  para  el  in^eso 
en  la  Escuela  especial  de  operaciones 
geográficas;  p.  226. 

—140.  [Industriales].— O.  declaran- 
do obra  de  texto  un  tratado  de  eco- 
nomía politicé;  p.  210. 

'•^Superiores  yprofesionales).^Se  dispo- 
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ne  que  se  detiominda  especiall» .  Real 
decreto  4®  ^  de  octubre;  p.  651 
Y.  Inoemeros. 
ESTABLECIMÍENTOS  BALNEARIOS  — 
389.   R.  O.  de  24  de  Doyiembre  de 
1866;  p.  690. 
ESTADISTICA.— 246.   R.  D.  de  31  de  ju- 
lio; p.  449. 

— 7t.  {Del  C/cro).— R.  O.  de  23  de  mar- 
380;  pág.  82. 

—383.  (Medica).  R.  O.  de  21  de  noviem- 
bre reclamando  de  los  Gobernadores 
listas  nominales  de  ios  médicos,  ci- 
rujanoSy  farmacéuticos  y  veterina- 
rios; p.  676. 

—121.  .(TerHtorial).  —  Vi.  O.  de  12  de 
mayo,  sobre  levantamiento  de  planos 
de!  perímetro  de  los  términos  muni- 
cipales; p.  194. 

—73.  (De  /aftas).— R.  O.  de  20  de  enero, 
mandando  que  se  autoricen  por  los 
Promotores  los  estados  de  faltas;  pá- 
gina 82. 

ESTADOS  DE  SITIO.— 1.  R.  O.  de  3  de 
enero,  declarándole  en  el  distritj  de 
Madrid;  p.  3. 

—49.  R.  O.  de  16  de  marzo,  levantando 
el  del  distrito  de  la  Capitanía  general 
de  Castilla  la  Nueva;  p.  66,— V.  Ga- 
rantías individuales 

ESTUDIOS  DE  HUMANIDADES.— V.  Ins- 
trucción pública.  R.  D.  de  9  de  oc- 
tubre; p.  646.  > 

ETIQUETA.— 62.  R.  O.  de 8  de  marzo,  so- 
bre saludos  á  jefes  militares  por  los 
celadores  de  policía  urbana;  pá- 
gina 73. 

EVICCION.— V.  Juez  competente. 

EXACCIONES  ILEGALES.— Cuando  de  las 
circunstancias  que  constan  oficial- 
mente aparece  con  evidencia  que  no 
hay  en  un  hecho  delito  ni  cosa  pena- 
ble, no  procede  procesar  al  ejecutor 
de  aquei  hecho.  Decis.  de  22  de  mar- 
zo; p.  288. 
—No  se  requiere  la  prévia  autorización 

Í)ara  proceder  por  este  delito  contra 
üncionarios  administrativos. — Esta 
disposición  es  aplicable  á  los  casos 
anteriores  á  la  ley  de  25  de  setiem- 
bre de  1863.  Decís,  de  31  de  marzo 
y  17  de  junio;  págs.  490  y  608. 
-^No  es  necesaria  autorización  para  per- 
seguir este  delito;  págs.  498,  672 y 
720. 

EXCEPCIONES.- Las  que  no  se  han  opues- 
to oportunamente  ni  sido  objeto  de 
discusión  en  el  {>leito,  no  pueaen  ser 
fundamento  de  casación,  porque  re- 


jullen  infringidas  ka  leyes  relativas 
á  ellas.  Sent.  de  2  de  marzo;  p.  142. 

—La  declinatoria  que  se  propone  en  el 
juicio  ejecutivo  después  de  la  senten- 
cia de  remate,  no  prepara  como  ex- 
temporánea el  recurso  de  casación 
por  la  causa  7.*  del  art.  1013,  cuan- 
do por  el  resultado  de  los  períodos 
anteriores  del  juicio  parece  consenti- 
da la  jurisdicción  del  juez.  Sent.  de 
20  de  junio;  p.  663. 
—Y.  Procedimiento  civil.  Pruebas.  Recur- 
sos de  Casación. 

EXEQUIAS  DE  CUERPO  PRESENTE  — 
395.  R.  O.  de  6  de  julio  de  1866, 
declarando  en  vigor  la  de  8  de  se- 
tiembre de  1866;  j).  707. 

EXPOSICION  DE  BELLAS  ARTES.— 64. 
R.  O.  de  l.^"  de  abril;  p.  81. 

EXPROPIACION.— 379.  {Expedientes  de) 
— R.  O.  de  28  de  marzo,  declarando 
que  los  peritos  terceros  m  discordia, 
no  pueden  exceder  los  límites  de  las 
tasaciones  discordes;  p.  669.' 
— Correspondiendo  á  la  Administración 
pública  el  cono(Émiento  en  las  cues- 
tiones de  expropiación  por  causa  de 
utilidad  püblical  cualquiera  acción, 
siquiera  nazca  del  dominio  de  la  co- 
sa expropiada  ó  á  expropiar,  no  pue- 
de legalmente  deducirse  Ínterin  no 
se  haya  resuelto  en  un  sentido  defi- 
nitivo por  la  AdministracioQ  la  pri- 
mordial. Sent.  de  7  de  abril;  p.  269. 
—No  tiene  el  expropiado  el  derecho  de 
reversión  de  la  finca,  ni  puede  exi- 
gir que  se  consigne  en  la  escritura, 
puesto  que  por  la  ley  solo  se  le  con- 
cede el  de  tanteo  en  ei  caso  de  no 
ejecutarse  la  obra,  si  el  expropiante 
enajenase  en  todo  ó  en  j^rte  la  finca 
expropiada.  R.  D.-S.  de  20  de  abril; 
p.  672. 
—V.  Minas.  Ferro-carrileSé 

EXTRADICION*— 77.  R.  O.  de  6  de  mar- 
zo,  mdndaodo  que  sietupre  que  los 
tribunales  ó  Jueces  pidan  la  deten- 
cioQ  de  un  reo  refugiado  en  Fran- 
cia, remitan  los  documentos  para 
que  inmediatamente  pueda  enta- 
blarse la  demanda  de  extradición; 
pág.  84.— Y.  Tratados. 

EXTRANJEROS.— La  inscri&cion  á  que  se 
refiere  el  art.  12  del  R.  D.  de  17  de 
noviembre  de  1862,  ha  de  ser  pre- 
cisamente, para  que  un  extranjero 
sea  considerado  como  tal,  en  el  res- 
pectivo Consulado  ddl  extranjero  y 
esB  6l  Qtibíeaíoo  de  la  piPOtiiMBa  en 
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donde  haya  de  rendir.-^Las  omisio- 
,  nea  ó  eqalvocácIoBesjde  an  Gobierno 
dd  prpyineia  no  pueden  perjudicar 
al  fuero  de  los  extranjeros.  Decisión 
fie  4  de  junio;  p.  &70.— V.  Tratados. 

F. 

PA€ULTADES.-^y.  Instruoeion  pública. 
FACULTATIVOS  TITÜLARES.-V.  Con- 
tratos con: 

FALSAS  PRUEBAS.— V.  Procedimiento  ci- 
vil. Pruebas. 

FALTAS. -V.  Juicio  de... 

FARMACIA.— 4.  R.  O.  de  2  de  enero, 
mandando  que  rija  la  nueva  farma- 
copea en  toda  la  Monarquía  con  el 
petitorio  y  la  tarifa  oficial;  |p.  6.— 
Y.  Instrucción  pública. 

FERR0-CARR1LES.-31.   R.  O.  de  20  de 
enero,  declarando  lo  que  debe  en- 
tenderse por  equipaje;  p.  42. 
-^341.   R.  O.  de  20  de  octubre,  dispo- 
niendo que  los  expedientes  de  ex- 

Sropiacion  se  archiven  en  los  Go- 
iernos  de  provincia  sin  que  puedan 
ser  objeto  de  revisión...;  p,  603. 
—384.  R.  O.  de  4.*  de  setiemore,  nom- 
lirando  una  Comisión  que  estudie  y 
proponga  al  Gobierno  los  medios  d!e 
extender  los  beneficios  de  las  vías 
férreas  á  las  comarcas  situadas  fuera 
de  las  zonas  de  las  lineas  construidas; 
pág.  675. 

— La  concesión  de  una  via  férrea  tiene 
todo  el  carácter  de  un  contrato  bila- 
teral entre  la  Administración  pública 
y  el  concesionario,  y  cuando  por  este 
se  solicite  una  innovación  y  la  Ad- 
ministración la  concede  bajo  una 
condición  expresa,  no  puede  utilizar- 
se la  una  sin  la  otra.  R.  D.-S.  de  13 
de  febrero;  p  185. 
FIANZAS.— V.  Obligaciones.  Contratos. 
•"(De  empleados).— La  absolución  de  res- 
ponsabilidad y  cancelación  de  obli- 
gaciones en  favor  de  los  fiadores  de 
todo  empleado  que  maneja  fondos 

{públicos ,  es  acto  administrativo  de 
a  exclusiva  competencia  de  la  Ad- 
ministración y  en  especial  del  Tri- 
bunal de  Cuentas.  Decis.  de  7  de 
mayo;  p.  351. 
FIDEICOMISOS.— No  pueden  considerarse 
perpetuos,  y  si  temporales,  los  c^ue 
se  limitan  á  determinadas  generacio- 
nes, y  mas  si  no  se  impuso  prohibi- 
ción de  enajenar  ni  precedió  Real 
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licencia.  Sent.  de  21  de  abril;  pági* 
na  346. 

^La  ley  desvinculadora  no  es  aplicable  á 
los  fideicomisos  que  no  son  perpé- 
tuos  ó  cuyos  bienes  son  enajenables. 
Sent.  de  29  de  mayo;  p.  558. 

—V.  Fundaciones.  Testamentos.  Vincula- 
ciones. 

FIELES  CONTRASTES. -78.  R.  O.  de  7 
de  marzo,  sobre  provisión  de  plazas; 

FILIAa^flSÍ.— Y.  Sent.  de  28  de  abril;  pá- 
gina 365. 

FISCAL  DE  NOVELAS.— 99.  R.  D.  de  25 
de  abril ,  restableciendo  el  de  17  de 
diciembre  de  1856;  p.  129. 

FRUTOS.— Para  que  el  poseedor  de  buena 
fé  haga  suyos  los  irutos  hasta  la  con- 
testación á  la  demanda  que  se  enta- 
ble en  contra  suya,  no  basta  que  es- 
tuviese declarado  á  su  favor  el  dere- 
cho á  poseer;  es  preciso  que  posea  de 
hecbo  y  tenga  los  frutos  percibidos. 
Sent.  de  9  de  marzo;  p.  477. 
—Si  bien,  con  arreglo  á  la  ley  29,  tít.  28 
de  la  Partida  3.',  los  poseedores  de 
buena  fé  no  están  obligados  á  devol- 
ver los  frutos  percibidos ;  para  sus 
efectos  no  pueden  estimarse  como 
frutos  de  los  montes  los  árboles  que 
los  constituyen.  En  todo  caso  la 
apreciación  de  la  buena  ó  mala  fé 
corresponde  á  la  Sala  sentenciadora. 
Sent.  de  28  de  junio;  p.  681. 
—V.  Poseedor.  Mejoras. 

FUENTES.— V  Aguas. 

FUERO. — £1  Juez  competente  para  conocer 
de  un  hecho  criminal,  es  el  del  lu* 
gar  donde  se  pagan  las  contribucio- 
nes... Decis.  de  27  (febrero  p.  144. 
—El  Juez  competente  para  conocer  de  un 
hecho  criminal  cometido  en  el  tér- 
mino y  lindes  de  dos  juzgados  lo  es 
el  del  distrito  en  que  bace  efectiva  la 
contribución  territorial.  Decis.  de  9 
de  marzo;  p.  178. 
— En  las  causas  criminales  el  mas  proce- 
dente es  el  del  lugar  de  la  perpetra- 
ción del  delito.  Decis.  de  24  de  mar- 
zo; p.  203. 
—V.  Materia  penal.  Procedimiento  penal. 
Acciones.  Eictranjeros. 

FUERO  DE  CATALUÑA— V.  Abintestato. 
Obligaciones.  Retractos.  Viudas.  Ser- 
vidumbres. 
—De  Navarra. — V.  Alimentos. 

FUERZA  DEL  EJERCITO.— 144.  Ley  de 
25  de  mayo,  fijando  la  fuerza  del 
ejército  permanente;  p.  211 . 
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FUERZAS  NAVALES.-137.  Ley  de  20 
de  mayo,  fííando  las  fuerzas  navales 
ai  servicio  del  Estado  en  las  aguaé  de 
la  Península;  p.  209. 

FUNDACIONES  BENEFICAS. --Las  vincu- 
laciones destinadas  á  un  objeto  bené- 
fico permanente  á  favor  m  los  pa- 
rientes del  fundádor,  no  se  entienden 
comprendidas  en  la  ley  de  i  i  de  oc- 
tubre de  1820.  Sent.  qb  13  de  enero; 
pág.  44. 

—(Para  estudiarUes),-^Esiin  comprendi- 
das en  la  ley  de  desamortización  las 
que  no  son  puramente  familiares,  en 
que  los  parientes  solo  tienen  prefe- 
rencia y  son  llamados  á  su  disfrute 
personas  extrañas,  considerándose 
como  fundaciones  benéficas.  La  Ad- 
ministración es  competente  para  co- 
nocer en  esta  clase  de  asuntos.  Real 
decreto-sentencia  de  2  de  mayo;  pá- 
gina 589. 

—Compete  á  la  Administración  el  protec- 
torado de  las  fundaciones  benéficas, 
pero  sin  prejuzgar  cuestiones  relati- 
vas á  la  voluntad  de  los  fundadores 
T  otras  propias  de  los  Tribunales. 
R.  D.-S.  de  20  de  abril;  p.  512. 

-Obras  pias.  Desamortización. 

G. 

GANANCIALES  —V.  Bienes. 

GARANTIAS  INDIVIDUALES.  - 196.  Ley 
de  8  de  julio,  autorizando  al  Go- 
bierno para  dejar  en  suspenso  las 

f:arantías  que  establece  el  ari.  7.°  de 
a  Constitución;  p.  309. 
—221.  R.  D.  de  26  de  iulio,  disponiendo 
que  se  haga  uso  de  la  autorización 
concedida  por  la  ley  de  8  de  julio; 
pág.  369 

GASTOS  DE  CARRERA.— V.  Legitíma. 
GOBIERNOS  DE  PROVINCIA.  Consejos. 
Dípu/acíones.— 41.  R.  O.  de  21  de 
febrero,  declarando  quién  -debe  pre- 
sidir las  reuniones  cuando  no  esté 
presente  el  Gobernador;  p.  62. 
— R.  D.  de  21  de  octubre,  reformando  la 

'  ley  etc.,  p.  577. 
— R.  O.  de  22  de  octubre,  reformando 
varios  artículos  del  reglamento  que- 
se  dictó  en  1863  para  la  ejecución  do 
la  ley  de  25  de  setiembre  del  mismo; 
pág.  587.— V.  Diputaciones  provin- 
ciales. Ministerio  fiscal  etc 
— {Político  y  administrativo  de  la  Haba^ 
na.)— Í28.  R.  D.  de  30  de  enero, 
aprobando  un  reglamento;  p.  197. 


GRANDEZAS  — Sobre  fticeeion  en  una  de 
España.  Seat,  de  15  de  enero;  p.  43. 

GUARDAS  DE  MONTES  —268.  R.  D.  de 
20  de  agosto,  sobre  su  nombramien- 
to por  la  Dirección,  requisitos,  pro- 
hibiciones, etc  ;  p.  Í58. — V.  Montes. 

GUARDERIA  RURAL.- 100.  Ley  de  27  de 
abril,  dando  el  aumento  necesario  ai 
cueróo  de  Guardias  civiles,  para  que 
pueaa  desempeñar  por  completo  el 
servicio  de  la  seguridad  y.policia  ru- 
ral y  forestal;  p.  129. 
— 241.  R.  D.  de  3  de  agosto,  aprobando 
el  reglamento  para  la  ejecución  de 
la  ley  de  guardería  rural;  p.  390. 
'—Reglamento. — Tít.  I.  Del  servicio  de 
guardería  rural,  encomendado  á  la 
Guardia  civil;  p.  390.— Tfr.  II.  Del 
servicio  de  la  Guardia  civil  en  sus 
relaciones  con  los  guardas  particula* 
res,CQn  los  condoctores  y  guardas 
de  toda  clase  de  ganados,  con  los  re- 
gantes y  con  los  emptéados  de  mon- 
tes; p.  392.— TÍT  III.  Del  personal  y 
material  de  la  Guardia  civil  aumen- 
tados para  el  servicio;  p.  394.  . 
— V.  Bagajes.  Contrabando.  Desafuero. 


HABERES  PASIVOS.— Para  la  clasificación 
de  estos,  hay  que  atender  siempre  á 
las  leyes  de  presupuestos  anteriores 
los  servicios  prestados;  p.  184. 

HACIENDA  PUBLICA.— 87.  R.  O.  de  3 
de  abril.  Su  fuero:  para  hacer  efec- 
tiva la  cuota  de  contribución  gue 
deba  un  concursado,  debe  seguirse 
el  procedimiento  administrativo  sin 
tener  que  ir  á  la  masa  general  de 
acreedores  Eicepcion  en  el  caso  de 
tercería  de  dominio  y  dotal;  p.  98. 
— El  Midislerío  público  en  representación 
de  la  Hacienda,  no  tiene  en  los  liti- 

f;ios  otro  carácter  que  el  de  una  de 
as  partes,  y  para  interponer  el  re- 
curso de  nulidad  por  algunas  de  las 
causas  que  dan  lugar  a  ella,  debe 

g repararle  con  arreglo  al  art.  5.^  del 
.  D»  de  4  de  noviembre  de  1838. 
Sent.  de  11  de  enero;  p.  15. 
HEREDAMIENTO  PRELATIVO  — Para  de- 
terminar con  arreglo  al  fuero  de  Ca- 
taluña, si  un  heredamiento  es  mera- 
mente prelativo  ó  puro  y  absoluto, 
debe  atenderse  á  las  cláusulas  que 
indiquen  lu  voluntad  do  los  contra- 
yentes, y  siendo  puro  será  nula  toda 
otra  institución  ae  heredero  que  le 
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contradiga  I  aunque  el  insliluido  sea 
un  extraño.  Sent.  de  4  de  junio;  pá- 
gina 565i — V.  I  eg¡8lacion  hipoteca- 
ria Suceaión  intestada. 

HERENCIA.-^V.  Aoéion  de...  Legitima. 
Testamento.  Sacesion.  Mandas. 

HIJO.— V.  Paternidad.  Patria  potesUd. 

HOSP1TALKS.-164.  -R.  O.  de  14  de  ma- 
>o,  declarando  de  distrito  un  hospi- 
tal municipal;  p.  246. 


IMPRENTA.— 122.  Ley  de  16  de  mayo, 
modificando  algunos  artículos  de  la 
ley  vigente;  p.  195.— V.  Procedi- 
miento penal. 
IMPRUDENCIA  TEMERARIA. -La  pru- 
dencia desmedida  no  debe  confun- 
dirse con  la  imprudencia  temeraria 
de  que  habla  el  art.  480  del  Código 
penal.  Deeis.  de  20  de  febrero;  pá- 
gina 192,  • 
IMPUESTO  HIPOTECARIO.— 160.  R-O.de 
30  de  abril,  comunicada  por  la  Di- 
rección de  contribuciones  en  11  de 
mayo ,  declarando  aue  el  plazo  de 
cinco  años  que  estanlece  el  art.  24 
de  la  ley  de  desamorliaacion  de  ^.^ 
de  mayo  de  1855,  debe  contarse  des- 
de el  dia  de  la  adjudicación  descon- 
tando el  tiempo  que  duró  la  suspen- 
sión de  las  ventas  que  se  hallen  en 
este  caso;  p.  246. 

— 178.  R.  O.  de  18  de  junio,  declarando 
que  la  redención  de  censos  del  Real 
patrimonio  y  la  enajenación  de  los 
mismos  están  exentas  de  dicho  im- 
puesto, conforme  á  las  ley  es  de  des- 
amortización; p.  299. 

—192.  R.  O.  do  18  de  junio,  declarando 
que  no  están  sujetas  á  este  impuesto 
las  cantidades  en  metálico  dejadas 
en  testamentos  para  limosnas  á  los 
pobres;  p.  308. 

— 248.  R.  D.  de  7  de  agosto ,  mandando 
que  hecha  la  anotación  preventiva 
se  satisfagan  los  derechos  que  mar- 
can las  leyes  vigentes;  p.  449. 

260.  R.  O.  de  8  de  agosto,  haciendo  ex- 
tensiva la  exención  que  gozan  las 
ventas  de  bienes  del  Estado  á  las  del{ 
Real  patrimonio;  p.  453. 

—263.   R.  O.  de  6  de  agoeto ,  declarando 

3ue  esta  sujeta  al  impuesto  la  propie- 
ad  inmueble  aportada  como  capital 
social  á  una  sociedad  regular  colec- 
tiva; p.  455. 
•^997«   R.  O.  de  11  dedieiembre  decla- 


rando que  no  pueden  eximirse  de  di- 
cho impuesto  las  adquisiciones  obte- 
nidas por  los  esUiblecimientos  de 
beneficencia,  á  no  ser  de  tos  ^ue  es- 
tán costeados  con  fondos  del  Astado; 
pág  7Í3. 

INCIDENTES.— El  auto  p<Éira  mejor  pro- 
veer no  es  un  incidiente  de  los  reco- 
nocidos como  tales  por  la  ley  de  En-* 
juiciamíento  civil ,  y  las  partes  no 
tienen  en  ellos  otra  intervención 
que  la  que  tasativamente  les  señale 
el  mismo  auto.  Sent.  de  9  de  abril; 
pág.  282.— V.  Casación. 

INCOMPATIBILIDAD  [de  stie^do^).— Desde 
el  R.  D.  de  13  de  junio  de  1833» 

3uedó  establecida  la  ineompatibili- 
ad  de  dos  ó  mas  sueldos  del  Estado; 
y  el  que  los  ha  percibido  debe  rein- 
tegrarlos. R.  D.-S.  de  7  de  mayo; 
pág.  591. 

—(De  cargos  y  empleosj.-^y.  Diputacio- 
nes provinciales  Procuradores. 
INDULTO  GUADRAGESIMAL.— 292. 
Breve  expedido  por  Su  Santidad  en 
20  de  abril  de  1866,  prorogando  por 
diez  años  el  indulto  sobre  uso  de 
.carnee  y  lacticinios;  p.  502. 
INDULTOS-— 45.  R  O.  de  1."  de  marzo, 
disponiendo  que  las  solicitudes  im- 
petrando por  el  Ministerio  de  la 
Guerra  gracia  de  indulto ,  se  dirijan 
por  conducto  del  Tribunal  senten- 
ciador; p.  65. 

—392.  R.  D.  de  7Hle  diciembre,  estable- 
ciendo las  reglas  que  precisamente 
han  de  observarte  para  la  concesión 
de  toda  clase  de  ioáultot;  p.  697. 

—402.  R.  O.  de  24  de  diciembre,  man- 
dando eeear  la  práctica  de  exigir  de  - 
rechos  á  lo»  interesados  en  los  expe- 
dientes de  indulto  cuando  se  practi- 
.  can  diligencias  de  Real  órden ;  pá- 
gina 726. 

INGENIEROS.— 269.  R.  O.  de  19  de  agos- 
to declarando  cerrados  los  Cuerpos 
de  ingeniero,  de  eaminos,  minas  y 
montes  con  el  personal  de  que  cons- 
tan...; p.  459 

---[Carrera  de).— 340.  R.  D.  de  24  de  oc- 
tubre, determinando  los  requisitos 
para  ingresar  en  ella  y  sus  estudios 
en  la  facultad  de  ciencias  y  en  su 
Escuela  eipedal;  p.  602. 

— (flií  cominos).— ^72.  R.  O.  de  18  de 
agosto,  sobre  indemnisaoiones  por 
servicios  fuera  de  su  residencia;  pá- 
gina 459. 

--(De  mwkM).— 169.   R.  O.  de  25  de 
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m^m  d^olariüüdo  inadmisible  la  de- 
manda contra  una  Real  órden  sobre 
anteposición  en  el  escalafón  del  Cuer- 
po por  no  haberse  interpuesto  den- 
tro del  plazo  de  seis  mesea;  p.  292. 

—.254.  R.  O.  de  i 3  de  agosto,  suprimien- 
do los  cargos  de  ingenieros  jefes  de 
varias  provincias,  quedando  los  que 
se  expresan;  p.  451. 

^{AgrQnom9s).—y.  Escuelas  de  agricul- 
tura. 

INJURIAS.— V.  Procedimiento  penal.  Se- 
siones. 

INJUSTICIA  NOTORIA.— En  los  asuntos 
de  comercio  solo  procede  este  recur- 
so contra  las  sentencias  definitivas^ 
considerando  tales  las  que  ponen 
término  al  juicio  impidiendo  su  con- 
tinuación; pero  no  las  que,  como 
la  que  prescribe  la  acumulación  á 
los  autos  de  la  quiebra,  dejan  expe- 
dito su  derecho  á  los  demandantes 
en  el  juicio  acumulado.  Sent.  de  13 
de  abnl;  p.  310. 
— %1  recurso  qiie  con  este  nombre  estable- 
ce el  Código  de  Comercio,  solo  pro- 
cede contra  las  sentencias  de  revis- 
ta, ó  de  vista*  que  sean  definitivas 
.  confirmatorias  de  la  de  primera  ins- 
tancia. Sent.  de  9  de  mayo;  p.  362. 
^Sentencia  definitiva).-^}io  la  es  la  de 
remate  en  loe  asuntos  mercantiles; 
p%.  43. 

—Solo  puede  tener  lugar  en  los  pleitos  de 
comercio ,  cuando  se  interponga  de 
sentencia  definitiva  dictada  en  revis- 
ta, ó  que  siendo  de  vista  haya  con- 
firmado la'  de  primera  instancia. 
Sent.  de  28  de  junio;  p.  526. 
—V.  Enjuiciamiento  mercantil. 

INSCRIPCION  HlPafECARIA.— La  inefi- 
cacia de  los  documentos  que  carocen 
dé  la  inscripción  prevenida  en  las 
leyes  recopiladas  es  para  el  solo 
efécto  46  perse$[uir  las  hipotecas. 
Sent.  de  19  de  mayo;  p.  521.— Véa- 
se Legislación  hipotecaria. 
— {De  posesión), -^LdL  hecha  con  arreglo 
al  art.  397  de  lá  ley  hipotef.aiia  no 
pei7udica  á  un  tercero  que  tenga  y 
pruebe  menor  derecho  á  la  propie- 
dad de  la  finca.  Sent.  de  10  de  mar- 
zo; p.  212. 

INSPECCIONES  DE  OBRAS  PUBLICAS. 
—271.  R.  D.  de  20  de  agosto,  re- 
formando la  organización  de  las 
mismas  y  suprimiendo  plazas;  pá- 
gina 459. 

INSPECTORES  DE  GARNES.--d69.  Cir- 


cular  de  25  de  maraoi  reeomendan- 
do  la  mas  puntual  observancia  de 
loa  reglamentos  vigentes  sobre  ins- 
pectores de  carnes;  p.  650« 

INSTRUCCION  PUBLICA.- la.  Real  ór- 
den de  18  de  enero,  adyudicando  el 
premio  de  600  escudos,  á  la  obra  ti- 
tulada Relaciones  de  solemnidades 
y  fiestas  públicas  de  España;  p.  37. 

—316.  R.  D.  de  9  de  octubre»  dando 
nueva  organización  al  Real  Consejo 
del  ramo;  o.  533. 

— 325.  R.  D.  de  9  de  octubre,  organi- 
zando la  faeuUad  de  derecho  en  sus 
tres  secciones  de  Derecho  civil. — 
Derecho  canónico.— Derecho  admi- 
nistrativo; p.  561. 

«-337.  R.  O.  de  20  de  octubre  dictando 
reglas  para  llevar  4  efecto  el  Real 
decreto  de  9  del  actual,  por  el  que 
se  dá  nueva  organización  á  los  es- 
iudios  de  la  facultad  de  derecho; 
pág^  598. 

375*  n.  O.  de  10  de  novieúibre,  dio- 
tando disposiciones  para  el  cumpli- 
miento del  R.  D.  de  21  de  mayo  de 
1852,  respecto  á  los  que  han  cursado 
la  carrera  de  cánones  en  los  semi- 
narios; p.  657. 
^47.   (iíedictnaj.-^Facultativos  de 

clase.  R.  D  de  7  de  noviembre,  or- 
ganizando los  estudios  de  la  facul- 
tad de  medicina,  y  dividiéndolos  en 
dos  clases.-^(Farf?iac»a).  R.  D.  de  la 
misma  íécha  organizando  los  esta- 
dios de  esta  facultad;  p.  626. 
—357.  R.  O.  de  9  de  noviembre,  dic- 
tando disposiciones  f)ara  llevar  á 
efecto  la  nueva  organización  de  los 
estudios  de  la  faouHad  de  medicina; 
pág.  648. 

—334.  (PHosofia  y  ieírtis).— R.  O.  de 
15  de  octubre,  di^^tando  reglas  para 
llevar  á  efecto  lo  dispuesto  en  el 
Real  decreto  de  9  del  mismo;  pá- 
gina 596. 

—339.  {Facultad  de  oienctas).- Real  de- 
creto de  24  de  octubre ,  organizan- 
do los  estudios  de  esta  facultad; 
pág.  600. 

—323.  Otro  R.  D.  de  9  de  octubre,  va- 
riando h  denominación  de  kis  Es- 
cuelas superiores  y  profesionales  en 
el  de  Escuelas  espeddes^  y  dictando 
otras  disposiciones  relativas  á  su  ré- 
gimen y  estudios  respectivos;  pá- 
gina 551. 

—239.  R.  D.  de  3  de  afosto,  mandando 
qué  se  inolaya  en  Tos  presupuestos 
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d»  Tariu  provineiiB,  la  cantidad  ne- 
cesaria para  el  sosteMcnieoto  d%8U8 
índitutos;  p.  390. 

—317.  R.  D.  de  9  de  octubre,  reforman- 
do las  EteueUn  tumnale^j  y  diotando 
.  disposiciones  para  la  supresión  de 
las  que  no  puedan  costear  las  pro- 
vincias, etc.;  p.  534. 

— 31&.  {Segunda  ensdSaas»).  -  R.  O.  de 
6  de  octubre  aclaratoria  al  R.  D.  dé! 
10  de  setiembre,  sobre  incorpora- 
ción á  ios  Institutos  de  los  estudios 
hecho^  en  los  Seminarios;  p.  538. 

— 321 .  R.  D.  de  9  de  octubre,  reforman- 
do el  plan  de  los  estudios  de  segun- 
da enseñanza;  p.  546. 

—322.  R.  O.  de  la  propia  fecha,  dictan^ 
do  disposiciones  para  el  cumplimien- 
to del  Real  decreto  que  antecede, 
sobre  nuevo  arreglo  de  los  estudios 
de  segunda  enseñanza;  p.  550. 

—335.  R.  O.  de  46  de  octubre,  dictan- 
do disposiciones  para  el  cumpli- 
miento del  R.  D.  de  9  del  mismo; 
pág.  596. 

—136.  R.  O.  estableciendo  reglas  para 
que  se  enseñe  en  las  Escuelas  ele- 
mentales el  dibujo  por  el  método 
Hendrech;  p.  202. 

—218.  R.  O.  circular  de  20  de  julio; 
pág.  360. 

— y.  Escuelas.  Seminarios. 
INTENDENTES  MILITARES.— V.  Admi- 
nistración militar. 
INTERDICTOS.— El  proveido  que  recae 
en  un  interdicto,  no  puede  esti- 
marse ejecutoría  para  el  efecto  de 
impedir  que  se  suscite  cuestión  de 
competencia.  Sent.  de  4  de  marzo; 
pág.  217. 

—Y.  Aguas.  Caminos.  Contiendas.  Mate- 
ria administrativa. 
INTERES  DEL  CAPITAL.— Es  doctrina 
legal  admitida  por  la  jurispruden- 
cia que  los  intereses  se  deben  única- 
mente por  la  eonvencton  ó  por  la 
mora^  y  existe  esta  cuando  no  se  en- 
trega la  cosa  en  la  sazón  que  debia. 
—Conformidad  de  la  sentencia  con 
la  demanda.— Imposición  de  costas. 
Sent.  de  7  de  abril;  p.  273. 

ti. 

lüBILACIONES.— Los  errores  y  equivo- 
caciones en  anteriores  clasificacio- 
nes no  dan  ni  quitan  derechos,  sino 
que  siempre  ba  de  servir  de  base 
para  esta  el  sueldo  del  mayor 
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pleo  obtenido  en  propiedad  por 
nombramiento  Real  ó  de  las  Cortes. 
R.  D.^.  de  24  de  marzo?  p.  485. 

JÜDICATÜRA.— 57.  R.  O  de  24  de  mar- 
zo, sobre  cesantes  que  aspiren  á  ser 
colocados;  p.  71. 

JUEGOS  PROHIBIDOS.— 350.  R.  O.  de 
20  de  octubre,  reencargando  su  per- 
secución; p.  637. 
—No  señalándose  los  juegos  prohibidos' 
entre  las  faltas  que  taxativamente 
pueden  castisfar  con  multas  los  Go- 
oernadores  de  provincia ,  según  la 
ley  de  25  de  setiembre  ae  1863,  su 
represión  es  privativa  de  los  tribu- 
nales, como  por  regla  general  todos 
los  delitos  y  faltas  cuando  no  haya 
cuestión  prévia  ni  esté  reservado 
expresamente  el  asunto  á  la  Admi- 
nistración. Decís,  de  7  de  mayo ;  pá« 
gina  352. 

JUEZ  COMPETENTE.— Lo  es  respecto  de 
la  acción  personal  el  del  lugar  en 
que  debe  cumplirse  la  obligación, 
entendiéndose  aunque  no  se  haya 
pactado,  aquel  en  que  ha  empezado 
á  cumplirse.  Sent.  de  11  de  enero; 
pág.  15. 

^El  vendedor  citado  de  eviccion  por  el 
comprador  de  una  cosa  que  la  de- 
manda en  concepto  de  dueño  un 
tercero,  no  puede  atraer  el  conoci- 
miento al  Juzgado  de  su  domicilio. 
Decis.  de  6  de  marzo;  p.  178. 

—Si  bien  los  pleitos  en  que  se  ejercitan 
acciones  personales,  se  determina 
con  preferencia  el  Juez  competente 

{>ar  el  lugar  en  que  debe  cumplirse 
a  obligación,  estose  entiende  cuan- 
do lo  han  designaáo  «ffPjesa  ó  im- 
plícitamente los  corntrtóiiites,  pues 
que  no  habií-ndose  hech9,«ai|. de«f-- 
nación,  es  preciso  para  eitó  atender 
al  dojaicijio  del  demandado,  ó  al  lu- 
■  gor  del  contrato  en  su  c^iso,  según 
el  párrafo  tercero,  art.  h,^  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil.  Qi^ds.  & 
12  de  setiembre;  p.  /r/  i? 

—V.  Fuero,  Procedimiento.  4lí^#r/ 
JUICIO  EJECUTIVO.— Aunque  según  el 
art. '946  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  no  debe  prestarse  audiencia 
nunca  al  ejecutado,  esto  debe  enten- 
derfie  sobre  el  fondo;  pero  sí  debe 
oírsele  si  promoviere  cu^^ton  de 
competencia.  Decís,  de  13  de  abril; 
527, — V»  Recurso  de  casación, 
ejiones. 
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lüiClOSDE  FALTÁS.-^Las  especiales  que 
se  comeiefi  por  los  miu lares  en  el 
:  ejercicio  de  sus  funciones  ó  que  afec- 
to inmedialameute  al  desempeño 
<  de  las  mismas,  no  deben  confundir- 
se c6n  las  comunes  comprendidas 
,  en  el  libro  3.^  del  Código  penal,  de 
que  babla  la  ley  provisional  para  la 
aplicación  de  dicho  Código  en  sus 
reglas  i  /  y  56,  párrafo  2.*^  Decisión 
de  8  de  febrero;  p  144. 

—Guando  un  hecho  constituya  una  doble 
delincuencia  por  estar  comprendido 
en  el  libro  3.*  del  Código  penal  y 
envolver  á  la  vez  una  falla  pura- 
mcnle  militar^  conocerá  de  la  pri- 
mera el  Alcalde,  V  de  la  segunda  la 
jurisdicción  especral.  Decis.  de  24  de 
marzo  ;  p.  203 

—Los  castigos  abusivos  que  impongan  los 
maestros  de  primera  efiseñanza  á 
sus  discípulos,  estando  comprendi- 
dos en  el  libro  3.®  del  Código  penal, 
y  mereciendo  pena  de  arresto,  deben 
ser  corregidos  en  juicio,  lo  mismo 

?[ue  todas  las  faltas  que  tengan  seña- 
ada  dicha  pena.  Decis.  de  15  de 
marzo;  p.  221. 
—V.  Materia  penal. — Desacato. 
lUfCIQ  DE  TESTAMENTARÍA.— El  arll- 
'  c^lo  406  de  la  ley  de  Enjtiiciamien- 
*  **  tbíc¡yíl  dá  derecho  á  pedir  el  juicio 
'       ydhiñlarlo  entre  otros  al  heredero, 
'     '"tíwo  no  al  oue  presume  serlo.  Sen- 

tCncíá  dé  20  de  enero;  p.  79. 
''izjíí^jíqja  el  art.  410  de  la  ley  de  Enjnicia- 
ífllénto  civil,  es  Juez  competente 
*  *  I    tóklra  conocer  de  esta  clase  do  juicios 
''Sí  dí^í domicilio  del  difunlo;  ycuan- 
'*    do  ha  muerto  en  el  extranjero  ,  se 
'  presume  que  lo  es  de  derecho  el  lu- 
^¡'•'l   g'*^!'  donde  quedó  establecida  su  fa- 
'  milia;  pues  sin  una  prueba  en  con- 
trario  no  puede  atribuirse  á  la  au- 
'      sencia  del  jefe  de  la  ttjisma  otro  ca- 
rácter que  el  de  accider^tal  éitoteríao, 
'  [  ftíyralpK  efectos  de  <^te  a^iettlp.  De- 
'^■mailÍB  2  dé  ágóstó;  pv70§. 
JÜNT^t  DK  ACrRldOETüRA.-^^S.  Real 
decreto  de  6  de  febrerOjJcreando  una 
en  Manila;  p.  41. 
JUNTA  DE   CLASES    P-ASIVAS.— 188. 
Real  decreto  de  30  de  junio,  deter- 
minando la  manera  de  someter  al 
acuerdo  de  la  Jnnta  las  elasIQoacio- 
nes  de  empleados  en  Ultramar,  pá- 
gina 306. 

—200.  R.  D.  de  30  de  junio,  designando 
los  funcionarios  que  han  de  compo- 
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nerla  en  lo  sueesivo;  recorsos  de 
#  alzada  etc. ;  p.  337. 
JUNTAS  DE  SANIDAD.— Y.  Epidemias. 
Sanidad. 

JURISDICCION  DE  COMERCIO.— A  las 
operaciones  á  plazo  sobre  efectos 
públicos  no  puede  menos  de  atri- 
buírseles el  carácter  de  cperaciones 
mercantiles  como  comprendidas  en 
el  art.  359  del  Código  de  Comercio, 
Quedando  sujetas  á  las  leyes  y  juris- 
dicción de  comercio  las  controver- 
sias á  que  den  lugar  con  arredo  á 
los  aru.  2.®  y  4.499.  Sent.  de  30 
de  agosto;  pág.  744. 
— El  conocimiento  de  los  juicios  entre  co- 
merciantes y  sobre  crédito  qne  pro- 
ceda de  operaciones  mercantiles, 
corresponde  privativamente  á  los 
tribunales  de  comercio;  Decis.  de 
30  de  agosto;  p.  714. 

JURISDICCION  DE  MARINA.-  Sepan  el 
articulo  26,  tít.  44  de  las  ordenan- 
sas  de  matrículas  que  forman  parte 
de  la  ley  13,  tit.  7.%  lib.  6.®  de  la 
Novísima  Recopilación,  los  indivi- 
duos de  marina  de  Castro-Urdiales 
solo  disfrutan  de  un  fuero  especial 
en  los  asuntos  peculiares  al  ejerci- 
cio de  su  profesión,  como  son  los 
relativos  al  producto  de  su  indus- 
tria de  mar  ú  otros  actos  de  su  ofi- 
cio, ó  á  ios  fondos  de  su  gremio  ó 
cofradía,  y  no  se  extiende  por  tanto 
á  conocer  de  los  abusos  cometidos 
en  la  recaudación  de  cantidades  con 
que  individualmente  contribuyen  de 
su  peculio  particular,  y  no  de  los 
fondos  del  eremio  para  eximirse  del 
servicio  de  Ta  armada.  Decis.  de  6  de 
setiembre;  p.  745. 

JUSTICIAS.— V.  Alcaldes.  Desacatos. 

JURISPRUDENCIA  DE  LOS  TRIBUNALES. 
— No  se  considera  doctrina  admiti- 
da por  ella,  la  opinión  de  los  auto- 
res ^  y  consiguientemente  la  de  los 
prácticos  catalanes  Fontanella  y 
Caucer  sobre  heredamientos  prela- 
tivos,  para  el  efecto  de  interponer 
el  recurso  de  casación.  Sent.  de 3  de 
febrero;  p.  110. 

JUZGADOS  DE  PAZ.— Para  conocer  de  la 
acción  personal  es  competente  el 
del  lugar  en  que  debe  tener  cumplí- 
I  miento  la  obligación.  Decis.  de  14 
de  abril ;  p.  205. 

L.. 

LAGUNAS.— 88.  R.  0#  de  20  de  mano, 
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deneganda  la  admisión  de  demanda 
contenciosa  contra  dos  Reaies  órde- 
nes que  autorizaron  para  el  des- 
agüe y  saneamiento  de  terrenos  pan- 
tanosos de  aprovechamiento  común; 
%pág.  100.— V.  Aguas. 

LATINIDAD  —V.  Preceptores  de... 

LAUDEMIOS.— £1  derecho  á  percibir  el 
laudemio  en  las  ventas  de  las  fincas 
sobre  las  que  compete  á  /cualquiera 
el  dominio  directo  y  siquiera  sean 
todas  las  del  término  de  una  pobla- 
ción y  no  ha  sido  abolido  por  las  mo- 
dernas leyes  de  señoríos,  por  cuanto 
proviene  de  un  contrato  particular 
por  mas  que  haya  sido  celebrado 
entre  el  señor  y  sus  vasallos. — El 
2  por  i  00  fijado  como  cuota  del  lau- 
demio en  los  enfitéusís  de  señorío 
que  deban  subsistir,  no  se  entiende 
cuando  el  dominio  en  virtud  del 
cual  se  cobra  sea  alodial.  Sent.  de 
7  de  enero;  p.  175. 

LAZARETOS.— Y  Sanidad. 

LEGISLACION  FORAL.— Y.  Retracto. 

LEGISLACION  HIPOTECARIA.— R.  O.  de 
6  dt  enero,  sobre  si  los  Notarios  tie- 
nen derecho  á  pedir*  la  inscripción 
de  los  documentos  que  otorguen  y 
promover  expedientes  contra  la  sus- 
pensión etc;  p.  37. 
—20.  R.  O.  de  i 4  de  febrero,  'disponien- 
do lo  que  debe  hacerse  en  el  caso 
de  que  algui^  registro  carezca  de 
libros^e  la  sección  de  la  propiedad 
para  inscribir;  n.  38. 

R.  O.  de  16  de  agosto:  que  la 
•    pyesentacion  de  títulos  en  los  regis- 
tros  de  la  propiedad ,  se  haga  siem- 

Sre  con  las  formalidades  establecí- 
as, aunque  sean  referentes  á  bie- 
nes del  Estado ;  p  465. 
115.   R.  O.  de  4  de  mayo ,  resolviendo 
con  vista  de  la  ley  que  el  marido  no 
estíl  óbligado  á  hipotecar  bienes  pro- 
•       pies  ^  Ja  seguridad  do  la  dote  ines- 
timada consistenie  en  inmuebles, 
página  164. 
— 169.   R«  O.  de  7  de  junio,  sobre  ins- 
cripción del  dominio  directo,  cuan- 
do fio  lo  está  el  útil;  p.  H9. 
—310.   R.  O.  de  4  de  octubre ;  aclaración 
al  artículo  16  del  reglamenta,  sobre 
indicaciones  ei^  la  inscripción  de 
fincas:  p*  530. 
.  —338.  iR  O.  de  19  de  octubre  determi- 
nando los  requisitos  ó  documentos 
;  ^   necesarios  p$ra  la  inscripción  de 
bienes  adquiridla  ep  Catalana ,  en 


vh'tad  de  heredamiento  preventivo, 
página  595. 

— La  inscripción  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad no  es  un  modo  de  adquirir 
el  dominio,  ni  la  falla  de  inscrip- 
ción de  la  declaración  que  hace  un 
comprador  de  que  compró  para 
otra  determinada  persona  obsta  á 
esta  para  ejercitar  su  derecho  de 
dominio.  Sent.  de  9  de  abril;  pá- 
gina 281. 

—Y.  Inscripción  hipotecaria 
LEGISLACION  DE  INDIAS.— Las  leyes 
vigentes  en  Ultramar,  por  su  cali- 
dad de  especiales,  no  p^ieden  revo- 
carse sino  por  leyes  especiales,  ó 
que  se  comuniquen  de  un  modo 
especial  para  que  rijan  alli.  Consi- 

f^uieu  temen  le  rigiendo  en  Filipinas 
a  ley  8.*,  lít.  10,  lib.  X  de  la  No- 
vísima Recopilación  sobre  inquili' 
natos,  debe  estarse  á  ella  y  no  á  la 
de  9  de  abrii  de  1842.  R.  D.  Senten- 
cia de  8  de  fejDrero;  p«  181. 
LEGISLACION    DE   ULTRAMAR —394. 
Real  decreto  de  2*  de  noviembre; 
página  787. 
LEGITIMAS.— No  son  cofacionables  los 
tastos  hechos  por  los  padres  con  sus 
hijos  para  darles  estudios  y  compra 
'   de  libros  etc.,  aunque  asi  lo  dispon- 

Íra  el  padre  testador.  Sent.  de  10  de 
ebrero;  p.  124. 
—Y.  Testamentos  y  la  Sent.  de  3  de  mar- 

«0,  pág.  234. 
LETRAS  DE  CAMBIO.— Aunque  las  libra- 
das y  acepta<Jds  por  persunas  ijueTO 
son  cotiiercJanlos  y  no  proceden  de 
una  operación  uiercanlil,  nosoa  mas 
que  pagarés  ó  promesas  de  pagii, 
a  cuyo  cumplimiento  solo  se  pnedi. 
.  .  obligar  por  las  vías  d,él^rélÉ!tM^-* 
'  .  roun,  como  pór1a  for bia Jdéfl ^íofíS- 
'  '  inbiito  representan  un  créaitb  endo- 
*  *''itóil6^i  el  librador  viene  obligado  al 
pagó  á  MoÉ-ide  un  tercer  pSseedor 
^     ebailP&o  sé^o^tan  por  n(>  itaeerlat 
0tec^V&s  lá  persona  á  cuyo  carg«|  m 
'    íibrarioh.'íéfnt.  de  3  febrero;  p. 
LEVES  ROMAHltó."^Aunque  fo^ftan  es- 
j      tes  el  defe^í^  suplelorio  (9»  I»  le- 
gislación íoral  de  Cataluña,  no  son 
aplicables  á  los  asuijtos  mercantiles 
desde  la  pr""    '  -^^j-— 
comercio. 
gina  543. 
LICENCIAS  S]' 


IALES.-15?,  Real 
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bre  «bono  da  lubet  y  ma  á  los  que 
pasan  á  la  reserva;  p.  242. 


M. 

MADRE— V.  Alimmítos. 

MAESTROS  (de  insltHccioA  primaria).^ 
Negativa  para  procesar  á  unos  por 
haber  desobedecido  al  Alcalde,  fun- 
dados en  una  circular  del  Goberna- 
dor; p.  496. — V.  Primera  enseñan 
za.  Juicios  de  faltas. 

MAOISTRATÜRA— 187.  Leyd«29de 
'  junio;  declarando  vigente  una  ley  re- 
copilada para  que  los  pkitos  de  los 
Magistrados  y  allegados  no  se  sigan 
en  sus  Salas;  p.  306.— V.  Sentencias. 

MALVERSACION.— No  constituye  este  de- 
lito el  hecho  de  invertir  un  Ayunta- 
miento en  abjetos  de  interés  muni- 
cipal, el  3  por  100  de  premio  de  co- 
branza de  ía  contribución ,  Decisión 
de  17  de  junio ;  p.  608. 

MANCOMUNIDADES.-V.  Concordias. 

Obligaciones. 
MANDAS.-^St  infringe  la  ley  34,  tít.  9. o, 
Partida  6.*,  cukndo  sin  haberse  cum- 
plido una  condición  impuesta  se  es-, 
tima  subsistente  una  manda,enten- 
diéndose  que  no  se  ha  cumplido  si 
la  persona  á  quien  se  d3ja  para  el 
caso  de  morir  otra  sin  sucesión,  mue- 
re antes  que  esta,  puea  en  este  caso 
no  ha  adquiddp  ni  ba  podido  tras- 
mitir  derechos.  $ent.  de  30  de  junio 
p.igina  686,  ^^^^^  ,  ..^  * 
HfND ATO.— Para  que  seenti'eñda  que  los 
actos  del  mandatario  no'  le  ooligan 
personalmcnic  y  si  al  mandante, es 

..fr^i  líien  lanío  las  leyes  Digesto  y  Gódi- 
-iiíí;  ,      Romano  como  las  de  Partida  que 
Ib  uliil?  ^^'^^í'en  al  mándalo  expresan  los 
i..L..r.>  ;|iversos  modos  en  que  este  debeser 
p/Jv.  j^9^^y  Us  obligaciones  que  con- 
t;,^ii*W,rt  m?^nd*tano  coa  sus  actos, 
* :  I  .í  WÓpo  W  yem?wi|íia     funda  en  el 
tnanaato  ^  uidispebsable  acreditar 
la  existencia  de!  contrato  ó  que  se 
ejercieron  aquellos  actos,  lo  cual 
depende  la  apreciación  de  las  prue- 
bas. Sent.  de  27  de  junio;  p,  666. 
MANOS  MUERTAS— Por  la  ley  de  l.o  de 
mayo  de  d855,  guedaron  capacita- 
ás^  las  corporaciones  llamadas  ma- 
nos muettbs  para  adquirit  bienee 
por  legado  6  donación ,  aunque  no 


,  o,. 


para  cáMisarrárlos,  debitodose  en- 
ajenar tales  bienes  en  cuanto  se  de- 
elaren  propios  át  dichas  corpora- 
nes.  Sent.  de  30  de  abril;  p.  367.— 
Y.  Religioeas  profosas. 
MAPA  DE  ESPAÑA.-^274.  R.  D.  4Íe  21 
de  agosto^  encargando  su  formación 
al  Depósito  de  la  Guerra  bajo  la  de- 
pendencia del  Cuerpo  de  Estado  ma- 
yor; p.  46$. 
MAR.— V.  Aguas,  ley  de  3  de  agosto.  Ma- 
triculas. Navegaciot). 
MARCAS  INDUSTRIALES. -^Um  cerüfica- 
dos  de  marea  y  títnlos  de  propiedad 
de  ella,  no  pueden  impeair  el  uso 
de  otra  marea  mas  ó  menos  pareci- 
da pero  que  no  sea  idéntica.  Sen- 
tencia de  30  de  abril;  p.  368. 
MARIDO  —V.  Legislación  hipotecaria.  Bie- 
nes de  la  ^oeiedad  conyugal* 
MATERIA  ADMINISTRATIVA.— No  son 
revócables  por  la  autoridad  judi- 
cial por  la  Tía  sumarkioia  del  in- 
terdicto, sino  en  su  case  en  Jui- 
cio plenario  da  posesión  ó  de  pro- 
,  piedad,  las  previdencias  y  acuerdos 
administrativos  que  están  dentro  do 
las  atribacioi)[es  de  la  autoridad  que 
las  dieto.  Deoi&  de  23  de  enero;  pá- 
gina i88. 

—Contra  las  providencias  a«e  emanan  de 
autoridades  de  este  óroea  sino  pbran 
dentro  de  sus  atribuciones  legí- 
timas» procede,  inlerdicto.— Las  fa- 
eoUadee  de  ia  AdmioiflEacien  noal- 
canzan  al  establecimiento  de  nue- 
vas servidumbres  sobre  la  propiedad 
privada.  Deds.  de  23  de  enoro;  pá- 
gina i89. 

MATERIA  PENAL.— fiedeclaramalforma- 
da  Ja  competencia  e»  un  juicio  en- 
minaldefaltaSf  por  daños  de  ganados, 
mediante  no  estar  reservado. gu  cas- 
tigo á  los  fnncionarioede  la  Admi- 
nistración; ni  poder  oonsidberarse  es- 
ta cuestión  e*  mo  iaoideneáa/de  ven- 
ias de  bienes  naoio»ales  poc  tratar- 
se simplemente  del  castigo  de  una 
falta..Decis.  de  20  de  mateo;  p.  208. 
—Solo  á  los  tnbuAalésdto  jtfetieia'Corres- 
pende  conocer  en  ia  indagación  de 
necbos  q«e  pueden  constituir  deli- 
to^ cuando  no  existe  pendiente  cues- 
lioñ  aJiguna^adminutsativa  de  la 
cual  dependa  el  fidlo  que  ae  baya  de 
pronmoiar.  Déois.  de  7  .de  marzo; 
págJ248.  ; 
^La  averiguabien  deK¿rádo  de  evílpabili- 
'    ^íilid  de  t^e  fonofoÁerioet  eorpora- 
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en  la  declaraeion  4^  soldado  á  un 
quinto  que  es  ¡oútü,  puede  condu- 
cir á  la  ealtfleaeiaii  de  un  delito 
comprendido  en  el  Gádigo  penal  y 
de  la  competencia  «K^nsivik  de  la 
jurisdicción  ordinarlt.  Desit*  de7  de 
abril;  pá^.  2i9. 
^Cuestión  preuía,— Para  proceder  crimi- 
nal mente  contra  un  contratista  de 
obras  públicas  por  extracción  de 
piedra  de  fincas  de  propiedad  par- 
ticular sin  permiso  del  duoíio,  debe 
calificarse  previamente  por  la  Ad- 
ministración la  legitimidad  ó  abuso 
de  la  extimccion.  Decis.  de  18  de  ju- 
nio; p.  622. 
—Aunque  son  administrativas  las  cues- 
Hoae»  eirüee  ü^e  senridambres  pú- 
h\Um  f  terrenos  del  ooman^  el  co- 
nottinifento  de  lascaone  sobre  nsur- 
«aefOB  es  propio  de  los  tflbttiiales. 
beeis.  de  idde  Ibdío;  p.  672. 
MATEtlALES  PAEA  CAMINOS— Res- 
ponsabilidad por  extracción  de  pie- 
dra de  finca  particular  sin  autoriza- 
ción del  dueño.— V.Cuestion¡|previa. 
Materia  penal. 
MATRICULAS  DE  MAR.~  1 46.  R.  O.  cir- 
'  cular  sobre  número  de  marineros  y 
pajes  que  ban  de  componer  las  tri- 
pulaciones de  leslnques  mereantes; 
pág.211. 

MATRIMONIO.  ~V.  Revanio»  de  bienes 
(pactíí);  p.  363. 

MATRIMONIOS    DE    MILITARES. -27. 
H.  O.  de 3 de  febrero;  penasen  que 
inenrren  los  uili tares  que  se  casan 
sift  préYlo  real  permiso;  p.  4í 
—109."  K.  O.  de  12  de  abril,  tieclarando 
pena  de  privación 
eüiptoo  el  tnlliiar  fue  eontrae 
tnfttftmotilo  dattdestífio;  p.  149. 

R.  D.  de  13  de  agosto  estable- 
ciendo lost.  requisitos  qué  han«  de 
etlgirse  1^  ros  militares  jefes,  oficia- 
les, swgtatios,  ele  ,  para  coatraer 
jg^rinÉdBto;  p.  452. 

MAY0RA2B0S:*^Las  Reales  cédulas  de 
concesión  Je  las  mercedes  de  títulos 
del  reino  como  recompensa  y  re- 
cuerdo perpetuo  de  eminentes  ser- 
vicios á  la  patria,  constituyen  por 
sí  solas  los  dos  primeros  medios  de- 
signados por  la  loy  1.a  lít.  17,  lib  10 
de  la  Novísima  Recopilación  (41  de 
Toro)  como  prueba  de  todo  mayo- 
raegOy  que  son  la  escritura  dB  insta- 


n^WñMMf  ti iMUfiiet  tos  Meae* 

eon  que  han  solida  dotarse  por  la 
Real  muniñcencia  tales  itierce4eft 
Sent.  de  9  de  febrero;  p.  122.  ' 

—Cuando  se  pretende  tener  mejor  dore- 
cbo  á  Buoeder  en  ellos  que  lape rso- 
iMique  los  posee,  no  oasta  exami- 
nar si  en  esta  concurren  los  requisi- 
tos de  fundador,  sino  también  si 
concurren  en  quien  demandav Sen- 
tencia de  22  de  febrero;  p.  IB0. 
—V.  Alimentos.  Vinculaciones. 

MEDICAMENTOS  EXTRANJEROS.- 105. 
R.  O.  de  Í7  de  febrero  15  abril, 
adicionando  el  catálogo  de  la  Real 
órden  de  1 1  de  abril  de  1864,  sobre 
requisium  pwa  fdintridtt^iií  pá- 
gina 148.  . 

MEDICOS  tClRÜlA*Oft-^29f.  R.O.da 
28  dé  agoslo'décfoitndo  que  están 
obliiidM'  ft  «Éministrar  de.  oficio 
déHeé  m^É\  p.  504.  y.  Contm- 
109,  Estadística,  Academias,  Instruc- 
ción pública. 
—Dtreetores  de  Zafíos.— 114.  Real  ór- 
den de  1.°  de  mayo,  declarando 
incompatible  este  cargo  con  otros 
públicos  retribuidos:  varantes:  op- 
ción entre  uno  y  otro  cargo;  p.  163. 
—V.  Sanidad. 

MEJORAS  EN  LA  COSA  POSEIDA.— Con 
arreglo  á  la  ley  44,  tít.  28,  partida 
3  ^,  el  tenedor  de  una  cosa  qne  íiaya 
becho  en  ella  impensas  útiles,  no 
puede  ser  privado  de  su  tenencia 
mientras  no  le  sean  abonadas;  y  se 
infringe  dicba  ley  si  se  manda  entre- 
gar la  cosa  litigiosa  sin  resolver  so-* 
bre  las  mejoras.  Sent.  de  l4de  se- 
tiembre; p.  709. 

MENOft^S.» V.  Bienes  de.....  ObUgaeicms 
Restitucipn  Iq  integrpm.  ^ 

MERCANCIAS    EC^TRÁNlERAj^.^- Mi* 
,  mü^áñ    de  setieáibre,  t»iñttiiliio&- 
m  h  iffipok'tacion  de  lós  inff¡em  ti- 
tulados «Serpientes  de  Faraoíi,»  co- 
mo peligrosos;  p.  510. 

MERCEDES  ENRlQüEÑAS.—V^^  PfTg*  de 
justicia.  /.IV  i^i. 

MILITARES.-V.  Ejércif-  * 

MINAS.  (Impuesto  de]- 
Cion;  p.  399.  f 
—29.  R.  O.  de  17  de  febrero,  aclarando^ 
el  art  05  de  la  ley  sobre  impuestos 
á  los  productos  minerales:  exención 
de  dere<'hos  en  su  trasporte  por  ca- 
botaje; dereet^Q^,dé|íajró^j|ond«a- 


Digitized  by  Google 


809  llEPfiUTOKlO 

no  admisible  una  demanda  por  no 
hallarse  en  los  casos  de  la  ley;  pá- 
gina. 163.  , 
MINAS.— 4.63,  R.  O.  de  17  mayo  de  1866, 
denegando  la  yia  contencioso-iadmi- 
nistrativa  por  interponerse  fuera  de 
los  3U  dias  que  concede  el  art.  91  de 

Ja  ley  ;  p.  289. 

— Procede  la  nulidad  de  ios  expedientes  de 
registro  por  faít^  de  habilitación  de 
labor  legal  con  arreglo  Á  disposicio- 
nes expresas  de  la  ley  y  reglamento. 
R.  D.-S.  de  10  de  febrero;  p.  194. 
—Las  disposicionea  de^laley  de  minas  re- 
lativas á  servidumbres  en  terrenos 
de  particulares  para  la  industria  mi- 
nera no  están  en  oposición;  antes 
deben  armonizarse  en  determinados 
casos  con  las  de  la  ley  áp  expropia- 
ción foraosa  y  especial  míente  con  el 
art.  I.""  de  la  de  17  de  julio  de  1836. 
Decís,  de  24  de  abril;  p.  222. 
—Obligados  los  mineros  á  indemnizar  da- 
ños y  menosctíhos  que  de  cualquiera 
modo  resulten  á  intereses  ajenos, 
proviniendo  de  act06  voluntarios,  no 
vale  la  excepción  de  que  no  existe 
dolo  ni  culpa  y  si  caso  fortuito^  por- 
que, aunque  el  hombre  puede  haeer 
en  lo  suyo  lo  que  quisiere  débelo  fa- 
cer de  manera  que  non  faga  daiía  pin 
tuerto  á  otro.  R.  D.-S.  de  9  dc^&^ríl> 
.   pág.  279. 
—    jiropledad  sei  ball|Ufl^  ^§9  9^^^ 
;  jeta  á  tafi  proscHfici^iie^'dé  ta  legiá- 
'     lacíon  respecto  a  incurrir  en  cadu- 
l,  .*    cidad,  si  dejan  de  cumplirse  los  re- 
'V     quisitüs  legales.  R.  D.-S.  de  13  de 

abril;  p.  2ti7. 
—Para  dispensar  el  Gobierno  de  los  efec- 
tos que  produzca*  la  cancelación  de 
los  expedienU's  do  minas,  debe  oírse 
á  la  sc'ccioii  dtí  Gnbciii ación  y  l'<i— 
mentó  del  Consejo  de  Estado,  siendo 
su  omisión  qn  vicít  sustancial.  Real 
T).-S..de  13  de  abril;  p.  303. 
-^CStráádcí'  tAi  terreno  franco  enitá  minas 
.      m  tiene  la^  condicionen  j  dití^aiiaípu 
'  -  mrf  VñarcJl  la  léy'  debe  cpnsidehtrse 
aemosía,  y  na  ¿nede'  temarse  con 
él  una  pertenenisiífi^  Keal 
D.-S.  de  13  de  abffl;  384. 
•j— No  puede  concederse  como  demasia  el 
terreno  comprendido  entre  varias  mi- 
nas cuando  es  suficientemente  exten- 
"  '  \   80  para  formar  una  perteneácla  com- 
.    pleta,  y  viceversa»  no  puede  conce- 
"    derse  como  pertenencia  compi-jia  y 
si  como  demasía  el  terreno  cerrado 
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entre  minas  cuando  no  tienen  la  ex"" 
tensión  que  marea  laley.R.  D..S.  de 
18  de  abril;  p.  486.  : 

^«£n  ios  registros  pór  denuncio  es  innece- 
cei^ria,  según  ia  legislación  vigente, 
la  ejecución  de  la  labor  ,  legal  y  la 
Qomprobation  de  ia  existencia  de 
mineral,  porque  todo  ello  debe  su- 
ponerse acreditado  para  la  concesión 
de  la  mina  antigua.»  Sent;  de  20  de 
abril;  p.  510. 

— En  el  término  de  30  dias  que  señala  el 
art.  68  de  la  ley  de  6  de  julio  de 
1849,  para  la  via  contenciosa  con- 
tra las  providencias  de  V^aducidad, 
se  computan  todos  inclusos  los  fe- 
riados; pues  el  art.  269  del  regla- 
mento de  Jo  contencioso,  sok)  es 
aplicable  á  los  términos  que  el  mis- 
mo señala  en  sus  disposiciones.  Real 
D.-S.  de  21  de  mayo;  p.  592. 

— No  procede  la  via  contencioso-admi- 
nistrativa  contra  las  disposiciones 
.  de  mero  trámi^»  ¡yunque  con  ellas 
se  perjudique  el  derecho  que  crea 
tener  un  tercero.  Término  para  pro- 
poner la  demanda.  R.  O.  de  30  de 
junio;  p.  656. 

^Procede  la  declaración  de  cadoeidad 
según  el  art.  24 ,  caso  3.<^  de  la  ley 
de  11  de  abril  de  1849,  cuando  no 
tni;  ^Ji^^e  poblada  por  espacio  de  cua- 
tro mesfes  continuos  ú  ocho  inier- 
rumpidoa  durante  umiaño;  i:ffp%» 
riéndose  conforme  al  arU  ,22  para 
considerarse  poblada  que  eoneurraii 
á  sus  lübores  constantes  ó  interrum- 
pidas cuatro  trabajadores  al  menos. 
H.  D.-^S.  de  2i  de  junio;  p.  718. 
MINISTERIO  FISCAL  — 15.    U.  O.  de  -21 
2Ü  de  enero,  disponiendo  que  en  los 
íisiintos  del  servicio  se  entiendan 
f'i  iM  l  )s  li.^cak'S  las  autoridades  g u- 
Leinalivas...  .;  p.  17.— V.  Hacienda 
^  pública. 
MiSiSTÉRIO  DE  ESTADO.— Sus  obliga- 
ciones ó  gastos;  p.  402. 
IflNlSTERlO  DE  FOMENTO.— ^09  Real 
decreto  de  18  de  julio,  reformaado 
la  planta  del  Ministerio  de  Fomen- 
to; p.  343.  , 

—Sus  obligaciones. ó  gastos;  p.  407. 
MINISTERIO  PE  LA  (JOBERNACION.— 
"219.   R.  D.  de  2i3  de  julio,  refor- 
mando la  planta  de  su  Secretaria; 
p.  360. 

—Sus  obligaciones  ó  gastos;  p.  406. 
MINÍSTERIO  DEGRACIAÍ  JüSTiqíA.— 
R.  D.  de  3  df  agosto  dando 
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nueva  organiíacion  á  la  Secretaría 
Supresión  de  la  Dirección  del  Regis- 
tro de  la  Propiedad  y  de  las  Seccio- 
nes de  Estadística  judicial  y  Colec- 
ción legislativa:  Archivo  del  Mi- 
nislerió  etc.;  p.  389?' 
—Sus  obligaciones  ó  gastos;  p.  402. 

MINISTERIO  DE  LA  GÜERRA.-Sus  obli- 
gaciones ^  gastos;  p.  403. 

MINISTERIO  DE  HACIENDA.— Sus  obli- 
gaciones ó  gastos;  servicio  general: 
gastos  de  hs  contribuciones  y  ren- 
tas públicas,  y  minoración  de  in- 
gresos; p.  409 

MINISTERIO  DE  MARINA.— Sus  obliga- 
ciones ó  gastos;  p.  40  5. 

MINISTERIO  DE  CLTR AM A R.-234. 
R.  D.  de  1°  de  agosto  dando  nueva 
organización  á  la  Secretaría  de  este 
Ministerio;  p.  386. 

BHNISTROS  DE  LA  CORONA.— Real 
decreto  de  "28  de  mayo:  dimisión  del 
de  Hacienda;  p.  2*10. 
—197.   Rs  Ds.  del  10  de  julio;  p.  309. 

MONTE-PIO  DE  MAGISTRADOS.— Pen- 
sión de  las  viudas.  R.  D.-S.  de  18 
de  abril  de  1866;  p.  486.— V.  Cla- 
ses pasivas.  Pensiones.  Presupues- 
tos  etc. 

MONTES  —356.  R.  O.  de  5  de  noviembre, 
creando  una  comisión  encargada  de 
recoger  datos  para  una  Flora  fores- 
tal espahola;  p  643. 
— 36Í.  R.  D.  de  14  de  noviembre,  sobre 
el  nombramiento  de  peritos  agróiio- 
moa  V^í?uardas  mayores  de  montes; 
47. 

'irnos.  Guardas.  Guarderia  rural. 
MCJfÜMENTOS  ART1ST1COS.-371.  Real 
órden  de  10  de  abril,  disponiendo 
que  por  el  clero  no  se  disponga  de  los 
objetos  arlísticos  ó  arqueológicos 

?ue  existan  ó  sean  descubiertos  en 
)s  iglesias,  etc.;  p.  651. 
MUJER  CASADA.— Aunque  la  correspon- 
den scffun  la  ley  el  señorío  y  admi- 
nislracion  de  los  bienes  parafema^ 
les^  esta  facultad  es  sin  perjuicio  de 
la  prohibición  de  celefarar.contrato 
alguno  ni  separarse  de  los  contrai* 
dos  sin  licencia  de  su  marido,  ó  del 
Juez  llamado  á  suplirla  en  su  caso. 
Sent.  de  12  de  mayo;  p.  480.— Véase 
Contratos.  Obligaciones.  Bienes  de.. 

 Legislación  hipotecaria. 

MUTUO.— V.  PrésUmo. 

NAVEGACION.— 149.    R.  O.  de  t8  de 
Tomo  X  dbl  Dice. 


801 

mayo,  sobre  reglamento  para  la  na- 
vegación y  trasportes  de  trabajado- 
res asiáticos  á  las  Antillas;  p.  i26. 
NEGATIVA  DE  CERTlFreAClON.— Se 
concede^utorizacion  para  procesar 
á  un  Secretorio  por  atribuirle  ha- 
berla denegado.  Decis.  de  21  de  ma- 
yo; p.  493. 
— Secretarios  de  Ayuntamiento, — No  es 
necesaria  autorización  para  proce- 
sarles apareciendo  cierta  la  negativa; 
j)  g.  655. 

NOTARIADO.— 25.  R.  O,  de  21  do  febre- 
ro, pidiendo  datos  sobre  archivos  ó 
depósitos  de  escrituras  públicas  que 
existan  en  poder  de  particulares,  y 
sobre.su  entrega  al  Gobierno;  p.  40. 

—408.  R.  D.  de  28  de  diciembre,  fijando 
y  creando  el  número  de  Notarías  de 
cada  distrito,  con  arreglo  á  la  ley  de 
28  de  mayo  de  1862. — Ejercicio  de 
las  Notarías:  vacantes:  sustitucio- 
nes: Notarios  de  reinos:  derechos 
de  los  dueños  de  ofícios  enajena- 
dos, etc.,  etc.;  p.  730. 

— Estado  demostrativo  de  las  Notarías  es- 
tablecidas en  cada  partido  judicial, 
con  la  designación  de  los  puntos  de 
residencia  y  sustitutos  de  los  Nota- 
rios, que  forma  parte  del  R.  D.  an- 
terior; p.  737. 

—V.  Escribanos.  Legislación  hipotecaria. 
Testamentos. 
NULIDAD.— V.  Recurso  de... 

O. 

OBEDIENCIA  DEBIDA.— V.  Abusos. 

OBLIGACION  NULA.— Cuando  las  acciones 
se  fundan  en  la  nulidad  de  un  acto 
ü  obligación,  lo  primero  que  dehe 
solicitarse  es  la  declaración  de  nuli- 
dad, y  como  consecuencia  la  de  los 
demás  derechos  á  que  dé  origen. 
Sent.  de  6  de  abril;  p.  270. 

OBLIGACIONES.— La  ley  1.»,  tit.  l.S  li- 
bro 10  de  la  Nov.  Recop.,  solo  pue- 
de invocarle  oportunamente  tratán- 
dose de  demostrar  la  existencia  de 
una  obligación.  Los  contratos  deben 
entenderse  llanamente  y  como  sue- 
nan, según  sus  palabras.  Sent.  de  15 
de  enero;  p.  44. 
—La  ley  í.\  til.  l.^  lib.  10 de  la  Novísi- 
ma  Recopilación,  tiene  por  único 
objeto  la  validéz  de  las  obligacio- 
nes y  no  su  extensión  é  interpreta- 
ción.— Los  derechos  que  producen^ 
no  pueden  ser  destruidos  por  pactog 
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posteriores  (jue  uno  de  los  contra* 
yentes  consigna  en  escritura  con 
otro  tercero  sobre  la  cosa  objeto  de 
la  obligación.  Sent.  de  i9  de  enero; 
pág.  74. 

OBLIGACIONES.— El  principio  consignado 
en  la  ley  i.\tit.  4.<>,  lib.  10  de  la 
Nov.  Recop.ySe  halla  siempre  sujeto 
á  la  prueba  de  la  existencia  de  la 
obligación  y  de  la  persona  á  quien 
afecta.  Sent.  de  13  de  abril;  p.  311. 
— Guando  la  cuestión  litigiosa  versa  no 
sobre  el  cumplimiento  sino  sobre  la 
inteligencia  dé  una  obligación,  no 
puede  citarse  como  infringida  la  ley 
4.*,  tít.  1.0,  lib.  40  de  la  Novísima 
Recopilación.  Sent.  de  5  de  mayo; 
pág.  464. 

—La  doctrina  de  la  ley  40,  tít.  4. o,  li- 
bro 10  de  la  Nov.  Recop.  de  que 
cuando  dos  se  obligan  simplemente 
por  contrato,  se  entienda  serlo  cada 
uno  por  mitad  no  es  aplicable  á  las 
donaciones  que  hacen  los  cónyuges 
por  causa  de  matrimonio,  pues  cada 
cónyuge  debe  suponerse  que  se  des- 
prende solo  de  la  parte  pr^orcional 
á  su  patrimonio,  Sent.  de  8  de  ju- 
nio; p.  568. 

—La  ley  1.^,  tít.  4.^  lib.  40  de  la  Noví- 
sima Recopilación ,  tiene  por  único 
objeto  la  constitución  de  las  obliga- 
ciones con  relación  á  su  forma  y  no 
se  opone  á  la  rescisión  de  ellas,  an- 
tes bien  \  rocede  esta  con  arreglo  á 
la  del  mismo  título,  ó  al  menos 
la  reparación  del  perjuicio  sufrido. 
Sent.  de  28  de  junio;  p.  679.— Véa- 
89  Transacción. 

—Cuando  la  cuestión  de  un  pleito  se  con- 
creta á  si  una  parte  ha  cumplido  ó 
no  con  la  obligación  que  se  impuso, 
sin  negarla,  y  apreciando  la  prueba 
practicada,  se  condena  por  la  senten- 
cia á  la  indemnización  de  perjuicios, 
no  se  infringe  la  ley  4.',  tit.  4.<>,  li- 
bro 40  de  la  Nov.  Recop.,  ni  otras 
que  se  citan.— No  pueden  tomarse 
en  cuenta  para  un  recurso  de  casa- 
don  los  puntos  que  no  han  sido  opor- 
tunamente debatidos.  Sent.  de  24  de 
setiembrej  p.  712. 

— No  es  lo  mismo  ni  pueden  producir 
iguales  efectos  legales,  un  proyecto 
de  contrato  que  se  ha  de  perfeccio- 
nar por  la  escritura  pública,  que  un 
contrato  perfecto  que  se  ha  ae  es- 
erj  turar.  Apreciación  de  pruebas. 
Sent.  de  9  de  marzo;  p.  470. 
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—  No  cabe  recurso  de  casación  contra 

una  sentencia  que  declara  exento 
al  demandado  do  toda  obligación 
que  no  sea  la  que  se  impuso  en  el 
contrato.  Sent.  de  20  de  abril;  pá- 
gina 318. 

—  Las  obligaciones  válidamente  consti- 

tuidas, deben  cumplirse  por  aquel 
ó  aquellos  que  en  ellas  se  obligaron. 
Sent.  de  2(1  de  abril;  p.  346. 

—(Le^ts/actonybra/),— La  ley  del  Di- 
gesto De  condtttone  sine  causa,  no 
se  opone  á  la  validez  de  los  compro- 
misos cuya  causa  de  obligar  es  ma- 
nifiesta en  ellos.  Sent.  de  45  de  fe- 
brero; p.  432. 

— {De  menores  de  edad). — Aunque  según 
la  ley'  47,  tít.  46,  Partida  6.',  el 
menor  no  puede  hacer  contrato  en 
que  obligue  alguna  cosa  de  sus  bie- 
nes)  sin  otorgamiento  de  su  guarda- 
dor, bajo  pena  de  nulidad  si  lo  hi- 
ciere en  dañó  suyo,  esta  ley  no  es 
aplicable  cuando  el  menor  se  obliga 
como  apoderado  de  otro.  Sent.  de 
47  de  marzo;  p.  237. 

-[de  mujeres  casadas,)  La  ley  64  de  To- 
ro que  prohibe  que  la  mujer  casada 
se  obligue  como  fiadora  del  marido, 
no  invalida  las  obligaciones  que  ella, 
prévia  licencia  de  aquel,  contrae  por 
sí  sobre  sus  bienes  y  en  provecho 
propio.  Inteligencia  de  la  citada  ley 
y  de  las  55,  56  y  59  del  mismo  Có- 
digo. Sentencia  de  46  de  febrero; 
pág.  4S6. 

—(de  mujeres  casadas).  La  fian^  de  la 
mujer  casada  por  las  obligaciones 
que  contrae  su  marido,  supuesta  su 
validez  en  cas<)s  determinados,  nun- 
ca puede  extenderse,  aunque  no  se 
cancele,  á  un  plazo  mayor  que  el  ex- 
presado en  la  escritura.  Sent.  de  S3 
de  febrero;  p.  439.— V.  Donación. 

'^(hipotecarias).  La  responsabilidad  civil 
que  nace  de  un  delito  no  impide  los 
efectos  de  la  obligación  hipotecaria, 
contraída  posteriormente  por  el  de- 
lincuente, si  ignorado  el  delito,  sa 
denuncia  es  posterior  á  la  obligación 
contraída  con  personas  que  procedan 
de  buena  fé.  Sent.  de  4  de  mayo; 
pág.  583. 

— V.  Contratos.  Donaciones  etc. 
OBLIGACIONES  GENER.\LES  DEL  ES- 
TADO: gastos  de  la  Casa  Real,  de  los 
Cuerpos  colegisladores,  de  la  Deuda 
pública,  de  las  Cargas  de  Juatioia,  de 
las  Clases  pasivas;  p.  S99. 
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lot  departamento  ministeriales) ;  pá- 
gina 40  i. 

OBRAS  PiAS.-^LtsfundaeioDes  meramen- 
te benéficas  ó  piadosa»,  cuyos  bie- 
nes no  están  destinados  á  determina- 
das familias  ^  personas,  no  están 
comprendidas  en  la  ley  de  44  de  oc- 
tubre de  13)0.  Sent.  efe  7  de  mayo; 
•  pag.  473. 
—Son  validas  las  ventas  de  bienes  de  obras 
pías,  patronatos»  etc.,  bechas  con 
arrefflo  á  la  ley  ít,  til.  5.®,  libro 
1.^  ae  la  Novísima  Recopilación ,  ó 
sea  R.  D.  de  i9  de  setiembre  de 
4798.  Sent.  de  t  de  junio;  p.  556. 
— V.  Fundaciones  benéficas.  Vincu- 
laciones 

OBRAS  BN  LOS  RIOS.— U  concesión  en- 
fitéutica  hecha  por  el  Real  Patrimo- 
nio en  t8t5  para  hacer  un  molino 
utilisando  aguas  de  un  rio,  no  exime 
al  con  cesionario  de  sujetarse  en  la 
ejecución  de  la  obra  a  las  disposicio- 
nes y  trámites  que  en  interés  públi- 
co se  hallen  establecidos  al  tiempo 
de  hacerla.  R.  D.-S.  de  45  de  ma- 
yo; pág. 

—De  defensa  contra  las  aguas  públicas. — 

V.  Aguas;  p.  427. 
OBRAS  POBLICAS.— 83.   R.  O.  de  9-*0 
de  marsoy  encargando  que  no  se  1  le- 
tón á  ^ábo  variaciones  ni  aumentos 
de  obra  sin  autorización;  p.  87. 

—458.  R.  O.  de  20  de  mayo,  dictando 
reglas  para  evitar  retrasos  en  las  li- 
quidaciones de  obras  ejecutadas  en 
las  carreteras  al  terminar  las  cons- 
trucciones por  contrata;  p.  244. — 
V.  Inspectores^  Expropiación. 

—67.   (Eñ  Cuba).  R.  D.  de  27  de  marzo; 

OBSERV^/ciONES  METEOROLOGICAS— 
34.  R.  O.  de  27  de  fébrero,  or§[a- 
nuando  las  de  las  estaciones  provin- 
ciales; p.  50. 

OPINION  DE  AUTOR.— V.  Jurispruden- 
ekt.  Procedimiento  civil.  Yindas.  Re- 
curso de  casación. 

ORDEN  DEL  MERITO  NAVAL.- )43.  Real 
decreto  de  3  de  agosto;  p.  396. 

OflDEN  PUBLICO.— 130.  R.  O.  circular  á 
los  Gobernadores  de  provincia  co- 
municándoles instrucciones  sobre  el 
^  pensamiento  que  guia  al  Gobierno 
en  lo  relativo  á  la  conservación  del 
órden  público  y  de  las  mas  altas  ins- 
tituciones hipáis;  p.  379. 

ORDENANZAS  DEL  EJERCITO.— 282. 
R.  0«  d«  44  de  agosto,  mandando 
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cumplir  el  art*  It^tót.  4.*,  tratado 
3.^  sobre  honores;  p.  497. 

—283.  R.  O.  de  46  de  agosto  mandando 
que  los  capitanes  no  deleguen  en  los 
sargentos,  en  lo  que  concierne  á  la 
administración  económica  de  las  com- 
pañías; n.  497. 

—284.  R.  Q«  de  44  de  asosto,  sobre 
guardias  de  honor;  p.  4974 

—  285.  R.  O.  de  7  de  agosto,  sobre  el 
modo  en  que  ha  de  pasarse  la  re- 
vista administrativa  y  formarse  las 
nóminas  en  el  Ministerio  de  la  Guer- 
ra. Direcciones  generales,  etc.;  pá- 
gina 497.— V.  Ejército. 

P. 

PACTOS  (comisorio  y  de  raíro).— Para  que 
se  consideren  infringidas  las  le^^es 
que  reglan  cada  contrato,  es  preciso 
que  los  términos  de  este  le  constitu- 
yan de  la  naturaleza  á  que  se  refie- 
ren agüellas.  No  medió  en  el  caso  en 
cuestión  parto  comisorio  y  sí  pacto 
de  tetro;  y  aun  habiendo  sido  el  pri- 
mero no  habría  lugar  al  recurso, 
por  no  haberse  excepcionado  en 
tiempo;  Sent.  de  3  de  marzo;  p«  454. 
—V.  Reti*ovenU. 
->^{dereversion)é  V.  Reversión. 

PADRE.  -V.  Patria  potesUd. 

PAPEL  SELLADO.— 96»  Circular  de  44 
de  abril,  declarando  que  hasta  los 
tenderos  de  poca  importancia  están 
obligados  á  usar  papel  sellado  en 
sus  libros;  p.  446. 
—364.  R.  O.  de  46  de  febrero  resolVien^ 
do  quQ  únicamente  debe  entregarse 
gratis  el  papel  de  oficio  para  sus  ac- 
tuaciones judiciales,  á  los  Juzgados, 
tribunales  y  demás  funcionarios  del 

I         órden  judicial;  p.  b47. 

'PARAFERNALES.— V.  Bienes. 

i  PARTIDAS  DE  BAUTISMO.— V.  Pruebas. 

PASTOS.— V.  Concordias.  Servidumbrosc 

PATENTES  SUCIAS.— V.  Sanidad. 

PATERNIDAD.— Al  reconocimiento  y  de- 
claración de  hijo  natural  lo  mismb 
se  puede  obligar  con  arreglo  á  dere- 
cho, que  exista  el  hijo  ó  que  haya 
muerto.  Sene,  de  12  de  marzo;  pági- 
na 472.* 

PATRIA  POTESTAD.— El  padre  como  ad- 
ministrador legal  de  la  persona  y 
bienes  del  hijo  que  está  bajo  su  po- 
testad tiene  el  derecho  y  facultad  de 
representarle  y  el  de  reclamar  y  per- 
cibir cuanto  se  le  adeude,  siendo  le- 
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ffitímos  los  Pagos  asi  hechos,  y  uula 
la  sentencia  qUe  lo  desconozca.  Sen- 
tencia de  l.e  de  marzo;  p.  i50. 

— No  la  ejerce  el  padre  sobre  sus  hijos 
naturcUes^  á  no  legitimarlos  por  sub- 
siguiente matrimonio;  y  aunque  sea 
condenado  aquel  á  dar  alimentos,  la 
madre  es  la  que  tiene  el  derecho  in- 
disputable de  cuidar  de  su  crianza  y 
educación,  siendo  contraria  á  la  ley 
la  sentencia  que  se  le  arrebata  para 
dársele  al  padre  natural.— Aboga- 
dos. Sent.  de  26  de  abril;  p.  564. 

— ^El  empleo  ó  cargo  público  que  confiere 
jurisdicción  y  atribuciones  que  im- 

Eonen  al  que  lo  ejerce  la  responsa- 
ilidad  personal  de  sus  actos  le  exi- 
me de  la  patria  potestad.  Sent.  de 
44  de  mayo;  p.  479. 
PENALIDAD.  — Procede  la  casación  fie  una 
senfencia  dictada  en  causa  de  con- 
trabando y  defraudación,  en  la  que 
prescindiéndose  de  las  circunstan- 
cias atenuantes,  se  impone  igual  pe- 
na álos  co-reos  menores  de  48  años 
que  á  los  mayores  de  edad.  Sent.  de 
7  de  mayo;  p.  44B. 
PENAS.— í 08.   Ley  de  48  de  julio,  dispo- 
niendo dónde  ó  cómo  han  de  sufrir- 
se las  penas  de  cadena  y  reclusión 
temporales,  presidio  y  vigilancia  de 
la  autoridad;  p.  342. 
PENSIONES  — Las  mejoras  de  pensión  en 
virtud  de  la  ley  de  presupuestos  de 
4864,  no  tienen  lugar  con  respecto 
á  los  haberes  atrasados.  R.  D.-S.  de 
6  de  febrero;  p.  481. 
-^Remuneratorias). -^olo  las  de  Monte- 
Pió  y  no  las  remuneratorias,  están 
exceptuadas  del  descuento  que  fijó 
la  R.  O.  de  26  de  junio  de  4835. 
R.  D.-S.  de  46  de  mayo;  p.  592. 
-V.  Clases  pasivas.  Presupuestos,  etc. 
PERITOS.— V.  Escuelas  de  agricultura. 
Montes. 

PERJUICIOS. — V.  Contratos  para  obras  pú- 
blicas; p.  573. 

PERSONALIDAD  EN  JUICIO.— No  debe 
confundirse  la  falta  de  acción  con 
la  fiílta  de  personalidad;  y  en  todo 
caso  para  que  proceda  el  recurso  de 
casación  por  esta  causa,  debe  prepa- 
rarse con  arreglo  á  la  ley.  Sent.  de 
tO  de  enero;  p.  77. 

—Se  subsana  la  falta  de  esU  en  el  ac- 
tor, cuando  habiendo  demandado  en 
nombre  propio  alega  después  que  lo 
hace  en  nombre  de  otroi  cuyo  poder 
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presenta  antes  de  la  sentencia.  Sen- 
tencia de  8  de  febrero;  p.  42i. 
— La  falta  de  personalidad  y  la  falta  de 
acción  en  el  demandante,  son  dos 
cosas  absolutamente  distintas  según 
derecho,  constituyendo  la  primera 
una  excepción  dilatoria,  y  la  segun- 
da perentoria.  Sent.  de  7  de  mayo; 
pág.  476. 

— No  la  tiene  sino  el  Alcalde  para  litigar 
en  nombre  del  común.  R.  D.-S.  de 
2  de  mayo;  p.  575. 
— V.  Recurso  de  casación. 

PERSONERO.— Sobre  la  obligación  que 
tiene  de  dar  cuenta  de  sus  gestio- 
nes. Sent  de  9  de  febrero;  p.  4S^. 

PESAS  Y  MEDIDAS.— 71.  R.  O.,  de  4  de 
abril  ,  sobre  construcción  de  medi- 
das lineales;  p.  82. 

PESCA.— V.  Aguas;  ley  de  3  de  agosto. 

PETITORIO.-Y.  Farmacia. 

PLAYAS.— V.  Aguas;  ley  de  3  de  agosto. 

POBLACION  RURAL.— V.  Caserías. 

POBREZA  PARA  LITIGAR.— La  sentencia 
que  otorga  á  una  de  las  partes  el  be- 
neficio de  litigar  como  pobre,  no  es 
definitiva  para  los  efectos  del  recur- 
so de  casación.  Sent.  de  48  de  ene- 
ro; p.  46. 

— ^La  Sala  que*  apreciando  las  pruebas  de 
testigos  deniega  el  beneficio  de  liti- 
gar por  pobre ,  no  infringe  los  ar- 
tículos 182 ~y  i83  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  Sent.  de  20  de 
enero;  p.  77. 

—Está  bien  aene^ado  el  beneficio  de  po- 
breza para  litigar  al  que  paga  mas  de 
200  rs.  de  contribución  industrial.  ' 
Seiit.  de  31  de  enero;  p.  i08. 

— La  declaración  de  pobrera  no  procede 
con  suíecion  estricta  al  art.  482  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  sino 
en  combinación  con  lo  que  dispone 
el  i84.  El  art.  4^4  solo  es  aplicable 
á  cuando  se  intenta  gozar  del  bene- 
ficio en  segunda  instancia.  Sent.  de 
40  de  marzo;  p.  470.— Id.  de  28  de 
mayo;  pág.  556. 

— La  apreciación  del  tribunal  acerca  de 
los  recursos  que  disfruta  el  que  pre- 
tende se  le  declare  pobre  para  líti- 
ffar,  es  la  que  determina  los  efectos 
del  art.  iS%  combinado  con  el  484 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  QÍvH. 
Sents.  dej23  y  24  de  marzo;  p.  2^2. 

—No  pueden  cozar  de  este  beneficio  con 
arregl(S  al  art.  482  de  la.  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  los  que  viven  de  * 
rentas  6  oultivo  de  tierras  ó  oria  de 
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SOS  ganados,  cayos  productos  se  gra- 
dúen en  una  suma  mavor  ó  equiva- 
lente al  ¡ornal  de  dos  braceros  en  la 
localidad  respectiva  y  ni  á  los  que  vi- 
van del  ejercicio  de  cualquiera  in- 
dustria por  la  cual  paguen  una  con- 
tribución de  mas  de  80  rs.  en  los 
pueblos  que  no  son  cabezas  de  parti- 
do. Sent.  de  S6  de  marzo;  p.  267. 

POBREZA  PARA  LITIGAR.— La  sentencia 
que  niesa  á  los  Síndicos  de  un  con- 
curso el  beneficio  de  defenderse  co- 
mo pobres,  no  es  definitiva  para  el 
efecto  de  interponer  el  recurso  de 
casación.  Sent.  de  il  de  junio;  pá- 
gina 519.  • 

—Según  el  art.  49i  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil ,  el  litigante  que  no  sea 
defendido  como  pobre  en  la  primera 
instancia,  debe  justificar,  si  pretende 
gozar  de  este  beneficio  en  la  segun- 
da ,  que  con  posterioridad  ha  venido 
al  estado  de  pobreza.  Sent.  de  30  de 
mayo;  p.  656. 

— Si  bien  es  un  principio  que  ba  admitido 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  su 
art.  179  que  á  los  pobres  debe  admi- 
nistrárseles la  justicia  gratuitamente, 
esto  se  entiende  respecto  á  los  que, 
con  arréelo  á  las  prescripciones  del 
tit.  5.Mela  expresada  ley  hayan  sido 
declarados  tales  para  litigar  pol*  los  tri- 
bunales. Sent.  ae  2  de  junio;  p.  559. 

— No  procede  el  recurso  de  casación  con- 
tra sentencia  que  otorga  el  beneficio 
de  pobreza,  porque  no  pone  término 
al  juicio  prmcipal,  ni  imposibilita 
su  continuación,  pudiendo  el  coliti- 
gante obtener  otra  declaración,  si  el 
mandado  ayudar  como  pobre  vinie- 
re á  mejor  fortuna.  Sent.  de  47  de 
setiembre;  p.  710. 

—No  puede  resolverse  una  cuestión  juris- 
diccional sobre  justificación  de  po- 
breza para  litigar,  intentada  antes 
que  se  deduzca  en  juicio  la  demanda 
principal,  cuando  no  se  expresa  con 
claridad  la  acción  que  se  desea  pro- 
poner. Decis.  de  H  de  setiembre;  pá- 
gina 747.  , 

—  V.  Recurso  de  casación.  Bienes  de  la  so- 
ciedad conyugal. 
POLICIA  URBANA.— R.  O.  de  16  de  enero, 
declarando  que  las  providencias  de 
los  Gobernadores  que  reconozcan 
derechos,  solo  son  revocables  por  la 
via  contenciosa.  Alineaciones  etc.; 
pág.  8. 

—137.  R.  O.  de  17  de  mayo,  sobre  que 


los  dueños  de  huertas  y  fincas  rústi- 
cas enclavadas  en  la^  calles  de  las 
poblaciones  estén  exentos,  por  aho- 
ra, de  costear  aceras;  p.  197. 

—301.  R.  O.  de  3  de  setiembre,  decla- 
rando que  con  arreglo  á  la  ley  mu- 
nicipal es  carga  pública  exclusiva 
del  presupuesto  municipal  el  entre- 
tenimiento y  reparación  de  los  em- 
pedrados; p.  509. 

—El  propietario  de  un  solar  que  quiere 
construir  edificio  sobre  tapias,  tiene 
que  someterse  á  la  alineación  apro- 
bada, sin  derecho  á  otra  indemniza- 
ción que  la  del  terreno  qne  pierda. 
La  via  contenciosa  no  procede  cuan- 
do para  ser  estimada  la  reclama- 
ción ha}ra  de  quedar  sin  efecto  una 
disposición  de  carácter  general.  Real 
D.-S.  de  24  de  marzo;  p.  206. 

^(Alineación  de  calles), — Las  disposicio- 
nes de  la  ley  de  expropiación  no  son 
aplicables  a  las  cuestiones  sobre  in- 
demnización de  perjuicios  por  retar- 
do en  el  despacho  del  expediente  de 
alineación.  R.  D.-S.  de  18  de  abril;  ^ 
pág.  486. 

—Y.  Aguas.  Caminos.  Servidumbres.  Via 

contenciosa. 
PORTAZGOS,  PONTAZGOS  Y  BARCAJES. 
—89.  R.  O.  de  9  de  abril.  A  la  Ad- 
ministración activa  corresponde  dic- 
tar medidas  que  satisfagan  necesida- 
des públicas,  y  no  son  susceptibles 
de  demanda  contenciosa,  puniendo 
intentarse  por  quien  se  considere 
agraviado  la  reclamación  de  perjui- 
cios en  la  forma  que  se  dice;  p.  102. 

—240.  R.  D.  de  3  de  agosto,  alzando  la 
suspensión  de  las  subastas;  p.  390. 

— i47.  R.  O.  de  4  de  agosto,  mandando 
anunciar  las  subastas  para  su  ar- 
riendo; p.  449 
POSEEDOR  ÜE  BUENA  FE.— Hace  suyos 
los  frutos  de  la  cosa  que  ha  poseído 
hasta  la  contestación  de  la  ueman- 
da,  aunque  se  le  obligue  á  restituir 
por  sentencia.  Sent.  de  86  de  enero; 
pác.  404. 

POSESION.— Cuando  el  demandante  no 
prueba  su  acción,  debe  ser  absuelto 
el  tenedor  de  la  cosa,  aunque  la 
tenga  sin  derecho.  Sent.  de  26  de 
enero;  p.  92. 
—Si  el  que  posee  una  cosa  y  prueba  la 
posesión,  no  puede  ser  privado  de 
ella,  esto  no  se  entiende  cuando  ejer- 
citada la  acción  reivindicatoría  se 
prueba  por  un  tercero  la  propie- 
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dad.  Seat,  de  20  de  febrero;  p.  134. 
— V.  Frutos.  Mejoras.  Yioculacio- 
nes.  Prescripción. 
POSESION  JURISDICCIONAL.— V.  Des- 
linde. 

POSITOS.— 162.  R.  O.  de  U  de  abril  y 
Memoria  sobre  el  movimiento  de  sus 
fondos  en  todo  el  reino»  en  1863, 
proponiendo  los  puntos  de  reforma 
que  reclaman  la  administración  y  con- 
tabilidad de  este  importante  ramo, 
aprobada  por  O.  de  t5  de  abril  de 
1866;  página  ^57. 
—212.  Circular  de  la  Dirección  de  Ad- 
ministración local  de  7  de  junio, 
marcando  el  premio  máximo  por 
recoger  los  créditos  del  Tesoro  á 
favor  de  los  propios  y  pósitos,  etc.; 
p.  34i.— V.  Propios. 

PRACTICANTES.— 145.  R.  O.  de  27  de 
abril-28de  mayo,  sobre  cualidades 
que  ban  de  concurrir  en  los  practi- 
cantes de  número  de  los  hospitales; 
pág.  2H 

PRECEPTORES  DE  LATINIDAD  Y  HU- 
MANIDADES —360.  R.  D.  de  14 
de  noviembre,  restableciendo  la  cla- 
se de  estos  preceptores,  ^n  la  forma 
que  se  establece,  y  reglamento  de 
estudios  para  obtener  el  titulo;  pá* 
gina  644. 

PRESCRIPCION.  — Lapso  de  treinU 
años.  Todas  las  acciones,  ora  sean 
personales,  ora  reales  ó  mistas,  es- 
tán sujetas  á  los  principios  y  reglas 
generales  de  la  prescripción,  esta- 
blecidas principalmente  en  la  ley  63 
de  Toro  y  en  la  legislación  foral  de 
Aragón.  Sent.  de  20  de  enero;  pá- 
gina 77. 

—Para  la  prescripción  de  acciones,  basta 
el  trascurso  del  tiempo,  sin  que  sean 
necesarios  los  demás  requisitos  que 
exigen  las  leyes  para  prescribir  las 
cosas  raices.  Sent.  de  7  de  abril;  pá- 
gina 275. 

—Contra  la  apreciación  que  hace  un  tri- 
bunal de  que  se  ha  probado  ó  no  la 
posesión  inmemorial,  na  procede  el 
recurso  de  casación.  Sent.  de  26  de 
enero;  p.  80. 

—El  tenedor  de  una  cosa  por  diez  años, 
ó  veinte  entre  ausentes,  la  gana  y 
hace  suya  teniendo  buena  fé  y  justo 
titulo,  no  debiendo  confundirse  con 
la  prescripción  de  acciones.  Sent.  de 
24  de  enero;  p.  88. 

—Con  arregla  á  la  ley  65  de  Toro,  las  ac- 
ciones reales  ó  mistas  no  se  pres- 


criben hasta  los  treinta  años  conta- 
dos desde  que  empieza  el  derecho 
pi^ra  poder  ejercitarlas:  requisitos 

Sara  la  ordinaria  y  extraordinaria 
e  dominio. — Los  puntos  que  no  han 
sido  objeto  de  discusión  en  un  pleito 
no  pueden  serlo  de  casación.  Sen- 
tencia de  6  de  abril;  p.  270. 
—Para  la  ordinaria  de  bienes  inmuebles, 
se  requiere  {a  buena  fé  así  en  el  que 
enajena  como  en  el  que  recibe.  Sen- 
tencia de  4  de  mayo;  p.  382. 
—Según  la  ley  18,  tít.  29,  Partida  3.*,  las 
cosas  raices  se  pueden  ganar  por 
tiempo  de  diez  años  entre  presentes, 
•  y  veinte  entre  ausentes,  habiendo 
justo  título  y  buena  fé  así  en  el  que 
enajena  como  en  el  que  recibe.  Los 
actos  de  un  tercero  no  favorecen  ni 
perjudican.  Sen4.  de  27  de  junio; 
páj.C77. 

—Prescripción  del  derecho  de  cobrar  im- 
posiciones. Sent.  de  26  de  enero;  pá- 
gina 91. 

'^{Prescripción  inmemorial.) — Ha  de  pro- 
barse con  los  testigos  mas  ancianos. 
Sent  de  12  de  jnnio;  p.  617. 

—Y.  Capellanías.  Cargas  de  Justicia.  Pro- 
cedimiento civil,  sent.  de 28  de  ju- 
nio; p.  681.  Vinculaciones.  Posesión. 
Procedimiento. 
PRESIDENCIA  DEL  CONSEJO  DE  MINIS- 
TROS—Sus  obligaciones  ó  gastos; 
de  la  Presidencia;  del  Consejo  de  Es- 
tado y  de  la  Junta  de  Estadística; 
pág.  481. 

PRESIDIOS  —353.  R.  O.  delegando  en 
los  Gobernadores  de  provincia  el 
nombramiento  de  capataces  de  bri- 
gada en  la  forma  que  se  dice  etc.;  pá* 
gina  ü41. 

—380.  R.  D.  de  23  de  noviettibre,  auto- 
rizando al  Director  general  de  esta- 
blecimientos penales  para  adquirir 
sin  subasta  el  vestuario  y  equipo 
do  los  presidiarios,  lanas,  linos  etc. 
para  su  confección....;  p.  673. 

—V.  Penas.  Suministros. 

PRES.TAM'O.  — El  contrato  de  mútuo 
que  supone  una  prévia  convención 
verbal,  se  influye  y  determina  por 
ésta,  debidamente  probada,  cuando 
dicho  contrato  reviste  la  foríHk  de 
cesión  de  m  crédito  endosable;  pá- 
gina 418. 

— La  escritura  de  préstamo ,  por  si  sola 
no  prueba  de  quién  es  el  dinero  que 
se  presta,  cuando  en  ella  no  se  ex- 
presa y  hay  décomentos  privados, 
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que  apreciados  como  prueba  bastan- 
te determinan  aqael  punto.  Senten- 
cia de  27  de  marzo  de  1866;  pá- 
gina 267. 

PRESUPUESTOS  PROVINCIALES.  — 38. 
R  O.  de  28  de  febrero,  disponiendo 
el  modo  de  satisfacer  los  honorarios 
de  los  letrados  en  los  litigios  de  la 
Administración,  y  en  la  defensa  de 
acuerdos  sobre  señalamiento  de  ser- 
vidumbres pecuarias;  p.  51 . 
—Id.  R.  O*,  de  24  de  setiembre  de  1858 

sobre  lo  mismo;  pág.  51 . 
—319.  R.  O.  de  3  de  octubre,  mandan- 
do incluir  en  ellos  los  honorarios  de 
los  Abogados  defensores  de  la  Ad-? 
ministracion  en  los  negocios  de  mi- 
nas ante  los  Consejos;,  p.  545. 

PRESUPUESTOS  DEL  ESTADO.— 16. 
R.  D.  de  9  de  febrero,  autorizando 
al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  para 

Sresentar  á  lasGórtes  los  correspon- 
ientes  á  1866-67  que  se  copian  á 
continuación;  p.  17. 
—103.  Ley ,  declaraudo  la  parte  que 
corresponde  á  los  hijos  del  Infante 
D.  Francisco  en  la  asignación  de  és- 
te; p.  145. 

—  182.  Ley  de  30  de  jimio,  autorizando 
al  Gobierno  para  cobrar  é  invertir 
las  contribuciones,  impuestos  y  ren- 
tas públicas,  modificar  la  ley  de 
deuda  pública  de  i,*  de  agosto  de 
4851,  emitir  títulos  del  5  por  400  y 
adoptar  otras  medidas  que  puedan 
e\igir  las  circunstanciasr  p.  300. 

—185.  Ley  de  l.*>  de  julio  autorizando 
al  Gobierno  para  invertir  ciertos  so- 
brantes en  nuevos  conductores  de 
líneas  telegráficcas;  p.  305. 

— 244.  Ley  de  3  de  agosto,  presuponien- 
do los  gastos  é  ingresos  del  servicip 
del  Estado  durante  el  año  económi- 
co de  1865-4866.  —Economías. — 
Deuda  flotante.— Contribución  in- 
dustrial. —  Impuesto  de  minas. — 
Id.  de  ferro-carriles.— Cereales.— 
Arriendos  de  consumos.— Sal  para 
fomentadores  de  salazón.— Espen- 
dedurías  de  sal.— Empleados  —Mon- 
te Pío. — Recargos. — Bases.— Esta- 
dos; p.  396. 

— A34.  Rs.  Ds.  de  31  de  julio,  estable- 
ciendo economías  en  el  departamen- 
to de  la  Presidencia  del  Consejo  de 
Ministros;  p.  385. 

—232.  R.  D.  de  31  de  julio:  plantas  de 

*  la  Subsecretaría  de  la  presidencia. 
Juntas  de  estadística  y  secciones,  de 


trabajos  estadísticos  y  geográficos: 
supresión  de  gratificaciones  y  re- 
muneraciones...; p.  385. 

—^33.  R.  D.  de  i.^  de  agosto,  haciendo 
reducciones  en  los  diferentes  servi- 
cios del  presupuesto  del  Ministerio 
de  la  Guerra;  p.  385. 

— Í49.  R.  D.  de  7  de  agosto,  haciendo 
varias  economías  en  el  de  Fomento: 
pág.  449. 

—251.  R.  D.  de  7  de  agosto,  haciendo 
economías  en  el  personal  y  mate- 
rial del  de  Gobernación;  p.  449. 
PRESUPUESTOS  DE  ULTRAMAR.— 117. 
R.  D.  de  i.®  de  mayo,  sobre  aplica- 
ción de  los  rendimientos  de  las  con- 
tribuciones y  rentas  del  Estado,  y 
creación  de  impuestos  y  arbitrios; 
pág.  134. 

—237.  R.  D.  de  13  de  julio,  sobre  el  de 

Puerto- Rico;  p.  389. 
PRIMERA  ENSEÑAífZA..— 24.   R.  O.  de 
16  de  febrero,  declarando  útil  para 
la  enseLanza  un  encerado-pizarra ; 
pág.  40. 

—235.  R.  O.  de  L^de  agosto,  mandan^ 
do  girar  una  visita  extraordinaria  á 
las  escuelas  para  conocer  sü  estado 
y  la  conducta  de  los  maestros:  sus- 
pensión y  separación  de  los  mismos 
por  sus  vicios,  mal  comportamien- 
to, etc.;  p.  386.  V.  Maestros. 

PRINCIPE  DE  ASTURIAS.— 225  Real 
decreto  de  27  de  julio;  p.  374. 

PROCEDIMIENTO  CIVIL:  Sa  entiende  vi- 
ciosa la  sentencia  y  produce  nuli- 
dad, cuando  en  ella  se  dá  ya  al  de- 
mandante, ya  al  demandado,  mas 
de  lo  que  respectivamente,  hubiesen 
pedido.  Seut.  de  42  de  enero;  pá- 
gina 46. 

— La  sentencia  que  condena  al  demanda- 
do en  mas  que  lo  que  es  objeto  de 
la  demanda,  es  contraria  á  la  ley  46, 
til.  22,  de  la  Partida  3.'  Sent.  de  18 
de  enero;  p.  45. 

— Para  que  sea  admisible  el  recurso  de 
capación  por  alguna  de  las  causas 
del  art  4013,  debe  reclamarse  la 
subsanacion  de  lá  falla  en  la  instan- 
cia en  que  se  cometa.  Sent.  de  i6 
de  enero;  p.  46. 

—Contra  las  sentencias  definitivas  de  las 
Audiencias  no  concede  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  otro  recurso  que 
el  de  casación,  y  no  procede  el  de 
nulidad  entablado  ante  la  propia  Sa- 
la, aunque  se  funde  en  falsas  prue- 
bas. Sent.  de  22  de  marzo;  p.  242. 
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PROCEDIMIENTO  CIVIL.— rermino  pro- 
batorio,-^Lb.  denegación  de  suspen- 
sión del  término  probatorio  con  ar- 
reglo al  arl.  272  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  no  puede  entender- 
se equivalente  á  la  denegación  de  la 
prueba  que  se  intente  practicar. 
Sent.  de  ii  de  mayo;  p.  519. 
— ^Para  que  proceda  la  admisión  del  re^ 
curso  de  casación  y  puedan  apre- 
ciarse en  éste  las  faltas  de  que  ha- 
bla el  art.  4013,  es  necesario  recla- 
mar su  subsanacion  en  la  instancia 
en  que  se  haya  cometido,  y  también 
en  la  siguiente  si  lo  hci  sido  en  la 
primera.  Sent.  de  24  de  marzo;  pá- 
gina 239. 

— No  pueden  suspenderse  los  términos 
improrogahleSy  como  lo  es  el  de  diez 
dias,  para  interponer  el  recurso  de 
casación.  Sent.  de  25  de  mayo;  pá- 
gina 539. 

— Es  nula  la  sentencia  que  no  se  aiusta  á 
la  cosa  sobre  que  contienden  las 
partes  y  á  la  manera  en  que  facen 
la  demanda.  Sent.  de  26  de  mayo; 
pág.  544. 

— Cuando  se  ejercita  la  acción  real  y  no 
la  personal  fundada  en  pacto,  em- 
pleando, solo  la  fórmula  ó  aquella 
otra  que  fuere  mas  procedente  sin 
haberse  repelido  de  oficio  la  deman- 
da ni  excepcionado  defecto  legal  en 
el  modo  de  proponerla,  no  puede 
alegarse  este  defeclo  como  motivo 
de  casación.  Sent.  de  4  de  junio; 
pág  565. 

—En  los  pleitos  que  se  siguen  en  el  Fue- 
ro común,  no  puede  fundarse  el  re- 
curso de  casación  en  la  infracción 
de  las  disposiciones  del  Código  de 
Comercio.  Sent.  de  5  de  junio;  pá- 
gina 565. 

— Cuando  por  un  litigante  no  se  ejercita 
en  el  juicio,  dentro  del  período  le- 
gal, alguna  acción  ó  excepción  que 
le  asista,  no  debe  la  sentencia  resol- 
ver sino  las  cuestiones  oportuna- 
mente discutidas;  ni  pueden  invo- 
carse en  apoyo'del  recurso  de  casa- 
ción leyes  y  doctrinas  que  no  ten- 
gan relación  directa  con  aquellas. 
Sent.  de  i5  de  junio;  p.  658. 

—No  pueden  tomarse  en  cuenta  para  de- 
cidir un  recurso  de  casación  leyes  y 
doctrinas  que  se  citan  de  una  mane- 
ra va^'a  y  general,  sin  concretar  cuál 
es  la  infringida  y  en  qué  consiste  la 
infracción;  ni  tampoco  las  que  no 
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tienen  aplicación  al  punto  litigioso. 
Sent.  de  15 -de  junio;  p.  638. 

— La  sentencia  que  se  ajusta  en  todo  á  la 
demanda  y  decide  con  la  separación 
debida  los  puntos  litigiosos,  no  in- 
fringe los  arts.  61,  6¿  y  63  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil.  En  las  cues- 
tiones ó  casos  de  apreciación  de  prue- 
bas, la  ley  ó  doctrina  que  debe  citarse 
en  el  recurso  de  capación  es  la  que 
resulte  infringida  por  la  apreciación, 
y  no  las  relativas  al  fondo  del  asun- 
to que  no  desconozca  el  fallo.  Sen- 
tencia de  27  de  junio;  p.  667. 

— El  adicionar  ó  modificar  los  fundamen- 
tos de  una  demanda  en  uso  de  la  fa- 
cultad que  la  ley  concede  al  deman- 
dante, no.  alterando  la  esencia  de  la 
acción  deducida ,  no  varía  su  nata- 
raleza,  ni  puede  estimarse  una  nue- 
va y  diferente  demanda.  Sent.  de 
27  de  junio;  p.  667. 

—Para  interponer  el  recurso  de  casación 
contra  la  apreciación  de  la  prueba, 
debe  citarse  la  disposición  legal  in- 
fringida. Seut.  de  28  de  junio;  pá- 
gina 670. 

— Las  opiniones  de  los  autores^  por  respe- 
tables que  sean,  y  la  práctica  ó  ju- 
risprudencia de  determinada  locali- 
dad 6  Tribunal,  no  son  bastan  tes  por 
sí  á  constituir  la  doctrina  legal;  ni 
la  jurisprudencia  la  forman  únasela 
sino  reiteradas  resoluciones  de  idén- 
tica especie.  Sent.  de  30  de  junio; 
pág.  681. 

--«En  las  cuestiones  de  hecho  que  han 
sido  objeto  de  prueba  de  testigos^  se 
ha  de  estar  al  juicio  r  apreciación 
de  la  Sala  sentenciadora,  siempre 
que  con  dicha  apreciación  no  se  baya 
infringido  alguna  ley  ó  doctrina  le- 
ffal.»  En  su  consecuencia  concurrien- 
ao  las  expresadas  circunstancias  en 
cuanto  á  la  prescripción  alegada  por 
el  demandado^  la  sentencia  que  la 
desestima  no  infringe  las  leyes  7.% 
22  y  26,  lit.  23;  Partida  o.%  ni  la 
doctrina  establecida  en  sentencia  de 
28.de  setiembre  de  1864.  Sent.  de  23 
de  junio;  p.  68i. 
— La  sumisión  al  fuero  de  extranjería  es 
nula  y  sin  efecto,  porque  solo  pyede 
hacerse  ante  Juez  que  ejerza  juris- 
dicción ordinaria  según  lo  dispuesto 
en  los  arts.  3.°  y  4.*^  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civiL  Decis,  de  30  de 
agosto;  p.  714. 
—V.. Enjuiciamiento  civil. 
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PROCEDIMIENTO  CONTENCIOSO-ADMI- 
NISTRATI VO  —Los  dios  feriados  iio 
86  cuentan  en  los  plazos  de  dias, 
pero  sí  en  los  de  meses.  La  aprecia- 
ción de  un  documento  presentado 
para  aprobar  un  hecho,  no  constitu- 
ye un  capitulo  de  la  demanda^  si  no 
se  pide  expresamente  su  calificación. 
,  La  declaración  de  no  haber  lugar  á 
la  demanda,  resuelve  todos  los  ptiti- 
tos  ó  capítulos  de  la  misma.  Real  de- 
creto-Sent.  de  24  de  marxo;  p.  187. 
—En  los  pleitos  de  mavor  cuantía  ó  de 
cuantía  inapreciable  no  puede  admi- 
^rse  ni  sustanciarse  el  recurso  de 
nulidad,  si  no  se  ha  interpuesto  con- 
juntamente ó  á  la  par  el  de  apela- 
ción. R.  D.-S.  de  24  de  marzo;  pá- 
gina 283. 

—Cuando  el  apelante  no  meíora  la  apela- 
ción en  el  término  de  dos  meses  (en 
la  Península) ,  procede  á  la  primera 
rebeldía  declarar  aquella  desierta  y 
consentida  la  sentencia;  y  no  sub- 
Eistiendo  ya  la  apelación,  es  también 
insostenible  la  adhesión  de  la  otra 
arte,  carecienda  de  jurisdicción  el 
onsejo  para  entrar  en  el  exámen 
del  pleito  y  para  averiguar  la  com- 
petencia con  que  obró  el  Consejo 
rovincial  y  la  legalidad  del  proce- 
imiento.  R.  D.-S.  de  24  de  junio; 
páff.748. 

—  Debe  declararse  desierta  toda  apelación 
que  no  ha  sido  mejorada  por  el  inte- 
resado dentro  del  plazo  de  dos  me- 
ses señalado  por  el  art.  252  del  re- 
glamento de  30  de  diciembre  de 
me.  R.  D.-S.  de  7-de  abril;  p.  302. 

— (Recurso  de  aclaración  en  cuestión  sobre 
terrenos  de  aprovechamiento  co- 
mún).— Se  declara  que  los  bienes  no 
exceptuados  por  el  6.  D.-S.  de  22  de 
febrero  de  4865,  son  los  que  venían 
destinándose  a4  cultivo  y  eran  la- 
brantíos cuando  los  vendió  la  Ha- 
cienda ó  lo  habían  sido  en  cualquiera 
época  dentó  de  líos  veinte  años  an- 
teriores á  jlaley  de  4.**  de  mayo  de 
1855  R.  D.-S.  dt  20  de  abril;  p.  488. 

—La  facultad  concedida  á  los  tribunales 
para  otorpar  6  no  licencia  para  de- 
mandar de  injuria  ó  calumnia  por 
hechos  imputados  en  juicio,  es  pu- 
ramente discrecional  sm  ulterior  re- 
curso, y  en  tal  concepto  deben  limi- 
tarse á  concederla  ó  á  negarla  sen- 
cillamente y  sin  fundarse  en  consi- 
deracionea  que  agraven  la  imputa- 
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c¡on«  E.  D.-S.  de  16  de  agosto;  pá- 

Sna  768.— V.  Revisión. 
IMIENTO  MERCANTIL.  (Acumu- 
/ací'on).— Para  que  el  juicio  univer- 
sal de  quiebra  atraiga  así  los  proce- 
dimientos ejecutivos  contra  el  que- 
brado, es  necesario  que  estos  hayan 
sido  promovidos  ó  que  se  hallen  pen- 
dientes, después  de  haberse  proveí- 
do el  auto  de  declaración  de  quie- 
bra. Decis.  de  44  de  junio;  p.  640. 
PROCEDIMIENTO  PENAL.  -  43.  R.  D.  de 
23  de  enero ,  mandando  promulgar 
en  las  provincias  de  América  y  Fi- 
lipinas*la  ley  de  47  de  abril  de  4824; 
patf.  40. 

—Cuando  contienden  dos  Juzgados  so- 
bre conocer  de  un  delito  cometido 
en  terreno  aue  ambos  suponen  suyo, 
y  aue  ha  siao  vendido  como  del  És- 
taao  por  uno  de  ellos,  á  este  le  cor- 
responde el  conocimiento.  Decis.  de 
30  de  mayo;  p.  570. 

—  Los  desacatos  y  atentados  contra  la  au- 

toridad y  sus  agentes ,  no  producen 
desafuero,  sino  cuando  son  contra 
la  justicia  y  sus  agentes.  Decis.  de  5 
de  juLio;  p.  57i. 

—Corresponda  á  la  jurisdicción  ordinaria 
el  conocimiento  de  todos  los  delitos 
de  que  trata  la  ley  de  4  7  de  abril  de 
4821,  excepto  los  especíales  de  que 
hablan  los'arts.  2.^  parte  l.*,  3.*  y 
8.^  Decis.  de  25  de  mayo;  p.  570. 

—{injurias), -Con  arreglo  á  las  leyes  45, 
lít.  i.\  y  9.",  tit  9.%  Partida  7.*, 
cuyas  disposiciones  no  derogó  termi- 
nantemente el  art.  36  del  reglamen- 
to provisional,  el  injuriado  puede 
deducir  la  demanda  á  su  elección  an- 
te el  Juez  del  lugar  donde  se  cometió 
ef  delito ,  ó  en  el  del  domicilio  del 
reo,  y  esto  aunque  la  injuria  se  haya 
causado  por  medio  de  la  imprenta, 
Decis.  de  44  de  junio;  p.  649. 

—  Para  que  competa  conocer  á  los  tribu- 

nales comunes  de  las  ofensas  hechas 
á  los  funcionarios  públicos  por  me- 
dio de  ta  imprenta,  es  preciso  que  se 
refieran  á  su  vida  privada,  ó  que  con- 
tengan la  imputación  (lirecta  y  con- 
creta de  un  delito  que  deba  ,  según 
tas  leyes,  perse^irse  de  oficio.  De- 
cisión de  U  de  junio;  p.  653. 
— V.  Extradiccion.  Fuero.  Máleria  penal. 
Procedimiento  contención  adminis- 
trativo. 

PROCESAMIENTO.— Cuando  la  nelígencia 
en  que  incurre  un  agente  adminis- 
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trativo,  no  produce  maLní  perjuicio 
alguno ,  no  ha  lugar  á  procesar  al 
negligente.  Decís,  de  29  de  marzo; 
pág.  tu. 

PROCüRADORES.-~386.  R  O.  de  4  de 
diciembre,  declarando  incompalible 
el  cargo  de  procurador  con  todo  des- 
tino público  retribuido;  p  b89. 

PROPIEDAD  RURAL.— 147.  R.  O.  de  17 
de  abril  v  4  7  de  mayo ,  negando  la 
próroga  del  plaio  de  seis  meses  para 
pedir  el  reconocimiento  de  la  de 
suertes  de  propios  y  terrenos  rotu* 
rados;  p.  225. 
—No  se  debe  dar  importancia  ninguna  le- 

Í[al ,  calificándolas  de  costumbres,  á 
as  malas  prácticas  que  por  mas  ó 
menos  tiempo  hayan  prevalecido  en 
los  pueblos  en  materia  de  uso  y 
aprovechamiento  común  que  como 
servidumbre  pretendan  correspon- 
derles  en  las  dehesas ,  heredades  y 
otras  tierras  de  propiedad ;  sino  que 
estas  servidumbres  ha^n  de  estar  apo- 
yadas en  títulos  especiales  de  adqui- 
sición, y  aun  en  este  caso  no  pueden 
extenderse  á  mas  que  i  lo  compren- 
dido en  los  mismos  títulos  Sent.  de 
14  de  abril;  p.  313. 
PROPIEDAD  LITERARIA.— 85.  R.  O.  de 
24  de  marzo,  sobre  la  de  obras  musi- 
cales con  testo  ó  sin  testo,  publica- 
das en  el  extranjero..»;  p.  97. 
PROPIEDADES  Y  DERECHOS  DEL  ES- 
TADO.—Minas  de  Almadén:  Rio  Mn- 
to  y  Linares:  bienes  nacionales :  se- 
cuestros: p.  444. 
PROPIOS  Y  POSITOS.-220.  Circular  de 
la  Dirección  general  de  Administra- 
ción local  fechaos  de  junio,  sobre  el 
retraso  que  se  nota  en  la  rendición, 
exámen  y  ultimación  de  cuentas;  pá- 
gina 361.— V.  Propiedad  rural, 
PROYECTOS  DE  LEY.— 69,  Banco  Nacio- 
nal Español.— Redención  de  censos; 
pág.  81. 

PRUEBAS.— Las  leyes  4.%  43  y  40,  tí- 
tulo  41,  Part.  4.*,  que  tratan  de  las 
dotes ,  de  las  arras  y  de  las  dona- 
ciones propter  nupcias ,  no  pueden 
citarse  como  infringidas  por  una  sen- 
tencia que  se  limita,  apreciando  la 
prueba  practicada,  á  declarar  legíti- 
mo el  crédito  reclamado  por  la  mu- 
jer %n  el  concurso  de  bienes  de  su 
esposo.  Cuando  un  recurso  de  casa- 
ción se  funde  eu  la  infracción  de 
doctrina  legal,  no  debe  esta  citarse 
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con  generalidad.  Sent.  de  47  de  se- 
tiembre; p.  714. 
—No  se  infringe  la  ley  444,  tit.  18,  Parti- 
das.', que  trata  del  valor  de  las  car- 
tas, ni  los  aru.  280  á  S82  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  cuando  apre- 
ciando ta  Sala  la  prueba,  así  docu- 
mental como  tostincal,  no  dá  fuerza 
ni  eficacia  legal  á  ios  documentos 
presentados  por  los  vicios  y  defectos 
que  á  juicio  de  la  misma  contienen. 
— Se  hace  mérito  de  una  circular  de 
7  de  junio  de  4859,  sobre  los  requi- 
sitos de  documentos  otorgados  en  el 
extranjero.  Sent.  de  30  de  jujúo;  pá- 
gina 701 . 

—Aunque  según  las  leyes  1.*  v  2  tít.  14, 
Part.  3.*,  las  cosas  negadas  en  juicio, 
no  incumbe  probarlas  al  que  las  nie- 
ga, esto  no  se  entiende  cuando  la  ne- 
gación envuelve  hechos  afirmativos, 
V  mas  si  obsta  á  la  posesión  en  que  se 
halla  la  otra  parte  que  litiffa.— No 
es  aplicable  en  este  caso  la, ley  7.^, 
tit.  8.<^,  lib.  XI  de  la  Novísima  Re- 
copilación sobre  ftrescripoion  del  de- 
recho de  cobrar  imposiciones^  Sen- 
tencia de  S6  de  enero;  p.  91. 

— El  cotejo  de  un  documento  es  por  re- 
gla general  necesario  si  no  se  aviene 
á  él  el  colitigante;  y  no  se  infringe 
la  doctrina  consignada  en  la  senten- 
cia de  24  de  mayo  de  18G0.  si  no  se 
le  dá  mérito.  Sent.  de  26  de  enero; 
pág.  91. 

—Para  que  proceda  el  recurso  contra  una 
sentencia  definitiva  en  el  juicio  de 
propiedad,  no  basta  alegar  que  en  la 
apreciación  de  las  pruebas  se  ha  fal- 
tado á  la  sana  crítica,  sino  que  se  ha 
de  fijar  de  un  modo  concreto  la  in- 
fracción de  ley:  ni  la  mala  aprecia- 
ción en  concepto  de  litigante  de  las 
declaraciones  de  algunos  testigos 
constUuye  por  si  sola  la  errada  apre- 
ciación ae  las  pruebas  de  un  pleito, 
cuando  en  él  se  ha  hecho  uso  ade- 
más, de  la  documental  y  otras.  Sen- 
tencia de  25  de  abril;  p.  349. 

— Para  que  proceda  el  recurso  de  casación 
por  suponer  infríneida  en  la  apre- 
ciación de  las  pruebas  alguna  ley, 
es  preciso  que  esta  sea  perfectamen- 
te congruente.  En  lo  relativo  á  la 
prueba  de  la  constitución  del  en/f- 
téusis  es  congruente  la  ley  28,  título 
8.0  Partida  5.'.  Sent.  de  42  de  mar- 
zo; pág.  474. 

—Para  interponer  recurso  de  casamon  por 
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infracción  de  ley  sobre  el  fondo  de 
la  cuestión  del  pleito,  debe  atender- 
se á  la  vez  á  si  dicha  infracción  deja 
de  serlo  por  la  apreciación  que  haya 
hecho  el  tribunal  de  las  pruebas  su- 
ministradas; y  si  se  interpone  por 
este  motivo  debe  citarse  tamhien  la 
ley  que  se  infringe  con  la  aprecia- 
ción. Sent.  de  12  de  abril;  p.  282. 
PRUEBAS.— Guando  sobre  la  apreciaciou 
de  las  pruebas  no  se  cita  ley  ó  doc- 
trina legal  ínfringidai  no  procede,  el 
recurso  de  casación  contra  la  sen- 
tencia que  absuelve  ó  condena  en 
virtud  de  dicha  apreciación.  Sent.  de 
45  de  febrero;  p.  431. 

—-Cuando  una  Audiencia  para  determinar 
el  pleito  sometido  i  su  fallo,  apre- 
cia una  escritura,  á  la  que  falta  su 
primera  hoja,  j  las  demás  pruebas 
ofrecidas  por  las  partes,  no  dando 
fuerza  contra  aquella  á  las  analogías 
de  otras,  ni  á  lo  que  se  dice  prueba 
inmemorial^  no  puede  sostenerse 
aue  la  sentencia  infringe  las  leyes. 
Sent.  de  19  de  febrero;  p.  432. 

—Contra  la  apreciación  que  hace  un  tri* 
bunul  de  las  practicadas  en  un  plei- 
to no  pueden  alegarse  como  inirín- 
gidas  la  ley  40,  tit.  «.S  Partida  d.« 
ni  los  arts.  S24  y  2S5  en  su  caso  i.^ 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
porque  estas  disposiciones  se  refie- 
ren á  las  formalidades  de  la  deman- 
da, pero  no  á  su  calidad  intrínseca. 
—Fuerza,  probatoria  de  las  partidas 
de  hauUsmo  y  otros  documentos. 
Sent.  de  30  de  enero;  p.  i07. 

—Cuando  una  parte  indique  sospechas 
de  falsedad  de  un  documento  que  in- 
fluya en  el  éxito  del  pleito,  y  pida  la 
suspensión  de  su  curso  mientras  se 
forníaUza  el  juicio  criminal,  no 
puede  alegar  la  infracción  del  arti- 
culo 294  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  sino  prueba  haberse  entablado 
la  acción  criminal.  Sent  de  29  de 
enero;  p.  406. 

—Para  interponer  recurso  de  casación 
contra  la  apreciación  que  se  hace  en 
un  fallo  de  las  pruebas  practicadas, 
es  necesario  citar  la  ley  que  se  haya 
infringido.  Sent.  de  3  de  mayo;  pá- 
gina 462. 

^Cuando  no  se  litiga  cobre  la  existencia 
de  una  rincaíaeian ,  sino  sobre  si 
tales  ó  cuales  fincas  determinadas 
pertenecen  ó  no  á  ella ,  la  aprecia- 
ción de  la  prueba  debe  hacerse  no 
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por  lo  que  dispone  la  ley  4  /,  tit.  47, 
fib.  40  de  la  Nov.  Recop.,  que  se  re- 
fiere á  la  manera  de  probar  la  exis- 
tencia de  las  vinculaciones,  sino  con 
arreglo  á  las  leyes  que  determinan 
el  valor  de  las  pruebas  comunes. 
Sent.  de  28  de  junio;  p.  678. 

—Contra  los  fundamentos  de  las  senten- 
cias no  se  dá  recurso  de  casación. 
Cuando  se  interpone  suponiendo  in- 
fracción de  ley  en  la  apreciación  de 
las  pruebas,  debe  citarse  la  ley  in- 
fringida con  la  apreciación.  Sont.  de 
27  abril;  p.  562. 

—Con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  las  leyes 
4.»y2»,  tit  44,  Paflida  3.% al  de- 
mandante incumbe  probar  su  acción, 
de  tal  suerte,  que  no  haciéndolo  debe 
ser  absuelto  el  demandado.  Cuando 
te  desestima  una  demanda  por  falta 
de  prueba,  no  procede  al  interponer 
el  recurso  de  casación  citar  como  in- 
fringidas las  leves  sobre  el  fondo 
sino  en  su  caso  las  que  se  hayan  in- 
fringido en  la  apreciación  de  la 
prueba  Demanda  de  lesión  enla  le^ 
gitima.  Sent.  de  43  de  marzo;  pá- 

§ina  234. 
ocision  de  las  cuestiones  de  hecho 
que  depende  de  la  apreciación  de  las 
pruebas  es  de  la  exclusiva  compe- 
tencia del  tribunal  sentenciador  no 
haciéndolo  contra  ley  —Las  excep" 
dones  que  envuelven  afirmacion^de- 
ben  probarse  por  el  que  las  propo- 
ne. Sent.  de  26  de  mayo;  p.  543. 
— Es  válida  y  legalmente  eficaz  la  aprecia- 
ción que  hacen  los  tribunales  de  la 
fuerza  probatoria  de  las  declaracio- 
nes de  testigos,  cuando  no  se  de- 
muestra que  al  hacerla  se  ha  come- 
tido infracción  de  ley  6  de  doctrina 
que  forme  jurisprudencia.  Sent.  de 
8  de  junio;  p.  568. 
* — La  apreciación  de  la  testifical  corres- 
ponde á  la  Sala  juzgadora,  y  cuando 
no  se  cita  contra  esta  apreciación 
alguna  infracción  legal,  no  procede 
la  casación  de  la  sentencia.  La  ley 
40,  tit.  46,  Partidas.'  que  consigna 
reglas  determinadas  para  la  aprecia- 
clon  judicial  se  halla  esencialmente 
modificada.  Sent.  de  43  de  junio; 
pág.  607 

—  Según  jurisprudencia  repetidamente 
consignada  por  este  SupremoTribu- 
nal,  en  cuestiones  de  hecho  ha  de 
estarse  al  juicio  y  apreciación  de  la 
Sala  sentenciadora,  cuando  acerca  de 
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la  apreciación  no  se  alega  infracción 
alguna  de  ley  ni  de  doctrina  legal. 
Senl.  de  17  de  setiembre;  p.  711. 
PRUEBAS.— Lo  dispuesto  en  el  art.  276  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no 
es  aplicable  á  las  diligencias  que  se 
mandan  practicar  por  autos  para 
mejor  proveer.  Sent.  de  9  de  abril; 
pág  279. 

— El  actor  debe  probar  aquello  que  de- 
manda» pero  cuando  hace  prueba 
testifical  que  aprecia  la  -Sala  en  uso 
de  sus  facultades,  para  interponer 
recurso  de  casación,  debe  citarse  la 
infracción  de  disposición  legal  con- 
tra el  criterio  de  Ja  Sala.  Sent.  de  6 
de  setiembre;  p.  708. 

— Aunque  se  tenga  debidamente  en  cuen- 
ta el  número  de  testigos,  sujeta  la 

f»ruebaá  la  apreciación  del  tribunal, 
o  esencial  en  ello  es  la  calidad  de 
las  declaraciones  y  de  los  mismos 
testigos.  Sent.  de  30  de  abril;  pá- 
gina 366. 

— La  apreciación  de  la  de  testigos  es  ex- 
clusiva de  los  tribunales  y  no  proce- 
de recurso  de  casación  contra  ella, 
si  no  se  ha  infringido  ley  ó  doctrina 
legal.  Sent.  de  4.®  de  febrer^;  pá- 
gina 108. 

—La  testifical  aun  acompañada  de  cir- 
cunstancias mas  ó  menos  congruen- 
tes nada  vale  en  contraposición  de 
la  que  consiste  en  documentos  pú- 
blicos sin  tacha  ni  vicio  legal  coteja- 
dos con  sus  originales;  y  se  infrinffe 
la  ley  414,  tit.  48,  si  se  prescinde 
de  la  fuerza  probatoria  de  dichos  do- 
cumentos. Sent.  de  20  de  febrero; 
página  434. 

—Guando  en  cuestiones  puramente  de  he- 
cho no  se  dice  infringida  ley  alguna 
en  la  apreciación  de  Tas  pruebas,  no 
cabe  contra  esta  apreciación  el  re- 
curso de  casación.  Sent.  de  6  de 
marzo;  p.  468. 

— La  apreciación  de  algunos  hechos  ó  ac- 
tos que  tensan  mas  ó  menoa  impor- 
tancia jurídica  como  inductivos  de 
un  convenio  no  es  aplicar  á  un  jui- 
cio civil  el  de  presunciones,  á  que  se 
refiere,  para  otro  órden  de  procedi- 
miento, la  ley  8.^,  til.  44,  Partida 
3.'  Sent.  de  5  de  marzo;  p.  459. 

— Y.  Bienes  gananciales.  Documentos.  Po- 
sesión. Procedimiento  civil.  Recono- 
cimiento judicial.  Recurso  de  casa- 
ción. Tutela. 
PUERTOS.— R.  O.  de  20  de  octubre  acla- 


rando dudas  sobre  pago  de  los  dere- 
chos de  fondeadero,  carga  y  descar- 
ga; p.  597.— y.  Aguas ,  ley  de  3  de 
agosto. 

PUNTOS  NO  DEBATIDOS.— Las  escepcio- 
nes  que  no  han  sido  objeto  de  dis- 
cusión en  el  pleito  no  pueden  servir 
de  fundamento  al  recurso  de  casa- 
ción. Sents.  de  7  de  marzo  y  8  de 
mayo;  págs.  475  y  476.— V.  Recur- 
so de  casación.  Obligaciones.  Pres- 
cripción y  Sentencias. 


QUINTAS— 44.  R.  O.  de  U  de  febrero, 
disponiendo;  que  todos  los  mozos 
que  se  conducen  á  la  capital  sean 
tallados  y  reconocidos  en  la  caja  y 
después  en  su  caso  ante  el  Consejo; 
pág.  64. 

— 4S   R.  O.  de 21  de  febrero,  declarando 
quién  debe  pagar  las  estancias  de 
.  quintos  declarados  inútiles  por  ios 
Ayuntamientos  y  por  los  Consejos; 
pág.  63. 

—32.  R.  O.  de  26  de  febrero ,  acordando 
la  inclusión  de  un  mozo  en  el  alis- 
tamiento respectivo,  y  haciendo  res- 
ponsables á  los  Ayuntamientos  que 
dejen  de  incluir  ¿  los  comprendidos 
en  cualquiera  de  los  casos  del  art.  38 
de  la  ley;  p.  43. 

—79.  R.  O.  de  9  de  marzo,  reencarcan- 
do  el  exacto  cumplimiento  del  ar- 
ticulo .84  de  la  ley;  p.  85. 

—82.  R.  O.  de  46  de  marzo,  aplazando 
por  este  año  las  operaciones  de  la 
quinta  posteriores  al  sorteo;  p.  87. 

—375.  R.  O.  de  6-17  de  abril,  recordan- 
do á  las  autoridades  militares  el  cum- 

f dimiento  de  los  arts.  433  y  429  de  la 
ey  vigente  de  reemplazos  sobre  ad- 
misión en  caja  de  los  mozos  decla- 
rados soldados  por  los  Consejos  pro- 
vinciales.-Edad  dudosa;  p.  654. 
— 407.  R.  O.  de  49  de  abril,  recordando 
el  exacto  cumplimiento  del  artiealo 
434  de  la  ley,  sobre  que  se  decida 
con  arreglo  al  mismo  de  la  aptitud 
física  de  Tos  quintos;  p.  148. 
—37^.  R.  O.  de  49  de  abril ,  recordando 
á  los  Consejos  de  provincia  el  exac- 
to cumplimiento  del  ait.  434  de  la 
ley  de  reemplazos  sobre  el  modo  de 
proceder  cuando  se  susciten  dudas 
sobre  aptitud  física  do  un  quinto; 
pág.  652. 

— 4í5.  R,  O.  de  1.0  de  mayo,  sobre  res- 
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ponsabllidad  por  deserción  de  los 
sustitutos  en  el  ejército;  Competen- 
cia para  determinarla;  p.  495. 
QÜINTAS.— 4t9.  R.  O.  de  3  de  mayo,  so- 
bre que  el  reconocimiento  de  los 
quintos  ante  los  Consejos  provincia- 
les es  obligatorio  para  los  profesores 
de  la  ciencia  de  curar;  p.  497. 

-464.  R.  O.  circular  de  44 de  mayo,so- 
bre  el  derecho  á  la  gratificación  de 
los  2.000  rs  los  indultados  de  deser- 
ción; p.  244. 

—432.  Ley  de  %0  de  mayo ,  llamando  al 
servicio  de  las  armas  50.000  hom- 
bres del  alistamiento  y  sorteo  de 
4866.  Antorizacional  Gobierno  para 
que  el  reparto  del  cupo  se  haga  por 
los  mozos  sorteados  en  el  año ;  pá- 
gina 499.  * 

— 433.  R  O.  de  24  de  mayo  dictando 
disposiciones  para  llevar  á  efecto  la 
de  30.000  hombres;  p.  200. 

— ^244.  R.  O.  de  9  de  junio;  reclamacio- 
nes de  alzada;  certificados  á  los  re- 
clamantes; p.  345. 

— 180.  R.  O.  dezOde  junio,  resolviendo 
que  el  reconocimiento  de  los  padres, 
abuelos  y  hermanos  de  los  quintos, 
como  que  el  ejército  no  tiene  inte- 
rés, pueda  hacerse  por  facultativos 
civiles  de  la  confianza  de  los  Conse- 
jos; p.  300. 

— 245.  R.  O.  de  21  de  junio,  reencar- 
gando  á  los  Consejos  y  Ayunta- 
mientos jue  al  designar  los  faculta- 
tivos, elijan  los  de  reputación  mas 
intachable;  p.  545. 

-^3.  R.  O.  de  9  de  setiembre  de  1864, 
circulada  en  25  de  febrero  de  1866, 
declarando;  quo  el  hijo  soltero  de 
madre  casada  en  segundas  nupcias, 
pertenece  al  alistamiento  del  pueblo 
de  la  residencia  de  aquella  y  no  al 
en  que  el  mozo  la  tiene  hace  mu* 
chos  ahos:  p.  64. 

—287.  R.  O.  de  16  de  agosto,  revocando 
un  fallo  del  Consejo  provincial  de 
Burgos,  y  declarando  que  alegada 
una  escepcion  ante  los  Ayuntamien- 
tos, los  Consejos  deben  examinar  y 
depurai;  todas  sus  circunstancias. 
Pobreza  etc.;  p.  498. 

—289.  R.  O  de  47  de  agosto;  declara 
que  el  viudo  con  hijos  ilegítimos,  no 
es  de  los  que  habla  el  último  párrafo 
de  la  regla  4  .*  del  arl.  77  de  la  ley;  y 
que  solo  dura  tres  años  la  responsa- 
bilidad de  un  mozo  para  reemplazar 
á  otro  que  sedoclare  exento;  p.  499* 


— 2B8.  R.  O.  de  48  de  agosto,  resolvien- 
do que  un  mozo  de  las  Provincias 
Vascongadas  está  bien  incluido  en  el 
alistamiento  del  pueblo  en  que  resi- 
de; pág.  499. 

—291.  R  O.  de  ^2  de  agosto,  sobre 
apreciación  de  las  circunstancias  de 
un  padre...  para  calificar  la  pobre- 
za; pág,  501. 

—290.  R  O.  de  25  de  agosto  sobre  reco- 
nocimiento de  los  quintos  que  su- 
fren condena  en  algún  establecimien- 
to penal;  p.  500. 

—350.  H.  O.  ae  10  de  noviembre  sobre 
medición  y  reconocimiento  de  quin  - 
tos  ausentes  en  las  provincias  ultra- 
marinas; p.  644. 

— R.  O.  de  5  de  abril  de  4861. 

—V.  Ejército.  Servicio  militar.  Materia 
penal  etc. 

R. 

REBELDIA.  {ActAsacion  cíe;-T-No surte  efec- 
to cuando  se  acusa  antes  de  espirar 
el  término.  Sent.  de  12  de  junio; 
pag.  518.  — V.  Apelación. 

RECARGOS  LOCALES.— V.  Consumos. 
Presupuestos  del  Estado. 

RECLUSION.— V.  Penas. 

RECOMPENSAS  MIUTARES.— Ley  de  47 
tibe  julio,  declarando  extensivos  los 
beneficios  de  la  ley  de  7  de  lulio  de 
1860,  á  los  jefes  y  oficiales  ae  la  es- 
cuadra del  Pacífico;  p.  349. 
—210.  R.  O.  de  19  de  julio;  p.  343. 
—215.  R.  O.  de  6  de  junio;  medio  de 
conseguir  los  documentos  necesarios 
para  solicitar  pensiles  por  la  cam- 
paña de  Santo  Domingo  etc.;  p.  544. 

RECONOCIMIENTO  JUDICIAL.— Al  Juez 
corresponde  apreciar  el  resultado... 
y  deciair  lo  que  entienda.  Sent.  de 
13  de  junio;  p.  607. 

RECURSO-DE  CASACION.-No  es  admisi- 
ble contra  sentencia  que  declara  no 
haber  lugar  á  declarar  la  cualidad 
de  pobreza^  estándose  á  lo  que  se  re- 
suelva en  otro  incidente  sobre  lo 
mismo  pendiente  del  recurso  de  ca- 
sación. Sent.  de  24  de  mayo;  p.  5í5k. 
—Para  admitirlo  ó  denegarle  la  Safa  sen- 
tenciadora debe  concretarse  á  exa- 
minar si  concurren  ó  no  las  circuns- 
tancias á  que  se  refiere  el  arl.  4  0}5 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
SenU  de  4  de  junio;  p.  567. 
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RECURSO  DE  CASACION.— No  debe  ad- 
mitirse por  laá  AudieDcias  cuando 
se  interpone  en  los  juicios  ejecu- 
tivos con  arreglo  al  art.  1.014  de 
la  ley,  por  alguna  de  las  causas 
expresadas  en  el  i. 01 3,  si  no  se  ha 
dictado  la  sentencia  de  remate,  que 
es  en  este  caso  especial  de  dicho  ar- 
ticulo la  definitiva.  Sent.  de  SO  de 
junio;  p.  664. 
—No  procede  recurso  de  casación  fundado 
en  la  falta  de  personalidad  del  actor, 
cuando  nada  se  ha  reclamado  sobre 
ella  en  primera  instancia  pudiendo 
hacerlo;  siendo  ya  ineficaz  para  di- 
cho efe  to  la  reclamación  en  la  se- 
gunda. No  basta  para  preparar  el  re- 
curso con  arreglo  al  art.  1.019  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  una  sim- 
ple manifestación ,  pues  se  requiere 
reclamación  especial  y  determinada. 
Sent.  de  11  de  setiembre;  p.  708. 
—  Para  que  proceda  en  cuestionen  de  com- 
petencia, es  necesario  que  se  entable 
en  forma  legal.  Sent.  de  40  de  enero; 
pag.  14. 

—En  los  incidentes  sobre  cuestiones  de 
competencia  de  jurisdicción,  no  pro- 
cede el  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  ó  sea  con  arreglo  al  art.  1.012 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se- 
gún la  doctrina  consignada  en  va- 
rías sentencias  de  est/Tríbunal  Su- 
premo. No  siendo  procedente  este 
recurso  en  el  juicio  ejecutivo,  mu- 
cho menos  puede  serlo  en  un  inci- 
dente del  mismo.  Sent.  de  21  de  ju- 
nio; p.  »f9. 

-No  se  puede  este  fundar  en  supuestos 
establecidos  después  del  fallo  y  que 
sean  diametral  mente  opuestos  á  los 
puntos  de  hecho  y  de  derecho  defi- 
nitivamente fijados  en  k  demanda 
como  fundamento  de  ella.  Sent.  de 
16  de  abril;  312. 

—El  término  parainterpanerle,  es  de  diez 
días  útiles  contados  desde  el  en  que 
se  notifica  la  sentencia,  siendo  inad- 
misible si  se  presenta  fuera  de  este 
plazo.  Sent.  de  1    de  mayo;  p.  446. 

—La  acusación  de  rebeldía  de  que  habla 
el  art.  1  035  de  la  ley  de  Enjuicia- 
iiiiento  civil  cuando  no  se  hiciere  el 
depósito,  ha  de  tener  lugar  espirado, 
el  término,  pues  si  se  acusa  antes  no 
surte  efecto.  Sent.  de  12  de  junio; 
pág.  518. 

—No  procc  ''^  esle  recurso  contra  los  con- 
siderandos: apreciación  de  pruebas: 
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coograencia  de  la  sentencia  con  la 
demanda.  Cita  de  colecciones  no  ofi- 
ciales. Sent  de  5  de  febrero;  p.  118. 

— Para  que  se  consideren  infringidas  las 
leyes  y  la  jurisprudencia  y  puedan 
invocarse  oportunamente  eo  recurso 
da  casación*  es  preciso  que  sean  real- 
mente aplicables  al  caso  concreto  del 
pleito.  Sent.  de  3  de  marzo;  p.  152. 

•^No  pueden  estimarse  eo  este  recurso 
puntos  que  no  ban  sido  fijados  opor- 
tunamente en  el  juicio  ni  discutidos 
ni  estimados  en  el  fallo.  Sent.  de  5 
de  marzo;  p.  159. 

—Los  puntos  que  no  han  sido  objeto  de 
discusión  en  el  pleito  no  pueden  lo- 
marse en  cuenta  para  resolver  un  re- 
curso de  casación.  Sent.  de  14  de 
marzo;  p.  234. « 

—En  todo  recurso  de  casación  se  ha  de 
citar  la  ley  infringida  y  la  omisión  ó 
falta  cometida  en  su  caso;  reauisito 
indispensable,  según  el  art  1.024  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Sen- 
tencia de  15  de  marzo;  p.  236. 

— ^No  procede  el  recurso  por  motivos  que 
no  bajan  sido  objeto  de  discusión  en 
el  pleito  ni  de  resolución  en  su  fallo 
ejecutorio.  Pára  fundar  la  casación 
de  un  fallo  en  haberse  prescindido 
de  las  formalidades  legales  para  la 
adjudicación  de  bienes  raices  á  qq 
acreedor  do  herencia  correspondien- 
te á  menor  de  edad ,  debe  haber  gi- 
rado la  discusión  sobre  este  punto. 
Sent.  de  IG  de  marzo;  p.  23a. 

— En  los  casos  que  se  expresan  en  el  ar- 
tículo KOI 3  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  es  preciso,  para  que 
proceda  el  recurso,  que  se  naya  re- 
clamado la  subsanacion  de  la  falta 
con  arreglo  á  losarts.  1  019  y  1.015 
de  la  ley  de  Enjuiciauiiento  civil. 
Sent.  de  7  de  abril;  p.  i75. 

— Siendo  inadmisible  el  recurso  de  casa- 
ción de  fallos  que  no  impiden  se 
pueda  scji^uir,  terminado  el  pleito, 
otro  juicio  sobre  lo  mismo,  como 
sucede  en  los  posesorios,  aun  menos 
lo  será  en  los  incidentes  sobre  ejecu- 
ción de  tales  fallos.  Sent.  de  28  de 
mayo;  p.  460. 

— No  .es  admisible  el  recurso  de  casación 
interpuesto  con  arreglo  al  art.  1.012 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  si 
exclusivamente  se  funda  en  infrac- 
ciones de  articules  de  la  misma  re- 
verentes al  órden  del  procedimiento. 
,     Sent.  de « de  junio;  p.  470. 
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RECURSO  DE  CASACION.— No  procede 
este  contra  la  sentencia  que  repe- 
le la  demanda  por  defectos  en  el 
modo  de  proponerla,  pK)rque  no  po- 
niendo término  al  juicio,  no  es  de- 
finitiva. —  Las  providencias  dicta- 
das para  llevar  á  efecto  lo  conveni- 
do en  un  acto  de  concUiacioiii  no  son 
susceptibles  de  casación.  Sent.  de  28 
de  setiembre;  p.  734. 

—No  procede  este  recurso  contra  senten- 
cias que  no  son  definitivas,  ni  ponen 
fin  al  juirio  impidiendo  su  continua- 
ción. Seút.  de  i  ^  de  junio;  p.  472. 

—Cuando  se  sustancia  como  incidente 
una  cuestión  que  no  lo  es  en  reali- 
dad, y  rerae  en  el  pleito  sentencia 
que  pone  término  al  juicio  sin  que 
sea  aable  promover  otro  en  la  mi»- 
ma  cuestión,  procede  el  recurso  de 
casación Qon arreglo  á  losarts.  l.OiO 
y  l.Oiide  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil.  Sent.  de  1.^  de  junio;  p.  472. 

—La  cita  de  leyes  y  de  jurisprudencia 
ha  de  ser  concreta  para  fundar  un 
recurso  de  casación.  Sent.  7  mayo; 
p.  473.— Id.  Seat.  17  marzo,  p.  238. 

—Las  leyes  que  sirvan  de  fundamento  al 
recurso  han  de  ser  aplicables  al  ca- 
so concreto  del  pleito.  Sent.  de  i2 
de  mayo;  p.  519. 

—Aunque  la  sentencia  de  una  Sala  tenca 
el  carácter  de  definitiva,  si  pueae 
seguirse  después  otio  juicio  sobre 
lo  mismo  que  ha  sido  objeto  de  aque- 
lla, no  se  da  recurso  de  casación, 
fundado  en  ser  la  sentencia  contra- 
ria á  ley  ó  doctrina  legal  según  lo 
dispuesto  en  el  art.  i.OU  de  la  ley 
de  Enjuciamiento  civil;  p.  708. 

— V.  Bienes  reservables.  Doctrina.  Ex- 
cepciones. Pruebas.  Procedimiento 
civil.  Sentencia.  Pobreza  para  li- 
tigar. Puntos  no  debatidos. 

RECURSO  DE  NULIDAD  —Conforme  al 
R.  D.  de  4  de  noviembre  de  4838, 
cuando  una  sentencia  de  revista  (en 
pleitos  seguidos  por  el  procedimien- 
to anterior  á  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil)  es  conforoie  de  toda  con- 
formidad con  la  de  vista,  no  se  da 
recurso  de  nulidad.  Sent  22  de  mar- 
zo; p.  249.— V.  Procedimiento  civil. 

REGISTROS  DE  LA  PROPIEDAD.— 3. 
R.  O.  de  42  de  enero,  declarando 
nulos  los  nombramientos  de  varios 
Registradores;  p.  5. 

—97.  R.  O.  de  16  de  abril,  aclarando 
los  arta.  277»  278  y  280  d«l  reglt- 


mentogentral;  traslaciones  de  un  re- 
gistro a  otro,  preferencias  etc.;  pá- 
gina 129 

—168.  R.  O.  de  16  de  junio  ¡exigiendo 
ciertas  formalidades  para  solicitar  re- 
gistros; mandando  atender  oportu- 
namente á  lo<  que  desempeñan  re- 
gistros cayos  productos  no  lleguen 
á  iOOO  escudos:  p.  292. 

—195.  R  O.  de  3  de  julio,  sobre  el  pla- 
zo para  pretender  los  registros  va- 
cantes; p.  309. 

—311.  R.  O.  de  3  de  octubre,  mandan- 
de  que  los  aspirantes  á  registros,  di- 
rijan sus  solicitudes  por  conducto 
de  los  Regentes  de  laa  respectivas 
Audiencias;  p  530. 

—314.  R.  O  de  5  de  octubre,  declaran- 
do que  no  pueden  desempeñar  el 
cargo  de  sustitutos  los  presbitetos 
ni  los  menores  de  25  años;  p.  532. 

—56.  R.  O.  de  16  de  marzo,  sobre  aspi- 
rantes; p.  7i. 

—167.  R.  O.  de  18  de  junio,  sobre  re- 
misión á  los  jueces  de  primera  ins- 
tancia, de  los  libros  en  blanco  para 
rubricarlos,  sellarlos  y  certificarlos; 
pág.  291. 

—194.  R.  D.  de  6  de  julio ,  mandando 
que  los  registradores  reintegren  al 
Estado  el  costa  de  los  libros  for- 
mados con  arreglo  al  art  223  de  la 
ley  hipotecaria;  p.  309. 

— 342  R.  O  de  23  de  octubre,  aclaran* 
do  la  de  14  de  febrero  último  sobre 
asientos  en  los  libros  provisionales, 
gastos  etc.;  p  603. 

— V.  Legislación  hipotecaria  Inscripción. 
RELIGIOSAS  PROhESAS  — Cuestión  so- 
bre su  facultad  de  adquirir  bienes, 
administrarlos  y  disponer  de  ellos 
etc.  Sent  de  28  de  junio;  p.  670. 
REMEDIOS  SECRETOS  —47.  R.  O.  de 
25  de  enero,  prohibiendo  la  venta 
del  «Rob  depurativo  de  Gandul»... 
Y  declarando  que  la  ley  de  sanidad 
na  abolido  los  privilegios  anterio- 
res; p.  37. 

REiNTAS  ESTANCADAS.— Tabacos:  sales; 
sus  productos;  p.  414. 

RENUNCIA  DE  DERECHOS.— Toda  re- 
nuncia supone  derecho  en  el  que  la 
hace,  y  careciendo  de  él  no  produce 
efecto.  Sent.'de  26  enero;  p.  104. 

REPARTIMIENTOS  DE  PROPIOS.— \íéase 
Desamortización. 

RESCISION.— V.  Contratos  para  servi- 
cios  

aB5ERYAS.-y.  Bienes. 
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RESERVAS  DE  DERECHOS.— Las  reser- 
vas que  ordinariamente  se  consig- 
nan en  las  ejecutorias  no  dan  dere- 
cho alguno  eficaz  respecto  del  punto 
de  que  son  objeto,  á  aquel  á  cuyo 
favor  se  declaran.  Sent.  de  5  mayo; 

SAg.  464. — V.  Daños...  Ejecutoria. 
►  N  S  A  B I L I D  AD  CRIMINAL.— Es- 
tá exento  de  ella  el  que  obra  en  de- 
fensa propia  y  en  cumplimiento  y 
dentro  de  sus  deberes  legítimos. 
Decis.  de  23  de  febrero;  p.  224. 
RESTITUCION  IN  INTEGRÜM.— Cuando 
en  una  demanda  se  invoca  clara  y 
explícitamente  el  remedio  de  la  les- 
titucion  in  integrum  no  obsta  para 
que  se  declare  la  reposición  del  acto 
que  lo  motiva  la  impropiedad  de  los 
términos  con  que  haya  sido  solici- 
tado ni  la  mayor  ó  menor  impor- 
tancia del  daño.  La  plus  petición  so- 
lo puede  producir  efectos  legales  en 
el  estado  del  juicio  en  que  se  fijan 
definitivamente  los  puntos  de  hecho 
y  de  derecho  objeto  del  debate. 
Sent.  de  6  de  abril;  p.  268. 
—El  remedio  de  la  restitución  in  inte- 
grum  que  compete  así  á  los  meno- 
res de  edad,  universidades  y  demás 
personas  privilegiadas,  y  aun  en  su 
caso  á  los  mayores,  no  tienen  cabi- 
da contra  las  sentencias  por  las  cua- 
les se  entienden  acabados  y  feneci- 
dos los  pleitos  y  en  que  no  habia 
lugar  á  segunda  suplicación.  Sen- 
tencia de  i.^  de  mayo;  p.  46i. 
— ^No  tiene  condición  para  ser  lomada  en 
cuenta,  cuando  hay  un  recurso  or- 
dinario que  utilizar,  ni  contra  falla 

3ue  no  causa  ejecutoria.  Sent.  de  9 
e  mayo;  p.  478. 
— ^V.  Cosa  juzgada. 

RETIROS  MILITARES.  — 70.    R.  O.  de 
25  de  marzo,  aclarando  el  art.  4.°  de 
la  ley  de  retiros;  p.  82. 
—79.   R.  O.  aclarando  el  art.  4.*  de  la 

ley  de  retiros;  p.  82. 
—255.   R.  D.  de  12  de  agosto,  marcando 
las  edades  para  expedir  el  retiro 
forzoso  á  los  jefes  y  oficiales;  pá- 
gina 452.— V.  Ejército. 

RETRACTO.— (Lc^ís/octon  foral  y  de  Cas- 
tilla). En  donde  subsiste  vigente 
una  legislación  foral,  para  qUe  pro- 
•  ceda  en  la  venta  de  una  finca  el  re- 
tracto gentilicio,  es  preciso  que  se 
verifiquen  las  circunstancias  exigi- 
das  portel  fuero. — Según  tas  leyes 
generales  del  Reinoi  se  requiere  que 


las  fincas  sean  de  patrimonio  ó  abo- 
lengo y  lo  mismo  el  retrayente. 
Sent.  de  23  de  febrero;  p.  437. 
— En  las  ventas  á  plazo  ó  al  nado,  el  re- 
trayente  no  está  obligado  a  la  con- 
signación de  todo  el  precio,  sino  á 
lo  que  el.com prador  se  obligó,  pres- 
tando fianza  que  asegure  el  precio 
en  los  plazos  y  forma  convenida  en 
la  escritura  de  venta,  cuya  fianza 
eguivale  á  la  con wn^ion.  Senten- 
cia de  12  de  junio;^ytoí. * 
—  V.  Acción  rescisoria, 

RETRO  VENTA.  -  La  acción  que  correspon- 
de al  vendedor  con  pacto  de  retro 
en  fuerza  de  la  ley  42,  tít.  5.*>,  Par- 
tida 5.*,  es  personal,  y  por  lo  tanto 
debe  prescribirse  con  arreglo  á  la 
ley  65  de  Toro  Sent.  de?  de  abrü^ 
pág.  275.  V.  Pactos. 

REVERSION  DE  BIENES  —Es  válido  el 
pacto  de  reveí'sion  celebrado,  al 
contraerse  un  matrimonio,  por  los 
cónyuges  y'  los  causantes  de  éstos, 
cuando  llegado  el  caso  para  que  se 
estableció,  le  ratifica  por  escritura 
pública  la  persona  menos  favoreci- 
da en  s(i  ratificación.  Sent.  de  28 
de  abril;  p.  5(15. 

REVERSIONES  A  LA  CORONA.— V.  Car- 
gas de  justicia. 

REVISION.  -  Para  que  con  arreglo  al  ar- 
tículo 231  del  Reglamento  de  lo  con- 
tencioso, proceda  la  revisión  de  una 
sentencia  definitiva,  no  basta  la  ad- 
quisición posterior  de  documentos, 
aunque  fueran  decisivos  y  pertinen- 
tes SI  no  se  prueba  la  fuerza  mayor 
oue  impidió  adquirirlos  antes.  Real 
accreto-Sent.  de  3  de  febrero;  pá- 
gina 179. 

REVISTAS  MILITARES.— V.  Ordenanzas. 
RIBERAS.— V.  Aguas:  ley  de  3  de  agosto. 
RIOS.— V.  Aguas.  Obras  en... 
ROBO.— V.  Desafuero. 

8. 

SAL.— 108.  R.  O.  de  4  de  mayo,  sobre 
pago  y  liquidación  dentro  del  plazo 
auc  se  dice  de  la  que  reciben  al 
nado  los  fomentadores  de  la  pesca 
y  salazón;  p.  149.— V.  Presupues- 
tos del  Estado. 

SANIDAD.- 60.  R.  O.  de  20  de  marzo, 
recomendando  á  los  Gobernadores 
la  adopción  de  medidas  encamina- 
das á  precaver  y  evitar  los  estragos 
del  cólera-morlío  asiático;  p.  72. 
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SANIDAD.— 74.  Circular  de  la  Dirección 
ffeneral  de  sanidad,  de  S 4  de  enero 
último ,  recomendando  se  procure 
corregir  los  focos  de  infección  que 
existan  en  todas  la»  poblaciones  y 
puedan  perjudicar  á  la  salud  públi- 
ca;  p.  82. 

—76.  R.  O.  de  45  de  febrero^  dictando 
varias  disposiciones  para  impedir  la 
propagación  y  efectos  del  tirus,  des- 
arrollado en  el  ganado  vacuno  en 
algunos  puntos;  p.  83. 

—80.  Circular  de  12  de  marzo^  previ- 
niendo que  no  dejen  de  cumplirse 
las  disposiciones  sobre  sanidad.... 
pág.85. 

—431.   R.  O.  de  14  de  mayo,  sobre  de- 
recho de  sanidád  que  pasan  los  va- 
pores mercantes,  y  los  ae  traspor- 
tes; p.  498. 
—438.   Ley  de  24  de  mayo,  reformando 
algunos  artículos  y  prescripciones 
de  la  vidente  ley:  Lazaretos.  Paten- 
tes súcias;  p.  209. 
—153.   R.  O.  de  8  de  junio,  sobre  desig- 
nación de  lazaretos;  p.  S44 . 
—306.   R.  O.  de  48  de  setiembre,  decla- 
rando incompatible  el  cargo  de  mó- 
dico director  de  baños  y  aguas  mi- 
nerales con  todo  destino  pagado  por 
el  Estado,  provincia  ó  municipio. 


pág.  547, 
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lemedios  secretos.  Epidemias. 
Exequias.  Médicos.  Inspectores  de 
carnes.  ' 

SECRETARIO  DE  AYUNTAMIENTO.— 
y.  Ayuntamientos.  Negativa... 

SEGUNDA  ENSEÑANZA.— V.  Instrucción 
pública.  Seminarios. 

SELLO  DEL  ESTADO.— Productos  de  las 

«  distintas  clases  de  papel  y  sellos 
r  '      sueltos;  p.  413. 

5EM1NARIOS.-297.  R.  D.  de  40  de  se- 
tiembre, disponiendo  qu«  los  estu- 
dios de  segtmda  ensenan^  que  se 
hagan  en  los  Seminarios  habilitan 
para  el  ingreso  en  las  carreras  civi- 
les; p.  505. 

SENTENCIAS  DEFINITIVAS.— No  lo  es 
para  los  efectos  de  l^arts.  1.010  y 
l.Oli  de  la  ley  dé  Enjuiciamiento 
civil  la  que,  en  autos  sobre  concur- 
so voluntario,  declaró  que  un  liti- 
gante es  comerciante,  y  está  sujeto 
a  las  disposiciones  del  Código  mer- 
cántil.  Sent.  de  40  de  enero;  pá- 
gina 44. 

--Infringe  la  ley  16,  tít.  22  de  la  Partida 
3.*,  la  sentencia  dada  sobre  puntos 
Tomo  X  dbl  Digo. 
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que  no  han  sido  objeto  de  discusión. 
*Sent.  de  19  de  enero;  p.  78. 

— Deben  ser  congruentes  con  el  punto 
discutido,  y  no  puede  decirse  que 
se  infringe  la  ley  1.*,  tít.  1.®,  libro 
X  de  la  Nov.  Recop.  en  un  pleito 
sobre  división  de  bienes.  Sent.  de 
20  de  enero;  p.  79. 

— Conformidad  de  ésta  con  los  pretensio- 
nes de  las  partes.  Sent.  de  29  de 
enero;  p.  406. 

—No  procede  el  recurso  de  casación  á 

3ue  se  refiere  el  art.  4.042  de  la  ley 
e  Enjuiciamiento  civil  contra  los 
fallos  dictados  en  cuestiones  de  com- 
petencia, perqué  no  ponen  término 
,  al  juicio.  Sent.  de  3  de  febrero;  pá- 
gina 110. 

— No  procede  el  recurso  de  casación  en  el 
londo  contra  la  sentencia  que  absuel- 
ve de  la  demanda  en  la  forma  que 
ha  sido  propuesta ,  porque  deja  al 
demandante  su  derecho  de  promover 
de  nuevo  la  misma  reclamación. 
Sent.  de  5  de  febrero;  p.  110. 

—Tiene  todos  los  carácteres  de  sentencia 
definitiva,  la  que  absuelve  de  la  de- 
manda en  el  modo  que  ha  sido  pro- 
puesta, y  es  admisible  por  tanto  el 
recurso  de  casación  interpuesto  con- 
tra ella.  La  doctrina  que  se  ha  con- 
signado alguna  vez  en  contrario,  solo 

f^uede  entenderse  cuando  recae  aque- 
ta sentencia  por  haberse  usado  de 
la  acciop  de  un  modo  defectuoso,  y 
de  ningún  modo  cuando  la  acción 
intentada  se  ha  controvertido  en  el 
juicio,  y  sobre  ella  han  girado  las 
excepciones  y  las  pruebas.  Sent.  de 
9  de  octubre;  p.  767. 
— Cuándo  existe  congruencia  entre  lo  liti- 
gado y  el  fallos  imposición  de  cos- 
tas. Sent.  de  23  de  febrero;  p.  i39. 
— Si  son  nulas  las  que  dan  mas  de  lo  qne 
se  demanda,  esto  no  se  entiende, 
cuando  en  caso  de  no  conformidad 
sobre  el  tanto,  se.  somete  esto  á  la 
apreciación  pericial.  Sent.  de  9  de 
abril;  p.  279. 
—No  procede  la  admisión  del  recurso  de 
casación  según  los  arts.  4.040  y 
1.01 1  de  la  ley,  sino  cuando  las  sen- 
tencias recaigan  sobre  definitiva ,  ó 
pongan 'término  al  juicio  y  ha^n 
imposible  su  continuación.  Sent.  de 
26  de  abril;  p.  510. 
—Si  después  de  la  vista  de  un  pleito  que- 
daren cesantes  ó  fueren  jubilados  ó 
trasladados  uno  ó  mas  Magistrados 
52 


Digitized  by 


81  RcrattiOM» 

da  lot  (uia:  tovtpwéwatk  U  SaU  de 
UB*  Áudieacia  eo  ei  aoto  de  1a  vista 
deben  aquello»  voiar.  aoDqae  seha- 
Uea  aoaeates,  j^diendo  hacerlo  por 
•scríio;  Bo  asa  loe  sepacado&ó  sus- 
pensos. Seatw  de  S7  de  abril;  p.  367. 

— Cniaado  La  sentencia  de^a  e)Lpedita  á  nn 
litigante  su  acción  para  ejercitarla 
coa  arreglo  i  lae  leyes»  no  poede 
este  interponer  cooira  ella  recurso 
de  casación^  por  no  ser  definitiva 
con  arreglo  al  art.  i.014  de  la  ley  de 
ínjaiecianúenlo  eivlL  Seoi.  de  26  de 
junio;  p.  523« 

—V.  Aclaracioo.  Ejecoeioa.  Procedimien- 
to eiviU  Becurso  de  casación.  Casa- 
cíenmete. 

SEÑORIOS.— No  debe  confundirse  el  jui- 
cio instructivo  establecido  por  las 
leyes  que  ban  decretaiio  !a  abolición 
de  los  jurisdiccionales  y  feudales, 
con  el  juicio  de  propiedad  que  deia 
i  salvo  ei  art.  de  la  ley  de  26  de 
agosto  de  4837.  Este  debe  sustanciar- 
se V  decidirse  por  las  reglas  del  de- 
recho común»  y  el  instructivo  que 
se  concedió  á  los  poseedores  de  se- 

¡lorios  por  las  especiales  de  dichas 
eyes;  no  siendo  por  lo  mismo  apli- 
cables al  de  propiedad  las  doctrinas 
establecidas  respecto  del  instructivo, 
cuando  este  ba  precedido  y  se  dictó 
sentencia  que  fué  consentida.  Seur 
tencia  de  27  de  enero;  p.  93» 
—Cuando  con  arreglo  á  la^ley  que  decla- 
ró abolidos  los  señoríos  jurisdiccio- 
nales .y  las  prestaciones  de  ellos  di- 
manantes se  ha  declarado  que  un  se- 
ñorío determinado  fué  territorial  y 
jurisdiccional  á  la  vea  en  juicio  ins- 
tructivo con  la  debida  intervención, 
los  bienes  y  rentas  que  i  dicho  se- 
ñorío territorial  pertenecen,  que- 
dan de  propiedad  particular  y  oomo 
provenientes  de  contratos  libres,  á 
no  ser  que  se  adusca  en  contra  una 
prueba  tan  completa  que  invalide  la 
^ue  ^idió  antes  la  cuestión  en  el 
juicio  instructivo.  Sent.  de  3  de 
marzo;  p.  4S5. 
-*No  es  de  las  abolidas  la  prestación  del 
noveno  que  procede  de  «n  titulo, 
que  no  fué  el  del  señei^  jurisdiccio- 
nal, y  si  de  un  eontralo  en  que  li- 
bremente eceptó  un  ipttebloel  domi- 
nio útil  oen  la  car^  de  satisfacer 
acuella,  Mn  qm  hubiese  sido  en  au- 
brogaoion  de  o4ra  de  of<§en  legiti* 
mo*  Sent.  de  18  de  junio;  539. 


amajItigo. 

-^LCi  iitlervencion  concedía  á  lee  fc^ 
blos«  coo  tribuyen  tea  j  ÁvnnUmien- 
tos  tanta  poc  el  art.  lúdela  ley  de 
26  de  agosta  de  4Si7|  oama  por  el 
i."*  de  la  de  3  de  mayo  de  48S3,  se 
refiere  á  los  piettos  y  excedientes 
que  se  instaren  mientras  esUn  dudo- 
sas  la  clase  y  cnaiidad  de  los  seño- 
ríos y  de  las  nrectaciones»  pero  no 
después  de  baiber  pasade^  á  la  condi- 
ción de  terrenos  y  contratos  parti- 
culares por  solemne  ^^utoria,  por- 
que en  esle  caso  han  entrado  ya  los 

Sueblos  y  sus  UMradoros  en  las  eon- 
icionea  normales  de  s«  existencia 
política  y  civil. — En  los  pleitos  de 
señorío  ó  incorporación,  «si  comom 
el  juicio  de  prestación  de  títulos  se- 
ñoriales, la  declaración  de  propiedad 
se  hace  á  fávor  del  Estado  ó  del  con- 
cesionario; y  las  reglas  de  estos  plei- 
tos no  son  apUcabtes  i  las  demandas 
de  propiedad  que  los  pueblos  ó  sus 
vecinos  en  particular  dedujesen  en 
su  caso,  sino  las  de  derecho  común 
y  las  formas  ordinarias  de  los  jui- 
cios. Sent.  de  23  de  abril;  p.  ii9* 
—Se  declaran  abolidas  prestaciones  j  ren- 
tas,  y  que  no  son  incorporables  al 
Estaao,  por  no  haber  probado  el  Mi- 
nisterio fiscal  ser  de  las  comprendi- 
das en  el  art.  5.**  del  decreto  de  las 
Górtes  de  6  de  agosto  de  181 Sen- 
tencia de  9  de  mayo;  p.  478. 
V. — Cargas  de  justicia. 
SERENOS.^Y.  Detención  arbitraría. 
SERPIENTES  DE  FARAON.— Y.  Mercan- 
cías extranjeras. 
SERVICIO  MILITAR.— 26.   R.  O.  de  2  de 
febrero,  declarando  que  los  eifan- 
chados  y  reenflanebados  en  el  cuerpo 
de  infantería  de  Marina  están  obliga- 
dos i  cumplir  dia  por  dia  w  ees»- 
proaiso...;  p.  40. 
^8.  R*  O.  d^  2i  de  íebrero.  aclarando 
Ude  li  de  enero  da  lS6d,  sobre  el 
derecho  á  percibir  los  %000  rs.  los 
soldados  licenciados»  etc.;  p*  66. 
^$  iaAmmia).^ilñ.  R.  a  de  18  de 
junio,  abonando  doble  tiempo  i  loa 
ADdividf  osde  la  Armada  en  las  aguas 
del  Pacáfico;  p.  296,--y,  Quintas. 
SERVICIOS  PÜBUCOS.— 4^9.  B.  D.  de 
no  de  mi^o.  autprii^ndo  las  obras 
necesarias  sonre  un  cielo  raso  del  Mi- 
nisterio da  la  Gobernación  en  los  tér- 
minos que  expresa;  p.  í  40-^V.  Con- 
tratos non  1a  AdoAistrarift»!  Pxe- 
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^ft^WíMí^--f*  principio 

éúi<n  w  ^i^^  61)  cuyo 

Myor  M  t^^Ua  constituiáa  úh¿  ser  vi - 
í^UcRture,  'tío  puede  áUerár  la  hianera 
"  én  que  sé  estableció,  ó  corno  la  ha 
disfrutaíjo;  ni  contra  la  volunlad  del 
düeho  (1  él  predio  sUvíenje  agravar 
su  cundi<*ion.  Smt.  ññ  ftw  inayo; 
página  "5 19.     '  •  ^ 

—{Rtísíi cas). —Según  el  derecho  romano, 
que  rige  en  Cataluña  como  suplemen- 
tario del  niunicípal,  so  prescriben  las 
secvidürabi;éi5  ¡ior  diez  afios  entre 
presehtéa  y  yeíHle  ébtre  aésentes. 
S^nV  de  i.^  déjlibio;  f  55d. 

— í  í(j^6a^)\— fel  cltJho<Jitólento  de  las  cues- 
^  *  Wq^ÍP        particulares  sofcré  servi- 
tfüíj^^f^j(V.  í^^  áí  $ú  liada 'afectan  á 
k'policiá  utbitlái  ^  ik  fa^-exclusiva 
6bi^í>e^^^^  aiitóf'idad  judicial 

comp*dé'tilieí'4s  jirixado,  Jr  éf  que  en 
éílóy  íncifra  argum  cífsposicion  dé  la 
íÉ^Wffád*taünfcipái;  cómo  ao  pueda 
^rectaf  a  su  ésencia,  tío  daría  al  ;isun- 
to  éi  carácter  adnfíinistralivo  que  no 
tuvicrii.  Decis.  de^  de  mayo;  p.  350. 

— {Publicas). — Las  cu cf^t iones  sobre  su 
'  existencia»  no  sun  de  la. competencia 
de  la  Adminislra'Mon  sino  en  cuanto 
se  refiererl  al  lierho  concreto  y  deter- 
minado de  su  estaJo  actual.  — Los 
cuestiones  de  competencia  en  los  plei- 
tos ^d'irrinoipiían  en  tos  Consejos 
irroTinéiales ,  cotño  'de  interés  y  de 
orden  público,  puedeifjpiroinoYorse  en 
eualquler  estaw.  1;  9.^3.  4q  t  ^ 
may9;  p.  576. 

'^{Bx(vada$)i~-Guanép  m  Goben^ador  se 
•    abfttíene  de  resolver  sobre  el  fondo 
é$  JUiia  reclamacLQn  poi^  considerar 

2ue  solo  pe  afecjtaii  derechos  priva- 
os, no  proeede  el  recurso  conlen- 
ciosO-ddministrativo.  Senjt.  4^  2  de 
mayo;  p.  575. 
— {En  materia  d$  aguas).-— \>e  acueducto; 
de  estribo  de  presa ;  de  abrevadero; 
de  camino  de  sifg.a,  etc.;  pílgs.  429  y 
siguientes. 

— ondosa)  — No  procede  h  vi  a  conten- 
ciosa contra  las  Reales  órdenes  que 
oiegOB  el  establecí  mien  to  de  la  ser- 
mckimfMce  forxom  de  acueduiíto^  Real 
árdop  jEle  4  de  junio;  p.  6^.  * 

"-{J^d  pwo^.— La  prueba  .do  1^  fxisten- 
eia  en  finca  ajena,  .i^o^ipfqponde  al 

*  ^mt»re,  no  necesita  ctl  áj^éi 
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orial  ha  de  probarse  con  los  lee- 
mos mas  tinc\sáóñl^Smiyiid%  de  jn- 

.  >.;'p.  617.  •  ^  '  '  >  >  --.r 

-Y.  Gámlubs.  Materia  administrativa.  Ma- 
teria penal.  Minas.  Propiedad  rural. 
T  ra  lili  los.  Vi  nrui  aniones. 
SESIONES  DE  AYUNTAMIENTO,  /ryu- 
;  n'aí,-  Siendo  secretas,  las  palabras 
que'  en  ellas  se  pronuncian  por  los 
concejales,  aun  cuando  algunos  de 
ellos  las  crean  ofensivas,  debe  pre- 
sumirse que  no  fueron  ve rtíáiS  000 
ánimo Jíe  injuriar;  p.  G54. 

'  '  píikAs).  Riegos." 
.  pe  juiifo,  autorizando  la 
\&a'^n  Es^pafii  de  una  Socie- 

jmca  de  rkghii'pllBlT. 
3451*  dé  oíítubtSf  iitilándo 

"'la  aíitdfizáfeitín  de  una  por  falta  de 
Capital;  p  "  628. 
— En  comanaita. — V.  Ejecución  de  sen- 
'*  tencia. 

—  {MéTcanUleB).—  hVi,    R.  D,  de  20  de 
mayo,  autorizando  á  la 'sociedad  La 
España  iridustrialmii  bro¿bgar  su 
ejcistencia  y'Íégir^ef*|fe3f*OT^^ 
estatutos;  p.  SO-í.  * 

— 135  R  D-, autorizando  la  constitución 
de  la  Sociedad  anónima  para  el 
alumhraáo.  j¡)Of  f^'^^^.^pcOta; 
pág.  201. 

— [Mineras].— Uñ.  R.  p-  dfl?  de  octu- 
bre, declátaníjo  quéésérí^Iuras  de  so- 
ciedades necésitan  inscribirse  en  el 
RégistfQ  público  dé  la  provincia; 

SOClEüArD.— y.  éontrátóáí  de  

SOLlíCIpN  Ó  pAGA.— Para  4ííepuetoin- 
' '  *  Vbcár  la  ¿ásacion ,  fuhdaífp  én '  la  fey 
30,)íV.  «íi'Part.  5.«  el  que  pagó 
¡ndebiaai{)énte,'iBs  precisó  que  lo  ha- 
ya hecíio  fiór  errbr ,  y  que  se  pruebe 
este.  Sóbre  las  reglas  de  derecho^  «el 
que  calla  non  confiesa  nin  tampoco 
es  visto  negar,  y,  on  un  documento 
en  que  se  consigna  un  contrato  no 
puede  rechazarse  lo  perjudicial  si  se 
actjpta  16  favorable.»  Sent.  de  20  de 
marzo ;  p,  539. 
^UGE^ION  INTESTÁPA.  — Si  por  un  caso 
'  * ' '  *  fórt ni  to ,  c ó m'o'  ü  ti  Incenafó ,  se  pier- 
de la  matriz  de  tin  tMtm^tOf  como 
"   sé  Jñstí fique  que  há'éfiSÜdoj'  y  á  tí-* 
ikíú  de  heredero  i^o^ek  Uno  la  neron- 

ttíiíiíditfómpo  éomo  Hié  Requiere 
)dü¿  Wd  '  sé  ló  puedrpfiyar  de 
8b6ii#il)(iá>j00íat6ri8ri}ue 
HtiméM^'tAnáA^Al  de  k 
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disposición  testamentaria ,  no  puede 
tener  ya  lugar  la  sucesión  intestada. 
Sent.  de  24  de  abril;  p.  34  7.— Véa- 
'  se  Testamentos. 
—[En  Cataluña).  Si  á  titulo  de  hereda' 
miento  ó  donación  de  su  padre  po- 
see un  hijo  los  bienes  de  aquel ,  con 
pacto  reversional  a  favor  del  donan- 
te ó  su  heredero  sucesor,  para  el 
caso  de  morir  sin  hijos  el  donatario, 
éste  a  la  muerte  del  padre  intestado 
adquirirá  en  todo  caso  el  carácter  de 
heredero  respecto  de  la  parte  que  le 
corresponda,  v  podrá  disponer  de 
ella,  alcanzanao  solo  la  reversión  álo 
demás.  Sent.  de  28  de  mayo;  p.  555. 

SUMINISTROS.— «13.  R.  O.  de  46  de  fe- 
brero, para  que  los  recibos  de  racio- 
nes se  presenten  separadamente  de 
los  que  correspondan  á  los  auxilios 
en  metálico;  p.  74. 
—318.  Circular  de  la  Dirección  general 
de  contribuciones  de  4  7  de  octubre, 
trascribiendo  una  Real  orden  de  47 
de  diciembre  de  4863,  que  contiene 
varias  reglas  para  el  socorro  de  indi- 
viduos de  tropa  transeúntes;  p.  635. 
—En  los  contratos  con  la  Administración 
no  se  han  de  entender  las  condicio- 
nes de  un  modo  incompatible  con 
las  circunstancias  y  naturaleza  de  las 
localidades  y  con  otras  condiciones 
de  los  mismos  contratos.  R.  D.-S.  de 
.  7  de  abril;  p.  286. 
— [de  víveres  para  los  presidiosde  Africa). 
Se  declara  no  haber  lugar  á  rebajar 
los  derechos  de  consumo.  R.  D.  S*de 
24  abril;  p.  573. 

SUMISION.— No  es  prorogablela  jurisdic- 
ción de  un  órden  á  otro.— V.  Con* 
tiendas.  Contratos  con  facultativos. 
Procedimiento  civil.  Servidumbres. 

SUSTITUCION  HEREDITARIA.— V.  Tes- 
tamentos. 

T. 

TABACOS.— 93.  R.  D.  de  20  de  abril,  so- 
bre introducción  v  venta  de  los  de 
Cuba  y  Puerto-Rico;  p.  443. 
— iil.  Instrucción  de  4-5  de  mayo  para 
llevar  á  efecto  el  decreto  anterior, 
mandando  que  los  tabacos  elabora- 
dos de  todas  clases  y  marcas,  inclu- 
yendo los  cigarrillos  de  papel  y  la 
picadura,  que  fuesen  producto  y  pro- 
cedan de  las  islas  de  Cuba  y  Puerto- 
Rico,  sean  objeto  de  libre  comercio 
en  toda  la  Península  é  islas  Baleares; 
pág.  461. 
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—338.  R.  O.  de22de  agosto,  declarando 
^ue  los  viajeros  puedan  importar 
cigarros  fuera  de  registro,  con  suje- 
ción á  las  reglas  que  se  dictan;  pá- 
gina 600. 

—354.  R.  O.  de  26  de  octubre,  dispo- 
niendo la  forma  en  que  habrá  de 
permitirse  la  venta  del  tabaco  baba- 
no  picado  en  las  expendedurías  ha- 
bilitadas...; p.  642. 

TELEGRAFOS.— 450.  R.  ü.  de  2  de  ju- 
nio, aprobando  un  nuQ.vo  reglamen- 
to orgánico  del  cuerpo  y  servicio  de 
telégrafos:  p.  227. 
—344.  R.  O.  de  22  de  octubre,  aproban- 
do una  instrucción  para  el  cumpli- 
miento del  R.  D.  de  30  Je  marzo  de 
4864  sobre  establecimientos  de  esta- 
ciones telegráficas  provinciales,  mu- 
nicipales y  particulares;  p.  625. 

TEMERIDAD  EN  LITIGAR.— No  se  puede 
apreciar  con  seguridad  la  temeridad 
de  un  litigante  que  desiste  de  sa  ac- 
ción antes  que  se  examine  el  nego- 
cio para  fallar  en  definitiva,  al  efec- 
to de  condenarle  á  satisfacer  daiío^ 
y  perjuicios.  Sent.  de  8  de  febrero; 
pág.  183. 

TENIENTES  DE  ALCALDE  —Cuando  en 
sus  funciones  como  jueces  dan  lu- 
gar á  formación  de  causa,  no  es  ne- 
cesaria la  autorización  para  proce- 
sarles. Decis.  de  20  de  enero;  pá- 
gina 194. 

TERCERIA  DE  DOMINIO.— La  cesión  he- 
cha por  una  persona  de  los  bienes 
y  derechos  que  la^  correspondan  de 
una  herencia  pendiente  de  parti- 
ción, nu  trasmite  verdadero  do- 
minio hasta  tanto  que  se  realice  la 
división  de  aquella  y  la  correspon- 
diente adjudicación  de  bienes  á  cada 
uno  de  sus  participes,  y  mas  si  hay 
pendientes  reclamaciones  contra  el 
cedente  que  induzca  fraude  en  per- 
juicio de  tercero.  Sent.  de  9  de  ene- 
ro; pág.  13. 
—Según  la  ley  52  del  Dígesto  De  adqui- 
rendo  rerum  dominio ^  se  entiende 
que  una  cosa  nos  pertenece,  siem- 
pre q[ue  perdida  de  algún  modo  la 
posesión  tenemos  acción  para  recu- 
perarla. Sent.  de  25  de  mayo ;  pá- 
gina 539. 

TERMINOS  DE  LOS  PUEBLOS.— V.  Des- 
linde. 

TERMINOS:  (para  la  via  eontendosa  m 
aeuntoB  de  mirm).  R.  D.-S.  de  21 
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de  mayo;  p.  592.  Id.  R.  O.  de  17 
de  mayo;  p.  289. 
—V.  Procedimiento  civil.  Via  conten- 
ciosa. Procedimiento  contencioso  ad- 
ministratiTO.  Desamortización.  De- 
serción. Ingenieros  de  minas. 
TESTAMENTARIA.— V.  Juicio  de..,.  Tes- 
tomento. 

TESTAMENTARIOS  FIDEICOMISARIOS. 
—V.  Testamentos. 

TESTAMENTOS.— Cuando  la  cláusula  de 
un  testamento  no  puede  tener  mas 
que  una  interpretación,  no  procede 
el  recurso  de  nulidad  contra  la  sen- 
tencia conforme  con  esa  interpreta- 
ción. Sent.  de  14  de  febrero;  pá- 
gina 125. 

—La  primera  ley  que  tiene  que  consul- 
tarse en  materia  de  testamentos ,  es 
la  voluntad  del  testador. — El  nom- 
bramiento de  heredero,  para  que 
sea  válido,  ha  de  hacerse  clara,  ex- 
presa, deliberada  y  resueltamente. 
— Validez  de  las  memorias  testa- 
mentarias. Sent.  de  30  de  junio; 
pág.  68i. 

—La  sentencia  que  es  conforme  con  la 
voluntad  del  testador,  entendidas 
sus  palabras  como  ellas  suenan,  no 
infringe  la  ley  5  %  til.  33,  Part.  7.' 
— ÍIl  testador  que  otorga  testamento 
mancomunado  con  otro  instituyén- 
dose mutuamente  herederos,  y  para 
después  de  sus  dias  á  otros,  aunque 
muerto  uno  de  ellos,  el  otro  puede 
alterar  su  voluntad  propia,  no  asi 
la  del  que  falleció,  que  debe  cum- 
plirse. Sent.  de  49  de  junio;  pá- 
gina 68i. 

— La  apreciación  de  las  pruebas  sobre 
validez  ó  nulidad  de  testamentos, 
debe  hacerse  según  las  reglas  espe- 
ciales establecidas  por  las  leyes.  No 
puede  fundarse  su  nulftlad  en  haber 
sido  otorgado  por  Notario  de  reinos 
en  pueblo  en  que  no  habia  Escriba- 
no numerario,  ni  se  infringe  la  ley 
11,  til  1.%  Part.  6.',  n  morándolo 
albacea  Lh  vecindad  que  áeXevm'msk 
la  R.  O.  de  20  de  agosto  de  {H% 
no  es  la  aplicable  á  Tos  testigos  en 
los  testamentos.  Sent.  de  6  de  febre- 
ro; p.  H9.— V.  Pruebas. 

— ( Condiciones  legitimas ) . — Siendo  un 
principio  inconcuso  que  debe  res- 
petarse como  ley  la«  voluntad  del 
testador,  há  lugar  á  la  casación  de 
la  sentencia 'que  prescinda  de  las 
condiciones  impuestas  á  los  herede- 
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ros,  con  tal  que  estas  no  se  opongan 
á  la  honestidad,  buenas  costumbres, 
obras  de  piedad  ó  al  derecho  natu- 
ral, y  en  caso  de  tratarse  de  here- 
deros forzosos  si  queda  en  todo  ca- 
so á  salvo  su  legitima,  aunque  se  les 
grave  con  la  pérdida  de  lo  que  gra- 
ciosamente se  les  deja.  Sent.  de  5  de 
marzo;  p.  153. 

—Para  que  el  primero  no  quede  desatado 
por  otro  que  fuese  fecho  después 
cumplidamente  no  bastan  presun- 
ciones centra  éste  sino  que  se  ha  de 
probar  su  falsedad.  Sent.  de  5  de 
marzo;  p.  165. 

— El  comisario  para  testar  no  puede  ha- 
cer sino  lo  que  mandó  y  señaló  es- 
pecialmente su  poderdante,  y  todo 
cuanto  disponga  en  oposición  á  las 
instrucciones  que  consten  de  aquel 
es  nulo.  Sent.  de  U  de  abril;  pá- 
gina 511. 

— Lás  leyes  31  y  32  de  Toro,  no  se  opo- 
nen á  que  el  comisario,  para  hacer 
testamento,  pueda  distribuir  en  le- 
gados los  bienes  del  poderdante,  si 
el  poder  se  extendió  á  disponer  de 
los  bienes.  Sent.  de  26  de  enero  de 
1866;  p.  90. 

— No  esta  admitida  por  los  tribunales  la 
doctrina  que  se  dice  infringida  con- 
traría á  la  institución  de  heredero 
fiduciario.  La  obligación  del  here- 
dero fiduciario  es  cumplir  exacta- 
mente la  voluntad  del  testador.  Sen* 
tencia  de  1 4  de  marzo;  p.  234. 

—La  obligación  que  impone  un  testádor 
á  su  heredero  de  declarar  a  favor 
de  sus  parientes  ciertos  legados  ó 
mandas,  no  puede  confundirse  con 
la  sustitución  hereditaria  á  que  se 
contrae  la  ley  14,  tít.  5.o,  Part.  6.* 
Sent,  de  3  de  marzo;  p.  152.  ' 

—Es  principio  de  derecho  que  cuando  los 
instituidos  herederos  por  testamento 
no  existen,  no  pueden  odupar  su  lu- 
^ar  los  (]ue  no  lo  son,  caducando  la 
institución;  de  modo  que  llamados 
los  parientes  hasta  el  tercer  grado, 
si  no  los  hay,  no  pueden  sustituir- 
les en  virtud  del  testamento  los  de 
grados  ulteriores.— Siendo  nulo  un 
testamento,  se  presume  de  derecho 
que  el  testador  murió  intestado. 
Sent.  de  28  de  junio;  -p.  668. 

—Cuando  un  testador  instituye  herederas 
á  dos  de  sutt  hermanas,  y  expresa, 
respecto  de  otra,  que  siendo  su  ob- 
jeto no  le  falten  alimentos,  habrán 
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jde  vi,v;r  reunidas,  h^y,  ep  esta  cláu- 
sula, un  legado  de  alin^ehtos  sin  con- 
dición, feent.  de  30  ¡le  junio:  pá- 
,  I  gina  684. 
TESTAMENTOS.— í.a  ínstifucion  de  kere^ 
jdeto^  lo  misiaoque  la  sustitución, 
4  día  cierto,  ó  que  cierlamente  ha  de 
venir  aunque  se  ignore  cuan  Jo,  crea 
desde,  la  muerte  del  testador  dere- 
chos perfectamenle  irastiiisibles  á 
los  herederos  de  los  ioslituidos. 
,  Septpíp.f  d^,  abril;.  851. 
— ^Debe  rep^júrs^  pQr  no  puesta  Ja^  condi- 
ción que  establece  un  te^^dor  de 
.h^ber  d^^.  casarse  su  heredero  con 
pepona  de  familia  determiisada;  Sen- 
.  tenc^i^  de  ^0  de  enero;  p.  89. 
{(7onjCfóif*tflíS.(W(  cautelam)—^\  ^nn- 
cipio  ^i|^ral  de  la  revocabilidad  de 
, las  disposiciones  teslamenlarias  por 
otras  posteriores,  no  tiene  aplicación 
absoluta  á  los  testamentos  otorga- 
dos con  cláusula  derogatoria  ó  ad 
cautelam^  los  cuales  según  la  ley  22, 
lit.  Part.  G.**,  exi^^m  una  revo- 
cación especial,  diciendo  seíialada- 
nq'ente  el  testador  que  no  dañen  ni 
perjudiquen  al  lillimo  ¡as  palabras 
que  en  el  primero  ha  consignado. 
Étito  tiene  lugar  aun  puesta  la  cláu- 
.fl[ula  en  testamento  cerradoj  y.  probi- 
,l>i4at^a,ape^i,ura  por  otro  posterior 
úf^  abrij^  solemnemente.  Éeni,  de 
^  .í.8  deianto;p  q62, 
^El  principio  de  dé,réqbp,e0tableculo  en 
Íak'y25,  tít.  Parí.  6.S  de  que 
el  ültimo  te&lamei>to  es  el  que  vale 
y  no  el  anterior,  está  subonlinado 
á  la.  modificación  éslablecida  por  la 
ley  22  del  mismo  título  que  prescri- 
be la  irrevocabilidad  de  un  testa- 
mento por  otro  posterior,  siempre 
que  el  primero  contenga  cláusula 
especial  de  la  manera  de  revocarle 
y  no  la  exprese  el  último.— Si  el 
(jue  recibe  parto  de  la  herencia,  no 
puede  después  reclamar  la  nulidad 
del  testamento,  no  tiene  aplicación 
esta  doctiini^,  cufindp  no  média  ac- 
tq,p,9sitk(\  d¿p'(mferi[nidad  O  acep- 
jiacpA.  ,$enl,  ae.8,ae  mayo;  p.  476. 

¿ppty[^iBijBnríí,(|ejfjsía.men  ^- 
^gfcopusi^'ps  qiíe.  ciimb|aaj|as  ins- 
«trucoÍQ^e$  jl;ese^yad/is,  del  testador. 
„ ,  ^^Qt.  16  fio  junio;  p.  ¿S9,. 
— El.4uMf^VpatíXp  P*t,U!^,9s^nba!\o  otor- 
i?  m  Sí  95í»>^?  íPf^igos. 

no  estando  comprendido  eu  el  pro- 


tocófo,  m  signado,  no  poc^de  decirse 
oelebradq  por  escritura  pública.— 
El,  testamento  otorgado  por  cédula, 
requiere  las  mismas  formalidades  y 
reaui^ífcs  para  elevarse  á  escritura 
pl^lioa  que  el  hecho  de  palabm» 
Seht.de  25  de  mayo;  p.  525. 
— Por  extraña  que  parezca unadisposiciop 
testamentaria  nadie  puede  oponerse 
á  ella  siendo  honesta,  si  las  palabras 
del  testador  aparecen  claras,  espli- 
fiiú^p  y  terminantes  sin  pj^e<^er  du- 
da, ^eu  su  significación.  Sen t.  de  t  de 

^•^Poif,  ífirmina^MJ.  qpp  sept.jonuí  f0dam^ 
clon  testamentaria^  ^néúA  subordi- 
nad jiá  la  prueba  que  W^^ra  8U  va- 
lidez y.  eficacia  pued^.^iir^épor  los 
',que  c/r^^n  l^stimadqif  má  i^érechos; 
a^i  cüro9  la  fp^<*^  P^^Üftl^!^^  ^® 
declkracion.de  los  leM^gos  mieda  á 
su  vez  sobordinada  hoy  á  fa  apre- 
ciación de  i  a  sana  critica  y  criterio 
de  los  tribunales,  por  haber  modifi- 
cado i  a  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
toda  la  legislación  anterior  referen- 
te á  la  tasación  del  valor  legal  de  di- 
-Valor  de  la  confesión 


cha  prueba 

en  juicio.  Sen  i.  de  2ÍÍ  de  abril;  pá- 
fíina^  3G5.  V 
e  febrero;  p.  449., 


Truchas  y  la  sent.  Se 6 
^.  449.. 

— {tegistflcióh  foral).  Para  que  sea  válido 
en  Aragón  el  testamento  otorgado 
ant^  el  cura  y  dos  testigos  en  los  ca- 
sos prescritos  por  lo^  fueros  del 

Í)aís,  eo  precisp  que  s^a  adverado  en 
os  térn?inos  que  J)re^riben  los  mis- 
mos fueros  como  solemnidad  del 
mismo.  SeiDt,  de  20  de  marzo;  pá- 
l,^ina  250^ 

— La  intervención  de  testigos  que  se  exi- 
ge para  su  validez,  ha  de  ser  con  co- 
nocimiento del  contenido.  Sent.  de 
8  de  enero;  p.  13. 
—Cuestión  sobre  nulidad  Je  el  ;lu  su  la»  tes- 
tamentarias por  recaer  la  institución 
y  las  mandas  y  legados  en  personas 
torpes.— No  procede  el  recurso  de 
casación^  contra  .los  considerandos, 
ni  pueden  seff^son  ellos  infringidos 
,lo^,ajfs-,,?^.f  3í?ÍS4e^la  ley  deEnjui- 
ciamieiwq.civU'y'oiras  jieye^.  Sen- 


755. 
testa- 


.moflió,  no  ^s  pi[f;ci$o 
cpp'pl€sí;^me¿te  probfida  ,U  ;c«rteza 
*     ,    .    •  cpps.qije|se  '-^  
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lUDntMIO 

ÍmtMiUD.  Ai'por  lo'taala  contraria  á 
a  ley  hi  Beatensia  iqud  cUdore  váli- 
•do  \xñ  iMUaieoto  praechidieiido  de 
*   diiÉa  décttniia.  Sein.  de  t4  de  fe- 

Inicie  «e  leetametitMna. -Sooeúon  en- 
ttoi^tada. 

TESTKr08  Coetflioiiie  4e  oompeten- 
eia.  f^meb».  Teetattieiitos. 

TITULOS  EKTRAlNJEHOSi^La  wtoriza- 
'elon  para  osar  en  Rerp^fta  de  un  tí- 
tulo extranjero  ob  eiempre  una  gra^ 
eia.  Loa  iiffpueeffos  Bóbre  gracias  sé 
adeudan  al  tiempo  de  bu  concesión 
<S«utorh$aoion/K.  t)>S.  de  S  de 'ma- 
yo; p.  689. 

TITOLOS  WBILl  ARlOS.-Laouáliüad'Vin. 
cular  con  que  se'han  otorgado  siem* 
pre  los  títulos  de  Marqués  y  otras 
•rueroede»  de  efsta  litase  noimplica  su ' 
inseparabilidad  de  las  vinculaciones  I 
anteriormente  poseides  por  el  agrá-- 
ciado.  En  la  sucesión  de  títulos  dei 
Castilla  debe  estarse  á  las  reglas  ge- 
nerales establecidas  para  la  de  vin- 
culaciones regulares  cuando  expre- 
samente no  se  determine  dtra  cosa 
Sent.  de  '4Í  de  marEo;  p.  i73.— 
'V.IWayorázgos. 

TRAÍPICO  NEGRERO.— 343  R.  D.  de  29! 
de  setiembre  mandaiido  observarlas: 
disposiciones  'del  proyecto  de  ley 
aprobado  por*  los  Cuerpos  Colegisla- 
dores y  votado  definitivamente  por 
el  Senado.^ Cdp.ii.  Delitos  que  son 
objeto  de  esta  ley  .autores:  cómpli- 
ces: encubridores:  etc.— Cap.  //.— 
TE*rocedimiento  -y  competencia.— Ca- 
pitulo ///.  Empadronamiento  y  cen- 
so tíe  esclavos  ;'p.  B09.--V.  "iEscla- 
'ViluÜ. 

TRATíSACCfON.— Kb  puede  irse  contra  lo 
pactado  en  ella,  sin  presentar  la 

frrueba  espei'.ralisima  que  exige  la 
ey  de  Partida...  Sent.  de  16  de  ju- 
nio; pag.  659. 
—Cuando  no  existe  verdadera  transacción 
sobre  una  cosa,  no  está  prohibido  el 
derecho  de  ejercitar  la  acción  cor- 
respondiente, ni  la  sentencia  que 
falla  el  pleito  infringe  la  lev  34,  tí- 
tulo 14,  Parí.  5.%  que  sanciona  el 
valor  de  las  transacciones  y  señala 
la  prueba  especial  que  es  i«dispen- 
sáble  para  invalidarlas.  Sent.  de  30 
de  junio;  p.  686. 
—No  puede  darse  el  carácter  do  transac- 
ciún  á  una  escritura  gue  no  tuvo 
por  objeto  decidir  m  "decidió  la 


eoes^tioB  me  fwitwloinieine  es  mo- 
tivo delpleü».  ^t.  de  t8  de  junio; 
páff.  679. 

TOÁTAf)0S^4>St.  hm  de  43  de  julio, 
autoriMindoai'6olñemo  para  ratifi- 
Jcar  el  tra^tado  de  Ümíles  «con  Portu- 
:gil.«.  ^  >tntado  Mlifioado.— Pasan 
al  territarto  'cjpiüDi  «res  pueblos 
ipromÍBCuos,  y  otros  tres  &  Portugal. 
PrendamienrtoB  de  ganadoB  en  los 
pueblos  fronlerisos;  p.  '2^. 
^2t6.   (twn  TVancja).  'Fijando  la  linea 
fronleriza  en  la  parte* correspondien- 
te á  la  provincia  de  Gerona:  ley: 
tratado:  acta  adicional. — Servidum- 
bres de  ganados:  pastos:  limitación 
de  loe  derechos  de  propiedad^jg  in- 
demniiadon:  UBO  de  caminos:  pren- 
damiento de  ganados:  contratación 
civil:  conservación  del  ^mojona- 
miento  internacional:  propiedades 
divididas  por  la  línea  divisoria;  ré- 

§imen  y  aprovechamiento  de  aguas 
e  uso  común  entre  ambos  estados; 
pág.  353. 

— í78.   (con  Portugal).  Con  vertió  cele- 
'brado  entre  España  y  Portugal  para 
facilitar  las  comunicaciones  entre 
ambos  reinos,  'firmado  en  Lisboa  el 
57  de  abril  de  1866;  p.  487. 
—179.   (con  ^Sajonia).  Convenio  de  20  de 
enero  de  186^,  celebrado  entre  Es- 
paña y  Sajonia  para  la  jrecíproca  ex- 
tradiciop  de  malhechores;  p.  468 
—.280  (eon  la  rejfública  de  San  Salvador) 
de  recoi^ocimiento,  paz  y  amistad 
celebrado  entre  España  y  la  Repú- 
blica de  San  Salvador, 'firmado  en 
Madrid  él  ^4  de  junio  de  i865  y  ra- 
tificado el  15  del  mismo  mes  de 
1866;  p.  481. 
—281.   (con  los  Países  Sajas).  Convenio 
para  la  reciproca  extradición  de 
malhechores  entre  España  y  los 
Países  Bajos,  firmado  en  el  Haya  el  5 
de  noviembre  de  18ü0;  p.  485. 
— ^391.   (con  Portugal).  Anejos  al  de  lí- 
mites entre  España  v  Portugal  de  29 
de  setiembre  ae  1864,  firmados  en 
Lisboa  el  4  de  noviembre  de  i866; 
pág.  699. 

—Anejo  1.®  Reglamento  relativo  á  los  ríos 
limítrofes  entre  ambas  naciones;  pá- 
gina 692. 

—Anejo  2.0  Reglamento  sobre  prenda- 
miento de  ganados;  p.  695. 
TRIBUNALES  SUPREMOS.— Y.  Conse- 

—•tv/.^^ ^  Cuentas).  H.  D.  de  28  de  ju- 
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lio,  suprimiendo  Tarias  plazas  en  la 
planta  del  mismo  con  la  economía 
de  3i.80(T escudos;  p.  375. 
TUTELA.— Contra  la  apreciación  que  haoe 
una  Sala  de  las  pruebas  aducidas  so- 
bre la  incapacidad  legal  para  la  tu- 
tela legítima,  no  pueue  alegarse  co- 
mo inmngida  la  ley  14,  tít.  46  de  la 
Part.  6.*,  que  habla  de  los  motivos 
de  la  incapacidad,  y  sí  solo  la  ley  ó 
doctrina  que  se  haya  infringido  en 
la  apreciación.  Sent.  de  26  de  fe- 
brero; p.  141.— V.  Obligaciones  de 
menores  de  edad. 

IJ. 

ULTRAMAR.  — 172.  Varias  disposiciones 
relativas  á  Ultramar;  p.  294. 


VECINDAD.— V.  Testamentos. 

VENTAS.— V.  Acción  rescisoria.  Obligacio- 
nes. Obras  pias.  Pactos.  Retracto. 

VIA  CONTENCIOSA.— 125.  R.  O.  de  26 
de  abril,  declarando  improcedente 
una  demanda  por  presentarse  des- 
pués de  pasado  el  término;  p.  197. 
—126.  R.  O.  de  5  de  mayo,  sobre  que 
procede  el  recurso  por  la  via  conten- 
cioso-administrativa,  para  que  se  de- 
claren suíetos  ó  no  á  un  impuesto 
municipal  determinadas  fincas;  pá- 
gina 197. 

— Las  demandas  ante  los  Consejos  provin- 
ciales, deben  proponerse  en  el  térmi- 
no improrogable  de  30  dias  desde  que 
se  hizo  la  notificación  administrati- 
va de  la  providencia  que  cause  esta- 
do ;  y  no  debe  dejarse  pasar  ni  aun  ¿ 
pretesto  de  reclamar  de  nuevo  en  la 
via  gubernativa.  Sent.  de  24  de  mar- 
zo; p.  214. 

— Las  medidas  de  policía  urbana  cuando 
no  quebrantan  ordenanza,  ni  regla- 
mento establecido,  ni  ofenden  un  de- 
recho perfecto,  son  irreclamables  en 
la  via  contenciosa;  teniendo  expedi- 
to su  derecho  el  ofendido  para  üsar 
de  él  ante  el  superior  correspondien- 
te. R,  D.-S.  de  13  de  abril;  p.  302. 

— (Términos). — Cuando  se  dejan  pasar  los 
dos  meses  que  contados  desde  la  no- 
tificación concede  el  art.  14  del  Real 
decreto  de  28  de  diciembre  de  1849, 
para  reclamar  por  la  vía  contenciosa 
contra  las  resoluciones  del  Ministerio 
de  Hacienda  en  vista  de  las  clasifica- 
ciones hechas  por  la  Junta  de  clases 


rivas«  DO  es  admisible  la  demanda. 
D.-S.  de  21  de  mayo;  p.  619. 
—Las  providencias  que  lejos  díe  concretar- 
se á  resolver  un  expÑediente  tienen  el 
carácter  de  medidas  generales,  no 
son  reclamables  poi*  la  via  conten- 
ciosa. Cuestión  sobre  expropiación 
forzosa:  ensanche  de  las  poblaciones. 
R.  D.-S.  de  1.*  de  agosto;  p.  748. 
—V.  A^uasf  Materia  administrativa.  Con- 
tribuciones indirectas.  Contratos  con 
la  Administración.  Procedimien- 
to. Policía  urbana.  Minas.  Portaz- 
gos, etc. 

VIGILANCIA.— V.  Penas,  ley  de  18  de  ju- 
lio; p.  342. 

VINCULACIONES:  (Prescripción) .—El  he- 
redero del  Gue  en  1823  poseía  un  pa- 
tronato de  legos,  perjudica  su  dere- 
cho, supuesto  este,  si  no  le  ejercita 
oportunamente  desde  el  19  de  agos- 
to de  18411  Para  que  proceda  el  re- 
curso de  casación  contra  las  apre- 
ciaciones de  una  Sala  sobre  los  re- 
qüisitos  de  la  prescripción ,  se  debe 
citar  la  ley  infringida.  Sent.  de  19 
de  enero;  p.  74. 
—Para  poder  ejercitar  útilmente  la  acción 
reivindicatoría  de  bienes  que  han 
formado  la  dotación  de  un  vinculo, 
es  esencial  requisito  acreditar  la  fun- 
dación.— Los  bienes  se  presumen  li- 
bres mientras  no  se  justifique  legal- 
mente que  están  gravados  y  los  tér- 
minos á  que  el  ^ravámen  se  extien- 
de.—El  reconocimiento  de  un  ani- 
versario no  implica  reconocimiento 
de  mayorazgo.  Sent.  de  19  de  ene- 
ro; p.  76. 

.—En  la  sucesión  de  mayorazgos,  la  ley  su- 
prema era  la  voluntad  del  fundador. 
—No  puede  ser  representado  el  que 
no  tiene  llamamiento  ó  sea  el  que 
viviendo  al  tiempo  de  la  vacante  ca- 
recía de  derecho  para  suceder.  Sen- 
tencia de  26  de  enero;  p.  103. 

—Para  que  se  tenga  por  fundada  uua  vin- 
culación ,  debe  contener  la  escritura 
las  circunstancias  esenciales  para 
constituirla;  y  no  se  entiende  tal  ta 
sucesión  establecida  por  mas  de  una 
generaciou  sin  carácter  de  perpetui- 
dad. Sent.  de  19  de  febrero;  p  132. 

— La  declaración  de  derechos  que  contiene 
el  art.  2.^  de  la  \Íy  de  1 1  de  octubre 
de  1820,  no  exime  al  que  los  deduz- 
ca en  juicio  de  probar  el  que  perso- 
nalmente le  asista.  Sent.  de  1  de 
marzo;  p.  143. 
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En  la  ftncesion  se  ha  de  guardar  el  orden 
regular,  y  se  ha  de  atender  al  dere- 
cho de  representación ,  salvo  el  caso 
de  que  el  fundador  hubiese  dispues- 
to clara  y  literalmente  lo  contrario, 
sin  que  basten  presunciones  ó  con- 
jeturas por  precisas  y  evideates  que 
sean.  Sent.  de  7  de  marzo;  p.  168. 

La  ley  que  establece  los  medios  especia- 
les de  probar  la  fundación  ó  existen- 
cia de  los  majrorazgos ,  no  exige  la 
misma  especialidad  para  justificar  los 
bienes  que  los  constituyen,  bastando 
los  comunes  de  prueba,  cuya  apre- 
ciación corresponde  al  tribunal  sen- 
tenciador. Sent.  de  7  marzo;  p.  169. 

Para  fijar  el  modo  de  suceder  en  los  vín- 
culos, se  ha  de  atender  ante  todo  á 
la  voluntad  del  fundador.  La  exclu- 
sión de  las  hembras  con  arreslo  á  la 
ley  8.*,  tít.  17,  lib.  X  de  la  Novísi- 
ma Recopilación,  solo  tiene  tusar 
cuando  el  mayorazgo  según  los  lla- 
mamientos es  de  agnación  rigorosa, 
en  absoluto,  ó  hasta  donde  dice  el 
fundador.  Sent.  de  12  marzo;  p.  172. 

Cuando  en  la  fundación  se  exige  que 
los  poseedores  hayan  de  pertenecer 
á  estado  ó  clase  determinada,  ó  ejer- 
cer algún  cargo  ó  ministerio ,  todos 
los  incapacitados  para  este,  están 
excluidos  de  la  sucesión.  La  ley  de 
19  de  agosto  de  1841  no  es  aplica- 
ble á  las  capellanias  laicales.  Sen- 
tencia de  22  de  marzo;  p.  251. 

La  mitad  reservable  que  se  adquiere  co- 
mo inmediato  sucesor  y  no  como  he- 
redero, no  responde  de  las  deudas  del 
antecesor.  Sent.  de  7  abril;  p.  877. 

La  facultad  de  vender  bienes  de  una 
vinculación  con  consentimiento  del 
inmediato  sucesor  tiene  lu^ar  cuando 
todavía  está  el  vínculo  sin  dividir, 
pero  no  cuando  practicada  la  divi- 
sión, se  ha  formado  la  hijuela  de  la 
mitad  reservable:  quién  es  inmediato 
sucesor.  Sent.  de  4  mayo;  p.  382. 

En  los  vínculos  y  mavorazgos  tiene  lu- 
gar el  derecho  ae  representación; 

fiero  no  se  extiende  en  una  línea  á 
os  ascendientes aue  no  tienen  llama- 
miento en  la  fundación  y  aue  care- 
cerían por  consiguiente  del  derecho 
de  suceder,  aunque  viviesen  al  tiem« 
po  de  la  vacante. — Para  suceder  en 
una  vinculación  no  basta  acreditar 
el  parentesco  con  el  poseedor  que 


no  fué  fundador,  y  que  no  fué  llama- 
do personalmente .  á  suceder.  -No 
puede  negarse  la  cualidad  de  posee- 
dor para  todos  los  efectos  legales,  al 
que  10  fué  de  hecho  por  espacio  de 
mas  de  cuarenta  años.  Sent.  de  25 
de  mayo;  p.  470.  ' 

— La  cuestión  de  división  ó  no  de  los  bie- 
nes de  una  obra  pia,  es  distinta  de 
su  desamortización.  Aunque  séllame 
en  una  obra  pia  á  parientes ,  si  á  la 
vez  se  llama  á  la  percepción  á  otras 
clases  de  la  sociedad ,  no  puede  de- 
cirse que  la  fundación  sea  fideicomi- 
so familiar.  Sent.  de  7  mayo;  p.  473. 

—El  poseedor  de  mayorazgo  en  que  se  ex- 
tinguían las  líneas  ó  personas  llama- 
das podia  disponer  libremente  de  los 
bienes  del  mismo.  Sent.  de  7  de  ma- 
yo; p.  476. 

•—Guando  naya  duda  en  la  inteligencia  de 
las  cláusulas  de  la  fundación  de  un 
vinculo  irregular,  deben  ser  inter- 

S retadas  restrictivamente, ajustán- 
ose  en  cuanto  sea  posible  á  la  vo- 
luntad del  fundador  y  á  las  reglas 
que  rigen  en  la  sucesión  de  los  re- 

S ule  res.  La  incompatibilidad  cuan- 
0  se  contrae  á  un  vínculo  determi- 
nado, no  debe  extenderse  á  ningún 
otro.  Sent.  de  12  de  mayo;  p.  520. 
— rLa  ley  41  de  Toro  es  tasativa  de  los  me-  • 
dios  de  probar  los  mayorazgos.  Ins- 
cripción. Sent.  de  4  de  junio,  pá- 
gina 568. 

—Y.  Mayorazgos.  Pruebas  Fidecomisos. 
Fundaciones.  Obras  pias.  Desamor- 
tización. 

VISTO  BUENO.  No  son  responsables  los 
Alcaldes  por  su  V.°  B.^  en  las  cer- 
tificaciones de  los  secretarios.  Deci- 
sión do  10  de  junio;  p.  494 

VIUDAS  (en  Cataluña).  Los  derechos  que 
como  tales  les  corresponden  sobre 
los  bienes  de  sus  difuntos  maridos  no 
pueden  tener  lugar  respecto  de  los 
enajenados.  Opinión  del  autor.  Sen- 
tencia de  5  de  febrero;  p.  121. 

VIUDEDADES.— No  puede  invocarse  el 
beneficio  que  concede  el  art.  1 1  de 
la  Real  instrucción  de  26  de  diciem- 
bre de  1831,  por  las  viudas  y  huér- 
fanos á  quienes  se  aplica  el  art.  14 
por  no  haber  estado  incorporados 
sus  maridos  en  el  Monte -pto.  Real 
decreto  Sentencia  de  24  de  marzo; 
pág.  íil.— V.  Monte-pio. 
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